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TITULO  VI 

DE  LOS  CONTRATOS  Y OBLIGACIONES  EN  GENERAL 


CAPÍTULO  PRIMERO 

DISPOSICIONES  GENERALES 


Artículo  1197. — La  obligación  es  un  vín- 
culo de  derecho  que  sujeta  á una  persona  á 
dar  ó hacer  alguna  cosa,  á otra. 

* 

ORÍGENES 

Ley  5.a,  tit.  XII , Partida  5.a 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  con : Párr.  inicial,  tit.  XIIL  li- 
bro III,  Instituía. 

COMENTARIO  . 

El  hombre  necesita  el  auxilio,  no  solamente 
de  las  cosas  en  relación  con  las  cuales  le  hemos 
estudiado  como  propietario,  sino  también  del  de 
los  demas  hombres  , cuyos  actos  y bienes  pues- 
tos en  circulación  producen  derechos  en  unos 
y deberes  que  cumplir  en  otros;  tal  es  el  fun- 
damento de  la  obligación. 

Esta,  considerada  en  sí,  siempre  ha  sido  ia 
misma;  nada  ha  variado ; todas  las  legislaeio- 
ciones  han  hecho  al  hombre  responsable  de.su 
cumplimiento.  Y si  la  estudiamos  en  cuanto  al 
modo  como  ha  sido  tratada  y comprendida  por 
los  distintos  pueblos  y legislaciones,  quizas  pu- 
diéramos decir  lo  mismo,  porque  tal  cual  Roma 
concibió  las  convenciones  inspirándose  en  la 
moral  más  sana,  han  pasado  á nuestro  Dere- 
cho, si  bien  después  ha  sufrido  grandes  varia- 
ciones. 

Vinculum  juris  quo  necessitute  a daleigimur 

Toiío  a 


dlicujus  reí  solvendus  secundara  noslre  civi- 
latis  jura.,  decía  el  Derecho  Romano  que  era  la 
obligación,  y las  Partidas , aceptando  en  parto 
esta  definición,  dijeron  que  era  como  ligum.cn- 
to  que  es  fecho  según  ley  ó según  natura. 

Si  en  Roma  era  según  el  derecho  de  laeiu- 
; dad,  las  Partidas  dijeron  según  ley  é según  na- 
tura, porque  realmente  no  hay  verdadera  obli- 
. gacion  si  no  está  arreglada  á la  ley  y á la  natu- 
I raleza. 

Ahora  bien ; la  obligación,  atendido  su  fin, 
debía  tener  por  objeto  el  dar  alguna  cosa  ó pres- 
tar algún  servicio  á otro;  era  necesaria  la  inter- 
vención de  dos  personas,  una  á quien  se  debe 
y otra  obligada  á cumplir  lo  convenido,  y esto 
explica  la  definición  apuntada  en  nuestro  arti- 
culo, que  á nuestro  juicio  abraza  todos  los  ex- 
tremos y da  á conocer  el  verdadero  carácter  de 
este  modo  de  adquirir. 

Artículo  1198. — Las  obligaciones  proce- 
den del  derecho  natural  solamente,  ó de 
derecho  civil  ó de  ambos  á ia  vez. 

Las  primeras,  aunque  deben  cumplirse, 
no  pueden  ser  exigidas  en  juicio. 

Las  segundas,  si  bien  tienen  fuerza  legal 
son  eludidas  por  una  excepción  que  las  ex- 
tingue. 

Las  terceras  tienen  que  ser  cumplidas  por 
el  que  las  "contrajo,  y de  no  hacerlo,  puede 
| ser  compelido  á ello. 
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ORÍGENES 

Ley  til.  XII,  Partida  5.a 

Ley  56,  tít.  V Partida  5.a 

CONCORDANCIAS 

Hacen  igual  distinción  el  párr.  l.°,  tít.  XX, 
iilj.  III,  Tnsiituta,  y las  Leyes  1.a  y B *,  párr.  6.°, 
tít  T,  lib.  XLYI,  Digesto. 

COMENTARIO 

Según  que  las  obligaciones  dimanen  del  de- 
recho natural,  del  civil  ó de  ambos  á la  ve/. , se  t 
dividen  en  naturales,  civiles  y mixtas,  y produ- 
cen distintos  efectos. 

Cuéntense  entre  las  primeras  todas  aquellas 
que  son  impuestas  por  el  derecho  natural  sin 
que  las  acompañe  el  civil.  Las  contraídas  por 
los  pupilos  y menores  sin  autoridad  do  sus  guar-  j 
dadores,  las  de  préstamos  hechos  á hijos  de  ía-  : 
inilia  sin  consentimiento  de  los  padres  y otras 
varias  que  no  es  preciso  citar  , son  obliga- 
ciones que  naturalmente  deben  cumplirse  y 
que  en  cuanto  á sus  efectos  debemos  decir,  que 
si  no  puede  apremiarse  al  cumplimiento  de 
ellas,  una  vez  llevadas  á cabo  y cumplidas,  no 
puedan  ya  deshacerse,  y-  son  también  suscepti- 
bles do  ser  garantidas  con  fianzas,  en  cuyo  caso,  I 
aun  cuando  el  principalmente  obligado  no  será  : 
compelido  á su  cumplimiento,  sí  lo  será  el  fia-  I 
dor. 

lias  obligaciones  meramente  civiles  no  van  1 
acompañadas  del  derecho  natural.  A ollas  per- 
tenecen las  contraídas  por  dolo  ó fuerza,  vicios 
que  se  oponen  á su  validez,  y por  consiguiente  ¡ 
que  no  es  obligatorio  en  ellos  su  cumplimiento;  ' 
mas  como  siempre  se  supone  que  fueron  volun-  I 
laidamente  contraídos,  subsistirán  como  válidas  1 


que  sirva  de  punto  de  partida  para  el  es- 
tudio de  las  obligaciones,  no  sucede  lo  mis- 
mo cuando  se  trata  de  llevarlas  a practica 
estableciendo  los  medios  más  adecuados  para 
que  no  se  falte  al  cumplimiento  de  las  contraí- 
das por  los  individuos.  Son  , sin  embargo  , e 
ley,  y no  podíamos  prescindir  de  consignarlas, 
áun  cuando  las  meramente  civiles  no  tengan 
una  definición  legal  que  las  caracterice. 

Desde  luego  debemos  distinguir  las  obliga- 
ciones nacidas  de  la  ley  de  las  que  proceden  de 
un  hecho  jurídico.  El  sólo  nacimiento  es  causa 
de  obligaciones;  la  ley  las  produce  igualmente; 
pero  no  son'óstas  las  que  deben  ocupar  ahora 
nuestra  atención,  sino  las  que  tienen  por  origen 
un  hecho  jurídico  donde  intervengan  dos  ó más 
personas  estableciendo  relaciones  que  liguen 
á unas  con  otras. 

El  Derecho  Romano  señalaba  como  fuentes 
de  las  obligaciones  el  contrato,  el  eúasi-contra- 
to,  el  delito  y el  cuasi-delito  ; pero  esta  clasifi- 
cación juzgada  á la  luz  délos  nuevos  principios 


ha  dejado  de  ser  exacta,  y áun  cuándo  existen 
obligaciones  nacidas  de  delito  , la  ciencia  nos 
enseña  que  sus  fuentes  son  ó el  contrato  ó un 
hecho  puramente  personal. 


Artículo  1199. — Contrato  es  el  convenio 
por  el  que  dos  ó más  personas  quedan  obli- 
gadas entre  sí  á dar  alguna  cosa  ó prestar 
algún  servicio. 

ORÍGENES 

Ley  1.a,  tít.  Xí,  Partida  5.“ 


CONCORDANCIAS 


mientras  no  se  prueben  y justifiquen  los  vicios 
de  que  adolecen. 

Las  que  verdadoranfente  pueden  llamarso 
obligaciones  son  las  procedentes  del  derecho 
natural  y civil.  El  primero  les  da  vida,  y el  se- 
gundo las  sanciona,  de  modo  que  ei  obligado 
so  halla  sujeto  al  cumplimiento  y puede  ser 
compelido  á llevarlas  á cabo  contra  su  vo- 
luntad. 

Bastan  estas  ligeras  consideraciones  para  co- 
nocer la  naturaleza  de  estas  clases  de  obliga- 
ciones, y no  nos  detenemos  á enumerar  sus 
electos  porque  han  de  tener  más  amplia  expli- 
cación en  su  lugar  correspondiente. 

No  todos  los  Códigos  hacen  mérito  de  ellas, 
y en  verdad,  que  si  científicamente  hablando’ 
pueden  sor  base  do  una  clasificación  general 


Concuerda  con:  Art.  1101  Cod.  Francia. — 
806  Vaud. — 518  Tesino. — 984  Valais. — 881 
Neufchatel.— 1104  Bolivia. — 1270  y 1349  Ho- 
landa. 

Admiten  el  mismo  principio,  aunque  con  al- 
guna variación,  los  arta.  1754  Cod.  Luisiana.— 
l.°>  tít-  V,  par.  1.*  Prusia. — 641  Portugal. — 1098 
Italia.  Ley  3.  , tit.  "V II , lib.  XLIV,  y 3.a,  pár- 
rafo 3.",  tít.  XIV,  lib.  II,  Digesto. 

COMENTARIO 

Con  dificultad  encontraremos  dos  autores  que 
al  tratar  de  los  contratos  estén  do  acuerdo  so- 
bre su  definición.  Nosotros,  teniendo  en  cuenta 
lo  que  las  Partidas  dicen  al  definir  la  promisión, 
>'  ciue  C1  contrato  no  es  en  rigor  otra  cosa  que 
un  acuerdo  de  dos  ó mas  personas  sobre  un 


DE  LOS  CONTRATOS  V OBLIGACIONES  EN  GENERAL 


7 


punto  de  derecho,  lo  definimos  diciendo  que  es 
el  convenio  por  el  cual  aquellas  quedan  obli- 
gadas á dar  alguna  cosa  ó prestar  algún  servi- 
cio, únicos  hechos  que  pueden  producirse  por 
la  obligación. 

El  contrato  es  necesario  para  el  hombre;  no 
puede  éste  sin  él  atender  á sus  necesidades,  y 
pór  esto  desde  que  la  sociedad  existe  hay  con-  i 
tratos  que  la  ley,  d,ada  la  naturaleza  especial  de  1 
cada  uno,  ha  procurado  confirmar,  dándoles  | 
vida  para  que  su  cumplimiento  no  dependa  so- 
lamente de  la  buena  fe  de  los  particulares. 

Esta  fuerza  coercitiva  que  da  eíieacia  á los 
contratos  ha  tenido  distinto  fundamento,  sesrun  ' 
las  escuelas  que  han  tratado  de  explicarla.  La 
propia  libertad  individual , el  pacto  celebrado 
por  los  hombres  al  vivir  en  sociedad,  el  aban- 
dono de  unos  al  lado  de  la  actividad  de  otros, 
la  utilidad  individual  y la  social,  ol  concepto 
mismo  del  bien  en  su  sentido  moral  que  debe 
acercarse  al  derecho  hasta  donde  éste  consien- 
te, etc.,  etc.,  han  sido  otras  tantas  bases  que 
han  servido  á diversas  escuelas  para  explicar 
la  razón  del  contrato  jurídico. 

En  nuestro  sentir,  sobre  aquellos  principios 
existe  otro  que  tenemos  por  el  fundamento 
verdadero  de  la  fe  de  los  contratos  que  las  leyes 
hacen  exigible  por  un  medio  práctico  ante  los 
Tribunales,  y es  que  siendo  la  contratación  un 
elemento  de  vida  indispensable,  de  tal  modo 
que  sin  ella  el  fin  humano  dejaría  de  ser  posi- 
ble, como  desde  luégo  se  comprende,  una  vez 
conocida  la  naturaleza  social  del  hombre,  el 
ataque  al  contrato  se  traduce  en  un  ataque  al 
mismo  fin  humano,  y por  consiguiente  sin  la 
garantía  legal  de  aquél  éste  no  se  realizaría.  O 
en  otros  términos,  existiendo  entre  el  vínculo 
jurídico  en  que  consiste  la  obligación  y el  fin 
del  hombre  una  i’elacion  de  medio  á fin,  siendo  ! 
éste  necesario,  no  puede  menos  de  serlo  tam- 
bién aquél,  y por  eso  cae  de  lleno  dentro  del 
Derecho  que  le  presta  aquella  fuerza  coercitiva. 

Artículo  1200.— El  contrato  es  gratuito 
cuando  sehace  otorgando  un  beneficio  á otro 
por  pura  liberalidad;  y oneroso  cuando  las 
partes  contratantes  adquieren  derechos  y 
contraen  obligaciones  recíprocamente. 

ORÍGENES 

Proemio  de  la  Partida  5.* 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  con;  Arts,1105  y 1016  Oód.  Fran- 


cia.— 1350  Holanda. — 1765  y 1766  Luisiana. — 
7. "y 8.°,  tít.  V,  parte  1.a  Prusia. — 642  Portugal. 

COMENTARIO 

La  división  de  los  contratos,  hecha  en  el 
proemio  de  la  Partida  5.’  por  razón  de  las  ven- 
tajas ú obligaciones  contraídas  en  los  mismos 
no  ha  sido  impugnada  ni  rehazada  por  los  Có- 
digos: son  los  unos  de  gracia,  é de  amor  que 
se  facen  los  unos  á los  otros:  ó los  otros  son 
por  razón  de  su  pro  de  amas  las  partes ; llá* 
manso  gratuitos  en  el  primer  caso  y onerosos 
en  el  segundo.  , 

Los  onerosos  pueden  subdivirso  en  conmu- 
tativos y aleatorios,  según  que  una  de  las  par- 
tes se  obliga  á dar  ó hacer  cosa  cierta,  equiva- 
lente á la  que  recibe,  ó que  ¡as  ganancias  y 
pérdidas  dependan  de  un  acontecimiento  in- 
cierto. 

Ademas  de  estas  divisiones  hay  algunas  otras 
que  si  bien  no  se  hallan  consignadas  taxativa- 
mente en  las  leyes,  son  admitidas  por  éstas  y 
sancionadas  por  la  práctica.  Según  ellas,  los 
contratos  se  dividen  : l.°,  en  unilaterales,  bila- 
terales é intermedios  ; 2.°,  en  reales,  verbales, 
literales  y consensúales  ; 3.°,  de  buena  fe  y de 
estricto  derecho;  4.",  principales  y accesorios. 

Los  unilaterales  son  aquellos  por  ios  cuales 
sólo  queda  obligado  uno  de  los  contratantes,  y 
tiene  acción  directa  el  otro  para  exigir  su  cum- 
plimiento. 

En  los  bilaterales  quedan  obligados  desde  el 
principiofiimbos  contratantes  con  acción  directa 
uno  y otro  para  exigirse  mutuamente  el  cum- 
plimiento de  la  obligación. 

En  los  intermedios,  uno  de  ios  contratantes 
se  obliga  desde  el  principio  y el  otro  por  un 
hecho  posterior,  razón  por  la  cual  producen 
inmediatamente  una  acción  directa,  y poste- 
riormente otra  contraria  para  indemnizarse  el 
primer  obligado. 

Entre  ios  unilaterales  se  cuenta  el  mutuo, 
entre  los  segundos  la  compra-venta  y entre  loa 
intermedios  el  comodato. 

Por  el  modo  en  que  se  celebran  ios  contra- 
tos, son  reales  cuando  requieren  la  entrega  de 
una  cosa  ó prestación  de  un  hecho  ademas  de! 
convenio;  verbales  cuando  toman  su  fuerza  de 
la  conformidad  entre  la  pregunta  y la  respucs- 
¡ tas  de  los  contrayentes  ; literales  si  dependen 
de  una  confesión  escrita,  y consensúales  los  (pie 
se  perfeccionan  por  el  solo  consentimiento- 

El  principio  general  consignado  en  la  lo)  del 
Ordenamiento  de  que  on  cualquior  manera  quo 
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lino  parezca  obligares  quede  obligado,  ha  ser*  ¡ 
vido  á muchos  de  base  para  suponer  com-  | 
prendidos  entre  los  consensúales  á los  reales,  ■ 
pero  nosotros , aunque  no  negamos  que  dicha 
ley  introdujo  una  gran  reforma  destruyendo  • 
las  formas  de  la  estimulación  romana,  no  le  da- 
mos la  extensión  que  ie  han  atribuido,  y cree- 
mos que  en  nada  cambió  las  condiciones  inttín- 
.-eoas  de  aquéllos,  que  están  en  su  misma  na- 
turaleza, y para  cuyo  cumplimiento  hay  leyes 
especiales  que  la  reglan  y determinan,  según 
declaraciones  clel  Tribunal  Supremo  apuntadas 
en  artículos  posteriores.  No  decirnos  lo  mismo  ; 
respecto  á los  contratos  verbales  y literales,  j 
porque  difícilmente  podrán  sostenerse  como  ¡ 
tales  después  de  la  publicación  de  ¡as  leyes  re- 
copiladas. Si  hoy  no  cabe  diferenciar  los  verba- 
les do  los  consensúales,  porque  la  congruencia 
entre  ia  pregunta  y la  respuesta  que  caracteriza 


DE  ESPAÑA 

á los  primeros , puede  preceder  á toda  clase  de 
contratos,  menos  razón  do  ser  tienen  los  litera- 
les, no  existiendo  ya  aquel  sistema  seguido  por 
los  romanos  para  llevar  sus  libros  de  crédito. 

Hay,  sin  embargo,  obligaciones  que  deben 
constituirse  en  escritura  pública,  como  sucede, 
por  ejemplo  oon  el  censo  enfiteutico. 

Son  contratos  de  buena  fe  aquellos  en  que 
las  cuestiones  sobre  los  mismos  suscitadas  de- 
ben ser  juzgadas  y sentenciadas  con  arreglo  á 
la  equidad;  y contratos  de  derecho  estricto  aque- 
llos en  que  no  puede  atenderse  para  la  resolu- 
lucion  do  las  cuestiones  que  se  susciten  más 
que  á lo  establecido  por  las  leyes. 

Por  último,  Lámanse  contratos  principales  á 
los  que  existen  por  sí  independientemente  de 
otros,  y accesorios  á los  que  para  su  existencia 
necesitan  unirse  á otros  y sirven  de  garantía, 
como  por  ejemplo,  la  fianza  y la  hipoteca. 


CAPÍTULO  II 


DE  LOS  REQUISITOS  ESENCIALES  PARA  LÁ  VALIDEZ  DE  LOS  CONTRATOS 


i SECCION  PRIMERA 

DE  I. A CAPACIDAD  DE  LOS  CONTRATANTES 


jU'Lcüío  1201.  Pueden  contratar  todas  las  personas  que  en  ellos  intervienen  tengan 
las  personas  quo  no  estuvieren  declaradas  capacidad  para  obligarse  iSent.  30  Noviembre 
incapaces  por  las  leyes.  1 1865). 


OH  ¡(VENES 

Ley  4.",  tit  XI.  Partida  5.a 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  con : Art.  1123  Cód.  Francia. 
1365  Holanda. — 1775  en  su  primera  parte  Luí- 
siana. — 823  Vaud. — 11 17  Friburgo. — 523  Tesi- 
no. — ti0¿  NeufchateL— 1 0 1 G Soleure.— 1117  B0 
livia.  1 105  Italia.-— 044  Portugal. — Ley  21,  tí 
telo  XXXV,  libro  IV,  Cód.  Romano. 

jurisprudencia 

Para  la  validez  do  las  contratos  no  basta  que 


COMENTARIO 

Toda  obligación,  como  acto  complejo  que  es, 
; en  cuanto  á los  elementos  que  la  constituyen, 
necesita  ciertos  requisitos  para  su  validez. 
, Estos  requisitos  pueden  ser  esenciales,  natura- 
les y accidentales,  según  que  afecten  á la  exis- 
| tencia  del  contrato  ó que  existiendode  un  modo 
natural  puedan  ser  alterados  por  los  contratan- 
Í t(f  ’ ó que  de^an  su  nacimiento  exclusivamente 
al  convenio  do  éstos,  sin  que  formen  parte  del 
mismo. 

Ni  de  los  naturales  ni  de  los  accidentales  de- 
bemos ocuparnos,  porque  al  tratar  de  cada  con- 
trato en  particular  lo  haremos  oportunamente- 
1 P6rü  31  vamos  á facerlo  de  los  esenciales,  que 
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por  ser  comunes  á toda  clase  de  contratos,  no 
pueden  éstos  existir  sin  ellos. 

El  Proyecto  de  Codigo,  de  acuordocon  algu- 
nos modernos,  empieza  por  enumerar  los  re- 
quisitos esenciales  de  los  contratos  , pero  no 
haciéndolo  nuestras  leyes,  nos  limitaremos  á 
tratarlos  separadamente,  examinando  las  cir- 
cunstancias que  cada  uno  debe  reunir. 

El  artículo  presente  empieza  por  dar  la  regla 
general  que  acerca  de  la  capacidad  establecen 
siempre  las  Partidas,  y según  ellas  podrán  con- 
tratar todos  los  que  no  están  declarados  inca- 
paces por  la  ley,  principio  que  establecido  de 
este  modo,  facilita  mucho  el  averiguar  quiénes 
serán  capuces  para  contratar,  estudiando  las 
excepciones  establecidas'  al  principio  por  las 
leyes. 


fuera  de  los  casos  expresamente  exceptuados  en 
las  leyes  (Sent.  23  Junio  1855). 

lia  ley  1.",  tít.  T,  lib.  X,  Nov.  Rec.,  en  nada 
altera  las  prescripciones  del  Derecho  relativas 
á la  aptitud  y capacidad  legal  do  los  contrayen- 
tes para  obligarse,  y por  lo  tanto  no  se  infringe 
dicha  ley  declarando  nulo  un  contrato  celebrado 
por  una  persona  en  estado  de  embriaguez  (Sen- 
tencia 6 Noviembre  1858). 

Contra  el  contrato  celebrado  por  el  menor 
con  intervención  de  su  guardador  no  se  conce- 
de acción  de  nulidad  como  tal  menor  (Sent.  2 
Junio  1858). 

La  licencia  del  marido  indispensable  para 
que  la  mujer  casada  pueda  obligarse,  se  ha  es- 
tablecido por  la  ley  á favor  de  aquél  para  evitar- 
le loa  perjuicios  y daños  que  de  otro  modo  se  le 
irrogarían,  no  bastando  para  que  dicha,  licencia 


Artículo  1202.  —Son  incapaces  para  con- 
tratar: 

1. °  El  loco,  el  desmemoriado  y el  menor 
de  siete  años. 

2. a  El  prodigo,  el  menor  de  catorce  años 
y el  menor  de  veinticinco  sin  autorización 
del  curador,  excepto  en  aquello  que  les  fue- 


produzca sus  efectos  legales  el  que  se  suponga 
ó se  presuma,  sinó  que  es  necesario  conste  sin 
género  alguno  de  duda  [Sents.  25  Setiembre 
1861  y 12  Junio  1863). 

Según  la  ley  59  de  Toro,  á falta  de  la  licencia 
marital  es  indispensable  para  la  validez  de  los 
contratos  celebrados  por  una  mujer  casada  en 
ausencia  de  su  marido  la  previa  y justificada 


re  provechoso. 

3, °  El  hijo  con  el  padre  ni  con  otras  per- 
sonas extrañas  miéntras  esté  bajo  la  patria 
potestad,  como  no  sea  de  los  bienes  respec- 
to de  los  cuales  se  considera  emancipado.,. 

4. °  La  mujer  casada  en  los  casos  señala- 
dos por  la  ley. 


licencia  del  juez  (Sent.  id.  id.  id.). 

La  licencia  marital,  indispensable  para  la 
validez  de  ios  contratos  celebrados  por  la  mujer 
casada,  lo  mismo  puedo  prestarse  en  escritura 
ó documento  que  manifestarse  con  actos,  siem- 
pre que  de  ellos  se  deduzca  sin  género  alguno 
de  duda  que  el  marido  consintió  y aprobó  la 
obligación  contraída  por  su  mujer  (Sent,  10  Oc- 


ORÍ  GENES 


tubre  1861). 


Leyes  4.a,  5.a  y 6.a,  tít.  XI,  Partida  5.* 

Leyes  7.a  y 8.a,  tít.  XI,  lib.  I,  Fuero  Real. 

Leyes  11  y 17,  tit.  I,  lib.  X,  Nov.  Rec. 

CONCORDANCIAS 

■ 

Concuerda  en  parte  con:  Arts.  1121  Código  ¡ 
Francia. — ,86o  Austria. — 1366  Holanda. — 1775  : 
Luisiana.— 824  Vaud.— 1 1 18  y 1 119  Friburgo. — ¡ 
524  y 525  Tesínp. — 903  Neufchatel. — 1130  Boli-  ¡ 
via. — 1106  Italia. — 10  al  20,  tít.  V,  párr.  l.°  , 
Prusia. — -Leyes  1.*,  párr.  12  y 13;  6.*,  tít.  VII, 
lib.  XLIV,  Digesto. 

JURISPRUDENCIA 

Sent.  17  Marzo  1868. 

Sent.  17  Junio  1874. 

Los  contratoa  celebrados  entre  marido  y mu- 
jer son  nulosv  según  los  principios  de  derecho, 


Las  leyes  que  sólo  exigen  la  licencia  del  ma- 
rido para  que  su  mujer  pueda  contraer  eficaz- 
mente, se  refieren  á la  que  está  en  la  mayor 
edad  (Sent.  18  Setiembre  1862). 

La  cuestión  relativa  á la  capacidad  mental 
de  los  contratantes,  necesaria  para  la  validez 
de  los  contratos,  es  de  moro  hecho  y de  la  com- 
petencia de  la  Sala  sentenciadora,  que  debe  re- 
solverla apreciando,  con  arreglo  á sus  laculta- 
des,  las  pruebas  suministradas  acerca  de  ella 
por  ios  litigantes  (Sent.  23  Febrero  1 807). 

Cuando  una  mujer  casada  celebra  un  con- 
trato por  cuenta  propia  con  poder,  asistoncia 
y consentimiento  expreso  de  su  marido,  estas 
circunstancias  legitiman  dicho  contrato,  según 
lo  disponen  les  leyes  55  y 56  de  'loro,  ó sean 
las  11  y 12,  tít.  I,  lib.  X,  Nov.  Rec.  ¡Sont.  16 
Noviembre  Í869). 

La  ley  5.%  tít.  XI,  Partida  5.*,  que  prohíbe 
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contralar  á los  pródigos  y á los  menores  , no  se 
concreta  al  caso  en  que  si  bien  se  dice  que  al 
padre  del  recurrente  se  le  prohibió  la  enajena- 
ción de  bienes,  ni  se  expresa  la  época  en  que 
se  decretó,  ni  si  esta  prohibición  ejecutoria, 
constando  que  se  alzó  sin  duda  á solicitud  del 
mismo  en  cuya  virtud  la  Sala  sentenciadora  ha 
estimado  eficaz  el  contrato  otorgado  por  aquél, 
sin  que  por  lo  mismo  se  baya  infringido  la 
mencionada  ley  jSent.  4 Octubre  1876,. 

La  ley  II,  tit.  I,  lib.  X,  de  la  Nov.  Kec.,  ó 
sea  la  55  de  Toro,  que  prohíbe  á la  mujer  cele- 
brar contratos  sin  licencia  de  su  marido,  se  ha 
do  entender  y aplicar  siempre  en  relación  con 
su  ampliatoria,  la  58  del  mismo  Código,  que 
autorizó  al  marido  ratificar  lo  hecho  por  la  mu- 
jer sin  su  licencia  (Sonta.  10  Octubre  185!,  20 
Noviembre  18(57  y 80  Enero  1872). 

La  prohibición  á la  mujer  casada  de  celebrar 
contratos  sin  licencia  do  su  marido  no  puede 
e.xf endorso  en  sus  efectos  al  de  que  si  aquella 
hubiere  pactado  una  cantidad,  no  está  obligado  I 
el  que  la  recibió  á satisfacerla  (Sent.  14  Novicm-  . 
bre  i 802). 

■ Xo  puede  desconocerse  la  fuerza  legal  de  un 
instrumento  público  otorgado  con  una  mujer  i 
casada  con  licencia  y consentimiento  de  su  ma- 
rido y concurriendo  en  él  todos  los  requisitos 
y solemnidades  establecidos  por  la  ley  para  su 
validez  j-Sent,  7 Marzo  1804). 

Cuando  la  mujer  se  obliga  individual  y co- 
lectivamente, previa  formal  licencia  del  marido,  ! 
la  obligación  es  firme  y valedera,  sin  que  la 
sentencia  que  así  lo  declara  infrinja  la  expresa- 
da ley  i>l  de  Toro  (Scnt.  1(5  Febrero  18(56). 

hi  bien,  según  la  ley  11,  tít.  I,  lib.  X,  de  la 
Nov.  ltoc.,  la  mujer  casada  con  licencia  general 
de  su  marido  puede  válidamente  contratar  y 
hacer  todo  lo  que  sin  licencia  la  está  prohi- 
bido, osla  autorización  no  comprende,  ni  por  lo 
tanto  legitima,  los  contratos  en  que  se  obligue 
mancomunadamcnte  con  el  expresado  su  mari-  ¡ 
do,  ni  aquellos  en  que  se  constituya  su  fiadora, 
en  conloi midad  a la  3T,  titulo  XI  del  mismo  li- 
bro (Sent.  30  Enero  1868). 

La  licencia  marital  oxigida  por  la  ley  11,  ti- 
tulo 1,  lib.  X do  la  Nov.  itee-,  ó sea  5o  de  Toro, 
para  la  validez  de  los  contratos  otorgados  por 
la  mujer,  lo  mismo  puedo  prestarse  en  escri- 
tura o documento,  que  manifestarse  por  actos 
demostrativos,  sin  género  de  duda,  do  que  el 
marido  consiento  y aprueba  la  obligación  con- 
traída por  la  mujer.  Con  arreglo  á la  ley  14  del 
expresado  título  y libro,  58  de  Toro,  el  marido 


puede  ratificar  con  iguales  actos  lo  hecho  por 
su  mujer  sin  su  licencia.  Para  la  acertada  Inte- 
ligencia de  la  ley  58  de  Toro  debe  combinarse 
lo  dispuesto  en  ésta  con  lo  determinado  en  la 
58,  que  es  su  ampliatoria  (Sent.  9 Octubre 
1 8681. 

COMENTARIO 

La  primera  excepción  introducida 'al  princi- 
pio general  antes  consignado,  es  la  que  se  refie- 
re á los  que  por  falta  de  razón,  por  ser  desme- 
moriados ó por  no  tener  edad,  se  hallan  impo- 
sibilitados para  contraer  obligaciones;  mas  si 
el  loco  ó desmemoriado  en  algún  tiempo  reco- 
brase su  sentido.,  é su  sanidad , el  pleito  que  fi- 
zicre  en  tal  tiempo  vala,  maguer  que  después 
torne  en  locura  (ley  7.*  Fuero  Real),  porque 
la  enfermedad  es  un  estado  anormal  en  la  vida 
del  hombre  y no  puede  servir  de  base  para  apli- 
carla de  un  modo  general  á toáoslos  momentos 
en  que  aquella  no  exista. 

No  sucede  lo  mismo  con  el  menor  de  siete 
años;  este  no  tiene  discernimiento  mientras 
dura  su  infancia  y se  halla  imposibilitado  para 
contratar. 

Igual  principio  rige  para  los  pródigos  , me- 
nores de  catorce  y veinticinco  años  que  tenien- 
do guardador  contrataren  sin  su  intervención; 
pero  la  ley,  siguiendo  al  Derecho  Romano,  Ies 
reconoce  cierta  capacidad,  en  el  mero  hecho  de 
considerar  válidos  los  contratos  celebrados  por 
ellos  en  cuanto  les  fueran  provechosos,  por- 
que establecida  la  tutela  y curaduría  con  el 
objeto  de  evitar  á los  pupilos  y menores  el  pe- 
ligro de  ser  engañados  en  las  obligaciones  que 
contraigan,  deja  aquélla  de  ser  precisa  desde 
el  momento  en  que  éstas,  siendo  beneficiosas, 
alejan  todo  temor  de  engaño. 

El  pródigo  es  comparado  por  la  ley  á los  fu- 
riosos como  desgastador  de  sus  bienes  ycuando 
la  prodigalidad,  que  muchas  veces  suele  ser  hija 
de  otros  vicios  desastrosos,  trasciende  á las  fa- 
nv.lias  y al  orden  público,  debe  el  legislador 
reprimirla  imponiéndole  restricciones. 

Habla  la  ley  del  menor  de  veinticinco  años 
en  ol  caso  do  tener  curador,  porque,  como  sa- 
bemos, no  era  en  Roma  obligatoria  la  curadu- 
ría, y dada  osta  doctrina  copiada  por  las  Parti- 
das, debían  éstas  distinguir  el  oaso  de  existir  ó 
no  curador  para  fijar  la  capacidad  de  los  meno- 
res en  uno  ú otro. 

La  patria  potestad  hace  al  hijo  dependiente 
dol  padre,  de  tal  modo  que  le  priva  de  persona- 
lidad propia,  y naturalmente  no  podía  la  ley  re- 
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conocérsela  para  contratar,  no  solamente  con 
su  padre, ^con  quien  los  vínculos  estrechos  que 
le  unen  hacen  imposible  entre  ellos  contrato 
alguno,  sinó  también  con  otras  personas;  pero 
el  legislador  no  olvidó  que  en  ciertos  bienes 
era  el  hijo  dueño  y árbitro  de  disponer  do  ellos; 
tales  son  su  peculio  castrense  y cuasi-eastrense, 
y dispuso  que  en  estos  bienes  puedo  contratar 
con  sus  padres  y con  personas  extrañas.  En  sa- 
liendo  de  la  patria  potestad,  el  hijo  puede  libre- 
mente contratar. 

Otra  de  las  incapacidades  consignadas  en  la 
ley  es  la  que  se  refiere  ála  mujer  casada,  cuan- 
do contrata  sin  licencia  de  su  marido  mientras 
dura  el  matrimonio,  pues  aunque  algún  autor 
ha  supuesto  que  la  incapacidad  subsiste  .áun 
después  de  declarado  el  divorcio,  nosotros  cree- 
mos que  tal  suceso  no  solamente  afecta  al  es- 
tado de  las  personas,  sinó  también  á la  admi- 
nistración de  bienes,  y así  ha  venido  á expre- 
sarse también  la  ley  de  Matrimonio  civil  al  de- 
clarar que  no  podrá  ejercer  las  facultades  que 
le  están  declaradas  el  marido  que  esté  separa- 
do de  su  mujer  por  sentencia  firme  de  divor- 
cio, que  se  halle  ausente  en  ignorado  paradero 
ó que  esté  sometido  á la  pena  de  interdicción 
civil. 

A estas  prohibiciones  generales  pueden  agre- 
garse otras  particulares  para  celebrar  algunos 
contratos,  que  estudiaremos  cuando  nos  ocu- 
pemos de  éstos. 

Artículo  1203. — El  mayor  de  catorce  años 
y menor  de  veinticinco  que  no  tuviere 
curador,  puede  obligarse,  salvo  su  dere- 
cho á la  restitución  en  caso  de  salir  perju- 
dicado. 

orígenes 

Ley  5.*,  párr.  2.°,  tít.  XI,  Partida  5.1 


CONCORDANCIAS 

Concuerda  con:  Ley  3.*,  tít.  JCXYIII,  lib.  II, 
Código  Romano. 

JURISPRUDENCIA 

Sent.  17  Marzo  1868. 

Es  válido  el  contrato  en  que  interviene  un 
menor,  áun  sin  asistencia  de  curador,  cuando 
no  sólo  no  reclama  dentro  del  tiempo  legal  el 
beneficio  de  restitución  que  la  ley  le  concede 
por  daño  que  en  él  sufriera,  sinó  que  confirma 
y ratifica  con  sus  hechos  dicho  contrato,  pidien- 
do y sosteniendo  su  cumplimiento  (>Sent.  21 
Enero  1865). 

Las  leyes  í.1  y 5.*,  tít.  XI,  Partida  5.a,  si  bien 
ordenan  que  sean  válidos  los  prometimientos 
hechos  por  los  mayores  de  catorce  años  y me- 
nores de  veinticinco  que  no  tuvieren  guardador 
ó que  teniéndolo  lo  verificasen  sin  su  otorga- 
miento, salvo  el  beneficio  de  la  restitución,  di- 
chas disposiciones  no  se  refieren  ni  podían  re- 
ferirse á las  ventas  de  sus  bienes  raíces,  res- 
pecto de  las  cuales  otras  leyes  han  prescrito  re- 
glas y solemnidades  especiales,  á las  que  se  ha- 
llan subordinados  los  preceptos  de  aquéllas 
(Sent.  28  Noviembre  de  1863). 

COMENTARIO 

No  reconociendo  como  obligatoria  la  cura- 
duría el  Derecho  Romano,  debía  naturalmente 
considerar  válidos  los  actos  celebrados  por  el 
menor  de  veinticinco  años  que  no  tuviere  cura- 
dor, concediéndoles  el  beneficio  de  restitución 
para  el  caso  en  que  aquellos  actos  le  fueran 
gravosos.  Tal  es  el  motivo  de  la  disposición 
consignada  en  las  Partidas,  tomada  de  aquel 
derecho,  y aunque  hoy  es  poco  prohable  este 
caso,  desde  que  por  la  ley  do  Enjuiciamiento 
civil  no  puede  menos  de  reputarse  obligatoria 
la  curaduría,  al  explicar  la  disposición  de  las 
Partidas,  tenemos  que  acudir  á sus  precedentes. 
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SECCION  SEGUNDA 

del  consentimiento 


Artículo  1204. — El  consentimiento  en  ios 
contratos  ha  de  ser  libre. 

\o  es  válido  el  consentimiento  prestado 
por  miedo,  fuerza,  error  ó dolo. 

ORÍGENES 

Ley  ;í.\  (¡t.  V,  Partida  5-' 

Ley  28,  lít.  XI,  Partida  5.a 

Ley  49,  lít.  XI,  Partida  5.!1 

Ley  7.a,  tít.  XXXIII,  Partida  7.a 

Ley  21,  tít.  V,  Partida  5." 

Leyes  7.a  y 9.a,  tít.  V,  lib.  II,  Fuero  Juzgo. 

Ley  4.a,  tít.  XI,  lib.  I,  Fuero  Real. 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  con:  Art.  1109  Cód.  Francia. — 
1357  Holanda. — 1 H J 3 Luisiana. — 810  Vaud. — 
1123  Friburgo. — 528  Tcsino. — 993  Valaís. — 889 
NcuichatcL  — 1 106  Bolivia. — '1020  , Soleare. — 
1108  Italia. — Leyes  1.a,  tít.  II,  1.a,  tít.  III,  li- 
bro IV,  Digeslo;  11(1  de  regulis  j uria. 

JUIUSPJU.'DENCIA 

La  ley  34,  tít.  XIV,  Partida  5.a,  prescribe, 
lejos  de  repelerla,  la  declaración  de  nulidad 
del  contrato  en  casos  específicos  de  dolo  (Sen- 
tencia 20  Mayo  18(14). 

Pilando  falta  el  consentimiento  de  las  partes, 
uo  puede  haber  contrato  ni  convenio  alguno 
legal  y cxígible  (Scnt.  2 Octubre  1867). 

Los  contratos  pueden  anularse  cuando  se  de- 
muestran los  vicios  intrínsecos  que  han  media- 
do en  ellos  (¡scnt,  8 Mayo  1869). 

Si  bien  la  ley  28,  tít.  XI,  Partida  5.a,  declara 
nulas  las  obligaciones  constituidas  por  miedo, 
fuerza  ó engaño,  no  es  aplicable  dicha  ley  cuan- 
do la  única  excepción  que  se  alega  por  el  que 
contrajo  la  obligación,  es  la  del  temor  que  le 
causaron  sus  antecedentes  políticos,  sobre  lo 
que,  practicadas  pruebas,  que  apreció  la  Sala, 
contra  cuya  apreciación  no  se  alegó  infracción 
de  ley  ó de  doctrina,  se  determinó  que  no  exis- 
tía verdadera  causa  de  miedo  (Sont.  27  Diciem- 
bre 1869). 

Los  pactos  contrarios  ¡i  la  equidad  y ¿ ]a  [ey 


son  nulos  con  arreglo  álo  dispuesto  en  la  ley  28, 
tít.  XI,  Partida  5.a,  la  cual  se  infringe  por  la 
sentencia  que  da  valor  á dichos  pactos  (Senten- 
cia 9 Abril  1870).  _ _ 

No  habiendo  intervenido  miedo,  ni  fuerza,  ni 
engaño  en  un  contrato,  ni  probados©  su  simu- 
lación, es  indispensable  pasar  por  su  tenor,  sin 
que  por  ello  se  infrinja  la  ley  28,  tít.  XI,  Parti- 
da 5.a  (Sertt.  5 Febrero  1874). 

COMENTARIO 

El  consentimiento  es  el  alma  del  contrato,  y 
para  que  pueda  reputarse  como  verdadero  y 
nazca  de  él  obligación,  según  lo  dispuesto  en  la 
célebre  ley  del  Ordenamiento,  es  preciso  que 
sea  libre,  e si  alguno  lo  ficiese  a miedo  non  val- 
dría (ley  3.a,  tít.  V,  Partida  5.a).  Tal  ha  sido  el 
principio  consignado  con  más -ó  menos  claridad 
: en  todos  los  códigos  ya  desde  el  Fuero  Juzgo. 
Por  consiguiente,  no  hay  consentimiento  cuan- 
do interviene  el  miedo,  la  fuerza,  el  error  ó en- 
gaño'en  su  prestación,  cuya  doctrina  se  halla 
también  consignada  en  ¡as  leyes  apuntadas  en 
los  orígenes,  en  las  49  y 34,  tít.  V,  de  la  misma, 
en  la  7.a,  tít.  XXXIII,  Partida  7.a  y en  otras 
, varias  que  no  hace  falta  citar  y que  se  refieren 
á casos  especiales. 


Artículo  1205. — Hay  fuerza,  cuando  para 
arrancar  el  consentimiento  se  emplea  una 
violencia  física  irresistible. 

Hay  miedo,  cuando  se  inspira  á uno  de  los 
contrayentes  el  temor  racional  y fundado  de 
| sufrir  un  mal  inminente  y grave  en  su  per- 
. sona  y bienes. 


ORÍGENES 


Ley  .28,  tít.  XI,  Partida  5.a 
Ley  15,  tít.  II,  Partida  4.* 
Ley  56,  tít.  V,  Partida  5.a 


Leyes  7.a  y 9.a,  tít.  V,  lib.  II,  Fuero  Juzgo. 
Ley  4.  , tít.  XI,  lib.  J,  Fuero  plea] 
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- CONCORDANCIAS 

Se  halla  contenida  la  misma  doctrina  con  li- 
ngeras excepciones  en  los  arts.  lili,  1112  y 1113 
Cód.  Francia,  — 1359  al  1362  Holanda. — 666 
Portugal. — 1845  al  1848  Luisiana. — 809  á 812 
Vaud.— 679  Berna.— 1227  al  1229  Friburgo.— 
994  Valais.— 891  al  894  Neulchatel,— 1 Í09  al 
1113  Italia. — 1108  al  lili  Bolivia. — Leyes  del 
tít.  Ií,  lib.  !V,:  Digesto;  tít.  Lili,  lib.  II;  y 5.\ 
tit.  XX,  lib.  I,  Código  Promano. 

COMENTARIO 

Scgun  la  ley  15,  tit.  II,  Partida  4.',*  la.  fuerza 
se  debe  entender  desta  manera:  guando  alguno 
aduzca  contra  su  voluntad , o le  prenden  o li~ 
gan  o le  facen,  otorgar  el ' casamiento.  E otrosí 
el  miedo  se  entiende , guando  es  fecho  en  tal 
manera,  que  todo  orne  maguer  fuesse  de  gran 
corazón,  se  temiesse  del ; como  ,s¿  viesse  armas 
o otras  cosas  con  quel  quissiessen  ferir  o matar 
o le  quissiessen  dar  algunas  penas:  o si  fuesse 
manceba  virgen  e la  amenazassen  que  yace- 
ría n con  ella  si  non  olorgasse  aquel  matrimo- 
nio. 

Algunas  otras  leyes  de  Partida,  en  unión  del 
Fuero  Juzgo  y Fuero  Real,  vienen  á expresarse 
en  el  mismo  sentido  , de  cuyas  disposiciones  se 
deduce  que  la  fuerza  para  producir  la  nulidad 
del  contrato  ha  de  ser  caracterizada,  de  suerte 
que  no  se  considera  como  fuerza  cualquier  acto 
que  sólo  pueda  constituir  amenaza ; y debe  sor 
ademas  injusta  porque  no  puede  considerarse 
nulo  el  pleito  que  se  faga'  en  prisión  derecha 
(ley  4.*,  Fuero  Real),  ó lo  que  es  lo  mismo,  nun- 
ca hay  violencia  cuando  se  procede  conforme  el 
derecho  manda. 

De  las  palabras  de  la  ley  se  deduce  igualmen- 
te en  cuanto  al  miedo,  que  debe  ser  en  primer 
lugar  grave  y en  segundo  término  presente,  es- 
to es,  que  la  intimidación  sea  de  tal  suerte  que 
produzca  su  efecto  aun  en  personas  de  gran  co- 
razón, y que  no  puede  precaverse  por  el  tiem- 
po, porque  sí  así  no  fuera  dejaria  de  ser  inti-  ' 
midacion. 

Excusado  es  decir  que  el  temor  reverencial  j 
no  anula  los  contratos  y sí  produce  su  nulidad 
|a  intimidación  que  se  haga  tanto  á la  misma 
persona  como  á cualquiera  de  sus  parientes,  sea 
quien  quiera  su  causante. 

Artículo  1206. — Para  que  el  error  invali- 
de el  consentimiento,  ha  de  ser  de  hecho  "y 
debe  recaer  sobre  la  sustancia  de  la  cosa 


objeto  del  contrato,  y no  en  el  nombre  de  la 
misma  ni  on  la  persona  con  quien  se  pacta;  i 
no  ser  que  la  consideración  de  ésta  hubiere 
sido- la  causa  principal  del  contrato  {o).  ■ 

El  error  de  derecho  no  anula  el  contra- 
tó (6). 

ORÍGENES 

(a)  Leves  20  y 21,  tít.  V,  Partida  5.1* 

Ley  10,  tít.  II,  Partida  4." 

(b)  Ley  20,  tit.  I,  Partida  1.* 

Ley  31,  tit.  XIV,  Partida  5.* 

Sents.  del  T.  S.  20  Febrero  1861 . 

Sents.  9 Mayo  y 18  Diciembre  1867. 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  con:  Art.  1110  Cód.  Francia. — 
871  al  873  Austria. — 25,  cap.  IV,  lib.  I,  Bavie- 
ra. — 1358  Holanda. — 811  Vaud.  — 1124  y 1125 
Friburgo. — 99.3  Valais. — 890  Neufchatel. — 1025 
Soleure. — 1110  Italia,  solamente  en  cuanto  al 
error  de  hecho.— Ley  1 .*,  til.  VI,  lib.  XXII,  9.*, 
tít.  I,  lib.  XVIII;  65,  párr.  l.°,  tít.  I,  lib.  XLV, 
Digesto. — 2.a,  tit.  XVHl,  lib.  I,  Código  Ro- 
mano. 

JURISPRUDENCIA 

Sent.  8 Febrero  1869. 

Los  actos  ó convenios  celebrados  con  error 
por  ignorancia  de  un  hecho  esencial,  no  pueden 
tener  valor  ni  fuerza  legal  conforme  á derecho 
(Sent.  24  Setiembre  1866). 

El  error  Ó ignorancia  de  hecho  debe  probar- 
se por  quien  se  alega,  cuando  no  se  reconoce 
por  su  competidor  (Sent.  14  Mayo  1168). 

El  error  de  derecho  no  anula  el  contrato,  ni 
vale  de  excusa,  como  dice  la  ley  31,  tít.  XIV, 
Partida  5/  (Sents.  18  Diciembre  1867,  25  Octu- 
bre 1873  y 1Ü  Diciembre  1873). 

No  es  causa  de  nulidad  de  un  contrato  la  ig- 
norancia de  un  hecho  que  no  se  refiere  á las 
condiciones  constitutivas  del  mismo,  sino  á 
consecuencias  extrañas  y anteriores  á él  (Sen- 
tencia 8 Abril  1873). 

.Si  bien  es  cierto  que  el  error  grave  de  hecho 
invalida  el  consentimiento,  y por  consiguiente, 
el  contrato  en  que  ha  tenido  lugar,  como  lo  ha 
declarado  el  Tribunal  Supremo,  no  loes  menos 
que  no  es  de  los  que  invaliden  el  consentimiento 
para  el  contrato,  el  que  so  refioro,  no  a hechos 
desconocidos,  sino  á circunstancias  personales 
quo  debían  constar  á los  contratantes  Sont. 
Enero  1875'. 
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CÓDIGO  CIVIL  DE  ESPAÑA 


COMENTARIO 

Con  arreglo  á las  leyes  20  y 21,  tít.  XI,  de  la 
Partida  5.*,  el  error  vicia  el  consentimiento 
siempre  que  recaiga  sobre  objeto  ó cosa  suce- 
dida; mas  si  el  error  es  de  derecho  ó provenien- 
te do  desconocer  las  disposiciones  legales,  no 
anula  el  contrato,  según  tiene  repetidamente 
establecido  el  Tribunal  Supremo,  porque  como 
dicen  la  ley  20,  tít.  I,  Partida  1.a,  y la  31,  títu- 
lo XIV,  Partida  5.a,  al  declarar  no  cscusable  la 
ignorancia  del  derecho,  el  que  tiene  que  regirse 
por  él  debe  conocer  las  leyes. 

Ei  error  de  hecho  debe  recaer  sobre  la  sus- 
tancia de  la  cosa  y puede  afectar  á la  cosa  mis- 
ma, á la  causa  del  contrato  , á la  persona  y á la 
naturaleza  de  la  obligación.  Cuando  recae  en 
la  cosa,  ya  por  creer  que  es  otra  distinta  de  la 
que  se  trata,  ya  por  ser  de  diferente  materia  de 
lo  que  se  contrató,  como  si  en  vez  de  plata  fue- 
re de  latón,  no  hay  consentimiento. 

Tampoco  existe  este  en  cuanto  a la  causa 
cuando  por  creerse  uno  deudor  de  otro  estipu- 
lase con  el  acreedor  el  medio  de  satisfacer  la 
deuda  y luégo  resultare  que  ésta  no  existia;  no 
sucede  esto,  sin  embargo,  cuando  la  causa  sea 
impulsiva  del  contrato , por  ejemplo,  que  uno 
comprase  una  cosa  por  creer  que  le  hacía  falta 
y no  fuera  asi;  en  esto  caso  no  se  anula  eM¡on- 
trato. 

Por  error  en  cuanto  á la  persona  sólo  es  nulo 
el  contrato  cuando  la  consideración  á ella  ha 
sido  la  causa  principal  del  mismo,  mas  no  si 
el  error  fue  sólo  en  el  nombre. 

No  ofrece  ninguna  duda  tampoco  el  error  en 
cuanto  a la  naturaleza  do  la  obligación,  porque 
si  uno  cree  comprar  A quien  sólo  pensaba  en 
arrendar  ó trasferir  el  uso  de  la  cosa,  existe 
completo  desacuerdo  entre  las  partes  y falta  lo 
esencial  para  el  convenio. 

Por  último,  no  anula  el  contrato  el  error  en 
las  cualidades  accidéntalas  de  la  cosa,  porque 
el  ser  una  cosa  mejor  ó peor  de  lo  que  se  creía, 
es  cuestión  que  en  nada  afecta  á la  esencia  del 
contrato. 

Articulo  1207. — Hay  dolo  cuando  con  pa- 
labras ó maquinaciones  de  parte  de  uno  de. 
. *os  contratantes,  es  inducido  el  otro  á cele- 
brar un  contrato  que  en  otro  caso  no  se  hu- 
biera otorgado. 

ORÍGENES 

Ley  1/,  tít.  XVr,  Partida  7.a 


Lejas  57  y 62,  tít.  V,  Partida 5.a 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  con:  Art.  1116  Cód.  Francia. — 
1364  Holanda.— 85,  tít.  IV,  parte  1/  Prusia. 
—1844  Luisiana. — 817  Vaud.— 1130  Fríburgo, 

9P9  Valais. — 886  Neufchatel. — lila  Italia. 

-Leyes  1 .*  y 7.a,  tít,  III , 11b.  IV , Ligesto.  , 

.rjiuspra’ cencía 

El  dolo  causante,  ó sea  aquel  sin  cuyo  con- 
curso no  se  hubiera  celebrado  el  contrato,  lleva 
en  sí  la  nulidad  de  ésto  f Sentó.  20  Mayo  1864  y 
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Setiembre  1867). 


Cuando  no  resulta  probado  el  dolo,  antes  al 
contrario,  los  antecedentes  del  negocio  excluyen 
toda  idea  de  él,  la  sentencia  que  la  da  por  vá- 
lida una  obligación  no  infringe  la  ley  57,  titu- 
lo V,  Partida  5.a  (Sent.  30  Diciembre  1865), 

Fundada  una  demanda  esencialmente  en  el 
hecho  de  no  haber  dado  origen  á un  contrato, 
el  error  y el  dolo  á que  se  refieren  las  leyes  57 
y 62,  fcít.  V,  Partida  5.a.  y habiéndolo  justifica- 
do el  demandante  ajuicio  do  la  Sala  juzgadora, 
la  sentencia  que  declara  nulo  dicho  contrato  no 
infringe  la  primerade  las  expresadas  leyesíSen- 
tencias  21  Setiembre  1867  y 11  Enero  1869). 

Reconociéndose  por  una  ejecutoria  la  exis- 
tencia del  dolo  como  origen  de  un  contrato  y 
sus  efectos  legales,  y siendo  consecuencia  ne- 
cesaria.la  declaración  de  nulidad  de  dicho  con- 
trato, no  son  aplicables  al  caso  las  leyes  y doc- 
trinas sobre  la  procedencia  ó improcedencia  de 
la  acción  de  nulidad  por  lesión  enormísima 
(Sent.  id.  id.  id.j. 

El  dolo  nunca  so  presume  (Sent.  28  Octubre 
1867). 

Cuando  no  existe  dolo  no  pueden  tener  apli- 
cación las  leyes  2.a,  tit.  XXI,  lib.  II  del  Código, 
De  dolo  malo ; ni  la  6,*  del  mismo  titulo  y libro, 
referentes  á que  el  dolo  puede  probarse  por  in- 
dicios (Sent.  4 J unio  1869). 

El  principio  de  que  el  dolo  no  aprovecha  á 
la  persona  que  lo  comete  no  tiene  aplicación 
cuando  ne  se  prueba  la  existencia  del  dolo  (Sen- 
tencia 28  Junio  1869). 

La  cuestión  de  si  ha  existido  en  un  contrato 
engano  constitutivo  de  dolo,  es  de  hecho,  y ha 
de  estarse  á la  apreciación  que  de  las  pruebas 

aga  la  bala  sentenciadora,  si  contra  ella  no  se 
a ega  que  al  hacerla  se  ha  cometido  infracción 

1869  °ar\na  lUSal  *áents-  8 Noviembre 
29  hembra  1869,  29  Abril  1873,  11  Ju- 
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lia  1873,  30  Junio  1874,  26  Octubre  1874,y  5 
Enero  1875).  , 

No  tienen  aplicación  las  leyes  y doctrinas  re- 
lativas al  dolo,  cuando  por  no  haberse  probado 
su  existencia,  la  ejecutoria  no  lo  toma  en  con- 
sideración ni  lo  resuelve  (Sent.  5 Abril  1870). 

A la  Sala  sentenciadora  corresponde,  en  uso 
de  sus  facultades,  apreciar,  en  vista  del  resul- 
tado de  las  pruebas,  si  en  un  contrato  ha  habi- 
do engaño  en  más  de  la  mitad  del  justo  precio, 
ó dolo  causante  ó incidente,  á cuya  apreciación 
hay  que  atenerse,  si  contra  ella  no  se  alega  que 
al  hacerla  se  ha  cometido  alguna  infracción  de 
ley  ó doctrina  legal  (Sent.  22  Diciembre  1866). 

COMENTARIO 

Nuestro  artículo  se  refiere  al  dolo  causante, 
esto  es,  al  que  da  causa  al  contrato.  De  él  dicela 
ley  que  es  engaño  e palabras  mentirosas  o en- 
cubiertas o coloradas,  que  dizen  con  intención 
de  los  engañar  e de  los  decebir.  E a este  dolo 
dizen  en.  latín  dolus  malus  (jue  quiere  dezir 
como  mal  engaño. ' .1 

El  dolo  incidente  respecto  del  cual  no  tene- 
mos ninguna  ley  de  carácter  general,  pues  la 
57,  tít.  Y,  Partida  5.*,  se  refiere  únicamente  á 
la  compra  y venta,  no  produce  la  nulidad  de 
los  contratos,  pero  da  lugar á la  correspondien- 
te indemnización  por  el  engaño  (Véase  lo  que 
sobre  el  mismo  decimos  en  el  título  de  Compra 
y venta). 


El  dolo  causado  por  un  tercero  no  anula  el 
eontrato,  al  contrario  de  loque  sucede  con  la 
fuerza,  porque  si  ésta  vicia  el  consentimiento, 
el  dolo  de  un  tercero  no  impide  oí  que  las  par- 
tes hayan  contratado,  y sólo  da  lugar  á recla- 
mación de  daños  y perjuicios  contra  el  causan- 
te. En  la  fuerza,  como  ya  liemos  visto,  se  anu- 
la el  contrato  aun  cuando  proviniere  do  un  ter- 
cero. 

Artículo  1208. — Sin  embargo  de  lo  dis- 
puesto en  los  artículos  anteriores,  será  váli- 
da la  obligación  en  que  intervino  violencia, 
miedo  ó dolo,  si  después  cumple  por  sí  lo 
que  prometió  el  que  fué  obligado,  sin  que 
para  ello  se  le  apremie  ni  se  le  intimide,  ó 
deja  pasar  el  tiempo  marcado  en  las  leyes 
para  ejercitar  las  acciones  correspondientes. 

ORÍGENES 

Ley’15,  tít.  II,  Partida  4/ 

Ley  28,  tít.  XI,  Partida  5.* 

Ley  49,  tít.  XIV,  de  la  misma. 

Ley  65,  tít.  V,  de  la  misma. 

’ CONCORDANCIAS 

Análoga  disposición  contienen  los  Arts.  1115 
Cód.  Francia. — 1363  Holanda.  — -1 848  Luisiana. 
—816  Vaud. — 1132  Friburgo. — 896  Neufchatel. 
— 1112  Bolivia. 


SECCION  TERCERA 

DE  LA.  NATURALEZA  Y EFECTOS  DÉ  LOS  CONTRATOS 


Artículo  1209. — Pueden  ser  objeto  de  los 
contratos  todas  las  cosas  que  no  estén  fuera 
del  comercio  de  los  hombres  aunque,  sean 
futuras,  con  tal  que  puedan  existir. 

ORÍGENES 

Leyes  20,  21  y_22,  tít.  XI,  Partida  5.1 

Leyes  11  y 15,  tít.  V,  de  la  misma. 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  con:  Arts.  1128,  791  y 1130  Cod. 
Francia.— 1368,  1109  y 1369  Holanda— 1757  y 
Luiüann— 829  y 831  Vaud.~4.l38.y  1139 


Friburgo. — 532  y 533  Tesino. — 908  y 909  Neuf- 
chatel.— 1124  y 1126  Bolivia. — 1116  y 1117  Ita- 
. lia. — Ley  8.*,  tít,  I,  lib.  XVIII,  Digesto,  en  am- 
bos arts.  58,  tít.  V,  parte  primera  Prusia. — 68,4 
Berna.— 527  Lucerna,  párr.  2.°,  tít.  XX,  lib.  III, 
Instituía;  ley  34,  párr.  l.°,  tít.  I,  lib.  XVIII, 
Digesto;  30,  tít  III,  lib.  II,  Código  Romano. 

JURISPRUDENCIA 

Los  contratos  deben  reputarse  válidos  mión- 
tras  no  se  solicite  previamente  y se  declare  su 
nulidad,  según  la  doctrina  establecida  por  ol 
Tribunal  Supremo  (Sents.  25  Octubre  1873  y 
26  Noviembre  1873). 


CÓDIGO  CIVIL  DE  ESPAÑA 


Si  Wen  la  base  y norma  para  resolver  las 
obligaciones  y derechos  que  emanan  de  los 
contratos  es  en  primer  término  la  voluntad  es- 
plícita  y terminante  de  los  contrayentes,  ésta 
se  subordina  siempre  á lo  licito  y posible,  y ha- 
bida consideración  al  objeto  de  la  estipulación 


'■ 
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Artículo  1240.- 
Jos  contratos  las 
sibles. 


-No  pueden  ser  objeto  de 

cosas  ó servicios  impo- 


ORÍGENES 

Ley  21,  tit.  XI,  Partida  5.a 


que  aquéllos  se  propusieran  (Sent.  4 Diciem- 
bre 1873). 


CONCORDANCIAS 


COMENTARIO 

No  puede  existir  contrato  sin  objeto  sobre 
que  verse,  por  cuya  razón  las  leyes  han  trata- 
do de  señalar  las  cosas  que  podían  ser  materia 
de  obligaciones,  fijando  también  las  que  no 
deben  serlo. 

La  primera  condición  exigida  por  la  ley  al 
objeto  del  contrato  es  que  recaiga  en  cosas  que 
no  estén  fuera  del  comercio  de  los  hombres, 
esto  es.  que  puedan  ser  materia  de  circulación 
y libre  tráfico,  y entre  las  que  no  reúnen  este 
requisito  cuentan  las  leyes  15,  tí t.  V y XXII,  tí- 
tulo XI,  Partida  5.a,  las  sagradas,  religiosas  y 
santas,  á las  cuales  puede  añadirse  los  derechos 
majestativos  y otros  muchos  que  se  hallan 
fuera  do  circulación, 


Concuerda  con:  Art.  1172  Cód.  Francia.- 

683  Portugal.— -1290  Holanda.— 1160  Italia  — 

1885  Luisiana.— 1167-  Bolivia.— 868  Vaud.— 
95°  Neuíchatel. — 570  Tesino.  — 878  Austria. 
—8  Baviera,  cap.  IV,  lib.  T,  LI,  tit.  V,  parte  1.a 
Prnsía,  leyes  31  y 185  de  regulis  juns,  tit.  VII, 
libro  XLlV,  - CIV,  párr.  1,  Hb.  XXX,  VII,  y 
LXIX  tít.  I,  lib.  XLV  Digesto,  tit.  XX,  lib.  III 
Instituciones. 

COMENTARIO 

Lo  que  no  existe  puede  ser  objeto  de  contra- 
to con  tal  que  sea  posible  su  existencia:  mas 
aquello  que  es  imposible  que  pueda  existir  no 
puede  prometerse  válidamente  y el  contrato 
que  sobre  ello  verse,  carece  de  valor. 


SECCION  CUARTA 

DE  J.A  CAUSA  DE  nos  contratos 


Artículo  1211. — La  obligación  fundada  en 
una  causa  falsa  ó ilícita  no  produce  efecto 
legal. 

La  causa  es  torpe  ó ilícita,  cuando  es  con-  1 
traria  á las  leyes  6 á las  buenas  costumbres. 

ORÍGENES 

Ley  28,  tít.  XI,  Partida  5." 

Leyes  47  y 50,  tít.  XIV,  Partida  5.* 

Sonts.  31  Diciembre  y 13  Octubre  1865. 

Sent  26  Mayo  1806. 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  con:  Arts.  11S1  y 1133  Cód.  Fran- 
cia,—1371  y 1373  Holanda.— 1887  y 1893  Lui- 
aiana,— 832  y 834  Vaud.— 1141  Priburgo.-— 
53i  Teslno, — 911  Neufchatel. — 1128  Bolivia. 

—‘1119  Italia.— Leyes  1.a  3.a  y 4. tít  Vil  ti 

bro  XII,  Digesto.  ’ 


JURISPRUDENCIA 

Cuando  realmente  no  existe  un  contrato,  por 
ser  sólo  simulado,  no  tienen  aplicación  ni  pue- 
den considerarse  infringidas  por  la  sentencia 
que  prescinde  de  tal  contrato,  el  tenor  de  este, 
la  ley  1.a,  tit.  I,  lib.  X,  Ñov.  Recop.,  ni  las  doc- 
trinas, del  Tribunal  Supremo  relativas  al  cum- 

1865)ent°  d°  l0S  COntratos  iSent-  6 Octubre 

Son  contrarios  á las  leyes  los  contratos  simu- 
lados ó sea  celebrados  con  causa  falsa  (Sent.  13 
Octubre  1865). 

Los  contratos  simulados  son  nulos  y por  con- 
siguiente, ni  confieren  derechos  ni  pueden  sur- 
ta-efecto alguno  legal  (Sent.  26  Mayo  1866). 

iSenT  9PACt°S  COntra  le7  no  producen  efecto 

(Bent.  25  Junio  1857). 

convünA03063  ^°S  Pací,os  consignados  ©n  *«9 
notones  por  las  personas  capaces  de  ooü- 
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traer,  ai  no  se  oponen  á las  buenas  costumbres 
y 4 lo  prescrito  por  las  leyes  (Sents.  30  Setiem- 
bre 1864,  17  Noviembre  1857). 

Cuando  la  sala,  apreciando  las  pruebas,  esta- 
blece que  no  ha  probado  la  existencia  de  la  fal-  : 
sedad  de  la  causa  de  deber,  debe  estarse  á esa 
apreciación,  si  contra  ella  no  se  alega  infrac- 
ción de  ley  ó de  doctrina. 

Si  la  suposición  de  ser  falsa  la  causa  de  un 
contrato  se  alega  por  primera  vez  en  el  recurso, 
no  puede  estimarse  por  no  haberse  debatido 
oportunamente  en  el  pleito  (Sent.  8 Mayo  1873). 

Si  los  motivos  de  casación  vienen  á resolver- 
se en  el  supuesto  de  la  simulación  de  un  con- 
trato y existencia  de  una  causa  falsa  ó ilícita, 
cuando  ese  supuesto  no  ha  sido  admitido  por  la 
sala  sentenciadora,  es  improcedente  la  conse- 
cuencia de  que  se  hayan  infringido  la  ley  28, 
tít.  Xf,  Partida  5.",  ni  la  doctrina  del  Tribunal 
Supremo  que  declara  contrarios  á la  ley  los  con- 
tratos simulados  ó celebrados  con  causa  falsa 
(Sent.  l.#  Marzo  1876}. 

Las  leyes  20  y 38,  tít.  XI,  Partida  5.*,  no 
pueden  ser  infringidas  por  una  sentencia  en  la 
cual  nada  se  resuelve  contra  la  materia  del  con- 
trato. sinó  que  lo  declara  nulo  por  la  falsa  cau- 
sa y simulación  que  en  su  otorgamiento  ha  in- 
tervenido (Sent.  9 Mayo  1876). 

La  simulación  de  un  contrato  lleva  consigo 
necesariamente  la  falsedad  de  la  causa  del  mis- 
mo y pueden  alegarla  todos  aquellos  á quienes 
interese,  salva  la  responsabilidad  que  en  su 
caso  contraigan  (Sent,  23  Noviembre  1877) 

COMENTARIO 

Diferentes  explicaciones  han  dado  los  autores 
acerca  de  lo  que  debe  entenderse  por  causa  en 
los  contratos:  se  le  ha  dado  ese  nombre  unas 
veces  al  título,  otras  á la  razón  ó motivo  por 
que  se  contrata  y otras  al  contrato  mismo;  pero 

nosotros,  de  acuerdo  con  el  Derecho  Romano, 

. 

consideramos  como~causa  aquello  por  lo  cual 
se  da  ó se  hace  algo. 

La  causa  ha  de  ser  verdadera  y lícita;  por 
consiguiente,  vicia  el  contrato  la  causa  falsa  ó 
simulada  y la  torpe  ‘ó  ilícita. 

Es  falsa  la  causa  cuando  no  existe  el  motivo 
que  se  supone  para  la  celebración  del  contrato, 
en  cuyo  caso  según  rejfttidas  declaraciones  del 
Tribunal  Supremo  se  anula  aquél. 

Es  ilícita  ó torpe  cuando  se  opone  á las  leyes 
y buenas  costumbres,  de  suerte,  que  del  mismo 
modo  que  hemos  dicho  respecto  al  objeto  del 
contrato,  se  anula  éste,  ya  por  celebrarse  para 


cometer  un  delito,  ya  para  contraer  matrimonio 
con  quien  está  casado,  como  dice  la  ley  50,  tí- 
tulo XIV,  Partida  5.*,  ya  en  una  palabra  por 
cualquier  medio  ó motivo  que  se  halle  repro- 
bado por  la  ley  y por  las  buenas  costumbres. 

Se  ha  discutido  sobre  si  es  preciso  ó no 
para  la  validez  del  contrato  la  expresión  do  la 
causa  de  deber.  Con  arreglo  á lo  que  disponía 
el  Derecho  Romano  y la  ley  7.a,  tít,  Xílí,  Par- 
tida 3.*,  relativa  á la  confesión  judicial,  se  con- 
sidera por  algunos  necesaria  aquella  circuns- 
tancia, y se  supone  por  otros  inútil  después  do 
la  general  disposición  de  la  ley  recopilada. 

Aunque  la  cuestión  es  dudosa,  nosotros  cree- 
mos, que  si  desde  el  momento  en  que  dos  per- 
sonas parezcan  obligarse,  quedan  obligadas  con 
arreglo  á la  última  ley,  no  es  motivo  para  su- 
poner viciado  el  consentimiento  la  no  expresión 
de  la  causa  de  contraer. 

Articulo  1212.— -Es  nulo  el  pacto  ó pro- 
mesa de  futura  sucesión  para  que  el  que  so- 
breviva herede  los  bienes  del  primero  que 
muera,  á no  ser  entre  caballeros  próximos 
á algún  peligro,  en  cuyo  caso  valdría  áun 
cuando  salgan  libres  de  él  si  ninguno  de 
ellos  lo  revoca  y no  se  perjudica  en  ello  á 
los  herederos  forzosos. 

ORÍGENES 

Ley  33,  tít.  XI,  Partida  5/ 

Artículo  1213. — Se  reputa  ilícito  el  pacto 
en  virtud  dél  cual  un  cliente  se  obligue  á en- 
tregar á su  ahogado  cierta  parte  de  la  cosa 
litigiosa  (a),  ó en  que  éste  se  obligare  á se- 
guir el  pleito  á su  costa  por  cantidad  deter- 
minada (• b ). 

ORÍGENES 

(a.)  Ley  14,  tít.  VI,  Partida  3. 3 

(b)  Ley  22,  tít.  XXII,  lib.  V,  Nov.  Rec 

JURISPRUDENCIA 

Prohibido  por  la  ley  14,  tít.  VI,  Partida  3.‘, 
al  abogado  el  pacto  cuotaliti's;  y por  la  ley  2.  , 
tít.  XXII,  lib.  V,  Nov.  Rec.,  que  ningún  abo- 
gado puede  hacer  igualar  con  la  parte  á quien 
ayudare,  tanto  una  como  otra  se  refieren  no 
BÓlo  al  abogado  que  firma  los  escritos  en  el 
pleito,  sinó  también  al  que  le  dirige,  ó do  otro 
modo  patrocina  á la  parte  en  él,  mediante  á que 
hablando  la  ley,  al  dar  la  razón  para  la  citada 
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rrii  +f»stT,mento  otorgado  de  mancomún  y Ja 

prohibición,  así  del  ahogado  que  razona  como  recíprock  de  lie  rederos  .qaa-  hOg 

*'  1“  ‘“AT ,“”7^  d»  testadores  á su  fcíror,  no  e«  A parto  «*« 

do  ono  por  cada  parle  ISent..  27  Enero  18G5).  da  5.-  (Sent.  26  Mam>18bl).  , , ___ 


SECCION  QUINTA  ■ 
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Artículo  1214.— Para  la  validez  de  las 
obligaciones  no  es  preciso  que  éstas  se  suje- 
ten ¡1  una  forma  determinada;  los  contra- 
tantes quedan  obligados  siempre  que  conste 
su  voluntad  de  obligarse,  salvo  los  casos  en. 
que  las  leyes  dispongan  lo  contrario. 

orígenes 

f.ny  \ til.  T,  ¡ib.  X,  Nov.  Rec.  (única,  titu- 
lo XYT.  Urdenamiento  de  Alcalá!. 

juni.srimitiíNCiA 

i 

•enf.  27  .fuñió  1 Hlia. 

-enl.  1 1 Octubre  1860. 

Scnl.  7 Mayo  1867.  j 

Sent.  24  Diciembre  1 867 . 

Sent.  .'iit  Abril  3 HRO. 

Sent.  :¡  Noviembre  ls7fi, 

Scnt.  21  Febrero  1R71 . 

Scnt.  1 i Mayo  187 o. 

Es  perfecto  y obligatorio  el  contrato  consig- 
nado en  escritura  pública,  á tenor  de  su  literal 
contexto,  luego  que  cu  el  acto  del  otorgamien- 
to man  i fies  tan  los  contratantes  su  conformidad 
absoluta.  Picho  acto  solemne  se  verifica  con  ar- 
reglo á la  ley  según  declaraciones  anteriores 
del  Tribanal  Supremo,  al  tiempo  en  que  escri- 
ta la  nota  en  ol  protocolo,  procede  el  escribano 
a su  lectura,  presentes  las  partos  .y  los  testigos 
instrumentales  (Scnt.  8 Mayo  1861)). 

Aunque  el  mutuo  consentimiento  perfeccione 
los  contratos,  esto  no  obsta  para  que,  cuando 
existe  pacto  expreso  de  que  se  hayan  de  con- 
signar por  escrito,  necesiten  para  su  perfección 
que  se  cumpla  este  requisito  (Scnt.  24  Noviem- 
bre 1859). 

La  condición  ó pacto  do  reducir  un  contrato 
consonsual  a escritura  publica, (no  como  requi- 
sito esencial , sinó  por  el  sólo  efecto  ilp  que 
conste,  lo  cual  debe  apreciar  la  Sala  sentencia- 


dora , no  obsta  á su  perfección  (Sent.  20  Febre- 
| ro  1861). 

Guando  en  un  convenio-  no  se  estipula  el 
otorgamiento  de  escritura  como  condición  esen- 
cial de  la  que  pendan  las  obligaciones  y dere- 
chos que  respectivamente  adquieren  los  contra- 
yentes, no  puede  exigirse  dicho  otorgamiento 
(Sent.  26  Mayo  1868). 

La  disposición  de  la  ley  1.a,  tít.  I,  lib.  X de 
la  Nov.  Rec..,  y el  principió  de  que  las  convec- 
ciones sirven  de  ley  á los  contratantes  , sólo 
pueden  tener  lugar  -cuando  resulta  acreditada 
la  existencia  del  contrato  ú obligación  á que 
aquélla  se  trata  de  aplicar  (Sents.  13  Noviem- 
bre y 18  Diciembre  1863  , 26  Enero  1866,.  21 
Setiembre  1866  , l.°  Marzo  1859,  20  Febrero- 
1860,  13  Diciembre  1862,  20  Junio  1864,21 
Enero  , 7 y 20  Octubre,  30  Diciembre  1865, 5 
Octubre,  29  Noviembre  y 22  Diciembre  1866, 
23  Noviembre,  12  Enero  , 18  Marzo  y 3 Junio 
1867,  5 y 6 Octubre,  13  Mayo  1868,  30  Abril  y 
31  Diciembre  1870  , 29  Mayo  y Octubre- 1872,  3 
y 21  Enero  1873,  22  Enero  1874,  28  Febrero 
1876,  26  Abril  1878).  • 

A la  Sala  sentenciadora  corresponde  apreciar, 
en  vista  del  resultado  de  las  pruebas  , la  exis- 
tencia ó no  existencia  de  ¡a  obligación  (Sent.  11 
Octubre  1866,  22  Diciembre  1866,  22  Dioiem. 
bre  1868  , 29  Octubre  1870). 

A la  Sala  sentenciadora  corresponde  apreciar 
la  existencia  ó no  existencia  de  los  pactos  con- 
lóeme a las  pruebas  presentadas , á cuya  apre- 
ciación debe  estarse,  si  no  se  alega  contra  ella 
infracción  do  ley  ó doctrina  legal  (Sent.  4 Octu- 
bre 1870). 

Cuando  el  tribunal  sentenciador  estima  que 
no  hubo  contrato,  no  puede  considerarse  infrin- 
gida la  ley  1.*,  tít.  I,  lib.  X,. Nov.  Rec.  pues 
esta  no  es  aplicable  cuando  no  existe  obligación 
(Sents.  14  Enero  1858,  28  Febrero  1861,  4jftaio 
1860,  8 y 30  Mayo  1862,  30  Abril  1863,  22  jík}*- 
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ro  1864,  6 y 20  Marzo  , 13  Abril , 14  y 17  No- 
viembre 1866,  9 Febrero  1867  , 11  Noviembre 
1874  , 22  Febrero  , l.°  y l.°  Marzo  1865,  24  Fe- 
brero y 29  Marzo  1876,  28  Diciembre  1877)  : 

No  se  infringe  la  ley  1/,  tít.  I,  lib.  X , Noví- 
sima Recopilación,  ni  hay  violación  de  contrato 
cuando  , apreciando  la  Sala  sentenciadora  que 
quedó  cumplido  el  requisito  condicional  , esti- 
ma libre  del  compromiso  al  que  se  obligó  condi- 
cionalmente (Sent.  14  Mayo  1861). 

La  ley  Recopilada  no  tiene  aplicación  en  un 
pleito  en  que  no  se  cuestiona  sobre  la  existen- 
cia denn  contrato  ú obligación  (Sents.  14  Marzo 
1865,  27  Octubre  1866,  10  Abril  y 29.  Setiembre 
1869,  22  Octubre  1872). 

Para  que  exista  legalmente  la  obligación  de  j 
dar  ó hacer  alguna  cosa,  no  es  necesario  que  el  i 
obligado  contrate  directamente  con  la  persona 
á quien  ha  de  darse,  ó á cuyo  favor  ha  de  hacer- 
se, si  consta  por  hechos  indubitados  que  el  uno 
quiso  obligarse  y el  otro  aceptó  la  obligación 
(Sent.  26  Setiembre  1868). 

La  ley  1.a,  tít.  I , lib.  X,  Nov.  Rec. , en  el 
principio  general  que  establece,  supone,  como 
condiciones  indispensables  para  que  las  obliga- 
ciones se  cumplan  , que  los  que  se  obliguen 
tengan  capacidad  para  ello  , y que  sean  lícitos 
los  objetos  sobre  que  recaigan  las  obligaciones 
(Sents.  11  Enero  1859,  28  Marzo  1859,  19  Junio 
1868,  8 Mayo  1870,  20  Mayo  1874). 

La  disposición  de  la  ley  l.%  tít.  I,  lib.  X, 
Nov.  Reo.,  no  debe  entenderse  en  un  sentido 
tan  general  y absoluto,  que  por  efecto  .de  la 
misma  hayan  de  considerarse  válidas  y subsis- 
tentes obligaciones  para  , cuya  estabilidad  otras 
leyes  exigen  circunstancias  y requisitos  esen- 
ciales (Sents.  28  Marzo  1859,  5 Diciembre  1860, 
11  Mayo  1861 , 21  Febrero.  1863,  2 Junio  1872). 

La  invocación  de  la  ley  1.a.,  tít.  I , lib.  X, 
Nov.  Rec.  , no  es  oportuna  cuando  no  se  niega ; 
por  ninguno  de  los  contendientes  la  obligación 
contraída  , y gira  el  debate  únicamente,  sobre 
su  extensión  (Sents.  12  Mayo  1860,  17  Setiem- 
bre 1866,  29  Enero  1867,  6 Junio  1873). 

La  ley  de  la  Novísima  establece  el  modo  de 
contraer  las  obligaciones;  pero  nada  determina 
sobre  eus  efectos  y,  extensión  (Sents.  8 Junio  y 
16  Octubre  1866). 

Segunda  ley  Recopilada,  tienen  fuerza  civil  de 
obligar  los  pactos  mudos  que  pueden  acredi- 
tarse por  cualquiera  de  Los  medios  probatorios 
que  * establee?  el  Derecho  (Sents.  20  Junio  1865 
y 24  Abril  1867). 

Ia  ley  tít*  I,  lib-  X,  Nov.  Rec.,  en  su 


principio  general  establecido  supone  la  existon- 
cia.dé  un  convenio  ó contrato,  y no  habiendo 
mediado  éste  ni  promovidose  cucslion  sobro  su 
cumplimiento  entro  los  litigantes,  no  es  aplica- 
ble dicha  ley  (Sents.  i í Octubre  186!,  28  Di- 
ciembre 1860,  29  Octubre  1866,  73  Diciembre 
1874,  3 Febrero  1875,  9 y 17  Mayo  y 26  Junio 
1871  y 7 Diciembre  1876). 

Si  bien  la  ley  de  la  Novísima  citada  consigna 
el  principio  de  que  de  cualquiera  manera  que 
uno  quiso  obligarse  al  pagó  quedo  obligado,  y 
se  refiere  á la  eficacia  de  los  pactos,  esto  es,  sin 
alterar  lo  prescrito  en  leyes  especiales  que  re- 
glan la  naturaleza  y esencia  de  los  contratos 
(Sents.  5 Diciembre  1860,  28  Mayo  1864  y 9 Fe- 
brero 1871). 

El  objeto  de  la  ley  1.a,  tít.  I,  lib.  X,  Novísi- 
ma Rec.  es  hacer  que  las  obligaciones  se  cum- 
plan cuando  consta  de  un  modo  cierto  su  exis- 
tencia, y no  en  el  caso  contrario, aunqlic  carez- 
can de  fórmula  ó solemnidad  (Sents.  9 Noviem- 
bre 1865,22  Diciembre  1865  y 30  Abril  1877' 

No  puede  suponerse  infringida  la  ley  1.“,  tí- 
tulo T,  lib.  X,  Nov.  Rec.,  por  citarse  perla  sen- 
tencia como  de  aplicación  general  ú toda  clase 
de  contratos,  tratándose  de  un  pleito  en  que  se 
litiga  sobre  cumplimiento  de  una  obligación 
(Sent.  18  Enero  1872). 

No  puede  estimarse  la  cita  de  la  ley  l.1,  títu- 
lo I,  lib.  X,  Nov.  Rec..  cuando  contraría  direc- 
tamente, en  lugar  de  favorecer,  el  propósito 
del  recurrente  (Sent.  8 Abril  1873). 

Dicha  ley  y la  del  contrato  vienen  á ser  en 
realidad  una  misma,  sin  más  diferencia  que 
en  la  primera  se  establece  un  principio  de  de- 
recho de  aplicación  general  átoda  clase  de  obli- 
gaciones, traduciéndose  en  hechos  prácticos  en 
cada  con  trato  particular  (Sent.  12  Abril  1873;, 

La  ley  1.a,  tít.  1,  lib.  X,  Nov.  Rec.,  no  puede 
tener  aplicación  sinó  cuando  se  impugna  el  con- 
trato por  falta  de  solemnidades  externas  , pero 
de  ningún  modo  cuando  los  interesados  se  ha- 
llan conformes  en  su  existencia  y cuestionan 
sobre  el  valor  y eficacia  de  las  obligaciones  con- 
tenidas en  el  mismo.  (Sents.  21  Abril  187  i y 3 
Octubre  1877), 

Al  establecer  la  ley  del  Ordenamiento  el  prin- 
cipio general  en  materia  de  contratos,  dester- 
rando todas  las  fórmulas  do  las  antiguas  esti- 
pulaciones, es  inoportuna  la  cita  de  la  ley  1.  , 
tít.  XI,  Partida  5.*,  que  habla  de  las  promisio- 
nes y de  la  manera  de  hacerlas  (Sent.  o No- 
viembre 1874). 

En  el  caso  do  que  la  validez  do  un  contrato 
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dependa  del  cumplimiento  de  las  condiciones 
establecidas,  la  ejecutoria  que  lo  declara  res- 
cindido por  no  haberse  cumplido  aquéllas  no 
infringe  la  ley  1.*,  tít.  I,  üb.  X,  Nov.  Rec.  (Sen- 
tencia 20  Junio  1865). 

Cuando  ambas  partes  contratantes  manifies- 
tan su  voluntad  de  que  á-  unos  documentos 
privados  se  les  dé  el  valor  de  escritura  pública,  i 
ínterin  ésta  no  sea  otorgada  con  todas  las  for- 
malidades de  derecho,  dicho  convenio  es  eficaz 
y obligatorio  para  ambas  partes.  La  Sala  sen- 
tenciadora que  desconoce  este  principio,  infrin- 
ge la  ley  1.*,  tít.  I,  lib.  X,  Nov.  Rec.  [Sent.  30 
Junio  1864}. 

No  se  infringe  el  principio  jurídico  de  que  á 
tanto  se  obliga  el  hombre  á cuanto  ha  querido 
obligarse,  si  justamente  sirve  de  fundamento 
al  fallo  recorrido  (Sent.  26  Abril  1877). 

COMENTARIO 

Pocas  leyes  ha  habido  que  hayan  dejado  tan 
profunda  huella  y causado  tan  gran  reforma  en 
nuestro  derecho  como  la  famosa  del  Ordena- 
miento de  Alcalá. 

El  Derecho  Romano  señaló  formas  rigurosas 
á la  contratación,  formas,  solemnidades  y re- 
quisitos que  pasaron  á las  Partidas,  copia  exac- 


ta de  la  teoría  de  las  estipulaciones  romanas; 
pero  todo  esto  dejó  de  estar  vigente  cuando  ©I 
ordenamiento  de  Alcalá  estableció  el  principio 
que  de  cualquier  modo  que  apareciera 

querer' obligarse  quede  obligado.  Ahora  bien, 
dentro  de  este  principio  tan  genera!,  el  espíritu 
y áun  la  letra  de  la  ley  requiere  que  aparezfca 
el  consentimiento  verdadero  de  la$  partes,  pues 
de  otro  modo  la  aplicación  absoluta  del  pre- 
cepto podría  ser  causa  en  ocasiones  de  que  se 
tuviera  por  obligado  al  que  con  expresiones  no 
formales  se  comprometiera  a lo  que  nunca  tuvo 
voluntad  ni  intención  de  hacer,  y por  esto 
nosotros,  de  acuerdo  con  el  espíritu  y letra  de 
la  ley  y con  lo  declarado  en  el  mismo  sentido 
por  el  Tribunal  Supremo  en  alguna  sentencia, 
añadiríamos  que  la  obligación  debe  ser  seria- 
mente contraida. 

Pero  ya  basta  para  los  efectos  de  la  ley  el 
que  se  contraiga  de  cualquier  modo. 

La  ley  Recopilada  abolió  las  antiguas  formas 
de  estipulación;  pero  no  pudo  extenderse  á lo 
que  establezcan  las  leyes  en  casos  especiales  ni 
á lo  que  acuerden  las  partes,  según  declarado, 
nes  del  Tribunal  Supremo  , y por  esta  razon- 
tanto  en  uno  como  en  otro  caso  deberán  obser- 
varse las  solemnidades  prescritas  por  la  ley  ó 
por  la  voluntad  de  las  partes. 


CAPÍTULO  III 


DEL  EFECTO  DE  LAS  OBLIGACIONES  QUE  PROVIENEN  DE  'LOS  CONTRATOS 


SECCION  PRIMERA 

x 

D I S POSICION  ES  GENERALES 


Artículo  1215.  Es  obligatorio  el  cumpli- 
miento de  todo  contrato  que  no  tenga  vicio 
de  nulidad  con  arreglo  á las  leyes. 

orígenes 

lacíon.  ^ ^ T'  X’  N°VÍSlma 

■HJJUSPRUDENClA 
Sent,  27  Octubre  I86& 


! Sent.  11  Junio  1873. 

Sent.  17  Febrero  1875. 

Cuando  resulta  acreditada  la  existencia 
un  contrato  y no  se  prueba  que  intervino  ec 
error,  falsa  causa  ó dolo,  es  ineludible  en 
! °ontrata"^  la  obligación  de  cumplirlo  (Si 
i Ab“Tw66  fT»  1848'  21  Setiembre  1859, 

. 3 El„?8h“  N°Vi<imbre  «» 

Unicamente  á lo,  contrato,  válido,  ion  ap 
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cabios  la  ley  l’.*  tít.  I,  lib. . X,  Nov.  Reo.,  y el 
principio  legal  4e- que  debo  respetarse  la  vo- 
luntad de  loa  contrayentes  (Sents.  28  Junio 
1860  y 7 Enero  1:870). 

No  puede  exigí  reo  el  cumplimiento  de  una 
obligación,  ni  tiene  responsabilidad  aquel  que 
no  la  contrajo,  ni  es  sucesor  ó causa-habiente 
del  que  lo  hizo  (Sent.  8 Febrero  1847  y 19  Mar- 
zo 1872).  . 

El  que  no  cumple  la  obligación  que  se  impu- 
so en  un  compromiso,  no  tiene  derecho  á exi- 
gir, siendo  mutuos  y correlativos  los  deberes, 
que  la  otra  parto  haga  lo  que  se  comprometió  á 
hacer  (Sents.  4 Enero  1866,  ¿9  Enero  1867.  11  . 
Junio  1867  y 17  Febrero  1875). 

Los.  contratantes  están  obligados  á cumplir 
el  contrato  y conforme  á la  intención  que  tu- 
vieron al  -celebrarlo  (Sents.  2 Diciembre  1858, 

9 Noviembre  1859,  14  Junio  1860). 

En  el  caso  de  celebrarse  un  contrato  en  que 
intervienen  marido  y mujer,  la  falta  de  cumplí, 
miento  de  lo  estipulado  perjudica  á ambos 
(Sent.  21  Diciembre  1858). 

Para  ser  aplicables  la  ley  del  contrato  y 
la  1.*  tít.  I,  lib.  X,  Nov.  Rec.  es  necesario 
que  los  contratos,  cuyo  cumplimiento  se  recla- 
ma, no  hayan  sidó  contrariados  por  oíros  pos- 
teriores de  las  mismas  partes  (Sent.  9 Octu- 
bre 1869). 

Para  exigir  el  cumplimiento  de  una  obliga- 
ción eventual,  es  indispensable  que  haya  lle- 
gado el  caso  previsto  en  el  convenio  ó cumpli- 
dose  la  condición  bajo  la  cual  se  contrajo  (Sen- 
tencia 8 Febrero  1861}. 

Cuando  so  trata  de  la  observancia  de  lo  pac-  , 
tado  en  una  escritura;  no  se  infringe  la  ley  1." 
tít.  I,  lib.  X.  Nov.  Rec.,  condenando  al  cumpli- 
miento de  la  obligación  contenida  en  aquélla 
(Sents,  7 Febrero  1861  y 3 Marzo  1871). 

Tanto  el  principio  pacta  sunt  servand a,  como 
el  establecido  en  la  ley  Recopilada  , suponen 
necesariamente  la  existencia  de  la  convención 
ó pacto  que  produzca  legalmente  efecto  civil  de 
obligar  (Sent.  13  Octubre  1866,  16  Enero  1871). 

No  se  infringe  dicho  principio  , ni  la  ley  dei 
contrato  ni  la  ley  Recopilada  , cuando  la  Sala 
sentenciadora  m^nd  cumplir  lo  convenido  por 
los  cdfctr  ay  entes  (Sewt.  10  Noviembre  1868,  ,4a 
Abril.  1867 , 26En^rql869,-.9  Noviembre  1869, 
21  Febrero  1878)v 

La  doctrina  deque  el  que  no  cumple  la  obli- 
gación que  ge  impuso  en  qn  compromiso  no 
tiene  deraeho  á exigir  lo  ,qqe  la  pira  parte  se 
'©«prometió  á.haowy  otrae  análogas,  son  tno- 

TOWO  u 


portunas  cuando  la  Sala  sentenciadora,  apre- 
ciando como  es  debido  que  unas  escrituras  obli- 
garen eficazmente  á los  contrayentes  , estima 
que  el  uno  de  ellos  ha  cumplido  aquello  á que 
se  obligó,  y no  así  el  otro  (Sent.  8 Mayo  1873;. 

Si  bien  es  principio  de  derecho  , apoyado  en 
la  ley  de  la  Novísima  , que  los  pactos  y estipu- 
laciones producen  Obligación  en  los  contrayen- 
tes de  guardar  y cumplir  lo  pactado,  tales  actos 
presuponen  la  existencia  de  una  obligación  de- 
finida y concreta  (Sent.  12  Diciembre  1873). 

Cuando  la  sentencia  se  reduce  á condenar  á 
los  demandados  á cumplir  la  obligación  con- 
traída por  su  causante,  no  se  infringe  la  ley  del 
contrato  ni  la  jurisprudencia  sentada  por  el  'tri- 
bunal Supremo  de  que  debe  estarse  á lo  conve- 
nido por  las  partes  (Sents.  7 Noviembre  1870  y 
9 Abril  1873). 

Cuando  se  exige  aquello  á que  tío  está  com- 
prometida una  de  las  partes  contratantes,  no 
hay  derecho  para  obligarla  ¡Sent.  20  Abril  1866 

En  el  caso  de  que  por  una  disposición  legis- 
lativa se  halle  en  suspenso  la  duración  de  un 
contrato  y sus  efectos  , no  puede  imputarse  á 
los  interesados  en  ¿1  la  falta  de  cumplimiento 
del  mismo  i Sent.  30  Octubre  1863¡. 


COMENTARIO 

Consecuencia  natural  del  principia  consig- 
nado por  e)  Ordenamiento  de  Alcalá,  es  lo  esta- 
blecido en  este  artículo , tomado  de  la  ley  3.", 
tit.  f,  lib.  X de  la  Novísima  Recopilación,  cuyo 
texto  dice  así:  Qualquicr  que  se  obliqare  por 
qualquicr  contrato  de  compra  ó vendida  , >’< 
troque,  ó por  otra  causa  ¡j  ra:on  quafqoicra, 
ó de  otra  forma  ó calidad , si  fuera  mayor  de 
veinte  y cinco  años,  aunque  en  el  tai  contrato 
haya,  engaño  que  no  sea  mas  de  la  mitad  dd 
justo  precio,  si  fueren  celebrados  ¡os  lalessm 
dolo  y con  buena  fe,  rulan,  y aquellos  q ue  poi 
ello  se  hallen  obligados , sean  lanudos  de  (os 
cumplir. 


Artículo  id  16. — Eos  contratos  son  ley 
para  los  contratantes  y sus  herederos,  y sólo 
producen  efecto  respecto  de  las  partos  en- 
tre quienes  se  otorgan. 

Ninguno  puede  contratar  á nombre  do 
otro,  sin  estar  autorizado  por  él,  u sin  que 
tenga  por  la  ley  su  representación. 

EL  contrato  celebrado  á nombro  de  otro, 
por  quien  no  tenga  su  autorización  u mi  io 
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presentación  legal,  será  nulo,  á no  ser  que 
lo  ratifique  la  persona  á cuyo  nombre  se 
otorgue. 


ORIGENES 


Leyes  7.*,  8.*  y 9.*,  tít.  XI,  Partida  5.‘ 
Ley  11,  tít.  XIV,  Partida  3.' 

Ley  10,  tít.  XXXIV,  Partida  7.* 

Ley  3.',  tít.  XI,  lib.  I,  Fuero  Real- 
Ley  1.*,  tít.  I,  lib.  X,  Nov.  Rec. 


CONCORDANCIAS 


Ooncuerdan  en  parte  los  párrs.  1."  y 3.°  con: 
Arta.  1165  y 1121  Cód.  Francia.— 865  y 821 
Vaud.  — 1376  y 1353  Holanda. — Párr.  l.°,  títu- 
lo XX,  lib.  III,  Instituía. 

Concuerda  con  el  párr.  l.°  el  art.  1773  Cód. 
Luisiana.— Y la  ley  23,  tít.  XVII,  lib.  L,  Di- 
gesto, 


JURISPRUDENCIA 


y 31  Oetubro  1874,  27  Abril  y 15Diciembre  187 


Lo  convenido  nn.rn  le»  P«t«  «1» 
materia  especial  para  los  interesados 

1 a Noviembre  1859,  22  Diciembre 

cia  z tn.  11  v 24  Fehrartri 


Sents.  31  Diciembre  1857,  13  Marzo  1862, 
11  Noviembre  1864,  4 Febrero  1865,  12  Marzo 

1867,  24  Febrero  1868,  20  Marzo  1868,  29  Abril 

1868,  18  Noviembre  1868,  3 Diciembre  1868, 
26  Mayo  1869,  7 Febrero  1870,  27  Enero  y 2). 
Febrero  1871,  10  Enero  1872,  28  Enero  1873,  21 


Cuando  media  un  contrato  y se  dicta  la  sen- 
tencia en  consonancia  con  el  mismo,  no  puede 
ésta  invalidarse  por  constituir  aquél  la  ley  á 
que  las  partes  deben  atenerse  (Sents.  26  Octu- 
bre 18o0,  6 Mayo  1862,  7 Febrero,  30  Junio,  18 
Setiembre  y 5 Octubre  1863,  7 y 29  Octubre  y 
19  Noviembre  1864,  11  Abril  y 18  Setiembre 
1865,  26  Mayo,  30  Junio  y 20  Noviembre  1866, 
24  Febrero  1869,  18  Febrero  y 11  Marzo  1870 
y 6 Junio  1874).  ’« 

Guando  en  una  sentencia  so  interpreta  mal  ó 
se  viola  un  contrato  con  inexactos  fundamen- 
tos, se  infringe  la  ley  1.*,  tít.  I,  lib.  X Novísima 
Recopilación  y procede  el  recurso  de  casación 
(Sents.  31  Diciembre  1857,  16  Mayo  1&9  g 
Marzo  1861,  12  Diciembre  1861,  19  Mayo  v 14 
Octubre  1864.  1 .•  Diciembre,  28  Mayo  1866^  19 
Noviembre  1870).  9 ’ J 

Es  nula  la  sentencia  que  viola  la  ley  del  con- 
trato que  se  impusieron  lícitamente  los  otnr 
gantes  al  celebrarlo,  y no  da  á sus  clausulas  y 
condiciones  el  valor  ó inteligencia  que  i0S  di/ 
ron  los  contratantes  (Sents.  19  Abril  1859  17 
Marzo  1863,  28  Marzo  1861,  11  Julio  187l’  23 
Diciembre  1874.  23 


Junio  1862,  30  Mayo  1864,  10,-  11  y 

í865,  8 y 25  Marzo  1865, 19  Enere,  5 Pobrero, 

• _ doce  17  Mmrifimhre  187U).  . . K), 


26  May®  1866,  17  Noviembre  1870). 

* Es  principio  general  que  ninguno  debe  etiriwr 
quecerse  con  perjuicio  de  otro  cuando  media  . 
cumplimientode  un  contrato  contra  cuya  legall« 

dad  nada  se  ha  expuesto  (Sent.  18  Junio  1862). 

El  contrato  celebrado  por  un  apoderado;  no 
puede  obligar  al  poderdante  cuando  se  celebra., 
con  extralimitaeion  de  las  facultades  que  éste 
dió  (Sent.  16  Febrero  1865). 

Si  bien  lo  estipulado  en  un  contrato  és  ley  y 
obliga  á su  cumplimiento  á las  partes  que  lo 
han  celebrado,  son  sin  embargo  renunciableff 
los  derechos  que  proceden  del  mismo  (Sent.  6' 
Junio  1865). 

No  son  aplicables  las  leyes  y doctrinas  que 
determinan  la  eficacia  de  los  pactos  y contratos, 
cuando  no  consta  que  éstos  sean  válidos  y per-; 
fectos  (Sents.  9 Marzo  1866,  10  Diciembre  1858, 
24  Junio  1874).  ' 

Tratándose  de  un  contrato  bilateral,  la  sen- 
tencia que  manda  que  cada  contratante  cumpla 
del  modo  posible  las  obligaciones  que  le  soii 
respectivas,  se  ajusta  estrictamente  á las  dis- 
posiciones del  mismo,  que  es  la  ley  en  la  ma* 
teria  (Sent.  27  Octubre  1866). 

Para  que  un  contrato  pueda  alegarse  como 
ley  de  La  materia  para  los  efectos  de  casación, 
es  necesario  que  en  él  hayan  intervenido  y con- 
traido alguna  obligación  aquellos  de  quienes 
se  reclama  el  cumplimiento  ó sus  causantes 
(Sent.  7 Noviembre  1866). 

El  principio  de  que  son  válidos  los  contratos 
otorgados  por  personas  capaces  de  obligarse  y 
con  perfecto  consentimiento  de  las  mismas,  de- 
bo entenderse  con  la  necesaria  limitación  de 
que  no  contengan  vicio  alguno  d§  orden  distin- 
to que,  con  arreglo  á las  prescripciones  legales, 
deba  producir  su  nulidad  (Sent.  21  Diciemr 
bre  1866). 

Los  convenios  celebrados  entre  partes  sobre 
asuntos  de  su  respectivo  interes,  no  son  Obliga- 
torios más  que  para  los  contrayentes;  pero  de 
ningún  modo  para  los  que  directa  ni  indirecta- 
mente prestan  su  asentimiento  y conformidad 
en  ellos  (Sent.  17  Diciembre  1859). 

Los  convenios  celebrados  por  apoderados  en 
virtud  de  poderes  que-lee  han  sido  concedidos 
al  efecto,  son  válidos  y deben  respetarse,  no  in- 
curriendo en  responsabilidad  sinó  en  el  caso  de 
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no  cumplir  su  encargo,  ó por  haber  abusado 
de  él,  extralimitando  sus  facultades  (Sent.  28 
Marzo  1860). 

Aun  en  el  supuesto  de  que  alguno  de  los  que 
autorizaron  un  convenio  se  hubiera  extralimi- 
tado de  los  poderes  que  para  ello  se  hubieran 
conferido,  semejante  defecto  no  servirá  para 
fundar  un  recurso  de  casación  por  infracción 
del  contrato  (Sent.  18  Setiembre  1865). 

Es  un  principio  inconcuso  que  el  deber  de 
pagar  deudas  ó cumplir  obligaciones,  muerto  el 
que  las  hubiere  contraído,  recae  en  su  here- 
dero (Sents.  24  Octubre  1862,  22  Setiembre 
1856),  . 

A un  hijo,  heredero  de  su  padre,  no  pueden 
pasar  más  obligaciones  que  las  que  éste  tuviera 
al  tiempo  de  su  fallecimiento  (Sent.  21  Febrero 
1863). 

La  sentencia  que  se  ajusta  á lo  estipulado  en 
un  contrato,  no  infringe  la  ley  de  éste  ni  la  doc- 
trina de  que  nadie  puede  ser  demandado  sinó 
en  virtud  de  obligación  que  aparezca  clara- 
mente haber  contraído  (Sents.  30  Enero  1864, 
6 Marzo  1868,  17  Junio  1868,  3 Octubre  1868, 
5 Junio  1875,  ¿8  Junio  1871,  26  Junio  1872,  19 
Noviembre  73). 

No  puede  invocarse  oportunamente  la  ley  1.*, 
tít.  I,  lib.  X,  Nov.  Rec.,  cuando  no  se  niega 
que  exista  una  obligación,  sinó  que  la  cuestión 
versa  acerca  de  la  extensión  que  ha  de  tener  y 
del  modo  cómo  ha  de  cumplirse,  lo  cual  se  de- 
cide por  los  términos  del  contrato  escrito  (Sen- 
tencias 10  Noviembre  1864,  15  Enero  1866,  19 
Enero  866). 

Los  pactos  agregados'  á un  contrato  principal 
se  rigen  por  las  mismas  reglas  de  éste  (Senten- 
cias 8 Noviembre  1864,  10  Febrero  1865). 

La  ley  del  contrato  no  se  puede  invocar  útil- 
mente, como  fundamento  de  un  recurso  de  ca- 
sación, sin  citar  á su  vez  la  verdadera  ley  ó 
doctrina  legal  que  da  al  respectivo  contrato 
aquel  carácter  obligatorio  entre  partes  (Sent.  15 
Enero  1867). 

No  puede  apreciarse  la  infracción  alegada  de 
ley  del  contrato  cuando  se  hace  con  generali- 
dad y sin  precisar  la  ley  ó doctrina  relativa  al 
cumplimiento  de  la  obligación  contraida  que  se 
ha  infringido  (Sent.  13  Febrero  1867). 

Es  un  principio  de  Derecho  emanado  así  de 
la  ley  Recopilada  como  de  la  1.*,  tít.  XI,  Parti- 
da 5.*,  y admitido  por  la  constante  jurispruden- 
cia de  los  tribunales,  que  en  un  contrato  legí- 
timamente celebrado  por  personas  capaces  de 
ebUgane,  es  ley  para  las  mismas.  Si  ésta  se 


infringe,  procede  el  decurso  de  casación  (Sen- 
tencias 13  Marzo  1867  y 3 Julio  1868). 

Es  un  principio  de  Derecho  consignado  en  la 
ley  11,  tít.  XIV,  Partida  3.', que  el  que  contrata 
lo  hace  para  sí  y para  sus  herederos,  y que  és- 
tos, así  como  suceden  á aquél  en  todos  sus  dere- 
chos, le  suceden  también  en  todas  sus  obligacio- 
nes (Sent.  13  Diciembre  1867). 

La  sentencia  que  apoya  al  contrato  y la  obli- 
gación en  la  manera  que  se  hiciese,  no  infringe 
la  ley  1.*,  tít.  I,  lib.  X,  Nov.  Roe.  (Sents.  14 
Mayo  1868,  11  Junio  1867,  18  Junio  1867  y 12 
Mayo  1875). 

Siendo  los  contratos  ley  obligatoria  sólo  para 
los  contrayentes,  no  pueden  en  este  concepto 
invocarse  contra  un  tercero  que  no  tuvo  parte 
en  la  estipulación  (Sents.  22  Octubre  1868,  29 
Octubre  1872  y 19  Marzo  1872). 

El  que  acepta  una  obligación  contraida  por 
otro  á favor  de  un  tercero,  queda  obligado  á su 
cumplimiento,  siempre  que  aparece  justificada 
por  hechos  posteriores  la  aceptación  por  parte 
da  aquel  á cuyo  favor  se  había  constituido  (Sen- 
tencia 24  Junio  1868). 

La  sentencia  que  se  ajusta  á lo  dispuesto  en 
una  escritura  no  infringe  la  ley  del  contrato 
(Sents.  16  y 27  Octubre  1869). 

Cuando  no  se  discute  en  el  pleito  sobre  la 
falta  de  cumplimiento  de  un  contrato,  no  tiene 
aplicación  el  principio  de  que  lo  establecido  en 
las  cláusulas  de  los  contratos,  es  ley  para  los 
contratantes,  ni  mucho  menos  lo  tiene  si  el  que 
lo  invoca  sostiene  por  otra  parte  no  haber 
celebrado  contrato  alguno  (Sent.  29  Marzo 
1870), 

Cuando  un  contrayente  cumple  con  las  obli- 
gaciones que  le  impone  el  contrato  celebrado, 
no  tienen  aplicación  las  doctrinas  de  que  la 
voluntad  de  los  contrayentes  es  ley  en  la  mate- 
ria, y que  cuando  existe  un  contrato  ha  de 
cumplirse  en  su  sentido  literal,  ni  las  leyes  13 
y 35,  tít.  XI  de  la  Partida  5.a,  y 1.*,  tít.  I,  li- 
bro X Nov.  Rec.  (Sent.  31  Marzo  1870). 

No  infringe  ie  ley  del  contrato  ni  la  1 tít.  1, 
lib.  X,  Nov.  Rec.,  la  sentencia  que  so  ajusta  á 
loconvenido  porlaspartes  (Sents.  l.° Julio  18/0, 
22  Noviembre  1869,  27  Enero  1871,  21  Marzo 
1871,  2 Julio  1872,  29  de  Mayo  1872,  19  Setiem- 
bre 1872,  24  Octubre  1871,  23  Noviembre  1871  r 
15  Diciembre  1871  y 8 Junio  1875). 

Partiendo  los  litigantes  de  la  inollcacia  de 
unos  contratos  privados,  es  contradictorio  su- 
poner que  se  ha  infringido  la  ley  dal  contrato, 
ó impertinente  cuanto  sobre  este  particular  se 


có&rso  cim  de  kspaSa 


expone  corno  fundamento  del  recurso  .Sonten- 

< ia  I 7 Abril  1875}. 

Yo  puede  alegarse  como  fundamento  para  un 
recurro  de  casación  la  infracción  de  la  de!  con- 
trato) si  el  recurrente  no  ha  intervenido  en  ese 
contrato  celebrado  por  otras  personas,  y ostenta 
ademas  derechos  independientes  de  ese  mismo 
contrato  b8cnt.  31  Enero  1876). 

Las  obligaciones  contraídas  por  los  padres  se 
trasmiten  y obligan  á los  hijos,  A no  ser  que 
exista  razón  especial  que  Ies  exíma  de  su  cum- 
plimiento (Sent.  17  'febrero  18/5;. 

Si  la  sentencia,  sin  desconocer  ni  negar  el 
valor  y eficacia  de  un  contrato,  deduce  de  las 
pruebas  presentadas  que  no  tiene  la  significa- 
ción y alcance  que  el  demandante  pretende 
darlo,  no  infringe  la  ley  del  contrato,  ni  la  doc- 
trina sentada  por  el  Tribunal  Supremo  en  la 
malcría  [Sent.  14  Marzo  1877). 

Cuando  La  Sala  sentenciadora,  lejos  de  pres- 
cindir de  lo  pactado,  previene  su  cumplimiento, 
no  se  falta  al  principio  de  derecho  de  que  los 
pactos  forman  ley  en  los  contratos  (Sents.  26 
Enero  1809,  1 4 Diciembre  1869  y 24  Diciembre 
187?  . 


causa-habientes,  y son  para  los  «*«* '*• ¡Pri- 
mera ley  que  los  es  aplicable,  q«e  pd*  su 
cumplimiento  en  ¡o  que  se  soparen  dfe  1»  ge- 
nerales sobre  la  materia,  puedan  esta,  reputar- 
se como  infringidas  (Sents.  5 Noviembre  18/4, 

10  Diciembre  1873,  11  Marzo  18/-1). 

Es  doctrina  legal  el  que  las  obligaciones 
ben  cumplirse  en  los  términos  y forma  qQe  se 
contrajeron,  sin  darles  más  extensión  que  la 
que  las  partes  contratantes  Ies  dieron  (Sent.  18 

Abril  1874).  . ,/ 

En  materia  de  obligaciones,  la  primera  ley 
que  es  preciso  observar  es  la  d.el  contrato, 
siempre  que  los  pactos  en  él  contenidos  no  se&n 
contrarios  al  derecho  ó a la  moral  ¡Sent.  9 Ju- 
lio 18741.  . . •,■■■■■■ 

COMENTARIO 

Consecuencia  lógica  de  lo  dispuesto,  en  el 
artículo  1214  es  lo  establecido  al  principio  de 
éste.  La  célebre  ley  del  Ordenamiento-  es- 
tableció como  base  de  la  obligación  el  con- 
sentimiento por  el  cual  se  perfeccionan  los 
contratos  en  cualquier  manera  que  parez- 


thi  1 arsto 


oblicran  los  contratos  á los  herede-  ' ea  que  uno  se  quiso  obligar  á otro. 
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ros  en  cuanto  son  válidos  y lícitos  (Sents 
Noviembre  1870,  28  Setiembre  1874), 

La  sentencia  que  no  se  ajusta  á lo  convenido 
en  un  contrato,  infringe  la  ley  de  éste  y la  1.a, 
tí Lui- 1 T,  tih.  X,  ISov.  Recop.  [Sent.  23  Febre- 
ro 1871). 

La  cuestión  que  versa  acerca  del  cumpli- 


De  acuerdo  con  esta  ley  y con  la  11,  tít.  XIV, 
Partida  3.a  que  dice:  todo  orne  que  face  pleito 
apostura  con  otri  lo  face  también  'por  sus  he- 
rederos,  como  por  si',  maguer  ellos  non  sean 
nombrados  en  la  postura.,- el  Tribunal  Supre- 
mo ha  declarado  en  multitud  de  sentencias  que- 
forman  jurisprudencia,  no  solamente  que  el 


míenlo  de  un  contrato  no  puede  subordinarse  ' contrato  es  ley  para  los  contratantes  y sus  he- 


á otras  leyes  que  á las  del  contrato  mismo  (¡Sen- 
tencia 71  Lebrero  1872). 

La  ley  del  contrato  es  la  primera  que  debe 
aplicarse,  trulando.se  de  obligaciones  contraí- 
das, conforme  á lo  dispuesto  en  la  1.a,  tít,  i,  li- 
bro X,  N'ov.  Ileeop.  (Sent.  ‘.I  Marzo  18/2). 

Los  contratos  ó estipulaciones  celebrados  á 
nombre  propio,  ó por  representación  de  perso- 
na competentemente  autorizada  al  electo,  v los 
actos  que  ésta  ejerza  corno  mandatario  ó"  pe  te- 
sonero y que  hayan  sido  aprobados  y ratifica- 
dos por  el  mandante,  único  á quien  es  darlo  exi- 
girle la  responsabilidad  de  ¡jus  gestiones,  tie- 
nen la  misma  validez  y eficacia  legal  cual  si 
hubieren  concurrido  al  acto  ¡os  mismos  intere- 
sados, ú principales,  quedando. éstos  respectiva- 
mente obligados  á bu  fiel  observancia  v cum- 
plimiento (Sent.  11  Febrero  1874). 

Los  contratos  Válidos  y sus  pactos  especiales 
obligan  a los  que  intervienen  en  ellos  y sus 


rederos,  sino  que  habiendo  capacidad  en  los 
contrayentes  y siendo  los  hechos  objeto  de  la 
obligación  lícitos,  lo  convenido  por  aquéllos  es 
la  primera  ley  a que  deben  atenerse  las  partes 
y los  tribunales  para  resolución  de  las  cuestio- 
nes á que  dé  lugar  el  cumplimiento  de  las  obli- 
gaciones. 

Ahora  bien;  esto  no  era  natural  ni  justo  ha- 
cerlo extensivo  á personas  que  no  habían  in- 
tervenido en  el  contrato,  ni  á los  que  bien  aje- 
nos de  obligarse  se  vieran  comprometidos  por 
olios  que  cu  su  nombre  y sin  su  consentimien- 
to hubieren  adquirido  compromisos  y contraído, 
obligaciones,  razón  por  la  cual  la  ley,  secunda- 
da por  la  jurisprudencia,  sólo  da  efecto  A los 
contratos  respecto  de  las  personas  que  los  otor- 
gan j sus  herederos,  y declara  nulos  todos  los 
que  se  celebren  á nombre  de  otro  por  quien  no 
tenga  gu  autorización  ó representación  legal,  A 
no  ser  que  aquel  tenga  por  firme  la  cm  qM 
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«s  fecha  en  sw  nomo,  en  cuyo  caso,  vale  tanto  según  ge  expresa  la  ley  10,  ti t.  XXXIV  de  la 
como  si  ía  oviese  mandado  (azor  d$  primera,  Partida  7.* 


SECCION  SEGUNDA 

DE  LA  OBLIGACION  DE  DAR 


Artículo  1217. — El  obligado  á dar  alguna 
cosa,  lo  está  á entregarla  bajo  la  responsa- 
bilidad establecida  en  la  sección  4.a  de  este 
Capítulo. 

ORÍGENES 

Ley  13,  tít.  XI,  Partida  5.a 

Ley  35,  tít.  XI,  Partida  5." 

Ley  II,  tít.  XXXIII,  Partida  7.a 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  con:  Art.  1136  Oód.  Francia. — 
1271  Holanda. — i 90 1 Luisiana. — 837  Vaud. — 
1228  Friburgo. — 547  Tesino. — 916  Neuíchatel. 
— 1133  Bolivia. — 1219  Italia. 

JURISPRUDENCIA 

Sent.  18  Marzo  1863. 

La  ejecutoria  que  por  falta  de  cumplimiento 
de  lo  estipulado  condena  ala  indemnización  de 
perjuicios,  no  infringe  la  ley  1.*,  tít.  I,  lib.  X, 
Nov.  Rec.,la  4.",  Cód.,de  obligutionibus  ct  ac- 
tionibus,  ni  la  72  y 112,  párr.  l.°,  Digesto,  de 
verborum  obligationibus  (Sent.  21  Setiembre 
1866). 

Apreciado  que  no  ha  existido  ninguna  de  las 
alteraciones  del  contrato  primitivo  que  se  su- 
ponen, la  sentencia  que  manda  cumplirlo  en 
los  términos  en  que  se  contrajo,  no  infringe  la 
ley  1.a,  Digesto,  dé  pactis,  las  10  y 16,  Digesto, 
de  condüione  indebiti;  la  13,  tít.  XI,  Partida  5.a, 
y la  1.*,  tít.  I,  lib.  X,  Nov.  Rec.  (Sent.  30  Abril 
1870}. 

Las  obligaciones  válidas  y eficaces,  deben 
cumplirse  por  el  que  J&í  contrajo  en  los  térmi- 
nos contraídos  (Sent.  12  Julio  1869). 

COMENTARIO 

La  disposición  contenida  en  este  articulo  es 
corolario  de  las  anteriores;  el  que  se  comprome- 
tió á entregar  una  cosa , está  obligado  á cum- 
plir la  obligación,  porque  ademas  de  exigirlo 


así  la  Iéy  dól  contrato,  se  halla  también  prescri- 
to en  varias  leyes  de  Partida,  las  cuales  conde- 
nan al  resarcimiento  de  daños  y perjuicios  en 
la  forma  que  luego  estudiaremos,  al  contra- 
tante que  incurre  en  mora  y no  cumple  lo  pro- 
metido. 

Artículo  1218. — En  las  obligaciones  á 
plazo  ó día  cierto,  el  vencimiento  da  éstos 
basta  para  constituir  al  deudor  en  mora;  en 
las  demas  obligaciones  es  necesario  el  re- 
querimiento judicial  del  acreedor. 

ORÍGENES 

Leyes  13  y 35,  tít.  XI,  Partida  5.' 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  con:  Ley  12,  tít.  XXXVIÍI,  li- 
bro VIH,  Código  Romano,  127, tít.  I, lib.  XLlIl , 
y 32,  tít.  I,  lib.  XXII,  Digesto. 

COMENTARIO 

Se  entiende  que  incurre  en  mora  un  contra- 
tante, cuando  dinero  ei  cumplimiento  de  la 
obligación,  lo  cual  puede  tener  lugar  en  las 
obligaciones  á plazo  ó á cierto  día,  desde  ei 
momento  en  que  éste  llega  sin  eiltrogar  ia  cosa 
objeto  del  contrato,  y en  las  demas  obligacio- 
nes desde  que  media  el  requerimiento  del  acree- 
dor, según  da  á entender  la  ley  35,  tít.  XI,  Par- 
tida 5.*,  que  obliga  al  deudor  á pagar  la  pena 
si  non  señaló  diacierto  c el  otro  le  demandase 
en  tiempo  convenible  o en  lugar  guisado,  de 
acuerdo  con  lo  prescrito  por  la  ley  13  en  cuan- 
to á las  obligaciones  puras, 

Artículo  1219. — Cuando  el  obligado  se  ha- 
ya constituido  en  mora,  será  de  su  cuenta 
el  peligro  de  la  cosa  hasta  que  se  verifique 
la  entrega, 

ORIGENES 

Ley  18,  tít.  XI,  Partida  5.* 
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CONCORDANCIAS  ' ¡ 

Contienen  la  misma  disposición  loa  arts.  1138 

Cód.  Francia. — '1273  Holanda— 1903  y 1904  1 


de  espaSa 


t • nn  — 839-Vaud.  — • 1230  Fribúrgó;1— 548 


SECCION  tercera 

DK  LA  OBLIGACION  I>K  PRESTAR  ALGUN  SERVICIO 


Artículo  1120,— Si  el  obligado  á prestar 
algun  servicio  que  consista  en  hacer  alguna 
cosa,  no  lo  hiciere,  puede  ser  apremiado 
para  que  lo  haga  como  lo  prometió. 

ORÍGENES 

hoy  13,  til.  XI,  Partida  5.a 
Ley  3.',  tít.  XXVII,  Partida  3.a 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  con:  Arts.  1144  Cód.  Francia. — 
1277  Holanda. — 1920  y 1921  Luisiana. — 84  G 
Vaud. — 353  Tesólo.  — 923  Neufchatel. — 1237 
Pi ¡burgo. — 1140  Bolivia. — 1220  Italia.— Párra- 
fo tít.  XVI,  lila.  III,  Instituía. 

JURISPRUDENCIA 

Los  contratos  deben  cumplirse  en  el  modo  y 
forma  qae  en  ellos  íuó  establecido  (Sent.  lo 
Octubre  1859). 

COMENTARIO 

Lo  que  liemos  dicho  respecto  á la  obligación 
do  dar,  es  aplicable  á la  de  hacer  ó de  prestar 
algun  servicio,  con  la  diforenciade  que,  así  como 
en  aquélla  el  deudor  debo  entregar  la  cosa,  en 
ésta  debe  ser  compelido  por  el  juez  para’ que 
haga  aquollo  que  promolió. 

Ll  Proyecto  de  Código  dispono  que  cuando 
el  obligado  á prestar  algun  servicio  que  con- 
sista en  hacer  alguna  cosa  no  lo  hiciere  se 
mandará  ejecutar  á su  costa,  y verdaderamen- 


te es  la  mejor  solución  que  aconseja  la  prác- 
tica. 

Algun  autor  supone  que  la  obligación  de 
hacer  ó la  de  no  hacer,  que  se  rige  por  las  mis- 
mas reglas,  se  resuelve  en  otra  de  daños  é in- 
tereses, cuando  por  falta  de  cumplimiento  de 
las  mismas  no  hubiera  otro  medio  de  compeler 
á llevarlas  á cabo  que  la  violencia;  pero  ia  ley 
nada  dice  sobre  ello,  y el  Tribunal  ¡Supremo  ha- 
declarado  qué  según  la  ley  5.*,  tít.  VI,  Parti- 
da 5.",  para  que  la  obligación  de  hacer  nó  cum- 
plida so  convierta  en  la  de  abonar  daños  y per- 
juicios, es  necesario  presuponer  engaño  (Sen- 
tencia 3Ü  Junio  18G5). 

Artículo  1121. — Lo  dispuesto  en  los  artí- 
culos 1217,  1218  y 1219  es  aplicable  á la 
obligación  de  prestar  algun  servicio  que 
consista  en  hacer  alguna  cosa. 

ti» 

ORÍGENES  ■ * 

Leyes  18  y 35,  tít.  XI,  Partida  5.* 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  con  la  ley  137,  párr.  3.°,  tít.  I,  li- 
bro XLVgDigosto.  “ ■ 

! 

COMENTARIO 

Una  y otra  ley  de  las  apuntadas  so  refieren 
tanto  á la  obligación  de  dar  como  á la  de  hacer, 
} poi  consiguiente,  visto  ya  lo  que  sobre  la  pri- 
, mera  prescriben,  no  tenefhos  necesidad  de  re- 
i petir  lo  dicho,  igualmente  aplicable  á este  caso. 


•8 
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SECCION  CUARTA 

. DEL  RESARCIMIENTO  DE  DAÍfOS  Ó PERJUICIOS  Y ABONO  DE  INTERESES 


Artículo  1222. — Quedan  sujetos  á la  in- 
demnización de  perjuicios  y abono  de  inte- 
reses los  cpntrayentes  : 

Primero.  Por  dolo  (a). 

Segundo.  Por  negligencia  ó culpa  (b). 

Tercero.  Por  contravención  á lo  pactado. 

Cuarto.  Por  morosidad  en  el  cumpli- 
miento de  la  obligación  (c). 

orígenes 

(a)  Leyes  1/  y 6.a,  tít.  XVI,  Partida  7.a 

Ley  12,  tít.  V,  Partida  5.a 

Ley  57,  tít.  V,  Partida  5.a 

Leyes  63  y 65,  del  mismo  título  y Partida. 

(b)  Ley  11,  tít.  XXXIII,  Partida  7.a 
(o)  Ley  35,  tít.,  XI,  Partida  5.* 

Ley  10,  tít,  I,  Partida  5.a 

Ley  13,  tít.  XI,  Partida  5.a 

Ley  5.a,  tít.  VI,  Partida  5." 

JURISPRUDENCIA 

Los  daños  y perjuicios  deben  ser  abonados 
por  aquel  que  los  causó  (Sent.  23  Febrero  1866). 

Cuando  los  perjuicios  que  uno  infiera  no 
proceden  de  caso  fortuito,  sinó  de  actos  volun- 
tarios practicados  en  utilidad  y beneficio  suyo, 
debe  indemnizarlos,  pues  es  un  principió  con- 
signado en  la  ley  13,  tít.  XXXII,  Partida  3.a,  que 
aunque  el  hombre  puede  hacer  en  lo  suyo  lo 
que  quisiere  débelo  facer  de  manera  que  non 
faga  daño  nin  tuerto  á otro  (Sent.  9 Abril 
1866). 

No  son  aplicables  al  pleito  en  que  sólo  se  re- 
clamaron daños  originados  por  una  causa  cri- 
minal, y por  tanto  no  han  podido  infringirse 
las  leyes  1.a  y 3.*,  tít.  XV,  Part.  7.*,  y doctrina 
consignada  por  el  Tribunal  Supremo  en  conso- 
nancia cqn  las  mismas,  porque  en  ellas  se  trata 
de  los  dañps  ó menoscabos  de  carácter  civil 
(Sentencia  7 Febrero  1878). 

•guando  la  indemnización  de  perjuicios  es 
parte  de  la  demanda  que  se  entabla,  deben 
¿«tos  estimarse  en  la  sentencia  que  sobre  el 
pleito  se  pronuncie  (Sent.  28  Noviembre  1861). 


Si  bien  es  doctrina  legal  la  admitida  como 
jurisprudencia  por  los  Tribunales,  de  acuerdo 
con  lo  que  dispone  la  ley  10,  tít.  I,  Part.  5.', 
que  los  intereses  se  deben  únicamente  por  la 
convención  ó por  la  mora,  lo  es  igualmente  que 
el  deudor  se  constituye  en  mora,  cuando  no 
entrega  la  cosa  en  la  razón  que  debía  (Sent.  7 
Abril  1866). 

Cuando  se  reclama  indemnización  de  perjui- 
cios por  falta  de  cumplimiento  de  una  obliga- 
ción, pero  sin  especificarlos  convenientemente, 
ni  fijarlos  en  una  cantidad  dada,  ni  siendo  su 
cuantía  objeto  especial  de  discusión,  puedo  y 
debe  reservarse  su  regulación  para  otro  pleito, 
según  dispone  el  art.  93,  ley  de  Enjuiciamiento 
mercantil,  sin  infringirse  por  eso  ol  art.  91  de 
la  misma  (Sent.  24  Junio  1868). 

Cuando  no  se  incurre  en  mora  no  hay  obli- 
gación en  el  deudor  de  indemnizar  daños  ó me- 
noscabos (Sent.  29  Abril  1868). 

A la  Sala  incumbe  el  apreciar  los  perjuicios 
y si  medió  en  el  contrato  fuerza,  dolo,  engaño 
ó mala  fe,  á cuya  apreciación  debe  estarse  si  no 
se  alega  contra  ella  infracción  de  ley  ó doctri- 
na legal  (Sents.  18  Febrero  1870,  29  Marzo 
1873,  17  Febrero  1877). 

El  deudor  de  una  cantidad  debe  abonar  in- 
tereses desde  el  día  en  que  se  constituyó  en 
mora  (Sents.  2 Junio  1870,  11  Octubre  1875). 

Cuando  en  una  escritura  no  se  estipulan  in- 
tereses, y por  otro  lado,  el  obligado  al  pago  no 
incurre  en  mora,  pues  que  siempre  estuvo 
pronto  á entregar  las  cantidades  que  debía 
abonar,  la  Sala  sentenciadora,  al  absolver  al 
demandado  de  la  demanda  en  cuanto  á este 
particular,  no  infringe  las  leyes  1.*,  tít.  I,  li- 
bro X,  Nov.  Ree.  y la  de  14  de  Marzo  de  1856 
(Sentencia  24  Setiembre  1873). 

Habiendo  condenado  la  sentencia  al  pago  do 
la  cantidad  reclamada  y á la  indemnización  de 
perjuicios,  á la  parte  obligada  á ellos,  según  lo 
dispuesto  en  la  ley  10,  tít.  I,  Part.  5,*,  lejos  de 
infrigirla,  la  respeta  y aplica  con  acierto  , Sen- 
tencia 8 Mayo  1873). 

La  doctrina  del  pago  de  intoreses  del  deudor 
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constituido  en  mora  no  es  aplicable  cuando  se 
absuelve  por  no  haberse  justificado  la  obliga- 
ción do  pagar  (Sent  0 Marzo  1876). 

El  deducir  la  acción  que  nace  del  contrato 
celebrado,  no  excluyo  que  se  deduzca  la  que 
nace  del  dolo,  porque  ésta  es  independíente  y 
puede  utilizarse  en  la  forma  prescrita  por  las 
leyes,  las  cuales  en  ningún  caso  ni  bajo  ninguna 
condición  lo  favorecen  i Sent.  22  Marzo  Í862). 

Reclamada  por  el  demandante  la  Indemniza- 
ción de  los  perjuicios  ocasionados  por  falta  de 
cumplimiento  de  un  contrato,  sin  especificarlos, 
y fijando  una  cantidad  alzada,  la  sentencia  en  ¡ 
que  declarando  procedente  el  abono  de  aque-  1 
líos,  se  reserva  para  otro  juicio  su  regulación 
y fijación,  está  dentro  de  los  límites  de  la  de-  ( 
manda  ¡Sent.  12  Mayo  1860). 

Para  que  pueda  tener  aplicación  e!  principio 
de  que  el  que  causa  un  perjuicio  á otro  está 
obligado  A su  reparación,  es  necesario  que  se 
haya  causado  por  culpa.,  dolo  ó malicia.]  y si 
on  el  pleito  no  consta  que  haya  mediado  alguna 
de  aquellas  circunstancias,  ni  áun  que  los  per- 
juicios que  se  demandan  hayan  sido  conse- 
cuencia de  la  denuncia  criminal  que  el  deman- 
dado presentó  contra  el  demandante,  al  absol- 
ver á aquél  no  se  infringe  dicho  principio  (Sen- 
tencia 12  Junio  1877). 

j 

Artículo  1223. — Cualquiera  pacto  en  que 
se  renuncie  para  lo  futuro  el  derecho  dere- 
damar la  responsabilidad  consiguiente  al 
dolo  ó hurto  que  se  cometa,  será  nulo. 

orígenes 

Leyes  29  y 30,  tít.  XI,  Partida  5.a 

CONCORDANCIA 

Concuerda  con:  Ley  27,tit.XlV,  lib.  II,  y 5.* 
tít.  VII,  lib.  XXVI,  Digesto. 

COMENTARIO 

Pertenece  este  puoto  á los  que  según  nuestras  1 
loyos  son  ilícitos.  «Los  engaños  fechos  enante 
do  la  promisión  so  pueden  quitar  por  pleito: 
non  los  que  pudiesen  facer  después  del  día  en 
(jue  luo  fecha  la  promisión:  porque  los  tales 
pleitos  podrían  dar  carrera  á los  ornes  de  l'azer 
mal». 

Artículo  1224.— Son  responsables  del  dolo  '■ 
proveniente  de  contrato  sus  causantes  y he- 
rederos. 


Bi  que  sufrió  el  engaño  tiene  dos  anos  de 
término  para  demandarlo  y treinta  para  re- 
clamar daños  y perjuicios,  previa  ¡a  prueba 
y tasación  de  uno  y otros.  - 

Siendo  varios  los  responsables  del  dolo 
cometido  de  consuno,  una  vez  resarcido  por 
uno  de  ellos  no  puede  reclamarse  de  los 

demas. 

ORÍGENES  * 

1 L-.  ■ 

Leyes  3.a  y 6.a,  tít.  XVI,  Partida  1, 
jurisprudencia 

Para  que  el  dolo  alegado  en  juicio  produzca 
las  consecuencias  que  pretenden  los  que  le  ale- 
gan, es  indispensable  la  prueba  legal  de  su 
existencia,  con  arreglo  á los  principios  de  es-< 
tricta  justicia,  y á ley  3.*,  tít.  XVI,  Partida  7.* 
(Sent.  21  Marzo  1861). 

Las  leyes  3.a  y 6.*,  tít.  XVI,  Partida  7.*,  se 
refieren  á las  demandas  que  se  interponen  re- 
clamando perjuicios  causados  por  razón  de  doltf 
ó engaño,  y al  término  en  que  debe  ejercitarse 
la  acción  á que  este  vicio  da  lugar  (Sent.  20  Se- 
tiembre 1801). 

Cuando  se  reclama  la  indemnización  dé  per- 
juicios y no  se  intenta  siquiera  probar  su  exis- 
tencia, falta  la  base  para  la  condenación  (Sen- 
tencia 8 Febrero  1861). 

Es  condición  esencial  para  la  reclamación  de 
perjuicios  el  probar  su  existencia  y fijar  su  cuan- 
tía, y siendo  esta  cuestión  de  mero  hecho,  á la 
Sala  sentenciadora  incumbe  su  resolución.  (Sen- 
tencias 22  Enero  y Mayo  1 875  y 12  Octubre 
1877). 

Son  inaplicables  las  doctrinas  sobre  abono  d(? 
daños,  y la  ley  3.*,  tít.  XVI,  Partida  7/,  cuan- 
do no  se  justifica  la  existencia  de  aquéllos  (Sen- 
tencia 22  Febrero  1878). 


comentario 

L1  que  hizo  ol  daño  debe  indemnízalo;  no  e 
justo  que  de  este  modo  se  enriquezca  con  peí 
juicio  de  otro,  ni  que  nadie  en  lugar  de  de  él  pa 
gue  el  mal  hecho,  cuya  obligación  se  extiend 
también  á los  herederos,  según  la  ley,  confonn 
al  principio  general  de  que  el  que  contrata  1 
hace  para  si  y para  sus  herederos. 

La  ley,  ademas  de  señalar  plazo  para  I*  i» 
emnizacian  do  perjuicios,  exige  como  re<yui 

r16TC11  la  prueba  de  81103  y su  tasación 

cihifH  ° ? li^)e^drúento  aquel  que  loara 
cituo,  e testándolo  él. 
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Naturalmente  la  indemnización  de  daños  debe  | 
tener  un  límite,  porque  si  no  podía  ser  tal  la 
escala  de  Jos  perjuicios  presentados  que  no 
tuvieran  fin,  y por  eso  la  ley  exige  la  prueba 
de  ellos,  y á su  vez  el  Tribunal  Supremo  ha  de- 
clarado por  varios  fallos  que  incumbe  dicha 
apreciación  á la  Sala  sentenciadora. 

En  el  caso  de  que- fueren  varios  los  qué  sé 
hubieren  concertado  en  llevar  á cabo  el  engaño, 
todos  ellos  son  responsables  de  él;  pero  una  vez 
que  el  engañado  cobre  los  daños  de  cualquiera 
desús  causantes,  no' puede  dirigirse  contra  los 
demás. 

Artículo  1226. — Cuando  el  engaño  no 
proviniese  de  contrato  sino  de  otros  hechos 
que  constituyeren  delito,  sólo  es  responsable 
de  él  sii  causante,  y 'los  herederos  únicamen- 
te en  lo  que  recibieron  de  más  por  razón 
dCl  d0lQ.-  ’ ’ . , 

orígenes 

Ley;3.%  tit.  XVI,  Partida  7,*  . 

Ley  3.*,  tít.  XV,  Partid?*  7/  . , . : 

COMENTARIO 

Esté  artículo  viene  á establecer  una  excep- 
ción al  anterior,  muy  de  tener  en  cuenta.  Al 
principio  de  esta  sección  hemos  indicado  la  dis- 
tinción entibe  los  daños  provenientes  por  razón 
de  contrato  y Io§  que  proceden  de  hechos  cons- 
titutivos de  delitos;  pues  bien,  esto  es  lo  que 
ha  tenido  en  cuenta  la  ley  3.a  tít.  XVI,  Parti- 
da 7.a  al  disponer  que  en  el  primer  caso  res- 
ponden también  los  herederos  del  daño  causa- 
do, y en  el  segundo,  del  mismo  modo  que  pres- 
cribe la  ley  3.  Vtít.  XV,  Part.  7.*,  sólo  respon- 
den los  herederos  de  lo  que  hayan  recibido  de 
más  por  . razón  del  dolo.  Si  en  el  primera  los 
herederos  suceden  al  difunto  en  todos  los  dere- 
chos y obligaciones,  por  lo  cual  adquieren  los 
primeros  y responden  de  los  segundos,  no  su- 
cede lo  mismo  «uando  estas  provienen  de  de- 
litos; de  éstos  son  responsables  su$  autores,  y 
sus  herederos  solamente  en  cuanto  á lo  que 
con  aquellos  se  hubieran  enriquecido. 

Artículo  1226. — La  responsabilidad  pro- 
cedente de  guipa  tiene  lugar  en  los  contra- 
tos cuando  no  se  ha  puesto  la  diligencia  que 
ea  propia  dedos  hombres  tnénos  cuidadosos, 
de  ;«us  cosas,  ó cuando  no  ha  obrado  con  la  ; 


que  ordinariamente  tiene  nn  hombre  me- 
dianamente diligente,  ó en  fin,  cuando  no 
se  ha  puesto  todo  el  esmero  que  es  peculiar 
de  los  hombres  más  cuidadosos,  según  los 
casos. 

ORÍGENES 

' Ley  11,  tit.  XXXIII,  Partida  7.a 

, JIJRISPRUnENClA 

Ni  la  doctrina  consignada  en  la  ley  11,  títu- 
lo XXXIII,,  . Partida  7.a,  que  define  lo  que  es 
dolo,  culpa  y caso  fortuito,  ni  la  referente  ú la 
clase  de' culpa  que  debe  prestarse  ,en  algunos 
contratos,  son  aplicables  á.los  casos  de  indem- 
nización establecidos  expresamente  por  la  ley 
(Sent.  9 Abril  1806). 

COMENTARIO 

La  culpa  obliga  también  á la  indemnización 
de  daños  y perjuicios,  para  cuyo  fin  aquella  ad- 
mite distintos  grados:  puede  ser  lata,  leve  y 
levísima. 

Grande  e manifiesta  culpa , .as i como  si  algún 
orne  non  entendiese  todo  lo  que  los  oíros  omes 
entendiesen  o la  mayor  partida  dedos,  llaman 
las  Partidas  á la  primera,  asemejándola  al  en- 
gaño, lo  cual  tendría  lugar  según  ella  misma  se 
expresa,  como  si  algún  orne  tuviere  en  guarda 
alguna  eos  a de  otro  c la  dejase  en  la  carrera, 
de  noche , o a la  puerta  de  su  casa,  non  cui- 
dando que  la  lomarla  otro. 

Otra  clase  do  culpa  existe  llamada  leve  que 
es  como  pereza  ó negligencia ; y por  ultimo,  la 
levísima,  que  tanto  quiere  decir  corno  non  ha- 
ber orne  aquella  pemencia  en  aliñar  e guardar 
; la  cosa  que  otro  orne  de  buen  seso  futría  si  ia 
tuviese. 

Estas  clases  de  culpa  se  han  explicado  to- 
mando .por  base  la  diligencia  de  ios  padres  de 
: familia  en  ¡el  desempeño  de  sus  deberes,  para 
lo  cual,  se  consideran  unos  completamente  aban- 
donados, otros  simplemente  diligentes  y otros 
diligentísimos , grados  que  corresponden  á ¡os 
de  la  culpa. 

Hoy-,  esta  teoría,  tomada  del  Derecho  Roma- 
no, ha  perdido  su  fuerza,  considerándose  por  la 
mayor  parte  de  los  comentaristas  como  inútil, 
y retirada  por  completo  de  casi  todos  los  Códigos. 

Para  su  aplicación,  había  algunas  reglas  mar- 
cadas por  la  jurisprudencia,  según  las  cuales 
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cuando  la  utilidad  es  sólo  del  que  da  la  cosa, 
como  en  el  depósito,  se  presta  la  culpa  lata; 
cuando  la  utilidad  es  do  ambos  contratantes, 
como  cu  la  compra-venta,  sociedad  y otros,  se 
presta  la  leve,  y cuando  es  del  que  recibe,  co- 
mo en  el  comodato,  la  Ievisima. 

Él  proyecto  de  Código,  al  tratar  de  esta  ma- 
teria, dispone  en  su  art.  1005,  que  el  obligado  • 
á dar  alguna  cosa,  lo  ostá  á conservarla  con  la 
diligencia  propia  de  un  buen  padre  de  familia, 
doctrina  sencilla  que  no  tendríamos  inconve- 
niente en  sustituir  á la  antigua. 

1 

Artículo  1227.— En  ningún  contrato  tiene 
lugar  la  responsabilidad  por  caso  fortuito 
si  no  se  hubiere  pactado  de  una  manera  ex- 
presa, á no  ser  en  los  casos  marcados  por  ■ 
las  leyes  taxativamente. 

ORÍGENES 

Ley  11,  tit.  33,  Partida  7.a 

Ley  3,  tít.  2,  Partida  5.m 

Ley  20,  tít.  XIII  de  la  misma. 

Ley  4.*,  tít  III  de  la  misma. 

Ley  27,  tít.  V de  la  misma. 

Ley  8.*,  tit.  VIII  de  la  misma. 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  en  parte  con:  Art.  1148  Cód. 
Francia.— 1281  Holanda.— 1226  Italia. — 1927 
Luieiana. — 849  Vaud. — 1241  Friburgo.  — 556  ¡ 
Tesino.— 928  Neufchatel. — 1144  Rolada. — Le- 
yes i.*,  tit.  III,  lib.  XVI,  Digesto.— Ley  6.a,  tí- 
tulo XXIV,  lib.  IV,  Cód.  Romano. 

JURISPRUDENCIA 

El  principio  de  derecho,  al  cual  se  subordina 
la  responsabilidad  del  caso  íortuito,  requiere 
que  sobrevenga  un  suceso  ignorado  por  las  par-  ■ 
tes  al  tiempo  do  contratar,  que  no  hayan  podi- 
do prever  ni  resistir  (Serft.  12  Abril  1873). 

A la  Sala  sentenciadora  corresponde  apreciar 
las  pruebas  sobre  si  lia  tenido  lugar  el  caso 
fortuito,  á cuya  apreciación  ha  do  estarse,  ín- 
terin no  se  alegue  contra  ella  que  al  hacerla  £e 
ha  cometido  alguna  infracción  do  ley  ó doctri- 
na legal.  (Sont.  4 Mayo  1875). 

COMENTARIO 

Entiéndese  por  caso  fortuito,  según  la  ley  1 


tít.  XXXIII,  Partida  7-‘,  ocasión  fltfft  apaes- 

ce  por  aventura  deque  non., se  puede,.. 
ver.  E son  estos:  derribamientos  de  cp^ej 
fuego  (fue  se  enciende  ó.  so  ora,  <í  quebrad- 

miento  de  navio,  fuerza  de  ladrones  ó d$ 
rnigos...  En  el  mismo  sentido  se  exprg^n.Ias 
leyes  apuntadas  en  los  - muchos  ejompto*  í^e 
aducen  como  explicación  y en  todas  eJlftBl  lo 
mismo  al  hablar  del-  depósito  que  .do  la  prendía 
ó de  otros  contrato#,  .se.  estableo?  f,q,Uf  difiere 
presta  el  caso  íortuito.  , . úuv.ms  fa  oi;p 

Sin  embargo,  puede  j &aber  algunos  casos  On 
que  el  caso  fortuito  se  preste,  y estos  son.rldi, 
cuando  los  contratantes  estipularon  el  pagarlo 
si  sobreviniere;  2.°,  cuando  por  culpa., dej /que 
tiene  en  su  poder  la  cosa  se  da  ocasión  para,, que 
ésta  pueda  perderse  ó empeorarse;,  y, 3.,°,  .ovan- 
do esto  tiene  lugar  después  de.  haber  .cpnc^ui^p 
el  plazo  en  que  debió  ser.  entregada  y duran- 
te el  tiempo  que  pase  sin  hacerlo.  . , 

En  el  primer  caso  debe  prestarse  el'casó  for- 
tuito, porque  hay  que  cumplir  lo  pactado,  y en 
los  demas  igualmente,  porque  la  pérdida  de  la 
cosa  más  bien  que  por  ocasión  es  producida  por 
la  culpa  y mora  del  deudor.  • — -!  * : •'  \ 


Artículo  1228. — Daño  es  el  empeoramien- 
to, destrucción  ó menoscabo  que  uno  recibe 
por  culpa  de  otro  en  su  hacienda- ó íem su' 
persona.  ■ ¡ oí  -lívir; 

■ ' i ■ ' =;<  • j,;;í  ! 

ORIGENES  ¡iuV, 


Ley  1.‘,  tit.  XV j Partida  71  “ 

JURISPRUDENCIA  ' ■ ' 

, *,! 

Lo  ley  1/,  tít.  XV,  Partida  7.\‘  limitará  a 
definir  lo  que  es  daño,  no  exime  "al  actor  ;qué 
lo  demanda  de  probar  la'culpa  del  demandado 
que  lo  niega  (Sent.  30  Mayo  1865) 


COMENTARIO  ■' 

Daño  es  empeoramiento  ó menoscabo,  ó 

que°r 

tít  XV  \/°LCUJP&  de  oiro  > segun  la  le1 
o ^ 1 1 artlda  7 A Y como  la  ley  3 . tít' 

ó menosca/  ^ índistintal^te  de  d 

llaman  en  hr  - qU°  **  ^scaboaa 

uno  ha  experimentado  °r  “ pérdMa 

p m entado  en  sus  cosas , y por 
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juicio  la  utilidad  ó ganancia,  que  ha  dejado  de 
percibir.  ■ 

1 ■;  ■ U¡  ‘ ■ ■ 

■Artículo  1223. — La  indemnización  del 
daño  deberá  hacerse  por  el  que  lo  causó, 
'por  sí  ó por  su  mandado  ó consejo.  Sus  he- 
rederos estarán  obligados  á esta  indem- 
nización si  el  fallecimiento  dei  causante 
ocurriese  de3pu.es-  de  comenzado  el  pleito  ó 
.si, estos  herederos  hubieren  recibido  benefi- 
cios por¡  aquel  daño  , si  bien  en  este  último 
caso  solamente  estarán  obligados  á indem- 
nizar en  proporción  <■  del  beneficio  que  reci- 
bieron. ¡ ; ■:  . : ■ 

Íj’  1 ,j  ■ ! ■ ■ 


ORÍGENES 

. Leyes  2.*  y 3.*,  tit.  XVI,  Partida  7.* 

JURISPRUDENCIA 

El  perjudicado  de^)o  probar  la  existencia  de 
los  daños  y perjuicios  que  haya  causado  la  per- 
sona de  quien  se  reclaman  (Sents.  9 Diciembre 
1873,  22  Enero  y 22  Mayo  1875). 

Según  la  ley  3.a,  tít.  XVI,  Partida  7.',  en- 
mendar é pechar  deue  el  daño  aquel  que  lo  fizo 
quier  lo  ouiesse  fecho  por  sus  manos  o auinies- 
se  por  su  culpa  o fosse  fecho  por  su  mandado 
ó por  su  consejo  (Sent.’  17  Febrero  1874). 


SECCION  QUINTA 

DE  LA -INTERPRETACION  DE  LOS  CONTRATOS 


.o  Artículo  1230.—  Cuaudo  hubiese  dudas  en 
la  inteligencia  de  los  contratos  se  interpre- 
tarán estos  con  sujeción  á las  reglas  si- 
guientes: ’ 

Primera.  Si  el  contrato  ó cláusula  del 
contrato  fuese  ' susceptible  de  dos  inteligen- 
cias, de  tal  manera  que  según  una  valiese  y 
segun  otra  no  pudiese  valer,  se  estará  por 
la  primera,  rechazándose  la  segunda. 

. Segunda,  Si  las  dos  interpretaciones  de 
que  sea  .susceptible  el  contrato  fuesen  de 
¿aj  naturaleza  que  pon  ambas  pudiese  valer, 
se;estará  por  la  más  conforme  con  la  razón 
y la  verdad. 

■ Tercera.  >. Si  por  la  forma  de  designarse 
lá  moneda  en  que  consista  el  precio,  hubiere 
divérsas-  inteligencias  respecto  á la  clase  de 
moiiédas,  se  estará  por  la  que  dé  un  resul- 
tado Jhás  conforme  con  el  valor  de  la  cosa. 

i>¡  / ■ ■ • 

ORÍGENES  . 

Ley  .25,  tít.  XI,  Partida  5.* 

;¿ey  22,  tit  XX^JII,  Partida  7.‘ 

. i • — ■ ■-  ■ j 

CONCOÍl  D AN  CIAS 

Concuerda  con:  Art.  1156  y siguientes  Códi- 


go Francia. — 1379  y siguientes  Holanda. — 945 
y 1951  Luísiana. — 914  Austria.— 856  Vaud. — 
1253  Friburgo. — 559  Tesino. — 936  Neufchatel. 
— 1153  Bolivia. — 1131  y siguientes  Italia. — Ley 
219,  tít.  I,  lib.  XLV;  6/,  tít.  I,  lib.  XVIII;  7.a 
al  fin,  tít.  X,  lib.  XXXIII,  Digesto. — Ley  1.',  tí- 
tulo XXII,  lib.  IV.  Cód.  Romano. 

JURISPRUDENCIA 

Cuando  las  condiciones  estipuladas  en  su  con- 
trato son  claras  en  su  tenor,  no  hay  necesidad 
de  recurrir  ájnterpretaciones  que  sólo  autoriza 
ia  ley  cuando  la  oscuridad  ó la  duda  las  haga 
absolutamente  necesarias  para  una  justa  reso- 
lución (Sents.  11  Abril  1875,  10  Junio  1869,  22 
Abril  1876  y 25  Octubre  1878). 

Para  fijar  la  extensión  y límites  de  las  obliga- 
ciones de  los  contratantes  consignadas  en  una 
escritura,  ha  de  atenderse,  ante  todo,  al  tenor  de 
sus  cláusulas  y condiciones  (Sents.  30  Junio 
1863,  11  Noviembre  1814  y 28  Marzo  1817). 

Los  contratos  deben  calificarse  por  las  cláu- 
sulas esenciales  que  comprendan,  más  bien  que 
por  el  nombre  que  les  dieren  los  contratantes 
al  tiempo  del  otorgamiento  (Sent.  28  Enero 
1859).  ' 

Sólo  puede  tener  lugar  el  recurso  de  casación 
en  cuanto  á la  inteligencia  de  los  contratos, 
cuando  la  que  lés  den  las  Audiencias  sea  noto* 
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riamentc  contraria  al  texto  de  los  mismos  (Sen- 
tencias 23  Noviembre  1859  y 14  Marzo  1877). 

No  puede  infringirse  la  ley  1.*,  tít.  I,  lib.  X, 
Nov.  Iiec. , ni  la  ley  del  contrato  cuando  éste 
se  califica  según  su  naturaleza  y con  sujeción  ¡ 
ásu  literal  contexto  (Scnt.  29  Mayo  lSz7j. 

Si  las  dos  partes  litigantes  adquirieron  y con- 
trajeron recíprocos  derechos  y obligaciones  en 
ol  otorgamiento  det  contrato,  cuyo  cumplimien-  . 
lo  es  la  causa  dol  pleito,  no  tiene  aplicación  en 
este  caso  la  doctrina  de  que  los  hechos  do  las 
partes  contratantes  practicados  en  consecuencia 
de  las  obligaciones  que  celebran,  sirven  para 
interpretarlos,  ni  el  principio  de  derecho  de  que 
la  cesión  os  de  interpretación  estricta  (Senten- 
cia 22  Abril  1804). 

No  puede  invocarse  útilmente  por  ninguna 
de  las  partes  contratantes  regla  ó doctrina  al- 
guna para  la  interpretación,  extensiva  del  con- 
trato, debiendo  entenderse  éste  en  su  sentido 
literal  y estricto  (Sents.  29  Octubre  1804  y 5 Ju- 
lio 18731. 

A falta  de  un  documento  en  que  conste  le- 
galmente un  contrato  particular  hay  que  estar 
á las  escrituras  que  acompañen,  á la  demanda 
ÍSenl.  10  Diciembre  1804). 

Según  las  reglas  para  la  interpretación  de  los 
contratos,  en  vez  de  buscarse,  deben  huirse  las 
soluciones  que  den  por  resultado  el  que  aque- 
llos no  pueden  valer  (Scnt.  25  Febrero  1805). 

No  infringe  la  ley  del  contrato,  y por  conse- 
cuencia la  1.a,  tít.  I,  lib.  X,  Nov.  Recop.,  la 
sentencia  que  al  interpretar  lo  convenido  se 
atiene  al  pacto  posterior,  extendido  á continua- 
ción del  primitivo  contrato,  y por  el  cual  se 
modificaba  éste  esencialmente  (Sent.  21  Octu- 
bre US'fi.Yi. 

Los  contratos  legítimamente  ■establecidos, 
deben  entenderse  según  sus  palabras  llanamen- 
te y como  suenan  , cuando  de  su  natural  inte- 
ligencia no  resultan  obligaciones  absurdas  ó 
imposibles  ISonts.  15  Enero  1800,  14  Diciembre 
1871  y 27  Febrero  1878). 

No  es  verosímil  que  al  propio  tiempo  de  ce- 
lebrar y solemnizar  un  contrato  se  propusieran 
los  contrayentes  hacerle  nulo  é ineficaz  por  un 
medio  indirecto,  contradictorio  ó irregular  (Sen- 
tcncia  28  Mayo  18(50)'. 

Las  doctrinas  de  que  en  todo  contrato  la  vo- 
luntad de  los  contratantes  es  la  ley  de  la  mate- 
ria; que,  cuando  resulta  acreditada  una  obliga-  , 
cion,  es  ineludible  su  cumplimiento  por  el  que  ! 
la  contrajo;  y que  las  palabras  do  queso  aseen 
ellos  deben  entenderse  llanamente  y como  sue- 


nan, Sólo  tienen  lugar  cuando  hcséBisadltd  do, 
"a  alguna  sobre  la  verdadera  miel  ganda  dW 
contrato,  pues  en  tal  caso  el  juzgador,  combi- 
nando entre  sí  las  diversas  cláusulas  que  com- 
prenda y combinándolas  tamhion  con  las  pro- 
bas que  durante  el  juicio,  hubieran  . practicado 
las  partes,  debe  fijar  su  verdadera, inteligencia, 
ateniéndose  para  ello  .más  especialmente  al  ob- 
jeto ó fin  que  se  propusieran  los  contratantes  al 
celebrar  el  contrato,  que  á las  palabras  dé  que 
usaron  para  consignarlo  :( Senté.  17  Setiembre 
1866,  16  Noviembre  1870,  ¿3  Febrero  1871). 

Cuando  las  cláusulas  de  un  contrato  son  ola- 
ras  y precisas,  no  hay  necesidad  de  Interpre- 
tarlas (Sents.  16  Octubre  1866,  24  Junio  1868, 
24  Junio  1872,  27  Octubre  1873). 
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por  consiguiente  interpretable  la  cláusula  de  un 
convenio,  y apareciendo  en  ella  explícitamente 
consignado  y determinado  el  mutuo  consenti- 
miento de  las  partes,  la  sentencia  mandando  su  . 
cumplimiento  no  infringe  ninguna  ley  ni  prin- 
cipio de  derecho  (Sents.  25  Noviembre  1861,  26 


Abril  1871,  29  Febrero  1876,  20  Octubre  1876). 

Cuando  se  trata  de  interpretar  cláusulas  os- 
curas ó dudosas  de  un  instrumento  publico, 
deben  apreciarse  en  primer  término  las  indica- 
ciones ó refencias  que  en  el  mismo  documento 
ó en  otro  cualquiera  se  hicieran  sobre  el  punto 
motivo  de  la  duda  (Sent.  18  Setiembre  18631. 

La  ley  i.3,  tít.  I,  lib.  X,  Nov.  Rec. , relativa 
al  cumplimiento  de  las  obligaciones  en  el  modo 
en  que  sp  hicieran,  no  es  aplicable  ,á  las  cues- 
tiones que  versan  sobre  la  inteligencia  de  un 
contrato  (Sent.  o Mayo  1866). 

Guando  ocurran  dudas  sobre  la  Inteligencia 
de  un  contrato  por  los  términos  breves  ó con/ 
fusos  en  que  se  formalizó  la  escritura  relativa 
á el,  nada  puede  explicar  mejor  su  objeto,  con- 
diciones y límites  que  los  actos  inmediatos  y 
posteriores  de  los  otorgantes  referentes  á.  lo 
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Guando  un  contrato  puede  tener  cumplimien- 
to según  la  diversa  inteligencia  que  le  don  las 
partes  contratantes,  estonces  el  juez  debe  tornar 
el  entendimiento  que  es  más  acercado  á la 
verdad,  según  dispone  la  ley  2.*,  tít.  XXXIII, 
Partida  7.a  (Sent.  31  Diciembre  1868). 

Los  contratos  deben  cumplirse  en  los  térmi- 
nos en  que  se  hallan  redactados, siq  ampliarlos 
a cosas  m á casos  que  no  se  hayan  estipulado 

Se®a"?ente  'Senls-  Id  Febrero  1870,  30  Abril 
1878,  27  Noviembre  1878). 

A las  palabi as  de  las  condiciones  de  qn  con- 
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tratg,  no- puede  darse  una  interpretación  .que, 
ademas  de  ser.  contraria  al  objeto,  y fin  del  mis- 
mo, soría  una  derogación  do  la  Obligación  con- 
traída expresa  y terminantemente  (Sent.  U 
Marzo  1.870), 

Si  bien  un  contrato  válido  y perfecto  es.  ley 
páralos  contrayentes,  cuando  se  suscitan  dudas 
acerca  de  su  inteligencia,  ó se  pretende  desco- 
nocer su  alcance  y verdadero  objeto,  es  indis- 
pensable para  determinarlos,  consultar  los  he- 
chos anteriores  que  le  han  preparado,  el  con- 
junto de  circunstancias  que  le  han  acompañado, 
la  intención  y propósito  de  los  otorgantes  y los 
hechos  subsiguientes  de  estos  mismos  que  con 
él  se  relacionen  (Sent.  20  Enero  1871). 

G.uando  un  contrato  no  se  reduce  á escritura  I 
ni  se  celebra  ante  testigos,  es  absolutamente 
imposible  que  recaiga  sobre  él  aclaración  algu-  ' 
na, i Riendo,  por  consiguiente,  inaplicable  el  caso  ¡ 
de  la  ley  1.*,  ,tít.  XXXIII,  Partida  7.",  y la  doc-  i 
trina  referente  al  modo  de  aclarar  las  dudas  ' 
que  ocurran  en  la  inteligencia  de  los  contratos  , 
(Sent.  10  Marzo  1871). 

Si  bien  deben  entenderse  literal  y llanamen- 
te los  términos  del  contrato  cuando  son  claros 
y precisos,  para  que  en  ningún  caso  quede 
ilusorio  lo  pactado,  debe  suponerse  siempre 
que  los  contrayentes  se  han  obligado  seria  y 
deliberadamente  (Sent.  14  Marzo  1871). 

La  resolución  de  las  cuestiones  sobre  el  eum- 
plimiento  de  contratos,  hay  que  subordinarla 
á las  cláusulas  establecidas  en  los  mismos,  que 
son  ley  en  la  materia  (Sent.  22  .Febrero  1872). 

No  se  puedo  dar  á un  contrato  una  inteligen- 
cia de  que  resulte  el  exclusivo  provecho  para 
una  de  las  partes  contratantes  y el  perjuicio 
para  la  otra  (Sent.  39  Enero  1873). 

La  ley  2.*,  tít.  XXXIII,  Partida  7.a  no  tiene 
aplicación  cuando  no  ofrece  duda  alguna  la  in-  , 
teligencía  del  contrato  celebrado  , constando, 
por  el  contrario,  de  la  manera  más  clara  y evi- 
dente, cuál  l'ué  la  voluntad  de  los  contratantes 
(Sents.  24  Junio  1874  y 26  Marzo  1877). 

* Si  ol  contrato  es  claro  , atendidos  los  datos 
que  sumipigfcr^  $l;pJeito,  y no  ofrece  duda.para 
la  aplicación  de  la  regla  de  interpretación  , se-  ■ 
gun  la  cual,  en  la  duda , se  ha  de  interpretar  j 
la  obligación  á favor  del  deudor,  no  se  infringe 
dicha- regla  (Sent.  15  Octubre  1874). 

Los  actos,  y gjostiones  de  las  partes  contrata- 
te6iexplican  la  intención  de  las  mismas,  y de- 
terminan el  valor  y eficacia'  do  lae  obligaciones 
contralladas  (SentT  3 Diciembre  1875). 

No  se  contraría  la  doctrina  establecida  por  el 
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Supremo  Tribunal  de  que  , siendo  claras  las 
condiciones  do  contrato  , no  debe  recurrirse  á 
interpretaciones  que  sólo  autoriza  la  ley,  cuan- 
do la  oscuridad  ó la  duda  las  haga  absoluta- 
mente necesarias  para  una  justa  resolución,  si 
la  Sala  sentenciadora  no  recurre  á interpreta- 
ciones para  la  inteligencia  del  contrato , objeto 
del  litigio  , sino  que  la  consigna  con  arreglo  á 
su  expreso  y literal  contexto  (Sent.  8 Febrero 
1875). 

Las  reglas  que.  sirven  para  la  interpretación 
de  los  contratos,  sólo  tienen  aplicación  cuando 
nace  duda  acerca  de  la  inteligencia  do  los  mis- 
mos; pero  no  cuando  siendo  claros  sus  térmi- 
nos se  cuestiona  sólo  sobre  su  duración,  la  cual 
está  regulada  por  disposiciones  legales  termi- 
nantes (Sent.  16  Enero  1877). 

La  doctrina  según  la  cual  en  la  interpreta- 
ción de  los  contratos  .debe  seguirse  el  sentido 
de  que  sean  válidos  y obligatorios , no  tiene 
aplicación  si  la  sentencia  no  desconoce  la  exis- 
tencia de  un  contrato  al  ¡declarar  su  ineficacia 
por  la  imposibilidad  de  su  cumplimiento  (Sen- 
tencia 22  Mayo  1877). 

No  se  infringen  las  leyes  24  , tít.  XI  , Parti- 
da 5.*,  sobre  lo  que  se  permite  pagar  en  deter- 
. minado  punto,  y 2." , tít.  XXXIII  , Partida  7.", 
sobre  los  casos  dudosos  que  necesitan  aclara- 
mienlo,  porque  ni  una  ni  otra  tienen  aplicación 
al  caso  en  que  se  trata  de  saber  si  se  ha  faltado 
ó no  á lo  estipulado  en  una  escritura  de  poder 
(Sent.  25  Junio  1877). 

Si  la  sentencia  reconoce  y declara  la  validez 
y efectos  de  un  contrato  , es  inorportuno  é in- 
conducente citar  como  infringida  la  ley  1.*, 
tít.  I,  lito.  X,  Nov.  Rcc.,  que  no  establece  reglas 
aplicables  á la  interpretación  de  ¡os  contratos 
de  dudosa  inteligencia  (Sent.  4 Mayo  1878). 

El  principio  de  Derecho  de  que  la  cosa  que 
es  nuestra  non  puede  pasar  á otro  sin  nuestra 
palabra  é sin  nuestro  fecho  , es  inaplicable  al 
caso  en  que  únicamente  se  trata  de  la  inteli- 
gencia de  un  contrato  (Sent.  7 Junio  1878). 

No  se  falta  á las  reglas  de  interpretación, 
cuando  las  cláusulas  de  un  contrato  so  entien- 
den en  el  sentido  claro  é indubitable  en  que 
aparecen  (Sent.  12  Julio  1878). 

comentario 

Pueden  ocurrir  dudas  respecto  de  la  inteli- 
gencia de  los  contratos,  ya  por  omisión  de  cláu- 
sulas, ya  por  haberlas  expresado  mal  , ya  por 
hallarse  en  oposición  unas  con  otras,  y lujuria- 
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prudencia  ha  sido  la  encargada  de  fijar  las  re- 
cias de  interpretación  ; pero  no  son  las  expues- 
tas en  el  artículo  las  que  únicamente  rigen; 
pues  hay  algunas  más  citadas  por  los  autores, 
y sobre  las  cuales  se  han  dictado  algunos  fallos 
por  el  Tribunal  Supremo,  que  no  haremos  más 
que  exponer. 

Tales  son: 

1 .*  Deben  suplirse  ert  los  contratos  las  cláu- 
sulas que  son  de  estilo  ó de  necesidad,  aunque 
no  se  hayan  expresado  (ley  84 , párr.  20,  tit.  I, 

1 ib.  21 , Digesto). 

2.a  Por  generales  que  sean  las  cláusulas  dél 
contrato  , jamás  debe  comprender  otras  cosas 
que  aquellas  en  que  pensaron  y sobre  que  sé 
propusieron  contraer  los  otorgantes  (ley  9.*, 
tít.  XV,  lib.  Ií,  Digesto). 

Cuando  en  un  contrato  se  expresa  un 
caso  particular  para  evitar  toda  duda  sobre  el 
mismo  caso,  no  por  eso  se  entiende  restringida 
la  extensión  que  las  leyes  conceden  á la  obliga- 
ción de  que  se  trata,  con  respecto  á los  casos 
no  expresados  (ley  81 , tít.  XVII,  lib.  L,  Di- 
gesto). 

4 .*  Cuando  no  se  puede  hacer  interpretación 
alguna  sin  tropezar  siempre  en  algún  mal,  daño 
6 perjuicio,  dehe  cntónces  adoptarse  lo  que  sea 
menos  injusto,  por  la  regla  general  de  que  en- 
tre dos  males  ha  de  elegirse  el  menor  (ley  200, 
titulo  XVII.  lib.  L,  Dio- estol . 

f>.*  Cuando  en  una  contienda  sobre  la  inte-' 
ligeneia  ó las  consecuencias  de  un  contrato, 
una,  de  las  partes  redama  lo  suyo  ó trata  de 
evitar  su  daño,  y la  otra  no  aspira  sino  á obté-'  ' 
ner  alguna  ganancia,  debe  favorecerse  en  caso  ' 
de  duda  más  bien  á la  primera  que  á la  según-  . 
da  i ley  41 , tít.  XVII,  lib.  L,  Digesto). 

O.1  En  todo  negocio  importa  distinguir  la 
declaración  de  la  obligación  y k de  la  libera- 
ción jley  47,  lit.  VII,  lib.  XLIV,  Digesto). 

T.‘  En  los  contratos,  la  cláusula  concebida 
en  plural  se  descompone  en  otras  particulares. 

8.  La  conclusión  do  una  frase  se  refiere  á 
toda  ella,  no  á la  palabra  que  inmediatamente 
la  precede;  en  el  supuesto  que  convenga  en  gé- 
nero y número  á toda  la  frase. 

9. *  Debe  atenderse,  más  que  á la  acepción 
rigurosa  y gramatical  de  las  palabras,  á Ell  eB. 
piritu,  dándoles  la  significación  más  conforme 
con  la  intención  de  las  partes  y el  objeto  que 
se  propusieron. 

K>.  Los  actos  mmodiatos  y posteriores  de 
os  otorgantes  determinarán  , siempre  que  sea 
posible,  la  significación  del  contrato. 


Todas  estas  reglas,  y muchas  ™*Wj*¡* 
ran  citarse ; han  sido  tortadas  del  Dérechd 
mano,  son  extensivas  á todos  los  pueblos,  éoMú 
dictadas  por  la  equidad  , y sirven  , ett  Utiidn^é 
lo  que  sobre  el  particular  tiene  igualmente'db- 
clarado  el  Tribunal' Supremo,  para  resolver  las 
dudas  á que  puede  dar  lugar  la  inteligencia  dé 

los  contratos.  .... 

Debemos  hacer  notar,  por  últimtí  fi  qúó1  rttt* 
chos  autores  hacen  aplicación  á los  contratos 
de  una  regla  de  - interpretación  qüe  se  dió  para 
los  testamentos  , y que  refiriéndose  al  caso  de 
duda  respecto  de  la  clase  de  moneda,  -dicéi 
«Debemos  entender  qué  su  voluntad  fue  de  dar 
aquella  cosa  "que  vale  méttos...  si  mandare  aí* 
gimo- cien  dineros  se  han  de  entender  dineros 
¿e  lá  menor  moneda  qüe  cornease  en  la  tierra»! 


aplicación  á los  testamentos  , y áun  pudierá 
extenderse  á las  donaciones ; pero  jamás  á los 
contratos  en  que  ambas  partes  adquieren  obli- 
gaciones. Por  el  contrario,  la  regla  3.*  de  nues- 
tro artículo,  de  la  que  se  olvidan  casi  todos  los 
autores,  nos  parece  más  justa  y sobre  todo  aco- 
modada á la  ley,  que  explicando  el  caso  de  que 
una  parte  afirme  que  lo  pactado  son  maravedís 
blancos  y otra  que  son  maravedís  negros,  dice: 
si  tal  dubcla  como  esta  non  se  pudiesse  averi- 
guar por  carta , nihpor  testigo , cieñe  el  Juzga- 
dor catar , si  la  cosa  vendida  es  cosa  gue 
pueda  valer  tanto  cuanto  alguna  de  las  partes 
clize,  é non  má$:<:  segund  esso  de ue  declarar 
la  dubda  étlar  su  juyeio. 


Artículo  1239. — En  caso  de  duda,  la  intef: 
prefación  de  cualquiera  cláusula  se  hará 
contra  la  parte  que,  por  su  falta  de  explica: 
cion,  hubiere  ocasionado  la  oscuridad,  y si 
eso  no  fuere  posible,  se  interpretará  del  md-, 
do  más  favorable  al  obligado, 

ORÍGENES 
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...  -.JURISPRUDENCIA  r 

Sent.  28  Dieiembre  1864.  ■ 

¡ í-:-  ■■  f . i.  ....  I . : . 

COMENTARIO 

I 7.  ' , . . ■ . 

' í . 

Desde  luego  se  comprende  que  1, as  reglas 
que  se  contienen  este  artículo  sou  subsi- 
diarias, y por  tanto,  que  sólo  tienen  aplicación 
cuando  suscitada  la  duda,  aquél  que  la  alegó 
no  puede  probar  la  verdad  de  su  interpretación, 


ora  por  los  medios  ordinarios  de  prueba,  ora 
por  ser  pertinente  al  caso  alguna  de  las  reglas 
de  que  hemos  hablado  en  ol  artículo  anterior; 
, por  eso  la  ley,  después  de  explicar  aquellas,  aña 
de:  e si  alguna,  de  estas  razones  ol  juzgado r 
nqn  pudiere  catar , nin  , veer,  estonce  deuoñn- 
teppretar  la  dubda  contra  aquel  que  dixo  la 
palabra  o el  píeyto  oscuramente  a daño  del  ó a 
pro  de  la  otra  parle.  . 

La  segunda  regla  del  articulo  que  comenta- 
mos es  á sil  vez  subsidiaria  de  la  anterior. 


CAPÍTULO  II  t 

DE  LAS  DIVERSAS  ESPECIES  DE  OBLIGACIONES 

..  ■ 

! .. ' y . ■ i . . . „ ■ , 

• ■ ■ ■, 

' ’ SECCION  PRIMERA 


DISPOSICION  GENERAL 


Artículo  1232. — Las  obligaciones  que  pue- 
den  constituirse  en  los  contratos  son:  ■ 

Puras  d'  condicionales  (a). 

A plazo  ó sin  él  (&)'. 

Conjuntivas  ó alternativas  (c). 
Mancomunadas  y. solidarias  (á). 

Con  cláusula  penal  ó sin  ella  (í?). 

'orígenes 

, J - 1 ■ 

t ■ ' ■■  , . ’ ■ 

fa,,y,  l?)  Ley  12,  íá,t.  XI,  Partida  5.a 

(c)  Leyes  23  y 24-  del  mismo  titulo  y Partida-, 

(d)  Ley  . 1Q,  tít.  I,  Jib.  :X,  Novísima  Recopi- 

lacion,  . , 

fej  Leyes  34  y 40,  lít.  XI,  Partida  5." 

, ..Ley  1.a,  tít.  XI,  lib-  í.  Fuero  Real. 

,<y.  xí-'f,  ■ ■ ; ::ri 

COMENTARIO  ■ 

■ ■■■  ••  i . . ' y ■'  Or 

Aunque  Ja  obligación  es  siempre  la  misma  en 
su  esencia,;  «o  sucede  así  con  ag  forman  la  cual 
puede  ser  varia»  . w .•  f c- 

Las  diversas  clases  de  obligaciones  que.  sp 
enumeran;  en  nuestro  articulo  tendrán  oportuna 
ejcpHoaoion.  Vamos  á ocuparnos.sin  embargo. 


en  este  lugar,  de  las  obligaciones  divisibles  é in- 
divisibles, 'clasificación  que  no  se  consagra  ex- 
presamente en  ninguna  ley,  pero  que  en  la 
práctica  tiene  lugar  y aplicación. 

Generalmente  se  distinguen  tres  especies  de 
obligaciones:  divisibles,  indivisibles  y mixtas, 
según  que  recaen  en  cosas  que  admiten  divi- 
sión, ó que  no  la  admiten,  ó que  siendo  suscep- 
tibles de  fraccionamiento,  ño  satisfacen  á la  es- 
tipulación como  no  se  entreguen  enteras. 

La' división  de  la  obligación  tiene  lugar,  ó 
por  parte  del  deudor,  ó por  parte  del  acreedor, 
ó por  parte  de  ambos,  cuando'  mueren  dejando 
varios  herederos  él  primero,  el  segundo  ó am- 
bos; debiéndose  tener  en  cuenta  en  estos  casos, 
que  la.  obligación  pe  fracciona  de  tal  modo,  que 
cada  uno  de  los  herederos  no  puede  pedir  ó 
responder,  según  sea  acreedor  ó deudor,  más 
1 que  de  la  parte  que  le  haya  correspondido. 

Este  principio  sin  embargo  no  rige:  1 cuan- 
do la  deuda  fes  hipotecaria,  si  no  lo  acuerdan  el 
acreedor  y deudor;  2.°,  sí  consistiese  en  cuerpo 
cierto  y determinado;  3.u,  si  uno  solo  de  los  he- 
rederos es  el  encargado  de  su  cumplimiento: 
4.°,  -cuando  es  la  douda  alternativa  y se  pacta 
que  Ja  elección  la  haga  ¡el  acreedor;  y j.’,  si  la 
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intención  de  los  contrayentes  fue  el  que  no  so 
satisfaciese  la  deuda  parcialmente. 

Las  obligaciones  indivisibles  deben  ser  cum- 
plidas en  su  totalidad,  tanto  por  el  deudor  como 
por  sus  herederos. 

El  acreedor  puede  dirigirse  contra  todos  si 
por  todos  puede  ser  cumplida  la  obligación,  y 
bí  por  uno  sólo , contra  éste , el  cual  podra 
reclamar  indemnización  de  los  demás.  Análo-  . 
gos  efectos  producen  estas  obligaciones  en 


SECCION 


DE  LAS  OBLIGACIONES 


cuanto  al  acreedor  en  caso  de  ser  varios  m* 
herederos,  y cuando  por  inejecución  de  lo  pac- 
tado se  deban  los  daños  y perjuicios.  Abí  como 
todos  los  acreedores  deberán  participar  de  loa 
mismos. 

Esto  basta  para  tener  idea  do  lo  que  son  las 
obligaciones  divisibles  ó indivisibles  que  nd  han 
dejado  do  llamar  la  tención  de  los'áutOree  edrtio 
materia  sutil  y difícil  do  explicar. 


SEGUNDA 


Y CONDICIONALES 


Artículo  1233,— La  obligación  es  pura, 
cuando  su  cumplimiento  no  depende  de  con- 
dición alguna  ni  tiene  señalado  día. 

orígenes 

Ley  12,  tít.  XI,  Partida  5.1 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  mutuamente  con  el  párr.  2.",  tí- 
tulo XVI,  lib.  III,  Instituía. 

JURISPRUDENCIA 

Las  disposiciones  legales  que  tratan  de  los 
contratos  condicionales  no  tienen  aplicación  á 
los  puros  (Sent.  9 Noviembre  1859). 

Artículo  1234, — La  obligación  es  condi- 
cional, cuando  su  cumplimiento  depende  da 
un  hecho  íuturo  é incierto. 

También  puede  constituirse  obligación 
condicional,  haciéndola  depender  de  un  he- 
cho pasado,  pero  desconocido  de  las  partes. 

ORÍGENES 

Ley  12,  tít.  XI,  Partida  5.a 

Leyes  1.*  y 2.*,  tít.  IV,  Partida  4.* 

CONCORDANCIAS 

Concuerda'  en  su  primera  parte  con:  Art  1168 
Cód.  Francia.  1289  Holanda.-20i6  Luisiana 


—897  Austria.— 1157  Italia.— 872  con  diferen- 
cias Portugal.— 867  Vaud.— 567  Tesino.— 948 
Neufchatel. — 100,  tít.  IV,  parte  1.*  Prusia.— 
1165  Bolivía.— Párr.  4.c,  tít.  XVI,.  lib.  III,  Ins- 
tituía. 

« 

JURISPRUDENCIA 

Pactada  en  un  contrató  la  presentación  de 
' los  documentos  que  legitimen  los  créditos,  co- 

■ mo  requisito  especial  para  su  pago,  es  sub&is- 
| tente  y eficaz  esta  condición,  á no  ser  que  por 

mutuo  convenio  de  las  partes  se  deje  sin  efecto 

■ (Sent.  8 Marzo  1861). 

Es  condición  todo  lo  que  modifique  ó extien- 
da los  efectos  de  yn  contrato,  imponiendo  á uno 
de  los  contratantes  la  obligación  de  sujetarse  á 
ello  (Sent.  24  Diciembre  1866).  • 

Las  cargas  que  los  otorgantes  quieran  impo- 
nerse al  celebrar  los  contratos,  participan  de  la 

■ naturaleza  de  las  condiciones  (Sent.  19  Ju- 
nio 1868). 

Cuando  no  se  trata  de  un  contrato  condicio- 
nal, son  inaplicables  las  leyes  referentes  á dicha 
clase  de  contratos  (Sent.  31  Enero  1870). 

En  materia  de  obligaciones,  las  partes  con- 
tratantes son  arbitras  de  someterse  á cuantos 
gravámenes  y condiciones  quieran  recíproca- 
mente imponerse,  con  tal  que  resulten  lícitos 
y onestos,  siendo  el  contrato  la  ley  'aplicable 
en  tales  casos,  como  lo  tiene  establecido  el  Trib- 
unal Supremo  en  diferentes  sentencias  (StfB- 
teneiá  17 'Abril  1873).  t ' 

Toda  condición  ó circunstancia  que  perte- 
nece á la  naturaleza  ordinaria  de  un- ómMMO'*- 
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se  entiende  siegipre;  comprendida  en  él»'®  no 
ser  que  se  la  haya  excluido  expresamente  por 
la  voluntad  de  los  contrayentes,  siendo  lo  con- 
trario lo  que  sucede  con  la  circunstancia,  qué 
de  suyo  es  accidental,  porque  no  puede  exigir- 
se su  cumplimiento  sinó  cuando  se  pacta  de 
una  manera  explícita  y concreta  (Sents,  5 Ma- 
yo 1873  y 25:  Abril  1874). 

COMENTARIO 

La  obligación  puede  depender  dé  un  hecho 
futuro  é incierto  ó pasado,  siempre  que  sea 
desconocido  de  las  partes,  y entonces  recibe  el 
nombre  de  obligación  condicional,  ó como  dicen, 
las  Partidas  só  condición,  la  cual,  tanto  quiere 
decir , como  pleito , o postura  que  es  fecha  sos • 
bre  otro  pleito  con  esta  palabra  si...  E en  las 
promisiones  aviene  la  condición  de  esta  quisa 
asi  como  cuando  un  orne  dice  a otro:  Promé- 
tete de  dar  cien  maravedís,: si  tal  orne  fuere  a 
tal  litigar1,  asi  como  dicho  es  de  suso. 

En  el  mismo  sentido  se  expresan  todas  las 
leyes  de  Partida-  pero  la  12,  tít.  XI,  de  la  Par- 
tida 5.\  dice  que  el  acontecimiento  de  que  de- 
penda la  obligación  puede  ser  también  nasado; 
mas  estas  condiciones  prepósteras,  ó referentes 
á hechos  pasados,  es  preciso  que  versen  sobre 
acontecimientos  ignorados  por  las  partes. 

Artículo  1235.— Cuando  la  obligación  de- 
pende de  un  hecho  futuro , nadie  está  obli- 
gado. 6 desobligado  hasta  que  éste  se' veri- 
fica. 

Si  el  hecho  de  que  depende  la  obligación 
fuere  pasado,  sólo  se  entenderá  aquélla  exis- 
tente en  cuanto  se  ignore  el  hecho  ocurrido; 
no  en  el  caso  contrario. 

ORÍGENES 

Ley  12,  tít.  Xí,  Partida  5.“ 

jurisprudencia  A 

Cuando  el  cumplimiento  de  Iá  condición  no 
depende  de  la  voluntad  del  obligado  sinó  de  la 
de  un  tercero  á quien  Do  puede  compeler  de 
modo  alguno,  la  sentencia  que  aprecia  que  el 
obligado  hizo  cuanto  estaba  de  su  parte  para 
cumplir  la  obligación,  sin  que  contra  dicha 
apreciación  se  alegue  que  al  hacerla  se  ha  co-' 
metido  infracción  de  ley  ó doctrina,  y manda 
que  el  otro  contrayente  cumpla  lo  pactado  por 
su  parte,  no  infringe  la  ley  . del  contrato,  ’ ni 
1»  1,‘,  tít,  I,  líb.  Jff  Nov:  Reo.,  ni  la  12,  tít.  XI, 

Tomo  « 


Partida  5.“  [Sents.  19  Noviembre  1860  y 23  Fe- 
brero 1871). 

Cuando  en  un  pacto  se  estipula  que  todo  lo 
en  él  convenido  quedará  nulo  y sin  valor  si  no 
se  verifica  cierta  condición,  rto  realizándose  és- 
ta, no  puede  exigirse  la  eficacia  de  lo  demas 
pactado  (Sent.  27  Enero  1871). 

La  sentencia  que  rio  lo  estima  así,  infringe  la 
ley  del  contrato,  la  1/,  tít.  I,  lib.  X,  Nov.  Re- 
copilación, que  prescribe  el  puntual  cumpli- 
miento de  las  obligaciones  de  la  manera  que 
han  sido  contraídas,  y la  12,  tít.  XI,  Partida  5.a, 
que  trata  de  los  efectos  de  promisiones  condi- 
cionales, y establece  textualmente  que  «si  non 
se  cumple  la  condición , entonces  no  vale  la 
promisión»  íSent.  id.  id.  id.). 

COMENTARIO 

En  el  anterior  artículo  se  ha  dicho  cómo  latí 
obligaciones  condicionales  pueden  depender  de 
un  acontecimiento  futuro  ó pasado,  y en  este 
se  marcan  los  efectos  distintos  que  aquéllas  tie- 
nen en  uno  ú otro  caso. 

En  ambos  la  condición  es  suspensiva:  pero 
se.  diferencia  en  que  la  primera  no  produce 
efecto  mientras  no  se  cumple,  así  como  la  se- 
gunda, ademas  de  haber  tenido  lugar,  han  de 
ignorarlo  las  partes,  pues  de  otro  modo  pierdo 
su  carácter  de  condición. 

Artículo  123(3. — La  condición  es  suspen- 
siva cuando  su  efecto  suspende  el  cumpli- 
miento do  la  obligación  hasta  que  se  veri- 
fique ó no  el  hecho  condicionante. 

Es  resolutoria  cuando,  cumplida  que  es. 
produce  la  resolución  de  la  obligación,  y 
repone  ias  cosas  en  el  estado  que  tenían 
antes  de  otorgarse. 

orígenes 

Ley  12,  tít.  XI,  Partida  5/ 

Ley  38,  tít.  V,  Partida  5.* 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  sustancialmente  con:  Art.  1181 
y 1183  Cód.  Francia. — Ley  4.a,  tít  Ti,  y i- 
y 2.a,  tít.  III,  lib.  XVIII,  Digesto. 

En  cuanto  al  segundo  páre,  con:  Art.  13U1 
Holanda.— 879  Vaud.— 2ÜÍU  Luisiana.  — ti 78 
Bolivia.— 114,  tít.  IV,  parte  1.a,  Prusia.— 1 16  ¡ 
Italia.  — 1168  Friburgo.  — 580  Tesitjo. — ■'(>.! 
Neufchatel, 


I 
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COMENTARIO 

Entre  las  especies  de  condiciones  se  cuenta  ■ 
la  de  suspensivas  y resolutorias,  cuyos  efectos 
son  distintos,  porque  mientras  el  cumplimiento 
de  las  primeras  da  vida  á la  obligación,  el  de 
las  segundas  la  extingue  y vuelve  las  cosas  al 
sér  que  tenían  anteriormente.  Esta  última  tie- 
ne su  lugar  marcado  entre  los  modos  dé  extin- 
guirse las  obligaciones. 

Artículo  1237. — La  condición  es  casual, 
cuando  dependo  do  un  suceso  eventual  aje- 
no á la  voluntad  de  los  contratantes. 

Es  potestativa,  cuando  depende  de  la  vo- 
luntad de  una  de  las  partes;  y mista,  cuan- 
do depende  juntamente  de  un  acontecimien- 
to ajeno  á la  voluntad  de  las  partes  y de  la 
voluntad  de  una  de  ellas. 

ORÍGENES 

Leyes  1/  y 9.',  lit.  IV,  Partida  6.* 


i Si  bien  es  ciorto  ol  principio  legal  de  que  to- 
das las  condiciones  que  se  estipulen  en  loa 
contratos  deben  cumplirse,  si  no  son  contraria* 
á las  leyes  ó á las  buenas  costumbres,-  este- 
principio  está  subordinado,  como  todos  lo*  qué 
envuelven  la  realización  de  algún  hecho,  á su 
justificación  en  juicio;  y por  consiguiente,  su 
aplicación  depende  de  la  apreciación  que  dé  la 
prueba  hiciere  la  Bala  juzgadora  (Sent.  2 Oc- 
tubre 1866). 

Cuando  las  condiciones  consisten  en  un  he- 
cho positivo  y hacedero,  pero  dependiente  da 
la  ejecución  de  un  tercero,  no  vale  reputarlas 
comprendidas  entre  las  condiciones  imposibles 
que  determina  la  ley  17,  tit.  XI,  Partida  5. t 
(Sent.  19  Noviembre  1866). 

Es  doctrina  legal  el  que  las  obligaciones 
deben  cumplirse  estrictamente  por  las  partes 
contratantes,  siempre  que  no  sean  contrarias  á 
las  prescripciones  del  derecho  ni  á la  moral  y 
buenas  costumbres  [Sent.  11  Febrero  1874). 


CONCORDANCIAS 

Concuerda  con:  Arts.  1169  al  1171  Oód.  Fran- 
cia.—1166  Bolivia. — 1159  Italia.— 2017,  2018 
y 2020  Luisiana. — 868  Vaud. — 919  al  9o l Neuf- 
cliate!. — Párr.  4.",  tít.  XVI,  lib.  III,  Instituía. 
— Ley-i.*,  lít.  V.  lib.  XXVIII , Digesto. —Ley 
única,  párr.  7.°,  tít.  LT,  lib.  VI,  Código  Ro- 
mano. 

Artículo  1238. — Las  condiciones  imposi- 
bles, las  contrarias  á las  buenas  costumbres 
0 prohibidas  por  la  ley,  anulan  el  contrato. 

La  condición  de  no  hacer  una  cosa  impo- 
sible so  tiene  por  no  puesta,  y no  anula  la 
obligación. 


ORÍGENES 

Leyes  17  y 21,  tít.  Xí,  Partida  5.“ 
CONCORDANCIAS 

Concuerda  con:  Arta.  1172  y 1173  Código 
Francia.  1290  y 1291  Holanda.-lltíO  y 1161 
Palia.  2026  y 2027  Luisiana.— 1167  y HG8 
Bolivia.— 868  y 869  Vaud.— 952  y 959  Neur- 
cbatol.  Leyes  7.»  y 69,  tít,  I,  lib.  XLV  D: 
gosto  Párr.  10,  tít.  XX,  lib,  III,  Institutk.  ‘ 

jurisprudencia 

Sent.  15  Julio  1848. 

Sent.  25  Mayo  1860. 


COMENTARIO 

Ya  nos  son  conocidas  las  condiciones  posibles 
c imposibles.  Pues  bien:  la  ley,  en  el  caso  del 
artículo,  distingue  en  las  últimas  las  afirmati- 
vas de  las  negativas  para  determinar  sus  efec- 
tos, y declara  nulas  aquellas  obligaciones  en 
que  se  pusieron  las  primeras,  y válidas  las  que 
dependen  de  condiciones  imposibles  negativas. 

La  razón  de  la  diferencia  consiste  en  que  las 
primeras,  ya  su  imposibilidad  sea  física  ó mo- 
ral, no  pueden  cumplirse  ni  pueden  permitirlo 
las  leyes;  tal  sucede,  por  ejemplo,  con  la  prome- 
sa hecha  á una  persona  bajo  la  condición  de 
que  mate  á otro:  la  imposibilidad  de  cumplirla 
por  ser  contraria  á la  moral  y á las  leyes,  anu- 
la la  obligación  que  de  ella  depende;  pero  las 
condiciones  imposibles  negativas,  como  su  im- 
posibilidad es  cierta  y necesaria  desde  el  prin- 
cipio, no  pueden  considerarse  como  tales  con- 
diciones y no  se  tienen  por  puestas,  desde  el 
acto  del  otorgamiento  quedan  obligados  los 
contratantes.  El  ejemplo  puesto  en  la  ley  17, 
tít.  XI,  Partida  5.*,  explica  perfectamente  este 
punto.  Si  non  lanjares  con  el  dedo  ai  cielo, 
prometote  de  dar  ó de  facer  tal  cosa.  Como,  tal 
condición  es  imposible  de  llevar  á cabo  desde 
el  principio,  el  que  prometió  queda  obligado 
desde  entónces  á cumplir  lo  prometido. 


cuando  sin  culpa  de  li 
i ieo  igada  á cumplir  la  condición  ó po: 
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impedirlo  el  deudor,  no  tiene  ésta  lugar,  se 
reputa  cumplida. 

OHÍGENES 

Leyes  14,  tít.  IV,  y XXII,  tít.  IX,  Parti- 
da 6, 3 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  con:  Arta.  1178  Cód.  Francia. — 
1296  Holanda.  — 2035  Luisiania. — 874  Vaud. — 
102.  tít.  IV,  parte  l,‘,Prusia. — Ley  87,  pár.  7, 
tít.  I,"  lito.  XLV,  XXIV  y LXXXI,  pár.  i.“, 
tít.  I,  Iib.  XXXV,  Digesto,  55,  151  y 155  de  re- 
gulis  j ¡.cris. 

JURISPRUDENCIA 

Cuando  por  falta  de  uno  de  los  obligados 
deja  de  . cumplirse  alguna  condición  del  con- 
trato, no  puede  el  que  está  en  aquel  caso  consi- 
derarse exento  de  responsabilidad,  sino  que  la 
obligación  deja  de  ser  entonces  condicional  y 
adquiere  el  derecho  de  reclamar  aquel  á cuyo 
favor  fué  constituida  (Sent.  30  Setiembre  1859), 

Artículo  1240.t-^Los  derechos  y obliga- 
ciones de  los  contrayentes  que  fallecieron 
ántes  del  cumplimiento  de  la  condición,  pa- 
san á sus  herederos. 

ORÍGENES 

Ley  14,  tít.  XI,  Partida  5.a 
Ley  26,  tít.  V,  Partida  5. * 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  con:  Arts.  1179  Cód.  Francia. — 
1297  Holanda. — 2036  Luisiana.  — 875  Vaud;  le- 
yes 11,  pár,  1:°,  tít.  IV,  lib.'  XX  Digesto;  pár- 
rafo 24,  tít.  XX,  pár.  4.°,  tít.  XVI,  lib.  III,  Ins-  i 
tituta. 

JURISPRUDENCIA 

Sent.  22  Mayo  1877. 

COMENTARIO 

El  proyecto  de  Código,  de  acuerdo  con  los 
Códigos  citados,  declara  que  los  efectos  de  la  1 
obligación  se  retrotraen  al  día  en  que  se  con-  ' 
trajo,  cumplida  la  condición;  y,  en  efecto,  no 
siendo  ésta  otra  cosa  que  una  modificación  del 
contrato  al  cual  va  unida,  una  vez  que  ésta 
tanga  lugar,  deberá  aquél  ser  cumplido  como 
sí  aquélla  no  hubiera  existido;  de  suerte  que 
puaadp  mueren  los  contrayentes  ántes  del  cum- 
pjímíwjto  de  Ja  condición,  se  trasmitan  sus  de- 


| rechos  á sus  herederos,  á los  cuales  obliga 
igualmente  lo  estipulado  , porque  es  un  princi- 
pio inconcuso  de  derecho  que  el  que  contrae, 
' contrae  para  sí  y para  sus  herederos. 

Artículo  1241. — La  obligación  contraída 
bajo  condición,  no  existo  sino  después  dol 
cumplimiento  de  ésta. 

El  deudor  puede  demandar  lo  que  hubiere 
pagado  ántes,  siempre  que  sea  la  condición 
establecida  de  dudoso  cumplimiento ; no  en 
el  caso  contrario. 

ORÍGENES 

Ley  1.*,  tit.  IV,  Partida  4. 4 

Lgy  14,  tít.  XI,  Partida  5.* 

Ley  32,  tít.  XIV  de  la  misma. 

CONCORDANCIAS 

Concuerdaen  parte  con:  Arts.  1181  Cód.  Fran- 
cia.—1299  Holanda.— 877  Vaud.— 2038  Luisia- 
na. Párr.  4.°,  tít.  XVI,  lib.  3.",  Instituía. — Ley 
213,  tít.  XVI,  lib.  L,  16,  tit.  6.°,  iib.  XII,  Di- 
gesto. 

JURISPRUDENCIA 

Sent.  13  Octubre  1864. 

Sent.  25  Junio  1867. 

Los  contratos  condicionales  y los  en  que  los 
contratantes  adquieren  y contraen  recíprocos 
derechos  y obligaciones  sólo  son  eficaces  cuan- 
do se  llenan  las  condiciones,  ó aquéllos  cum- 
plen con  lo  que  respectivamente  se  han  obli- 
gado, 

Sent.  24  Diciembre  1866. 

El  cumplimiento  de  los  pactos  condicionales 
depende  de  Ir  realización  do  las  condiciones 
(Sent.  10  Noviembre  1860,  27  Mayo  1864j. 

Los  pactos  condicionales  en  tanto  son  obli- 
gatorios en  cuanto  son  cumplidas  las  condicio- 
nes posibles  y lícitas  que  los  interesados  se  han 
impuesto  (Sent.  21  Febrero  1863). 

Cuando  la  Sala  aprecia  que  el  demandante 
no  ha  probado  que  los  demandados  dejasen  de 
cumplirlas  obligaciones  á que  estaban  compro- 
metidos, no  queda  desatendida  la  regla  jurídica 
de  que  los  contratos  condicionales  pueden  res- 
cindirse por  el  no  cumplimiento  de  la  condi- 
ción (Sent.  16  Noviembre  1870). 

Las  obligaciones  contraídas  bajo  condición 
de  que  exista" algún  hecho  ó suceso  en  tiempo 
determinado,  caducan  si  aquél  no  so  realiza 
dentro  de  este  tiempo  ¡Sent.  30  Enero  16<  ii. 
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.VI  que  .solicita  el  cumplimiento  de  una  obli- 
gación condicional  incumbo  la  prueba  tic  que 
se  ha  realizado  la  condición  estipulada  (Senten- 
cia id.  id.  id.1. 

COMENTA!;  [O 

i;i  efecto  principal  de  las  obligaciones  condi- 
cionales consiste  en  que  para  su  existencia  ne- 
cesitan el  cumplimiento  de  la  condición,  y por 
tanto  nadie  queda  obligado  mientras  esto  no 
tenga  lugar. 

l'or  esta  misma  razón,  si  el  deudor  hubiere 
pairado  algo  antes  de  verificarse  la  condición, 
podra  reclamarlo  cuando  ésta  sen  de  dudoso 
cumplimiento,  porque,  como  dice  la  lc\,  porfi  ó 
.i,  j ,(■.)•  a re  ¡? /iim  que  ¡ion  se-  cítmp/ina 

J’Í  i'ifHf/iVtV1/?. 

Artículo  1-litA— Cuando  las  obligaciones 
se  hayan  contraído  bajo  condición  suspen- 
siva, y pendiente  ésta  se  perdiere,  deteriora- 
re ó bien  se  mejorare  Ja  cosa  que  fuere  ob- 
jeto del  contrato,  se  observarán  las  disposi- 
ciones siguientes: 

Si  !a  cosa  se  perdió  totalmente  por  cual- 
quier manera,  et  daño  es  para  el  deudor, 
aunque  se  cumpla  después  la  condición. 

Si  se  deterioró  ó mejoró  la  cosa  ántes  de 
cumplirse  ésta,  el  daño  ó provecho  pertene- 
cen al  acreedor.  . 

ORIGENES 

Ley  CP,  tít.  V.  Partida  ó.’ 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  con  la  ley  8.",  tít.  VT,  lib.  XVIII, 
IMgcsto. 

comenta:',!'  i 

La  lo  y hace  distinción  entro  la  perdida  total 
y parcial  de  la  oosa  para  determinar  quién  es  ! 
el  que  debo  sufrirla.  Comodino  Goyena,  «el  efec- 
to icironot.vo  se  funda  en  la  ficción  ríe  quo  el 
contrato  lao  puro;  y la  ficción  no  puede  tener 
lugar,  cuando  no  hay  ya  objeto  sobre  quo  re- 
caiga: asi,  el  vendedor  no  podrá  reclamar  del 
comprador  en  este  caso  el  precio  do  la  cosa." 

Eso  mismo  principio  do  retro  actividad  en  los 
electos  do  la  obligación  es  el  que  también  ex- 
plica lo  dispuesto  en  el  último  párrafo  del  ar- 
ticulo. En  efecto;  si  una  vez  cumplida  la  condi- 
cion  se  convierto  en  pura  la  obligación,  y para 


sus  efectos  so'  atiendo  el  día  en  qué 
las  mejoras  ó pérdidas  quo  la  cosa  sufro  son  dél 
acreedor,  que  según  aquel  principio  so  le  supone 
con  derecho  á la  cosa  desde  el  principio. 

La  re-la  que  cu  esta  materia  debe  seguirse 
es  que  debe  sufrir  el  daño  aquél  que  tiene  deré- 
cho  Ú las  mejoras. 

Artículo  1243.—  Cuando  la  obligación  se 
hubiere  contraído  bajo  condición  resoluto- 
ria. cumplida  que  sea  ésta,  debe  restituir- 
se lo  que  se  hubiere  percibido  en  virtud  del 
contrato,  y los  frutos,  previa  deducción  de 
gastos. 

Ln  el  caso  de  pérdida  ó deterioro  de  la 
cosa  restituible'por  culpa  del  que  la  que  tuvo 
en  su  poder,  debe  indemnizar  los  daños  al 
que  la  recibe. 

ORÍGENES 


Leyes  118  y 40,  tít.  Y,  Partida  5.* 

' CONCORDANCIAS 

Concuerda  la  primera  parte  con:  Arls.  1183 
Código  Francia.— 1178  Dolivia. — Í3S0  Portugal. 
— AOí 0 Luisiana.- — 114,  tít.  IV,  parte  prime- 
ra, Prusia. — 1164  Italia. — 879  Vaud. — 1 168  Fri-  - 
burgo. — 580  Tesino. — 963  NeufchateL— 1301 
Holanda.- — Títulos  II  y III,  lib.  XVIII.  Digesto. 

COMENTARIO 

En  este  artículo  se  hallan  determinados  los' 
efectos  de  la  obligación  contraída  bajo  condi- 
ción reso  Lutoria.  ; " ' * 

á arias  son  las  clases  do  condiciones  resolur 
toms  que  pueden  ponerse  en  los  contratos; 
ejemplo  de  lo  cual  tenemos  en  las  leyes  38  y 40, 
tú.  \ , Partida  ;>.%  que  comprenden  algunas, 

■ como  son  el  pacto  do  adición  in  (!iem,.e  1 dere- 
troventa  y ci  de  la  ley  comisoria;  y todas  elia£, 
siempre  que  no  se  opongan  á la  ley  ó á las  bue- 
nas costumbres,  producen  como  primer  efecto 
la  rescisión  do  las  obligaciones  á que  van 
unidas;  * 

Los  tratos  deben  devolverse  con  la  cosa  ob- 

rC t0„  I COntr°’  nna  vw  cumplida  la  conducid 

chos  e ha’  d"duciendo  de  ctlus  los  gastoé  he- 
chos en  hacerlos  producir,  ápq  S0P  que  el' ven- 

prS  Z2T  á d0™h6r  ,as  a™  4 M 

P éclbido,  en  cuyo  caso  no  tiene  el  com- 
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prador  obligación  da  entregarlos  frutos,  según 
veremos  más  adelante, 

Otro  do  lds  efectos  de  esta  clase  de  obligacio- 
ciones  es  el-que.se  refiero  á la  indemnización 
de  daños  y perjuicios  ppr  las  pérdidas  ó menos- 
cabos que  sufra  la  cósa  por.  culpa  del  que  la 


tuvo  en  su  poder.  Justo  és  que  pague  los  des- 
perfectos el  que  con  su  desidia  ó por  su  culpa 
dio  ocasión  á que  se  produjeran;  pero  por  la 
misma  razón  nos  parece  justo  quo  el  que  es  res- 
ponsable de  los  desperfectos,  sea  acreedor  á las 
mejoras  hechas  con  su  trabajo  ó industria. 


SECCION  TERCERA 


DE  LAS  OBLIGACIONES  Á PLAZO  Ó SIN.  ÉL 


• Artículo  1244 . — Es  obligación  á . plazo 
aquélla, para  cuyo  cumplimiento  se  ha  seña- 
lado un  dia  cierto. 

Puede  hacerse  á dia  señalado  y á dia  cier- 
to, aunque  se  ignore  cuando  llegará. 

Si  la  incertidumbre,  consiste  en  si  ha  de 
llegar  A no  el.  dia, f la  obligación  es  condi- 
cional. ' 1 . 

■ ■ ■.  ■ ■ : 

'«v;  ORÍGENES  ..  • . . 

. ,Ley.l2,,,tít.,.Xt,. Partida.  5.®  r 

. Ley .31,  tít.  IX,  partida  6.* 

,v  Se.pt.  del  !ThS,  9'Febrero  186(1.. 

‘ -V  -S<  > . : : .¡.i 

: t.  . . . CONCORDANCIAS 

Concuerda  con:  Párr.  2-.°,-'títv-XV,  lib-.  II,  Jna- 
tituta.— Léy  i 5,  tít.  III,  lib.  XLV,  y XXI  y 
XXII,  tít.  II,  lib.  XXXVI,  Digesto. 

* jurisprudencia 

La  designación  de  un  dia  incierto  en.  el  cual  : 
deba  cumplirse  un  contrato  le  hace  condicional,  ■ 
y no  se  considera  cumplida  la  condición  hasta 
que  llega  aquel  día  (Sent.  9 Febrero  1861). 

El  término  ó plazo  que  las  partes  estipulan 
para  el  cumplimiento  de  los  contratos  que  cele- 
bren, Vcórre  d,e.  mórnenfa'a  ¡momento,  como  to- 
áoslos convencionales,  sin  deducción,  por  lo 
tanto,  dedos  días  festivos,’  toda  vez,  que  ño  lo 
pacten  expresamente  (¡Sent,  6 Marzo  1865). 

El  estimarse  como  incierto  por  una  ejecuto- 
ria el  día  en  qu,e  un  cqntpato  debe  cumplirse, 
equivale  á hacerlo  dependiente  de  una  condi- 
cidn‘(9ént.  14!Julió  1868).-  ■ ■ • 

' CWándo  en  una  escritura  no  hky  condición 
ialguñá  - eventual;  ' sino  uña  obligación'  llána  & 
difretórto,  no  ©s  aplicable  la  dootrina  de  qu© 


para  que  pueda  exigirse  el  cumplimiento  de 
una  obligación  eventual  es  indispensable  quo 
haya  llegado  el  caso  previsto  en  el  contrato 
(Sent.  26  Enero  1869). 

Artículo  1245. — El  efecto  del  plazo  es  re- 
tardar el  cumplimiento  de  la  obligación  has- 
ta que  venza  el  dia  señalado. 

Lo  que  se  hubiere  pagado  anticipadamen- 
te no  puede  repetirse. 

ORÍGENES 

Leyes  14,  tít.  XI,  Partida  5.a 

Ley  32,  tít.  XIV  de  la  misma  Partida. 

CONCORDANCIAS 

'Concuerda  en  parte  con:  Arts.  1186  Código, 
Francia.  — 1174  Italia.  — 1305  Holanda. — 1047 
Luisiana.  — 1181  Bolivia.  — 882  Vaud. — 1172 
Friburgo. — 583  Tesino.  — 966  Neufchateh— 
Ley  46,  tít.  I,  lib, XLV  Digesto. — Párr.  2.°,  títu- 
lo XV,  lib.  III,  Instituía. 

JURISPRUDENCIA 

Aunque  la  ley  14,  tít.  XI,  Part.  5.*,  no  repu- 
ta obligatorio  el  contrato  á día  cierto,  y es  con- 
dicional hasta  que  llegue  el  dia  ó se  cumpla  la 
condición.  para:  aplicar  este  -precepto  legal  es 
•necesario  estar  á la  apreciación  de  los  medios 
probatorios  (Sent.  2 Octubre  1866). 

COMENTARIO 

Prescribe  la  ley  14  que  el  cumplimiento  do 
la  obligación  contraída  á plazo  no  puede  tener 
lugar  hasta  que  éste  venza;  pero  conviene  dis- 
tinguir el  plazo  de  la  condición,  porquo  así 
como  ésta  suspende  el  compromiso,  aquél  sólo 
íu  ejecución,  de  suerte  que  se  debe  desde  el 
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principio;  de  aquí  el  que  los  herederos  queden  | 
obligados  cuando  el  testador  ó principal  muere 
antes  de  vencer  el  plazo. 

El  segundo  párrafo  del  artículo  es  lo  que  so- 
bre las  obligaciones  condicionales  dejamos  ya 
dicho;  no  puede  reclamarse  lo  que  anticipada- 
mente se  ha  pagado,  porque  del  mismo  modo 
que  dijimos  sucedía  con  las  condiciones  cuyo 
cumplimiento  no  ofrecía  duda,  el  dia  señalado 
ha  de  venir,  y no  hay  por  qué  demandar  lo  que 
más  tarde  tiene  que  entregarse  otra  vez. 

Artículo  1240.  — Cuando  para  el  cum- 
plimiento de  una  obligación  de  dar  ó hacer 
alguna  cosa  se  señalase  un  año,  sin  deter- 
minar cuál,  se  entenderá  que  es  el  inmedia- 
to siguiente  al  en  que  se  otorgó  el  contrato. 

Guando  se  prometiese  dar  ó hacer  alguna 
cosa  cada  año,  sin  determinar  en  qué  época 
del  mismo, se  entenderá  que  dehe  cumplirse 
en  fin  de  cada  uno.  Mas  si  esta  obligación 
lucre  para  lodos  los  años  de  la  vida  del 
acreedor,  deberá  cumplirse  al  principio  de 
cada  año. 

„ O! '.¡GENES 

Lev  15,  tít.  Xl,  Partida  5.” 

Artículo  1247. — Cuando  ademas  del  plazo 
so  estableciera  condición,  aunque  ésta  se 
cumpla,  no  es  exigible  la  obligación  hasta 
que  aquél  venza. 


ORÍGENE9 

Ley  17,  tít.  XI,  Partida  5.* 

Artículo  1248.— ^Las  obligaciones  pttras 
v sin  plazo  son  exigibles  desde  su  otorga- 
miento, y para  llevarlas  á cabo  mareará  el 
juez  el  corto  plazo  que  aconsejen  las  cir- 
cunstancias y su  prudencia. 

ORÍGENES 

Ley  1-3,  tít.'XÍ,  Partida  5.a 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  con:  Párr.  2.°,  tít.  XVI,  Hb.  Til, 
Instituía.— Leyes  41,  parre.  1."  y 118,  párr.  1.*, 
tít.  I,  Hb.  XLV,  Digesto. 

COMENTARIO 

Aun  cuando  las  obligaciones  puras  deben  ser 
cumplidas  desde  el  momento  en  quese  contraen, 
puede  haber  circunstancias  que  se  opongan  á 
ello;  y por  esta  razón,  así  como  el  Código  de 
Comercio  establece  que  las  obligaciones  son  exi- 
gibles á los  diez  días, ..si  sólo  producen  acción 
ordinaria,  y al  día  inmediato  si  traen  aparejada 
ejecución,  las  Partidas,  en  vez  demarcar  plazo 
dejan  á la  prudencia  del  juez  el  declarar  el  se- 
ñalarle conforme  á las  circunstancias,  y de  está 
manera  puede  explicarse  la  contradicción  que 
parece  existir  entre  ser  una  obligación  pura  y 
estar  sujeta  al  señalamiento  de  plazo. 


SECCION  CUARTA 


I)K  I.AS  OBLIGACIONES  CONJUNTIVAS  V ALTERNATIVAS 


Articulo  4249.  Elobligatlo  á diversas  co- 
sas conjuntamente,  debe  cumplirlas  todas. 

líl  obligado  á diversas  cosas  alternativa- 
mente, no  lo  está,  sino  á cumplir  una  sola 
ue  ellas. 


. Art.  1189  Cfld.  Francia.— 1315  Holanda.— 733 
i Portugal.  — 20G2  Luisiana.  — - 1189  Bolivia.— 
1177  Italia.  — 885  Vaud.  — 589  Tesíno.  — 969 
NeufchateL— Leyes  29  y 140,  tít.  i lib.  XLV, 
. , tít.  VII,  lib,  XXVIII,  Digesto. 


ORÍGENES 

Ley  21,  tit.  XI,  Partida  5/ 

v 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  en  cuanto  a la  segunda  parte  c&n: 


JURISPRUDENCIA 


i resulta  de  autos  que  en  una  ejecutoría  ft 
con  en  al  demandado  á que,  en  cumpUmienti 
de  un  contrato,  facilitase  al  demandan*,  en  e 
termino  convido  do  Ms  mMM,  la  * 
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la  administración  necesaria  para  la  corta  de 
madera  que  aquél  había  vendido  á éste,  ó en 
otro  caso  se  le  condene  á que  devuelva  el  pre- 
cio del  arriendo  con  el  abono  de  daños  y per- 
juicios; optando  el  demandado  por  el  primero 
de  los  extremos,  sería  injusto  obligarle  á cum- 
plir con  el  segundo,  por  cuanto  en  las  obliga- 
ciones alternativas,  si  el  deudor  cumple  con  la 
úna,  queda  libre  de  la  otra;  y por  tanto,  la  Sala 
sentenciadora,  al  fallar  que  se  abonen  los  per- 
juicios, infringe  la  ejecutoria  (Sent.  3 Octu- 
bre 1877). 

Con  arreglo  al  espíritu  de  la  ley  24,  tít.  XI, 
Partida  5.’,  las  obligaciones  disyuntivas  se  sol- 
ventan por  el  obligado,  cumpliendo  una  de 
ellas,  «cual  quisiere  e non  mas.»  (Sent.  21  No-  ' 
viembre  1S76.) 

COMENTARIO 

O e E son  dos  letras  que  facen  gran  departí « 
miento  eñ  los  pleitos  e en  las  promisiones  que 
son  puestas , dice  la  ley  24,  tít.  XI,  Partida  5.*, 
ca  la  0 departe  e desyunta  las  cosas  que  son 
prometidas...  y la  otra  letra  que  dicen  E ayun- 
ta las  cosas  nombradas  en  la  promisión.  Esto 
explica  la  naturaleza  y Birve  de  base  para  mar- 
car los  efectos  de  las  obligaciones  alternativas 
y conjuntivas.  Por  medio  de  la  letra  O se  unen 
en  da  obligación  dos  cosas,  de  las  cuales  sólo  so 
debe  una,  y por  medio  de  la  E quedan  sujetas 
todas  las  cosas  nombradas  al  cumplimiento  de 
lo  pactado. 

Artículo  1250. — En  las  obligaciones  alter- 
nativas la  elección  corresponde  al  deudor, 
si  no  se  ha  pactado  ío  contrario. 

En  el  caso  de  {ierderse  una  de  las  cosas 
prometidas,  el  deudor  debe  entregar  la  que 
hubiera  quedado. 

ORÍGENES 

Ley  23,  tít.  XI,  Partida  4.a 


concordancia 

Concuerda  con:  Arts.  1110  y 1190  Código 
Francia.— 1316  y 1311  Holanda.— 1 179  y 1180 
Italia.— 2063  y 2066  Luisiana.— 1185  y 1 188  So- 
livia.—886  y 889  Vaud.— 970  y 993  Noufchatol. 
—588  y 591  Tesino.— 1176  y 1179  Friburgo. 
Leyes  21,  párr.  6.°,  tít.  I,  lib.  XIX; 2,  párr,  3."; 
tít.  IV,  lib.  XIII;  16,  tít.  I,  lib.  XLV;  95,  títu- 
lo III,  lib.  XLVI;  34,  párr.  6.n,  tít.  I,  lib.  XVII 1, 
Digesto. 

En  cuanto  á la  primera  parte,  concuerda  con 
el  art.  274,  tít.  V,  parte  í.*  Cód.  Prusia. — 733 
Portugal.  El  734  y 735  del  mismo  hacen  va- 
rias distinciones  en  cuánto  al  segundo  párrafo 
' del  nuestro. 

JURISPRUDENCIA 

Sent,  21  Enero  1868.  ■ 

COMENTARIO 

La  elección,  como  vemos,  corresponde  al  deu- 
dor; pero  esto  no  quita  para  que,  si  renunciase 
á ella  á favor  del  acreedor,  puoda  ésto  ha- 
cerla. 

Aun  cuando  una  de  las  cosas  prometidas 
desaparezca,  no  se  extingue  la  obligación,  por- 
que abarcando  ésta  alternativamente  todas  las 
que  se  prometieron,  sino  en  una  podrá  en  otra 
llevarse  á cabo  lo  pactado,  sin  que  el  deudor 
pueda  excusarse  de  su  entrega  ofreciendo  el 
precio,  porque  no  fuó  esto  lo  convenido,  y por 
consiguiente  lo  obligatorio  a las  partes  contra- 
tantes. 

Excusado  es  decir  que  cuando  una  de  las  co- 
sas prometidas  no  fuere  susceptible  de  obliga- 
ción, no  puede  considerarse  esta  como  alterna- 
tiva, porque  necesariamente  hay  que  entregar 
desde  el  principio  sólo  una  de  ellas. 
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DE  LAS  OBBLlGACJONES  MANCOMUNADAS 


Articulo  1251. — Cuando  dos  ó más  perso-  I 
ñas  se  obligan  á hacer  6 cumplir  alguna 
cosa , se  entienden  obligados  por  iguales  , 
partes,  salvo  si  cada  uno  se  obligare  in  soli- 
dvm  6 de  cualquier  otro  modo  en  el  con-  ■ 
trato. 

Siendo  la  obligación  solidaria,  cada  uno 
de  los  acreedores  puede  recibir  y cobrai  to- 
da la  deuda,  y cada  uno  de  los  deudores  es 
responsable  de  ella:  pagada  la  cual,  quedan  : 
libres  los  demas  de  la  obligación. 

En  caso  de  insolvencia  de  un  deudor,  están 
los  demás  obligados  al  pago  de  la  deuda. 

ORÍGENES 

Loy  8.a,  tít.  XII,  Partida  5.* 

Ley  10,  til.  1 , 11b,  X,  Nov.  Pee. 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  en  su  segunda  parte  con:  Ar- 
tículos Un?  Cód.  Francia. — i 1 S i Italia. — 1314 
Holanda. — 2083  LuisLana.- — 1190  Bolivia. — 89.3 
Vaud . — 1 1 83  Fríburgo  .—596  Tesino.  — 995  N eu  f- 
chatel.— Ley  2.a,  tít.  II,  lib.  XLV,  Digestó;  tí  tu- 
los  XV  y XVII,  lib.  I j T , Instituía. 

El  art.  731  Cód.  Portugal,  en  su  primer  pár- 
rafo y número  primero,  concuerda  con  el  nues- 
tro. 

JUKISl’JUJD  ENCIA 

Sent.  20  Febrero  1875. 

La  ley  1 9,  tít.  T,  lib.  X,  Nov.  Reo.,  qué  se  ■ 
‘diere  á los  contratos,  no  puede  tener  aplica- 
ción, ni  por  consiguiente  ser  infringida  en  el 
caso  de  que  entro  los  litigantes  no  haya  me-  1 
diado  contrato  alguno  (Sent.  25  Enero  1864). 

8i  bien  obligándose  dos  simplemente  se  en-  i 
tiende  do  por  mitad,  sin  embargo,  cuando  de 
los  actos  posteriores  de  uno  de  los  obligados  se- 
deduee  que  él  lo  es  en  primor  lugar,  la  senten- 
cia que  así  io  considera  no  infringe  la  ley  l(j 
tít.  1,  lib.  X,  Nov.  Uee.  (Sent.  30  Enero  1864] 

Siendo  mancomunada  y solidaria  una  obli- 
gación, puede  reclamarse  de  alguno  de  los  obli- 


gados, quedándole  expedita  la  acción,  para  ha- 
cerlo á su  vez  contra  los  demas  (Sent,  9 Mar- 
zo 18611.  • : : . 

La  ley  10,  tít.  I,  lib.  10,  Nov.  Rec.,  eq  la 
quo  se  dispone  que  cuando  dos  se  obligan 
implemente  se  entiende  de  por  mitad,  salvo  bí 
cada  uno  se  obligare  in  soliduin,  se  refiere  a 
los  que  por  contrato  ó de  otra  manera  se  obli- 
gtUi  á hacer  ó cumplir  alguna  cosa,  puro  no  & 
fos  que  tienen  derecho  á exigir  el  cumplimiento 
de  lo  pactado  (Sent.  29  Setiembre  1866).  ■ .. 

La  ley  10,  tít.  I,  lib.  X,  que  trata  de  las  obli- 
gaciones mancomunadas,  se  refiere  a contratos 
y no  puede  aplicarse  á sentencias  (Sent.-,  13 
Febrero  1872).  ■ . 

Cuando  dos  se  obligan  de  mancomún,  ó in  so-i 
lidum,  el  uno  como  principal  obligado  y eLotra 
como  fiador,  á pagar  á otro  una  cantidad„la 
sentencia  que  los  condena  á verificarlo  manco- 
munadamente  no  infringe  la  ley  l.%  tít.  I,  li- 
bro X,  Nov.  Rec.,  antes  bien  se  funda  en  ella, 
atemperándose  estrictamente,  á lo  convenido 
por  las  partes  (Sent.  4 Enero  1871). 

Lo  dispuesto  en  la  ley  10,  tít.  I,  lib.  X 
Nov.  Rec.,  es  inaplicable  al  pleito  en  que  la 
sentencia  declara  nula  en  cuanto  á'  la  demanda- 
da la  escritura  que  otorgó  de  mancomún  con 
su  marido,  cuya  declaración  en  nada  se  opoan 
á la  expresada  ley  (Sent,  24  Octubre  1870)4 

Tampoco  es  aplicable  la  ley  12,  tít.  I,  lib.  X, 
Nov.  Rec.,  ó sea  la  56  de  Toro,  y no  se  que- 
branta en  dicha  sentencia,  porque  lo  dispuesto 
en  ella  es  que  valgan  los  contratos  que  hiciere 
la  mujer  con  licencia  de  su  marido,  lo  cual  se 
refiere  a los  que  otorga  sola  y exclusivamente, 


aquél  (Sent.  id.,  id.  id.). 

Constando  clara  y terminantemente  que  1< 
demandados  se  obligaran  solidariamente  á pí 
garal  demandante  una  cantidad  liquida  y 
interés  de  un  8 por  100,  la  Sala  sentenciadoi 
a condenarles  en  ese  concepto  al  pago  de  par 
0 esa  cantidad,  que  no  habían  satisfecho,  r 
m nnge  la  ley  del  contrato,  ni  las  13  y 15,  t 
ulo  XI,  Partida  5.',  l.«  y 10,  tít.  I,  lib.  5 


DE  LOS  CONTRATOS  Y OBLIGACIONES  EN  GENERAL 


Nov.  Rec.,  que  trataft  de  las  obligaciones»  y 
cómo  deben  cumplirse  (Sent.  21  Abril  1870). 

La  ley  10,  tit-  I,  11b.  X,  Nov,  Rec.,  según  la 
cual,  cuando. dos  personas  se  obligan  simple- 
mente por  Contrato,  se  entienden  obligadas 
cada  una  por  mitad,  supone  que  las  obligacio- 
nes contraídas  son  de  una  índole  y naturaleza 
principales  ó subsidiarias  (Sent.  13  Abril  1878). 

COMENTARIO 

Se  entiende  por  obligación  de  mancomún 
aquella  en  que  dos  ó más  personas  se  obligan  á 
pagar  una  deuda,  ya  á prorata,  ya insolidum,  á 
una  sola  persona,  ó dos  ó más  acreedores  á re- 
cibirla de  un  solo  deudor. 

La  mancomunidad  ■puede  ser,  portanto,  entre 
acreedores  ó entre  deudores,  y para  marcar  los 
efectos  en  uno  y otro  caso,  debe  tenerse  en 
cuenta  di  principio  consignado  en  nuestro  ar- 
tículo tomado  de  la  Novísima  Recopilación:  los 
que  se  obligan  mancomunadamente  se  entien- 
de que  lo  hacen  cada  uno  por  mitad,  miéntras 
no  se  estipule  otra  cosa.  Análoga  disposición 
contiene  la  ley  é.k  de  Partidas  respecto  á los  fia- 
dores, al  tratar  de  la  Obligación  mancomunada 
simple. 

Cuando  varios  acreedores  tienen  derecho  á 
recibir  solidariamente  uná  cosa,  el  deudor  pue- 
de pagarla  toda  á cualquiera  de  ellos,  ó al  que 
reclamare.  Este  á la  vez  tiene  también  derecho 
para  féhlitifía,  dejando  libre  al  deudor  de  pa- 
garla á los  demas,  lo  que  por  algunos  autores 
nó  ha  sido  admitido,  fundados  en  que  una 


cósa  es  la  ejecución  del  contrálo  y otra  la  remi- 
sión; y tratándose  de  esta  clase  de  obligaciones, 
nadie  puede  perdonar  lo  que  en  rigor  no  le  per- 
tenece, perjudicando  á los  demás  acreedores. 
A nosotros  nos  parece  más  aceptable  la  doctrina 
del  Proyecto  de  Código,  según  la  cual  puede 
el  acreedor  conceder  la  quita  ó perdón  y queda 
obligado,  lo  mismo  que  el  que  cobró  del  deu- 
dor, á responder  á los  demas  acreedores  de  la 
parte  que  Ies  correspondiera,  dividido  el  crédi- 
to entre  ellos. 

Cuando  la  solidaridad  existe  entro  los  deudo- 
res, cualquiera  que  cumpla  la  obligación,  libra 
de  ella  á los  demas,  por  cuya  razón  no  quedan 
éstos  libres  cuando  por  culpa  de  uno,  ó por  ha- 
berse constituido  en  mora,  perece  la  cosa,  pues 
dejaría  de  ser  la  obligación  mancomunada 
desde  el  momento  en  que  para  unos  subsistiera 
y se  extinguiera  para  otros. 

El  co-deudor  que  paga  el  todo,  puedo  pedir  á 
cada  uno  de  ellos  la  parte  correspondiente  á los 
mismoB  pagada  por  él. 

Los  daños  y perjuicios  sólo  pueden  pedirse 
contra  los  culpables  y morosos,  porquo  la  falta 
de  uno  no  (jebe  ser  perjudicial  ni  útil  á los  que 
no  la  cometieron;  doctrina  que,  en  unión  de 
otras  muchas  expuestas  por  los  autores,  son  hi- 
jas, más  que  da  las  leyes,  de  una  práctica  cons- 
tante. 

Por  ultimo,  las  obligaciones  que  no  se  con- 
trajeron in  solidum  y sí  mancomunadamente, 
deben  cumplirse  á prorata  de  la  parte  que  á 
cada  uno  corresponda,  según  el  principio  inar- 
cado en  la  Novísima, 


SECCION  SEXTA 


DE  LAS  OBLIGACIONES 

Artículo  1252»-— Hay  obligación,  con  cláu- 
sula penal  cuando  de  común  acuerdo  po- 
nen los  contrayentes  alguna  pena  para  que 
en  el  caso  de  incumplimiento  de  la  obliga 
cion  principal,  la  satisfaga  aquel  que  dejare 
de  hacer  lo  prometido. 

Estas  penas  se  llaman  convencionales. 

ORÍGENES 

Leyes  34  y 40,  tít.  XI,  Partida  5/ 


CON  CLAUSULA  PENAL 


Ley  1.*,  tít.  XI,  lib.  I,  Fuéró  Real. 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  con:  Arts.  1226  Cód.  Francia.— 
.1340  Holanda.— 1209  Italia— 2113  Luisiana.— 
1224  Bolivia.— 292,  tít.  V,  parto  1.*,  Prusia.— 
914Vaud.— 611  Tesino.— 1212  Friburgo.— 999 
Neufchatel. — Leyes  71  y 137,  tít.  I,  lib.  XTA  , 
Digesto.— Parre.  18  y 20,  tít.  XX,  lib.  DI,  Ins- 
tituto. 

Los  arte.  673  y 674  del  Cód.  Portugal  admi- 
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CÓDIGO  CIVIL  DE  ESPAÑA 


ten  también  las  obligaciones  con  cláusula  penal. 

JURISPRUDENCIA 

La  ley  40,  tít.  XI,  Partida  5.',  sobre  obliga- 
ciones con  cláusula  penal,  es  inaplicable  al  caso 
en  que  so  trata  do  saber  si  se  ha  faltado  ó no  á 
lo  estipulado  en  una  escritura  de  poder  (Sen- 
tencia 26  Junio  18771. 

COMENTARIO 

Acostumbran  los  contratantes  á poner  penas 
que  garanticen  el  cumplimiento  do  aquello  á 
quo  so  obligaron,  y las  Ibyes  lo  han  autorizado 
dando  reglas  convenientes  para  saber  cómo  y 


para  el  caso  en  quo  deje  do  cumplida  fó 
pactado,  ó sO  cumple  lo  principal  y no  hay  lu- 
ir á la  pena,  ó so  paga  ésta  por  no  eumpliíse 
el  contrato  principal;  no  pueden,  ppr  tanto,  exi- 
girse ambas  sinó  cuando  así  so  haya  eBtlpu* 
lado. 

Artículo  1254— Es  válida  la  pena  aunque 
la  obligación  no  quede  subsistente,  á no  ser 
que  ésta  sea  contra  la  ley  ó contra  las  bue- 
nas costumbres,  ó se  pusiere  aquélla  en  pro- 
mesa de  casamiento. 

i 

orígenes 


cuándo  deben  exigirse. 

En  primer  lugar,  dispónese  en  las  34  y 40  de 
Partidas,  y en  la  1.*,  tít.  XI,  Iib  l.0  del  Fuero  1 
Real , que  está  obligado  á pagar  la  pena  el  quo 
falta  al  cumplimiento  de  la  obligación,  lo  cual 
no  os  más  que  una  aplicación  del  principio  pac- 
ía snnt  servando,  en  otra  parte  explicado. 

No  puede  confundirse  la  cláusula  penal  con 
las  obligaciones  condicionales,  porque  en  éstas 


Ley  6,  tít.  XI,  Iib.  I,  Fuero  Real. 

Leyes  38  y 39,  tít.  XI,  Partida  5.* 

r . 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  on  parte  con  los  párrafos  19  y 20, 
;.  XX,  Iib.  III,  Instituto. 

comentario 


se  suspende  su  cumplimiento  hasta  quo  se  ve- 
rifica el  hecho  rrue  constituye  la  condición,  yen 
las  otorgadas  con  cláusula  penal  no  hay  tal 
suspensión,  sinó  que.  por  el  contrario,  desde  el 
principio  quedan  obligados  los  otorgantes  á 
cumplir  lo  pactado;  y si  no  lo  hicieren  cuando 
estipularan,  deberán  pagar  la  pona  para  esto 
caso  establecida. 

Artículo  1253. — El  que  contrajo  la  obli- 
gación en  que  se  puso  pena,  n¿)  está  obliga- 
do á cumplir  una  y otra,  sinó  solamente  una, 
á no  ser  que  se  obligase  en  todo. 

ORIGENES 

Ley  34,  til.  XI,  Partida  5." 


Cuando  la  obligación  es  nula  por  ser  con- 
traria á las  leyes  y buenas  costumbres,  ,es  tamr 
bien  nula  la  cláusula  penal.  No  puede  ésta  ge-, 
rantir  obligaciones  absurdas  é inmorales;  y si 
la  ley  38  declara  válida  la  pena  aunque  la  obli- 
gación no  quede  subsistente,  es  porque.,  mu- 
chas veces  no  s, crían  eficaces  las  promesas  si  no 
se  les  añadiera  una  pena  que  hiciera  obligato- 
rio su  cumplimiento. 

La  ley  39  dice,  respecto  á la  pena  puesta  en  . 
la  promesa  de  casamiento,  lo  que  hemos  dicho 
de  las  que  se  ponen  como  garantía  de  obliga- 
ciones contrarias  á las  leyes:  todas  son  nulas 
porque  el  casamiento,  según  expresa  esta  ley, 
no  puede  hacerse  por  miedo  á la  pena,  sinó  con 
libre  consentimiento  de  los  contrayentes. 


CONCORDANCIAS 

Concuerda  on  cuanto  al  fondo  con:  Arts.  12.28 
Cód.  Francia.— 1342  Holanda.— 121 1 Italia.— 
2120  Luisiana.— 1226  Bolivia.— 916  Vaud'— 
1001  Noufohatel.— G13Tes¡no.~ Leyes  28  tít  I 
OXV  y CXXII,  tít.  T,  iib.  XLV,  Digesto ’-Loy 
-iO,  tít.  IV,  lib.  II,  Cód.  Romano. 

COMENTARIO 

Es  precepto  contenido  on  la  ley  34  l0  dis- 
puesto en  esto  artículo;  fácil  de  explicar  una 
vez  conocida  la  naturaleza  de  la  obligación  con 
clausula  penal,  porque  poniéndose  la  pona 


Artículo  1255. — Si  la  obligación  fuere 
afirmativa  y se  hubiera  contraido  á día  cier- 
to con  señalamiento  de  pena , el  obligado 
debe  cumplir  lo  que  prometió,  ó pagar  la  pe- 
na tan  luégo  como  llegue  el  día,  áun  cuando 
el  acreedor  no  le  hubiere  demandado.  " 

N°  habiendo  señalamiento  de  día,  estará 
o ) i0 ado  á pagar  la  pena  el  deudor  desde  el 
momento  en  que,  siendo  demandado  en  tiem- 
po y lugar  conveniente,'  no  cumpliere  lo 

prometido  ó dejare  pasar  el  tiempo  en  que 
puede  hacerlo  1 1 
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ORÍGENES 

Leyes  15,  párr.  IV  y XX5CV,  tít.  XI,  Parti- 
da 5.' 

CONCORDANCIAS  ¡ '■ 

Concuerdan  los  dos  primeros  párrafos  en 
cuanto  al  fondo  con:  Arts.  1230  Cód.  .Francia. 
— 1344  Holanda. — 1213  Italia. — 2123  Luisiana. 
— 1228  Bolivia. — 918  Vaud. — 1214  Friburgo. 
— Ley  23,  tít.  VII,  lib.  XLIV,  Digesto. 

Artículo  1256. — Guando  la  obligación  fue- 
re negativa  sin  señalamiento  de  día,  ño  se 
podrá  exigir  su  cumplimiento  ni  el  pago  de 
la  pena  establecida  sinó  desde  la  muerte  del 
obligado,  ó cuando  exista  otra  imposibilidad 
semejante  para  llevar  á cabo  lo  pactado. 

ORÍGENES 

Ley  15,  párr.  último,  tít.  XI,  Partida  5.* 

COMENTARIO 

La  ley  citada  dice:  «Mas  si  la  condición  es 
puesta  en  el.  pleyto  ante  del  prometimiento,  di- 
ziendo  assi:  si  vos  yo  non  diere  ó non  fiziere 
tal  cosa,  prometo  de  vos  dar  ó pechar  tantos 
marauedis.  Tal  condición  como  esta,  se  en- 
tiende que  se  puede  alongar  fasta  el  día  de 
la  muerte  de  aquel  que  fizo  la  promisión  ó fas- 
ta aquel  tiempo  que  la  cosa  prometida  non  pa- 
rece, por  muerte  ó porque  es.  destruyda  ó per- 
dida. E de  aquel  dia  en  adelante,  puede  ser  de- 
mandada la  pena: i> 

Artículo  1257. — Las  penas  bajo  las  que  se 
compromete  alguno  ante  los  Tribunales  al 
cumplimiento  de  una  obligación  contraída 
enjuicio,  no  son  exigibles  cuando  por  im- 
posibilidad deja  de  cumplirse  la  obligación, 
ó cuando  ésta  se  cumple  con  autorización 
judicial  dos.  ó más  días  después  del  plazo 
para  ello  marcado;  salvo  el  derecho  de  otro 
contratante  á reclamar  los  daños  por  dicha 
prdroga  ocasionados/  " ■ 

Esta  regla  no  tiene  aplicación  en  las  pe- 


nas llamadas  convencionales, las  cuales  de- 
ben ser  pagadas  tan  pronto  como  deje  de 
cumplirse  lo  prometido,  á no  ser  que  la  im- 
! posibilidad  fuere  proveniente  de  caso  for- 
tuito. i 

¡-  ■ ORÍGENES 

Leyes  36  y 37,  tít.  XI,  Partida  5.* 

Ley  20,  tít.  XIV,  Partida  7.* 

COMENTARIO 

Las  leyes  apuntadas  definen  la  pona  judicial 
diciendo  que  es  la  puesta  sobre  promisión  que 
es  fecha  en  juycio  (ley  36)-  y luégo  marca  los 
casos  en  que  cesa  la  obligación  de  pagarla.  Ta- 
les son  cuando  por  enfermedad,  avenidas  do 
ríos  ó por  otra  razón  no  pudiere  ser  cumplido 
aquello  á que  uno  se  obligó,  del  mismo  modo 
que  sí  esto  se  eumplieredosó  más  dias  después, 
previa  autorización  del  juez  , en  cuyo  caso  deja 
la  ley  en  salvo  ol  derecho  de  reclamar  daños  y 
perjuicios  sufridos  por  dicha  próroga  al  otro 
contratante. 

Respecto  á la  pena  convencional,  dispone  la 
ley  37  que  cada  una  do  las  partes  está  obligada 
á pagarla  cuando  no  cumplen  la  obligación 
principal  é non  se  puede  escusar  por  embargo] 
y algunos  comentaristas,  pareciónclolcs  que  po- 
i día  haber  cierta  oposición  entre  esta  ley  y 
la  20,  tít.  XIV,  Partida  7.*  que  declara  libre  de 
pagar  la  pena  al  que  no  pudo  entregar  la  cosa 
por  haberle  sido  hurtada,  tratan  do  armonizar- 
las diciendo  que  la  primera  se  refiere  al  deudor 
después  de  constituido  en  mora.  A nuestro  en- 
tender, no  hay  motivo  para  semejante  duda; 
porque  tanto  es  así  que  la  ley  so  refiere  al  deu- 
dor moroso,  que  después  de  sujetarlo  al  pago 
de  la  pena  por  no  cumplir  la  condición,  sin  po- 
der alegar  para  ello  excusa  alguna,  añado:  fue- 
ras ende,  si  la  pena  fuere  puesla  sobre  cosa 
cierta  que  oviesse  á dar  ó se  p erdiesse  ó se  rnu- 
riesse  sin  culpa  ante  del  dia  á que  la  ovo  á 
dar  ó á mostrar ; cuya  disposición  03  ni  más 
ni  menos  que  lo  que  declara  la  ley  20  respecto 
á la  cosa  hurtada,  y de  cuyos  textos  so  deduce 
„ claramente  que  por  caso  fortuito  nadie  es  res- 
ponsable. 
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CAPÍTULO  V 

...  ■.  ' J 

DE  LA  EXTINCION  DE  LAS  OBLIGACIONES 


Cs* 


■ ‘ ' :'I  Uj»*.; 


SECCION  PRIMERA 


DISPOSICION  GENERAL 


Artículo  1258.— Las  obligaciones  se  ex- 
tinguen por  el  míituo  consentimiento  de  las 
partes  contratantes  (a). 

También  se  extinguen: 

Por  el  pago  ó cumplimiento. 

Por  la  delegación  ó subrogación. 

Por  la  compensación. 

Por  la  novación. 

Por  la  quita  ó perdón, 

Por  la  cesión  de  bienes. 

Por  la  confusión. 

Por  la  pérdida  de  la  cosa  debida. 

Por  la  rescisión. 

Por  la  prescripción. 

Por  cumplimiento  de  la  condición  resolu- 
to lia  puesta  en  ellas. 

ORÍGENES 

Proemio  y ley  2.a,  del  tít.  XIV,  Partida  5.* 

■ a ) Ley  2.“,  tit.  X,  lib.  3.",  Fuero  Real. 

concordancias 

Concuerda  con  el  Art.  1234  Gód.  Francia, 
común  á todos  los  Códigos,  aunque  no  expro- 
san  el  nuituo  disenso. 

En  cuanto  á éste,  concuerda  con  el  nuestro, 
párr.  4.a,  tit.  XXX,  lib.  III,  Instituía,  35,  100 
y 153  do  repulís  juris. 

JURISPRUDENCIA 

Tanto  para  la  disolución  de  un  contrato 
como  para  hacer  en  él  alguna  adición  ó varia- 
ción sustancial,  es  necesario  que  concurran  y 
presten  su  consentimiento  todos  los  que  cele- 
braron el  mismo  (Sent.  13  Febrero  1863). 

En  el  prinoipio  de  derecho  unum  quocíque 


dissoloitur  eo  modo  quo  colligaturn  e$t,  las  pa- 
labras eo  modo  se  refieren  á la  esencia  y no  á 
la  forma  de  las.  obligacionos  (Sent.  12  Mar- 
zo 18141).  . ■ ; .. 

Las  obligaciones  pactadas  en  una  escritura 
entre  un  concursado  y sus  acreedores  acerca 
del  modo  como  han  de  ser  satisfechos  éstos  de 
sus  créditos,  son  valederas,  subsistentes  y efica- 
ces miéntras  no  se  modifiquen  ó dejen  sin  efec- 
to explícitamente  ó por  mutuo  convenio  de  los 
interesados  (Sent.  25  Octubre  1862). 

COMENTARIO 

Después  de  haber  estudiado  los  requisitos* 
efectos,  interpretación  y especies  de  las  obliga* 
dones,  vamos  ¿hacerlo  délos  modos  de  extin* 
guirse. 

Las  Partidas  los  enumeran  de  un  modo  rnuy 
general  diciendo:  De  pagas  son  tantas  maneras, 
oíanlas  son  natura  de  debdas,  en  que  un  orne 
ee  puede  obligar  a otro,  c a según  dicen  los  sa- 
bios pagando  orne  lo  que  debe,  es  libre  de  la 
obligación  en  que  era  por  lo  que  debía  dar  a 
facer.  E aun  puede  orne  ser  libre  de  ella  por 
quitamiento  o por  renovar  pleito  otra,  vez  o 
por  dar  mano  quien  cumpla  el  pleito  o fagala 
paga,  o por  compensación,  que  quier  tanto  de- 
cir como  descontar  un  debdo  por  oíro;  o por 
muerte  de  la  cosa,  que  debe  sor  dada-'  e en 
otras  maneras  muchas  que  se  muestran  por 
las  leyes  de  este  titulo. 

H Proyecto  de  Código  empieza  también  por 
enumerarlos,  poniendo  en  primer  lugar  el  mu- 
tuo disenso,  lo  que  no  deja  do  tener  su  razón, 
porque  nada  es  tan  natural  como  que  del  mis- 
mo modo  que  se  contraen  loa  obligaciones  M 
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disuelvan;  y aunque  muchos,  siguiendo  á Jus- 
tiniapp, ; hayan  considerado  eBte  modo  de  ex- 
tinguirse propio  de  los  contratos  consensúales, 
siendo  necesario  en  todos  (según  dejamos  di- 
cho) el  consentimiento  mutuo  de  los  contra-, 
tantes,  de  la  misma  manera  pueden  extinguir- 
se todas  las  obligaciones;  modo  do  extinción 
que  hallamos  comprendido  en  la  ley  2.a,  tít.  X, 
Kb-  III  del  Fuero  Real,  que  al  declarar  firme  la 
venta  una  vez  que  entre  comprador  y vendedor; 
medie  señal,  dice  que  se  pueda  desfacer  par 
avenencia,  de  amas  las  partes. 

Algu¡n  autor  cuenta  entre  los  modos  de  ex- 
tinguirse los  contratos,  ademas  de  los  enumera- 
dos, el  juramento  decisorio,  la  sentencia  arbi- 
tral y la  transacción;  pero  en  realidad,  ol  ju- 
ramento no  es  más  que  un  medio  de  prueba, 
la  sentencia  arbitral  es  una  declaración  sobre  la 
existencia  ó eficacia  de  un  contrato,  y la  tran- 


sacción os  un  contrato  especial,  que  estudiare- 
mos en  lugar  oportuno. 

Por  último,  no  puede  aplicarse  á los  contra- 
tos el  principio  de  que  mors  omniasolvit,  por- 
que, según  dejamos  explicado,  el  que  contrae  lo 
hace  para  si  y para  sus  herederos,  y por  consi- 
guiente no  se  extinguen  las  obligaciones  por 
la  muerte  de  la  persona  que  las  contrajo,  sinó 
que  pasan  á sus  herederos;  y si  bien  oste  prin- 
cipio tiene  algunas  excepciones  en  las  obliga- 
ciones consistentes  en  un  hecho  personal  del 
deudor,  en  el  caso  de  que  se  excluyera  termi- 
nantemente en  el  contrato  á los  herederos,  en 
los  créditos  por  reparación  de  injurias,  en  las 
rentas  vitalicias,  y otros  casos  parecidos,  no 
puede,  por  estas  solas,  figurar  la  muerte  de  los 
contratantes  como  un  modo  general  de  extin- 
guirse las  obligaciones. 


SECCION  SEGUNDA 

DEL  PAGO  Ó CUMPLIMIENTO 


§ T 

De  la  naturaleza  del  pago  ó cumplimiento,  y del  lugar  en  que  debe  ejecutarse. 


Artículo  1259.— Entiéndese  por  pago  ó 
cumplimiento  la  entrega  déla  cosa  <5  can- 
tidad, 6 fe  prestación  del  servicio  que  se  hu- 
biere prometido. 

ORÍGENES 

: Dey  1.',  tít.  XIV,  Partida  5.* 
concordancias 

Concuerda  con:  Arts.  2127  y 2128  Cód.  Lui- 
siana. — Principio  del, tít.  XXX,  lit>-  III,  Institu- 
ía.—Ley  52,  tít.  III,  lib.  XLVI,  Digesto. 

jurisprudencia 

Las' leyes  1.*,  5.a,  6.*  y 7.*,  tít.  XIV,  Parti- 
da 5.‘,  referentes  al  modo  de  extinguirse  las 
deudas  por  la  paga,  no  tiene»  aplicación  cuan- 
do qp. pe  ha  verificado  dicho  pago  por  el  deudor, 
ájfefar  4a  estarse  utilizando  de  la  cosa  íSep- 
19  Novipwre  iUT'Ó). 


A la  Sala  sentenciadora  corresponde  la  apre- 
ciación de  las  cuestiones  de  hecho,  como  es  la 
de  si  uno  ha  hecho  ó no  un  pago,  á cuya  apre- 
ciación hay  que  atenerse  ínterin  contra  ella  no 
se  alegue  que  al  hacerla  se  ha-comelido  alguna 
infracción  de  ley  ó doctrina,  admitida  por  la 
jurisprudencia  de  los  Tribunales  (Sant.  13  Di- 
ciembre 1870). 

Cuando  no  ha  habido  paga  ó quitamiento, 
no  tiene  aplicación  la  ley  1.*,  tít.  XIV,  Parti- 
da 5.a  (Sent.  9 Marzo  1874). 

Artículo  1260.— El  deudor  debe  entregar 
ó hacer  la  misma  cosa  en  la  misma  forma 
que  prometió,  y no  otras  diferentes,  á no  ser 
que  el  acreedor  las  acepte,  ó que,  por  no  po- 
der aquél  dar  las  mismas  cosas  ó hacerlas  en 
la.  misma  íonna,  lo  haga  de  otras  ó en  otias 
diferentes,  previa  la  aprobación  deJ  juez  cu 
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ambos  casos  é indemnización  de  daños  y 
perjuicios  al  acreedor; 

ORÍGENES 

Ley  3.’,  tít.  XIV,  Partida  5.* 

CONCORDANCIAS 


recibido  á cuenta,  no  se  Infríngé  la  lef*,  i# 

tulo  XIV,  Partida  5 * (Sent.  14  1 

' Apareciendo  pagado  el  acreedor  dé  un»  pj«tí 
de  su  crédito  y . renunciando  su «t 
resto,  es  evidente  que  se  ha  extinguido  la  obli- 
gación (Sent.  4 Junio  1875).^  ' _ ' 


Concuerda  en  cuanto  á la  entrega  de  la  mis-  | 
ma  cosa  con  los  arts.  1243  Cód.  Francia.  * 
1425  Holanda.— 1245  Italia.— 2146  Luisiana,—  ! 
1244  Bolivia.— 929  Vaud.— 1298  Priburgo.— 
624  Tesino. — 10)4  Neuíchatel.— Ley  2.a,  tít.  I, 
lib.  XII,  Digesto.— Ley  16,  tít.  XLIII,  lib.  XII, 
Código  Romano. 

JURISPRUDENCIA 

Sent.  13  Noviembre  1863. 

Siempre  que  conste  una  obligación,  debe  cum- 
plirse en  los  mismos  términos  en  que  fue  con- 
traído el  compromiso  (Sent.  16  Agosto  1848). 

Cuando  ia  obligación  fué  de  entregar  una 
cantidad  en  metálico,  solamente  entregando  ¡a  i 
suma  pactada  y no  dando  una  cosa  por  otra,  eg 
como  queda  cumplida  la  obligación  (Senten- 
cia id.,  id.  id.}. 

Para  que  alguno  pueda  ser  compelído  á pa- 
gar, satisfacer  ó reintegrar  á otro  alguna  cosa, 
es  indispensable  que  se  haga  constar  de  una 
manera  legal  el  contrato  de  que  nazca  la  obli- 
gación, ó lo  que  es  lo  mismo,  la  causa  de  deber, 
bien  proceda  ésta  de  parte,  bien  de  testamento, 
bien  de  sentencia  judicial,  ó bien 'de  otro  cual-  I 
quicr  título  (Sent.  29  Noviembre  1866). 

Cuando  so  pacta  en  la  manera  cómo  ha  de 
veriíicarse  el  pago  del  precio  de  unos  efectos, 
no  puede  reclamarse  de  otra  manera  (Sent.  30 
Junio  1868). 

Cuando  en  un  contrato  so  conviene  que  el 
pago  de  la  cantidad  que  en  el  mismo  se  estipu- 
la puedo  hacerse  en  electivo,  ó en  obligaciones 
de  sociedades  de  crédito  al  precio  de  cotización 
quo  se  señala,  la  sentencia  que,  al  condenar  al 
pago,  deja  á elección  del  obligado  la  especie  en 
quo  lo  lia  do  verificar,  se  ajusta  á lo  convenido 
y no  inlringe  la  ley  del  contrato  (¡Sent  25 
Mayo  1869). 

Si  al  obligado  á pagar  en  acciones  de  una  so- 
ciedad de  crédito  la  cantidad  que  recibió  pres- 
tada, se  le  obliga  á pagarla  en  motálico,  se  in- 
fringe la  ley  del  contrato,  á que  deben  atenerse  ¡ 
los  contratantes  (Sent.  21  Enero  1870), 

Cuando  se  deduce  de  la  deuda  total  reclama- 
da lo  que  el  mismo  demandante  confiesa  haber 


Son  requisitos  indispensables  para  que  él 
pago  se  considere  como  tal,  que  se  haga  deláté 
mismas  cosas  que  so  prometieron  y en  lá  forma 
estipulada;  por  consiguiente,  no  puede  dar  él 
deudor  otra  cosa  diferente  ni  hacerla  en  distinta 
forma,  sino  cuando  el  acreedor  así  lo  acepto.  ■ 

Ahora  bien;  puede  hallarse  el  deiídor  imposi^ 
biliíado  de  dar  ó hacer  lo  mismoqué  prometió,1 
y la  ley  en  este  caso  le  faculta  para  entregar 
otras  cosas  y hacerlo  en  distinta  forma  con 
aprobación  del  juez,  debiendo  también  resarcir 
los  daños  y perjuicios  causados  por  ellos  al 
acreedor. 

De  todo  esto  se  deduce  que  no  pueda  obligar- 
se á éste  á recibir  en  parte  lo  que  se  le  debe,  si 
así  no  se  convino  en  el  contrato,  sinó  que  debe- 
rá pagarse  todo  de  una  vez,  á no  ser  que  la  deu- 
da fuere  en  parte  líquida  y en  parte  ilíquida, 
pues  en  este  caso  podrá  entregarse  la  primera 
antes  que  la  segunda,  porque  lo  cierto  no  debe 
estar  supeditado  á lo  incierto  ó ilíquido. 


Articulo  1261. — El. pago  debe  hacerse  en 
el  lugar  y tiempo  marcados  en  el  contrato. 

Si  no  se  hubiere  designado  lugar,  deberá 
hacerse  el  pago  á elección  del  demandante, 
en  el  del  domicilio  del  demandado  ó el  del 
lugar  del  contrato,  si  hallándose  en  él,  aun^ 
que  sea  accidentalmente,  puede  ser  empla- 
zado. 


En  el  caso  de  cumplirse  el  contrato  en 
otro  lugar  diferente,  sin  conformidad  del 
acreedor,  deberá  ei  deudor  indemnizarle  los 
daños  y perjuicios. 


Ley  13,  tít.  XI,  Partida  5.* 

Ley  8.%  tít.  XIV,  Partida  5." 

civil^*  ^ ’ ^rr'  ^'°  da  Enjuiciamien 


, CONCORDANCIAS 

. Concuerdaen  parte  con:  Arts.  1247  Cód 

—1301  9 Holanda* — 1249  Italia.— 932 
1301  Fnburgo.— 1018  Neufchatel.-21 
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siana. — 1250  Bolivia.—  Leyes  9.',  tít.  IV,  libro 
XIII,  XIX,  párr.  2.°,  tít.  I,  lib.  V,  3.*,  tít.  V, 
lib.  XLII,  y XXI,  tít.  VII,  lib,  XLIV,  Digesto. 

JURISPRUDENCIA 

Sent.  31  Mayo  1859. 

Cuando  en  un  contrato  se  designan  dos  pun- 
tos para  cumplir  en  uno  de  ellos  indistintamen- 
te la  obligación,  no  se  entiende  por  esto  que  la 
obligación  sea  del  obligado,  á no  ser  que  se 
determine  expresamente  (Sent.  29  Diciembre 
18601.  ; 

Cuando  no  resulta  que  al  celebrarse  el  con- 
trato se  hubiese  designado  lugar  en  que  debía 
cumplirse  la  obligación,  y el  demandado  no 
hubiere  sido  emplazado  en  el  lugar  del  contra- 
to, tiene  que  serlo  en  el  de  su  domicilio,  no  que- 
dando expedita  al  demandante  la  elección  que 
en  otro  caso  le  concede  el  párr.  3.°  del  art.  5.° 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  (Sent.  26 
Mayo  1865,  22  Junio  1865,  18  Julio  1867.,  2 .Se- 
tiembre 1869)’. , ' 

El  demandante  puede  optar  por  el  fuero  del 
lugar  del  contrato,  ó por  el  del  domicilio  del  de- 
mandado, pues  ambos  son  legítimos  (Senten- 
cia 7 Diciembre  1853}. 

Siendo  la  obligación  personál  y no  habién- 
dose fijado  el  punto  en  que  debiera  cumplirse, 
el  demandante  no  puede  optar  más  que  por  el 
domicilio  del  demandado  ó el  lugar  en  que  se 
recibió  la  cantidad  que  da  motivo  á la  obliga- 
ción (Sent.  26  Junio  1857,  14  Octubre  1862, 
10  Abril  1869).  ' 

La'  elección  del  fuero  no  está  en  la  facultad 
del  demandado,  pues  su  derecho  en  esta  parte 
está  limitado  á exigir  que  se  le  reconvenga 
ante  juez  para  él  competente.  Por  el  contrario, 
y lo  está  en  la  del  actor,  porque  con  presentar  su 
demanda  ante  quien  lo  sea  en  cualquiera  de 
los  dos  fueros  del  domicilio  del  demandado  , ó 
del  lugar  en  que  deba  cumplirse  la  obligación, 
deja  satisfecha  la  obligación  que  en  él  supone 
aquel  derecho  del  demandado,  puesto  que  am- 
bos jueces  son  para  éste  competentes,  y donde 
la  obligación  concluye  empieza  la  libre  facul- 
tad (Sent.  25  Setiembre  1857). 

Cuando  se  demanda  á los  herederos  de  una 
persona  á consecüencia  de  obligación  contraída 
por  ésta  y por  c¡pn trato  que  aquéllos  hubieran 
personalmente  celebrado,  pl  demandante  puede 
elegir  el  fuero.de  cualquiera  de  los  herederos, 
al  que  (íenon  que  acudir  los  demás  para  que 
no  se  divida  la  oonUnenpiade  la  causa  (Sentep-* 
cía  1."  Marzo  1859). 


El  obligado  á dar  cuentas  en  virtud  de  un 
contrato  por  el  que  se  encarga  de  una  adminis- 
. trácion,  puede  ser  demandado  sobre  ollas  ante 
el  fuero  del  lugar  de  la  misma,  aun  cuando  so 
halle  el  reconvenido  en  el  lugar  donde  se  cele- 
bró el  contrato  (Sent.  2 Octubre  1853). 

El  fuero  del  deudor  común  es  el  que  deben 
Seguir  sus  acreedores  (Sent.  8 Julio  1858). 

Es  fuero  preferente  el  del  lugar  en  que  según 
convenio  debe  cumplirse  su  obligación  (Senten- 
cié 29  Setiembre  1858,’  11  Octubre  1856,  3 Fe- 
brero 1859). 

El  domicilio  del  deudor  y la  reclamación  suya 
al  juzgado  para  que  mantenga  su  jurisdicción, 
dan  preferencia  á este  juzgado  sobre  todo3  los 
. demás  que  conozcan  de  ejecuciones  contra  di- 
cho deudor  (Sent.  8 Octubre  1859). 

Para  conocer  de  los  pleitos  en  que  se  ejercita 
una  acción  personal,  es  juez  competente  el  del 
lugar  en  que  deba  cumplirse  la  obligación,  y 
sólo  á falta  de  éste,  y á elección  del  demandante, 
el  del  domicilio  del  demandado,  ó el  del  lugar 
del  contrato,  si  hallándose  en  él,  aunquo  fuese 
accidentalmente,  pudiese  ser  emplazado  (Sen- 
tencias 5 Junio  y 23  Diciembre  1858,  9 Setiem- 
bre 1859,  5 Diciembre  1859,  19  Mayo  1862, 
28  Diciembre  1863,  22  Marzo  1865,  22  Mayo 
1865,  14  Noviembre  1865,  11  Enero  1866,  16 
. Enero  1866,  11  Abril  1866,  5 Marzo  1 8G3  y 8 
Enero  1863). 

Cuando  es  una  compañía  la  que  tiene  que 
cumplir  la  obligación  , si  la  compañía  tiene  do- 
micilio fijo,  el  juez  de  éste  es  el  competente 
para  conocer  de  tos  pleitos  á que  dé  lugar  el 
cumplimiento  de  la  obligación  (Sent.  14  Octu- 
bre 1862). 

En  el  caso  de  consistir  la  obligación  en  el 
pago  de  una  cantidad,  se  entiende  por  lugar 
del  cumplimiento  de  la  misma  aquel  en  que  la 
cantidad  debe  ser  entregada  ó recibida  (Senten- 
cia 23  Julio  1860). 

Cuando  los  créditos  cuyo  pago  se  redama  no 
expresan  el  lugar  en  que  haya  de  cumplirse  la 
obligación,  deben  satisfacerse  en  el  de  la  vecin- 
dad del  deudor  (Sent.  7 Agosto  1862). 

El  lugar  del  contrato  es  aquel  en  que  las  per- 
sonas legítimamente  autorizadas  para  contraer 
presten  su  consentimiento,  y no  en  el  que  se  ra- 
tifique por  algún  interesado,  si  tal  circunstan- 
cia se  hubiese  exigido  para  su  eficacia  (Senten- 
cia 10  Diciembre  1868). 

En  los  contratos  para  la  prestación  de  un 
servicio  en  los  que  no  so  expresa  el  lugar  do 
su  cumplimiento,  ha  do  entenderse  aquel  en 
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que  haya  de  prestarse  el  servicio,  verificándose 
en  el  mismo  el  pago  de  las  obras  ejecutadas, 
según  tiene  declarado  el  Tribunal  Supremo 
¡Sent.  id.  id.  id.) 

Cuando  la  demanda  se  dirija  simultáneamen- 
te contra  dos  ó más  personas  que  residan  en 
pueblos  diferentes  y estén  obligadas  manco- 
munada ó solidariamente , no  habiendo  lugar 
designado  para  el  cumplimiento  de  la  obliga- 
ción, es  juez  competente  el  del  domicilio  de 
cualquiera  de  los  demandados,  á elección  del 
demandante  (Sent.  18  Octubre  1875  y 25  No- 
viembre 1875). 

Artículo  1262. — Nadie  puede  por  sí  mis- 
mo tomar  prenda  ni  compeler  al  deudor  pa- 
ra cobrar  lo  que  éste  deba,  como  no  sea  con 
ia  intervención  judicial  y en  la  forma  pres- 
crita por  las  leyes  de  procedimientos,  á no 
haberse  pactado  lo  contrario. 

El  que  contraviniere  á lo  dispuesto  en  es-  : 
te  artículo,  deberá  restituir  las  cosas  que 
que  tomó,  perdiendo  además  su  acción  para 
reclamar  la  deuda  y sin  perjuicio  de  la  res- 
ponsabilidad que  pueda  resultar  contra  el 
mismo  si  el  hecho  estuviere  comprendido 
en  el  Código  penal. 

orígenes 

. 

Ley  14,  tit.  Xílí,  Partida  5.* 

Ley  14,  tit.  XIV,  Partida  5.a 
Leyes  1.*  y 11,  tit.  XXXI,  lib.  XI,  Novísima 
Recopilación. 


COMENTARIO  ' 

La  presente  disposición  se  funda  en  qjie  &£-. 
die  puede  ejerce  la  justicia  por  sí  mismo,  y ¿tí 
caso  de  necesitar  auxilio  para  cobrar  lo  que  á 
J uno  se  le  debe,  ha  de  acudir»  al  juez,  que  e« 
el  encargado  de  hacer  cumplir  á las  partéa  lo 
que  prometieron,  cuando  por  sí  no  lo  hacen. 

Artículo  1263.— Una  vez  efectuado  el  pa.-  _ 
go  6 prestado  el  servicio,  queda  libre  el  deu- 
dor, sus  fiadores  y sus  herederos  de  la  obli- 
: gacion  contraída. 

ORÍGENES 

i 

Ley  1 tit.  XTV,  Partida  5/ 

JURISPRUDENCIA 

Sent.  22  Junio  1861. 

Nadie  puede  ser  compelido  á pagar,  satisfa- 
: cer  ó reintegrar  á otro  una  cosa  sin  que  se  ha* 
ga  constar  de  una  manera  legal  el  contrató  de 
que  nazca  la  obligación,  ó lo  que  es  lo  mismo, 
la  causa  de  deber,  bien  proceda  éste  de  pacto, 
de  testamento,  de  sentencia  judicial  ó de  otro’ 
cualquier  título  (Sent.  29  Noviembre  1866). 

COMENTARIO 

En  este  artículo  se  halla  comprendido  el  efec- 
to del  pago,  que  no  es  otro  que  la  extinción  de 
la  obligación,  tanto  de  parte  del  deudor  como 
de  sus  fiadores  y herederos;  lo  que  no  debe  en- 
tenderse respecto  á las  obligaciones  nueva- 
mente contraídas  por  el  que  hiciese  el  pago. 


I II 

De  las  personas  que  pueden  hacer  pagos  y recibirlos. 


Articulo  1261. -Puede  hacer  pagos  el  | 
deudor  por  sí  mismo  ú otra  persona  en  su 
nombre. 

Pueden  hacerse  igualmente  por  un  tercero 
ignorándolo  el  deudor,  ó contra  la  voluntad 
de  éste. 

ORÍGENES 

Ley  3.*,  tit.  XIV,  Partida  5.a 


CONCORDANCIAS 


„ , t- uoü  uuu 

Francia.— 1417  Holanda.— 1238  Italiaf— 3.°, 

™ IV’  C,ap:  XIV’  Baviera— 2130  Luisiana 
1 3a  Bol, vía  -922  Vaud.-1293  Friburgo 

lib  XVn°'7  m Neufchatol-Leyes  tít 
24  tit^  yyty^  i !,’  Ut'  In>  Ub‘  XLVI,  Diges 

^ tit.  XXIX,  hb.  II,  Códl  Romano.  V 
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JURISPRUDENCIA 

Sent.  23  Febrero  1875. 

Cuando  uno  paga  por  cuenta  y de  órden 
expresa  ó tácita  de  otro  una  deuda  legítima  de 
éste,  el'deudór  queda  obligado  legalmente  al 
reintegro  (Sent.  16  Enero  1871). 

La  ley  3.*,  tít.  XIV,  Partida  5.\  no  tiene 
aplicación  al  caso  en  que  la  cuestión  se  refiere 
al  derecho  del  fiador  que  paga  por  el  deudor, 
á cobrar  de  éste  todo  cuanto  por  él  haya  paga- 
do, subrogándose  en  el  lugar  dol  acreedor,  y 
puede  ejercitar  cuantas  acciones  éste  tenía  con- 
tra el  deudor  (Sent.  15  Abril  1878). 

COMENTARIO 

El  pago  debe  hacerse  por  el  deudor  ó en 
nombre  del  deudor;  por  consiguiente,  no  se  re- 
putará válido  el  que  haya  una  persona  creyén- 
dose deudora  de  cierta  cosa,  .aunque  otro  la 
debiese. 

Se  ha  discutido  por  los  intérpretes  y puesto 
en  duda  si  es  preciso  ó no  oir  al  acreedor  res- 
pecto de  la  persona  que  lo  hace  el  pago,  igno- 
rándolo ó contradiciéndole,  puesto  que  en  al-  ¡ 
gun  caso  no  extingue  la  obligación  el  pago  he- 
cho por  un  tercero.  Para  nosotros  esto  no  ofrece 
duda,  porque  la  ley  apuntada  lo  declara  válido 
aunque  el  acreedor  lo  ignore  ó lo  contradiga;  y 
ademas  no  puede  permitir  la  ley,  como  dice  Go- 
yena,que  el  acreedor  se  obstine  maliciosamente 
en  conservar  la  facultad  de  atormentar  á su 
deudor;  que  un  hijo  no  pueda  extinguir  la  obli- 
gación de  su  padre,  ni  éste  la  de  su  hijo,  ó un 
amigo  las  obligaciones  de  su  amigo,  ó un  hom- 
bre benéfico  la  de  un  desgraciado  ó ausente. 

Artículo  1265.— Para  que  el  pago  sea  vá- 
lido, debe  hacerse  á la  persona  á cuyo  favor 
estuviere  constituida  la  obligación;  y si  no 
tuviere  la  libre  administración  de  sus  bienes, 
debe  hacerse  á él  ó á su  representante  pre- 
vio mandamiento  del  juez,  sin  el  cual  no 
quedará  libre  el  deudor  de  la  obligación. 

orígenes 

• Leyes  3.‘,  párr.  I.8,  y 4.*,  tít.  XIV,  Parti- 
da 5.* 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  en  cuanto  á la  primera  parte  con: 
Arti.  1239  Cód.  Francia.— 1241  Italia,— 1420 
Holanda. — 1295  Friburgo.— 620  Tesino.—IGIQ 


] Neufchatel,— 2136  Luisiana.— 1237  Bolivia.— 
Leyes  180  y 206  de  regulis  juris;  49,  tít.  III, 
lib.  XLVI,  Digesto.  ' 

jurisprudencia 

Son  legítimos  y valederos  los  pagos  de  las 
deudas  hechos  á un  tutor  ó curador  que  tiene 
discernido  su  cargo  y que  está  autorizado  para 
cobrar  cuanto  al  menor  le  debo  (Sent,  11  Di- 
ciembre 1857). 

El  pago  do  toda  deuda  debe  hacerse  á la  per- 
sona que  tenga  el  derecho  de  percibirla,  sogun 
las  leyes  1.*  y 3.*,  tít.  XIV,  Partida  5.*  (Senten- 
cia 1.”  Febrero  1872). 

COMENTARIO 

Consecuencia  de  lo  que  dijimos  respecto  á la 
capacidad  para  contratar,  es  que  no  puedan 
hacerse  pagos  á personas  que  no  tengan  la  li- 
bre administración  de  sus  bienes;  el  que  no 
puede  dar  tampoco  puederecibir,  y esto  sucede, 
no  solamente  al  menor  do  veinticinco  años,  sinó 
también  al  loco,  desmemoriado  y pródigo. 

Ahora  bien;  éstos  no  pueden  quedarse  sin  lo 
que  se  les  deba,  y para  que  á la  vez  extinga  el 
deudor  su  deuda  por  medio  del  pago,  exigo  la 
ley  que  lo  haga  al  tutor  ó curador  de  aquéllos, 
previo  mandamiento  dol  juez;  pues  si  do  otro 
modo  lo  hiciese,  lejos  de  quedar  libro  de  la 
obligación  el  deudor,  tendría  que  pagar  segun- 
da vez  lo  que  entregó,  si  oí  que  lo  recibió  lo  hu- 
biere perdido  ó distraído  por  ser  incapacitado, 
y mediante  el  henelicio  de  restitución. 

Fuera  del  caso  de  incapacidad,  el  pago  debe 
hacerse  según  la  ley  3.“,  tít.  XIV,  Partida  5.‘, 
á la  persona  á cuyo  favor  estuviera  constituida 
la  obligación;  ésta  es  la  regla  general,  on  la  cual 
se  hallan  también  incluidos  los  herederos  y su- 
cesores del  acreedor  en  su  caso. 

Artículo  1206.— Para  que  el  pago  hecho 
á una  mujer  casada  extinga  la  obligación 
del  deudor,  debe  hacerse  al  marido,  ó con 
licencia  de  éste. 

ORÍGENES 

Ley  11,  tit.  I,  lib.  X,  Nov.  liec. 

comentario 

Esta  disposición  ya  quedó  comprendida  en- 
tre las  incapacidades  marcadas  por  la  le)  P-ua 
contratar;  pero  como  la  Novísima  hace  mención 
especial  de  la  que  so  reílore  á la  mujer  rasada 


TUVO  II 


M 
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para  hacer  pago,  en  cuanto  dice  que  no  puede 
dar  por  quilo  á nadie  de  él  sin  licencia  de  su 
marido,  consignamos  aquí  tambieá  esta  razón. 

Artículo  1267 —Es  válido  el  pago  hecho 
á un  tercero  por  mandato  del  acreedor,  ó 
sin  él  si  después  éste  lo  tiene  por  firme,  así 
como  el  que  se  hace  al  mayordomo  ó procu- 
rador encargado  de  recibirlo  y de  adminis- 
trar los  bienes  del  acreedor. 

Del  mismo  modo  es  válido  el  que  se  hace 
á persona  designada  en  el  contrato  para  que 
ella  ó el  acreedor  puedan  recibir  el  pago,  á 
no  ser  que  ántes  de  hacerse  éste,  lo  reclama- 
se judicialmente  el  acreedor,  prohibiendo 
que  se  haga  pago  á aquella  persona. 

Si  á pesar  de  la  reclamación  judicial  y ¡ 
prohibición  del  acreedor  pagase  el  deudor  á 
aquella  persona,  no  se  extingue  su  obliga- 
ción; pero  puede  repetir  por  la  cantidad  pa-  . 
gada  contra  el  primero  á quien  se  la  en- 
tregó. 

ORÍGENES 

Ley  5.a,  tít.  XÍV,  Partida  5.a 


EQ  E este  defendimiento,  dezimos,  que  se  debe 
entender  en  esta  guisa:  si  íuesse  fecha  ante  que 
loouiesse,  este  que  presto  los  marauedis  comén- 
nado  a demandar  el  debdo  por  juycio.  Mas  « lo 
defendiese  después  que  el  ouiesse  fecho  lo  de- 
manda dellos,  e si  contra  tal  defendimiento  ios 
pagasse  non  seria  quilo  del  debdo.  Ante  dezi- 
mos que  lo  auria  pagar  otra  vez  a aquel  que 
rescibio  la  promisión.  Pero  en  saluo  finca  su 
derecho  al  que  lo  pagasse  assi  dos  vezes  de  de- 
mandar el  debdo  a aquel  a quien  lo  pagó  pri- 
meramente, como  a orne  que  non  ha  ningún 
derecho  en  el  para  retenerlo.» 

Tal  es  la  doctrina  de  la  ley  de  Partidas:  se- 
gún las  facultades  otorgadas  en  el  poder  para 
cobrar,  así  quedará  ó no  libro  el  deudor  de  la 
obligación  mediante  el  pago  hecho  al  apode- 


Actículo  1268. — El  deudor  no  se  libra  de 
la  obligación  contraída  por  el  pago  hecho  al 
procurador  ó encargado,  cuando  lo  hace 
después  de  haber  sido  revocado  el  poder  pa- 
ra cobrar  otorgado  en  favor  del  último. 
Será,  sin  embargo,  válido  el  pago  si  fuere 
hecho  ignorando  tal  revocación. 


CONCORDANCIAS 

Concuerda  con  las  leyes  12,  38  y 49,  tít.  III, 
lib.  XLVI,  Digesto. 

Vcánse  las  del  artículo  anteanterior.  , 

JURISPRUDENCIA 

áent.  29  Setiembre  186b. 

COMENTARIO 


ORÍGENES 

Ley  6.a,  tít.  XIV,  Partida  5.* 

COMENTARIO 

Lo  dispuesto  en  este  artículo  viene  á ser  una 
ampliación  de  lo  prescrito  al  final  dol  anterior, 
y su  contenido  es  tan  claro  y terminante,  que  no 
necesita  explicación. 


tíi  analizamos  todos  los  párrafos  de  la  ley  que 
sirvo  de  origen  á,  osle  artículo,  veremos  que  en 
todos  ellos  exige  mandato  especial  del  acreedor 
á favor  do  la  persona  que  en  su  nombre  recibo 
el  pago;  bien  sea  ésta  un  tercero  á quien  encar- 
gue el  cobrarlo,  ó que  ratifique  después  lo  que 
éste  sin  su  mandato  hubiere  cobrado;  bien  sea 
su  mayordomo  que  fuese  puesto  señaladamen- 
te del  señor  del  debdo  para  rccebirlo  e para 
rec. abdar  ó procurar  todos  sus  bienes ; bien  sea 
cualquier  otra  persona  quo  para  tal  objeto  se 
hubiere  designado  en  el  contrato. 


En  este  último  caso,  «si  los  marauedis 
al  otro  a quien  señaló  quol  pagasse,  tambi 
quito  del  debdo,  como  si  los  pagasse  a el 
mo.  Magüer  después  que  la  promisión  ou 
Msi  rescibida  defendiesse  que  gelos  non  pi 


Artículo  1269. — El  procurador  para  plei- 
tos puede  demandar  una  deuda;  mas  no  re- 
cibir su  pago  áun  cuando  venza  al  deudor 
en  juicio,  si  no  se  le  confiero  expresamente 
esta  facultad. 


ORÍGENES 

Ley  ?•*,  tít,  XIV,  Partida  5.* 

JURISPRUDENCIA  / 

La  extralimitaron  de  facultadetrde  las  perso. 
ñas  a que  se  refieren  las  leyes  19,  tit.  V,  Partí 
a ’’  y ^ ' > LL  XIV,  Partida  5.a,  no  existí 
cuan  o os  mandatarios  desempeñan  lasque  leí 
n si  o otorgadas  por  sus  mandantes  á su  pre- 

ademd  y,COn  ,s“  aPr°bacion,  ratificando  éstos 
as  e pa  abra  en  el  acto  haberles  autori* 
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aado  al  efecto  amplia  é incondicionalmente 
ÍSent.  14  Junio  1867). 

COMENTARIO 

La  explicación  de  este  articulo  la  hemos  he- 
cho en  comentarios  anteriores,  al  decir  quo 
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para  cobrar  l'ag  deudas  por  medio  de  procura- 
dor es  menester  poder  especial;  y según  las  fa- 
cultades en  él  concedidas,  así  podrá  obrar  ol 
que  lo  tenga;  de  suerto  que  si  sólo  se  le  dió 
para  demandar  en  juicio  una  deuda,  no  so  en- 
tiendo facultado  para  cobrarla  después  de  con- 
cluido el  litigio. 


§ I» 

De  Id  imputación  del  pago. 


Artículo  1270.  — El  quo  tuviere  varias 
deudas  en  favor  de  un  solo  acreedor,  goza 
de  la  facultad  de  declarar,  al  tiempo  de  ha- 
cer el  pago,  por  cuál  de  ellas  quiere  que  se 
entienda  hecho. 

Cuando  el  deudor  no  haga  esta  designa- 
ción, se  estará  á la  hecha  en  la  carta  de  pago 
por  el  acreedor,  si  expresa  ó tácitamente  se 
hubiere  conformado  con  ella  ol  deudor.  Si 
éste  no  se  conformara,  deberá  contarse  como 
pagada  la  deuda  que  él  indique. 

ORÍGENES 

Ley  10,  tít.  XIV,  Partida  5.* 

Ley  8.a,  tít.  XX,  lib.  III,  Fuero  Real. 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  en  su  primera  parte  con:  Arts,  1253 
Cód.  Francia. — 1255  Italia. — 1432  Holanda. — • 
938  Vaud.  — 1024  Neufchátei.  — 633  Tesino. 
— 1303  Friburgo. — 1256  Bolivia. — 2159  Luisia- 
na.— Concuerda  en  todo  con  las  leyes  1.’,  2.a 
y 3.*,  tít.  III,  lib.  XLVI,  Digesto;  1 .%  tít.  XLIII, 
lib.  VIH,  Código  Romano. 

JURISPRUDENCIA 

Sont.  26  Abril  1870. 

La  ley  10,  tít.  XIV,  Partida  3.',  sólo  se  refie- 
re á la  manera  en  que  ha  de  aplicarse  una  can- 
tidad entregada  por  el  deudor  á su  acreedor  por 
varias  deudas  para  la  extinción  de  alguna  de 
ellaB  (Sent.  9 Diciembre  1864). 


concede  al  deudor  la  facultad  de  designar  por 
cuál  de  ellas  debe  entenderse  hecho  ol  pago 
que  lleva  á cabo.  Si  ésta  nada  hubiere  dicho, 
compete  al  acreedor  el  hacer  tal  designación,  á 
la  cual  deberá  estarse  miéntras  el  deudor  no  se 
oponga,  pues  si  se  opusiere,  se  entenderá  paga- 
da la  que  entonces  indique. 

Toda  imputación,  ademas  de  inmediata,  ha 
de  ser  definitiva,  de  manera  que  una  vez  hecha 
y aprobada  por  la  otra  parte,  no  puedo  recla- 
marse contra  olla.' 

Artículo  1271. — Cuando  no  pueda  impu- 
tarse el  pago  conforme  á las  reglas  del  ar- 
tículo anterior,  se  estimará  satisfecha  la 
deuda  más  onerosa  al  deudor  entre  las  quo 
estuvieren  vencidas. 

Si  las  deudas  fueren  de  igual  naturaleza  y 
gravámen,  el  pago  se  imputará  á prorata  á 
todas  aquellas  sobre  las  cuales  no  haya 
litigio. 

ORÍGENES 

Ley  1U,  tit.  XIV,  Partida  5.“ 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  en  su  primera  parte  con:  Art.  1256, 
Cód.  Francia.  — 1435  Holanda. — 1258  Italia. 
— 941  Vaud. — 1306  Friburgo. — 636  Tesino. — 
1027  Neufchátei. — 2162  Luisiana. — 1259  Boii- 
via. — Leyes  romanas  citadas  en  el  anterior,  y 
8.a  y 103,  tít.  III,  lib.  XLVI,  Digesio. 


COMENTARIO 

No  ofrece  ninguna  duda  la  doctrina  de  este 
artículo.  Se  trata  de  saber  qué  deuda  se  entien- 
de pagada  cuando  Bean  varias  las  contraídas 
por  una  persona,  y la  ley  en  primer  término  ■ 


COMENTARIO 

Puede  ocurrir  que  al  hacer  el  pago  no  desig- 
ne el  deudor  á qué  deuda  es  imputable,  y quo  ot 
acreedor  tampoco  Jo  haga,  eonforme  á la  facul- 
tad que  hornos  visto  le  concede  la  ley;  y on 
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esto  caso  deban  distinguírselas  deudas  que  son 
iguales  en  cuanto  i. su  naturaleza  y graváme- 
nes de  las  que  sean  desiguales  por  tener  unas 
más  cargas  que  otras:  en  éstas  será  imputable 
el  pago  á la  más  onerosa  por  el  deudor,  por- 
que produzca  intereses,  tenga  impuesta  alguna 


nena  lleve  alguna  fianza,  etc.,  y en  as  iguale# 
se  imputará  á crata  á todas  las  de  las  deuda* 
sobre  las  cuales  no  haya  contienda.  Es,  ájuicio 
de^muchos  au.ores  , i nuestro  »od.d,  v»,  a 
manera  más  justa  y equitativa  do  resolver  la 

cuestión. 


§ IV 

¡) el  ofrecimiento  del  pago  y de  la  consignación. 


Artículo  1272,— Si  el  acreedor  rehusase 
admitir  la  cosa  ó cantidad  debida,  puede  el 
deudor  extinguir  su  obligación  por  medio 
del  ofrecimiento  y consignación  de  toda  la 
deuda  que  deberá  hacerse  en  depósito  legal 
y de  conocida  garantía. 

OH  í GENES 

Ley  8-*,  tít.  XIV,  Partida  5.' 

Ley  38,  tit.  XIII,  Partida  o.‘ 

Sent.  del  T.  S.  de  22  .Junio  1861. 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  en  parte  con:  Art.  1257  Código 
Francia. — 759  Portugal.  — 142  Austria. — 213, 
tít.  XVI,  parto  1.*,  Prusia. — 1259  Italia. — 1440 
Holanda.— 943  Vaud.— 1028  Neufehatel.— 1309 
Friburgo. — 2163  Luisiana.  — 1261  R obvia. — 
Ley  72,  tit.  Til,  lib.  XLVI,  Digesto;  19,  titu- 
lo XXXII,  lib.  IV,  y IX,  tít.  XLIII,  lib.  VIH, 
Cód.  Romano. 

| 

jurisprudencia 

No  puedo  considerarse  como  pago  de  deuda 
la  consignación  hecha  en  tercera  porsona  no 
autorizada  para  recibirla  y resistirla  por  el 
acreedor,  sinó  que  es  necesario  que  so  haya 
constituido  en  depósito  legal  y de  reconocida 
garantía,  y que  el  acreedor  so  haya  negado  á 
recibir  el  crédito  (Sent.  22  Junio  1861). 

La  consignación  voluntaria  de  cualquiera 
cantidad  hecha  por  el  deudor,  sin  que  ol  aeree-  ¡ 
dor  se  haya  negado  á recibirla,  no  puede  perju-  1 
dicar  á éste,  conforme  lo  dispone  la  ley  8.a  del 
tít.  XIV,  Part.  5.’  (Sent.  l.°  Febrero  1872). 

Las  leyes  9.*,  tít.  XX,  lib.  III,  Fuero  Real  y 
8.*,  tít,.  XIV,  Part,  5.a,  tratan  del  pago  de  una 
deuda  al  acreedor  por  el  deudor,  suponiéndola 


de  cantidad  líquida,  y prescribiendo  que  no 
pueda  obligarse  al  primero  á recibirla  en  par- 
tes, y que  cuando  no  la  quisiere  recibir  íntegra 
pueda  el  deudor  poner  los  maravedís  señalados 
de  su  deuda  en  fieldad  ó depósito  para  quedar 
quito;  lo  cual  no  tiene  identidad  ni  analogía  con 
el  cumplimiento  de  un  pacto  bilateral,  por  el 
que  loa  contratantos  tienen  á la  vez  derechos  y 
deberes  correlativos  (Sent.  3 Febrero  1873). 

comentario 

'i 

Uno  de  los  modos  de  hacer  el  pago  es  la 
oferta  y consignación  del  mismo,  que  tiene  lu- 
gar cuando  el  acreedor  rehu^  recibir  la  canti- 
dad que  se  le  debe.  En  este  caso  lo  primero 
que  debe  hacer  el  deudor  os  ofrecerle  la  canti- 
dad objeto  de  la  deuda,  para  lo  cual  es  necesa- 
rio que  las  personas  tengan  capacidad,  que  se 
ofrezca  toda  la  deuda,  que  haya  vencido  el  plazo 
para  pagarla,  y que  se  haga  en  el  lugar  desig- 
nado por  el  contraste  ó por  las  leyes.  La  ley  do 
Partida  dice,  en  cuanto  al  ofrecimiento,  que  el 
deudor  cíebe  facer  afrenta  ¿inte  ornes  buenos , en 
logar,  en  tiempo  guisado  mostrando  los  mara- 
vedis  de  como  quiere  facer  /a  paga. 

Después  de  esto  viene  la  consignación,  ó sea 
el  depósito  hecho  por  el  deudor  de  la  cantidad 
debida,  que  no  quiere  recibir  el  acreedor;  y en 
este  punto,  aunque  las  Partidas  dicen  que  se 
consigne  el  pago  en  fieldad  de  algún  orne  bue- 
no o en  la  sacristanía  de  alguna  iglesia,  la  prác- 
tica es  hacerlo  en  el  lugar  que  designe  el  juez- 
razón  por  la  cual,  de  acuerde  con  la  jurispru- 
dencia, decimos  en  el  artículo  que  se  haga  en 
depósito  legal  y de  conocida  garantía. 


Artículo  127o. — Una  vez  hecha 
nación,  se  extingue  la  obligación 


la  consig- 
y corre  i 
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cargo  del  acreedor  el  daño  ó deterioro  que 
sufra  la  cosa  designada.  • 

ORÍGENES 


constituido  en  depósito  legal,  y por  negarse  el 
acreedor  á recibirla  (Sent.  25  Octubre  1862). 

COMENTARIO 


Ley  8.a,  tít.  XIV,  Partida  5.a 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  con:  leyes  9.a,  tít.  XLIII,  lib.  VJIT, 
Código  Romano,  y 72,  tít.  III,  lib.  XLVI,  Di- 
gesto. 

■JURISPRUDENCIA 

La  consignación  voluntaria  de  una  cantidad 
hecha  por  el  deudor  en  persona  no  autorizada 
para  recibirla,  si  se  perdiere  no  puede  perjudi- 
car al  acreedor  sin  contravenir  á la  ley  8.a,  tí- 
tulo XIV,  Partida  5.“,  según  la  cual,  para  que 
proceda  aquel  perjuicio,  es  preciso  que  se  haya 


; De  los.  dos  efectos  que  produce  la  consigna- 
ción, unoyalo dejamos  enunciado  en  el  articulo 
anterior,  quo  es  el  relativo  á la  extinción  do  la 
deuda,  y el  otro  es  el  que  contieno  este  artículo 
á saber:  que  el  peligro  ó riesgo  de  la  cosa  du- 
rante el  tiempo  que  esté  consignada,  corre  á 
cargo  del  acreedor:  disposición  muy  justa,  por- 
. quo  ya  que  no  quiso  recibir  lo  quo  de  derecho 
I le  correspondía,  nadie  más  que  él  debe  sufrir 
las  consecuencias,  mucho  más  habiendo  queda- 
do libre  el  deudor  de  la  obligación,  una  vez 
consignado  el  pago  á que  por  la  misma  estaba 
sujeto. 


SECCION  TERCERA 


DE  LA  SUBROGACION 


Artículo  1274. — Queda  libre  el  deudor  de 
la  obligación  cuando  por  subrogación  paga 
un  tercero,  aunque  sea  sin  mandato  suyo,  la 
deuda  por  el  mismo  contraída.  Queda,  sin 
embargo,  obligado  á reintegrar  al  que  por  él 
pagó  la'  cantidad  pagada,  como  si  hubiera 
mediado  mandato. 

ORÍGENES 

Ley  32,  tít.  XII,  Partida  5.a 

Ley  3.a,  tít.  XIV,  Partida  5." 

CONCORDANCIAS 

Admiten  el  mismo  principio  respecto  á la  sub- 
rogación convencional,  dictando  á la  vez  re- 
glas para  su  ejecución,  los  arts.  1250Cód.  Fran- 
cia.— 1347  Holanda. — 778  Portugal. — 1252  Ita- 
lia.— 935  Vaud. — 630  Tesino. — 1021  Neufoha- 
tel. — 1252  Bolivia — 2156  Luisiana. 

jurisprudencia 

No  puede  considerarse  infringida  la  ley  32, 
tít.  XII,  Partida  5.a,  cuando  en  la  sentencia  no 
Be  desconoce  ol  principio  de  que  «cuando  algu- 
no paga  por  otro,  aunque  sea  sin  órden  mejor, 
debe  ser  reembolsado  por  el  verdadero  deudor,» 


sino  que  únicamente  no  se  estima  bastante  pro- 
bado el  hecho  de  la  paga  (Sent.  30  Mayo  1862) . 

El  deudor  no  puede  subrogarse  válidamente 
en  lugar  de  los  acreedores  sin  la  voluntad  de 
éstos  (Sent.  2 Octubre  1868). 

Desde  el  momento  que  un  acreedor  otorga  la 
cesión  y traspaso  de  su  crédito  en  favor  de 
otro,  queda  éste  subrogado  en  todos  los  dere- 
chos y acciones  de  aquél,  subsistiendo  las  hi- 
potecas constituidas  en  garantía  del  crédito  ce- 
dido, y conservando  respecto  á ellas  la  misma 
preferencia  que  tenía  el  cedente  respecto  á cual- 
quier otro  del  deudor  (Sent.  10  Mayo  1867). 

Subrogada  una  persona  en  un  contrato  cele- 
brado’con  otra,  debe  cumplir  todas  las  obliga- 
ciones que  procedan  del  mismo,  en  la  forma  y 
lugar  que  se  hayan  contraido,  sin  influencia  do 
las  diferentes  cualidades  y vecindad  que  pue- 
dan tener  (Sent.  8 Julio  1878). 

COMENTARIO 

Entiéndese  por  subrogación  el  pago  hecho 
por  un  tercero  en  nombre  del  deudor;  es  en  ri- 
gor la  trasmisión  á otro  de  los  derechos  y ac- 
ciones que  el  trasmisor  tiene  contra  determi- 
nada persona,  por  cuyo  medio,  si  bien  se  extin- 
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piie  la  obligación  respecto  al  acreedor  en  cuan- 
to recibe  su  crédito,  empieza  una  nueva  para  el 
deudor,  porque,  en  vez  de  serlo  respecto  de 
aquél  á quien  otro  pagó  por  él,  queda  obligado 
á pagar  á éste  la  cantidad  objeto  de  la  deuda. 

Como  hemos  dicho  que  el  pago  puedo  hacer- 
se por  un  tercero,  ó con  ciencia,  ó con  ignoran- 
cia y áun  contra  la  voluntad  del  deudor,  según 
los  casos,  asi  serán  las  obligaciones  subrogadas 
á la  primitiva  y las  acciones  á ellas  inherentes. 

Articulo  1 275, — Hay  también  subrogación 
cuando  alguno  paga  por  tener  interes  eri  el 
cumplimiento  do  la  obligación,  subrogán- 
dose en  los  derechos  del  acreedor. 


orígenes 

Ley  3Í,  til.  XIII,  Partida  5.* 


JURISPRUDENCIA 

Subrogado  el  cesionario  en  ol  lugar  del  ce- 
dente  por  la  cesión,  se  le  trasmiten  todos  loa 
derochos  y acciones  que  á dicho  codente  com- 
petían, ya  para  reclamar  el  crédito,  y ya  para 
perseguir  las  fianzas  ó hipotecas  que  hubiera 
constituida»  {Sent.  23  Setiembre  1868). 

COMENTARIO 

Este  es  un  caso  de  subrogación  que  se  halla 
confirmado  en  la  ley  34,  tít.  XIII,  Partida  áP,  y 
no  ofrece  ninguna  dificultad:  el  que  por  hallar* 
se  interesado  en  el  cumplimiento  do  la  obliga- 
ción paga  al  acreedor  lo  que  otro  lo  debe,  seco- 
loca  en  lugar  de  aquél  para  reclamar  contra 
éste  el  pago  de  la  cantidad  por  él  entregada. 


SECCION  CUARTA 

DE  LA  COMPENSACION 


Artículo  127fi. — Se  extinguen  las  obliga- 
ciones por  compensación  cuando  dos  perso- 
nas que  reúnen  la  cualidad  de  acreedores  y 
deudores  recíprocamente,  descuentan  una 
deuda  por  otra. 

ORÍGENES 

Ley  20,  tit.  XIV,  Partida  5.a 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  sustancialmente  con:  Arl,  1289, 
Cúd.  1’ rancia.— 1285  Italia;  1.*,  lib.  IV,  cap. XV, 
BavLera. — 300,  sección  6.*,  Prusia.— 146 1 Holan- 
da.—9Gi  Vaud. — 1239  Ncufchatel.— 653  Tesino. 

' 2203  Luisiana. — I2ib  L3  Olivia. — Leyes  1.*,  tí- 
tulo II,  lib.  XVI:  4.’,  tit.  IV,  lib.  XX,  Di  gesto. 

Admiten  el  mismo  principio,  aunque  con  al- 
gunas variaciones,  los  arts.  765,  Cód.  Portugal. 

—1327  Friburgo.— 1438  y 1439  Austria. 

nmsriu  dencia 

La  compensación  hecha  con  aplicación  á de- 
terminados con l ratos  no  puede  luego  aolirarse, 
A otra  ¡Sent.  23  Noviembre  18591. 

La  solicitud  do  compensación  es  extemporá- 
nea al  tiempo  de  expresar  ágravios  (Sent.  17 
Marzo  1860). 

En  ol  caso  de  pedir  el  demandado  la  compen- 


! sacion  de  varias  cantidades,  si  la  sentencia  sólo 
estima  alguna  de  ellas,  y no  comprende  las  res- 
tantes en  virtud  de  la  apreciación  do  las  prue- 
bas, no  pueden  considerarse  infringidas  las  le- 
yes que  tratan  de  la  compensación  (Sent.  28  Oc- 
tubre 18G0). 

Cuando  no  hay  términos  hábiles  para  que 
tenga  lugar  la  compensación,  no  puede  decirse 
; que  ésta  se-haya  verificado  (Sent.  7 Enero  ÍS^S). 

Cuando  se  alegan  las  excepciones  de  pres- 
cripción y compensación  por  la  parte  demanda- 
da, únicamente  como  fundamento  de  la  peti- 
ción de  absolución  de  la  demanda,  pero  sin  pe- 
dir sobro  ellas  declaraciones  especiales  y expre- 
| sas,  no  pueden  hacerse  tales  declaraciones  en 
j la  parte  dispositiva  de  la  sentencia  (Sentencia 
j idem  id.  id.). 

Si  se  ha  probado  en  documento  publico  el 
pago  por  compensación  de  una  cantidad,  y esta 
¡ compensación  íué  propuesta  como  excepción 
contestando  á la  reconvención  del  demandado, 
al  no  estimar  esta  excepción  la  Sala  sentoncia- 
dora  infringe  las  leyes  2.a  del  Digesto  y 4.'  del 
: -Od.  Justiniano,  tít.  Do  compensationibus  (Sen- 
tencia 17  Marzo  1376). 

comentario 

En  medio  muy  natural  de  extinguirse  !*i 
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obligaciones,  y hasta  necesario,  según  se  expresa 
Goyena,-  dada  la  naturaleza  de  las  cosas,  es  la 
compensación;  porque  si  dos  personas  se  deben 
mutuamente  mil  reales,  por  ejemplo,  con  des- 
contárselos cada  uno  tiene  pagada  la  deuda, 
sin  necesidad  de  que  el  uno  entregue  al  otro  los 
mil  reales  y que  éste  vuelva  á hacer  lo  mismo  á 
aquél. 

Artículo  1277. — Procede  la  compensación 
en  las  deudas  ciertas  de  dinero  y de  cosas 
'fu agibles  hasta  la  cantidad  que  tm  deudor  j 
deba  al  otro,  y en  las  cosas  indeterminadas  ! 
de  un  mismo  género.  No  tendrá  lugar  entre 
las  cosas  específicas  determinadas,  con  las 
fungibles  indeterminadas. 

ORÍGENES 

Ley  21,  tít.  XIV,  Partida  5.“ 

CONCORDANCIAS 

Concuorda  en  parte  cqn:  Art._129i,  primera 
parte,  Cód.  Francia. — 705,  núm.  3,  Portugal. — 
1438  Austria. — 313  sección  6.a,  Prusia. — En 
principio,  art.  l.°,  iib.  IV,  cap.  V,  Baviera. — 
1463  Holanda. — 654  Tesino. — En  principio  1328 
Friburgo, — 2205  Luisiana. — 1299  Bolivia. — 
Leyes  4.a  y 8.a,  tít.'  XXXI,  Iib.  IV,  Código  Ro- 
mano, 7 De  compensatione,  10,  11  y 12,  tít.  II, 
lib.  XVI,  y XIII,  tít.  I,  lib.  XX,  Digesto. 

JURISPRUDENCIA 

Sent.  17  Abril  1876. 

No  puede  verificarse  la  compensación  cuan- 
do no  existe  un  crédito  bastante  con  que  poder 
extinguir  la  obligación  que  se  quiere  compen- 
sar (Sent.  15  Enero  1867). 

COMENTARIO 

(¡Descontarse  pueden,  en  manera  de  compen- 
sación, todas  las  debdas  que  son  de  cosas  que 
se  pueden  contar  ó pesar  ó medir  fasta  en 
aquella  cuantía  que  el  no  debdor  deuiero  al 
otro.  Otrosí  dezimos,  que  si  dos  ornes  deuiessen 
uno  a otro  cosas  que  no  fuessen  ciertas  nin  se- 
ñaladas, assi  como  un  caballo  o otra  cosa  qual- 
quier  semejante,  que  non  íuesse  señalada  por 
orne  o por  señales  ciertas:  que  estonce  bien 
puede  descontar  el  vno  por  el  otro.  Mas  si  la 
vna  debda  fuesse  sobro  cosa  señalada,  assi  co- 
mo si  el  vno  ouiesse  a dar  al  otro  vn  siervo  o 
VDft  villa  o huerta  o otra  cosa  cierta;  e el  otro  • 
¿«ulOM*  & él  otra  oosa  que  non  fuesse  cierta  | 


59 


por  nomc  señalado  assi  como  alguna  cuantía 
de  trigo  o otra  cosa  que  se  pueda  contar  o pe- 
sar o medir,  estonce  non  pueden  los  dehdores 
fazer  entre  si  por  premia  dosquitamiento  de 
vna  cosa  por  otra  destas  debdas  tales.» 

Si  la  compensación  ha  do  tener  lugar,  no  pue- 
de ser  en  otras  cosas  que  en  las  que  por  su  na- 
turaleza y cantidad  sean  iguales,  pues  do  otro 
modo  no  hay  posibilidad  para  llevarla  á cabo. 

En  esto  supuesto  es  procedente  la  compensa- 
ción entro  deudas  do  dinero  y de  cosas  fungi- 
bles, porque  pueden  fácilmente  descontarse  por 
los  que  las  deben  mutuamente;  pero  no  pueden 
hacerlo  más  que  hasta  la  cantidad  que  un  dou- 
dor  deba  al  otro,  pues  no  seria  justo  compen- 
sar una  deuda  de  mil  con  otra  de  cuatro  mil. 

Son  también  compensables  las  deudas  de 
cosas  indeterminadas  de  un  mismo  género,  co- 
: ino  sucede  con  la  que  consiste  en  entregar  un 
caballo,  que  es  el  ejemplo  de  la  ley;  pues  no 
siendo  cosa  determinada  individualmente,  pue- 
de, sin  embargo,  compensarse  porque  se  supo- 
ne que  esto  se  hace  en  cuanto  á su  valor. 

No  sucedo  lo  mismo  cuando  las  cosas  son 
unas  especificas  y determinadas  y otras  fungí- 
bles  ¿ indeterminadas:  la  deuda  de  una  canti- 
dad de  trigo  no  puede  compensarse  con  lado  una 
tierra  ó casa;  falta  la  igualdad,  y por  consi- 
guiente no  puede  tener  lugar  la  compensación. 

Esta,  por  otra  parte,  no  exige  quelacausa  do 
la  obligación  sea  semejante,  ni  que  el  pago  de- 
ba hacerse  siempre  en  el  mismo  pueblo;  pues 
con  tal  que  se  abonen  las  partes  la  diferencia 
de  precio  que  existe  entre  las  localidades,  la 
compensación  puede  hacerse. 

Artículo  1278. — Para  que  puedan  com- 
pensarse las  deudas  han  de  ser  ciertas  y lí- 
quidas. 

ORÍGENES 

Ley  20  y 21,  tít.  XIV,  Partida  5. 4 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  en  cuanto  al  primer  requisito  con 
los  Códigos  apuntados  en  el  articulo  anterior. 

JURISPRUDENCIA 

Sent.  l.°  Julio  1875. 

Sent.  15  Marzo  1879. 

Sent.  17  Diciembre  1864 . 

Sent.  18  Junio  1869. 

Sent.  17  Marzo  1873. 

La  ley  21,  tít.  XIV,  Partida  5.*,  que  hace 
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compensables  las  deudas  líquidas,  no  puede 
ser  infringida  cuando  los  créditos  con  que  de- 
biera verificarse  la  compensación  no  se  han 
declarado  de  abono,  por  más  que  se  hayan 
apreciado  y tasado  á instancia  de  quien  lo  re- 
clamaba (Sent.  14  Mayo  1867). 

Las  leyes  2.a,  20  y 21,  tít.  XIV,  Partida  5.a, 


! 

I 

I 


que  tratan  de  la  paga  por  medio  de  la  compen- 
sación, requieren  que  los  créditos  compensables 
sean  líquidos  y exigibles  desde  luego;  y áun 
cuando  la  ley  de  28  de  Enero  de  1856,  en  su 
art.  23,  reconozca  á ios  tenedores  de  billetes 
el  carácter  de  acreedores  en  concepto  de  depó- 


sito voluntario,  la.  cuantía  de  su  crédito,  lejos 


de  ser  líquida  y cxigible  desde  luego,  depende  , 
del  resultado  de  la  liquidación  (Sent.  25  Abril  : 


1876). 

Si  en  una  demanda  reclamando  el  pago  de 
una  cantidad,  el  demandado  no  empleó  en  su 
defensa  en  el  período  oportuno  la  excepción  de 
compensación  á que  se  refiérela  ley  21,  títu- 
lo XIV,  Partida  5.a,  aunque  solicitó  alternati- 
vamente que,  ó se  reservase  para  un  nuevo  juí-  , 
ció  la  liquidación  de  cuentas  con  la  demandan- 
te, ó que  se  mandase  que  en  la  ejecución  de  la 
sentencia  se  lo  abonara  cierta  cantidad  con 
otras  partidas  de  que  también  hizo  relación,  la 
Sala  sentenciadora  debe  1 i mi  tarje  á resolver  la  I 
acción  y las  excepciones  que  habían  sido  deba- 
tidas en  el  pleito,  y haciéndolo,  no  infríngela 
citada  ley  de  Partida  (Sent.  10  Marzo  1877). 


hubiera  de  compensarse  fuere  justificable  'en 
el  término  de  diez  días.  Esta  disposición,  que 
es  puramente  adjetiva  ó reglamentaria,  la  en- 
tendemos supeditada  á las  reglas  establecidas 
por  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

Artículo  1279.— Son  compensables,  en  ca- 
so do  existir  sociedad  ó de  poseer  bienes  en 
común: 

Primero.  Los  daños  causados  por  un  so- 
cio mediante  culpa,  negligencia  ó engaño, 
con  los  causados  del  mismo  modo  por  otro; 
ya  en  toda  su  cuantía,  siendo  iguales,  ya 
hasta  la  suma  concurrente  en  otro  caso. 

Segundo.  El  daño  causado  por  culpa  de 
un  socio  á la  compañía,  con  el  beneficio  que 
el  mismo  Ja  haya  hecho,  ó con  la  parte  de 
ganancias  que  le  correspondiera  en  lo  que 
otro  hubiera  tomado  para  sí. 

No  hay  compensación  entre  ios  daños 
ocasionados  por  dos  socios  por  culpa  de 
uno  y dolo  de  otro,  sino  cuando  el  daño  es 
en  cosas  diversas;  pues  si  fuere  en  la  misma, 
el  causante  del  dolo  debe  indemnizar  el  daño. 

ORÍGENES 

Leyes  22  y 23,  tít.  XIV,  Partida  5.a 

COMENTARIO 


COMENTARIO 

La  ley,  y de  acuerdo  con  ella  la  jurispruden- 
cia, exigen,  para  que  la  compensación  sea  posi- 
ble, que  sean  las  deudas  ciertas  y líquidas,  por- 
que no  es  posible  ó á lo  menos  fácil  compensar 
lo  que  no  so  sabe  si  so  debe,  ó se  ignora  su  cuan- 
tía. 

Por  la  misma  imposibilidad  no  son  compen- 
sables las  cosas  iungibles  con  aquéllas  que  no 
lo  son,  según  ya  hemos  dicho. 

Tampoco  cabe  la  compensación  cuando  una 
deuda  es  pura  y la  otra  condicional,  sobre  todo 
cuando  cu  esta  última  aún  no  se  ha  resuello  la 
condición. 

En  opinión  de  los  tratadistas  do  dorecho,  tam- 
poco la  compensación  es  factible  cuando  se  tra- 
ta de  alimentos,  pues  el  quo  deba  darlos  no 
puede  negar,  á pretexto  do  compensación,  ¿lo 
menos  los  alimentos  corrientes.  No  puedo’afu- 
marse  lo  mismo  de  los  atrasados  uue  deiaron 
de  percibirse. 

La  ley  de  Partida  exigía  que  la  deuda  que 


Lo  dispuesto  en  estas  leyes  es  una  aplicación 
del  principio  de  que  las  deudas  han  de  ser  re- 
cíprocas, y para  el  estudio  do  aquéllas  debe,  te- 
nerse en  cuenta  que  no  se  compensan,  en  el  ca- 
so de  existir  sociedad,  más  deudas  y créditos 
que  los  pertenecientes  á la  misma  como  entidad 
moral,  y no  con  los  que  son  peculiares  de  los 
socios. 

La  doctrina  del  artículo  es  clara,  mucho  más 
después  de  io  que  llevamos  dicho  sobre  com- 
pensación, y no  necesitamos  detenernos  en  ex- 
plicarla. 

La  doctrina  de  la  ley  22  parece  que  está  en 
oposición  con  la  13,  tit.  X,  Partida  5.a,  que  pro- 
hibe  la  compensación  de  los  daños  causados 
por  mi  socio  con  las  ganancias  que  el  mismo 
laja  producido  á la  compañía,  fueras  ende  si 
a y uno  o algunos  de  los  oíros  oviesen  fecho  otro 
ata¿  engano , ca  estonce  decimos,  que  se  debe 
compelí  tir  entre  aquellos  que  ficieron  el  enga- 
ño, de  guisa,  que  non  alcance  ende  parte  á los 
os.  ero  Gregorio  López,  concillando  ambas 
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leyes,  dice  que  la  13  se  refiere  á daños  prove- 
nientes de  dolo  y la  22  á los  causados  por  cul- 
pa ó negligencia. 

Artfculo.  1280. — El  fiador  puede  utilizar 
la  compensación  de  lo  que  e\_  acreedor  le 
debe  á él  mismo  ó al  deudor  principal.  Lo 
mismo  puede  hacer  el  procurador  de  este 
último  ó del  fiador,  siempre  que  presto,  cau- 
ción de  que  sus  principales  la  aprobaron. 

Eí  procurador  no  podrá,  sin  embargo, 
compensar  lo  que  deba  al  demandado  con 
el  crédito  del  poderdante,  sin  beneplácito 
suyo. 


. La  misma  regla  se  observará  cuando  á 
nombre  del  deudor  se  presentare  algún  pa- 
riente ó extraño. 

ORÍGENES 

Ley  25,  tít.  XIV,  Partida  5.' 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  con  la  ley  9.’,  tit,  I,  Iib.  XVI, 
Digesto. 

COMENTARIO 


ORÍGENES 

Ley  24,  tít.  XIV,  Partida  5.* 

CONCORDANCIAS 

| 

* Lo  establecido  respecto  al  fiador  se  halla  j 
comprendido  en  la  primera  parte  del  art.  1294 
Cód.  Francia. 

Concuerda  con  las  leyes  4.a  y 5.a,  lit.  I,  li- 
bro XVI,  Digesto. 

COMENTARIO 

Es  muy  justo  que  el  fiador,  ya  que  sale  res- 
ponsable de  la  obligación  contraída  por  el  deu- 
dor, tenga  también  los  medios  concedidos  á este 
para  librarse  de  aquélla,  por  cuya  razón  la  ley 
le  faculta  para  utilizar  también  la  compensa- 
ción. 

El  mismo  derecho  tiene  el  procurador  del 
deudor  principal  y del  fiador,  siempre  que  pres- 
te caución  de  que  éstos  lo  darán  por  hecho. 

Ahora  bien;  cuando  el  procurador  deba  cier- 
ta cantidad  á una  persona  á quien  demanda  en 
juicio  por  deudas  en  nombre  de  otro,  no  puede 
valerse  del  crédito  de  éste  para  descontar  su 
propia  deuda  al  demandado  sin  el  consenti- 
miento del  acreedor  ó poderdante,  porque  en 
este  caso  no  existe  la  circunstancia  de  ser  á la 
vez  acreedor  y deudor  necesario  para  la  com- 
pensación. 

Artículo  1281. — Si  habiendo  sido  alguno 
emplazado,  y no  pudiendo  comparecer  se 
presentara  por  él  su  hijo,  puede  éste  oponer 
ip.  compensación  de  igual  cantidad  que  el  de- 
■ mandante  debía  á su  padre,  la  cual  será  ad- 
mitida por  el  juez  si  el  hijo  diere  fiador  de 
qnejBU  padre  lo  aprobará. 

Tomo  ii 


El  requisito  de  la  simultaneidad  en  una  mis- 
ma persona  del  doble  carácter  de  acreedor  y 
deudor,  necesario  para  la  compensación,  es  ol 
que  debe  tenerse  siempre  presento  en  esta  ma- 
teria; y si  bien  no  parece  existir  en  el  caso  de 
este  artículo  por  oponer  la  compensación  el  hi- 
jo siendo  el  deudor  el  padre,  la  ley  lo  da  por 
supuesto  desde  el  momento  que  aquél  dé  fiador 
de  que  su  padre  lo  aprobará. 

Dicha  regla  sirve  á la  vez  para  resolver  una 
porción  de  casos  que  pueden  presentarse  en  la 
práctica,  pues  con  arreglo  á ella  no  podrá  opo- 
ner la  compensación  el  deudor  principal  de  lo 
que  el  acreedor  deba  al  fiador;  ni  á un  tutor  á 
quien  debe,  de  la  deuda  del  pupilo;  ni  el  deu- 
dor solidario  de  lo  que  el  acreedor  deba  á su  co- 
deudor; pero  tanto  en  este  caso  como  en  el  del 
fiador  solidario,  si  uno  de  los  co-dcudoros  ó 
co-fiadores  demandado  por  el  acreedor,  le  hu- 
biere opuesto  la  compensación  de  lo  que  debe 
á él  mismo  y venciere  en  juicio,  pueden  los  do- 
mas aprovecharse  de  la  sentencia,  porque  en 
este  caso  se  considera  como  extinción  de  la  deu- 
da más  que  como  compensación. 

Por  último , el  heredero  puede  compensar 
las  deudas  del  difunto  con  las  contraídas  á fa- 
vor de  éste  por  un  tercero,  y las  de  éste  res- 
pecto al  heredero,  con  las  que  á él  le  debía  ei 
difunto,  porque  es  su  sucesor  en  todos  sus  de- 
rechos y obligaciones. 

Artículo  1282.-— Contra  la  demanda  para 
la  restitución  de  la  cosa  en  los  casos  de  des- 
pojo, depósito  o comodato,  no  puedo  opo- 
nerse ia  compensación. 

Tampoco  procede  cuando  alg’uno  es  con- 
denado á pagar  á otro  cierta  cantidad  por 
razón  de  fuerza  ó agravio,  ni  cuando  so  ¡ra- 
ta de  crédito  á favor  de  la  Hacienda,  del  Es- 

y 
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tado  ó del  Municipio,  en  los  casos  que  deter 
minen  los  reglamentos. 


orígenes 


Leyes  7. 
Ley  0.*, 
Ley  20  y 


1 y 10,  tít.  ITT,  Partida  5 
tít.  Ií,  Partida  5." 

■ 27,  tít.  XIV,  Partida  7.” 


CONCORDANCIAS 


I 


Concuerda  la  primera  parte  con:  Art.  1293, 
núms.  1/'  y 2.°,  Cód.  Francia. — 767,  núms.  2. 
y -i.",  Portugal.  Igualmente  con  los  dos  núme- 
ros que  al  mismo  asunto  so  refieren  los  artícu- 
los 1289  Oód.  Italia. — 'MIO  Austria.— 366  Pru- 
ína.— 116.7  Holanda.— 962  Vaud.— 1330  Fritaur- 
2-0, — 6.76  Tcsino. — 10.77  Neufchatel.— 2207  Lui- 
siana. — i 303  Dolivia. — Ley  i i,  tít.  XXXI,  y 4-  , 
tít.  XXIIÍ,  Iib.  IV,  Código  Romano. 

En  cuanto  á las  deudas  pertenecientes  al  Es- 
tado, niegan  la  compensación  también  el  articu- 
lo 767  núm.  7."  Cód.  Portugal  y la  ley  3.a,  Pe 


comentario 


Las  leyes  que  sirven  de  orígenes  á este  ar- 
ticulo tratan  de  los  casos  on  que  cesa  la  com- 
pensación, y son  en  este  punto  terminantes.  La 
razón  de  sus  disposiciones  so  comprende  ú pri- 
mera vista,  porque  si  en  el  caso  de  depósito  no- 
puede  éste  retenerse  para  cobrar  el  depositario 
lo  que  le  deba  el  que  lo  constituyó  por  el  prin- 
cipio de  derecho  spoliatus  ante  omni a résti - 
tuendus,  en  el  caso  de  mediar  fuerza  o agravio* 
no  puede  compensarse  la  cantidad  por  ello  im- 
puesta, porque  la  moralidad  y hasta  el  bu, en, 
órden  así  lo  exigen. 

En  cuanto  al  comodato  y al  depósito,  en  los 
respectivos  títulos  de  este  libro  completaremos 
la  doctrina  consignada  en  las  leyes  vigentes. 

Por  último,  5a  ley  26  declara  improcedente  la 
compensación  en  cuatro  casos,  todos  los  cuales 
pueden  reducirse  á uno,  que  es  aquel  en  que  ej 
acreedor  es  el  Tesoro  público. 


''ompensaUone,  Código  Romano. 


SECCION  QUINTA 

DE  LA  NOVACION 


Artículo  1283, — Se  extingue  la  obligación 
por  novación  de  contrato,  cuando  las  partes 
en  él  interesadas  lo  alteran,  sustituyendo 
una  nueva  deuda  á la  antigua,  ó persona 
distinta  en  lugar  de  la  que  ántes  era  deudor, 
ú haciendo  cualquier  otra  alteración  sustan- 
cial que  demuestre  claramente  la  intención 
de  novar. 


orígenes 


Ley  L>,  tít.  XI V,  Partida  7.a 


Ley  16,  tít.  XX,  lib.  III,  Fuero  Real. 

CONCORDANCIAS 


Concuerda  con:  Arts.  1271  Cód.  Francia  — 
862 Portugal. — 1267 Italia.— Lib.  IV,  cap.  17," La- 
viera. —1376  y 1377  Austria.—  454  en  cuanto  al 

primer  modo  de  ser  la  novación,  Prusia. -5)51 

\ aud.  642  resino.  — 1037  Neufchatel. 2185 


Luisiana.  — 1279  Bolivia,  — 1449  Holanda.-; 
Ley  1.a,  tít.  II,  iib.  XLVI,  Digesto, 


JURISPRUDENCIA 


Sent.  22  Enero  1863. 
Sent.  23  Octubre  1865. 


L'n  contrato  verbal  posterior  puede  anular  ó 
modificar  otro  anterior  escriturado  (Sentencia 
12  Marzo  1861).  •'  ' - ' 


w ^ ^ Lili  iiumiicftliU  UUVi* 

a gunu  respecto  á las  obligaciones  y derec 
de  un  tercero  que  no  interviene  en  su  celel 
cion  (Sent.  28  Junio  1860). 

No  so  infringe  la  ley  15,  títi  XIV,  Partida 

2 ld0+SV,mÍtan  103  efectos  dB  la  novacio! 
11  ra+°  a términos  precisos  y concn 

breqi864)Sta  novacion  cons»ste  (Sent.  ¿8  Dici 

tenue 6S  no'iacion  do  un  contrato  la  enmie 
tenue  que  en  el  mismo  H9  haga,  (Sent. 
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Diciembre  1865  (Sent.  20  Noviembre ' 1878). 

Cuando  la  modificación  introducida  en  el  con- 
trato se  califica  de  novación,  según  la  ley  15, 
tít.  XIV,  Partida  5.*,  no  siendo  ésta  la  razón  le- 
gal del  fallo,  no  se  infringe  al  dictarlo  el  pre- 
cepto que  la  determina  (Sent.  5 Marzo  1866). 

" Si  bien  la  novación  es  un  medio  de  modificar 
y de  extinguir  las  obligaciones,  no  hay  tal  no- 
vación ni  nace  el  contrato  doy  para  que  hagas , 
cuando  el  comprador  de  una  finca,  autorizado 
por  el  vendedor,  busca  quien  le  sustituya  en  la 
compra;  pues  semejante  autorización  y los  ac- 
tos que  la  subsiguiesen  no  convierten  la  venta 
en  dicho  contrato  (Sent.  22  Diciembre  1866). 

A la  Sala  sentenciadora  corresponde  deter. 
minar,  apreciando  las  pruebras  presentadas,  si 
hubo  ó no  novación  en  un  contrato  á cuya  apre- 
ciación hay  que  atenerse,  si  contra  ella  no  se 
alega  que  al  hacerla  se  ha  cometido  alguna  in: 
fracción  de  ley  ó doctrina  legal  (Sent.  23  No- 
viembre 1867,  30  Abril  1870). 

Cuando  no  existe  novación  do  contrato,  es 
inaplicable  la  doctrina  de  que  la  novación  acep- 
tada por  los  interesados  modifica  lo  anterior- 
mente convenido,  y no  tienen  aplicación  las  le- 
yes que  tratan  de  este  modo.de  extinguirse  las 
obligaciones  (Sent.  16  Enero  1869,  15  Mar- 
zo 1870). 

No  se  puede  calificar  de  novación  de  contrato 
una  escritura  que  queda  sin  valor  ni  efecto  en 
el  mismo  dia  de  su  otorgamiento,  por  voluntad 
del  mismo  otorgante,  ni  tampoco  un  documento 
privado  en  que  el  fiador,  reconociéndose  obli- 
gado mancomunadamente  con  el  deudor,  ofrece 
pagar  bajo  ciertas  condiciones  que  no  acepta  el 
acreedor  (Sent.  30  Setiembre  1870). 

No  habiendo  novación  del  contrato  , son  in- 
aplicables lasleyes  2.a  y 15,  tít.  XIV,  Partida  5/ 
(Sent.  9 Marzo  1874  y 11  Octubre  1875). 

Las  leyes  romanas  referentes  á la  novación 
del  contrato  no  son  aplicables  cuando  ninguna 
innovación  se  ha  introducido  en  el  que  es  ob- 
jeto del  pleito  (Sent.  8 Abril  1875). 

No  hay  novación  cuando  no  se  contrae  una 
obligación  especial  y nueva,  distinta  de  la  con- 
traída con  anterioridad  (Sent.  3 Diciembre  1 875) . 

No  habiéndose  tratado  en  los  fundamentos  de 
la  sentencia,  ni  discutido  las  partes  cuestión  al- 
guna de  novación,  es  improcedente  citar  como 
infringidas  las  leyes  15  y 16,  tít.  XIV,  Parti- 
da 5.*  (Sent.  9 Marzo  1876). 

81  la  obligación  atribuida  al  demandante  por 
el  domandado  do  pagar  cierto  crédito  de  otra 
persona, es  incompatible  con  la  que  aquél  con- 


trajo al  comprometerse  en  una  escritura  posta* 
rior  á dicho  contrato,  juntamente  con  los  de- 
más acreedores,  á cobrar  su  crédito,  sueldo  á 
¡ libra,  de  la  masa  de  los  bienes  hereditarios  ce- 
didos por  los  hijos  del  deudor,  al  no  reconocer  la 
j Sala  la  novación  y condenar  al  demandado  al 
pago  del  crédito,  infringe  la  ley  15,  tít.  XIV, 
Partida  5.a  (Sent.  20  Octubro  1877). 

Si  los  derechos  de  un  acreedor  no  han  sido 
en  manera  alguna  alterados  ni  enervados  por 
la  escritura  otorgada  entre  dos  sociedades  ce- 
diéndose ciertos  créditos,  á cuyo  contrato  no 
es  posible  atribuir,  con  arreglo  alas  leyes  11  i, 
tít.  XVTII,  Partida  3.*,  y 15,  tít.  XIV,  Partida 
5.*,  el  carácter  jurídico  de  novación  respecto 
del  que  daba  origen  á dichos  derechos,  por 
consistir  en  una  mera  cesión  del  crédito  de  una 
á otra,  subrogándose  la  ccsionaria  en  el  lugar 
de  la  cedentc,  sin  concurrencia  ni  intervención 
del  deudor,  que  no  eran  necesarias  para  reali- 
zar dicha  cesión,  y sin  que  por  ella  se  cam- 
biase la  naturaleza  de  la  primitiva  obligación, 
ni  la  persona  del  deudor,  ni  mucho  menos  la 
eficacia  y efectos  jurídicos,  con  arreglo  á la  le- 
gislación entóneos  vigente  de  la  hipoteca  cons- 
tituida en  garantía  de  aquella  obligación,  al 
estimar  que  no  existe  dicha  nocaeiox,  no  se 
infringen  las  expresadas  leyes  <8ent.  26  Mayo 
1877). 

Cuando  un  pacto  es  modificado  por  otro  pos- 
terior, cesa  la  acción  que  pudiera  utilizarse  por 
consecuencia  del  que  antes  existía  (Sent.  1 1 
Mayo  1859  y otras). 

COMENTAD  10 

La  novación,  ó sea  la  sustitución  ele  una  deu- 
da ó de  la  persona  del  deudor  ó persona  obli- 
gada, desala  ¡a  oh  ligación  principal  de  la  deh- 
da , bien  assi  como  la  paga;  do  manera  que  aun 
cuando  queda  subsistente  una  obligación,  extin- 
gue la  que  primeramente  se  contrajo. 

Puede  tener  lugar  en  cuanto  á las  obligacio- 
nes yen  cuanto  á las  personas  que  las  contra- 
jeron, ya  haciendo,  por  ejemplo,  que  la  cantidad 
debida  por  razón  de  venta  se  paguo  como  mu- 
tuo, ya  cambiando  la  persona  del  deudor  por 
otra  que  se  obligue  del  mismo  modo  á respon- 
der de  la  deuda,  á cuyo  cambio  se  llama  cx- 
promision  y al  nuevo  deudor  expromisor.  Se- 
gún el  proyecto  de  Código  hay  en  esto  caso  de- 
legación.. 

Para  que  tenga  lugar  la  novación  deben  ser 
válidas  las  obligaciones,  y es  necesario  que 


CÓDIGO  CIVIL 


DB  ESPAÑA 


6‘í 


existan  dos  de  ellas,  la  que  sustituye  y la  sus- 
tituida, pues  de  otro  modo  hay  imposibilidad 
de  llevarla  á cabo. 

Artículo  1284. — La  novación  no  existe 
sin  la  expresa  voluntad  de  hacerla.  En  cuan- 
to á la  sustitución  de  la  persona  del  deudor, 
debe  mediar  el  consentimiento  del  acreedor. 

ORIGENES 

Ley  15,  tít.  XIV,  Partida  5.a 

CONCORDANCIAS 

Las  mismas  condiciones  exigen  los:  Arts.  1273 
al  1275  Cod.  Francia.— 803  y 804  Portugal.— 
1270  Italia.— 456,  sección  6.a,  Prusia.-*-1452 
Holanda.— 1038  Ncufchatel.— 2188  Luisiana.— 
1280  Bolivia.— Ley  8.a,  párr.  5.°,  tít.  II,  LUI; 
tít.  III.  lib.  XLVI,  Digcslo. 

JURISPRUDENCIA 

tíent.  3 Febrero  1862. 

iScnt.  12  Junio  1867. 

La  delegación  de  un  crédito  no  perjudica  al 
acreedor  ni  puede  favorecer  al  delegado,  cuan- 
do ha  sido  hecha  sin  el  consentimiento  del  pri- 
mero ¡Senl.  27  Marzo  1858). 

No  se  falta  á lo  prescrito  en  la  ley  15,  títu- 
lo XIV,  Partida  5.*,  según  la  que  la  novación 
de  contrato  por  sustitución  ó delegación  del 
deudor  exige  el  consentimiento  y aceptación  del 
acreedor  cuando  está  plenamente  demostrada 
en  autos  dicha  aceptación  (Sent.  15  Diciembre 
1871). 

La  novación  no  debe  establecerse  por  pre- 
sunciones sino  por  voluntad  expresa  de  las  par-  ¡ 
tes  (Kcnt.  11  Febrero  1876). 

8i  al  celebrarse  ciertos  pactos  de  cesión  de- 
claró el  primitivo  acreedor,  con  otorgamiento  ■ 
del  deudor,  que  por  tales  convenios  no  se  en- 
tendiera que  so  hacia  novación  en  el  contrato 
de  hipoteca,  esta  clausula  contieno  una  reserva 
explícita  do  hipoteca  que,  aceptada  por  el  deu-  ■ 
dor,  queda  firme  y subsistente  para  la  seguri- 
dad del  crédito  cedido;  y en  su  virtud,  al  cali- 
ficar la  Sala  sentenciadora  de  hipotecario  el 
crédito  cedido,  no  infringe  las  leyes  15 y [Q 
lulo  XIV,  Partida  5.a  (Scnt.  id.,  id.,  id.). 

La  ley  15  citada,  que  dispone  como  se  puede 
desatar  la  obligación  principal  por  otra  que 
facen  de  nuevo  s obra  ella , es  inaplicable  al 
pleito  en  que  no  ha  concurrido  la  intervención 
del  acreedor,  que  la  ley  de  Partida  exige  para  la 


variación  de  la  persona  del  deudor,  hi  Se  ha 
justificado  el  pacto  de  no  pedir  que' alegó ól  re- 

J . r-  , 1Ü’7Q'I 


comentario 

Dos  condiciones  exige  la  ley  para  la  novación 
una  que  debe  tener  lugar  en  todos  los  baSos,  y 
es  la  expresa  voluntad  do  hacerla,  y ¡otra  que 
es  sólo  precisa  cuando  se  sustituye  la  persona 
del  deudor,  y es  el  consentí  miento  del  acreedor. 

' El  primer  requisito  lo  suponen  algunos  limi- 
tado en  la  ley  al  caso  de  expromision,  aunque 
no  por  esto  dejan  de  considerar  lo  aplicable  ¿to- 
dos los  casos  por  analogía;  pero  nosotros  no  ve- 
mos que  se  halle  limitado  en  la  ley  á un  caso  so- 
lo, porque  ésta,  hablando  de  la  novacion'del 
contrato  y de  la  del  deudor,  exige  qüe  diga, 
abiertamente  eldebdorque  lo  fació,  con  boíun- 
lad  que  el  primero  ( pleito ) fuese  desatado ; lo 
que,  como  bien  se  ve,  se  refiere  á la  novación  del 
contrato;  é este  debdor  ó mañero  que  metieron 
en  su  logar  de  nuevo,  fincase  obligado  por  la 
debda  ó el  otro  quito,  lo  que  sólo  es  aplicable  á 
la  expromision.  Pero  todavía  puede  verse  esta 
doctrina  confirmada  más  adelante,  al  exigir  di- 
cha ley  la  expresión  de  las  palabras  apuntadas 
al  deudor  cuando  renovase  el  pleito  segundo, 
pues  de  otro  modo  non  se  desataría  el  prime- 
ro.; todo  lo  cual  nos  prueba  que,  tanto  en  uno 
como  en  otro  caso,  es  necesaria  la  expresa  vo- 
luntad de  novar. 

En  cuanto  al  consentimiento  del  acreedor, 
sólo  es  exigible  cuando  la  novación  se  hace  en 
la  persona  del  deudor,  porque  este  cambio  pue- 
de hacer  desaparecer  para  el  acreedor  la  garan- 
tía de  su  crédito,  desde  el  momento  en  que  la 
nueva  persona  obligada  no  ofrezca  las  mismas 
condiciones  de  responsabilidad  que  el  primitivo 
deudor,  por  cuya  razón  no  era  justo  consentir 
esta  sustitución  sin  aquel  requisito. 


Artículo  1285. — La  insolvencia  del  deudor 
sustituirlo  no  dará  derecho  al  acreedor  para 
reclamar  contra  el  primitivo  deudor. 

ORÍGENES 

Lev  15,  tít.  XIV,  Partida  S.* 

Ley  16,  tít.  XX,  lib.  III,  Fuero  Real. 

CONCORDANCIAS 


arts.  U/6  Gód.  Francía.-~805  Portugal.— i 
lolanda.— 21 110  Luisiana.— Ley  3.a,  tít.  XI 
5 ‘ Código  Romano.— Ley  4.%  tít.  IV 
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bro  XVIII,  XXVI,  tít.  I,  lib.  XYH,  1.*,  tít.  VI, 
lib.  XLII,  Digesto, 

' . COMENTARIO 

La  razón  de  lo  dispuesto  en  este  artículo  es 
muy  sencilla:  una  vez  hecha  la  novación  en 
cuanto  á la  persona  del  deudor,  se  extingue  la 
obligación  contraída  por  el  primitivo,  y ya  no 
puede  reclamársele  nada;  de  manera  que  si 
fuere  insolvente  el  segundo  obligado,  no  podrá 
repetirse  ya  contra  aquél. 

Artículo  1286. — Cuando  una  obligación 
pura  se  convierte  en  condicional,  no  habrá 
novación  si  llega  á faltar  la  condición  pues- 
ta en  la.  segunda,  ó si  ántes  de  cumplirse 
aquélla,  ó en  el  acto,  cambia  el  sustituido  de 
estado  en  tales  términos  que  no  puede  com- 
parecer en  juicio. 

ORÍGENES 

Ley  15,  tít,  XIV,  Partida  5. 2 

m CONCORDANCIAS 

Concuerda  con  el  párr.  3.°,  tít.  XXX,  lib.  III, 
Instituía. 

JURISPRUDENCIA 

Sent.  12  Noviembre  18G7. 

Si  bien  la  ley  15,  tít.  XIV,  Partida  5.a,  reco- 
noce la  novación  como  uno  do  los  medios  de 
extinguir  las  obligaciones,  es,  sin  embargo,  ne- 
cesario que  cuando  fuese  hecha  bajo  cierta  l 
condiaionf  se  cumpla  ésta,  para  que  produzca 
dicho,  efecto;  porque  en  otro  caso"i  conforme  la  . 
disposición  de  la  misma  ley,  fincaría  firme  el 
primer  pleito , ó seria  tenudo  de  lo  cumplir  el 
debdor  de  lo  que  había  fecho,  é non  valdría  el  j 
renovamiento  del  segundo  pleito  {Real  cédula 
22  Noviembre  1864). 

COMENTARIO 

En  tanto  considera  la  ley  posible  la  novación 
de  un  contrato,  en  cuanto  que  no  deje  de  cum- 
plirse de  un  modo  ú otro  lo  convenido  en  él, 
por  lo  cual  declara  nula  la  novación,  cuando 
por  faltar  la  condición  establecida  en  el  nuevo 
convenio,  ó por  cambiar  el  nuevo  deudor  de  es- 
tado, ántes  ó en  el  acto  de  verificarse  aquélla, 
en  términos  que  no  pueda  comparecer  en  jui- 
cio, quede  sin  cumplimiento  lo  estipulado,  en 
cuyos  casos  declara  la  ley  subsistente  el  primiti- 
vo contrato. 


ff. 


Artículo  1287. — No  es  válida  la  novación 
de  una  obligación  condicional  en  pura  si  no 
se  cumple  la  condición  de  la  primera,  á no 
ser  que  el  obligado  puramente  prometiera 
pagar  lo  convenido,  aunque  la  condición  no 
se  cumpliese. 


ORÍGENES 

Ley  16,  tít.  XIV,  Partida  5.* 

COMENTARIO 

Lo  que  hemos  dicho  en  el  anterior  os  aplica- 
ble también  al  caso  de  esto  artículo:  siempre 
que  por  algun  motivo  pueda  dejar  de  cumplirse 
lo  estipulado,  la  ley  declara  nula  la  novación  y 
subsistente  el  primer  convenio. 

Artículo  1288. — Cuando  el  nuevo  deudor 
que  se  subrogare  al  antiguo  fuere  un  menor 
de  catorce  años  y mayor  de  siete  que  lo  lu- 
ciera sin  consentimiento  de  su  tutor,  la  pri- 
mera obligación  se  extingue  y no  queda 
obligado  el  deudor  de  la  segunda. 

orígenes 

Ley  18,  tít.  XIV,  Partida  5.a 

COMENTARIO 

Si  la  persona  nuevamente  obligada  fuere  un 
menor  de  catorce  años  que  hubiere  contraído 
la  obligación  sin  consentimiento  del  tutor,  se 
extingue  aquélla  respecto  del  que  la  contrajo 
primeramente,  y no  se  halla  obligado  el  menor 
á cumplirla  si  no  quiere;  cuya  doctrina  es  per- 
fectamente justa,  porque  el  acreedor  bien  pudo 
enterarse  ántes  de  consentir  en  la  novación  de 
la  responsabilidad  del  nuevo  deudor,  y él  solo 
debe  culparse  de  no  haberlo  hecho  una  vez  que 
ia  ley  exige  para  hacerla  su  consentimiento. 

Artículo  1289. — Sí  la  obligación  primiti- 
va se  convirtió,  con  beneplácito  del  acree- 
dor, en  otra  de  dar  ó hacer,  y no  cumpliere 
el  deudor  lo  prometido  en  ella,  es  libre  el 
acreedor  para  exigirle  el  cumplimiento  de 
una  ú otra,  sin  que  pueda  alegar  el  deudor 
la  caducidad  de  la  primera  obligación. 

ORÍGENES 

Ley  41,  tít.  XIV,  Partida  5.* 

COMENTARIO 

La  novación,  si  bien  extingue  la  obligación 
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primitivo,  no  libra  al  deudor  dei  deber  do  cum- 
plirla cuando  falta  á la  ejecución  de  lo  nueva- 
mente pactado,  pues  no  sería  justo  que  saliese 
perjudicado  el  acreedor  en  sus  derechos,  si  el  ■ 
deudor  se  valía  de  aquel  medio  para  no  pagarlo 
la  deuda, 

Artículo  12U0. — Si  creyéndose  uno  deudor 
de  otro  le  prometiese  librarte  de  la  deuda 
que  tenga  con  un  tercero  pagando  á éste, 
vale  la  novación  , quedando,  por  lo  tanto,  sub- 
sistente la  segunda  promesa,  aunque  des- 
pués se  deshaga  el  error. 

Puede,  sin  embargo,  el  que  de  este  modo 
se  obligó,  exigir  al  deudor  que  le  libre  do  la 
obligación  contraída,  y en  otro  caso,  que  le 
abone  si  so  viera  apremiado  á su  cumpli- 
miento, todo  lo  que  por  aquél  hubiese  paga- 
do, sin  que  pueda  excusarse  por  no  haberle 
mandado  hacer  dicho  pago. 

ORÍGENES 

Loy  19,  tít.  XIV,  Partida  5.' 

A 

COMENTARIO 

Si  ¡a  promesa  hecha  bajo  un  supuesto  erró- 
neo extingue  la  obligación  que  trataba  de  no- 
var, y en  tal  sentido  obliga  al  que  la  hizo,  tam- 
bién éste  tiene  derecho  á repetir  lo  indebida- 
mente pagado,  porque  nadie  puede  enriquecer- 
se con  perjuicio  de  otro. 

Articulo  125)1. — El  deudor  que  ofrece  pa- 
gar á un  tercero  considerándolo  equivoca- 
damente acreedor  del  que  lo  era  suyo,  pue- 


de excusar  el  pago,  oponiendo  la  excepción 
de  lo  indebido. 

Si  verificó  la  paga  por  mandato  de  su  ver- 
dadero acreedor,  su  obligación  queda  extin- 
guida , pudiendo  dicho  acreedor  reclamar 
del  tercero  lo  que  indebidamente  recibió. 

Si  el  pago  se  hizo  sin  mandato  del  acree- 
dor, no  se  extingue  laobligacion  del  que  pa- 
gó, pero  puede  reclamar  del  tercero  .la  res- 
titución de  lo  indebidamente  satisfecho.  ...  .- 

ORÍGENES 

Ley  19,  tít.  XIV,  Partida  5.‘ 

COMENTARIO 

Así  como  en  el  caso  del  articulo  anterior  se 
trataba  de  una  novación  válida,  y por  esto  se 
consideraba  obligado  al  que,  creyéndose  deudor 
de  otro,  tomó  á su  cargo  lo  que  éste  debía  á un 
tercero,  en  oí  caso  presente  no  existe  verdadera 
novación,  porque  no  puede  considerarse  como 
tal  la  promesa  de  pagar  hecha  por  un  deudor  á 
un  tercero  á quien  crcc  acreedor  del  que  lo  es 
suyo;  pues  habiendo  procedido  por  error,  la  ley 
le  faculta  para  oponer  contra  dicho  tercero  la 
excepción  de  lo  indebido. 

Pudiera  suceder  que,  en  vez  de  promesa,  hu- 
biera dicho  deudor  verificado  el  pago,  y en  esté 
caso  distingue  la  ley  si  medió  ó no  mandato 
del  verdadero  acreedor.  Si  hubo  mandato,  cesa 
la  obligación  del  verdadero  deudor,  y lo  con- 
trario sucede  si  no  medió  mandato  delacreqdór. 
En  el  primer  caso  el  acreedor  tiene  acción  para 
reclamar  del  tercero  la  cantidad  percibida.  En 
el  segundo  caso  la  acción  para  repetir  contra  el 
tercero  pertenece  al  pagador. 
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SECCION  SEXTA 


DE  la  QUITA  Ó PERDON  DE  LA  DEUDA 


Artículo  1292. — Por  quita  ó remisión  se 
extingue  la  deuda  cuando  el  acreedor  per-  • 
dona  al  deudor  lo  que  éste  le  debe. 

ORÍGENES 

Ley  1.a,  tít.  XIV,  Partida  5.* 

JURISPRUDENCIA 

No  puede  reputarse  condonación  deunadeu-  . 
da  la  facultad  que  el  acreedor  da  al  deudor, 
vista  la  insolvencia  del  momento,  de  saldar  su 
crédito  cuando  le  sea  posible,  cuya  circunstan- 
cia se  deja  á su  buena  fe  (tíent.  15  Junio  1866). 

COMENTARIO 

Otro  de  los  modos  de  extinguirse  las  obliga- 
ciones es  la  quita,  remisión  ó perdón  que  el 
acreedor  haco  al  deudor  de  toda  la  deuda  ó de 
parte  de  ella.  Es  un  modo  que  la  ley  de  Parti- 
da equipara  á la  paga  y produce  sus  mismos 
efectos,  á saber,  la  extinción  de  la  deuda. 

Sólo  el  acreedor  es  el  que  puede  perdonar  . 
la  deuda,  ú otro  con  poder  suyo,  mas  no  el  ad-  [ 
ministrador  ó simple  apoderado,  porque  la  qui-  ■ 
ta  constituye  una  especie  de  donación,  y estas 
personas  no  tienen  poder  para  donar, 

Artículo  1293. — La  quita  de  la  deuda  pue- 
de ser  expresa  ó tácita. 

Se  entenderá  tácita  cuando  el  acreedor 
entregare  voluntariamente  y á sabiendas  á 
su  deudor  el  documento  privado  en  que 
constare  la  deuda,  ó lo  rompiese,  áno  ser 
que  aquél  probare  que  lo  hizo  sin  intención 
de  perdonarla  ó po'r  fuerza,  error  ó engaño, 
en  cuyos  casos  subsiste  su  acción  contra  el  : 
deudor. 

ORÍGENES 

Ley  9.‘,  tít,  XIV,  Partida  5.' 

Ley  40,  tít.  XIII  de  la  misma. 

CONCORDANCIAS 

GotJtmerda  su  sógunda  parte,  salva  la  distin- 


ción hecha,  con:  Arts.  1282  Cód.  Francia.— 
95(¡  Vaud. — 1322  Fribnrgo. — 1040  Ncufehatol. 
—2195  Luisiana.— 1290  P.olivia. — 590  Prusia. 
—Leyes  24,  tít.  III,  lib.  XXII  y 2.*  páre.  T,  ti- 
tulo XIV,  lib.  II;  14  y 15,  tít.  XLllí,  lib.  VIH, 
Código  Romano. — Leyes  8.a,  tít.  III,  lib.  XXX ÍY 
y 59  de  legatis,  lib.  III,  Digesto. 


COMENTARIO 

Del  texto  de  las  leyes  9.*,  tít.  XIV,  y 40,  titu- 
lo XIII,  Partida  5.*,  se  deduce  la  distinción  de 
la  quita  en  expresa  y tácita.  No  hace  falta  de- 
finir la  primera,  porque  fácilmento  sabe  cuán- 
do ha  mediado;  pero  no  sucede  lo  mismo  con  la 
segunda,  para  la  cual  se  requieren  hechos  cier- 
tos del  acreedor  que  den  á entender  claramen- 
te su  voluntad  de  perdonar  la  deuda. 

La  ley  9.a  dice  que  esto  tiene  lugar  si  un. 
orne  diese  á otro  la  carta  que  había  sobre  él, 
del  debdo  que  le  debiese,  ó la  rompiese  á sa- 
biendas, con  entcncion  de  quitarle  el  debdo-, 
que  también  seria  quilo  por  ende,  como  si  lo 
oviese  pagado. 

Lo  mismo  prescribe  la  ley  40  hablando  cío  la 
prueba,  de  cuyas  dos  leyes  so  deduce  que  la 
quita  ha  de  ser  voluntaria,  ha  de  hacerse  ñ sa- 
biendas y con  intención  de  remitir  la  deuda: 
de  tai  manera,  que  si  el  acreedor  probase  que 
entregó  el  documento  donde  aquella  constaba, 
sin  voluntad  de  perdonarla  ó por  engaño,  fuer- 
za, dolo,  ó por  haberle  sido  hurtado,  no  tiene 
lugar  la  remisión  tácita,  y puede  reclamar  con- 
tra el  deudor. 

Nada  más  dicen  estas  leyes  sobre  la  materia, 
por  lo  cual  no  consideramos  como  un  nuevo  y 
verdadero  caso  de  remisión  el  juramento  defe- 
rido por  el  acreedor,  porque  éste,  aunque  lo  ci- 
te la  ley  9.’,  es  más  bien  prueba  de  la  no  exis- 
tencia de  la  deuda.  Lo  mismo  decimos  respec- 
to á la  ley  11,  tit.  XIX,  Partida  3.‘  según  Ja 
cual,  hallándose  la  carta  sana  ó íntegra  en  po- 
der del  deudor,  incumbo  á éste  el  probar  que 
se  la  dió  el  acreedor  queriéndole  pordonar  la 
deuda,  pero  no  bí  la  tuviere  rota  y cancelada, 
porqué  entóneos  Be  presume  el  perdón.  La  ley 
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<1  * no  hace  distinción;  y siendo  de  tan  escaso 
fundamento  la  de  la  11,  dada  la  facilidad  de 
poder  romperse  el  documento  sustraído,  debe 
considerarse  perdonada  la  deuda  cuando  el  do- 
cumcnlo  en  que  consta  se  halla  en  poder  del 
deudor,  mientras  el  acreedor  no  pruebe  lo  con- 
trario, ó la  sustracción  por  medio  de  la  fuerza 
ó el  dolo. 

Artículo  1204.— La  remisión  es  judicial  si 
se  concede  ;í  instancia  del  deudor'  en  con- 
curso voluntario  de  acreedores,  previos  los 
trámites  marcados  en  las  leyes  de  procedi- 
mientos. 

ORÍGENES 

Arls.  áO?  al  ó 18,  Ley  do  Enjuiciamiento  civil. 


Ley  GS,  tít.  T,  lib.  XLVI,  23.  tít.  XIV,  libro  II. 


COMENTARIO 

El  fundamento  de  este  artículo  es  que  todo 
orne  que  face  pleito  ó postura,  con  otri , que  lo 
faca  también  por  sus  herederos  como  por  si, 
maguer  ellos  non  sean  nombrados  en  la  postu- 
ra; por  cuya  razón,  si  la  ley  dispone  que  en  al- 
gún caso  no  alcance  la  quita  á los  herederos, 
■es  por  excepción  y debiéndose  probar  por  el 
acreedor  que  aquella  gracia  fue  concedida  sólo 
al  deudor,  de  suerte  que  la  regla  general  ea 
que'por  la  quita  fincan  libres  el  clebdor  é sus 
fiadores  é los  peños  6 sus  herederos  de  la  obli- 
gación en  que  eran  obligados,  porque  lo  de - 
bian  dar  ó facer.  (Ley  1.a) 


JL'RISPIUIDEXCI.Y 

Los  arts.  511  y 513  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento civil,  al  determinar  el  modo  y forma  en  : 
que  el  deudor  común  puede  convenirse  con  sus 
acreedores  acerca  de  la  quita  y espera  que  haya 
solicitado  de  ¡os  mismos  para  el  pago  de  sus 
respectivos  créditos,  no  se  extiende  á terceras 
personas  que  son  ajenas,  ó no  tuvieran  inter- 
vención en  c!  juicio  (Scnt.  21  Enero  1870i. 

i 

i 

COMENTARIO 

Aunque  el  contenido  de  esto  articulo  es  pro- 
pio del  derecho  procesal , lo  consignamos  aquí 
para  que  sirva  de  fundamento  á la  división  de 
la  quita  er.  judicial  y extrajudicial.  La  que  á 
nosotros  principalmente  nos  interesa  es  la  se- 
gunda, que  tieuo  lugar  por  convenio  celebrado 
entre  las  parles  interesadas. 

Articulo  1 29o . — El  perdón  concedido  aj 
deudor  principal  aprovecha  á sus  dadores  y 
herederos,  á no  ser  que  el  acreedor  probare 
que  expresamente  no  se  hizo  extensivo  á 
éstos. 

orígenes 

Ley  i.V  tit.  XIV,  Partida  5.a 

Ley  11,  tít.  XIV,  Partida  3.;‘ 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  con  la  primera  parte  de  los  artícu- 
los 1287  Cód.  Francia. — -1282  Italia.— 1478  Ho- 
landa. CJ Go  \aud. — 1325  Friburgo.—  G52  rpe. 
sino,  — - lu52  Xeufchatol.  — 2201  Luisiana.- 


Artículo  1296.— La  devolución  voluntaria 
de  la  cosa  recibida  en  prenda  no  supone  re- 
misión de  la  deuda. 

ORÍGENES 

Ley  40,  tít.  XIII,  Partida  5.* 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  con:  Art.  1286  Cód.  Francia.— 
1280  Italia.1 — 1477  Holanda. — 059  Vaud. — 1051 
Neufchatel.  — 651  Tesino.  — 1 326  Friburgo. — 
2200  Luisiana. — 1294  Boliviu. — Leyes  158  De 
regulis  juris,  3.a,  tít.  XIV,  lib.  II,  |:a,  párr.  1.°,; 
tít.  III,  lib.  XXXIV,  Digesto;  9.a,  tít.  XXVI,  li- 
bro VIII,  C-ódigo  Romano. 

COMENTARIO 

No  puede  considerarse  como  remisión  de  la 
deuda  lo  que  únicamente  constituye  un  acto,  por 
el  que  prueba  el  acreedor  laconfianza  que  leins- 
pira  el  deudor,  cual  es  la  devolución  de  la  pren- 
da, se  presume,  sí,  extinguido  el  derecho  en  és- 
ta, pero  nunca  la  deuda,  que  es  independiente 
de  él,  y que,  para  ser  perdonada,  hemos  visto 
que  debo  hacerse  de  un  modo  expreso,  ó por  he- 
chos que  manifiesten  la  intención  de  hacerlo. 

■ ■ u 

Artículo  1297.— Es  nula  la  remisión  de  la 
deuda  hecha  en  fraude  de  acreedores  y te- 
niendo noticia  el  .deudor  del  engaño. 

Si  éste  lo  ignorase  y su  fiador  lo  supiese 
valdrá  la  remisión  en  cuanto  al  primero,’ y 
sera  nula  en  cuanto  al  segundo;  elcual,  sien- 
A insolvente,  podrá  demandar  á-aqi^lios 
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bienes  que  le  fuesen  necesarios  para  com- 
pletar el  pago. 

En  el  caso  de  conocer  el  engaño  el  deu- 
dor é ignorarlo  su  fiador,  se  extingue  la 
obligación  del  último. 

ORÍGENES 

Ley  12,  tit.  XV,  Partida  5/ 

COMENTARIO 


hecha  en  fraudo  de  acreedores,  porquo  ademas 
de  no  hacerse  por  bien  del  deudor,  se  perjudi- 
can derechos  adquiridos  por  otras  personas,  y 
esto  no  puede  aquélla  consentirlo;  mas  para 
! ello  es  necesario  que  el  deudor  ó su  fiador  co- 
nozcan el  fraude,  pues  si  lo  ignorasen,  su  buo- 
■'  na  fe  les  libra  de  la  obligación,  por  no  ser  justo 
1 que  sufran  las  consecuencias  de  un  mal  que  no 
hicieron. 


Es  natural  que  la  ley  declare  nula  la  quita 


SECCION  SÉTIMA 

DE  LA  CESION  DE  BIENES 


Artículo  1298. — La  cesión  de  bienes  es  el 
abandono  que  un  deudor  hace  judicialmente, 
y después  de  dada  la  sentencia  contra  él,  de 
todos  aquéllos  en  favor  de  sus  acreedores, 
ya  por  sf  ó por  medio  de  procurador. 

ORÍGENES 

Ley  1.*,  tit.  XV,  Partida  5.° 

■ 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  en  parte  con:  Arts.  1265  y 12G8 
Cód.  Francia. — 2166  y 2171  Luisiana. — 1269 
Bolivia. — Leyes  7.*  y 8.",  tít.  LXXI , lib,  VII, 
Código  Romano. 

jurisprudencia 

No  puede  revocarse  la  cesión  hecha  á un 
acreedor  en  pago  de  un  crédito  reconocido  de 
bienes  embargados,  para  satisfacción  de  otros 
acreedores,  siempre  que  dicha  cesión  se  hubie- 
se hecho  ántes  de  verificarse  el  embargo  (Sen- 
tencia 7 Marzo  1863). 

Es  legítima  la  cesión  de  fincas  en  pago  y sol- 
vencia de  suma  cierta  y líquida  que  según  do- 
cumento público  so  adeude,  y por  la  cual  se  ha- 
ya despachado  ejecución  (Sent.  3 Marzo  1866). 

COMENTARIO 

La  cesión  de  bienes  consiste  en  el  abandono 
d#  ebfts  JiPPkd  el  deudor  en  juicio  despueB 
4e  ádlprp»  contra  él,  y no  ántes,  y á favor  de 
pus  acreedoras,  cuando  no  le  puedan  bienes 
para  pagar  todas  las  deudas. 


Si  bien  la  analizamos,  hallaremos  que  no  es 
en  rigor  un  modo  verdadero  de  extinguirse  las 
obligaciones,  en  cuanto  que,  según  veremos  lue- 
go, si  el  deudor  pasa  á mejor  fortuna  después 
de  haber  cedido  sus  bienes,  puede  ser  compeli- 
do  al  pago;  pero  la  ley  la  coloca  entro  aquellos 
modos,  y así  debemos  hacerlo  nosotros.  Dico 
así  el  proemio  del  tít.  XV,  Partida  5.a:  Desam- 
paran los  debelares  a las  vegadas  sus  bienes, 
veyendo  que  non  pueden  pagar  ¡o  que  deben 
por  aquello  que  han.  Onde  pues  que  en  el  tí- 
tulo ante  deste  fablamos , de  como  deben  ser  fe- 
chas fas  pagas  por  aquellos  que  las  han  poder 
de  facer:  queremos  aquí  decir  de  los  oíros  que 
desamparan  sus  bienes,  cuando  non  han  pode- 
rlo de  facer  la  paga. 

Como  se  desprende  de  la  definición  apuntada, 
tomada  de  la  ley  I.",  la  cesión  puede  ser  judi- 
cial y extrajudicial;  pero  ésta  no  nos  interesa 
ni  surte  los  efectos  que  sólo  se  hallan  marcados 
á la  primera  por  el  legislador,  ni  la  ley  se  ocupa 
más  que  de  la  primera. 

Puedo  hacerla  el  deudor,  ya  por  sí  ó por  pro- 
curador, ante  el  juez,  después  de  haberse  dado 
la  sentencia,  y no  ántes.  Si  de  otra  guisa  los 
desamparare,  non  valdría. 

Artículo  -1299.— La  cesión  se  extiende  á 
todos  los  bienes  del  deudor. 

Quedan,  sin  embargo,  exceptuados: 

1*  Los  vestidos  de  uso  diario  propios, 
de  la  mujer  é hyos. 

2 “ Aquellos  bienes  que  el  juez  resérva- 
lo 
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re  como  bastantes  para  vivir  á los  descen- 
dientes, ascendientes,  cónyuge,  socio  o do- 
natario que  tuviesen  derecho  á recibir  algo 

del  deudor.  . ¡ 

3.“  Los  instrumentos  necesarios  para 

su  profesión  ó arte. 

Todo  lo  demas  debe  venderse  en  pública  ¡ 
subasta. 

i 

ORIGENES 

I 

Ley  l.L  tít.  XV,  Partida  a." 

Art.  Í15 ! , ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

COMENTARIO 

La  regla  general  es  que  la  cesión  se  extiende 
á todos  los  bienes  del  deudor;  pero  hay  una 
porción  de  ellos  que  por  razones  de  necesidad,  ; 
de  caridad,  ó por  beneficio  de  competencia  con-  j 
cedido  á ciertas  personas,  se  excluyen  de  la  ce-  ! 
sion. 

Se  cuentan  entre  los  primeros  las  ropas  de 
uso  diario,  tanto  propias  como  de  la  mujer  é 
hijos;  entre  los  segundos  los  instrumentos  ne- 
cesarios para  el  arte  ó profesión  del  deudor,  y ! 
entre  los  últimos  ios  comprendidos  en  el  nú- 
mero 2."  del  artículo. 

I 

; 

Artículo  1300. — No  pueden  ceder  sus  bie- 
nes: 

1. °  Los  deudores  alzados. 

2. "  Los  deudores,  cuando  fuesen  sus  deu- 
das procedentes  de  delito  ó cuasi  delito  en 
que  hubiere  mediado  fraude,  ocultación  ú 
otro  vicio,  en  cuanto ála  multa  ó pena  pecu- 
niaria que  por  él  les  fuere  impuesta;  no  por 
io  perteneciente  al  ínteres  peculiar  del  agra- 
viado, 

3. "  Los  arrendadores  de  rentas  del  Esta-  ! 
do  y sus  fiadores. 

orígenes 

Leyes  1.-,  2.*,  8.'  y 9.a,  tít.  XXXII,  lib.  XI 
Novísima  Recopilación. 

Artículo  1301.  La  cesión  de  bienes  deja 
libre  al  deudor  de  ser  emplazado  y extingue 
el  crédito  ó créditos  hasta  donde  alcancen 
los  bienes  cedidos,  sin  que  tenga  que  res- 
ponder en  juicio  i sus  acreedores,  á no  ser 
que  por  ganaucia  posterior  pueda  pagar  las 
deudas  y quedarse  con  bienes  para  vivir. 


Los  fiadores,  sin  embargo,  quedan  obli- 
gados á pagar  lo  que  restare  para  cubrir  la» 

deudas. 

ORÍGENES 

Leyes  1.*  y 3 a,  tít.  XV,  Partida  5.a 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  el  núm.  l.°  y 2>  con  el  art.  1270 
Cód.  Francia. — El  í.°  con:  Arts.  2L2  Luisia- 
na. — Leyes  1.a,  4.a  y 7.*,  tít.  LXXI,  lib.  Vil, 
Código  Romano.— El  2.°  con  las  leyes  4.a,  6.a  y 
7.a,  tít.  III,  lib.  XLII  Digesto;  1.a,  tít.  LXXI, 
lib!  VII,  Código;  173  De  regulis  juris.— Con  la 
última  parte  concuerda  la  ley  21,  párr.  3.°,  tí- 
tulo T,  lib.  XLVI,  Digesto;  párr.  4.a,  tít.  XIV, 
lib.  IV,  Instituía. 

JURISPRUDENCIA 

Sent.  14  Octubre  1873. 

Es  completamente  inaplicable  la  ley  3.a,  títu- 
lo XV,  Partida  5.a,  que  describe  la  fuerza  que 
ha  el  decampar  amiento  de  bienes  hecho  por  el 
deudor,  cuando  éste  no  llegó  á realizar  la  ce- 
sión de  sus  bienes,  por  haberla  suspendido  el 
convenio  que  puso  término  en  su  origen  á los 
autos  del  concurso,  y mediante  que  las  leyes  de 
Partida  referentes  á esta  materia  han  aido  re- 
formadas y refundidas  en  el  tít.  XI,  parte  1,* 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  (Sent,  20  Fe- 
brero 1874). 

COMENTARIO 

En  este  artículo  hallamos  dispuesto  lo  que 
hemos  indicado  en  comentarios  anteriores  co- 
mo prueba  de  que  la  cesión  de  bienes  no  era  un 
verdadero  modo  de  extinguirse  las  obligacio- 
nes, en  cuanto  vuelven  á existir  éstas  tan  pron- 
to como  el  deudor  que  cedió  los  bienes  venga 
á mejor  fortuna;  mientras  tanto,  el  efecto  que 
aquélla  produce  es  impedir  que  pueda  aquél 
ser  emplazado  y extinguir  los  créditos  contra 
¿1  existentes,  sin  que  tenga  que  responder  en 
juicio  á los  acreedores. 

El  beneficio  de  la  cesión  es  personal  y no  al- 
canza á los  fiadores,  quienes  quedan  obligados 
a pagar  lo  que  restare  para  cubrir  las  deudas 
del  principal. 
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os  acreedores  la  propiedad  de  los  bienes  c 
idos,  sino  el  derecho  de  hacerlos  vender, 

¡ 6 ?ue  su  Sports,  como  el  de  las  rentas, 
nvierta  en  el  pago  de  los  créditos, 
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ORÍGENES 

Ley  l.8,  tít.  XV,  Partida  5.“ 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  con:  Arts.  1269  Cód.  civil,  y 904 
Cód.  de  procedimientos,  Francia. — 2171  Lui- 
siana. — Ley  4,  tít.  LXXI,  lib.  VII,  Cód.  Ro- 
mano. , 

■ . . ■ ! ■ ' : 

COMENTARIO 

Nadie  mejor  que  el  juez  puede  obrar  con  im- 
parcialidad al  hacer  el  reparto  de  los  bienes  ce- 
didos entre.  los  acreedores;  pero  no  es  ésta  sola 
la  razón  por  la  cual  no  debe  darse  á éstos  la 
propiedad  de  dichos  bienes,  sinó  que  hay  otra,  y 
es,  que  quizás  podrían  éstos  venderse  con  ven- 
taja por  circunstancias  apetecibles  para  algún 
comprador,  en  cuyo  caso  es  posible  que  después 
de  pagar  los  créditos,  sobrase  algo  para  el  deu- 
dor, y no  sería  justo  privarle  de  esta  ganancia, 
dando  á los  acreedores  la  propiedad  de  los 
bienes. 

Artículo  1303. — Siendo  todas  las  deudas 
de  una  misma  naturaleza,  el  juez  debe  par- 
tir el  valor  de  los  bienes  del  deudor  entre 
los  acreedores  á prorata  de  la  cantidad  á que 
ascienden  los  créditos  de  cada  uno. 

Si  hubiere  créditos  privilegiados,  éstos 
deberán  ser  satisfechos  primeramente,  aun- 
que no  queden  bienes  para  pagar  á los  otros. 

El  deudor  que  ántes  de  venderse  sus  bie- 
nes los  pidiere  para  pagar  las  deudas  ó de- 
fenderse contra  los  acreedores,  debe  ser 
oido. 

ORÍGENES 

Ley  2.\  tít.  XV,  Partida  5.a 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  en  parte  con:  leyes  3.ly  5.*,  tít.  III, 
lib.  XLII,  Digesto;  2.a,  tít.  LXXI,  lib.  VIII,  Có- 
digo Romano. 


/ 1 


COMENTARIO 

Para  el  reparto  del  producto  obtenido  en  la 
venta  de  los  bienes  inmuebles  atiende  la  ley  á 
la  naturaleza  de  las  deudas  y dispone  que  si  son 
iguales,  debe  el  juez  repartir  entre  los  acreedo- 
res el  valor  de  aquellos  biones,  dando  A cada 
uno  lo  que  conforme  á la  cuantía  do  su  crédito 
le  corresponda;  y si  las  deudas  fueron  do  dis- 
tinta naturaleza  porque  algunas  debieran  pa- 
garse ántes  ó después  que  otras,  por  razones 
que  en  otro  lugar  expondremos,  deberá  satisfa- 
cer el  juez  primeramente  las  privilegiadas, 
aunque  para  las  restantes  no  queden  bienes. 

Sobre  este  punto  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil  ha  dado  algunas  disposiciones,  marcando 
el  órden  que  debe  seguirse  en  la  graduación  de 
créditos. 

Mas  ántes  de  llegar  á este  caso  y de  venderse 
los  bienes  objeto  de  la  cesión,  es  posible  que  el 
deudor  los  pidiere  para  pagar  las  deudas  ó para 
defenderse  luego  contra  los  acreedores,  y la  ley 
no  ha  querido  negarlo  esto  derecho,  declarando 
que  tal  deudor  debe  ser  oido. 

Artículo  1304. — En  el  caso  de  que  el  deu- 
dor solicite  quita  ó espera,  y en  todo  lo  que 
se  refiera  al  modo  de  llevar  á cabo  la  cesión 
judicial,  deberá  observarse  Jo  prescrito  en 
las  leyes  de  procedimientos. 

■ ■ ORÍGENES 

Tít,  XI,  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

COMENTARIO 

Algunas  disposiciones  más  contienen  las  Par- 
tidas en  sus  leyes  5.a  y 6.a,  relativas  al  caso  en 
que  el  deudor  solicite  de  los  acreedores  quita  ó 
espera;  mas  han  sido  modificadas  por  la  ley  de 
, Enjuiciamiento  civil,  que  en  este  punto  manda 
se  esté  á lo  que  decida  la  mayoría  en  junta  de 
acreedores;  así  como  en  cuanto  al  modo  de  lle- 
varse á cabo  la  cesión  ha  dictado  y establecido 
los  trámites  á que  para  ello  deben  ajustarse  los 
Tribunales. 
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SECCION  OCTAVA 


DE  LA  CONTUSION  DE  DERECHOS 


Artículo  1305.— Guando  se  reúnan  en  una 
misma  persona  la  calidad  de  acreedor  y la  de 
deudor,  hay  confusión  de  derechos,  y que- 
dan  extinguidos  el  crédito  y la  deuda. 

No  hay  confusión  cuando  concurrieren 
en  una  misma  persona  las  calidades  de 
acreedor  y deudor  por  título  de  herencia  y 
ésta  se  hubiere  aceptado  á beneficio  de  in- 
ventario 

ORÍGENES 

Ley  8-*,  tít.  VI,  Partida  6.' 

Sont.  del  T.  3.  de  10  Abril  1875, 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  con:  Arts.  1300  y 802,  núm,  2, 
Cód-  Francia. — 700,  en  cuanto  al  primer  párra- 
fo, Portugal. — 1296  y 968  Italia. — 1472  y 1078 
Holanda.  — 14-55,  802  y 812  Austria. — 476,  sec- 
ción 6.*,  en  cuanto  á la  primera  parte,  Prusia, 
— 3.°,  Iib.  IV,  cap.  V,  id.  Gaviera.— 965  y 710 
modificado,  Vaud.  — 1332  y 951  Friburgo. — 
659  y 581  Tcsino. — 1058  ,en  cuanto  á la  primera 
parto,  Neufchatel. — 2214  y 1047  Luisiana.— 
1311  y 810  Bolivia.— Leyes  21,  párrs.  l.“  y 3.°; 
50,  lit.  I,  75,  95  y 107,  tít.  III,  lib.  XLVI;  21, 
til.  III,  lib.  XXXIV,  Digesto,  en  cuanto  á la 
primera  parto;  y on  cuanto  á la  segunda,  ley  22, 
parr.  9,  tít.  XXX,  lib.  VI,  y párr.  5.",  tít.  XIX, 
lib.  II,  Cód.  Romano. 

COMENTARIO 

El  oonocido  principio  dol  Derecho  Romano, 
nemo  potest  a pud  «a mdem  pro  ¡pso  oblígalas 
csse,  es  el  que  sirvo  de  fundamento  á lo  dis- 
puesto en  el  primor  párrafo  del  artículo.  De  lo 


establecido  en  la  ley  8.%  tít.  VI,  Partida  6.*, 
respecto  á la  confusión  que  tiene  lugar  por  tí- 
tulo de  herencia  aceptada  á benefició  de  inven- 
tarío, dedúcese  el  contenido  de  aquel  párrafo, 
que  se  halla  confirmado  terminantemente  por 
la  sentencia  del  Tribunal  Supremo  de  10  de 
Abril  de  1875;  y con  arreglo  á una  y otra  eon- 
tumos  entre  los  modos  de  extinguirse  las  obli- 
gaciones el  que  tiene  lugar  cuando  en  una 
misma  persona  se  confunden  ó reúnen  las  cali- 
; dades  de  acreedor  y deudor,  pues  nadie  puede 
: ser  uno  y otro  á un  mismo  tiempo: 

La  confusión  tiene  lugar,  ya  en  virtud  de  un 
título  universal,  como  la  herencia,  ya  por  título 
particular  que  trasfiera  el  crédito  al  deudor. 

Si  se  reúnen  en  una  persona  los  caractéres 
de  deudor  principal  y de  fiador,  quedará  extin- 
guida la  obligación  accesoria,  pero  no  la  prin- 
; cipal,  porque  permanecen  distintos  los  concep- 
: tos  de  acreedor  y de  deudor.  La  confusión  que 
se  verifica  en  la  persona  del  deudor  principal 
aprovecha  á los  fiadores,  porque  lo  accesorio  no 
puede  subsistir  sin  lo  principal,  y la  que  se  ve- 
rifica en  la  persona  del  acreedor  que  sucede  á 
. uno  de  los  deudores  solidarios,  ó al  contrario, 
sólo  aprovechara  a los  demás  en  la  parte  pro- 
rateada correspondiente  á dicho  deudor. 

No  tiene  lugar  la  confusión,  según  la  última 
parte  del  artículo  tomada  de  la  ley  8."  de  Parti- 
da, cuando  se  verifique  por  título  de  herencia 
■ ■ aceptada  á beneficio  de  inventario,  porque  me- 
diante éste  queda  libre  el  heredero  de  respon- 
der de  las  cargas  del  difunto  con  otros  bienes 
que  los  hereditarios,  y porconsiguiente,  lejos  do 
confundirse  la  deuda  del  difunto  con  el  crédito 
del  heredero,  puede  éste  reclamarlo  como  sí 
fuero  un  extraño. 
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SECCION  NOVENA 

BE  LA  PÉRDIDA  BE  LA  COSA  DEBIDA 


Artículo  1306. — Cuando  la  deuda  consis- 
tiere en  una  cosa  cierta  y determinada,  y se 
perdiere  sin  culpa  del  deudor,. y ántes  de 
constituirse  éste  en  mora,  la  obligación  que-  ■ 
da  extinguida. 

Habiendo  culpa  ó mora  por  parte  del  deu- 
dor, estará  éste  obligado  á la  indemnización 
con  arreglo  á lo  que  se  px'escribe  en  la  Sec- 
ción 3.*,  cap.  III  de  este  título. 

Lo  mismo  sucederá  en  los  casos  en  que, 
según  lo  prevenido  en  el  mismo  lugar,  deba 
responder  del  caso  fortuito. 

ORÍGENES 

Ley  9.*,  tít.  XIV,  Partida  5.a 

Ley  18,  tít.  XI  de  la  misma. 

Ley  3.a,  tít.  II  de  la  misma. 

Ley  4.a,  tít.  III  de  la  misma. 

Ley  27,  tít.  V de  la  misma. 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  con:  Arts.  1302  Cód.  Francia, — 
1480  Holanda. — 1298  Italia. — 1447  Austria. — 
12,  lib.  IV,  cap.  XV,  Baviera.— 967  Vaud.— : 
1334  Fribúrgo.— 661  Tesino, — 1060  Neufcha- 
tel, — 2216  Luisiana. — 1313  al  1315  Bolivia. — 
Leyes  33,  37,  51,  82,  91  y 140  De  verborum 
obligationem. — Ley  24,  De  usuris. — Leyes  23 
y 49,  tít.  I,  lib.  XLV;  30,  lib.  XXX,  Digesto. 

JURISPRUDENCIA 

Sent.  22  Mayo  1877. 

El  principio  general  de  derecho  de  que  la 
cosa  perece  para^su  dueño , está,  como  todos, 
subordinado  á lo  que  las  leyes  disponen  concre- 
ta y expresamente,  yes  sólo  aplicable  en  los  ca- 
sos que  ellas  prescriben;  no  siéndolo  cuando  se 
trata  de  designarla  persona  jurídica  responsa- 
ble civilmente  del  cumplimiento  de  una  obliga-  ■ 

clon  personal  (Sent.  29  Diciembre  1874). 

' 

COMENTARIO 

Perdida  ó destruida  la  cosa  objeto  de  la  obli-  ¡ 
gacion,  deja  de  existir  ésta. 


Do  varios  modos  puedo  tener  lugar  la  des- 
trucción ó perdida  de  la  cosa;  y aunque  la  ley 
por  su  manera  general  de  expresarse  no  los 
enumere  , deben  comprenderse  en  ella;  tal  su- 
cedo, por  ejemplo,  cuando  la  cosa  se  pierdo  y no 
se  descubre  su  paradero,  cuando  no  puede  sor 
entregada,  etc. 

Establece  la  ley,  como  requisito  indispensable 
para  que  por  tales  causas  se  extingan  las  obli- 
gaciones, el  que  no  medie  culpa  ni  mora  pal- 
parte del  deudor,  porque  do  otro  modo  conti- 
nuaría éste  obligado  á pagar  la  estimación  de 
la  cosa,  ó lo  que  es  lo  mismo,  al  resarcimiento 
de  daños  y perjuicios,  de  lo  cual  ya  liemos  tra- 
tado anteriormente. 

No  necesitamos  tampoco  repetir  lo  que  sobre 
el  caso  fortuito  queda  explicado;  lo  mismo  la 
ley  3.a,  tít.  II,  Partida  5.a,  que  otras  también 
citadas,  en  los  casos  especiales  á que  ellas  so  re- 
fieren, establecen  idéntica  doctrina:  no  se  pres- 
ta el  caso  fortuito  sino  cuando  media  pacto  ex- 
preso, culpa  ó mora  del  deudor,  ó le  da  éste 
ocasión.  Sólo  en  estos  casos  procede  la  indem- 
nización de  perjuicios. 

Si  para  que  se  extinga  la  obligación  por  la 
pérdida  de  la  cosa  ha  de  ser  ésta  cierta,  se  com- 
prende perfectamente  que  no  puedo  tener  esto 
efecto  cuando  la  que  se  deba  sea  una  cosa  en 
abstracto,  ó cantidad  de  dinero,  pues  en  estos 
casos  la  cantidad  no  perece;  siempre  se  debe  el 
tanto  á que  asciende.  Es,  pues,  necesario  tener 
en  cuenta,  para  resolver  las  dudas  que  se  pre- 
senten en  esta  materia,  que  siendo  cosa  determi- 
nada ó que  se  haya  determinado  de  algún  modo, 
como  sucede,  por  ejemplo,  cuando  se  deben  co- 
sas tangibles  de  lugar  designado,  la  pérdida  de 
ellas  produce  la  extinción  de  las  obligaciones 
sobre  las  mismas  constituidas;  y si  lo  convenido 
í'ué  hacer  alguna  cosa,  se  entiende  perdida  ésta, 
ó extinguido  el  contrato,  cuando  por  fuerza  ma- 
yor, caso  fortuito,-  etc.,  no  fuere  posible  llevar- 
lo á cabo. 

Por  último,  el  deudor  queda  obligado  á en- 
tregar lo  qu‘e  no  hubiere  perocido,  siendo  la 
pérdida  ó destrucción  de  la  cosa  parcial,  y ade- 
más á ceder  al  acreedor  los  derechos  y aecio- 
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ncs  para  reclamar  indemnización  do  perjuicios 
á quien  corresponda,  según  los  casos. 

Artículo  1307.— Siempre  que  la  cosa  se 
hubiere  perdido  en  poder  del  deudor,  por 
caso  fortuito,  se  halla  aquél  obligado  á pro- 
barlo. 

ORÍGENES 

Ley  20,  tít.  XIII,  Partida  5.’ 

Ley  15,  tít.  VIII  de  la  misma. 


Artículo  1308.— Guando  la  deuda  de  una 
cosa  cierta  y determinada  procediera  de 
delito  ó falta,  no  se  eximirá  el  deudor  de 
abonar  su  valor,  cualquiera  que  hubiese  sido* 
el  motivo  de  la  pérdida,  á no  ser  que,  ha- 
biendo ofrecido  la  cosa  el  que  debía  recibir- 
la, no  quisiera  éste  admitirla,  y luego  se  per- 
diese. 

ORÍGENES 

1 Ley  20,  tit.  XIV,  Partida  7.1 


CONCORDANCIAS 


CONCORDANCIAS 


Concuerda  en  el  fondo  con  los  Códigos  mo- 
dernos citados  en  el  anterior  y con  las  leyes  5.“, 
tít.  XXIV,  lib.  IV,  Cód.  Romano,  9.“,  párr.  í.°, 
tít.  II,  üb.  XIX,  Digesto. 


Concuerda  con  los  Códigos  modernos  citados 
en  los  anteriores  y coq  las  leyes  8.*  y 20,  tít.  I, 
lib.  XIII,  XIX,  tít.  XVI,  lib.  XLIII,  Digesto; 
2.*,  tít.  VIII,  lib.  IV,  Cód.  "Romano. 


SECCION  DÉCIMA 

DE  LA  RESCISION  DE  LAS  OBLIGACIONES 


§ I 

Disposiciones  generales. 


Artículo  1309. — Las  obligaciones  pueden 
rescindirse: 

1. '  Por  vía  de  reslitucion  á las  personas 
sujetas  á tutela  ó curaduría  (a). 

2. "  Por  el  fraude  cometido  en  perjuicio 
de  los  acreedores  en  la  enajenación  de  los 
bienes  de  su  deudor  (ó). 

3. ’  Por  lesión  en  más  de  la  mitad  del 
justo  precio  (c). 

h Ln  los  demás  casos  que  especialmen- 
te se  consignen  en  las  disposiciones  de  este 
Código  (d). 

orígenes 

íal  Leyes  del  tit.  XIX,  Partida  6.a 

iG  Leyes  7.a,  tít.  XV,  y XI,  tít.  XIV,  Par- 
tida 5.* 

(o)  Leyes  2.‘  y 3.*,  tít.  I,  lib.  X,  Nov.  Rec. 

[d]  Leyes  56,  tít.  V,  y XXVIII,  tít.  XI,  Par- 
ilda  5/ 


Loy  7.*,  tít.  XXXIII,  Parí.  7." 

Leyes  30,  tít.  II,  y XV,  tít.  VII,  Part.  3.* 

Leyes  63;  64  y 65,  tít.  V,  Partida  5.* 

COMENTARIO 

Otro  de  los  modos  do  extinguirse  las  obliga- 
ciones tiene  lugar  cuando  por  los  vicios  de  que 
adolecen  se  rescinden  ó se  deshacen,  de  mane- 
ra que  cada  contratante  adquiere  los  derechos 
ó bienes  que  tenia  antes  de  celebrar  'fll  con- 
trato. 

I be  habla  en  las  leyes  indistintamente  de  la 
I rescisión  y nulidad  como  sinónimas,  y conviene 
distinguirlas,  porque  los  efectos  de  una  y otra 
! no  son  los  mismos.  La  nulidad  no  puede  sub- 
} ®anarse  Por  ningún  medio;  el  acto  que  carece 
de  algún  requisito  esencial  es  nulo  desde  eí 
principio,  y debe  considerarse  como  no  hecho. 
Los  delectas  que  motivan  la  rescisión,  por  el 
contrario,  pueden  subsanarse. 

. Los  vicios  que  afectan  á la  validez  de  los  con- 
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tratantes  y los  anulan,  ya  los  hemos  estudiado 
al  tratar  de  sus  requisitos  esenciales ; ahora 
veamos  lo  que  respecto  á la  rescisión  dictan 
nuestras  leyes,  para  lo  cual,  si  hemos  de  seguir 
el  órden  marcado  en  el  Proyecto  de  Código, 
conviene  reunir  las  que  sobre  esta  materia  tra- 
tan en  tres  grandes  grupos:  l.°,  las  que  aplican  ■ 
¡a  rescisión  á los  actos  y contratos  celebrados 
por  personas  sujetas  á tutela  ó curaduría  por 
vía  de  restitución;  2.°,  las  que  lo  hacen  á las 
enajenaciones  hechas  en  fraude  de  acreedores; 
y 3.°,  las  que  la  declaran  en  todos  aquellos  ca- 
sos en  que  interviene  lesión  ó cualquier  otro 
vicio  particularmente  tratado  en  las  disposi- 
ciones de  este  Código,  por  lo  cual  bien  se  com- 
prende-que  únicamente  trataremos  en  este  lu- 
gar de  la  rescisión  referente  á la  restitución 
m integrum  y enajenaciones  fraudulentas,  de- 
jando la  del  tercer  grupo  para  examinarla  cuan- 
do estudiemos  cada  contrato  en  particular. 

En  cuanto  á la  rescisión  por  lesión  enorme," 
no  tenemos  ninguna  ley  que  la  establezca  para 
todos  los  contratos  en  general,  sinó  únicamente 
para  alguno  de  ellos,  como  la  compra-venta. 
Esto  no  obstante,  se  ha  creído  por  muchos  auto- 
res que,  á pesar  del  silencio  de  las  leyes,  debía 
esta  causa  de  rescisión  hacerse  extensiva  á to- 


das las  demas  convenciones  en  que  fuera  posi- 
ble aquella  lesión. 

En  este  mismo  sentido  ha  fallado  diversas  vo- 
ces el  Tribunal  Supremo. 

Artículo  1310. — La  rescisión  de  una  obli- 
gación principal  causa  la  de  todas  su3  acce- 
sorias. 

ORÍGENES 

Ley  56,  tít.  V,  Partida  5.“ 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  con  las  129  y 178  De  regvlis  juris. 

COMENTARIO 

Este  principio,  tomado  del  Derecho  Romano 
y terminantemente  señalado  en  la  ley  56  de 
Partida,  respecto  á la  compra-venta,  no  ca  la 
última  vez  que  lo  hemos  de  ver  declarado.  Lo 
accesorio  no  puede  subsistir  sin  lo  principal; 
por  consiguiente,  rescindida  la  obligación  prin- 
cipal, se  extinguen  también  las  accesorias  de- 
pendientes da  ella,  lo  que  no  sucede  al  contra- 
rio, porque  lo  principal  puedo  existir  sin  lo  ac- 
cesorio. 


De  la  restitución  de  las  personas  sujetas  A tutela  ó curaduría , y otras  A quienes  la  ley  con- 


cede este 

Artículo  1311. — Pertenece  el  beneficio  de 
la  restitución: 

1. °  A los  menores  de  veinticinco  años 
por  el  daño  que  hayan  sufrido  en  las  obli- 
gaciones contraídas  por  sí,  por  sus  tutores 
á su  nombre,  ó producido  por  tercera  per- 
sona. 

2. u  A las  personas  sujetas  á curador  por 
el  daño  que  les  hayan  causado  éstos  en  las 
obligaciones  contraídas  en  su  representa- 
ción. 

3. "  Al  Estado,  Iglesias  y Concejos  por  el 
daño  que  sufran  en  sus  bienes,  del  mismo 
modo  que  los  menores. 

ORÍGENES 

Leyes  1/  y 2.%  tít.  XIX,  Part.  6,® 


beneficio. 


Loy  10,  del  mismo  título  y Partida. 

Leyes  1.a,  tít.  XIII,  Partida  3.* 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  con:  Leyes  2.*,  tít.  XXVIII,  3.a, 
, tít.  XXV,  ltb.  II,  Cód.  Romano. 

JURISPRUDENCIA 

Bent.  21  Enero  1869. 

. El  beneficio  do  restitución  lo  otorgan  las  leyes 
á los  menores  perjudicados  aunque  no  medie 
dolo  (Sent,  23  Noviembre  1860). 

Si  bien  al  Estado,  á quien  reputan  las  leyes 
' como  de  menor  edad,  compete  el  beneficio  do 
I la  restitución  in  integrum  por  el  perjuicio  que 
! haya  recibido  en  sus  intereses  por  negligencia 
: ó engaño  de  otro,  dicho  beneficio,  como  extra- 
ordinario  y subsidiario,  no  tiene  lugar  cuando 
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puede  obtenerse  la  reparación  de  aquél  por  un 
medio  ordinario  (Sent.  14  Enoro  y 4 Junio 

La  ley  10,  tit.  XIX,  Partida  6.a,  concede  el 
beneficio  de  la  restitución  in  inte  gruñí  á los 
que  gozando  de  él  sufren  pérdida  ó menosca- 
bo en  sus  bienes  por  culpa  de  los  que  han  u 
■procurar  (Sent.  14  Octubre  1864). 

La  ley  7.',  tic.  TI,  lib.  X,  Nov.  Rec.,  que  con- 
cede á los  casados  mayores  de  diez  y ocho  años 
la  facultad  de  administrar  sus  bienes,  no  les 
priva  de  los  demas  beneficios  concedidos  á los 
menores  de  veinticinco  años  (Sent.  26  Junio 
1861). 

La  menor  emancipada  sólo  puede  reclamar 
contra  ios  contratos  en  que  intervino  por  el 
beneficio  de  la  restitución  (Sent.  28  Abril  1866). 

Procede  el  beneficio  de  la  restitución  in  inte- 
grum  en  favor  de  la  Hacienda  cuando  se  re- 
nuncia á continuar  la  apelación,  y en  su  caso 
la  súplica,  si  osla  renuncia  ha  podido  producir 
daño  notorio  á la  Hacienda  (Sent.  22  Junio 
Í8Í!);. 

COMENTARIO 

Los  sabios  antiguos  que  ¡ icieron  las  leyes 
lucieron  por  bien  entregar  de  lodo  su  derecho 
á los  'menores  que  hubieren  recibido  menosca- 
bos e daños  en  sus  bienes  por  mengua  de  sí, 

] jorque  non  han  c'nlendimiento  cumplido , en 
las  cosas  así  como  les  seria  menester,  ú por 
f'uljiu,  ó por  engaño  de  sus  guardadores,  ó de 
film.  lié  aquí  cómo  se  expresa  el  tít.  XIX  de  la 
Partida  6.“  respecto  á la  restitución  in  inte - 
grum  ó sea  la  reintegración  de  un  menor  ó de 
otra  persona  privilegiada  en  todas  sus  acciones 
y derechos.  Decimos  de  otra  persona  privile- 
giada, .porque  según  el  articulo  no  son  los  me- 
nores ios  únicos  que  gozan  de  este  beneficio, 
sino  también  otras  personas  que  por  su  incapa- 
cidad están  sujetas  á curador,  como  los  locos, 
desmemoriados  y pródigos,  y por  analogía  con 
las  corporaciones  ó personas  jurídicas  equipa- 
radas por  la  ley  á los  menores, 

Artículo  -1312. — Procedo  el  beneficio  de 
restitución: 

1. °  En  losados  judiciales  cuando  la  con- 
fesión del  menor,  del  guardador  ó del  abo- 
gado, ó la  falta  de  defensa  ú otras  razones 
resultaren  gravosas  al  derecho  del  menor! 

2, '  Cuando  éste  hubiere  sido  adoptado 


de  ESPAÑA  ^ 

"por  persona  de  mala  conducta  y que  dilapn 

dase  sus  bienes.  , ' 

3.°  Cuando  por  error  en  la  opcion  de  ua 

legado  no  eligiese  lo  mejor, 

4»  En  Ja  venta  de  cosas  del  menor  he- 
cha en  subasta,  cuando  después  otró  ofrece- 
más  y de  ello  resulta  utilidad  para  el  me- 
nor. ... 

5 a En  los  contratos  que  por  cualquier; 

causa  le  produjeran  daño. 

6.°  Cuando  3}  menor  pidiere  desampa- 
rar una  herencia  después  de  haberla  adi- 
do, siempre  que  lo  haga  con  beneplácito  dei 
juez  y ante  los  acreedores. 

ORÍGENES 

Leyes  3.*,  5.a  y 7.“,  tit.  XIX,  Partida  fe"-  1 

Leyes  l.*y  3.a,  tít.  XXV,  Partida  3.* 

Ley  47,  tít.  XIII,  Partida  5.* 

JURISPRUDENCIA 

Sent.  20  Abril  1870. 

Contra  el  lapso  del  término  legal  para  inter- 
poner el  recurso  de  nulidad  no  se  concede  el 
beneficio  de  restitución  á los  menores,  ni  á los 
que  disfrutan  los  beneficios  de  tales  [Sentencia 
24  Enero  1859). 

Las  ventas  judiciales  no  están  fuera  del  al- 
cance de  la  reclamación  del  menor,  si  interpu- 
puso  la  demanda  para  su  rescisión  dentro  dol 
cuadrienio  legal  fundado  en  la  lesión  enorme 
que  resulta  de  los  remates  celebrados  para  la 
venta,  comparada  con  el  valor  en  que  los  bie- 
nes vendidos  le  fueron  á el  adjudicados  (Sen- 
tencia 12  Junio  1863). 

Cuando  en  la  petición  formulada  de  una  de-  ’ 
manda  se  invoca  clara  y explícitamente  el  be- 
neficio legal  de  la  restitución  in  integrum,  y á 
cuyo  remedio  es  consiguiente,  con  arreglo  á la 
ley,  la  reposición  del  acto  perjudicial  que  lo 
motiva,  no  obsta  para  esta  declaración  la  im- 
propiedad de  los  términos  con  que  se  haya  so- 
. licitado,  porque  admitido  el  principio,  forzoso 
es  deducir  su  consecuencia  legal  (Sent.  6 Abril 
1866), 

La  restitución  in  integrum  corresponde  á los 
menores  áun  en  los  actos  judiciales,  y procede 
la  rescisión  en  las  ventas  que  se  hacen  judi- 
cialmente y en  almoneda  pública,  cuando  me- 
dia lesión  enorme,  según  dispone  la  ley  2.*,  ti- 
tulo I,  lib.  X,  Nov.  Kec.  (Sent.  12  Junio  1863). 

Los  menores  pueden  reclamar  los  perjuicios 
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que  hayan  sufrido  en  un  litigio  por  falta  de 
representación  legal  ó por  otro  motivo,  no  sólo 
durante  su  menor  edad,  sinó  en  los  cuatro  años 
siguientes  que  señalan  las  leyes  para  la  resti- 
tución in  integrum  (Sent.  30  Octubre  1865). 

Es  preciso  que  los  interesados  intenten  el  re- 
curso precisamente  ántes  de  luiber  espirado  el 
cuadrienio  legal  (Sent,  29  Abril  1867). 


de  Código;  poro  en  realidad  esta  solución,  áun 
cuando  no  la  rechazamos,  no  es  la  que  se  des- 
prendo del  texto  terminante  do  la  loy. 

Claro  es  que  si  las  cosas  vuelven  por  dicho 
beneficio  a su  anterior  estado,  lo  mismo  el  me- 
nor que  la  persona  contra  quien  so  ejercitó,  ad- 
quieren los  derechos  y acciones  que  respectiva- 
mente tenían  ántes  de  causarse  el  daño. 


■■  COMENTARIO 

En  el  presente  artículo  so  hallan  señalados 
los  casos  en  que  según  las  leyes  procede  el  be- 
neficio de  la  restitución  in  integrum. 

Supuesta  la  necesidad  de  este  remedio,  la 
ley  debía  declararlo  siempre  que  el  menor  pu- 
diera sufrir  daño,  y,  por  tanto,  era  aplicable  lo 
mismo  á los  contratos  que  á los  juicios  en  que 
por  confesión  propia  del  guardador  ó del  abo- 
gado Ic  fueran  perjudiciales  y gravosos.  Esto  i 
punto  tendremos  ocasión  de  tratarlo  más  dete- 
nidamente. 

Artículo  1313. — El  efecto  de  la  restitución 
consiste  en  volver  las  cosas  al  estado  que 
tenían  cuando  el. menor  recibió  el  daño. 

ORÍGENES 

Leyes  1.’  v 8.*,  tít.  XIX,  Partida  6.a 

Leyes  1.*  y 2.*,  tít.  XXV,  Partida  3.* 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  con:  Leyes  24,  párr.  4.°;  27,  pár- 
rafo 2.°,  tít.  IV,  lib.  IV;  28,  párr.  6.4,  tít.  VI,  i 
lib.  IV,  Digesto;  única,  tít.  XLVIII,  lib.  II, 
Cód.  Romano. 

COMENTARIO 

En  este  artículo  se  halla  consignado  lo  que 
verdaderamente  caracteriza  la  restitución,  la 
cual  viene  á ser  el  efecto  de  la  rescisión.  No 
está  facultado  aquel  contra  quien  se  ejercita 
para  consentir  en  ella  ó enmendar  el  daño,  como 
establece  el  Proyecto  de  Código,  sinó  que,  una 
vez  entablada,  se  reponen  las  cosas  al  estado 
que  tenían  cuando  el  menor  fue  perjudicado, 
según  disponen  terminantemente  las  leyes  ci- 
tadas. 

Los  autores  juzgan  más  conforme  á la  equi-  : 
dad  d que  se  enmiende  el  daño-satisfaciendo 
su  causante  lo  que  falle  hasta  el  justo  precio, 
cpn.lpf  intereses  del  tiempo  intermedio,  y de 
CE)te  modo  queda  resarcido  el  menor  y desapa- 
rece la  causa  que  motiva  la  restitución;  de  esta 
manera  también  resuelve  la  cuestión  el  Proyecto 


Artículo  1314, — Para  que  el -beneficio  de 
restitución  tenga  lugar,  es  necesario  probar 
la  existencia  del  daño  y la  menor  edad  en 
el  tiempo  que  el  mismo  se  causó. 

ORÍGENES 

Leyes  2.a  y 5.*,  ti t.  XIX,  Partida  6.* 

Ley  4.a,  tít.  XIV,  Partida  3.* 

CONCORDANCIAS 

Ooncuerdaen  parto  con:  Leyes  4.',  tít.  I;  XX. 
párr.  l.°,  tit.  IV,  lib.  IV;  XI,  párr.  3»,  tít.  IV. 
lib.  IV.  Digesto. 


JUIUSI'KUDENCU 


Sent.  15  Marzo  1871. 

Sent.  4 Marzo  1874. 

Sent.  23  Febrero  1863. 

Sent.  9 Junio  1876. 

Sent.  8 Octubre  1867. 

Sent.  3 Abril  1869. 

La  acción  de  nulidad  de  una  ventado  bienes 
de  menores  es  incompatible  con  la  rescisión  de 
restitución,  porque  para  que  ésta  tenga  lugar 
exigen  las  leyes  de  Partida  quo  haya  do  probar 
que  recibió  daño  por  su  liviandad  ó por  culpa 
de  su  guardador  u par  engaño  que  le  (id. eso. 
otro  onie  (Sent.  29  Abril  1865). 

El  beneficio  de  la  restitución  concedido  á los 
menores  de  edad  es  procedente,  según  las  leyes 
1.*  y 2.a,  tít.  XIX,  Partida  6.a,  siempre  quo  se 
pruebe  quo  han  sufrido  perjuicio,  sin  que  sea 
necesario  determinar  su  importancia.  Para  la 
prueba  de  este  perjuicio  no  es  taxativo  por  nin- 
guna ley  el  juicio  pericial,  correspondiendo  á 
la  Sala  sentenciadora  apreciar  el  valor  de  la 
prueba  que  sobre  este  hecho  eo  suministro 
(Sent  6 Abril  1866). 

Si  bien  la  ley  2.a,  tít.  XIX,  Partida  6.*,  y II. 
párr.  30,  tit.  IV,  lib.  IV  de!  Digesto,  exigen  para 
la  restitución  que  se  acredite  el  daño  ó menos- 
cabo, no  designan  qué  ciase  de  prueba  ha  de 
suministrarse  sobro  el  particular.  '8cut.  ■ I 
Enero  1869!. 
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COMENTARIO 

La  prueba  de  la  existencia  del  daño  sufrido 
por  el  menor  y la  de  la  menor  edad  cuando  lo 
recibió,  son  requisitos  sin  los  cuales  no  proce- 
de la  restitución  ininlegruin  ; pues  ademas  de 
exigirlos  terminantemente  las  tres  leyes  cita- 
das, no  tendría  razón  de  ser  un  beneficio  que 
sólo  se  concedo  por  la  menor  edad  y por  los 
daños  que  durante  ia  misma  se  sufran,  si  no  se 
probara  la  existencia  do  una  y de  otros. 

Artículo  -13 15. —El  beneficio  de  restitu- 
ción no  aprovecha  á los  fiadores  del  menor 
sino  cuando  el  daño  fué  causado  por  dolo  ó 
engaño  de  tercero. 

on  ¡GENES 

Ley  o.',  tít.  XIX,  Partida  6.a 

Ley  4.a,  tít.  XII,  Partida  5.a 

COMENTARIO 

El  beneficio  de  la  restitución  in  integrum  es 
personal,  á no  ser  que  el  daño  haya  sido  cau- 
sado por  dolo  ó engaño  de  tercero,  en  cuyo  caso, 
según  se  expresa  la  misma  ley  5.",  debe  estarse 
á lo  prescrito  en  la  ley  4.“,  tít.  XII,  Partida  5.a, 
que  dice:  / latvio  algún  orne  á mozo  que  fuese 
menor  do  r.ehile  y cinco  años;  si  á tul  menor 
romo  osle,  fuese  fecho  engaño  sobre  lo  que  es 
feche  la  ¡Indura  nones  tonudo  el  menor,  nin  el 
que  h>  fió , cu  (¡ríanlo  montare  el  engaño:  ante 
decimos  que  doue  ser  desfecho. 

Artículo  13-1  fi. — Los  menores  de  edad  no 
gozan  de!  beneficio  de  la  restitución: 

1.'  En  las  causas  criminales  seguidas 
contra  ellos  con  arreglo  á lo  que  prescribe 
el  Código  penal  (a). 

-•  Cuando  hubieren  contratado  fingien- 
do ser  mayores  de  edad  y así  lo  parecie- 
ron (í>). 

Cuando,  siendo  mayores  de  catorce 
anos,  renunciaron  bajo  juramento  el  benefi- 
cio de  la  restitución  (h). 

•1.''  Cuando  fueron  vencidos  en  pleito  so- 
bre restitución,  á no  ser  que  apelen  de  la 
sentencia  ó aleguen  nuevas  razones  que  de- 
ban ser  oídas. 

•>.*  Si  se  condujeron  al  celebrar  el  con- 
trato como  hubiera  podido  hacerlo  un  ma- 
yor de  edad  (/>). 


0/'  En  los  pagos  hechos  al  menor  con 

intervención  del  juez  (o). 

7. °  En  perjuicio  de  tercero  que  no  ha  te- 
nido parte  en  el  contrato  y que  ha  inscrito 
su  derecho  en  el  Registro  de  hipotecas  (d). 

8. "  En  los  pleitos  empezados  en  la  menor 
edad  y sentenciados  después  de  ella  (e). 

9 ° Cuando  por  razón  de  nulidad  de  la 
sentencia  dada  contra  el  menor,  no  es  me- 
nester emplear  otro  medio  para  rescin- 
dirla (/). 

•10.  En  los  juicios  en  que  conforme  á dei 
recho  no  há  lugar  á suplicación  ó nulidad 
de  la  sentencia  (g).  ■ 

i \.  En  los  demas  casos  en'  que  así  lo 
dispongan  taxativamente  las  leyes  civiles, 
mercantiles  ó de  procedimientos.  ■ 

orígenes  ■ ■ ■:  i; 

(a)  Ley  4.a,  tít,  XIX,  Partida  6.a 

({;)  Ley  6.a,  tít.  XIX,  Partida  6.a 

Sent.  del  T.  9.  27  Abril  1860. 

(C;  Ley  4.a,  tít.  IV.  Partida  o.* 

(d)  Art.  38,  Ley  hipotecaria. 

(e)  Ley  2.a,  tít.  XXV,  Partida  3.a 

(/)  Ley  1.a,  del  mismo  título  y Partida. 

(ff)  Ley  5.a,  tít.  XIII,  lib.  XI,  Nov.  Rec. 

Sent.  23  Junio  1847. 

Sent.  1."  Mayo  1866. 

Sent.  9 J olio  1847. 

■ "7 -O 

JURISPRUDENCIA.  - 

9ont.  li  Julio  1868.  ? ■ m 

Sent.  31  Marzo  1870.  " 

Sent.  1."  Marzo  1875. 

La  restitución  in  integrum  por  daños  cau- 
sados á menores  no  es  de  las  contenidas  en  el 
art.  31  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil  (Sen- 
tencia 17  Setiembre  1857). 

El  remedio  de  la  restitución,  cómo  extraor- 
dinario, no  tiene  lugar  cuando  aún  no  son  admi- 
sibles los  ordinarios  (Sent.  14  Enero  y 4 Junio1 
1S(m,  12  Diciembre  1865,  9 Mayo  1866  y l l ju- 
lio 1868).  '• 

La  máxima  de  que  no  cabe  privilegio  contra 
el  privilegio,  cesa  cuando  se  trata  de  evitar  oí 
daño  que  amenaza  á los  intereses  del  menor,  ó 
de  reparar  el  que  por  culpa  de  otro  se  íe  hubie- 
re ya  inferido  (Sent.  20  Diciembre  1862).  ‘ "i 

Este  beneficio  solamente ' cesa  en  los  c'asoá 
mateados  pot  las  leyes,  sin  que  la  circunstán- 

a **  e Laei  origen  de  deudas  por  costas  causa- 
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dns  en  un  procedimiento  criminal  produzca  al- 
teración sustancial  en  cuanto  á los  casos  en  que 
procede  (Sent.  12  Junio  1863). 

La  ley  1.*,  tit.  XXV,  Partida  3.*,  referente 
sólo  á la  restitución  concedida  á los  menores 
en  los  juicios,  por  las  sentencias  dadas  en  su 
daño  ó perjuicio,  no  es  extensiva  á los  actos  ex- 
trajudiciales de  que  hablan  especialmente  otras 
leyes  del  mismo  Código  (Sent.  21  Enero  1865). 

La  restitución  del  daño  causado  á los  meno- 
res tiene  lugar  Aun  en  los  actos  judiciales;  ce- 
sado este  privilegio,  solamente  en  los  casos  mar- 
cados por  las  leyes,  sin  que  la  circunstancia  de 
traer  origen  de  costas  causadas  en  proceso  cri- 
minal produzca  alteración  sustancial  respecto 
al  principio  consignado  (Sent.  12  Junio  1863). 

COMENTARIO 

Del  mismó  modo  q.ue  las  leyes  establecen 
cuándo  procede  el  beneficio  de  restitución,  de- 
terminan los  casos  en  que  ésta  cesa,  señalados 
en  el  artículo. 

Dispone  la  ley  4.*,  tit.  XIX,  Partida  6.*,  que 
no  pueden  usar  de  la  restitución  en  las  causas 
criminales  el  mayor  do  catorce  años,  acusado 
de  adulterio,  y el  que  cumplió  los  diez,  años  y 
medio  en  otraclaso  de  delitos,  porque  mozo  de 
tal  tiempo  tenemos  que  es  mal  sabido,  é que 
entiende  estos  males  cuando  los  face.  Pero  non 
les  pueden  dar  tan  grand  pena  como  á los 
mayores.' 

Esta  leyv  sin  embargo,  ha  perdido  casi  toda 
su  fuerza  por  haber  pasado  áser  su  disposición 
objeto  del  Código  penal;  de  manera  que  según 
éste,  sólo  se  hallan  exentos  de  responsabilidad 
criminal  por  razón  de  edad  los  menores  hasta 
los  nueve  años,  y hasta  los  quince  cuando  á 
juicio  del  Tribunal  no  hayan  procedido  con 
discernimiento.  . ' . 

No  puede  pedir  restitución 'el  menor  si,  pro- 
cediendo con  engaño,  dijere  al  contratar  que 
era  mayor  de  edad  y así  lo  pareciere;  circuns- 
tancia-necesaria que  exige  la' ley  para  desatar 
el  pleito,  porque  las  leyes  ayudan  á los  eng aña- 
dos  <é  non-  á los  engañadores.  La  prueba  de 
estas  circunstancias  es,  como  bien  se  compren- 
de,difícil,  y-  por  esto,  como  único  dato  que  en 
esta  materia  puede  tenerse  presente,  diremos 
que  el  Tribunal  Supremo,  en  la  sentencia  cita- 
da; declarado  válidas  las  ventas  de  bienes 
raícoe.hechas  por  menores  de  edad  cuando  fin- 
gen #bp  mayores  de  veinticinco  años,  y por  las 
oirautuetanc ias  de  estar  próximos  á su  edad,  ser 
casados  y tener  la  administración  de  sub  bie- 
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i nos,  ú otras  especiales  que  en  ios  mismos  con- 
curran, puedan  creer  los  que  intervienen  en  oí 
contrato  que  son  mayores  de  edad. 

Cesa  también  la  restitución  cuando  el  mozo 
fuere  mayor  do  catorce  años,  ó jurase  que  la 
vendida , ó el  pleito,  ó la  postura  que  facía 
con  otri  non  la  desataría  por  razón  de  menor 
edad.  Ca  después  que  asi  oviese  jurado,  de.be 
ser  guardada  su  jura  (Ley  6.').  Esta  disposi- 
ción no  hacemos  más  que  citarla,  porque  ha 
caído  hoy  en  desuso. 

No  ofrece  ningún  género  do  duda  el  quo  los 
menores  vencidos  en  el  pleito  de  restitución. 
por  no  ser  a ssi  como  querellaba,  no  pueden 
ejercitarla,  fueras  si  apelase  de  aquella  senten- 
cia ó si  mostrase  razones  nuevas,  a tales  pelas 
. desbiesen  recibir,  pues  como  bien  se  compren- 
de, si  cesa  la  restitución  una  vez  consentida  la 
sentencia  que  en  virtud  de  las  pruebas  la  negó, 
no  puede  decirse  lo  mismo  cuando  por  apela- 
ción ó por  aducirse  nuevas  causas,  que  es  á lo 
que  la  ley  se  refiere  al  decir  razones  nuevas,  es 
fácil  salga  triunfante  el  menor. 

Cuando  el  menor  hubiere  obrado  como  lo- 
do orne  de  edad  cumplida  al  celebrar  el  con- 
trato, no  puede  darse  por  engañado  ni  pe- 
dir la  restitución , porque  como  la  misma  ley 
6.a  dice,  relevándonos  de  buscar  otras  razones, 
'día  de  probar  dos  cosas:  la  primera  su  menor 
edad  á la  sazón  que  fizo  el  pleito  ó postura;  la 
segunda  que  lo  fizo  á daño  é menoscabo  des;;» 
yen  el  caso  presente  no  cabe  esta  prueba. 

No  puede  tampoco  aducirse  cuando  el  pago 
hecho  por  un  extraño  al  menor  se  verificó  con 
intervención  del  juez,  pues  en  este  caso,  por  no 
ser  fácil  que  aquél  sufra  daño  ó perjuicio,  sino 
es  por  su  culpa  dilapidando  lo  que  reciba,  de- 
clara firme  la  ley  el  pago,  y excluye  el  beneíi- 
. cío  de  restitución. 

f El  principio  general  establecido  como  una  de 
ias  bases  principales  de  ia  Ley  hipotecaria,  a 
■ saber,  que  ios  títulos  que  han  dejado  de  inscri- 
birse en  el  Registro  de  la  Propiedad  no  perju- 
dican á tercero,  lia  sido  el  que  ha  ocasionado 
grandes  reformas  en  muchos  puntos  del  anti- 
guo derecho,  y entre  ellas  ha  tocado  también  á 
ia  materia  que  nos  ocupa:  porque  á no  violarse 
el  principio  dicho,  no  se  pueden  ciar  contra  ter- 
cero ni  en  su  perjuicio  ias  acciones  rescisorms 
y resolutorias,  cuando  no  aparezca  la  causa  do 
ellas  en  el  Registro,  y por  este  mismo  motivo 
niega  la  ley  el  beneficio  de  la  restitución  in  i ■■ 
tegrum  contra  tercero  que  no  intervino  en  ot 
contrato  ó inscribió  su  derecho  en  el  Registro 
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(le  la  Propiedad;  con  lo  cual,  á la  par  que  afian- 
za más  el  crédito  de  los  menores,  facilitando  la 
contratación  con  ellos,  impide  el  abuso  de  los 
múltiples  beneficios  á ellos  concedidos,  sin  ne- 
garles la  protección  prudente  y adecuada  que 
necesitan. 

En  los  pleitos  comenzados  durante  la  menor 
edad  y sentenciados  después,  no  cabe  tampoco 
la  restitución,  porque  ya  falta  la  razón  funda- 
mental de  este  remedio  extraordinario  y puede 
ci  menor  defenderse  en  juicio  por  sí.  Esto  sin 
embargo,  no  quita  el  que  pueda  apelar  déla  sen- 
tencia. 

El  último  párrafo  de  la  ley  no  necesita  expli- 
cación, porque  contra  las  sentencias  nulas  no 
cabe  rescisión;  lo  que  es  nulo  lo  es  desde  el 
principio,  y no  puede  ser  rescindido. 

El  silencio  guardado  porla  Pragmática  de  Fe- 
lipe II  de  1505,  ó sea  la  ley  2.a,  tí t.  .Y VIII,  libro 
XI,  Nov.  líec.,  sobre  la  improcedencia  del  be- 
neficio de  restitución  in  integrara  en  los  juicios 
en  que  no  hubiese  lugar  á entablar  el  recurso 
do  nulidad  ó la  suplicación,  produjo  algunas 
dudas,  desvanecidas  en  tiempo  de  Felipe  III,  que 
al  dictar  la  Pragmática  de  1615  (ley  5.*,  tít,  XIII, 
lib.  XI;,  quitó  dicho  beneficio  en  el  caso  men- 
cionado, y después  ha  sido  nuevamente  con- 
firmada esta  doctrina  en  algunas  sentencias  del  , 
Tribunal  Supremo  citadas  en  los  orígenes. 

Algunos  casos  inás  en  que  cesa  la  restitución 
presentan  los  autores,  de  los  que  no  hacemos 
mérito,  porque  tanto  sobre  ellos  como  sobre 
otras  cuestiones  igualmente  suscitadas  con  mo- 
tivo de  lo  prescrito  en  el  art,  51  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil,  han  recaído  algunos  fa- 
llos del  J i'ibunal  Supremo,  que  pueden  verse  en 
‘a  jurisprudencia.  De  otros  nos  ocuparemos 
oportunamente, 

At líenlo  Mli .—El  beneficio  de  restitu-  ! 
eiou  debe  pedirse  ante  juez  competente,  y 
solamente  puede  ejercitarse  mientras  dure 
la  menor  edad,  y cuatro  años  después  de 
terminada. 

También  pueden  ejercitarlo  en  este  plazo 
los  herederos  del  menor. 

1 i 

ORÍGENES 

Ley  8.\  tít.  XIX,  Partida  6." 

Sent.  T,  8,  9 Mayo  1862. 

jSent.  28  Abril  1866, 


CONCORDANCIAS 

Concuerda  con  la  ley  7.\  tít.  LUI,  lib.  IT, 
Código  Romano. 

JURISPRUDENCIA 

Sent.  30  Octubre  1865. 

Sent.  16  Febrero  1871. 

La  acción  restitutoria  que  compete  al  menor 
debe  ejercitarse  en  el  juicio  especial  de  restitu- 
ción (Sent.  2 Junio  1858). 

Reclamado  en  tiempo  y fórma,  procede  el  be- 
neficio de  restitución,  sin  que  obste  la  excep- 
ción de  cosa  juzgada  (Sent.  28  Junio  1861). 

El  beneficio  de  restitución  no  se  extiende  á 
más  que  al  cuadrienio  legal , y no  puedo  apli- 
carse cuando  se  deduce  por  nulidad  do  un  con- 
trato que  no  tiene  las  condiciones  esenciales,  y 
no  por  daño  sufrido  por  culpa  del  guardador, 
por  causa  de  menor  edad  ó engaño  de  otro 
ÍSent.  18  Setiembre  1862). 

Para  que  los  menores  puedan  aprovechar  el 
beneficio  de  restitución,  es  necesario  que  lo  uti- 
licen dentro  del  cuadrienio  legal  (Sent.  28  Abril 
1865). 

La  menor  que  deja  pasar  el  término  legal  pa- 
ra pedir  la  rescisión  de  un  contrato  que  le  per- 
judica, no  puede  después  reclamar  porque  haya 
habido  lesión  (Sent.  28  Enero  1866). 


COMENTARIO 

Dos  partes  contieno  la  ley  8.%  tít.  XIX,  Par- 
tida 6.a,  origen  de  este  artículo;  la  primera  re- 
lativa al  modo  de  pedir  la  restitución,  y la  se- 
gunda al  tiempo  en  que  puede  ejercitarse.  Res- 
pecto á aquélla,  nos  limitamos  á decir  que  debe 
reclamarse  ante  juez  competente. 

Sabemos  cuál  es  el  objeto  de  este  beneficio; 
por  que  causas  se  puede  pedir,  y cuales  son  sus 
efectos;,  pues  bien,  veamos  qué  tiempo  ha  sidí» 
el  mareado  por  el  legislador  para  ejercitarla, 
con  el  fin  de  poderlo  hacer  eficaz. 

Este  tiempo  es  el  de  la  menor  edad,  y cuatro 
años  después,  suficiente  para  que  el  menor,  li- 
bre de  guardadores  y pudiendo  manejarse  por 
si, entere  del  estado  de  sus  bienes  y de  loa 
daños  que  haya  podido  sufrir.  Durante  este 
tiempo  pueden  también  los  herederos  pedir  la 
restitución,  porque,  como  dice  Gómez,  el  qu® 
«se  extinga  un  privilegio  personal  con  la  perso* 
mi,  acontece  en  el  caso  de  que  Be  conceda  prin* 
capa  e inmediatamente  por  razón  de  la  peno* 
oa,  y no  se  verifica  concediéndose  por  censida* 

comosi  ® *liIa  y alguna  lesión  ó fragilidad* 
bino  sucede  en  el  menor.» 
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Articulo  1318. — La  prescripción  ordina- 
ria no  corre  contra  los  menores.  Cuando  hu- 
biere comenzado  á correr  en  su  causante, 
esto  es,  ántes  de  haber  nacido  el  menor  ó : 
ántes  de  heredar  los  bienes  en  los  cuales  al  : 
ejercitaba,  pueden  usar  del  beneficio  de  la  ¡ 
restitución  por  el  tiempo  trascurrido  duran- 
te su  ínenoriedad. 

La  prescripción  extraordinaria  corre  con- 
tra los  menores,  mas  éstos  pueden  usar  del 
beneficio  de  restitución. 

ORÍGENES 

Ley  9.*,  tit.  XIX,  Partida  6/ 

JURISPRUDENCIA 

Seat.  11  Marzo  1864. 

Según  la  ley  9.a,  tít.  XIX,  Partida  6.*,  perju- 
dica á los  menores  la  prescripción  que  tuvo 
principio  ántes  de  su  nacimiento  (Sent.  25  No- 
viembre 1864). 

La  prescripción  corre  contra  los  menores 
cuando  no  han  pedido  restitución  del  tiempo 
correspondiente  á su  menor  edad  ¡Sent.  1.*  Ma- 
yo 1861). 

Contra  los  constituidos  en  la  menor  edad  no 
corro  el  tiempo  de  la  prescripción  ordinaria 
(Sent.  9 Mayo  1867). 

COMENTARIO 

Por  la  ley  9.“  se  halla  concedido  el  beneficio  de 
restitución  á favor  del  menor  contra  la  pres-  ! 
cripcion  ejercitada  en  sus  bienes  por  otra  per-  ¡ 
sona;  pero  debe  distinguirse,  según  hace  la  ley, 
la  prescripción  ordinaria,  ó sea  la  que  no  exce- 
de de  veinte  anos,  de  la  extraordinaria,  que  pa- 
sa de  los  treinta. 

La  primera  no  corre  contra  los  menores,  y si 
hubiera  empezado  ¿ ejercitarse  ántes  de  haber 
nacido  éstos  ó1  ántes  de  heredar  los  bienes  que 
eran  objeto  de  la  prescripción,  estonce  bien  cor - ■ 
reria  contra,  ellos,  é einpescérlas  y an;  pero  les  ■ 
queda  á salvo  el  beneficio  para  reclamar  resti- 
tucíbn  del  tiempo  que  corrió  contra  ellos  du- 
rante la  menor  edad. 

La  prescripción  extraordinaria  corre  contra 
el  menor  en  todo  caso,  mas  tiene  igualmente  á 
bu' favor  el  beneficio,  que  puede  emplear  duran* 
te  la  menor  edad  y cuatro  años  después. 

. ■ ■ • ■ .i  : ■ ■ ■ 

"Artículo  ÍÜ19.~-E1  Estado,  las  Iglesias  y 
Concejos  sólo  podrán  ejercitar  el  beneficio 


de  restitución  en  favor  de  sus  bienes  duran- 
te el  plazo  de  cuatro  años,  contado  desde  el 
dia  que  sufrieron  el  daño.  Si  éste  excediese 
de  la  mitad  del  precio,  el  plazo  se  extenderá 
á treinta  años. 

ORÍGENES 

Ley  10,  tít.  XIX,  Partida  G.* 
jurisprudencia 

Sent.  24  Setiembre  1872. 

Artículo  1320. — El  misino  tiempo  de  cua- 
tro años  tendrán  los  que  se  hallen  cautivos 
ó ausentes  y sus  herederos  para  reclamar  la 
restitución  contra  la  prescripción  empezada 
en  su  ausencia  y contra  la  venta  de  la  cosa 
dada  en  prenda,  siempre  que  prueben  el 
daño  causado  por  tal  venta  y paguen  la 
deuda  deque  respondía  el  objeto  empeñado. 

El  tiempo  señalado  en  el  párrafo  ante- 
rior deberá  contarse  desde  que  cesare  la 
ausencia. 

ORÍGENES 

Ley  28,  tít.  XXIX,  Partida  3.* 

Ley  47,  tít.  XIII,  Partida  5.a 

COMENTARIO 

La  misma  razón  que  milita  á favor  do  tos  me- 
nores para  otorgarles  el  beneficio  de  restitu- 
ción, existe  en  otras  personas  que  áun  siendo 
mayores,  pueden  con  derecho  ejercitarlo. 

Tal  sucede  con  los  cautivos,  ausentes  y sus 

I*  herederos  durante  el  cuadrienio  legal.  No  so 
i , ° 

trata  aquí  de  obtener  un  lucro,  sino  de  reparar 

un  daño  como  en  los  casos  de  los  menores  y 
corporaciones  citadas,  por  cuyo  motivo  justo 
se  les  concede  derecho  para  reclamar  restitu- 
ción de  la  prescripción  principiada  en  sus  bie- 
nes durante  su  ausencia. 

Por  la  misma  razón  concede  la  ley  47,  títu- 
lo XIII,  Partida  5.a,  al  ausente  el  derecho  de  re- 
clamar lo  que  dió  cu  prenda  si  por  haber  sido 
vendida  se  le  causó  daño,  debiendo  para  ello 
probar  éste  y pagar  la  deuda  por  la  que  estaba 
la  cosa  empeñada. 

Artículo  1321.— El  beneficio  de  restitu- 
ción concedido  á los  menores  contra  los  jui- 
cios que  les  sean  dañosos  tiene  lugar  lo  mis- 
mo en  los  fallados  contra  ellos  estando  sus 
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guardadores  delante,  que  enloa  seguidos  por 
éstos  en  ausencia  de  tos  menores. 

lis  nula  la  sentencia  dada  contra  ios  me- 
nores en  pleitos  seguidos  por  ellos  sin  asis- 
tencia del  guardador. 

ORÍGENES 

Ley  1.*,  tit.  XXV,  Partida  3.* 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  con  las  leyes  1 .’  y i.1,  tít.  XXVIT, 
lila,  tí,  Cod.  Romano. 

jurisprudencia 
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caso  es  nula  la  sentencia,  y no  chbe  rescindir  lo 
que  es  nulo,  según  hemos  dicho  en  otro  lugar, 

Artículo  1322.—  Pueden  demandar  la  rea-  • 
titucion  en  los  juicios  los  guardadores,  los 
menores  con  asentimiento  de  ellos  y sus  pro-, 

curadores  con  poder  especial.  ' _ 

Debo  ser  emplazado  el  colitigante,  á q.uien 
también  aprovechará  les  efectos  de  la  resti- 
tución para  razonar  su  defensa. 

Durante  el  pleito  seguido  sobre  aquélla, 
no  puede  hacerse  novedad  alguna  en  él. 

Solamente  puede  intentarse  la  restitución 
en  los  juicios  fallados  durante  la  menoretlad. 


ORÍGENES 

Ley  2.“,  tít.  XXV,  Partida  3.* 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  con;  Leyes  24,  párr.  4.°;  25,  pár- 
rafo l.°;  3.\  párr.  l.°,  tít.  IV,  lib-  IV,  Digestoj 
única,  tít.  L;  l.\  tít.  XXVII,  lib.  II,  Oód.  Ro- 
mano. 

JURISPRUDENCIA 

Sent.  20  Diciembre  1873. 

COMENTARIO 

Ninguna  dificultad  ofrece  lo  dispuesto  en  este 
artículo.  Según  su  primer  párrafo  pueden  de- 
mandar la  restitución  en  los  juicios  el  guarda- 
dor, el  menor  con  asentimiento  do  él,  y su  pro- 


La  ley  aplica  á los  juicios  y pleitos  el  benefi-  ■ 
ció  do  restitución  del  mismo  modo  que  deja  es- 
tablecido en  los  contratos  y actos  llevados  á 
cabo  por  los  menores  con  daño  para  sí,  bien 
producido  por  su  inexperiencia,  por  culpa  del 
guardador  ó do  otras  personas. 

Cuando  el  juicio  fuere  desfavorable  ó perju-  1 
dicial  al  menor  por  yerro  cometido  en  el  mismo,  1 
puedo  su  guardador  ó abogado  demandar  la 
restitución,  rozonor  el  jjleito  como  de  primero 
c ruzonar  l os  yerros  fechos , lo  mismo  en  los 
pleitos  fallados  contra  el  menor  estando  sus 
guardadores  delante,  que  los  seguidos  por  éstos 
por  ausencia  do  aquél  y en  su  representación. 

Con  arreglo  al  último  párrafo  de  la  ley  y del 
artículo,  es  inoportuno  y no  produce  el  benefi- 
cio cuando  el  pleito  es  fallado  contra  el  rpenor 
sin  estar  eu  guardador  delante,  porque  en  este. 


A'UI  (AUOi 


con  el  Derecho  Romano,  que  estableció  la  mis» 
ma  doctrina. 

Al  colitigante  que  debe  ser  emplazado  le 
aprovechan,  por  razón  de  igualdaden  la  defensa 
los  efectos  de  la  restitución;  de  manera  que  para 
ambas  partes  se  vuelve  el  pleito  al  ser  que  te- 
nía antes  del  daño  causado  al  menor,  y es  claro 
que  durante  su  sustanciacion  no  cabe  hacer  no» 
vedad  alguna  en  él. 

Rn  artículos  anteriores  dejamos  dicho  que  qp 
procede  la  restitución  contra  las  sentencias  dic- 
tadas pasada  la  menor  edad,  aunque  los  pleitos 
lubieren  empezado  en  ese  período;  pues  bien: 
el  ultimo  párrafo  de  este  articulo  viene  á ser  el 
complemento  de  esta  doctrina;  solamente  coi» 
as  sentencias  pronunciadas  durante  lg  me» 
ñor  edad  puede  demandarse  la  restitución;'  en 
n°  La^e  h^orlo,  porque  el  mayor 
ee  por  sí^  tl0na  hiacernimiento  para  defender; 


El  beneficio  de  restitución  en  asuntos  judicia- 
les se  ha  de  interponer  también  dentro  del  cua-  j 
dricnio  legal  (Sent.  29  Abril  18(¡7). 

Dicho  beneficio  se  basa  en  el  perjuicio  irro-  j 
gado  al  menor  por  falta  de  representación  legal 
ó por  otro  motivo  ÍSont.  30  Octubre  18(15] . 

La  ley  1.a,  tit.  XIII,  lib.  XI,  Nov.  Rec.,  que 
declara  que  la  restitución  in  integrum  no  se 
concede  más  que  una  vez  y antes  de  concluso  ; 
el  pleito  en  primera  instancia,  no  es  aplicable 
ai  pleito,  en  el  cual  no  se  concede  restitución, 
sino  que  so  declara  la  nulidad  de  la  prueba 
practicada  por  vicios  insubsanables,  y se  abre 
de  nuevo  el  pleito  á prueba,  sin  cuyo  trámite  no 
podía  decidirse,  ni  la  infracción  de  la  misma 
daría  lugar  á un  recurso  de  casación  en  el  fon- 
do, siendo  ella  de  pura  tramitación  (Senten- 
cia 31  Enero  187G). 
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$ III 

De  la  rescisión  de  las  obligaciones  á instancia,  de  los  acreedores. 


Artículo  1323.— Las  donaciones,  mandas 
y enajenaciones  otorgadas  por  un  deudor 
después  de  ser  condenado  enjuicio,  en  frau- 
de y con  perjuicio  de  sus  acreedores,  deben 
ser  rescindidas  á instancia  de  éstos  en  el 
plazo  de  un  año,  contado  desde  que  tuvieron 
noticia  del  fraude,  y en  los  términos  que  se 
expresa  en  los  artículos  siguientes.  . 

ORÍGENES 

Leyes  7.*  y 8.’,  tít.  XV,  Partida  5.’ 

Art.  37,  Ley  hipotecaria. 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  con  las  leyes  6."  y . 10.  párr.  1.", 
tít.  VIII;  8.*,  párr.  1.°,  tít.  V,  lib.  XLII,  Di- 
gesto  . 

JURISPRUDENCIA 

Sent.  1 0 Noviembre  1864 . 

Sant,  1.1  Febrero.  .1875.. 

Sent.  21  Noviembre  1878. 

Son,t.  31  Diciembre  1878. 

.Un  acreedor  no  puede  reclamar  contra  la 
enajenación  que  hace  de  sus^bienes  un  deudor  ■ 
en  fraude  suyo,  cuando  anteriormente  ha  con- 
venido con  éste  en  dicha  enajenación  (Senten- 
cia 4 Febrero  1865). 

• : La  cesión  en  fraude  yen  perj  uício  de  acredo- 
res  con  pleno  conocimiento  de  serlo  así,  no  en- 
vuelve derecho  .alguno  á favor  del  cesionario 
(Sent.  7 Enero  1866), 

No  tiene  aplicación  la  ley  7.a,  tít.  XV,  Parti- 
da 5.*,  cuando  no  se  formula  directamente  la 
demanda  rescisoria  á que  dicha  ley  se  refiere, 
ni  se  fo’rmaliza  la  petición  de  nulidad  por  vía 
de  excepción  ó-  reconvención;  y mucho  menos 
t)0  tratándose  He  un  deudor  que  haya  sido  con- 
denado1 en  juicio  al  pago  de  sus  deudas,' y que 
después  haya  enajenado  sus  bienes  (Sentencia 
t,°  Octubre  1869). 


sentencia,  aplicando  rectamente  la  ley  7.*,  títu- 
lo XV,  Partida  5-\  no  infringe  esta  ley  (Sen- 
tencia 5 Octubre  1870). 

La  ley  7.",  tít.  XV,  Partida  5.a,  exige  para  la 
renovación  de  las  enajenaciones  de  los  deudores 
en  perjuicio  do  los  acreedores,  que  sean  do  to- 
i-  dos  los  bienes  y hechas  después  que  los  primo- 
ros  han  sido  condenados  en  juicio  al  pago  de 
sus  deudas;  porque  el  que  todo  lo  suyo  enajena 
de  esta  manera,  da  á entender  que  lo  hace  ma- 
liciosamente ó con  engaño  [Sent.  6 Noviembre 
1873,  22  Junio  1874,  12  Enero  1 87 1J . 

Dicha  ley  se  ha  modificado  por  el  art.  34  do 
; la  Ley  hipotecaria,  en  que  se  dispone  que  los 
contratos  que  se  otorgasen  por  persona  que  en 
el  Registro  aparezca  con  derecho  para  ello,  no 
se  invalidan  en  cuanto  á tercero,  aunque  des- 
pués se  anule  ó resuelva  el  derecho  del  otor- 
gante en  virtud  de  causas  que  no  resulten  cla- 
ramente del  mismo  registro  (Sonts.  6 Noviem- 
bre 1873  y 11  Febrero  1875). 

comentario 

No  podía  consentí  i la  ley  que  por  razón  de 
engaño  ó fraude  se  considerara  válido  un  con- 
trato con  perjuicio  de  los  derechos  adquiridos 
por  otras  personas,  y por  este  motivo  declara 
procedentes  la  rescisión  de  todos  aquellos  actos 
ó contratos  llevadog  á cabo  por  un  deudor  des- 
pués de  haber  sido  condenado  al  pago  de  sus 
deudas,  pues  como  dice  la  ley  7.a,  til,.  XV  de  la 
Partida  5.a,  se  da  á entender  que  pues  que.  to- 
do lo  suyo  enajena  dasta  manera,  que  lo  face 
maliciosamente  ¿ con  engaño. 

El  plazo  durante  el  cual  pueden  reclamar  los 
acreedores  la  rescisión  de  las  ventas  hechas  en 
su  perjuicio  csel  de  año,  contado  desde  que  tu- 
vieron noticia  del  fraude. 

La. Ley  hipotecaria  en  su  art.  37,  sanciona 
; igualmente  esta  doctrina  ai  declarar  que  «las 
acciones  rescisorias  de  enajenaciones  hechas  en 
fraude  de  acreedores»  se  hallan  exceptuadas  do 


Al  desestimarse  una  demandado  tercería  de 
d9mín¡ip  y apreciarse  por  la  Sala  sentenciadora, 
en  vísta  dq  laspruefias  practicadas,  que  Ja  enaje- 
nación fué  hecha  en  fraude  de  acreedores,  la 


la  regla  según  la  cual  «las  acciones  rescisorias 
y resolutorias  no  se  darán  contra  tercero  quo 
haya  inscrito  los  títulos  do  sus  respectivos  de- 
rechos,, con  forme  á lo  prevenido  en  la  ley. 
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Artículo  1324.— La  remisión  de  la  deuda 
y las  enajenaciones  á título  oneroso  pueden 
ser  rescindidas  siempre  que  se  pruebe  el 
fraude,  que  al  enajenante  no  Je  queden  bie- 
nes para  pagar  sus  deudas,  y que  el  adqui- 
rente  no  ignore  el  engaño. 

Si  el  adquirente  fuese  huertano,  no  se  le 
podrá  despojar  de  Ja  cosa  sin  pagar  lo  que 

por  ella  dió,  aunque  fuera  sabedor  del  fraude.  . 

ORÍGENES 

Leyes  7.',  8/  y 12,  tit.  XV,  Partida  5." 

Arts.  37  y 41,  Ley  hipotecaria. 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  en  su  primera  parte  con  la  ley  10, 
párr.  2.",  tit.  VIH,  lib.  XLII,  Digesto. 

JURISPRUDENCIA 

Sent.  7 Marzo  1863. 

Sent.  6 Marzo  1874. 

Sent.  11  Febrero  1875. 

Sent.  13  Marzo  1875. 

Sent.  1í  Abril  1877. 

La  cuestión  do  si  en  una  enajenación  de  bie- 
nes concurrieron  6 no  fas  circunstancias  y re- 
quisitos necesarios  para  estimar  que  fue  reali- 
zada en  fraude  de  acreedores,  eSde  puro  hecho, 
y su  resolución  corresponde  exclusivamente  á 
la  Sala  sentenciadora,  mientras  no  se  alegue  y 
demuestre  infracción  de  ley  ó de  doctrina  legal 
¡Sent.  4 Noviembre  1876). 

Si  la  Sala  ha  formado  su  juicio  respecto  del  ! 
carácter  fraudulento  de  la  expresada  venta,  en  1 
vista  do  las  pruebas  documental  y testifical,  no  • 
infringe  la  ley  8. ",  tít.  XIV,- Partida  3.*,  ni  el 
art.  270  de  la  de  Enjuiciamiento  civil,  que  sólo 
se  concretan  á numerar  los  distintos  medios  de 
prueba  (Sent.  id.  id.,  id.). 

Para  la  revoeabilidad  do  una  ventada  bienes  ! 
tiorba  con  las  formalidades  legales  bajo  el  con- 
cepto de  haberse  verificado  en  fraude  de  acree- 
dores legítimos,  deben  éstos  justificar  que  por 
tal  enajenación  el  deudor  se  constituyó  en  in- 
sohcncia  (Sont.  11  Mayo  1863). 

Aunque  el  comprador  de  la  finca  enajenada 
en  fraudo  de  acreedores  inscribiese  su  titulo 
en  el  Registro  de  la  Propiedad,  esta  inscripción 
está  comprendida  entre  las  que  se  deben  anular 
por  conceptuarse  el  adquirente  cómplice  en  el 
fraude  en  el  art.  41,  en  relación  con  el  37  y 39 
de  la  Ley  hipotecaria,  puesto  que  la  adquisi- 
ción se  hizo  en  mucho  menos  de  la  mitad  del 


justo  precio;  y al  no  estimarlo  as  ía  Sala  sen- 
tenciadora, infringe  la  ley  7.  , tit.  XV,  Parti- 
da 5.*,  y los  arts.  37,  39  y 41  de  la  Ley  hipóte- 
caria  (Sent.  11  Marzo  1878). 


comentario 


Para  quo  la  rescisión  do  la  quita  y enajena- 
ciones fraudulentas  pueda  tener  lugar,  son’ pre- 
cisas, según  el  párrafo  1.°  del  articulo,  tres 
circunstancias:  1.*,  que  al  cedente  no  le  queden 
bienes  para  pagar  sus  deudas;  2,*,  que  le  prue- 
be el  fraude;  y 3.a,  que  el  adquirente  tuviere  no- 
ticia de  él,  ya  por  habérselo avisado*!  acreedor, 
ó por  otro  medio  semejante.  Si  hubiere  bienes 
con  que  hacer  efectivo  su  crédito  el  acreedor, 
ó no  medió  fraude,  falta  el  motivo  para  la  res- 
cisión, y si  el  adquirente  no  tuviere  noticia  del 
encaño,  no  es  justo  que  pierda  lo  que  con  jus- 
to título  y buena  fe  adquirió. 

El  art.  37  de  la  Ley  hipotecaria  apoya  esta 
doctrina,  y el  41  la  corrobora,  según  tendre- 
mos ocasión  do  estudiar  cuando  nos  ocupemos 
de  la  forma  y efectos  de  las  inscripciones  en  el 
Registro  de  la  Propiedad. 

La  ley  de  Partidas  introduce  una  excepéiori 
á favor  del  huérfano  por  beneficio  de  restitu- 
ción, y consiste  en  que  no  se  le  puede  despojar 
de  lo  que  otro  le  hubiera  dado  ó vendido,  aun- 
que conociere  el  fraude  con  que  obró  él  ce- 
dente.  - ■' 

La  ley  12  del  mismo  título  y Partida  hace 
extensiva  la  doctrina  del  artículo  al  Casó  de 
quita  ó remisión  fraudulenta.  ' ' 


Artículo  1325.— Las  enajenaciones  á títu- 
lo gratuito  podrán  rescindirse  dentro  del 
plazo  marcado,  probando  el  fraude,  aunque 
éste  sea  ignorado  por  el  adquirente. 

Se  entenderá  enajenación  á título  gratui- 
to  en  fraude  de  acreedores,  para  ios  efectos 
del  párrato  anterior,  no  solamente  lo  que  se 
haga  por  donación  ó cesión  de  derecho,  sinó 
también  cualquiera  enajenación,  constitu- 
ción ó renuncia  de  derecho  real  que  haga 
el  deudor  en  los  plazos  respectivamente  se- 
ñalados por  las  leyes  comunes  y las  de  co- 
meicio  en  su  caso,  para  la  revocauion  dé 
as  enajenaciones  en  fraude  de  acreedores, 
siempre  que  no  haya  mediado  preció,  su 
equivalente  ú obligación  preexistente  y ya 
vencida,  ■ J • 
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ORÍGENES 

Ley  7.*,  tít.  XV,  Partida  5.a 

Arts.  37  y 39,  Ley  hipotecaria. 

concordancias 

Concuerda  en  cuanto  á la  primera  parte  con 
las  leyes  8.a  y 11,  tít.  VIH,  lib.  XLII,  Digesto. 

. JURISPRUDENCIA 

Sent.  21  Noviembre  1878. 

No  tienen  aplicación  las  leyes  relativas  á la 
enajenación  en  fraude  de  acreedores,  respecto 
á;la  donación  hecha  por  el  deudor,  cuando  no 
fie  prueba  que  la  donación  fuese  universal,  que- 
dando por  ello  insolvente  el  donante,  y cuando, 
léjos  de  ser  gratuita  la  donación,  se  establecie- 
ron obligaciones  determinadas  del  donatario 
para  con  el -donante  y en  favor  de  terceros 
(Sent.  l .°  Octubre  1869). 

COMENTARIO 

No:  dispone  la  ley  lo  mismo  en  el  caso  de  ser 
la  enajenación  fraudulenta  hecha  á título  one- 
roso que  á título  gratuito,  pues  si  en  la  prime- 
ra el  adquirente  que. ignora  ól  fraude  es  acree- 
dor á que  la  ley  le  respete  su  derecho  adquiri- 
do; en  la  segunda,  áun  ignorándolo,  se  rescinde 
la  enajenación,  porque  ninguntrabajo  ni  desem- 
bolso costó  adquirir  al  tercer-  contratante  en 
éste  caso  el  objeto  ó cosa  fraudulentamente  en- 
tregada, y por  esto  la.ley.de  Partida,  confir- 
mada por  el  art.  37  de  la  Ley  hipotecaria,  jun- 
tamente con  el  39,  que  determina  lo  que  debe 
entenderse  por  enajenación  á título  gratuito, 
declaran  procedente  la  rescisión  de  las  enajena- 
ciones á título  lucrativo  con  sólo  probar  el 
fraude  del  que  las  otorgó,  áun  cuando  lo  igno- 
rase eh  adquirente. 

■ !- 

Artículo  1326. — El  acreedor  que  prefe- 
rentemente recibe  lo  que  se  le  debe,  aunque 
sepa  la  insolvencia  en  que  queda  su  deudor 
para  pagar  á ios  demás  acreedores,  no  se 
hace  culpable  de  fraude  ni  está  obligado  á 
devolver  lo  recibido  para  que  se  cobren  és- 
tos, siempre  que  dicho  pago  se  hubiere  ve- 
rificado ántes  de  la  cesión  de  bienes  hecha 
por  el  deudor,  ó de  trabarse  ejecución  con- 
tra él. 

En  el  caso  contrario  debe  restituir  lo  reci- 
bido para  ser  repartido  entre  todos  los  acree- 
dores. 


ORÍGENES 

Ley  9.a,  tít.  XV,  Partida  5.* 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  con  la  ley  24  y 6.a,  párr.  7.a,  tí- 
tulo VIII,  lib.  XLII,  Digesto. 

JURISPRUDENCIA 

Sent.  7 Marzo  1363. 

COMENTARIO 

La  ley.  confirma  como  válido  el  pago  hecho 
por  el  deudor  á uno  desús  acreedores,  bien 
púr  tenerle  más  aprecio  que  á los  demás,  bien 
por  otra  causa,  siempro  que  lo  haga  antes  do  la 
cesión  de  bienes  ó de  trabarse  ejecución  contra 
él,  áun  cuando  el  acreedor  favorecido  no  ignore 
la  insolvencia  en  que  aquél  queda  para  pagar  á 
sus  deudores.  La  razón  de  esto  es  muy  senci- 
lla: mientras  la  enajenación  ó pago  se  verifi- 
quen ántes  de  los  casos  dichos,  no  puede  ha- 
ber fraude,  y faltando  este,  falta  una  de  las  con- 
diciones necesarias  para  que  aquellos  actos  so 
consideren  rescindibles  por  fraudulentos.  En 
su  consecuencia,  el  acreedor  que  hizo  efectivo 
su  crédito  de  este  modo,  ni  es  culpable  de  en- 
gaño, porque  este  no  existe,  ni  está  obligado  a 
devolver  lo  rec-ibido  para  que  se  cobren  los  de- 
más acreedores. 

Ahora  bien;  si  el  pago  ó enajenación  se  hu- 
bieren verificado  después  de  la  cesión  de  bie- 
nes hecha  por  el  deudor,  ó después  de  haber 
sido  ejecutado  por  razón  de  sus  deudas,  la  exis- 
tencia del  fraude  en  aquellos  actos  da  lugar  á 
su  rescisión  y obliga  el  acreedor  á devolver  lo 
recibido,  para  que  se  reparta  convenientemen- 
te entre  todos  los  acreedoras  el  haber  del  deu- 
dor. 

Articulo  1327.  — Tampoco  se  entiende 
que  defrauda  á los  demás  acreedores  el  que, 
persiguiendo  y alcanzando  al  deudor  que 
huye,  cobra  lo  que  ésto  debe,  aunque  no  le 
queden  bienes  para  pagar  á los  otros.  Si  to- 
mase aquél  más  bienes  de  los  necesarios  pa- 
ra el  cobro  de  lo  suyo,  deberá  entregarlos  á 
los  demás  acreedores. 

orígenes 

Ley  10,  tít.  XV,  Partida  5.a 

Ley  12,  tít.  XX,  lib.  III,  Fuero  Real. 

COMENTARIO 

A las  razones  alegadas  on  el  articulo  untó- 
la 
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rior  al  probar  por  qué  no  se  considera  fraudu- 
lento el  pago  hecho  á un  acreedor  antes  de  la 
cesión  de  bienes,  puede  añadirse  el  premio  ó 
derecho  concedido  por  esta  ley  á la  diligencia, 
y tendremos  hecho  comentario  del  presente  ar- 
ticulo. En  efecto;  tanto  las  Partidas  como  el  Fue- 
ro Real  conceden  al  acreedor  que  persigue  y al- 
canza al  deudor  que  huye  por  no  pagar  las  deu- 
das. el  derecho  de  cobrar  su  crédito  preferente- 
mente, pues  á la  razón  de  la  diligencia  puesta 
por  dicho  acreedor  en  el  cuidado  de  sus  intere- 
ses, debe  añadirse  la  de  que  no  habiendo  el  deu- 
dor desamparado  todavía  sus  bienes  para  pago 
de  acreedores,  no  hay  lugar  ala  rescisión  de  lo 
que  aquél  recibió,  y por  tanto  no  está  obligado 
á devolver  de  los  bienes  tomados  al  deudor 
huido  más  que  los  sobrantes,  después  de  haber- 
se cobrado  su  crédito. 

Articulo  1328. — Declarada  la  rescisión, 
debe  el  adquirente  devolver  la  cosa  enaje- 
nada en.  el  mismo  estado  y con  los  frutos 
que  tenía  ántes  de  su  enajenación,  y con  los 
demás  producidos  desde  el  día  de  su  deman- 
da enjuicio  hasta  el  de  la  sentencia  contra 
el  poseedor,  deduciendo  éste  los  gastos  he- 
chos por  razón  de  los  frutos  ó por  mejora  de 
cosa. 

Los  frutos  que  la  cosa  hubiere  producido 
desde  la  enajenación  á la  demanda,  son  del 
que  la  adquirió. 

ORIGENES 

Ley  11,  tít.  XV,  Partida  F>." 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  con  las  leyes  l.“,  párr.  l.°  2 0 10 


párrafo  22,  14,  tít.  VIH,  lib-  XXII,  Digesto; 
párrafo  6.°,  tít.  VI,  lib.  IV,  Instituía. 

COMENTARIO 

Para  la  rescisión  se  deshace  el  contrato  otor- 
gado por  el  deudor  y tiene  el  adquirente  que 
devolver  la  cosa  objeto  del  mismo  con  los  fru- 
tos; pero  deben  distinguirse  estos,  porque  si 
bien  la  ley  no  consiente  las  enajenaciones  frau- 
dulentas  tampoco  permite  que  por  su  rescisiota 
salga  el  tercer  contratante  enriquecido  ni  per- 
judicado. 

Para  ello  deben  tenerse  en  cuenta  tres  tiem- 
pos:  el  anterior  á la  enajenación,  el  que  medió 
entro  ésta  y la  demanda  de  su  rescisión,  y el  que 
corrió  desde  ésta  hasta  la  sentencia.  Los  frutos 
existentes  con  la  cosa  en  el  primer  tiempo  de- 
ben devolverse  con  ella,  porque  el  efecto  de  la 
rescisión  consiste  en  que  las  cosas  se  vuelvan 
al  sér  y estado  que  tenían  ántes  y se  faltaría  á 
olio  si  no  se  devolviesen  tales  frutos. 

Los  producidos  desde  la  celebración  del  con- 
trato hasta  el  día  en  que  se  demandó  su  resci- 
sión pertenecen  al  adquirente,  porque  éste 
usó  y disfrutó  de  la  cosa  con  el  pleno  derecho 
que  le  daba  un  justo  título.  Pero  desde  el  día 
de  la  demanda  dejó  de  ser  dueño,  y los  frutos 
desde  entónces producidos  seguíanla  condición 
de  la  cosa,  debiendo  ser,  por  tanto,  devueltos 
con  ella. 

Ahora  bien;  el  adquirente  podía  haber  hecho- 
gastos  en  la  producción  délos  frutos  correspon- 
dientes á los  tiempos  y períodos  primero  y ter- . 
cero,  ó en  mejorar  la  cosa,  y es  muy  justo  se 
cobren  tales  gastos  con  el  valor  de  las  mejoras, 
para  que  de  este  modo,  sin  perjudicarle  en  sus 
intereses,  sin  dejar  por  otro  lado  que  obtenga 
lucro  , pueda  devolverse  la  cosa  enajenada, 
conformo  lo  exigen  las  reglas  y efectos  de  la 
rescisión . 
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SECCION  UNDÉCIMA 

DE  LA  PRESCRIPCION  DE  LAS  OBLIGACIONES 


Artículo  1329. — Se  extinguen  las  obliga- 
ciones por  medio  de  la  prescripción,  con  ar- 
reglo á lo  determinado  en  el  tft.  XXVII  de 
este  libro. 

. ORÍGENES 

Ley  22,  tít.  XXIX,  Partida  3.a 


SECCION 


Ley  5.*,  tít.  VIII,  lib.  XI,  Nov.  Rec. 

COMENTARIO 

Es  materia  ésta  que,  según  se  indica  en  el 
artículo,  tiene  lugar  señalado  para  su  explica- 
ción; pero  es  también  un  modo  de  extinguirse 
las  obligaciones,  y no  podíamos  pasar  sin  men- 
cionarla. 


DUODÉCIMA 


DE  LA  CONDICION  RESOLUTORIA 


Artículo  1330. — Se  extinguen  las  obliga- 
ciones por  cumplimiento  de  la  condición 
resolutoria  puesta  en  ellas,  volviendo  las 
cosas  al  estado  que  ántes  tenían,  con  arre- 
glo á lo  determinado  en  el  cap.  IV,  sección 
segunda  de  este  título. 

ORÍGENES 

Leyes  38  y 40,  tít.  V,  Partida  5.a 

concordancias 

Concuerda,  en  cuanto  á la  obligación  de  re- 


parar las  pérdidas  y deterioros  de  la  cosa,  la 
ley  4.a,  tít.  III,  lib.  XVIII,  Digesto. 

COMENTARIO 

El  efecto  principal  de  toda  condición  resolu- 
toria es  la  extinción  del  contrato  en  que  es 
puesta,  porque  dependiendo  éste  del  cumpli- 
miento de  ella,  una  vez  que  tenga  lugar,  deja  de 
existir  la  obligación. 

Anteriormente  dejamos  explicado  lo  que  es 
condición,  sus  especies,  sus  requisitos  y sus 
efectos.  Hemos  visto  que  el  de  la  condición  re- 
solutoria es  la  devolución  de  la  cosa  objeto  del 
contrato  con  todos  sus  frutos,  y no  debemos 
volver  á repetir  lo  ya  dicho. 


...  í* 
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CAPÍTULO  VI 

DE  LOS  EFECTOS  DE  U DECLARACION  DE  NULIDAD 


Artículo  1331. — La  nulidad  de  la  obliga- 
ción principal,  del  mismo  modo  que  se  pies- 
cribe  en  el  art.  1310,  produce  la  de  las  ac- 
cesorias. 

ORÍGENES 

Ley  5G,  lít.  V,  Partida  5.* 

COMENTARIO 

Nuestra  legislación  , lo  mismo  que  la  de 
Roma,  confunde  los  efectos  de  la  rescisión  con 
los  de  la  nulidad  de  las  obligaciones.  Esta  es  la 
causa  de  que  veamos  en  las  leyes  citada  la  doc- 
trina de  este  artículo  como  aplicable  á uno  y 
otro  caso,  por  lo  cual  nos  remitimos  ú lo. dicho 
anteriormente. 

Lo  que  si  debemos  hacer  notar  es  que  en  el 
presente  capítulo  sólo  estudiamos  dolos  efectos 
de  la  declaración  de  nulidad,  sin  tratar  de  ésta 
separadamente,  como  hace  el  Proyecto  de  Códi- 
go, porque  al  señalar  los  requisitos  esenciales 
de  los  contratos  dejamos  ya  consignado  cuán- 
do y cómo  los  vicios  do  que  adolecen  los  pri- 
meros producen  la  nulidad  de  los  segundos. 

Artículo  1332. — Declarada  la  nulidad  de 
una  obligación,  los  contratantes  deban  res- 
tituirse recíprocamente  las  cosas  que  hu- 
bieren sido  materia  del  contrato  con  sus 
frutos,  y el  precio  con  sus  intereses. 

Orígenes 

Leyes  1.“  y 8.',  lít.  XIX,  Partida  (A1 

Leyes  1.*  y 2.‘,  til.  XXV,  Partida  ti.» 

COMENTARIO 

Siendo  iguales  la  nulidad  y la  rescisión  en 
cuanto  á los  electos,  en  este  artículo  se  dispone 
para  la  primera  lo  que  para  la  segunda  sc 
deja  ya  dicho  y explicado  en  el  1313,  al  que  nos 
remitimos. 

Artículo  1333. — Cuando  la  nulidad  pro- 


venga de  ser  ilícita  la  causa  ó la  materia  del 
contrato,  si  la  torpeza  constituyere  un  delito  , 
ó falta  común  á ambos  contrayentes,.  Care- 
cerán de  toda  acción  entre  sí  para  reclamar- 
se recíprocamente  lo  entregado  ó el  cumpli- 
miento de  lo  prometido,  y se  procederá  con- 
tra ellos,  observándose,  respecto  á las  cosas 
ó precio  que  hubiesen  sido  materia  del  con- 
trato, lo  dispuesto  en  el  Código  penal,  así 
como  lo  prevenido  en  el  mismo  acerca  de 
los  efectos  6 instrumentos  .del  delito  ó fal- 
ta (1). 

lista  disposición  es  aplicable  alcasoenque 
sólo  hubiere  delito  ó falta  de  parte  de  uno  de 
los  contrayentes,  en  lo  que  respecta  al  mis- 
mo; pero  el  inocente  podrá  reclamar  lo  que 
hubiere  dado,  y no  estará  obligado  á cum- 
plir lo  que  hubiere  prometido. 

Lo  mismo  se  observará  en  cuanto  á los 
efectos  civiles,  cuando  la  causa  del  contrato, . 
aunque  ilícita  ó torpe,  no  constituye  delitos 

ORÍGENES 

Leyes  47  á la  54,  tít:  XIV,  Partida  5.* 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  con  los  títulos  V,  tít.  XII,  Diges- 
to, y VII,  lib.  IV,  Cód.  Romano. 

COMENTARIO 

La  doctrina  de  este  artículo,  contenida  en'va- 
■ r'as  leyes  del  tít.  XIV,  Partida  5.*,  es  clara  y de 
sencilla  aplicación.  Con  uno  de  los  muchos 
ejemplos  citados  por  dichas  leyes  basta  para  en- 
tender perfectamente  lo  que  estas  han  establecí-  „ 

' do  en  varios  casos,  que  pueden  reducirse  á uno 
solo. 

«A  sabiendas  casando  de  10  uno,  seyendo  sa- 
bulores,  también  el  varón  como  la  mujer,  que 
raía  entie  ellos  embargo  atal,  que  segund 
derecho  non  podrían  casar,  si  cada  uno  dellos 

(.1)  Arts.  <53  y 404  del  misma. 
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dioso  al  otro  alguna  cosa  por  dote  ó por  arras, 
ó se  partiesse  el  casamiento  por  razón  que  era 
fecho  contra  derecho,  decimos  que  estonce  non 
puede  ninguno  dellos  demandar  ál  otro,  lo  que 
le  di  ó por  tal  razón  como  esta,  nin  lo  debe  co- 
brar porque  viene  la  torpedad  de  amas  las  par- 
tes.» (Ley  51.) 

'«Sabiendo  alguna  mujer  que  non  podría  ca- 
sar con  algún  orne,  con  quien  oviese  pleito  de 
casamiento,  porque  fuese  su  pariente....'-  ó per 
otra  razón  semejante  destas,  que  fuesse  atal, 
que  según  derecho  non  pudiesse  con  él  casar:  ó 
non  seyendo  el  sabidor,  que  avía  entredós  al- 
gún embargo,  casasse  con  ella,  si  le  diesse  al- 
guna cosa  por  dote,  maguer  el  casamiento  se 
partiesse  por  esta  razón,  non  podría  ella  deman- 
dar aquello  que  le  oviesse  dado  por  dote,  nin 
seria  el  tenudo  de  gelo  tornar;  porque  face  ella 
muy  grand  torpedad...»  (Ley  50.) 

Lo  mismo  disponen  las  demas  leyes  cuando 
la  torpedad  proviene  por  razón  de  miedo,  des- 


honestidad, por  encubrir  un  delito,  etc.:  la  ley 
castiga  al  culpahle,  y cuando  arribas  partes  con- 
tratantes lo  fueren,  les  niega  el  derecho  de  re- 
clamar entre  sí  lo  entregado  y el  cumplimiento 
de  lo  prometido  mediante  causa  ilícita. 

Si  ésta  constituyere  cielito,  caen  en  comiso  las 
dádivas  y cuanto  hubiere  sido  objeto  del  con- 
trato, según  dispone  el  Códigopenal  en  los  ar- 
tículos referentes  A los  instrumentos  y ofcctos 
empleados  en  la  comisión  del  delito  ó falta. 

Guando  uno  de  los  contratantes  fuero  sólo 
culpable,  el  inocente  puede  reclamarle  lo  entre- 
gado, sin  tener  obligación  do  cumplir  también 
lo  promotido. 

Para  los  efectos  de  las  loyes  civiles,  lo  mismo 
es  que  la  causa  ilícita  constituya  ó no  delito, 
siempre  estará  obligado  el  culpable  A entregar 
lo  que  recibió  sin  poder  reclamar  el  cumpli- 
miento de  lo  que  se  1c  prometió;  y si  fueren  am- 
bos contratantes  los  culpables,  á uno  y otro  es 
aplicable  esta  doctrina. 


CAPÍTULO  VII 

DE  LA  PRUEBA  DE  LAS  OBLIGACIONES 


SECCION  PRIMERA 


DISPOSICIONES  GENERALES 


Artículo  1334. — Se  entiende  por  prueba j 
la  averiguación  que  se  hace  en  juicio  de  al- 
guna cosa  dudosa. 

- La  prueba  incumbe  al  demandante  cuan- 
do-el  demandado. niega  los  hechos. 

El  demandado  sólo. debe  probar  las  excep- 
ciones quei  alegue. 

ORÍGENES 

" ! ■ 1 . i 

Leyes  1.1  y 2.*,  tífc.  XIV,  Partida  3,” 

Ley  2.*,  tít.  VIII,  lib.  II,  Fuero  Real. 

CONCORDANCIAS 

Cotitíuerda  eo  su  segunda  parte,  en  cuanto  al 
fondo,  cotí:  Arta.  1315, Gód.  Francia.— 1902  Ho- 
laüdá— 1312  Italia,— 972  Vaud.— 1067  Neuf- 
ohatel.-“2229  Luisiana,— • 1353  Bolivia.— 14Q8 


Oerdeña. — Leyes  1.a,  tít.  XIX,  lib.  IV,  Código 
Romano.  1.*,  2.a,  9.a  y 19,  tít.  III,  lib.  XIX, 
Digesto. 

JURISPRUDENCIA 

Sent.  18  Noviembre  1867. 

Sent.  17  Junio  1871. 

La  prueba  no  incumbe  al  que  niega  sinó  al 
que  afirma  un  hecho  ó tacha  de  vicioso  un  do- 
cumento (Sent.  22  Enero  1849, 1.a  Febrero  18C2, 
2 Julio  1868). 

Si- bien  las  leyes  119,  tít.  XVIII,  y 32,  tí- 
tulo XVI,  Partida  3.a,  1.a,  tít.  VIII,  lib.  II,  Fue- 
ro Real  y 1.a,  tít.  XI,  Partida  4.a,  establecen  el 
valor  de  algunas  probanzas,  no  excluyen  el  que 
á otras  se  atribuye  (Sent.  19  Octubre  1853). 

■ La  prueba  incumbe  siempre  al  demandante 
y no  al  demandado,  según  ia  ley  1.*,  tít.  XIV, 


90 


CÓDIflO  CIVIL  DB  BBPAÍlA 


Partida  3.*,  Sent.  28  Junio  1858,  12  Diciembre 
1859,  14  Junio  1869,  14  Marzo  y 30  Abril  1870. 

Esta  ley  establece  que  corresponde  la  prueba 
al  demandante,  cuando  la  otra  parte  le  negare 
la  demanda,  y que  si  no  la  diese,  se  debe  dar 
por  quito  al  demandado  de  la  cosa  que  no  fuó 
probada  contra  él  (Sents.  21  Noviembre  1859, 

17  Junio  1864,  13  Marzo  1866,  19  Noviembre 
1866,  9 Abril  1870,  21  y 23  Febrero  1871  y 25  Se- 
tiembre 1875). 

Aunque  el  demandante  deba  probar  su  ac- 
ción, incumbe  también  al  demandado  probar 
sus  excepciones  (3ent.  16  Diciembre  1859, 
28  Junio  1860,  8 Junio  1866,  21  Noviembre  1874, 

18  Noviembre  1876). 

Para  que  tenga  aplicación  la  doctrina  legal 
de  que  la  prueba  del  hecho  incumbe  a!  que  lo 
afirma,  y que  aquél  que  lo  confiesa  con  circuns- 
tancias que  lo  destruyen  ó modifican,  tiene  asi- 
mismo obligación  de  justificarlas,  es  indispen- 
sable que  la  confesión  recaiga  sobre  el  hecho 
fundamental  origen  de  la  obligación  qüc  se 
quiero  hacer  valer  (Sents.  28  Diciembre  1860 
y 8 Mayo  1873). 

La  ley  2.*,  tít.  XIV,  Partida  3.’,  por  la  cual 
se  establece  que  la  parte  que  niega  no  está  en 
general  obligada  á probar  su  negativa,  es  in- 
aplicable al  caso  en  que  el  hecho  sobre  que  re- 
cae no  aprovecha  al  objeto  del  que  le  niega 
(Scnt.  7 Enero  1861). 

Por  regla  general  no  corresponde  á la  parte 
demandada  probar  lo  que  niega,  si  no  fuere  en 
causas  señaladas,  según  dispone  la  ley  2.*,  títu- 
lo'XIV,  Partida  3.‘  (Sent.  20  Enero  1863). 

Cuando  se  ha  practicado  prueba  por  ambas 
partos  litigantes,  no  puede  decirse  que  por  no 
haber  probado  su  acción  el  demandante,  debió 
absolverse  al  demandado,  ni  invocarse  como 
infringida  la  ley  1.‘,  tit.  XIV,  Partida  3.*  (Sen- 
tencias 28  Abril  1863,  1.”  Octubre  1870,  5 y 17 
Junio  y 5 Enero  1871,  4 Julio  1873,  1."  y 8 Ju- 
lio y 14  Noviembre  1874,  14  Abril  y 24  Diciem- 
bre 1875,  14  Octubre  1876,  14  Marzo  1877). 

Si  la  Sala  sentenciadora  tiene  por  suficiente- 
mente probada  una  demanda  contra  cuya  apre- 
ciación no  procede  legalmente  el  recurso  de  ca- 
sación, no  tiene  aplicación  la  ley  1.a  tít.  XIV 
Partida  3.*,  que  declara  á quién  incumbe  la 
prueba  y que  debe  ser  absuelto  el  demandado 
cuandono  se  justifícala  demanda  (Sents.  9 Mayo 
1863,  21  Junio  1864,  24  Marzo  1865,  29  Abril 
1865,  30  Junio  1865,  28  Setiembre  1865  18  Fe„ 
brero  1870,  12  Febrero  1874  , 7 Junio  y 2 No- 
viembre 1875  y 22  Febrero  1876), 


Si  ambas  partes  litigantes  articulan  y hacen 
prueba,  no  puede  decirse  después  que  la  sen- 
tencia ha  infringido  la  doctrina  de  que  no  pro* 
bando  el  actor,  debe  ser  condenado  el  fieman* 
dido  (Seat.  30  Enero  1864,  4 Enero  1866, 
1 0 Julio  1870,  20  Abril  1871,  H Julio  1873). 

Si  bien  la  ley  1.a,  tit.  XIV,  Partida  3.4,  esta- 
blece E naturalmente  pertenece  la  prueba,  al 
demaridador , citando  la  otra  parte  negase  la 
demanda,  6 la  cosa  ó el  fecho,  sobre  la  pregun- 


ta que  le  face , esta  disposición  debe  ponerse  en 
armonía  y concillarse  con  la  siguiente  ley  del 
mismo  Código,  que  designa  loa  casos  en  que  el 
• demandado  excepcionando  tiene  que  probar  lo 
' que  afirma  (Sents.  17  Mayo  1864,  12  Junio  1 865, 
: 12  Diciembre  1865,  14  Abril  1877,  Sent.  13  Ju- 
nio  1864,  3 Julio  1872,  y 10  Diciembre  1877). 

Es  innecesaria  la  prueba  sobre  un  hecho  que 
tanto  el  actor  como  el  demandado  reconocen 
por  cierto,  admitiéndolo  en  sus  respectivas  ale- 
gaciones y defensas  como  fundamento  de  las 
mismas,  porque  la  prueba,  según  expresa  la 
ley,  ha  de  ser  averiguamiento  que  se  face  en 
juicio  en  razón  de  alguna  cosa  que  es  dubdosa 
(Sents.  30  Junio  1865  y 26  Marzo  1872). 

La  relación  jurada  de  un  litigante  no  consti- 
tuye un  medio  legal  de  prueba  (Sent.  7 Mar- 
zo 1867). 

Aun  suponiendo  que  una  prueba  sea  mal 
apreciada,  no  puede  considerarse  infringida  la 
ley  1.',  tít.  XIV,  Partida  3.a,  porque  en  ella  no 
se  consignen  reglas  para  hacer  dichas  aprecia- 
ciones (Sent.  23  Mayo  1867). 

Habiéndose  practicado  prueba  por  el  de- 
mandante, es  inoportuno  invocar  el  principio 
de  que  cuando  el  actor  no  prueba  su  deman- 
da, debe  ser  absuelto  él  demandado  (Sents.  3 Ju- 
nio y 7 Octubre  1867.  29  Abril  1868,  7 No- 
viembre 1870,  10  Febrero  1875  y 12  Noviem- 
bre 1878). 

La  ley  1.  , tít.  XIV,  Partida  3.a,  se  limita  á 
definir  qué  cosa  es  prueba,  y á quién  incumbe 
hacerla  (Sent.  19  Junio  1867). 

La  obligación  de  probar  que  en  las  leyes  de 
Partida  se  impone  al  demandante,  se  limita  á 
os  hechos  sobre  que  ocurra  duda  ó que  sean 
negados  por  el  demandado  (Sents.  31  Enero 
1868  y 5 Junio  1872). 

A!  apiociar  la  Sala,  en  vista  de  la  prueba 
practicada,  que  el  demandante  no  ha  prohado 
¡ fU  er^ncla>  tal  sentencia  no  puede  infringir,  las 
! y )-8’  tlt-  XIV)  Partida  3.a,  que  dotar* 


q,U¿"  incumbe  la  prueba  (Sents.  21  Di- 
' bre  1868>  21  Febrero  1871,  8 Febroro  1873, 
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22  Febrero  1876,  19  Febrero  1876,  13  Ju- 
lio 1876). 

Cuando  la  Sala  sentenciadora  aprecia  en  con 
junto  el  valor  dé  todas  las  pruebas  suministra- 
das en  el  pleito,  no  se  infringen  las  leyes  de 
Partida  referentes  á la  prueba  (Sents.  28  Octu- 
bre 1Í371,  2 Noviembre  1871,  l.°  Diciembre 
1873,  12  Mayo  1875,  21  Enero  1878). 

Habiendo  estimado  la  Sala,  en  virtud  de  las 
pruebas  practicadas,  que  el  actor  ha  justificado 
la  procedencia  de  su  acción,  carece  de  oportu- 
nidad la  cita  como  infringidas  de  la  doctrina 
legal  que  establece  que  al  actor  le  es  necesario 
probar  las  conclusiones  de  su  demanda,  y del 
principio  legal  según  el  que  hay  que  absolver 
al  demandado  si  el  actor  no  prueba  su  deman- 
da (Sents.  7 Marzo  1874,  23  Febrero  1877  y 5 Ju- 
nio 1877). 

Es  inoportuna  la  cita  como  infringida  de  la 
doctrina  legal  en  virtud  de  la  cual  se  establece 
que  cuando  la  cuestión  es  de  hecho,  la  resolu- 
ción debe  basarse  en  el  resultado  de  la  prueba, 
y que  si  el  demandado  ha  probado  sus  excep- 
ciones, procede  la  absolución  de  la  instancia , si 
la  Sala  sentenciadora,  fundándose  en  ella,  con- 
dena al  demandado  por  no  haber  justificado  sus 
excepciones,  atendido  el  resultado  de  las  prue- 
bas (Sent.  27  Marzo  1874). 

Para  que  proceda  el  recurso  de  casación  no 
basta  suponer  genéricamente  infringidas  las  le- 
yes 1.a  y 2.a,  tít.  XIV,  Partida  3.*,  sobre  la 
prueba,  sinó  que  es  indispensable  expresar  la 
causa  de  la  infracción,  concretándola  al  pleito, 
porque  sólo  así  puede  conocerse  si  hay  ó no 
quebrantamiento  de  ley  (Sents.  23  Junio  1873, 
21  Noviembre  1876). 

Si  bien  es  cierto  que  el  demandado  está  obli- 
gado á probar  los  hechos  en  que  se  funda  su 
defensa,  esto  se  entiende  cuando  son  afirmati- 
vos que  puedan  justificarse;  lo  cual  no  sucede 
cuando  no  sólo  niega  la  deuda,  sinó  el  título  en 
virtud  del  cual  el  demandante  se  la  reclama,  por 
lo  que  á éste  incumbe  la  prueba  de  su  demanda 
(Sent.. 30  Enero  1875). 

La  ley  2.*,  tít.  XIV,  Partida  3.a,  preventiva 
de  que  nadie  está  obligado  á probar  lo  que  nie. 
ga,  sinó  en  los  casos  de  excepción  que  señala  la 
misma  ley,  no  se  infringe  cuando  el  deman- 
dante á quien  incumbía  la  prueba  de  su  acción 
no  lo  ha  verificado,  según  apreciación  del  Tri- 
bunal sentenciador  (Sent.  3 Febrero  1875). 

Habiéndose  practicado  en  un  juicio  por  las 
partes  prueba  que  Be  compone  de  documentos, 
peritos  y testigos,  y que  la  Sala  sentenciadora, 


usando  de  las  facultades  que  la  competen,  apre- 
ció en  conjunto,  no  es  permitido  descomponer- 
la al  propósito  de  alegar  infracciones  en  rela- 
ción al  valor  que  pueda  darse  aislamente  á uno 
de  sus  elementos,  rompiendo  la  cohesión  y la 
fuerza  que  mutuamente  se  prestan,  sinó  que  es 
necesario,  para  que  el  recurso  prospere  en  es- 
tos casos,  demostrar  que  la  Sala  sentenciadora, 
al  apreciar  en  conjunto  osas  pruebas,  infringe 
ley  ó doctrina  legal  (Sent.  14  Marzo  1876). 

El  que  en  juicio  afirma  un  hecho  que  cede 
en  provecho  propio  y en  perjuicio  ajeno,  debo 
probar  la  verdad  de  su  afirmación  (Sentencia  18 
Abril  1877). 

Las  leyes  1.a,  2.*  y 4.*,  tít.  XIV,  Partida  3.*, 
que  declaran  «qué  cosa  es  prueba  y á quién  in- 
cumbe darla,»  y la  regla  de  derecho  de  que  no 
probando  el  actor  debe  ser  absuelto  el  deman- 
dado, son  inaplicables  y no  han  podido  ser  in- 
fringidas, si  se  ritan  en  el  supuesto  de  no  ha- 
berse probado  lo  que  la  sentencia  aprecia  como 
tal  (Sent.  21  Mayo  1878). 

COMENTARIO 

Además  de  examinar  las  leyes,  las  condicio- 
nes de  los  contratos  y los  modos  de  extinguirse, 
determinan  el  modo  de  probarlos  enjuicio  para 
hacer  efectivo  su  cumplimiento.  Esto  es,  pues, 
lo  que  ahora  nos  corresponde  estudiar  en  el 
presente  capitulo,  para  lo  cual  lo  primero  que 
debemos  hacer,  conforme  alas  leyes,  es  ver  qué 
se  entiende  por  prueba  y á quién  incumba 
aducirla. 

Averiguamiento  que  se  face  en  juicio,  en  ra- 
zón de  alguna  cosa  que  es  dubdosa,  entienden 
las  Partidas  por  prueba:  no  necesita  probarse 
lo  que  no  ofrece  duda. 

De  las  divisiones  que  ios  comentaristas  ha- 
cen de  la  prueba  en  plena  y semí-plena,  legal, 
moral  y mixta  no  nos  ocupamos,  porque  su  es- 
tudio nos  alejaría  del  que  prácticamente  debe- 
mos hacer,  ateniéndonos  solamente  al  derecho 
positivo. 

La  prueba,  dice  la  ley  1.a,  tít.  XIV,  Parti- 
da 3- , que  incumbe  al  demandante  cuando  la 
otra  parte  negare  la  demanda,  que  el  deman- 
dado no  tiene  obligación  de  probar  lo  que  nie- 
ga, porque  non  lo  podría  facer  bien , assi  como 
la  eos  a que  non  se  puede  mostrar , nin  probar 
segund  natura , y que  éste  debe  ser  absuelto 
si  no  probare  aquel  su  pretensión. 

Mas  dice  luego  la  ley  que  si  bien  el  deman- 
dado no  puede  probar  lo  que  niega,  hay  casos 
señalados  en  las  siguientes  leyes  en  que  tiene 
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que  hacerlo;  y de  acuerdo  con  esta  doctrina  el 
Tribunal  Supremo  declara  que  la  primera  ley 
debe  ponerse  en  armonía  con  la  segunda  que 
señala  cuáies  son  aquellos  casos;  veámoslos, 
pues. 

« Cosas  señaladas  son  en  que  la  parto  que  las 
niega  es  tenudo  de  dar  prueba  sobre  ellas,»  dice 
la  ley  2.*  «E  esto  seria  cuando  alguno  razona- 
ba, c dice  en  juicio  contra  su  contendor  que  non 
puede  ser  abogado,  ó contra  alguno  que  aduce 
por  testigo  que  non  lo  puede  ser;  ó razona  con- 
tra aquel  que  los  oye  que  non  debe  ser  su  juez, 
porque  la  ley  ó el  derecho  lo  defiende.  Ca  so- 
bre tales  nieges  ú otros  semejantes  temida  es  la 
parte  que  razona  de  lo  probar,  mostrando  la  ley 
ó el  derecho  que  vieda  que  non  puede  ser  abo- 
gado, ó testigo,  ó juez,  aquel  orne  contra  quien 
lo  razona.  E otrosí  el  fecho  ó la  razón  porque 
non  lo  puede  ser,..,»  ete.  «E  otrosí  decimos,  que 
cuando  alguno  demanda  en  juicio  erencia  ó 
manda  ó otra  cosa  que  otro  le  oviese  dejado  en 
su  testamento,  é para  probar  esto  mostrase  car- 
ta que  fuese  valedera,  ó la  otra  parte  respondie- 
se que  aquella  carta  non  debe  y ser  cabida, 
porque  el  testador,  a la  sazón  que  la  mandó 
facer,  non  era  en  su  memoria.  Ga  ienudo  es  de 
lo  probar,  maguer  ponga  su  razón  en  manera 
de  niego.  E esto  tuvieron  por  bien  los  sabios 
antiguos,  porque  sospecharon  que  todo  orne  os 
cuerdo  c en  su  memoria,  fasta  que  se  pruebe  lo 
contrario..,»  etc.  «E  otrosí  decimos,  que  cuan- 
do el  marido  muero,  ó fallan  dineros  é ropa  é 
otras  cosas  en  poder  de  su  mujer...  é pedían  los 
herederos  aquellas  cosas  en  rióme  del  finado, 
si  la  mujer  negare  en  juicio  que  aquellas  cosas 
non  eran  de  su  marido,  ó las  razonare  por  su- 
yas... temida  es  de  lo  probar...  E esto  tovieron 
por  bien  ios  sabios  antiguos,  porque  sospecha- 
ron que  toda  cosa  que  fallasen  en  poder  de  la 
mujer,  que  era  do  los  bienes  del  marido,  fasta 
que  ella  mostrase  lo  contrario...» 

Por  el  enunciado  do  la  ley  se  viene  cu  cono- 
cimiento de  que  sólo  puedo  probarse  lo  que  en 
realidad  se  afirme,  y que  los  ejemplos  en  aque- 
lla citada,  con  otros  muchos  más  que  pudieran 
aducirse,  no  constituyen  otra  cosa  que  excepcio- 
nes, por  lo  cual  nosotros,  conforme  con  esta  doc- 
trina y con  lo  declarado  en  repetidas  sentencias 
por  el  Tribunal  Supremo,  decimos  que  al  de- 
mandante incumbo  la  prueba  de  su  pretensión 
cuando  la  niega  el  demandado,  y éste  tiene  á Ia 
vez  la  obligación  de  probar  sus  excepciones. 

Esto  es  lo  que  en  materia  de  prueba  dispone 
primeramente  nuestro  Derecho;  pero  antes  do 


pasar  adelante  preguntamos:  ¿ati  hallan  vigen- 
tes las  Partidas  sobro  este  punto?  ¿Es  de  nues- 
tra incumbencia  el  tratarlo,  y podemos  darle  ca- 
bída  en  una  obra  quo  versa  exclusivamente  so- 
bre el  Derecho  civil?  Los  restantes  artículos  dp 
este  capítulo  darán  contestación  á estas  pro 
guntas.  Ahora  sólo  nos  limitamos  á decir  que 
por  no  hallarse  bien  deslindados  los  campos 
del  derecho  civil  y del  procesal  on  esta  materna, 
¿la  vez  que  imposibilita  do  todo  punto  la  debi- 
da separación  entre  ellos,  hace  muy  difícil  su, 
estudio.  : 

Artículo  1335.— Los  medios  de  prueba  de 
que  puede  hacerse  uso  en.  lo->  juicios,  son: 

1. °  Documentos  públicos  y solemnes. 

2. “  Documentos  privados 

3. °  Correspondencia. 

4. °  Confesión  en  juicio. 

5. °  Juicio  de  peritos. 

6. °  Reconocimiento  judicial. 

7. °  Testigos. 

ORIGENES 

Ley  B.\  lít,  XIV,  Partida  3.a 

Art.  279,  Ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  en  parte  y sustancialmente  con: 
Arts.  1316  Cód,  Francia.-— 1903  Holanda. — 973 
Vaud.  — 1068  Neufchatel.  — 2230  Luisiana,- — 
1354  Polivia. — 1409  Oerdeña. — Títulos  Til,  IV 
y V,  lib.  XXII;  el  2.°,  lib.  XII,  Digesto. 

JURISPRUDENCIA 

Sent.  29  Diciembre  1876, 

Ni  por  la  ley  1.*,  tít.  I,  lib.  X,  Novísima  Re- 
copilación, ni  por  los  arts.  279  y 317  de  la  Ley 
de  Enjuiciamiento  civil,  se  da  preferencia  á nin- 
guna especie  de  prueba,  limitándose  el  279  á 
enumerarlas  varias  clases  de  pruebas-que.se 
conocen  [Sonta.  29  Octubre.  1864,  23  Noviem- 
bre 1868  y 18  Octubre  1873). 

En  el  art.  279  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
no  se  hace  más  que  enumerar  genóricamqjite 
los  medios  de  prueba,  reservando  para  varios 
otros  la  explicación  y detalles  de  verdadera 
aplicación  (Santa.  27  Junio  1864 y 19  Junio1878). 

Los  medios  de  probar  enjuicio  de  que  ha- 
blan las  leyes  8.a  y 15,  tít.  IV  do  la  Partida  3.*, 
están  modificados  hoy  por  los  que  menciona  ta 
Ley  dp  Enjuiciamiento  civil  [Sents.  30  Mavo 

í’  1'?ÍCÍembre  1865  Y 18  Diciembre  1858). 

No  es  doctrina  admitida  por  loe  Tribunales  !* 
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qdé' píi érfdft : b'atíerdé  éií  1 juici o , sólo  puede  de- 
clbáé ririfrifígia&btíáhdo  'se'  dériiégife'  alguríó  de 
183  Wfedidd  ’qué"estabIecd;:íln'todo  cíísó:  ésta  in- 
fry tíéíó nL  Afectaría ; k lá  forimádel  procedimiento, 
y rio  al  fondo  del  asunto  (Sént.  13  Oótubré  18661.  i 

No  habiéndose1  déseistírrtádo  la  procedencia  . 
de6ift¡  gdiro  de  Iris  medios  pfobátóHós  Utilizados 
iWurt’ente,  rio  ’ püédé- considerarle  iri- 
ftíri^ád-éí;aféÉ.  $79  de  la' fe  y de  ErijuiOiámiérito 
ciVil' {Sénta.  2? ^Octubre  1866  y 7 Junio  1870). 

: CTlanrto  no  hay  motivo  álgunó  pára  supohér 
qdé  en  tina)  sentencia  se  ha  desconocido  ía  au- 
tenticidad de  un  documento  y su  fuerza  probá1-' 
toí^psín'Si  que  ér  docuiriéritó  no  llerió  el  objeto 
psraf fj-üé  ftié  presentado , no  tienen  aplicación  lá  " 
tít.  XVIII,  Pa'rtida  3.',  ni  el  art.  279  de 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  (Sent.  28  Mayo 
1867}/"  ••  • ' 

La  ley  8,*,  til'.  XIV,  Partida  3.a,  quesé  limita  ¡ 
¿ déslgnar  criáfitas  niarieraá  íiáy  de  pruebas,  no 
sédóíriágeAtl-  apreciar  las  aducidas  al  pleito, 
iéeiusiós  los  indicios  y-  conjeturas,  según  su 
v'aTdri 'relativo  paira  pródücir  el  criterio  racional 
yjürídicój  éri  rconforinidád  á lo  prevenido  en  ! 
eí'aí’t!  ‘317  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil 
(Sent,  12  Junio  1867). 

ci0íüáíidd'lá  Sala1  no  falla' por  suposiciones,  si-  j 
mVp'8r  eí  resultado  que'  las  prdébas  ofrecen  en 
sU'eott junto,  no  puede  reputarse  infringido  el 
artículo  279  dé  la  ley  dé  Enjuiciamiento  civil  ¡ 
(Sents.  25'  Mayo  1868  y 12  Mayo  1875). 

‘-No  pueden  invocarse  infringidas  las  leyes  1 .* 
y-8i*,  tít.  XIV,  Partida  3A,  cuando  la  Sala  dic- 
ta su:feil loco n formo  á las  pruebas  suministra- 
dad  pór  laS'parteéjSent.  26  Mayo  1868). 

Í/Uando  la  apreciación  ha  sido  hecha  sobre  el 
conjunto  de  las  pruebas  suministradas,  no  se'  ! 
infringe  el  art.  279  de  la  ley  de  Enjuíciamien-  . 
to  civil,  ni  la  regla  de:  derecho  de  que  la  pre- 
Eanptón'  céde  á la  : verdad  ó á la  pruéba  en  eon- 
tnarib,  ni  eb  pcincipiodcrdorecho  de  que  se  de-  ; 
berlhllar  ségun  lo- alegado  y probado  por  las  : 
parote»  )3ents.  28  Setiembre  1876  y 19  Octubre 
1834).  O vó  . 

La  cita  de  la  ley  8.*,  tít.  XIV,  Partida  3.%  que 
se  refberé  á la  clase  de  pruebas,  cai^e  oomple- 
tamenée  dfe  oportunidad  cuaüdó'  no  h-a'óeurrido 
e n bi  pleito' cuestión  acerba  de  la  clasificación 
dfrlae pQUdbai  (Septi  l8  Bneroil872). 


El  art.  279  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil 
so  limita  á consignar  un  principio  de  aplicación 
general  y de  pura  ritualidad,  que  no  puedo  ale- 
garse como  fundamento  de  casación  (Sent.  29 
Enero  1873). 

El  art.  279  de  la  ley  de  Enjuiciamiento,  que 
se  limita  á enumerar  los  medios  do  prueba,  no 
puede  alegarse  como  infringido  cuando  sobre 
este  particular  nada  se  ha  discutido  ni  resuelto 
en  el  pleito  (Sent.  31  Mayo  1873). 

La  ley  8.a,  tit.  XIV,  Partida  3.*,  que  so  refie- 
re á los  medios  de  prueba  de  que  puedo  hacer- 
se uso  en  juicio,  rie  halla  dorogada  por  el  artícu- 
lo 1115  do  la  ley  do  Enjuiciamiento  civil,  y no 
puede  alegarse  como  motivo  do  casación  IHon- 
tericia  24  Marzo  1876). 

COMENTARIO 

' En  este  artículo  encontramos  ya  derogadas 
las  Partidas  por  las  leyes  procesales.  La  ley  8.“ , 
tít.  XIV,  Partida  3.‘,  enumeraba  las  distintas 
clases  de  prueba  que  podían  hacerse  en  juicio 
para  justificar  las  obligaciones.  Entre  aquéllas 
contaba  dicha  ley,  ademas  de  las  marcadas  en  el 
artículo,  lá  presunción  y la  fama  pública;  poro 
la  de  Enjuiciamiento  civil,  según  también  tiene 
declarado  en  repetidas  sentencias  el  Tribunal 
Supremo,  ha  derogado  la  antigua  legislación  en 
este  punto. 

Artículo  1336. — L os  Jueces  y Tribunales 
apreciarán  según  las  reglas  de  la  sana  crí- 
tica el  valor  de  las  pruebas  presentadas  por 
las  partes;  y á sd  apreciación  hay  que  ate- 
nerse, ínterin  no  se  pruebeque  al  hacerlo  se 
ha  cometido  alguna  infracción  de  ley  ó doc- 
trina legal. 

ORÍGENES 

Art.  317,  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

Jurisprudencia  del  Tribunal  Supremo. 

JURISPRUDENCIA 

(El  principio  de  este  artículo,  consignado  en 
el  317  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  res- 
pecto á la  prueba  testifical,  ha  sido  aplicado 
igualmente  á toda  clase  de  pruebas  por  el  iri- 
bunal  Supremo  en  multitud  de  sentencias.) 

Caso  de  apreciarse  mal  por  la  Sala  sentencia- 
dora la  prueba  suministrada  por  las  partes,  no 
se- infringiría  la  ley  L*>  t*C  XIV,  Partida  3.  , 
que  define  lo  que  es  prueba  y quién  debo  hacer- 
la, siftf  las  reglas  que  se  dan  para  hacer  dicha 
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apreciación  [Sentó.  26  Junio  1862  y 26  Setiem- 
bre 1866). 

Han  quedado  derogadas  todas  las  antiguas 
redas  sobre  procedimiento  en  asuntos  civiles 
Sen!.  « Mayo  1862.!. 

El  derecho  constituido  en  materia  de  proce- 
dimientos es  ia  ley  de  Enjuiciamiento  civil 
Sent.  21  Mayo  1870). 

Las  leyes  8.’  y 14,  tít.  XVI,  Partida  3.  ; 26, 
til.  [,  y 1 A,  tít.  XXXI,  Partida  7.';  12,  tít.  XIV, 
Partida  y ti.*,  tít.  XXXI,  Partida.  7.%  están 
esencialmente  modificadas  por  la  regla  45  déla 
ley  provisional  para  la  aplicación  de  las  dispo* 
Mojones  del  Código  penal  ¡Sent.  24  Enoro  1863). 

Tratándose  do  apreciación  de  prueba,  tiene 
declarado  el  Tribunal  Supremo  que  no  basta 
citar  como  fundamento  de  recurso  el  art.  317 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  sinó  que  debe 
hacerse  á la  vez  do  la  ley  ó doctrina  que  so  su- 
ponga infringida  por  dicha  apreciación  (Sent.  5 
Diciembre  1861,  20  Abril  1866,  14  Diciembre 
¡S67,  lili  Marzo  1868,  Ji  Julio  1872,  21  Noviem- 
bre 1671  y 11  Enero  1870). 

Guando  los  litigantes  practican  la  prueba  que 
estiman  conveniente,  y ésta  es  apreciada  por  la 
Sala  sentenciadora  en  virtud  de  las  facultades 
que  la  confiere  el  art.  317  de  la  ley  de  Enjui- 
ciamiento, sin  que  contra  dicha  apreciación,  se 
alegue  la  infracción  de  ley  ó doctrina  legal, 
no  puede  decirse  que  se  infringe  la  ley  ti- 
tulo XIV,  Partida  3.*  (Scnts.  5 Junio  1806  y 5 
Enero  1867). 

No  puede  Invocarse  la  ley  10,  tít.  XIV,  Par- 
tida 3.*,  que  determina  -como  aquel  que  prue- 
ba enjuicio  que  en  algún  tiempo  fuere  señor  ó 
tenedor  de  la  r, osa  litigiosa,  se  liado  sospechar 
que  continúa  siéndolo  Interin  se  justifica  lo  con- 
trario; ni  suponerla  infringida  para  fundar  un 
remes,»  de  rnVanon,  si  á la  vez  no  se  demues- 
tra haber  .suministrado  la  prueba  que  la  misma 
ley  exige,  y que  ha  sido  desestimada  indeijida- 
menle  en  la  ejecutoria  (Sent.  28  Diciembre  1866). 

No  hay  ley  que  prohíba  al  Tribunal  senten- 
ciador apreciar  todas  las  pruebas  en  conjunto- 
antes  ai  contrario,  las  hay  que  le  imponen  el 
deber  do  hacerlo  así  (Sont.  25  Junio  1867). 

Contra  la  apreciación  hecha  por  la  Bala  sen- 
tenciadora, en  uso  do  sus  atribuciones,  del  re- 
sultado de  las  pruebas,  no  cabe  ol  rocurso  do 
casación;  y habiéndose  hecho  dicha  apreciación, 
no  se  puado  citar  como  infringida  la  ley  S.”  ti- 
tulo XVr,  lib.  XI,  Nov.  Rec.,  por  la  que  se 
manda  que  loe  jueces  que  conocíoren  de  los 
pleitos  las  determinen  y juzguen  según  la  ver- 


dad que  hallasen  probada  (SentM  Enero  1868) v 

La  ley  2.-,  tit.  XVI,  lib.  XI,  Nov,  fit*.  en, 

nada  limita  la  facultad  de  los  jueces  y tribun^ 

les  para  valorar  las.  pruebas  que  en> I jUW  « 
hayan  practicado  (Sent.  23  Mayo  1867).  ^ . . 

De  que  la  Sala  prefiera. unas  pruebas  a otraa^, 
dando  preferencia  á alguna  por  sus  mrcunstan-, 
cías  especiales  con  respecto  a la  cuestión,  nq |e 

infiere  lógica  ni  legalmente,  ni.es  licito  supi- 
nar que  haya  dejado  de  apreciarlas  y tenerlas,, 
todas  en  cuenta  (Sent,  28  Junio  1867).  ■ . 

Es  inoportuno  citar  las  leyes  8.*,  tit.  XIV,‘( 
28,  29,  32,  40  y 41,  tít-  XVI,  Partida  3.a,  por-, 
que  estas  leyes  en  general  obedecen  al  sistema 
de  la  prueba  tasada  de  aquella  legislación, ,1a. 
cual  ha  sido  modificada  esencialmente  por  la 
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bre  1868).  - 

Siendo  de  la  competencia  de. la  Sala  senteiD*-. 
ciadora  la  apreciación  de  las  diferentes  clases, 
de  pruebas,  no  se  infringen  las  leyes  que  tratan 
del  valor  de  las  probanzas,  si  este  valor  ha  sido 
calificado  en  conjunto  por  la  Sala  (Sent.  1.® 
Marzo  1875). 

Si  pudiera  prevalecer  contra  el  criterio  del 
Tribunal  sentenciador  la  impugnación  de  la 
prueba,  sería  ilusoria  la  facultad  de  graduar  el. 
valor  de  la  misma,  por  más  que  al  usarla  no  Bp 
infrinja  ley  alguna  que  regulo  su  forma  esen- 
cial é intrínseca  para  producir  efecto  en  juicio 
¡Sent.  13  Marzo  1875)-. 

Si  las  pruebas  suministradas  por  las  partea 
consisten  en  documentos  más  ó menos  sole'm-  ¡ 
nes,  al  apreciarlos  la  Sala  sentenciadora  como 
estimó  justo,  uo  puede  sostenerse  que  haya  in- 
fringido el  art.  3 17  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil,  en  atención  á que  se  refiere  á la  prueba 
testifical;  y ademas,  según  dicho  artículo  y de- 
claraciones repetidas  del  Tribunal  Supremo,  es  ; 
de  la  exclusiva  competencia  de  la  Sala  sen  ten- ; 
ciadora  apreciarla  conforme  á las  regida  dé  la 
sana  crítica  (Sent.  3 Abril  1875). 


COMENTARIO  , 

La  gran  alteración  introducida  en  las  leyes  : 
civiles  que  tratan  de  la  prueba  y de  los  medios; ¡ 
de  llevarla  á cabo,  ha  sido  la  de  facultan  á loso 
Jueces  y Tribunales  paraqüe  la  aprecien segUfflq 
•su  criterio  y conforme  á las  reglas  de  la  sana  ¡ 
critica.  N . . 

i E®ta 'loctl*l!i)  consignada  en  el  art.  317  4o  la  ■ 

; ley  Me  Enjuiciamiento  civil  respecto  á ia  pruBwfi 
l .f  e,sllticaí)  y aplicada  indistintamente 4 tódári 
Ciase  de  medios  probatorios  pon  muitttqd  d#h 
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sentencias  dictadas  por  el  Tribunal  Suprémo, 
es  bastante  para  contestar  k las  preguntas  que 
en  el  pritóor  comentario  de  este  capítulo  nos 
liiéimos.  La  jurisprudencia  no  cesa  de  repetir 
quélá  íegislac'ion  antigua  referente  á la  fuerza 
de  la¿  diversas  especies  do  pruebas  ha  sido 
esencialmente  modificada  por  la  ley  de  Enjui- 
ciamiento civil,  y sin  recürrir  á la  jurispruden- 
cia declararíamos  completamente  derogadas 
las  Partidas  por  aquella  ley,  al  disponer  termi- 
nantemente, en  su  art.  1415,  que  lo  están  «todas 
las  leyes,  reales  decretos,  reglamentos,  órdenes 
y fueros  en  que  se  hayan  dictado  reglas  para  el 
Enjuiciamiento  civil,»  y por  tanto  nO  trataría- 
mos de  una  materia  que.  es  más  bien  objeto  del 
derecho  procesal,  si  los  campos  de  efete  derecho 
y del  civil  hubieran  sido  bien  deslindados  y no 
hubieran  introducido  confusión  muchas  sen- 
tencias que  citan  como  vigentes  leyes  que  en 
otras  se  suponen  derogadas. 

Esto  da  á entender  el  estado  de  nuestra  le- 
gislación en  materia  de  prueba  y el  cuidado  con 
que  debemos  proceder  al  estudiarla. 

Conste,  pues,  como  principia  general,  que  á 
los  Jueces  y Tribunales  corresponde  apreciar  la 
prueba  suministrada  por  las  partes  ,y  que  mien- 
tras no  se  pruebe  que  al  hacerlo  se  infringió  al- 


guna ley  ó doctrina  legal,  hay  que  atenerse  á 
dicha  apreciación. 

Artículo  1337.— Respecto  de  lo  que  no  se 
halle  especialmente  determinado  en  el  pre- 
sente capítulo,  en  cuanto  á los  distintos  me- 
dios de  prueba,  su  calificación,  efectos  y mo- 
dos de  llevarlos  á práctica,  se  observarán 
las  reglas  establecidas  en  las  leyes  de  pro- 
cedimientos. 

. ’ ORÍGENES 

Tít,  Vil,  Secciones  5.*,  0.“  y ?.*,  loy  du  En- 
juiciamiento civil. 

COMENTARIO 

El  artículo  presentóos  consecuencia  do  lo  que 
hemos  dicho  en  el  comentario  anterior.  I\o  nos 
incumbe  estudiar  lo  que  se  refiera  exclusiva- 
mente al  procedimiento;  y por  tanto,  habiendo 
sido  esencialmente  modificadas  las  Partidas  por 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  deberán  obser- 
varse las  reglas  por  ella  establecidas  en  todo 
aquello  que  por  ser  materia  exclusivamente  pro- 
cesal no  puede  tenor  cabida  en  las  disposicio- 
nes de  este  Código. 


SEGUNDA 
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De  ios.  instrumentos  públicos. 


Artfciílo  1338. — Bajo  la  denominación  de 
documentos  públicos  y solemnes  se  com- 
prenden: 

1. °  Las  , escrituras  públicas,  otorgadas 
con  .arreglo  á derecho. 

2. °  Los  documentos  expedidos  por  los 
tuncionariQS  que  ejerzan  un  cargo  por  au- 
toridad pública,  en  lo  que  se  i^era  al  ejer-: 
cicio  de  sus  ¿funciones.  ■ 

3. °  Los  documentos,  libros  de. actas*  es- 
tatutos,' regís  tros  y catastros  que  se  hallen  en 


los  archivos  públicos  ó dependientes  do]  Es- 
tado, do  las  provincias  ó pueblos,  y los  co- 
pias sacadas  y autorizadas  por  los  secreta- 
rios y archiveros  por  mandato  de  la  autor!  - 
dad  competente. 

4. “  Las  partidas  de  bautismo,  do  matri- 
monio y defunciones  dadas  con  arreglo  u 
los  libros  de  los  párrocos,  6 por  los  que  ten- 
gan á su  cargo  el  Registro  civil. 

5. °  Las  actuaciones  judiciales  do  toda 
especie. 
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ORÍGENES 

Ley  115,  tit.  XVIII,  Partida  3/ 

\rt.  280.  ley  de  Enjuiciamiento  civil ■ 

JURISPRUDENCIA 

Sent.  26  Febrero  1872. 

Sent.  30  Mayo  1865. 

Scnt.  19  Setiembre  1865.  _ _ 1 

Bajo  la  denominación  de  documentos  públi-  , 
eos  y solemnes  no  se  comprenden  otros  que 
los  especificados  en  el  art.  280  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil  (Sent.  15  Junio  186-j). 

Si  bien  la  ley  11  i,  tit.  XVIII,  Partidad.*,  dis- 
pone que  valga  como  prueba  la  caria  hecha  por 
escribano  público  con  dos  testigos  y expresión  j 
del  día,  mes,  hora  y lugar,  esto  no  quiere  de-  j 
cír  que  se  estime  como  tal  carta  una  copia  de 
copia,  redargüida  en  forma,  y cuya  autenticidad  ¡ 
no  ha  podido  demostrarse  (Sent.  18  Noviembre 
1865).  t 

Las  leyes  del  tit.  XVIII,  Partida  3.%  consig-  ■ 
nan  las  fórmulas  y condiciones  que  deben  tener 
las  escrituras  de  toda  clase  da  contratos  para 
que  sean  valederas  y constituyan  prueba  ju- 
dicial (Sent.  11  Enero  1865}. 

Según  lo  dispuesto  en  la  ley  114,  tit.  XY-III, 
Partida  3.  ",  /oda.  carta  que  .sea  fecha  por  mano 
de  escribano  público,  /o,s  qjíc  haya  escritos  los 
nombres  de  dos  lesiigos,  á lo  menos,  e el  din, 
c el  mes,  e la  era  en  que  fecha,  vale  para,  pro- 
bar lo  que  en  ella  diqerc,  no  habiendo  en  ella 
al  (pan  de  las  falsedades  ó menguas  que  men- 
cionan las  leyes  del  expresado  titulo  (Sentencia 
18  Marzo  1865). 


Sólo  estas  falsedades  pueden  producir  la  nu- 
lidad de  una  escritura,  no  pudiendo,  por  consi- 
guiente, declararse  tal  aunque  tenga  otros  de- 
fectos, á no  suponer  que  el  criterio  del  juez' 
pueda  sobreponerse  á las  prescripciones  de  la 
loy  ¡Sent.  id.  id.,  id.j. 

El  valor  que  conceden  las  leyes  do  Partida  á 
los  instrumentos  públicos  se  contrae  al  caso  en 
que  se  presenten  contra  el  mismo  que  los  otor- 
gó (Sent.  23  Diciembre  1857). 

En  el  otorgamiento  do  instrumentos  públicos 
deben  llenarse  todos  los  requisitos  y solomni-  l 
dados  do  derecho  para  atribuirlos  mérito  le»al 
(Sont.  30  Abril  18110). 


Si  bien  en  varias  sentencias  del  Tribunal  ¡Su- 
premo se  establece  la  doctrina  do  que  los  escri- 
baños  públicos  do  número  son  los  únicos  por 
quienes  se  han  de  autorizar  los  contratos,  osto 
no  excluye  el  que  so. pruebo  por  otros  medios  el 
otorgamiento  de  ellos  (Sent'.  9 Marzo  1868). 


i 


Los  documentos  públicos  P»ed«n 
caces  al  objeto  del  pleito,  ya  por.nq  rpEspir» 
concretamente  ¿ lo.  eos  6 cuestione.  -fW  M 
él  se  discuten,  ya  porquo  su  sigmhc^ftüf 
mérito  legal  sean,  contrariados  y.  desvariarlo» 
por  otras  puchas  dé  la  misma  ó dlvei/SA 
¡Sent.  22  Junio  1867) , Muí.-btmas 

Cuando  los  documentos  en  qqe  el  aejnftPn 
dante  funda  su  derecho  no  son  impugn.adpsmj 
redargüidos,  ni  su  eficacia  ó ineficacia  es  «pe^í 
tion  de  pleito,  no  son  aplioables  la  ley  114, 
lulo  XVIII,  Partida  3. %-ni  el  art.  281  de  ,1a  lqjl¡ 
de  Enjuiciamiento  civil  (Sents.  t Abril 
20  Abril  1871,  13  Enero  1872  y 28  Setiembre 


1872).  ■ . . :/  m.  ob  ' «n 

Es  doctrina  admitida  por-  la  juriapruden^ft 
que  la  circunstancia  accidental  de  no  habprsp 
extendido  una  escritura  en  el  paped  sellado ¡epivf 
respondiente  no  afecta,  á su  esencia  y verdad 
(Sent.  26  Febrero  1867).  • ,v.;  ■:  . ¡■.•r:l  i 

El  instrumento  público  otorgado  coq  lafí.Ffo. 
lemnidades  legales  produce  sus  efeetqs  depde 
el  día  de  su  otorgamiento,  sin  , que  ¡qs/accid^p 
tales  .circunstancias  de  tener  en  el  protocolo  pn 
número  anterior  ó posterior  al  do  otro  ins^ni^ 
monto  de  la  misma  fecha,  puedan  po#  si  splmf 
probar  que  la  obligacjop  contenida  en.eltPhü.sq 
haya  contraído  antes  ó después  de  la  consigna- 
da en  el  otro  (Sent.  23  Noviembre  1867). 

Cuando  la  Sala  sentenciadora,  al  apreciar  los 
méritos  d,e  los  autos,  no  desconoce  el  valor  le- 
gal de  los  documentos  públicos  y privados  t^ue 
obran  en  ellos,  no  infringe  las  leyes  114,  115  y 
119,  tit.  XVIII,-  Partida  3.',  ni  los  arts.  279, 
28U  y 281  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil 
(Sents.  29  Octubre  1869,  l.°  Julio  1870,  14  Ju- 
nio 1870,  20  Junio  1872,  8 Julio  1872,  8 Junio 
1874,  10  Febrero  1875  y 23  Febrero  1877). 

No  se  infringe  el  art.  281  do  la  ley  de  Enjui- 
ciamiento, que  prescribe  las  regias  que  deben 
observarse  para  que  los  documentos  públicos  y 
solemnes  sean  eficaces  en  juicio,  cuando  se 
guardan. dichas  roglap  ,(Sent.  7-  Junio  1830}..: 

Dicho  artículo,  se  refiere  á documqutqs.  púy 
blico  otorgados  en  'España,  y no  puede,  sep  in- 
fringido porque  se  traiga,  á los  autos,  sin  cita- 
ción ni  cotejo,  uno  otorgado  qn  ,el  .extranjero 
por  persona  , y auto  funcionario  no  españoles’ 

(Sent.  26  Setiembre  1870).  ■' 

Cuando  una  persona  tiene  interés  en  irnpug-' 
nar  una  escara,  no  puede  decirte  que  le  faiíá: 
personalidad  y que  no  tiene  acción  para  vorlfito 
cario  (Bent.  12  Febrero  1869). 

Siendo  nula,  urm  escritura,  es.  npJouifttWRtr 
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impertinente  toda  discusión  aoerqa  del  valqr  y 
eficacia  de  sus  cláusulas  (Sent.  id.  id. , id.). 

Las  disposiciones  de  la  ley  del  Notariado  no 
son  aplicables  á una  escritura  otorgada  con 
anterioridad  á la  fecha  de  la  publicacion.de  di- 
cha ley,  y mucho  ménoB'si  esa  escritura  se  ha 
de  regir  por  una  prescripción  foral  (Sent.  9 Di- 
ciembre 1869). 

Para  que  se  infrinja  la  ley  114,  tít.  XVIII, 
Partida  3.*,  no  basta  que  deje  de  apreciare  co- 
mo no  influyente  para  el  caso  de  que  se  trata 
el  contenido  de  una  escritura  pública,  sinó  que 
e?  preciso  que  so  haya  hecho,  la  omisión  en  el 
concepto  de  que  no  valía  para  probar  lo  que  en 
ella  sp  dice  (Sent;.  19  Setiembre.  1872).  . 

Los  hechos  consignados  clara.y  precisamente 
en  escrituras  públicas  otorgadas  con  todas  las 
solemnidades  legales,  no  pueden  alterarse  por 
medio  de  prueba  testifical,  expuesta  á error  en 
muohos  caso?.,  por  cuanto  se  contraría  el  pre- 
cepto déla  ley  114,  tít.  XVIII,  Partida  3.*,  se- 
gún el  que  las  escrituras  públicas  valen  para 
probar  le  que  en  ollas  se  dijere  (Sent.  3 Julio; 
18731.  ' . . * ; 

La  infracción  del  > art.  281  dada  ley  de  En^ 
juiciamiento  civil,  suponiendo  que  se  ha  esti- 
mado una  demanda. en  virtud  fie  documentos 
informales,,  no  puede  tomarse  en  considera- 
ción si  no  se  expresa  en  el  recurso  ningún  do-; 
cumpntp,  pn  forma  á que  se  haya  dado  fuerza 
probatoria)  circupstaneia  j indispensable,  paya 
que  la  casación  proceda  (Sent.  ,1  'f  Octubre  1876) , 
La  ley  8.*,  tit.  XIV.,  Partida  (L",  sobre  los  va- 
rios medios  de  prueba,  no  se  concreta  al  cago, 
y por  lo  mismo  no  se  infringe  si  no  se  indica  á 
qué  documento  se  ha  dado  fuerza  probatoria 
no  tentén.doia  (Senfi  id.  id^jd.).  : 

Al  absolver  de  fiv  demanda  al  demandado, 
prescindiendo  de.  la  obligación  perfecta  consti- 
tuida en  una  escriturarse  infringe  la  ley  .1.14; 
tít.  XVIII,’  Partida  3.*  (Sent.  22  Enero  1878). 

Carece  de  oportunidad  la  Cita  de  los  artículos 
279,;  280  y;  281  fie  la  ley  de  Enjuiciamiento  ci- 
vil, si  la  sentencia  recurrida  np  »i,ega  que  Jas 
escrituras  públicas  sean  medios:  dp  pru,eba  y 
sean  eftoaoes  ep  juicio,  sinó  q¡qe  estima,  en  vir- 
tud de  l^s  que  las  partes  hau  suministrado,  que 
el  oontrato  cuya  eficacia  sostiene  y pretende  , el 
recurrente,  era  distinto  del  que.  ep  realidad  se 
otorgó  (Sent,  6 Febrero  1877).  - 

El  art.  280,40  la  ley  de  Enjuiciamien#  ci- 
vil, únicamente  sefiala  lo  que  C0mPrendP  b&' 
jO  la  denoififnacio®  ;do  documentos  públicos  y 
801^^,^,01:281; ,nw<?a  Iw.rpgbw»  dohon; 


observarse  para  que  sean  eficaces  en  juicio,  sin 
que  en  ninguno  do  ellos  se  fije  la  fuerza  proba- 
toria que  en  sí  tengan  los  dichos  documentos 
(Sent  17  Mayo  1877). 

COMENTARIO  ‘ 

En  el  presente  artículo  enumera  la  ley  los 
documentos  de  que  puede  hacerse  uso  enjuicio 
con  el  carácter  de  públicos  y solemnes. 

Solamente  los  señalados  por  el  legislador  son 
los  que  tienen  tal  carácter;  por  consiguiente,  no 
pueden  ser  otros  comprendidos  entre  ellos,  se- 
gún asimismo  tiene  declarado  el  Tribunal  Su- 
premo. 

La  ley  de  Enjuiciamiento  civil  dispone,  res- 
pecto á este  primer  medio  de  prueba,  lo  si- 
guiente: 

«Para  que  los  documentos  públicos  y solem- 
nes sean  eficaces  en  juicio,  deberán  observarse 
las  reglas  siguientes:  . 

1. a  Que  los  que  hayan  venido  al  pleito  sin 
citación  se  cotejen  con  sus  originales,  previa 
dicha  citación,  á no  ser  que  la  persona  á quien 
perjudiquen  haya  prestado  á ellos  asentimiento 
expreso. 

2. a  Que  los  que  hubieren  de  traerse  do  nue- 
vo vengan  en  virtud  de  mandamiento  compul- 
sorio que  se  expida  al  efecto,  previa  citación  de 
la  parte  á quien  haya  de  perjudicar. 

,3,*  Que  si.  el  testimonio  que  se  pida  fuere 
de  parte  de  un  documento  solamente,  so  adi- 
ciono i él  lo  que  el  colitigante  señalare,  si  lo 
cree  conveniente. 

4.a  Que  los  testimonios  ó certificaciones 
span  dados  por  el  encargado  del  archivo,  ofici- 
na ó registro  en  que  se  hallen  los  documentos, 
por  el  escribano  en  cuyo  oficio  radiquen  ios 
aqtps,  ó por  el  del  pleito. 

Estos  testimonios  ó certificaciones  ae  expedi- 
rán bajo  la  responsabilidad  de  los  funcionarios 
encargados  de  la  custodia  de  los  originales,  y 
la  intervención  de  lps  interesados  se  limitará  á 
señalar  lo  que  haya  de  testimoniarse  ó certifi- 
carse. (Art.  281.) 

Los  documentos  otorgados  en  otras  naciones 
tendrán  igual  fuerza  que  los  que  lo  sean  de  Es- 
paña, si  reúnen  todas  las  circunstancias  exigi- 
das en  aquéllas,  y las  que  además  requieran 
las  leyes  españolas  para  su  autenticidad.  (Ar- 
tículo 282.). 

Conviniendo  los  litigantes  sobre  su  inteligen- 
cia, estará  y pasará  por  la  que  dieren.  (Ar- 
tículo 283.) 

No, habiendo  conforhiid^U  ao  «emitirán  por 
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el  juoz  á la  oficina  de  la  interpretación  de  len- 
guas para  su  traducción,  sin  que  ésta  pueda 
hacerse  en  ninguna  otra  forma  (Art.  284).» 

Artículo  1339.— En  el  caso  de  que  soste- 
niendo una  de  las  partes  la  falsedad  de  un 
documento  que  pueda  ser  de  influencia  no- 
toria en  el'  pleito,  entablare  la  acción  crimi- 
nal en  descubrimiento  del  delito  y de  su  au- 
tor, se  suspenderá  el  pleito  en  el  estado  en 
que  se  halle,  hasta  que  recaiga  ejecutoria 
en  la  causa  criminal. 

ORÍGENES 

Art.  291,  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

JURISPRUDENCIA 

Son  válidos  los  contratos  privados  que,  en  vez 
de  oponerse  á escrituras  públicas,  sirven  de  ex- 
plicación á las  mismas,  y al  declararlo  así  el 
Tribunal  no  infringe  la  ley  117,  tít.  XVIII,  Par- 
tida 3.’  (Sent.  27  Marzo  1866). 

Las  Salas  sentenciadoras  pueden  apreciar,  en 
uso  de  sus  facultades,  las  pruebas  pericial  y tes- 
tifical sobre  la  autenticidad  de  documentos 
(Sent.  6 Marzo  1861). 

La  calificación  de  supuestos  que  dé  una  sen- 


no  haber  intervenido  en  su  Otorgamiento,  ^ 

| ,e  puedo  ser  obligatoria  la  misma  cuando;  >1« 
hubiese  ratificado,  ó por  lo  nténós  reconocido  . 
' con  actos  que  no  pudieran  tenor  otro  origen  que 
, las  cláusulas  escrituradas  (Sent.  2 Enero- 18%; 

El  modo  de  probar  la  falsedad  de  uñ  otOr^j 

■ miento  que  establece  la  ley  117,  tít.  XVIII,  P¡fp- 

■ tida  3.%  ni  es  el  único  que  se  conoce  en  dére* 
cho,  ni  excluye  á los  demás  conocidos  (Senten- 

f cía  2 Enero  1865).  ’ 1 ‘ 

La  prueba  documental  puede  ser  eneívaáh 
por  la  prueba  resultante  de  otros  doeüméntoé, 
aunque  sean  de  carácter  privado,  y aun  por  la 
de  testigos.  ¡Sent.  2 Octubre  1861).  ’>■ 

No  basta  indicar  sospechas  contra  documeüU 
to  do  ser  falso  ó alterado  en  parte  esencial-,  para 
obtener  declaración  dé  su  ineficacia,  sinó  que 
han  dé  justificarse  las  tachas  que  se'  le  atribu- 
yen (Sent:  18  Diciembre  1867). 

La  ley  117,  tít-  XVIII,  Partida  3.a,  admítela 
impugnación  de  una  escritura  públicd  én’  qué 
! se  consigne  una  deuda,  si  el  reconvenido  á viíd 
' tud  de  ella  para  su  cargo  probase  par  medio  de 
otra  escritura  pública,  ó de  cuatro  testigos  hál 
biles  y leales,  que  durante  todo  el'día  en  qué  se 
supone  otorgada  se  había  hallado  á tanta  dis- 
tancia del  lugar  de  su  otorgamiento,  que  le  fue* 
se  físicamente  imposible  encontrarse  en  él  (Sen- 


tencia á cualquier  documento  en  causa  civil,  no 
equivaled  la  de  falso  criminalmente  I Sent.  ídem, 
ídem  id.). 

No  puede  prevalecer,  contra  lo  expresado  en 
un  documento  solemne,  la  alegación  infundada  1 
de  ligereza  ó equivocación  de  peritos  encarga- 
dos de  una  operación  pericial  (Sent.  1 Abril 

1862).  ■ 

No  puede  invalidarse  un  documento  anterior 
por  otro  posterior  cuando  éste  es  redargüido 
civilmente  de  falso  (Sent.  8 Mayo  1862).  ■ 

Lo  dispuesto  en  el  art.  291  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil  no  tiene  lugar  cuando  se  im- 
pugnen los  documentos  como  ineficaces,  redar- 
guyéndolos  civilmente  de  falsos  (Sent.  8 No- 
viembre 1862). 

Con  aserciones  convenidas  no  puede  destruir- 
se la  eficacia  de  un  documento  público  y solem- 
ne, que  ni  aun  contiene  la  menor  indicación 
respecto  á aquéllas  (Sent.  26  Setiembre  1865)  ' 
Los  Tribunales  deben  dar  á las  escrituras  pú- 
blicas que  tienen,  cuando  no  han  sido  redargüi- 
das civil  ni  criminalmente  de  falsas,  ni  discu- 
tióse su  mérito  en  juicio  de  ninguna  otra  ma- 
nera (Sent.  29  Diciembre  1854). 

Para  el  que  tacha  de  nula  una  escritura  por 


tencia  1.®  Octubre  1870). 

Es  de  todo  punto  improcedente  la ' cita 1 de  lá 
ley  117,  tít.  XVIII,  Partida  3.a,  :para  suponer 
hoy  la  necesidad  de  qüe  se  pruebe  Iarfalsédá<f 
civil  de  una  escritura,  porque  la  ley  de  Enjui- 
ciamiento civil,  en  su  art.  291,'  ha  establecido  la' 
nueva  jurisprudencia  que  se  viene  observando 
en  la  materia  (Sent.  15  Noviembre  1871);  ' 

Las  leyes  114  y 115,  tít.  XVIII,  Partida  3.*¡‘ 
referentes  al  valor  de  los  documentos  públicos, 
no  son  aplicables  cuando  se  trata  de  las  demás 
clases  do  prueba  (Sent.  24  Diciembre  A'866);  T;J; 

■ ■ ; . . ' . : . . 1 f ! ; I . . . j ' i 

COMENTARIO  , " 

Algunas  disposiciones  dictaron!  las  leyes  1 15 
y 118,  tít.  XVIII,  Partida  3.a,  y 32,  tít.  XI,Par- 
tida  5.a,  encaminadas  á señalar  cómo  debía 
probarse  la  falsedad  de  unos  documentos1  y 
cuándo  debían  ser  creídos;  .mas  ¿pueden  hoy 
. citarse  como  vigentes?  ¿Han  sido  de  hecho  de- 
rogadas? Aunque  son  muchas  las  sentencias 
donde  por  hallarse  citadas  parece  que  todavía 
tiencfffuerza,  la  doctrina  consignáda  en  ar- 
ticulos  y comentarios  anteriores,'  relativa  á que 
, la  legislación  antigua  ha  sido  esencialmente 
I modificada  por  la  nueva  ley  de  Enjuiciamiento'1 
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dvil,  y la  establecida  en  algún  fallo  del  Tribu- 
nal Supremo;  que  declara  improcedente  de  todo 
punto  la  cita  de  leyes  relativas  al  modo  de  pro- 
bar la  fhlsedad  civil  dé  una  escritura,  objeto  sólo 
de  la  de  Enjuiciamiento,  nós  ha  decidido  á no 
consignarlas  en  el  articulado,  dejando  para  este 
sitio  el  exponer  sn  doctrina*  por  si  todavía  pu- 
diera tener  aplioacion. 

Dice- la  ley  115  que  cuando  la  parte  contra- 
ria arguye  de  falsa  una  escritura  por  no  ser  es- 
cribano público  el  actuario  que  la  autorizó, 
debe  probar  el  que  la  presenta  su  validez  y la 
competencia  del  notario.  Si  éste  negase  su  in- 
tervención, deberá  ser  creído,  miéntras  no  se 
pruebe  lo  contrario. 

Debe  ser'  creído  el  notario  que  sostiene  la 
verdad  del  otorgamiento  aunque  los  testigos 
instrumentales  lo  contradigan , siempre  que 
aquél  sea  de  buena  fama  y el  documento  con- 
venga con  la  redacción  del  registro  ó protocolo 
mas  no  en  el  caso  contrario; 

Según  la  lí7  del  mismo  título  y Partida,’ y la 
32,  tit.  XII,  Partida  5. \ puede  redargüirás 
falsa, üná  escritura  pública  .aquel  contra  quien 
es  aducida  en  juicio,  justificando  por  medio  de 
otro  documento,  ó por  cuatro  testigos  álo  me- 
nos, que  no  se  hallaba  presente  el  día  de  s u 
otorgamiento,  por  estar  á mucha  distancia  de 
donde  se  supone  otorgada. 

El  art.  291  déla  de  Enjuiciamiento  civil  da 
preferencia  á la  acción  criminal  entablada  por 
la  falsedad  de  una  escritura,  declarando  que 
miéntras  la  causa  no  se  termine,  no  puede  se- 
guir adelante’ el  pleito  en  qúe  aquélla  fué  pre- 
sentada, y ésta  es  la  nueva  jurisprudencia  que 
viéne  observándose  en  la  materia. 

Artículo  1340.— Siempre  que  re  niegue  ó 
se  ponga  en  duda  la  autenticidad  de  un  do- 
cumento público,  deberá  el  juez  nombrar  pe- 
ritos que  procedan  al  cotejo  de  él  con  otros 
indubitados,  tallando  luégo  según  su  pru- 
dente-arbitrio.- 

11'  ■ J.  . j . ■ ' i 

.■  ORÍGENES  . 

"Ley -llS,  tít.  XVIII,  Partida  3.a 

Arta.'  281  y1 287  siguientes  de  la  ley  de  Enjúi- 
ciamiébto  civil. 

, ; . . ...ímiSPRODENCIA  . 

! Sé'Át.  29  Setiembre  1866. 

Seat.  29  Marzo  1875.'  ! - 

Stot;  14  ÓdMbré  1876A  : ’ 


| -Sent.  13  Febrero  1877. 

La  regla  1."  del  art.  281  de  la  loy  de  Enjui- 
ciamiento civil;  que  dispone  el  cotejo  con  sus 
originales  de  todo  documento  que  venga  á un 
pleito,  no  se  infringe  por  dar  valor  A dicho  do- 
cumento sin  cotejarlo,  en  atención  á haberse  ex- 
traviado los  originales,  si  su  autenticidad  so  prue- 
ba por  otros  medios,  pues  la  referida  disposi- 
ción no  excluye,  en  casos  do  imposibilidad  del 
cotejo,  las* pruebas  supletorias  que  reconoce  y 
establece  el  derecho  (Serit.  23  Mayo  1863). 

, Aunque  se  deniegue  el  cotejo  del  signo  de  un 
escribano  puesto  en  un  testamento  con  los  que 
tengan  del  mismo  otras  escrituras,  esto  no  pro- 
duce la  indefensión  del  que  pido  el  cotejo,  por- 
que, en  buena  crítica,  de  la  identidad  do  los  sig- 
nos no  se  deduciría  necesariamente  ia  existen- 
cia de  la  matriz,  ínterin  no  hubiese  otros  me- 
dios de  acreditar  que  ésta  existía  (Sent.  28  Di- 
ciembre 18631. 

La  disposición  de  la  ley  118,  tít.  XVI II,  Par- 
tida 3.*,  relativa  á cómo  debe  practicarse  el  co- 
tejo de  letras  de  los  documentos  públicos  otor- 
gados ante  escribano,  no  puede  tener  aplicación 
en  un  pleito  en  que  se  cuestione  sobro  la  auten- 
ticidad de  un  documento  privado,  acerca  (leí 
cual  se  ha  pedido  y practicado  el  cotejo  de  le- 
tras, con  arreglo  á lo  que  expresan  y terminan- 
temente prescriben  los  artículos  287,  288.  289, 
y 290  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  (Sen- 
tencia 11  Mayo  1864). 

Si  bien  es  cierto  que  los  documentos  públi- 
cos presentados  en  juicio  sin  citación,  deben 
ser  cotejados  con  sus  originales  para  que  sean 
eficaces,  cesa  la  necesidad  de  este  cotejo  en  el 
caso  de  que  la  persona  á quien  perjudiquen 
haya  prestado  á ellos  su  asentimiento  (Senten- 
■ cia  8 Octubre  1864). 

Cualquiera  que  haya  sido  la  calificación  he- 
cha por  la  Sala  sentenciadora  en  uno  do  los  con- 
siderandos de  la  sentencia  respecto  á una  escri- 
tura y á la  imposibilidad  de  cotejarla  con  su 
original,  no  invalida  dicha  sentencia,  si  está 
arreglada  á derecho  en  su  parte  dispositiva 
(Sent.  19  Febrero  1866). 

La  sentencia  que  no  da  eficacia  alguna  á la 
escritura  que  se  trae  sin  citación  de  cotejo  con 
su  original,  y á la-  cual  tampoco  presta  asenti- 
miento la 'parte  contraria,  no  infringe  el  citado 
art.  281  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  (Sen- 
tencia 8 Junio  1866). 

Interin  no  se  determine  el  documento  que  se 
ha  traído  á los  autos  sin  cotejo  con  su  original 
y citación  contraria,  es  inoportuno  citar  como 
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infringida  ia  regla  i.*  del  art.  281  dé  la  ley  de  , 
Enjuiciamiento  civil  [Sent,  17  Setiembre  1806).  ¡ 
Aunque  no  se  coteje  una  escritura  con  su  ori- 
ginal por  falta  de  éste,  si  no  se  falló  sólo  por  di-. 
c!io  documento,  sino  también  en  vista  y con 
apreciación  de  otros  medios  de  prueba,  no  se  in- 
fringe la  regla  1 .*  del  art.  281  citado,  ni  el  279 
do  la  misma  ley  (Sentó,  15  Octubre  1S66  y 2 No- 
viembre J87ój.  , ■ ■ 

Es  innecesario  el  cotejo  de  un  documento 
presentado  en  juicio  cuando  el  litigante  con- 
trario no  lo  redarguye  civilmente  de  falso  (Sen- 
tencia 15  Octubre  1857).  ■ 

Cotejado  legalmente  un  documento  durante 
el  termino  de  prueba,  con  citación  contraria-, 
sin  que  se  hiciera  advertencia  ni  reclamación 
alguna,  no  pueden  tener  influencia  en  el  mismo 
litigio  las  alteraciones  ó enmiendas  que  se  en- 
contraran después,  hechas  recientemente  on  el 
protocolo  ó matriz,  aunque  por  este  motivo  se 
hubiese  mandado  formar  causa,  ni  procede  en  | 
este  caso  la  suspensión  del  pleito,  como  no  se 
haya  entablado  la  acción  criminal  con,  arreglo 
al  art.  291  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil 
Seat.  28  Junio  18G0).  ■ 

No  debe  declararse  ineficaz;  un  documento 
público  sólo  por  la  falta  de  cotejo,  cuando  es  pú- 
blico el  hecho  del  extravío  de  los  protocolos 
i Sent.  24  Marzo  1860). 

No  reclamada  en  tiempo  oportuno  la  legali- 
dad ó veracidad  do  los  instrumentos  probato- 
rios, no  puede  decirse  que  se  han  infringido  las 
reglas  que  prescribe  el  art.  281  de  la  ley  do 
Enjuiciamiento  civil  para  la  eficacia  en  juicio 
de  los  documentos  públicos,  ni  tampoco,  aun  en 
el  supuesto  de  ser  aplicable  el  caso  litigioso,  las 
leyes  114,  118  y 119,  til.  XIX,  Partida  3.a  (Sen- 
tencia i,"  Marzo  1862). 

Para  quo  los  documentos  públicos  sean  efi- 
caces en  juicio,  es  menester  que  se  cotejen  con 
sus  originales,  previa  citación  contraria  (Sen- 
tencias 15  Abril  1862  y 29  Enero  1866. 

Para  (pío  los  documentos  públicos  y solemnes 
sean  eficaces  en  juicio,  os  preciso  que  se  obser- 
ven las  reglas  prescritas  en  ol  art.  281  déla 
ley  do  Enjuiciamiento  civil  (Sent.  23  Setiem- 
bre 18(34;.  . 

• k°a  arts.  280  y 281  de  la  misma  ley  no  son 
aplicables,  cuando,  no  es  objeto  del  debate,  al 
valor  legaL  que  deba  darse  á un  documento  'pú-  . 
blico,  ni  so  niega  que  los  documentos  públicos,' 
son  uno  do  los  medios  de  prueba  autorizados 
por  al  derecho  (S^nt.  8 Octubre  1864). 

Faca  que  los  documentos  públicos  y solemnes 


sean  fehacientes  en  juicio,  basta,  oon arreglo*^ 
art.  281  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  oivU(:qO®i 
las  personas  á quien  perjudiquen  presten  & eüoa 
su  asentimiento  expreso,  si  han  venido  al  ptettoi 
sin  Citación  y no  son  cotejados  con,  sus.origi*, 
nales  (Sents,  13  Enero  1865  y 16  Junio  1874)-,-, 

Cuando  la  Sala,  en  vista  de  las  pruebas:  prac- 
ticadas, y atemperándose  á las  prescripciones., 
del  art.  281  de  la  ley  de  Enjuiciamiento. civil, 
declara  que  no  es  válido  un  documento  ipor  no-; 
haberse  cotejado  con  eu  original,;  ni  prestado 
sil  asentimiento  á él  la  parte  coatiíaríp,  giii, 
cuya  citación  se  libró  y fuá  traído  k los  autos, 
no  infringe  doctrina  alguna  legal  -(Sent.  26. 
Enero  1866).  . ' ’ ¡cu . 

Debe,  respetarse  la  apreciación  del  Tribunal 
sentenciador  sobre  la  autenticidad  do  un  'docu- 
mento y su  conformidad  con  el  original,  ouíin-, 
do  no  se  probare: quo  al  hacer  dicha  apreciación 
se  ha  cometido  alguna  infracción  -da  [ley:  ó doo«. 
trina  legal  (Sent.  id.-,  id.,:  id.,  3 Mayp  1866).> 

La  ley  114,  tít.  X VIII,  Partida  3.a,  da  fuerza 
plepa  probatoria  á los  documentos  públicos) sin 
tacha  ni  vicio  legal  cotejados  con  sus  originales^ 
y cuando  así  no  lo  estima  la  Sala,  infringe  dicha 
ley  (Sent.  20  Febrero  1866). 

• Los  documentos  públicos  traídos  á los  autos-, 
sin  citación,  necesitan  , para  ser  eficaces  en- j.ui- 
ció,  que  se  cotejen  con  sus  originales,  previa 
dicha  citación,  á na  «erque  la  persona  á q,ujen  . 
perjudiquen  les  preste  su  asentimiento  ex- 
preso (Sent;  8 Junio  1866).  ■ 

La  regla  1.a  del  art.  281  de  la  ley  d,e  Enjui- 
ciamiento civil  que  así  lo  prescribe,  no  hace: 
diferencia  alguna,  respecto  á escrituras  pú-., 
blieas,  entre  primeras  ó ulteriores  copias  (Sen*, 
tencia  id.  id.  id).' 

Cuando  la  Sala  sentenciadora,  al  apreoiar  la 
fuerza  probatoria  de  un  documento  público,  no 
sólo  lo  examina  en  sí,  sinó  en  conjunto  con  las 
demas  pruebas  practicadas,  nó  pueÚe1  conside- 
rarse infringido  el  art.  281  de  la  ley  de  Enjui- 
ciamiento civil,  y ménos  si  nada  se  ha!  di&cÚiíiád1 
en  primera  instancia  acerca  del ' defecto  qtúri'i 
dicho  documento  se  atribuye,  ni  acerca  de  su 
valor  legal  (Sent.  26  Junio  Í866). 

Para  que  los  documentos  públicos  y solemnes 
sean  eficaces  enjuicio,  no  (basta  que  hayan e^jio 
otorgados  según  las  prescripcionesdo-Ialjsy.li^j 
tit.  XVIII,  Partida  3.*,  sinó  que  es  necesario 
ademag,  según  el  art.  281  déla  ley  de  Enjuicia- 
miento civil,  que  los  qqe^se  haymv traído  al 
pleito  sin  citación  sean  cotejados  con  pus  w*gl- 
hales,  á no  ser  que  ja  peiwpa.&qjiúm*  peyjtuü* 
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quen  haya  prestado  á ellos  asentimiento  ex- 
preso (Sent.  13  Octubre  1866). 

Infringe  el  art.  289  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil  la  Sala  sentenciadora  que  hace  el 
cotejo  con  documentos  no  indubitados  (Sent.  29 
Setiembre  1866).’ 

Si  bien  las  leyes  118  y 116,  tít.  XVIII,  Par- 
tida 3.a,  refundidas  en  su  parte  esencial  en  el 
articulo  290  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil, 
no  califican  de  prueba  acabada  las  declaraciones 
periciales;  no  prohíben  por  eso  que  los  Tribu- 
nales formen  su  juicio  por  el  conjunto  de  todas 
.las  inducidas  (Sent.  2 Octubre  1861  y 14  Setiem- 
bre 1864). 

: El  ¡art¿ 290  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil 
faculta  á los  jueces  para  que  puedan  separarse 
del  dictamen  de  los  peritos  revisores,  obrando 
por  su  propio  juicio  y criterio  (Sent.  21  Ju- 
nio. 1864). 

Los  Jueces  y Tribunales  no  tienen  obligación 
de  conformarse  con  el  dictamen  de  los  peritos 
cuando  procede  el  juicio  pericial  (Sent.  6 Di- 
ciembre 1858).  , 

Si  bien  la  eficacia  de  los  documentos  públicos 
y solemnes; presentados  en  juicio,  sin  citación, 
depende  deí  cotejo  con  sus  originales,  este  pre- 
cepto de  la  ley  supone  racionalmente  la  exis- 
tencia ó conservación  de  los  mismos;  porque  en 
eí  caso  de  haberse  perdido  ó destruido  los  pro- 
tocolos, es  doctrina  legal,  admitida  por  la  juris- 
prudencia, que  debe  darse  valor  y plena  fé  á la 
primera  copia  de  un  documento  público  sacado 
dól  original  por  el  escribano  que  lo  autorizó, 
cuando  no  se  le  pruebe  falsedad  ni  otro  de- 
fecto que  la  falta  dé  comprobación  ó cotejo  (Sen- 
tencia 26  Febrero  1867). 

¡Cuando  los  documentos  presentados  con  la 
demanda  son  los  originales,  y aunque  se  de, 
vuelvan  al  demandante,  dejando  copia  en  los 
autos  antes  de  ser  parte  en.eilos  el  demandado, 
éste  les  prestó  asentimiento  expreso  en  el  hecho 
de  tomarlos  por  base  para  la  alegación  de  todas 
sus  excepciones,  no  es  necesario  el  cotejo  pre- 
venido en  el_art.  281  de  la  ley  de  Enjuiciamien- 
to civil  (Sents.  20  Setiembre  18 67 y 5 Julio  1869). 

Se  corrobora  la  eficacia  de  una  escritura  pú- 
bli'ca  cuyo  protocolo  se  haya  destruido,  si  cote- 
jada con  otras  indubitadas  del  mismo  escribano 
que  la  autorizó,,  resulta,  según  el  dictamen  de 
los  peritoB  $ de  la  comprobación  judicial,  que 
son  igualen  ios  signos,  firma  y letra,  y que  apa- 
recen, por  consiguiente,  escritos  y signados  por 
una  misma  mano  (Sent.  26  Febrero  1867). 

L aa  leyes  118  y 119,  tít.  XVIII,  Partida  3.a, 


sólo  se  refieren  al  valor  que  tienen  en  juicio  los 
documentos  públicos  y privados,  y por  tanto  no 
tienen  aplicación  en  el  pleito  cuyo  punto  liti- 
gioso ha  versado  principalmente,  no  tanto  sobre 
la  eficacia  de  unos  documentos  en  que  aparece 
que  uno  se  obligó  con  dos  distintas  personas,  y 
sí  bien  acerca  de  cuál  do  los  dos  contratos  fue 
el  que  se  consumó  y se  llevó  á efecto  (Sent  11 
Abril  1874). 

No  se  infringe  la  ley  114,  tít.  XVIII,  Partida 
3.“,  motivo  8.°,  cuando  no  se  desconoce  el  ver- 
dadero alcance  do  unas  escrituras  presentadas 
y que  se  han  cotejado  con  sus  originales  (Sen- 
tencia 27  Noviembre  1872). 

La  ley  118,  tit.  XVIII,  Partida  3.*,  trata  de 
los  medios  de  prueba  para  saber  si  la  caria  pú- 
blica. es  verdadera  ó no,  y por  tanto  no  tiene 
aplicación  ni  se  infringe  si  en  el  pleito  no  so 
presentó  documento  alguno  de  esta  clase  (Sen- 
tencia 14  Marzo  1877). 

Eí  art.  289  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil 
señala  los  documentos  públicos  ó privados  que 
deben  considerarse  indubitados  para  el  cotejo 
•que  las  partes  litigantes  soliciten,  ni  ¡os  que  los 
mismos  hayan  presentado  oportunamente  on 
juicio;  y es,  por  consiguiente,  inaplicable  el  co- 
tejo practicado  á virtud  de  auto  de  la  Sala  sen- 
tenciadora, para  mejor  proveer,  con  arreglo  al 
artículo  48  de  dicha  ley  (Sent.  26  Abril  1877). 

No  es  de  estimar  la  infracción  de  las  leyes 
118  y 119,  tít.  XVIII,  Partida  3.*,  sobre  el  co- 
tejo de  letras,  si  la  Sala  sentenciadora  so  funda 
en  la  apreciación  de  todo  el  conjunto  de  prue- 
ba, y no  en  el  solo  cotejo  de  letras,  el  cual,  por 
otra  parte,  está  sometido  á las  novísimas  reglas 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  (Sent.  3 Ma- 
yo 1877). 

No  basta  redargüir  de  falsos  los  documentos 
para  privarlos  de  fuerza;  y si  además  la  Sala 
sentenciadora  apreció  por  el  conjunto  de  prue- 
bas que  era  verdadero  el  presentado  por  la 
parte  actoraen  justificación  del  pago,  no  puede 
estimarse  la  supuesta  infracción  do  las  leyes 
114,  118,  119.,  tít.  XVIII,  Partida  3.*  (Senten- 
cias 5 Junio  1877  y Julio  1877). 

La  ley  118,  tit.  XIV,  Partida  3.a,  que  estable- 
ce las  reglas  á que  los  juzgadores  han  de  ate- 
nerse para  apreciar  el  valor  de  un  documento 
públicocuando  alguna  de  las  partes  niegue  su 
autenticidad,  se  alega  con  manifiesta  inopoi- 
tunidad,  si  en  el  pleito  no  ha  ocurrido  el  caso 
que  á la  misma  se  refiero  (Sent.  3 Julio  18j  i ■ 

La  ley  114,  tít.  XVIII,  Partida  3.\  trata  do 
las  formalidades  que  deben  revestir  ios  docu- 
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montos  para  que  tengan  valor  en  juicio,  y no  se 
infringe  cuando  la  Sala  reconoco  la  autenticidad 
de  aquellos,  por  más  que  los  aprecie  de  distinta 
manera  que  lo  hace  la  parte  recurrente  (Sen- 
tencia 1?  Octubre  1877). 

\o  expresándose  concretamente  en  el  recurso 
cuál  ó cuáles  documentos  públicos  han  sido  des- 
atendidos por  la  sentencia,  y en  qué  parte  de 
ellos  se  ha  prescindido  de  su  tenor,  no  se  infrin- 
gen las  leyes  111  y 119  citadas,  que  determinan 
la  fuerza  probatoria  de  los  documento, spúblicos, 
puesto  que  sinconocer  en  qué  consiste  la  infrac- 
ción, no  os  posible  apreciarla  ni  resolver  sobre 
día,  y el  recurso  de  casación  tiene  que  desesti- 
marse íSent.  15  Octubre  18771. 

COMENTARIO 

Proscribía  la  ley  118  de  Partida  que  si  un  li- 
tigante negare  la  intervención  doi  escribano  en 
un  instrumento  contra  él  presentado,  porque  la 
firma  y ol  signo  del  mismo  fuesen  distintos  de 
los  que  aparecieran  como  suyos  al  pié  de  otros 
documentos,  debía  estarse  álo  que  declarara  el 
notario  á presencia  del  juez,  aunque  fueran  de- 
semejantes las  escrituras  ó títulos  en  la  letra  y 
la  forma,  porque  non  puede  orne  todavía  es- 
cribir do  una  manera.  Ca  á las  vegadas  face 
desemejar  las  letras  los  raria.micnt.ds  de  los 
tiempos  en  que  son  fechas  ó el  mudamiento 
de  I; i Unta  <1  do  la  peñóla,  etc. 

Si  no  pudiere  comparecer  el  actuario  por  ha- 
llarse ausen (e  ó por  haber  fallecido,  deberá  el 
juez  nombrar  /menos  omes  c salidores,  que  se-  ' 
P-m  bien  conoceré  entender  las  formase  las  I 
figuras  de  las  letras  c los  variamienlos  deltas-, 
les  exigirá  juramento  de  proceder  bien  y leal- 
me n to,  dol  mismo  modo  que  á las  partes,  pasa- 
rá á cotejar  el  documento  en  cuestión  con  otros  ¡ 
indubitados,  y fallara  luego  según  su  pruden- 
cial criterio, 

Hoy  esa  ley  ha  sido  modificada  por  la  de  En- 
juiciamiento civil,  con  la  cual  concuerda  en 
parle:  y para  tener  perfecta  ¡dea  del  derecho  vi- 
gente en  esta  materia,  copiaremos  sus  principa-  ; 
les  disposiciones,  en  las  cuales  se  halla  basada 
la  prescripción  del  artículo. 

«Para  que  sean  eficaces  en  juicio  los  docu- 
mentos públicos  y solemnes  venidos  al  pleito 
sin  citación,  deberán  cotejarse  con  sus  origina- 
les, previa  dicha  citación,  á no  ser  que  la  per- 
sona á quien  perjudiquen  haya  prestado  á ellos 
asentimiento  expreso.»  (Art.  281,  regla.  1.*) 

" I ,l  pedirse  el  cotejo  do  íctras-siempre  que 
se  niegue  ó se  ponga  en  duda  la  autenticidad  de 


un  documento  público  6 privado-  En  eafc cotejo 
procederán  los  peritos  con  sujeción  a lo  qu«  SO 
previene  en  los  arts.  303  y siguientes  deerta 

ley.»  (Art.  287.)  . , 

«La  persona  que  pida  el  cotejo  designara. el 
documento  ó documentos  indubitados  con  que  , 
deba  hacerse.»  (Art.  288.) 

«Se  consideran  indubitados  para . el  cotejo: 

p»  Los  documentos  que  las  partes  reconocí- 
can  como  tales  y decomun  acuerdo, 

2. n.  Las  escrituras  públicas  y solemnes. 

3. "  Los  documentos  privados,  ouya  letra d, 
firma  hayan  sido  reconocidas  en  juicio,  por., 
aquél  á quien  se  atribuya  la  dudosa. 

4. "  El  escrito  impugnado,  en  la  parta  en  q.ue 
reconozca  la  letra  como  suya  aquél  á quien  per*, 
judique.»  (Art.  289.) 

«El  juez  hará  por  si  mismo  la  comprobación, , 
después  de  oír  á los  peritos  revisores,  y no  tenr 
drá  que- sujetarse  á su  dictámen.»  (Art.  2904 

Articulo  1341—  Son  vicios  que  pueden 
afectar  á la  validez  de  un  instrumento  pú- 
blico: 

1. °  La  oscuridad  en  su  redacción  que  se 
oponga  á su  inteligencia. 

2. -°  Las  adiciones,  rasgaduras,  raspa- 
duras y alteraciones  en  la  fecha  ú objeto 
del  documento  y en  el  nombre  de  los  otor- 
gantes, testigos,  lugar  y escribano,  siem- 
pre que  no  se  salven  en  el  mismo  documen- 
to, ó no  se  pruebe  que  se  hicieron  por. 
yerro. 

3. a  La  desemejanza  de  la  letra,  firma  y 
signo  del  escribano  comparados  con  los  de  • 
otros  documentos,  según  lo  dispuesto  en  eí 
artículo  anterior  sobre  este  caso. 

4. °  La  semejanza  en  la  letra  de  todos 
los  que  concurrieron  al  otorgamiento  de 
una  escritura. 

5.  La  íalta  de  expresión  de  la  -fecha, 
lugar  o nombre  de  dos  testigos  á lo  ménos- 

6-°  La  presentación  enjuicio  de. dos. do-, 
cu  montos  contradictorios. 

orígenes 

Ley  111,  tit.  XVIII,  Partida- 3.a 

W 7.%  tit.  IX.Hb.il,  Fuero  Real. 

Arts.  25  y 26,  loy  del  Notariado  de  1882. 

JURISPRUDENCIA 

Sent.  21  Abril  J8G5,. 
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Sent.  29  Setiembre  1866. 

Aducidos  en  juicio  unos  documentos  ó im- 
pugnados  por  la  parte  demandada  por  falta  de 
cotejo  con  los  originales,  ó de  la  debida  com-  ; 
probación  délas  firmas  que  los  autorizan,  no 
está  prohibido  á la  Sala  juzgadora,  sogun  las 
leyes  111  y 114,  tít.  XVIII,  Partida  3.*,  apre- 
ciar que  dichos  documentos  no  constituyen 
prueba  acabada  (Sent.  24  Diciembre  1864}. 

Las  leyes  111,  tít.  XVIII,  Partida  3.a,  y 1.a, 
tít.  XXIII,  lib.  X,  Nov.  Kec.,  no  declaran  la 
“nulidad  de  los  documentos  ni  aun  de  la  cláu- 
sula en  que  haya  palabras  interlineadas  y sin 
salvar,  ni  prohíben  que  los  Tribunales  la  apre- 
cien con  vista  de  las  cláusulas  restantes  y de 
las  pruebas  aducidas  por  las  partes  (Sent.  10 
Noviembre  1866). 

Según  la  ley  1 1 í , tít.  XVíIT,  Partida  3.a,  cuan- 
do la  escritura  no  se  halla  rota  ó cancelada  en  : 
lugar  en  que  pueda  alterarse  su  contexto,  ó no 
induce  dudas  al  juzgador  de  que  fuera,  fecho  á 
mala  parte,  lo  cual  es  de'ía  apreciación  de  la 
Sala  sentenciadora,  non  debe  ser  desechada  por 
ende  (Sent.  3 Octubre  1866). 

Oon  arreglo  á las  leyes  111  y 114,  tít.  XVIII,  i 
Partida  3.*,  y 1.*,  tít.  XXIII,  lib.  X de  la  Noví-  ¡ 
sima  Recopilación,  la  omisión  del  día  de  la  fe- 
cha del  otorgamiento  en  las  escrituras  públicas 
produce  su  nulidad  (Sent.  13  Mayo  1864). 

Son  nulas  las  interlineaciones  que  so  pongan 
en  los  protocolos  de  escrituras  si  no  se  salvan 
en  la  forma  y términos  prevonidos  en  la  ley  i.1, 
tít.  XXVII,  lib.  X,  Nov.  Rec.  (Sent.  7 Octubre 
1862). 

Nó  se  infringe  Iá  ley  111,  tít.  XVIII,  Parti- 
da 3.*,  cüando  se  admite  un  testimonio  á pesar  ; 
de  las  raspaduras  y adiciones  que  contenga  y | 
exprese  el  escribano  autorizante,  cuando  tales 
alteraciones  no  cambian  el  sentido  y la  razón 
de  ló  q'úe  se  dice,  ni  dicho  testimonio  constitu- 
ye el  único  y principal  fundamento  de  derecho 
“ddl  qüe  lo  presenta  [Sent.  28  Junio  1864). 

El  decidir  si  una  dé  las  cláusulas  contenidas 
on  un  ¡documento  ha  sido  ó no  suplantada,  es 
cuestión  que  corresponde  apreciar  á la  Sala 
sentenciadora  (Sent.  25  Mayo  1868). 

Na  ley  111,  tít.  XVIII,  Partida  3.‘,  al  calificar  j 
do  sospechosa  y negar  toda  fé  á la  escritura  en- 
mendada, somete  también  al  criterio  judicial 
la  calificación  é importancia  de  este  defecto. 
(Sent.  26  Febrero  1867). 

Cuando  üna  escritura  no  ha  sido  opdrtíina- 
monte  redargüida  de  falsa,  y no  parece  tatnpo- 
oo  qud  adolezca  dé  dé'fectós  qúe  la  invaliden, 


no  tienen  aplicación  las  leyes  y disposiciones 
referentes  a los  casós  on  que  una  escritura  es 
nula  (Sent.  28  Enero  1869!. 

COMENTARIO 

La  doctrina  del  presento  artículo  se  ludia 
comprendida  en  la  ley  11 1 de  Partida,  confir- 
mada, en  cuanto  al  núm.  6.",  por  el  Fuero  Real, 
y también  en  parte  por  la  ley  del  Notariado. 
Ahora  bien:  ¿podemos  considerarla  vigente  on 
todas  sus  partes,  ó ha  sido  derogada  por  mo- 
dernas disposiciones?  No  es  tan  fácil  como  pare- 
ce el  resolverlo  categóricamente;  pero  citándose 
en  muchas  sentencias  sus  disposiciones,  no  te- 
nemos inconveniente  en  admitirla;  y á fin  do 
concordarla  con  el  principio  general  estableci- 
do en  matexñu  de  prueba,  según  el  cual  corres- 
ponde apreciarla  á los  jueces  y Tribunales,  no 
decimos  en  el  artículo  que  son  vicios  que  afec- 
ten á la  validez  de  los  documentos  los  que  lue- 
go se  enumeran,  sino  que  pueden  afectar  á olla, 
lo  cual  queda  á la  apreciación  del  Tribunal. 

Los  artículos  citados  de  la  ley  del  Notariado, 
referente  á esta  materia,  dicen  así: 

«Los  instrumentos  públicos  se  redactarán  en 
lengua  castellana,  y se  escribirán  con  letra 
clara  sin  abreviaturas  y sin  blancos.»  ¡Arl.  25. i 

«Serán  nulas  las  adiciones,  apostillas,  cntre- 
renglonaduras,  raspaduras  y testados  en  las 
escrituras  matrices,  siempre  que  no  so  salven  al 
fin  de  éstos,  con  aprobación  expresa  de  las  par- 
tes y firmas  de  los  que  deban  suscribir  oí  ins- 
trumento.» (Árt.  26.) 

Artículo  1342. — Serán  nulos  los  instru- 
mentos públicos: 

1. °  Que  conLongan  alguna  disposición  á 
favor  del  Notario  que  los  autorice. 

2. "  En  que  sean  testigos  los  parientes 
de  las  partes  en  ellos  interesados,  dentro 
del  cuarto  grado  de  consanguinidad  ó se- 
gundo de  afinidad,  ó los  parientes,  escri- 
bientes ó criados  dei  mismo  Notario. 

?>.°  Aquellos  en  que  el  Notario  no  de  fe 
dei  conocimiento  de  los  otorgantes,  o no  su  - 
pía  esta  diligencia  en  la  forma  establecida 
en  las  leyes  del  Notariado,  ó en  que  no  apa- 
rezcan las  firmas  de  las  partes  y testigos, 
cüando  deban  hacerlo,  y la  firma,  rúbrica, 
y signo  del  Notario. 

orígenes 

Arl.  27,  loy  del  Notariado. 
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COMENTARIO 

I'ara  los  efectos  del  párrafo  3."  de  este  artículo 
se  tendrá  presente  que  para  subsanar  la  falta 
de  conocimiento  de  los  interesados,  en  el  artículo 
23  de  la  propia  ley  del  Notariado  de  28  de  Mayo 
de  18G2  se  dispone  que  los  notarios  darán  fe  en 
los  instrumentos  públicos  de  que  conocen  á 
las  partes,  ó do  haberse  asegurado  de  su  cono- 
cimiento por  el  dicho  de  los  testigos  instru- 
mentales, ó de  otros  dos  que  los  conozcan,  y 
quosc  llamarán,  por  tanto,  testigos  de  conoci- 
miento. 

También  darán  fé  de  la  profesión  y vecindad 
de  ios  otorgantes. 

En  los  casos  graves  y extraordinarios  en  que 
no  sea  posible  consignar  por  completo  estas 
circunstancias,  expresarán  cuanto  sobre,  ello 
les  conste  de  propia  ciencia,  y manifiesten  los 
testigos  instrumentales  y de  conocimiento. 


Artículo  13 43. — No  producirán  efecto  las 


disposiciones  á favor  do  parientes  dentro 
del  cuarto  grado  de  consanguinidad  óí  &e-  . 
gando  do  afinidad  del  que  autorizó  él  ¿ta*| 
trumento  en  que  se  hicieron. 


orígenes 

Art.  28,  ley  del  Notariado. 
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Artículo  1344..— Las , escrituras  autoriza- 
das por  Notario  liarán  fó  en  la  provincia 
en  que  resida. 

Para  hacerla  en  las  fiemas  provincia»  41®* 
herá  ser  legalizada  la  firma  del  Notarió'  áíf- 
torizante  por  otros  dos  Notarios  dél  mismfi 
partido  judicial,  ó por  el  del  Juóz  fiij 

primera  instancia,  que  pondrá  el  sello  del ' 
Juzgado.  . . 

..  i . - . ¡ . i ( ■ ij 
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Art.  30,  ley  del  Notariado, 


II 


De  los  instrumentos  privados. 
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Artículo.  1345. — Instrumento  privado  es 
el  otorgado  sin  intervención  de  Notario  ni 
funcionario  público.  Si  fuese  reconocido 
por  la  parte  á quina  se  opone,  ó declarado 
debidamente  por  reconocido,  tiene  el  mismo 
valor  que  la  escritura  pública  entre  los  que 
lo  han  suscrito  y sus  herederos  ó causa- 
habientes. 


ORÍGENES 

Leyes  1 14  y 110,  tít.  XVIII,  Partida  3.a 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  en  parte  con:  Arts.  1322  Código 
Francia.— 1320  Italia.-  1972  Holanda.—  1)80 
Vand.  — 1072  Neufchateb—  2239  Luisiana.— 
1366  Bolivia. — hoyos  25,  tít.  IH,  lib.  XXII; 
26,  pár.  2.u,  tít.  III,  lib.  XVI;  24  y 26,  tít.  y\ 
lib.  XIII,  Digeslo;  11,  tít.  XVIII,  lib.  VIII, 
Código  Romano. 

jurisprudencia 

Sent,  24  Marzo  1865. 


Sentí  12  Junio  1867.  ■ ¡ f, 

Sent.  24  Enero  1876.  . ..  ¡f) 

Según  la  ley  119,* tít.  XYIÍI,  Partida  3.*,  para 
que  exista  la  conoscencia  en  juicio , y que  .un 
documento  presentado  en  él  adquiera plena 
fuerza  probatoria,  es  indispensable  que  sea  re^ 
conocido  por  la  parte  contra  la  cual  se  produce 
(Sent.  11  Marzo  1863).  . • . ' 

Las  prescripciones  de  la  ley  119, , tít.  XVÍII, 
Partida  3 . 5 , se  refieren  á los  contratos,  ppivadp# 
extendidos  sin  la$  formalidades, que0¡el,d8r|9c](io 
exige  on  loe  instrumentos  públicos  y soleirtne?,, 
y no  al  modo  con  que  han  do  extenderse.  Jas 
cartas  procedentes  de  una  correspondencia  par- 
ticular (Sent.  20  Mayo  1865)  ' 

Cuando  no  resulta  de  los  documentos  priva- 
dos presentados  en  juicio  la  obligación  cuyo 
cumplimiento  se  reclama,  no  tiene¡aplicacion  la 
ey.  114,  tít.  XVIII,  Partida  3-V  <£ue  trata  del 
va  or  ó iuerza  probatoria  de  las  cartas  (Senten- 
cia 4 Junio  1860).  ''  '• 


i1 


El  leconociinionto  de  un  documento  privado 
j hecho  por  el  que  lo  autorizó,  no  e3  la  c 
cencía  de  que  habla  la  iey  de  Partid*,  ni , 
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perjudicar  á terceros  interesados  de  quienes  no 
era  apoderado  (Sent.  23  Mayo  1861). 

Cuando  la  Sala  sentenciadora  no  desconoce 
la  autenticidad  y validez  de  los  documentos 
traídos  al  juicio,  sinó  que  los:  combina  entre  si 
y con  los  demás  datos  procesales  para  deducir 
de  bu  conjunto  el  verdadero  derecho  de  los.  liti- 
gantes, no  puede  decirse  qúc  se  infringe  la  ley 
114,  tít.  XVIII,-  Partida  3.*,  que  declara  válidas 
las  cartas  que  fueren  fechas,  en  alguna  de  las 
maneras  que  señala.  (Sents.  6-  Junio  1865  y 16 
y 17  Abril  1872), 

Aunque  los  documentos  privados  hacen:  fé 
contra  el  que.;  los  firma,  cuando  los  recono- 
ce, como  previene  la- ley  119,  tít.  XVIII,  Parti- 
da 3.a,  esta  doctrina  no  puede  tener  aplicación  a 
las  cartas  dótales,  cuando  perjudican  á terce- 
ras personas,  en  cuyo  .caso  la  entrega  de  la  dote 
debe  justificarse  por  otro  medio  que  no  sea  la 
simple  confesión  del  marido  que  dice  la  recibió 
.(Sent.  20  JJ unió  1865). 

. Si  bien  los  documentos  privados  que  han 
4ldp  reconocidos  bajo  juramento  ante  autoridad 
judicial  tienen  fuerza  ejecutiva,  esto  ha  de  en- 
tenderse y se  entiende  sin  que  por  ello  se  dé  en 
juicio  ordinario  átales  títulos  más  fuerza,  fe  ni 
.autoridad  que  la  que  :por  derecho  tienen  y de- 
ben tener  cuando  son  impugnados  por  un  'ter- 
cero (Sent.  21  Octubre  1865).  ■ 

Tampoco  se  infringen  las  leyes  111  y 114, 
título  XVIII,  Partida  3.a,  por  la  sentencia  que 
sin  desconocer  la  fuerza  de  los  documentos  pú- 
blicos, declara  sin  fuerza  de  obligar  las  prome- 
sas y wntratos.  contenidos  en  dichos  docümen-  ! 
tos  por  las  excepciones  y pruebas  de  error,  fal- 
sedad y engaño  alegadas  contra  los  mismos 
(Sentencia  8 Mayo  1869). 

En  la  apreciación  de  las  pruebas  no  se  in- 
fringe la  ley  119,  tít,  .XVIII,  Partida  3.a,  que 
trata  de  las  pruebas  que  se  intentan  por  me- 
dio dé  carias  que  son  fechas  j^or  otros  omes 
que  no  son  escribanos  públicos,  si  resulta 
que  el  demandado  no  revistió,  , en  opinión  de  la 
§ala,  los  documentos  de  que  hizo  uso  de  los  ca- 
ractéres  de  autenticidad  necesarios  según  dicha 
ley  para  que.  deban  valer  en  juicio,  ni  tampoco 
las  leyes  2,*  y|4.\  tít,  XIII,  Partida .3,*,  si,  no  se 
da  el  hecho  de  haber,  confesado  el  recurrido  la 
excepción  opuesta  á su  demanda  ¡Sent.  28  No- 
viembre 1877). 

COMENTARIO  ' 

. ..ijJati^pdese  por  instrumento  privado  según 
íff  ley y 1,19  toda  carta  que  non  fuese  fe- 


cha por  mano  de  escribano  publico...  sinó  de 
aquel  contra  quien  face  ¡a  demanda  6 de  otro 
que  la  oviese  fecho  por  su  mandado.  Para  su 
validez  en  juicio  es  preciso  ol  reconocimiento 
de  la  parte  contraria;  sólo  así  puede  probar 
contra  quien  se  presenta  y valer  hienassi  como 
si  fuese  fecha  por  mano  del  escribano  pu- 
blico. 

Bajo  la  denominación  de  instrumentos  priva- 
dos so  comprenden:  1."  Los  pagarés  ó vales  en 
que  una  persona  se  confiesa  deudora  de  eierla 
cantidad  y se  compromete  á devolverla  con  el 
interes  estipulado  ó como  si  lo  hubiere  prome- 
tido. S.*  Los  recibos  ó resguardos  dados  por  los 
acreedores  á los  deudores,  confesando  haber 
recibido  la  deuda.  3."  Los  papeles  ó escritos  de 
convenio,  firmados  sólo  por  los  contrayentes, 
4.°  Los  libros  de  cuentas  ó de  asientos  y los  in- 
ventarios ó cuadernos  donde  consten  privada- 
mente los  bienes  que  pertenecen  á alguno  ó 
que  éste  tiene  á su  cuidado.  5.°  La  correspon- 
dencia epistolar.  Y 6."  Los  documentos  mercan- 
tiles,. 

Artículo  1346. — La  persona  á quien  se 
oponga  en  juicio  una  obligación  por  escrito 
que  aparezca  firmada  por  él,  está  obligada 
á declarar  si  la  firma  es  ó no  suya. 

ORÍGENES  • 

Ley  119,  tít.  XVIII,  Partida  3.a 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  con  la  primera  parte  de  los  ar- 
tículos 1323  Oód.  Francia. — 1321  Italia. — 1913 
Holanda. — 987  Vaud.  — 2240  Luisiana. — 136B 
Bolivia. — Lo  mismo  dispone  laley  4.',  tít.  XXX, 
lib.  IV,  Cód.  Romano. 

COENTARIO 

Es  precepto  terminante  de  la  ley  119  el  con- 
tenido en  este  articulo.  Los  documentos  priva- 
dos necesitan,  para  ser  eficaces,  el  reconoci- 
miento de  aquél  contra  quien  se  presentan;  por 
consiguiente,  sería  inútil  las  más  de  las  veces 
tal  requisito,  no  obligando  á aquél  á declarar 
sobre  si  es  ó no  suya  la  firma  puesta  al  pió  de 
los  mismos. 

Artículo  1347.— Tiene  fuerza  legal  todo 
documento  privado  escrito  por  el  mismo, 
que  ep  él  se  obliga  con  intervención  de  tes- 
tigos, cuando  versa  sobre  cosa  uiuobjo  í> 
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fundillo,  mas  no  si  fuere  sobre  inmueble.  , 

En  cuanto  á su  fuerza  probatoria,  deberá  - 
tenerse  presente  lo  prescrito  en  el  art.  1336. 

No  puede  oponerse,  sin  embargo,  enjui- 
cio tal  documento  por  acreedor  pignoraticio 
contra  una  escritura  pública  en  que  consta 
la  misma  cosa  empeñada  á favor  del  que  la 
presenta,  como  no  esté  firmado  por  el  mis- 
mo deudor  y tres  testigos. 

ORÍGENES 

Leyes  114  y 1 1 0,  tít.  XVIII,  Partida  3. 

Ley  31,  ti t.  XIII,  Partida  5.' 

JÜIUSPRUOENCIA 

Las  cartas  privadas  de  que  trata  la  ley  114, 
titulo  XVIII,  Partida  3.%  son  referentes  al  con- 
trato de  préstamo  y á los  de  bienes  muebles  ó 
cosas  fungibles,  y de  ninguna  manera  á los  de 
permuta- y venta  de  bienes  sitos  ó raíces,  res- 
pecto de  los  cuales  exige  dicha  ley  que  las  es- 
crituras se  hagan  por  ante  escribano  público  ó 
de  otro,  pero  firmadas  por  buenos  testigos 
(Sent.  5 Diciembre  1860). 

Las  leyes  de  Partida  sóbrela  fuerza  probato- 
ria do  los  documentos  privados  han  sido  modi- 
ficadas por  el  art.  317  de  la  ley  de  Enjuicia-  ' 
miento  civil  (Sents.  8 Febrero  1858  y 26  Abril  i 
1872). 

Según  las  leyes  114  y 110,  tít.  XVIII,  Partí-  - 
da  3.‘,  para  la  validez  y eficacia  en  juicio  de 
los  documentos  privados  se  exige  la  posterior 
deposición  de  testigos,  áun  la  de  aquellos  pre- 
senciales del  acto  cuyos  nombres  aparezcan  en 
el  documento  (Sent.  8 Febrero  1858). 

La  fuerza  legal  que  concede  la  ley  al  docu- 
mento privado,  escrito  por  el  mismo  que  se 
obliga,  con  intervención  do  dos  testigos,  se  le 
deniega  cuando  el  mismo  obligado  es  también 
favorecido  (Sent.  3 Mayo  1858). 

Los  documentos  privados  exigen,  para  ser 
válidos  y eficaces,  la  declaración  do  los  testigos 
instrumentales,  y pueden  ser  objeto  de  contra- 
prueba por  testigos  (Sent-.  id.  id.  id.). 

La  apreciación  de  la  eficacia  y validación  de 
los  documentos  privados  está  sometida  á la  fa- 
cultad que  á los  Tribunales  concede  el  art.  317 
de  la  ley  do  Enjuiciamiento  civil  (Sentencias 
idem  id.  id.  y 26  Abril  1872], 

Los  documentos  autorizados  únicamente  con 
la  firma  de  los  interesados  bóIo  puóden  probar 


en  su  caso  contra  éstos,  pero  no  contra -utv Mo- 
cero á quien  perjudiquen  en  sus  derecho* e-ítu 

tereses  (Sent.  15  Diciembre  1860). 

Si  bien  un  documento- privado  carece  por  84 

solo,  con  arreglo  á la  ley  H4,  tít.  XVÍII, 
da  3.a,  de  eficacia  legal  para  acreditar  la  trasv 
misión  del  dominio  de  los  bienes  inmuebles, 
como  quier  que  faga,  alguna  presunción , y 
exige  para  esta  clase  de  contratos  el  otorgó 
miento  de  escritura  publica,  esto  fio  obsta  ni  sé 
infringe  dicha  ley  cuando  se  acredita  la  Veri-, 
dad  del  contenido  del  documento  por  viriud 
del  reconocimiento  del  vondedor  y de  los  testi- 
gos que  en  su  otorgamiento  intervinieron,'*^ 
vistiendo  de  este  modo  á aquel  acto  privado  €e 
la  eficacia  y solemnidad  que  le  faltaba  (Senten- 
cia 28  Enero  1865). 

Las  leyes  114  y 1-19  citadas,  al  determinar 
los  requisitos  que  deben  tener  los  docu'ttiétítds 
privados  para  que  pueda  dárseles  valor  en 'jui- 
cio, se  refieren  á los  que  directamente  pfodtú- 
cen  una  obligación  entre  los  contratantes,  y no 
á los  recibos  justificativos  de  una  cuentáj  príft- 
eipalmonte  cuando  no  ha  sido  redargüida  fie 
falsa- (Sent.  44'Febrero  1865). 

Las  leyes  1 í 4 y í 19,  tiLXVHÍ,  Pártidá-33, 
al  exigir  para  la  validez  y efieacüa  en  jÜídib 
de  los  documentos  privados  el  reconddifrfiétíté 
de  los  mismos  por  la  parte  que  !los  adscribid) 
en  su  defecto  la  declaración  de  los  tóstigós  pre- 
senciales, caso  de  aparecer  en  dichos  defetfthtJtf- 
ios,  no  excluye  la  de  otros  que  tengan -cbnóéi- 
mierito  del  hecho  en  cuestión,  ni  tampoco  los 
demás  medios  que  el  derecho  tiene  re'coh'ocidoé 
(Sent.  12  Mayo  1865).  : . . 1 

Sólo  tratándose  del  valor  comparativo  de  U¿ 
documento  privado  en  contraposición  Con  otro 
público,  es  cuando  tiene  aplicación  la-  ley  31, 
tít.  XTÍT,  Partida  5.*  (Sent.  20  Judio  1865).  • 5 

No  dándose  por  la  ejecutoria  fuerza  y dfiéá- 
cia  legal  á un  documento  pór  lós  vicios  ¿jlfó 
contenga,  no  sé  infringe  la  ley  Í14,  tít.1  &VTIÍ, 
Partida  3.‘,  que  trata  del  valor  dó  las  cartas  en 
que  no  hubiere  falsedad  ó mengua,  domo  tahl- 
poco  los  arts.  280, '281  y 282  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil,  que  prescriben  los  1’é^uW- 
tos  que  han  de  tenerlos  documentos  para  fílit 
eficaces  en  juicio  (Sent.  30  Junio  1866).  ' 

Los  documentos  privados  carecen  jterBÍdéfí’a 
eficacia  legal  y fuerza  probatoria  nécóSÁrfá'^üh 
se  requiere  para  darles  entera  fó  enjuicio  (Sen- 
tencia 3 Diciembre  1866). 

La  ley  119,  tít.  XVIII,  Partida 
la  validez  de  un  doéuménto  priVádbtjUe’ft 
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escrito  ó mandado  hacer,  el  mismo  contra  quien 
so  presenta  (Sent.  18  Marzo  1867). 

Los  documentos  privados  que  se  comprue- 
ban por  el  dicho  do  los  testigos  que  en  ellos  in- 
tervinieron, y declaran  ser  cierto  su  contenido, 
y que  ademas  no  son  redargüidos  de, , falsos, 
aunque  el  obligado  no  se  hubiese  ratificado  en 
ellos,  por  haber  fallecido,  hacen  entera  fó  en 
juicio  (Sent,  2 Marzo  1868). 

Si  la  Sala  sentenciadora  no  niega  la  impor- 
tancia* y valor  de  unos  documentos,  sinó  que, 
los  aprecia  con  relación  á todas  las  otras  prue- 
bas practicadas,  no  se  infringe  la  ley  114,  títu- 
lo XVIII,  Partidla  3.’,  y artículos  279,  280  y 281 
de,  la  ley.  de  Enjuiciamiento  civil  (Sent.  6 Oc- 
tubre 1874). 

Si  apreciadas  todas  las  pruebas,  y usando  la 
Sala  sentenciadora  de  las  facultades  que  le  con- 
cede el  art.  317  de  la  ley  de: Enjuiciamiento  ci- 
vil, declara  que.  la  obligación  contenida  en  un 
documento  privado  es  cierta,  con  esta  aprecia- 
ción se  invocan  inútilmente  las  leyes  1.*,  títu- 
lo, XIV,  y 114  y 115,  tít.  XVIII,  Partida  3.\  y 


juez  ó Tribunal,  según  dejamos  explicado  al 
principio  de  este  capítulo.  Así  io  declara  ol  Tri- 
bunal Supremo,  disponiendo,  entro  otras  senten- 
cias, en  la  de  26  de  Abril  de  1872,  que  la  apre- 
ciación de  la  eficacia  y validación  de  los  docu- 
mentos privados  está  sometida  á la  facultad 
que  a los  Tribunales  concede  el  art.  317  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

El  último  párrafo  del  artículo  está  tomado 
de  la  ley  31,  tít.  XIII,  Partida  3.',  vigente  so- 
gun  el  Tribunal  Supremo  cuando  se  trata  del 
valor  comparativo  de  un  documento  privado  en 
contraposición  con  otro  público. 

Con  arreglo  á su  texto,  no  puede  oponerse 
un  documento  privado  en  que  consta  una  cosa 
empeñada,  contra  otro  documento  público  en 
que  aparece  lo  mismo  á favor  de  distinta  perso- 
na, á no  ser  que  aquél  esté  firmado  por  el  mis- 
mo deudor  y tres  testigos,  lo  cual  en  último 
caso  corresponde  á la  apreciación  del  juez. 

Artículo  1348. — Siempre  que  se  niegue  6 
ponga  en  duda  la . autenticidad  de  un  docu- 


la doctrina  del  Tribunal  Supremo,  según  la  que 
dichas  leyes,  en  su  referencia  á documentos 
privados,  exigen  para  su  validez  y eficacia  en 
juicio  la  posterior  deposición  de  los  testigos  pre- 
senciales que  aparezcan  en  dichos  documentos, 
y no  excluyen  la  de  otros  que  tengan  conoci- 
miento del  hecho  en  cuestión  , si  se  ha  recono- 
cido el  documento  de.  la  obligación  por  los  tes- 
tigos que  la  autorizaron,  y el  actor  ha  probado 
debidamente  su  intención,  á juicio  de  la  . Sala  , 
(Sent.  14  Abril  1875). 

No  puede  apreciarse  como  infringida  la 
ley  119,  tit.  XVIII,  Partida  3.a,  que  exige  que 
los  documentos  privados  hayan  sido  reconoci- 
dos por  las  partes  para  que  hagan  prueba,  si 
resulta  en  autos  que  uno  de  los  demandados 
reconoció  la  firma,  y el  otro,  ademas  de  no  ne- 
gar el  endoso,  confesó  el  recibo  del  dinero  (Sen- 
ten  cía , 24.  Ene  r o , 1.87  7) . 

...  ' i .i"  ; „■  : . . . ; . ■ 

COMENTARIO 

Declaran  las  Partidas  que  tiene  fuerza  , legal 
lodo  documento  privado  escrito  con  interven- 
ción de  testigos,  siempre  que  verse  .sobre  cosa 
mueble  ó fungible,,  porque,  según  veremos  más  . 
adelante,  los  contratos  sobre  bienes  inmuebles 
tienen  que  hacerse  por  medio  de  .escritura  pú- 
blica, pues  la  mayor  entidad  deí  objeto  requie- 
ré  mayores  solemnidades  6n  su  trasmisión. 
Ahora  bien?  tratándose^  de  apreciar  su  fuerza 
probatoria,  hay  que  ¡estar  á lo -que  estime  el 


mentó  privado,  se  procederá  á hacer  el  cote- 
jo del  mismo,  con  otros  indubitados,  con- 
iforme á lo  dispuesto  en  el  art.  1340  respec- 
to á los  documentos  públicos. 

ORÍGENES 

Arts.  287  y siguientes  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil. 

JURISPRUDENCIA 

Sent.  2 Noviembre  1871. 

Redargüido  de  falso  por  el  demandado  el  do- 
cumento privado  deducido  en  apoyo  de  la  de- 
manda, no  puede  [constituir  plena  prueba,  por 
falta  de  los  requisitos  exigidos  al  efecto  por  las 
leyes  114  y 119,  tit.  XVIII,  Partida  3.a  (Sen- 
tencia 14  Noviembre  1862). 

■ La  ley  119,  tít.  XVIII,  Partida  3.a,  que  no 
tiene  por  prueba  bastante  para  acreditar  la 
autenticidad  de  un  documento  privado  la  do  su 
cotejo  con  otros  indubitados,  se  refiere  ai  caso 
¡en  quesea  el  mismo  que  lo  formó  quien  lo  haya 
inegado  (Sent.  9 Noviembre  1863). 

Los  arts.  287  y 290  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil  ordenan  que  siempre  que  se  niegue 
ó ponga  en  duda  la  autenticidad  de  un  docu- 
mento público  ó privado,  podrá  pedirse  el  cote- 
jo de  letras,  y que  el  juez  hará  por  sí  mismo  la 
; comprobación , después  deoír  á los  peritos  revi- 
sores, sin' tener  que  sujetarse  a su  dictamen 
I (Sent.  9:  Noviembre  1863). 
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La  ley  119,  tít.  XVJI1,  Partida  3.',  y la  doc- 
trina que  fundada  en  ella  ha  sentado  la  Sala 
de  Indias,  a!  tratar  del  valor  de  los  documentos 
privados  y exigir  su  comprobación  por  dós  tes- 
tigos buenos  y sin  sospecha,  ¡o  hacen  en  el  con- 
cepto deque  la  personapor  quien  aparecen  fir- 
mados niegue  que  la  firma  sea  suya  (Sentencia 

!i  Mayo  1803,  18  Octubre  1873  y 24  Octubre  1876). 

La  ley  114,  tít.  XVIII,  Partida  3.*,  al  tratar 
do  los  documentos  firmados  por  dos  testigos  y 
exigir  que  otorguen  ellos  que  así  fue  fecho 
el  pleito  como  dice  la  carta,  se  refiere  al  caso' 
en  que  el  documento  estuviese  escrito  por  otro, 
y no  al  en  que  haya  sido  suscrito  por  el  quo 
contrae  la  obligación  (Sent.  id.  id.  id.). 

La  ley  11!)  del  titulo  y Partida  citados  exige > 
para  la  prueba  de  un  documento  privado  el  re- 
conocimiento judicial  del  mismo  por  la  parte 
que  lo  otorgó:  y en  el  caso  de  que  ésta  lo  nega- 
se, ó que  por  cualquier  otro  motivo  dejara  de 
hacerse  dicho  reconocimiento,  la  concurrencia 
de  dos  testigos  de  buena  fama  que  aseguren  ha- 
bérselo visto  escribir,  ó mandar  á otroque  lo  es- 
cribiesc  (Sent.  17  'Noviembre  1864). 

Negada  la  autenticidad  de  una  firma  puesta 
en  un  documento  privado,  es  preciso  recurrir 
ú la  prueba  de  peritos  y testigos,  que  como 
subsidiaria  prescribe  la  ley  119,  tít.  XV111, 
Partida  3.",  y apreciada  dicha  prueba  por  la  tía- 
la  sentenciadora  en  uso  de  sus  atribuciones,  no 
se  infringo  esta  ley  ni  la  114  clcl  mismo  título  y 
Partida  itíenL  3b  .Junio  1865). 

tíi  bien  los  documentos  privados  no  recono- 
cidos por  el  que  los  firmó  no  deben  ser  creí- 
dos, cuando  son  cotejados  con  indubitados  ó 
examinados  por  inteligentes,  son  bastantes  pa- 
ra constituir  un  dato  probatorio,  que  la  Sala 
puede  apreciar  en  unión  con  ias  demás  prue- 
bas ¡Sent.  5 Diciembre  1.868). 

tíi  bien  la  ley  119,  tít.  XV11I,  Parlida3.fi 
dispone  que  el  documento  privado  que  niega 
le  hubiere  firmado  aquél  por  quien  aparece 
suscrito,  si  no  se  lo  demandara  jura,  no  debe  ser 
creído  por  virtud  do  cotejo  con  otro  indubita- 
do, á menos  que  so  pruebe  por  testigos  buenos 
que  le  hayan  visto  firmar;  es  lo  cierto  que  en 
esta  parle  ha  sido  modificada  por  el  act.  287  de 
la  ley  do  Enjuiciamiento  civil,  que  admite  co- 
mo medio  de  prueba  el  cotejo  de  letras  de  los 
documentos  públicos  y privados,  y por  el  260 
quo  deja  á la  apreciación  del  juzgador  el  valor 
üel  dictamen  de  ios  peritos  (Sent.  8 Julio  1872). 

tíegun  las  leyes  1 14  y 119,  tít.  XXII,  part¿! 
da  3.  , para  que  lascarías  particulares  prueben 


contra  las  personas  á quienes  se  atribuyen)  W 
menester  que  éstas  las  reconozcan,  ó en  ÓW 
casó  que  se  pruebe  con  dos  testigos,  buenos  y 
sin  sospecha,  que  de  su  orden  se  extendiérón,  sih 
qúe  dichas  léye's  determinen  la  forma  y juícfófi 
en  que  han  de  prestar  sus  declaraciones)'  sobre 
lo  cual  establecieron  lo  conveniente  otras  í¿yéií' 
de  partida  y la  de  Enjuiciamiento  civil  (Sentón-) 

cías  11  Enero  1877  y 19  Junio  1878).  " 

- Las  referidas  leyes,  sin  embargo,  han  sido 
modificadas  por  la  ley  de  Enjuiciamiento 
vil,  y especialmente  por  el  art.  287  de'  la  fnisa) 
ma,  que  admite  como  uno  de  los  medios  de) 
prueba  el  cotejo  de'  letras,  según  tierie  repetí-) 
damente  declarado  el  Tribunal  Supremo  (Sen- 
tencia 30  Diciembre  1878). 

■ ■ . ■ 

COMENTARIO  ■ • ! ' 

Las  leyes  117  y 119  de  Partida  dictábatf  al- 
gunas reglas  para  “redargüir  y probar  la  false- 
dad y falta  de  autenticidad  de  los  documentos  ' 
privados.  '■*' 

La  primera  exigía  pará  ello  la  justificación  ; 
por  medio  de  dos  testigos  de  buéna  fama,  de 
no  hallarse  presente  aquél- contra  quien  so  opO*  ' 
nen  el  día  en  qúe  se  otorgaran,  del  mismo  mo- 
do que  vimos  disponía  en  cuanto  á los  docu-  ! 
montos  públicos  áun  cuando  para  probar  la 
falsedad  do  éstos  oran  necesarios  cuatro  testigOá.  .1 
La  119  no  admite  el  cotejo  de  letras  cómo 
prueba  do  la  autenticidad  de'  las  carias  priva- 
das, sino  la  deposición  de  dos  testigos  bicenOs 
é sin  sospecha.  . ...  ■ 

Estas  leyes  han  sido  modificadas  por  la  de 
Enjuiciamiento  civil,  que  declara  procedente  el 
cotejo  de  letras  en  el  modo  y forma  que  ya  de-? 
jamos  consignado  al  hablar  do  los  documentos •* 
públicos,  á cuyo  lugar  nos  remitimos. 

La  jurisprudencia  sentada  por  el  Tribunal 
Supremo  se  expresa  en  este  mismo  sentido. 

Articulo  1349. — Los  asientos,  registros  y ! 
papeles  privados  prueban  contra  el  que  loa 
suscribió,  y no  contra  otras  personas. 

Apareciendo  entre  los  papeles  de  un  fina- 
do que  otro  le  debe  cierta  cantidad  y lo  dé-  1 
ido  ascienda  á mucho  más  de  lo  que  en 
aquél  se  expresa,  no  perjudica  á los  herede-  ' 
rosta  omisión  para  cobrar  toda  la  deuda,, 
siempre  que  la  prueben;  á no  ser  que  de  pa-.r 
a ra  o por  escrito  constase  que  lo  omitido  , 
ue  con  intención  de  perdonarlo  al  deudor,' 
en  cuyo,  caso  hace  íe  en  juicio. 


DE  LOS  CONTRATOS  T OBLIGACIONES  ÉN  GENERAL 


109 


orígenes 

Ley  121,  tít.  XVIII,  Partida  3.a 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  con:  Leyes  5.a,  6.*  y 7.*,  tít.  XIX, 
lib.  IV,  Cód.  Romano. 

JURISPRUDENCIA 

fc 

Las  notas  que  carecen  en  sí  de  las  formalida- 
des legales  de  una  obligación  escrita,  no  siendo 
además  reconocidas  en  juicio  por  el  deudor,  no 
son  documentos  eficaces  para  probar  la  consti- 
tución de  un  depósito  (Sent.  11  Marzo  1863). 

Pallado  un  pleito  por  el  conjunto  de  las  prue- 
bas practicadas,  apreciando  sus  resultados  y 
méritos,  no  puede  alegarse  como  infringida  la 
ley  121,  tít.  XVIII,  Partida  3.*,  que  niega  valor 
en  juicio  contra  terceros  á los  asientos  hechos 
por  los  interesados  en  sus  cuadernos  ó libros 
de  cuentas,  cuando  tal  medio  de  prueba  no  ha 
sido  el  único  fundamento  ó razón  legal  del  fallo 
(Sent.  12  Marzo  1868). 

No  pueden  calificarse  de  documento  fehacien- 
te y demostrativo  de  un  contrato,  papeles  sim- 
ples, sin  firma,  autorización  ni  formalidad  al- 
guna legal,  y mucho  menos  para  constituir  una 
Verdadera  liquidación  de  cuentas  corrientes  en- 
tre dos  interesados,  cuando  ademas  de  aquellos 
sustanciales  defectos  se  limitan  á indicar  irre- 
gular y confusamente  algunas  partidas  parcia- 
les que  no  abrazan  ni  expresan  el  resultado 
definitivo  de  aquéllas  (Sent.  5 Junio  1871). 

Adoleciendo  de  tales  vicios  esenciales  los  pa- 
peles presentados  por  el  demandante,  al  pres- 


cindir de  ellos  la  Sala  sentenciadora  no  infrin- 
ge la  ley  del  contrato  (Sent.  5 Junio  1871). 

COMENTARIO 

La  ley  121,  tít.  XVIII,  Partida  3.*,  habla  del 
valor  que  tienen  los  asientos,  registros  y demas 
papeles  domésticos,  y dispone  que  no  prueban 
contra  otros  que  contra  el  que  los  suscribió; 
ca  seria  cosa  sin  razón  é contra  derecho  de 
a ver  orne  poderío  de  facer  á otros  sus  dehdo- 
res  por  sus  escrituras,  cuando  el  se  quisiese. 
Tal  es  la  regla  que  después  aplica  al  caso  con- 
tenido en  el  segundo  párrafo  del  artículo,  y se- 
gún el  cual,  si  una  persona  dejare  dicho  ó es- 
crito al  morir  que  otro  lo  debia  veinte,  debién- 
dole en  realidad  cuarenta,  los  herederos  do 
aquél  pueden  cobrar  los  cuarenta  siempre  que 
prueben  ser  eso  lo  debido,  á no  ser  que  de  al- 
gún modo  hubiere  manifestado  el  que  luégo 
murió  que  su  intención  al  omilir  aquella  parto 
de  la  deuda  era  la  de  perdonarla  al  deudor,  en 
cuyo  caso  sus  herederos  non  le  pueden  de- 
mandar más;  porque  la  liberación  es  más  favo- 
rable que  la  obligación. 

Esta  doctrina  fué  copiada  de  las  leyes  5.*,  6.a 
y 7.',  tít.  XIX,  lib.  IV,  Código  Romano,  refun- 
didas en  la  de  Partidas.  Son  tan  pocas  las  for- 
malidades y solemnidades  que  reúnen  los  asien- 
tos, registros  y papeles  domésticos,  que  no  pue- 
de considerárseles  como  prueba  bastante  de  la 
obligación  contraída  por  otras  personas. 

El  Juez  ó Tribunal  son  los  que  en  último 
caso  pueden  apreciar  su  valor  en  vista  del  re- 
sultado de  las  pruebas  suministradas  por  las 
partes. 
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SECCION  TERCERA. 

DE  I. A CONFESION'  Y DEL  JURAMENTÓ 


§ 1 . 

De  la  confesión., 


Artículo  1350.— La  confesión  de  parte  es 
judicial  ó extrajndicial. 

Es  judicial  la  declaración  que  la  parte 
hace  enjuicio  por  sí  ó por  medio  do  su  pro- 
curador, á presencia  del  juez  y de  escribano, 
bajo  juramento  y con  arreglo  á derecho;  y 
extrajudicial  la  que  se  hace  fuera  de  juicio, 
de  modo  que  no  tenga  por  objeto  servir  de 
prueba  sobre  el  hecho  litigioso. 

ORÍGENES 

Leyes  1.’,  3.a  y 7.a,  tít.  XIII,  Partida  3.* 

Art.  232,  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  en  cuanto  á la  primera  parte  y 
primer  párrafo  de  la  segunda  con  los  arta.  1354 
y 1356,  en  su  principio,  Cód.  Francia. — 1335 
y 1359  id.  Italia. — 1960  Holanda. — 1006  y 1008 
¡dem  Yaud. — 1103  y 1104  id.  Neufchaíel. — 2268 
y 2270  id.  Luisiana. — Ley  116  de  regulisjuris ; 
única  de  confessis  Cód.  Romano;  1.a  á 6.a,  títu- 
lo H,  lib.  XLII,  y 58,  tít.  I,  lib.  XXI,  Digesto. 

JURISPRUDENCIA 

Sent.  5 Abril  1869, 

La  conoscencia  que  tiene  por  la  ley  el  valor 
de  prueba  perfecta  y acabada,  es  la  confesión 
judicial  explícita  y absoluta,  y no  aquélla  que 
se  limita  á un  extremo  de  la  demanda,  negando 
al  propio  tiempo  la  certeza  do  los  demás  que  de 
una  manera  individua  constituyen  la  base 
esencial  déla  acción  deducida  (Sent.  16  Abril 
1866). 

Constituye  una  verdadera  conoscencia  el  re- 
conocimiento de  una  cuenta  hecha  en  juicio  y 

bajo  juramento  (Sent.  26  Mayo  1866). 


No  aumenta  su  eficacia  el  reconocimiento  pe- 
dido en  juicio  á los  testamentarios  del  deudor,' 
pues  no  tratándose  de  un  adeudo  de  los  mis-i 
mos,  sitió  de  un  tercero,  su  reconocí miento, - 
áun  siendo  terminante  y absoluto,  no  cbns-. 
tituirá  conoscencia  en  juicio;  y ademaB,  no 
tratándose  de  un  hecho  propio,  y limitándose 
su  reconocimiento  á manifestar  que  la  letra  se 
parece  á la  del  testador,  no  constituyó  testimo- 
nio de  hecho,  sino  meramente  de  creencia  (Sen- 
tencia 11  Marzo  1863). 

Si  según  el  tenor  de  ía  sentencia  no  resulta 
en  los  autos  confesión  judicial  ni  extra)  udícial 
del  demandante,  y menos  confirmada  por  testi- 
gos, no  tiene  aplicación  ni  puede  considerarse 
infringida  la  ley  de  Partida  que  davalar  á da 
conoscencia  en  juicio  (Sent.  27  Octubre  1873)/ 
Para  que  exista  verdadera  confesion  es 
nesler  que  sea  dada  en  juicio,  y- estando  detah te 
la  parte  que  la  pide,  ó cómo  la  define  la  ley  1 .%i 
tít.  XIII,  Partida  3.a,  «conoscencia  es  respues- 
ta de  otorgamiento  que  face  la  una  parte  á la 
otra  en  juicio.»  (Sent.  29  Enero  18732) 

La  cita  de  las  leyes  2.Vy  7.a,  tít.  XIII,  Parti- 
da 3.a,  que  tratan  respectivamente  del  valor  de 
la  conoscencia  judicial  y extrajudicial,  carece 
de  oportunidad  en  pleito  en  que  la  parte  recur- 
rida ni  judicial  ni  extrajudicialmente  reconoció 
en  perjuicio  de  su  derecho  los  que  alegan  loa 
recurrentes  (Sent.  26  Junio  1876). 

COMENTARIO 

Conoscencia  es  respuesta  de  otorgamiento 
que  /ace  la  una  parte  á la  otra  en  juicio,  dice 
la  ley.  1.*,  tít.  XIII  de  la  Partida  3.”  Puédela  ha- 
cer el  mayor  de  veinticinco  años  ó su  procura* 
dor,  mediante  poder  para  ello, 


DE  LOS  CONTRATOS  V OBLIGACIONES  EN  GENERAL 


111 


La  conoscencia  ó confesión  se  divide  en  judi-  ! 
cial  y extrajudicial:  la  primera,  es  la  qué  face 
orne  en  juicio , estando  su  contendor  delante. 
La  segunda , aquella  que  face  un  orne  á otro 
sin  premio,  non  estando  en  juicio  con  el.  De 
ésta  dice  la  ley  7.*.  que  no  le  empece  la  conos- 
cencia que  a si  fizo;  de  manera  que  3a  confesión 
judicial  es  la  que  únicamente  puede  ser  com- 
prendida éntre  los  medios  do  prueba. 

En  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  se  dispone 
que  debe  hacerse-bajo  juramento;  requisito  que 
hemos  consignado  en  la  definición. 

El  Tribunal  Supremo  lia  declarado  que  por 
confesión  judicial  no  puede  entenderse  otra 
manifestación  que  no  sea  hecha  en  conformidad 
á las  leyes  1.a,  2.a  y 3.',  tít.  XVIII,  Partida  3.* 
y al  art.  202  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 
Como  veremos  en  los  siguientes  artículos,  no 
existe  entre  ésta  y aquéllas  la  diferencia  que  ; 
en  otros  medios  de  prueba  hemos  encontrado. 


traria.  Hé  aquí  por  qué  la  ley  de  Enjuiciamien- 
to civil  hace  obligatoria  la  confesión  judicial  en 
cualquier  estado  del  juicio  que  so  exija  después 
de  la  contestación  á la  demanda  hasta  la  cita» 
cion  para  definitiva. 

Artículo  1352.  — La  confesión  judicial 
debe  ser  expresa , afirmando  ó negando. 

Se  considerará  valedera,  teniéndose  por 
confeso  al  litigante,  cuando  la  hiciere  de 
otro  modo  ó se  negare  á declarar,  ó concur- 
rieren otras  circunstancias  provistas  en  las 
leyes  procesales. 

ORÍGENES 

Léy  3.a,  tít.  XIII,  Partida  3.* 

Leyes  1.a  y 2.a,  tít.  IX,  lib.  X,  Nov.  Rec. 

Arts.  293  y siguientes,  ley  de  Enjuiciamiento 
civil. 

JURISPRUDENCIA 


Artículo  1351.— Todo  litigante  está  obli- 
gado á declarar,  bajo  juramento,  en  cual- 
quier estado  del  juicio,  contestada  que  sea 
la  demanda  hasta  la  citación  para  defini- 
tiva, cuando  así  lo  exigiere  el  contrario, 

ORÍGENES 

Art.  292.  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

JURISPRUDENCIA 

Sent.  25  Mayo  1870. 

Si  bien  la  confesión  judicial  es  uno  de  los  ¡ 
medios  probatorios  consignados  en  la , ley  d,e 
Enjuiciamiento  civil,  y con  arreglo  al  art.  292 
de  la  misma  «todo  litigante  está  obligado  á de- 
clarar, bajo  juramento,  en  cualquier  estado  del 
juicio,  contestada  que  sea  Ja  demanda  hasta  la 
citación  para  definitiva,  cuando  así  lo  exigiere 
el  contrario ,»  este  precepto  ó regla  general  es, 
se  entiende  y pe  aplica  sin  perjuicio  do  las  ex- 
cepciones que  para  casos  determinados  estable  • 
ce  dicha  ley  (Sent.  19  Diciembre  1863). 

COMENTARIO 

Constituyendo  la  confesión  judicial  uno  de 
los  medios  de  prueba  más. atendibles  para  ave- 
riguar la  verdad  de  los  hechos  á lo  ménos  en 
materia  qivil,  y en  muchas  ocasiones  el  único 
a que. puede  acudirpe,  por  no  haber  otra  clase 
de  pcuehag,  de  inada  podría  servir  si  los  liti- 
gantes pedieran  epqcqsar&e  de  prestar  declara- 
ción siempre  que  ol  juez  la  acordase  como  eppx* 
luna,  d íoera  tttfi  4 ip?  deíccbos  d$  ja  parí?  9?n- 


La  declaración  de  darse  por  confesa  á una 
parte,  por  su  rebeldía  en  no  comparecer  á de- 
clarar, no  tiene  valor  hasta  que  queda  firme,  y 
surte  sus  efectos  con  arreglo  á la  ley  de  Enjui- 
■ ciamiento  civil  (Sent.  9 Diciembre  186-1). 

Si  el  motivo  de  casación  se  reduce  á dar  por 
sentado  que  la  sentencia  se  funda  solamente  en 
la  declaración  de  hallarse  confeso  en  rebeldía 
ei  demandado,  cuando  éste  mismo  reconoció  la 
obligación,  en  el  hecho  de  proponer  como  ex- 
cepción la  novación  del  contrato,  falta  la  base 
para  la  infracción  de  las  leyes  3.*,  4.a  y 6.’,  tí- 
tulo XIII,  Partida  3.a,  y art.  292  y sus  concor- 
dantes de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  (Sen- 
tencia 14  Mayo  1875). 

Cualquiera  que  sea  la  inexactitud  en  que  so 
incurra  al  contestar  las  posiciones,  no  puede 
dar  lugar  á que  se  haya  por  confeso  el  litigante, 
sin  ser  convencido  claramente  de  que  á sabien- 
das se  perjuró  (Sent.  21  Setiembre  1867). 

COMENTARIO 

Una  vez  impuesta  á todo  litigante  la  obliga- 
ción de  declarar  en  cualquier  estado  del  juicio, 
era  natural  se  le  exigiera  hacerlo  de  un  modo 
expreso,  afirmando  ó negando,  pues  de  otro 
modo  ningún  efecto  surtiría  aquella  obligación 
legal,  ,de^do  el  momento  en  que  el  litigante  pu- 
diera excusar  su  declaración  contestando  con 
frasos  confusas  y evasivas.  Por  esta  razón,  las 
leyes  citadas  tienen  por  confesa  á la  parto  que 
al  declarar  no  lo  hace  de  un  modo  claro  y ex- 
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Conforma  á esta  doctrina,  han  dividido  los 
autores  la  confesión  en  expresa  y tácita,  según 
que  se  verifique  por  medio  de  palabras  que 
manifiesten  clara  y positivamente  lo  que  se  dice, 
ó que  por  algún  hecho,  tal  como  abandonar  el 
pleito,  por  negarse  á declarar,  por  no  compare- 
cer para  ello,  etc.,  se  tonga  al  litigante  por 
confeso. 

Lo  que  dispone  la  ley  do  Enjuiciamiento  ci- 
vil en  esta  materia,  en  un  todo  conformo  con 
lo  expuosto,  es  lo  siguiente: 

cLm  contestaciones  deberán  ser  afirmativas 
ó negativas,  pudiendo  agregar  el  que  las  dé 
las  explicaciones  que  estime  convenientes,  ó las 
que  el  juez  pida. 

Si  se  negare  á declarar,  el  juez  le  apercibirá 
en  el  acto  de  tenerle  por  confeso,  si  persiste  en 
su  negativa. 

Si  las  respuestas  fueren  evasivas,  el  juez  le 
apercibirá  igualmente  de  tenerle  por  confeso 
sobre  los  hechos  respecto  á los  cuales  sus  res- 
puestas no  fueren  categóricas  y terminantes.» 
(Articulo  295.) 

Si  el  llamado  á declarar  no  compareciere  á la 
segunda  citación  sin  justa  causa;  si  rehusare 
declarar  ó persistiere  en  no  responder  afirma- 
tiva ó negativamente,  á pesar  del  apercibimien- 
to que  se  le  haya  hecho,  podrá  ser  tenido  por 
confeso,  si  se  pidiere,  inmediatamente  y sin  es- 
perar á la  sentencia  definitiva.  (Art.  297.) 

Do  toda  confesión  judicial  se  dará  vista  sin 
dilación  al  que  la  hubiere  solicitado,  el  cual 
podrá  pedir  que  so  repita  para  aclarar  algún 
punto  dudoso  y sobro  el  cual  no  se  haya  res- 
pondido categóricamente,  ó que  se  declare  con- 
feso al  colitigante,  si  se  halla  en  alguno  de  los 
casos  do  que  habla  el  artículo  precedente.»  (Ar- 
ticulo 298.) 

Algo  más  dice  la  ley  sobre  esta  materia,  pero 
es  puramente  relativo  al  procedimiento.  En  lo 
que  de  olla  se  ha  expuesto,  puede  basarse  otra 
de  las  divisiones  de  la  confesión  expresa  hecha 
por  los  autores  en  simple  y cualificada.  Es  sim- 
pie  la  (¡ue  se  hace  afirmando  llanamente  la  ver- 
dad  de  los  hechos  proguntados,  y cualificada 
aquella  en  que  se  reconoce  ol  hecho,  pero  aña- 
diendo circunstancias  que  modifican  ó destru- 
yen la  intención  de  la  parte  contraria. 

Esta  última  se  divide  á la  vez  en  dividua  é 
individua,  según  que  las  circunstancias  ó mo- 
dificaciones añadidas  sean  separables  ó insepa- 
rables del  hecho  modificado.  En  el  primer  caso 
cabe  admitir  la  confesión  en  parte,  y en  parte 
desecharla:  mas  en  el  segundo,  no  siondo  posible 


separar  la  circunstancia  añadida,  el  litigante 
que  quiera  aprovecharse  de  los  efectos  de  la 
confesión,  debe  probar  la  falsedad  de  aqueHa 
circunstancia.  < 

¡ Artículo  1653. — La  confesión  hecha  en 
juicio  constituye  plena  prueba  contra  el 
: confesante. 

orígenes 

Ley  2.*,  tít.  XIII,  Partida  3.4 

Ley  1.*,  tít.  VII,  Hb.  II,  Fuero  Real. 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  con  los  mismos  Códigos  citados 
en  segundo  lugar  en  el  artículo  anterior  y con 
las  mismas  leyes  romanas. 

JURISPRUDENCIA 

\ 

i Cuando  se  anula  un  contrato  confesado  judi- 
cialmente, por  no  ser  del  contratante  los  bienes 
sobre  que  versó,  no  se  infringe  la  ley  de  Par- 
tida que  califica  de  plena  prueba  la  confesión 
(Sent.  25  Enero  1866). 

La  sentencia  que  no  acepta  la  confesión  de 
parte  como  prueba  bastanto.  infringe  las  leyes 
que  la  reconocen  como  tal  (Sent.  25  Setiem- 
i bre  1859). 

La  ley  2.*,  tít.  XIII,  Partida  3.a,  que  deter- 
mina la  fuerza  que  há  la  conoscencia,  no  es 
aplicable  al  caso  de  confesión  extrajudicial,  sinó 
al  de  confesión  judicial  hecha  con  las  formali- 
dades de  derecho  (Sent.  4 Junio  1860). 

La  confesión  de  una  parte  absolviendo  posi- 
ciones debe  recaer  sobre  hechos  propios  de  que 
el  absolvente  pueda  tener  completo  conocimieo* 
to,  para  darle  la  eficacia  de  la  conoscencia,  de 
la  ley  2.*,  tít,  XIII,  Partida  3.a  (Sent.  20  Mar- 
zo 1861). 

El  confesante  que  al  reconocer  el  hecho  por 
el  que  se  le  pregunta  añade  otro  distinto  acerca 
del  cual  no  fue  interrogado,  tiene  obligación  de 
acreditar  el  segundo,  para  que  no  le  perjudique 
el  primero  (Sent.  25  Enuro  1861). 

Si  bien  es  cierto  que  la  conoscencia  ó confe- 
sión judicial  es  el  medio  probatorio  á que  los 
Tribunales  no  pueden  negar  el  valor  que  el  de- 
rec  o concedo,  cuando  esta  conoscencia  no  es 
a que  a las  leyes  se  refieren,  estas  leyes  no  son 
aplicables  á la  cuestión,  y por  tanto  no  pueden 
! consi^rarso  como  infringidas  (Sentó.  20  Ju- 
I mo  y '1  Junto  1864). 

A lo  que  expone  ó manifiesta  un  litigante  e» 
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sus  escritos  no  puede  darse  el  valor  ni  la  fuerza 
de  la  conoscencia  ó confesión  hecha  en  juicio  y 
ante  3u  contendor  (Scnts.  o Febrero  1863,  20 
Junio  1865,  26  Enero  1866,  21  Setiembre  1867, 
11  Julio  1S68  y 29  Marzo  1875] . 

La  confesión  judicial  que  no  reúne  los  requi- 
sitos consignados  en  la  ley  2.*,  tít.  XIII,,  Parti- 
da 3.a,  no  es  la  conoscencia  de  que  habla  dicha 
ley;  y aunque  concurriesen,  dicha  confesión, 
si  bien  relevaría  al  acreedor  de  la  prueba  del 
hecho  confesado  y surtiría  iodos  sus  efectos 
contra  el  queda  hizo,  no  constituirla  prueba  en 
perjuicio  de  los  derechos  legítimos  y anteriores 
de  un  tercero  (Sent.  6 Febrero  1863). 

Confesado  un  hecho  por  el  demandado  al  ab- 
solver las  posiciones  que  el  demandante  le  pre- 
sente, no  hay  términos  hábiles  para  suponer 
violada  la  ley  2.a,  tít.  XIII,  Partida  3.a;  porque 
esta  ley  parte  del  principio  de  que  ha  de  haber 
conoscencia  (Sent.  29  Abril  1863). 

Como  la -manifestación  más  ó menos  cxplíci-  ¡ 
tade  la  parte  demandada,  y el  resultado  que 
haya  podido  producir,  no  son  la  confesión  ju- 
dicial de  la  ley  2.a,  tít.  XIII,  Partida  3.a,  que 
determina  la.  fuerza,  que  há  la  conoscencia  que  \ 
face  la  parte  en  juicio  estando  su  contendor  j 
delante , al  prescindirse  de  esa  manifestación 
no  se  infringe  la  citada  ley  de  Partida  (Sent.  27 
Noviembre  1863). 

Cuando  el  demandado  niega  constantemente 
ser  suya  la.  firma  del  pagaré  objeto  del  litigio, 
y haber  recibido  la  cantidad  de  dinero  que  en 
el  mismo  se  expresa,  no  pueden  invocarse  opor- 
tunamente como  fundamento  de  casación  las 
leyes  2.a  y 4.a,  tít.  XIII,  Partida  3.a,  según  las 
que  ¡das  confesiones  hechas  en  juicio  producen 
plena  prueba,»  ni  tampoco  la  doctrina  que  de 
las  mismas  se  deriva  (Sent.  14  Mayo  1864).  , 

No  haciéndose  valer  en  los  autos  que  al  no 
dar  valor  á lo  expuesto  en  un  escrito  se  desco- 
noce una  manifestación  que  defya  reputarse 
como  verdadera  confesión  judicial,-  no  puede 
deducirse  después  que  se  han  contrariado  las 
leyes  1.a,  2.*,  3.a  y 4.a,  tít.  XIII,  Partida  3.a,  ni 
la  1.a,  tít.  VI,  lib.  XI,.  de  la  Nov.  Reo.  (Sen- 
tencia 24  Diciembre  1864). 

La  conoscencia  de  que  hablan  la  ley  3.*,  ti- 
tulo iX,  y 2.a,  tít.  XIII,  Partida  3.a,  debe  ser 
hecha  después  de  comenzado  el  pleito  por  de- 
manda y por  respuesta,  y contestando  á pre- 
gunta directa  del  colitigante  ¡Sent.  31  Diciem- 
bre 1864;..,. 

Citando  el  confesante,  léjoa  de  reconocer  el 
hecho  por  que  so  lo  pregunta,  lo  niega  termi- 


nantemente, la  sentencia  que  proscindo  de  ose 
hecho  considerándolo  como  no  exacto,  no  in- 
fringe la  ley  2.a,  tít.  XIII,  Partida  3.a,  relativa 
al  valor  do  la  conoscencia  (Sent.  28  Enero  1863) . 

La  confesión  hecha  en  juicio  sólo  perjudica 
al  que  la  hace,  pero  no  á terceras  personas 
(Sent.  7 Mayo  1865). 

Si  bien  la  conoscencia  ó confesión  judicial  os 
un  medio  probatorio  á que  los  Tribunales  no 
pueden  negar  el  valor  que  el  derecho  concedo, 
no  existe  tal  conoscencia  cuando  la  parto  do- 
mandada  no  confiesa  el  hecho  que  so  intenta 
hacer  valer.  En  esto  caso  no  se  infringen  las  le- 
yes 2.a  y 4.a,  tít.  XIII,  Partida  3.a,  ni  el  art.  31(1 
de  la  do  Enjuiciamiento  civil  (Scnts.  9 Octubre 
y 23  Diciembre  1865). 

Si  bien  la  confesión  hecha  en  juicio,  con  las 
solemnidades  prevenidas  en  derecho,  es  bas- 
tante prueba  contra  el  confesante,  cuando  fal- 
tan algunas  de  dichas  solemnidades,  y por  olla 
pueden  quedar  lastimados  los  derechos  de  un 
tercero,  necesario  es  conceder  ú éste  el  ejerci- 
cio de  los  demás  medios  probatorios  que  la  ley 
reconoce,  para  atenuar  ó anular  los  efectos  do 
aquélla  (Sent.  28  Abril  1866). 

Al  prescindir  la  Sala  sentenciadora  del  resul- 
tado de  una  confesión  judicial  y de  una  prueba 
documental  que  justifica  que  uno  no  tiene  la 
posesión  ó tenencia  que  las  leyes  exigen  para 
ejercitar  la  acción  reivindicatoría,  infringe  la 
ley  2.a,  til.  XIII,  Partida  3.a,  que  declara  la  fuer- 
za que  há  la  conoscencia  que  face  la  parle  en 
juicio , y la  114,  tít.  XVIII,  de  la  misma  Parti- 
da, que  doel ara  la  fuerza  de  los  documentos 
públicos  (Sent.  l.°  Diciembre  1866). 

No  existiendo  confesión  judicial,  no  puede  de- 
cirse que  se  lia  desconocido  el  valor  que  á esto 
medio  probatorio  da  la  ley  2.*,  tít.  XIII,  Parti- 
da 3.a,  la  cual  no  tiene  entóneos  aplicación 
(Scnts.  23  Mayo  1867,  15  Enero  1869,  14  Mayo 
y 3 Julio  1875). 

Cuando  la  Sala  sentenciadora,  al  apreciar  la 
prueba  para  ' dictar  el  fallo,  no  se  ¡imite  á la 
confesión  enjuicio  del  demandado,  que  no  es 
expresa,  sinóque  hace  extensiva  su  apreciación 
al  resultado  en  conjunto  do  tocias  las  pruebas 
practicadas,  no  se  infringe  la  ley  2.',  tít.  XHí, 
Partida  3.a,  que  considera  como  prueba  plena 
la  confesión  hecha  en  juicio  (Sent.  25  Noviem- 
bre 1868). 

La  conoscencia,  que  según  la  ley  2.*,  titu- 
lo XIII,  Partida  3.\tieneel  valor  de  prueba  per- 
fecta y acabada,  es  la  confesión  judicial,  explí- 
cita y absoluta  acerca  de  un  punto  indivisible 
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por  su  naturaleza  (Sents.  5 Enero  i 867  y 22 
Junio  1878). 

La  ley  4.a,  tít.  XIII,  Partida  3.*, que  determi- 
na la  fuerza  que  há  la  conoscencia,  se  refiere 
solo  á los  contendores,  y de  ningún  modo  á lo 
que  haya  declarado  el  que  no  contiende  ó liti- 
ga (Scnt.  4 Mayo  1868). 

La  sentencia  que  prescinde  de  la  confesión 
hecha  en  juicio  por  uno  de  los  litigantes,  infrin- 
ge la  ley  2.a,  tít.  XIII,  Partida  3.a  (Scnt.  8 Ju- 
lio 18711. 

Las  leyes  que  tratan  de  la  fuerza  que  tiene 
la  conoscencia,  la  suponen  probada  (Sents.  31 
Enero  1871  y 14  Diciembre  1872). 

Tales  leyes  no  tienen  aplicación  cuando  la 
confesión  no  la  hace  el  demandante  sino  un 
tercero  (Sent.  14  Febrero  1871). 

Tampoco  la  tienen  cuando  la  declaración  que 
una  persona  hace  no  es  una  verdadera  confe- 
sión en  juicio  (Sent.  3 Marzo  1871). 

.No  habiendo  de  parte  del  demandado  la  ver- 
dadera conoscencia  que  explica  la  ley  de  Par- 
tida, la  sentencia  que  no  la  da  valor  no  infrin- 
ge la  2.a,  tit.  XIII,  de  la  3.*,  y doctrina  sentada 
por  el  Tribunal  Supremo  (Sent.  11  Enero  1872). 

La  ley  2.*,  tit.  XIII,  Partida  3.a,  hay  que 
combinarla  con  la  ley  4.*  del  mismo  título  y 
Partida  que  determina  las  muchas  cosas  que 
há  menester  en  si  la  conoscencia,  para  tener 
daño  aquel,  que  la  face  é pro  á su  contendor. 
(Sent.  16  Abril  1872). 

La  conoscencia  ó confesión  judicial  á que  se 
refiere  la  ley  2.a,  tit.  XIII,  Partida  3.*,  y juris- 
prudencia á su  tenor  establecida  por  el  Tribu- 
nal Supremo,  lia  de  ser  prestada  por  una  de 
las  partes  litigantes  y en  su  propio  perjuicio, 
no  pudiendo,  por  tanto,  calificarse  de  tal  la  de- 
claración dada  á instancia  del  demandante  por 
un  tercero  que  no  ha  litigado  en  los  autos 
(Scnt.  6 Junio  1873). 

Si  la  declaración  jurada  de  la  demandante  re- 
cayó sobre  el  objeto  y la  intención  de  los  con- 
trayentes para  preservar  recíprocamente  sus 
derechos,  y no  sobre  extremo  alguno  que  se 
hallo  en  contradicción  con  el  contexto  de  la  es-  i 
critura,  no  se  infringe  la  ley  del  contrato,  ni  la 
2.  , tit.  XIII,  Partida  3.2,  que  trata  de  la  confe- 
sión judicial,  la  que  se  cita  inoportunamente 
(Scnt.  24  Junio  1876). 

La  ley  2.a,  tit.  XIII,  Partida  3.a,  es  inaplica- 
ble al  pleito  en  que  no  se  litigó  sobre  la  auten- 
ticidad del  documento  reconocido  qpor  el  de- 
mandante, sino  su  valor  legal  como  memoria 
testamentaria  iSent.  30  Junio  1870), 


Si  habiéndose  suministrado  por  la  parte  ae» 
tora  prueba  documental,  pericial  y de  testigos , 
las  apreció  todas  en  conjunto  la  Sala,  alendo 
un  supuesto  del  recurrente  el  que  apreciase 
como  conoscencia  la  declaración  que  prestó  una 
persona  que  no  litigaba,  para  reconocer,  la  firma 
que  obra  al  final  de  un  documento  privado, 
fundamento  de  la  acción,  tiene  perfecta  aplica- 
ción al  caso  de  la  ley  2.a,  tit.  XIII,  Partida  3A 
y la  doctrina  del  Tribunal  Supremo,  según  la 
que  la  confesión  en  juicio  sólo  constituye  prue- 
ba contra  el  que  la  hace,  las  cuales,  por  tanto 
no  se  infringenal  aplicarlas  Sent.  5 Marzo  1877). 

Si  el  demandado  no  ha  confesado  que  deba 
lo  que  en  la  demanda  se  le  pide,  al  absolverle 
de  dicha  demanda  no  se  infringen  las  leyes  2.* 
y 4.a,  tit.  XITI,  Partida  3.*,  ni  la  doctrina  sen- 
tada por  el  Tribunal  Supremo  sobre  el  valor  eri 
juicio  de  la  conoscencia  (Sent.  8 Marzo  1877), 

Si  en  los  resultandos  de  la  sentencia  recurrida 
no  se  hace  mérito  de  la  conoscencia  ó confesión 
que  se  dice  hecha  por  el  demandado,  á quien 
sin  embargo  se  condena  al  pago  de  lo  que  se 
pidió  en  la  demanda,  no  son  aplicables  al  caso,, 
y por  tanto  no  pueden  ser  infringidas, la  ley  2.a, 
tit.  XIII,  Partida  3.a,  ni  la  doctrina  que  sobre 
el  valor  de  la  conoscencia  ha  sentado  el  Tribu- 
nal Supremo  (Sent.  28  Junio  1877). 

Aparte  de  que  la  disposición  de  las  leyes  2.a  y 
4.a,  tít.  XIII,  Partida  3.a,  de  «que  se  haga  la 
confesión  estando  presente  la’  parte  contraría  ó 
su  procurador»  está  derogada  por  la  ley  2.a,  tí- 
tulo IX,  lib.  XI  de  la  Nov.  Rec.;  si  la  aprecia- 
ción de  la  Sala  ha  sido  resultado  del  exámen 
del  conjunto  de  las  pruebas,  y no  sólo  dé  la 
confesión,  no  se  infringen  las  leyes  1.a,  2.a, 
3.a  y 4.a,  tít.  XIII,  Partida  3.a  (Sent.  8 Noviem- 
bre 1877).  ' 

La  ley  2.a,  tit.  XIII,  Partida  3.a,  no  se  in- 
fringe cuando  la  Sala  sentenciadora  da  á la 
confesión  el  valor  jurídico  que  realmente  tiene 
(Scnt.  24  Noviembre  1877). 

COMENTARIO 

Grande  es  la  fuerza  que  há  la  conoscencia 
que.  face  la  parle  enjuicio,  estando  su  conten- 
dor delante ; por  lo  cual  declaran  las  Partidas 
que  el  juez  ante  quien  se  hace  pueda  fallar  el 
pleito  por  ella  en  cualquier  estado  que  se  halle. 

L1  Fuero  Real  se  explica  en  el  mismo  sentido 
diciendo  que  no  se  necesita  otra  prueba  si  el 
demandado  confiesa  la  deuda  ó reconoce  el  he- 
cho, porque  su  «conoscencia  vale  tanto  como 
si  le  fuese  probado  por  pruebas  ó por  carta.» 
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La  Ifey  do  Enjuiciamiento  civil  no  se  separa  ! 
gíáh  cosa  de  estas  disposiciones:  según  el  ar- 
ticulo 294,  «testas  declaraciones  podrán  hacerse 
á elección  del  que  las  pidiere,  bajo  juramentó 
decisorio  ó indecisorio. 

En  el  primer  caso  harán  prueba  plena,  no 
obstante,  cualesquiera  otras. 

En  el  segundo,  no  perjudicarán  más  que  al 
que  declare.» 

Por  último,  el  Tribunal  Supremo,  recono- 
ciendo que  no  hay  medio  de  prueba  que  mejor 
pueda  justificar  la  verdad  de  los  hechos  aduci- 
dos en  juicio  como  la  confesión  de  aquél  á 
quien  perjudican,  ha  confirmado  también  la 
doctrina  do  nuestro  artículo  en  sentencia  de  25 
de  Febrero  dé  1861 . 

Artículo  1354. — Para  que  la  confesión  ju- 
dicial produzca  el  efecto  del  artículo  anterior 
es  preciso: 

1. °  Que  el  que  la  hace  sea  mayor  de  vein- 
ticinco años,  ó que  si  es  menor  ó incapacita- 
do intervenga'  su  curador,  sin  perjuicio  del 
beneficio  de  restitución  en  su  caso. 

2. °.  Que  sea  libre  y no  arrancada  por  en- 
gaño, miedo,  fuerza,  ni  por  otra  coacción  fí- 
sica ó moral. 

3. °  Que  se  haga  á sabiendas  y no  por 
error,  el  cual  deberá  ser  probado  si  mediare. 

4. °  Que  se  haga  contra  sí  mismo  y no 
contra  otro. 

o.°  Qtie  recaiga  sobre  cosa  cierta  y no 
contraríe  á la  naturaleza  y las  leyes. 

La  confesión  hecha  contra  otro  nada  vale, 
á no  existir:otras  pruebas. 

Será  válida  la  que  se  ratificare  después  de 
haberse  hecho  por  fuerza,  miedo  ó engaño. 

ORÍGENES  ■. 

Leyes  1.*,  _4.‘,  5.ay  6.a,  'tít,  XIII,  Partí- 
da. 3.*  ' 

Sent.  del  Tribunal  Supremo  26  Mayo  1866. 

Ley  4.a,  tít.  XIII,  Partida  3.1 

Ley  2.‘,  tít.  VII,  lib.  II,  Fuero  Real. 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  en  bu  segunda. parte  cón  las  leyes 
2>,  tft.  II,  íib.  XLII;  15,  tít'  I,  lib.  II,  Digesto, 
y ‘116,  párrafo  2.°,  de  regulis  juris. 

■ JUBíSPRUDENCM 

Sent.  8 Noviembre  1876. 


Sent.  13  Noviembre  1866. 

Sent.  20  Abril  1871. 

Sent.  4 Octubre  1860. 

Sent.  7 Marzo  1 878. 

Guando  no  se  prueba  que  hay  yerro  en  la 
conoscencia,  la  sentencia  que  condena  al  pago 
de  lo  convenido  no  infringe  la  ley  f».*,  tít.  XIII, 
Partida  3.*,  ni  la  única  dol  Código  do  erroí’c 
calculi  (Sent.  26  Mayo  1866). 

Cuando  para  dictar  una  sentencia  no  se  han 
considerado  las  carias  ó documentos  privados 
como  conoscencias,  no  puede  tener  aplicación 
á dicha  sentencia  y por  tanto  considerarse  como 
infringidas  las  leyes  í.3  y 6.a,  tít.  XTIÍ,  Parti- 
da 3.a,  que  tratan  de  los  requisitos  esenciales  pa- 
ra la  validez  legal  de  las  conoscencias  (Sont.  29 
Octubre  1862). 

La  sentencia  que  para  fijar  la  naturaleza  do 
ciertos  bienes  atiende  principalmente  á la  con- 
fesión hecha  en  juicio  vaga  ó indeterminada- 
mente, infringe  la  ley  4.a,  tit.  XIII,  Partida  3.:1 
! (Sent.  4 Octubre  1860). 

La  confesión  á que  se  refieren  las  leyes  2.*  y 
4.a,  tít.  XIII,  Partida  3,*,  sólo  tiene  lugar  sobro 
su  cosa,  cuantía  ó lecho;  pero  no  sobro  la  cali- 
ficación legal  de  una  obligación  que  consta  do 
documento  (Sent.  12  Julio  1869). 

No  puede  reputarse  confesión  judicial  la  dc- 
r elaracion  que  carece  del  requisito  de  haberse 
realizado  con  perfecta  seguridad  sobre  un  he- 
cho puramente  personal,  y en  perjuicio  exclu- 
sivo del  confesante,  y que  además  se  halla  des- 
tituida de  todas  las  condiciones  necesarias  do 
credibilidad  y aprecio,  mediante  á estar  en 
abierta  contradicción  con  todas  las  alegaciones 
y pruebas  admitidas  anteriormente  por  ol  con- 
fesante y retractada  de  lleno. por  sus  afirmacio- 
nes y pretensiones  posteriores  (Sent.  15  Marzo 
1870). 

Cuando  no  ha  sido  objeto  do  discusión  en  el 
pleito  la  confesión  de  uno  de  los  litigantes,  no 
son  aplicables  el  caso,  ni  pueden  invocarse  co- 
mo motivos  de  casación  las  leyes  2.*  y 5.”,  títu- 
lo XIII,  Partida  3.a-íSent.  3 Mayo  1870). 

Las  leyes  2/  y 4.‘,  tít.  XIII,  Partida  3.1,  quo 
tratan  del  valor  de  la  conoscencia , parten  da 
1 las  reglas  establecidas  en  la  1 .a  del  mismo  títu- 
lo y Partida,  según  la  cual  la  conoscencia  debe 
hacerse  en  juicio,  y la  que  se  ejecuta  por  j >ev- 
sonero  requiere  que  éste  tenga  poder  especial 
y qúe  sea  además  ratificada  después  por  su  po- 
derdante (Sent.  24  Setiembre  18;3). 

La  confesión  judicial,  cuando  reúno  los  requi- 
sitos que  las  leyes  2.*  y 4.1,  tít.  XIII,  Partida 
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cxison,  íicno  tal  fuerza,  que  sobre  ella  pue- 
den fallarse  los  pleitos  (Sent.  2 Octubre  1876]. 

La  apreciación  de  la  confesión  judicial  no  es 
una  cuestión  de  hecho  do  la  exclusiva  compe- 
tencia de  la  Sala  sentenciadora,  sino  por  el  con- 
trario, es  una  cuestión  de  derecho  que  debe 
subordinarse  á las  reglas  que  dichas  leyes  de 
Partida  establecen  (Sent.  id.  id.  id.). 

No  puede  estimarse  la  infracción  de  las  leyes 
2 .*  y 4.',  tít.  XIII,  Partida  3.*,  quo  establecen 
las  condiciones  de  la  conoscencia  y su  fuerza 
probatoria,  cuando  no  se  expresa  el  concepto  en 
que  se  han  infringido;  siendo  además  inaplica- 
bles dichas  leyes  cuando  no  se  empicó  sola- 
mente dicho  medio  de  prueba,  sino  también  el 
de  documentos  y peritos  (Sent.  24  Enero  1877). 

COMENTARIO 

Para  que  la  confesión  judicial  haga  fe  enjui- 
cio contra  el  confesante,  dehe  reunir  una  por- 
ción de  requisitos  sin  los  cuales  las  leyes  no  le 
dan  fuerza. 

Va  dejamos  dicho  en  comentarios  anteriores 
que  el  confesante  ha  de  ser  mayor  de  veinti- 
cinco años;  mas  la  ley  1."  añade  que,  no  sién- 
dolo, debe  intervenir  su  curador,  sin  per- 
juicio del  beneficio  de  restitución  que  podrá 
ejercitarse  en  los  casos,  modo  y forma  estudia- 
dos al  tratar  de  la  rescisión  de  las  obligaciones. 

Es  nula  la  confesión  arrancada  por  miedo, 
fuerza,  dádiva,  promesa,  etc.;  porque  lejos  de 
probar  la  vordad  de  los  hechos,  produce  el  cfec. 
to  contrario  las  más  de  las  veces.  Tanto  la  ley 
4.*  como  la  5.a  sientan  esta  doctrina;  pero  de- 
clara ésta  válida  la  confesión  que  fuere  ratifi- 
cada después  de  haber  mediado  aquellos  vicios, 
porque  tal  ratificación  constituyo  verdadera 
conoscencia. 

Otra  de  las  condiciones  que  debe  reunir  este 
medio  probatorio  es  el  que  se  llevo  á cabo  con 
ciencia  cierta,  y no  por  error  ó equivocación- 
No  perjudica  al  confesante  lo  que  confesó  por 
error,  pero  tiene  que  probar  su  existencia,  porque 
de  otro  modo  hace  prueba  contra  él.  De  aquí  se 
deduce  que  el  descubrimiento  del  error  tiene 
que  ser  posterior  á la  confesión,  pues  de  ser 
anterior  se  infiere  que  se  ratifica  lo  declarado. 

Nada  vale  esta  prueba  cuando  se  hace  en 
provecho  propio;  tiene  que  hacerse  contra  sí 
mismo,  y de  hacerla  contra  otras  personas  es 
menester  añadir  otras  pruebas  para  que  pro- 
duzca efecto.  Así  lo  prescribe  el  Fuero  Real 
confirmando  lo  dispuesto  por  la  ley.  4.*  de  Par- 
tidas. 


La  confesión  debe  recaer  Sobre  cosas  cierta# 
y determinadas,  requisito  derivado  de  U o^- 
o-acion  impuesta  al  confesante  de  afirmar  ó.ps-, 
par  ol  hecho  propuesto  por  el  contrarioj  pues 
de  poco  serviría  que  éste  demandase  cierta,  pan.- 
tidad  y exigiese  confesión  de  ella  al  deudor; 
si  éste  reconocía  la  deuda  de  una  cantidad  sin 
decir  á cuánto  ascendía,  el  juez  debe  apre- 
' miarle  en  este  caso  a que  conteste  categórica- 
i mente. 

Por  último,  la  confesión  no  debe  ser  contra- 
i ria  á la  naturaleza  ni  á las  leyes;  precepto  q.ue 
• si  bien  las  Partidas  lo  explican  por  medio  de 
ejemplos,  no  hace  falta  que  recurramos  á ellos 
para  comprender  cuándo  lo  confesado  se  opone 
á las  leyes  inalterables  de  la  naturaleza,  ó á lo 
que  prescribe  el  legislador  por  razón  de  órdon 
público  y gobierno  de  la  sociedad. 

Las  Partidas  exigen  ademas  que  la  confesión 
se  haga  en  juicio  y ante  la  parte  contraria  ó su 
apoderado,  y la  Nov.  Rec.  (leyes  4."  y 5.a,  títu- 
lo XXVIII,  lib.  XI)  que  se  haga  ante  juez  com- 
petente. Xo  creemos  necesario  reproducir  este 
precepto,  porque  siempre  el  juez  quo  conozca 
del  pleito  será  ante  quien  deba  hacerse  la  eonfé- 
sion,  y la  ley  de  Enjuiciamiento  es  la  que  es- 
tablece las  reglas  de  competencia  de  jurisdic- 
ción. Su  art.  298  ha  dejado  fuera  de  práctica 
también  el  que  la  confesión  se  haga  ante  la 
parte  contraria,  porque  aquél  prescribe  que 
«de  toda  confesión  judicial  se  dará  parte  sin  di- 
lación al  que  la  hubiera  solicitado,  el  cual, po- 
■ drá  pedir  que  se  repíta  para  aclarar  algún  pun- 
to dudoso,»  etc. 

Artículo  1355.— La  confesión  extrajudi- 
cial no  constituye  prueba  plena. 

La  constituirá  no  obstante: 

¡ i.0  Guando  se  hiciere  ante  dos  testigos  y 

; la  parte  contraria,  claramente,  con  expre- 
, sion  de  cantidad,  cosa  y razón,  si  el  confe- 
! sante  no  probara  que  después  cumplió  lo 
i prometido  ó tué  quito  de  ello  por  el  acreedor, 
r 2.  Cuando  se  hiciere  contra  los  herede- 
ros declarando  por  última  voluntad  alguna 
deuda  á favor  do  un  hijo  ó de  otra  persona» 
siempre  que  no  ascienda  aquélla  á más  de 
lo  que  podía  el  hijo  heredar  con  arreglo 
á la  ley,  en  cuyo  caso  será  Huía  dicfia 
deuda  en  cuanto  al  exceso  si  aquél  no  pro- 
bara hallarse  legítimamente  constituida  á 
su  favor. 
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Ley  7.',  tít.  XIII,  Partida  3.a 

Leyes  19,  20  y 21,  tít.  IX,  Partida  6." 

Ley  3.a,  tít.  XIV,  Partida  3.a 

Ley  2.",  tít.  VII,  Iib.  II,  Fuero  Real. 

( jurisprudencia 

Aunque  la  ley  7.%  tít.  XIII,  Partida  3.a,  de- 
clara que  la,  conoscencia  hecha  fuera  de  juicio 
no  debe  valer,  esta  ley  no  puede  ser  aplicable 
cuando  la  Sala  sentenciadora  no  juzga  sólo  por 
el  mérito  de  dicha  eonfesion  extrajudicial,  sinó 
por  el  conjunto  de  las  diversas  pruebas  reuni- 
das en  los  autos  (Sent.  16  Diciembre  1864). 

No  puede  tener  aplicación  la  ley  7.*,  tít.  XIII, 
Partida  3.a,  que  establece  que  «non  debe  valer 
la  conoscencia  que  es  fecha  fuera  de  juicio,»  ni 
las  doctrinas  referentes  á que  no  son  valederos 
los  contratos  simulados,  y á que  so  atienda 
siempre  á la  voluntad  de  los  contrayentes,  cuan- 
do no  consta  que  el  contrato  sea  simulado,  ni 
que  la  voluntad  de  los  otorgantes  sea  otra  que 
la  consignada  en  él,  antes  bien  su  legitimidad 
consta  por  repetidos  actos  dél  mismo  que  soli- 
cite la  nulidad  (Sent.  3 Febrero  1871). 

No  habiendo  confesado  en  juicio  la  deman-  1 
dan  te  que  la  deuda  de  su  marido  se  hubiese 
convertido  en  su  provecho,  no  se  quebranta 
por  la  sentencia  qne  absuelve  al  demandado  la 
ley  7. Y tít.  XIII,  Partida  3.a,  que  ordena  que 
la  conoscencia  que  fuere  facha  fuera  de  juicio 
non  debe  valer  (Sent.  21  Abril  1874). 


Dicha  ley,  lejos  de  ordenar  que  la  confesión 
hecha  fuera  de  juicio  tenga  fuerza  de  prueba, 
declara,  por  el  contrario,  que  no  debe  valer; 
y áun  suponiéndola  vigente,  no  tiene  aplica- 
ción al  caso  en  que  la  sentencia  nada  resuelve 
sobre  confesión  judicial  ni  extra  judicial  de  nin- 
guno de  los  litigantes  (Sent.  17  Mayo  1876). 

No  tratándose  de  una  confesión  exlraj udicial 
de  la  deudora,  sinó  de  una  obligación  escrita  y 
autorizada  por  testigos  que  han  reconocido  su 
certeza,  no  puede  tener  aplicación  la  lev-  7.a, 
tít.  XIII,  Partida  3.a  (Sent.  14  Abril  1875). 

COMENTARIO 

Es  precepto  terminante  dol  Fuero  Real  que 
toda  conoscencia,  fecha  fuera  de  juicio  no  tula.. 
La  ley  7.a,  tít.  XIII,  Partida  3.*,  tampoco  da 
fuerza  á esta  confesión;  mas  tatito  estas  leyes 
como  otras  de  Partidas  apuntadas  en  los  orí- 
genes, señalan  algunos  casos  de  excepción  k 
aquel  precepto.  Tales  son  los  que  se  hallen  nu- 
merados en  el  artículo  y que  por  las  solemni- 
dades que  reúnen  y e]  tiempo  en  que  se  hacen 
los  concedo  fuerza  probatoria  el  legislador. 

Debe,  sin  embargo,  tenerse  presente  que  la 
confesión  de  deuda  hecha  por  el  testador  á favor 
de  un  hijo,  se  considera  nula  en  todo  lo  que 
exceda  de  la  legítima  que  este  tiene  derecho  á 
recibir,  si  no  probare  que  el  padre  le  debía  lo 
que  confesó;  pues  de  otro  modo  se  considera 
hecha  en  fraude  de  la  ley,  y no  prueba  contra 
los  herederos. 


§ II 

Del  juramento  judicial. 


Artículo  1356.  — El  juramento  deberá 
prestarse  para  probar  las  obligaciones  en 
todos  los  casos  qué  señalan  las  leyes. 

ORIGENES 

Ley  1.*,  tít.  XI,  Partida  3.* 

Ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

■ 1 * COMENTAHIO 

Este  medio  probatorio,  á que  la?  leyes  anti- 


i guas  daban  tanta  importancia,  lia  perdido  hoy 
gran  parte  de  su  fuerza.  Las  distintas  ideas  de 
la  época,  lo  mucho  que  han  variado  las  cir- 
cunstancias, y las  doctrinas  que  dominan  en 
las  legislaciones  modernas,  son  las  que  han 
motivado  aquel  cambio. 

La  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  al  enumerar 
los  distintos  medios  de  prueba  de  que  puedo 
hacerse  uso  en  juicio,  no  cuenta  entre  ellos  el 
■ juramento;  mas  esto  no  quita  que  lo  exija 
I en  algunos  casos.  Sus  disposiciones,  según  he- 
' moa  dicho  varias  veces  en  comentarios  anio- 
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dores,  y ha  repetido  el  Tribunal  Supremo,  han 
modificado  esencialmente  lo'  prescrito  en  ma- 
teria de  pruebas  por  las  Partidas  yNov.  RecM  y 
sin  embargo  todavía  se  citan  muchas  de  sus 
leyes  por  autores  y sentencias. 

En  vista  de  ello,  pondremos  á continuación 
lo  que  respecto  al  juramento  dispone  la  leyd.  , 
tit.  XI,  Partida  3,\ 

Jura  es  averiguamiento  que  se  face , nom- 
brando á idos,  ó á alguna  oira  cosa  santa., 
sobre  toque  alguno  afirma  que  es  assió  lo  nie- 
ga. En  una  palabra:  puede  decirse  que  jura- 
mento es  afirmación  de  verdad,  y,  por  tanto,  j 
mediante  él  pueden  probarse  las  cosas  que  de  , 
otro  modo  no  es  posible  el  hacerlo.  Lo  que  des-  ( 
pues  dice  la  ley  respecto  á.  que  debe  jurarse  l 
por  Dios,  por  la  Virgen,  los  santos,  etc.,  no  ¡ 
tiene  hoy  aplicación. 

Por  lo  que  toca  á la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil,  son  varios  los  casos  en  que  ésta  exige  el 
juramento,  más  como  formalidad  que  como  - 
prueba;  tal  sucede  al  prestar  declaración  los 
testigos,  al  hacer  la  confesión  exigida  por  la 
parte  contraria,  y otros  tantos  que  no  nos  in- 
cumbe estudiar. 

Artículo  1357. — Las  declaraciones  enjui- 
cio podrán  hacerse,  á elección  del  que  las 
pidiere,  bajo  juramento  decisorio  ó indeci- 
sorio. 

En  el  primer  caso  harán  prueba  plena, 
no  obstante,  cualesquiera  otros. 

En  el  segundo,  no  perjudicarán  más  que 
al  que  declare. 

ORÍGENES 

Art.  294,  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

JURISPRUDENCIA 

El  juramento  decisorio  no  es  bastante  para 
determinar  en  definitiva  acercado  los  extremos 
á que  se  contrae  (¡áent.  12  Noviembre  1858). 

COMENTARIO 

Con  arreglo  á lo  dispuesto  en  este  articulo, 
el  juramento  puede  ser  decisorio  ó indecisoLo1' 
Es  decisorio  aquel  en  que  una  parte  se  obliga  á 
pasar  por  lo  que  otra  jure,  e indecisorio  el 
que  no  obliga  al  que  lo  exige  más  que  por  le 
que  á él  lo  convenga.  En  el  primer  caso,  puesto  ' 
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que  á ambas  partes  obliga,  hace  prueba  plena» 
y en  el  segundo  solamente  perjudica  decla- 
Esta distinción  se  halla  adfnttida  por  la  jey 

2.",  tit.  XI,  Partida  8.*,  éntrelas  varias  escales 
de  juramento  que  la  misma  Señala. 

Según  ella,  el  juramento  puede  ser  de  tres 
maneras:  Ca  ó es  jura  ele  voluntad , ó de  pre- 
mia, ó de  juicio. . Ei  primero  es  el  que  presta 
fuera  de  juicio  una  parte á la  otra  q.uese  le  ofre- 
ce, sometiéndose  á lo  que  aquél  jure  sobre  la 
cuestión  litigiosa.  Ningún  litigante  está  obliga- 
do aprestarle;  pero,  una  vez  hecho,  «debe  li- 
brarse pleito  por  él,  como  si  fuere  hecho  enjui- 
cio.» El  segundo,  llamado  necesario,  es  el  exi- 
gido por  el  juez  de  oficio,  ó a instancia  de  parte 
á un  litigante  bajo  tal  precisión,  que.  si  lo.  resis- 
te se  le  tiene  por  convicto.  Dicese  necesario,  ó 
jura,  de  premia , porque  la  parle  á quién  sp 
exige  no  puede  excusarse  de  prestarlo;  pues  sí 
no  lo  hiciere,  debe  ser  dado  por  vencido  de 
aquel  pleito.  Esta  dase  de  juramento  puede  te- 
ner lugar  en  los  casos  de  robo,  fuerza  y enga-i 
ño,  cuando  no  pudiéndose  probar  la  cuantía  de 
las  cosas  por  ello  perdidas,  las  aprecia  el  juez 
atendida  la  calidad  de  la  persona,  y defiere  al 
juramenta.  La  tercer  a manera  de  jura,  qúe 
llaman  da  juicio,  es  la  que  se  haca  en  él  por 
haberlo  deferido  un  litigante  á otro  con  apro- 
bación del  juez,  obligándose  el  primero  á acep- 
tar lo  que  el  segundo  jurase.  El  litigante  á 
quien  se  defiere  el  juramento  puede  rehusarlo 
y deferirlo  al  que  lo  ofrece,  el  cual  no  puede 
rehusarlo  del  mismo  modo,  porque  después  qúe 
el  quiso  que  el  ¡pleito  se  librase  por  jura,  con- 
vidando con  ella  á su  contendor , si  el  otro  le 
lomare  ii  él,  non  la  puede  refusar. 

Tal  es  la  doctrina  de  la  ley  de  Partidas.  Con 
arreglo  á ella  dividen  los  autores  el  juramento 
en  decisorio  del  pleito  y estimatorio,  ó deciso- 
rio en  el  pleito.  Decisorio  del  pleito  es  el  que 
defiere  una  parte  á la  otra,  obligándose  á pasar 
por  lo  que  ésta  jure;  estimatorio  ó decisorio  en 
, el  pleito,  el  que  por  falta  de  prueba  'exige  el 
juez  al  actor  sobre  el  valor  de  la  cosa,  ó sobre 
el  que  le  corresponda,  dada  la  estima  quo  de 

¡ e^a  ^ac^a  Por  su  mayor  afección,  ó sobre  per- 
, juicios  sufridos.  ’ - 

El  juramento  decisorio  del  pleito  lo  dividen 
en  voluntario,  necesario  y judicial,  que  sondos 
señalados  en  la  ley  dePartidas,  cuyas  distincio- 
nes lan  perdido  gran  fuerza  y mñcha  parte  de 

In  ere3>  Por  1°  cual  basta  con  lo  dicho  para  no 
! deseo  nocedas. 
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Artículo  1358.- — Puede  prestar  juramento 
el  mayor  de  veinticinco  años  que  tenga  la 
libre  administración  de  sus.  bienes  por  sí  ó 
por  medio  de  procurador,  mediante  poder 
especial. 

No  pueden  prestarle: 

1. °  El  loco,  fatuo  6 desmemoriado,  y los 
menores  de  edad.  , 

2. °  El,  hijo  de  familia  aún  en  el  peculio 
profecticio  y el  pródigo,  á no  ser  con  autori- 
zación de  las  personas  bajo  cuyo  poder  se 
hallen  constituidos. 

3. ”  Los  tutores  ó curadores,  á no  ser  que 
el  pleito  versare  sobre  cosas  que  tuvieren 
en  su  guarda  f ■ no  pudiese  ser  resuelto  por 
otro  medio  de  prueba. 

. , . ORÍGENES 

Leyes  3.\  4.*  y 9.*,  tít.  XI,  Partida  3.a 

COMENTARIO 

Para  prestar  juramento  es  necesario  tener  ca- 
pacidad y la  libre  administración  de  los  bienes; 


por  consiguiente,  no  pueden  prestarle  el  loco, 
desmemoriado  y los  menores  de  edad,  con  lo 
! cual  concuerda  el  párr.  3.°  dol  art.  314  déla 
ley  do  Enjuiciamiento  civil,  que  hablando  de 
cómodos  testigos  deben  declarar,  dispone  que 
| «los  menores  de  catorce  años  no  prestarán  ju- 
ramento. » 

Tampoco  puede  prestarle  el  hijo  de  familia 
ni  áun  en  el  peculio  profecticio,  como  no  teñirá 
poder  amplio  para  ello,  concedido  por  el  padre, 
ni  el  pródigo  sin  autorización  de  sus  guarda- 
dores. 

Estos  y los  tutores  sólo  pueden  prestarlo,  se- 
gún texto  expreso  de  la  ley  9.a,  cuando  el  ploilo 
versare  sobro  cosas  que  tuvieren  en  su  guarda, 
■é  non  pudiese  a ver  prueba  de  testigos  ó de 
carta  con  que  se  pudiese  ayudar,  6 fuere  el 
pleito  dudoso,  pues  rie  otro  modo  ningún  dere- 
cho tienen  en  ellas  tales  personas. 

Por  último,  los  procuradores  ó mandatarios 
pueden  jurar  en  representación  de  otra  perso- 
na, siempre  que  tengan  poder  especial  para 
ello  ó redunde  también  en  perjuicio  ó provecho 
suyo  el  daño  ó beneficio  que  resulte  del  pleito. 


SECCION  CUARTA 


DE  LA  PRUEBA  TESTIFICAL’ 


Artículo  1359. — Debe  admitírse  la  prueba 
de  testigos  respecto  de  todas  las  obligacio- 
nes y en  todos  los  casos,  salvo  en  los  que  las 
leyes  dispongan  lo  contrario. 

ORÍGENES 

■ Leyes  del  título  XVI,  Partida  3.a 

„ JURISPRUDENCIA 

Las  leyes  que  versan  exclusivamente  sobre 
la  prueba  testifical,  no  pueden  tener  aplicación 
á la  pericial  (Sent.  27  Setiembre  1873). 

i» 

COMENTARIO  ' ' ' 

, f -l  j.  \ m ■ . ■ ■ . ’ . 

La  prueba  testifical  es  la  última  que  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil  enumera  entre  las  que 
pueden  servir  para  averiguar  ia  verdad  de  ios 
hechos.  En  todos  los  Códigos  se  halla  consig- 
nada, pero  no  del  mismo  modo  en  todos  los 
totopo».  Las  diferentes  costumbres  de  ésto» 


lian  influido  é influyen  en  gran  manera  en  la 
mayor  ó menor  garantía  exigida  al  testimonio. 
No  son  las  mismas  las  formalidades  ríe  que 
ahora  se  halla  éste  revestido,  que  las  que  en 
tiempos  antiguos  se  le  exigía;  por  cuya  ra/.on 
el  valor  probatorio  de  las  declaraciones  de  los 
¡ testigos  lia  sido  muy  discutido,  ha  perdido  fuer- 
za, y se  halla  sujeto  para  su  mejor  apreciación 
á mayor  número  do  solemnidades. 

No  nos  ocuparemos  de  ellas,  porque  esto  per- 
tenece al  procedimiento;  pero  sí  veremos  lo  que 
dicen  las  Partidas  sobre  esta  prueba,  hoy  com- 
prendida, aunque  no  porcompleto,  en  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil.  - 

Testigos  son,  según  la  1.a,  tít.  XVI,  Partida 
3.*,  omes  ó mujeres  que  son  atales  que  fto/i 
pueden  desechar  de  -prueba  que  aducen  las 
partes  en  juicio,  para  probar  las  cosas  nega- 
das ó dubdosas.  Puédelos  presentar  todo  liti- 
gante ó su  procurador  en  juicio  bí  juzgare  que 
efrven  para  probar  la  verdad  de  los  hechos  poi 
el  aducidos. 


m 
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La  lev  de  Enjuiciamiento  civil  exige  para  el  ¡ 
examen  de  los  testigos  la  presentación  de  in-  ¡ 
terrogatorios  que  deberán  reunir  ciertas  con-  ¡ 
dícioncs,  y sobre  los  cuales  serán  aquéllos  pre-  j 
guntados  separada  y sucesivamente,  sin  que  : 
unos  puedan  presenciar  las  declaraciones  de  ! 
los  otros,  debiendo  todos  los  que  sean  mayores  , 

de  catorce  años  prestar  juramento  al  hacerlas.  ¡ 

I 

Artículo  1360.— Los  Jueces  y Tribunales  : 
apreciarán,  según  las  reglas  de  la  sana  crí-  j 
tica,  la  fuerza  probatoria  de  las  declarado-  ( 
nes  ele  lo?  testigos. 

ORÍGENES 

Art.  317,  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

JURISPRUDENCIA 

Sent.  9 Marzo  y 3 Julio  1869. 

Las  leyes  de  Partida  sobre  la  fuerza  proba- 
toria de  las  declaraciones  de  los  testigos  y de 
los  documentos  privados  han  sido  modificadas  ■ 
por  el  art.  317  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  ci- 
vil, dejando  al  recto  juicio  y sana  crítica  de  los 
Jueces  y Tribunales  la  apreciación  de  la  prueba 
testifical  (Sents.  8 Febrero  185S,  23  Mayo  1860, 

6 Diciembre  186!,  7 Marzo  1862,  23  Mayo  1863,  ■ 
13  Noviembre  1863.,  26  Octubre  1861,  9 y 13  1 
Octubre  1865,  4 Enero  y 5 Marzo  1866,  2 Octu- 
bre 1861,  21  Junio  1864,  22  Octubre  1864,  16 
Diciembre  1364,  26  Mayo  186S  y 24  Febrero 
1869). 

Apreciado  por  la  Sala  sentenciadora  el  re-  ¡ 
suitado  de  la  prueba  testifical,  no  puede  invo-' 
carse  en  apoyo  de  recurso  de  casación  la  infrac- 
ción de  la  ley  32,  tít.  XVI,  Partida  3,“,  que  ha 
sido  esencialmente  modificada  por  el  art.  437 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  (Sent.  4 Ju- 
nio 1860). 

No  se  infringe  el  art.  317  de  ia  citada  ley 
cuando  el  Tribunal  sentenciador  aprecia  la 
fuerza  probatoria  de  las  declaraciones  de  los 
testigos  dentro  del  círculo  do  sus  atribuciones 
y sin  faltar  á las  reglas  de  la  sana  critica,  ni  á 
las  que  como  tales  contienen  las  leyes  í.s  y 8.* 
tit.  XIV ; 28,  2;),  32,40  y 41,  tít.  XVI,  Parti- 
da 3.  I Sents.  30  Enero  1865,  6 Octubre  1865  v 
28  Mayo  1870).  1 

Siendo  la  crítica  el  juicio  que  se  forma  Se  las 
cosas,  fundado  en  los  principios  de  la  ciencia, 
mientras  no  se  determine  á cuál  de  estos  prin- 
cipios se  ha  faltado,  no  es  posible  citar  útilmen- 
te para  el  recurso  de  casaoion  la  infracaion  del 
art.  317  de  la  ley  de  Enjuiciamiento- civil  (Senv 


tenca*  27  Marzo  1865,  26  Mayo  18* M 3 Setiem- 
bre 1866,  11  Diciembre  1807,  4 Mayo  1868,  16 

Noviembre  1872  y 27  Noviembre  id. )._  _ _ 

No  basta  alegar  genéricamente  la  infracción 
del  art.  317  de  la  ley  do  Enjuiciamiento  civil, 
si  no  se  demuestra  en  qué  concepto  se  ha  falta- 
do á las  reglas  de  la  sana  crítica  al  apreciar  la 
fuerza  probatoria  de  las  declaraciones  dé  los 
testigos  (Sents.  20  Marzo  1866,  6 y 19  Noviem- 
bre 1866,  6 Octubre  1865,  18  Noviembre  1868, 
11  Mayo  1868,  5 Abril  1867,  31  Diciembre  1870, 
31  Pinero  1871,  y otras  muchas). 

Nunca  ha  sido  principia  de  derecho  que  los 
juzgadores  deban  atenerse  para  la  calificación 
y apreciación  de  las  pruebas  al  número  de  los 
testigos  presentados,  sino  al  valor  que  merez- 
can sus  dichos,  en  conformidad  de  ia  ley  41, 
tít.  XVI,  Partida  3.*  (Sents.  27  Marzo  1865,  3 
Abril  1868  y 24  Diciembre  1867). 

En  cuestión  de  calificación  de  pruebas  testi- 
ficales no  puede  haber  por  parte  del  Tribunal 
á quo  infracción  de  ley  clara  y terminante,  cual 
se  quiere  para  el  recurso  de  nulidad,  porque  no 
se  conoce  disposición  alguna  legal  que  esta- 
blezca el  modo  de  hacer  dicha  apreciación  (Sen- 
tencia 7 Marzo  1861). 

Ei  art.  317  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil 
ha  modificado  esencialmente  la  antigua  legis- 
lación recopilada  y de  Partidas  relativa  al  va- 
lor de  la  prueba  testifical  (Sents.  27  Setiembre 
1860,  20  Febrero  1861,  13  Febrero  1863,  28 
Enero  1865,  26  Octubre  1857,  4 y 27  Abril  1867, 
25  Noviembre  1867,  4 Mayo,  6 Julio,  26  Setiem- 
bre, 2 Octubre,  18  Noviembre,  28  Dicíembrq 
1868,  16  Abril,  20  Marzo  1869,  23  Junio  1870,.  y 
otras  muchas). 

La  ley  32,  tít.  XVI,  Partida  3.a,  que  exige 
dos  testigos  conformes  para  constituir  plena 
prueba,  ha  sido  esencialmente  modificada  por 
el  art.  317  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil 
(Sents.  14  Mayo  1859,  8 Junio  1866,21  Setiem- 
bre 1866,  31  Mayo  1867,  16  Marzo  1869,  27  Di- 
ciembre 1869  y 20  Enero  1875). 

No  puede  considerarse  infringido  eí  art.  ái? 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  por  haberse  apre- 
ciado la  prueba  testifical  presentada  por  una 
parte  sin  que  3a  contraria  articule  otra  en  di- 
verso sentido,  porque  la  Sala  aprecia  el  valor 
de  la  presentada  y los  datos  resultantes  d® au- 
tos, y la  apreciación  en  sus  resultados  alada 
tanto  á la  parte  que  la  aduce  como  á la  contra- 
ria (Sent.  19  Febrero  1866). 

Según  las  reglas  de  la  sana  crítica,  no  debo 
estimarse  probado  un  hecho  contestado  tóíd 
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por  testigos  con  tacha  legal  (Sent.  8 Junio 
1866).  * .. 

Aun  cuando  es  un  principio  consignado  tan- 
to en  las  leyes  de  Partida  como  en  las  Recopi- 
ladas y en  ¡a  de  Enjuiciamiento  civil,  que  el 
actor  debo  probar  aquello  que  quiera  deman- 
dar, si  la  otra  parte  se  lo  negare,  cuando  el  de- 
mandante suministra  prueba  testifical , que  es 
apreciada  por  la  Sala  sentenciadora,  falta  el  su- 
puesto de  la  infracción  de  aquellas  leyes,  ó sea 
la  carencia  de  prueba  (Sent.  6 Setiembre  1866). 

El  art.  317  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  ci- 
vil, al  disponer  que  la  fuerza  probatoria  de  las 
declaraciones  de  los  testigos  sea  apreciada  so- 
gün  Jas  reglas  de  la  sana  crítica,  no  impone  á 
los  Jueces  y Tribunales  el  deber  de  contar,  sino 
de  pesar  los  testimonios,  dejando  á los  juzga- 
dores libertad  prudente  y racional  de  formar 
su  convicción,  y por  tanto  no  se  infringe  el  ar- 
tículo ouaftefo  la  apreciación  de  la  prueba  no 
está  basada  en  el  número  ¡Sent.  15  Junio  1874} . 

Cuando  se  ha  practicado  prueba  de  testigos 
y documentos,  y el  fallo  no  se  funda  en  la  sola 
declaración  de  un  testigo,  no  puede  suponerse 
infringida  la  ley  32,  tít.  XYJ,  Partida  3.a  (Sen- 
tencia 8 Junio  1866). 

No  en  doctrina  legal  admitida  por  la  j urispru-  : 
dencia  de  los  Tribunales  la  de  que  la  posición 
de  diez  testigos  mayores-  de  edad  y sin  excep- 
ción, tienen  en  el  foro  la  misma  fuerza  quo  un 
documento  público  (Sent.  30  Setiembre  1864). 

La  loy  32¿  tít.  XVI,  Partida  3.a,  en  la  cual  se 
fija,  con  distinción-de  casos,  el  número  mínimo 
de  testigos  que  son  necesarios  para  hacer  prue- 
ba, no  puede  infringirse  por  una  sentencia  en 
que  no  es  tenida  por  bastante  la  prueba  (Sen-  ! 
teneia  14  Noviembre  1864). 

Cuahdo  se  admiten  sin  limitación  alguna  to-  , 
das  las  pruebas  presentadas  por  el  demandan-  ¡ 
té,  no  pueden- citarse  eomo  infringidas,  por  ser 
inaplicables,  las  leyes  8 tít.  XVI,  O.1  y 32,  tí- 
tulo XVI,  Partida  3.a,  ni  las  del  tít.  XI,  lib.  XI, 
Nov.  'Reo.,  ni  él  art.  279  de  la  ley  de  Enjuicia-  ■ 
miento,1  que  se  reduce  á establecer  que  uno  de  . 
ios  medios  de  prueba  es  la  de  testigos,  y á fijar 
la  edad-que  han  de  tener  y la  forma  en  quo  de- 
ben declarar  para  que  se  dé  valor  á sus  dispo- 
siciones- (Sent.  25  Abril  1868),  ';- 

Segun  la  disposición  del  art.  317  de  la  ley  de  . 
Enjuiciamiento  civil,  sólo  puede  invocarse  la 
infracción  de  las  reglas  de  sana  crítica  contra 
la  apreciación  de  la  Sala  sentenciadora  de  la 
prueba  testifical,  mas  no  de  la  que  se  refiere  a 
la  confesión  m j«ÍQio  hecha,  por  .cualquiera  de  ; 
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las  partes  al  absolver  posiciones  pedidas  por  la 
contraria  ¡Sent.  31  Diciembre  1867). 

La  ley  40,  tít.  XVf,  Partida  3.*,  que  declara 
la  fuerza  probatoria  do  loa  testigos,  no  puede 
infringirse  por  una  sentencia  que  no  so  funda 
en  la  prueba  testifical  (Sent.  21  Enero  1867). 

Si  bien  por  un  testigo  ningún  pleito  non  s 
puede  probar , según  la  ley  32,  tít.  XVI,  Par- 
tida 3.  ',  conforme  con  las  reglas  de  la  sana  cri- 
tica, no  tiene  aplicación  esta  doctrina  cuando 
ademas  concurren  otros  testigos  ó medios  do 
prueba  do  los  que  debe  apreciar  oí  Tribunal 
sentenciador  (Sent.  30  Noviembre  1868!. 

No  puede  estimarse  como  regla  do  sana  crí- 
tica que  forzosamente  haya  de  darse  crédito  á 
las  declaraciones  de  los  testigos  presentados 
por  alguna  de  las  partes  litigantes,  cuando  la 
otra  no  haya  practicado  prueba  en  contrario  ni 
tachado  aquéllos,  puesto  que  la  Sala  sentencia- 
dora tiene  facultad  para  apreciar  el  valor  de  las 
que  se  hubieren  practicado  por  ambas  ó por  al- 
gunas de  las  partes,  hayan  sido  ó no  tachados 
los  testigos  (Sent.  22  Diciembre  1868). 

Aun  concediendo  como  regla  de  sana  crítica 
que  dos  ó más  testigos  contestes  en  el  hocho  y 
en  sus  circunstancias,  sin  tacha  ni  ínteres  en 
faltar  á la  verdad,  puedan  hacer  prueba  plena 
cuando  sus  dichos  no  hayan  sido  desvirtuados 
por  otra  en  contrario,  semejante  regla  no  tiene 
aplicación  cuando  la  Sala  estima  que  los  testi- 
gos presentados  no  reúnen  aquellos  requisitos 
(Sent.  28  Diciembre  1868], 

Las  leyes  40  y 41,  tít.  XVI,  Partida  3.a,  que  se 
refieren  á la  fuerza  probatoria  de  los  testigos,  se 
hallan  esencialmente  modificadas  por  el  art.  317 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  <Sents.  28  Di- 
ciembre 1868,  27  Enero  1871,  7 Diciembre  187 1 , 
4 Julio  1873,  15  Marzo  1875,  8 Octubre  1878. 

Guando  la  Sala  aplica  su  criterio  á las  prue- 
bas de  testigos  y peritos  según  ol  art.  317  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento,  3in  confundir  esta  atri- 
bución con  la  de  calificar  los  documentos  pú- 
blicos presentados  en  autos,  para  lo  quo  tiene 
presentes  las  leyes  que  determinan  sus  solem- 
nidades y valor  respectivos,  no  infringe  dicho 
art.  317  (Sentí  11  Abril  1870). 

El  art.  317  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  no 
sólo  ha  desterrado  la  tasa  de  las  pruebas,  sino 
que  principalmente  las  ha  consignado  al  crite- 
rio de  los  Jueces  y Tribunales  ¡Sent.  30  No- 
viembre 1869). 

No  se  infringen  las  leyes  2(1  y 41,  tit.  XVI, 
Partida  3A  al  apreciar  la  prueba,  cuando  ade- 
mas de  que  dos  da  los  testigos  examinados  no 


CÓDIGO  CIVIL  DK  ESPAÑA 


se  contradicen  en  la  esencia,  la  Bala  no  se  fun- 
da únicamente  en  el  dicho  de  ambos  testi- 
gos para  dictar  su  sentencia  ¡Sent.  9 Junio  1871). 

Apreciada  por  la  Sala  sentenciadora,  no  sólo 
la  prueba  testillcal  sino  la  documental  traída  á 
¡os  autos  por  uno  y otro  litigante,  no  se  infrin- 
ge la  ley  41,  tít.  XVI  de  la  Partida  3.a,  porque 
esta  se  refiere  á lo  que  debe  hacer  el  juzgador 
cuando  los  dichos  de  los  testigos  de  una  parte 
sean  contrarios  á los  de  la  otra,  que  es  un  caso 
distinto  del  en  que  se  toman  en  consideración 
diferentes  medios  probatorios  (Sent.  3 Julio 

18/  / j . 

Si  bien  la  Sala  sentenciadora  puede  apreciar 
los  dichos  de  los  testigos  conforme  á las  reglas 
de  la  sana  critica,  no  puede  aplicar  igual  crite- 
rio á la  prueba  documental  iSent.  17  Diciem- 
bre id'új. 

£1  principio  de  la  sana  crítica  de  que  no  pue- 
den deducir  se  consecuencias  ciertas  de  ante- 
cedentes falsos,  no  se  infringe  por  la  sentencia 
en  que  nada  se  resuelve  por  lo  contrario  ;Sen- 
teneia  2ü  Diciembre  16  71). 

Las  leyes  id,  ¿7,  ¿8,  3-2,  40  y 41,  tít.  XVÍ, 
Partida  3.J.  con  otras  del  mismo  Código,  taxati- 
vas de  la  capacidad  de  los  testigos,  han  sido  de- 
rogadas por  el  art.  317  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil  \Bent.  10  Enero  1872  y otras 
muchas). 

Carecen  de  oportunidad  las  citas,  como  in- 
fringidos, del  art.  317  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento. y ias  leyes  8.',  tít.  XIV,  y 28,  40  y 41, 
tit.  X\I,  Partida  o.’,  puesto  que  según  el  pri- 
mero, es  de  la  exclusiva  competencia  del  tri- 
bunal sentenciador  la  apreciación  de  la  prueba 
test  ideal,  no  siendo  las  regias  de  la  critica  ra- 
cional otra  cosa  que  una  función  del  entendi- 
miento que  analiza  y sintetízalos  hechos  some- 
tidos al  juicio  del  juzgador,  conforme  á las  reglas 
inflexibles  de  la  lógica  jSent.  31  Mayo  1873). 

La  ley  18,  tit.  XVI,  Partida  3.a,  que  prohíbe 
testificar  en  causa  propia,  no  tiene  aplicación 
cuando  la  sentencia  contra  la  cual  se  recurre 
descansa  en  el  conjunto  de  las  pruebas  sumi- 
nistradas ;Bent.  id.  id.  id. i 
Las  leyes  1.‘  y 8.a,  tit.  XIV;  28,  29,  32,  40  y 
41,  tit.  X\  I,  Partida  o.  , que  se  redoren  á la 
prueba  testifical,  no  se  infringen,  por  la  sencilla 
razón  de  que  fian  sido  esencialmente  modifica- 
das por  la  de  Enjuiciamiento  civii  ^Bent,  ¿tí  Ju- 
mo ltíTtij. 

Bi  la  Bala  sentenciadora  forma  su  criterio 
para  determinar  el  pleito,  no  sólo  por  la3  decla- 
raciones de  los  testigos,  siuó  principal  y esen- 


cialmente por  el  conjunto  de  la*  prueba*  de  do* 
comentos,  el  reconocimiento  de  peritos  y la  di- 
ligencia de  vista  ocular,  no  puede  suponerse  que 
ha  infringido  las  regias  de  la  sana  critica  (Sen- 
tencia 14  Abril  1875). 

Habiéndose  modificado  esencialmente  por  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil  toda  la  legislación 
anterior,  referente  al  valor  y fuerza  probatoria 
de  las  declaraciones  de  los  testigos,  modo  y 
manera  de  ser  éstos  examinados,  la  ley  30,  ti- 
tulo XVI,  Partida  3.*,  relativa  á «cómo  debe 
ser  preguntado  el  testigo  otra  vez,  por  la  razón 
de  que  non  fue  preguntado,»  es  inaplicable  el 
incidente  promovido  y sustanciado  con  arreglo 
á la  citada  ley  de  Enjuiciamiento  civii  (Sent.  10 
Mayo  1878). 

COMENTARIO 

Hé  aquí  el  artículo  que  ha  introducido  una 
profunda  alteración  respecto  al  modo  de  apre- 
ciar el  valor  de  la  prueba  testifical. 

La  legislación  antigua  dictaba  un  sinnúmero 
de  reglas  relativas  á este  punto,  que  no  todas 
¡ han  sido  derogadas.  Por  un  testigo  no  se  podía 
fallar  ningún  pleito,  áun  cuando  su  buena  fama 
produjera  presunción.  Eran  necesarios  dos  tes- 
tigos de  buena  fama  para  que  el  testimonio  va- 
liese ;1¡.  Debían  ser  contestes,  porque  si  des- 
acordaren en  alguna  cosa  no  tendría  fuerza  su 
declaración,  y ademas  presenciales,  que  cono- 
cieran los  hechos  por  haberlos  visto;  en  caso  de 
ser  de  oídas  ó de  referencia,  debían  sus  declara- 
ciones reunir  ciertos  requisitos  y versar  sobre 
cosas  que  no  pudieran  haber  sido  vistas  ni  pre- 
senciadas por  su  antigüedad  (2). 

Para  acreditar  el  cumplimiento  de  una  obli- 
gación contraída  por  escritura  pública,  eran 
necesarios  cinco  testigos,  y cuatro  para  probar 
la  falsedad  de  un  instrumento  público  (3).  El 
numero  de  testigos  no  podía  exceder  de  doce, 
según  las  Partidas  ^4j,  y de  treinta  por  cada 
pregunta,  según  la  biov.  pee.,  siempre  que  no 
fueren  presentados  con  malicia  ni  coq  el  lia  de 
producir  dilaciones  en  el  procedimiento  (5), 

En  las  declaraciones  debía  estarse  á las  que 
| ofrecieran  mas  crédito  por  las  cualidades  de  lM 
j personas;  siendo  éstas  iguales  en  crédito,  el 
| major  número  de  testigos  y en  caso  de  discor* 


d Leyes  35,  ut.  XVI,  Partida  3.',  y 1 * üt.  Vlllilib.  ti 
! Fuero  Real.  ; 

'?>  '*>  y tit.  XVI,  Parada  3.* 

JÚ  Ley  111.  ut.  XYI11.  Partida  3.' 
v-1)  Le}  32,  tít.  I la  misma. 

I t»l  Leyes  3 * y 4.»,  ut.  XI,  lio.  XI,  Muy.-  Reo, 
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dar  los  presentados  por  una  y otra  parte,  á los  ¡ 
que  afirmaren  lo  más  verosímil,  no  valiendo  el  I 
testimonio  de  aquel  que  én  su  declaración  se 
contradijere  (lj. 

Todas  Gst'as1  reglas  y otras  muchas  que  pu- 
dieran citarse,  han  sido  modificadas  por  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil;  como  en  repetidas  sen- 
tencias tiene  declarado  el  Tribunal  Supremo. 
Con  arreglo  á la  nueva  ley,  la  apreciación  del 
valor ' que  deben  tener  las  declaraciones  de 
los  testigos  corresponde  hacerla  al  juez,  por- 
que nadie  mejor  que  él  puede,  según  las  cir- 
cunstancias, juzgar  por  el  dicho  de  aquéllos  la 
verdad  ó falsedad  de  los  hechos;  y para  no  de- 
jar por  otra  parte  completamente  á su  arbitrio 
dicha  apreciación , á fin  de  evitar  los  abusos 
á que  una  facultad  ilimitada  pudiera  dar  lugar, 
exige  el  legislador  que  tal  apreciación  debe 
hacerse  según  las  reglas  de  la  sana  crítica,  de- 
ducidas de  los  principios  establecidos  por  la 
ciencia,  á la  vez  que  de  las  disposiciones  legales 
dictadas  sobre  la  materia. 

Artículo  1361. — La  capacidad  de  los  tes- 
tigos y sus- condiciones  de  probidad  é im- 
parcialidad se  rigen  por  las  leyes  de  proce- 
dimientos, 

ORÍOENES 

Arts.  318  al  325;  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

JURISPRUDENCIA 

La  apreciación  de  la  prueba  testifical  sobre 
*si  uno  ó no  desmemoriado,,  corresponde  á la 
Sala  sentenciadora,  como- puramente  de  hecho 
(Sent,  15  Octubre  1859). 

Cuando  no  aparece  queda  Sala  sentenciado- 
ra haya  atribuido  fuerza  probatoria  ni  eficacia 
alguna  á las  . declaraciones  de  los  testigos  ta- 
chados, no  puede  tenerse  por  infringida  la  ley 
18,  tit.  XVI,  Partida  3.*  (Sent.  15  Junio  1866). 

Si  por  una  y otra  parte  se  presentasen  testi- 
gos y las  declaraciones-  y fama  de  unos  y de 
otros  fuesen  iguales,  el  juez  debe  dar  por  libre 
al  demandado  (Sent.  7 Junio  1858). 

A la  Sala  sentenciadora  correspondo  apre- 
ciar si  los  testigos  examinados  reúnen  las  cua- 
lidades que  requiere  la  ley  (Sent.  17  Marzo 
1859). 

No  es  procedente  invocar  tachas  que  no  es- 
tán designadas  en  el  art.  320  de  la  ley  de  En- 

(!)  poye*  40  y 41,  tifc.  XVJ,  Partida  3.*' 


juieiamiento  civil,  ni  pueden  proponerse  fuera 
del  término  marcado  en  el  319  (Sent.  21  Octu- 
bre 1864). 

Si  bien  la  ley  9.*,  tit.  XVI,  Partida  3.a,  exige 
veinte  afios  para  ser  testigo  en  causas  crimina- 
les, establece  también  que  antes  do  aquella 
edad  produzca  el  testimonio  gran  presunción, 
siendo  el  testigo  do  buen  entendimiento  (Sen- 
tencia 21  Octubre  1864). 

No  infringe  el  art.  320  de  la  ley  do  Enjuicia- 
miento la  Sala  sentenciadora  al  apreciar,  en 
virtud  de  las  pruebas  practicadas,  que  existien- 
do amistad  íntima  entre  los  testigos  y el  que 
las  presenta,  no  es,  sin  embargo,  ia  intimidad 
requerida  por  la  ley  para  que  su  testimonio  no 
valga  enjuicio  (Sent.  27  Marzo  1866). 

La  ley  29,  tit.  XVI,  Partida  3.”,  que  previene 
no  valga  el  testimonio  de  testigos  que  declaren 
de  oido  sinó  en  los  casos  que  la  misma  expre- 
sa, no  puede  ser  aplicable  á un  juicio  en  que 
la. prueba  consiste,  no  sólo  en  este  testimonio, 
sinó  en  el  conjunto  de  otros  medios  de  justifi- 
cación (Sent.  2 Octubre  1866). 

Estando  subordinada  la  apreciación  de  la 
. prueba  testifical  al  art.  317  de  la  ley  de  Enjui- 
; ciamiento  civil,  no  puede  sostenerse  que  se 
haya  infringido  por  la  sentencia,  al  hacerse  di- 
cha apreciación,  el  art.  320  de  laexpresada  lev, 
que  enumera  las  tachas  que  pueden  objetarse  á 
los  testigos  (Sents.  \2  Mayo  1873,  20 Diciembre 
1872  y 12  Mayo  1875). 

Mucho  menos  puede  decirse  infringido  dicho 
artículo  si,  aun  prescindiendo  de  las  declara- 
ciones de  los  testigos  á quienes  la  tacha  se  re- 
fiere, la  Sala  sentenciadora  ha  tenido  en  cuenta 
otros  testimonios  y documentos  que  sirvieron 
de  fundamento  á la  sentencia,  los  cuales  apre- 
cia en  uso  de  las  facultades  que  la  competen, 
i sin  que  contra  esta  apreciación  se  cite  ley  ni 
doctrina  infringida  (Sent.  id.,  id.). 

Si  no  han  sido  tachados  los  testigos,  ni  consta 
que  la  apreciación  de  la  Bala  descansa  mera- 
mente en  el  dicho  de  los  que  se  suponen  tacha- 
bles, son  de  todo  punto  inaplicables  los  ar- 
tículos 319  y 320  déla  ley  de  Enjuiciamiento 
civil  y el  principio  de  derecho  de  que  la  decla- 
ración de  un  testigo  tachado  no  produce  prueba 
(Sent.  8 Febrero  1878). 

La  ley  4.a,  tit.  XVI,  Partida  32,  trata  de  otra 
1 manera  en  que  los  testigos  pueden  ser  recibi- 
dos, «non  seyendo  el  pleito  comenzado  por  res- 
puesta.» (Sent.  2 Diciembre  18/6.) 

Disponiéndose  en  ia  ley  41,  tít.  XVI  de  la 
Partida  32,  que  cuando  ambas  partes  litigan- 
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tes  presenten  tostigos  que  se  contradigan  entre 
si  debo  o!  juzgador  creer  los  dichos  do  aquellos 
que  entendiere  que  dicen  la  verdad  ó quo  se 
acercan  más  á ella,  la  Sala  sentenciadora  está 
en  su  derecho,  á virtud  de  esta  sola  prescrip- 
ción legal,  apreciando  la  prueba  testifical  del 
litigio  con  arreglo  á su  conciencia  (Sent.  21 
Mayo  1877). 

Si  resulta  que  los  testigos  presentados  por  el 
demandante  no  han  declarado  acerca  de  los  he- 
chos sobre  que  fueron  interrogados,  que  los  sa- 
bían de  ciencia  propia,  sinó  de  oidas  ó de  refe- 
rencia, ó no  resulta  quo  las  tachas  propuestas 
contra  los  representados  por  el  demandado  ha- 
yan sido  justificadas,  al  apreciarla  Sala  senten- 
ciadora la  fuerza  probatoria  de  las  declaracio- 
nes de  unos  y otros,  se  ajusta  al  precepto  del 
art.  317  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  y á 
las  reglas  de  la  sana  crítica,  no  infringiendo, 
por  tanto,  el  referido  artículo,  y mucho  ménos 
la  ley  40,  tít.  XVI,  Partida  3.’,  que  ha  sido  de- 
rogada por  aquél,  ni  tampoco  la  doctrina  esta- 
blecida en  las  sentencias  del  Tribunal  Supremo 
(Sent.  3 Julio  1877). 

Además  estos  motivos  no  son  atendibles  en 
el  caso  en  que  la  Sala  sentenciadora,  al  pronun- 
ciar la  absolución  de  la  demanda,  aprecia,  no 
sólo  la  prueba  testifical,  sinó  también  las  de- 
más quo  se  han  aducido  en  el  pleito,  formando 
su  juicio  por  el  conjunto  de  todas  ellas  (Senten- 
cia id.  id.  id.). 

COMENTARIO 

No  creemos  que  las  condiciones  generales  de 
capacidad,  probidad  é imparcialidad  de  los  tes- 
tigos deben  formar  parte  de  un  Código  sustan- 
tivo. Las  leyes  procesales  deben  ser  las  encar- 
gadas de  regular  exclusivamente  esta  materia. 
Sin  embargo,  nuestra  ley  de  Enjuiciamiento 
civil  no  es  completa  sobre  este  punto,  pues 
omite  disposiciones  de  importancia  quo  es  pre-  1 
ciso  completar  con  algunas  diseminadas  leyes 
del  Fuero  Real  y de  las  Partidas  vigentes  en 
parte  y on  parte  derogadas,  sin  que  pueda  se- 
ñalarse con  toda  precisión  el  alcance  de  las  re- 
formas que  en  nuestra  antigua  legislación  ha 
introducido  la  ley  de  Enjuiciamiento. 

El  Código  penal,  por  otro  lado  (así  lo  ha  de- 
clarado el  Tribunal  Supremo  en  sentencia  de 
18  Noviembre  1865),  también  lia  derogado  en 
parte  muchas  de  aquellas  disposiciones.  Las 
que  quedan  vigentes  debieran  incluirse  en  las 
leyes  de  procedimientos.  Mas  como  esto  no  se 
ha  hecho,  vamos  á dar  una  ligera  idea  de  ellas, 


así  como  de  las  contenidas  en.  I»  ley  de  fUnJub 
ciamiento  civil,.  : ■ ' ’■  r;  u 

No  puede  ser  testigo  en  las  causa*  critní» 
nales  el  menor  de  veinte  años,  y en  las  civil** 
el  menor  de  catorce..  Podran  , éstos,  sin  4tn- 
bargo , atestiguar  los  hechos  que  hubieren 
visto  ó conocido,  siempre  que  los  recuerden, 
pues  áun  cuando  su  dicho  no  pruebe  plena- 
mente contra  quien  atestigüen,  sirve  de¡  gran 
presunción  (ley  9.*,  tít.  XVI,  Partida  3-*).' 

.El  Fuero  Real  (ley  9.a,  tít.  VIH:,  lib.  II) 
exigía  para  ser  testigo  tener  más  de  diez  y aais 
años,  y de  acuerdo  con  la  ley  8.a,  tít.  XVI;  Par- 
tida 3.a,  negaba  capacidad  para  serlo  al  hom- 
bre de  mala  fama;  al  que  hubiere  dicho  falso 
testimonio;  falseado  moneda  ó sello  del  Estado; 
ó faltado  á la  verdad  por;  precio  recibido;  al 
que  hubiese  dado  yerbas  ó veneno  para  causar 
aborto,  muerte  ó mal  corporal;  al  homicida;  di 
casado  que  tiene  en  su  casa  barragana  ó man- 
ceba conocida;  al  que  saca  religiosa  de  algún 
convento;  al  que  casare  sin  dispensa  oon:  pa- 
rienta  en  grado  prohibido;  al  traidor,  alevoso  ó 
de  mala  vida,  y al  excomulgado  vitando.  Tam- 
bién era  excluido  el  pobre  y vil;  pero  era  pre- 
ciso que  á la  pobreza  uniese  la  vileza.  Aunque 
no  todas,  el  Fuero  Juzgo  comprendía  muchas  de 
estas  prohibiciones  (ley  1.*,  tít.  IV,  lib.  II). 

Tampoco  podía  ser  testigo  por  falta  de  cono- 
cimiento el  loco,  fatuo  ó mentecato,  el  ébrio  y 
el  que  por  cualquier  otro  modo  carecieré  de 
juicio  (ley  8.a,  tít.  XVI,  Partjda  3.a). 

Por  las  leyes  8.a  del  Fuero  Real  y 17  de  Par- 
tidas se  permitía  á la  mujer  atestiguar  si  fuere 
de  buena  fama  y en  cosas  pertenecientes  al 
sexo,  y se  prohibía  hacerlo  al  hermafrodita,  á 
no  ser  que  tirase  mús  á varón,  en  cuyo  caso, 
según  la  ley  17,  podía  ser  testigo  en  testamento. 

Por  falta  de  imparcialidad  no  podían  ser  tes- 
tígos  el  ascendiente  y descendiente  en  causas 
reciprocas  (leyes  10  y 14);  los  parientes  en  plei- 
tos contra  extraños,  mas  sí  en  los  seguidos  én- 
tre ellos  (ley  9.a  Fuero  Real);  la  mujer  por  el 
marido,  ni  éste  por  aquélla,  ni  un  hermano  por 
otro  miéntras  vivan  juntos  (ley  15  de  Partidas); 
el  criado,  familiar  ó interesado  en  la  causa, 
excepto  el  individuo  de  ayuntamiento  ó univer- 
sidad, que  podía  serlo  en  causas  de  dichas' cor- 
poraciones (ley  18);  el  juez,  á no  ser  que  no  hu- 
biere  otro  testigo  (ley  19);  el  abogado  ó procu- 
rador por  su  cliente,  ni  el  tutor  ó curador  por 
sus  pupilos  ó menores  (ley  20);  el  socio  en  cau- 
sas pertenecientes  á la  sociedad,  ni  el  cómplice 
contra  el  autor  del  delito  ¡ley  21);  el  que  sea 
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enemigo  (ley  22) ; el  que  se  halle  preso,  y la  mu- 
jer prostituta  en  causas  criminales  (ley  10). 

Nadie  puede  ser  obligado  á declarar  contra 
sus  parientes  en  cuarto  grado,  ni  el  padrastro 
contra  el  entenado,  ni  el  yerno  con  su  suegro,  ó 
al  contrario,  á no  ser  que  voluntariamente  se 
prestaren  á ello  (ley  11). 

Todos  los  ciudadanos  están  obligados  á de- 
clarar siempre  que  se  lo. mande  el  juez,  que 
podrá  prenderlos  ó embargarles  sus  bienes  si 
no  obedecieren,  é igualmente  deberán  compa- 
recer en  el  Tribunal  con  dicho  objeto,  salvo  en 
los  casos  en  que  por  edad  avanzada,  enferme-  . 
dad,  nombre  ilustre, dignidad  etc., se  hallen  ex- 
ceptuados y puedan,  por  tanto,  declarar  en  sus 
casas  (ley  34,  tít.  XVI,  Partida  3.*). 

Hasta  aquí  lo  dispuesto  en  la  legislación  an- 
tigua. La  nueva  ley  de  Enjuiciamiento  contie- 
ne, entre  otras,  las  siguientes  prescripciones: 

«Son  tachas  legales  que  pueden  oponerse 
contra  los  testigos: 

1. a  Ser  el  testigo  pariente  por  consanguini- 
dad ó afinidad  dentro  del  cuarto  grado  civil 
del  litigante  que  lo  haya  presentado. 

2. a  Ser,  al  prestar  declaración  el  testigo,  de-  ■ 
pendiente  ó criado  del  que  lo  prestare.  Entién- 


dese por  criado  ó dependiente,  para  los  efectos 
de  esta  disposición,  el  que  vive  en  las  casas  del 
tenido  por  amo,  y lo  presta  en  ella  servicios 
mecánicos  medíanlo  un  salario  fijo. 

3. "  Tener  interes  directo  ó indirecto  en  oí 
pleito  ó en  otro  semejante. 

4. a  Haber  sido  el  testigo  condenado  por  fal- 
so testimonio. 

5. a  Ser  amigo  íntimo  ó enemigo  manifiesto 
de  uno  de  los  litigantes.»  (Art.  320.) 

«Si  alguno  de  los  litigantes  tachare  á uno 
ó más  testigos,  se  oirá  sobre  ello  á la  par- 
te contraria;  y si  e!  que  proponga  la  tacha  ó 
tachas,  ó ambos  litigantes,  solicitaren  por  otro- 
síes de  los  escritos  en  que  promuevan  este  ar- 
tículo que  se  reciban  los  autos  ó prueba  sobre 
él,  el  juez  lo  decretará.»  (Art.  321.) 

«Cuando  ninguna  de  las  partes  pidiere  la 
prueba  de  tachas,  sustanciado  el  artículo  con 
los  dos  escritos  expresados,  se  mandarán  entre- 
gar los  autos  al  actor  para  que  sobre  todo  ale- 
gue de  bien  probado.»  ¡Art.  322.) 

«Tomismo  se  hará  en  el  caso  deque  haya 
habido  prueba  de  tachas,  después  de  unir  éstas 
á los  autos.»  (Art.  324.) 


SECCION  QUINTA 

DE  LAS  PRESUNCIONES 


Artículo  1362. — Las  presunciones  son  las 
inducciones  que  el  juez  saca  de  un  hecho 
conocido  para  juzgar  de  otro  desconocido. 

Sólo  tienen  fuerza  las  admitidas  por  las 
leyes,  miéntras  no  sean  destruidas  por  la 
prueba  en  contrario. 

orígenes 

Leyes  8.a  y 10,  lít.  XIV,  Partida  3.* 

JORISPRUDENCIA 

La  apreciación  de  ciertos  hechos  ó fictos  que 
tengan  más  ó menos  importancia  jurídica  como 
inductivos  de  un  convenio  no  es  aplicar  á un 
juicio  civil  el  indicial  ó de  presunciones  á que 
se  refiere  la  ley  8.*,  tít.  XIV,  Partida  3.*,  dic- 
tada para  otro  órden  de  procedimiento  (Sen- 
tencia 5 Marzo  1866). 

La  presunción  de  derecho  ó sospecha,  á que 
*6  refiere  la  ley  Í0,  tít.  XIV,  Partida  3.*,  sólo 


puede  tener  lugar  hasta  que  sea  probado  lo 
contrario , como  la  misma  ley  expresa  (Senten- 
cia 16  Abril  1866). 

La  ley  8.*,  tit.  XIV,  Partida  3.a,  al  clasificar 
y definir  todo  género  de  pruebas,  y mencionar 
la  presunción , que  quiere  lanío  decir  corno 
1 grande  sospecha , que  vale  tanto  en  algunos 
; casos  corno  averiguación  de  prueba , no  de- 

■ termina  que  siempre  la  presunción  ó vehemen- 
te sospecha  produzca  justificación  suficiente, 

■ debiendo  quedar,  en  puntos  concretos,  al  recto 
) juicio  de  los  Tribunales  (Senís.  20  Enero  1865 

y 24  Febrero  1876). 

La  ley  8.a,  tít.  XIV,  Partida  3.a,  sobre  que 
los  pleitos  no  se  fallen  por  indicios,  no  es  apli- 
cable cuando  la  Sala  funda  su  criterio  en  con- 
jeturas, sinó  en  prueba  testifical,  sin  que  con- 
tra su  apreciación  se  cito  ley  ni  doctrina  legal 
infringida  (Sent.  lo  Abril  18.  5). 

La  ley  8.*,  tít.  XIV,  Partida  3.*,  al  descri- 
bir los  diferentes  medios  do  prueba  do  que 

r. 
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puedo  hacerse  uso  enjuicio,  y al  señalar  el  de 
presunción  ó gran  sospecha,  añade  que  en  los 
juicios  no  se  -dé  valor  á esta  sola  prueba,  sinó 
en  los  casos  expresamente  señalados  por  las 
leyes  (Sent.  11  Febrero  1875). 

COMENTARIO 

Las  presunciones  fueron  omitidas  por  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil  al  enumerar  los  diver- 
sos medios  de  prueba;  y aunque  las  Partidas  las 
comprendieron  entre  éstas,  declararon  que  en 
torio  pleito  non  debe  ser  cabido  solamente 
prueba  de  señales  e desospecha...  porque  és- 
tas. muchas  vegadas,  non  aciertan  con  la  ver- 
dad-, razón  por  la  cual  únicamente  dan  fuerza  . 
á las  que  se  hallan  señaladas  en  las  leyes,  y aun 
estas,  según  prescribe  la  ley  10  respecto  á al- 
gunas do  ellas,  admiten  prueba  en  contrario. 

Tal  es  la  doctrina  que  puede  citarse  como 
vigente  en  esta  materia,  y para  conocerla  mejor 
vamos  á ver  qué  se  entiende  por  presunción, 
sus  clases,  y cuáles  son  las  principales  presun- 
ciones admitidas  en  las  leyes. 

Presunción  es  la  conjetura  6 indicio  queso 
saca  de  un  hecho  conocido  para  averiguar  la 
verdad  do  otro  desconocido  ó incierto. 

Dividiéronla  los  antiguos  en  presunción  le- 
gal ó de  derecho,  y de  hombre,  según  que  fue- 
ra determinada  por  la  ley  ó formada  porel  juez. 
Ln  primera  es  simple  llamada  juris  tantum,  ó 
por  derecho,  juris  et  de  jure,  según  que  admite 
prueba  en  contrario,  ó que  tenga  fuerza  sin 
ella.  La  segunda  se  divide  en  grave,  menos 
grave,  y leve,  con  arreglo  al  mayor  6 menor 
grado  do  probabilidad  que  tiene. 

Varias  son  las  presunciones  juris  tantum  que 
las  leyes  establecen.  Una  de  ellas  es  la  que  da 
fuerza  á la  legitimidad  de  los  hijos  nacidos  de  , 
mujer  casada,  mientras  no  se  pruebe  su  ilegi- 
timidad (ley  9.*b  Del  mismo  modo  se  presume 
que  el  dueño  de  una  cosa  no  deja  nunca  de 
serlo,  y el  poseedor  sigue  siempre-  poseyendo 
hasta  que  lo  contrario  se  pruebe  (ley  10).  No 
mediando  tal  prueba,  se  tiene  por  muerto  al 
ausento  en  tierras  lejanas,  si  trascurridos  diez 
anos  consta  de  lama  pública  su  fallecimiento 
(ley  11).  Naciondo  en  un  mismo  parto  dos  ge- 
melos, varón  y hembra,  se  considera  nacido  I 
primero  el  varón,  dei  mismo  modo  que  en  una  ' 
catástrofe  se  presume  muerta  la  mujer  antes 
, due  el  marid°.  y el  hijo  mayor  de  edad  antes 
que  su  padre,  pues  que  non  se  puede  averiguar 


el  contrario , é non  puede  ser  sabido  cual  di 
de  ellos  nació  primeramente si  se  non  pu- 

diere saber  cual  detlos  murió  primero  (ley  úl- 
tima, tít.  XXXIII,  Partida  7.a).  Algunos  autores 
colocan  estos  últimos  casos  entre  las  presun- 
ciones juris  et  de  jure,  alegando  como  razones 
para  ello  el  que  la  prueba  en  contrario  aquí  es  . 
imposible  y que  la  presunción  descansa  sobre 
una  condición  natural.  No  somos  del  mismo 
parecer,  porque  desde  el  momento  en  que  tal 
imposibilidad  desaparezca  en  un  solo  caso  por 
poderse  probar  lo  contrario,  dejarían  de  ser 
presunciones  juris  et  de  jure,  para  ser  juris 
tantum,  con  arreglo  á la  ley.  En  segundo  lu- 
gar, del  mismo  modo  que  se  supone  imposible 
tal  prueba,  puede  suponerse  posible;  nadie  se 
atreverá  á negar  esta  posibilidad  siempre  y en 
todos  los  casos,  y ademas,  si  por  juzgarse  im- 
posible la  prueba  se  declara  la  presunción  juris 
et  de  jure,  la  misma  razón  habría  para  no  com- 
prender entre  las  juris  tantum  la  que  se  refie- 
re á la  legitimidad  de  los  hijos  ó cualquiera  do 
las  mencionadas  anteriormente,  cuando  por 
cualquier  motivo  no  sea  posible  aducir  dicha 
prueba. 

En  cuanto  á la  segunda  razón  expuesta  por 
los  autores,  á saber:  que  descansa  sobre  úna 
condición  natura!  el  suponer  nacido  antes  al 
varón  que  á la  hembra,  y muerta  la  mujer  án- 
tes  que  el  marido,  debemos  decir  que  esto  cons- 
tituye ni  más  ni  menos  que  una  ficción,  y con- 
tra ella  está  la  prescripción  terminante  de  la 
ley  de  que  así  se  supondrá  si.se  non  pudiere 
saber  cual  dellos  murió  primero,  esto  es,  mien- 
tras no  se  pruebe  lo  contrario. 

Las  leyes  3.a  y (>.a  del  mismo  título  y Parti- 
da señalan  algunas  otras  presunciones  más. 

Entre  las  que  no  admiten  dicha  prueba  por 
ser  juris  el  de  jure,  se  cuenta  la  del  que  paga 
á otro  sabiendo  que  nada  le  debía,  pues  se  pre- 
sume le  quiso  hacer  donación  (ley  30,  tít.  XIV, 
Partida  5.a);  la  de  que  no  tienen  capacidad  para 
administrar  sus  bienes  por  sí  solos  los  que  es- 
tán sujetos  á tutor  y la  mujer  casada;  y la  pre- 
sunción que  resulta  de  la  autoridad  de  la  cosa 
juzgada. 

La  regla  general  ya  la  conocemos;  todos  estos 
canos  marcados  en  las  leyes  no  son  más  que 
ejemplos  que  pueden  servir  para  ilustrar  dicha 
por  lo  cual  con  los  citados  puede  tenerse 
una  idea  de  ella,  sin  necesidad  de  enumerar  y 
explicar  todos  los  que  las  leyes  señalen. 


TÍTULO  VII 

DEL  CONTRATO  DE  MATRIMONIO 


CAPÍTULO  PRIMERO 

DISPOSICIONES  GENERALES 


Artículo  1363. — Los  esposos  puedeu  ce- 
lebrar cualesquiera  pactos  / estipulaciones 
acerca  de  los  bienes  del  matrimonio. 

Serán,  no  obstante,  nulos  los  pactos  que 
' los  esposos  hicieren  contra  las  leyes  ó bue- 
nas costumbres,  y los  depresivos  de  la  auto- 
ridad que  respectivamente  les  pertenece  en 
la  familia. 

Será  igualmente  nulo  cualquier  pacto 
que  privare  directa  6 indirectamente  al  ma- 
rido de  la  administración  de  los  bienes  en 
los  casos  que  le  corresponda,  con  arreglo  á 
lo  demas  que  se  ordena  en  este  título. 

. orígenes 

Leyes  24  y 30,  tít.  XI,  Partida  4.a 

Leyes  17  y 19,  tít.  XI,  Partida  4.* 

Ley  28,  tít.  XI,  Partida  5.* 

CONCORDANCfAS 

Concuerda  con:  Art.  1387,  Cód.  Francia. — 
1096  Portugal. — 1378  Italia. — 194  Holanda.— 
1 423  Bolivia. — £305  Luisiana. — 1042  Vaud. — 
59  Wütemberg. — Ley  10,  tít.  III,  líb.  II,  Códi- 
go.—Ley  1>,  tít.  XIV,  lib.  V,  Código.— 
Ley  48,  tít.  XIV,  lib.  II,  Digesto. 

JURISPRUDENCIA 

No  es  válido  al  convenio  celebrado  durante 
el  matrimonio,  en  que  el  marido  y la  mujer  se 
adjudican  en  dominio  los  bienes  de  la  sociedad 
conyugal  (Sent,  11  Enero  1859), 


Si  la  Sala  sentenciadora  estima  que  no  se  lia 
justificado  lo  bastante  que  al  otorgamiento  de 
unas  capitulaciones  matrimoniales  hubiese  me- 
diado vicio  alguno  de  los  que  por  derecho  in- 
validan los  contratos,  ha  de  estarse  á esa  apre- 
ciación, de  la  absoluta  competencia  de  la  mis- 
ma Sala  como  cuestión  de  hecho,  si  no  se  cita 
ley  ni  doctrina  legal  que  con  ella  se  haya  in- 
fringido (Sent.  5 Octubre  1875). 

Si  en  capitulaciones  matrimoniales  otorgó  un 
padre  á su  hijo  una  pensión  por  el  júbilo  que 
tenía  de  la  colocación  de  éste,  entendiéndose  la 
donación  gratuita  durante  dicho  matrimonio 
y no  en  otra  mente,  la  sentencia,  al  partir  del 
supuesto  de  haber  sido  concedida  la  pensión 
objeto  del  pleito  solamente  mientras  durara  el 
matrimonio  que  el  recurrente  contraía,  negán- 
dola el  carácter  de  vitalicia  sin  la  limitación 
expresada,  lejos  de  infringir,  aplica  la  ley  del 
contrato,  por  cuanto  en  la  escritura  se  concede 
la  pensión  vitalicia  con  la  limitación  referida 
(Sent.  27  Junio  1876). 

Disponiéndose  en  la  escritura  de  capitula- 
ciones matrimoniales  otorgada  por  el  marido 
de  la  demandante  con  motivo  del  casamiento 
de  su  hijo,  que  se  reservaba,  entre  otros  dere- 
chos, el  de  disponer  á su  voluntad  de  íO.fJUU  li- 
bras, y que  no  haciéndolo  fuesen  comprendidas 
en  el  heredamiento  universal  que  hizo  a tavor 
del  referido  hijo,  no  habiendo  dispuesto  de  ellas, 
claro  es  que  tuvo  lugar  la  agregación  (Senten- 
cia 16  Enero  1877). 

comentario 

En  el  libro  primero  de  egt©  Código  nos  he  ■* 
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mos  ocupado  del  matrimonio  como  de  una 
unión  entre  un  varón  y unamujer  con  objeto  de 
vivir  juntos,  auxiliarse  mutuamente  y fundary 
educar  una  familia.  De  este  concepto  del  matri- 
monio, que  aceptan  en  general  los  autores,  se 
desprende  como  una  consecuencia  natural  que 
aquella  unión  es  fuente  de  diversos  efectos,  que 
se  pueden  clasificar  en  dos  órdenes  diferentes, 
Unos  que  se  refieren  á la  persona  de  los  cón- 
yuges y afectan  directamente  á la  capacidad  de 
los  esposos,  á su  consideración  y facultades 
dentro  de  la  familia  y á sus  obligaciones  de  ca- 
rácter puramente  personal;  otros  se -relacionan 
con  la  economía  doméstica,  atañen  directamen- 
te á los  bienes  que  han  de  servir  de  una  mane- 
ra inmediata  á los  fines  del  matrimonio  y esta- 
blecen también  derechos  y obligaciones  dignos 
de  tenerse  en  cuenta. 

De  aquellos  efectos  nos  hemos  ocupado  opor- 
tunamente; de  los  segundos  vamos  á hacer 
ahora  el  estudio  necesario. 

El  matrimonio  como  contrato,  en  cuanto  se 
refiere  á los  bienes,  se  rige  por  las  leyes  civiles 
y se  sujeta  en  muchos  puntos  á las  reglas  y 
principios  generales  de  la  contratación  que  que- 
dan explicados  en  los  capítulos  precedentes. 

Al  estudiar  los  efectos  del  contrato  de  matri- 
monio con  relación  á los  bienes  de  los  cónyuges, 
necesitamos  previamente  hacer  algunas  consi- 
deraciones sobre  algo  que  si  verdaderamente 
no  se  refiere  de  una  manera  inmediata  á los  bie- 
nes del  matrimonio,  como  son  las  donaciones 
esponsalicias,  las  arras  y donaciones  propter 
iiupíias,  tocan  muy  directamente  á la  capacidad 
de  ¡os  esposos  para  disponer  de  sus  bienes,  y 
porque,  en  último  caso,  la  especialidad  de  las 
leyes  que  sobre  estas  materias  se  han  dictado, 
proviene  no  más  que  de  su  '•íntima  unión  con  i 
todo  lo  que  al  matrimonio  se  refiere. 

llamos  de  estudiar,  por  consiguiente; 

Las  donaciones  esponsalicias. 

Las  arras. 

Las  donaciones  durante  el  matrimonio. 

Las  dotes. 

Los  bienes  parafernales.  * 

Los  donaciones  propter  nuptias. 

Y la  sociedad  legal  ó de  gananciales. 

Mas  antes  hemos  colocado,  á manera  de  dispo- 
siciones generales,  el  artículo  que  comentamos 
y el  siguiente,  cuya  doctrina  os  de  aplicación 
general  en  la  materia  de  que  nos  ocupamos. 

Los  esposos  pueden  celebrar  c ualesquiera  pac-  ■ 
tos  y estipulaciones  acerca  de  los  bienes  del  ' 
matrimonio,  dice  nuestro  artículo,  inspirándose  i 


en  estás  palabras  de  la  ley  de  Partida;  «El  pley- 
to  que  ellos  (los  esposos)  pusieron  entre  ai,  deue 
valer  en  la  manera  que  se  avinieron  ante  que 
casassen,  ó cuando  casaron.» 

Quodcurnquc  pactum  sil,  id  valere  maní- 
festissirnum  est,  había  dicho  el  Digesto. 

Mas  esta  regla  no  carece  de  excepciones.  Así, 
pues,  no  serán  válidos: 

1. "  Los  pactos  ó estipulaciones  que  fueren 
contrarios  á las  leyes  y buenas  costumbres. 

2. °  Los  depresivos  de  la  autoridad  que  den- 
tro de  la  familia  pertenece  respectivamente  á 
cada  cónyuge. 

3. °  Los  que  directa  ó indirectamente  priva- 
ren al  marido  de  la  administración  de  los  bie- 
nes en  los  casos  que  le  corresponda,  con  arre- 
glo á las  leyes,  y salvo  las  excepciones  que  és- 
tas establecen  y que  veremos  en  el  lugar  opor- 
tuno. 

Tampoco  serán  válidos  los  pactos  que  sean 
un  obstáculo  á los  fines  del  matrimonio. 

El  Código  holandés  añade;  «Tampoco  po- 
drán los  esposos  estipular  que  su  asociación  so 
regirá  por  leyes  extranjeras.» 

Entre  nosotros  estimamos  que  este  principio, 
aunque  no  so  halle  expresamente  consagrado 
en  nuestras  leyes,  no  por  eso  deja  de  ser  eficaz, 
pues  ningún  español  puede,  sin  dejar  de  serlo, 
aceptar  todas  las  reglas  de  un  Código  extran- 
jero , renunciando  á la  legislación  nacional. 

Sin  embargo,  si  en  las  capitulaciones  matri- 
moniales se  trascriben  algunos  artículos  de 
Códigos  extranjeros  cuyo  cumplimiento  preten- 
den los  esposos,  serán  tenidos  como  cláusulas 
obligatorias,  á no  ser  nulos,  con  arreglo  á las 
leyes  españolas.  Lo  mismo  decimos  para  el  caso 
en  que  los  esposos  quieran  someterse  á ciertas 
y determinadas  reglas  torales  que  no  sean  las 
de  su  pais. 

Arkculo  1364.-*-Los  pactos  lícitos  cele- 
brados entre  los  cónyuges  respecto  á la  res- 
titución de  la  dote,  y cualesquiera  otros 
acerca  de  los  bienes  del  matrimonio,  deben 
ser  guardados,  no  obstante  las  costumbres 
que  hubiere  en  contrario  en  cualquiera 
otra  localidad  donde  se  trasladaren  los  es- 
posos. 

OH i GENES 

hey  24,  tít.  XI,  Partida  4.* 

COMENTAHIO 

Tratando  la  ley  en  eate  contrato,  lo  «tomo 
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que  en  todos  los  demás,  de  los  pactos  que  pue- 
den agregársele,  los  divide  en  lícitos  é ilícitos. 

Estos  últimas  se  tienen. por  no  puestos,  pero 
no  anulan  el  ipatrimonio  celebrado,  ni  produ- 
cen. otro  efecto  que  ei  de  someter  los  bienes  de 
los  cónyuges  á las  damas  cláusulas  ó pactos  que 
conserven  su  valor  y eficacia,  y en  defecto  de 
el  ios  á las  reglas  generales  que  se  cohsignan 
en  las  leyes. 

Los  pactos  lícitos  deben  cumplirse  siempre, 
no  siendo  obstáculo  para  su  valido?;  el  que  des- 
pués de  otorgado  válidamente  se  trasladen  los 
esposos  á una  localidad  donde  haya  uso  ó cos- 
tumbre cu  contrario,  pues  aquellos  pactos  de- 
ben regirse,  en  guanto  á su  eficacia,  por  la  ley 
del  lugar  en  que  se  otorgaron. 

Asi  dice  la  ley  hablando  de  un  pacto  cele- 
brado entre  marido  y mujer  en  que  dispongan 
como  ay  an  lo  que  ganaren  de  consuno.  «E 
después  que  son  casados  acaesce  que  vienon  á 
inorar  á otra  tierra  en  que  vsan  costumbre 
contraria  de  aquel  pleyto  ó de  aquella  auenen- 
cia  que  ellos  pusieron.  E porque  podria  acaes- 
cor  dubda  cuando  moriese  alguno  dellos,  si 


deue  ser  guardado  el  plejto  que  guardaron  en- 
tre si,  ante  que  casassen  ó cuando  se  casaron, 
ó la  costumbre  de  aquella  tierra  do  se  muda- 
ron, porende  lo  queremos  departir.  E dezimos, 
que  el  pleyto  que  olios  pusioron  entro  si,  deuc 
valer  en  la  manera  que  so  auinieron  ante  que 
casassen  ó quando  casaron;  ó non  deue  ser  em- 
bargo por  la  costumbro  contraria  de  aquella 
tierra  do  fuesson  á morar. » 

Aunque  la  ley  parece  referirse  únicamente  a 
costumbre  en  contrario,  entendemos  que  ol 
mismo  principio  deberá  observarse  cuando,  en 
vez  de  costumbre,  se  trate  de  legislaciones  to- 
rales contrarias  á un  pacto  lícito,  con  arreglo  á 
la  ley  del  lugar  donde  se  otorga  Puede,  por  lo 
mismo,  sentarse  el  principio  general  de  que  el 
lugar  del  contrato  da  la  ley  parael  valor  del  ma- 
trimonio, y el  de  los  pactos  que  se  lo  agreguen, 
por  eso  añade  laley:  «Esso  mismo  seria  maguer 
ellos  non  pusiessen  pleyto  entre  si:  ca  la  cos- 
tumbre de  aquella  tierra  do  fizieron  el  casa- 
miento, deue  valer,  quanto  en  las  dotes  o en 
las  arras,  ó en  las  ganancias  quo  fizieron:  o non 
la  de  aquel  lugar  do  se  cambiaron.» 


CAPÍTULO  II 


DE  LAS  DONACIONES  MATRIMONIALES 


SECCION  PRIMERA 

DK  LAS  DONACIONES  ESPONSALICIAS 


Artículo  13Ü5. — Donaciones  esponsalicias 
son  las  que  liaúen  recíprocamente  los  espo- 
sos ó uno  de  ellos  en  consideración  al  ma- 
trimonio y ántes  de  celebrarse. 

ORÍGENES 

Ley  3.*,  tít.  XI,  Partida  4.* 

concordancias 

Ooncuerda  sustancialmente  oon:  Arts.  1091, 
Üód.  Francia.  — 1736  Luigiana.  — 1084  Bo- 
livia.— 702  Neufcbaíel. — Ley  16,  tít.  III,  lib.  V, 

•Oódlgo  Romano. 


COMENTARIO 

Las  donaciones  matrimoniales  podemos  di-* 
vidirlas  en  dos  clases,  según  que  se  hayan  otor- 
gado ántes  de  la  celebración  del  matrimonio, 
en  cuyo  caso  reciben  los  nombres  de  donacio- 
: nes  esponsalicias  y arras  según  su  naturaleza, 
ó si  su  otorgamiento  es  subsiguiente  al  matri- 
monio, recibiendo  entónces  el  nombre  de  dona- 
ciones entre  cónyuges. 

Entre  las  donaciones  que  preceden  al  matri- 
monio están,  según  acabamos  de  indicar,  las 
esponsalicias  y las  arras. 

Las  donaciones  esponsalicias  son  los  obse- 
quios que  intes  de  coatraer  matrimonio  suelen 
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código  civn,  de  espaSa 


hacerse  los  esposos  en-  prenda  y signo  de  su 
cariño.  Recibían  entre  los  romanos  el  nombre 
dcsponsalitia  fa.rgita.tes,  y bien  puede  afirmarse 
que  no  hay  pueblo  que  las  haya  desconocido;  y 
áun  abusado  de  ellas,  como  lo  atestiguan  las 
trabas  que  andando  los  tiempos  fué  preciso 
poner  para  que  los  esposos  no  sacrificasen  una 
buena  parte  de  su  hacienda  en  estas  ostenta- 
ciones del  cariño  y de  la  vanidad  á un  mismo  ; 
tiempo. 

Del  estudio  histórico  de  las  donaciones  es- 
ponsalicias se  deduce  que  han  sido  universa- 
les y que  siempre  ha  existido  costumbre  de  que 
al  mismo  tiempo  que  se  acompañaba  al  matri- 
monio de  ciertas  solemnidades  de  carácter  re- 
ligioso y civil,  se  le  rodeaba  de  manifestaciones 
más  ó m énos  expresivas  de  tiesta  y júbilo  con 
que  los  padres,  los  parientes  y los  amigos  sig- 
nificaban su  contento  al  constituirse  una  nueva  ; 
familia.  Entre  estas  tiestas  y demostraciones  de  ■ 
cariño  tuvieron  siempre  un  lugar  preferente  al 
ofrecimiento  de  dones  y presentes  que  recibie- 
ron nombres  diversos,  y que  más  común  y or- 
dinariamente hacía  el  esposo  á la  esposa.  No 
quiere  esto  decir  que  ésta  no  correspondiese  á 
los  dones  que  recibía  de  su  esposo;  pero  era  el 
caso  menos  frecuente,  quod  raro  accidit,  como 
decían  las  leyes  romanas. 

El  favor  de  los  matrimonios,  dice  Goyena, 
exige  que  los  esposos  ó novios  tengan  en  el 
momento  de  anudar  sus  vínculos  la  libertad 
de  hacerse  recíprocamente,  ó uno  solo  de  ellos 
al  otro,  las  donaciones  que  estimen  convenien- 
tes, de  estipular  sus  derechos  y las  ventajas  que 
quieran  hacerse.  Los  sentimientos  recíprocos 
están  entonces  en  toda  su  energía,  y todavía  no 
ha  tomado  el  uno  sobre  el  otro  aquel  imperio 
que  da  ia  autoridad  marital,  ó que  es  el  resul- 
tado de  la  vida  común. 

Pero,  preguntamos  nosotros:  ¿es  conveniente 
dejar  á los  esposos  una  libertad  omnímoda  para 
que  á su  voluntad  regulen  la  importancia  y 
cuantía  de  ias  donaciones? 

En  uno  de  los  siguientes  artículos  estudia- 
remos cata  cuestión. 

Artículo  1366.— Quedarán  sin  efecto  las 
donaciones  respecto  del  donatario,  cuando  I 
por  culpa  de  éste  el  matrimonio  en  cuya 
consideración  fueron  hechas,  dejara  de  ve- 
rificarse. 

Si  el  matrimonio  dejara  de  celebrarse  por 
causa  independiente  de  la  voluntad  de  ios 


esposos,  se  observará,  respecto  de  la  dona- 
ción hecha  por  el  esposo,  lo  prevenido  en 
el  art.  52;  si  la  donación  fnere.de  la  esposa 
al  esposo,  quedará  sin  efecto  en  todo  caso. 

orígenes 

Leyes  3/,  4.a,  18  y 19,  tít.  XI,  Partida  4.* 

Ley  5.*,  tít.  I,  lib.  III,  Fuero  Juzgo. 

Ley  3.*,  tít.  III,  lib.  X,  Nov.  Rec.  (52  do 
Toro). 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  en  parte  con:  Arts.  1088  Código 
Francia. — 1733  Luisiana. — Leyes  21  y 68,  tí- 
tulo III,  lib.  XXIII,  Digesto. -r-Párr.  3.°,  titu- 
lo VII,  lib.  II,  Instituta. 

COMENTARIO 

Después  de  otorgadas  y recibidas  las  dona- 
ciones esponsalicias,  puede  acontecer,  y de  he- 
cho acontece  muchas  veces,  que  el  matrimonio 
concertado  no  se  lleva  á debida  realización  y 
cumplimiento.  ¿Qué  debe  hacerse  entonces  con 
los  regalos,  dones  y presentes  que  se  cruzaron 
en  consideración  á un  vínculo  que  no  llegó  á 
contraerse'!* 

Pueden  ocurrirse  tres  casos  principalmente: 

1. “  Que  la  no  celebración  dei  matrimonio  de- 
penda del  donatario. 

2. "  Quedependaexclusívamente  del  donador. 

Y 3.®  Quehependa  do  causas  independientes 

de  la  voluntad  de  los  esposos. 

En  el  primer  caso,  el  donatario  causante  ó 
culpable  de  la  no  celebración  del  matrimonio 
pierde  las  donaciones  que  hubiere  -recibido,  y 
no  podrá  reclamar  las  que  hubiere  entregado. 

En  el  segundo  caso,  esto  es,  cuando  el  mis- 
mo donador  fuere  causa  de  que  el  matrimonio 
no  se  llevase  á debido  efecto,  la  donación  que 
hizo.es  perfectamente  válida,  pero  se  hace  nula, 
conforme  á lo  que  dejamos  dicho  respecto  del 
primer  caso,  la  donación  que  él  recibió. 

Por  ultimo,  cuando  ei  matrimonio  dejara; de  , 
celebrarse  por  alguna  causa  independiente  de 
ia  voluntad  de  los  esposos,  se  observará  lo  que 
dejamos  consignado  en  el  art.  52;  (lib.  I);  es 
decir,  que  la  donación  hecha  por  la  esposa  es 
siempre  ineiicaz,  mas  la  hecha  por  el  esposo 
dependerá  de  la  mediación  del  ósculo,  en  el 
modo  y caso  de  que  en  aquel  lugar  nos  hemos 
ocupado.  Hoy  esta  ley  puede  decirse  que  careos 
de  aplicación  en  la  práctica. 

De  la  ley  de  Toro,  última  que  fte  ha  dictadw 
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sobre  el  punto  do  que  nos  estamos  ocupando, 
nace  la  duda  de  si  no  haciendo  distinción  entre 
el  caso  en  que  la  causa  ó culpa  de  no  haberse 
celebrado  el  matrimonio  sea  independiente  de 
la  voluntad  de  los  esposos,  y el  en  que  dependa  : 
exclusivamente  de  la  voluntad  ó desistimiento 
do  uno  de  ellos. 

En  nuestro  concepto,  ya  que  la  ley  de  Toro 
no  ha  prevenido  este  último  caso,  para  resol- 
verlo  es  preciso  acudir  á la  ley  de  Partida,  que 
no  podemos  ménos  de  considerar  vigente,  y con 
arreglo  á la  cual  hemos  completado  nuestro  ar- 
tículo (párr.  1°). 

A consecuencia  de  esta  duda  presenta  Llamas 
el  siguiente  caso:  si  habiendo  intervenido  beso 
entre  los  esposos,  la  esposa  se  excusa  sin  justa 
causa  á celebrar  el  matrimonio.  Parece  á pri- 
mera vista,  según  expresa  el  autor  citado,  que 
siendo  la  causa  en  que  fundan  las  leyes  el  de- 
recho de  la  esposa  para  adquirir  la  mitad  de  lo 
que  hubiese  recibido  del  esposo,  el  beso  que 
éste  dio  á aquélla,,  mientras  esta  causa  se  haya 
verificado,  y. subsista,  áuneuando  la  esposa,  sin 
justa  causa  y por  su  mera  voluntad,  se  excuse 
de  celebrar  el  matrimonio,  existiendo  el  título 
que  señala  Ia,.ley  para  la  adquisición,  debería 
ésta  verificarse.  Pero  el  mismo  Llamas  opina 
en  contrario  y dice:  agí  lás  condiciones  contin- 
gentes que  no  se  verifican  eximen  al  promitente 
ó donante  de  cumplir  lo  prometido,  ¿con  cuánta 
más  razón  obrará  este  mismo  efecto  la  falta  de 
cumplimiento  de  una  condición  potestativa  que 
está  en  manos  y voluntad  del' promisario  ó do- 
natario verificarla?  El  beso  por  sí,  añade,  no  es 
título  legítimo  y legal  para  adquirir,  sinó  en 
fuerza  de  la  virtud  que  le  atribuye  la  ley  cuan- 
do se  verifica  entre  lo»  esposos,  y como  éstos  lo 
son  por  la  mutua  promesa  que  se  han  hecho  de 
contraer  matrimonio,  es  á todas  luces  claro  que 
faltando  la  esposa  sin  justa  causa  á su  cumpli- 
miento, no  se  purificó  la  condición  de  celebrar 
el  matrimonio , bajo  la  cual  seleconcedía  laad- 
quisicion  de  la  mitad  de  lo  que  al  esposo  le  hu- 
biese dado.»  Cuyo  razonamiento  nos  parece 
conforme  al  espíritu  de  la  ley. 

Artículo  1367.  r-Lo  dispuesto  en  el  párra- 
fo 2.°  del  artículo  anterior  deberá  aplicarse 
del  mismo  modo  á las  donaciones  esponsa- 
licias ú otras  cualesquiera  que  el  marido 
constituyere  á favor  de  su  esposa,  áun  cuan- 
do consistan  en  objetos  preciosos. 

La  disposición  del  art.  52  es  aplicable  del 


mismo  modo  al  caso  en  que,  celebrado  el 
matrimonio,  se  disolviese  antes  de  haberse 
consumado. 

orí&enes 

Ley  3.a,  tít.  ITT,  lib.X.Nov.  Rec.  (52  do  Toro.) 

COMENTARIO 

•Suscitaron  los  comentaristas  la  duda  do  si  los 
objetos  preciosos  OKtaban  ó no  su  jetos  A la  regla 
general  vigente  acerca  délas  donaciones  espon- 
salicias; mas  la  ley  do  Toro  vino,  en  nuestro 
sentir, á resolver  de  una  manera  definitiva  la 
cuestión.  Algunos  autores,  sin  embargo,  sostie- 
nen todavía  la  duda,  á pesar  de  la  terminante 
disposición  do  la  ley  que  comentamos.  Los  fun- 
damentos de  esta  duda  no  pueden  considerarse 
como  serios,  según  prueba  Llamas. 

A otra  cuestión  dudosa  de  mayor  importancia 
ha  dado  lugar  la  ley  de  Toro,  cual  es  la  de  qué 
disposición  tendrá  lugar  cuando  so  trate  de  un 
matrimonio  putativo  ó esponsales  de  la  misma 
especie. 

Respecto  á los  esponsales  contraídos  con  im- 
pedimento dirimente.  Palacios  Rubios,  Maticn- 
zo,  Cobarrubias,  Acebedo,  Llamas  y otros  esti- 
man que  si  los  esponsales  se  contrajeran  de 
buena  fe  por  ambos  esposos,  debe  tener  aplica- 
ción la  misma  regla  que  sí  se  tratase  de  espon- 
sales válidos.  Lo  mismo  debe  observarse  cuan- 
do hubiere  buena  fé  por  parte  de  la  esposa: 
pero  si  ésta  obró  de  mala  fe,  áun  cuando  el  es- 
poso la  tenga  buena,  no  ganará  en  ningún  caso 
la  esposa  la  mitad  de  la  donación. 

En  cuanto  al  matrimonio  que  se  declare  nulo, 
Alvarez  Pesadilla,  áun  cuando  es  su  parecer 
que  la  esposa,  así  en  los  esponsales  nulos  como 
en  el  matrimonio  no  consumado  de  la  misma 
especie  contraído  de  buena  fé  por  parte  de  la 
mujer,  ganará  esta  la  mitad  délo  que  al  esposo 
le  hubiese  dado  si  intervino  ósculo,  opina  (pío 
en  el  caso  de  consumarse  el  matrimonio  no  ga- 
nará la  mujer  el  todo  de  lo  que  recibió  del  es- 
poso, alegando  para  ello  que  la  ley  no  lo  dice, 
ni  hay  razón  para  que  se  entienda  que  sea  ex- 
tensiva la  validación  de  estas  donaciones  al  ma- 
trimonio consumado,  caso  do  que  sea  nulo. 
Pero  Sancho  Llamas  convence  de  la  opinión 
contraria,  pues  es  inadmisible  la  distinción  que 
pretenda  hacer  Pesadilla  entre  el  matrimonio 
nulo  rato  y el  nulo  consumado,  considerando  al 
uno  comprendido  en  la  ley  y al  otro  excluido  de 
ella,  pues  la  expresión  «suelto  c!  maírhuo- 
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nio»  (1)  en  que  intenta  fundar  la  diversidad  de 
reglas,  es  común  al  rato  y al  consumado,  y por 
consiguiente  admitido  que  el  primero  esté  den- 
tro de  la  disposición  de  la  ley,  no  hay  razón 
para  negar  que  lo  esté  igualmente  el  segundo. 

Por  otra  parte,  es  un  principio  general  que  el 
matrimonio  putativo  contraido  de  buena  fé  por 
ambas  partes  ó por  la  mujer,  solamente  produ- 
ce respecto  de  ésta  (y  de  los  hijos)  todos  los 
efectos  del  matrimonio  válido. 

Excusado  nos  parece  consignar  que  una  vez 
celebrado  y consumado  el  matrimonio  válido, 
la  donación  esponsalicia  produce  todos  los  efec- 
tos do  una  verdadera  donación,  salvo  lo  que  di- 
remos al  ocuparnos  de  las  arras. 

Artículo  1368. — Son  inoficiosas  las  dona- 
ciones esponsalicias  que  excedan  de  la  oc- 
tava parte  del  valor  de’  la  dote. 

En  cumplimiento  de  lo  preceptuado  en  el 
párrafo  anterior,  no  podrán  los  mercade- 
res, plateros  ó cualesquiera  otras  personas 
reclamar  el  pago  de  los  objetos  que  dieren 
al  fiado  para  las  bodas. 

orígenes 

Leyes  fi,\  7."  y 8.a,  tít.  III,  lib.  X,  Nov.  Rec. 

Ley  2.a,  tít.  VITT,  lib.  X,  Nov.  Rec. 

JURISPRUDENCIA 

La  fijación  de  una  cantidad  fija  anual  para 
gastos  particulares,  hecha  por  el  marido  á su 
esposa  en  la  escritura  de  capitulaciones  matri- 
moniales, no  es  más  que  la  fijación,  para  un 
objeto  dado,  de  parte  de  las  cantidades  que  el 
marido  ostá  obligado  á satisfacer  á la  mujer 
para  sus  gastos  personales,  segun  su  estado, 
clase,  riqueza,  y no  puede,  por  tanto,  calificarse 
de  donación  esponsalicia,  ni  es  de  las  compren- 
didas en  la  ley  52- de  Toro  (Sent.  211  Noviem- 
bre 1882). 


(1)  PoaaJilIu  ¡atonta  demostrar  que  la  ley  no  puede  role- 
rirse  al  matrimonio  putativo,  fundándose  para  ello  6u  oue 
é8lu  lmh!a  1101  “l!!“  B»  que  son  suelto  si  matrimonio;  y como 
«¡lamento  puado  soltaran  y disolverse  el  que  era  válido  de 
aquí  que  el  putativo  que  no  so  puede  disolver,  sinó  que  se  anu- 
la, no  quepa  en  la  ley.  Por  esto  razonamiento,  tampoco  cabria 
en  la  ley  el  nulo  ralo:  ésta  os  la  contradicción  de  Posadilla. 


COMENTARIO 

¿Deben  limitarse  las'  donaciones  esponsali- 
cias? ■ 

Que  el  amor  irreflexivo  unas  veces,  y el  lujo 

y la  ostentación  otras,  han  sido  causa  de  que 
se  hicieran  gastos  excesivos  en  la  celebración 
de  los  matrimonios,  lo  atestigua  la  historia  de 
la  legislación,  que  con  frecuencia  ha  intentado 
poner  un  freno  al  desordenado  fausto  que  se  ha 
desplegado  muchas  veces.  Que  la  limitación  con- 
signada en  nuestras  leyes  desde  el  Fuero  Juggo 
hasta  los  fueros  de  Cáceres,  de  Salamanca,  de 
Soria  y las  leyes  recopiladas,  es  ineficaz  lo  con- 
firma la  práctica  constante  y el  incumplimiento 
en  que  han  caído  todas  estas  disposiciones. 

Por  eso  sin  duda  el  proyecto  de  Código 
de  1851  hizo  desaparecer  todas  las  limitaciones 
que  principalmente  se  consignan  en  las  leyes 
de  la  Nov.  Rec.;  y el  Código  holandés  sola- 
mente dice  «salvo  la  reducción  de  estas  do- 
naciones  en  cuanto  lastimen  los  derechos  de 
aquellos  á quienes  se  debe  legítima.» 

Nuestras  leyes  vigentes,  por  el  contrario,  es- 
tablecen un  límite  á la  cuantía  de  las  donacio- 
nes esponsalicias,  y partiendo  del  supuesto  de 
que  el  esposo  es  quien  generalmente  hace  estos 
dones,  ha  buscado  el  ttpo  para  regular  su  im- 
portancia en  la  dote  que  aporta  la  esposa,  como 
medio  sin  duda  que  los  gastos  y sacrificios  del 
primero  fuesen  proporcionales  al  caudal  y ri- 
queza de  la  segunda. 

Debe  advertirse  que  bajo  la  denominación 
de  esponsalicias  se  comprenden  todos  lo3  gas- 
tos que  el  esposo  haga  para  solemnizar  el  ma- 
trimonio, aunque  no  sean  precisamente  regalos 
personales  á su  esposa,  y por  lo  tanto  que  todos 
estos  gastos  han  de  eabeí  en  la  octava  parte  del 
valor  de  la  dote  que  como  regla  señala  la  ley. 

Complemento  necesario  de  este  precepto  es 
el  contenido  en  el  segundo  párrafo  de  nuestro 
articulo.  Aunque  la  ley  recopilada  declara,  sin 
hacer  excepción  ninguna,  que  los  plateros,  mer- 
caderes y cualesquiera  otras  personas  no  ten- 
gan acción  para  demandar  el  precio  de  los  ob- 
jetos que  fiaran  para  las  bodas,  esto,  en  nues- 
tro sentir,  debe  entenderse  siempre  que  su  cuan- 
tía induzca  á creer  que  por  tales  ventas  se 
contraviene  á lo  dispuesto  en  el  primer  párrafo, 
o si  ueren  excesivas  con  relación  al  patrimo,- 
nio  del  esposo. 
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SECCION  SEGUNDA 

de  las  arras  en  bl,_  matrimonio 


Artículo  1369.— El  marido  tiene  facultad 
para  dar  ó prometer  á su  mujer  hasta  la  dé- 
cima parte  de  sus  bienes  presentes  ó futu- 
ros en  garantía  y consideración  de  la  dote, 
en  remuneración  de  las  prendas  personales 
de  la  mujer,  ó en  señal  de  matrimonio. 

Esta  donación  recibe  el  nombre  de  arras. 

ORÍGENES 

Leyes  1.a  y 2.*,  tít.  XI,  Partida  4.a. 

Leyes  1/  y 2.a,  tít.  Ií,  lib.  III,  Fuero  Real. 

Leyes  1.a,  2,:'  y 7.*,  tít.  IIT,  lib.  X,  Novísima 
Recopilación . 

JURISPRUDENCIA 

Según  la  ley  7.a,  tít.  TU,  lib.  X de  la  Novísi- 
ma Recopilación,  para  que  los  contratos  de  ar- 
ras sean  válidos,  es  preciso  que  no  excedan  de 
la  décima  parte  de  los  bienes  del  marido  (Sen- 
tencia 19  Octubre  1872). 

La  ley  1.*,  tít.  XI,  Partida  4.a,  después  de 
explicar  qué  cosa  es  «dote  ó donación  ó arra,»  al 
determinar  el  tiempo  en  que  se  pueden  hacer, 
dispone  que  tales  dotes  y donaciones  que  hace 
el  marido  á la  mujer,  ó la  mujer  al  marido,  se 
pueden  hacer  antes  de  que  el  matrimonio  sea 
acabado  ó después  (Sent.  11  Octubre  1875). 

Según  la  ley  2.a,  tít.  XI,  Partida  4.a,  hay  dos 
maneras  do  arras,  una  que  consiste  en  lo  que 
da  el  marido  á la  mujer  por  razón  de  la  dote,  y 
la  otra  lo  que  da  el  esposo  á la  esposa  franca- 
mente, que  llaman  esponsalicia,  como  donadío 
de  esposo;  y que  á este  donadío  solamente  se 
refiere  cuando  dice  que  ha  de  darse  antes  de 
que  el  matrimonio  sea  acabado  por  palabras  de 
presente;  y no  á la  otra  manera  de  arras  que  da 
el  marido  á la  mujer  por  razón  de  dote  (Sen- 
tencia 11  Octubre  1875). 

COMENTARIO 

La  palabra  arras  tiene  diversas  significacio- 
nes. «Es  peño  que  es  dado  entre  algunos  por- 
que se  cumpla  el  casamiento  que  se  piometie 
ron  facer!»  «Es  donación  que  el  varón  da  a la 
mugar  per  razón  que  casa  con  ella  > 


En  nuestro  sentir,  las  arras  no  son  otra  cosa 
que  la  dote  goda,  es  decir,  laque  el  esposo  da- 
ba á la  esposa  ó a su  familia  corno  precio  de  la 
fermosa  doncella,  poro  modificada  por  los 
tiempos  y las  costumbres.  Hoy,  por  consiguien- 
te, las  arras  tienen  por  objeto  remunerar  las 
prendas  personales  de  la  esposa,  pero  además 
son  una  liberalidad. 

En  realidad,  pues, las  arras  y las  donaciones 
esponsalicias  tienen  muchos  puntos  de  contac- 
to, lo  cual  ha  sido  causa,  juntamente  con  ótras 
razones,  para  que  la  ley  no  las  consienta  jun- 
tas; que  la  mujer,  si  mediasen  ambas,  haya  do 
optar  entre  unas  y otras,  como  veremos  oportu- 
namente. 

Una  cuestión  suscitan  los  autores  al  ocupar- 
se .de  las  arras,  es  á saber,  si  pueden  constituir- 
se después  de  celebrado  el  matrimonio,  ó sola- 
mente antes.  Rodrigo  Suarez,  y con  él  Palacios 
Rubios,  pretenden  que  pueden  constituirse  des- 
pués de  celebrado  el  matrimonio,  porque  son 
una  misma  cosa  las  arras  y lo  que  ley  1.a,  títu- 
lo XI,  Partida  4.a,  llaman  donación  propt.er 
nuptias,  á lo  cual  se  opone  Gregorio  López, 
censurando  que  se  tomen  como  sinónimas  co- 
sas diversas,  y expresando  que  si  las  arras  pue- 
den constituirse  y aumentarse  constante  ma- 
trimonio, es  cuando  esta  donación  se  haya  he- 
cho en  remuneración  de  la  nobleza  de  la  mu- 
jer, de  su  gran  dote  ó de  otra  causa. 

Por  este  mismo  carácter  de  remuneratorias 
que  dan  á las  arras  los  autores,  admiten,  en  ge- 
neral, que  son  válidas  aun  otorgadas  después 
de  celebrado  el  mairimonio.  Gutiérrez,  sin  em- 
bargo, no  se  funda  en  esta  consideración,  sino 
en  la  de  que  la  ley  no  lo  prohíbe,  y no  hay  peli- 
gro en  tolerarlo,  además  do  que  la  ley  reprueba 
toda  donación  que  se  hiciese  sin  título  ni  causa: 
pero  ¿qué  interés  lleva  en  reclamar  ésta,  que  se 
recomienda  por  sí  misma? 

Escriche  afirma  que  en  la  práctica  so  han 
otorgado  ántes  y después  de  celebrado  el  ma- 
trimonio. 

Artículo'  1370. — Las  arras  que  el  padre  fi 
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madre  constituyan  por  su  hijo  no  podrán 
exceder  do  la  décima  parto  que  á éste  haya 
de  eorrospondorle  por  su  herencia. 

l,a  disposición  de  este  artículo  y del- aaitér . 
rior,  en  cnanto  fijan  el  máximun  á que  pue- 
den ascender  las  arras,  son  irrenunciables, 
y los  contratos  ó pactos  que  en  contrario  se 
otorgaren  se  considerarán  nulos. 

ORÍGENES 

Ley  l.“,  tít,  II,  Iib.  III,  Fuero  Real. 

Leyes  1.a  y 7.a,  tít.  III,  Ub.  X,  Nov.  Rec.  (50 
de  Toro). 

COMENTARIO 

En  el  articulo  anterior  hemos  dicho  que  «el 
marido  tiene  facultad  para  dar  ó prometer  á su 
mujer  hasta  la  décima  parte  de  sus  bienes  pre- 
sentes ó futuros.»  Oreemos  que  la  redacción  del 
artículo  hará  impertinente  ]a  pregunta  de  si  el 
marido  puedo  dar  ó prometer  mayor  cantidad 
de  la  décima  parto  de  sus  bienes,  pues  diciendo 
basta  la  décima  parte,  desde  luégo  se  manifies- 
ta que  la  décima  parte  es  el  limite  máximo  á 
que  puede  ascender  el  importe  do  las  arras,  y 
por  consiguiente,  que  dentro  del  anterior  ar- 
tículo está  la  doctrina  de  la  ley  del  Fuero  que 
dice:  «Todo  orne  que  casase  no  pueda  dar  más 
arras  á su  muger  del  diezmo  de  cuanto  ouiere, 
é si  non  le  diere,  ó pleito  sobre  ello  ficiare,  non 
vala»;  y de  la  de  Toro,  que  la  ratifica. 

Pero  la  ley  del  Fuero  y la  de  Toro  hacen  ex- 
tensiva esta  misma  limitación  á las  arras  que  se 
constituyen  por  el  padre  ó madre  á nombre  de 
su  hijo,  «fii  el  padre  ó la  madre  quisiere  dar 
arras  por  su  fijo,  no  pueda  dar  más  del  diezmo 
do  lo  que  puede eredar  dellos.» 

En  cuanto  al  segundo  párrafo  del  artículo 
que  comentamos,  se  reduce  á declarar  que  la 
prohibición  de  ialoy  que  se' contiene  en  el  pár- 
rafo anterior,  y la  limitación  que  en  el  artículo 
procedente  so  encierra  á la  facultad  dol  marido 
para  dar  arras  á su  mujer,  no  pueden  renun- 
ciarse, y quo  en  su  consecuencia,  si  se  renuncia- 
re, no  embargante  la  tal  renunciación,  l o con- 
lenido  en  dicha  ley  ée  guarde  y ejecute;  dispo- 
sición clarísima,  á nuestro  entender,  y que  sólo 
por  sutileza  de  los  autores  ha  podido  ocasionar 
la  duda  de  si  mediando  juramento  sería  válida 
la  tal  renunciación,  pues  además  de  que  la  ley 
por  sí  os  terminante,  la  ?8,  tít.  XI,  Partida  5.a, 
dice  «que  todo  pleyto  que  es  fecho  contra  nues- 


tra ley...  que  non  deue  ser  guardado,  maguer 
pena  ó juramento  fuere  puesto  en  él». 

Ar Monto  1371.— El  dominio  de  los  bienes 
dados  en  concepto  de  arras  corresponde  á 
la  mujer:  si  ésta  no  tuviere  hijos  - ni  dispu- 
siere expresamente  de  estos  bienes,  pasarán 
á su  fallecimiento  á sus  herederos,  pero  no 
al  marido,  ora  aquélla  haya  otorgado  testa- 
mento ó nd.  ! ■ ’ •' 

Al  marido,  no  obstante,  correspoüdeda  ad- 
ministración de  las  árras  durante  el  matri- 
monio, pero  no  puede  enajenarlas  ni  áun 
con  el  consentimiento  de  su  mujer. 

ORÍGENES 

Ley  4.%  tit.  II,  Iib.  III,  Fuero  Real. 

Ley : tít.  III,  lib.  X,  Nov.  Rec.  (51  de  Toro). 

Art.  45,  ley  Matrimonio  civil. 

COMENTARIO 

«El  marido  de  qualquier  muger  no  puede 
malmeter  ni  enagenar  las  arras  que  diese  á su 
muger,  maguer  que  ella  lo  otorgue:  otrosi  fio 
las  pueda  malmeter,  ni  enagenar  mientras  que 
el  marido  quisiere,  maguer  queella  lo  otorgare; 
ni  después  de  su  muerte;  mientras  que. fijos  vi- 
vos dól  oviese,  fueras  ende  en  la  cuarta  parte, » 
Tal  es  la  ley  del  Fuero,  que  adjudica  á la  mujer 
el  dominio  pleno  y absoluto  sobre  las  arras. 
Consecuencia  inmediata  de  este  dominio  es  que 
el  marido  no  pueda  enajenarlos,  y que  al  falleci- 
miento de  la  esposa  pasen  á sus  hijos,  y en  de- 
fecto de  éstos  á los  demás  herederos  de  ella,  é no 
al  marido,  ora  la  muger  faga  testamento  ó no, 
como  dispone  la  ley  de  Toro. 

Discuten  lps  autores  sobre  la  facultad  de  -dis-, 
poner  que  las  leyes  conceden  á la  esposa,  tra- 
tándose de  las  arras,  y sobre  su  obligación -de 
reservar  en  ciertos  casos.  En  el  lugar  corres- 
pondiente (tomol,  pág.  575  ysiguiejntes),  hemos 
visto  qué  bienes  tienen  la  cualidad  de  reserva- 
bles  cuando  la  mujer  pasa  á segundas  nupcias. 
Ahora  sólo  debemos  añadir  que,,  en  sentir  dé' 
Llamas,  cuando  la  mujer  permanece  en  la  vía? 
dez,  no  puede  disponer  de  las  arras  en  perjui- 
cio de  sus  hijos,  porque — dice — «si  la  mujer  tu-  ■ 
viera  la  libre  facultad  de  disponer  de  las  arras 
teniendo  hijos,  no  hiciera  la  presente  ley  de 
Toro  (51)  la  limitación  que  se  infiere  de  sus  pa- 
labras, si  la  muger  no  ouiere  fijOi  sinó  que  ha- 
blaría con  la  claridad  y especificación  que  se  ve 
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lo  hicieron  los  que  intervinieron  en  su  forma- 
ción., en  la  ley  14,  tratando  de  los  bienes  ad- 
quiridos constante  matrimonio,  en  donde  clara 
y distintamente  expresan  que  cualquiera  de  los 
contrayentes  que  pase  á segundas  nupcias,  di- 
suelto el  primer  matrimonio,  del  que  hayan  te- 
nido hijos-,  puedan  disponer  libremente  de  sus 
bienes  multiplicados  como  de  los  demás  bienes 
que  nO  hubieren  sido  de  ganancia». 

Por  ultimo,  en  cuanto  á la  prohibición  que 
la  ley  del  Fuero  consigna,  de  que  el  marido  no 
pueda  enajenar  las  arras  ni  aun  con  el  consen- 
timiento de  su  mujer,  téngase  presente  lo  dis-  ! 
puesto  en  los  artículos  178,  -188  y 189  de  la  ley 
Hipotecaria. 

Artículo  1372. — La  mujer  tiene  derecho 
á exigir  del  marido  la  constitución  de  hipo- 
teca legal  por  las  arras  é donaciones  que  el 
mismo  le  haya  ofrecido  dentro  délos  límites 
de  la  ley. 

La  hipoteca  legal,  por  razón  de  arras  y 
donaciones  esponsalicias  á que  se.  refiere  el 
párrafo  anterior,  sólo  tendrá  lugar  en  el 
caso  de  que  unas  lí  otras  se  ofrezcan  por  el 
marido  como  aumento  de  la  dote.  Si  se 
ofrecieren  sin  este  requisito,  sólo  produci- 
rán obligación  personal,  quedando  al  arbi- 
trio del  marido  asegurada  ó'  no  con  hipo- 
teca. 

ORIGENES 

Arta.  168  y 178,  ley  Hipotecaria.  • 

COMENTARIO 

En  opinión  de  Gómez,  la  mujer  tenía  hipoteca 
tácita  sobre  loa  bienes  de  su  marido,  por  razón 
de  las  arras  qué  éste  había  ofrecido,  si  bien,  se- 
gu]j  expresa  el  mismo  autor,  no  tenía  por  este 
oonceptó  el  derecho  de  prelacion  de  que  disfru- 
taba por  su  dote,  en  atención  á que  en  un  caso 
se  trataba  de  evitar  un  daño  ( damno  vitando j, 
y en  el  otro  de  adquirir  nn  lucro  ( lucro  cap - 
tavido)* 

Hoy,  con  arreglo  á La  ley  Hipotecaria,  la  mu* 
jet*  solamente  tiene  derecho  á la  constitución  de 
hipoteca  especial  y pública  cuando  las  arras  se 
huMesen  constituido  como  aumento  de  dote: 
dootrq  modo  sólo  producirán  una  obligación 
personal, >que  el  marido  podrá  asegurar  ó no  con 

hipoteca,  á su  arbitrio.  , 

A toé  efecto»  de  este  artículo  de  la  ley  deberá 
hwdWa  otmBtar  «n  la  escritura  de  constitución 


ir, 


si  se  ofrecen  ó no  como  aumento  do  dote,  estan- 
do el  notario  obligado  á preguntar  á los  otor- 
gantes acerca  de  este  extremo,  enterándoles  de 
sus  derechos  en  uno  y otro  caso,  es  decir, 
la  obligación  de  constituir  hipoteca  si  fueren 
aumento  de  dote,  y la  facultad  del  marido  para 
constituirla  ó no  en  el  caso  contrario.  No  ha- 
ciéndose en  la  escritura  manifestación  alguna 
sobre  este  punto,  quedará  á la  mujer  la  ación 
personal  únicamente.  ¡A.i-1.  Al,  instrucción 
sobre  la  manera  de  redactar  los  instrumentos 
sujetos  á registro. ) 

Artículo  13/3. — Si  el  marido  ofreciere  á 
la  mujer  arras  y donaciones  esponsalicias, 
solamente  quedará  obligado  á constituir 
hipoteca  por  las  unas  ó por  la  otra,  á elec- 
ción de  la  misma  mujer,  6 á la  suya,  si  ella 
no  optase  en  el  plazo  de  veinte  días  que  la 
lejr  señala,  contado  desde  el  en  que  se  hizo 
la  promesa. 

ORÍGENES 

Art.  179,  ley  Hipotecaria. 

COMENTARIO 

Aunque  al  hablar  de  las  donaciones  esponsa- 
licias no  liemos  consignado  que  la  ley  confiere 
á la  mujer  hipoteca  legal  por  aquel  concepto, 
el  artículo  anterior  de  la  ley  Hipotecaria  se  re- 
fiere, del  mismo  modo  que  á las  arras,  á las  do- 
naciones de  aquella  especie,  y por  consiguiente 
por  unas  y por  otras  cu  los  mismos  casos  podrá 
la  mujer  pedir  la  constitución  de  hipoteca  es- 
pecial. 

Mas  al  hacerse  la  ley  Hipotecaria  so  tocó  un 
inconveniente,  y es,  que  con  arreglo  á la  ley  52 
de  Toro,  las  arras  y las  donaciones  esponsalicias 
so  excluyen  do  tal  modo,  que  la  mujer  ó sus  he- 
rederos habían  de  optar  por  unos  ó por  otras 
en  cierto  plazo  contado  desde  la  disolución  del 
matrimonio.  Como  en  realidad  hasta  que  lle- 
gaba este  tiempo  no  se  resolvía  sobre  la  validez 
de  unas  y otras  donaciones,  la  constitución  de  la 
hipoteca  no  era  posible,  á no  ser  que  el  marido 
lo  hiciera  por  ambos,  en  cuyo  caso  so  daba  el 
contrasentido  de  garantir  la  entrega  do  dos 
cosas  cuando  solamente  debía  una. 

No  había,  por  consiguiente,  otro  medio  para 
salvar  La  dificultad,  que  el  adoptado  por  la  ley. 

Hé  aquí  lo  que  á este  propósito  dice  la  expo- 
sición de  motivos  de  la  misma: 

«Pero  como  ni  ct  marido  ni  sus  herederos, 
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cuando  on  la  celebración  del  matrimonio  bubo 
¡irras  y donaciones  esponsalicias,  están  obliga- 
dos á devolver  unas  y otras,  sinó  que  su  obli- 
gación es  alternativa,  teniendo  la  mujer  ó sus 
herederos  la  facultad  de  elegir  en  el  término 
de  veinte  días,  contados  desde  el  requerimiento, 
y pasando  por  su  silencio  este  derecho  al  ma- 
rido  ó á sus  herederos,  la  Comisión  no  ha  po- 
dido menos  de  tomar  en  cuenta  esta  importante 
circunstancia.  Establécese  al  efecto  que  la  mu- 
jer dentro  del  plazo  legal  tenga  que  elegir  por 
qué  bienes  quiere  que  se  constituya  la  hipoteca, 
si  por  las  arras  ó por  las  donaciones,  y que  se  , 
cuente  el  término  desde  el  día  en  que  se  hizo  la 
promesa,  pasando  después  la  facultad  de  elegir 
al  marido  y á sus  sucesores.  El  precepto  en  el 
fondo  es  el  mismo;  sólo  se  cambia  el  tiempo  en 
que  debe  elegirse  para  hacer  posible  y oportuna 
la  constitución  de  la  hipoteca.); 

Resulta,  pues,  resumiendo  las  disposiciones 
de  la  ley  Hipotecaria  en  esta  materia,  que  la 
h ipoteca  legal  por  razón  de  arras  y donaciones  ‘ 
esponsalicias  sólo  tiene  lugar  cuando  unas  y 
otras  se  ofrezcan  por  el  esposo  ó marido  como 
aumento  de  dote;  que  si  se  ofrecieren  sin  este 
requisito,  se  produciráúnicamente  una  obliga- 
ción personal,  quedando  al  arbitrio  del  marido 
asegurarla  ó no  con  hipoteca:  y que  si  se  hubie- 
ren ofrecido  de  ambas  donaciones  como  aumen- 
to de  dote,  solamente  habrá  de  constituirse  la 
hipoteca  por  una  ó por  otra,  A elección  de  la  mu- 
jer. que  tiene  para  hacerlo  veinte  dias,  contados 
desde  que  la  promesa  se  hizo,  trascurridos  los 
cuales  la  elección  es  del  marido. 

Artículo  137  4. — Mediando  á la  vez  arras 
y donación  esponsalicia,  la  mujer  ó sus  he- 
rederos optarán  por  unas  ú otra  en  el  plazo 
de  veinte  días  siguientes  á la  disolución  del 
matrimonio.  Trascurrido  este  plazo  sin  ha- 
ber hecho  la  elección,  corresponde  ésta  al 
marido  ó sus  herederos,  salvo  lo  dispuesto  en 
el  artículo  anterior. 

ORÍGENES 

Ley  3.\  tít.  Til,  lib.  X,  Nov.  Rec.  (52  de 
Toro.) 

COMENTARIO 

Refiriéndose  esta  ley  a los  derechos  do  la 
mujer  sobre  las  donaciones  esponsalicias,  dice: 
(Pero  si  arras  oviese,  que  sea  en  escogimiento 
de  la  muger  ó de  sus  herederos:  muerta  ella,  to- 


mar las  arras  ó dejarlas  ó tomar  todo  lo  que  el 
marido  la  ovo  dado  siendo  con  ella  desposado: 
lo  cual  hayan  de  escoger  dentro  de  veinte  dias 
después  de  requeridos  por  loa  herederos  del 
marido,  y si  no  so  escogieren  dentro  del  dicho, 
término,  que  los  dichos  herederos  escojan.» 

Esta  disposición  y ladel  artículo  anterior  son 
perfectamente  armónicas.  Aquélla  so  refiere  al 
caso  en  que  unas  y otras  donaciones  se  hayan 
ofrecido  como  aumento  de  dote;  la  presente  ha 
quedado  únicamente  aplicable  al  caso  en  que  no 
se  hayan  constituido  con  aquella  formalidad. 

El  precepto  es  bastante  claro  para  merecer 
más  prolija  explicación. 

Artículo  1375. — Se  entienden  revocadas 
las  arras  por  el  adulterio  de  la  mujer,  por 
el  abandono  de  la  casa  marital  con  aiyiel 
propósito,  ó por  hacer  vida  disoluta  en  la 
viudez. 

ORÍGENES 

Ley  6.*,  tít.  II,  lib.  III,  Fuero  Real. 

Ley  9.",  tít.  XII,  lib.  III,  Fuero  Real. 

Ley  5.*,  tit.  II,  lib.  V,  Fuero  Juzgo, 

COMENTARIO 

«Si  alguna  muger  fiziese  adulterio  ó probado 
le  fuere,  pierda  las  arras  si  el  marido  quisiere. 
Otrosí:  si  la  muger  se  fuere  de  casa  de  bu  ma- 
rido, é so  partiese  dél  por  razón  de  fazer  adul- 
terio, pierde  las  arras  maguer  no  les  sea  proba- 
do que  cumplió  la  voluntad  que  quiso  por  algún 
embargo,  pues  que  no  fincó  por  ella  de  lo  cum- 
plir,» dice  el  Fuero  Real.  Esta  regla  es  resul- 
tado, según  expresa  un  autor,  de  que  las  arras 
provienen  de  la  generosidad  y alientan  la  vir- 
tud, siendo  imposible  separar  los  deberes  del 
matrimonio  de  las  ventajas  que  ocasiona. 

La  ley  del  Fuero  Juzgo  dice  ademas:  «Si  el 
marido  da  alguna  cosa  á la  muger  ó la  muger 
después  de  la  muerte  del  marido  non  fiziere 
adulterio,  mas  estuviese  en  castidad  é se  casare 
cuerno  deue  de  lo  quél  dió,  el  primer  marido 
puede  fazer  lo  que  quisíor,  si'fiios  non  oviere 
dél.  E si  muere  sin  fabla  ó non  áfiios,  si  el  pri- 
mer marido  es  vivo,  deue  tornar  la  donación 
al  primer  marido  ó sus  herederos;. ó si  faze  adul- 
eno,  se  casa  cuerno  non  deue,  deue  perder 
cuantol  diera  el  marido,  é deue  tornar  al  pri- 
mero marido  ó á sus  herederos. » 

Algunos  autores  entienden  que  esta  ley  no 
vigente,  y por  tanto  que  la  vida  disoluta  d 
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poco  honesta  que  hiciese  la  viuda  no  podrá 
hacerle  perder  las  arras. 

Colocamos  la  ley  en  nuestro  artículo,  más  que 


todo,  por  su  influencia  moralizadora,  por  más 
que  en  la  práctica  no  la  hayamos  visto  invocar, 
lo  cual  no  arguye  contra  su  validez. 


SECCION  TERCERA 

I>E  LAS  DONACIONES  DURANTE  EL  MATRIMONIO 


Artículo  1376. — Toda  donación  de  un 
cónyuge  á otro  durante  el  matrimonio, 
será  revocable  expresa  ó táSitamente,  á vo- 
luntad del  donante. 

Si  el  donatario  premuriese,  se  entenderá 
revocada  la  donación. 

ORÍGENES 

Ley  4.a,  tít.  XI,  Partida  4.a. 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  con:  Art.  1096,  Cód.  Francia.— 
Ley  32,  párr.  2.»  y 16,  tít.  I,  lib.  XXIV,  Di- 

gesto. 

JURISPRUDENCIA 

Por  la  ley  romana,  Digesto,  1.a  De  donatio - 
nibus  ínter  virum  et  uxorem,  están  prohibidas 
las  donaciones  entre  marido  y mujer  (Sents.  2 
Marzo  1866,  25  Setiembre  1871), 

Aun  en  las  que  exceptúa  de  la  prohibición 
que  también  establece  la  ley  4.a,  tít.  XI,  Par- 
tida 4.a,  se  requiere  como  circunstancia  indis- 
pensable para  su  validez  y subsistencia  que 
nunca  el  donador  las  desfiziesse  en  su  vida , ni 
las  revocase  expresa  ó tácitamente  y por  sus 
actos,  quedando,  por  lo  tanto,  sin  efecto  ni  efi- 
cacia legal  si  muriese  aquel  que  recibiera  la 
donación  ante  de  aquel  que  la  fizo  (Sent.  2 
Marzo  1866). 

Cuando  la  que  resulta  hecha  por  el  marido  á 
la  mujer,  aunque  hubiese  sido  remuneratoria, 
ha  sido  después  revocada  por  el  mismo  marido, 
queda  sin  validez  alguna,  pues  según  la  ley  4.  , 
tít.  XI,  Partida  4.a,  habría  sido  preciso,  para 
que  dicha  donación  fuese  subsistente,  «que  nun- 
ca ©I  donador  la  desíizíese  en  vida.»  (Sent.  *-5 
Setiembre  1871). 

Según  doctrina  legal  y jurisprudencia  esta- 
blecida por  el  Supremo  Tribunal,  no  es  válido 
ti  oonvenío  en  que  el  marido  y la  mujer  se  a - 


judioan  el  dominio  do  los  bienes  adquiridos  du- 
rante el  matrimonio  (Sent.  id.  id.). 

comentario 

El  proyecto  de  Código  dice:  «Toda  donación 
de  un  cónyuge  á otro  durante  el  matrimonio 
será  nula.»  Nosotros  decimos  que  «será  revo- 
cable á voluntad  del  donante:»  la  doctrina  en 
realidad  no  difiere  gran  cosa;  pero  con  arreglo 
á nuestra  ley  es  válida  la  donación  cuando  el 
donante  fallece  antes  que  el  donatario  sin  haber 
revocado  la  donación,  lo  cual  no  sucedería  con 
el  artículo  del  proyecto. 

Una  ley  del  Fuero  Juzgo  y otra  del  Real  pro- 
hibían las  donaciones  entre  cónyuges  solamente 
en  el  primer  ano  do  matrimonio,  «mas  ante 
que  el  anno  sea  passado,  ni  el  marido  á la  mti- 
ger,  ni  la  muger  al  marido  non  puede  dar  inas 
de  las  arras » 

Entienden  generalmente  los  autores  que  Ja 
ley  de  Partida,  al  declarar  revocables  las  dona- 
ciones de  un  cónyuge  al  otro,  derogó  la  ley 
del  Fuero  Juzgo,  por  estar  la  disposición  de  ésta 
comprendida  dentro  de  aquélla;  lo  cual  no  te- 
nemos por  absolutamente  cierto,  antes  por  el 
contrario,  parece  que  dichas  leyes  se  refieren  á 
casos  distintos  y contienen  resoluciones  tam- 
bién diferentes.  Cabría,  pues,  decir  que  ambas 
leyes  pueden  observarse,  siendo  nula  toda  do- 
nación que  se  hiciese  en  el  primer  año  de  matri- 
monio con  arreglo  al  Fuero,  y solamente  revo- 
cable la  que  se  hiciera  después  do  este  año,  de 
conformidad  con  la  Partida,  cuya  diferencia  se 
apercibe  sin  más  explicación. 

Acaso  este  razonamiento  sea  inspirado  por  el 
respeto  que  nos  merece  la  legislación  visigoda, 
no  pareciéndonos  que  deba  entenderse  deroga- 
da por  la  de  origen  romano.  No  nos  atrevemos, 
sin  embargo,  á poner  nuestro  dictamen  en  fron- 
te del  de  ilustres  jurisconsultos,  y en  el  artícu- 
lo consignamos  la  doctrina  corriento. 
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Aunque  la  prohibición  de  la  ley  es  terminan- 
te, tiene  razón  Goyena  al  decir  «que  habría 
grosería  y hasta  barbarie  en  prohibir  á los  es- 
posos ciertas  inocentes  finezas  y muestras  de  ca- 
riño:» lo  cual  justifica  que  cu  el  proyecte  de  Có- 
digo no  se  comprendan  en  la  regla  general  los 
regalos  módicos  que  los  cónyuges  acostumbran 
:’l  hacerse  en  ocasiones  de  regocijo  para  la  fa- 
milia, conforme  con  la  ley  31,  Partida  1.a,  li- 
hro'XXIV  del  Digesto. 

El  último  párrafo  de  nuestro  artículo  no  pre- 
cisa explicación. 

Artículo  1377. — No  obstante  lo  dispuesto 
en  el  artículo  anterior,  serán  válidas  é irre- 
vocables las  donaciones  hechas  durante  el 
matrimonio: 

1."  Si  por  ellas  no  se  hiciere  el  donante 
más  pobre,  y se  enriqueciere  el  donatario,  j 
como  si  el  marido  renunciase  una  herencia 
que  se  le  deja  en  testamento,  para  que  la  re- 
ciba su  mujer  sustituida  en  el  misino. 

2°  Si  por  ellas  no  se  enriqueciera  el  do- 
natario, áun  cuando  el  donante  se  haga  más 
pobre,  como  si  el  marido  donare  á su  mujer 
terreno  para  construir  una  iglesia. 

orígenes 

Leyes  5.a  y 6.  ',  tít.  XI,  Partida  4." 

COMENTAD  IO 

Como  el  objeto  de  la  ley  al  prohibir  las  do- 
naciones entre  cónyuges  es  hacer  imposible  ! 
que  uno  de  ellos  empobrezca  y so  enriquezca  el  i 


i ¿tro,  evitando  así  que  los  extravíes  del  partfid 
puedan  . alterar  de  una  manera  notable  la  fortíl- 
: na  del  marido  ó dé  la  mujer,  ha  parecido  al  le- 
gislador que  podía  hacer  algunas  excepciones 
que  no  fueran  perniciosas  á los  intereses  de 
ambos.  Así  únicamente  se  explica  el  contenido 
de  las  leyes  que  comentamos. 

Siempre  que  la  donación  enriquezca  á uno 
de  los  cónyuges  empobreciendo  al  otro,  la  dona- 
ción es  revocable.  Cuando  el  donante  se  hace 
má3  pobre  sin  enriquecerse  el  donatario,  y 
cuando  éste  se  enriquece  sin  empobrecerse 
aquel,  la  donación  es  válida,  eficaz  y Subsis- 
tente. ' • 

Los  ejemplos  dfe  la  ley  aclaran  más  la  doc- 
trina expuesta.  «Esto  seria  cómo  si  algún  orne 
ó muger  fiziesse  su  eredero  algún  orne  casado 
diciendo  assí:  Yo  fago  mi  eredero  á tal  .orne 
¡nombrándole  señaladamente]  e mando  que 
quando  él  finare  que  este  eredamiento  que!  yo 
dó,  que  finque  á su  muger.  Ca  si  el  marido  de- 
11a,  ante  que  cntrasse  en  tenencia  de  aquella 
eredad  la  diesse  a su  muger,  valdría  tal  dona- 
ción... Eso  mismo  seria,  si  alguno  en  su  testa- 
mento mandasse  al  marido  alguna  cosa  assit 
como  casa  ó vina  ó eredad  en  la  manera  sobre- 
dicha: e después  la  diesse  a. su  muger  ante  que 
fuesse  apoderado  della.  Otro  tal  seria  si  el  ma- 
rido diesse  á la  muger  alguna  cosa  que  non 
fuesse  suya:  ca  valdría  la  donación  para  poder- 
la ganar  por  tiempo.» 

La  ley  siguiente  añado:  «...si  vno  dixíessé  al 
otro  que  daua  alguna  sepultura  suya  en  que  Sé 
soterrasse  ol  diesse  ol  alguna  Eglesia  ó Monas- 
terio... tales  donaciones  como  estás  ó otras  se- 
mejantes dolías  deuen  valer...»  i"-1 
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CAPÍTULO  III 

DE  LA  DOTE 


■ SECCION  PRIMERA 

DE  LA  CONSTITUCION  DE  LA  DOTE  Y BIENES  QUE  LA  COMPONEN 


Artículo  1378. — La  dote  es  el  capital  que 
aporta  la  mujer  al  marido  para  soportar  las 
cargas  del  matrimonio. 

ORÍ  ¿ENES 

Ley  l.“,  tít.  XÍ,- Partida  4.* 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  con:  Art.  1540  Cód.  Francia. — 
Leyes  7/,  56,  párr.  1 y 76.  tit.  III,  lib.  XXIII, 

Digesto.  . ■:  ■ 

comentario 

Pertenece  de  lleno  la  doctrina  de  este  capítu- 
lo, así  como  la  de  los  capítulos  siguientes,  al  ré- 
gimen y desenvolvimiento  económico  de  la 
familia. 

Tres  sistemas  principalmente  hánse  aceptado 


tratado  de  regular  la  marcha  del  matrimonio 
considerado  como  unión  que  ha  de  producir  no- 
tibies  efectos  en  todo  lo  que  se  relaciona  con  los 
bien-es  do  los  cónyuges. 

Estos  sistemas  son:  _ 

El  de  separación  absoluta  de  bienes. 

■ El  ijo  comunidad. 

Y el  mixto. 

Él  de  separación  de  bienes;  llamado  también 

sistenia  dotal,  se  desarrolló  principalmente  en 

íl  otpji,  y de  allí  pasó  á nuestro  Derecho,  combi- 
nándose con  el  de  comunidad  y formando  así 
el  ejstsm  mixto  que  constituye  la  doctrina  de 
legislación  vigente.  Cuál  de  jos  t?es 


sistemas  sea  el  preferible,  no  es  cosa  fácil  de 
determinar  á priori.  La  historia  y las  costum- 
bres de  cada  nación  harán  do  resultados  más 
fecundos  uno  ú otro  délos  sistemas.  Entre  nos- 
otros entendemos  que  debe  conservarse  el 
sistema  mixto,  ya  que  por  fortuna  han  podido 
combinarse  de  una  manera  que  en  general  ca- 
rece de  grandes  lunares  donde  la  reforma  sea 
precisa. 

Él  sistema  mixto  que  se  consigna  en  nues- 
tras leyes  establece  la  separación  de  ¡os  bienes 
que  cada  uno  do  los  cónyuges  aportó  al  matri- 
. monio,  y la  comunidad  de  los  frutos  de  estos 
mismos  bienes  y la  de  todos  los  demas  que 
enumeraremos  en  el  lugar  correspondiente. 

Los  bienes  que  la  mujer  aporta  al  matrimo- 
nio son  de  dos  clases:  dótales  y parafernales. 

La  dote  es  el  algo  que  da  la  mujer  al  mari- 
do por  razón  de  casamiento. 

Dosesl  pecunia  quse  pro  mullere,  vel  ah  illa, 
datur  viro  a d fecunda  matrimonii  onera , dice 
el  Digesto. 

De  los  parafernales  nos  ocuparemos  después. 

Artículo  1379. — Los  padres  y parientes 
de  cualquiera  de  los  esposos,  el  esposo  y aun 
las  personas  extrañas,  pueden  constituir 
dote  á la  mujer  ántes  ó después  de  contraer 
matrimonio. 

orígenes 

Leyes  1.*,  10,  11,  12,  13  y 30,  tit.  XI,  Par- 
tida 4.‘ 
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JURISPRUDENCIA 

La  promesa  hecha  por  un  padre  en  la  escri- 
tura de  capitulaciones  matrimoniales  de  su 
hija,  de  entregarle  como  dote  una  cantidad,  sin 
añadir  condición  alguna  de  que  la  entrega  se 
haría  en  bienes  muebles  ó raíces,  valores  de- 
terminados, ó en  lo  quo  consistió  la  legítima 
materna  de  aquélla,  es  una  obligación  pura  é 
incondicional  de  entregar  en  metálico  la  canti- 
dad prometida.  La  sentencia  que  no  lo  estima 
así  y autoriza  al  padre  para  entregar  la  canti- 
dad en  bienes,  efectos  ó metálico,  á su  volun- 
tad, infringe  la  ley  3.a,  tít.  XIV,  Partida  5. 
(Sent.  13  Noviembre  1868). 

El  pacto  celebrado  por  unos  tíos  con  su  so- 
brina en  la  escritura  solemne  de  capitulaciones 
para  el  matrimonio  que  contrajo,  y en  que  se 
obligaron  los  donantes,  no  sólo  á dotar  en  par- 
te á dicha  su  sobrina,  sinó  que  se  comprome- 
tieron igualmente  á que  después  del  falleci- 
miento de  ambos  sería  uno  de  sus  herederos, 
fue  un  pacto  lícito,  conforme  a las  buenas  cos- 
tumbres, que  debieron  cumplir  los  promiten- 
tes: y si  no  lo  cumplieron,  pretiriéndola  en  su 
testamento  posterior,  dicha  obligación  pasó  á 
las  horederas  instituidas,  que  están  en  el  caso 
de  cumplirla  (Sent.  30  Enero  1875). 

El  papel  privado  en  que  el  marido  de  dicha 
sobrina  ofreció  restituir  á los  herederos  del  tes- 
tamento algunos  granos  y efectos  que  había  re- 
cibido, no  eB  ni  puede  estimarse  una  renuncia 
formal  de  los  derechos  de  la  misma  á la  heren- 
cia de  sus  tíos,  porque  ni  aquél  por  su  cuali- 
dad de  marido  podía  hacer  por  sí  semejante  re- 
nuncia, ni  la  mujer  intervino  en  aquel  docu- 
mento, ni  había  otorgado  facultad  especial  á su 
esposo  para  aquella  renuncia;  por  todo  lo  cual, 
no  habiendo  la  misma  y los  herederos  celebra-  E 
do  contrato  alguno  bilateral,  no  se  infringe  la 
ley  1.  , tít.  I,  lib.  X,  Nov.  Rec.,  al  no  dar  valor 
A dicho  documento  (Id.,  id.,  id), 

COMENTARIO 

Las  doten...  se  pueden  facer  ante  que  el  ma- 
trimonio sea  acabado  ó después. 

Sentado  este  principio,  parece  excusado  aña- 
dir que  si  por  aventura  después  que  el  matri- 
monio fue  acabado  la  rnuger  quisiese  acrescer 
la  dote  al  marido , puédalo  facer,  porque  conce- 
diendo la  ley  la  facultad  de  constituir  el  todo 
de  la  doto  después  de  celebrado  el  matrimonio, 


con  mayor  razón  debía  entenderse  que  podía 
aumentarse  la  constituida. 

Pueden  dotar: 

El  padre. 

La  madre. 

Los  parientes  de  la  mujór  . 

El  esposo. 

Los  parientes  de  éste. 

Y los  extraños. 

De  aquí  nace  la  clasificación  de  la  dote  en 
adventicia  y profecticia. 

Adventicia  es  aquella  que  da  la  mujer  por  sí 
misma  de  lo  suyo  á su  marido  ó la  que  da  por 
ella  su  madre  ó algún  otro  pariente,  que  no  sea 
su  ascendiente  ó descendiente,  ó un  extraño. 
Pr.ofecticia  «díeenla  así  porque  sale  de  loa  bie- 
nes del  padre,  abuelos  ú otros  parientes  que 
suben  por  línea  derecha;»  pero  no  será  profec- 
ticia, sino  adventicia,  la  que  constituya  el  padre 
con  bienes  ó cantidades  que  debiere  á Su  hija, 
porque  non  gelo  da  como  padre,  mas  corno 
otro  extraño. 

Artículo  1380. — El  padre,  y en  su  defecto 
la  madre,  están  obligados  á dotar  á sus  hi- 
jas legítimas  que  no  estén  emancipadas. 

La  obligación  de  dotar  pesa  sobre  el  abue- 
lo paterno,  en  defecto  de  los  padres,  cuando 
la  nieta  fuere  pobre: 

ORÍGENES 

Leyes  8.“  y 9.1,  tít,  XI,  Partida  4.* 

Ley  4.*,  tít.  III,  lib.  X,  Nov.  Rec.  (53deToro). 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  con:  Ley  7.a,  tít.  XI,  lib.  V,  Có- 
digo.— Ley  J 9,  tít.  II,  lib.  XXIII,  Digesto. 

JURISPRUDENCIA 

Cuando  un  padre  reconoce  la  obligación  en 
que  está  de  dotar  á sus  hijos,  la  cuestión  debe 
versar  en  fijar  el  caudal  liquido  del  que  ds.ben 
deducirse  (Sent.  14  Mayo  1866). 

Siendo  la  dote  una  legítima  ó parte  de  ella 
anticipada,  y que  en  su  día  tiene  que  traerse  á 
colación,  es  potestativo  en  el  padre  entregarla 
en  dinero  ó en. bienes,  de  la  misma  manera 
que  se  efectúa  en  dichas  legítimas  (Sent.  4 
Mayo  1866). 

Si  bien  las  leyes  especiales  que  rigen  en  Oa- 
í taluna  imponen  á los  padres  la  obligación  do 
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dotar  a sus  hijas,  no  hay  disposición  alguna  ' 
que  fíjela  cantidad  á que  deben  ascender  las  , 
dotes,  ni  la  manera  en  que  indispensabletnen-  j 
te  hayan  de  cumplir  aquéllos  con  el  expresado  * 
deber.  Reservado  al  arbitrio  judicial  el  deter- 
minar cuanto  se  relaciona  con  ambos  puntos, 
ha  de  estarse  á la  apreciación  que  la  Sala  sen- 
tenciadora haga  cuando  contra  ella  no  se  ale- 
gue que  al  hacerla  se  ha  infringido  alguna  i 
ley  ó doctrina  legal  (Sont.  21  Diciembre  18671.  i 

No  hay  ley  alguna  en  Aragón  que  marque  la 
proporción  que  deben  tener  las  dotes  con  el 
caudal  paterno  (Sent.  2 Julio  1868). 

La  promesa  hecha  por  un  padre  en  3a  escri- 
tura de  capitulaciones  matrimoniales  de  su  hija 
de  darla  una  cantidad  por  vía  de  dote,  sin  aña- 
dir condición  alguna  de  que  la  entrega  se  haría 
en  bienes  muebles  ó raíces,  ó valores  determi- 
nados, es  una  obligación  pura  c incondicional 
de  entregar  en  metálico  la  cantidad  prometida 
(Sent.  13  Noviembre  1868). 

Nada  prescriben  las  leyes  respecto  á indem- 
nizaciones para  el  caso  de  no  poder  pagar  la 
dote  por  motivos  poderosos  (Sent,  !.*  Octubre 
1874). 

COMENTARIO 
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el  deber  del  padre:  parócenos,  sin  embargo, 
más  conforme  con  la  ley  la  opinión  contraria, 
que  sustentan  Antonio  Gómez  y otros. 

La  obligación  de  dotar  impuesta  al  padre,  ¿so 
refiere  á las  hijas  legítimas,  ó también  á las  na- 
turales? 

Govarrubias  y Llamas  creen  que  on  la  loy  se 
comprenden  ambas  clases  de  hijas:  en  contra 
se  deciden  Gómez,  Eseriche,  La  Serna  y el  se- 
ñor Cfuticrrez. 

Habiendo  desaparecido  la  pena  de  deshere- 
dación para  el  caso  de  que  los  lujos  contraigan 
matrimonio  sin  consentimiento  paterno,  que 
tampoco  esta  circunstancia  podrá  excusar  al 
padre  de  la  obligación  de  constituir  la  doto. 

Artículo  1381.— Cuando  la  dote  fuero 
constituida  juntamente  por  el  padre  y la 
madre,  ó por  el  padre  solamente,  deberá  pa 
garse  con  los  bienes  gananciales,  si  los  hu- 
biere, ó hasta  donde  alcancen;  y no  habién- 
dolos ó siendo  insuficientes,  pagarán  ó com- 
pletarán el  resto  por  mitad  el  padre  y la 
madre,  si  ambos  la  hubiesen  constituido,  ó 
el  padre  con  sus  bienes,  si  él  solo  la  hubiera 
constituido. 


Las  dotes  son  necesarias  y voluntarias,  cuya 
diferencia  nace  de  que  las  primeras  se  consti- 
tuyen por  mandato  de  la  ley,  que  impone  á de- 
terminadas personas  la  obligación  de  dotar,  así 
como  las  segundas  dependen  únicamente  del 
arbitrio  del  que  las  otorgó. 

Tienen  obligación  do  dotar: 

1. °  El  padre. 

2. °  La  madre,  en  defecto  del  padre. 

3. "  El  abuelo  en  defecto  de  los  padres,  si  la 
nieta  fuere  pobre. 

.4.*  El  curador  ó menor  que  tuviere  en  guar- 
da con  los  bienes  del  patrimonio  de  aquélla. 

En  cuanto  á la  obligación  de  la  madre,  si 
bien  es  verdad  que  no  hay  ley  que  la  consigne 
expresamente,  parece  indudable  que  conferida 
la  patria  potestad  á La  madre  en  defecto  del 
padre  sobre  los  hijos  legítimos  no  emancipados 
(art.  64,  ley  del  Matrimonio  civil),  haya  adqui- 
rido la  obligación  de  dotar,  que  es  como  inhe- 
rente á la  potestad  que  ejerce  en  aquel  caso. 
No  todos  los  autores,  sin  embargo,  admiten  es- 


to doctrina. 

Disienten  los  autores  sobre  si  el  padre  (y  por 
tonto  la  madpe  en  su  caso)  deberá  .dotar  a la 
‘hija  emancipada,  expresando  Gregorio  López  y 
Coyairjpbias  que  la  emancipación  no  modifica 


Towo  u 


ORÍGENES 

Ley  14,  tí t.  XX,  líb.  III,  Fuero  Real. 

Ley  4>*,  tít.  III,  líb.  X,  Nov.  Rec.  (53  de 
Toro). 

Ley  10,  tít.  I,  líb.  X,  Nov.  Rec.  (1458). 

JURISPRUDENCIA 

La  ley  1.0,  tít.  I,  lib.  X,  Nov.  Rcc.,  por  la  que 
se  dispone  que  cuando  dos  se  obligan  simple- 
mente por  contrato  ó en  otra  alguna  manera,  se 
entienda  serlo  cada  uno  por  la  mitad,  no  puede 
tener  aplicación  á las  donaciones  que  por  cau- 
sa de  matrimonio  otorguen  los  cónyuges  á fa- 
vor de  sus  hijos  en  concepto  de  pago  anticipa- 
do de  lo  que  por  sus  legítimas  paterna  y ma- 
terna pudiera  corresponderles. 

Siendo  la  donación  por  causa  del  matrimonio 
hija  del  cumplimiento  de  una  deuda  legal,  es 
natural  suponer  que  cada  uno  de  los  padres 
donantes  quiera  desprenderse  de  la  parto  ó can- 
tidad proporcionada  á su  patrimonio  (feent,  8 
Junio  1866). 


COMENTARIO 

Rice  Govarrubias  que  la  razón  de  esta  ley 
está  en  que  la  dote  hecha  en  tiempo  del  matn- 

i» 
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monio  es  una  deuda  contraída  constante  matri- 
monio, y que  de  consiguiente  debe  satisfacerse 
de  los  bienes  gananciales  del  matrimonio,  con- 
forme á la  ley  14,  tít.  XX,  lib.  III,  Fuero  Real, 
que  dice:  «Todo  deudo  que  marido  é muger 
fiziessen  en  uno,  paguenlo  otrosi  en  uno.» 

L»  doctrina  de  la  ley  nos  parece  terminante: 
habiendo  gananciales.  de  ellos  se  constituirá  la 
dote;  no  habiéndolos,  ó siendo  insuficientes  los 
que  existan,  se  constituirá  en  el  primer  caso,  ó 
se  completará  en  el  segundo,  con  los  bienes  de 
ambos  cónyuges,  si  juntamente  la  otorgaron,  y 
con  los  bienes  patrimoniales  del  marido  si  él 
solo  la  constituyó. 

La  ley,  no  obstante  la  claridad  con  que  está 
redactada,  ha  dado  lugar  á una  duda  en  que 
se  empeñan  los  autores:  es  4 saber,  si  tendrá 
aplicación  su  contenido  en  el  caso  de  que  el 
marido  dotare  en  tiempo  en  que  se  hubiere  di- 
suelto  el  matrimonio. 

Covarrubias,  y con  él  López,  Matienzo y Ace- 
vedo,  entienden  que  debe  pagarse  la  dote  de  los 
gananciales  de  marido  y mujer,  cuando  el  ma- 
rido lo  constituyó,  disuelto  ya  el  matrimonio; 
porque  áun  cuando  la  constitución  de  la  dote 
no  se  hizo  constante  aquél,  la  obligación  de 
dotar  es  una  carga  de  la  sociedad  conyugal 
procedente  del  matrimonio  en  que  se  procrea- 
ron los  hijos;  es  una  deuda  legal  que  el  padre 
contrajo  en  tiempo  del  matrimonio  y por  causa 
de  61. 

En  contra  se  resuelven  Gómez,  Ayorá,  Moli- 
na, Llamas  y algún  otro.  Y,  en  efecto,  según 
expresa  Llamas,  «cuando  el  padre,  disuelto  el 
matrimonio,  dota  á la  bija,  ó se  ha  de  sacar  la 
mitad  de  esta  dote  de  los  gananciales  que  cupie- 
ron á la  madre,  ó de  la  parte. que  tocó  á la  hija 
en  las  particiones  con  sus  hermanos:  si  lo  pri- 
mero , se  seguiría  que  se  debía  despojar  y pri- 
var á los  demás  hijos  de  la  parte  de  gananciales 
que  les  había  cabido  por  disposición  de  su  ma- 
dre, lo  que  dice  una  reconocida  repugnancia, 
pues  es  privar  á un  hijo  de  parte  de  la  herencia 
que  le  ha  tocado  do  su  madre,  por  acrecentar  la 
de  otro,  contra  la  expresa  voluntad  del  testador: 
si  lo  segundo,  se  seguiría  que  no  bastando  la 
la  parte  de  gananciales  que  cupo  á la  hija  para 
completar  la  mitad  de  la  dote  que  le  ha  de  dar 
su  padre,  debería  éste  suplirla,  ó de  la  parte  dé 
ganancias  que  le  tocó  en  la  partición  con  su 
mujer,  ó de  sus  propios  bienes:  y en  uno  y otro 
caso  resulta  que  en  el  caso  de  que  disuelto  el 
matrimonio  promete  el  padre  la  dote,  no  se  sa- 
tisface ésta  de  por  mitad  de  los  gananciales  ha- 


bidos en  constante  matrimonio,  como  qulOTé 

la  ley.»  ' 

A esta  consideración  podemos  añadir  la  d# 

que  en  realidad  después  de  la  disoluoion  déf 
i matrimonio  no  hay  gananciales,  pues  los  bienes 
que  tenían  este  carácter  lo  perdieron  para  con- 
vertirse en  bienes  de  la  propiedad  del  ma- 
rido y bienes  propios  y hereditarios  de  loa  hijos; 
y por  lo  tanto,  desde  el  momento  en  que  los 
hijos  hacen  suyos  los  bienes  de  su  madre,  hay- 
notoria  impropiedad  en  darles  aquella  deno- 
minación. 

I 

Articulo  1382.— La  doto  constituida  por 
] los  padres  ha  de  ser  proporcionada  á la  ri- 
queza y posición  social  de  aquellos.* 

En  ningún  caso  podrá  la  dote  exceder  del 
importe  de  la  legítima  déla  hija:  y ni  tácita 
j ni  expresamente  se  entenderá  ésta  en  vida 
mejorada  en  tercio  ni  quinto  por  razón  de 
casamiento. 

ORÍGENES 

Ley  6.a,  tít.  III,  lib.  X,  ISov.  Hec.  (Prag.  de 
■ Madrid,  1534). 

JURISPRUDENCIA 

La  oferta  de  unos  bienes  que  se  hace  A una 
hija  por  vía  de  dote  y con  preferencia  A sus  her- 
manos, no  es  una  mejora  en  el  sentido  y para 
los  efectos  de  la  ley  6.*,  tít.  III,  lib.  X,  Nov. 
Rec.  (Sent.  8 Enero  1861). 

COMENTARIO 

Atenta  la  desorden  y* daños  que  se  han 're- 
crecido y recrecen , de  las  dotes  excesivas  que 
se  prometen..,  vistos  los  pareceres  y acuerdos 
! de  los  de  nuestro  consejo , mandamos  que  en 
i prometer  y en  dar  nuestras  dotes  se  tenga  y 
guarde  la  manera  siguiente:  desde  doscientos 
á quinientos  mil  maravedís  de  renta  la  dote 
para  cada  una  de  las  hijas  legitimas  será  de- 
un  cuento...;  y así  continúa  laley  estableciendo 
la  escala  de  dotes  en  relación  con  la  renta  de! 
dotante.  De  esta  ley.se  deduce,  por  tanto,  que 
la  dote  ha  de  ser  proporcionada  á la  riqueza  y 
posición  social  del  padre  que  la  otorga:  en  cuan- 
to A la  proporción  entro  los  maravedís  de  renta 

j los  cuentos,  no  creemos  que  pueda  tener  Apli- 
cación. 

El  segundo  capituló  de  la  ley  añade:  «Y 
mandamos  que  ninguno  pueda  dar  ni  prometer 
por  Via  de  dote  ó casamiento  de  hija,  tercio  ni 

i q7  6 SUS  k’enes’  di  se  entienda  ser  mojó* 
ada  tacita  ni  exprésaménte  por  ninguna  má- 
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«era  de  contrato  ontre  vivos;  sopeña  do  que 
todo  lo  que  demás  de  lo  aquí  contenido  diere  y 
prometiere,  según  dicho  es,  lo  haga  perdido  y 
pierda...» 

La  limitación  es,  pues,  terminante.  La  dife- 
rencia que  se  nota  en  nuestro  artículo  al  decir 
que  «no  excederá  de  la  legítima,»  obedece  á la 
combinación  de  esta  ley  con  otras,  y á la  prác- 

. tica  constante  de  los  Tribunales. 

Artículo  1388. — Para,  regular  la  inoficio- 
sidad de  la  dote  conforme  á lo  dispuesto  en 
el  párrafo  segundo  del  artículo  anterior,  se 
computarán  los  bienes  del  donante  en  la 
época  de  su  fallecimiento,  ó en  el  de  la 
constitución  de  la  dote,  á elección  de  la  do- 
tada. 

ORÍGENES 

Ley  5-Ytit.  III,  lib.  X,  Nov.  Rec.  [29  de 
Toro]. 

COMENTARIO 

r I 

Imponía  la  ley  de  Toro  a la  hija  la  obligación 
de  colacionar  la  doto  en  cuanto  fuese  inoficiosa 
y añade:  «E  para  se  decir  la  tal  dote  inofficiosa 
se  mire  a lo  que  escode  de  su  legitima  de  tercio 
é quinto  de  mejoría,  en  caso  que  el  que  la  dió 
podía'  facer  la  dicha  mejoría  cuando  fizo  la  di- 
cha ¿donación  ó dió  la  dicha  dote,  habiendo 
considerhoion  al  valor  de  los  bienes  del  que 
dió  ó prometió  dicha  dote,  al  tiempo  que  la 
dicha  dolé  fué  constituida  ó mandada , ó ai 
tiempo  de  la  muerte  del  que  dió  la  dicha 

dote do  más  quisiere  escoger  aquél  á quien 

fué  la  dicha  dote  prometida  ó mandada.» 


por  esta  parte  una  ventaja  con  que  se  compen- 
sa la  desventaja  que  tiene  de  que  las  dotes  «no 
las  servir  para  mejoraB  como  sirven  las  dona- 
ciones propter  nuptias  á los  hijos.»  En  una 
tazón  semejante  funda  Goyena  la  doctrina  del 
art.  1252  del  Proyecto  que  sigue  á la  lev  de 
Toro. 

Gómez,  y con  el  el  Sr  Gutiérrez,  optan  por  la 
derogación,  pues  la  Pragmática  prohíbe  mejo- 
rar á los  hijos  dirocta  ó indirectamente,  y la 
elección  de  tiempo  es  y no  puede  ménos  do  ser 
una  mejora. 

Nosotros  hemos  seguido  en  el  artioulo  la 
j Opinión  de  Posadilla,  que  es  también  la  que 
acepta  el  proyecto  de  Código,  por  ser  la  gene- 
ralmente admitida  en  la  práctica. 

• Artículo  1384. — El  curador  deberá  dotar 
á la  menor  que  tuviere  en  guarda  con  io- 
dos los  bienes  que  constituyan  el  patrimo- 
nio de  ésta. 

ORÍGENES 

Ley  9.*,  tít.  XI,  Partida  4.“ 

COMENTARIO 

Otrosí  núalquier  orne  que  tenga  en  su  po- 
derío ó en  su  guarda  alguna  manceba  con  lodo 

lo  suyo puedenlo  apremiar  que  la  case,  ó 

quel  establezca  dote  segund  fuere  la  riqueza 
delta  é la  nobleza  de  aquel  con  quien  la  casa  , 
dice  la  ley  de  Partida.  Aun  cuándo  ésta  parece 
hablar  de  una  especie  de  proporción  entre  la 
dote  y la  riqueza  de  la  menor  y la  nobleza  del 
esposo,  es  indudable  que  la  obligación  del  cu- 
rador es  constituir  la  dote  con  todos  los  Ilíones 
de  la  menor  que  tuviere  en  guarda,  sin  que  la 


Desde  luégo  se  apercibe  qúe  habiéndose  dic- 
tado posteriormente  la  Pragmática  de  Midrid, 
que  es  la  ley  6.",  tít.  III,  lib.  X,  Nov.  Rec. 
(véase  el  artículo  anterior) , quedó  la  ley  do 
Turo  derogada  en  la  parte  que  se  refiere  ala 
•mejoría,  que  aquélla  prohibió  terminantemente. 
. ¿Quedó  también  derogada  en  cuanto  á la  fa- 
cultad que  confiere  á la  hija  para  elegir  el  tiem- 
po en  que  se  haya  de  regular  la  dote? 

La  opinión  de  los  comentaristas  se  divide  en 

este  punto. 

O'  Llárrias,  si  bien  no  muy  resueltamente,  pare- 
ce decidirse  por  la  no  derogación,  y lo  mismo 
tíspresa  Posadilla  en  términos  categóricos,  ai 
«tosigué  Esórkshe,  el  cuál  dice  que  áun  cuan- 
dfe  íméde  suceder  que  él  patrimonio  sea  mas 
-«iatttídso  en  un  tiempo  que  en  otro,  resulta 


nobleza  del  que  con  ella  se  case  le  autorice  a 
disminuir  la  dote,- así  como  tampoco,  por  idén- 
tica consideración,  -puede  compelérsele  á que  la 
constituya  mayor  de  lo  que  permita  el  patrimo- 
nio que  administre.* 

. Artículo  1385. — En  el  caso  del  artículo 
anterior  los  bienes  muebles  que  constituyan 
la'  dote  se  entregarán  ai  marido  con  asis- 
tencia del  curador,  y los  inmuebles  con  in- 
tervención judicial. 

ORIGENES 

Ley  14,  tít,  XI,  Partida  4.a 

comentario 

«Asignada  ó ostablescida  puede  ser  la  doto, 
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tambion  en  las  cosas  llamadas  rftyz  como  en  las 
muebles  de  qual  natura  quier  que  sean.  Pero  si 
la  muger  quisiese®  darla  dote  a su  marido,  de 
cosa  que  fuesse  rayz,  si  ella  fuesse  menor  de 
veynte  é cinco  años,  non  lo  puede  fazer  por  si 
maguer  oviesse  guardador,  a menos  de  lo  fa- 
zer saber  al  Juez  de  aquel  logar,  que  gelo  otor- 
gue. Mas  bí  quisiesse  dar  la  dote  dé  las  cosas 
muebles,  puédelo  facer  con  consentimiento  de 
aquel  que  ha  en  guarda  a ella  é a sus  cosas;  é 
non  ha  porque  lo  dezir  al  Juez  del  lugar.» 

La  distinción,  pues,  que  establece  la  ley  de 
una  manera  tan  terminante,  no  es  por  razón  del 
valor  de  las  cosas  dadas  en  dote,  sinó  por  su 
calidad  de  muebles  ó raíces.  Sin  embargo,  Gu- 
tiérrez aconseja  que  cuando  se  trate  de  objetos 
muebles  de  gran  precio,  lo  más  seguro  será 
cumplir  con  el  requisito  de  la  intervención  ju- 
dicial, porque  á nadie  perjudica  y desde  Iuégo 
deja  á salvo  la  responsabilidad  del  curador. 

Oréese  por  algunos  que  esta  ley  de  Partidas 
ha  sido  derogada  por  la  ley  Hipotecaria,  toda 
vez  que  al  estimar  ésta  suficiente  la  interven- 
ción de  los  padres  ó del  curador  de  la  mujer 
menor  de  edad  para  los  actos  importantes  de 
reclamar  la  hipoteca  legal  y calificar  la  sufi- 
ciencia de  la  ofrecida  por  el  marido,  así  como 
et  reservar  la  intervención  judicial  al  caso  en 
que  no  hubiere  avenencia  ó conformidad  entre 
los  esposos  sobre  la  obligación  de  constituir 
dicha  hipoteca  y sobre  la  calidad  y cuantía  de 
los  bienes  ofrecidos,  parece  como  que  rechaza 
la  previa  autorización  judicial  para  que  los 
cónyuges  menores  de  edad  puedan  celebrar  los 
contratos  de  aportación  dotal,  no  habiendo  ar- 
tículo alguno  en  la  ley  que  exija  autorización 
judicial  para  los  actos  relacionados  con  la  apor- 
tación dotal  por  parte  de  la  mujer  menor  de 
edad.  Esta  opinión  parece  tener  en  su  apoyo 
lo  quese  dice  en  una  resolución  de  la  dirección 
general  de  Registros,  de  3 de  Mayo  de  1878,  en 
que,  si  bien  refiriéndose  á otra  duda,  se  muestra 
en  un  sentido  análogo,  si  no  idéntico;  sin  em- 
bargo, como  parte  de  la  base  de  una  deroga- 
ción virtual,  á las  que  somos  poco  afectos,  no 
aconsejaríamos  nunca  que.se  prescindiera  del 
precepto  contenido  en  el  artículo  que  comen- 
tamos. 


pre  que  sean  lícitos,  con  arreglo  á las  I«y«s 
y buenas  costumbres.  ■' 

ORÍGENES 

Leyes  10,  11, 13  y 30,  tít.  XI,  Partida  4.' 

comentario 

La  constitución  de  la  dote  está  sujeta  á las 
reglas  generales  de  la  contratación  en  todo 
aquello  á que  se  refiere  el  presente  articulo. 
Así,  todas  las  condiciones,  plazos,  gravámenes 
y pactos  que  al  otorgarse  se  le  agreguen  son 
válidos  y eficaces,  siempre  que  no  sean  opues- 
tos á las  leyes  ni  contrarios  á las  buenas  cos- 
tumbres. 

Debemos  advertir  que  en  todas  las  dotes, 
cualquiera  que  sea  la  forma  bajo  la  que  se  haya 
otorgado,  va  implícita  la  condición  de  que  el 
matrimonio  se  celebre;  así  es  que  dice  la  ley 
il,  refiriéndose  á las  condiciones  que  pueden 
ir  unidas  ála  dote,  «prometiéndole  dar  tal  cosa 
si  se  compliese  el  matrimonio.  E tal  condición 
como  esta  siempre  se  entiende  quier  sea  nom- 
brado ó non.» 

Non  enim  potest  esse  dos  sine  nuptiis. 

Artículo  1387. — La  dote  puede  constituir- 
se en  forma  de  promesa  ó mediante  entre- 
ga de  presente  hecha  al  marido  ó á otro  en 
su  nombre.  En  este  último  caso  el  marido 
deberá  confirmarla,  para  que  sea  de  su 
cuenta  el  riesgo  de  la  pérdida. 

orígenes 

Leyes  10 y 13,  tít.  XI,  Partida!.4 

JURISPRUDENCIA 

La  promesa  hecha  por  un  padre  en  la  escri- 
tura de  capitulaciones  matrimoniales  dB  su  hija, 
de  darla  una  cantidad  previa  de  dote  sin  aña- 
dir condición  alguna  de  qué  la.  entrega  sé  haría 
en  bienes  muebles  ó raíces,  ú valores  determi- 
nados, es  una  obligación  pura  é incondicional, 
de  entregar  en  metálico  la  cantidad  proihetida 
(Sent.  13  Noviembre  1868). 

COMENTARIO 


Artículo  1386.  — La  dote  puede  consti- 
tuirse puramente  ó bajo  condición  y con  los 
plazos  que  se  estipulen,  debiendo  guardarse 
tos  pactos  que  imponga  el  que  la  diere,  siem- 


Aun  cuando  el  modo  máscomun  y ordinario 
de  constituirse  las  dotes  es,  haciendo  entrega 
de  presente  de  los  bienes  en  que  se  constituye, 
esto  no  es  de  esencia;  así  es  que  la  ley  permito 
que  se  otorguen  en  fqrma  de  promesa,  , y.  tam* 
bien  pueden  constituirse  en  la  forma  de  liberar 
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oion  do  una  deuda  del  marido  ó de  un  oxtraño, 
como  tendremos  ocasión  de  Ver  en  los  artículos 
siguientes. 

La  entregado  los  bienes  dótales  puede  ha- 
cerse á un  tercero  á nombre  del  marido ; mas 
para  que  cause  efectos  será  preciso  que  éste 
confirme  la  entrega,  siendo  desde  entónces  res- 
ponsable de  las  pérdidas  que  experimenten. 

Artículo  1388. — También  se  constituye 
Ja  dote  reconociendo  el  marido  tener  por 
recibido  en  tal  concepto  la  misma  cantidad 
por  que  le  fuere  deudor  á su  mujer,  ó si  el 
acreedor  del  marido  renunciase  la  deuda 
para  que  se  entienda  dote  de  aquélla. 

ORÍGENES 

Ley  13,  tít  XI,  Partida  4.a 

COMENTARIO 

Otra  dase  de  dote  seria  como  si  el  marido 
fuesse  dehdor  de  la  muger  e dijesse:  Otorga  que 
me  dedes  en  dote  tantos  maravedís  ó tal  cosa 
que  nos  ya  auia  á dar , é dijesse  ella:  Otorgolo 
é helo  por  firme  é soy  pagada , asi  como  si  los 
ouiesse  recibido. 

E esso  mismo  seria,  si  el  marido  fuesse  deb- 
dor  á otro  orne  qualquier,  i él  quitasse  el  deb - 
do  en  esta  manera  sobredicha,  dandogela  por 
dote  en  nome  de  aquella  mujer  con  quien  casa. 
Ca  estonce  finca  aquella  debda  al  marido  por 
dote  de  su  mujer:  talos  son  las  otras  dos  cla- 
ses de  dotes  que  enumera  la  ley  de  Partida. 
Su  contexto  es  suficientemente  claro  para  que 
sea  necesaria  una  explicación  prolija  de  esta 
doctrina. 

Artículo  1389.— Es  nula  la  promesa  de 
dote  hecha  para  cuando  se  disuelva  el  ma- 
trimonio. 

ORÍGENES 

Ley  12,  tít.  XI,  Partida  4¡* 

COMENTARIO 

Aunque  la  ley  consiente  que  se  constituya  la 
dote  á un  día  ciérto  ó á un  prázo  determinado, 
ies  terse  entiende  síetnpro  que  por  este  plazo  ó día 
l&  dvite  no  déje  dé  cumplir  su  cofnétido. 

Ptíndadoen  ésta  razón,  no  ha  permitido  el 
la  dótele  prometiera  para  des- 
pués de  la  disolución  del  matrimonio,  pues  que 
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entóneos  no. podría  dedicarse  á sobrellevar  las 
cargas  do  la  familia.  «E  on  tiempo  non  cierto 
seria,  como  se  dixesse  alguna  musjer,  ó otro  por 
ella:  Prometo  de  dar,  á la  sazón  que  muriese, 
por  dote  cient  maravedís.  E en  esta  ha  departi- 
miento. Oa  si  la  muger  ostableciesse  dote  á su 
marido  en  esta  manera,  non  valdría.  E esto  es, 
porque  prometió  de  la  dar  en  tal  tiempo,  que 
non  ternia  ya  estonce  el  matrimonio:  nin  otrosí 
non  so  podria  el  marido  dolía  aprouechar.)¡ 

En  nuestro  sentir,  la  regla  es  más  general  ele 
lo  que  parecen  indicar  estas  palabras;  por  eso 
hemos  redactado  en  otra  forma  el  articulo. 

Artículo  1390. — Si  los  bienes  que  consti- 
tuyen-la dote  hubiesen  sido  valorados  con 
estimación  que  cause  venta  á su  ingreso  en 
el  matrimonio,  recibirá  aquélla  el  nombre 
de  estimada.  En  otro  caso  se  llama  inesti- 
mada. 

Si  la  estimación  en  el  primer  caso  no  lúe- 
se  exacta,  puede  el  marido,  ó el  que  consti- 
tuyó la  dote,  reclamar  contra  elia,  sea  cual 
fuere  el  error  ó engaño  cometidos. 

ORÍGENES 

Ley  1(3,  tít.  XI,  Partida  4.:| 

CONCORDANCIAS 

Según  el  art.  1402  Cócl.  Italia,  la  tasación  del 
inmueble  constituido  en  dote  no  trasfiere  la 
propiedad  al  marido,  sin  una  expresa  declara- 
ción. Lo  mismo  el  1552  de  Francia. 

COMENTARIO 

Las  dotes  se  clasifican  en  estimadas  c inesti- 
| madas.  Las  primeras  son  aquellas  en  que  se 
' aprecian  los  bienes  ó se  aprecian  con  estimación 
que  causa  venta.  Las  segundas  carecen  do  este 
requisito. 

En  el  lugar  correspondiente  veremos  los  efec- 
tos de  esta  clasificación. 

Artículo  1391.— Los  bienes  inmuebles  ad- 
quiridos durante  el  matrimonio  en  forma 
legal  por  permuta  con  otros  bienes  de  la 
dote  ó por  compra  hecha  con  dinero  do  la 
dote,  previo  consentimiento  de  la  mujer, 
adquieren  la  condición  de  dótales,  á no  ser 
que  la  mujer,  en  este  último  caso,  pretiera 
el  dinero. 
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ORÍGENES 

Ley  1 1,  lit.  TV,  Iib.  Til,  Fuero  Real. 

Ley  'A  tít.  V,  Partida  5.a 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  en  parte  con:  Art.  1553.  1559  Có- 
digo Francia. — 1330  Luisiana.— Leyes  27 y 28, 
tít.  ITT,  libro  XXII!,  Digesto. 

COMENTARIO 

Lo  comprado  con  dineros  de  la  dote  es  dotal: 
así  lo  declara  ol  Fuero  Real  al  decir:  «Si  estan- 
do el  marido  con  la  muger  cambiaren  heredad 
que  sea  deuno  dellos...la  heredad  sea  de  aquel 
cuya  era  la  otra  porque  fué  fecho  el  cambio, 
Otrosí,  si  estando  en  uno  vendieren  heredad 
que  sea  del  uno  dellos  y del  precio  de  la  here- 
dad comprasen  otra...  sea  de  aquel  de  cuya 
heredad  fué  fecha  la  compra.» 

Mas  para  ello,  á lo  menos  tratándose  de  los 
adquiridos  por  título  de  compra  y venta,  debe 
mediar  el  consentimiento  de  la  mujer,  según  la 
ley  de  Partida:  e su  marido  convoluntad  fizies- 
se  la.  compra. 

Desde  luego  so  observará  que  refiriéndose  la 
, ley  ele  Partida  únicamente  al  caso  de  compra 
con  dinero  de  la  dote,  no  tiene  aplicación  al  de 
permuta  de  que  trata  la. ley  del  Fuero,  y por 
tanto,  que  en  la  permuta  no  es 'preciso  el  coa- 
sentimiento  de  la  mujer. 

Por  idéntica  razón,  y ademas  porque  no  ha- 
bría términos  hábiles  para  ello,  no  tienen  apli- 
cación al  caso  de  permuta  las  palabras  de  la 
ley  de  Partida,  pe1-  o en  su  e seo  y enda  es  (de  la 
raujorj  lomar  la  cosa,  comprada  á ios  dineros 
cual  más  quisiere. 

Artículo  H392. — Los  árboles  caídos,  ar- 
rancados ó cortados  por  el  marido,  ó de 
cualquier  otro  modo,  no  se  considerarán 
como  fruto  sino  como  aumento  de  dote  si  se 
constituyó  inestimada. 

La  misma  consideración  tendrán  las  sus- 
tancias minerales  que  se  pusieren  en  ex- 
plotación después  de  constituida  la  dote,.á 
no  ser  que  la  mina  se  reprodujera. 

ORÍGENES 

Ley  27,  tít.  XI,  Partida  4.' 

COMENTARIO 

De  cualquier  manera  que  los  árboles  de  una 


heredad  salgan  de  ella,  ya  'seart  caídos,  arralé 
cados  ó secos,  ya  sean  cortados  por  el  tnafido 
ó por  otra  persona,  ó si  por  cualquier  accidente 
pudiesen  utilizarse,  venderse  ó permutarse,  no 
se  considerarán  como  fruto  sinó  como  parte  del 
capital  de  la  dote,  y en  su  consecuencia  su  va- 
lor ó producto  no  podrá  destinarse  á los  gas- 
tos do  la  familia.  Ca  non  puede  tomar  nin 
contar  por  fruto  el  árbol , como  quier  que  po- 
cha llevar  el  fruto  del , ante  quel  cortnsse. 

En  cuanto  á lamina  ó cantera  que  forme 
parte  de  la  dote,  las  piedras  ú otras  sustancias 
minerales  quede  ellas  se  extraigan,  se  conside- 
ran. en  opinión  de  Azon  y Baldo,  como  frutos, 

' si  al  tiempo  de  constituirse  la  dote  so  hallaban 
i,  en  explotación. 

,luan  de  Imola,  citado  por  Gutiérrez,  contra- 
t dice  esta  opinión;  y aunque  no  participamos 
de  la  suya  en  cuanto  a la  solución  que  da  á 
la  controversia,  estamos  conformes  con  él  en 
cuanto  afirma  que  si  se  considerasen  como  fru- 
tos aquellas  sustancias,  durando  largo  tiempo 
el  matrimonio,  resultaría  que  la  mujer  podía 
quedar  indotada:  razonamiento  que  Imola  apli- 
ca á las  minas  que  no  so  reproducen,  y que  hoy 
habría  de  aplicarse  á todas. 

Tratándose  de  la  mina  descubierta  después 
de  entregada  la  dote,  la  ley  distingue  dos  casos,' 
. que  consignamos  únicamente  por  traducir  fiel- 
mente la  ley,  pero  de  los  que  en  realidad  sola- 
mente uno  puede,  existir.  Dice  aquélla:  Casi 
fuesse  de  tal  natura  que  no  cresciesse  después 
que  ía/assen  delta , deue  ser  de  la  muger.  Mas 
si  fue  de  tal  natura  que  cresciesse  como  auiene 
en  algunos  lugares,  deue  ser  el  fruto  deüa  del 
marido  mientra  dure  e!  matrimonio. 

Hoy  que  los  adelantos  de  la  ciencia  han  . po- 
dido precisar  que  las  minas  no  se  reproducen, 
como  falsamente  se  creyó  en  la:  antigüedad, 
la  distinción  de  la  ley  es  inadmisible.  Con  esta 
cuestión  se  relaciona  la  duda  sobre  si  es  posi- 
ble  el  usufructo  en  la  propiedad  minera;  pun- 
to que  no  estudiamos,  porque  nos  obligaría  á 
dar  á este  comentario  dimensiones  incompati- 
bles con  las  de  la  obra. 


Articulo  1393. — Los  frutos  da  los  bienes 
dótales  percibidos  por  el  esposo  antes  déla 
celebración  del  matrimonio  se  considera- 
rán  como  anmento.de  dote,  á no  haberse 
empleado  en  la  alimentación  <5  vestido  dato 
j esPQs&  ántes  de  las  bodas,  ■ 
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ORÍGENES 

Ley  28,  tít.  XI,  Partida  4.* 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  con:  Ley  7.*,  párr.  l.°,  Hb.  XXIII 
lít.  III,  Digesto.— Ley  6.»,  lib.  XXiy,  tít.  Til’ 
Digesto. 

COMENTARIO 

Como  veremos  oportunamente,  los  frutos  de 
la  dote  so  destinan  á sufragar  los  gastos  del  ma- 
trimonio y cubrir  las  atenciones  de  la  nueva  fa- 


■ milia:  esto  lleva  consigo  una  condición,  que 
es  la  de  quoel  matrimonio  se  celebre,  pues  sólo 
! con  él  es  posible  la  comunidad  de  frutos,  y por 
lo  mismo  la  disposición  de  la  ley  que  comenta- 
mos es  ni  mas  ni  menos  que  una  consecuencia 
lógica  de  aquellos  principios. 

Kn  cuanto  á la  excepción  que  consigna  la 
ley  para  el  caso  en  que  los  frutos  de  la  dote 
se  hayan  empleado  en  alimentación  y vestido 
de  la  esposa,  esto  es  de  eguakhid,  mas  non 
por  fuerza  de  derecho.  «Podría  acaescer  qua 
alguno  se  desposasse  con  alguna  que  non  luesse 
de  edad  e la  oviesse  de  atender  fasta  que  lo 
fuesse.» 


SECCION  SEGUNDA 

DE  LA  ADMINISTRACION  V USUFRUCTO  DE  LA  DOTE,  Y DE  LOS  DERECHOS  Y OBLIGACIONES  DE  LOS  ESPOSOS 

RELATIVAMENTE  Á LOS  BIENES  QUE  LA  .COMPONEN 


Artículo  1394. — Al  marido  pertenece  la 
administración  y usufructo  de  la  dote,  con 
obligación  de  cumplir  las  cargas  matrimo- 
niales, y con  las  demás  obligaciones  y de- 
rechos propios  del  usufructuario,  salvo  lo 
dispuesto  en  el  art.  121  y en  el  presente 
título. 

ORÍGENES 

Leyes  7.a,  25  y 28,  tít.  XI,  Partida  4.* 

Art.  45,  ley  Matrimonio  civil. 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  con:  Arts.  1549  y 1582  Código 
Francia, — -1 399  Italia. — 2332  y 2354  Lu  i si  ana. 
— 1063  y 1066  Vaud. — Leyes  7."  y 10,  párr.  2.* 
y 3.°,  tít.  III,  lib:  XXITI,  Digesío.— Ley  7.*, 
párr.  12,  tít.  III,  lib.  XXIV,  Digesto.— Ley  20, 
tít.  XÍT,  lib.  V,  Código. 

JURISPRUDENCIA 

"Los  frutos  do  los  bienes  dótales,  aunque  afec- 
tos á sostener  las  .cargas  dol  matrimonio,  no  lo 
están  á las  obligaciones  personales  del  marido 
(Sent.  27  Setiembre  1859). 

Aun  cuando  la  ley  reputa  propios  del  marido 
dátente  el  matrimonio  los  productos  de  la  dote, 
et  oía  el  concepto  de  haber  de  sostener  con 
‘6ÜM  lak'óargas  dé  la  sociedad  conyugal,  éntre 


las  cuales  no  pueden  comprenderse  las  deudas 
contraídas  solamente  por  el  marido  (Sent.  27 
Setiembre  1859). 

Lo  dispuesto  en  la  ley  25,  tít.  XI,  Parti- 
da 4.a,  no  tiene  aplicación  al  caso  en  que  ha- 
biendo cedido  el  marido  á su  mujer,  en  virtud 
del  convenio,  la  administración  de  parto  de  los 
bienes  dótales,  para  que  con  sus  Droductos 
atienda  á su  manutención  y la  de  sus  hijos, 
reservándose  para  su  subsistencia  alg  unos 
otros,  son  embargados  éstos  á las  resultas  de 
un  concurso  contra  el  mismo  marido;  pues  tal 
convenio  constituye  á favor  de  óste  un  derecho 
especial,  independiente  de  los  demas  de  la  socie- 
dad conyugal  y trasmisible  por  su  insolvencia 
á sus  acreedores  (Sent.  7 Febrero  1863;. 

Si  bien  al  marido  corresponde,  constante  el 
matrimonio,  la  administración  de  la  dote  para 
levantar  las  cargas  del  mismo,  cesando  esta  ra- 
zón con  el  divorcio  ó soparacion  leg  al  de  los 
cónyuges,  debe  cesar  también  aquélla  (Senten- 
cia 18  Junio  1864). 

Sent.  5 Marzo  1864. 

Sent.  25  Abril  1866. 

Sent.  l.°  Marzo  1867. 

No  se  infringe  la  ley  25,  tít.  XI,  Partida  4,  . 
por  la  ejecutoria  que  concede  al  marido  los  fru- 
tos y rentas  de  la  dote  producidos  y debidos 
producir  desde  el  día  del  otorgamiento  de  la  es- 
critura dotal,  atendiendo  á lo  estipulado  sobro 
este  punto  (Sent.  17'  Febrero  1866). 
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Los  frutos  y rentas  de  los  bienes  que  la  mu- 
jer aporta  al  matrimonio  son  durante  él  para 
atender  á sus  cargas  y necesidades,  debiendo 
reputarse  como  tal  el  sostenimiento  enjuicio  de 
un  derecho  por  el  ínteres  que  de  ellos  reportan 
ambos  cónyuges  (Sent.  23  Abril  18G6). 

Es  doctrina  legal,  admitida  por  la  jurispru- 
dencia y sancionada  repetidas  veces  por  el  Tri- 
bunal Supremo,  que  los  derechos  que  sobre  los 
frutos  ó rentas  de  los  bienes  dótales  y parafer- 
nales concede  la  ley  al  marido  como  jefe  de  la 
familia  y administrador  déla  sociedad  conyu-  j 
gal,  se  entienden  subordinados  á la  preferente 
obligación  de  atender  con  ellos  á las  cargas 
dei  matrimonio  (Sent.  1."  Marzo  1867). 

La  ley  7.a,  tít.  XI,  Partida  4.‘,  en  que  se  dis- 
pone que  «las  donaciones  é las  dotes  deben  ser 
en  poder  del  marido  para  guardarlas  ó aliñar- 
las,:» no  tiene  aplicación  al  pleito  en  que  ni  se  ha 
discutido,  ni  la  sentencia  contiene  declaración 
alguna  sobre  el  particular  (Sent.  5 Febrero 
1878). 

COMENTARIO 

Hemos  dicho  en  otro  lugar  que  la  familia  ne- 
cesita una  cabeza  que  la  dirija  y lleve  á cabo 
todo  lo  que  á la  misma  sea  necesario  ó útil.  Las 
loyes  han  elegido  al  marido  como  el  más  apto 
para  estas  funciones.  El,  por  consiguiente,  es  el 
administrador  del  caudal  familiar;  y por  lo  mis- 
mo que  recoge  los  frutos,  debe  con  ellos  aten- 
der al  sostenimiento  de  las  cargas  matrimo- 
niales. 

Debe  tenerse  muy  en  cuenta,  al  tratar  de  las 
cargas  del  matrimonio,  que  es  preciso  no  con- 
fundir las  que  propiamente  tienen  este  carácter 
con  aquellas  que  sean  personales  del  marido, 
pues  á estas  últimas  no  estarán  afectos  los  pro- 
ductos de  la  dote,  según  se  ha  confirmado  por  el 
Tribunal  Supremo. 

La  ley  ha  creído  que  el  mejor  orden  de  la 
ramilia  exigía  que  el  marido  se  convirtiera  en 
usufruotario,  y á veces  en  verdadero  dueño;  así  I 
es  que  dispuso:  «en  posesión  debe  meter  el  ma- 
rido á la muger  de  la  donación  quel  faze;  é otro-  ' 
si  la  muger  al  marido  de  la  dote  quel  da...  é el 
marido  debe  ser  señor  poderoso  de  todo  esto 
sobre  dicho,  c de  rescebir  los  frutos  de  todo  co- 
munalmente... para  gobernar  asimismo  é á su 
muger,  ó á su  compaña...» 

Discuten  los  autores  sobre  si  el  usufructo  que 
el  marido  tiene  sobre  la  dote  es  casual  ó for- 
mal, esto  es,  en  cosa  propia  ó en  cosa  ajena. 

La  cuestión  es,  como  dice  Goyena,  sutil  y es.  | 


téril,  especialmente  desde  que  la  ley  determina 
con  precisión  las  facultades  y derechos  de  cada 

cónyuge.  .-  »••• 

Como  hace  notar  un  autor  do  ilustración  re- 
conocida, el  marido  impropiamente  es  llamado 
dueño  de  los  bienes  dótales;  su  dominio,  revo- 
cable y puramente  civil,  se  sos-tiene,  más  que  por 
la  verdad,  á expensas  de  uná  ficción,  puefei  sean 
muebles,  inmuebles  ó semovientes,  estimados  ó 
inestimados,  la  mujer  podrá  reclamar  su  precio 
ó vindicarlos  á la  disolución  del  matrimonio. 

La  ley  Hipotecaria,  «dejando,  aparte  estas 
cuestiones,  ha  considerado  que  el  marido  es  el 
dueño  de  la  dote  estimada,  sin  más  obligación 
que  la  de  devolver  su  importe  á la  disolución 
del  matrimonio,  pero  que  en  fa  inestimada  sólo 
tiene  el  derecho  do  aprovecharse  de  ella  para  las 
necesidades  de  la  familia,  como  lo  hace  el  usu- 
fructuario, conservarla  en  buen  estado,  y resti- 
tuirla en  las  mismas  cosas  que  recibió.»  (Expo- 
sición de  motivos  dé  la  ley  Hipotecaria). 

Artículo  1395. — El  marido  es  responsable 
con  sus  propios  bienes  do  los  perjuicios  que 
por  su  culpa  experimentare  la  dote,  y de  lo 
que  por  negligencia  dejare  de  cobrar  de  la 
misma , siempre  que  consistiere  en  cosa 
cierta  ó procedente  de  contrato  oneroso,  á 
no  ser  que  el  deudor  fuere  ascendiente  de  la 
mujer. 

ORÍGENES 

Leyes  15  y 18,  tít.  XI,  Partida  4.a  ' 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  en  parte  con:  Arta.  4562  y 1567, 
Cód.  Francia.— 2344  y 2350,  Luciana— 1070, 
VíRid.— Ley  17,  tít.  III,  lilx  XXIII,  Digesto. 

COMENTARIO 

El  marida  debe  cobrar  los  créditos,  qué.  for- 
men parte  de  la  dote.  Ahora  bien;  como  pudiera 
suceder  que  al  verificarlo  se  ocasionason  gastos 
judiciales  ó de  otra  especié,  ha  ocurrido  á los 
autores  la  duda  de  á quién  afectan  estos  gastos, 
habiéndose  sostenido  diversas  opiniones:  asílen 
tanto  que  unos  los  hacen  pesar  sobre  el  marido, 
que  podrá  compensarlos  con  los  frutos  de  la 
dote,  otros  suponen  que  debe  sufragarles  la  mu- 
jer otros,  en  fin,  distinguían  los  gastos  guandos 
de  los  módicos,  los  primeros  que  Jaabi«í  dé  pe- 
garee  por  la  mujer,  y los  segundos  pof,ei  maride. 
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El  proyecto  de  Código  resuelve  la  cuestión 
estableciendo  que  déla  dote  se  bajarán  diferen- 
tes partidas  si  hubieren  sido  pagadas  por  el 
marido,  y cuenta  entre  ellas  «el  importe  de  las 
costas  y gastos  empleados  para  su  cobranza.» 

Esta  resolución  está  conforme  con  la  doctrina 
sustentada j)or  Febrero,  Escriche  y Gutiérrez. 

Artículo  1396.— La  mujer  casada  á cuyo 
favor  establece  esta  ley  hipoteca  legal,  ten- 
drá derecho: 

1. °  A que  el  marido  le  hipoteque  é ins- 
criba en  el  Registro  los  bienes  inmuebles  y 
derechos  reales  que  reciba  como  dote  esti- 
mada, ó con  la  obligación  de  devolver  su 
importe. 

2. *  A que  se  inscriban  én  el  Registro,  si 
ya  no  lo  estuvieren  en  calidad  de  dótales  ó 
parafernales,  ó por  elconcepto  legal  que  tu- 
vieren, todos  los  demás  bienes  inmuebles  y 
derechos  reales  que  el  marido  reciba  como 
inestimados  y deba  devolver  en  su  caso. 

3. *  A que  el  marido  asegure  con  hipo- 
teca especial  suficiente  todos  los  demas  bie- 
nes no  comprendidos  en  los  párrafos  ante- 
riores, y que  se  le  entreguen  por  razón  de 
matrimonio. 

orígenes 

Art.  169,  ley  Hipotecaria. 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  en  parte  con:  Arts.  1090  y siguien- 
tes, Cód.  Vaud. 

JURISPRUDENCIA 

Según  la  ley  17,  tít.  XI,  Partida  4.',  los  bie- 
nes del  marido  están  tácitamente  hipotecados 
á la  seguridad  de  los  que  recibo  de  su  mujer 
(8ent.  15  Marzo  1862). 

La  cantidad  entregada  ai  marido  por  dotes  ó 
bienes  parafernales  con  posterioridad  á la  cele- 
bración del  matrimonio,  sólo  produce  una  hipo- 
teca tácita  sobre  los  bienes  del  mismo  para  res- 
ponder de  ella  al  disolverse  el  matrimonio  por 
muerte  de  cualquiera  de  los  dos,  ó en  concurso 
con  otros  acreedores  con  igual  ó menos  prefe- 
rente derecho  (Sent.  2-4  Enero  1870). 

Todos  los  bienes  que  la  mujer  casa  a apor 
á la  sociedad  conyugal  por  razón  de  dote,  arras, 
rouo  n 


donación  esponsalicia,  parafernales  ó cuales- 
quiera otro  concepto,  tienen  hipoteca  legal  sobre 
los  que  pertenecen  al  marido  y la  preferencia 
que  le  corresponde  con  arreglo  á derecho  (Sen- 
tencia 26  Marzo  1870). 

Las  leyes  y disposiciones  legales  referentes  á 
la  hipoteca  que  la  mujer  tiene  por  razón  de  su 
dote  en  los  bienes  del  marido;  á la  preferencia 
con  que  debe  ser  reintegrado  á otros  acreedores 
menos  privilegiados,  y ’á  cuándo  los  bienes 
enajenados  y que  estaban  hipotecados  á la  se- 
guridad de  la  doto  pueden  prescribirse,  no  tienen 
aplicación,  y por  consiguiente  no  pueden  con- 
siderarse infringidas  cuando  la  demanda  versa 
solamente  sobre  la  entrega  de  la  doto  y sus  in- 
tereses (Sent.  3 Junio  1872). 

Guando  se  cumplen  en  la  entrega  de  la  dote 
estimada  todos  los  requisitos  que  exige  la 
ley  23,  tít.  XIII,  Partida  5.*,  la  mujer  casada 
puede  reclamar  el  privilegio  que  dicha  ley  la 
! concede  (Sent.  13  Febrero  1871). 

No  pueden  perjudicar  este  derecho  de  la  mu- 
jer los  hechos  que  pasaron  sin  su  consentimien- 
to; y constituida  una  vez  la  dote  en  su  prove- 
cho, no  puede  perder  este  carácter  sin  su  apro- 
bación expresa  (Id.  id.) 

Según  la  ley  17,  tít.  XI,  Partida  4.a,  y la  doc- 
trina admitida  por  la  jurisprudencia  de  los  Tri- 
bunales, la  mujer,  por  los  bienes  que  aporta  al 
matrimonio,  tiene  hipoteca  legal  en  los  de  su 
marido,  siempre  que  la  entrega  de  aquéllos 
conste  debidamente  (Sent.  10  Junio  1871). 

Si  las  arras  dadas  A la  mujer  por  su  marido 
i al  tiempo  de  la  constitución  y de  la  entrega  de 
su  dote  lo  fueron  no  tan  sólo  por  razón  de  la 
misma  dote  sino  como  aumento  de  ésta,  forma, 
por  tanto,  parte  de  ella  y goza  de  los  derechos 
y preferencias  dótales,  sin  que  le  obste  el  que 
tales  arras  se  hayan  dado  después  de  la  cele- 
bración del  matrimonio  (Sent.  11  Octubre  1875). 

Sí  la  dote  reclamada  por  una  mujer  entrega  ■ 
da  á su  marido  fue  en  monedas  de  oro  y plata  de 
buena  calidad  y peso,  y se  constituye  asi  en  es- 
critura pública  ante  testigos  y escribano  públi- 
co que  dió  fé  de  la  entrega,  perjudica  á terce- 
ros, aunque  su  constitución  haya  sido  después 
de  la  celebración  del  matrimonio;  pues  la 
ley  23,  tít.  XIII,  Partida  5.a,  no  requiere  que  lo 
haya  sido'ántes,  ni  era  regular  que  lo  requirie- 
se, puesto  que  no  era  su  objeto  señalar  el  tiem- 
po en  que  podían  hacerso  las  dotes  y arras, 
como  que  este  particular  se  habla  declarado 
terminantemente  por  la  ley  l.J,  tít.  XI,  Parti- 
da 4.",  disponiendo  que  las  dotes  y arras  so  po- 
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dían  dar  antes  y después  del  matrimonio  (Sen- 
tencia 11  Octubre  1875). 

La  dote  constituida  por  medio  de  escritura 
pública  y entregada  ante  escribano,  consignan- 
do ¡a  responsabilidad  del  marido  por  efecto  de 
la  entrega  que  se  le  hace  de  ella,  goza  del  pri- 
vilegio que  la  ley  concede  á las  de  esta  clase,  y 
la  sentencia  que  así  lo  declara  no  infringe  la 
ley  23,  tit.  XIII,  Partida  5.a,  ni  la  33  del  mismo 
título  y Partida  (Sent.  28  Marzo  1877). 

Aun  en  el  supuesto,  no  concedido,  de  ser  los 
bienes  parafernales,  no  se  infringe  por  dicha 
sentencia  la  ley  17,  tít.  XI,  Partida  4.*,  porque 
hecha  la  entrega  con  las  solemnidades  que  la 
ley  exige,  son  equiparados  á los  dótales  y go- 
zan de  sus  mismos  privilegios  (Id.  id.  id.). 

Si  la  sentencia  al  declarar  el  preferente  dere- 
cho de  ¡a  demandante  por  su  dote  se  funda  en 
titulo  hipotecario  inscrito,  mientras  que  el  del 
ejecutante  sólo  descansa  en  una  obligación  per- 
sonal, cualquiera  que  sea  la  fecha  de  la  ins- 
cripción, siendo  válido  y eficaz  el  contrato  del 
cual  nace  el  derecho,  siempre  será  preferido  en 
los  bienes  hipotecados  al  derecho  que  deriva  de 
una  obligación  personal,  y por  tanto  no  infrin- 
ge el  art.  25  de  la  ley  Hipotecaria  (Sent.  26  Mar- 
zo 1878). 

COMENTARIO 

Hemos  visto  que  la  dote  puede  ser  estimada 
ó inestimada.  De  esta  clasificación  nacen  efectos 
de  importancia.  La  estimadalaadquiereel  mari- 
do con  la  obligación  de  restituir  su  valor  ó pre- 
cio y entra,  por  consiguiente,  en  posesión  de  los 
bienes  en  que  so  constituyó  como  un  dueño. 

La  inestimada  pasa  al  marido  con  la  obliga- 
ción de  restituir  los  mismos  bienes  y cosas  en 
que  se  constituyó. 

La  ley  Hipotecaria,  aceptando  estas  diferen- 
cias, dispone,  en  cuanto  á la  dote  estimada,  que 
los  bienes  se  inscriban  á nombre  del  marido  co- 
mo de  su  propiodad,  bien  que  en  el  mismo  acto 
se  constituirá  sobre  aquellos  bienes  hipoteca  le- 
gal por  la  cantidad  en  quese  hizo  estimación,  es 
decir,  por  todo  el  importe  de  la  dote.  Si  se  hu- 
biera constituido  en  bienes  muebles,  el  marido 
deberá  constituir  la  hipoteca  por  la  estimación 
de  los  mismos  sobre  bienes  inmuebles  de  su 
propiedad. 

En  cuanto  á la  dote  inestimada,  como  que  la 
mujer  tiene  derecho  á los  mismos  bienes  y no  á 
su  valor,  manda  la  ley  que  se  inscriban  á nom- 
bre de  la  mujer,  si  ya  no  lo  estuvieren,  haciendo 


constar  ademas  su  calidad  de  dótales,  á los  efec- 
tos oportunos.  Si  esta  dote  consistiere  en  bie- 
nes muebles,  se  observará  lo  dispuesto  para  la 
estimada  en  el  mismo  caso. 

Resulta,  pues,  que  en  la  dote  estimada  habrá 
de  constituirse  una  escritura  de  hipoteca  que  se 
inscribirá  tan  luégo  como  los  bienes,  consten  á 
nombre  del  marido,  y que  en  la  inestimada  bas- 
tará la  inscripción  de  los  bienes  á nombro  do  la 
mujer,  haciendo  constar  la  calidad  de  los  mis- 
mos, por  lo  cual  no  habrá  de  otorgarse  escritura 
de  hipoteca  á no  ser  en  el  caso  único  de  que  la 
dote  estuviese  constituida  con  bienes  muebles, 
semovientes,  dinero  ú otros  no  inscribibles. 

Habiéndose  suscitado  por  el  registrador  de 
Casas-Ibañez  la  duda  do  si  estaba  ó no  el  mari- 
do obligado  á hipotecar  bienes  suyos  propios  á 
la  seguridad  de  la  dote  inestimada,  consistente 
en  bienes  inmuebles,  se  resolvió  por  real  ór- 
dende  4 de  Mayo  de  1866  en  sentido  negativo, 
es  decir,  que  bastaba  la  inscripción  de  los  bie- 
nes inmuebles  en  que  consta  la  dote,  á nombra 
de  la  mujer,  haciendo  constar  su  calida?!  de  do- 
tales,para  que  ésta  quede  garantida  en  sus  de- 
rechos, y por  tanto  que  no  tiene  el  marido 
obligación  de  hipotecar  sus  bienes  por  este  con- 
cepto. Algunos  puntos  dudosos  que  presenta 
la  ley  han  sido  resueltos  por  la  jurisprudencia. 
Véase  la  que  colocamos  en  el  lugar  corres- 
pondiente. 

Artículo  1307. — La  dote  confesada  por  el 
marido,  cuya  entrega  no  constare,  ó cons- 
tare sólo  por  documento  privado,  no  surti- 
rá más  efecto  que  el  de  las  obligaciones  per- 
sonales. 

ORÍGENES 

Art.  170,  ley  Hipotecaria. 

JURISPRUDENCIA 

Para  el  efecto  del  privilegio  dotal  de  la  mu- 
jer no  es  bastante  la  escritura  de  confesión 
otorgada  por  el  marido  constante  el  matrimo- 
nio y refiriéndose,  en  cuanto  á dicha  entrega,  á 
época  anterior  y sin  otra  prueba  que  la  justifi- 
que (Sent.  28  Marzo  1862). 

Si  bien  es  positivo  que  por  la  ley  se  otorga 
la  preferencia  á las  obligaciones  consignadas  en 
escritura  pública  sobre  los  créditos  puramente 
personales  y quirografarios , esto  no  quiere  de- 
cir que  aquella  preferencia  alcance  también  á 
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una  escritura  de  dote  solamente  confesada  por 
el  marido  ó destituida  de  la  prueba  de  entre- 
ga, pues  semejantes  escrituras  no  contienen 
obligaciones  perfectas  respecto  ó en  daño  de 
tercero,  y por  consiguiente  falta  la  base  de  la 
preferencia;  á la  manera  que  también  faltaría 
si  las  escrituras  versaran  sobre  objetos  reproba- 
dos  ó que  adolecieran  de  algún  otro  género  de 
nulidad  ÍSent.  '27  Junio  18641. 

La  doctrina  de  que  (icón  la  sola  escritura  de 
confesión  de  dote  excluye  la  mujer  á todos  los 
acreedores  simples  quirografarios,  sobre  todo 
si  son  posteriores,»  no  tiene  las  condiciones  que 
marca  la  ley  para  servir  de  título  de  casación 
(Sent.  27  Junio  1864). 

La  escritura  de  confesión  de  dote  otorgada 
por  el  marido  constituye  prueba  contra  él,  pero 
no  contra  un  tercero  que  contrató  de  buena  fe  ' 
con  el  mismo,  al  cual  no  puede  perjudicar 
(Sent.  16  Setiembre  1864). 

No  se  justifica  suficientemente  la  entrega  de 
la  dote  confesada  por  informaciones  de  perpe- 
tua memoria  (Sent.  27  Junio  1864). 

Para  gozar  de  los  derechos  de  la  hipoteca  le- 
gal de  la  dote  y del  privilegio  dotal,  consignados  ' 
en  las  leyes  23  y 33,  tít.  XIII,  Partida  5.*,  es 
indispensable  justificar  la  efectiva  entrega  de 
los  bienes  en  que  aquélla  consista  (Sent.  20  Ju- 
nio 1865). 

Para  que  sea  eficaz  el  privilegio  establecido 
en  las  leyes  23  y 33,  tít.  XTTT.  Partida  5.a,  á fa- 
vor de  la  mujer  por  sus  bienes  dótales,  son  in- 
excusables dos  circunstancias:  1 que  conste  ! 
indubitada  la  constitución  de  la  dote  antes  de 
la  celebración  del  matrimonio;  y 2.a,  que  igual- 
mente se  acredite  su  efectiva  entrega  (Senten- 
cias 17  Enero  1860,  6 Noviembre  1862,  27  Ju- 
nio 1864,  21  y 29  Octubre  1864,  20  Junio  18C5  j 
y 19  Abril  Í8G6). 

La  dote  confesada  y otorgada  después  del 
matrimonio  no  puede  perjudicar  más  que  al 
marido  (Sent.  15  Abril  1866). 

Para  estimar  la  devolución  de  la  dote  y es- 
ponsalicio en  perjuicio  de  terceros  poseedores, 
es  preciso  que  conste  de  una  manera  legal,  no 
sólo  la  constitución,  sinó  lá  real  y efectiva  en- 
trega de  la  dote  prometida  (Sent.  22  Febre- 
ro 1869).  . 

Si  bien  lo  imposible  no  puede  ser  materia  de 
los  contratos,  según  la  ley  21,  tít.  XI,  Partida 
5.%  esto  no  puede  tener  aplicación  á la  escritu- 
ra eft  que  uno  confiesa  haber  recibido  ciertas 
¡guin^er  del, padre  de  su  mujer  legítima,  como 
aumento' del  dote  de  ésta,  cuya  restitución  ase* 


gura  con  hipoteca  expresa  de  sus  bienes,  lo 
cual  constituye  una  obligación  perfecta  en  fa- 
vor de  la  mujer,  que  en  ningún  concepto  puo- 
de  llamarse  imposible  do  contraer  ni  de  cum- 
plir (Sent.  27  Diciembre  1669). 

Cuando  por  virtud  do  un  convenio  bocho  al 
aprobarse  una  partición  se  reconoce  el  débito 
de  cierta  cantidad  por  vía  de  dote,  cuyo  débito 
se  ratifica  luego  en  testamento,  confesando  el 
testador  que  dicha  cantidad  entró  en  su  poder, 
los  herederos  de  éste  están  obligados  á pagar- 
la. El  cumplimiento  de  esta  obligación  es  in- 
dependiente del  pago  del  legado  que  el  testador 
hiciese  á la  persona  á quien  correspondía  di- 
cha dote,  el  cual  deben  satisfacor  los  herede- 
ros en  los  términos  que  dispusiera  el  testador, 
pues  fácilmente  se  comprende  que  éste  no  po- 
día disponer  de  una  cantidad  recibida  para  en- 
tregarla en  su  día.  La  sentencia  que  así  lo  de- 
termina no  infringe  la  voluntad  del  testador 
(Sent.  12  Mayo  1879). 

Constituida  una  vez  la  doto  en  provecho  de 
la  mujer,  no  puede  perder  este  carácter  sin  su 
aprobación  expresa  (Sent.  13  Febrero  1871). 

La  escritura  de  confesión  de  dote  otorgada  por 
el  marido  no  puede  surtir  efecto  contra  terce- 
ros acreedores  del  mismo  (Sent.  28  Marzo  1871). 

Cuando  según  la  apreciación  de  la  Sala  sen- 
tenciadora no  se  ha  hecho  constar  la  entrega 
de  la  dote  al  marido,  no  puede  tener  lugar  la 
preferencia  que  concede  la  ley  23,  tít.  XIII, 
Partida  5.a,  á las  mujeres  por  sus  dotes  entre- 
gadas en  los  bienes  de  sus  maridos  contra 
otros  acreedores;  doctrina  que  se  halla  confir- 
mada ademas  por  la  jurisprudencia  del  Tribu- 
nal Supremo  (Sent.  19  Octubre  1872). 

Si  la  tercera  opositora  no  ha  probado  la  exis- 
tencia de  la  dote  ajuicio  de  la  Sala  sentencia- 
dora, y además  se  casó  en  1873,  no  tiene  á su 
favor,  según  la  legislación  vigente,  la  hipoteca 
legal  tácita  y privilegiada  que  establece  la  ley 
33,  tít.  XIII,  Partida  5.a,  y por  tanto,  al  absol- 
ver la  Sala  de  la  demanda  de  tercería,  no  in- 
fringe la  ley  citada  ni  la  27  del  mismo  título  y 
Partida  (Sent.  14  Febrero  1878). 

Por  lo  mismo,  estimando  la  Sala  sentencia- 
dora. apreciando  las  pruebas,  que  la  coníesion 
de  dote  fué  simulada  y se  hizo  en  perjuicio  do 
terceros  interesados  que  no  intervinieron  en  el 
otorgamiento  de  la  escritura,  no  infringe  dicha 
sentencia  las  leyes  114  y 117,  tít.  XVIII  de  la 
Partida  3.*,  ni  la  jurisprudencia  establecida  por 
el  Tribunal  Supremo  sobre  la  dote  comprada 
en  fraude  de  acreedores  (Sent.  id.  id,  id.). 
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COMENTARIO 

La  dote  puede  ser  entregada  ó simplemente 
confesada  según  consta  ó no  la  entrega  de  los 
bienes  solemnemente  y bajo  fe  de  escribano. 
«Paraque  la  dote, — dice  laexposicion  de  motivos 
de  la  ley, — dé  lugar  á la  hipoteca  legal,  es  nece- 
sario que  haya  sido  entregada  solemnemente  al 
marido  bajo  fe  de  escribano.  La  mera  confesión 
de  dote  no  produce  hoy  hipoteca  tácita,  y no 
debe,  por  lo  tanto,  ser  garantida  en  lo  sucesivo 
con  hipoteca  especial:  la  que  no  se  otorga  por 
escritura  pública,  constando  en  ella  la  entrega, 
puede  ser  fácilmente  simulada.  Si  la  confesión 
se  hace  en  última  disposición,  valedera  según 
nuestro  Derecho  actual,  la  dote  confesada  sólo 
tiene  la  consideración  de  legado,  y no  puede 
ser,  por  lo  tanto,  invocada  ni  contra  los  here- 
deros forzosos,  en  cuanto  puede  perjudicar  sus 
legítimas,  ni  contra  los  acreedores..»: 

Artículo  1398. — Sin  embargo  de  lo  dis- 
puesto en  el  arLíeulo  anterior,  la  mujer  que 
tuviere  á su  favor  dote  confesada  por  el 
marido  áutes  de  la  celebración  del  matri- 
monio, ó dentro  del  primer  año  de  él,  po- 
dra exigir  en  cualquier  tiempo  que  el  mis- 
mo marido  se  la  asegure  con  hipoteca, 
siempre  que  haga  constar  judicialmente  la 
existencia  délos  bienes  dótales,  o la  de  otros 
semejantes  ó equivalentes  en  el  momento  de 
deducir  su  reclamación. 

ORÍGENES 

Art.  171,  ley  Hipotecaria. 

JURISPRUDENCIA 

L.-ia  informaciones  de  perpetua  memoria  no 
son  un  medio  legítimo  para  que  las  mujeres 
puedan  acreditar  la  entrega  de  dotes  á los  ma- 
ridos, porque  hallándose  prohibido  en  principio 
que  los  jueces  admitan  ó hagan  practicar  las 
informaciones  de  aquella  especie  que  ante  ellos 
se  promuevan  cuando  sean  referentes  á hechos 
de  que  pueda,  resultar  perjuicio  á una  perso- 
na conocida  y determinada,  y siendo  éstos  unos 
vicios  inseparables  de  tales  informaciones 
siempre  que  recaigan  sobre  entrega  de  dotes 
es  evidente  que  no  se  pueden  practicar,  y que 
si  á pesar  de  ello  se  practican  , no  pueden  sur- 
tir efecto  alguno  probatorio  (Sent.  27  Junio 
18G4I. 


Tanto  la  prueba  de  la  entrega  de  la  dote  oo- 
mo  del  dominio  de  los  bienes,  está  sometida  & 
la  apreciación  de  la  Sala  sentenciadora,  cuan- 
do no  se  justifican  por  instrumentos  público*, 
si  no  se  pretenden  probar  por  documentos  pri- 
vados, que  no  tionen  valor  sin  el  testimonio  de 
testigos  (Sent.  20  Junio  1865). 

Para  estimar  la  devolución  de  dote  y espon- 
salicio en  perjuicio  de  terceros  poseedores*  es 
preciso  que  conste  de  una  manera  legal,  no 
sólo  la  constitución,  sino  la  real  y efectiva  en- 
trega do  la  dote  prometida  (Sent.  22  Febrero 
1869). 

Es  una  cuestión  de  hecho  sujeta  á la  apre- 
ciación de  la  Sala  sentenciadora,  a la  cual  de- 
be estarse  si  contra  ella  no  se  alega  que  al  ha- 
cerla so  ha  cometido  alguna  infracción  de  ley 
ó doctrina  legal,  ol  decidir  si  en  efecto  se  ha  en- 
tregado ó no  una  dote  prometida  (Sents.  22 
Febrero  1869,  22  Marzo  1869  y 10  Junio  1871.). 

Para  que  la  mujer  tenga  preferencia  pór  su 
dote  ó parafernales  es  indispensable  probar  ha- 
berlos aportado  á la  sociedad  conyugal  (Sen- 
tencia 11  Abril  1872). 

Está  sancionado  on  diferentes  fallos  del  Tri- 
bunal Supremo  el  que  á la  Sala  sentenciadora 
compete  exclusivamente  el  declarar  si  resulta 
ó no  probado  que  la  dote  fué  entregada  por  la 
mujer  á su  marido  (Sents,  9 Julio  1874  y 24  Ma- 
yo 1875). 

COMENTARIO 

Ninguna  explicación  más  atinada  puede  dar- 
se á la  doctrina  de  este  artículo  que  las  pala- 
bras mismas  de  la  exposición  de  motivos  de  la 
ley.  «Guando  la  confesión — dice — es  por  acto  en- 
tre vivos,  á falta  de  uña  declaración  expresa  en 
nuestras  leyes,  muchos  jurisconsultos  notables 
buscan  en  el  Derecho  romano  la  fuerza  de  esta 
dote,  llegando  al  extremo  de  negar  toda  excep- 
ción al  marido  cuando  ha  pasado  el  término  de 
diez  años  después  do  la  confesión.  Esto  equiva- 
le a introducir  una  presunción  juris  et  de  jure 
de  haberse  verificado  entrega,  á lo  que  parece 
consiguiente  que  después  de  trascurrido  el  tér- 
mino, se  den  á la  dote  confesada,  por  lo  que  se 
refiere  á la  hipoteca,  los  mismos  efectos  que  á 
la  dote  entregada.  Esta  opinión,  que  se  presta 
á fundadísimas  y fáciles  impugnaciones,  no  po- 
día ser  adoptada.  Mas  al  mismo  tiempo  no  pa- 
recía justo  privar  del  beneficio  do  la  hipoteca,  si 
bien  con  prudentes  precauciones  que  evitaran 
el  abuso,  á la  mujer  que  realmente  hubiera  lie- 
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vado  al  matrimonio  una  doto  cuyos  bienes  exis- 
tieran aún,  ó estuviesen  sustituidos  por  otros, 
pero  do  que  por  negligencia  ó por  cualquiera 
otra  causa  no  se  hubiera  otorgado  escritura,  ó 
en  la  otorgada  no  se  hubiese  hecho  mención  de 
la  entrega.  El  medio  elegido  al  efecto  consiste 
en  dar  el  carácter  y los  efectos  da  dote  entrega- 
da á la  confesada  por  el  marido  antes  de  la  ce- 
lebración del  matrimonio,  ó dentro  del  primer 
año  de  él,  siempre  que  se  haga  constar  judicial- 
mente la  existencia  de  los  bienes  dótales,  ó la 
de  otros  semejantes  ó equivalentes  qué  los  ha- 
yan sustituido.» 

Artículo  1399. — Los  bienes  inmuebles  ó 
derechos  reales  que  se  entreguen  como  dote 
estimada,  se  inscribirán  á nombre  del  mari- 
do en  el  Registro  de  la  propiedad,  en  la 
misma  forma  que  cualquiera  otra  adquisi- 
ción de  dominio;  pero  expresándose  en  la 
inscripción  la  cuantía  de  la  dote  de  que  di- 
chos bienes  hagan  parte,  la  cantidad  en  que 
hayan  sido  estimados,  y la  hipoteca  dotal 
que  sobre  ellos  quede  constituida. 

Al  tiempo  de  inscribir  la  propiedad  de 
tales  bienes  á favor  del  marido,  se  inscribi- 
rá la  hipoteca  dotal  que  sobre  ellos  se  cons- 
tituya en  el  Registro  correspondiente. 

ORÍGENES 

Art.  172,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  1400. — Cuando  la  mujer  tuviere 
inscritos  como  de  su  propiedad  los  bienes 
inmuebles  que  hayan  de  constituir  dote 
inestimada,  ó los  parafernales  que  entregue 
á su  marido,  se  hará  constar  en  el  Regis- 
tro la  cualidad  respectiva  de  unos  ú otros 
bienes,  poniendo  una  nota  que  lo  exprese 
así,  al  márgen  de  la  misma  inscripción  de 
propiedad. 

Si  dichos  bienes  no  estuvieren  inscritos  á 
favor  de  la  mujer,  se  inscribirán  en  la  íor- 
rna  ordinaria,  expresando  en  la  inscripción 
su  cualidad  de  dótales  ó parafernales. 

orígenes 

,Art.  l*y  Hipotecaria. 


COMENTARIO  (1). 

IjO  dispuesto  en  este  articulo  y en  el  que  le 
precedo  es  consecuencia  necosaria  de  lo  que  do- 

(1)  Hemos  creído  conveniente,  por  no  decir  ne- 
cesario, trascribir  algunos  párrafos  de  la  Exposi- 
ción de  motivos  de  la  ley.  Hé  aquí  lo  demás  que 
sobre  hipotecas  en  favor  de  los  Irenes  de  las  muio- 
res  casadas  se  dice: 

«La  obligación  del  marido  respecto  á la  restitu- 
ción de  la  dote,  que  es  lo  que  afianza,  no  es  igual 
según  nuestro  Derecho,  pues  al  paso  que  en  la  dote 
estimada  el  marido  se  constituye  deudor  de  géuero, 
en  la  inestimada  debe  devolver  las  cosas  mismas  que 
recibió.  Así  es  que  aunque  las  leyes  de  Partida  di- 
gan que  el  marido  siempre  es  el  dueño  de  los  bienes 
dótales,  ha  habido  que  acudir  á ingeniosas  distin- 
ciones para  salvar  la  antinomia  que  resulta  entre 
este  principio  y los  diferentes  efectos  que  establecen 
i ®Q  cuanto  á una  y á otra:  distinciones  escolásticas  de 
dominio,  que  prueban  sutileza  é ingenio,  pero  que 
están  lejos  de  satisfacer  cumplidamente  á las  obje- 
ciones á que  dan  lugar.  La  Comisión,  dejando  apar- 
te estas  cuestiones,  ha  considerado  que  el  marido 
es  el  dueño  déla  dote  estimada,  sin  más  obligación 
que  la  de  devolver  su  importe  á la  disolución  del 
matrimonio;  pero  que  en  la  inestimada  sólo  tiene  el 
derecho  de  aprovecharse  de  ella  paralas  necesidades 
do  la  familia,  como  lo  hace  el  usufructuario,  con- 
servarla en  buen  estado  y restituirla  en  las  mismas 
cosas  que  recibió. 

Consecuencia  de  esto  es  proponer  que  los  bienes 
raíces  de  la  doto  estimada  se  inscriban  á nombre 
del  marido,  como  cualquiera  otra  adquisición  de,  do- 
minio, y que  sobre  ellos  mismos  se  constituya  la 
hipoteca  para  la  restitución;  y por  el  contrario,  que 
cuando  la  dote  es  inestimada,  consistente  también 
en  bienes  inmuebles,  si  éstos  se  hallan  inscritos  ya 
antes  como  propios  de  la  mujer.se  haga  constar  so- 
lamente en  el  registro,  por  nota  marginal,  su  calidad 
de  dótales,  y en  otro  caso,  se  inscriban  á favor  de  la 
la  mujer  con  igual  nota;  pero  sin  que  por  esto  se 
entiendan  alteradas  las  reglas  que  establecen  los 
casos  y las  limitaciones  en  que  debe  efectuarse  la 
restitución;  á esto  no  alcanza  el  Proyecto.  Como  la 
obligación  hipotecaria  es  subsidiaria  de  la  persona!, 
no  puede  extenderse  á más  de  lo  que  ésta  compren- 
de; de  aquí  se  infiere  que  la  cantidad  que  en  la  dote 
estimada  se  asegura,  nunca  puede  exceder  de  3a 
i apreciación  de  los  bienes  dótales,  y que  cuando  la 
dote.se  reduce  porque  en  su  constitución  se  han 
traspasado  los  límites  señalados  por  jas  leyes,  se  re- 
duzca también  la  hipoteca,  cancelándose  parcial- 
mente. 

Guando  la  dote  es  inestimada  y consiste  en  bienes 
inmuebles  que  se  entregan  al  marido  obligado  á 
conservarlos  y á restituirlos,  hay  que  adoptar  una 
regla  para  fijar  la  cantidad  á que  debe  extenderse 
la  hipoteca,  para  el  caso  de  que  no  subsistan  á la  di- 
solución del  matrimonio.  Poca  dificultad  presenta 
esto  cuando  la  tasación  ha  tenido  lugar,  aunque 
sea,  como  comunmente  se  dice,  sin  causar  venta, 
porque  ya  hay  un  tipo  á qué  atenerse;  pero  cuando 
no  hay  valuación  alguna,  tendrá  que  hacerse  esta, 
no  para  cambiar  la  índole  de  la  dote,  sino  sólo  para 
asegurar  el  reintegro  da  su  importe,  si  llegasen  a 
desaparecer  los  muebles  dados  en  dote. 

Aunque  nuestro  Derecho  escrito,  como  queda  di- 
cho, establece  el  principio  de  que  el  marido  es  el 
dueño  de  la  dote,  do  le  permite  enajenar  ja  inesti- 
timada,  por  estar  obligado  á restituir  lo  misino  que 
raoibié:  por  esto,  bajo  cierto  aspecto,  puede  decires 
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jamos  dicho  al  consignar  el  derecho  que  la  ley 
Hipotecaria,  concede  A la  mujer  las  obligacio- 


nes que  impone  al  marido  y la  forma  de  garan- 
tir aquéllas  y cumplir  éstas. 


que  esta  dote  corresponde  á los  bienes  de  la  mujer.  ■ 
Resulta  de  aquí  que  en  rigor  de  derecho,  la  dote 
inestimada  es  inalienable,  y que  los  bienes  que  la 
constituyen  no  están  en  el  comercio.  Kn  esto  aaop- 
turón  las  Partidas  la  ÍDnovaeion  que  el  Emperador 
Justiniano  introdujo  para  libertar  alas  mujeres  ca- 
sadas de  los  peligros  que  su  propia  debilidad  podía 
ocasionarles,  reformando  el  Derecho  antiguo,  en 
virtud  del  cual  el  marido,  con  consentimiento  déla 
mujer,  estaba  autorizado  para  enajenar  la  dote, 
pero  no  para  hipotecarla;  diferencia  que  se  fundaba 
en  la  menor  resistencia  que  es  de  presumir  que  ten- 
dría la  mujer  para  hipotecar  que  para  vender.  No 
está  conforme,  la  legislación  aragonesa  con  la  gene- 
ral. pues  que  desentendiéndose  de  la  cuestión  teóri- 
ca respecto  al  dominio  de  la  dote,  establece  que  la 
mujer  puede  enajenarla  y obligar  sus  bienes  para  el 
pago  de  ias  deudas  contraídas  por  el  marido.  La  le- 
gislación que  actualmente  rige  en  la  mayor  parte 
de  la  Monarquía  es  insostenible,  porque  deja  fuera 
de  circulación  la  gran  masa  de  bienes  que  corres- 
ponden á la  clase  de  dótales,  y hace  más  triste  la 
condición  de  la  propiedad  dotal,  puesto  que  no  vie- 
ne en  auxilio  de  las  necesidades  del  propietario,  que 
en  medio  de  riquezas  considerables  puede  encontrar- 
se reducido  á la  indigencia.  Para  obviar  estas  difi- 
cultades, algunos -escritores  dicen  que  cuando  las 
enajenaciones  no  llegan  á la  mitad  de  los  bienes  y ■ 
la  mujer  las  hace  en  unión  con  su  marido,  ó cuan- 
do, hechas  por  éste,  tiene  ella  intervención  y prome- 
te con  juramento  no  reclamar  contra  las  mismas, 
suelen  sostenerse,  si  bien  á la  mujer  le  queda  el 
derecho  de  ser  indemnizada  en  los  Cienes  del  ma- 
rido. En  la  práctica  actual  vemos  que  desentendién- 
dose de  la  prohibición  legal,  la  mujer  enajena  la 
dote  inestimada  con  licencia  del  marido.  De  esta 
divergencia  entre  la  ley  y la  práctica  ha  dimanado 
que  crean  algunos  que  ésta  no  quita  á la  mujer  el 
derecho,  si  el  marido  carece  de  bienes,  para- recla- 
mar contra  el  poseedor  de  la  finca  vendida,  si  no 
satisface  su  importe. 

Semejante  estado  de  contradicción  entre  la  ley  y 
la  conveniencia  pública,  y entre  lo  prescrito  y lo 
que  se  observa,  crea  una  incertidumbre,  que  el  le- 
gislador debe  apresurarse  á resolver,  dando  á la  ley 
la  flexibilidad  necesaria  para  que  pueda  cumplirse 
sin  inconvenientes.  Atendiendo  á esto  los  redacto- 
res del  proyecto  del  Código  civil,  propusieron  la  re- 
forma del  Derecho  antiguo  en  el  sentido  de  que  el 
dominio  de  los  bienes  dótales  fuera  de  la  mujer,  pe- 
ro sin  declarar  que  eran  siempre  enajenables,  an- 
tes por  el  contrario,  fijando  los  casos  y la  forma  en 
que  el  marido  y la  mujer  habían  de  póder  enajenar- 
los y obligarlos.  Siguiendo  este  mismo  espíritu  la 
Comisión  propone  que  los  bienes  dótales  hipoteca- 
dos ó inscritos  con  la  calidad  expresada,  no  se  pue-  i 
dan  enajenar,  gravar  ni  hipotecar,  sino  en  nombre  ■ 
y con  el  consentimiento  expreso  de  ambos  eónyu-  ' 
ges:  pero  añade  que  en  este  caso  quede  á salvó  á ¡ 
Ja  mujer  el  derecho  de  exigir  que  su  marido  le  hi- 
poteque otros  bienes  en  sustitución  de  los  enajena- 
dos, ó sino  los  tiene,  los  primeros  que  adquiera. 
Adopta  al  propio  tiempo  las  medidas  ne  precaución 
que  lia  creído  conducentes  para  alejar  los  peligros 
de  la  inexperiencia  cuando  uno  de  los  cónyuges 
es  menor  de  edad;  y resolviendo  de  paso,  respecto  á 
este  punto,  una  antigua  cuestión  agitada  entTelos 
intérpretes  y el  foro , ordena  que  siempre  que  sea 


menor  uno  de  ellos,  se  observen  en  la  enajenación 
de  los  bienes  dótales  las  reglas  establecidas  al  efec- 
to en  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y que  si  la 
mujer  fuese  la  menor,  el  juez  que  autorice  la  enaje- 
nación haga  que  se  constituya  la  hipoteca  para 
segundad  de  la  dote.  Los  bienes  propios  del  mando 
que  se  hipotequen  á la  seguridad  de  la  dote,  segui- 
rán la  condición  de  los  demás  bienes  hipotecados. 
Podrá  enajenarlos  su  dueño,-  si  bien  siempre  irá 
adherida  á ellos  la  hipoteca.  Pero  si  llega  el  caso  da 
extinguirse  6 reducirse  la.  hipoteca,  porgue  desapa— 
rezca  en  todo  ó en  parte  la  obligación  da  restituir, 
ó de  que  la  conveniencia  de  la  sociedad  conyugal,  y 
tal  vez  la  de  la  misma  mujer,  exija  que  se  subrogue 
ó posponga,  no  podrá  hacerse  esto  sin  su  consenti- 
miento y sin  que  se  observen  en  el  caso  de  la  menor 
edad  de  uno  délos  cónyuges,  ó de  ambos,  los  mis- 
mos requisitos  que  para  la  enajenación  del  fundo 
dotal. 

Para  evitar  toda  cuestión  que  pudiera  suscitarse 
Tespeclo  á si  ciertas  disposiciones  del  Código  de  Co- 
mercio acerca  de  los  bienes  dótales  están  modifica- 
das por  esta  ley,  ha  creído  la  Comisión  conveniente, 
aunque  no  lo  reputa  absolutamente  necesario,  ex- 
presar que  quedan  en  toda  su  fuerza  y vigor.  Por 
una  ley  especial  no  deben  considerarse  derogadas 
las  anteriores  que  tienen  un  carácter  más  general, 
cuando  son  compatibles  con  ella  y caben  dentro  de 
su  espíritu.  Así  se  propone  que  no  se  reputen  alte- 
radas ni  modificadas  algunas  disposiciones  del  Có- 
digo de  Comercio,  cuya  simple  lectura  justifica  lo 
que  se  prescribe.  Por  la  misma  razón  declara  sub- 
sistente, para  el  caso  en  que  el  marido  no  cons- 
tituya la  hipoteca  ó no  inscriba  los  bienes  de  la  mu- 
jer, y sin  embargo  los  dilapide,  el  derecho  que  con- 
ceden á ésta  las  leyes  pura  exigir  que  los  que 
subsistan  de  la  dote,  ó se  le  entreguen,  6 se  depo- 
siten en  lugar  seguro,  ó se  pongan  en  administra- 
ción. 


Mas  no  son  ios  bienes  dótales  ios  únicos  que  ne- 
cesitan ser  atendidos  por  legislador,  sino  también 
los  parafernales  ó cualesquiera  otros  aportados  por 
la  mujer  al  matrimonio.  La  legislación  aragonesa 
no  admite  bienes  parafernales,  pues  los  que  así  se 
denominan  en  otras  provincias  de  la  Monarquía, 
tienen  en  las  de  aquel  antiguo  reino  el  carácter  de 
dótales:  no  puede,  por  lo  tanto , á ellos  referirse  lo 
que  se  dice  en  el  Proyecto,  aplicable  en  la  generali- 
dad de  la-nación,  donde  existe  esa  diferencia  de  do- 
tales  y parafernales  para  los  efectos  jurídicos. 

La  misma  protección  que  tiene  la  mujer  respecto  A 
los  bienes  dótales,  se  le  otorga  para  los  paraferna- 
les. El  Proyecto  no  innova  en  esto  el  derecho  actual, 
porque  hoy,  respecto  ¿ ellos,  existe  la  misma  hipote- 
ca tacita  que  en  los  dótales  cuando  el  marido  los 
administra,  si  bien  no  gozan  de  igual  prelacion,  se- 
gún la  opinión  más  probable  y la  más  común  de 
nuestros  jurisconsultos,  Cuando  la  mujer  se  reser- 
va la  administración  de  los  parafernales,  ó éstos  no 
se  entregan  al  marido  por  escritura  pública,  tam- 
poco debe  tener  lugar  la  hipoteca,  porque  nadie 
tiene  obligación  de  garantir  1#  restitución  de  lo  que 
no  recibe,  ó de  lo  que  no  le  ha  sido  entregado  con 
las  formalidades  que  establecen  las  leyes;  si  se  per- 
miticra  lo  contrario,  se  daría  lugar  á fraudes  per- 
judiciales a un  tercero. 

Respecto  á los  demas  bienes  aportados  porla 
mujer  al  matrimonio,  la  legislación  feral  es  láuy 
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Artículo  1401. — Siempre  que  el  registra- 
dor inscriba  bienes  de  dote  estimada  á fa- 
vor del  marido,  hará  de  oficio  la  inscrip- 
ción hipotecaria  á favor  de  la  mujer. 

_ Si  el  título  presentado  para  la  primera  de 
dichas  inscripciones  no  fuere  suficiente  para 
hacer  la  segunda,  se  suspenderán  una  y 
otra,  tomando  de  ambas  la  anidación  pre- 
ventiva que  proceda.  - 

ORÍ  CENES 

Art,  174,  loy  Hipotecaria. 

COMENTARIO 

Ha  querido  la  ley  que  ni  un  solo  momento 
estuvieran  los  bienes  dótales  á disposición  ab- 
soluta del  marido  sin  la  traba  de  la  hipoteca 
que  la  ley  establece  para  el  caso  en  que  la  dote 


se  entregue  con  la  obligación  de  restituir  el  va- 
lor de  los  mismos  bienes,  en  lo  cual  consiste  la 
estimación. 

Así  es  que  desdo  el  momento  en  que  el  ma- 
rido pretenda  que  se  inscriban  á su  nombre 
loá  bienes  en  que  consista  la  doto  estimada, 
so  sobreentiendo  solicitada  ademas  la  inscrip- 
ción de  la  hipoteca,  y por  tanto,  áun  no  median- 
do solicitud  especial  acerca  de  este  extremo,  y 
áun  cuando  la  carta  de  dote  en  cuya  virtud  se 
pida  la  de  la  propiedad  no  contenga  estipula- 
ción sobre  la  hipoteca  lega!,  deberá  el  registra- 
dor hacer  constar  necesariamente  que  queda 
constituida  la  hipoteca,  teniendo  presente,  si  el 
titulo  presentado  para  la  primera  de  dichas  ins- 
cripciones no  fuere  suficiente  para  hacer  la  se- 
gunda, lo  prevenido  en  el  párrafo  segundo  del 
artículo  que  comentamos,  es  decir,  que  deberá 
suspender  una  y otra,  tomando  de  ambas  la 
anotación  preventiva  que  proceda  en  cada  caso, 


diferente  en  España.  Por  esto  la  Comisión,  después 
de  proponer  las  reglas  que  ha  estimado  convenien- 
tes en  lo  que  toca  á los  pueblos  sujetos  á las  leyes 
de  Castilla,  por  ser  las  vigentes  en  la  mayor  parte 
de  nuestro  territorio,  ha  establecido  la  regla  gene- 
ral de  que  se  entiendan  bienes  aportados  al  matri- 
monio, por  lo  que  á la  constitución  de  la  hipoteca 
legal  se  refiere,  los  que  bajo  cualquier  concep- 
to, con  arreglo  á fueros  ó costumbres  locales, 
traiga  la  mujer  á la  sociedad  conyugal.  Mas  para 
ello  exige  que  se  entreguen  al  marido  por  es- 
critura pública  y con  fé  de  escribano,  bien  sea  con 
estimación  que  cause  venta,  ó bien  con  obligación 
de  conservarlos  y devolverlos  á la  disolución  del 
matrimonio,  y que  cuando  la  entrega  sólo  conste 
por  confesión  del  marido,  se  siga  la  misma  regla 
que  en  igual  caso  queda  expuesta  respecto  á la  do- 
te. No  es  menester  demostrar  la  justicia  de  esta 
disposición,  de  aplicación  fácil  y segura,  porque 

Siara  ello  concurren  en  los  bienes  á qué  se  refiere 
as  mismas  razones  que  en  los  dótales. 

Delicada  es  la  cuestión  de  las  personas  á quienes 
debo  otorgarse  el  derecho  de  exigir  que  preste  el 
marido  la  hipoteca  legal  establecida  á favor  de  la 
mujer,  porque  en  ello  bc  interesan,  ademas  de  las 
consideraciones  generales,  las  de  órden  y buena 
armonía  en  el  matrimonio. 

Cuando  el  matrimonio  ha  sido  ya  contraído,  y la 
mujer  es  de  mayor  edad,  ha  reputado  la  Comisión 
como  peligroso  que  cualquiera  persona,  por  allega- 
da que  sea,  venga  á interponerse  entre  ella  y el 
marido;  ha  temido  por  la  felicidad  doméstica  de  los 
cónyuges,  y ha  preferido  que  padezcan  los  intere- 
ses á que  se  perturbe  la  paz  de  la  familia,  oi  la 
mujer  calla,  teniendo  capacidad  para  reclamar  y 
franca  la  puerta  para  hacerlo,  debe  respetarse  su 
silencio;  la  intervención  de  otras  personas  sera  ge- 
neralmente más  fecunda  en  males  que  en  bene- 

Mas  cuando  aún  no  se  ha  contraído  el  matrimo- 
nio, cesan  estos  temores,  y sobre  todo  si  la  mu- 
jer  ea  menor  de  edad,  no  puede  la  ley  disminuí 
La  vigilancia  especial  y la  protección  que  dispen- 
sa siempre  á los  que  no  considera  con  la  aptitu 


y medios  bastantes  para  protegerse  á sí  mismos. 

Por  eso,  no  sólo  se  permite,  sino  que  se  excita  á 
las  personas  que  más  naturalmente  se  interesan 
por  la  mujer,  á ejercitar  el  derecho  de  exigir  la  hi- 
poteca y calificar  su  suficiencia.  Entre  ellas  no  po- 
drá dudarse  que  el  padre,  la  madre  y el  que  dió  la 
dote  deben  ser  los  primeros  autorizados  para  recla- 
mar la  seguridad  de  los  bienes  de  la  mujer;  el  amor 
que  á unos  inspira  la  naturaleza,  el  deseo  que 
debe  tener  el  donante  de  que  no  se  malogre  el  sa- 
crificio que  hace,  y que  no  perezea  su  donativo  á 
manos  de  un  marido  disipador,  son  una  prenda  de 
¡ que  la  hipoteca  se  exigirá  y quedará  constituida. 

.Pero  si  la  mujer  estuviere  bajo  curaduría,  ya  hay 
persona  obligada  á exigir  la  hipoteca  ai  celebrarse 
el  matrimonio:  el  curador  que  lo  omite  debe  que- 
dar sujeto  á responsabilidad,  y el  promotor  fiscal, 
en  representación  del  Estado,  tutor  supremo  de  los 
menores,  denunciará  al  juez  la  conducta  del  cura- 
dor, bien  de  oficio,  ó bien  á instancia  de  cualquier 
persona  que,  compadecida  de  la  desgracia  ajena, 
quiera  contribuir  á su  alivio,  y solicitará  que  se 
compela  al  marido  á otorgar  la  hipoteca.  Para  au- 
mentar la  seguridad  de  que  no  será  eludido  este 
deber,  loe  jueces  de  paz  tienen  el  de  excitar  á los 
promotores  fiscales  á su  cumplimiento. 

! Como  las  personas  llamadas  á calificar  las  hipo- 
¡ tecas  pueden  creer  que  los  bienes  ofrecidos  para 
I constituirlas  no  son  hipotecadles,  ó que  no  corres- 
ponden al  marido,  ó que  no  son  suficientes,  ó que 
por  cualquiera  otra  circunstancia  no  deben  ser  ad- 
mitidos para  seguridad  de  los  correspondientes  á 
la  mujer,  y en  estas  apreciaciones  puede  haber  er- 
ror y alguna  vez  falta  de  buena  íé,  queda  abierta  la 
puerta  al  marido  para  hacer  valer  sus  pretensiones 
ante  la  autoridad  judicial. 

¿Quedará  así  bastantemente  asegurado  e¡  otorga- 
miento de  la  hipoteca?  I.a  Comisión  sólo  dirá  que 
cree  haber  buscado  todos  los  medios  posibles  para 
que  sea  una  verdad  práctica  la  hipoteca  legal  ¿ fa- 
vor de  la  mujer  casada,  y que  tiene  la  convicción 
; íntima  de  que  lo  que  propone  le  da  mucho  mayo- 
• res  garantías  que  cuanto  hasta  aquí  se  ha  estable- 
j ciclo.» 
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La  inscripción  do  los  bienes  inmuebles  que  j 
formen  parte  do  la  doto  estimada  expresará,  en  i 
lo  que  sean  aplicables,  las  circunstancias  que  el 
reglamento  para  la  ejecución  de  la  ley  determi- 
na para  las  inscripciones  en  general,  y ade- 
mas, en  el  caso  de  que  proceda  según  la  ley  ha-  . 
cor  las  inscripciones  extensas,  las  siguientes: 

1. *  El  nombre  de  la  persona  que  constituya 
la  dote,  y el  carácter  con  que  lo  haga. 

2. ‘  Expresión  de  estar  concortado  ó de  ha- 
berse verificado  ya  el  matrimonio,  y en  este  úl- 
timo caso  la  fecha  de  su  celebración. 

3. *  Los  nombres,  apellidos,  edad,  estado  y 
vecindad  de  los  cónyuges,  y la  profesión  del 
marido,  si  constare. 

4. a  Expresión  de  haberse  constituido  dote 
estimada,  y su  cuantía. 

5/  La  circunstancia  de  constituir  parte  de 
dicha  dote  la  finca  objeto  de  la  inscripción. 

6. '  El  valor  que  se  haya  dado  á la  misma 
finca  para  la  estimación  de  la  dote,  expresán- 
dose si  esto  se  ha  hecho  de  común  acuerdo  ó 
con  intervención  judicial. 

7. a  La  entrega  de  la  dote  al  marido. 

8. 3 Las  condiciones  que  se  hayan  estipulado 
on  el  contrato  dotal  y que  afecten  al  dominio 
del  marido  on  la  misma  finca. 

9. "  Expresión  de  la  adquisición  del  dominio  ! 
por  el  marido,  con  sujeción  á las  leyes  y á las 
condiciones  particulares  que  se  hayan  esti- 
pulado. 

10.  Indicación  de  quedar  constituida  é ins- 
crita la  hipoteca  legal  sobre  la  finca. 

Artículo  1402. — La  hipoteca  legal  cons- 
tituida por  el  marido  á favor  de  la  mujer, 
garantizará  la  restitución  de  los  bienes  o 
derechos  asegurados,  sólo  en  los  casos  en 
que  dicha  restitución  deba  verificarse  con- 
forme á las  leyes  y con  las  limitaciones  que 
éstas  determinan;  y dejará  de  surtir  efecto 
y podrá  cancelarse  siempre  que  por  cual- 
quiera causa  legítima  quede  dispensado  el 
marido  de  la  obligación  de  restituir, 

ORÍGENES 

Art.  175,  ley  Hipotecaria. 

comentario 

Limítase  este  artículo  de  la  ley  Hipotecaria  á 
declarar  que  no  se  introduce  por  ella  modifica- 


cíon  alguna  acerca  de  la  legislación  vigente  so- 
bre la  restitución  de  la  dote,  casos  en  que  pro- 
cede y modo  como  deba  verificarse.  En  el  lu- 
gar correspondiente  veromOS  las  disposiciones 
en  actual  observancia  acerca  de  estos  puntos 
capitalísimos." 

Como  en  algún  caso  ol  marido  puede  hallar- 
se dispensado  de  restituir  la  dote,  con  lo  cual 
la  garantía  hipotecaria  es  inútil,  la  ley  ha  teni- 
do que  consignar  para  estos  casos  la  cancela- 
ción correspondiente,  verificada  en  la  forma  co- 
mún y ordinaria,  que  veremos  al  ocuparnos  de 
dicha  materia. 

Artículo  1403. — La  cantidad  que  deba 
asegurarse  por  razón  de  dote  estimada  no 
excederá  en  ningún  caso  del  importe  de  la 
estimación;  y si  se  redujere  el  de  la  misma 
dote,  por  exceder  de  la  cuantía  que  el  dere- 
cho permite,  se  reducirá  igualmente  la  hi- 
poteca en  la  misma  proporción,  prévia  la 
cancelación  parcial  correspondiente. 

ORÍGENES 

Art.  176,  ley  Hipotecaria. 

.COMENTARIO 

Lo  dispuesto  en  este  artículo  es  consecuen- 
cia de  la  naturaleza,  carácter  y fin  de  la  hipo- 
teca. 

Esta  no  debe  ser  mayor  que  la  obligación  del 
marido,  de  lo  que  se  infiere  lógicamente  que 
cuando  ésta  se  reduce,  aquélla  ha  de  sufrir  idén- 
tica alteración,  lo  cual  tiene  lugar  mediante 
cancelaciones  parciales  practicadas  en  la  forma 
ordinaria.  Cuando  la  obligación  del  marido 
cese  por  completo  y en  toda  su  extensión,  la 
cancelación  será  total,  conforme  á lo  prevenido 
en  la  última  parte  del  artículo  anterior. 

Artículo  1404. — Cuando  se  constituya  dote 
inestimada  en  bienes  no  inmuebles,  se  apre- 
ciarán éstos  con  el  único  objeto  de  fijar  la 
cantidad  que  deba  asegurar  la  hipoteca,  para 
el  caso  de  que  no  subsistan  los  mismos  bie- 
nes al  tiempo  de  su  restitución;  mas  sin  que 
por  ello  pierda  dicha  dotesu  calidad  de  ines- 
timada, si  fuere  calificada  así  en  la  escritura 
dotal. 

ORÍGENES 

Art.  177,  ley  Hipotecaria. 
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COMENTARIO 

. Compréndese  desde  luego  que  la  estimación 
e mestimaeion  de  la  dote  es  independiente  de 
la  valoración. ó tasación  que  do  los  bienes  se 
di  aya  hecho  en  da  carta,  dotal,  y que  no  podrá 
llamarse  estimada  toda  dote  en  que  se  estimen  i 
¿ó  aprecien  los  bienes  que  la  constituyan. 

Depende  la  estimación  de  la  dote  de  la  inten- 
cion  con  que  se  hizo  el  aprecio,  por  lo  cual  es 
necesario  expresarlo- terminantemente  ásu  cons- 
titución, bien  detallando  los  derechos  y obli- 
gaciones de  los  cónyuges  sóbrelos  mismos  bie- 
nes eh  armonía  con  los  que  preceptúa  la  ley,  ó 
indicando  ademas  que  la  valoración  que  se  hace 
tiene  por  objeto  que  dicho  precio  so  entienda 
como  la  verdadera  dote,  y que  el  marido  ad- ' 
quiere  el  dominio  y propiedad  de  los  bienes, 
obligándose  á devolver  á su  esposa  ó derecho- 
habientes  la  cantidad  líquida  que  resulta  de  la 
tasación  practicada,  ó bien  dándole  ol  nombre 
do  dote  estimada  con  que  las  leyes  la  designan, 
bajo  las  reglas  y bases  generales  que  para  las 
mismas  preceptúan  las  disposiciones  vigentes. 

Es,  por  lo  tanto,  lo  más  oportuno  señalar  qon 
las  .denominaciones  de  estitnadaé  inestimada  las 
dotes  en  Ja  escritura  de  su  constitución. 

Esto  es  tanto  más  conveniente,  y aun  pudié- 
ramos decir  necesario,  cuanto  que  con  arreglo 
al  presente  artículo  debe  hacerse  tasación  de 
los  bienes  no  inmuebles , áun  cuando  la  dote  se  ; 

: haya  otorgado  como  inestimada,  con  el  único  1 
.objeto  de  fijar  la  cantidad  que  debe  asegurar  la 
(hipoteca  que  en  este  concepto  ha  de  constituir  > 
el  marido  para  el  caso  de  que  no  subsistan  los 
mismos -bienes  al  tiempo  ¡en  que  deba  efectuar- 
se su  devolución.  Mas  según  expresa  la  misma 
Jpy,  no  porderá  la  dote  su  calidad  de  inestima- 
da^ si  fuere  calificada  así  en  la  escritura  dotal. 

Artículo  1405.— Entiéndese  por  bienes 
aporcados  pl  matrimonio , para  los  efectos 
del  párr,  3.°  del  art.  1396  (169  de  la  ley) 
¡aquellos  que  bajo  cualquier  concepto,  con.  aT- 
iregljo.  á .fueros  ó -postumbres  locales,  traiga 
■laanujer ,á  Ja sociedad  conyugal,  siempre 
que  se  entreguen  al  marido  por  escritura 
pública  y bajo  fe,  de  notario,  para  que  los 

(administre,  ,bieA 1 sea  con  estimación 
eaiwe  iveuta,  ó bion  con  la  obligación  de 

conservarlos  ó devolverlos  á la  disolución 
4ei  p^riroojaio. 

TOMO  u 


. Guando  la  entrega  de  los  bienes  de  que 
trata  el  párrafo  anterior  constare  solamen- 
te por  eontesion  del  marido,  no  podrá  exi- 
girse la  constitución  de  la  hipoteca  dotal 
sinó  en  los  casos  y términos  prescritos  en 
el  artículo  1398  (171  de  la  ley). 

ORÍGENES 

Art.  181,  ley  Hipotecaria. 

JURISPRUDENCIA 

No  habiendo  dado  la  Sala  sentenciadora  va- 
lor ni  eficacia  á la  prueba  practicada  por  la 
mujer  para  justificar  que  aportó  bienes  á su 
matrimonio,  es  inoportuno  cuanto  se  invoque  y 
alegué  respecto  de  dichos  bienes,  como  tampo- 
co es  aplicable  el  art.  1.68  de  la  ley  Hipotecaria, 
por  el  que  se  establece  hipoteca  legal  á favor 
de  las  mujeres  casadas  sobre  los  bienes  de  sus 
maridos  por  las  dotes,  bienes  parafernales  ú 
otros  aportados  que  se  hayan  entregado  sola- 
mente bajo  fe  de  notario  (Sent.  16  Octubre 
1874). 

COMENTARIO 

Cualesquiera  clases  de  bienes  que  la  mujer 
aporte  al  matrimonio  siempre  que  se  entreguen 
al  marido  por  escritura  pública  y bajo  fe  do  no- 
tario para  que  los  administre,  bien  sea  con  es- 
timación que  cause  venta,  ó bien  con  la  obliga- 
ción de  conservarlos  ó devolverlos  á la  disolu- 
ción del  matrimonio,  dan  derecho  á la  mujor 
para  pedir  la  constitución  de  la  hipoteca  legal. 

El  articulo  de  la  ley  se  refiero  en  su  primera 
cita  al  párrafo  último  del  número  l.°  del  ar- 
tículo 168  de  la  misma:  nosotros  hemos  puesto 
la  referencia  al  párr.  3."  del  art.  1396  (109  de  la 
ley);  lo  cual  no  altera  la  verdad  de  la  ley,  como 
convencerá  el  examen  comparativo  de  ambos 
artículos. 

Los  bienes  á que  se  refiere  este  artículo,  como 
los  dótales,  pueden  haberse  entregado  con  las 
solemnidades  y bajo  la  fe  que  exige  la  ley, 
solamente  constar  su  entrega  por  confesión  de! 
marido  ó. documento  privado.  En  el  primer  caso 
so  producen  todos  los  efectos  relativos  á la  hi- 
poteca dotal;  en  el  segundo  se  observará  lo  mis- 
mo que  dijimos  en  el  art.  1397  (170  de  Ja  ley); 
es  decir,  que  no  podrá  exigirse  la  constitución 
cié  hipoteca,  dotal,  no  produciendo  otros  efectos 
que,  el  ¡de  las  obligaciones  personales,  á no  sor 
andas  casos  y términos  del  art.  1398  (171  do  la 
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Artículo  1406.— La  constitución  de  hipo- 
teca é inscripción  de  bienes  de  que  trata 
el  art.  1396  (169  de  la  ley),  sólo  podrán  exi- 
girse por  la  misma  mujer,  si  estuviere  ca- 
sada y fuere  mayor  de  edad. 

Si  no  hubiere  contraído  aún  matrimonio, 
ó habiéndolo  contraído  fuere  menor,  debe- 
rán ejercitar  aquel  derecho  en  su  nombre,  y 
calificar  la  suficiencia  de  la  hipoteca  que  se 
constituya,  el  padre,  la  madre,  ó el  que 
diere  la  dote  ó los  bienes  que  se  deban  ase- 
gurar. 

A falta  de  estas  personas,  y siendo  menor 
la  mujer,  esté  ó no  casada,  deberá  pedir  que 
se  hagan  efectivos  los  mismos  derechos  el  : 
curador,  si  lo  hubiere. 

ORÍGENES 

Art.  182,  ley  Hipotecaria. 

COMENTARIO 

El  precepto  fiel  párrafo  primero  de  este  ar-  \ 
tículo  debe  entenderse  en  armonía  con  el  del  . 
art.  1401  (174  de  la  ley),  que  dispone  que  el  re-  | 
gistrador,  siempre  que  inscriba  bienes  de  la  1 
dote  estimada  á favor  del  marido,  deberá  hacer  j 
de  oficio  la  inscripción  hipotecaría  en  favor  de  la 
mujer. 

Respecto  á quién  tenga  el  derecho  de  exigir 
la  constitución  de  la  hipoteca,  así  como  á califi- 
car la  suficiencia  de  la  misma,  la  ley  distingue 
dos  casos:  si  la  mujer  es  mayor  de  edad  ó si 
es  menor. 

Si  es  mayor  de  odad,  hay  que  distinguir  si 
está  casada  ó no  lo  está  aún.  En  el  primer  caso,  I 
esto  es,  siendo  mayor  do  edad  y casada,  única- 
mente á ella  corresponden  aquellas  facultades: 
en  el  segundo,  esto  es,  siendo  mayor  de  edad 
pero  no  habiéndose  celebrado  aún  el  matrimo- 
nio, corresponden  al  quo  constituyó  la  dote,  ó al 
padre  ó madre,  según  los  casos. 

Si  la  mujer  es  menor  de  edad,  esté  ó no  casa- 
da, solamente  podrán  pedir  que  se  hagan  efec- 
tivos aquellos  derechos  el  que  dotó,  ó la  per- 
sona quo  haya  tenido  ó tenga  la  patria  potes- 
tad, ó el  curador  en  su  defecto,  siendo  la  mujer 
menor. 

En  cuanto  á la  preferencia  para  exigir  la 
constitución  de  la  hipoteca  y calificar  la  sufi- 
ciencia de  la  misma  entre  las  personas  que  se 
enumeran  en  el  artículo  que  comentamos,  se 


observarán  las  reglas  y prescripciones  del  ar- 
ticulo 1409  (185  de  laley),  como  veremos oportu- 
namente- 

Suscitan  algunos  la  duda  de  quién  deberá 
calificar  la  suficiencia  de  la  hipoteca  - cuantío 
ésta  se  constituye  siendo  la  mujer  soltera  y 
mayor  do  edad,  pero  viviendo  en  compañía  de 
su  padre  ó madre,  suponiendo  que  si  bion  en 
este  caso  tiene  la  hija  capacidad  para  hacer 
aquella  calificación,  debe  ejercer  esta  facultad 
estando  presento  su  padre,  y en  su  defecto  la 
madre,  de  acuerdo  y conformidad  con  éstos. 

En  nuestro  humilde  concepto,  el  artículo  no 
motiva  semejante  duda,  pues  como  acabamos 
de  decir,  establece  terminantemente  qué  perso- 
nas pueden  calificar  la  suficiencia  de  la  hipoteca 
cuando  la  mujer  es  soltera  y mayor  de  edad. 

Por  otra  parte,  no  estamos  conformes  con  el 
razonamiento  en  que  se  fundan  los  que,  creyen- 
do posible  la  duda,  la  resuelven  en  el  sentido 
que  hemos  dicho,  como  tampoco  lo  estamos  en 
cuanto  á la  resolución  misma  de  la  pretendida 
dificultad. 

La  consideración  de  que  emancipada  de  dere- 
cho la  hija  al  cumplir  la  mayor  edad,  vivirá  or- 
dinariamente en  la  familia  miéntras  permanez- 
ca soltera,  con  lo  cual  no  queda  emancipada  de 
hecho,  nos  parece  que  por  sí  sola,  ni  hubiera 
sido  suficiente  para  inspirar  al  legislador  el  pre- 
cepto que  comentamos,  ni  en  caso  de  ser  fun- 
dada la  duda,  bastaría  para  resolverla , puesto 
que  en  algunos  casos  la  hija  podrá  vivir  sin 
hallarse  en  compañía  de  sus  padres,  con  lo  cual 
resulta  que  aquel  razonamiento  y la  solución 
consiguiente  no  evitan  todas  las  dificultades  ni 
son  aplicables  á los  diversos  casos  que  puedan 
presentarse. 

No  juzgamos  necesario,  por  otra  parte,  que 
la  hija  concurra  á calificar  la  suficiencia  de  la 
hipoteca  en  el  caso  á que  nos  referimos. 

Artículo  4407. — Si  el  curador  no  pidiere 
la  constitución  de  la  hipoteca,  el  fiscal  del 
Tribunal  de  partido  denunciará  el  hecho  al 
Juez  ó Tribunal  que  le  haya  discernido  el 
cargo,  para  que  proceda  á lo  que  haya 
lugar; 

En  detecto  de  curador,  el  mismo  fiscal 
solicitará  de  oficio,  ó á instancia  de  cualquier 
persona,  que  se  compela  al  maridó  al  otor- 
gamiento de  la  hipoteca. 

Los  Jueces  municipales  tendrán  también 
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obligación  de  excitar  el  celo  del  Ministerio 
fiscal,  á fin  de  que  cumpla  lo  preceptuado 
en  el  párrafo  anterior. 

■ ORÍGENES 

■ I . ■ * ' : ; 

Art.  183,  ley  Hipotecaria. 

COMENTARIO 

No  ha  escaseado  el  legislador  los  medios  de 
qüo  la  mujer  huérfana  y menor  de  edad  adquie- 
ra la  garantía  hipotecaria  que  por  su  dote  ha 
de  constituir  el  que  es  6 ha  de  sor  su  marido; 
asi  es  que,  eñ  previsión  do  la  negligencia  del  | 
curador,  ha  impuesto  á los  fiscales  y jueces  mu- 
nicipales las  obligaciones  quo  detalla  este  ar- 
tículo. 

Artículo  1408. — El  curador  de  la  mujer 
podrá  pedir  la  hipoteca  dotal,  aunque  exista 
la  madre  ó el  que  haya  dado  la  dote,  si  no 
lo  hicieren  una  ni  otro  dentro  de  los  trein- 
ta días  siguientes  á la  entrega  de  la  dote. 

También  deberá  el  curador  calificar  y ad- 
mitir la  hipoteca  ofrecida  si  se  negaren  á 
hacerlo  la  . misma  madre  6 la  persona  que 
haya  dado  la  dote. 

ORÍGENES 

Art.  Í84j  -ley  Hipotecaria. 

COMENTARIO 

Desde  lupgo  se  comprende  que  después  de  la 
ley  del  Matrimonio  civil  que  confiere  á la  ma- 
dro  la  patria  potestad  en  defecto  del  padre,  este 
artículo  ha  quedado  en  parte  derogado  por 
aquella  ley,  y por  tanto  que  sólo  tendrá  aplica- 
ción cuando  se  trate  de  huérfanos  que  lo  fue- 
ran con  anterioridad  á 1870,  que  son  los  úni- 
cos cuyas  madres  no  han  adquirido  aquella  po- 
testad, En  este  concepto,  pues,  el  precepto  legal 
que  comentamos  se  halla  derogado.  Pudiéra- 
mos haber  redactado  al  artículo  en  esta  forma: 
agí  curador  de  la. mujer  podrá  pedir  la  hipote- 
ca 4otal  aunque  exista  el  que  hay, adado  la  dote, 
sj  éste  no  lo  hiciere  dentro  de  los  treinta  días 
siguientes  á la  entrega  de  la  dote.  También  dp- 
herá  el  curador  calificar  y admitir  la  .hipoteca 
ofrecida, si  se  negare  á hacerlo  la  persona  que 
haya  dado  la  dote,»  que  es  lo  vigente;  pero  he- 
mos preferido  conservar  este  artículo,  tal  como 
•Stá  00  l^fdigionos  ocíales,  ya  que  en  éstas,  á 


pesar  de  ser  posteriores  á 1870,  no  se  han  intro- 
ducido, ignoramos  por  qué  causa,  las  reformas 
indispensables  que  han  do  poner  en  armonía 
esta  ley  con  las  domas  vigentes. 

Artículo  1409. — Pedida  judicialmente  la 
hipoteca  dotal  por  cualquiera  de  las  perso- 
nas indicadas  en  el  segundo  párrafo  del  ar- 
tículo 1406  (182  do  la  ley),  se  observarán 
para  su  calificación  y admisión  las  reglas 
siguientes: 

1/  Si  la  dote  fuere  dada  por  el  padre, 
por  la  madre  6 por  ambos,  ó se  constituyere 
con  bienes  propios  de  la  hija,  la  calificación 
y admisión  de  la  hipoteca  corresponderán, 
en  primer  lugar,  al  padre,  en  su  defecto  á 
la  madre,  y por  falta  de  ambos,  al  curador. 

2. *  Si  la  dote  ó bienes  que  deban  asegu- 
rarse fueren  dados  por  cualquiera  otra  per- 
sona, corresponderán  á ésta  la  calificación 
y admisión  de  la  hipoteca,  y sólo  cuando 
ella  no  las  hiciere,  después  de  requerida, 
podrán  ejercitar  igual  derecho  el  padre,  ó 
la  madre  en  su  defecto,  y el  curador  á falta 
de  ambos. 

3. "  El  que  deba  calificar  la  hipoteca  po- 
drá oponerse  á su  admisión,  bien  por  con- 
siderar insuficientes  los  bienes  ofrecidos  en 
garantía,  ó bien  por  cualquiera  otra  causa 
que  pueda  afectar  á su  validez;  mas  si  la 
oposición  no  fuere  fundada,  el  juez  lo  de- 
clarará así  y admitirá  la  hipoteca. 

ORÍGENES 

Art-  185,  ley  Hipotecaria. 

COMENTARIO 

Es  tan  clara  la  disposición  de  la  ley,  que  no 
es  necesaria  explicación  de  las  reglas  quo  con- 
tiene. Téngase  presente  tan  sólo  que  lo  preve- 
nido en  este  artículo  debe  entenderse  en  armo* 
nía  con.  el  precepto  del  artículo  anterior. 

Artículo  1410.— Si  el  marido  careciere  de 
bienes  con  que  constituir  la  hipoteca  de  que 
. trata  el  núm.  3/  del  art.  1396  (169  de  la 
ley),  quedará  obligado  á constituirla  sobre 
loa  primeros  inmuebles  ó derechos  reales 
que  adquiera;  pero  sin  que  esta  obligac  on 
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pueda  perjudicar  á toreé ro  miéhlráS  fió  sé' 
inscríba  la  hipoteca. 

ORÍGENES 
Art.  186,  ley  Hipotecaria. 

COMENTARIO 

PA  marido  que  al  tiempo  dé  Contraer  matri- 
monío  ó de  récibir  íá  doté  carecé  de  bienéfe  hi- 
pofócabléfe,  no  por  eso  queda  relevado  de  la  obli- 
gación que  la  ley  le  impone.  Así,  pues,  tan  lue- 
go como  adquiera  bienes  qué  puedan  hipote- 
carse, deberá  constituir  la  correspondiente  hi- 
poteca, El  marido  deberá  hacer  constar  esta 
obligación,  y que  se  compromete  á hipotecar 
les  primeros  bienes  que  adquiera  mediante  una 
declaración  solemne  en  la  misma  escritura  do- 
tal,  á no  ser  que  la  mujer,  siendo  mayor  de  edad 
y enterada  por  el.  notario  de 'su  derecho,  dis- 
pense al  marido  de  aquel  requisito. 

Aunque  la  obligación  del  marido  arranque 
de  aquella  escritura,  la  hipoteca  tío  produce 
sus  efectos  hasta  que  se  constituye , por  lo  cual 
no  puede  perjudicar  á tercero  mientras  no  se 
inscriba  en  el  registro  en  la  forma  ordinaria. 

Articulo  Id  11. — Guando  el  marido  no  hu- 
biere constituido  hipoteca  dotal  y comen- 
zare á dilapidar  sus  bienes,  tendrá  la  mujer 
derecho  á exigir  que  los  que  subsistan  de  su 
dote  se  le  entreguen,  se  depositen  en  lugar 
seguro,  se  pongan  en  administración,  ó 
preste  el  marido  fianza  de  no  enajenarloSi 
Lo  prevenido  en  el  párrafo  anterior  no 
tendrá  lugar  cuando  ei  marido  se  hiciere 
pobre  sin  su  culpa.  . 

ORÍGENES 

Ley  29,  tít.  XT,  Partida  4.a 
Art.  187,  ley  Hipotecaria. 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  con;  Art.  1443,  Cód.  Francia.— 
1418  Italia. — 241  Holanda. — 1219  Portugal.— 
1471  tíoli  via. — 2399  y 2401  Luisíana.— 1303  Va- 
lais, — 1173  Neufchátél. 

JURISPRUDENCIA' 

Segup  la  ley  de  Partida,  la  mujer  cásadá  sdtb 
puedr?  reclamar  durante  el  matrimonio  su  doté  ' 
cuando  el  marido  viene  á pbbreza  pór  su  cul- 


pa, y áun¡  en;  este  caed  puede  optóí  por  gardrl* 
tizarlá,  ganando  cón  ella  derechamente  (8end 
tencia  3 Junio  1872).  : ; 1 ;».v:  : 

' Según  la  ley  29,  tít.  XI,  Partida  4.*,  la  mu- 
jer casada,  en  los  casos  que  expresa,  puede  de- 
mandar al  marido  que  le  entregue  la  dote  ó dé 
fianza  de  que  no  enajenará,  ó lá  ponga  en  ¿laño 
do  un  tercero  que  la  cuide  y administre,  desti- 
nando sus  productos  al  sostenimiento  de  la  so- 
' ciédad  conyugal  fSent.  21  Noviembre  1876). 

Formulada  f a demanda  con  shjeoion  !á-  \x 
léy  29,  tít.  XT,  Partida  4.*,  dejahdo'  á la  voltin- 
tad  del  demandado  la  elección  de  uno  de  los 
tres  medios  legales  do  asegurarse  la  integridad: 
de  la  dote  y caudal  de  la  demandante , la  sen- 
tencia que  señaladamente  condena  al  marido 
■ á entregar  la  dote  que  se  había  ofrecido  á afian- 
zar con  hipoteca,  infringe  dicha  ley  y las  de- 
mas que  quedan  citadas,  porque  ni  se  conforma 
con  la  demanda  en  la  manera  en  que  fué  pro^ 
puesta,  ni  sostiene  al  demandado  en  el  d0recho' 
de  esooger  entre  las  tres  formas  que  la  ley 
ofrece  de  solventar  su  obligación  [Id.  id.  id.) 

COMENTARIO 

* . ' I ' " , 

De  la  combinación  de  la  léy  dé  Partidas  édtt 
el  articulo  de  la  Hipotecaria  resulta  muestro 
artículo. 

El  de  la  ley  Hipotecaria  dice  solamente: 

«Cuando  el  marido  no  hubiere  constituido 
hipoteca  dotal  y comenzare  á dilapidar  sus  bie- 
nes, quedará  á salvo  á la  mujer  el  derecho  que 
le  conceden  las  leyes  para  exigir  que  los  que 
subsistan  de  Su  dote  se  lo  ent'réguert;  se  depo- 
síten é>n  íugár  séguro  ó se  pongan  em  adnifnisi 
tracion.iv  1 

La  ley  dé  Partida  dispone  que  «Baratador  0 
destruidor  séyettdo  el  marido  de  lo  que  oviero, 
de  manera  que  entendiesse  la  mugen,  qué  ye- 
nía  el  marido  á pobreza  por  su  Chipá;  assi 
como  si  fuesse  jugador , 6 Ovíossé  en  si  Otraíf 
malas  Costumbres,  parque  destruyessélo  SuyO 
locaitienté;  si  temiere  la  muger  que  le  desgasta- 
ra ó le  malmetiera  su  dote,  pacdelo  demandar 
por  juyzio  qüel  éritregao  déllá;  ó qliél  dé  recab- 
do,  que  lá  nOn  enajené,  <5  qíie  la  meta  en  maní# 
de  alguno,  que  Ja  guarde  é que  la  gane  cotí 
elfá  derechamente,  c de  las  ganancias  guisada# 
é horiéstás  qué  le  dé  dellas  onde  vivan.  EP  ésto1 
puede  facer  eri  está:  manera,  ¿laguer  duré-  el 
matrimonio. *■  ■ o-1--  ■ •.,.*•  .<  . . v ,,  ■ .¡í 

ííótése  que  lá  léy-  Hipdtochrfá  Beftála  trefe  Ñ¿ 
cúreos  on  favor  de  la  mujer;  que  tío  ¡son  idíaH*' 
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Cd 8 a lós  que  ge  consignan:  eri  la  ley  de  Partida. 

Según  la  Hipotecaria,  estos  recursos  ;sonj 

Que  se  le  entreguen  (á  la  mujer)  los  bienes 
que  subsistan  de  su  dóte. 

Que  so  depositen  en  lugar  seguro. 

Que  se  pongan  en  administración. 

Con  arreglo  á.  la  ley  de  Partida,  los  recur- 
sos son: 

Qué  se  entreguen  á la  mujer  los  bienes  do- 
tales. 

Quef  dé  recabdó  que  leí  non  enajene. 

Que  la  meta  en  mano  de  alguno  que  la  guar- 
de é gane  con  ella  derechamente. 

El  recurso  dé  poner  la  dote  en  administra-  f 
clon  y el  de  constituirla  en  depósito  que  señala 
la  ley  Hipotecaria,  parecen  hallarse  comprendí-  ' 
dos  en  el  último  de  la  Partida  «que  la  meta  en  . 
titano  de  alg-unó....»;  pero  nada  se  dice  en  : 
aquélla  que  Corresponda  ál  segundo  recurso  es- 
tablecido en  ésta,  es  decir,  el  de  que  el  marido 
dé  recabdo  de  no  enajenar  la  dote.  Esta  dife- 
rencia entre  una  y otra  ley  puede  ocasionar  la 
duda  de  sí  tendrá  la  mujer  hoy  el  mismo  re- 
curso, ó lo  habrá  perdido  desde  el  momento  en 
que,  confirmando  la  ley  Hipotecaria  expresa- 
mente los  otros,  omite  hablar  de  éste.  En  nues- 
tro. sentir  conserva  este  recurso;  mas  como  Ja  j 
dudaos  posible,  hacemos  la  advertencia  para 
que  cada  uno  adopte  la  resolución  que  halle 
más  aj  ustada  á la  ley. 

En  cuanto  ai  último  párrafo  de  nuestro  ar- 
tículo, lo  hemos  redactado  siguiendo  la  opinión 
más  generalmente  admitida,  por  más  que  de  la 
ley  no  ^parezca  tan,  ciará  ó inconcusa  como  se 
pretende.  En  efecto,  dice  ésta:  «Mas  si  el  marido 
fuesse  de  buena  provisión  en  aliñar  é endere- 
zar lo. que  oviese  ó non  malmetíesse  lo  súyo  jo-  : 
camente  maguer  viniesse  á pobreza  por  alguna 
OGasion, ??oZ  podría  la  rnúger  demandar  la  dolé 
mientra  que  durásse  el  matrimonio.  En  tal 
razón  como  ésta  se  entiende  lo  que  dizé  el  de- 
recho; que  la  m,uger  que  mete  su  cuerpo  en  po- 
der 3e  su 'maride  que  no!  deue  desapoderar  .de 
la  dote  quel.  dió.  » Parece,  por  la  forma  en  que 
está  redactada  la  fey,  qué  si  el  marido  llega  á 
empobrecerse  sin  su  culpa,  la  mujer  no  podrá 
privarle  de  ja  daté  nol  podría  demandar  la 
4’óle.  Ahorá  bien:  al  prohibir  la  ley  que  en  este 
cagó  use  tá  mujer  del  recurso  de  pedir  su  dote 
(Üíén  para  sí,  bíeii  para  que  se  ponga  en  ad- 
ministración), ¿no  parece) que J deja  í salvó  su 
derecho  para  ejercitar  él  de  que  el  mari- 
do preste  recabdo  ? Siendo  dos  ios  recursos, 
el  prohibir  uno  determinadamente  ea  ■ cierto 


caso  , ¿no  equivale  á dejar  subsistente  el  otro? 

La  misma  razón  en  que  la  ley  funda  su  pre- 
cepto sirve  para  prohibir  que  al  marido  se  pri- 
ve do  la  dote,  rfu*s  no  satisface  en  oí  caso  de 
que  la  mujer  solicite  únicamente  fianza. 

Artículo  1412. — Cuando  á responder  de 
los  bienes  dótales  no  se  hubiere  constituido 
ia  hipoteca  legal  correspondiente,  con  arre- 
glo al  párrafo  l.6  del  art.  130(5  (160  de  la  ley 
Hipotecaria),  puede  el  marido  por  sí  solo 
gravar  y enajenar  aquellos  bienes  si  3a  dote 
fuere  estimada  ó constituida  en  cosas  ftm- 
gibles,  y salvo  el  derecho  de  la  mujer  para 
exigir  de  su  marido  la  constitución  de  la 
hipoteca,  con  arreglo  á los  artículos  ante- 
riores. 

Lo  contrario  sucederá  respecto  de  los 
bienes  que  constituyeren  la  dote  inestimada. 

ORÍGENES 

Ley  21,  tít.  XI,  Partida  4.‘ 

Ley  7.‘,  tít.  XI ' Partida  4.* 

jorispuudencia 

La  acción  para  pedir  la  nulidad  do  la  venta 
de  bienes  dótales  sólo  compete  á la  mujer  mis- 
ma, ó á sus  sucesores  y derecho-habientes  (Sen- 
tencia. 5 Marzo  18&4). 

. COMENTARIO 

Con  arreglo  á las  leyes  de  Partida,  el  marido 
podía  disponer  de  la  doto  estimada,  puesto  que 
su  obligación  era  devolver  el  precio  ó tasación 
que  de  ella  se  hizo,  mas  no  de  la  inestimada, 
pues  que  en  ésta  ha  de  restituir  los  mismos 
bienes;  así  es  que  dice:  Pero  con  todo  eslo  non 
puede  el  marido  vender , nin  enajenar,  nin 
malmeter , mientra  que  durare  el  matrimo- 
nio, la  donación  quel  dió  á su  mujer,  nin  la 
dote  que  rescibió  delta,  fueras  ende  si  la  diera 
apreciada.  Y hablando  de  la  dote  constituida 
en  moneda,  vino,  trigo,  aceite  ó cualesquiera 
otras  cosas  susceptibles  de  ser  contadas,  pesa- 
das ó medidas; añade:  ...desque  getas  da  la  mu- 
ger,  puédelas  el  marido  vender  ó fazer  dellas 
lo  que  quúsiere,  para  seruirse  dellas  é mante- 
ner el  matrimonio  mientra  durare. 

Para  mayor  claridad  en  este  punto  conviene 
hacer  una  distinción:  ó ia  dote  estimada  se 
troústltüye  hipotecando  el  marido  bienes  en  su 
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garantía,  ó la  doto  carece  de  egte  requisito.  En 
el  primer  caso  es  preciso  atenerse  á las  prescrip- 
ciones de  la  ley  Hipotecaria:  en  el  segundo, 
tínica  y exclusivamente  á la  ley  de  Partidas. 
Así.  pues,  los  bienes  muebles  (porque  los  in- 
muebles estarán  forzosamente  inscritos)  perte- 
necientes á la  dote  estimada,  pueden  ser  libre- 
mente enajenados  por  el  marido,  lo  mismo  que 
los  fungibles,  aunque  fueren  inestimados.  En 
cuanto  ála  dote  inestimada,  el  marido  no  puede 
enajenarla.  Sin  embargo,  como  nuestras  le- 
yes son  deficientes  en  este  punto,  los  autores 
han  pretendido  suplir  sus  vacíos  diciendo  unos 
que  puede  enajenarlos  el  marido  con  licencia 
jurada  de  la  mujer;  otros  que  los  podrá  enaje- 
nar la  mujer  con  licencia  y autorización  de  su 
marido;  otros,  en  fin,  que  solamente  podrá  ven- 
der la  mitad,  cuya  práctica  se  ha  seguido  en 
algunos  puntos.  Mas  lo  cierto  es  que  esta  es 
una  de  las  materias  en  que  más  embrollado  an- 
da nuestro  derecho  y en  que  con  dificultad  se 
hallarán  dos  autores  de  una  misma  opinión,  ni 
que  fijen  una  regla  que  seguir  en  la  práctica. 

La  ley  Hipotecaria  de  1861  resolvió  la  cues- 
tión de  una  manera  terminante;  pero  reforma-  [ 
da  con  posterioridad,  ha  dado  ocasión  á que  las 
dudas  se  presenten  de  nuevo,  como  tendremos 
ocasión  de  ver  en  el  artículo  siguiente. 

Articulo  1413. — Los  bienes  dótales  que 
quedaren  hipotecados  ó inscritos  con  dicha 
cualidad,  según  lo  dispuesto  en  los  números 
primero  y segundo  del  art.  1396  (169  de  la 
ley),  no  se  podrán  enajenar,  gravar  ni  hi- 
potecar en  los  casos  en  que  las  leyes  lo  per- 
mitan, sino  en  nombre  y con  consentimien- 
to expreso  de  ambos  cónyuges,  y quedando 
á salvo  á la  mujer  el  derecho  de  exigir  que 
su  marido  le  hipoteque  otros  bienes,  si  los 
tuviere,  en  sustitución  de  los  enajenados  ó 
gravados,  ó los  primeros  que  adquiera 
cuando  carezca  de  ellos  al  tiempo  de  veri- 
ficarse la  enajenación  o de  imponerse  el 
grávamen. 

Si  cualquiera  de  los  cónyuges  fuere  me-: 
ñor  de  edad,  se  observarán  en  la  enajena- 
ción de  dichos  bienes  las  reglas  establecidas 
para  este  caso  en  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil. 

Si  la  mujer  fuere  menor,  el  Juez  ó el  Tri- 
bunal que  autorice  la  enajenación,  cuidará 


de  que  se  constituya  la  hipoteca  de  que 
trata  el  párrafo  primero  de  este'  artículcv 

. ; ' . ' ?; 1 i ’ 

orígenes 

Art.  188,  ley  Hipotecaria. 

JURISPRUDENCIA 

La  acción  para  pedir  la  nulidad  de  la  venta 
de  bienes  dótales  sólo  compete  á la  mujer  mis- 
ma ó á sus  sucesores  y derecho-habientes  (Sen- 
tencia 5 Marzo  1885). 

Aun  cuando,  al  acto  de  la  venta  de  una  finca 
perteneciente  á la  dote  estimada  concurriera  la 
mujer,  quizá  por  mayor  solemnidad,  y aunque 
ésta  dijese  en  la  escritura  que  aquella  finca 
componía  parte  de  sus  bienes  parafernales,  este 
hecho  no  puede  invalidar  por  sí  solo  la  consti- 
tución de  la  dote,  ni  variar  la  naturaleza,  ó sea 
el  origen  de  la  finca  (Sent.  13  Febrero  1871). 

- COMENTARIO 

Grandes  han  sido  las  dificultades  que  han 
tocado  siempre  los  legisladores  cuando  han  te- 
nido que  poner  mano  en  cuestión  tan  delicada 
como  la  de  la  inalienubilidad  de  las  dotes,  so- 
bre todo  si,  como  parecía  natural,  había  de  ar- 
monizarse el  ínteres  de  la  familia,'  que  exige' 
cierta  libertad  que  no  separe  á los  bienes  dóta- 
les del  comercio,  y los  justos  derechos  de  la 
mujer,  que  puedo  hallarse  en  riesgo  de  perder 
su  hacienda. 

Mucho  se  ha  discutido  sobre  la  conveniencia 
del  procedimiento  adoptado  por  la  ley  Hipote- 
caria. A nosotras  no  nos  toca  juzgarlo,  ni  tene- 
mos espacio  para  ello. 

Debemos  hacer  notar  que  este  artículo  ha 
sufrido  una  modificación  en  su  redacción  pri- 
mitiva, pues  al  artículo,  tal  como  estaba  en  la 
ley  de  1861,  se  le  añadieron  las  palabras  en  los 
casos  en  que  las  leyes  lo  permitan,  "que  por 
cierto  han  originado  no  pocas.dudas  y dificul- 
tades. 

Hé  aquí  lo  que  a este  propósito  dice  ún  autor 
de  ilustración  reconocida  (1): 

«¿Y  cuáles  son  estos  casos  en  que  las  leyes 
lo  permiten?  ¿Lo  sabe  el  legislador?  ¿Lo  ha  fija- 
do la  jurisprudencia?  ¿Lo  aconsejan  los  autores? 
¿Lo  autoriza  la  práctica,  ó por  lo  menos  los 
reformadores  explican  la  razón  que  han  tenido 
para  adicionar  este  artículo?  Nada  de  esto;  I» 

(1)  D»  José  Gonzalo,  ■ _ 
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exposición  de  motivos  qúéprecode  ala  reforma 
no  se  ocupa  del  art.  188;  y sin  embargo,  su  re- 
forma es  de  las  más  graves  que  contiene  la  ley, 
y la  ménos  afortunada  en  verdad.» 

En  efecto:  la  cuestión,  perfectamente  resuelta 
en  la  ley  do  1861,  ha  vuelto  á renacer. 

En  cuanto  á la  Jote  estimada,  se  tendrá  pre- 
sente lo  prevenido  en  el  artículo  anterior,  es 
decir,  que  es  enajenable,  y quo  la  enajenación 
habrá  de  hacerse  con  arreglo  a aquel  articulo  si 
no  se  constituyó  hipoteca,  y con  arreglo  al  pre- 
sente si  los  bienes  se  inscribieron  á noipbre  del 
marido  y so  hipotecaron  á responder  de  la  dote. 

En  lo  que  se  refiere  á la  dote  inestimada  con- 
tinúa la  misma  oscuridad  y la  misma  divergen- 
cia de  opiniones-  entre  los  prácticos.  Gutiérrez 
entiende  quo  en  la  práctica  no  cabe  otro  criterio 
en  este  punto  que  el  de  la  conveniencia  y la 
necesidad.' 1 

Artículo  1414. — Los  bienes  propios,  del 
marido,  hipotecados  á la  seguridad  de  la  do- 
te, conforme  á lo  dispuesto  en  el  núm.  3/ 
del  art.  1396  (169  de  la  ley),  podrán  enaje- 
narse, gravarse  ó hipotecarse  por  el  mismo 
marido  sin  los  requisitos  expresados  en  el  ' 
párrafo  primero  del  artículo  anterior,  siem- 
pre quo  esto  se  haga  dejando  subsistente  la 
hipoteca  legal  constituida  sobre  ellos,  con 
la  prelacion  correspondiente  á su  fecha. 

Cuando  dicha  hipoteca  haya  de  extinguir- 
se, reducirse,  subrogarse  ó posponerse,  será  1 
indispensable  el  consentimiento  de  la  mujer, 
y se  aplicará  lo  dispuesto  en  el  artículo  pre- 
cedente. 

orígenes 

Art.  189,  .ley  Hipotecaria. 

jurisprudencia 

Sent.  20  Marzo  1873. 

COMENTARIO 

Este  artículo  corta  todas  las  dificultades  que 
pudieran  presentarse.  Miéntras  la  hipoteca  cons- 
tituida en  garantía  de  la  dote  acompañe  á la  i 
finca  en  que  so  constituyó  y se  conserve  la  pre- 
1 ación  correspondiente  á su  fecha,  no  hay  peli-  i 
gro  alguno  para  la  mujer,  ni,  por  lo  tanto,  in- 
conveniente en  autorizar  al  marido  para  llevar 
á cabo  por  sí  solo  la  enajenación. 

Mas  cuando  en  la  hipoteca  haya  de  sufrir  al- 


guna alteración  que  pueda  afectar  á los  dere- 
chos de  la  mujer,  ol  consentimiento  do  ésta  es 
necesario. 

Artículo  1415. — La  mujer  podrá  exigir 
la  subrogación  de  su  hipoteca  en  otros  bie- 
nes del  marido,  según  lo  dispuesto  en  los 
dos  anteriores  artículos,  en  cualquier  tiem- 
po que  lo  crea  conveniente,  desde  que  haya 
consentido  por  escrito  en  la  enajenación  ó 
gravámen  de  los  inmuebles  afectos  á su 
dote,  ó como  condición  previa  para  prestar 
dicho  consentimiento. 

Si  la  mujer  se  hallare  en  cualquiera  de 
los  casos  previstos  en  los  párrafos  segundo 
y tercero  del  art.  1406  (182  de  la  ley),  podrán 
también  ejercitar  este  derecho,  en  su  nom- 
bre, las  personas  designadas  en  el  mismo 
artículo. 

ORÍGENES 

Art.  190,  ley  Hipotecaria. 

COMENTARIO 

Tampoco  este  artículo  tiene  dificultades  que 
poner  en  claro. 

Obsérvese  que  este  artículo  y el  precedente 
no  tienen  aplicación  sino  cuando  se  trata  do 
dotes  constituidas  con  posterioridad  á ia  ley  Hi- 
potecaria, y por  consiguiente , que  es  preciso 
distinguir  en  cada  caso  si  la  dote  se  constituyó 
antes  ó después  de  1 de  Enero  de  1863. 

¿En  qué  forma  habrá  de  llevarse  á cabo  Ja 
enajenación  de  bienes  de  la  dote  estimada,  cons- 
tituida antes  de  1863,  y la  de  los  bienes  propios 
del  marido,  sujetos  á la  hipoteca  tácita  general? 

Los  prácticos  aconsejan  el  siguiente  procedi- 
miento (1): 

«I.0  Que  el  marido  ofrezca  á la  mujer  la  hi- 
poteca especial,  prevenida  en  el  art.  356  de  la 
ley,  en  sustitución  de  la  tácita  general. 

2. "  Que  la  mujer  la  acepte,  declarando  libre 
de  aquella  obligación  oculta  la  finca  que  ha  de 
ser  gravada  ó hipotecada. 

3. ”  Que  se  otorgue  en  su  virtud  entro  ellos 
la  oportuna  escritura  de  sustitución  de  hipo- 
teca. 

4. °  Que,  previa  la  consignación  do  todos  es- 
tos particulares  en  la  escritura  de  enajenación 
ó gravamen,  una  vez  otorgada  previamente  la 


(1)  Yéasela  obra  de  D.  José  Gonzalo,  fíLYolark'fo. 
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sustitución,  y por  escritura  separada,  á que  de- 
berá concurrir  la  mujer,  venda  ó grave  el  ma- 
rido como  dueño  del  dominio  de  los  bienes. 

5. «  Que  la  mujer  preste  su  expreso  y espe- 
cial consentimiento,  haciéndose  constar  ademas 
que  queda  garantido  su  derecho  con  la  hipoteca 
especial  constituida  en  virtud  delartículo  355  y 
356  do  la  ley,  y obligándose  á no  reclamar  con- 
tra la  venta  en  ningún  tiempo.» 

Guando  se  trate  de  la  venta  de  bienes  inmue- 
bles de  la  dote  inestimada  constituida  ántes  de 
1863,  el  mismo  autor  ya  citado  aconseja  las  si- 
guientes formalidades: 

«1.a  Concurrirá  al  otorgamiento  la  mujer, 
acompañada  de  su  marido. 

2. a  El  marido  dará  licencia  á la  mujer  para 
celebrar  el  contrato,  y aun  será  conveniente 
consignar,  si  es  posiblo,  el  motivo  que  le  im- 
pulsa á concederla,  ó la  causa  origen  del  con- 
trato, para  que  aparezca  demostrada  su  conve- 
niencia, siempre  que  eso  pueda  realizarse. 

3. *  La  mujer,  como  dueña  del  dominio, 
hará  la  enajenación  y trasmisión  de  los  bienes. 

4. a  El  marido  prestará  su  consentimiento , 
renunciando  el  derecho  que  como  tal  cónyuge 
tenía  sobre  los  frutos  de  la  misma  dote. 

5. 0 Convendrá  en  esta  escritura  consignar 
ademas  el  destino  que  tendrá  el  procio  de  la 
enajenación. 

6. a  Si  éste  se  entregase  al  marido,  se  con- 
signará así. 

7. *  Si  el  precio  lo  reservase  la  mujer  ó hu- 
biere de  emplearse  en  utilidad  do  la  misma  ó 
de  sus  bienes,  se  expresará  igualmente:  y lo 
mismo  sí  ésta  se  lo  reservase  para  su  adminis- 
tración ó para  objetos  que  el  marido  no  está 
obligado  á darla.» 

Debemos  hacerconstar,  sin  embargo,  que,  en 
sentir  do  algunos  autores,  no  ménos  ilustrados 
que  el  citado  ántes,  estos  bienes  no  pueden 
enajenarse,  porque  la  mujer  no  tiene  el  pleno 
y absoluto  dominio  sobre  ellos,  y califican  la 
práctica  en  contrario  de  ilegal  y abusiva. 

Tratándose  de  dotes  constituidas  después  de 
1863,  se  observará  lo  dispuesto  en  el  art.  188  de 
la  ley  Hipotecaria,  si  la  dote  fué  estimada.  Si 
fuero  inestimada,  la  dificultad  es  la  misma  que 
si  se  otorgó  ántes  de  1863,  según  dejamos  dicho 
en  el  art.  1413  (188  de  la  ley). 

Artículo  1416.— Los  bienes  pertenecien- 
tes á dote  inestimada  y los  parafernales  que 
se  hallaren  inscritos  coa  su  respectiva  cali- 


dad, se  sujetarán  para  su.  enajenación  á Jas 
reglas  del  derecho  común,  y á las  prescritas 
en  el  art.  1413  (488  déla  ley),  sin  perjuicio 
de  la  restitución  de  la  doto  6 parafernales 
cuando  proceda. 

ORÍ  SENES 

' . 

Art.  191,  ley  Hipotecaria. 

COMENTARIO 

Este  artículo  decía  en  la  ley  de  1861:  «y  si  se 
enajenasen  será  con  la  obligación  de  restituir- 
los el  Herido,  y con  sujeción  a lo  dispuesto  en 
el  art.  188.»  Al  ser  reformado  en  el  sentido  de 
que  solamente  deberá  hacerse  la  restitución 
cuando  proceda,  y sujetando  su  enajenación  a 
las  reglas  del  derecho  común,  no  ofrece  dificul- 
tades que  precisen  una  explicación  minucias^. 

Artículo  1417.— Cuando  losbienes  dóta- 
los consistan  en  rentas  ó pensiones  perpe- 
tuas, si  llegaren  á enajenarse,  se  asegurará 
su  devolución  constituyendo  hipoteca  por  el 
i capital  que  las  mismas  rentas  ó pensiones 
1 representen,  capitalizadas  ai  ínteres  legal. 

Si  las  pensiones  fueren  temporales,  y pu- 
dieren ó debieren  subsistir  después  deja  di- 
solución del  matrimonio,. se  constituirá  la 
hipoteca  por  la  cantidad  en  que  convengan 
los  cónyuges;  y si  no  se  convinieren,  por  la 
que  fije  el  Juez  ó Tribunal. 

ORÍGENES 

Art.  192,  ley  Hipotecaria. 

COMENTARIO 

Tampoco  este  artículo  ha  de  ofrecer  dudas  ni 
suscitar  dificultades  en  su  aplicación  práctica, 
El  precepto  es  tan  claro  como  terminante. 

Artículo  1418. — Las  disposiciones  de  esta 
ley  sobre  la  hipoteca  dotal  no  alteran  ni  mo- 
difican las  contenidas  en  los  artículos  1,039, 
1,041  y 1.114  del  Código  de  Comercio;  pero 
lo  prevenido  en  el  art.  1.117  del  n^stnonp 
tendrá  lugar  cuando  la  dote  estuviere  ase- 
gurada con  hipoteca  anterior  á los  créditos 
que  se  reclamen  (1). 


W Código  de  Comercio: 

*■  i . 039,  be  reputan  fraudulentos,  y quedarán 
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ORÍGENES 

Art.  193,  ley  Hipotecaria.  ' 

• i :•  ' 

COMENTARIO  . 

Las  necesidades- deLcomerteio  haiv  motivado 
ciertas  disposiciones  que  no  ora  prudente  dero- 
gar. La  ley  Hipoteóária  lo  declara  así,  á fin  da 
evitar  las  dudas  quepiidieran  nacer  de  su  si- 
lencio. ■ ■ ■ . - 

Artículo  14ÍP.-UJE1  amento  ó deterioro 
de  los  bienes  que  forman  la  dote  estimada  ó 
constituida  en  ¿osas  fundibles  pertenecen  al 
marido  desde  la  celebración  del  matrimonio. 


orígenes  . 

Ltej;es  18  y SÍ.  tít.  XI,  Partida  4.a 


■ ■ 1 i . / 

ineficaces  de  derecho  con  respecto  á loe  acreedores 
del  quebrado,  loar  contratos  celebrados  pór  éste  en 
los  treinta  días  precedentes  á su  quiebra  que  sean 
dte.  lae  .espeqies,  siguientes: 

2.a1'  LaS ' constituciones  dótales  Lechas  de  bienes 
propios  á sus  hijos. 

Art.  1041.  ,Pq.dráp.  anularse  ,á  instancia  fie  .los 
acreedores,  mediante  la  prueba  fie  haberse  obrado  en 
fraude  de  sus  derechos. 

2.°  Las  constituciones  dótales  ó reconocimientos 
de  capitales  hechos  por  un  cónyuge  comerciante  en 
favor  del  otro  cónyuge  en  h>s . geia  meses  preceden- 
tes á la  quiebra  sobré  bienes  que  no  fueren  inmue- 
bles de  abolengo  ó los  hubiere  adquirido  y poseído 
de  antemano  el  cónyuge  en  cuyo  favor  se  haga  el 
reconocimiento  de  dote  ó de  capital. 

Art., lili,  Se^deriman. especialmente  pertenecer 
á la  clase  de  acreedores  de  dominio  con  respecto,  á 
las  quiebras  de  los  comerciantes : ' 

1. °  Los  bienes  óptales  que.se  conservaren  en  po- 
der del  marido,  de  los  qué  la  mujer  hubiere  aporta- 

. do  al  matrimonio,  constando  su  recibo  por  escritura 
pública!  de  qué  se  haya' tomado  razón  en  la  forma 
'prevenida  en  el  art.  22. . 

2. °r<  Lop  bienes  parafernales  que  la.  mujer  hubie- 

're  adqúirifio  por'  título  dé  herénéia,  legado  ó dona- 
ción, ’yá  sé  liayán  dónservadu  en  la  forma  que  los 
.recibió,  ó ;ya  se  hayan  subrogado  ó invertido  en 
otros,  con. tal  que  se  haya  cumplido  la  misma  for- 
malidad en  las  escrituras  por  donde  conste  su  ad- 
quisición.; ' :<•:  • . ' n 

. Art. ,U:17.  ; En, el  caso.de  segunda  quiefira  du- 
rante el  mismo  matrimonio,  no  tiene  derecho  3a 
mujer  del  quebrado  á reclamar  nuevamente,  con 
prelaeíoaJ  ni  sin  nlla,  la.  cantidad  extraída  en  gu  fa- 
vor de  la  masa  de  la  , primera  .quiebra  por  razón  de 
dote  consumida  ó poí  arras;  pero  será  acreedora 
de  dominio  á los  bienes  inmuebles  ó imposiciones 
sobre  éstos  en  que  Be  hubiere  invertido  aquella  can- 
tidad, siempre  que  la  adquisición  se  haya  hecho  en 
nombre  propio,  y que  la  escritura  de  compra  ó im- 
posición Be  haya  inscrito  á su  debido  tiempo  en  el 
registro  de  documentos  del  comercio.» 

Tono  u 


■ . COMENTARIO 

La  doétrina  de  este  artículo  refleja  ía  división 
de  la  dote  en  estimada  ó inestimada, 
j En  Inestimada,  se  ha  causado  venta  según 
la  expresión  de  los  autores,  es  decir,  quo  el  ma- 
; rído  se  ha  hecho  dueño  absoluto  de  los  bienes 
en  que  se  constituyó  y no  tiene  quo  rostituíc- 
. les  sinó  solamente  su  estimación.  Consocuen- 
! cia  de  esto  es  que  pueda  obrar  sobre  aquellos 
j bienes  con  pleno  dominio,  y por  tanto  que  sus 
frutos  y accesiones,  así  como  en  aquello  en  quo 
¡ se  mejoren,  le  pertenecen,  cualquiera  quo  soa  su 
, importancia.  Por  el  mismo  principio  sufro  tam- 
bién los  daños  y deterioros  quo  experimenten. 

' Si  fuesse  apreciada, , si  se  mejorare  ó empeora. - 
' re,  al  marido  pertenece  el  pro  6 el  daño  delta.. . 

El  mismo  principio  consigna  la  ley  21  cuan- 
do se  trata  de  dote  constituida  en  cosas  fungi- 
bles,  aun  cuando  sea  inestimada.  Si  la  dote  se 
estabíesce  en  cosaque  se  pudiese  contar  como 
haber  monedado...  ó en  que  se  puede  pesar 
como  ora  ó plata,  ó que  se  pueda  medir  como 
divera  ó vino,  todo  el  pro  ó el  daño  que  ain- 
riiesse  en  cualquiera  destas  cosas  después  que 
fuessen  dadas , .seria  del  marido,  é non  de  la 
muger. 

Artículo  1420. — Constituida  la  dote  do 
manera  que  sea  estimada  ó inestimada,  á 
elección  do  la  mujer,  ó si  la  estimación  tu- 
viera por  tínico  objeto  poder  apreciar  el 
aumento  ó menoscabo  que  sufrieren  los  bie- 
nes, se  entenderá  la. dote  inestimada  y per- 
tenecerán en  ambos  casos  á la  mujer  las  me- 
joras y deterioros  que  sobrevinieren. 

Lo  mismo  se  observará  si,  constituida  la 
dote  de  manera  que  fuere  estimada  ó ines- 
timada á elección  del  marido,  éste  optase 
por  devolver  la  cosa  misma  que  se  le  entre- 
gó en  dote,  á no  haberse  .pactado  lo  contra- 
rio, ó si  el  daño  se  causó  por  culpa  del  ma- 
rido. 

| 

ORIGENES 

Leyea  18, ,19  y 21,  tít.  XI,  Partida  í.‘ 

COMENTARIO 

8i  la  dote  fuere  inestimada,  los  aumentos  y 
deterioros  que  sufran  las  cosas  ó bienes  en  quo 
ce  constituyó  pertenecen  á la  mujer,  lveeoi da- 
mos que  aun  cuando  medio  estimación,  la  dote 
no  pierdo  su  calidad  do  inapreciada  cuando 
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aquélla  lieno  por  objeto  graduar  el  aumento  ó 
menoscabo  que  sufran  los  bienes,  es  decir, 
siempre  que  no  sea  estimación  que  cause 
venta. 

Mas  si  apreciada  no  fuese  cuando  lo  diere  la 
muger  al  marido,  estonce  pertenesce  el  daño 
ó el  pro  de  la  dote  á la  muger , en  citalquier 
tiempo  que  venga. 

Guando  la  dote  se  constituye  de  modo  que 
pueda  ser  estimada  ó inestimada,  distingue  la 
ley  dos  casos:  si  la  calidad  de  la  dote  depende 
de  la  elección  de  la  mujer,  ó de  la'del  marido. 

En  el  primer  caso,  el  daño  y la  mejora  perte- 
necen á la  mujer.  En  el  segundo,  al  marido,  si  H 
optó  por  devolver  la  cosa  misma  que  se  le  en- 
tregó por  dote. 

Señalando  la  muger  al  marido  su  dote  en 
casa  ó en  viña,  ó en  otra  eredad , apreciándola, 
si  luciese  para  si  la  escogencia  de  tomar  lo  que 
le  da  por  dote,  ó aquello  por  que  lo  aprecia ; 
si  se  partiesse  el  casamiento,  é non  otorgasse  al 
marido  ¡a  escogencia,  el  daño  ó el  pro  que  vi - 
niesse,  si  fuesse  crescida  ó menguada  , seria 
de.Ua,  é ?io?i  del  marido.  Lo  mismo  añade  para 
el  caso  en  que  la  tasación  de  la  dote  tuviera 
por  único  objeto  poder  apreciar  el  aumento  ó 
menoscabo  que  sufrieren  los  bienes. 

En  cuanto  al  segundo  párrafo  del  artículo, 
dice  la  ley:  E si  cuando  la  muger  establece  la 
dote,  lo  fiziesse  diziendo  que  daua  unas,  casas 
en  dote,  é que  las  apreciara  en  doscientos  ma- 
ravedís, en  tal  manera , que  si  el  casamientose 
partiesse,  que  fuere  en  escogencia  del  marido 
de  tornar  las  casas  ó doscientos  maravedís , el 
pro  ó el  daño  que  desto  viniese,  seria  de  la  mu- 
ger é non  del  marido;  si  el  marido  escogiesse 
de  darle  las  casas  quier  fuessen  empeoradas  ó 
mejora/ías:  fueras  ende  si  la  muger  pudiesse 
probar  que  por  culpa  del  marido  avino  el  daño 
en  aquello  que  le  dió  por  dote;  ó si  por  aven- 
tura el  marido  rescibiesse  sobre  si  todo  el  daño 
que  viniesse  en  la  dote  cuando  gela  dió  la 
muger. 

Artículo  1421.— Cuando  la  dote  ó parte 
de  ella'se  hubiere  constituido  en  ganados, 
tendrá  el  marido  obligación  do  reponer  las 
cabezas  que  mueran  con  las  que  nazcan. 


orígenes 

. Ley  21,  títj  XI,  Partida  4.* 

COMENTARIO 

Pero  si  acaesciesse  que  murieren  algunos , 
tenudo  es  ei  marido  de  tornar  otros  faníos  en 
lugar  de  los  que  murieren,  de  aquel/os  fijos 
mismos  que  nascieran  dellos.  La  ley  no  dice 
si  se  refiere  á la  dote  estimada  ó á la  inestima- 
da; pero  desde  luego  se  comprendo  que  ha  de 
ser  de  esta  última  clase,  pues  de  otro  modo,  no 
hay  razón  para  exigir  al  marido  que  reponga 
las  cabezas  que  mueran  con  las  que  nazcan, 
puesto  que  ha  de  restituir  solamente  la  esti- 
mación. 

Articulo  1422- — El  marido  que  fuere  con- 
denado por  sentencia  firme  á la  pérdida  de 
los  bienes  dótales,  podrá  exigir  de  su  mujer, 
ó de  quien  la  hubiere  dotado,  la  constitución 
de  una  nueva  dote  en  cualquiera  de  los  ca- 
sos siguientes: 

1. °  Si  el  que  la  dió  se  obligó  á la  eviccion 
y saneamiento. 

2. °  Si.  se  hubiere  constituido  dolosa- 
mente. 

3*  Si  la  dote  fuere  és timada. ' ; 

ORÍGENES 

Ley  22,  tít.  XI,  Partida  4.*" 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  eon  ley  1.a,  tit.  XII,  lib-  -V,  Có- 
digo Romano.  . 

COMENTARIO 

Nada  de  particular  ofrece  esta  ley,  á no  ser 
la  duda  expuesta  por  algunos,  Baldo  entre 
ellos,  de  si  el  marido  que  se  ve  privado  de  la  dote 
por  una  sentencia  firme  tendrá  que  dar  alimen- 
tos á su  mujer.  Entendemos,  contra  la  opinión 
de  Baldo,  que  la  Obligación  de  alimentos,  pomo 
carga  del  matrimonio  independiente  de  la  cons- 
titución dé  la  dote,  no  puede  sujetarse  á las 
contingencias  que  ésta  pueda  sufrir 

Algunos  Códigos  modernos  eximen  de  ia  evio- 
cion  al  dotante,  cuando  es  un  extraño. 
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SECCION  TERCERA 

De  LA  RESTITUCION  DE  LA  DOTE. 


Artículo  1423. La  dote  debe  restituirse 
á la  mujer,  ó sus  herederos  en  los  casos  si- 
guientes:’., 

■ 1."  Cuando  ni  matrimonio  se  disolviera 
ó fuere  declarado  nulo.  ■■ 

2.°  En  el  easo  del  ai*t.¡455  de  este  Có- 
digo. 

orígenes 

Ley  30,  tít.  XI,  Partida  4.*  ■ 

Véase  las  citas  del  art.  155.  ' - 

. . JURISPRUDENCIA 

La  obligación  de  restituirla  á la  disolución 
del  matrimonio,  si  bien  no  expresa  el  lugar 
donde  deba  hacerse  la  devolución,  implícita  y 
virtualmente  designa  aquel  en  que  se  disuelva 
el  matrimonio  (Sent.  22  Setiembre  1856). 

Según  el  tenor  do  las  leyes  7.*  y 31,  tít.  XI, 
Partida  4.*,  llegado  el  caso  del  divorcio  ó sepa- 
ración, ha  de  entregarse  la  dote  ó donación  al 
cónyuge  que  debe  haberla,  ó sus  herederos  (Sen- 
tencia 18  Junio  1864). 

. La  dote  que  corresponde  á la  mujer  casada 
debe  entregarse  después  de  su  muerte  á sus  hijos 
y herederos;  por  lo  que  al  declarar  la  sentencia 
que  la  cantidad  en  que  consistió  la  de  una  mu- 
jer casada  se  adjudique  á los  herederos  de  su 
marido,  infringe  la  ley  30,  tít.  XI,  Partida  4.*, 
que  declara  á quién  debe  ser  entregada  la  dote 
cuando  muere  la  mujer  dotada,  (Sentencia  28 
Mayo  1877). 

Comentario’ 

Disuolto  él  matrimonio,  bien  por  muerte  de 
uno  de  los  cónyuges,  ó de  ambos,  bien  por  di- 
vorcio ó1  por  declaración  de  nulidad  del  mismo, 
el  maridó  debe  devolver  la  dote,  salvo  en  los  ca- 
eos eh  que  don  arreglo  á derecho  esté  relevado 
dé  esta  Obligación,  según  veremos'  oportuna- 
mente.' : v ' 

T,p  razón  dé  "este  precepto  se  ¿tranza  fácil- 
mente, si  no  se  olvida  cuál  es  ol  destino  de  la 
Iqte'yjiá  CatiSa  que  le,  da  nacimiento.  Cuando' 
el  matrimonio  cesa,  cesa  también  la  misión  de 
la  dote;  y pór  lo  tanto  su  necesidad,  y debe,  por 


consiguiente,  restituirse  á la  mujer  ó entregar- 
se á sus  herederos. 

Artículo  1424. — En  la  dote  inestimada 
los  bienes  inmuebles  que  la  constituyeren 
se  restituirán  :en  el  estado  en  que  se  halla- 
ren: si  hubieren  sido  enajenados,  se  restitui- 
rá su  valor. 

Del  mismo  modo  se  restituirán  los  bienes 
muebles,  ó su  estimación  conforme  al  ar- 
tículo 1104  (177  déla  ley  Hipotecaria),  si  no 
subsistieren  al  tiempo  de  la  disolución  del 
matrimonio. 

ORÍGENES 

Leyes  26  y 31,  tít.  XI,  Partida  I.® 

CONCORDANCIAS 

, Concuerda  en  parte  con:  Art.  1564,  Código 
Francia. —1409  Italia. 

COMENTARIO 

La  ley  26  dice:  ...  deue  ser  entregada  la  dote 
á ía  rnugev:  se  entiende  sino  fuesse  apreciada, 
ca  seyendo  apreciada  deue  a uer  la  estimación 
delta  é non  mas.  Ademas,  téngase  presente  lo 
establecido  en  el  art.  177  de  la  ley  Hipotecaria, 
que  ordena  que  cuando  se  constituya  dote  ines- 
timada en  bienes  no  inmuebles,  se  apreciarán 
éstos  con  el  único  objeto  de  fijar  la  cantidad 
que  deba  asegurar  la  hipoteca  para  el  caso  de 
que  no  subsistan  los  mismos  bienes  al  tiempo 
de  su  restitución,  y se  tendrá  completa  la  doc- 
trina vigente  sobre  este  particular. 

Después  de  lo  que  dejamos  consignado  en 
artículos  y comentarios  anteriores  respecto  á 
la  diversa  naturaleza  de  la  dote  estimada  ó 
inestimada,  no. creemos  necesario  señalar  cuá- 
les son  sus  puntos  de  contacto  y sus  diferen- 
cias. .Téngase  presente  que  la  distinción  donde 
produce  efectos  de  mayor  importancia  es  sin 
duda  en  la  obligación  de  restituirla.  A esto  se 
subordina  todo  cuanto  respecto  á las  hipotecas 
¡por  razón  de  dote  hemos  dicho  anteriormente, 
i • Nádá  dice  la  ley  de  la  forma  en  que  haya  do 


irt8 


CÓDM©  QTTUi  DE'  JSPiSÍA 


restituirse  la  dote  consistente  en  el  derecho  do 
usufructo , pensión  ó renta  vitalicia. 

Celso  dice  que  se  consulte  en  estos  casos  lo. 
convenido  y pactado  entre  las  partes:  ' ' 1 : 

Febrero  expone  que  la  práctica  seguida  en 


matrimonio,  cuyo  capital  será  la  dote  que  ha- 
brá de  restituirse  por'  el  marido,  rebajando,  si 
se  tratase  de  un  usufructo,  una  citarla  parte  por 
huecos  y reparos  en  las  casas,  y el  importe  de 
íos  gastos  de  labranza  en  tes- tierras,  viñedos  y 
olivares. 

Escriche  dice  á este  propósito:  «Si  la  mujer 
hubiese  llevado  en  dote  algún-  usufructo,  sólo- 
está  obligado  el  marido,  ó su  heredero,  á resti- 
tuir el  derecho  de  usufructo,  si  es  que  todavía 
existo,  y no  los  frutes  caídos  ó percibidos  du- 
rante el  matrimonio,  porque  tal  derecho  es,  y- 
no  su  producto,  lo  que  debe  considerarse  como 
dote.  Lo  mismo  debe  decirse  de  la  renta  vita- 
licia, pensión,  legado  anual  ú otro  derecho'  se- 
mejante que  la  mujer  hubiese  traído  como  dotal. 
Sóloen  el  caso  deque  la  mujer  constituyese  sim- 
plemente cono  dótales  los  productos  que  se  sa- 
caren del  derecho  de  usufructoduranteel  matri- 
monio, y no  el  derecho  mismo,  tendría  que  res- 
tituirlos el  marido  ó su  heredero,  y contentarse 
con  los  intereses  de  dichos  productos  sucesiva- 
mente capitalizados.  La  práctica  que  según  dice 
Febrero  hay  en  la  corte.es  tan  injusta  y des- 
atinada, según  reconoce  el  mismo  Febrero,  que 
no  merece  los  honores  de  la  refutación:» 

Artículo  1425. — Cuando  la  dote  fuere  es- 
timada, se  restituirá  el  importe  de  ia  estima- 
ción que  se  hizo  dé  los  bienes  al  ingresar  eü. 
el  matrimonio. 

ORÍGENES 

Leyes  18  y 26,  tit,  XI,  ftertida  4.,;' 

Párrafo  l.°,  art.  169,  ley  Hipotecaria. 

C0NC0R1MNCIAS 

• ■ . ij 

Concuerda  en  parte  oon:  Art.  1666  Código 
Francia. — 141 0 Jtálíai — Ambos  señalan  el  pla- 
zo de  un  año  para  te  restitución  de  la  dote  es-> 

titnada.  >•! 

■ ■ í.  . . . : ■ : : . ■ 1 ' i;  : ) 

COMENTARIO 

Vease  lo  que  decimos  en  el  artículo  anterior. ; 


Artículo  1426.— -La  restitución  de  los  bie- 
nes fungibles  no  estimados  se  hará  con 
-otro  Unto  de  las  mismas  especies. 

ORÍGENES 

Ley  21,  tit.  XI,  Partida  4.* 

••  r.d"b  equfiNfy&io.'V.  ! «A#-*. j ■ 

Hablando  la  ley  2Í  del  casó  e¿  que  los 
bienes  dados  en  dote  fueren  susceptibles  dé1  Ser 
contados,  posados  ó fhedidos,  deSpiíes  de  enu- 
merar los  derechos  y obligaciones  que  respecto 
de  ellos  tiene  el  maridó,  términtóe  oon  estas  pala- 
bras: Mas  con  todo , tenudo  es  de  tornar,  á la 
muger  otro  tanto , d tal  como  aquello  quel  diá 
en  dote , si  se  partiesse  el  matrimonio  en  vida 
sin  su  culpa  de  ella  ó por  muerte. 

Se  ve,  pues,  que  la  dote  constituida  en  ¿osas 
fungibles  participa  á la  vez  del  carácter  de  la 
estimada,  por  más  que  no  se  haya  otorgado  en 
este  coneepto,yá  la  vez  tieneun  carácter  propio. 

Basta,  para  convencerse  de  esto,  recordar  que 
el  marido  puede  enajenarlos  como  si  fueran 
parte  de  una  dote  estimada,,  y al  mismo  tiempo 
está  obligado  á restituir,  no  su  estimación,  ni 
tampoco  tos  pitemos  bienes,  Sinó.  otros  iguales 
en  especie*  cantidad  y calidad.  v«; 

Artículo  1427. — Cuando  ía  disolución  del 
matrimonio  se  hubiere  ociáfeioóádo  pot  el  fa- 
llecimiento de  la  mujer  y sus  herederos  es- 
ta viesen  bajo  la:  patria  potestad  del  marido, 
no  deberá  éste,  restituir  la  dote  hasta  la  ma- 
yor edad  de  aquéllos, 

' ; . * , X-  « *1?.*! . i . • 

ORIGENES  ■ . 

Ley  SI,  tít:  XI,  Partida. 4 A • ei.my  • 

comentario 

.Cuando. el.  matrimen^ip  .9p,dí8o],vjeret  pos  ,fc$e- 
cimiento  de  la.  mujer, . la  dote  debe  pasar  y syg 
herederos,  es  decir,  á sus  hijos,  si  lps  hubiere,  q 
i á gus  ascendientes  en  su  defecto^  y-eq  otpo  casp 
■^misterio  de  la  ley  ó pop  voluntad 
de  la  mujer  deban. correspoudér  .aquePos’  bip- 
| nes.  Mas  en  el  caso  en  que  hayan  de  percibip  los 

.^ítimos  n^frii»9nio’‘di-' 
s .arito , y aqueilos  hijos  fuerenmerjores  do  ejdad, 
prescribe  la  ley  que.  sq  (jipera  la  restitución  dé 
; d<jtq|es,  y asi  dle®:  fueras  en^sVié,' 

: Qviesto.de  entregar 
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de  edad,  que  la  puede  tener  &l. padre  ó ta  ma- 
dre fasta  que  sean  de  edad.  ■ 

El  padre  continuará  con  la  administración  de 
la  dote,:  pero  sin  ;po.derla  malmeter,  según  ex- 
presa la  Tnásma  ley.  ,.s:  .. 

Articulo  1428.— En.  cuanto  5 las  impcnsas 
<5  mejoras  hechas  éñ  las  cosas  dótales  inbs- 
timadas,  él  maridó  deberá  ser  indemnizado 
de  las’ que  contribuyeron  á que  la  cosa  se 
hiciere  mejor  y más  productiva,  pero  no  de 
las  voluntarias. 

ORÍGENES 

Ley  32;  tít.  Xlj  Partida  4.' 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  sustancialmente  cón:  Leyes  del 
tít.  I,  lib.  XXV,  Dlgesto. 

COMENTARIO 


otra  manera  semejante  destas,  non  las  dcue 
contar,  Sin  las  pueden  demandar,  quando  en- 
tregare la  dote,  n 

Las  impensas  que  tienen  po?  objeto  que  la 
•finca  fuesse  mejor  é rendiesse  más,  son  las 
útiles  y necesarias  de  los  romanos,  según  opi- 
nión de  ilustres  jurisconsultos,  por  lo  cual  los 
auto rés  admiten  como  corriente  que  talos  me- 
joras son  necesarias,  útiles  y voluntarias,  sien- 
do de  abono  para  el  marido  las  dos  primeras,  y 
no  la  tercera. 

Articulo  1429. — La  restitución  délos  bie- 
nes dótales  que  fueren  inmuebles  debe  ha- 
cerse desde  luego. 

La  de  los  bienes  muebles  se  hará  en  el 
término  de  un  año. 

ORÍGENES 

Ley  31,  tít.  XI,  Partida  4.* 

CONCORDANCIAS 


Aquellos;  bienes  que'  se  entregan  al  marido 
como  dote  estimada  pasan  á su  poder  en  pleno 
dominio,  y por  consiguiente,  cuantos  gastos  ó 
impensas  haga  en  mejorar  dichos  bienes,  debe- 
rá abonarlos  él  mismo,  puesto  que  redundan 
en  su1  ñtilidhd  y provecho.  Mas  tratándose  de 
lo®  bifertOs-  inestimados  no  pued-e  súeeder  lo  mis- 
mo, toda  vea  que  las  mejoras  pertenecen  á la 
mujer,  y i ella  afectan  directamente. 

La  ley,  sin  embargo,  no  ha  podido  menos  de 
hacer  una  distinción  entre  las  diversas  clases 
de  impensas  dedicadas á mejorarlas  fincas;  y si 
bien  no  las  designa  con  los  mismos  nombres  ¡¡ 
con  que  las  distinguieron,  ios  romanos,  en  el 
fondo  la  clasificacipn  as,la,  misma,  y puede  usar- 
se dp  eTla.cqu  aplicación  A nuestro  Derecho,  sin 
qiié  por  eso  sé  alteróla  yardad  de  la  legislación 
vigente. " ' " 

Dice  la  ley  det  Partida:  «Mejorando  el  marido 
la  cosa  que  le  dió  su  mujer  en  dote,  ñon  seyen- 
do  apreciada  assi  copao  s!  la  refiziesse  ó la  acres- 
ciesse,  porque  fuesse  mejor  é rendiesse  más:  si 
las  despensás  que^B  eHa  metiese,  fueren  atales 
«fue  se  mejora  la  atete  p&r'ellasy  puédelas  contar 
¿ auerkts  ■aqueífañ  qtíéBái'ésé:  además  de  qtran- 
1o  montare  el  esquilmo  que  lleuó  de  íóá  frutos 
é dedaé  rentad  dé  la  dote.  Máéúi  fizíéde  el  mari- 
do desperarás  •rá'  lá?  doté  de  *sñ  vofrni'tád,  que  se 
torn aseen  mas  en  apostura  que  en  pro  della, 
aasi  como  coaag  é las  juptaspe  6r«n 


Concuerda  en  su  primera  parte  con:  Artículo 
1564,  Cod.  Francia.— 1409  Italia. 

COMENTARIO 

Tiene  por  principal  objeto  este  artículo  no 
apurar  al  marido  cuando  haya  de  restituir  la 
dote  consistente  en  dinero  metálico.  Guando 
se  trata  de  bienes  raíces,  la  devolución  puede 
hacerse  tan  luégo  como  el  matrimonio  se  ha  di- 
suelto. La  de  los  muebles  no  se  hará  tan  inme- 
diatamente, según  dispone  la  ley.  «Luego  que 
el  divorcio  sea  fecho,  dcue  ser  entregada  la  do- 
te...si  fuere  cosa  que  fuesse  rayz.  Mas  si  fuere 
la  dote  de  cosa  mueble,  deue  ser  entregada 
fasta  un  año  desque  el  divorcio  fue  fecho.  Esso 
mismo  sería  si  el  matrimonio  se  partiesse  por 
muerte.  Ca  deue  ser  entregada  la  dote,  ó la 
donación  á aquel  que  ia  deue  auer;  si  fuere  co- 
sa rayz  luego  que  el  matrimonio  se  departe;  ó 
si  fuere  de  cosa  mueble,  fasta  un  año...» 

Una  dqda  se  ocasiona  con  la  ley  que  comen- 
tamos, es  á saber:  si  en  el  caso  de  haberse  cons- 
tituidola.dote  ea  metálico,  deberáel  marido  in- 
tereses á la  mujer  ó á sus  herederos  durante  el 
año  que  tiene  de  término  para  hacer  la  restitu- 
ción. Ooyen  a expresa  que  los  intereses  legales 
d^l  dinero  son  frutos  civiles;  y oorno  por  otra 
parte  cesaron  las  cargas  del  matrimonio,  hay  1» 
tniiwa  Bfts«?nv*unque  en  sentido  contrario,  para 
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que  el  marido  abone  aquellos  intereses  como 
para  que  se  consideren  aumento  de  dote  los  fru- 
tos producidos  por  las  fincas  antes  de  la  cele- 
bración del  matrimonio. 

Gutiérrez  declara  que  le  hace  fuerza  esta  ra- 
zón, pero  que,  establecido  el  plazo  en  beneficio 
del  marido,  en  la  posibilidad  de  que  le  falte  di- 
nero y tenga  que  procurárselo,  exigirle  los  ré- 
ditos es  sujetarle  á la  condición  del  hombre  á 
quien  se  hace  un  préstamo. 

Nosotros  dudamos  que  se  haya  concedido  al 
marido  aquel  término  como  beneficio  parad  ca- 
so posible  indicado  por  Gutiérrez;  pero  si  tal 
beneficio  quiso  otorgarle  el  legislador,  y la  in- 
tención de  éste  fué  que  no  usase  el  marido  de  él 
sinó  cuando  careciese  de  dinero  y hubiera  de 
buscarlo,  y que  solamente  demorase  el  pago  el  ' 
tiempo  que  lardó  en  procurárselo,  es  evidente 
que  no  pudo  la  ley  querer  que  se  abonasen  in-  | 
tereses,  lo  cual  anularía  el  beneficio  y aun  po- 
dría llegar  á convertirse  en  daño  del  marido 
á quien  quiso  favorecer. 

Mas  si  la  fijación  de  dicho  plazo  no  es  real- 
mente un  beneficio,  sinó  un  respeto  y una  con- 
sideración que  se  guarda  al  marido,  á quien  no 
parece  justo  apremiar  como  á un  deudor  extra- 
ño, entonces  puede  sostenerse, con  Cfoyona,que 
el  abono  de  intereses  es  perfectamente  natural. 

Todo  depende,  por  lo  tanto,  del  concepto  que 
se  dé  al  término  ó plazo  concedido  por  la  ley. 

Artículo  1430. — Cuando  el  marido  ó los 
hijos  no  puedan  restituir  toda  la  dote  en  el 
tiempo  prefijado  por  la  ley,  podrán  retener 
lo  indispensable  para  su  subsistencia. 

ORÍGENES 

Ley  32,  tit.  XI,  Partida  4.* 

COMENTARIO 

El  marido,  deudor  de  la  dote  no  es  una  per-  '■ 
son»  extraña  á quien  se  pueda  angustiar,  para  ■ 
que  ofrezca  el  pago  inmediato.  La  ley  no  baque-  i 
rido  que  entre  los  cónyuges  pudieran  establecer- 
se relaciones  de  apremio  é inconsideración,  poco 
conformes  con  los  íntimos  lazos  que  los  han  í 
unido.  Asi  os  que  ha  creído  conveniente  intro-  : 
ducir  el  llamado  beneficio  de  competencia,  en-  : 
virtud  del  cual  «si  acaesciesse  que  el  marido  non 
podiesse  luego  ep  tragar  toda  la  dote  A los  pla- 
zos que  dize  en  la  ley  ante  desta  (el  artíoülo; 
anterior),  deue  el  juez  de 'aquel  lugar  ' catar  i 


que  lo  faga  que  pague  aquello  que  podiere:  da 
manera  quel  finque  alguna  cosa  de  que  viva  to* 
dauia,  tomando  tal  recabdo  dól,  que  la  pague 
quanto  mas  ayna  pudiere.  Esso  mismo  se  en* 
tiende,  que  deue  ser  guardado  en  los  fijos,  si 
acaesciere  que  ayan  de  entregar  la  dote  ¿ su 
madre,  por  razón  de  su  padre.» 

Este  beneficio  lo  gozará  el  marido,  y los  hijos 
en  su  caso,  aun  cuando  hubiere  pacto  en  con- 
trario, pues  este  pacto,  como  opuesto  á la  reve- 
rencia y consideración  que  se  debe  al  marido, 
no  debe  ser  guardado:  quippe  cum  contra  re- 
ceptara reverentiam  quxmaritis  exhibenda  est 
apparet  (1). 

Artículo  1431.—  Cesa  la  obligación  de  res- 
tituir la  dote: 

1. °  Por  pacto  otorgado1  entre  los  es- 
posos (a). 

2. ”  Por  adulterio  de  la  mujer,  á ménos 
que  el  marido  diere  la  muerte  á la  adúltera 
ó su  cómplice  (&). 

3. °  Por  costumbre  guardada  en  el  lugar 
donde  se  contrajere  el  matrimonio  (a). 

4. °  En  el  caso  del  art.  159  de  este  Có- 
digo (c). 

Lo  dispuesto  en  los  cuatro  números  ante- 
riores se  entiende  sin  perjuicio  de  les  de^ 
rechos  que  los  hijos  legítimos  tengan  coma 
herederos  forzosos  de  su.  madre,  en  cuyo 
caso  el  marido  tendrá  sólo  el  usufructo 
miéntras  viviere. 

ORÍGENES 

(a)  Ley  23,  tít.  XI,  Partida  4.* 

{b)  Ley  23,  tít.  XI,  Partida  4.*  . 

Ley  2.*,  tít.  VII,  Iib.  IV,  Fuero  Real. 

Ley  1.",  tít.  XXVIII,  lib.  XII,  Nov.  Rec. 

Ley  5.a,  tít.  XXVIII,  Iib.  XII,  Nov.  Rec, 
(82  de  Toro). 

(c)  Ley  50,  tít.  XIV,  Partida  5/ 

COMENTARIO- 

En  artículos  anteriores  nos  hemos  referido 
frecuentemente  á casos  en- que  el  marido  na 
tenga  obligación  de  restituir  la.  dote:  ¿qué  caso» 

son  éstos? 

' En  P™  lugar,  gana  el  marido  la  dote , e» 
decir,  no  queda  obligado, á devolverla,  por 

1 Bi  i ¿i  vfj  < t 

(1)  Ley  14,  tít.  I,  lib.  XXV,  Digesto. 
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písyto  que  ponen  emite  si  los-  cónyuges,  esto 
os,' cuando  así  lo  hubieren  pactado,  á no  ser  en 
los  casos  en  que  las  leyes  lo  prohíban  ó on  que 
se  acompañe  alguna  condición  ilícita. 

El  adulterio  de  la  mujer.-  Al  ocuparnos  de 
los  efectos  del  divorcio  (1)  dijimos  que  uno  de 
los  efectos  del  mismo  cuando  habían  tenido  por 
fundamento  el  adulterio  de  la  mujer,  era  la 
pérdida  por  parte  de  está  de  todos  sus  bienes,  y 
lá  adquisición  por  sus  hijos,  y en  su  defecto  por 
su  marido.  A lo  en  aquel  lugar  consignado 
poco  hemos  de  añadir. 

Por  yerro  que  faze  la  muger  faziendo  adul- 
terio cesa  la  obligación  dé  restituir  la  dote.  La 
ley  de  Partida,  y con  ella  la  del  Fuero,  confirma- 
das por  la  82  de  Toro,  señalan,  en  conformidad 
con  los  principios  vigentes  en  otras  materias, 
que  el  marido  no  gaña  lá  dote  inás  que  en  un 
cáso,  á saber!,  si  no  hubiere  fij os  derechos',  pues 
por  ninguna  causa  deben  los  derechos  délos 
■hijos  verse  desconocidos,  como  lo  serían  si  la 
culpa  de  la  madre  perjudicase  á los  hijos  en  su 
legítima.  ■ 

Sobre  la  observancia  do  esta  ley  véase  lo 
que  decimos  en  él  lugar  citado.  ' 

Si  el  marido  diere  la  muerte  ál  adúltero  ó á ! 


la  adúltera,  aunque  los  tome  in  fraganti  y sea 
justamente  fecha  la  muerte,  no  gana  la  doto  el 
marido,  ó por  mejor  decir,  no  la  pierden  los 
herederos  de  la  mujer. 

La  tercera  razón  que  es  de  costumbre,  por- 
que se  gana  la  dote...  es  como  si  fuesse  costum- 
bre osada  de  luengo  tiempo  en  algún  logar  de 
la  ganar...  el  marido  guando  muere  la  muger , 
ó si  fuesse  costumbre  de  la  ganar...  quando 
entrare  en  Orden. 

El  último  caso  es  de  nulidad  del  matrimonio 
celebrado  do  mala  fe  por  la  mujer.  Vóaso  nues- 
tro art.  159,  tomo  I,  pág.  100,  y lo  que  allí  de- 
cimos sobre  la  observancia  de  esta  ley. 

Por  último,  en  armonía  con  lo  dicho  anterior- 
mente acerca  del  derecho  do  legítimas  recono- 
cido por  las  leyes  en  favor  de  los  hij.os,  añado 
la  ley  de  Partidas:  E lo  que  dize  en  esta  ley, 
de  ganar  el  marido...  la  dote  por  alguna  de 
las  razones  sobredichas,  entiéndase , si  non 
ouiessen  fijos  de  consuno.  Ca  si  los  cuiessen, 
estonce  deuen  a uer  los  fijos  la  propiedad  de 
la...  dote ; bien  que  el  marido  conservará  du- 
rante toda  su  vida  el  usufructo  de  la  misma 
dote;  deue  auer  en  su  vida  el  fructo  delta  . 


CAPÍTULO  IV 

DE  LOS  BIENES  PARAFERNALES 


Artículo  1432.— Los  bienes  que  la , mujer 
aporte  al  matrimonio  ó adquiera  durante  él 
sin  formar  parte  de  la  dote,  se  llaman 
parafernales.  " , 

. , r ...  ORÍGENES 

• V 'Ley  17,  íít.  XI,  Partida  4.» 

' ■ Concordancias:  - ■ 

.Concuertia  con:  Árts.  1574,  Cód.  Francia. — 
1425,  Italia. . : 

■ JURISRRD'DSNCyLA  ■ 

Los  bienes  que  la  mujer  casada  adquiere  por 
herencia  entran,  naturalmente  en  lá  clase  de 

' (1)  Ynutie  art.- 154,  tomo  I,  pág.  100. 


extradotales  ó parafernales,  si  no  se  estipuló 
anticipadamente  que  constituyan  un  aumento 
de  dote  (Sont.  4 Marzo  1858). 

Si  durante  un  litigio  sobre  prevención  de  un 
juicio  de  testamentaria  no  se  ha  calificado  de 
bienes  parafernales  la  porción  que  á la  re- 
currente pueda  corresponder  en  la  herencia  de 
su  padre,  ni  era  posible  anticipar  esta  califica- 
ción hasta  que,  llegando  aquélla  á adquirir  di- 
cha porción  hereditaria,  pudiera,  bien  entregar- 
la á su  marido  como  aumento  de  dote  para  que 
la  administre,  bien  retenerla  apartadamente 
para  si,  según  la  expresión  de  la  mencionada 
ley,  carecen  de  aplicación  á Ja  cuestión  litigio- 
sa la  ley  17,  tít.  XI,  Partida  4.*,  y la  jurispru- 
dencia á su  tenor  establecida  por  el  Tribunal 
Supremo  (Sont.  5 Octubre  1877}. 
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COMENTARIO 

Para  y pierna  son  dos  palabras  griegas  que  , 
quieren  decir  ademan  y dote,  las  cuales  han'Sér- 
vido,  unidas,  para  designar  todos  aquellos  bie-  , 
res  que  la  mujer  posee  sin  formar  parte  de  su  ( 
dolé,  es  decir,  además  do  la  dote;  por  lo  cual  se 
les  llama  también  extradolales  y fuera  de  la 
dote. 

La  naturaleza  de  estos  bienes  y el  carácter 
que  los  distingue  de  los  dótales  está  ■en  que 
quicr  sean  muebles  ó rayzes  los  retienen  las 
mujeres  para  si  apartadamente  é non  entran 
en  cuento  de  dote , como  veremos  en  el  articulo 
siguiente. 


Artículo  1433. — A la  mujer  corresponde  . 
el  dominio  y administración  de  los  bienes  ' 
parafernales,  á no  constar  de  una  manera 
indubitada  que  los  hubiera  entregado  al  ma- 
rido para  su  administración. 

ORÍGENES. 

Ley  17,  tít.  XI,  Partida  4.“ 


CONCORDANCIAS 


1 

Concuerda  con  parte  de:  Art.  1576  Cód.  Fran-  i 
cia.— 1427  Italia. 


jurisprudencia 

Es  potestativo  en  la  mujer  el  trasferir  ó no  ¡ 
al  marido  el  dominio  de  los  bienes  paraferna- 
les (Sent.  4 Marz¡o  1358). 

Para  que  corresponda  al  marido  la  adminis- 
tración de  los  bienes  parafernales  de  su  mujer, 
debe  hacérsele  entrega  de  ellos  señaladamente 
y con  intención  conocida  de  realizarla;  en  . cuso 
do  duda  debe  decidirse  que  no  hubo  tal  entrega 
(Sent.  t(  Enero  1860). 

La  mujer  puede  contratar  válidamente.,  con 
licencia  do  su  marido,  sobre  sus  bienes  parafer- 
nales (Sent.  30  Enero  1862.) 

Siibien  corresponde  ,á  la  mujer  la  adminis- 
tración de  sus  bienes  parafernales,  esto  se  en- 
tiende sin  perjuicio  de  la  intervención  que  debe 
tener  el  iparido  en  los  actos  y contratos  á que  ' 
sin  su  licencia  y autorización  no  .puedo  aquélla  : 
concurrir  ni  celebrar  por  si,  yde  que  como  jefe' 
de  la  familia,  y para  atender  á sus  necesidades, 
perciba  y disponga  do  los  productos:  de  dichos 
bienes  (Sent.  26  Octubre  1863), 

Si  bien  las  leyes  y la  jurisprudencia  estable- 


cen dojconsiiua  qué  á lá  mujer  casada  ¡/perte- 
necen el  doúaiftio  y administración  ■ da*  las1  bie- 
nes parafernales,  cúandoino  les  hubiera  enferd- 
gado  espontáneamente  a sm  ¡marido,  este  prin- 
cipio no  obsta  A que  los  frutos  ó rentas  de  estos 
bienes,  como  los  que  produzcan  todos  los  de- 
más que  los  cónyuges  poseyeren,  sirvan;  du- 
rante el  matrimonio,  para  atender  á sua  cargas 
(Sent.  25  Noviembre  1864).  1 ¡ ! ■ 1 ■ ■ ■ i 

■ Las  leyes  relativas  á dotes  son  inaplicables 
tratándose  de  cuestiones  relativas.á  la  adnainis- 
tracion  de  los  bienes  parafernales  : (Sent.  12 
Diciembre  1864). 

Para  que  el  señorío  de  los  bienes  paraferna- 
les de  la  mujer  pase  durante  el  matrimonio 
al  marido,  y pueda,  por  consiguiente,  exigirse 
á éste  la  responsabilidad  que  la  ley  le  impone 
relativamente  á aquellos  bienes,  es  indispensa- 
ble probar  que  la  mujer’se'los  entregó;  señala- 
damente y con  intención  de : que  los  poseyera 
y administrara  como  dótales,  pues  que  en  ceso 
contrario,  y áun  en  oí  de  dudarse  si  se  realizó 
ó no  tal  entrega,  siempre  finca  la  mugar  ¡por 
señora  dellos  (Sent.  23  Mayo  1864). ; *.•  ••(.•••. 

La  administración  de  los  bienes  parafernales 
corresponde  á la- mujer,  con  la  restricción  legal 
de  no  poder  enajenarlos  sin  las  formalidades  de 
derecho,  miéntrasno  los  entrega  al  marido  para 
aquel  objeto  (Sents.  4 Marzo  1858,  9 Enero  1860 
y 12  Diciembre  1864). 

i La  sentencia  que  desestima  la  demanda  del 
marido  para  que  ingresen  en  el  fondo  común 
de  la  sociedad  conyugal  y se  le  entreguen,  pre- 
via liquidación,  los  productos  de  los  bienes  pa- 
rafernales de  su  mujer  administrados  por  la 
misma,  infringe  la  doctrina  legal  de  que  el  ad- 
ministrador de  unos  bienes  cuyos  productos 
corresponden  á uná  sociedad  y deben-  ingresar 
en  au  .fondo  común  ha  do  rendir  cuentan  y en- 
tregarlos al  jefe  ó gerente  depila, que  en,  la  con- 
yugal es  el  marido  (Sents.  26  Octubre  1863.  y 23 
Abril  1866). 

La  declaración  de  qué  á la  mujer  correspon- 
de la  administración  de  los  bienes  parafernales 
no  puedo  menos  de  entenderse  sin  perjuicio  de 
laintervencionque  según  la» leyes  11  y 12, tít.  I, 
libro  X,  Noy.  Reo..,  debe  tener  el  marido  en  los 
actos  y contratos  á que  sin  sü  licen'ciá  y autori- 
zación no  puede  concurrir  la  mújer 1 casada 
mientras  subsista  chmattfmÓnio  [Sent.  8 Octu- 
bre 1866).  •:  ' A-  . ■ vjuhc  ■•■■¡  Ai.  ,.--j 

La  deoláraoion:  det  qtiei  á la  mujer  correspori- 
de  la  administración  de  los  bienes  parafernales 
no  puede  ménosdo  üntenderse.sm  pmrjAiicáó  de 
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la  intervención  que,  según  las  leyes  11  y 12, 
tit.  I,  lib.  X,  Nov.  Reo.,  debe  tener  el  marido 
en  los  actos  y contratos  á que  sin  su  licencia  ó 
autorización  no  puede  concurrir  la  mujer  ca- 
sada mientras  subsista  el  matrimonio  (Sent.  8 
Octubre  1866). 

Si  bien  por  lo  dispuesto  en  la  ley  17,  tít.  XI, 
Partida  4.*,  corresponde  á la  mujer  casada  el 
Eeñorío  y la  administración  de  los  bienes  para- 
fernales, los  frutos  ó rentas  de  los  mismos  son 
comunes  mientras  subsista  el  matrimonio  (Sen- 
tencias 23  Abril  186(1,  l.°  Marzo  1867,  8 Oc- 
tubre 1866  y 29  Octubre  1867). 

La  expresión  usada  en  la  ley  17,  tít.  XI,  Par- 
tida 4.a,  al  decir  que  la  mujer  conserve  el  seño- 
río de  sus  bienes  parafernales , no  puede  signi- 
ficar otra  cosa  que  el  espíritu  de  esta  ley,  y en 
su  combinación- con  las  demás  del  mismo  título, 
que  la  administración  de  dichos  bienes,  como  lo 
ha  declarado  ya  el  Tribunal  Supremo,  y de  nin- 
gún modo  su  dominio  ó propiedad , que  con- 
serva siempre  la  mujer  en  los  parafernales  que 
entrega  á su  marido,  así  como  en  las  dotes  ines- 
timadas (Sent.  11  Mayo  1871). 

Si  bien  la  17,  tít.  XI,  Partida  4.a,  reconoce 
en  la  mujer  casada  el  dominio  de  sus  bienes 
parafernales  cuando  no  los  entrega  á su  mari- 
do, necesita,  sin  embargo,  acreditar  una  y otra 
circunstancia  (Sent.  3 Octubre  1871). 

Cuando  la  Sala  sentenciadora  declara  por  el 
resultado  de  autos  que  el  marido  no  ha  proba- 
do que  su  mujer  le  hubiese  hecho  entrega  de 
los  bienes  parafernales  ó extradotales  señalada- 
mente para  que  los  adminístrase,  teniéndose,  en 
caso  de  duda,  que  considerar  á la  mujer  como 
señora  de  ellos,  no  puede  decirse  infringida  la 
ley  por  la  sentencia  que  concede  á la  mujer  di- 
cha administración,  si  bien  con  la  prohibición 
consignada  en  las  leyes  recopiladas  ¡Sent-  10 
Mayo  1873).  , 

Si  al  declararse  que  á la  mujer  corresponde 
la  administración  de  sus  bienes  parafernales 
no  desconoce  la  sentencia  que  los  frutos  de  los 
mismos  pertenecen  á la  sociedad  conyugal,  no 
puede  reputarse  infringida  la  ley  3.*,  tít.  IV, 
lib.  X,  Nov.  Roe.  (Sent.  10  Mayo  1873.) 

Según  lo.  dispuesto  en  la,  ley  17,  tít.  XI,  Par- 
tida 4.",  para  que  el  señorío  de  los  bienes  pa- 
rafernales de  la  mujer  pase  durante  el  matri- 
monio al  marido,  y pueda,  por  consiguiente, 
exigirse  á éste  la  responsabilidad  que  aquella 
ley  impone  relativamente  á dichos  bienes,  es 
indispensable  probar  que  la  mujer  se  los  entre- 
gó señaladamente  y con  intención  que  la  pose- 

TOMO  II 


1 


yera  y administrara  como  los  dótales,  pues  que 
en  contrario,  y en  el  de  dudarse  si  se  realizó  ó 
no  la  entrega,  siempre  finca  la  mujer  por  seño- 
ra dellos.  Perla  ley  provisional  sobro  matrimo- 
nio civil  no  se  ha  hecho  variación  alguna  so- 
bre este  punto,  puesto  quo  si  bien  por  los  ar- 
tículos 45  y 49  se  determina  que  el  marido  ad- 
ministrará los  bienes  de  su  mujer,  se  exceptúan 
aquellos  cuya  administración  corresponde  á la 
misma  por  la  ley  (Sont.  17  Junio  1874). 

La  mujer  casada  puedo,  con  licencia  de  su 
marido,  disponer  de  los  bienes  parafernales:  y 
obligándose  aquélla  de  mancomún  ó in  solí- 
dum  con  éste  á pagar  cierta  cantidad,  sin  ha- 
ber reclamado  después  la  nulidad  do  la  escri- 
tura de  obligación,  y consintiendo  la  sentencia 
de  remate  dada  entre  marido  y mujer,  no  pue- 
de volver  sobre  sus  propios  actos,  ni  litigar  con 
el  doble  carácter  de  ejecutada  y opositora  [Sen- 
tencia l.°  Febrero  1876). 


COMENTARIO 


Niegan  algunos  que  la  administración  dolos 
bienes  parafernales  haya  do  corresponder  á la 
mujer,  mientras  no  haya  ésta  renunciado  á 
este  derecho,  y suponen  que  en  todo  caso  será 
; el  marido  ei  administrador  nato  y legitimo  de 
. aquellos  bienes.  Fúndanse  para  sostener  seme- 
jante doctrina  en  que  la  ley  de  Partida  que  sir- 
ve de  fundamento  al  artículo  que  comentamos 
no  contiene  frase  alguna  que  directamente  se 
refiera  á la  administración  de  los  bienes,  sinó 
únicamente  á su  dominio  y señorío,  y en  que 
además  la  H,  tit.  í,  lib.  X,  Nov,  Roe.,  prohíbe 
á la  mujer  celebrar  contratos  y euasi-contratos 
; sin  licencia  de  su  marido,  lo  cual,  dicen,  la  im- 
posibilita de  ser  administradora.  Esta  doctrina, 
sin  embargo,  no  puede  sustentarse  después  de 
las  frecuentes  declaraciones  del  Tribunal  Su- 
premo, que  pueden  verse  en  la  Jurisprudencia, 
y después  que  la  ley  de  Matrimonio  civil  (ar- 
tículo 45).  reconoce  asimismo  la  existencia  de 
- bienes  cuya  administración  corresponde  á la 
\ mujer  con  arreglo  alas  leyes, 
i Es,  por  consiguiente,  necesario,  álavez  que 
posible,  armonizar  la  ley  de  Partida  con  la  de 
Toro;  y por  lo  mismo,  que  al  mismo  tiempo  que 
la  mujer  conserva  la  facultad  de  administrar 
por  sí  misma  todos  los  bienes  que  no  forman 
parte  de  la  dote  ni  lo  han  sido  entregados  al 
marido  para  su  administración,  conservo  ésto 
su  representación  y su  autoridad  dentro  do  la 

familia,  sin  que  se  desconozca  que  la  mujer 
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no  puede  obrar  sin  su  licencia  ó consentimien- 
to, á no  ser  en  los  casos  y conloa  requisitos  que 
marcan  las  leyes. 

Siendo  hoy  doctrina  inconcusa  la  de  que  a 
la  mujer  corresponde  la  administración  de  los 
bienes  parafernales,  no  hemos  tenido  inconve 
nicnte  en  sustituir  con  esta  palabra  la  de  seño- 
río que  emplea  la  ley. 

La  mujer,  sin  embargo,  no  siempre  adminis- 
tra los  parafernales.  Así  dice  la  ley:  E toda. s es- 
tas cosas  que  son  llamadas  en  griego  par ajer- 
na,  si  las  diere  la  mujer  al  marido  con  enten - 
cion  que.  haya  el  señorío  dellas,  mientra  que 
durare  el  matrimonio  auerlo  ha:  bien  assi 
como  de  las  quel  da  por  dote. 

Nótese  que  en  nuestro  artículo  decimos  «á 
no  constar  de  una  manera  indubitada,»  cuyas 
palabras  terminantes,  que  á nuestro  entender 
no  admiten  que  se  adjudique  la  administración 
al  marido  cuando  sea  dudosa  la  intención  de  la 
mujer  ó el  acto  por  el  que  se  supone  cedió 
aquella  facultad,  tienen  por  fundamento  la  doc- 
trina de  la  misma  ley,  que  añade:  Esso  mismo 
sen  a guando  fuessen  en  duhdas,  si  las  diera 
al  marido  ó non. 

Los  frutos  producidos  por  los  bienes  parafer- 
nales se  han  de  dedicar  en  todo  caso  al  sosteni- 
miento de  las  cargas  del  matrimonio.  Es  decir, 
que  áun  cuando  la  mujer  se  reserve  su  admi- 
nistración, como  lo  consiente  la  ley,  no  por  eso 
han  de  ser  privativamente  suyos  los  frutos  y 
rentas  que  aquéllos  produzcan.  En  este  caso,  lo 
mismo  que  en  el  de  que  la  mujer  confiera  á su 
marido  aquella  facultad,  los  productos  de  los 
biones  parafernales  han  de  emplearse,  del  mis- 
mo modo  que  los  dótales  y los  que  particular- 
monte  sean  del  marido,  á sobrellevar  los  gastos  : 
del  matrimonio  y al  cuidado,  mantenimiento  y I 
educación  de  la  prole,  como  veremos  al  tratar 
de  la  sociedad  de  gananciales. 

Cuando  la  mujer  hubiere  entregado  á su  ma- 
rido la  administración  do  los  bienes  paraferna- 
les, será  responsable  de  su  pérdida  ó deterioro 
de  la  misma  manera  y en  idénticos  términos 
que  hemos  visto  lo  es  Aspecto  de  los  bienes 
quo  constituyen  la  doto. 


Artículo  1434. — El  marido  no  podrá  ser 
obligado  á constituir  hipoteca  por  los  bienes 
parafernales  de  su  mujer,  sinó  cuando  éstos 
le  sean  entregados  para  su  administración 
por  escritura  pública  y bajo  la  fe  de  no- 
tario. 


Para  constituir  esta  hipoteca  se  aprecia- 
rán los  bienes  ó se  Ajará  su  valor  por  ida 
que,  con  arreglo  á esta  ley,  tienen  la  facul- 
tad de  exigirla  y de  caliíicar  su  suficiencia. 

orígenes 
Art.  180,  ley  Hipotecaria. 

JURISPRUDENCIA 


Según  la  doctrina  consignada  por  el  Tribu- 
nal Supremo,  cuando  se  venden  los  bienes  pa- 
rafernales por  consentimiento  de  ambos  cónyu- 
ges y entra  su  importe  en  poder  del  marido, 
quedan  los  bienes  de  éste  logalmente  hipoteca- 
dos á la  responsabilidad  del  valor  de  aquéllos,, 
con  arreglo  á lo  dispuesto  en  la  ley  17,  tít.  XI 
ele  la  Partida  4.a  (Sent.  15- Diciembre  1865). 

Según  la  ley  17,  tít.  XI,  Partida  4.”,  la  mujer 
casada  tiene  el  derecho  de  hipoteca  en  los  bie- 
nes del  marido  para  la  seguridad  del  reintegro 
de  los  bienes  parafernales  (Sent.  24  Setiem- 
bre 1861). 

Al  establecer  las  leyes  17  y 31,  tít.  XI,  Parti- 
da 4.a,  el  privilegio  do  los  bienes  parafernales, 
y señalar  la  época  en  que  deben  restituirse  los 
bienes  dótales,  suponen  que  la  mujeríos  ha  en- 
tregado al  maridó  (Sent.  29  Octubre  1861)1 
Según  doctrina  consignada  por  el  Tribunal 
Supremo,  si  los  bienes  parafernales  se  venden 
por  consentimiento  de  ambos  consortes  y entra 
su  importe  en  poder  del  marido,  quedan  legal- 
mente hipotecados  sus  bienes  á la  responsabi- 
lidad del  valor  de  aquéllos,  con  arreglo  á lo 
dispuesto  en  la  ley  17,  tít.  XI,  Partida  4.*  (Sen- 
tencia 15  Diciembre  1865). 

Para  que  la  mujer  casada  tenga  hipoteca  eh 
los  bienes  de  su  marido  por  los  parafernales  ó 
extradotales,  necesita  justificar  que  los  dió  al 
marido  señaladamente  para  que  los  administra- 
se como  los  dótales,  porque  en  otro  caso  conti- 
núa la  mujer  señora  de  ellos,  conformo  á la 
ley  17,  tít.  XI,  Partida  4.a  (Sent.  13  Junio  1873). 

Según  las  leyes  de  Partida,  para  que  los  bie- 
nes parafernales  tengan  el  privilegio  de  la  dote, 
es  necesario  que  la  mujer  los  haya  dado  al  ma- 
rido señaladamente  con  intención  de  que  haya 
e señorío  de  ellos,  y que  conste  asi,  sin  que 
que  o en  dubdas;  y p0r  consiguiente,  si  no 
consta  el  hecho  de  que  la  mujer  hiciera  entre- 
ga señaladamente  al  marido  de  los  bienes  para- 
na  es  a que  se  refiera  su  demanda  de  prefe* 
eneja  e derecho  por  los  enajonados  al  mismo 
1 vir  u e embargo,  es  claro  que  al  absolver 
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de  ella  al  ejecutante  y al  marido  ejecutado,  no 
se  quebranta  la  ley  partiendo  de  la  apreciación 
de  prueba,  contra  la  que  no  se  cita  ley  ni  doc- 
trina legal  infringida  (Sen t.  28  Marzo  1874). 

Si  bien  es  doctrina  legal,  declarada  repetida- 
mente por  el  Tribunal  Supremo,  que  basta 
para  que  los  bienes  del  marido  queden  obliga- 
dos á la  responsabilidad  del  valor  de  los  para- 
fernales que  estos  se  hayan  vendido  por  con- 
sentimiento de  ambos  cónyuges,  con  tal  que  su 
importe  haya  entrado  en  poder  del  mismo  ma- 
rido, no  tiene  aplicación  dicha  doctrina  cuando 
no  rosulte  debidamente  acreditado  que  el  im- 
pórte de  los  parafernales  de  la  recurrente  que 
ésta  y su  marido  vendieron  da  común  consen- 
timiento, han  entrado  en  poder  del  segundo 
(Sent.  28  Marzo  1874). 

Para  constituir  en  los  bienes  del  marido,  res- 
pecto á los  parafernales,  la  hipoteca  legal  que 
establece  la  ley  17,  tít.  Xf,  Partida  4.*,  y que 
on  virtud  de  ella  adquiera  la  mujer  la  prela- 
cion  de  su  crédito  sobre  los  acreedores  del  ma- 
rido, es  indispensable  que  dichos  bienes  hayan 
sido  entregados  á éste  señaladamente  y con  in- 
tención manifiesta  y deliberada  de  traspasarle 
el  dominio  y administración  de  los  mismos 
(Sents.  12  Noviembre  1875  y 6 Julio  1877). 

No  só  quebranta  la  doctrina  sentada  en  va- 
rias sentencias  del  Tribunal  Supremo  referente 
á que  cuando  se  enajenan  con  consentimiento 
de  ambos  cónyuges  los  bienes  parafernales  y 
entra  su  importe  en  poder  del  marido,  quedan 
los  bienes  de  éste  legalmente  hipotecados  á la 
mujer,  si  resulta  que  no  ha  vendido  el  marido 
sinó  la  mujer,  y no  consta  que  éste  hubiese  re- 
cibido el  precio  de  las  enajenaciones,  sin  que 
las  afirmaciones  del  marido  puedan  perjudicar 
á terceros.  (En  esta  sentencia  se  desestima  la 
preferencia  entablada  por  la  esposa.)  (Sentencia 
6 Julio  1877.) 

COMENTARIO 

Para  que  el  marido  tenga  que  constituir  hi- 
poteca ó responder  de  los  bienes  parafernales 
de  su  mujer,  es  preciso: 

l.°  Que  ésta  se  los  haya  entregado  con  ih- 
tencion  de  que  mientras  durase  el  matrimonio 
tenga  aquél  su  administración. 

2 ° Que  esta  entrega  conste  por  escritura 
¡bíblica  y bajo  fe  de  notario,  sin  que  sea  sufi- 
ciente otro  género  de  prueba,  ni  aun  la  propia 
confesión  del  marido,  según  ha  declarado  el 
Tribunal  Supremo. 

Con  arreglo  ¿ las  leyes  de  Partida,  la  mujer 


que  entregaba  los  bienes  parafernales  al  mari- 
do, tenía  hipoteca  tácita  en  los  bienes  del  mis- 
mo, pero  carecía  de  privilegio  de  preferencia 
de  que  gozaba  por  razón  de  su  dote.  Mas  hoy, 
con  arreglo  á la  ley  Hipotecaria,  la  hipoteca 
que  se  concede  á la  mujer  por  razón  do  los  bie- 
nes. parafernales  cuya  administración  entregó 
I al  marido  bajo  fe  do  notario,  tieno  la  misma 
fuerza  y confiere  idénticos  derechos  quo  la 
I constituida  por  los  bienes  dótales  y por  las 
arras  y donaciones  en  los  respectivos  casos,  se- 
gún hemos  visto  oportunamente. 

Guando  los  bienes  parafernales  entregados  al 
marido  para  su  administración  fueron  dinero 
ú otras  cosas  muebles,  la  hipoteca  habrá  de 
constituirse  sobre  los  bienes  inmuebles  dol  ma- 
rido, en  el  modo  y forma  que  dejamos  dicho 
al  hablar  de  la  hipoteca  dotal,  y completaremos 
al  ocuparnos  de  las  hipotecas  en  general  y del 
■ Registro  de  la  propiedad, 
i Si  los  bienes  entregados  fueren  inmuebles  y 
estuvieren  inscritos  como  de  la  propiedad  do  la 
mujer,  se  hará  constar  en  el  Registro  la  cuali- 
dad de  los  mismos,  poniendo  una  nota  que  lo 
exprese  así  al  margen  de  la  misma  inscripción 
de  propiedad. 

Si  dichos  parafernales  no  estuvieren  inscritos 
á favor  de  la  mujer,  se  inscribirán  en  la  forma 
ordinaria,  expresando  en  la  inscripción  su  cua- 
lidad de  parafernales. 

Si  los  bienes  parafernales  hubieren  sido  en- 
• ajenados  por  acuerdo  de  ambos  cónyuges  y la 
mujer  se  utilizó  exclusivamente  del  producto  de 
la  venta,  no  tendrá  derecho  á exigir  clel  marido 
el  reintegro  de  los  mismos,  ni  el  marido  podrá 
hacerlo  en  perjuicio  de  legítimos  acreedores. 

Artículo  1435.— Cuando  la  mujer  hubiere 
entregado  á su  maridólos  bienes  parafer- 
nales por  escritura  pública  y bajo  fé  de  no- 
tario, se  observará  lo  dispuesto  en  los  ar- 
tículos 1396,  1400,  1402,  1405,  1406,  4407, 
1408,  1409,  4410,  1444,  1445  y 4416  de  este 
Código  (1).  . 

ORÍGENES 

Véanse  los  artículos  citados. 

COMENTARIO 

Laa  disposiciones  de  la  ley  Hipotecaria  com- 

Arta.  169,  173,  175,  181,  182,  183,  184,  lb&, 
189,  190  y 191,  de  la  ley  Hipotecaria. 
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prendidas  en  los  artículos  citados,  son  del  mis- 
mo modo  aplicables  á las  dotes  que  á los  bienes 
parafernales  entregados  al  marido  para  su  ad- 
ministración por  escritura  pública  y bajo  fó  de 
notario.  No  hornos  de  repetir,  por  lo  mismo,  lo 
que  ya  dejamos  consignado  en  otro  lugar:  en  él 
podrán  ver  los  lectores  ¡a  doctrina  vigente  en 
esta  materia. 

Articulo  1436.  — El  contrato-  de  fianza 
otorgado  por  el  marido  no  obliga  á la  mu- 
jer ni  sus  bienes. 

ORÍGENES 

Ley  2.*,  tít.  XI,  lib.  X,  Nov.  Roe. 

JURISPRUDENCIA 

Para  que  tenga  aplicación  la  ley  2.‘,  tít.  XI,  ' 
lib.  X,  Nov.  líec.,  es  necesario  que  la  mujer 
pruebe  ser  suyos  los  bienes  que  intente  eximir 
de  responsabilidad  (Sent.  20  Junio  1 8G5) - 

COMENTARIO 

Mandamos,  dice  la  ley  citada,  que  por  fian- 
za que  el  marido  finiere  en  qualquier  manera, 

<í  por  qualquier  razón,  no  sea  obligada  ¡a  mu- 
gar ni  s m bienes. 

Este  precepto  es  consecuencia  necesaria  de  la 
doctrina  que  dejamos  oportunamente  consig-  ' 
nada,  conforme  á la  cual  los  bienes  de  la  mujer 
no  responden  jamas  de  las  obligaciones  perno-  i 


¡ nales  del  marido.  La  fianza  ha  sido  Objeto  dt 
esta  disposición  especialmente,  sin  duda  porque 
la  fianza  es  un  contrato  que  proporciona  com- 
promisos  de  importancia,  á pesar  de  presentar* 
se  como  sencillísimo. 

La  mujer,  pues,  no  responde  con  sus  bienes 
de  ¡a  fianza  otorgada  por  el  marido;  es  más: 
aun  cuando  ella  se  hubiere  obligado  como  fia- 
dora del  marido  expresamente,  sería  nula  su 
obligación,  como  hemos  dicho  en  el  art.  129  de 
este  Código  (1),  al  consignar  ei  precepto  de  la 
ley  61  de  Toro,  que  declara  que  la  mujer  no  se 
puede  obligar  por  fiadora  de  su  marido,  aunque 
se  diga  y alegue  que  se  convirtió  la  tal  deuda 
en  provecho  de  la  mujer. 

El  precepto  contenido  en  el  artículo  que  co- 
mentamos, aun  cuando  esté  colocado  en  capi- 
tulo que  trata  de  los  bienes  parafernales,  no  se 
refiere  únicamente  á los  de  esta  clase  que  per- 
tenezcan á la  mujer,  sinó  que  tocan  de  idéntico 
modo  á todos  los  demás  que  la  mujer  posea, 
ora  en  concepto  de  dote,  ora  de  cualquier  otro 
modo,  por  los  que,  según  hemos  visto,  pueda  la 
mujer  adquirir  y aumentar  su  patrimonio. 

No  necesitamos  explicar  que  siendo  termi- 
nante el  precepto  de  la  ley,  y no  haciendo  ésta 
distinción  alguna  entre  los  bienes  de  una  y otra 
calidad,  toda  diferencia  que  pretendiéramos  in- 
troducir en  este  sentido  seria  opuesta  á la  doc- 
trina de  la  ley  y á las  buenas  reglas  de  inter- 
pretación. 

Con  esto  queda  terminado  lo  referente  á los 
bienes  extradotales. 


CAPÍTULO  V 


DE  LAS  DONACIONES  «PROPTER  NUPTIÁS» 


Articulo  1437.— El  capital  que  los  padres 
entregan  ó prometen  ú los  hijos  varones  ! 
l>ara  soportar  las  cargas  del  matrimonio,  1 
se  llama  donación  piopter  nvptias. 

ORÍGENES 

Ley  5.*j  tít.  ITT,  lib.  "X,  Nov.  Rec.  ¡29  de 
Toro). 

Ley  9.*,  tít.  VI,  Jib.  X,  Nov.  Rec.  (25  de 
Toro)'. 


COMENTARIO 

Después  de  habernos  ocupado  de  las  diver-, 
sas  clases  de  bienes  que  pueden  entrar  á for- 
mar parte  del  patrimonio  de  la  mujer,  hemos 
ecir  algunas  palabras  de  las  donaciones 
que  os  ¡jos  reciben  de  sus  padres  cuando  con-, 
iaen  maLrimonio.  Son  estas  donaciones  prop* 

(p  Art.  129,  tomo  I,  pág.  63. 
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ier  nuptias  á manera  de  dote  que  los  padres 
entregan  á sus  hijos  para  con  sus  productos  ! 
atender  á las  necesidades  del  nuevo  estado. 

Entre  los  romanos  la  donación  propter  nup- 
lias  era  otra  cosa:  así  es  que  en  las  leyes  de 
Partida,  siguiendo  á aquella  legislación,  se  des- 
criben estas  donaciones  como  hechas  por  el 
varón  á la  mujer  por  razón  de  casamiento,  cuya 
doctrina,  según  so  comprende  desde  luego, 
carece  de  aplicación. 

Las  leyes  de  Toro  y las  Recopiladas  emplean  1 
esta  denominación  en  diverso  sentido,  y sirvo 
para  designar  toda  donación  hecha  por  los  pa- 
dres en  favor  de  sus  hijos  varones,  otorgadas 
con  ocasión  del  matrimonio  de  éstos  y con  el 
fin  ántes  indicado. 

Estas  donaciones  no  son  exigibles  á los  pa- 
dres, en  lo  cual  se  diferencian  de  las  dotes.  Los 
hijos  que  las  reciben  pueden  ser  mejorados  por 
ellas,  en  lo  cual  también  se  separan  de  los  bie- 
nes dótales,  que  nunca  pueden  tener  el  carác- 
ter de  mejoras. 

En  cuanto  á la  colación  de  las  donaciones 
propter  nuptias,  en  el  lugar  correspondiente 
hemos  expuesto  la  doctrina  de  la  ley  29  de  Toro, 
vigente  en  esta  materia. 

Artículo  1438. — En  la  constitución  y pro- 
mesa de  donación  propia'  nuptias  se  obser- 
vará lo  dispuesto  en  el  art.  1381  para  las 
dotes. 

ORÍGENES 

Ley  4.?,  tít.  III,  lib.  X,  Nov.  Rec.  (53  de 
Toro). 

JURISPRUDENCIA 

La  doctrina  de  la  ley  10,  tít.  I,  lib.  X,  Noví- 
sima Recopilación,  de  que  cuando  dos  se  obli- 
gan puramente  por  contrato  se  entienda  serlo 
cada  uno  por  mitad,  no  puede  tener  lugar  en 
las  donaciones  que  hacen  los  cónyuges  á sus  • 
hijos  por  causa  de  matrimonio;  pues  Biendo  ¡ 
donaciones  causales  y en  concepto  de  pago  ! 
anticipado  de  lo  que  por  bus  legitimas  paterna  ■ 
y materna  y demás  pudiera  corresponderles, 
debe  suponerse  que  cada  cónyuge  se  desprende 
Sólo  de  la  parte  proporcional  á su  patrimonio 
(Seat,  8 Junio  1866). 

COMENTARIO 

Exponíamos  en  el  art.  1381  la  doctrina  de  la 
ley  53  de  Tono,  según  la  oual  «si  el  marido  é í. 


la  muger  durante  el  matrimonio  casaren  algún 
fijo  común,  é ambos  le  prometieren  la  dote  ó 
donación  propter  nuptias,  que  ambos  la  pa- 
guen de  los  bienes  que  tuvieren  ganados  duran- 
te el  matrimonio,  é si  no  los  oviero  que  basten  á 
la  paga  de  la  dicha  dote  y donación  propter 
nuptias , que  lo  paguen  de  por  medio  de  ios 
otros  bienes  que  Ies  pertenecieren  en  cualquier 
manera:  pero  sí  sólo  durante  el  matrimonio 
dota  ó hace  donación  propter  nuptias  á algún 
fijo  común,  y del  tal  matrimonio  ovicre  bienes 
de  ganancia,  de  aquellos  se  pague  en  lo  que  en 
las  ganancias  cupiere,  y si  no  las  oviere,  que  la 
tal  dote,  ó donación  propter  nuptias,  se  pague 
de  los  bienes  del  marido,  é no  de  la  muger.» 

Esta  doctrina  está  corroborada  en  parte  por 
la  ley  14,  tít.  XX,  lib.  III  del  Fuero  Real,  y por 
la  10,  tít.  I,  lib.  X,  Nov.  Rec. 

La  sentencia  de  8 de  Junio  de  1866,  que  do- 
jamos  trascrita,  parece  contradecir  en  algún 
punto  el  precepto  que  comentamos,  y acaso  lo 
contradice  en  efecto.  Por  nuestra  parte,  nos  li- 
mitamos á hacer  observar  que  el  principio  y 
regla  contenidos  en  la  ley  son  absolutos,  claros 
y terminantes,  como  acabamos  de  ver,  y por  lo 
tanto,  que  si  la  contradicción  existe  entre  la  ley 
y la  sentencia,  optamos  resueltamente  por  la 
primera.  Conste,  sin  embargo,  la  existencia  do 
la  segunda  á los  efectos  oportunos. 

Cuando  la  donación  propter  nuptias  hubiese 
sido  ofrecida  por  el  padrastro  y ia  madrastra, 
ó por  el  padre  y la  madrastra  juntamente  al  en- 
tenado de. ambos,  ó de  uno  de  ellos  en  cada  caso, 
¿en  qué  forma  deberá  satisfacerse?  Eseriche  dice 
que  no  quedarán  obligados  con  sus  propios  bie- 
nes el  padrastro  ó la  madrastra,  porque  no  tie- 
nen obligación  de  alimentar  á los  entenados,  y 
así  podrán  repetir  la  parte  de  donación  que  hu- 
bieren entregado,  á no  ser  que  la  hubiesen  he- 
cho con  ánimo  de  no  repetirla.  No  participamos 
de  esta  opinión,  porque  ninguna  ley  declara  la 
nulidad  de  esta  promesa,  que  si  en  algún  caso 
puedo  ser  considerada  como  consecuencia  de  la 
obligación  de  dar  alimentos  (lo  cual  tampoco  es 
admisible  en  absoluto)  cuando  se  hace  por  un 
padrastro  ó por  un  extraño,  toma  el  carácter  de 
una  donación  simple,  contra  cuya  fuerza  de 
obligar  no  sabemos  qué  podrá  alegarse. 

Los  mismos  principios  rigen  acerca  de  este 
punto  sobre  las  dotes  y donaciones  propter 
nuptias;  ¿y  quién  ha  negado  que  el  padrastro  y 
la  madrastra,  ó un  extraño,  puedan  prometer 
válidamente  una  dote  á un  entenado,  quedando 
real  y positivamente  obligados  á entregarla? 
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CAPÍTULO  VI 


DE  LA  SOCIEDAD  LEGAL 


SECCION  PRIMERA 


DISPOSICIONES  GENERALES 


Artículo  1439.— Entre  marido  y mujer 
hay  sociedad  leg'al,  cuyo  efecto  es  hacer  co- 
munes de  ambos  por  mitad  las  ganancias  ó ! 
beneficios  obtenidos  durante  el  matrimonio. 

ORÍGENES 

Ley  1.*,  tít.  ITT,  lib.  III,  Fuero  Real. 

Ley  205  del  Estilo. 

Leyes  1.*  y 5.',  tít.  IV,  lib.  X,  Nov.  Rec. 

JURISPRUDENCIA 

Es  indispensable  que  preceda  la  liquidación 
de  todo  el  caudal,  para  saber  sí  ha  habido  ga- 
nanciales en  lina  sociedad  conyugal  (Sents.  22 
Octubre  1857  y 14  Octubre  1865). 

No  puede  admitirse  que  ha  precedido  la  de- 
bida liquidación  del  caudal  social  cuando  se 
ha  denegado  á uno  de  los  socios  el  abono  de 
una  suma  comprobada,  por  escritura  pública, 
contra  la  cual  ni  las  partes  ni  la  Sala  senten- 
ciadora lian  dicho  nada  que  revele  dudar  de 
su  autenticidad  y contenido  (Sent.  14  Octubre 
1865). 

Las  leyes  1.‘  y 4.*,  tít.  IV,  lib.  X,  Nov.  Rec., 
al  declarar  los  bienes  que  deben  considerarse 
gananciales,  se  refieren  á la  época  de  la  disolu- 
ción del  matrimonio  por  muerte  ó divorcio, 
como  la  única  en  que  procede  hacer  liquidación 
de  ellos  de  los  peculiares  á cada  uno  de  los 
cónyuges  (Sents.  4 Marzo  1867  y 19  Abril  1870). 

No  se  infringe  la  doctrina  que  se  desprende 
de  las  leyes  1.a  y 2.a,  tít.  IV,  lib.  X,  Nov.  Rec., 
de  quo,  disuelta  la  sociedad  conyugal,  se  nece- 
sita una  liquidación  para  saber  cuáles  bienes 


son  comunes,  y cuáles  los  correspondientes  á 
cada  cónyuge,  cuándo  la  Sala  sentenciadora, 
apreciando  las  pruebas  presentadas,  estima  que 
ciertos  bienes  pertenecen  á los  herederos  del 
cónyuge  premuerto  (Sent.  23  Noviembre  1870). 

Para  determinar  la  calidad  y cuantía  de  los 
bienes  gananciales,  y por  lo  tanto  el  derecho 
que  en  su  mitad  corresponde  á cada  uno  de  los 
cónyuges,  es  preciso  resulte  un  sobrante  des- 
pués de  cubiertas  todas  las  obligaciones:  y esto 
no  puede  tener  lugar  sinó  á la  disolución  de  la 
sociedad  conyugal,  ya  natural,  ya  legalmente 
(Sents.  11  Febrero  1870  y 29  Diciembre  1873). 

COMENTARIO 

Toda  cosa,  que  el  marido  y mujer  ganar  eú  ó 
compraren  estando  de  consmio,  aya nlo  afnbos 
de  por  medio:  y si  fuere  donadío  del  Rey  ó de 
otri,  y lo  diese  á ambos,  ay  ardo  marido  y mu- 
ger , dice  la  ley  del  Fuero,  fuente  y origen,  po- 
demos decir,  de  lá  sociedad  legal  entre  cón- 
yuges. 

La  sociedad  entre  cónyuges  no  es  igual  á la 
sociedad  común  del  derecho  civil,  ántes^al  con- 
i trario,  las  separan  diferencias  esencialísimas. 
Gutiérrez,  tomándolas  de  Febrero,  expone  las 
siguientes  diferencias:  1."  La  sociedad  conven- 
cional, formada  con  una  idea  de  especulación, 
busca  sólo  beneficios,  y cuando  no  los  haya, 
disminuir  las  perdidas:  la  legal,  fortalecida  p<JT 
el  cariño,  une  á los  cónyuges  para  cumplir  me- 
jor las  cargas  y atenciones  de  su  estado.  2.*  En 
una  sociedad  que  no  tiene  por  fin  principal  el 
lucro,  las.  utilidades  no  se  proratean,  ce  pt?* 
tyn,  y este  resultado,  el  que  más  armonía  gow* 
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da  con  loa  deberes  conyugales,  constituye  una 
nueva  diferencia.  3.*  Como  la  comunidad  de 
productos  en  los  bienes  aportados  al  matrimo- 
nio no  confunde  la  propiedad,  y todo  lo  admi- 
nistra y de  todo  parece  dueño  el  marido,  no  se 
opone  á este  régimen  que  cada  cual  conserve  su 
dominio  exclusivo;  sin  ser  una  injusticia-,  es 
una  excepción  el  que  la  mujor  no  comprometa 
su  doto,  miéntras  el  marido  puedo  perder  su 
capital.  4.a  Para  eso,  miéntras  la  sociedad  sub- 
siste, hay  desigualdad  de  derechos:  en  rigor 
ninguno  tieno  la  mujer,  al  paso  que  el  marido, 
cual  si  fuera  señor  absoluto,  no  debe  ú nadie 
cuenta  de  sus  actos,  sino  en  el  iinico  caso  que 
se  le  pruebe  la  intención  manifiesta  de  defrau- 
dar las  justas  esperanzas  de  su  consocia.  5.* 
Quedan  fuera  de  comunidad  los  bienes  adqui- 
ridos por  título  lucrativo;  y aunque  bajo  este 
aspecto  se  asemeje  á la  sociedad  general  ó do 
ganancias,  se  distingue  de  ella  en  que  también 
se  comunican  los  bienes  adquiridos  por  titulo 
oneroso.  G.a  y última.  En  una  sociedad  tal  como 
nosotros  la  conocemos,  obra  exclusiva  de  la 
ley,  se  aceptan,  pero  no  se  estipulan  las  bases; 
de  modo  que  tiene  las  suyas  particulares  en 
cuanto  á las  causas  de  su  disolución  y el  modo 
de  liquidar  y distribuir  las  ganancias. 

Mucho  se  hadiscutido,  especialmente  en  Fran- 
cia, sobre  las  ventajas  é inconvenientes  del  sis- 
tema de  gananciales,  ó sea  la  sociedad  legal 
entre  cónyuges.  Nosotros,  sin  entrar  en  la  apre- 
ciación de  todos  loa  argumentos  que  en  pro  y 
en  contra  se  han  hecho,  entendemos  que  el  ré- 
gimen de  gananciales,  en  la  manera  que  se  con- 
serva en  nuestras  leyes,  perfectamente  armoni- 
zado con  el  sistema  dotal,  es  el  más  conforme 
con  nuestras  costumbres,  sin  que  por  esto  pre- 
juzguemos en  contra  algunas  reformas  propues- 
tas por  diversos  autores. 

Las  palabras  estando  de  consuno  que  se  leen 
en  la  ley  del  Fuero  indican,  según  la  interpre- 
tación más  generalmente  admitida,  tanto  como 
«durante  el  matrimonio,»  salvo  en  los  casos  en 
que  las  leyes,  á pesar  de  existir  el  matrimonio, 
suspenden  los  efectos  de  la  sociedad  conyugal. 
Aunque  en  rigor  una  y otra  frase  no  deben 
uBarso  como  sinónimas, puesto  que  lo  adquirido 
después  del  divorcio  lo  es  durante  el  matrimo- 
nio, porque  éste  no  se  ha  disuelto,  y no  lo  es  es- 
tando de  consuno,  puesto  que  existe  la  separa- 
ción quoad  thorum  et  habitationem,  hornos 
creído  que  podíamos  usar  la  segunda  de  las 
fraseB  en  el  artículo,  porque  hallándose  consig- 
nado en  otros  artículos  que  el  divorcio  suspen- 


de los  efectos  de  la  sociedad  legal  entre  los  cón- 
yuges, no  hay  posibilidad  do  queel  lector  se  vea 
inducido  á error.  Miéntras  duro,  pues,  el  ma- 
trimonio, existe  la  sociedad  légalo  do  ganan- 
ciales, á no  disponerse  otra  cosa  por  las  leyes 
para  casos  especiales.  Por  lo  tanto,  la  separa- 
ción convencional  de  los  cónyuges  no  produco 
efecto  de  suspender  dicha  sociedad. 

Artículo  1410. — Cuando  la  mujer  renun- 
ciare las  ganancias  de  la  sociedad  legal,  no 
estará  obligada  á pagar  parte  alguna  de 
las  deudas  que  el  marido  hubiere  contraído 
durante  el  matrimonio. 

orígenes 

Ley  9.a,  tít.  IV,  lib.  X,  Nov.  Reo.  ¡(K)  do 
Toro). 

JURISPRUDENCIA 

No  es  válido  el  convenio  celebrado  durante 
el  matrimonio,  en  que  el  marido  y lu  mujer  so 
adjudican  en  dominio  los  bienes  de  la  sociedad 
conyugal  (Sent.  11  Enero  1859). 

Segun  la  ley  GO  de  Toro,  que  es  la  9.',  tít.  IV, 
lib.  X,  Nov.  Rec,,  para  que  la  mujer  no  sea 
obligada  á pagar  parte  alguna  de  las  deudas 
que  el  marido  hubiese  contraído  durante  el  ma- 
trimonio, es  necesario  quo  anticipadamente 
haya  renunciado  Jos  bienes  gananciales  (Sen- 
tencia 18  Octubre  18(51). 

COMENTARIO 

Lo  dispuesto  en  esta  ley  sirve  de  base  para 
contestar  á esta  pregunta:  ¿puede  renunciarse 
la  sociedad  legal?  Escrichc  coloca  el  caso  de 
renuncia  entre  los  que  hacen  cesar  la  sociedad 
de  gananciales. 

Sin  embargo,  renunciadas  las  ganancias  por 
la  mujer,  el  marido  no  pierde  el  derecho  que 
tenía  sobre  los  frutos  de  los  bienes  de  su  mu- 
jer, antes  al  contrario,  los  adquiere  todos. 

La  primera  duda  á que  ha  dado  lugar  la  ley 
que  comentamos,  y que  casi  con  las  mismas 
palabras  forma  nuestro  artículo,  es  la  siguien- 
te: ¿en  qué  época  puede  la  mujer  renunciar  los 
gananciales? 

Que  la  renuncia  puede  hacerse  antea  de  que 
se  celebre  el  matrimonio,  es  cosa  admitida  por 
todos  los  autores,  bien  que  difieren  en  cuanto 
á los  efectos  de  la  renuncia.  Así  es  quo  Maticn- 
zo  advierte  que  así  como  en  este  caso  la  mujo: 
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no  puedo  lucrar  los  frutos  de  los  bienes  del 
marido,  tampoco  ha  de  poder  éste  lucrar  los 
frutos  de  los  bienes  de  la  mujer,  puesto  que, 
añade,  «si  en  virtud  de  la  tácita  sociedad  con- 
traida entre  los  casados  se  hacen  comunes  los 
frutos,  disuella  esta  sociedad,  ó no  contraída 
desde  el  principio  por  razón  de  la  renuncia, 
debe  cesarla  comunicación  de  frutos  corno  efec- 
to de  la  sociedad,  que  es  su  causa.)»  A este 
argumento  contesta  Llamas  que  la  mujer  por 
la  renuncia  únicamente  hace  dimisión  del  dere- 
cho que  le  competía  á participar  de  los  ganan- 
ciales, concediéndoselos  porentero  á su  marido, 
sin  eximirle  por  este  medio  en  manera  alguna 
de  contribuir  á sostener  las  cargas  del  matri- 
monio con  los  frutos  de  sus  bienes,  no  debien- 
do la  mujer  pretender  otra  exención,  en  virtud 
de  su  renuncia,  que  el  no  quedar  obligada  á 
satisfacer  las  deudas  contraídas  en  el  matri- 
monio. 

¿Puede  hacerse  la  renuncia  durante  el  ma- 
trimonio? Este  punto  ha  ofrecido  á los  autores 
mayores  dificultades,  á causa  de  que  la  ley  i.3, 
tít.  XI,  Partida  4.a,  prohibió  las  donaciones  en- 
tre cónyuges.  Asi  es  que  Gregorio  López,  apo- 
yado en  esta  razón,  resuelve  que  en  tal  caso  la 
mujer  no  puede  renunciar  laU  ganancias,  pues- 
to que  habiendo  adquirido  la  mujer  ipso  jure 
el  dominio  de  su  parte  de  gananciales,  resulta- 


E1  Sr,  Gutiérrez,  apartándose  del  camino  se* 
guido  por  estos  autores,  dice  muy  fundadamen- 
te: «Porque  la  mujer  no  pueda  hacer  donacio- 
nes, ¿le  ha  de  estar  prohibido  renunciar  á los 
gananciales?  ¿Tiene  una  cosa  que  ver  .con 
otra?  Lo  que  una  ley  veda,  ¿no  ha  de  poder  au- 
torizarlo otra?  ¿No  es  ia  ley  de.  Toro  posterior?)) 
Y sobre  todo,  añadimos  nosotros,  ¿no  es  una 
loy  nacional  ia  que  permite  por  la  generalidad 
de  sus  términos  io  mismo  que  prohíbe  una  que 
al  fin  y al  cabo  es  meramenle  supletoria? 

En  cuanto  á la  renuncia  hecha  cuando  el  ma- 
trimonio se  haya  disuolto,  no  cabe  duda,  según 
expresa  Acevedo,  que  sea  válida,  ó igualmente 
lo  sería  áun  en  el  caso  de  que  la  mujer  hiciere 
la  renuncia  al  tiempo  de  su  muerte,  viviendo  el 
marido,  porque  áün  cuando  quiera  suponerse 
donación  ínter  virum  et  uxorem,  ge  confirma 
ésta  por  la  muerte  del  donante. 

Presentan  los  autores  otra  duda  acerca  de 
esta  ley,  y es,  si  será  válida  la  renuncia  de  ga- 
nanciales hecha  en  perjuicio  de  la  legítima  de 
los  descendientes  ó ascendientes  en  su  caso, 
asi  como  en  daño  de  los  acreedores.  Olea  (títu- 
lo II,  cuest.  3.",  núm.  22),  resuelve  la  dada  en 
sentido  negativo,  y lo  mismo  entiende  elP.  Sán- 
chez (1),  si  bien  éste  lo  limita  al  caso  en  que  so 
renuncien  los  gananciales  ya  adquiridos,  por- 
que entonces  debe  entenderse  que  hay  un  ver- 


ria  una  verdadera  donación  ínter  virum  et  . dadero  fraude,  pero  no  en  el  caso  en  que  la  re- 
uxorem.  Del  mismo  modo  se  expresa  Molina.  nunci a sea  de  la  mitad  de  gananciales  que  ps- 
Llamas,  oponiéndose  á esta  solución,  dice  pera  tener,  pues  de  este  modo  la  renuncia  no 
«que  la  mujer  durante  el  matrimonio  sólo  ten-  supone  fraude  y será  válida, 
ga  el  dominio  revocablemente,  lo  persuade  el  En  el  mismo  sentido  parece  inclinarse  el  se- 


ver  que  el  marido  conserva  la  administración  y ¡ 
libre  disposición  para  enajenar  sin  consenti-  ■ 
miento  de  su  mujer,  con  tal  que  no  lo  haga  en  i 
fraude  de  la  misma.» 

Gómez,  Matienzo,  Acevedo  y otros  expresan 
que  el  dominio  de  la  mujer  en  los  bienes  ga- 
nanciales es  ficto  y revocable,  de  lo  cual  dedu- 
cen que  puede  renunciar  y no  adquirir  dicha 
mitad  de  gananciales,  as:  como  puede  renun- 
ciar y no  adquirir  la  herencia  ó legado  que  ip - 
so  jure  se  le  defiere  á alguno  sin  adición,  con- 
forme á la  ley  de  Partida,  que  autorizad  un  cón- 
yuge para  renunciarla  herencia  ó legado,  áfin  de 
que  pase  á su  consor  te,  que  es  llamado  en  su  de- 
fecto, lo  mismo  que  todas  aquellas  donaciones  y 
renuncias  por  las  cuales  el  donatario  se  hace  i 
más  rico  sin  que  el  donante  se  haga  más  pobre. 


ñor  Gutiérrez,  quien  expresa  que  bien  merecen 
este  respeto  los  derechos  de  los  herederos  for- 
zosos, y añade:  «Si  otro  modo  no  existe  de  con- 
ciliar los  derechos  hereditarios  con  la  obser- 
vancia de  la  ley,  no  tenemos  inconveniente  en 
afirmar  que  la  renuncia  de  los  gananciales,  co- 
mo cualquier  otra  donación,  está  sujeta  á re- 
serva.» 

Por  último,  el  proyecto  de. Código  en  sus  ar- 
tículos 8.31  y 1312  garantiza  suficientemente 
el  derecho  de  los  acreedores  en  el  caso  de  esta 
renuncia.  Su  doctrina,  sin  embargo,  no  está 
vigente,  ni  en  nuestro  Derecho  hay  nada  seme- 
jante al  citado  art.  831  del  proyecto  de  Código. 

íl)  De  Matrimonio , lib.  VI,  dísp.  5.a 
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SECCION  SEGUNDA 


DE  LOS  BIENES  GANANCIALES 


Articulo  1441. — Son  bienes  gananciales: 

1. *  Todos  los  que  el  marido  y la  mujer 
adquieren  por  título  oneroso  durante  el  ma- 
trimonio {a). 

2. *  Los  obtenidos  por  la  industria,  suel- 
do ó trabajo  de  los  cónyuges  ó de  cualquie- 
ra de  ellos,  salvo  los  castrenses  no  adquiri- 
dos á costa  de  ambos  .(&). 

. • 3.°  El  valor  de  las  mejoras  que  se  hicie- 
ren en  los  bienes  gananciales  ó en  los  pror 
píos  de  cada  cónyuge  (c). 

4.“  Los  frutos,  rentas  ó intereses  perci- 
bidos ó devengados  durante  el  matrimonio 
procedentes  de  los  bienes  comunes,  ó de  los 
peculiares  de  cada  uno  de  los  cónyuges  (d). 

ORÍGENES 

.(a)  Ley  1.“,  tít.  IV,  lib.  X,  Nov.,  Lee. 

(b)  Ley  5. "i  tit.  IV,  lib.  X,  Nov.,  Rec. 

(c)  Leyes  ,3.a  y 9.*,  tít.  IV,  lib.  III,  Fuero 

Real. 

d ) Ley  3.*,  tít.  III,  lib.  III,  Fuero  Real. 

Leyes  3.a  y 5.a,  tít.  IV,  lib.  X,  Nov.  Rec. 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  en  parte  con:  Art.  1401,  Código 
Francia. — 2371  Luisiana. — 1084  Vaud, — Leyes 
7.*  hasta  la  13,  y 71,  párr.  l.°,  tít.  II,  lib.  XVII, 
Rigesto. 

■ ■ JURISPRUDENCIA 

Los  bienes  adquiridos  por  título  de  compra 
durapte  el  matrimonio  deben,  reputarse  ganan- 
piales  .(Sent..  22  Setiembre  1859}. 

Aun  cuando  la  ley  r aputa  propios  del  marido 
durante  el  matrimonio  los  productos  de  la  dote, 
es  eq  el  .concepto  de  haber  de  sostener  con  ellos 
las  cargas  dé  la  sociedad- conyugal,  entre  las 
cualf$i,nq  pueden  comprenderse  las  deudas  con- 
traídas «píamente,  por  el  marido  íiSoat.'  2?  Se* 

TUMO  II 


Los  frutos  y rentas  del  babor  hereditario  do 
una  mujer  casada  no  son  suyos  exclusivamen- 
te, sino  quo  pertenecen  á la  sociedad  conyugal, 
aunque  aquel  esté  sujeto  al  juicio  de  testamen- 
taria (Sent.  ¿8  Marzo  1800). 

Si  bien  las  leyes  1.a  y 4.*,  tit.  IV,  lib.  X, 

; Nov.  Rec.,  fijan  lo  que  jurídicamente  debe  en- 
tenderse por  bienes  gananciales,  no  tiene,  sin 
embargo,  aplicación  alguna  al  decidir  la  cues- 
tión de  si  unos  bienes  oxistian  ó no  en  la  so- 
ciedad conyugal  al  tiempo  de  disolverse  esta; 
cuestión  que  por  ser  do  puro  hecho  dependo 
exclusivamente  déla  prueba  ¡Sent.  14  Noviem- 
bre 1864). 

En  conformidad  á la  ¡ey  1.a,  tít.  IV,  lib.  X, 
Nov.  Reo.,  son  bienes  gananciales  los  adqui- 
ridos por  el  marido  y la  mujer  por  un  título 
común  lucrativo  ú oneroso,  durante  el  matri- 
monio y mientras  vivan  juntos,  ó,  como  dice  la 
ley,  toda  cosa  que  el  marido  >j  la  mujer  (juna- 
ren estando  de  consuno  (Sent.  1/’  Diciembre 
1865). 

Los  frutos  y rentas  de  los  bienes  que  la  mu- 
jer aporta  al  matrimonio  son  durante  el  para 
atender  á sus  cargos  y necesidades,  debiendo 
reputarsecomo  tal  el  sostenimiento  en  juicio  de 
un  derecho,  por  el  interés  que  de  ellos  repor- 
tan ambos  cónyuges  (Sent,  23  Abril  1866). 

Es  doctrina  legal,  admitida  por  la  jurispru- 
dencia, que  los  derechos  que  sobre  los  frutos  ó 
rentas  de  los  bienes  dótales  y parafernales  con- 
cede la  ley  al  marido,  como  jefe  de  la  familia  y 
administrador  de  la  sociedad  conyugal,  so  en- 
tienden subordinados  á la  preferente  obligación 
' de  atender  con  ellos  á las  cargas  del  matrimo- 
nio (Sent.  i.*  Marzo  1867). 

Entre  éstas  no  ae  comprendo  la  obligación 
propia  del  marido  do  mantener  un  hijo  natural 
(Sent.  id.  id).  ■ 

La  cantidad  entregada  á una  mujer  casada, 
no  en  concepto  de  donación,  sino  como  sohla- 
j da  ó retribución  del  servicio  personal  que  pros- 
¡ taba,  forma  parte  do  los  bienes  gananciales  ad- 
quiridos de  consuno  entre  marido  y mujer,  do 
. los  que  aquél  puede  disponer  libremente  para 
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lovantar  las  cargas  dol  matrimonio,  sin  que  ésta 
tonga  derecho  á percibir  más  que  la  mitad  de 
lo  sobrante  después  de  cubiertas  aquellas  aten- 
ciones (Sent.  l.°  Febrero  1876}. 

Los  frutos  de  los  bienes  pertenecientes  á cual- 
quiera de  los  cónyuges  son  de  ambos  y han  de 
haberlos  de  consuno,  según  las  leyes  3.’  y 5'.J, 
título  IV,  1 ib.  X,  Nov.  Rec.,  y su  administra- 
ción corresponde  al  marido  como  jefe  de  la  fa- 
milia y representante  legal  de  la  sociedad  con- 
yugal; debiendo,  en  su  consecuencia,  percibirlos 
y aplicarlos  á levantar  sus  cargas  (Sent.  29 
Enero  1877). 

Si  en  un  contrato  firmado  por  una  mujer  ca- 
sada, con  su  madre,  resolvieron  sus  respectivos 
derechos  sobre  los  bienes  que  dejó  al  morir  el 
padre  de  olla,  marido  de  ésta,  y entre  otras  co- 
sas convinieron  que  la  madre  tendría  el  usu- 
fructo y administración  de  estos  bienes  y con- 
tribuirla con  una  pensión  á su  hija,  esta  renta 
ó pensión  no  puede  menos  de  considerarse  como 
compensación  ó equivalencia  de  los  frutos  de 
la  legítima  paterna.  La  Sala  sentenciadora,  al 
caliíicar  de  bienes  parafernales  la  renta  ó pen- 
sión de  que  se  trata,  y negar  en  su  virtud  al 
marido  de  la  hija  el  derecho  á percibirla,  in- 
fringe las  loyes  3.a  y 5.a,  tít,  IV,  lib.  X,  Novísi- 
ma Recopilación,  y la  doctrina  establecida  por 
el  Tribunal  Supremo  en  consonancia  con  las 
mismas  [Sent.  29  Enero  1877). 

COMENTARIO 

«Toda  cosa  que  el  marido  y mugar  ganaren  ó 
compraren  estando  do  consuno,  hayanlo  ambos 
de  por  medio,»  dice  la  ley  á que  se  refiere  el 
num.  l.°  de  nuestro  artículo.  Para  mayor  cla- 
ridad de  ia  doctrina  contenida  en  el  mismo 
determinaremos  algunos  biones  que  se  hallan 
incluidos  ó excluidos  on  su  precepto. 

En  general,  todo  aquello  que  se  ha  adqui- 
rido por  título  oneroso  pertenece  á la  sociedad 
de  gananciales,  así  como  lo  adquirido  por  do- 
nación, herencia,  legado  y en  general  todo  lo 
que  tiene  por  origen  un  título  gratuito  ó lucra- 
tivo pertenece  privativamente  á aquél  que  lo 
adquirió. 

A.unquo  los  contratos  se  hallan  comprendi- 
dos entre  los  títulos  onerosos  de  adquirir,  esta 
regla  tiene  algunas  excepciones.  Así,  por  ejem- 
plo, sucedo  con  el  retracto  gentilicio:  latinea 
adquirida  en  virtud  de  esto  derecho  ó facultad 
sera  del  patrimonio  del  retrayente,  bien  que  el 
precio  abonado  por  la  finca  se  considera  como 


¡ 


i 

I 
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ganancial.  Lo  adquirido  por  permuta  conserva 
el  mismo  carácter  de  patrimonial  quo  tenía  la 
cosa  por  que  se  permutó,  áun  cuando  se  haya 
abortado  ademas  alguna  cantidad  en  dinero,  en 
cuyo  caso  esta  suma  será  la  que  adquiera  la 
condición  de  ganancial. 

Las  ganancias  hechas  en  ol  juego  se  estiman 
como  gananciales,  aunque  el  juego  sea  de  los 
prohibidos  y torpos. 

Los  demas  bienes  que  se  enumeran  envíos 
párrafos  2.°;  3.°  y 4.°  del  artículo  que  comenta- 
mos tienen  también  la  consideración  de  ganan 7 
cíales,  bien  quo  con  algunas  modificaciones  que 
exponemos  en  los  artículos  siguientes,  comple- 
tando de  este  modo  la  doctrina  en  actual  obser- 
vancia sobre  puntos  de  tanta  importancia.  . 

Dijimos  en  el  art.  1391  que  los  bienes  inmue- 
bles adquiridos  durante  el  matrimonio  en  for- 
ma legal  por  permuta  con  otros  bienesdo  la  dote 
ó por  compra  hecha  con  dinerfct  dotal,  previo 
consentimiento  de  la  mujer,  adquieren  la  con- 
dición de  dótales,  á no-serque  la  mujed,  en  éste 
último  caso,  prefiera  el  dinero.  Este  principio  no 
ha  parecido  á los  autores  tan  claro  como á prime- 
ra vista  parece  desprenderse  de  la  lectura  di?  las 
dos  leyes  que  le  sirven  de  origen  legal.  Así  os 
que  han  suscitado  la  siguiente  duda:  «Lo  com- 
prado con  dinero  de  uno  de  los  cónyuges,  ¿es 


ganancial?» 


Con  arreglo  al  Derecho  romano,  ora  induda- 
ble quo  lo  adquirido  á título  de  compra  con 
bienes  de  la  dote  no  tomaba  el.  carácter  de 
dotal. 

Dentro  de  nuestro  Derecho,  los  autores  se 
han  dividido  en  sus  opiniones,  sustentándose 
por  unos,  como  Matienzo,  Sala  y Febrero,  que 
los  bienes  comprados  con  dinero  del  varón  son 
comunes,  es  decir,  que  estos  bienes  se  comuni- 
can, pero  que  al  hacerse  la  división  se  deducirá 
en  favor  del  varón,  ó de  la  mujer  en  su  caso,  el 
precio  como  capital. 

En  contrario  resuelven  la  duda  Rodrigo  Súa- 
rez,  Viso  y La  Serna,  sosteniendo  que  la  finca 
comprada  durante  el  matrimonio  pertenece  al 
cónyuge  cuyo  era  el  dinero.  ■ .«o  ’ 


utu. 


KJ  í.  . 


Ajuiiüiiez  expon©  que  vi 
capital  fuese  de  la  mujer  y con  consentimiento 
de  ella  se  hiciesela  compra  déla  finca,  sería  suya, 
con  arreglo  á la  ley  de  Partida  [49,  tít.'  V,  Par- 
• que  dice.  «La  casa  vendida  debe  ser  dé 
aquel  que  fizo  la  compra,  fueras  ende...  si  fues- 
en los  dineros  de  la  dote  de  alguna  muger, 

C SU  mando  con  voluntad  de  ella  fiziesse  la 
compra...  Ia  gana  el  señorío  della,  cuyos’  eran 


DEL  CONTRATO  DE  MATRIMONIO 


183 


los  dineros;  n porque  rfcálmente  hay  una  subro- 
gación, lo  mismo  que  la  hay  en  el  caso  resuelto 
por  la  del  Fuero  {11,  tít.  IV,  lib.  III,  Fuero 
Real).  Cuando  nada  se  hubiera  convenido, — 
añade  el  misino  autor, — si  el  marido  comprase 
con  dinero  de  la  mujer  una  finca,  no  la  adqui- 
riría para  ninguno  de  los  dos,  sinó  para  la  so- 
' ciedad. 

Por  nuestra  parte,  solamente  hemos  do  decir 
que  en  el  art.  1391  nos  limitamos  á consignar  el 
precepto  establecido  en  la  ley  del  Fuero  y en 
la  de’  Partidas  referentes  á bienes  dótales.  Por 
razón  de  analogía  parece  que  la  misma  regla 
debo  observarse  cuando  se  trate  de  bienesad- 
quiridoa  por  el  marido  con  dinero  suyo.  Cons-  i 
te,  sin  embargo,  la  divergencia  de  opiniones,  y 
téngase  en  cuenta,  para  optar  por  cualquiera  de 
ollas,  lo  que  disponen  las  leyes  citadas. 

Articulo  4442. — En  los  pueblos  donde  se 
halla  en'  observancia' el  fuero  llamado.de 
Baylio,  se  reputarán  gananciales  todos  los 
bienes  que  los  casados  lleven  al  matrimo- 
nio, y los  que  en  adelante  adquirieran  por 
cualquier  título  oneroso  6 lucrativo. 

. ORIGENES 

• Ley  12,  tít.  IV,  lib.  X,  Nov.  Rec. 

COMENTARIO 

. Apmebo , dice  la  ley  12,  la  observancia  del 
fuero  denominado  del  Baylio , concedido  á la  \ 
■villa  de  Albur qucr que  por  Alfonso  Tellez...  j 
conforme  al  cual  lodos  los  bienes  qué  los  casa- 
das lleven  -a.1  matrimonio,  ó adquieren  por 
cualquier  razón , se  comunican  y sujetan  á 
■partición  como  gananciales.. Los  Tribunales  se 
arreglarán  á el  para  la  decisión  de  los  pleitos 
que  sobre  particiones  ocurran  en  la  citada 
villa  de.  Albur quer que,  ciudad  de  Jerez  de  los 
(¡¡abaneros,  y demas  pueblos  donde  se  ha  ob- 
«errado  hasta  ahora,  sin  perjuicio  de  provi- 
denciar. .i  etc.,  etc.  . ¡ ■ 

i:;  La  duda  principal  A.  q.ue  puede  dar  lugar  esta 
ley  es  la  de  si  estarán  sujetos  también  á comu- 
nicación y partición  como  gananciales,  los  bie- 
nes que  los  casados  en  las  ciudades  y pueblos 
'dbode  ce/ guarda  el  fuero  de  Baylio  posean  en 
diremos  i pueblos  ó provincias  donde  dicho  fuero 
WttptfraUe  ¡en  observancia. 

Ep  seotir  del  8r-  Gutierres,  deben  extender- 


1 so  los  efectos  de  este  fuero  á los  bienes  sitos  en 
lugar  donde  no  se  observe.  «La  sociedad, — 
dice, — nacida  para,  el  matrimonio,  es  ley  gene- 
ral que  altera  la  naturaleza  de  todos  los  bienes; 
los  vecinos  de  Alburquerque,  ciudad  de  Jerez 
de  los  Caballeros,  y demas  pueblos  sujetos  al 
fuero,  se  casan  comunicando  sus  bienes  de 
cualquiera  ciase.  La  ley,  entendida  do  otra  suer- 
te, sería  inútil,  pues  si  la  sociedad  dependiese 
do  la  situación  de  las  fincas,  cftn  cambiar  de 
fortuna,  la  sociedad  estaba  modificada,  y podría 
hasta  desaparecer.;) 

Haremos  notar  únicamente  que  el  llamado 
Estatuto  Real,  que  ha  servido  para  resolver  los 
conflictos  ó dificultades  que  so  han  presentado 
en  puntos  corno  ésto,  en  que  se  trata  del  valor 
extraterritorial  de  las  leyes,  se  opone  á la  solu- 
ción de  que  se  muestra  partidario  el  ilustrado 
autor  á que  nos  hemos  referido.  El  fallo  del 
Tribunal  Supremo  de  27  de  Noviembre  de  18GH 
que  cita,  nada  dice,  en  nuestro  concepto,  que 
pueda  servir  de  apoyo  á aquella  doctrina;  antes 
por  el  contrario,  de  otras  decisiones  de  aquel 
Tribunal  pudieran  deducirse  consecuencias 
opuestas. 

Por  nuestra  parte,  sin  embargo,  ni  acogemos 
ni  rechazamos  terminantemente  ninguna  de 
ambas  soluciones. 

Artículo  4443. — Los  productos  y rendi- 
mientos de  la  profesión,  oficio  ó bienes  cas- 
trenses, son  gananciales;  pero  no  lo  es  la 
propiedad  de  los  mismos  oficios,  cargos  ó 
bienes,  á menos  que  hayan  sido  adquiridos 
durante  el  matrimonio  á costa  de  ambos 
cónyuges. 

ORÍGENES 

Ley  ft.\  tít.  IV,  lib.  X,  Nov.  Rec. 

COMENTARIO 

Los  frutos  de  los  bienes  pertenecientes  á cada 
cónyuge  son  gananciales.  Esto  ya  lo  dejamos 
dicho  en  el  párr.  4.°  del  art.  1441,  tomándolo  de 
la  ley  3.1,  tít,  IV,  lib.  X,  Nov.  Rec.,  que  dice: 
«Maguer  que  el  marido  no  aya  mas  que  ia  mu- 
ger,  ó la  muger  más  que  el  marido,  quier  en 
oredad,  quier  en  muebles,  los  frutos  sean  co- 
munes de  ambos  á dos ; y la  erodad  y las  otras 
cosas  do  vienen  los  frutos,  hayanlas  el  mando 
ó la  muger,  cuyas  eran  antes,  ó sus  eredoros. 

En  la  ley  5.‘,  que  se  oontiene  en  el  present* 


lili 
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articulo,  so  amplía  la  doctrina  de  la  ley  3.*, 
y así  so  dispone  que  tengan  el  carácter  de  ga- 
nanciales todos  los  frutos  y rendimientos,  así 
de  los  bienes  comunes  como  de  los  castrenses, 
conservando,  sin  embargo,  unos  y otros  bienes 
su  carácter  de  privativos  de  cada  cónyuge.  Son 
también  gananciales  los  frutos  ó rendimientos 
ele  la  profesión  y oficio  de  los  casados,  aunque  ; 
sean  ele  los  que  el  derecho  hubo  por  casi  cas- 
trenses, y lo  mismo  sucede  con  los  rendímien  - | 
los  de  los  bienes  y oficios  castrenses. 

Las  únicas  dificultades  á que  ha  dado  lugar 
esta  parte  de  la  ley,  provienen  de  la  diversa 
interpretación  que  se  ha  dado  á las  palabras 
castrense,  oficios  y donadíos , empleadas  por 
aquélla. 

¿Son  trananoiales  los  sueldos  de  los  militares? 
Gómez  entiende  que  no,  pues  los  llama  bienes 
castrenses;  pero  no  establece  la  misma  regla 
para  ¡os  cuasi-castrenses. 

En  contra  de  esta  opinión,  dice  Gutiérrez:  «Las 
leyes  exceptúan  los  bienes  castrenses;  pero  ¿ha-  ¡ 
blan  de  los  sueldos?  ¿De  los  que  provengan  de  ' 
salario  y del  estipendo  militar'?  No  lo  creemos: 
ni  antes  ni  ahora  las  leves  han  podido  conceder 
á los  militares  semejante  privilegio:  se.  refieren  I 
á las  adquisiciones  extraordinarias,  remunera- 
ciones, premios,  y éstos  no  son  exclusivos  de 
aquella  clase:  como  ellos,  y aun  con  mejores  tí- 
tulos, pueden  merecerlos  otros  que  también 
prestan  sus  servicios  al  Estado.» 

{suscribimos  á esta  opinión,  que  entendemos 
ser  la  (que  prevalece  en  la  práctica. 


Artículo  1444. — Los  frutos  de  tierras  y 
sembrarlos,  aun  cuando  no  aparecieren  al 
tiempo  de  disolvérsela  sociedad,  serán  ga- 
nanciales, y se  dividirán  por  mitad  entre  los 
cónyuges  ó entre  el  superviviente  y los  he- 
rederos del  muerto. 

Lo  mismo  se  observará  con  los  frutos  de 
árboles  y viñas  que  estuvieren  pendientes 
en  aquella  fecha:  mas  si  no  hubieren  apare-  1 
cido,  corresponderán  al  dueño  de  la  here- 
dad, con  Obligación  de  resarcir  los  gastos 
de  cultivo. 


ORÍGENES 

Ley  10,  tít.  IV7,  lib.  III,  Fuero  Real. 


¡ COMENTARIO  " i* " " 

Todos  los  frutos  que  rindan  los  bienes  que 
pertenezcan  privativamente  á los  cónyuges  son 
gananciales  ó comunes.  Esta  regla  no  ofrece  difi- 
cultad cuando  se  trata  de  bienes  que  nacieron, 
se  recogieron  y guardaron  ó gastaron  durante  el 
matrimonio.  Pero  como  los  frutos  no  se  rinden 
ele  una  vez,  sino  que  siguen  en  su  nacimiento 
y desarrollo  una  marcha  paulatina  y lenta,  de 
tal  manera  que  es  difícil  señalar  por  la  naturale- 
za desde  qué  momento  comienzan  á ser  verdade- 
ramente frutos,  y por  consiguiente  dosde  cuán- 
do son  gananciales,  ha  sido  preciso. que  la  ley 
acuda  á señalar  este  punto  de  partida  desde  el 
cual  se  considera  el  fruto  existente,  y por  lo 
tanto  común. 

Con  sólo  tener  en  cuenta  que  el  germen  del 
fruto  se  muestra  en  la  planta  desde  cierto  tiem- 
po, en  el  cual  no  puede  llamarse  aún  fruto  ni 
en  el  sentido  vulgar  de  la  palabra,  ni  mucho 
ménos  en  su  significación  jurídica,  se  echa  de 
ver  la  necesidad  de  una  regla  que  determine 
con  precisión  la  existencia  legal  del  fruto. 

La  ley  10  citada,  dice: « Porque  acaesce muchas 
veces  que  ante  que  los  frutos  son  cogidos  de  las 
heredades,  ó muriese  el  marido,  ó muriese  la 
muger,  establescemos  que  si  Jos  frutos  pares- 
ceu  en  la  heredad  á la  sazón  de  la  muerte,  que 
se  partan  por  medio  entre  el  vivo  y los  herede- 
ros del  muerto:  é si  no  aparecen,  aya  los  frutos 
cuya  fuere  la  rayz,  édé  las  misiones  que  fueren 
fechas  cu  la  labor  al  que  la  labró:  é esto  sea  si 
la  labor  fuere  viña  é árboles:  ca  si  fuere  tierra 
é fuero  sembrada,  maguer  que  no.  aparezca  el 
fruto  á la  sazón  de  la  muerte,  pártese  por  me- 
dio quanto  ende  hubiere,»  etc. 

El  proyecto  de  Código  propone  en  su  ar- 
tículo 1323  una  regla  diversa,  y dice:  «Serán 
gananciales  los  frutos  del  matrimonio  pendien- 
tes al  tiempo  de  disolverse  la  sociedad,  y se 
ptoralearán  dividiéndolos  entre  todos  los  días 
del  año,  y aplicando  á la  sociedad  lo  correspon- 
diente a los  días  que  la  misma  sociedad  hubie- 
se durado  en  ol  último  ano,  el  cual  se  empeza- 
ra á contar  desde  el  aniversario  de  la  celebra- 
ción del  matrimonio.»  Y lo  mismo  establece  el 
lc71  francés.  Tal  es  el  sentido  en  que  so  ha 
iniciado  la  reforma, 

Artículo  1445. — No  se  considerarán. 
nanciales  los  bienes  adquiridos  por  uno  salo 
de  los  cónyuges  en  virtud  de  donación, dio* 
renda  ú otro  cualquier  título  lucrativo,  ' 
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ORÍGENES 

Ley  2.',  tít.  III,  lib.  III,  Fuero  Real. 

Leyes  2.%  4.a, y 5.\  tít.  IV,  lib.  X,  Nov.  Rec. 

COMENTARIO 

Si  el  marido  alguna  cosa  ganare  de  herencia 
de  padre  ó de  madre , ó de  otro  propincuo  ó 
de  donadío  de  señor,  ó de  pariente  ó amigo..., 
dice  la  ley  2.a,  tít.  IV,  lib-  X,  Nov.  Rec.,  hágalo 
todo  lo  que  ganase  por  suyo;  cuya  doctrina  se 
halla  confirmada  en  las  demas  leyes  qus  deja- 
mos citadas. 

Los  títulos  lucrativos  dan  un  carácter  tan 
personatisimo  á las  adquisiciones  hechas  en  su 
virtud,  que  la  ley  no  ha  podido  hacer' de  ellos 
partícipes  á los  dos  cónyuges  cuando  uno  sólo 
era  el  adquipente. 

Del  mismo  modo,  según  hemos  dicho  ante- 
riormente, no  se  comunicarán  sinó  que  se  ha- 
rán privativos  del  cónyuge  que  los  adquiera,  los 
bienes  llamados  castrenses, 'á  no  ser  que  éstos  se 
hayan  adquirido  á costa  de  ambos  en  muer- 
te sin  soldada , á costa  de  si  y de  su  mujer. 

El  precepto  de  este  artículo  no  precisa  más 
minuciosa  explicación. 

Artículo  1446. — Las  mejoras  y construc- 
ciones hechas  en  los  bienes  peculiares  de 
cualquiera  de  los  cónyuges  pertenecerán  á 
aqnél  de  ellos  cuyo  fuera  el  suelo:  pero  de- 
berá abonar  al  otro  cónyuge  la  mitad-  del 
importe  de  lo  m forado  ó construido. 

ORÍGENES 

Leyes  3, 3 y &/,  tít,  IV,  lib.  III,  Fuero  Real. 

COMENTARIO 

El  proyecto  do  Código  dispo-ne  lo  contrario. 
«Las  impendas  útiles  hechas  en  los  bienes  pecu- 
liares de  cualquiera  de  Jos  cónyuges  por  antici- 
paciones de  la  sociedad  ó por  la  industria  del 
marido  ó de  la  mujer,  son  gananciales. — Lo  se- 
rán también  los  edificios  construidos  durante  el 
matrimonio  en  suelo  propio  de  uno  de  los  cón- 
yuges, abonándose  el  valor  del  suelo  al  cón- 
yuge á quien  pertenecía.»  Este  segundo  párra- 
fo es,  según  expresa  Goyena,  contrario  á todos 
los  Códigos,  al  principio  adoptado  por  todos 
ellos  in  ¡edificata  solo  cedunt , á las  leyes  del 


Fuero  y ¿ la  práctica,  y sólo  se  introdujo  en  el 
proyecto  como  medio  de  promover  la  edifica- 
ción, sobre  todo  en  las  capitales  y grandes  po- 
blaciones; móvil  al  cual  no  deben  sacrificarse 
los  principios  do  derecho  consignados  en  las  le- 
yes civiles. 

Nuestra  ley  del  Fuero,  como  se  ve,  sigue  un 
Camino  diverso.  «Quando  el  marido  ó la  muger, 
dice,  ponen  viña  en  tierra  que  sea  de  cualquier 
de  ellos  ó muriere  el  uno  dellos  cuya  fuero  la 
tierra,  tome  el  terradgo,  segund  ponen  otras  vi- 
ñas en  aquel  logar:  y el  vino  pártanlo  con  los 
¡ fijos  del  muerto  ó con  sus  herederos,  si  fijos  no 
hubiere:  cesto  mismo  sea  de  otras  labores  qua- 
I lesqoicr  que  se  fizieren  en  el  solar  del  uno  de- 
llos. » (Ley  3.a) 

La  ley  9.*  completa  la  doctrina  y añade:  «Si 
el  marido  ó la  muger  fazen  casa  en  tierra  que 
sea  del  marido  ó de  la  muger,  é muriere  el  uno 
dé' ellos,  cuya  fuere  la  rayz,  de  la  meytad  de! 
apreciadura  á quien  heredare  su  buena,  quan- 
to  asmaren  que  cuesta  la  Tochura,  é finque  cu- 
ya fuere  la  rayz  con  las  cosas;  ési  cuya  fuere  la 
rayz  muriere  ante,  otrosí  los  que  heredasen  en 
su  buena  den  la  meytad  de  la  apreciadura  ass- 
como  dicho  es.  E otrosí  mandamos  que  esto 
mismo  sea  de  los  molinos,  c de  los  tornos.., 

Tales  son  las  leyes,  que,  á pesar  de  su  clari- 
dad, han  motivado  alguna  confusión.  Ayora,  por 
ejemplo,  supone  que  la  ley  3.a  y la  9."  consig- 
nan principios  diferentes,  y que  cuando  se  haya 
plantado  viña  en  tierra  de  uno  de  los  cónyuges, 
aquel  cuya  es  la  tierra  llevará  la  estimación  do 
lo  que  podía  valer  la  misma  al  tiempo  en  que 
se  plantó,  y la  viña  se  partirá  entre  marido  y 
mujer:  pero  cuando  se  edificó  casa,  horno  ó 
molino  en  tierra  de  uno,  éste  cuya  es  la  tierra 
quedará  con  lo  edificado  en  ella,  abonándose  al 
o f;ro  la  mitad  de  la  mejora. 

Esta  opinión  de  Ayora  nos  parece  insosteni- 
ble, y se  halla  contradicha  por  Sala  y Febrero, 
quienes  interpretan  aquellas  leyes  de  la  muñe- 
ra que  nosotros:  esto  es,  en  la  forma  que  deja- 
mos consignada  en  el  artículo.  En  efecto,  dice 
Gutiérrez:  «¿Puede  ser  dudoso  que  correspon- 
de (la  viña)  al  dueño  del  suelo  cuando  declara 
que  aquel  cuya  fuere  la  tierra  plantada  de  viña 
torne  el  terradgo?» 

Admitido,  pues,  que  el  dueño  del  suelo  adquie- 
re lo  construido  ó mejorado,  ¿que  deberá  resti- 
tuir en  concepto  de  ganancial:'  Ayora.  fundán- 
dose en  las  palabras  de  la  ley,  la  mitad  de  la 
apreciadura  cuanto  asmaren  que  cuesta  la  he- 
chura, entiende  que  ha  de  pagarse,  no  la  mitad 
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código  civrt 


¿Se  lo  que  valen  los  edificios,  sitió  la  mitad  de  lo 
queso  gastó  en  ellos.  Esta  interpretación  pare- 
ce la  estrictamente  legal,  Gutiérrez,  sin  embar-  ■! 
go  dice  que  la  ley  se  ha  explicado  de  una  ma- 
nera estrecha;  la  mejora — -añade — vale  más,  im-  i 
porta  masque  lo  gastado  en  producirla:  !a  sen-  j 
tcncia  que  adjudicase  la  mitad  do  la  mejora,  y , 
no  los  gastos,  salvo  superior  dictamen,  nonos  , 
parecería  injusta. 

Artículo  1447.— -Se  reputarán  ganancia- 
les todos  los  bienes  del  matrimonio,  mien- 
tras no  se  pruebe  que  pertenecen  privativa- 
mente al  marido  ó á la  mujer. 

051  í OENES 

Ley  203  del  Estilo. 

Ley  4.",  tít.  IV,  lib.  X,  Nov.  Rec. 

concordancias 

Oononerda  con:  Arts.  1402,  Cód.  Francia. — 
220  Holanda. — 1088  Vaud. — 2374  Luisiana.- — 
En  parle  con  1437  y 1445  Italia. 


DE  ESPAÑA 


como  relativa  á cuestiones,  de  heoho  correspon- 
de á la  Sala  sentenciadora  (Sents.  21  Setiembre 
1867  y 7 Mayo  1868). 

Sí-bien  la  ley  4.*,  . tít.  IV,  Jlb.  X,  Nov.  Roe., 
prescribe  que  so  reputen  como  bienes  ganan- 
ciales en  la  sociedad  conyugal  los  que  señala- 
damente no  se  justifique  pertenecer  á uno  de 
los  cónyuges  individualmente,  semejante  califi- 
cación no  es  dado  determinarla  con  exaotitud 
antes  de  practicarse  el  inventario  y división  do 
la  herencia,  do  cuyo-  resultado  ha  de  despren- 
derse la  naturaleza,  "cuantía  y procedencia  de 
los  mismos  bienes  (Sent.  29  Diciembre  1873}, 

Sin  e¿ta  previa  liquidación  no  se  adquiere  ni 
es  trasmisible  el  derecho  hereditario,  pues  que 
se  carece  de  título  bastante  á determinar  el  do- 
minio sobre  la  cosa  ó herodad  que  se  pretenda 
trasferir  á un  tercero;  circunstancias  que  colo- 
can al  vendedor  en  la  disposición  á que-  se  re- 
fiere la  ley  19,  tít.  V,  Partida  5.*,  que  trata  de 
la  enajenación  de  ajenas  pertenencias  (Sent.  29 
Diciembre  1873). 

Según  las  leyes  2. " y 4.a,  tít.  IV,  lib.  X,  Noví- 
sima Itec.,  los  bienes  de  los  cónyuges  se  presu- 
men comunes  mientras  no  se  pruebe  lo  contra- 
rio (Sent.  29  Enero  1874). 


JURISPRUDENCIA 


COMENTARIO 


Según  la  ley  4.a,  tít.  IV,  lib.  X,  Nov.  Rec., 
«los  bienes  que  han  marido  ymugerson  de  am- 
bos por  medio,  salvo  los  que  probare  cada  uno 
que  son  suyos  apartadamente;»  siendo  esta  jus- 
tificación un  hecho  sujeto  aprueba,  y estimada 
por  la  Sala  sentenciadorada  practicada  sin  que 
contra  esa  apreciación  se  haya  alegado  al- 
guna infracción  de  ley  ó doctrina  legal,  la 
sentencia  que  determina  qué  bienes  eran  de 
uno  de  los  cónyuges  y cuáles  otros  deben  re- 
putarse gananciales,  no  infringe  Ja  expresada 
ley  4.*  (Sent,  28  Enero  18C6), 

Aí  disponer  .Ja  ley  4.a,  tít.  IV,  lib.  X,  Novísi- 
ma Roe.,  que  los  bienes  que  han  marido  y mu- 
jer sean  de  ambos  por  mitad,  exceptúa  de  esta 
regia  los  que  probare  cada  uno  que  son  suyos 
apartadamente:  y la  apreciación  de  esta  prueba, 


L- 


La  ley  de  Partidas  había  dicho  que  toda  cosa 
que  hallasen  en  el  matrimonio  debía  suponer- 
se que  era  de  los  bienes  del  marido,  hasta 
que  ella  mostrare  lo  contrario.  Esta  presunción 
no  era  realmente  fundada  ni  justa,  como  tam- 
poco lo  sería  la  de  considerar  propios  de  la  mu- 
jer todos  los  bienes,  mientras  no  hubiere  prue- 
ba en  contra. 

La  ley  recopilada  resuelve  la  cuestión  más 
equitativamente,  pues  según  ella,  los  bienes  que 
han  marido  y mujer  son  de  ambos  por  medio , 
salvo  los  que  probare  cada  uno  que  son  suyos 
apartadamente ; esto  es,  que  cada  cónyuge  so 
tendrá  por  dueño  de  aquello  que  justifique  per* 
fenecerle,'  y allí  donde  falte -prueba 1 suficiente 
se  considerarán  como  gananciales  y Se  partirán 
por  mitad  en  la  forma  ordinaria.  : 

• -di  ó ‘ ' i'i > 
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SECCION  TERCERA 

DE  LAS  CARGAS  Y OBLIGACIONES  DE  LA  SOCIEDAD  LEGAL 


Artículo  1448. — Son  cargo  de  la  sociedad 
conyugal: 

l.°  . Todas  las  deudas  y obligaciones  con- 
traídas durante  el  matrimonio  por  el  mari- 
do, y también  las  que  contrajere  la  mujer  en 
los  casos  en  que  puede  legalmente  obligar 
á la  sociedad  (o). 

2 ° El  mantenimiento  de  la  familia,  edu- 
cación'de  los  hijos  y las  demás  obligaciones 
que  pesan  sobre  el  marido  durante  ei  ma- 
trimonio (b). 

3.°  Las  dotes  y donaciones  pi'opter  nup- 
tías  dadas  ó prometidas  á los  hijos  por  am- 
bos cónyuges,  ó solamente  por  el  marido 
durante  el  matrimonio  (c). 

Orígenes 

a)  Ley  14,  tít.  XX,  lib.  III,  Fuero  Real. 

Ley  207  del  Estilo. 

Ley  9.a,  tít- IV,  lib.  X,  Nov;  Rec.  (60 
de  Toro). 

r Arte.  56,  51  y 53,  ley  Matrimonio  civil. 

b)  Ley  3.“,  tít.  VIII,  lib.  III,  Fuero  Real. 

Leyes  2.‘  y 4.a,  tít.  XIX,  Partida  4.a 

Art,  63,  ley  Matrimonio  civil. 

c)  Ley  IV,  tít.  IV,  lib.  X,  Nov.  Rec. 

JURISPRUDENCIA 

Los  bienes  gananciales  están  preferentemen- 
te obligados  al  pago  de  las  deudas  contraídas 
durante  el  matrimonio  (Sent.  22  Setiembre  1859) . 

Entre  las  cargas  de  la  sociedad  conyugal  no 
Be  comprende  la  de  mantener  un  hijo  natural 
del  marido  (Sent.  L*  Marzo  1867). 

Todos  los  bienes  dé  la  sociedad  conyugal  se 
hallan  inmediatamente  afectos  al  cumplimiento 
do  las  obligaciones  y cargas  contraídas  en  bene- 
ficio de  la  misma,  ya  lo  hubiesen  sidomancorou- 
nadamente,  ó por  sólo  el  marido  como  legítimo 
administrador,  y mientras  no  se  justifique  in- 
tervino ánimo  doloso  en  ello  (Sent.  11  Fe- 
brero 1870)»;'!. 


COMENTARIO 

La  doctrina  de  este  artículo  está  sobradamen- 
te repetida  en  los  artículos  que  preceden. 

En  ellos  hemos  dicho  el  objeto  do  las  dotes  y 
donaciones  propler  nuptias  , cual  es  el  soste- 
1 nimiento  de  la  nueva  familia,  los  gastos  todos 
que  se  ocasionan  con  el  nuevo  estado,  el  mante- 
nimiento de  los  esposos  y de  la  prole,  la  edu- 
cación y dotación  do  ésta,  etc.,  etc. 

Con  arreglo  al  proyecto  de  Código,  se  consi- 
dera también  como  carga  do  la  sociedad  conyu- 
gal el  mantenimiento  de  ios  hijos  legítimos  do 
uno  de  los  cónyuges.  Nuestras  leyes  nada  dicen 
sobre  este  particular. 

En  cuanto  á las  cargas  puramento  personales 
de  los  esposos,  como  el  mantenimiento  y edu- 
cación de  un  hijo  natural,  no  pueden  gravar 
sobre  la  sociedad  legal,  y así  lo  ha  declarado  el 
Tribunal  Supremo. 

El  proyecto  de  Código  establece  que  lo  per- 
dido en  juego  lícito  por  el  marido,  y no  satis- 
fecho, es  cargo  de  la  sociedad  legal,  y que  lo 
perdido  y satisfecho  durante  el  matrimonio  por 
alguno  de  los  cónyuges  en  cualquiera  clase  do 
juego,  no  disminuye  su  parte  de  gananciales. 
Aunque  carecemos  de  ley  expresa  sobre  la  ma- 
teria, entienden  en  general  los  autores  que  lo 
perdido  ó disipado  por  el  marido  cede  en  daño 
delasociedad,  y suele  no  hacerse  mérito  de  ello, 
por  evitar  discordias  y litigios  más  perniciosos 
que  los  mismos  vicios  que  fueron  causa  de  ellos: 
de  lo  contrario,  dice  Goyena,  se  abriría  la  puer- 
ta á escándalos  ó investigaciones  odiosas,  que 
turbarían  la  paz  do  los  vivos  y mancillarían  la 
Opinión  de  los  muertos,  áun  inocentes. 

Artículo  1449.  — Las  penas  pecuniarias 
impuestas  i uno  de  los  cónyuges  serán  de 
cargo  exclusivo  del  mismo,  y no  deberá  sa- 
tisfacerlas el  cónyuge  imjcentc  con  sus  bic 
nes,  ni  con  la  mitad  que  le  pertenezca  do 
los  gananciales  que  existan  al  dictársela 
sentencia  condenatoria. 


CÓDIGO  CIVIL  DB  B8PAÍ5A 
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orígenes 

Leyes  10  y 11,  tít.  IV,  Hb.  X,  Nov.  Rec.  (77  y 
78  de  Toro). 


CONCORDANCIAS 

Concuerda  con:  Art.  1424  Cód.  Francia. 

JURISPRUDENCIA 

Lo  dispuesto  en  la  ley  10,  tít.  IV,  lib.  X,  no 
se  opone  al  cumplimiento  de  las  obligaciones 
contraídas  por  el  marido  en  virtud  de  los  deli- 
tos que  cometa,  ya  se  hagan  efectivos  en  los 
bienes  aportados  al  matrimonio  por  el  mismo 
marido,  ya  do  los  adquiridos  durante  el  con- 
sorcio, pues  éstos  le  corresponden  en  pleno  do- 
minio hasta  que  llega  el  caso  de  disolución  del 
matrimonio,  única  época  en  que,  según  las  le- 
yes 1/,  4.a  y 5.*,  tít.  IV,  lib.  X,  Nov.  Rec.,  pro- 
cede hacer  la  liquidación  de  los  bienes  ganan- 
ciales y de  los  peculiares  ácada  uno  de  los  cón- 
yuges. Aquélla  se  refiere  á los  casos  en  qué 
procedía  la  pena  de  confiscación  de  bienes,  que 
ya  no  existe  (Sent.  4 Marzo  18671. 

La  ley  10,  til.  IV,  lib.  X,  Nov.  Rec.,  establece 
el  principio  de  que  las  condenaciones  pecunia- 
rias que  por  causa  de  delito  se  impongan  á uno 
de  los  cónyuges  son  de  cargo  exclusivo  del  mis- 
ino, sin  que  la  responsabilidad  dé  ellas  pueda 
extenderse  á los  bienes  propios  del  otro,  ni  á la 
mitad  que  á éste  pertenece  en  los  gananciales, 
ó sea  en  los  adquiridos  por  la  sociedad  conyu- 
gal, hasta  el  momento  de  dictarse  la  sentencia 
condenatoria. 

Para  la  aplicación  práctica  del  indicado  prin- 
cipio relativamente  á los  bienes  gananciales,  es 
indispensable  que  se  demuestre  la  existencia 
de  éstos,  lo  cual,  según  la  doctrina  establecida 
por  el  Tribunal  Supremo,  no  puede  verificarse 
sino  por  medio  de  la  liquidación  de  todo  el  cau- 
dal de  la  sociedad  conyugal,  cuando  ésta  cese, 
ya  por  causa  de  divorcio,  ya  por  muerte  de 
alguno  de  los  cónyuges,  ya  por  interdicción  ci- 
vil del  marido,  puesto  que  hasta  entóneos  ésto 
es  el  administrador  exclusivo  de  aquel  caudal  y 
puode  satisfacer  con  el  mismo  las  condenacio- 
nes pecuniarias  queso  le  impongan,  sin  perjui- 
cio de  que  la  mujer  sea  oportuna  y cumplida- 
mente indemnizada  para  sacar  á salvo,  con  ar- 
reglo á la  mencionada  ley,  su  mitad  íntegra 
de  los  gananciales  quo  realmente  existan  al  dic- 
tarse la  sentencia  condenatoria  de  su  marido 
[Sentencias  7 Febrero  1870  y 8 Mayo  1873) 


COMENTARIO 

Afirma  Santo  Tomás  (1)  quo  en  algún  caso 
es  lícito  que  una  pena  recaiga  sobre  uno  quo 
no  haya  cometido  culpa,  con  tal  que  exista  cau- 
sa, y pone,  entre  otros  ejemplos,  el  de  que  los 
bienes  de  uno  dependan  del  bien  de  otro,  como 
cuando  por  el  crimen  de  lesa  majestad  el  hijo 
pierde  la  herencia  del  padre. 

Sin  embargo,  en  buenos  principios  jurídicos, 
y cualquiera  que  sea  el  concepto  racional  que 
de  la  pena  se  tenga,  no  e9  admisible  que  é!  Ino- 
cente sufra  la  que  se  impuso  al  delincuente.  Es 
regla  en  materia  de  imputabilidád  que  debe-te- 
nerse muy  presente,  por  más  que  con  frecuencia 
haya  sido  olvidada,  que  cada  uno  ha  da. respon- 
der única  y exclusivamente  de  los  actos  suyos. 
Podrá  alguna  vez  resultar  da  la  pena  impuesta 
al  criminal  un  daño  al  que  no  ha  delinquido; 
pero  esto  será  fruto  de  la  imperfección  de  los 
medios  de  que  la  sociedad  ha  de  valerse  para’ 
castigar:  será  al  fin  una  desgracia,  que  conviene 
evitar  en  cuanto  sea  posible. 

En  estas  consideraciones  está  basada  la  ley 
77  de  Toro  que  comentamos.  «Por  delicto  que 
el  marido  ó la  muger  cometiere, — dice  dicha 
ley, — aunque  sea  de  heregía,  ó de  otra  cual- 
quiera calidad,  no  pierda  el  uno  por  el  delicto 
del  otro  sus  bienes,  ni  la  mitad  de  las  ganan- 
cias avidas  durante  el  matrimonio,  é manda- 
mos que  sean  ávidos  por  bienes  de  ganancia 
todo  lo  multiplicado  durante  el  matrimonio, 
fasta  que  por  el  tal  delicto  los  bienes  de  cual- 
quier dallos  sean  declarados  por  sentencia,  aun- 
que el  delito  sea  de  tal  calidad  que.  imponga 
la  pena  ipso  jure.» 

Complétase  esta  ley  con  la  disposición  de  la 
78,  hoy  innecesaria,  que  dice:  «La  tnbjer 'duran- 
te el  matrimonio  por  delicto  pueda  perder  en 
parte  ó en  todo  sus  bienes  dótales,  ó de  ganan- 
cia, ó de  otra  qualquier  calidad  que  sean.» 

. Ténganse  muy  en  cuenta  las  sentencias  del 
Supremo  Tribunal  que  dejamos  trascritas  en  la 
jurisprudencia  sobre  La  manera  como ' debe  en- 
tenderse la  ley  77  de  Tofo.  . ...  ¡ ..  ■,  -j 

La  última  parte  de  nuestro  artículo  refleja  }a 
doctrina  de  la  conclusión  dé  la. misma  ley  7?. 
Hoy  todavía  es  más  lógica  su  decisión:  no  ha- 
biendo delitos  que  impongan  la  pena  ipso- jure, 
la  condena  no  lo  es  hasta  quo  se  hace  ejecuto- 
ria,  y por  consiguiente  la  declaración  de  la  ley 
no  trena  más  objoto  que  no  dar  eCootq  retroa0" 
tivo  á la  sentencia  conden  atoria. 

' — . u ■ ■ i I 1 ■ 

(1)  Sancho  Llamas. — Leyes  de  Toro  T7-, 
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SECCION  CUARTA 

DE  LA  ADMINISTRACION  DE  LA  SOCIEDAD  LEGAL 


Artículo  1450.-— Ai  marido  corresponde 
ia  administración  de  los  bienes  de  la  socie- 
dad legal  y la  facultad  de  enajenarlos  sin  el 
consentimiento  de  su  mujer,  salvo  lo  dis- 
puesto en  el  artículo  siguiente. 

ORÍGENES 

Ley  5.a,  tit.  IV,  lib.  X,  Nov.  Rec, 

Art.  45,  ley  de  Matrimonio  civil. 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  con:  Art.  1421,  Gód.  Francia. — 
1104  y 1117  Portugal.— 179  Holanda.— 2373 
Luisiana. — 1238  Austria. — 1452  Bolivia. — 1278 
Valais.— 1161  Neufchatel. — 1063  Vaud. 

JURISPRUDENCIA 

Con  arreglo  á la  ley  5/,  tít.  IV,  lib.  X,  Noví- 
sima Recopilación,  los  bienes  que  fueron  gana- 
dos, mejorados  y multiplicados  durante  el  ma- 
trimonio entre  marido  y mujer,  que  no  fuesen 
castrenses  ni  cuasi-castrenses,  los  puede  enaje- 
nar el  marido  durante  el  matrimonio  sin  licen- 
cia ni  otorgamiento  de  eu  mujer,  siendo  válido 
el  contrato,  salvo  si  se  probare  que  se  hizo  cau- 
telosamente por  defraudar  ó damnificar  á la  mu- 
jer (Sent.  18  Octubre  1864). 

COMENTARIO 

El  marido  es  el  administrador  de  todos  los 
bienes  de  la  familia,  salvo  los  casos  que  como 
excepción  se  consignan  en  algunas  leyes:  así  lo 
dispone  terminantemente  la  del  matrimonio  ci- 
vil; mas  aunque  así  no  lo  dispusiera,  bastaba  la 
declaración  de  la  ley  5.a,  tít.  IV,  lib.  X,  Novísi- 
ma Recopilación,  para  que  el  marido  tuviere 
aquel  carácter;  porque  concedido  lo  más,  como 
es  la  facultad  de  enajenar,  estaba  comprendi- 
do lo  menos,  que  es  la  administración. 

«Otrosí — dice  Ja  ley — que  los  bienes  que  fue- 
ren ganados,  mejorados  y multiplicados  duran- 
te el  matrimonio  entre  el  marido  y la  mujer, 
tomo  u 


que  no  fueren  castrenses  ni  cuasi-castrcnscs, 
que  los  puede  enajenar  el  marido  duranto  el 
matrimonio,  si  quisiere,  sin  licencia  ni  otorga- 
miento de  su  mujer,  y que  el  contrato  de  onajo- 
namiento  vala,  salvo  si...,»  etc. 

No  creemos  que  esta  regla  preciso  más  am- 
plias explicaciones. 

Artículo  1451. — Toda  enajenación  ó con- 
venio que  sobre  bienes  gananciales  haga 
el  marido  en  daño  ó fraude  de  la  mujer,  no 
. perjudicará  á ésta  ni  á sus  herederos. 

ORÍGENES 

Ley  5.%  tít.  IV,  lib.  X,  Nov.  Rec. 

COMENTARIO 

La  misma  ley  de  que  nos  hemos  ocupado  en 
el  artículo  precedente,  después  de  conferir  al 
marido  la  facultad  de  enajenar  los  bienes  ga- 
nanciales, añade:  Salvo  si  fuere  probado  que  se 
fizo  (la  enajenación)  cautelosamente  por  de- 
fraudar ó damnificar  á la  mujer. 

Discuten  los  autores  sobre  la  facultad  do! 
marido  para  hacer  donaciones  con  los  bienes 
gananciales. 

Palacios  Rubios  resuelve  negativamente  la 
cuestión;  pero  Gómez  entiende  lo  contrario,  y 
Acevedo,  buscando  un  término  de  transacción, 
explica  que  toda  enajenación  será  nula  cuando 
envuelva  daño  ó fraude,  y por  tanto,  la  dona- 
ción debe  hallarse  sujeta  á la  misma  regla,  sin 
que  haya  inconveniente  en  tenerla  por  válida 
cuando  el  fraude  ó dolo  no  se  justifican. 

El  Sr.  Gutiérrez  combate  este  temperamento 
y dice:  «La  enajenación  á titulo  oneroso  no  des- 
truye, sólo  cambia  el  capital:  el  fraude  no  se 
descubre  sinó  en  tanto  que  se  pruebe  haberse 
empleado  la  venta  como  medio  de  hacer  desapa- 
recer los  bienes:  ¿sucede  lo  mismo  con  la  dona- 
ción? Vender  una  cosa  por  ménos  precio  quo 
su  valor,  es  más  que  presunción,  es  prueba  de 
■ un  fraude;  darla  de  baldo,  ¿qué  será?  Ridículo 
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es  afirmar,  dice  Malienzo,  que  la  mujer  adquie-  ' 
ra  la  mitad  de  lo  ganado  durante  el  matrimo-  ■ 
nio,  si  oí  marido,  teniendo  ó no  teniendo  hijos, 
ha  de  poder  enajenar  esa  parte  correspondiente  ' 
á su  esposa,  lo  mismo  por  donación  que  por 
venía:  Vona.lio  e.st  titulas  dissipatibus.» 

Otros  autores,  Sala  y Molina  entre  ellos,  sos- 
tienen que  el  marido  puede  hacer  donaciones  i 
moderadas  y con  causa,  mas  no  copiosas  y sin  ■ 
causa,  que  disipen  el  patrimonio. 

Suscita  Gómez  la  cuestión  de  ¿ que  recurso 
podrá  utilizar  la  mujer  para  recobrar  los  bienes 
enajenados  en  su  fraudo,  ó con  ánimo  de  dafn- 


SECCION 

DE  LA  DISOLUCION  DE 


Artículo  1452. — La  sociedad  legal  se  di- 
suelve únicamente  en  los  casos  marcados 
por  la  ley. 

ORÍGENES 

Véanse  las  citas  de  los  artículos  155,  159, 
167,  175  y 177. 

JURISPRUDENCIA 

La  separación  de  los  cónyuges  por  la  sola  vo- 
luntad del  marido,  que  huyó  de  la  compañía  de 
su  mujer,  no  priva  á ésta  del  derecho  que  tiene 
á la  mitad  de  los  gananciales,  y la  Sala  senten- 
ciadora, al  declarar  que  á pesar  de  esta  separa- 
ción vivieron  de  consuno  marido  y mujer  para 
los  efectos  indicados,  no  infringe  las  leyes  i.3  y 
5.J,  tít.  IV,  1 ib . X,  Nov.  Reo.  (Sent.  26  Junio 
1876.] 

COMENTARIO 

La  sociedad  de  gananciales  se  disuelve; 

1. °  En  todos  los  casos  en  que  se  disuelve  el 
matrimonio. 

2. °  Cuando  el  matrimonio  se  declare  nulo, 
bien  que  en  este  caso  os  preciso  tener  presente 
si  hubo  ó no  buena  fe  por  parte  de  upo  ó ambos 
cónyuges,  según  dejamos  oportunamente  ox-  ¡ 
plica  do. 
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niñearla?  El  mismo  Gómez  contesta  á esta  duda 
diciendo  que  si  las  cosas  enajenadas  existen, 
podrá  la  mujer  repetir  directamente  contra  ellas 
donde  quiera  que  se  encuentren;  pero  si  hubie- 
ren desaparecido,  deberá  repetir  contra  los  bie- 
nes propios,  del  marido,  ó contra  la  parte  de 
gananciales  que  á este  haya  de  corresponderlo. 
Mas  si  el  marido  careciese  de  unos  y otros  bie- 
nes, podrá  la  mujer  dirigirse  contra  el  poseedor 
délas  cosas,  en  el  mismo  modo  y forma  que  es- 
tablecen las  leyes  cuando  se  trata, de  reclamar 
contra  las  enajenaciones  hechas  en  fraude  de, 
acreedores.  . . 


QUINTA 

LA  SOCIEDAD  LEGAL 


3."  En  el  caso  de  divorcio. 

En  cuanto  á la  renuncia  de  los  gananciales, 
no  puede  decirse  en  absoluto  que  disuelvan  la 
sociedad  legal:  los  efectos  de  la  renuncia  los 
hemos  explicado  en  el  lugar  correspondiente. 

La  disolución  por  muerte  queda  comprendi- 
da en  el  primero  de  los  casos  enumerados;  pero 
tengase  en  cuenta  que  Febrero  cita  varios  casos 
en  que  después  del  fallecimiento  de  uno  de  los 
cónyuges  puede  continuar  una  especie  de  so- 
ciedad, muy  semejante  á la  legal;  tales  son:  l.°, 
si  así  se  pactó  en  los  contratos  nupciales;  2.“,  si 
se  guardase  así  por  fuero  ó costumbre  en  algún 
lugar;  3.°,  cuando  los  bienes  relictos  fuesen 
todos  gananciales,  y 4.°,  cuando  la  hacienda 
está  pro  indiviso,  los  interesados  viven  juntos 
de  los  productos  del  caudal,  y sin  llevar  cuenta 
ni  razón,  , . 

En  cuanto  al  divorcio,  Acevedo  y Matienzo 
creen  que  el  causante  de  la  separación  no  se 
exime  de  la  sociedad,  y que  sólo  el  inocente  es 
el  que  puede  reservar  los  productos  de  sus  bie- 
nes, sin  sufrir  el  gravamen  de  la  sociedad.  Sin 

embargo,  las  leyes  no  autorizan  esta  inteli- 
gencia. 

Artículo  1453. — I.a  mujer  pierde  los  ga- 
nanciales por  adulterio  (a),  por  el  abandono 
de  la  casa  marital  (6),  ó por  hacer  vida  di- 
soluta en  la  viudez  (c). 
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ORÍGENES 


(<l)  Ley  2.a,  tít.  VII,  lib.  IV,  Fuero  Reál, 
{!>)  Ley-  5. "i  tít.  V,  lib.  IV,  Fuero  Real. 
;(o)  Ley  ,5.a;  tít.  IV,  lib.  X,  Nov.  Rec. 

COMENTARIO 

Si  muger  desposada  ¡hiere  adulterio...  de- 
sús bienes  faga  (el  marido)  lo  que  quisiere. 

Si  alguna  muger  se  partiese  de  su  mar  ido  é 
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Re  fuere , afrontándola  el  marido  que  no  se  va- 
ga... pierda  todo  cuanto  ganaron  en  uno,  y há- 
¡ galo  el  marido. 

Si  la  muger  fincare  viuda  y siendo  viuda  vi- 
' viorñ  lujuriosamente , que  pierda  los  bienes 
que  ovo  por  razón  de  su  mitad  de  los  bienes 
que  fueron  ganados  y mejorados  por  su  marido 
y por  ella  durante  el  matrimonio... 

Tales  son  los  preceptos  de  las  trc3  leyes  cita- 
tedas,  cuya  observancia  es  dudosa  en  la  práctica. 

Véase  nuestro  artículo  í 54. 


SECCION  SEXTA 

DE  LA  LIQUIDACION  DE  LA  SOCIEDAD  LEGAL 


- Artículo  1454. — Disuelta  que  sea  la  socie-  ; 
dad  legal,  la  cantidad  líquida  que  formen  los 
gananciales  se  dividirá  por  mitad  entre  ma- 
rido y mujer  ó sus  respectivos  herederos. 

ORÍGENES 

Leyes  1.a  y 31*,  tít.  IV,  lib.  X,  Nov.  Rcc. 
concordancias 

Concuerda  con  art.  2375,  Cód.  Luisiana. 

+ 

JURISPRUDENCIA 

J.  • -t'.i.  ; 

^Los  bienes  gananciales,  como  sujetos  prefe-  : 
rentdmehtea  responder  delasdeudas  contraídas 
durante  el  matrimonio,  no  pueden  formar  parte 
del  caudal  hereditario,  líquido,  partible,  mien- 
tras que  no  estén  aquéllos  Satisfechos,  ni  tam- 
poco estimarse  con  derecho  y acción  á los  he- 
rederos para  reivindicarlos  de  poder  del  acree- 
dor que  los  recibió  eii  pago  de  su  crédito  ó de 
aquel  á quien-  el  mismo  los  trasmitió  legítima- 
mente, sin  otras  diligencias  previaá  que  las  do 
haberse  pedido  y Otorgado  por  el  juez  la  pre- 
vención de  la  testamentaría  (Sent.  22  Setiembre  ■ 
1 859).  " J- 

' Las  leyes  l.\  3.*  y 5.a,  tít.  IV,  lib.  X,  Noví- 
sima Rec.,  que  tratan:  la  1.a,  del  modo  de  partir 
éntre  marido  y mujeríos  biénes  adquiridos  en 
el  matrimonio:  la  3.a,  que  declara  que  los  fru- 
tos  &é  los  bienes  propios  del'márído  ó déla  mu- 
lesean  tíomutio*,  y ls 5.",  que  ordena  qué  bie- 


nes son  comunes,  ó de  marido  ó mujer,  son  in- 
aplicables al  pleito  si  en  él  no  so  ha  ventilado 
cuestión  alguna  que  tenga  relación  con  dichas 
leyes,  sinó  la  demanda  del  concurrente,  limita- 
da á pedir  la  mitad  de  los  productos  do  bienes 
propios  de  la  mujer,  con  los  cuales  se  viene  ali- 
mentando hace  muchos  años,  sin  que  el  marido 
la  dé  para  elio  otro  recurso  de  lo  que  él  pueda 
tener  propio  ó adquirido  con  su  industria  (Sen- 
tencia 5 Junio  Í87ü). 

COMENTARIO 

El  precepto  contenido  en  este  artículo  no  ne- 
cesita explicación  después  de  haber  consignado 
en  otros  artículos  qué  eran  bienes  gananciales 
y qué  efectos  causaba  la  sociedad  legal  entro 
los  cónyuges.  Pártanlo  de  por  medio , decía  la 
ley  del  Fuero:  resumiendo  estas  palabras  el  con- 
cepto de  la  sociedad  de  ganancias. 

Mas  para  hacer  esta  división  adjudicándola 
mitad  á cada  uno  de  los  cónyuges,  óá  los  res- 
pectivos herederos  en  su  caso,  es  preciso  liqui- 
dar ántes  las  obligaciones  y derechos  de  la  di- 
suelta sociedad. 

Nuestras  leyes  no  han  estatuido  en  qué  íorma 
haya  de  practicarse  esta  liquidación;  así  es  quo 
suele  usarse  él  mismo  procedimiento  que  si  por 
fallecimiento  de  uno  hubiera  que  proceder  al 
pago  de  sus  deudas,  al  cobro  de  sus  créditos  y 
ár  la' distribución  y adjudicación  del  caudal  he- 
reditario. 

El  proyecto  de  Código  señalaba  los  roquisitoa 


CÓDIGO  CIVIL  DB  B8FANA 


l'.'J 


y formalidades  que  habían  de  observarse  al  li- 
quidar  la  sociedad  legal.  Aunque  estas  reglas 
no  están  vigentes,  conviene  conocerlas,  porque 
muchas  de  ellas  sirven  de  aplicación  práctica  en 
muchos  casos. 

En  primer  lugar  dice:  «Se  procederá  á la  for- 
mación de  inventario,  disuelta  que  sea  la  so- 
ciedad, á menos  de  haberse  renunciado  á ella. 
Tampoco  se  formará  inventario  cuando  S0  trate 
de  un  matrimonio  nulo,  contraído  de  mala  fe 
por  alguno  de  los  cónyuges. 

El  inventario  se  comprenderá  numéricamen- 
te y se  traerán  á colación  las  cantidades  que 
habiendo  sido  satisfechas  por  la  sociedad  legal 
sean  rebajables  de  la  dote  y del  capital  del  ma- 
rido. También  se  traerá  á colación  ef  importe 
de  las  donaciones  y enajenaciones  que  deban 
considerarse  ilegales  ó fraudulentas.  (Véase 
nuestro  art.  1451). 

No  se  incluirán  en  el  inventario  los  efectos 
que  compusieren  el  lecho  de  que  usaban  ordi- 
nariamente los  esposos,  y se  entregarán  libre- 
mente al  que  de  ellos  sobreviva. 

También  se  entregará  á la  viuda  su  vestido 
ordinario. 

En  primer  lugar,  se  liquidará  y pagará  la  do- 
te de  la  mujer.  [Téngase  presente  en  este  pun- 
to cuanto  hemos  dicho  sobre  restitución  de  la 
dote,  y las  disposiciones  de  la  ley  Hipotecaria.)  \ 

Después  de  la  dote  de  la  mujer,  se  pagarán 
as  deudas  y las  cargas  y obligaciones  de  la 
sociedad.  (Estas  deudas,  lo  mismo  que  la  dote, 
se  hallan  sujetas  á la  clasificación  correspon- 
diente, según  los  casos.) 

Seguidamente  se  liquidará  y pagará  el  capi- 
tal del  marido  hasta  donde  alcance  el  caudal 
inventariado,  haciendo  las  rebajas  que  corres- 
pondan del  mismo  modo  que  se  hicieron  en  la 
dote. 

Hechas  todas  estas  reducciones,  el  resto  del 
caudal  compondrá  el  fondo  de  gananciales. 

En  cuanto  á las  pérdidas  y demejoras,  así  en 
los  muebles  como  en  los  inmuebles,  se  observa- 
ran las  disposiciones  vigentes. 

El  fondo  líquido  de  gananciales  se  dividirá 
poi  mitad  entre  marido  y mujer  ó sus  respec- 
tivos herederos. 

«Cuando  haya  de  ejecutarse  simultáneamen- 
te la  liquidación  de  gananciales  de  dos  ó más 
matrimonios  (termina  diciendo  el  proyecto  de 
Código),  contraídos  por  una  misma  persona, 
se  admitirá  toda  clase  de  pruebas,  incluso  la  tes- 
timonial, á falta  de  inventarios,  para  fijar  ol  fon- 
do de  cada  uno;  en  caso  de  duda,  se  dividirán 


entrólas  diferentes  sociedades  en  proporción 
al  tiempo  de  su  duración  y á los  bienes  propios 
de  cada  uno  de  los  socios.  j> 

Nada  dicen  tampoco  las  leyes  sobre  este  pun- 
to; pero  Febrero,  en  losnúmS-29  al  31,párr.  l.«, 
cap.  IV,  lib.  I,  parte  segunda,  entiendo  que  no 
acreditándose  en  qué  matrimonio  de  los  del  pa- 
dre común  se  hicieron  los  gananciales,  ni  los 
que  éste  lucró  en  su  viudez,  deberán  dividirse 
igualmente  entre  los  .dos  matrimonios.  Esco- 
bar, citado  por  Febrero,  había  resuelto  la  difi- 
cultad del  mismo  modo  que  lo  hizo  después  el 
proyecto  de  Código,  y á nuestro  entender  es 
más  equitativo  que  el  propuesto  por  Febrero. 

De  este  modo,  sin  embargo,  puede  complicar- 
se más  la  dificultad  si  no  pudiese  justificarse 
cumplidamente  el  importe  de  los  bienes  propios 
. de  cada  cónyuge  en  el  primero  y segundo  matri- 
' monio.  En  este  caso,  dice  Cayena  que  se  divi- 
dirán los  gananciales  según  la  duración  de 
cada  uno  de  los  matrimonios;  porque  presu- 
miéndose hechos  aquéllos  en  uno  y otro,  debe 
presumirse  también  que  se  hicieron  más  ó me- 
nos en  proporción  á lo  que  duró  cada  sociedad: 
el  tiempo  es  aquí  la  sola  regla  prudencial  de 
proporción. 

Artículo  1455, — Las  mandas  hechas  por 
el  marido  á la  mujer  no  se  imputarán  en 
la  mitad  de  gananciales  que  á ésta  corres- 
ponderán, con  arreglo  á lo  dispuesto  en  el 
artículo  anterior. 

ORÍGENES 

Ley  8.',  tít.  IV,  lib.  X,  Nov.  Reo.  (16  de 
Toro). 

COMENTARIO 

Se  han  perdido  los  autores  en  minuciosas  in- 
dagaciones acerca  dol  fundamento,  base  y ori- 
gen de  esta  ley. 

Estas  diversas  opiniones  pueden  estudiarse 
resumidas  en  los  comentarios  á la  ley  de  Toro 
de  Sancho  Llamas, 

-Nosotros  omitimos  hacer  aquí  relación  de 
ellas,  porque  las  tenemos  por  hijas  de.  un  exce- 
sivo afan  de  sutilizar,  y después  do  todo,  nip- 
guna  ó muy  escasa  utilidad  práctica  propop^ 
cionan. 

Por  otra  parte,  el  precepto  contenido  en  ltt 
ley  que  comentamos  es  clarísimo,  y segura- 
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mente  no  dará  lugar  á dudas  y dificultades 
cuando  se  trate  de  su  aplicación. 

Artículo  1456. — Disuelta  lasociedad legal, 
los  bienes  gananciales  pertenecen  respecti- 
vamente á los  cónyuges  á quienes  fueron 
adjudicados,  y son  de  su  absoluta  y libre  dis- 
posición. 

orígenes 

Ley  6.a,  tít.  IV,  lib.  X,  Nov.  Rec.  (14  de 
Toro). 

JURISPRUDENCIA 

Si  resulta  en  autos  que  una  madre  entregó  á 
su  hijo  menor,  por  evitar  trabacuentas  y dis- 
gustos, ciertos  bienes. raíces  adquiridos  durante 
el  matrimonio,  no  reservando  la  mitad  que  en 
ellos  la  correspondía  como  ganancial,  y des- 
pués pide  que  esa  mitad  se  liquide,  promovien- 
do un  llamado  juicio  de  testamentaría  volunta- 
rio, oponiéndose  el  recurrente  que  solicitó  la 
exclusión  del  inventarío  de  los  expresados  bie- 
nes, que  poseía  como  suyos  más  de  treinta  años 
antes  de  la  demanda,  la  sentencia  que  desestima 
la  solicitud  de  exclusión  infringe  la  ley  34,  títu- 
lo XIV,  Partida  3.a,  que  dispone  que  lo  que  orne 
quita  á su  contentor  por  enojo  de  no  seguir 
pleito  no  lo  puede  después  demandar  (Sent.  15 
Febrero  1876). 

COMENTARIO 

El  precepto  de  la  ley  no  puede  ser  más  termi- 
nante. «Mandamos  que  el  marido  y la  mujer, 
suelto  el  matrimonio,  aunque  casen  segunda 
ó tercera  vez,  ó más,  puedan  disponer  libre- 
mente de  los  bienes  multiplicados  durante  el 
primero,  ó segundo,  ó tercero  matrimonio,  aun- 
que haya  habido  fijos  de  los  tales  matrimonios 
ó de  algunos  de  ellos,  durante  los  cuales  ma- 
trimonios los  dichos  bienes  se  multiplicaron; 
como  de  los  otros  sus  bienes  propios  que  no 
oviesen  seido  de  ganancia,  sin  ser  obligados  á 
reservar  á los  tales  hijos  propiedad  ni  usufructo 
de  los  tales  bienes.» 

Los  bienes  gananciales,  una  vez  adjudicados, 
son  de  la  absoluta  y libre  disposición  del  cón- 
yuge que  los  ha  recibido:  no  tiene,  por  lo  mismo, 
obligación  de  reservarlos  en  favor  de  sus  hijos. 

Gomo  la  ley  no  da  lugar  á dudas  que  deban 
tomarse  en  cuenta,  discuten  los  autores  sobre 
la  razón  de  decidir  de  la  misma.  Prescindiendo 


nosotros  de  este  análisis,  citaremos  únicamento 
la  opinión  de  Llandas,  que  dice:  «La  verdadera 
razón  de  decidir  que  túvola  presento  ley  no  es 
otra  sinó  la  de  que  los  bienes  adquiridos  du- 
rante el  matrimonio  en  razón  de  gananciales 
provienen  de  título  oneroso,  á saber:  de  la  in- 
dustria y trabajo  de  los  contrayentes,  en  cuyos 
bienes  no  se  atiendo  á la  cualidad  de  si  son  ó 
no  lege  delatos  para  haber  de  reservarlos  á los 
hijos  del  primer  matrimonio,  sinó  únicamente 
se  tiene  consideración  á que  no  han  sido  adqui- 
ridos por  título  lucrativo,  sinó  oneroso,  para  po- 
der disponer  de  ellos  sin  la  obligación  de  reser- 
varlos álos  hijos,  áun  cuando  pase  á contraer 
segundo  matrimonio.»  En  el  fondo  participa 
Avendaño  de  la  opinión  de  Llamas,  pero  difie- 
re de  ella  en  algunos  puntos. 

Artículo  1457. — En  la  distribución  do  los 
frutos  de  los  bienes  privativos  de  cada  cón- 
yuge se  observará  lo  dispuesto  en  el  artícu- 
lo 1444. 

Si  á la  disolución  de  la  sociedad  legal  es- 
tuviese en  barbecho  alguna  heredad  propia 
de  uno  de  los  cónyuges,  éste  deberá  abonar 
al  otro  la  mitad  de  los  gastos  ocasionados  en 
la  barbechera. 

ORÍGENES 

Ley  10,  tít.  IV,  lib.  III,  Fuero  Rea!. 

COMENTARIO 

Lo  dispuesto  en  el  art.  1444  real  y positiva- 
mente se  refiere  á la  manera  de  distribuir  los 
frutos  y rendimientos  de  los  bienes  propios  do 
los  cónyuges,  en  el  momento  de  disolverse  la 
sociedad  legal,  pues  solamente  al  llegar  este  ca- 
so ha  de  hacerse  aplicación  de  aquellas  reglas. 

A lo  allí  dicho  únicamente  hemos  de  añadir 
el  contenido  del  segundo  párrafo  del  presente, 
esto  es,  según  las  mismas  palabras  de  la  ley:  é si 
no  f ore  sembrada  (Iatierraj  éfuereen  barbecho, 
el  que  no  ha  nada  en  la  heredad  aya  la  rney- 
tad  de  las  misiones  que  fueren  fechas  en  el 
barbecho. 

Artículo  1458. — El  lecho  cotidiano  se  en- 
tregará al  cónyuge  supérstite,  en  tanto  que 
no  contraiga  segundo  matrimonio. 

ORÍGENES 

Ley  tí.*,  tít.  VI,  lib.  III,  Fuero  Real. 
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Según  expresa  Febrero,  es  práctica  constan-  ; 
te  adjudicar  á la  viuda  los  vestidos  ordinarios,  ' 
y añade  el  mismo:  «Por  vestido  ordinario  se 
entiende  aquel  con  que  la  mujer  salía  ordina- 
riamente á la  calle,  con  docencia,  según  suda- 
se y las  facultades  de  su  marido,  lo  cual  debe 
dejarse  al  prudente  arbitrio.  Los  vestidos  pro* 
ciosos,  de  que  sólo  usaba  la  mujer  en  días  de 
lucimiento,  y cuya  graduación  so  debe  también 
dejar  al  juez,  teniendo  en  consideración  la  ca- 
lidad y caudal  del  marido,  y la  costumbre  del 
país,  entre  personas  iguales  en  el  todo,  por  lo  que  . 
se  puede  dar  regla  fija,  se  le  aplicarán  en  cuen- 
ta de  su  haber.» 

Aparte  de  esta  costumbre,  guardada  general- 
mente, la  ley  del  Fuero  establece  que:  Si  al 

marido  ó la  mujer  muriere,  el  lecho  que  ha- 
bien  cotidiano  finque  al  vivo:  é si  se  casa- 
re tórnenlo  á partición  con  los  herederos  del 
muerto. 

A propósito  de  esta  ley,  examina  Febrero 
tres  cuestiones:  1.a,  de  dónde  ha  de  sacarse: 
2.'\  si  habiendo  deudas  y no  gananciales,  goza- 
rá la  mujer  de  preferencia  sobre  los  acreedores 
del  marido:  3.1,  si  en  cualquier  tiempo  que  case 
la  mujer  deberá  restituii'Io  á los  herederos. 

En  sentir  de  Goyena,  como  el  lecho  no  es 
una  cantidad,  sino  una  cosa  específica  y deter- 
minada. deberá  sacarse,  como  toda  propiedad 


ajena;  ¡con-  preferencia  á todo;  en  tina  palabra, 
se  hará  cuenta  que  el  lecho  no  éxiste  entre  los 
bienes,  y no  se  incluirá  en  el  inventario. 

En  cuánto  al  tiempo  en  que  la  restitución 
Haya  de  hacerse,  entiende  Febrero  que  no  dis- 
tinguiendo la  ley  de  tiempos,  en  cualquiera  en 
que  se  celebre  un  segundo  matrimonio  deberá 
el  cónyuge  devolver  el  lecho  á los  herederos  del 
muerto. 

Puede  presentarse  ademas  otra  dificultad: 
cuando  el  lecho  conyugal  forma  parte  de  la 
dote,  sobré  todo  siendo  ésta  inestimada,  ¿podrá 
la  viuda  conservar  el  lecho,  reclamando  como 
parte  de  la  dote  el  valor  del  mismo,  áun  en  el 
caso  de  que  no  haya  gananciales?  ¿Podrá  en  el 
mismo  caso  retenerlo  el  viudo? 

No  tenemos  noticia  de  que  esta  cuestión  haya 
sido  tratada  por  los  autores.  Parece,  sin  embar- 
go, lo  más  sencillo  que  el  derecho  concedido  al 
viudo  por  la  ley  que  comentamos,  debe  cesar 
cuando  sobre  el  lecho  s,e  ejerce  un  derecho  an- 
terior, como  es  el  que  supone  la  carta  dotal:  y 
en  cuanto  á la  viuda,  que  ésta  no  ha  de  poder 
reclamar  dos  veces  la  misma  cosa,  y por  lo  tan- 
to que  solamente  recibirá  él  lecho  por  razón 
de  su  dote  inestimada.  Lo  contrario  parece  que 
debería  observarse  en  el  caso  en  que  la  doto 
fuese  estimada,  pues  entónces  podría  recibir  la 
apreciacion.de  la  dote  y ademas  el  lecho  coti- 
diano, y del  mismo  modo  podría  retenerlo  el 
viudo,  pagando  á los  herederos  de  su  cónyuge 
la  estimación  completa  de  la  dote. 
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TITULO  VIII 


DEL  CONTRATO  DE  COMPRA  Y VENTA 


CAPÍTULO  PRIMERO 

DE  LA  NATURALEZA  Y FORMA  DE  ESTE  CONTRATO 


Artículo  1459.— El  contrato  dé  compra- 
venta es  aquel  en  que  uno  de,  los  contra- 
yentes se  obliga  á entregar  una  cosa,  y el 
otro  á pagar  por  ella  un  precio  cierto  y en 
dinero.  - , . 

ORÍGENES 

Leyes  1.a' y tít.  V,  Partida  5.*.  ' 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  con:  Arts.  1582  y 1591,  Cód.  Fran- 
cia. r-r-1493  Holanda. — 1447  ItaLia. — 1544  Por- 
tugal.—1112  Vaud. — 1224-  Neuíchatel.  — 1320 
Valais.— 2414  Luisiana. — Art.  T.“,  parte  1.a,  tí- 
tulo Xlj  Píusia.— Ley  5.a,  tít.  V,  lib.  XIX,  Di- 
gesto. "■  ■ ■ 

■ JURISPRUDENCIA 

Si  bien  la  ley  9.a,  tít.  V,  Partida  5.“,  exige  pre-' 
cío  cierto  en  la  compra-venta,  no  invalida  este 
contrato  la  falta  de  dicho  precio  cuando  el  de- 
recho del  reclamante  proviene  de  un  convenio 
privado  (Sent.  19- Enero  1865). 

El  axioma  de  derecho  de  ser  requisitos  esen- 
ciales de- la  compra- venta  el  consentimiento,  la 


cosa  y el  precio,  carece  de  aplicación  cuando 
no  dejan  de  concurrir  ninguno  de  dichos  requi- 
sitos (Sent.  11  Mayo  1868). 

La  ley  1.a,  tít.  V,  Partida  5.\  se  limita  á re- 
ferir lo  que  es  venta  (Sent.  H Mayo  1868]. 

Toda  vez  que  sean  ciertos  en  la  venta  el  pre- 
cio y la  cosa  vendida,  no  es  necesario  que  ésta 
se  describa  específica  y detalladamente  (Sen- 
tencia 10  Noviembre  1888). 

Cuando  en  la  escritura  de  venta  se  fija  deter- 
minadamente el  precio  de  ésta,  no  se  infringe 
la  ley  1.a,  tít.  V,  Partida  5.a  (Sent.  18  Diciembre 
1866). 

La  trasmisión  de  un  derecho  por  precio  cier- 
to es  un  contrato  de  venta,  con  arreglo  á las  le- 
yes 1.a,  10  y 11,  tít.  V,  Partida  o.*  La  senten- 
cia que  califica  de  cesión  dicho  acto  infringe  la 
expresada  ley  ¡Sent.  25  Abril  1867). 

Es  circunstancia  esencial  del  contrato  de  com- 
pra-venta que  sea  sobre  cosa  cierta  (Sent.  11 
Noviembre  1868). 

Cuando  el  contrato  de  venta  de  unas  fincas 
tuvo  efecto  en  legal  forma,  dando  fe  el  notario 
do  la  entrega  de  parte  del  precio,  y asegurando 
el  vendedor  que  tenia  recibido  el  complemento 
del  mismo  precio,  no  puede  decirse  que  tal  con- 
trato fue  gratuito,  sino,  por  el  contrario,  que 
concurrían  en  él  todos  los  requisitos  que  oxigo 
la  ley  (Sent.  29  Abril  1871). 
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íii  la  tí  al  a sentenciadora,  apreciando  la  repe- 
tida confesión  del  demandado  de  que  recibió  un 
genero  y no  lia  pagado  su  precio,  y que  según  los 
libros  del  demandante,  llevados  en  la  forma 
que  previene  e)  Código  de  Comercio,  se  ha  . 
justificado  la  certeza  de  la  venta  do  dicho  gé- 
nero y el  precio  del  mismo,  así  como  que  el  de- 
mandado no  ha  probado  que  el  contrato  fuese 
de  comisión,  ni  que  el  precio  lo  pudiese  pagar 
á voluntad,  por  lo  que  le  condena  al  pago  de 
dicho  precio,  contra  esta  apreciación  es  inopor- 
tuno citar  la  ley  1.a,  tít.  V,  Partida  5.a,  y el  prin- 
cipio de  derecho  de  que  si  el  actor  no  prueba 
debe  absolverse  al  demandado,  y la  doctrina 
de  que  no  basta  para  que  una  persona  se  diga 
obligada  que  se  denuncie  la  existencia  de  deter- 
minada convención,  sinó  que  se  hace  necesario 
que  aparezca  clara  y legalmente  contraída,  por- 
que la  Sala  ha  estimado  que  el  actor  ha  proba- 
do su  acción  (Sent.  3 Marzo  1873). 

La  ley  1.a,  tít.  V,  Partida  5.a,  se  limita  á de-  ' 
finir  qué  cosa,  es  vendida,  ó sea  el  contrato  de 
compra-venta  y la  manera  en  que  se  hace  entre  | 
el  comprador  y el  vendedor;  y por  consiguiente, 
si  la  sentencia,  al  absolver  de  una  demanda  en 
los  dos  extremos  disyuntivos  que  comprende,  ¡ 
nada  determina  en  contra  de  esa  definición,  es 
claro  que  no  infringe  dicha  ley  (Sent.  31  Marzo 
1874). 

El  contrato  de  compra-venta  es  distinto  del 
de  cesión  ó traspaso,  y no  pueden  aplicarse  á 
éste  las  disposiciones  legales  sobre  aquél  (Sen- 
tencia 15  Abril  1875). 

Las  leyes  1.a,  10  y 11,  tít.  V,  Partida  5.a,  se 
refieren  al  contrato  consensual  de  compra-ven-  i 
ta,  y no  tienen  aplicación  al  pleito  que  versa 
sobre  un  censo  redimible  (Sent,  17  Abril  1875). 

Si  el  contrato  otorgado  en  escritura  pública, 
como  en  la  misma  se  denomina,  es  de  compra- 
venta, porque  en  él  concurren  las  circunstan- 
cias esenciales  y constitutivas  de  dicho  contrato,  1 
al  calificarlo  la  Sala  sentenciadora  de'subforu  y í 
negar  con  tal  motivo  el  retracto  que,  apoyada  en 
la  condición  del  contrato,  en  que  la  cosa  ven-  i 
dida  era  del  patrimonio  de  sus  ascendientes  y 
en  su  calidad  de  hija  de  la  vendedora,  pretende 
la  demandante, infringe  las  leyes  1.a,  2.a  y 5.a,  tí- 
tulo XIII,  Nov.  Reo.  (Sentencia  13  Julio  1876). 

COMENTARIO 

Vendida  es  una  manera  de  pleito  que  usan 
omes  entre  si;  e fazesse  con  consentimiento  de 


las  partes  por  precio  cierto  en  que  se  avienen 
el  comprador  y el  vendedor. 

La  definición  contenida  en  nuestro  articulo 
está  conforme  con  la  admitida  por  la  generali- 
dad de  los  autores  modernos  y de  los  Códigos 
de  casi  todos  los  pueblos.  Tiénese  por  máxima, 
tratándose  de  la  compra-venta,  que  ésta  no 
existe  sin  tres  requisitos  que  podemos  llamar 
esenciales,  y son: 

Consentimiento. 

Cosa. 

Y precio. 

Concurriendo  estas  circunstancias,  dice  el 
Tribunal  Supremo,  no  puede  confundirse  este 
contrato  con  otro  do  diferente  naturaleza.  Esto, 
sin  embargo,  no  es  así  tan  absolutamente  como 
se  desprende  del  fallo  á que  nos  referimos,  pues 
el  traspaso  y la  dación  en  pago  son  actos  cu  que 
concurren  aquellas  circunstancias,  y sin  embar- 
go ni  son  compra-venta,  ni  están  sujetos  á las 
mismas  reglas  legales. 

Asi,  el  traspaso  elt.á  sujeto  á disposiciones  es- 
peciales (Véase  Sent.  15  Abril  1875),  y en  cuan- 
to á la  dación  en  pago  se  diferencia  bastante  de 
la  compra-venta,  pues  según  hace  observar  Gu- 
tiérrez, como  en  la  dación  las  partes  se  propo- 
nen extinguir  una  obligación  más  bien  que  dar 
vida  á una  nueva,  las  cláusulas  ambiguas  que 
en  el  contrato  de  venta  se  interpretan  en  contra 
del  vendedor,  aquí,  donde  hace  veces  de  deu- 
dor, se  interpretan  á favor  suyo. 

Otra  diferencia,  también  muy  notable,  hace 
constar  el  mismo  autor,  es  á saber:  el  que  vende 
una  cosa  por  cierta  suma  compensándola  con 
otra  de  la  que  se  creía  deudor,  si  llega  á descu- 
brir que  no  la  debía,  no  puede  repetir  la  cosa, 
sinó  el  precio:  y por  el  contrario,  si  hubiese  da- 
do la  cosa  en  pago  de  una  suma,  creyendo  que 
la  debía,  tiene  derecho  á repetirla  misma  cosa. 

El  contrato  de  compra-venta  tiene  su  origen 
en  la  permuta:  Origo  emendi  vendendique  á 
permutationibus  cospit  .( 1 ).  Mas  cuando  se  in- 
ventó la  moneda,  que  .tantas  facilidades  ha  pro- 
porcionado á las  transacciones,  hasta  el  punto 
de  haber  puesto  alas  al  comercio,  según  la  ex- 
presión de  un  distinguido  publicista,  el  antiguo 
contrato  de  permuta  perdió  la  mayor  parte  de 
su  importancia,  y la  compra-venta  se  hizo  la 
forma  más  frecuente  de  traspasar  el  dominio  de 
las  cosas; 

1)6  los  tres  requisitos  esenciales  de  la  corn- 


il) Ley  l.%  tít.  1,111).  XVill,  Digesty. 
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pra-venta  nos  ocuparemos  en  los  artículos  si- 
guientes. 

Artículo  1460. — La  venta  se  perfecciona 
entre  las  partes  por  el  solo  convenio  de  ellas 
respecto  de  la  cosa  y el  precio;  pero  no  se 
consuma  hasta  que  respectivamente  se  en- 
tregan la  cosa  y el  precio. 

Sin  embargo  de  lo  dispuesto  en  el  párra- 
fo anterior,  no  se  reputará  perfecto  el  con- 
trato hasta  que  se  haya  elevado  á escritu- 
ra pública,  si  así  lo  pactaron  los  contra- 
yentes. 

Es  válido  el  contrato  celebrado  por  cartas. 

ORÍGENES 

Ley  3.a,  tít.  X,  lib.  ITT,  Fuero  Real. 

Leyes  6.a  y 8.a,  tít.  V,  Partida  5.a 

Ley  46,  tít.  XXVIII,  Partida  3.* 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  en  parte  con:  Art.  1583,  Códi- 
go Francia. — 1448  Italia, — 1494  Holanda. — 
Ley  8.a,  tít.  VI,  lib.  XVIII,  Digesto. 

JURISPRUDENCIA 

Todo  contrato  de  compra-venta  queda  perfec- 
to y obligatorio  por  el  simple  consentimiento 
de  las  partos  en  la  cosa  y en,  el  precio:  por  con- 
secuencia, tienen  aquéllas  el  derecho  reciproco 
de  pedir  que  se  reduzca  á escritura  pública 
Sent.  30  Junio  1854). 

La  legislación  romana  y de  las  Partidas  sólo 
puede  tener  cabida  en  la  compra-venta  cuando 
los  contrayentes  hayan  estipulado  que  no  se 
entienda  perfeccionado  el  contrato  hasta  que  se 
formalice  la  escritura  (Sent.  27  Mayo  1856). 

Cuando  el  comprador  y vendedor  convienen 
en  que  se  otorgue  el  contrato  por  medio  de  es- 
critura pública,  noreste  acabada  ó perfecta  la 
compra-venta  hasta  que  esto  so  realice  (Sen- 
tencia 3 Octubre  1859). 

Los  contratos  de  compra-venta  se  perfeccio- 
nan por  el  consentimiento  de  jas  partes  y se  con- 
Buman  con  la  entrega  de  la  cosa  y el  precio,  i 
quedando,  por  tanto,  válidos  y subsistentes  aun-  j 
que  las  escrituras  en  que  se  consignaron  no  ha-  ■ 
gan  íe  on  juicio  por  no  haber  sido  registradas 
en  el  oficio  de  hipotecas  (Sent.  1-t  Junio  loOO). 

La  ley  6.a,  tít.  V,  Partida  5.‘,  se  refiere  al 
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contrato  do  compra-venta;  y áun  para  que  on 
ésto  tenga  lugar  su  aplicación,  es  necesario  que 
se  pacto  la  extensión  de  la  escritura  como  con- 
dición esencial,  ó que  el  contrato  Ja  exija  por 
sus  circunstancias  especiales,  pues  en  otro  caso 
queda  perfeccionado  con  el  consentimiento  de 
los  otorgantes  (Sent.  20  Febrero  ISO!). 

El  precepto  legal  de  haber  do  elevarse  á es- 
critura pública  para  la  transacción  del  dominio 
de  cosas  inmuehlos,  no  varía  la  naturaleza  de 
(lidio  contrato,  ni  establece  una  condición  esen- 
cial del  mismo,  sino  una  forma  en  interes  pú- 
blico, independiente  de  la  voluntad  de  los  con- 
trayentes, envolviendo  como  consecuencia  ne- 
cesaria el  recíproco  ó indeclinable  deber  de  lis  - 
tos á prestarse  al  otorgamiento  do  la  escritura 
pública  (Sent.  19  Abril  1861). 

Sólo  suele  tener  lugar  lo  dispuesto  en  la 
ley  6.a,  tít.  V,  Partida  5.',  cuando  se  estipula 
por  los  contrayentes,  bajo  una  ú otra  forma, 
que  hasta  el  otorgamiento  ele  escritura  no  so 
entiende  perfecto  el  contrato  ¡Sent.  19  Abril 
1861). 

El  estipularse  en  un  contrato  de  venta  que 
se  otorgará  escritura  pública  lucro  que  se  veri- 
fique el  pago  del  procio,  no  puede  estimarse 
como  una  condición  suspensiva  de  la  validez 
de  dicho  contrato  (8ent.  14  Diciembre  1861  . 

El  contrato  de  compra-venta,  como  esencial- 
mente consensual,  queda  perfecto  y obligatorio 
por  el  simple  consentimiento  de  los  contrayen- 
tes en  la  cosa  y en  el  precio,  sin  que  varíen  la 
naturaleza  del  mismo  las  disposiciones  de  la 
ley  14,  tít.  XII,  lib.  X,  Nuv.  Reo.,  establecidas 
con  el  objeto  de  asegurar  la  cobranza  de  los 
impuestos  fiscales  sobre  las  ventas,  cambios  y 
enajenaciones  de  bienes  raíces  [8ent.  1 1 Di- 
ciembre 1863). 

El  contrato  de  compra-venta  queda  perfecto 
y es  obligatorio  desde  que  los  contrayentes  con- 
vienen en  la  cosa  y en  el  precio:  y por  conse- 
cuencia, tienen  aquéllos  e!  derecho  recíproco  de 
pedir  que  se  lleve  á efecto  y reduzca  á escritura 
pública  (8ent.  11  Abril  18GA. 

En  el  caso  de  que  no  esté  suficientemente 
demostrada  la  existencia  de  un  contrato  de  com- 
pra-venta, no  puede  tener  aplicación  la  doctrina 
legal  de  que  esta  clase  ríe  contratos  son  váli- 
dos cuando  hay  conformidad  en  el  precio  y cu 
la  cosa,  consumándose  cuando  ésta  se  entreva 
(Sentencia  8 Octubre  1864  . 

Los  contratos  de  compra-venta , cuando  que- 
dan perfeccionados  por  el  consentimiento  de  la.-- 
partes,  y consumados  con  la  entrega  de  la  cesa 
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y pago  del  precio,  son  válidos  y subsistentes 
aunque  el  documento  en  que  se  consignen  no 
hiciese  por  sí  solo  completa  fe  en  juicio,  si  en 
corroboración  dol  mismo  se  hace  constar  su 
existencia  (Sent.  13  Octubre  1864). 

El  contrato  de  compra-venta,  esencialmente 
consensual,  queda  perfecto  y obligatorio  por  el 
simple  consentimiento  en  la  cosa,  precio  y cir- 
cunstancias  propias  dol  mismo  (Sents.  19  Abril 
181>1,  13  Diciembre  1861 , 30  Junio  1864,  19 
Abril  1865  y 15  Diciembre  18G5). 

Cuando  no  se  estipula  el  otorgamiento  de  la 
escritura  en  el  concepto  de  que  la  venta  no  sea 
acabada  hasta  que  la  carta  sea  hecha,  la  sen- 
tencia que  manda  llevar  á cabo  una  venta,  no 
infringe  la  ley  6.a,  tít.  Y,  Partida  5."  (Senten- 
cia 15  Diciembre  1865). 

El  contrato  de  compra-venta  queda  perfecto 
y consumado  por  la  conformidad  de  las  partes  | 
en  el  precio  y en  la  cosa,  y laentraga  de  ésta  al 
comprador  y del  precio  al  vendedor  (Sentencia 
30  Junio  1866). 

Verificada  la  tradición  de  la  cosa  por  el  pre- 
cio dado,  queda  consumado  el  contrato  de  com- 
pra-venta (Sent.  9 Octubre  1867). 

No  constituye  condición  necesaria  de  redu- 
cirse á escritura  pública  un  contrato  de  esta 
clase,  el  que  el  comprador  aceptase  el  pagar 
los  gastos  de  la  venta  y del  otorgamiento  de  la 
escritura  que  naturalmente  se  supone  que  de- 
bía extenderse  (Sent.  28  Enoro  1868). 

Según  la  doctrina  consignada  en  la  ley  6.a, 
i it.  V,  Partida  5.a,  si  se  establece  como  base 
esencial  del  contrato  de  compra-venta  la  con- 
dición de  que  tenga  electo  por  escritura  públi- 
ca, hasta  que  su  otorgamiento  se  verifica  no 
queda  perfecto  dicho  contrato  (Sents.  8 Febre- 
ro 1867  y 16  Noviembre  1869). 

El  contrato  de  compra-venta,  como*esencial- 
mente  consensuul,  queda  perfecto  y obligatorio 
para  los  contrayentes  desde  que  éstos  convie- 
nen en  la  cosa  y en  el  precio,  sin  que  para  tal 
efecto  sea  necesario  que  se  eleve  á escritura 
pública,  á no  ser  que  se  haya  estipulado  entre 
los  otorgantes  como  condición  necesaria  para 
la  perfección  y validez  del  contrato  (Sentencias 
28  Enero  1868,  10  Julio  1869,  31  Diciembre 
1869,  30  Junio  1874  y 5 Enero  1876). 

Hasta  la  tradición  de  la  cosa  vendida  no  ad- 
quiere el  comprador  su  dominio,  por  más  que 
.tonga  acción  para  pedirla,  en  cumplimiento  de 
contrato  (Sent.  23  Marzo  1869). 

Cuando  la  escritura  de  venta  contiene  la 
cláusula  de  constituirse  el  vendedor  en  tenedor 


precario  de  las  fincas  á nombre  de  los  compra?, 
dores,  y miéntras  éstos  tomasen  la  posesión  Ye£d 
corporal,  esta  manera  breve  de  conferirles  la 
posesión  completa  es  el  contrato  de  venta  (Sen- 
tencia 5 Julio  1869).  . |:. 

El  comprador  tiene  derecho,  por  consecuen- 
cia del  contrato  de  venta,  á exigir  que  se  lo 
otorgue  escritura  pública  (Sent.  16  Noviembre 
1869). 

El  contrato  do  compra-venta,  áun  cuando  ha- 
ya de  reducirse  á escritura  pública,  por  aeuor- 
do  de  las  partes,  queda  perfeccionado  desde 
el  momento  en  que  el  comprador  y el  ven- 
dedor convienen  en  la  cosa  y en  el  precio,  y 
por  consiguiente,  lo  dispuesto  en  la  ley  6.*,  tí- 
tulo V,  Partida  5,*,  sólo  puede  tener  lugar 
cuando  se  pacte  que  la  venta  no  sea  acabada 
hasta  que  la  carta  sea  hecha,  según  lo  tiene  es- 
tablecidos! TribunalSupremo  en  diferentes  sen- 
tencias (Sent.  20  Mayo  1873). 

Si  los  contratantes  convinieron  en  elevar  á 
escritura  pública  el  contrato  de  venta  de  las 
fincas  que  el  uno  debía  entregar  al  otro  por 
precio  estipulado,  pero  no  estipularon  que  has- 
ta que  se  cumpliera  con  aquella  formalidad  no 
se  tuviera  por  perfeccionada  la  venta,  es  in- 
oportuna la  cita  de  la  ley  6.a,  tít.  Y,  Partida  5.*, 
corno  infringida  por  la  sentencia  que  declara 
perfeccionado  y obligatorio  dicho  contrato  de 
venta,  por  no  tener  aplicación  al  pleito  (Senten- 
cia id.  id.). 

La  disposición  de  la  ley  6.a,  tít.  V,  Parti- 
da 5.a,  y la  jurisprudencia  á su  tenor  consigna- 
da por  el  Tribunal  Supremo,  de  que  no  se  tenga 
como  perfeccionado  é irrevocable  el  contrato 
de  compra-venta  hasta  que  se  reduzca  á escri- 
tura pública,  si  los  otorgantes  lo  han  pactado 
así  expresamente,  deben  enten  derse  limitadas 
al  caso  en  que  éstos  establezca  n el  otorgamien- 
to de  la  escritura  como  condición  prévia  y ne1 
cesaria  para  la  validez  del  contrato  y suspensi- 
va de  su  consentimiento;  pues  en'  otro  caso, 
siendo  esencialmente  consensual  dicho  contra- 
to, se  perfecciona,  como  la  indicada  ley  previe- 
ne, por  la  avenencia  del  comprador  y vende- 
dor en  la  cosa  y en  el  precio,  si  bien  un  interes 
social  ha  determinado  el  pr  ecepto  de  que  cuati- 
do  se  refiere  á bienes  inmuebles  ó derechos 
reales  impuestos  sobre  los  mismos,  se  consigne 
en  escritura  pública,  de  que  se  tome  razón  en 
el  Registro  público  correspondiente  (Sentencias 
24  Octubre  1873,  27  Octubre  1873  y 13  Mar- 
zo 1875). 

El  contrato  de  compra-venta  es  consensúa! 
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por  su  naturaleza,  pues  para  su  celebración  es 
necesario  el  consentimiento  de  los  interesados, 
consumándose  con  la  entrega  de  la  cosa  y dek 
precio  estipulado,  desde  cuyo  momento  se  tras- 
viere al  comprador  el  pleno  dominio  y perfecto 
derecho  á disponer  de  aquélla  en  el  modo  y for- 
ma que  estime  conveniente.  Bajo  tal  supuesto, 
la  retención  ó detención  de  la  cosa  vendida  por 
parte  del  que  la  enajenó  después  de  consumado 
el  contrato  de  venta,  nunca  puede  calificarse 
de  legitima,  sinó,  á lo  sumo,  como  un  contra- 
to tácito  de  arrendamiento,  previa  siempre  (a 
aquiescencia  de  las  partes  (Sent.  25  Noviem- 
bre 1873). 

: Lá  cotopra-venta  queda  perfeccionada  desde 
el  momento  en  que  los  contrayentes  convienen 
en  la  cosa  y el  precio,  á menos  que  añadan  al- 
guna condición  ó pacto,  de  cuyo  cumplimiento 
penda  la  perfección  y eficacia  de  aquél  [Senten- 
cia 1 3 Marzo  1875). 

' Las  leyes  1.a,  6.a,  etc.,  tít.  V,  Partida  5.a, 
por  las  cuales  se  declara  que  el  contrato  de 
compra-venta  puede  celebrarse  por  el  simple 
consentimiento  ó por  cartas,  no  se  infringen 
por  la  sentencia  cuando,  cualquiera  que  sea  la 
naturaleza  del  contrato  celebrado  entre  las  par- 
tés,  dicha  sentencia  no  desconoce  su  valor  le- 
gal (Scnt.  24  Setiembre  1875). 

La  ley  fi.a,  tít.  V,  Partida  5.a,  que  expresa 
los  modos  en  que  puede  hacerse  la  compra-ven- 
ta y los  términos  en  que  pueden  convenirse  el 
comprador  y el  vendedor,  no  tiene  aplicación 
al  caso  en  que  se  trata  de  un  remate  ejecutado 
en  Subasta  pública  y aprobado  judicialmente, 
que  tiene  señalados  en  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil  su  forma  y sus  efectos  (Sent.  30  Diciem- 
bre 1875). 

La  escritura  pública  en  que  aparece  que  los 
dueños  de  ciertos  bienes  venden  éstos  en  una 
cantidad  determinada,  pagadera  á plazos,  reci- 
biendo e,ri  el  acto  una  parte  del  precio  y otor- 
gando á favor  del  comprador  la  carta  de  pago 
por  eso,  declarando  la  venta  un  hecho  consu- 
mado, y obligando  á los  deudores  á otorgar  la 
escritura  regis„trable,  tan  pronto  como  estuvie- 
ren corrientes  los  títulos  de  las  fincas,  y á con- 
sentir en  el  ínterin  que  el  comprador  se  pose- 
sionase de  los  mismos  y los  disfrutase  como 
suyos,  no  contiene  condición  alguna  que  pueda 
afectar  la  validez  y subsistencia  del  contrato  de 
compra- ve  tita,  perfeccionado  por  la  conformi- 
dad de  los  contratantes  y consumado  por  la  en- 
trega qile  respectivamente  hicieron  de  parte  del 
precio  de  la  cosa  vendida  [Sent,  . 10  Mayo  1877)  - 


COMENTARIO 

Hemos  dicho  que  la  primera  circunstancia 
que  ha  de  concurrir  en  la  compra-venta  es  el 
consentimiento,  y ahora  liemos  do  añadir  que 
. este  requisito  es  de  tal  importancia  y produce 
tilles  efectos,  que  sin  ¿I  no  existe  ol  contrato  y 
su  concurrencia  lo  hace  perfecto;  de  tal  manera, 
que  no  es  preciso  acto  alguno  para  que  nazcan 
las  obligaciones  que  iremos  estudiando  sucesi- 
vamente. Llámase  consensual  este  contrato,  por- 
que no  es  preciso  esperar  á que  ¡a  cosa  y el  pre- 
cio hayan  sido  entregados  respectivamente  por 
el  vendedor  y ei  comprador  para  que  el  contra- 
, to  esté  perfecto. 

El  consentimiento  puede  prestarse  áun  cuan- 
do las  partes  residan  en  diferentes  lugares.  Así, 
dice  la  ley  8.a:  «Estando  delante  el  comprador 
é el  vendedor  pueden  fazer  la  vendida:  é aun 
podría  ser  fecha  maguer  el  uno  esloviesse  en 
un  lugar  é el  otro  en  otro,  por  cartas  ó por  man- 
daderos, consintiendo  ambos  á dos  en  uno  en  la 
vendida...;»  ¿Sobre  qué  ha  de  versar  el  consen- 
timiento? El  consentimiento,  que  han  de  prestar 
ambos  á dos  en  uno,  versará  precisamente  sobro 
tres  puntos:  cosa  cuyo  dominio  ha  de  trasmitir 
uno  do  los  contratantes,  precio  que  ha  de  abo- 
nar el  otro,  y trasmisión  ó venta  que  han  de 
hacer.  Desde  ol  momento,  pues,  en  que  el  com- 
prador y el  vendedor  han  consentido  tu  um> 
acerca  del  contrato,  precio  y cosa,  la  compra- 
venta está  perfecta.  Esta  se  consumará  cuando 
se  verifique  la  material  entrega  del  precio  y de 
la  cosa. 

No  siempre,  sin’  embargo,  so  perfecciona  la 
venta  por  el  solo  consentimiento.  Así,  cuando 
las  partes  convinieren  en  que  el  contrato  no  se 
tenga  por  perfecto  hasta  tanto  que  se  hubiere 
otorgado  por  escritura  pública,  no  podrá  decir- 
se que  está  perfecto  sinó  cuando  se  ha  cumpli- 
do este  nuevo  requisito.  Mas  para  ello  es  preci- 
so que  lo  hayan  pactado  los  contratantes,  (.'lian- 
do el  comprador  dice  al  vendedor-,  (¿viera  que 
sea  denla  rendida  fecha  caria.  7 al  rendida 
maguer  se  avengan  en  el  precio  el  comprador 
é el  vendedor  non  es  acabada  [osla  que  la  car- 
ia sea  fecha  é otorgada:  porque  ande  dcslu  ¡mú- 
dese arrepentir  qualqv.ier  de! los.  Respecto  ;* 
cómo  se  ha  entendido  este  precepto  por  los  i ri- 
bunales,  véase  la  numerosa  jurisprudencia  que 
trascribimos  en  el  oportuno  lugar. 

Debe  tenerse  presente  que  cuando  la  \entu 
sea  de  bienes  inmuebles,  no  es  necesario 
h cribir  la  escritura  de  venta  para  quo  esta  sea 
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completamente  válido,  y queden,  por  lo  tanto, 
obligados  á cumplirla  los  contratantes:  porque, 
sc"un  se  expone  en  los  motivos  de  la  ley  Hipo- 
tecaria, no  ha  creído  ésta  que  cuando  dos  contra- 
tan y los  dos  faltan  al  requisito  de  la  inscripción, 
debe  ser  de  condición  mejor  el  que,  burlando  su 
solemne  compromiso,  so  niega  á cumplir  el  con- 
trato celebrado,  ó pide  su  nulidad,  fundándose 
en  un  defecto  de  forma  y faltando  á la  buena  fe 
y á la  lealtad  que  se  deben  los  contratantes. 
Pero  esta  falta  de  inscripción  puede  alegarse 
por  los  terceros  perjudicados  que  no  han  sido 
parte  en  el  contrato  que  dejó  de  inscribirse,  no 
surtiendo  efecto,  en  cuanto  á éstos,  dicha  escri- 
tura riñó  se  cumple  aquel  requisito,  por  lo  cual 
os  conveniente  no  omitirlo.  (Véase  la  sentencia 
ele  1 de  Junio  de  1808.) 

Otra  excepción  al  principio  general  consigna-  : 
do  en  el  páre.  l.°  del  artículo  que  comentamos, 
os  la  señalada  en  el  art.  32  de  la  ley  do  30  de 
•ful  ¡o  de  1878  sobre  propiedad  industrial  y pa- 
tentes de  invención  (1),  pues  toda  trasmisión 
entre  vivos  de  los  derechos  que  confieren  las 
patentes  y sus  certificados  de  adición,  aunque 
sean  á titulo  gratuito,  habrán  de  hacerse,  cons- 
tar por  instrumento  público,  sin  que  perjudi- 
quen .'i  terceros  si  la  escritura  no  se  inscribió 
en  el  registro  establecido  por  la  misma  ley. 

Articulo  1-1(31. — Perfeccionado  el  contra- 
to, el  daño,  provecho,  ó pérdida  de  la  cosa 
vendida  pertenece  al  comprador,  salvo  pac- 
to en  contrario.  No  pertenece  al  comprador 
el  peligro  de  la  cosa  si  se  empeoró  por  culpa 
del  vendedor,  ó durante  la  mora  de  éste,  o 
si  mediando  condición  se  destruyó  toda  la 
cosa  ñutes  de  que  aquélla  se  cumpliese  {a). 

lista  regla  es  aplicable  á Ja  venta  de  co- 
sas 1 tingibles  (2),  hecha  alzadamente  y por 
un  solo  precio,  ó sin  consideración  al  poso, 
número  ó medida  (b). 

S¡  las  cosas  lungiblcs  se  vendiesen  por  un 
precio  relativo  al  poso,  número  ó medida, 
ó si  hubieran  de  ser  probadas,  no  se  trasíe- 
rirá  el  peligro  al  comprador  hasta  que  se 
hayan  contado,  pesado,  medido  ó probado, 
á no  ser  en  uno  de  los  rasos  siguientes: 

i.  Si  habiéndose  fijado  día  para  medir 

(1)  Véase  art.  109  de  este  Código,  tomo  [ ná 

trina  270.  ’ 1 

(2)  Véase  art,  1180  de  este  Código. 


pesar,  contar  ó probar  la  cosa,  tío  concuc- 
' riere  el  comprador. 

2.a  Si  no  habiéndose  fijado  dfa  para  tun- 
dir. pesar,  contar  ó probar  la  cosa,  fuere  el 
comprador  requerido  ante  testigos  por  el 
vendedor,  para  que  acudiese  á verificar 
aquellas  operaciones  y dejare  de  hacerlo,  si 
después  se  empeora  la  cosa  vendida. 

En  el  caso  de  los  dos  números  anteriores, 
el  vendedor  puede  vender  la  cosa  á un  ter- 
cero, reclamando  del  primer  comprador  el 
quebranto  sufrido. 

También  puede  el  vendedor,  en  los  mis- 
mos casos  y á contar  desdo  el  día  siguiente 
al  en  que  se  constituyó  en  mora  el  compra- 
dor, alquilar  á costa  de  éste  vasijas  donde 
poner  la  cosa  vendida:  si  no  las  hallare  y 
necesitare  las  suyas  para  colocar  fruto  su- 
yo semejante,  puede  arrojar  aquélla  después 
de  pesada  ó medida  (<?). 

ORÍGENES 

(a)  bey  17,  tit.  X,  lib.  111,  Fuero  Real. 

Leyes  23,  26,  27  y 39,  tít.  V,  Parti- 

das.1 

(b)  Ley  25,  tít.  V,  Partida  5. 5 

(c)  Ley  24,  tít.  V,  Partida  5.* 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  en  parte  con:  Artg.  1585  y 1586, 
Cód,  Francia.— 1450,  1451  y 1452  Italia.— 1497 
; y 1498  Holanda.— 1119  y 1 120  Vaud.— Ley  35, 
párr.  5.",  tit.  I,  lib.  XV1TI,  Digesto. 

jurisprudencia 

Perfeccionada  la  venta,  ol  daño  ó provecho 
de  la  cosa  vendida  pertenece  al  comprador 
(Scnt.  3 Octubre  1859). 

El  vendedor  debe  entregar  al  comprador  en 
el  plazo  señalado  la  cosa  vendida,  y no  hacién- 
dolo, cualquiera  que  sea  la  diferencia  de  precio 
que  sufra,  es  de  cuenta  del  vendedor,  porque 
■ es  en  culpa  por  razón  de  tal  tardanza,  según 
dispone  la  ley  27,  til.  V,  Partida  52  (Scnt.  18 
Febrero  1863). 

La  ley  26,  tít.  V,  Partida  5.*,  que  dispone  que 
para  la  validez  de  la  venta  condicional  haya  de 
cumplirse  la  condición,  no  es  aplicable  á las 
cesiones  hechas  con  cláusula  de  sin  perjuicio 
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de  tercero , cuando  dicha  cláusula  no  constituye 
una  verdadera  condición  (Sent.  29  Enero  1865). 

Por  regla  general,  el  peligro  y el  provecho 
de  la  cosa  corresponde  al  comprador  (Sent.  31 
Diciembre  1871). 

Si  bien  la  ley  22,  tít.  V,  Partida  5.a,  dispone 
que  el  daño  ó el  pro  que  sin  culpa  del  vende- 
dor sobrevenga  á la  cosa  después  de  perfeccio- 
nado el  contrato,  pertenece  al  comprador,  no  lo 
es  menos  que  esa  ley  se  refiere  al  empeoramien- 
to ó mejora  que  de  un  modo  material  la  afecten 
y nazcan  de  cualquiera  de  las  causas  que  ex- 
presa y explica  por  medio  de  ejemplos,  ó que 
procedan  de  las  vicisitudes  á que  naturalmen- 
te están  sujetas,  en  cuanto  á la  disminución  ó 
aumento  del  precio,  todas  las  Cosas  que  pueden 
ser  objeto  de  contratación  (Sent.  i.8  Abril  1875). 

La  ley  27,  tít.  V,  Partida  5.*,  que  imputa  el 
menoscabo  que  pueda  sufrir  la  cosa  vendida  al 
vendedor  ó comprador  que  por  su  culpa  hubie- 
re dejado  de  entregarla  ó recibirla,  y la  doctri- 
na en  el  mismo  sentido  del  Tribunal  Supremo, 
no  son  aplicables  al  pleito,  ni  pueden  ser  infrin- 
gidas por  la  sentencia,  cuando  no  ha  sido  obje- 
to del  debate  la  reclamación  de  menoscabos  por 
una  ni  por  otra  parte,  ni  puede  tener  lugar  tam- 
poco cuando  no  se  contrataron  cosas  determi- 
nadas que  pudieran  haberlo  sufrido  (Sent.  24 
Setiembre  1875). 

COMENT  ARIO 

La  ley  23,  tit.  V,  Partida  5.a,  dice:»...  avinién- 
dose comprador  é vendedor,  uno  dé  la  cosa,  otro 
del  precio,  dehde  en  adelante,  el  daño  que  vi- 
niesse  en  la  cosa  es  del  comprador.  Eso  mismo 
dezimos  quando  se  faze  por  escrito:  luego  que 
la  carta  es  acabada  é firmada  con  testigos, 
dende  adelante  es  el  daño  del  comprador,  ma- 
guer la  cosa  non  sea  pasada  al  su  poder.  Esto 
sería  como  si  oviese  comprado  qualquier  ani- 
mal, é después  que  la  vendida  fuese  cumplida 
enfermare,  en  guisa  que  pierda  algún  miembro, 
ó se  muriesse  sin  cülpa  del  vendedor,  ó si  ovies- 
se  comprado  alguna  otra  cosa  é la  quemase  • 
fuego,  ó se  derriuase  toda  ó parte  della,  ó se 
empeorasse  de  otra  guisa  sin  culpa  del  vende- 
dor... Otrosí,  cumplida  seyendo  la  vendida  en 
alguna  de  las  maneras  susodichas,  la  pro  que 
después  viene  á la  cosa  comprada  Hería  del  com- 
prador, maguer  la  cosa  non  fuesse  pasada  á su 
poder...»  ■ 

De  esta  ley,  y del  precepto  general  según  el 
cual  ai  comprador  nd  se  hace  dueño  de  la  cosa  | 


comprada  hasta  tanto  que  entra  en  su  poder, 
es  decir,  hasta  que  la  toma  ó la  posee,  nace  una 
contradicción,  á lómenos  aparentemente.  En 
efecto,  han  preguntado  muchos  autores:  ¿cómo 
es  posible  quo  el  peligro  de  la  cosa  vendida  sea 
del  comprador  tan  luego  corno  so  perfeccionó 
la  venta  y antes  de  que  aquél  se  haga  dueño  de 
la  cosa,  cuando  es  principio  indiscutible  el  do 
que  res  domino  perit? 

A esta  pregunta  ha  seguido  esta  otra:  «Si  la 
obligación  del  comprador  de  pagar  el  procio 
convenido  dependo  de  una  condición,  cual  os 
la  entrega  de  la  cosa,  ¿cómo  ha  de  subsistir 
aquella  obligación  cuando  la  condición  no  so 
cumple  por  babor  perecido  la  cosa? 

A estas  dificultades  han  contestado  ingenio- 
samente algunos  autores,  quo  sólo  tiene  la  [tro- 
piedad  de  nombre,  pero  que  en  realidad  es  un 
verdadero  deudor;  y segur,  regla  de  derecho,  el 
deudor  de  especie  se  liberta  de  toda  obligación 
pereciendo  la  especie. 

Sin  embargo,  parécenos  preferible  á este  mo- 
do de  salvar  la  dificultad,  ei  temperamento 
adoptado  por  el  proyecto  de  Código,  según  el 
cual  el  dominio  sobre  la  cosa  pasa  al  compra- 
dor desde  que  se  perfeccionó  la  venta,  y áun 
antes  de  su  entrega. 

En  tres  casos  corresponderá  al  vendedor  la 
pérdida  ó menoscabo  de  la  cosa  vendida:  l.°,  si 
la  pérdida  ó menoscabo  se  causaron  por  su  cul- 
pa; 2-.°,  si  se  causaron  habiéndose  constituido 
en  mora: y 3.°,  si  mediando  condición  se  destru- 
yó toda  la  cosa  antes  de  que  aquélla  se  cum- 
pliese. 

Debe  tenerse  en  cuenta,  tratándose  del  caso 
de  mora,  que  si  constituido  en  tardanza  el  deu- 
dor no  se  empeorase  la  cosa,  y después  i testo 
quisiesse  el  vendedor  dar  la  cosa  id  comprador 
ante  que  fuesse  perdida  nin  menoscabad  a,  é 
el  que  la  comprase,  lardasse,  que  la  non  qv.i- 
siesse  rescibir , si  después  destose  perdiesse  ó 
empeorasse  la  cosa,  seria  el  peligro  del  com- 
prador, porque  la  tardanza  postrimera  a cirio 
por  su  culpa ; es  decir,  que  el  vendedor  sólo 
responderá  de  la  pérdida  ocurrida  durante  su 
mora,  la  cual  cesa  desde  que  quiere  entregar 
la  cosa  objeto  del  contrato. 

En  el  caso  de  existir  una  condición  que  sus- 
penda el  cumplimiento  del  contrato,  no  debe 
olvidarse  que  decimos  si  se  destruyó  toda  la 
cosa  antes  que  aquélla  se  cumpliese,  Por  mane- 
ra que  si  no  se  destruyó  toda,  si  no  desapareció 
por  completo,  no  tiene  lugar  la  excepción,  y 
por  lo  tanto  el  daño  ó menoscabo  es  para  ol 
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comprador;  asi  es  que  dice  la  ley:  «Condición  j 
seyendo  puesta  en  la  vendida,  si  la  cósase  em- 
peorase ó mejorase  ante  que  la  condición  sea 
uomplida,  el  daño  de  aquel  empeoramiento  ó la 
pro  pcrtenesce  al  comprador;»  es  decir, sigue  la 
regla  general.  «Mas  si  la  cosa  se  perdiesse  ó 
dcstruycsse  ¿ocía,  por  cual  manera  quicr,  el 
daño  sería  del  vendedor,  maguer  se  cumpliesse 
la  condición  después.» 

Cuando  las  cósas  fungibles se  venden,  no  pue- 
de decirse  que  se  empeoran  ó mejoran  para  el 
comprador,  puesto  que  éste  las  adquiere  por 
peso  número  ó medida.  Mas  como  no  siempre 
las  cosas  fungibles  se  venden  en  esta  forma, 
sino  que  ' á las  vegadas,  algunas  cosas  que  se 
podrían  pesar  ó medir,  las  venden  los  omes 
ayuntadamento  á vista,  non  las  pesando,  nin  las 
midiendo,»  como,  por  ejemplo,  cuando  se  vende 
el  vino  que  hay  en  alguna  bodega,  ó el  aceite 
de  un  almacén,  ó todos  los  rendimientos  de  una 
cosecha,  sin  consideración  al  peso  ó medida  de 
las  sustancias  que  se  venden,  en  este  caso,  se 
observará  la  misma  regla  que  para  las  cosas  que 
no  son  fungibles.  Así,  pues,  una  vez  perfeccio- 
nada la  venta  por  el  consentimiento  de  las  par- 
tes, si  después  desso,  ó se  menoscaba.,  ó encare- 
ce la.  cosaque  es  as  si  vendida,  la  pro  ó el  daño 
es  dd  comprador  tan  solamente. 

Mas-si  estas  cosas  hubieran  sido  vendidas  por 
su  número,  peso  ó medida,  se  observarán  las 
reglas  que  se  contienen  en  nuestro  artículo,  es 
decir,  que  el  peligro  de  la  cosa  vendida  no  se 
tras fer irá  al  comprador  sino  después  de  haber 
sido  aquellos  objetos  contados,  pesados  ó medi- 
dos, á no  ser  quo  concurra  alguna  de  las  cir- 
cunstancias que  se  enumeran  il). 


(1)  Ley  21. — Iíl  dnuo  que  acaesciere  eu  la  cosa 
después  que  la  vendida,  es  cumplida,  es  del compra- 
dor, maguur  Ja  comí  non  sea  venida  á su  poder,  l’ero 
cusas  y a que  non  seria  assir  ca  si  alguno  comprare 
vino,  gengibre,  o cinamomo,  ó algunas  otras  cosas 
semejantes,  que  lian  tus  omus  por  costumbre  do  las 
gustar  antes  que  las  compren,  é si  tales  cosas  se 
vendiesen  por  peso  ó medida  é se  perdieren  ó ein- 
peorassen  ante  que  fuese  en  guste  das  ó pesadas  ó me- 
didas, seriael  peügrodoi  vendedor,  é non  del  compra- 
dor, maguer  iuussen  ambos  auenidos  en  ei  precio. 
Mas  sí  después  que  fuesen  gustadas  ó pesadas  ó me- 
didas, se  perdiessen  o empeoras  sen,  seria  el  pdim-ó 
dei  comprador  ó- non  del  vendedor.  Pero  si  se  aui- 
niessen  el  comprador  é el  vendedor  en  et  precio  é 
señalaren  día  a que  gustásse  ei  comprador  la  co- 
sa e en  que  la  pesassen  ó en  que  la  inediessen  si 
el  comprador  non  viniesse  aquel  día  que  señalaron 
e después  de  esto  se  perdiesse  ó se  menoscabasse 
estonce  seria  el  peligro  dei  comprador.  Mas  si  por 
auentura  acaesciesse  que  el  vendedor  é el  compra- 
dor, seyendo  auenidos  en  el  precio,  non  señalass  en 


La  misma  regla  se  observara  cuando  los  ob- 
jetos hayan  de  ser  probados; 

Artículo  14e2.— Si  se  vendiesen  vinos,  ex- 
presando el  vendedor  que  sirven  para  ser 
guardados  y conservados,  el  peligro  de  su 
pérdida  total  ó parcial  pertenece  al  mismo 
vendedor  si  se  dañasen  ó empedrasen  ¿ates 
de  ser  entregados  al  comprador. 

Lo  mismo  se  observará  si  sabiendo  el 
vendedor  que  el  vina  había  .de  dañarse  lo 
ocultó  al  comprador. 

ORÍGENES 

Ley  39,  tít.  V,  Partida  5.* 

COMENTARIO 

! 

■ La  doctrina  de  la  ley,  respecto  á quién  perto- 
neceel  peligro  de  la  pérdida  total  ó parcial  de  la 
cosa  vendida  en  el  espacio  de  tiempo  que  me- 
dia entre  la  perfección  de  la  venta  y la  entrega 
de  la  cosa  vendida,  puedo  modificarse  por  pacto 
expreso;  así  es  que,  «pleito  faziendo  el  vende- 
dor con  aquel  que  compra,  que  si  la  cosa  que 
le  vende  se  empeorasse  ó perdiesse  ante  que  lo 
entregasse  al  comprador,  tal  daño  ó empeora- 
; miento  pertenezca  al  vendedor,  seria  el  peligro 
deí  que  lo  vendió.» 

Pero  ademas  del  caso  de  pacto  expreso  entre 
comprador  y vendedor  acerca  de  este  punto,  hay 
dos  casos  en  que  el  peligro  de  la  pérdida  de  la 
cosa  vendida  pertenece  al  vendedor:  si  la  cosa 
que  vendieses  fuesse  vino,  diciéndole  al  com- 
prador que  era  de  tal  lugar,  ó de  tal  natura, 


dia  cierto  en  que  quitase  el  comprador  la  cosa,  nín 
en  que  la  pesassen  ó la  meáiessen  segund  dixiniós, 
estonce  el  vendedor  puede  fazer  afruenta  ai  compra- 
dor delante  de  testigos  que  vaya  á gustar,  ó á pesar 
ó á medir  la  cosa  que  le  vendió.  E si  non  lo  quisiere 
fazer  dende  adelante,  si  la  cosa  se  perdiesse  ó se 
empeorasse,  es  el  peligro  del  comprador.  E aun  de- 
zimos que  el  vendedor,  después  que  esta  afruenta 
haya  fecho  que  puede  vender  la  cosa  á otro  si  qui- 
siere. E si  algo  menoscabare  en  la  vendida  es  temi- 
do el  comprador  de  refazerle  aquello  que  por  esta 
razón  menoscabare.  Otrosí  decimos  , que  podría 
mas  fazer  el  vendedor  que  si  ouierc  menester  aque- 
llos vasos  en  que  touiere  él  vino  ó otra  cosa  que 
ouiesse  vendido,  que  puede  alogar  otros  á costa  é 
a mission  del  comprador..  E si  é por  aue-ntuTa  non 
fallasse  vasos  á loguero  é aquéllos  que  ouiesse  ven- 
dido fuessen  de-  tal  cosa  que  orneasen  dé  coger  otro 
fruto  atal  como  aquel,  é non  lo  ouiesse  en  que  me- 
ter, assi  como  vino  ó otra  cosa  semejante,  estopee 
puede  echar  én  la  calle  6 eü  la  carrera  pública  aqtiB* 
lio  que  assi  ouiesse  vendido,  pesándola,  ó daidióü* 
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que  Se  podría  guardar,  quo  se  non  dañaría  por 
un  muy  gran  tiempo.  Ca  si  se  dañarse  ó se  em- 
peorasse  ante  que  lo  ouiesse  entregado,  suyo 
seria  el  peligro,  é non  del  comprador.  El  segun- 
do caso  en  que  habrá  de  observarse  la  misma 
regla  es  «si  supiesse  el  vendedor  que  el  vino 
era  tal,  que  se  dañaría,  ó se  eallasse,» 

Es  decir,  que  eí  vendedor  de  vino  debe  expre- 
sar honradamente  la  calidad  y circunstancias 
de  lo  que  vende.  Si  sabiendo  su  mala  calidad 
lo  callase,  y áun  con  más  razón,  si  afirmase  que 
servía  para  guardarse  y poder  ser  conservado, 
el  peligro  de  su  pérdida,  es  del  vendedor,  á no 
ser  que  la  pérdida  se  verifique  después  de  en- 
tregado el  vino  al  comprador. 

Artículo  1463. — Si  la  venta  consistiese  en 
oro,  plata,  trigo  ú otras  cosas  semejantes, 
el  peligro  de  la  pérdida  total  ó parcial  per- 
tenece al  vendedor  antes  de  ser  aquéllas 
pesadas  ó medidas.  Pero  si  subsistiendo.,  la 
cosa  se  alterase  su  precio,  el  aumento  ó me- 
noscabo que  en  este  concepto  sufriese  per- 
tenece al  comprador. 

orígenes 

Ley  24,  tít.  V,  Partida  5.a 

COMENTARIO  ' 

La  ley  hace  una  aclaración,  digna  de  tenerse 
en  cuenta,  al  precepto  general  que  sobre  el  pe- 
ligro de  la  pérdida  de  las  cosas  fungiblcs  deja- 
mos consignado  en  el  art.  146.1. 

Esta  aclaración  ha  merecido  de  Gregorio  Ló- 
pez la  calificación  de  singular,  y en  efecto  lo  es. 

En  primer  lugar,  parece  que  la  ley  exceptúa 
de  la  regla  general  el  oro,  la  plata,  el  trigo  y 
otras  cosas  semejantes.  Así,  pues,  ¿podrá  el  que 
vendió  oro,  plata  ó trigo  requerir  al  comprador 
para  que  asista  á verificar  , la  pesa  ó medida  de 
aquellas  sustancias?  ¿Producirá  este  requeri- 
miento el  efecto  de  trasferiral  comprador  el  pe- 
ligro de  la  pérdida  ó menoscabo  de  lo  vendido? 


dolo  primeramente,  echándolo  assi  de  fuera.  R esto 
puede  fazer  el  vendedor  desdel  dia  adelante  que 
fue  ase  puesto  que  viniesse  el  comprador  á medir  ó 
á pesar  las  cosas  sobredichas  despees  que  fue 
afrontado  que  los  viniesse  á tomar  assi  como  sobre- 
dicho es.  E lo  que  decimos  en  esta  ley  ha  logar  en 
todas  las  eos  as 'que  los  omea  han  por  costumbre  de 
gastar  ó de  medir  ó de  pesar.  Mas  si  la  uendida 
fuesse  fecha  de  oro  ó de  plata  ó de  ciuera  ó de  otra 


¿Podrá  vender  estas  cosas  á un  tercero,  recla- 
mando del  primer  comprador  el  quebranto  su- 
frido, como  dejamos  expuesto  en  el  art.  lífil? 

En  segundo  lugar,  ofrece  la  ley  la  siguiente 
particularidad:  la  venta  de  estas  cosas  fundi- 
bles no  está  perfecta,  en  cuanto  al  peligro  ele  la 
pérdida  total  ó parcial,  hasta,  que  lian  sido  po- 
sadas ó medidas;  pero  sí  está  perfecta  cu  cuan- 
to al  aumento  ó menoscabo  quo  por  alteración 
de  los  precios  pueda  causarse.  López  expresa 
que  esta  disposición  carece  de  precedente  ex- 
preso en  el  Derecho  romano. 

Ü 

Artículo  1464. — Para  que  ol.  precioso  ton- 
ga por  cierto,  basta  que  Jo  sea  con  referen- 
cia á otra  cosa  cierta,  ó que  se  dejo  su  seña- 
lamiento al  arbitrio  de  persona  determina- 
da. Guando  el  precio  fijado  por  esta  persona 
no  fuere  justo,  se  regulará  por  peritos. 

Si  aquélla  muriese  sin  señalarlo,  queda 
ineficaz  el  contrato. 

ORÍGENES 

Leves  9.a  y 10,  tít.  V,  Partida  5.a 

concordancias 

Concuerda  en  parte  con:  Art- 1 “>92,  Cód.  Fran- 
cia.— • 1501  Holanda.  — 1440  Luisiana. — Ley 
7.a,  párr.  l.°,  tít.  I,  lib.  XVllI,  Digesto. — Ley 
15,  tít.  XXXVIII,  lib.  IV,  Código. — Párr.  1.", 
tít.  XXIV,  lib.  III,  Instituciones. 

jurisprudencia 

Cuando  el  precio  puede  ser  cierto  por  rela- 
ción con  otra  cosa,  ó dicho  do  un  tercero,  es 
válida  la  venta,  según  lo  dispuesto  en  ¡as  leyes 
9.*  y 19,  tít.  V,  Partida  5.a  ¡Sent.  3ü  Junio  i 866). 

COMENTARIO 

Otro  de  los  requisitos  indispensables  en  todo 
contrato.de  compra  venta  es  la  existencia  de 
un  precio  que  lia  de  ser  cierto,  según  decimos 
en  el  art.  1459,  Si  el  precio  no  fuere  cierto,  como 


cosa  semejante  que  se  suele  vender  á peso  0 a me- 
dida, tan  solamente  estonce  dezimos  que  si  peligro 
alguno  acaesciesse  en  aquella  cosa  perdiendo.-!;  toda 
ó parte  de  ella  ante  q ue  sea  pesada  ó medula  une 
es  del  vendedor  el  peligro.  Pero  si  refozasson  <»  en- 
cares ciessen  en  aquel  lugar,  las  otras  co.-n->  que 
fuessen  atales  como  aquello,  la  mejoría  6 el  ineno.i- 
cabo  que  aniniesse,  por  esta  razón  seria  <!■•!  rom 
. prador  tan  solamente. 
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<s.¿  ,4  vendedor  digesse:  vendóte  esta  cas  a por  ■ 
cuanto  tá  quisieres  ó por  cuanto  yo  quisiera,  . 
la  vendida  en  Jal  manera  fecha,,  non  val - : 

dría. 

Pero  ¿qué  es  precio  cierto '? 

En  primer  lugar,  el  precio  es  cierto  cuando 
los  contratantes  estipulan  determinadamente  la 
cosa  objeto  del  contrato,  y la  cantidad  numéri- 
ca que  se  ha  de  entregar  en  equivalencia  de 
aquélla. 

En  segundo  lugar,  el  precio  es  cierto  cuando 
se  fija  con  relación  á otra  cosa  cierta;  asi  dice 
la  ley:  «Acordándose  el  comprador  ó el  vende- 
dor de  vender  el  uno  al  otro  alguna  cosa  por 
tantos  dineros  cuantos  el  comprador  tuviesse  en 
alguna  arca,  saco,  maleta  ó otra  cosa,  valdrá  la 
vendida,  si  fueren  y fallados  algunos  dineros, 
quantos  quier  que  sean;  maguer  non  ouiese  tan- 
tos cuantos  podria  ó valdría  aquella  cosa,»  por- 
que entonces  el  precio,  por  más  que  sea  igno- 
rado por  las  partos,  existe  ciertamente.  «Mas  sí 
por  aucntura  nonfallassen  y ninguno,  non  val- 
dría la  vendida,  porque  la  vendida  non  se  pue- 
de fazer  sin  precio. » También  es  el  precio  cierto 
con  relación  á otra  cosa  cierta,  cuando  «un  orne 
vendiere  á otro  alguna  cosa  auiniendose  ambos 
que  la  pudiesse  aucr  el  comprador  por  tanto 
precio,  cuanto  la  ouicra  aquel  que  la  vende,» 
siempre  que  «fallaren  que  la  ovo  comprado  ol 
que  la  vende  assi.  Mas  si  fallaren  que  la  ouiera 
de  donadío,  ó que  la  avia  eredado,  ó en  otra 
manera  que  non  fuesse  por  compra,  non  valdría 
la  vendida.  » 

En  tercer  lugar,  es  el  precio  cierto  cuando  se 
deja  su  señalamiento  al  arbitrio  de  persona  de- 
terminada; así,  pues,  «si  el  comprador  ó el  ven- 
dedor so  auienen  en  otro  orne  alguno,  metién- 
dolo en  su  mano  que  él  señalassc  el  precio  por 
cuanto  sea  vendida  la  cosa,  soñaladole  aquel  en 
cuya  mano  lo  ponen,  valdría  la  vendida.»  Nó- 
tese que  en  este  caso  será  preciso  que  el  terce- 
ro que  ha  de  lijar  el  precio,  se  nombre  de 
una  manera  determinada,  y por  tanto,  que 
no  valdré  la  vencida  cuando  únicamente  se  de- 
jase la  designación  del  precio  á la  voluntad  de 
un  tercero,  sin  designar  quién  haya  de  ser  éste; 
aunque  sobre  este  punto  nada  dice  nuestra  ley, 
asi  lo  entienden  los  autores,  siguiendo  en  esto 
c,\so  la  opinión  do  Justiniano  , que  prohibió 
esta  forma  do  venta,  porque  podrían  las  partes 
no  avenirse  nunca  en  el  nombramiento  del  ter- 
cero. No  obstante,  si  otorgada  la  venta  en  esta 
turma  hallaran  las  partes  modio  de  ponerse  de 
acuerdo  respecto  á la  designación  de  la  persona, 


no  vemos  inconveniente  en  que  el  contrato  sea 
válido  y se  cumpla. 

¿Podrá  dejarse  la  fijación  del  precio  al  arbi- 
trio de  dos  peritos,  reservándose  cada  una  de 
las  partes  el  nombramiento  de  uno  de  ellos? 

Como  de  costumbre,  unos  autores  han  soste- 
nido la  afirmativa,  y otros  ia  negativa. 

¿Podrá  dejarse  al  arbitrio  de  un  tercero  la  de- 
signación de  la  cosa  vendida,  cuando  el  com- 
prador y el  vendedor  hubieren  convenido  en 
vender  un  caballo  ó una  fanega  de  tierra?  Esta 
cuestión,  según  expresa  Goyena,ha  sido  resuel- 
ta afirmativamente  y con  justicia,  pues  que  la 
cosa  podrá  en  rigor  llamarse  incierta,  pero  ostá 
encerrada  en  casos  ciertos. 

Por  último,  si  la  persona  á quien  se  confió  la 
designación  del  precio  lo  señalase  desaguisado, 
mucho  mayor  ó menor  de  lo  que  vale  la  cosa, 
debe  ser  enderezado  según  albedrío  de  ornes 
buenos.  Y si  dicha  persona  falleciera  antes  de 
haber  señalado  el  precio,  queda  ineficaz  el  con- 
trato «é  non  valdría  la  vendida.» 

Artículo  1465. — El  señalamiento  del  precio 
no  puede  dejarse  al  arbitrio  do  uno  de  los 
contrayentes. 

ORÍGENES 

Ley  9.‘,  lít.  Y,  Partida  5.a 

JURISPRUDENCIA 

Entre  el  precio  de  un  contrato  do  venta  y la 
indemnización  de  perjuicios  no  hay  identidad, 
ni  aun  la  menor  analogía,  y por  lo  tanto  es  in- 
aplicable al  caso  en  que  se  trate  de  fijar  dicha  in- 
demnización lo  dispuesto  en  la  ley  9.u,  tít.  V, 
Partida  5.®,  sobre  nulidad  de  las  ventas  en  que 
se  deja  á la  voluntad  de  una  de  las  partes  la  de- 
signación del  precio  (Sent.  8 Noviembre  1865). 

COMENTARIO 

Guando  alguno  délos  contratantes  se  reserva 
el  derecho  ó facultad  de  señalar  el  precio,  no 
puede  decirse  con  verdad  que  éste  es  cierto,  y 
por  consiguiente  que  haya  contrato  de  compra- 
venta- Así  lo  declara  la  ley  al  decir  ca  si  el  ven- 
dedor digesse:  vendóte  esta  cosa  por  cuanto  tú 
quisieres,  ó por  cuanto  yo  quisiere,  ¡a  vendida 
en  tal  manera  fecha  non  valdría,» 

Artículo  14(56. — No  existiendo  acuerdo  en- 
tre comprador  y vendedor  respecto  de  la 


DEL  CONTRATO  DE  COMPUA  Y VENTA 


2D5 


cosa  y del  precio,  y siendo  por  consiguiente 
lina  y otro  inciertos,  no  vale  la  venta,  salvo 
si  el  vendedor  entendiese  cpie  el  precio  es-  ■ 
tipulado  era  menor  que  el  ofrecido  por  el  : 
comprador. 

ORÍGENES 

Ley  20,  tít.  V,  Partida  5.* 

JURISPRUDENCIA 

Toda  vez  que  sean  ciertos  en  la  venta  el  pre- 
cio y la  cosa  vendida,  no  es  necesario  que  esta 
se  describa  específica  y detalladamente  (Sen- 
tencia 10  Noviembre  1866). 

En  caso  de  existir  en  un  contrato  de  venta  la 
falla  de  consentimiento  por  parte  del  compra- 
dor, no  es  al  vendedor  á quien  corresponde  re- 
clamar dicha  falta,  sino  al  nuevo  comprador  ó 
sus  herederos  (Sent.  23  Noviembre  1807). 

Cuando  la  subasta  de  una  linca  se  anuncia 
por  una  cantidad  determinada  y sin  sujeción  á 
medida,  designándose  sus  linderos,  se  entiende 
que  la  venta  se  ha  hecho  á cuerpo  cierto  (Sen- 
tencias 8 Abril  1865  y 11  Noviembre  1870). 

No  acreditándose  que  la  venta  de  un  solar  se 
hizo  á cuerpo  cierto,  es  claro  que  hay  que  con- 
venir que  se  enajenó  por  cierto  y determinado 
número  de  piés  (Sent.  9 Abril  1870). 

Cuando  por  falta  de  postores  á todas  las  fin- 
cas que  se  sacan  á subasta,  y consentida  la  re- 
tasa de  ellas  por  dicha  razón,  no  se  presenta 
reclamación  alguna  por  los  interesados,  en  el 
concepto  de  que  no  se  vendan  sino  reunidas,  es 
evidente  que  no  se  falta  á la  conformidad  y asen- 
timiento con  que  por  parte  de  diehos  interesa- 
dos se  habían  sacado  á subasta  todas  y cada 
una  de  las  fincas,  por  aprobarse  la  venta  do  las 
á que  se  hizo  postura  (Sent.  7 Febrero  1873). 

COMENTARIO 

Lo  dispuesto  en  este  artículo  es  consecuencia 
obligada  délo  que  dejamos  consignado,  acerca 
de  la  necesidad  del  consentimiento  en  uno  de 
laB  partes  sobre  la  cosa  objeto  de  la  compra- 
venta y del  precio  que  por  ella  ha  de  abonar 
el  comprador.  , 

No  habiendo  consentimiento  en  uno  respecto 
de  aquellos  dos  extremos,  la  cosa  y el  precio 
son  inciertos,  esto  es,  no  existo  verdadero  con- 
trato. 

Hay,  sin  embargo,  una  excepción,  muy  digna 

de  tenerse  en  cuenta. 

TUMO  II 


j Dice  la  ley  quo  comentamos:  «Acordarse  de- 
uen  en  el  precio  el  comprador  c el  vendedor. 
Ca  si  desacordasscn  diziendo  el  vendedor  quo 
el  precio  fuó  mayor  do  lo  que  otorgasso  el  com- 
prador, non  valdría  la  vendida.  Esto  seria,  co- 
mo si  dixesse  el  vendedor  que  auia  uendido  la 
cosa  por  cient  marauedis,ó  el  comprador  dixes- 
so  que  non  mas  de  por  cincuenta,  ó non  se  pu- 
diesso  ende  sabor  la  verdad.  Mas  si  des- 
acordassen  diziendo  el  vendedor  quo  el  precio 
era  menor  de  lo  que  decía  el  comprador , es- 
tonce valdría  la  vendida...» 

La  razón  de  este  precepto  se  apercibe  desde 
luégo,  sin  necesidad  de  otra  explicación. 

Artículo  1467. — Mediando  arras  ó señal 
podrá  rescindirse  el  contrato  por  el  hecho 
de  allanarse  el  comprador  á perderlas,  ó el 
vendedor  á devolverlas  duplicadas,  á no  ser 
que  se  hubiesen  entregado  como  parto  de 
precio,  en  cuyo  caso  no  podrá  rescindirse  el 
contrato. 

ORÍGENES 

Ley  4.a,  tít.  IV,  lib.  V,  Fuero  Juzgo. 

Ley  2.a,  tít.  X,  lib.  III,  Fuero  Leal. 

Ley  7.“,  tít.  V,  Partida  5.a 

concordancias 

Concuerda  con:  Ley  17,  tít.  XXI,  lib.  IV,  Có- 
digo.—Leyes  del  tít.  XXIV,  lib.  III,  Institu- 
ciones. 

JURISPRUDENCIA 

Si  por  el  comprador  so  entrega  al  vendedor 
alguna  cantidad  como  señal  y parte  de  pago  del 
precio  total,  ninguno  de  los  contrayentes  pue- 
de dejar  de  cumplir  lo  pactado  ni  deshacer  la 
venta,  según  expresamente  ordena  la  ley  7.a,  tí- 
tulo V,  Partida  o.J  (Sent.  11  Abril  1864.) 

También  es  ineludible  el  cumplimiento  del 
contrato  así  celebrado,  conforme  á lo  que  pres- 
cribe la  ley  1.*,  tít.  I,  lib.  X,Nov.  Reo.  (Id.  id.  id.) 

La  cantidad  que  depositan  los  postores  á una 
cosa  que  se  vende  en  pública  subasta,  en  ga- 
rantía del  cumplimiento  de  su  compromiso,  no 
puede  reputarse  como  señal  ó arras  (Sent.  19 
Abril'  1865). 

COMENTARIO 

Entiéndese  por  arras,  aparte  de  la  significa- 
ción que  á esta  palabra  se  le  atribuyo  tratándo- 
se del  matrimonio,  toda  cantidad  , prenda  ó so- 
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ñal  que  se  entrega  en  garantía  del  cumplí-  ■ 
miento  de  una  obligación  contraída.  Sin  em- 
bargo, las  cantidades  que  los  postores  á una  su- 
basta depositan  como  garantía  no  se  reputan 
como  arras,  según  declaración  del  Tribunal  Su- 
premo. 

Median  más  ordinariamente  las  arras  en  el 
contrato  de  compra-venta, y suele  darlas  el  com- 
prador al  vendedor  en  seguridad  de  que  no 
deshará  la  vendida;  mas  con  la  particularidad 
de  que,  dadas  por  el  comprador,  ligan  del  mismo 
modo  á éste  que  al  vendedor. 

Las  arras  pueden  darse  simplemente  como 
señal  ó como  parte  del  precio.  En  el  primer  ca- 
so tiene  natural  aplicación  lo  que  se  dispone  en 
nuestro  artículo  respecto  de  la  pérdida  y devo- 
lución de  las  arras  según  los  casos. 

La  mayor  dificultad  está  en  distinguir  si  las 
arras  se  han  entregado  en  el  primero  ó en  el 
segundo  concepto.  Con  arreglo  al  texto  explíci-  . 
to  de  la  ley,  la  dificultad  se  vence  fácilmente;  ; 
pues  entregada  la  cantidad  ó prenda  sin  indicar  ¡ 
en  qué  concepto  se  dan,  se  entenderá  que  es  en 
el  de  señal,  y solamente  euando  el  comprador  ' 
dió  la  señal  diciendo  que  ía  rfaua  'por  señal  é 
parte  del  precio  ó por  otorgamiento , se  reputa- 
rán dadas  en  este  segundo  modo.  Es  decir,  que 
para  ello  se  necesita  la  manifestación  clara  y 
terminante  del  que  entrega  las  arras. 

En  el  primer  caso  la  venta  puede  rescindirse, 
y las  arras  serán  la  pena  de  esta  falta.  Si  las  res- 
cinde el  comprador,  pierde  la  cantidad  que  en 
señal  entregó:  si  las  rescinde  el  vendedor,  debe- 
rá restituirlas  dobladas. 

En  el  segundo  caso,  como  que  la  cantidad  en- 
tregada lo  fue  en  concepto  de  parte  del  precio, 
no  es  posible  la  rescisión. 


Artículo  1488. — Nadie  puede  ser  obligada 
á vender  sus  bienes  Ó parte  de  ellos  contra 
su  voluntad,  si  no  es  por  causa  justificada 
de  utilidad  pública,  con  arreglo  á las  leye“í 
especiales  en  la  materia.  ■ : ' 


ORÍGENES 

Ley  3.a,  tít.  V,  Partida  5.* 

Art.  10,  Constitución  de  1876. 


COMENTARIO 

El  respeto  al,  sagrado  derecho  de  propiedad 
exige  que  nadie  pueda  verse  compelido  .á  enaje- 
nar sus  cosas  contra  su  voluntad. 

Por  consiguiente,  toda  venta  que  se  haga  por 
fuerza  ó miedo  será  nula,  como  que  falta, en  ella 
el  requisito  más  indispensable  para  la  validez 
de  los  actos  humanos,  cual  es.  el  consentimien- 
to de  alguno  de  los  que  contraen. 

Análogo  electo  que  la  fuerza  y el  miedo  pro-, 
duce  la  presión  que  puede  ejercer  ol  poder,  pú- 
blico, compeliendo  á los  ciudadanos  á enajenar 
sus  cosas. 

La  ley  no  ha  podido  sancionar  ninguna  clase 
de  atentados  de  esta  especie. 

Así  es  que  la  ley  de  Partida  declaró  nulas 
todas  las  ventas  en  que  intervinieren  aquellos 
defectos  de  consentimiento.  El  precepto  consti- 
tucional, por  otra  parte,  sanciónala  misma  re- 
gla, que  tiene  su  desarrollo  y complemento  ne- 
cesario  en  la  ley  de  expropiación  forzosa  por 
causa  de  utilidad  pública. 


CAPÍTULO  II 

QUIÉNES  PUEDEN  COMPRAR  Y VENDER 


Artículo  1400.— Pueden  celebrar  el  con- 
trato de  compra  y venta  todas  las  personas 
á quienes  la  ley  permite  obligarse,  salvas 
las  modificaciones  contenidas  en  los  ar- 
tículos siguientes. 

ORÍGENES 

Ley  2.*,  tít.  V,  Partida  5.a 


CONCORDANCIAS 

Concuerda  sustancialmente,  con:  Art.  1594, 
Cód.  Francia. — 1559  Portugal.— 1456  Italia.--^ 
2120  Luisiaua.— Art.  2.°,  lih.  IV,  cap.  III,  Bá- 
viora.— 1588  Bolivia.— 1124  Vaud.— 1239  Neuf- 
chatel.— Ley  13,  tít.  I,  lib.  XIX,  Digesto.— Le- 
yes del  tít.  XIX,  lib,  III,  Instituciones.  - ■" 
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JURISPRUDENCIA 


Soh  válidas  las  ventas  de  bienes  raíces  he- 
chas por  menores  de  edad,  cuando  fingen  ser 
mayores  de  veinticinco  años,  y por  las  circuns- 
tancias de  estar  próximos  á esa  edad,  ser  casa- 
dos y. tener  la  administración  de  sus  bienes,  ú 
otras  especiales  que  en  los  mismos  concurran, 
puedan  creer  los  que  intervienen  en  el  contrato 
que  son  mayores  de  edad  (Sent.  27  Abril  1360). 

Al  determinar  la  ley  17,  tít.  XVI,  Partida  6.*, 
que  sean  válidos  los  contratos  beneficiosos  á 
los  menores,  se  refiere  al  caso  en  que  éstos  sean 
los  compradores,  y no  al  en  que  se  enajenen 
fincas  de  huérfanos,  lo  cual  no  puede  hacerse 
sino  por  los  motivos  y con  las  formalidades  que 
exige  la  ley  18  del  mismo  título  y Partida,  y en 
el  tít.  XIII  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil 
(Sent.  11  Mayo  1861). 

Siendo  circunstancia  esencial  del  contrato  de 
compra-venta  el  consentimiento,  el  que  no  pue- 
de prestarle  no  tiene  aptitud  para  celebrarlo 
válidamente  (Sent.  17  Setiembre  1863). 

Celebrado  un  contrato  de  venta  por  personas 
que  tenían  capacidad  para  contratar,  estando  la 
cosa  vendida  en  el  comercio  y circulación,  y 
siendo  cierto  su  precio,  dicho  contrato  es  válido 
y eficaz,  con  arreglo  á lo  que  prescriben  las  le- 
yes 1.*,  0.a  y 9.a,  tít.  V,  Partida  5.',  y la  senten- 
cia que  así  lo  reconoce,  no  iñfringe  la  doctrina 
legal  que  declara  nulos  los  contratos  que  se 
oponen  á las  buenas  costumbres  y los  en  que 
se  utiliza  un  lucro  que  excede  al  valor  de  la 
cantidad  empleada  [Sent.  18  Febrero  1863). 

Siendo  principio  legal  que  el  padre  de  fami- 
lia puede  adquirir  por  sí,  por  su  mujer,  por  sus 
hijos,  y aun  por  sus  criados,  con  tal  que  expresa 
ó tácitamente  acepte  las  consecuencias  de  los 
contratos  que  éstos  celebren,  áun  cuando  una 
venta  se  haga  á favor  de  una  mujer  casada, 
sin  licencia  de  su  marido,  no  pidiendo  éste  la 
nulidad,  que  es  á quien  únicamente  compete  la 
acción,  surte  todos' sus  efectos  legales  ¡Senten- 
cia 27  Junio  1866). 


i 


J 


"Por  la  ley  2.a,  tít.  V,  Partida  5.*,  se  estable- 
ce qüe  puedan  comprar  y vender  sólo  aquellos 
que  pueden  obligarse  uno  á otro,  añadiendo 
que  por  lo  mismo  no  puede  verificarse  este  con- 
trato entre  el  padre  y el  hijo,  miéntras  esté  en 
BU  poder,  salvo  en  lo  tocante  al  peculio  cas- 
trense (Sent,  26  Enero  1867). 

Lo  preceptuado  en  las  leyes  1.a,  2.*,  6.1  y 9.  , 
titulo  V,  Partida  5.a,  y el  principio  de  que  los 
bienes  que  están  en  propiedad  privada  son  de  la 


libre  disposición  de  aquellos  á quienes  pertene- 
cen, sólo  deben  entenderse  cuando  las  ventas 
hechas  del  modo  que  dichas  leyes  previenen 
no  tienen  vicio  ninguno  que  las  invalide  ¡Sen- 
tencia 17  Mayo  1869). 

Para  adquirir  con  seguridad  bienes  inmue- 
bles ó derechos  reales,  es  indispensable,  no  sólo 
que  el  vendedor  sea  dueño  de  ellos,  sinó  que 
tenga  capacidad  civil  para  enajenarlos:  y decla- 
rada nula  la  enajenación,  queda  tambion  anu- 
lada su  inscripción  en  el  Registro  de  la  propie- 
dad, según  dispone  el  art.  33  de  la  ley  Hipote- 
caria, favoreciendo  al  tercero  la  excepción  del 
art.  31  de  la  misma,  cuando  los  vendedores 
aparecen  en  el  Registro  con  derecho  para  ena- 
jenar válidamente  (Sont.  30  Diciembre  1875). 


COMENTARIO 

Todo  aquel  que  puede  contratar,  puede  tam- 
bién celebrar  el  contrato  de  compra  y venta. 

Esta  es  la  regla  general  vigente  acerca  de  la 
capacidad  legal  para  celebrar  este  contrato. 

Las  excepciones  son  de  dos  clases.  Una  se  re- 
fiere á los  generalmente  incapacitados  para 
contratar,  los  cuales  tampoco  podrán  celebrar 
este  contrato.  De  esta  clase  de  excepciones  no 
necesitamos  ocuparnos:  en  el  lugar  correspon- 
diente dejamos  explicada  la  doctrina  vigente  en 
la  materia.  Las  otras  son  peculiares  á esto  con- 
trato y forman  la  materia  del  artículo  siguiente. 


Artículo  1470.— Ademas  de  las  personas 
comprendidas  en  las  prohibiciones  genera- 
les para  contratar,  tienen  prohibición  para 
celebrar  el  contrato  de  compra  y venta: 

1. °  El  padre  con  el  hijo  sujeto  á su  po- 
testad, á no  ser  en  cuanto  á los  bienes  de 
éste,  para  cuya  administración  y usufructo 
se  le  reputa  emancipado,  con  arreglo  á los 
artículos  211,  212  y 213  (a). 

2. ’  Los  comprendidos  en  los  artículos 
261,  263,  1068  y 1609,  y cualesquier  otros 
administradores  legales,  á no  ser  en  los  ca- 
sos y modos  que  en  los  mismos  artículos  se 
determinan  (b). 

3. "  Los  jueces,  respecto  de  aquellas  co- 
sas que  se  venden  por  su  mandato  en  publi- 
ca subasta.  Tampoco  pueden  comprar  bienes 
inmuebles  en  territorio  de  su  jurisdicción, 
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ORÍGENES 

¡a)  Ley  2.%  tít.  V,  Partida  5." 

i7)j  Ley  l.\  tít.  XII,  lib.  X,  Nov.  Rec. 

Véanse  los  orígenes  de  los  artículos  qué 
se  citan. 

ic)  Ley  5.a,  tít.  V,  Partida  5.‘ 

Ley  4.\  tít,  XIV,  lib.  V,  Nov.  Rec. 

Ley  3.",  tít.  XI,  lib.  VII,  Nov.  Rec. 

Art.  415,  Código  penal. 

COMENTARIO 

«Lo  que  vendiesse  el  padre  al  fijo  que  tiene 
on  poder,  ó el  fijo  al  padre,  non  valdría,  porque 
non  pueden  J'azer  obligación  entre  si.  Ca  como 
quier  que  sean  dos  personas  según  natura,  se- 
gún derecho  son  contadas  por  una.  Mas  si  el 
fijo  ouiesse  de  aquellas  ganancias  que  son  lla- 
madas castrenses,  vel  cuasi-castrcnses,  de  tales 
cosas  bien  podría  fazer  vendida  ásu  padre.» 
Aunque  la  ley  de  Partida  no  exceptúa  de  esta 
incapacidad  más  que  los  contratos  que  versen 
sobre  bienes  castrenses  y cuasi-castrenses , pa- 
rece lógico  hacerlo  extensivo  á los  demas  bie- 
nes respecto  de  los  cuales  el  hijo  se  considera 
como  emancipado,  con  arregio  á los  arts.  (i 6 y 
(!7  de  la  ley  de  Matrimonio  civil. 

Ei  párr.  '2."  del  artículo  que  comentamos, 
más  que  á incapacidad  absoluta  para  celebrar 
el  contrato  de  compra-venía,  confirma  ciertas 
limitaciones,  consistentes  en  determinadas  for- 
malidades que  es  preciso  llenar  para  que  los 
contratos  celebrados  no  se  anulen.  8c  refieren 
á los  tutores  y curadores  y á losalbaceas  ó tes- 
tamentarios, á no  ser  con  la  competente  autori- 
zación indicia!  los  primeros,  ó habiendo  sido 
habilitados  expresamente  para  ello  por  el  testa- 
dor ¡os  segundos. 

Ademas  de  la  prohibición  que  en  los  citados 
artículos  se  consigna,  la  ley  I.",  tít.  XII,  lib.  X, 
Nov.  ltec.,  hizo  general  el  precepto,  extendién- 
dolo á cualesquiera  administradores  legales. 

L»  cuanto  á la  prohibición  quo  ataño  á los 
.¡ucees,  os,  como  dice  Goyena,  una  consecuencia 
de  ¡os  principios  religiosos  quo  volan  sobro  la 
santidad  del  ministerio  judicial;  así  es  que  tan- 
to las  leyes  de  Partida  como  las  recopiladas  y 


el  Código  penal,  deacuerdocon  ellas,  consignan 
la  prohibición,  así  de  ejercer  comercio  ó tráfico 
de  cualquier  especie,  como  comprar  aquellas 
cosas  que  se  vendiesen  en  las  almonedas  que 
se  fizieren  por  mandato  de  nuestros...  así  co- 
mo tampoco  pueden,  con  arreglo  á las  Partidas, 
comprar  eredamiento,  ni  casas,  él  ni  otro  por 
él , ni  otrosí  ninguno  de  su  compaña  en  aque- 
lla tierra,  ni  en  aquel  lugar  sobre  que  Son 
apoderados;  cuya  prohibición,  referente  á los 
Adelantados,  consigna  ásu  vez  la  Recopilación 
en  cuanto  á los  Corregidores,  cargos  que  hoy 
no  existen;  pero  refiriéndose  aquéllas  á los  en- 
cargados de  administrar  justicia,  las  entienden 
los  autores  como  .subsistentes  con  relación  á los 
jueces. 

Artículo  1471,— Nadie  puede  comprar  á 
los  criados  aquellas  cosas  que  se  debo  supo- 
ner pertenecen  al  servicio  de  la  casa  en  que 
estuvieren  empleados,  ó fueren  de  la  propie- 
dad de  sus  amos. 

ORÍGENES 

Ley  6.a,  tít.  XIÍ,  lib.  X,  Nov.  Rec.  (1565). 

COMENTARIO 

Otra  prohibición,  sí  bien  de  ménos  impor- 
tancia, consignan  las  leyes  recopiladas.  A ella 
se  refiere  el  presente  articulo.  «Mandamos  que 
ninguna  persona  sea  osada  de  comprar,  ni 
compre  de  criado  ó criada  que  sirviere  á otro, 
cosas  de  vianda  y eomor,  ni  cebada,  ni  paja,  ni 
leña,  ni  otras  cosas  de  servicio  y alhajas  de 
casa;  y que  el  que  las  comprare  en  cualquier 
manera,  que  sea  habido  por  encubridor  do 
hurto.» 

La  primera  parte  de  la  ley,  en  cuanto  prohí- 
be la  compra  de  cosas  que  deban  suponerse  del 
servicio  ó propiedad  de  los  amos,  no  parece 
que  deba  entenderse  derogada.  Mas  on  cuanto 
á que  ios  compradores  de  tales  cosas  hayan  de 
ser  tenidos  por  encubridores  de  hurto,  duda- 
mos que  semejante  precepto  pueda  sustentarse 
como  vigente  después  det  Código  penal  quo 
define  y explica  quiénes  son  encubridores. 
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CAPÍTULO  III 


DE  LOS  EFECTOS  DEL  CONTRATO  CUANDO  SE  HA  PERDIDO  LA  COSA  'VENDIDA 


Artículo  1472. — Si  al  tiempo  de  celebrarse 
la  venta  se  había  perdido  la  cosa  en  su  to- 
talidad, como  si  vendido  un  edificio  se  des- 
truyere conservándose  únicamente  el  solar, 
si  lo  ignora  el  comprador,  queda  sin  efecto 
el  contrato:  teniendo  noticia  el  vendedor  de 
la  destrucción  de  la  cosa,  deberá  abonar  al 
comprador  todos  los  daños  que  se  le  ocasio- 
nen. 

Es  válida  la  venta  si  sólo  el  comprador 
conocía  la  pérdida  de  la  cosa. 

Lo  mismo  se  observará  cuando  la  cosa  se 
perdiere  en  su  mayor  parte,  á raénos  que  el 
comprador  prefiera  reclamar  la  parte  con- 
servada, abonando  su  precio. . 

Pero  si  se  ha  perdido  sólo  en  su  menor 
parte,  subsiste  el  contrato,  rebajándose  el  ; 
precio  en  proporción  á la  pérdida,  y si  el 
vendedor  obró  á sabiendas,  deberá  abonar 
los  daños  que  se  originen  al  comprador. 

ORÍGENES 

Ley  14,  tít.  V,  Partida  5.a 

JURISPRUDENCIA 

■ Si  bien  es  válida  la  venta  de  casa  ó de  otro 
edificio  destruido  ó deteriorado  en  su  menor 
papte,  ignorándolo  ambos  contrayentes,  pero 
rebajándose  de  su  precio  lo  que  vale  de  menos, 
según  la  ley  14,  tít.  V,  Partida  5.*,  no  tiene,  sin 
embargo,  lugar  esta  indemnización,  con  arreglo 
á la  misma  ley,  cuando  se  establece  en  el  con- 
trato el  pacto  expreso  de  que  la  venta  se  verifi- 
ca en  el  estado  en  que  la  finca  se  encuentre,  y 
fuese  aceptado  este  pacto  porel  comprador  (Sen- 
tencia 17  Marzo  1864).  ■ 


COMENTARIO 

Puede  suceder  que  al  tiempo  de  celebrarse  la 
venta,  la  cosa  sobre  que  recaía  el  consentimien- 
to haya  dejado  de  existir;  en  esto  caso  falta  uno 
de  los  tres  requisitos  indispensables  á este  con- 
trato: la  cosa.  Por  eso  el  contrato  queda  sin 
efecto,  ó,  hablando  con  más  propiedad,  no  hay 
contrato.  Pero  puede  suceder  una  dedos  cosas: 
ó al  tiempo  de  celebrarse  el  contrato  ignoraba 
el  vendedor  que  la  cosa  hubiere  perecido,  ó no 
lo  ignoraba.  Si  lo  primero,  el  contrato  es  nido, 
sin  otras  consecuencias:  si  lo  segundo,  ademas 
de  ser  nulo  el  contrato,  deberá  el  vendedor  in- 
demnizar al  comprador  de  los  daños  y perjui- 
cios que  se  le  ocasionen,  puesto  que  en  este  ca- 
so el  vendedor  obró  de  mala  fo,  vendiendo  aque- 
llo que  sabía  que  no  poseía  ya  ni  existía. 

La  regla  anterior  tiene  aplicación,  no  sóio  en 
el  caso  de  que  la  cosa  objeto  del  contrato  so  hu- 
biese perdido,  quemado  ó desaparecido  por 
completo,  sinó  también  cuando  la  cosa  vendida 
fuesse  quemada,  ó derribada  la  mayor  parte 
delta. 

Por  el  contrario,  sí  fuesse  la  menor  parle  da- 
lla quemada  ó derribada , estonce  valdría  la 
vendida:  pero  deven  fazer  sacar  del  precio 
quanto  asmaren  que  vale  la  cosa  menos  por  ra- 
zón do  aquello  que  era  quemado  ó derribado 
á la  sazón  que  fue  fecha  la  compra.  Esto  es  en 
el  caso  de  que  el  vendedor  ignorase  la  pérdida, 
pues  si  la  conocía  y la  ocultó,  deberá  alionar  ai 
comprador  que  lo  ignoraba  los  menoscabos  ¡j 
los  daños  quel  vinieren  por  esta  razón. 

Por  último,  debemos  hacer  constar  que  las 
indemnizaciones  á que  se  refiere  ia  ley  que  co- 
mentamos no  tienen  lugar  ni  pueden  exigirse 
cuando  se  establece  en  eí  contrato  el  pacto  ex- 
preso do  que  la  venta  se  verifica  en  el  estado 
en  que  la  finca  se  encuentre,  y es  aceptado  por 
el  comprador,  según  ha  declarado  terminante- 
mente el  Supremo  Tribunal  en  fallo  do  17  do 
Marzo  de  1864. 
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CAPITULO-  IV 


DE  LAS  COSAS  QUE  PUEDEN  SER  OBJETO  DE  COMPRA  Y VENTA 


Artículo  1473. — Pueden  ser  objeto  del 
contrato  de  compra  y venta,  no  sólo  las  co- 
sas presentes  , sinó  también  las  futuras  ó 
inciertas,  con  tal  que  puedan  existir. 

El  contrato  hecho  á la  ventura  es  válido 
en  cuanto  ála  obligación  de  entregar  el  pre- 
cio, aunque  no  llegue  á existir  la  cosa. 

i 

ORÍGENES 

Ley  11,  tít.  V,  Partida  5.* 

JUEiSPR.tDF.XCIA 

La  doctrina  de  que  pueden  ser  objeto  del  con- 
trato de  compra-venta  todas  las  cosas  que  es- 
tán en  el  comercio,  menos  las  prohibidas  por 
la  ley,  y el  principio  de  que  Ao  que  no  prohíben 
las  leyes  no  puedo  impedirse,»  no  pueden  tener 
aplicación  sí  no  se  ha  litigado  sobre  ninguna 
de  las  cuestiones  á que  se  refieren  dicha  ley  y 
doctrina  (Seat.  11  Febrero  1875). 

COMENTARIO 

la  hemos  dicho  que  es  indispensable,  para 
que  exista  venta,  que  haya  cosa  sobre  que  re- 
caiga: esto  da  inmediatamente  lugar  á esta  pre- 
gunta: ¿qué  cosas  pueden  ser  objeto  de  ia  com- 
pra y venta? 

Desde  luego,  según  expresa  la  ley,  pueden 
comprarse  y venderse  tanto  las  cosas  que  exis-  i 
ten  como  aquellas  cuya  existencia  es  posible,  ; 
por  más  que  en  la  actualidad  no  vivan  ni  sean,  i 
«Como  si  un  orne  vendiesse  á otro  el  fruto  de  ■ 
alguna  bestia  que  estuviesse  preñada,  ó de  viña, 
ó tierra,  ó cosa  semejante.» 

Las  cosas  futuras  pueden,  por  lo  tanto,  ven- 
derse, con  tal  de  que  sean  posibles. 

Cuando  se  venden  cosas  futuras  ó inciertas, 
la  validez  del 'contrato  depende  de  que  lleguen 
á existir;  y por  consiguiente,  si  la  cosa  non 
diere  fruto  ninguno  de  si,  non  serta  tonudo  el 
comprador  de  darle  el  precio. 


I La  ley,  ocupándose  del  contrato  de  compra- 
' venta  de  cosas  inciertas,  dice:  «Otrosi  podría 

■ orne  comprar  la  cosa  que  non  fuere  ano  cierta: 
como  si  algún  orne  pescasse  ó cazasso,  é dixesse 
á otro,  darte  he  tanto  precio  por  la  primera  cosa 

■ que  pescares  ó cazares;  ca  si  el  otro  gelo  otor- 
¡ ga,  como  quier  que  non  sabe  que  es  aquello 

que  vende,  valdría  la  vendida.» 

El  contrato  de  compra-venta,  hecho  á riesgo 
ó ventura,  es  válido,  áun  cuando  no  llegue  á 
existir  la  cosa  sobre  que  versó.  Asi,  pues,  si  el 
comprador  «dijere  que  quiere  atender  á su  ven- 
tura, si  sacasse  alguna  cosa  el  pescador  da  la 
. primera  vez,  si  prisiesse  ó matasse  el  cazador 
i alguna  cosa,  fasta  ora  cierta  del  dia  ó todo  el 
' dia,  maguer-non  prenda  ninguna  cosa,,  es  tonu- 
do el  comprador  de  darlo  el  precio  quel  pro- 
metió.» 

Inútil  es  que  digamos,  porque  ya  lo  dejamos 
consignado  on  otro  lugar,  que  pueden  ser  ob- 
jeto de  la  compra- venta,  no  sólo  las  cosas  cor- 
porales , sino  también  Tas  incorporales,  como 
los  derechos,  los  créditos,  etc.,  etc. 

Artículo  1474. — No  podrán  ser  objeto  del 
contrato  de  compra  y venta: 

1. °  La  sucesión  de  persona  determinada, 
á no  ser  con  el  consentimiento  no  revocado 
de  ésta  (a). 

2. a  Las  cosas  que  están  fuera  de  comer- 
cio, ó no  son  susceptibles  de  propiedad  pri- 
vada ib). 

3. “  Los  bienes  del  Estado,  provincias, 
corporaciones  administrativas,  6 que  sean 
del  común  aprovechamiento  de  los  pueblos, 
á nq  ser  en  el  modo  y forma  que  previenen 
las  leyes  y reglamentos  especiales  (<?). 

4. "  Las  sustancias  tóxicas  y las  medici- 
nales, no  siendo  en  el  modo  y forma  que 
prescriben  las  leyes  y reglamentos  de  sa- 
nidad (d). 

5. “  Las  cosas  litigiosas  (a). 
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ORÍGENES 

¡a)  Ley  13,  tít.  V,  Partida  5.a 

(b)  Ley  8.%  tít.  XV,  Partida  5.a 

(c)  Ley  1.a,  tít.  XIV,  Partida  1.a 

Ley  15,  tit.  V,  Partida  I.” 

(d)  Ley  17,  tit.  V,  Partida  5." 

Art.  8.°  Ley  12,  tít.  XII,  lib.  VIH,  Noví- 
sima Recopilación. 

Art.  8.°,  cap.  XXVI  f-,  Rcg.  10  Julio  1827. 

Real  cédula  1Ü  Diciembre  1828. 

Art.  81,  ley  do  Sanidad. 

Art,  2.°,  Ords.  Farmacia,  18  Abril  1860. 

{e)  Ley  10,  tít.  IV,  lib.  V,  Fuero  Juzgo. 

Leyes  l.1. y 4.*,  tit.  XII,  lib.  I,  Fuero 
Real. 

Leyes  13  y 14,  tít.  Vil,  Partida  3.a 

JURISPRUDENCIA 

Por  ía  ley  14,  tít.  Vil,  Partida  3.a,  so  pres- 
cribe que  no  pueda  ser  enajenada  la  cosa  «so- 
bre que  es  fecho  el  emplazamiento  fasta  que  la 
contienda  que  han  sobre  ella,  sea  librada  por 
juicio.»  (Sent.  15  Diciembre  1865.] 

La  ley  13,  tit.  VII,  Partida  3.a,  establece  que 
no  valgan  las  ventas  de  los  bienes  demandados,  : 
hechas  después  de  emplazado  aquel  contra 
quien  se  dirige  la  acción  [Id.  id,  id.) 

La  ley  13,  tít.  V,  Partida  5.a,  que  invalida  la  . 
venta  de  bienes  litigiosos  hecha  después  del  em- 
plazamiento, se  contrae  al  caso  en  que  la  enaje- 
nación de  la  cosa  demandada  se  verifique  por 
la  sola  voluntad  del  poseedor  y con  la  intención 
de  perjudicar  al, demandante  (Sent.  23  Mayo 
1859). 

No  es  permitido  enajenar  los  bienes  enbarga- 
dos  judicialmente,  mientras  no  se  alce  el  em- 
bargo, á no  ser  que  verifique  su  venta  el  juez 
que  conozca  del  litigio  (Sent.  13  Diciembre 
1866). 

Estimada  por  la  Sala  sentenciadora,  en  vir- 
tud de  las  pruebas  practicadas  y el  mérito  do 
los  autos,  la  identidad  de  las  lincas  disputables, 
sin  que  contra  dicha  apreciación  se  haya  ale- 
gado ley  ó doctrina  alguna  legal  infringida,  no 
puede  decirse  que  la  ejecutoria  infrinja  la  ley 
que  ordena  que  la  demanda  debe  dirigirse  con- 
tra el  tenedor  de  la  cosa  litigiosa  ¡Sentencia 
12  Abril  1866). 

COMENTARIO 

Examinaremos  sucesivamente  las  prohibicio- 
nes que  se  contienen  en  eBte  articulo. 

La  venta  de  una  cosa  futura  ó incierta  es 


verdaderamente  la  venta  de  una  esperanza. 
Ahora  bien,  no  todas  las  esperanzas  pueden 
onajenarso.  La  esperanza  do  heredar  á una 
persona  determinada,  bien  se  fundo  la  esperan- 
za en  la  proximidad  del  paren  tosco,  bien  en 
una  institución  testamentaria,  no  es  suscepti- 
ble do  venta  cuando  so  nombra  ó designa  aque- 
lla persona  do  quien  so  espera  ser  heredero; 
fueras  endo — añado  la  ley — si  l'uosse  la  vendida 
con  otorgamiento  é con  placer  dolías  mismos, 
ó que  duren  on  osto  placer  fasta  (¡no  mueran. 

Pero  cuando  no  so  designa  do  una  manera 
determinada  quién  es  la  persona  de  cuya  suce- 
sión se  trata,  poderlo  y an  >: ender  diziendo 
as-sí:  que  /odas  las  ganancias  ó derechos  que 
lesan  de  venir  por  razón  de  crechunicnto  onde 
quier  que  los  vengan,  la s venden , y entóneos  es 
válida  la  venta.  La  razón  do  la  prohibición  que 
se  contiene  en  el  primer  número  do  este  ar- 
ticulo, la  da  la  misma  ley  en  estas  palabras: 
«Porque  los  compradores  de  tal  esperanza  ó de 
tal  derecho  non  hayan  razón  de  se  trabajar  de 
muerte  de  aquellos  cuyos  son  los  bienes,  por 
codicia  de  los  auer.» 

Tampoco  pueden  venderse  aquellas  cosas  que 
no  están  en  el  comercio  de  los  hombres,  liste 
principio,  de  que  nos  hemos  ocupado  en  otros 
lugares,  no  precisa  mayor  explicación. 

Los  bienes  del  Estado,  asi  como  los  de  la  pro- 
vincia ó municipio,  ó aquellos  cuyo  aprovecha 
miento  correspondo  á los  pueblos,  no  pueden 
ser  vendidos  sino  en  los  casos  y con  sujeción  á 
las  solemnidades,  requisitos  y forma  que  pre- 
vienen las  leyes  y reglamentos  especiales  sobre 
la  materia,  y de  las  cuales,  como  de  carácter 
meramente  administrativo,  no  hemos  de  ocu- 
parnos. 

Por  lo  que  hace  á las  sustancias  ponzoñosas 
y á las  medicinales,  su  venta  viene  prohibida 
desde  las  Partidas,  on  que  ya  se  dispuso  que 
«ponzoña,  ó hierbas,  ó venino,  ó otra  cosa  mala 
de  aquellas  con  que  orne  pudiesse  matar  á otro 
comiéndola  ó beldándola,  non  las  deue  ningu- 
no vender  nin  comprar.»  Las  leyes  recopiladas 
después,  y las  leyes,  reglamentos  y cédulas  que 
citamos,  han  conservado-la  prohibición  do  ven- 
der aquellas  sustancias.  Las  < irdenanzas  de  far- 
macia, por  último,  determinan  bajo  qué  condi- 
ciones y en  qué  forma  pueden  venderse  aque- 
llas sustancias  tóxicas  y medicinales.  1 mal- 
mente,  el  Código  penal  sanciona  el  mismo 
principio. 

El  último  número  do  nuestro  artículo  so  re- 
fiere á las  cosas  litigiosas.  «Muchas  vegadas 
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acaesco  que  los  emplazados  por  facer  engaño  á 
los  que  los  fizieron  emplazar,  venden  ó enaje- 
nan maliciosamente  las  cosas  sobre  que  los 
emplazan,  ó cuando  vienen  ante  el  juzgador 
para  facer  derecho  á aquellos  que  las  deman- 
dan por  suyas,  dicen  que  non  son  tenudos  de 
responderles,  porque  non  son  tenedores  de  las 
cosas  demandadas.»  Este  abuso  á que  se  presta- 
ría la  posibilidad  de  enajenar  las  cosas  litigio- 
sas , indujo  al  legislador  á declarar  que  tal 
onajenaeion  non  vala,  é sea  tornada  aquella 
cosa  en  poder  de  aquel  que  la  enajenó. 

La  parte  penal  de  esta  ley,  que  impone  la 
pérdida  del  precio  en  cierto  caso  en  favor  de  la 
Cámara  del  Rey,  la  entendemos  derogada. 

La  ley  16,  tít.  V,  Partida  5.a,  prohíbe  la  ven- 
ta de  mármoles,  piedras,  maderas  ó adornos 
que  se  hallaren  en  las  fachadas  de  los  edificios 
particulares.  Esta  ley,  como  de  policía  urbana, 

está  derogada  por  disposiciones  posteriores. 

■ 

Artículo  1475. — No  obstante  lo  dispuesto  \ 
en  el  número  5.°  del  artículo  anterior,  po- 
drán ser  enajenadas  las  cosas  litigiosas: 

1. °  Si  fueren  entregadas  á otro  con  oca- 
sión de  matrimonio,  en  cuyo  caso  responde- 
rá de  la  demanda  el  que  las  hubiere  recibido. 

2. "  Si  perteneciesen  en  común  á diversos 
dueños,  pudiendo  ser  enajenadas  entre  ellos 
con  la  misma  obligación  del  número  ante- 
rior. 

3. "  En  testamento,  constituyendo  con 
ellos  alguna  manda  (1). 


(1)  Véase  el  art.  1013,  tomo  I,  ptig,  515. 


orígenes 

Leyes  14,  15,  16  y 17,  tít.  VII,  Partida  3." 
comentario 

La  disposición  de  este  artículo  no  se  refiere 
únicamente  al  caso  de  compra-venta,  Sobre 
todo  los  números  1.*  y 3.°  de  este  artículo,  en 
nada  se  relacionan  con  la  compra-venta.  Nos 
ha  parecido,  sin  embargo,  ventajoso  para  el 
lector  colocar  á continuación  de  la  ley  que  pro- 
híbe vender  las  cosas  litigiosas,  las.excepciones 
á esta  regla,  aun  aquellas  que  no  tienen  rela- 
ción con  el  contratQ  de  que  nos  estamos  ocu- 
pando. 


Artículo  1476. — No  pueden  ser  vendidas 
las  cosas  que  son  plenamente  de  la  propiedad 
del  comprador;  pero  sí  podrán  serlo  las  ser- 
vidumbres íi  otros  derechos  que  graven  so- 
bre aquéllas. 


ORÍGENES 

Ley  18,  tít.  V,  Partida  5.“ 

COMENTARIO 

Nadie  puede  comprar  aquello  mismo  que  le 
pertenece:  la  compra-venta  sn  este  caso  es  nula. 
Puedo,  sí,  comprarse  oí  derecho  que  otro  tiene 
sobre  una  cosa  nuestra,  como  una  servidumbre , 
un  censo,  ó cualquier  gravamen.  Tal  es  el  con- 
tenido de  la  presente  ley,  que  por  lo  clara  no 
necesita  mayor  comentario.- 
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CAPÍTULO  V 


DE  LAS  OBLIGACIONES  DEL  VENDEDOR 


SECCION  PRIMERA 

DISPOSICIONES  GENERALES 


Artículo  1477, — Las  principales  obligacio- 
nes del  vendedor  son  la  entrega  y sanea- 
miento. de  la  cosa  vendida. 

ORÍGENES 

Ley  32,  tít,  V,  Partida  5.* 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  con:  Art.  1603,  Cód.  Francia.—  ' 
1510  Holanda. — 1462  Italia. — 1568  Portugal. — 
2450  Luisiana. — 1602  Bolivia. — 1134  Vaud. — 
1250.— Neufchatel.— 1438  Friburgo.— 1347  Va-  : 
lais. — Ley  11,  tít.  I,  lib.  XIX,  Digesto.— Leyes  ; 
1.*,  24  y 70,  tit.  II,  lib.  XXI,  Digesto.— Ley  6.a, 
título  XLV,  lib.  VIII,  Código. 

JURISPRUDENCIA 

Adquiriéndose  una  finca  por  titulo  oneroso, 
el  vendedor  se  sujeta  á sufrir  las  consecuencias 
.inmediatas  y legalmente  indeclinables,-  de  que 
el  comprador  la  disfrutará  con  las  mismas  con- 
diciones y del  propio  modo  que  se  Id  entrega 
(Senfc.  24  Febreró  1855).  . 

El  vendedor,##  trasmite  al  comprador  por  la 

tomo  n 


venta  más  derechos  que  los  que  él  tiene,  írasíi- 
riéndole  al  propio  tiempo  los  gravámenes  (Idem, 
ídem,  id}. 

COMENTARIO 

Imprimís  ipsa.ni  rem  prieslare  vendí  fnrem 
oportel,  id  est,  ir  adere,  dice  el  Digesto. 

Pero  la  entrega  do  la  cosa  ha  de  sor  con  cier- 
tas condiciones:  así,  pues,  el  vendedor  deberá 
responder  de  la  eviccíon  y saneamiento,  en  los 
términos  y forma  que  veremos  oportunamente. 

Es  tan  obvia  la  obligación  de  entregar  la  cosa 
que  las  leyes  imponen  al  vendedor,  que  casi 
pudiéramos  decir  que  huelga  el  precepto  legal; 
puesto  que  sí  todo  el  que  contrata  ha  de  cum- 
plir las  obligaciones  que  contrae  de  la  manera 
que  ha  estipulado,  no  vemos  medio  de  que  el 
vondedor  dejara  de  hacer  aquella  entrega,  ob- 
jeto principal  y cláusula  primera  de  la  obliga- 
ción que  contrajo. 

Todos  los  Códigos,  sin  embargo,  hacen  cons- 
tar ésta  como  primera  obligación,  y no  hemos 
do  ser  nosotros  seguramente  quienes  abogue- 
mos para  que  se  suprima  la  declaración;  pues 
lejos  de  oscurecer  la  voluntad  dol  legislador, 
contribuye  á que  aparezca  ésta  más  torminanto, 
y por  lo  mismo  más  ineludible. 
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SECCION  SEGUNDA 


DE  LA  ENTREGA  DE  LA  COSA  VENDIDA 


Artículo  1478. — El  vendedor  debe  entre- 
gar la  cosa  vendida  en  el  estado  en  que  se 
hallaba  al  perfeccionamiento  del  contrato, 
con  todas  sus  accesiones. 


i 


ORÍGENES 

Leyes  28,  29,  30  y 31,  tít.  V,  Partida  57 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  con:  Art.  1614,  Cód.  Francia,—- 
1575  Portugal. — 1470  Italia. — 1517  Holanda. 
2465  Luisiana.— 1145  Vaud.  — 1260  Neufcha- 
tel.— 1 1 58  Valais.— -Leyes  77  y 16,  tít.  VT,  li- 
bro XVJII,  Digesto. — Leyes  13  y 16,  tít.  XLIX 
libro  IV,  Código. 


cosa  quel  vendió,  con  iodos  las  cosas  que  le 
pertenescen  é le  son  ayuntadas  (Sent.  11  Abril 
1870). 

Cuando  en  una  escritura  de  venta  se  designa 
el  numero  de  piés  que  contiene  la  finca  ven- 
dida, la  sentencia  que  deniega  parte  de  este  ter- 
reno infringe  la  ley  del  contrato  (Sent.  30  Di- 
ciembre 1870). 

La  sentencia  que  condena  á un  vendedor  á 
entregar  la  cosa  vendida  y cuyo  precio  confesó 
haber  recibido,  no  infringe  la  ley  46,  títu- 
lo XXVIII,  de  la  Partida  3.®,  ni  tampoco  la  2.®, 
título  III,  delamisma  Partida; porque  pidiéndo- 
se lo  compradq  ó su  precio,  no  se  pedia  una 
cosa  sabiéndose  que  el  vendedor  no  la  tenia,  que 
es  el  caso  de  la  ley  (Sent.  9 Junio  1871). 


jurisprudencia 


COMENTARIO 


La  obligación  que  produce  el  contrato  de  ven- 
ta de  inmuebles  respecto  de  los  que  lo  celebran, 
de  entregar  el  uno  la  cosa  y pagar  el  otro  el 
precio,  envuelve,  en  el  estado  actual  de  nuestra 
legislación,  la  de  otorgarse  la  escritura  pública 
(Sent.  27  Mayo  1856).’ 

En  el  contrato  de  compra-venta,  si  el  vende- 
dor estipuló  entregar  una  cosa  determinada,  ó 
en  su  defecto  valores  equivalentes  al  precio 
que  anticipó  el  comprador,  cumple  con  la  en- 
trega de  éstos  ;Sent.  14  Diciembre  1857). 

EL  vendedor,  á la  vez  que  hace  suyo  el  precio, 
debe  cumplir  por  su  parte  la  obligación  que  con- 
trajo, y es  responsable  de  los  daños  y perjuicios 
que  por  su  culpa  ó morosidad  en  cumplir  lo  que 
fuere  de  su  deber  se  ocasionen  al  comprador 
(Sent.  12  Octubre  1860). 

Incumbo  al  vendedor  allanar  los  obstáculos 
que  se  opongan  á la  entrega  de  la  cosa  vendida, 
y no  verificándolo  oportunamente,  tiene  dere- 
cho el  comprador  á la  devolución  del  precio, 
con  los  daños  y perjuicios  que  se  lo  hayan  oca- 
sionado por  culpa  do  aquél  (Id.  id.  id). 

Según  la  ley  28,  tit.  V,  Partida  5.*,  el  vende- 
dor ha  de  entregar  al  comprador  en  aquella 


Determina  la  ley  en  qué  forma  ha  de  hacerse 
la  entrega  de  la  cosa  vendida  y dispone  que  se 
haga  con  todas  sus  accesiones,  de  tal  manera, 

¡ que  si  fuere  casa  se  entenderá  comprendidos  en 
la  venta,  y por  lo  mismo  deberán  entregarse, 
juntamente  con  aquélla,  «los pozos,  é las  cana- 
les, é los  caños  é los  aguaduchos,  é todas  las 
otras  cosa^  que  solían  ser  acostumbradas  para 
servicio  de  aquella  casa,  quíer  sean  dentro  en 
ella  ó fuera.» 

Del  mismo  modo  se  considerarán  como  acce- 
. sorias  que  deberán  entregarse  con  la  cosa  ven- 
: dida  las  tinajas  para  aceite  que  eslovieren  fin- 
cadas ó soterradas,  ó las  otras  cosas  semejantes. 

No  se  tendrán  por  accesorios,  para  los  efec- 
tos  de  este  artículo,  I03  muebles  ni  los  artefac- 
tos que  no  formen  parte  integrante  del  edificio 
ni  se  bailen  unidos  á él  de  una  manera  perma- 
nente, ó tengan  la  consideración  de  inmueble, 
según  en  otro  lugar  dejamos  explicado. 

En  los  artículos  siguientes  se  desenvuelve 
esta  doctrina. 

Artículo  1479. — Los- pozos,  acueductos  y 
| demas  obras  que  estén  destinadas  al  servicio 
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de  la  cosa  vendida,  así  como  los  ladrillos,  te- 
jas, piedras  y maderas  que  estuviesen  movi- 
dos y puestos  en  la  misma  y sean  propios  de 
ella,  se  considerarán  como  accesiones,  pero 
no  los  materiales  que  se  hubiesen  llevado  á 
la  finca, aunque  hubierande  aplicarse  á ella, 
siempre  que  no  se  hallaren  invertidos  en  su 
fábrica. 

ORÍGENES 

Ley  28,  tít.  V,  Partida  5.* 

JURISPRUDENCIA 

Si  bien  es  verdad  que,  según  la  ley  28,  tít.  V, 
Partida  5.a,  en  los  contratos  de  ventas  de  casas 
se  entienden  comprendidas,  aunque  no  se  pacte 
expresamente,  todas  las  cosas  que  pertenezcan 
á las  mismas  ó les  sean  ayuntadas,  q uier  sea n 
dentro  de  ellas,  quier  fuera,  esto  se  refiere  a lo 
que  se  halla  incrustado  en  sus  paredes  y pavi- 
mentos, ó fabricado  debajo  del  suelo,  como 
igualmente  á los  pozos,  cisternas  y otros  obje- 
tos análogos  (Sent.  9 Junio  1865). 

Artículo  1480. — Deberán  entregarse  asi- 
mismo por  el  vendedor  todas  Jas  cosas  que 
se  hallen  fijas  en  la  casa  vendida  ó que  sean 
tan  grandes  que  no  puedan  ser  movidas, 
pero  no  los  muebles  no  unidos  á la  casa. 

ORÍGENES 

Ley  29,  tít.  V,  Partida  5.a 

JURISPRUDENCIA 

Véase  la  del  artículo  precedente. 

Artículo  1481. — No  se  considerará  como 
accesión,  ni  estará  obligado  á entregar  el 
vendedor,  la  pesca  que  al  tiempo  de  la  venta 
hubiese  en  estanque  ó fuente  de  la  casa  ven- 
dida. Lo  mismo  se  observará  respecto  de  los 
animales  domésticos  que  se  hallaren  en  la 
casa. 

ORÍGENES 

Ley  30,  tít.  V,  Partida  5.* 

Artículo  1482. — En  la  venta  de  predios 
rústicos  no  se  entenderán  comprendidos  los 
edificios  que  se  hallen  en  los  mismos,  á 


no  incluirse  expresamente  en  el  contrato  ó 
estar  señaladamente  destinados  á recoger 
y guardar  ios  frutos  de  la  heredad  vendida. 

En  la  venta  de  viña  ó parral  que  necesite 
palos  para  las  vides,  no  se  entienden  com- 
prendidos los  que  el  vendedor  tenga  com- 
prados ó cortados  para  poner  en  ellas;  pero 
sí  los  que  hubiese  ya  puesto  y después  qui- 
tare para  volverlos  á colocar  otro  año. 

ORÍGENES 

Ley  31,  tít.  V,  Partida  5.' 

COMENTARIO 

Tales  son  los  principios  y reglas  vigentes 
acerca  de  lo  que  se  estima  como  accesorios  on 
las  cosas  vendidas. 

El  precepto  contenido  en  estos  artículos  es 
suficientemente  claro.  Sin  embargo,  es  deficien- 
te, pues  no  comprende  los  diversos  casos  que 
pueden  presentarse;  así  es  que  los  autores,  su- 
pliendo el  silencio  de  la  ley  y recurriendo  al 
Derecho  romano,  determinan  en  algunos  casos 
qué  deben  considerarse  como  accesorios. 

Por  ejemplo,  en  la  venta  de  carruajes, — di- 
cen,— así  como  en  la  de  caballerías,  están  com- 
prendidos los  arreos  ó aparejos,  si  se  hallaban 
puostos  con  este  objeto,  mas  no  cuando  se  colo- 
caron en  ellos  como  en  disposición  de  viajar  ó 
para  el  uso  que  Ies  es  propio  (Ley  58,  Digesto, 
De  ¿edil,  edict.  Gómez  V.  R.,  tít.  II,  cap.  II, 
núm.  15). 

En  la  de  yeguas,  vacas  ú ovejas  que  estuvie- 
sen criando  se  incluye  el  parto  si  no  es  de 
aquéllas  que  se  aprovechan  para  comer,  ó si 
destinándose  á otros  usos,  se  hallan  las  crías  en 
situación  de  no  necesitar  del  cuidado  de  la  ma- 
dre (Viso,  lee.  9.a,  párr.  4.°). 

En  la  de  un  molino  ú otro  artefacto  de  motor 
hidráulico  se  comprende  también  necesaria- 
mente la  toma  de  aguas,  asi  como  la  canal  que 
las  recibe  y conduce  bajo  las  ruedas  (Gutiérrez, 
tomo  IV,  Iib.  IV,  cap.  I,  sección  1.a,  art.  1.°]. 

La  del  vino  en  botellas  comprendo  los  cascos, 
así  como  las  barricas  en  la  expedición  de  mer- 
cancías al  por  mayor  (Voet). 

En  la  venta  de  objetos  cuya  posesión  requie- 
ra títulos,  así  como  en  la  do  inmuebles,  se  com- 
prenden también  los  mismos  títulos  que  so  ha- 
llen en  poder  del  vendedor  (Troplong). 

Todas  estas  reglas  deben  entenderse  á íaliu 
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do  pacto  expreso  quo  regule  de  otro  modo  las 
obligaciones  del  vendedor. 

Artículo  1483.— En  cuanto  á la  entrega 
de  frutos  al  comprador  se  observará  lo  dis- 
puesto en  el  párr.  l.°  del  art.  1461. 

ORÍGENES 

Ley  23,  tít.  V,  Partida  5.a 

COMENTARIO 

Perfeccionada  la  venta,  hemos  dicho  en  el  ar- 
tículo 1461,  el  daño  y el  aumento  quo  experi- 
mente la  cosa  vendida  pertenece  al  comprador. 
Los  frutos,  por  consiguiente, considerados  como 
un  aumento  de  la  cosa  vendida,  deben  corres- 
ponder al  comprador. 

Pero  no  sólo  los  frutos  ordinarios,  si  que  tam- 
bién los  extraordinarios  y los  accesorios;  asi  es 
que  la  ley  dice:  «Si  ouiesse  comprado  alguno 
campo  ó viña  é despucs  que  la  vendida  fuesse 
fecha,  avenidas  de  ríos  acresciessen  laeosacom- 
prada  en  aiguna  partida  de  tierra  en  que  avi- 
niessen  árboles  ó otra  cosa,  porque  se  mejo- 
ras.se . » 

Lo  mismo  puede  decirse  de  cualquier  otea 
manera  de  mejorarse  la  cosa  vendida;  de  mane- 
ra que  si  la  cosa  «vale  eient  maravedís  é después 
por  mudamiento  de  la  condición  del  tiempo  va- 
Iiessc  doscientos  ó más,  cuanto  quier  que  me- 
jorase la  cosa  después  que  la  vendida  sea  com- 
plida  en  estas  maneras  ó semejantes,  toda  la 
mejoria  será  del  comprador.»  La  razón  que  para 
esto  da  la  ley  es  incuestionable.  «Ga  guisada 
oosa  es  como  á él  pertcnesce  el  daño  si  la  cosa 
se  perdiosse  ó empeorasse,  que  le  pertenezca 
otrosí  la  mejoria  que  en  olla  viniere.» 

Artículo  1484. — Si  una  misma  cosa  hubie- 
se sido  vendida  á dos  diferentes  comprado- 
res, la  propiedad  se  trasfiere  al  que  primero 
haya  tomado  posesión  de  aquella,  si  pagó  el 
precio,  salvo  lo  dispuesto  en  el  capitulo  II, 
lít.  XXII,  Jib.  III  de  este  Código. 

orígenes 

Ley  50.  tít.  V,  Partida  5.“ 

Al-Ih.  30  y 38,  ley  Hipotecaria. 

JURISPRUDENCIA 

Vendida  una  cosa  á dos  personas,  el  compra- 
dor que  pagó  el  precio  y adquirió  la  tenencia 


y posesión  de  la  cosa  vendida,  debe  ser  prefe- 
rido al  otro  que  no  llenó  estoa  requisitos,  aun- 
quo  fuese  anterior  (Sent.  4 Mayo  1860). 

En  concurrencia  de  dos  compradores  á quie- 
nes se  vende  una  cosa  en  tiempos  diversos,  de- 
be haberla  el  que,  habiendo  pagado  el  precio, 
está  en  posesión  de  ella  (Sent.  14  Octubre  1861). 

La  posesión  de  una  cosa  comprada,  cuando 
no  se  ha  satisfecho  el  precio  en  los  plazos  con- 
venidos, ni  se  ha  elevado  el  contratoá  escritura 
pública,  no  es  bastante  por  sí  sola  para  dar  pre- 
ferencia al  primer  comprador  respecto  del  se- 
gundo, quo  ademas  de  haber  pagado  el  precio 
tiene  á su  favor  una  escritura  pública,  que  sir- 
viéndole de  título  y posesión  al  mismo  tiempo 
le  da  derecho  en  la  cosa  (Sent.  14  Octubre  1861 ) . 

Según  la  ley  50,  tít.  V,  Partida  5.",  cuando  se 
vende  á dos  una  misma  cosa,  si  aquél  á quien 
se  vendió  primeramente  pasa  á la  tenencia  de 
la  cosa  é paga  el  precio,  ese  la  debe  haber,  e non 
el  otro;  y si  el  postrimero  comprador  pasare  á 
la  tenencia  y á la  posesión  é pagase  el  precio, 
que  él  la  debe  haber  é non  el  primero  (Sent.  12 
Julio  1869). 

Vendida  dos  veces  una  misma  cosa  bajo  un 
distinto  concepto,  es  nulo  el  segundo  contrato, 
por  e!  error  en  que  se  hallaba  basado  (Sent.  20 
Setiembre  1869). 

Si  aunque  perfeccionado  un  contrato  de  ven- 
ta no  llegó  á consumarse,  po,r  cuanto  el  vende- 
dor sólo  recibió  una  pequeña  cantidad  á cuenta 
del  precio,  y el  comprador  no  entró  en  posesión 
de  la  finca,  y después  el  vendedor  vendió  real- 
mente á otra  persona  la  misma  cosa,  recibiendo 
en  el  acto,  y á presencia  del  notario  y testigo?, 
el  precio  de  la  venta,  escritura  que  se  anotó 
preventivamente  en  el  Registro  de  la  propiedad 
y luego  se  inscribió  formalmente,  ambos  casos 
están  comprendidos  de  lleno  en  la  ley  50,  tí- 
tulo V,  Partida  5.a,  que  dispone  que  si  el  com- 
prador segundo  de  una  misma  cosa  pasase  á la 
tenencia  óá  la  pososion  ó pagase  el  precio,  que 
él  debe  haber  la  cosa  vendida  que  el  primero 
(Sent.  12  Octubre  1875). 

Aunque  el  primer  comprador  presentase  en 
el  mismo  día  en  que  se  otorgó  la  segunda  venta 
demanda  ordinaria,  ejercitando  acción  perso- 
nal para  que  so  compeliese  al  vendedor  al  otor- 
gamiento de  la  venta,  y de  esta  demanda  se 
mandase  hacer,  y aun  se  hiciese,  anotación  pre- 
ventiva en  el  Registro  de  la  propiedad,  este  he- 
cho no  la  favorece,  por  cuanto  no  está  compren- 
dido el  caso  en  ninguno  de  los  señalados  en  el 
artículo  42  de  la  ley  Hipotecaria,  ni  la  anota- 
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cion  pudo,  por  consiguiente,  Burtir  los  efectos 
que  la  atribuye  el  44,  y porque  no  se  trata  de 
crédito  contraído  con  posterioridad  contra  el 
mismo  deudor,  sinó  de  calificar  cuál  de  los  dos 
compradores  de  una  finca  raíz  debe  sor  prefe- 
rido para  conservarla  ti  obtenerla  (Sent.  id.  id.). 

COMENTARIO 

Podía  presentarse  el  caso  de  que  el  dueño  de 
una  cosa  la  enajenase  á dos  personas  diferen- 
tes, naciendo,  por  consiguiente,  la  dificultad 
de  cuál  debía  ser  considerado  como  el  principal 
y verdadero  adquirente. 

A esta  dificultad  podían  darse  dos  soluciones 
diferentes:  una  fundada  en  el  título,  otra  que 
tuviese  por  base  un  hecho. 

La  primera  consistiría  en  adjudicar  la  cosa 
vendida  al  primer  comprador,  habida  conside- 
ración á su  prioridad:  la  segunda,  que  es  la 
aceptada  por  nuestras  leyes,  la  ad  judica  al  que 
de  ellos  haya  pagado  el  precio  y tomado  pose- 
sión de  la  cosa. 

El  proyecto  de  Código,  y muchos  Códigos  ex- 
tranjeros, admiten  el  mismo  principio,  y de 
acuerdo  con  nuestra  ley  de  Partida  trasfieren 
la  propiedad  de  la  cosa  al  primero  que  haya 
tomado  posesión  de  ella  con  buena  fe,  cuando  se 
trate  de  bienes  muebles:  mas  tratándose  de  in- 
muebles, aquéladquiere  la  propiedad  y el  me- 
jor derecho,  que  haya  inscrito  antes  su  título 
en  el  Registro  correspondiente. 

Tratándose  de  los  bienes  muebles  es  más  ló- 
gica nuestra  ley  de  Partida  que  él  proyecto  de 
Código,  y eso  que  establecen  la  misma  regla. 
Sin  embargo,  la  ley  de  Partida  toma  por  base 
el  principio  de  que  la  perfección  del  contrato 
no  trasfiere  la  propiedad  si  no  so  acompaña  de 
la  entrega  ó tradición  de  la  misma  cosa;  de  cu- 
yo principio  se  sigue,  con  todo  el  rigor  de  la  ló- 
gica, que  quien  tomó  primero  posesión  se  hizo 
dueño,  ora  sea  el  contrato  anterior,  simultáneo 
ó posterior  del  celebrado  por  aquél  que  disputa 
la  propiedad.  Mas  el  proyecto  á que  noa  referi- 
mos admite  un  temperamento  distinto,  cual  es 
el  de  que,  perfecta  la  venta,  se  trasfiere  la  plena 
propiedad  al  comprador.  Relacionando  ambos 
principios,  resulta  que  si  el  primer  comprador 
no  tomó  posesión,  y sí  el  segundo,  óste  habrá 
adquirido  del  vendedor  una  cosa  cuya  propie- 
dad no  pertenecía  A éB te,  ó que  éste  vendió  una 
cosa  cuya  propiedad  era  de  otro,  y que  es  pre- 
ferente el  derecho  del  último  adquirente  al  de 


i aquél  que  ya  ora  dueño,  sin  que  le  faltase  para 
ello  requisito  de  ninguna  especio.  Esto  provie- 
ne de  que  se  ha  declarado  innecesaria  la  tradi- 
ción, conservando  al  mismo  tiempo  alguno  do 
sus  efectos. 

Cuando  se  vende  á dos  personas  una  cosa 
misma  pueden  presentarse  los  siguientes  casos, 
que  la  ley  prevé. 

1. ”  Que  la  cosa  sea  propia  dol  vendedor. 

2. “  Que  sea  de  un  tercero. 

Tanto  en  el  primero  como  on  el  segundo  caso 
pueden  señalarse  otros  dos:  !.",  que  tome  poso- 
sion  y pague  el  primer  adquirente:  2.°,  que  el 
segundo  adquirente  llene  aquellos  requisitos 
ántes  que  el  adquirente  primero.  El  presento 
artículo  resuelve  la  dificultad  en  los  dos  casos 
que  pueden  presentarse,  siendo  el  vendedor 
dueño  de  las  cosas-de  que  se  trata.  En  los  ar- 
tículos siguientes  se  completa  la  doctrina  do 
nuestras  leyes. 

Por  último,  debe  tenerse  presontc,  cuando  so 
trate  de  la  venta  de  bienes  inmuebles,  lo  esta- 
blecido en  la  ley  Hipotecaria,  especialmente  en 
el  art.  38,  en  que  se  ordena  que  no  se  rescindan 
en  perjuicio  do  terceros  que  hayan  inscrito  su 
derecho  los  contratos  por  la  doble  venta  de  una 
misma  cosa,  cuando  por  alguno  de  ellos  no  hu- 
biere sido  inscrita. 

La  ley  Hipotecaria,  pues,  ha  introducido  una 
reforma  esencialisima.no  en  cuanto  se  relaciona 
al  derecho  de  los  dos  adqu  i rentes,  sinó  en  lo  re- 
ferente á los  terceros  que  tengan  algún  derecho 
inscrito.  Según  este  sistema, — dice  la  exposición 
de  motivos  de  la  ley, — resultará  que  para  los 
; efectos  de  la  seguridad  de  un  tercero,  el  domi- 
i nio  y los  demás  derechos  reales,  en  tanto  se 
; considerarán  constituidos  ó traspasados,  en 
cuanto  conste  su  inscripción  en  el  Registro, 

: quedando  entre  los  contrayentes,  cuando  no  so 
haga  la  inscripción,  subsistente  el  derecho  an- 
tiguo. Así,  una  venta  que  no  se  inscriba  ni  se 
consuma  por  tradición,  no  traspasa  al  compra- 
dor el  dominio  en  ningún  caso:  si  se  inscribe, 
ya  se  los  traspasa  respecto  á todos;  si  no  se  ins- 
cribe, aunque  obtenga  la  posesión,  será  dueño 
con  relación  al  vendedor,  pero  no  respecto  á 
otros  adquirentes  que  hayan  cumplido  con  el 
requisito  de  la  inscripción. 

Con  lo  dicho  parccenos  que  queda  bastante 
en  claro  la  doctrina  vigente  acerca  de  este  pun- 
to, y que  resulta  de  la  combinación  del  derecho 
' antiguo  y de  la  nueva  legislación  hipotecaría. 

Véase  en  el  tít.  XXfl  de  este  libro  lo  que  de- 
| oímos  sobre  esta  misma  materia. 
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Artículo  1485. — En  el  caso  del  artículo 
anterior,  el  vendedor  quedará  obligado  á de- 
volver el  precio  y los  daños  y perjuicios  al 
comprador  á quien  no  se  trasfirió  la  propie- 
dad de  Ja  cosa  vendida. 

Orígenes 

Ley  50,  tit-  V,  Partida  5.* 

COMENTARIO 

Tenudo  es  el  vendedor  de  tornar  el  precio  á 
aqueí  que  á postremas,  si  lo  había  recibido 
con  todos  los  daños  é los  menoscabos  que  le 
vinieron  por  razón  de  tal  vendida,  porque  la  ' 
fizo  engañosamente.  Nada  es  más  natural  ni 
más  claro  que  este  precepto  de  la  ley.  No  nece- 
sita, por  lo  mismo,  de  otra  explicación. 

Artículo  1486. — El  vendedor  de  cosa  aje- 
na deberá  restituir  el  precio,  y los  daños  y 
perjuicios  al  comprador,  si  éste  ignoraba 
que  la  cosa  era  de  otro. 

Lo  contrario  se  observará  cuando  el  com- 
prador supiere  que  la  cosa  no  era  del  vende,-  . 
dor,  á menos  de  haberse  obligado  éste  á la  ¡ 
eviccion. 

ORÍGENES 

Ley  !).*,  tít.  XII,  lib.  I,  Fuero  Real. 

Leyes  19  y 54,  tít.  V,  Partida  5.” 

JURISPRUDENCIA 

Es  válida,  fijando  con  claridad  y precisión  los 
efectos  de  talos  enajenaciones,  en  el  caso  que 
no  puedan  subsistir  (Sent.  14  Noviembre  1859). 

La  venta  de  cosa  ajena  sin  el  consentimien- 
to de  su  dueño  no  es  válida  sino  en  cuanto  á 
los  efectos  señalados  en  la  ley  19,  tít.  Y,  Par- 
tida 5.*  (Sent.  21  Mayo  1861). 

Consentida  y ejecutoriada  la  sentencia  decla- 
ratoria de  la  nulidad  de  unas  enajenaciones  lie- 
chas  por  persona  que  carecía  de  autorización 
para  ello,  debe  reputarse  la  tal  persona  como 
vendedor  de  cosa  ajena,  y en  su  consecuencia 
entregarse  los  bienes  á su  legitimo  dueño,  sin 
obligarle  á devolver  á los  compradores  el  precio 
que  dieron  por  ellos  (Sent,  6 Octubre  1862). 

COMENTARIO 

El  Fuero  Real  estableció  que  «ningún  orne 
venda  casa,  ni  tierra,  ni  otra  cosa,  sin  mandado 
ó voluntad  de  su  señor;  ó si  alguno  lo  fiziere,  ' 


non  vala,  ó haya  la  pena  que  manda  la  ley...» 

Esto  que,  como  expresa  Gutiérrez,  éralo  más 
justo,  ha  sido  contrariado  por  la  ley  de  Partida, 
que  declara  que  «cosa  ajena  vendiendo  un  orne 
á Otro,  valdrá  la  vendida.» 

Para  determinar  los  derechos  y obligaciones 
del  comprador  y vendedor  de  cosa  ajena,  enu- 
meraremos los  casos  que  pueden  presentarse. 
Estos  son; 

1 Que  el  comprador  ignore  que  la  cosa  no 
pertenecía  al  vendedor,  y este  sepa  que  la  cosa 
es  ajena. 

2. "  Que  el  comprador  sepa  que  la  cosa  es 
de  otro  que  el  vendedor,  y éste  ignore  esta  cir- 
cunstancia y la  crea  suya. 

3. °  Que  ambos  sepan  que  la  cosa  es  de  un 
tercero. 

4. °  Que  ambos  ignoren  que  la  cosa  es  de  un 
tercero. 

En  el  primero,  vuelta  la  cosa  á su  legítimo 
dueño,  deberá  restituir  el  vendedor  el  precio 
recibido,  con  más  los  daños  y perjuicios  que  se 
ocasionaron  al  comprador. 

En  el  segundo  caso,  el  vendedor  no  estará 
obligado  á restituir  el  precio,  aunque  el  dueño 
do  la  cosa  la  torne  después  por  juicio,  á no  ser 
que  el  vendedor  respondiese  por  pacto  expreso 
de  la  eviccion,  ó,  como  dice  la  ley,  si  cuando 
gela  vendió , se  obligó  que  lo  tornase  (el  precio) 
si  aquel  cuya  era  la  cosa,  la  demandasse  é la 
cobrasse. 

Igual  regla  se  observará  en  ol  caso  tercero, 
pues  que  ambos  sabían  que  la  cosa  enajenada 
no  pertenecía  al  vendedor. 

Ahora  bien;  enel  caso  cuarto,  ¿estará  obligado 
el  vendedor  á restituir  el  precio?  ¿No  ha  de  ex- 
cusarle su  error?  Gutiérrez  expresa  que  la  ex- 
cepción establecida  en  favor  del  comprador,  por 
punto  general  no  es  aplicable  al  vendedor,  en 
quien  no  tiene  disculpa  la  ignorancia.  Así  tam- 
bién parecededucirse  del  texto  de  la  ley,  que  no 
admite  esta  distinción,  y así  del  mismo  modo 
lo  abona  el  precedente  de  que  Juliano,  previen- 
do el  caso  de  un  individuo  que  vendió  por  error 
como  esclavo  un  hombre  libre,  decidió  que  era 
responsable  para  con  el  comprador. 

Cuando  la  cosa  ajena  fuere  hurtada,  sí  ambos 
contratantes  sabían  este  origen,  ninguno  de 
ellos  queda  obligado,  y lo  mismo  si  solamente 
lo  ignorase  el  vendedor;  mas  si  Ó3te  conocía  el 
origen  furtivo  de  la  cosa,  deborá  restituir  el 
precio,  daños  ó intereses.  Asi  á lo  ménos  se  ex- 
presan los  autores,  inspirándose  para  ello  prin- 
cipalmente en  el  Derecho  romano.  , 
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Artículo  1487. — Si  una  misma  cosa  ajena 
hubiese  sido  vendida  á dos  diferentes  com- 
pradores, la  propiedad  se  trasñere  al  que 
primero  haya  tomado  posesión  de  aquélla, 
aunque  no  hubiera  pagado  el  precio,  salvo 
el  derecho  del  verdadero  dueño,  y lo  dispues- 
to en  el  cap.  II,  tít.  XXII,  lib.  III,  de  este  Có- 
digo. 

ORÍGENES 

Ley  50,  tít.  V,  Partida  5.* 

COMENTARIO 

Puede  todavía  presentarse  otro  caso  de  ma- 
yor dificultad,  es  á saber:  que  una  sola  cosa 
ajena  haya  sido  enajenada  á dos  compradores. 

Partiendo  del  supuesto  de  que  alguna  de  las 
ventas  es  válida,  y de  que  el  legítimo  dueño  de 
la  finca  no  intente  reivindicarla  ¿cuál  de  los 
compradores  tendrá  derecho  preferente? 

Ante  todo,  debemos  decir,  con  la  ley,  que  si 
el  tercero,  dueño  de  la  cosa,  la  quiere  reivindi- 
car, salvo  finca  su  derecho  en  ella. 

En  otro  caso,  el  que  ouiesse  primeramente  la 
possesion,  aquel  ha  mayor  derecho  en  ella:  é 
aquel  deue  fincar,  maguer  non  ouiesse  pagado 
el  precio.  - 

- Artículo  1488. — Vendida  una  cosa  ajena 
y dada  posesión  al  comprador,  si  después  el 
vendedor  adquiriese  su  dominio  por  título 
lucrativo  y lo  vende  á otro,  el  primer  com- 
prador es  dueño  de  la  cosa  vendida. 

Vendida  una  cosa  ajena,  si  después  el  ver- 
dadero dueño  la  enajenase,  el  segundo  com- 
prador adquiere  la  cosa,  á no  ser  que  el  pri- 
mer vendedor  estuviese  legalmente  autori- 
zado para  hacer  la  venta. 

ORÍGENES 

Ley  51,  tít.  V,  Partida  5.a 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  con:  Ley  72,  tít.  I,  lib.  VI,  Di- 
gesto, 

Ley  31,  tít.  I,  lib.  XIX,  Digesto. 

COMENTARIO 

Esta  ley  prevé  y resuelve  dos  casos  distintos 
de  una  manera  tan  terminante,  que  no  hemos 


de  necesitar  poner  máB  en  claro  sus  conceptos. 

Unicamente  hemos  de  decir,  en  cuanto  al  so- 
gundo  caso,  que  al  expresar  que  el  vendedor 
estuviese  legalmente  autorizado  para  hacer  la 
renía,  se  comprenden  en  estañase,  no  sólo  el 
caso  de  que  hubiere  recibido  poder  del  verda- 
dero dueño,  autorizándole  para  ello,  sinó  tam- 
bién cuando  por  otra  razón  so  hallase  investido 
con  la  facultad  de  vender  válidamente,  «como 
si  la  touiosse  á peños,  ó cuando  le  fuó  empeña- 
da la  rescibió  á tal  pleito  que  la  pudiesse  ven- 
der si  gela  non  quítassen  á jdia  señalado,»  ú 
otros  casos  análogos. 

Artículo  1489. — Vendida  una  cosa  ajena 
en  nombre  de  su  dueño, pero  sin  su  consen- 
timiento ni  noticia,  es  válido  el  contrato,  si 
éste  lo  ratifica. 

Si  la  cosa  ajena  no  fuere  vendida  en  nom- 
bre de  su  dueño,  y el  comprador  obró  de 
buena  fe,  ignorando  que  la  cosa  era  de  otro, 
: puede  prescribirla,  debiendo  el  vendedor  res- 
tituir el  precio;  si  el  comprador  no  ignoraba 
aquella  circunstancia , no  adquirirá  el  do- 
minio de  la  cosa,  ni  podrá  prescribirla. 

Hayase  hecho  la  venta  ó no  en  nombre 
del  dueño,  puede  éste,  si  la  cosa  se  destruyó 
después  de  perfeccionado  el  contrato,  tener- 
lo por  válido,  reclamando  del  vendedor  la 
entrega  del  precio. 

On ¡GENES 

Ley  54,  tít.  V,  Partida  5.* 

COMENTARIO 

Hablando  con  propiedad,  la  venta  de  cosa 
ajena  no  es  válida  más  que  en  un  caso,  esto  es, 
cuando  el  dueño  de  la  cosa  dio  facultad  para 
vender,  ó cuando,  áun  verificada  laventa  sin  su 
' consentimiento,  la  ratifica  después.  En  otro  caso, 
esto  es,  si  el  dueño  de  la  cosa  ni  dió  su  consen- 
timiento ni  ratificó  la  venta,  ésta  es  nula  en 
cuanto  que  el  dueño  puede  reclamar  la  cosa  de 
poder  do  quien  la  haya  comprado,  y por  tanto 
el  contrato  no  produce  otro  efecto  que  el  que 
dejamos  explicado  en  el  art.  1480.  La  ley,  sin 
embargo,  dice  que  la  venta  es  válida  en  ambos 
casos,  solamente  que  en  el  segundo  no  produce 
el  efecto  de  traspasar  la  propiedad  de  la  cosa 
al  comprador.  Ésta  es  una  sutileza  de  la  ley 
romana,  que  ha  pasado  á las  Partidas,  pues  su- 
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pusieron  los  jurisconsultos  romanos  que,  en  el 
segundo  caso,  el  contrato  no  habla  tenido  por 
objeto  trasmitir  la  propiedad  do  la  cosa,  sinó 
trasfcrir  su  posesión  y eviccionar  al  comprador. 

Nosotros  hemos  croído  más  oportuno,  sin  al- 
terar con  ello  la  doctrina  vigente,  decir  que  es 
válida  la  venta  de  cosa  ajena  cuando  el  dueño 
la  consiente  ó ratifica,  y exponer  los  efectos  de 
Ja  venta  de  la  misma  cosa  ajena  cuando  falta  el 
consentimiento  ó ratificación  de  aquél. 

La  venta  do  cosa  ajena  sin  el  consentimien- 
to de  su  dueño,  no  solamente  produce  los  efec- 
tos quedejamo3  consignados  en  el  art.  1486,  sinó 
que  cuando  se  hizo  de  buena  fe  por  parte  del 
comprador,  puede  prescribir  la  cosa  si  entra  en 
posesión  de  ella,  y es  respetado  en  su  posesión 
el  número  de  años  que  exigen  las  leyes  vigen- 
tes. Jín  este  caso,  el  dueño  primitivo  de  la  cosa 
no  podrá  reclamarla  del  adquirente,  que  tiene 
ó su  favor  el  lapso  del  tiempo;  mas  ¿podrá  re- 
petir contra  el  que  vendió  por  el  precio  recibido? 

La  ley  dice:  «é  es  tenudo  el  vendedor  en  to- 
das guisas  de  tornar  el  precio  á aquel  cuya  era 
la  cosa.»  ¿Prescribirá  este  derecho,  lo  mismo 
que  el  de  reclamar  la  cosa  al  adquirente? 

Faltando  la  buena  fe  al  comprador,  la  pres- 
cripción es  imposible,  pues  como  veremos  opor- 
tunamente, la  buena  fe  es  uno  de  los  requisitos 
indispensables  para  adquirir  derecho  por  el  lap- 
so del  tiempo.  No  hay  buena  fe  si  el  comprador 
sabía  que  la  cosa  no  era  del  vendedor  ni  de 
aquel  en  cuyo  nombre  la  vendía  éste. 

En  cuanto  al  último  párrafo  del  artículo  que 
comentamos,  únicamente  hemos  de  decir  que, 
en  opinión  de  algunos  autores,  aunque  la  ley 
habla  sólo  del  caso  en  que  el  objeto  vendido  se 
destruyó,  debe  entenderse  lo  mismo  cuando  es 
difícil  su  persecución,  como  sí  hubiere  sido  lle- 
vado á remotas  tierras. 

De  este  último  párrafo,  puesto  en  relación 


con  el  primero,  resulta  lo  siguiente:  91  Ja  venta 
se  hizo  á nombre  del  dueño,  puede  éste  ratifi- 
car la  venta  en  todo  caso:  si  la  venta  no  se  hizo 
á nombre  del  dueño,  solamente  podrá  ratificar- 
la en  el  caso  de  que  los  objetos  vendidos  se  hu- 
bieren destruido. 

Artículo  1490. — Vendida  por  Juez  ó Tri-  . 
bunal  competente  una  cosa  ajena,  en  cum- 
plimiento de  una  sentencia,  es  válido  el 
contrato  si  se  ha  ajustado  á las  prescripcio- 
nes legales  y á lo  dispuesto  en  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil. 

ORÍGENES 

Ley  52,  tít.  V,  Partida  5.* 

Leyes  32  y 34,  tít.  XXVI,  Partida  2.‘ 

JURISPRUDENCIA 

La  ventá  judicial  de  bienes  embargados  se 
supone  ejecutada  por  su  dueño,  en  cuyo  nombre 
obra  el  juez  para  el  pago  de  lo  sentenciado 
(Sent.  13  Diciembre  I8G6). 

COMENTARIO 

«Los  jueces  que  han  poder  de  fazer,  mandar 
entrega  por  razón  de  su  oficio,  pueden  mandar 
vender  la  cosa  que  assi  fuesse  entregada,  por 
fazer  cumplir  la  sentencia,  é á quien  quier  que 
la  comprare  dél,  passa  el  señorío  de  la  cosa 
comprada  al  comprador...»  Tal  es  el  precepto 
do  la  ley,  minuciosamente  desenvuelto  en  las 
leyes  32  y 34,  tít-  XXVI,  Partida  2.* 

La  ley  de  Enjuiciamiento,  principalmente  en 
sus  artículos  979  á 990  y 1374  á 1379,  marcan 
los  requisitos,  formas  y solemnidades  que  de- 
bon  guardarse  en  las  ventas  judiciales  para  su 
validez  y garantía  de  los  interesados. 
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SECCION  TERCERA 

DEL  SANEAMIENTO 


Artículo  .1491. — El  vendedor,  después  de 
entregada  la  cosa,  queda  obligado  al  sanea- 
miento, respondiendo: 

1. °  De  la  posesión  pacífica  de  la  cosa 
vendida  (a). 

2. °  De  los  vicios  ó defectos  ocultos  que 
tuviere  (b). 


\ 


orígenes 


(a)  Ley  32,  tít.  V,  Partida  5.” 

(b)  Leyes  63  y 65,  tít.  V,  Partida  5.a 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  con:  Art,  1625,  Cód.  Francia. — 
1481  Italia. — 1525  Holanda. — 2451  Luisiana. — 
Sustancialmente  con:  Art.  1581,  Cód.  Portugal. 
—1155  Vaud.— 1271  Neufchatol.— 1459  Fribur- 
go. — Leyes  3.*  y 11,  tít.  I,  lib.  X,  Digesto. — 
Ley  38,  tít.  I,  lib.  XXI,  Digesto. 

JURISPRUDENCIA 

Perfeccionado  el  contrato  de-  compra-venta, 
el  vendedor  únicamente  queda  obligado,  respec- 
to al  comprador,  á la  eviccion  y saneamiento  en 
el  caso  de  ser  perturbado  en  la  posesión  de  la 
cosa  comprada  (Sent.  14  Marzo  1863). 

La  cláusula  de  eviccion  en  la  compra-venta 
es  garantía  en  favor  del  comprador,  de  que  el 
contrato  se  hará  efectivo  en  todas  sus  partes 
(Sent.  12  Febrero  1877). 

COMENTARIO 

La  palabra  saneamiento  quiere  decir  tanto 
como  asegurar  ó responder  de  que  la  cosa  se 
entrega  sana,  y por  consiguiente  que  se  indem- 
nizará el  daño  que  pueda  resultar  en  otro  caso. 

En  este  sentido  el  vendedor  está  obligado  á 
entregar  la  cosa  sana,  ó respondiendo  de  su  sa- 
neamiento. 


La  responsabilidad  que  oí  saneamiento  impo- 
ne al  vendedor  es  do  dos  diversos  órdenes,  se- 
gún expresamos  en  el  articulo. 

El  primero  tiene  lugar  en  el  caso  de  eviccion, 
os  decir,  cuando  un  tercero  recupera  judicial- 
mente aquella  cosa  por  serle  propia;  por  oso 
. dice  la  ley:  «quita  ó libre  de  todo  embargo  deuc 
ser  entregada  la  cosa  vendida  al  comprador,  do 
manera  que  sí  otro  alguno  gela  quisiere  embar- 
gar, ó moverle  pleyto  sobro  ella,  la  done  facor 
sana.» 

El  segundo  tiene  lugar  cuando  la  cosa  fuero 
defectuosa,  «camello  ó mulo  ó otra  bestia,  ven- 
diendo un  orne  á otro  que  oviosse  alguna  mala 
enfermedad  ó tacha  porque  valiesse  menos...» 
En  este  caso  los  efectos  son  diversos. 

, Observaremos  que  usamos  las  palabras  c cic- 
; cion  y saneamiento  en  el  verdadero  sentido  que 
en  nuestro  sentir  tienen,  pues  muchos  autores 

- de  reconocida  ilustración  suelen  incurrir  en 
confusiones  y oscuridades  al  tratar  esta  mate- 
ria. Algunos  dan  el  nombre  de  eviccion  al  re- 
medio establecido  por  el  derecho  en  favor  del 
comprador  que  ha  sido  inquietado  ó perturba- 
do en  su  posesión.  Otros  también  dicen  que 

' eviccion  es  el  saneamiento  y seguridad  que  se 

- da  de  responder  siempre  del  precio  do  la  cosa 
j vendida,  pagada  ó prestada,  de  lo  cual  resulta 
' que  no  establecen  distinción  entro  las  palabras 
' eviccion  y saneamiento , cuando  en  realidad 
] son  dos  cosas  completamente  diferentes,  como 

se  comprendo  desde  luego  por  lo  que  dejamos 
i dicho  en  este  comentario. 
t La  responsabilidad  del  vendedor  so  llama 
I saneamiento,  y esta  responsabilidad  nace  en  los 
\ dos  casos  que  determina  el  artículo;  uno  de 
[ ellos  es  cuando  un  tercero  perturba  ó despoja 
judicialmente  al  comprador  de  la  cosa  vendi- 
da; en  este  caso  hay  eviccion,  nombre  que  re- 
ciheel  acto  del  tercero  querecupera  judicialmen- 
te aquello  que  el  comprador  estaba  poseyendo 
por  el  justo  título  ile  compra-venta.  Por  eso  la 
frase  de  que  el  vendedor  está  obligado  á et:ic~ 
cionar  no  es  muy  propia  ni  adecuada;  su  obli- 
gación es  á sanear. 


TOMO  Al 
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CÓDIGO  CIVIL  DB  'ESPASfA. 


§ I 


[Jet  saneamiento  en  caso  de  eviccion. 


Artículo  1492.— Inquietado  judicialmente 
el  comprador,  saldrá  á la  defensa  el  vende- 
dor, y en  su  defecto  sus  herederos,  si  fuesen 
requeridos  para  ello  en  tiempo  y forma,  y se- 
guirán el  pleito  á sus  expensas,  hasta  dejar 
al  comprador  enla  quietay  pacífica  posesión 
de  la  cosa  vendida. 

ORÍGENES 

Leyes  32  y 36,  tít.  V,  Partida  5.‘ 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  sustancialmente  con:  Arts.  1626  y 
1627,  Cód.  Francia.-— 158,  1016  y 1017  Portu- 
gal.— 1482  y 1486  Italia. — 1526  y 1530  Holan- 
da.— 135,  tít.  XI,  parte  1.a,  Prusia. — 1624  y 1625 
Bolivia. — 922  y 923,  cap.  XXIV,  parto  2.a,  Aus- 
tria.— 1156  y 1160  Vaud. — 1272  y 1876  Neuf- 
chatel.—  Leyes  1.a,  7.a,  19,  37,  56  y 60,  tít.  IT, 
libro  XXI,  Digesto. — Ley  33,  tít.  TV,  Iib.  II, 
Código. 

JURISPRUDENCIA 

Los  requisitos  que  han  de  preceder  al  ejerci- 
cio de  la  acción  de  eviccion  y saneamiento,  se- 
gún lo  prescrito  en  las  leyes  de  Partida,  y con 
especialidad  en  la  32,  tít.  V,  de  la  Partida  5.a, 
sólo  tienen  lugar  y deben  observarse  cuando  es 
un  tercero  el  que  inquieta,  perturba  ó deman- 
da al  comprador  de  una  cosa,  pero  no  cuando 
el  que  practica  estos  actos  sea  el  vendedor  de 
ella;  pues  en  este  caso  procede  y puede  usarse 
desde  luego  la  referida  acción,  sin  exigir  pre- 
viamente el  cumplimiento  de  aquellas  disposi- 
ciones, porque  sería  inútil  requerir  y citar  para 
la  defensa  al  mismo  que  causaba  la  perturba- 
ción (Sent.  o Octubre  1863). 

La  eviccion  de  que  trata  la  ley  32,  tít.  V,  Par- 
tida 5.a,  no  sólo  comprende  la  devolución  del 
precio  entregado  por  la  cosa  de  que  es  desposeí- 
do el  que  con  justo  título  la  adquirió,  sino  el 
resarcimiento  de  daños  y perjuicios  eon  tal  mo- 
tivo sufridos  (Sent.  3 Febrero  1863). 


Aunque  las  disposiciones  déla  expresada  ley 
se  refieren  al  contrato  de  compra-venta,  es  doc- 
trina inconcusa  que  la  obligación  de  sanear  va 
unida  como  condición  esencial  á todo  contrato 
oneroso  (Id.,  id-,  id). 

Para  que  tenga  lugar  la  eviccion  y sanea- 
miento, tanto  en  la  compra-venta  como  en  los 
demás  contratos  en  que  proceda,  es  necesario 
que  se  ejercíte  directamente  la  acción  contra  la 
persona  que  se  obligó,  ó sus  herederos,  ó contra 
aquéllos  de  quien  traen  causa  los  demandantes 
(Sent.  12  Junio  1863). 

Si  bien  debe  entregarse  al  comprador  la  cosa 
vendida , quila  é libre  de  todo  embargo , según 
ordena  la  ley  32,  tít.  V,  Partida  5.a,  para  hacer 
efectiva  esta  responsabilidad  se  necesita,  con- 
forme á la  misma  ley,  y como  circunstancia  in- 
dispensable, que  apareciendo  el  embargo , se  re- 
quiera y haga  saber  por  aquél  al  vendedor 
(Sent.  30  Junio  1864). 

■ La  sentencia  que  releva  al  vendedor  de  la 
obligación  de  sanear  al  comprador,  infringe  la 
ley  32,  tít.  V,  Partida  5.a  (Sents.  29  Diciembre 
1863  y 4 Mayo  1865). 

Es  condición  del  contrato  de  compra-venta 
la  de  quedar  obligado,  por  regla  general,  el  ven- 
dedor á hacer  sana  y segura  al  comprador  la 
cosa  vendida;  y esta  obligación  trae  consigo  la 
de  amparar  y defender  el  derecho  á la  cosa  ven- 
dida, si  sobre  ella  se  moviere  pleito  por  alguno, 
adquiriendo  en  su  virtud  el  vendedor  la  perso- 
nalidad necesaria  para  comparecer  al  efecto  en 
juicio  (Sent.  9 Junio  1865). 

La  ley  36,  tít.  V,  Partida  5.a,  confirma  las  ex- 
presadas disposiciones,  imponiendo  al  compra- 
dor la  obligación  de  defender  en  juicio  la  cosa 
comprada,  si  el  vendedor,  oportunamente  citado 
de  eviccion,  no  se  presentase  á verificarla  (Sen- 
tencia 10  Junio  1865). 

Según  las  leyes  32  y 36,  tít.  V,  Partida  5.a,  y 
la  doctrina  fundada  en  las  mismas  que  ha  con- 
signado en  sus  sentencias  el  Tribunal  Supremo, 
es  condición  natural  del  contrato  de  venta,  como 
no  se  pacte  expresamente  lo  contrario,  que  el 
vendedor  queda  obligado  á hacer  sana  y segura 
la  cosa  vendida,  si  se  moviere  pleito  sobre  ella, 
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derivándose  de  esta  obligación  la  do  salir  á la  ' 
defensa  del  pleito  al  mismo  vendedor  (Senten- 
cia 1.°  Febrero  1871). 

Ya  sea  el  poseedor  de  la  cosa  litigiosa  deman- 
dante ó demandado,  siempre  es  eficaz  su  dere- 
cho para  que  el  vendedor  le  eviccione  ó sanee 
la  cosa  vendida  y sobre  la  cual  se  le  mueve  plei- 
to ó se  eleva  alguna  mala  voz:  mucho  más  en  ! 
el  caso  de  que  la  demanda  negatoria  de  servi- 
dumbre haya  sido  una  consecuencia  necesaria 
del  interdicto  de  recobrar  que  vino  á estable- 
cerla sobre  la  finca,  sin  más  antecedentes  ni 
justificación  que  una  simple  información  testi- 
fical, dada  sin  audiencia  del  poseedor  de  la  mis- 
ma (Sent.  id.  id). 

Cuando  la  citación  de  eviecion,  la  presenta- 
ción en  el  juicio  del  vendedor,  y la  declaración 
de  ser  parte  legítima  en  tal  concepto,  y obliga- 
do como  tal  á defender  los  derechos  del  posee- 
dor de  la  cosa  vendida,  se  hacen  con  conoci- 
miento del  que  trata  de  recobrar  una  servidum- 
bre que  se  dice  impuesta  sobre  la  misma,  el 
cual  consintió  ambos  autos  proveídos,  y luego 
tardíamente  impugnó  la  personalidad,  ó sea  el 
derecho  que  asiste  al  vendedor  para  defenderse, 
la  sentencia  que  accede  á la  pretensión  del  que 
entabló  el  interdicto,  cuando  anteriormente  y 
por  sentencia  firme  se  declaró  que  no  le  asistía 
tal  derecho,  contraviene  á la  cosa  juzgada  en 
aquellos  autos,  que  sólo  pudieron  reclamarse 
en  tiempo  oportuno  y por  los  medios  que  esta- 
blece la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y ademas 
las  dichas  leyes  de  Partida,  así  como  la  2.a,  tí- 
tulo YTI,  Partida  3.a,  y las  doctrinas  admitidas 
por  la  jurisprudencia  de  los  Tribunales,  de  que 
las  providencias  contra  las  que  no  se  interpone 
recurso  alguno,  quedan  consentidas  y ejecuto- 
riadas, y deben  surtir  sus  efectos,  y de  que  es 
condición  del  contrato  de  compra-venta  la  de 
quedar  obligado,  por  regla  general,  el  vendedor 
á hacer  sana  y segura  al  comprador  la  cosa  ven-  . 
dida,  y que  esta  obligación  trae  consigo  el  am-  ! 
parar  y defender  el  derecho  si  sobre  ella  se  mo- 
viere pleito  por  alguno,  adquiriendo  en  su  vir- 
tud el  vendedor  la  responsabilidad  necesaria 
para  comparecer  en  juicio  (Sent.  id.  id.) 

El  saneamiento  por  eviecion  es  una  condición  ¡ 
natural  del  contrato  de  compra-venta  y cesión 
de  crédito,  por  medio  de  la  cual  el  vendedor 
promete  al  comprador,  como  garantía  de  la  en- 
ajenación, devolverle  el  precio  de  la  cosa  ó darle  . 
otra  equivalente  , caso  de  ser  vencido  en  jui- 
cio y despojado  do  la  cosa  vendida  (Sent.  22  , 
Abril  1876). 


El  comprador  tiene  derecho  á la  eviecion  y 
saneamiento,  ya  sea  demandado  ó ya  deman- 
dante, por  verse  inquietado  en  la  cosa  compra- 
da (Sent.  19  Octubre  1877). 

COMENTARIO 


Dicen  los  autores  oportunamente  que  el  sa- 
neamiento, en  caso  de  eviecion,  os  una  condición 
natural  del  contrato,  pero  que  no  os  esencia/ 
en  el  mismo.  Esto  quiero  decir  que  dicha  obli- 
gación pesa  sobre  el  vendedor  sin  necesidad  de 
pacto  expreso;  pues  aunque  por  Real  Cédula 
de  15  de  Octubre  de  1805,  inserta  on  la  loy  1 
título  V,  lib.  I,  del  Suplemento  á la  Nov.  Roe., 
se  ordenó  que  en  la  venta  de  bienes  eclesiás- 
ticos se  hiciera  constar  en  las  correspondientes 
escrituras  la  cláusula  de  saneamiento  en  caso 
de  eviecion,  este  precepto  únicamente  puede 
tener  aplicación  á los  casos  de  que  la  misma 
Cédula  se  ocupa,  según  ha  declarado  el  Tribu- 
nal Supremo  en  21  de  Marzo  de  1805. 

Así,  pues,  en  todo  contrato  de  compra-venta 
se  supone  implícita  la  obligación  del  sanea- 
miento; por  eso  decimos  que  ésta  es  una  con- 
dición natural  del  contrato. 

Pero  añadimos  que  no  es  esencial  al  mismo, 
porque  puede  renunciarse,  pactándolo  asi  ex- 
presamente, sin  que  por  ello  pierda  el  contrato 
su  propia  naturaleza. 

¿Cuáles  son  los  efectos  del  saneamiento!’ ¿Cuá- 
les son  los  efectos  de  su  renuncia  ó pacto  en 
contrario?  Nos  ocuparemos  con  la  debida  sepa- 
ración de  unos  y otros  efectos. 

«Luego  quel  movieren  pleito, — dice  la  ley, — 
tenudo  es  el  comprador  de  fazerlo  saber  al  gela 
vendió.»  El  objeto  de  este  requerimiento  que  ha 
de  hacerse  al  vendedor  ó á sus  herederos,  es  el 
qué  determinamos  en  el  artículo,  esto  es,  que 
el  vendedor  ó sus  causa-habientes  sigan  el  plei- 
to á sus  expensas  hasta  dejar  al  comprador  en 
la  quieta  y pacífica  posesión  de  la  cosa  vendi- 
da, ó en  otro  caso,  abonar  el  precio  íntegro 
que  recibió  por  virtud  del  contrato  de  compra- 
venta. 

Tal  es  el  efecto  principal  del  saneamiento. 
Esta  doctrina  se  desenvuelve  en  los  artículos 
sucesivos. 

En  cuanto  á los  efectos  del  pacto  en  contra 
del  saneamiento,  la  ley  no  los  determina  con- 
cretamente; pero  relacionando  esto  punto  con 
otros  de  nuestro  derecho,  los  autores  han  for- 
mado la  doctrina  que  puede  tenor  aplicación  a 
estos  casos. 
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códígo  civil  de  ebpaSa 


En  primer  lugar,  dice  Escriche  que  áun 
cuando  so  pacte  la  libertad  ó exención  de  toda 
responsabilidad,  quedará,  sin  embargo,  sujeto 
el  vendedor  á lo  que  resultare  de  un  hecho 
que  le  fuere  propio  y personal;  do  modo  que 
cualquier  convención  en  contrario  sería  nula. 
Si  habiendo  el  vendedor  hipotecado,  por  ejem- 
plo, la  cosa  vendida,  ó enajenádola  anterior- 
mente a otra  persona,  oculta  al  comprador  la 
eviccion  que  puede  resultarle  y estipula  que 
ha  de  quedar  libre  de  toda  garantía,  es  lo  mis- 
mo que  si  estableciese  que  no  había  de  ser  res- 
ponsable de  su  dolo,  y un  pacto  de  esta  especie  í 
no  tiene  valor  ninguno:  Pacta  (¡ucc-  lurpem  ' 
causara  conlinent,  nonsv.nl  observancia. 

Es  también  opinión  de  los  autores  que  la 
exoneración  do  toda  responsabilidad  no  libra 
al  vendedor,  en  el  caso  de  eviccion,  de  restituir 
el  precio,  puesto  que  su  entrega  por  el  compra- 
dor fue  mediante  la  condición  de  obtener  la  pro- 


piedad de  la  cosa,  y no  habiéndose  esto  realiza- 
do, falta  la  causa  del  pago.  Sin  embargo,  expresa 
el  autor  antes  citado,  que  no  estará  obligado  el 
vendedor  ni  áun  á restituir  el  precio  si  el  com- 
prador sabia  en  el  acto  de  la  venta  el  peligro 
que  había  de  eviccion,  ó si  tomó  á su  cargo  to- 
do riesgo,  porque  entonces  la  venta  participa 
do  la  naturaleza  de  los  contratos  aleatorios, 
dependiendo  las  ventajas  ó pérdidas  del  com- 
prador do  un  acontecimiento  incierto,  que  se 
habrá  tomado  en  consideración  para  fijar  el 
precio. 

El  proyecto  de  Código  declara  nulo  todo 
pacto  que  exima  al  vendedor  de  responder  de 
la  eviccion,  siempre  que  hubiere  mediado  mala 
fe  por  parte  suya,  por  ser  torpe  y contra  las  bue- 
nas costumbres.  ¿Qué  precio  es  el  que  deberá 
restituir  el  vendedor  que  se  eximió  por  pacto  del 
saneamiento?  Algunos  autores  dicen  que  debe- 
rá restituir  la  misma  cantidad  que  recibió  del 
comprador,  aunque  en  la  época  en  que  acaeció 
la  eviccion  la  cosa  valioso  menos,  pues  lo  (fue  se 
hace  es  restituir  un  precio  quo  so  entregó  sin 
causa,  y por  tanto,  áun  cuando  haya  disminuido 
el  valor  de  la  cosa  ó se  hubiere  deteriorado  por 
un  hecho  del  comprador,  no  puedo  castigarse  á 
éste  por  haber  usado  á su  arbitrio  de  una  cosa 
de  que  justamente  se  creía  dueño.  Tal  os  la 
opinión  de  Escriche,  que  añade:  «mas  si  el  com- 
prador hubiese  sacado  alguna  utilidad  del  des- 
trozo, demolición,  ó deterioro  hecho  por  él 
mismo,  como  si  habiendo  derribado  un  edificio 
hubiese  vendido  los  materiales,  justo  será  que 
gl  vendedor  le  descuente  del  precio  que  debe 
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restituirle,  una  cantidad  igual  á dicha  utilidad 
ó aprovechamiento.»  Cuya  regla, — añadimos 
nosotros, — no  podrá  observarse  en  el  caso  do 
que  el  comprador  hubiere  sido  condenado  á abo- 
nar al  eviccionante  el  importe  de  aquellos  de- 
terioros ó de  aquellos  materiales  que  vendió. 

Si  la  cosa  hubiere  mejorado  de  tal  modo  que 
valiese  más  al  tiempo  de  la  eviccion  que  al  do 
la  venta,  expresa  aquel  autor  que  áun  en  el  ca- 
so de  ser  la  mejora  independiente  de  todo  he- 
cho del  comprador,  como,  v.  gr.,  en  el  caso  do 
haberse  aumentado  por  aluvión,  está  obligado 
á pagarle  el  vendedor,  no  sólo  el  precio  recibi- 
do, sino  tambion  el  correspondiente  al  mayor 
valor  que  la  cosa  tiene  en  el  acto  del  despojo: 
el  precio  recibido  como  pagado  sin  causa  y ol 
precio  excedente,  como  reparación  del  perjui- 
cio causado  por  la  eviccion  do  que  es  respon- 
sable. 

El  proyecto  de  Código  resume  en  un  artículo 
su  doctrina  en  el  caso  de  haberse  renunciado 
el  saneamiento.  Cuando  el  comprador, — dice,— 
hubiere  renunciado  el  derecho  al  saneamiento 
para  el  caso  de  eviccion,  llegado  que  éste  sea, 
debe  el  vendedor  entregar  únicamente  el  pre- 
cio que  tuviere  la  cosa  al  tiempo  de  la  evic- 
cion, á no  ser  que  el  comprador  hubiera  hecho 
renuncia  con  conocimiento  de  los  riesgos  de  la 
eviccion  y sometiéndose  á sus  consecuencias. 

El  Código  francés  (art.  1629)  y casi  todos  los 
demas  ordenan  que  el  vendedor  devuelva  el 
precio  mismo  que  recibió  por  el  contrato  que 
le  ha  hecho  responsable;  cuya  solución,  lo  mis- 
mo que  la  aceptada  por  Escriche  y los  autores, 
combate  Goyena,  quien  encuentra  chocante  que 
el  vendedor  restituya  todo  el  precio  si  la  cosa 
so  deterioró  y haya  de  abonar  lo  que  de  más 
valiere  si  fuere  mejorada,  áun  cuando  la  mejora 
no  dependa  de  actos  ó gastos  del  comprador. 
Es  muy  difícil, — dice, — cohonestar  las  aberra- 
ciones manifiestas  contra  la  razón  y la  justicia: 
qui  scnlil  oommodu.  sentiat  et  incommoda:  os 
imposible  que  el  aumento  de  la  cosa  ó de  su 
valor  aproveche  a uno,  y no  lo  perjudiquo  su 
disminución. 

Con  lo  dicho  basta  para  conocer  las  princi- 
pales opiniones  que  so  sustentan  en  este  punto. 

Articulo  1493. — El  comprador  debe  noti- 
ficar al  vendedor  la  demanda  de  eviccion 
á ntes  de  la  publicación  de  probanzas, 

ORÍGENES 

Leyes  32  y 36,  tit.  V,  Partida  5.*  ' 
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concordancias 

, Consignan  un  precepto  análogo  los:  Ar- 
tículos litio  Cód.  Francia. — 15^0  Holanda.— 
2495  Luisiana.— 1497  Italia.—  931  Austria,— 
143  y J46,  tít.  X,  Prusia.— 1638  Bolivia.— Le- 
yes 53  y 59,  tít.  II,  lib.  XXI,  Digesto. 


JURISPRUDENCIA 

Según  la  ley  32,  tít.  V,  Partida  5.a,  tan  lue- 
go como  se  moviese  pleito  al  comprador  de  una 
cosa,  es  tonudo  de  facerle  saber  al  que  se  la 
vendió  ó á lo  más  tarde  antes  que  sean  abier- 
tos los  dichos  de  los  testigos  que  fuesen  adu- 
chos sobre  aquella  cosa  en  juicio  contra  él 
(Sent.  12  Junio  1863). 

La  doctrina  que  sustentan  Gregorio  López 
en  las  Glosas  de  la  ley  32,  tít.  V,  Partida  5.a,  ; 
Covarrubias  y Gómez,  de  ser  oportuna  la  cita- 
ción de  eviccion  hecha  antes  de  la  conclusión  ó 
de  la  sentencia  del  pleito,  y aun  en  la  segunda 
instancia,  siempre  que  haya  términos  hábiles 
para  la  prueba,  sobre  estar  en  oposición  con  el 
texto  terminante  de  la  lev,  áun  cuando  fuera  ' 
cierta,  no  constituye  la  verdadera  doctrina  le- 
gal, admitida  por  la  jurisprudencia  de  los  Tri- 
bunales, para  fundar  en  ella  un  motivo  de  ca- 
sación (Id.  id.  id.}. 

El  comprador  de  una  cosa  pierde  su  derecho 
al  saneamiento  de  ella  por  parte  del  vendedor, 
si  cuando  lo  fuese  movido  pleito  sobre  la  mis- 
ma, no  lo  hace  saber  y notificar  áéste  antes  de 
la  publicación  de  probanzas,  según  terminante- 
mente lo  establecen  las  leyes  32  y 36,  tít,  V,  ( 
Partida  5.a,  sin  distinguir  el  caso  de  que  el  ■ 
pleito  se  siga  en  presencia  de  los  litigantes,  de 
aquél  en  que  se  sustancia  y termine  en  rebel- 
día de  alguno  de  ellos  (Sent.  17  Marzo  180. >). 

Si  en  el  contrato  se  estipuló  expresamente 
que,  en  el  supuesto  de  que  se  hiciera  al  com- 
prador alguna  reclamación  por  razón  de  los 
bienes,  debería  acto  continuo  dar  conocimiento 
al  vendedor,  y éste  asumir  la  defensa,  si  según 
apreciación  de  la  Sala  sentenciadora,  contra  la 
que  no  se  ha  alegado  infracción  de  ley  ó doc- 
trina legal,  el  vendedor  tenía  conocimiento  de 
las  reclamaciones  hechas  al  comprador,  el  que 
ese  conocimiento  no  se  le  diese  por  el  compra- 
dor que  sabia  le  tenía,  no  puede  conceptuarse 
como  infracción  de  la  cláusula  del  contrato,  en 
la  que  se  pactó  que  se  le  había  de  dar  por  el 
para  que  el  vendedor  asumiere  la  defensa,  cu- 
yo fin  se  podía  llenar  del  mismo  modo  cual- 
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quiera  que  fuese  el  conducto  por  el  que  llega- 
sen á su  noticia  las  reclamaciones  (Sent.  28  Se- 
tiembre 1874). 

Los  requisitos  que  han  de  preceder  al  ejerci- 
cio de  la  acción  de  eviccion  y saneamiento,  se- 
gún lo  prescrito  en  las  leyes  32  y 36,  tít.  Y, 
Partida  5.’’,  sólo  tienen  lugar  y deben  observar- 
se cuando  es  un  tercero  el  que  inquieta,  per- 
turba ó demanda  al  comprador  de  una  cosa, 
pero  no  cuando  el  que  practique  estos  actos 
sea  el  vendedor  de  ella,  pues  en  este  caso  pro- 
cede y puede  usarse  desde  luego  la  referida 
acción,  sin  exigir  previamente  el  cumplimiento 
de  aquellas  disposiciones,  porque  sería  inútil 
requerir  y citar  para  la  defensa  al  mismo  que 
causaba  la  perturbación  (Sent.  2 Diciembre 
187C). 

COMENTARIO 


Para  conservar  el  comprador  sus  derechos  ín- 
tegros es  preciso  que  llene  ciertas  solemnida- 
des. Una  de  ellas,  la  más  principal,  la  única 
acaso,  es  la  de  notificar  al  vendedor  la  deman- 
da de  eviccion  á fin  de  que  acuda  al  litigio  sien- 
do parte  en  él,  cuya  notificación  y requerimien- 
to habrá  de  practicarse  precisamente  antes  de 
la  publicación  de  probanzas  ante  que  sean 
abiertos  los  testigos  que  fuessen  .‘¡.duchos  sobre, 
aquella  cosa  en  juizio  contra  él.  El  precepto, 
un  tanto  oscuro,  de  la  ley  lia  sido  interpretado 
por  el  Tribunal  Supremo  repetidamente  cu  el 
sentido  que  dejamos  manifestado. 

La  notificación  y requerimiento  hecho  fuera 
de  este  tiempo  no  causa  ya  sus  debidos  electos, 
y el  vendedor  queda  libre  de  la  obligación  de 
sanear. 

Los  requisitos  que  según  esta  ley  han  de  pre- 
ceder al  ejercicio  de  la  acción  del  comprador, 
deben  observarse  cuando  es  un  tercero  el  que 
intenta  laeviccion,  mas  no  cuando  el  que  in- 
quieta, perturba  ó demanda  fuere  el  mismo 
vendedor,  pues  en  tal  caso  procede  y debe  usar- 
se desde  luégo  la  acción  de  saneamiento;  por- 
que, según  declara  el  Tribunal  Supremo  en  3 de 
Octubre  de  1863,  sería  inútil  requerir  y citar 
para  la  defensa  al  mismo  que  causaba  Ja  per- 
turbación. 

Enumeran  los  autores  cuatro  casos  en  los  que' 
entienden  que  puede  prescindir.se  de  la  obliga- 
ción de  cumplir  con  el  requisito  previo  de  que 
nos  venimos  ocupando.  8on  estos  casos:  1’, 
cuando  eB  tan  evidente  y notorio  el  derecho  del 
que  pide  la  cosa,  que  no  puede  oscurecerse  cou 
ninguna  prueba  ni  doiensa  quo  el  vendedor  ht- 


CÓDIGO  CIVIL  DE  ESPAÑA 


' ó 


cicrc:  X1.",  cuando  ct  comprador  es  menor,  y el 
vendedor  tiene  por  otro  noticia  del  litigio;  3.”, 
cuando  la  hubiese  renunciado  ó remitido  expre- 
samente el  vendedor,  como  suele  hacerse  en  las 
escrituras  de  venta;  y 4.",  cuando  el  mismo  ven- 
dedor la  eludiese  ó estorbase. 

liaremos  notar  que  estas  excepciones  no  están 
basadas  en  ningún  precepto  legal  expreso,  por 
lo  cual  fácilmente  serían  rechazadas  algunas 
de  ellas  en  los  Tribunales. 

Artículo  1494.— Si  el  vendedor  no  quisie- 
re amparar  al  comprador  en  su  propiedad, 
y se  verificase  la  eviedon,  deberá  éste  ser 
indemnizado  del  precio  y de  los  daños  y per- 
juicios que  se  le  ocasionaren. 

orígenes 

Ley  32,  tí t.  V,  Partida  5.a 

Ley  til.  X,  lib.  III,  Fuero  Real. 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  en  parte  con:  Api.  1030,  Código 
Francia. — 1330  Holanda.  — 148G  Ttalia. — 1047 
Portugal. — 2482  Luisiana.  — 1625  Bolivia. — 
1100  Vaud. — 1 276  Neulchatel. — Leyes  7.a  y 60, 
titulo  tí,  lib.  XXL  Digesto. 

.1 III  l ISI'It  UDIiNC  1 A 

Cuando  el  comprador  es  privado  de  la  cosa 
comprada  que  poseo  de  buena  fe,  tiene  derecho 
á ser  reintegrado  de  las  mejoras  necesarias  y 
útiles  que  hubiese  hecho  en  ella  en  cuanto  au- 
menta:! su  valor.  La  responsabilidad  directa  de 
abonar  at  comprador  dichas  mejoras  no  es  del  ■ 
que  le  vendió  la  cosa,  obligándose  á la  eviceion, 
sinó  del  dueño  de  ella  que  percibe  la  utilidad 
de  lo  mejorado  (Sent.  24  Enero  1860). 

La  sentencia  que  declara  procedente  el  sanea- 
miento respecto  á la  devolución  de  la  cosa  y lo 
niega  cu  cuanto  á los  daños  y perjuicios  in- 
fringe la  ley  32,  til.  V,  Partida  5.a  (Sent.  3 Fe- 
brero 1SI13). 

Según  las  terminantes  disposiciones  do  las 
leyes  32  y 35,  tít.  Y,  Partida  5.a,  para  que  el 
comprador  pueda  reclamar  del  vendedor  el  sa- 
neamiento de  la  cosa  comprada,  es  necesario 
que  aquél  sea  vencido  en  el  juicio  que  sobre 
ella  se  le  moviere  (Sent.  10  Junio  1865). 

La  ley  30,  tít,  V,  Partida  5.\  igualmente  que 


l otras  del  mismo  título,  dejan  al  vendedor,  aun- 
que sea  citado  á debido  tiempo,  la  facultad  de 
presentarse  ó no  en  juicio  á defender  al  compra- 
dor, si  bien  quedando  responsable  á indemni- 
zar á- éste,  no  solamente  del  precio  de  la  cosa, 
en  proporción  á la  parte  do  ésta  de  que  sea  pri- 
vado por  sentencia  judicial,  sinó  también  de  to- 
dos los  daños  y perjuicios  que  por  tal  motivo 
ge  le  hubieren  irrogado  (Sent.  10  Junio  1865). 

La  eviccíon  no  tiene  lugar  sinó  cuando  el 
comprador  es  privado  por  sentencia  firme  de  la 
cosa  vendida  (Sent.  18  Abril  1873). 

Los  actos  de  aquiescencia  posteriores  ála  ven- 
! ta  sobre  particulares,  acerca  de  los  cuales  no 
contrajeron  obligación  alguna  comprador  y ven- 
? dedor,  no  pueden  dar  apoyo  á la  eviceion  (Sen- 
tencia id.  id.]. 

Según  la  ley  32,  tít.  V,  Partida  5.a,  el  vende- 
dor está  obligado  á hacer  sana  la  cosa  al  com- 
prador, y éste  á poner  en  conocimiento  de  aquél 
el  pleito  que  le  haya  movido  antes  de  publicar- 
se las  pruebas:  y si  después  no  quisiese  el  ven- 
dedor amparar  al  comprador,  ó no  le  pudiese 
defender  á derecho,  se  halla  obligado  á volver 
el  precio,  con  los  daños  y perjuicios  que  se  oca- 
sionen al  comprador  (Sent.  15  Diciembre  1873). 

La  ley  32,  tit.  V,  Partida  5.*,  impone  al  ven- 
dedor la  obligación  de  sanear  al  comprador  la 
cosa  vendida  cuando  se  le  priva  de  ésta  en  vir- 
tud de  sentencia  judicial,  á instancia  de  un  ter- 
cero, previas  las  formalidades  que  en  dicha  ley 
se  establecen  (Sent.  24  Febrero  1877). 

Esta  acción  es  de  las  que  se  trasmiten  á los 
herederos  del  que  las  contrae,  y con  doble  ra- 
zón, cuando  resulta  de  la  escritura  de  venta 
que  el  vendedor  se  obligó  ademas  á la  eviceion 
y saneamiento  de  la  linca  vendida  (Sent.  id.  id.) . 

COMENTARIO 

Cumplido  el  requisito  que  la  ley  impone  al 
comprador,  puede  el  vendedor  concurrir  ó no 
al  juicio.  Lo  primero  es  lo  pertinente,  pero  la 
ley  no  le  obliga  á ello,  con  tal  que  si  llegare  á 
decretarse  la  eviceion  abone  al  comprador  el 
precio  de  la  cosa,  con  más  la  correspondiente 
indemnización  de  daños  y perjuicios,  si  se  le  hu- 
bieren ocasionado,  y en  tre  los  cuales  se  cuentan 
siempre  los  gastos  y costas  judiciales  queso 
causaren. 

En  este  lugar,  renace  la  duda  de  cuál  será  el 
precio  que  habrá  de  restituir  el  vendedor,  si  el 
que  tenían  las  cosas  at  tiempo  de  la  eviceion,  ó 
el  que  se  entregó  pu  virtud  del  contrato  de 


del  contrato  de  compra  y venta 


compra-venta.  Véase  lo  que  respecto  á la  diver- 
sidad de  opiniones  on  esta  materia  decimos  en 
el  art.  1492. 

El  proyecto  de  Código  determina  más  minu- 
ciosamente las  responsabilidades  dol  vendedor. 
Cinco  son  las  obligaciones  que  enumera:  1.a,  la 
restitución  del  precio;  2.a,  los  frutos  y rendi- 
mientos, si  se  ha  condenado  á entregarlos  la 
propietario  que  le  ha  vencido  en  juicio;  3.“,  las 
costas  del  pleito  que  ha  motivado  la  cviccion,  y 
Jas  del  que  hubiere  seguido  con  el  vendedor 
para  el  saneamiento;  4.a,  los  gastos  del  contra- 
to, si  los  pagó  el  comprador;  y 5.a,  los  daños  é 
intereses  y los  gastos  voluntarios  ó de  puro 
placer  ú ornato,  si  vendió  de  mala  fe. 

En  nuestro  derecho  no  se  especifican  estas 
responsabilidades,  pero  caben  en  las  palabras 
daños  y menoscabos  que  emplea  la  ley. 

El  comprador  que  ha  sido  absuelto  definiti- 
vamente en  juicio,  sin  que  el  demandante  haya 
sido  condenado  en  costas,  ¿podrá  repetir  por  las 
que  á él  corresponda  pagar  contra  el  vendedor? 
Algunos  autores,  fundándose  en  que  la  ley  no 
hace  responsable  al  vendedor  más  que  en  el 
caso  de  cviccion  y en  que  el  pleito  injusto  debe 
ser  tenido  por  un  caso  fortuito  de  los  cuales  no 
responde  el  vendedor,  entienden  que  el  com- 
prador no  podrá  repetir  las  costas  en  aquel  caso. 
A Gómez,  sin  embargo,  no  le  satisfacen  estos  ar- 
gumentos, y dice  que  teniendo  el  vendedor  que 
salir  á la  defensa  del  comprador,  desde  la  de- 
nunciación del  pleito  debe  pagax*  las  costas  en 
el  caso  á que  nos  referimos,  y por  tanto,  que  po- 
drá repetir  contra  él  el  comprador.  Gutiérrez 
expresa  que  es  una  desgracia  que  afecta  única- 
mente al  comprador. 

Respecto  al  abono  de  impensas  y mejoras  he- 
chas por  el  comprador,  véase  en  la  jurispruden- 
cia de  este  artículo  la  sentencia  de  24  de  Enero 
de  1860. 

Por  último,  la  acción  de  saneamiento  debe 
ejercitarse  ante  el  juez  del  domicilio  del  de- 
mandado, con  arreglo  al  art.  5."  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil,  y no  ante  el  quo  conoció 
del  pleito  en  que  tuvo  lugar  la  citación  de  evic- 
cien,  según  declaró  el  Tribunal  Supremo  en 
fallo  de  17  de  Setiembre  de  1867. 


Artículo  1495.— Si  se  hubiere  estipulado 
la  pena  del  duplo  para  el  caso  de  que  el  ven- 
dedor no  quisiese  amparar  al  comprador  en 
su  propiedad,  deberá  aquél  abonar  el  doble 
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valor  de  la  cosa,  ávui  cuando  sea  superior 

; que  el  doble  precio  en  que  se  hizo  la  venta. 

/ 

ORUtENKS 

Ley  32,  tit.  V,  Partida  ó.1 

comentario 

Por  el  Derecho  romano  solia  pagarse  la  pena 
del  duplo  Aun  sin  pacto  expreso;  mas  nuestra, 
ley  de  Partida  preceptúa  que  para  que  el  com- 
1 prador  puedaexígir  esta  pena,  es  preciso  que  se 
haya  convenido  así  cuando  se  celebró  lávenla. 

Nótese  que  en  el  caso  de  esta  pena  non  xa  en- 
tiende que  le  clone  pechar  el  precio  doldado 
fan  solamente , mas  la  cosa  doblada  nnirpo-r 
más  va liesse,  es  decir,  quo  el  doble  se  ha  de  en- 
tender, no  del  precio  de  venta,  sino  del  i a lar 
de  la  cosa. 


Artículo  1-195. — Si  requerido  on  tiempo  y 
forma  el  vendedor  tomo  parte  ou  el  juicio, 
contra  él  deberá  dirigirse  el  demandante. 
Si  el  vendedor  no  quisiera  ser  parlo  en  o! 
pleito,  seguirá  éste  contra  el  comprador,  el 
cual  podrá  ejercitar  oportunamente  el  dere- 
cho que  le  confieren  los  dos  artículos  ante- 
riores. 

orígenes 

Ley  33,  tít.  V,  Partida  5/ 

JUniSPRUDENfilA 

Saliendo  el  vendedor  á la  cviccion  do  la  fin- 
ca vendida,  toma  sobre  sí  la  responsabilidad  do 
la  demanda  entablada  por  un  acreedor  hipote- 
cario, no  faltando  la  Sala,  al  imponérsela,  á la 
congruencia  que  racional  y jurídicamente  debe 
haber  cutre  la  sentencia  y las  cuestiones  deba- 
tidas en  el  litigio  ¡Sent.  I .“  .Julio  187(1). 

COMENTARIO 

Es  potestativo  en  el  vendedor  tornar  partu 
en  el  juicio  ó no.  En  el  primer  caso,  deberá 
sostener  el  pleito,  y contra  él  babra  de  dirigir 
su  acción  el  evieeionaute,  sin  que  éste  pueda, 
en  sentir  de  López,  oponerse  a ello. 

En  el  segundo  caso,  el  comprador  continua- 
rá el  litigio,  y á salvo  queda  su  derecho  p.ua 
ejercitar  oportunamente  la  acción  quo  la  ie^  lo 
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confiere,  para  redamar  en  su  caso  el  precio  y 
los  daños  y perjuicios. 

Artículo  1-197.— En  la  venta  de  una  masa 
universal  de  bienes,  sólo  estará  obligado  el 
vendedor  al  saneamiento  con  respecto  á la 
totalidad  de  ellos,  mas  no  en  cuanto  á cosas 
determinadas  {a). 

En  la  venta  de  una  ó varias  cosas  particu- 
lares, el  vendedor  responderá  del  sanea- 
miento de  cada  una  de  ellas  (b). 

' 

ora  genes 

(al  Ley  34,  tít.  V,  Partida  5.a 

(tú  Ley  35,  tit.  V,  Partida  5.a 

JURISPRUDENCIA 

La  ley  34,  tit.  V de  la  Partida  5.a,  exime  de  . 
la  eviccion  y saneamiento  at  vendedor  de  unas 
de  las  universalidades  que  señala  cuando  el 
comprador  no  es  vencido  respecto  al  todo  ó la 
mayor  parte  de  la  misma. 

La  ley  35  del  mismo  título  y Partida  se  re-  ! 
fiere  al  caso  en  que  se  vende  una  sola  cosa 
compuesta  de  partes  integrantes  é inseparables 
(•Scní.  17  Marzo  1880). 

COMENTARIO 

«Si  uno  que  fuesse  estableseido  por  orodero, 
vendiesse  á otro  todo  el  derecho  que  auia  en 
los  bienes,  ó en  la  eredad,  del  que  le  estables- 
ció  por  su  eredero  , maguer  acaezca  después 
que  á tal  comprador  venzan  por  juicio  alguna 
cosa  señalada  de  los  bienes,  con  todo,  tal  ven- 
dedor non  es  tenudo  de  tazarla  sana  aquella 
cosa  señalada.  Mas  si  por  toda  la  eredad  lo  ven- 
cieren, tenudo  seria  de  facerla  sana  la  eredad  ó 
de  pecharlo  el  precio  que  rescibió  por  ella,  con 
todos  los  daños  ó menoscabos.  Lo  mismo  seria 
si  un  orne  comprasse  todas  las  rentas  de  un  al- 
moxarifadgo  ó de  alguna  eredad...» 

«Nave,  casa  ó cabaña  de  ovejas  ó cosa  seme- 
jante, vendiendo  un  orne  á otro  con  las  cosas 
que  lo  perteneseen,  si  venciesscn  at  comprador 
en  juicio  por  alguna  cosa  señalada  de  aquellas, 
tonudo  es  el  vendedor  de  tazarla  sana  al  com- 
prador, como  si  le  venciessen  por  toda  la  cosa 
principal  sobre  que  fue  fecha  la  vendida.» 

La  diferencia  entre  el  precepto  de  una  y otra 
ley  estriba  en  que  en  el  primer  caso  se  vendió-  ■ 


ron  universalidades,  y en  el  segundo-  se  vendie- 
ron diversas  individualidades,  ó una  sola,  com- 
puesta de  varias  partea  integrantes. 

Articulo  1498.— El  vendedor  deja  de  es- 
tar obligado  al  saneamiento  en  caso  de  evic- 
cion: 

1 . °  Si  no  se  notificó  ai  vendedor  el  pleito 
ántes  de  la  publicación  de  probanzas. 

2. °  Cuando  sin  conocimiento  y mandato 
del  vendedor  se  somete  á árbitros  la  deci-  « 
sion  del  litigio,  y dieren  sentencia  contra  él. 

3. °  Si  por  culpa  del  comprador  so  perdió- 
se la  posesión  de  la  cosa. 

4. 8 Si  abandonó  y perdió  la  cosa  el  com- 
prador. 

5.°  Si  la  sentencia  contraria  se  dictare 
en  rebeldía  del  comprador. 

G.n  Si  pudiendo  oponer  el  comprador  el 
derecho  de  prescripción,  dejó  de  utilizarle. 

7. ' ° Si  el  comprador  no  apeló  de  la  sen- 
tencia, no  estando  presente  el  vendedor. 

8. °  Si  la  venta  de  que  se  trate  hubiese 
tenido  lugar  con  ocasión  del  juego. 

9. °  Si  la  cosa  vendida  fuere  de  las  que 
no  están  en  el  comercio  de  los  hombres. 

10.  Si  el  Juez  ó Tribunal  dictare  á sabien- 
das sentencia  injusta  contra  el  comprador, 
porque  entonces  aquél  debe  sanear  la  cosa 
comprada. 

ORÍGENES 

Ley  36,  tít.  V,  Partida  5.a 

jurisprudencia 

Según  la  ley  36,  tít.  V,  Partida  5.a,  no  tiene 
lugar  el  saneamiento  de  la  cosa  vendida  cuando 
se  dió  sentencia  sobre  ella  no  estando  delante 
el  vendedor,  y no  apeló  el  comprador  (Sent.  16 
Setiembre  1867). 

La  ley  36,  tít.  V,  Partida  5.a,  que  previene 
que  no  se  da  derecho  de  eviccion  cuando  pl 
comprador  dejó  de  apelar  de  la  sentencia  dada 
en  ausencia  del  vendedor,  no  es  aplicable  al 
pleito  en  que  se  apeló  y dió  sentencia  en  segun- 
da y última  instancia,  y en  que  si  bien  se  inter- 
puso recurso  de  casación,  como  éste  es  extraor- 
dinario y de  índole  diversa  de  la  apelación  de 
que  habla  dicha  ley,  no  puede  ser  nunca  una 
tercera  instancia,  y por  consiguiente  el  pleito 
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quedó  legalmente  fenecido  en  presencia  de  las 
partes  que  en  él  contendían  (Sent.  12  Octubre 
1870). 

La  ley  36,  (tít.  V,  Partida  5-\  se  refiere  al 
contrato  de  compra-venta,  y tiene  por  objeto 
señalar  los  casos  de  excepción  en  que  el  vende- 
dor no  está  obligado  á sanear  la  cosa  vendida,; 
cuya  ley  no  puede,  por  lo  mismo,  tener  aplica- 
ción al  pleito  en  que  se  trata  de  indemnización 
de  perjuicios.  Tampoco  lo  tiene  al  caso  la  ley 
15,  tít.  XII,  Partida  5.a,  que  se  contrae  á los  fia- 
dores, y á los  medios  y forma  en  que  han  de 
alegar  sus  excepciones  los  que  los  metieron  en 
fia-dura  (Sent.  22  Enero  1874). 

La  ley  32,  tít.  Y,  Partida  5.a,  impone  al  ven- 
dedor la  obligación  de  sanear  al  comprador  la  1 
cosa  vendida,  y la  36  del  mismo  título  y Parti- 
da establece  taxativamente  lo&  casos  de  excep- 
ción á esta  regla  general  [Sent.  28  Marzo  1877). 

La  ausencia  voluntaria  del  comprador,  sin 
dar  conocimiento  de  su  nueva  residencia,  debe 
ceder  en  perjuicio  suyo,  y no  del  vendedor. 

COMENTARIO 

El  caso  1."  de  este  artículo  quedó  suficiente- 
mente explicado  en  uno  de  los  anteriores, 

Por  lo  que  hace  al  párr.  2.®,  algunos  autores 
consideran  extensivo  su  precepto  al  caso  en  que 
el  comprador  prorogó  espontáneamente  la  ju-  , 
risdiccion  en  juez  que  no  fuese  el  suyo. 

En  el  tercer  caso,  debe  entenderse  compren- 


dido, según  el  común  sentir  de  los  autoros,  el  de 
que  habiéndose  convertido  el  comprador  de  po- 
seedor en  demandante,  fuese  vencido  en  el  pleito 
de  propiodad. 

No  necesitan  explicación  los  párrafos  4 ’ 5 ' 
y 6.° 

En  el  caso  del  párr.  7.”,  dice  López  quo  las 
palabras  de  la  ley,  non  estando  delante  el  ven- 
dedor, se  lian  de  entender  cuando  la  causa  ora 
mala  ó dudosa,  porque  si  la  causa  fuese  buena  , 
aunque  la  sentencia  so  hubiese  dado  hallándose 
presente  el  vendedor,  estaría  obligado  á apelar: 
y cuando  la  sentencia  se  hubiere  pronunciado  en 
ausencia  del  vendedor,  el  saneamiento  procede- 
ría aunque  no  se  apelase,  si  la  sentencia  fueso 
conocidamente  justa  6 siquiera  dudosa  (Lio- 
sa 8.*). 

En  cuanto  al  contenido  dol  párr.  8.",  suelen 
limitarlo  los  autoros  al  caso  en  que  se  trate  do 
juegos  ilícitos,  por  tener  la  disposición  algo  do 
penal. 

Por  último,  cuando  la  sentencia  es  injusta, 
quien  debe  sanear  es  el  Juoz  ó Tribunal  quo  la 
dictó;  mas  para  olio  exígo  la  ley  quo  la  hubioro 
dictado  á sabiendas.  Sin  embargo,  Covarrubias 
y Gregorio  López  entienden  que  tanto  da  que 
la  sentencia  sea  injusta  por  malicia  dol  juez, 
como  por  su  impericia,  pues  que  on  ambos  ca- 
sos incurrirá  en  la  misma  responsabilidad;  cuya 
opinión  no  encontramos  arreglada  á lo  dispues- 
to po>- la  ley  al  docir  diere  sentencia  torticera- 
mente á sabiendas. 


§11 


Del  saneamiento  por  los  defectos 

Artículo  1499. — El  vendedor  está  obliga- 
do al  saneamiento  por  los  gravámenes  y de- 
fectos ocultos  de  la  cosa  vendida  que  la  ha- 
gan valer  iriénos,  ó que  hagan  inútil  ó peli- 
groso su  uso. 

ORÍGENES 

Leyes  63  y 65,  tít.  V,  Partida  5.a 

concordancias 

Concuerda  en  parte  con:  Art.  1641,  Código 
Francia.— 1542  Holanda.— 1498  Italia.— 2496 

TOMO  II 


(5  gravámenes  ocultos  de  la  cosa. 

Luisiana.— 1 172  Vaud.  — 1288  Neufchatel.— 
1641  Bolivia.— Ley  1.a,  tít.  I,  lib-  XXI,  Digesto. 

jurisprudencia 

Las  leyes  que  tratan  de  los  vicios  do  la  cosa 
vendida,  no  manifestados  por  el  vendedor,  no 
son  aplicables  al  caso  de  valuación  de  desper- 
fectos ocasionados  en  el  tiempo  quo  media  en- 
tre la  tasación  de  la  misma  y su  entrega  al 
comprador  (Sent.  14  Abril  1859). 

La  ocultación  de  una  servidumbre  puede  ser 
causa  para  que  no  se  cumpla  una  venta  (Sont.  20 
Febrero  1861). 
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La  reírla  general  do  la  loy  63,  tit.  V,  Parti- 
da i¡no  impono  al  vendedor  la  obligación  de 
sanear  al  comprador,  no  tiene  aplicación  al  ca- 
so especial  doquo  trata  la  ley  03  del  mismo  ti- 
tulo y Partida  (Sont.  25  Junio  1859). 

Citando  una  finca  so  vendo  como  libro  de  to-  j 
da  carga,  gravamen  ó servidumbre,  y luego 
aparece  una,  el  vendedor  debo  responder  al 
comprador  de  la  eviccion  y saneamiento  [Sen- 
tencia 4 Mayo  1805). 

Para  que  tonga  aplicación  la  ley  05,  tít.  V, 
Partida  5.*,  se  exige  como  condición  precisa 
quo  el  vendedor  sepa  la  enfermedad  do  la  hos- 
tia r endida,  y Inoculto (Sent.  7 Diciembre  1859). 

Al  ceder  un  comprador  do  una  finca  del  Es- 
tado, que  con  otras  so  hallaba  afecta  al  pago  do 
un  censo,  ignorándose  sobre  cuál  de  ellas  se 
subrogaría  tal  gravamen,  dicha  finca,  os  claro 
quo  lo  hizo  con  todas  las  condiciones  y gravá- 
menes con  que  61  la  había  adquirido,  sin  que  la 
expresión  de  que  se  vendía  libre  de  todo  censo  ■ 
pudiera  referirse  á que  aún  no  se  sabia  si  que- 
daría ó no  libro  de  él  la  finca  cedida,  sino  á j 
cualquiera  otro  con  quo  apareciese  gravada  I 
(Sont.  ‘23  Mayo  1873). 

Aun  suponiendo  quo  el  cesionario  hubiera 
podido  entablar  contra  el  cedente  la  acción  de 
^saneamiento,  habría  perdido  todo  derecho  á 
ejecutarlo  desde  el  momento  en  que  reconoció 
a subrogación  dol  censo  en  la  (inca  y entró  on 
negociaciones  con  la  Hacienda  pública  acerca 
do  si  la  capitalización  so  había  de  hacer  al  5 
por  100,  ó al  3,  puesto  que,  lejos  do  obrar  así, 
debió  resistir  abiertamente  la  subrogación  has- 
ta quedar  vencido,  tanto  en  la  vía  administra- 
tiva como  cu  la  contenciosa,  si  quería  conser- 
var íntegro  el  derecho  do  exigir  al  ccdcnte  el 
saneamiento  {Sont.  id.  id.). 

En  todo  caso  el  cesionario  sólo  tenía  derecho  ¡ 
a sor  indemnizado  por  los  perjuicios  quo  se  le  ' 
irrogaban  á consecuencia  do  la  subrogación  del  : 
conso;  y habiendo  acordado  la  Hacienda  públi-  ! 
ca  quo  se  hiciera  en  el  precio  do  la  venta  do  la 
finca  la  rebaja  proporcionada  á la  importancia 
dol  conso  subrogado  en  la  misma,  tomando  co- 
mo baso  do  la  capitalización  do  la  carga  ol  tipo 
señalado  al  efecto  on  las  disposiciones  admi- 
nistrativas vigentes  en  la  materia,  no  puede 
sostener  eficazmente  que  so  haya  hecho  n «a-a- 
vio alguno  (Sont.  id.  id.). 

l’or  consecuencia,  la  sentencia  que  declara 
no  haber  lugar  al  saneamiento  solicitado  no 
¡ufringo  la  ley  1.a,  tít.  1,  lib.  X,  Nov.  Reo.,  la 
del  contrato,  ni  la  32,  tít.  V,  Partida  5.a,  ni  la 


doctrina  legal  establecida  por  el  Supremo  Tri- 
bunal, según  la  que,  cuando  una  finoa  se  vende 
libre  do  todo  censo  y luógo  aparece  uno,  el 
vendodor  debe  responder  al  comprador  do  la 
eviccion  y saneamiento  (Sent.  id.  id.). 

COMENTARIO 

El  secundo  caso  on  que  el  vendedor  se  halla 
obligado  al  saneamiento  es  en  ol  do  que  los 
objetos  vendidos  adolezcan  de  ciertos  defectos 
ó gravámenes.  Mas  para  ello  se  requiero:  l.°, 
quo  los  defectos  ó gravámenes  hagan  valer  mo- 
nos la  cosa,  ó la  hagan  inútil  ó de  uso  peligroso, 
por  lo  cual  dice  la  ley:  «casa  ó torre  que  debe 
servidumbre  á otro  ó que  fuese  tributaria  ven- 
diendo un  orne  á otro,  callando  el  vendedor  é 
non  le  apercibiendo  dello  á aquel  que  la  com- 
pra, por  tal  razón  puede  el  comprador  desfacer..; 
otrosí  si  vendiesse  un  orne  d otro  un  campo  ó 
prado  que  sopiesso  que  criaba  malas  hierbas  é 
dañosas  para  las  bestias  quedas  paciessen... 
cauallo,  mulo,  ó bestia  vendiendo  un  orno  á 
otro,  que  ouiesse  alguna  mala  enfermedad  ó ta- 
cha porque  valiesse  menos...»  Y 2.",  quo  estos 
defectos  ó gravámenes  sean  ocultos. 

Artículo  1500. — En  el  caso  del  artículo 
anterior,  el  comprador  puede  optar  entre  la 
rescisión  del  contrato,  abonándosele  el  pre- 
cio y los  daños  y perjuicios  que  se  le  hayan 
ocasionado,  ó rebajar  una  cantidad  propor- 
cional del  precio  por  razón  del  gravámen  ó 
detecto  descubierto  en  la  cosa. 

Sin  embargo  de  lo  dispuesto  en  el  párra- 
fo anterior,  no  podrá  reclamarse  indemniza- 
ción de  danos  y perjuicios  al  vendedor  que 
ignorase  los  gravámenes  y defectos  de  la 
cosa. 

ORÍGENES 

Leyes  63  y 65,  tít.  V,  Partida  5.* 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  con:  Art.  1641  Cód.  Francia. — 
1501  Italia. — -1543  Holanda. — 1174  Vaud. — 1291 
Neufehatel. — 778  Tesino.  — 1388  Valais. — 1486 
Friburgo. — Ley  18,  tít.  I,  lib.  XXI,  Digesto. — 
Leyes  13  y 45,  tít.  (,  lib.  XVIII,  Digesto. 

JURISPRUDENCIA 

Los  dueños  de  fincas  vendidas  á censo,  pero 
vendidas  como  libres  de  todo  gravamen  por  un 
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ayuntamiento,  pueden  negarse  á reconocerla 
<171 " on  xt  ^ fmCaS  7 reclamando  «u  precio 

(bent.  30  Noviembre  1857). 

Cuando  , una  cosa  se  vende  como  libre,  si 
luego  aparece  que  tiene  sobre  sí  alguna  carga, 
puede  exigir  el  comprador  que  se  deshaga  la 
venta,  abonándosele  el  precio  con  los  daños  y 
perjuicios  que  se  le  hayan  seguido  (Sent.  25  Ju- 
nio 1859). 


En  el  contrato  de  compra-venta,  el  vendedor 
está  obligado  á manifestar  al  comprador  los  vi- 
cios ó defectos  de  la  cosa  vendida  y las  cargas 
ó gravámenes  que  sobre  sí  tenga,  porque  no 
siendo  visibles  ó notorios  y encubriéndolos,  le 
induciría  á error,  faltando  en  este  caso  la  bue- 
na fe  y la  libre  voluntad  y verdadero  consenti- 
miento de  los  contrayentes,  que  son  los  princi- 
pios constitutivos  y esenciales  del  contrato.  De 
conformidad  con  ellos,  la  ley  63,  lít.  V,  Parti- 
da 5.\  impone  como  pena  de  su  descuido  ó 
mala  fe  al  que  vende  casa  ó torre  sobre  la  que 
pese  un  gravamen  que  afecte  á la  propiedad  ó 
menoscabe  el  pleno  dominio,  que  no  cumplien- 
do con  el  deber  expresado,  pueda  el  comprador 


pedir  la  rescisión  del  contrato  con  el  abono  de 
daños  y perjuicios  (Sents.  2 Octubre  1867  y 24 
Junio  1870). 

Según  práctica  y costumbre  constantemente 
observadas  y deducidas  de  terminantes  dispo- 
siciones de  nuestro  derecho,  el  contrato  de  com- 
pra-venta de  bienes  inmuebles  se  entiende 
siempre  celebrado  con  la  implícita  condición  de 
que  del  precio  estipulado  se  satisfaga  ó rebaje 
el  importe  de  las  cargas  con  que  la  finca  so  ha- 
lle gravada,  á no  ser  que  los  contrayentes  esta- 
blezcan lo  contrarío  en  pacto  expreso  y termi- 
nante (Sent,  24  Junio  1870). 

Cuando  se  vende  una  cosa  alzadamente  ó á 
precio  alzado,  esta  frase  no  constituye  ni  ex- 
presa ni  tácitamente  el  pacto  de  qne  el  com- 
prador tomo  sobre  sí,  ademas  del  pago  del  pre- 
cio, el  de  las  cargas  con  que  se  hallase  gravada 
la  finca,  porque  ni  gramatical  ni  jurídicamen- 
te puede  tener  tal  significación,  ni  puede  ex- 
plicarse por  otro  objeto  que  el  de  suprimir  cier- 
tos trámites  y diligencias  previas,  tales  como  el 
reconocimiento,  medición  y valoración  pericia- 
les de  la  finca,  y otras  semejantes  (Sent.  id.  id.). 

Al  establecer  las  leyes  64  y 65,  tít.  V,  Parti- 
da 5.a,  la  obligación  del  vendedor  de  devolver  al 
comprador  el  precio  total  ó parte  del  mismo,  se- 
gún los  casos  á que  se  refiero,  no  se  extienden  á 
fijar  las  reglas  que  se  han  de  observar  para  la 
tasa  ó aviado  del  importe  d©  la  falta,  tacha  ó me- 
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noscabo  de  la  cosa  vendida,  lo  cual,  como  cues- 
tión de  hecho,  esta  sujeto  y reservado  á la  apre- 
ciación, que  hay  que  respetar  si  contra  ella  no 
se  alega  infracción  alguna  de  ley  ó doctrina  le- 
gal (Sent.  26  Noviembre  1874). 


COMENTARIO 

Las  leyes  citadas  en  este  articulo  únicamente 
dicen  que  «por  tal  razón  puede  el  comprador 
desfnzer  la  vendida:  ó es  temido  c!  vendedor 
de  tornarle  el  precio  ó los  daños  é menoscabos 
que  le  viniessen  por  esta  razón. » Mas,  como  ob- 
serva López,  la  acción  que  esta  ley  concedo  al 
comprador  es  potestativa,  y puede  por  lo  mismo 
optar  entre  desfacerla  vendida  ó pedir  una  re- 
baja proporcional  al  defecto  ó gravamen:  er¡¡ 
ergo  per  islam  legem  in  eledione  emptoris  ¿ ral 
velit  slare  empliuni  rI  apere  ad  inicrcf.se,  dice 
el  autor  citado.  Como  ésta  parece  que  es  ia  in- 
terpretación usual  y corriente,  no  liemos  tenido 
reparo  en  consignarla  en  el  artículo.  Por  otra 
parle,  la  ley  65,  también  citada,  habla  de  las 
dos  acciones,  concediendo  diverso  liempo  para 
entablarlas,  bien  que  parece  referirse  única- 
mente al  caso  de  que  se  trate  de  bienes  muebles 
ó semovientes. 

Los  autores,  sin  embargo,  hacen  comunes 
estas  disposiciones,  tanto  á los  bienes  muebles 
como  álos  inmuebles.  La  acción  para  reclamar 
del  vendedor  la  rescisión  del  contrato,  devol- 
viéndole la  cosa  y exigiendo  su  precio  con  los 
daños  y perjuicios,  recibe  el  nombre  de  redhibí- 
torta:  la  acción  para  reclamar  únicamente  que 
se  rebaje  del  precio  una  cantidad  equivalente  á 
lo  que  vale  de  ménos  la  cosa  por  razón  del 
gravamen  ó defecto,  se  llama  cslirnaloria,  y 
también  quanti  minoris , ó del  cuanto  menos. 

Debemos  advertir,  por  último,  que  si  bien  el 
vendedor  está  obligado  á restituir  el  precio 
siempre  que  se  le  reclame  por  razón  de  grava- 
men ó defecto  oculto  en  la  cosa  vendida,  sola- 
mente estará  obligado  á indemnizar  daños  y 
perjuicios  cuando  él  mismo  tuviere  conoci- 
miento de  aquellos  defectos;  «mas  si  esto  non 
sopiesse  el  vendedor  cuando  lo  vendió,  non  se- 
ria tenudo  más  del  precio  tan  solamente.  * 


Artículo  4501. — Las  acciones  otorgadas 
al  comprador  por  el  artículo  anterior  de  i es- 
cindir la  venta  ó pedir  que  se  rebaje  la  par- 
te proporcional  dei  precio,  prescriben  a los 
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seis  meses  y un  año  respectivamente,  con- 
tados desde  la  celebración  del  contrato. 

ORÍGENES 

Leyes  63  y 65,  tít.  V,  Partida  5.a 

COMENTARIO 

La  acción  redhibitoria  prescribe  á los  seis 
meses,  contados  desde  la  celebración  del  con- 
trato de  compra-venta. 

La  acción  estimatoria  óquanti  minoris  pres- 
cribe al  año,  contado  desde  igual  época. 

A esto  queda  reducido  el  precepto  del  ar- 
tículo. 

Artículo  1502.— No  podrá  el  comprador 
entablar  las  acciones  á que  se  refieren  los 
artículos  precedentes: 

1. ’  Si  el  vendedor  manifestó  los  gravá- 
menes y defectos  de  la  cosa  al  tiempo  de  ce- 
lebrarse el  contrato. 

2. *  Si  así  lo  estipularon  el  comprador  y 
el  vendedor. 

ORÍGENES 

Ley  66,  tít.  V,  Partida  5." 

JURISPRUDENCIA 

Verificada  la  venta  de  un  animal  sin  que  el 
vendedor  manifieste  paladinamente  la  tacha 
que  padecía,  el  comprador,  non  seyendo  sabi- 
cíor,no  pudo  aceptarlo  ni  recibirlo  por  suyo, con 
arreglo  á la  ley  66,  tít.  V,  Partida  5.'  (Sent.  28  | 
Marzo  1863). 

Cuando  una  persona  vende  á otra  bienes  de- 
terminados, heredados  de  su  padre,  y ademas 
todos  los  derechos  que  poseía,  le  pertenecían  ó 
pudieran  pertencccrle  de  la  misma  proceden- 
cia, manifestando  que  obraba  con  pleno  co- 
nocimiento de  causa  y renunciando  el  remedio 
de  lesión,  asi  como  el  comprador  renunció  el 
de  eviccion  y saneamiento,  so  comprende  que 
ambas  partes  han  aceptado  de  común  acuerdo 
las  eventualidades  que  pudieran  favorecerles  ó 
perjudicarles,  concurriendo  perfecta  reciproci- 


dad de  derechos  y obligaciones  (Sent.  26  Abril 
1872). 

No  es  aplicable  la  ley  63,  tít.  V,  Partida  5.*, 
que  autoriza  la  rescisión  de  la  venta  de  casa  ó 
torro  que  deba  servidumbre  á otra  á que  fuese 
tributaría,  ocultando  el  vendedor  al  compra- 
dor esta  circunstancia,  cuando,  según  aprecia 
la  Sala  sentenciadora,  aparece  justificado  de 
una  manera  terminante  que  el  comprador  te- 
nía conocimiento,  al  verificarse  la  compra,  del 
censo  que  pesaba  sobro  la  casa  (Sent.  24  Octu- 
bre 1873). 

COMENTARIO 

Cuando  el  vendedor  manifestó  los  graváme- 
nes y defectos  de  la  cosa  al  tiempo  de  celebrar- 
i so  el  contrato,  no  puede  el  comprador  reclamar 
contra  aquél,  pues  que  ya  conocía  dichos  de- 
fectos, ó indudablemente  los  tomó  en  cuenta  al 
aceptar  ú ofrecer  el  precio.  Ademas,  el  sanea- 
miento tiene  por  causa  el  fraude,  y dicho  se  es- 
tá que  éste  no  existe  cuando  comprador  y ven- 
dedor conocían  los  vicios  de  la  cosa,  sobre  todo 
si  el  vendedor  mismo  los  manifestó  honrada- 
mente; mas  para  esto  os  necesario  que  el  ven- 
dedor no  expresara  los  vicios  genéricamente, 
manifestándolos  de  tal  manera  que  el  compra- 
dor no  pudiese  enterarse  bien  de  ellos,  pues 
entónces,  habiendo  procedido  el  vendedor  en- 
gañosamente, «será  tenudo  de  recibir  la  cosa 
que  assi  vendiesse,  é de  tornar  el  precio.» 

El  segundo  caso  del  articulo  es  «si  se  avinies- 
sen  en  el  precio  ambos  á dos,  ó fuesse  fecha  la 
vendida  en  tal  manera  que  por  tacha  que  ouies- 
sc  la  bestia  non  lo  podiesse  desechar  el  compra- 
dor.» López  entionde  que  este  pacto  no  sería 
válido  si  el  vendedor  conociese  Jos  vicios  de  la 
cosa  y los  ignorase  el  comprador;  y Escriche, 
participando  en  cierto  modo  de  esta  opinión, 
dice  que  la  acción  redhibitoria  y la  estimatoria 
no  pueden  renunciarse  para  el  caso  de  que  hu- 
biese dolo  en  la  ocultación,  por  ser  nulo  todo 
pacto  on  que  se  renuncie  la  prestación  del  dolo. 

Es  común  el  sentir  de  que  la  renuncia  de! 
saneamiento  por  los  defectos  ó gravámenes 
ocultos  de  la  cosa  no  perjudica  on  nada  al  com- 
prador en  su  acción  por  la  lesión  llamada 
enorme. 
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CAPÍTULO  VI 

DE  LAS  OBLIGACIONES  DEL  COMPRADOR 


Artículo  i 503. — El  comprador  está  en  la 
obligación  de  entregar  el  precio  de  la  cosa 
rendida,  en  el  tiempo  y lugar  Ajados  en  el 
contrato. 

Ei  comprador  ño  adquiere  el  dominio  so- 
bre la  cosa  vendida,  áuu  cuando  le  hubiere 
sido  entregada,  sinó  mediante  el  pago  del 
precio,  ó si  hubiere  dado  fiador  ú otorgado 
fianza,  ó se  hubiere  estipulado  plazo  cierto 
para  pagar. 

ORÍGENES 

Ley  46,  tít.  XXVIII,  Partida  3." 

Ley  28,  tít.  V,  Partida  5." 

Art.  990,  loy  de  Enjuiciamiento  civil. 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  en  la  primera  parte  con:  Art.  1650,  i 
Código  Francia.' — 1 507  Italia. — 1583  Portugal . — i 
1549  Holanda. — 2528  Luisiana. — 1182  Vaud. — 
1394  Valais.— 1648  Bolivia.— Ley  13,  tít.  I,  li- 
bro XIX,  y ley  19,  tít.  I,  lib.  XVIII,  Digesto. 

JURISPRUDENCIA 

Se  reputa  designación  de  un  día  incierto  en 
el  pago  del  precio  de  una  compra-venta,  si  los 
contrayentes  le  aplazan  para  cuando  el  vende- 
dor entregue  la  documentación  que  le  exijan 
las  oficinas  del  Estado,  con  objeto  de  acreditar 
su  propiedad  ÍSent.  9 Febrero  18611. 

No  se  infringe  la  ley  28,  tít.  V,  Partida  5.*, 
cuando  únicamente  se  mande  satisfacer  el  pre- 
cio prometido  por  la  cosa,  y aceptado  y fijado  de 
una  manera  irrevocable  (Sent.  25  Enero  1861). 

8i  bien  la  ley  46,  tít.  XXVIII,  Partida  3/,  , 
dispone  que  áun  cuando  el  que  hubiera  vendi- 
do bu  cosa  á otro  se  apoderara  de  ella,  si  el 
comprador  no  hubiese  pagado  el  precio,  ó dado 
fiador  ó tomado  plazo  para  pagar,  ni  pasaría  á 
él  por  tal  apoderamiento  el  señorío  de  la  cosa, 


hasta  que  se  pagase  el  precio,  también  determi- 
na que  pasaría  mediando  alguna  de  aquellas 
circunstancias,  aunque  el  precio  no  se  hubioso 
pagado,  quedando  el  comprador  obligado  sola- 
mente á pagarlo  (Sent.  31  Marzo  1874). 

Ei  contrato  de  cumpra-venta  se  perfecciona 
por  el  consentimiento  de  los  contrayentes  en  ia 
cosa  y en  el  precio,  consumándose  por  la  mutua 
entrega  de  uno  y otro,  y pasando  el  dominio  do 
aquélla  al  comprador,  aunque  no  satisfaga  oí 
precio,  si  hubiese  tomado  plazo  para  pagar,  6 
dado  fiador  ó peños,  ó si  el  vendedor  se  fiase 
en  él,  según  lo  dispone  la  ley  46,  tít.  XXVII f, 
Partida  3.“  (Sent.  1.®  Abril  1874). 

Previniéndose  en  la  ley  28,  tít.  V,  Partida  5.\ 
que  el  comprador  debo  pagar  al  vendedor  el 
precio  prometido,  y el  vendedor  entregar  á su 
E vez  la  cosa  vendida,  claro  y evidente  es  que  no 
pactándose  expresamente  que  la  cosa  vendida 
se  entregue  desde  luégo  al  comprador,  y que 
éste  pagase  en  época  ó día  distinto  el  precio  de 
la  misma,  se  entiende  por  regla  general  que  la 
entrega  que  respectivamente  han  de  hacerse 
comprador  y vendedor  de  la  cosa  y su  precio, 
son  actos  simultáneos  ÍSent.  27  Abril  1874). 

El  comprador  no  puede  exigir  el  cumplimien- 
to de  los  derechos  que  crea  correspunderle,  si 
no  cumple  por  su  parte  las  obligaciones  á que 
esos  derechos  dan  lugar  (Sent.  21  Mayo  1874j. 

No  es  admisible  la  excepción  alegada  por  el 
comprador,  sobre  que  la  titulación  debiera  es- 
tar á satisfacción  de  un  notario  determinado, 
cuando  los  vendedores  niegan  la  existencia  de 
tal  condición,  sobre  lo  que  se  dan  pruebas  que 
aprecia  la  Sala  sentenciadora  en  uso  de  sus  fa- 
cultades, estimando  que  do  dicha  condición, 
que  supone  impuesta  el  comprador,  resultaría 
el  contrato  pendiente  de  su  capricho,  cuando  la 
condición  natural  de  toda  venta  do  bienes  in- 
muebles es  la  de  que  los  títulos  sean  corrientes 
y no  ofrezcan  dificultad,  sin  que  contra  estas 
apreciaciones  de  la  Sala  se  alegue  la  infracción 
de  ley  alguna  ó doctrina  legal:  por  lo  cual,  no 
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dándose  lugar  á dicha  excepción,  no  se  infringe 
ci  principio  do  ¡meta  sunt  servanda  (Sent.  30 
Junio  187  i). 

Ég6Io  es  aplicable  la  disposición  de  la  ley  28, 
título  V,  Partida  5.a,  que  impone  al  comprador 
la  obligación  de  pagar  el  precio  de  la  cosa  com- 
prada, cuando,  construida  la  cosa  contratada, 
se  hubiere  verificado  la  entrega  (Sent.  24 -Se- 
tiembre 1875). 

Las  leyes  del  Código  romano,  20,  De  pactis  y 
27,  Jje  reivindicatione , y la  doctrina  de  la  sen- 
tencia del  Tribunal  Supremo,  sobre  que  hasta 
la  tradición  de  la  cosa  vendida  no  adquiere  el 
comprador  su  dominio,  so  refieren  á contratos 
y convenios  particulares,  y por  tanto,  no  son 
aplicables  ni  se  infringen  en  una  sentencia  que 
manda  otorgar  escritura  judicial  á favor  de  un 
rematante  en  subasta  pública,  después  de  cues- 
tiones judiciales,  y en  virtud  de  repetidos  fallos 
ejecutorios;  quedando  Inventa  irrevocable,  ve- 
rificado el  remate,  según  ¡o  dispone  el  art.  984 
de  la  expresada  ley  de  Enjuiciamiento  civil  (Sen- 
tencia 30  Diciembre  187o). 

Según  lo  dispuesto  en  la  ley  40,  tít.  XXVIII, 
Partida  3.a,  para  que  pase  al  comprador  el  se- 
ñorío do  la  cosa,  no  es  bastante  que  por  el  ven- 
dedor se  le  apodere  do  ella,  si  por  aquél  no  se 
hubiere  pagado  el  precio  de  ésta,  ó dado  fiador 
ó peños,  ó lomado  plazo  cierto  para  pagar,  cu- 
yos términos  expresa  la  ley  en  sus  palabras:  «si 
el  comprador  non  oviese  pagado  el  presoio  ó 
dado  fiador,  ó peños,  ó tomado  plazo  cierto  para 
pagar,  por  tal  apoderamiento  como  este,  non 
pasara  el  señorío  do  la- cosa  á él,  fasta  que  el 
precio  pagare. >.  (Sents.  23  Mayo  1873  y 24  Oc- 
tubre 187(!j. 

La  adquisición  de  diversas  prendas  de  ropa 
por  el  demandado  en  un  comercio,  constituye 
un  contrato  de  compra-venta , cuyo  importe 
debe  ser  satisfecho  en  el  domicilio  del  vendedor; 
y habiéndolo  verificado  asi  en  su  mayor  parte, 
por  este  solo  hecho  el  demandado  se  sometió  á 
continuar  realizando  el  pago  completo  de  las 
ropas  recibidas,  según  ordena  la  ley  del  contra- 
to de  compra-venta  (Sent.  27  Diciembre  1878). 

Al  reclamar  el  precio  do  la  venta,  es  necesa- 
rio fijar  y acreditar  el  número  de  cosas  vendi- 
das, cuando  cada  una  tiene  su  valor  determina- 
do (Sent.  8 Marzo  1877). 

Conforme  al  texto  y espíritu  de  la  ley  46,  tí- 
tulo X VIII,  Partida  3.’,  y 28,  tít.  V,  Partida  5,‘, 
en  el  contrato  de  venta,  la  entrega  que  han  de 
hacerse  recíprocamente  vendedor  y comprador 
de  la  cosa  y do  su  precio,  se  entienden  actos  si- 


multáneos, á no  ser  que  haya  mediado  alguna 
condición  especial  acerca  de  que  éste  se  pague 
á plazos  convenidos;  y por  tanto,  es  incuestio- 
nable que  donde  se  celebra  dicho  contrato,  y 
el  vendedor  entrega  la  cosa,  es  el  lugar  en  que 
el  comprador  debe  cumplir  la  obligación  res- 
pectiva do  satisfacer  el  precio,  sin  necesidad  de 
que  se  haya  pactado  expresamente  (Sent.  24 
Marzo  1877). 

Si  el  recurrente  no  ha  sido  comprador  ni  ven- 
dedor de  los  bienes  que  adquirió  el  demandan- 
te, y verificada  la  compra  á plazos,  el  comprador 
satisfizo  alguno  de  ellos  y se  posesionó  de  las 
fincas,  no  puede  dudarse  que  adquirió  el  domi- 
nio de  las  mismas;  por  lo  que  la  sentencia,  al 
no  declarar  la  nulidad  de  esos  plazos  que  se 
piden  en  la  demanda,  lejos  de  infringirla  ley  46, 
título  XXVIII,  Partida  3.*,  hace  sus  declaracio- 
nes con  arreglo  á los  preceptos  de  la  misma 
(Sentencia  26  Marzo  1877). 

Si  la  obligación  que  contrajo  el  demandado 
Cn  contrato  privado,  de  comprar  á ia  demandan- 
te una  casa,  fue  bajo  la  condición  de  que  la 
vendedora  había  de  presentar  la  documentación 
corriente  á satisfacción  del  comprador,  dentro 
del  término  do  sesenta  dias,  no  habiéndose  cum- 
plido dicha  condición,  según  lo  estimado  por  la 
Sala  sentenciadora,  ésta  no  infringe  la  ley  1.a, 
título  T,  lili.  X,  Nov.  Rec.,  al  apreciar  que  por 
taita  de  aquel  requisito  condicional  cesó  el  com- 
promiso del  demandado,  y al  absolverle  por 
esta  razón  de  la  demanda,  ni  hay  con  tal  abso- 
lución violación  del  contrato,  ni  del  principio 
que  dicha  ley  establece,  quede  cualquiera  ma- 
nera que  aparezca  que  uno  quiero  obligarse 
quede  obligado  (Sent.  25  Octubre  1877). 

COMENTARIO 

La  compra-venta  es  un  contrato  de  los  que 
los  autores  llaman  bilaterales:  de  aquí  resulta 
que  las  obligaciones  de  vendedor  y comprador 
son  recíprocas,  y por  tanto,  que  si  aquel  ha  de 
entregar  la  cosa  en  que  convinieron,  el  segun- 
do pagar  debe  al  vendedor  el  precio  quel pro- 
metió-, cuyas  obligaciones  deben  cumplirse  si- 
multáneamente , á no  haberse  pactado  lo  con- 
trario expresa  ó tácitamente. 

¿Qué  efectos  produce  la  no  entrega  del  precio? 

El  segundo  párrafo  del  artículo  que  comen- 
tamos lo  determina;  que  el  comprador  no  ad- 
quiere el  dominio  sobre  la  cosa  vendida,  á no 
ser  en  los  casos  que  el  mismo  párrafo  señala. 
De  manera  que,  perfeccionada  una  venta,  y en 
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tregada  la  cosaque  fué  objeto  déla  misma,  pue- 
do suceder,  ó que  el  comprador  haya  pagado  el 
precio,  ó que  no  lo  haya  pagado.  Si  lo  primero, 
ha  cumplido  con  su  principal  obligación,  y ha 
adquirido  cu  su  virtud  la  posesión  y propiedad 
do  la  misma  cosa.  En  el  segundo,  puedo  suce- 
der, ó que  el  comprador  difiera  por  su  voluntad 
la  entrega  del  precio,  ó que  la  difiera  por  una 
de  estas  tres  razones:  1.a,  si  hubiere  dado  fiador; 

2. *,  si  hubiere  otorgado  fianza  ó dado  peños,  y 

3. a,  si  se  hubiere  estipulado  plazo  cierto  para 
pagar. 

Si  el  comprador  difirió  por  su  sola  voluntad 
el  pago  del  precio,  no  adquiere  el  dominio  sobre 
la  cosa,  áun  cuando  el  vendedor  le  apoderassa 
delid.  Si  concurrió  alguna  de  las  razones  que 
acabamos  de  enumerar,  el  dominio  se  habrá 
trasferido  por  la  tradición,  y el  comprador  que- 
da obligado  á entregar  el  precio  en  el  modo  y 
forma  convenidos. 

Artículo  1504. — El  comprador  quesecons- 
ti luyere  en  mora,  deberá  pagar  los  intereses 
del  precio  ó plazo  que  hubiere  dejado  de  sa- 
tisfacer, á no  haberse  pactado  que  por  la 
mora  se  entienda  rescindido  el  contrato,  en 
cuyo  caso  se  observará  lo  prevenido  en  el 
artículo  1510. 


COMENTARIO 

«Si  la  una  partida  del  precio  es  pagada,  y el 
otra  partida  finca  por  pagar,  non  se  doue  por 
ende  desfazer  la  vondioion.  E si  el  comprador 
non  pagare  el  otra  partida  del  precio  al  plazo, 
pague  las  usuras  daquclla  partida  que  deuc, 
fueras  si  fuere  pactado  que  la  vendido n.  fuesse 
desfecha,  si  non  pagas  el  precio  al  plazo.»  Tal 
es  el  precepto  del  Fuero  Juzgo. 

El  comprador  moroso,  pues,  debe  pagar  ínft> 

■ reses  legales:  ¿desde  cuándo?  No  desde  que  re- 
cibió la  cosa,  como  sin  hacer  aclaraciones  di- 
cen algunos  autores,  sino  desdo  el  día  en  que 
debió  hacer  entrega  del  precio,  que  será  ol  día 
en  que  recibió  la  cosa,  si  la  venta  so  hizo  pura- 
mente, ó el  dia  en  que  venció  el  plazo,  si  así  so 
hubiere  estipulado;  es  decir,  desde  que  se  cons- 
tituyó en  mora. 

Dicen  los  autores  que  no  podrá  ser  compelí- 
do  á pagar  el  comprador  (y  por  tanto  no  deberá 
intereses  por  esta  mora)  cuando  tuero  turbado 
ó tuviese  fundado  temor  de  serlo  por  alguna 
acción  reivindicatoría  ó hipotecaria,  hasta  tanto 
j que  el  vendedor  haya  hecho  cesar  la  turbación 
ó peligro,  á no  sor  que  este  afiance,  ó que  se 
haya  estipulado  que  no  pueda  diferirse  el  pago 
por  estas  causas  (Ley  18,  tít.  VI,  1 ib . XVIII, 
Digesto). 


ORÍGENES 

Ley  5.*,  tit.  IV,  lib.  V,  Fuero  Juzgo. 

. JURISPRUDENCIA 

Para  que  la  falta  del  pago  del  precio  de  la 
cosa,  en  el  tiempo  y forma  convenidas,  consti- 
tuya una  causa  de  rescisión  del  contrato,  es 
preciso  que  así  se  pacte  expresamente;  y no 
existiendo  semejante  pacto,  lo  único  á que  el 
vendedor  tiene  derecho  es  á exigir  del  compra- 
dor el  referido  precio,  con  los  intereses  legales, 
desde  el  día  en  que  se  hubiere  constituido  en 
mora,  único  efecto  que  á éste  se  atribuye  en 
las  compras  y ventas  mercantiles  (Sent.  I." 
Abril  1874). 

Desde  la  misma  fecha  en  que  el  comprador 
perciba  los  frutos  de  la  cosa  vendida,  debe  per- 
cibir el  vendedor  los  intereses  que  se  estipulen 
por  la  parte  de  precio  no  entregada  en  el  acto, 
sin  que  al  ordenarlo  así  se  infrinja  la  ley  de  li 
de  Marzo  de  185ü  (Sent.  27  Abril  1874). 


Artículo  1505. — El  que  diere  encargo  ú 
otro  para  que  se  presente  al  dueño  de  una 
cosa  á ofrecerle  por  ella  precio  determinado, 
debe,  si  el  dueño  conviene  en  él,  respetar 
los  pactos  y estipulaciones,  áun  cuando  á la 
persona  que  dió  aquel  encargo  no  la  hubie- 
ra conferido  poder. 

orígenes 
Ley  48,  tít.  V,  Partida  5.a 

JURISPRUDENCIA 

Las  leyes  8.a  y 48,  tít.  V,  Partida  5.*,  y la  25, 
título  XIII,  Partida  5.",  referentes  las  dos  prime- 
ras á la  compra-venta  hecha  por  mensajero  ó 
ó cartas,  y esta  última  á la  realizada  con  dinero 
de  un  huérfano,  exigen  la  existencia  de  un  con- 
trato real  y legítimo  de  compra-venta,  en  que 
concurran  las  esenciales  condiciones  de  com- 
prador y vendedor,  cosa  vendida,  precio  cieilo 
y en  dinero  y consentimiento  sobre  estos  obje- 
tos de  ambos  contrayentes;  no  siendo  aplica- 
bles, por  consiguiente,  cuando  no  concurren 
I estos  requisitos  (Sent.  10  Julio  18<2i. 


CÓDIGO  CIVIL  DE  ESPAÑA 


:.ir> 


Artículo  1506.— La  compra  ó venta  cele- 
brada por  medio  de  otra  persona  á quien  se 
hubiese  conferido  poder  señalándole  el  pre- 
cio, produce  las  mismas  obligaciones  que  si 
se  hubiere  otorgado  directamente  por  el  po- 
derdante. 

i 

ORÍGENES 

Ley  48;  tit.  V,  Partida  5.* 

t 

JURISPRUDENCIA 

Los  contratos  de  compra-venta  hechos  por  ■ 
medio  de  apoderado  ó mandatario,  son  válidos 
y con  eficacia  legal  para  sus  efectos,  constando 
la  existencia  del  mandato  (Sent.  18  Noviembre 
1864). 

Las  ventas  hechas  por  mandatarios  con  arre- 
glo al  mandato,  son  válidas  y legales  y obligan 
i estar  y pasar  por  ellas  al  mandante  ¡Sent.  13 
Enero  1865). 

Artículo  1507. — Si  uno  comprare  con  su 
dinero  alguna  cosa  en  nombre  de  otro  y és- 
te confirma  la  compra,  tendrá  el  primero 
obligación  de  entregar  la  cosa  á aquel  en 
cuyo  nombre  contrató,  y éste  debe  abonar  á 
dicho  comprador  el  precio  y los  gastos  cau- 
sados en  recoger  los  frutos,  ó en  la  cosa 
comprada. 

ORÍGENES 

Ley  48,  tít.  V,  Partida  5.' 

Regla  10,  tít.  XXXII,  Partida  7.1 

COMENTARIO 

1 

Oontíénenso  en  estos  tres  últimos  artículos 
tros  casos  resueltos  por  la  ley  48,  tít.  V,  Parti- 
da 5." 

Primer  caso:  «si  un  orne  envia  su  mensagero 
diciendo:  Ve  á tal  orne  édile  que  si  me  quiere 
vender  tal  cosa  suya,  que  le  daré  tal  precio  por 
ella.»  En  este  caso  (art.  150:>)  si  aquel  á quien  lo 
envía  otorga  la  vendida,  debe  éste  «en  cuyo  no- 
mo fue  lecha  la  vendida,  guardar  los  pleitos  é 
posturas  que  puso  aquel  que  ia  fizo  en  su  no- 
me...  maguer  non  le  ouiesse  dado  carta  de  per- 
so  ñero.» 

Segundo  caso:  «cuando  algún  orne  íiziesse  su 
personero  á otro  dándole  poder  que  pudiese 
vender  ó comprar  alguna  cosa  en  su  nome,  se- 
ñalándole por  quanto  precio  la  vendiesse  ó 
comprasse;»  en  cuyo  caso  el  contrato  obliga  al 


poderdante  del  mismo  modo  que  si  él  lo  hubie- 
re otorgado. 

Tercer  caso:  «cuando  algún  orne  de  sub  diñe* 
ros  compra  alguna  cosa  en  nome  de  otro,  Bl 
aquel  en  cuyo  nome  la  compra  la  harf  por  firme 
cuando  lo  sabe,  pues  entonces,  siendo  válida  la 
venta,  el  que  tal  compra  faze  es  tonudo  de  dar 
la  cosa  á aquel  en  cuyo  nome  es  fecha  la  com- 
pra, con  los  frutos  é las  otras  cosas  que  le  per- 
tenescen,  é aquel  en  cuyo  nome  es  focha  la 
compra,  tenudo  es  de  dar  el  precio  al  compra- 
dor con  todas  las  despensas  que  fizo  el  otro  en 
coger  los  frutosó  en  las  otras  cosas  fechas  á pro 
de  la  cosa  comprada.» 

Artículo  1508. — El  que  adquiera  una  cosa 
en  su  propio  nombre,  aunque  con  dinero 
ajeno,  mediante  compra,  la  hace  suya  y tie- 
ne todas  las  obligaciones  del  comprador. 

No  obstante,  si  el  dueño  del  dinero  fuere 
militar  ausente  en  activo  servicio,  ó si  el 
comprador  tuviere  en  su  poder  el  dinero  á 
título  de  administrador,  tutor  ó marido  y en 
este  último  caso  hizo  la  compra  con  acuerdo 
de  su  mujer,  deberá  la  cosa  ser  entregada 
al  dueño  del  dinero,  á no  ser  que  éste  prefie- 
ra ser  reintegrado  del  precio  á su  elección. 

ORÍGENES 

Ley  49,  tít.  V,  Partida  5.* 

JURISPRUDENCIA 

La  ley  49,  tít.  V,  Partida  5.’,  que  establece 
por  regla  general  que  la  cosa  comprada  con  di- 
nero ajeno  debe  ser  de  aquel  quo  hizo  la  com- 
pra en  nombre  suyo,  no  es  aplicable  al  caso  en 
que  lo  comprado  por  un  socio  no  lo  ha  sido  con 
dinero  ajeno,  sinó  con  dinero  do  la  sociedad 
¡Sent.  30  Octubre  1862). 

Si  bien  la  ley  49,  tít.  V,  Partida  5.*,  agrega 
á la  regla  general  de  que  la  cosa  comprada  con 
dineros  ajenos  debe  ser  de  aquel  que  fizo  la 
compra  á su  nome , como  excepción  entre  otras; 
fueras  ende  si  Cales  dineros  fuessen  de  la  dote 
de  alguna  mujer,  é su  marido  con  voluntad 
della  fiziesse  la  compra,  porque  en  tal  caso  ga- 
na la  mugar  el  señorío  de  ella;  si  en  el  pleito 
origen  del  recurso  no  se  ha  probado  esta  excep- 
ción, ni  que  el  dinero  da  la  compra  hecha  fuese 
de  la  dote  de  su  mujer,  ni  que  ésta  expresase 
su  voluntad,  es  indudable  que  por  la  escritura 
de  compra,  otorgada  y registrada  oportunamen- 
te, se  trasfirió  el  dominio  de  la  cosa  compra  da 
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al  marido,  y después  de  su  muerte  á sus  hijos 
y herederos;  y al  declararlo  así  la  Sala  senten- 
ciadora no  infringe  la  ley  citada  (Sent  16  Ju- 
nio 1877). 

COMENTARIO 

Esta  ley  sienta  el  principio  general  de  que  lo 
comprado  con  dinero  ajeno  pertenece,  no  al 
dueño  del  dinero,  sinó  al  que  fizo  la  compra  en 
su  nome. 


Esta  regla  admito  dos  excepciones:  1.*,  si  el 
dinero  fuere  do  un  militar  que  tuviere  en  la 
córte  del  rey  ó en  otro  lugar  en  su  servicio;  y 
2.’,  si  el  comprador  tuviere  el  dinero  á titulo 
de  tutor,  administrador  ó marido,  si  en  esto  úl- 
timo caso  la  mujer  consintió  en  la  compra. 

En  ol  caso  de  ostas  dos  cxccpoionos,  el  dueño 
dol  dinero  «es  en  escogencia  de  tomar  la  cosa 
comprada  ó los  dineros,  cual  más  quisiere." 


. CAPÍTULO  VII 

DE  LOS  PACTOS  QUE  PUEDEN  INTERVENIR  EN  EL  CONTRATO  DE  COMPRA 

Y VENTA 


Artículo  1509. — Es  válido  y debe  ser  cum- 
plido todo  pacto  que  se  otorgare  . entre  el 
comprador"‘y  el  vendedor,  no  siendo  contra- 
rio á las  leyes  y buenas  costumbres. 

orígenes 

Ley  38,  tít.  V,  Partida  5.a 

JURISPRUDENCIA 

Cuando  el  vendedor  hace  imposible  por  su 
culpa  el  cumplimiento  Üel  contrato  de  venta, 
tiene  que  devolver  la  señal  que  recibiese  del 
comprador,  sin  que  la  sentencia  que  á ello  le 
condene  infrinja  la  ley  38,  tít.  V,  Partida  5.a 
(Sent.  27  Junio  1867). 

COMENTARIO 

J]1  principio  que  se  consigna  en  el  artículo 
que  comentamos  puede  decirse  que  es  de  gene- 
ral aplicación,  pues  en  todos  los  contratos  se 
admiten  todas  las  estipulaciones  y pactos  que 
no  Bean  contrarios  á las  buenas  costumbres,  ni 
por  otra  parte  contravengan  á los  preceptos 
taxativamente  marcados  en  las  leyes  como  obli- 
gatorios é ineludibles. 

Artículo  1510. — Cuando  los  contrayentes 
hubieran  pactado  que  si  el  comprador  no 
entregase  el  precio  en  el  término,  señalado 

TOMO  II 


se  rescinda  el  contrato,  el  vendedor  puede 
optar  entre  pedir  todo  el  precio  y que  valga 
la  venta,  ó revocarla  conservando  la  señal  ó 
parte  de  precio  que  hubiere  recibido. 

Hecha  la  elección  á que  se  refiere  el  pár- 
rafo anterior,  ésta  es  irrevocable. 

ORÍGENES 

Ley  38,  tít.  V,  Partida  5." 

jurisprudencia 

Pactado  en  un  contrato  de  venta  á plazos  ol 
derecho  alternativo  en  favor  del  vendedor,  de 
ejecutar  al  comprador  ó pedir  la  rescisión  dol 
contrato  en  el  caso  de  faltar  al  pago  do  los  pla- 
zos estipulados,  se  entiende  concedido  este  de- 
recho para  cada  una  de  las  épocas  y plazos;  no 
siendo  aplicable  eu  este  punto  la  ley  38,  titu- 
lo V,  Partida  5.*,  en  cuanto  prescribo  quo  pac- 
tada para  una  sola  vez  la  elección  entre  ambos 
medios,  no  puede  abandonarse  el  entablado  y 
recurriese  á otro  (Sent.  18  Setiembre  1860). 

COMENTARIO 

Cuando  el  comprador  fuere  moroso  en  la  on- 
trega  del  precio,  el  vendedor  no  tiene  acción 
más  que  para  exigir  el  precio  y sus  intereses 
legales,  desdo  la  entrega  do  la  cosa  ó desde  quo 
aquél  se  constituyó  en  mora. 

Sin  embargo,  puede  haberse  pactado,  según 

dejamos  dicho  en  el  art.  15U4,  que  por  la  mora 
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del  comprador  se  entienda  desfecha  la  ven - 

dicion. 

¿Cuáles  son  los  efectos  de  este  pacto?  La  ley  lo 
dice  concretamente;  «en  escogencia  es  del  ven- 
dedor, de  demandar  todo  el  precio  é fazer  que 
valga  la  vendida,  ó de  reuocarlo  teniendo  para 
sí  la  señal  ó la  parte  del  precio  quel  fue  dado;» 
mas  esto  no  sucederá  si  al  cumplir  el  plazo 
convenido,  el  comprador  paga  todo  el  precio  ó 
su  mayor  parte. 

La  razón  de  este  precepto  es  que  el  compra- 
dor doloso  no  pueda  utilizar  en  su  pro  su  mis- 
mo dolo;  por  eso  la  elección  se  da  al  que  no 
faltó  á lo  estipulado. 

Dice  Gregorio  López,  y conviene  con  él  Gó- 
mez, que  este  pacto  ha  de  ir  unido  ó ha  de 
otorgarse  en  el  mismo  contrato  de  compra-ven- 
ta: in  ipso  contráctil. 

Cuando  el  vendedor  opte  por  la  validez  del 
contrato,  so  observará  lo  prevenido  en  el  ar- 
tículo 1504,  esto  es,  reclamará,  juntamente  con 
el  precio,  los  intereses  legales  del  mismo. 

Si  el  vendedor  optase  por  rescindir  el  contra- 
to, podrá  retener  la  señal  ó parte  de  precio  que 
se  le  hubiere  entregado,  en  cuyo  caso  dicen  los 
autores  que  el  comprador  no  estará  obligado  á 
restituir  los  frutos  que  hubiese  sacado  de  la 
cosa,  sinó  los  que  excedan  del  precio  que  en- 
tregó; mas  si  el  vendedor  renunciase  á la  señal 
y parte  de  precio  recibido,  el  comprador  debe- 
rá devolver  todos  los  frutos  recibidos  (Gutiér- 
rez, lib.  IV,  B,  art.  l.%  párr.  8.°).  También, 
mediante  pacto,  puede  el  comprador  hallarse 
oxento  de  restituir  los  frutos. 

La  última  parte  de  este  artículo  declara  irre- 
vocable la  elección  entre  los  dos  recursos  dados 
al  vendedor,  es  general  á toda  clase  de  obliga- 
ciones en  que  la  elección  es  posible  entre  la  res- 
cisión ó la  indemnización. 

El  pacto  de  que  habla  este  artículo  se  cono- 
ce más  comunmente  con  la  denominación  de 
pacto  de  la  ley  comisoria. 

Artículo  1511. — Pactándose  entre  com- 
prador y vendedor  que  éste  pueda  buscar 
otro  comprador  en  condiciones  más  venta- 
josas dentro  de  cierto  término  ó hasta  de- 
terminado día,  .el  primer  comprador  deberá 
ser  preferido,  si  admite  mejores  condicio- 
nes que  el  segundo. 

En  otro  caso,  devolverá  la  cosa  vendida 
con  los  frutos,  deduciendo  las  expensas  que 
hizo  en  recogerlos. 


Lo  dispuesto  en  el  párrafo  anterior  jio 
tendrá  lugar  si  el  segundo  comprador  fuese 
hijo  del  vendedor,  6 figurase  como  compra- 
dor simuladamente. 

ORÍGENES 

Ley  40,  tit.  V,  Partida  5.* 

COMENTARIO 

Los  autores  dan  al  pacto  á que  se  refiere  el 
párr.  l.°  de  este  artículo  el  nombre  de  pacto 
de  adición  in  diera. 

Tomándolas  del  Derecho  romana  y de  las 
opiniones  de  los  jurisconsultos,  suelen  exponer 
algunos  autores  ciertas  reglas  para  la  aplica- 
ción de  esta  ley:  procuraremos  hacer  un  resu- 
men de  ellas, 

En  primer  lugar,  y esto  lo  expresa  la  misma 
ley,  el  segundo  comprador  ha  de  ofrecer  las 
mejores  condiciones,  dentro  del  plazo  que  se 
hubiese  pactado.  Según  Gregorio  López,  en  el 
Derecho  romano  era  válido  el  pacto,  aun  cuan- 
do en  él  no  se  designase  día  ó plazo;  mas  nues- 
tra ley  no  lo  consiente. 

Las  proposiciones  del  segundo  comprador 
han  de  ser  más  ventajosas;  pero  para  ello  debe 
considerarse  la  cosa  en  el  estado  que  tenía  en 
la  época  de  la  primera  venta,  pues  las  mejores 
condiciones  pueden  anularse,  porque  la  cosa 
haya  tenido  acrecentamientos  naturales,  ó por- 
que se  hayan  hecho  mejoras  en  ella. 

El  mejor  precio  ha  de  entenderse,  no  sola- 
mente porque  se  ofrezca  mayor  cantidad  por  la 
cosa,  sinó  áun  cuando  siendo  igual  ó menor  el 
precio,  se  ofrece  en  mejores  condiciones  para 
el  vendedor,  ó modificando  en  beneficio  de  éste 
algunas  cláusulas  del  contrato. 

Es  preciso  que  el  vendedor  acepte  la  segunda 
proposición,  porque  áun  siendo  más  ventajosa 
puede  no  convenirle,  en  cuyo  caso,  si  hubiera 
llegado  el  día,  ó vencido  el  plazo  que  se  convi- 
no, quedará  firme,  valedera  é irrevocable  la 
primera  venta. 

Lo  demas  de  la  ley  no  necesita  explicación. 

El  último  párrafo  del  artículo  supone  una 
precaución  del  legislador  en  favor  del  compra- 
dor primero,  á fin  de  que  el  vendedor  no  pue- 
da obrar  dolosamente,  impulsándole  á dar  un 
precio  más  elevado  que  el  convenido. 

I 

Artículo  1512. — El  pacto  de  que,  llegado 
cierto  día,  la  cosa  empeñada  se  entienda 
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vendida  al  prestamista  por  la  cantidad  pres- 
tada, si  el  que  la  empeñó  no  la  hiciese  libre, 
es  ineficaz,  y la  venta  hecha  de  esta  manera' 

nula. 

Lo  contrario  se  observará  si  en  el  mis-  ! 
mo  caso  se  pactó  que  el  prestamista  haya 
de  abonar  sobre  la  cantidad  prestada  la  ne- 
cesaria para  completar  el  justo  precio  ajui- 
cio de  peritos. 

ORÍGENES 

Ley  41,  tít.  V,  Partida  5.* 

JURISPRUDENCIA 

Cuando  se  establece  de  un  modo  explícito 
que  si  dentro  de  un  término  dado  el  vendedor 
devuelvo  el  precio  do  la  cosa  vendida,  adquiri- 
rá de  nuevo  el  dominio  de  ésta,  se  consigna  un 
contrato  de  venta,  y no  uno  de  préstamo  con 
pacto  comisorio.  En  virtud  de  este  contrato,  el 
„ cesionario  adquiere  el  dominio  de  la  finca  y 
puede  entablar  la  acción  reivindicatoría  (Sen- 
tencia 3 Marzo  1866). 

Si  bien  son  ciertos  el  principio  jurídico  de 
que  los  contratos  otorgados  con  todos  los  requi- 
sitos externos  necesarios,  pueden  quebrantarse 
en  el  caso  de  que  contengan  algún  vicio  inter- 
no reprobado  por  las  leyes  bajo  pena  de  nuli- 
dad, así  como  la  prohibición  alegada  en  el 
núm.  6.°  de  la  ley  12,  tít.  XIII,  Partida  5.*,  re- 
ferente al  pacto  llamado  comisarios  carecen  ab- 
solutamente de  aplicación  al  caso  en  que  resul- 
ta de  los  autos  y consigna  la  Sala  sentenciado- 
ra que  la  demandante  no  ha  alegado  entre  los 
fundamentos  de  su  demanda , ni  posteriormen- 
te, la  existencia  de  cada  pacto  (Sent.  11  Noviem- 
bre 1876). 

Es  inoportuna  la' cita  de  leyes  referentes  al 
contrato  de  mutuo  y pacto  comisorio,  que  sólo 
serían  aplicables  haciendo  supuesto  de  la  cues- 
tión de  existir  ese  contrato,  si  la  Sala,  en  vista 
de  todo  lo  establecido  en  la  escritura,  estima 
rectamente  que  en  ésta  se  estipuló  una  prome- 


sa de  venta  de  fincas  determinadas  (Sentencia 
13  Diciembre  1878). 

COMENTARIO 

El  pacto  llamado  comisorio  tiene  su  lugar 
más  apropiado  en  el  contrato  de  prenda.  Mas 
como  puede  ser  una  forma  de  compra-venta, 
las  leyes  del  tít.  V,  do  la  Partida  5.fl,  le  dedican 
el  procepto  que  comentamos.  Esto  pacto  ea 
nulo,  y la  razón  de  ello  la  da  la  misma  ley  y 
la  12,  tít.  XIII,  Partida  5.“,  con  que  concuerda-, 
«ó  no  tenemos  por  bien  que  vala  tal  ployto, 
porque  los  que  emprestan  dineros  á otros  sobro 
peños  non  lo  querían  fazer  de  otra  guisa,  ó los 
ornes  quando  estouiessen  muy  cuytados  con 
muy  grand  mengua  que  ouiossen,  farian  tal 
pleyto  como  este,  maguer  entendiessen  que  se- 
ría á su  daño.» 

Mas  si  el  que  tomó  la  cosa  en  prenda  se  hu- 
biere obligado  á abonar  llegado  cierto  día,  sin 
que  la  cosa  fuere  redimida,  la  cantidad  necesa- 
i ria  para  completar  el  justo  precio,  oí  pacto  será 
válido,  porque  entonces  no  hay  temor  do  en- 
gaño. 

Debe,  sin  emhargo,  no  olvidarse  que  según 
dice  la  ley,  el  precio  en  venta  do  la  cosa  se  ha 
de  fijar  s egund  a ¡bodrio  de  ornes  buenos,  por 
lo  cual,  en  nuestro  sentir,  no  valdrá  el  pacto  on 
que  se  fije  por  los  contratantes  el  precio  en 
venta  de  la  cosa,  pues  que  entóneos  el  temor 
riel  abuso  no  desaparece,  á no  ser  que  dicho 
precio  resultase  ser  el  justo,  ajuicio  do  peritos. 
Conviene,  por  consiguiente,  si  quiere  otorgarse 
un  pacto  válido,  que  el  comprador  y prestamis- 
ta á la  vez  se  obligue  á abonar,  en  el  caso  de 
que  se  trata,  la  cantidad  necesaria  para  com- 
pletar el  justo  precio  de  la  cosa,  sin  señalar 
este  precio,  á fin  de  que,  llegado  el  día  en  que 
haya  de  hacerso  este  pago,  so  justiprecie  por 
ornes  buenos  la  cosa,  y se  complete  la  suma  á 
que  ascienda  el  precio. 

No  debe  confundirse  el  contrato  de  prenda 
con  pacto  comisorio,  con  la  venta  á condición 
de  que,  devolviendo  el  vendedor  el  precio  on 
cierto  tiempo,  recobrará  el  dominio  sobre  la 
cosa.  Véase  la  jurisprudencia. 
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CAPÍTULO  VIII 


DE  LOS  RETRACTOS 
SECCION  PRIMERA 

DEL  RETRACTO  CONVENCIONAL 


Artículo  1513. — Tiene  lugar  el  retracto 
convencional  cuando  el  vendedor  se  reser- 
va el  derecho  de  recuperar  la  cosa  vendida 
mediante  la  devolución  del  precio. 

El  comprador  estará  obligado  á devolvía- 
la cosa  cuando  el  vendedor  le  restituya  el 
precio,  A ménos  que  se  hubiere  estipulado 
pena,  para  el  caso  en  que  el  comprador 
prefiera  retener  la  cosa. 

ORÍGENES 

Ley  42,  tít.  V,  Partida  5." 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  en  parte  con:  Art.  1 6f>9,  Código 
Francia. — 2545  Luisiana. — 1515  Italia. — 1555  ! 
Holanda. — 165C  Bolivia. — -1304  Neufchatel. — 
Hoyes  2.'  y 7.*,  tít.  LTV,  lib.  TV,  Código. 

JURISPRUDENCIA 

. . J 

La  ley  42,  tít.  V,  Partida  5.",  no  determina 
qué  término  deben  tenor  los  contratantes  para 
la  restitución  de  la  cosa  vendida,  lo  cual  se 
deja  ála  libre  voluntad  do  los  mismos  (Senton- 

Cia  id.  id.)  ' 

La  facultad  de  redimir,  aun  cuando  se  la 
quiera  calificar  de  derecho  facultativo,  es  pres- 
criptible como  todos  ios  de  pura  facultad, 
siempre  que  expresa  ó tácitamente  se  haya  pac- 
tado así  jSent.  id.  id.) 

La  ley  41,  tít.  V,  Partida  5.*,  no  es  aplicable 


al  contrato  de  compra-venta  con  pacto  de  retro, 
y sí  sólo  á aquéllos  en  que  media  prenda  ó hi- 
poteca (Sent.  id.  id.) 

No  son  aplicables  al  pacto  de  retroventa  el* 
art.  674  y demas  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil,  que  se  refieren  exclusivamente  á los  re- 
tractos (Sent.  28  Diciembre  1864). 

Cuando  se  estipula  el  pacto  de  retroventa  ó 
carta  do  gracia  en  favor  del  vendedor,  sus  su- 
cesores ó derecho-habientes,  sin  fijar  tiempo 
dentro  del  que  ha  do  hacerse  uso  de  él,  debe 
estarse  á lo  que  dispone  el  derecho,  según  la 
jurisprudencia  admitida  por  el  Tribunal  Supre- 
mo (Sent.  17  Noviembre  1865). 

La  acción  que  se  deriva  de!  pacto  do  retro  es 
personal,  ó personal  é hipotecaria,  y por  lo  tan- 
to mixta  (Sent.  12  Diciembre  1865.) 

Cuando  se  establece  de  un  modo  explícito 
que  si  dentro  de  un  término  dado  el  vendedor 
devuelve  el  precio  de.  la  cosa  vendida,  adquiri- 
rá de  nuevo  el  dominio  de  ésta,  se  consigna  un 
contrato  do  venta,  y no  uno  de  préstamo  con 
pacto  comisorio.  -En  virtud  de  .este  contrato  el 
cesionario  adquiere  el  dominio  de  la  cosa  y 
puede  entablar  la  acción  reivindicatoría  (Spn- 
tencia'3  Marzo  1866). 

La  oscritura  de  venta  de  una  casa  con  pacto 
de  retro,  en  que  ademas  se  estipula,  para  el 
caso  do  muerte  del  vendedor,  el  arrendamiento 
por  dos  años  do  dicha  casa  para  su  familia, 
tiene  en  este  particular  el  carácter  de  un  ver- 
dadero contrato  do  arrendamiento  por  tiempo 
fijo  (Sent.  19  Junio  1866). 
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^ En  el  pacto  de  retroventa,  como  en  todos  los 
contratos,  es  licito  á los  contratantes  poner  las 
condiciones  posibles  y honestas  que  crean  opor- 
tunas, y entre  ellas  la  de  establecer  el  término 
que  les  convenga  (Sent.  3 Diciembre  1 804) . 

Según  las  palabras  de  la  ley  42,  tít.  Y,  Par- 
tida 5.a,  la  acción  del  vendedor  en  el  contrato  ■ 
de  retroventa  es  personal,  y se  da  á ésto  y 
sus  herederos  contra  el  comprador  y los  suyos, 
y no  contra  terceras  personas.  Sí  bien  dicha  ley  \ 
expresa  que  en  cualquier  tiempo  pueda  ejerci- 
tarse esta  acción,  sobre  este  punto  no  puede  ni 
debe  estarse  á lo  que  dispone  la  citada  ley, 
sinó  á lo  establecido  en  ¡a  63  de  Toro,  que  fijó 
veinte  años  para  la  prescripción  de  acciones 
personales  (Sent.  7 Abril  1866). 

Declarada  improcedente  la  acción  do  la  retro- 
venta  y la  devolución  de  unas  tierras  vendidas, 
tampoco  deben  restituirse  las  que  por  la  fuerza 
de  un  río  se  agregaron  á las  mismas  (Senten- 
cia id.  id.}. 

La  ley  42,  tít.  V,  Partida  5.",  que  declara  ha 
de  guardarse  el  pacto  de  la  retroventa,  y señala 
al  comprador  la  obligación,  extensiva  á sus  he- 
rederos, do  entregar  la  cosa  enajenada  al  ven- 
dedor, si  éste  devuelve  el  precio  que  recibió  por 
ella,  no  tiene  aplicación  cuando  el  vendedor  no 
realiza  dicha  devolución  y se  limita  á una  sim- 
ple oferta  (Sent.  26  Noviembre  1866). 

La  sentencia  que  no  niega  la  validez  de  una 
retroventa,  sino  que  estima  que  sólo  puede  te- 
ner eficacia  desde  su  fecha  y no  desde  el  liem-  i 
po  á que  los  contratantes  quieren  retrotraer 
sus  efectos,  no  infringe  los  arts.  271,  280  y 281 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  (Sent.  11  Fe- 
brero 1867). 

La  ley  42,  tít.  V,  Partida  5.“,  que  -declara  la 
validez  del  contrato  de  retroventa,  no  so  infrin- 
ge por  la  sentencia  que  no  niega  la  eficacia  de 
la  celebrada,  sinó  que  limita  sus  efectos  al  acto 
en  que  se  otorgó  la  escritura  (Sent.  id.  id.). 

La  ley  42,  tí tr.  V,  Partida  5.a,  que  trata  de  los 
que  venden  por  cierto  precio  á otros  alguna 
cosa,  con  condición  de  que  el  vendedor  ó su  he- 
redero la  puedan  cobrar  tornando  el  precio,  no 
exige  que  cuando  el  comprador  se  niegue  á re- 
cibir el  precio  que  le  oviesse  el  vendedor,  se 
halle  éste  obligado,  ú consignarle  dentro  del  pla- 
zo vencido,  para  no  perder  su  derecho,  como 
que  ni  siquiera  ha  previsto  este  caso,  ni  exigo 
tampoco  que  el  vendedor  rocíame  p.ara  sí  la 
cosa,  lo  opal  no  entra,  como  en  los  retractos  de 
ley,  en, la  naturaleza  ó índole  de  esta  clase  de 
contratos,  á no  jer  que  en  ellos  se  haya  pactado, 


en  cuyo  evento  lo  que  se  podría  quebrantar 
sería  el  pacto  (Sent.  3 Febrero  1873). 

Por  consiguiente,  no  se  infringe  dicha  ley  por 
la  sentencia  que  condona  al  comprador  á la  re- 
troventa  de  la  finca  pactada  con  el  vendedor, 
aunque  por  parto  de  la  viuda  y herederos  de 
éste  no  so  hubiese  hecho,  á causa  do  la  resis- 
tencia do  aquél,  la  consignación  del  precio  de 
la  venta,  y mónosdespues  que  la  tenía  ejecutada 
dentro  del  plazo  del  pacto,  ni  tampoco  porque 
no  la  demandasen  para  si  (Sents.  id.  id.). 

Pactado  entre  comprador  y vendedor  que 
para  que  tuviere  lugar  la  retroventa  de  la  lin- 
ca sería  preciso  entregar,  ademas  del  precio  de 
la  misma,  varias  otras  cantidades,  si  oí  vonde- 
dor  hace  cuanto  le  es  posible  para  averiguar  el 
importe  fijo  de  dichas  partidas,  y el  comprador 
se  niega  arbitrariamente  á suministrar  la  nota 
de  ellas,  que  á él  le  constaba  mejor  que  á nadie, 
y á conciflrrir  á una  notaría,  corno  estaba  obli- 
gado á hacerlo,  para  el  otorgamiento  do  la  escri- 
tura de  retroventa,  y para  determinar  con  los 
vendedores  las  cantidades  que  éstos  tenían  que 
' entregarle  en  aquel  acto,  para  lo  cual  le  habían 
i requerido  por  apoderado  y después  por  manda- 
to judicial,  a petición  do  los  mismos,  con  bastan- 
te antelación  al  vencimiento  del  pluzo  en  que 
podían  exigir  la  disolución  do  la  venta,  la  sen- 
tencia que  manda  llevar  á efecto  la  retroventa, 
aunque  no  se  hubiesen  consignado  previamente 
dichas  cantidades,  no  infringe  el  principio  de 
derecho  de  que  nadie  está  obligado  á lo  impo- 
sible (Sent.  id.  id.). 

El  pacto  de  retroventa,  como  todos  los  do  su 
clase,  produce  siempre  acciones  y obligaciones 
trasmisibles  ¿i  los  herederos  de  los  contratantes, 
á menos  que  no  hubieran  estipulado  lo  con- 
trario (Sent  24  Febrero  1874). 

El  pacto  de  retroventa,  unido  al  contrato  do 
venta,  como  todos  los  de  su  naturaleza,  sólo 
produce  acciones  personales,  que  pudieran  con- 
vertirse en  mixtas  si  se  anotaran  determinada- 
mente en  los  Registros  de  la  propiedad  (Senten- 
cia 12  Mayo  1875). 

Los  pactos  perpetuos  de  retroventa  serán 
siempre  nulos,  como  todos  los  opuestos  á las  le- 
yes, y más  k las  que  regulan  la  prescripción  por 
las  razones  indicadas  (Sent.  id.  id.). 

No  puede  alegarse  la  doctrina  do  quo  la  acción 
que  nace  del  pacto  de  retro  es  personal  y no  se 
da  contra  terceros,  por  quien  se  ha  presentado 
en  el  pleito  como  subrogado  en  las  obligaciones 
de  los  mismos  que  intervinieron  en  el  contra- 
to (Sent.  17  Febrero  1876). 


CÓDIGO  crtol  DE  ESPAÑA 


No  se  infringe  la  ley  del  contrato,  apoyada  en 
!a  1.*.  tít.  XI,  Partida  5.‘,  y la  también  1,‘,  tí- 
tulo I,  lib.  X,  Nov.  Rec.,  por  una  sentencia  que 
absuelve  de  la  demanda  que  solicita  el  cumpli- 
miento de  un  pacto  de  retro,  si  este  pacto  se 
extendió  solamente  d diez  y ocho  meses,  salvo 
que  las  partes  hubieran  convenido  en  la  próro- 
ga  por  doce  más,  lo  cual  no  se  verificó,  cum- 
pliéndose así  la  condición  resolutoria  de  dicho 
pacto  por  el  trascurso  del  primer  plazo  (Sen- 
tencia 10  Junio  1876). 

Si  la  Sala  sentenciadora,  apreciando  las  prue- 
bas, estima  que  un  contrato  de  compra-venta 
á retro,  que  aparece  consignado  en  escritura 
pública,  fué  simulado  al  declarar  su  nulidad, 
no  lo  infringe,  porque  para  ello  era  necesario 
que  el  mencionado  contrato  hubiera  sido  váli- 
do (Sent.  0 Febrero  1877). 

COMENTARIO 

El  retracto  en  general  es  el  derecho  á ser 
preferido  á otro  cuando  se  trata  de  comprar  una 
cosa  que  un  tercero  pone  en  venta. 

Mas  el  retracto  convencional  se  diferencia 
esencialmente  de  los  otros  retractos,  es  más,  ni 
áun  suele  recibir  este  nombre,  sino  el  de  pacto 
de  retroventa  y también  carta  de  gracia. 

Consiste  este  pacto,  retracto  ó carta  en  esti- 
pular comprador  y vendedor  que  cuando  éste 
ó ,<¡im  e rederos  tornassen  el  precio  al  comprador 
ó á ios  suyos,  sean  tenudos  de  tornarle  aquella 
cosa  que  fué  objeto  de  la  compra-venta. 

Este  pacto  ha  de  hacerse  en  el  mismo  contra- 
to porque  se  hace  la  enajenación. 

Discuten  los  autores  acerca  de  3i  la  acción 
que  este  pacto  confiere  al  vendedor  es  personal 
ó personal  y real.  Gutiérrez  sostiene  resuelta- 
mente que  esta  acción  es  personal  contra  el  com- 
prador, sin  embargode  que  en  otro  lugar  entien- 
de preferible  la  opinión  de  los  que  la  conceptúan 
mixta.  Nada  de  extraño  tiene  que  los  autores 
no  hayan  llegado  á un  acuerdo  sobre  la  natu- 
raleza de  esta  acción,  cuando  el  mismo  Tribu- 
nal Supremo  ha  dictado  fallos  contradictorios 
en  esta  materia.  Así,  en  uno  de  12  de  Diciembre 
de  1865  declara  que  «la  acción  que  se  deriva 
del  pacto  de  retro  es  personal,  ó personal  é hi- 
potecaria, y por  lo  tanto  mixta,»  cuyas  palabras 
demuestran  la  inseguridad  de  los  que  juzgaron; 
en  otro  fallo  de  7 de  Abril  de  1866  se  afirma  que 
esta  acción  es  puramente  personal:  por  último, 
en  otro  fallo  de  12  de  Mayo  de  1875  se  dice  que 


el  pacto  de  retroventa  sólo  produce  acciones 
personales,  que  pudieran  convertirse  Cd  mixtas 
si  se  anotaran  determinadamente  en  los  Regis- 
tros de  la  propiedad. 

Los  Códigos  modernos  y el  proyecto  de  Có- 
digo terminan  esta  cuestión,  declarando  que  el 
vendedor  puede  ejercer  su  acción  contra  todo 
poseedor  que  traiga  su  derecho  del  comprador, 
aunque  en  el  segundo  contrato  no  se  haya  hecho 
mención  del  retracto  convencional,  salvo,  sin 
embargo,  los  derechos  qué  á los  terceros  con- 
fiere la  ley  Hipotecaria,  cuya  doctrina  estima- 
mos como  la  más  justa. 

También  discuten  los  autores  acerca  del  tiem- 
po en  que  el  vendedor  puedo  usar  de  la  facul- 
tad ó derecho  que  se  reservó. 

Gómez  es  de  opinión  que  debe  durar  todo  el 
tiempo  que  pactaron  comprador  y vendedor, 
pero  que  si  éstos  nada  pactaron,  la  acción  del 
vendedor  ó sus  herederos  puede  extenderse  in 
infinitum , no  prescribiendo  nunca.  Esta  doctri- 
na, cuya  aceptación  traería  consigo  el  desórden, 
ha  sido  duramente  combatida  por  los  autores, 
y condenada  por  repetidos  fallos  del  Tribunal 
Supremo. 

Ahora  bien;  entre  los  autores  que  admiten  la 
prescripción  de  esta  acción  tampoco  hay  con- 
formidad de  opiniones,  pues  entendiendo  unos 
que  la  acción  es  personal,  y otros  que  es  mixta, 
los  primeros  no  la  hacen  pasar  de  veinte  años, 
en  tanto  que  los  segundos  la  extienden  hasta 
treinta,  unos  y otros  inspirándose  en  el  precep- 
to de  la  ley  63  de  Toro.  Gutiérrez,  apoyándose 
en  la  sentencia  de  7 de  Abril  de  1866,  se  decide 
resueltamente  porque  prescribe  á los  veinte 
años.  En  cambio  los  continuadores  de  Escriche 
alegan  en  favor  de  la  prescripción  de  treinta 
años  que  en  la  sentencia  de  17  de  Noviembre 
de  1865  se  resuelve  que  cuando  no  se  fija  el 
tiempo  en  que  ha  de  hacerse  uso  de  la  acción 
de  retroventa  por  el  vendedor  ó sus  herederos, 
se  prescribe  por  el  comprador  á los  treinta  años 
da  no  haberse  utilizado  por  aquéllos. 

Ultimamente  cuestionan  los  autores  acerca 
de  las  ventajas  ó inconvenientes  de  este  retrac- 
to. Nosotros,  sin  entrar  á juzgar  fundamental- 
talmente  la  utilidad  del  pacto  de  retro,  ni  si  es 
ó no  posible  declararlo  nulo  ó ilícito  por  las  le- 
yes, nos  limitamosá  decir  con  Sala:  «Vemos  con 
dolor  que  en  el  día  hay  tantos  abusos  y perjui- 
cios en  esta  clase  de  ventas,  que  convendría 
tal  vez  prohibirlas,  ó por  lo  menos  tomar  rigu- 
rosas providencias  para  atajarlos.  Uno  de  estos 
abusos,  que  no  es  el  único,  pero  que  citamos 
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por  haber  sido  frecuente,  es  haberle  empleado  ¡ 
como  medio  de  percibir  crecidísimos  intereses, 
simulando  bajo  la  forma  de  compra  un  verda- 
dero préstamo.n 

¿De  qué  manera  ha  de  hacerse  la  devolución 
de  la  cosa  cuando  el  vendedor  ó sus  heredaros 
usen  del  derecho  de#  retraer? 

En  primer  lugar,  susténtanso  diversas  opinio- 
nes respecto  á quién  debe  pertenecer  el  aumen- 
to que  haya  recibido  la  cosa,  v.  gr.,  por  aluvión 
u otra  causa  semejante.  Algunos,  fundándose 
en  que  quien  sufro  las  pérdidas  debe  percibirlas 
mejoras,  y que  la  resolución  de  la  venta  coloca 
las  cosas  en  el  sér  y estado  quo  tenían  ántes 
del  contrato,  entienden  que  la  mejora  pertenece 
al  vendedor,  pues  á él  correspondería  si  no  hu- 
biese enajenado  la  cosa;  y este  efecto  debe  cau- 
sar la  resolución  del  contrato.  Otros,  sin  em- 
bargo, adjudican  aquella  mejora  al  comprador, 
é invocan  para  ello  el  principio  de  que  las  cosas 
aumentan  y perecen  para  su  dueño,  y es  indu- 
dable que  el  comprador  es  un  verdadero  dueño. 

En  cuanto  á las  mejoras  que  sean  resultado 
de  gastos  hechos  por  el  comprador,  muchos 
autores  siguen  la  doctrina  del  proyecto  de  Có- 
digo, según  el  cual,  el  vendedor  no  puede  hacer 
uso  dol  derecho  de  retracto  sin  reembolsar  al 
comprador,  ademas  del  precio  de  la  venta,  los 
gastos  necesarios  y útiles  hechos  en  la  cosa 
vendida.  Algunos  autores,  sin  embargo,  no 
creen  obligado  al  comprador  á reembolsar  los 
gastos  necesarios,  pues  que  son  contingencia 
natural  que  debe  sufrir  el  dueño  y que  se  com- 
pensan con  los  frutos,  y por  lo  tanto  dicen  que 
únicamente  deberá  abonar  el  vendedor  aquellos 
gastos  que  hubieran  hecho  mejor  la  finca:  mas 
en  este  punto,  después  de  todo,  no  existo  diver- 
gencia esencial,  pues  según  explica  Goyena,  la 
palabra  necesarios  del  proyecto  no  compren- 
de los  ordinarios  ó hechos  para  la  simple  con- 
servación de  la  cosa,  que  son  los  exceptuados 
por  aquellos  autores. 

Por  lo  que  hace  á los  frutos,  está  fuera  de 
duda  que  el  comprador  los  hace  suyos  hasta 
que  tenga  lugar  el  retracto.  Pero  no  ha  dejado 
de  ocasionar  discusión  si  debo  restituiré  no  los 
-frutos  pendientos  al  constituirse  la  venta.  En 
efecto:  estos  frutos  han  debido  tenerse  induda- 
blemente en  cuonta  para  fijar  el  precio,  que  hu- 
biera sido  menor  á no  existir  aquellos  frutos: 
si  pues  parto  del  precio  se  dió  por  razón  de  los 
frutos,  al  devolverse  aquél  íntegro,  no  ha  de 
omitirse  hacerlo  igualmente  de  los  frutos.  Así 
opina,  éntre  otros,  el  ilustre  Pothior.  Otros,  por 


el  contrario — Gutiérrez  con  ellos — entienden 
que  si  el  comprador  percibió  los  frutos,  el  ven- 
dedor utilizó  los  intereses  del  precio,  y en  es- 
tos aprovechamientos  recíprocos  hay  compen- 
sación. 

En  cuanto  á los  frutos  pendientes, — dice  Go- 
yena,—y por  lo  tanto  manifiestos  al  tiempo  dol 
retracto,  parece  conforme  á la  equidad  que  so 
prorateen  entro  el  comprador  y el  vondodor 
rotrayenle,  habida  consideración  al  tiempo  en 
quo  aquel  poseyó  la  finca:  y el  año  no  se  lia  do 
contar  precisamente  por  el  civil  ó del  calenda- 
rio, sinó  por  el  natural  de  cosecha  á cosecha, 
según  la  diversa  especie  do  frutos:  el  vendedor 
retrayente  gozó  entro  tanto  los  intereses  dol 
precio;  justo  es,  pues,  que  el  comprador  goce 
en  la  misma  proporción  de  los  frutos  do  la  cosa; 
y para  el  repartimiento  de  los  frutos  se  han  do 
deducir  y abonarse  respectivamente  los  gastos 
hechos  para  obtenerlos,  por  ser  máxima  cons- 
tante en  Derecho  que  no  so  entiende  por  fruto 
nisi  quod  deduefis  impensis  superes!  ■ 

Si  los  frutos  no  estuvieren  pendientes  ó ma- 
nifiestos, el  vendedor  sólo  deberá  abonar  al 
comprador  los  gastos  hechos  en  esta  razón,  por 
ejemplo,  en  la  preparación  do  tierras  y semen- 
tera. 

En  cuanto  á los  daños  que  haya  sufrido  la 
cosa,  el  mismo  Goyena  dice  que  el  comprador 
debe  indemnizar  al  vendedor  retrayente  de  ios 
daños  ó deterioros  que  hayan  sobrevenido  en 
la  cosa  por  culpa  suya,  es  decir,  por  no  haberla 
cuidado  como  un  buen  padre  de  familias;  el  com  - 
prador  sabe  que  está  obligado  á devolverla  si 
así  lo  quiere  el  vendedor:  debe,  pues,  cuidarla 
entretanto,  y no  puede  menoscabar  ó inutilizar 
el  derecho  ajeno. 

Finalmente,  el  vendedor  que  recobra  la  cosa 
vendida  la  adquiere  libre  de  toda  carga  ó hipo- 
teca impuesta  por  el  comprador,  como  que  éste 
poseía  con  una  condición  resolutoria,  y por 
tanto  debe  restituirla  sin  gravamen  do  ningún 
género. 

Artículo  1514. — Si  el  comprador  hubiere 
enajenado  la  cosa  vendida,  deberá  indem- 
nizar al  vendedor  los  daños  y perjuicios  que 
le  ocasione  el  no  cumplimiento  del  retráctil. 

ORÍGENES 

Ley  42,  tít.  V,  Partida  5.* 
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COMENTARIO 

( Temido  es  el  comprador  de  tornar  la  cosa  en 
todas  guisas,  si  es  en  su  poder:  é si  en  su  poder 
non  es,  done  pechar  al  vendedor  todos  los  daños 
é menoscabos  que  le  vinieren,  porque  non  tor- 
nó aquella  cosa  que  assi  avia  vendido.»  Tal  es 
el  precepto  de  la  ley. 

Debemos  decir  que  este  precepto  únicamente 
tiene  aplicación  cuando  se  trato  de  ventas  que 
no  se  hallan  inscritas  en  el  Registro  de  la  pro- 
piedad, pues  desde  el  momento  en  que  el  pacto 
do  retro  se  inscribe,  la  acción  del  vendedor,  de 
personal  se  convierte  en  mixta  de  personal  é 
hipotecaria,  porque  constando  entonces  en  el 
Registro  la  acción  resolutoria  que  existe  á fa- 
vor del  vendedor,  el  tercero  que  compre  lo  ha- 
ce con  conocimiento  de  causa,  y no  adquiere 
mis  derechos  que  aquellos  de  que  según  la 
inscripción  puede  disponer  el  comprador  pri- 
mero y vendedor  en  este  caso.  (Véase  ley  Hipo- 
tecaria, art.  37.) 

Artículo  1515. — La  obligación  impuesta 


al  comprador  de  no  enajenar  la  cesa  á de- 
terminadas personas,  y de  que  vuelva,  al 
vendedor  ó sus  herederos  en  el  mismo  caso, 
es  ineficaz;  pero  no  lo  será  la  pena  que  sé 
hubiere  estipulado,  y habrá  también  lugar 
á indemnización  de  los  daños  y perjuicios 
que  por  aquella  enajenación  se  hubieren 
ocasionado. 

ORIGENES 

Ley  43,  tít.  V,  Partida  5.a 

COMENTARIO 

La  prohibición  de  la  ley  es  bastante  clara  y 
terminante.  El  pacto  de  retro  en  estas  condi- 
ciones es  nulo.  No  lo  es,  sin  embargo,  la  pena 
qu9  para  el  caso  del  artículo  se  hubiere  estipu- 
lado. 

Sobro  cuál  sea  la  razón  de  esta  ley  no  se  han 
puesto  do  acuerdo  los  autores ; mas  como  des- 
; pues  de  todo  no  son  degran  utilidad  los  diversos 
fundamentos  que  le  han  sido  asignados,  omi- 
timos entrar  en  esa  polémica  minuciosa. 


SECCION  SEGUNDA 

DEL  RETRACTO  LEGAL 


Artículo  1516. — Cuitado  alguno  tratare  de  . 
vender  bienes  raíces  ue  patrimonio  ó abo- 
lengo, si  algún  pariente  suyo  dentro  del 
cuarto  grado  los  quisiere  comprar  por  el 
lanío,  será  preferido  al  comprador  extraño. 

ORÍGENES 

Ley  3.“,  tít.  I,  lib.  IV,  Fuero  Viejo. 

Ley  13,  tít.  X,  lib.  ITT,  Fuero  Real. 

Ley  1,",  tít.  XIII,  lib.  X,  Nov.  Rec. 

COMENTARIO 

Aun  cuando  en  el  lenguaje  común  suele  con- 
fundirse el  derecho  de  tanteo  y el  de  retracto,  son 
diferentes,  como  tendremos  ocasión  de  exami- 
nar. Nosotros,  sin  embargo,  comprendemos 
ambos  derechos  bajo  el  epígrafe  de  retracto  le- 
gal, sin  perjuicio  de  hacer  constar  sus  deseme- 
janzas. 


El  tanteo  consiste  en  el  derecho  de  comprar 
una  cosa  aún  no  vendida,  por  el  mismo  precio 
que  ofrezca  otro  comprador,  es  decir,  que  el 
tanteo  es  un  derecho  de  preferencia  que  se  ejer- 
cita en  el  momento  en  que  el  dueño  de  la  cosa 
quiere  venderla,  por  un  tanto  que  otro  le  ofrece. 

Las  leyes  del  tít.  XIII,  lib.  X,  de  la  Novísima 
Recopilación,  concedieron  el  derecho  de  tanteo 
á ciertas  personas,  por  razón  de  su  ocupación 
ó de  ios  servicios  que  prestaban;  así  la  ley  11 
lo  concedía  á los  abastecedoreá  de  pescado,  so- 
bre este  artículo,  la  21  á los  fabricantes  de  teji- 
dos de  lino  y cáñamo,  sobre  estas  primeras  ma- 
terias, etc.  Mas  ot  decreto  de  Cortes  de  8 de  Ju- 
nio de  1813  acabó  con  estos  privilegios. 

La  ley  1.*,  que  ostá  vigente,  declara  que  todo 
hombre  que  heredad  de  patrimonio  ó abolen- 
go quisiere  vender , y alguno  de  aquel  abolen- 
go la  quisiere  comprar  tanto  por  lanto,  hA ya- 
la  él,,  antes  que  otro  alguno. 
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Este  tanteo,  asi  como  el  retracto  que  estable- 
ce la  ley  en  favor  de  los  parientes  respecto  de  : 
los  bienes  patrimoniales,  se  distingue  con  el 
nombre  de  gentilicio,  y en  realidad  repugna  á 
las  ideas  y costumbres  de  nuestros  tiempos. 


ORÍGENES 

Ley  1 tit.  XIII,  lib.  X,  Nov.  Roe. 

Ley  7.\  del  mismo  título  y libro  (73  de  Toro). 


Ai  tículo  1517.  -Si  dos  ó más  parientes 
quisieran  los  bienes,  los  partirán  con  igual- 
dad, siempre  que  estén  en  el  mismo  grado 
de  parentesco.  En  otro  caso,  el  más  próximo 
excluye  al  más  remoto. 

ORÍGENES 

Ley  1.a,  tít.  XIII,  lib.  X,  Nov.  Rec. 

JURISPRUDENCIA 

Los  afines  para  el  ejercicio  y efectos  del  re- 
tracto gentilicio  son  extraños  á la  familia  en  el 
sentido  de  la  ley  (Sent.  13  Noviembre  1862;. 

Las  leyes  1 .*  y 2.a,  tít.  XIII,  lib.  X,  Nov.  Rec., 
disponen  que  cuando  se  proceda  á la  venta  de 
una  finca  que  sea  del  patrimonio  ó abolengo 
del  que  vendo  y del  que  quiere  comprar,  sean 
siempre  preferidos  los  más  próximos  parientes 
del  vendedor,  á los  más  remotos  (Sent.  5 Enero 
1863). 

Si  bien  se  establece  en  las  leyes  1."  y 2.a,  tí- 
tulo XIII,  lib.  X,  Nov.  Rec.,  que  «si  dos  ó más 
quisieren  la  finca,  si  son  en  igual  grado  de  pa-  ! 
rentesco,  pártanla  entre  sí,»  es  indispensable 
que  ejerciten  el  derecho  de  retracto  gentilicio  ó [ 
de  abolengo  dentro  del  término  y bajo  las  con- 
diciones y circunstancias  consignadas  en  dichas  « 
leyes,  y en  los  artículos  674  y siguientes  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil  (Sent.  17  Enero 
1867). 

Artículo  1518. — Después  de  vendidos  Los 
bienes  raíces  depatrimonio  ó abolengo,  cual- 
quier pariente  del  vendedor,  dentro  del  cuar- 
to grado,  podrá  adquirirlo  abonando  el  mis- 
mo precio. 

Si  el  pariente  más  próximo  no  quiere  ó no 
puede  adquirir  la  cosa  por  el  tanto,  pasa  este 
derecho  al  siguiente  en  grado. 

Cuando  se  trate  de  permuta  de  bienes  pa- 
trimoniales ó de  abolengo  con  los  de  un  ex- 
traño, ningún  pariente  podrá  alegar  el  de- 
recho de  retracto. 


JURISPRUDENCIA 

Las  leyes  vigentes  sobre  retracto  gentilicio 
no  pueden  ampliarse  en  su  aplicación  más  allá 
de  lo  que  su  letra  y espíritu  determinan  (Sen- 
tencia. 4 Diciembre  1856). 

El  retracto  no  ticno  lugar  cuando  la  rescisión 
de  la  venta  procede  de  causa  legitima  (¡Sentón-. 

; cia  23  Mayo  1859). 

Las  leyes  que  establecieron  el  retracto  genti- 
licio no  deben  ampliarse,  ni  pueden  entender- 
se que  se  ampliaron  por  las  posteriores  de  Toro, 
al  usar  genéricamente  la  palabra  cósa  en  ma- 
teria de  retractos  (Sent.  15  Pobrero  1861). 

No  es  doctrina  admitida  por  la  jurispruden- 
cia de  los  Tribunales  la  de  que  el  retracto  gen- 
tilicio no  tiene  lugar  cuando  la  linea  vendida 
lo  ha  sido  á un  pariente,  cumpliéndose  do  esta 
manera  el  objeto  de  la  ley,  de  que  las  lincas  no 
salgan  de  la  familia  (Sent.  5 Enero  1 861  i . 

Si  bien  las  leyes  vigentes  sobre  el  retracto 
gentilicio,  como  restrictivas  del  libre  uso  de  la 
propiedad,  no  pueden  ampliarse  en  su  aplica- 
ción más  allá  de  lo  que  su  letra  y espíritu  de- 
terminan, no  por  eso  pueden  dejar  de  tener 
cumplimiento  en  los  casos  que  ellas  establecen 
(Sent.  30  Setiembre  1864). 

La  doctrina  consignada  en  la  sentencia  del 
Tribunal  Supremo  de  23  de  Mayo  de  1859  está 
reducida  á que  cuando  la  rescisión  do  una  ven- 
ta no  es  un  acto  voluntario,  sino  forzoso,  no 
puede  tener  tugarla  acción  de  retracto  ¡Sent.  1 1 
Febrero  1867). 

Realizada  legalmente  la  venta  de  bienes  raí- 
ces, naco,  desde  el  momento  ríe  otorgársela  es- 
critura, el  derecho  de  retracto  á favor  de  las 
personas  á quienes  las  leyes  lo  conceden.  Utili- 
zado este  derecho  dentro  de  los  nuevo  días  de 
la  ley,  no  puede  perjudicar  al  retrayontc  la  re- 
troventa  consignada  en  escritura  do  fecha  pos- 
terior, porque  ya  en  aquella  fecha  aquel  estaba 
en  el  goce  de  su  derecho,  y toda  innovación  de 
parte  del  comprador  y del  vendedor  era  aterí- 
¡ tatoria  del  derecho  mismo;  y aunque  en  la  es- 
■ critura  do  retroventa  se  consignase  que  el  nue- 
vo contrato  estaba  celebrado  desdo  el  acto  mis- 
mo de  la  venta,  esta  manifestación  no  podía 
perjudicar  á un  tercero,  que  ya  había  adquirido 
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y ejercido  el  derecho  da  retracto  (Sent.  11  Fe-  " 
brero  1867). 

El  derecho  de  retraer  la  finca  vendida  el  que 
reúna  los  requisitos  legales  para  hacerlo,  tiene 
su  origen  en  el  otorgamiento  de  la  escritura  de 
venta,  sin  que  pueda  inutilizarle  el  voluntario 
disenso  del  comprador  y vendedor,  ó sea  el  con- 
venio de  dejar  sin  efecto  la  venta,  sin  causa  que 
la  legitime  (Sent.  11  Febrero  1867). 

Cuando  no  se  trata  de  haberse  rescindido  la 
venta  por  causa  legítima,  sinó  de  haberla  rati- 
ficado elevando  espontáneamente  el  precio,  y 
subsistiendo  la  enajenación,  no  tiene  aplicación 
la  doctrina  de  que  no  tiene  lugar  el  retracto 
cuando  la  venta  se  rescinde,  ó lo  que  es  lo  mis- 
mo, se  modifican  y aclaran  las  condiciones  á 
virtud  de  causa  legítima,  y que  no  es  la  espon- 
tánea voluntad  de  las  parles,  ni  la  de  que  dosde 
el  momento  de  otorgarse  la  escritura  de  venta 
de  bienes  raíces,  nace  el  derecho  de  retracto  en 
favor  de  las  personas  á quienes  las  leyes  lo  con- 
ceden, sin  que  pueda  inutilizarle  el  voluntario 
disenso  del  comprador  y vendedor;  pero  que  ¡ 
esto  no  se  entiende  cuando  el  convenio  de  mo-  . 
dificar  ó dejar  sin  efecto  la  venta  no  es  un  acto  ■ 
voluntario,  sinó  forzoso,  motivado  por  causa  le- 
gitima y nacido  de-1  vicio  atribuido  al  contrato  ¡ 
mismo,  del  cual  pudiera  surgir  la  acción  de  re-  . 
tracto  (Sent.  l.°  Julio  1870). 

Según  las  leyes  1.a,  3.*  y 7.*,  tít.  XIII,  lib.  X,  j 
Nov.  Kec.,  el  derecho  de  retracto  gentilicio  se  j 
concede  al  pariente  más  próximo  dentro  del  | 
cuarto  grado  para  redimir  los  bienes  raíces  que  | 
proceden  de  sus  padres  ó abuelos,  ofreciendo 
al  comprador  el  precio  por  que  los  adquiera 
(Sent.  21  Junio  1872). 

No  pueden,  por  consiguiente,  ser  objeto  de  re-  : 
tracto  los  bienes  que  se  adquieren  en  virtud  de  i 
permuta  (Sent.  id.  id.). 

a 

COMENTARIO 

El  retracto  consiste  en  la  facultad  de  rescin- 
dir un  contrato  de  compra-venta  que  un  ven- 
dedor y un  comprador  otorgaron,  y de  colocarse 
en  el  lugar  de  éste  adquiriendo  la  cosa  vendida, 
previa  la  entrega  del  mismo  precio  que  aque- 
llos convinieron. 

Cuando  este  derecho  se  concede  á los  parien- 
tes del  vendedor  dentro  del  cuarto  grado,  para 
que  adquieran  por  el  tanto  la  cosa  que  pertene- 
ció al  patrimonio  ó abolengo,  se  llama  retracto 
gentilicio. 


La  faoultad  de  retraer  los  bienes- de  patrimo- 
nio ó abolengo  se  concede  por  la  ley  á los  pa- 
rientes hasta  el  cuarto  grado,  con  tal  que  Beari 
legítimos,  y aun  los  naturales  reconocidos,  se- 
gún opinión  de  algunos  autores,  en  cuyo  caed 
deberán  ser  preferidos  los  legítimos  si  concur- 
rieren de  una  y otra  clase. 

Cuando  concurrieren  á retraer  dos  parientes, 
el  de  grado  más  próximo  excluirá  al  más  remo- 
to; si  fueren  de  un  mismo  grado,  no  podrá  alegar 
preferencia  el  que  fuere  de  doble  vinculo,  según 
opinión  de  muchos  jurisconsultos:  otros,  sin  em- 
bargo, Matienzo.y  Hermosiila  entro  ellos,  en- 
tienden que  el  doble  vínculo  determina  una 
preferencia  en  igualdad  de  grado. 

Conforme,  pues,  á la  interpretación  general- 
mente admitida,  concurriendo  dos  parientes  de 
igual  grado,  deberán  partir  la  cosa,  paríanla 
entre  sí,  dice  la  ley.  Algunos  jurisconsultos, 
como  Sala  y Acevedo,  entienden  que  si  la  cosa 
no  tuviese  cómoda  división,  deberá  licitarse 
entre  los  dos  retrayentes,  adjudicándose  al  que 
de  ellos  ofrezca  mayor  precio. 

Para  que  pueda  ejercitarse  el  derecho  de  re- 
tracto es  indiferente,  según  ha  declarado  el  Tri- 
bunal Supremo,  que  la  venta  se  haya  hecho 
á favor  de  un  extraño,  ó de  un  pariente  del  ven- 
dedor dentro  del  cuarto  grado.  En  contra  de 
esta  doctrina  se  expresan  los  Sres.  La  Serna  y 
Montalvan:  pero  la  doctrina  aceptada  por  aquel 
Tribunal  tiene  en  su  apoyo  las  opiniones  de  Gó- 
mez, Ilermosilla,  Matienzo,  Gutiérrez,  Molina, 
y áun  de  Sala  y Acevedo. 

Artículo  1519. — El  pariente  que  pretenda 
usar  del  derecho  que  para  retraer  bienes 
raíces  de  patrimonio  ó abolengo  le  confiere 
el  artículo  anterior,  habrá  de  hacerlo  preci- 
samente en  los  nueve  días  siguientes  al 
otorgamiento  de  la  escritura  de  venta. 

El  término  que  para  retraer  se  concede 
en  el  párrafo  anterior,  es  perentorio  y cor- 
re contra  menores. 

orígenes 

Leyes  1.a,  3.\  4.a,  6.a  y 7.*  tít.  XIII,  lib.  X, 
Nov.  Rec. 

Ley  2.*,  tít.  XIIT,  lib.  X,  Nov.  Roe.  ¡Ordena- 
miento de  Nieva,  1473). 

Art.  674,  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

JURISPRUDENCIA 

El  término  de  nueve  días  para  interponer  el 
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retracto  corra  desda  la  fecha  de  la  enajenación 
de  la  finca,  y no  desde  que,  tomando  por  base  la 
validez  de  tal  enajenación,  se  reduce  una  pén-  ' 
sion  ó reduce  algún  gravamen  (Sent.  22  Setiem- 
bre 1859). 

Si  bien  es  cierto  que  las  leyes  1 .*y  2.a,  tít.XIII 
libro  X,  Nov.  Reo.,  fijan  el  término  de  nueve 
días  solamente  para  proponer  la  demanda  de 
retracto,  y no  para  cumplir  dentro  del  mismo 
tiempo  con  los  demas  requisitos  necesarios,  su 
disposición  debo  combinarse  con  las  del  artícu- 
lo 674  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  que 
al  señalar  dicho  plazo  para  la  presentación  de 
la  demanda,  exige,  paga  que  ésta  pueda  prose- 
girse,  la  concurrencia  simultánea  de  las  demas 
formalidades  que  menciona,  y especialmente  la 
de  que  haya  de  acompañar  á aquélla  alguna 
justificación,  aunque  no  sea  cumplida,  del  ti- 
tulo en  que  el  retracto  so  funda  fSent.  13  Ma- 
yo 1864). 

Interpuesto  el  contrato  dentro  de  los  nueve 
días,  contados  desde  que  el  retrayente  tuvo  no 
ticiade  las  ventas  hechas  sin  su  conocimiento, 
la  sentencia  que  le  niega  ese  derecho,  bajo  el 
supuesto  de  que  la  falta  de  aviso  de  aquellos  con- 
tratos no  demuestra  malicia,  infringe  la  doctri - 
na  de  jurisprudencia,  según  la  cual  puede  ha- 
ber buena  fe  cuando  á sabiendas  se  falta  á una 
obligación,  y como  consecuencia  al  art.  676  de 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  (Sent.  18 Noviem- 
bre 1864). 

El  art.  674  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil, 
al  prescribir  en  su  disposición  primera  que  las 
demandas  de  retracto  se  interpongan  dentro  de 
nueve  días,  contados  desde  el  otorgamiento  de 
la  escritura  de  venta,  no  prohibo  que  puedan 
presentarse  antes,  siempre  que,  perfecta  ésta, 
hubiese  llegado  á conocimiento  del  retrayente 
(Sent.  23  Octubre  1866). 

Según  doctrina  admitida  por  la  jurispruden- 
cia, la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  ha  modifica- 
do esencialmente  las  recopiladas  en  cuanto  al 
señalamiento  de  dia  desde  el  cual  determinaba 
hubiera  de  empezar  á correr  y contarse,  con 
distinción  de  casos,  el  término  legal  para  el 
ejercicio  del  derecho  de  retracto  (Sent.  14  Mayo 
1867). 

El  art.  674  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil 
determina  que  las  demandas  de  retracto  se 
interpongan  en  el  juzgado  competente  den- 
tro de  nueve  días,  contados  desde  el  otorga- 
miento de  la  escritura  de  venta , sin  hacer  ex- 
cepción alguna  respecto  de  la  verificada  en  su- 


basta publica  judicial,  ó en  otra  forma  (Sent.  14 
Mayo  1867). 

Según  la  ley  1.a,  tít.  XIII,  lib.  X,  Nov.  Rec., 
los  retractos  deben  intentarse  dentro  de  I03 
nueve  dias  después  de  hecha  la  venta  (Sonts.  31 1 
Diciembre  1869  y 29  Abril  1875). 

El  art.  674  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civi 
señala  para  interponer  la  demanda  de  retracto 
el  término  de  nueve  días,  contados  desdo  el 
otorgamiento  do  la  escritura  do  venta  (Sont.  5 
Marzo  1877). 

Según  tiene  declarado  en  varias  decisionosol 
Tribunal  Supremo,  dicho  término  empieza  á 
correr  desde  la  fecha  del  otorgamiento  de  la  es 
critura,  que  se  refiero  á la  autorizada  por  no- 
tario público  en  forma  legal  (Sent.  5 Marzo 
1877). 


Artículo  1520.— La  proximidad  del  paren- 
tesco, para  los  efectos  de  los  artículos  ante- 
riores, debe  considerarse  con  relación  al 
I vendedor. 


¡ orígenes 

I 

| Ley  2.a,  tít.  XI.fl,  lib.  X,  Nov.  Rec. 

I 


COMENTARIO 

Este  derecho,  como  que  es  personaíísimo,  re- 
chaza toda  representación,  en  sentir  de  algunos 
autores,  como  La  Serna,  Montalvan  y otros, 
En  contrario  opinan  Acevedo,  Hermosilla  y 
Sala,  que  admiten  la  representación. 

Tampoco  están  acordes  los  autores  respocto 
. á la  forma  en  que  ha  de  hacerse  la  computación, 
pues  en  tanto  que  Paradorio  y Sala  optan  por 
la  canónica,  Matienzo,  Acevedo  y el  Sr.  La  Sor- 
na, antes  citado,  entienden  que  la  ley  se  quiso 
referir  á la  civil,  cuya  opinión  hallamos  prefe- 
rible. 

Artículo  1521. — Guando  concurrieren  á 
retraer  bienes  de  patrimonio  ó abolengo  el 
hijo  y el  hermano  dol  vendedor,  debe  ser 
preferido  el  hijo. 


ORÍGENES 

Ley  2.a,  tít.  XIII,  lib.  X,  Nov.  Rec. 

Artículo  1522.— Sólo  pueden  ser  objeto 
del  retracto  ios  bienes  raíces  que  estuvieron 


CÓDIGO  CIVIL  DE  KSPAfÍA 


24  s 


on  el  patrimonio  ó abolengo  del  que  retrae 
v do!  que  vendo,  habiéndolos  adquirido  éste 
por  herencia. 


ORÍGENES 

Leyes  1.',  2.a,  3.a  y 5.*,  tít.  XTIT,  lib.  X, 
Nov.  Rec. 

JURISPRUDENCIA 

Xo  tiene  lugar  el  derecho  de  retracto  en  los 
bienes  vinculados  hasta  tanto  que,  trasmitidos 
como  libres,  hayan  adquirido  el  carácter  de 
patrimoniales  y de  abolengo  en  el  sentido  le- 
gal (Sent.  4 Diciembre  1856]. 

La  condición  impuesta  por  la  ley  como  in- 
dispensable para  que  tenga  lugar  el  retracto 
gentilicio,  do  que  los  bienes  en  venta  sean  he- 
reditarios, supone  que  deben  haber  perteneci- 
do en  pleno  dominio  y propiedad  al  ascendien- 
te ó ascendientes  hasta  el  tronco  común  del 
vendedor  y el  retrayento  (Sent.  4 Diciembre 
1856). 

No  procede  el  retracto  gentilicio  cuando  no 
concurre  en  la  cosa  que  lo  motiva  la  circuns- 
tancia do  ser  patrimonial,  en  cuyo  caso  falta  el 
supuesto  de  la  cuestión,  relativo  á la  mayor 
proximidad  do  parentesco  6 mejor  derecho  en- 
tre ios  que  pretenden  retraer,  y no  pueden  ser 
infringidas  las  leyes  í.a  y 8.',  tít.  XTIT,  lib.  X, 
Novísima  Recopilación,  que  tratan  de  la  prefe- 
rencia en  los  retractos  (Sent.  13  Junio  1860). 

Los  oficios  públicos  no  son  objeto  del  retrac- 
to gentilicio  (Sent.  15  Febrero  1801). 

El  retracto  gentilicio  sólo  tiene  lugar  respec- 
to de  los  bienes  heredados  de  patrimonio  ó do 
abolengo,  pero  no  respecto  de  los  que  son  ad- 
quiridos por  compra  ú otro  título  'Sent.  5 Ju- 
nio 1861). 

La  ley  3,*,  tít.  XIII,  lib.  X,  Nov.  Reo.,  conce- 
do el  derecho  de  retraer  á los  parientes,  cuando 
el  vendedor  hubiese  heredado  los  bienes  (Sen- 
tencia 12  Diciembre  1865). 

I ara  que  proceda  el  retracto  gentilicio  se- 
gún el  derocho  común,  es  necesario  que  la  he- 
redad ó tinca  sea  de  patrimonio  ó abolengo  del 
vendedor  y que  el  retrayento  sea  también  do 
aquel  patrimonio  ó abolengo,  según  proscriben 
las  leyes  i.'  y 2.*,  tít.  XIII,  lib.  X,  Nov.  Rec. 
(Sent.  23  Febrero  1866). 

Cuando  el  marido  compra  por  sí,  y no  como 
representante  do  su  mujer,  no  puedo  después 
alegar  contra  un  pariente  el  derecho  de  retraer 


que  á la  mujer  correspondiera,  puesto  que  se  le 
considera  como  un  comprador  extraño  á la  fa- 
milia (Sent.  17  Enero  1867), 

Cuando  la  demanda  de  retracto  se  presenta 
por  ol  marido  de  la  rotrayente,  refiriéndose  á 
esta  el  parentesco  con  el  vendedor  y la  cualidad 
de  patrimoniales  de  las  fincas  objeto  del  retrac- 
to, la  falta  de  expresión  en  la  súplica  de  que 
todo  se  entiende  en  este  concepto  y las  cosas 
retraídas  para  su  mujer,  no  es  bastante  para 
que  se  desestime  la  demanda,  mucho  más  ha- 
biéndose explicado  el  concepto  ántes  dol  fallo 
(Sent.  3 Junio  1867). 

No  pierde  una  finca  cl^  carácter  de  abolengo 
porque  se  reedifique  a cimentis  por  el  padre  del 
retrayento,  toda  vez  que  no  habiendo  dejado  de 
corresponderleel  suelo,  que  es  lo  principal,  con 
él  conservaría  la  finca  dicho  carácter  de  abo- 
lengo; no  pudiendo  negarse  bajo  este  concepto 
el  derecho  de  retracto  al  hijo  del  reedificante 
(Sent.  5 Abril  1872). 

No  puede  decirse  que  se  reedifica  una  casa 
a cimentis  cuando  se  conservan  las  paredes 
medianeras  y se  utilizan  en  la  reedificación 
los  materiales  antiguos  (Sent.  id.  id.). 

El  que  hubiese  pasado  la  finca  del  abuelo  del 
retrayento  á su  padre  por  donación  propter 
nuptias , lejos  de  hacerla  perder  el  carácter  de 
abolengo,  le  haría  continuar  en  la  familia  sin 
pasar  á extraños:  ademas  de  que  las  donaciones 
do  esta  clase  vienen  á constituir  en  sentencia 
un  título  hereditario  anticipado  ¡Sent.  id,  id.). 

Aun  cuando  en  la  escritura  de  venta  se  com- 
prendan bienes  patrimoniales  y otros  que  no  lo 
sean,  y se  hayan  vendido  todos  por  un  precio 
alzado,  sin  especificar  el  contrato  que  afectaba 
á cada  finca  ó partida,  nunca  podría  sostenerse 
que  aquellas  que  no  procedían  de  abolengo 
pueden  ser  retraídas  según  lo  dispuesto  en  la 
ley  5.a,  tít.  XIII,  lib.  X,  Nov.  Rec.,  porque  esta 
ley  parte,  como  no  podía  menos  de  partir,  del 
principio  ántes  indicado,  de  que  las  fincas  Ob- 
jeto del  retracto  han  do  proceder  de  patrimonio 
ó abolengo  (Sent.  21  Junio  1872). 

La  apreciación  y calificación  de  ser  los  bie- 
nes que  se  intente  retraer  de  abolengo  ó patri 
nionio,  es  peculiar  y privativa  del  Tribunal  sen- 
tenciador (Sent.  5 Marzo  1874). 

Es  doctrina  legal,  reconocida  por  el.Tribunal 
Supremo,  que  la  finca  patrimonial  reedificada 
en  todo  ó en  parte  consorva  su  cualidad  de  tal, 
y queda  sujeta  al  retracto  gentilicio  (Sent.  23 
Diciembre  1876). 

La  sentencia  dictada  á tenor  de  esta  doctrina 
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no  infringe  el  principio  de  que  iog  retractos, 
como  materia  odiosa,  deben  ser  interpretados 
restrictivamente,  porque  esta  regla  exige,  como 
todas,  términos  hábiles  para  su  aplicación,  que 
no  existen  cuando  es  indudable  el  derecho  del 
retrayente  según  la  doctrina  establecida  (Sen- 
tencia id.  id.}. 


COMENTARIO 

¿Se  reputará  de  patrimonio  ó abolengo,  para 
los  efectos  del  retracto,  la  finca  que  fue  enaje- 
nada y retraída  después  por  un  pariente?  Ma- 
ticnzo,  y con  él  Sala,  entienden  que  la  finca 
retraída  por  un  pariente  entra  en  el  patrimonio 
de  éste  con  el  carácter  de  patrimonial,  y por  lo 
tanto  sujeta  á retracto  si  dicho  pariente  llega  á 
enajenarla.  En  contrario  opina  el  Sr.  La  Serna, 
fundándose  en  que  el  retrayente  se  subroga  en 
poder  del  comprador,  en  cuyo  lugar  se  habría 
hecho  de  libre  disposición  la  heredad  si  no  se 
hubiese  retraído.  PerO — añade  este  autor — si 
la  venta  se  verifica  con  el  pacto  de  retro  ó con 
el  de  la  ley  comisoria,  y en  su  virtud  llega  á 
rescindirse  el  contrato,  la  resolución  será  dife- 
rente de  la  del  caso  anterior,  porque  recobran- 
do la  qosa  el  carácter  de  patrimonial  á conse- 
cuencia de  la  rescisión,  si  se  vende  nuevamente, 
podrá  ser  objeto  del  retracto  gentilicio. 

Llamas  entiende  que  la  finca  retraída  una  vez 
no  está  sujeta  á nuevo  retracto,  porque  falta 
una  condición  esencial  de  éste,  cual  es  que  la 
hubiere  obtenido  inmediatamente  el  vendedor 
por  herencia  de  su  padre  6 abuelo,  pues  de  otro 
modo  no  puede  decirse  que  la  finca  sea  de  pa- 
trimonio ¿ abolengo.  Lo  mismo  opina  Albor- 
noz, aunque  fundándose  en  otras  razones. 

Dudan  también  los  autores,  acerca  de  si  ten- 
drá lugar  el  retracto  cuando  el  extraño  que 
compró  la  heredad  de  patrimonio  ó abolengo 
la  vende  á un  tercero,  corriendo  el  término  de 
los  nueve  días  para  retraerlo.  Matienzo  y Lla- 
mas resuelven  afirmativamente  la  cuestión,  por- 
que no  teniendo  el  primer  comprador  un  domi- 
nio absoluto  é irrevocable  on  la  heredad  mién- 
tras  corre  el  término  de  los  nueve  dias,  no  pue- 
de trasmitir,  según  regla  de  justicia,  más  dere- 
chos que  los  que  le  competen;  y como  el  suyo 
estaba  sujeto  á las  leyes  del  retracto,  también 
ha  dp  estarlo  el  que  adquirió  el  segundo  com- 
prador. _ 

Los;  autores  citados  hacen  extensiva  esta  solu- 
ción al  caso  pn  que  el  segundo  adquirepte  lo 
90a  ppy  donación  ú otro  titulo  lucrativo. 


m 


¿Estará  sujeta  á retracto  la  finca  que  el  padro 
deja  á un  hijo  ú otro  descendiente  en  vida  ó en 
muerte,  por  vía  do  donación,  mojora,  prologado 
ó legado? 

Acevedo,  Llamas,  y los  Srcs,  La  Serna  y 
Montalvan,  resuelven  la  cuestión  en  ol  sonlido 
de  que  no  están  los  bienes  asi  adquiridos  suje- 
tos á retracto,  porque  so  han  adquirido  á titulo 
hereditario,  de  lo  que  convenco  la  loy  21  do 
Toro,  que  permite  aceptar  la  mojora,  áun  renun- 
ciando la  herencia. 

Esta  doctrina,  sin  embargo,  no  es  aceptada 
por  todos  los  autores;  así,  Gómez,  Mationzo  y 
Sala  la  combaten.  (Véase  la  sentencia  de  ñ do 
Abril  de  187:2,  que  resuelve  en  contra  do  la 
opinión  de  Acevedo  y los  que  le  siguen.) 

Artículo  1523. — El  retracto  de  bienes  de 
patrimonio  ó do  abolengo  tiene  lugar  áuu 
cuando  la  venta  de  éstos  so  hubiere  verifi- 
cado en  pública  y judicial  subasta.  En  este 
caso  el  plazo  de  nueve  días,  consignado  en 
el  art."  1519,  se  contará,  desde  que  hubiere 
tenido  lugar  el  remate. 

ORÍGENES 

Ley  4.‘,  tít.  XIII,  lib.  X,  Nov.  Uec.  (70  do 

Toro). 

Artículo  1524. — Vendidos  en  un  solo  pre- 
cio diferentes  bienes  de  patrimonio  ó abo- 
lengo, no  podrán  ser  retraídos  separada- 
mente. Si  se  hubieren  vendido  designando 
á cada  uno  su  respectivo  precio,  podrá  re- 
traerse cada  uno  de  ellos,  á elección  del  re- 
trayente. 

ORÍGENES 

Ley  5.*,  tít.  XIII,  lib.  X;  Nov.  Rcc.  (71  de 
Toro). 

COMENTARIO 

La  razón  del  precepto  contenido  en  la  prime- 
ra parte  de  este  articulo  la  condensa  Gutiérrez 
en  sus  Prácticas  cuestiones,  lib.  II,  cuest.  1112, 
en  tres  principales  argumentos:  1.",  porquo  el 
contrato  es  uno  é indivisible,  sin  que  pueda  di- 
solverse en  parte,  y en  parto  conservar  su  valor; 
2.",  porque  debiendo  consignar  el  precio  ol  ro- 
trayente  dentro  de  los  nueve  días,  no  puede 
cumplirse  este  requisito  por  no  haber  noticia 
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oicrla  (lo  el;  3.“,  porque  pudiendo  haberse  com- 
prado en  razón  á la  otra,  de  tal  manera  que  sin 
esta  no  hubiera  comprado  aquélla,  separar  las 
cosas,  áun  dividiendo  el  precio,  causaría  peijuí- 
oio  al  comprador,  lo  que,  no  puedo  consentir 
la  ley. 

Vendidas  juntamente  y en  un  solo  precio  dos 
cosas,  una  patrimonial  y otra  que  no  lo  Sea, 
¿podrá  retraerse  la  primera? 

Gómez,  Mationzo,  Gutiérrez  y Molina  resuel- 
ven uniformemente  que  puede  el  pariente  sacar 
la  cosa  de  patrimonio  ó abolengo  y dejar  lo  que 
no  lo  es,  no  sólo  cuando  la  venta  se  hace  con 
fraude  para  privar  por  este  medio  del  retracto 
al  pariente,  sinó  también  cuando  se  haya  cele- 
brado de  buena  fo. 

Llamas  opina  todo  lo  contrario,  porque  dice 
quo  la  razón  de  la  loy,  en  el-  caso  de  que  se 
vendan  diversas  cosas  patrimoniales  en  un  solo 
precio,  es  igual  en  el  caso  de  la  duda,  esto  es, 
que  hay  un  solo  único  6 indivisible  precio,  y 
además  que  no  es  posible  depositar  el  valor  de 
la  patrimonial  en  los  nueve  días,  como  exige  la  . 
ley,  y que  donde  milita  la  misma  razón  debe 
haber  el  mismo  precepto.  De  aquí  infiere  que  í 
no  puedo  lampoco  retraer  ambas  fincas,  pues  ! 
no  siendo  una  de  ellas  patrimonial,  no  está  su- 
jeta al  retracto.  Do  modo  que,  en  sentir  de  Lla- 
mas, la  una  finca  no  puede  retraerse  por  no  ser 
patrimonial,  y la  otra  por  no  poderse  fijar  su 
precio. 

En  cuanto  á la  segunda  parte  del  artículo, 
que  autoriza  á retraer  una  ó más  cosas  cuando 
los  precios  sean  particulares,  algunos  autores 
creen  que  esto  principio  no  será  aplicable  en 
dos  casos:  1.",  cuando  conste  que  el  comprador 
no  habría  comprado  una  cosa  sin  la  otra:  2.°, 
cuando  las  dos  cosas  fueron  dadas  en  pago  de 
una  sola  deuda,  cada  una  por  su  precio;  pues 
debo  considerarse  como  una  sola  venta,  en  ra- 
zón de  sor  una  sola  la  deuda.  De  esta  opinión 
son  Acovcdo,  Mationzo  y Sala.  Otros,  sin  em- 
bargo, expresan  quo  no  caben  en  la  ley  estas 
excepciones. 

Articulo  1525. — El  que  intento  retraer  bie- 
nes do  patrimonio  ó abolengo,  deberá  con- 
signar desde  luego  el  precio,  si  es  conocido, 
y si  no  lo  luere,  dará  lianza  de  consignarlo 
luego  que  lo  fuere. 

También  deberá  otorgar  obligación  de 
conservar  la  tinca  retraída,  á lo  menos  dos 
años,  á no  ser  que  alguna  desgracia  hiciere 


venir  á ménos  fortuna  al  retrayentft  y le 
obligare  á la  venta. 

ORÍGENES 

Ley  1.*,  tífc.  XIII,  lib.  X,  Nov.  Rec. 

Art.  674,  loy  Enjuiciamiento  civil. 

JURISPRUDENCIA 

Sentencia  9 Abril  1874. 

Trascurrido  el  término  de  nueve  días  sin 
consignarse  el  precio  ó afianzarse  en  su  defecto, 
no  debo  darse  curso  á la  demanda  de  retracto 
(Sent.  22  Setiembre  1859). 

Corresponde  exclusivamente  al  juez  do  pri- 
mera instancia  la  calificación  de  la  fianza  que 
preste  el  retrayente  de  consigliar  el  precio  de  la 
finca  luego  que  le  sea  conocido  ¡Sent.  27  Enero 
1860). 

Para  cumplir  lo  prevenido  en  el  art.  671  de 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  basta  quo  el 
retrayente  consigne  expresamente  en  la  deman- 
da el  compromiso  de  conservar  la  finca  retraída, 
adquiriendo  la  estabilidad  necesaria  en  la  toma 
de  razón  en  el  oficio  de  hipotecas  (Sent.  27 
Enero  1860). 

La  demanda  de  retracto  no  es  admisible  cuan- 
do está  destituida  de  los  requisitos  que  el  ar- 
tículo 674  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  exige 
como  indispensables  para  que  pueda  dárselo 
curso  (Sent.  23  Mayo  1861). 

Si  bien  el  principio  jurídico  do  que  al  impo- 
sible nadie  está  obligado  puedecxcusar  la  firma 
de  letrado  en  una  demanda  de  retracto,  si  exis- 
te imposibilidad  material  de  obtenerla,  no  así 
para  eximir  al  retrayente  de  cumplir  con  las 
demas  formalidades  quo  exige  el  artículo  cita- 
do, y que  como  cosa  personal  está  en  actitud 
de  llenarlas  (Sent.  id.  id.). 


Ofrecida  por  el  quo  presenta  demanda  de 
retracto  la  oportuna  fianza,  y prestada  después, 


que  so  intenta  retraer,  y no  so  infringe  lo  dis- 
puesto en  el  número  2."  del  art.  674  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil  (Sont.  12  Junio  1866). 

A la  Sala  sentenciadora  corresponde  apreciar 
la  prueba  que  se  suministre  acerca  de  si  el  pre- 
cio que  so  consigna  en  una  segunda  escritura 
de  venta  de  la  cosa  sobre  que  se  intenta  el  re- 
tracto, es  malicioso  y con  ánimo  de  perjudicar 
al  retrayente,  á cuya  apreciación  hay  quo  ate- 
nerse si  contra  ella  no  se  alega  que  al  hacerla 
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se  haya  oometido  infracción  de  lev  ó doctrina 
legal  (Sent.  1.°  Julio  1870). 

COMENTARIO 

La  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  que  confirma 
en  parte  y en  parte  modifica  la  legislación  vi- 
gente sobre  este  punto,  exige,  para  que  se  de 
curso  á las  demandas  de  retracto: 

1. °  Que  se  interponga  en  juzgado  compe- 
tente dentro  de  nueve  .días,  contados  desde  el 
otorgamiento  de  la  escritura  de  venta. 

2. °  Que  se  consigne  el  precio,  si  es  conocido, 
y si  no  lo  fuere,  que  se  dé  fianza  de  consignarlo 
luego  que  lo  fuere. 

3. °  Que  se  acompañe  alguna  justificación, 
aunque  no  sea  cumplida,  del  título  en  que  se 
funde  el  retracto. 

4. °  Que  se  contraiga  (si  el  retracto  es  genti- 
licio) el  compromiso  de  conservar  la  finca 
retraída  en  lo  ménos  dos  años,  á no  ser  que  al- 
guna desgracia  hiciere  venir  á ménos  fortuna 
al  retrayenlo,  y le  obligare  á la  venta. 

7.°  Que  se  acompañe  copia  de  la  demanda 
en  papel  común. 

Artículo  1526. — Si  los  bienes  de  patrimo- 
nio ó abolengo  se  hubieren  vendido  al  fiado, 
deberá  el  retrayente  constituir,  dentro  del 
término  marcado  en  el  art.  1519,  fianza  de  ^ 
que  pagará  el  precio  al  tiempo  en  que  esta-  £ 
ba  obligado  á hacerlo  el  comprador. 

orígenes 

Ley  6.*,  tit.  XIII,  11b.  X,  Nov.  Ree.  (72  de 
Toro} . 

JURISPRUDENCIA 

La  ley  6.*,  tít.  XIII,  lib.  X,  Nov.  Rec.,  sobre 
retracto  de  las  cosas  vendidas  al  fiado,  ha  sido 
derogada  por  la  de  Enjuiciamiento  civil  (Sen- 
tencia 27  Enero  1,860). 

No  haciendo  mención  el  tít.  XIII  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  do  las  ventas  al  fiado  ó á plazos,  : 
no  es  posible  en  este  caso  la  consignación  de 
todo  el  precio,  obligando  al  retrayente  ¿ más 
de  lo  que  estaba  obligado  el  comprador  (Sen- 
tencia 12  Junio  1866). 

La  fianza  que  asegura  el  precio  en  los  plazos 
y forma  convenida,  equivale  á la  consignación 
del  mismo,  cuando  desde  el  momento  no  es  exí- 
gible,  pun#to  que  por  el  espíritu  y letra,  así  de 
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la  antigua  como  de  la  nueva  legislación,  el  rc- 
trayente  queda  subrogado  en  el  comprador  con 
las  mismas  obligaciones  que  ésto  contrajo  (Sen- 
tencia 12  Junio  1866). 

COMENTARIO 

¿Está  vigente  la  ley  6/,  tít.  XIII,  lib.  X,  de  la 
Nov.  Rec.,  cuya  doctrina  se  contiene  en  este 
artículo? 

En  sentir  de  unos  autores,  está  derogada  pol- 
la ley  de  Enjuiciamiento  civil:  en  opinión  de 
otros,  continúa  vigente;  y la  verdad  os  que  el 
mismo  Tribunal  Supremo  sostiene  áun  tiempo 
mismo  ambas  soluciones  (Véanse  las  sentencias 
de  27  de  Enero  de  1800  y la  de  12  de  Junio  de 
1866,  que  hacen  afirmaciones  contrarias.) 

En  nuestro  sentir,  es,  sin  embargo,  más  ra- 
cional la  doctrina  de  la  última,  no  sólo  por  las 
razones  que  los  mismos  considerandos  asien- 
tan, sino  porque  en  general  somos  poco  afec- 
tos á la  derogación  virtual  de  las  leyes. 

Artículo  1527. — El  relrayente  do  bienes 
de  patrimonio  ó abolengo  deberá  prestar  ju- 
ramento de  que  quiere  la  finca  para  sí,  y 
que  no  obra  fraudulentamente. 

ORÍGENES 

Ley  1.a,  tít.  XIII,  lib.  X,  Nov.  Rec. 

COMENTARIO 

Y jure  que  la  quiere  para  si  (la  finca;  \j  que 
no  lo  hace  por  otro  engaño.  Este  precepto  de  la 
ley  recopilada,  en  realidad  no  os  otro  que  el 
contenido  en  el  párr.  2."  de  nuestro  art.  1525, 
tomado  del  674  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil. 

Como  el  retracto  es  un  derecha  personalísi- 
mo,  y que  obedece  al  deseo  de  conservar  dentro 
de  la  familia  las  fincas  que  se  heredaron  de  los 
padres  ó de  los  abuelos,  la  ley  ha  tenido  que 
fijar  ciertas  limitaciones  conformes  con  aquel 
carácter  que  hemos  asignado  ai  retracto.  IR 
que  retrae  io  ha  de  hacer  para  sí  y no  para  otro: 
por  eso,  si  obrase  fraudulentamente,  no  sería 
atendible  la  facultad  de  retraer,  y por  eso  lia  do 
obligarse  á no  enajenar  la  heredad  en  el  tórmi  - 
no  de  dos  años  á lo  ménos,  según  en  otro  lugar 
dejamos  dicho. 
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Artículo  1528. — Cuando  alguno  tratare 
de  vender  bienes  raíces  que  poseyere  en 
común  con  otro,  éste  será  preferido  por  el 
tanto  en  la  parte  de  ellos  que  haya  de  ven- 
derse á un  extraño;  y si  la  venta  se  hubiere 
efectuado,  puede  redimir  aquella  parte  entre- 
gando al  extraño  el  mismo  precio  que  hu- 
biere satisfecho. 

ORÍGENES 

Ley  16,  tít.  X,  lib.  III,  Fuero  Real. 

Ley  55,  tít.  V,  Partida  5.* 

Ley  9.*,  tít.  XIII,  lib.  X,  Nov.  Rec.  (75  de 
Toro). 

JURISPRUDENCIA 

Las  leyes  de  Partida  y las  recopiladas  exigen, 
para  que  proceda  el  retracto  de  comuneros,  que 
el  que  lo  haya  de  invocar  posea  en  común  con 
otro  la  cosa  que  pretende  reclamar  (Scnt.  18 
Junio  1857). 

La  mera  falta,  áun  suponiéndola,  de  línea  ó 
señales  de  división  de  dos  propiedades,  cuya 
cabida,  situación  y linderos  están  determina- 
dos, no  es  título  ó razón  bastante  para  estimar- 
las poseídas  de  consuno  por  los  respectivos  due- 
ños; ni  de  consiguiente,  para  dar  á éstos  el  de- 
fecho de  retraerlas  como  comuneros  (Sent.  18 
Junio  1857). 

No  procede  el  retracto  de  comuneros,  ni  pue- 
do decirse  que  las  fincas  se  poseen  comunal- 
mente, cuando  las  propiedades  están  divididas 
con  señales  más  ó menos  ostensibles,  pero  co- 
nocidas de  sus  dueños  y bien  determinada  su 
situación,  cabida  y pertenencia,  estando  limita- 
da la  mancomunidad  al  aprovechamiento  de 
los  pastos  (Sent.  24  Marzo  1860). 

El  retracto  do  comuneros  es  procedente,  con- 
forme á la  ley  55,  tít.  V,  Partida  5.*,  cuando 
dos  ó más  poseen  una  finca  comunalmente  ó de  : 
so  uno.  Esta  circunstancia  existo  cuando  no 
aparece  división  alguna  que  determine,  ó indi- 
que por  lo  menos,  la  parte  que  á cada  interesa- 
do corresponda,  ni  su  cabida,  situación  y lia- 
deros  (Sont.  28  Enero  1865). 

Si  bien  con  arreglo  á la  loy  55,  tít.  V,  Parti- 
da 5.*,  para  que  proceda  el  retracto  de  comune- 
ros es  indispensable  que  la  cosa  que  se  inten- 
ta retraer  esté  poseída  por  dos  ó más  comunal- 
mente de  so  uno,  no  puede  decirse  que  se  po- 
sea de  dicho  modo  cuando  está  dividida  con  se- 


ñales más  ó mójaos  ostensibles,  pero -conocidas 
de  sus  dueños,  según  jurisprudencia  del  Supre* 
mo  Tribunal  (Sent.  l.°  Abril  1865). 

Si  bien  las  leyes  relativas  al  retracto,  como 
restrictivas  del  derecho  de  propiedad  y de  su 
libre  ejercicio,  no  deben  ampliarse,  esto  es  y se 
entiende  respecto  al  retracto  gentilicio;  pero  de 
ningún  modo  puede  tener  aplicación  al  retracto 
de  comuneros,  pues  las  leyes  protegen  la  conso- 
lidación de  los  dominios  en  una  sola  persona 
(Sent.  20  Abril  1865). 

La  cuestión  del  retracto  comunero  de  unas 
acciones  de  minas  debe  resolverse . por  las  layes 
especiales  de  minas  y de  sociedades  mineras, 
puesto  que  constituyendo  aquéllas  una  legisla- 
ción privativa,  homogénea7  completa  sobre  este 
ramo,  establecen  y regulan  todos  los  derechos 
relativos  á la  propiedad  y aprovechamiento  de 
las  mismas,  y en  ellas  únicamente  debe  buscar- 
se el  de  retracto  de  comuneros,  en  concepto  de 
co-accionista  de  deternii  nadas  sociedades  espe- 
ciales mineras,  en  el  caso  de  que  tal  derecho 
hubiese  sido  establecido  por  aquella  legislación 
como  excepción  de  sus  disposiciones  generales 
(Sent.  22  Marzo  1877). 

Aun  examinando  la  cuestión  indicada  bajo  el 
punto  de  vista  de  la  legislación  común,  no  pue- 
den aceptarse  como  eficaz '"motivo  de  casación 
las  disposiciones  de  la  ley  55,  tít.  V,  Partidas  5/ 
y í).“,  tít.  XIII,  lib.  X,  Nov.  Rec.,  porque  si 
bien  pudo  creerse  que  el  derecho  de  tanteo  es- 
tablecido por  la  primera  de  estas  leyes  para  el 
caso  que  señala,  era  igualmente  extensivo  a los 
bienes  muebles  que  á los  inmuebles,  está  fuera 
de  toda  duda,  mucho  más  en  vista  de  lo  dispues- 
to por  los  artículos  674,  núm.  l.°,  y 688  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y délas  declaracio- 
nes consignadas  por  el  Tribunal  Supremo,  que 
el  retracto  de  comuneros,  creado  por  la  segunda 
de  dichas  leyes,  ó sea  la  75  de  Toro,  se  Concre- 
ta y limita  á los  bienes  inmuebles  (Sent.  id.  id.). 

Esta  doctrina,  conforme  al  objeto  y naturale- 
za de  todo  retracto,  y única  conciliable  con  los 
requisitos  exigidos  para  el  ejercicio  de  este  de- 
recho, forma  el  texto  explícito  y literal  de  la 
misma  ley  75  de  Toro,  la  cual,  comprendida  en 
un  solo  párrafo  y en  corto  número  delineas  es- 
trechamente ligadas  entre  sí,  ofrece  un  solo  é 
indivisible  concepto,  indicado  ya  en  su  epígra- 
fe, á saber:  la  solemnidad  y diligencias  para 
retraer  el  comunero  la  heredad  vendida,  des- 
envuelto después,  en  la  parte  principal  de  la  ley, 
por  las  palabras  de  si  alguno  vendiese  la  parte 
de  alguna  heredad  que  tiene  común  con  otro, 
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en  la  que  so  fija  el  caso  ónice  c indeclinable  de 
la  ley  misma;  pues  si  bien  ¡i  su  terminación,  y 
sin  separación  de  período  alguno,  menciona  la 
cosa  vendida,  es  evidentemente,  según  las  reglas 
más  triviales  de  gramática,  con  referencia  á la 
parto  de  heredad  más  arriba  expresada,  cuya 
inteligencia,  como  lo  ha  declarado  el  Tribunal 
Supremo,  so  comprueba  por  el  concepto  de  la 
propia  ley,  de  que  en  el  ejercicio  de  aquel  dere- 
cho haya  lugar  y se  practique  lo  contenido  en  1 
las  leyes  1.a  y 2.*,  tít.  XIII,  lib.  X,  Nov.  Rec.,  1 
que  incuestionablemente  so  contraen  á bienes 
raíces  (Sent.  id.  id.) 

Aun  cuando  las  acciones  de  sociedades  mine- 
ras se  califiquen  de  bienes  inmuebles,  ó se  su- 
ponga la  citada  ley  75  de  Toro  extensiva  á los 
muebles,  no  sería  posible  aplicar  esta  ley  a 
aquellas  acciones  sin  desviarse  completamente 
del  espíritu  y propósito  de  la  ley  misma,  y sin 
contrariar  la  índole  y naturaleza  especial  de 
dichas  sociedades,  pues  concretándose  aquella 
ley  á la  parte  de  alguna  heredad  que  uno 
tiene  en  común  con  otro , establece  el  retracto 
para  evitar  los  ^convenientes  de  la  indivisión 
y venir  á parar  á la  unidad  en  el  dominio  de 
la  finca  toda,  á que  naturalmente  está  destina- 
da, mientras  que  la  sociedad  minera,  cuyo  ca- 
pital se  forma  por  acciones,  supone  desdo  lue- 
go la  pluralidad  de  socios  y la  completa  divi- 
sión é independencia  de  las  acciones  entre  sí, 
sin  mancomunidad  alguna  entre  ellas,  ántes 
bien  con  el  natural  destino  de  ser  entregadas  á 
su  libre  é individual  circulación,  á no  estipular- 
se lo  contrario  por  pacto  expreso  (Sent.  id.  id.). 

Es  ineficaz  é infundado  el  motivo  de  casación 
que  se  alegue  citando  de  una  manera  vaga  y 
genérica  como  infringido  el  decreto  de  bases 
generales  para  la  nueva  legislación  de  minas 
de  29  de  Diciembre  de  1868,  sin  determinar 
cuál  de  sus  treinta  y tres  artjculoslo  haya  sido, 
pues  aunque  se  prescinda  de  este  defecto  y se  su- 
ponga que  el  recurrente  se  refiera  á los  artículos 
más  favorables  ásu  propósito,  cuales  son  el  19 
y el  23,  en  que  se  establece  que  las  concesio-  j 
nes  para  la  explotación  de  sustancias  minerales 
son  á perpetuidad,  mediante  el  canon  anual 
que  se  fija  por  hectárea,  y que  sólo  caducarán 
cuando  el  dueño  dejo  de  satisfacer  el  importe  de 
un  año  de  este  cánon,  no  cabe  racional  ni  jurí- 
dicamente deducir  de  estas  disposiciones,  en  el 
caso  de  una  sociedad  minera  por  acciones,  el 
' derecho  de  retracto  á favor  de  cada  uno  de  sus 
socios,  respecto  á estas  mismas  acciones,  mu-  | 
eho  mónos  si  so  atiende  a las  observaciones  an-  1 
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teriormente  expuestas,  y á la  jurisprudencia  es- 
tablecida por  el  Tribunal  Supremo,  do  que  al 
constituirse  toda  sociedad  industrial  ó mercan- 
til se  crea  una  personalidad  jurídica  distinta 
do  los  socios,  y de  que  el  retracto,  como  res- 
trictivo del  derecho  dopropiodad  y do  su  libro 
ejorcicio,  solarnento  puede  ser  admitido  en  los 
casos  en  que  so  hallo  clara  y expresamente  es- 
tablecido por  la  ley  (8ent.  id.  kl.l. 

El  art.  3."  de  la  ley  de  sociedades  espe- 
ciales mineras  declara  que  será  determinado 
el  número  do  acciones,  y éstas  representarán 
partes  iguales  en  los  gastos,  ganancias,  crédi- 
tos y pérdidas:  el  art.  15  do  la  misma  ley  pre- 
viene que  las  acciones  podrán  trasmitirse  libre- 
mente; el  decreto  de  29  do  Diciembre  do  18i>8, 
si  bien  sustituyó  el  antiguo  principio  reg, -dista 
con  el  del  dominio  público  ó sea  la  entidad  co- 
lectiva de  Estado,  cstableco  en  su  art.  ti."  que 
el  subsuelo  se  halla  originariamente  bajo  el  do- 
minio del  Estado:  y finalmente,  según  reitera- 
das decisiones  del  Tribunal  Supremo,  no  proce- 
de el  retracto  do  comuneros,  ni  puede  decirse 
que  las  fincas  se  posean  por  dos  personas  m- 
mun&lmentfí  de  so  uno,  cuando  las  propieda- 
des están  divididas  con  señales  más  ó menos 
ostensibles,  pero  conocidas  desús  dueños  ¡Sen- 
tencia id.  id.). 

No  es  posible  deducir  lógicamente  del  bocho 
da  que  las  acciones  de  sociedades  minoras  pue- 
dan trasferir.se  libremente,  una  consecuencia 
favorable  á su  retracto:  siendo  evidente,  por  el 
contrario,  que  interponiéndose  el  retrayento 
entre  el  trasferente  y la  persona  ¡le  que  por 
mutuo  consentimiento  do  ambos  ha  do  adqui- 
rirlas, se  quebranta  este  mutuo  convenio,  opo- 
niéndose directamente  á la  libertad  debas  tras- 
fe  rendas  y de  la  contratación  (Sent.  id.  id.'. 

Según  lo  dispuesto  en  el  art.  9.°  de  la  ley  de 
15  de  Junio  de  180G,  en  las  enajenaciones  que 
verifique  el  Estado  de  la  parto  que  le  corres- 
ponda en  fincas  cuyo  dominio  so  haya  dividi- 
do, tendrá  el  condueño  derecho  do  tanteo,  que 
podrá  reclamar  dentro  de  los  diez  días  siguien- 
tes al  acto  del  remate  (Sent.  20  de  Enero  1880’. 


COMENTARIO 

Las  leyes  citadas  conceden  los  dos  derechos 
de  tanteo  y retracto  al  que  poseo  una  cosa 
de  so  uno  con  otro  que  quiere  venderla  o que  la 
ha  vendido.  Estos  derechos  reciben  la  denomi- 
nación do  tanteo  y retracto  de  comuna  o*. 

No  nos  hacon. os  cargo  do  la  cuestión  susm- 
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títda  por  los  autores,  acerca  de  si  podrá  alegarse 
el  derecho  de  retracto  tratándose  de  bienes 
muebles,  pues  la  duda  se  resolvió  en  sentido 
negativo  por  el  Tribunal  Supremo, 

Pero  resuelta  la  dificultad  en  cuanto  al  re- 
tracto, subsiste  tratándose  del  tanteo,  pues  la 
ley  de  Partida  empléala  palabra  cosa,  dentro  de 
la  cual  deben  comprenderse,  con  arreglo  al  sen- 
tir de  algunos  autores,  así  los  muebles  como 
los  raíces.  En  este  sentido  se  expresa  Gregorio 
López  en  su  comentario  á la  ley  55  citada,  y 
así  parecen  admitirlo  otros  escritores  de  nues- 
tros días. 

La  numerosa  jurisprudencia  que  dejamos 
trascrita  nos  releva  de  ser  más  extensos  en  este 
comentario. 

Artículo  1529. — El  que  retrajere  bienes 
poseídos  en  común,  deberá  comprometerse 
á no  vender  la  participación  del  dominio 
que  retraiga,  durante  cuatro  años  (a). 

En  todo  lo  demas,  el  retracto  de  bienes 
poseídos  en  común  se  regirá  por  las  mismas 
reglas  contenidas  en  los  artículos  preceden- 
tes para  el  de  bienes  de  patrimonio  ó abo- 
lengo (&). 

ORÍGENES 

(a)  Art.  674,  ley  do  Enjuiciamiento  civil. 

(b)  Ley  9.a,  tit.  XIII,  lib.  X,  Nov.  Rec.  (75 

de  Toro). 

JURISPRUDENCIA 

La  ley  75  de  Toro,  ó sea  la  9,',tít.  XIII,  lib.  X, 
Nov,  Rec.,  que  estableció  el  retracto  de  comu- 
nidad conforme  y en  los  mismos  términos  se- 
ñalados por  la  ley  1.a  del  mismo  titulo  y libro, 
ha  sido  aclarada  por  el  art.  674  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil  (Sent.  29  Abril  1875). 

COMENTARIO 

El  retracto  de  comuneros  se  rige  por  los 
mismos  preceptos  y leyes  que  el  gentilicio. 

Esto  es  el  principio  general  que  señala  la  ley 
75  do  Toro. 

Esta  regla  tiene,  sin  embargo,  una  excepción, 
que  os  lo  dispuesto  en  el  art.  074  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil,  á saber:  que  el  retrayente 
ha  de  obligarse  á no  enajenar  la  participación 
del  dominio  que  haya  retraido,  durante  cuatro 
años  á lo  menos. 


Artículo  1530.— Lá  facultad  que  el  ar- 
tículo 1528  concede  á los  condueños  para 
tantear  y retraer  las  porciones  dq  bienes  co- 
munes que  se  enajenen,  será  extensiva  al 
señor  del  dominio  directo  y al  del  superfi- 
ciario  ó útil  respectivamente  (1). 

orígenes 

Ley  29,  tit.  VIII,  Partida  5.a 

Ley  8.a,  tit.  XIII,  lib.  X,  Nov.  Rec.  (74  de 
Toro). 

Art.  7.°,  ley  de  Señoríos  de  3 de  Mayo  1823. 

JURISPRUDENCIA 

El  retracto  del  dominio  directo  es  distinto 
por  su  naturaleza  y carácter  del  gentilicio 
(Scnt.  12  de  Marzo  1862]. 

No  es  doctrina  legal  que,  á falta  de  precepto 
expreso  respecto  al  retracto  de  dominio  direc- 
to ó superficial,  sea  aplicable  á él  lo  dispuesto 
en  las  leyes  5.*  y 9.a,  tit.  XIII,  lib.  X,  Nov.  Rec., 
y en  el  art.  677  de  la  de  Enjuiciamiento  civil 
(Sent.  12  de  Marzo  1862). 

Las  leyes .29,  tít.  VIH,  Partida  5.a,  y 8.*,  títu- 
lo XIII,  lib.  X,  Nov.  Rec.,  al  conceder  derecho 
de  retracto  y tanteo  al  señor  del  dominio  directo, 
suponen  como  condición  necesaria  que  esté  di- 
vidido el  dominio  directo  y útil,  pues  de  otro 
modo  faltaria  el  motivo  do  la  concesión  de  aquel 
derecho,  cual  es  el  de  facilitar  la  consolidación 
de  ambos  dominios  (Sent.  16  Diciembre  1865). 

La  ley  8.a,  tít.  XIII,  lib.  X,  Nov.  Rec.,  sólo 
trata  de  la  preferencia  que  debo  darse  al  dueño 
del  dominio  útil,  cuando  concurro  para  retraer 
á la  vez  un  pariente  por  retracto  gentilicio 
. (Sent.  1."  Junio  1869). 

COMENTARIO 

Ademas  de  los  tanteos  y retractos  de  que  nos 
hemos  ocupado  en  artículos  precedentes,  nues- 


(1)  En  euanto  al  derecho  de  tanteo  en  los  bienes 
que  el  Estado  enajena  en  concepto  de  bienes  nacio- 
nales, debe  tenerse  presente  la  ley  da  15  de  J unió 
de  1866,  cayo  art.  9.°  dice  así: 

«Art.  9.u  En  las  enajenaciones  que  verifique  el 
Estado  de  la  parte  que  le  corresponde  en  fineas  cu- 
yo dominio  se  halle  dividido,  tendrá  derecho  de 
tanteo  el  condueño,  y si  fueren  varios,  el  que  lo  sea 
de  mayor  porción,  pasando,  en  caso  de  no  ejercitar- 
lo, al  inmediato  porcionero.  Este  derecho  se  reda- 
mará dentro  de  los  nueve  días  siguientes  al  acto  del 
remate,  ante  cualquiera  de  los  juzgados  que  haya 
intervenido  en  la  subasta.» 
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tras  leyes  reconocen  y admiten  otro,  que  los  ¡ 
autores  denominan  retracto  y tanteo  de  los 
dueños,  directo  y útil. 

Así  como  por  el  retracto  de  comuneros  se 
favorece  la  reunión  en  un  solo  dueño  del  dere- 
cho que  estaba  repartido  é indiviso  entro  dos 
ó más  que  tengan  respecto  á la  finca  la  calidad 
de  condueños,  por  el  retracto  de  que  ahora  nos 
ocupamos  se  procura  la  consolidación  del  do- 
minio directo  y útil,  que  se  hallaban  disgrega- 
dos y poseídos  por  diversas  personas. 

El  tanteo  y el  retracto  no  son  incompatibles 
en  el  caso  presente,  como  han  querido  algunos 
autores.  Antes  al  contrario,  el  señor  directo  ó 
el  dueño  del  útil  pueden  ejercitar  el  que  en- 
tiendan preferible;  el  primero  en  el  plazo  de 
dos  meses,  como  veremos  oportunamente  en  el 
Título  de  censos,  y el  segundo  en  los  nueve  días 
siguientes  á la  venta,  como  todos  los  retractos. 

El  derecho  de  tanteo,  que  con  arreglo  á la  ley 
de  Partida  corresponde  al  señor  directo,  ¿lo  tie- 
ne también  á su  favor  el  superficiario?  Las  le- 
yes de  Partida  y las  recopiladas  no  se  lo  confe- 
rían, bien  que  la  ley  12  (párrafo  11)  tít.  XV, 
lib.  X,  Nov.  Rcc.,  lo  concedió  á los  censatarios 
de  casas  en  Madrid,  en  el  mismo  tiempo  y for- 
ma que  lo  tenía  el  señor  directo;  pero  el  art.  1.a 
de  la  ley  de  señoríos  de  1823  dispuso  que  el 
derecho  de  tanteo  fuera  recíproco  en  adelante 
para  los  poseedoi’es  del  dominio  directo  y útil, 
Jos  cuales  deberán  avisarse  dentro  del  término 
prescrito  por  la  ley,  siempre  que  cualquiera  de 
ellos  enajene  el  dominio  que  tiene.  Así,  pues,  el 
dueño  útil  tiene  derecho  de  tanteo:  mas  ténga- 
se presente  que  el  artículo  citado  habla  sólo  de 
las  eníitéusís  de  señorío  que  hayan  de  subsis-  i 
tir,  pero  nada  dice  de  los  puramente  alodiales, 
Sin  embargo  de  esto,  hemos  preferido  redactar 
el  artículo  sin  consignar  excepciones,  haciendo 
constar  en  el  comentario  la  duda,  porque  acaso 
en  la  práctica  no  se  interprete  tan  restrictiva- 
mente el  precepto  legal.  De  todos  modos,  tenga- 
se presente  esto,  y que  en  nuestro  sentir  el 
precepto,  tal  como  resulta  en  nuestro  artículo, 
es  más  equitativo. 


Artículo  1531. — El  señor  del  dominio  di- 
recto ó del  útil  que  intente  consolidar  am- 
bos dominios  mediante  el  derecho  de  retrac- 
to á que  se  refiere  el  artículo  anterior,  de- 
berá contraer  el  compromiso  de  no  separar 
ambos  dominios  durante  seis  años. 


ORÍGENES 

Art.  G7 i,  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

COMENTARIO 

Este  precepto  concuerda  con  los  contenidos 
en  el  páre.  2."  del  art.  1525,  y en  el  p:\rr.  I." 
del  1529. 

Artículo  1532. — Cuando  con  el  señor  del 
dominio  directo,  ó con  el  del  útil,  ó con  el 
comunero,  concurra  á retraer  un  pariente 
del  vendedor,  será  preferido  á éste  el  que  de 
aquéllos  hubiere  concurrido. 

ORÍGENES 

Ley  8.*,  tít.  XIII,  lib.  X,  Nov.  Roe.  (7í  do 
Toro]. 


COMENTARIO 

En  concurrencia  el  señor  del  dominio  útil 
con  el  pariente  más  próximo  del  vendedor, 
será  preferido  aquél.  La  misma  regla  se  obser- 
vará cuando  el  que  concurriere  con  oí  pariente 
que  alega  el  retracto  gentilicio,  sea  el  dueño 
útil  ó superficiario,  ó el  comunero.  Esta  es  la 
disposición  de  la  ley. 

Ahora  bien:  ¿qué  preferencia  tienen  entro  sí 
el  señor  del  directo  dominio,  el  superficiario  y 
el  comunero?  La  ley  no  resuelve  esta  cuestión. 
Diremos,  sin  embargo,  qué  es  lo  que  opina 
Llamas.  Supóngase — dice — que  un  suporíicia- 
rio  vende  la  cosa  en  que  goza  la  superficie,  y 
concurren  á sacarla  por  el  tanto  el  señor  del  di- 
recto dominio  y el  consocio  superficiario:  en 
este  caso  la  preferencia  debe  tenerla  el  señor 
del  dominio  directo,  porque  al  superficiario, 
como  al  eníitóuta,  se  le  prohíbe  enajenar  la 
cosa  sin  permiso  del  dueño  directo,  y áun  tiene 
que  esperar  dos  meses  á que  so  lo  conceda  la 
licencia,  con  que  es  á todas  luces  claro  que  Ja 
venta  hecha  por  el  superficiario  á favor  de  un 
consocio  en  la  superficie,  es  absolutamente 
nula,  si  no  ha  intervenido  permiso  del  señor 
directo,  y de  consiguiente  á éste  corresponde 
la  preferencia  que  propiamente  puedo  llamarse 
de  tanteo,  y no  de  retracto. 

Mayor  dificultad — añade — ofrece  el  caso  do 
que  el  señor  del  directo  dominio  venda  la  cosa, 
y concurra  á retraerla  un  consocio  del  dominio 
directo  con  el  superficiario  do  la  misma  cosa; 
en  ouyo  caso,  aunque  muy  raro  y nada  común, 
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parece  debe  decidirse  quo  se  ha  do  conceder  la  I 
preferencia  a!  superíiciario,  con  exclusión  del 
consocio  del  dominio  directo,  á causa  do  la 
mayor  adhesión,  simpatía  y correlación  que 
tiene  el  dominio  útil  de  unirse  al  directo,  y vice- 
versa, del  directo  al  útil,  que  no  á otro  de  su 
mismo  género,  porque  la  separación  del  domi- 
nio directo  del  útil  divide  las  partes  naturales 
de  un  todo,  y siendo  esta  división  violenta,  por 
ser  contra  la  naturaleza  de  la  cosa,  que  lleva 
consipo  el  que  sus  productos  cedan  en  beneficio 
de  su  dueño,  siempre  apetece  la  reunión  de  sus 
partes  para  consolidarlos  y constituir  el  domi- 
nio pleno  y perfecto  de  la  misma,  que  es  el  na- 
tural y verdadero. 

Por  último — termina  diciendo — no  pueda 
tener  lugar  la  concurrencia  entre  el  comunero 
y el  señor  directo  ó el  superíiciario,  pues  siendo 
e!  comunero  señor  del  dominio  pleno  y absoluto 
de  la  cosa,  implica  que  ninguno  tenga  en  la 
misma  el  dominio  directo  ó útil. 

Artículo  1533. — En  cualquiera  do  los  ea-  : 
sos  comprendidos  en,  los  artículos  de  esta 
sección,  si  el  que  intentare  el  retracto  no  \ 
reside  en  el  pueblo  donde  se  haya  otorgado  ' 
la  escritura  que  dé  causa  á él,  tendrá  para 
deducir  la  demanda,  ademas  de  los  nueve 
días  quo  prescribe  el  art.  1519,  uno  por  ca- 
da diez  leguas  que  distare  de  dicho  pueblo 
el  de  su  residencia  (a). 

Si  la  venta  se  hubiere  ocultado  con  mali- 
cia, el  término  de  los  nueve  días  no  empe- 
zará á correr  hasta  el  siguiente  al  en  que 
se  acreditare  que  el  retrayente  ha  tenido  co- 
nocimiento de  ella  (b). 

ORÍGENES 

I a ) Art.  075,  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

I h)  Art.  070,  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

j'jiiisi'ia'UE.NCiA 

Interpuesto  el  retracto  dentro  do  los  nueve 
días  contados  desdo  quo  el  re  trayente  tuvo  no- 
ticia de  las  ventas  hechas  sin  su  conocimiento,  • 
la  sentencia  que  le  niega  ese  derecho,  bajo  el 
supuosLo  de  quo  la  lalta  de  aviso  de  aquellos 
contratos  no  demuestra  malicia,  infringe  la  doc- 
trina de  jurisprudencia,  de  que  no  puede  haber 
buena  ío  cuando  á sabiendas  se  falta  á una 
obligación,  y como  consecuencia  al  art.  676  de 


I la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  jSent.  18  Noviem- 
bre 1864). 

Pára  que  pueda  tener  lugar  lo  dispuesto  en 
el  art.  676  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  do 
que  el  termino  de  los  nueve  días  dentro  de  los 
cuales  deben  interponerse  Ia3  demandas  de  re- 
tractos no  empiece  á correr  desde  el  otorga- 
miento de  la  escritura  de  venta  de  la  cosa  que 
se  pretenda  retraer,  como  se  previene  en  el  nú- 
mero i.°  del  art.  674,  sino  hasta  el  dia  siguien- 
te al  en  que  se  acreditase  que  el  retrayente  ha 
tenido  conocimiento  de  la  venta,  es  necesario 
que  ésta  se  hubiese  ocultado  con  malicia  (Sen- 
tencia 27  Junio  1865). 

Para  que  pueda  estimarse  la  demanda  de  re- 
tracto es  indispensable  que  se  interponga  den- 
tro del  término  de  nueve  días,  contados  desde  el 
otorgamiento  de  la  escritura  devenía,  según  se 
dispone  en  el  art.  674,  número  l.°,  ley  de  En- 
juiciamiento civil,  á no  ser  que  aquélla  se  hu- 
biese ocultado  con  malicia,  en  cuyo  caso  dicho 
término  no  empezará  acorrer  hasta  el  siguien- 
te día  del  en  que  se  acreditase  que  el  retrayen- 
tc  había  tenido  conocimiento  de  la  venta,  con- 
forme al  art.  070  de  la  expresada  ley  (Sent.  h 
Abril  1874). 

No  infringe  una  sentencia  al  estimarse  el  re- 
tracto, el  art.  675  de  la  ley  do  Enjuiciamiento 
civil,  ni  las  leyes  1.a,  2.’  y fl.h  tít.  XIII,  lita.  X, 
Nov.  Rec.,  que  señalan  el  término  de  nueve 
días  para  ejercitar  ese  derecho,  desde  el  otor- 
gamiento de  la  escritura  de  venta,  cuya  dispo- 
sición admite  la  excepción  de  haberse  ocultado 
la  venta  con  malicia  (art.  676  do  la  ley  de  En- 
juiciamiento). si  la  Sala  ha  apreciado  las  prue- 
bas, estimando  haber  concurrido  dicha  circuns- 
tancia, sin  que  contra  esta  apreciación  so  haya 
citado  como  infringida  ley  ni  doctrina  legal 
(Sent  27  Abril  1876). 

El  art.  676  de  la  ley  do  Enjuiciamiento  civil, 
por  el  cual  se  dispone  que  el  término  de  los 
nueve  días  para  ejercitar  el  derecho  de  retracto 
no  empezará  correr  hasta  el  día  siguiente  al 
en  que  se  acreditase  que  el  retrayente  ha  tenido 
conocimiento  de  la  venta,  si  ésta  se  hubiera 
ocultado  con  malicia,  es  inaplicable  cuando  la 
Sala  sentenciadora  declara  expresamente  que 
no  concurrió  malicia,  que  dicho  articulo  exige 
para  alterar  el  término  ordinario  [Sent.  30 
Marzo  1878). 

Artículo  1534. — La  enajenación  quo  el  re- 
trayente  hiciere  ántes  del  vencimiento  do 
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los  respectivos  plazos  del  compromiso,  mar- 
cados en  el  párrafo  segundo  del  art.  1525, 
párrafo  primero  del  1529,  y en  el  1531,  sin 
la  conformidad  del  comprador,  es  nula, 

r ORÍGENES 

Art.  690,  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 


COMENTARIO 

En  cumplimiento  de  lo  prevenirlo  en  los  ar- 
tículos que  se  citan,  la  enajenación  que  so  lle- 
ve á cabo  violando  el  compromiso  contraido,  os 
nula.  Esto  no  obsta  para  que  el  comprador 
pueda  relevar  al  retrayendo  do  aquel  compro- 
miso, habilitándole  para  enajenar  la  cosa  que 
hubiera  adquirido  por  el  retracto,  y separar  ios 
: dominios  quo  por  él  so  hubieren  consolidado. 


CAPÍTULO  IX 

DE  LA  RESCISION  Y NULIDAD  DEL  CONTRATO  DE  COMPRA  Y VENTA 


Artículo  1535. — Si  después  de  celebrada 
la  venta  resultase  que  cualquiera  de  los  con- 
trayentes hubiera  experimentado  lesión  en 
más  de  la  mitad  del  justo  precio,  podrá  pe- 
dir que  se  rescinda  el  contrato,  ó que  se  le 
reintegre  de  la  diferencia  en  que  consista 
la  lesión. 

orígenes 

Ley  56,  tit.  V,  Partida  5. 3 

Ley  5.a,  iít.  X,  lib.  III,  Fuero  Real. 

Ley  2.a,  tít.  I,  lib.  X,  Nov.  Rec.  (1.a,  tít.  XVII, 
Ordenamiento  de  Alcalá  y 1380). 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  con:  Art.  1529,  Ood.  Italia. — El 
1674  Francia  exige  que  la  lesión  sea  de  más  de 
siete  duodécimas  partes  del  justo  precio. 

JURISPRUDENCIA 

Falta  el  fundamento  esencial  de  ella  cuando, 
según  la  apreciación  de  las  pruebas,  legalmen- 
te hecha  por  el  juez,  no  consta  en  autos  el  ver- 
dadero valor  de  las  fincas  en  la  época  del  con- 
trato (Sent.' 26  Octubre  1857). 

Cuando  el  punto  de  la  rescisión  de  una  venta 
fue  tratado  en  juicio  y decidido  por  sentencia 
ejecutoria,  no  pueden  los  mismos  litigantes 
promover  en  otro  juicio  nueva  cuestión  acerca 
de  él,  porque  lo  impide  la  excepción  dé  cosa 
juzgada  (Sent.  8 Octubre  1859) . 

Lae  doctrinas  admitidas  como  jurispruden- 


cia por  los  Tribunales  de  que  la  «acción  de  lesión 
no  cabe  en  la  transacción  ó avenencia,»  y la  do 
que  «tratándose  de  un  contrato  escriturado,  la 
lesión  hade  tener  las  condiciones  legales,  para 
que  pueda  ser  rescindido,»  no  pueden  tener  apli- 
cación en  un  pleito  en  que  no  se  trata  del  cum- 
plimiento de  un  contrato  ó avenencia  (Sent.  12 
Junio  1862). 

No  existiendo  lesión  en  una  venta,  no  es  apli- 
cable al  caso  la  ley  2.:',  tít.  I,  lib.  X,  Noví- 
sima Recopilación  (Sent.  11  Diciembre  1863). 

Cuando  el  vendedor  no  padece  engaño  en  la 
estimación  y precio  de  la  cosa  que  vendo,  sin 
que  por  otra  parte  haya,  términos  hábiles  para 
la  apreciación  del  daño,  la  sentencia  que  decla- 
ra procedente  la  rescisión  por  lesión  enorme, 
infringe  la  ley  3.*,  tít.  1,  lib.  X,  Nov.  Rec.,  y 
su  regla  25,  tít.  XXXIV,  Partida  7.*  (Sent.  28 
Marzo  18631. 

Si  bien  la  lesión  en  los  contratos  se  equipara 
á engaño  ó error  en  la  mitad  del  justo  precio, 
por  éste  no  se  entiende  meramente  el  intrínse- 
co ó material  de  la  cosa,  sino  el  que  fija  la  es- 
timación por  lo  que  ofrecen  ó dan  por  ella  con 
relación  á lo  que  produce  ó reditúa,  especial- 
mente tratándose  de  establecimientos  indus- 
triales (Sent.  12  Marzo  1864). 

Es  procedente  la  rescisión  del  contrato  de  ven- 
ta, con  arreglo  á la  ley  2.'  y 8:*,  cód.  De  res- 
cindendavenditione,  por  lesión  en  más  de  la 
mitad,  aunque  no  exceda  de  las  dos  torceras 
partes  del  justo  precio  de  la  cosa  vendida  (Sen- 
tencia 8 Marzo  1865). 

Para  que  tengan  aplicación  latí  leyes  y doc« 
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teínas  relativas  ó la  lesión  enormísima,  es  nece- 
sario <jiio  consto  la  corteza  do  los  hechos  en 
que  so  («nulo  (Sont.  9 Noviembre  1865). 

A la  .Sala  sentenciadora  toca  apreciar,  en  uso 
desiis  atribuciones,  el  valor  de  la  prueba  su- 
ministrada por  las  partos  acerca  do  silla  ha- 
bido ó no  lesión  en  un  contrato,  á cuya  apre- 
ciación ha  do  eslarso,  ínterin  no  so  alegue  coli- 
lla ella  i[uo,  al  hacerla,  se  ha  infringido  alguna 
ley  ó doctrina  logal  (Sonts.  19  Noviembre  18UG  y 
7 (i  NoviOmhro  iHüli). 

Rn  Ionio n de  un  contrato,  como  hecho  que  es, 
ilohc  ser  apreciada  por  la  Sala  sontonciadora 
cu  vista  doi  resultado  de  las  pruebas,  debiendo 
atenerse  á esa  apreciación  ínterin  no  so  alegue 
contra  olla  quo  al  hacerla  se  lia  cometido  algu- 
na infracción  do  ley  ó doctrina  legal  (Sonts.  21 
Diciembre  I8(>(¡,  12  Febrero  y 23  Mayo  1874,20 
Duero  1875,  y 8 y !l»  Mayo  1877]. 

lis  una  cuestión  de  bocho  la  do  si  cu  el  con- 
trato lia  existido  ó no  lesión  (Sonts.  27  Noviem- 
bre 18(18,  29  Diciembre  1868,  18  Abril  18(19,  3 
Febrero  1871,  y 1."  Marzo  1871), 

('.uando  so  decide  por  la  Sala  sentenciadora, 
en  vista  de  las  declaraciones  periciales,  quo  ha 
habido  engaño  en  más  de  la  mitad  del  justo 
precio,  la  sentencia  que  declara  rescindida  la 
venia  no  infringe  las  leyes  2.*,  til.  1,  lib.  X, 
Nav.  Roe. , y Mi,  til.  V,  Partida  5."  (Sent.  1(1 
Abril  )8(ií),  12  Abril  1878  y 13  Diciembre  1878). 

DI  decidir  si  existe  lesión  enormísima  para 
pedir  la  rescisión  de  una  oseeitura,  es  una  cues- 
tión do  hecho,  déla  exclusiva  decisión  do  la  ¡Ai- 
la  sontonciadora  [Sent.  5 Diciembre  1870,  30 
Abril  187  i y 2 ti  Abril  187(i). 

('liando  se  entabla  la  demanda  do  rescisión 
por  lesión  enorme,  al  demandante  incumbo 
probar,  como  primer  fundamento  de  la  acción, 
el  verdadero  valor  do  la  cosa  enajenada  al  tiem- 
po del  contrato,  para  conocerla  lesión  que  haya 
sufrido  en  él  (Sonts.  1."  Marzo  1871  y 2f>  Abril 
18777). 

Según  doctrina  admitida  por  el  Tribunal  ¡Su- 
premo, la  acción  rescisoria  por  lesión  en  más 
de  la  mitad  del  justo  precio  supone  válida  la 
obligación  en  su  origen  y formalidades  lega- 
les, puesto  que  si  por  defecto  do  éstas  fuese 
nula,  procedería  como  principal  la  acción  de 
nulidad,  y liaría  innecesaria  en  este  caso  y úun 
excluiría  la  rescisoria  como  subsidiaria  (Sen- 
tencia 30  Abril  1872). 

Si  los  bienes  vendidos  constituían  parte  del 
conjunto  de  los  de  la  testamentaria,  oomo  que  no 
pertoneciun  á ninguno  de  los  herederos  y lega- 


tarios en  particular,  ínterin  que  no  hubiese 
bogado  al  caso  de  la  división  y adjudicación,  es 
claro  que  sólo  en  esto  caso  podrían  los  meno- 
res quo  estuviesen  interesados  hacer  sus  recla- 
maciones, si  por  virtud  do  ventas  anteriores 
hubiesen  sufrido  lesión  en  su  porción  heredita- 
ria, y úun  on  este  caso  no  procedería  la  nuli- 
dad do  la  venta,  sino  únicamente  la  indemniza- 
ción dol  daño  causado  en  aquélla  (Sent.  7 Fe- 
brero 1873). 

Según  loostablccido  en  las  leyes  56  y 62,tít.  V , 
Partida  5.",  y la  2.“,  tít.  I,  lib.  X,  Nov.  Rec., 
para  quo  proceda  la  rescisión  del  contrato  de 
compra-venta  por  lesión,  es  indispensable  que 
se  pruebe  que  la  cosa  haya  sido  vendida  por 
más  ó monos  de  la  mitad  del  justo  precio  que 
valioso  al  tiempo  on  que  el  contrato  se  verificó 
(Sent.  3 Febrero  1870). 

COMENTARIO 

Cuestionan  los  jurisconsultos,  especialmen- 
te los  alemanes,  si  la  rescisión  por  lesión  debe 
conservarse  en  los  Códigos  ó ha  do  borrarse 
do  ellos. 

No  hemos  de  explicar  aquí,  con  todo  el  dete- 
nimiento que  fuera  necesario,  los  términos  de 
esta  polémica,  y nos  limitaremos  á hacer  al- 
gunas indicaciones  respecto  á los  fundamen- 
tos de  las  opiniones  quo  so  sustentan. 

DI  emiuento  Mr.  de  Portalis  ha  tratado  esta 
cuestión  con  erudición  y profundidad. 

Según  él,  el  precio  debo  ser  el  equivalente  de 
la  cosa  vendida,  siendo,  por  lo  tanto,  preciso 
que  corresponda  al  valor  de  esta  cosa.  En  los 
contratos  onerosos,  el  beneficio  ó el  interes  for- 
man su'  causa,  ¡a  verdadera  razón  dol  compro- 
miso. Hay,  paos,  quo  oxaminar  si  el  beneficio, 
si  el  intoros  os  real  ó imaginario,  si  es  propor- 
cionado, os  decir,  si  hay  un  equilibrio  razona- 
ble entre  lo  que  se  da  y lo  que  se  recibe;  si  hay 
lesión,  es  decir,  si  no  existe  el  equilibrio  nece- 
sario entre  la  cosa  y el  precio,  el  contrato  care- 
ce do  causa,  ó por  lo  menos  la  que  tiene  no  es 
razonable  ni  suficiente  para  una  de  las  partes 
contvatantos.  Ademas,  toda  lesión  practicada 
conscientemente  es  un  acto  do  injusticia;  la  le- 
sión equivale  ó supone  un  dolo;  ciohim  re  ipsa , 
le  llamaban  los  jurisconsultos  romanos. 

Sin  embargo  de  este  razonamiento,  Mr.  Por- 
talis no  cree  que  puede  hacorse  extensivo  el  re- 
curso de  la  rescisión  al  comprador,  cuando  so 
trato  de  bienes  muebles,  yáunen  los  inmuebles 
cuando  no  pase  de  las  siete  duodécimas  partos 
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del  justo  precio,  lo  cual  no  deja  de  acusar  una 
falta  de  lógica. 

En  contra  de  la  opinión  de  Mr.  Portalis  dice 
Goyena:  «La  rescisión  es  rechazada  por  unos  ' 
absolutamente;  otros  la  admiten.  Entre  estos 
segundos,  unos  la  conceden  á solo  el  vendedor, 
otros  á solo  el  comprador,  otros  á ambos.  Unos 
la  admiten  solo  en  la  venta  de  inmuebles;  otros 
en  la  de  todas  las  cosas;  unos  admiten  su  re- 
nuncia, otros  la  prohíben  ó anulan;  unos  la  re- 
chazan cuando  el  vendedor  conoció  la  lesión 
al  tiempo  de  la  venta,  otros  no:  unos  hablan 
vagamente  de  la  lesión  en  más  de  la  mitad: 
otros  quieren  que  haya  de  ser  de  más  de  siete 
dozavos:  unos  limitan  la  acción  á solodos  años, 
otros  la  alargan  á cuatro,  á cinco,  y hasta 
á treinta. 

» Tanta  perplejidad  y contradicción  no  son 
la  mejór  prueba  ó apología  de  la  justicia  y 
conveniencia  de  esta  especie  de  rescisión. 

«¿Quién  puede  y debe  conocer  el  valor  y ren- 
dimientos desús  cosas  mejor  que  el  vendedor? 
¿Ni  qué  juez  más  competente  para  apreciar  lo 
crítico  ó indiferente  de  su  posición  particular? 
Si  vende,  es  porque  así  le  conviene,  ó porque 
no  encuentra  quien  le  dé  más:  y en  tal  caso,  re- 
sulta que  ha  vendido  por  lo  que  entónces  va- 
lia la  cosa,  pues  que  la  escasez  de  compradores 
ó la  afluencia  de  vendedores  puede  rebajar  in- 
definidamente su  precio. 

»¿Y  cuál  es  el  justo  precio  que  escogéis  para 
regular  la  lesión?  Vosotros  conocéis  tres  justos  : 
precios  para  cada  cosa:  sumo,  medio  ó ínfimo: 
y según  el  que  se  escoja,  puede  ó no  resultar 
lesión. 

«¿Y  por  un  real  más  ó menos  de  la  mitad  del 
justo  precio,  quizá  por  maravedises,  ha  de  que- 
dar incierta  la  propiedad  de  una  finca  que  ha 
podido  costar  millones,  y tal  vez  se  halle  en 
poder  de  un  tercero  ó hipotecada?  Cuidado,  que 
á los  malos  efectos  de  este  inconveniente,  ni  se 
ocurre  ni  puede  ocurrirse  en  ningún  sistema 
hipotecario,  áun  el  mejor  combinado. 

»Y  no  olvidéis  que  las  ventas  y negociacio- 
nes industríales  son  hoy  día  más  importantes 
que  las  de  los  bienes  inmuebles:  si  no  envolvéis 
en  la-rescision  las  primeras,  son  inconsiguien- 
tes: si  las  envolvéis,  introducís  el  caos,  matáis 
la  industria  y el  comereio.» 

Por  otra  parte,  cabe  añadir,  la  lesión  no  pue- 
de jamás  significar  dolo.  El  comprador  doloso 
que  quiera  abusar  del  vendedor  necesitado  es 
seguro  que  apelará  al  expediente  de  hacer  cons- 
tar la  escritura  un  precio  mayor  que  el  real- 


mente entregado,  pues  de  otro  modo  queda 
siempre  sujeto  á la  rescisión,  que  el  vendedor 
no  dejará  de  reclamar. 

Sea  de  ello  lo  que  quiera,  en  nuestras  leyes 
consta  este  recurso,  conferido  así  al  comprador 
como  al  vendedor,  bien  que  en  algunas  legisla- 
ciones Torales,  como  la  aragonesa,  se  conserva 
el  principio  de  nuestra  legislación  nacional, 
res  ta.nt.um  vale!,  quantum  vendí  polos!,  y por 
consiguiente  no  admiten  la  rescisión. 

Para  que  la  acción  por  lesión  enorme  sea 
procedente  es  necesario  que  la  diferencia  entro 
el  precio  justo  y el  entregado  sea  do  más  de  la 
mitad,  como  si  lo  que  valió  diez  lo  vendió  por 
menos  de  cinco...  ó lo  que  valió  diez  dió  por 
ello  más  de  quince. 

Esta  acción  compete  lo  mismo  al  comprador 
que  al  vendedor. Sus  efectos  son,  ó la  rescisión 
del  contrato,  ó el  reintegro  de  la  diferencia  en 
que  consista  la  lesión. 

Téngase  presente  que  con  arreglo  al  art.  38 
de  la  ley  Hipotecaria,  no  pueden  rescindirse  ni 
anularse  los  contratos  en  perjuicio  de  tercero 
que  haya  inscrito  su  derecho  por  lesión  enorme. 

La  rescisión  procede  áun  en  el  caso  de  que 
la  venta  se  haga  por  almoneda , según  declara 
expresamente  la  ley.  Nosotros  no  liemos  con- 
signado esta  aclaración,  porque  diciendo  sim- 
plemente «en  la  venta,»  sin  hacer  más  excep- 
ciones á la  regla  general  de  esto  artículo  que 
las  consignadas  en  los  1 53!) , 154 G y 1541 , dicho 
se  está  que  cualquiera  otra  que  no  sea  de  las  ad- 
mitidas en  dichos  artículos  no  surtirá  efecto. 

Artículo  1536.— Para  que  el  comprador  ó 
el  vendedor  puedan  ejercitar  la  acción  que 
les  concede  el  artículo  anterior,  es  necesa- 
rio que  la  cosa  vendida  no  haya  perecido  ó 
empeorado  mucho. 

ORÍGENES 

Ley  5(5,  tít.  V,  Partida  5.a 

JURISPRUDENCIA 

Para  utilizar  el  remedio  que  concedo  la  ley 
cuando  se  cree  que  existe  lesión  enorme  en  un 
contrato  ó venta,  son  requisitos  indispensables, 
entreoíros,  que  se  justifique  haberse  verificado 
la  venta  con  engaño  en  más  de  la  mitad  del 
justo  precio,  y que  la  cosa  vendida  no  sea  muer- 
ta nin  mucho  empeorada  (Sent.  31  Marzo  1m>m. 


CÓDIGO  CIVIL  DB  ESPAÑA 


?(><! 


Artículo  i 337. — El  término  para  ejercitar 
esta  acción  dura  cuatro  años,  contados  des- 
de el  día  en  que  se  celebró  el  contrato. 

ORÍGENES 

* 

Ley  2.a,  tít.  I,  lib.  X,  Nov.  Rec.  (1.*,  tit.  XVII, 
Ordenamiento  de  Alcalá,  y 1380). 

JURISPRUDENCIA 

Para  que  tenga  aplicación  la  ley  2.",  tlt,  I,  li- 
bro X,  Nov.  Rec.,  es  necesario  pedir  la  rescisión 
do  la  venta,  ó el  resarcimiento  del  daño  causado 
dentro  de  los  cuatro  años  prefijados  on  la  mis- 
ma (Sent.  30  Junio  1864). 

No  se  infringe  la  ley  10,  tít.  XI,  Partida  4.a, 
según  la  cual  es  obligado  á deshacer  el  engaño 
el  que  lo  hiciere,  si  montase  más  ó ménos  de 
otro  tanto  del  precio  derecho  que  valia  la  cosa, 
por  la  sentencia  quo  declara  no  haber  lugar  á 
la  rescisión  do  una  venta  cuando,  á juicio  de  la 
tóala  sentenciadora,  no  puede  obtenerse  conoci- 
miento del  verdadero  valor  de  lo  vendido  en  el 
tiempo  en  que  tuvo  lugar,  han  trascurrido  ios 
cuatro  años  en  que  ha  de  pedirse  la  rescisión, 
y ademas  existe  la  renuncia  y donación  que  ve- 
rificó el  vendedor  para  el  caso  de  haber  exceso 
(tóent.  1.2  Abril  1871). 

tóegun  las  leyes  56.  tít.  V,  Partida  5.a,  y la 
2.',  til.  I,  lib.  X,  Nov.  Rec,,  son  rescindibles  los 
contratos  de  compra-venta  cuando  ésta  se  efec- 
túa por  más  ó ménos  de  la  mitad  del  justo  pre- 
cio, con  tul  que  la  acción  «haya  lugar  del  día 
en  que  fueron  fechos  los  contratos  fasta  cuatro 
años  y no  después,»  y que  asimismo  en  la  pri- 
mera que  si  «el  comprador  ó vendedor  jurare 
cuando  liziero  la  compra  ó la  vendida  que  ma- 
guer la  cosa  valiese  más  ó menos,  que  nunca  , 
pudiere  demandar  que  fuere  desatada  la  ven- 
dida,» (Sent.  12  Febrero  1875.) 

COMENTARIO 

Guando  la  lesión  excedo  en  algo  á la  mitad 
del  justo  precio,  se  llama  enorme.  Cuando  exce- 
de en  mucho  ó pasa  de  las  dos  terceras  partes 
del  precio  justo,  se  le  da  la  denominación  do 
enormísima. 

¿Produce  diversos  efectos  una  que  otra  lesión? 

Algunos  autores  dieon  que  se  diferencian  en 
que  la  lesión  enorme  faculta  para  pedir  la  res- 
cisión /asía  quatro  años  y no  después , en  tanto 
que  la  enormísima  da  lugar  á una  acción  res- 


cisoria  que  no  prescribe  sinó  á los  veinte  añds. 

Sin  embargo,  la  opinión  de  los  autores  res- 
pecto al  tiempo  en  que  pueda  reclamarse  la  res- 
cisión por  haber  mediado  lesión  enormísima, 
no  ha  sido  aún,  que  sepamos,  confirmada  por 
la  jurisprudencia. 

Artículo  1538.— La  acción  rescisoria  por 
lesión  puede  ser  renunciada  bajo  jura- 
mento por  el  comprador  mayor  de  catorce 
años. 

ORÍGENES 

Ley  56,  tít.  V,  Partida  5.'1 

JURISPRUDENCIA 

La  renuncia  de  toda  acción  rescisoria  por  le- 
sión, hecha  en  términos  generales,  y sin  el  ju- 
ramento que  exige  la  ley  56,  tít.  V,  Partida  5.a, 
es  legalmente  ineficaz,  y no  puede  obstar  al 
derecho  de  reclamar  que  la  misma  concede, 
siempre  que  se  lesiona  á una  parte  contratante 
en  más  de  otro  tanto  del  justo  valor  de  la  cosa 
(Sent.  12  Febrero  1875). 

Si  bien  la  ley  2.a,  tít.  L lib.  X,  Nov.  Rec.,  en 
la  que  ha  venido  á refundirse  la  56,  tít.  V,  Par- 
tida 5.a,  autoriza  la  nivelación  del  precio  ó la 
rescisión  de  la  compra-venta  á instancia  do  cual- 
quiera délas  dos  partes  contratantes,  si  dentro 
del  término  de  cuatro  años,  contados  desde  la 
celebración  del  contrato,  alega  y demuestra 
cumplidamente  la  lesión  en  más  de  la  mitad 
del  justo  precio,  esa  disposición  no  puedo  tener 
lugar  cuando  en  el  contrato  mismo  se  estipula 
expresamente  La  renuncia  é inadmisibilidad  de 
la  acción  indicada,  habiéndose  ademas  dejado 
pasar  con  exceso  el  término  mencionado,  y no 
habiéndose  demostrado  ni  intentado  probar  la 
existencia  de  tal  lesión  (Sont.  27  Junio  1877), 

COMENTARIO 

«Si  el  comprador  ó el  vendedor  jurare  cuando 
fiziese  la  compra  ó la  vendida,  que  maguer  la 
cosa  valiesse  más  ó ménos  que  nunca  pudiere 
1 demandar  que  fuesse  desatada  la  vendida;  si 
fuere  mayor  de  eatorze  años  el  que  vendió  cu;  n- 
do  la  jura  fizo,  deue  ser  guardada  la  jura:  é non 
se  puede  desatar  estonce  la  compra  nin  la  ven- 
dida portal  razón.»  Esto  dice  la  ley  de  Partida; 
mas  los  autores  discuten  sobre  su  observancia, 
opinando  muchos  que  la  renuncia  es  siempre 
nula,  porque  en  otro  caso  la  ley  sería  ilusoria, 
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pues  no  se  harían  contratos  sin  que  se  acompa- 
ñase la  fórmula  de  renuncia. 

Alegan,  ademas,  que  por  las  leyes  6.a  y 7.% 
tít.  I,  lib.  X,  Nov.  Rec-,  el  juramento  no  vale  ni 
surte  efecto  contra  las  leyes  prohibitivas. 

Esto  no  obstante,  el  Tribunal  Supremo  ha 
reconocido  la  validez  de  esta  renuncia. 

Articulo  1539. — No  podrá  ejercitarse  la 
acción  que  concede  el  art.  1535,  en  las  ven- 
tas hechas  contra  la  voluntad  del  vendedor, 
previa  tasación  y licitación  pública. 

orígenes 

Ley  2.a,  tit.  I,  lib.  X,  Nov.  Rec.  (1.a,  tít.  XVII  i 
Ordenamiento  de  Alcalá  y 1380). 

JURISPRUDENCIA 

Sent.  28  Enero  1865. 

Aunque  también  es  posible  la  demanda  de 
lesión  contra  las  ventas  judiciales,  es  preciso, 
para  que  tenga  lugar,  reclamar  en  tiempo  opor- 
tuno y justificar  este  vicio;  y por  tanto,  no  pro- 
bándose su  existencia,  es  ineficaz  la  cita  de  la 
ley  2-R,  tít.  I,  Iib.  X,  Nov.  Rec.,  que  declara  la 
rescisión  de  las  ventas  y demas  contratos  en  que 
intervenga  engaño  en  más  de  la  mitad  del  justo 
precio,  y la  doctrina  del  Tribunal  Supremo,  se- 
gún la  que  la  rescisión  procede  áun  en  las  ven- 
tas judiciales  practicadas  en  almoneda  pública 
y con  las  solemnidades  legales  ¡Sent.  3)  Abril 
1874). 

COMENTARIO 

«Y  mandamos  que  esta  ley  se  guarde,  salvo 
si  la  vendicion  de  los  tales  bienes  se  hiciere 
contra  la  voluntad  del  vendedor,  y fuesen  cum- 
plidos y apremiados  compradores  para  la  com- 
pra, y fuesen  vendidos  por  apreciadores  y pú- 
blicamente, que  en  tal  caso,  aunque  haya  en- 
gaño de  más  de  la  mitad  del  justo  precio,  no 
haya  lugar  esta  ley.» 

Solían  los  jueces  compeler  á mercaderes  ó á 
otras  personas  á comprar  los  bienes  de  los  de- 
lincuentes, ya  para  sus  salarios,  ya  para  otros 
gastos  y condenaciones.  La  ley  7.a,  tít.  XII, 
Iib  j Xbde  la  Nov.  Rec. , declaró  nulas  semejantes 
ventas.  Sin  embargo,  áun  deBpues,  de  publicada 
esta  ley  en  'tiempo  de  Felipe  III,  se  empleaba 
el  medio  de  la  adjudicación  forzpsa  de  los  bie- 
nes de  los  deudores  para  pago  del  fisco,  si  bien 

TOMO  II 


26 1 


luégo  se  determinó  que  no  so  usara  de  este  pri. 
vilegio  sin  expresa  real  autorización.  Pueden 
verso  las  notas  1.a  á 5.*  del  titulo  citado.  No  te- 
nemos necesidad  de  advertir  que  semejantes 
disposiciones  han  caducado,  y que  en  el  día 
únicamente  queda  vigente  el  precepto  tal  como 
se  halla  en  nuestro  artículo,  y áun  así  do  muy 
dudosa  observancia.  Véase  la  jurisprudencia. 

Artículo  1540. — Tampoco  podrá  ejerci- 
tarse aquella  acción  cuando  la  lesión  causa- 
da no  sea  de  más  de  la  mitad  del  justo  precio, 
á no  ser  que  intervenga  dolo  6 mala  le. 

ORÍGENES 

Ley  3.a,  tít.  I,  Iib.  X,  Nov.  Rcc. 

JURISPRUDENCIA 

La  ley  2.a,  tít.  I,  lib.  X,  Nov.  Roe.,  establece 
la  rescisión  de  todo  pacto  en  que  intervenga 
engaño  en  más  de  la  mitad  del  justo  precio  (Sen- 
tencia 2-i  Setiembre  1858). 

No  habiéndose  alegado  ni  sido  objeto  del 
pleito  la  lesión  sufrida  por  uno  en  un  contrato, 
no  puede  considerarse  infringida  y ser  motivo 
de  casación  la  ley  3.a,  tít.  I,  lib.  X,  Nov.  Rct. 
(Sent.  9 Noviembre  1866). 

Para  que  haya  lugar  á la  rescisión  de  la  ven- 
ta on  los  casos  en  que  la  autorizan  las  leyes  56 
y 62,  tít.  V,  Partida  5.a,  es  necesario,  según  lo 
que  las  mismas  establecen,  que  se  prUebo  la 
existencia  de  la  lesión  en  más  ó menos  do  Ja 
mitad  del  justo  precio  de  la  cosa,  ó haber  me- 
diado dolo  ó engaño  en  el  contrato  (Sent.  22 
Enero  1874). 

Ha  de  estarse  á la  apreciación  do  la  Sala  sen- 
tenciadora sobre  si  en  la  venta  de  que  se  trata 
han  concurrido  ó no  todas  las  expresadas  cir- 
cunstancias (Sent.  id.  id. ) . 

Artículo  1541. — Los  peritos  que  se  encar- 
gasen por  contrata  de  la  ejecución  de  obras, 
no  podrán  alegar  lesión  de  más  de  la  mitad 
del  justo  precio. 

ORÍGENES 

Ley  4.a,  tít.  I,  lib.  X,  Nov.  Rec. 

JURISPRUDENCIA 

Esta  regla  nó  es  aplicable,  ni  se  privará  á los 
artífices  de  la  acción  por  lesión  enorme  cuando 
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contratan  respecto  de  artes  ú oficios  que  no  son  ¡ 
de  su  pericia  ó incumbencia  (8ent.  18  Junio 
1 8(¡  í). 

l 

Artículo  lo  42. — Lo  dispuesto  en  el  artícu- 
lo iodo  y siguientes  sobre  lesión  en  más  de 
la  mitad  del  justo  precio  es  igualmente  apli- 
cable á los  cambios  y otros  contratos  se-  . 
mojantes. 

orígenes 

Ley  2/,  tít.  T,  lib.  X,  Nov.  Rec.  (1.a,  títu- 
lo XVIT,  Ordenamiento  de  Alcalá). 

COMENTARIO 

Aun  cuando  no  tenemos  leyes  que  de  una 
manera  general  se  ocupen  de  la  rescisión  por 
causa  de  lesión  enorme.  la  ley  2.a  citada  decía-  . 
ra  extensivo  su  precepto  (referente  á las  com- 
pras y ventas)  á los  cambios  y otros  contratos 
semejantes,  es  decir,  á todos  los  contratos  one-  ] 
rosos  en  que  sea  posible  la  lesión.  Así  lo  inter-  : 
prctan  en  general  los  autores. 

Acaso  este  precepto  no  esté  colocado  en  este 
lugar  con  verdadera  razón  de  método;  mas  lo 
cierto  es  que  no  tieno  Jugar  apropiado  en  que 
no  pueda  objetarse  algo  en  este  sentido.  Así, 
hemos  juzgado  más  oportuno  colocarlo  aquí, 
ya  quo  todos  los  demas  preceptos  de  la  misma 
ley  van  expuestos  en  el  presente  capítulo. 

Artículo  1543. — Cuando  la  venta  fuere 
resultado  do  un  contrato  previo,  el  no  cmn-  ¡ 
pli  miento  do  éste  da  derecho  á la  rescisión 
de  aquélla. 

Si  la  venta  fuero  seguida  de  otro  contra- 
to, el  no  cumplimiento  de  éste  solamente.] 
dará  lugar  á la  indemnización  de  daños  y 
perjuicios. 

orígenes 

Ley  58,  tít.  V,  Partida  5.* 

JURISPRUDENCIA 

La  ley  ni},  tít.  V,  Partida  5.a,  al  declarar  que 
puede  deshacerse  la  venta  cuando  el  comprador 
no  cumple  el  pacto  ó convenio  establecido  so- 
bre ella,  supone  que  do  este  pacto  depende  la 
subsistencia  del  contrato  (Sent.  8 Enero  1874). 


Al  aplicarla  ley  58,  tít.  V,  Partida  5.*,  que 
dispone  para  el  contrato  de  compra-venta  que 
aquel  que  fizo  la  postura,  tonudo  es  de  la  cum- 
plir é de  enmendar  al  otro  los  daños,  á los  me- 
noscabos quel  vinieren  por  razón  que  non 
guardó  el  pleito  que  fué  puesto  en  la  vendida, 
no  infringe  la  ley  5.",  tít.  VI,  Partida  5.“,  ni  la 
doctrina  del  Tribunal  Supremo  acorde  con  ella, 
las  que,  tratando  del  abono  de  daños  y perjui- 
cios en  los  contratos  innominados,  nada  resuel- 
ven sobre  los  que  proceden  de  otros  contratos 
(Sent.  4 Mayo  1875). 

COMENTARIO 

Las  ventas  no  se  rescinden  únicamente  por 
lesión  enorme.  Esta  ley  señala  un  caso  nuevo, 
pues  que  los  hombres  «muevense  á las  vegadas 
á vender  sus  cosas  por  pleito  que  les  fazen  ante 
en  las  vendidas  ó por  cosas  que  les  prometen, 
de  manera  que  si  esto  no  les  prometieren  no  las 
querrían  vender,»  es  decir,  que  en  este  caso  la 
vonta  tiene  una  causa  sin  la  cual  el  contrato  no 
se  hubiera  realizado.  Racional  es,  por  lo  tanto, 
que  nocxisticndola  causa,  cese  la  venta;  por  eso 
dice  la  ley;  «ca  si  non  lo  guardassen  en  la  ma- 
nera que  fué  puesto,  desfacerse  y ha  por  ende 
la  vendida.»  . 

Lo  contrario  se  observará  cuando  la  promesa 
ó pacto  siguieron  á la  venta,  pues  que  entóneos 
no  son  causa  de  ella;  pero  quedará  libre  la-  ac- 
ción al  perjudicado  para  reclamar  la  corres- 
pondiente indemnización. 

Artículo  1544. — El  haberse  celebrado  la 
venta  cediendo  el  vendedor  á la  necesidad  ó 
la  desgracia  no  le  da  acción  para  rescindir 
el  contrato, á no  ser  en  el  caso  del  art.  1535, 
ó si  mediase  engaño  por  parte  del  com- 
prador. 

ORÍGENES 

Leyes  12,  57  y 62,  tít.  Y,  Partida  5.a 

COMENTARIO 

Este  articuló  contiene  las  siguientes  reglas; 

1.a’  Qq.e  el  haberse  celebrado  la  venta  cedien- 
do el  vendedor  á la  necesidad  ó á la  desgracia, 
«por  gran  cuita  que  estava  de  fambre  ó por 
muchos  pechos  que  auia  á dar...  non  ahonda 
para  desfazer  la  vendida.» 
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2. "  Que  la  rescisión  solamente  procederá  en 
el  caso  del  art.  1535. 

3. a  Que  mediando  engaño  por  parte  del  com- 
prador, «non  seyendo  el  vendedor  sabidor  de 
cuanto  valía  la  cosa,  ó si  le  moviesse  por  razo- 
nes engañosas  de  manera  que  gola  ouiesse  de 
vender,  decimos  que  tal  vendida  como  esta  se 
puede  desfazer,  é non  vale.» 

. Artículo  1545. — La  compra  y venta  otor- 
gada válidamente  sólo  podrá  rescindirse  por 
el  mutuo  disenso  de  los  contratantes. 

ORÍGENES 

Ley  61,  tít.  V,  Partida  5. 3 

COMENTARIO 

Una  vez  otorgada  la  venta,  su  rescisión  no  es 
posible,  á menos  que  concurra  alguna  de  las 
circunstancias  que  según  hemos  visto  confiere 
esta  acción,  á cualquiera  délos  contratantes,  ó 
si  se  acordasen  el  comprador  y el  vendedor  en 
devolver  uno  la  cosa  y el  otro  el  precio. 

Debe  entenderse  este  artículo  en  armonía  con 
el  1467,  que  autoriza  la  rescisión  cuando  me- 
diaren arras  ó señal,  en  la  forma  que  dejamos 
explicado  en  aquel  lugar. 

Artículo  1546.— Si  el  comprador  empeña- 
se la  cosa  que  adquirió  por  compra  y despqes 
se  rescindiese  este  contrato  por  causa  legí- 
tima, deberá  el  prestamista  devolver  la  cosa 
al  vendedor,  reclamando  del  queda  empeñó 
el  pago  de  la  cantidad  prestada. 

ORÍGENES 

■ ■ i . . . 

Ley  67,  tít.'V,  Partida  5.‘ 

Artículo  4547.— Si  el  que  empeñó  una 


cosa  se  hubiere  obligado  á no  disponer  de 
ella  hasta  que  estuviere  libre,  no  podrá 
enajenarla, siendo,  por  consiguiente, nula  la 
venta  hecha  en  contravención  á este  pacto. 

ORÍGENES 

Ley  67,  tít.  V,  Partida  5.a 

Artículo  1548. — Son  nulas  las  ventas  lie- 
chas  en  fraude  de  las  rentas  públicas. 

ORÍGENES 

Ley  59,  tít.  V,  Partida  5.“ 

Artículo  1549. — El  dolo  incidente  no  pro- 
duce la  nulidad  de  la  compra  y venta,  pero 
da  lugar  á una  indemnización  por  el  daño 
recibido. 

ORÍGENES 

Ley  57,  tít.  V,  Partida  5.a 

COMENTARIO 

Aunque  el  precepto  contenido  en  esta  ley  de 
Partida  se  refiere  directamente  al  contrato  de 
compra  y venta,  en  la  práctica,  juzgando  por 
analogía,  se  ha  hecho  extensivo  á toda  obliga- 
ción en  que  medie  aquel  dolo. 

Mas  si  este  cuya  fuere  la  cosa— dice  la  ley— 
ouiesse  voluntad  de  la  vender  c el  comprador 
le  fiziesse  engaño  encubriendo  alguna  cosa  de 
las  que  perlenesccn  á la  heredad  ó á la  cosa 
que  vendía  ó faciendo  creer  engañosamente... 
dezimos  que  vale  la  vendida , porque  el  vende- 
dor ovo  voluntad  de  la  fazer,  Pero  el  compra- 
dor es  tenudo  de  emendarle  aquel  engañu... 

De  los  efectos  del  dolo  causante  nos  hemos 
ocupado  en  otro  lugar. 


TÍTULO  IX 
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Articulo  1550.— La  permuta  es  un  contra- 
to por  el  cual  lo?  contrayentes  se  dan  una 
cosa  por  otra. 

ORÍGENES 

Ley  1,'  tit.  VI,  Partida  5.* 

Ley  1 .*  tít.  XI,  lib.  III,  Fuero  Real. 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  con:  Art.  1702,  Cód.  Francia. — 
1510  Italia. — 1592  Portugal. — 1577  Holanda. — 
,‘168  y SCO,  tít.  XI,  parte  1.’,  Prusia. — 3.°,  libro 
IV,  cap.  XII,  Baviera. — 1712  Bolivia, — 2530 
Luisiana  . — 1202  Vaud. — 1334  Neufchatcl. — 
819  Tesino. — Ley  5.a,  tít.  V,  lib.  XIX,  Diges- 
to.— Ley  2.a,  tit.  IV,  lib.  III,  Instituciones. 

JURISPRUDENCIA 

La  permuta  constituye  un  título  justo,  ver- 
dadero, traslativo  de  la  propiedad,  y hábil,  por 
consiguiente,  parala  prescripción  do  ésta  (Sen- 
tencia 27  Marzo  1808). 

COMENTARIO 

El  proyecto  de  Código  dice:  «ge  obligan  á dar 
una  cosa  por  otra.»  La  razón  de  la  diferencia 
entre  la  redacción  del  Proyecto  y la  de  nuestro 
artículo,  que  sigue  á las  Partidas,  es  que  en 
aquél  se  reputa  la  permuta  como  un  contrato 
consensual,  lo  cual  no  sucede  con  arreglo  á las 
leyes  romanas  y á las  nuestras  que  las  copiaron. 
Téngase,  sin  embargo,  presento  que  después  de 
la  ley  1 .“ , tit.  T,  lib,  X,  de  la  Nov.  Rec,,  es  vá- 


lida la  obligación  de  dar  una  cosa  por  otra  des- 
de el  momento  en  que  exista  el  consentimiento 
de  las  partos  acordes  sobre  la  cosa  y demas 
circunstancias  del  contrato.  En  este  concepto 
no  habría  inconveniente  en  aceptar  la  definición 
del  Proyecto;  pero  se  ajusta  más  á la  ley  la  de 
nuestro  artículo. 

El  rasgo  característico  de  la  permuta  está  en 
que  se  entrega  una  cosa  por  otra,  al  contrario 
de  la  compra-venta,  en  que,  en  equivalencia  de 
la  cosa,  se  entrega  un  precio  en  dinero.. 

La  permuta  es,  como  dice  el  autor  de  las  Con- 
cordancias, el  más  antiguo  de  todos  los  contra- 
tos; sin  ella  habría  sido  inútil  el  derecho  de 
propiedad;  á ella  se  deben,  tanto  los  primeros 
pasos  como  los  progresos, de  la  civilización,  que 
al  fin  hicieron  necesario  el  uso  de  la  moneda,  y 
dieron  con  esto  origen  á la  venta. 

Cuando  en  equivalencia  de  una  cosa  se  en- 
trega otra, más  un  sobreprecio,  ¿el  contrato  es  de 
permuta  ó de  compra-venta?  Unos  autores  dicen 
que  es  compra-venta;  otros  han  .hecho  una  dis- 
tinción y han  dicho:  «Si  el  sobreprecio  excede  ó 
igualaal  valor  de  la  cosa  permutada,  será  venta, 
y el  cambio  un  accesorio;  si  el  precio  fuere  in- 
ferior á la  cosa,  el  cambio  será  lo  principal,  lo 
lo  accesorio  la  cantidad  que  se  haya  pagado  en- 
cima;» otros,  por  último,  entienden  que  es  pre- 
ferible consultar  para  cada  caso  la  intención  de 
las  partes  y el  nombre  que  hubieren  dado  al 
contrato.  La  cuestión  no  es  de  gran  importan- 
cia, porque  ios  efectos  de  ambos  contratos  son 
análogos,  como  veremos  en  los  siguientes  ar- 
tículos. 


Artículo  1551. — Respecto  á la  capacidad 
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para  celebrar  este  contrato  y á las  cosas  que 
pueden  ser  objetó  del  mismo,  se  observará 
lo  dispuesto  en  el  Título  anterior  sóbrela 
compra  y venta. 

' No  obstante,  los  bienes  de  la  Iglesia  pue- 
den ser  perrdutados  por  otros  de  la  misma 
condición,  con  el  permiso  de  los  Prelados 
respectivos. 

orígenes 

Ley  5.a,  tít,  VI,  Partida  5.1 

COMENTARIO 

Todo  el  que  puede  comprar  y vender  puede 
también  permutar. 

Aquellas  cosas  susceptibles  de  venta  lo  son 
igualmente  de  permuta.  La  excepción  del  segun- 
do párrafo  del  artículo  es  tan  obvia,  que  no  me- 
rece explicación. 

Artículo  155ü. — Entregada  por  uno  de 
los  contrayentes  la  cosa  prometida,  si  el 
otro  no  quisiese  entregar  la  que  á su  vez 
prometió,  puede  el  primero  optar  entre  exi- 
girla restitución  de  aquella  cosa,  ó la  indem- 
nización de  daños  y perjuicios, que  graduará 
el  juez,  previa  declaración  jurada  que  sobre 
la  importancia  de  los  mismos  preste  el  que 
haya  de  percibirlos. 

ORÍGENES 

Ley  3.a,  tít.  VI,  Partida  ñ.11 

COMENTARIO 

«Si  por  ventura  el  cambio  fuesse  ya  comenza- 
do á cumplir  por  fecho  de  alguna  de  las  partes, 
dando  ó entregando  la  cosa  que  prometiera  de 
cambiar,  é la  otra  parte,  despucs  desto,  non 
quisiesse  darlo  que  prometiera,  es  en  cscogen- 
cia  de  aquel  que  lo  cumplió  de  cobrar  lo  que 
dió  ó de  demandar  al  otro  los  daños  é menos- 
cabos que  le  vinieren  por  esta  razón.» 

A este  precepto  de  la  ley  se  añade  la  manera 
de  graduar  los  perjuicios,  y dice;  «estos  menos- 
cabos se  deuen  juzgar  é pechar  por  jura  de 
aquel  que  los  deue  resceuir,  estimándolos  pri- 
meramente el  juzgador.» 

Artículo  1553.— En  cuanto  á la  rescisión, 
saneamiento  y nulidad  de  la  permuta  se  ob- 


servará lo  dispuesto  en  los  respectivos  La- 
.pítulos  y Secciones  del  Título  de  compra  y 
venta. 

ORÍGENES 

Ley  4.%  tít.  Vi,  Partida  5.a 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  con;  Art.  1707,  Cód.  Francia.— 
1555  Italia. — 2537  Luisiana. — 1205  Vaud. 

JURISPRUDENCIA 

Conforme  á la  ley  4.a,  tít.  VI,  Partida  5.a, 
pueden  deshacerse  los  cambios  ó permutas  por 
todas  aquellas  razones  porque  se  pueden  des- 
hacer las  vendidas,  según  las  leyes  del  tít.  V 
déla  misma  Partida,  en  especial  la  13  (Scnt.  7 
Febrero  1874). 

Según  dicha  ley  13.  la  venta  ó permuta  de  las 
legítimas  debe  hacerse  con  beneplácito  de  los 
ascendientes,  y que  duren  todavía  en  este  pla- 
cer fasta  que  mueran:  de  modo  que  si  no  sub- 
sisten en  este  placer  es  nula  la  vendida  ó la  per- 
muta (Sent.  id.  id.). 

COMENTARIO 

«Otrosí  se  puede  dosfazer  el  cambio  por  todas 
aquellas  razones  porque  se  pueden  desfazer  las 
vendidas.  E ansí  dezimos  que  ios  que  cambian 
son  tenudos  de  fazer  sano  el  uno  al  otro  la  cosa 
que  con  él  cambia.» 

Las  reglas  que  han  de  observarse  en  estas 
materias  son,  pues,  iguales  para  la  permuta  que 
para  la  compra-venta. 

Debemos,  sin  embargo,  llamar  la  atención 
hacia  un  punto  que  ha  merecido  alguna  discu- 
sión. 

dividen  los  autores  la  permuta  en  simple  y 
estimaíoria,  según  que  se  hace  sin  ó con  el  apre- 
cio previo  de  las  cosas.  Añaden  algunos  auto- 
res que  en  la  estimatoria  há  lugar  á la  rescisión 
por  lesión,  mas  no  así  en  la  simple.  Otros,  por 
la  inversa,  fundándose  en  la  ley  que  comenta- 
mos, sostienen  que  no  existe  tal  diferencia  entre 
la  permuta  simple  y la  estimatoria,  pues  dicen 
que  las  palabras  de  la  ley  se  puede  desfazer  el 
cambio  por  todas  aquellas  razones  que  dixunos 
en  el  título  ante  que  este,  porque  se  ¡rueden 
desfazer  las  vendidas,  hacen  relación  tanto  á la 
permuta  simple  como  á la  estimatoria,  ó lo  que 


>r.i> 
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es  consiguiente,  que  semejante  división,  como  ! 
absolutamente  inútil, debe  desaparecer  dol  todo. 
Los  Sros.  La  Serna  y Montalvan  combaten  esta 
opinión,  expresando  que  en  la"  permuta  en  que 
no  interviene  aprecio,  mal  puede  decirse  que 
hay  lesión:  en  ella  para  nada  ha  entrado  en  la 
intención  de  los  contrayentes  el  valor  relativo 
de  las  cosas,  sino  el  deseo  de  adquirir  cada  uno 
la  que  apreciaba  en  más,  en  lugar  de  la  que 
apreciaba  en  menos:  no  es  el  valor  absoluto  y 
material  el  que  á las  veces  sirve  de  regulador  á 


la  permuta,  sinó  el  valor  relativo  y la  sfeeclon, 
incapaces  frecuentemente  de  valuaciones*  La 
ley  de  Partida  se  refirió  á los  caeos  en  que  por 
haber  hecho  los  permutantes  la  valuación  de 
las  cosas  permutadas,  se  aproximaban  más  al 
contrato  de  compra-venta  y hacían  posible  la 
rescisión  del  contrato,  que  se  había  celebrado 
principalmente  teniendo  en  cuenta  los  valores 
respectivos  de  las  cosas  que  eran  su  objeto. 

La  opinión  contraria  parece,  no  obstante, 
ajustarse  más  al  texto  de  la  ley. 


TITULO  X 


DÉL  CONTRATO  DE  ARRENDAMIENTO 


CAPÍTULO  PRIMERO 

DISPOSICIONES  GENERALES 


Articulo  1554. — El  arrendamiento  es  un 
contrato  por  et  cual  una  de  las  partes  se  obli- 
ga á ceder  á la  otra  el  goce  ó uso  do  una 
cosa,  ó á prestarle  un  servicio  personal  por 
precio  determinado. 

ORÍGENES 

Proemio  y ley  1.*,  tít.  VIII,  Partida  5.a 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  sustancialmente  con:  Arts,  1709 
y 1710,  Cód;  Francia.— 1569  Italia.— 1001  Aus- 
tria.— 1.°,  lib.  IV,  cap.  VI,  Bavícra. — 1584  Ho- 
landa.— 2644  Luisiana. — 1720  Bolivia.— 1207 
Vaud. — 1575  Friburgo. — 834  Berna. 

JURISPRUDENCIA 

Tratándose  de  un  arrendamiento,  no  pueden 
tener  aplicación  las  leyes  y doctrinas  referentes 
á las  donaciones  (Sent.  9 Abril  18641. 

Cuando  por  llevar  unas  tierras  se  paga  anual- 
mente cierta  cantidad  de  frutos,  iqueda  demos- 
trado que  el  pagador  las  lleva  en  concepto  de  ! 
arrendatário,  y,  por  lo  tanto,  que  puede  ser 
desahuciado  (Sents.  14  Febrero  1862,  18  Octu- 
bre 1867  y 16  Noviembre  1870). 

Las  habitaciones  de  los  porteros  no  son  oeu- 
padaapor  éstos  en  concepto  de  inquilinos,  sin  ó 
en  el- de  meros  sirvientes,1  sin  que  por  consi- 


I guíente  pueda  fundarse  en  tan  precaria  ocupa- 
ción un  derecho  á la  habitación  á ellos  desti- 
nada (Sent.  13  Noviembre  1806). 

Las  leyes  del  tit.  VIII,  Partida  5.a,  que  tratan 
de  los  contratos  de  arrendamiento,  no  tienen 
aplicación  cuando  el  desahuciado  ha  ocupado 
la  casa,  no  en  calidad  de  arrendatario,  sino 
gratuitamente  y en  virtud  de  permiso  que  1c 
concedió  el  dueño  [Sent.  27  Junio  1868). 

Es  un  principio  de  derecho  universal,  consig- 
nado en  nuestras  leyes  y corroborado  por  la 
constante  jurisprudencia  de  los  Tribunales,  que 
todo  contrato  oneroso  y bilateral  obliga  recí- 
procamente á los  contrayentes  é impone  al  que 
falte  á su  cumplimiento  la  responsabilidad  de 
los  daños  y perjuicios  causados  por  este  motivo 
á la  otra  parte  que  le  haya  cumplido  (Sent.  27 
Abril  1871). 

Ese  principio  comprende  necesariamente  al 
contrato  de  arrendamiento,  respecto  del  cual 
se  halla  ademas  establecido  de  una  manera  es- 
pecial en  la  ley  2/  y siguientes,  señaladamente 
en  la  21,  tit.  VIII,  Partida  5.a,  así  como  en  rei- 
teradas decisiones  del  Tribunal  Supremo,  que, 
inspiradas  por  las  disposiciones  de  dichas  leyes, 
igualmente  que  por  la  5.a,  tít.  VI,  de  la  misma 
Partida,  declaran  que  el  que  falta  al  cumpli- 
miento de  este  contrato  queda  obligado  a resar- 
cir y abonar  á la  otra  parte  los  daños  y menos- 
cabos, comprendiéndose  bajo  esta  denomina- 
ción, no  sólo  los  daños  y perjuicios,  sinó  tam- 
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bien  los  productos  impedidos:  y que  vendida 
una  finca  arrendada  ántcs  de  cumplir  el  termi- 
no del  arrendamiento,  y demandado  ol  dueño 
vendedor  por  el  arrendatario  desposeído  de  la 
misma,  debo  aquél  abonar  á éste  las  ganancias 
impedidas,  ademas  de  los  daños  y perjuicios 
• Scnt.  27  Abril  1872). 

Sent.  7 Noviembre  1871.  . 

Scnt.  12  Mayo  1 8 7 A . 

COMENTARIO 

El  arrendamiento  puede  resumirse  en  esta 
fórmula  breve  del  Código  austríaco:  «En  gene- 
ra!, el  contrato  de  arrendamiento  es  considera- 
do como  contrato  de  venta  del  uso.» 

La  ley  de  Partida  divide  el  arrendamiento  en 
cilof/ucro  y arrendamiento  propiamente  dicho. 

«A  loguero  es  cuando  un  orne  loga  á otro 
obras  que  ha  de  hacer  con  su  persona  ó con  su 
bestia:  ó otorgar  poder  de  usar  de  su  cosa,  ó de 
servirse  dolía,  por  cierto  precio,  que  1c  ha  de 
pagar  en  dineros  contados...  Arrendamiento  es 
arrendar  eredamiento  ó almoxarifadgo,ó  alguna 
otra  cosa  por  renta  cierta  que  den  por  ella.» 

El  aloguero  recibe  más  comunmente  el  nom- 
bro de  locación  y conducción.  Se  llama  loca- 
ción respecto  del  que  da  la  cosa  ó presta  el  ser- 
vicio; conducción  se  dice  respecto  del  que  sa- 
tisface el  precio. 

Otra  clase  de  arrendamiento  es  el  fietamento 
pero  corresponde  su  estudio  al  derecho  mer- 
cantil. 

En  el  arrendamiento  intervienen  dos  partes, 
la  que  da  en  arrendamiento  y la  que  paga  el 
precio;  la  primera  recibe  los  nombres  de  loca- 
dor, arrendador,  alquilador,  fletante,  jornale- 
ro, sirviente,  etc.:  á la  segunda  se  la  denomina 
arrendatario,  inquilino,  colono,  fletador,  asen- 
tista, empresario,  amo,  etc.  Al  precio  que  me- 
dia en  este  contrato  se  da  el  nombro  do  arren- 
damiento, renta,  inquilinato,  alquiler,  flete, 
jornal,  salario,  sueldo,  honorarios,  etc. 

El  arrendamiento  se  asemeja  á la  venta  en 
que  ambos  contratos  son  consensúales  y media 
un  precio  cierto  y determinado.  Se  diferencian 
principalmente  en  que  por  la  compra-venta  se 
trasmito  la  propiedad  de  la  cosa,  en  tanto  que 
por  el  arrendamiento  únicamente  se  trasfiere  el 
goce  ó ci  uso  de  la  misma. 

El  precio  ha  de  ser  en  dineros  conlados,  «ca 
si  otra  cosa  resciuíere  que  non  fuessen  dineros 
contados,  non  seria  loguero,  mas  seria  contra- 
to innominato.»  ¡Sin embargó,  según  expresa  Go- 


yena,  puedo  y suelo  consistir  [sobre  todo  en  las 
tierras  de  pan-traer)  en  una  cantidad  determina- 
da de  los  frutos  que  las  mismas  producen,  se- 
ñalándose la  cantidad  que  se  ha  de  dar  por  ca- 
da medida  de  tierra.  También  algunas  veces  se 
señala  una  parte  alícuota  do  los  frutos  que  pro- 
duzca la  cosa  arrendada;  pero  este  pacto,  más 

bien  que  arrendamiento,  es  una  sociedad  en  que 
el  dueño  pone  el  capital,  y el  colono  la  indus- 
tria, y se  conoce  con  la  denominación  de  apar- 
cería. 

El  arrendamiento  puede  ser  de  cosas,  y en- 
tonces se  divide  en  arrendamiento  de  fincas  rús- 
ticas y urbanas.  Puede  también  ser  do  trabajo 
ó de  industria,  y entonces  se  clasifica  en  servi- 
cio de  criados  y trabajadores  á salarios,  obras 
por  ajuste  ó precio  alzado  y de  trasporte  por 
agua  ó tierra,  bien  de  personas,  bien  de  cosas. 

De  cada  una  de  estas  clases  de  arrendamiento 
ó locación  nos  ocuparemos  separadamente. 

Artículo  -1555. — El  arrendamiento  se  per- 
fecciona por  el  solo  consentimiento  de  las 
partes. 

ORÍGENES 

Ley  -.",  tít.  VIII,  Partida  5.* 

JURISPRUDENCIA 

Según  la  ley  2.°,  tít.  VIII,  Partida  3.“,  el  con- 
trato de  arrendamiento  recibe  todos  sus  efectos 
civiles  con  tal  que  conste  el  placer  é otorga- 
miento de  las  partes  (Sent.  11  Octubre  1806). 

Si  resulta  haberse  celebrado  un  contrato  de 
arrendamiento  entre  los  dueños  pro  indiviso  de 
un  término  coto  redondo  con  la  comisión  de 
varios  renteros  del  mismo,  no  puede  darse  por 
terminado  dicho  contrato  sino  por  la  voluntad 
de  ambos  condueños,  porque  uno  y o tro  tienen 
iguales  derechos,  y por  tanto  la  Sala  sentencia- 
dora que  declara  procedente  el  desahucio  soli- 
citado únicamente  por  uno  de  los  dueños,  sin 
probar  que  el  otro  se  hubiese  obligado  á pasar 
por  lo  que  ¿1  hiciese,  infringe  la  doctrina  con- 
signada en. varias  sentencias  del  Tribunal  Su- 
premo, según  ¡as  que  on  la  disolución  de  los 
contratos  es  necesario  que  concurran  y pres- 
ten su  consentimiento  todos  los  que  lo  celebra- 
ron (Sent.  12  Julio  1877). 

COMENTARIO 

El  arrendamiento  tiene  muchos  puntos  de 
contacto  y semejanza  con  la  compra-venta,  se- 
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gun  acabamos  de  decir.  Las  leyes  romanas  y 
las  nuestras  de  Partidas  le  consideraron  como 
un  contrato  consensual,  como  se  desprende  de 
la  misma  definición  quo  hemos  consignado  en  el 
artículo  1554.  El  efecto  de  este  principio  no  es 
otro  que  el  contenido  en  el  artículo  presente; 
así  que  las  partes  han  convenido  <>n  la  cosa, 
tiempo  del  arrendamiento  (cuando  esto  tenga 
lugar)  y precio,  el  contrato  está  perfecto,  de]  mis- 
mo modo  y forma  en  que  hemos  visto  quedaba 
perfecta  la  compra-venta. 

Articulo  1556. — Pueden  ser  objeto  de  es- 
te contrato  todas  las  cosas  que  están  en  el 
comercio  de  los  hombres,  sean  muebles,  se- 
movientes ó raíces,  y las  incorporales, servi- 
cios y derechos  cuyo  uso  puede  trasferirse 
con  arreglo  á las  leyes. 

ORÍGENES 

Ley  3.a,  tít.  VIH,  Partida  5.a 

Ley  7.a,  tít.  XVII,  lib.  III,  Fuero  Real. 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  con:  Art.  1713,  Cód.  Francia. 

JURISPRUDENCIA 

La  explotación  de  las  minas  puede  ser  mate- 
ria del  contrato  de  arrendamiento  (Sent.  19 
Abril  1861). 

Según  precepto  expreso  de  la  ley,  pueden  dar- 
se en  arrendamiento,  no  sólo  las  fincas  rústicas 
y urbanas,  sino  los  derechos  incorporales,  como 
el  usufructo:  y habiendo  sido  objeto  de  la  es- 
critura pública  el  percibo  de  las  pensiones  fo- 
rales  por  tiempo  determinado,  fenecido  éste  y 
no  habiéndose  pagado  á debido  tiempo  el  pre- 
cio convenido  en  sustitución  de  las  expresadas 
pensiones,  la  terminación  del  contrato  que  de- 
clara la  sentencia,  es  procedente:  y al  esti- 
marlo no  infringe  los  artículos  638  y 647  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil,  referentes  á la  tra- 
mitación dél  juicio  de  desahucio,  porque  en 
materia  de  procedimiento  no  pueden  servir  de 
fundamento  á un  recurso  de  casación  en  el 
fondo  (Sent.  15  Octubre  1877). 

COMENTARIO 

Qu&libel  res  in  commercio  hominum  exis - 
tens  potes t locari  vel  conduci.  Este  es  precepto 

general  vigente  en  la  materia,  y que  ha  de  in- 

TUUO  II 


terpretarso  muy  latamente,  pues  no  solamente 
pueden  arrendarse  las  cosas,  sinó  los  servicios, 

| las  obras,  el  trabajo  ó su  industria,  etc.  Puede 
también  arrendarse  el  usufructo  con  ciertas  li- 
mitaciones, los  derechos  como  el  de  caza  y pes- 
ca, y áun  puede  ser  objeto  de  este  contrato  la 
cobranza  de  ciertas  rentas  como  las  de  aduanas, 
consumos,  portazgos,  ú otras  scmcjanLes. 

Hay,  sin  embargo,  una  excepción  á este  prin- 
cipio, pues  las  cosas  tangibles  no  son  suscepti- 
bles de  arrendamiento,  porque  siendo  condición 
precisa  de  éste  que  se  restituya  la  misma  cosa, 
no  sería  posible  cumplir  este  requisito,  puesto 
que  no  se  puede  usar  de  aquéllos  sin  consumir- 
los. Admiten,  sin  embargo,  un  caso  en  que  sea 
posible  el  arrendamiento  de  cosas  fungibles,  es- 
to es,  cuando  se  alquilaron  por  lujo  ó por  osten- 
tación. Así  refiere  Troplong  el  caso  do  un  ava- 
ro que,  obligado  á dar  una  comida  el  día  en  que 
casó  á su  hija,  alquiló  un  plato  exquisito,  ol 
cual  hizo  colocar  sobre  la  mesa,  con  prohibición 
á los  criados  de  aplicarle  el  cuchillo  destructor. 

Los  convidados  disfrutaron  de  su  vista,  tal 
vez  les  pasó  gana  de  hincarle  el  diente;  pero  el 
plato  volvió  sano  á casa  del  fondista.  Vías  este 
caso  es  verdaderamente  excepcional. 

Con  arreglo  á una  ley  del  Digesl'o,  tampoco 
puede  ser  objeto  de  arrendamiento  el  derecho 
de  servidumbre,  á no  ser  que  se  arriende  la  fin- 
ca ó predio  dominante,  pues  entonces  se  entien- 
de arrendada  con  aquellas  servidumbres  que 
sean  necesarias  ó útiles  para  su  disfrute. 

Finalmente,  no  son  arrendables  los  oficios  pú- 
blicos que  expresan  las  leyes  4.’  y siguientes, 
tít.  VI,  lib.  VT1I,  Nov.  Rec.,  como  son  los  de 
juez,  alguacil,  alcaide,  etc.;  pero  lo  son  los  ofi- 
cios enajenados  de  la  Corona,  los  cuales  pueden 
hasta  cederse  ó renunciarse,  teniendo  los  arren- 
datarios ó cesionarios  los  requisitos  de  la  ley, 
salvo  lo  dispuesto  sobre  reversión  de  los  de  la 
fe  pública  en  la  ley  de  18  de  Junio  de  1870  y 
sus  referencias. 

Artículo  1557. — El  arrendamiento  puede 
hacerse  á tiempo  cierto,  ó por  toda  la  vida 
del  arrendador  ó del  arrendatario. 

ORÍGENES 

Ley  2.a,  tít.  VHI,  Partida  5.J 

Ley  7.a,  tít,  XVII,  lib.  MI,  Fuero  Real. 

I 

comentario 

El  Código  francés  exige  que  el  arriendo  se  ha- 
ga por  tiempo  cierto  ó determinado. 
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I ,,a  perpetuidad,  dico  Troplong;  os  opuesta  á . 
nuestras  ideas;  es  incompatible  con  ¡os  princi- 
pios de  libertad  que  ¡as  leyes  modornas  han  es- 
tablecido. así  para  Jas  cosas  como  para  las  per- 
sonas. Y en  verdad  que  repugnaría  á nuestras 
costumbres  que  un  criado,  por  ejemplo, se  obli- 
gase á servir  durante  toda  su  vida  á determina- 
do señor. 

Pero  nuestra  ley  dice  de  una  manera  termi- 
nante que  el  arriendo  puede  hacerse  á tiempo 
cierto,  ó para  en  su  vida  del  que  recibe  la  cosa 
á loguero  ó del  que  la  loga. 

\ 

Artículo  1558.— Es  válido  y debe  ser  cum- 
plido todo  pacto  que  se  otorgare  entre  el 
comprador  y el  vendedor,  no  siendo  contra- 
rio á las  leyes  y buenas  costumbres. 

ORÍGENES 

Ley  2.a,  tít.  VIII,  Partida  5.a 

JURISPRUDENCIA 

Sentencia  8 Febrero  1861. 

La  sentencia  que  manda  cumplir  un  pacto 
puesto  en  una  escritura  de  arrendamiento,  en 
cuyo  cumplimiento  está  conforme  la  parte  de- 
mandada, no  infringe  la  ley  2.a,  tít.  VIII,  Par- 
tida 5.*,  que  previene  la  observancia  de  los  pac-  I 
tos  puestos  en  los  arrendamientos,  no  siendo  . 
contra  las  leyes  ó buenas  costumbres  (Sent.  27  ' 
Febrero  1869). 

COMENTARIO 

«Otrosí,  todos  los  pleitos  que  pusieren  entre 
sí  loe  omes  sobre  arrendamientos,  ó los  aloga- 
mientos  douen  valer,  é ser  guardados:  fueras 
los  que  fuessen  puestos  contra  las  leyes  de  nues- 
tro libro  ó contra  buenas  costumbres.)) 

Este  principio  es  general  á toda  clase  de  con-  1 
tratos;  poro  nuestros  Códigos  lo  repiten  al  ocu-  ' 
parse  de  cada  uno  de  ellos  en  particular. 

It 

Articulo  1559.  Pueden  celebrar  el  con- 
trato de  arrendamiento  todos  los  que  tienen 
capacidad  legal  para  obligarse. 

ORÍGENES 

Ley  2.a.  tít.  VIH,  Partida  5.R 

Ley  7.%  til.  XVII,  lili.  III,  Fuero  Real. 


JURISPRUDENCIA 

La  facultad  que  tiene  el  que  es  dueño  en  ple- 
no dominio  de  una  finca,  de  arrendarla,  no  ex- 
cluye la  quo  en  su  caso  corresponde  al  que  es- 
té en  posesión  de  utilizar  sus  aprovechamien- 
tos (Sent.  27  Noviembre  1867). 

Para  dar  una  finca  en  arrendamiento  es  tí-_ 
tulo  suficiente  el  estar  en  posesión  de  ella  y 
percibir  sus  frutos  (Sent.  id.  id.) 

Para  decretar  el  desahucio  es  preciso  justifi- 
car el  dominio  de  la  cosa  que  se  trata  de  desa- 
huciar, correspondiendo  á la  Sala  sentenciadora 
apreciar  el  valor  de  la  prueba  que  sobre  cst  o 
hecho  se  suministre  (Sent.  13  Mayo  1 3G S) . 

Reconocido  por  el  demandado  de  desahucio 
que  el  demandante  es  dueño  de  la  casa,  apare- 
ce incuestionable  el  derecho  que  éste  tiene  para 
obligar  á aquél  á que  la  desocupe;  sin  que  sea 
aplicable  en  este  caso  la  ley  30,  tít.  XX,  Parti- 
da 3.*,  que  impone  al  demandante  el  deber  de 
probar  su  acción  (Sent.  27  Junio  18fi8). 

Conferido  poder  por  un  padre  á su  hijo  para 
que  administre,  rija  y gobierne  las  fincas  rús- 
ticas y urbanas  que  le  pertenecieren,  no  se  ex- 
tralimita de  sus  facultades  arrendando  una  de 
ellas  á quien  le  pareciese,  con  las  condiciones 
lícitas  que  tuviera  por  conveniente  (Sent.  19 
Marzo  1869). 

Apreciándose  por  la  Sala  sentenciadora  que 
ha  mediado  contrato  de  arrendamiento,  no  se 
infringe,  al  decretar  el  desahucio,  el  principio 
de  que  la  acción  de  desahucio  no  emana  direc- 
tamente del  dominio,  sino  del  contrato  de  ar- 
rendamiento, y su  correlativo  de  que  el  domi- 
nio sin  limitación  de  contrato  sólo  puede  pro- 
ducir acción  real  ^Sent.  18  Febrero  1870). 

La  acción  de  desahucio  presupone  siempre 
titulo  legítimo  de  propiedad  ó posesión  en  el  de- 
mandante, y exige  por  parte  del  demandado  que 
lo  resiste  ó impugna,  la  justificación  de  sus 
asertos  para  que  sean  atendidas  sus  excepciones 
(Sent.  30  Abril  1874). 

El  usufructuario  de  fincas  tiene  el  derecho 
de  utilizarlas  arrendándolas  (Sent.  13  Enero 
1877). 

Probada,  en  concepto  de  la  Sala,  la  existencia 
del  contrato  de  arrendamiento,  negado  por  el 
demandado,  así  corno  la  conformidad  de  los  dos 
hermanos  litigantes  en  las  fincas  objeto  del  re- 
ferido contrato  y en  la  renta  anual  y la  llevanza 
en  colonia  de  los  bienes  arrendados  por  espacio 
de  once  años,  sin  haber  satisfecho  la  parte  re- 
convenida en  alguno  la  expresada  renta,  os  in- 
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dudable  que  la  sentencia,  al  condenarle  al  pago 
de  dicha  renta  vencida,  no  infringe  la  ley.  2.*, 
título  VIII,  Partida  5.a,  que  trata  «de  quién 
puede  arrendar  ó alogar,  é por  cuanto  tiempo» 
(Sentencia  2 Junio  1877). 

No  es  doctrina  legal  admitida  por  la  juris- 
prudencia de  los  Tribunales  la  de  que  «no  se 
concibe  el  contrato  de  arrendamiento  negando 
el  arrendatario  al  arrendador  derecho  sobre  la 
cosa  arrendada  y al  pago  de  las  rentas,»  puesto 
que  contra  la  negativa  del  arrendatario  se  dan 
los  medios  de  prueba  que  el  derecho  tiene 
establecidos  (Sents.  14  Diciembre  1877  y 30 
Noviembre  1877). 


COMENTARIO 

La  ley  de  Partida  dice:  «arrendar  é alogar 
puede  todo  orne  que  ha  poder  de  comprar  é de 
vender...;»  y la  ley  del  Fuero,  más  comprensi- 
va, consigna  que  «todo  orne  pueda  arrendar  sus 
cosas  á plazo  sabido,  ó para  siempre...» 

El  precepto  general  puede,  por  consiguiente, 
reducirse  al  contenido  de  nuestro  artículo. 

Aun  cuando  la  ley  de  Partidas  asimila  la  ca- 
pacidad para  arrendar  á la  exigida  para  com- 
prar y vender,  esto  no  es  absolutamente  exacto, 
pues  tratándose  del  arrendamiento  el  precepto 
es  más  general.  Así  vemos  que  puede  arrendar, 
no  sólo  el  dueño  de  la  cosa,  sino  el  que  tiene  á 
su  favor  la  presunción  de  serlo,  de  suerte  que 
el  estar  en  posesión  de  una  cosa  y percibir  sus 
frutos  es  título  bastante  para  celebrar  este  con- 
trato. Pueden  también  celebrarle  el  eníitéuta, 
el  usufructuario,  el  guardador  y el  administra- 
dor de  corporaciones  ó particulares,  sin  estar 
especialmente  autorizados  para  ello,  el  padre  en 
los  bienes  adventicios  de  sus  hijos,  el  marido 
en  los  de  su  mujer,  los  prelados  en  cuanto  á los 
bienes  de  las  iglesias,  etc. 

La  ley  de  Partida  prohibía  celebrar  este  con- 
trato á los  militares  y oficiales  de  la  Corte,  cu- 
ya regla  no  puede  considerarse  vigente,  sobre 
todo  si  el  cultivo  se  hace  por  medio  de  criados. 

Otras  prohibiciones  se  consignan  en  el  Fuero 
Real  y en  la  Nov.  Reo.;  mas  ninguna  de  ellas 
tiene  aplicación  ni  es  observada. 


Artículo  1560. — Los  arrendamientos  obli- 
garán del  mismo  modo  á los  herederos  de 
ambas  partes,  á no  ser  que  lo  arrendado  fue- 
re el  usufr  ucto  de  una  heredad,  en  cuyo  caso 
la  muerte  del  arrendatario  extingue  la  obli- 


gación, salvo  el  derecho  de  los  herederos 
de  éste  á reclamar  del  dueño  la  restitución 
del  precio  que  hubiere  satisfecho  anticipa- 
damente, á no  ser  que  el  mismo  dueño  les 
permita  recoger  los  frutos. 

ORÍGENES 

Leyes  2.“  y 3.a,  tít.  VIII,  Partida  5.* 

Artículo  3.°,  Decreto  de  Cortes  8 Junio  1813 

JURISPRUDENCIA 

El  usufructuario  de  fincas  tiene  el  derecho 
de  utilizarlas  y arrendarlas,  y dada  la  natu- 
raleza esencial  del  arrendamiento  de  las  rús- 
ticas, el  propietario  sólo  puede  desahuciar  al  co- 
lono en  la  época  y en  la  forma  en  que  procede  el 
desahucio  de  las  mismas,  sin  perjuicio  del  de- 
recho á percibir  la  parte  del  arrendamiento  que 
le  corresponda;  y al  prescindir  la  sentencia  de 
este  principio  infringe  el  espíritu  de  la  ley  3.a, 
tít.  X,  lib.  X,  Nov.  Rcc.,  que  exige  el  aviso  al 
principio  del  último  año  de  arriendo  como  mu- 
tuo desahucio  (Sent.  13  Enero  1877). 

COMENTARIO 

El  principio  general  de  que  el  que  contrata  lo 
hace  para  sí  y sus  herederos  comprende  tam- 
bién al  contrato  de  arrendamiento.  «E  si  por 
auentura  logase  uno  á otro  casa  ó otra  cosa  á 
tiempo  cierto,  é se  muriesse  el  que  la  avia  alo- 
gado, ante  que  el  tiempo  se  cumpliessc,  su  ere- 
dero  deuc  servirse,  é aprouechar  de  la  cosa  alo- 
gada fasta  que  se  cumpla  el  tiempo;  é es  tenudo 
de  pagar  por  ella  lo  que  deuia  dar  el  finado  que 
la  avia  alogado.  Otrosi  si  se  muriesse  el  señor 
de  la  cosa  alogada,  el  eredero  es  tenudo  de 
guardar  el  pleito,  según  lo  puso  el  finado,  ó 
deuelo  aver  por  firme.» 

Sin  embargo,  la  ley  hace  una  excepción  para 
el  caso  en  que  se  trate  del  arrendamiento  de 
usufructo.  «Pero  si  aquel  que  arrienda  el  vso- 
fructo  de  eredad  ó de  viña,  ó de  otra  cosa  seme- 
jante, se  muriesse,  non  deue  passar  el  derecho 
de  vsar  de  tal  arrendamiento  al  eredero  de 
aquel  que  lo  auia  arrendado;  ante  dezímos  que 
se  torna  al  señor  de  la  cosa;  ca  el  arrendamien- 
to de  tal  vsofructo  es  de  tal  manera,  que  se  aca- 
ba en  ¡a  muerte  del  que  lo  tenia  arrendado. » 

Esto  precepto  está  expresado  con  bastante 
claridad  para  no  necesitar  explicación.  Ténga- 
se, sin  embargo,  en  cuenta  que  la  terminación 
del  arrendamiento  en  esta  oaso  lleva  consigo 
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!:i  restitución  de  la  parte  do  procio  quo  ol  arren- 
datario hubiere  satisfecho  anticipadamente;  así, 
pues,  si  el  que  tenía  la  cosa  arrendada  'iouiesso 
pagado  todo  el  precio  6 parto  del,  por  aquel  año 
cu  queso  finó,  ó non  ouiosscel  vsofructo  toma* 
do,  temido  es  el  señor  de  la  cosa  de  tornar  al 
crerlcro  del  (¡nado  aquello  que  ouiesso  resciui- 
do  dél,  por  esto  año,  ó dcxarlo  el  esquilmo  de 
vsofrunlo  de  aquel  año.'. 

Como  es  un  principio  inconcuso  do  derecho 
que  nadie  puede  dar  ni  cedor  más  que  aque-  ! 
lio  (¡uc  le  pertenece,  no  puede  contratar  válida- 
mente sobro  otras  cosas  quo  las  suyas  propias; 
de  aquí  que  cuando  un  usufructuario  da  en  ar- 
rendamiento la  cosa  usufructuada,  no  pueda  du- 
rar esto  contrato  más  que  el  mismo  derecho  do 
usufructo,  y por  tanto,  que,  fenecido  ésto,  cadu- 
ca también  d arrendamiento. 

lín  virtud  de  esto,  el  nudo  propietario  recu- 
pera la  cosa  dada  on  usufructo,  libro  de  toda  car- 
ga y gravamen,  incluso  el  arrendamiento  quo 
oí  usufructuario  celebró. 

Abura  bien:  al  expulsar  el  nudo  propietario 
al  arrendatario  quo  contrató  con  el  que  tenía  el 
usufructo,  ha  do  hacerlo  sin  lesionar  sus  inte- 
reses, para  lo  cual,  si  se  tratare  do  lincas  rústicas 
y oí  arrendamiento  se  hubiere  hecho  .sin  tiempo 
determinado, deberá  avisarle  con  la  anticipación  \ 
de  un  año,  conforme  á lo  que  diremos  en  el 
articulo  y á lo  quo  so  declara  en  la  sen- 

tencia del  Supremo  Tribunal  de  l-‘i  de  Enero  tíe 
1877,  quo  puede  verse  cu  la  jurisprudencia  de 
osle  articulo. 


Artículo  l.Vil . — El  precio  del  arrenda- 
miento ha  do  consistir  en  dinero  metálico. 

OniOHNEt! 

Eoy  Id,  tit.  YHI,  Partida  5.* 

.1  UlltSVHUDENCI.V 

Al  estimar  ia  sentencia  recurrida  ol  desahu- 
cio y rosorvar  al  actor  su  derecho  para  el  pago 
do  la  venta  ó alquiler  do  la  casa  sobre  que  versa 
aquél,  supone  implícitamente  quo  ha  do  hacer- 
se en  dinoro  contado,  según  la  naturaleza  del 
contrato  de  arrendamiento,  sin  quo  por  lo  mis- 
mo infrinja  la  ley  1.*,  tít.  VIH,  Partida  5.*,  quo 
dispone  so  pague  el  precio  del  arriendo  en  di- 
nero contado,  porque  así  se  ejecutará  cuando 
haya  do  satisfacerse  (Sent.  11  Enero  1877). 


comentario 

Tres  requisitos  exíjense  on  el  precio  que  me- 
dia en  los  arrendamientos;  son  á saber:  que 
sea  justo,  cierto,  y en  dinero  contado.  De  esta 
última  condición  se  ocupa  nuestro  artículo. 

Cu  si  otra  cosa  rcsciuiesse  que  non  fuessen 
dineros  contados,  non  seria  loguero , mas  con- 
trato innominado. 

En  otro  lugar  dejamos  dicho  que  la  costum- 
bre ha  admitido  que,  en  equivalencia  de  precio 
en  metálico,  so  entreguen  cantidades  fijas  de 
frutos,  y áun  parte  alícuota  de  las  que  se  pro- 
duzcan. 

Artículo  1502. — El  adqnirente  con  título 
legítimo  de  una  cosa  dada  en  arrendamien- 
to puede  expulsar  de  ella  al  arrendatario, de- 
biendo el  vendedor  restituir  á óste  la  parte 
de  precio  correspondiente  al  tiempo  que 
faltase  para  terminar  el  arrendamiento. 

Se  exceptúa  de  lo  dispuesto  en  el  párrafo 
anterior  el  caso  en  que  hubiere  pacto  en 
contrario,  6 si  el  arrendamiento  so  hiciere 
por  toda  la  vida  del  arrendatario,  ó á perpe- 
tuidad ( t). 


(j)  Las  ñucas  vendidas  por  la  Administración 

en  virtud  de  las  leyes  desamortizadoras  de  l.“  de 
Mayo  de  1855,  11  Julio  de  1850,  y 11  Julio  1878,  se 
regirán  en  cuanto  a los  arrendamientos  por  la  ley 
de  lío  de  Abril  de  1850,  que  dice: 

«Art.  l.u  Los  arrendamientos  de  predios  rústi- 
cos, fábricas  y artefactos  enajenados,  ó que  se  ena- 
jenen á virtud  déla  ley  de  1."  de  Mayo  de  1855,  ca- 
ducarán, concluido  que  sea  el  año  de  arrendamien- 
to corriente  á la  toma  de  posesión  por  el  comprador, 
según  la  costumbre  de  cada  localidad. 

Los  de  lincas  urbanas  cuarenta  días  después  de  la 
toma  de  posesión . 

Art.  2.°  Los  contratos  de  arrendamientos  de 
bienes  que  no  se  hayan  vendido  subsistirán  hasta 
que  se  cumpla  el  tiempo jde  su  duración,  ó hasta  que 
se  verifique  la  venta,  en  cuyo  caso  tendrá  lugar  lo 
prescrito  en  el  artículo  anterior,  sin  otra  indemni- 
zación que  la  de  los  abonos  y mejoras  existentes  en 
el  campo,  según  la  costumbre  de  cada  localidad. 
Esta  indemnización  será  de  cuenta  del  comprador, 
á juicio  de  peritos,  á no  ser  que  prefiera  dejar  sub- 
sistente el  contrato  de  arrendamiento  hasta  que 
termine  el  plazo  estipulado. 

En  los  arrendamientos  á venta  y mejora  que 
consten  por  escritura  pública,  siempre  que  las  lin- 
cas iiayan  sido  plantadas  de  viña  y arbolado  por  los 
colonos,  habrá  lugar  á la  indemnización  pericial, 
cuando  aquellas  se  vendan  ántes  de  espirar  el 
plazo  señalado  en  la  escritura,  á no  ser  que  el  com- 
prador deje  el  disfrute  de  la  tinca  al  arrendatario 
hasta  concluir  aquel  plazo. 

Art.  8.°  Continuarán  arrendándose  en  públi- 
ca subasta  los  predios,  así  rústicos  como  urbanos} 
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ORÍGENES 

Ley  19,  tit.  VIII,  Partida  5.a 

Ley  7.a,  tit.  XVII,  Iib.  III,  Fuero  Real. 

Ley  única,  tit.  XVI,  Ordenamiento  de  Alcalá. 

JURISPRUDENCIA 

Vendida  una  finca  arrendada  antes  de  cum- 
plir el  término  del  arrendamiento,  y deman-  1 
dado  el  dueño  vendedor  por  el  arrendatario 
privado  de  la  misma,  para  que  le  abone  las  ga- 
nancias impedidas  y le  indemnice  los  daños  y 
perjuicios,  si  en  la  sentencia  se  le  condena  res- 
pecto de  los  últimos  y se  le  absuelve  en  cuanto 
á las  primeras,  se  infringe  la  ley  5.a,  tít.  VI, 
Partida  5.a  (Sent.  25  Junio  1860). 

Si  bien  la  ley  19,  tit.  VIII,  Partida  5.a,  dis- 
pone que  el  comprador  no  está  obligado  á res- 
petar y cumplir  los  contratos  de  arrendamiento 
que  hubiera  hecho  el  vendedor,  y puede  desde 
luégo  entrar  en  el  libre  disfrute  y aprovecha- 
miento de  la  cosa  vendida,  dicha  ley  está  subor- 
dinada á las  prescripciones  del  decreto  de  las 
Cortes  de  8 Junio  de  1813,  restablecido  en  6 de 
Setiembre  de  1836,  que  ordena  que  los  arren- 
damientos pueden  disolverse  por  voluntad  de 
cualquiera  de  las  partes,  pero  avisando  á la  otra 
un  año  antes  (Sent.  12  Setiembre  1863). 

Los  contratos  de  arrendamiento  están  sujetos 
á las  reglas  comunes  y á las  prescripciones  de 
la  ley  19,  tít.  VIH,  Partida  5.a,  según  la  cual, 
el  comprador  de  una  cosa  legada  está  autori- 
zado para  lanzar  de  olla  al  arrendatario  que  no 
lo  fuese  de  por  vida  (Sent.  17  Setiembre  1863). 

Al  consignarse  por  la  ley  19,  tít.  VIII,  Parti- 
da 5.a,  los  casos  de  excepción  en  que  el  arren- 
dador de  la  cosa  arrendada  no  puede  ser  echado 
de  ella  maguor  que  se  vendiesse,  por  ana- 
logia  determina  como  uno  de  ellos,  cuando  el 
vendedor  la  oviere  logado  para  en  toda  su  vida 
de  aquel  á quien  la  logara  como  de  sus  ere-  i 
deros  (S¿nt.  29  Mayo  1863) . 

Posesionado  de  la  casa  aquél  para  quien  se  j 
adquirió,  puede  deducir  la  acción  de  desahucio 
contra  el  inquilino  que  la  ocupa,  como  verda- 
dero propietario  de  la  misma  (Sent.  9 Abril 
1866).  - 

El  dueño  de  una  casa  adquirida  por  un  título  , 


al  espirar  los  contratos  actuales  con  sujeccion  alas 
reglas  establecidas  en  los  artículos  precedentes. 

Art.  4,°  En  los  anuncios  de  la  subasta  se  hará 
expresa  mención  de  la  época  en  que  debo  fenecer  el 
arriendo  conforme  á las  disposiciones  de  esta  ley.» 


legítimo  tiene  el  incuestionable  derecho  de  des- 
pedir al  inquilino  que  la  ocupare  con  anterio- 
ridad á su  adquisición,  con  tal  que  no  haya 
mediado  un  pacto  especial  prohibitivo  de  en- 
ajenar la  finca  sin  el  gravamen  concertado  con 
el  anterior  poseedor  de  la  finca  (Sent.  4 Diciem- 
bre 1866). 

El  poseedor  de  una  finca  adquirida  por  título 
legitimo  y reconocido  como  tal  por  sus  inqui- 
linos, tiene  el  incuestionable  derecho  de  con- 
servar ó no  á su  servicio  el  portero  que  tuviere 
la  finca,  como  éste  el  de  dejar  do  prestarle  (Sen- 
tencias 13  Noviembre  1866  y 28  Marzo  1870). 

El  contrato  de  arrendamiento  hecho  por  el 
vendedor  no  obliga,  por  regla  general,  al  com- 
prador, sino  sólo  en  los  casos  de  excepción  es- 
tablecidos en  la  ley  19,  tít.  VIII,  Partida  5.a,  ó 
en  los  que  respecto  á ciertos  arrendamientos 
consigna  también  la  ley  Hipotecaria  (Sonts.  17 
Abril  1868  y 5 Junio  1873). 

El  que  vende  una  finca  arrendada  antes  que 
espire  el  término  del  arrendamiento,  está  obli- 
gado á sostenerlo  o á indemnizar  al  arrendata- 
rio los  menoscabos  que  le  resulten  por  el  desa- 
hucio (Sent.  1."  Julio  1870). 

Para  que  un  contrato  de  arrendamiento  pueda 
perjudicar  á tercero,  es  requisito  esencial  que 
se  halle  inscrito  en  ei  Registro  de  la  propiedad 
(Sent.  11  Febrero  1871). 

La  ley  19,  tít.  VIH,  Partida  5.a,  ordena  que 
la  cosa  arrendada,  aun  cuando  lo  esté  á cierto 
tiempo,  puede  venderse  á otro  y ser  despojado 
el  arrendatario,  á no  ser  en  los  dos  casos  de 
excepción  que  la  misma  contieno  (Sent.  8 Ju- 
lio 1874). 

Si  bien  en  un  pleito  principal  puede  ser  opor- 
tuna la  cita  de  la  ley  19,  tit.  V ITT,  Partida  5.", 
que  establece  la  responsabilidad  en  que  incurre 
el  dueño  de  una  finca  arrendada  por  cierto 
tiempo  si  la  vende  antes  de  que  este  tiempo 
cumpla,  y el  comprador  lanza  do  ella  a!  arren- 
datario, no  puede  en  manera  alguna  invocarse 
esta  disposición  legal  en  las  diligencias,  limi- 
tadas necesariamente  á determinar  los  perjui- 
cios que  el  demandante  baya  sufrido  por  la  in- 
ejecución de  un  contrato  de  arriendo,  y que  de- 
ben serle  indemnizados  por  el  demandado,  en 
cumplimiento  de  lo  mandado  en  la  ejecutoria 
referida  (Sent.  28  Setiembre  1876). 

Sent.  3 Julio  1878. 

COMENTARIO 

El  propietario  de  una  finca  dada  en  arrenda- 
miento puede  enajenarla.  ¿Cuáles  son  los  efec- 
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tos  do  esta  enajenación  en  cuanto  á los  derechos 
del  arrendamiento?  Con  arreglo  á nuestra  ley 
de  Partidas,  «aquel  que  la  comprare  bien  puede 
echar  dcüa  al  que  la  tiene  alogada;  mas  el  ven- 
dedor que  gola  logó,  tenudo  es  de  tornarle  tan-  . 
la  parte  del  loguero  quanto  tiempo  íincaua  que  ■ 
ge  deuia  della  aprovechar.» 

En  el  proyecto  de  Código,  por  el  contrario,  se 
dispone  que  aunque  se  enajene  la  finca  subsis- 
tirá el  arrendamiento  durante  el  plazo  que  se  ; 
hubiere  convenido,  siempre  que  conste  por  es- 
critura pública,  ó que  su  fecha  sea  Iegalmente 
cierta,  á no  ser  que  se  hubiere  estipulado  lo 
contrario.  En  justificación  do  este  nuevo  pre- 
cepto dice  Goycna:  «¿No  es  un  principio  de 
equidad  y de  jurisprudencia  universal  que 
nadie  puede  trasmitir  á otro  más  derecho  del 
que  él  misino  tiene?  El  arrendador  que  por 
escritura  pública  ó de  fecha  Iegalmente  cierta, 
ha  desistido  por  un  tiempo  convenido  el  uso 
y goce  de  su  cosa,  que  ha  prometido  asegurar 
este  uso  ó goce  al  arrendatario,  y cuya  obliga- 
ción principal  consiste  efectivamente  en  hacér- 
sela gozar,  ¿puedo  acaso  vender  ó legar  á un 
tercero  la  propiedad  libre  de  esta  obligación? 

Creyóse  que  dando  al  nuevo  propietario  ia  j 
facultar  de  expulsar  al  arrendatario,  se  prestaba 
favor  á las  ventas,  y no  se  hizo  más  que  desa- 
lentar los  establecimientos  de  ¡a  agricultura  y 
de  la  industria,  violando  los  principios. 

lili  ínteres  del  Estado,  más  que  en  el  cambio 
frecuente  de  la  propiedad,  consiste  en  el  buen 
cultivo,  en  las  grandes  empresas,  en  el  fomento 
de  canales,  en  la  desecación  de  pantanos,  en  la 
formación  de  prados  artificiales,  y en  el  aumen- 
to de  rebaños;  para  todo  esto  son  muy  útiles 
los  largos  arriendos  y la  seguridad  de  gozarlos, 
porque  nadie  hará  en  cosa  ajena  grandes  anti- 
cipos sin  la  seguridad  de  reembolsarse  de  ellos 
con  ventaja.  La  misma  ley  de  Partida  recono- 
ció la  utilidad  de  los  arriendos  largos  y los  fa- 
voreció con  una  excepción:  la  reconocieron  al- 
gunos  de  nuestros  mas  respetables  jurisconsul- 
tos, extendiendo  el  favor  de  la  ley  á los  arrien- 
dos por  diez  ó más  años.  Por  último,  dice  el 
autor  de  las  LoucordaHcías,  el  progreso  y pros- 
peridad do  la  agricultura  cu  algunas  de  nues- 
tras provincias  del  Norte  se  deben  á esta  causa: 
los  arriendos  pasan  de  generación  en  genera - 
cion,  y vienen  á constituir  como  una  segunda 
propiedad. 

Las  dos  excepciones  que  hace  la  ley  de  Par- 
tida al  principio  general  en  ella  consignado, 
son:  primera,  el  pacto  en  contrario;  y Begunda, 


si  el  arriendo  se  hubiere  hecho  por  toda  la  vida 
del  arrendatario  ó á perpetuidad. 

Otro  caso  más  de  excepción  á aquella  regla 
debe  tenerse  presente.  En  electo,  los  arrenda- 
mientos de  bienes  inmuebles  hechos  por  seis  ó 
más  años,  ó en  los  que,  ¿un  siendo  por  menor 
número,  sehubiere  convenido  expresamente  por 
las  partes  su  inscripción,  podrán  anotarse  en 
el  Registro  de  la  propiedad , cuya  inscripción 
produce  el  efecto  de  poner  á salvo  los  derechos 
de  los  arrendatarios,  estableciendo  implícita- 
mente en  favor  de  los  mismos  un  verdadero 
derecho  real  (Véase  el  par.  5.°  del  art.  2,°,  ley 
Hipotecaria).  Mas  en  cuanto  á estos  arrenda- 
mientos que  se  inscriben  en  el  Registro,  entien- 
den algunos  que  si  el  arriendo  lo  hace  el  que 
no  es  dueño  de  los  bienes,  tal  como  el  marido, 
tratándose  de  los  que  constituyen  la  dote  ines- 
timada ó los  parafernales  de  su  mujer;  el  tutor 
de  los  que  forman  el  patrimonio  de  su  pupilo; 
el  padre,  apoderado,  depositario,  etc.,  el  con- 
trato, áun  cuando  será  inscribible,  lo  será  con 
la  implícita  condición  rescisoria  de  que  el  due- 
ño, al  adquirir  la  libre  administración  de  lo  que 
le  pertenece,  podrá  dejarlo  sin  efecto,  porque 
nadie  da  lo  que  no  tiene,  ni  debe  limitar  el  do- 
minio por  acto  caprichoso  de  su  voluntad. 

Por  último,  la  doctrina  de  este  artículo  debe 
armonizarse  con  la  que  consignamos  en  el  157(1, 
ó sea  el  0.°  del  decreto  de  Jas  Cortes  de  1813, 
reproducido  en  1836.  En  su  virtud,  y puestos 
en  relación  ambos  artículos,  resulta  que  si  bien 
el  comprador  de  una  linca  dada  en  arriendo 
tiene  la  facultad  de  no  respetar  el  arriendo  y 
expulsar  al  arrendatario , e3to  derecho  se  halla 
limitado  cuando  se  trata  de  lincas  rústicas  y el 
arrendamiento  se  hubiere  hecho  sin  tiempo  de- 
terminado al  plazo  de  desahucio  marcado  por 
la  ley,  y por  io  tanto  deberá  guardar  el  año  de 
aviso  marcado  en  el  art.  C.°  citado.  Así  se  de- 
clara por  sentencia  del  Tribunal  Supremo  de 
21  de  Junio  de  1871 . 

Artículo  1563. — Si  el  dueño  ú otra  perso- 
na á quien  éste  se  lo  pudiese  vedar,  impidie- 
sen ai  arrendatario  el  uso  de  la  cosa  arren- 
dada, deberá  aquél  indemnizar  los  daños 
que  se  ocasionen  y las  ganancias  que  dejen 
¡ de  producirse. 

Lo  mismo  se  observará  cuando  impidiese 
el  uso  de  la  cosa  arrendada  un  tercero  con 
justa  causa,  conocida  por  el  arrendador,  con 
| anterioridad  al  contrato.  Si  el  arrendador 
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ignorase  esta  circunstancia,  solamente  es- 
tará obligado  á devolver  lo  que  hubiere  re- 
cibido. Los  gastos  hechos  en  mejorar  la 
finca  deberán  abonarse  por  el  tercero  que 
reclamó  con  causa. 

Lo  prevenido  en  los  párrafos  anteriores 
no  tendrá  lugar  si  el  arrendatario  obró  de 
mala  íe. 

ORIGENES 

Ley  21,  tít.  VIII,  Partida  5.a 

JURISPRUDENCIA 

La  ley  21 , tít.  VIII,  Partida  5.a.  tan  sólo  se 
refiere  á imponer  responsabilidades  á los  dueños 
ó señores  que  arrendasen  sus  heredades,  viñas 
huertas,  ú otras  cosas  semejantes,  en  el  caso  de 
que  ellos  ú otros  á -quien  lo  pudieren  vedar, 
embargasen  en  alguna  manera  á los  que  las  to- 
vieren  arrendadas,  ó alogadas,  que  non  pudies- 
sen  usar,  sin  aprovecharse  della,  ó cuando  otros 
extraños  les  ficiesen  atal  embargo  (Sent.  22 
Abril  18R5). 

El  principio  de  que  los  contratos  sólo  son 
obligatorios  á las  partes  que  los  celebren,  no 
tiene  aplicación  cuando  la  acción  ejercitada  no 
se  dirige  al  cumplimiento  de  pacto  alguno,  sino 
á que  sean  lanzados  los  que  detentan  ó impiden, 
sin  razón  legal,  al  verdadero  arrendatario  el 
aprovechamiento  de  la  cosa,  con  abono  de  per- 
juicios al  mismo  ¡Sent.  28  Noviembre  1865). 

El  arrendatario  no  tiene  derecho  á indemni- 
zación de  perjuicios  si  éstos  no  han  sido  cau- 
sados por  caso  fortuito  ó imprevistos,  ó porque 
el  arrendador  ú otra  persona  le  haya  puesto  al- 
gún embargo  para  el  libre  uso  de  la  cosa  arren- 
dada (Sent.  21  O ctubre  1865). 

La  ley  21,  tít.  VIII,  Partida  5.*,  sólo  impone 
al  locador  la  obligación  de  resarcir  los  daños  y 
perjuicios,  y abonar  las  ganancias  que  pudo 
hacer  el  arrendatario,  cuando  le  impidiere  el 
uso  de  la  cosa  arrendada  el  mismo  arrenda- 
dor ó personas  á quienes  lo  pudiese  impedir,  u 
otros  que  para  ello  tuviesen  derecho,  conocién-  ' 
doles  éste  cuando  celebró  el  contrato;  y sola-  ' 
mente  la  de  devolver  la  cantidad  recibida  cuan- 
do ignorase  el  derecho  del  que  se  opuso,  pero  . 
ein  imponerle  responsabilidad  alguna  cuando 
el  embargo  fué  causado  por  persona  que  nin- 
gún derecho  tenia  |8ents,  8 Marzo  y 29  Di- 
ciembre 1869). 

La  ley  2!,  tít.  VIII,  Partida  5.a,  que  impone 
al  arrendador  la  obligación  de  facilitara!  arren- 


datario el  libre  uso  de  las  tincas  arrendadas, 
amparándole  y dclondiétidolo  contra  los  que  so 
lo  impidan  y perturben,  se  re  ¡¡ere  exclusiva- 
mente á los  obstáculos  y perturbaciones  proce- 
dentes de  personas  privadas  que  pretendan  te- 
nor, ó realmente  tengan,  derechos  sobre  las  mis- 
mas fincas,  y do  ninguna  manera  á las  que  pro- 
cedan de  mandatos  de  la  Autoridad  pública 
(Sent.  26  Abril  1869) . 

No  acreditándose  ios  daños  sufridos  por  el 
arrendatario  por  la  no  entrega  de  la  cosa  arren- 
dada, la  sentencia  que  absuelve  al  arrendador 
de  la  demanda  entablada  al  efecto,  no  infringe 
la  ley  21,  tít.  VIII,  Partida  5.a,  pues  ésta  pre- 
supone la  existencia  de  los  daños  ó menoscabos 
que  declara  debe  pechar  el  arrendador  en  los 
casos  que  expresa  (Sent.  25  Enero  1872). 

No  se  extingue  ni  se  amengua  la  responsabi- 
lidad de!  arrendatario,  por  la  falta  que  equivo- 
cadamente atribuye  al  arrendador  que  vendió 
la  cosa  arrendada  por  un  tiempo  determinado, 
de  no  haber  llenado  las  condiciones  que  las  le- 
yes imponen  al  comprador  perturbado  ó inquie- 
tado judicialmente  para  reclamar  del  vendedor 
el  saneamiento  de  la  cosa  vendida,  y principal- 
mente la  de  notificar  á éste  la  demanda  antes 
de  la  publicación  de  probanzas,  puesto  que  tal 
notificación  era  completamente  innecesaria  res- 
pecto del  arrendador,  que  era  el  verdadero  cau- 
sante de  la  perturbación  sufrida  por  el  arren- 
datario, y que  por  lo  menos  no  podía  ignorar 
que  vendiendo  incondicionalmente  la  finca,  y 
desamparando  los  derechos  de  éste,  confería  á 
la  compradora  el  de  privarse  de  su  aprovecha- 
miento, realizándose  así  las  dos  circunstancias 
exigidas  por  la  ley  21,  tít.  Vi II,  Partida  5.  ', 
para  que  ol  arrendatario  desposeído  y pertur- 
bado deba  sor  indemnizado  por  el  arrendador 
(Sent.  27  Abril  1871). 

La  ley  21,  tít.  VTH,  Partida  5.a,  no  autoriza 
la  rescisión  del  contrato  de  arrendamiento,  li- 
mitándose únicamente  á establecer  la  indemni- 
zación de  perjuicios  que  ol  arrendatario  expe- 
rimente por  las  causas  que  olla  misma  señala 
(Sent.  28  Abril  1874). 

La  sentencia  que  aplica  justamente  la  dispo- 
sición déla  ley  21,  tít.  VIII,  Partida  ;>.  , que 
declara  es  el  arrendador  responsable  al  arren  - 
datario que  no  lia  podido  usar,  por  causa  de  un 
tercero,  do  la  cosa  arrendada,  no  inlringc  la  ley 
del  contrato,  ni  la  1.a,  tít.  1,  lii>.  N,  Nov.  Jtec., 
que  declara  eficaces  las  obligaciones,  ni  la 
tít.  V,  Partida  5.a,  que  dispono  que  oí  voiule- 
| dor  es  «tonudo  de  facer  sana  al  comprado»  la 
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oosa  que  vende;»  ni  la  doctrina  legal  de  que  la 
cviccion  establecida  en  dicha  ley  para  la  com- 
pra-venta, es  extensiva  á todos  los  contratos 
onerosos  (Sent.  10  Julio  1875) . 

COMENTARIO 

El  arrendador  está  obligado  á sostener  al  ar- 
rendatario en  el  goce  y disfrute  de  la  cosa  ar- 
rendada, durante  el  tiempo  por  que  se  convi- 
nieron. Esta  es  la  principal  obligación  del  ar- 
rendador, y en  su  consecuencia  deberá  indem- 
nizar daños  y perjuicios  al  arrendatario:  l.°, 
si  el  mismo  vendedor  le  privase  del  uso  de  la 
cosa  arrendada;  2.°,  si  un  tercero  á quien  el 
vendedor  lo  pudiese  prohibir,  veluti  si  eran 
famuli,  v.el  serví,  t el  subditi  locatoris,  impidie- 
se al  arrendatario  el  disfrute  de  lo  arrendado. 
Tal  es  el  primer  capítulo  de  la  ley. 

Sí  el  arrendador  no  pudiese  prohibir  al  ter- 
cero que  moleste  al  arrendatario,  no  responde- 
rá de  los  daños  que  á éste  se  le  ocasionen,  á me- 
nos que  dicho  tercero  obrase  en  virtud  de  justa 
causa,  así  como  por  ser  señor  della,  é por  te- 
nerlas empeñadas,  ó por  otro  derecho  que  ouie- 
re  sobre  ellas  y fuere  conocido  por  el  arrenda- 
dor. Si  el  arrendador  ignorase  esta  causa 
cuando  se  hizo  el  arrendamiento,  únicamente 
estará  obligado  á devolver  el  precio  ó parte  de 
él  que  hubiese  recibido. 

Mas  el  tercero  reclamante  que  obtiene  la  cosa 
en  virtud  de  su  derecho,  no  debe  enriquecerse 
con  perjuicio  del  arrendatario  que  poseyó  de 
buena  fe;  por  eso,  si  ouiesse  fecho  missiones  en 
labrar  ó enderezarlas  que  fuessen  tales,  por- 
que vnliessen  mas,  estonce  aquellos  que  gelas 
emuargaron  son  temidos  de  [jetos  dar  y pechar 
á bien  vasta  del  juzgador. 

Cuando  el  arrendatario  obró  de  mala  fé,  sa- 
biondo que  la  cosa  arrendada  pertenecía  á otro 
que  al  arrendador,  estonce  ?ton  aurian  deman- 
da ninguna  en  esta  razón  contra  aquellos  de 
quien  las  tenían. 

En  general,  puede  decirse  que,  siendo  este 
contrato  de  los  llamados  bilaterales,  impone 
obligaciones  recíprocas  á los  contratantes,  y el 
que  falte  á su  cumplimiento  deberá  abonar  da- 
ños y perjuicios  al  otro,  con  más  los  beneficios 
ó productos  impedidos. 

5 

Artículo  -15G4. — El  dueño  debe  abonar  al 
arrendatario  el  importe  de  las  mejoras  he- 
chas en  la  cosa,  salvo  pacto  en  contrario. 


ORÍGENES 

Ley  24,  tit.  VIII,  Partida  5." 

JURISPRUDENCIA 

El  abono  de  las  mejoras  sólo  puede  tener  lu- 
gar, según  las  leyes,  cuando  se  prueba  la  exis- 
tencia de  las  expensas  y mejoras  cuya  indemni- 
zación se  reclama  (Sent:  13  Octubre  1856). 

El  arrendatario  conserva  su  derecho  al  abo- 
no de  las  mejoras,  cuando  en  la  sentencia  se  le 
reserva  expresamente  el  derecho  de  que  se  cree 
asistido  respecto  de  los  gastos  que  haya  hecho 
en  la  forma  acordada,  según  las  condiciones  del 
contrato  (Sent.  6 Febrero  1Ü60). 

La  ley  24,  tít.  VIII,  Partida  5F,  se  contrae  á 
determinar  los  casos  en  que  son  abonables  por 
el  dueño  al  arrendatario  las  mejoras  que  éste 
hubiese  hecho  en  la  finca  arrendada,  sin  conce- 
der al  mismo  arrendatario  derecho  alguno  para 
retenerla  ni  para  impedir  su  _ despedida  ó desa- 
hucio (Sent.  22  Diciembre  1865). 

La  sentencia  que  manda  abonar  las  mejoras 
que  son  puramente  de  comodidad,  sin  aumen- 
tar con  ellas  el  valor  de  la  finca,  infringe  la 
ley  44,  tít.  XXVIII,  Partida  3."  (Sent.  5 Di- 
ciembre 1866). 

Las  mejoras  hechas  en  la  finca  arrendada  ce- 
den á favor  del  dueño,  sin  más  derecho  por 
parte  del  arrendatario  que  lo  hizo,  que  el  de 
reclamar  su  valor,  siendo  de  aquellas  en  que 
éste  puedo  exigirse  (Sent.  5 Abril  1367). 

La  sentencia  que  declara  no  abonables  las 
mejoras  hechas  en  una  finca  por  el  arrendata- 
rio, no  infringe  el  principio  de  derecho  de  que 
nadie  debe  hacerse  rico  con  daño  de  otro,  de- 
biendo estarse  á la  apreciación  que  la  Sala  sen- 
tenciadora hace  de  las  pruebas,  en  uso  de  sus 
atribuciones  (Sent.  27  Abril  1868). 

COMENTARIO 

Sucede  á veces  que  los  arrendatarios  toman 
las  fincas  con  el  objeto  de  dedicarlas  á la  ex- 
plotación de  alguna  industria  ó á mejorar  las 
condiciones  de  su  suelo,  para  obtener  una  me- 
jor y más  abundante,  y hacen  en  ellas  gastos 
que  redundan  inmediatamente  en  beneficio  y 
mejoramiento  de  la  finca,  de  tal  manera  que 
ésta  llega  á valer  más.  De  estos  gastos  y mejo- 
ras se  utiliza,  como  es  consiguiente,  el  mismo 
arrendatario,  pero  dan  por  resultado  un  bene- 
ficio on  favor  del  dueño.  Como,  según  un  prin- 
cipio general  de  derecho,  nadie  puede  enrique- 
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cerse  con  daño  de  otro,  no  ha  podido  la  ley 
consentir  que  el  dueño  de  las  cosas  arrendadas 
se  utilizase  de  las  mejoras  hechas  en  las  mis- 
mas que  el  arrendatario  tuviera  derecho  á in- 
demnización alguna;  por  eso  dice  la  que  co- 
mentamos: «El  señor  es  tenudo  de  dar  las  mis- 
siones  que  fizo  en  aquellas  cosas  que  mejoró  ó 
gelas  descontar  del  arrendamiento.» 

La  ley  hace  una  excepción  á esta  regla:  «fue- 
ras,— dice,  — si  en  el  pleito  fuesse  puesto  que 
fiziesse  de  lo  suyo  tantas  Iauores  ó mejorías 
como  estas  que  de  suso  diximos:  ca  estonce 
seria  tenudo  de  guardar  el  pleito  según  que 
fue  puesto;»  porque  sin  duda  se  tuvieron  en 
cuenta  las  mejoras  para  fijar  el  precio  ó renta, 
ó bien  quisieron  contratar  con  el  riesgo  de  que 
resultara  la  finca  mejorada  ó no. 

No  deben  considerarse  comprendidos  en  la 
disposición  de  este  articulo,  para  el  efecto  de  la 
obligación  del  dueño  á reembolsar  los  gastos 
hechos  en  el  cultivo  ú otros  indispensables.  La 
dificultad  que  existe  de  clasificar  en  cada  caso 
estas  impensas  y las  mejoras  que  de  ellos  re- 
sultan, es  grande;  por  eso  lo  más  seguro  es,  en 
opinión  de  Gómez,  que  el  arrendatario  no  prin- 
cipie á hacer  las  mejoras  que  crea  necesarias  ó 
útiles  sin  avisar  previamente  al  dueño,  pues  de 
lo  contrario  se  expone  á que  no  se  le  abonen 
las  útiles,  ó á no  reintegrarse  cumplidamente 
de  los  gastos  causados  en  las  mejoras  necesa- 
rias, De  esta  manera  se  salva  el  derecho  que 
tiene  el  dueño  de  hacer  por  sí  las  mejoras,  ó 
porque  pueda  verificarlo  con  más  economia,  ó 
porque  crea  que  no  son  necesarias  ó útiles  to- 
das las  intentadas  por  el  colono;  y siempre  se- 
ría injusto  que  el  dueño  careciese  de  la  noticia 
de  gastos  que  se  tratan  de  hacer  en  una  cosa 
suya,  y cuyo  abono  ha  de  exigírsele. 

Articulo  1565. — El  arrendador  de  toneles 
ó vasos  malos  ó quebrantados  deberá  denun- 
ciar estos  vicios,  si  de  ellos  tuviere  conoci- 
miento. Si  los  ocultare,  ó aunque  no  tenga 
conocimiento  de  ellos,  deberá  indemnizar  ai  j 
arrendatario  los  daños  y perjuicios  que  se  j 
le  ocasionaren. 

El  arrendador  de  prados  ó montes  qne 
contengan  hierbas  nocivas  al  ganado,  debe- 
rá la  misma  indemnización  si  á sabiendas 
ocultó  aquel  vicio.  Si  lo  ignorase,  no  abona- 
rá dicha  indemnización,  pero  no  podrá  re- 
clamar el  precio  del  arriendo. 

TOMO  II 


orígenes 

Ley  14,  tít,  VIII,  Partida  S.8 

Ley  i.",  tít.  XVII,  lib.  TU,  Fuero  Real. 

JURISPRUDENCIA 

La  ley  14,  tít.  VIII,  Partida  5.*,  se  refiere  á 
las  responsabilidades  que  contrae  el  que  ar- 
rienda toneles  y vasos  malos  ó quebrantados,  ó 
pastos  de  montes  ó prados,  y no  es  aplicable  de 
ningún  modo  á los  arrendamientos  do  habita- 
ciones, ni  por  consiguiente  á los  pleitos  de  de- 
sahucio (Sent.  19  Julio  1867). 

COMENTARIO 

El  que  da  en  arriendo  alguna  cosa  debo  en- 
tregarla en  buen  estado  y de  manera  que  sirva 
y pueda  utilizarse  en  aquel  uso  para  que  se 
destina  ordinariamente,  ó para  el  que  se  hu- 
biere convenido  ó para  el  que  sea  conforme 
con  su  naturaleza. 

Ademas  de  esta  obligación,  tiene  la  de  hacer 
notar  al  arrendatario  aquellos  defectos  de  la 
cosa  de  que  sea  conocedor,  como  si  son  vasijas 
y estuvieren  rotas,  ó campos  y tuviesen  malas 
hierbas.  Del  no  cumplimiento  de  estos  deberes 
nacen  las  responsabilidades  que  le  imponen  las 
leyes,  cuya  doctrina  se  contiene  en  nuestro  ar- 
tículo. 

Artículo  1566.— El  dueño  do  almacén  que 
lo  da  en  arriendo  sin  prometer  al  arrenda- 
tario conservarle  los  objetos  que  en  él  guar- 
de, si  algunos  se  perdieren,  no  estará  obli- 
gado á indemnizarle,  á no  ser  que  se  perdie- 
sen mediando  culpa  ó engaño  por  su  parte. 

ORÍGENES 

Ley  25,  tít.  VIII,  Partida  5.8 

JURISPRUDENCIA 

Guando  el  arrendador  falta  al  cumplimiento 
del  contrato,  es  consecuencia  necesaria  que 
tenga  que  abonar  al  arrendatario  los  daños  y 
perjuicios  que  con  tal  motivo  le  haya  ocasio- 
nado (Sent.  31  Enero  1870). 

* 

COMENTARIO 

Innuit  ista  lex,  quod  locatur  horrei  non  te - 
netur  de  custodia , quando  specialiter  non  pro- 
missit.  Tal  es  el  resúmen  de  esta  ley. 

»•> 
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E!  dueño  de  un  almacén  dado  en  arrenda- 
miento solamente  responde  del  depósito,  y por 
tanto  de  la  perdida  que  sufran  las  cosas  depo- 
sitadas en  dos  casos: 

1 8 i así  lo  pactaron  y á ello  se  obligó  el 

arrendador,  esto  es,  «si  quando  le  dió  el  alma- 
cén a loguero  recibió  sobre  si  la  guarda  de  la 
cosas  que  y metiesse.» 

2.°  Si  mediare  culpa  ó engaño  por  su  parte. 

Si  el  daño  ocurriere  por  caso  fortuito,  no  res- 
ponderá de  él  el  arrendador. 


Artículo  15G7. — Las  principales  obliga- 
ciones del  arrendatario  son: 

1. ®  Pagar  el  precio  ó renta  en  los  térmi- 
nos convenidos,  y no  habiéndolos,  con  arre- 
glo á la  costumbre  del  país,  y en  su  defecto 
al  fin  de  cada  un  año  (a). 

2. °  Usar  de  la  cosa  arrendada,  según  el 
destino  que  se  le  dió  en  el  contrato,  y cuan- 
do no  se  ha  fijado  con  precisión  y claridad, 
el  que  se  sobreentienda  con  arreglo  á su  na- 
turaleza y condiciones,  al  ánimo  y objeto 
que  so  propusieron  los  contratantes,  y á las 
circunstancias,  profesión  ó industria  del 
mismo  arrendatario  (b). 

3. °  Conservar  y devolver  la  cosa  sin  de- 
terioro, abonando  daños  y perjuicios  cuan- 
do se  ocasionaren  (o). 

ORÍGENES 

(a)  Ley  4.n,  tít.  VIII,  Partida  5.a 

Ley  tít.  XVII,  lib.  II,  Fuero  Real. 

(byc)  Leyes  5.a,  7."  y 18,  tít.  VIII,  Par- 
tida 5.* 

Ley  6.*,  tít.  XVII,  lib.  III,  Fuero  Real. 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  sustancialmente  con:  Arts.  1728 
Cód.  Francia.— 1584  Italia— 1007  Portugal  — 
1597  Holanda.  — 1725  Boüvia— 2081  Luisia- 
na— 1225  Vaud— 1350  Ncufchatel  — 1471  Va- 
laís— Ley  3.%  tít.  LV,  lib.  IV  , Código— Le- 
yes 25  y 61,  tít.  II,  lib.  XIX,  Digesto. 


JURISPRUDENCIA 

Según  la  ley  5.%  tít.  VI,  Partida  5.",  el  que 
falta  al  cumplimiento  de  un  contrato  de  arren- 
damiento queda  obligado  á abonar  á la  otra 
parte  los  ciarlos  y menoscabos,  comprendiéndose 


bajo  esta  denominación,  no  sólo  los  daños  y per- 
juicios, sínó  también  los  productos  impedidos 
(Sent.  25  Junio  1860). 

Las  leyes  romanas  y las  do  Partida,  relativas 
al  contrato  de  arriendo,  al  paso  que  determi- 
nan los  respectivos  derechos  y obligaciones  do 
los  contrayentes,  no  se  oponen  á que  éstos  los 
modifiquen  y alteren  por  medio  de  pactos  líci- 
tos y honestos,  que  son  err  tal  caso  la  ley  para 
los  mismos  otorgantes  ¡Sent.  8 Febrero  1861). 

No  pueden  exigirse  intereses  por  arrenda- 
mientos vencidos,  cuando  la  mora  en  el  pago 
procede  de  la  falta  de  cumplimiento  del  contrato 
por  parte  del  arrendador  (Sent.  25  Noviembre 
1861). 

Celebrado  un  contrato  de  arrendamiento,  si 
en  él  se  consigna  un  pacto  de  hacer  alguna 
obra  en  la  cosa  arrendada,  siempre  que  no  se 
haya  puesto  de  un  modo  condicional  que  haya 
de  depender  de  su  cumplimiento  la  existencia 
de  aquél,  sólo  da  derecho  á exigir  que  "tenga 
efecto  con  las  responsabilidades  consiguientes 
(Sent.  21  Octubre  1 865)  - 

El  fijar  los  deterioros  que  sufra  un  local  ar- 
1 rendado  para  decidir  á quién  correspondo  su  • 
reparación,  según  el  contrato  celebrado,  es 
I punto  sujeto  á la  apreciación  de  la  Sala  sen- 
tenciadora, según  el  resultado  de  las  pruebas 
que  se  practiquen  (Sent.  5 Mayo  1866). 

La  doctrina  de  que  las  cosas  perecen  para  su 
dueño,  no  es  aplicable  al  caso  en  que  el  local 
arrendado  sufre  deterioros  por  culpa  del  que 
lo  tomó  en  arrendamiento  (Sent.  id.  id.). 

Cuando  el  arrendatario  no  puede  hacer  uso 
de  los  efectos  arrendados,  no  por  caso  fortuito 
ni  por  culpa  del  arrendador,  sino  por  abando- 
no, descuido  ó cualquier  otra  causa  que  le  sea 
imputable,  no  cesa  su  obligación  de  pagar  el 
alquiler  (Sent.  28  Junio  1865). 

Siendo  el  arrendamiento  un  contrato  bilate- 
ral y útil  á ambas  partes  contratantes,  el  ar- 
rendatario está  obligado  á responder,  según  lo 
prevenido  por  las  leyes,  délos  daños  y menos- 
| cabos  que  en  la  cosa  arrendada  se  causen  por 
su  culpa,  aunque  leve,  ó sea  por  la  falta  de  la 
prudencia  y cuidado  que  un  hombre  mediana- 
mente diligente  y cuidadoso  pone  en  sus  pro- 
pias cosas  (Sent.  5 Mayo  1866[. 

El  arrendatario  debe  usar  de  la  cosa  arren- 
dada según  el  destino  que  se  le  dió  en  el  con- 
trato, y cuando  no  se  ha  fijado  con  precisión  y 
claridad,  el  que  se  sobreentienda  con  arreglo  á 
su  naturaleza  y condiciones,  al  objeto  y ánimo 
que  se  propusieron  los  contratantes  al  celebrar- 
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lo,  y á las  circunstancias,  profesión  ó industria 
del  mismo  arrendatario  (Sent.  2G  Setiembre 
1867). 


La  condición  de  que  la  cosa  arrendada  se  ha 
de  devolver  á la  terminación  del  contrato  en  el 
estado  en  que  se  encuentre,  no  exime  al  arren- 
datario de  la  obligación  impuesta  por  la  ley  7.*, 
tít.  VIII,  Partida  5.a,  de  usar  y cuidar  de  la 
cosa  arrendada  como  si  fuese  suya,  y de  res- 
ponder de  ¡os  daños  y menoscabos  ocasionados 
en  ella  por  su  culpa  ó negligencia  (Sent.  27  ■ 
Febrero  18691. 

Cuando  se  suministran  pruebas  de  testigos 
sobre  si  se  ha  cumplido  lo  estipulado  en  un  con- 
trato de  arrendamiento,  ha  de  estarse  á la  apre- 
ciación que  de  ellas  haga  la  Sala  sentenciadora 
en  uso  de  sus  atribuciones,  mientras  que  no  se 
alegue  contra  ella,  que  al  hacerse  se  ha  come- 
tido alguna  infracción  de  ley  ó doctrina  legal 
(Sent.  17  Junio  1870). 

La  ley  5.”,  tít.  VI,  Partida  5.*,  que  se  refiere 
exclusivamente  á contratos  innominados,  no 
tiene  aplicación  al  de  arrendamiento,  por  no  , 
ser  de  dicha  clase  este  contrato  (Sent.  17  Junio 
1870). 


El  arrendatario  tiene  derecho  á usar  de  la  co-  ! 
sa  arrendada  en  los  términos  estipulados  en  el 
contrato  respectivo,  y á destinarla  á los  objetos 
para  que  lo  fué  entregada,  entendiéndose  éstos 
cuando  no  se  hayan  determinado  ciara  y preci- 
samente, con  arreglo  á la  naturaleza  y condi- 
ciones de  la  cosa  misma,  al  propósito  de  los 
contrayentes,  á la  profesión  de  arrendatario  y 
á la  costumbre  comunmente  observada  en  ca- 
sos de  igual  naturaleza  (Sent.  18  Octubre  1871). 

La  ley  7.a,  tít.  VIII,  Partida  5.a,  previene  que 
si  el  arrendatario  de  campos,  viñas  ú otros  he- 
redamientos los  labrase  mal  ó fuera  do  sazón  y 
por  culpa  suya  se  empeorase  la  finca,  debe  in- 
demnizar al  dueño  el  daño  que  hubiere  causa- 
do a bien  visliL  del  juzgador  et  de  los  ornes 
bonos  que  saben  de  labor  de  tierra  (Sent.  18  Oc- 
tubre 1871). 

Al  arrendatario  no  puede  obligársele  á hacer 
más  que  aquello  á que  se  obligó  (Sent.  25  Ju- 
. nio  1874). 


COMENTARIO 


Pagar  deuen  los  arrendadores  el  precio  de 
las  cosas  que  arrendaron...  Esta  os  la  obliga- 
ción primera  del  arrendatario  y recíproca  de  la 
quo  pesa  sobre  el  arrendador  de  entregar  la 
cosa. 

Ei  pago  del  precio,  reata  ó alquiler  deberá 


hacerse  en  la  época  que  se  estipuló;  á falta  de 
estipulación,  según  la  costumbre  del  país,  que 
más  comunmente  es  por  meses  ó trimestres 
adelantados  cuando  so  trata  de  casas,  y en  los 
meses  de  Diciembre  y Junio  en  las  tierras:  no 
habiendo  costumbre,  se  pagará  en  fin  dol  año. 

Cuando  se  hubiere  fijado  como  precio  una 
sola  cantidad,  deberá  ésta  pagarse  en  fin  del 
tiempo  ó plazo  fijado:  pero  si  esta  misma  can- 
tidad se  hubiere  distribuirlo  por  años  ó por  me- 
ses, deberá  pagarse  en  fin  de  cada  uno  la  parte 
correspondiente. 

Cuando  la  renta  hubiera  de  pagarse  en  frutos, 
no  serán  éstos  exigidles  hasta  la  época  on  quo 
deban  percibirse.  Aun  cuando  el  precio  ó renta 
se  hubiere  estipulado  en  frutos,  puede  ol  arren- 
datario, en  virtud  de  lo  dispuesto  en  el  auto 
acordado  del  Consejo  de  30  de  Junio  de  1708, 
pagar,  en  vez  de  los  frutos,  su  equivalencia  en 
metálico. 

Al  decir  en  nuestro  artículo  que  el  pago  ha 
de  hacerse  en  los  términos  convenidos,  es  claro 
que  en  ellos  se  comprenderá,  no  solamente  la 
circunstancia  del  tiempo,  sino  también  la  del 
lugar.  No  habiéndose  pactado  lugar  donde  en- 
tregar el  precio,  deberá  hacerse  en  el  domicilio 
del  arrendador  ó su  apoderado,  á no  ser  que 
siendo  frutos  hubiere  que  hacer  gastos  de  por- 
tes, pues  entonces  se  entenderá  designado  el 
domicilio  del  arrendatario. 

El  arrendatario  tiene  ademas  otra  obligación, 
que  es  la  de  conservar  la  cosa  como  un  buen 
padre  de  familias,  es  decir,  que  «las  lauores  que 
ouiere  de  fazer  en  ellos  deuelas  fazer  en  tales  sa- 
zones, é en  tai  manera,  que  los  árboles  ó las 
otras  cosas  que  fuessen  en  la  eredad,  ó en  la 
casa  que  arrendare,  se  mejoren  por  ende,  é non 
resciuan  ningún  empeoramiento.» 

El  género  de  explotación  á que  se  dedique  la 
cosa  arrendada  hade  ser  arreglado  á lo  que  se 
pactó  con  el  arrendador,  y en  defecto  de  pacto, 
á lo  que  deba  sobreentenderse  con  arreglo  al 
uso  y naturaleza  de  la  cosa  y á lo  demas  que 
decimos  en  el  párrafo  2."  de  este  artículo. 

Por  último,  después  de  conservar  la  cosa  sin 
1 deterioro,  ha  do  restituirla  ásu  dueño  luego  que 
por  haberse  cumplido  el  tiempo  del  contrato,  ó 
por  otra  justa  causa,  se  le  reclame,  debiendo 
- abonar  daños  y perjuicios  en  los  casos  y modo 
que  veremos  en  otro  de  los  siguientes  artículos. 

Artículo  1568.— Cuando  se  trata  del  ar- 
rendamiento do  fincas  rústicas  ó urbanas* 


0«jDIOO  CIVIL  DB  E8PAÜA 


‘280 


la  falta  de  pago  de  la  renta  del  modo  que  de- 
termina el  párrafo  i”  del  artículo  anterior, 
ó el  incumplimiento  de  las  condiciones  del 
contrato,  da  derecho  al  arrendador  para 
desahuciar  al  inquilino  ó colono  (1). 

ORÍGENES 

Leyes  i.1 * 3 *  y 5.",  tít.  VIII,  Partida  f>.* 

Leyes  4.’  y 9.*,  tít.  XVII,  Iib.  TU,  Fuero  Real. 

JURISPRUDENCIA 

El  proponer  una  demanda  de  desahucio  equi- 
vale á reconocer  la  validez  del  arrendamiento; 
pues  caso  que  hubiera  derecho  para  reclamar 
la  nulidad  de  éste,  debe  hacerse  previamente  y 
en  diverso  juicio,  por  ser  de  naturaleza  distinta 
la  acción  que  al  electo  ha  de  intentarse  [Sen- 
tencia 12  Setiembre  1863). 

No  puede  precederse  por  la  vía  de  desahucio  : 
cuando  la  acción  se  funda  en  la  inteligencia  de 
una  cláusula  testamentaria  cuyo  sentido  no  es- 
tá fijado  (Sent.  5 Junio  1858). 

Procede  el  desahucio,  no  sólo  por  el  trascur- 
so del  tiempo  fijado  para  el  arriendo,  sino  tam- 
bién porque  el  arrendatario  no  guarde  las  con- 
diciones estipuladas  (Sents.  fi  Febrero  1860  y ■ 

9 Junio  1860). 

No  cumpliendo  el  arrendatario  las  condicio- 
nes establecidas  en  el  contrato,  ó dejando  de 
pagar  la  renta  estipulada,  es  procedente  y legal 
el  desahucio  (Sent.  27  Noviembre  1867). 

El  contrato  de  arrendamiento  es  rescindible 
sólo  en  los  casos  expresados  en  las  leyes,  ó 
cuando  sobreviniese  alguno  que,  con  arreglo  á 

10  convenido  por  ¡as  partos,  determine  la  resci- 
sión [Sent.  28  Abril  1874) . 

La  ley  G.5,  tít.  VIII,  Partida  5.a,  faculta  al 
propietario  para  desalojar  de  su  linca  al  que  la 
arrendó,  si  no  paga  lo  prometido  [Sents.  3 y 23 
Pobrero  1875). 

Al  declarar  una  sentencia  haber  lugar  al  ' 
desahucio  fundado  en  la  falta  de  pago  por  ha- 
berse apreciado  por  la  Sala,  on  uso  de  sus  facul- 
tades, la  oxistenciade  este  hecho  no  infringe  las 
leves  2.“,  4.'  y 6.a,  tít.  VIII,  Partida  5. n (Sen- 
tencia 20  Enero  1876). 


(1)  El  procedimiento  para  el  desahucio  no  es  ma- 

teria apropiad  a para  este  libro.  Pueden  verse  todas 

las  disposiciones  vigentes  sobre  desahucio  en  nues- 

tra obra:  Compilación  general  de  reglamentos  , leyes 
adjetivas,  reales  decretos,  reales  órdenes,  circulares  y 

demás  disposiciones  do  carácter  civil  y las  administra - 
tioas  que  con  ellos  se  relacionan,  ó sea  el  reglamento 
-para  ejecución  de  las  leyes  civiles  españolas. 


COMENTARIO 

«Alquilada  teniendo  un  orne  de  otro  alguna 
cosa,  si  non  le  pagare  el  loguero  a los  plazos 
que  pusieren  con  el  ó álo  más  tardar  al  fin  del 
año,  dende  adelante  el  señor  de  la  casa  puede 
echar  della  al  que  la  tiene  aquílada,  sin  caloña 
ó sin  pena.»  En  esto  consiste  la  especialidad 
del  contrato  de  arrendamiento.  La  falta  de  cum- 
plimiento de  las  obligaciones  que  el  contrato 
impone  al  arrendatario,  no  sólo  dan  acción  al 
locador  ó dueño  para  exigir  su  pago  y cumpli- 
miento, sinó  para  reclamar  la  rescisión  del  con- 
trato, desahuciando  al  inquilino  ó colono. 

Como  en  la  ley  5.a,  tít.  VIII,  Partida  5.a,  se 
dice  é a lo  más  tardar  al  fin  del  a fio  y en  la  si- 
guiente ley  se  marcan  dos,  trascurridos  los 
cuales,  y no  antes,  procederá  el  desahució,  los 
autores  han  procurado  armonizar  esta  contra- 
dicción. 

En  opinión  de  Gregorio  López,  la  duda  ad- 
mite tres  soluciones.  iJna,  si  el  arrendamiento 
se  hizo  por  más  tiempo  que  el  de  dos  años,  tie- 
ne lugar  la  ley  6.a:  si  se  hizo  por  dos  años  ó 
menos,  se  observará  lo  que  dispone  la  5.a  Otra: 
ó el  señor  quiere  expeler  del  uso  de  la  casa  al 
arrendatario  en  dejando  de  verificar  e¡  primer 
pago,  y puede  hacerlo,  aun  sin  esperar  el  bie- 
nio, aunque  el  arriendo  se  haya  hecho  por  tiem- 
po más  largo,  pero  el  arrendatario  conserva  el 
derecho  de  purgar  la  mora,  ó lo  hace  negando 
este  derecho,  y entonces  tiene  que  esperar  á que 
pase  el  bienio.  La  tercera  es,  que  cuando  se 
agregó  al  contrato  el  pacto  de  non  expeliendo , 
se  exige  el  bienio,  y que  si  no  intervino  este 
pacto,  basta  el  atraso  en  el  primer  pago. 

Gómez  distingue  si  el  arriendo  se  hizo  por 
largo  ó por  corto  tiempo:  en  el  primer  caso, 
dice,  si  se  constituyó  una  pensión  á pagar  en 
cada  año,  ha  de  esperarse  el  bienio;  en  el  se- 
gundo puede  ser  expulsado  si  no  paga  en  el 
tiempo  debido. 

A nosotros  nos  parece  más. conforme  al  espí- 
ritu de  la  ley  la  explicación  del  Sr.  Gutiérrez. 
La  ley, — dice, — debe  explicarse  comparándola 
con  la  que  le  precede,  en  la  que  se  dice  que  no 
habiéndose  señalado  el  tiempo  para  pagarse  la 
pensión,  y cuando  faltara  costumbre,  so  debia 
pagar  en  fin  de  año:  de  aquí  la  consecuencia, 
si  llegado  no  pagaba  el  arrendador,  podía  des- 
pedir al  inquilino.  En  armonía  con  esta  inter- 
pretación, hemos  redactado  el  artículo  que  co- 
mentamos. Así,  pues,  si  el  arrendamiento  se 
hace  por  cuatro  ó cinco  años,  deberá  el  dueño 
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esperar  al  bienio  para  que  proceda  el  desahucio; 
si  el  arrendamiento  ge  hizo  por  plazo  más  bre- 
ve, podrá  ejercitarse  la  acción  de  desahucio 
cuando  haya  dejado  de  pagar  el  precio  en  la 
época  convenida,  ó en  la  que  fuere  costumbre 
en  fin  del  año.  Así  creemos  que  se  interpreta 
en  la  práctica  la  ley. 

Artículo  1569. — El  arrendatario  no  res- 
ponderá de  los  daños  y menoscabos  que  la 
cosa  sufriere  por  caso  fortuito,  á no  ser: 

Primero.  Si  así  lo  pactaron  al  hacerse  el 
arrendamiento. 

Segundo.  Si  demorase  la  devolución  de  la 
cosa  y en  este  tiempo  ocurriese  el  daño  (a). 

También  deberá  el  arrendatario  respon- 
der de  los  daños  y menoscabos  cuando  me- 
diare culpa  por  su  parte  (a),  ó si  proviniesen 
de  haber  destinado  la  cosa  á un  uso  distinto 
del  que  se  hubiere  pactado  (b). 

ORÍGENES 

(a)  Ley  8.a,  tít.  VIH,  Partida  5.a 

(b)  Ley  0.a,  tít.  XVIT,  Ub.  III , Fuero  Real. 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  en  parte  con:  Arts.  1729  Código 
Francia. — 1585  Italia. — .1109  y lili  Austria, — 
1598  Holanda. — 1745  Bolivia. — 2689  Luisiana. 
— 1226  Vaud. — 1472  Valais. — 1360  Neufehatel. 
—Ley  29,  tít.  LV,  lib.  IV,  Código. 

COMENTARIO 

" El  arrendatario  no  responde  de  caso  fortuito, 
y por  consiguiente  los  menoscabos  y áun  la 
pérdida  de  la  cosa  arrendada  pertenecen  al  due- 
ño cuando  se  hubieren  causado  por  evento;  «assi 
como  si  fuesse  bestia  ó se  muriesse  de  muerte 
natural;  ó si  fuesse  ñaue  é peligrase  por  tor- 
menta que  acaesciere,  ó por  otras  cosas  seme- 
jantes destas.» 

Como  ilustración  y precedente  útil  para  los 
casos  en  que  se  produzcan  deterioros  por  casos 
fortuitos,  véase  el  decreto  de  22  de  Setiembre 
de  1756,  inserto  por  nota  en  la  ley  8.a,  tít.  X, 
lib.  X,  Nov.  Rec.,  así  como  también  deben  ver- 
se las  resoluciones  de  26  de  Julio  de  1782  y de 
23  de  Agosto  de  1783,  que  determinan  que 
deben  los  dueños  de  casas  sufrir  el  daño  que 
resultase  en  las  vidrieras  por  una  tempestad  de 
granizo. 

La  ley,  sin  embargo,  admite  -algunas  excep- 
ciones, La  primera  de  ellas  se  el  pacto  que 


mediare  entre  el  dueño  y el  .arrendatario,  es 
decir,  si  éste  hubiere  tomado  sobre  sí  el  caso 
fortuítoJEn  este  caso,  sin  embargo,  entienden 
los  autores  que  debe  distinguirse  entre  el  caso 
fortuito  que  ocurre  con  alguna  frecuencia,  como 
las  nieves,  el  granizo,  y aquel  otro  rarísimo, 
como  son  ciertas  inundaciones,  y otros  que  Fe- 
brero llama  casos  fortuitos  insólitos,  que  no  han 
ocurrido  en  la  localidad  ó territorio  donde  esté 
sita  la  cosa  durante  cuarenta  años.  En  sentir 
do  Gómez,  el  pacto  en  virtud  del  cual  el  arren- 
datario toma  sobre  sí  los  casos  fortuitos,  úni- 
camente le  harán  responsable  de  los  quo  acae- 
cen comunmente,  mas  no  de  los  que  rara  vez  so 
verifican.  En  cuanto  á la  mora  en  que  incur- 
riese el  arrendatario  al  devolver  la  cosa,  es  re- 
gla general  do  la  contratación,  que  no  hemos 
de  explicar  en  este  sitio. 

Por  último,  el  arrendatario  respondo  de  los 
daños  y menoscabos  que  se  ocasionen  por  su 
culpa.  Aunque  la  ley  únicamente  emplea  la  pa- 
labra culpa,  entienden  los  autores  que  se  relies 
re  á la  llamada  culpa  leve,  por  ser  regla  genora- 
que  en  los  contratos  celebrados  en  utilidad  re- 
cíproca de  los  contrayentes  se  presto  esta  clase 
de  culpa. 

No  sólo  responde  el  arrendatario  de  la  culpa 
suya,  sino  también  de  la  de  su  familia,  criados 
y áun  huespedes  y subarrendatarios. 

Si  el  arrendatario  destinare  Ja  cosa  arrendada 
á usos  diversos  de  aquellos  para  que  se  celebró 
el  arrendamiento , será  también  responsable 
de  los  daños  que  sufra  por  tal  ocasión.  (Véase 
nuestro  artículo  1600.) 

Artículo  1570.— Si  terminado  oí  arrenda- 
miento se  negase  el  arrendatario  á devolver 
la  finca,  deberá  sor  condenado  á restituirla 
doblada,  con  más  los  daños  y perjuicios  que 
se  originen. 

ORÍGENES 

Ley  18,  tit.  VIII,  Partida  5.a 

Art.5.°,  Decreto  de  las  Gortesde  8 Junio  1813. 

JURISPRUDENCIA 

Los  arrendamientos  por  tiempo  indetermi- 
nado terminan  sin  necesidad  del  aviso  previo 
que  establece  el  art.  6."  del  decreto  do  las  Cor- 
tes de  8 de  Junio  de  1813,  que  no  ha  derogado 
en  esta  parte  la  ley  18,  tít.  VIII,*  Partida  5.* 
(Sentó.  14  Diciembre  1658,  6 Febrero  1860,  9 
Junio  1860  y 10  Junio  1864). 

Terminado  el  contrato  de  arrendamiento,  debe 
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el  arrendatario  restituirla  cosa  arrendada  ó in- 
demnizar al  dueño  de  los  daños  y perjuicios 
que  por  no  entregarla  se  lo  sigan,  hasta  que 
recaiga  sentencia  contra  él  (Sent.  28  Noviem- 
bre 1861). 

8 i por  no  dejar  un  arrendatario,  al  finalizar 
el  tiempo  del  arriendo,  a disposición  de  su  due- 
ño la  cosa  arrendada,  tuviere  éste  que  entablar 
la  correspondiente  demanda  de  desahucio,  ín- 
terin ésta  no  se  decida,  no  puede  el  propietario 
ejercer  actos  de,  posesión  sobre  la  cosa,  que 
perjudiquen  loa  derechos  del  arrendatario  y le 
priven  de  las  utilidades  que  pudiera  tener  de 
la  cosa  arrendada.^  El  que  tal  acto  comete  está 
obligado  á indemnizar  al  perjudicado  todos  los 
daños  ocasionados  por  causa  de  él  (Sent.  13 
Mayo  1863). 

Con  arreglo  á la  ley  34,  Códice,  .De  lócala  et 
conducto,  con  la  cual  está  conforme  la  doctrina 
admitida  como  jurisprudencia  por  el  Tribunal 
Supremo,  los  arrendadores  de  cosas  ajenas  que 
retienen  la  posesión  de  ellas;  ó sus  herederos, 
si  no  quieren  restituirlas  hasta  que  recaiga  sen- 
tencia definitiva,  serán  obligados  á devolver  á 
los  dueños,  si  éstos  vencieren  en  el  juicio,  no 
sólo  la  cosa  arrendada,  sinó  también  a indem- 
nizar los  daños  y perjuicios  que  por  no  haberla 
entregado  se  les  haya  seguido  (Sent.  1 1 Noviem- 
bre 1806). 

La  ley  44,  tit.  XXVIII,  Partida  3.',  que  trata  j 
de  las  despensas  hechas  en  heredades  ajenas, 
no  tiene  aplicación  al  caso  de  un  arrendatario 
que,  espirado  el  plazo  del  arrendamiento,  conti- 
núa de  hecho  en  él  contra  la  voluntad  del  due- 
ño, dando  lugar  á que  ésle  tenga  que  entablar 
la  demanda  de  desahucio  (Sent.  12  Julio  1872). 

COMENTARIO 

El  arrendamiento  puede  hacerse  á tiempo 
determinado  ó sin  plazo.  En  el  primer  caso, 
vencido  el  plazo,  fenecerá  el  arrendamiento,  y 
sin  necesidad  de  aviso  por  parte  del  dueño,  ni 
otra  formalidad,  deberá  el  arrendatario  restituir 
la  cosa  ó finca.  Cuando  el  arrendamiento  se 
hiciere  sin  designación  de  tiempo  fijo,  se  pre- 
sumo que  la  voluntad  de  las  partes  es  de  que 
dure  el  contrato  hasta  que  ellas  mismas  le  pon- 
gan término.  En  este  caso  es  preciso,  para  que 
se  considere  ¡legado  el  día  de  hacer  la  entrega, 
que  haya  mediado  el  correspondiente  aviso,  con 
la  anticipación  que  la  ley  exige  (un  año  en  las 
fincas  rústicas  y cuarenta  días  en  las  urbanas, 
salvo  pacto  ó costumbre). 


Dispone  esta  ley  que  si  el  arrendatario  «fuese 
rebelde...  non  la  queriendo  entregar  fasta  que 
fuesse  dado  juicio  contra  él,  deuela  tornar  des- 
pués doblada  á aquél  que  gela  arrendó  ó á sus 
herederos.». Mas  como  observa  Gutiérrez,  las 
penas  del  duplo  no  están  en  uso,  por  lo  cual 
lo  admitido  y confirmado  por  la  jurisprudencia 
de  los  Tribunales  es  que  el  arrendatario  resti- 
tuya la  cosa,  con  más  las  costas,  daños  y per- 
juicios que  se  ocasionen  por  haberse  negado  á 
la  restitución,  dando  motivo  y lugar  para  un 
litigio.  (Véase  la  jurisprudencia  que  acompaña 
á este  artículo.) 

Artículo  1571. — Los  frutos  producidos  por 
la  cosa  arrendada,  sea  urbana  6 rústica,  y 
los  objetos  que  en  ella  se  hallaren , están 
afectos  al  pago  del  arrendamiento  y á los 
daños  que  aquélla  hubiere  sufrido  pudiendo 
el  dueño,  previa  íormaeiou  de  inventario 
ante  testigos,  retenerlos  hasta  la  completa 
solvencia  de  lo  que  se  le  adeude. 

ORÍGENES 

Ley  5.»,  tit.  VIII,  Partida  5.a 

comentario 


Todas  las  cosas  ([ue  fallaren  en  la  cosa  ele 


al  señor  de  la  cosa,  por  el  loguero  ó por  los 
menoscabos  que  ouie ssc  fecho  en  ella...;  pero 
debe  entenderse  que  únicamente  están  afectas 
al  pago  de  aquellos  menoscabos  que,  según  he- 
, mos  visto  en  los  artículos  precedentes,  está 
obligado  á satisfacer  el  arrendatario. 

Por  lo  demas,  el  artículo  es  bastante  claro 
para  necesitar  más  explicación. 

Sí  diremos  que,  en  sentir  de  los  autores,  no  se 
comprenden  en  la  ley  aquellas  cosas  que  el  ar- 
rendatario colocó  en  la  finca  arrendada  sin  in- 
tención de  que  permaneciesen  en  ella,  como  lag 
mercaderías  de  un  comerciante  y con  mayor  ra- 
zón las  pertenecientes  á un  tercero  que  hubie  - 
re  en  poder  de  .arrendatario  por  depósito. 

Artículo  1572. — Por  el  abandono  malicio- 
so en  que  el  arrendatario  deje  la  cosa  ar- 
rendada, no  pierde  el  dueño  la  posesión  de 
la  misma. 

En  este  caso,  y en  el  del  párrafo  l.°  del  ar- 
tículo 739,  queda  obligado  el  arrendatario  á 


DEL  CONTRATO  DE  ARRENDAMIENTO 


-28:! 


la  indemnización  de  daños  y menoscabos,  á 
no  sei  que  el  arrendatario  fuere  arrojado 
por  un  tercero,  en  cuyo  caso  éste  debería  la 
indemnización. 

ORÍGENES 

Ley  31,  tít.  XXX,  Partida  3.a 

JURISPRUDENCIA 

Cuando  en  el  pleito  no  se  trata  de  ganar  ó 
perder  la  posesión  de  cosas  arrendadas  ó aloga- 
das, sino  de  la  adquisición  del  dominio  por  me- 
dio del  contrato  de  compra-vejita,  no  tiene  apli- 
cación la  ley  13,  tít.  XXX,  Partida  3.“,  sobre  el 
que  desampara  maliciosamente  la  tenencia  de  la 
cosa  que  tuviere  arrendada  ó alogada  (Sent.  12 
Julio  1869)..  . 

COMENTARIO 

El  precepto  es  terminante  y nada  oscuro,  por 
por  lo  cual  no  merece  detenida  explicación. 

En  el  lugar  correspondiente  (art.  739,  página 
347  del  tomo  I ) puede  verse  el  complemento  de 
esta  doctrina. 

Artículo  1573. — En  los  arrendamientos  de 
cualquiera  finca,  ninguna  persona  ni  corpo- 
ración podrá,  bajo  pretexto  alguno,  alegar 
preferencia  con  respecto  á otra  que  se  haya 
convenido  con  el  dueño. 


ORÍGENES 

Ley  3.a,  tít.  X,  lib.  X,  Nov.  Roe. 

Art.  4.°,  Decreto  de  Cortes  8 Junio  1813. 

COMENTARIO 

Antes  del  decreto  de  1813  existían  diversos 
privilegios  en  cuanto  á los  arrendamientos,  es- 
pecialmente en  los  do  fincas  urbanas.  Así,  por 
real  órden  de  22  de  Mayo  de  1793  se  concedió 
preferencia  á los  dependientes  de  rentas  cuando 
concurrían  con  otras  personas  á alquilar  algu- 
na casa.  Los  catedráticos  de  la  Universidad  de 
Salamanca  tenían  preferencia  cuando  so  trata- 
ba del  arrendamiento  de  casas  pertenecientes  á 
la  Universidad  (Véase  la  nota  G.% tít.  X,  lib.  X, 
Nov.  Reo.). 

I Los  alcaldes  de  casa  y corte  gozaban  en  Ma  - 
drid de  preferencia  dentro  de  sus  respectivos 
cuarteles  (Ley  8.a,  art.  l.°,  tít.  X,  lib.  X,  Nov. 
Rec.).  Los  vecinos  tenían  preferencia  sobre  los 
forasteros  en  las  poblaciones  nuevas  do  Sierra- 
Morena  (Ley  3.a,  artículos  68  y 69,  tít.  XX,  ii- 
! bro  VII,  Nov.  Rec.).  Los  militares  ja  tenían 
también  con  ciertas  limitaciones  (Real  órden  de 
3 Junio  1805). 

Pero  el  decreto  de  las  Cortes  do  1813  anuló 
por  completo  estos  privilegios,  garantizando  el 
libre  uso  déla  propiedad,  respetando  asimis- 
mo la  voluntad  de  los  otorgantes  y los  contra- 
tos que  libremente  hubieren  otorgado.  Su  pre- 
cepto es  general,  y la  ley  de  1842  vuelve  á con- 
signarlo en  su  primer  artículo. 


CAPÍTULO  II 

DISPOSICIONES  ESPECIALES  PARA  LOS  ARRENDAMIENTOS  DE  PREDIOS  RÚSTICOS 


Artículo  1574. — Los  arrendamientos  de 
cualesquiera  fincas  serán  libres,  á gusto  de 
los  contratantes,  y por  el  precio  ó cuota  en 
que  se  convengan.  Ni  el  dueño  ni  el  arren- 
datario de  cualquiera  clase  podrán  preten- 
ded que  el  precio  estipulado  se  reduzca  á ta- 
sación, aunque  podrán  usar  en  su  caso  del 
remedio  de  la  lesión  y engaño  con  arreglo 
á las  leyes. 


ORÍGENES 

Ley  2.a,  tít.  VIIT,  Partida  5.a 
Ley  3.a,  tít.  X,  lib.  X,  Nov.  Rec. 

Art,  2.v  Decreto  de  Cortes  8 Junio  1813. 

JURISPRUDENCIA 

Por  la  ley  2.\  tít  VIH,  Partida  5.\  so  dispo- 
ne que  deben  valer  y sor  guardadas  todas  las 
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condiciones  lícitas  que  se  pongan  en  los  arrien- 
dos (Sont.  «Febrero  1860] . 

Por  la  ley  de  8 de  Junio  do  1813,  restablecida 
en  « de  Setiembre  de  1836,  los  propietarios  pue- 
den disponer  libremente  de  las  fincas  como  me- 
jor les  convenga  ¡Sent.  16  Noviembre  1870}. 

COMENTARIO 

Las  disposiciones  contenidas  en  el  capítulo 
procedente  se  refieren,  así  al  arrendamiento  de 
fincas  rústicas  como  á las  urbanas,  y áun  al  al- 
quiler de  cosas,  puesto  que  en  algún  artículo  he- 
mos hablado  del  arriendo  de  toneles  y vasijas. 
Tratándose  de  fincas  rústicas  rigen  además  dis- 
posiciones especiales. 

El  artículo  que  comentamos  dispone: 

1. °  Que  los  arrendamientos  de  fincas  rústi- 
cas se  otorgarán  en  la  forma  y bajólas  condi- 
ciones que  estipulen  los  contratantes,  sin  suje- 
ción á reglas  de  ninguna  clase,  salvas,  por  su- 
puesto, los  generales  del  derecho. 

2. "  Que  la  fijación  del  precio  se  hará  por  el 
mutuo  consentimiento  de  las  partes,  sin  que  ni 
el  arrendador  ni  el  arrendatario  puedan  pedir, 
después  de  haberlo  pactado,  que  se  someta  á 
tasación. 

3. "  Que  en  los  casos  de  lesión  ó engaño  po- 
drá usar  cualquiera  de  ellos  del  remedio  que 
proceda,  con  arreglo  á las  leyes. 

Artículo  1575. — Los  arrendamientos  de 
tierras  ó dehesas,  ó cualesquiera  otros  pre- 
dios rústicos  por  tiempo  determinado,  fene- 
cerán con  éste,  sin  necesidad  de  mutuo  de- 
sahucio y sin  que  el  arrendatario  de  cual- 
quiera clase  pueda  alegar  posesión  para 
continuar  contra  la  voluntad  del  dueño, 
cualquiera  que  haya  sido  la  duración  del 
contrato;  pero  si  tres  días  ó más  después  de 
concluido  el  término  permaneciese  el  arren- 
datario en  la  finca  con  aquiescencia  del  due- 
ño, se  entenderá  arrendada  por  otro  año 
con  las  mismas  condiciones.  Durante  el 
tiempo  estipulado  se  observarán  religiosa- 
mente los  arrendamientos:  y el  dueño,  áun 
con  el  pretexto  de  necesitar  la  finca  para  sí 
mismo,  no  podrá  despedir  al  arrendatario 
sino  en  los  casos  de  no  pagar  la  renta,  tra- 
tar mal  la  finca,  ó faltar  á las  condiciones 
estipuladas. 


ORÍGENES 

Ley  8.*,  títXVII,  lib.  ITI,  Fuero  Real. 

Leyes  2.1,  20  y 55,'  tít  VIII,  Partida  5.* 

Ley  3.a,  tít  X,  lib.  X,  Nov.  Rec. 

Art.  5.°  Decreto  de  Cortes  8 Junio  1813. 

JURISPRUDENCIA 

Concuerda  en  parte  con:  Arts.  1775  Cúd. 
Francia. — 1625  Italia. 

JURISPRUDENCIA 

Procede  el  desahucio  en  el  arrendamiento, 
no  sólo  por  el  trascurso  del  tiempo  fijado  para 
su  duración,  sinó  también  porque  el  arrendatario 
no  cumpla  las  condiciones  estipuladas  (Sent.  6 
Febrero  1860). 

Para  que  el  arrendamiento  se  entienda  pro- 
rogado por  no  haber  precedido  avigo  de  despe- 
dida, es  condición  indispensable  el  cumplimien- 
to exacto  de  las  obligaciones  contraídas  por  el 
arrendatario  (Sent.  id.  id). 

El  precepto  establecido  en  la  ley  de  8 de  Ju- 
nio de  1813,  de  que  se  respeten  los  arrenda- 
mientos de  los  predios  rústicos  por  todo  el 
tiempo  determinado  en  el  contrato  para  su  du- 
ración, está  subordinado  al  de  que  se  cumplan 
por  el  arrendatario  las  condiciones  estipuladas 
(Sent.  9 Junio  1860). 

Los  arriendos  de  predios  rústicos  hechos 
por  tiempo  determinado  fenecen  con  éste,  sin 
necesidad  de  mutuo  desahucio,  y sólo  podrá 
el  dueño  durante  el  arriendo  despedir  al  ar- 
rendatario cuando  no  pague  la  renta,  trate  mal 
la  finca,  ó no  cumpla  las  condiciones  estipula- 
das (Sent.  7 Abril  1866). 

Los  artículos  5.°  y 6.°  del  decreto  de  Cortes 
de  1813,  en  que  se  establecen  los  mutuos  dere- 
chos de  los  propietarios  y colonos  de  predios 
rústicos,  suponen  siempre  la  existencia  del  con- 
trato de  arrendamiento,  celebrado  ya  á plazo 
cierto,  ya  por  tiempo  ilimitado,  y no  concede 
derecho  alguno  al  que  abusivamente  se  intro- 
duce á labrar  la  finca,  y menos  al  que  deja  de 
labrarla  para  cederla  á otro  (Sent.  17  Noviem- 
bre 1866). 

Las  leyes  y jurisprudencia  relativas  á Los 
arrendamientos  á plazo  fijo  no  tienen  aplica- 
ción, cuando  no  resulta  haberse  celebrado  con- 
trato alguno  de  esta  especie  (Sent.  26  Noviem- 
bre 1866). 

El  art.  5."  de  la  ley  de  1813,  acorde  con  lo 
establecido  anteriormente  por  la  20,  tít.  VIII, 
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Partida  5.a,  y la  3./,  tít.  X,  lili.  X,  Nov.  Reo., 
declara  prorogado  por  un  año,  con  las  mismas 
condiciones  y pactos  primitivos,  el  arrendamien- 
to de  fincas  rústicas,  si,  concluido  el  término  en 
éste  prefijado,  permanece  en  ellas  el  arrendata- 
rio tres  dias  ó más,  con  aquiescencia  del  dueño 
(Sent.  29  Diciembre  1869). 

Según  el  art.  5.°  de  la  ley  de  8 Junio  1819, 
los  arrendamientos  de  predios  rústicos  por  tiem- 
po determinado  fenecen  con  él,  sin  necosidad 
de  mutuo  desahucio  (Sent.  15  Diciembre  1873). 

Artículo  1576. — Los  arrendamientos  sin 
tiempo  determinado  durarán  á voluntad  de 
las  partes;  pero  cualquiera  do  ellos  que  quie- 
ra disolverlos,  podrá  hacerlo  así,  avisan- 
do á la  otra  un  año  ántes;  y tampoco  tendrá 
el  arrendatario,  aunque  lo  haya  sido  mu- 
chos años,  derecho  alguno  de  posesión,  una 
vez  desahuciado  por  el  dueño. 

ORÍGENES 

Ley  3.”,  tít.  X,  lib.-X,  Nov.  Rec. 

Art.  6.°,  Decreto  de  Cortes  8 Junio  1813. 

JURISPRUDENCIA 

Al  fijar  el  art.  6.°  del  decreto  de  las  Cortes  de 
8 de  Junio  de  1813  la  obligación  de  avisarse 
en  los  arrendamientos  por  plazo  indeterminado 
con  un  año  de  anticipación,  cuando  las  partes 
quieran  disolverlo,  supone  virtualmente  el 
exacto  cumplimiento  por  ambas  partes  do  las 
condiciones  del  contrato  (Sent.  14  Diciembre 
1858). 

El  arrendamiento  concluye,  sin  necesidad  de 
que  trascurra  el  tiempo  prefijado,  cuando  no  se 
cumplen  las  condiciones  de  dicho  contrato 
(Sent,  id.  id.). 

Lo.s  arrendamientos  de  fincas  rústicas  cele- 
brados sin  tiempo  determinado  pueden  disol- 
verse al  arbitrio  de  cualquiera  de  las  partes, 
avisándose  á la  otra  con  un  año  de  anticipación, 
según  la  ley  3.a,  tít.  X,  lib.  X,  Nov.  Rec.,  y el 
decreto  de  las  Cortes  de  1813  (Sents.  9 Abril 
1864,  28  Abril  1865  y 8 Octubre  1867). 

Cuando  en  un  arrendamiento  no  se  pacta 
tiempo  indeterminado,  no  es  necesario  hacer  el 
desahucio  con  antelación  de  un  año,  como  para 
dicho  caso  establece  el  decreto  de  Cortes  de 
1813  (Sent.  28  Noviembre  1865). 

Lo  dispuesto  en  el  art.  6.“  del  decreto  de  las 
Cortes  de  1813,  restablecido  por  ol  de  6 de  Se- 
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tíembre  do  1836,  que  previene  que  en  los  ar- 
rendamientos de  predios  rústicos  por  tiempo 
no  determinado  se  de  el  aviso  para  el  desahu- 
cio con  un  año  de  antelación,  derogó  todas  las 
costumbres  que  en  contrario  pudieran  sor  guar- 
dadas anteriormente  (Sent.  IV de  Junio  1867). 

En  consecuencia  del  art.  6."  del  decroto  de 
1813,  tiene  declarado  el  Tribunal  Supremo  que 
el  comprador  de  una  finca  rústica  no  puede 
desahuciar  al  arrendatario  para  entrar  desde 
luego  en  ella,  debiendo  esperar  á que  trascur- 
ra el  año  que  ha  de  concedérsele  (Sent.  21  Ju- 
nio 1871). 

La  ley  3.a,  tít.  X,  lili.  X,  Nov.  Iícc.,  tratando 
de  los  arrendamientos  de  fierras,  establece  que 
en  el  principio  dol  último  año  estipulado,  el 
dueño  y el  colono  tienen  la  obligación  de  avi- 
■ sarso  para  su  continuación  ó despedida  como 
i mutuo  desahucio,  y que  si  sólo  so  hiciere  en  el 
fin  de  dicho  año,  so  entiende  seguir  el  inme- 
diatottomo  término  para  prevenirse  cualquiera 
de  las  partes  (Sent.  21  Junio  1871). 

No  concediéndose  á una  persona  la  calidad 
de  arrendatario  de  una  finca,  no  le  es  aplica- 
ble lo  dispuesto  en  la  ley  3.a,  tít.  X,  lib.  X, 
Nov.  Rec.,  respecto  á que  se  le  avise  al  prin- 
cipio del  año  último  estipulado  para  el  arrien- 
do acerca  de  la  continuación  ó desahucio  en 
el  mismo  (Sent.  5 Junio  1871). 

Dada  la  naturaleza  esencial  del  arrendamien- 
to de  fincas  rústicas,  el  propietario  sólo  puede 
desahuciar  al  colono  en  la  época  y en  la  forma 
que  procede  el  desahucio  de  las  mismas,  sin 
perjuicio  del  derecho  de  percibir  la  parte  del 
i arrendamiento  que  le  corresponda;  y al  pres- 
cindir una  sentencia  de  este  principio,  infringe 
el  espíritu  de  la  ley  3.a,  tít.  X,lib.  X,  Nov.  Ploc,, 
que  exige  el  aviso  al  principio  del  último  año  del 
arriendo  como  mutuo  desahucio  (Sent.  13  Ene- 
ro 1877). 

Artículo  1577. — El  arrendatario  no  podrá 
subarrendar  ni  traspasar  el  todo  ni  parto  de 
la  Anca,  sin  aprobación  del  dueño;  poro  po- 
drá sin  ella  vender  ó ceder,  al  precio  que  le 
parezca,  alguna  parte  de  los  pastos  ó frutos, 
l'á  no  ser  que  en  el  contrato  se  estipule  oirá 
cosa. 

ORÍGENES 

Art.  4.*,  ley  8.*,  tít.  X,  lib.  X,  Nov.  Roo. 

Real  órden  21  Junio  1768. 
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Real  decreto  13  Setiembre  1836. 

Art.  7.",  Decreto  de  Cortes  8 Junio  1813. 

JURISPRUDENCIA 

Respondiendo  en  juicio  un  arrendatario  del 
pago  de  las  rentas  no  satisfechas  por  un  tercero 
á quien  traspasó  el  arriendo  sin  consentimiento  . 
expreso  del  dueño  de  los  bienes  arrendados,  re- 
conoce en  el  mismo  hecho  que  sus  tratos  con 
aquél  carecen  de  fuerza  obligatoria  para  éste 
(Scnt.  9 Mayo  1860). 

El  art.  7.°  del  decreto  de  las  Cortes  de  1813, 
restablecido  en  6 de  Setiembre  de  1836,  si  bien 
determina  que  el  arrendatario  no  pueda  subar- 
rendar sin  aprobación  del  dueño,  no  exige,  sin  j 
embargo,  que  ésta  sea  expresa  y anterior  al 
subarriendo,  bastando,  por  lo  mismo,  la  tácita 
posterior  (Sent.  10  Octubre  1865). 

El  contrato  de  subarriendo  no  puede  extin- 
guirse por  el  mutuo  disenso  entre  el  subarren- 
datario y el  comprador  posterior  de  ¡a  finca,  ! 
ajeno  á dicho  contrato  (Sent.  9 Noviembre  1861).  ¡ 

El  abandono  de  la  finca  subarrendada,  veri-  ; 
ficado  por  el  subarrendatario  sin  el  beneplácito 
del  subarrendador,  no  puede  legalmente  per- 
judicar á éste  (Sent.  id.  id.). 

El  arrendatario  de  una  finca  no  puede  subar- 
rendarla, y mucho  menos  en  condiciones  con- 
trarias á las  de  su  contrato,  sin  consentimiento 
expreso  del  dueño,  con  arreglo  á lo  dispuesto 
en  la  primera  parte  del  art.  7.°  de  la  ley  de  8 de 
Junio  de  1813  (Sent.  24  Enero  1874). 

Por  tanto,  no  constando  que  mediara  dicho 
consentimiento,  es  evidente  que,  cualesquiera 
que  fueran  los  convenios  que  celebrara  el  arren- 
datario con  el  subarrendatario  y los  abusos  quo 
con  tal  motivo  se  cometieran,  en  manera  alguna 
pueden  afectar  al  dueño  de  la  finca  que  sólo 
había  contratado  con  aquél,  ni  mucho  ménos 
privarle  de  los  derechos  adquiridos  en  virtud 
del  contrato,  entre  los  cuales  se  encuentra  el  de 
desahuciar,  reconocido  ademas  en  el  art.  5,°de 
la  misma  ley  y en  ei  638  de  la  de  Enjuiciamien- 
to (Sent.  id.  id.). 

COMENTARIO 

'Yerno  prohibetur  rem  quam  conduxit  a lii 
tocare , nm  aliud  convenit , decía  la  ley  romana , 1 
para  la  cual  era  perfectamente  lícito  el  subar- 
riendo. 

Nuestros  tratadistas  lo  consideraban  también 
permitido  áun  sin  el  consentimiento  del  dueño;  I 


pero  la  verdad  es  que  no  había  ley  que  lo  auto- 
rizase. 

Por  el  contrarío,  las  leyes  que  dejamos  cita- 
das lo  prohibieron,  y aunque  la  doctrina  admi- 
tida más  comunmente  por  los  Códigos  europeos 
es  la  contraria,  el  proyecto  del  nuestro  optó  por 
negar  al  arrendatario  aquella  facultad  (siguien- 
do en  esto  á los  Códigos  de  Holanda  y Vaud), 
á no  ser  con  el  consentimiento  del  dueño;  bien 
que  añade  que  si  el  dueño,  no  siguiéndosele 
perjuicio,  ó sin  otro  motivo  fundado,  se  negare 
á prestarlo,  se  rescindirá  el  contrato  á instan- 
cia del  arrendatario;  mas  esto  únicamente  cuan- 
do la  resistencia  del  dueño  es  hija  de  puro 
capricho  ó malignidad. 

Suelen  preguntar  los  autores:  admitido  por 
el  dueño  el  subarriendo,  ¿tiene  derecho  pigno- 
raticio sobre  los  frutos  y demas  cosas  pertene- 
cientes al  subarrendatario,  del  mismo  modo 
que  lo  tiene  sobre  las  del  arrendatario?  (Véase 
nuestro  art.  1571.) 

Algunos  niegan  que  el  dueño  tenga  semejan- 
te derecho,  pues  si  carece, — dicen , — de  la  acción 
personal,  ménos  puede  tenerla  pignoraticia  ó 
hipotecaria.  Pero  otros  entienden  que  el  subar- 
rendatario responde  al  dueño  hasta  la  concur- 
rencia del  precio  de  subarriendo  que  se  halle 
debiendo  en  el  acto  el  arrendatario,  y que  tiene 
sujetos  sus  cosas  y muebles  á esta  responsabi- 
lidad, así  con  respecto  al  dueño  como  respecto 
al  arrendatario,  por  la  cantidad  que  sea  deudor, 
y nada  más  (Escriche). 

Por  último,  no  se  olvide  que  son  cosas  dife- 
rentes subarrendar  y ceder  el  arrendamiento. 

Artículo  1578. — Si  los  frutos  se  perdieren 
íntegramente  por  caso  fortuito  y extraor- 
dinario, no  deberá  pagarse  el  precio  del 
arriendo  de  aquel  año. 

Si  la  pérdida  fuere  parcial,  deberá  satisfa- 
cerse el  precio  ó entregar  el  sobrante  de 
los  frutos,  deducidas  las  expensas,  á elec- 
ción del  arrendatario. 

ORIGENES 

Ley  22,  tít.  VIII,  Partida  5.a 

JURISPRUDENCIA 

No  es  doctrina  admitida  por  los  Tribunales 
la  de  que  si  bien  el  arrendatario  no  está  obliga- 
do á pagar  la  renta  cu  el  pagq  dé  peste  ó guer- 
ra que  sobrevenga  y le  prive  de  los  frutos,  se 
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exceptúa  el  caso  de  que  la  guerra  hubiese  em- 
pezado ántes  del  contrato  do  arrendamiento 
(Sent.  9 Abril  1866  j. 

/ 

COMENTARIO 

En  otro  lugar  dejamos  dicho  que  el  arren- 
datario está  obligado  á pagar  oí  precio  estipu- 
lado. Esta  ley  hace  una  excepción  á esta  regla, 
libertando  al  colono  de  semejante  obligación. 
Mas  para  ello  es  preciso  que  los  frutos  se  ha- 
yan perdido  totalmente,  por  caso  fortuito. 

¿Bastará  cualquier  caso  fortuito?  En  el  artícu- 
lo decimos  fortuito  y extraordinario,  porque 
la  ley  expresa  que  hayan  de  perecer  por  algu- 
na ocasión  que  non  fuesse  muy  acostumbrada : 
y en  efecto,  casos  fortuitos  son  los  accidentes 
que  suelen  llevar  consigo  las  estaciones,  y no 
debió  entrar  en  el  ánimo  del  legislador  com- 
prenderlos en  esta  ley.  La  clasificación  de  los 
Casos  fortuitos  en  sólitos  é insólitos  hecha  por 
Febrero,  tiene  aqui  lógica  y natural  aplicación. 
El  contrato  de  arrendamiento, — dice  Gutiérrez, 
— aunque  conmutativo,  contiene  en  cierta  me- 
dida algo  de  aleatorio:  el  arrendatario  debe 
contar  con  años  malos  y medianos,  asi  como 
puede  esperar  grandes  cosechas:  estos  cambios 
ordinarios  en  el  curso  del  arriendo  han  sido  pre- 
vistos en  la  fijación  del  precio. 

Si  la  pérdida  fuere  parcial,  queda  al  arren- 
datario el  derecho  de  elección,  que  se  consigna 
en  el  segundo  párrafo  del  artículo. 

¿Qué  entidad  ha  de  tener  la  pérdida  para  : 
que  el  colono  goce  de  tal  elección?  Los  trata- 
distas sostienen  las  más  contrarias  opiniones, 
por  lo  mismo  que  la  ley  no  lo  determina.  E] 
arbitrio  judicial  es,  en  sentir  de  Covarrubias, 
el  que  resolverá  según  las  circunstancias  de 
cada  caso. 

, Artículo  1579. — No  obstante  lo  dispuesto 
en  el  primer  párrafo  del  artículo  anterior, 
estará  el  arrendatario  obligado  á pagar  la 
renta: 

1."  Si  se  hubiere  pactado  que,  aunque  se 
pierda  el  fruto  por  cualquier  ocasión,  debe 
abonarla. 

" 2.°  Si  la  pérdida  proviniere  de  culpa  ó 
mal  cultivo  del  arrendatario. 

3.°  Cuando,  habiéndose  hecho  el  arren- 
damiento por  dos  ó más  años,  los  frutos  co- 
gidos en  uno  de  ellos  cubran  el  precio  ó ren- 
ta de  los  otros  en  que  hubo  pérdida,  y los 


gastos  hechos  por  el  arrendatario,  áun 
cuando  el  dueño  hubiere  remitido  anterior- 
mente la  deuda. 

ORÍGENES 

Leyes  22  y 23,  tít.  VIH,  Partida  5." 

JURISPRUDENCIA 

Si  bien  la  ley  23,  tít,  VIII,  Partida  6.'1,  impo- 
ne al  arrendatario  que  so  obliga  á los  casos 
fortuitos,  ó sea  á aquellos  accidentes  que  ni  el 
cuidado,  ni  la  custodia,  ni  la  previsión  pueden 
evitar,  el  deber  do  satisfacer  el  precio  íntegro 
del  arrendamiento,  áun  cuando  sobrevenga  al- 
guno de  dichos  accidentes,  esto  es  y se  entien- 
de, según  el  espíritu  y la  letra  de  la  expresada 
ley,  cuando  la  pérdida  ocasionada  por  el  mÍBmo 
recae  sobre  los  frutos,  y no  sobre  la  finca  ó cosa 
arrendada  (.Sent.  8 Noviembre  1864). 

Cuando  en  un  contrato  de  arrendamiento  se 
obligó  el  arrendatario  á responder  de  los  casos 
fortuitos , no  queda  exento  de  pagar  el  precio 
íntegro  del  artículo,  aunque  la  cosa  misma  ar- 
rendada perezca  ó sufra  deterioro  por  uno  de 
esos  accidentes;  pero  esto  únicamente  se  en- 
tiende respecto  á los  frutos  ya  mostrados,  pues 
en  adelante  no  está  obligado  á pagar  renta  por 
la  parte  inutilizada,  mientras  no  se  restablezca 
at  estado  que  tenía  ántes  del  arrendamiento 
(Sent.  8 Noviembre  1864). 

Conforme  á la  ley  23,  tít.  VIII,  Partida  ó.",  y 
á la  jurisprudencia  establecida  por  el  Tribunal 
Supremo,  acorde  con  ella,  la  obligación  del  ar- 
rendatario que  acepta  los  casos  fortuitos,  com- 
prometiéndose á pagar  íntegro  el  precio  del 
arrendamiento,  sean  cuales  fueren  los  que  sobre- 
vengan, se  entiende  cuando  la  pérdida  afecta  á 
los  frutos  ó utilidades  de  aquél,  y no  cuando 
desaparece  la  linca  ó cosa  arrendada  (Senten- 
cia 4 Marzo  1873). 

Faltándole  al  arrendatario  el  uso  de  la  cosa 
arrendada,  por  inutilizarse  ésta  ó desaparecer,, 
se  le  priva  de  sus  productos  y queda  natural- 
mente relevado  de  satisfacer  la  renta  convenida 
(Sent.  id.  id.). 

En  este  caso  es  rcscindible  el  contrato  (Sen- 
tencia id.  id.) 

COMENTARIO 

En  cuanto  al  núm.  1."  de  este  artículo,  sola- 
mente hemos  do  decir:  1%  que,  en  sentir  do  al- 
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,,unos  autores,  la  renuncia  dol  caso  fortuito  debe 
entenderse  del  mismo  modo  que  dijimos  en  el 
art.  I .->(>:> , es  decir,  que  si  el  caso  fortuito  fuere 
de  los  extraordinarios  ó insólitos,  no  se  enten- 
derán comprendidos  en  la  renuncia;  y 2.°,  que 
esta  renuncia  SO  refiere  al  daño  ó pérdida  que 
por  caso  fortuito  sufran  los  frutos,  mas  no  si  el 
daño  recayere  sobre  la  finca  arrendada. 

El  segundo  párrafo  del  artículo  es  de  doctri- 
na tan  usual  y corriente,  que  no  es  preciso  expli- 
carla. 

En  cuanto  al  contenido  riel  tercer  párrafo,  el 
aumento  del  segundo  año  debe  entenderse,  se- 
gún expresa  Gregorio  López,  durante  un  solo 
arriendo,  y por  tanto,  que  la  compensación  no  , 
tenga  lugar  si  fuesen  contratos  diversos. 

Para  el  caso  es  igual,  dice  Gutiérrez,  que  el 
año  abundante  suceda  inmediatamente,  ó ven- 
ga interpolado. 

Artículo  1580.—  Si  en  un  año  excedieren 
los  frutos  al  duplo  del  producto  ordinario 
de  la  finca,  deberá  duplicarse  el  precio  ó 
renta,  á no  ser  que  aquel  aumento  provinie- 
se de  la  industria,  labores  especiales  ó me- 
joras del  arrendatario. 

. ORÍGENES 

Ley  23,  tít.  Y1TT,  Partida 
COMENTARIO 

A propósito  de  esta  ley  dice  Sala;  «Jamas  he  ' 
visto  este  caso  de  pedir  el  dueño  paga  doble. » 

López  añade:  «El  dueño,  por  oí  contrato  de  ar- 
rendamiento, se  desprende  de  todo  el  derecho 
que  tenía  á los  frutos,  y por  lo  mismo  ningún 
derecho  parece  quedarle  á los  mismos,  áun 
cuando  fuer  en  muy  abundantes.  Esta  abundan- 
cia es,  por  lo  tanto,  favorable  al  arrendatario,  y 
sólo  aprovechara  al  dueño  cuando  por  ella  se 
compense  la  falta  de  los  años  escasos,  á fin  de 
que  no  se  rebájela  renta.» 


Mas  lo  cierto  es  que  la  ley  de  Partida  es  ter- 
minante: «estonce  deue  otrosí  el  que  la  tiene  ar- 
rendada dobl  ar  el  arrendamiento,  siesta  abun 
dancia  vino  por  auentura  c non  por  acucia  del 
que  la  labrasse,  de  mas  lauores  que  solia  ó por 
otras  mejorías  que  fiziesse  en  la  cosa.  Ca  gui- 
sada cosa  es,  que  como  al'señor  pertenesce  la 
pérdida  de  la  ocasión  que  viene  por  auentura  se 
le  siga  bien  por  la  mejoría  que  acaesce  en  la 
cosa  por  esa  misma  razón.»  A d quem  spect&t 
periculum,  spectare  debet  et  cotnmodum. 

Artículo  1581. — No  obstante  lo  dispuesto 
en  el  art.  1501,  podrá  señalarle  el  precio 
cuando  se  trate  del  arrendamiento  de  tincas 
rústicas,  en  una  parte  alícuota  de  los  frutos 
que  se  produzcan. 


ORÍGENES 

Ley  79,  tít.  XVIII,  Partida  3.' 

COMENTARIO 

Llámase  aparcería  un  contrato  que  participa 
á la  vez  de  los  caracteres  del  arrendamiento  y 
de  los  de  la  sociedad.  En  efecto,  por  él  se  aso- 
cian el  dueño  de  la  tierra  y el  cultivador,  ponien- 
do éste  su  trabajo  y aquél  su  propiedad,  repar- 
tiéndose luego,  en  la  proporción  que  hubieren 
pactado,  los  frutos  ó rendimientos  de  la  heredad. 
Pero  es  al  mismo  tiempo  un  arriendo  en  que  el 
colono  paga  el  precio  ó renta  con  una  parte  alí- 
cuota de  los  frutos  que  se  produzcan. 

Mas  para  que  el  contrato  sea  do  aparcería  es 
preciso  que  el  precio  se  fije,  no  en  una  cantidad 
alicuanta,  como  diez  arrobas  ó quince  fanegas, 
sinó  en  una  cantidad  alícuota,  como  la  mitad, 
tercera  ó cuarta  parte  de  los  frutos. 

Gomo  ya  dijimos  en  el  comentario  del  artícu- 
lo 1 5 G 1 , la  costumbre  lia  admitido  que  se  cele- 
bren arrendamientoa.de  tierras,  fijando  elprecio 
en  una  cantidad  alicuanta  de  frutos. 
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CAPÍTULO  III 


DISPOSICIONES  ESPECIALES,  RELATIVAS  AL  ARRENDAMIENTO 

DE  PREDIOS  URBANOS 


Artículo  1582. — Los  dueños  de  las  casas 
y otros  edificios  urbanos,  así  eu  la  corte  co- 
mo en  los  demas  pueblos  de  la  Península  é 
islas  adyacentes,  en  uso  del  legítimo  dere- 
cho de  propiedad,  podrán  arrendarlos  libre- 
mente desde  la  publicación  de  esta  ley,  ar- 
reglando y estableciendo  con  los  arrenda- 
tarios los  pactos  y condiciones  que  les  pare- 
ciere convenientes,  los  cuales  serán  cum- 
plidos y observados  á la  letra. 

ORÍGENES 

Art.  l.°,  Ley  9 Abril  1842. 

JURISPRUDENCIA 

Las  cuestiones  sobre  arrendamientos  de  fin- 
cas urbanas  deben  resolverse  por  la  ley  de  9 de 
Abril  de  1842,  y no  por  la  5.*,  tít.  VIH,  Parti- 
da 5.*,  derogada  por  aquélla  en  todo  lo  que  le 
sea  contrario  (Sent.  24  Noviembre  1864). 

Si  bien  el  art.  1 /*  de  la  ley  de  9 de  Abril  de 
1842  manda  cumplir  y observar  á la  letra  los 
pactos  y condiciones  que  los  dueños  de  casas 
arreglen  y establezcan  con  el  arrendatario,  es 
de  absoluta  necesidad  que  tales  pactos  y con- 
diciones se  prueben  bastantemente  (Sent.  19 
Setiembre  1867). 

La  ley  de  9 de  Abril  de  1842  no  consigna 
principio  alguno  del  que  se  deduzca  que  respe- 
ta la  costumbre  establecida  en  Zaragoza  de  que 
los  inquilinos  de  casas  puedan  subarrendar  sin 
permiso  ni  noticia  del  propietario  (Sent.  26  Se- 
tiembre 1867). 

COMENTARIO 

Hemos  dicho  que  hasta  que  se  publicó  el 
decreto  de  las  Cortes  de  1813  existían  diver- 
sos privilegios  ú favor  de  determinadas  perso- 
nas, ya  p.ará  ser  preferidos  cuando  concurrían 
con  otros  á verificar  un  arriendo,  ya  también 
para  expulsar  al  que  la  tenía  en  arrendamiento, 


á fin  de  que  la  disfrutasen  los  privilegiados. 
Pero  aquel  decreto  llevó  la  libertad  á los  pre- 
dios rústicos,  y esta  libertad  se  hizo  extensiva  á 
! los  urbanos  en  1820  y se  consolidó,  á vueltas  de 
no  pocas  vicisitudes,  en  la  ley  do  9 de  Abril  do 
1842. 

Así  se  explica  este  artículo,  que  aplica  al  ar- 
rendamiento el  principio  de  libertad  en  geno- 
ral,  aplicable  átoda  contratación. 

Artículo  1583. — Si  en  estos  contratos  so 
hubiere  estipulado  tiempo  fijo  para  su  dura- 
ción, fenecerá  el  arrendamiento  cumplido  el 
plazo,  sin  necesidad  do  desahucio  por  una 
ni  otra  parte.  Mas  si  no  se  hubiere  fijado 
tiempo,  ni  pactado  desahucio,  ó,  cumplido 
el  tiempo  fijado,  continuase  de  hecho  el  ar- 
rendamiento por  consentimiento  tácito  de 
las  partes,  el  dueño  no  podrá  desalojar  al 
arrendatario,  ni  éste  dejar  el  predio  sin  dar 
aviso  á la  otra  parte  con  la  anticipación  que 
se  hallase  adoptada  por  la  costumbre  gene- 
ral del  pueblo,  y en  otro  caso  con  la  de  cua- 
renta días. 

ORÍGENES 

Ley  20,  til.  VIII,  Partida .5/ 

Art.  2.°,  Ley  9 Abril  1842. 

JURISPRUDENCIA 

No  puede  invocarse  en  apoyo  de  un  recurso 
de  casación  sobre  cuestión  de  desahucio  el  ar- 
tículo 2.°  de  la  ley  de  9 de  Abril  de  1842,  en 
cuanto  ordena  que  se  dé  previo  aviso  al  inqui- 
lino, más  que  en  el  caso  de  haberse  cumplido 
las  obligaciones  estipuladas  (Sent.  10  Junio 
1864). 

La  ley  de  9 de  Abril  de  1842  no  señala  el  ter- 
mino de  cuarenta  días  para  el  desahucio  cuan- 
do hay  tiempo  fijo  en  el  arrendamiento  (Senten- 
cia 19  Junio  1866). 
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Scpiin  cxprosamcnte  dispono  la  ley  de  9 Abril 
do  18Í2,  siempre  que  so  estipule  en  el  arrenda- 
miento tiempo  fijo  para  au  duración,  fenece  al 
cumplir  el  plazo,  sin  necesidad  do  desahucio 
(Sent.  21  Febrero  1867). 

Cumplida  por  ol  comprador  la  obligación  de 
dar  el  oportuno  aviso  de  despedida  al  arrenda- 
tario, se  observa  la  formalidad  que  para  el  de- 
sahucio exige  la  ley  de  1812  (Sent.  17  Abril 
y 7 Mayo  1868). 

Habiendo  pactado  que  el  aviso  de  desahucio 
se  había  de  dar  con  seis  meses  do  anticipación, 
sin  hacer  especial  mención  de  los  requisitos  con 
que  se  hubiera  de  practicar,  se  entiendo  que 
do  cualquiera  manera  que  se  hubiera  hecho,  con 
tal  que  constase  á la  otra  parte,  se  le  considera  I 
eficaz,  según  el  texto  y espíritu  de  la  ley  y la  doc- 
trina consignada  por  el  Tribunal  Supremo  (Sen- 
tencia 1."  Marzo  1872). 

‘ I 

El  art.  2.°  de  la  ley  de  1842,  sobre  arrenda- 
miento de  casas  y edificios  urbanos,  si  bien  exi- 
ge para  desalojar  al  inquilino  el  previo  aviso  de 
cuarenta  días,  no  prohíbe  interponer  la  deman- 
da de  desahucio  antes  del  expresado  plazo  [Sen-: 
tencia  12  Enero  1376). 

Eo  se  infringen  ni  la  ley  19,  tít,  VIII,  Partí-  . 
da  5.a,  ni  la  ley  de  1813  porla  sentencia  que  de- 
clara haber  lugar  al  desahucio,  si  consta  en 
autos  que  el  desahucio  se  lia  pedido  conforme 
á la  ley  y no  se  lia  opuesto  otra  excepción  que 
la  de  suponer  la  demanda  prematura,  como  si 
fuera  lo  mismo  reclamar  un  derecho  que  ejecu- 
tarlo (Sent.  id.  id.) 

Si  en  el  contrato  do  arrendamiento  de  una 
casa  se  estipula  que  se  avisen  las  dos  partes  con 
veinte  dias  de  anticipación,  on  el  caso  de  mu- 
darse el  inquilino  ó de  convenirle  al  dueño  ha- 
cer desocupar  la  habitación,  y ademas  que  se 
consideraría  prorogado  el  arrendamiento  por 
ol  solo  hecho  de  pagar  el  inquilino  y admitir  el 
dueño  ó el  que  le  represente  su  importe,  pero 
sólo  por  el  tiempo  á que  correspondiera  el  pago 
que  hiciera  el  inquilino,  sin  cuya  circunstan-  - 
cia  el  contrato  quedaría  definitivamente  ul- 
timado, cumplido  el  término  estipulado  en  el 
acuerdo,  esta  cláusula  se  refiere  al  caso  en  que  ¡ 
se  hubiere  fijado  la  duración  del  arrendamien- 
to; y por  tanto,  la  sentencia  que  declara  haber 
lugar  al  desahucio  cuamjo  el  plazo  no  se  esti- 
puló después  del  aviso  convenido  por  las  partes 
no  infringe  la  ley  1.a,  tít.  1,  lib.  X,  Nov.  Ree., 
ni  la  jurisprudencia  sentada  por  el  Tribunal  Su- 
premo (Sent.  5 Julio  1877). 


El  haber  dejado  correr  más  ó ménos  tiempo 
después  del  requerimiento  hasta,  la  interposición 
de  la  demanda,  no  supone  prorogaeion  tácita 
del  arriendo  (Sent.  11  Enoro  1877.) 

Sent.  21  Marzo  1877. 

Sent.  8 Octubre  1877. 

comentario 

\ 

En  el  arrendamiento  de  predios  urbanos 
pueden  presentarse  los  siguientes  casos,  que  se 
preven  en  este  artículo:  l.°,  que  el  arriendo  se 
haya  hecho  fijando  el  tiempo  de  su  duración, 

: sin  necesidad  de  desahucio;  2.a,  que  se  haya  ce- 
lebrado con  término,  pero  pactando  la  necesi- 
dad de  desahuciar;  3.",  que  no  se  haya  pactado 
tiempo  ni  desahucio;  4,u,  que  no  se  haya  fijado 
tiempo,  pero  sí  la  necesidad  de  desahuciar;  y 
5-°,  que  se  haya  estipulado  plazo,  pero  que  con- 
tinúe el  arrendatario,  con  consentimiento  ex- 
preso ó tácito  del  dueño. 

Como  dice  Gutiérrez,  la  regla  fundamental, 
casi  la  única,  consiste  en  cumplir  los  pactos 
franca  y espontáneamente  convenidos;  así,  pues, 
cuando  los  contrayentes  han  señalado  límite  al 
inquilinato  concluye  ipso  fado,  sin  necesidad 
de  desahucio,  porque  tal  ha  sido  su  voluntad; 
aunque  hayan  fijado  plazo,  no  concluye  si  pac- 
taron la  necesidad  de  desahuciar;  si  no  se  fijó 
tiempo,  el  desahucio  suple  sus  veces  y ha  de 
preceder  á la  conclusión  del  contrato:  en  el  úl- 
timo de  los  casos  citados,  es  necesario  el  desa- 
hucio, áun  cuando  no  se  hubiere  pactado,  en 
cuya  previsión  la  ley  manda  que  se  haga  con 
la  anticipación  que  fuere  acostumbrada,  y en 
otro  caso,  con  la  de  cuarenta  días. 

Artículo  1584. — El  dueño  de  un  predio 
urbano  dudo  en  arrendamiento  por  tiempo 
cierto,  no  puede  desahuciar  al  inquilino  has- 
ta la  terminación  del  contrato,  á no  ser  en 
cualquiera  de  los  casos  siguientes: 

1. °  Si  el  dueño  necesitare  la  finca  para 
vivirla  él,  por  haberse  arruinado  la  que  ha- 
bitaba, no  teniendo  otra  en  que  vivir. 

2. °  Si  el  dueño  la  necesitare  para  algu- 
no de  sus  hijos  á quien  casare  ó hiciere  ca- 
ballero. 

3. °  Si  fuere  necesario  hacer  en  ella  obra 
para  evitar  su  ruina.. 

4. "  Si  el  inquilino  hiciere  mal  uso  de  la 
casa,  de  tal  manera  que  la  empeore  ó la  des- 
tine á ocupaciones  ilícitas. 
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5.°  _ Si,  hecho  el  arrendamiento  por  cua- 
tro ó cinco  años,  con  designación  de  pre- 
cio para  cada  uno  de  ellos,  dejaro  de  satisfa-  i 
cer  dos  anualidades. 

En  el  caso  de  los  números  l.°,  2.°  y 3."  de 
este  artículo,  el  dueño  deberá  dar  al  arren- 
datario ó inquilino  otra  casa  hasta  que  pue- 
da volver  á la  primera,  6 descontarle  la  par- 
te proporcionada  del  alquiler. 

ORÍGENES 

Ley  6.*,  tít.  VIII,  Partida  5.a 

JURISPRUDENCIA 

La  ley  6."  tít.  VIII,  Partida  5.’,  al  obligar  al 
dueño  de  la  casa  alquilada  á dar  al  inquilino 
interinamente  otra  en  que  viva  hasta  que  pue- 
da volver  á la  primera,  después  de  verificados 
en  ella  los  reparos  y composturas  necesarias, 
supone,  en  el  hecho  mismo  de  disponerlo  así.  la 
subsistencia  de  la  casa  arrendada  ¡Sentencia 
9 Mayo  1851.) 

La  ley  6.*,  tít.  VIH,  Partida  5.a,  se  limita  á 
dictar  realas  para  el  contrato  de  arrendamiento 
de  una  casa  ó tienda  (Sent.  14  Junio  18(51.) 

El  subarrendador  de  una  casa  tiene  perso- 
nalidad para  comparecer  en  juicio  á pedir  el 
desahucio  del  subarrendatario,  cuando  el  con- 
trato de  subarriendo  es  el  único  título  que  éste 
tiene  para  habitar  la  casa  {Sent.  11  Noviem- 
bre 1861.) 

El  caso  i.°  de  la  ley  6.’,  tít.  VITT,  Partida  5.1, 
que  requiere  que  no  se  haya  pagado  el  alquiler 
por  dos  años  para  que  el  dueño  pueda  desalo- 
jar al  arrendador  en  los  arrendamientos  de  casa 
ó hacienda  que  se  hagan  por  cuatro  ó cinco 
años,  sólo  es  aplicable  cuando  es  cuestión  del 
litigio  el  tiempo  estipulado  para  el  arriendo 
(Sent.  30  Junio  1865.) 

La  ley  6.a,  tít.  VIII,  Partida  5.a,  señala  dife- 
rentes casos  en  que  el  dueño  de  una  casa  ó tien- 
da puede  despedir'  al  arrendatario  de  ella,  antes 
del  tiempo  convenido,  y entre  ellos  el  de  que 
aparezca  necesidad  do  repararla  para  prevenir 
su  caída  ¡Sent.  26  Abril  1869.) 

Cuando  se  desahucia  á un  inquilino  para  que 
desocupe  una  casa  en  razón  á que  hay  que  de- 
molerla, y pasado  el  plazo  que  se  le  concede 
para  desalojar  la  habitación  no  sale  de  ella  y el 
derribo  comienza,  si  por  consecuencia  de  él  se 
le  causan  perjuicios,  es  indispensable  probar, 


para  quo  tenga  derecho  á su  indemnización, 
que  aquéllos  proceden  por  dolo  ó mala  fe  do  los 
desahuciantes  (Sent.  -4  Junio  1869.) 

No  constando  otro  pacto  que  el  pago  do  la 
renta  anual,  obligación  del  inquilino  en  om- 
plear  una  determinada  cantidad  en  reparaciones, 
y tiempo  de  duración  del  arriendo,  aunque  el 
inquilino  no  pague  la  renta  de  un  año  á su  ven- 
cimiento, no  habiendo  intervenido  pacto  espe- 
cial sobre  el  desalojo  de  la  finca  ni  señalado 
causa  alguna  que  lo  justificara,  debe  estarse  al 
derecho  común,  ó sea  á la  ley  6.a,  tít.  VIH,  Par- 
tida 5.a,  que  menciona  los  motivos  quo  pueden 
dar  lugar  al  desahucio  (Sent.  3 Mayo  187:2.) 

Según  esta  ley,  cuando  el  arriendo  so  hace 
por  tiempo  cierto,  no  puede  el  propietario,  por 
regla  general,  desalojar  al  inquilino,  salvo,  en- 
tre otros  casos,  cuando  pasados  dos  años  el  in- 
quilino no  pagase  lo  que  debía  dar  (Sent.  id.  id.). 

Infringe  dicha  ley  la  sentencia  que  decretó 
el  lanzamiento  de  un  inquilino  sin  haber  tras- 
currido los  expresados  dos  años  (Sent.  id.  id.). 

COMENTARIO 

El  arrendamiento  hecho  por  tiempo  determi- 
nado y cierto  no  puede  darse  por  terminado 
hasta  que  se  cumpla  el  plazo  que  se  pactó.  Este 
principio  general  tiene  cinco  excepciones,  que 
son  las  contenidas  en  la  ley  6.a  y artículo  que 
comentamos. 

En  el  caso  del  párrafo  l.°  de  este  artículo, 
entiende  los  autores  que  para  que  sea  aplicable 
es  preciso:  1.a,  que  la  causa  de  necesitar  el  due- 
ño la  cosa  sea  grave,  como  la  de  ruina  que  cita 
la  ley;  2.",  que  la  necesidad  ha  de  acaecer  de 
improviso,  pues  si  se  presumiese  con  alguna 
antelación  que  había  de  ocurrir , no  se  enten- 
dería llegado  el  caso  de  la  ley;  y 3.°,  que  no 
haya  mediado  el  pacto  de  non  expeliendo.  Tén- 
gase, sin  embargo,  presente,  en  cuanto  al  pac- 
to de  non  expeliendo,  la  opinión  de  López,  que 
es  contraria,  pues  dice:  Quia  promissio  de  non 
expeliendo  debet  intelligi  rebus  sic  extanUbus, 
non  si  necessitas  superveniat . 

En  cuanto  al  párrafo  2.°  del  artículo,  López 
cree  que  debe  extenderse  al  caso  en  que  el  hijo 
se  hiciese  doctor,  abogado  ó presbítero.  (Glo- 
sa 5.a) 

Los  otros  tres  casos  de  la  ley  son  tan  claros, 
que  no  precisan  explicación. 

Por  último,  on  cuanto  á la  obligación  en  que 
está  el  dueño  de  proporcionar  al  inquilino  otra 
casa,  ó descontarle  la  parte  proporcional  de 
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precio,  diremos  que  esta  obligación  tiene  lugar  | 
e.i  los  Iros  primeros  casos,  ' 

Ahora  bien;  en  e’1  caso  del  número  4.°,  en 
el  cual  es  indudable  que  no  tiene  el  dueño 
obligación  de  proporcionar  otra  casa,  ¿deberá 
descontar  la  parte  proporcional  del  precio?  ; 
T.’nos  autores  entienden  que  no.  puesto  que  la 
ley  únicamente  se  refiere  á los  casos  4.°,  2.°  y 
¡i.0,  y ademas  no  hay  culpa  del  dueño,  sinó  del 
inquilino.  Otros,  sin  embargo,  entienden  lo 
contrario,  y alegan,  según  expresa  Gutiérrez; 

1 que  ¡a  ley  establece  la  obligación  de  prora- 
tear el  precio,  como  alternativa  para  en  el  caso 
de  que  no  pueda  proporcionar  al  inquilino  otra 
casa;  y 2.“,  que  no  ha  podido  ser  -su  objeto 
derogar  el  principio  general  de  que  nadie  debe  i 
enriquecerse  en  perjuicio  de  otro. 

Por  lo  que  se  refiere  al  párrafo  5.'*,  véase  lo 
que  dejamos  dicho  en  el  comentario  del  ar- 
tículo 1568. 


arreglo  á la  ley  que  ha  regido  en  Madrid 
hasta  ahora,  reales  resoluciones,  práctica  y 
costumbres  yigentes  al  tiempo  de  celebrarse 
dichos  contratos. 


ORÍGENES 

Árt.  3.°,  Ley  9 Abril  1842. 

jurisprudencia 

Por  el  artículo  3.®  de  la  ley  de  1842  solamen- 
te se  respetaron  los  arrendamientos  pendientes 
al  tiempo  de  su  publicación,  debiendo  cumplir- 
se en  los  términos  en  que  se  hubieren  celebra- 
do y por  todo  el  tiempo  que  debían  durar,  con 
arreglo  á la  ley  que  hasta  dicha  fecha  había  re- 
gido en  Madrid  (Sent.  27  Junio  1865j. 

COMENTARIO 


Artículo  1585. — Los  arrendamientos  ya 
hechos  y pendientes  á la  publicación  de  es- 
ta ley  se  cumplirán  en  los  mismos  términos 
que  se  hayan  celebrado,  y por  todo  el  tiem- 
po y en  la  forma  que  debían  durar,  con 


Este  precepto,  como  de  carácter  meramente 
transitorio,  no  necesita  explicarse  más;  será  di- 
fícil que  se  conserven  hoy  arrendamientos  de 
fecha  anterior  á 1842.  En  realidad,  podíamos 
haber  omitido  este  artículo, 


CAPITULO  IV 


DEL  ARRENDAMIENTO  DEL  TRABAJO  Y DE  LA  INDUSTRIA 


SECCION  PRIMERA 

DEL  SERVICIO  DE  LOS  CRIADOS  Y TRABA JADORES  ASALARIADOS 


Artículo  1586. — Los  posaderos,  taberneros 
y cualesquiera  otras  personas  ó empresas, 
son  responsables  de  las  pérdidas  y menos- 
cabos que  por  su  culpa  ó negligencia  sufrie- 
ren los  efectos  de  los  que  se  hospedaren  en 
sus  casas  ó establecimientos,  siempre  que 
por  los  huéspedes  ó viajeros  se  hubiere 


dado  conocimiento  del  depósito  de  aquellos 
efectos  al  mismo  posadero  <5  al  que  lo  sus- 
tituya en  el  cargo. 

En  la  misma  responsabilidad  incurren  por 
el  hurto  de  aquellos  efectos,  practicado  por 
algún  huésped  del  mismo  establecimiento  ó 
viajero  de  la  misma  nave. 


DEL  CONTRATO  DE  ARRENDAMIENTO 


29.1 


ORÍGENES 

Ley  26,  tít  VIII,  Partida  5.“ 

COMENTARIO 

El  arrendamiento  de  trabajo  es  un  contrato 
por  el  cual  alguna  persona  se  obliga  á hacer 
una  cosa  ó prestarle  un  servicio. 

Esta  clase  de  arrendamiento  está  sujeto  á las 
reglas  generales  que  para  los  arrendamientos 
dejamos  consignadas  en  el  capítulo  primero  de 
este  Título,  sahm  aquellas  que  por  la  naturaleza 
del  contrato  no  le  sean  aplicables. 

Los  que  se  dedican  á prestar  ciertos  servicios 
ó á hacer  determinadas  cosas,  ó que  ejercen  ofi- 
cio, arte,  industria  ó profesión,  están  sujetos  á 
responsabilidades  de  cierta  especie. 

El  proyecto  de  Código  da  el  carácter  de  de- 
pósito al  contrato  que  existe  entre  el  huésped 
y el  posadero  cuando  el  primero  coloca  en  la 
habitación  que  alquiló  sus  muebles  y efectos. 
Pero  el  Derecho  romano  y el  patrio  colocan  es- 
ta ley,  y tratan  de  la  responsabilidad  á que  se 
refiere  nuestro  articulo  entre  los  del  arrenda- 
miento. 

Nuestra  ley  no  se  refiere  únicamente  á los 
posaderos  y taberneros,  sinó  que  cita  á los  se- 
ñores de  las  naves  por  los  objetos  pertenecien- 
tes á los  viajeros,  y en  general  deben  entender-, 
se  sujetas  á idéntica  responsabilidad  cuales- 
quiera otras  personas  ó empresas. 

Aunque  nada  dice  la  ley,  entienden  los  auto-  ¡ 
res  que  la  responsabilidad  de  los  posaderos  y de- 
más personas  ó establecimientos  comprendidos 
en  el  articulo,  alcanza,  no  sólo  á su  culpa  ó ne- 
gligencia, sinó  también  á las  faltas  de  sus  de- 
pendientes (Ley  única,  [párrafo  6.°,  tít.  V,  li- 
bro XLVIII  Digesto}. 

Artículo  1587.— No  obstante  lo  dispuesto 
en  el  artículo  anterior,  los  posaderos  y de- 
mas personas  que  en  él  se  comprenden  es- 
tarán exentos  de  responsabilidad: 

1. °  Si  así  lo  hubieren  pactado. 

2. °  Si  el  posadero  ó fondista  entregara 
al  viajero  las  llaves  de  su  cuarto  ó arca,  pi- 
diéndole que  guarde  allí  bien  sus  cosas. 

3. °  Si  la  pérdida  de  las  cosas  fuere  oca- 
sionada por  robo  con  violencia  ó intimida- 
ción en  las  personas,  ó por  siniestro  ó fuer- 
xa  mayor. 

TOMO  II 


ORÍGENES 

Ley  26,  tít.  VIII,  Partida  5.a 

COMENTARIO 

Lo  dispuesto  en  el  artículo  1586 tiene  tres  ex- 
cepciones, que  son  las  contenidas  en  el  que  co 
mentamos. 

Estas  excepciones  son  suficientemente  claras 
y terminantes. 

Téngase  presente,  para  los  casos{en  que  pue- 
da haber  lugar  á ello,  lo  establecido  en  los  ar- 
tículos 20,  21  y 22  del  Código  penal  de  1870. 

Artículo  1588. — El  obrero  que  presta  su 
trabajo,  podrá  reclamar  su  jornal  en  la  no- 
che de  cada  día  que  trabajase. 

ORÍGENES 

Ley  2.a,  tít.  XXVI,  lib.  VIII,  Nov.  Rec. 

JURISPRUDENCIA 

Los  contratos  de  arrendamientos  de  obra  de 
manos  están  comprendidos  en  las  disposiciones 
legales  que  se  refieren  á la  rescisión  por  lesión 
enormísima  (Sent.  24  Setiembre  1858). 

Cuando  se  verifica  un  convenio  para  la  eje- 
cución de  servicios  mecánicos  de  cierta  clase, 
que  son  muy  frecuentes  y no  se  señala  el  pre- 
cio de  ellos,  debe  (estarse  á la  costumbre  para 
su  apreciación  (Sent.  22  Junio  1871). 

COMENTARIO 

El  trabajo  del  obrero,  como  el  del  sirviente, 
constituye  un  género  especial  de  arrendamiento. 
Este  contrato  está  sujeto  á las  reglas  generales 
de  la  contratación,  puede  hacerse  por  tiempo 
cierto,  mas  no  por  toda  la  vida,  porque  entóneos 
se  convertiría  en  una  especie  de  servidumbre, 
lo  cual  repugna  al  espíritu  de  las  leyes  y de  las 
costumbres  de  nuestra  época;  y como  dicen  los 
Partidas  de  la  servidumbre,  es  la  más  vil  cosa 
de  este  mundo , ó la  más  despreciada ; asi  como 
la  libertad  es  la  más  cara  é la  más  ¡preciada. 

¿Podráun  amo, — pregunta  Goyena, — obligar 
se  válidamente  á servirse  por  toda  su  vida  de 
un  criado?  Rogrón  cita  dos  sentencias  de  los 
Tribunales  superiores  de  Francia:  según  una,  la 
obligación  del  amo  se  resolverá  en  la  indemni- 
zación de  daños  y perjuicios,  si  los  sufro  el 
criado  por  no  cumplir  el  amo;  según  la  otra, 
el  contrato  es  absolutamente  nulo  por  ilícito,  y 
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no  produce  acción  alguna,  ni  aun  la  de  daños. 

Tengo  por  más  fundada, — añade  el  autor  de 
jas  Concordancias , — eata  segunda  decisión, 
porque  los  dcrecho3  y obligaciones  deben  ser 
recíprocos,  y el  cumplimiento  ó resolución  del 
contrato  no  puede  pender  del  arbitrio  de  una 
sola  do  las  partes. 

Nuestras  leye3  (entre  ollas  la  1.a,  tit.  XXVI, 
lib.  VII[,  Nov.  Rec.)  señalan  diversas  reglas 
para  fijar  la  duración  del  trabajo  del  obrero  ó 
trabajador,  ordenando  que  éstos  deben  comen- 
zar á trabajar  dende  que  sale  el  sol  y dejen  la.  I 
lauor  cuando  se  pusiere,  el  sol.  Pero  las  cos- 
tumbres de  cada  localidad  son  las  que  han  de 
servir  al  juez  para  apreciar  si  el  jornalero 
cumplió  ó no  con  su  obligación,  y si  ha  trabaja- 
do todo  el  tiempo  que  supone  el  jornal  que  re- 
clame- 

Respecto  al  contenido  de  este  artículo,  la  ley 
dice  terminantemente  que  en  la  noche,  cuando 
viniesso  el  obrero  de  su  lauor , que  el  que  le 
trajere,  queriendo  el  obrero  que  le  pague  lué-  ; 
yo,  le  pague...  La  razón  de  este  precepto  tam- 
bién la  da  la  ley:  «porque  hay  algunos  ornes 
que  hacen  barata  á los  obreros  que  fazen  sus 
lauores  y no  les  pagan.» 

I 

Artículo  1539. — Los  artesanos,  menestra- 
les y obreros  que  reclamaren  judicialmente 
el  pago  de  sus  jornales,  tendrán  derecho  á 
que  se  tes  abone  el  ínteres  de  seis  por  ciento 
desde  que  dedujeren  sus  pretensiones  («.). 

Los  criados  tendrán  derecho  en  el  mismo 
caso  al  interés  del  tres  por  ciento  de  sus  sa- 
larios {!>}. 

ORÍGENES 

iV  Art.  i”,  ley  12,  tít.  XI,  lib.  X,  Novísima 
Recopilación  (1784). 

fb)  Ley  13,  tit.  XI,  lib.  X,  Nov.  Rec.  (1784). 


JURISPRUDENCIA 


i 


b 1 neclio  de  recibir  y ajustar  á un  sirviente, 
realizado  del  modo  que  común  y ordinaria, 
mentóse  acostumbra,  no  constituyo  por  parte 
del  amo  ni  por  la  del  sirviente  obligación  al- 
guna relativa  á ser  servido  ó á servir  por  más 
tiempo  que  el  de  la  mera  voluntad  de  ambos 
íüenl,  13  Noviembre  1 8(30) . 


COMENTARIO  I 

Respecto  de  los  artesanos,  menestrales  y obre- 
ros, dice  el  art.  4.°  de  la  ley  12:  «Respecto  á las 
deudas  activas  de  artesanos  y menestrales  con- 
tra todas  las  clases  distinguidas  y privilegiadas, 
contraídas  desde  la  publicación  de  esta  mi  Cé- 
dula, declaro  que  desde  el  día  de  la  interpela- 
ción judicial  corran  por  la  demora  y retarda- 
ción del  pago  á beneficio  de  dichos  artesanos  y 
menestrales  los  intereses  mercantiles  del  seis 
por  ciento,  para  resarcirles  el  menoscabo  que. 
reciben  en  la  demora  y avivar  por  este  medio 
directamente  el  pago.» 

En  cuanto  á lo3  criados,  dice  la  ley  13  «...  de- 
claro, que  así  como  á los  artesanos  y menes- 
trales se  les  han  de  abonar  los  interoses  mercan- 
tiles del  seis  por  ciento  desde  el  día  de  la  inter- 
pelación judicial,  en  la  misma  forma  debe  correr 
á beneficio  de  los  criados  el  tres  por  ciento  de 
la  cantidad  que  demandassen  de  sus  salarios, 
para  resarcirles  igualmente  el  menoscabo  que 
reciben  en  la  demora  y avivar  por  este  medio 
directamente  el  pago.» 


Artículo  1590. — Si  los  menestrales  que 
estuvieren  encargados  de  alguna  obra  por 
precio  cierto  fallecieren  sin  concluirla,  sus 
herederos  tienen  el  derecho  de  verificarlo, 
dando  otro  menestral  tan  idóneo  corno  el 
finado. 

ORÍGENES 

Ley  9."  tit.  VIII,  Partida  5/ 

JURISPRUDENCIA 

Cuando  se  verifica  un  convenio  para  la  eje- 
cución de  servicios  mecánicos  de  cierta  clase , 
que  son  muy  frecuentes,  y no  se  señala  precio 
de  ellos,  debe  estarse  á la  costumbre  para  su 
apreciación  (Sent.  22  Junio  1871). 

El  empleado  pericial  que  entra  al  servicio  de 
una  compañía  por  un  sueldo  fijo  y determina- 
do, no  tiene  derecho  á exigir  honorarios  por  los 
trabajos  que  ejecute  de  órdon  de  dicha  empre- 
sa, porque  es  incuestionable  que  es  potestativo 
en  la  misma  el  ocupar  á sus  emploados  en  lo 
que  más  la  convenga,  á la  vez  que  éstos,  si  no 
so  conforman,  son  libres  de  hacer  oportuna- 
mente las  reclamaciones  que  sean  justas  (Sen- 
tencia 12  Marzo  18G9). 


DEL  CONTRATO  DE  ARRENDAMIENTO 


a ir. 


COMENTARIO 

De  la  primera  parte  de  la  ley  9.*  no  nos  ocu- 
pamos, porque  está  derogada.  La  segunda  par- 
ta, aunque  no  muy  clara,  ha  sido  rectamente 
interpretada  por  la  jurisprudencia  de  los  Tri- 
bunales. 

Según  ésta,  deben  distinguirse  dos  casos: 

1. °  Cuando  se  trate  de  obras  ó servicios  pu- 
ramente mecánicos,  que  es  el  previsto  en  este 
artículo. 

2. °  Cuando  se  trate  de  obras  que  se  encar- 
gan a determinada  persona,  en  razón  á su  in- 
dustria ó en  atención  á sus  cualidades  persona- 
les, que  es  el  caso  del  artículo  siguiente. 

En  el  primer  caso,  si  el  menestral  muriese 
ántes  de  haber  acabado  la  obra  ó servicio  que 
se  le  encomendó,  deberán  sus  herederos  perci- 
bir la  parte  de  precio  correspondiente  al  servi- 
cio, obra  ó trabajo  ejecutados;  pero  si  todo 
el  precio  quisieren  demandar,  pueden  hacerlo 
pero  deuen  dar  otros  menestrales  tan  sabido- 
res  como  aquellos  que  finaron , que  acaben  las 
obras. 

Artículo  1591.-— Si  la  persona  á quien  se 
hubiere  encargado  una  obra,  por  razónete 
su  industria  ó de  sus  cualidades  personales, 
áun  cuando  fuere  por  precio  determinado, 
falleciere  sin  concluirla,  sus  herederos  úni- 
camente tendrán  derecho  á cobrar  el  precio 
correspondiente  á la  parte  de  obra  ejecu- 
tada. 

ORÍGENES 

Ley  9.a,  tít.  VIII,  Partida  5.a 

Ley  8.a,  tít.  IV,  lib.  IV,  Fuero  Real. 

JURISPRUDENCIA 

Aunque  por  la  ley  9.a,  tít.  VIII,  Partida  5.a,  \ 
se  ordenó  que  si  los  menestrales  que  estuvie- 
ren encargados  de  alguna  obra  por  precio  cier- 
to falleciesen  sin  concluirla,  sus  herederos  tie- 
nen derecho  de  verificarlo  dando  otro  menes- 
tral tan  idóneo  como  el  finado,  esta  disposición 
de  la  ley  se  ha  entendido  siempre  limitada  á 
las  obras  puramente  mecánicas,  siendo  doctrina 
constantemente  admitida  por  la  jurispruden- 
cia, que  cuando  se  encarga  una  obra  á deter- 
minada persona,  por  razón  de  su  industria  ó 
de  sus  cualidades  personales,  al  fallecimiento 


de  esa  persona  se  rescinde  el  contrato,  por  fal- 
tar lo  que  constituye  su  verdadero  objeto;  no 
pasando,  por  tanto,  á los  herederos  la  obligación 
ni  el  derecho  de  continuar  la  obra,  si  bien  Ic 
tienen  á que  por  el  dueño  de  ella  se  les  abone 
el  valor  de  la  parte  ejecutada  y el  de  los  mate- 
riales preparados  que  puedan  sor  de  utilidad  á 
dicho  dueño  (Sent.  8 Octubre  1807) . 

COMENTARIO 

Hemos  dicho  en  el  comentario  del  artículo 
anterior  que  debían  distinguirse  dos  casos 
cuando  se  encarguen  obras  á determinadas  per- 
sonas. 

En  el  segundo  do  los  alli  enumerados,  esto 
es,  cuando  el  trabajo  se  encomendó  á una  per- 
sona en  razón  á su  industria  ó cualidades  per- 
sonales, no  es  posible  que  sus  herederos  pre- 
senten otra  persona  idónea  que  termino  el  tra- 
bajo, puesto  que  si  éste  se  encomendé  al  finado 
i‘aé  por  circunstancias  que  lo  eran  personalísi- 
mas,  al  contrario  de  lo  que  sucede  en  el  caso 
del  artículo  anterior,  en  que  se  trata  de  obras 
puramente  mecánicas,  y por  consiguiente  que 
pueden  hacerse  del  mismo  modo  por  todos  los 
menestrales,  con  tal  quesean  idóneos. 

Artículo  1592. — El  artífice  que  destruye 
por  su  culpa  una  cosa  que  se  le  entregó 
para  la  ejecución  de  alguna  obra,  es  respon- 
sable de  aquella  falta. 

Lo  mismo  se  observará  áun  cuando  no 
mediare  culpa  del  artífice,  si  se  hubiere  en- 
cargado de  la  obra  con  este  riesgo. 

Lo  dispuesto  en  este  artículo  es  aplicable 
del  mismo  modo  á los  maestros,  físicos,  ci- 
rujanos, albéitares  y cualesquiera  otros  que 
reciban  precio  por  hacer  alguna  obra  ó por 
medicinar. 

ORÍGENES 

Ley  10,  tít.  VIII,  Partida  5.s 
Ley  2.",  tit.  XXIII,  lib.  VIH,  Nov.  Rec. 

Ley  4.a,  tít.  I,  lib.  X,  Nov.  Roe. 

COMENTARIO 

El  ejemplo  de  la  ley  pone  más  on  claro  este 
ooncepto.  «Si  algún  orebze, — dice, — recibiere 
piedra  preciosa  de  alguno,  para  cngastonarla 
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en  sortija  ó en  otra  cosa,  por  precio  cierto,  ó la  ' 
quobrnntasse  engastándola  por  non  ser  sabidor  « 
de  !o  Inzer,  ó por  otra  su  culpa,  deuc  pechar  la 
estimación  dclla  a bien  vista  de  ornes  buenos  é 
eonoscedores  de  estas  cosas.» 

Después  de  imponer  al  platero  esta  responsa-  i 
bilidad  únicamente  cuando  el  daño  ó pérdida 
se  produce  por  su  culpa,  es  en  realidad  innece- 
sario añadir  que  «si  él  pudiesse  mostrar  cierta- 
mente que  non  avino  por  su  culpa,  é que  era 
sabidor  de  aquel  menester  segund  lo  eran  los 
demas  omes  que  usan  dél  comunalmente;  é que 
el  daño  de  la  piedra  acaesció  por  alguna  tacha 
que  auia  en  ella,  assi  como  algund  pelo  ó algu- 
na señal  de  quebradura  que  era  en  la  piedra, 
estonce  no  seria  tenudo  de  la  pechar.» 

Cuando  el  artífice  toma  sobre  sí  este  riesgo, 
obligándose  á responder  de  la  cosa  como  quier 
que  acaesciesse,  la  pérdida  deberá  pagarla  áun 
cuando  se  rompa  ó inutilice  sin  su  culpa. 

Por  último,  «los  otros  maestros,  los  físicos, 
los  cirujanos  ó los  albeytares  é todos  los  otros 
que  resciben  precio  para  fazer  alguna  obra  ó 
melezinar  alguna  cosa,»  incurren  en  la  misma 
responsabilidad  «si  erraren  en  ella  por  su  cul- 
pa ó por  mengua  de  saber.» 

Artículo  1593. — El  que  recibe  telas  para 
teñirlas,  lavarlas  ó coserlas,  y las  cambiare 
por  otras,  aunque  sea  equivocadamente,  ó 
se  destruyeren  ó deterioraren  por  su  culpa, 
deberá  devolver  otro  tanto  de  la  misma  cali- 
dad ó sil  valor,  á. juicio  de  peritos. 

ORÍGENES 

Ley  12,  tít.  VIII,  Partida  5." 

Ley  1.*,  tít.  XVII,  lib.  III,  Fuero  Real. 

Ley  2.*,  tít.  XXIII,  lib.  VIII,  Nov.  Rec. 

Loy  4.*,  tít.  I,  lib.  X,  Nov.  Rec. 


COMENTARIO 

El  precepto  contenido  en  este  artículo  es  casi 
el  mismo  que  dejamos  consignado  en  el  articu- 
lo precedente,  y puede  decirse  que  es  su  con- 
tinuación, y aun  su  complemento. 

Artículo  1394. — Los  pastores  y demas  que 
por  salario  están  encargados  de  custodiar 
gauados,  deben  hacerlo  esmeradamente,  sien, 
do  responsables  de  los  daños  que  se  causa- 
ren por  su  negligencia  en  procurarles  los 
pastos  y aguas  mejores,  segun  las  estacio- 
nes. 

Si  alegaren  que  el  daño  acaeció  de  una 
manera  inevitable,  deberán  probarlo  por 
cualquier  medio,  bastando  su  juramento,  á 
no  haber  prueba  en  contrario. 

ORÍGENES 

Ley  15,  tít.  VIII,  Partida  5.a 

Ley  1.a,  tít.  XVII,  lib.  X,  Nov.  Rec. 

Ley  5.a,  tít.  XXVII,  lib.  VII,  Nov.  Rec. 

COMENTARIO 

La  importancia  de  la  ganadería  ha  inducido 
á los  legisladores  á consignar  una  ley  ex- 
presamente para  fijar  la  responsabidad  do  los 
pastores.  Verdaderamente  la  doctrina  de  este 
artículo  está  contenida  en  los  demas  de  este  ca- 
pítulo. Mas  como  á pesar  de  esto  se  fijan  de 
una  manera  concreta  los  deberes  y responsa- 
bilidades de  los  pastores  asalariados,  discrepan- 
do en  algún  punto  de  lo  establecido  anterior- 
mente, hemos  creído  conveniente  colocar  esta 
doctrina  en  artículo  separado. 

Por  lo  demás,  es  ésta  tan  obvia,  que  no  nece- 
sita explicación. 
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SECCION  SEGUNDA 


DE  LAS  OBRAS  POR  AJUSTE  Ó PRECIO  ALZADO 


Artículo  1595. — El  que  so  obligare  á la 
ejecución  de  una  obra  mediante  un  precio 
alzado,  deberá  rehacerla  por  completo  si  por 
defectos  de  construcción  falseare  y se  derri- 
bare ántes  de  estar  acabada,  ó devolver  al 
dueño  el  precio,  daños  y perjuicios. 

La  misma  responsabilidad  alcanza  al  con- 
tratista si,  terminada  la  obra  y reconocida 
por  peritos,  entendiesen  éstos  que  estaba 
mal  construida  por  culpa  de  aquél. 

ORÍGENES 

Ley  16,  tit.  VIII,  Partida  5.a 

Ley  2.*,  tít.  XXIII,  lib.  VIII,  Nov.  Ree. 

Ley4.\  tit.  I,  lib.  X,  Nov.  Rec. 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  en  parte  con:  Arts.  1788  y 1789 
Cód,  Francia. — 1636  y 1637  Italia. — 1641,  1642 
y 1643  Holanda.— 1824  Bolivía.— 2728,  2729  y 
2730  Luisiana. — Leyes  13,  párrs.  5.°  y 6.°,  37, 
59  y 62,  tít.  II,  lib.  XIX,  Digesto. 

JURISPRUDENCIA 

Si  en  un  contrato  de  construcción  no  se  hace 
el  ajuste  por  unidad  de  obra,  fijando  una  sola 
cantidad  por  la  totalidad  de  ellas,  no  hay  dere- 
cho ni  términos  hábiles  para  exigir  mes  por 
mes  pagos  definitivos  y enteramente  conformes 
al  valor  de  los  trabajos  ejecutados,  debiendo 
reservarse  necesariamente  el  arreglo  final  de 
cuentas  para  la  terminación  de  los  trabajos 
(Sent.  15  Diciembre  1874). 

Si  en  un  contrato  de  obras  no  se  estipuló 
abono  alguno  á favor  del  empresario  por  razón 
de  direocion  y administración,  sinó  que  se  fijó 
una  sola  cantidad  alzada  por  todos  conceptos, 
no  puede  atribuirse  á la  sentencia  infracción 
del  contrato  por  no  estimar  dicho  abono  (Sen- 
tencia id.  id.).v 


COMENTARIO 

La  ejecución  de  obras  por  ajuste  ó por  un 
precio  alzado  es  una  nueva  especie  de  arrenda- 
miento, que  puede  participará  lave/  de  ios  ca- 
racteres de  la  compra-venta. 

Por  eso  los  autores  distinguen  dos  clases  do 
ajuste:  uno  en  que  el  contratista  pone  sólo  su 
trabajo,  otro  en  que,  ademas  de  poner  su  traba- 
jo, suministra,  bien  los  materiales  para  la  cons- 
trucción, bien  el  terreno  en  que  se  ha  de  edi- 
ficar, ó bien  ambas  cosas.  En  el  primer  caso  el 
contrato  es  puramente  de  arrendamiento:  en  el 
segundo  es  á la  vez  de  arrendamiento  y com  - 
pra-venta. 

El  presente  artículo  determina  la  responsabi- 
lidad en  que  incurre  el  contratista,  bien  cuan- 
do la  cosa  se  destruye  ántes  de  estar  acabada 
y entregada,  bien  cuando,  puesta  á disposición 
del  locador,  declaran  los  peritos  que  está  mal 
construida. 

La  obligación  del  contratista  es  alternativa 
tada  vez  que  puede  optar  entre  hacerla  de  nue- 
vo ó restituir  el  precio,  daños  y perjuicios. 

Por  más  que  la  ley  no  distingue  entre  las 
dos  clases  de  ajuste  que  ántes  hemos  citado, 
debe  interpretarse  que  son  diversas  las  respon- 
sabilidades en  que  incurre  el  contratista  en 
uno  que  en  otro  caso.  Así,  pues,  si  el  destajis- 
ta se  obligó  únicamente  á poner  su  trabajo,  no 
deberá  responder  del  daño  que  provenga  de  la 
mala  calidad  de  los  materiales  que  se  le  entre- 
guen para  la  obra,  pues  en  este  caso  el  que 
puso  ó vendió  los  materiales,  será  el  que  res- 
ponda de  su  calidad,  si  no  era  apropiada  á ios 
usos  generales  á que  se  dedican  aquellos  mate- 
riales. Asi  lo  dispone  el  proyecto  de  G’ó.digo, 
añadiendo  que  el  contratista  no  podrá  exigir 
estipendios  si  no  cumplió  con  el  requisito  de 
poner  en  conocimiento  del  dueño  la  mala  cali- 
dad de  los  materiales.  Si  por  el  contrario  se 
obligó  á poner  su  trabajo  y los  materiales,  res- 
ponderá de  su  impericia  y de  la  mala  calidad 
de  aquéllos. 
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Artículo  Lr>W>. — Cuando  so  hubiere  con- 
tratado ijuo  la  obra  ha  de  hacerse  bien  y que 
se  iiagani  á su  terminación,  deberá  el  dueño, 
llegado  este  caso,  recibirla  y entregar  el 
precio  si,  á, juicio  do  peritos,  fuere  buena  la 
obra. 

Si  el  contratista  que  se  hubiere  obligado 
á responder  de  todo  riesgo  terminó  la  obra 
y la  puso  á disposición  del  dueño,  los  daños 
que  en  la  misma  ocurran  son  do  cuenta 
do  éste,  áun  cuando  no  se  hubiere  resuelto  á 
aceptarla,  siempre  que  la  obra  fuese  buena. 

Hecibida  la  obra  por  el  dueño,  cualesquie- 
ra daños  ó menoscabos  que  en  aquélla 
ocurran  serán  de  cuenta  de  éste. 

ORÍGENES 

Ley  17,  tít.  VIII,  Partida  5.* 

COMENTARIO 

Cuando  la  obra  oncómetidadaá  un  destajista 
ch  buena,  según  el  parecer  do  poritos,  no  puedo 
el  duoño  negarse  á recibirla  para  retenor  el 
precio.  Aun  cuando  se  hubiere  estipulado  que 
la  obra  baya  do  hacerse  bien  y lealmcnte,  de- 
berá aceptarla  previo  el  juicio  favorable  de  los 
peritos. 

Los  otros  dos  párrafos  determinan  cómo  y 
cuándo  concluye  la  responsabilidad  del  contra- 
tista y comienza  ol  daño  á pertenocer  al  dueño 
do  la  obra. 

Artículo  1507.  -Si  la  obra  se  moviere  ó 
derribase  cu  los  quince  años  siguientes  á su 
terminación,  el  que  se  encargó  de  cons- 
truirla, ó sus  herederos,  deberán  rehacerla 
ásu  costa,  á no  ser  que  la  ruina  proceda  de 
caso  fortuito. 


ORÍGENES 

Ley  21,  tít.  XXXII,  Partida  3/ 

COMENTARIO 

«Lealmente  ó con  grand  femencia  deuen 
mandar  facer  las  Iauores  aquellos  que  son  pues- 
tos sobre  ella,  de  manera  que  por  su  culpa, 
nin  por  su  pereza;  non  sea  y fecha  alguna  fal- 
sedad.» Este  precepto  de  la  ley  supone, — según 
expresa  Gutiérrez,— las  siguientes  responsabili- 
dades á los  arquitectos  y maestros  de  obras: 

1. "  Hacer  ó dirigir  la  obra  por  si  mismo,  si 
el  que  la  encargó  lo  hizo  por  consideración  á 
bu  aptitud;  siendo  tan  esencial  esta  circunstan- 
cia, que  por  su  muerto  queda  rescindido  el  con- 
trato (Véase  ai't.  1591). 

2. "  Hacerla  dentro  del  término  que  se  hu- 
biese prefijado. 

3. "  Procurar  su  solidez  y perfección  según 
las  reglas  del  arto  y conforme  al  plano  presen- 
tado, sin  poder  pedir  aumento  del  precio  esti- 
pulado aunque  se  haya  aumentado  el  jornal  de 
los  trabajadores  ó ol  valor  de  los  materiales,  ó 
si  por  cualquier  otra  causa  que  como  perito  no 
debía  ignorar,  hubiera  recibido  alguna  lesión. 

-Lü  Emplear  los  materiales  de  modo  que  no 
so  inutilicen,  teniendo  cuidado  sobre  ellos,  para 
evitar  cualquiera  sustracción,  debiendo  cumplir 
la  culpa  leve,  por  sor  hecho  este  contrato  en 
utilidad  délas  partes. 

5-°  Proceder  de  buena  fe,  sin  exagerar  el 
trabajo  hecho  con  el  objeto  de  exigir  mayor 
precio  que  el  pactado. 

Si  el  contratista  falta  á sus  obligaciones  nace 
la  responsabilidad  que  le  impone  el  artículo 
que  comentamos,  cuyo  precepto  es  tan  claro, 
que  no  necesita  explicarse. 
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SECCION  TERCERA 


DE  LOS  TRASPORTES  POR  AGUA  Ó TIERRA,  TANTO  DE  PERSONAS  COMO  DE  COSAS 


Artículo  1598. — Los  conductores  de  efec-  I 
tos  por  tierra  ó por  agua  están  sujetos  á las 
mismas  obligaciones  que  respecto  de  los  po- 
saderos se  determinan  y regulan  en  los  ar- 
tículos 1586  y 1587. 

ORÍGENES 

Ley  26,  tít.  VIII,  Partida  5." 

Ley  7.\  tít.  XIV,  Partida  7.a 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  con:  Art.  1782,  Cod.  Francia. — 
1630  Italia. — 1818  Bolivia. — 2723  Luisiana. — 
1268  Vaud. — 1531  Valais. — 1405  Neufchatel.- — 
Leyes  3.m  y 25,  tít.  XlX,  lib.  IV,  Digesto. 

jurisprudencia 

Las  sociedades  y empresas  de  trasportes,  en 
virtud  de  los  anuncios  que  hacen  insertar  en 
los  periódicos  ó dan  por  otros  medios  al  públi- 
co, relativos  á los  términos  y condiciones  bajo 
las  cuales  ofrecen  sus  servicios,  están  obligados 
á cumplir  exactamente  con  lo  que  en  ellos  ha- 
yan prometido  (Sent.  20  Febrero  1860). 

Cuando  el  contrato  de  trasporte  se  establece 
por  pacto  explícito,  la  condición  de  abonar  por 
indemnización  del  valor,  en  caso  de  extravío 
de  los  géneros,  una  cantidad  determinada,  en 
proporción  al  porte  satisfecho,  debe  estarse  álo 
pactado,  sin  que  aproveche  recurrir  á las  condi- 
ciones naturales  del  contrato  para  librarse  una 
parte  de  la  responsabilidad  convenida,  ni  para 
reclamar  la  otra  diferente  indemnización.  En 
tal  caso,  la  acción  para  reclamar  la  indemniza- 
ción pactada  no  excluyo  á la  que  nace  del  dolo, 
que  os  independiente  y puede  utilizarse  por  lo 
mismo  oportunamente  (Sent.  22  Marzo  1864.) 

Ajustado  un  trasporte  con  una  empresa  de 
ferro-carril,  para  punto  de  otra  linea,  por  estar 
en  combinación  ambas  empresas,  y no  acredi- 
tándose que  hubiere  error  en  los  precios  lijados 
en  los  talonea,  «o  pueden  exigirse  después  por  la 
e mpreau  que  no  contrató  directamente,  mayores 


sumas  que  la  del  precio  ajustado  (Sentencia 
20  Abril  1867.1 

Los  resguardos  expedidos  por  las  emprosas 
de  ferro-carriles  llevan  consigo,  de  parte  do  la 
empresa  conductora,  la  obligación  do  entregar 
al  consignatario  ó á su  representante  legítimo, 
y no  á otra  persona,  los  efectos  que  so  le  diri- 
gen, y en  su  defecto  satisfacer  su  valor  (Senten- 
cia 28  Junio  1867.) 

comentario 

El  trasporte  de  persojnasy  cosas,  así  por  tier- 
ra como  por  agua,  es  también  contrato  de  ar- 
rendamiento de  industria.  En  virtud  de  él,  una 
persona  ó empresa  se  obliga  á conducir  desde 
un  punto  á otro  diferentes  géneros  para  entre- 
garlos al  consignatario.  Este  contrato  se  extien- 
de asimismo  á la  conducción  ó trasporto  de  vía 
jeros. 

Esta  materia  carece  de  textos  do  importan- 
cia en  nuestros  Códigos  civiles.  Por  el  contra- 
rio, en  el  de  Comercio  se  halla  extensamente 
desenvuelta,  y allí  hay  que  acudir  en  los  casos 
que  se  presenten.  Muchas  leyes  de  Partida  que 
regulaban  los  trasportes  por  medio  délas  naves, 
han  perdido  su  importancia  y su  valor  después 
de  promulgado  aquel  Código. 

En  cuanto  á la  conducción  ó trasporte  por 
las  vías  terrestres,  se  halla  hoy  reglamentado 
por  disposiciones  de  carácter  administrativo  y 
de  policía. 

Artículo  1599. — El  dueño  de  bestia,  car- 


; te  de  ciertos  objetos,  no  responde  de  la  pér- 
dida ó menoscabo  de  éstos  si  obró  con  la 
debida  diligencia. 

ORÍGENES 

Ley  8.a,  tít.  VIII,  Partida  5. 4 

JUIUSI’RUDENCI* 

Los  que  celebran  el  contrato  de  trasportes  ó 
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locación  de  un  servicio  por  cierto  precio,  son  ár- 
bitros de  prescindir  de  las  condiciones  natui’a- 
les  al  mismo  contrato,  establecidas  en  la  ley  8.a, 
título  VIII,  Partida  5.*,  y en  los  208  y 209  del 
Código  de  Comercio,  pudiendo  pactar  otras, 
siendo  lícitas. 

Entre  una  empresa  de  diligencias  y el  que  en- 
trega á la  misma  un  bulto  ó caja  para  su  tras- 
porte, se  celebra  un  verdadero  contrato  de  lo- 
cación de  un  servicio  por  cierto  precio,  bajo  las 
condiciones  consignadas  en  el  documento  ó re- 
cibo entregado  por  aquélla  y aceptado  por  el 
interesado  (Sent.  22  Marzo  1864). 

COMENTARIO 

« Acuestas  por  si  mismo,  ó en  alguno  en  bes- 
tia, ó en  carreta,  ó en  nave,  prometiendo  de 
levar  algún  orne,  vino,  olio,  ó otra  cosa  seme- 
jante en  odres  ó en  alcullas  ó en  toneles,  ó pi- 
lares de  marmol,  ó redomas,  ó cosa  semejante, 
si  levando]  de  un  lugar  á otro,  cayere  por  su 
culpa  aquello  que  levase-  ó se  quebranlasse  ó 
perdiere,  tenudo  es  de  lo  pechar.  Mas  si  el  pu- 
siesse  guarda  guanta  pudiese  en  levar  aquella 
cosa  ó se  quebrantarse  por  alguna  ocasión  sin 
su  culpa,  non  seria  tenudo  de  lo  pechan.  Tal 
es  el  precepto  de  la  ley  8. a,  que  está  subordina- 
do á lo  que  dispone  el  Código  de  Comercio 
para  los  casos  en  que  esto  debe  tener  aplicación. 


j Artículo  1600.— El  que  recibe  en  alquiler 
; alguna  caballería,  no  podrá  destinarla  á 
: otro  uso,  ni  llevarla  á lugar  distinto,  ni  re- 
tenerla por  más  tiempo  que  el  que  hubiere 
pactado  con  el  dueño. 

Si  por  falta  de  cumplimiento  de  lo  pacta- 
do en  cualquiera  de  estos  casos,  ó por  culpa 
del  arrendatario,  se  produjere  daño  ó muer- 
te de  la  caballería,  habrá  lugar  á la  corres- 
pondiente indemnización  de  alquileres  du- 
rante el  tiempo  en  que  ésta  quedó  inútil,  ó 
á entregar  otra  igual  ó su  valor  si  murió, 
con  más  los  daños  y perjuicios. 

ORÍGENES 

Leyes  1.a  y tí.:i,  tít.  XVII,  lib.  III,  Fuero 
Real. 

COMENTARIO 

f 

La  ley  6.*  del  Fuero  que  citamos  dice  así; 
«Quien  quier  que  bestia,  ó otra  cosa  logare 
para  cosa  señalada  facer,  non  sea  osado  de  la 
meter  á otra  cosa  sino  aquella  porque  alogó,  é 
como  alogó:  é quien  al  fiziesc,  todo  el  daño  que 
lie  flziere  péchelo  á su  dueño,  maguer  non  aya 
culpa  sino  en  cuanto  lo  usó  de  otra  guisa  de  co- 
mo lo  alogó. » 


i 


TITULO  XI 


DE  LOS  GE1STSOS  Y OTROS  CONTRATOS  ANÁLOGOS 


CAPÍTULO  PRIMERO 

DISPOSICIONES  ESPECIALES  RELATIVAS  AL  CENSO  ENFÍTÉUTIOO 


Artículo  1601. — El  censo  enfitóutico  es  un  ; 
contrato  por  el  que  el  dueño  de  una  cosa 
raíz  trasíiere  á otro  por  cierto  tiempo  ó á 
perpetuidad  el.  dominio  útil  sobre  la  misma, 
mediante  el  pago  anual  de  cierta  pensión. 

ORÍGENES 

Ley  3.*,  tít.  XIV,  Partida  1.a 

Ley  28,  tít.  VÍII,  Partida  5.a 

CONCORDANCIAS 

Ooncuorda  con:  Art.  1556  Cod.  Italia.— -1553 
Portugal. 

JURISPRUDENCIA 

La  ley  5.a,  tít.  XVI,  lib.  X Nov.  Rec.,  al  esta- 
blecer la  reducción  á dinero  de  los  censos  per- 
petuos fundados  en  pan,  vino  ú otras  especies, 
dispone  que  el  pago  de  ellos,  con  arreglo  á la 
tasa  que  fija,  sea  desde  el  día  de  la  contestación 
á la  demanda,  dando  por  libres  á los  dueños  de 
Iob  censos  de  todo  cuanto  hubiesen  cobrado 
antes  (Sent.  26  Setiembre  1860). 

Aunque  la  ley  28,  tít.  VIII,  Partida  5.a, expre- 
sa que  el  contrato  eníltéutico  es  más  semejante 
al  de  arrendamiento  que  á otro  alguno,  es  ne- 
cesario conciliar  el  texto  de  dicha  ley  con  eí  de 
la  1.“,  tit.  XIV,  Partida  l.J,  que  compara  el  ex- 
presado contrato  con  el  enajenamiento  que  se 
hace  á manera  de  venta;  y con  la  3.“  del  mismo 

TOMO  II 


título  y Partida  que  lo  califica  de  especie  de 
enajenación,  que  ni  es  arriendamiento  ni  vonta 
por  tener  de  ambos  y poder  celebrarse  para 
siempre  ó por  tiempo  cierto  (Sent.  25  Ju- 
nio 1859). 

Deben  reputarse  como  enfitéuticas  las  pres- 
taciones pactadas  en  un  contrato  puramente 
enfitéutico  (Sent.  18  Diciembre  1861). 

Cuando  ocurran  dudas  sobre  si  un  contrato 
es  de  enfitéusis  ó de  arrendamiento,  debe  re 
solverse  en  este  último  sentido,  por  ser  el  arren- 
damiento contrato  más  común  y ordinario  (Sen- 
tencia 29  Enero  1866). 

Si  en  un  pleito  no  se  trata  de  la  existencia  de 
un  contrato  de  foro,  no  se  infringe,  por  no  tener 
aplicación  la  ley  28,  tít.  VIII,  Partida  5.’,  por- 
que, aunque  tengan  mucha  analogía  los  dos  con- 
tratos, no  son  idénticos  (Sent.  26  Junio  1877). 

COMENTARIO 

El  censo  en  general  ha  sido  definido  como 
«un  contrato,  por  el  cual  uno  vende  y otro  com- 
pra el  derecho  de  percibir  una  pensión  anual» 
ÍAsso  y de  Manuel),  ó como  «un  contrato  con- 
sensúa! por  el  que  se  adquiere  el  derecho  <ie 
exigir  de  una  persona  un  canon  ánuo  ó pensión, 
por  haberle  trasferido  el  dominio  útil  de  la  finca, 
ó este  juntamente  con  el  directo,  ó por  haberle 
prestado  una  cantidad  consignándola  sobre  bie- 
nes raices  suyos»  [Gutiérrez],  ó como  «el  dere- 
cho de  exigir  cierta  pensión  á cuyo  pago  esta 
afecta  alguna  finca  ajena»  ¡La  Serna  y Montal- 
van),  ó como  «un  contrato  por  el  cual  so  su- 


CÓDIGO  CIVIL  DB  BBPaSá 


jetan  algunos  bienes  inmuebles  al  pago  de  un 
cAnon  ó rédito  anual,  en  retribución  de  un  ca- 
pital que  se  recibe  en  dinero,  ó dol  dominio 
que  se  trasmite  do  los  mismos  bienes,»  (pro- 
yecto de  Código). 

El  censo  no  se  conoció  verdaderamente  en- 
tre los  romanos,  excepción  hechade  lacnfitéusis. 
En  los  Códigos  "modernos  también  hay  algunos 
que  los  desconocen,  otros  que  los  dan  un  ca- 
rácter diferente,  y otros,  por  fin  , que  admiten 
unas  clases  de  ellos  y omiten  otras. 

Entre  nosotros  los  censos  se  dividen  en  tres 
clasesprincipal.es,  que  son:  enfitóutieo,  reserva- 
tivo y eonaignativo.  Pero  ademas  hay  el  vitali- 
cio, ó renta  vitalicia,  de  que  nos  ocuparemos  al 
hablar  de  los  contratos  aleatorios,  y otros  mu- 
chos aceptados  y conocidos  por  mayor  ó menor 
número  de  provincias,  como- los  foros,  subfo- 
ros, juros  debitorios,  feudos,  rabassa-mortas 
censales,  y otros  muchos. 

Los  censos,  y especialmente  el  enfitóutieo, 
han  sido  juzgados  do  diversos  modos,  conside- 
rándolos unos  como  perjudiciales  y otros  como 
favorables  al  cultivo  y á la  agricultura. 

Sea  de  ello  lo  que  quiera,  lo  que  no  puede 
negarse  es  que  el  censo  ha  contribuido  podero- 
samente á llevar  la  fertilidad  á campos  antes 
incultos.  Galicia,  donde  los  contratos  censúa- 
los han  sido  numerosísimos  bajo  la  forma  de 
Joros  y subforos,  ha  llegado  á ser,  según  la  ati- 
nada expresión  de  Goyena,  el  modelo  y envidia 
do  las  demas  provincias  españolas. 

Esto  no  se  opone  á que  los  censos  hayan  ido 
acompañados  de  grandes  males  y sean  ocasión 
de  innumerables  conflictos. 

La  enfitéusis , según  expresa  la  ley  de  Parti- 
da, «no  se  puede  llamar  vendida,  nin  arrenda- 
miento, como  quior  que  tiene  natura  en  si  de 
ambos  á dos.» 

Artículo  1602. — La  constitución  del  cen- 
so enfitóutieo  ha  de  hacerse  necesariamente 
por  escritura  pública. 

ORÍGENES 

Ley  3.*,  tit.  XIV,  Partida  1.’ 

Ley  28,  tít.  VITT,  Partida  5.* 

jurisprudencia 

En  defecto  de  la  oscritura  de  constitución  del 
censo  enfitóutieo,  está  obligado  el  dueño  á pro- 


bar la  identidad  del  predio  ó predios  censidos 
¡Sent.  10  Diciembre  1858). 

Cuando  la  escritura  haya  desaparecido,  ó no 
se  encuentre,  puede  acreditársela  existencia  del 
censo  por  otro  medio  legítimo  de  justificación 
(Sents.  9 Marzo  1861,9  Abril  1864,  26  Febrero 
1867  y 5 Diciembre  1868). 

Si  bien  con  arreglo  á las  leyes  de  Partida  el 
censo  enfitóutieo  ha  do  formalizarse  por  escri- 
tura pública,  ninguna  ley  se  opone  á que  se 
pruebe  su  existencia  por  la  posesión  inmemo- 
rial que,  según  las  leyes  y la  doctrina  legal, 
equivale  á título  (Sent.  9 Julio  1868). 

Aun  cuando  unos  poderes  no  sean  bastantes 
para  la  celebración  de  un  contrato  enfitóutieo, 
el  hecho  de  percibir  el  poderdante  la  pensión 
estipulada  durante  diez  y seis  años,  envuelve 
una  ratificación  que  demuestra  cumplidamente 
su  voluntad  de  ratificar  dicho  contrato  (Senten- 
cia 30  Mayo  1862). 

Puede  probarse  la  existencia  de  los  censos 
perpetuos  sin  escritura  pública,  aunque  para  su 
constitución  es  necesario  otorgarla  según  las 
leyes  3.*,  tít.  XIV, Partida  1.a,  y 28,  tít.  VIH  de 
la  5."  (Sent.  9 Marzo  1861). 

Guando  consta  la  existencia  de  un  censo  por 
existir  escritura  de  fundación,  no  hay  necesidad 
de  apelará  la  prueba  inmemorial  para  acreditar 
dicha  existencia  (Sent.  19  Febrero  1866). 

No  puede  afectar  á la  validez  de  la  escritura 
de  fundación  de  un  censo  la  falta  do  su  prime- 
ra hoja,  si  contiene  toda  la  parte  dispositiva  y 
está  revestida  de  todos  los  requisitos  y solem- 
nidades necesarios  para  ser  calificada  de  sub- 
sistente y oíícaz,  mucho  más  si  contra  ella  no 
se  ha  intentado  siquiera  prueba  de  falsedad 
(Sent.  19  Febrero  1866). 

La  ley  28,  tít,  VIII,  Partidas.",  dispone  única- 
mente que  el  contrato  enfitóutieo  ha  de  hacerse 
á placer  de  las  partes  contratantes  y por  escrito 
(Sent.  30  Marzo  1862). 

Fd  pago  de  la  pensión  de  un  censo,  verifica- 
do por  el  poseedor  délas  fincas  durante  más  de 
treinta  años,  en  virtud  de  error,  cualquiera  que 
sea  su  origen,  no  basta  á dar  por  probada  la 
existencia  de  otro  censo  enfitóutieo  distinto,  cu- 
ya constitución  no  consta  en  la  forma  y por  los 
medios  que  el  derecho  requiere  (Sent.  9 Julio 
1868). 

COMENTARIO 

E deuese  fazer  por  carta,  de  escribano  pú- 
blico, ó del  señor  que  lo  da... 
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Esto  no  obsta  para  que  la  existencia  del  cen- 
so pueda  justificarse  por  cualquier  otro  medio 
de  prueba,  según  ha  declarado  el  Tribunal  Su- 
premo en  repetidísimos  fallos. 

Téngase  presente  que,  con  arreglo  á la  ley 
Hipotecaria  (Arts.  2.®,  23  y 25),  la  escritura  pú- 
blica de  constitución  de  censo  deberá  inscri- 
birse en  el  Registro  de  la  propiedad,  pues  de  lo 
contrario  no  producirá  efecto  contra  terceros. 

Artículo  1603. — Es  válido  y debe  ser  cum- 
plido todo  pacto  que  se  otorgare  entre  cen- 
sualista y censatario,  no  siendo  contrario 
á las  leyes  y buenas  costumbres. 

ORÍGENES 

Ley  28,  tít.  VIII,  Partida  5." 

JURISPRUDENCIA 

Sentencia  28  Diciembro  1878. 

COMENTARIO 

Este  precepto  lo  repiten  las  leyes  en  todos 
los  contratos.  «Otrosí,  dice  la  ley,  deuen  ser 
guardadas  todas  las  conveniencias  que  fueren 
escritas  ó puestas  en  él.» 

Artículo  1604. — Ademas  del  dominio  di- 
recto que  el  censualista  se  reserva  y de  la 
pensión  anual  que  ha  de  pagarle  el  censata- 
rio, tiene  aquel  derecho: 

4.“  A apoderarse  de  la  finca  si  el  censata- 
rio que  hubiere  dejado  de  pagar  la  pensión 
durante  tres  años,  siendo  el  censualista  un 
particular,  ó dos  años  si  lo  fuere  la  Iglesia, 
dejare  trascurrir  diez  dias  más  sin  efectuar 
el  pago. 

2. a  A ser  preferido  por  el  tanto  cuando 
el  censatario  enajenóla  finca, ó para  retraer- 
la en  el  modo  y forma  que  se  dispone  en 
el  art.  1530  y demas  concordantes  de  la 
Sección  segunda,  cap.  VIH,  lib.  III  de  este 
Código. 

3. ”  A percibir,  cuando  el  censatario  en- 
ajene la  finca,  el  dos  por  ciento  del  precio  de 
la  venta, que  deberá  satisfacer  el  adquirente. 

ORÍGENES 

Leyes  28  y 29,  tít.  VIII,  Partida  5.' 

Ley  12,  tít.  XV,  lib.  X,  Nov.  Rec. 


Arts.  7.a  y 8.a,  Ley  de  Señoríos  de  3 Mayo 
de  1823. 

JURISPRUDENCIA 

No  tendrá  lugar  la  pena  de  comiso  cuando 
el  enfitéuta  hubiere  tenido  justa  causa  para  no 
pagar  el  canon,  y alegándola  quede  á la  apre- 
ciación de  la  Sala  sentenciadora  la  decisión  de 
la  contienda  y si  dicha  pena  es  ó no  aplicable 
(Sent.  29  Abril  1863). 

La  ley  29,  tít.  VIII,  Partida  5.*,  que  fija  en 
dos  por  ciento  el  derecho  de  laudemio,  no  puedo 
tener  aplicación  á los  censos  impuestos  sobre 
casas  y solares  de  Madrid,  sinó  con  las  modifi- 
caciones que  establece  el  art.  16  de  la  ley  12,  ti- 
tulo XV,  lib.  X,  Nov.  Rec.,  que  al  fijar  igual- 
mente el  laudemio  en  dos  por  ciento  como  di- 
cha ley  de  Partida,  dejó  á salvo  los  derechos  es- 
tipulados con  anterioridad  al  5 de  Abril  de  1770 
(Sent.  30  Mayo  1864). 

La  ley  28,  tít.  VIII,  Partida  5.a,  relativa  al 
censo  enfitéutico,  no  es  aplicable  cuando  el 
' mismo  recurrente  sienta  que  no  pertenece  á 
dicha  clase  el  contrato  cuyo  cumplimiento  rc- 
¡ clama  (Sent.  19  Mayo  18(56.) 

En  el  art.  7.®  de  la  ley  do  23  de  Mayo  do 
1823  se  dispone  que  en  los  enfitéusis  que  hayan 
de  subsistir  no  ha  de  exceder  la  cuota  que  se 
pague  por  laudemio  de  la  cincuentona,  ó Boa 
del  dos  por  ciento  del  valor  líquido  de  la  finca 
que-se  enajena,  con  arreglo  á las  ley  en  del  reino ; 
no  estando  obligados  los  poseedores  del  domi- 
nio útil  á satisfacer  mayor  cantidad,  cualesquie- 
ra que  sean  los  usos  ó establecimientos  en 
contrario  (Sent.  30  Diciembre  1862.) 

Por  el  art.  8.®  de  dicha  ley  se  exceptúan  de 
esta  disposición  los  casos  en  que  en  los  mismos 
contratos  se  haya  estipulado  lo  que  debe  sa- 
tisfacerse por  reconocimiento  del  dominio  direc- 
to, ó por  laudemio  en  los  enfitéusis  puramente 
alodiales  (Sent.  id.  id). 

Esta  excepción,  por  tanto,  no  tiene  lugar 
cuando  nada  se  pacta  respecto  á la  cuota  que 
debe  pagarse  por  aquel  motivo  (Sent.  id.  id.) 

El  derecho  de  percibir  laudemio  nunca  ha 
denotado  señorío  jurisdiccional  y vasallaje, 
sinó  que  pertenece  al  preceptor  el  dominio  di- 
recto de  la  linca  vendida,  dominio  quo  las  leyes 
■ de  señoríos  han  dejado  subsistir  cuando  se  apo- 
ya en  un  contrato  particular , por  más  que  éste 
haya  sido  celebrado  entre  el  señor  y los  yasa- 
líos  (Sent.  7 Marzo  1866.) 
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,S¡  bien  el  art.  l.°  de  la  ley  de  1823  fija  la 
cuota  del  laudemio,  en  los  enfitéusis  de  señorío 
(|uc  deban  subsistir,  en  el  dos  por  ciento  del  va- 
lor de  la  (inca  vendida,  por  el  8.u,  se  respetan  los 
contratos  existentes,  con  tal  que  el  dominio  en 
virtud  del  cual  se  cobra  sea  puramente  alodial 
(Scnts.  id.,  id.  y 30  Noviembre  1868.) 

La  pena  de  comiso,  establecida  por  la  ley  28, 
tít.  VIÍT,  Partida  5.a,  para  el  enfitéuta  que  re- 
tuvo las  pensiones  por  más  de  tres  años,  debe 
entenderse  siempre  que' éste  no  haya  tenido 
justa  causa  para  ello:  pues  si  tal  causa  se  alega, 
es  doctrina  legal,  apoyada  en  lo  que  para  seme- 
jantes casos  dispone  la  ley  3.',  tít.  XIV,  Parti- 
da 1.*,  admitida  por  la  jurisprudencia  de  los 
Tribunales,  que  queda  al  arbitrio  judicial  la 
decisión  de  la  contienda,  y si  es  ó no  aplicable 
diolia  pena  ¡Sents.  29  Abril  1868  y 25  Febre- . 
ro  1870.) 

El laudemio  se  adeuda  desde  luego  que  se 
perfecciona  el  contrato  de  venta,  sin  que  los 
derechos  de  los  dóminos  puedan  ser  menosca- 
bados por  los  pactos  particulares  de  los  contra- 
yentes, acerca  del  modo  y tiempo  de  realizar  el 
pago  del  precio  convenido  (Sent.  30  Noviem- 
bre 1868.) 

Cuando  se  demuestra  que  el  dueño  del  censo 
es  desconocido,  no  puede  el  pagador  incurrir  en 
la  pena  de  comiso  por  no  satisfacer  las  pensio- 
nes en  cuatro  años  (Scnt.  12  Junio  1871). 

Las  leyes  29,  tít.  VIIÍ,  Partida  5.*,  y 22,  títu- 
lo XV,  lib.  X,  Nov.  Reo.  , no  tienen  aplicación 
cuando  el  juicio  ha  versado,  no  sobre  si  la  cuota 
del  laudemio  ha  de  ser  mayor  ó menor,  sino 
sobro  la  existencia  en  totalidad  de  dicho  lau- 
domio  (Sent.  6 Octubre  1874). 

La  Sala  sentenciadora,  al  condenar  solidaria- 
mente al  vendedor  y compradores  al  pago  del 
laudemio,  infringe  el  principio  de  derecho,  se- 
gún el  cual  á nadie  puede  imponérsele  una 
obligación  que  no  nazca  de  la  ley  ó de  pacto 
libremente  celebrado,  porque  ia  obligación  so- 
lidaria no  está  establecida  por  la  ley  para  este 
caso  (Sent.  15  Febrero  1877). 

COMENTAHIO 

Los  dos  primeros  derechos  que  tiene  el  cen- 
sualista ó señor  del  directo  dominio,  son:  1."  ej 
dominio  directo  sobre  la  linca;  y 2.‘‘,  el  de  per- 
cibir la  pensión  ó renta  anual. 

Al  en fi lenta  se  lo  concede  el  aprovechamien- 
to do  la  linca  con  una  condición,  de  la  cual  de- 


: pende  todo  su  derecho;  esta  condiciones  la  del 
pago  de  la  pensión  ó canon  anual;  de  aquí  que 
si  dejara  trascurrir  tres  años  sin  satisfacerle 
siendo  señor  directo  un  particular,  ó dos  años 
si  lo  fuese  la  Iglesia,  dende  en  adelante  los  se- 
ñores della  ¡la  finca)  sin  mandado  del  juez  la 
pueden  tomar.  La  doctrina,  pues,  de  la  ley  es 
que,  trascurrido  aquel  término  y diez  días  más 
sin  satisfacerse  la  pensión,  se  entiendo  caduca- 
do el  censo  ipso  facto,  sin  necesidad  de  recla- 
mación judicial  de  ninguna  especie.  Pero  la 
í práctica  seguida  es  contraria  á este  precepto,  y 
siempre  se  ha  creído  oportuno  acudir  á la  au- 
toridad judicial  para  que  se  haga  la  declara- 
ción de  comiso:  asi  lo  exigía,  por  otra  parte,  el 
! sosiego  público.  Ademas,  según  hace  constar 
Febrero  (núm.  3,209),  el  comiso,  como  pena 
desproporcionada  á la  morosidad  de  la  paga  de 
la  pensión,  se  tiene  por  injusto,  y por  lo  mismo 
no  está  en  uso.  En  Navarra,  donde  también 
tiene  el  dueño  derecho  de  comiso,  no  se  obser- 
va, y en  su  lugar  el  dueño  reclama  el  principal, 
los  réditos  atrasados  y las  costas. 

¿Puede  pactarse  que  la  finca  no  incurre  en 
comiso  por  el  no  pago  durante  el  tiempo  fijado 
de  las  pensiones?  En  nuestro  sentir,  como  es 
un  derecho  que  el  señor  tiene,  y un  medio  do 
apremiar  al  enfitéuta  á que  haga  el  pago,  te- 
nemos por  renunciable  esta  facultad. 

De  los  derechos  de  tanteo  y retracto  nos  he- 
mos ocupado  oportunamente,  por  lo  cual  no 
hemos  de  repetir  aquí  la  doctrina  de  nuestras 
leyes  acerca  de  los  mismos. 

En  cuanto  al  derecho  conocido  bajo  las  de- 
nominaciones de  laudemio  y luismo , ó sea  el 
tanto  por  ciento  que  ha  de  abonar  el  adquirente 
de  una  finca  acensuada  á quien  se  les  trasmite 
el  enfitéuta,  se  ha  considerado  por  los  autores 
como  lo  más  odioso  é irritante  que  lleva  consi- 
go el  censo. 

El  laudemio  ó luismo  ha  do  consistir  en  el 
dos  por  ciento,  advirtiéndose  que  en  los  enfi- 
téusis señoriales  no  podrá  exceder  de  dicho 
tanto  por  ciento,  áun  cuando  se  hubiera  pacta- 
do otra  cosa,  y que  en  los  existentes  á la  publi- 
cación de  la  ley  de  3 de  Mayo  de  1823  deberá 
entenderse  reducido  al  mismo  dos  por  ciento, 
áun  cuando  por  pacto  se  viniere  cobrando  otro 
mayor.  En  los  enfitéusis  alodiales  constituidos 
después  del  5 de  Abril  de  1779,  tampoco  podrá  el 
lauuemio exceder  del  dos  por  ciento:  pero  se  ten- 
drá presente  que, "con  arreglo  ál  art.  10  de  la 
1RÓ  1-,  tít.  XV,  lib.  X,  Nóv.  Roe.,  quedó  á salvo 
el  derecho  que  puedan  tener  los  dueños  del  di- 


DE  LOS  CENSOS  V OTROS  CONTRATOS  ANÁLOGOS 


305 


recto  dominio  para  la  cobranza  del  laudemio 
en  mayor  cantidad  de  la  cincuentena,  respecto 
á aquellas  ventas  judiciales  otorgadas  con  an- 
terioridad á esta  providencia,  en  que  sólo  faite 
la  formalidad  de  la  extensión  de  la  escritura  de  ■ 
venta  y estén  las  partes  perfectamente  conveni-  1 
das.  (Véase  la  jurisprudencia.) 

Artículo  1605. — En  el  caso  del  núm.  3.* 
del  artículo  anterior,  si  en  la  enajenación  i 
no  hubiere  mediado  precio,  el  dos  por  ciento 
se  regulará  por  el  valor  de  la  finca  en  la  \ 
época  en  que  se  enajenare. 

ORÍGENES 

Ley  29,  íít.  VIH,  Partida  5.a 

Artículo  1606. — El  derecho  que  elnúin.  2." 
del  art.  1604  concede  al  dueño  directo  á ser 
preferido  por  el  tanto,  cuando  el  censatario 
enajene  la  finca,  cesa  si  habiendo  sido  re- 
querido el  censualista  por  su  renuncia  ex- 
presa ó si  dejare  trascurrir  dos  meses  sin 
hacer  uso  de  su  derecho. 

ORÍGENES 

Ley  29,  tít.  VIH,  Partida  5." 

JURISPRUDENCIA 

La  ley  29,  tít.  VIII,  Partida  5.a,  no  tiene  apli- 
cación al  litigio  en  que  no  se  trate  de  la  prefe- 
rencia que  tiene  el  señor  del  dominio  directo 
en  la  venta  de  la  cosa  censida,  ni  de  la  nulidad 
de  la  hecha  por  el  censatario,  y sí  solo  del  ejer- 
ció del  derecho  real  sobre  la  finca  especialmente 
hipotecada  á la  seguridad  de  una  pensión  to- 
ral (Sent.  19  Setiembre  1862). 

Con  arreglo  á derecho,  todo  enfitéuta  está 
obligado  á dar  conocimiento  al  señor  del  domi- 
nio directo  de  la  venta  que  intenta  hacer  de 
la  linca  acensuada,  por  si  quiere  adquirirla  por 
el  tanto  (Sent.  18  Noviembre  1864). 

COMENTARIO 

... 

El  derecho  de  tanteo  que,  según  hemos  visto,  | 
tiene  el  señor  del  directa  dominio  cuando  el  en-  j 
fitéuta  enajena  la  finca  ó mejor  dicho  el  domi-  i 
nio  útil  de  la  finca,  lleva  consigo  otras  obliga- 
ciones por  parte  del  censatario.  Así,  pues  ' 


aunquo  está  facultado  para  enajenarla,  «ante 
que  la  venda  deuelo  fazer  saber  al  señor  como 
la  quiere  vender  6 quanto  es  lo  ejuel  dan  por 
ella.  E si  el  dueño  le  quisiere  dar  tanto  por  ella 
como  el  otro,  estonce  la  deue  vender  ante  á él 
que  á otro.  Mas  si  el  señor  dixesse  que  ie  non 
quería  dar  tanto,  ó lo  callassc  fasta  dos  meses, 
que  le  non  dixesse  si  lo  quiero  i'azor  ó non; 
dende  adelante  puédela  vender  á quien  quisie- 
re; é non  le  puede  embargar  aquel  quo  gola 
dió  á censo  quo  lo  non  faga.»  Así,  pues,  el  cen- 
satario cumplo  con  avisar  al  censualista,  y si 
éste  deja  trascurrir  dos  meses  sin  contestar 
si  acepta  ó no  la  finca  por  el  tanto,  puede  ven- 
derla libremente,  lo  cual  no  obsta  para  que 
después  de  celebrada  la  venta,  y en  el  término 
de  nueve  días,  pueda  deshacerla  por  virtud  de 
su  derecho  de  retracto,  como  decimos  en  otro 
lugar. 

Artículo  1607. — El  enfitéuta  no  podrá  en- 
ajenarla finca  sino  cuando  el  censualista,  re- 
querido por  aquél  para  que  haga  uso  del 
derecho  de  tanteo  que  le  concede  el  núm.  2.“ 
del  art.  1604,  manifiesta  que  no  quiere 
ejercitarlo,  ó deja  trascurrir  sin  hacer  esta 
manifestación  el  término ' que  señala  el  ar- 
tículo anterior. 

La  finca  solamente  podrá  ser  enajenada, 
previo  siempre  el  cumplimiento  de  lo  dis- 
puesto en  el  párraío  precedente,  á persona 
de  quien  con  igual  facilidad  pueda  obtener- 
se la  pensión  anual. 

El  enfitéuta  que  faltare  á lo  prevenido  en 
este  artículo  incurrirá  en  el  comiso  de  la 
finca  acensuada. 


ORÍGENES 

Leyes  28  y 29,  tít.  VIH,  Partida  5.“ 

JURISPRUDENCIA 

Cualesquiera  que  sean  los  nombres  quo  los 
otorgantes  dieran  al  contrato  consignado  en 
una  escritura  pública,  se  constituye  en  un  ver- 
dadero censo  enfitéutico  cuando  en  él  se  estable- 
cen todas  las  condiciones  que  distinguen  y de- 
terminan esta  clase  de  contratos;  y en  tal  con- 
cepto son  aplicables  al  mismo  la3  leyes  28  y 29, 
tít.  VIII,  Partida  5.a,  que  establecen  cae  la  finca 
en  comiso,  entre  otros  casos,  cuando  se  ha  ven- 
dido la  cosa  sin  dar  noticia  al  señor  del  domi- 
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nio  directo  que  ejercite  el  derecho  de  prelacion 
y laudemio,  «é  que  deben  ser  guardadas  todas 
las  conveniencias  que  fueren  escritas  y puestas 
en  el»  (Sent.  28  Diciembre  1878). 

Si  una  de  las  que  se  impusieron  á los  enfi- 
téutas  fuá  que  ni  ellos  ni  los  que  les  sucediesen 
podrían  vender,  cambiar,  subaforar  ni  enaje- 
nar do  modo  alguno  los  referidos  bienes  sin 
consentimiento  del  otorgante,  y no  obstante 
esta  condición  los  foreros  vendieron  un  trozo 
de  terreno  que  se  Ies  dió  en  censo  y otro  de 
igual  procedencia  sin  consentimiento  del  cen- 
sualista, en  este  concepto  la  sentencia,  al  absol- 
ver de  la  demanda  que  aquel  interpone  pidien- 
do la  nulidad  de  la  venta  y comiso  de  la  finca, 
infringe  las  citadas  leyes  28  y 29,  tít.  VIII, 
Partida  5.“  (Sent.  id:  id.). 

COMENTARIO 

En  la  primera  parte  do  este  artículo  se  con- 
firma la  doctrina  que  dejamos  consignada  en  el 
anterior  y en  el  1604. 

El  segundo  párrafo  refleja  estas  palabras  de 
la  ley:  «Pero  deuela  venderá  talóme,  de  quien 
pueda  el  señor  auer  el  censo  (es  decir,  la  pen- 
sión) tan  ligero  como  del  mismo.  Mas  á otras 
personas  de  que  non  podiesse  auer  tan  ligera- 
mente el  censo,  non  la  puede  vender  nin  em- 
peñar, assi  como  á orden  ó otro  orne  más  po- 
deroso que  él;  que  estonce  no  valdría,  ó perde- 
ría por  ende  el  derecho  que  auia  en  ella.» 

Artículo  1008, — Ademas  del  dominio  útil 
que  se  confiere  al  enfiténta  ó censatario  por 
el  art.  1601,  tiene  derecho: 

1. “  A enajenar  la  fincasin  más  limitacio- 
nes que  las  consignadas  en  los  artículos  an- 
teriores (a). 

2. a  A empeñarla,  sin  conocimiento  del 
señor,  á persona  de  quien  con  igual  facilidad 
pueda  obtenerse  la  pensión  anual  (a). 

3.  A ser  preferido  por  el  tanto,  cuando 
se  enajene  el  dominio  directo  y á retraerla 
después  do  vendida  en  la  misma  forma  y 
bajo  las  mismas  condiciones  que  el  censua- 
lista en  su  caso  (b). 

ORÍGENES 

(a)  Ley  29,  tít.  VIH,  Partida  5." 

(bj  Ley  12,  tít.  XV,  lib.  X,  Nov.  Rec. 

Ley  8.a,  tít.  XIII,  lib.  X,  Nov.  Rec,  (74 
de  Toro. 

Art.  7.°,  Ley  de  Señoríos  de  3 Mayo  1823. 


COMENTARIO 

El  enfitéuta  ó censatario  tiene  en  pilmes -tér- 
mino el  derecho  sobre  el  dominio  útil  de  la 
finca;  en  esto  precisamente  consiste  el  censo; 
esto  es  lo  que  lo  caracteriza.  Los  demas  dere- 
chos y obligaciones  son,  si  no  de  menor  impor- 
tancia, al  menos  no  tan  esenciales  en  este  con- 
trato , 

En  virtud,  pues,  de  dominio  directo  tiene  la 
facultad  de  labrar  la  tierra  haciendo  en  ella 
cuantas  modificaciones  creyere  oportunas,  re- 
coger s,us  frutos  y disponer  de  este  dominio  por 
donación,  por  venta,  por  última  voluntad  y 
empeñando  la  cosa  misma. 

Los  demas  derechos  que  se  enumeran  en  el 
artículo  que  comentamos  quedan  explicados  en 
los  artículos  anteriores. 

Sobre  la  facultad  de  vender  ya  hemos  dicho 
qué  limitaciones  se  deben  observar.  Respecto  al 
tanteo  y retraeto,  en  otro  lugar  los  hemos  es- 
tudiado con  la  extensión  posible.  La  ley  de  1823 
declaró  que  el  derecho  de  tanteo  será  recípro- 
co para  los  poseedores  del  dominio  útil  y del 
directo,  de  manera  que  se  completa  la  materia 
estableciendo  las  mismas  reglas  para  el  dere- 
cho del  censualista  que  del  censatario. 

Por  último,  en  cuanto  á la  facultad  de  em- 
peñar la  cosa,  sólo  podrá  hacerlo  á perBona  de 
las  mismas  condiciones  que  dijimos  respecto 
de  á quién  puede  ser  vendida. 

El  enfitéuta,  como  que  percibe  las  utilidades 
de  la  finca,  debe  satisfacerlas  contribuciones  y 
cualesquiera  otras  cargas  que  no  graven,  por  ex- 
presa voluntad  de  la  ley,  sobre  el  dominio  di- 
recto. 

Artículo  1609. — El  pacto  ó condición  de 
que  si  el  censatario  dejara  de  pagar  ciertos 
plazos  de  venta  ó pensión  se  entienda  que 
la  finca  ha  caído  en  comiso,  debe  ser  cum- 
plido, cualquiera  que  sea  la  cantidad  adeuda- 
da por  el  enfitéuta. 

ORÍGENES 

Ley  1.‘,  tít.  XV,  lib.  X,  Nov.  Rec.  (68  de 
Toro). 

JURISPRUDENCIA 

La  ley  68  de  Toro  se  refiere  á los  censos  eu- 
fité uticos  y reservativos,  paro  no  tiene  aplica- 
ción en  los  consignativos;  porque  siendo  en 
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éstos  ordinariamente  mayor  el  valor  de  la  cosa 
censida  que  el  precio  consignado  por  el  cen- 
sualista, se  daría  á éste  el  derecho  de  adquirir 
una  finca  sin  haber  pagado  su  justo  precio,  en 
daño  del  censatario,  el  que  al  redimir  el  censo  : 
había  cumplido  con  devolver  la  cantidad  consig- 
nada (Sents.  29  Diciembre  1864  y 9 Febrero  = 
1871). 

COMENTARIO 

«Si  alguno  pusiere  sobre  su  heredad  algún 
censo  con  condición  que  si  no  pagare  á ciertos 
plazos  que  caya  la  eredad  en  comiso,  que  se 
guarde  el  contrato  y se  juzgue  por  él,  puesto 
que  la  pena  sea  grande  y más  de  la  mitad.»  Tal 
es  la  ley.  La  principal  duda  á que  ha  dado  liti- 
gar esta  ley  ha  sido  saber  á qué  clase  de  cen- 
so hace  referencia,  puesto  que  usa  de  la  palabra 


censo  sin  distinguir  do  qué  naturaleza  sea 
éste. 

Omitimos  los  razonamientos  en  que  los  au- 
tores han  fundado  sus  diversas  opiniones,  pues 
seria  esto  ocioso,  una  vez  que  el  Tribunal  Su- 
premo ha  resuelto  la  cuestión  dq  una  manera 
terminante,  en  eí  sentido  do  que  esta  ley  so  re- 
fiere á los  censos  enfitéuticos  y reservativos, 
pero  de  ningún  modo  á los  consignativos,  por 
las  razones  que  expresa  (Véase  la  jurispru- 
dencia). 

Debemos  hacer  notar,  por  último,  según  ex- 
presan Glano,  Alvarez,  Velaseo,  Mejía  y Gutiér- 
rez, que  este  pacto  eareco  de  fuerza  en  la  prác- 
tica. Covarrubias  dice  que  en  su  tiempo  se 
aplicaba  solamente  af  censo  reservativo  irredi- 
mible. Mas  el  Tribunal  Supremo  ha  reconocido 
su  validez  y eficacia. 


CAPÍTULO  II 


DISPOSICIONES  ESPECIALES  RELATIVAS  AL  CENSO  RESERVATIVO 


Artículo  1610. — En  el  censo  reservativo 
no  tiene  lugar  el  comiso  de  la  finca  censida, 
á no  haberse  pactado  preventivamente. 

El  pacto  do  comiso  deberá  cumplirse,  cual- 
quiera que  sea  la  cantidad  adeudada  por  el 
censatario. 

ORÍGENES 

Ley  i.%  tít.  XV,  lib.  X,  Nov.  Rec.  [68  de 
Toro). 

JURISPRUDENCIA 

En  el  censo  reservativo  no  tiene  lugar  el  co- 
miso de  la  cosa  gravada  si  no  se  ha  pactado 
preventivamente,  á diferencia  del  enfitéutico, 
en  el  cual  dicha  pena  es  condición  natural,  por 
más  que  no  se  haya  estipulado  (Sent.  29  Di- 
ciembre 1864), 

Véase  la  jurisprudencia  del  artículo  anterior. 


COMENTARIO 

Nuestra  legislación  es  diminuta  en  materia 
de  censos  reservativos.  Así,  pues,  tratándose 
de  ellos,  hay  que  seguir  sus  analogías  con  ios 
otros  censos  y la  doctrina  que  corre  admitida 
por  los  autores  y por  los  Tribunales. 

Suele  definirse  el  censo  reservativo  como  el 
derecho  que  tenemos  de  exigir  de  otro  cierta 
pensión  anual,  por  haberle  trasferido  el  domi- 
nio directo  y útil  de  alguna  cosa  raíz,  ó más 
bien  al  contrato  en  que  se  constituye  este  de- 
recho en  favor  del  censualista  y todos  los  que 
lleva  consigo  el  dominio  directo  y útil  en  favor 
del  censatario. 

Se  diferencia,  pues,  del  censo  enfitéutico  en 
que  en  el  reservativo  se  trasfieren  ambos  domi- 
nios, así  como  en  aquél  únicamente  ei  útil. 

Otras  diferencias  pueden  señalarse  ademas, 
como  son  que  en  el  reservativo  , ni  existe  el 
derecho  de  fadiga,  ni  tanteo,  ni  el  pago  del  lau- 
dejnio,  ni  la  pena  de  comiso,  á no  haberse 
pactado  de  una  manera  expresa. 


CÓDIGO  CIVIL  1)B  BBPaSa 


:ídr 


Resumiendo  la  doctrina  de  los  autores  res- 
pecto al  censo  reservativo,  podemos  decir: 

1. "  ync  oi  censatario  tiene  el  dominio  útil 
y el  directo. 

2. "  Que  puedo  enajenar  la  finca  sin  las  li- 
mitaciones que  oí  enfitéuta. 


3,*  Que  ni  paga  laudomio,  ni  incurra  en  co- 
miso, á no  pactarse. 

En  cuanto  á los  modos  de  extinguirse  este 
censo,  los  estudiaremos  oportunamente. 

Sobre  el  pacto  de  comiso,  véase  lo  que  deci- 
mos en  el  artículo  precedente. 


CAPITULO  III 


DISPOSICIONES  ESPECIALES  RELATIVAS  AL  CENSO  CONSIGNATARIO 


Artículo  1611. —El  censatario  debe  mani- 
festar al  censualista  todas  las  cargas  á que 
esté  afecta  la  finca  cénsala,  bajo  pena  de  res- 
tituirle la  cantidad  consignada  y su  duplo. 

ORÍGENES 

Ley  2.\  tít.  XV,  lib.  X,  Noy.  Rec. 

COMENTARIO 

El  censo  consignativo  es  el  derocho  de  co- 
brar una  pensión  de  cierto  capital  impuesto  so- 
bre determinada  finca,  inmueble  y fructífera. 

Puede  constituirse  por  contrato  y por  última 
voluntad. 

El  censo  consiguativo  ha  sido  considerado 
por  algunos  como  una  especie  de  hipoteca,  aun- 
que algo  irregular.  Así  lo  creen  Medina,  Govar- 
rubias,  Solis,  etc.  Por  el  contrario,  otros  consi- 
deran este  censo  como  una  servidumbre  real, 
tales  como  Avendaño,  Molina,  Sala,  etc. 

Sin  embargo,  no  es  ni  hipoteca  ni  servidum- 
bre, por  más  que  con  la  hipoteca  tenga  alguna 
semejanza,  toda  vez  que  el  censualista  entrega 
al  censatario  una  cantidad,  al  pago  de  cuyos  in- 
tereses (pensión),  y á su  restitución  en  su  caso, 
queda  afecta  la  linca  sobre  que  se  constituye. 

Los  autores  señalan  diversas  diferencias  en- 
tre ei  censo  consignativo  y la  hipoteca. 

En  cuanto  á la  prescripción,  dicen,  la  hipote- 
ca prescribe  á los  veinte  años;  el  censo  á los 
treinta. 

Gutiérrez  señala  las  siguientes  diferencias: 
! el  censualista  puede  pedir  desde  luego  do 
cualquier  poseedor  las  pensiones  que  se  le  adeu- 
den, en  tanto  que  en  la  hipoteca  ha  de  hacerse 


excusión  en  los  bienes  del  deudor  antes  de  diri 
girse  contra  el  poseedor  de  la  finca  hipotecada: 
2.*,  impuesto  el  censo  á la  vez  sobre  dos  ó más 
predios  que  después  se  dividieron  entre  varios 
poseedores,  cada  uno  ha  de  ser  reconvenido  en 
la  parte  prorateada,  y no  por  el  todo,  cosa  que 
no  sucede  en  la  hipoteca,  cuya  acción,  por  ser 
indivisible,  puede  dirigirse  contra  cualquiera 
de  ellos  en  el  todo. 

En  cuanto  á la  doctrina  da  este  artículo,  es  de 
dudosa  observancia,  pues  no  perjudicando  al 
censualista  otros  gravámenes  que  los  que  hu- 
biere inscrito,  cesa  la  obligación  del  censatario, 
ni  hay  motivo  para  la  rescisión  del  contrato. 
En  cuanto  al  duplo,  estas  penas  no  están  en 
uso. 

Artículo  1612. — Para  la  constitución  de 
censo  consignativo  no  es  preciso  que  medie 
de  presente  la  entrega  del  dinero. 

ORÍGENES 

Ley  7.a,  tít.  XV,  lib.  X,  Nov.  Ree.  (1583). 

COMENTARIO 

El  Proprio  motu  de  San  Pió  V,  publicado  en 
Loma  en  19  de  Enero  de  151)9,  disponía,  entre 
otras  cosas  referentes  á los  censos  consignati- 
vos,  que  éstos  habían  de  constituirse  mediando 
entre  de  presente  de  la  cantidad  ó dinero  que 
se  consigne.  Muchos  jurisconsultos  notables 
c leyeron  que  este  precepto  era  obligatorio  en 
España,  dejando  que  esta  creencia  se  generali- 
zase bastante,  hasta  que  en  1583  so  declaró  de 
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dicho  Proprio  motu  «sobre  que  los  censos  se 
impongan  y sienten  con  dineros  de  presente, 
no  está  recibido  en  estos  Reynos,  antes  se  ha 
suplicado  de  él  por  el  Fiscal  del  Consejo,  don- 
de se  ha  hecho  justicia  en  los  casos  que  se  han 
ofrecido,  y se  hará  adelante,  y con  Su  Santidad, 
la  instancia  que  pareciere  necesaria.» 

Artículo  1613. — La  renta  ó pensión  anual 
que  en  los  censos  consignativos  debe  pagar 
el  censatario,  no  podrá  satisfacerse  más  que 
en  dinero  metálico  (a),  salvo  costumbre  en 
contrario  (b). 

ORÍGENES 

(a)  Ley  3.a,  tít.  XV,lib.  X,Nov.  Rec.  (1534, 

1537  y 1539). 

(b)  Leyes  9.a,  22  y 24,  tít.  XV,  lib.X, Noví- 

sima Rec.  (1750,  1801  y 1805). 

COMENTARIO 

Dos  cuestiones  de  alguna  importancia  han 
llamado  poderosamente  la  atención  délos  in- 
térpretes: 1.*  ¿Puede  constituirse  el  censo  en  es- 
pecie? 2."  ¿Puede  pagarse  la  pensión  en  especie? 

Respecto  ála  primera  de  las  preguntas,  Aven- 
daño  sostiene  que  puede  constituirse  en  espe- 
cie, con  tal  de  que  su  tasación  sea  justa,  y se 
funda:  l.°  En  que  la  palabra  dinero  es  latísima 
y comprende  también  las  especies.  2.°  Que  por 
precio  se  entiende  todo  lo  que  se  entrega  en 
equivalencia  de  una  cosa,  aunque  no  consista 
en  dinero  contado,  3.®  Que  según  algunos  tex- 
tos romanos  que  cita,  la  compra-venta  subsiste 
aun  cuando  el  precio  se  pague  en  especies,  con 
tal  que  se  fije  su  cantidad  y valor.  4."  Que  con 
tal  que  el  precio  sea  justo, es  indiferente  que  se 
entregue  en  dinero  ó en  otras  especies.  5.®  Que 
en  materia  de  censos,  como  lo  que  se  busca  es 
la  justicia,  se  atiende  á la  cantidad,  y no  á la 
calidad.  6.°  En  que  de  la  misma  opinión  son 
Salazar,  Navarro,  López,  etc. 

Los  partidarios  de  la  opinión  contraria  ale- 
gan, según  expresa  Gutiérrez:  l.°  Que  siendo 
el  precio  una  verdadera  compra-venta,  el  pre- 
cio ha  de  consistir  en  dinero,  por  ser  de  esen- 
cia en  este  contrato.  2.°  Que  así  está  mandado 
por  decretos  pontificios  (Extravagantes  de  Mar- 
tino  V,  de  Calixto  III  y de  San  Pío  V).  3.®  Que 
Iob  tres  Pontífices  no  se  limitan  ¿ declarar 
que  el  censo  se  constituya  en  dinero  (pecunia), 
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bajo  cuya  apelación  podría  comprenderse  cual- 
quiera especie,  sinó  que  califican  dinero  conta- 
do [numerata  pecunia).  i.n  Que  tendría  lugar 
en  este  caso  una  de  las  conjeturas  propuestas 
por  los  prácticos,  y reunidas  por  José  Luis  en 
el  numero  de  los  contratos  simulados,  á saber: 
que  se  presume  simulada  la  venta  cuando  el 
comprador  dió,  en  lugar  de  dinero,  vestidos  ú 
otras  cosas.  5.®  El  texto  expreso  de  la  ley  8.a,  tí- 
tulo XV,  lib.  V,  Rec,  ((j.*,  dicho  título,  lib.  X, 
Nov,  Rec.),  que  hablando  do  la constitución  del 
censo  (i)  dice:  Y que  el  dinero  capital  y suerte 
principal  con  que  se  hubiere  de  comprar  y 
comprare  el  dicho  censo,  no  se  pueda  dar 
todo,  ni  parte  alguna  dól  en  plata  labrada,  ni 
en  oro  labrado,  ni  en  tapices,  ni  en  otras  alha- 
jas, ni  joyas  estimadas , s ¿nú  que  lodo  el  dine- 
ro de  la  dicha  suerte  principal  se  ha  de  payar 
y se  pague  y cuente  al  principio  lodo  el  dinero 
de  contado,  sin  intervenir  otra  cosa  que  non 
sea  dinero  de  contado  ni  estimación  alguna  do- 
lía; que  de  esta  opinión  participan  Rebufo,  Al- 
bornoz y Feliciano,  el  cual,  en  el  1 ib.  l."De  ccns., 
cap.  IV,  núm.  10,  en  el  vers.  ex  quo  s ubinde 
infertur , añade:  El  apud  nos  in  supremo  Itegio 
consilio  quoticlie  rescindurdur  tales  contrac- 
tus;  cuyas  palabras  hacen  relación  á la  natura- 
leza del  precio,  pues  si  el  defecto  consistiera  en 
ser  usurarios,  no  se  rescindirían,  sinó  que  se- 
rían declarados  nulos.  6.®  Que  el  hecho  de  ha- 
berse fijado  el  tipo  de  catorce  por  uno  supone 
que  ha  de  intervenir  una  especie  que  tiene  va- 
lor individuo  ( individuum ),  como  dinero,  no 
las  demas  cosas  que  tienen  valor  natural,  pero 
no  legal,»  etc. 

En  cuanto  á la  segunda  de  las  cuestiones,  esto 
es,  si  puede  la  pensión  satisfacerse  en  especie, 
la  ley  sienta  como  general  que  no  pueda  pac- 
tarse el  pago  de  la  renta  anual  más  que  en  di- 
nero contado;  pero  otras  leyes  respetan  la  cos- 
tumbre en  contrario  en  los  lugares  en  que 
exista. 

Hoy  es  doctrina  admitida  que  pueden  consti- 
tuirse en  especie,  pues  esta  costumbre  se  ha  ge- 
neralizado, y aun  parece  que  los  Tribunales  han 
admitido  el  uso  constante  (Véase  la  sentencia 
del  Tribunal  Supremo  de  26  de  Enero  de  1860) . 

Artículo  1614. — -La  renta  ó pensión  anual 


(1)  Adviértase  que  esta  ley  se  refiere  al  censo  vi- 
talicio. 
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á que  se  refiere  el  artículo  anterior  no  podrá 
exceder  del  tres  por  ciento  del  capital  con- 
signado. 

orígenes 

Ley  5.a,  tit.  XV,  líb.  X.  Nov.  Rec.  (1573, 
1574,  1580). 

Ley  8.*,  tit.  XV,  lib.  X,  Nov.  Rec.  (1705). 

Ley  9.a,  tit.  XV,  lib.  X,  Nov.  Rec.  (1750). 

i 

JURISPRUDENCIA 

La  ley  8.a,  tit.  XV,  líb.  X,  Nov  Rec.,  que  tu- 
vo por  objeto  reducir  los  réditos  do  los  oensos 
al  quitar,  del  cinco  al  tres  por  ciento  al  año,  sólo 
establece  que  en  adelante  no  se  puedan  impo- 
ner ni  constituir  censos  de  esta  clase  á ménos 
precio  que  do  33.000  y un  tercio  de  millar,  re- 
duciéndose á esta  tasa  los  fundados  hasta  en- 
tóneos (Sent,  29  Octubre  1864). 

COMENTARIO 

La  proporción  entre  el  capital  consignado  y 
la  pensión  ó renta  anual  que  deba  abonar  el  : 
censatario  ha  variado  según  las  épocas,  en 
atención  al  diferente  precio  del  dinero  y al  di-  ' 
verso  interes  que  producía  y se  tenía  por  legal. 
Las  leyes  citadas  ordenaron  que  los  censos  al 
quitar,  ó sea  los  redimibles,  pagasen  la  pensión 
á razón  del  tres  por  ciento,  áun  cuando  se  pa- 
guen enespecie,  advirtióndose  que  por  la  ley  5.a 
todos  quedaron  en  la  condición  de  redimibles. 

Puede  discutirse,  sin  embargo,  si  la  tasa  á 
que  se  refiere  este  articulo  está  vigente,  puesto 
que  habiéndose  dictado  la  Real  Cédula  de  1818 
porla  que  so  estableció  la  plena  libertad , — éstas 
son  sus  palabras,— de  celebrar  contratos  cen- 
suales, derogando  después  todas  las  reales  re- 
soluciones que  directa  ó indirectamente  pueden 
ofrecer  dudas  ú obstáculos  á esta  completa  li- 
bertad, parece  que,  literal  y rectamente  inter- 
pretada, esta  Real  Cédula  derogó  todas  las 
disposiciones  sobre  la  tasa,  como  contrarias  á 
aquella  plena  libertad.  Así  lo  entiende  Herrero, 
quien  por  su  parte  añade  que  la  ley  de  1856, 
que  abolió  la  tasa  de  ínteres,  no  puede  mé- 
nos de  ser  derogatoria  de  aquellas  disposiciones , 
pues  de  su  espíritu  se  deduce  claramente  el  pró- 
pósito  de  restituir  á la  contratación  su  natural 
y completa  libertad. 

Como  no  todos  ¡los  autores  participan  de  esta 
opinión,  ni  esta  interpretación  es  irrebatible, 


hemos  conceptuado  más  oportuno  consignar  en 
el  artículo  la  doctrina  de  aquellas  leyes. 

Artículo  1615. — La  constitución  de  censos 
consignativos  es  completamente  libre,  siem- 
pre que  se  observen  las  reglas  siguientes:  - 

1. a  Cualquiera  puede  consignar  dinero 
á censo  redimible,  con  tal  que  sea  dueño  de 
dicho  dinero  y no  esté  obligado  á hacer  de 
él  imposición  forzosa. 

2. a  En  las  escrituras  que  se  otorguen  se 
podrán  poner  los  pactos  y condiciones  que 
se  tengan  por  convenientes,  así  en  cuanto 
á los  plazos  en  que  haya  de  hacerse  la  re- 
dención del  capital,  como  en  las  especies  de 
moneda  de  pago  de  éste  y sus  intereses,  no 
excediendo  del  tres  por  ciento  que  permiten 
las  leyes. 

3. a  Los  pactos  y condiciones  de  la  escri- 
tura de  imposición  se  cumplirán  fielmente, 
ora  sean  los  otorgantes  particulares  ó comu  - 
nidades. 

4. a  Los  escribanos  podrán  autorizar  li- 
bremente las  escrituras  de  imposición  de 
censos,  ateniéndose  á las  reglas  especiales 
de  la  legislación  del  notariado. 

orígenes 

Ley  23,  tit.  XV,  lib.  X,  Nov.  Rec.  (1804). 

Real  Cédula  3 Agosto  1818. 

COMENTARIO 

La  Real  Cédula  de  1818,  sobre  cuya  inteli- 
gencia están  disconformes  los  autores,  pues  en 
tanto  que  unos  la  suponen  derogatoria  de  la  ley 
24,  tít.  15,  lib.  X,  Nov.  Rec.,  otros  la  entienden 
impíamente  declaratoria  de  la  Ubre  facultad 
de  constituir  censos  de  esta  especie,  dice  en  su 
parte  dispositiva:  «Derogo  y hé  por  derogada  la 
Cédula  expedida  en  17  de  Enero  de  1805,  de- 
sando á las  corporaciones,  así  eclesiásticas  como 
seculares  y vasallos  particulares,  en  la  debida 
plena  libertad  de  celebrar  sus  contratos  cen- 
suales y poner  en  ellos  las  condiciones  y cláu- 
sulas que  á bien  tengan,  y exigir  su  puntual 
cumplimiento.» 

La  ley  23,  ya  citada,  establece  las  reglas  á que 
ha  de  sujetarse  la  imposición  de  censos,  reglas 
que  se  consideran  vigentes  por  no  ser  opuestas 
a la  libertad  de  contratación  que  establece  la 
Cédula  de  1818. 


F 


BE  LOS  CENSOS  Y OTROS  CONTRATOS  ANÁLOGOS 


m 


CAPÍTULO  III 

DISPOSICIONES  COMUNES  Á LOS  TRES  CAPÍTULOS  ANTERIORES  (,) 


Artículo  1616, — Los  laúdennos,  así  como 
las  pensiones  y cualesquiera  otras  prestado  ■ 
nes  anuales  de  dinero  ó frutos  que  deban 
subsistir  en  las  enñtóusis,  sean  de  señorío  ó 
alodiales,  se  podrán  redimir  como  cualesquie- 
ra censos  perpetuos  bajo  las  reglas  del  ar- 
tículo siguiente,  pero  con  la  circunstancia 
de  que  la  redención  se  podrá  ejecutar  por 
terceras  partes,  á voluntad  del  enfltéuta,  y 
que  se  ha  de  hacer  en  dinero  ó como  con- 
cierten entre  sí  los  interesados,  entregándo- 
se al  dueño  el  capital  redimido,  d dejándole 
á su  libre  disposición. 

OR  ¡GENES 

Art.  9.°,  ley  3 Mayo  1823  (Señoríos). 

JURISPRUDENCIA 

La  redención  de  un  censo  no  puede  confun- 
dirse con  un  contrato  de  venta  (Sent.  30  Ju- 
nio 1866). 


(1)  Jurisprudencia — No  e3  doctrina  admitida 
por  la  jurisprudencia  délos  Tribunales  la  que  con- 
signa la  impreseriptibilidad  de  los  censos  (Senten- 
cias 24  Enero  1863  y 9 Marzo  1863). 

El  censatario  puede  librarse  del  gravamen  del 
censo  y de  la  obligación  de  reconocerlo  y de  recono- 
cer bus  réditos,  sea  reservativo  ó consignativo,  dimi- 
tiendo la  cosa  censida  á favor  del  censualista  (Sen- 
tencia 20  Enero  1859). 

La  falta  de  reconocimiento  de  un  censo  y la  re- 
sistencia de  pago  de  las  pensiones,  hecha  por  el  pa- 
dre del  censatario,  menor  de  edad,  por  suponer, 
con  error,  que  no  pertenecía  á éste  la  cosa  censida, 
no  equivale  á Ja  dimisión  espontánea  que  con  pleno 
conocimiento  de  causa  hace  el  censatario,  yno  deben 
ni  legalmente  pueden  perjudicar  los  derechos  é in- 
tereses del  menor  (Sent.  29  Diciembre  1864). 

Aunque  la  indivisibilidad  de  los  censos  es  una 
cualidad  inhererente  á esta  clase  de  derechos  reales, 
ninguna  disposición  legal  prohíbe  que  pueda  modi- 
ficarse por  el  mutuo  consentimiento  del  censualista 
y censatario  (Sent.  9 Julio  1868). 


Es  doctrina  legal,  sancionada  por  la  jurispru 
dencia  délos  Tribunales,  que  el  censualista  ca- 
rece de  derecho  para  reclamar  del  censatario  el 
capital  impuesto  en  la  finca  acensuada,  ni  para 
compelerle  á su  redención,  áun  por  falta  de 
cumplimiento  en  el  pago  de  pensiones  (Senten- 
cia 11  Noviembre  1864). 

COMENTARIO 

En  artículos  anteriores  hemos  visto  alguno 
de  los  medios  por  que  los  censos  pueden 
terminar,  tal  como  la  falta  del  abono  de  la  pen- 
sión durante  tres  años  en  los  enfitéusis;  mas 
ahora  vamos  á estudiar  uno  que  es  común  en 
todos  los  censos,  de  cualquier  clase  y naturaleza 
que  sean.  Nos  referimos  á la  redención. 

No  hemos  de  ocuparnos,  porque  lo  estimamos 
inútil,  de  la  cuestión,  tan  debatida  por  los  auto- 
res, de  sí  después  de  la  Real  Cédula  de  3 de 
Agosto  de  1818,  que  derogó  ía  de  17  de  Enero 
de  1805,  ó sea  la  ley  24,  tít.  XV,  líb.  X de  la 
Nov.  Rec.,  es  ó no  posible  la  existencia  de  cen- 


Si  dividido  un  eenso  trascurren  más  de  treinta  años 
sin  que  el  censualista  haya  reclamado  una  de  las  dos 
partes  de  la  pensión,  ha  prescrito,  en  cuanto  á ella, 
la  acción  real  hipotecaria  (Sent.  4 Octubre  1864). 

Es  lícito  ci  pacto  de  no  poder  enajenar  la  finca 
acensuada  sin  redimir  el  censo,  ó en  otro  caso  sin 
licencia  del  dueño  de  éste  y con  la  carga  de  él  'Sen- 
tencO  29  Octubre  186 » ) . 

La  doctrina  legal  de  que  los  pactos  añadidos  al 
contrato  Censual  que  infieren  gravamen  al  censata- 
rio, se  tienen  por  no  puestos,  se  refieren  á ios  pactos 
sobre  rebaja  de  precio  ó aumento  de  la  pensión;  pero 
de  ninguna  manera  á todos  aquellos  que  tienen  por 
objeto  garantizar  el  pago  de  las  pensiones  (Sent.  9 
Abril  1864). 

El  dudar  de  la  legitimidad  de  un  censo  después 
de  haber  pasado  siglo  y medio  de  su  constitución,  y 
el  negar  a los  que  le  impusieron  el  derecho  de  ha- 
cerlo, es  contrario  al  ejercicio  de  un  dominio  IsU-'ti" 
mo,  fundado  en  la  posesión  inmemorial  (Sent.  26 
Febrero  1887). 
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nos  ([nc  no  sean  redimibles,  como  han  preten- 
dido algunos.  La  ley  5."  dol  mismo  título  y 
libro  declaró  que  todos  los  censos  habían  do 
leucr  la  consideración  de  redimibles;  mas  áun 
cuando  se  quiera  suponer  que  la  citada  Real 
Cédula  do  1818,  al  establecer  la  libertad  para 
otorgar  los  contratos  censuales,  dió  autorización 
para  que  se  otorgasen  con  la  cláusula  de  irre- 
dimibles, lo  cierto  es  que  despucs  de  la  ley 
do  '!  do  Mayo  de  1823  no  hay  censos  que  no 
sean  redimibles,  y puesto  que  después  de  hablar 
délas  cnfUóusís,  tanto  de  señorío  como  alodia- 
les, dice  que  so  puedan  redimir  cualquiera 
ce  usos  perpetuos  con  arreglo  á la  ley  24  citada, 
que  ha  vuelto  á adquirir  vigor  despucs  de 
haber  sido  derogada  por  la  Real  Cédula  de 
1818.  Pardeónos  que  basta  leer  el  artículo  para 
convencerse  de  que  todos  los  censos  son  hoy 
redimibles;  pues  como  hace  observar  La  Serna, 
ja  objeción  de  que  la  ley  se  refiere  á los  censos 
y entiteusis  de  señorío,  y que  todas  sus  dispo- 
siciones son  aclaratorias  dol  xlccroto  de  las  Cor- 
tos de  f>  do  Agosto  de  1811,  no  es  concluyente, 
pues  basta  lijar  la  vista  sobre  las  palabras 
alodiales  y perpetuos  empleadas  por  la  ley,  para 
comprender  la  debilidad  de  aquella  argumen- 
tación. (Véase  Sent.  2C>  Setiembre  1860) . 

La  redención  puede  hacerse  por  terceras  par- 
tes y con  sujeción  á lo  que  se  prescribe  en  el  ar- 
tículo siguiente. 

Artículo  1617. — La  redención  de  censos  y 
domas  derechos  señoriales  á que  se  refiere 
el  artículo  anterior,  podrá  verificarse  bajo 
las  realas  siguientes: 
l.1  Las  redenciones  do  los  censos  al  qui- 
la r,  perpetuos  y demas  cargas  en  que  su 
dueño  no  tenga  más  derecho  que  á percibir 
el  tributo  ó pensión  en  los  plazos  estipulados, 
se  harán  por  el  capital  que  resulte  de  las  es- 
crituras de  imposición. 

2.“  Guando  en  estaño  se  expresare,  se 
formará  con  arreglo  á la  práctica  que  rija 
en  cada  pueblo  por  ley,  estatuto,  ordenanza 
ó costumbre  generalmente  recibida,  prece- 
diéndose, en  caso  de  no  haberla  en  el  pueblo, 
I>or  la  que  gobernase  en  la  cabeza  del  parti. 
do,  y en  sn  defecto  por  la  de  la  capital  de  la 
provincia  ó reino. 

d.*  En  las  redenciones  de  los  censos  en- 
íiteiUicos  cti  que  el  poseedor  de  la  finca  sólo 
tenga  el  dominio  útil,  correspondiendo  el  di- 


recto al  dueño  de  la  carga,  se  tondrá  presen- 
te, en  primer  lugar,  si  los  poseedores  de  am- 
bos dominios  hubiesen  estipulado  la  estima'- 
oion  que  deba  darse  al  capital  del  cánon  y al 
de  los  demas  derechos  dominicales  conoci- 
dos en  las  provincias  con  los  respectivos 
nombres  de  licencia,  fadiga,  tanteo,  laude- 
uno,  luismo,  comiso,  ó cualquiera  otro,  ó 
convenido  entre  sí  las  reglas  por  las  cuales 
deba  procederse  á la  estimación  referida,  y 
en- tal  caso  se  observarán  puntualmente  estos 
convenios. 

4.  x Si  no  hubiere  tales  pactos,  se  forma- 
rán los  capitales  por  el  valor  que  en  cada 
pueblo,  partido  ó provincia  se  dé  por  la  mis- 
ma ley,  estatuto  ó práctica  al  cánon  enfitéu. 
tico  y á los  derechos  expresados. 

5. a  Finalmente,  á taita  do  convenios  par- 
ticulares y de  práctica  constante,  se  procede- 
rá á la  redención,  consignando  por  el  cánon 
un  capital  regulado,  á razón  de  uno  y medio 
por  ciento,  ó sesenta  y seis  y dos  tercios  el 
miliar,  y por  derecho  de  lauclemio,  en  que 
van  considerados  todos  los  dominicales  , la 
cantidad  que  en  el  espacio  de  veinticinco 
años  sea  capaz  de  redituar  al  tres  por  ciento, 
otra  igual  al  importe  de  una  cincuentena 
(dos  por  ciento)  del  valor  de  la  finca,  reba- 
jadas las  cargas  á que  esté  sujeta,  ó,  lo  que 
os  lo  mismo,  dos  y dos  tercios  por  ciento  de 
su  precio  líquido. 

6. a  Guando  los  réditos,  tributos  ó pensío  - 
nes  de  las  cargas  que  se  redimieren  se  pa- 
garen ó cumplieren  en  granos  ú otra  espe- 
cie que  no  sea  dinero,  se  formará  el  capital 
por  el  valor  que  hayan  tenido  los  respecti- 
vos frutos  en  un  año  común  del  quinquenio 
anterior  á la  redención,  excluyendo  los  ex- 
traordinariamente estériles,  como  ios  dos  úl- 
timos. 

ORÍGENES 

Arts.  4.°,  5.a,  6.°,  7.a,  8.°  y 12,  ley  24,  tít.  XV, 
lib.  X,  Nóv.  Rec.  {Real  Cédula  17  Enero  1805). 

JURISPRUDENCIA 

La  indemnización  por  redención  de  un  censo 
debe  ser  completa,  según  las  leyes  32  y 36,  títu- 
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lo  V,  Partida  5.',  es  decir,  que  debe  ser  com- 
prensiva del  capital  y de  los  intereses  vencidos 
y no  satisfechos  (Sent.  18  Abril  1863). 

El  traspaso  de  un  censo  no  significa  reden- 
ción absoluta  y extinción  del  mismo,  porque 
esto  no  puede  verificarse  sin  la  intervención  y 
mutuo  acuerdo  del  censualista  y del  censatario 
(Sent.  3 Febrero  1871). 

COMENTARIO 

La  regla  general,  tratándose  de  la  redención 
de  censos,  es  cumplir  con  los  pactos  y condicio- 
nes que  se  unieron  á la  escritura  de  su  consti- 
tución. Lo  convenido  por  las  partes  en  aquel 
tiempo  ó á la  época  en  que  la  redención  se  ha- 
ce, deberá  guardarse  y cumplirse  preferente- 
mente. Sólo  á falta  de  convenios  particulares 
so  acudirá  á lo  que  fuere  práctica  constante,  y 
faltando  también  ésta,  á lo  que  se  previene  en 
el  párrafo  5."  de  este  artículo. 

Para  hacer  más  comprensible  la  regla  con- 
signada en  dicho  párrafo,  copiamos  el  ejemplo 
que  el'  Sr.  Gutiérrez  coloca  en  sus  Estudios 
fundamentales: 

«Supongamos:  dice,  que  la  casa  vale  60.000 
reales,  tiene  de  pensión  50  reales:  el  duplo  ca- 
pital de  la  misma,  á razón  de  6fi  y 2/3  el  millar, 
importa  3.333  y 1/3;  rebajada  esta  cantidad  y 
la  de  3.000  reales  por  cargas  municipales,  que- 
dan líquidos  53.036  reales  y 1/3.  Si  pues  con 
arreglo  á la  ley  el  precio  de  la  redención  es  el 
duplo  capital  de  la  pensión  unido  con  el  capital 
que  produzca  en  veinticinco  años  una  cincuen- 
tena del  valor  líquido  de  la  finca,  el  precio  en 
el  caso  propuesto  será  de  4.764  reales  2/3.» 

Si  se  tratare  de  casas  en  Madrid,  á falta  de 
pacto  expreso,  se  observará  lo  dispuesto  en  el 
auto  acordado  de  5 de  Abril  de  1770  (Ley  12, 
ít,  XV,  lib.  X , Nov.  Reo.). 

La  redención  de  los  censos  se  podía  hacer 
con  arreglo  á la  ley  16  del  mismo  titulo  y libro 
citados,  por  mitad  cuando  los  capitales  de  los 
mismos  no  llegasen  á cien  mil  reales,  y en  los 
que  excedían  de  esta  suma  por  terceras  partes, 
aunque  se  hubiere  pactado  lo  contrario  en  la 
escritura  de  su  constitución;  mas  como  por  la 
ley  de  3 de  Mayo  de  1823  se  dispuso  que  los 
censos  de  señorío  y alodiales,  así  como  cuales- 
quiera otros,  aunque  sean  perpetuos,  podrán 
redimirse  por  terceras  partes  á voluntad  del 
eníitóuta,  sin  distinguir  si  el  capital  era  de  má  s 
ó de  ménos  de  cíen  mil  reales,  parece  natura  1 
creer  que  hoy  todos  loa  oen903i  cualquiera  que  ¡ 
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sea  la  importancia  de  su  capital,  puedan  redi- 
mirse de  la  manera  que  dispone  la  ley  de  1823, 
que  es  la  posterior,  os  decir,  por  torceras 
partes. 

Artículo  1G18. — Lo  dispuesto  en  el  artícu- 
lo anterior  no  será  obstáculo  para  que  las 
corporaciones  y particulares  celebren  libre- 
mente los  contratos  de  redención  de  censos 
con  las  cláusulas  y condiciones  que  estipu- 
laren. 

orígenes 

Ley  24,  tit.  XV,  lib.  X,  Nov.  Rec.  (1805). 

Real  Cédula  3 Agosto  1818. 

Artículo  1(319. — Si  el  censualista  rehusare 
recibir  el  dinero  y otorgar  la  escritura  de 
redención,  el  juez,  á instancia  del  censuario, 
declarará  redimido  el  censo  después  de  ha- 
cer depositar  á riesgo  del  censualista,  y con 
su  citación,  el  dinero  de  la  redención. 

ORIGENES 

Ley  16,  tit.  XV,  lib.  X,  Nov.  Rec.  (I80Í). 

■ Art.  29  y siguientes,  ley  24,  tít.  XV,  lib.  X, 
Nov.  Rec.  (1805). 

COMENTARIO 

La  redención  es  un  derecho  concedido  al 
censuario;  así,  pues,  la  regla  general  es  que 
sólo  él  puede  acudir  al  juez  cuando  el  señor 
rehúse  aceptar  la  redención,  y las  ¡(Justicias 
pueden  obligar  á los  dueños  á que  lo  ejecuten, 
depositando  el  importe  de  la  parte  del  capital 
por  su  cuenta  y riesgo,  y cesando  el  rédito  ó 
pensión  desde  el  dia  en  que  se  constituyó  el 
depósito.» 

En  nuestro  sentir,  hecha  ¡a  redención  por 
terceras  partes,  no  cesará  con  el  depósito  de 
una  de  ellas  toda  la  pensión,  sino  sólo  la  parte 
proporcional  á la  cantidad  redimida. 

Aunque  el  censualista  no  puede,  por  regla 
general,  compeler  al  censuario  á redimir,  los 
autores  citan  dos  casos  en  que  tiene  este  de- 
recho: 

1. °  Cuando  el  censuario  no  manifestó  las 
cargas  á que  estaba  afecta  la  finca  on  que  se 
hizo  la  imposición  (Véase  el  art.  1611). 

2. a  Cuando  el  censuario,  después  de  citar 
al  censualista  para  la  redención,  quiso  retrac- 
tarse. 
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Articulo  1020.— El  censatario  satisfará  las 
contribuciones  que  se  impongan  á la  finca, 
pero  descontará  al  censualista  el  tanto  por 
ciento  que  le  corresponda  satisfacer  y que 
aquél  haya  pagado  por  su  cueuía. 

ORÍ&ENES 

Real  decreto  23  Mayo  1845. 

JURISPRUDENCIA 


Artículo  1621.— Siempre  que  por  dolo, 
culpa  ó la  voluntad  del  censatario  llegare 
la  finca  acensuada  á ser  insuficiente  para 
garantizar  el  pago  de  las  pensiones,  podrá 
exigir  el  censualista  á dicho  censatario  que, 
ó imponga  sobre  otros  bienes  la  parte  del 
capital  del  censo  que  deje  de  estar  asegura- 
do por  la  disminución  del  valor  de  la  mis- 
ma finca,  ó redima  el  censo,  mediante  el 
reintegro  de  todo  su  capital. 


Según  la  declaración  16  del  real  decreto  de 
23  de  Mayo  de  1845,  los  censos  están  sujetos  al 
descuento  de  lo  que  se  paga  por  contribución, 
sin  embargo  de  cualquier  pacto  en  contrario 
(Sent.  28  Octubre  1862). 

La  ley  2.a,  Cod.  de  jure  emphiteutico , no  se 
refiere  á las  contribuciones  que  pudieran  afec- 
tar á la  pensión  percibida  por  el  dueño  directo, 
sinó  á la  tinca  dada  en  entitéusis,  on  el  concep- 
to de  que  los  impuestos  han  de  ser  á cargo  del 
que  percibe  las  utilidades  de  la  cosa  (Sent.  9 
Noviembre  1863). 

Si  el  en  fi  té  uta  se  obliga  por  pacto  expreso  á 
pagar  las  cargas  y contribuciones  que  pesaren 
sobre  los  bienes  que  lleva  en  entitéusis,  no  tiene 
lugar  la  disposición  general  del  real  decreto 
de  23  de  Mayo  de  1845,  que  autoriza  á los  enli- 
tóutas  para  descontar  a los  dueños  del  dominio 
directo  el  equivalente  á la  contribución  que  se 
fije  en  cada  año  á los  inmuebles  (Sent.  16  Se- 
tiembre 1864). 

La  cláusula  consignada  en  una  escritura  de 
censo  de  una  casa,  otorgada  con  anterioridad  al 
actual  sistema  tributario,'  de  que  el  llevador 
le  la  casa  venía  obligado  á satisfacer,  ademas 
el  censo,  todos  los  pagos  reales  y comunales 
;ac  se  impusieran  sobre  dicha  casa,  sólo  puede 
>.  atenderse  con  relación  á ios  impuestos  cntón- 
■ "S  conocidos,  ó que  en  lo  sucesivo  se  impusie- 
¡ .a  sobre  la  casa,  pero  no  á los  que  se  estable- 
cen sobre  la  pensión  misma  (Sent.  26  Mayo 
1869). 

Lo  dispuesto  en  el  real  decreto  de  23  de  Ma- 
yo de  1823  no  tiene  aplicación  cuando  las  par- 
tes interesadas  estipulan  lo  contrario  (Sent.  25 
Abril  1874).  * I 

COMENTARIO 

Unicamente  haremos  notar  que  la  disposición 
do  osla  ley  no  tiene  aplicación  más  que  en  de- 
fecto de  convenios  particulares. 


ORÍGENES 

Art.  150,  ley  Hipotecaria. 

JURISPRUDENCIA 

Es  condición  esencial  del  derecho  hipoteca- 
rio en  materia  de  censos  el  que  el  interesado  á 
cuyo  favor  se  haya  constituido  pueda  reclamar 
j los  réditos  ó pensiones  atrasadas  al  poseedor 
de  la  finca  censida,  siempre  que  no  lo  haga  en 
petjuício  de  otro  acreedor  hipotecario  ó cen- 
sualista posterior,  on  atención  á que  ella  es  la 
obligada,  y los  que  la  adquieren  lo  hacen  con  el 
gravamen  á que  está  afecta  (Sent.  24  Abril 
1874). 

Artículo  1622. — Guando  una  finca  acen- 
suada se  deteriorare  ó hiciere  ménoa  pro- 
ductiva por  cualquiera  causa  que  no  sea  do- 
lo, culpa  ó la  voluntad  del  censatario,  no 
tendrá  éste  derecho  á desampararla  ni  á exi- 
gir reducción  de  las  pensiones,  miéntras  al- 
cance á cubrirlas  el  rédito  que  deba  deven- 
gar el  capital  que  represente  el  valor  de  la 
i finca,  graduándose  dichos  réditos  al  mismo 
tanto  por  ciento  á que  estuviere  constituido 
el  censo.  Si  el  valor  de  la  fincase  disminuye- 
re hasta  el  punto  de  no  bastar  el  rédito  lí- 
quido de  él  para  pagar  las  pensiones  del 
¡ censo,  podrá  optar  el  censatario  entre  des- 
amparar la  misma  finca,  ó exigir  que  se 
reduzcan  Jas  pensiones  en  proporción  al 
valor  que  ella  conservare. 

ORÍGENES 

Ley  28,  tit.  VIII,  Partida  5.* 

Art.  151,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  1623,— Si  despu.es  de  reducida  la 
pensión  de  un  censo,  con  arreglo  á lo  pre» 
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venido  en  el  segundo  párrafo  del  artículo  j 
anterior,  se  aumentare  por  cualquier  moti- 
vo el  valor  de  la  finca  acensuada,  podrá  exi- 
gir el  censualista  el  aumento  proporcional 
de  las  pensiones,  pero  sin  que  excedan  en 
ningún  caso  de  su  importe  primitivo. 

ORÍGENES 

Artículo  152,  ley  Hipotecaria. 

COMENTARIO 

Nada  da  más  exacta  idea  del  sentido  é impor- 
tancia do  los  tros  artículos  de  la  ley  Hipotecaria 
que  las  palabras  con  que  los  mismos  legislado- 
res los  explican.  Hélas  aquí: 

«Nada  han  dicho  expresamente  nuestras  le- 
yes respecto  al  caso  de  que  una  finca  acensuada 
llegue  á ser  insuficiente  para  garantir  el  pago 
de  las  pensiones,  y esta  insuficiencia  no  sea 
efecto  do  caso  fortuito,  sino  de  dolo,  culpa  ó 
mera  voluntad  del  censatario.  La  aplicación  de 
las  reglas  generales  acerca  de  la  prestación  del 
dolo  y de  la  culpa,  bastan  para  que  se  considere 
viva  la  responsabilidad  del  censatario,  si  bien 
no  puede  ménos  de  considerarse  ó menguado  ó 
extinguido  el  censo,  según  sea  ó no  completa  la 
destrucción  de  la  finca,  ó se  haya  vuelto  infruc- 
tífera en  todo  ó en  parte.  Esta,  que  es  la  opi- 
nión uniforme  de  nuestros  jurisconsultos,  no 
está  bien  desenvuelta  en  la  práctica,  y dista 
mucho  de  satisfacer  cumplidamente  los  intere- 
ses del  censualista,  porque  en  lugar  de  un  cré- 
dito real,  suficientemente  garantido,  sólo  le  que- 
da un  crédito  personal,  que  depende  única  y ex- 
clusivamente de  la  situación  del  antiguo  cen- 
satario, que  tan  mala  cuenta  hadado  de  la  fin- 
ca acensuada.  Por  esto  la  Comisión,  después  de 
proclamar  el  principio  de  la  responsabilidad  del 
censatario,  procura  una  indemnización  mucho 
más  completa  al  censualista,  estableciendo  que 
cuando  la  finca  llegue  á ser  insuficiente  para 
garantir  el  pago  de  las  pensiones  por  las  causas 
ántes  indicadas,  pueda  obligar  al  censatario,  ó 
bien  á imponer  sobre  otros  bienes  inmuebles  la 
parte  del  capital  que  deja  de  estar  asegurada 
por  la  disminución  del  valor  de  la  misma  fin- 
ca, ó á redimir  el  censo. 

No  puede  aplicarse  la  misma  regla  al  caso  en 
que,  sin  acto  alguno  culpable  ó espontáneo  del 
censatario,  se  deteriore  ó haga  menos  produc- 
tiva la  finca  acensuada.  Ninguna  decisión  hay 


acerca  de  esto  en  nuestras  leyes;  su  silencio  lia 
dado  lugar  á encontradas  opiniones  entre  los 
jurisconsultos.  Algunos,  para  suplir  el  silencio 
de  la  ley,  han  acudido  al  mola  proprio  de  San 
Pió  V,  y fundándose  en  él  pretenden  que  el 
censo  debe  reducirse  proporeionalmonte.  La 
decisión  de  este  moflí  proprio,  por  regla  gene- 
ral, no  sería  una  razón,  porque  sobre  no  sor 
admisibles  en  el  reino  las  disposiciones  pontifi- 
cias en  lo  que  al  derecho  civil  se  refiero,  hay 
la  circunstancia  particular  de  que,  á petición  do 
las  Cortes  de  Madrid  celebradas  en  1583,  do- 
claró  D.  Felipe  II  que  tal  motil  proprio  no  osla 
ba  recibido  en  estos  reinos;  pero  es  asimismo 
indudable  que  en  Navarra  tiene  toda  su  fuerza 
respecto  á los  censos  posteriores  á su  focha.  La 
Comisión,  al  establecer  acerca  de  este  punto 
una  regla  general,  no  ha  podido  seguir  ia  le- 
gislación navarra,  porque,  prescindiendo  do  la 
autoridad  respetable  en  que  se  funda,  no  ha 
encontrado  razones  bastantes  para  adoptarla. 
Redúcense  las  que  al  electo  se  alegan  áque  lo 
que  se  dice  del  todo  respecto  al  todo,  debe  en- 
tenderse de  la  parte  en  cuanto  á la  parte,  y á 
que  el  censo  está  extendido  sobre  toda  la  cosa 
y la  parte  en  la  parte;  razones  á que  los  impug- 
nadores oponen  otra  de  la  misma  naturaleza,  á 
saber:  que  el  censo  está  constituido  sobre  toda 
la  cosa  y sobre  cada  una  de  las  partes.  Coca 
fuerza  tienen  para  la  Comisión  estos  argumen- 
tos, más  propios  de  las  sutilezas  de  la  escuela 
que  de  la  dignidad  del  legislador.  Razones  más 
poderosas,  expuestas  por  muchos  jurisconsul- 
tos, la  han  decidido  en  sentido  contrario,  si- 
guiendo en  esto  la  opinión  generalmente  reci- 
bida en  el  foro,  deque  ni  el  censo  ni  la  pensión 
se  reducen  mientras  quede  capital  para  cubrir 
aquél  y frutos  suficientes  para  satisfacer  ésta. 
Fúndanse  para  ello  en  que  el  censualista  sólo 
ti  ene  el  derecho  de  exigir  la  pensión,  y que 
ésta  debe  ser  considerada  sola  y exclusivamen- 
te con  relación  á los  frutos,  de  modo  que  mien- 
tras éstos  basten  para  cubrirla,  no  puede  con- 
siderarse extinguido  parcialmente,  por  más  que 
la  finca  se  haya  en  parte  destruido  ó hecho  in- 
fructífera. Ni  sería  justo  considerar  parcialmen- 
te extinguido  el  censo  quedando  al  censatario 
la  facultad  de  constituir  otro  nuevo  sobro  la 
misma  finca  acensuada  ántes.  No  ha  detenido  a 
nuestros  jurisconsultos  para  opinar  asi  una  ley 
de  Partida,  según  la  cual  se  debe  la  pensión  en 
el  censo  enfitéutico  cuando  queda  más  de  la 
octava  parte  de  la  cosa  acensuada,  de  lo  que 
parece  inferirse  que  el  censo  so  extínguo  cuan- 
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do  ol  menoscabo  es  mayor,  aunque  la  cosa 
no  haya  perecido,  porque,  prescindiendo  de  que 
la  ley  sólo  se  refiere  á la  enfitéusis,  y por  lo 
tanto  no  comprende  los  censos  que  tienen  ori- 
gen diferente,  se  ha  entendido  siempre  que 
se  refería  al  caso  en  que  la  parto  restante  de  la 
tinca  no  produzca  frutos  bastantes  para  cubrir 
toda  la  pensión. 

Mas  cuando  llega  el  caso  de  que  el  valor 
de  la  finca  acensuada  decrezca  tanto  que  no  bas- 
te su  rédito  liquido  á cubrir  las  pensiones,  in- 
justo sería  obligar  al  censatario  á dar  más  de 
lo  que  la  finca  produjera.  Por  esto  el  proyecto 
de  ley  le  autoriza  á que  opte  entre  desamparar 
la  finca  ó exigir  que  se  reduzca  la  pensión  en 
proporción  del  valor  que  aquélla  conserve.  En 
este  último  punto  se  ha  adoptado  el  motu  pro- 
prio  de  San  Pío  V,  no  admitido  ántes  en  el  caso 
de  que  pudiera  continuar  satisfaciéndose  la 
pensión  con  lo  existente.  La  razón  quo  para 
ello  ha  tenido  ia  Comisión  es  evidente;  ni  po- 
día obligarse  con  justicia  al  censatario  á que 
pagase  íntegramente  una  pensión  á que  no  al- 
canzaba la  finca  acensuada,  ni  por  el  contrario 


mientras  produjera  aquélla  algunos  frutos, 
aunque  no  los  bastantes  para  pagar  la  penBíon 
integramente.  Mas  si  hecha  lareduccion,  so  an- 
mentasen el  valor  de  la  finca  y sus  productos, 
justo  es  que  proporcionalmente  vaya  creciendo 
también  lapension,  hasta  que  llegue  á su  impor- 
te primitivo.  Es  verdad  que  esta  opinión  no  se 
funda  ni  en  las  leyes  actuales,  silenciosas  en  el 
particular,  ni  en  la  opinión  de  los  jurisconsul- 
tos, que  nunca  se  refieren  á la  rehabilitación 
proporcional  de  las  pensiones,  sinó  á la  total  del 
censo,  y que  disputan  acerca  de  si  debe  limi- 
tarse a las  fincas  que  consisten  en  el  suelo,  ó 
extenderse  también  á los  edificios;  pero  la  Co- 
misión ha  creído  que  á las  antiguas  disputas 
de  los  intérpretes,  y á la  incertidumbre  de  la 
práctica,  debía  sustituir  otras  reglas  más  equi- 
tativas, reemplazando  así  la  fijeza  de  la  ley  al 
arbitrio  judicial,  y evitando  en  su  origen  cues- 
tiones que,  por  ei  distinto  modo  de  ser  apre- 
ciadas y juzgadas,  pueden  disminuir  el  presti- 
gio de  los  Tribunales.» 


TÍTULO  XII 


DE  LA  SOCIEDAD 


CAPÍTULO  PRIMERO 

DISPOSICIONES  GENERALES 


Artículo  1624. — La  sociedad  es  un  contra'  I 
to  por  el  cual  dos  6 más  personas  se  obli- 
gan á poner  en  común  sus  bienes  ó indus- 
tria, ó alguna  de  estas  cosas,  con  ánimo  de 

partir  entre  sí  las  ganancias. 

* 

ORÍGENES 

Proemio  y ley  1.a,  tít.  X,  Partida  5.a 

CONCORDANCIAS 

: 

Concuerda  con:  Art.  1832,  Cod.  Francia. — 
1697  Italia.— 1240  Portugal. —1655  Holanda.— 
H75  Austria.  — 169  Prusia.  — 2772  Luisia- 
na. — 1316  Vaud. — 890  Tesino. — 1937  Fribur- 
go. — 1456  Neufchatel. — Párr.  l.°,  tít.  XXV,  li- 
bro I,  Instituta. 

JURISPRUDENCIA  ‘ 

El  contrato  de  sociedad  ó-  compañía  se  per- 
fecciona por  el  consentimiento  de  los  contra- 
yentes, con  arreglo  á lo  dispuesto  en  la  ley  1.a, 
tít.  X,  Partida  5.*,  y por  consecuencia  no  sólo 
puede  ser  justificado  por  documentos  públicos 
ó privados,  Binó  también  por  los  demas  medios 
de  prueba  que  el  derecho  reconoce  (Sent.  11 
Enero  1865). 

tomo  n 


La  ley  1.a,  tít.  X,  Partida  5.a,  se  reduce  á de- 
finir lo  que  es  contrato  do  compañía  y el  pro 
que  de  el  nace,  cuando  so  celebra  entre  perso- 
nas buenas  y leales  para  su  mutuo  beneficio, 
como  si  fueran  hermanos  (Sent.  22  Mayo  1866). 

El  contrato  de  compañía,  según  su  definición 
legal,  es  aquel  en  que  dos  ó más  personas  se 
ayuntan  con  su  dinero,  industria,  trabajo  ú otra 
1 cosa,  con  intención  de  ganar  algo  so  uno  (Sen- 
tencia 27  Octubre  1866). 

El  contrato  de  sociedad  se  constituye,  por  el 
sólo  consentimiento  de  sus  individuos,  según  la 
ley  4.a,  Díg.  Pro  socio  (Sents.  l.°  Mayo  1867  y 1 i 
Febrero  1870). 

El  contrato  ejecutado  por  un  socio  con  con- 
sentimiento de  sus  consocios,  y que  por  consi- 
guiente tiene  fuerza  obligatoria  para  cuantos  en 
él  intervinieron,  no  infringe  la  ley  l.“,  tít. 
Partida  5.a,  que  define  el  contrato  de  compa- 
ñía y cómo  debe  otorgarse  (Sent.  5 Abril  1870). 

Si  en  un  convenio  no  pactaron  los  contratan- 
tes la  admisión  del  demandante  y do  sus  hijos 
en  la  compañía  formada  por  los  vecinos  de  un 
pueblo,  para  adquirir  por  el  precio  de  tasación 
los  montes  de  propios  del  mismo  que  el  Estado 
sacabaá  subasta,  sinó  que  los  comisionados  para 
la  compra  de  ellos,  obligándose  personal  c in- 
condicionalmente, ofrecían  para  ol  caso  do  que- 
dar el  remate  en  algunos  do  los  socios,  dará 
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aquellos  parte  en  la  adquisición  como  á cual- 
quier vecino  del  pueblo,  computada  del  modo 
allí  previsto,  y que  el  demandante  retiraría,  co- 
mo en  efecto  retiró,  las  instrucciones  que  tenía 
dadas  á un  agente  de  esta  Corte  para  que  á su 
nombre  se  inlercsare  en  la  licitación,  limitada 
la  sentencia  á mandar,  de  conformidad  con  la 
demanda,  que  el  comisionado  ó sus  causa-ha- 
bientes cumplan  las  obligaciones  que  se  impu- 
so en  el  referido  contrato,  no  infringe  las  le- 
yes 1.*.  tít.  X,  Partida  5.*,  la  regla  25,  tít.  III, 
Partida  7.*,  y la  doctrina  de  que  es  nula  la  obli- 
gación que  en  nombre  de  la  sociedad  contrae 
cualquiera  de  sus  socios  si  no  está  competen- 
temente autorizado  por  los  demas  (Sent.  21  No- 
viembre 1878). 

La  obligación  contraída  por  los  firmantes  del 
convenio  en  su  forma  primitiva  y según  la  es- 
tipularon las  partes,  es  indivisible,  y ha  pedido 
por  esta  razón  exigirse  su  cumplimiento  á cual- 
quiera de  los  mancomunadamentc  obligados,  y 
principalmente  al  comisionado  que  por  haber 
adquirido  en  su  propio  nombre  el  pleno  domi- 
nio de  las  fincas  de  cuya  división  se  trata,  cua-  j 
¡esquiera  que  fuesen  los  compromisos  persona- 
les que  respecto  á ellas  tuviese  anteriormente, 
era  el  único  que  en  aquella  forma  podía  cum- 
plir dicho  convenio,  y estimándolo  así  la  sen- 
tencia no  infringe  la  ley  10,  tít.  I,  lib.  X,  Noví- 
sima Recopilación.  (Sent.  id.  id.). 


COMENTARIO 

Todo  cuanto  dijéramos  en  pro  de  la  asocia- 
ción, resultarla  pálido  al  lado  de  los  brillantes 
resultados  de  que  da  muestra  todos  los  días  ese 
espíritu  que,  especialmente  en  nuestros  tiem- 
pos, aúna  todas  las  voluntades  y encamina  con 
vigoroso  inpulso  á un  propósito  común  los  es- 
fuerzos individuales. 

«E  nasce  onde  gran  pro,— dice  la  ley  do  Par- 
tidas,— cuando  se  face  entre  algunos  ornes  bue- 
nos é leales,  ca  se  acorren  ios  unos  á los  otros 
bien  assi  como  si  fueran  hermanos.» 

Lna  comunidad  de  medios  y una  comunidad 
de  fines  determinan  claramente  lo  que  es  la 
sociedad.  Pero  esta  palabra  es  demasiado  vasta; 
por  eso  ha  sido  preciso  definirla  por  los  legisla- 
dores y por  los  tratadistas.  Nosotros  hemos 
admitido  la  definición  del  proyecto  de  Código, 
porque  no  contradice,  ántes  bien  está  perfecta- 
mente en  armonía  con  el  concepto  desenvuelto 


en  el  Código  del  ReyBabio-  Compañía  es  ayun- 
ta miento  de  dos  omes,  ó de  más,  fecho  con 
entencion  de  ganar  algo  de  so  uno,  ayuntan - 
dose  los  unos  Con  los  otros. 

No  Sebo  confundirse  la  sociedad  con  la  co- 
munidad, pues  como  dice  Gutiérrez,  la  comu- 
nidad es  un  estado  pasivo,  mientras  que  la  so- 
ciedad se  sirve  de  la  comunidad  como  medio 
para  obtener  y dividir  un  beneficio.  Cujas  dice 
que  por  la  sociedad  se  va  á la  comunicación,  y 
Conan  hace  notar  que  la  comunidad  existo 
desde  que  hay  una  cosa  común,  pero  que  la 
sociedad  exige  de  los  asociados  la  aportación  de 
alguna  cosa  á fio  de  realizar  con  ella  un  lucro. 

También  es  fácil,  dadas  nuestras  leyes,  con- 
fundir la  sociedad  civil  con  la  mercantil. 

Con  arreglo  A nuestras  leyes  de  Comercio, 
la  sociedad  es  mercantil  cuando  tiene  por  obje- 
to celebrar  actos  de  comercio.  Es  decir,  que 
no  basta  que  los  asociados  se  propongan  obte- 
ner un  lucro  para  que  la  sociedad  sea  mercan- 
til; es  ademas  preciso  que  este  lucro  se  obtenga 
por  medio  de  actos  de  comercio.  Con  arreglo  al 
proyecto  de  Código  mercantil  italiano,  y Otros 
Códigos  en  que  se  enumeran  los  actos  que  se 
reputan  mercantiles,  es  más  fácil  determinar 
qué  sociedades  afectan  este  carácter  y cuáles 
! son  puramente  civiles;  mas  por  nuestras  leyes 
J esto  es  dificilísimo,  y en  algún  caso  imposible. 
De  todos  modos,  y áun  dado  que  sea  cosa  sen- 
cilla determinar  de  una  manera  concreta  qué 
actos  son  mercantiles  y cuáles  no,  todavía  na- 
cería esta  duda:  una  sociedad  constituida  para 
celebrar  un  solo  acto  de  comercio,  ¿será  socie- 
dad mercantil?  En  nuestro  sentir,  no. 

Para  que  exista  la  sociedad  es  preciso  que 
haya  contrato  ó consentimiento  previo  (lo  cual 
no  es  necesario  en  la  comunidad),  y que  se  haga 
con  ánimo  de  obtener  y partir  las  ganancias. 

El  pacto  de  dividir  las  ganancias  lleva  con- 
sigo otro  tácito  de  dividir  las  pérdidas  ó da- 
ños, como  estudiaremos  en  uno  de  los  artículos 
siguientes. 

V i 

Artículo  1625. — El  mayor  de  catorce  años 
puede  otorgar  este  contrato,  salvo  el  benefi- 
cio de  la  restitución,  do  que  podrá  hacer  uso 
si  fuere  de  menor  edad. 

ORÍGENES 


Ley  1,",  tít,  X,  Partida  5.* 
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COMENTARIO 


JURISPRUDENCIA 


Lo  ley  dice  que  «todo  orno  quo  non  soa  des- 
memoriado, nin  menor  de  catorce  años,  puede 
fazor  compañía  con  otros;»  lo  cual  equivale  á 
reconocer  que  el  mayor  de  esta  edad  puede  ce- 
lebrar este  contrato,  bien  que  añade  la  misma 
ley:  «pero  si  el  menor  de  veinte  é cinco  años  en- 
tendiere que  se  le  sigue  daño  de  la  compañía  ó 
que  le  ficieran  entrar  en  ella  engañosamente,, 
puede  pedir  al  juez  del  lugar  que  lo  saque 
deba,  ó que  le  faga  tornar  en  el  estado  en  que 
era  de  ante,  sin  su  daño;  ó el  juez  debelo  fazer. » 

Artículo  1(526. — Tanto  el  fin  ú objeto  do 
la  sociedad  como  los  medios  por  que  se  per- 
sigan, lian  de  ser  lícitos. 

ORÍ  CENES 

Ley  2.a,  tít.  X,  Partida  5.a 

. CONCORDANCIAS 

Concuerda  con:  Arts.  1833  Cód.  Francia, — 
1898  Italia. 

JURISPRUDENCIA 

La  doctrina  de  que  no  puede  celebrarse  con- 
trato de  sociedad  sobre  objetos  y cosas  prohi- 
bidas por  las  leyes,  y el  precepto  de  la  2.a,  tí- 
tulo X,  Partida  5.a,  prohibiendo  formar  «com- 
pañía sobrecosas  desaguisadas,  así  como  para 
furtar,  matar  ó dar  á logro,  no  tienen  aplicación 
al  contrato  en  que  se  estipula  sobre  cosas  líci- 
tas.» (Sent.  5 Abril  J S 70. ) 

COMENTARIO 

Según  expresa  la  misma  ley,  será  ilícito  el  fin 
ó medios  de  la  sociedad  que  se  proponga  hurtar, 
robar,  matar  ó verificar  alguna  otra  cosa  seme- 
jante que  fuesse  mala.,  é desaguisada , é contra 
huertas  costumbres. 


Son  válidos  y deben  cumplirse  los  contratos 
de  sociedad  celebrados  para  la  compra  de  bie- 
nes nacionales,  siempre  que  así  on  su  constitu- 
ción como  en  su  objeto  estén  dentro  do  la  pres- 
cripción do  la  iey  de  Partida  (Sent.  14  Abril 
1860). 

No  se  infríngela  ley  1.a,  tít.  I,  lib.  X, Novísima 
Recopilación , porque  unos  socios  modifiquen 
las  bases  de  su  escritura  social,  pues  es  incues- 
tionable sufacultad  para  variar  los  términos  de 
dicha  escritura  (Sent.  29  Noviembre  1872). 

Las  disposiciones  claras  y explícitas  do  los 
estatutos  do  una  sociedad  no  pueden  ser  altera- 
das por  los  acuerdos  posteriores  de  los  socios,  y 
mucho  menos  en  perjuicio  de  los  quo  no  acep- 
taron aquellos  acuerdos,  según  apreció  la  Sa- 
la sentenciadora  por  los  méritos  de  los  autos 
(Sent.  8 Junio  1 875). 

Artículo  1628. — Tanto  los  tenedoras  de 
acciones  de  las  sociedades,  como  los  intere- 
sados en  las  asociaciones  de  seguros  mutuos 
de  supervivencia  y demas  empresas  sin  ca- 
pital fijo  á que  esta  ley  se  refiere,  tienen  el 
derecho,  así  individual  como  colectivamen- 
te, de  reclamar  ante  los  Tribunales  ordina- 
rios el  cumplimiento  de  los  Estatutos  y re- 
glamento por  que  se  rijan,  y de  los  acuerdos 
de  las  juntas  generales  legítimamen  te  adop- 
tados, y de  exigir  la  responsabilidad  á sus 
mandatarios  ó administradores  del  uso  que 
hayan  hecho  de  las  facultades  que  les  han 
conferido  y de  la  exactitud  de  los  documen- 
tos publicados. 

ORÍGENES 

Art.  11,  ley  19  Octubre  1869. 

JURISPRUDENCIA 


Artículo  1627. — Es  válido  y debe  ser  cum- 
plido todo  pacto  que  se  otorgare  entre  los 
socios  al  constituirse  la  sociedad,  siempre 
que  aquellos  no  sean  contrarios  á las  leyes 
y ¡buenas  costumbres. 

ORÍGENES 

Ley  3.*,  tít.  X,  Partida  5.a 


Establecida  una  sociedad  con  un  objeto  de- 
terminado, el  reglamento  orgánico  que  la  cons- 
tituye os  la  ley  del  contrato  y fija  los  mismos 
derechos  y deberes  de  los  asociados  (Sent.  !•> 
Abril  1861). 

Cuando  los  artículos  del  reglamento  de  una 
sociedad  no  contienen  disposición  alguna  que 
pueda  autorizar  ninguno  do  los  extremos  soli- 
citados en  la  demanda,  la  sentencia  que  ah- 
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suelve  al  demandado,  no  puede  decirse  que  in- 
fringe lo  estatuido  en  la  sociedad  (Sent.  13  No- 
viembre 1862). 

Tratándose  de  una  cuestión  entre  una  socie- 
dad y uno  de  los  socios,  aunque  en  los  estatu- 
tos de  aquélla  se  establezca  que  todas  las  di- 
ferencias que  puedan  ocurrir  se  sometan  ajui- 
cio de  árbitros,  el  prescindirse  por  el  socio  de 
esta  disposición,  entablando  desde  Iuégo  de- 
manda ordinaria,  no  afecta  á la  cuestión  prin- 
cipal del  pleito,  ni  autoriza,  por  consiguiente, 
el  recurso  de  casación,  con  arreglo  á la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil  (Sent.  8 Enero  1863). 

Cuando  en  una  sociedad  se  ha  acordado  to- 
mar los  acuerdos  y resolver  todas  las  cuestio- 
nes por  mayoria  de  votos,  á la  Sala  sentencia- 
dora toca  decidir  si  en  efecto  se  ha  cumplido 
así,  apreciando  la  fuerza  de  las  pruebas  sumi- 
nistradas por  las  partes  sobre  dicho  hecho,  á cu- 
ya apreciación  hay  que  atenerse,  ínterin  no  se 
alegue  contra  ella  que  al  hacerla  se  ha  cometido 
alguna  infracción  de  ley  ó doctrina  legal  (Sen- 
tencia 20  Marzo  1867). 

Cuando  en  una  escritura  de  sociedad  se  pac- 
ta que  la  contabilidad  y caja  estén  en  casa  de 
uno  de  los  socios,  debe  suponerse  legítima  y 
racionalmente  que  se  entienda  por  tal  cosa  la 
en  que  more  aquel  socio,  y no  aquella  que,  áun 
cuando  fuera  de  su  propiedad,  no  constituya  su 
domicilio  ordinario  (Sent.  28  Marzo  1867). 

La  escritura  de  constitución  de  una  sociedad 
es  la  ley  del  contrato,  que  debe  observarse 
(Sent.  3 Abril  1857). 

Las  cláusulas  contenidas  en  una  escritura  de 
sociedad  sólo  son  obligatorias  para  los  que  las 
constituyen,  pero  no  para  el  que,  sin  formar 
parte  de  ella,  tiene  que  reclamar  contra  la  mis- 
ma (Sent.  24  Junio  1868). 

Los  estatutos  de  una  sociedad,  como  pacto  so- 
cial que  son,  únicamente  tienen  fuerza  de  obli- 
gar para  los  accionistas  (Sent.  25  Febrero  1869). 

No  pueden  obligar  las  reformas  de  los  esta- 
tutos de  una  sociedad  al  socio  que  dejó  de  ser- 
lo antes  de  acordarse  tales  reformas  (Sent.  7 
Febrero  1872). 

Estableciéndose  en  la  cláusula  7.a  de  la  es- 
critura de  una  sociedad,  que  las  cuestiones  que 
afectaran  á la  existencia  de  aquélla  ó de  alguno 
do  sus  individuos,  hablan  de  decidirse  por  una- 


nimidad, ó someterse  ajuicio  de  amigables  com- 
ponedores, no  habiéndose  hacho  lo  uno  ni  lo 
otro  sobre  si  el  no  pago  do  los  dividendos  por 
el  demandante  era  caso  para  declarar  disuelta 
respecto  de  él  la  sociedad,  al  hacer  esta  decla- 
ración la  sentencia  recurrida,  no  obstante  lo 
solemnemente  estipulado,  infringe  la  ley  del 
contrato  (Sent.  18  Diciembre  1878). 

Si  con  arreglo  á la  citada  escritura  de  socio-' 
dad  y su  condición  3.a  los  acuerdos  de  la  ma- 
yoría eran  obligatorios  para  todos  los  socios, 
habiendo  sido  la  mayoría  la  que  acordó  y llevó 
á efecto  la  cesión  al  demandado,  fué  válido  el 
contrato  de  cesión  en  su  totalidad,  y la  senten- 
cia, al  absolverle  de  la  reconvención  formulada 
por  el  albacea  del  demandante  para  que  se  de- 
clarase nula  en  la  quinta  parte  qpe  á él  le  cor- 
respondía, no  infringe  regla  de  derecho  ni  doc- 
trina legal  (Sent.  id.  id.). 

Artículo  1629.— La  sociedad  es  universal 
y particular  ó singular. 

orígenes 

Ley  3.a,  tít.  X,  Partida  5.* 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  con:  Art.  1385  Francia. — 1699  Ita- 
lia.— 1657  Holanda. — 2797  Luisiana. — !840Bo- 
livia. — 1583  Valais. — 1317  Vaud. — Ley  5.a,  tí- 
tulo II,  lib.  XVII (Digesto. —Tít.  XXVI,  Iib.  III, 
Instituta. 

COMENTARIO 

Sociedad  universal  es  aquella  que  se  hace 
de  todos  los  bienes  presentes  y futuros  con  to- 
das sus  pérdidas  y ganancias.  La  singular  ó 
particular  se  limita  á ciertos  bienes  y á deter- 
minados negocios. 

Sacíelas  contrahuntur  sive  universorum  ho- 
nor um,  sive  negotiationis  alicujus,  sive  vecti- 
galis,  sive  etiam  reí  unius,  dice  la  ley  5.a,  títu- 
lo II,  lib.  XVII,  del  Digesto. 

Las  sociedades,  así  universales  como  singu- 
lares, se  subdividen  en  diversas  clases,  como  ve- 
remos oportunamente. 
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CAPÍTULO  II 


DE  LA  SOCIEDAD  UNIVERSAL 


Artículo  1630. — La  sociedad  es  universal 
si  comprende  todos  los  bienes  presentes  y 
futuros  de  los  asociados. 

Orígenes 

Ley  3.*,  tit.  X,  Partida  5.* 

COMENTARIO 

Define  la  ley  la  sociedad  universal  diciendo 
que  es  aquella  en  que  todas  las  cosas  que  han 
cuando  fazen  la  compañía,  é las  que  ganaren  en 
adelante  sean  comunales,  é también  la  ganan- 
cia, como  la  pérdida  que  pertenezca  á todos ; 
y en  la  ley  6.a  del  mismo  título  y Partida  se 
dice  que  todos  los  bienes  que  avian  los  compa- 
ñeros estonce  é que  ganaran  despúes,  se  ayun- 
tasen en  uno  g fueren  comunales  entre  ellos... 

Artículo  1631 . — La  sociedad  universal 
puede  ser  de  todos  los  bienes  ó de  todas  las 
ganancias. 

ORÍGENES 

Leyes  6.a  y 7.a,  tít.  X,  Partida  5.a 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  con:  Art.  1836,  Cód.  Francia. — 
1700  Italia. — 1423  Portugal. — 2801  Luisiana. — 
1841  Bolivia. — 1584  Yalais. — Leyes  1.*  y 73,  tí- 
tulo II,  lib.  XVII,  DigeBto. 

COMENTARIO 

Por  la  sociedad  universal  de  bienes  se  hacen 
comunes  todos  los  bienes  que  pertenecen  á los 
asociados,  de  tal  modo  que  á todos  pertenecen 
loe  bienes  y las  ganancias, 


Por  la  sociedad  universal  de  ganancias  io 
comprenden  en  ella  todo  lo  que  los  socios  lucra- 
ren durante  su  asociación  con  sus  bienes  ó 
industria. 

La  sociedad  universal  comprende  los  bienes 
futuros  del  mismo  modo  que  los  presentes;  mas 
¿será  preciso  que  se  pacte  expresamente?  Xo 
pactándose  que  los  bienes  futuros  correspon- 
dan á la  sociedad,  ¿qué  debe  sobreentenderse? 
En  sentir  de  Gómez,  celebrada  una  sociedad 
universal  de  bienes,  no  es  preciso  que  se  pacte 
expresamente  sobre  los  futuros,  pues  so  com- 
prenden en  ella  desde  luego,  en  atención  á que 
no  hay  peligro  en  conceder  esta  latitud.  Mas  oí 
Código  francés  y el  proyecto  do  Código  no  ad- 
miten las  sociedades  de  los  bienes  futuros,  sino 
únicamente  de  los  presentes. 

Artículo  1632. — Por  la  sociedad  univer- 
sal de  bienes  se  hacen  comunes  todos  los  de 
los  asociados,  sin  necesidad  de  tradición,  y 
cada  uno  de  éstos  puede  usarlos  y deman- 
darlos como  suyos. 

No  obstante,  los  créditos  anteriores  á fa- 
vor de  uno  de  los  socios  no  podrán  ser  re- 
clamados por  los  demas,  á no  tener  poder 
especial  para  ello. 

ORÍGENES 

Ley  6.a,  tít.  X,  Partida  5.a 

Ley  47,  tít.  XXVIII,  Partida  3.a 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  sustancialmente  con:  Art.  1837, 
Cód.  Francia. — 1701  Italia. — 1177  Austria. — 
1585  Valais.— 1842  y 1843  Bolivia. 

El  art.  176,  tít.  XVI,  parte  1.*,  Cód,  Prusia, 
dice:  aUna  comunidad  universal  de  todos  los 
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bienes  no  puedo  tener  lugar  sinó  entre  esposos, » 
Lo  mismo  el  Cód.  Holanda,  art.  1658,  aunque 
permite  la  de  ganancias.  Los  Códigos  de  Vaud, 
Friburgo,  Neufchatel  y Tesino  prohíben  en  ab- 
soluto las  sociedades  universales. 

COMENTARIO 

Por  la  sociedad  universal  de  bienes  se  hacen 
comunes  hasta  aquellos  que  tienen  el  carácter 
de  castrenses  y cuasi-castrenses.  «Otrosí,  cada 
uno  destos  compañeros  puede  usar  deslos  bic- 
nes  é fazer  demanda  sobre  ellos,  bien  assi  como  ! 
de  lo  suyo  mismo.» 

En  cuanto  á los  créditos  anteriores  á favor  de 
alguno  ele  los  socios,  dice  la  ley:  «...luego  que 
tai  compañía  ayan  fecha  é firmada  é otorgada 
entre  si,  passa  el  señorío  de  todas  las  cosas  que 
cada  uno  de  ellos  ha,  á los  otros  también  como  ( 
sí  vnos  á otros  se  ouiessen  apoderado  en  todos  ; 
los  bienes  que  ouiessen  corporalmente.  Empe- 
ro si  alguno  de  los  compañeros  ouiessen  de  res- 
cebir  algunos  debdos  ó derechos  que  fuessen 
suyos  en  ante  que  íiziessen  la  compañía,  non 
los  puedan  demandar  los  otros  sin  su  otorga- 
miento ó mandado.» 

Articulo  1633. — El  socio  que  tuviere  á su 
favor  créditos  anteriores  á la  constitución  1 
de  la  sociedad,  deberá  otorgar  poder  para 
demandarlos  en  beneficio  de  la  misma. 

ORÍGENES 

Ley  6.a,  tit.  X,  Partida  5/ 

Ley  47,  tít.  XXVIII,  Partida  3/ 

COMENTARIO 

¡«Mas  con  todo  esso,  tonudo  es  de  lea  otorgar 
poder  de  los  demandar,»  dice  la  ley.  Habiéndose 


cada  socio  obligado  á poner  en  común  todos  bús 
bienes,  no  cumple  con  aquel  deber  Si  se  niega 
á hacer  aquello  que  conduce  < i que  la  comunidad 
pactada  sea  un  hecho  positivo. 

Artículo  1634. — Formada  una  sociedad 
simplemente  ó sin  expresar  su  objeto,  se  en- 
tiende que  es  la  de  ganancias. 

ORÍGENES  ^ 

Ley  7.a,  tit.  X,  Partida  5.* 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  con:  Arts.  1839  Cód.  Francia, — 
1703  Italia. — 2802  Luisiana. 

JURISPRUDENCIA 

No  tiene  aplicación  la  ley  7.a,  tít.  X de  la 
Partida  5.*,  al  caso  en  que  el  demandado  no 
celebró  con  los  demandantes  contrato  alguno 
de  sociedad,  ni  otro  alguno  (Sent.  10  Noviem- 
bre 1876). 

CONCORDANCIAS 

La  palabra  ganancias  no  comprende  todas 
las  adquisiciones,  sinó  aquellas  que  tienen  un 
título,  tal  como  la  industria,  profesión,  sueldos, 
etcétera.  Esta  palabra,  equivalente  á la  latina 
qusBStus.,  es,  como  dice  Paulo,  quiex  opera  cu- 
jnsqne  descendit.  Por  esta  razón,  las  adqui- 
siciones que  se  hacen  por  un  título  lucrativo, 
como  donación,  legado  ú otro  semejante,  están 
excluidas  de  esta  sociedad;  por  oso  el  proyecto 
de  Código  añado  las  palabras  «con  sus  bienes  ó 
industria,»  cuyo  concepto  en  realidad  es  el  de 
nuestra  ley. 


DE  LA  SOCIEDAD 
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CAPITULO  III 

DE  LA  SOCIEDAD  PARTICULAR 


Artículo  1635. — La  sociedad  particular  6 ■ 
singular  tiene  únicamente  por  objeto  cosas  ■ 
determinadas,  su  uso  ó sus  frutos,  ó una  i 
empresa  señalada,  ó el  ejercicio  de  una  pro- 
fesión ó arte. 

ORÍGENES  j 

Ley  3.3,  tít.  X,  Partida  5/ 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  con:  Arts.  1841  y 1842,  Cód.  Fran- 
cia.— 1/705  y 170G  Italia. — 1249  Portugal. — 1660 
Holanda. — 2806  Luisíana. — 1847  Bolivia. — 1590 
Valais. 

Leyes  5.a  y 17,  tít.  IT,  lib.  XVIT,  Digesto. 

COMENTAR  10 

Las  sociedades  singulares  son  hoy  muy  nu- 
merosas, y sobre  todo  las  de  carácter  mercantil 
han  llegado  á tener  una  importancia  conside- 
rable. 

El  objeto  de  estas  sociedades  es  una  cosa  se 
inaladamente,  así  como  vender  vino,  paños  ó 
cosa  semejante... 

En  la  sociedad  singular  todas  las  demas  ga- 
nancias que  obtenga  cada  uno  délos  socios, 
por  sus  bienes,  ó por  otra  industria  ó concepto 
diferente,  no  se  comprenden  en  ella,  ni  por  lo  ■ 
tanto  están  sujetos  á división  entre  los  socio3. 

Artículo  1636. — Las  sociedades  que  legal - 
mente  no  tengan  el  Carácter  de  mercanti- 
les, y las  cooperativas,  en  las  que  ni  el  capi- 
tal ni  el  número  de  socios  es  determinado  y 


constante,  podrán  adoptar  la  forma  que  los 
aso  ciados  crean  conveniente  establecer  cu 
la  escritura  fundamental. 

ORÍGENES 

Art.  2.°,  ley  19  Octubre  1869. 

JURISPRUDENCIA 

Las  leyes  no  exigen  que  el  contrato  de  socio, 
dad  se  reduzcan  á escritura  pública  (Sent.  11 
Enero  1865). 

El  requisito  de  la  escritura  pública,  que  exi- 
ge para  todo  contrato  de  sociedad  el  art.  284  del 
Código  de  Comercio,  sólo  es  aplicable  á la  so- 
ciedad mercantil  (Seat.  14  Febrero  1870). 

La  compra-venta  de  cosa  raíz  no  es  mercan- 
til, según  ios  artículos  359  y 360  del  Código  de 
Comercio,  en  las  cuales  se  califican  los  compras 
y ventas  mercantiles,  exigiendo  por  el  primero 
que  sean  de  cosas  muebles  y disponiéndose  por 
el  segundo  que  no  se  considerarán  mercantiles 
las  de  bienes  raíces  y efectos  accesorios  ú ellos, 
aunque  sean  muebles  (Sent.  25  Octubre  1873). 

COMENTARIO 

Las  sociedades  son  civiles  y mercantiles. 

Estas  se  hallan  sujetas  á las  disposiciones  del 
Código  de  Comercio,  y á ciertas  leyes  especia- 
les que  regulan  su  formación  y preceptúan  las 
formas  bajo  las  que  pueden  constituirse.  Las 
sociedades  puramente  civiles  no  están  sujetas  á 
aquellas  reglas,  ni  por  consiguiente  han  do 
adoptar  una  de  las  formas  á que  han  de  some- 
terse las  otras  sociedades. 

Las  sociedades  civiles  no  es  preciso  que  se 
constituyan  por  escritura  publica. 


r 
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CAPÍTULO  IV 

DE  LAS  OBLIGACIONES  DE  LOS  ASOCIADOS 


Artículo  1637.— El  contrato  de  sociedad 
puede  constituirse  por  tiempo  determinado 
ó por  toda  la  vida  de  los  asociados.  No  esta- 
rán obligados  á cumplir  este  contrato  los 
herederos  del  socio,  aunque  asi  lo  hubiere 
pactado,  á no  ser  que  la  sociedad  tenga  por 
objeto  el  arrendamiento  de  cosas  del  Estado 
ó de  los  pueblos. 

ORÍGENES 

Ley  1 tít.  X,  Partida  5.' 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  en  parte  con:  Arts.  1844,  Código 
Francia. — 1708  Italia. — 1662  Holanda. — 2825 
Luisiana. — 1321  Vaud. — 1593  Valais.  — 1464 
Neufchaíel. — 1946  Friburgo. — Leyes  1.*  y 65, 
tít.  II,  lib.  XVII,  Digesto. 

JURISPRUDENCIA 

Cuando  dos  forman  sociedad  con  objeto  de 
emprender  una  especulación,  teniendo  el  uno 
el  carácter  de  socio  capitalista  y el  otro  el  de 
industrial,  dividiendo  por  mitad  las  ganancias, 
es  incuestionable  que  los  gastos  de  compra, 
'■íaboracion,  trasporte  y conservación  de  los 
objetos  sobre  que  versa  la  especulación  son  de 
cargo  exclusivo  del  socio  capitalista,  sin  que  el 
industrial  tenga  que  abonarle  cantidad  alguna 
por  tal  concepto  (Sent.  19  Abril  1870). 

COMENTARIO 

Puedese  fazer  fasta  tiempo  cierto,  ó por  toda 
su  vida  de  los  compañeros.  Pero  si  algunos 
fiziessen  compañía  entre  sí,  también  por  ellos, 
como  por  sus  erederos,  valdría  quanto  en  su 
vida  dellos,  mas  non  passaria  a sus  erederos, 
fueras  ende  si  la  compañía  fuesse  fecha  sobre 


arrendamiento  de  algunas  cosas  del  rey  ó del 
cornun  de  algún  concejo.  En  lo  cual  se  diferen- 
cia la  sociedad  de  la  generalidad  de  los  contratos , 
que  se  entienden  celebrados  para  las  partes 
contratantes  y sus  herederos. 

La  excepción  que  hace  la  ley  diciendo  que 
subsistirá  en  los  herederos  la  sociedad  que  ten- 
ga por  objeto  el  arrendamiento  de  algunas  cosas 
del  rey  ó del  común  de  algún  concejo,  es  de  du- 
dosa observancia. 

Artículo  1638. — Lo  adquirido  por  uno  de 
los  socios  mediante  hurto,  robo,  engaño  ó 
cualquier  otro  acto  reprobado,  debe  ser  res- 
tituido por  los  consocios  que  por  ignorancia 
participaron  de  lo  lucrado. 

Si  los  consocios  sabían  que  la  ganancia 
tenía  un  origen  ilícito,  deberán  responder 
de  ella,  áun  cuando  hubieren  percibido  me- 
nor cantidad  de  la  que  les  correspondiera. 

ORÍGENES 

Ley  8.*,  tít.  X,  Partida  5.* 

JURISPRUDENCIA 

No  puede  hacerse  responsable  á una  sociedad 
de  los  actos  criminales  en  que  haya  incurrido 
su  gerente  (Sent.  7 Febrero  1873). 

COMENTARIO 

Todo  socio  está  obligado  á comunicar  sus 
ganancias:  esta  regla  tiene  una  excepción  que 
se  contiene  en  este  artículo.  Aquello  que  se  ad- 
quiere por  medios  ilícitos  no  se  comunica;  mas 
sí  ignorándolo  sus  consocios  percibieran  algu- 
nas cantidades  de  las  adquiridas  por  tales  me* 
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dios,  cada  uno  debe  restituir  aquello  que  inde- 
bidamente recibió. 

Lo  dispuesto  en  el  segundo  párrafo  es  una 
espacie  de  pena  por  la  complicidad,  esto  es, — 
dice  la  ley, — porque  recibiendo  esta  parte  con- 
siniieron  é otorgaron:  el  mal  que  otro  ouiesse 
fecho. 

Artículo  1639.— Es  nulo  el  pacto  de  que 
han  de  ser  comunes'  los  bienes  que  se  espe- 
ran heredar  de  una  persona  determinada  á 
quien  nombrasen  señaladamente,  á no  ser 
que  ésta  hubiese  prestado  su  consentimiento 
y no  lo  revocase.  Si  no  se  designare  perso- 
na de  quien  haya  de  heredarse,  el  pacto  es 
válido. 

orígenes 

Loy  9.a,  tít.  X,  Partida  5.a 

COMENTARIO 

La  causa  de  nulidad  en  un  pacto  de  hacer 
comunes  los  bienes  que  se  espera  obtener  por 
herencia,  está  en  la  designación  de  la  persona 
á quien  se  espera  suceder.  La  razón  de  este 
precepto  es,  según  expresa  la  ley,  «porque  po- 
dría  acaecer  que  algunos  dellos  se  trabajarían 
de  muerte  deste  atal  por  cobdieia  de  partir  los 
bienes  suyo.?  entre  ,?i;  pqr  ende  el  pleyto  de  que 
podría  nascec  tan  gran  mal  como  este,  defende- 
mos que  non  yala.» 

Al  hablar  de  la  compra-venta  hemos  consig- 
nado un  precepto  análogo. 

Artículo  1640.— En  la  distribución  de  ga- 
nancias y pérdidas  entre  los  socios  se  estará 
á lo  pactado  válidamente  entre  ellos. 

Si  solamente  se  hubiere  pactado  la  distri- 
bución de  ganancias,  se  observarán  las  mis- 
mas reglas  en  la  de  pérdidas.  Idéntico  prin- 
cipio regirá  cuando  sólo  hubiere  pacto  res- 
pecto de  las  pérdidas.  , 

A falta  dp  pacto  expreso,  se  distribuirán 
las.  ganancias  y Jas  pérdidas  con  igualdad 
entre  los  asociados.  ■ 

; ORÍGENES 

^ u 1 ■ ■ .■ 

Leyfli  3.%  §.*  y 13,  tít.  X,  Partida  5.’ 

TOCO  U 


CONCORDANCIAS 

Concuerda  sustancialmentc  con:  Art,  1853, 
Cód.  Francia.— 1717  Ttalia— 1262  y 1253  Por- 
tugal.—Ifi71  Holanda.— 2830  Luisiana .— 1858 
Solivia.— 1330  Vaud.— 1G02  Valais.— Ley  29, 
tít.  11,  lib.  XYT,  Digesto. 

JURISPRUDENCIA 

La  loy  3.a,  tit.  X,  Partida  5.a,  que  trata  de 
cómo  han  de  compartirse  entre  los  socios  de 
una  compañía  las  perdidas  ó ganancias  que  do 
la  misma  resultasen  cuando  al  íiompo  de  su 
formación  nadase  previno  sobre  el  partícula!*, 
no  tiene  aplicación  en  el  caso  de  que  la  socie- 
dad ó compañía  tenga  en  su  reglamento  una 
regla  fija  á que  atenerse  en  la  regulación  de  los 
siniestros  (Sent.  8 Enero  1863). 

Por  ser  oneroso  este  contrato  es  también  con- 
dición precisa  y esencial  del  mismo  que  sean 
comunes  y proporcionales  las  pérdidas  ó ga- 
nancias (Sent.  27  Octubre  1866). 

En  toda  sociedad  pueden  estipularse  las  ga- 
nancias y pérdidas  que  á cada  uno  de  los  so- 
cios deben  corresponder,  y que  sólo  en  el  caso 
de  que  no  se  señale  deberán  ser  iguales  (Ken- 
tencia  24  Abril  1867). 

Cuando  no  se  prueba  que  entre  dos  haya 
existido  el  contrato  do  sociedad,  no  tienen  apli- 
cación la  ley  1.a,  tít.  I,  ¡ib.  X,  Xov.  Rec.,  que 
trata  del  cumplimiento  de  las  obligaciones,  ni 
las  3.a,  4/  y 6.a  del  tít.  X,  Partida  y.",  referen- 
tes á ¡a  manera  en  que  se  puede  facer  la  com- 
pañía y á los  pactos  que  acerca  de  las  pérdidas 
y de  las  ganancias  puedan  estipular  los  socios 
(Sent.  25  Abril  1868). 

La  ley  1.a,  tít.  X,  Partida  5.a,  y la  7.a  del  mis- 
mo título  y Partida,  sobre  la  sociedad  y modo 
de  distribuir  las  ganancias  y pérdidas  entre  los 
socios,  no  pueden  quebrantarse  cuando  ha- 
biendo convenio  escrito,  él  es  la  única  ley  por 
la  que  han  de  resolverse  los  derechos  y debe- 
res de  los  litigantes  (Sent.  9 Diciembre  1871  j. 

La  sentencia  que  no  sólo  manda  que  se  di- 
vidan las  ganancias  por  mitad,  sino  que  esta- 
blece la  parte  que  cada  uno  de  ios  litigantes 
Llevaba  en  la  compañía,  y por  consiguiente  el 
. liquido  partible,  se  reüereálas  ganancias  lo 
| mismo  que  á las  pérdidas,  según  sea  próspero  ó 
■.  adverso  el  resultado  de  la  liquidación,  y no  in- 
I fringe  laa  leyes  3."  y 13,  tít.  X,  do  la  Partida  5., 
I (Skyit.  2 Enero  1877). 
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comentario 

Desdo  el  momento  en  que  los  socios  aúnan 
sus  esfuerzos  y se  proponen  un  lucro  común, 
parece  natural  y lógico  que  las  ganancias  se 
repartan  en  proporción  al-  esfuerzo  que  cada 
uno  presta  á la  empresa  acometida  en  común. 
Nadie  mejor  que  los  socios  pueden  hacer  esta 
regulación;  por  eso  la  ley  manda  que  en  pri- 
mer término  se  atienda  para  la  distribución  de 
pérdidas  y ganancias  á lo  que  se  pactó  al  tiem- 
po de  constituirse  la  sociedad. 

Mas  puede  suceder  que  únicamente  existiere  ■ 
pacto  sobre  una  de  estas  dos  cosas,  ó sobre  la 
distribución  de  ganancias,  ó sobre  el  modo  en 
que  afectau  las  pérdidas  á cada  uno  de  los  aso- 
ciados: en  cualquiera  de  estos  casos  quiere  la 
ley  que,  en  justa  reciprocidad  de  derechos  y , 
obligaciones,  se  distribuyan  en  la  misma  pro-  ¡ 
porción  unas  que  otras,  es  decir,  que  no  ha-  . 
hiendo  pacto  masque  acerca  de  unas  ó de  otras,  1 
entiéndese  que  tanta  parta  les  alcanza  de  las  , 
pérdidas,  qv.anía  deuen  auer  cada  uno  délas  ■ 
ganancias. 

El  último  precepto  del  articulo  es  que  si  so-  ¡ 
hre  las  ganancias,  é las  pérdidas , non  fuere 
puesto  pleyto  en  que  manera  se  deuen  com- 
partir entro  ellos,  deuenlas  partir  igualmente. 

Disputan  los  autores  sóbrela  significación  de 
la  palabra  igualdad  que  se  halla  en  la  ley,  y 
que  hemos  conservado  en  el  articulo,  pues  en 
tanto  que  unos  entienden  que  la  ley  se  refiere  1 
á la  igualdad  numérica,  otros  opinan  lo  con-  I 
trario.  Goyena  dice  que  la  distribución  con  re- 
lación á lo  que  respectivamente  haya  aportado 
cada  socio  es  lo  que  se  llama  igualdad  en  pro- 
porción geométrica,  no  aritmética.  De  ia  mis- 
ma manera  resuelve  Gutiérrez  la  duda.  Y así 
debe  ser,  pues  la  verdadera  igualdad  consiste 
en  la  proporción. 

Gutiérrez  presenta  dos  excepciones  al  pre- 
cepto déla  ley: 

1.  Cuando  uno  de  los  asociados,  con  cono- 
cimiento de  que  su  consocio  hace  una  aporta- 
ción menor,  le  gratifica,  concediendo  que  éntre 
con  él  á partes  iguales. 

-■*  Cuando,  sin  embargo  de  haber  asignado 
á un  socio  mayor  parte  de  las  ganancias  que  á 
los  otros,  el  favorecido  compensa  la  diferencia 
por  algún  servicio  extraordinario  que  preste  á 
sus  consocios,  circunstancia  fácil  de  presumir 
on  una  infinidad  de  suposiciones. 

Artículo  1611. — No  obstante  lo  dispuesto 


en  el  artículo  anterior,  será  nulo  ei  pácto  en 
que  se  hubiere  dispuesto  que  cualquiera  de 
los  socios  reciba  todas  las  ganancias  y no 
le  afecten  las  pérdidas. 

ORÍGENES 

Ley  4.%  tít.  X,  Partida  5. 1 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  con:  Art.  1855,  Cód,  Francia.; 
1719  Italia.— 2785  Luisiana.— 186 1 Bolivia.— 
1331  Vaud.— 1474  Noufchatel .— 1604  Valais.^— 
Leyes  29  y 30,  tít.  TI,  lib.  XVIT,  Digesto. 

El  art.  1G72  de  Holanda,  si  bien  declara  nulo 
el  pacto  por  el  que  se  de  a uno  la  totalidad  de 
los  beneficios,  añade  que  «es  permitido  estipu- 
lar que  las  pérdidas  serán  soportadas  exclusi- 
vamente por  uno  ó más  socios.» 

El  6.°,  cap.  YIII,  lib.  IV,  de  Baviera,  declara 
que  «el  contrato  por  el  que  una  do  las  partes 
gozaría  de  todos  los  frutos  ó soportaría  todas 
las  perdidas,  no  puede  valer  sino  á título  de 
donación.»  - 

El  215,  tít.  XVII,  parte  I de  Prusia,  dice:  «Él 
pacto  que  da  á uno  de  los  socios  la  totalidad  de 
los  beneficios  es  una  donación  entre  vivos,  y 
no  vale  sinó  en  los  casos  en  que  es  permitida.» 

JURISPRUDENCIA 

No  es  doctrina  legal  la  de  que  ningún  socio 
debe  ser  reintegrado  del  total  de  las  pérdidas; 
antes  al  contrario,  el  derecho  reprueba  que 
uno  de  los  socios  perciba  todas  las  utilidades 
sin  tener  parte  en  las  pérdidas  (Sent.  8 Marzo 
18G2}. 

La  sentencia  que  manda  cumplir  los  pactos 
convenidos  entre  dos  socios  no  quebranta  la 
ley  4.  ‘,  tít.  X,  Partida  5F  (tíent.  4 Octubre  1870). 

COMENTARIO 

¿Debe  valer  el  contrato  de  sociedad  en  que  se 
estipule  que  uno  de  los  socios  lleve  todas  las 
ganancias  y el  otro  soporte  todas  las  pérdidas:1 
Después  de  lo  dispuesto  en  algunos  Códigos, 
que  admiten  como  válido  semejante  pacto,  al 
que  dan  el  carácter  de  donación,  parece. discu- 
tible si  lo  que  las  leyes  de  Partida  llaman  so- 
ciedad leonina  debe  ó no  subsistir.  En  nuestro 
concepto,  este  pacto,  no  sólo  es,  sinó  que  debe 
ser  nulo,  sin  que  deba  admitirse  la  inteligencia 
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dada  por  aquellos  Códigos.  Los  contratantes 
quisieron  celebrar  ó formar  una  sociedad;  mas 
como  le  agregaron  un  pacto  que  la  desnatura- 
liza y la  hace  imposible,  no  debe  valer.  ¿Por 
qué  se  ha  de  suponer  que  tuvieron  voluntad  de 
hacer  Una' donación?  Si  tal  quisieran,  bien  pu- 
dieran decirlo,  y otorgarlo  válidamente  con  ar- 
reglo á derecho.’ 

Con  arreglo  al  proyecto  de  Código,  el  soció 
do  industria  puede  ser  eximido  de  toda  res- 
ponsabilidad en  cuanto  á las  pérdidas.  Aunque 
nuestra  ley  nada  dice  expresamente  sobre  este 
punto,  entendemos  que  en  su  espíritu  cabe 
perfectamente  aquel  precepto  que  el  proyecto  de 
Código  señala  como  una  excepción,  y que  no  lo 
es  realmente,  pues  el  socio  industrial  como  que 
lo  que  aporta  es  su  trabajo,  participa  de  las  pér- 
didas desde  el  momento  en  que  no  hay  ganan- 
cias: en  este  caso  perdió  su  trabajo  ó sus  ser- 
vicios. Más  complicada  sería  la  cuestión  en  el 
caso  en  que  al  socio  industrial  se  le  pagasen  los 
honorarios  que  devenguo  por  su  trabajo,  par- 
ticipando ademas  de  las  ganancias  sin  respon- 
der de  las  pérdidas,  á no  ser  que  los  honorarios 
se  hubieren  fijado  en  el  contrato,  teniendo  pre- 
sente al  señalarlos  el  importe  de  las  ganancias 
probables. 

Por  último,  hemos  observado  que  en  tanto 
que  unos  autores  declaran  nula.  la  sociedad  en 
que  interviene  el  pacto  leonino,  otros  única-  ■ 
mente  declaran  nulo  este  pacto.  En  este  senti- 
do resuelve  la  cuestión  con  toda  claridad  el 
Proyecto,  y es  lo  más  admitido.- 

■ Artículo  1642. — La  distribución  do  pérdi- 
das y ganancias  puede  dejarse  al  arbitrio  de 
de  terceras  personas;  mas  si  éstas  procedie- 
ren injustamente,  se  hará  la  regulación  pol- 
los Tribunales. 


que  declaran  nula  la  sociedad  que  se  constitu- 
yó por  engaño  y no  admiten  la  renuncia  del  en- 
gano  hecha  a priori,  no  tenemos  necesidad  de 
explicarlas  en  este  lugar;  en  la  parte  general  de 
los  contratos  hemos  visto  análogos  preceptos, 
aplicables  á toda  clase  de  convenciones,  por  ser 
aquella  sociedad  y renuncia  opuestas  al  con- 
sentimiento la  primera  y á la  moral  la  segunda. 

En  cuanto  al  precepto  de  este  artículo,  so  re- 
duce á que  la  designación  de  partes  en  la  ga- 
nancia ó pérdida,  cuando  en  virtud  de  pacto 
expreso  se  ha  ejecutado  por  tercera  persona, 
su  validez  depende  de  su  justicia,  y por  consi- 
guiente, no  siendo  proporcional  y equitativa 
aquella  distribución  y las  partes  que  so  hicie- 
ren fuesen  desaguisadas  corno  si  mandasse  to- 
mar mayor  parte  al  uno  que  al  otro  en  las  ga- 
nancias ó en  las  pérdidas,  non  mostrando  al- 
guna derecha  razón  por  que  lo  mandaba,  non 
valdría  el  a luedrio;  ante  deue  ser  enderezado 
por  a luedrio  de  omes  buenos,  que  calen  si  al- 
guno de  ellos  meresce  mayor  parte,  por  ser  más 
sabidor  é por  llevar  mayor  trabajo.  E si  falla- 
ren que  assi  es,  debengela  dar,  según  entendie- 
ren que  es  guisado-,  é si  non,  manden  que  lo 
partan  igualmente. 

Artículo  1.643. — Cuando  un  socio  toma 
cosas  pertenecientes  á la  sociedad  sin  co- 
nocimiento de  sus  consocios,  no  dehe  en- 
tenderse que  ha  cometido  hurto  ni  que  lo 
hizo  con  ánimo  de  defraudar,  á no  ser  que 
haya  señales  evidentes  que  demuestren  este 
ánimo. 

ORÍGENES 

Ley  17,  tít.  X,  Partida  5.a 


ORÍGENES 

Ley  5.a,  tít.  X,  Partida  5.a 

CONCOK  DANCIAS 

Concuerda  en  parte  con:  Art.  1854,  Cód.  Fran- 
cia.— 1718  Italia, — 1265  Portugal. — 2837  Lui- 
siana.— 1860  Bolivia. — Leyes,  6,”  y 79,  tít.  II , 
lib . XVII,  Digesto. 

comentario 

La  ley  5.a  tiene  tres  partes.  Las  dos  primeras, 


comentario 

La  razón  de  este  precepto  se  consigna  en  la 
1 misma  ley.  Así,  después  de  decir  «toman  á 
las  vegadas  algunos  de  los  compañeros  de  las 
cosas  de  la  compañía,  sin  sabiduría  de  los  otros; 
¿.maguer  que  la  tome  assi,  non  deuen  los  otros 
compañeros  asmar  que  la  furia...,  fueras  ende, 
si  paresciessen  señales  tan  ciertas  contra  el  por- 
que ouiessen  descreer  que  lo  auia  tomado  con 
voluntad  de  lo  furtar,»  añade,  explicando  el 
motivo  de  la  ley,  «porque  non  deue  orne  sospe- 
char que  ninguno  quisiesse  furtar  nada  de 
aquellas  cosas  en  que  ha  su  parte.  >■ 
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El  hombre  no  puede  robarse  á sí  mismo,  sa- 
hiendo  que  lo  que  coge  le  pertenece. 

Este  es,  por  lo  tanto,  el  motivo  de  la  ley, 
pues  en  realidad,  el  socio  es  dueño,  por  más 
que  no  lo  sea  exclusivamente,  de  aquéllas  cosas 
que  pertenecen  á la  sociedad. 

Articulo  1644. — La  deuda  que  un  socio 
hubiere  contraído  con  otro,  deberá  ser  pa- 
gada por  sus  herederos  si  aquél  muriese  sin 
haberla  solventado. 

Si  fuese  el  acreedor  el  que  hubiese  fallecí-  \ 
do,  los  herederos  de  éste  pueden  exigir  el 
pago  del  deudor  que  fué  consocio  de  su  cau-  | 
santo. 

ORÍGENES 

Ley  17,  tít.  X,  Partida  5.a 

COMENTARIO 

Hemos  dicho  en  otro  artículo  que  en  el  con- 
trato de  sociedad  tiene  lugar  una  excepción  al 
conocido  principio  de  que  el  que  contrata  lo 
hace  para  si  y sus  herederos,  y que  en  su  virtud 
el  heredero  ó herederos  de!  socio  no  tienen  que 
continuar  formando  parte  de  la  sociedad  cons- 
tituida por  su  causa-habiente.  Esto,  sin  embar- 
go, no  quiere  decir  que  los  herederos  de  un 
socio  no  tengan  que  cumplir  con  ciertas  obliga- 
ciones provenientes  de  aquel  contrato  de  socie- 
dad. Así,  pues,  áun  cuando  la  persona  civil  haya 
desaparecido,  los  efectos  nacidos  del  contrato 
permanecen,  y por  tanto,  «si  el  un  compañero  ha 
á dar,  ó á tornar  debda'  alguna  ó otra  cosa  al 
otro  ó muL'iesse  ante  que  la  do,  su  heredero  es 
tonudo  de  dar  ó de  tornar  aquello  quel  debia.» 

El  mismo  principio  se  observará  cuando  el 
que  hubiese  fallecido  fuese  el  acreedor,  pues 
sus  herederos  tienen  acción  para  redamar  la 


deuda,  y áun  podrá  exigir  que  Se  protídda  á la 
división  para  los  efectos  del  resultado  de  lós 
actos  celebrados  hasta  entóneos. 

Artículo  1645.' — Todo  socio  debe  respon- 
der á la  sociedad  de  los  daños  y perjuicios 
que  por  su  culpa  ó engaño  le  haya  causado, 
y no  puede  compensarlos  con  los  beneficios 
que  por  su  industria  le  haya  proporcionado 
en  otfos  negocios. 

ORÍGENES 

Leyes  7.a  y 13,  tít.  X,  Partida  5.° 

COMENTARIO 

El  socio  está  obligado:  1.",  á no  engañar  ásus 
consocios:  2.°,  á emplear  cierta  diligencia  en  el 
desempeño  de  las  funciones  que  se  le  encomio  n - 
den.  Sí  el  engaño  es  vituperable  y puede  llegar 
á constituir  un  delito  cuando  se  trata  de  perso- 
nas desprovistas  de  lazbs  que  los  unan,  entre 
los  socios  es  doblemente' desleal  y censurable. 

En  cuanto  á la  culpa,  lian  discutido  los  au- 
tores si  deberá  el  socio  prestarla  leve,  laia,  ó 
la  levísima.  Justiniano  expresa  (Tnst.,  par.  9.° 
de  Soc .),  que  prevaleció  la  opinión  dé  los  que 
sostenían  que  estaba  obligado  á la  culpa  leve. 

Algunos  han  creído  que  el  socio  debía  pres- 
tar la  culpa  levísima,  lo  que  contradice  Gayo. 

Estas  obligaciones,  que  la  ley  7.a  impone  á 
los  asociados  mientras  ' subsiste  la  soeiédad, 
vuelven  á consignarse  en  la  ley  13  para  el  caso 
en  que  la  sociedad  se  disuelva,  añadiendo  qüe 
no  pueda  el  socio  excusarse  de  responder  de  los 
daños  y perjuicios  que  hubiere  causado,  ma- 
guer  diga  que  fizo  oirás  ganancias  á otra  par- 
te, que  fueron  tantas  é tales  de  que  podría  ser 
mejorada  aquella  pérdida. 
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CAPITULO  V 


DE  LOS  MODOS  DE  EXTINGUIESE  LA  SOCIEDAD 


Artículo  1646. — La  sociodad  se  extingue: 

1. °  Por  muerte  natural  de  cualquiera  de 
los  socios,  á no  haberse  pactado  expresa- 
mente lo  contrario. 

2. °  Por  la  interdicción  civil  do  cualquie- 
ra de  los  socios. 

3. °  Por  la  quiebra  ó declaración  en  con- 
curso  de  alguno  de  los  socios. 

4. °  Guando  se  pierde  la  cosa  ó se  consu- 
ma el  negocio  que  le  sirve  de  objeto. 

5. a  Por  la  sola  voluntad  de  cualquiera  de 
los  socios,  entendiéndose  esto  con  sujeción 
á lo  dispuesto  en  los  dos  artículos  siguien- 
tes. 

ORÍGENES 

Leyes  10  y 11,  iít.  X,  Partida  5." 

concordancias 

Conciiérdá  en  parte  con:  Arts.  1865  Código 
Francia.— 1729  Italia.— 1276  Portugal.— 1683 
Holanda, — 2847,  2848  y 2854  Luisiana.— 1875 
“ Bolivia.— 1339  Vaud.— -1482  Neufchatel.— 913 
Tesino.— Le^es  4."  y 65,  tít.  II,  lib.  XVII,  Di- 
gesto:—  Ley  4.a,  tít.  XXV,  lib.  III,  Institüta. 

jurisprudencia 

La  doctrina  legal  de  qüe  las  acciones  que  se 
renuncian  por  los'  socios  qtiedan  ’én'la  masa 
social  y acrecen  á los  demás  en  proporción  á 
Has  que  á cada  titto  estén  asignadas;  no  tiene 
aplicación  cuando' la  renuncia  se  ha  efectuado 
en  favor  de  uno  de  los  socios  determinadamen- 
te (Sent.  20  Octubre  1865}. 

Cuando  en  el  pleito  no  se  niega  ni  discute 
que  las  obligaciones  deben  cumplirse  de  cual- . 
quiera  manera  que  hayan  sido  contraídas',  ni 
de  que  el  contrato  de  compañía  se  perfecciona 
por  el  consentímieüto  de  las'  partes ¡ Binó  sobre 


si  habiendo  fallecido  una  do  las  dos  personas 
que  so  asociaron  para  explotar  una  mina  y no 
habiéndose  consignado  el  convenio  por  escrito , 
ni  prefijado  el  tiempo  que  debería  durar  la 
sociedad,  y terminó  esta  ó nó  por  ia  muerto  de 
aquél,  no  tienen  aplicación  la  ley  1.”,  tít.  T,  li- 
bro X,  Nov.  Roe.,  la  2.*,  tít.  TTI,  Partida  3.",  la 
1.a  y 7.*,  tít.  X,  Partida  5.*,  la  doctrina  de  que 
por'  silencio,  oscuridad  ó insuficiencia  de  la  le- 
gislación, y mucho  menos  por  desconocerse  tina 
calificación  legal,  no  puede  excusarse  el  juicio 
acortado,  y la  de  que  el  contrato  de  sociedad  se 
perfecciona  por  consentimiento  do  los  contra- 
yentes (Sent.  10  Marzo  1871). 

Cuando  la  Sala  sentenciadora  resuelve  la 
única  cuestión  litigiosa  do  este  caso  con  ostric- 
ta  sujeción  á la  ley  especial  para  el  mismo,  que 
es  la  10,  tít.  X,  Partida  5.a,  la  cual  establece 
textualmente  que  la  compañía  se  desata  por  la 
'muerte  natural  de  uno  de  los  compañeros...  «fue- 
ras ende  si  cuando  la  firmaron  pusieron  pleito 
entre'si  que  maguer  rrmriesso  alguno  dcllos,  los 
otros' fincassen  en  la  compañía,»  cuyo  pacto  no 
se  justifica  que  mediase  en  el  convenio  vorbal 
sobre  que  el  pléilo  versa,  es  evidente  la  incon- 
veniencia de  la  cita  como  infringidas  de  dicha 
ley  y!del  axioma  de  que  la  aplicación  de  una 
ley  debe  sólo'  tener  lugar  en ' aquel  órden  de 
cosas  para  el  cual  ha  sido  establecida,  no  pu- 
diendo  ser  decididos  por  olla  objetos  do  un 
órden  diferente,  porque  precisamente  la  Sala  se 
ha  átéihperado  á esas  mismas  reglas,  que  son 
contraproducentes  (Sent.  id.,  id.} 

No  estimando  una  sentencia  que  una  socie- 
dad haya  continuado  después  de  la  muerte  do 
uno  de  los  socios,  no  se  infringe  la  ley  10,  titu- 
lo X,  Partida  5.*,  que  señala  como  causa  do  la 
disolución  del  contrato  de  compañía,  por  dere- 
cho común,  la  de  muerte  de  uno  de  los  aso- 
ciados (Sent.  5 Junio  1862). 

Si  en  Oh  contrato  quo  celebraron  dos  herma- 
nos constituyeron  una  sociedad  común  con  el 
objeto  que  aquel  expresa,  la  cual,  con  arreglo 
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á la  ley,  debía  disolverse  por  fallecimiento  de 
cualquiera  do  ellos,  la  sentencia  que  declara 
que  el  demandado  está  obligado  á cumplir  el 
mencionado  contrato  desde  su  otorgamiento 
hasta  el  día  en  que  murió  uno  de  los  sociosí  y: 
en  que  quedó  disuelta  la  sociedad,  no  comete 
ninguna  infracción  legal  (Sent.  16  Enero  18/7), 

COMENTARIO 

Primera  causa  de  disolución.  Faltando  uno  de 
los  socios  por  haber  fallecido,  la  sociedad  que- 
da disuelta  aun  cuando  los  socios  fueren  mu- 
chos, fueras  anda  si  cuando  la  firmaron  pusie- 
ron pleito  entre  si,  que  maguer  muriesse algu- 
no dallos,  los  otros  fincassen  en  la  compañi  a; 
mas  no  podrá  pactarse  que  continúen  en:  la  so- 
ciedad los  herederos  del  que  falleciere,  según 
hemos  dicho  en  otro  artículo. 

Segunda  causa.  La  ley  dePartida  coloca  como 
segunda  causa  de  disolución  de  la  sociedad  la 
muerte  civil  de  alguno  de  los  socios.  Hoy,  en 
que  esta  pena  no  existe,  es  común  el  sentir  de 
los  autores  que  en  su  lugar  producirá  el  mismo 
efecto  de  disolver  la  sociedad  el  que  uno  de  los 
socios  haya  sido  condenado  á pena  que  lleve 
consigo  la  interdicción. 

Tercera  causa.  La  quiebra  ó declaración  en 
concurso  do  alguno  de  los  socios  solamente  pro- 
ducirá e¡  efecto  de  disolver  la  sociedad  cuando 
se  trate  de  un  socio  capitalista,  mas  no  si  fuere 
meramente  industrial.  Así  á lo  menos  lo  en- 
tienden los1  autores. 

Cuarta  causa.  La  pérdida  de  la  cosa  solamente 
será  causa  de  disolución,  con  arreglo  al  proyec- 
to de  Código,  cuando  la  cosa  se  perdiere  ántcs 
de  haber  sido  aportada,  pero  no  si  se  perdió 
dospues;  y la  razón  que  da  Goyena  merece  te- 
nerse en  cuenta.  «Antes, — dice,-— pebeoe  para  el 
socio  que  conserva  la  propiedad  hasta  el  mo- 
mento de  aportarla,  de  lo  cual  se  sigue  que  no 
puede  ya  existir  sociedad,  pues  que  el  socio  se 
ve  en  la  imposibilidad  de  traer  al  fondo  social 
lo  que  prometió;  si  después,  perece  para  la  so- 
ciedad que  es  ya  su  propietaria,  pero  la  perdida 
de  la  cosa  no  debe  ni  puede  causar  en  este  ca- 
so la  disolución  de  la  sociedad,  á menos  que 
ésta  se  halle  limitada  exclusivamente  á ja  mis- 
ma cosa.» 

Sin  embargo,  en  sentir  de  Gutiérrez,  la  ley 
parece  significar  que  ha  de  haber  perecido  la 
cosa  después  de  aportada  á la  sociedad,  pues 
dice,  muriéndose  ó perdiéndose  de  otra  guísa  la 
cosa  porque  fue  fecha , y.  nada  dispone  para  el 
caBO  en  que  haya  perecido,  antea  de  aportarse. 


Quinta  causa.  Esta  causa  so  halla  consignada 
en  la  ley  11,  que  dice:  «Buena  es  la  compañía 
entre  los  ornes  mientra  cada  uno  de  los  compa- 
ñeros an  voluntad  de  fincar  en  ella.  Mas  cuan* 
do 'alguno  de  los  compañeros  non  se  pagasse 
della,  puédela  desamparar,  si  quisiere,  dicien- 
do a sus  compañeros:  Fasta  agora  me  pague  de 
aver  compañía  con  vusoo,  mas  de  aquí  adelante 
non  quiero  ser  vuestro  compañero;  é non  lo 
pueden  embargar  los  otros  que  lo  non  faga.» 

¿Será  preciso,  para  que  se  entienda  llegado  el 
caso  de  la  ley,,  que  el  socio  que  se  quiere  separar 
notifique  á sus  Compañeros  su'  voluntad  de 
no  continuar  formando  parte  de  la  sociedad? 

¿Bastará  que  dejé'  trascurrir  el  término  en  que 
se  comprometió  á hacer  alguna  Cosa,  sin  ¡verifi- 
carla, para  que  se  entienda  renunciada  la  so- 
ciedad? 

Articuló  1647. — El  socio  que  renunciare 
á la  sociedad  y se  separare  de  ella  ántes  de 
finalizar  el  término  qué  para  sil  duración 
se  hubiere  señalado,  deberá  abonar  á sus 
consocios  los  daños  y perjuicios  que  les  oca- 
sione, salvo  si  hubieren  pactado  que  cada 
socio  pueda  separarse  libremente  Cuando 
quisiere. 

ORÍGENES 

Ley  1 i.  tífc.  X,  Partida  5.a. 

JURISPRUDENCIA 

La  ley  11,  tit.X,  Partida  5.*,  permite  que  el 
socio  pueda  separarse  de  la  compañía  sin  que 
Jos  compañeros  tengan  derecho  á impedirlo, 
aunque  lo  haga  ántes  de  terminar  la  negocia- 
ción ó el  tiempo  convenido,  si  bien  queda  en 
este  caso  obligado  á aquella  con  la  responsa- 
bilidad de  indemnizarla  de  los  daños  y perjui- 
cios que  origine  su  intempestiva  separación 
(Sent.  8 Mayo  1861). 

Cuando  versa  el  pleito  solamente  acerca  de 
si  el  socio  tiene  ó no  derecho  á separarse  ántes 
de  trascurrir  el  tiempo  marcado  en  la-  eseri- 
tura,  no  tiene  aplicación  la  ley  í/,  tú.  I,  lib  X, 
Nov.  Iíec. , ni.  la  doctrina  legal  referente  a 

pactos  (Sent.  id.  id.).  . ¡ ' ' • ' 

feegun  la  ley  11,  ti t.  X,  Partida  5, *,  cualquier 
socio  de  una  compañía  qmede  separarse  do  ella 
sin  que  los  demás  tengan  derecho  á impedírse- 
lo, aunque  lo  hiciese  antes  do  terminarse  la 
negociación  ó pl  tiempo  prefijado,  si  bien  que- 
dando s.ujeloa  á la  indemnización  do  perjuicios 


I>E  LA  SOCIEDAD  , 


33  i 


que  su  separación  intempestiva  pudiera  causar  I 
á los  consocios,  á no  sor  que  se  hubiese  pactado 
lo  contrario  (Sentí  1-9  .'Noviembre  1861)..  . ; 

Las  leyes  11  y 1 i,  tít.  X,  Partida  5.”,  que  ex- 
presan las  razones  por  las  que  se  puede  partir 
un  compañero  de  los  otros  antes  do  tiempo,  no 
tienen  aplicación  cuando,  lejos  de  querer  sepa- 
rarse de  la  compañía  uno  de  los  socios,  se  pide 
por  el  que  era  director  y cajero  do  la  misma 
que  se  le  reponga  en  su  cargo  (Sont.  27  Octu- 
bre 1866).- 

Sin  bien1 1¿  ley  11,  tít.  X,  Partida  5.a,  ¿s'table-  ’ 
ce  que  el  socio  que  se  separe  ántes  que  sea 
acabado  el  hoGho,  ó antes  que  termine  el  tiem- 
po que  había  de  durar  la  sociedad,  pague  á sus 
compañeros  todo  el  daño  .que  les  viniese  por 
esta' razón,  se  exceptúa  de  terminadamente  do 
esta  responsabilidad  al  socio  que  se  separa,  si 
cuando  firmaron  la  compañía  fizieron  pleito 
entre  si,  que  el  que,  non  págasse  Sella,  que  la 
pudiesse  desamparar  cada  que  quisiese,  ante 
del  tiempo  sobredicho  ó después  ¡Sent.  18  Fe- 
brero 1868). 

La  ley  11,  tít.  X,  Partida  5.a,  y la  doctrina 
del  Tribunal  .Supremo  que  establece  que  dicha 
ley  permite  que  el  socio  puede  separarse  de  la 
compañía  sin  que  los  compañeros  tengan  dere- 
cho á impedirlo,  si  bien  queda  obligado  á in- 
demnizar los  daños  y perjuicios  que  origine 
su  extemporánea  separación,  se  refieren  á la 
manera  de  separarse  un  socio  de  los  demas  y á 
las  obligaciones  que  contrae,  y por  tanto  no  es 
aplicable  al  litigio  que  versa  sobre  la  propie- 
dad de  unas  maderas  embargadas  (Sent.  22  Di- 
ciembre 1877). 

■ COMENTARIO 

El  socio  que  rompe  sus  compromisos  no  debe 
causar  daños  á sus  consocios:  «por  eso  es  tenu- 
do  de  pechar  á los  otros  compañeros  todo  el 
daño  que  les  viniese  por  esta  razón.» 

En  cuanto  á la  excep  ción  que  se  hace  en  el 
artículo,  es  obvia.  8i  en  todo  caso  puede  el  so- 
cio separarse  de  la  sociedad,,  si  bien  con  la  obli- 
gación de  reparar  el  daño  causado,  la  cláusula 
por  la  cual  se  convienen  los  socios  en  que  pue- 
da separarse  de  ella  aquel  que  quiere,  ó había 
de  sereoinpleta'menté  inútil  y ociosa,  ó había 
de  suponer  renuncia  de  los  derechos  qúe  la  ley 
concede  á los  demas  compañeros.  Adornas,  si 
unos  á otros  so  facultan  para  hacerla  renuncia, 
es  claro  que  se  libertan  de  la  pena  que  lleva 
consigo.  1 <•  ; »■*'*'*  ' 


Artículo  16-18.-— El  socio  que  -maliciosa- 
mente se  separe  de  la  sociedad  siendo  ésta 
universal,  deberá  entregar  á la  misma  los 
bienes  ó ganancias  que  adquiera  después  de 
su  separación.  Mas  desde  el  día  eu  que  so 
hubiere  separado,  no  podrá  comunicar  sus 
pérdidas  á la  sociedad,  ni  participará  de  las 
ganancias  de  la  misma. 

ORIGENES 

Ley  12,  tít.  X,  Partida  5." 

JURISPRUDENCIA 

Lás  leyes  12,  13  y 14,  tít.  X,  Partida  5.",  no 
son  aplicables  al  caso  en  que  no  se  reclamen 
perjuicios  contra  el  socio  que  intenta  separarse, 
limitándose  la  oposición  á no  tener  derecho 
para  verificarlo  hasta  que  trascurra  el  tiempo 
marcado  en  la  escritura  (Sent.  8 Mayo  !8G1). 

COMENTARIO 

La  separación  ó renuncia  á que  se  refieren 
los  artículos  anteriores  es  denominada  por  ¡os 
tratadistas  intempestiva,  por  hacerse  ántes  do 
finalizar  el  término  de  la  sociedad  sin  haber 
ocurrido  causa  justa  de  disolución,  á tenor  de 
lo  que  diremos  oa  el  art.  1650.  La  renuncia  de 
que  se  ocupa  el  presente  articulo  se  llama  frau- 
dulenta, ó de  mala  fe. 

Este  fraude  y mala  fe  consisten  en  querer, 
por  el  medio  de  la  renuncia,  obtener  una  utili- 
dad mayor  en  perjuicio  de  los  demas  socios. 
La  ley  pone  algún  ejemplo  do  esie  fraude,  y 
dice:  «assi  como  si  sopiesse  que  le  avia  alguno 
establecido  por  eredero,  ó que  tenía  en  corazón 
de  establecerle,  ó le  viniesse  la  ganancia  do 
otra  parle  cualquier,  é por  razón  deila,  engaño- 
samente se  partiesse  de  sus  compañeros,  por  la 
aver  toda  é fazer  perder  á los  otros  la  parte  que 
deuen  aver...» 

En  el  comienzo  de  la  ley  que  comentamos  se 
dice  que  este  precepto  es  aplicable  á la  socie- 
dad universal  únicamente,  y en  efecto,  los  ejem- 
pios  de  mala  fe  que  pone  no  pueden  tener  lu- 
gar tampoco  más  que  en  el  caso  en  que  sea 
universal  la  sociedad.  Por  eso  en  nuestro  ar- 
tículo hacemos  la  misma  advertencia:  bien  que, 
en  sentir  de  ios  autores,  siendo  posible  el  Lau- 
de en  todas  las  sociedades,  cualquiera  que  sea 
el  carácter  y forma  que  revistan,  debo  hacerse 
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en  todas  ellas  aplicación  de  las  mismas  reglas 
contenidas  en  la  ley  12  que  comentamos. 

Artículo  1619. — Es  maliciosa  la  renuncia 
ó separación  cuando  el  que  lo  hace  se  pro- 
pone apropiarse  para  sí  solo  el  provecho 
que  debía  ser  común. 

ORÍGENES 

Ley  12,  íit.  X,  Partida  5/ 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  con:  Art.  1870,  Cód.  Francia. — • 
1734  Italia. — 1278,  caso  segundo,  Portugal.-— 
1Ü87  Holanda. — 285G  Luisiana. — 1882  Bolivia,  j 
—1344  Vaud.— 918  Tesino.— 1621  Valais.—  ! 
Pár.  4.°,  tít.  XXVI,  lib.  III,  Instituía. 

COMENTARIO 

Aun  cuando,  según  decimos  en  el  comentario 
anterior,  la  ley-  pone  diversos- ejemplos  de  re- 
nuncia fraudulenta,  debe  entenderse  que  en 
todo  caso  en  que  un  socio  .se  partiese  engaño- 
samen  le  ele  sus  compañeros,  por  a ver  toda  la 
ganancia,  hay  verdaderamente  mala  fe,  y tendrá 
lugar,  por  lo  tanto,  lo  prevenido  en  el  artículo 
anterior. 

Artículo  1650. — Puede  disolverse  la  socie- 
dad antes  de  finalizar  el  tiempo  por  que  se 
constituyó: 

1 Guando  uno  de  los  socios  tuviese  de- 
fectos ó vicios  de  carácter  de  tal  naturaleza,  ' 
que  no  sea  posible  sufrirle  ni  vivir  con  él  en 
buena  manera. 

2. "  Cuando  alguno  de  los  socios  haya 
obtenido  empleo  ó cargo  público  que  le  im- 
pida continuar  en  la  sociedad. 

3. °  Cuando  dejaren  de  cumplir  las  con- 
diciones estipuladas. 

4. °  Cuando  la  cosa  sobre  que  sé  consti- 
tuyó la  sociedad  sufriese  impedimento  ó em- 
bargo, de  modo  que  no  pueda  usarse  de  ella. 

orígenes 

Ley  14,  tít.  X,  Partida  5:a 


■ concordancias 

Concuerda  con:  Cayes  14,  15  y - 16»  tít»  Hf 
lib.  XVII,.E>igesto. 

COMENTARIO 

La  renuncia  no  será  fraudulenta  ni  intem- 
pestiva cuando  concurriera  alguna  justa  causa, 
de  disolución,  de  las  que  enumera  la  ley. 

Las  contenidas  en  este  artículo,  tomadas  de, 
la  ley  14,  ho  necesitan, explicación  detenida. 

'Artículo  1651,— A la  disolución  de-  la  so- 
ciedad se  observará  lo  prevenido  en  los  ár- 
' tículos  1640,  1641,  1642,  1644,  1645,  1647  y 
1648. 

ORÍGENES 

Leyes  3.‘,  5.a,  7.*,  13  y 17,  tít.  X,  Partida  5 A 

COMENTARIO 

Las  reglas  y preceptos  legales  que  dejamos 
expuestos  en  los  artículos  que  se  citan,  tienen 
necesaria  aplicación  en  el  momento  en  que  una 
sociedad  se  disuelve,  puesto  que  aquellas  leyes 
ordenan  el  modo  en  que  se  han  de  dividir  las 
ganancias  obtenidas  por  la  sociedad,  así  como 
la  distribución  de  las  pérdidas  que  la  afecten, 
y determinar,  por  último,  las  responsabilidades 
en  que  hayan  incurrido  los  socios  por  virtud 
de  sus  actos  ó de  sus  gestiones. 

Por  consiguiente,  al  hacerse  la  liquidación 
de  la  sociedad  debe  no  olvidarse  cuanto  en  los 
artículos  citados  dejamos  dicho  sobre  los  dife- 
rentes puntos  que  comprenden. 

Artículo  1652, — Si  el  socio  encargado  de 
la  administración  diese  la  porción  corres- 


hieiese  insolvente,  deberán  los  primeros 
restituir  aquellas  porciones  para  que  se 
haga  nueva  distribución,  á ménos  que  los 
perjudicados  consientan  j no  reclamen 
oportunamente. 

ORÍGENES 

Ley  15,  tít.  X,  Partida  5.* 


* ' ' > :&T.  !4A  SOtJflSDAU 


:iH3 


'■1  ' i-i'-  CWq  te  «O^OR*it}íáíÁSí'  r,'í  :-■■■  ¡ 

f - rCantnrerdB  1 cen:  atartint>849$ ^óí.'.-Frafloii.-— 

- 17  lsh  TMiaL 7?  jPottqgfdl*-«t(507  - HdlandíD-L- 
■ 3832  %ni6iaanq-dSr>8  .;B6If«1íir«i4828i  iVíUidv'^- 
1469  Noufchatcl.— 1598nVBl¿K— -J^y: 
rafo  5.",  tít.  II,  lib.  XVII,  Digesto. 

COMENTARIO 

«Muchos  seyendo  los  compañeros,  assi  que 
sean  tres  ó más,  si  uno  dellos  tuviesse  en  guar- 
da los  bienes  de  la  compañía,  si  ésto  que  los 
tiene  diesse  parte  al  uno,  ó á los  dos  sin  sabi- 
duría ó sin  mandado  de  los  otros  ó de  alguno 
de  ellos;  si  acaesciesse  que  aquel  que  los  to- 
viesse  en  guarda  viniesse  después  á pobreza, 
de  guisa  que  non  le  íincasse  de  que  pudiesse 
dar  su  parte  á los  otros,  ó al  uno,  sin  cuya  sa- 
biduría lo  dió,  estonce  deue  ser  tornado  á la 
compañía  aquello  que  desta  guisa  tomaron,  é 
deue  ser  partido  otra  vez  entre  todos  los  com- 
pañeros.» 

Es  decir,  que  la  nueva  distribución  se  hará 
siempre  que  los  socios  perjudicados  no  tuvie- 
sen conocimiento  del  pago  hecho  anteriormen- 
te. Si  tuviesen  conocimiento  y consintieren  en 
las  adjudicaciones  hechas,  no  entablando  opor- 
tuna reclamación,  «non  podrían  demandar  á los 
otros  que  tomassen  aquello  que  avian  recibido; 
porque  fueran  en  culpa  en  no  demandar  su  par- 
te en  aquel  tiempo  que  la  pudieran  cobrar.» 

Las  palabras  consientan  y no  reclamen  que 
colocamos  en  el  artículo  comprenden  evidente- 
mente á éstas  que  emplea  la  ley:  «sí  sopieron 
como  aquel  que  los  tenía  en  guarda,  ó en  poder, 
avia  dado  parte  á los  otros,  é duraren  tanto 
tiempo  en  pereza  que  no  quieran  demandar  su 
parte.» 

Artículo  1653. — El  socio  que  resultare 
deudor  á la  sociedad  ó á alguno  do  sus  con- 
socios por  razón  de  la  misma,  no  podrá  ser 
compeüdo  al  pago  total  de  la  cantidad  adeu- 
dada si  por  ello  hubiere  de  quedar  indigen- 
te. En  este  caso  el  juez  deberá  señalar  la. 
parte  de  bienes  que  haya  de  dejársele  para 
que  atienda  á los  gastos  de  su  subsistencia. 

orígenes 

Ley  15,  tit.  X,  Partida  5." 
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- íiLaa  ganancias  6,  pérdidas  de  una  compañía 
oMíopudden. calcularse  con  exactitud  por  medio 

- de  una  liquidación  general  y definitiva  de  todas 
lae  negociaciones  emprendidas,  y no  de  una 
sola,  independientemente  do  las  demas  (Sent.  19 
Abril  1870). 

COMENTARIO 

Este  derecho  recibe  el  nombre  de  beneficio 
de  competencia,  y se  deriva,  al  decir  de  un  ju- 
risconsulto de  nuestros  días,  do  que  el  contrato 
de  sociedad  produce  una  relación  de  estrecha 
confraternidad. 

Este  beneficio  se  entiende  con  la  obligación 
de  pagar  el  resto  de  la  deuda  tan  luégo  como  el 
deudor  llegue  á mejor  fortuna. 

Artículo  1654. — La  sociedad  respondo  á 
todo  socio  do.  las  cantidades  que  haya  des- 
embolsado por  ella  y de  las  pérdidas  ó da- 
ños que  se  le  hayan  ocasionado  on  su  ser- 
vicio. 

También  le  responde  de  las  obligaciones 
que  haya  contraído  para  los  negocios  socia- 
les. Si  la  obligación  fuere  pura,  deberá  sol- 
ventarse ántes  de  proceder  á la  distribución 
de  los  bienes  de  la  sociedad:  en  otrocaso.se 
dividirá  primeramente  el  caudal  de  la  com- 
pañía, pero  cada  socio  deberá  garantizar  el 
pago  en  su  día  de  las  porciones  respectivas. 

ORÍGENES 

Ley  16,  tít.  X,  Partida  5." 

COMENTARIO 

«Despensa  i’aziendo  alguno  de  los  compañe- 
ros, por  pro  ó por  mejoría  de  la  compañía,  6 sí 
andando  en  seruicio  de  la  compañía  adolescies- 
se  ó oviesse  de  fazer  despensas  paraguarescer, 
assi  como  en  dar  algo  á algún d físico  ó en  com- 
prar melecinas,  atales  despensas  como  estas  ó 
otras  semejantes,  bien  las  puede  sacar  de  la 
compañía  aquel  que  las  fizo.  Otrosí  dezimos 
que  bí  fiziesse  manlieua  por  pro  de  la  compa- 
ñía á tal  que  la  prometieses  de  pagar  luego,  que 
puede  otrosí  sacar  del  común  de  la  compañía 
de  que  la  pague  ante  que  los  bienes  de  la  com- 
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pania  se  d opartan < Mas  ai  la  debda  fuesse  fecha 
so  condición,  ó ouíesse  plazo  de  mayor  tiempo 
á que  lo  duiesee- de  pagar,  desdases  que  las  ' co- 
sas que  son  de  común,  queías  &eue  aáuaír  «Hte 
ellos  é partiólas  coo  ellos.  Pero  deue  tomar  ce-  1 
cabdo  de  cada  vnodeíloB,  que  pague  ¿su  parte 


de  aquella  debda/»l  plazo  que  él  puso  de  la  pa- 
gar. B 

Ckmia»to. quedan  ídrmiffadas  dad  regla» .que 
debenióbtervécda  siempre  que  .por  -haberse  di» 
suelto  una  sociedad  haya  de  -pnwedan»  A au 
.l^pid»cl«(y-paíiicion. 


1 1 


■ . . ' ■ • 


• TÍTULO  XIII 

DEL.  MANDATO 


CAP  [TOLO  PRIMERO 

DE  LA  NATl'KALKZA.  FORMA  Y ESPECIES  DEL  MANDATO 


Artículo  1655. — El  mandato  es  un  contra1 
to  en  cuya  virtud  uná  persona*  sé  obliga  gfa- 
tuítamcnte-á  realizar  un  negocio : ¿ nombre 
de'otra  que  le  dró  este  encálrgo. 

ORÍGENES 

Leyes  del  tít.  XII,  Partida  5.* 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  en  el  fondo  con:  Arta.  1984 i Có- 
digo Francia. — 1737  Italia.— Párr.  1.”,  art.  1318 
Portugal.— 1829.  Holanda. — 1002  Austria.— 1 .°, 
sección  1.*,  cap.  IX,  lib.  IV,  Baviera.— 1."  y 6.*, 
parte  1.*,  tít.  XIII;  Prusia.  — 1984.  Rusia.— 
2057  Luis  ¡ana. — 1994  Bol  i vía. — 1068Tesino. — 
1741  Valais.— 1467  Vaud.— 1902  Friburgo.— 783 
Berna. — Tít.  XXVI,  lib.  III,  Instituía,?— Párr.  1 3? 
tít.  XXVlI,  lib.  III,  Instituía. — Ley  1.*,  tít.  I, 
libro  XVÍÍ,  Digésto. 

JNRTSPRUDÉNCIA 

No  comprometiéndose  á dar  ni  hacer  cósÁ;aí- 
guouen  ifetribaéfóndÉr  loa  servicies  que  otro 
ofrece,  no  ae  oelebra  un  contrato  innominádó,J 
■ind  «l  dbi  mandato  4 Sent.  Í8  Quiebre  1860}; 


El  contrato  de  mandato  es  gratuito  pór  sü  na1- 
turaleza,  sin  que  pueda  exigirse  salario  ni  ho- 
norarios por  los  trabajos  que  ocasione,  á no  ser 
que  se  haya  pactado  lo  contrario  expresamente 
(SéntsV  23  Octubre  1860  y 21  Febrero  1863). 

La  gestión  de  mandato  es  gratuita  mientras 
no  se  pacta  ló  contrarío,  ó'  no  se  entiende,  por 
los  términos  en  que  se  hizó,  que  el  mandante  se 
obligase  á retribuirlo:  fuera  de  estos  dós  casos, 
el  mandatario  no  puede  reclamar  otra  cosa  que 
los  gastos  ocasionados  por  el  desempeñó  del 
mandato  (Sónt.  15  Octubre  1860). 

NoJ  haciéndose  constar  la  obligación  en  vir- 
tud de  la  cual  el  mandato  fuere  retribuido,  no 
puede  alegarse  falta  de  cumplimiento  á lo  pac- 
tado (Senti  31  Diciembre  186Í). 

Las  leyes  referentes  ál  mandato  no  son  apli- 
cables al  contrató  innominado,  doy  para  que 
hagas  (Sen t.  29  Enero  1867). 

Nó  sólo  no.se  contraríala  doctrina  del  Tribu- 
nalSupremo  sobre  que  él-  contrato  dé  mandato 
es  gratuito  por  su  naturaleza,  sinó  que  se  alega 
contraprodücentern T cuando  el  mandante  no  se 
■ Ha  opuesto'  álabono  dé  la  retribución  al  man- 
! datarlo  por  sué  servicies,  y antes  al  contrario 
sostiene  que  estaban  satisfechos  dél  modo  que  el 
mismo  Indica  (Sent.  23  Setiembre  1671). 

És  indudable  que  el  mandante  puede  retirar 
al  mandatario  la  facultad  que  le  concede  para 
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hacer  una  cosa,  con  la  misma  libertad  que  se 
la  da,  siempre  que  no  se  oblígae  sá  no  revocar 
lo  que  aquél  hiciera  en  virtud  del  mandato 
(Sent.  17  Diciembre  1870). 

Si  bien  es  cierto  que  la  ley  20,  tit.  XII,  Par-  j 
tida  r».«,  ordena,  y lo  ha  sancionado  ademas  la 
jurisprudencia  del  Tribunal  Su^rér¿o^íque  él  1 
mandatario  no  tiene  derecho  á la  remuneración  ( 
de  los  servicios  que  en  tal  concepto  preste,  á mé-  , 
nos  que  no  se  estipule  expresamente  lo  contra- 
rio. dicha  ley  y la  doctrina  á su  tenor  estable- 
cida no  pueden  tener  aplicación,  cuando  no  ha 
existido  un  contrato  de  verdadero  mandato,  como 
así  lo  ha  sostenido  el  demandado  durante  el 
litigio,  y ha  estimado  ademas  la  Sala  sentón-  . 
eiadora  en  vísta  de  las  pruebas  practicadas,  sin 
que  contra  su  apreciación  se  haya  alegado  .in- 
fracción alguna  legal,  sino  que  entró  y sirvió 
en  casa  del  demandante  en  clase  de  dependien- 
te asalariado  (Sent.  30  Abril  1874). 

El  contrato  de  mandato  es  personalísimo  y 
de  confianza,  y por  lo  mismo  se  extingue  desde 
el  momento  en  que  deja  de  existir  alguno  de 
los  contratantes,  como  repetidamente  tiene  de- 
clarado el  Tribunal  Supremo  (Sent.  9 Noviem- 
bre 1875). 

COMENTARIO 

La  ley  de  Partida  no  consigna  la  definición 
do  mandato  que  constituye  nuestro  artículo. 
Mas  como  en  los  demas  títulos  se  comienza  por 
definir  el  contrato  á que  se  refiere,  nos  ha  pa- 
recido que  no  debíamos  prescindir  de  colocar 
en  esto  lugar  una  definición  del  mandato,  si- 
quiera la  ley  no  la  hubiere  dado. 

Nosotros  entendemos,  con  .Tavoleno,  que  o?n-  { 
nts  definitio  in  jure  civili  pericúldsa.  est, , y por  • 
consiguiente  que  en  derecho  civil  no  debe  de- 
finirse; mas  habiéndonos  propuesto  como  mo- 
delo el  proyecto  de  Código,  no  hemos  creído 
que  podíamos  prescindir  de  estas  definiciones. 

Aunque  la  ley  de  Partida  no  define  el  man- 
dato, le  asigna  un  carácter  especiáHsimo,  cual 
es  el  de  que  sea  gratuito  por  su  nat'uralezaj.'sin 
embargo  de  admitir  precio,  cuando  así  se'  hu- 
biere pactado.  . 

Por  derecho  romano,  mandutu m ni&i  \¡f¿t ui- 
lumynullum  estañara  originemexofficio  ktque 
amititia.  trahii,  así  osJ  que  no  podía  pactaré? 
precio  ni  recuperación  de  ninguna  clase;  pérb 
se  admitía  que  el  mandante  hiciese  despües^ü'ít 
presente,  en  testimonio  de  reconocimiento  "pBf1 

el  servicio  prestado,' •'  a, i 

' ' " =•?•»•  r*:h.Tj>«T  fe 


Mas  el  Código  francés,  en  su  artículo  1986, 
dice:  «El  mandato  es  gratuito,  si  no  hay  son- 
vención  en  contrario,»  lo  cual  repiten  casi  to- 
dos ios  Códigos  modernos.  El  de  Austria  llega 
hasta  admitir  por  promesa  tácita  la  que  resulta 
de  la  condición  del  mandatario  que  no  acos- 
tijimbrap  Joijer  su  trabajo  sin  remuneración. 

1 ' La  jurisprudencia  del  Tribunal  Supremo  ha 
aceptado  la  misma  doctrina  que  se  contiene  en 
el  Código  francés. 

‘ : LoF*í3fensores  de  esta  opinión  dicen:  «Es 
cierto  que  siendo  el  contrato  gratuito,  adquiere 
un  carácter  hermoso  de  desinterés  y generosi- 
dad: pero  el  rigorismo  romano  ha  parecido 
excesivo.  ¿Por  qué  no  ha  de  poder  el  mandante 
dar  ó prometer  una  recompensa?  ¿Por  qué  no 
ha.de  poder  obedecer  al  sentimiento  de  una 
justa  dehcádteza,  e[uc  le  inclina  á Indemnizar  al 
mandatario  del  sacrificio  del  tiempo  y de  los 
cuidados  que  hubiera  podido  emplear  útilmen- 
te para  si  jmjsmo?  psjps  .^nuestras  de  gratitud, 
lejos  <ie-  desnatúralizai'  él  servicio,  no  hacen 
más  que  realzar  su  carácter.  Una  recompensa 
dada  ó prometida,  jamas  se  reputa  en  este  con- 
trato sino  como  una  indemnización;  no  es  un 
beneficio,»;  c.‘¡  ‘ íli — ,T‘.  ¡ íj.V 

. Mas  á esto  contesta;  Gsbyqna; ; «/f^das  SB,tos 
consideraciones  set . estrellan  icontjá,  kj.  .sepoilja 
realidad  de  las  .cosa?,  porque  tocias  pueden 
aplicarse  al  verdadero  arriendo  de  obra  y á los 
contratos  innominados;  en  todos  estos  casos  lo 
que  se  da  es  una  indemnización,  una  justa  re* 
compensa,  y entre  ésta  y precio,  sobre  todq  sj 
es  alzado,  no  se  percibo  verdadera  diferencia- 
El  contrato  es  esencial  y necesariamente  gra- 
tuito; de  otro  modo  degenera  en  el  de  arriendo, 
ó en  uno  de  los  innominados,  do  uf  facías , f a- 
cio  ut  dés.»f- 

La  Serna  y Móntaíván' rfe6bhócóh''á'si:níismo. 
qué'éiv  el  sentido  riguroso;  de  la ' palabra,1  ésto 
es  más  bien  una  locación  qüe  un  mándaíto, 
""Sin  embargo,  en  la'  práctica  se  consideriDáí 
mandato  como  gratuito  poP  sü  nátérájfe'za^.dc 
manerá  que  por  él  no  puedóii'  reclamarse  hono- 
rarios, remuneración,  1 m;iemloíumentqs:‘ , máá 
podrá  pactarse  que  iritetíven^d  pveqio , en  cuyo 
caso  únicamente  podrán  exigirse.  1 : 

Artículo  1656. — El  mandato  puede  cons- 

i.V.¡(  i ;l  -u.-b  i:  O.-iObüviJc  .UMC.-UC  > o/ 


^íÁR-ifíiuufi:  oí;  '«íuoo  ittt  ft'tdeloo  a a <.,a  .yyoito 

-•*.  Por  cartas  rd>mei®aja»tí8Tciertbd?  «so.*< 


■JpíSfc'  mandato 


í.L’;  • ••  i:u)>  tM  ff¡óiflítow:i!^  • : ..  :■ 

J.  Ley  ¿i,"  tít.  XÍÍ  , ^ártjda  á. % 

( . Ley  única,  tit.jX  VI,  Ordenamiento  de  Alcalá . 

JURISPRUDENCIA 

El  mandato,  como  contrato  consensúa],  pue- 
de constituirse  y perfeccionarse  verbal  mente  ó ' 
píór-ésérito',  con  tu!  que  se  manifieste  y demues- 
tre el  propósito  y consentimiento  de  ambas  ¡ 


pártes  en  su  respectiva  realización  (Sentencia 
de-íht>ctübre  1809). : 

-rr  1.-  ■ ■ -• 

OU}»  síj.:.  .1-'.  ' COMENTARIO 

^poS;  mandamientos  que  los  ornes  fazen  unos 
á ptros...  pueden  ser  fechos  en  muchas  mane- 
ras. Ca  pu.edense  fazer  estando  delante  los  que 
jnapdan  fazer  la-cosa  é los  que  resciben  el  man- 
dato. E apn  se.  pueden  fazer  por  cartas,  ó por 
mensajeros  ciertos:  maguer  non  estén  dolante 
los  que  mandan,  fazer  la  cosa  nin  los  que  reci- 


ben el.  m^ndairpento . » El  mandato,  como  con- 
trato, puramente  consensual,  recibe  su  fuerza 
del  .libre  consentimiento  del  mandante  y del 
mandatario,  sin  que  sea  preciso  que  se  sujete  á 
solqipnidadea.ni  formalismos  de  ninguna  espe- 
cie, .pues  en  constando  de  algún  modo  la  vor  ! 
IjUPtad-  é,  intención  de  las  partes,  e¡  contrato 
existe  perfecto  y obligatorio  para  ambos. 

, Ademas  del  mandato  expreso,  que  es  el  con- 
trajdq  de  una,  manera  ¡terminante,  bien  por  es- 
critura, bien  por  otro  medio  directo  que  de- 
muestre la  voluntad  del  mandante,  existe  el 
mandafo  tácito,  que,  según  expresan  los  autores, 
tieno  lugar,  por  ejemplo,  cuando  estando  pre- 
sqp^e. la. persona  que  fuese  deudora  de  otra,  sa- 
liera upo  fiador  por  ella  y no  lo  contradijese. 

Con #1 : mandato  tácito  se  relaciona  también 
l^  do.ckma  sobre  cuasi-contratos,  que  estudia- 
remos oportunamente.  . 

■j  j v_-  ¿ :.;J-  ' '■ 

Articulo  1057. — El  mandato  puede  otor- 
garse puramente  hasta  cierto  día  y bajo  j 


condición. 

ORÍGENES 

Ley  24,  tít.  XII,  Partida  5.a 

Artículo  1658. — Una  vez  aceptado  el  man- 
dato, no  puede  el  mandante  alegar  que  no 
tuvo  intención  de  obligarse,  á no  probarlo 
debidamente. 


:¡:t7 

ORÍGENES 

Ley  24,  tit.  XII,  Partida  ñ.a 

COMENTARIO 

«E  si  alguno  después  que  ouiesse  fecho  el 
mandamiento  por  estas  palabras  quisiere  rlczir 
que  non  lo  fiziera  con  entencion  do  obligarse, 
non  deue  ser  oído.  Fueras  si  pudiere  prouar, 
por  a?juellos  ante  quien  fuá  fecho,  que  así  es, 
como  el  uizc,  que  lo  non  fizo  con  cntcncion  de 
obligarse,  mas  de  otra  manera.')  No  es  creíble 
que  el  mandato  se  otorgue  sin  intención  de 
obligarse  y obligar  al  mandatario.  La  ley,  sin 
embargo,  admite  como  posible  que  se  otorgue 
sin  verdadera  intención,  en  cuyo  caso  no  val- 
drá; pero  es  preciso  que  justifiquen  cumplida- 
mente, á satisfacción  del  Juez  ó Tribunal,  aquel 
extremo.  Mas  esto,  según  expresa  la  ley,  sería 
grave  de  prouar. 

Artículo  1059. — Puede  ser  mandatario, 
siempre  que  no  se  trate  de  negocios  judicia- 
les, el  que  fuere  mayor  de  diez  y siete  arios. 

orígenes 

Ley  19,  tít.  V,  Partida  3.’ 

COMENTARIO 

E aun  dezimos  que  los  Pcrsoneros  que  so u 
dados  para  recabdar  cosas  fuera  de  juyzio , 
que  cumple  que  sean  de  edad  de  diez  y siete- 
años  como  quier  que  ios  otros  que  son  puestos 
para  demandar  ó á responder  por  otro  en 
juyzio i deuen  ser  ó lo  menos  de  edad  de  veynle 
é cinco  años. 

En  nuestro  derecho  no  hay  razón  que  justi- 
fique por  qué  haya  de  bastar  la  edad  do  diez  y 
siete  años,  en  lugar  de  otra  mayor  ó menor. 

En  el  derecho  romano,  del  cual  está  tomada 
esta  disposición,  la  razón  de  la  ley  está,  según 
expresa  Gutiérrez,  en  que  uii  poco  ántes  de 
esta  edad  vestían  los  jóvenes  Ja  toga  viril. 

Artículo  1660.— Es  nulo  y no  debo  ser 
cumplido,  aunque  mediare  remuneración  u 
precio,  el  mandato  que  tenga  por  objeto 
actos  ó negocios  ilícitos. 


m 
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ORÍGENES 

Ley  25,  tit.  XII,  Partida  5. L 

COMENTA1UO 

Este  contrato,  como  todos,  no  puede  tener  por 
objeto  un  fin  ilícito  ó contrario  á la  moral,  á 
las  leyes  ó á las  buenas  costumbres.  Así,  pues, 
el  mandato  que  tuviere  por  ün  la  realización 
de  un  acto  de  esta  naturaleza,  no  debe  ser  cum- 
plido aunque  medie  precio,  remuneración  ó 
promesa,  ni  crea  obligaciones  entre  mandante 
y mandatario. 

En  este  concepto  expresa  la  ley  que  si  le 

mandasse  fazer  furlo  ó omicidio...  maguer  pa-  : 
gasse  por  ende  alguna  cosa  el  que  reciue  el 
i mandado , non  seria  tenudo  de  fazer  enmien- 
da aquel  que  gelo  mandó  jazer. 

El  Digesto  decía  ( I j:  Rei  turpis  nullum  man- 
d atura  est.:  et  ideo  kac  a clione  non  agetur. 

Artículo  1661.— El  mandato  puede  ser: 

l.°  En  utilidad  del  mandante. 

En  utilidad  de  un  tercero. 

3.“  En  utilidad  del  mandante  y un  ter- 
cero. 

.4.“  En  utilidad  del  mandante  y del  man- 
datario. 

5. “  En  utilidad  del  mandatario  y un  ter- 
cero. 

6. “  En  utilidad  del  mandatario. 

ORÍGENES 

Leyes  20,  21,  22  y 23,  tit.  XII,  Partida  5.* 

JURISPRUDENCIA 

Se  invocan  inútilmente  las  leyes  de  Partida 
que  hablan  de  las  diferentes  clases  que  hay  de 


(!)  Ley  6.a,  pár.  3.°,  Dig.  Mand. 


mandato  y de  la  diversa  manera  en  que  puede 
constituirse,  cuando  se  trata  de  una  mujer  ca- 
sada que  necesita  la  licencia  de  su  marido  para 
celebrar  válidamente  este  [contrato  (Sonf.  29 
Octubre  1867). 

COMENTARIO 

El  mandato  se  contrae  en  utilidad  del  man- 
dante cuando  éste  «mandase  á otro  que  le  re* 
cabdase  todas  las  cosas  quo  ouiesse  en  algún 
lugar,  ó le  mandasse  comprar,  ó fazer  alguna 
cosa  señaladamente,  ó que  entrasse  fiador  por 
él,»  yen  general  cuando  encarga  á otroque 
cuide  de  sus  cosas  ó le  preste  algún  servicio. 

El  mandato  se  celebra  en  utilidad  de  un  ter- 
cero distinto  del  mandante  y mandatario,  cuan- 
do el  mandante  dijere:  «Mandóte  que  reciñas 
las  cosas  que  ha  filian  en  tal  lugar,  ó que'  le 
compres,  ó que  le  fagas  tal  cosa  señaladamen- 
te,» etc.,  etc. 

Se  entenderá  contraído  en  utilidad  del  man- 
dante y un  tercero  si  dijere  aquél:  «Mandóte 
que  reciuas  las  cosas  que  avernos  yo  é fulan  en 
tal  lugar,  ó que  compres  tal  viña)  ó que  fagas 
tal  cosa  para  mi  é para  él...»  etc. 

En  utilidad  del  mandante  y del  mandatario 
se  habría  celebrado  el  contrato  «si  alguno  ouies- 
se menester  márauedis,  é rogasse  ó matidasse  á 
algún  judío  que  le  diesse  ó le  emprestasse  estos 
maravedís  á ganancia  á él,  á su  mayordomo  ó 
á su  personero  de  aquel  que  lo  mandó  fazer. » 

«Si  alguno  mandasse  á otro  que  diesse  sus 
marauedis  á ganancia  á un  terceto  nombrán- 
dolo,» el  contrato  se  habrá  otorgado  en  benefi- 
cio del  mandatario  y un  tercero. 

Por  última,  el  mandato  puede  ser  en  utili- 
dad exclusiva  del  mandatario,  lo  cual  sucede- 
ría si  el  mandante  dijere:  «Oonsejovos  ó man- 
do vos  que  de  los  maravedís  que  tenes'  compres 
viñas  ó eredades,  ó otra  cosa  semejante  que  le 
mandasse  comprar  ó mejorar.»  Mas  como  ve 
remos  déspuos,  éste  no  es  un  verdadero  man- 
dato. 


DEL  MANDATO 
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CAPÍTULO  II 


DE  LAS  OBLIGACIONES  DEL  MANDATARIO 


Artículo  1662. — El  mandatario  queda  obli- 
gado por  la  aceptación  á cumplir  ol  manda- 
to con  lealtad  y exactitud,  y responde  de  los 
daños  y perjuicios  que,  de  no  ejecutarlo  ó 
por  su  culpa,  se  ocasionen  al  mandante. 

ORÍGENES 

Leyes  2.0  y £1,  tít.  XII,  Partida  5.1 
concordancias 

Concuerda  con:  Art.  1991,  Cód.  Francia.— 
1745  Italia. — 1535  Portugal. — 1022  Austria. — 
1837  Holanda.— 1472  Vaud.— 1749  Valais.— 
1611  Neufchatel. — 1286  Soleure.- — 1914  Fribur- 
go. — 2002  Bolivia. — 2971  Luisiana. — -Leyes  5.* 
y 27,  tít.  I,  lib.  XVII,  Digesto.— Tít.  XXVII,  li- 
bro III,  Instituía. 

JURISPRUDENCIA 

JLas  leyes  20,  21  y 25,  tít.  XII,  Partida  5.",  no 
eximen  al  mandatario  de  ]?  obligación  de  ren- 
dir cuentas  (Sent.  27  Junio  1865). 

Cuando  no  se  hace  á uno  responsable  de  cul- 
pa ajena,  sino  de  la  propia  por  haber  faltado  á 
Jas  obligaciones  de  mandatario,  es  inoportuna 
la  cita  de  la  regla  de  derecho  que  dispone  que 
la  pulpa  dej  uno  no  debe  empecer  i otro  que 
no  haya  parto  (Sent.  19  Noviembre  1867). 

Es  un  prjncipio  de  derecho,  consignado  en  las 
j^yes  20  y ?l,  tít.  XII,  Partida  5,*,  que  el  man- 
datario queda  obligado  por  la  aqeptacion  del 
mnndj^to  á desempeñarle  bien  y lealmente,  y 
gue  pn  responsable  de  los  daños  y perjuicios 
que  por  bu  pulpa.  so  ocasionen  al  mandante 
(Sents.  19  Noviembre  1867  y 28  Marzo  1868). 

El  mandatario  en  pegociq  de  interes  peculiar  ■ 
de  su  comitente,  está  obligado  para  con  éste  á 


indemnizarle  por  cualquier  engaño  ó por  culpa 
que  hubiere  cometido,  según  la  ley  20,  tít.  XII, 
Partida  5.“  (Sent.  8 Mayo  1869). 

Ya  sea  por  el  derecho  mercantil,  ya  por  la  le- 
gislación ordinaria,  está  el  mandatario  obliga- 
do á cumplir  las  obligaciones  que  so  le  impu- 
sieron y en  las  que  él  convino  (Sent.  7 Julio 
1871). 

No  se  quebranta  la  doctrina  legal  de  que  el 
mandatario  que  excede  los  fines  del  mandato 
obra  con  nulidad  y es  responsable  de  los  daños 
que  cause  cuando  los  actos  de  dicho  mandata- 
rio se  sometan  á prueba,  y el  Tribunal  senten- 
ciador declara,  apreciándola,  que  dicho  manda- 
tario obró  dentro  do  sus  atribuciones,  sin  que 
contra  esta  apreciación  se  cito  ley  ó doctrina 
legal  que  se  suponga  infringida  (Sent.  23  Se- 
tiembre 1871). 

Según  la  ley  20,  tít.  XII,  Partida  5.a,  el  que 
manda  «hacer  á otro  una  cosa  á pro  de  sí  mismo, 
si  aquel  á quien  lo  manda  acepta  el  manda- 
miento, tenudo  es  de  cumplirlo;  y si  alguna  co- 
sa pechare  en  cumplir  el  mandamiento,  tenudo 
es  de  pecharlo  aquel  por  cuyo  mandado  lo  fizo:-' 
y ademas,  si  el  que  recibió  el  mandato  faze  al- 
gún engaño  en  no  cumplirlo  ó viene  daño  al 
otro,  también  es  tengdo  de  pecharle  todo  lo  que 
él  viniere  por  su  razón  (Sent.  22  Diciembre 
1871). 

Según  las  leyes  20  y 21,  tít.  XII,  Partida  5.% 
el  mandatario  que  con  sus  actos,  por  su  culpa, 
causa  daño  al  mandante,  «es  tenudo  de  pechar- 
le el  daño  que  vino  por  razón  del.»  [Sent.  i / 
Enero  1873.) 

No  habiendo  prueba  de  mala  fe  ó negligencia 
en  el  piandatario,  no  tienen  aplicación,  y por 
consiguiente  no  pueden  considerarse  infringi- 
das, las  leyes  2.*  y 23,  tít,  XII,  Partida  y 1 1 > 
tít,  III,  Partida  7.*,  y la  doctrina  del  Tribunal 
Supremo  de  que  el  mandatario  queda  obligado, 
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por  I:i  aceptación  del  mandato  ú desempeñarlo, 
bien  y realmente,  respondiendo  do  los  daños  y 
perjuicios  que  por  su  culpa  se  ocasionen  al 
mandante;  porque,  según  disposición  de  la  ley, 
es  inevitable  la  absolución  del  demandado  cuan- 
do no  se  justifica  el  dolo,  culpad  negligencia 
míe  eran  objeto  de  la  demanda  ¡Sent.  23  Abril 
1873). 

Una  ve/  aceptado  el  mandato,  queda  obliga- 
do el  mandatario  á cumplir  su  cometido  em- 
pleando todo  el  cuidado  y diligencia  necesa- 
rias (Scnt.  2 Julio  1875). 

Hecho  cargo  el  mandatario  de  un  paquete 
que  contenía  una  cantidad  para  entregarla  á 
una  persona,  es  responsable  de  la  pérdida  de  di- 
cha cantidad  por  su  gran  descuido  en  custo- 
diarla, siendo  ineficaz  para  eximirse  de  la  obli- 
gación contraída  la  advertencia  ó protesta  que 
hizo  al  dársele  el  encargo,  diciendo  que.  no 
respondía  de  cualquier  desgracia,  si  el  extravío 
no  se  debió  á caso  fortuito  ni  á desgracia  algu- 
na inevitable,  sino  que,  por  el  contrario,  fué 
efecto  de  su  incuria,  abandonando  en  el  carrua- 
je que  lo  conducía  la  cartera  en  quo  llevaba  la 
expresada  cantidad,  sin  haber  tomado  antes  las 
precauciones  necesarias,  ni  guardado  en  el  bol- 
sillo la  llave  de  la  misma,  todo  lo  cual  le  coloca 
cu  el  caso  de  prestarla  culpa  lata,  respondiendo 
en  su  virtud  del  daño  causado  por  su  propia 
negligencia  (Sent.  id.  id.}. 

Esta  clase  de  culpa  se  presta  en  todos  los  con- 
tratos, y equiparada  como  lo  está  al  dolo,  no 
cabe  acerca  de  olla  el  pacto  de  no  prestarla, 
como  contrario  é incompatible  con  la  índole  y 
objeto  de  los  contratos  (Sent.  id.  id.). 

COMENTARIO 

Las  obligaciones  del  mandatario  són  de  dos 
órdenes,  ó,  mejor  dicho,  pertenecen  á dos  tiem- 
pos diversos:  unas  existen  durante  el. mandato, 
las  otras  son  posteriores  al  mandato  mismo.  ' 

El  mandatario  puede  aceptar  ó no  aceptar  el 
mandato;  pero  una  vez  aceptado,  queda  sujeto 
á ciertas  obligaciones,  de  las  cuales  no  puede 
escapar,  ni  eludir  su  cumplimiento'. 

Durante  el  mandato,  está  obligado  el  manda- 
tario á seguir  y arreglarse  á las  instrucciones 
del  mandante,  haciendo,  ¿faltado  ellas,  todo. lo 
que  segunda  naturaleza  del  negocio  haría  Un 
buen  padre  do  familia,  es  decir,  que  ha  dé  : 
emplear,  segunda  expresión  del  Código  austria-  . 
co,  con  asiduidad  y lealtad  todos  los  medios 
propios  para  conseguir  el  objeto  del  niarid'ató.  i 


No  podrá,  por  consiguiente,  el  mandatario 
excederse  de  los  límites  señalados  en  el  contra- 
to, entendiéndose  que  si  se  hubiere  excedido, 
sólo  obligará  al  mandante  en  la  parte  que  éste 
quiera  ratificar;  por  eso,  cuando  el  mandato  se 
■ ha  cumplido  en  presencia  del  mandante  y éste 
ha  prestado  su  aprobación  á cuanto  ha  hecho  el 
mandatario,  no  puede  decirse  se  haya  extrali- 
mitado en  sus  facultades. 

Tampoco  debe  decirse  que  se  ha  excedido 
cuando. celebra  él  contrato  que  se  le  mandó,  ó 
verifica  el  acto  que  se  lo  hubo  encomendado  on 
condiciones  más  favorables  para  el  mandante. 

Si  celebró  el  contrato  en  condiciones  más 
onerosas  ó peores,  corno  si  habiéndole  señalado 
precio  cierto  abonase  otro  mayor, ep;  este  caso  q1 
mandatario  podrá  obligar  al  mandante  á que 
admita  lajcosa  por  su  precio.  Así  lo  entendí, e- 
rou  la  mayor  parte  de.  los  'jurisconsultos'  ro- 
manos. 

Si  hubiere  recibido  el  mandatario  diversos 
encargos  del  mismo  mandante,  deberá  cumplir- 
los todos  ; pero  si  omitiese  celebrar  alguno  de 
ellos,  no  por  eso  dejarán  de  ser  válidos  los  otros 
y obligar  al  mandatario,  á no  sor  en  el  caso  de 
que  este  hubiese  tenido  el  propósito,  cuando 
otorgó  el  .mandato,  de  no  consentir  su  cumpli- 
miento á medias,  como  si  diese  .el  encargo-  de 
comprar  doa  cosas, do  tal  manera  qy¿'  ‘adquirie.- 
ra  la  una  por  razón  de  la  otra  para  que  so  com- 
pleten, ó por  otra  causa  cualquiera  hubiese  sido 
aquella  la  intención  del  mandante.  Lo  cual  está 
sometido  á justificación,  bien  que,  en.  sentir  , dé 
los  autores,  esta  justificación  no  ha  dé’  ser  otra 
que  los  términos  en  que  se  confirió  el  man- 
dato. 

Si  el  mandante  hiciese  cosa  distinta  de  aque- 
lla que  se  le  confió,  no  valdrá,  á no  ser  ratifica- 
da por  el  mandatario,  áun  cuando  le  fuese  más 
ventajosa.  . * ' '<•” 

. Téngase  presente  que  el  mandato  ’ os ' cierto 
aun  cuando  no  se  hubiere  fija'dó  p'r'écio,  eh'.'cüyé 
caso  el  mandatario  no  deberá  pagar  más  de  íp 
justo.  : ■ :i;  ' ' /'  ‘ ! '5; 

Cuandp  el  negocio  ¿ncb.méndádo  adtnaháata- 
rip  fuóro  susceptible';  dé  cliVélrsos 'procedimien- 
tos y no  se  hubiese  ' designado ' átam'áá\datálriq 
cuál  haya  de  seguir,’ podrá  éste  optái*  por  el  !qujé 
juzgué  y entiénda  qué  és  mSá‘ ' ftrócé'cfén tei  :T,‘“ 
Por  ultimó,  el  mahdatariá  esjVésponsable  det 
no  cumplimiento  del  'máh'dáfo^'' Víél ' cumplid 
riiíento  desacertado  e¿¡  qué  resulté  daño- por  Su 
culpa.  • ‘ ' • 

j Dé  las  oblighcioqés  qju,o  pesáh  sobró  el  man- 

■ l'-.lO  i- 'i  -.*?  .*-{  ! ■’  : : • ■*'  v , y, 
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datario  una  vez  terminada  su  comisión  ó man- 
dato, nos  ocuparemos  en  uno  de  los  artículos  si- 
guientes. 

Para  terminar  este  comentario,  vamos  á decir 
dos  palabras  sobre  una  ley  recopilada,  que 
erróneamente  se  ha  creído  por  algunos  auto- 
res (1)  aplicable  al  mandato. 

En  efecto, la  Icyl.*,  tít. XII,  lib.  X,  Nov.  Rec., 
dice:  «Todo  hombre  que  os  cabezalero  ó guarda 
de  huérfanos,  ó otro  hombre  ó mujer  cualquier 
que  sea,  no  pueda  ni  deba  comprar  ninguna  cosa 
de  sus  bienes  de  aquel  ó aquellos  que  adminis- 
trasen, y si  la  comprase  pública  ó secretamente 
pudiéndose  probar  que  asi  fué  fecha,  no  vala, 
y sea  destecha,  y...»  Esta  disposición  se  ha 
juzgado  aplicable  al  mandatario  y á toda  clase 
de  administrador,  aun  cuando  no  fueren  le- 
gales: mas  por  sentencia  del  Tribunal  Supremo 
de  18  de  Diciembre  de  18GG  se  ha  declarado  que 
«la  protección  que  las  leyes  dispensan  á los 
incapaces  é incapacitados  para  administrar  sus 
bienes,  no  es  aplicable  á los  que  están  en  el  ple- 
no goce  y ejercicio  de  sus  derechos  civiles,  y 
por  tanto  las  disposiciones  de  la  ley  1.a,  títu- 
lo XII,  lib.  X,  Nov.  Rec.,  no  se  refieren  ni 
pueden  comprender  á otras  personas  que  no 
sean  los  administradores  legales;  pues  no  sien- 
do asi,  resultaría  la  prohibición  general  y abso- 
luta de  que  un  administrador  pudiera  comprar 
toda  clase  de  bienes  de  su  principal  ó comiten- 
te, y áun  la  de  que  los  mismos  dueños  de  bienes 
administrados  pudieran  venderlos.» 

Artículo  1663. — El  mandatario  que  al  ren- 
dir cuentas  lo  hiciere  engañosamente  deberá 
restituir  las. cantidades  que  hubiere  ocultado, 
con  más  los  daños  y menoscabos  que  se  ori- 
ginaren al  mandante,  aunque  éste  hubiese 
aprobado  las . cuentas  y renunciado  á toda 
acción  que  pudiese  tener  por  razón  de  las 
mismas. 

Esta  regla  es  aplicable  á todos  los  nego- 
cios en  que  una  persona  baya  de  rendir 
cuentas  á otra. 

ORÍGENES 

Ley  30,  tít.  XI,  Partida  5.a 


(1)  Loa  Brea.  La  Serna  y Montalvan,  en  sus 
Mementos  de  derecho  civil  y penal. 

TUMO  u 


JURISPRUDENCIA 

El  mandatario  está  obligado  á dar  cuentas 
del  manejo  ó administración  de  bienes  ajenos 
que  ha  tenido  á su  cargo,  y en  su  caso  deben 
hacerlo  los  herederos,  á quienes  trasmiten  la 
obligación  (Sent.  2 Noviembre  1871). 

COMENTARIO 

Terminado  el  mandato  y cumplidas  por  el 
mandatario  todas  las  obligaciones  que  llova 
consigo  la  comisión  que  aceptó,  nacen  nuevas 
obligaciones,  ó mejor  dicho  una  de  verdadera 
importancia,  cual  es  la  de  rendir  cuentas  al 
mandante.  Esta  cuenta  ha  de  ser  verdadera  y 
leal  de  tal  manera,  que  si  «encubre  alguna  cosa 
engañosamente  ó fizo  otro  engaño  contra  aque- 
llos que  han  parte  en  aquella  cosa...  pueden 
demandar  los  dueños  que  les  mejore  aquel  en- 
gaño que  les  fizo,  con  todos  los  daños  ó los  me- 
noscabos que  les  vinieren  por  razón  dél.» 

Es  de  advertir  que  la  aprobación  de  las  cuen- 
tas no  privan  al  mandante  de  la  facultad  de  re- 
clamar contra  ellas  si  se  hubieren  dado  malicio- 
samente, encubriendo  algún  fraude  ó engaño; 
por  eso  dice  la  ley:  «maguer  el  señor  faga  pa- 
gado dól  por  razón  de  aquella  cuenta,  ó le  dé 
carta  de  pagamiento,  é le  prometa  que  de  allí 
adelante  non  le  demande  ninguna  cosa  por  ra- 
zón de  aquello  que  tuvo  dél;  tal  pleito  nin  tal 
promisión  non  vale  cuanto  en  aquello  que  en- 
cubrió; como  quier  que  vale  en  todas  las  otras 
cosas,  de  que  dió  verdadera  cuenta.» 

Artículo  1664. —El  mandatario  puede  co- 
meter su  encargo  á una  tercera  persona; 
pero  queda  responsable  de  los  daños  que 
ésta  ocasione  al  mandante. 

ORÍGENES  ' 

Ley  19,  tít.  V,  Partida  3.a 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  en  parte  con:  Art.  1 99-1,  Cód.  F ran 
cia. — 1748  Italia.— 1840  Holanda.— 1010  Aus- 
tria.—37,  tít.  XIII,  parte  1.a,  Prusia.— 1342  Por- 
tugal.—2978  Luisiana.— 2005  Bolivia.  — 1475 
Yaud.— 1752  Valais.— 1014  Neufchatel.— 1077 
Tesino.— Ley  21,  tít-  V,  lib.  III,  Digesto.— Ley 
8.a,  tít.  I,  lib.  XVI,  Digeslo. 


CÓDIGO  CIVIL  DB  ESPAÑA 


• > i 5 


.mniípnmtENCiA 

8 i las  facultados  concedidas  en  el  mandato 
son  personalisimas,  el  mandatario  no  puede 
trasmitirlas  á otras  porsonas  con  quienes  cele- 
bre sociedad  ó compañía  ¡Scnt.  30  Marzo  1868). 

COMENTARIO 

Los  procuradores  para  pleitos  no  pueden  nom-  I 
brar  sustituto  á menos  de  estar  expresamente 
facultados  para  ello;  mas  los  o iros  (mandatarios)  i 
que  son  fecho*  pura  reeabdar  d [uzee  cosas  fue - i 
r.i  dejuyeio,  estos  todos  bien  pueden  dar  otros  i 
/ Vrsoürros  en  su  /upar,  cada  que  quisieren  é ¡ 
valdrá  lo  que  fuere-  fecho  con  ellos , también  i 
como  st  lo  ¡i: toasen  con  aquellos  que  los  pusie- 
ron en  au  luqar. 

Véase,  no  obstante,  lo  resuelto  por  jurispru- 
dencia. 

La  sustitución  lleva  consigo  que  el  mandata- 
rio adquiero  la  responsabilidad  consiguiente 
por  1+s  actos  que  el  nombrado  por  él  ejecute. 
««l*ero  si  estos  íi/.iessen  alguna  cusa  á daño  del 
señor,  estonce  los  primeros  Personcros  que  ¡os 


cogieron  ó los  pusioron  on  sus  logares  son  to- 
nudos do  se  parar  á ello.» 

Artículo  1G05. — Es  válida  la  venta  cele- 
brada por  el  mandatario  que  recibió  comi- 
sión para  ello,  si  se  perfeccionó  ántes  do 
tener . conocimiento  de  la  revocación  del 
mandato. 

OH  I GEN ES 

Ley  5 1 , tit.  V,  Partida  5.;’ 

COMENTARIO 

La  revocación  del  mandato  no  anuíalos  ac- 
tos verdiondos  por  oí  mandatario  ántes  de  tener 
noticia  do  la  revocación;  por  eso,  aun  cuando 
refiriéndose  sólo  á ia  compra-venta,  dico  la  ley 
que  os  válido  ol  contrato  de  compra-venta  cele- 
brado por  el  mandatario,  ¿si  on  la  personería  lo 
fuosse  otorgado  do  la  vender  ó la  vondiesse  en 
ante  que  sopiesso  que  el  señor  do  la  cosa  la  que- 
ría vender  á otro.» 


CAPITULO  ni 

HE  LAS  OBLIGACIONES  1U0L  MANDANTE 


Artículo  UW. — El  mandante  debe  cum- 
plir todas  las  obligaciones  contraídas  por  el 
manda tariu  dentro  de  los  límites  del  man- 
dato (a). 

En  lo  que.  el  mandatario  se  haya  exce- 
dido, no  queda  obligado  el  mandante  sino 
cuando  lo  ratifica  (h), 

ORIGENES 

(а)  Leyes  20  y 22,  tít.  XII,  Partida  5.a 

(б)  1 logia  10,  tit.  XXXIY,  Partida  7.:* 

CONCORDANCIAS 

('encuerda  con:  Art.  i JOS , Oód.  Francia. — 
1752  Italia. — 1315  Portugal. — I8íi  Holanda.— 


7.",  cap.  IX.lib.  IV,  Haviera.—  85,  tit.  XIII,  li- 
bro I,  Prusia. — 1016,  Austria.— -IÍ80  Vaud. — 
1610  Xeufchalel. — 2090  Luisiana.— Leyes  10  y 
60  de  repulís  juris. — Ley  56,  til.  llf,lib.  XLVI, 
Digesto.— Ley  15,  tit.  T,  lib.  XVII,  Digesto. 

JURISPRUDENCIA 

Las  órdenes  ó instrucciones  privadas  entre 
mandante  y mandatario  sólo  son  obligatorias 
para  éstos,  sin  que  los  efectos  do  ellas  puedan 
ser  trascendentales  á un  tercero  ni  causarlo  per- 
juicio (Sent.  18  Noviembre  1S61). 

El  contrato  celebrado  por  un  apoderado  no 
puede  obligar  al  poderdante,  cuando  so  celebra 
con  extrulimitacion  de  las  facultades  que  ésto 
dió  (Sont.  25  Febrero  1865). 


DEL  MANDATO 


Las  doctrinas  legales  de  que  el  mandatario,  ' 
gerente  ó representante  de  una  sociedad  no  se 
obliga  personalmente  en  los  contratos  que  cele- 
bra, sinó  que  obliga  al  mandante  ó á la  so- 
ciedad en  cuya  representación  ha  contratado,  v 
de  que  el  que  se  subroga  en  lugar  de  otro  hace 
suyos  todos  sus  derechos  y obligaciones,  supo- 
nen siempre  como  indispensable  que  conste  el 
hecho  de  la  existencia  del  mandato  ó constitu- 
ción legal  de  la  sociedad,  ó la  del  nuevo- con- 
trato de  subrogación  (Sent.  18  Enero  18GG). 

Cuando  el  mandatario  no  se  excede  de  la  au- 
torización que  se  le  concedió,  no  es  aplicable 
el  principio  jurídico  de  que  no  vale  lo  que  hace 
el  mandatario  excediéndose  del  mandato  (Sen- 
tencia 10  Marzo  Í869). 

comentario 

w 

El  mandatario  no  contrata  á nombre  propio,  I 
sinó  en  nombre  de  su  mandante;  por  oso  el  úni- 
co que  queda  obligado  es  éste,  á no  ser  que 
aquél  se  hubiere  extralimitado  en  las  faculta- 
des que  se  le  otorgaron. 

El  mandante,  pues,  deberá  cumplir  el  contra- 
to que  en  su  nombre  se  celebró,  ca. pues  su.  Ma- 
yordomo ó Persanero  por  su  mandado  dé!  los 
rescibe , temido  es  como  si  él  mismo  los  resci- 
biesse. 

En  otra  ley,  también  de  Partida,  se  añade: 
«finca  obligado  el  mandador  á aquel  que  recibe 
el  mandado. » 

Después  de  lo  que  dejamos  dicho  al  hablar 
de  las  obligaciones  que  pesan  sobre  el  manda- 
tario, nada  hemos  de  añadir  sobre  el  valor  de 
los  actos  verificados  por  éste. 

Sí  el  mandatario  se  hubiere  excedido  de  su 
cometido,  su  gestión,  como  observa  oportuna- 
mente Escriche,  no  es  ya  gestión  de  mandato, 
y por  consiguiente  el  mandante  puede  negarse 
á reconocerla. 

Si  la  ratificase,  quedaría  obligado  á su  cum- 
plimiento, porque  «quien  há  por  firme  la  cosa 
que  es  fecha  en  su  nome,  vale  tanto  como  si  la 
él  ouiesse  mandado  fazer  de  primero.» 

Artículo  1667. — Si  el  mandatario  hubiere 
hecho  gastos  en  el  cumplimiento  del  man- 
dato, debe  reembolsárselos  el  mandante. 

ORÍGENES 

Leyes  20,  2Í  y 22,  tít.  XII,  Partida  5.* 


CONCORDANCIAS 

Concuerda  en  parte  con:  Arls.  1999,  Código 
Francia.— 1344  Portugal.— 1753  Italia.— 101  í 
Austria.— 0.“,  cap.  IX,  lib.  TV,  Baviera.— 1845 
Holanda. — 70,  tít.  XIB,  parte  1 . * , Prusia. — 299t 
Luisiana. — 2010  Bolivia. — 1181  Vaud.—  17í>7 
Valais. — 1G20  Ncufchatcl. — Leyes  27  y fifi,  tít.  I. 
lib.  XVII,  Digeste. — Ley  Id,  tít.  XXXV,  li- 
bro TV,  Código  Romano. 


mRispnnnnNni.4 

Cuando  con  arreglo  al  contrato  de  comisión 
ó mandato,  una  cantidad  determinada  devenga 
interes,  es  igualmente  de  abono  el  importe  de 
los  cambios,  recambios,  comisión  y gastos  de 
letras  no  satisfechas  por  el  mandante  y pagadas 
por  el  mandatario  (Sent.  18  Junio  1857). 

Es  arreglada  á ley  la  sentencia  en  que,  con- 
denando al  mandante  á pagar  al  mandatario 
los  gastos  hechos  con  ocasión  del  mandato,  se 
hace  la  deducción  de  un  error  de  cuenta  ale- 
gado oportunamente  por.aquél,  y el  cual  no  re- 
sulta rectificado  en  el  curso  del  litigio,  sin  que 
con  dicha  sentencia  se  infrinja  ¡a  doctrina  de 
jurisprudencia  de  que,  quien  es  causa  de  la 
causa,  lo  es  también  délo  causado  (Seat.  3 Fe- 
brero 1860). 

Es  contrario  á la  doctrina  legal,  fundada  en  la 
ley  20,  tít.  XII,  Partida  5.a.  la  cual  circunscri- 
be el  derecho  del  mandatario  á reintegrarse  de 
los  pagos  y expensas  que  hubiere  tenido  que 
hacer  en  cumplimiento  del  mandato,  el  fallo 
en  que  se  condena  al  mandante  al  pago  de  los 
servicios  prestados  por  el  mandatario,  cuando 
no  se  estipuló  expresamente  su  retribución 
(Sent.  23  Octubre  1860]. 

Sent.  15  Octubre  1860. 

Con  arreglo  á la  ley  20,  tít.  XIT,  Partida  5.u, 
el  decreto  del  mandatario  se  circunscribe  á 
reintegrarse  de  los  gastos  que  hubiere  tenido 
■que  hacer  para  el  cumplimiento  del  mandato 
(Sent.  2 Junio  1870). 

Si  bien  es  cierto  que,  según  las  leyes  20,  ?í  y 
25,  tít.  XII,  Partida  5.a  y la  doctrina  del  Tri- 
bunal Supremo,  el  que  manda  hacer  á otro  una 
cosa  en  pro  de  sí  mismo,  si  aquel  á quien  .a 
manda,  acepta  el  mandamiento , tonudo  es  de 
cumplirlo;  y si  para  ello  pagare  ó desprendiese 
alguna  cosa,  obligado  se  halla  á su  vez  do  pa- 
gársela á aquel  por  cuyo  mandato  lo  hizo,  cierto 
es  igualmente  que  estas  disposiciones  legales 
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presuponen,  que  sea  una  verdad  y se  pruebe 
que  el  que  recibió  tal  mandato  ha  hecho  preci- 
samente para  cumplirle  los  gastos  y despensas, 
que  pretendo  se  le  pague  por  el  mandante  (Sen- 
tencias 19  Enero  1875  y 21  Junio  1875]. 

COMENTARIO 

El  mandante  dehe  satisfacer  al  mandatario 
los  adelantos  y gastos  que  éste  hubiere  hecho 
por  razón  del  mandato. 

Para  ello  señalan  los  autores  diversas  condi- 
ciones, son  á saber: 

Primera.  Que  los  gastos  se  hayan  hecho  de 
buena  fe  y por  necesidad. 

Segunda.  Que  el  desembolso  haya  tenido 
lugar  por  causa  del  mandato. 

Tercera.  Que  no  haya  causado  gastos  inne- 
cesarios por  su  culpa. 

El  proyecto  de  Código  dispone  que  la  indem- 
nización alcance,  no  sólo  álos  gastos,  sinó  tam- 
bién á las  pérdidas  que  haya  podido  sufrir  el 
mandatario  siempre  que  no  haya  mediado  cul- 
pa ó imprudencia  de  éste.  Nuestro  derecho,  aun 
cuando  no  tan  terminante,  no  excluye  la  indem- 
nización de  estos  perjuicios,  antes  al  contrario, 
todos  los  autores  la  admiten  como  cosa  cor- 
riente. 

Rogron  pone  el  siguiente  ejemplo:  «Si  ha- 
biendo comprado  yo  para  vos  un  toro,  que  me 
habíais  designado,  rompe  él  las  cuerdas  con 
que  se  hallaba  atado  y mata  á mi  caballo,  de- 
béis indemnizarme:  mas  para  esto  es  necesario 
que  no  haya  habido  imprudencia  alguna  de  mi 
parte,  por  ejemplo,  si  puso  al  toro  en  el  mismo 
establo  del  caballo,  ó si  no  le  até  con  la  suficien- 
te seguridad. » 

Por  último,  el  mandante  no  puede  excusarse 
de  satisfacer  los  gastos  y desembolsos  hechos 
por  el  mandatario,  aunque  el  asunto  ó negocio 
que  le  encomendare  hubiese  producido  mal 
resultado,  ó se  hubiere  terminado  con  desgra- 
ciado éxito,  lo  mismo  que  si  el  negocio  no  se 
hubiere  terminado  por  revocación  del  mandato 
ó porque  el  mandatario  no  hubiere  podido 
acabarlo. 

Artículo  1608. — Cuando  el  mandato  fuere 
en  utilidad  tan  sólo  del  mandatario,  se  con- 
siderará corno  un  consejo,  y únicamente 
será  responsable  el  mandante  de  los  daños 


que  por  su  engaño  ó malicia  se  ocasionen  al 
mandatario. 

ORÍGENES 

Ley  23,  lít.  XII,  Partida  5.a 

COMENTARIO 

Por  regla  general,  el  que  da  un  consejo  no 
es  responsable  de  los  daños  y perjuicios  que 
puedan  sobrevenir  al  que  lo  siguió.  Ninguno 
non  es  obligado  á otro  del  consejo  que  le  dió, 
maguer  le  ende  viniesse  daño. 

A esta  regla  general  ha  señalado  la  misma 
ley  alguna  excepción,  tal  como  si  hubo  engaño 
al  dar  el  consejo,  ó si  procedió  con  malicia. 

Los  autores  suelen  señalar  otras  excepciones, 
como  si  el  consejo  fuese  de  tal  peso  que  sin  éi 
no  se  hubiere  llevado  á cabo  el  acto,  ó se  le  dió 
con  tal  insistencia  que  pareciera,  como  dice  Gu- 
tiérrez, más  que  un  consejo,  una  recomen- 
dación. 

La  presente  ley  únicamente  hace  responsable 
al  consejero  por  su  engaño  ó malicia.  En  todo 
caso,  el  impropiamente  llamado  mandatario 
debe  catar  si  es  á su  pro  ó non,  pues  ninguno 
nones  ¿emulo'  por  premia  de  tornar  consejo 
que  otro  le  da,  si  non  quisiere. 

Las  leyes  de  Partida  no  determinan  los  modos 
y casos  en  que  puede  acabarse  el  mandato.  Los 
autores,  sin  embargo,  siguiendo  lo  dispuesto 
para  los  procuradores  judiciales,  señalan  diver- 
sos medios  de  terminarse  este  contrato.  Pode- 
mos reducirlos  á los  siguientes: 

1. °  Cumplimiento  del  mandato. 

2. n  8u  revocación  expresa  ó tácita. 

3. °  Renuncia  del  mandatario  con  justa  causa. 

4. °  Muerte  del  mandante  ó mandatario. 

5. °  Quiebra  del  mandante  ó del  mandatario. 

6. °  Imposibilidad  física  ó moral  del  manda- 
tario. 

7. °  Pérdida  por  el  mandante  de  la  facultad 
de  administrar  sus  bienes. 

Para  dar  por  terminada  esta  materia,  añadi- 
remos únicamente  que  hay  otra  clase  do  man- 
dato, llamado  judicial,  y que  tiene  por  objeto  el 
desempeño  y gestión  de  asuntos  puramente  ju- 
diciales. Las  reglas  á que  está  sujeto,  así  como 
los  derechos  y deberes  de  los  procuradores, 
pertenecen  de  lleno  á las  leyes  de  procedi- 
mientos. 


TITULO  XIV 


DEL  PRÉSTAMO 


CAPÍTULO  PRIMERO 

DISPOSICION  GENERAL 


Artículo  1009. — Préstamo  es  un  contrato 
por  el  cual  una  de  las  partes  entrega  á la 
otra  alguna  cosa  de  las  no  tangibles,  para 
que  use  de  ella  gratuitamente  y se  la  devuel- 
va en  un  tiempo  determinado,  ó bien  da  di- 
nero ú otra  cosa  de  las  fungibles,  con  la 
condición  de  volver  otro  tanto  de  la  misma 
especie  y calidad. 

En  el  primer  caso  se  llama  comodato,  en 
el  segundo  recibe  el  nombre  de  mutuo. 

ORÍ  CENES 

Ley  1.a,  tít.  T,  Partida  5.a 

Ley  1.a,  tít.  II,  Partida  5.a 

Ley  1 tít.  XVI,  Iib.  IIÍ,  Fuero  Real. 

CONCORDANCIAS 

Véanse  los  arts.  1874,  1875,  1876  y 1892, 
Cód.  Francia. — 1207  y 1208  Portugal. — 1805, 
1806  y 1819  Italia. — 979  y 983  Austria. — 1358, 
1359,  1360  y 1376  Vaud. — 2862  y siguientes 
Luisiana. 

JURISPRUDENCIA 

Cuando  á cada  una  de  las  cantidades  entre- 
gadas sigue  la  expedición  del  correspondiente 
recibo,  no  puede  considerarse  como  una  cosa 


dada  por  piedad  ó consideración,  sino  como  una 
verdadera  anticipación  ó préstamo  (¡Sent.  29 
Mayo  1857). 

No  puede  decirse  que  la  Sala  desconoce  la 
naturaleza  de  .un  contrato,  sino  que  hubo  Calta 
de  expresión  en  sn  nomenclatura,  cuando  al  ca- 
racterizar un  préstamo  de  contrato  consensual, 
se  refiere  al  pacto  verbal  que  medió  entre  el 
tomador  y el  prestamista,  por  el  cual  éste,  como 
medio  de  entrega  de  la  cantidad  prestada,  en- 
dosó á aquél  un  pagaré  que  había. de  abonar 
un  tercero,  pues  al  hacerse  efectivo  dicho  pa- 
garé fue  cuando  tuvo  efecto  el  contrato  do 
préstamo  y nació  la  acción  de  mutuo  [Scnl.  5 
Febrero  1866). 

COMENTARIO 

Los  romanos  distinguieron  una  clase  espe- 
cial de  contratos,  á los  que  llamaron  reales, 
porque  no  se  entendían  perfectos  sino  medían- 
te la  material  entrega  de  la  cosa  sobre  que  ver- 
saban. A esta  clase  pertenece  el  contrato  de 
1 préstamo.  Ahora  bien:  después  de  ¡a  ley  reco- 
pilada, que  declaró  obligatorias  todas  las  con- 
venciones que  se  celebrasen  entre  particulares, 
cualquiera  que  fuere  la  forma  en  que  se  hayan 
otorgado,  mediare  ó no  entregando  presente, 
con  tal.  que  resultare  evidenciada  la  voluntad  ó 
intención  de  obligarse  las  partes,  resulta  quo 
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esta  convención  os  válida,  y por  tanto  que  aquel 
á quien  se  prometió  hacer  un  préstamo  tendrá 
acción  para  reclamar  que  se  haga  efectivo  y 
que  se  le  entregue  la  cosa  prometida;  pero  el 
verdadero  préstamo  no  se  entenderá  constitui- 
do sinó  mediante  la  entrega  misma  de  la  cosa 
que  se  ofreció,  y hasta  entonces  no  nacerán  los 
derechos  y obligaciones  á que  da  lugar  el  con- 
trato de  que  nos  ocupamos. 


El  contrato  de  préstamo  es  de  dos  clases: 

mutuo  y comodato.  • 

El  primero  consiste  en  la  entrega  de  dinero 
ú otras  cosas  fungibles. 

El  segundo  se  constituye  por  la  entrega  de 
una  cosa  no  -fungiblé. 

El  comodato  es  un  contrato  gratuito.  En  el 
mutuo  pueden  prestarse  intereses,  como  vere- 
mos oportunamente . 


CAPÍTULO  II 

DEL  MUTUO 


Articulo  1070 —El  que  recibe  en  préstamo 
dinero  ú otras  cosas  fungibles  adquiere  su 
propiedad  y sufre  la  pérdida  ó menoscabo 
que  experimenten. 

OH  ¡GENES 

Leyes  1.a,  2.a,  8.a  y 10,  tít.  T,  Partida  5.1 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  con:  Arte.  1 802  y 1803,  Cód.  Fran- 
cia.— 1820  Ttalia. — 1523  Portugal. — 1792  Ho- 
landa.— 2882  Luisiana. — 1904  Bolivia. — 1515 
Neufchalel 1377  Vaud.— 983  Austria.— 3.°, 
cap.  TI,  lib.  TV,  Bavicra. — Ley  2.3,  tít.  T,  li- 
bro XII,  Digesto. 

JURISPRUDENCIA 

Según  lo  dispuesto  en  la  ley  10,  tít.  I,  Parti- 
da 5.*,  el  que  no  entrega  la  cosa  prestada  á la 
sazón  que.debia,  está  obligado  á pechar  los  da- 
ños y menoscabos  que  recibió  el  dueño  en  de- 
mandar la  cosa  que  prestó  (Sent.  29  Abril  1868). 

COMENTARIO 

Consideraron  los  jurisconsultos  romanos  dos 
clases  de  contratos,  unos  onerosos,  otros  de 
beneficencia.  Entre  estos  últimos,  cuyo  funda- 
mento está  en  la  piedad,  se  baila  el  mutuo.  Era, 
pues,  ésto  un  contrato  de  gracia,  de  confrater- 


nidad y de  mutuo  auxilio  entre  los  hombres. 
Por  desgracia,  se  ha  llegado  al  abuso  en  esta 
materia,  y este  contrato,  en  vez  de  llevar  ol  so- 
corro á la  miseria,  ha  sido  el  medio  más  eficaz 
de  explotarla. 

El  mutuo  por  su  naturaleza  es  gratuito:  mas 
esto  no  es  de  esencia  en  el  mismo;  así  es  que 
en  mayor  ó menor  cantidad  hase  consentido, 
siempre  que  se  pacte  un  interes  ó precio  del 
servicio  prestado. 

Hase  discutido  por  algunos  si  en  el  contrato 
de  mutuo  se  trastería  al  mutuatario  la  propie- 
dad de  la  cosa  prestada,  ó solamente  su  uso. 

Con  arreglo  á nuestra  ley  escrita,  la  cuestión 
carece  en  absoluto  da  importancia,  porque  la  ley 
de  Partidas  expresa  terminantemente:  Otrosí 
dezimos  que  luego  que  es  passada  la  cosa  ú 
poder  de  aquel  á quien  es  prestada,  puede  fa- 
cer delia  lo  que  quisiese,  bien  assi  como  de  lo 
suyo. 

Consecuencia  de  este  principio  es:  primero, 
que  el  mutuatario  sufre  el  daño  que  experi- 
mente la  cosa  prestada,  por  el  conocido  princi- 
pio de  que  las  cosas  se  empeoran  y pierden 
para  su  dueño.  Segundo,  que  el  mutuatario  no 
presta  ninguna  culpa,  pues  nadie  la  presta  en 
cosas  propias. 

La  primera  de  cetas  reglas  se  consigna  en  la 
ley  con  estas  palabras:  «Tal  fuerza  ha  el  prés- 
tamo que  los  omes  fazen  vnos  á otros  de  las 
cosas  que  se  pueden  contar,  pesar  ó medir,  que 
luego  que  pasa  la  cosa  á poder  de  aquel  á 


del  Préstamo 


quien  le  fue  prestada,  quo  maguer  la  quemo  ' 
fuego  ó la  leueagua,  ó la  furten  ladrones,  ó la 
pierdan,  ó la  pierda  por  otra  manera  qualquier, 
por  do  aquel  se  pierde  que  la  rescibo  prestada, 
ó non  por  el  otro  que  la  prestó.» 

El  mutuatario  no  presta  culpa  de  ninguna 
clase,  lo  cual  so  apercibe  con  sólo  tener  pre-  ' 
sentó  que  su  Obligación  consisto  en  devol- 
ver otro  tanto  como  le  fue  prestado,  con  tal 
que  sea  de  la  misma  calidad:  «tonudo  es  de  , 
dar  á aquel  que  gela  prestó,  otra  tanta,  ó tal,  I 
c tan  buena  como  aquella  que  lo  prestó,  ma- 
guer ninguna  do  estas  cosas  non  dixesse  seña- 
ladamente el  que  la  emprestasse.» 

H'emos  dicho  que  el  préstamo  mutuo  ha  do 
consistir  precisamente  en  dinero  ú otras  cosas 
quo  sean  fungibles. 

Las  cosas  que  se  consumen  por  el  uso  reci- 
ben el  nombre  de  cosas  fungibles;  pero  es  nece- 
sario hacer  una  distinción.  En  primer  lugar,  el 
uso  de  las  cosas  puede  destruirlas  poco  á poco, 
como  los  muebles  ó los  vostidos,  ó puede  des- 
truirlos de  una  sola  vez,  como  sucedo  con  los 
alimentos'.  Esta  última  clase  de  objetos,  cuya 
destrucción  es  inmediata  al  uso,  son  los  que 
propiamente  reciben  aquella  denominación. 
Mas  entre  estos  objetos  señalan  los  autores 
dos  clases  de  consumo,  que  distinguen  con  los 
nombres  de  consumo  natural  y civil:  en  el  pri- 
mer caso  los  objetos  se  destruyen  realmente: 
en  el  segundo  no  sucede  así,  pero  cambian  de 
formas,  de  aplicación,  ó se  hacen  incapaces  de 
un  uso  diverso,  como  sucede  con  el  dinero  que 
■circula,  ó con  el  papel  que  se  destina  á ser  es- 
crito, Cualquiera  de  estas  cosas  puede  ser 
objeto  de  mutuo. 

Existen  también  otras  cosas  que  pueden  ser 
ó no  ser  fungibles,  y por  consiguiente  objeto 
del  mutuo,  según  el  uso  a que  se  destinen.  Así 
observa  Escricho,  que  no  será  mu  tuo  el  présta- 
mo de  un  caballo,  pero  que  los  animales  se 
convierten  en  cosas  fungibles  cuando  se  desti- 
nan á la  matanza,  y pueden,  por  lo  tanto,  ser  ob-  , 
jeto  de  mutuo.  Así  es  que  un  cortador  puede 
tomar  prestado  de  otro  cortador  ún  carnero 
que  quiere  matar  para  el  abasto  de  un  pueblo, 
con  la  obligación  de  restituir  otro  carnero  de 
la  misma  calidad. 

. i 

Artículo  1071. — El  mutuatario  está  obli- 
gado á devolver  al  acreedor  otro  tanto  de 
la  misma  especio  y calidad,  en  el  tiempo  y 
lugar  que  hubieren  convenido. 


■1Í7 


orígenes 


Ley  tít.  I,  Partida  5.a 


CONCORDANCIAS 

Concuerda  en  parto  con:  Art.  líl!):?," Código 
Francia,— 1810  Italia.— 1507  Portugal .—  I 70! 
Holanda— 653,  part.  1.a,  tít.  XI,  Prusia— 083 
Austria. 


COMENTARIO 

La  obligación  quo  consignamos  en  este  ar- 
tículo queda  explicada  suficientemente  en  el 
anterior. 

El  modo,  forma,  lugar  y tiempo  on  quo  osla 
restitución  haya  de  tener  lugar,  asi  como  todo 
lo  demas  quo  modifique  esta  obligación  del 
mutuatario,  es  objeto  de  los  arlíeulossiguienlos. 


Artículo  1072. — A falta  do  pacto  quo  de- 
termine ol  tiempo  para  la  restitución,  se  de- 
berá hacer  á voluntad  del  prestamista,  siem- 
pre quo  hayan  trascurrido  diez  días  desde 
que  el  préstamo  se  hizo. 

ORÍGENES 

Ley  2.a,  tít.  í,  Partida  57 

Ley  8.%  tít.  I,  Partida  5.a 

Ley  í.a,  tít.  XVI,  üb.  III,  Fuero  ííeal. 


CONCORDANCIAS 


Concuerda  en  parte  con:  Art,  11)00,  Código 
Francia. — 1826  Italia. — 1707  Holanda. — Ley  lí 
de  raj  lilis  j uris. 


JURISPRUDENCIA 

Los  plazos  que  se  conceden  al  deudor  para 
devolver  la  cantidad  quo  recibe  en  mutuo,  c:¡ 
un  derecho  estipulado  á su  favor  para  facilitar- 
le el  cumplimiento  del  contrato,  y por  consi- 
guiente está  autorizado  para  renunciarlo,  devol- 
viendo la  cantidad  que  debo,  sin  que  por  esto 
exista  novación  do  contrato  [Sent.  1 1 Diciem- 
bre 1857). 

Si  se  dejase  á la  voluntad  dcldoudor  interpre- 
tar la  significación  de  la  palabra  «comodidad 
puesta  en  un  documento  do  reconocimiento  de 
un  préstamo  para  la  devolución  on  entregar 
parcialosdc  la  suma  prestada,  podía  creerse  au- 
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tornado  para  no  pagar  la  cantidad  del  présta- 
mo alegando  que  nunca  tenia  comodidad  para 
verificarlo,  burlando  por  este  medio  el  derecho 
del  prestamista  y haciendo  ilusoria  la  obliga- 
ción de  pagar  lo  que  había  prometido  (Sent.  14 
Marzo  1871]. 

El  que  reconoce  por  medio  de  su  firma,  en 
documento  privado,  que  ha  recibido  una  canti- 
dad á préstamo  y ha  prometido  pagarla,  debe 
obligárselo  al  pago,  toda  vez  que  el  que  prome- 
te, aunque  lo  haya  hecho  voluntariamente, 
puede  set-  obligado  á cumplirlo,  según  dispone 
la  ley  13,  tít.  XI,  Partida  5.a,  que  trata  de  las 
promesas  «maguer  no  sean  puesto  en  ellas  dia 
cierto  ó logar,  vale  la  tal  promisión  et  el  juez 
del  logar  deue  asmar  segund  su  albedrío  fasta 
quanto  tiempo  seria  cosa  guisada  poder  cum- 
plir lo  que  prometió»  ¡Sent.  14  Marzo  1871). 

Según  la  ley  8.a,  tít.  I,  Partida  5.:!,  el  que  re- 
cibe alguna  cosa  en  préstamo  está  obligado  á 
pagarla  en  el  día  que  se  hubiese  señalado  en 
el  contrato  (Sent.  16  Enero  1872). 

Fundándose  la  demanda  en  la  obligación 
suscrita  por  el  deudor,  quien  reconoció  judi- 
cialmente su  firma  y en  la  que  después  de  con- 
fesar haber  recibido  del  demandante  una  can- 
tidad se  comprometió  á devolvérsela  á su  sa- 
tisfacción á los  cuatro  años  de  término,  ó en  su 
defecto  á trasmitir  el  dominio  directo  de  las 
fincas  que  designaba,  otorgándole  la  corres- 
pondiente venta;  estando  vencido  el  plazo  y no 
pagada  la  cantidad  expresada,  dicho  deman- 
dante tenía  su  derecho  expedito  para  reclamar- 
la contra  los  herederos  del  deudor.  La  senten- 
cia que  absuelve  á los  demandados  de  tal  de- 
manda infringe  la  mencionada  ley  8.a,  tít-  I, 
Partida  5.*  (Sent.  16  Enero  1872) . 

El  que  recibe  una  cantidad  á condición  de 
devolverla  cuando  so  la  reclame  el  prestamista, 
queda  obligado  al  cumplimiento  de  lo  pactado 
(Sent.  24  Febrero  18721. 

Si  bien  la  ley  8.a,  tít.  I,  Partida  5.a,  dispone 
que  las  cosas  prestadas  se  paguen  el  día  conve- 
nido, esto  so  entiende  cuando  el  deudor  no  tie- 
ne excepción  alguna  quo  oponer  al  cumplimien- 
to del  contrato,  y bajo  tal  concepto  dicha  ley 
contiene  sólo  una  regla  ó precepto  para  evitar 
el  perjuicio  que  podía  seguirse  al  acreedor  si  el 
mutuatario  fuese  árbitro  de  fijar  el  tiempo  de 
pagar;  siendo,  por  consecuencia,  inaplicable  al 
caso  en  que  se  trata  de  la  procedencia  de  una 
excepción  que  la  léy  autoriza,  y en  virtud  de  la 
cual  se  absolvió  de  la  demanda  al  deudor  (Sen- 
tencia 6 Octubre  1874). 


La  ley  13,  tít.  XI,  Partida  5.",  sobre  el  tiem- 
po en  que  debe  ser  cumplida  la  promisión,  y la 
doctrina  del  Tribunal  Supremo,  según  la  q-ue, 
cuando  en  un  contrato  de  mutuo  no  se  hubiera 
fijado  dia  cierto  para  la  devolución  de  la  canti- 
dad entregada, debe  estarse  á lo  establecido 
por  aquella  ley,  de  que  en  los  casos  de  no  ha- 
berse pactado  término  para  el  cumplimiento  de 
una  obligación  de  esta  clase,  el  juez  señalará 
plazo,  según  su  albedrío  y circunstancias  del 
compromiso;  se  cumplen  exactamente,  cuando 
no  teniendo  plazo  la  promisión,  se  señala  el  de 
nueve  días  desde  que  la  sentencia  sea  firme 
(Sent.  18  Diciembre  1877). 

COMENTARIO 

No  era  posible  que  el  legislador  dejase  que 
el  prestatario  devolviera  la  cosa  prestada  en  un 
plazo  indefinido,  cuando  no  hubiere  recaído  pac- 
to acerca  de  este  extremo,  pues  equivaldría  á 
hacer  ilusorio  el  derecho  del  mutuante.  Por 
esta  razón  dispone  que,  si  el  plazo  non  fue  pues- 
to, debegela  dar  á voluntad  del  que  la  prestó, 
diez  dias  después  que  fue  prestada. 

Parece  por  el  texto  de  la  ley  que,  otorgado  el 
mutuo  sin  designación  de  día  en  que  debiera 
hacerse  la  devolución  del  dinero,  tan  luego  co- 
mo sean  trascurridos  diez  días,  ha  de  hacerse  la 
devolución  si  el  mutuante  lo  reclamare.  No  es 
esta,  sin  embargo,  la  interpretación  dada  por  la 
jurisprudencia.  Según  ésta,  á los  diez  días  pue- 
de reclamar  la  devolución  el  prestamista,  y no 
antes,  y una  vez  hecha  la  reclamación,  se  obser- 
vará lo  dispuesto  en  nuestro  artículo  1248  (To- 
mo II,  pág.  42',  ó sea  la  ley  13,  tit.  XI,  Parti- 
da 5.“,  es  decir,  que  el  juez  señalará  segund  su 
albedrío  fasta  q uanto  tiempo  ser  ia  cosa  aguisada 
para  poder  complir  lo  que  prometió  aquel  que 
se  obligó.  E si  entendiere  que  tanto  tiempo  es 
ya  passado  de  que  fizo  la  promisión,  que  la  pu- 
diera a uer  complicla  si  quistes  se,  deuele  apre- 
miar que  la  cumpla  luego  fasta  tiempo  cierto ; 
señalando  vn  dia  cierto  que  el  tuviesse  por  gui- 
sado á que  faga  lo  que  assi  prometió.  (Véase 
la  jurisprudencia  de  este  artículo.) 

Cuando  se  haya  dejado  la  designación  del 
plazo  á la  comodidad  del  mutuario,  so  observa- 
rá lo  declarado  por  la  sentencia  del  Supremo 
Tribunal  de  14  de  Marzo  de  1871,  que  copiamos 
en  su  lugar,  pues  de  otro  modo  podría  el  mu- 
tuatario alegar  que  nunca  tenia  comodidad  para 
efectuar  el  pago,  viniendo  á ser  ilusorio  el  dere- 
cho del  mutuanto. 
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Han  discutido  los  intérpretes  acerca  de  si  ha- 
biéndose prefijado  término  para  la  restitución 
de  lo  prestado,  podrá  el  mutuatario  verificar  an- 
tes de  este  tiempo  la  restitución. 

Dada  la  naturaleza  dol  préstamo,  os  en  nues- 
tro sentir  válida  la  restitución  hecha  antes  de 
cumplido  el  término,  y por  ella  se  liberta  el  mu- 
tuario de  pagar  más  réditos  ó intereses. 

En  algún  caso,  no  obstante,  expresan  los  au- 
tores que  pudo  haberse 'Contraído  el  préstamo 
« en  beneficio  exclusivamente  del  acreedor.  Mas 
esto  sería  desnaturalizar  por  completo  el  con- 
trato, porque  el  mutuo  por  su  naturaleza  es  una 
manera  de  gratis,  otorgada  en  obsequio  y auxi- 
lio del  mutuario.  (Véase  lo  resuelto  por  senten-, 
cía  de  11  de  Diciembre  de  1857.) 

En  cuanto  al  lugar  en  que  deba  hacerse  la 
restitución,  en  el  artículo  precedente  hemos  di- 
cho que  debe  efectuarse  allí  donde  se  hubiere 
convenido.  A falta  de  convenio,  debe  distinguir- 
se si  el  pago  se  hace  á instancia  del  acreedor  ó 
motu  proprio  por  el  deudor.  En  el  primer  caso, 
el  mutuante  deberá  entablar  su  reclamación  en 
el  lu  gar  competente,  con  arreglo  á las  leyes  de 
procedimiento.  En  el  segundo  caso  se  sustentan 
diversas  opiniones.  Voet  dico  que  será  en  el  lu- 
gar mismo  en  que  se  celebró  el  contrate;  mas 
Pothier  distingue  entre  el  préstamo  en  dinero 
y el  préstamo  en  otros  géneros,  optando  por  el 
domicilio  del-deudor  en  el  primer  caso,  y por  el 
lugar  del  contrato  en  el  segundo. 

Artículo  1673. — Cuando  sea  imposible 
restituir  otro  tanto  de  la  misma  especie  y 
calidad  entregará  el  deudor  su  precio  regu- 
lada por  -el  que  tenía  la  cosa  prestada  en  el 
lugar  y tiempo  en  que  deba  hacerse  la  res- 
titución, conforme  á lo  dispuesto  en  ei  ar- 
tículo anterior.  ; ,J-'  ’ 

■■  ■ ' : ORIGENES  ' 

- Ley  8,*,  tít.  I,  Partida  5.a 

...  . -i  • 

-CONCORDANCIAS 

Concuerda  con:  Ley  22,  tít.  I,  lib.  XIIj  Di- 
gesto. 

' ' -»  '-r~  ' 'l  ' ' COMENTARIO' 

. . . ! 

Esta,  lay  hadado-  lugar  á diversas  dudas.  En 
primer  lugái»,  ¿de  qué  clase  d©  imposibilidad  | 
habla  lo  ley?  ¿Será  preciso  que  la  imposibilidad  | 
Tomo  U 


sea  absoluta?  El  Sr.  Gutiérrez,  que  cita  como  de 
su  opinión  á Doneau,  Cujas  y Troplong,  entien- 
de que  no  ha  de  ser  necesaria  una  imposibi- 
lidad absoluta,  bastando  para  los  efectos  de 
esta  ley  que  revista  ciertos  caracteres  de  grave- 
dad, como  si  tuviere  que  procurarse  la  cosa  que 
hubiere  de  restituir,  por  un  precio  ipmenso. 

¿A  qué  tiempo  y lugar  deberá  atenderse  para 
hacer  la  estimación?  Si  acerca  de  este  particular 
hubiere  pacto  expreso,  deberá  cumplirse;  en 
otro  caso  la  regulación  del  precio  se  hará  en  el 
tiempo  y lugar  en  que  hubiera  de  hacerse  la 
restitución  do  la  cosa. 

Artículo  1674. — Iin  loa  préstamos  cons- 
tituidos en  dinero  por  cantidad  determinada, 
estará  obligado  el  deudor  á restituir  igual 
cantidad  numérica  que  recibió,  con  arreglo 
al  valor  legal  de  la  moneda  al  hacerse  ol 
pago. 

En  los  préstamos  que  se  constituyeren  en 
monedas  específicamente  determinadas,  de- 
berá hacerse  el  pago  en  la  misma  especio  de 
monedas,  ú otras  del  mismo  valor,  peso  y 
ley  de  las  que  se  prestaron. 

Lo  dispuesto  en  los  dos  párrafos  anterio- 
res se  entenderá  sin  perjuicio  de  cualesquie- 
ra pactos  en  contrario. 

ORÍGENES 

Ley  18,  tít.  T,  lib.  X,  Nov.  Tlec.  (11142). 

Art.  302,  Oód.  de  Comerció, 

JURISPRUDENCIA 

Nó  siendo,  cuando  §e  trata  de  prestamos  de 
dinero  ó de  otros  valores  equivalentes,  la  espe- 
cie de  la  cosa  prestada  lo  que  propiamente 
constituye  la  materia  ú objeto  del  mutuo,  como 
sucede  en  el  de  las  otras  cosas  fungibles,  sino 
el  valor  numérico  que  la  moneda  ó el  papo!  del 
Estado  representadla  obligación  que  al  mu- 
tuatario corresponde  en  esta  clase  do  contratos 
es  la  de  devolver  la  suma  ó cantidad  numera- 
ria en  ellos  expresada,  cualquiera  que  sea  el 
.aumento  ó depreciación  que  así  dicha  moneda 
como  el  referido  papel  hayan  podido  tener,  a 
no  ser  que  so  hubiese  pactado  lo  contrario 

(SpnL  27  Octubre  1 808). 
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COMENTARIO 

Los  préstamos  en  metálico  se  rigen  por  re- 
glas especiales.  La  ley  18  recopilada,  que  cita- 
mos, no  establece  precisamente  la  misma  doc- 
trina que  este  articulo.  Mas  con  arreglo  al 
articulo  392  del  Código  de  Comercio,  la  cos- 
tumbre admitida  y las  opiniones  de  todos  los 
autores,  esta  es  la  doctrina  y práctica  vigentes. 

En  efecto,  prestada  una  cantidad  de  500  pese- 
tas, lo  que  se  debees  esta  cantidad,  por  más 
que  si  el  préstamo  se  constituyó  en  monedas 
cuyo  valor  fuere  de  20  reales,  se  alterase  des- 
pués su  valor  ó su  ley,  llegando  á valer  21;  in  '■ 
pecunia  non  corpora  quis  cogitat , sed  quan- 
titatetn. 

Mas  cuando  el  préstamo  se  constituyó  en 
monedas  específicamente  determinadas,  se  de- 
muestra la  intención  de  las  partes  de  restituir 
otras  del  mismo  peso,  valor  y ley,  porque  de  no 
ser  ésta  la  intención  de  las  partes,  sería  ocioso  . 
que  hubieren  especificado  la  moneda,  y acaso  '■ 
determinado  su  ley  y demas  condiciones. 

Cuando  el  préstamo  se  constituyera  en  papel 
del  Estado  ú otros  valores  equivalentes,  se  ob-  ■ 
servará  la  misma  regla.  Así,  pues,  constituido 
un  préstamo  en  láminas  por  un  capital  nominal 
determinado,  el  mutuatario  deberá  restituir  el  ; 
mismo  capital  nominal,  cualquiera  que  sea  la 
diferencia  entre  la  cotización  del  tiempo  en 
que  el  préstamo  se  constituyó  y la  del  en  que 
haya  de  efectuarse  el  reembolso;  pues  del 
mismo  modo  que  en  el  préstamo  á metálico  el 
aumento  y pérdida  do  la  moneda  son  de  cargo 
del  mutuatario,  es  de  cargo  del  misino  la  esti- 
ma ó depreciación  de  los  valores  en  que  se  » 
constituyó  el  mutuo. 

En  cuanto  á los  cupones  que  van  unidos  al  ' 
papel  del  Estado,  Gutiérrez  hace  la  siguiente  1 
distinción:  bí  el  préstamo  es  á interes,  el  presta- 
tario deberá  restituir,  no  sólo  el  capital,  sino  la 
renta  devengada  en  el  tiempo  de  su  duración, 
ínteres  que  puede  ser  el  mismo  de  los  cupones 
ó mayor;  pero  si.  fuó  mutuo,  el  prestatario 
habrá  hecho  suya  la  renta,  éste  íué  su  benefi- 
cio; cumplirá  sus  deberes  respecto  al  dueño 
devolviéndole  liso  y neto  el  capital. 

Articulo  1675. — El  mutuatario  está  obliga 
do  á satisfacer  la  póna  pactada  en  el  contrato  i 
si  no  lo  cumplió  exactamente,  ó á satisfacer 
los  daños  y perjuicios  que  su  incumplimien- 
to ocasione  al  mutuante  si  no  se  pactó  pena. 


orígenes 

Ley  10,  tí t.  I,  Partida  5.' 

comentario 

El  precepto  de  la  ley  de  Partida,  que  autori- 
zaba libremente  todo  pacto  que  se  uniere  al 
préstamo  en  que  se  pactare  pena  paía  el  deu- 
dor moroso,  fuó  modificado  por  las  leyes  21  y 22, 
tít.  I,  lib.  X,  Nov.  Rec.,  qué  dieron  la  considera- 
ción de  intereses  á todas  las  prestaciones  que 
se  otorgaren  en  favor  del  acreedor,  y los  sujetó, 
por  lo  tanto,  á la  tasa  legal  del  interes  que  en 
las  mismas  leyes  se  establecía.  La  razón  de  lo 
dispuesto  en  dichas  leyes  es  la  misma  que  da 
Goyena  explicando  el  art.  1651  del  proyecto  dé 
Código,  en  que  so  consigna  idéntica  doctrina: 
«no  debe  ser  permitido  por  medios  indirectos 
ó simulados  más  ni  ménos  que  lo  permitido  por 
los  directos  y leales.)» 

Pero  dictada  la  ley  de  1856,  que  abolió  la  ta- 
sa del  ínteres,  la  ley  de  Partidas  recuperó  todo 
su  valor,  sin  limitácion  ni  traba  de  ninguna  es- 
pecie; así  es  que  la  doctrina  vigente  hoy  es  la 
consignada  en  este  artículo,  advirtiendo  que  la 
graduación  de  la  pena  es  completamente  libré. 

Gregorio  López  dice  que  resultando  la  pena 
exorbitante  en  relación  á la  falta,  aquélla  no 
debería  cumplirse;  Después  de  la  ley  de  1856, 
que  estudiaremos  luégo,  no  nos  parece  sosteni- 
ble  esta  interpretación. 

Y sin  embargo,  es  un  hecho  positivo  que  do 
estas  penas  se  ha  abusado  con  verdadero  es- 
cándalo. Nosotros  hemos  tenido  noticia  de  un 
caso  eú  qiie.se  prestó  la  suma  de  treinta  duros 
á un  ínteres  crecidísimo,  pactándose  ademas  la 
pena  de  veinticinco  duros  por  cada  día  de  los 
que  trascurrieren  sin  hacer  el  pago,  después  de 
vencido  et  breve  término  que  se  estipuló;  el  re- 
sultado fue  que,  finalizado  este  término,  no  pu- 
do el  deudor  satisfacer  toda  la  deuda;  por 
consiguiente  comenzó  á correr  la  pena,  y antes 
de  los  ochenta  días  la  deuda  importaba  más  do 
dos  mil  duros,  sin  contar  con  los  intereses,  que 
orán  cuantiosísimos. 


Artículo  1676.— Guando  el  mutuo  se  hu- 
biere contraído  por  medio  de  apoderado, 
todas  las  obligaciones  y responsabilidades  á 
que  sé  refieren  los  artículos  anteriores  pa- 
sarán sobre  el  mandante. 
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La  misma  responsabilidad  adquiere  el  ¡ 
dueño  de  una  tienda  por  el  préstamo  que 
contrató  la  persona  que  tuviere  al  frente  de  j 
la  misma,  si  obró  con  mandato  do  aquél,  v 
aunque  no  hubiere  mediado  mandato,  si  se 

convirtió  en  su  utilidad. 

' 

ORÍGENES 

'Ley  7.-,  tit.  I,  Partida  5.* 

COMENTARIO 

Lo  prévenido  en  el  primer  párrafo  de  este  ar- 
ticulo es  consecuencia  lógica  de  cuanto  diji-  ; 
mos  en  el  título  de  mandato. 

Ep  cuanto  al  párrafo  segundo,  su  doctrina 
debe  observarse,  sin  perjuicio  de  lo  que  ge  ha- 
lle establecido  ó en  adelante  se  estableciera  en 
las  leyes  mercantiles.  ; 

F 

Artículo  1677. — El  mutuatario  no  estará 
obligado  á restituir  al  mutuante  la  cantidad 
cuya  entrega  conste  únicamente  por  docu- 
mento suscrito  por  aquél,  á no  ser  que  hu-  ' 
biere  renunciado  este  derecho  en  el  mismo  , 
documento,  ó si  el  acreedor  justificase  por 
otro  medio  la  entrega  efectiva  del  dinero. 

En  cumplimiento  de  lo  prevenido  en  el 
párrafo  anterior, el  mutuatario  puede  recia-  \ 
mar  la  devolución  de  aquel  documento,  ó 
excepciouar  que  no  ha  recibido  el  dipero,  j 
salvo  en  uno  y otro  caso  la  prueba  del 
acreedor. 

Las  facultades  conferidas  al  mutuatario  . 
en  este  artículo  prescriben  á los  dos  años. 

ORÍGENES 

Ley  9.*, Aít.  I,  Partida  5.a 

ítmi&PRÜDENCIA 

Lo  dispuesto  en  la  ley  9.*,  tít.  I,  Partida  5.”, 
que  establece  la  excepción  do  non  numerata 
pecunia,  no  puede  referirse  á los  débitos  con- 
signados en  escritura  pública  y en  la  especie  de 
granos  (Sent.  11  Junio  1869). 

La  excepción  non  numerata  pecunia-,  opues- 
ta oportunamente  contra  el  tenedor  de  un  vale, 


impone  á éste  la  obligaeion  de  probar  la  reali- 
dad de  la  entrega  ó préstamo  en  el  mismo  do- 
oumento  consignado  (Sent.  3 Julio  1869). 

Cuando  no  so  opone  en  tiempo  la  excepción 
non  numerata  pecunia , no  son  aplicables  la 
ley  9.  , tít.  I,  Partida  5 ",  ni  la  doctrina  estable- 
cida por  el  Tribunal  Supremo,  referente  al  tér- 
mino, dentro  del  cual  puede  intentarse  dicho 
remedio  [Sent.  9 Octubre  1869). 

Lo  dispuesto  en  la  ley  9.*,  tit.  I,  Partida  5.*, 
respecto  á los  medios  de  que  aquel  que  ouiesse 
otorgado  que  rescÁbiera  alguna  cosa  empresta- 
da se  puede  amparar  si  gela  demandassen,  se 
refiere  exclusivamente  al  caso  en  que  no  1c 
fuese  entregada  (Sent.' 23  Mayo  1867). 

No  se  infringen  las  leyes  1.a  y 7.a,  tít.  XIV, 
lib.  II  del  Digesto,  1.a,  tít.  II,  y 7.a,  tít.  XXVIII , 
lib.  IV  del  Código,  y la  doctrina  del  Tribunal 
Supremo  relativa  á esta  materia,  cuando  la  Sa- 
la sentenciadora  se  ha  conformado  á ellas  al 
apreciar,  en  vista  de  las  alegaciones  y pruebas 
de  las  partes,  que  entre  demandante  y deman- 
dado no  medió  contrato  de  préstamo,  y que  en 
todo  caso,  entablada  por  el  primero,  entre  otras, 
la  acción  del  dinero  no  contado  dentro  del  bie- 
nio legal,  el  acreedor  no  había  justificado  como 
le  competía  la  entrega  del  dinero  que  expresa 
el  pagaré  (Sent.  3 Marzo  1876). 

COMENTARIO 

Hó  aquí  las  palabras  de  la  ley;  «Fluza  é espe- 
ranza facen  Jos  omes  á las  vegadas  unos  á otros 
de  se  emprestar  alguna  cosa;  é aquellos  á quien 
facen  esta  promesa,,  facen  carta  sobre  si,  ante 
que  sean  entregados  de  ella,  otorgando  que  lo 
han  rescibida,  é después acaesce  que  les  facen  de- 
manda sobre  esta  razón:  bien  assi  como  si  les 
oviesen  fecho  el  prestido  verdaderamente.  E 
quando  tal  cosa  como  esta  acaesciese,  dezimos 
que  este  que  fizo  la  carta  sobre  sí,  deue  esto 
querellar  al  rey  ó algunos  de  los  otros  que  juz- 
gasen en  su  logar:  como  aquel  que  le  prometió 
de  prestar  marauedis,  non  gelos  quiso  prestar, 
nin  contar,  nin  dar,  ó dcue  pedir  que  le  mande 
dar  la  carta  que  tiene  sobre  él,  de  los  maraue- 
dis que  le  prometió  de  prestar.  E si  se  callare, 
que  lo  non  muestre  assi,  anta  que  dos  años  pas- 
sen.  después  que  fizo  la  carta,  dende  en  ade- 
lante nen  podría  poner  tal  querella.  E si  gelos 
demandarse  después,  sería  tonudo  d»  darle  los 
ssarauedlS,  bien  assi  como  si  los  ouiese  rescibí- 
do.  E si  ante  que  los  dos  años  se  cumpliesen, 
lo  querellare,  según  que  es  sobredicho,  non  se- 


CÓDIGO  filVlL  DS  BSÍAÍJa 


:s.vj 


ria  tenudo  de  responderlo  por  tal  carta,  nin  d© 
pagarlo  los  marauedls.  Fueras  ende  si  el  otro 
pudiere  prouar  que  le  auía  dado  é contado  los 
maraucdts,  que  le  prometiera  de  prestar;  ó si 
el  debdor  que  auía  otorgado  que  auía  resceuido 
los  marauedis  prestados,  renunciase  á la  defen- 
sión de  la  pecunia  non  contada.  Oa  estonce  non 
se  podría  amparar  por  esta  razón,  si  este  re- 
nunciamiento atal  fuese  escrito  en  la  carta.» 

De  lo  consignado  en  esta -ley  se  deduce: 

1. °  Que  el  que  firmó  haber  recibido  el  dine- 
ro puede,  si  no  lo  recibió,  acudir  á los  Tribu- 
nales, alegándola  no  entrega  del  dinero. 

2. °  Que  si  el  prestamista  reclarha  en  virtud 
de  aquel  recibo,  puede  el  prestatario  alegar  ó 
cxcepcionar  que  no  recibió  el  dinero, 

íl.0  Que  ni  aquella  reclamación  ni  esta  ex- 
cepción pueden  hacerse  si  hubieren  trascurrido 
dos  años  desde  que  el  recibo  se  firmó. 

A.°  Que  tampoco  há  lugar  á la  reclamación 
ni  á la  excepción  si  el  prestatario  renunció  este 
derecho  en  l a carta. 

5."  Que  tampoco  tendrán  lugar  cuando  la 
entrega  del  dinero  conste'por  ante  notario. 

G."  Que  durante  los  dos  años  que  marca  la 
ley,  la  prueba  de  que  verdaderamente  hubo 
entrega  del  dinero  corresponde  al  prestamista,  j 

7.°  Que  pasados  los  dos  años,  ó dentro  de 
ellos  si  se  renunció  á aquel  derecho,  la  prueba  ! 
de  que  no  hubo  entrega  corresponde  al  presta- 
tario. 

Esta  excepción  se  conoce  con  el  nombre  de 
non  numerata  pecunia. 

Artículo  1678. — El  inferes  convencional 
del  capital  en  numerario  dado  en  préstamo, 
no  estará  sujeto  á tasa  de  ninguna  especie. 

ORÍGENES 

Articulo  1.®,  Ley  14  Marzo  1856. 

COMENTARIO 

I 

Larga  y empeñada  ha  sido  la  polémica  soste- 
nida por  las  escuolas  y por  moralistas,  juris- 
consultos y economistas  sobre  la  legitimidad 
del  ínteres  primero,  y sobre  su  extensión  y ta- 
sa despuee.  . ■ " 

_ ¿Quó  eB  ínteres?  ¿Qué  es¡  ia  usura?  Ganar 
flm  causa,  responde  la  -teología  escolástica:  «n 
vicio  reprobado  por  la  ley  natural,  que  con- 
siste en  hacer  fructificar  el  dinero  que  de  suy0 


es  esterilísirfio.  Abí,  pues,  «si  se  prestan  algunos 
dineros  ó Cualquiera  de  las  ott^sicosas  y so  llq+ 
va  algún  interes  por  prestarlo,  lo  más  que,  to, 
vuelve  de. lo  que  se  dió,  ó aquella  demasía:  que 
se  recibió,  es  la  usura  (1) . » . , 

La  ilegitimidad  del  ínteres  se  ha  fundado,  por 
consiguiente,  en  que  el  dinero  es  infructífero, 
idea  errónea  en  que  han  incurrido  los  moralis- 
tas, pero  idea  cuya  falsedad  se  ha  demostrado 
por  las  escuelas  económicas,  haciendo  compren- 
der ó los  que  lo  negaban,  que  él  dinero  es  ni  más 
ni  menos  queunamereaneía,caraóbarata según 
la  situación  del  mercado,  y sujeta,  por  de  conta- 
do^ las  oscilaciones  de  ía  oferta  y de  la  deman- 
da..El  ínteres,  por  lo  tanto,  es  tán  legítimo  como 
la  propiedad  misma. 

Los  moralistas  lo  combaten  porque  descono- 
cen cuál  es  la  verdadera  idea  de  la  riqueza,  y 
toman  como  punto  de  partida  la  esterilidad  del 
dinero:  las  escuelas  socialistas  combaten  de  igual 
modo  el  interes,  porque  niegan  la  propiedad. 

Hubo  que  admitiré!  interes  como  justo,  legí- 
timo y honesto.  Pero  ¿debía  someterse  á tasa? 

Algunos  Códigos  han  optado  por  una  tasa  le- 
gal. Nuestros  legisladores  acabaron  por  escribir 
el  principio  de  libertad  tan  amplio  como  pudie- 
ra apetecerse.  En  efecto,  la  tasa  legal  del  Ínteres 
es,  como  hace  constar  el  Sr.  Golmeiro,  difieul-r 
tosa,  ineficaz  y nociva. 

¿Qué  tipo  habrá  de  tomarse  para  regular  el 
interes?  ¿Puede  el  legislador  sustraer  el  dinero 
á la  ley  del  mercado,  que  pone  precio  á todas 
las  mercaderías? 

La  usura,— dice  el  autor  citado, — no  retro- 
cedió jamas  ante  la  amenaza  de  las  leyes  ni  el 
rigor  de  las  penas.  Nunca  se  prestará  con  igual 
rédito  á las  personas  de  buena  ó mala  fama,  en 
los  tiempos  de  paz  y en  los - de  guerra,  en  los 
días  prósperos  y en  los  adversos.  Cuanto  más 
severa  sea  la  prohibición,  tanto  más  redoblan 
los  hombres  su  astucia  para  burlarla,  y entón- 
ces  se  oculta  el  prestamista,  se  otorgan  escritu- 
ras falsas,  se  simulan  contratos  y se  envuelven 
los  intereses  con  el  principal.  De  esté  modo  so 
consigue  borrar  las  huellas  de  la  usura;  el  juez 
sabe  que  existe,  conoce  al  usurero,  y no  puedo 
castigarle  por  falta  de  pruebas. 

Las  leyes  restrictivas  agravan  el  mal, en  vez 
de  remediarlo.  La  casta  de  usureros  que  expío- 
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tan  impasibles  la  desgracia,  la  miseria  y la  in- 
felicidad ajenas,  casta  -siempre  odiada  porque 
lleva  escrita  en  la„  frente, la  iniquidad  y la  des- 
honra, po  logra  extinguirse  con  la  tasa  ni  cpn 
la  prohibición,  por  absolutas  que  éstas  sean.» 

Montesquieu  ha  dicho  (1);  «que  todos  los 
medios  honrosos  de  dar  y tomar  en  préstamo 
sean  abolidos,  y al  instante  se  restablecerá  una 
espantosa  usura..  Las  leyes  extremadas  en  el 
bien,  hacen  nacer  el  extremo  del  mal.  Entónces 
habrá  de  .pagar  el  mutuatario,  no  sólo  por  el 
préstamo  deí  dinero,  sinó  por  el  peligro  que 
correrá  el  prestamista  de  incurrir  en  las  penas 
de  esta  ley.»  !■" 

«Los  tímidos, — dice  el  Sr.  Colmeiro,-— se  ale- 
jan y abandonan  el  campo  á los  atrevidos,  con  : 
lo  cual  disminuye  la  concurrencia  de  los  que 
ejecutan  esta  industria,  en  perjuicio  dé  los  que 
acuden  á ellos.» 

La  tasa  del  ínteres  fue,  por  lo  mismo,  abolida 
en  1856.  El  escándalo  que  antes  de  esta  fecha 
daban  los  usureros  no  era  pequeño.  La  concur- 
rencia únicamente  podrá  remediar  estos  males, 
que  pbr  desgracia,  aun  en  nuestros  tiempos, 
conservan  uñ  desarrollo  que  verdaderamente 
espanta. 

La  ley  de'  1856  se  halla  en  contradicción  con 
algunas  otras  leyes  del  reino,  referentes  á ma- 
terias diferentes.  Esto  ha  dado  lugar  á la  si- 
guiente cuestión:  la  ley  de  1856,.  ¿debe  inter- 
pretarse por  su'  espíritu,  ó por  su  letra?  ¿Debe 
aplicarse  únicamente  á los  préstamos  para  que 
se  dictó,  ó serán  extensivas  sus  reglas  á cual- 
quiera Otra  clase  de  contratos? 

Hemos  oído  sustentar  opiniones  contradicto- 
rias, más  no  sabemos  que  Ta  jurisprudencia 
haya  resuelto  aún  esta  dificultad. 

Por  nuestra  parte,  hemos  conservado  en  cada 
casó  él  precepto  de  las  leyes  anteriores  á la  que 
comentamos,  como,  por  ejemplo,  al  hablar  del  ( 
censo  corísignativo,  dijimos  que  su  rédito  anual  1 
no  puede  exceder  de  tres,  por  ciento;  al  hablar 
de  los  salarios  dé  jornaleros  y criados,  expusi- 
inos  'que  devéngan  como  intereses  de  mora  el 
seis  y el  tres  por  ciento.  1 

El  pudiéramos  hacer  un  estudio,  fundamental 
de  la  ley  dé  1856,  hallaríamos  que  también  está 
en  opoBiciob  con  las  leyes  que  establecen  la 
rescisión  por  lésion  en  más  de  la  mitad  del 
justo  precio,  púes  síéricío  él  ínteres  respecto  del 
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dinero  lo  que  es  el  precio  respecto  do  las  demas 
cosas  que  se  dan  en  venta  ó en  arrendamiento, 
ó de  otro  modo,  hay  contradicción  en  afirmar 
que  el  justo  precio  de  los  objetos  puede  seña-i 
larse,  y no  puedé  señalarse  el  del  dinero.  Tam- 
bién hay  contradicción  que  sea  válido  lodo  con- 
venio sobre  el  precio  del  dinero,  y no  lo  sea  el 
pacto  sobre  el  precio  de  un  objeto  sinó  median- 
te la  condición  de  no  exceder  on  más  ó en  mo- 
nos de  la  mitad  del  justo  precio. 

Artículo  1670. — Podrá  pactarse  conven- 
cionalmente interes  en  el  simple  préstamo; 
pero  este  pacto  será  nulo  si  no  consta  por 
escrito. 

ORÍGENES 

Art.  2.°,  ley  14  Marzo  1856. 

concordancias 

Concuerda  con:  Arta.  1905  y 1907,  Código 
Francia. — 1804  Holanda. — 1392  Vaud. 

En  Francia,  por  el  decreto  de  3 de  Setiembre 
de  1807  y la  ley  de  19  de  Diciembre  de  1850,  el 
interes  convencional  no  puede  exceder  del  cinco 
por  ciento  en  materia  civil,  y seis  por  ciento  en 
la  comercial.  Existe  la  tasa  del  interes  en  Ru- 
sia, Suecia,  Prusia,  Luisiana,  Austria,  Nueva- 
York,  y en  los  cantonea  de  Valaig,  Basilea,  Lu- 
cerna, Berna,  Friburgo,  Tesino,  etc.,  ote. 

JURISPRUDENCIA 

Sólo  se  deben  intereses  cuando  so  pactan 
expresamente  por  escrito,  según  el  art.  393  del 
Código  do  Comercio;  y según  el  art.  27  de  la 
ley  de  14  de  Marzo  de  1850,  si  requerido  el 
deudor  al  pago  en  cualquiera  de  las  formas  es- 
tablecidas por  el.  derecho,  se  constituyo  en 
mora  (Scnt.  30  Junio  1877). 

Artículo  1680. — Se  reputa  ínteres  toda 
prestación  pactada  en  favor  de  un  acreedor. 


ORÍGENES 

Art.  ü.°f  ley.  14  Marzo  185C. 

.1 1 ■■  'concordancias 

i Concuerda -oon:  Art.'  811,  sec.  1.  , tí t.  XXI, 
parte  1.a,  Gód.  Prusia, 
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COMENTARIO 

En  este  concepto,  toda  cláusula  penal  se  ten- 
drá como  parto  de  intereses,  y por  tanto,  nb  es- 
tará sujeta  á límite  ni  tasa  de  ninguna  especie. 
(Véase  nuestro  art.  1675.) 

Artículo  1681. — Lo  dispuesto  en  los  dos 
artículos  anteriores  es  aplicable  á todo  prés- 
tamo de  cosa  fungible,  cuyo  interes  consis- 
ta en  un  aumento  en  la  misma  especie  que 
ha  de  devolverse. 

Orígenes 

Art.  4.",  ley  14  Marzo  1856. 

Artículo  1682.— El  año  civil  es  la  unidad 
de  tiempo  para  el  cálculo  del  interes  del  ca- 
pital. 

ORÍGENES 

Art.  5.°,  ley  14  Marzo  1856. 

COMENTARIO 

Ademas  de  lo  prevenido  en  este  artículo, 
conviene  tener  presento  lo  que  dispone  el  256 
del  Código  do  Comercio,  que  dice:  «En  todos 
los  cómputos  de  días,  meses  y años,  se  enten- 
derán el  día  de  veinticuatro  horas,  los  meses 
según  están  designados  en  el  Calendario  grego- 
riano, y el  afio  de  trescientos  sesenta  y cinco 
días.» 

Artículo  1683. — El  recibo  del  capital  dado 
por  el  acreedor  sin  reservarse  el  derecho  á 
los  intereses  estipulados,  extingue  la  obliga- 
ción del  deudor  respecto  de  ellos. 

ORÍGENES 

Art.  6.*,  ley  14  Mar/.o  1856. 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  con:  Arta.  1908,  Cód.  Francia. 

1806  Holanda. — -2896  Luisiana. — 843.  sec.  1,*, 
tit.  XXI,  parto  1.*,  Prusia. — 1393  Vaud. — Ley 
45,  tít.  III,  Hb.  XLVI,  Dig'esto.— Ley  49,  tit.  1, 
lib.  XIX,  Digesto,  .> 


• ■.  ./COMENTARIO  , . :.j 

Extinguida  la  obligación  principales  entfétf- 
do  extinguida  asimismo  la  accesoria,  6iérttpí& 
que  de  una  manera  expresa  no  se  haya  bochó 
constar  lo  contrario. 

Artículo  1684. — Durante  el  término  del 
contrato,  los  intereses  vencidos  y no  paga- 
dos no  pueden  devengar  interes.  Trascurri- 
do el  plazo,  r los  líquidos  y no  satisfechos 
podrán  capitalizarse  y estipular  de  nuevo 
réditos  sobre  el  aumento  del  capital,  con  su- 
jeción á lo  dispuesto  en  el  art.  1679  (2.°  de 
la' ley).  . 

ORÍGENES 

Art.  7.*,  ley  14  Marzo  1856. 

JURISPRUDENCIA 

La  ley  de  14  de  Marzo  de  1856  no  contraría 
la  facultad  de  las  partes  para  convenir  el  ínte- 
res que  ha  de  abonar  el  deudor,  ni  prohíbe  que 
capitalizando  intereses  líquidos  y no  satisfe- 
chos se  estipulen  de  nuevo  réditos  sobre  el  au- 
mento de  capital  (Seat.  2 Abril  1877). 

COMENTARIO 

No  pueden  los  intereses  producir  intereses. 

Se  ha  dicho  qpé  el  deudor  que  no  paga  los 
intereses  vencidos  causa  un  . perjuicio  real  á su 
acreedor.  El  legislador  no  ha  podido  autorizar 
el  anatocismo,  porque  sería  dado  al  más  es- 
pantoso abuso,  pues  fácilmente  aceptarían  esta 
condición  los  prestatarios,  puesto  que  aun  cuan- 
do por  dicho  medio  se  acumularían  sumas 
enormes,  se  presenta  .ante  ojos  poco  expertos 
como  de  poca  gravedad.,  antes  al  contrario,  pa- 
rece sencillísimo  y de  responsabilidad  no  muy 
grande. 

Dos  cuestiones  principalmente  pueden  pro- 
ducirse en  la  interpretación  de  este  artículo. 

¿Podrán  pactarse  en  el  documento  en  que  se‘ 
haga  constar  el  préstamo  y sus  réditos,  los  in- 
tereses que  habrán  de  devengar  los  intereses 
vencidos,  y no  satisfechos  que  se  capitalicen 
después  de  trascurrido  el  plazo? 

Ya  que  no  pue^au  pactarse  intereses  de  in- 
tereses con  arreglo  á este  artículo,  ¿podrá  pac- 
tarse pena  para  el  caso  en  .que  no  se  vayan 
abonando  los  intereses  que  venzan? 

A la  primeria  pregunta  diremos  que,  en  núes- 
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t*o  entender,  el  concepto  de  la  ley  os  que  hasta  ' 
que  llegue  el  vencimiento  del  plazo  no  puede 
hacerse  la  capitalización,  ni  convenir  ó pactar 
intereses  para  el  atrevo  capital, 

A la  segunda,  nos  parece  que  ha  de  ser  nula 
la  pena  si  no  se  quiere  que  el  precepto  de  este 
artículo  llegue  á ser  completamente  ilusorio. 

Artículo  16S5.— Al  principio  de  cada  año, 
el  Gobierno,  oyendo  al  Consejo  de  Estado, 
fijará  el  ínteres  legal  que,  sin  estar  pactado, 
debe  abonarse  por  el  deudor  legítimamente 
constituido  en  mora,  y en  los  demas  casos 
determinados  por  la  ley.  Miéntras  no  se  fije 
este  interes,  se  considerará  como  legal  el 
de  6 por  100  al  año, 

‘orígenes 

■ 

Art.  8.°,  ley  14  Marzo  .1858. 

JURISPRUDENCIA 

Es  doctrina  inconcusa,  tanto  en  el  ‘derecho 
romano  como  en  el  patrio,  que  los  intereses  de 
un  préstamo  se  deben,  no  sólo  cuando  han  sido 
pactados,  sino  cuando,  no  habiéndolo  sido,  el 
deudor  se  constituye  en  mora  por  no  dóvolvér 
la  cantidad  en  el  plazo'  prefijado  en  el  contrato 
(8ent.  28  Junio  1875). 

Según  la  ley  de  14  de  Marzo  de  1858,  el  deu-  ! 
dor  constituido  en  inora  debe  abonar  por  vía 
de  réditos  el  6 por  100  (Sents.  id.  id.,  y 11  Oc-  ' 
tubre  de  1375). 

La  doctrina  del  pago  de  intereses  dol  deudor  . 
constituido  en  mora  no  es  aplicable  cuando  se 
absuelve  por  no  haberse  justificado  la  obliga- 
ción de  pagar  (Sent.  9 Marzo  1876). 

Según  el  art.  de  la  ley  de  14  Marzo  de  1856 
y Iá: doctrina  establecida  por  el  Tribunal  Su-  j 
pre Rió,  sólo  debe  pagar  intereses  el  deudor 
constituido  en  mora,  y cuando  se  reclama  en 
cantidad  liquida  (Sent.  15  Febrero  1877). 

Al  condenar  la  sontencia  al  demandado,  al 
pago  de  intereses,  suponiéndole  constituido  en 
njQfg,  siendo,  así  que  no  existe  deuda  líquida 
basta  que  se  practique  la  liquidación  de  los 
gastos  que  deben  serle  de  abono,  según  la 
misma  sentencia,  infringe  ésta  el  art.  8,°  de  la 
ley  de  14  de  Marzo  de  1856  (Sent.  S Noviem- 
bi-ó  Í877):  • • • 

Segurt  la  ley  dé  14  do  Marzo  de  1856  y la 
doctrina  establecida  por  ei  Tribunal  Supremo, 
so  deben  intereses  si  so  pactan  expresamente  Ó 
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se  constituye  ol  deudor  en  mora,  y se  coloca 
en  esta  situación  desde  el  momento  que  se  lo 
interpela  judicialmente  al  pago  de  una  canti* 
dad  líquida;  y por  tanto,  la  Sala  sentenciadora, 
al  condonar  al  pago  de  intereses  por  una  canti- 
dad que  debe  liquidarse,  on  las  diligencias  que 
so  practiquen  para  la  ejecución  de  la  sentencia; 
infringe  la  ley  citada  y la  doctrina  sentada  por 
el  Tribunal  Supremo  (Sent.  3 Julio  1878). 

Conforme  á lo  establecido  en  la  ley  de  14  do 
Marzo  do  1856,  no  pueden  exigirso  iutoresos 
sinó  cuando  han  sido  estipulados  ó mediase 
morosidad;  y si  ninguno  do  estos  oxtremos 
consta  que  existiera  respecto  á los  bienes  pro- 
pios del  demandante,  ni  tampoco  aparece  la 
cantidad  líquida  de  ellos,  no  deben  decretarse 
sinó  desde  la  interpelación  judicial;  por  lo  que 
mandando  la  Sala  sentenciadora  quo  se  abo- 
nen desde  el  día  siguiente  al  de  la  liquidación 
de  los  haberes,  infringe  la  ley  de  14  do  Marzo 
de  1856  (Sent.  31  Diciembre  1878). 

COMENTARIO 

Después  de  las  aclaraciones  hechas  á la  doc- 
trina de  este  artículo  por  las  sentencias  dd  Su- 
premo Tribunal  que  trascribimos  en  el  lugar 
correspondiente,  resulta  suficientemente  claro  el 
precepto  de  este  artículo. 

Réstanos  únicamente  ¿uíadir,  para  terminar 
esta  materia  de  intereses,  que  la  ley  do  1856 
tiene  otro  artículo  final,  en  quo  se  dice;  «Que- 
dan derogadas  todas  las  disposiciones  anterio- 
res contrarias  a las  de  la  presente  ley,»  y que- 
de acuerdo  con  este  mismo  articulo  se  han  dic- 
tado, entre  otros  fallos,  ¡os  de  12  de  Noviembre 
de  1861,  2 de  Octubre  del  mismo  año,  9 de  No- 
viembre de  1864,  4 do  Junio  de  1867  y 31  de 
Enero  de  1868. 

Artículo  10SG. — Son  nulos  los  contratos 
de  préstamo  hechos  á menores  do  edad,  á 
no  probarse  cumplidamente  que  se  convir- 
tieran en  su  beneficio  ó utilidad. 

orígenes 

Ley  3 tít.  I,  Partida  o.” 

■ JURISPRUDENCIA 

La  menor  edad  no  exime  de  la  obligación 
cuando  se  prueba  quo  el  préstamo  bocho  al  me- 
nor so  convirtió  en  utilidad  suya  (Seal.  1 i Ju- 
nio 1861).  i 


:í.m; 
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La  lo  y .1.“,  tit.  1,  Partida  5.',  que  dispone  quo 
¡o  prestado  ai  menor  de  veinticinco  años  no  se 
puede  demandar,  salvo  si  se  probase  que  redun- 
dó en  su  pro,  no  es  aplicable  cuando  el  préstamo 
se  liare  on  virtud  deautorizacion  judicial,  conce- 
dida previa  información  de  necesidad  y utilidad 
ó interviniendo  el  curador  ¿ui  Utem  del  menor 
(Sont.  8 Enero  18ti!)). 

Según  Ja  ley  3.\  tit.  I,  Partida  5.*,  «lo  que 
fuere  prestado  al  menor  de  veinticinco  años, 
aquel  que  ¡o  prestó  non  lo  puede  domandar, 
fueras  ende  si  pudiera  probar  que  el  empréstito 
entró  en  pro  de  aquel. » (Sent.  23  Febrero  1877.) 


comentario 

Las  reglas  generales  sobre  capacidad  para 
contratar  son  aplicables  al  contrato  de  mutuo. 

Rigen,  sin  embargo,  algunas  leyes  especiales, 
cuya  doctrina  debemos  estudiar. 

La  contenida  en  este  artículo  es  sencillísima; 
»é  lo  quo  fuesse  prestado  al  menor  de  veinte  y 
cinco  años  aquel  que  lo  prestó,  non  lo  puede 
demandar,  nin  lo  douc  aver,  fueras  si  pudie- 
re probar  que  el  empréstito  entró  en  pro  de  ca- 
da uno  de  olios;  ca  si  fuesse  fecho  on  su  daño 
non  vale.'i 

En  idéntico  caso  declárala  ley  válido  el  prés- 
tamo hedió  al  rey,  á la  Iglesia  y á las  villas  y 
ciudades;  mas  estas  prescripciones  no  pertene- 
cen verdaderamente  al  derecho  civil. 

La  ley,  on  previsión  do  que  fuese  difícil  justi- 
ficar que  el  préstamo  se  convirtió  on  utilidad 
dol  menor, añade:  «E  porque  podría acaescer  que 
los  ornes  dubdarian  en  que  manera  podría  ser 
probado  si  el  emprestido  entró  en  pro  da  aquel 
en  cuyo  nomo  fue  fecho,  dezimos  que  si  pudie- 
re probar  el  quo  lo  prestó...  a orne  que  fuese  de 
menor  edad  que  on  aquella  sazón  que  gelo  pres- 
to era  on  tan  gran  premio  que  lo  avia  muy  grau 
monester,  ó que  entró  en  su  pro,  vale  tal  prueba 
para  cobrar  la  oosa  prestada.» 

Fundado  on  estas  palabras,  opina  Gutiérrez 
que  la  prueba  que  suministro  el  acreedor  para 
poder  cobrar  deberá  comprender  dos  extre- 
mos: L°,quo  el  préstamo  ha  tenido  lugar  en  mo- 
mento de  grande  apuro  para  el  mutuatario 
menor  do  edad;  y i.'\  quo  entró  en  su  pro. 

La  mayor  parto  de  los  autores  hacen  caso 
omiso  de)  primor  extremo,  bastándoles  que  so 
justifique  la  utilidad  quo  se  proporcionó  al  me- 
nor. La  gran  urgencia  por  si  sólo  no  seria  prue- 
ba suficiente  para  los  efectos  de  esta  ley. 


Artículo  1687. — El  contrato  da  préstamo 
celebrado  entre  dos  menores  do  edad  sola-* 
mente  es  válido  respecto  del  deudor  cuando 
concurren  las  circunstancias  del  artículo 
anterior. 

El  celebrado  por  un  menor  á favor  de  un 
emancipado  obliga  á éste  en  todo  caso. 


ORIGENES 


Ley  5.a,  tit.  1,  Partida  5.* 


COMENTARIO 

Guando  entre  dos  menores  de  edad  se  oons-* 
tituye  un  préstamo,  si  el  prestatario,  ó sea  el 
menorque  tomó  el  prestido,  «lo  metió  en  su  pro, 
ó le  fincó  en  saluo,  tenudo  es  de  lo  tornar  á 
aquel  que  gelo  prestó,  es  decir,  si  redundó  en 
su  utilidad  ó no  lo  disipó;  cuyos  conceptos  no 
difieren  esencialmente. 

En  cuanto  á la  obligación  en  que  está  ei  ma- 
yor de  edad  que  recibió  prestado  de  un  menor, 
: es  tan  obvio  el  precepto,  que  sería  inútil  toda 
explicación. 

Artículo  16SS. — El  contrato  de  préstamo 
celebrado  por  el  hijo  de  familia  sin  consenti- 
miento de  su  padre  no  obliga  á ninguno  de 
los  dos,  ni  al  fiador  de  aquél,  á no  concurrir 
alguna  de  las  circunstancias  siguientes: 

1. *  Si  el  hijo  manifestare  al  hacer  el  con- 
trato que  no  estaba  sujeto  á la  patria  potes- 
tad. 

2. a  Si  al  celebrar  el  contrato  el  hijo  des- 
empeñaba cargo  público,  ó era  mercader, 
menestral  ó caballero. 

3. \  Si  se  hubiere  empleado  en  utilidad  de 
la  persona  bajo  cuya  potestad  se  halle  el 
mutuatario,  ó en  dotar  alguna  hermana  ue 

■ éste.  > c." 

i.'  Si  el  padre  autorizare  al  hijo  ó con- 
sintiera en  él  préstamo  expresa  ó tácita- 
mente. 

5.a  Si  el  hijo  mayor  de  veinticinco  años 
y emancipado  paga  parte  del  préstamo,  eu 
cuyo  caso  debe  satisfacer  el  resto. 

. (>.'  Si  hallándole  el  hijo  fuera  de  la  casa 
paterna  por  razón  de  estudios  lí  otra  justa 
causa  contrajere  la  deuda  para  atender  á su 
alimentación  ó para  satisfacer  los  honora- 
i rios  de  sus  maestros. 


DEL  PRÉSTAMO 


ORIGENES 

Leyes  3.*,  4.*,  5.a  y 6.*,  tít.  I,  Partida  o.' 

COMENTARIO 

1. "  En  el  caso  del  apartado  l.°  de  este  ar- 
tículo, para  que  el  mutuante  conserve  su  dere- 
cho contra  el  menor  es  preciso  que  pregunte 

■ ^1  mismo  si  tiene  padre  ó madre  á cuya  potes- 
tad esté  sujeto.  López  entiende  que  si  hubiere 
justo  motivo  para  considerarle  fuera  del  poder 
paterno,  no  sería  precisada  pregunta  del  mu- 
tuante; y lo  mismo  ha  de  suceder  cuando  el 
menor  lo  manifieste  sin  ser  preguntado  sobre  el 
particular. 

2. °  En  el  caso  del  núm.  2.°,  es  válido  el  prés- 
tamo, porque  desempeñando  un  cargo  público, 
ó teniendo  tienda  «creen  los  ornes  que.  este 
atal  que  estaba  sobre  sí,  es  tenudo  de  pagarlo 
que  tomare  emprestado,  maguer  esté  en  poder 
de  otro.» 

Lo  mismo  será  cuando  el  menor  fuere  cana- 
nero, palabra  que  debe  entenderse , según  la 
opinión  común,  en  el  sentido  de  militar  ó sol- 
dado. Mas  téngase  presente  que,  en  cuanto  al 
militar,  el  precepto  de  la -ley  no  debe  hacerse 
extensivo  á más  que  el  peculio  castrense,  res- 
pecto del  cual  tiene  la  consideración  de  padre 
de  familia.  Así  lo  entienden  López  y la  mayor 
parte  de  los  intérpretes. 

3. °  No  necesita  este  caso  de  aclaración  al- 
guna. 

4. "  La  autorización  de  la  persona  que  tiene 
potestad  sobre  el  menor,  puede  hacerse  de  cual- 
quier medio,  pues  la  ley  enumera  diversos  mo- 
dos de  otorgarla,  y acaba  diciendo:  ó de  otra 
guisa.  La  conformidad  de  aquella  persona 
puede  ser  anterior  ó posterior  á la  celebración 
del  mutuo  y podrá  ser  tácita,  como  si  pagase 
«alguna  partida  de  la  debda.»  Cu  cuyo  caso 
quedan  así  obligados  el  prestatario  y la  persona 
bajo  cuyo  poder  se  halla. 

5. °  Cuando  ebmutuatario,  una  vez  llegado 
á la  mayor  edad,  reconoce  y paga  parte  de  la 
deuda,  no  puede  negarse  á satisfacerla  toda,  si 
fuere  cierta. 


6.°  Cuando  el  préstamo  se  contrae  para  cu- 
brir atenciones  tan  perentorias  y justas  como 
la  alimentación  y el  pago  do  los  maestros,  no 
puede  el  padre,  ó el  que  tenga  potestad  sobre  el 
menor,  negarse  á pagar  la  deuda,  no  sólo  por 
que  entóneos  la  utilidad  del  préstamo  os  inme- 
diata, si  no  que  habiéndose  dedicado  oí  dinero 
á aquellos  objetos,  desaparecen  los  peligros  de 
la  posible  inexperiencia  del  menor,  y por  con- 
siguiente el  temor  del  fraudo.  En  lo  que  la 
deuda  exceda  de  lo  necesario,  y áun  pudiéra- 
mos decir  de  lo  estrictamente  necesario  para 
satisfacer  aquellas  necesidades,  no  será  dicaz. 

Discuten  algunos  autores  si  osta  regla  debe- 
rá observarse  cu  el  caso  en  que  el  hijo  estudie 
contra  la  voluntad  de  su  padre.  A nosotros  nos 
parece  que  no  podría  lícitamente  aceptarse  una 
excepción  en  el  sentido  mencionado,  como  al- 
gunos han  pretendido. 

Artículo  1689. — Por  la  deuda  que  contra- 
jere un  estudiante  sin  consentimiento  de  su 
padre  ó de  la  persona  que  costea  sus  estu- 
dios por  préstamo  ó-por  compra  al  fiado,  no 
quedan  responsables  éstos,  sino  aquél. 

ORÍGENES 

Ley  1.a,  tít,  VIII,  lib.  X,  Nov.  Roe. 

COMENTARIO 

El  precepto  contenido  en  el  num.  6."  del 
artículo  anterior  debe  entenderse  en  armonía 
con  lo  dispuesto  en  la  ley  recopilada,  1 . * , títu- 
lo VIIT,  lib-  X,  Sin  que  aquella  pueda  decirse 
derogada  por  ésta  que  dice:  «Mandamos  que 
quando  alguno  prestase  dineros  ó vendiere  lia- 
do á algún  estudiante,  estante  en  algún  estudio 
sin  voluntad  de  su  padre  ó del  que  allí  le  tiene 
á su  costa,  que  no  pueda  pedir,  ni  tener  recurso 
contra  el  padre  ni  la  madre,  ni  otra  persona 
que  lo  hubiere  allí  enviado,  ni  les  pueda  citar 
por  ello  ante  el  conservador  del  estudio  ni  ante 
otra  justicia  alguna,  sino  á la  misma  parte.» 


TOMO  U 
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CAPÍTULO  III 


DEL  COMODATO 


Artículo  1690.— El  comodato  puede  cele- 
brarse: 

l.°  En  utilidad  exclusivamente  del  co- 
modatario. 

2\  En  utilidad  de  comodante  y comoda- 
tario. 

3/  En  utilidad  exclusiva  del  comodante. 

En  el  caso  primero,  el  comodatario  res- 
ponderá de  la  pérdida  ó menoscabo  que  ex- 
perimenten las  cosas  prestadas,  si  se  hubiere 
producido  por  su  culpa  ó por  no  haberlas 
cuidado  con  igual  ó mayor  esmero  que  si 
fueren  propias. 

En  el  segundo  caso  solamente  responderá 
de  las  pérdidas  y menoscabos  que  se  ocasio- 
naren por  su  culpa,  ó por  no  haber  empleado 
igual  cuidado  que  si  se  tratara  de  cosas  pro- 
pias. 

En  el  tercero  únicamente  responderá  de 
las  pérdidas  y menoscabos  que  hubiere  de- 
jado producirse  engañosamente. 

ORÍGENES 

Ley  2.',  tít.  V,  lib.  V,  Fuero  Juzgo. 

Ley  2.',  tít.  XVI,  lib.  III,  Fuero  Real. 

Ley  O.11,  lít.  XVII,  lib.  III,  Fuero  Real. 

Ley  2.",  tít.  II,  Partida  5.'1  1 

comentario 

En  el  artículo  primero  de  esto  título  hornos 
definido  ol  comodato,  asignándole  como  uno  de 
sus  caracteres  esencialísimos  que  haya  de  ser 
gratuito,  porque,  en  efecto,  si  modiare  precio  ó 
renumeracion,  se  convertiría  en  locación  ó ar- 
rendamiento. 


El  comodato,  dice  la  ley,'  puede  hacerse  en 
utilidad  del  comodatario,  del  comodante  y co- 
modatario á una  vez,  y del  comodante  única- 
mente. La  misma  ley  pone  ejemplos  de  estas 
diversas  clases  de  comodato,  que  pueden  ser- 
vir para  ilustrar  su  doctrina. 

Será  en  utilidad  del  comodante  «como  si  ern-, 
| prestase  un  orne  á otro  cauallo,  arma  ó cosa  se- 
mejante que  ouiero  menester.» 

Será  en  utilidad  dol  comodante  y comodata- 
' rio  á la  vez.  «como  si  dos  omes  convídassen  a 
' comer  de  so  uno  á un  su  amigo,  é el  uno  de- 
¡los  ouiesse  vasos  do  plata  é el  otro  non:  ó aquel 
que  los  non  avia,  rogase  al  otro  que  galos  pres- 
tase para  fazer  honra  é placer  á aquel  su 
amigo.» 

Y por  último,  será  en  utilidad  exclusiva  del 
comodante  «si  alguno  emprestasse  á su  esposa 
ó á su  mujer  algunos  paños  preciados  porque 
viniesse  ante  él  más  apuestamente  é mejor.» 

Por  el  comodato  no  so  trasfiero  al  comodata- 
rio la  propiedad  de  las  cosas  prestadas,  como 
sucede  en  el  mutuo,  sino  que  únicamente  se 
adquiere  el  uso.  De  aquí  que  el  comodatario 
esté  sujeto  á ciertas  responsabilidades  cuando 
la  cosa  se  perdiese  ó menoscabare. 

Cuando  el  comodato  es  en  utilidad  del  co- 
modatario únicamente  , éste  deberá  emplear 

f 

el  mayor  esmero  posible  en  la  conservación 
de  la  cosa,  tan  bien  como  si  fuesse  suyo  pro- 
i pío,  ó aun  mejor , si  pudiesse,  por  lo  cual  en- 
tienden los  autores  que  ha  de  prestar  la  culpa 
levísima. 

En  el  segundo  caso  de  este  artículo,  el  como- 
datario non  es  temido  de  guardarle  más,  que 
faria  las  sus  cosas  propias.  A esto  llaman  cul- 
pa leve. 

Si  el  préstamo  Be  hizo  en  utilidad  del  como- 
dante, si  el  comodatario  pierde  aquello  que 
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le  prestó , non  es  tenudo  de  lo  pechar:  fueras 
ende  si  lo  dexas se  perder  engañosamente.  A 
esto  denominan  los  autores  culpa  lata. 

Articulo  1691. — El  comodatario  no  res- 
ponderá do  la  pérdida  ó menoscabo  que  la 
cosa  prestada  experimente  por  ocasión,  ¡ 
evento  ó caso  íortuíto,  á no  ser  que  ocurrie-  i 
ren  por  haberla  destinado  á un  uso,  ó haber 
usado  de  ella  por  un  tiempo  que  no  debía,  ó 
si  lo  hubiesen  pactado  así  expresamente. 

ORÍGENES 

Ley  3.a,  tít.  II,  Partida  5.a 

Leyes  3.a  y 5.",  tít.  XVI,  Fuero  Real. 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  en  parte  con:  Art.  1881,  Código  ' 
Francia. — 1809  Italia. — 1782  Holanda. — 2870  ■ 
Luisiana, — 1891  Bolivia. — 251,  parte  1.a,  títu- 
lo XXI,  Prusia.— 1365  Vaud.— 1628  Valais.— 
1505  Neufchatel. — 1824  Fríburgo. — Ley  2.a,  tí- 
tulo XV,  lib.  III,  Instituía. — Ley  17,  tít.  I,  li- 
bro IV,  Instituía. — Ley  5.a,  párr.  4.°,  tít.  VI, 
lib.  XIII,  Digesto. 

Artículo  1692. — Si  en  un  riesgo,  peligro  ó 
caso  fortuito  el  comodatario  salvó  todas  las 
cosas  de  su  propiedad,  y se  perdió  sólo  la 
prestada,  pagará  ésta  por  entero. 

Si  únicamente  salvó  parte  de  sus  cosas,  se 
deducirá  á prorata  el  daño,  y esto  mismo  se 
observará  si  salvó  la  cosa  prestada  y pere- 
cieron las  suyas  propias  en  todo  ó en  parte. 

ORÍGENES 

Ley  5.“,  tít.  V,  lib.  V,  Fuero  Juzgo. 

CONCORDANCIAS  . 

Concuerda  en  parte  con:  Art.  1882,  Código 
Francia.— 1810  Italia.— 1516  Portugal.— 1783  ¡ 
Holanda.— 254,  parte  1.a,  tít.  XXI,  lib.  I,  Pru- 
8ia.— 2871  Luisiana.  — 1892  Bolivia.  — 1366 
Vaud.— 1629  Valais.— 1504  Neufchatel  .—Ley 
5.*,  tit.  VI,  lib.  XIII,  Digesto. 

Artículo  1693.— El  comodatario  debe  cos- 
tear de  su  cuenta  los  gastos  ordinarios  que 


sean  de  necesidad  para  el  uso  y conserva- 
ción de  la  cosa  prestada.  , 

Los  extraordinarios  deberá  costearlos  el 
comodante. 

ORÍGENES 

Ley  7.*,  tit.  II,  Partida  5.® 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  en  cuanto  al  sogundo  párrafo, 
con:  Art.  1890,  Cód.  Francia. — 1521,  párr.  l.'“, 
Portugal.— 1817  Italia.  — 1789  Holanda.—  981 
Austria. —1374  Vaud. — 2879  Luisiana. — 19011 
Bolivia. — Ley  18,  tit.  Vi,  lib.  XIII,  Digesto. 

Artículo  1694. — El  comodatario  puede  re- 
tener la  cosa  prestada  hasta  que  se  haga 
pago  de  las  expensas  y gastos  que  deban 
abonársele  con  arreglo  á la  ley. 

ORÍGENES 

Ley  9.a,  tít.  II,  Partida  5.a 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  con:  Ley  iJ,  tít.  XXIII,  lib.  TV, 
Cód.  Romano. 

Artículo  1695. — El  comodatario  debe  res- 
tituir la  cosa  prestada  así  que  termine  el  uso 
ó tiempo  para  que  se  prestó. 

El  comodatario  que  dejare  de  cumplir  lo 
dispuesto  en  el  párrafo  anterior,  deberá  ser 
condenado  al  pago  de  las  costas  y gastos 
que  con  tal  motivo  se  ocasionaren.  En  este 
caso  el  peligro  de  la  pérdida  de  la  cosa  pres- 
tada pertenece  at  comodatario  desde  la  con- 
testación á la  demanda. 

ORÍGENES 

Ley  9.*,  tít.  II,  Partida  5.‘ 

COMENTARIO 

La  obligación  impuesta  por  esta  ley  al  co- 
modatario es  tan  obvia,  que  no  merece  expli- 
cación. 

A falta  del  comodatario,  la  obligación  de  res- 
tituir pesa  sobre  sus  horederos,  quienes  debe- 
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rán  devolver  la  cosa  misma,  ú otra  igual  y tan 
buena  ó su  estimación.  (Véase  el  art.  1696.) 

I 

Artículo  1696. — Si  al  enviar  el  comodata- 
rio la  cosa  á su  dueño  se  pierde  por  ocasión, 
por  engaño  que  hiciere  un  tercero,  ó por 
otra  causa  análoga,  el  peligro  de  la  pérdida 
pertenece  al  comodante  si  aquél  remitiese 
ia  cosa  con  persona  de  toda  confianza. 

Lo  mismo  se  observará  cuando  el  como- 
dante enviare  una  persona  que  en  su  nom- 
bre recoja  Ja  cosa. 

Si  el  comodatario  entrega  la  cosa  á una 
persona  que  falsamente  se  supone  autori-  ■ 
zada  para  recibirla,  á él  pertenece  el  peligro 
6 pérdida  de  la  misma  cosa. 

i 

ORÍGENES 

Ley  4.a,  til.  II,  Partida  6.' 

Ley  7.\  lít.  V,  lib.  V,  Fuero  Juzgo. 

comentario 

El  artículo  presente  resuelve  tres  distintos 
casos: 

1. "  Si  al  restituir  el  comodatario  la  cosa  por 
medio  de  una  persona  de  toda  su  confianza,  se 
destruyere  aquella  en  poder  de  ésta  por  caso 
fortuito  ó por  engaño  que  hiciese  un  tercero, 

2. "  Si  el  comodatario  restituyere  la  cosa  por 
medio  de  una  persona  que  en  nombre  del  co- 
modante, y enviada  por  éste,  se  presente  áreco- 
gerla,  y se  destruye  en  poder  de  dicho  comisio- 
nado. 

3. "  Si  el  comodatario  restituyere  la  cosa  por 
medio  de  una  persona  que  se  le  hubiese  presen- 
tado como  autorizada  por  el  comodante  para  re-  : 
cibirla,  y resultare  equivocada  ó falsa  la  auto- 
rización, como  si  habiendo  enviado  el  comodan- 
te recado  al  comodatario  para  que  con  persona  1 
do  su  completa  confianza  le  restituyere  la  cosa  1 
«si  este  por  quien  gelo  envió  á decir  cambiase 
la  razón  ó dixesse  que  le  enviaba  á decir  que 
ge  la  enviase  por  sí  mismo;  si  este  que  la  tenía  lo 
creyese  é gcla  diesae,  si  la  perdiesse  ó so  fuese 
con  ella.» 

En  los  dos  primeros  casos  la  perdida  es  para 
el  comodante;  en  el  tercero  para  el  comodatario, 
que  fué  demasiado  crédulo. 

Artículo  1097. — El  heredero  del  comoda- 
tario, 6 aquel  de  los  herederos  que  tenga  la 
cosa  prestada,  debo  restituirla  al  comodante. 


Si  la  cosa  se  hubiese  perdido  por  culpa  del 
comodatario  ó sus  herederos,  deben  éstos 
restituir  otra  igual  y tan  buena  como  aque- 
lla, 6 su  estimación. 

ORÍGENES 

Ley  5.a,  tít.  II,  Partida  5." 

Artículo  1698.— Los  comodatarios  á quie- 
nes se  presta  conjuntamente  una  cosa,  sólo 
responderán  de  su  parte,  á no  haberse  obli- 
gado á responder  solidariamente. 

ORÍGENES 

Ley  5.a,  tít.  II;  Partida  5.a 

concordancias 

Según  el  artículo  1887,  Cód.  Francia,  si 
conjuntamente  muchos  han  recibido  prestada 
ia  misma  cosa,  son  responsables  solidariamen- 
te para  con  el  acredor.  Lo  mismo  establecen  los 
artículos  1520  Portugal, — 1814  Italia,  1788  Ho- 
landa, 1897  Bolivia,  2876  Luisiana,  y la  ma- 
yor parte  de  los  Códigos  suizos. 

Artículo  1099. — El  comodante  debo  mani- 
festar cualquier  vicio  de  que  tenga  conoci- 
miento que  adolece  la  cosa  prestada,  y del 
que  se  pueda  seguir  perjuicio  al  comodata- 
rio. Si  el  comodante  no  cumpliese  con  esta 
obligación,  deberá  indemnizar alcomodalario 
los  daños  y perjuicios  que  por  aquellos  vi- 
cios se  ocasionaren. 

ORÍGENES 

Ley  0.a,  tít.  II,  Partida  5.* 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  en  parte  con:  Art.  1891,, Cód.  Fran- 
cia.— 1818  Italia. — 1521  Portugal. — 1790  Holan- 
da.— 1901  Bolivia. — 2880  Luisiana. — 1511Neuf- 
chatel. — 1834  Fñburgo. — 1231  Soleure. — Leyes 
17  y 18,  tít.  VI,  lib.  XIII , Digesto. 

COMENTARIO 

El  comodato  perteneco  ála  clase  de  contratos 
que  los  jurisconsultos  romanos  distinguían  con 
el  nombre  de  unilaterales,  "esto  es,  que  crean 


DEL  PRÉSTAMO 


m 


obligaciones  solamente  respecto  de  una  de  las 
partes.  Esto,  sin  embargo,  no  están  absoluta- 
mente cierto  que  no  pesen  sobre  el  comodante 
algunos  deberes,  de  que  nos  vamos  á ocupar. 

En  efecto:  el  comodante,  después  de  haber 
constituido  el  préstamo  y haber  proporcionado 
el  beneficio  al  comodatario,  no  debe  privarle  de 
él  sinó  en  los  términos  que  se  hayan  convenido; 
así,no  podrá  exigirla  restitución  ántes  del  tiem- 
po porque  le  prestó  la  cosa,  ó ántes  de  haber 
hecho  de  ella  el  uso  para  que  se  prestó,  á no  ser 
que  se  hubiere  estipulado  que  el  comodante  pu-  | 
diera  reclamar  la  cosa  tan  pronto  como  tuviera 
necesidad  de  ella. 

La  primera  obligación  que  señalan  las  leyes 
es  la  contenida  en  este  artículo.  El  comodante 
cumple  con  denunciar  los  defectos,  ó vicios  de  la 
cosa;  después  de  ello,  si  el  comodatario  acepta 
el  préstamo,  lo  haco  bajo  su  responsabilidad. 

Artículo  1700. —El  comodante  á quien  el 
comodatario  hubiere  abonado  el  valor  de  la 
cosa  prestada  por  haberla  perdido,  deberá  i 


restituir  á su  elección,  si  encontrase  dicha 
cosa,  ésta  ó su  valor. 

Si  la  encontrare  un  tercero,  el  comoda- 
tario que  abonó  el  precio  puede  reclamarla 
como  suya. ' 

ORÍGENES 

Ley  8.*,  tít.  II,  Partida  5.* 

COMENTARIO 

Nó  sería  justo  que  el  comodante  se  quedase, 
en  el  caso  del  artículo,  con  la  cosa  y su  estima- 
ción. La  ley,  por  lo  mismo,  impone  al  presta- 
mista la  Obligación  de  restituir  una  de  ambas 
cosas,  bien  que  le  deja  el  derecho  de  elección, 
por  lo  cual  tendrá  que  pasar  el  comodatario 
cuando  el  mismo  comodante  encontrare  la  cosa 
perdida. 

Si  la  encontrare  un  tercero,  el  comodatario 
podrá  reclamarla  como  suya,  puesto  que  abonó 
su  valor  al  dueño  de  la  misma. 


TÍTULO  XV 


DEL  DEPOSITO  (1) 


CAPÍTULO  PRIMERO 

l)E[,  DEPÓSITO  EN  GENERAL  Y DE  SUS  DIVERSAS  ESPECIES 


Artículo  1701. —El  depósito  en  general  es 
un  acto  por  el  que  uno  recibe  la  cosa  ajena, 
con  la  obligación  de  guardarla  y de  resti- 
tuirla en  la  misma  especie. 

ORÍGENES 

Ley  1 tit.  III,  Partida  5.a 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  con:  Arts.  1915,  Oód.  Francia. — 
1431  Portugal. — 1835  Italia. — 1731  Holanda.— 
957  Austria.— 9.°,  parte  1.a,  tit.  XIV,  Prusia.— 
1399  Vaud. — 1671  Valais.— 572  Lucerna. — 2897 
Luisiana. — Ley  1.a,  tít.  III,  lib.  XVI,  Digesto.— 
Tit.  XTV,  lib.  III,  Instituía. 

COMENTARIO 

El  depósito  es  un  Contrato  que  descansa  por 
completo  en  la  buena  fe  que  se  presume  en  el 
depositario  y en  la  confianza  que  inspira  al  de- 
ponente de  que  ha  de  restituir  los  objetos  de- 
positados luego  que  se  los  reclame. 

El  depósito  consiste  en  poner  de  mano  en 


(1)  Las  leyes  de  Partida  le  dan  el  nombre  de 

con  desfijo . 


guarda  de  otro  lo  que  quiere  condessar,  ó lo 
que  es  lo  mismo,  el  acto  por  el  cual  un  orne  da 
á otro  su  cosa  en  guarda , fiándose  en  él. 

En  el  depósito  hay  tres  requisitos  esenciales, 
que  son  la  tradición  de  la  cosa  depositada,  su 
custodia,  y por  último  su  devolución. 

El  verdadero  depósito  se  constituye  en  cosas 
nofungibles.  Puede,  sin  embargo,  constituirse 
en  cosas  sujetas  á peso,  número  ó medida,  pero 
entónces  se  llama  irregular,  es  decir,  que  no  es 
verdadero  depósito,  pues  reúne  los  caracteres 
todos  del  mutuo,  á no  ser  que  las  cosas  fungí- 
bles  se  hubieren  entregado  cerradas,  selladas  ó 
de  otro  modo  tal,  que  sea  forzoso  al  depositario 
devolver  las  mismas  cosas  y no  otras  do  la  mis- 
ma especie,  cantidad  y calidad. 

El  depósito  se  clasifica  en  depósito  propia- 
mente dicho,  y secuestro. 

El  depósito  propiamente  dicho  puede  ser 
voluntario  y necesario.  De  cada  una  de  estas 
diversas  clases  de  depósitos  nos  ocuparemos 
con  la  debida  separación. 

Artículo  1702. — Hay  dos  especies  de  depó- 
sito: el  depósito  propiamente  dicho  y el  se- 
cuestro. 

ORÍGENES 

t 

■ Ley  1.‘,  tít.  III,  Partida  5.a 
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CONCORDANCIAS 

Concuerda  con:  Arte.  1916,  Cód,  Francia. 
1732  Holanda. — 2898  Luisiana. — 1836  Italia 
1400  Vaud. 

COMENTARIO 

La  diferencia  entre  el  secuestro  y el  depósito 


propiamente  dicho  consiste  en  que  este  último 
se  constituye,  bien  por  la  sola  voluntad  del 
depositario,  bien  por  exigirlo  un  peligro  inmi- 
nente, en  tanto  que  el  secuestro  se  constituyo 
para  la  custodia  y conservación  de  una  cosa 
litigiosa  y miéntrae  ol  pleito  se  falla  definitiva- 
mente, ó las  partes  llegan  á una  avenencia,  ó si 
por  cualquier  otro  modo  se  pono  término  á la 
cuestión  debatida. 


CAPITULO  II 

DEL  DEPÓSITO  PROPIAMENTE  DICHO 
SECCION  PRIMERA 

DE  LA  NATURALEZA  Y ESENCIA  DEL  CONTRATO  DE  DEPÓSITO 


Artículo  1703. — El  depósito  propiamente 
dicho  es  un  contrato  gratuito  por  su  natu- 
raleza. 

ORÍGENES- 

Ley  2.*,  tít.  III,  Partida  5.a 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  con:  Arts.  1917,  Cód.  Francia.— 
1837  Italia.— 1432  Portugal.— 7.°,  lib.  IV,  capí- 
tulo II,  Baviera.— 969  Austria, — 1733  Holanda. 
—2900  Luisiana. — 1930  Bolivia. — 1401  Vaud. 
—2530  Neufchatel.— Leyes  1.a  y 7.a,  tít.  III, 
lib.  XVI,  Digesto. 

. COMENTARIO 

(t Otrosí  dezimos,  que  estonce  toma  orne  en 
oondessijo  las  cosas  quando  non  recibe  precio 
uin  gualardon  por  guardarlas:  ca  si  lo  resci- 


biesse  ó prometieseen  de  gelo  dar,  estonce  ñor. 
sería  condessijo,  mas  sería  loguero,  pues  algo 
señalado  toma  por  la  guarda.» 

No  obstante  el  precepto  de  la  ley,  admiten  los 
autores  que  pueda  intervenir  alguna  corta  re- 
muneración, como  obsequio  ó atención,  ó para 
que  sufrague  algunos  pequeños  gastos  que  se 
hayan  ocasionado,  pero  nunca  como  precio. 

Artículo  1704. — El  depósito  es  voluntario 
ó necesario. 

orígenes 

Leyes  1.a,  2.a,  3.a  y 8,*,  tít,  III,  Partida  b.‘ 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  con:  Arts.  1920,  Cód.  Francia.— 

: 1838  Italia.— 1735  Holanda.— 2902  Luísiana.- 
1933  Bolivia.— 1404  Vaud.— 1542  Neufchatel-  - 
1041  Tesino.— Ley  1.‘,  tít.  III,  lib.  XVI,  Di> 
j gesto. 


. 
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m 


SECCION  SEGUNDA 


del  depósito 

Artículo  1705.— El  depósito  voluntario  se 
constituye  sin  que  dé  ocasión  á él  una  cala- 
midad ó peligro. 

ORIGENES 

Ley  1.a,  tít.  III,  Partida  5.* 

COMENTARIO 

La  diferencia  que  la  ley  hace  constar  entre 
el  depósito  voluntario  y el  necesario  ó misera- 
ble está,  en  que  el  primero  tiene  lugar  quando 
alguno  sin  otra  cuita  que  le  acaezca .,  da  á otro 


voluntario 


en  guarda  sus  cosas.  El  segundo,  por  el  contra- 
rio, se  constituye  guando  alguno  lo  ha  de  fazer 
en  tiempo  de  cuita ; «esto  seria  como  si  se  que- 
masse  ó cayesse  la  casa  á alguno  en  que  tu- 
viesse  alguna  cosa,  ó se  quebrantasse  la  nave 
en  que  lo  llevasse,  ó acaesciendo  alguna  destas 
cuitas  diese  en  guarda  á otro,  á aquella  sazón 
alguna  de  aquellas  cosas  que  toviesse  y por  es- 
torcerlas  de  aquel  peligro.» 

Como  quiera  que  nuestras  leyes  señalan  al- 
gunos efectos  diferentes  respecto  á cada  uno 
de  estos  contratos  , los  estudiaremos  separada 
mente.  . 


SECCION  TERCERA 

DE  LAS  OBLIGACIONES  DEL  DEPOSITARIO 


Artículo  1706. — El.  depositario  está  obli- 
gado á guardar  iá  cosa  y restituirla  al  de- 
ponente ó sus  herederos  siempre  que  se  la 
pidieren  (a). 

El  depositario  debe  guardar  la  cosa  con 
la  diligencia  que  es  propia  de  Tos  hombres 
menos  cuidadosos,  y de  manera  que  no  se 
empeore  por  su  culpa  ni  por  su  engaño. 

Si  se  pierde  ó empeora  la  cosa  por  no  ha- 
berla conservado  con  el  esmero  que  ordina- 
riamente emplea  un  hombre  medianamente 
diligente,  no  estará  obligado  á restituir  su 
valor,  á no  ser  en  alguno  délos  siguientes 
casos: 

1. "  Cuando  en  ello  hubiere  convenido  el 
depositario  al  hacerse  el  depósito. 

2. °  Cuando  el  depositario  mismo  hubiere 
solicitado  que  se  constituya  el  depósito  en 
si'  poder. 

2.°  Cuando  recibiere  alguna  remunera- 
ción por  razón  del  depósito  (b). 


ORÍGENES 

( a ] Ley  5,*,  tit.  III,  Partida  5.a 

Ley  3.*,  tít.  XV,  lib.  III,  Fuero  Real. 

Ley  3.a,  tít.  III,  Partida  5.a 

(b)  Ley  1.a,  tít.  V,  lib.  V,  Fuero  Juzgo. 

JURISPRUDENCIA 

1 ■ ■ 

El  depósito  regular,  salvó  pacto  en  contrario, 
perece  ó desaparece  para  el  dueño  á la  muerte 
del  depositario,  respondiendo  éste  sólo  del  dolo 
ó culpa  lata  (Sent.  lí  Marzo  1863).  ; 1 '■  '■ 

Según  determina  la  ley  5.a,  tít.  III,  Parti- 
da 5.a,  el  que  recibe  la  cosa  en  guarda  y sus 
herederos  deben  darla  al  que  la  dió  en  guarda 
ó á los  suyos  (Sent.  . 15  Junió  1868). 

Las  leyes  1.a  y 2.a,  tít.  III,  Partida  5.a,  esta- 
blecen que  el  que  recibió  en  guarda  cosa  que 
se  puede  contar,  pesar  ó medir,  es  fenudode  dar 
aquella  cosa  ó otro  tanto  et  atal  como  aquello 
querescibió.  Esta  obligación  se  extiende  á los 
herederos  del  depositario  (Sent.  12  Mayo  1870). 


DEL  DEPÓSITO 


No  tiene  aplicación  á las  compañías  de  al- 
macenes de  depósito  la  doctrina  sobre  que  las 
empresas  de  los  ferro-carriles  y las  de  traspor- 
tes responden  de  los  daños  y perjuicios  que 
causan  por  falta  de  precaución  ó por  negligen- 
cia, pues  sus  obligaciones  y responsabilidades 
son  de  distinta  naturaleza  que  las  de  aquéllas 
íSent.  7 Diciembre  1871), 

El  depositario  de  una  cosa  deba  responder  de 
ella  conforme  á los  pactos  lícitos  quo  se  hubie- 
sen estipulado  por  ios  interesados,  y en  su  de- 
fecto con  arreglo  á las  obligaciones  propias  de 
la  naturaleza  del  contrato  (Sent.  id.  id). 

COMENTARIO 

Poniendo  en  relación  ía  doctrina  contenida 
en  este  artículo  con  la  que  expusimos  en  el  ar- 
tículo 1226,  en  que  explicábamos  las  tres  clases 
de  culpa  que  distinguían  los  autores  y las  leyes, 
resulta  que  el  depositario  presta  ordinariamen- 
te la  culpa  lata;  pero  prestará  la  leve  en  los 
tres  casos  que  enumeramos  en  el  presente  ar- 
tículo. 

En  algún  caso  está  obligado  también  á pres- 
tar la  culpa  levísima,  y.- hasta  el  caso  fortuito,  I 
como  diremos  en  uno  de  los  artículos  siguientes. 

Artículo  1706. — Cuando  el  depósito  se  \ 
hubiere  constituido  en  cosa  fungible,  el  de-  : 
positario  adquiere  el  señorío  de  ella  y deberá 
restituir  otra  de  la  misma  especie  y calidad. 


Entendemos  que  si  las  cosas  [tingibles  se  de- 
positaran cerradas  ó con  señales,  deberán  ser 
restituidas  precisamente  las  mismas,  y no  sus 
equivalentes  de  igual  calidad. 

Artículo  1707. — El  depositario  no  respon- 
derá del  da  no  ó menoscabo  que  experimen- 
te la  cosa  por  evento  ó caso  fortuito,  á no 
ser  en  alguno  de  los  siguientes: 

1. °  Si  asi  lo  hubieren  pactado  expresa- 
mente las  partes. 

2. °  Si  habiendo  constituido  en  mora  el 
depositario,  se  perdiere  ó menoscabase  la 
cosa  después  de  la  demanda. 

3. °  Si  el  caso  fortuito  se  produjo  por  cul- 
pa del  depositario. 

.4.“  Si  el  depósito  se  constituyó  en  utili- 
dad principalmente  del  depositario. 

ORÍGENES 

Ley  4.a,  tít.  III,  Partida  5.a 

Ley  1.a,  tít.  V,  lib.  V,  Fuero  Juzgo, 

Ley  1.“,  tít.  XV,  lib.  TTI,  Fuero  Real. 

JURISPRUDENCIA 

Es  preciso  que  el  depositario  pruebe  que  los 
daños  ó perjuicios  ocurridos  en  el  depósito  pro- 
vinieron de  caso  fortuito,  para  declararle  libre 
de  la  obligación  de  abonarlos  (Sent.  17  Diciem- 
bre 1859). 


ORÍGENES 


COMENTARIO 


Ley  2.*,  tít.  III,  Partida  5.* 

Ley  5,*,  tít.  V,  lib.  V,  Fuero  Real, 

COMENTARIO 

Hemos  dicho  que  el  depósito  verdadero  se 
constituía  en  cosas  no  fungibles,  pues  cuando 
consiste  en  cosas  sujetas  á peso,  número  ó me- 
dida, más  es  mutuo  que  depósito. 

La  ley,  sin  embargo,  habla  de  este  depósito, 
disponiendo  que  si  las  cosas  fungibles  fueren 
entregadas  por  cuenta  ó por  peso  ó por  medi- 
da, estonce  pasaría  el  señorío  á él,  y por  lo 
tanto  no  estará  obligado  á restituir  la  misma 
cosa,  sinó  que  podrá  dar  ésta  ó otro  tanto  s 
tal  como  aquello  que  rescibió,  al  que  ge  a io 
an  guarda.  Este  depósito  es  llamado  irregular 

por  loa  autores. 
tomo  n 


El  depositario  no  es  ordinariamente  respon- 
sable de  los  deterioros  ó pérdida  que  sufra  Ja 
cosa  por  evento  ó caso  fortuito.  El  daño  enton- 
ces pesa  sobre  el  deponente,  con  tal  que  oí  de- 
positario pruebe  suficientemente  que  el  menos- 
cabo acaeció  por  caso  fortuito. 

La  ley  admite  cuatro  excepciones  á este  prin- 
cipio general.  No  necesitamos  explicar  estos 
cuatro  casos. 

Unicamente  añadiremos  que  los  autores  ex- 
tienden el  precepto  do  la  ley  sobre  los  casos  en 
que  debe  prestarse  el  caso  fortuito,  al  caso  en 
que  Ios-menoscabos  se  hubieren  producido  por 
no  haber  obrado  el  depositario  con  el  esmero 
de  los  hombres  más  cuidadosos;  esto  es,  que 
prestará  la  culpa  levísima  en  los  mismos  casos 
enumerados  en  este  artículo  y en  los  cuales  ha 
de  responder  del  caso  fortuito. 
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Articulo  i TOS. — La  cósa  depositada  ha  de 
sor  devuelta  con  todos  sus  frutos  y acce- 
siones. 

ORÍGENES 

Ley  5.',  tít.  III,  Partida  5.* 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  con:  Art.  lf!3G,  Oód.  Francia.— 
1755  Holanda.—  2910  Luisiana.  — 1420  Va  ¡id. — 
Ley  1.a,  párr.  24,  tít.  III,  lib.  XVI,  Digesto. 

COMENTARIO 

La  primera  obligación  del  depositario  hemos 
dicho  que  es  conservar  la  cosa  en  el  modo  y 
forma  que  dejamos  consignado  en  los  artículos 
anteriores. 

La  segunda  obligación  es  restituir  las  cosas 
depositadas  en  el  momento  en  que  lo  reclamen, 
bien  el  depositario,  bien  sus  herederos  en  su 
caso. 

La  devolución  deberá  hacerse  en  el  lugar 
convenido;  en  este  caso  los  gastos  que  ocasio- 
ne la  traslación  serán  de  cargo  del  deponente. 

No  habiéndose  designado  lugar  para  la  devo- 
lución, deberá  hacerse,  en  sentir  de  unos  auto- 
res en  el  lugar  donde  se  celebró  el  contrato,  y 
según  la  opinión  de  otros,  en  el  que  se  halle  la 
cosa  depositada,  aunque  no  sea  el  mismo  en 
que  se  hizo  el  depósito,  con  tal  que  no  haya  en 
ello  malicia  de  parte  del  depositario.  En  este 
sentido  resuelve  la  cuestión  el  proyecto  de  Có- 
digo, copiando  la  ley  12,  párr.  l.°,  tít.  III,  li- 
bro XVI,  Digesto. 

En  cuanto  al  tiempo,  ol  depósito  debe  ser 
restituido  al  deponente  cuando  quiera  que  io 
reclame,  aunque  en  el  contrato  se  haya  fijado 
un  plazo  ó tiempo  determinado  para  la  restitu- 
ción; pues  suponiéndose  el  plazo  puesto  en  fa- 
vor del  deponente,  éste  puede  renunciar  á su 
beneficio. 

Cuando  el  deponente  fuere  un  menor,  una 
mujer  casada  ó una  persona  incapaz,  la  cosa 
deberá  devolverse  al  padre,  marido  ó guarda- 
dor en  cada  caso.  Si  el  depósito  se  constituyó 
por  el  representante  legal  de  una  persona  de 
las  citadas,  la  restitución  deberá  hacerse  al 
mismo  representante  legal,  si  durare  la  incapa- 
cidad, ó al  que  en  defecto  de  él  tuviere  aquel 
carácter. 


Artículo  1709.-— Cuando  la  réstitucion  hu' 
hiere  de  hacerse  á los  herederos  del  depo- 
nente, cada  uno  no  podrá  reclamar  más  que 
la  entrega  de  la  porción  que  le  corresponda 
en  virtud  de  su  título  hereditario. 

Si  la  cosa  no  fuere  susceptible  de  división, 
se  entregará  á todos  si  juntos  la  reclamasen, 
y en  otro  caso,  al  que  la  hubiere  demandado, 
previa  la  fianza  que  deberá  otorgar  éste. 

ORÍGENES 

Ley  7.a,  tít.  XV,  lib.  III,  Fuero  Real. 

COMENTARIO 

El  precepto  de  esta  ley  es  sencillo  y claro. 
Puede,  sin  embargo,  dar  lugar  á la  duda  do  si, 
depositada  una  cantidad  de  dinero  bajo  un  saco 
lacrado,  podrá  el  depositario  romper  el  sello 
para  distribuir  entre  los  herederos  la  cantidad 
depositada,  ó si  la  apertura  habrá  do  hacorse 
ante  todos  los  herederos.  Esto  último  parece  lo 
más  pertinente,  sin  perjuicio  do  que  en  ca- 
sos urgentes  baste  la  presencia  del  juez  para 
aquella  operación. 

En  cuanto  al  caso  en  que  la  cosa  fuere  indi- 
visible, deberán  reunirse  los  herederos  para 
recibirla:  «é  si  se  no  quisieren  ayuntar,  el  que 
lo  demandare  dé  buenos  fiadores  al  que  lo  to- 
vicre,  que  le  redrará  de  quien  quier  que  golo 
demandare,  é dégelo.» 

Artículo  1710. — El  depositario  que  se  ne- 
gare á restituir  la  cosa  depositada  deberá 
abonar  las  costas,  daños  y menoscabos  que 
se  ocasionaren,  y los  frutos  que  produjere 
aquélla,  aunque  no  las  utilidades  que  el  de- 
. ponente  hubiera  podido  obtener. 

ORÍGENES 

. 

Ley  8.a,  tít.  III,  Partida  5.a 

COMENTARIO 

Da  razón  de  esta  ley  está  en  la  naturaleza 
misma  del  contrato  de  depósito,  que  se  fun- 
da en  la  confianza  y buena  fe  délos  hombres. 
La  falta  cometida  por  el  depositario  es  por  esta 
razón  doblemente  censurable. 
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La  obligación  de  restituir  las  COsas  deposita- 
da,  es  tan  sagrada  y respetable,  que  la  ley  no 
ha  podido  menos  de  imponer  al  depositario  el 
gravamen  de  abonar  los  daños  que  ocasionare. 

Lo  dispuesto  en  este  articulo  se  entiende  sin 
perjuicio  de  la  responsabilidad  criminal  en  que 
el  depositario  pueda  incurrir,  conforme  á lo 
prevenido  en  el  Código  Penal. 


Artículo  1/11.  Lo  dispuesto  en  el  artícu- 
lo 1691  para  el  comodato,  es  igualmente 
aplicable  al  depósito  (1). 


ORÍGENES 

Ley  5.  ',  tít.  V,  lib.  V,  Fuero  Juzgo. 

Ley  4.a,  tít.  XV,  lib.  III,  Fuero  Real. 

Artículo  1713. — El  depositario  no  puede 
retener  la  cosa  depositada  á pretexto  de  que 
el  deponente  le  debe. 

ORÍGENES 

Ley  6.',  tít.  XV,  lib.  III,  Fuero  Real. 

Ley  5.a,  tít.  III,  Partida  5.* 

COMENTARIO 

El  depositario  no  puede  convertir  en  prenda 
lo  que  se  le  entregó  como  depósito,  ni  puede 
establecer  compensación  entre  la  cosa  deposita- 
da y la  que  el  deponente  le  debiera:  «ante  deue- 
le  luego  entregar  delta,  é después  desto  puéde- 
le demandar  aquello  que  le  debiere.»  Ga  no  es 
derecho, — añade  la  ley  del  Fuero, — que  pues 
que  él  se  creyó  por  él,  que  gela  tenga  por  deu- 
da, ni  por  otra  cosa.» 

Artículo  1713. — Nadie  está  obligado  á de- 
volver al  deponente  loco,  rniéntras  perma- 
nezca en  este  estado,  el  arma  que  recibió  en 
depósito. 

ORÍGENES 

Ley  6.*,  tít.  III,  Partida  5.a 

. Artículo  1714. — Tampoco  estará  obligado 
el  depositario  á devolver  la  cosa  al  deponen- 
te cuando,  habiéndola  éste  hurtado,  la  recla- 
mare el  verdadero  dueño  é intentase  probar 


(1)  Art.  1601,  pág.  3&9- 


| \que  le  había  sido  sustraída  por  aquél,  en 
cuyo  caso  diferirá  el  depositario  la  devolu- 
ción hasta  la  resolución  del  asunto. 

ORÍGENES 

I Ley  (i.*,  tít.  III,  Partida  5.a 

Luy  S-a,  tít.  XV,  lib.  IIí,  Fuero  Real. 

Artículo  1715.— El  que  recibe  en  depósito 
una  cosa  que  le  ha  sido  hurtada,  no  está 
obligado  á restituirla  al  deponente. 

Orígenes 

; Ley  G.“,  tít,  XV,  lib.  III,  Fuero  Real. 

Ley  6.a,  tít.  IIÍ,  Partida  5.' 

COMENTARIO 

La  doctrina  contenida  en  eslos  tres  últimos 
artículos  es  tan  justa  y al  mismo  tiempo  tan 
sencilla,  que  sería  ociosa  toda  explicación. 

La  santidad  del  depósito,  que  exige  que  sea 
devuelta  la  cosa  al  deponente  tan  luego  como 
la  reclamare,  sin  que  el  depositario  pueda  de- 
morar la  restitución  bajo  ningún  pretexto,  ni 
exigirle  justificación  sobre  la  propiedad  de  los 
objetos  depositados,  ha  hecho  necesaria  una 
aclaración  de  la  ley  para  los  casos  que  ésta  de- 
cirle, pues  hubiera  sido  desventajoso  y hasta 
perjudicial  conservar  íntegro  aquel  precepto 
general. 

En  efecto:  restituir  al  ladrón  el  objeto  roba- 
do cuando  su  dueño  lo  reclamare,  ó cuando 
éste  es  e!  mismo  depositario,  sería,  sobre  absur- 
do. injusto.  El  que  alegue  ser  dueño  de  la  cosa, 
ya  sea  un  tercero,  ya  sea  el  mismo  depositario, 
deberá  justificar  oportunamente  su  dominio. 

Artículo  1716.—  La  obligación  de  restituir 
la  cosa  pesa  sobro  el  Prelado  ó el  Cabildo 
cuando  con  su  conocimiento  se  hubiere 
constituido  el  depósito  en  lugar  sagrado. 

Si  el  depósito  se  hubiere  constituido  en 
poder  de  uno  de  los  individuos  de  la  Iglesia 
ó monasterio  sinmonocimiento  délos demas»^ 
sólo  aquél  quedaría  obligado,  á no  ser  que  e 
depósito  fuere  en  utilidad  de  la  iglesia,  en 
cuyo  caso  estarían  todos  obligados. 

orígenes 

Ley  7.*,  tít.  III,  Partida  5/ 
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SECCION  CUARTA 

DE  LAS  OBLIGACIONES  DEL  DEPONENTE 


Artículo  1717.— El  deponente  está  obli-  j 
gado  á reembolsar  al  depositario  los  gastos 
que  haya  hecho  para  la  conservación  de  la 
cosa  depositada  y á indemnizarle  de  todos 
los  perjuicios  que  se  Je  hayan  seguido  del 
depósito. 

ORÍGENES 

Ley  10,  tit.  III,  Partida  5.° 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  con:  Arls.  1947,  Cód.  Francia. — 
1862  Italia. — 14 50. Portugal. — 1765  Holanda. — 
967  Austria. — 20,  parte  1.*,  tít.  XIV,  Prusia. — 
1431  Vaud. — 1568  Neufchatcl. — 1061  Tesino. — 
1885  Friburgo. — 2931  Luisiana. — 1961  Bolivia. 
— Ley  5.a,  tít. III, Iib.  XVI,  Digesto. — Leyes  8.‘ 
y 23,  tít.  III,  lib.  XVI,  Digesto. 


COMENTARIO 

Siendo  el  depósito  un  contrato  gratuito  por 
su  naturaleza,  no  crea,  respecto  del  deponente, 
otra  obligación  que  la  de  indemnizar  al  depo- 
sitario de  los  gastos  que  haya  sufrido  con  oca- 
sión del  depósito.  Esta  obligación  comprende, 
no  solamente  las  despensas  necesarias  hechas 
en  la  conservación  de  la  cosa,  sinó  también 
cualesquiera  otros  perjuicios  que  se  hayan 
irrogado  al  depositario  por  razón  del  mismo 
depósito.  Basta,  para  convencerse  de  ello,  re> 
cordar  que  algo  análogo  se  establece  en  el  ar- 
tículo 1711,  y asi  se  desprende  también  del 
ejemplo  que  pone  la  ley  10  que  comentamos. 

Para  cobro  de  estos  gastos  y perjuicios  no 
podrá  el  depositario  retenerla  cosa  depositada, 

. según  hemos  dicho  en  uno  de  los  artículos  an- 
i teriores. 


SECCION  QUINTA 

DEL  DEPÓSITO  NECESARIO 


Artículo  1718. — Depósito  necesario  es  el 
que  se  hace  por  ocasión  de  alguna  calami- 
dad, como  incendio,  inundación,  naufragio 
ú otras  semejantes. 

- i 

ORÍGENES 

Ley  8.',  tít.  111,  Partida  5." 

concordancias 

Concuerda  con:  Arts.  1949,  Cód.  Francia. — 
1740  Holanda. — 1664  Italia. — 1939  Bolivia. — 
2935  Luisiana, — 1433  Vaud. — 1705  Valais. — 
1570  Neufchatcl. — Ley  1.a,  pár,  3.°,  lib.  XVI, 
Digesto. 


COMENTARIO 

El  depósito  necesario  ó miserable  tiene  lu- 
gar cuando,  «veyóndose  un  orne  muy  cuytado 
de  fuego  que  le  quemasse  la  casa  do  touiesse 
sus  bienes,  ó de  avenidas  de  aguas  que  vinies- 
sen,  que  gela  leuaria;  ó sidos  touiesse  en  al- 
gund  nauio  que  estouiesse  en  ora,  ó en  manera 
de  peligrar;  ó por  alguno  destos  embargos,  ó 
por  algunos  semejantes  deltas,  diesse  alguna 
cosa  de  aquellos  que  temía  que  se  le  perderían, 
en  guarda  á otro.» 

El  proyecto  de  Código  reputa  también  como 
depósito  necesario  ó miserable  el  de  los  efectos 
introducidos  por  los  viajeros  en  las  fondas  ó 
mesones,  siendo  los  fondistas  ó mesoneros  res- 
ponsables de  ellos  como  tales  depositarios,  cOn 
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tal  que  aé  hubiese  dado  conocimiento  á los 
mismos  ó á sus  dependientes  de  los  efectos  in- 
troducidos en  su  casa. 

Por  nuestras  leyes  de  Partida  esto  no  consti- 
tuye  un  depósito,  sinó  un  arriendo;  por  lo  mis- 
mo, al  hablar  del  arrendamiento  nos  hemos 
ocupado  de  la  responsabilidad  que  en  su  caso 
pesa  sobre  los  fondistas  y posaderos. 

Artículo  1719. — El  depositario  que  se  ne- 
gare á la  devolución  de  un  depósito  necesa- 
rio, deberá  restituir  el  duplo  de  la  cosa  depo- 
sitada, si  el  deponente  prueba  la  constitución 
del  depósito. 

ORÍGENES 

Ley  8.",  tít.  III,  Partida  5.a 

COMENTARIO 

Sí  respetables  y sagradas  son  las  obligacio- 
nes que  pesan  sobre  el  depositario  en  todo  caso, 
todavía  lo  son  más  cuando  el  depósito,  en  vez 
de  constituirse  por  la  libre  voluntad  del  depo- 
nente, tuvo  lugar  por  la  fuerza  de  la  desgracia 


ó del  accidente  ocurrido,  que  obligó  al  que  la 
sufrió  á poner  sus  cosas  en  poder  de  quien 
pudiera  salvarlas. 

El  depositario  que  no  devuelve  aquellas  cosas 
que  se  entregaron  á guardar,  se  apropia  las 
cosas  ajenas;  mas  cuando  el  depósito  ha  sido 
necesario,  sobre  aquel  abuso  ó acaso  delito, 
hay  el  abuso  que  supone  el  haberse  prevalido 
de  la  ajena  desgracia  y de  la  premia  y angus- 
tiosa situación  en  que  se  hallaba  el  deponente. 

Por  eso  la  ley  trata  con  más  rigor  al  depo- 
sitario en  este  caso,  que  en  los  demas. 

Debemos,  sin  embargo,  advertir  que  las  pe- 
nas del  duplo  no  se  hallan  en  uso,  según  expre  ■ 
I san  los  autores.  No  se  olvide  tampoco,  en  cuanto 
I á la  responsabilidad  en  que  pueda  incurrir  el 
depositario,  sea  ó no  el  depósito  miserable,  lo 
dispuesto  en  el  art-.  548  del  Código  Penal; 
pues  con  arreglo  á él  se  considerará  estafador 
el  que  en  perjuicio  de  otro  se  apropiare  ó dis- 
trajere dinero,  efectos  ó cualquier  otra  cosa 
mueble  que  hubiere  recibido  en  depósito. 

Algunos  han  creído  que  el  delito  que  el  de- 
positario cometía  en  este  caso  era  hurto,  lo 
cual  no  es  cierto.  Las  diferencias  que  separan 
uno  y otro  delito  no  tienen  cabida  en  este  libro. 


CAPITULO  III 


DEL  SECUESTRO 


SECCION  PRIMERA 

,■  DK  LAS  DIVERSAS  ESPECIES  DE  SECUESTRO 


Artículo  1?20.^E1  secuestro  es  conven- 
cional ó judicial. 

ORÍGENES 

Proemio  y ley  1.a,  tít.  IX,  Partida  3.* 

Ley  1.*,  tít.  III,  Partida  5. 


CONCORDANCIAS 

Concuerda  con:  Arta.  1955,  Cód.  Francia.— 
' 1869  Italia.— 1767  Holanda.— 1439  Vaud.— 1710 
Valais.— 1576  Neufchatel.— 1892  Friburgo.— 
2941  Luisiana.— 1962  Bolivia.— Leyes  6.“  y 17, 
título  III,  libro  XVI,  Digesto.— Ley  5.*,  titu- 
, lo  XXXIV,  lib.  IV,  Cód.  Romano. 
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COMENTARIO 

Secuestro  es  el  depósito  de  una  cosa  litigiosa 
durante  <‘l  tiempo  del  pleito  ó juicio  en  que  se 
ventilen  los  derechos  de  las  partes  que  alegan 
algún  derecho  sobre  aquella  cosa. 


SECCION 

DEL  SECUESTRO 


Artículo  1721. —El  secuestro  convenció-  ■ 
nal  es  el  depósito  de  una  cosa  litigiosa  que  I 
voluntariamente  hacen  los  litigantes  en 
manos  de  un  tercero,  el  cual  se  obliga  á 
devolverla,  terminado  el  pleito,  á la  persona 
que  en  definitiva  deba  obtenerla,  ó según  lo 
convenido  por  las  partes  antes  ó después  de 
haberse  constituido. 

ORÍGENES 

Leyes  i.:'  y 5.*,  tít.  III,  Partida  5.a 

Ley  1.“,  tít.  IX,  Partida  3.a 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  en  parte  Con:  Art.  1956,  Códi- 
go Francia. — 1870  Italia. — 1768  Holanda. — 1440 
Vaud. — 2942  Luisiana. — Leyes  6.*  y 17,  tít.  III,  i 
lib.  XVT,  Digesto.— Ley  110,  tít.  XVI,  lib.  L,  ] 
Digesto. 

Artículo  1722. — El  secuestro  convencio- 
nal se  gobierna  por  las  reglas  del  depósito 

propiamente  dicho. 

orígenes 

Ley  1.a,  tít.  III,  Partida  57 

Ley  1.a,  tít.  IX,  Partida  3.a 

: 

COMENTARIO 

El  secuestro  convencional  no  se  diferencia 
esencialmente  del  depósito  voluntario.  Asi  es  ; 
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Cuando  el  depósito  Ba  constituye  por  1^  sola 
voluntad  de  jas  partes,  se  llama  convencional. 

Cuando  se  constituye  por  mandato  judicial, 
recibe  esta  última  denominación.. 


SEGUNDA 

CONVENCIONAL 


que  las  mismas  reglas  del  uno  son  al  otro  apli- 
cables, salvo  las  modificaciones  que  establece 
el  artículo  anterior,  y que  son: 

1. °  Que  el  secuestro  no  terminará  sinó  con 
la  decisión  del  litigio,  á no  ser  que  las  partes 
interesadas  convengan  cese,  ó así  lo  declare  el 
Juez  ó Tribunal  en  virtud  de  causa  legítima. 

2. ®  Que  la  restitución  no  se  hace  á los  de- 
ponentes, sinó  al  que  de  ellos  deba  obtenerla 
cosa,  en  consecuencia  del  fallo  ó transacción 
que  ponga  término  al  litigio. 

El  Sr.  Gutiérrez  señala  ademas  otras  dos  di- 
ferencias, que  son: 

1. a  Que  ol  secuestro  puede  no  ser  gratuito, 
sin  que  por  esto  degenere  en  contrato  distinto. 

2. a  Que  el  depositario  tiene  la  posesión  de 
los  bienes  en  nombre  de  aquel  á quien  se  adju- 
diquen por  sentencia  ejecutoría. 

La  Serna  y Montalvan  contradicen  la  opinión 
de  los  que  afirman  que  entra  el  depósito  vo- 
luntario y el  secuestro  hay  la  diferencia  de 
que  en  oí  primero  el  deponente  conserva  la  po- 
sesión y propiedad  de  las  cosas  depositadas,  en 
tanto  que  en  el  segundo  pasa  al  secuestrario  la 
posesión  de  lós  bienes,  pues  semejante  diferen- 
cia la  encuentran  en  oposición  con  los  princi- 
pios legales. 

Según  ellos,— dicen, — la  posesión  supone  en 
el  que  posee  creencia  de  ser  dueño  do  la  cosa, 
y ésta  no  puede  presumirse  de  ningún  deposi- 
tario, que  sólo  tiene  lo  depositado  á nombre  de 
otro,  y no  en  virtud  de  tenencia,  derecha , ó sea 
de  justo  título  traslativo  de  dominio. 
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SECCION  TERCERA 


DEL  SECUESTRO  JUDICIAL 


Articulo  1723.' — Podrá  decretarse  el  se- 
cuestro ó depósito  judicial  de  las  cosas  liti- 
giosas: 

1.  Cuando  la  cosa  sobre  que  se  litiga  es 
mueble  y el  demandado  persona  sospechosa, 
de  quien  se  teme  que  la  altere,  la  empeore  ó 
la  maltrate. 

2. "  Cuando  el  poseedor  de  la  cosa  litigio- 
sa apeló  de  la  sentencia  dada  contra  él  y se 
teme  que  empeore  la  cosa  ó disípelos  frutos.  ! 

3. ”  Cuando  la  mujer  reclama  del  marido  ■ 
que  malversa  sus  bienes  la  devolución  de  la 
dote  ó su  administración  por  personas  de 
confianza. 

4. °  Cuando  el  hijo  preterido  ó deshere- 
dado sin  causa  reclame  su  parte  legítima, 
obligándose  á traer  á colación  loque  hubie- 
re recibido,  pues  miéntras  lo  cumple  en  el 
plazo  que  el  juez  le  señale,  deberán  secues- 
trarse los  bienes  que  formen  su  legítima. 

ORÍGENES 

Ley  i.*,  tít.  IX,  Partida  3/ 

JURISPRUDENCIA 

Limitado  el  secuestro  que  prescribe  la  ley  1.*, 
tít.  IX,  Partida  3.a,  á los  seis  casos  taxativos 
que  la  misma  menciona,  la  sentencia  que  no  le 
otorga  en  cualquiera  otro,  no  infringe  dicha 
ley  |Sent.  8 Octubre  1863). 

Al  establecer  la  ley  1.a,  tít.  IX,  Partida  3.a, 
los  casos  taxativos  en  que  pueden  ser  puestas 
en  fieldad  ó secuestro  las  cosas  litigiosas,  re- 
quiere en  el  segundo  de  los  mismos,  como  re- 
quisito para  ello  indispensable,  que  el  deman- 
dado Bea  persona  sospechosa  y so  tema  por  tal 
motivo  que  trasponga,  empeore  ó malverse  la 
cosa  mueble  que  sea  objeto  del  litigio.  No  pue- 
de reputarse  al  demandado  como  sospechoso  en 
el  sentido  de  esta  ley  cuando,  no  versando  el 


pleito  sobre  cosas  inmuebles,  sinó  también  so- 
bre bienes  raíces,  el  mismo  demandante  le  re- 
conoce con  derecho  á la  partición  en  ellos,  lo 
cual  supone  en  aquél  el  arraigo  suficiente  para 
responder  del  resultado  del  juicio;  ni  este  pue- 
de ser  en  su  día  ilusorio,  que  es  el  objeto  esen- 
cial de  la  misma  ley  cuando  existe  la  garantía 
de  haberse  hecho  la  anotación  preventiva  en  el 
i Registro  de  hipotecas  establecido  coa  igual 
objeto.  Por  consecuencia,  la  sentencia  que  en 
este  caso  desestima  el  secuestro,  no  quebranta 
la  citada  ley  1.a,  .tít.  IX,  Partida  3.*,  ni  tampo- 
co infringe  la  ley  66  de  Toro,  ó sea  la  5.*,  tí- 
tulo XI,  lib.  X,  Nov.  Rec.,  la  cual  se  contrae 
únicamente  á los  casos  en  que  se  pretenda  que 
el  deudor  arraigue  por  demanda  de  dinero  que 
le  sea  puesta  (Sent.  5 Octubre  1868). 

COMENTARIO 

Cuando  el  depósito  de  la  cosa  litigiosa  se 
hace  por  auto  del  Juez  ó Tribunal,  recibo  el 
nombre  de  secuestro  judicial. 

La  ley  de  Partida  enumera  los  casos  en  que 
procede  el  secuestro  judicial.  A los  consignados 
en  nuestro  articulo  agrega  otros  dos,  que  son 
el  mutuo  acuerdo  de  los  litigantes  y el  caso  de 
esclavitud.  Este  último  carece  de  aplicación;  el 
primero  nos  ha  parecido  ocioso  consignarlo, 
pues  de  todos  modos  el  acuerdo  de  los  litigan- 
tes de  que  sea  depositada  la  cosa  litigiosa  es 
válido,  con  arreglo  álos  principios  generales  de 
la  ley,  y conforme  á lo  establecido  en  la  Sección 
anterior. 

Téngase  presente,  al  tratar  del  secuestro  ju- 
dicial, que  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  (ar- 
tículos 931  y 932)  autoriza  al  juez  para  decre- 
tarlo en  los  dos  casos  siguientes:  1 cuando  ha- 
ya recelo  de  que  si  no  se  verifica  el  secuestro, 
llegarán  á las  manos  las  partes:  2.°,  cuando  hay 
lugar  al  embargo  de  bienes  del  deudor,  aunque 
sea  preventivamente. 

Por  último,  no  se  olvide  que  la  ley  Hipoteca- 
ria, en  su  art.  42,  dispone  que  «podrán  po- 
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dir  anotación  preventiva  de  sus  respectivos  de- 
rechos en  el  Registro  público  correspondiente: 

«Cuarto.  El  que  demandando  en  juicio  ordi- 
nario el  cumplimiento  de  cualquiera  obligación, 
obtuviere,  con  arreglo  á las  leyes,  providencia 
ordenando  el  secuestro  ó prohibiendo  la  enaje- 
nación de  bienes  inmuebles.» 

Articuló  1724. — El  secuestro  ó depósito 
judicial  debe  constituirse  en  personas  pro- 
bas y abonadas  (aj. 

Siu  embargo  de  lo  dispuesto  en  el  párrafo 
anterior,  no  podrán  ser  depositarios  el  juez 
ni  el  escribano  que  entendieren  en  el  liti- 
gio (b). 

ORÍGENES 

fa)  Ley  1.a,  tít.  IX,  Partida  3.a 

(b)  Leyes  1.a  y 9.*,  tít.  XVI,  lib.  XI,  Noví- 
sima Recopilación. 

Articulo  172o. — Ninguna  persona  puede 
eximirse  del  cargo  de  depositario  judicial,  ú 
no  hallarse  asistido  de  causa  legitima. 

ORÍGENES 

Leyes  1.a  y 9.*,  tít.  XVI,  lib.  XI,  Nov.  Rec. 

COMENTARIO 

Cuando  el  secuestro  es  de  bienes  inmuebles, 
se  nombra,  lo  mismo  que  en  los  casos  do  em- 
bargo, un  administrador  judicial. 

Las  cantidades  secuestradas  en  metálico  se 
depositan  en  la  Caja  de  Depósitos  ó en  el  esta- 
blecimiento público  que  hubiere  destinado  al 
efecto. 

Los  objetos  muebles  se  entregarán  ála  custo- 
dia de  un  secuestrario  ó depositario. 

Articulo  1726.— -El  secuestro  terminará 
únicamente  por  mandamiento  judicial. 


El  tiempo  en  que  las  cosas  se  hallen  en 
secuestro  no  corre  para  la  prescripción, 
salvo  pacto  en  contrario. 

ORÍGENES 

Ley  2.a,  tít.  IX,  Partida  3-“ 

COMENTARIO 

«Tanto  tiempo  deuen  tener  los  fieles  la  cosa 
■ en  su  poder,  cuanto  touieren  por  bien  los  jueces 
que  gelo  mandaron  ó pusieron  las  partes  á la 
sazón  que  la  pusieren  en  fieldad.» 

En  cuanto  á lo  dispuesto  en  el  segundo  pár- 
rafo añade  la  ley:  «este  tiempo  nin  faze  pro  ni 
dañoá  ninguna  de  las  partes,  para  poderla  ga- 
nar ni  perder  por  tiempo.» 

El  pacto  en  contrario  será  válido  y eficaz,  pu- 
díendo  en  su  virtud  prescribir  la  cosa  aquella 
parte  á cuyo  favor  se  hiciere  el  pacto. 

Artículo  1727. — El  dueño  de  las  fincas 
constituidas  en  secuestro  judicial  puede 
atender  á su  cuidado  y cultivo;  pero  los  fru- 
tos que  produzcan  han  de  depositarse  hasta 
la  terminación  del  litigio. 

ORÍGENES 

Ley  3.a,  tít.  XVIII,  Ordenamiento  de  Alcalá. 

Ley  1.a,  tit.  XXV,  lib.  XI,  Nov.  Rec. 

COMENTARIO 

El  objeto  de  esta  ley  es  evitar  los  daños  que 
puedan  sufrir  las  heredades  durante  el  secues- 
tro, pues  el  poco  cuidado,  y el  cultivo  hecho  con 
poco  esmero,  causan  perjuicios  á las  fincas;  por 
eso  la  ley  dice:  «mandamos  que  no 'incurra  en 
pena  el  dueño  de  las  heredades  y casas  por  las 
hacer  labrar  y reparar. » 

En  cuanto  á los  frutos  que  se  produzcan,  de- 
berán ponerse  «en  fieldad  á costa,  de  los  frutos 
basta  que  sea  determinado  quién  los  debe  ha- 
ber.» 


TITULO  XVI 


r>B  LOS  CONTRATOS  aleatorios  ó de  suerte 


■ CAPITULO  PRIMERO 


DEL  JUEGO  Y DE  LA  APUESTA 


A t\u> «.:!•■>  1728. — Eii  los  juegos  permitidos 
de  naipes  y cu  los  de  pelota,  traeos,  billar  y 
otros  que  no  sean  de  suertes  y azar,  ni  inter- 
venga envite,  el  tanto  suelto  que  se  jugare 
. no  podrá  exceder  de  veinticinco  céntimos 
de  peseta,  y .toda  la  cantidad 'de  ochenta  y 
dos  pesetas  cincuenta  céntimos  (1),  aunque 
sea  en  muchas  partidas,  siempre  que  inter- 
venga en  ellas  alguno  de  los  misinos  juga- 
dores. 

ORÍGENES 

Art.  G.°,  Ley  15,  tít.  XXIII,  Iib.  XII,  Noví- 
sima Rec.  (1771). 

COMENTARIO 

Dase  el  nombre  de  contratos  aleatorios  ó de 
suerte  á todas  aquellas  convenciones  cuyos 
efectos  dependen,  en  cuanto  á las  pérdidas  y ga- 
nancias, de  un  hecho  incierto,  Cuando  el  acon- 
tecimiento que  ha  de  resolver  sobre  las  pérdidas 
ó ganancias  no  sea  incierto  para  ninguna  de  las 
dos  partes,  ei  contrato  no  sera  aleatorio,  sino  de 


' (1)  Equivalentes  á 30  ducadbs. 
Tumo  u 


algunr  de  las  clases  que  hemos  estudiado  ó se- 
rá innocua-  d r con  tocios  iento  fuere  in- 

cierto para  una  ¿at  m y cierto  para  Ja  otra,  esta 
última  habrá  cometido  una  estala. 

Entre  los  contratos  aleatorio”  so  cuentan  el 
de  seguros,  que  pertenece,  según  nuestro  lio  - 
reeho  vigente,  al  Código  do  Comercio,  el  juego 
: y apuesta,  y la  renta  vitalicia. 

Del  contrato  de  seguros  rio  nos  ocupamos, 
pues  carecemos  de  leyes  civiles  que  les  regulen. 
En  el  Código  de  Comercio  se  halla  lo  referente 
á los  seguros,  así  terrestres  como  marítimos. 

El  juego  ha  sido  dividido  en  tres  clases,  según 
que  su  éxito  dependía  de  la  habilidad  ó destre- 
za dn  los  jugadores,  ó del  azar,  ó de  una  y otra 
cosa  combinadas. 

Según  ios  escritores  do  derecho  natural,  todo 
juego  es  lícito  como  una  donación  recíproca,  he- 
cha bajo  cierta  condición. 

El  juego,  como  simple  distracción  y recreo, — 
dice  Goycna, — nada  tiene  de  ilícito  ni  odioso; 
pero  esto  no  se  verifica  en  los  de  azar,  que  ni 
ejercitan  el  espíritu  ni  el  cuerpo,  ni  son  propios 
para  el  esparcimiento;  su  móvil  y objeto  no  es 
otro  que  una  codicia  desordenada  y funesta:  en 
ios  primeros  debe  limitarse  el  legislador  á evi- 
tar el  abuso  y excesos,  Imbída  consideración  a 
la  cantidad  y á las  personas:  los  segundos,  de 
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un  orítrcn  siempre  reprensible  y de  consecuen- 
cias desastrosas,  deben  ser  proscritos  entera- 
mente. En  estos  juegos  no  se  puede  ser  feliz  sinó 
con  el  infortunio  de  otros:  todo  sentimiento  na- 
tural se  halla  ahogado,  y todo  vínculo  social 
roto  entre  los  jugadores.  Cada  uno  de  ellos  for- 
ma el  voto  inhumano  ó impío  de  prosperar  á 
expensas  de  los  otros,  y se  v eredueido  á malde- 
cir la  buena  suerte  de  ellos  y á no  complacerse 
sinó  en  su  ruina. 

El  juego  es  uno  de  los  inconvenientes  insepa- 
rables de  las  grandes  sociedades,  uno  de  los 
males  incurables  contra  los  cuales  no  hay  más 
que  paliativos,  mas  esto  no  puede  servir  de  ex- 
cusa para  una  tolerancia  que  es  siempre  perni- 
ciosa. «Porque  no  pueda  extirparse  de  raíz  el 
mal,  pregunta  un  notable  publicista,  ¿debe  el 
legislador  descuidar  los  medios  de  atenuarle?» 
No  debemos  sobre  esto  acusar  á nuestras  leyes, 
añade  un  jurisconsulto  inglés, sinó  á la  negli- 
gencia de  los  magistrados  en  ejecutarlas. 

Los  juegos  de  azar,  malos  por  si  mismos  y 
peores  aún  por  las  funestas  consecuencias  que 
les  acompañan,  se  hallan  prohibidos  por  nues- 
tras leyes,  y castigado  su  ejercicio  por  el  Código 
Penal. 

Tratándose,  pues,  de  juegos  ilícitos,  no  tienen 
los  jugadores  acción  para  reclamar  lo  que  hu- 
biesen ganado;  mas  los  perdidosos  podrán  repe- 
tir por  lo  que  hubieren  pagado,  como  veremos 
en  uno  de  los  artículos  siguientes.  t 

Cuando  los  juegos  no  son  de  envite  ó azar, 
las  ganancias  que  en  ellos  so  hicieren  son  líci- 
tas, y deben,  por  consiguiente,  sor  abonadas  á 
los  gananciosos.  La  ley,  sin  embargo,  las  pone 
un  limite,  para  evitar  que  el  lícito  pasatiempo 
pueda  convertirse  en  afan  de  ganancias,  y en 
vez  de  un  fin  honesto,  resulte  un  fin  ilícito. 

Dudan  los  autores  que  esta  tasa  de  la  ganan- 
cia se  observe  en  la  práctica. 

Artículo  1729. — Se  estiman  nulas  las  tra- 
viesas ó apuestas,  aunque  sea  en  los  mismos 
juegos  permitidos. 

orígenes 

Art.  6.",  ley  1 5,  tít.  XXIII,  lib.  XII,  Noy.  Rec. 

COMENTARIO 

Las  traviesas  ó apuestas  revisten  el  mismo 
carácter  que  las  demas  cantidades  que  median 
en  el  juego.  Por  consiguiente,  cuando  so  hagan 


sobre  un  juego  ilícito,  no  pueden  menos  do  afir 
punibles.  No  parece  que  deben  tener  este  ca- 
rácter cuando  se  hacen  sobre  juego  lícito,  con 
tal  que  ne  excedan  del  tanto  que  la  ley  con- 
siente para  los  mismos  juegos.  Así  lo  entiende 
el  Proyecto  de  Código.  Pero  la  ley  recopilada 
declara  nulas  en  todo  caso  las  traviesas  ó apues- 
tas, áun  cuando  su  decisión  dependa  de  un 
juego  permitido. 

Articuló  1730. — No  será  valido  ni  juego  de 
alhajas,  prendas  ú otros  cualesquiera  bienes 
muebles  ó raíces,  cualquiera  que  sea  la  can- 
tidad en  que  mediaren,  así  como  el  juego  á 
crédito,  al  liado,  ó sobre  palabra,  entendién- 
dose de  esta  especie  aquellos  en  que  se  usare 
de  tantos  y señales  que  no  sean  dinero  con- 
tado y corriente  y que  correspondan  á lo  que 
se  ganare  ó perdiere. 

ORIGENES 

Art.  7.°,  ley  15,  tít.  XXIII,  lib.  XII,  Novísi- 
ma Recopilación. 

COMENTARIO 

Cuando  el  juego  se  hace  con  tantos  ó señales, 
en  vez  de  dinero  contado,  ó cuando  median  al- 
hajas ú otros  cualesquiera  objetos  muebles  ó 
raíces,  es  más  fácil  burlar  el  precepto  de  la  ley, 
que  no  permite  que  exceda  de  30  ducados  el 
máximum  de  loque  se  juegue.  Lo  mismo  sucede 
cuando  se  juega  bajo  palabra  ó al  fiado.  La  ley 
los  condena  como  medios  de  eludir  sus  pre- 
ceptos. 

Artículo  1731.— Las  cantidades  perdidas 
en  juegos  prohibidos,  ó las  que  excedieren 
del  tanto  y suma  señalada  en  los  permitidos, 
así  como  las  prendas,  bienes  ó alhajas  ó 
cantidades  al  ñado,  á crédito  ó sobre  pala- 
bra, ó con  tantos,  no  se  deberán  por  los  que 
las  perdieren,  ni  podrán  hacerlas  suyas  los 
que  las  adquirieran  por  estos  medios  ilícitos 
y reprobados.  En  su  consecuencia,  los  pagos, 
contratos,  vales,  empeños,  deudas,  escri- 
turas y otros  cualesquiera  resguardos  y ar- 
bitrios de  que  se  usare  para  cobrar  las  pér- 
didas, son  nulos  y de  ningún  valor  y efecto, 
debiendo  restituirse  á los  deudores  que  lo 
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pidieren  las  cantidades  que  hubieren  pa- 
gado á los  gananciosos. 

ORÍ  SENES 

Art.  8.“,  Ley  15,  tít.XIII,  lib.  XII,  Nov.  Rec, 

JURISPRUDENCIA 

Es  impertinente  la  cita  como  infringida  por 
la  sentencia  que  manda  pagar  la  cantidad  adeu- 
dada de  las  leyes  8.11,  9.1*  y 15,  en  su  párr.  8.°. 
tít.  XXIII,  libro  XII,  Nov.  Rec.,  porque  en 
ellas  sólo  se  habla  de  los  juegos  prohibidos  y 
de  la  cantidad  que  puede  j ugarse  en  los  permi- 
tidos, y se  prohíbe  el  hacerlo  á crédito  ó al  fia- 
do, relevándose  ademas  á los  jugadores  y á sus 
fiadores  de  la  obligación  de  pagar  lo  que  pier- 
dan en  este  último  concepto,  si  el  demandante 
no  jugó  con  el  demandado,  ajuicio  de  la  Sala, 
ni  por  consiguiente  pudo  ganarle  cantidad  al- 
guna (Sent.  23  Junio  1873). 

comentario 

Las  cantidades  perdidas  en  los  juegos  prohi- 
bidos y las  que  excedieren  del  tanto  que  con  - 


siente  el  art.  1728,  no  deberán  sor  satisfechas  á 
los  gananciosos. 

Si  estas  cantidades  hubieren  sido  satisfechas, 
podrá  ser  reclamada  su  devolución  por  los  que 
las  hubieron  perdido  y pagado. 

Este  precopto  resulta  ineficaz  on  la  práctica. 
«Rarísimo  será  el  caso, — dice  el  autor  de  las 
Concordancias, — en  que  se  haya  hecho  uso  do 
este  derecho:  un  falso  ó verdadero  punto  de 
honor  lia  prevalecido  y prevalecerá  siempre,  sin 
distinción  de  tiempos  ni  paises,  contra  ol  frío 
cálculo  del  legislador.» 

El  proyecto  de  Código  establecía  que  el  que 
perdiere  no  pueda  repetir  lo  que  haya  pagado 
voluntariamente,  excepto  on  caso  do  fraude; 
ctfya  disposición  justifica  Goyena  diciendo: 
«Si  el  jugador,  más  severo  para  sí  mismo  que 
la  ley,  se  lia  creído  obligado;  si  fiel  á su  pasión 
y delicado  hasta  en  su  extravío,  ha  obedecido 
á su  conciencia,  ¿cómo  contradecirlo  y reformar 
un  juicio  voluntario  y justo,  puesto  que  en  úl- 
timo resultado  el  perdidoso  no  hace  más  que 
tratarse  á sí  mismo  confio  él  habría  tratado  en 
ol  caso  contrario?  Estas  y otras  consideraciones, 
unidas  al  derecho  que  lodo  hombre  tiene  de 
usar,  y hasta  de  abusar  de  su  propiedad,  justi- 
fican esta  parte  del  artículo.» 


CAPÍTULO  II 

DE  LA  RENTA  VITALICIA  ü> 


Artículo  1732. — La  renta  vitalicia  podrá 
constituirse  por  una  sola  vida  ó dos,  y no 
por  tres  ó más. 

■ ORÍGENES 

Ley  6.",  tít.  XV,  lib.  X,  Nov.  Rec.  (1583). 

Nota  2."  á la  misma  ley  (ó  sea  la  12,  tít.  XV, 
lib.  V,  Nueva  Rec.  (1608). 


(1)  Recibe  más  comunmente  la  denominación  de 
Censo  vitalicio , y también  las  de  Fundo  vitalicio  y 
Fundo  muerto  ó perdido,  y en  Cataluña  se  denomina 

Vio  lorio, 


COMENTARIO 

Es  la  renta  vitalicia  un  contrato  por  el  cual 
una  de  las  partes  se  obliga  á satisfacer  á la 
otra  cierta  pensión  ó rédito  anual  durante  la 
vida  de  ésta  ó la  de  dos  personas,  cuando  más. 
Este  contrato  puede  ser  gratuito  y oneroso, 
según  ,quo  se  constituye  á manera  de  donación, 
ó que  la  parte  que  ha  de  recibir  la  pensión 
anual,  haya  entregado,  al  que  ha  do  satislacerJa, 
una  cantidad  en  metálico  ó una  finca,  como 
precio  del  derecho  á percibir  la  pensión. 

También  puede  constituirse  la  renta  vitalicia 
en  favor  de  un  tercero. 

Ha  de  constituirse  en  favor  de  una  persona 
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quo  viva  en  el  momento  del  contrato;  por  con- 
siguiente. si  un  tercero  constituyó  la  renta  cre- 
yéndola viva,  si  resultase  que  en  aquella  sazón 
], fifia.  muorio,  el  contrato  no  produce  efecto  al- 
¿•tino,  puniendo,  por  lo  mismo,  el  quo  ontrearó  la 
linca  ó la  cantidad  repetirla,  porque  en  realidad 
se  entregó  sin  causa. 

Escriche  hace  extensiva  esta  doctrina  al  caso 
en  que  la  renta  se  constituya  por  la  vida  de 
una  persona  que  se  halle  gravemente  enferma, 
y muera  efectivamente  de  la  misma  enferme- 
dad, en  atención  á que  ha  habido  un  error  gra- 
ve, que  vició  el  consentimiento;  siendo  claro 
que  si  bis  partes  hubieran  sabido  el  estado  de 
la  persona  por  cuya  vida  se  quería  establecerla 
renta,  no  habrían  hecho  la  convención. 

E.u  la  renta  vitalicia,  la  pensión  no  significa 
el  pago  do  los  intereses  ó productos  de  la  finca 
ó del  capital,  sino  que  á la  vez  es  precio  en  vir- 
tud del  cual  e!  que  satisface  la  pensión  se  hace 
dueño  del  capital  ó finca  que  le  fueron  entre- 
gados. 

En  este  contrato  obtienen  lucro  las  dos  par- 
tes, ó á lo  menos  las  dos  esperan  obtenerlo.  El 
que  recibe  la  pensión  se  lucra  porque  durante 
su  vida  percibe  una  renta  mayor  que  lo  que 
naturalmente  le  produciría  su  finca  ó su  capi- 
tal; el  que  paga  la  pensión,  so  lucra  también, 
porque  al  fallecimiento  de  la  persona  por  cuya 
vida  se  constituyó  la  renta,  queda  dueño  del 
capital  ó fincas  que  hubiere  recibido. 

Este  contrato  es  aleatorio,  porque  la  duración 
de  la  vida  de  la  persona  ó personas  en  cuya  ca- 
beza se  puso  la  renta,  determinan  á favor  de 
quién  está  la  ganancia. 

El  que  percibió  el  capital  ó fincas  está  obli- 
gado á satisfacer  puntualmente  la  pensión  esti- 
pulada: mas  el  no  pago  de  esta  pensión  no  da 
derecho  al  comiso  de  la  finca,  ,fi  á reclamar  la 
devolución,  precisamente  porque,  según  antes 
dijimos,  la  pensión  no  es  el  interes,  sino  que  en 
parte  es  precio  del  capital  ó linca,  y por  consi- 
guiente si  hubiere  lugar  al  comiso  ó á la  resti- 
tución del  capital,  resultaría  que  el  pensionista 
recuperaba  una  cosa  de  la  cual  una  parte  le  es- 
taba ya  pagada. 

Tampoco  el  que  está  obligado  á pagar  la 
pensión  podrá  librarse  do  este  deber  restituyen- 
do el  capital  ó lincas. 

El  derecho  del  pensionista  á cobrar  la  renta 
resulta  .de  su  vida,  do  manera  que  parece  lo 
más  natural  que  el  cobro  haya  de  verificarse 
vencido,  como  se  dice  comunmente,  y justifi- 
cando su  existencia.  Puede,  sin  embargo,  haber- 


' se  estipulado  que  los  pagos  se  hagan  aijLeJajyf 
lados,  en  cuyo  caso  entienden  los  autores,  qué 
! sí  el  pensionista  murió  dentro  de  un  .mes,  se- 
mestre ó año  cuya  pensión  estaba  ya  satisfecha, 
no  deberá  restituirse  la  porción  de  renta  que 
corresponda  á los  días  que  faltaren  para  la  con- 
clusión del  plazo. 

Cuando  la  renta  vitalicia  se  constituye  á fa- 
vor de  una  persona,  por  donación  ó testamento, 
ó porque  un  tercero  entrega  el  capital  sobre 
; que  se  constituye,  podrá  ponerse.por  el  donante 
' la  cláusula  de  que  los  acreedores  del  pensio- 
nista no  puedan  embargar  la  renta  para  ,él 
pago  de -sus  créditos.  Mas  si  el  pénsionista  mis- 
mo constituyó  la  renta  con  dinero  ó fincas  d'e 
su  propiedad,  no  podrá  añadirse  aquella  cláu- 
sula. porque  nadie  puedo  sustraer  á la  acción 
de  sus  acreedores  parte  alguna  de  su  hacienda. 

En  la  renta  vitalicia,  el  que  satisface  la  pen- 
sión se  hace  dueño  del  capital  ó fincas  que  se 
le  entregaron.  Alguna  vez  se  ha  pactado  que 
vuelva  la  finca  á poder  del  primitivo  dueño; 
pero  estaño  es  verdadera  renta  vitalicia;  tiene 
, más  puntos  de.  contacto  con  el  foro,  el  censo 
enñtéutico , el  arrendamiento  ó el  préstamo 
con  ínteres,  si  se  constituyó  en  dinero.  - 

La  renta  vitalicia  puede. constituirse  por  una 
vida.  ¿Podrá  constituirse  por  dos?  Aunque  la 
ley  6.*,  tít.  XV,  lib.  X de  la  Novísima  no  au- 
torizó la  constitución  de  rentas  vitalicias  más 
que  por  una  sola  vida,  la  12,  tít.  XV,  lib.  V 
de  la  Nueva  Recopilación,  de  fecha  posterior, 
reconoce  que  puede  constituirse  por  dos  vidas. 
Así  lo  han  entendido  muchos  autores.  Otros, 

; sin  embargo  (La  Sorna  y Montalvan),  sustentan 
la  doctrina  de  que  no  está  vigente  esta  última 
1 ley,  por  haberse  dejado  de  incluir  intencional- 
mente en  la  Novísima.  Sin  pretender  nosotros 
resolver  la  dificultad,  hemos  admitido  en  el  ar- 
tículo que  pueda  constituirse  por  dos  vidas,  por 
ser  el  precepto  ménos  restrictivo,  y por  tanto 
menos  contrario  á la  libertad  do  contratación. 

, Artículo  1733. — El  capital  sobre  que  se 
constituya  la  renta  vitalicia  ha  de  consistir 
precisamente  en  dinero  metálico. 

ORÍGENES 

Ley  6.a,  tít.  XV,  lib.  X,  Nov.  Rec. 

COMENTARIO 

Aun  cuando  la  ley  dice  qúe  «el  dinero  Capi- 
tal ó suerte  principal...  no  se  pueda  dar  todo 
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ni  parte  alguna  en  plata  labrada,  ni  en  oro  la- 
brado, ni  en  tapices,  ni  en  otras  alhajas  ni  jo- 
yas estimadas,  sinóque  todo  el  dinero  se  haya 
de  pagar  y se  pague  y cuente  al  principio  todo 
dinero  de  contado,  sin  intervenir  otra  eos  a que 
no  sea.  dinero  de  contado  ni  estimación  alguna 
de  ella,»  y nada  dice  de  bienes  ralees;  sin  em- 
bargo, algunos  autores  admiten  la  constitución 
en  bienes  de  esta  especie. 

En  nuestro  sentir,  la  ley  excluye  los  bienes 
inmuebles,  lo  mismo  que  cualesquiera  otros 
que  üo  sean  dinero  contado.  Puede  alegarse 
que  en  la  práctica  se  han  constituido  sobre  bie- 
nes de  aquella  clase;  pero  esta  práctica,  ni  es 
general,  ni  conforme  con  la  ley. 

Artículo  1734. — En  la  renta  vitalicia  que 
se  constituyere  por  una  sola  vida,  la  pensión 
no  podrá  exceder  del  diez  por  ciento  del 
capital  consignado. 


Cuando  ia  renta  fuere  sobro  dos  vidas,  la 
pensión  no  excederá  en  ningún  caso  del 
ocho  y dos  tercios  por  ciento  del  capital. 

orígenes 

Loy  12,  tít.  XV,  lib.  V,  Nueva  Roe. 

Nota  2.’,  tít.  XV,  lib.  X,  Nov.  Reo. 

COMENTARIO 

¿Están  vigentes  estas  limitaciones?  Al  hablar 
de  los  censos  consignativos  expresábamos  que, 
en  opinión  de  muchos  autores,  estas  tasas  ó li- 
mitaciones han  quedado  abolidas.  Otros,  sin 
embargo,  entienden  lo  contrario,  y la  verdad 
es  que  en  su  favor  tienen  la  letra,  si  no  ol  espí- 
ritu de  la  ley. 

Véase  lo  que  decimos  sobre  el  ínteres  ó ca- 
non en  el  censo  consignativo. 
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TÍTULO  XVII 

DE  LAS  TRANSACCIONES 


Artículo  1735.— Toda  transacción  entre  J 
partes  sobre  cosas  ó derechos  litigiosos  debe  t 
ser  cumplida,  áno  ser  que  una  de  las  partes  ¡ 
hubiere  privado  engañosamente  á la  otra  de  ' 
los  medios  de  prueba  de  que  dispusiere. 

ORÍGENES 

Ley  ,14,  tit.  XIV,  Partida  5.* 

JURISPRUDENCIA 

Cuando  las  cuestiones  que  se  transigen  par- 
ten de  Jo  dispuesto  en  un  testamento  que  está 
declarado  nulo  y revocado  por  otro  posterior, 
quedan  también  anuladas  (Sent.  30  Julio  1851). 

Las  transacciones  convenidas  libre  y espon- 
táneamente deben  respetarse  y son  obligatorias 
(Sent.  ü Octubre  1857). 

La  transacción  celebrada  entre  dos  personas 
no  tiene  valer  alguno  contra  los  derechos  de 
terceros  que  no  intervinieron  en  ella  (Sent.  12 
Febrero  185'.)). 

Ouando  se  termina  un  pleito  por  transacción, 
todas  las  cuestiones  que  después  se  susciten  se 
lian  do  resolver  con  arreglo  á ella,  si  no  se  ha 
presentado  prueba  legal  contra  su  validez  (Sen- 
tencias 24  Enero  1861  y 7 Noviembre  1864). 

Cuando  en  una  transacción  se  impone  pena 
para  el  que  falto  á su  cumplimiento,  y se  im- 
pone al  que  no  resulta  haber  faltado,  se  infrin- 
ge la  ley  del  contrato  (Sent.  id.  id.). 

La  transacción  tiene  fuerza  de  cosa  juzgada 
entre  las  partes  (Sent.  30  Abril  1864). 

No  probándose  que  haya  intervenido  dolo, 
mala  le  ó falsedad  en  ia  celebración  de  la  tran- 
sacción, ni  reclamándose  directa  ni  indirecta- 


mente su  nulidad,  no  puede  menos  de  reputar- 
se válida  y surtir  todos  sus  efectos  civiles  (Sen- 
tencia 30  Abril  1864). 

Si  bien  por  analogía  con  las  sentencias,  pue- 
den rescindirse  las  transacciones  que  hayan  te- 
nido su  apoyo  y fundamento  en  instrumentos 
falsos,  es  necesario  que  esta  falsedad  se  pruebe 
y declare  previamente  (Sent.  30  Abril  1864). 

Después  de  otorgada  una  escritura  de  tran- 
sacción, no  puede  irse  contra  lo  pactado  sin 
presentar  la  prueba  especialísima  que  exige  la 
ley  de  Partida,  de  que  la  transacción  se  hizo  con 
engaño  para  hacer  perder  al  demandante  las 
costas  ó embargarle  los  testigos  con  que  pudie- 
ra probar  su  demanda  (Sents.  16  Junio  1866, 
12  Noviembre  1868  y 18  Enero  1870). 

La  ley  34,  tít.  XIV,  Partida  5.’,  declara  váli- 
das las  transacciones,  como  no  tengan  los  vicios 
que  ella  señala  (Sent.  9 Enero  1868). 

No  es  necesario  que  haya  pleito  pendiente 
para  que  tenga  lugar  la  transacción,  porque  an- 
tes que  haya  contienda  judicial  pueden  transi- 
girse  derechos  más  ó menos  dudosos  (Senten- 
cia id.  id.). 

No  es  principio  de  derecho  admitido  por  la 
jurisprudencia  de  los  Tribunales  el  de  que  son 
esencialmente  nulas  las  transacciones,  eom- 
| pensaciones  y renuncias  de  alimentos  futuros 
i debidos  por  la  ley,  pues  tal  principio  sólo  se 
funda  en  la  opinión  de  algunos  autores,  si  bien 
concretándolo  á los  elementos  dejados  on  tes- 
tamento ó ultima  voluntad  (Sent.  12  Noviem- 
bre 1868). 

Parala  validación  de  una  transacción  ó con* 
cordia  no  es  necesario  que  se  estipule  precio 
como  en  las  ventas,  no  infringiendo  la  senten- 
cia que  así  lo  estima  las  leyes  1.*  y 9,*,  tit.  Vi 
Partida  5.'  (Sent.  18  Febrero  1870). 
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Las  transacciones  no  pueden  rescindirse  por  ' 
lesión,  pueBto  que  siempre  se  convienen  y son 
objeto  de  cosa  dudosa  entre  las  partes,  siendo 
ésta, por  consiguiente,  la  jurisprudencia  admiti- 
da por  los  Tribunales,  por  lo  que  no  tiene  apli- 
cación en  las  transacciones  el  principio  de  que 
cuando  una  de  las  partes  trata  de  evitar  daño 
y de  lucrarse  Ja  otra,  debe  interpretarse  el 
contrato  en  favor  de  la  primera  (Sent.  30  Marzo 
1871). 

La  ley  78,  párr.  último,  Ad  Senalum  Trebo- 
lianum,  sobre  que  las  transacciones  no  pueden 
rescindirse  por  lesión  enormísima,  y la  doctri- 
na de  que  tienen  fuerza  de  cosa  juzgada  las 
transacciones,  á no  probarse  haber  intervenido 
dolo,  mala  fe  ó falsedad,  no  tienen  aplicación 
cuando  el  convenio  dé  que  se  trata  no  es  en  su 
esencia  una  transacción  (Sent.  6 Mayo  1871). 

Según  dispone  la  ley  34,  tít.  XIV,  Partida 5. “, 
no  es  posible  destruir  lo  pactado  por  transacción 
á no  suministrarse,  por  quien  pretende  invadir- 
lo, la  prueba  especial  que  la  expresada  ley  re- 
quiere (Sent.  21  Noviembre  1871), 

Verificada  una  transacción  entre  personas 
que  podían  obligarse,  y llevada  á efecto,  no  pue- 
de ménos  de  considerarse  como  cosa  juzgada  y 
verdad  legal  con  fuerza  de  título  que  trae  apa- 
rejada ejecución  (Sent.  25  Noviembre  1871). 

La  sentencia  que  declara  rescindido  un  con- 
trato de  transacción  celebrado  por  la  empresa 
desecadora  de  una  laguna  y los  representantes 
de  unos  Ayuntamientos,  desconoce  el  carácter 
y fuerza  de  dicho  contrato,  porque  no  probán- 
dose que  hubiese  intervenido  dolo,  mala  fe  ni 
falsedad,  ni  reclamándose  su  nulidad,  no  pue- 
de ménos  de  reputarse  válido  y surtir  todos  sus 
efectos  civiles,  y por  consiguiente  infringe  la 
ley  34,  tít.  XIV,  Partida  5.a  (Sent.  9 Febrero 
1877). 

COMENTARIO 

La  transacción,  según  la  define  el  proyecto  de 
Oódjgo,  es  un  convenio  no  gratuito  sobre  cosas 
dudosas,  que  puede  ser  hecho  ántes  ó después 
de  haberse  movido  pleito  sobre  ellas.  Los  ro- 
manos la  definieron:  «Convención  no  gratuita  • 
por  la  que  se  decide  una  cosa  dudosa,  dando, 
reteniendo  ó prometiendo  algo. » 

Por  la  transacción  se  pone  término  á una 
cuestión  dudosa,  en  virtud  de  la  cesión  que  en 
parte  hace  cada  uno  de  lps1  otorgantes. 

En  la  transacción  eft  esencial:  l.°,  quelacuesr 
tion  sea  dudosa:  2.°,  que  el  contrato  no  sea  gra- 


tuito. Si  no  se  reúnen  ambas  circunstancias,  el 
contrato  no  podrá  llamarso  transacción,  sinó 
donación,  renuncia  ú otra  cosa. 

Pueden  otorgar  este  contrato  todos  los  que 
tienen  capacidad  para  enajenar  sus  cosas. 

En  cuanto  al  cumplimiento  do  las  transac- 
ciones y manera  como  deben  observarse,  así 
como  ios  casos  en  que  deben  estimarse  nulas, 
después  de  lo  consignado  en  el  articulo  y de 
las  aclaraciones  que  resultan  de  los  fallos  dol 
Tribunal  Supremo  que  hemos  trascrito  en  su 
lugar,  sería  ociosa  toda  explicación. 

Artículo  1736. — Las  cuestiones  ó pleitos 
que  versea  sobre  el  matrimonio  no  pueden 
someterse  á transacción. 

ORÍGENES 

Ley  24,  tít.  IV,  Partida  3.a 

COMENTARIO 

«Contienda  ó pleyto  que  nasciesse  sobre  ca- 
samiento de  algunos,  non  se  podría  meter  en 
manos  de  avenidores.»  Este  precepto  de  la  ley 
se  refiere  á las  cuestiones  sobre  existencia  del 
vínculo,  sobre  su  nulidad,  sobre  divorcio  y so- 
bre separación  legal  de  los  cónyuges;  por  eso 
dice  nuestro  articulo:  «que  versen  sobre  el  ma- 
trimonio,» pues  las  otras  cuestiones  que  por  in- 
terés, por  ejemplo,  puedan  nacer  entre  cónyu- 
ges, es  posible  y hasta  conveniente  someterlas 
á transacción. 

Artículo  1737. — Tampoco  podrán  suje- 
tarse á transacción  las  cuestiones  sobre  de- 
rechos hereditarios  que  consten  en  un  tes- 
tamento cerrado,  cuando  todavía  éste  no  ha 
sido  abierto. 

ORIGENES 

Ley  l.\  tít.  II,  Partida  G, 8 

JURISPRUDENCIA 

Los  llamados  por  el  testador  al  disfrute  do 
sus  bienes  pueden  transigir  cualquier  cuestión 
que  entre  ellos  ocurra,  siempre  que  no  contra- 
ríen la  voluntad  del  tostador  (Ü>ont.  1<>  Lnoru 
1873). 
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COMENTARIO 

Lo  dudoso  puede  ser  objeto  de  transacción, 
pero  los  derechos  hereditarios  que  consten  en 
un  testamento  pueden  no  serlo.  Miéntras  el 
testamento  no  se  ha  abierto,  no  se  sabe  si  los 
derechos  hereditarios  que  en  él  se  consignan 
serán  ó no  causa  de  dudas:  por  consiguiente,  no 
puede  otorgarse  válida  transacción  sobre  ellos. 
En  una  palabra:  para  que  sea  posible  la  transac- 
ción lia  de  ser  incierto  ó dudoso  el  resultado 
de  la  cuestión;  pero  ha  de  ser  cierta  la  existencia 
de  la  duda  y de  la  cuestión. 

Los  autores  señalan  otros  casos  en  que  no 
puedo  haber  lugar  á transacción;  tales  son: 

L°  Si  se  tratare  de  alimentos  futuros  deja-  ( 
dos  en  testamento,  á no  ser  con  autoridad  judí-  ■ 
cial,  previo  conocimiento  de  causa. 

2. *  En  los  pleitos  de  beneficios,  para  no  dar  J 
lugar  á la  simonía. 

3. °  Cuando  se  trate  de  delitos;  pero  sí  podrá  ■ 
transigirse  acerca  del  Ínteres  pecuniario  que 
haya  derecho  á reclamar. 

Artículo  173S.T— Las  transacciones  pue- 
den celebrarse  válidamente  por  medio  de 
procurador  á quien  se  hubiere  conferido 
señaladamente  poder  para  dicho  objeto,  ó si 
el  poder  fuere  general  y de  libre  y franca 
administración. 

ORÍ  RENES 

Ley  19,  tít.  Y,  Partida  3.* 

JURISPRUDENCIA 

. 

No  vale  la  transacción  convenida  á nombre 
de  un  tercero  si  no  se  acompaña  el  poder  de 
éste,  expresivo  de  las  facultades  que  concede  al 
quo  contrae  (Sent.  23  Junio  1858). 

Cuando  se  otorga  escritura  de  transacción 
confiando  á árbitros  la  solución  de  las  cuestio- 
nes que  puedan  ocurrir,  la  sentencia  que  esti- 
ma el  nombramiento  de  dichos  arbitros,  léjos 
de  oponerse  á la  ley  1.a,  tít.  I,  lib.  X déla 
No\.  l\,ec.,  la  respeta  belmente,  no  pudiendo 
decirse,  por  tanto,  que  la  Infringe  (Sent  21 
Mayo  1862). 

COMENTARIO 

Hablando  la  ley  citada  de  Partida  de  los 
procuradores  para  asuntos  judiciales,  dice:  «Si 
el  personero  quisiere  auenirse  con  su  conten- 


dor, ó fí*zer  alguna  postura  con  él,  ó quitaHé  la 
demanda  é dar  jura  porque  se  destajase  el 
pleyto,  que  non  lo  pueda  fazer:  fueras  ende,  si 
el  dueño  del  pleyto  le  ouiesse  señaladamente 
poderío  de  fazer  estas  cosas. » 

Aunque  la  ley  habla  sólo  do  procuradores, 
los  tratadistas  entienden,  y así  se  observa  en 
la  práctica,  que  el  poder  especial  es  necesario 
aun  cuando  so  hubiere  conferido  mandato  á 
otra  persona  por  dicho  objeto,  sin  que  sea  su- 
ficiente el  poder  general.  En  este  caso,'  dicen, 
podrá  rescindirse  la  transacción,  si  fuere  perju- 
dicial para  el  representado. 

Artículo  1739.— Las  transacciones  en  que 
se  hallen  interesados  menores  de  edad  ó in- 
capacitados*  se  sujetarán  á las  prescripcio- 
nes que  para  las  mismas  se  contienen  en  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

ORÍGENES 

Articulo  1412  y siguientes,  ley  dé  Enjuicia- 
miento 'civil. 

JURISPRUDENCIA 

Aun  cuando  la  escritura  de  transacción  de 
un  pleito  en  que  intervienen  menores  sea  otor- 
gada por  mandadero , sólo  en  el  caso  de  no  ser 
beneficiosa  á los  menores  podrán  éstos,  ’y  no 
otra  persona,  invocar  su  nulidad  (Sent.  29  Oc- 
tubre 1882).. 

NTo  invalida  una  transacción  la  circunstancia 
de  no  haber  provisto  judicialmente  de  curador 
á una  menor  que  en  ella  interviniera,  cuando 
por  dicha  escritura  ni  se  enajenaron  ni  'grava- 
ron bienes,  ni  se  menoscabaron  derechos  ya 
adquiridos  por  la  expresada  menor  (Sent.  9 
Enero  1868). 

Aunque  en  una  escritura  de  transacción  in- 
tervenga el  padre  dé  una  de  las  partes,  pnr  ser 
ésta  menor  de  edad,  si  después  de  cumplir  los 
veinticinco  años  Se  ratificó  ante  su  padre  y la 
autoridad  judicial,  défclarando  la  rlicha  escritu- 
ra válida,  firmo  y eficaz,  la  sentencia  que  la 
obliga  al  cumplimiento  de  lo  convenido  no  in- 
fringe los  arts.  1411,  1412  y 1413  de  la  ley  do 
Enjuiciamiento  civil,  que  tratan  de  los  requisi- 
tos necesarios  para  conceder  autorización  á 'ña 
de  transigir  sobre  derechos  de  menores,  id  1® 
ley  58,  tit.  V,  Partida  5.4  (Sent.  13  Diciem- 
bre 1870). 
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La  transacción  celebrada  por  el  curador  de 
una  menor  sobre  el  importe  del  haber  que  á 
ésta  corresponda  en  una  herencia  aprobada  ó 
no  judicialmente,  es  un  contrato  cuya  validez 
y eficacia  puede  ser  impugnada  por  aquélla, 
utilizando  la  acción  de  nulidad  por  los  vicios 
intrínsecos  y extrínsecos  de  que  adoleciera,  ó 
amparándose  del  beneficio  de  rbstltucidn  in  * 
integnem  que  las  leyes  otorgan  á los  "menores 
en  su  caso  y lugar,  cuyos  remedios  puede  ejer- 
citar simultánea  ó separadamente,  prefiriendo 
el  que  considerase  más  oportuno,  sin  que  á ello 
so  oponga  la  ley  1.a,  tít.  XXV  de  la  Partida  3.“, 
que  establece  el  expresado  beneficio  en  favor  : 
de  los  mismos  contra  las  sentencias  dadas  en 
juicio  (Sent.  1.®  Febrero  1876). 

Probado,  á juicio  de  la  Sala  sentenciadora,  que 
una  transacción  perjudicó  los  derechos  é intere- 
ses de  una  menor,  es  procedente  la  restitución 
sancionada  por  las  leyes  1 3.a  y oP,  tít.  XIX, 
Partida  6.’  (Sent.  l.°  Febrero  1876). 


COMENTARIO 

Hay  casos  en  que  á los  menores  puedo  ser 
útil  y áun  necesaria  una  transacción.  La  ley, 
llegados  estos  casos,  no  podía  privar  á los  me- 
nores ó incapacitados  de  los  beneficios  de  ter- 
minar de  una  manera  conveniente  á sus  intere- 
ses las  cuestiones  ó litigios  en  que  estuvieron 
comprometidos  sus  dorcchos;  no  podía  empe- 
ñarlos en  cuestiones  judiciales  de  éxito  incierto 
y siempre  dispendiosas,  Pero  al  mismo  tiempo 
no  podía  menos  de  rodear  aquellas  transaccio- 
nes de  muchas  garantías,  que  asegurasen  la  con- 
veniencia ó necesidad  del  convenio. 

Cuáles  sean  estas  garantías  ó solemnidades 
, de  que  no  puede  en  manera  alguna  proscindir- 
se  cuando 'se  trate  de  transacciones  do  esta  es- 
pecie, es  materia  que  no  correspondo  á este  li- 
bro, sinóá  las  leyes  de  procedimientos. 


iv 


TOMO  U 


TÍTULO  XVIII 


DE  LAS  PROMESAS 


Artículo  1740.  — La  promesa  es  un  con- 
trato por  el  que  una  persona  se  obliga  con 
otra  á dar  ó hacer  alguna  cosa. 

ORÍGENES 

Proemio  y ley  i.*,  tít.  XI,  Partida  5.a 

JURISPRUDENCIA 

No  puede  sostenerse  como  promesa  una  ma- 
nifestación hecha  en  los  últimos  momentos  de 
la  vida,  pues  como  bajo  este  concepto  viene  á 
ser  una  disposición  testamentaria  comprendida 
en  las  últimas  palabras  de  la  ley  recopilada  «ú 
otra  postrimera  voluntad,;)  necesita  para  sub- 
sistir de  las  mismas  solemnidades  que  la  ley 
establece  (Sent.  10  Pinero  1871). 

Es  doctrina  establecida  por  el  Tribunal  Su- 
premo que  sólo  tiene  facultad  para  interpretar 
la  promesa  voluntaria  el  que  la  hace,  sin  que 
contra  su  interpretación  pueda  prevalecer  la 
voluntad  del  que  la  acepta  (Sent.  8 Marzo  1871). 

Artículo  1741, — La  capacidad  de  los  que 
prometen,  las  solemnidades  de  este  contrato 
y las  cosas  que  pueden  ser  objeto  del  mismo 
y sus  efectos,  se  regulan  por  los  principios 
generales  de  la  contratación. 

ORÍGENES  ' 

Leyes  21),  21  y 22,  tít.  XI,  Partida  5.a 

Ley  1.a,  tít.  I,  lib.X.Nov.  Rec. 

Artículo  1742.— Es  válida  la  promesa  de 
pagar  una  deuda  que  otro  haya  contraído. 


orígenes 

Ley  3.‘,  tít.  XI,  Partida  5.a 

Artículo  1743.  — La  promesa  hecha  por 
uno  en  su  propio  nombre  y en  el  de  otra 
persona  determinadamente,  obliga  á ambos, 
si  ésta  consiente;  en  otro  caso,  solamente 
queda  obligado  el  primero  á pagar  la  mitad. 

Si  el  promitente  dijere  que  él  ú otra  deter- 
minada persona  pagarían  la  deuda,  queda 
obligado  aquél  en  toda  la  deuda,  3i  la  perso- 
na designada  no  consiente  en  la  promesa. 

ORÍGENES 

Ley  3.a,  tít.  XI,  Partida  5.a 

Artículo  1744. — No  es  válida  la  promesa 
de  que  un  tercero  hará  ó dará  alguna  cosa, 
á no  ser  que  el  tercero  fuere  heredero  del 
que  promete. 

La  promesa  de  procurar  que  un  tercero 
haga  ó dé  alguna  cosa  obliga  al  promitente 
á darla  ó hacerla,  indemnizando  ademas 
daños  y menoscabos  si  el  tercero  no  lo  cum- 
pliere. 

Queda  obligado  el  promitente  por  prome- 
sa hecha  en  juicio,  áun  cuando  verse  sobre 
un  hecho  ajeno. 

ORÍGENES 

Ley  11,  tít.  XI,  Partida  5.a 
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JURISPRUDENCIA 

La  ley  11,  tit.  XI,  Partida  5.a,  si  bien  esta- 
blece como  regla  general  que  no  puede  prome- 
terse la  ejecución  de  un  hecho  ajeno,  declara, 
por  el  contrario,  válida  y eficaz  la  promesa  de 
un  hecho  propio  como  garantía  del  ajeno,  y 
para  el  efecto  de  responder  de  los  daños  y per- 
juicios que  la  inejecución  de  este  pueda  causar 
al  interesado:  expresando  que  si  alguno  prome- 
te en  juicio  que  otra  tercera  persona  guardará 
bien  ó tendrá,  en  salvo  las  cosas  de  un  huérfano, 
esta  promesa  es  valedera  contra  el  que  la  hi- 
ciese (Sent.  7 Diciembre  1876). 

Artículo  1745. — El  promitente  que  des- 
truyere sin  causa  legítima  la  cosa  que  pro- 
metió entregar,  deberá  abonar  su  valor. 

ORÍGENES 

Ley  19,  tít.  XI,  Partida  5.a 


Artículo  1717. — La  aceptación  por  el  hijo 
de  una  promesa  otorgada  en  favor  del  padre 
produce  los  mismos  efectos  que  la  acepta- 
ción por  éste,  y en  su  consecuencia  puede 
reclamar  el  cumplimiento  do  lo  prometido. 

ORÍGENES 

Ley  7.a,  tít.  XI,  Partida  5.* 

I 

Artículo  1748. — Es  válida  la  promesa 
hecha  en  juicio,  aunque  no  medie  aceptación 
por  parte  de  aquél  á cuyo  favor  se  hace. 

ORÍGENES 

Ley  7.a,  tít.  XI,  Partida  5.a 

Artículo  1749.  — La  aceptación  de  una 
promesa  otorgada  á favor  de  un  huérfano  ó 
incapacitado  deberá  hacerse  por  el  que  ten- 
ga su  representación  legal. 


Artículo  1746. — Para  la  validez  de  la  pro- 
mesa es  necesaria  su  aceptación  por  la  per-  ( 
sona  á cuyo  favor  se  hace.  Esto  no  obsta  ' 
para  que  la  promesa  pueda  otorgarse  entre 
ausentes. 

ORÍGENES 

Leyes  1.a,  2.a  y 7.a,  tit.  XI,  Partida  5.a 

Ley  1.a,  tít.  1,  lib.  X,  Nov.  Rec. 

JURISPRUDENCIA 

En  tanto  obligan  las  promesas  en  cuanto  se 
aceptan  en  los  términos  concretos  en  que  se  ( 
hicieron;  no  siendo  lícito  alterar  contra  la  vo- 
luntad del  promitente  las  condiciones  por  él  ! 
mismo  impuestas  (Sent.  25  Noviembre  1858). 

Para  que  sean  valederas  las  promesas  de  que 
tratan  las  leyes  1.a,  12  y 26,  tít.  XI,  Partida  5.a? 
deben  hacerse  y ser  aceptadas  pura  y explícita- 
mente (Sent.  30  Noviembre  1869). 

LaB  promesas  en  tanto  obligan  á su  cumpli- 
miento, en  cuanto  son  aceptadas  en  los  térmi- 
nos precisos  y concretos  en  que  se  han  hecho; 
pues  sólo  así  puede  existir  el  consentimiento 
indispensable  de  las  partes  para  la  perfección 
del  contrato  (Sent.  26  Setiembre  1871). 


ORÍGENES 

Ley  8.a,  tít.  XI,  Partida  5.a 

Artículo  1750.— Guando  ia  promesa  se 
hubiere  recibido  por  apoderado,  no  podrá 
exigir  su  cumplimiento  aquella  persona  en 
cuyo  beneficio  se  hizo  la  aceptación,  sino  con 
poder  de  su  apoderado,  que  éste  deberá  otor- 
gar ó pagar  la  cantidad  ó cosa  prometida. 

Si  el  apoderado  fuere  tan  pobre  que  no 
pudiese  cobrarse  de  él  la  cosa  prometida, 
aquel  á favor  de  quien  se  hizo  la  promesa 
podrá  reclamarladel  promitente,  sin  necesi- 
dad del  poder  á que  se  refiere  el  párrafo  an- 
terior. 

ORÍGENES 

Ley  8.a,  tít.  XI,  Partida  5.a 

Artículo  4751.  — Sin  embargo  de  lo  dis- 
puesto en  el  párrafo  primero  del  articulo  an- 
terior, podrá  el  poderdante  reclamar  direc- 
tamente el  cumplimiento  de  la  promesa,  sin 
necesidad  de  poder  de  su  apoderado,  cuando 
estuvo  presente  al  otorgamiento  de  la  pro- 
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mesa,  ó cuando  verse  sobre  cosas  de  su  pro- 
piedad, como  el  alquiler  de  sus  casas,  larenta 
do  sus  heredades,  ú otras  cosas  semejantes. 

ORÍGENES 

Ley  9.*,  tít.  XI,  Partida  5.* 

Artículo  1752.— La  promesa  hecha  á uno 
de  pagar  la  deuda  que  éste  tiene  con  un  ter- 
cero, es  válida,  pero  no  puede  exigirse  su 
cumplimiento  por  el  acreedor,  sino  sola- 
mente por  el  deudor,  á quien  deberá  el  pro- 
mitente abonar  ademas  los  daños  y perjui- 
cios que  le  ocasionare,  en  el  caso  de  haberse 
negado  á cumplir  la  promesa. 

ORÍGENES 

Ley  10,  tít.  XT,  Partida  5.a 

COMENTARIO 

Por  el  derecho  romano  y por  las  leyes  de 
Partida,  fiel  reflejo  de  aquél,  la  promesa  era  un 
contrato  cuya  eficacia  tenía  por  base  lo  que  lla- 
maron estipulación,  esto  es,  una  fórmula  sacra- 
mental que  consistía  en  la  pregunta  y contes- 
tación congruente. 


Después  de  la  ley  del  Ordenamiento  de  Al- 
calá (ley  1.a,  tít.  I,  lib.  X,  Nov.  Roe.),  quesen- 
tó  el  conocido  principio  de  que  por  cualquier 
manera  que  aparezca  ó conste  que  el  hambre 
quiso  obligarse  quede  obligado,  las  promesas 
perdieron  su  importancia  y su  principal  carác- 
ter. 

En  realidad,  pudiéramos  haber  suprimido 
este  título,  incluyendo  en  las  disposiciones  ge- 
nerales sobre  contratación  los  efectos  de  las 
promesas. 

Por  la  promesa  uno  se  obliga  á hacer  ó dar 
una  cosa  determinada.  La  promesa,  por  consi- 
guiente, es  la  obligación  de  celebrar , llegado 
cierto  día,  un  contrato,  una  donación,  una  com- 
pra-venta, un  arriendo,  un  préstamo,  una  cesión 
ó cualquiera  otro  de  los  contratos  que  hemos 
estudiado,  ó que  estudiaremos  después,  y á los 
cuales  se  les  da  una  denominación  determinada, 
ó bien  un  contrato  de  los  innominados. 

Las  disposiciones  contenidas  en  los  artículos 
precedentes  son  en  extremo  sencillas,  y no  pre- 
cisan, por  lo  mismo,  minuciosa  explicación. 

Gomo  la  promesa  se  refiere  á toda  clase  de 
contratos,  resulta  que  las  disposiciones  de  esto 
Título  son  de  aplicación  general , como  lo  son 
otras  disposiciones^  del  mismo  titulo  y Partida 
que  hemos  incluido  en  el  Título  VI,  al  tratar  de 
las  Obligaciones  en  general. 


TÍTULO  XIX 


DE  LA  FIANZA 


CAPÍTULO  PRIMERO 

DE  LA  NATURALEZA  Y EXTENSION  DE  LA  FIANZA 


Artículo  1753. — Fiador  es  aquél  que  ad- 
quiere la  obligación  de  pagar  ó cumplir  por 
un  tercero,  en  el  casode  que  éste  no  lo  haga. 

ORÍGENES 

Ley  1.a,  tít.  XII,  Partida  5.* 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  sustancialmente  con:  Art.  2011, 
Cód.  Francia. — 1898  Italia. — 818  Portugal. — 
1857  Holanda. — 1347  Austria. — 200,  parle  1.a, 
tít.  XIV,  Prusia. — 2,°,  cap.  X,  lib.  IV,  Baviera. 
1493  Vaud.— 1767  Valais.— Tít.  XXI,  lib,  III, 
Instituía. 

JURISPRUDENCIA 

Para  que  pueda  ser  calificada  de  fianza  una 
obligación,  es  cualidad  indispensable  que  sea 
accesoria  y no  principal  (Sent.  30  Enero  1872). 

COMENTARIO 

La  fianza  es  un  contrato  en  cuya  virtud  uno 
de  los  otorgantes  se  compromete  á satisfacer  ó 
cumplir  una  obligación  contraida  por  un  terce- 
ro, en  el  caso  de  que  éste  no  la  cumpla. 

La  fianza  puede  ser  de  tres  claBes:  legal,  ju- 
dicial y convencional. 


1 De  la  primera  nos  hornos  ocupado  en  los  di- 
: versos  lugares  en  que  tiene  aplicación,  como  en 
el  usufructo  yen  la  tutela  y curaduría. 

La  segunda  pertenece  do  lleno  á las  leyes  de 
procedimientos. 

En  el  presente  Título  nos  vamos  á ocupar 
únícamonto  de  la  convencional. 

El  fiador  únicamente  queda  obligado  en  el 
caso  do  que  el  primer  obligado  no  satisfaga  su 
deuda,  ó haga  aquello  á que  se  obligó;  por  ma- 
nera que  no  será  fianza  el  contrato  por  el  que 
uno  liberta  al  que  estaba  obligado,  obligándo- 
se éi  en  su  lugar,  porque  esto  constituirá  una 
verdadera  novación. 

Artículo  1754. — La  fianza  puede  consti- 
tuirse por  cierto  tiempo  y bajo  condición. 

También  puede  constituirse  ántcs,  simul- 
táneamente ó después  de  contraída  la  obli- 
gación principal  (a). 

Cuando  al  constituirse  ¡a  obligación  prin- 
cipal no  se  hubiere  estipulado  (pie  inter- 
venga fiador,  no  podrá  exigirlo  después  el 
acreedor,  á no  ser  que  el  deudor  intento  au- 
sentarse <5  enajene  sus  bienes  (b). 

ORÍGENES 

(a)  Ley  6.a,  tit.  XII,  Partida  5.a 

(b)  Ley  2.a,  tít.  XV1ÍI,  lib,  III,  Fuero  Real. 
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Artículo  1755. — Pueden  ser  fiadores  todos 
los  (j no  tienen  capacidad  para  contratar  (a). 

Sin  embargo  de  lo  dispuesto  en  el  párrafo 
anterior,  no  pueden  ser  fiadores: 

1. "  Los  militares  en  activo  servicio  que 
reciben  sueldo  del  Estado  (b). 

2. "  Los  obispos,  los  clérigos  regulares, 
y los  religiosos,  á no  ser  que  comprome- 
tan únicamente  sus  bienes  patrimoniales  ó 
cualesquiera  otros  que  no  sean  de  la  Igle- 
sia fe). 

3. "  Los  labradores,  á no  ser  que  lo  hagan 
por  otros  de  su  misma  profesión  ó en  favor 
de  Ja  Hacienda  (d). 

4. °  Las  mujeres,  salvo  lo  dispuesto  en  el 
artículo  siguiente  (a). 

ORÍGENES 

(a)  Ley  1.a,  tít.  XII,  Partida  5.* 

(b)  Ley  2.a,  tit.  XII,  Partida  5.a 

fe)  La  misma  ley  2. 11 

Ley  tí.",  tit.  XVIII,  lib.  III,  Fuero  Real. 

(il)  Leyes  tí.",  7.a  y S.a,  tít.  XI,  lib.  X,  No- 
vísima Recopilación  (1504,  1619,1790). 

(c)  Leyes  2.a  y 3.*,  tít.  XII,  Partida  5.a 

Ley  5.a,  tit.  XVIII,  lib.  Ilí,  Fuero  Real. 

Ley  2.a,  tít.  XT,  lib.  X,  Nov.  Pee. 

JURISPRUDENCIA 

La  prohibición  de  afianzar  por  otras  personas, 
quo  contiene  la  ley  7.a,  tít.  XI,  lib.  X,  Novísi- 
ma Recopilación,  se  refiere  exclusivamente  á 
los  simples  labradores,  según  ¡o  demuestra  su 
mismo  texto,  no  siendo  aplicable  al  fiador  que 
no  se  titula  labrador,  sino  propietario  (Sent.  30 
Setiembre  1870). 

COMENTARIO 

La  prohibición  relativa  á los  militares,  dice 
]*  obrero  que  no  esta  en  practica,  y áun  sostiene 
este  autor  que  ha  desaparecido  la  prohibición). 

Ln  cuanto  á los  obispos  y demas  religiosos 
comprendidos  en  el  núm.  2.°  do  este  artículo, 
según  expresa  Gregorio  López,  el  precepto  de 
la  ley  de  Partida  se  entiende  modificado  por  el 
Fuero,  y en  su  virtud  podrán  afianzar  siempre 
que  comprometan  únicamente  sus  bienes  patri-  ' 
moniales. 

Los  labradores  no  pueden  afianzar  por  otro 
á no  ser  que  pertenezcan  ála  misma  profesión. 


Esto  es  considerado  como  un  privilegio  ó bene* 
ficio  establecido  en  favor  de  los  mismos.  MaH 
sin  embargo  de  este  carácter  que  lo  dan  los  au- 
tores, será  nula  la  renuncia  que  hicieren  de  la 
ley,  pues  hasta  con  perdimiento  do  oficio  casti- 
gaban nuestras  leyes  al  escribano  que  autori- 
zase una  escritura  de  esta  especie. 

Articulo  1750.—  No  obstante  ia  incapaci- 
■ dad.  de  la  mujer  para  ser  fiadora,  quedará 
obligada  en  este  concepto: 

1. °  Si  constituye  la  fianza  por  razón  de 
' dote. 

2. ü  Si,  conocedora  de  la  disposición  le- 
gal, la  renuncia  expresamente. 

3. °  Si  la  ratifica  dos  años  después  de  ha- 
berla otorgado,  ó entrega  prenda  al  acreedor 
para  la  seguridad  de  su  crédito. 

4. °  Si  se  constituyese  en  fiadora  me- 
diante precio. 

5. °  Si  por  medio  de  disfraz  ú otro  en- 
gaño consiguiere  ser  tenida  por  varón. 

6. °  Si  la  fianza  redunda  en  su  utilidad, 
i por  tratarse  de  cosas  propias  ó por  fiar  á 

quien  la  fió  ó de  otro  modo  semejante. 

7. a  Si  heredó  los  bienes  del  mismo  por 
por  quien  salió  fiadora. 

ORÍGENES 

Leyes  3.a,  tít.  XII,  Partida  5.a 

Leyes  2.a  y 3.*,  tít.  XI,  lib.  X,  Nov.  Rec. 

JURISPRUDENCIA 

No  pudiendo  las  mujeres  ser  fiadoras  de  otro, 
para  que  su  fianza  prevalezca  por  excepción,  es 
indispensable  hacer  constar  que  conocían  la 
prohibición,  y que  sabedoras  de  ella  renuncia- 
ron la  disposición  de  la  ley  en  favor  suyo  ¡Sen-' 
tencia  11  Octubre  1859). 

COMENTARIO 

Completa  la  doctrina  de  este  artículo  y del 
último  número  del  anterior,  lo  que  dijimos  en 
el  129  de  este  Código,  que  prohíbe  á la  mujer 
ser  fiadora  de  su  marido. 

Lo  dispuesto  en  el  presentp  articulo  no  ofre- 
ce grandes  dificultades  para  ser  comprendi- 
do, ni  ha  dado  lugar  á dudas  de  iraportano»»* 
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Sólo  advertiremos  que  cuando  la  mujer  pres- 
te fianza  en  algunos  de  los  casos  en  que  pueda 
hacerlo  válidamente  según  este  artículo, deberá, 
si  estuviese  casada,  obtener  la  correspondiente 
licencia  de  su  marido. 

Artículo  1757. — Puede  constituirse  fianza 
sobre  toda  obligación  válida,  ya  sea  natural 
y civil,  ya  meramente  natural. 

ORÍGENES 

Ley  5.*,  tít.  XII,  Partida  5.* 
jurisprudencia 

La  leyS.*,  tít.  XII,  Partida  5.a,  sólo  versa  so- 
bre que  cosas  é pleitos  pueden  ser  dados  fiado- 
res (Sent.  15  Junio  1868}. 

COMENTARIO 

La  fianza  no  puede  existir  sin  una  obligación 
válida.  Puede,  no  obstante,  recaer  sobre  una 
Obligación  cuya  nulidad  puede  ser  reclamada  á 
virtud  de  una  excepción  puramente  personal 
del  obligado,  como  la  de  menor  edad,  salvo  lo 
que  respecto  del  préstamo  hecho  a menores  dis- 
ponen las  leyes. 

Puede  también  recaer  sobre  deudas  futuras 
cuyo  importe  no  sea  todavía  conocido;  pero 
no  habrá  recurso  contra  el  fiador  sinó  cuando 
la  deuda  sea  liquida. 

¿Podrá  afianzarse  la  obligación  meramente 
civil?  Gregorio  López  entiende  que  sí,  pero 
Gutiérrez  tiene  por  insegura  su  opinión.  Tam- 
bién puede  afianzarse  la  responsabilidad  pecu- 
niaria en  los  delitos. 

Artículo  1758. — El  fiador  no  puede  obli  \ 
garse  á más  que  el  deudor  principal,  tanto  i 
en  la  cantidad  como  en  lo  oneroso  de  las 
condiciones-. 

Si  se  hubiere  obligado  á mayor  cantidad,  \ 


se  reducirá  su  obligación  á los  límites  do  la 
del  deudor. 

Si  se  hubiere  obligado  á pagar  en  peores 
condiciones  de  lugar  y tiempo,  ó puramente 
siendo  condicional  la  primera  obligación,  es 
nula  la  fianza. 

ORÍGENES 

Ley  13,  tít.  XVIII,  lili.  Til,  Cuero  Roal. 

Ley  7.",  tít.  XII,  Partida  5.* 

JURISPRUDENCIA 

La  obligación  de  fianza,  como  accesoria  de 
otra  principal,  se  entiende  contraida  en  los  pro- 
pios términos  y con  la  misma  extensión  que 
aquella  á que  sirve  de  garantía,  cuando  no  se 
ha  limitado  y restringido  expresamente  [Sent.  8 
Marzo  1862). 

COMENTARIO 

Este  artículo  resuelve  dos  casos: 

1. °  Que  el  fiador  se  haya  obligado  á pagar 
mayor  cantidad  que  el  principal  deudor. 

2. °  Que  so  haya  obligado  á satisfacer  la  deu- 
da en  peores  condiciones  de  lugar  ó tiempo,  ó 
puramente  siendo  la  deuda  principal  condi- 
cional. 

En  el  primer  caso  se  reducirá  la  obligación 
álos  límites  de  la  principal. 

En  el  segundo  caso  tal  fiadura.no  vale. 

El  proyecto  de  Código,  en  armonía  con  otros 
Códigos  extranjeros,  declara  que  debe  reducirse 
la  fianza  en  este  segundo  caso,  lo  mismo  que 
en  el  primero,  porque,  como  dice  un  orador 
francés,  «no  se  deben  crear  nulidades  sin  un 
motivo  real,  y basta  y sobra  verlas  donde  real- 
mente existen.  El  reinado  de  las  sutilezas  ha 
pasado,  y mal  puede  dudarse  de  que  el  que  por 
favorecer  á otro  quiso  obligarse  á más  que  éi, 
no  haya  querido  al  menos  garantir  su  obliga- 
ción.» 
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CAPÍTULO  II 

DE  LOS  EFECTOS  DE  LA  FIANZA 
SECCION  PRIMERA 

DE  LOS  EFECTOS  DE  LA.  FIANZA  ENTRE  EL  FIADOR  Y EL  ACREEDOR 


Artículo  1759.— El  fiador  no  puede  ser 
competido  á pagar  al  acreedor  sin  previa 
excusión  de  todos  los  bienes  del  deudor. 

Si  por  ausencia  del  deudor  fuere  deman- 
dado el  fiador,  podrá  pedir  plazo  al  juez  para 
presentarle;  pero  trascurrido  sin  hacerlo, 
responderá  á la  demanda  y pagará  la  can- 
tidad adeudada. 

ORÍGENES 

Ley  3.a,  tít.  XVIII,  Iib.  III,  Fuero  Real. 

Ley  9.*,  tít.  XII,  Partida  5.a 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  en  parte  con:  Art.  2021  Cod.  Fran- 
cia.—1997  Italia. — 830  Portugal. — 1355  y 1356 
Austria.— 1868  Holanda— 3014  Luisiana.— 2034 
Bolivia.— 1503  Vaud,— 1776  Valais.— 1114  Te- 
sino  .—9!  2 Berna. 

JURISPRUDENCIA 

La  obligación  del  fiador  es  á favor  del  que 
exige  la  fianza,  y no  de  otra  persona  (Senten- 
cia 24  Febrero  de  1869). 

Cuando  uno  se  constituye  fiador  de  otro  y 
obligado  mancomunadamente,  estableciendo 
que  el  acreedor  puede  dirigirse  contra  el  deu- 
dor y el  fiador  juntos,  ó contra  cualquiera  de 
ellos,  por  e¡  todo  déla  obligación,  sin  ser  nece- 
sario hacer  antes  excusión  en  los  bienes  del 


otro,  es  incuestionable  que  el  acreedor  puede 
pedir  al  fiador  el  cumplimiento  de  la  obliga- 
ción, con  arreglo  á la  ley  1.a,  tít.  I,  lib.  X,  No- 
vísima Recopilación,  y 10,  tít,  XII,  Partida  5." 
(Sent.  30  Setiembre  1870). 

Cuando  la  demanda  contra-el  fiador  se  enta- 
bla después  de  procederse  á la  ejecución  for- 
mal de  los  bienes  del  principal  obligado,  el 
cual  es  declarado  insolvente,  la  sentencia  que 
admite  dicha  demanda  y condena  al  fiador  al 
pago,  no  infringe  la  ley  3.a,  tít.  XVIII,  Iib.  III, 
del  Fuero  Real,  que  exige  la  excusión  en  los 
bienes  del  principal  obligado  antes  de  dirigirse 
contra  el  fiador,  porque  aunque  aquél  ocultase 
algo  maliciosamente,  de  ninguna  manera  pue- 
de éste  perj  udicar  los  derechos  del  acreedor, 
mientras  no  conste  que  la  ocultación  se  hizo 
con  su  consentimiento  (Sent.  7 Noviembre  1870). 

Las  leyes  9.a,  10  y 11,  tít.  XII,  Partida  5.a, 
sobre  los  fiadores,  no  pueden  tomarse  en  con- 
sideración cuando  el  pleito  versa  sobre  opera- 
ciones mercantiles  y se  rige  por  las  leyes  espe- 
ciales del  comercio  (Sent.  26  Junio  1872). 

Si  la  sentencia  no  niega  que  el  fiador  pueda 
ser  reconvenido  desde  luego,  sin  procederse 
antes  contra  el  deudor  principal,  cuando  éste 
fuese  notoriamente  insolvente,  ó cuando  el  fia- 
dor no  ha  opuesto  en  tiempo  el  beneficio  de 
ói'den  ó excusión,  antes  bien,  reconociendo  y 
sentando  esta  doctrina,  funda,  sin  embargo,  la 
absolución  en  que, 'según  la  extensión  de  la 
lianza  al  tenor  de  la  obligación  principal,  no 
podía  el  fiador  ser  responsable  de  ella,  no  in- 
fringe las  leyes  l.“,  8.a  y 9.",  tít.  XII  de  la  Par- 
¡ tida  5.a  (Sent.  9 Marzo  1876). 
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Si  no  ha  sido  objeto  de  la  demanda,  ni  de  la 
contestación,  ni  de  la  sentencia,  el  órden  que 
debe  guardarsepara  demandar  al  fiador  después 
del  deudor  principal,  no  puede  alegarse  como 
motivo  de  casación  la  infracción  de  la  ley  i).", 
tít.  XII,  Partida  5.a,  que  establece  esta  doctri- 
na, porque  no  pueden  tomarse  en  considera- 
ción leyes  que  no  se  refieren  á puntos  no  dis- 
cutidos en  el  pleito  (Sent.  14  Diciembre  1874). 

La  denegación  del  beneficio  de  órden  y excu- 
sión no  es  atendible  cuando  el  que  lo  invoca 
lo  funda  en  la  cualidad  de  fiador  que  gratuita- 
mente se  atribuye,  contra  el  tenor  expreso  de 
los  términos  en  que  se  obligó;  y bajo  tal  su- 
puesto, no  son  aplicables  ni  pueden  ser  infrin- 
gidos el  art,  475  del  Código  de  Comercio  y las 
leyes  9.a,  tít.  XII,  de  la  Partida  5.a,  y 3.a,  títu- 
lo XVIII  del  Fuero  Real,  por  referirse  á los 
simples  fiadores,  y no  á los  principales  obliga- 
dos (Sent.  11  Octubre  1875). 

COMENTARIO 

Recibe  el  nombre  de  beneficio  de  órden  ó 
excusión  el  derecho  que  tiene  el  fiador  para 
obligar  al  acreedor  á que  reconvenga  primero 
al  deudor  principal  y haga  excusión  de  los  de 
éste. 

Si  el  principal  deudor  se  hallase  ausente,  po- 
drá el  acreedor  dirigirse  contra  el  fiador;  pero 
éste  puede  pedir  un  plazo  para  presentar  al 
primer  obligado , cuyo  plazo  deberá  conce- 
dérsele. 

Si  el  deudor  principal  se  hubiere  ausentado, 
pero  dejare  procurador  con  poder  bastante,  no 
podrá  tenerse  á aquel  por  ausente  para  los 
efectos  de  esta  ley.  Así  lo  entiende  Febrero. 

El  fiador  deberá  invocar  el  beneficio  de  ór- 
den ó excusión  antes  de  la  contestación  á la 
demanda,  y en  forma  de  excepción  dilatoria. 
No  propuesta  la  excepción  en  tiempo  oportuno, 
no  puede- ya  tenerse  en  cuenta.  (Véase  la  sen- 
tencia de  9 de  Marzo  de  1866.)  Mas,  y si  des- 
pués de  contestada  la  demanda  por  el  fiador, 
el  deudor  principal  se  hiciere  rico,  ¿podrá  aquél 
excepcionar  el  beneficio  de  órden?  Parece  lo 
más  justo  que  pueda  alegarse,  pues  aunque  las 
excepciones  dilatorias,  dice  Gutiérrez,  deben 
oponerse  antes  de  la  contestación  á la  deman- 
da, esto  debe  tener  lugar  respecto  de  las  excep- 


ciones nacidas  y no  do  las  que  nazcan  con  pos- 
terioridad al  pleito. 

El  beneficio  do  órden  puede  renunciarse  ex- 
presa y tácitamente.  Esto  último  tendría  lugar 
si  el  fiador  so  hubiere  obligado  on  concepto  de 
deudor  principal. 

¡Sin  embargo  de  la  renuncia,  entienden  los 
autores  que  cuando  se  trata  de  un  crédito  ili- 
quido deberá  el  acreedor,  áun  cuando  el  fiador 
hubiere  renunciado  á su  beneficio,  dirigirse 
priniorani  'ate  .contra  el  deudor  principal. 

El  beneficio  de  órden  cesa:  1 .”  Guando  deu- 
dor y fiador  se  obligaron  mancomunada  ó so- 
lidariamente. 2.a  Cuando  el  deudor  hubiere 
quebrado  ó fuere  notoriamente  insolvente. 

Artículo  1700. — Si  dos  ó más  personas  se 
constituyen  simplemente  fiadores,  sólo  pue- 
den ser  reconvertidos  en  la  parte  que  á cada 
uno  corresponda. 

Si  los  fiadores  se  obligaron  solidariamen- 
te ó como  deudores  principales,  se  entenderá 
renunciado  el  beneficio  de  división  que  con- 
cede el  párrafo  precedente. 

oitroEXEs 

Ley  4.a,  tít.  XVIII,  lib.  III,  Fuero  Real. 

Leyes  8.a  y 10,  tít.  XII,  Partida  5.a 

,Ley  10,  tít.  I,  lib.  X,  Nov.  ltec. 

COMENTARIO 

Conócese  bajo  oí  nombre  de  beneficio  de  di— 
visión  el  derecho  que  tiene  el  fiador  recon- 
venido por  toda  la  deuda,  para  obligar  al  acree- 
dor á dividir  su  aecion  entro  los  domas  fiadores 
que  son  solventes  al  tiempo  de  la  contestación 
del  pleito,  dirigiéndola  contra  el  mismo,  sola- 
mente á prorata.  Para  ello  es  necesario  que  el 
fiador  reconvenido  se  haya  obligado  simple- 
mente, pues  do  otro  modo,  esto  es,  si  se  obligó 
solidariamente,  cesará  este  beneficio. 

Discuten  ios  tratadistas  acerca  de  si  por 
nuestro  derecho  existe  el  beneficio  de  división. 
Nosotros  creemos  haber  redactado  oi  artículo 
de  la  manera  más  conforme  con  las  leyes,  y de 
acuerdo  con  la  opinión  de  Matíenzo,  de  Sala  y 
de  Febrero. 
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Artículo  1761. —Todo  fiador  que  lo  fuere 
por  mandato  del  deudor  principal,  ó por  su 
consentimiento  hallándose  presente,  ó si  es- 
tando ausente  fuere  á éste  útil  la  fianza, 
debe  ser  indemnizado  de  los  gastos  que  hizo 
por  razón  de  la  misma,  á no  ser  en  alguno 
de  los  casos  siguientes: 

1. "  Si  el  fiador  paga  con  intención  de  no 
repetir  contra  el  deudor. 

2. "  Si  la  fianza  se  constituyó  en  utilidad 
del  fiador. 

3. “  Si  se  constituyó  fiador  contra  la  vo- 
luntad del  principal  obligado. 

ORÍGENES 

Ley  12,  tít.  XII,  Partida  5.a  * 

CONCORDANCIAS. 

Concuerda  en  parte  con:  Arts.  2028,  Códi- 
go Francia. — 1915  Italia. — 838  Portugal. — 351, 
tít.  XIV,  parte  1.",  Prusia. — 11,  cap.  X,  lib.  IV, 
Baviera. — 2041  Bolivia. — 3021  Luisiana. — Ley 
6.*,  tít.  XXI,  lib.  III,  Instituía. — Ley  60  de  re- 
gulisjuris. 

COMENTARIO 

El  fiador  puede  pagar  en  nombre  del  deudor:  ! 
í.‘,  por  mandato  de  éste;  2.°,  por  su  consenti- 
miento tácito,  como  si  estando  presente  no  lo 
contradijo;  3.°,  sin  su  mandato  ni  consentimien- 
to, si  estaba  ausente,  pero  le  fue  útil  al  deudor- 
En  cualquiora  de  eBtos  casos  el  fiador  debe  ser 
indemnizado  de  los  gastos  que  hubiere  tenido 
que  hacer. 

Para  el  cobro  de  estos  desembolsos  puede  di- 
rigirse el  fiador  contra  el  deudor  principal  sin 


necesidad  de  que  el  acreedor  le  ceda  sus  accio- 
nes ni  otorge  carta  de  lasto  (1),  pues  el  fiador 
ejercitará  la  acción  de  mandato  según  expresa 
Justiniano,  ó la  de  negotiorum  gestor,  según 
Ulpiano. 

Las  excepciones  que  consigna  el  artículo  que 
comentamos  no  necesitan  explicación. 

Artículo  1762. — No  estará  obligado  el 
deudor  á indemnizar  los  desembolsos  que 
por  razón  de  la  fianza  haya  hecho  su  fiador, 
si  éste,  al  ser  demandado,  dejó  de  oponer  las 
excepciones  que  militaban  en  su  favor  ó ep 
el  del  principal  obligado. 

Si  la  excepción  fuere  puramente  personal 
del  deudor  ó del  fiador.,  como  si  fuere  el  fia- 
dor mujer  y dejara  de  excepcionar  el  sexo, 
no  tendrá  aplicación  lo  dispuesto  en  el  pár- 
rafo precedente. 

ORÍGENES 

Ley  15,  tít.  XII,  Partida  5." 

COMENTARIO 

El  fiador  deberá  hacer  uso  de  las  excepciones 
reales,  pero  de  ningún  modo  de  las  que  sean 
personales  del  deudor  principal  ó del  mismo 
fiador. 

Asi,  pues,  áun  cuando  pueda  alegarse  uná 
excepción  puramente  personal  del  deudor,  si 
dejó  de  oponerla,  no  por  eso  perderá  su  derecho 
á ser  indemnizado  de  los  desembolses  que  se 
hayan  ocasionado. 


(1)  Véase  la  sección  siguiente. 
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Gutiérrez  Señala  una  excepción  á esta  regía; 
cuando  el  deudor  principal, — dice, — se  ha  obli- 
gado con  una  calidad  que  la  rescisión  ha  des- 
truido, se  extingue  la  ohligacion  de  los  fiadores, 
comb  ¿i  el  menor  se  hubiese  obligado  en  clase 
de  heredero  y se  le  hubiese  restituido  contra  la 
aceptación  de  la  herencia,  puosto  que  entónces 
no  hay  obligación  principal  ni  áun  natural  so- 
bre que  pueda  apoyarse  la  fianza. 

Artículo  1703.— Guando  por  mandato  de 
un  tercero  se  constituyere  alguno  fiador  de 
otfo  que  no  esté  presente,  si  llegare  á pagar 
algo  pot  el  deudor  á quien  fió,  no  podrá  re- 
petir contra  éste,  sinó  contra  el  tercero. 

ORÍGENES 

Ley  13,  tít.  XII,  Partida  5/ 

COMENTARIO 

Sí  el  principal  estuvo  presenté  y lo  consintió, 
no  tendrá  lugar  lo  dispuesto  en  este  artícalo, 
sinó  que  la  obligación  pesará  sobre  aquél. 
(Véase  nuestro  artículo  1761.) 

Artículo  1764. — Los  derechos  y obliga- 
ciones que  nacen  de  la  fianza  se  trasmiten  á 


. los  herederos  respectivamente  del  deudor 
principal  y del  fiador. 

ORÍGENES 

Ley  12,  tit.  XVIII,  lib.  III,  Fuero  Real. 

Ley  16,  tit.  XII,  Partida  5.a 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  con:  Art.  2017  Cód.  Francia.— 
1863  Holanda. — 334,  tít.  XIV,  parte  1.a,  Fru- 
sta.—1499  Vaud.— 1638  Neufehate!.— 3013  Lui- 
siana. — 2030  Bolivia. — Ley  4.“,  tít.  I,  lib.  'XLVI 
Digesto.— Título  XXI,  lib,  III,  Instituciones. 

Artículo  1765. — Las  obligaciones  del  deu- 
; dor  principal  para  con  el  fiador  no  se  ex- 
tinguen porque  éste  haya  pagado  al  acree- 
dor sin  reconvención  judicial. 

Si  el  fiador  hubiere  pagado  ántes  del  ven- 
cimiento del  plazo,  deberá  esperar  á éste 
para  repetir  contra  el  deudor  principal. 

ORÍGENES 

Ley  12,.  tít.  XVIII,  lib.  III,  Fuero  Real. 

Ley  16,  tít.  XII,  Partida  5.8 


SECCION  TERCERA 

DE  LOS  EFECTOS  DE  LA  FIANZA  ENTRE  LOS  CO-FIADORES 


Artículo  1766. — Los  co  -fiadores  quedan  |¡ 
obligados  en  el  modo  que  determina  el  ar- 
tículo 1760. 

El  eo-fiador  que  pagase  toda  la  deuda 
podrá  repetir  contra  el  deudor  principal,  con 
arregio  á'io  dispuesta  en  la  Sección  anterior; 
y si  el  pago  no  lo  hizo  eü  nombre  de  éste, 
podrá  reclamar  á cada  co -fiador  la  parte  que 
le  corresponda.  ; ■ 

ORÍGENES 

Ley  4.‘,  tít.  XVIII,  Fuero  Real. 

Ley  11,  tít.  XII,  Partida  5.a 


JURISPRUDENCIA 

Lo  dispuesto  en  la  ley  11,  tít.  XII,  Parti- 
da 5.“,  respecto  á fiadores,  no  puede  aplicarso 
por  analogía  á una  obligación  personal  sin  ha- 
j ber  otro  ó más  deudores  de  mancomún  ó in  so - 
lidum  (Sont.  20  Octubre  1869). 

Artículo  1767— Cuando’ el  co-fiador  haya 
de  dirigirse,  según  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo anterior,  contra  los  demás  co-fladores, 
deberá  reclamar  del  acreedor  la  cesión  de 
sus  acciones,  sin  cuyo  requisito,  al  que  no 
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podrá  negarse  el  acreedor,  no  lé  será  posi- 
ble repetir  contra  aquéllos. 

orígenes 

Ley  11,  tít.  XII,  Partida  5.a 

comentario 

Cuando  fueren  varios  los  fiadores  y no  se  ¡ 
hubieren  obligado  solidariamente,  cada  uno 
deberá  pagar  su  parte,  con  arreglo  álodispues-  i 
to  en  la  Sección  anterior.  Mas  si  voluntaria- 
mente pagare  toda  la  deuda  uno  solo  de  los 
fiadores,  puede  suceder  :1.°,  que  la  hubiere  pa- 
gado en  nombre  del  principal  deudor:  2.°,  que 
la  hubiere  pagado  en  su  nombre  propio  ó en  el 
de  los  demas  co-fiadores. 

En  el  primer  caso  únicamente  tendrá  ac- 
ción contra  el  deudor  principal. 

En  el  segundo  caso  podrá  dirigirse,  ó contra 
el  principal  deudor,  ó contra  los  demas  co-fia- 
dores, á su  elección;  pero  para  dirigirse  contra 
éstos  necesita  obtener  del  acreedor  la  cesión  de 
,sus  acciones  ó sea  la  carta  de  Listo. 

La  duda  más  importante  á que  ha  dado  lu- 
gar esta  ley,  consiste  en  saber  si  se  refiere  á 
los  fiadores  que  lo  son  simplemente,  ó álos  so- 
lidarios, es  decir,  respecto  de  cuál  de  ellos  po- 
drá el  fiador  que  pagó  en  su  nombre  entablar 
la  reclamación  de  lo  que  á cada  uno  de  los 
otros  corresponda. 

Gregorio  López  se  inclina  á que  la  ley  habla 
sólo  ele  los  fiadores  simples.  Otros  autores,  en-:| 
Iré  los  cuales  se  hallan  La  Serna,  Montalvan 
y Gutiérrez,  entienden  que  si  estando  dos  fia- 
dores obligados  por  mitad,  el  uno  de  ellos  pa- 
gare toda  la  deuda,  no  tendrá  derecho  de  pedir 
la  cesión  de  acciones,  y únicamente  podrá  re- 
petir del  acreedor  la  mitad  que  pagó  indebida- 
mente, si  lo  hizo  ignorando  el  beneficio  de  la 
ley;  pero  que  si  lo  hizo  á sabiendas,  nada  pue- 
de repetir,  pues  se  presume  que  ha  querido 
hacer  una  donación. 

Nuestra  opinión  es  contraria  á las  dos  á 
que  nos  hemos  referido.  En  nuestro  concepto, 
hablando  la  ley  de  fiadores  sin  determinar  si 
se  refiero  á los  simples  ó á los  solidarios,  ni  ha-  ¡ 
cer  distinción  alguna  entre  ellos  para  los  efec- 


tos do  esta  fejv>- no  hallamos  fundamentó'  bas- 
tante para  hacBr  ó admitir  ; una  distinción  tjtte 
ni  admite  ni  hace  da  ley.  Así,  pues,- creemos 
que,  tanto  en  el  caso  en  que  los  co-fiadorés  lo 
Sean  simplemente,  como  silo  fueren  in  solidum¡ 
podrá  el  fiador  que  hubiei'e  pagado  exigif  lá 
carta  de  fasto  y tendrá  en  su  virtud  acción  para 
dirigirse  contra  los  otros  co-fiadores  • en. -de- 
manda de  las  porciones  correspondientes. 

Este  mismo  entendemos  que  es  el  espíritu  de 
los  modernos  Códigos,  qué  ademas  suprimen  la 
caria  de  tasto,.  pues  basta',  según  ellos,  el  solo 
hecho  del  pago  para  que  haya  acción  contra 
los  co-fiadores,  pues  el  fiador  que  pagó,  hizo  el 
negocio  de  los  otros  libertándolos  de  una  obli- 
gación á cuyo  cumplimiento  pudieron  haber 
sido  compelidos,  y esto  es  suficiente  título  para 
legitimar  su  acción. 

Artículo  1768.— Si  él  fiador  paga,  sin  do- 
signar  si  lo  hace  por  el  deudor  ó por  los  co- 
fiadores, se  entenderá  hecho  de  este  último 
modo  si  inmediatamente  reclama  del  acree- 
dor la  cesión  de  acciones  á que  se  refiere  el 
articulo  precedente. 

ORÍGENES 

Ley  11,  tít.  XII,  Partida  5/ 

Artículo  1769. — Cuando  un  co-fiador  re- 
clamare de  los  demas  el  pago  de  sus  por- 
ciones .correspondientes,  si  alguno  fuere  in- 
solvente, deberá  constituir  obligación  de 
pagar  así  que  pueda. 

i ^ 

ORÍGENES 

Ley  11,  tít.  XII,  Partida  5.a 

COl^IENTARlÓ 

«Si  alguno  y ouiesse  tan  pobre  que  la  non 
pudiesse  estonce  pagar,  deue  tomar  dél  tal  re- 
cabdo  que lepague cada  que  pueda.»  El  proyec- 
to de  Código,  por  el  contrario,  dispone  que  la 
parte  que  corresponda  al  insolvente  recae  sobre 
todos  en  la  misma  proporción. 
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CAPÍTULO  III 

DE  LA  EXTINCION  DE  LA  FIANZA 


Artículo  1770. — La  obligación  del  dador 
se  extingue  por  el  mero  hecho  de  haberse 
extinguido  la  del  deudor  principal. 

ORÍGENES 

Proemio  y leyes  4.“  y 5.a,  tit.  XII,  Partida  5." 

COMENTARIO 

El  precepto  de  este  artículo  es  consecuencia 
necesaria  del  carácter  de  la  fianza  y del  objeto 
y fin  que  desempeña  en  la  contratación. 

Artículo  1771.— El  fiador  no  podrá  pedir 
judicialmente  ser  relevado  de  lafianza,  á no 
ser  en  alguno  de  los  casos  siguientes: 

1/  Cuando  fuero  condenado  á pagar 
toda  la  deuda  ó parte  de  ella, 

2.”  Cuando  resulte,  según  prudente  ar- 
bitrio judicial,  que  la  fianza  se  proroga  de- 
masiado. 


3. °  Si  creyendo  espirado  el  plazo  intonta 
pagar  y el  acreedor  rehúsa  el  cobro,  ó si 
hallándose  el  acredor  ausente, deposita  aquél 
la  cantidad  con  la  formalidad  debida. 

4.  n Cuando  cumpliese  el  término  por  que 
se  constituyó  la  fianza. 

5. °  Si  el  deudor  principal  comenzare  á 
malversar  sus  bienes. 

ORÍGENES 

Loy  8.%  tít.  XVIII,  iib.  III,  Fuero  Real. 

Ley  14,  tít.  XII,  Partida  5.a 

COMENTARIO 

Los  modos  generales  de  terminarse  las  obli- 
: gaciones  tienen  aplicación  al  contrato  de  fianza, 
del  mismo  modo  que  á todos  los  demas. 

Pero  al  mismo  tiempo  existen  los  compren- 
didos en  el  presente  artículo,  cuya  sencillez  no3 
releva  de  explicar  minuciosamente  cada  uno 
de  los  casos  que  comprende. 


■Uno.;. 


■:i  m-rí  .lóO— .■ " ’• 
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TÍTULO  XX 


DE  LA  PRENDA 


Artículo  1772.— Fronda  es  toda  cosa  mue- 
ble que  el  deudor  entrega  al  afrrecdor  para 
la  seguridad  de  su  crédito. 

OBÍUENES 


Ley  1.a,  til.  XIII,  Partida  5.a 

COMENTARIO 

La  palabra  prenda,  tiene  tres  diversas  acep- 
ciones. Es  el  contrato  en  virtud  del  cual  un 
deudor  entrega  una  cosa  al  acreedor  para  ga- 
rantizar la  solvencia  de  la  deuda. 

Es  el  derecho  mismo  que  el  acreedor  tiene 
sobre  ia  cosa  después  que  le  ha  sido  entregada 
en  virtud  del  contrato.  Es.  por  último,  la  misma  ¡ 
cosa  que  se  entrega  en  peños. 

La  ley  de  Partida,  al  llegará  la  prenda,  no  la 
define  por  el  contrato  que  lleva  este  nombre, 
como  lo  hizo  al  tratar  de  los  demas  que  dejamos 
estudiados,  sinó  que  acepta  para  su  definición 
la  significación  de  cosa  empeñada  que  hemos 
visto  tiene  aquella  palabra.  Hemos  preferido 
seguir  en  este  punto  á la  ley  de  Partida,  de  la  j 
que  se  separan  casi  todos  los  modernos  Códigos, 
porque  entendemos  que  los  términos  en  que  se 
expresa  aquélla  «peño  es  aquella  cosa  que  un 
orne  entregó  á otro,  apoderándole  de  ella...»  en- 
vuelven la  significación  más  apropiada  de  la 
palabra  prenda. 

Casi  todos  los  Códigos  definen  la  prenda,  ó 
como  un  contrato,  ó como  un  derecho  ya  cons- 
tituido. Sin  negar  que  pueda  usarse  aquella  pa- 
labra sin  impropiedad  en  tal  sentido,  entende- 
mos nosotros  más  adecuado,  y sobre  todo  más 
claro,  distinguir  entre  la  prenda  propiamente 


dicha  y el  derecho  deprenda,  como  lo  hacen  el 
Código  austríaco  y el  prusiano  (1). 

El  contrato  de  prenda  es  real,-  porque  sus 
efectos  toman  por  base  la  material  entrega  da 
la  cosa,  bien  al  acreedor,  bien  á una  tercera  per- 
sona ó establecimiento  en  cuyo  poder  se  depo- 
site la  cosa  para  garantía  del  acreedor.  Esto  no 
quiere  decir  que  cuando  la  prenda  no  haya  sido 
entregada,  carezca  el  acreedor  de  todo  derecho., 
pues  si  se  ha  estipulado  su  constitución,  ó la  ha 
prometido  el  deudor,  la  estipulación  6 la  prome- 
sa son  obligatorias,  á tenor  dd  la  ley  Reco- 
pilada. 

El  contrato  de  prenda  es,  eomo  el'  de  fianza,- 
accesorio;  así  es  que  no  puedo  nacer  sin'  nna 
obligación  principal,  y no  subsiste  sinó  mientras 
aquélla  no  se  ha  extinguido. 

La  ley  distingue  tres  modos  distintos  por  los 
que  pueda  una  cosa  ser  dada  en  prenda:  volun- 
tariamente, esto  es,  por  convención  libre  entre 
los  particulares:  judicialmente,  es  decir,  por 
disposición  ó mandato  de  los  Tribunales,  en  los 
casos  que  procede^  con  arreglo  á las  leyes;  por 
ministerio  de  la  ley  ó tácitamente,  ó sea  lo  quo 
se  llaman  hipotecas  legales,  generales  y ocultas, 
como  la  que  tenía  la  mujer  sobre  los  bienes  del 
marido  por  su  dote,  etc.,  etc. 

Hoy  lo  referente  á estas  llamadas  hipotecas 
generales  ha  sufrido  completa  trasformacion 
por  la  ley  Hipotecaria. 

La  prenda  que  se  entregue  al  acreedor  ha  de 
ser  necesariamente  una  cosa  mueble. 

La  ley  de  Partidas  admitía  prendas  muebles 


(1)  Cód,  Austria,  art.  447.— -Cód.  Prusia,  art.  l-°» 
tít.  XX,  parte  1.a 


DE  LA  PRENDA 


ó inmuebles;  mas  después  de  la  ley  Hipotecaria 
que  ha  regulado  las  prendas  inmuebles  bajo  la 
denominación  de  hipotecas,  únicamente  baque- 
dado  de!  dominio  de  la  ley  de  Partidas  la  pren- 
da mueble,  y por  consiguiente  hoy  es  de  todo 
punto  incuestionable  que  la  prenda  ha  de  con- 
sistir en  una  cosa  mueble  ó' semoviente. 

Artículo  1773. — Pueden  constituirse  en 
pren  la  todas  las  cosas  muebles  que  estén  en 
el  comercio,  áun  Jas  incorporales,  así  como 
las  que  no  existen,  con  tal  que  se  espere  y 
sea  posible  su  existencia, 

ORÍGENES 

Ley  2.a,  tít.  XIII,  Partida  5.a 

Ley  8.a,  tít.  XIX,  lib.  III,  Fuero  Real. 

COMENTARIO 

Tan  sencillo  y tan  repetido  es  el  precepto  de 
este  articulo,  que  no  tenemos  necesidad  de  ex- 
plicarlo: «toda  cosa  quier  sea  nascida  ó por  na- 
cer assi  como  el  fruto  de  los  ganados,  é de  los 
árboles  é de  las  eredades,  é de  todas  las  otras 
rentas  que  los  omes  han  de  qualquier  natura 
que  sean,  también  las  corporales  como  las  que 
no  lo  son...»  todas  pueden  ser  dadas  en  prenda. 

Artículo  1774. — No  pueden  ser  dados  en 
prenda  los  bueyes,  vacas  y otros  animales 
destinados  á Ih  agricultura,  ni  los  arados, 
herramientas  y aperos  de  labranza. 

ORÍGENES 

Ley  5.a,  tít.  XIX,  lib.  III,  Fuero  Real. 

Ley  4.a,  tít.  XIII,  Partida  5.a 

Ley  14,  tít.  XXXI,  Ub.  XI,  Nov.  Rec. 

Arts.  10  y 11,  decreto  8 Junio  1813. 

COMENTARIO 

La  prohibición  de  este  articulo  viene  repi- 
tiéndose en  casi  todos  los  Códigos  españoles. 
Dos  razones  principalmente  tiene  este'  precep- 
to: 1.a,  la  necesidad  que  se  ha  sentido  constan- 
temente en  nuestro  país  de  fomentar  el  cultivo 
de  tos  campos,  frecuentemente  abandonados  por 
Otras  ocupaciones,  casi  siempre  guerreras;  2.a, 
d«  privar  a}  agricultor,  do  aquellos  que 
son  If^  íp4iap^hsable6¡  útiles  de  su  profesión. 
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Por  idénticas  razones,  el  decreto  de  1815  dis- 
puso que  en  ningún  caso,  ni  por  ningún  título, 
se  podrá  hacer  ejecución  ni  embargo  en  las 
unieses  hasta  que  los  granos  no  se  hallen  lim- 
pios y enrastrojados.  Este  decreto  so  reiie.ro  úni- 
camente á las  prendas  judiciales,  por  lo  cual  no 
cabe  en  este  lugar,  ¿listan  vigentes  oslas  limi- 
taciones? 

Dada  ¡a  libertad  de  contratación,  consignada 
en  varias  leyes,  es  dudoso  que  puedan  susten- 
tarse aún  aquellas  prohibiciones,  al  menos  t ra- 
tándose de  prendas  constituidas  por  la  voluntad 
de  las  partes,  en  virtud  de  convenios  libremente 
■ otorgados. 

Artículo  1775.  — Puede  dar  sus  cosas  en 
prenda  todo  el  que  tiene  la  facultad  de  enaje- 
narlas. 


ORÍGENES 

Lay  7.a,  tít.  XIII,  Partida  5.a 

Artículo  1776. — La  prenda  constituida  en 
cosa  que  no  pertenece  al  deudor,  es  válida 
d.esde  el  momento  en  que  éste  adquiere  su 
domwo,  siempre  que  hubiese  sido  entrega- 
da al  acreedor,  ó que  éste  ignorase  que  la 
cosa  no  pertenecía  al  deudor. 


orígenes 


Ley  7.a,  tít.  XIII,  Partida  5.a 

JURISPRUDENCIA 

Según  dispone  terminantemente  la  ley  7.a, 
tít.  XIII,  Partida  5.a,  al  empeñarse  una  cosa 
ajena  cuando  se  tiene  esperanza  ele  conseguirla, 
/inca  empeñada  desde  el  momento  en  que  el 
que  la  empeñó  gana  el  señorío  della  (Sent.  6 
Febrero  1863). 


comentario 

Pueden  constituir  ó entregar  cosas  en  prenda: 

1. ®  El  que  tiene  la  libre  facultad  de  enajenar, 
con  tal  que  lo  haga  en  cosas  propias  del  mismo. 

2. °  Los  administradores  legales  (padres,  ma- 
ridos, tutores  y curadores),  con  las  limitaciones 
que  establecen  las  leyes. 

3. °  Todo  el  que  obtenga  permiso  del  dueño 
de  la  cosa,  cuando  ésta  no  fuera  do  la  propie- 


•tílfi 


CÓDIGO  CIVIL  DE  ESPAÑA 


dad  del  deudor,  ó si  aquél  ratifica  la  constitu- 
ción de  Ja  prenda. 

ó.»  El  que  no  fuere  dueño  de  la  cosa  empe- 
ñada en  la  época  en  que  la  dió  en  prenda,  ni 
haya  obtenido  permiso  ni  ratificación  del  dueño, 
con  tal  que  adquiera  su  dominio  con  posterio- 
ridad. 

Cuando  se  empeñan  cosas  ajenas,  es  preciso 
obtener  previamente  la  autorización  del  dueño 
de  las  mismas,  ó que  éste  ratifique  la  entrega  de 
la  prenda.  Si  no  mediare  consentimiento  ni  ra- 
tificación, estará  obligado  el  deudor  á consti- 
tuir nueva  prenda,  en  equivalencia  de  la  ante- 
rior. 

Alguna  vez  empeña  el  hombre  cosas  ajenas, 
pero  con  la  esperanza  de  llegar  á ser  dueño  de 
ellas:  en  tal  caso  laprenda  estábien  constituida,  j 
aun  cuando  no  medie  consentimiento  de  dueño, 
gi  después  llega  el  deudor  á adquirir  la  propie- 
dad sobre  aquellas  cosas. 

En  los  artículos  siguientes  se  desenvuelve  la 
doctrina  que  dejamos  consignada  en  este  co- 
mentario. 

Artículo  1777. — Cuando  se  constituya  en 
prenda  una  cosa  ajena  deberá  obtenerse  el 
consentimiento  expreso  ó tácito  del  dueño 
de  la  misma,  ó su  ratificación. 

ORIGENES 

Ley  9.*,  tít.  XIII,  Partida  5.* 


COMENTARIO 

Siendo  la  cosa  propia  del  deudor,  vale  la 
prenda  constituida  á dos  acreedores,  si  basta 
para  cubrir  ambos  créditos..  En  otro  caso  la 
segunda  prenda  únicamente  será  válida  si  el 
deudor  obtuvo  el  consentimiento  del  acreedor 
á quien  primero  la  hubiere  empeñado.  En  otro 
caso  deberá  entregar  al  segundo  otro  peño  que 
vala  tanto  quanto  avia  resciuido  dél.  Cuando 
se  empeñare  cosa  ajena,  vale  si  medió  el  con- 
sentimiento del  dueño.  Si  no  lo  hubo,  deberá 
el  deudor  entregar  prenda  equivalente  á su 
acreedor. 

Artículo  1779. — Cuando  el  deudor  se  obli- 
gase á constituir  en  prenda  todos  sus  bienes, 
no  se  comprenderá  en  obligación  el  lecho 
cotidiano  del  deudor  ó de  su  mujer  é hijos, 
ni  las  ropas  y efectos  de  uso  ordinario,  ni 
los  instrumentos  necesarios  para  el  arte  ú 
oficio  á que  el  mismo  se  dedique,  pero  sí 
todas  sus  demás  cosas  presentes  y futuras/ 

ORÍGENES 

Ley  5.%  tít.  XIII,  Partida  5.a 

Art.  951,  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

COMENTARIO 


Artículo  1778. — Empeñada  una  cosa  á un 
acreedor,  no  puede  empeñarse  á otro  sin  con- 
sentimiento del  primero,  á no  ser  que  el  valor 
de  la  cosa  baste  á cubrir  los  dos  créditos. 

Si  la  cosa  se  empeñó  al  segundo  sin  con- 
sentimiento del  primero,  el  deudor  estará 
obligado,  si  aquélla  no  cubre  ambos  créditos, 
á gai  antizar  el  segundo  con  otra  prenda 
equivalente.  Lo  mismo  se  observará  cuando 
so  diere  en  prenda  una  cosa  ajena,  si  el 
acreedor  lo  ignora. 


ORÍGENES 

Ley  10,  tít.  XIII,  Partida  5.a 

Loy  9.a,  tít.  XIX,  lib.  III,  Fuero  Real. 


Los  objetos  que  se  enumeran  en  este  artículo 
pueden  darse  en  prenda.  Más  cuando  una  per- 
sona declarase  que  constituía  en  prenda  todos 
sus  bienes , sin  determinar  cada  una  de  las  co- 
sas que  da  en  prenda,  no  se  comprenderán  ba- 
jo aquella  frase  genérica  los  utensilios  y otjras 
cosas  que  se  enumeran  en  el  artículo. 

Guando  la  prenda  se  constituyere  judicial- 
mente, tampoco  podrá  recaer  sobre  dichos  ob- 
jetos. 

Artículo  1780. — Si  el  apoderado  d mayor- 
domo empeñase  cosas  de  su  amo  sin  su  no- 
ticia, y la  deuda  contraída  fue  en  utilidad  da 
éste,  podrá  el  acreedor  retener  la  cosa  si  le 
hubiere  sido  entregada,  hasta  que  se  haga 
pago  de  la  deuda;  y si  no  le  fuó  entregada, 
podrá  repetir  por  la  cantidad  que  prestó.  l> 


DE  LA  PRENDA 


ORÍGENES 

Ley  8.*,  tít.  XIII,  Partida  5.a 

Artículo  1781.—  El  tutor  ó curador  puede 
empeñar  la  cosa  mueble  perteneciente  al 
menor,  siempre  que  el  préstamo  se  contraiga 
en  utilidad  de  éste. 

ORÍGENES 

Ley  8.a,  tít.  XIII,  Partida  5.a 

COMENTARIO 

La  prenda  podrá  entregarse  por  el  tutor  ó 
curador,  siempre  que  la  deuda  se  contraiga  en 
utilidad  del  huérfano  ó incapacitado. 

Si  se  tratase  de  constituir  hipoteca,  sería  pre- 
cisa la  autorización  judicial,  previo  expediente 
de  necesidad  y utilidad. 

Artículo  1782. — Nadie  puede  tomar  por  sí 
mismo  las  cosas  de  su  deudor  en  garantía 
del  cumplimiento  de  las  obligaciones  de  éste. 

El  que  contraviniere  a lo  dispuesto  en  este 
artículo  incurrirá  en  la  responsabilidad  es-  : 
tablecida  en  el  último  párrafo  del  artícu- 
lo 1262  (1). 

ORÍGENES 

Ley  1.a,  tit.  VI,  líb.  V,  Fuero  Juzgo. 

Ley  2.:‘,  tít.  XIX,  lib.  IIT,  Fuero  Real. 

Ley  4."  del  Estilo. 

Ley  11.  tít.  XIII,  Partida  5.a 

| 

Artículo  1783. — El  pacto  de  que  , pasado 
cierto  tiempo  sin  satisfacer  la  deuda,  ad- 
quiera el  acreedor  en  pleno  dominio  y haga 
suya  la  cosa  entregada  en  prenda,  es  com- 
pletamente nulo,  á no  ser  que  haya  de  que- 
darse con  ella  el  acreedor  por  su  precio  en 
estimación. 

Todos  los  demas  pactos  que  se  unan  á la  ' 
constitución  de  la  prenda  son  válidos,  no 
siendo  contrarios  á las  leyes  y buenas  cos- 
tumbres. 


•T.)7 


ORÍGENES 


Ley  12,  til.  XITT,  Partida  5.a 

JURISPRUDENCIA 

tíeut.  13  Noviembre  1805. 

COMENTARIO 

Llámase  pacto  comisorio  la  convención  he- 
cha entre  el  acreedor  y el  deudor,  por  la  cual 
resuelven  que  si  el  deudor  no  satisface  la  deuda 
en  el  término  prelijado,  se  quede  el  acreedor 
con  la  prenda,  haciéndola  suya  por  sólo  lo  que 
tiene  dado  sobre  ella. 

Este  pacto  está  reprobado;  pero  «si  el  pleyto 
fuesse  puesto  de  guisa,  que  si  el  peño  non  le 
quitasse  fasta  día  cierto  el  que  lo  empeñó,  que 
fuesse  suyo  vendido,  é del  otro  comprado  por 
tanto  precio  quanto  le  apreciaren  omes  bue- 
nos,» dejaría  de  ser  pacto  comisorio  para  con- 
vertirse en  una  convención  válida. 

Otro  pacto  declara  nulo  la  ley  de  Partida, 
pero  que  no  puede  menos  de  tenerse  por  váli- 
do: es  el  pacto  a nticrélico. 

Consiste  este  pacto  en  que  el  acreedor  perci- 
ba por  vía  de  intereses  los  frutos  de  la  prenda 
que  le  entregare  el  deudor,  hasta  que  llegue  el 
caso  de  que  este  le  satisfaga  el  importe  de  la 
deuda. 

Este  ¡jacto  era  también  reprobarlo  por  usura- 
rio. Mas  después  de  la  publicación  de  la  ley  de 
14  de  Marzo  de  1.858,  que  abolió  la  tasa  del  ín- 
teres, entienden  los  autores  que  el  pacto  anti- 
crótioo  no  está  reprobado,  pudiendo  el  presta- 
mista cobrar  los  intereses  en  frutos,  del  mismo 
modo  que  en  metálico,  ó una  parte  en  metálico) 
y en  frutos  la  otra  parte. 

Artículo  1784. — El  acreedor  debe  conser- 
var la  cosa  con.  el  esmero  que  emplea  todo 
hombre  medianamente  cuidadoso  de  sus 
cosas,  y no  podrá  usar  de  ella  sin  permiso 
del  deudor. 

Cuando  la  cosa  se  perdiere  por  culpa  f> 
negligencia  del  acreedor,  ó por  usar  do  ella 
sin  permiso  de  su  dueño,  deberá  indemnizar 
á éste  el  valor  do  aquélla. 


ORÍGENES 


(1 ) Tomo  H de  esta  obra,  pág.  52. 

TRUC  u 


Ley  20,  tít.  XIÍT,  Partida  5. 


CÓDIGO  CIVIL  DE  EBPAífA 


.1!  18 


COMENTARIO 


Procuraremos  resumir  en  pocas  palabras  los 
efectos  del  contrato  de  prenda  en  cuanto  á los 
derechos  y deberes  del  acreedor. 

Los  derechos  del  acroedor  pueden  reducirse 
á seis: 


1. °  Retener  y conservar  !a  cosa  bajo  su  cus- 
todia ó la  de  un  tercero,  si  así  se  hubiere  esti- 
pulado, hasta  que  el  deudor  pague  ó cumpla  su 
obligación. 

2. °  Conservar  y retener  del  mismo  modo  la 
cosa  hasta  que  el  deudor  le  haya  abonado  los 
gastos  necesarios  hechos  en  la  conservación  de 
la  prenda  y los  daños  y perjuicios  que  le  hubie- 
re ocasionado. 

3. *  Retener  y conservar  del  mismo  modo  la 
prenda  hasta  que  ol  deudor  le  satisfaga  la  deuda 
que  contrajere  con  posterioridad  á aquella  que 
motivó  la  constitución  de  la  prenda,  á no  ser 
que,  vendida  ó empeñada  la  cosa  á un  tercero, 
éste  satisficiera  al  primero  el  importe  de  la 
deuda  para  cuya  seguridad  so  constituyó  la 
prenda,  conforme  á lod.spuesto  en  el  art.  1793. 

4. "  Dar  en  prendad  su  acreedor  la  cosa  em- 
peñada, con  las  limitaciones  del  art,  1797. 

5. °  Vender  la  cosa  prendada  si  en  cierto 
plazo  el  deudor  no  le  hiciere  pago  de  la  deuda. 

<L“  Quedarse  con  la  cosa  por  su  justo  valor, 
en  equivalencia  de  la  deuda  no  satisfecha,  si  el 
deudor  lo  consintiere. 

En  los  siguientes  artículos  se  desenvuelve 
esta  doctrina. 

En  cuanto  á los  deberes  del  acreedor  ó pren- 
dario, son: 


i 


l."  Conservar  la  cosa  de  la  manera  que  lo 
hacen  los  hombres  medianamente  diligentes, 
es  decir,  prestando  la  culpa  leve. 

No  debo  usar  la  cosa  empeñada  á no  ser 
con  permiso  del  dueño  do  la  misma,  pues  si  así 
no  lo  hiciere,  responderá  do  la  pérdida  ó dete- 
rioro que  experimentase. 

3."  Devolver  la  prenda  tan  luego  como  haya 
sido  satisfecha  la  doudu  ó deudas  á que  se  halle 
aquélla  afecta,  con  mas  las  indemnizaciones  de 
gastos,  danos  y perjuicios  que  correspondan 
según  los  casos. 

i.  Abonar  al  deudor  los  danos  y perjuicios 
que  le  ocasionare,  si  fuera  moroso  en  restituir- 
le la  prenda. 

Véanse  los  artículos  siguientes,  donde  se 
completa  esta  doctrina. 


Artículo  1785.— Empeorada  ó perdida  la  ' 
coaa  dada  en  prenda  por  culpa  ó negligencia 


j del  acreedor,  se  entenderá  disminuida  <5  ex» 
i tinguida  )a  deuda  en  tanto  cuanto  sea  e! 

daño  ó pérdida  sufridos,  sin  perjuicio  de  que 
i el  acreedor  indemnice  al  deudor  si  el  daño 
fuere  de  más  entidad  que  su  crédito. 

orígenes 

Ley  36,  tít.  XIII,  Partida  5.‘ 

Artículo  1786.— Cuando  la  cosa  dada  en 
prenda  se  perdiese  por  ocasión  ó caso  fortui- 
to que  se  produjeron  sin  culpa  del  acreedor, 
éste  no  tendrá  que  responder  de  ella,  sin 
que  pierda  el  derecho  á reclamar  su  crédito, 
á no  haberse  pactado  lo  contrario. 

La  prueba  del  caso  fortuito  pertenece  al 
mismo  acreedor. 

ORIGENES 

Ley  20,  tít.  XIII,  Partida  5.“ 

COMENTARIO 

Para  que  el  acreedor  no  pierda  ó aminore  su 
crédito,  cuando  la  cosa  prendada  se  perdió  por 
ocasión  ó caso  fortuito,  es  preciso: 

1. °  Que  justifique  el  caso  fortuito. 

2. °  Que  no  se  haya  pactado  entre  las  partes 
que  el  acreedor  sufra  la  pérdida  ó deterioro  en 
este  caso. 

3. °  Que  el  caso  fortuito  no  se  haya  produ- 
cido por  culpa  del  acreedor. 

Respecto  á este  ultimo  punto,  debo  tenerse 
presente  que  aun  cuando  la  cosa  se  perdiere 
por  caso  fortuito,  como  un  robo,  no  estará  exen- 
to de  responsabilidad  el  acreodor,  si  pudiendo 
prevenirle  y evitarle,  no  lo  hizo.  Por  eso  los  in- 
térpretes distinguen  dos  clases  de  culpa:  in  ad- 
mitiendo , que  consiste  en  hacer  un  daño,  y 
omitiendo , que  consiste  en  no  evitarlo  por  fal- 
ta de  cuidado. 


Artículo  1787. — Las  prendas  quedan  obli- 
gadas desdo  que  se  otorgaron,  aun  cuando 
no  se  hubiesen  entregado  al  acreedor,  á no 
ser  que  se  trate  de  prendas  constituidas  ju- 
dicialmente, en  cuyo  caso  no  quedan  obli- 
gadas hasta  que  se  entreguen  al  acreedor. 


LE  LA  PRBND.A 
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ORÍGENES 

Ley  13,  tít.  XIII,  Partida  5." 

COMENTARIO 


I 


pleito  en  reclamación  de  la  prenda  por  el 
acreedor,  éste  podrá  dirigirse,  á su  elec- 
ción, contra  el  deudor  ó contra  el  tercero. 

ORÍGENES 


Lo  que  esta  ley  quiere  decir  es,  según  expre- 
sa Gutiérrez,  no  que  el  contrato  de  prenda  vo- 
luntario no  sea  real,  sinó  que,  convenido  un 
deudor  con  su  acreedor  en  que  ha  de  entregar- 
le cierta  cosa  en  prenda,  la  convención  es  válida 
y obligatoria;  mas  este  convenio  no  es  la  pren- 
da, como  promesa  de  arrendar  es  diferente 
del  arrendamiento. 

La  diferencia  que  entre  la  prenda  convencio- 
nal y la  judicial  señala  este  artículo,  se  apercibe 
sin  más  explicación. 


Artículo  1788.  — Si  decretada  judicial- 
mente la  constitución  de  la  prenda,  el  deu- 
dor empeñare  á un  tercero  la  cosa  sobre 
que  se  mandó  constituir,  antes  de  que  hu- 
biese sido  entregada  al  acreedor  á cuyo  fa- 
vor la  decretó  el  juez,  tendrá  preferente  de- 
recho sobre  la  cosa  el  segundo  á quien  fué 
empeñada. 


Ley  14,  tít.  XTTI,  Partida  5.a 

JURISPRUDENCIA 

No  se  infringen  las  leyes  14  y 27,  tít.  XIII, 
Partida  5.a,  y axioma  legal,  que  tratan  del  de- 
recho  que  se  gana  en  la  cosa  empeñada  y de 
que  lo  há  mayor  en  ella,  el  que  primeramente 
la  rescibe  en  peños,  por  la  sentencia  que  denie- 
ga una  tercería  de  mejor  derecho,  intentada  por 
la  mujer  del  ejecutado,  contra  la  demanda  pro- 
movida por  un  Ayuntamiento,  acreedor  do  los 
bienes  del  marido,  cuando  la  hipoteca  legal 
que  dicho  Ayuntamiento  tenía  en  los  bienes 
del  deudor,  por  el  alcance  que  le  resultó  con 
ocasión  de  la  depositaría  de  fondos  públicos, 
que  había  desempeñado  el  anterior,  á lo  que 
asiste  á la  mujer  por  razón  de  su  dote  en  los 
mismos  bienes  (Sent.  28  Junio  18711. 

COMENTARIO 


ORÍGENES 

Ley  13,  tít.  XIII,  Partida  5.* 

COMENTARIO 

El  contenido  de  este  artículo  es  consecuencia 
lógica  ó inmediata  de  lo  que  dejamos  consigna- 
do en  el  artículo  precedente:  Melior  est  condi- 
lio  possidentis. 

Articulo  1789. — Entregados  en  prenda  los 
títulos  de  propiedad  de  una  cosa,  se  entiende 
empeñada  ésta,  pudiendo  el  acreedor  recla- 
mar del  deudor  ó sus  herederos  la  entrega 
de  la  misma. 

. Si  después  de  empeñada  la  cosa,  y ántes 
de  haber  sido  entregada  al  acreedor,  ei  deu- 
dor la  donase,  vendiese  ó empeñase  á un 
tercero  al  cual  hiciere  entrega  de  la  misma, 
el  acreedor  podrá  demandarla  del  poseedor, 
sí  después  de  haber  reclamado  del  deudor  el 
pago  de  lo  debido,  no  fuere  satisfecho  su  eré. 
dito.  Si  to.  4onaciOA,  enajenación  ó empeño 
e hubiere  verificado  después  de  incoado  el 


Cuando  una  misma  cosa  es  empeñada  á dos 
distintos  acreedores,  por  un  mismo  deudor, 
«guisada  cosa  es  c derecho  que  aquel  que  res- 
cibe primeramente  la  cosa  á peños,  que  mayor 
derecho  aya  en  ella,  que  el  otro  que  la  rescibe 
después.» 

Ahora  bien;  cuando  el  primer  acreedor  no 
recibe  la  cosa,  habrá  de  dirigirse  contra  el  deu- 
dor, para  que  inmediatamente  le  pague  la  deu- 
da; «ó  si  lo  auer  non  pudiere,  nin  cobrar  de 
aquel  quegela  empeñó,»  podrá  dirigirse  contra 
el  segundo  acreedor  ó poseedor  de  la  cosa  em- 
peñada. 

Mas  si  «aquel  que  avia  empeñado  la  cosa 
la  vendió,  ó la  enajenó  después  quel  movió 
pleito  sobre  ella,  aquel  á quien  era  empeñada, 
en  su  escogencia  seria,  de  la  demandar  luego 
primeramente  tal  debda  á aquel  que  gela  avia 
empeñado,  ó la  cosa  al  que  fallasse  en  la  pos- 
sesion  della,  á cual  del  los  mas  quisiere.»  La 
razón  de  este  precepto  no  es  otra  que  evitar 
que  el  deudor  enajene  la  cosa  en  fraude  de  un 
acreedor,  cuyo  fraude  se  presuma,  cuando  des- 
pués de  reclamar  el  acreedor  la  entrega  de  la 
prenda  ofrecida,  la  enajena,  dona  ó empeña  á 
un  tercero. 


400 


CÓDIGO  CIVIL  LE  ESPAÑA 


Articulo  1790. — La  prenda  subsiste  aun- 
que so  disminuya  la  cosa  sobre  que  se  cons- 
tituyó, ó cambie  su  estado. 

La  prenda  se  amplía  á las  mejoras  y acce- 
siones de  la  cosa. 

Si  el  poseedor  de  la  cosa  no  fuere  dueño 
de  ella  y creyendo  de  buena  fe  que  era  suya 
hiciese  alguna  mejora,  el  acreedor  á quien 
se  hubiese  dado  en  prenda  no  podría  des- 
apoderarle de  ella  sin  abonarle  antes  los 
gastos  conocidamente  hechos  en  utilidad  de 
la  cosa. 

ORÍGENES 

Ley  15,  tít.  XIII,  Partida  5.1 

COMENTARIO 


La  prenda,  como  derecho  real,  está  unida  á 
la  cosa  de  tal  manera,  que  subsiste  áun  cuan- 
do ésta  se  deteriore  ó cambie  de  estado,  así  co- 
mo se  extiende  á las  accesiones  y acrecenta- 
mientos que  tenga. 

Sin  embargo,  si  la  cosa  caminara  esencial- 
mente, de  manera  que  la  prenda  no  fuese  ya 
la  misma  cosa,  sería  dudoso,  cuando  menos,  que 
pudiera  continuar  el  derecho  del  prendario, 
pues  parece  que  la  ley  se  refiere  más  al  cambio 
do  estado  que  al  cambio  de  naturaleza. 

En  cuanto  A lo  dispuesto  en  el  último  párrafo, 
su  precepto  consiste  sencillamente  en  auto- 
rizar al  tercer  poseedor  que  de  buena  fe  mejo- 
ró la  cosa  para  que  la  retenga,  en  tanto  que  se 
le  abonen  los  gastos  hechos. 

Dice  Gregorio  López,  y de  la  misma  -opinión 
se  muestra  partidario  Gutiérrez,  que  si  el  po- 
seedor prefiriese  pagar  la  estimación  de  la  cosa, 
habida  consideración  al  valor  que  tenía  en  el 


i 


tiempo  que  la  poseyó,  podría  hacerlo  sin  que  se 


le  pudiese  exigir  otra  cosa. 


>Si  las  mejoras  hubieren  sido  hechas  por  el 
acreedor  prendario,  tendrá  la  acción  pignora- 
ticia contraria  para  que  el  deudor  le  indemni- 
ce de  los  gastos  ocasionados  por  dichas  me- 
joras. (Véase  el  art.  1814). 


Artículo  1791.— La  prenda  se  entiende 
constituida,  no  sólo  sobre  la  cosa, sino  tam- 
bién sobre  sus  frutos,  si  éstos  se  produjeron  ■ 
ó fueron  concebidos  ántés  de  venderse  y 
entregarse  la  cosa  á un  tercero. 


No  se  ampliará  la  prenda  á los  frutos 
cuando  éstos  se  produzcan  y fueren  enaje- 
nados después  de  enajenada  la  cosa  y dada 
posesión  de  la  misma  á un  tercero. 

ORÍGENES 

Ley  10,  tít.  XIII,  Partida  5.a 

COMENTARIO  : 

Las  palabras  de  la  misma  ley  aclaran  la  doc- 
trina de  este  precepto.  «Si  aquel  qye  empeñó 
su  eredad,  seyendo  el  tenedor  della,  la  sembró; 
ó si  se  empreñó  si  era  sierua,  otro  ganado  cual- 
quier de  aquellos  que  conciben,  é paren,  ma- 
guer después  desto  la  vendiesse  ó la  eVnpenasse 
á otro,  ó la  enajenasse  de  otra  manera  qual- 
quier;  dezimos  que  también  fincan  obligados 
los  frutos  de  qualquier  destas  cosas  sobredi- 
chas, á aquel  que  las  tenia  á peños  como  la  cosa 
misma  que  1c  fue  empeñada.  Mas  si  aquel  á 
quien  es  enajenada  la  cosa  que  es  puesta  en  pe- 
ños seyendo  tenedor  della,  la  sembrasse  ó dtesse 
otro  fruto  de  sí,  dezimos  que  estonce  los  frutos 
non  fincan  obligados  á aquel  á quien  era  pri- 
meramente obligada  la  cosa  en  peños.» 

Artículo  1792. — Otorgarla  la  prenda  bajo 
condición  ó á día  cierto,  no  puede  el  acreedor 
reclamarla  hasta  que  se  cumpla  la  condición 
ó venga  el  día. 

Si  temiere  que  ei  deudor  ha  de  ausen- 
tarse, podrá  reclamar  de  éste  que  entregue 
la  cosa  desde  luego  ó que  constituya  fianza 
á¡ responder  de  la  misma  hasta  que  llegue  el 
plazo  ó la  condición. 

ORÍGENES 


Ley  17,  tít.  XIIT,  Partida  5/ 

Arlículo  1793. — La  cosa  dada  'en  prenda 
responde,  no  solamente  de  la  deuda  en  cuya 
garantía  se  constituyó,  sino  de  la  posterior 
que  contrajere  el  mismo  deudor.  Lo  dispues- 
to en  este  párrafo  se  observará  únicamente 
entre  los  contrayentes  y sus  herederos. 

Si  el  dueño  de  la  cosa  entregada  en  pren- 
da la  vendiese  6 empeñase  á un  tercero,  y 
éste  la  reclamare  del  primer  ac re edo  rAñ  re- 
cióndole  el  importe  del  orédito  por  que  estaba 
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empeñada,  no  podría  excusarse  de  entregar- 
la, áun  miando  el  deudor  hubiere  contraído 
con  él  una  nueva  deuda. 

ORÍGENES 

Ley  22,  tít.  XIII,  Partida  5.a 

COMENTARIO 

El  acreedor  a quien  se  entregare  una  cosa  en 
prenda  como  garantía  de  cierta  deuda,  podrá 
conservarla,  como  garantía  de  otra  deuda  que 
con  él  hubiere  contraído  posteriormente  el  mis- 
mo deudor,  es  decir,  que,  constituida  la  prenda 
para  responder  de  una  deuda,  no  estará  obli- 
gado á restituirla  el  acreedor,  sinó  mediante  el 
pago  do  aquélla  y la  que  se  hubiere  contraído 
nuevamente. 

Esta  régla  tiene  una  excepción,  consignada 
'en  el  segundo  párrafo  del  artículo,  y es  el  caso 
en  que  la  prenda  se  hubiere  vendido  á un  ter- 
cero que  la  reclamare  del  prendario,  mediante 
el  abono  dé  la  deuda  primera.  Entonces  el  acree- 
dor no  podrá  retener  la  cosa  para  garantía  do 
la  deuda  posterior. 

La  ley  no  dice  si  para  que  tenga  lugar  la  ex- 
cepción es  preciso  que  la  segunda  deuda  se  haya 
contraído  después  de  la  venta,  en  el  tiempo  que 
media  entre  ésta  y la  reclamación  del  compra- 
dor, ó si  será  lo  mismo  cualquiera  que  sea  el 
tiempo  en  que  se  hubiere  contraído. 

Artículo  1794. — Empeñada  una  cosa  á dos 
distintos  acreedores,  tiene  derecho  prefe- 
rente aquel  que  primero  la  recibió  en  prenda. 

No  obstante  lo  dispuesto  en  el  párrafo  an- 
terior, cuando  se  hubieren  constituido  las 
prendas  en  garantía  de  dos  cantidades  aún 
no  entregadas  por  los  prendarios,  adquirirá 
el  segundo  de  éstos  preferente  derecho  si 
hiciese  efectivo  el  préstamo  en  poder  del 
que  entregó  la  prenda,  ántes  que  el  primero 
á quien  íné  empeñada. 

ORÍGENES 

key  22,  tít.  £111,  Partida  5.“ 

Artículo  1795.— Otorgada  la  prenda  bajo 
ewdieiott*  0b  áiate»  qué  -óstA  cumpla  el 
ilWüiprilítiftQfcpeñAré  ,ve$iqne  la, 


condición  se- cumpla,  debe  ser  preferido  en 
la  prenda  el  primer  acreedor. 

Guando  dos  personas,  ninguna  de  las  cua- 
les sea  dueña  de  la  cosa,  la  dieren  en  prenda 
á dos  diferentes  acreedores,  será  preferido 
el  que  de  éstas  hubiere  tomado  posesión  de 
la  misma,  áun  cuando  sea  el  último. 

Guando  una  cosa  fuere  empeñada  á dos 
diferentes  acreedores  por  el  dueño  de  la 
misma  y un  extraño,  tendrá  preferencia 
sobre  aquélla  el  acreedor  del  dueño,  aunque 
su  contrato  sea  posterior. 

ORÍGENES 

Ley  32,  tít.  XIII,  Partida  5.* 

JURISPRUDENCIA 

La  ley  32,  tít.  XIII,  Partida  5.a,  trata  de 
quién  tiene  mejor  derecho  en  la  cosa  empeña- 
da á dos  personas  (Sont.  24  Enero  187(1). 

comentario 

El  artículo  anterior  y el  presente  se  comple- 
tan, señalando  la  preferencia  de  los  acreedores 
en  la  prenda  según  diversos  casos  que  pueden 
presentarse.  Su  precepto  es  tan  claro  y su  ra- 
zón de  decidir  tan  obvia,  que  es  inútil  toda  ex- 
plicación. (Véase  el  art.  1789.) 

En  los  artículos  siguientes  so  completa  osla 
materia. 

Artículo  1790.—  Si  empeñada  una  cosa  á 
dos  distintos  acreedores  se  diere  en  pren- 
da después  á un  tercero,  éste  será  preferido 
en  la  cosa  al  primero  cu  los  siguientes 
casos: 

1. °  Si  este  tercero  recibió  la  cosa  en 
prenda  bajo  la  condición  de  que  la  cantidad 
prestada  se  invirtiese  en  satisfacer  su  cré- 
dito al  primero. 

2. *  Guando  se  hubiera  estipulado  en  el 
acto  del  contrato  que  se  le  traspasara  el 
derecho  que  él  mismo  tenía. 

3. °  Que  el  dinero  había  de  ser  dado  al 
primero,  y no  á ningún  otro. 

Si  el  segundo  acreedor  reembolsase  al 
tercero  el  importe  de  su  crédito,  áun  cuando 
no  hiciere  pacto  ninguno  con  él,  le  reem- 
plazará en  su  derocho  sobre  la  prenda. 
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Si  un  extraño  que  no  tuviere  derecho 
sobre  Ja  prenda  la  rescatara  del  primer 
acreedor,  pactando  con  él  la  cesión  ó tras- 
paso de  sus  derechos,  adquirirá  el  extraño  la 
preferencia  sobro  la  cosa  como  si  fuere  el 
primer  prendario. 

ORÍGENES 

¡ 

I 

Ley  34,  tít.  XIII,  Partida  5." 

COMENTARIO 

Las  preferencias  que  entre  diversos  acreedo- 
res prendarios  resuelve  esta  ley,  se  hallan  re- 
gidas ó motivadas  por  un  solo  principio,  la 
subrogación  de  acciones  y derechos.  Estas 
cuestiones  se  relacionan  con  las  de  privilegios 
y prolacion  de  créditos  que  tratáronlos  en  otro 
lugar. 

Artículo  1797. — El  prendario  puede  á su 
vez  empeñar  la  cosa  empeñada  á su  acree- 
dor; pero  una  vez  satisfecho  el  crédito  de 
aquél,  deberá  restituir  la  cosa  á su  dueño  y 
entregar  al  acredor  otra  prenda  en  equiva- 
lencia de  la  primera. 

ORÍGENES 

Ley  35,  tít.  XIII,  Partida  5.* 

Artículo  1798. — Si  á responder  de  una 
obligación  se  hubiere  constituido  danza  per- 
sonal y prenda  á un  mismo  tiempo,  y el  deu- 
dor empeña  á un  tercero  la  prenda  ántes  de 
haber  sido  entregada  al  primer  acreedor, 
puede  el  ñador  á quien  se  hubiere  deman- 
dado por  el  primer  acreedor,  si  satisfizo  el 
crédito  de  este,  reclamar  la  cosa  prendada 
al  segundo  acredor,  á no  ser  que  el  deudor 
le  pague  lo  que  desembolsó  por  razón  de  la 
lianza,  en  cuyo  caso  deberá  restituirle  la 
prenda. 

También  deberá  el  fiador  restituir  la 
prenda  al  segundo  acreedor,  si  éste  le  abo- 
nase lo  que  satisfizo  por  razón  de  la  fianza. 

orígenes 

Ley  45,  tít.  XIII,  Partida  5.a 


COMENTARIO 

I - . I ■ 

Aclara  el#concepto  qle  I®  ley  el  ejemplo  puesto 
por  Gutiérrez.  Supongamos, — dice, — que  una 
persona  obligada  a dar  ó hacer  a otra  cierta 
cosa,  presta  á su  acreedor  doB  cosas  á la  vez, 
fiadores  y prenda,  y que  antes  de  entregarla 
prenda  al  primero  la  empeña  á un  segundo 
acreedor;  que  el  primer  acreedor  reclama  del 
1 fiador  la  deuda,  y cobra,  y el  fiador  persigue  la 
prenda  de  .quien  la  tiene;  aunque  lo  consiga, 
es  decir,  que  el  juez  le  mande  entregar  la  pren- 
da, con  todo,  si  el  deudor  le  satisfácelo  que 
pagó  por  é!,  debe  devolverle  la  prenda. 

Lo  mismo  tendrá  que  hacer  en  beneficio  de 
segundo  acreedor,  si  este  1c  demanda  la  prenda, 
pagándole  la  cantidad  que  satisfizo  al  otro  á 
quien  había  sido  primeramente  empeñada. 

Articulo  1799. — Empeñada  una  cosa  en 
diversos  tiempos  á dos  acreedores,  si  fuere  ■ 
adjudicada  en  pago  al  primero,  puede  obte- 
nerla el  segundo,  previo  abono  á aquél  de 
la  cantidad  á que  ascienda  su  crédito. 

Si  el  segundo  acreedor  hubiere  comprado 
la  prenda  al  prime  ro,  que  tenía  derecho 
á venderla,  podrá  recuperarla  el  deudor, 
siendo  dueño  de  ella,  abonando  en  cual- 
quier tiempo  al  segundo  acreedor  el  im- 
porte de  su  crédito  y el  precio  que  satisfizo 
por  la  compra. 

En  este  caso  los  frutos  que  entre  tanto 
produjere  la  cosa  pertenecerán  al  compra- 
dor. 

ORÍGENES 

Ley  46,  tit-  XIII,  Partida  5." 

JURISPRUDENCIA 

La  ley  46,  tít.  XIII,  Partida  5.a,  establece  que 
cuando  una  misma  cosa  empeñada  ó hipoteca- 
da á dos  acreedores  en  diferentes  tiempos,  es 
después  dada  por  el  deudor  al  primer  acreedor 
en  pago  de  la  deuda,  debe  éste  entregarla  ó 
desampararla.  al  segundo,  si  de  él  recibe  la 
cantidad  que  había  dado  sobre  la  cosa  empe- 
ñada (Sent.  6 Diciembro  1873). 

No  habiéndola  recibido  el  primer  acreedor,  ' 
mal  puede  entregarla  al  segundo  (Sent.  id.  id.). 

Artículo  1800. — Empeñada  una  cosaiugo 
la  condición,  de  que,  trascurrido  cierto  tiem- 
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po  sia  redimirla,  pueda  enajenarla  el  acree- 
dor, deberá  éste,  llegado  el  caso,  intimar  al 
deudor  ó á alguno  de  su  casa,  si  aquél  se  ha- 
llare ausente,  haciéndole  saber *que  proce- 
derá á la  venta. 

Hecha  esta  intimación,  ó intentada  sin 
efecto,  si  por  alguna  causa  justa  no  pudiere 
cumplirse,  podrá  proceder  á la  venta  en  pú- 
blica subasta  de  buena  fe  y sin  engaño,  de- 
volviendo al  deudor  la  diferencia  entre  la 
deuda  y el  precio,  si  lo  hubiere,  ó reclamán- 
dola del  mismo  deudor  en  otro  caso. 

ORÍGENES 

Ley  41,  tít.  XIII,  Partida  5.a 

Artículo  1801. — En  el  caso  del  artículo 
precedente,  el  deudor  no  podrá  oponerse  á 
la  venta,  á no  ser  que  satisfaga  inmediata- 
mente el  importe  déla  deuda,  ó cumpla  la 
obligación  que  sobre  él  pesare. 

Si  el  acreedor  hubiere  enajenado  la  cosa 
sin  llenar  las  formalidades  prescritas  por  la 
ley,  puede  el  dueño  reclamar  la  cosa  del 
comprador,  abonándole  el  precio  de  la  ven- 
ta, si  fuere  igual  ó menor  que  la  deuda.  Si 
fuere  mayor,  únicamente  le  abonará  la  can- 
tidad á que  ascendiere  la  deuda,  debiendo  el 
acreedor  satisfacer  el  exceso.  Siendo  el  pre- 
cio menor,  la  diferencia  debe  conservarse 
á disposición  del  acreedor. 

No  tendrá  lugar  lo  dispuesto  en  el  párrafo 
que  antecede  si  el  comprador  hubiere  pres- 
crito la  cosa,  en  cuyo  caso  el  acreedor  in- 
demnizará al  deudor  los  daños  y perjuicios 
que  se  le  hubiesen  irrogado. 

ORÍGENES 

Ley  48,  tít.  XIII,  Partida  5.a 

Artículo  1802. — Si  el  acreedor  enajenó 
la  cosa  con  engaño  á ménos  precio  del  justo, 
puede  el  deudor  reclamarle  daños  y perjui- 
cios. 

Si  el  acreedor  fuere  tan  pobre  que  no  pu- 
diera cobrarse  de  él,  y el  comprador  hu- 
biere sabido  el  engaño,  podrá  reclamar  el 
deudor  la  cosa  y sus  frutos  previo  abono 


uta 


del  precio  en  que  se  hizo  la  venta,  al  mismo 
comprador,  sin  que  éste  pueda,  sin  permiso 
del  dueño,  retenerla  ni  áun  abonando  la  di- 
ferencia entre  el  precio  de  la  venta  y el 
precio  justo.  Si  el  comprador  no  hubiese  sa- 
bido el  engaño  y contrató  de  buena  fe,  no 
tendrá  lugar  lo  dispuesto  en  este  párrafo, 
sino  lo  prevenido  en  el  anterior. 

ORÍGENES 

Ley  49,  tít.  XIII,  Partida  5.‘ 

Artíeulo  1803.  — Si  el  acreedor  vendiese 
legítimamente  la  cosa,  no  como  suya,  si  mi 
como  empeñada,  y el  comprador  demandado 
por  ella  fuere  vencido  enjuicio  por  un  ter- 
cero, responderá  de  la  eviccion  el  que  la 
dio  en  prenda,  y no  el  acreedor  que  la  enaje- 
nó, á no  ser  que  éste  se  obligase  expresa- 
mente al  saneamiento,  ó que  al  vender  la 
cosa  supiere  que  no  era  de  su  deudor. 

ORÍGENES 

Ley  50,  tít.  XIII,  Partida  5.* 

COMENTARIO 

Para  que  el  acreedor  que  vende  la  cosa  quo 
se  lo  dió  en  prenda  no  esté  obligado  al  sanea- 
miento en  caso  de  eviccion,  es  preciso:  l.°,  que 
la  venda,  pudiendo  hacerlo  por  virtud  de  pacto 
con  el  deudor;  2.°,  que  la  venda,  no  como  de  su 
propiedad,  sinó  como  prenda;  3.°,  que  no  se 
hubiere  obligado  expresamente  al  saneamien- 
to; 4.°,  que  ignorase  que  la  cosa  no  pertenecía 
al  deudor. 

Faltando  alguna  de  estas  circunstancias,  la 
obligación  de  sanear  recae  sobre  el  vendedor, 
es  decir,  sobre  el  prendario. 

Artículo  1804. — Si  no  se  hubiere  fijado 
plazo  dentro  del  cual  deba  el  deudor  resca- 
tar la  prenda  abonando  la  deuda,  ni  se  ha 
pactado  sobre  la  venta,  podrá  el  acreedor 
enajenarla  si  después  de  haber  requerido 
ante  testigos  al  deudor  dejase  éste  trascurrir 
doce  días  sin  efectuar  el  pago. 

El  acreedor  puede  vender  la  cosa  empo- 
ñada,  no  obstante  el  pacto  en  contrario.  Mas 
si  se  hubiere  estipulado  que  no  pueda  enaje- 
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na  ría.  deberá  requerir  al  deudor  ante  tes— 
(¡u<'s  (res  veces,  y solamente  después  que 
h;tvan  trascurrido  dos  años  desde  el  último 
roipimámiento  sin  hacer  efectivo  el  pago, 
podrá  ser  enajenada  la  prenda. 

En  todo  caso  ¡a  venta  se  hará  en  pública 
subasta.  Si  la  venta  fuere  judicial,  se  acomo- 
dará a las  disposiciones  de  la  ley  de  proce- 
dimientos. 

ORÍGENES 

Ley  li(.  MU,  Partida  5.* 

Ley  1.*,  til.  XIX,  lib.  TU,  Fuero  Uoal. 


Concuerda  con:  Arts.  C078,  Cñd.  Francia.— 
1884  Italia. — 861  Portugal.— 1000  Holanda. — 
Yaud. — )68¡1  Ncufchatel. — 1837  Voláis. — • 
313;’  Luisiana. — >?03ñ  Dolivia. — íl'l  y 1371  Aus- 
tria.— JO.  tit.  XX,  parte  1.a,  Prusia. 

JURISPRUDENCIA. 

No  resultando  que  se  haya  procedido  á la 
venta  de  cosa  dada  on  prenda,  no  tiene  aplica- 
ción la  ley  que  prescribe  que  aquélla  se  celebre 
en  almoneda  pública,  requiriendose  al  deudor 
antes  do  la  ejecución  ¡Scnt.  l.í  Octubre  18741. 


COMENTARIO 

El  principal  derecho  del  acreedor  sobre  la  ! 
prenda  consiste  en  cobrar  su  crédito  mediante 
venta  de  la  cosa  empeñada.  Así  es  que  este  de-  ■ 
rocho  lo  pertenece,  no  solamente  cuando  así  lo  ¡ 
hubieren  pactado  el  deudor  y prendario,  sino 
también  cuando  nada  hubieren  dicho  ni  estipu- 
lado sobre  el  particular,  y áun  en  el  caso  en  que 
se  pactare  contra  la  facultad  do  vender.  La  i 
única  diferencia  consiste  en  que,  según  los  ca- 
sos, podrá  el  acreedor  hacer  la  venta  una  vez  '■ 
vencido  el  término  é inmediatamente  después  ; 
do  hecha  la  intimación  al  deudor,  ó deberá  es-  ■ 
perar  doce  dias  después  del  requ  i cimiento  pri- 
mero, ó dos  años  después  del  tercer  aviso. 

Fe  lo  que  no  podrá  prese  indirsc  en  ningún 
caso  os  de  hacer  la  venta  en  almoneda  pública, 
sin  que  intervenga  engaño  ni  mala  fe. 

Artículo  4 $05. — Cuando  se  hubiere  cons-  j 
tituído  la  prenda  con  dos  ó más  eosas,  puede  i 
el  acreedor  venderlas  todas  ó alguna  de  ellas 


por  el  crédito  ó por  lo  que  restare  de  él. 
Idéntico  derecho  corresponde  en  su  caso  á 
los  herederos  del  acreedor. 

El  comprador  de  la  cosa  empeñada  recibo 
la  propiedad  sobre  la  misma,  como  si  la  ad- 
quiriese de  su  dueño,  siempre  que  haya  to- 
mado posesión  y pagado  el  precio. 

orígenes 

Ley  43,  tít.  XIIT,  Partida  5.a 

Artículo  1806.— El  menor  de  edad  que 
empeñare  una  cosa  bajo  la  condición  de  que 
si  en  cierto  plazo  no  satisfacía  la  deuda  pu- 
diese el  acreedor  venderla  cosa,  podrá,  si  el 
acreedor  llegó  á enajenarla  válidamente, 
rescindir  la  venta  probando  que  se  hizo  en 
su  daño  y abonando  al  comprador  el  precio 
hasta  la  cantidad  á que  ascendía  la  deuda. 

Lo  mismo  se  observará  cuando  el  que  en- 
tregó la  prenda  estuviere  ausente  por  causa 
de  la  república  ó cautivo  ó en  estudio.  Esta 
acción  dura  cuatro  años. 

ORÍGENES 

Loy  47,  tit.  XIII,  Partida  5.a 

Artículo  1807. — El  acreedor  que  enaje- 
nare la  cosa  dada  en  prenda  no  puedo  com- 
prarla, á no  ser  con  autorización  del  deudor. 

Si  por  consideraciones  á éste  dejare  de 
presentarse  comprador,  podrá  el  prendario 
acudir  al  juez  para  que  se  la  adjudique  por 
su  precio. 

Eu  este  caso  la  diferencia  que  entre  la 
deuda  y el  precio  de  la  cosa  puede  existir  se 
abonará  por  el  acreedor  ó el  deudor,  según 
fuere  en  pro  ó en  contra  do  éste. 

ORÍGENES 

Ley  44,  tít.  XIII,  Partida  5.a 

JURISPRUDENCIA 

Si  bien  es  verdad  que  el  que  tiene  una  cosa 
en  prenda  no  la  puedo  comprar  cuando  se  pon- 
ga en  venta  para  hacerse  pago  de  la  deuda  á 
cuya  seguridad  se  halle  constituida,  esto  no  se 
entiende  si  lo  hace  con  o/orgamienfo  é áp’azer 
<iel  señor  de  effa  (Sent.  il  Junio  1866). 
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Artículo  1808. —Cosa  el  derecho  del  acree- 
dor sobre  la  prenda: 

1. "  Cuando  se  ha  extinguido  la  obliga- 
ción garantizada  por  la  paga  de  la  deuda, 
ó si  habiéndose  negado  el  acreedor  á recibir 
el  precio,  se  hubiere  depositado  en  lugar  se- 
guro (a). 

2. °  Si  el  deudor  ó un  tercero  hubieren 
prescrito  la  cosa  con  buená  fe  mediante  la 
posesión  de  treinta  años  (b). 

3. “  Si  el  acreedor  remitiese  la  obligación 
prendaria,  bien  expresamente  devolviendo 
la  prenda,  diciendo  al  deudor  que  se  la  en- 
trega libre  de  aquella  carga,  o bien  tácita- 
mente por  actos  del  mismo  acreedor  que 
demuestren  su  intención  de  remitir  (c). 

4. “  Si  el  acreedor  remitiese  expresa  ó. 
tácitamente  la  obligación  garantí  zada  (c), 

orígenes 

(a)  Ley  38¡  tít.  XIII,  Partida  5.a 

(bj  Ley  39,  tít.  XIII,  Partida  5.“ 

Ley  5.a,  tít.  VIII,  líb.  XI,  Nov.  Recopi- 
lación (63  de  Toro).  ■ 

(c)  Ley  40,  tít.  XIII,  Partida  5.' 

Leyes  l.ay  9.%  tít.  XIX,  Partida  5/ 

COMENTARIO 

Extinguida  la  obligación  principal  por  cual- 
quiera de  los  medios  admitidos  por  el  derecho, 
queda  anulado  el  derecho  del  acreedor  sobre  la 
prenda.  Esta  regla  es  consecuencia  lógica  del 
carácter  de  obligación  accesoria  que  tiene  la 
constituida  sobre  las  cosas  empeñadas. 

El  mismo  principio  se  expresa  en  el  núme- 
ro l.°  y en  el  4.°  de  este  artículo,  reilrióndose  á 
diversos  medios  de;  extinguirse  la  deuda  prin- 
cipal. 

Aunque  la  ley  no  enumera  entre  estos  más 
que  la  paga,  consignación  y remisión,  debe  en- 
tenderse lo  mismo  de  los  otros  modos  de  aca- 
barse las.  obligaciones  que  hemos  estudiado  en 
la  parte  general  de  la  contratación. 

En  cuanto  á la  prescripción  de  la  cosa  pren- 
dada, hacen  notar  los  Sres.  La  Serna  y Montal- 
y»n  el  desacuerdo  evidente  en  que  ha  quedado 
lafireséldpciQn.  del  dorecho  de  prenda  con  la  del 
de  hipoteca,  cuya  duración,  según  el  derecho 
IWÍítoflfl,  ftflQ  fe  extiende  á veinte  añq¡j,  porque 
¿ tiempo  espira  la  acción  para  reclamarla. 

TUMO  II 


Por  último,  la  remisión  del  derecho  de  pren- 
de. extingue  también  el  que  el  acreedor  tenía 
sobre  la  cosa  empeñada;  mas  entiéndase  que 
por  la  renuncia  de  aquel  derecho  no  se  entien- 
de remitida  la  deuda  principal,  sinó  que  se  ob- 
servará lo  prevenido  en  el  artículo  siguiente. 

Artículo  1800. — Eu  el  caso  del  núm.  3.°  del 
artículo  anterior,  la  remisión  expresa  de  la 
obligación  prendaria  no  priva  al  acreedor 
del  derecho  de  cobrar  la  deuda,  como  no  la 
remitiere  manifiestamente. 

ORÍGENES 

Ley  40,  tít.  XIII,  Partida  5.“ 

COMENTARIO 

El  derecho  de  prenda  puede  sor  ronunciado: 
l.#,  expresamente;  2.",  de  una  manera  tácita. 

En  el  primer  caso  no  se  entiende  remitida  la 
deuda,  á no  sor  que  maní /Testamente  dixese 
quel  quitaba  también  el  debdo. 

En  el  segundo  caso,  remitida  tácitamente  la 
prenda,  como  si  el  señor  del  debdo  que  touiosse 
la  carta,  la  cancelasse  ó la  rompiesse  ó diesse 
á aquel  que  gela  empeñara,  se  entenderá  remi- 
tida igualmente  la  deuda  garantizada. 

Si  la  renuncia  se  hiciere  por  miedo,  fuerza  ó 
engaño,  sería  nula. 

Artículo  1810. — Si  decretada  judicialmen- 
te la  venta  de  bienes  de  un  deudor,  á instan- 
cias de  su  acreedor,  resultare  que  aquel  no 
posee  otras  cosas  que  una  empeñada  á otro 
acreedor,  deberá  venderse  dicha  cosa  abo- 
nando al  acreedor  prendario  su  crédito  y 
entregando  lo  demas  al  acreedor,  á cuya 
instancia  se  hizo  la  venta. 

orígenes 

Ley  38,  tít.  XIII,  Partida  5.a 

COMENTARIO 

Para  que  tenga  aplicación  la  doctrina  de  oate 
artículo,  será  preciso  que  el  deudor  no  tenga 
otros  bienes  que  la  cosa  empeñada.  ¿Podrá  pro- 
cederse  de  igual  modo  cuando  teniendo  otros 

bienes  éstos  fueren  insuficientes  para  el  pago 
de  la  deuda  del  segundo  acreedor? 
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Será  preciso  también,  en  opinión  de  López, 
que  la  cosa  empeñada  sea  de  valor  superior  al 
de  la  cantidad  porque  está  empeñada,  pues  si 
únicamente  cubriese  el  primer  débito,  no  debe- 
ría enajenarse. 

Esta  venta  se  verificará  por  el  juez,  á petición 
del  acreedor  no  prendario. 

Artículo  1811. 1 — El  acreedor  que  recla- 
mare de  un  tercero  la  entrega  de  la.  cosa 
empeñada  deberá  justificar: 

1. °  Que  el  deudor  le  empeñó  aquella 
cosa. 

2. a  Que  el  deudor  era  dueño  de  aquella 
cosa  en  el  tiempo  en  que  se  la  empeñó. 

ORÍGENES 

Ley  18,  tit.  XIII,  Partida  5.a 

4 | 

Artículo  1812. — En  el  caso  del  artículo 
anterior,  si  el  tercer  poseedor  de  la  cosa 
abonare  al  demandante  el  importe  de  sil  ■ 
crédito,  no  estará  obligado  á entregarle  la 
prenda,  aunque  se  justifiquen  los  dos  extre- 
mos que  comprende  el  mismo  artículo. 

ORIGENES 

Ley  18,  tít.  XIII , Partida  5.a 

JURISPRUDENCIA 

Las  leyes  14  y 18,  tít.  XIII,  Partida  5.a,  tra- 
tan del  derecho  que  gana  el  hombre  en  la  cosa 
que  está  obligada  á peños,  y del  modo  de  pro- 
bar esta  obligación;  siendo,  por  consiguiente, 
inaplicables  al  pleito  que  versa  sobre  reconoci- 
miento de  un  censo  y pago  do  pensiones,  como 
materias  muy  diversas  (Sent.  24  Abril  1874). 

Artículo  1813. — El  acreedor  que  recia-  * 
ruare  de  un  tercero  la  cosa  empeñada,  si 
éste  la  trasladase  ú ocultase  después  de  ' 
haber  justificado  aquél  los  extremos  que 
comprende  el  art.  1811,  deberá  ser  re- 
integrado de  s.u  crédito  y de  los  daños  y 
perjuicios  que  le  causare  la  ocultación  ó 
traslación,  Sida  cosa  se  perdió  por  culpa 
del  tercero,  [tero  sin  engaño  de  éste,  única- 
mente podrá  aquél  reclamar  el  pago  del  cré- 
dito. Si  el  tercero  no  hubiese  perdido  ni 


ocultado  la  cosa,  pero  se  resistiere  á entre- 
garla, podrá  el  acreedor  optar. entre  recibir 
la  cosa  misma  y cobrar  la  deuda  con  los 
daños  y perjuicios.  Si  la  cosa  se  hubiere 
trasladado  sin  mala  fe  á un  lugar  donde  no 
pudiere  ser  entregada,  deberá  el  juez  seña- 
lar un  plazo  para  que  la  entregue  ó abone 
al  acreedor  el  importe  de  su  crédito. 

Lo  dispuesto  en  este  artículo  es  igual- 
mente aplicable  al  caso  en  que  el  .acreedor 
demandase  la  cosa  prendada  al  mismo  deu- 
dor, 

ORÍGENES 

Ley  10,  tít.  XIII,  Partida  5." 

Artículo  1814. — El  deudor  debe  indemni- 
zar al  acreedor  de  las  mejoras  y gastos  he- 
chos para  la  conservación  de  la  prenda. 

El  acreedor  que  se  negare  á restituir  la 
prenda  una  vez  satisfecho  su  crédito  y la 
indemnización  á que  se  refiere  el  párrafo  an- 
terior, deberá  abonar  al  dueño  de  la  cosa  los 
daños  y perjuicios  que  le  ocasione  su  de- 
mora. 

ORÍGENES 

Leyes  15  y 21,  tít.  XIII,  Partida  5.a 

JURISPRUDENCIA 

Según  la  ley  21,  tít.  XIII,  Partida  5.a,  que- 
riendo alguno  cobrar  la  cosa  que  o uiesse  empe- 
ñado, deue  primeramente  pagar  la  deuda  que 
recibió  cuando  la  empeñó  (Sent.  27  Junio  1867). 

COMENTARIO 

El  deudor  debe  satisfacer,  no  sólo  la  deuda 
principal,  en  cuya  garantía  entregó  la  prenda, 
sinó  también  «todas  las  despensas  guisadas, 
que  fueren  fechas  por  pro  de  la  cosa  empeñada 
para  mantenerla,  que  non  se  perdiesse  ó se  em- 
peorasse:  ó para  mejorarla,  aasí  como  si  fuesse 
bestia  que  le  deuiessen  dar  céuada,  ó las  des- 
pensas que  fizo  dándole  á comer,  é las  que  fizo 
en  ferrarla,  ó en  las  otras  cosas  semejantes 
destas  que  le  eran  menoster...» 

Los  autores-  entienden  que,  en  cuanto  á fas 
mejoras,  únicamente  deberán  abonarse  las  ne- 
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cosarias,  dividiéndose  las  opiniones  en  cuanto 
á las  útiles. 

Según  expresa  Gutiérrez,  Ulpiano,  que  anali- 
zó cuidadosamente  este  punto,  dice  que  cuando 
un  acreedor  ha  hecho,  por  ejemplo,  «aprender 
un  oficio  á un  esclavo  dado  en  prenda  (lo  cual 
constituye  una  mejora  útil  j , si  ha  obrado  al  ha- 
cerlo así  conformo  á la  intención  del  deudor, 
tendrá  la  acción  pignoraticia  contraria  para 
reclamar  los  gastos  hechos  por  esta  razón:  si  no, 
para  que  tenga  lugar  la  acción  será  preciso  que 


i le  haya  hecho  aprender  un  oficio  necesario. 
Aun  asi,  añade,  no  tendrá  derecho  á indemni- 
zación, si  se  elevara  tanto  que  el  dueño  no  pu- 
diera pagarla  y se  viere  en  la  precisión  de  aban- 
donar su  esclavo;  pues  si  el  acreedor  no  dobo 
descuidar  la  cosa  que  ha  recibido-  en  prenda, 
tampoco  debe  restituida  de  modo  que  sea  su  ad- 
quisición onerosa  al  deudor.  El  juez  debe  tomar 
un  término  medio,  no  prestando  oidos  ni  á un 
deudor  delicado  ni  á un  acreedor  gravoso.)* 


TÍTULO  XXI 


/ 

DE  DAS  HIPOTECAS 


CAPITULO  PRIMERO 


DE  LAS  HIPOTECAS  EN  GENERAL (1) 


Artículo  1815. — Las  hipotecas  sujetan  di- 
recta é inmediatamente  los  bienes  sobre  que 
se  imponen,  al  cumplimiento  de  las  obliga  - 

(1)  Es  tan  necesario  el  conocimiento  de  la  Expo- 
sición d:  motivos  que  precede  á la  ley  Hipotecaria 
para  la  recta  aplicación  y comprensión  clara  de  ésta, 
que  no  liemos  creído  pudiera  prescindirse  de  ella 
en  una  obra  de  la  índole  de  la  presente.  Por  otra 
parte,  y dejando  áun  lado  el  mérito  que  se  reconoce 
á dicha  Exposición, ninguna  doctrina  ha  de  tener  la 
autoridad  que  la  desenvuelta  por  el  mismo  legisla- 
dor á la  cabeza  de  este  cuerpo  de  derecho  intere- 
santísimo. Movidos  por  estas  razones,  incluiremos 
por  nota  en  cada  capitulo  la  parte  correspondiente 
de  la  Exposición  de  motivos.  La  que  se  refiere  al  pre- 
sente dice  así: 

De  las  hipotecas. — Al  tratar  especialmente  de 
las  hipotecas,  ha  creído  la  Comisión qne  debía,  ante 
todo,  escribir  una  vez  más  en  las  leyes,  que  la  hi- 
poteca es  un  verdadero  derecho  real,  adherido  al 
cumplimiento  de  las  obligaciones  á que  sirve  de 
garantía,  y que  sigue  siempre  ála  cosa  hipotecada, 
cualesquiera  que  sean  las  manos  á que  pase,  y á 
pesar  de  los  cambios  que  ocurran  en  la  propiedad 
que  grave.  Con  la  consignación  de  este  principio, 
implícitamente  se  aprueba  la  opinión  de  los  que 
sostienen  que,  en  el  caso  de  que  la  cosa  hipotecada 
haya  pasado  á un  tercer  poseedor,  puede  este,  cuan- 
do sea  demandado,  exigir  y obtener  que  el  deman- 
dante persiga  por  acción  personal  al  que  con  él  se 
obligó,  y que  sólo  cuando,  hecha  excusión  de  sus 
bienes,  resulte  insolvencia,  tenga  derecho  á recla- 
mar por  la  acción  real  hipotecaria  contra  el  posee- 
dor de  la  cosa  hipotecada.  Así  se  ha  dado  nueva 
sanción  al  derecho  antiguo,  que  siempre  ha  preda- 


ciones para  cuya  seguridad  se  constituyen, 
cualquiera  que  sea  su  poseedor. 


mado  estos  principios,  si  bien  no  siempre  han  sido 
llevados  á sus  indeclinables  consecuencias.  Después 
de  estos  principios,  que  son  ia  base  cardinal  de  las 
disposiciones  que  á la  hipoteca  se  refieren,  la  Comi- 
sión, para  quitar  algunas  dudas  y para  fijar  de  un 
modo  claro  y terminante  la  diferencia  entre  la 
prenda  y la  hipoteca,  establece  que  só’.o  podrán  ser 
hipotecados  los  bienes  inmuebles  y los  derechos 
reales  impuestos  sobre  ellos  que  sean  enajenables, 
quitando  así  ia  anfibología  que  en  las  leyes  y en  la 
práctica  existe  respecto  al  uso  poco  preciso  de  estas 
palabras.  En  ello  no  ha  hecho  más  que  fijar  la  tec- 
nología legal.  Pero  no  siempre  la  constitución  de 
hipotecas  se  presenta  de  fácil  apreciación:  puede 
dudarse  hasta  qué  punto  sean  ó no  hipotecables 
ciertos  derechos,  y hasta  dónde  son  extensivos  los 
efectos  de  la  hipoteca.  Esto  da  lugar  á que  la  Comi- 
sión haya  introducido  en  unos  casos  restricciones 
á la  extensión  de  las  hipotecas,  y declarado  que 
otros  derechos  no-pueden  ser  hipotecados. 

Hipotecas  cuyos  efectos  están  restringidos 
en  el  proyecto. — La  primera  restricción  que  el 
Proyecto  establece  se  refiere  al  que  hipoteca  et  edi- 
ficio que  ha  construido  en  suelo  ajeno.  El  principio 
de  que  el  edificio  como  accesorio  cede  al  suelo,  que 
es  lo  principal,  se  aplica  de  diferente  modo,  atendi- 
da la  buena  ó mala  fe  del  edificante,  ó los  conve- 
nios que  pueda  haber  entre  el  que  es  dueño  de  la 
superficie  y el  que  lo  es  del  alzado.  Sin  resolver 
cuestiones  ajenas  á una  ley  especial  de  hipotecas, 
no  podria  la  Comisión  entrar  en  tales  apreciaciones; 
pero  no  debía  dejar  de  consignar  el  principio  de  que 


BE  LAS  HIPOTECAS 


400 


ORÍGENES 


JURISPRUDENCIA 


Art.  105,  ley  Hipotecaria. 


Por  la  venta  no  se  trasmiten  al  comprador 


la  hipoteca  d«l  edificio  construido  en  suelo  ajeno 
no  modifica  ea  nada  el  derecho  común,  ni  hace  de 
peor  condición  al  dueño  del  solar,  sind  que  se  en- 
tiende limitado  siempre  por  la  voluntad  del  hipo- 
tecante y del  acreedor  hipotecario  al  derecho  que 
aquél  tiene,  como  lo  exigen  la  moral,  la  buena  fe  y 
el  respeto  que  debe  tenerse  en  todos  los  contratos  á 
los  derechos  que  existen  al  celebrarlos.  Pasar  de 
aqui  sería  autorizar  al  edificante  á que  con  un  he- 
cho suyo  pudiera  perjudicar  gravemente  al  dueño 
del  terreno,  que  e.s  el  que  tiene  la  presunción  de 
serlo  también  del  edificio. 

En  los  mismos  principios  del  derecho  común  se 
fúndalo  que  propone  la  Comisión  respecto  á la  ex-  | 
tensión  de  la  hipoteca  constituida  por  el  usufruc-  ! 
tuario.  Regla  general  es  que  el  usufructuario  no 
pueda  enajenar  ni  la  cosa  de  que  no  es  dueño,  ni  el  ; 
mismo  derecho  de  usufructo,  que, como  personalísi- 
mo,  no  es  comunicable  ni  trasmisible,  dependiendo, 
por  lo  tanto,  la  duración  de  la  servidumbre  de  la 
vida  del  usufructuario  ó de  otra  limitación  que  se 
haya  prefijado;  pero  puede  enajenar  los  frutos  que 
le  han  de  corresponder  mientras  exista  la  servi- 
dumbre. Consecuencia  de  esto  es  que  la  hipoteca  i 
quede  extinguida,  concluido  el  usufructo  por  un 
necho  ajeno  á la  voluntad  del  usufructuario.  Mas 
no  debe  parar  perjuicio  al  acreedor  hipotecario  la 
conclusión  de  la  hipoteca  por  actos  que,  ó no  se 
desprendan  de  la  naturaleza  misma  de  esta  servi- 
dumbre personal,  ó de  un  pacto  ajeno  á su  consti- 
tución, porque  de  otro  modo  quedaría  al  arbitrio 
del  usufructuario  la  suerte  del  derecho  del  acreedor. 

No  se  deriva  tan  inmediatamente  del  derecho  es- 
crito la  extensión  que  la  Comisión  propone  de  la  hi- 
poteca constituida  sobre  la  mera  propiedad  al  usu- 
fructo, si  éste  se  consolida  con  ella  en  la  persona 
del  propietario,  á no  haberse  pactado  otra  cosa. 
Fúndase  lo  que  aquí  se  propone  en  la  presunción 
de  la  voluntad  de  los  otorgantes,  que,  á estar  ani- 
mados de  otras  intenciones,  tendrán  cuidado  de  ex- 
presar en  la  constitución  de  la  hipoteca  que  siem- 
pre ha  de  entenderse  limitada  á la  mera  propiedad. 

Y esto,  lejos  de  ser  perjudicial,  puede  traer  tam- 
bién ventajas  al  deudor,  que  tal  vez  conseguirá  así 
que  contento  el  acreedor  con  dirigir  su  acción  con- 
tra los  frutos,  no  pi«la  ejecutivamente  la  venta  de 
la  finca. 

No-  es  ménos  importante  que  esta  declaración  la 
que  hace  el  Proyecto  respecto  á las  nuevas  hipotecas 
sobre  los  bienes  que  están  ya  hipotecados,  aunque 
existq.  el  pacto  de  no  volverlos  á hipotecar,  dio  que 
es  lo  mismo,  en  el  lenguaje  del  loro,  el  pacto  prohi- 
bitorio de  ulteriores  hipotecas.  Semejante  conven- 
ción es  absolutamente  inútil  para  el  primer  acree- 
dor, porque  ademas  de  no  dar  mayor  firmeza  á la 
seguridad  de  lo  que  se  estipula,  en  nada  perjudica 
al  crédito  que  ha  inscrito,  pues  que  ninguno  de  los 
hipotecarios  posteriores  puede  anteponerse  á él'para 
la  realización  délo  que  se  le  debe.  Sólo  es  una  condi- 
ción onerosa, -que  no  debe  tener  fuerza  civil  obliga- 
toria, por  carecer  de  objeto,  por  disminuir  innecesa- 
riamente, sin  justicia  y sin  explicación  posible,  el 
crédito  territorial,  y por  parecer,  más  que  como  ga- 
rantía, una  exigencia  exorbitante,  arrancada  á la  si- 
tuación angustiosa  en  que  en  momentos  dados  pue-  ¡ 
da  hallarse  el  propietario.  El  no  haberse  prescrito  en 
las  leyes  actuales  la  ineficacia  de  este  pacto  podrá  i 


Berefecto,  ya  de  que  no  prestó  el  legislador  á la  impor- 
tante materia  de  las  hipotecas  tanta  atención  como 
exigen  hoy  las  necesidades  de  la  época,  ya  porque 
limitándose  á considerarlo  sólo  re-pedo  á l*  seguri- 
dad del  acreedor,  y áun  esto  de  un  modo  imperfec- 
to, se  desentendió  absolutamente  de  dar  extensión 
al  crédito  territorial,  que  es  una  délas  cansas  prin- 
cipales que  hacen  necesaria  la  reforma  emprendida. 

Faltando,  pues,  toda  justificación  racional  |M.  pro- 
hibición de  hipotecar  impuesta  por  el  acreedor,  de- 
be desaparecer  por  la  misma,  razón  míe  dejando 
ser  obligatorios  otros  pardos,  cuva  injusticia  upare- 

ce  evidentemente,  en  sentir  (lelos  legisladores.  Pero 
es  necesario  que  la  ineficacia  de  semejante  pacto 
esté  en  la  lev,  porque  la  duda  do  que.  considerán- 
dolo lícito,  pudiera  producir  efecto,  bastaría  pura 
retraer  á algunos  (pie.  mirando  la  finca  como  sufi- 
ciente á cubrir  cargas  é hipotecas  sobre  las  antiguas 
á que  está  afecta,  se  bailaran  dispuestos  á hacer 
Duevos  préstamos  sobre  el1  a. 

El  Proyecto  contiene  otras  restricciones  que  no 
necesitan  fundarse  detenidamente  para  que  aparez- 
can sus  motivos.  A esta  clase  corresponden:  en  la 
hipoteca  de  los  derechos  reales  de  superficie,  pas- 
tos, leñas  y otros  semejantes,  la  de  que  siempre 
queden  á salvo  los  derechos  de  los  participes  en  la 
propiedad,  doctrina  conforme  á 'os  principios  gene- 
rales del  derecho,  y que,  áun  sin  sanción  expresa, 
sin  duda  prevalecería  en  la  práctica:  en  la  hipoteca 
de  los  ferro-carriles,  canales,  puentes  y demás  obras 
destinadas  al  servicio  público,  cuya  explotación 
haya  concedido  el  Gobierno  por  diez  ó más  años,  ia 
restricción  de  que  dependa  la  hipoteca  de  la  reso- 
lución del  derecho  del  concesionario,  porque  nadie 
puede  traspasar  á otro  más  derechos  que  los  que  él 
mismo  tiene. 

El  derecho  de  hipoteca,  como  los  demás  derechos 
reales  enajenables,  es  susceptible  de  ser  hipotecado. 
Aunque  sin  una  declaración  expresa  del  Proyecto 
esto  se  sobreentendería,  la  Comisión  ha  creído  que 
debía  consignarlo  para  evitar  dudas  y para  fijar 
también  la  extensión  de  los  derechos  del. acreedor 
hipotecario.  La  regla  en  que  acaba  de  fundarse  la 
Comisión,  de  que  nadie  pueda  conceder  á otro  más 
derechos  en  la  cosa  que  los  que  él  mismo  tiene, 
hace  que  no  esté  en  las  facultades  del  acreedor  pri- 
mitivo dar  al  subhipotecario  un  derecho  más  ex- 
tenso que  el  suyo  en  la  cosa  hipotecada:  así,  si  el 
deudor  antiguo  satisface  la  deuda,  la  hipoteca  y la 
subhipoteca  desaparecen  simultáneamente. _De  otro 
modo  acontecería  que  un  acto  ajeno  al  dueño  de  la 
cosa  viniera  á hacer  más  grave  su  situación , y que 
la  hipoteca  constituida  sobre  otra  hipoteca,  esto  es, 
sobre  una  cosa  incorporal,  sobre  un  derecho,  se 
convirtiera  en  una  hipoteca  constituida  directa  é 
inmediatamente  sobre  una  cosa  corporal,  sobre 
una  propiedad  inmueble.  Por  esto  propone  la  Co- 
misión que  las  subhipotecas  pendan  de  la  resolu- 
ción de  la  hipoteca  sobre  que  se  hayan  constituido. 
No  sucede  lo  mismo  si  el  que  paga  es  el  segundo 
deudor,  ó lo  que  es  igual,  el  subhipotecario,  porque 
entonces,  quedando  extinguida  la  última  hipoteca, 
subsiste  la  primera  que  tenía  existencia  por  si 
misma. 

Mas  la  autorización  para  suhhipotecar,  que  no 
presenta  ningún  inconveniente  respecto  á las  hipo- 
tecas voluntarias,  no  puede  admitirse  eu  las  lega- 
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más  derechos  que  los  que  tiene  el  vendedor, 
trasfiriondo  ai  propio  tiempo  los  gravámenes 
(Sent.  2Í  Febrero  1855). 


¡ No  se  constituye  hipoteca,  con  arreglo  á las 
: leyes,  por  el  mero  hecho  do  consignar  la  canti- 


les. En  éstas  se  trata  de  la  protección  de  personas 
jurídicas  ó desvalidas,  ó de  intereses  á que  el  dere- 
cho dispensa  una  protección  mas  directa  para  que 
no  sean  perjudicados.  Dar  facultad  para  que  las 
personas  así  protegidas,  y que  por  regla  general  no 
tienen  capacidad  para,  contraer,  pudieran  subhipo- 
tecar. equivaldría  á destruir  la  hipoteca  legal  á fa- 
vor de  ellos  constituida.  1?1  legislador  no  podría  ha- 
cer es sin  destruir  su  propia  obra,  sin  ponerse  en 
contradicción  con  los  antiguos  principios  en  el  ac'.o 
misino  de  proclamarlos  de  nuevo. 

Aunque  no  cube,  ni  parecer,  duda  de  que  la  pro- 
hibición de  hipotecar,  impuesta  á los  que  no  tienen 
la  libre  disposición  de  sus  bienes,  está  limitada  á 
los  casos  en  que  i o se  observen  las  formalidades 
que  la  lev  establece  para  que  se  verifique  su  enaje- 
nad n,  la  Comisión  lia  creído  que  debía  repetirlo, 
tanto  para  evitar  que  naciera  ia  interpretación  equi- 
vocada deque  no  debía  en  este  punto  seguir  Ja  hi- 
potura  ¡as  reglas  de  ia  enajenación,  como  para  no 
dar  por  su  silencio  lugar  á que  se  suscitaran  dudas 
peligrosas  y funestamente  perjudiciales  á los  que 
no  tienen  la.  libre  disposición  tic  sus  bienes,  acerca 
de  si  será  lícito  constituir  hipotecas  sóbrelas  tincas 
qne  tal  vez  sin  este  recurso  tendrían  que  ser  nece  • 
sanamente  enajenadas. 

Bienes  que  Ño  pueden  hipotecarse. — Al  expo- 
ner lo  que  se  comprende  por  bienes  inmuebles  para 
los  «f  tcios  del  Proyecto,  queda  ya  consignado  que 
ni  loe  otic.ios  públicos  ni  loa  títulos  de  la  Deuda  del 
Estado,  de  las  provincias  ó de  los  pueblos,  ni  las 
obligaciones  y acciones  de  Bancos,  empresas  y com- 
pañías de  cualquier  clase,  se  consideran  como  bie- 
nes raíces,  á lo  que  es  consiguiente  que  tampoco 
puedan  constituir  una  hipoteca.  Pero  hay  algunos 
casos  en  que  bienes  que  tienen  el  carácter  de  in- 
muebles no  deben  ser  objeto  de  hipoteca  por  razo- 
nes especiales  de  que  no  puede  desentenderse  la 
ley. 

iV  esta  clase  pertenecen  en  primer  lugar  los  frutos 
y rentas  pendientes,  que  sólo  pueden  ser  hipoteca- 
dos en  unión  del  predio  que  los  produce.  Los  árbo- 
les en  pié,  los  frutos  mientras  no  están  separados 
del  suelo  que  los  produce,  son  por  su  naturaleza 
bienes  inmuebles,  y siguen  la  condición  de  la  tierra 
en  que  se  hallan.  Como  adheridos  á la  finca  y como 
parte  de  ella,  pueden  sin  duda  ser  hipotecados,  pero 
no  independientemente  del  suelo  en  que  arraigan, 
porque  separados  de  él,  son  ya  bienes  muebles,  y 
como  tales,  incapaces  de  hipoteca. 

Lo  mismo  debe  decirse  de  los  objetos  muebles  co- 
locados permanentemente  en  loa  edificios,  bien  para 
su  adorno  ó comodidad,  ó bien  para  el  servicio  de 
alguna  industria.  En  tanto  pueden  ser  hipotecados, 
en  cuanto  lo  sean  los  edi (icios  de  que  forman  parte. 
A la  razón  de  que,  considerados  aisladamente,  no 
son  bienes  raíces,  sino  muebles,  se  agrega  otra  im- 
portantísima: la  de  que  no  son  enajenables  con  ar- 
reglo á las  leyes  de  Partida,  que  de  este  modo  se 
propusieron  evitar  demoliciones  de  edificios,  é impe- 
dir actos  que  á veces  más  podrían  considerarse  como 
de  un  vandalismo  grosero,  que  como  verificados 
bajo  la  protección  tutelar  de  las  leyes.  Ver,  en  efec- 
to, que  para  pagar  á un  acreedor  no  se  pone  en  ven- 
ta la  casa,  sino  que  se  empieza  por  quitar  las  tejas 
que  la  cubren  ó las  vigas  que  forman  la  techumbre 
sin  otro  objeto  que  ol  de  sacar  los  materiales  á la 


venta,  seria  repugnante  é indigno  de  un  pueblo  ci- 
vilizado. 

Razones  de  otra  clase  aconsejan  que  no  pueda  ser 
objeto  de  hipoteca  eldereehoreal  en  cosas  que  aun- 
que se  deban  poseer,  no  están  aún  inscritas  á favor 
del  que  tenga  derecho  á poseerlas.  El  heredero  por 
la  muerte  del  testador  entra  á ocupar  su  lugar,  es 
la  continuación  jurídica  de  su  persona;  pero  aunque 
por  una  ficción  de  la  ley  se  entiende  traspasado  á él 
el  dominio  ile  tos  bienes  hereditarios , e-ta  trasmi- 
tió n depende  del  hecho  de  la  aceptación,  de  que  las 
cosas  no  i-o  fiíiyan  Icgaiio  determinadamente  h algu- 
no, y de  la.  inscripción  según  los  principios  del  Pro- 
yecto, cuando  se  traía  de  perjuicios  que  puedan  re- 
su.t.ar  á un  tercero.  La  retroacción  de  la,  aceptación 
al  tiempo  en  qne  se  verificó  ia  muerte  de  la  persona 
de  cuya  sucesión  se  trata,  lo  mismo  que  la  conside- 
ración de  que  Ja  hora  en  que  el  testador  ordenó  su 
última  voluntad  y la  de  la  muerte  son  una  misma, 
aunque  ficciones  legales  que  traen  importantes  y 
útiles  consecuencias  en  el  derecho,  no  pueden  exa- 
gerarse llevándolas  á diferente  propósito  que  aquel 
para  qne  han  sido  introducidas. 

Hay  mas:  nece.-ario  era  que  la  ley  de  Hipotecas 
se  pusiera  en  relación  con  la  civil,  que  repugna  es- 
pecialmente, respecto  á sucesiones,  la  enajenación  de 
Ja  esperanza  de  los  que  tienen  la  presunción  de  su- 
ceder á persona  determinada  ; medida. justa  y pro- 
fundamente moral,  cuyo  fundamento  explica  el  le- 
gislador de  las  Partidas  en  estos  términos  : porque 
los  compradores  de  tal  esperanza  ó de  tal  derecho  non 
hayan  razón  de  se  trabajar  be  muerte  de  aquellos  cuyos 
son  los  bienes  por  cobdicia  de  los  aver.  Lo  que  se  "dice 
de  los  derechos  hereditarios  es  aplicable,  aunque  no 
con  tanto  motivo,  á todos  los  demas  títulos  de  ad- 
quirir los  derechos  reales. 

Más  perceptible  es  á primera  vista  la  razón  que  la 
Comisión  ha  tenido  para  proponer  que  las  servi- 
dumbres reales  no  puedan  hipotecarse,  á no  ser  jun- 
tamente con.  el  predio  dominante.  Lo  que  no  puede 
enajenarse  aisladamente,  como  sucede  con  estas 
servidumbres,  tampoco  puede  ser  objeto  de  hipote- 
ca: una  y otra  prohibición  se  fundan  en  el  principio 
de  que  en  tanto  hay  servidumbre  real,  en  cuanto 
hay  pred'o  en  cuya  utilidad  esté  constituida.  El 
Derecho  Romano  así  lo  estableció  expresamente  res- 
pecto á las  servidumbres  délos  predios  urbanos;  y 
aunque  admitió  la  posibilidad  de  hipotecar  las  ser- 
vidumbres de  predios  rústicos,  dando  fuerzaal  pac- 
to en  que  se  constituían  en  favor  de  un  acreedor, 
miéntras  no  fuese  pagado,  esta  servidumbre  sólo 
podía  constituirse  eu  favor  del  que  tenía  un  predio 
inmediato,  y si  al  cumplir  el  plazo  el  deudor  no 
pagaba,  la  enajenación  podía  hacerse  únicamente  á 
favor  de  quien  tuviera  también  un  predio  vecino. 
De  aquí  se  infiere  que  áun  dentro  de  este  sistema, 
la  servidumbre  nunca  podía  hipotecarse  aislada- 
mente, porque  tampoco  aisladamente  podía  consti- 
tuirse, sino  con  relación  siempre  á un  predio  domi- 
nante, viniendo  á ser  un  derecho  que  duraba  tem- 
poralmente y dependía  de  la  condición  resolutoria 
puesta  á su  concesión.  No  puede  estar  comprendida 
en  esta  regla  general  la  servidumbre  de  aguas.  En 
esto  se  ha  limitado  la  Comisión  á poner  en  armonía 
el  Proyecto  con  las  prescripciones  de  las  Partidas, 
que  después  de  establecer  el  principio  de  que  la 
servidumbre  real  es  inalienable  sin  el  predio  domi- 
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dad  ofrecida  sobro  una  finca  rústica  (Seat.  22 
Setiembre  1856). 

Cuando  se  constituye  hipoteca  para  seguri- 


nante.  desentendiéndose  de  3a.  cuestión  antigua  en- 
tre los  Sabinianos  y Proeuleyanos,  de  la  decisión 
dada  por  el  emperador  Justiaiano,  y de  las  dudas 
que  podía  ocasionar  su  inteligencia  verdadera,  esta- 
blecieron de  un  modo  terminante,  como  excepción, 
que  la  servidumbre  de  agua  que  naciese  de  una  he- 
redad y regase  otra,  pudiera,  después  de  llegar  al 
predio  sirviente,  eederse  para  regar  campo  ó vi- 
ñas cercanos.  Esto- no  es  constituir  una  servidum- 
bre sobre  otra  servidumbre,  sino  ceder  el  dueño 
del  predio  dominante  úna  parte  del  agua  que  ya  es 
suya  desde  el  momento  en  que  llegó  á su  destino. 

Usufructo  constituído  por  la  ley. — Al  referir 
las  cosas  que  pueden  hipotecarse,  aunque  con  res- 
tricciones, se  comprende  el  derecho  de  percibir  los 
frutos  en  el  usufructo.  Esta  regla,  aunque  tiene 
cierto  carácter  de  general,  no  debe  ser  extensiva  á 
los  usufructos  constituidos  por  el  legislador.  En 
este  caso  se  halla  .el  concedido  por  las  leyes  ó fueros 
especiales  á ios  padres  ó madres  sobre  los  bienes  de 
sus  hijos,  y si  cónyuge  superviviente  sóbrelos  del 
difunto.  No  debe  permitirse  á los  así  favorecidos, 
que  recibiendo  anticipaciones  sobre  lo  que  seles  da 
sólo  en  concepto  de  jefeá  de  familia  para  la  manu- 
tención de  todae'la,  se  constituyan  en  el  caso  de  no 
poder  satisfacer  esta  obligación,  ni  que  consuma  la 
viuda  prematuramente  lo  que  se  le  concede  consul- 
tando al  decoro  y á la  buena  memoria  de  la  persona 
á que  estuvo  unida  en  vinculo  conyugal.  Parecida 
es  la  condición  de  éstos  á la  de  los  alimentistas  que 
ló  son  por  condiciones  nacidas  de  relaciones  de  fa- 
milia, cuyo  derecho,  ni  es  enajenable,  ni  admite 
compensación,  ni  puede  ser  objeto  de  renuncia,  ni 
sujetarse  á embargo;  prohibiciones  cuyo  objeto  es 
que  no  se  vea  eludida  la  intención  del  legislador  al 
crear  el  derecho  é imponer  la  obligación  de  dar  ali- 
mentos. Es  verdad  que  esto  no  se  halla  ordenado 
de  un  modo  expreso  por  nuestras  leyes  actuales; 
pero  lo  está  en  su  espíritu , interpretado  fielmente 
por  la  práctica.  En  este  espíritu  de  nuestro  Derecho 
se  funda  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  al  ordenar 
que  cuando  haya  que  hacer  ejecutivamente  pago  á 
acreedores,  no  se  embarguen  los  sueldos  ó pensio- 
nes sino  en  la  parte  que  supone  que  no  es  absoluta- 
mente indispensable  para  cubrir  ios  alimentos. 

Uso  v habitación. — No  es  aplicable  al  uso  lo  ex- 
puesto respecto  al  usufructo.  Con  sólo  considerar 
que  el  derecho  del  usuario  está  tan  limitado  por  las 
leyes  de  Partida,  que  no  le  es  lícito  arrendar,  y lo 
que  es  más,  ni'conceder  el  uso  gratuito  de  la  cosa, 
y,  por  lo  tanto,  mucho  menos  enajenar  él  derecho 
que  le  corresponde,  claro  es  que  no  puede  tener 
la  facultad  de  hipotecar  ni  la  cosa  ni  su  uso.  Lo 
mismo  debe  decirse  de  la  habitación,  en  que,  si  bien 
está  autorizado  el  que  la  tiene  constituida  á su  favor 
para  arrendar  la  morada  en  que  consiste , nunca 
puede  enajenar  su  derecho,  y,porlo  tanto,  tampoco 
hipotecarlo. 

Otras  prohibiciones. — Otras  clases  de  prohibicio- 
nes hay  dn  el  Proyecto,  que  fácilmente  se.  compren- 
den: la  de  los  bienes  vendidos  con  pacto  de  retro- 
venta,  miéntras  la  ventano  quede  irrevocablemente 
consumada  ó resuelta,  porque  hasta  entónces,  aun- 
que el  comprador  tiene  el  dominio  de  lo  vendido, 
este  dominio  6s  revocable:  la  de  las  minas,  miéntras 
no  se  haya  obtenido  el  título  dala  concesión  defini- 
tiva, porque  hasta  entónces  no  hay  dominio;  7 9*to> 


dad  de  un  préstamo,  la  enajenación  no  es  abso- 
luta ni  perpetua, sinó temporal,  dependiente  del 


áun  on  el  caso  de  que  estén  situadas  en  terreno  pro- 
pio, pues  que  el  que  es  dueño  de  la  superficie  no  lo 
es  del  subsuelo,  á no  ser  que  haya  obtenido  «leí  Es- 
tado &u  propiedad  por  consecuencia  de  haberla  ad- 
quirido con  arreglo  á las  prescripciones  de  la  ley  de 
minería:  las  cosas  litigiosas,  poi  que  miéntras  está 
en  .tela  de  juicio  el  dominio  de  una  tinca,  no  puede 
considerarse  á ninguno  de  los  contendientes  con 
derecho  ni  para  enajenarla  ni  para  hipotecarla.  Res- 
pecto á los  bienes  que  por  contrato  ó última  volun- 
tad están  sujetos á condiciones  resolutorias,  es  apli- 
cable. en  parte  lo  que  queda  expuesto  acerca  de  los 
vendidos  con  cláusula  de  retroventa,  y en  parte  lo 
establecido  sobre  el  usufructo,  porque  reúnen  las 
dos  condiciones  de  ser  revocable  ei  dominio  y de 
corresponder  entre  tanto  todo  el  producto  de  los 
bienes  al  que  los  posee,  miéntras  no  sea  una  reali- 
dad el  suceso  incierto  á que  la  condición  se  refiere. 

No  es  esta  condición  igual  al  pacto  de  retroventa, 
porque  en  éste  se  fija  uu  tiempo  dentro  del  cual  se 
ha  de  usar  del  derecho  de  retraer,  tiempo  que  lia  de 
■ llegar,  lo  que  no  sucedo  en  el  caso  de  la  condición, 
la  cual  hace  incierta  la  resolución  del  dominio,  ¡din 
embargo,  no  es  inflexible  el  Proyecto  én  este  punto; 
como  que  la  prohibición  de  hipotecar  está  introdu- 
cida sólo  á favor  de  aquel  á quien  en  su  caso  puede 
aprovechar  la  condición  resolutoria,  y á cada  uno  es 
licito  renunciar  al  derecho  á su  favor  constituido, 
se  permite  la  hipoteca  con  el  expreso  consentimien- 
to de  éste,  cuando  tiene  capacidad  civil  para  obli- 
garse. Lo  mismo  se  establece  cuando  el  cumpli- 
miento de  la  obligación  depende  exclusivamente  de 
la  voluntad  del  que  posee  los  bienes  que  se  hipote- 
can, porque  entonces  hay  la  presunción  de  que  no 
llegará  el  caso  de  cumplirse  1a.  condición  resoluto- 
ria. Mas  si,  subsistiendo  la  hipoteca,  el  deudor  hi- 
ciere ó dejare  de  hacer  aquello  de  que  depende  la 
existencia  de  su  derecho,  la  obligación  perderá  el 
carácter  de  hipotecaria,  quedará,  reducida  á la  dase 
de  común,  y se  extinguirá  el  derecho  en  la  cosa,  si 
bien,  ademas  de  la  responsabilidad  civil  que  pese 
sobre  el  deudor,  habrá  lugar  á una  acción  criminal 
si  ha  obrado  con  fraude  y perpetrado  alguno  de  los 
hechos  que  caen  bajo  las  prescripciones  del  Código 
penal.  Ni  podrá  quejarse  en  este  caso  el  acreedor, 
que  no  ignoraba  que  al  prestar  con  semejante  ga- 
rantía tenía  que  confiar,  más  bien  que  en  la  seguri- 
dad que  le  inspiraba  la  hipoteca,  en  el  conocimiento 
de  las  circunstancias,  probidad  y buena  fe  de  aquel 
á quien  jirestaba,  y en  la  garantía  personal  que  le 
ofrecía. 

Extensión  lie  la  hipoteca. — Las  leyes  de  Parti- 
da, siguiendo  á las  romanas,  establecieron  que  el 
derecho  de  hipoteca  no  se  limitara  á la  cosa  hipote- 
cada, sinó  que  fuera  también  extensivo  á las  acce- 
sorias naturales,  á las  mejoras  y á los  frutos  y ren- 
tas no  percibidos  al  vencimiento  de  «a  obligación. 
Sirvióles  de  fundamento  que  todas  estas  agregacio- 
nes eran  parte  de  la  finca,  y que  todas  pertenecían 
á la  clase  de  bienes  inmuebles,  ó bien  por  su  natu- 
raleza, ó bien  por  su  adherencia  á las  que  lo  eran. 
Lo  que  hicieron  las  leyes  de  Partida  ha  sido  admi- 
tido sin  distinción  en  todas  las  legislaciones  mo- 
dernas; no  podía,  poT lo  tanto,  desentendersede  ello 
la  Comisión,  que  ha  creído  necesario  descender  á 
fijar  expresamente  los  casos  de  aplicación  del  prin- 
cipio, para  evitar  en  la  práctica  lae  dadas  y üiiicul- 
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reintegro  de  la  suma  prestada  (Sent.  11  Di-  , 

ciombre  1857). 

Cuando  el  adquirente  de  una  cosa  hipoteca-  , 


^3 

da  reconoce  el  gravámen,  no  goza  del  benefi- 
cio de  oxcusion  que  otorga  al  tercer  poseedor  la 
ley  14,tít.  XIII, Partida  5."(Sent.  9 Marzo  1859). 


tades  á quo  es  tan  ocasionada  esta  materia,  y que 
]a  diversa  interpretación  de  la  ley  destruya  de  he- 
cho su  armonía.  Ha  imitado  en  esto  á los  redacto- 
res del  proyecto  del  Código  civil,  si  bien  dando  ma- 
yor extensión  á sus  aplicaciones,  pero  huyendo 
siempre  de  un  casuismo  peligroso.  Esta  extensión 
de  la  hipoteca  encuentra  también  apoyo  en  la  pre- 
sunción de  que  tal  fué  la  voluntad  del  dneno  de  la 
cosa  ai  constituir  sobre  ella  un  derecho  real. 

No  sucede  así  en  el  caso  de  que  latinea  hipoteca- 
da pasea  manos  de  un  tercer  poseedor;  la  voluntad 
no  puede  presumirse  en  él  de  la  misma  manera; 
por  esto  ia  Comisión,  siguiendo  en  parte  lo  estable- 
cido por  las  leyes,  y en  parte  ampliando  el  texto  le- 
gal hasta  donde  alcanza  su  espíritu,  consultando 
la  equidad  y procurando  acercar  esta  parte  del  de- 
recho á los 'principios  que  dominan  en  éi,  por  regla 
general,  propone  que  los  frutos  pendientes  y rentas 
vencidas  no  se  entiendan  en  este  caso  sujetos  á la 
hipoteca,  y que  lo  mismo  suceda  respecto  á los 
muebles  colocados  permanentemente  en  los  edifi- 
cios, y á las  mejoras  que  no  consistan  en  obras  de 
reparación,  seguridad  y trasformacíon.  siempre 
que  unos  ú otros  se  Myau  costeado  por  el  mismo 
dueño.  Pero  en  la  aplicación  de  esta  regla,  necesa- 
rio es  evitar  que  se  demuelan,  con  perjuicio  déla 
ñuca,  las  obras  en  ella  practicadas:  por  esto  sólo  se 
permite  la  retención  de  los  objetos  en  que  consista 
la  mejora,  en  el  caso  de  que  pueda  verificarse  sin 
menoscabo  de  ia  propiedad  á que  están  adheridos, 
teniendo  opcion  el  poseedor,  ó bien  á esta  reten- 
ción, ó bien  á exigir  el  importe  del  valor  de  los  ob- 
jetos. Cuando  las  mejoras  no  puedan  separarse  sin 
menoscabo  de  la  linea,  sólo  habrá  lugar  a este  últi- 
mo remedio:  mas  en  ningún  caso  podrá  detenerse 
el  cumplimiento  de  la  Obligación  hipotecaria,  por- 
que seria  un  perjuicio  injusto  al  acreedor:  a.l  nuevo 
adquirente  sólo  le  quedará  el  derecho  de  cobrarlo 
que  le  corresponda  con  e!  precio  de  la  finca  cuando 
se  enajene  para  pagar  el  crédito.  De  creer  es  que  to- 
dos estarán  conformes  con  lo  que  se  propone,  por- 
que su  justicia  y equidad  aparecen  evidentemente. 

El  Proyecto  extiende  la  hipoteca  á otras  acciones 
que,  si  bien  hasta  ahora  no  habían  sido  compren- 
didas en  el  texto  literal  de  la  ley,  no  puede  deseo-  I 
nacerse  que  lo  estaban  en  su  espíritu. 

A eota  clase  pertenecen  las  indemnizaciones  con- 
cedidas al  propietario:  de  ellas  puede  decirse  que  | 
reemplazan  á la  cosa  hipotecada.  Así,  la  indemni- 
zación que  se  da  al  dueño  del  terreno  que  lia  sido 
expropiado  por  causa  de  utilidad  pública,  sirve  de 
garantía  al  crédito  que  ántcs  estaba  asegurado  con 
inpoteea  sobre  la  tinca  de  este  modo  enajenada.  Es 
claro  que  sólo  en  los  pocos  casos  en  que  por  conve- 
nio entre  ia  administración  y el  antiguo  propieta- 
rio se  permuta  por  vía  de  indemnización  de  una  i 
tinca  con  otra,  habrá  lugar  á la  constitución  de  una 
nueva  hipoteca  en  sustitución  de  la  antigua,  pues 
que  la  hipoteca  sólo  puede  tener  lugar  sobre  eosas 
inmuebles;  pero  en  los  demas  casos  otro  derecho 
real,  el  de  prenda,  podrá  decirse  que  debe  sustituir 
al  hipotecario  que  quedó  extinguido.  Lo  más  fre- 
cuente sera  que  al  hacerse  la  expropiación  perciba 
el  acreedor  lo  que  se  le  debe,  quedando  de  este  mo- 
do más  completamente  consultados  los  derechos  de 
todos. 

En  un  caso  semejante  se  halla  la  indemnización 


concedida  ó debida  al  propietario  por  los  asegura- 
dores de  bienes  hipotecados  ó de  sus  frutos  cuando 
el  siniestro  haya  tenido  lugar  después  de  consti- 
tuida la  hipoteca.  Esta  misma  regla  se  halla  escrita, 
aunque  no  con  tanta  precisión,  en  el  preyecto  del 
Código  civil,  y guarda  armonía  con  lo  que  acerca 
del  particular  se  observa  en  Alemania.  No  va  en 
esto  el  Proyecto  tan  allá  como  la  legislación  de  Ba- 
viera,  seguida  por  los  Códigos  de  otros  países,  que 
dan  al  acreedor  hipotecario  el  derecho  de  obligar  al 
deudor  á que  asegure  los  bienes  hipotecados.  Nada 
significa  que  en  nuestras  antiguas  leyes  no  se 
prescribiera  lo  que  aquí  propone  la  Comisión:  el 
contrato  de  seguro  no  tenía  en  otros  tiempos  la 
importancia,  facilidad  y extensión  que  tiene  en 
nuestros  días. 

¿Y  debe  ser  extensiva  la  hipoteca  á garantir  los 
intereses  del  capital  asegurado  por  ella?  Nada  dice 
de  esto  nuestro  derecho  antiguo,  ni  era  de  presu- 
mir que  lo  dijera,  cuando  tan  severamente  repro- 
bábanla usura,  entendiendo  que  io  era  todo  aquello 
que  el  deudor  tenía  que  dar  al  acreedor  en  cuanto 
excediera  de  la  misma  suma  prestada,  y conside- 
rando sólo  lícito  el  interes  cuando  )o  admitían  en 
el  fuero  de  la  conciencia  los  moralistas  más  rígidos. 
Pero  desde  que  el  derecho  escrito  empezó  á mitigar 
el  rigor  antiguo;  desde  que,  prevaleciendo  otros 
principios  económico-políticos,  quedó  para  siempre 
destruido  el  error  de  que  el  dinero  no  era  producti- 
vo; desde  que  el  legislador  se  convenció)  de  que  las 
graves  penas  para  extinguir  el  interes  del  di- 
nero se  convertían  contra  las  personas  para  cu- 
ya protección  se  habían  dictado,  pues  que  tenían 
que  pagar  un  Ínteres  más  alto  por  los  capitales 
que  recibían  (medio  de  compensar  en  cierto  mo- 
do los  peligros  que  corría  el  prestamista),  no  po- 
dían dejar  de  considerarse  afectas  las  tincas  hi- 
potecadas al  pago  de  los  intereses,  como  lo  estaban 
al  del  capital.  Asi  lo  viene  entendiendo  la  práctica; 
así  está  aceptado  por  regla  general  en  los  demás 
pueblos  de  Europa;  así  creyeron  que  debían  propo- 
nerlo los  redactores  del  proyecto  de  Código  civil. 
Pero  no  debe  servir  esto  de  motivo  para  que  el  ter- 
cer adquirente  de  la  propiedad  gravada,  que  no  co- 
noce el  descubierto  en  que  puede  hallarse  el -deu- 
dor, y que  naturalmente  presume  que  está  corrien- 
te en  el  pago  de  intereses  en  el  hecho  de  no  haberse 
reclamado  contra  la  hipoteca,  quede  perjudicado 
por  omisión  é incuria  del  acreedor,  ó tal  vez  por 
mala  fe  de  éste,  combinada  con  la  del  deudor.  De 
aquí  proviene  que,  á imitación  de  muchos  Códigos, 
proponga  la  cuantía  de  intereses  que  deban  consi- 
derarse asegurados  con  la  hipoteca,  introduciendo 
la  presunción  juris  et  de  jure  de  que  el  acreedor  re- 
nuncia á ella  en  la  parte  relativa  á los  demas  inte- 
reses, en  el  hecho  de  no  reclamarlos  ó de  no  haber 
exigido  una  ampliación  de  inscripción  sobre  los 
mismos  bienes  hipotecados  con  objeto  de  asegurar 
lo  devengado  antes. 

Dos  medios  podían  adoptarse  al  efecto:  el  más 
general,  que  la  limita  á número  determinado  de 
anualidades,  y el  que  fija  un  máadmun,  como  el  10 
ó el  20  por  100  proporcional  al  capital  garantido. 
A favor  del  primer  medio  está  la  mejor  combina- 
ción del  interes  con  el  tiempo:  á favor  del  segando, 
en  sentir  de  los  que  lo  prefieren,  la  mayor  igualdad 
y la  mayor  fijeza  de  la  regla. 


i'E  LAS  HIPOTECAS 


La  hipoteca  pesa  siempre  sobro  los  bienes 
afectos  á ella  cualquiera  que  sea  su  poseedor 
(Sent.  17  Setiembre  1860). 


La  Comisión  ha  creído  preferible  el  primer  me- 
dio, porque  sobre  ser  igualmente  fija  la  regla  y no 
expuesta á alteraciones,  ¿pesar  de  su  aparente  des- 
igualdad, es  en  rigor  más  igual,  porque  la  igual- 
dad aquí  no  debe  considerarse  en  abstracto,  sino 
con  velación  al  interes  estipulado.  Por  estas  consi- 
deraciones. establece  el  Proyecto,  siguiendo  al  de 
Código  civil,  que  la  hipoteca  sólo  asegurará  con 
perjuicio  de  tercero  los  intereses  de  los  dos  últimos 
anos  que  estén  en  descubierto  y ¡a  parte  vencida  de 
la  anualidad  corriente.  Mas  esto  sólo  es  para  el  ca- 
so en  que  haya  un  tercero  que  pueda  resultar  per- 
judicado: cuando  no  sucede  esto,  conserva  toda  su 
fuérzala  regla  de  que  es‘ extensiva  la  hipoteca  á la 
seguridad  de  todos  los  intereses. 

Lo  que  se  dice  de  la  extensión  de  la  hipoteca  á 
los  intereses  vencidos,  es  aplicable  por  identidad 
de  razón  á las  pensiones  atrasadas  de  los  censos. 
Nada  hay  que  justifique  establecer  aquí  la  menor 
distinción,  porque  unos  y otros  son  réditos  de  un 
capital  anticipado  y gravitan  del  mismo  modo  so- 
bre las  fincas,  no  habiendo  entre  ellas  otra  prefe- 
rencia que  la  de  Su  antigüedad  respectiva. 

Puede  suceder  que  el  predio  dado  en  enütéusis 
caiga  en  comiso,  porque  cualesquiera  que  sean  la 
justicia  y la  conveniencia  de  este  precepto,  es  un 
hecho  que  hoy  está  escrito  en  la  ley,  que  no  puede 
ser  incidcntalmente  discutida  ni  "reformada  en  el 
proyecto  que  se  presenta.  Arreglándose  la  comisión 
al  derecho  constituido  y en  armonía  toa  él,  propo- 
ne que  cuando  por  haber  caído  el  predio  en  comiso 
pase  el  dominio  útil  al  dueño  dei  directo,  se  entienda 
que  es  con  las  hipotecas  ó gravámenes  que  hubiere 
impuesto  el  enfiteuta  en  cuanto  no  sean  perjudica- 
dos los  derechos  del  mismo  dueño  directo.  Esta  de- 
claración que,  atendidas  la  equidad  y el  derecho, 
debería  sobreentenderse,  no  es  ociosa  para  quitar 
cuestiones  fundadas  en  que  la  constitución  de  la 
enütéusis  lleva  implícita  la  pena  del  comiso,  y que 
debiendo  retrotraerse  á ellaía  caducidad  del  derecho  ; 
del  enfitéuta,  procede  que  se  tengan  como  anuladas 
todas  las  hipotecas  y cargas  reales  impuestas  por  el 
dueño  útil. 

Más  importante,  bajo  el  aspecto  de  la  convenien- 
cia, es  otra  regla  adoptada  por  la  Comisión,  si  bien 
no  de  las  capitales  de  la  ley,  que  reforma  nuestro 
antiguo  derecho.  Según  éste,  cuando  se  hipotecan  ! 
varias  tincas  á la  vez  por  un  solo  crédito,  todas  que- 
dan sujetas  á una  carga  real  por  el  importe  total  de  . 
lo  debido,  y sobre  todas  ellas  se  extiende  por  igual  \ 
el  derecho  hipotecario  del  acreedor.  Resulta  de 
aquí  que  el  deudor  ve  frecuentemente  minorado  su 
crédito  territorial,  mucho  más  délo  que  en  realidad 
han  desmerecido  su  riqueza  y la  garantía  que  aún  • 
ofrecen  los  bienes  inmuebles  que  posee,  rebajadas 
las  obligaciones  y cargas  á que  se  hallan  afectos: 
resulta  también  que  así  vienen  á ser  protegidas  in-  ! 
directamente  por  la  ley  las  inmoderadas  exigencias 
de  los  prestamistas,  que,  no  contentos  con  garan- 
tías firmes  y de  éxito  seguro,  multiplican. sin  utili- 
dad suya.  y con  perjuicio  del  crédito  territorial,  las 
dificultades  del  préstamo  sobre  hipotecas.  A estos 
inconvenientes  ha  ocurrido  el  Provecto  proponien- 
do que  cuando  sean  varias  las  fincas  que  por  un 
sólo  crédito  se  hipotequen,  haya  de  determinarse 
la  cantidad  ó parte  de  gravamen  de  que  cada  una 
tiene  que  responder.  De  este  modo  la  carga  real  no 
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K1  derecho  hipotecario  se  regula  por  la  an- 
tigüedad do  su  constitución  (Sent.  í¿4  Setiem- 
bre 18(11). 


so  extiende  á todo  el  valor  de  la  finca,  sinó  sola- 
mente á una  cifra  que  puede  ser  muy  inferior  á su 
valor  verdadero,  quedando  en  libertad  y en  posibi- 
lidad el  dueño  de  poder  levantar  sobre  )a  misma 
finca  otro  erédilo  hipotecario  que  no  perjudicará  al 
antiguo  en  lo  que  alcance  al  valor  de  la  cantidad 
hipotecada,  pero  que  tendrá  preferencia  sobre  otros 
créditos,  y áun  sobre  el  mismo  por  la  parte  áque  no 
estén  afectos  los  bienes  inmuebles  ó los  intereses 
vencidos  de  las  dos  anualidades  anteriores  y la 
parte  vencida  también  de  la  anualidad  corriente. 

Pot  consecuencia  de  esto,  enajenada  la  finca  á un 
tercero,  ó constituida  sobre  ella  una  hipoteca  nue- 
va, el  tercer  adquirente  ó hipotecario  no  deberá  ser 
inquietado  por  la  obligación  personal  del  deudor. 
Al  acreedor  Je  quedará  siempre  expedita  la  acción 
real  para  reclamar  contra  los  demas  bienes  hipote- 
cados, cualquiera  que  sea  su  poseedor,  hasta  donde 
alcancen  sus  respectivas  hipotecas;  y respecto  á la 
suma  á que  no  alcancen,  como  su  acción  es  pura- 
mente personal,  no  podrá  ni  perjudicará  las  enaje- 
naciones, ni  pretender  que  queden  sin  efecto  cua 
lesquiera  otras  cargas  reales  que  se  hayan  impues- 
to sobre  la  finca. 

El  derecho  de  hipoteca  ha  sido  siempre  y es  lioy 
indivisible  entre  nosotros,  como  lo  fue  éntrelos  ro- 
manos. Este  principio  secular,  admitido  en  todas 
las  naciones,  no  puede  ser  objeto  de  disputa.  La 
Comisión  que  redactó  el  proyecto  de  Código  civil, 
creyó  que  ia  nueva  proclamación  de  esta  máxima 
jurídica  debía  ser  la  primera  frase  que  pusiera  en 
el  capítulo  que  trata  de  los  efectos  de  las  hipotecas: 
la  que  hoy  se  dirige  á V.  E.,  sin  enunciarlo  expre- 
samente, dejando  á la  ciencia  el  cuidado  de  expli- 
carlo, se  ha  limitado  á aplicar  rigurosamente  sus 
consecuencias.  Existiendo,  por  lo  tanto,  la  hipoteca 
sobre  todos  los  bienes  gravados,  sobre  cada  uno  de 
ellos  y sobre  cada  una  de  sus  partee,  subsistirá  ín  - 
tegra' mientras  no  se  cancele,  aunque  se  reduzca  la 
obligación  garantida  y permanecerá  íntegramente 
sobre  la  parte  de  bienes  que  quede,  en  el  caso  de  que 
otra  parte  haya  desaparecido.  Consecuencia  de  la 
indivisibilidad  de  la  hipoteea  es  también  que  cuan- 
do una  finca  hipotecada  se  divida,  subsista  la  hipo- 
teca también  integramente  sobre  cada  una  de  las 
nuevas  fincas,  á no  ser  que  el  deudor  y el  acreedor 
voluntariamente  estipulen  que  se  distribuya  entre 
ellas  la  hipoteea.  Cuando  en  estos  términos  se  hace 
la  distribución,  la  antigua  hipoteca  queda  extin- 
guida, y nacen  en  su  lugar  tantas  hipotecas  inde- 
pendientes, cuantas  bou  las  fincas  afectas  al  pago 
dei  crédito  primitivo.  Por  esto,  pagada  la  parte  del 
crédito  con  que  está  gravada  alguna  de  ellas,  queda 
ésta  libre;  y por  el  contrario,  cuando  es  una  sola  la 
finca  hipotecada,  6 cuando  siendo  varias  no  está 
distribuida  entre  ellas  la  hipoteca,  ni  señalada  la 
parte  á que  quede  afecta  cada  una,  no  podrá  el  due- 
ño exigir  que  se  libre  ninguno  de  los  bienes  hipo- 
tecados, ni  una  parte  de  ellos,  por  grande  que  sea  la 
cantidad  que  haya  pagado,  mientras  no  esté  satis- 
fecha toda,  la  deuda.  , 

Mas  sucederá  á veces,  cuando  se  liara  distribui- 
do un  crédito  hipotecario  entre  diferentes  tincas, 
que  la  parte  del  crédito  satisfecho  pueda  aplicarse 
a la  liberación  de  una  ú otra  de  lats  gravadas,  por  uo 
ser  inferior  al  importe  de  la  responsabilidad  espe 
cial  de  cada  una  : en  este  caso  Ja  Comisión  no  lia 
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Sí  para  seguridad  dol  desempeño  de  un  des- 
tino en  ol  ramo  de  Hacienda  se  constituye  una 
hipoteca  especial  sobre  una  cosa,  la  obligación 


dudado  que  la  elección  debe  corresponder  al  deu- 
dor. ya  porque  es  regla  general  que  su  condición  es 
la  favorecida  por  el  derecho,  ya  porque  á él  corres- 
ponde decir,  al  liaeer  el  pago,  á qué  finca  quiere  li- 
bertar de  la  carga  hipotecaria. 

Puede  ocurrir  que  el  que  no  aparezca  en  el  Re- 
gistro con  derecho  para  hipotecar , constituya  una 
hipoteca,  y que  después  adquiera  el  derecho  de  que  ! 
antes  carecía.  ¿Convalecerá  en  este  caso  la  hipoteca? 
La  Comisión  ha  resuelto  esta  cuestión  en  sentido 
negativo;  ni  podía  hacerlo  de  otro  modo,  á no  ser 
inconsecuente.  La  convalidación  lleva  tras  sí  la  efi- 
cacia de  lo  que  inválidamente  se  ha  ejecutado:  por 
el  mero  hecho,  pues,  de  concederla,  implícitamente 
quedarían  perjudicados  los  que  tuvieron  un  derecho 
real  adquirido  con  posterioridad  á la  constitución  de 
la  hipoteca,  pero  antes  de  su  revalidación  sobre  la 
misma  finca,  y asi  el  dolo  ó la  injuria  deunos  ven- 
dría á convertirse  en  daño  de  otros  que  hubieran 
obrado  de  buena  fe  y con  diligencia.  Otra  razón  po- 
derosa ha  movido  tambiená  la  Comisión:  es  necesa- 
rio alejar  de  la  propiedad  inmueble  y del  Registro, 
en  cuanto  sea  posible,  todo  lo  que  directa  ó indirec- 
tamente propenda  á disminuir  el  crédito  territorial, 
y nada  lo  cercena  tanto  como  la  facilidad  de  enaje- 
nar c hipotecar,  concedida  á los  que  no  tienen  el  tí- 
tulo de  dueños  tan  solemne  y públicamente  recono- 
cido, como  se  propone  el  legislador  por  medio  de  los 
registros  queá  la  propiedad  inmueble  se  refieren. 

La  hipoteca,  ademas  de  ser  un  derecho  real,  es  la 
garantía  de  una  obligación,  y por  lo  tanto  un  con- 
trato accesorio  y subsidiario  de  otro  principal.  De 
esto  parece  deducirse  que  cuando  la  cosa  hipotecada 
no  esteya  en  manos  del  hipotecan  te,  sino  en  las  de  un 
tercer  poseedor,  tenga  que  acudirseal  deudor  prin- 
cipal para  que  pague,  antes  de  molestar  al  que  por 
un  título  legítimo  de  adquisición  es  el  dueño  de  la 
finca  hipotecada.  Pero  siesta  regla  no  tuviera  un 
límite  breve  y perentorio,  no  se  conseguiría  todo  el 
efecto  qne  se  propuso  el  prestamista  al  buscar  su 
seguridad,  más  en  la  garantía  que  en  la  persona  á 
quien  prestaba.  Por  esto  el  Proyecto  señala  el  tér- 
mino de  los  diez  días  siguientes  al  vencimiento  del 
plazo,  para  que,  requerido  el  deudor  principal,  sa- 
-tisfaga  la  deuda,  sin  que  en  este  tiempo  pueda  ser 
mole.-tado  ei  tercer  adquirente ; mas,  pasados  es- 
tos días,  ya  está  el  acreedor  en  la  plenitud  de  su 
derecho,  dirigiéndose  contra  el  poseedor,  no  sólo  por 
el  capital,  sino  por  los  intereses  á que,  según  lo  an- 
tes expuesto,  es  extensiva  la  hipoteca  en  perjuicio  de 
tercero;  y si  el  poseedor  no  le  paga  en  el  término  de 
otros  diez  días,  contados  desde  el  requerimiento,  ó 
no  desampara  los  bienes  hipotecados,  entonces  pue- 
de ya  entablar  directamente  la  acción  ejecutiva  con- 
tra ios  mismos  bienes.  'De  aquí  se  infiere  que  la  Co- 
misión no  ha  admitido  los  beneficios  de  orden  v ex- 
cusión en  las  deudas  garantidas  con  hipoteca  “por- 
que, cualesquiera  que  sean  su  importancia  y su 
justicia  respecto  á los  fiadores,  cuestión  ajena  del 
todo  á este  Proyecto,  no  puede  satisfacer  al  que  por 
medio  de  la  constitución  de  un  derecho  real  mira 
la  cosa  hipotecada  como  principal  garantía ’de  su 
crédito.  Envolverlo  en  procedimientos  que  den  por 
rsenltado  ia  insolvencia  del  deudor,  obligarlo  á que 
se  hagan  antes  excusión  y pago  con  los  bienes  no 
hipotecados  que  en  los  que  han  sido  especial  objeto 
de  la  hipoteca,  no  se  aviene  bien  con  la  índole  del 


general  de  bienes  que  expresa  la  escritura  dq 
constitución  de  dicha  hipoteca  no  impido  la 
enajenación  de  los  que  no  se  hallen  espocial- 


crédito  real,  y destruye  su  principal  ventaja,  que  es 
la  seguridad  de  un  próximo  reintegro  al  vencimien- 
to de  la  obligación  garantida. 

No  desconoce  la  Comisión  que  entre  nosotros,  á 
imitación  del  Derecho  Romano,  y equiparando  la 
hipoteca  á la  fianza,  por  la  analogía  que  hay  entre 
ellas  de  ser  igualmente  obligaciones  accesorias,  se 
ha  concedido  el  beneficio  de  excusión  al  tercer  po- 
seedor de  los  bienes  hipotecados;  pero  prescindien- 
do de  la  vaguedad  de  la  jurisprudencia  acerca  de 
este  punto,  de  la  facultad  de  señalar  euál  es  la  ex- 
tendida más  generalmente  por  falta  de  datos  que 
puedan  servir  de  reguladoras,  y por  la  ineertidum- 
breque  reina  por  regla  general  en  todo  nuestro  sis- 
tema hipotecario,  la  Comisjon  debía  mirar  por  los 
intereses  que  principalmente  debe  proteger  la  re- 
forma que  se  le  ha  encomendado.  En  lo  que  propone 
ha  seguido  el  ejemplo  de  varios  Códigos,  y con  es- 
pecialidad de  los  que  adoptan  el  sistema  hipoteca- 
rio que  ha  prevalecido  en  Alemania,  y lo  que  pro- 
pusieron los  redactores  del  Proyecto  de  Código  civil. 

Tampoco  desconoce  la  Comisión  que  la  facultad 
de  desamparar  los  bienes  que  deja  propuesta,  puede 
ser  objeto  de  impugnación.  Se  dirá  tal  vez  que  abre 
la  puerta  al  tercer  adquirente  para  que  se  arrepien- 
ta de  la  adquisición  Cuando  no  la  hizo  con  buenas 
condiciones,  ó pagó  por  la  finca  un  precio  superior 
j al  que  en  realidad  tenía.  Pero  no  basta  esto  para 
hacer  tan  mala  su  condición,  porque  asi  como  sufre 
• en  toda  extensión  el  rigor  de  la  ley  cuando  el  deu- 

■ dor  do  paga,  justo  es  compensar  esta  desventaja 
1 con  la  facultad  de  desamparar  la  cosa  hipotecada,  y 

mucho  más  cuando  ningún  perjuicio  verdadero  se 
sigue  i los  acreedores  por  el  desamparo,  porque  el 
j precio  del  remate  de  la  finca  es  la  mejor  expresión 
de  sn  valor  verdadero,  que  es  á todo  lo  que  pueden 
.aspirar  y todo  lo  que  esperaron  los  acreedores.  El 

■ perjuicio  que  puede  resultar  al  deudor  que  vendió 
1 la  finca  á más  alto  precio  de  la  cantidad  garantida, 

queda  compensado  con  el  término  que  se  le  concede 
para  pagar,  durante  el  cual  puede  procurarse  su  re- 
medio, si  es  que  con  regulares  condiciones  hizo  la 
enajenación. 

Puede  también  suceder  que  la  finca  hipotecada 
se  enajene  para  pagar  con  su  importe  un  plazo  ven- 
cido, estando  los  demás  pendientes  todavía.  Aun- 
que al  parecer  no  admite  duda  que  la  enajenación 
debe  hacerse  quedando  subsistente  la  hipoteca  por 
la  cantidad  que  reste  por  satisfacer,  ha  parecido 
conveniente  consignarlo.  Lo  mismo  ha  creído  la  Co- 
misión que  debía  hacer  respecto  á otros  casos  que 
se  prestaban  á pocas  dudas,  pero  que  era  mejor 
lijarlos  en  ia  ley  que  fiarlos  á la  interpretación.  Por 
I esto  declara  que  se  considerará  como  tercer  posee- 
dor, para  los  efectos  de  que  acaba  de  hacerse  men- 
ción, al  que  sólo  hubiere  adquirido  el  usufructo  ó el 
dominio  útil  de  la  finca  hipotecada,  ó la  propiedad 
ó el  dominio  directo,  quedando  en  el  deudor  el  de- 
recho correlativo,  é igualmente  que  cuando  haya 
' más  de  un  tercer  poseedor,  se  entienda  con  todos  los 
que  lo  sean  el  requerimiento,  y que  corra  simultá- 
neamente para  todos  el  término  de  los  diez  días  para 
pagar  la  deuda  ó desamparar  la  finca. 

Las  leyes  de  Partida  señalaron  cuarenta  años  de 
duración  á la  acción  hipotecaria,  cuando  se  inten- 
taba «ontra  el  deudor  ó sus  herederos,  y treinta 
euando  se  dirigía  contra  los  extraños.  Las  de  Toro 
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mente  afectos  á la  misma,  Para  que  dicha  obli- 
gación pudiera  ser  efectiva  contra  un  tercero, 
era  necesario  que  apareciese  haber  habido  frau- 


ordenaron  que  cuando  en  la  obligación  hubiera  hi- 
poteca, la  deuda  se  prescribiera  por  treinta  años,  y 
no  ménos.  Según  ¡a  inteligencia  que  más  general- 
mente se  da  á la  ley  de  Toro,  la  acción  hipotecaria 
dura  treinta  años,  considerando  como  reformado 
en  este  punto  el  derecho  antiguo.  Sin  embargo,  no 
puede  dejarse  de  tener  en  cuenta  que  éste  ha  sido 
objeto  de  serias  y largas  cuestiones  entre  los  juris- 
consultos, y especialmente  los  de  losf  siglos  xvi 
y xvii,  que  han  sido  reproducidas  por  el  mas  nota- 
ble de  ios_  comentadores  de  las  leyes  de  Toro  en 
nuestros  mismos  días.  Seha  dicho  contraía  prescrip- 
ción de  treinta  años  qwe  la  ley  sólo  se  reíiere  á la 
deuda  garantida  con  hipbteca,  y no  á la  acción  hipo- 
tecaria, la  cual  ira  quedado  dentro  de  sus  antiguas 
condiciones:  se  ha  sostenido  que  la  acción  hipotecaria 
puede  existir  después  de  la  extinción  de  la  obliga- 
ción á que  sirve  de  garantía,  y suceder,  por  lo  tan- 
to, que,  prescrita  la  acción  personal,  aún  dure  la 
hipotecaria:  se  ha  considerado,  siguiendo  el  ejemplo 
dei  célebre  jurisconsulto  Cujas,  que  la  acción  hipo- 
tecaría no  es  accesoria  á la  personal,  sino  que  exis- 
te por  sí  misma,  y es  de  diferente  naturaleza  y ca- 
lidad: se  ha  insistido  en  que  no  puede  depender  una 
acción  real  de  una  personal:  se  ha  disputado  acerca 
de  si  hay  diferencia  entre  la  duración  de  la  acción 
hipotecaria  cuando  se  constituye  para  la  seguridad 
de  una  deuda,  y cuando  es  paja  la  de  una  venta, 
comodato  ó permuta;  y se  ha  supuesto,  por  último, 
que  la  acción  hipotecaria  debe  durar  treinta  años 
por  lo  rnénos,  pero  que  queda  subsistente  la  que, 
con  arreglo  á las  Partidas,  debía  tener  mayor  dura- 
ción. Necesario  era  poner  límite  á estas  diferentes 
interpretaciones,  y fijar  el  tiempo  que  debe  durar  la 
acción  hipotecaria:  la  Comisión  propone  el  de  vein- 
te años,  porque  siendo  éste  el  señalado  para  la  pres- 
cripción de  las  acciones  personales  á que  esta  ad- 
herida la  hipoteca,  perdiendo  éstas  su  fuerza,  no 
debe  conservarla  la  hipotecaria,  pues  que,  extingui- 
do el  crédito,  no  puede  rnénos  de  considerarse  extin- 
guida su  garantía, 

Pero  no  bastaba  señalar  el  término:  era  necesario 
fijar  el  día  en  que  había  de  correr.  No  debía  esto  dar 
lugar  á muchas  dudas:  regla  generales  que  el. tiem- 
po de  la  prescripción  en  las  acciones  corre  desde  su 
nacimiento,  esto  es,  desde  que  por  haber  lesión  del 
derecho  por  que  se  conceden,  pueden  ejercitarse:  de 
lo  contrario  se  seguiría  que  pudiera  extinguirse  por 
prescripción  un  derecho  que  aún  no  tuviera  verda- 
dera existencia.  Por  esto  el  término  para  la  prescrip- 
ción de  las  acciones  personales  empieza  á correr 
desde  que  puede  exigirse  el  cumplimiento  de  la  obli- 
gación: por  estola  Comisión  propone  que  el  tiempo 
se  cuente  en  la  acción  hipotecaria  desde  que  pueda 
ejercitarse.  Hay  bienes  que  siendo  hoy  hipotecares, 
y habiéndose  constituido  hipoteca  sobre  ellos,  no  lo 
serán  en  el  día  en  que  llegue  á ser  ley  este  Proyec- 
to. Pueden  servir  de  ejemplo  los  oficios  enajenados 
de  la  Corona:  no  puede  rnénos  de  fijarse  cuáles  se- 
rán eD  lo  sucesivo  los  efectos  de  estas  hipotecas  an- 
teriores. La  Comisión  no  ha  vacilado  en  lo  que  de- 
bía hacer:  salvar  todos  los  derechos  constituidos  y 
adquiridos  bajo  el  amparo  de  las  leyes,  y no  cam- 
biar en  nada,  ni  su  extensión,  ni  su  eficacia,  decla- 
rando una  vez  más  que  la  ley  no  tiene  fuerza  retro- 
activa. 

La  armonía  de  la  ley  exige,  por  ultimo,  que  las 


de  en  la  enajenación,  y que  el  comprador  era 
sabedor  de  él.  Las  leyes  G."  y 7.a,  tit  XTX,  li- 
bro III  del  Fuero  Real,  y las  1 5.a,  23  y 26, 


inscripciones  y cancelaciones  de  las  hipotecas  se  su- 
jeten á las  disposiciones  generales  establecidas  para 
los  demas  derechos  reales,  sin  hacer  más  variacio- 
nes que  las  que  su  índole  especial  requiere  necesa- 
riamente. 

_ He  las  hipotecas  voluntakias.— Toma  la  Comi- 
sión el  derecho  aetua!  como  punto  de  partida  para 
establecer  las  reglas  á que  han  de  ajustarse  las  lii- 

■ potecas  voluntarias.  Todas  las  disposiciones  que 
formula  ahora  y antes  no  estaban  escritas  en  la  ley, 
ó son  una  derivación  de  ella,  ó consecuencia  necesa- 
ria de  los  principios  de  especialidad  y publicidad, 
que  es  la  gran  reforma  que  introduce  él  Proyecto. 

, ¡Siempre  ha  tenido  el  apoderado  necesidad  de  po- 
der especial  para  sujetar  á una  carga  hipotecaria  los 
bienes  de  su  representado.  En  la  consignación  de 
esta  regla  no  podía  haber  la  menor  duda.  Pero  en 
el  caso  de  que  la  hipoteca  s®  hubiera  constituido 
por  el  que  no  estaba  suficientemente  autorizado,  y 
fuese  después  ratificada  por  el  dueño,  podría  susci- 
tarse la  cuestión  del  tiempo  desde  que  debía  empe- 
zar á surtir  efecto.  Basta  considerar  que  la  retroac- 
ción de  la  hipoteca  puede  perjudicar  á un  segundo 
acreedor  hipotecario,  que  cuando  presto'  lo  hizo  en 
la  seguridad  de  que  era  nula  la  anterior  hipoteca,  y 
de  consiguiente  que  ésta  no  podía  ser  preferida  á la 
que  válidamente  estipulaba,  para  conocer  que  no 
puede  dársele  efecto  retroactivo. 

Cuando  la  hipoteca  se  ha  constituido  para  la  ga- 
rantía de  una  obligación  futura  ó sujeta  á una  con- 
dición suspensiva  que  se  halla  inscrita  en  el  regis- 
tro, debe,  en  concepto  de  la  Comisión,  afectara  la 
finca  y producir  efecto  contra  un  tercero  desde  su 
inscripción  si  la  obligación  ó la  condición  llegan  á 
realizarse. 

Respecto  á la  obligación  condiciona],  no  podía 
haber  justo  motivo  de  duda,  porque  la  obligación 
existe,  aunque  nada  se  deba  ni  nada  pueda  pedirse 
hasta  el  cumplimiento  déla  condición  modificadora. 

No  puede  decirse  lo  mismo  respecto  á la  obliga- 
ción futura,  porque  bo  ha  tenido  aún  nacimiento:  sin 
embargo,  existe  otra  obligación  preliminar  en  que 
se  constituye  la  hipoteca,  y que  lleva  implícita  la 
necesidad  ó ia  suposición  de  la  existencia  de  la  se- 
gunda. 

Mas  cuando  la  obligación  asegurada  está  sujeta  á 
una  condición  resolutoria,  solo  la  hipoteca  puede 
subsistir  en  toda  su  fuerza  hasta  que  en  el  Registro 
se  haga  constar  el  cumplimiento  de  la  condición, 
pues  que  desde  entonces  la  obligación  se  desvanece, 
y sin  obligación  que  garantir,  no  puede  haber  ga- 
rantía. 

Al  tratar  de  la  extensión  de  la  hipoteca  queda  di- 
cho que  comprende  también  los  intereses  del  capi- 
tal prestado,  con  las  restricciones  que  se  han  creído 
convenientes  para  evitar  perjuicios  á tercero.  Pero 
esta  regia  no  puede  menos  de  acomodarse  á las  con- 

I diciones  de  la  ley  que  abolió  la  tasa  del  interes  del 

■ dinero,  la  cual,  si  bien  no  prescribió  ninguna  res- 
tricción légala  los  préstamos  usurarios,  les  puso 
una  moral:  la  de  que  había  de  constar  por  escrito  el 

pacto  en  que  se  estipularan. 

No  cree  la  Comisión  necesario  descender  á otras 
disposiciones  que,  ó son  unanuevu  confirmación  del 
derecho  antiguo,  ó una  aplicación  de  los  principios 
cardinales  de  la  ley,  ó una  derivación  de  ellos.  Na- 
die podrá  desconocer  los  motivos  que  se  han  tenido 
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lít.  XV,  Partida  5.',  no  están  en  oposición  con 
estos  principios,  cuyo  espíritu  so  declara  tam- 
bién en  la  última  parte  de  la  excepción  segun- 


en cuenta  al  escribirlas.  Hay,  sin  embargo,  algunos 
puntos  respecto  á los  cuales  no  serán  ociosas  ligeras 
indicaciones. 

Lob  censos,  como  todos  los  demas  derechos  en  la 
cosa,  pueden  ser  hipotecados  por  el  censualista.  Es- 
to, sin  embargo,  en  nad^a  puede  disminuir  la  facul- 
tad que  tiene  el  censatario  para  hacer  la  redención, 
porque  no  puede  ser  privado  de  su  derecho  por  un 
acto  á que  es  ajeno  y en  el  que  no  ha  contraído  obli- 
gación alguna.  Pero  sería  injusto  que  en  tal  caso 
fuera  desatendido  el  derecho  del  acreedor  hipoteca- 
rio, y que  la  buena  fe  de  éste  quedara  burlada  por 
el  hecho  de  pagar  el  censatario  al  censualista  el  ca- 
pital del  censo,  destruyendo  así  el  derecho  hipote- 
cario. Por  esto  la  Comisión  propone  que  el  acreedor 
tenga  entonces  derecho,  ó bien  á que  se  le  pague 
por  completo  su  crédito,  con  los  intereses,  <5  bien  á 
que  se  le  reconozca  su  misma  hipoteca  sobre  la  fin- 
ca que  estuvo  gravada  con  el  censo.  Así  se  salva  el 
derecho  del  acreedor  hipotecario,  sin  perjuicio  del 
censatario  antiguo,  á quien  debe  ser  indiferente  pa- 
gar á uno  ú á otro,  y sin  daño  del  censualista,  que 
está  siempre  obligado,  tanto  por  la  acción  hipoteca- 
ria como  por  la  personal,  á pagar  en  toda  su  exten- 
sión la  deuda  contraída.» 

Suprimimos  lo  demas  que  se  dice  en  la  Exposición 
acerca  de  los  censos.  Después  de  ocuparse  de  ellos, 
continúa  diciendo: 

«Más  dificultad  que  las  materias  hasta  aquí  exa- 
minadas, en  lo  que  á las  hipotecas  convencionales 
se  refiere,  presenta  la  cuestión  de  cómo  deben  en- 
ajenarse ó cederse  los  créditos  hipotecarios.  No  po- 
día la  Comisión,  al  entrar  en  este  punto,  desenten- 
derse de  una  opinión  moderna,  sostenida  con  ener- 
gía y convicción  en  el  terreno  de  la  ciencia,  que  ha 
encontrado  hábiles  y decididos  defensores,  y que  ha 
llegado  á ser  ley  en  alguna  nación  extranjera:  la  de 
la  trasmisión  de  los  créditos  hipotecadoa'por  endo- 
so. Sus  partidarios,  fundándose  en  la  grande  facili- 
dad que  presenta  este  modo  de  trasmitir,  en  la  eco- 
nomía que  produce,  en  los  rodeos  que  evita,  en  la 
circunstancia  de  no  necesitar  agentes  intermedia- 
rios, y en  que  el  endoso  hace  que  la  obligación  sea 
un  valor  en  circulación,  que  participa  á la  vez  de  las 
ventajas  del  crédito  territorial  y de  las  del  crédito 
personal,  creen  que  es  una  mejora  palpable  que  da 
grande  ensanche  á la  propiedad,  que  introduce  en 
ella  la  vida  y aniinaeion  mercantil,  y que  destru- 
yendo trabas  y ahorrando  gastos  inútiles,  propor- 
ciona al  acreedor  hipotecario  medios  expeditos  para 
obtener  su  reembolso,  listo,  añaden,  viene  á con- 
vertirse en  beneficio  del  dueño  de  bienes  inmue- 
bles, porque  cuanta  más  facilidad  encuentren  los 
prestamistas  para  ser  reintegrados  en  un  momento 
para  ellos  angustioso,  tanto  menor  será  la  dificul- 
tad que  tendrán  para  prestar  sobre  el  crédito  terri- 
torial y tanto  menores  los  intereses  que  lleven  por 
el  capital.  Agrégase  á esto  que  el  objeto  de  las  le- 
yes hipotecarias  no  es  .sólo  dar  mayor  seguridad  á 
las  hipotecas,  sino  también  aumentar  la  extensión 
del  crédito  territorial  y comunicarle  una  facilidad 
en  la  circulación  parecida  á la  activa  del  crédito 
mercantil,  facilidad  de  que  hasta  ahora  ha  carecido, 
y que  debe  ser  su  principal  elemento  de  vida. 

No  participa  de  estas  ideas  la  Comisión;  creo,  por 
el  contrario,  que  está  erizada  de  dificultades  la  asi- 
milación de  un  contrato  hipotecario  al  contrato  de 


da  del  art.  13  de  la  ley  de  Contabilidad  de  20 
de  Febrero  de  1850  (Sent.  19  Mayo  1863). 

Para  que  produzca  eficacia  una  escritura  ó 


cambio.  Nada  hace  el  legislador  con  dar  á una  obli- 
gación civil  el  carácter  y los  efectos  de  una  obliga- 
ción mercantil,  cuando  la  naturaleza  de  ellas  es 
esencialmente  diferente;  la  esencia  de  las  cosas  pre- 
valece y se  sobrepone  á la  voluntad  del  legislador, 
que  sólo  producirá  complicaciones  sin  conseguir  su 
objeto.  La  ley  civil,  como  la  mercantil,  tiene  sus 
condiciones  indeclinables,  de  que  no  es  lícito  sepa- 
rarse sin  gravísimos  peligros;  y como  las  diferen- 
cias, profundas  muchas  veces,  que  hay  entre  ellas, 
no  .son  caprichosas,  sino  que  se  fundan  en  razones 
incontestables,  el  legislador  no  alcanza  á borrarlas; 
por  esto  tienen,  hasta  cierljff  punto,  una  vida  inde- 
pendiente. Si  se  quiere  confundirlas,  si  se  quiere 
llevar  á las  transacciones  civiles  los  principios  y 
formas  de  las  comerciales,  se  desnaturaliza  el  dere- 
cho, porque  se  hace  general  lo  que  sólo  como  ex- 
cepción tiene  su  razón  de  existir. 

Los  créditos  hipotecarios,  como  representación 
del  territorial,  no  admiten  por  su  naturaleza  la  mo- 
vilidad de  las  letras  de  cambio  y de  los  pagarés  á 
la  orden.  Para  convencerse  de  ello,  basta  observar 
que  en  las  obligaciones  civiles  la  solidaridad  no  se 
I presume;  por  el-contrario,  en  las  comerciales  la  so- 
lidaridad es  la  reglageneral;  prueba  de  queunay  otra 
legislación  parten  de  principios  diferentes.  Y esta  di- 
j ferenciase  funda  en  la  diversa  índole  deunos  y otros 
I negocios;  las  obligaciones  mercantiles  son  de  poca 
duración,  rápidas  en  sus  formas,  rigurosas  en  su 
cumplimiento,  y de  prescripción  corta:  en  ellas  la 
solidaridad  es  fácil  y natural,  porque  el  que  firma 
una  letra  de  cambio,  el  que  la  acepta  y los  que  la 
endosan,  todos  se  hallan  en  . iguales  condiciones, 
todos  se  obligan  por  la  confianza  que  les  inspira  el 
crédito  de  los  que  ántes  firmaron;  y como  los  cré- 
ditos son  para  tiempo  limitado,  pueden  obligarse 
sin  temeridad,  y áun  con  escaso  peligro,  porque  les 
es  fácil  calcular,  si  no  con  seguridad,  con  gran  pro- 
babilidad al  menos,  la  garantía  que  al  vencimiento 
■del  crédito  ofrecerán  los  nombres  de  los  que  apa- 
recen ya  obligados. 

No  puede  dbeirse  otro  tanto  respecto  al  crédito 
hipotecario:  los  que  toman  préstamos  Sobre  su  pro- 
piedad no  suelen  hacerlo  para  empresas  mercanti- 
les ó industriales,  sinó,  ó para  salir  de  una  situa- 
ción apremiante,  ó para  mejorar  la  misma  propie- 
dad con  capitales  que  sólo  lentamente  y en  una 
larga  serie  de  años,  y con  grandes  esfuerzos,  produ- 
ce la  finca  mejorada,  la  cual  entre  tanto  tiene  que 
sostener  los  gastos  cíe  la  conservación  ó del  cultivo 
y el  pago  de  los  intereses  del  capital  anticipado. 
De  aquí  es  que  los  propietarios,  al  tomar  el  dinero 
á préstamo  hipotecario  para  mejorar  sus  fincas,  lo 
hacen  á los  plazos  más  largos  posibles:  de  aquí  que 
la  razón  aconseje  la  amortización  lenta  y sucesiva 
de  los  capitales  tomados  á préstamo  para  empresas 
agrícolas  de  alguna  importancia,  y que  éste  sea  el 
sistema  seguido  en  los  países  en  que  más  se  ha  ex  - 
tendido  y favorecido  el  crédito  territorial.  Por  esto 
la  trasmisión  por  medio  de  endoso,  si  ha  de  conser- 
var su  condición  general  de  obligar  á todos  los  en- 
dosantes, no  se  acomoda  bien  á los  contratos  hipo- 
tecarios; porque  no  es  de  presumir  que  personas 
que  por  su  prudencia  y previsión  en  : los  negocios 
hayan  adquirido  un  crédito  sólido,  quieran  ser  en- 
dosatarios, constituyéndose  obligados  solidaria- 
mente y á muy  lsrgu  término,  atendidas  las  vicisi- 
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instrumento  público  en  que  se  haya  impuesto 
un  gravamen  á una  finca,  os  necesario  que  se 
haya  tomado  razón  de  ella  en  el  registro  de  hi- 


tudes  á que  está  sujeto  el  crédito  por  los  cambios 
sucesivos  del  valor  de  la  propiedad,  las  dificultades 
ue  para  el  cobro  oponen  las  sucesiones  ó divisiones 
e bienes,  y otras  causas  que  más  fácilmente  se 
comprenden  que  se  enumeran,  pues  que  podrían 
encontrarse  en  el  caso  de  pagar  el  capital  prestado 
y los  intereses  en  el  momento  en  que  más  desaper- 
cibidos se  encontraran  y más  ajenos  á satisfacer  una 
obligación  que  hacía  muchos  años  hubiera  pasado, 
y tal  vez  sólo  momentáneamente,  por  sus  manos. 

Mas  si  se  dijera  que  podría  hacerse  ei  endoso  sin 
responsabilidad  del  endosante,  entónces  quedarían 
anuladas  en  su  principal  fiarte  las  ventajas  que  el 
sistema  del  endoso  producé,  en  sentir  de  sus  defen- 
sores, á saber:  que  el  crédito  personal  de  ios  en- 
dosantes veDga  á fortalecer  el  crédito  real.  Hay 
más:  puede  decirse,  sin  inconveniente,  que,  lejos  de 
fortificarlo,  lo  minoraría;  cuanto  más  circula  una  le- 
tra de  cambio,  más  confianza  inspira,  porque  cada 
-firma  de  un  endosante  es  nueva  garantía  parales 
que  después  la  reciban;  pero  si  al  endoso  de  ¡os  eró- 
ditós  hipotecarios  se  quita  la  responsabilidad  de 
los  endosantes,  cada  firma  vendrá  á ser  una  prueba 
de  que  la  persona  que  poseía  el  crédito  y que  se  ha 
deshecho  de  él,  ha  preferido  á los  intereses  que  pro- 
ducía otra  especulación,  ó más  segura, ó mis  lucra- 
tiva, y quitada  así  la  responsabilidad  de  los  endo- 
santes, ya  desaparece  esa  facilidad  de  la  trasmisión 
por  endoso,  porque  nadie  que  tome  el  crédito  deja- 
rá de  hacer  antes  serias  y detenidas  investigacio- 
nes respecto  al  vaior  y circunstancias  de  la  hipo- 
teca. Queda  así,  por  única  ventaja,  el  menor  cos- 
te de  la  trasmisión;  ventaja  bieu  mezquina  al  lado 
los  inconvenientes  que  lleva  consigo  el  sistema  de 
endoso.  No  es. el  menor  loque  se  presta  á falsi- 
ficaciones de  descubrimiento  difícil,  y á veces  hasta 
imposible.  No  sirve  decir  que  este  temor  no  es  pro- 
bable, como  se  demuestra  con  las  letras  da  cambio 
y pagarés  á la  orden:  basta  tener  en  cuenta  que  es- 
tas obligaciones  son  de  corta  vida,  que  pasan  por 
mucha  manos,  que  intervienen  en  las  transacciones 
á quedan  origen  personas  que  frecuentemente  se  co- 
nocen y se  ocupan  en  negocios  mercantiles,  y que 
tienen  activas  relaciones,  para  que  se  conozca  que  i 
la  facilidad  de  descubrirse  el  fraude  es  grande  é in-  ■ 
mediata,  y que  esto  mismo  retrae  á los  falsificado- 
res; pero  no  es  de  creer  que  esto  suceda  en  los  cré- 
ditos hipotecarios,  cuya  duración  es  infinitamente 
mayor,  cuya  circulación  será  lenta,  y que  tal  vez 
pasarán  muchos  años,  no  sólo  sin  descubrirse,  pero 
áun  sin  sospecharse  la  falsificación. 

No  desconoce  la  Comisión  que  es  conveniente  y 
áun  necesario  buscar  el  modo  de  dar  á los  capitales 
prestados  sobre  bienes  inmuebles  una  actividad  eu 
la  circulación  de  que  hoy  carecen.  Pero  esto  no  se 
consigue  con  disposiciones  legales  de  la  naturaleza 
de  la  que  acaba  de  ser  examinada,  ni  por  medios  que 
quepan  dentro  de  la  ley  de  Hipotecas:  para  ello  es 
necesario  que  los  títulos  hipotecarios  tengan  un  va- 
lor conocido  y notorio,  que  pueda  éste  ser  apreciado 
á primera  vista  y sin  necesidad  de  investigaciones; 
que  todos  comprendan  que  la  garantía  es  eficaz  y 
legítima,  y que  los  adquirentes  no  serán  defrauda- 
dos en  las  negociaciones  que  respecto  á ellos  ha- 
gan; en  una  palabra,  que  entre  los  capitalistas  y 
los  propietarios  que  buscan  recursos  en  el  crédito 
territorial,  haya  instituciones  intermediarias  que, 


potocas;  pero  si  dicho  gravamen  se  establece  en 
un  contrato  puramente  privado,  y por  tanto  no 
registrado,  aunque  se  reconozca  el  gravámen  y 


emitiendo  obligaciones  territoriales  de  valor  autén- 
tico, uniformes,  fáciles  de  ser  apreciadas  por  to- 
dos en  cambio  de  las  garantías  hipotecarias  que. 
previo  el  debido  examen,  reciban,  trasfonnen eri 
inscripciones  territoriales,  negociables  como  los 
efectos  al  portador,  los  títulos  hipotecarios  que 
ellas  se  encarguen  de  realizar  por  su  cuenta  y ries- 
¡ go.  Esta  indicación  basta  al  propósito  de  la  Oo- 
• misión. 

Desechado  el  sistema  del  endoso,  la  Comisión 
sólo  tenía  que  aplicar  pura  la  enajenación  ó cesión 
de  los  créditos  hipotecarios  las  mismas  reglas  (pie 
dominan  en  todo  el  Proyecto:  que  la  trasfereneia 
del  crédito  hipotecario  se  haga  por  escritura  públi- 
ca, para  evitar  los  fraudes  á que  puedan  dar  lugar  los 
documentos  privados,  poco  adecuados  siempre  para 
la  adquisición  de  derechos  eu  las  cosas  inmuebles; 
que  se  dé  conocimiento  al  deudor  para  que  sepa 
que  en  lo  sucesivo  ya  no  debe  satisfacer  el  capital  .y 
los  intereses  al  acreedor  antiguo,  sino  al  cesionario; 
que  se  inscriba  el  contrato  en  el  .Registro,  porque 
en  él  debe  constar  todo  lo  que  modifica  c!  crédito 
hipotecario,  y las  obligaciones  que  produce;  que 
el  codente  descuidado  de  poner  en  conocimien- 
to del  deudor  la  enajenación  ó cesión,  responda  al 
cesionario  de  los  perjuicios  que  esta  falta  le  ocasio- 
ne, io  cual  es  consecuencia  de  la  regla  de  que  cada 
uno  debe  responder  de  los  daños  que  ñotro  origíne 
por  no  hacer  lo  que  la  ley  lo  preceptúa. 

Mas  la  facultad  de  enajenar  ó de  cederlas  hipote- 
cas que,  cuando  se  trata  de  las  voluntarias, no  pue- 
de ser  objeto  de  impugnaciones,  no  sería  sosten  i - 
ble  respecto  á las  legales.  Constituidas  éstas  fre- 
cuentemente en  favor  de  personas  que  necesitan 
una  protección  directa  y especial  por  parte  del  le- 
gislador, si  fueran  trasmisibles  por  aquellos  para 
cuya  garantía  se  han  establecido,  quedaría  Ja  ley 
burlada,  y desatendidos  los  intereses  y derechos, 
que  no  la  voluntad  de  Io=  otorgantes,  sino  la  ley 
misma,  quiso  proteger.  Por  esto  en  el  Proyecto  se 
dice  que  sólo  podrán  cedérselos  derechos  y créditos 
asegurados  con  hipoteca  legal  cuando  haya  llegado 
el  caso  de  exigir  su  importe,  y teniendo  capacidad 
para  enajenarlos  las  personas  á cuyo  favor  están 
constituidos.  Entonces  ya  ha  cesado  el  peligro;  la 
viuda  que  cede  el  crédito  hipotecario  que  tiene 
contra  ios  herederos  .de  su  marido,  el  mayor  que 
enajena,  un  crédito  de  la  misma  clase  contra  el  que 
fué  su  curador,  están  ya  fuera  de  las  condicionen  de 
la  protección  especial  que  las  leyes  antea  les  dis- 
pensaron; la  hipoteca  que  enajenan  ya  no  tiene 
por  objeto  asegurar  sus  bienes,  sino  realizar  el  pa- 
go del  menoscabo  que  hayan  experimentado. 

1)e  las  hipotecas  leo- a lj;s. — Queda  ya  expuesto, 
al  tratar  de  las  bases'capitales  de  la  ley,  que  la  Co- 
misión no  propone  la  extinción  de  las  hipoteca»  le- 
gales, sino  la  reducción  de  su  número,  y que,  dando 
nueva  forma  á las  que  deja  subsistentes,  las  con- 
vierte en  expresas  y especiales,  quitándoles  su  ac- 
tual carácter  de  tácitas  y generales,  medio  de  pro- 
teger con  más  eficacia  y extensión  los  derechos  pa- 
ra cuya  garantía  fueron  establecidas. 

Respecto  á algunas  hipotecas  no  se  ofrecen  gra- 
ves dificultades.  La  lev  no  debe  ser  más  solícita  cu 
proteger  los  derechos  individuales,  que  aquéllos  a 
quienes  más  inmediata  y directamente  correspon- 
den. Sí  éstos  renuncian  á la  garantía  que  para  la 
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]n  sentencia  lo  declare,  no  infringe  las  leyes  1.a, 
2:'  y 3.",  til.  XVI,  lib.  X de  la  Nov.  Rec.  (Sen- 
tencia 29  Mayo  1863). 


seguridad  de  sus  derechos  pueden  exigir,  y lo  de- 
muestran por  el  hecho  de  do  reclamarla,  semejante 
fíese  nido  tío  es  imputable  al  legislador,  (jue  no  de- 
be considerar  como  incapaces  de  mirar  por  sí  mis- 
mos á todos  los  que  componen  el  cuerpo  social,  ni 
ejercer  sobre  ellos  una  tutela  perpetua.  Este  es  el 
fundamento  de  la  supresión  de  algunas  hipotecas 
legales:  el  Proyecto  se  limita  aquí  á declarar  que 
los  particulares  son  árbitros  eu  pedir  y estipular 
las  hipotecas  que  quieran,  pero  que  la  ley  no  viene 
j.'or  un  acto  soberano  á suplir  su  silencio  ó inter- 
pretar su  voluntad:  estipule  cada  uno  lo  que  mejor 
estime  respecto  á garantías:  el  legislador  respeta 
y da  fuerza  coactiva  á la  expresión  de  la  voluntad 
de  los  contrayentes,  pero  no  la  suple  ni  la  completa: 
no  supone  que  quieren  garantía  cuando  no  la  con- 
ciertan; no  induce  una  presunción  juris  el  de  jure 
para,  dar  ó.  su  silencio  una  interpretación,  equívoca 
muchas  veces,  y forzada  otras.  Así  desaparecen  va- 
rias hipotecas  irgales  hoy  existentes,  y entrando 
en  las  condiciones  de  las  leyes  generales  de  los  con- 
tratos, cuando  expresamente  se  estipulen,  darán 
resucita  en  parte  la  complicación  que  acerca  de  este 
punto  se  encuentra  en  nuestro  derecho. 

Pero  el  legislador  no  debe,  no  puede  desenten- 
derse de  que  hay  personas  é intereses  que  requie- 
ren una  protección  más  inmediata  y una  vigilancia 
más  continua.  Las  mujeres  casadas,  los  menores, 
los  incapacitados,  los  hijos  de  familia  constituidos 
en  potestad,  sou  ios  que  en  primer  término  necesi- 
tan que  la  ley  venga  en  su  auxilio,  que  los  defien- 
da, ya  de  su  propia  debilidad  é inexperiencia,  ya 
de  los  peligros  que,  cuando  nada  pueden  por  sí 
mismos  y tienen  que  sujetar  al  arbitrio  ajeno  su 
conducta,  pueden  sobrevenirles  por  parte  de  aque- 
llos á quienes  la  ley  confía  su  defensa. 

¡y  cuáles  serán  estos  medios  de  protección?  Uso 
podía  subsistir  ia  hipoteca  tácita  y general  que  hoy 
reconocen  nuestras  leyes:  su  indeterminación,  su 
eventualidad  y su  falta  de  inscripción  la  hacen  in- 
compatible coalas  dos  bases  que  como  fundamen- 
tales del  sistema  hipotecario  lia  adoptado  la  Comi- 
sión, la  especialidad  x la.  publicidad,  al  paso  quede 
hecho  dan  frecuentemente  á la  garantía  una  "efica- 
cia ajena  á la  voluntad  del  legislador,  como  todos 
¡os  dias  se  demuestra  eu  la  práctica.  Estas  hipote- 
cas ocultas  son  el  vicio  más  radical  del  sistema 
hoy  vigente,  y de  tnl  modo  es  necesario  que  des- 
aparezcan, que  si  subsistieran,  aunque  fuera  sólo 
como  excepción  para  proteger  á las  personas  á que 
con  ellas  quiso  favorecerse,  las  hipotecas  tácitas  no 
inscritas  serian  mayores  eu  número  que  las  ins- 
critas. La  excepción  anularía  la  regla  general,  y 
quedaría  completamente  destruida  la  obra  proyec- 
tada. 

Tampoco  podía  establecerse  una  ley  como  la  que 
por  algún  tiempo  rigió  en  Francia  antes  riel  Código 
Napoleón,  sometiendo  a la  necesidad  de  la  inscrip- 
ción estas  hipotecas,  pero  sin  adoptar  las  medidas 
necesarias  para  que  la  inscripción  se  verificara.  Es- 
to equivaldría  á cortar  el  nudo  de  la  dificultad,  en  lu- 
gar do  desatarlo,  dejando  abandonados  los  dere- 
chos que  la  ley  quiere  garantir,  porque  ni  el  me- 
nor ni  el  incapacitado  pueden  mirar  por  sí  mis- 
mos y por  lo  tanto,  tampoco  obtener  la  inscrip- 
ción; y aunque  la  mujer  casada  y el  hijo  de  familia 
tienen  frecuentemente  toda  la  capacidad  intelec- 


Nadie  puede  hipotecar  una  cosa  de  que  no  es 
verdadero  dueño  (Sent.  10  Setiembre  1863}. 

De  todo  gravamen  que  se  imponga  sobre  una 


tu  al  necesaria  para  procurar  la  garantía  de  sus  de- 
rechos legítimos,  hay  intereses  de  un  Orden  supe- 
rior. ligados  íntimamente  con  la  constitución  de  la 
familia’,  con  ¡a  armonía  de  los  que  la  componen, 
con  los  respetos  debidos  á la  potestad  marital  y pa- 
terna. que  impelen  al  legislador  á obrar  con  toda 
circunspección  cuando  se  trata  de  la  facultad  de 
las  mujeres  y de  los  hijos  para  tomar  precauciones 
y exigir  seguridades  que  puedeu  parecer  injuriosas 
al  jefe  de  la  familia.  La  Comisión,  que,  lejos  de  que- 
I rer  debilitar  los  lazos  de  la  familia,  ha  procurado 
; estrecharlos,  no  trata  de  introducir  elementos  de 
perturbación  en  los  sentimientos  de  cariño,  confian- 
za y obediencia  de  la  mOjer  .y  del  hijo;  así,  no  ha 
podido  establecer  la  regla  aislada  de  la  necesidad 
de  la  inscripción  sin  acompañarla  de  medidas  que 
la  redujeran  a la  práctica  sin  daño  de  los  intereses 
de  la  sociedad  doméstica.  Por  estas  mismas  consi- 
deraciones no  ha  aceptado  la  regla  adoptada  en  Ho- 
landa y en  algunos  Estados  alemanes,  que,  equipa- 
rando la  mujer  á las  personas  extrañas,  únicamen- 
te la  conceden  la  hipoteca  cuando,  está  estipulada  é 
inscrita. 

Sólo,  pues,  restaba  á la  Comisión  el  medio  de  es- 
tablecer la  hipoteca  legal  en  favor  de  los  menores, 
de  los  incapacitados,  de  las  mujeres  casadas  y de 
los  hijos  de  familia,  adoptando  al  mismo  tiempo  las 
medidas  conducentes  á que  la  hipoteca  que  había 
. de  ser  especial  y pública  fuera  inscrita,  y tomando 
precauciones  para  que  no  quedara  eludido  el  precepto 
de  la  ley.  Si  la  Comisión  ha  atinado  á dar  solución 
satisfactoria  á problema  tan  difícil,  de  seguro  que 
habrá  mejorado  mucho  la  condición  de  estos  hipo- 
tecarios legales.  La  experiencia  acredita  que  si 
bien  la  hipoteca  general  y tácita  que  hoy  tienen  les 
aprovecha  cuando  sobreviene  una  desgracia  repen- 
tina é imprevista  que  quebranta  la  fortuna  del  ma- 
rido, del  padre  ó del  guardador,  apenas  les  es  de 
i utilidad  alguna  cuando  la  disminución  de  los  bienes 
i es  lenta  y sucesiva,  porque  entónces  paulatinamen- 
te se  enajenan  las  fincas,  y si  se  dirigen  contra  los 
que  las  han  adquirido,  se  ven  envueltos  en  multi- 
plicados y difíciles  pleitos,  en  que  la  fuerza  de  la 
opinión  pronunciada  contra  las  hipotecas  no  inscri- 
tas los  hace  á veces  sucumbir,  quedando,  por  con- 
siguiente, perjudicados  en  sus  derechos  é intereses. 
Impedir,  pues,  que  eslo  suceda,  sujetar  las  hipote- 
cas en  su  faver  constituidas  á inscripción,  es  un  be- 
neficio conocido  que  se  hace  á las  mujeres  casadas, 

1 á los  hijos  de  familia,  á los  menores  y á los  incapa- 
citados. 

Al  sistema  déla  Comisión  se  oponen  argumentos 
cuya  gravedad  no  puede  desconocerse.  Cuando  se 
trata  de  dar  ensanche  al  crédito  territorial,  ha  dicho 
alguno  de  los  que  impugnan  el  sistema  de  la  Comi- 
sión, debe  huirse  de  cuanto  le  perjudique,  y la  pu- 
blicidad dada  á las  hipotecas  de  que  aquí  se  trata, 
es  funesta  para  él.  Apóyanse,  para  decir  esto,  en  que 
ei  patrimonio  de  aquellos  á cuyo  favor  se  hallen 
constituidas  las  hipotecas  legales,  viene  á figurar  en 
la  riqueza  general  del  país  por  una  suma  proporcio- 
nal á lo  que  dichas  personas  representan  en  la  cifra 
general  de  ia  población,  de  lo  que  infieren  que  si  esta 
riqueza  está  inscrita,  se  aumentará  en  una  grande 
proporción  el  pasivo  con  que  figure  recargada  la 
propiedad  inmueble,  y por  una  especie  de  ilusión 
óptica  aparecerá  más  gravada  de  lo  que  realmente 
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finca  es  preciso  que  se  tome  razón  en  el  regis- 
tro hipotecario,  sin  cuyo  requisito  es  aquél  in- 
eficaz contra  un  tercero  para  el  efecto  de 


perseguir  la  cosa  hipotecada,  según  lo  proscri- 
to en  las  leyes  l.’,  y 3.\  lit  X,  XVI,  lib.  X de 
la  Nov.  Reo.,  y lo  consignado  en  varias  sentón- 


lo  esté.  Esto,  añaden,  por  más  que  sea  un  beneficio 
exorbitante  para  los  hipotecarios,  es  fatal  para  el 
crédito,  á que  debe  consultarse  ante  todo  en  una 
ley  de  Hipotecas. 

No  tienen  fuerza  estos  argumentos:  la  inscripción, 
la  sustitución  de  la  hipoteca  especial  á la  general, 
de,  la  expresa  á la  tácita,  de  la  definida  6 determi-  i 
nada  á la  indeterminada  y eventual,  no  hará  más 
que  poner  de  manifiesto  la  verdad:  la  falta  de  ins- 
cripción no  quita  el  mal  ni  el  gravamen;  lo  que  hace 
es  solamente  ocultarlo,  y esta  ocultación  es  muy 
dañosa  al  crédito  territorial,  porque  no  da  la  medi- 
da de  seguridad  que  mereqp  el  de  cada  uno.  Es  nece- 
sario ser  lógicos:  si  se  admítela  hipoteca  legal  para 
asegurar  derechos  de  personas  que  necesitan  la 
proteeciou  especial  del  legislador,  sólo  se  adelanta 
con  ocultarla  hacer  peor  la  condición  del  que  con 
sobrado  desahogo  puede  cubrir  las  obligaciones  á 
que  están  afectas  sus  propiedades,  en  beneficio  del 
que  lo  tiene  lo  necesario  para  satisfacerlas,  ó que, 
si  lo  tiene,  carece  de  sobrantes  que  sirvan  de  garan- 
tía á nuevos  créditos.  Esta  ocultación  de  Jas  obliga-  1 
ciones  á que  está  afecta  la  propiedad,  sacrifica  el  1 
crédito  real  al  crédito  aparente,  introduce  la  des- 
confianza en  la  propiedad,  y hace  presumir  que 
todas  las  fincas  están  sujetas  á iguales  cargas  y 
obligaciones . 

Adoptado  por  la  Comisión  el  sistema  que  queda 
expuesto,  la  frase  hipoteca  legal  no  tendrá  ya  la 
acepción  antigua,  sino  que  significará  el  derecho  ó 
la  obligación  de  pedir  y obtener  una  hipoteca  espe- 
cial sobre  bienes  raíces  ó derechos  reales  que  sean  . 
hipotecables  y de  que  pueda  disponer  el  hipóte-  . 
cante. 

Aunque  por  regla  general  la  hipoteca  legal  surta 
los  efectos  mismos  que  la  voluntaria,  el  Proyecto  ' 
establece,  sin  embargo,  entre  ellas  algunas  diferen- 
cias, que  son  resultado  de  su  diversa  naturaleza.  Ya 
quedan  indicadas  algunas,  y se  expondrán  otras  en 
adelante.  Desde  luego,  debe  tenerse  en  cuenta  que 
como  aquí  la  hipoteca  es  necesaria,  como  dimana 
de  la  ley  y no  de-la  voluntad  de  los  contrayentes,  i 
no  puede  ménos  de  establecer  una  regla  para  el  caso 
en  que  no  haya  conformidad  entre  los  interesados 
acerca  de  la  suficiencia  de  los  bienes  ofrecidos  para  ¡ 
hipotecar,  ó de  la  parte  de  responsabilidad  que  ha 
de  pesar  sobre  cada  uno  de  ellos  en  el  caso  de  que 
sean- varios  los  que  especialmente  hayan  de  hipote- 
carse. La  Comisión  deja  á la  decisión  de  la  autori- 
dad judicial  estas  diferencias,  pero  exigiendo  como 
requisito  previo  que  oiga  antes  á peritos  que  den 
prendas  de  acierto  al  fallo  que  ha  de  .pronunciarse. 

La  misma  razón  que  hay  para  la  constitución  de 
las  hipotecas  legales  existe  para  reclamar  y obte- 
ner su  ampliación  en  el  coso  de  que  las  constituidas 
lleguen  por  cualquier  causa  á ser  insuficientes:  sin 
esta  ampliación  Ja  protección  que  dispensa  la  ley 
sería  incompleta:  puede  decirse  más;  que  áun  omi- 
tida se  sobreentendería,  porque  la  interpretación, 
fundándose  en  el  espíritu  del  legislador,  supliría  su 
silencio. 

La  tramitación  que  debe  seguirse  para  la  consti- 
tución de  la  hipoteca  legal  en  los  casos  en  que  el 
juez  debe  exigirla  de  oficio  ó á instancia  de  paTte  ■ 
legítima,  y para  declarar  su  suficiencia,  se  ha  de- 
terminado procurando  conciliar  la  brevedad  con  el 
respeto  á los  derechas  de  los  interesados. 


Establecidas  estas  reglas  generales  respecto  á la 
hipoteca  legal,  la  Comisión  expresa  los  casos  fínicos 
en  que  ha  de  tener  lugar  en  lo  sucesivo,  y lija  un 
cada  uno  de  ellos  las  reglas  que  ha  creído  míes  ade- 
cuadas para  que  realmente  sea  una  verdad  lo  que 
en  el  Proyecto  propone.  Esto  requiere  algunas  ob- 
servaciones.» 

Suprimimos  lo  referente  á las  hipotecas  legales 
que  se  conceden  á la  mujer  casarla,  á los  menores, 
etcétera,  etc.,  por  habernos  ocupado  de  ellas  en 
otros  lugares.  Después  de  aquéllas  se  ocupa  la  Re- 
posición, de  motivos  de  las 

«Hipotecas  á favor  de  la  administración. — En 
todos  tiempos  se  ha  equiparado  al  Estado,  á las 
provincias  y á los  pueblos  con  los  menores,  y se  h:S 
han  dispensado  iguales  ó mayores  consideraciones, 
hasta  el  de  concederles  el  beneficio  de  la  restitución 
in  inter/rura , para  que  pudieran  obtener  reparación 
de  Jos  perjuicios  que  les  sobreviniesen  por  culpa  de 
los  que  debían  mirar  por  sus  intereses,  o por  fraudo 
de  otras  personas.  No  está  llamada  la  Comisión  en 
esto  Proyecto  á examinar  si  son  ó no  justos  y con- 
venientes ¡i  la  Administración  estos  beneficios;  pero 
limitándose  al  estado  actual  de  nuesfro  derecho, 
cree  que  no  puede  negárseles  la  hipoteca  legal,  si 
bien  con  el  carácter  de  especial  y pública,  para  po- 
nerla en  armonía  con  el  nuevo  sistema.  La  hipoteca 
legal  se  establece  sobre  los  bienes  de  los  que  con- 
tratan con  la  Administración  y manejan  sus  inte- 
reses, por  la  responsabilidad  en  que  pueden  in- 
currir, y sobre  los  bienes  de  Jos  contribuyentes,  por 
el  importe  de  una  anualidad  vencida  y no  pagada 
de  los  impuestos  que  gravitan  sobro  ellos.  No  puede 
ser  más  reducido  el  "beneficio.  Aun  el  primero  de 
estos  dos  casos,  más  que  como  beneficio  singular, 
puede  considerarse  como  una  disposición  común  do! 
derecho,  porque  siguiendo  el  sistema  de  la  Comi- 
sión. se  ha  sustituido  la  hipoteca  especial  y expresa 
á la  general  y tácita,  y ha  habido,  por  lo  tanto,  ne- 
cesidad de  ordenar  que  las  Direcciones  generales 
del  Estado,  los  Gobernadores  de  las  provincias  y 
los  Alcaldes  exijan  la  constitución  de  hipotecas  es- 
peciales sobre  los  bienes  de  los  que  manejan  fondos 
públicos  ó contratan  con  el  Estado,  con  las  provin- 
cias 6 los  pueblos,  en  ¡a  forma,  que  p res  criban  los 
reglamentos  administrativos.  Es  decir,  que,  en  Lo 
que  se  refiere  á la  hipoteca,  cesa  el  antiguo  privile- 
gio; porque  del  mismo  modo  que  un  particular  exi- 
ge las  garantías  que  estima  convenientes  á sus  ad- 
ministradores y á las  personas  que  Con  él  contratan, 
la  Administración,  exigiéndolas,  no  hace  más  que 
aplicar  á la  gestión  de  los  negocios  públicos  lo  que 
los  particulares  á veces  hacen  en  los  suyos.  Libre 
es  la  Administración  para  aumentar  los  casos  en 
que  lian  de  exigirse  estas  garantías:  en  sus  regla- 
mentos, en  sus  contratos,  no  dejará  de  asegurar, 
por  medio  de  hipotecas  expresas  y convencionales, 
los  intereses  cuya  dirección  le  está  encomendada; 
en  ellos  está  el  medio  de  evitar  perjuicios  a los  pue- 
blos, á las  provincias  y al  Estado.  Este  es  o!  siste- 
ma que  tiene  va  adoptado  en  todos  sus  contratos  y 
en  todas  las  administraciones  de  fondos  públicos, 
dando  una  prueba  evidente  deque  está  convencida 
del  poco  valor  de  la  hipoteca  legal,  general  y tácita, 
que,  masque  para  su  garantía,  sirve  pura  que  figure 
entre  sus  privilegios  un»  que  siendo,  frecuentemente 
ineficaz,  da  á veces  ocasión  a que  so  miren  con  de- 
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cías  del  Tribunal  .Supremo  (Seat.  10  Diciem- 
bre 186  í). 

La  cesión  en  pago  de  cierta  parto  de  una 
cosa  hipotecada,  no  puede  producir  el  efecto  de  ' 
librarla  del  gravamen  á que  toda  ella  se  halla  ■ 
afecta,  ínterin  dicho  gravamen  no  se  redima 
(Sent.  21  Octubre  1864), 

Cuando  no  se  trata  de  perseguir  hipoteca 
alguna,  ni  de  discutir  sobre  el  gravamen  de  las 
fincas,  no  pueden  reputarse  infringidas  las  le- 
yes 1 2.a  y 3.'1,  tít.  XVI,  Ufo.  X de  la  Nov,¡Ree., 

aunque  se  admita  y considere  por  una  sentencia 
unaescritura  que  no  haya  sido  registrada  opor- 
tunamente ¡Sent.  29  Setiembre  1865). 

Las  leyes  1 U , 28  y 31,  tít.  XIII,  Partida  5.a, 
no  tienen  aplicación  cuando  no  se  trata  del  va- 
lor comparativo  de  dos  ó más  hipotecas  cons- 
tituidas sobre  una  misma  finca  y su  prelacion 
relativa  (Sent.  23  Noviembre  1868). 

La  hipoteca  general  debe  ser  pospuesta  á la 
especial  y expresa  (Sent.  16  Marzo  1869). 

Si  bien  la  ley  Hipotecaria  sanciona  la  consti-  ; 
tucion  ó inscripción  de  hipotecas  especiales  en 
equivalencia  de  las  legales,  no  establece  ni  per- 
mite semejante  conversión  respecto  de  las  hipo- 
tecas generales  puramente  convencionales,  las  , 
cuales  no  son  susceptibles  de  inscripción,  según 
la  mencionada  ley,  ni  lo  fueran  tampoco  con 
arreglo  á las  anteriores  recopiladas  en  que  se 
establecieron  los  registros  de  hipotecas  (Sen- 
tencia 30  Mayo  1871). 

El  art,  J UT>  do  la  ley  Hipotecaria  sólo  deter- 


mina en  general  los  electos  do  las  hipotecas 
(Sent.  28  Junio  1871).  . 0-;: 

La  ley  Hipotecaria  no  reconoce  ni  establece 
hipotecas  generales  ni  tácitas,  sino  especiales  y 
expresas  (Sent.  21  Enero  1874). 

El  art.  105  de  la  ley  Hipotecaria  no  prohíbe 
la  venta  de  los  bienes  hipotecados,  ya  sea  por 
su  dueño,  ya  por  autoridad  judicial,  depositan- 
do íntegro  el  producto  de  los  mismos,  según 
lo  dispone  el  art.  997  do  la  ley  de  Enjuiciamien- 
to civil  para  responder  á quien  sea  acreedor  de 
mejor  derecho  (Sent.  22  Febrero  1876). 

Los  artículos  105,  146  y 156  de  la  ley  Hipote- 
caria no  destruyen  el  justo  principio  de  que 
existiendo  dos  ó más  objigaciones,  y perseguida 
la  finca  por  una  do  ellaá  pierden,  los  otros  acree- 
dores el  derecho  á perseguirla  también  en  per- 
juicio del  adquirente  (Sent.  6 Noviembre  1876). 

Si  los  bienes  se  vendieron  sin  mencionar  las 
pensiones  constituidas  á favor  de  particulares, 
ni  se  rebajó  el  capital  que  las  mismas  represen- 
tan de  la  tasa  y precio  en  que  hayan  sido  ven- 
didos, esta  circunstancia  no  releva  á los  com- 
pradores de  la  obligación  de  pagar  el  censo, 
porque  éste  va  inherente  á la  finca,  sea  quien 
fuere  su  poseedor  (Sent.  10  Febrero  1877). 

HE  SOLUCIONES  de  LA  DIRECCION 

La  ley  44,  tít.  XIII,  Partida  5.a,  que  prohíbe 
al  acreedor  comprar  la  cosa  que  tiene  en  pren  - 
da á no  ser  con  otorgamiento  ó plazer  del  (lúe - 


cuido  las  precauciones  convenientes  para  evitar  que 
suan  perjudica  de, -i  ios  intereses  públicos,  y excita 
justos  clamores  por  su  exorbitancia.  Más  previsora 
la  Administración  en  nuestros  días  que  en  los  tiem- 
pos que  pasaron,  se  cuida  de  atajar  el  mal  en  su 
origen,  más  que  de  buscar  después  de  sucedido  re- 
medios extraordinarios,  de  utilidad  problemática  y 
de  dudoso  éxito.  La  Comisión  sigue  el  impulso  de 
la  Administración  a]  proponer  la  reforma. 

I.a  hipoteca  de  los  bienes  de  los  contribuyentes 
parayl  pago  de  las  contribuciones  se  lia  limitado  á 
un  ano,  porque  no  es  de  presumir  que  dentro  de  él 
deje  la  Administración  de  hacer  que  se  satisfaga  lo 
que  en  este  concepto  se  adeude,  h.l  que  comjira  una 
tinca  debe  suponer  que  está  al  corriente  en  el  pa^o 
de  contribuciones,  porque  nadie  ignora  las  vías  de 
apremio,  que  tan  ejecutivas  son  contra  les  morosos. 
Si  los  agentes  de  recaudación  lum sido  omisos  esta 
falta  no  debe  recaer  sobre  un  tercero,  que  no  puede 
menos  de  considerarlos  como  diligenirs.  Asi  sabe 
el  adquirente  hasta  dónde  puede  llegar  la  responsa- 
bilidad d_e  una  tinca,  y tendrá  buen  cuidado,  si"]a 
adquisición  es  por  titulo  oneroso,  de  que  le  acredite 
el  enajenante  (pie  no  tiene  descubiertos,  ó sabrá, 
por  ¡o  menos,  de  un  modo  lijo  los  que  tenga. 

llll'OTLCA  Á VA  VOlt  DEL  A SEGURADOR,— fíl'premio 


del  seguro  es  deuda  que  debe  afectar  con  hipoteca  á 
I la  finca  asegurada:  no  hay  ley  que  terminantemente 
lo  ordene,  pero  no  puede  dudarse  de  su  justicia, 
tanto  por  los  riesgos  que  corre  el  asegurador,  mayo- 
res que  en  los  demas  contratos,  como  porque  si  bien 
no  puede  decirse,  atendido  el  tecnicismo  riguroso, 
que  es  una  carga  real  que  grava  la  propiedad,  tiene- 
mucha  semejanza  con  ella  y suele  estipularse  en  los 
contratos  de  seguros  de  bienes  inmuebles. 

Por  esto  el  Proyecto,  siguiendo  el  ejemplo  de  otras 
naciones,  y atendiendo  más  á lo  que  debe  ser  que  á 
! lo  que  de  derecho  existe,  comprende  entre  las  hipo- 
tecas legales  la  de  los  bienes  asegurados  por  ios 
premios  del  seguro  de  dos  años,  3'  cuando  el  seguro 
es  mutuo,  por  los  dos  últimos  dividendos  que  se 
hubieren  hecho.  Los  premios  devengados  anterior- 
mente no  deben  exigirse  en  perjuicio  de  tercero  : la 
ley  presume  que  estaban  satisfechos,  tíi  no  lo  están, 

; es  por  culpa  délos  aseguradores,  los  cuales  pueden 
perpetuar  su  derecho  exigiendo  y obteniendo  una 
hipoteca  especial  por  las  cantidades  que  se  adeu- 
den, cualquiera  que  sea  la  fecha  en  que  debieron  sa- 
tisfacerse, pero  sin  que  esto  perjudique  al  tercer 
adquirente,  qñe  obtuvo  el  dominio  de  Ja  finca  ú 
otro  derecho  real  sobre  ella  antes  de  que  la  inscrip- 
ción llegara  á efectuarse,» 
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ño  delta,  ha  sido  derogada  expresamente  por  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil.  Ni  esta  ley,  al  esta- 
blecer ó señalar  los  trámites  á que  debe  suje- 
tarse todo  acreedor  para  hacerse  pago  do  su 
crédito  con  los  bienes  del  deudor,  ni  la  Hipote- 
caria, al  fijar  especialmente  estos  mismos  trá- 
mites respecto  del  acreedorhipotecario,  cuándo 
ha  de  hacer  efectivo  su  derecho  sobre  la  finca 
hipotecada,  excluyen  de  una  manera  clara  y 
terminante  al  acreedor  del  acto  de  la  subasta, 
deduciéndose,  por  el  contrarío,  de  su  silencio, 
que  puede  tomar  parte  en  ella  con  los  mismos 
derechos  y obligaciones  que  los  extráños,  con 
lo  cual,  léjos  de  haber  perjuicio  para  el  deudor, 
existe  el  beneficio  que  lleva  consigo  la  concur- 
rencia de  postores,  para  aumentar  el  pTecio, 
supuesto  que  el  acreedor  en  ningún  caso  ha  de 
ofrecer  postura  menor  de  las  dos  terceras  par- 
tes del  justo  precio,  y por  esta  misma  cantidad 
puede  solicitar,  al  día  siguiente  de  la  subasta 
sin  postores,  la  adjudicación  de  la  finca  (Reso- 
lución Dir.  Gen.  30  Noviembre  1875). 

Autorizados  los  condueños  por  la  ley  55,  tí- 
tulo V,  Partida  5.a,  para  enajenar  la  parte  que 
les  corresponda  en  la  cosa  común,  aunque  no 
se  halle  dividida,  lo  están,  por  consiguiente, 
para  hipotecarla  con  arreglo  ¿los  artículos  106, 
107  y 108  de  la  ley  Hipotecaría  (Res.  Dir.  Gen. 
8 Enero  de  1878). 


COMENTARIO 

Después  de  la  explicación  doctrinal  que  se 
hace  en  la  Exposición  de  motivos  de  la  ley,  y 
que  incluimos  por  nota  en  los  respectivos  ca- 
pítulos, ningún  comentario  ha  de  ser  tan  auto- 
rizado. El  que  nosotros  pudiéramos  escribir  re- 
sultaría diminuto,  dadas  las  proporciones  de  la 
obra,  portó  cual  hemos  preferido  suprimirlo, 
dando  en  su  lugar  cabida  á las  numerosas  re- 
soluciones  emanadas  de  la  Dirección  general 
de  Ips  Registros  Civil  de  la  Propiedad  y del 
Notariado,  con  lo  que  la  alteración  resulta  en 
beneficio  de  los  lectores. 

En  cuanto  al  reglamento  de  la  ley  Hipotecaria, 
indispensable  para  la  aplicación  de  la  ley,  asi 
como  un  extraordinario  número  de  disposicio- 
nes adicionales,  reales  decretos,  reales  órdenes 
y otrospreceptoB  también  de  gran  utilidad,  pue- 
den hallarse  íntegros  en  el  correspondiente  ca- 
pítulo de  nuestra  obra;  Reglamento  general 
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lares,  instrucciones  y demás  disposiciones  de 
, carácter  ciml  ¡j  las  administrativas  que  con 
ellas  se  relacionen,  con  jurisprudencia,  no- 
j (as,  ele.,  etc. 

Artículo  181(1 — Sólo  podrán  ser  hipotc- 
i cados: 

1. °  Los  bienes  inmuebles. 

2. °  Los  derechos  reales  enajenables  con 
arreglo  álas  leyes,  impuestos  sobre  los  bio- 
nes  inmuebles. 

ORÍGENES 

Art.  106,  ley  Hipotecaria. 

RESOLUCIONES  DE  LA  DIRECCION. 

I 

Es  inscribible  en  concepto  de  inmueble  el 
edificio  construido  por  el  concesionario  do  un 
terreno  en  la  playa  para  baños,  Aun  cuando  sea 
de  madera,  siempre  que  esté  fijo  ó adherido  al 
suelo,  y no  pueda  trasladarse  de  un  lugar  á otro 
sin  deshacerlo,  porque  ol  derecho  adquirido 
por  el  que  levanta  el  edificio  con  autorización 
del  dueño  del  solar  es  un  verdadero  derecho 
real,  susceptible  de  hipoteca,  cualesquiera  que 
sean  los  pactos  ó convenios  celebrados  entre 
aquellas  personas,  conforme  á la  doctrina  del 
artículo  107,  núm.  l.u,  de  la  ley  Hipotecaria. 

Artículo  1817. — Podrán  hipotecarse,  pero 
con  las  restricciones  que  á continuación  se 
expresan: 

1."  El  edificio  construido  en  suelo  ajeno, 
el  cual,  si  se  hipotecare  por  el  que  lo  cons- 
truyó, será  sin  perjuicio  del  derecho  del 
propietario  del  terreno,  y entendiéndose 
sujeto  á tal  gravamen  solamente  el  derecho 
que  el  mismo  que  edificó  tuviere  sobre  lo 
edificado. 

2°  El  derecho  de  percibir  los  frutos  en 
el  usufructo,  pero  quedando  extinguida  la 
hipoteca,  cuando  concluya  el  mismo  usu- 
' fructo  por  un  hecho  ajeno  á la  voluntad  del 
¡ usufructuario.  Si  concluyere  por  su  volun- 
tad, subsistirá  la  hipoteca  hasta  que  se  cum- 
j pía  la  obligación  asegurada,  ó hasta  que 
. venza  el  tiempo  en  que  el  usufructo  habría 
j naturalmente  concluido,  á no  mediar  el 
' hecho  que  le  puso  fin. 
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La  mora  propiedad,  en  cuyo  caso,  si 
el  usufructo  se  consolidare  con  ella  en  la 
persona  del  propietario,  no  sólo  subsistirá  la 
hipoteca,  sino  que  se  extenderá  también  al 
misino  usufructo,  como  no  se  haya  pactado 
lo  contrario. 

■1."  Los  bienes  anteriormente  hipoteca- 
cados,  aunque  lo  estén  con  el  pacto  do  no 
volverlos  á hipotecar,  siempre  que  quede  á 
salvo  la  prelacion  que  tuviere  para  cobrar 
su  crédito  aquel  á cuyo  favor  esté  cons- 
tituida la  primera  hipoteca. 

5."  Los  derechos  de  superficie,  pastos, 
aguas,  leñas  y otros  semejantes  de  natura- 
leza real,  siempre  que  quede  á salvo  el  de 
los  domas  participes  en  la  propiedad. 

0.°  Los  ferro- carriles,  canales,  puentes  y 
otras  obras  destinadas  al  servicio  público, 
cuya  explotación  haya  concedido  el  Gobier- 
no por  diez  anos  ó más,  y los  edificios  ó ter- 
renos que,  no  estando  directa  y exclusiva- 
mente destinados  al  referido  servicio,  porte-  \ 
uezcan  al  dominio  particular,  si  bien  se 
hallen  agregados  á aquellas  obras,  pero 
quedando  pendiente  la  hipoteca,  en  el  pri- 
mer caso,  de  la  resolución  del  derecho  del 
concesionario. 

7/  Los  bienes  pertenecientes  á personas 
que  no  tienen  la  libre  disposición  de  ellos, 
en  los  casos  y con  las  formalidades  que 
prescriben  las  leyes  para  su  enajenación, 

8. '  El  derecho  de  hipoteca  voluntaria,  • 
pero  quedando  pendiente,  la  que  se  consti- 
tuya sobre  él,  de  la  resolución  del  mismo 
derecho. 

9. ’  Los  bienes  vendidos  con  pacto  de 
rrtrorenhi  6 á carta  de  gracia,  si  el  com- 
prador ó su  causa-habiente  limita  la  hi- 
poteca á la  cantidad  que  deba  recibir  en  caso 
de  resolverse  la  venta,  dándose  conocimien- 
to del  contrato  al  vendedor,  á fin  de  que  si 
se  íetiajeren  los  bienes  ántes  de  cancelarse 
la  hipoteca,  no  devuelva  el  precio  sin  cono- 
cimiento del  acreedor,  á no  preceder  para 
ello  precepto  judicial,  ó si  el  vendedor  ó su 
causa-habiente  hipoteca  lo  que  valgan  los 
bienes  más  de  ¡o  que  deba  percibir  el  com- 
prador si  se  resolviese  la  venta;  pero  en  este 
caso  el  acreedor  uo  podrá  repetir  contra  los 
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bienes  hipotecados,  sin  retraerlos  previa-, 
mente  en  nombre  del  deudor  en  el  tienipi). 
en  que  éste  tenga  derecho,  y anticipándo  la , 
cantidad  que  para  ello  fuere  necesaria.  ■ 

•10.  Los  bienes  litigiosos,  si  la  demanda , 
origen  del  pleito  se  ha  anotado  preventiva-, 
mente,  ó si  se  hace  constar  en  la  inscripción 
que  el  acreedor  tenía  conocimiento  del  liti- 
gio; pero  en  cualquiera  de  los  dos  casos,  la 
hipoteca  quedará  pendiente  de  la  resolución 
del  pleito^  sin  que  pueda  perjudicar  los  de- 
rechos de  los  interesados  en  el  mismo  fuera 
del  hipotecante. 

ORÍGENES 

Art.  107,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  1818. — No  se  podrán  hipotecar: 

1. °  Los  frutos  y rentas  pendientes,  con 
separación  del  predio  que  los  produzca. 

2. °  Los  objeto  j muebles  colocados  per- 
manentemente en  los  edificios,  bien  para  su 
adorno  ó comodidad,  ó bien  para  el  servicio 
de  alguna  industria,  á no  ser  que  so  hipote- 
quen juntamente  con  dichos  edificios. 

3. *  Los  oficios  públicos. 

4. °  Los  títulos  de  la  Deuda  del  Estado,  de 
las  provincias  ó de  los  pueblos,  y las  obliga- 
ciones y acciones  de  Bancos,  empresas  ó 
compañías  de  cualquiera  especie. 

o.°  El  derecho  real  en  cosas  que,  áun 
cuando  se  deban  poseer  en  lo  futuro,  no 
estén  aún  inscritas  á favor  del  que  tenga  el 
derecho  á poseer.  • 

6. c  Las  servidumbres,  á mónos  que  se 
hipotequen  juntamente  con  el  predio  domi- 
nante, y exceptuándose  en  todo  caso  la  de 
aguas,  la  cual  podrá  ser  hipotecada. 

7. a  El  derecho  á percibir  los  frutos  en  el 
usufructo  concedido  por  las  leyes  ó fueros 
especiales  á los  padres  ó madres  sobre  los 
bienes  de  sus  hijos,  y al  cónyuge  supervi- 
viente sobre  los  del  difunto. 

8. °  El  uso  y la  habitación. 

9. a  Las  minas,  miéntras  no  se  haya  ob- 
tenido el  título  de  la  concesión  definitiva, 

i aunque  estén  situadas  en  terreno  propio. 
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ORÍGENES 

Art.  108,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  1819.— El  poseedor  de  bienes  su- 
jetos á condiciones  resolutorias  pendientes 
podrá  hipotecarlos  ó enajenarlos,  siempre 
que  quede  á salvo  el  derecho  de  los  inte- 
resados en  dichas  condiciones,  hacién  dose 
en  la  inscripción  reserva  expresa  del  refe- 
rido derecho. 

Si  la  condición  resolutoria  péndrente  afec- 
tare á la  totalidad  de  la  cosa  hipotecada,  no 
se  podrá  ésta  enajenar  para  hacer  efectivo 
el  crédito  sino  cuando  dicha  condición  deje  i 
de  cumplirse  y pase  el  inmueble  al  dominio 
absoluto  del  deudor;  pero  los  frutos  á que 
éste  tenga  derecho  se  aplicarán  desde  luégo 
al  pago  del  crédito. 

Guando  la  condición  resolutoria  afecto 
tínicamente  á una  parte  de  la  cosa  hipote- 
cada, deberá  ésta  enajenarse  judicialmente 
con  la.  misma  condición  resolutoria  á que 
esté  sujeto  el  dominio  del  deudor,  y aplicán- 
dose al  pago,  ademas  de  los  frutos  á que 
éste  tenga  derecho,  el  precio  de  la  venta. 

Si  ántes  de  que  ésta  se  consume  adquiere 
el  deudor  el  dominio  absoluto  de  la  cosa 
hipotecada,  podrá  el  acreedor  repetir  contra 
ella  y solicitar  su  enajenación  para  el  pago. 
Lo  dispuesto  en  este  artículo  es  aplicable  á 
los  bienes  poseídos  en  Cataluña  con  cláu- 
sula de  sustitución  pendiente,  á favor  de  per- 
sonas que  no  hayan  consentido  la  hipoteca 
dé  dichos  bienes. 

, ORÍGENES 

Art.  109,  ley  Hipotecaria. 

RESOLUCIONES  DE  LA  DIRECCION 

Los  compradores  de  bienes  raices  con  el  pac- 
to de  retrovenla  tienen  el  carácter  de  dueños 
de. bfenes  sujetos  á condición  resolutoria,  como 
lo  confirma  la  doctrina  del  art.  109  de  la 
ley  Hipotecaria,  al  reconocerles  la  facultad  de 
enajenar^  y el  art.  107  de  la  misma,  en  su  nú- 
mero 9.°,  al  ¡señalar  las  limitaciones  con  que 
puodQt)  hlflQtfqarlos;  Id  oual  demuestra  de  una 
manera  áwíeiya  que  dichos  compradores  ad- 
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quieren  el  dominio  del  inmueble  con  dicho  pac- 
to, ó un  derecho  real  impuesto  sobre  el  mismo, 
pues  que  según  el  art.  100  do  la  propia  ley, 
sólo  son  susceptibles  de  hipoteca  los  bienes  in- 
muebles, ó los  derechos  reales  sobre  ellos  cons- 
tituidos (Res.  Dir.  Gen.  14  Enero  187G). 

Según  el  texto  claro  y terminante  del  art.  109 
de  la  ley  Hipotecaria,  los  bienes  sujetos  á con- 
dición resolutoria  no  pueden  enajenarse  para 
hacer  efectivo  el  crédito  que  con  garantía  de 
los  mismos  se  hubiere  constituido,  cuando  la 
condición  afectase  á la  totalidad  do  la  cosa 
hipotecada,  á no  ser  en  el  caso  de  que  aquélla 
dejase  de  cumplirse  y pase  el  inmueble  al  do- 
minio absoluto  del  deudor.  E!  mismo  art.  109 
permite  la  enajenación  judicial  de  dichos  bienes 
para  el  indicado  objeto,  cuando  la  condición 
resolutoria  afecte  únicamente  á una  parte  de  la 
finca  hipotecada,  en  cuyo  caso  podrá  enajenar- 
se ésta  con  dicha  condición,  aplicándose  al  pago 
del  crédito,  ademas  de  los  frutos  á que  tonga 
derecho  el  deudor,  el  precio  de  la  venta. 

Otorgada  por  un  juez  á favor  del  acreedor  la 
escritura  de  adjudicación  y dación  en  pago  por 
falta  de  licitadores,  sin  expresar  la  naturaleza 
y extensión  de  la  condición  resolutoria  que 
afectaba  ála  finca  adjudicada,  ha  infringido  do 
una  manera  clara  y terminante  el  art.  109  de  la 
ley  Hipotecaria,  no  podiendo,  en  su  consecuen- 
cia, inscribirse  la  mencionada  escritura,  porque 
además  de  oponerse  á ello  la  prescripción  de  la 
ley,  sería  inducido  á error  sustancial  y grave 
perjuicio  el  tercero  que  en  vista  de  la  inscrip- 
ción de  enajenación  judicial  tratase  de  adquirir 
la  finca  enajenada  en  favor  del  acreedor.  El 
mencionado  defecto  no  puede  subsanarse  ha- 
ciendo constar  el  registrador  en  la  inscripción 
de  la  escritura  la  condicionresolutoria,  supues- 
to que  el  contenido  de  aquel  documento  está  en 
oposición  con  la  enunciada  condición,  y el  re- 
gistrador ademas  carece  de  facultades  para  al- 
terar ó modificar  la  naturaleza  y condiciones 
del  derecho  que  se  inscribe,  debiendo  limitarse 
á consignar  aquélla  y éstas  en  los  libros  según 
resulten  del  documento  presentado  (Resolu- 
ción Dir.  Gen.  17  Noviembre  1879). 

Artículo  1820.— La  hipoteca  se  extiende  á 
las  accesiones  naturales,  á las  mejoras,  á 
los  frutos  pendientes  y rentas  no  percibidas 
al  vencer  la  obligación,  y al  importe  de  las 
indemnizaciones  concodidas  ó debidas  al 
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propietario  por  los  aseguradores  de  los  bie- 
nes hipotecados.' 

ORÍGENES 

Art.  110,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  1821. — Conforme  á lo  dispuesto 
en  el  artículo  anterior,  se  entenderán  hipo- 
tecados juntamente  con  la  finca,  aunque  no 
se  mencionen  en  el  contrato,  siempre  que 
correspondan  al  propietario: 

1. °  Los  objetos  muebles,  colocados  per- 
manentemente en  un  edificio,  bien  para  su 
adorno  ó comodidad ■,  ó bien  para  el  servi- 
cio de  alguna  industria,  aunque  su  coloca- 
ción se  haya  verificado  después  de  consti- 
tuida Ja  hipoteca. 

2. °  Las  mejoras  que  consistan  en  nuevas 
plantaciones,  obras  de  riego  ó desagüe, 
obras  de  reparación,  seguridad,  trasforma- 
cion,  comodidad,  adorno  ó elevación  de  los 
edificios,  y cualesquiera  otras  semejantes, 
que  no  consistan  en  agregación  de  terrenos, 
excepto  por  accesión  natural,  ó en  nueva 
construcción  de  edificios  donde  ántes  no  los 
hubiere. 

8.°  Los  frutos  que  al  tiempo  en  que  deba 
hacerse  efectiva  la  obligación  hipotecaria 
estuvieren  pendientes  de  los  árboles  ó plan- 
tas, ó ya  cogidos,  pero  no  levantados  ni  al- 
macenados. 

4. °  Las  rentas  vencidas  y no  pagadas, 
cualquiera  que  sea  la  cansa  de  no  haberse  • 
) íeclm  efectivas,  y las  que  se  hayan  de  pagar 
hasta  que  el  acreedor  sea  satisfecho  de  todo 
su  crédito. 

5, °  Las  indemnizaciones  concedidas  ó 
debidas  al  propietario  de  los  inmuebles  hi- 
potecados, bien  por  la  aseguración  de  éstos 

ó de  los  frutos,  siempre  que  haya  tenido  lu-  1 
gar  el  siniestro  después  de  constituida  lahi-  ' 
poteca,  ó bien  por  la  expropiación  de  ter-  ¡ 
renos  por  causa  de  utilidad  pública. 

ORÍGENES 
Art.  til.  ley  Hipotecaria. 

Artículo  4822. — Cuando  la  finca  hipote- 
cada pasare  á manos  de  un  tercer  poseedor, 


i no  será  extensiva  la  hipoteca  á los  muebles 
j colocados  permanentemente  en  los  edificios, 
ni  á las  mejoras  que  no  consistan  en  obras 
de  reparación,  seguridad  ó trasíormaeion, 
siempre  que  unos  ú otras  se  hayan  costeado 
por  el  nuevo  dueño,  ni  á los  frutos  pendien- 
tes y rentas  vencidas  que  sean  de  la  perté- 
nencia  del  mismo. 

ORÍGENES 

Art.  lié,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  4823.— El  dueño  de  las  accesio- 
nes ó mejoras  que  no  se  entiendan  hipote- 
cadas según  lo  dispuesto  en  el  artículo  an- 
terior, podrá  exigir  su  importe  <5  retener 
los  objetos  en  que  consistan,  si  esto  pudiera 
hacerse  sin  menoscabo  del  valor  del  resto 
do  la  finca;  mas  en  el  primer  caso,  no  podrá 
detener  el  cumplimiento  de  la  obligación 
principal  bajo  el  pretexto  -de  hacer  eíectivo 
su  derecho,  sino  que  habrá  de  cobrar  lo  que 
le  corresponda  con  el  precio  de  la  misma 
finca,  cuando  se  enajene  para  pagar  el  cré- 
dito. 

¥ 

ORÍGENES 

Art.  113,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  1824. — La  hipoteca  constituida 
á favor  de  un  crédito  que  devengue  interes, 
no- asegurará,  con  perjuicio  de  tercero,  ade- 
mas del  capital,  sino  los  intereses  de  los  dos 
últimos  años  trascurridos  y la  parte  vencida 
de  la  anualidad  corriente. 

* 

ORÍGENES 

Art.  114,  ley  Hipotecaria. 

JURISPRUDENCIA 

Los  artículos  114,  115,  147  y 42  de  la  ley  Hi- 
potecaria, en  el  concepto  de  que  declaran  pre- 
ferencia á favor  del  acreedor  que  ha  obtenido 
la  anotación  preventiva  sobre  los  acreedores 
posteriores  á ella,  son  inaplicables  y no  han 
podido  ser  irtfringldós  cuando  el  crédito  de  la 
demanda  por  'capital,  intereses  y costas,  es  an*< 
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liefioT  á la  anotación  obtenida  por  el  recurrente  ' 
(Sen t.  S Abril  1878). 

Artículo  1825. — Al  trascurrir  tres  años, 
contados  desde  que  el  préstamo  empezó  á ¡ 
devengar  réditosno  pagados,  podrá  el  aeree-  , 
dor  exigir  que  la  hipoteca  constituida  se 
amplíe  sobre  los  mismos  bienes  hipotecados, 
con  objeto  de  asegurar  los  intereses  corres- 
pondientes al  primero  de  dichos  años;  pero 
sólo  en  el  caso  de  que  habiendo  vencido  la 
obligación  de  pagar  alguna  pacte  de  los 
mismos  réditos,  hubiere  el  deudor  dejado  de 
satisfacerla. 

Si  el  acreedor  hiciere  uso  de  su  derecho 
después  de  los  tres  años,  podrá  exigir  la 
ampliación  de  hipoteca  por  toda  la  parte  de 
réditos  que  en  el  momento  de  hacerse  dicha 
ampliación  no  estuviere  asegurada  con  la  ' 
hipoteca  primera;  pero  sin  que  en  ningún 
caso  deba  perjudicar  la  que  se  constituya  al 
que  anteriormente, y después  de  los  dos  años 
haya  adquirido  cualquier  derecho  sobre  los 
bienes  hipotecados. 

Si  el  deudor  no  consintiere  dicha  amplia-  i 
cion  de  hipoteca,  podrá  el  acreedor  recla- 
marla en  juicio  ordinario  y anotar  preventi- 
vamente la  demanda  que  con  tal  objeto  de- 
duzca. 

ORÍGENES 

Art.  115,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  1826. — Si  la  finca  hipotecada  no 
perteneciere  al  deudor,  no  podrá  el  acreedor 
exigir  que  se  constituya  sobre  ella  la  am- 
pliación de  hipoteca  de  que  trata  el  artículo  . 
precedente;  pero  podrá  ejercitar  igual  dere- 
cho respecto  á cualesquiera  otros  bienes 
inmuebles  que  posea  el  mismo  deudor  y 
pueda  hipotecarlos. 

ORÍGENES 

Art.  116,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  i 827. —El  acreedor  por  . pensio- 
nes atrasadas  de  censo  no  podrá  repetir 
contra  la  finca  acensuada,  con  perjtífcio  de 
otro  acreedor  hipotecario  6 censualista  pos- 


terior, sin  ó en  los  términos  y con  las  restric- 
ciones establecidas  en  los  artículos  114  y 
115;  pero  podrá  exigir  hipoteca  en  el  caso 
y con  las  limitaciones  que  tiene  derecho  á 
hacerlo  el  acreedor  hipotecario,  según  el 
articulo  anterior,  cualquiera  que  sea  el  po- 
seedor de  la  finca  acensuada. 

ORÍGENES 

Art.  117,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  1828. — Cuando  un  predio  dado 
en  enfitéusis  caiga  en  comiso  con  arreglo  á 
las  leyes,  pasará  al  dueño  del  dominio  di- 
recto con  las  hipotecas  ó gravámenes  reales 
que  le  hubiere  impuesto  el  enlitéuta,  pero 
quedando  siempre  á salvo  todos  los  derechos 
correspondientes  al  mismo  dueño  directo. 

ORÍGENES 
Art.  118,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  1829. — Cuando  se  hipotequen 
varias  fincas  á la  vez  por  un  solo  crédito, 
se  determinará  la  cantidad  ó parte  de  gra- 
várnen  de  que  cada  una  deba  responder. 

ORÍGENES 

Art.  119,  ley  Hipotecaria, 

* 

RESOLUCIONES  DE  LA  DIRECCION 

Conforme  con  la  doctrina  de  la  ley  Hipoteca- 
ria; consignada  en  el  artículo  1.°  de  su  regla- 
mento , son  inscribibles  las  adquisiciones  do 
fincas  pertenecientes  á la  mitad  reservable  de 
los  mayorazgos,  hechos  por  inmediatos  suceso 
res  á los  mismos,  y todos  los  demas  actos  y 
contratos  que  sin  tener  nombre  propio  en  dere 
cho,  modifican  desde  luego  y en  lo  futuro  algu* 
ñas  de  las  facultades  del  dominio  sobre  bienes 
inmuebles  ó derechos  reales.  La  única  estipu- 
lación de  naturaleza  real  que  no  puede  inscri- 
birse es  la  de  hipoteca  de  las  nombradas  fincas 
al  cumplimiento  de  las  demas  obligaciones,  por- 
que, aparte  do  hallarse  en  oposición  con  las  ante- 
riores, y especialmente  con  la  renuncia  hecha 
! de  gravar  é hipotecar,  adolece  de!  defecto  de 
'■  no  determinarse  la  cantidad  de  que  debe  res- 
ponder c&dn  una  de  dichas  fincas,  on  la  forma 
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quo  prescribe  el  art.  99  del  Reglamento  de  la 
ley  Hipotecaria  (Res.  Dir.  Gen.  20  ■ Diciem- 
bre 1877). 

Siendo  tan  diversas  las  obligaciones  do  que 
responden  las  fincas  hipotecadas,  la  distribu- 
ción de  la  cantidad  ó parte  del  gravámen  de 
que  debe  responder  cada  una,  prevenida  en  el 
artículo  119  de  la  Ley  Hipotecaria  y 99  de  su 
Reglamento,  debe  hacerse  con  separación  res- 
pecto del  importe  ó cuantía  de  cada  una  de 
aquellas  dos  obligaciones,  para  que  puedan  lle- 
narse los  fines  que  se  propuso  el  legislador. 

Si  bien  la  omisión  de  dicha  formalidad  no 
produce  ia  nulidad  de  la  obligación  contraída 
ni  la  del  instrumento,  impide  su  inscripción 
mientras  no  se  subsane  en  la  forma  que  previe- 
ne el  art.  1 00  del  Reglamento  Hipotecario  (Re- 
solución Dir.  Gen.  18  Abril  1879). 

Artículo  1830. — Fijada  en  la  inscripción 
la  parte  de  crédito  de  que  deba  responder 
cada  uno  de  los  bienes  hipotecados,  no  se 
podrá  repétir  contra  ellos  con  perjuicio  de 
tercero,  sino  por  la  cantidad  á que  respec- 
tivamente estén  afectos  y la  que  á la  misma 
corresponda  por  razón  de  intereses,  con 
arreglo  á lo  prescrito  en  los  anteriores  ar- 
tículos. 

ORÍGENES 

Art.  120,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  1831. — Lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo anterior  se  entenderá  sin  perjuicio  de 
que,  si  la  hipoteca  no  alcanzare  á cubrir  la 
totalidad  del  crédito,  pueda  el  acreedor  re- 
petir por  la  diferencia  contra  las  demas  fin- 
cas hipotecadas  que  conserve  el  deudor  en 
su  poder,  poro  sin  prelacion,  en  cuanto  á 
dicha  dilerencia,  sobre  los  que,  después  de 
inscrita  la  hipoteca,  hayan  adquirido  algún 
derecho  real  en  las  mismas  fincas. 

ORÍGENES 

Art.  121,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  1832.-— La  hipoteca  subsistirá  ín- 
tegra, mientras  no  se  cancele,  sobre  la  tota- 
lidad de  los  bienes  hipotecados,  aunque  se 
reduzca  la  obligación  garantizada,  y sobre 


cualquiera  parte  de  los  mismos  bienes  qüe 
se  conserve,  aunque  la  restante  haya;  fies- 
aparecido;  pero  sin  perjuicio  de  lo  que  se 
dispone  en  los  dos  siguientes  artículos. 

. . ¡ ; * i * 

ORlCrEN  lá  3 

5 ■ ; ' . ' • ; ‘ , j , , 

Art.  122,  ley  Hipotecaria, 

. . . i \ ; 

JURISPRUDENCIA 

La  indivisibilidad  natural  de  la  hipoteca 
puede  destruirse  por  el  conséntimierito  tácito, 
siempre  que  aparezca  comprobado  por  actos 
suficientes  (Sent.  20  Marzo  1852). 

RESOLUCIONES  DE  LA  DIRECCION  ■ " 

Según  la  doctrina  do  los  artículos  105,  111, 
párrafo  2.°,  y 123  de  la  ley  Hipotecaria,  expre- 
samente consignada  en  la  Exposición  de  moti- 
vos que  precede  á la  de  1861,  la  hipoteca  es  un 
verdadero  derecho  real  adherido  al  cumpli- 
miento de  las  obligaciones  á que  sirve  de  ga- 
rantía, que  sigue  siempre  á la  cosa  hipotecada, 
cualquiera  que  sean  las  manos  á que  pase  , y á 
pesar  de  los  cambios  que  ocurran  en  la  propie- 
dad que  grave,  por  lo  cual,  cuando  unafincíf  se 
divide  para  formar  otra  distinta,  subsiste  tam- 
i bien  la  hipoteca  sobre  la  nueva  finca,  á no  pac- 
tarse lo  contrario  entre  el  deudor  y el  acreedor. 
En  armonía  con  esta  doctrina  fundamental,  y 
para  llevarla  á cumplimiento,  dispone  el  artícu- 
lo 24  del  Reglamento  que  cuando  se  divida 
una  finca  señalada  en  el  Registro  con  su  nú- 
mero correspondiente,  debe  inscribirse  con  nú- 
mero diferente  la  parte  que  se  separe,  haciendo 
referencia  en  la  nueva  inscripción  de  los  gravá- 
menes que  las  mismas  fincas  reunidas  tuviesen 
con  anterioridad  (Res.  Dir.  Gen.  27  Febre- 
ro 1875). 

Artículo  1833.— Si  una  finca  hipotecada 
se  dividiere  en  dos  ó más,  no  se  distribuirá 
entre  ellas  el  crédito  hipotecario  sinó  cuan- 
do voluntariamente  lo  acordaren  el  acreedor 
y el  deudor.  No  verificándose  esta  distribu- 
ción, podrá  repetir  el  acreedor  por  la  totali- 
dad do  ia  suma  garantida  contra  cualquiera 
de  las  nuevas  fincas  en  que  se  haya  dividido 
la  primera,  0 contra  todas  á la  vez. 
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ORIGENES 

Art.  123,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  1S34.— Dividida  la  hipoteca  cons- 
tituida para  la  seguridad  de  un  crédito  entre 
varias  fincas,  y pagada  la  parte  del  mismo  ; 
crédito  con  qué  estuviere  gravada  alguna 
de  ellas,  se  podrá  exigir  por  aquel  á quien 
interese  la  cancelación  parcial  de  la  hipote- 
ca en  cuanto  ála  misma  finca.  Si  la  parte  de 
crédito  pagada  se  pudiere  aplicar  á la  libe- 
ración de  una  6 de  otra  de  las  fincas  grava- 
das, por  no  ser  inferior  al  importe  de  la  res- 
ponsabilidad especial  de  cada  una,  el  deudor 
elegirá  la  que  haya  de  quedar  libre. 

. 

ORÍGENES 

Art.  124,  ley  Hipotecaria. 


sinó  con  el  que  tuvo  primitivamente  y con  el 
cual  podía  constituirla  (¡áent.  JO  Abril  1870). 

RESOLUCIONES  DE  I.A  DIRECCION 

feegun  la  doctrina  sancionada  en  los  artículos 
126  y 13!)  de  la  ley  Hipotecaria,  sólo  pueden 
constituir  hipoteca  los  quo  según  el  Registro 
tengan  derecho  para  establecer  esta  dase  do 
gravámenes  sobre  la  propiedad  inmueble-,  de 
tal  suerte,  que  la  constituida  por  el  que  carezca 
de  ese  derecho  no  convalecerá,  aunque  el  cons- 
tituyente lo  adquiera  con  posterioridad  (Reso- 
lución Dir.  Gen.  18  Noviembre  1870 . 

Constando  en  los  libros  de  la  antigua  Conta- 
duría la  sentencia  dictada  en  interdicto  do  ad- 
quirir á favor  de  una  persona,  y el  carácter  do 
heredero  de  la  finca  en  cuya  posesión  legal  y 
publicase  halla  cerca  de  veinte  años,  tiene  dere- 
cho, según  el  Registro,  para  constituir  hipoteca 
sobre  olla  (Res.  Dir.  Gen.  25  Febrero  1878). 


Artículo  1835. — Cuando  sea  una  la  finca 
hipotecada,  ó cuando,  siendo  varias,  no  Se 
haya  señalado  la  responsabilidad  de  cada 
una,  por  ocurrir  el  caso  previsto  en  el  ar- 
tículo 123,  no  se  podrá  exigir  la  liberación 
de  ninguna  parte  de  los  bienes  hipotecados, 
cualquiera  que  sea  la  del  crédito  que  el  deu- 
dor haya  satisfecho, 

ORÍGENES 

Art.  125.  ley  Hipotecaria. 


Artículo  1837. — El  acreedor  podrá  recla- 
mar del  tercer  poseedor  de  los  bienes  hipo- 
tecados el  pago  de  la  parte  de  crédito  ase- 
gurada con  los  que  aquél  posee,  si  al  venci- 
miento del  plazo  no  lo  verifica  el  deudor 
después  de  requerido  judicialmente  ó por 
notario. 

ORÍGENES 

! 

Art.  127,  ley  Hipotecaria. 

JURISPRUDENCIA 


Artículo  1836. — La  hipoteca  constituida 
por  el  que  no  tenga  derecho  para  constituir- 
la según  el  Registro,  no  convalecerá,  aun- 
que' el  constituyente  adquiera  después  dicho 
derecho. 

ORIGENES 

Art.  126,  ley  Hipotecaria. 

► . JURISPRUDENCIA 

Es  inaplicable  el  art.  126  de  la  ley  Hipoteca- 
ria, que  ostablece  que  la  hipoteca  constituida 
por  el  que  no  tenga  derecho  para  constituirla 
no  se  convalida  aunque  lo  adquiera  después,  si 
el  demandado  po  constituyó  la  hipoteca  en  vir- 
tud del  derecho  que  adquiera  posteriormente, 


El  art.  127  de  la  ley  Hipotecaria  tiene  por 
objeto  asegurar  el  derecho  que  asiste  al  acree- 
dor para  reclamar  y hacer  efectivo  el  pago  de  su 
crédito  del  tercer  poseedor  de  la  linca  hipote- 
cada [Sent.  16  Noviembre  1874). 

RESOLUCIONES  DE  LA  DIRECCION 

Ni  la  Dirección  general  ni  los  registradores 
tienen  atribuciones  para  enmendar  ó corregir 
los  errores  cometidos  por  los  interesados  al 
hacer  efectivos  sus  derechos  ante  los  Tribuna- 
les: como  tampoco,  tratándose  de  un  manda- 
miento judicial,  pueden  apreciar  los  datos  lle- 
vados al  expediente  fuera  de  tiempo  (Resolu- 
ción Dir.  Gen.  10  Noviembre  1876). 

Artículo  1838.  — Requerido  el  torcer  po- 
seedor de  uno  do  los  dos  modos  expresados 
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cu  el  anterior  artículo,  deberá  verificar  el  1 
pairo  del  crédito  con  los  intereses  corres- 
pondientes, regulados  conforme  á lo  dis-  ' 
puesto  en  el  art.  114,  ó desamparar  los  bie-  i 
nes  hipotecados. 

i 

ORÍGENES 

Art.  128,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  1839. — Sí  el  tercer  poseedor  no 
paga  ni  desampara  los  bienes,  será  respon- 
sable con  los  suyos  propios,  ademas  de  los 
hipotecados,  de  los  intereses  devengados 
desde  el  requerimiento,  y de  las  costas  judi-  j 
cíales  á que  por  su  morosidad  diere  lugar. 
En  el  caso  de  que  el  tercer  poseedor  desam- 
pare los  bienes  hipotecados,  se  considerarán 
éstos  en  poder  del  deudor,  á fin  de  que  pueda 
dirigirse  contra  los  mismos  el  procedimien- 
to ejecutivo. 

ORÍGENES 

Art.  129,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  1840. — Lo  dispuesto  en  los  tres 
anteriores  artículos  será  igualmente  apli- 
cable al  caso  en  que  deje  de  pagarse  una  ¡ 
parte  del  capital  del  crédito  ó de  los  intere- 
ses, cuyo  pago  deba  hacerse  en  plazos  diíe-  ^ 
rentes,  si  venciere  alguno  de  ellos  sin  cum-  ' 
plir  el  deudor  su  obligación. 

ORÍGENES 

Art.  140,  ley  Hipotecaria. 

t 

Artículo  1841.— Si  para  el  pago  de  alguno 
de  los  plazos  del  capital  ó de  los  intereses 
fuere  necesario  enajenar  la  finca  hipotecada 
y aún  quedaren  por  vencer  otros  plazos  de 
la  obligación,  se  verificará  la  venta  y se 
trasferirá  la  finca  al  comprador,  con  la  hi- 
poteca correspondiente  á la  parte  del  cré- 
dito que  no  estuviere  satisfecha,  la  cual, 
con  los  intereses,  se  deducirá  del  precio.  Si 
el  comprador  no  quisiere  la  finca  con  esta  ■ 
carga,  se  depositará  su  importe  con  los  in- 
tereses que  le  correspondan,  para  que  sea  | 


pagado  el  acreedor  al  vencimiento  de  los 
plazos  pendientes. 

ORÍGENES 

Art.  131,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  1842. — Se  considerará  también 
como  tercer  poseedor,  para  los  efectúa  de  los 
artículos  127  y 128,  el  que  hubiere  adquirido 
solamente  el  usufructo  ó el  dominio  útil  de 
la  finca  hipotecada,  ó bien  la  propiedad  ó el 
dominio  directo,  quedando  en  el  deudor  el 
el  derecho  correlativo. 

Si  hubiere  más  de  un  tercer  poseedor  por 
hallarse  en.  una  persona  la  propiedad  ó el 
dominio  directo,  y en  otra  el  usufructo  ó el 
dominio  útil,  se  entenderá  con  ambas  el  re- 
querimiento. 

ORÍGENES 

Art.  132,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  1843. — Al  vencimiento  del  plazo 
para  el  pago  de  la  deuda,  el  acreedor  podrá 
pedir  que  se  despache  mandamiento  de  eje- 
cución contra  todos  los  bienes  hipotecados, 
estén  ó no  en  poder  de  uno  ó varios  terce- 
ros poseedores;  pero  éstó's  no  podrán  ser  re- 
queridos al  pago  sino  después  de  haberlo 
sido  el  deudor  y no  haberlo  realizado.  Cada 
uno  de  los  terceros  poseedores,  si  se  opusie- 
re, será  considerado  como  parte  en  el  pro- 
cedimiento respecto  de  los  bienes  hipóte* 
cados  que  posea,  y se  entenderán  Biempre 
con  el  mismo  y el  deudor  todas  las  diligen- 
cias relativas  al  embargo  y venta  de  dichos 
hiedes,  debiendo  el  tercer  poseedor  otorgar 
la  escritura  de  venta,  ú otorgarse  de  oficio 
en  su  rebeldía.  Será  Juez  ó Tribunal  com- 
petente para  conocer  del  procedimiento  el 
que  lo  fuere  respecto  del  deudor.  No  se  sus- 
penderá en  ningún  caso  el  procedimiento 
ejecutivo  por  las  reclamaciones  de  un  ter- 
cero, si  no  estuvieren  fundadas  en  un  título 
anteriormente  inscrito,  ni  por  la  muerte  del 
deudor,  ó del  tercer- poseedor,  ni  por  la  de- 
claración de  quiebra,  ni  por  el  'concurso  de 
acreedores. de  cualquiera  de  ellos. 
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ORÍGENES 

% 

Arí.  133,  ley  Hipotecaria. 

JURISPRUDENCIA 

El  art.  133  de  la  Itíy  Hipotecaria,  dirigido  á 
garantir  la  eficacia  de  los  títulos  inscritos,  en 
oposición  á los  que  no  lo  estén,  aclara,  ó si  se 
quiere  modifica  la  regla  tercera  del  art.  157 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  (Sent.  12  Fe- 
brero 1872). 

Si  bien  los  artículos  157  y 177  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil  determinan,  el  primero  que 
procede  la  acumulación  cuando  haya  juicio  de 
testamentaria  y se  deduzca  una  acción  de  las 
declaradas  acumulables  contra  el  caudal  de  la 
misma  testamentaria,  y el  segundo  que  los  efec- 
tos de  la  acumúla'eíon  son  que  los  autos  acumu- 
lados se  sigan  en  un  solo  juicio  y terminen1  por 
una  sola  sentencia,  estas  disposiciones  están 
modificadas  esencialmente  por  la  ley  Hipoteca- 
ria, puesto  que  en  su  art.  133  se  declara  que 
para  conocer  de  los  juicios  ejecutivos  contra  los 
bienes  hipotecarios  es  competente  el  juez  que 
lo  fuere  del  deudor,  y que  en  ningún  caso  se 
suspenderá  el  procedimiento,  ni  por  la  muerte 
‘del  deudor,  ni  por  la  declaración  de  quiebra,  ni 
por  el  concurso  de  acreedores  (Sents-,  28  Junio 
1872  y 16  Junio  1877). 

El  precepto  establecido  en  la  regla  20  del  ar- 
tículo 309  de  la  ley  orgánica  del  poder  judicial, 
hay  que  ponerlo  en  armonía  con  el  133  de  la  ley 
Hipotecaria,  sin  que  sea  bastante  á impedirlo 
el  que  se  hubiera  solicitado  en  la  demanda  que 
la  ejecución  se  dirija,  no  sólo  contra  los  bienes 
hipotecados,  sinó  contra  los  demas  que  perte- 
necieren al  ejecutado.  (Sents.  9 Enero  1873  y 
7 Marzo  1878).  ' '■  ■ ■ ' ' 

Articuló  1844.  — La  acción  hipotecaria 
prescribirá  á los  veinte  años,  contados  des- 
de que  pueda  ejercitarse  con  arreglo  al  título 
inscrito. 

ORIGENES 

Art.  134,  ley  Hipotecaría. 


jurisprudencia 

La  acción  hipotecaria  expresa,  anterior  á la 
causa  y al  embargo  do  la  cosa  hipotocada  que 
no  tenía  la  cualidad  de  litigiosa,  os  proforente 
á la  acción  que  nace  del  delito  por  su  natura- 
leza personal.  La  sentencia  que  contradico  osto 
principio  infringe  la  doctrina  consignada  on  las 
leyes  13,  33  y 38,  tít.  XIII,  Partida  5.“,  y 20,  tí- 
tulo XIV  de  la  Partida  1.“  (Sent.  4 Mayo  1860). 

Para  la  prescripción  de  la  acción  real  hipote- 
caria es  necesario  el  trascurso  do  treinta- años 
que  exige  la  ley  63  de  Toro  (Sent.  21  Diciem- 
bre 1869). 

La  acción  real  hipotecaria  es  la  procedente 
para  reclamar  del  poseedor  de  la  finca  censida, 
no  sólo  el  capital  del  censo,  sinó  tambion  las 
pensiones  corrientes  y atrasadas  (Sent.  24 
Abril  1874). 

Artículo  1845.— Las  hipotecas  legítima- 
mente constituidas  sobre  bienes  que  no  han 
de  ser  en  adelante  hipotecabas  con  arreglo 
á esta  ley,  se  regirán,  mientras  subsistan, 
por  la  legislación  anterior. 

orígenes 

Art.  135,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  1846.— Las  inscripciones  y can- 
celaciones de  las  hipotecas  se  sujetarán  á 
las  reglas  establecidas  en  los  capítulos  2.  ° y 
■i,"  del  Título  XXII (títulos  2.u  y 4.° déla  ley), 
para  las  inscripciones  y cancelaciones  en 
general,  sin  perjuicio  de  las  especiales  con- 
tenidas en  este  Título. 

orígenes 

Art.  136,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  1847. — Las  hipotecas  son  volun- 
tarias ó legales. 

ORÍGENES 

Art.  137,  ley  Hipotecaria. 


Tü*0  ti 


V> 


CÓDIGO  CtVi b OB  ESPAÑA 


i.ill 


CAPÍTULO  ir 

DE  LAS  HIPOTECAS  VOLUNTARIAS 

* i , 


Artículo  1848. — Son  hipotecas  voluntarias 
las  convenidas  entre  partes,  ó impuestas  por 
disposición  del  dueño  do  los  bienes  sobre 
que  se  constituyan. 

ORÍGENES 

Art.  138,  ley  Hipotecaria. 

JURISPRUDENCIA 

La  acción  que  nace  del  mutuo  es  personal, 
sin  que  varíe  de  naturaleza  por  constituirse  hi- 
poteca á la  seguridad  de  la  obligación  (Sent.  22 
Agosto  1 8(17) . 

No  pueden  hipotecarse  válidamente  á la  se- 
guridad de  una  donación  hecha  por  el  marido 
fincas  que  corresponden  á su  mujer,  sin  la  in- 
tervención de  la  misma  (Sent.  19  Abril  1870). 

RESOLUCIONES  DIJ  I.A  DIRECCION 

Según  la  doctrina  del  art.  138  de  la  - ley  Hi- 
potecaria, las  hipotecas  voluntarias  pueden  sus- 
tituirse válidamente,  no  sólo  por  convenio  en- 
tre las  partes,  sino  por  exclusiva  voluntad  del 
dueño  de  los  bienes  sobre  que  las  mismas  se 
constituyan  , sin  necesidad  de  que  se  note  la 
aceptación  do  la  persona  á cuyo  favor  se  impone 
este  gravámen.  Al  disponer  el  art.  112  del  Re- 
gí amento  la  inscripción  de  las  hipotecas  cons- 
tituidas á favor  del  Estado,  de  las  corporacio- 
nes civiles  ó entidades  colectivas  sin  que  conste 
en  la  escritura  la  aceptación,  no  estableció  una 
excepción  de  los  principios  generales  de  la  ley 
Hipotecaria,  sinó  que  se  limita  á aplicar  el  con- 
signado en  el  art.  138  citado  á ciertos  casos 
particulares.  Con  arreglo  á dicho  texto  legal,  es 
también  inscribible  la  escritura  de  hipoteca  cons- 


j tituída  para  responder  de  la  ejecución  de  cierta 
sentencia  dictada  en  juicio- de  rebeldía,  á pesar 
de  que  no  resulta  aceptada  por  persona  alguna 
(líes.  Dir.  Gen.  25  Junio  1877).  , 

Los  bienes  cuyo  dominio  estuviere  gravado 
con  la  cláusula  de  sustitución,  en  el  caso  de  mo- 
rir su  poseedor  sin  hijos  en  la  edad  de  testareó 
con  cualquiera  otra  condición  resolutoria,  de- 
ben inscribirse  cuando  se  enajenen,  expresán- 
dose dicha  condición.  La  ley  Hipotecaria  no 
ha  cambiado  el  estado  legal  de  dichos  hie- 
nes,  ni  prohibido  que  se  hipotequen,  sinó  en 
cuapto  tales  hipotecas  puedan  ceder  en  perjui- 
cio de  los  que  tengan  derecho  ¿ ellos  y sin  su 
consentimiento.  (Res.  Dir,  Gen.  22  Febrero* 
1804). 

Deben  inscribirse  estas  hipotecas  expresán- 
dose en  la  inscripción  la  condición  resolutoria 
á que  dichos  bienes  se  hallen  afectos.  Esta 
inscripción  no  perjudicará  en  ningún  caso  á 
las  personas  llamadas  á la  sustitución  ó á quior 
nes  aproveche  la  condición  resolutoria,  si  llega- 
se á cumplirse,  excepto  aquellas  que  expresa- 
mente hubiesen  consentido  en  la  hipoteca.  Si  no 

Í lo  hubiesen  consentido,  y estando  pendiente  la 
condición  llegase  el  caso  de  repetir  contra,  la 
' linca  hipotecada  por  no  cumplírsela  obligación 
garantida,  sólo  podrá  hacerse  ésta  efectiva  con 
los  frutos  y rentas  que  la  finca  produjese  hasta 
que  llegue  oí  tiempo  en  que  so  cumpla  ó deje 
de  cumplirse  la  condición;  pudiéndose  .en  este 
I último  caso,  y no  en  el  primero,  enajenar 
¡ aquélla  para  satisfacer  lo  que  aún  se  debiere 
(Res.  Dir.  Gen.,  id.,  id.,  id.). 

Artículo  1849. — Sólo1  podrán  constituir 
hipoteca  voluntaria  los  que  tengan  ia  libre 
disposición  de  sus  bieues,  ó en  caso  de  no 
tenerla,  se  hallen  autorizados  para  ello  con 
arreglo  á las  leyes. 


DE  LAS.  HIPOTECAS 


'i  31 


ORÍGENES' 

Art.  io9,  ley  Hipotecaria. 

JURISPRUDENCIA 

El  acto  de  autorizar  una  mujer  á su  marido 
para  que  hipoteque  los  bienes  que  le  corres- 
ponden á la  seguridad  de  una  obligación,  no 
puede  calificarse  como  el  contrato  de  mandato 

á que  se  refieren  las  leyes  lí  del  Código  y 20 
del  Digestd  (Sent.  0 Noviembre  1867). 

Ho  puédo  confundirse  intervención  judicial 
<qU0  declara  la  incapacidad  para  ejercer  los  ac- 
tos civiles,  y por  consiguiente  para  administrar 
y disponer  de  los  bienes,  con  el  embargo  é in- 
tervención constituidos  en  éstos  por  alguna  res- 
ponsabilidad  que  afecte  á su  poseedor,  c.l  cual 
puede  desde  luego  disponer  de  ellos  cuando  ha 
cumplido  con  las  obligaciones  que  dieron  lu- 
gar á la  intervención  (Sent.  10  Junio  1873)'. 

Verificada  ésta  en  los  bienes  do  una  persona, 
para  que  no  eludiese  el  pago  de  los  alimentos 
decretados  á su  mujer  y á sus  hijos,  y conveni- 
da con  ellos  la  forma  en  que  había  de  realizar- 
se, que  aprobó  el  juzgado,  quedó  el  marido  en 
libertad,  no  sólo  de  vender  ía  finca  y constituir 
hipoteca  sobre  ella  para  la  seguridad  del  pago 
de  los  alimentos,  sinó  también  de  donar  irre- 
vocablemente el  capital  que  afectaba  á la  hi- 
poteca, con  la  condición  de  que  el  comprador, 
al  otorgarse  la  escritura  devenía,  acéptase  y 
consintiese  todas  las  cláusulas  de  dicho  conve- 
nio, con  lo  que  ni  se  infringe  el  art.  139  de 
la  ley  Hipotecaria,  ni  menos  se  cambia  por  la 
escritura  de  venta  la  esencia  y forma  de  lo  pac- 
tado en  el  convenio  (Senf.  id',  id.  id¡. 


Artículo  18o0.— -Los  que,  con  arreglo  al 
artículo  anterior,  tienen  la  facultad  de  cons- 
tituir hipotecas  voluntarias,  podrán  hacerlo 
por  sí  ó por  medio  de  apoderado,  con  poder 
especial  para  contraer  este  género  do  obli- 
gaciones, otorgado  ante  notario  público. 

ORÍGENES 

Art.  140,  ley  Hipotecaria. 

JURISPRUDENCIA 

Las  hipotecas  quo  so  constituyan  con  poder 
bastante  no  necesitan  de  ratificación  (Sent.  10 
Mayo  1876). 

RESOLUCIONES  DE  LA  DIRECCION 

Coil  arreglo  al  art.  140  de  la  ley  Hipotecaria, 
las  hipotecas  voluntarias  pueden  constituirse 
por  medio  de  apoderado  con  poder  especial 
para  contraer  este  género  de  obligaciones,  otor- 
gado ante  notario  público  (Res.  Dir.  Gen.  13 
Mayo  1880).. 

Artículo  1851.  — La  hipoteca  constituida 
por  un  tercero  sin  poder  bastante,  podrá 
ratificarse  por  el  dueño  de  los  bienes  hipote- 
cados; pero  no  surtirá  efecto  sinó  desdo  la 
fecha  en  que  por  una  nueva  inscripción  so 
subsane  la  falta  cometida. 

ORÍGENES 

'Art.  141,  ley  Hipotecaria. 


■ 'RESOLUCIONES  DE  LA  DIRECCION 

Véase  la  resolución  de  8 de  Enero  de  í 878,  en 
el  articulo  1815  ¡105  de  la  ley). 

Siendo  nulas  las  obligaciones  en  que  las  mu- 
jeres casadas  (ley  61  de  Toro)  se  constituyen  | 
en  fiadoras  de  sús  maridos,  la  excepción  esta- 
blecida* en  la  ley  de  Toro  respecto  á las  consti- 
tuidas qni^ancom un  para  reaponder  de  las  ren  - 
tas reales,  no  puede  extenderse  en  manera  al- 
guna á la  responsabilidad  que  contrajese  el 
marido  como  recaudador,  depositario  de  fondos 
municipales;  pues  siendo  esta  disposición  de 
carácter  privilegiado,  no  puede  extenderse  á 
otros  casos  no  comprendidos  en  el  sentido  y te- 
nor literal  de  la  ley  (Res.  Dir.  Gen.  14  Febre- 
ro 1878)i 


Artículo  1852,  — Lá  hipoteca  constituida 
para  la  seguridad  do  una  obligación  futura, 
ó sujeta  á condiciones  suspensivas  inscritas, 
surtirá  efecto  contra  tercero,  desde  su  ins- 
cripción, sila  obligación  llega  á contraerse, 
ó la  condición  á cumplirse. 

Si  la  obligación  asegurada  estuviere  suje- 
ta á condición  resolutoria  inscrita,  surtirá 
la  hipoteca  su  efecto  en  cuanto  al  tercero, 
hasta  que  se  haga  constar  en  el  registro  el 
cumplimiento  de  la  condición. 

orígenes 

Art.  142,  ley  Hipotecaria. 
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Artículo  1853.— Cuando  se  contraiga  la 
obligación  futura  ó se  cumpla  la  condición 
suspensiva  de  que  trata  el  párrafo  primero 
del  artículo  anterior,  deberán  los  interesa- 
dos hacerlo  constar  así  por  medio  de  una 
nota  al  márgen  de  la  inscripción  hipoteca- 
ria, sin  cuyo  requisito  no  podrá  aprovechar 
ni  perjudicar  á tercero  la  hipoteca  consti- 
. tuída. 

ORÍGENES 

Art.  143,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  1854. — Todo  hecho  ó convenio 
entre  las  partes,  que  pueda  modificar  6 
destruir  la  eficacia  de  una  obligación  hipo- 
tecaria anterior,  como  el  pago,  la  compen- 
sación, la  espera,  el  pacto  6 promesa  de  no 
pedir,  la  novación  del  contrato  primitivo  y 
la  transacción  ó compromiso,  no  surtirá 
efecto  contra  tercero,  como  no  se  haga 
constar  en  el  Registro  por  medio  de  una 
inscripción  nueva,  de  una  cancelación  total  í 
ó parcial,  ó de  una  nota  marginal,  según 
los  casos. 

ORÍGENES 

Art.  144,  loy  Hipotecaria. 

JURISPRUDENCIA 

La  ejecutoria  que  declara  hipotecario  un  eré-  ■ 
dito  por  haberle  dado  este  carácter  la  escritura 
en  que  se  consignó,  no  infringe  la  ley  33,  tí- 
tulo X ITT , Partida  5.\  ni  el  art.  144  de  la 
ley  Hipotecaria  (Sent.  6 Noviembre  1867). 

Artículo  1855. — No  se  considerará  asegu- 
rado con  la  hipoteca  el  interes  del  préstamo 
•en  la  forma  que  prescribe  el  art.  1824-(li4 
de  la  ley),  sinó  cuando  la  estipulación  y ¡ 
cuantía  de  dicho  ínteres  resulten  de  la  ins- 
ripejon  misma. 

ORÍGENES  . 


' l.°  Que  se  hayan  convenido  <5  mandado 

constituir  en  escritura  pública. 

2.°  Que  la  escritura  se  haya  inscrito 
en  el  Registro  que  se  establece  por  (el  Títu- 
lo XXII. 

ORIGENES 

■ 

Art.  146,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  1857. — El  acreedor  hipotecario 
podrá  repetir  contra  los  bienes  hipotecados 
por  el  pago  de  loa  intereses  vencidos,  cual- 
quiera que  sea  la  época  en  que  deba  verifi- 
carse el  reintegro  del  capital;  mas  si  hu- 
biere un  tercero  interesado  on  dichos  bienes, 
á quien  pueda  perjudicar  la  repetición,  no 
podrá  exceder  la  cantidad  que  por  ella  se 
reclame  de  la  correspondiente  á los  réditos 
de  los  dos  últimos  años  trascurridos  y no  pa- 
gados, y la  parte  vencida  de  la  anualidad 
corriente. 

La  parte  de  intereses  que  el  acreedor  no 
pueda  exigir  por  la  acción  real  hipotecaria, 
podrá  reclamarla  del  obligado  por  la  perso- 
nal, siendo  considerado  respecto  á ella,  en 
caso  de  concurso,  como  acreedor  escritu- 
rario. 

ORÍGENES 

Art.  147,  ley  Hipotecaria. 

JURISPRUDENCIA 

La  ley  Hipotecaria  no  tiene  aplicación  á con- 
tratos celebrados  con  anterioridad  á la  época 
en  que  se  publicó;  y por  consiguiente  en  estos 
casos  el  pago  de  réditos  debe  hacerse  en  la  for- 
ma pactada,  sin  tenor  en  cuenta  lo  dispuesto  en 
el  art.  147  de  dicha  ley  (Sent.  15  Octubre  1874). 

Artículo  185cS. — Las  inscripciones  de  hi- 
potecas voluntarias  sólo  podrán  ser  cance- 
ladas en  la  forma  prevenida  en  el  art.-  1984 
(82  déla  ley).  Si  no  se  prestaren  á la  cance- 
lación los  que  deban  hacerla , podrá  decre- 
tarse judicialmente. 


Art.  145,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  Í850, — Para  que  las  hipotecas 
voluntarias  puedan  perjudicar  á tercero  se 
requiere: 


ORÍGENES 

Art.  148,  ley  Hipotecaria.. 

Artículo  1859. — Cuando  se  redima  un 
censo  gravado  con  hipoteca,  tendrá  derecho 


DE  LAS  HIPOTECAS 


el  acreedor  hipotecario  á que  el  reditúente, 
á su  elección,  le  pague  su  crédito  por  com- 
pleto, con  los  intereses  vencidos  y por  ven- 
cer, ó le  reconozca  su  misma  hipoteca  sobre 
la  finca  que  estuvo  gravada  con  el  censo. 

En  este  líltimo  caso,  se  hará  una  nueva 
inscripción  de  la  hipoteca,  la  cual  expresará 
claramente  aquella  circunstancia,  y surtirá 
efecto  desde  la  fecha  de  la  inscripción  an- 
terior. 

ORÍGENES 

Art.  149,  ley  Hipotecaría. 

Articulo  1860. — Él  erédi'to  hipotecario 
puede  enajenarse  ó cederse  á un  tercero  en 
todo  6 en  parte,  siempre  que’se  haga  en  es- 
critura pública,  de  que  se  dé  conocimiento  al 
deudor,  y que  se  inscriba  en  el  Registro. 

El  deudor  no  quedará  obligado  por  dicho 
contrato  á más  que  lo  estuviere  por  el  suyo. 

El  cesionario  se  subrogará  en  todos  los 
derechos  dei  cedente. 

Si  la  hipoteca  se  ha  constituido  para  ga- 
rantízar  ohligaciones  trasíerihles  por  endoso 
ó títulos  al  portador,  el  derecho  hipotecario 
se  entenderá  trasferido  con  la  obligación  <5 
con  el  título,  sin  necesidad  de  dar  de  ello 
conocimiento  al  deudor,  ni  de  hacerse  cons- 
tar la  trasferencia  en  el  Registro. 

. ’ ■ ORÍGENES 

Art.  153,  ley  Hipotecaria. 

JURISPRUDENCIA 

i : ; i . 

Limitándose  la  disposición  que  contiene  el 
art.  153  de  la  ley  Hipotecaria  á facilitar  la  tras- 
misión de  los  derechos  inscritos  en  el  Registro 
de  la  propiedad,  se  halla  subordinada  á lo  esta- 
blecido en  las  leyes  comunes  acerca  de  los  de- 
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rechos  y obligaciones  que  nacen  de  lo3  con- 
tratos (Sent.  31  Enero  1808). 

Artículo  1861. — Si  en  los  casos  en  que 
deba  hacerse  se  omite  dar  conocimiento  al 
deudor  de  la  cesión  del  crédito  hipotecario, 
será  el  cedente  responsable  de  los  perjuicios 
.que  pueda  sufrir  el  cesionario  por  conse- 
[ cuencia  de  esta  falta. 

orígenes 

Art,  154,  ley  Hipotecaria, 

Artículo  1862. — Los  derechos  ó créditos 
asegurados  con  hipoteca  legal  no  podrán 
cederse  sino  cuando  haya  llegado  el  caso 
de  exigir  su  importe,  y sean  legalmenle  ca- 
paces para  enajenarlos  las  personas  que  los 
tengan  á su  favor. 

ORÍGENES 

■ 

Art.  155,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  1863. — La  hipoteca  subsistirá  en 
cuanto  á tercero,  miéntras  no  se  cancele  su 
inscripción. 

ORÍGENES 

Art.  156,  ley  Hipotecaria. 

RESOLUCIONES  DE  LA  DIRECCION 

El  derecho  de  hipoteca  se  considera  extingui- 
do cuando  do  la  escritura  otorgada  por  los  acree- 
dores consta  con  la  claridad  suficiente,  atendida 
la  época  en  que  se  redactó  el  documento,  la 
voluntad  y consentimiento  de  los  acreedores, 
de  dar  por  extinguido  y cancelado  dicho  grava- 
men al  declarar  que  trasmitían  la  finca  que  es- 
taba á ellos  hipotecada  en  pleno  dominio  y sin 
; reservarse  sobre  la  misma  derecho  ni  acción 
: alguna  (Res.  Dir.  Gen.  31  Marzo  1879). 


m 
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CAPÍTULO  III 

DE 'LAS  HIPOTECAS  LEGALES  ■ „ ■ . 

/ 


Artículo  18G4.— Son  únicamente  hipote- 
cas legales  las  establecidas,  en  el  art.  1875 
(168.de  la  ley). 

ORÍGENES 

Art.  157,,  ley  Hipotecaria.' 

Artículo  1805. — Las  personas  á cuyo  fa- 
vor establece  esta  ley  hipoteca  legal,  no 
tendrán  otro  derecho  que  el  de  exigir  la 
constitución  de  una  hipoteca  especial  sufi- 
ciente para  la  garantía  de  su  derecho. 

_ i_.1. 

ORÍGENES 

Art.  158,  ley  Hipotecaria. 

JURISPRUDENCIA 

Los  artículos  1 58  y 159  de  la  ley  Hipotecaria, 
referentes  á las  hipotecas  legales  que  ella  es- 
tablece, no  son  aplicables  á las  que  tuvieran  su 
origen  antes  de  regir  aquella  ley  (Sent.  28  Ju- 
nio 1871) . ..  . .. 

Artículo  1866.  — Para  que  las  hipotecas 
legales  se  entiendan  constituidas,  'se  nece- 
sita la  inscripción,  del  título  en  cuya  virtud 
se  constituyan. 

ORÍGENES 

Art.  159,  ley  Hipotecaria. 

JURISPRUDENCIA  , 

Para  que  se  entiendan  constituidas,  se  necesi- 
ta la  inscripción  del  título  en  cuya  virtud  se 
constituyan,  según  se  previene  en  ol  art.  159 
de  la  ley  Hipotecaria  (Sent.  11  Febrero  18741, 


Artículo  1867. — Las  personas  á cuyo  fa- 
vor establece  esta  ley  hipoteca  legal,  podrán 
exigir  que  se  constituya  la  especial  sobre 
cualesquiera  bienes  inmuebles,  ó derechos 
reales  de  que  pueda  disponer  el  obligado  á 
prestarla,  siempre  quer  con  arreglo  á esta 
ley,  sean  hipotecables. 

También  podrán  exigir  dicha  hipoteca  en 
cualquier  tiempo,  aunque  haya  cesado  la 
causa  que  le  diere  fundamento,  como  el 
matrimonio,  la  tutela,  la  patria  potestad’ ó 
la  administración^  siempre  que  esté  pen- 
diente de  cumplimiento  la  obligación  que  se 
debiera  haber,  asegurado. 

: . ■ _ . 

ORÍGENES 

Art.  i 60,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  1868. — La  hipoteca  legal,  lina 
vez  constituida  é inscrita,  surte  ltís  mismos 
efectos  que  la  voluntaria,  sin  más  excepcio- 
nes que  las  expresamente  determinadas  en 
esta  ley,  cualquiera  que  sea,  la  persona  que 
deba  ejercitar  los  derechos  que  la  misma  hi- 
poteca confiera. 

ORIGENES 

Art.  161,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  1869. — Si  para  la  constitución  de 
alguna  hipoteca  legal  se  ofrecieren  diferen- 
tes bienes  y no  convinieren  los  interesados 
en  la  parte  de  responsabilidad  que  haya  de 
pesar  sobre  cada  uno,  conforme  á lo  dis- 
puesto en  el  art.  1829(119  de  la  ley), deci- 
dirá el  Juez  ó el  Tribunal,  previo  dictámen 
de  peritos. 
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Del  mismo  modo  decidirá  el  Juez  6 el  Tri-  l 
bunal  las  cuestiones  que  se  susciten  entré  , 
los  interesados,  sobre  la  calificación  de  su- 
ficiencia de  los  bienes  ofrecidos  para  la 
constitución  de  cualquiera  hipoteca  legal. 


ORIGENES 


* I 


Art.  162,  ley  Hipotecaria. 

* 

Artículo  1870. — En  cualquier  tiempo  en 
que  llegaren  á ser  insuficientes  las  hipóte-  l 
cas  legales  inscritas,  podrán  reclamar  su  ' 
ampliación  ó deberán  pedirla  los  que  con 
arreglo  á esta  ley  tengan  respectivamente 
el  derecho  ó la  obligación  de  exigirlas  y de  ¡ 
calificar  su  suficiencia. 

. ■■  1 

orígenes 

Art.  163,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  1871. — Las  hipotecas  legales 
inscritas  subsistirán  hasta  que  se  extingan 
los  derechos  para  cuya  seguridad  se  hubie- 
ren constituido,  y se  cancelarán  en  los  mis- 
mos términos  que  las  voluntarias. 


ORÍGENES 

Art.  164,  ley  Hipotecaria. 


Según  Jo  dispuesto  en  el  art.  Í04  de  la  ley  Hi- 
potecaria, las  hipotecas  legales  subsistirán  hasta 
que  se  extingan  los  derechos  para  cuya  segu- 
ridad hubiesen  sido  constituidas,  y se  concede- 
rán en  los  mismos  términos  que  las  voluntarias,  ' 
las  cuales,  inscritas  on  el  Registro  por  medio  de 
escritura  pública,  aunque  proceda  su  cancela-  t 
cion,  si  no  la  consintiera  aquel  á quien  ésta  per- 
. judique,  no  se  cancelarán  sinó  por  providencia 
ejecutoria  contra  la  cual  no  se  halle  pendiente 
recargo  de  casación,  según  expresamente  se  es- 
tablece en  el  art.  82  de  la  precitada  ley  (Sen- 
tencia 20  Marzo  1873).  : j 

-Artículo  1873.— Para  constituir  ó ampliar 
judicialmente,  y á instancia  de  parle,  cual- 
quiera hipoteca  legal,  se  procederá  con  su-  1 
jecion  á las  reglas  siguientes: 

1/  El  que  tenga  derecho  á exigirla,  pre-  ! 


Í3 


sentará  un  escrito  en  el  Juzgado  6 Tribunal 
del  domicilio  del  obligado  á prestarla,  pi- 
diendo que  se  constituya  la  hipoteca,  fijan- 
do 3a  cantidad  por  que  deba  constituirse,  y 
señalando  los  bienes  que  puedan  ser  gra- 
vados con  ella,  ó por  lo  ménos  el  Registro 
donde  deban  constar  inscritos  los  que  posea 
la  misma  persona  obligada. 

2. a  A este  escrito  acompañará  precisa- 
mente el  título  ó documento  que  produzca 
el  derecho  do  hipoteca  legal,  y si  fuere  posi- 
ble, una  certificación  del  Registrador  en 
que  consten  todos  los  bienes  hipotecablos 
que  posea  el  demandado. 

3. a  El  Juez  ó Tribunal,  en  su  vista,  man- 
dará comparecer  á su  presencia  á todos  los 
interesados  en  la  constitución  de  la  hipo- 
teca, á fin  de  que  se  avengan,  si  fuere  posi  - 
ble,  en  cuanto  al  modo  de  verificarla. 

4. "  Si  se  avinieren,  mandará  el  J uez  ó el 
Tribunal  constituir  la  hipoteca  en  los  tér- 
minos que  se  hayan  convenido. 

5/  Si  no  se  avinieren,  ya  sea  en  cuanto 
á la  obligación  de  hipotecar,  ó ya  en  cuanto 
á la  cantidad  que  deba  asegurarse,  ó la  su- 
ficiencia de  la  hipoteca  ofrecida,  se  dará 
traslado  del  escrito  de  demanda  al  deman- 
dado, y seguirá  el  juicio  los  trámites  esta- 
blecidos para  los  incidentes  en  los  artícu- 
los 342  al  350  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil. 

ORÍGENES 

Art.  165,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  1873. — En  los  casos  en  que  el 
Juez  ó el  Tribunal  deba  proceder  de  oficio 
para  exigir  la  constitución  de  una  hipoteca 
legal,  dispondrá  que  el  Registrador  corres- 
pondiente le  remita  la  certificación  preve- 
nida en  la  regla  segunda  del  artículo  ante- 
rior; en  su  vista,  mandará  comparecer  ai 
obligado  á constituir  la  hipoteca,  y con  su 
audiencia  y la  del  Ministerio  fiscal,  seguirá 
después  el> juicio  por  los  trámites  que  queda  n 
prescritos. 

ORÍGENES 

Art.  166,  ley  Hipotecaria. 
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Artículo  1874.— Lo  dispuesto  en  los  dos 
anteriores  artículos  so  entenderá  sin  perjui- 
cio de  las  reglas  establecidas  en  el  art.  194 
sobre  hipotecas  por  bienes  reservables,  y en 
¡a  ley  de  Enjuiciamiento  civil  sobre  fianzas 
de  los  tutores  y curadores,  y no  será  aplica- 
ble á la  hipoteca  legal  á favor  del  Estado, 
de  las  provincias  ó de  los  pueblos,  sino 
cuando  los  reglamentos  administrativos  no 
establecieren  otro  procedimiento  para  exi- 
girla. 

ORIGENES 

Art.  167,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  1875. — Se  establece  hipoteca  le- 
gal: 

1. °  En  favor  de  las  mujeres  casadas, 
sobre  los  bienes  de  sus  maridos: 

Por  las  dotes  que  les  hayan  sido  entrega- 
das solemnemente  bajo  fe  de  notario. 

Por  las  arras  ó donaciones  que  los'mismos 
maridos  les  hayan  ofrecido  dentro  de  los  lí- 
mites de  la  ley. 

Por  los  parafernales  que  con  la  solemni- 
dad anteriormente  dicha  hayan  entregado 
á sus  maridos. 

Por  cualesquiera  otros  bienes  que  las  mu- 
jeres hayan  aportado  al  matrimonio  y en- 
tregado á sus  maridos  con  la  misma  solem- 
nidad. 

2. *  En  favor  de  los  hijos,  sobre  los  bie- 
nes de  sus  padres,  por  los  que  éstos  deban 
reservarles  según  las  leyes,  y por  los  de  su 
peculio. 

'¿.l'  En  favor  de  los  hijos  del  primer  ma- 
trimonio, sobre  ios  bienes  de  su  padrastro, 
por  los  que  la  madre  haya  administrado  ó 
administre,  ó por  los  que  deha  reservarles. 

4. °  En  favor  de  los  menores  ó incapaci- 
tados, sobre  los  bienes  de  sus  tutores  ó cu- 
radores, por  los  que  éstos  hayan  recibido  de 
ellos,  y por  la  responsabilidad  en  que  incur-  j 
rieren. 

5. °  En  favor  del  Estado,  de  las  provin-  . 
cías  y de  los  pueblos;  sobre  los  bienes  de  los 
que  contraten  con  ellos  ó administren  sus 
intereses,  por  las  responsabilidades  que  con-  ; 
trajeren  con  arreglo  á derecho;  sobre  los 


bienes  de  los  contribuyentes,  po,r  el  importe 
de  una  anualidad  vencida  y no  pagada.. de 
los  impuestos. que  graviten  sobre  ellos. 

. 6.°  En  favor  de  los  aseguradores,  sobre 
los  bienes  asegurados,  por  los  premios  del 
seguro  de  dos  años,  y si  fuere  el  seguro 
mutuo,  por  los  dos  últimos  dividendos  que 
so  hubieren  hecho. 

ORÍGENES  t 

Art.  108,  ley  Hipotecaria. 

■JURISPRUDENCIA 

Según  las  leyes  25  y 33,  tít.  XIII,  Partida  5.a, 
el  Estado  tiene  hipoteca  legal  privilegiada  en  los 
bienes  de  sus  deudores  para  la  cobranza  do  sus 
créditos,  sin  que  se  haya  hecho  innovación  al- 
guna en  la  legislación  mercantil  acerca  de  es- 
tos derechos  (ñent.  6 Noviembre  1867). 

Según  las  terminantes  prescripciones  de  la 
ley  Hipotecaria  vigente,  sólo  pueden  ejercitar  el 
derecho  á que  se  constituya  hipoteca  aquellos 
interesados  á cuyo  favor  se  establecen  hipote- 
cas legales  en  alguno  de  los  casos  taxativamente 
señalados  en  el  art.  168,  ó aquellos  que  á la 
publicación  de  dicha  ley  tuvieran  á su  favor 
alguna  de  las  hipotecas  legales  que  establecía 
la  legislación  anterior.  (Sent.  21  Enero  1874). 

RESOLUCIONES  DE  LA  DIRECCION 

La  hipoteca  constituida  por  un  marido  me- 
nor de  edad,  con  el  objelo  de  garantir.  la  dote 
de  su  mujer,  es  inscribible,  porque  el  articulo 
primero  de  la  real  orden  de  28  do  Agosto  de 
1876  se  refiere  á los  hijos  no  emancipados,  y el 
que  se  casa  lo  está  en  virtud  del  matrimonio. 
No  es  aplicable  á la  escritura  de  hipoteca  lo 
consignado  en  las  leyes  de  Partida  y Recopi- 
ladas, porque  estando  prohibidos  por  la  actual 
legislación,  según  ha  declarado  oí  Tribunal 
Supremo  en  sentencias  de  23  de  Octubre  de 
1857  y 11  de  Enero  de  1859,  los  contratos  entre 
marido  y mujer  fuera  de  los  casos  exceptuados, 
el  otorgamiento  en  estos  últimos  tiene  que  re- 
girse por  leyes  especiales.  La  ley  Hipoteca- 
ria atribuye  suficiente  capacidad  al  esposo 
menor  de  edad  para  otorgar  por  sí  solo  el  con- 
trato de  hipotoca  á favor  de  su  esposa,  como 
consecuencia  forzosa  ó ineludible  del  matrimo- 
nio contraídov  en  el  mero  hecho  de  no  exigir 
ningún  otro  x*equisito  para  su  otorgamiento,  co- 
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mo  exige  el  de  la  autorización  judicial  para  que 
los  cónyuges  menores  de  edad  puedan  enajenar 
ó gravar  en  favor  de  un  extraño  los  bienes  do- 
tales  ó los  hipotecados ' á la  seguridad  de  los 
mismos;  porque  el  sentido  de  la  ley  Hipote- 
caria, de  acuerdo  esta  parte  con  los  princi- 
pios consignados  en  el  proyecto  do  Código  ci- 
vil y con  la  práctica  que  viene  observándose,  re- 
chaza la  autorización  judicial  para  que  los  cón- 
yuges menores  de  edad  puedan  otorgar  los  con- 
tratos do  aportación  dotal  y constitución  de  hi- 
poteca, cuyo  Sentido  confirma  el  mismo  texto 
de  la  ley  al  estimar  suficiente  la  intervención  de 
los  padres  ó del  curador  de  la  mujer  menor  de 
edad  para  los  actos  importantes  de  reclamar  la 
hipoteca  legal  y calificar  la  suficiencia  do  la 
ofrecida  por  el  marido,  asi  como  al  reservar  la 
intervención  judicial  al  caso  en  que  no  hubiese 
avenencia  ó conformidad  entre  los  esposos  so- 
bre la  obligación  de  constituir  dicha  hipoteca  y 
sobro  la  calidad  y cuantía  de  los  bienes  ofreci- 
dos. No  siendo  necesaria  ni  exigiendo  la  ley 
Hipotecaria  la  autorización  judicial  para  todo 
los  actos  relacionados  con  la  aportación  dotal 
por  parte  de  la  mujer  menor  de  edad,  tampoco 
puede  exigirse  paraque  el  marido  complete  estos 
mismos  actos  legales,  sobre  todo  si  se  tiene  pre- 
sente que  este  último  viene  obligado  á consti- 
tuir el  de  hipoteca,  y que  ningún  perjuicio  pue- 
de áufrir  áun  en  el  caso  de  que  constituyese  en 
hipoteca  bienes  que  excediesen  en  gran  canti- 
dad del  valor  de  los  dótales  asegurados,  porque 
según  la  doctrina  de  dicha  ley,  sólo  quedarían 
gravados  en  cuanto  al  verdadero  importo  del 
crédito  dotal,  podiendo  disponer  de  lo  que  so- 
brase después  de  cubierta  dicha  responsabilidad 
(Res.  Dir.  Gen.  3 Mayo  1878). 

SI  bien  el  art.  171  de  la  ley  Hipotecaria  au- 
toriza al  marido,  para  constituir  en  cualquier 
tiempo  hipoteca  á favor  de  lar  mujer  por  la  do- 
te que  confesó  haber  recibido  'untes  de  la  cele- 


bración ó en  el  primer  ano  del  matrimonio, 
es  necesario  que  se  haga  constar  judicialmente 
la  existencia  de  los  bienes  dótales  ó la  de  otros 
semejantes  ó equivalentes  en  el  momento  de 
reclamarse  por  la  mujer  la  constitución  de  di- 
cha hipoteca  (Res.  Dir.  Gen.  14  Mayo  187(5). 


4373  ,1390,  131)7,.  1398, -'1309,  1100,  110 1, 
1402  1403,  1404,  1405,  1400,  1107,  1408, 
1409,  1410,  1411.  1413,  1414,  1415,  1410, 
1417,  1418  y 1434. 

ORÍGENES 

Arts.  172  y siguientes,  hasta  el  21 G inclusive, 
de  la  ley  Hipotecaria. 

Artículo  1877. — Las  Direcciones  genera- 
res, los  Gobernadores  de  las  provincias  y 
los  Alcaldes,  deberán  exigir  la  constitusiou 
de  hipotecas  especiales  sobre  los  bienes  de 
los  que  manejen  fondos  públicos  ó contraten 
con  el  Estado,  las  provincias  ó los  pueblos, 
en  todos  los  casos  y en  la  forma  que  pros- 
criban los  reglamentos  administrativos'. 

ORÍGENES 

Art.  217,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  1878. — El  Estado,  las  provincias 
ó los  pueblos  tendrán  preferencia  sobre 
cualquier  otro  acreedor  para  el  cobro  de 
una  anualidad  de  los  impuestos  que  graven 
á los  inmuebles. 

Para  tener  igual  preferencia  por  mayor 
suma  que  la  correspondiente  á dicha  anua- 
lidad, podrá  exigir  el  Estado  una  hipoteca 
especial,  en  la  forma  que  determinen  los  re- 
glamentos administrativos. 

ORÍGENES 

Art.  218,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  1879.— El  asegurador  do  bienes 
inmuebles  tendrá  derecho  á exigir  una  hi- 
poteca especial  sobre  los  bienes  asegurados, 
cuyo  dueño  no  baya  satisfecho  los  premios 
del  seguro  de  dos  ó más  años,  ó de  dos  >> 
más  de  los  últimos  dividendos,  si  el  seguro 
fuere  mutuo. 

OltííjENIiS 


Artículo  1876. — Las  hipotecas  á que  se 
refiere  el  artículo  anterior  se  regirán  por 
las  disposiciones  de  los  artículos  217,  218,  ! 
219,  220,  221,  255,  256,  257,  1120,  1121,  J 
1122,  1123,  1124,  1125,  1120,  1127,  1372, 

Tomo  Ií 


Art.  219,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  1880.  — Mientras  no  se  deven- 
guen los  premios  de  los  dos  anos,  o los  do^ 
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últimos  dividendos  en  su  caso,  tendrá -el 
crédito  del  asegurador  preferencia  sobre  los 
domas  créditos. 

ORÍGENES 

Arl.  22U,  loy  I lipotocaria. 

Artículo  ISSi. — Devengados  y no  satisfe- 


chos los  dos  dividendos  ó las. dos  anualida- 
des de  que  tratan  los  dos  artículos  anterio- 
res, deberá  constituirse  la  hipoteca  por  toda 
ia  cantidad -que  se  debiere,  y la  inscripción 
no  surtirá  efecto  sinó  desde  su  fecha. 

orígenes 
Art.  ¡221,  loy  Hipotecaria. 


TÍTULO  XXII 


del  registro  PUBLICO 


CAPITULO  PRIMERO  - 


DE  LOS  TÍTULOS  SUJETOS  Á INSCRIPCION  (1) 


Artículo  1882. — 'Subsistirán  los  Registros 
de  la  propiedad  inmueble  en  todos  los  pue- 
blos en  que  se.  hallan  establecidos.  No  po- 
drán suprimirse  ni  crearse  Registros  sino 
por  una  ley.  Para  alterarse  la  circunscrip- 


to Exposición  de  motivos.—  ¿Cíuáles  deben  de 
ser  las  bases  de  la  nueva  ley?  El  Gobierno  no 
las  prescribió  á la  Comisión,  si  bien  en  Real  orden 
de  10  de  Agosto  del  mismo  año  (1855)  manifestó  el 
deseo  de  que  la  nueva  ley  partiera  del  principio  de 
publicidad,  que  no  se  reconocieran  para  lo  sucesivo 
hipotecas  generales,  que  se  establecieran  formali- 
dades exteriores  para  la  traslación  de  Ja  propiedad 
y de  los  demas  derechos  en  la  cosa,  que  se  medita- 
se con  detención  la  conveniencia  ó inconveniencia 
de  suprimir  lashipotecas  legales,  y que  en  el -primer 
caso  se  excogitaran  los  medios  de  conciliar  la  su- 
presión con  los  intereses  que  antes  protegía  el  pri- 
vilegio, y especialmente  los  de  las  mujeres  casadas, 
menores  é incapacitados.  Mae  reconociendo  él  Go- 
bierno la  grave  trascendencia  de  estas  cuestiones, 
confió  á la  Comisión  la  difícil  tarea  de  examinarlas, 
en  la  seguridad  de  que  estudiaría  los  .trabajos  ante- 
riores, los  -compararía  con  las  leyes  de  las  demas 
naciones,  y prepararía  un  proyecto  digno  de  ser 
ley,  y que  fuera  base  y punto  de  partida  para  plan- 
tear reformas  vivamente  ansiadas  por  el  país,  algu- 
nas iniciadas  ó reclamadas  enérgicamente  por  sus 
representantes. 

La  plena  confianza  que  el  Gobierno  ha  depositado 
en  la  Comisión , y la  libertad  en  que  la  dejó  para 
seguir  sus  propias  inspiraciones,  la  han  comprome- 
tido. más  y más  á procurar  el  acierto;  estudios  con- 
cienzudos y detenidos,  discusiones  frecuentes  y pro- 
longadas, y multiplicadas  revisiones,  han  sido  por 
mucho  tiempo  la  taréh  continua  de  la  Comisión, 
que  si  no  ha  llegado  á llenar- su  encargo  tan  cum- 
plidamente como  deseara,  puede  asegurar  al  ménoa 
que  ha  puesto  en  contribución  cuanto  alcanzaba 
para  cop&eguirlo.  Pero  á pesar  de  haber  encontrado. 


cion  territorial  que  en  la  actualidad  corres- 
ponde á cada  Registro,  deberá  existir  mo- 
tivo de  necesidad  ó conveniencia  pública , 
que  se  hará  constar  en  expediente,  y será 
oído  el  Consejo  de  Estado. 


no  sólo  aceptables,  sinó  preferibles  ios  principios 
indicados  por  el  Gobierno,  no  por  eso  tiene  la  pre- 
sunción de  haber  acertado.  En  materias  tan  difíci- 
les, tan  complicadas,  en  que  vienen  á jugar  todas 
las  instituciones  sociales,  nadie,  por  grandes  que 
sean  sus  esfuerzos,  puede  confiaren  su  trabajo;  bas- 
tante gloria  es  la. dh  emprenderlo  y llevar  una  pie- 
dra á la  grande  obra  de  la  regeneración  del  derecho. 

Y esta  desconfianza  que  naturalmente  tiene  la 
Comisión  en  todos  sus  trabajos,  debe  ser  mayor  ai 
tratar  del  sistema  hipotecario.  No  sucede  respecto 
á él  lo  que  en  la  mayor  parte  de  las  instituciones 
del  Derecho  civil,  en  que  la  ciencia  y la  experiencia 
de  una  larga  serie  de  siglos  han  llegado  á formar 
reglas  admitidas  universalmente,  y que  vienen  á 
formar  el  Derecho  común  de  los  pueblos  civilizados. 

La  legislación  hipotecaria,  como  sistema,  es  lioy 
objeto  de  grandes  controversias;  la  última  palabra 
de  la  ciencia  respecto  de  las  bases  sobre  que  debe 
descansar,  no  ha  sido  pronunciada  todavía.  Las 
naciones  de  Europa  están  divididas  en  el  modo  de 
__  resolver  las  grandes  cuestiones  á que  da  lugar  tan 
interesante  parte  de  la  legislación  civil : disputarme 
: el  terreno  dos  sistemas  puestos  frente  á frente : el 
que  introdujo  el  Código  civil  francés,  imitado  por 
otros  muchos  pueblos,  y el  que,  nacido  en  Prusin, 
ha  llegado  á obtener  en  sus  reglas  capitales  tantos 
partidarios  y dominado  en  tantos  paises. 

Si  en  esta  materia  tuvieran  que  seguirse  las  tra- 
diciones españolas,  la  cuestión  acerca  de  las  bases 
fundamentales  de  la  ley  estaría  resuelta.  Nuestra 
actual  legialaciou  hipotecaria  adopta  un  sistema 
mixto:  lejos,  de  seguir  el  que  puede  llamarse  i/crntu- 
■ nico , cuyas  bases  son  la  publicidad  absoluta  y la 
especialidad  rigurosa  de  las  hipotecas,  admite  una 
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combinación  de  este  sistema  con  el  de  las  hipote- 
cas ocultas  y generales,  no  ya  circunscrito , como 
lo  han  hedió  otras  naciones,  en  favor  de  las  muje- 
res casadas,  de  los  menores,  de  los  incapacitados  y 
de  la  firmeza  de  los  actos  judiciales,  sino  con  una 
extensión  que  áun  dentro  de  su  Lase  no  está  siem- 
pre justificada.  i 

Mas  la  Comisión,  que  por  regla  general  propende 
en  todos  sus  actos  á lo  histórico,  á lo  tradicional,  y 
que  no  crcc  que  deben  las  leyes  cambiar  las  bases 
del  Derecho ‘antiguo  sino  cuando  la  conveniencia 
de  hacerlo  así  se  halla  plenamente  justificada  y que 
reconoce  de  buen  grado  que  el  legislador  debe  pro- 
gresar conservando  cuando  no  es  notoria  y urgente 
j’a  necesidad  de  echar  á tierra  la  obra  de  las  genera- 
ciones que  pasaron  para  levantar  otra  más  adecua- 
da á las  exigencias  de  la  época,  se  ve  hoy  obligada 
a presentarse  como  innovadora,  á pedir  que  nues- 
tro sistema  hipotecario  se  asiente  sobre  nuevas 
bases,  y que  para  ello  se  modifiquen  todas  las  leyes 
que  se  refieren  á las  hipotecas.  Profundo  debe 
ser  el  convencimiento  de  la  Comisión  cuando,  á pe- 
sar de  su  religioso  respeto  al  derecho  nacioiTal,  pro- 
pone que  esencial  y radicalmente  sea  reformado. 

La  primera  cuestión  que  lia  tenido  la  Comisión 
que  resolver  es  si  el  proyecto  de  ley  deberá  limitar- 
se á la  reforma  del  sistema  hipotecario  que  viene  en  ; 
observancia,  ó ser  extensivo  a asentar  la  propiedad 
territorial  y todas  sus  desmembraciones  y modifica-  ¡ 
ciones  en  bases  más  seguras  que  las  en  que  hoy  ■ 
descansa.  Basta  á la  Comisión  leer  la  Exposición  de 
motivos  que  preceden  al  real  decreto  de  8 de  Agos- 
to, para  comprender  que  la  intención  del  Gobierno 
se  extendía  también  á este  punto.  Ni  podía  ser 
de  otra  manera:  la  condición  más  esencial  de  todo  i 
sistema  hipotecario,  cualesquiera  que  sean  las  ba- 
ses  en  que  descanse,  es  la  fijeza,  es  la  seguridad  de 
la  propiedad:  si  ésta  no  se  registra,  si  las  unitario-  ! 
nes  que  ocurren  en  el  dominio  de  los  bienes  inmue- 
bles no  se  trascriben  ó no  se  inscriben,  desaparecen 
todas  las  garantías  que  puede  tener  el  acreedor  hi- 
potecario. La  obra  del  legislador  que  no  establecie- 
ra este  principio  no  seria  subsistente;  porque  caería 
abrumada  con  el  peso  de  su  descrédito. 

Así  se  ha  comprendido  entre  nosotros  en  todos 
tiempos  el  sistema  hipotecario,  desde  que  D.  Carlos  i 
y Doña  Juana,  accediendo  á las  peticiones  del  Reino 
en  las  Cortes  de  Toledo,  y adelantándose  a lo  que 
más  de  ciento  treinta  años  después  ideó  para  Fran- 
cia la  inteligencia  pri  vilegiada  de  Uolbert,  allegaron 
en  lo.fi)  fior  primera  vez  materiales  pa  ra  la  obra  que 
ahora  se  trata  de  levantar  sobre  bases  más  sólidas. 
Entonces,  con  sabia  previsión,  plantearon  el  doble 
problema  que  se  ha  agitado  en  todas  las  naciones 
que  modernamente  han  querido  reformar  la  legisla- 
ción hipotecaria:  el  de  adquirir  sin  temor  de  perder 
lo  adquirido,  y el  de  prestar  sobre  la  propiedad  raíz 
con  la  seguridad  de  que  no  sería  ineficaz  la  hinótev 
ca.  Aor  es  fecha  velación,  decián  los  Reye-  que  se 
excusarían  muchos  pleitos  sabiendo  los  que  compran 
os  censos  y tributos  que  tienen  las  heredades  que  com- 
lran,  lo  cual  encubren  y cutíanlos  vendedores  Que 
a inscripción,  pues,  ó trascripción  de  la  propiedad 
n mueble  debe  comprenderse  en  el  proyecto  está 
hiera  de  duda:  no  sería  reformar  nuestra  legislación 
hipotecaria  en  sentido  progresivo,  sinó  empeoraría 
o por  mejor  decir,  anularla  por  completo,  si  se  pres^ 
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rindiese  de  que  la  primera  base  déla  ley  fuera  el 
registro  de  la  propiedad . 

Resuelto  este  primer  punto,  la  Comisión  tenía 
que  decidir  ante  todo  cuál  era  el  sistema  hipoteca- 
rio que  debía  adoptarse.  Esto  naturalmente  le  em- 
peñó en  el  examen  del  mérito  relativo  de  los  siste- 
mas que  hoy  dividen  á los  pueblos  y á los  hombres 
de  la  ciencia.  El  antiguo  sistema  de  las  hipotecas 
ocultas  desde  luégo  debió  ser  desechado  por  la  Co- 
misión. Con  él  es  incompatible  el  crédito  territorial, 
porque  equipara  la  condición  de  la  propiedad  gra- 
vada con  créditos  superiores  á su  valor,  á la  pro- 
piedad libre  de  todo  gravamen,  y en  último  resulta- 
do desnaturaliza  la  hipoteca,  haciendo  que,  en  lugar 
de  buscarse  como  garantía  el  crédito  real  del  deu- 
dor, se  prefiera  más  bien  su  crédito  personal.  Todas 
las  naciones  modernas  y la  nuestra  lo  han  anate- 
matizado , por  esto  puede  decirse  que  su  causa 
está  irremisiblemente  juzgada  por  la  historia,  por 
las  leyes  y por  la  ciencia.  Partiendo  este  sistema 
del  principio  de  las  hipotecas  privilegiadas  y de 
las  hipotecas  generales.  , es  injusto  áun  respecto 
á las' comunes  y especiales.  La  preferencia  que 
se  da  al  acreedor  hipotecario  más  antiguo  sobre 
el  más  moderno  es  una  consecuencia  lógica  y na- 
tural del  sistema  de  publicidad:  en  él  el  segando 
acreedor  conoce  el  derecho  adquirido  antes  por  qfro: 
sabe  que  éste  ha  de  ser  antepuesto  ; contrata  con 
pleno  conocimiento  de  la  extensión  de  sus  derechos 
y de  los  demas  que  pueden  concurrir  á participar 
en  su  dia  del  valor  de  ia  propiedad  hipotecada.  Pero 
cuando  las  hipotecas  son  ocultas,  esta  preferencia 
es  injustificable:  todos  han  prestado  á ciegas;  las 
Ilipóteeas  anteriores  les  son  desconocidas;  cada  uno 
se  reputa  bastante  asegurado,  y frecuentemente  to- 
dos ménos  uno  son  engañados,  y á veces  lo  son  to- 
dos, porque  á ellos  se  antepone  otro  que  tiene  hipo- 
teca legal  privilegiada.  Aun  sin  tan  poderosas  con- 
sideraciones, la  Comisión  hubiera  rechazado  este 
sistema  como  fuente  de  estelionatos  y causa  de  usu- 
ras inmoderadas,  pues  que  el  peligro  que  incesan- 
temente corren  los  acreedores,  suelen*  compensar- 
lo con  intereses  exorbitantes. 

No  presenta  tantos  inconvenientes  el  sistema 
que,  admitiendo  la  publicidad  de  las  hipotecas 
como  una.de  sus  bases,  al  lado  de  ella  conserva  hi- 
potecas ocultas,  que  sin  necesidad  de  contrato  es- 
pecial, y sólo  en  beneficio  de  la  ley,  protegen  los  in- 
tereses de  personas  desvalidas,  ó aseguran  créditos 
á que  el  derecho  presta  especial  amparo  y garantía. 
Pero  este  sistema  que,  como  queda  dicho,  es  el 
1 adoptado  por  nuestras  leyes,  tampoco  es  aceptable, 
á juicio  ‘de  'la  Comisión.  Amalgama,  de  dos  sistemas 
, que  se  excluyen , pretende  en  vano  conciliar  la 
' prudencia  y circunspección  de  los  acreedores  con 
los  azares  que  no  pueden  prever.  Con  él  nunca  está 
¡ seguro  el  acreedor:  en  los  momentos  mismos  en  que 
contrata,  después  de  asegurarse  por  el  Registro  de 
la  propiedad  de  qutrsus  garantías  son  buenas,  des- 
pués de  adquirir  por  el  Registro  de  hipotecas  la 
convicción  de  que  ningún  otro  tiene  ipserito  un 
crédito  que  pueda  anteponerse  al  suyo,  se  encuen- 
tra burlado,  porque  una  hipoteca  legal,  desconocida 
tal  vez  hasta  para  el  deudor  misipo,  viene  á frus- 
trar sus  cuidadosas  investigaciones,  á convertir  un 
contrato  calculado  con  toda  previsión  y prudencia 
en  un  juego  de  azar,  y á privarle  de  su  derecho. 
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Xov.  Rec.,  que  tratan  del  establecimiento  de  las 
antiguas  Contadurías  de  Hipotecas  para  que 
constasen  los  gravámenes  de  las  fincas,  han 


caducado  en  virtud  do  la  nueva  ley  Hipotecaria 
(Sent,  9 Abril  1866,'} 

La  real  orden  de  11  de  Febrero  de  1847,  re- 


Ei  sistema  mixto,  pues,  si  bien  preferible  al  de  hi- 
potecas ocultas,  no  da  la  seguridad  absoluta  que 
necesitan  los  acreedores,  para  que  el  crédito  terri- 
torial sea  fecundo:  sistema  de  transacción,  no  sa- 
tisface á las  necesidades  para  que  se  ha  creado.  No 
es  esto  discurrir  sobre  teorías;  la  experiencia  lo  ha 
puesto  bien  de  realce  en  la  larga  serie  de  años  que 
lia  dominado  en  España:  léjos  de  consultar  de  un 
modo  conveniente,  al  crédito  territorial.'  ha  dado 
lugar  ¿ que,  por  medio  de  artificios  jurídicos  bus- 
caran los  acreedores  la  seguridad  que  la  ley  no  las 
ofreeia.  Si  en  España  no  se  ha  publicado,  como  ha 
sucedido  en  el  vecino  Imperio,  un  libro  sobre  el  pe- 
ligro de  prestar  coa  hipoteca,  puede  asegurarse  que 
hay  muchos  contratos  que  siendo  en  rigor,  por  la 
voluntad  de  los  contrayentes,  préstamos  coa  hipo- 
teca, se  han  otorgado  como  ventas  con  pacto  de 
retro,  originándose  pérdidas  considerables  para  el 
supuesto  vendedor,-  y dándose  lugar  al  escándalo 
de  que,  bajo  el  nombre  de  un  contrato  lícito,  tenga 
fuerza  el  reprobado  pacto  de  comiso  en  un  préstamo 
con  garantía.  Y es  que  dentro  de  la  ley  no  hay  me- 
dios para  que  el  acreedor  se  libre  del  riesgo  de  que 
se  convierta  en  ineficaz  la  hipoteca,  porque  el  más 
detenido  y profundo  estudio  de  ta  legislación  en 
materia  tan  difícil,  y el  examen  más  circunspecto 
de  la  historia  de  -las  fincas,  el  conocimiento  de  las 
personas  que  las  han  obtenido,  de  los  cargos  públi- 
cos que  han  desempeñado,  de  las  empresas  en  que 
han  tenido  intervención,  de  las  responsabilidades 
que  en  el  orden  de  la  familia  puedan  haber  con- 
traído, no  alcanzan  á poner  al  acreedor  á cubierto 
de  los  peligros  de  créditos  olvidados  de  todos,  ó des- 
conocidos, y cuya  existencia  no  puede  sospechar  ni 
la  previsión  más  exquisita.  'Por  esto  la  mayor  parte 
de  las  naciones  que,  á imitación  de  Francia,  adop- 
taron este  sistema  mixto,  lo  han  abandonado,  y 
quizá  no  esté  lejana  la  época  en  que  quede  tan  des- 
autorizado como  el  de  la  hipoteca  oculta  que  tenían 
los  romanos. 

No  hay,  pues,  más  que  un  sistema  aceptable:  el 
que  tiene  por  base  la  publicidad  y la  especialidad 
ae  las  hipotecas. 

Mas  como  es  necesario  fijar  bien  las  palabras  que 
pueden  ser  de  distinto  modo  interpretadas,  debe 
decir  la  Comisión  cómo  entiende  la  publicidad. 
Consiste  ésta  en  que  desaparezcan  las  hipotecas 
ocultas;  en  que  no  pueda  perjudicar  al  contrayente 
de  buena  fe  ninguna  carga  que  gravite  sobre  la 
propiedad  si  no  se  halla  inscrita  cu  el  Registro;  en 
que  quien  tenga  derechos  que  haya  descuidado 
inscribir,  no  perjudique,  por  una  falta  que  á él  solo 
es. imputable,  al  que,  sin  haberla  cometido  ni  podi- 
do conocer,  adquiera  la  finca  gravada  ó la  reciba 
como  hipoteca  en  garantía  de  lo  que  se  le  debe:  en 
que  .el  Registro  de  la  propiedad,  eu  que  el  Registro 
de  las  hipotecas,  se  franqueen  á todo  el  que  quiera 
adquirir  un  inmueble,  prestar  sobre  c!.  comprobar 
derechos  que  puedan  correspondcrleVy,  para  decir- 
lo de  una  vez,  al' que  tenga  un  interes-  legítimo  en 
conocer  el  estado  de'la  propiedad  y sus  gravámenes. 
No  son  de  temer  en  este  sistema  pesquisas  imper- 
tinentes que  puedan  alentar  las  malas  pasiones  y 
convertir  en  daño  de  personas  determinadas  los  se- 
cretos de  su  crédito.  . , 

* Pitra  conocer  la  importancia  y necesidad  del  sis- 
tema adoptado  por  la  Comisión,  debe  tenerse  en 


cuenta  que  el  fin  de  la  legislación  hipotecaria  es 
asentar  el  crédito  territorial  en  la  base  de  la  seguri- 
dad de  la  hipoteca  y del  pago  de  lo  ofrecido.  El 
que  presta  con  hipoteca,  má3  bien  que  á la  perso- 
-na.  puede  decirse  que  presta  á la  cusa:  el  valor  de 
la  finca  hipotecada  es  la  causa  por  que  entra  en  la 
I obligación:' el  deudor  es  sólo  el  representante  do  la 
I propiedad;  al  prestamista  nada  le  interesan  el  cré- 
dito, el  estado  de  fortuna,  las  cualidades  morales 
de  la  persona  á quien  da  su  dinero,  porque  para 
nada  las  tiene  en  cuenta;  lo  que  le  importa  es  que 
la  finca  baste  á reintegrarle  en  su  día  de  lo  que  dio. 
Su  crédito  no  es  un  crédito  personal , es  un  crédito 
■real;  no  depende  de  la  persona  de  i deudor,  no  está 
sujeto  á sos  vicisitudes;  lo  que  importa  al  acreedor 
es  que  la  hipoteca  no  desaparezca:  adherido,  por  el 
contrario,  su  crédito  á la  finca,  no  se  altera  por  la 
pérdida. del  crédito  personal  de  su  dueño.  El  crédito 
territorial  así  queda  suficientemente  garantido; 
cada  uno  sabe  hasta  dónde  alcanza  la  preferencia 
que  puede  tener  sobre  lo,?  demas  acreedores:  está 
en  el  mismo  caso  qua  si  hubiese  señalado  una  parte 
del  precio  de  la  finca  para  el  día  que  se  hiciera  el 
pago,  y esto  sin  temor  á privilegios  de  hipoteca» 
desconocidas  por  él,  puesto  que  nunca  puede  per- 
judicarle lo  que  no  constare  en  el  Registro.  Con  la 
adopción  de  este  sistema,  los  capitales  tendrán  un 
empleo  sólido  y fácil,  el  propietario  gozará  de  un 
crédito  proporcional  á su  verdadera  riqueza,  se  ac- 
tivará la  circulación,  bajará  el  ínteres  del  dinero,  y 
nacerán  nuevas  fuentes  de  riqueza  y prosperidad. 

idas  este  sistema  que  parece  tan  sencillo,  y cuya 
adopción  se  presenta  á primera  vista  tan  fácil  como 
i poco  complicada,  ha  sido  objeto  de  fuertísimas  im- 
pugnaciones. La  Comisión,  que  las  manifestará 
coa  franqueza,  cree  podar  desvanecerlas. 

Las  hipotecas  legales:  lié  aquí  la  primera,  la  ca  - 
pital dificultad  que  se  opone  á sn  sistema.  fin  nom- 
bre de  la  familia,  dicen  sus  contradictores,  os  ■¡■‘'.di- 
mos protección  para  h mujer  y para  Ios-hijos:  en  nom- 
bre de  la  orfandad  y de  la  desgracia , os  pedimos  piedad 
para  el  huérfano  y para  el  incapacitado:  en  nombre  de 
la  justicia-,  os  conjuramos  á que  á una  cuestión  de  for- 
ma, á una  solemnidad  externa,  no  sacrifiquéis  derechos 
que  han  sido  respetados  en  lodos  los  siglos;  y eu  nom  - 
bre  de  la,  santidid  de  las  leyes,  no  deis  ú,  una  oí/ii.uou 
más  fuerza  que  al  precepto  soberano  del  legislador, 
cuando  extiende  su  mano  protectora  ú,  la  mujer,  a.1  huér- 
fano y al  descalido.  Necesario  es  que  sea  arraigada 
la  convicción  de  la  Comisión  para  sobreponerse  á 
I estas  objeciones. 

Desde  luego, advierte  que  los  que  invocan  la 
subsistencia  de  las  hipotecas  legales  se  limitan 
' sólo  á las  que  pueden  considerarse  como  más  justi- 
ficadas. Pero  fuera  de  ellas,  hay  otras  muchas  en 
nuestras  leyes  á que  nunca  alcanzaría  la  piedad  ge- 
nerosa de  los  impugnadores  del  sistema  absoluto 
de  publicidad. 

La  protección  de  las  mujeres  casadas,  de  los  lu- 
jos, de  los  menores  y de  los  incapacitados  peed: 
existir  en  igual  y aun  en  mayor  «mala  que  en  la 
actualidad,  sin  lajiipotcca  legal,  tácita  y general 
que  le  dan  nuestras  leyes.  ífil  ejemplo  do  Inglaterra 
bastaría  á demostrarlo.  Mas  la  Comisión  no  aboga 
por  la  supresión  de  la  hipoteca  legal:  se  limita  a 
proponer  que  desaparezcan  las  que  no  deben  exis- 
tir; y respecto  á las  Jemas,  y entre  ellas  las  que  se 
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(¡riéndose  únicamente  á las  Contadurías  de 
Hipotecas  no  enajenadas,  fijando  las  por- 
ciones quc  de  sus  producios  habían  de  percibir 


refieren  ála  sociedad  doméstica  y á la  protección 
<ie.  los  desvalidos,  cambia  su  forma,  convirtiendo 
en  hipotecas  legales  expresas  las  hipotecas  legales 
tácitas,  y dando  á los  intereses  que  deben  proteger 
una  garantía  infinitamente  superior^á  la.  escrita, 
hoy  en  nuestras  leyes.  La  Comisión,  lejos  de  poner 
en  pugna  los  derechos  seculares  de  la  mujer  y del 
menor  con  los  no  menos  respetables  de  los  que  con 
buena  fe  lian  adquirido  el  dominio  ú otros  derechos 
reales,  los  armoniza;  no  sacrifica  á la  felicidad  de 
los  préstamos  hipotecarios  un  ínteres  más  grande, 
más  moral,  el  interes  de  !a  familia  y del  Estado;  al 
contrario,  fortaleciendo  estos  intereses,  que  mira 
con  veneración,  hace  compatible  con  ellos  el  crédi- 
to territorial.  Prefiere  darles  una  protección  verda- 
dera á otra  menos  real,  aunque  mayor  en  la  apa- 
riencia: respetando  derechos  que  están  consignados 
en  nuestra  historia,  en  nuestras  costumbres  y en 
nuestros  hábitos,  no  lleva  su  exageración  hasta  el 
extremo  de  que  absorban  otros  igualmente  legítimos 
pero  no  quiere  tampoco  ver  reducidos  al  marido  y 
al  tutor  á ja  condición  tristísima  de  no  poder  ena- 
jenar sus  bienes  ni  levantar  préstamos  sobre  ellos, 
ó de  hacerlo  con  condiciones  onerosísimas,  por  la 
poca  seguridad  que  prestan  las  hipotecas:  procura 
evitar  la  ruina  de  los  acreedores  de  buena  fe,  res- 
tringir el  estelionato,  multiplicar  les  recursos  del 
propietario  con  la  extensión  del  crédito,  y na  con- 
vertir la  protección  justa  que  debe  dispensarse  al 
constituirlo  bajo  potestad  ó tutela  ó curaduría,  en 
una  injusticia  escandalosa. 

A.  estas  consideraciones,  que  son  generales,  se 
agregan  otras  no  menos  importantes  con  relación  á 
nuestra  patria. 

España  os:  una  nación  principalmente  agri culto- 
ra; y si  en  ella  no  ha  prosperado  la  más  antigua  y 
la  primera  de  las  artes  tanto  como  es  de  desear,  dé- 
bese á la  falta  de  capitales.  Estos  buscan  con  pre- 
ferencia otras  empresas,  ya  por  el  aliciente  de  las 
mayores  ganancias  que  producen,  ya  por  la  poca 
seguridad  que  inspira  el  estado  actual  de  la  propie- 
dad rústica.  En  esta  situación,  con  el  aumento  rá- 
pido y progresivo  de  la  riqueza  pública,  de  la  in- 
dustria y del  comercio,  debe  el  legislador  procurar, 
por  medios  indirectas  que  los  capitales  no  vayan 
todos  á buscar  las  empresas  mercantiles  é indus- 
triales, sino  que  también  vengan  en  auxilio  déla 
propiedad  territorial  y de  la  agricultura.  Conve- 
niente es  que  los  capitules  se  distribuyan  entre  ios 
diferentes  ramos  que,  con  beneficio  general  de  los 
particulares  y del  Estado,  puedan  darlos  cómoda 
colocación:  es  menester,  por  lo  tanto,  contrapesar  la 
propensión  de  los  capitalistas  a emplear  su.s  fondos 
en  las  empresas  de  ia  primera  clase  porque  les  re- 
portan más  crecidos  intereses  y es  más  breve  y fá- 
cil el  reembolso,  con  la  seguridad  de  la  garantía  en 
las  segundas,  poniendo  la  publicidad  como  una  de 
bis  bases  del  sistema  hipotecario. 

Consecuencia  lógica  del  sistema  de  publicidad  de 
las  hipotecas  es  que  desaparezcan  de  nuestro  dere- 
cho las  generales:  si  prevalece  el  principio  de  la 
Comisión,  quedarán  desde  luego  reformadas  todas' 
las  leyes  que  las  prescriben  ó autorizan,  y nada  sig- 
nificará la  cláusula  de  hipoteca  general  que  en  ade- 
lante se  ponga  en  los  contratos  entre  particulares, 
corno  de  hecho  no  lo  ha  significado  desde  la  crea- 
ción de  lúe  Contadurías  de  hipotecas.  La  hipoteca 


el  Tesoro  público  y sus  servidores,  no  alie- 
bró ol  estado  de  las  obligaciones  y derechos 
entre  los  propietarios  y servidores  de  las 


general,  aunque  se  limite  á los  bienes  presentes,  y 
no  se  extienda,  como  es  muy  común,  á los  que  en 
adelante  puedan  adquirirse,  da  por  resultado  la  fal- 
ta do  publicidad  en -la  hipoteca,  porque  en  tanto 
puede  decirse  que  ésta  es  pública,  en  cuanto  esté 
inscrita  en  el  Registro  con  individual  expresión  de 
la  linca  á que  afecta  y de  la  cantidad  á que  se  ex- 
tiende la  garantía.  La  especialidad,  pues,  de  la 
hipoteca  es  el  complemento  de  su  publicidad. 

Aun  sin  esta  consideración,  que  en  el  sistema 
adoptado  es  decisiva,  no  hubiera  dejado  la  Comi- 
sión de  suprimir  las  hipotecas  generales,  porque  su 
misma  extensión  las  hace  .ilusorias.  Por  lo  mismo 
que  comprenden  todos  los  bienes  presentes  y futu- 
ros del  deudor,  éste  tiene  que  quedar  en  libertad  da 
enajenarlos,  y si  lo  hace  con  todos,  desaparece  la 
garantía,  sin  que  haya  derecho  á reclamar  contra 
el  comprador,  viniendo  así  á hacer  nulo  en  realidad 
el  derecho  en  la  cosa,,  porque  hipoteca  que  no  signe 
á la  finca,  cualquiera  que  sea  su  poseedor,  no  me- 
rece llamarse  hipoteca. 

I.argos  debates  ha  suscitado  en  la  Comisión  la 
cuestión  dé  las  hipotecas  judiciales.  Nuestro  anti- 
guo Derecho  escrito  las  admitía  con  más  extensión 
que  la  práctica  vigente  al  publicarse  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil.  T,a  vía  de  asentamiento,  ese 
apremio  contra  los  contumaces,  que  era  una  verda- 
■ dera  hipoteca  judicial,  había  caído  en  desuso,  por- 
1 que,  áun  después  de  pasar  los  términos  prescritos 
para  oir  al  rebelde  que  no  acudía  á los  llainamien- 
' tos  judiciales,  quedaba  abierto  la  puerta  al  juicio  de 
propiedad  por  un  tiempo  ilimitado.  A la  vía  de 
asentamiento  había  sustituido  el  procedimiento  en 
rebeldía,  ficción  legal  en  que  se-  supone  presente  ai 
que  no  ¡o  está,  en  que  se  da  vida  á ios  estrados, 
considerándolos  como  imagen  y representación  ju- 
rídica del  contumaz,  procedimiento  qué,  si  no  tenía 
fórmula  expresa  en  la  ley,  la  encontró  en  el  foro  por 
la  necesidad  de  hacer  respetable  la  justicia. 

La  Comisión  que  redactó  la  ley  de  Enjuiciamien- 
to civil  no  se  decidió  exclusivamente  por  ninguno 
de  los  dos  sistemas,  creyendo  que  en  ambos  había 
principios  aceptables.  Partiendo  de  la  prosecución 
del  pleito  en  estrados,  autorizó  al  juez  para  que 
desde  el  momento  en  que  se  declara  la  rebeldía, 
pudiera,  á instancia  de  parte,  decretar,  ademas  de  la 
retención  de  los  bienes  muebles,  eí  embargo  de  los 
inmuebles  en  cuanto  fuera  necesario  para  asegurar 
el  éxito  del  juicio;  es  decir,  qne  constituyó  una  hi- 
poteca judicial  sobre  la  propiedad  raíz,  hipoteca  que 
lleva  consigo  la  prohibición  absoluta  de  vender, 
gravar  ú obligar  las  propiedades  sobre  que  recae. 
La  misma  ley  establece  otras  hipotecas  j udícialcs, 
siempre  especiales  y públicas,  al  tratar  d.e  la  ejecu- 
ción de  las  sentencias,  del  embargo  preventivo,  del 
juicio  ejecutivo,  del  procedimiento  de  apremio;  hi- 
potecas qne  hoy  son  siempre  necesarias,  y que  an- 
tes sólo  se  exigían  á petición  de  los  interesados,  y 
áun  en  esto  no  era  uniforme  la  práctica.  Hay  más: 
separándose-la  misma  ley  del  Derecho  antiguo,  que, 
fundado  en  motivos  históricos,  establecía  que  la 
fianza  dada  por  los  tutores  y curadores  fuera  perso- 
nal, regla  que,  á pesar  de  ser  una  especie  de  ana- 
cronismo, atendidas  las  condiciones  de  la  sociedad 
actual,  había  permanecido  firme  en  la  ley  en  medio 
del  movimiento  general  de  los  tiempos  modernos, 
ya  que  no  lo  estuviera  siempre  en  la  práctica,  ordo- 
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enojonadas  (Sentencia  » Soliombro  1808).  para  su  ejecución  cando  3o  trata  de  d¡risir  re 
únicamente  son  aplicables  las  disposiciones  olamaoionos  contra  torceros  interesados  (Son- 
de  la  ley  Hipotecaria  y del  Reglamento  dictado'  j tencia  18  Noviembre  J8G8), 


nó  que  la  garantía  conque  se  asegurasen  los  bienes 
de  los  menores  y de  ios  incapacitados  fuera  hipote- 
caria, y que  el  juez  mismo  la  exigiera;  es  decir,  que  ■ 
creó  una  hipoteca  judicial,  especial,  diferente  en  su 
intensión  y efectos  dé  la  general  tácita  que  por  mi- 
nisterio de  la  ley  pesa  aún  sobre  todos  loa  bienes 
del  tutor  ó curador,  hasta  que,  concluido  su  cargo 
y dadas  cuentas  y entregados  los  bienes  y los  al- 
cances, quedan  libres  de  las  obligaciones  "que  su 
cargo  les  impuso.  Puede  decirse  en  virtud  de  esto, 
que  nuestro  derecho  novísimo  ha  propendido  mu-  , 
Cho  á la.  constitución  de  hipotecas  judiciales,  por- 
que ha  ordenado  á los  jueces  que  de  oficio  las  exijan 
en  muchos  casos,  y les  ha  dado  una  extensión  antes 
desconocida.  No  puededecirse  en  verdad  que  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil  haya  adoptado  explícita- 
mente el  principio  de  que  todas  las  hipotecas  judi- 
ciales deban  ser  especiales  y expresas:  no  podía 
adoptarlo,  porque  no  era  el  lugar  oportuno  para  ha- 
cerlo; pero  al  ménos,  por  lo  que  á ella  toca,  aplicó 
los  principios  de  publicidad  y especialidad  que  la 
Comisión  proclama  en  este  proyecto  de  ley  como 
únicos  para  lo  sucesivo.  Tal  es  el  giro  queden  los 
últimos  tiempos  han  tomado  las  hipotecas  judicia- 
les, tanta  su  importancia,  tanta  la  seguridad  que 
prestan  para  que  sean  respetados  los  actos  que  ga- 
rantizan. No  corresponde  á la  Comisión  más  que 
continuar  la  obra  comenzada,  la  cual  acabará  de 
adquirir  toda  su  perfección  y complemento,  forma- 
dos que  sean  la  ley-  de  Enjuiciamiento  criminad  y 
-el  Código  civil,  y reformadas  las  leyes  mercantiles, 
quedando  así  armonizado  todo  nuestro  derecho. 

Mas  á poco  que  se  consideren  los  distintos  easos 
en  que  puede  haber  lugar  á la  hipoteca  judicial,  se 
observa  que,  si  bien  en  algunos,  como  sucede  en  el 
de  la  tutela  y curaduría,  tiene  un  carácter  en  cierto 
modo  permanente,  siendo  la  aplicación  de  una  ley 
civil,  casi  siempre  se  constituye  para  que  sea  res- 
petada la  administración  de  justicia,  para  evitar 
que  se  eludan  las  sentencias;  haciendo  el  demanda- 
do con  actos  propios  imposible  la  ejecución  del  fa- 
llo. Entónees  su  objeto  sólo  dura  mientras  dura  el 
juicio  y se  ejecuta  la  sentencia;  puede  así  decirse, 
que  más  que  á las  leyes  que  deben  comprenderse  en 
el  Código  civil,  se  refiere  á las  de  procedimientos; 
que  las  leyes  que  la  establecen  ó autorizan  no  crean 
un  derecho  verdadero,  smó  que  garantizan  un  de- 
recho constituido  al  parecer,  aunque  controvertido, 
y que  su  carácter  ea  tan  transitorio  como  e!  peligro 
que  se  trata  de  evitar.  Por  esto  la  Comisión,  dando 
a la  nomenclatura  una  importancia  que  no  debe 
parecep. excesiva  cuando  se  trata  de  materias  tan 
técnicas,  ha  creído  que  á la  denominación  antigua 
de  hipoteca  judicial  debía  sustituir  la  de  anotación 
preventiva,  para  indicar  aquellas  prohibiciones  de 
enajenar  cuyo  objeto  es  que  en  sn  día  la  sentencia 
tenga  ejecución  cumplida.  Por  razones  fáciles  de 
comprender  sin  necesidad  do  exponerlas',  ha  hecho 
extensiva  esta  denominación  á las  inscripciones  de 
los  derechos  reales,  qne  aún  no  han  llegado  á su 
perfección,  ni  están  consumados , ó que  son  even- 
tuales ó transitorios,  ó que  por  falta  de  alguna  cir- 
cunstancia legal  requieran  subNanaciop  antes  do 
ser  inscritos  definitivamente  en  los  Registros.  Esto 
cambio  de  nomenclatura  no  es  nuevo;  el  sistema 
germánico  la  adopta  con  el  nombre  de prenolacion. 

El  haber  sido  siempre  y ser  hoy  entre  nosotros 


especial  la  hipoteca  judicial,  liberta  á la  Comisión 
de  ia  necesidad  de  entrar  en  la  cuostion  á que  en 
en  otros  países  ha  dado  lugar  la  que  seoxtiende  so- 
bre todos  los  bienes  presentes  y áun  sobre  los  futu- 
ros. Al  propósito  de  la  Comisión  basta  decir  que, 
recayendo  siempre  la  hipoteca  judicial  sobre  un  he- 
cho real  determinado  por  la,  inscripción  , cabe  per- 
fectamente dentro  dul  sistema  adoptado,  porque  ni 
perjudica  al  crédito  territorial,  ni  disminuye  el 
principio  de  la  publicidad,  base  cardinal  de  que 
nanea  se  prescinde  en  el  proyecto. 

_ respecto  á este  punto  tenía  la  Comisión  y ape- 
rientemente trazado  su  camino,  y puede  aún  decirse 
que  conforme  á los  principios  del  derecho  secular, 
lo  mismo  sucede  en  ío  concerniente  á los  efectos  de 
la  hipoteca  judicial.  No  debió  buscarse  el  ejemplo 
de  los  pueblos  en  que,  prevaleciendo  el  principio  de 
que  las  sentencias  constituyen  de  derecho  una  hi- 
poteca sobre  todos  los  bienes  de  i condenado  en  ellas, 
cambian  el  crédito  personal. en  un  crédito  real,  liste 
principio,  ni  ha  estado  nunca  escrito  en  nuestras  le- 
yes, ni  ha  sido  introducido  por  la  práctica. 

Constituidas  en  nuestro  estado  actual  las  hipotecas 
judiciales,  que  en  adelante,  según  el  proyecto,  lle- 
varán el  nombre  de  anotaciones  preventivas,  sola- 
mente para  asegurar  las  consecuencias  de  un  jui- 
cio, no  declaran  ningún  derecho, ni  menos  convier- 
ten en  real  el  que  no  tenía  antes  semejante  carácter: 
no  puede  decirse  de  ellas  qne  son  el  premio  de  la 
carrera,  como  en  otra  nación  se  ha  dicho,  asimi- 
lando el  empeño  de  los  acreedores  para  anticiparse 
á obtener  la  anotación  al  afan  con  que  se  disputa 
la  llegada  al  término  en  las  carreras  de  caballos;  no 
son  un  favor  inmerecido  que  se  da  al  acreedor  más 
exigente:  no  modifican  el  carácter  de  las  obligacio- 
nes, cambiando  las  simples  en  hipotecarias,  ni  ha- 
cen al  juez  agente  de  ios  litigantes,  compeliéndolo 
á que  supla  la  negligencia  del  acreedor  y le  otorgue 
garantías  que  tal  vez  el  deudor  mismo  al  tiempo  de 
obligarse  no  habría  constituido.  La  hipoteca  judi- 
cial, que  solo  tiene  ‘por  objeto  asegurar  las  conse- 
cuencias del  juicio,  nunca  ha  tenido  este  carácter 
en  España:  no  ha  creado  desde  luégo  una  acción 
hipotecaria  á favor  de  aquel  que  había  obtenido  la 
retención,  el  embargo  6 la  providencia  de  que  no 
pudiera  enajenarse  la  cosa  raiéntras  e3tabe  pendien- 
te el  litigio:  el  derecho  del  acreedor  por  la  hipoteca 
judicial  no  se  ha  modificado,  no  ha  cambiado  de  ca- 
rácter : sólo  ha  adquirido  mayor  seguridad  bajo  el 
punto  de  vista  de  quitar  al  deudor  los  medios  de 
destruir  la  cosa,  de  enajenarla  y de  constituirse  él 
mismo  en  insolvencia.  Foresto,  en  un  concurso  de 
acreedores  ó en  una  quiebra,  los  que  han  obtenido 
ásu  favor  hipotecas  judiciales  de  la  ciase  de  las  á 
que  aquí  nos  referimos,  no  lian  tenido  nunca,  no 
tienen  ahora  por  esta  consideración  un  título  de 
preferencia  sobre  los  demas  acreedores  de  su  espe- 
cie, ni  son  calificados  entre  los  hipotecarios. 

Adoptando  ei  proyecto  estos  mismos  principios, 
da  nueva  vida  á nuestro  derecho  antiguo,  procla- 
mando otra  vez  que  el  acreedor  que  obtiene  á su 
favor  una  anotación  preventiva,  cuyo  objeto  sea  ga- 
rantir las  consecuencias  da  un  fallo,  sólo  gozará  de 
preferencia  sobre  los  que  tengan  sobre  el  mismo 
deudor  otro  crédito  contraído  con  posterioridad  a 
la  anotación.  Ni  podía  ser  de  otra  manera  sin  violar 
I los  principio?  de  justicia.  E!  que  contrata  y no  exi- 
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L.a  ley  Hipotecaria  no  es  aplicable  á los  con-  , especial  referencia  á sus  artículos  114  y 147 
tratos  anteriores  á la  época  do  su  observancia,  (Sent.  26  Mayo  1877). 
poi-un  lo  ha  declarado  el  Tribunal  Supremo  con 

hipoteca,  se  contenta  con  la  garantía  que  le  da  gistros  un  gran  medio  que  lia  de  tener  ia  Adminis- 

ei  crédito  personal  del  deudor,  y no  debe  tener  pre-  tracion  para  auxiliarse  en  sus  trabajos -estadísticos; 
fureneia  alguna  sobre  los  que  se  hallan  en  el  mismo  y esta  idea,  si  no  ha  de  predominar  sobre  el  interes 

caso.  Sí  el  deudor  deja  de  cumplir  lo  pactado  al  civil  y sobre  el  interes  social,  ha  de  ser  igual  cuan - 

tiempo  convenido,  podrá  el  acreedor  compelerlo  al  do  menos  d ellos.  ... 

pago  acudiendo  á la  via  judicial;  pero  esta  demanda  No  es  ésta  la  opinión  de  la  Comisión:  Bin  negar 
no  cambia  dí  la  naturaleza  del  crédito  ni  la  fuerza  que  los  Registros  de  la  propiedad  y de  las  hipotecas 

del  título.  Si  se  estableciera  otra  regla,  resultaría  puedan  y deban  venir  al  auxilio  de  la  Administra  - 

que  entre  diversos  acreedores  de  un  mismo  deudor  cion  en  las  arduas  tareas  que  para  beneficio  público 

que  se  hallaran  en  idéntico  caso, sería  de  mejor  con-  le  están  encomendadas,  cree  que  esto  debe  enfen- 

dieion  el  más  exigente,. el  que  guardara  ménos  con-  derse  sin  detrimento  délos  principios  de  justicia  y 

sideraciones,  el  que  por'mejores  o peores  medios  ad-  sin  desnaturalizar  los  Registros,  distrayéndolos  de 

quinera  noticias  más  exactas  del  .verdadero  estado  su  verdadero  objeto,  que  es  mejorar  las-  condiciones 

en  que  se  hallara  la  fortuna  del  deudor,  el  que  tu-  de  la  propiedad  inmueble,  asegurar  ol  crédito  terri- 

vicra  un  procurador  más  diligente.  La  Comisión,  torial,  y poner  coto  á fraudulentos  engaños.  Salir 

atemperándose  al  antiguo  derecho,  ha  creído  que  de  este  terreno,  considerar  los  Registros  principaí- 

ninguna  de  estas  causas  debía  serlo  de  preferencia.  píente  como  un  censo  de  la  riqueza  inmueble,  dar 

No  faltará  tal  vez  quien,  apoyándose  en  el  ejem-  ' intervención  directa  en  ellos  á la  Administración, 
jilo  de  otros  pueblos,  invocando  la  santidad  déla  conduce  irremediablemente  á desconocer  su  carácter 

cosa  juzgada,  ponderando  el  escándalo  que  resulta  social,  económico  y civil,  y á,  sacrificar  lo  principal 

de  que  cuando  existe  una  condenación  definitiva  . á lo  accesorio. 

pueda  el  deudor  vender  los  bienes  inmuebles  que  La  Comisión  ha  considerado  ante  todo  en  la  cues - 
posea  y alzarse  con  su  precio,  ó gravarlos  con  car-  tion  propuesta  los  principios  de  justicia;  no  ha  creí- 

gas  que  antes  no  tenían  ó con  hipotecas  convenció-  do  que  con  arreglo  á ellos,  cuando  dos  contratan  y 

nales,  viniendo  de  este  modo  á burlarse  déla  ley  y los  dos  faltan  al  requisito  déla  inscripción,  deba  ser 

dé  la  ejecutoria,  pretenda  que  toda  sentencia  con-  de  condición  mejor  el  que  burlando  su  solemne 

denatoria  debe  llevar  consigo  irremisiblemente  una  compromiso,  se  niega  á cumplir  el  contrato  celcbra- 

hipoteca  sobre  los  bienes  del  condenado;  hipoteca  do  ó pide  su  nulidad,  fundándose  en  un  defecto  de 

que  en  el  sistemado  publicidad  y especialidad  adop-  forma,  y faltando  á la  buena  ie,  á la  lealtad  que  se 

tado  por  la  Comisión,  debería  convertirse  en  una  deben  los  contrayentes;  buena- fe  que,  en  lugar  de 

inscripción  sobre  bienes  determinados.  La  Comisión  debilitarla,  debe  procurar  el  legislador  fortalecerla, 

no  lo  reputa  necesario,  porque,  según  el  proyecto,  en  cuanto  alcance.  Por  esto  no  contiene  el  proyecto 

no  sólo  el  que  ha  vencido  en  juicio  y obtenido  ya  la  pena  de  nulidad  de  los  contratos  relativos  á la 

una  ejecutoria  que  obliga  á su  contrario  á entregar-  traslación  de  la  propiedad  y á sus  modificaciones 

Je  alguEa  cosa  ó satisfacerle  ¡¡iguna  cantidad  deter-  que  no  hayan  sido  inscritos,  cuando  la  cuestiones 

minada,  sino  también  el  que  ha  pedido  y conseguí-  entre  los  mismos  contrayentes;  por  esto  se  separa 

do  un  embargo,  un  secuestro  ó una  prohibición  de  de  lo  que  hoy  está  escrito  en  nuestras  leyes,  y vuel- 

cwijonar  bienes  inmuebles,  ó la  declaración  de  i a-  ve  al  antiguo  principio  establecido  por  D.”  Carlos 

capacidad,  de  presunción  cíe  muerte  por  ausencia,  ó y doña  Juana,  y seguido  por  D.  Felipe  II,  por  don 
de  interdicción  de  una  persona,  pueden  obtener  la  Felipe  V y por  D.  Carlos  III,  de  que  la  falta  de 
anotación  preventiva  que  los  ponga  á cubierto  de  . inscripción  sólo  puede  alegarse  por  los  perjudicados 
todo  peligro.  lil  que  no  usa  del  derecho  que  la  ley  . que  no  han  sido  parte  en  el  contrato  que  dejó  de 
le  da,  impútese  á sí  mismo  el  perjuicio  que  su  omi-  ! .inscribirse. 

sion  le  origine.  Esto,  y sólo  esto,  es  lo  que  exige  la  ' Y aquí  debe  con -franqueza  exponer  la  Comisión 
justicia,  porque  la  autoridad  de  la  cosa  juzgada  sólo  | el  gran  cambio  que  acerca  de  este  punto  introduce 
consiste  en  que  no  encuentre  obstáculos  la  ejecución  el  proyecto  en  los  principios  generales  del  derecho 
de  la  sentencia,  y en  que  se  asegure  su cumplimien-  I actual.  Nuestras  leyes,  siguiendo  á las  romanas, 
t.o,  sin  perjuicio  de  otros  que  tengan  igual  ó mejor  ' adoptaron  la  diferencia  entre  el  título  y el  modo  de 
derecho;  no  en  dar  _ al  vencedor  seguridad  de  pago  adquirir,  y establecieron  que  el  titulo  sólo  produje- 

que  no  estipuló,  ni  preferencias  sobre  otros  aeree-  ra  acción  personal,  pero  que  la  propiedad  y los  de- 

dores  dignos  de  igual  protección  que  el  qué  se  an-  mas  dereebos  en  la  cosa,  y por  lo  tanto  las  acciones 

ticipó  á litigar,  ó que  obtuvo  untes  una  sentencia  reales  que  se  dan  para  reivindicarlos,  sólo  nacieran 

favorable.  Lo  que  queda  dicho  respecto  á las  anota-  déla  tradición,  ó lo  que  es  lo  misino,  de  la  posesión 

clones  preventivas  que  dimanan  de  actos  judiciales  I de  las  cosas  inmuebles.  Por  consecuencia  de  este 
para  asegurar  el  éxito  del  juicio , es  extensivo  á las  principio,  cuando  alguno  vende  á dos  la  misma 
que  pueden  obtenerse  también  del  Juez  para  evitar  cosa,  no  es  su  dueño  el  que  primero  la  compró,  sino 
el  abuso  que  en  daño  del  acreedor  pueda  cometer  el  i aquel  que  tomó  de  ella  posesión.  Los  romanos,  á 
deudor  de  una  cosa  que  posee  ó de  su  estimación.  pesar  de  haber  despojado  el  derecho  antiguo  de 
No  es  menos  grave  que  las  cuestiones  hasta  aquí  muchas  formas  groseras  y materiales,  creyeron 
expuestas  la  de  la  extensión  que  debe  darse  á los  siempre  que  un  acto  externo,  público,  y que  se  pu- 
ntéelos de  la  falta  de  inscripción  de  los  derechos  diera  apreciar  por  todos  debía  señalar  al  que  era 
reales  e n el  Registro.  ¿Deberán  limitarse  á los  ter-  dueño  de  la  cosa  inmueble.  Este  principio  dominó 
ceros  interesados,  ó comprender  también  en  su  ri-  también  en  los  diferentes  Estados  que  formaron 
gor  á los  contrayentes?  Los  que  quieren  que  el  Re-  nuestra  gran  unidad  nacional,  si  se  exceptúa  ol  reino 
gist-ro  sea  un  verdadero  censo  de  la  propiedad  in-  de  Aragón,  en  .el  que  basta  la  reducción  de  un  con- 
mueble,  se  decidirán-  indudablemente  por  esta  trato  de  enajenación  de  inmuebles  ú escritura  pu- 
nltima  opinión.  En  su  concepto  deben  ser  los  Re-  ülica  para  que  el  dominio  ó el  derecho  real  quede 
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Articulo  18S3, — En  los  Registros  ex-  1 
presados  en  el  artículo  anterior  se  inscri- 
birán: 


en  el  adquirente.  Contra  el  principio  romano  se  lia 
elevado  otro  en  los  tiempos  modernos,  que  mereció 
ser  adoptado  en  el  Código  civil  francés.  Separándo- 
se éste  del  derecho  antiguo  y de  las  reformas  salu- 
dables introducidas  por  la  ley  de  Brumavio  del 
ano  VII,  buscó  un  principio  más  espiritualista,  más 
filósofico  sin  duda,  pero  más  expuesto  también  á • 
graves  inconvenientes:  el  de  que  la  propiedad  se 
trasmitiera,  tanto.jespecto  á los  contrayentes  como 
á un  tercero,  por  el  mero  consentimiento.  No  cor- 
responde á la  Comisión  apreciar  este  principio 
cuando  se  limita  á los  mismos  contrayentes;  no  toca 
á la  Ley  de  Hipotecas,  al  menos  bajo  el  punto  de 
vista  del  proyecto,  entrar  en  su  examen;  lo  que  de  . 
lleno  cae  bajo  su  dominio  es  desecharlo  cuando  se 
trata  del  interes  de  terceros  que  no  han  sido  parte 
en  el  contrato,  porque  no  se  aviene  bien  con  la  leal- 
tad y el  orden  de  las  transacciones,  da  lugar  á que 
los  acreedores  sean  defraudados,  y produce  la  injus- 
ticia de  oponer  al  que  legítimamente  adquiere  un 
derecho,  contratos  y actos  de  que  no  ha  podido 
tener  conocimiento. 

Según  el  sistema  de  la  Comisión,  resultará  de 
hecho  que  para  ¡os  efectos  de  la  seguridad  de  un 
tercero,  el  dominio  y los  demas  derechos  reales  en 
tanto  se  considerarán  constituidos  ó traspasados, 
en  cnanto  conste  su  inscripción  en  el  .Registro,  i 
quedando  entre  los  contrayentes,  cuando  no  se  haga 
la  inscripción,  subsistente  el  derecho  antiguo.  Así, 
una  venta  que  no  se  inscriba  ni  se  consume  por  la 
tradición,  no  traspasa  al  comprador  el  dominio  en 
ningun  caso;  si  se  inscribe,  ya  se  lo  traspasa  res- 
pecto á todos;  si  no  se  inscribe,  aunque  obtenga  la 
posesión,  será  dueño  con  relación  al  vendedor,  pero 
no  respecto  á otros  adqnirenfces  que  hayan  cumplido 
con  el  requisito  de  la -inscripción. 

Esta  manera  que  tiene  la  Comisión  de  considerar 
la  Ley  'de  Hipotecas,  necesariamente  había  de  con- 
ducirla á consignar  como  una  de  las  bases  capitales 
del  proyecto  que  los  Registros  deben  estar  bajo  la 
dependencia  exclusiva  del  Ministerio  de  Gracia  y 
Justicia  y bajo  la  inspección  de  la  autoridad  judi- 
cial, siendo  ésta  únicamente  la  llamada  á decidir 
las  dudas  y cuestiones  que  se  susciten.  Lo  que  á 
derechos  civiles  se  refiere,  no  puede,  con  arreglo  á 
nuestra  legislación  política,  estar  subordinado  á las 
autoridades  del  órdeq  administrativo,  á lo  que  es 
consiguiente  qne  tampoco  dependa  de  los  centros 
que  han  de  impulsar  la  marcha  de  la  Administra- 
ción activa.  Y que  ésta  ha  sido  la  intención  del  Go- 
bierno al  encargar  la  formación  del  proyecto,  apa- 
rece claramente,  tanto  por  emanar  del  expresado 
Ministerio  las  órdenes  que  al  efecto  se  han  comuni- 
cado, como  por  haberse  confiado  este  trabajo  á la 
Comisión  de  Codificación,  y haber  sido  el  Ministro 
.de-Gracia  y Justicia  el  que  en  las  Cortes  presentó  el 
proyecto  de  autorización  en  .que  se  propuso  ésta 
como  una  de  sus  bases.  Ni  se  crea  que  por  ello  po- 
drán ser  perjudicados  las  intereses  del  Erario  y de- 
fraudados los  impuestos  que  sobre  la  comunicación 
ó trasmisión  de  la  propiedad  y de  los  demas  dere- 
chos en  las  coFas  inmuebles  establecen  ahora,  ó en 
adelante  establezcan  las  leyes:  en  tanto  podrán 
hacerse  .inscripciones  en  los  Registros,  en  cnanto 
estén  satisfechos  los  impuestos  que  graviten  sobre 
los  actos  civiles  que  sean  objeto  de  la  inscripción. 

Tomo  it 


1."  Los  títulos  traslativos  del  dominio  de 
los  inmuebles  ó de  los  derechos  reales  im- 
puestos sobre  los  mismos  (a). 


Los  Registros  vendrán  de  este  modo  á auxilir  la 
acción  fiscal,  pero  sin  ser  absorbidos  por  ella. 

Aunque  la  reforma  fuese  de  eficacísimos  resulta- 
dos para  el  porvenir,  no  produciría  desde  luego 
todos  los  que  se  apetecen,  si  no  procurase  que  se 
arreglaran  á su  sistema  los  contratos  y actos  ante- 
riores á ella.  Esto  lo  hace,  ya  ofreciendo  estímulos  4. 
la  inscripción,  ya  negando  fuerza  contra  terceros  á 
los  títulos  que  en  contravención  á las  leyes  anterio- 
res dejaron  de  inscribirse,  mientras  no  se  subsane 
el  defecto,  y entonces  sólo  desde  la  inscripción.  Con 
estas  prescripciones,  y con  otras  que  se  adoptan 
para  el  tránsito  del  antiguo  al  nuevo  sistema,  espe- 
ra la  Comisión  que  si  su  proyecto  llegase  á ser  ley, 
pronto  se  conocerán  los  felices* resultados  que  se  ha 
prometido  el  Gobierno  al  promover  la  reforma  del 
derecho  antiguo. 

Por  la  misma  causa  ha  creído  la  Comisión  que 
debía  establecer  reglas  para  libertar  ¡a  propiedad  de 
cargas  que,  aunque  resultan  de  sus  títulos  sin  que 
conste  su  redención,  han  dejado  á veces,  por  el  tras- 
curso de  siglos,  de  afectar  de  hecho  á las  fincas  so- 
bre las  cuales  se  impusieron.  Lejos  de  perjudicarse 
con  esto  ningún  derecho  legítimo,  todos  son  consul- 
tados, y sin  producir  vacilación  ni  dudas  en  los  que 
en  realidad  existen,  se  introdúcela  presunción  legal 
de  que  las  fincas  están  libres  de  las  cargas  que  ha 
anulado  una  prescripción  secular  fortalecida  con  el 
silencio  continuado  de  los  que  tenían  facultad  de 
reclamarlas,  con  la  imposibilidad  frecuente  de  saber 
si  han  sido  redimidas,  con  haberse  perdido  la  me- 
moria de  aquellos  á cuyo  favor  estuvieron  constitui- 
das, y con  no  presentarse  quien  tenga  á ellas  dere- 
cho. Los  medios  de  publicidad  que  para  estas  libe- 
raciones se  proponen,  alejan  hasta  la  sombra  del 
fraude,  y darán  lugar  á que  muchos  que  tienen  de- 
rechos qne  ignoran,  y que  probablemente  perderían 
para  siempre  sin  el  procedimiento  que  se  establece, 
puedan  reclamarlos  y entrar  así  en  el  disfrute  de  lo 
que  ni  siquiera  imaginaban. 

Los  grandes  eambios  que  en  los  principios  de  las 
leyes  hipotecarias  se  introducen,  hacen  indispensa- 
ble que  el  proyecto  sea  extenso  y descienda  á mu- 
chos pormenores,  para  que  no  pueda  haber  dadas 
acerca  délo  antiguo  que  queda  ó derogarlo,  ó refor- 
mado,"tí  subsistente.  La  Comisión,  sinpmbargo,  La 
procurado  no  comprender  en  la  ley  más  disposicio- 
nes que  las  que  por  su  naturaleza  corresponden  á 
■ ella,  y cree  poder  contestar  satisfactoriamente  á los 
que  la  censuren,  ó por  demasiado  larga,  ó por  regla- 
mentaria. 

Si  la  legislación  hipotecaria  estuviera  comprendi- 
da en  un  Código  civil  cuyas  partes  guardasen  entre 
sí  la  unidad  y correspondencia  necesarias,  sin  duda 
muchas  de  las  disposiciones  que  están  escritas  en  el 
proyecto  no  se  encontrarían  en  el  titulo  del  Código 
consagrado  especialmente  á las  hipotecas,  s:nó  que 
estarían  diseminadas  en  toda  la  obra.  Si  existiendo 
un  Código  civil  homogéneo  en  todas  sus  partes,  se 
tratara,  paracompletarlo,  de  establecer  una  ley  espe- 
cial de  hipotecas,  tampoco  sería  necesario  dar  tanta 
extensión  á la  obra;  en  el  Código  civil  se  encontra- 
ría considerable  número  de  las  disposiciones  a que 
se  da  cabida  en  el  proyecto.  Si,  aun  fuera  de  estos 
casos,  la  Comisión  adoptara  los  principios  estable- 
cidos en  nuestras  leyes  seculares,  y respetando  lo 
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2:  Los  títulos  eu  que  se  constituyan,  j 

reconozcan,  modifiquen  ó extingan  derechos  ¡ 
do  usufructo,  uso,  habitación,  eníitéusis,  1 


que  existe  se  limitara  á desenvolver  prácticamente  ¡ 
las  realas  escritas  en  nuestro  antiguo  derecho,  seria 
también  fundada  la  censura.  Pero  nada  de  esto  su- 
cede: el  proyecto  cambia  profunda. y radicalmente 
cu  sus  principios  cardinales  la  antigua  legislación 
dr;  hipotecas:  casi  todas  las  disposiciones  que  hasta 
aquí  han  regido  respecto  á ellas,  sufren  en  mayor  6 , 
menor  escala  cambió»  importantes:  el  Derecho  civil  ¡ 
experimenta  alteraciones  trascendentales:  apénas  : 
hay  una  de  sus  instituciones  á que  no. afecte  la  in-  > 
novación:  en  el  órden  de  la  familia,  á la  sociedad 
conyugal  y á la.  potestad  paterna:  en  el  de  tutelas  y 
curadurías,  á las  relaciones  entre  el  menor  ó inca- 
pacitado y los  que  están  encargados  de  su  guarda: 
en  el  de  la  propiedad  y de  los  demas  derechos  en  la 
cosa,  ásu  adquisición,  su  conservación,  su  trasmi- 
sión y sus  modificaciones:  eu  el  de  las.  sucesiones, 
al  respeta  á la  voluntad  del  testador  ó á la  disposi- 
ción de  las  leyes:  en  el  de  contratos,  á la  seguridad 
del  cumplimiento  de  muchos  importantísimos. 

Todo  esto  está  intimamente  ligado  con  la  ley  de 
Hipotecas:  á todo  afecta  gravemente  el  nuevo  siste- 
ma; todo  ha  sido  sujetado  á revisión;  todo  lm  su- 
frido grandes  modificaciones.  Y no  son  sólo  las  le- 
yes puramente  civiles  las  modificadas,  aunque  bajo 
esta  denominación  se  comprendan  las  prescripcio- 
nes del  Código  de  Comercio;  lo  son  también  las  de 
procedimientos;  porque  es  menester,  para  evitar 
que  las  sentencias  sean  eludidas,  adoptar  medidas  i 
de  precaución,  conocidas  actualmente  con  el  nom-  : 
bre  de  hipotecas  judiciales,  que  impidan  la  desapa- 
rición de  la  cosa  litigiosa  y su  enajenación,  ó que  , 
en  perjuicio  del  acreedor  demandante  se  constituya 
el  deudor  en  insolvencia.  Ni  están  menos  interesa  - 
das lar,  leyes  administrativas  que,  en  justa  protec- 
ción á les  intereses  fiscales  y comunes,  crean  á favor 
o1':!  listado,  de  las  provincias,  dedos  pueblos  y de 
los  establecimientos  públicos,  hipotecas  sobre*  los 
bienós  desús  deudores; las  que  para  precaver  daños 
a la  .¿Administración  exigen  garantías  sobre  los  bie- 
nes inmuebles  de  los  que  con  ella  contratan;  las  que 
consideran  afectas  ante  todo  las  propiedades  al  mago 
de  los  tributos  no  satisfechos  oportunamente,  y las  ; 
que  provienen  de  la  gestión  de  los  que  han  maneja- 
do caudales  públicos. 

A estas  consideraciones,  que  por  sí  solas  bastarían  • 
pera  justificar  la  extensión  de  la  ley,  debe  añadirse 
oira  importantísima-  El  legislador,  al  hacer  cam- 
bios, aunque  no  sean  tan  profundos  como  ios  que 
comprende  el  proyecto,  debe  ante  todo  respetar  los 
derechos  adquiridos,  porque  de  otro  modo  su  obra 
sería  efímera  y caería  ante  las  justas  reclamaciones 
de  los  perjudicados.  Para  hacer  este  tránsito  sin 
violencia,  concillando  todos  los  intereses,  ha  sido 
necesario  descender  á ranches  pormenores.  Puede 
considerarse  esta  parto  del  Provecto  como  una  ley- 
distinta  é independiente  déla  de  hipotecas,  que,  le- 
jos de  tener  como  ésta  un  carácter  de  perpetuidad, 
es  pasajera,  porque  se  limita  á salvar  los  derechos 
adquiridos  á la  sombra  de  la  legislación  que  con- 
cluye. 

.Sui  embargo,  conveniente  es  que  forme  un  solo  . 
cuerpo  con  la  ley  que  cambia  oj  antiguo  sistema  hi-  ■ 
potecarim  para  que  en  un  mismo  acto  aparezca  el  le- 
gislador innovando  el  derecho  y respetando  los  he- 
dió,s que  bajo  la  ley  antigua  se  crearon,  atendiendo 


hipotecas,  censos,  servidumbres  y otros 
cualesquiera  reales  (b). 

3.°  Los  actos  ó contratos  en  cuya  vir- 


á las  nuevas  exigencias  de  la  sociedad,  pero  salvan- 
do al  propio  tiempo'  con  cuidadoso  afan  y con  vene- 
ración religiosa  los  derechos  que,  sometidos  impru- 
dentemente á la  innovación,  quedarían  en  realidad 
violados. 

¿Y  podrá  ser  la  ley  tachada  con  justicia  de  regla- 
mentaria? La  Comisión  no  duda  responder  negati- 
vamente. No  siempre  es  fácil  fijar  hasta  donde  debe 
llegar  la  ley  y dónde  debe  comediar  el  reglamento, 
porque  no  ío  es  señalar  con  exactitud  matemática 
ios  límites  respectivos  de  los  poderes  legislativo  y 
ejecutivo.  Muchas  veces  se  ha  debatido  esta  cues- 
tión en  nuestro  Parlamento;  nunca  ha  dominado 
un  principio  que  pueda  considerarse  generador  de 
derecho  en  materia  tan  grave.  En  la  práctica  se  ha 
visto  descender  algunas  leyes,  no  sólo  á pormenores 
que  suelen  tener  carácter  de  estabilidad,  bajo  cuyo 
concepto  caben  muy  bien  en  reglamentos,  sino  á 
disposiciones  meramente  transitorias,  y aun  á al- 
gunas de  mera  ejecución,  que  parecen  más  bien  ob- 
jeto de  circulares  ó de  instrucciones  para  plantear 
la  nueva  ley.  De  aquí  se  infiere  que  en  esto  hay  ma- 
cho de  arbitrario,  y que  en  cada  caso  el  legislador, 
según  la  mayor  ó menor  importancia  que  quiere 
dar  á su  obra,  deja,  ya  más,  ya  menos,  á la  aproba- 
ción del  poder  ejecutivo. 

Supuesto  esto,  y libre  la  Comisión  del  temor  de 
proponer  una  invasión  peligrosa,  ha  podido  seguir 
sus  propias  inspiraciones.  Convencida  profunda- 
mente de  que  todas  las  declaraciones  que  pueden 
atribuir,  negar,  aumentaré  disminuir  derechos  ci- 
viles, corresponden  ai  legislador,  ha  huido  de  de- 
jar al  Gobierno  atribuciones  que  eu  muchos  puntos 
vendrían  á hacerle  árbitro  de  cuestiones  graves  en 
el  terreno  del  derecho  civil.  Nada  hay,  de  cuanto 
está  escrito  en  el  Proyecto,  que  más  ó menos  inme- 
diatamente no  se  refiera  á la  declaración  de  derechos 
y á las  garantías  que  se  han  creído  indispensables 
para  que  la  ley  en  su  día  sea  bien  entendida  y apli- 
cada. 

Prescindiendo  de  estas  importantes  consideracio- 
nes, hay  otras  que  han  movido  á la  Comisión.  En 
su  concepto,  al  poder  legislativo  toca  exclusivamen- 
te dictar  las  reglas  á que  se  quiere  dar  gran  estabi- 
lidad, y que  se  dirigen  á producir  á veces  efectos 
para  larga  serie  de  siglos.  Estas  prescripciones,  que 
tienen  cierto  carácter  de  perpetuidad,  exigen  para 
su  prestigio  la  sanción  de  la  autoridad  legisla- 
tiva, que  es  la  única  que  les  imprime  ese  sello 
de  respete  que  hace  que  atraviesen  de  unas  á otra3 
generaciones,  y que  se  míre  como  una  profanación 
el  cambiarlas  sin  que  esté  sobradamente  justificada 
la  reforma.  No  debe  quedar,  en  concepto  do  Ja  Co- 
misión, al  arbitrio  del  Gobierno  nada  que  pueda 
debilitar  la  firmeza  de  los  principios  que  se  procla- 
man, ni  áun  con  motivo  de  explicarlos,  de  aclarar- 
los y de  fijar  su  sentido  verdadero.  Las  cuestiones 
á que  puede  dar  lugar  la  ley  (y  las  habrá  sin  duda), 
deben  dejarse  á los  Tribunales  para  que  las  resuel- 
van, no  por  medidas  generales  quema  caben  dentro 
de’ sus  atribuciones  constitucionales, sino  aplicando 
la  ley  en  los  casos  que  ocurran  y creando  jurispru- 
dencia, que  es  la  mejor  regla  de  interpretación  y el 
mejor  suplemento  del  derecho  escrito. 

Una  consideración  añadirá,  por  último,  la  Comi- 
sión á ¡as  que  deja  expuestas.  Había  ya  formado  la 


del  registro  público 


tucl  se  adjudiquen  á alguno  bienes  inmue- 
ble ó derechos  reales,  aunque  sea  con  la- 
obligación  de  trasmitirlos  á otro,  ó de  in- 


vertir su  importe  en  objetos  dolor  mi  nados. 

4,°  Las  ejecutorias  en  (pao  se  declare  ia 
incapacidad  legal  para  administrar,  6 la 


ley,  é iba  ¿ hacer  su  revisión  última,  cuando  tuvo 
del  Gobierno  el  encargo  de  preparar  el  reglamento 
para  su  ejecución:  .suspendió  entonces  la  revisión, 
definitiva  del  trabajo  hecho,  con  el  objeto  de  per- 
feccionarlo más,  si  en  vista  de  Jas  nuevas  tareas  á 
que  iba  á dedicarse  y de  las  discusiones  á que  die- 
ran lugar,  apareciera  la  conveniencia  de  hacerlo. 
Teniendo  entonces  que  descender  á.  muchos  porme- 
nores de  ejecución,  se  convenció  de  nuc  algunos  de 
ellos  afectaban  más  ó menos  directamente  á dere- 
chos civiles;  y por  lo  tanto,  no  debían  comprender- 
se en  el  reglamento,  sino  en  la  lev,  como  los  com- 
prendió, no  encontrando  uno  sólo  de  los  artículos 
de  la  ley  que  debiera  pasar  al  reglamento: 

T esto  se  e xplica  fácilmente,  teniendo  en  cuenta 
que  la  ley  ti  ene  por  objeto  asegurar  derechos;  que 
al  efecto  requiere  formalidades  rigurosas;  que  ia 
o misión  de  estas  solemnidades  da  lugar  alguna  vez 
hasta  á la  pena  de  nulidad;  que  esta'  pena  lleva  en- 
vuelta la  pérdida  de  un  derecho  civil,  y por  lo  tanto 
que  todo  esto  debe  ser  obra  de  la  ley,  y no  de  un 
reglamento  administrativo.  La  Comisión  puede  ha- 
berse equivocado  en  alguna  de  sus  apreciaciones; 
pero  no  será  por  falta  de  estudio  y de  discusiones 
detenidas. 

Expuestos  los  motivos  capitales  del  proyecto,  pasa 
la  Comisión  á los  especiales  en  las  diversas  partes 
del  mismo. 

Pueblos  en  qüe  deben  establecerse  los  Re- 
gistros.—Nada  hay  que  justifique  variar  respecto 
á los  pueblos  en  que  han' de  establecerse  los  nuevos 
Registros,  lo  que  ya  de  antiguo  se  halla  dispuesto. 
Cuando  hace  más  de  tres  siglos  se  crearon  los  ofi- 
cios de  hipotecas,  se  ordenó  que  los  hubiese  en  las 
ciudades,  villas  ó lugares  donde  hubiera  cabeza  de 
jurisdicción : posteriormente  el  8r.  D.  Carlos  III  fijó 
más  el  antiguo  precepto,  mandando  que  se  estable- 
cieran en  los  pueblos  cabezas  de  partido , que.  es  lo 
que  se  viene  'observando  hasta  nuestros  días.  Pare- 
cerá tal  vez  á algunos  excesivo  el  número  de  Regis- 
tros de  hipotecas,  y querrían  en  su  lugar  que  exis- 
tieran sólo  en  las  Capitales  de  provincia,  ó quizá  que 
se  limitaran  á aquellas  en  que  se  hallan  establecidos 
los  Tribunales  superiores.  La  conveniencia  de  reducir 
el  número  de  Registros,  la  facilidad  de  vigilarlos  y 
de  elegir  las  personas  más  idóneas  para  su  desem- 
peño, son  los  argumentos  que  pueden  oponerse  ai 
sistema  adoptado.  La  Comisión,  sin  embargo,  no 
ha  dudado  en  desechar  toda  innovación  respecto  á 
este  punto:  ha  creído  que  lo  que  principalmente 
debe  tenerse  en  cuenta  es  la  facilidad  de  los  que. 
hayan  de  hacer  las  inscripciones,  Alejar  los  Regis- 
•tros  de  los  que  han  de  acudir  á ellos,  equivale  fre- 
cuentemente, y con  especialidad  cuando  es  corto  el 
valor  de  las  fincas,  á hacerlos  inaccesibles. 

No  por  esto  dejarán  de  estar  encomendados  á per- 
sonas capaces  de  comprender  en  toda  su  extensión 
los  deberes  que  la  ley  les  impone,  ni  de  estar  bajo 
una  vigilancia  continua  y efieaz  : las  disposiciones 
qüe  al  efecto  establece  el  proyecto  satisfacen  cum- 
plidamente estas  necesidades. 

Títulos  sujetos  i inscripción.— Después  de  ex- 
presar, en  los  términos  que  fia  creído  más  á propó- 
sito, los  títulos,  actos  y contratos  que  deben  sujetar- 
se á la  inscripción  por  sor  traslativos  de  dominio,  ó 
constitutivos  de  un  derecho  real,  ha  añadido  la  Co- 


misión algunos  otros  documentos  cuya  inscripción 
ha  considerado  no  menos  necesaria.  A esta  clase 
corresponden  ante  todo  las  ejecutorias  de  los  Tribu- 
nales en  que  se.  declara  la  incapacidad  legal  para 
administrar,  ó la  presunción  de  muerte  de  personas 
ausentes,  <5  se  impone  la  peno,  de  interdicción  ó 
cualquiera  otra  por  la  que  se  modifique  la  capacidad 
civil  en  cuanto  á la  libre  disposición  de  los  bienes. 
Esta  prescripción  es  nueva  eo  nuestras  leyes,  aun- 
que aceptada  ya  en  el  proyecto  de  Código  civil;  pero 
su  simple  enunciación  ia  justifica,  llura  adquirir 
con  seguridad  bienes  inmuebles  ú derechos  reales, 
no  basta  que  el  vendedor  ó el  imponente  sea  dueño 
ce  ai! os;  tampoco  es  suficiente  que  no  estén  les  bie- 
nes afectos  á otras  cargas;  es  ademas  necesario  que 
el  que  enajena,  que  el  que  trasmite,  tenga  capaci- 
dad civil  para  hacerlo.  Sólo  por  el  concurso  de  estas 
circunstancias  podrá  estar  completamente  seguro 
el  adquirente.  Si  la  ley  no  atendiera,  pues,  á que  la 
capacidad  de  la  persona  constara  en  el  Registro, 
su  obra  sería  incompleta,  y no  produciría  frecuen- 
temente el  efecto  apetecido. 

Ni  los  arrendamientos  por  largo  espacio  de  años, 
ni  aquellos  en  que  se  hayan  hecho  considerables  an- 
ticipaciones, son  generadores  de  un  derecho  real, 
quedando  siempre  limitados  á una  obligación  per- 
sonal. De  aquí  ha  dimanado  la  doctrina  jurídica  de 
que  sólo  el  que  adquiere  el  dominio  en  virtud  de  un 
título  universal,  está  obligado  á respetar  el  arren- 
damiento hecho  por  su  antecesor,  pero  no  el  que  lo 
hace,  por  títulos  singulares.  Las  circunstancias  par- 
ticulares que  concurren  en  estos  arrendamientos,  los 
gastos  á que  suelen  comprometer  á los  arrendata- 
rios, y la  protección  debida  á la  buena  fe,  clave  del 
crédito,  exigen  que  acerca  de  este  punto  se  modifi- 
que el  derecho  antiguo.  Ya  se  había  encargado  la 
práctica  de 'ir  allanando  el  camino  para  la  reforma, 
convirtiendo,  contra  los  cánones  recibidos,  eo  una 
especie  de  derecho  real  los  arrendamientos  de  que 
se  tomaba  razón  en  los  Registros  de  hipotecas.  Y es 
que  cuando  esto  acontece,  toca  al  legislador  conver- 
tir en  ley  y dar  forma  y regularidad  á lo  que  ya  es 
una  necesidad  reconocida.  De  este  modo,  sin  per- 
juicio del  dueño,  que  al  enajenar  y traspasar  una 
finca  no  pretenda  burlarse  de  las  obligaciones  que 
contrajo  con  los  arrendatarios,  sin  daño  del  compra- 
dor de  buena  fe  que  entra  en  el  contrato,  con  e¡  co- 
nocimiento de  una  obligación  de  que  es  sucesor,  se 
salvan  los  justos  derechos  de  los  arrendatarios  en 
los  casos  que  en  elproyeeto  se  prefijan. 

La  Comisión  no  debe  ocultarlo:  en  ellos  ha  esta- 
blecido implícitamente  un  verdadero  derecho  real. 

No  tiene  esto  nada  de  común  con  la  inscripción 
de  los  arriendos  y subarriendos  de  los  bienes  in- 
muebles que  por  la  legislación  fiscal,  se  han  intro- 
ducido, ya  para  hacer  efectivos  los  impuestos  sobre 
los  arrendamientos,  ya  después  de  suprimidos  los 
impuestos  como  un  medio  para  perfeccionar  ja  es- 
tadística de  la  riqueza  raíz,  y conseguir  un  reparti- 
miento más  equitativo  de  las  contribuciones.  Soguu 
queda  manifestado,  ni  una  ni  otra  consideración 
cabían  en  el  proyecto,  si  la  Comisión  había  de  ser 
consecuente  con  los  principios  que  proclama. 

-Sólo  han  sido  hasta  aquí  objeto  da  inscripción  os 
títulos  cuya  autenticidad  aparecía  desde  luego,  lo.-, 
documentos  privados  no  solían  admitirse  en  los 
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presunción,  de  muerto  do  personas  ausentes, 
se  imponga  la  pena  de  interdicción  ó cual- 
quiera otra  por  la  que  se  modifique  la  capa- 


Registros. Cambiar  en  este  punto,  y por  regla  gene- 
ral lo  existente,  empeoraría,  en  vez  de  mejorar  la 
condición  de  la  propiedad  y del  crédito  territorial; 
no  debe  recibir  el  sello  de  un  archivo  público  más 
que  lo  que  no  deje  dudas  de  su  legitimidad.  Por 
esto  la  Comisión;  siguiendo  en  parte  lo  propuesto 
en  el  proyecto  del  Código  civil,  propone  que  sólo 
puedan  ser  inscritos  los  títulos  consignados  en  es- 
critura pública,  en  ejecutorias  ó en  documentos 
auténticos,  expedidos  en  forma  legal  por  el  Gobier- 
no ó por  sus  agentes. 

Otra  cuestión  importante  y nueva  en  nuestra  pa- 
tria debía  resolver  la  Comisicm,  á saber  : si  han  de 
ser  inscritos  los  documentos  ó títulos  otorgados  en 
el  extranjero,  que,  á haberse  celebrado  en  España, 
estarían  sujetos  á la  inscripción.  No  puede  en  nues- 
tros días  e!  legislador  desentenderse  del  derecho 
internacional  privado,  que,  menos  importante  en 
otros  tiempos,  hoy,  gracias  al  aumento  de  las  co- 
municaciones siempre  crecientes  entre  todos  los 
pueblos  civilizados,  á los  enlaces  de  familias  ex- 
tranjeras con  nacionales,  á :a  multiplicación  de  las 
empresas  industriales  y agrícolas,  y al  cosmopoli- 
tismo, si  así  puede  decirse,  de  la  edad  presente,  no 
debe  pasar  olvidado,  como  tampoco  quedar  en  in- 
cierto los  intereses  que  protege.  La  soberanía  del 
legislador  está  en  verdad  limitada  por  las  fronteras: 
este  principio,  que  no  obsl.a  á que  los  extranjeros 
entren,  pasen  y se  establezcan  en  el  territorio  de 
una  nación  que  no  es  la  suya,  á que  ejerzan  en  ella 
su  industria  ó su  comercio,  á que  adquieran  bienes, 
y á que  sucedan,  ya  en  virtud  de  disposición  testa- 
mentaria, ya  por  llamamientos  de  la  ieyrcon  subor- 
dinación siempre  á las  restricciones  que  en  cada 
caso  se  hallan  establecidas  por  las  legislaciones  es- 
peciales de  cada  pueblo,  está  limitado  por  razones 
de  conveniencia  universal  de  todas  las  naciones.  El 
derecho  escrito  es  en  verdad  escaso  por  doquiera  en 
disposiciones  referentes  á las  personas,  álo's  bienes 
y actos  de  los  regnícolas  en  el  extranjero  y de  los 
extramuros  en  el  reino;  pero  motivos  de  utiiiiídad 
que  ninguna  nación  ha  desconocido,  han  hecho 
que  en  cada  listado  se  dé  á las  leyes  extranje- 
ras efectos  más  ó ménos  extensos; "efectos  que, 
escritos  pocas  veces  en  las  leves  , lian  venido  á for- 
mar, con  Ja  repetición  de  actos,  la  jurisprdd encía 
de  los  Tribunales. 

Eos  principios  de  este  derocho  internacional,  for- 
mulados por  .ilustres^  escritores,  desenvueltos  en 
gran  parte  por  la  práctica  judicial,  sancionados, 
aunque  en  menor  escala,  por  algunos  tratados  en- 
tre las  diferentes  potencias  de  Europa  y de  Améri- 
ca, y comenzados  á escribir  con  timidez  y concisión 
en  las  leyes,  van  ya  formando  un  derecho  consue- 
tudinario, que  más  pronto  ó más  tarde  concluirá 
por  dominar  en  todas  las  naciones  civilizadas.  No 
será  Kspaña  la  que  más  tarde  en  entrar  en  este  ca- 
mino: Ja  historia  de  lo  pasado  es  el  pronóstico  para 
lo  futuro. 

Cuando  nuestra  patria  estaba  fraccionada  en  pe- 
queñas monarquías,  y estas  monarquías  lo  estaban 
por  los  estatutos,  ya  provinciales,  ya  municipales, 
por  los  fueros  y por  las  costumbres;  cuando  en  me- 
dí» de  este  desconcierto  general  se  empezaba  á sen- 
tir la  necesidad  de  lijar  reglas  para  los  conllictos 
ocasionados  por  dos  ó más  legislaciones  dixersas, 


cidad  civil  de  las  personas,  en  cuanto  ú la  li- 
bre disposición  de  sus  bienes  fe). 

5.°  Los  contratos  de  arrendamiento  do 


pero  que  la  ciencia  no  había  comprendido  ánn  esta 
necesidad;  cuando  los  grandes  jurisconsultos  de  la 
escuela  de  Bolonia,  sin  eonocer  el  vacío,  dejaban  al 
siglo  siguiente  y á Baldo  y á Bartolo  la  gloria  de 
llevarla  primera  piedra  á Ja  ciencia  del  Derecho 
internacional  privado,  Di  Alfonso  X,  adelantándose 
á sit  época,  fijaba  como  legislador  los  principios 
que  hoy  prevalecen  en  Europa. 

.Al  renacer  en  España  en  este  siglo  el  espíritu 
codificador  que  animó  al  Rey  Sabio,  las  mismas 
han  sido  sus  tendencias.  En  diferentes  disposicio- 
nes del  Gobierno,  en  el  proyecto  de  Co'digo  civil, 
en  la  Ley  vigente  de  Enjuiciamiento  páralos  nego- 
cios civiles,  ha  predominado  la  idea  de  escribir  en 
las  leyes  los  principios  que  recomienda  la  ciencia  y 
que  van  siendo  práctica  general  de,  las  naciones. 

Fiel  la  Comisión,  á estos  antecedentes,  que  tiene 
también  muy  en  cuenta  en  el  proyecto  de  ley  de 
Enjuiciamiento  criminal,  en  cuya  redacción  se  ocu- 
pa, no  ha  creído  que  debía  prescindir  de  ellos  en  la 
de  hipotecas.  Por  esto  propone  que  los  títulos  otor- 
gados en  país  extranjero  que  tengan  fuerza  en  Espa- 
ña con  arreglo  á las  leyes,  y las  ejecutorias  pronun- 
ciadas por  Tribunales  extranjeros,  á que,  se,gun  lo 
prescrito  en  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  deba  dar- 
se cumplimiento  en  España,  se  inscriban  en  el  Re- 
gistro correspondiente,  siempre  que  debieran  ins- 
cribirse Jos  mismos  documentos  si  contuvieran  ac- 
tos celebrados  ó sentencias  pronunciadas  en  el  Rei- 
no. La  Comisión  confía  en  que  si  su  propuesta  me- 
rece la  aprobación  del  Gobierno,  resultará  de  ello  el 
mismo  ó quizá  mayor  beneficio  á los  nacionales 
que  á los  extranjeros.  De  otro  modo,  todos  le3  as- 
tos  de  comunicación  6 de  trasmisión  de  la  propie- 
dad ó de  constitución  de  un  derecho  real,  verití- 
1 eados  en  el  extranjero  por  extranjeros  ó regní- 
colas, que  se  refieran  á bienes  sitos  en  España, 
aunque  con  arreglo  á nuestras  leyes  fueran  aquí 
válidos,  no  podrían  inscribirse,  ni  aparecerían  tam- 
poco en  el  Registro  las  incapacidades  para  ena- 
jenar, que  obrando  dentro  de  sus  atribuciones  y de- 
i rechos  indisputables,  impusieran  los  Tribunales  ex- 
tranjeros, conforme  á las  reglas  del  estatuto  personal, 
por  el  que  se  gradúa  la  capacidad  civil  de  las  per- 
sonas, á súbditos  suyos  que  tuvieran  en  nuestro 
país  bienes  inmuebles,  que  siempre  son  regidos  por 
el  estatuto  real,  ó lo  que  es  lo  mismo,  por  la  ley  del 
suelo  en  que  se  hallan. 

Bienes  que  se  reputan  inmuebles  para  los 
efectos  de  la  LEY. — No  corresponde"  á la  Ley  de 
Hipotecas  definir  y clasificar  las  diferentes  clases  de 
bienes  que  comprende,  porregla  general,  la  división 
de  éstos  en  muebles  y raíces.  Pero  no  podía  desen- 
tenderse la  Comisión  de  resolver  algunas  dudas  nsmi 
que  en  la  práctica  vendría  á tropezarse:  ésta  es  lh 
causa  por  qué  debe  dar  algunas  explicaciones.  Sa- 
bido es  que  los  oficios  públicos  enajenados  déla  Co- 
. rana  se  equiparaban  en  la  práctica  á los  bienes  raí- 
i ces,  que  sobre  ellos  se  imponían  censos,  y. que  se  los 
: gravaba  cou  hipotecas  á ciencia  y paciencia  del  le- 
gislador. Esto,  que  en  los  tiempos  en  que  domina- 
ban otras  ideas  no  parecía  extraño,  en  la  actualidad 
sería  un  anacronismo.  Guando  está  universalmente 
reconocida  la  necesidad  de  que  vuelvan  al  Estado 
todos  los  oficios  públicos;  cuando  ya  muchos  de  es- 
tos oficios  han  revertido  a él;  cuando  paralásupre- 
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bienes  inmuebles  por  un  período  que  exceda 
de  seis  años,  ó los  en  que  se  hayan  antici- 
pado las  rentas  de  tres  ó más  años,  ó 
cuando,  sin  tener  ninguna  de  estas  condi- 
ciones, hubiere  convenio  expreso  de  las 
partes  para  que  se  inscriban. 

t>.°  Los  títulos  de  adquisición  de  los 
bienes  inmuebles  y derechos  reales  que 
poseen  ó administran  el  Estado  ó las  corpo- 
raciones civiles  ó eclesiásticas,  con  sujeción 
á lo  establecido  en  las  leyes  ó reglamen- 
tos (d).  . < : 

orígenes 

Art.  2.°,  ley  Hipotecaria. 

.limiSPRUDENCLl 

La  ley  3.a,  tít.  VlIT,  Iib.  X,  de  la  Novísima 
Recopilación,  aunque  prohíbo  que  sean  admi- 
tidos y se  dé  fe  en  juicio  á los  documentos  que 
carecen  de  la  inscripción  en  el  Registro  de  hipo- 
tecas, debiendo  sujetarse  á ella,  no  impide  que 
pueda  subsanarse  el  defecto  (Sent.  17  Setiem- 
bre 1864). 

La  falta  de  registro  de  una  escritura  en  el 
oficio  de  hipotecas  en  nada  influye  para  la 
validez  de  lo  estipulado  en  ella,  cuando  no  se 
trata  de'1  perseguir  una  hipoteca,  ó de  averiguar 
si  está  gravada  la  finca  en  dicho  instrumento 
(Sent.  5 Mayo  i 86o). 

Si  bien  en  el  art,  4.°  del  real  decreto  de  23 
de  Mayo  de  1845  so  declara  nulo  todo  título 


sion  de  otros  pende  sólo  la  cuestión  del  modo  de  in  - 
demniza? á sus  dueños;  cuando  ya  hay  presentados  á 
las  Cortes  proyectos  de  la  ley  proponiendo  la  rever- 
sión de  los  qué  aún  subsisten,  no  parece  propio  de 
una  ley  nueva  dar  cabida  á abusos  injustificables, 
que  partían  de  la  ficción  de  que  el  desempeño  de  un 
oficio  público  era  igual  al  derecho  de  propiedad  eu 
una  finca,  y que  debía  ser  igualado  á él  en  los  efec- 
tos: unida  esta  consideración  á la  ccnyénieuc-ia  de 
no  aumentar  las  dificultades  para  la  reversión  de 
estos  oficios  á la  Corona,  de  la  que  con  tanto  per- 
juicio del  país  fueron  desmembrados,  ha  movido  á 
la  Comisión  á proponer  que,  para  los  efectos  de  la 
ley,  no  se  consideren  tales  oficios  como  bienes  in- 
muebles. 

Menor  dificultad  se  presenta  respecto  de  las  ins- 
cripciones de  la  Deuda  pública,  acciones  de  Bancos 
y de  compañías  mercantiles.  Desde  luego  aparece 
que  cuando  éstos  títulos  ó acciones  son  al  portador, 
zío  puedan  ser  objeto  de  inscripción,  porque. tampo- 
co lo  son  de  endoso:  en  el  terreno  del  derecho  cons- 
tituyente, parece  que  debe  reputarse  corno  dueño  ol 
que  las  poype  y presentu,  si  las  ha  adquirido  en  for- 
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ó documento  que,  estando  sujeto  al  Registro  de 
hipoteca,  aparece  sin  la  nota  correspondiente 
de  estar  registrado,  osta  disposición  debe  com- 
binarse con  el  art.  8.”  del  real  decreto  de  26  de 
. Noviembre  de  1832,  que  señala  el  plazo  do  quin- 
ce días  -para  la  presentación  al  Registro- de  los 
documentos  de  herencia,  contado  desde  la  fecha 
déla  adjudicación,  ai  no  interviniese  la  auto- 
ridad judicial,  y desde  la  aprobación  de  la 
cuenta  y partición  si  interviniese  (Scntoncia  1 1 
Mayo  1865). 

La  falta  de  registro  de  una  escritura,  como 
tiene  declarado  el  Tribunal  Supremo,  en  nada 
inlluye  para  la  validez  y efectos  del  convenio 
que  de  la  misma  escritura  resulto  haberse  cele- 
brado (Sent.  20  Setiembre  1865). 

La  inscripción  en  el  Registro  do  propiedad  no 
es  un  modo  de  adquirir  el  dominio  de  las  co- 
sas, ni  necesaria  para  ejercitar  la  acción  do 
desahucio  contra  un  inquilino  (Sent.  0 Abril 
: 1866). 

Cuando,  hecho  el  remate  de  una  casa  en  pú- 
blica subasta,  y pagado  su  importe,  declara  el 
rematante  que  lo  ha  verificado  para  otra  perso- 
i na,  pidiendo  que  se  extienda  la  escritura  en 
nombre  de  ella,  no  hace  una  traslación  do  do- 
minio, ni  requiere  la  inscripción  de  dicho  acto 
en  el  Registro  de  la  propiedad  (Sent.  9 Abril 
1866). 

Tomada  razón  en  el  oficio  de  hipotecas  de 
los  documentos  en  que  se  funde  un  derecho  y 
pagado  la  multa  por  morosidad  en  inscribirlos, 
queda  purgado  el  vicio  de  nulidad  que  las  dis- 
posiciones fiscales  imponen  á los  que  carecen 
de  este  requisito  (Sent.  6 Noviembre  1866). 

I 

f 

raa  legal,  y su  carácter  distintivo  está  en  ffue  inme- 
diatamente que  se  adquieran  su  propiedad  quede 
prescrita  de  derecho,  impidiendo  que  sobre  ella 
pueda  reclamarse.  Los  títulos  ó acciones  nomina- 
tivas no  están  á la  verdad  eu  el  mismo  caso;  sólo  ei 
que  legítimamente  las  adquiere  del  que  eu  cu  due- 
ño, tiene  el  verdadero  dominio  de  ellas;  y como  ¡i 
veces  son  la  representación  de  derechos  en  bienes 
inmuebles,  podría  dudarse  si  realmente  les  corres- 
pondía esta  clasificación.  La  Comisión  ha  creído 
que  la  índole  de  las  sociedades  por  acciones  se  opo- 
ne a darles  semejante  carácter;  cualesquiera  que 
sean  los  objetos  de  las  asociaciones,  el  carácter  co- 
mercial prevalece  en  ellas:  aglomerar  las  formalida- 
dades  para  su  trasmisión,  os  desnaturalizarías.  Po- 
drán .poseer  bienes  inmueble»;  pero  aunque  por  ser 
éstos  de  L sociedad  son  de  todos  los  «ocios  en  co- 
mún, no  puede  en  rigor  decirse  que  están  represen- 
tados por  las  acciones:  las  acciones  sólo  representan 
una  parte  alícuota  de  todo  el  capital  racial,  sin  de- 
terminación délos  bienes  eu  que  consiste,  ya  sean 
raíces,  ya  muebles,  ya  cosaB  incorporales. 
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lia  Calía  fío  inscripción  en  oí  Registro  do  la 
propiedad,  ó anotación  previa  de  un  lítalo  tras- 
lativo de  dominio,  sólo  lo  vicia  cu  cuanto  per- 
judica intereses  do  tercero  (Sent.  i."  Junio 
1 S68) . 

Si  bien  á virtud  de  un  testamento  válido  y 
eficaz  puede  el  heredero  instituido  inscribir  á 
su  favor  en  el  Registro  de  lo  propiedad  los  bie- 
nes inmuebles  y derechos  reales  que  aparezcan 
pertenecer  al  testador  en  la  época  de  su  falle- 
cimiento, esto  no  puede  tener  lugar  cuando 
se  litiga  acerca  de  la  validez  ó nulidad  del  tes-  ! 
lamento  ¡Sent.  28  Diciembre  Í8G8) . 

El  valor  de  los  documentos  hipotecarios  an- 
teriores á la  promulgación  de  la  ley  Hipoteca- 
ria vigente,  hay  que  estimarlos  con  arreglo  á 
la  legislación  del  tiempo  en  que  se  otorgaron 
(Sent.  10  Marzo  1800) . 

Por  el  artículo  l.°  do  la  ley  3.*,  tít.  XVI,  li- 
bro X,  Nov.  1 ice.,  se  previene  que  se  tome  razón 
precisamente  en  los  Registros  de  hipotecas  de 
todos  los  instrumentos  que  la  contengan  espe- 
cial y expresa,  y que  sin  esta  circunstancia  no 
hagan  fe  en  juicio  ni  lucra  de  él  para  perseguir, 
la,  sin  exigirse  igual  requisito  para  las  hipote- 
cas generales  (Seal.  i 6 Marzo  1860). 

La  sentencia  que  absuelve  de  la  demanda 
considerando  ser  ineficaz  un  documento  base  de 
la  misma,  por  carecer  del  Registro  en  el  oficio 
de  hipotecas,  cuando  por  ley  está  sujeto  á esta 
formalidad,  no  es  ejecutoria,  puesto  que  nada 
decide  respeto  á los  derechos  de  los  litigantes 
(Sent.  27  Diciembre  1SG0). 

El  núm.  l.°del  art.  2.°  do  la  ley  Hipotecaria, 
que  previene  se  inscriban  en  el  Registro  los  tí- 
tulos traslativos  de  dominio  de  los  inmuebles, 
no  declara  la  nulidad  de  los  que  no  se  inscriban, 
sinó  que  limita  sus  preceptos  ¿salvarlos  de- 
rechos de  tercero,  pero  dejando  vivas  las  obli" 
gaviones  entre  quienes  las  hayan  contraído  (Sen- 
tencia .10  Noviembre  1870). 

Al  establecer  uno  de  los  considerandos  de  la 
sentencia  dictada  on  un  pleito  de  reclamación 
do  prestaciones,  que  unas  escrituras  de  recono- 
cimiento ó cabrevncion  del  año  1777  no  se  ha- 
llaban inscritas  en  el  Registro  de  la  propiedad 
ni  habían  sido  cotejadas  con  sus  originales,  no 
las  niegan  ol  valor  y eficacia  que  puedan  tener, 
ni  contraría  la  jurisprudencia  vigente  en  Cata- 
luña, sobre  que  un  solo  reconocimiento  sirve 
de  prueba  al  señor  directo  contra  el  enfitéuta 
que  lo  ejecutó  y los  que  de  él  tienen  derecho: 
porque  tratándose  do  una  demanda  petitoria 
ó de  propiedad,  ningún  documento  que  se  llevo 


á juicio,  huyase  ó no  cotejado,  si  no'se  halla  ins- 
crito en  el  Registro,  no  puede  perjudicar  ¿ter- 
cero, quedando,  por  tanto,  los  expresados  reco- 
nocimientos en  la  categoría  de  obligaciones 
personales,  muy  anteriores  á las  leyes  que  de- 
volvieron á la  Corona  los  señoríos  jurisdicciona- 
les (Sent.  7 Marzo  1871). 

Cuando  por  virtud  del  contrato  do  compra- 
; venta  con  el  pacto  de  retro  consignado  en  escri- 
tura y de  la  inscripción  de  este  en  eí  Regis- 
tro. se  traslada  el  dominio  de  una  finca,  y esta 
traslación  do  dominio,  pendiente  en  un  princi- 
pio del  retracto  convenido,  se  hace  definitiva 
por  terminar  el  plazo  señalado  antes  de  la 
muerto  del  vendedor,  con  arreglo  á las  notas 
marginales  puestas  en  los  documentos  registra- 
trados,  sin  que  en  el  Registro  resulte  otro 
asiento  que  los  contrarío  ni  modifique,  dichas 
fincas  no  deben  reputarse  copio  del  caudal  su- 
jeto á la  testamentaría  del  vendedor  (Senten- 
cia 3 Enero  1873). 

So  infringen  la  ley  3.‘,  tít.  XVI,  lib.  X,  Noví- 
sima Recopilación,  y la  doctrina  establecida 
| por  el  Tribunal  Supremo,  según  las  cuales  las 
escrituras  hipotecarias  que  no  hayan  sido  re- 
gistradas, si  bien  carecen  do  eficacia  para  per- 
seguir las  cosas  hipotecadas,  tienen,  sin  em- 
bargo, fuerza  y valor  legal  en  cuanto  á los 
demas  pactos  que  hubiesen  convenido  los  otor- 
gantes cuando  se  las  niega  dicho  valor,  á pesar 
de  no  tratarse  de  porseguir  bienes  hipotecados, 
sinó  del  derecho  preferente  entre  dos  acreedo- 
res para  cobrarse  en  los  frutos  y rentas  de  esos 
bienes,  y sobre-  todo  cuando  una  de  dichas  es- 
crituras estaba  registrada  ¡Sent.  21  Noviem- 
bre 1872). 

Según  el  art.  2.”  de  la  ley  Hipotecaria,  do 
ben  inscribirse  en  ol  Registro  de  la  propiedad 
los  actos  ó contratos  en  cuya  virtud  se  adju- 
diquen bienes  inmuebles  ó derechos  reales, 
aunque  sea  con  la  obligación  de  trasmitirlos  á 
otros  ó de  invertir  su  importe  on  objetos  deter- 
minados (Sent.  26  Abril  Í871). 

Para  que  un  contrato  do  arriendo  pueda  per- 
judicar á tercero,  es  requisito  esencial  que  se 
halle  inscrito  en  el  -Registro  de  la  propiedad 
(Sent.  28  Abril  1870). 

RESOLUCIONES  DE  LA  DIRECCION 

fnj  Las  paneras,  ya  estén  sostenidas  por 
pies  de  piedra  ó de  madera,  se  consideran 
muebles,  y la  inscripción  debe,  por  lo  tanto, 
limitarse  al  solar  y habitaciones  ú obras  in- 
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muebles  que  se  hallen  bajo  de  ellas  (Res.  Di- 
rección Gen.  7 Agostó  1863). 

La  escritura  en  <}ue  el  dueño  primitivo  ena- 
jena el  derecho  que  tiene  sobre  la  finca  es 
inscribible,  previo  el  pago  de  derechos  á la  Ha- 
cienda, porque,  si  carece  del  dominio  absoluto, 
puede,  en  cambio,  disponer  del  limitado  (Re- 
solución Dlr.  Gen.  17  Junio  18ÍU). 

Las  comunidades,  religiosas  pueden  consti- 
tuir ó adquirir  créditos  hipotecarios,  según  sen- 
tencia de  13  de  Setiembre  de  1867:  y los  actos 
ó contratos  que  otorguen,  surten  plenos  efec- 
tos en  eL  orden  civil,  siempre  que  hayan  sido 
autorizados  por  quien  tiene  la  representación 
natural  y legítima  de  lá  comunidad  religiosa 
á cuyo  nombre  s.e  otorgan,  aunque  no  conste 
haberse  obtenido  licencia  superior  (Res.  Di- 
rección Gen.  25  Agosto  1871). 

Si  bien  .es  doctrina  consignada  por  esía  Di- 
rección al  resolver  varios  recursos  (véase  la 
Res.  Dir.  do  25  Setiembre  de  1873,  al  pié  del 
art.  20  de  la  ley  Hipotecaria)  gubernativos,  de- 
ducida del  espíritu  de  las  leyes  Hipotecaria  y 
del  Matrimonio,  que  el  padre  no  puede  trasmi- 
tir el  dominio  de  los  bienes  inscritos  en  el  Re- 
gistro como  de  ¡a  propiedad  de  sus  hijos,  de 
esta  doctrina  no  se  deduce  que  tales  bienes 
sean  absolutamente  inalienables.  Uno  de  los 
casos  en  que  procede  la  enajenación  de  los  bie-  . 
nos  raíces  del  peculio  de  los  hijos  no  emancí*  ! 
pados  es  cuando  la  autoridad  judicial,  áins-  .j 
tancia  de  un  acreedor  de  éstos,  y en  el  corres-  ¡ 
pondiente  juicio  ejecutivo,  decreta  el  embargo 
y venta  en  pública  subasta  .de  los  bienes  det 
hijo  de  familia  para  el  pago  de  los  créditos  que 
se  halla  obligado'  á satisfacer.  La  calificación 
de  legitimidad  de  los  créditos  corresponde  á la  1 
autoridad  judicial,  y no  al  Registrador  (Resolu-  ■ 
clon  Dir.  Gen.  14  Julio  1875;.. 

Sea  cualquiera  la  causa  que  exista  para  la 
enajenación  de  bienes  de  menores,  se  lian  de 
observar  las  formalidades  dé  la  ley,  y especial- 
mente la  autorización  judicial,  á la  que  debe 
preceder  la  demostración  de  necosidadUcgal  ó 
material  de  dicha  enajenación.  La  licencia  con- 
cedida por  el  marido  á la  mujer  menor  para 
enajenar  bienes  de  su  "propiedad,  no.  puede 
reputarse  bastante  sin  que  la  preste  su  consen- 
timiento, y precediendo  ademas  las  formalida- 
des legales  (Rés.  Dir.  Gen.  14  Enero  1876). 

Los  testamentos  deben  regirse  por  las  leyes 
que-  fijan  la  capacidad  del  testador  y señalan 
las  formalidades  de  los  mismos,  aunque  en 
ellos  se  disponga  de  bienes  inmuebles  situídos 


en  territorios  donde  no  se  hallen  vigentes 
aquellas  leyes.  En  su  consecuencia,  el  testa- 
mento otorgado  por  un  vecino  do  Barcelona, 
así  como  todas  las  mandas,  legados  y domas 
disposiciones  contenidas  en  dicho  documento, 
deben  regirse  por  la  legislación  civil  v ¡genio 
en  la  expresada  ciudad.  Con  arreglo  á la  mis- 
ma, el  testador  puede  disponer  do  su  patrimo- 
nio con  entera  libertad,  salvo  la  legítima  para 
los  ascendientes  ó descendientes,  que  consiste 
en  la  cuarta  parte  de  todos  los  bienes  del  difun- 
to, quedando  á elección  del  heredero  pagarla 
en  metálico  ó bienes  inmuebles  de  caudal  re- 
licto, conforme  al  contenido  del  art.  í)4  de  las 
Cortes  generales  do  Monzón  do  1585  (Ros.  Di- 
rección Gen.  28  Abril  1876). 

Conforme  á la  doctrina  de  la  ley  Hipotecaria, 
consignada  en  el  art.  l.üde  su  Reglamento,  son 
inscribibles  las  adquisiciones  de  fincas  perte- 
necientes á la  mitad  reservahlo  de  los  mayo- 
razgos, hechas  por  inmediatos  sucesores  á los 
mismos,  y todos  los  domas  actos  y contratos 
que,  sin  tener  nombre  propio  en  derecho,  mo- 
difican desde  luego  y en  lo  futuro  algunas  de  las 
facultades  del  dominio  sobro  bienes  inmuebles 
ó derechos  reales  (Res.  Dir.  Gen.  20  Diciem- 
bre 1877). 

Habiendo  instituido  el  testador  por  heredera 
suya  á su  alma  y representándola  para  1 os 
efectos  legales,  según  lá  doctrina  do  esta  Di- 
rección, el  ejecutor  ó cumplidor  testamentario, 
es  procedente  la  inscripción  de  ios  bienes  del 
difunto  á nombre  del  ejecutor  que  adornas 
reúne  el  carácter  más  universal  do  fiduciario 
ó fideicomisario,  como  el  testador  vulgarmen- 
te lo  nombra,  sin  trabas  ni  limitaciones  de  nin- 
guna especie.  Sin  perjuicio  de  dicha  inscrip- 
ción respecto  de  los  bienes  que  no  han  sido 
objeto  de  mandato  6 legado  especial,  pueden 
inscribirse  desde  luego  á nombre  do  las  respec- 
tivas personas  favorecidas  por  el  testador,  las 
fincas  que  éste  Ies  ha  legado  concreta  y deter- 
minadamente desde  el  momento  en  que  consta 
la  aceptación  de  las  mismas,  verificada  expre- 
sa ó tácitamente,  y la  entrega  de  los  bienes 
formalizada  por  la  persona  que  representa  al 
heredero  (Res.  Dir.  Gen.  30  Abril  1878). 

(b)  Los  contratos  en  que  se  adquiere,  tras- 
mite ó impone  el  derecho  de  aprovecharse  por 
cualquier  concopto  de  las  aguas  que  nacen  de 
una  finca  ó en  ella  existen,  modifican  desde 
luégo  ó en  lo  futuro  alguna  de  las  facultados 
del  dominio  sobre  los  bienes  inmuebles,  y es- 
tán, por  lo  tanto,  comprendidos  on  la  disposi- 
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don  clcl  a id.  2."  (1¡cb.  Dir.  Gen.  27  Enero  1804).  | 
La  providencia  favorable  recaída  en  utl  in-  ; 
tcrdiclo  de  adquirir  es  documento  inscribible, 
puesto  que  reconoce  un  derecho  in  re,  habien- 
do sido  preciso  para  dictarla,  que  el  interesado 
haya  acreditado  que  ningún  0tro  posee  á título 
do  dueño  ó usufructuario  los  bienes  de  que  se 
trata,  legados  en  testamento  (Res.  Dir.  Gen.  30- 
Noviembre  1871). 

La  negativa  del  registrador  á inscribir  el  le- 
gado del  censo  es  improcedente,  en  cuanto  im- 
pide al  legatario  hacer  constar  en  los  libros  del 
Registro  la  trasmisión  del  dominio  de  la  cosa 
logada,  verificada  bajo  condición  suspensiva, 
porque,  prescindiendo  de  los  efectos  jurídicos 
que  pueda  producir  esta  condición  impuesta 
por  el  testador,  y de  su  validez  ó nulidad,  lo 
cual  corresponde  decidir  y resolver  á los  Tri- 
bunales, en  el  supuesto  de  que  sea  válida  y efi- 
caz aquella  condición,  resulta  una  traslación-de 
dominio  bajo  condición  suspensiva,  la  cual  es 
inscribible  con  arreglo  A la  doctrina  consignada 
en  los  artículos  2.”  1(1  y 17  de  la  ley  Hipote- 
caria (Res.  Dir.  Gen.  20  Febrero  1875). 

Hegun  los  artículos  25  y28  dala  ley  de  Aguas 
de  1800,  las  concesiones  otorgadas  por  el  Go- 
bierno, de  terrenos  en  la  playa  para  levantar 
edificios  de  baños  permanentes  deben  reputarse 
definitivas,  y en  este  sentido  son  inscribibles  en 
e!  Registro,  con  arreglo  al  art.  l.°  del  Reglamen- 
to ¡jara  la  ejecución  de  la  ley  Hipotecaria.  Da 
concesión  otorgada  es  definitiva  con  arreglo  á 
dicha  doctrina,  sin  que  pierda  este  carácter  por 
haber  insertado  en  ella,  como  otra  de  las  condi- 
ciones de  la  concesión,  el  contenido  literal  del 
art.  21  déla  mencionada  ley  do  Aguas,  porque 
el  único  efecto  que  produce  esta  condición  es 
el  do  sujetar  á esta  causa  de  revocación  ol  de- 
recho del  concesionario.  También  es  inscribible 
en  concepto  de  inmueble  el  edificio  construido 
por  el  concesionario,  Aun  cuando  sea  de  made- 
ra., siempre  que  esté  fijo  ó adherido  al  suelo  y 
no  pueda  trasladarse  do  un  lugar  á otro  sin  des- 
hacerlo, porque  el  derecho  adquirido  por  el  que 
levanta  el  edificio  con  autorización  del  dueño 
del  solar  es  un  verdadero  derecho  reai,  suscep- 
tible de  hipoteca,  cualesquiera  que  sean  los 
pactos  ó convenios  celebrados  entre  aquellas  ' 
personas,  conforme  á la  doctrina  del  art.  101,  . 

' i 

numero  IR  de  la  ley  Hipotecaria.  La  inscripción 
del  terreno  que,  perteneciendo  á la  Nación,  ha 
concedido  e)  Gobierno,  debe  inscribirse  con 
arreglo  á lo  dispuesto  en  el  art.  2.ü  de  la  ley 
Hipotecaria  y del  4-“  del  real  decreto  do  11  de 


Noviembre  de  1864,  por  cuanto  dicho  terreno 
ha  entrado  en  el  dominio  particular  del  Estado 
mientras  dure  la  cbncesion,  sin  que  puedá  ofre- 
cer duda  la  determinación  delinmueble,  porque 
del  acta  levantada  por  el  ingeniero  resultan  la 
situación,  medida  y linderos  en  el  modo  que 
permiten  esta  clase  de  bienes  inmuebles  (Reso- 
lución Dir.  Gen.  23  Marzo  1875). 

Limitado  el  derecho  de  un  marido,  después 
de  fallecida  su  esposa,  á disponerle  la  mitad  de 
los  bienes  comunes  al  matrimonio.,  la  constitu- 
ción de  hipoteca  sobre  la  restante  mitad  sin  la 
concurrencia  de  los  herederos  ó causa-habientes 
de  su  consorte,  es  nula,  conforme  á la  doctrina 
del  Tribunal  Supremo' en  sentencia  de  20  de 
Enero  de  1874,  cuya  nulidad  parcial  no  implica 
la  de  la  obligación  hipotecaria  consignada  en 
la  escritura  respecto  de  la  mitad  perteneciente 
al  otorgante (Rps.  Dir.  Gen. 8 de  Enero  de  1878] . 

Trotándose  déla  inscripción  de  bienes  adqui- 
ridos en  virtud  de  actos  de  ultima  voluntad,  de- 
be presentarse  en  primer  término  el  testamento 
otorgado  por  el  dueño  de  los  mismos  hienes- 
con  la  partida  de  defunción,  por  ser  estos  docu- 
mentos los  esenciales  para  verificar  la  mencio- 
nada inscripción,  yen  segundo  lugar  los  com- 
plementarios ¿'accesorios  de  aquéllos, 'como  lo  1 
es  en  este  caso  la  escritura  de  declaración  de 
bienes  otorgada  por  el  usufructuario.  Este  últi- 
mo documento  es  inscribible  en  el  concepto  de 
supletorio  ó complementario,  á pesar  de  no  ha- 
ber concurrido  á su  otorgamiento  los  herederos 
propietarios  (Res.  Dir.  Gen.  14  Febrero  1878). 

Según  la  doctrina  fundamental  de  la  ley  Hipo- 
tecaria, consignada  en  el  párrafo  2.°  del  art.  2.° 
déla  misma,  son  inscribibles  en  el  Registro  de 
la  propiedad  todos  los  títulos  en  que  se  recono- 
cen ó declaran  cualesquiera  derechos  de  -natu- 
raleza real  relativos  á los  bienes  raíces.  Al  úni- 
co efecto  de  evitar  dudas  acerca  de  los  derechos 
que  tienen  el  carácter  de  reales,  declaró  el  ar- 
tículo l.°  del  Reglamento  que  no  sólo  merecen 
este  nombre  loa  usufructos,  etc.,  que  por  ser  de 
antiguo  conocidos  cita  la  ley  Hipotecaria,  sinó 
ademas  los  otros,  relativos  á derechos  de  la  mis- 
ma índole,  como  adquisiciones  de  fincas  perte- 
necientes á la  mitad  reservablc  de  ios  mayoraz- 
gos, concesiones  definitivas  de  mináis,  caminos 
do  hierro,  cuya  enumeración  no  tiene  el  ca- 
rácter de  limitativa,  sinó  aclaratoria  del  precop- 
to  legal  consignado  en  la  ley.  Con  arreglo  á es- 
ta doctrina,  es  evidente  que  el  derecho  concedi- 
do por  la  legislación  vigente  de-  minas  á todo 
propietario  de  tierras,  para  explotar  las  sustan- 
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cías  útiles  del  reino  mineral  que  se  encuentran 
en  el  interior  ó en  la  superficie  del  terreno  de 
su  pertenencia,  y se  hallan  comprendidos  entre 
los  designadas  en  los  artículos  2. 5 y 3.»  tlcl  De- 
creto de  29  do  Diciembre  de  1869,  es  un  derecho 
de  naturaleza  real-,  de  índole  semejante  á los 
designados  por  vía  de  ejemplo  en  los  artículos 
2.°  de  la  ley  Hipotecaria  y 1."  de  so  Reglamen- 
to, podiendo  en  su  consecuencia  ser  inscrito.  Lo 
mandado  en  la  Real  orden  por  la  cual  se  reco- 
noció el  derecho  de  explotación,  constituye  un 
titule  declarativo  de  dicho  derecho  real,  que  es 
inscribible  por  hallarse  consignado  en  docu- 
mento auténtico  expedido  por  el  Gobierno  (Res. 
Dír.  Gen.  8 Julio  1878). 

No  puede  estimarse  como  una  verdadera  fin- 
ca, para  los  efectos  del  Registro,  la  cantidad  de 
agua  procedente  de  un  manantial  con  destino 
al  riego.  Para  que  fuera  inscribible  esta  adqui- 
sición sería  preciso  que  fuese  un  derecho  real 
constituido  sobre  ó en  favor  de  una  finca  deter- 
minada  y en  virtud  de  la  que  se  hiciere  la  ins- 
cripción de  la  misma  con  arreglo  á la  ley  Hipo- 
tecaria y su  Reglamento,  y por  consiguiente,  si 
en  la  escriturá  no  se  calificó  la  naturaleza  jurí- 
dica del  derecho  adquirido  por  el  comprador, 
ni  se  describe  el  inmueble  sobre  que  este  se 
constituye,  en  el  caso  de  ser  real,  ni  la  finca  en 
cuyo  beneficio  ha  de  utilizarse,  no  puede  hacer- 


inconveniente  que  nacería  do  hallarse  inscri- 
to el  dominio  á favor  de  una  persona  jurídica 
distinta  del  Estado,  y se  cumple  el  requisito  im- 
puesto á todo  el  que  tras  fiera  un  inmueble  ó 
derecho  real,  de  acreditarla  adquisición  del 
dominio  untes  del  1.®  de  Enero  de  1 8Gíí , ó de  te- 
nerle inscrito  á favor  de  su  causante  (Res.  Di- 
rección Gen.  7 Diciembre  1875). 

Según  el  art.  8.ü  dol  Real  decreto  do  11  de 
Noviembre  de  1864,  puede  inscribirse  la  pose- 
sión á favor  del  Estado  de  Los  inmuebles  que  lo 
pertenezcan,  en  virtud  de  certificación  expedida 
por  el  jefe  de  la  dependencia  á cuyo  cargo  esté 
la  administración  ó custodia  de  la  finca  que  ha- 
ya de  inscribirse,  siempre  que  por  su  cargo  ejer- 
za autoridad  pública  ó tenga  facultad  do  cer- 
tificar. La  certificación  librada  por  el  ingeniero 
jefe  de  montes  con  referencia  á documentos 
oficiales  que  obran  en  su  poder,  es  documento 
inscribible,  porque  está  expedido  con  arreglo  á 
su  Reglamento  por  el  jefe  de  la  dependencia  que 
tiene  á su  cargo  la  conservación,  policía  y vigi- 
lancia, ó sea  la  custodia  dedos  montes  que  han 
de  inscribirse,  ejerciendo  dicho  jefe  autoridad 
pública  en  el  servicio  facultativo  y administra- 
tivo confiado  á su  cuidado,  con  facultad  ademas 
de  certificar  de  los  hechos  y documentos  que 
consten  en  su  oficina,  según  ha  declarado  el 
Ministerio  de  Fomento  en  Real  orden  comuni- 


se  la  inscripción,  porque  estas  omisiones  consti- 
tuyen otras  tantas  faltas  en  las  formas  extrín- 
secas de  aquel  documento  (Res.  Dir.  Gen.  6 Ju- 
nio 1880). 

fe)  Según  la  ley  Hipotecaria  y su  Reglamen- 
to, las  declaraciones  y mandatos  judiciales,  por 
los  que  se  priva  á una  persona  total  ó parcial- 
mente de  la  libre  disposición  de  sus  bienes,  sólo 
son  inscribibles  en  los  casos  y con  los  requisitos 
que  dicha  ley  y Reglamento  tienen  taxativamen- 
te señalUflos  (Res.  Dir.  Gen.  7 Noviembre  1879). 

( d ) Los  terrenos  desti  nados  á la  vía  pública 
no  han  de  ser' objeto  de  insc  ripcion  sinó  en  el 
Caso  de  que  el  Ayuntamiento  trate  de  enajenar- 
los eii  todo  ó en  parte  (Res.  Dir.  Gen.  27  Fe- 
brero 1864). 

Ei  principio  general  consignado  en  el  art.  20^ 
de  ,que  el  hallarse  inscrito  un  inmueble  é fa- 
vor de  persona  distinta  de  la  que  trasfiera  ó 
grave  es  motivo  bastante  para' negar  la  ins- 
cripción, debe  también  aplicarse  al  Estado,  la 
provincia,  el  municipio  y todas  las  corporacio- 
nes civiles  ó eclesiásticas,  como  demuestran 
eí  art.  2.°  dt>  la  ley,  y el  l.°  del  Real  decreto  de 
11  de  Noviembre  do  1864,  porque  así  se  evita  el 


cada  á Gracia  y Justicia,  de  fecha  16  de  Mayo 
de  1877,  fijando  el  sentido  de  la  legislación  vi- 
gente sobre  la  facultad  de  los  ingenieros  jefes 
de  provincia  (Res.  Dir.  Gen.  2 Octubre  1877). 

La  ejecutoria  recaída  en  pleito  en  que  se  ejer- 
■ eita  el  dominio,  constituye  por  sí  sola  un  titulo 
, inscribible,  como  disponen  los  números  1.*  y 3." 
í del  art.  2.°  de  la  ley  Hipotecaría,  no  sólo  por- 
que la  absolución  de  la  demanda,  como  tiene 
declarado  el  Tribunal  Supremo,  decide  todas 
las  cuestiones  suscitadas  en  el  litigio,  una  de  las 
cuales  es  el  dominio,  sinó  porque  contiene  ade- 
mas derechos  cuyo  reconocimiento  se  impone 
al  demandado  como  consecuencia  del  mismo 
dominio. 

Constituyendo  la  sentencia  un  título  declara- 
tivo del  dominio  y del  derecho  de  utilizar  los 
productos  que  corresponde  á los  ayuntamientos 
por  títulos  de  Techa  anterior  á 1869,  es  innece- 
saria la  presentación  é inscripción  do  estos  tí- 
tulos, siendo  bastante  el  declarativo  de  la  sen- 
tencia que  lo  afirma,  sin  que  pueda  invocarse  el 
art.  6.”  del  Reglamento,  pues  éste  no  tiene  otro 
objeto  que  determinar  la  forma  de  la  inscrip- 
ción (Ros.  Dir.  Gen.  19  Marzo  1879.1 
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Artículo  188-1. — Para  que  puedan  ser  ins- 
critos los  títulos  expresados  en  el  artículo 
anterior,  deberán  estar  consignados  en 
escritura  pública,  ejecutoria  ó documento 
auténtico,  expedido  por  autoridad  judicial,  ó 
por  el  Gobierno  ó sus  agentes,  en  la  forma 
quo  prescriben  los  reglamentos. 

ORÍGENES 

Art.  3.°,  ley  Hipotecaria. 

JURISPRUDENCIA 

El  núm.  3.°  de  la  instrucción  inserta  en  la 
ley  3.*,  tít.  XVI,  lib.  X,  Nov.  Rec.,  exigía  que 
para  el  Registro  se  hubiera  de  exhibir  la  pri- 
mera copia  que  diese  el  escribano  otorgante, 
que  es  la  que  se  llama  original,  excepto  cuando 
por  pérdida  5 extravío  de  algún  instrumento 
antiguo  se  hubiese  sacado  otra  copia  con  auto- 
ridad del  juez  competente,  la  cual,  en  tal  caso, 
se  registraría  expresándose  así  (Sent.  23  Se- 
tiembre 1864). 

Los  testamentos  que,  á falta  de  escribano, 
pueden  recibir  en  Cataluña  los  curas,  rectores 
ó sus  tenientes,  cada  uno  en  su  distrito,  territo- 
rio ó feligresía,  no  tienen  valor  alguno  sin  la 
intervención  de  dos  testigos  (Sent.  G Febre- 
ro 18GG). 

No  afecta  á la  validez  de  una  escritura  públi- 
ca la  falta  de  la  primera  hoja,  cuando  contiene 
toda  la  parte  dispositiva,  y esta  revestida  de 
todos  los  requisitos  y solemnidades  necesarias 
para  ser  calificada  de  subsistente  y eficaz,  sin 
que  se  haya  intentado  contra  ella  prueba  de  fal- 
sedad [Sent.  19  Febrero  1866). 

El  testamento  nuncupativo  que  un  escribano 
otorga  por  sí  y ante  sí,  si  se  estima  como  orde- 
nado por  cédula,  necesita  de  escribano  público 
y tres  testigos  á lo  menos,  vecinos  del  lugar  en 
que  se  hiciere,  ó de  cinco  de  este,  también  ve- 
cinos, no  concurriendo  aquél.  Para  elevar  á 
escritura  piTblica  el  expresado  testamento,  que 
es  igual  al  hecho  de  palabra,  no  puede  prescin- 
dirse,  por  la  circunstancia  de  ser  escribano  el 
testador,  de  recibir  declaración  4 los  testigos  y 
al  escribano,  en  su  caso,  con  arreglo  á lo  dis- 
puesto en  los  artículos  1382  y 1387  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil  (Sent,  25  Mayo  1866), 

La  circunstancia  de  escribir  un  heredero  ó 
un  albacea  fiduciario  el  testamento  en  que  so  le 
nombra,  no  induce  por  sí  sola  nulidad,  si  no 


concurren  otras  que  prueben  haberse  falseado 
¡ ]a  voluntad  del  testador  (Sent.  "514  Diciem- 
bre 18G6). 

Para  acreditar  la  propiedad,  hacen  prueba 
| acabada  las  cartas  formadas  por  mano  de  escri- 
bano público,  con  la  solemnidad  y demas  re- 
j quisitos  que  determina  el  art.  114,  tít.  XV  de 
la  Partida  3.*,  si  no  hay  duda  acerca  de  su 
autenticidad  ni  contienen  tacha  que  las  invali- 
de (Sent.  12  Marzo  18G7). 

Es  ineficaz  en  juicio  un  documento  público 
que  no  esté  unido  ni  foliado  en  el  protocolo  del 
escribano  que  lo  autorizó,  con  arreglo  á las 
prescripciones  de  la  ley  1.a,  tít.  XXIII,  lib.  X, 
Novísima  Recopilación,  y alas  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil  (Sent.  9 Junio  1868). 

Aunque  el  notario  que  autorice  una  escritura 
¡ exprese  únicamente  su  domicilio  y el  de  los 
otorgantes,  y no  su  necesidad,  esta  falta  no  anu- 
la el  instrumento,  porque  la  ley  del  Notariado 
no  sanciona  su  nulidad  [Sent.  13  Noviem- 
bre 1868). 

No  producen  efocto  las  disposiciones  de  un 
; instrumento  público,  favorables  á parientes 
. dentro  del  cuarto  grado  de  consanguinidad  ó 
l segundo  de  afinidad  del  notario  que  lo, autori- 
ce, según  lo  dispuesto  en  el  art.  28  de  la  ley 
del  Notariado  (Sent.  12  Febrero  18G9). 

Las  firmas  de  los  testigos  instrumentales  no 
! son  necesarias  para  la  validez  de  un  testamen- 
| to  otorgado  antes  déla  publicación  de  la  ley  del 
Notariado,. ni  lo  son  hoy  sinó  en  el  caso  previs- 
| to  en  el  art.  75  del  Reglamento  para  la  ejecución 
: de  dicha  ley,  de  28  de  Mayo  de  1862  (Sent.  7 Di- 
ciembre 1869). 

Si  bien  el  fuero  De  Ta.belIion.ibus-,  de  los  del 
reino  de  Aragón,  previene  que  el  notario  testi- 
ficante de  cualquier  instrumento  conozca  á los 
interesados  que  lo  otorguen,  y en  el  caso  de  no 
conocerlos  los  designe  en  tercera  pefsona.  ex- 
presando llamarse  ellos  con  el  nombre  que  in- 
vocan, no  exige  que  en  el  mismo  instrumento 

■ se  dé  fe  de  dicho  conocimiento,  y menos  esta- 
blece como  causa  de  nulidad  del  testamento  la 
falta  de  dichos  requisitos,  por  más  que  castigue 
al  notario  que  en  ella  incurra  (Sent.  9 Diciem- 
bre 1869). 

Las  certificaciones  expedidas  por  las  Admi- 
nistraciones de  Hacienda  pública  son  docu- 
mentos fehacientes,  con  arreglo  á lo  dispuesto 
en  los  artículos  279  y 280  de  la  ley  «Je  Enjuicia- 
miento civil  (Sent.  7 Febrero  l873). 

Si  un  deudor  so  comprometió  con  su  acreedor, 

■ á condición  de  que  se  abstuviera  de  apremiarlo 
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por  el  importe  del  saldo  de  su  cuenta,  á gravar 
una  finca  de  su  pertenencia  entregando  al  efec- 
to títulos  do  propiedad,  y aviniéndose  á otorgar 
cualquier  escritura,  no  puedo  prescindir  de 
formar  la  de  hipoteca,  porquo  sin  ella  no  es 
posible  inscribir  ' la  finca  en  el  Registro  de  la 
propiedad,  según  se  dispone  en  el  art.  3.°  de  la 
ley  Hipotecaria  (Sent.  l.°  Octubre  1875). 

RESOLUCIONES  DE  LA  DIRECCION 

Los  documentos  que  deben  presentarse  á la 
toma  de  razón  no  son  las  diligencias  originales 
ó el  expediente  primitivo,  á no  ser  que  en  la 
herencia  sea  uno  solo  el  interesado,  sinó  las  co- 
pias ó testimonios  autorizados  (Gire.  Dir.  Ge- 
neral Oontr.  23  Abril  1850). 

No  son  títulos  auténticos  registrables  los  cer- 
tificados de  los  acuerdos  en  virtud  de  los  cuales 
algunos  Ayuntamientos  hacían  repartos  de  ter- 
renos de  propios,  acuerdos  que  no  constan  más 
que  por  una  nota  de  los  secretarios  de  dichas 
corporaciones  [Res.  Dir.  Gen.  25  Agosto  1803). 

Los  testamentos  otorgados  por  los  enfermos 
acogidos  en  el  hospital  do  Nuestra  Señora  de 
Gracia  do  Zaragoza  ante  los  párrocos  ó vicario 
del  mismo,  no  son  documentos  inscribibles  si 
no  se  elevan  á escritura  pública  ¡Res.  Dir.  Ge- 
neral 27  Octubre  1863). 

El  juez  de  primera  instancia,  con  arreglo  á 
los  artículos  103  y 167  de  la  instrucción  para  el 
cumplimiento  do  la  ley  de  l.°  de  Mayo  de  1855, 
es  competente  para  autorizar  el  otorgamiento 
de  una  escritura  de  venta  de  bienes  nacionales, 
siendo,  por  lo  tanto,  inscribible  dicho  documento 
(Res.  Dir.  Gen.  5 Julio  1866). 

La  escritura  de  venía  á censo  reservativo  re- 
dimible de  casas  pertenecientes  á una  capella- 
nía colativa,  sacadas  á pública  subasta,  es  ins- 
cribible. La  dirección  del  Registro  acordó  que 
so  inscribiera  á favor  de  la  capellanía  el  domi- 
nio ó la  posesión  de  la  cosá  enajenada;  que  la 
inscripción  de  la  posesión  se  practicase  con  ar- 
reglo á lo  prevenido  en  el  real  decreto  de  1 1 de 
Noviembre  da  1864,  ó según  lo  dispuesto  en  los 
artículos  397  y siguientes  de  la  ley  Hipotecaria 
reformada;  y que  verificada  la  inscripción  de  la 
casa  á favor  de  la  capellanía,  procedería  exten- 
der la  de  su  enajenación,  si  ajuicio  del  Regis- 
trador el  documento  público  que  se  le  presen- 
tare no  CQntenía  otros  defectos  que  impidieran 
su  inscripción  (Res,  Dir.  Gen.  10  Mayo  1871). 

Para  inscribir  bienes  procedentes  de  capella- 
nías adjudicadas  como  libres,  do  conformidad 


con  lo  dispuesto  en  el  art.  5.°  del  convenio 
de  2-i  de  Junio  de  1867  y cap.  4.”  de  la  Instruc- 
ción concordada  del  propio  mes , es  necesario 
que  por  el  título  ó por  otros  documentos  so 
justifique:  l.“,  que  la  capellanía  era  colativa  ó 
do  familia;  2.  , que  se  ha  obtenido  la  declaración 
gubernativa  de  que  los  bienes  no  debían  consi- 
derarse como  eclesiásticos  ó del  clero  secular 
sinó  que  estaban  comprendidos  entro  los  excep- 
tuados por  los  artículos  0."  de  la  ley  de  2 de 
Setiembre  de  1841,  y 3.°  do  la  de  11  de  Junio 
de  1855;  3.°,  que  se  presente  la  ejecutoria  obto- 
nida  por  los  adquirentes  (Res.  Dir.  Gen.  12  Ju- 
lio 1873). 

En  la  ley  7.”,  tít.  XTX,  lib.  Til  de  la  Nov.  Re- 
copilación, con  objeto  de  estimular  la  edifica- 
ción en  yermos  y solares,  se  dictan  varias  dis- 
posiciones, y entre  ellas  el  que  si  los  mencio- 
nados sitios  fuesen  de  mayorazgos,  capellanías, 
patronatos  ú obras  pías,  puedan  sus  actuales 
poseedores  hacer  la  obra,  y do  no  verificarla 
dentro  de  un  año.  se  concedan  dichos  solares  á 
censo  reservativo;  cuya  disposición,  aunque  es- 
pecial para  Madrid,  se  halla  admitida  y exten- 
dida á los  edificios  que  se  encuentran  en  estado 
ruinoso  en  los  demas  puntos  del  reino.  La  ver- 
dadera naturaleza  de  la  constitución  del  censo 
es  aquí  un  acto  de  administración  autorizado 
por  las  leyes  y por  la  práctica,  al  cual  no  pue- 
den ser  aplicables  las  disposiciones  del  real 
decreto  de  12  de  Agosto  de  1871,  porque  pres- 
cindiendo de  su  natural  contexto,  que  tan  sólo 
se  refiere  á los  verdaderos  actos  de  conmutación 
de  bienes  eclesiásticos  y de  capellanías,  celebra- 
dos con  los  requisitos  del  Convenio-ley  de  24 
de  Junio  de  1867,  y examinando  la  razón  y es- 
píritu que  de  aquellos  se  deriva,  aparece  evi- 
dentemente que  la  necesidad  de  la  previa  de- 
claración ministerial,  sólo  comprende  aquellos 
actos  en  virtud  do  los  cuales  la  Iglesia  trasmite 
álos  particulares,  en  concepto  de  libres,  bienes 
que  tenían  el  carácter  de  eclesiásticos,  y que  peí 
este  título  podían  corresponder  al  Estado  con 
arreglo  á las  leyes  de  desamortización,  entre 
cuyos  actos  no  puede  en  manera  alguna  in- 
cluirse el  que  es  objeto  del  presente  recurso 
(Res.  Dir.  Gen.  10  Febrero  1875). 

La  declaración  judicial  de  heredero  obtenida 
con  arreglo  á los  trámites  establecidos  por  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil  para  el  juicio  de 
¿ib  intest  ato,  es  título  suficiente  para  adquirir  o 
dominio.  Para  que  las  providencias  declarato- 
rias de  derechos  puedan  ser  inscritas  en  el  ke- 
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bienes  que  á ésto#  últimos  pertenecían,  esta 
manifestación  no  puede  considerarse  como-prue- 
ba legal  y suficiente  del  título  que  se  invoca 
para  tener  el  dominio  sobre  la  finca.  Las  escri- 
turas de  partición  de  bienes,  sin  otras  justifica- 
Iraordinario,  ya  por  su  naturaleza,  ya  por  haber  clones,  tan  sólo  acreditan  el  hecho  de  haber 
sido  consentidas  por  las  partes  (Res.  Dír.  Ge-  cesado  la  indivisión  ó comunión  entre  los  co-= 
neral  27  Febrero  1875).  partícipes,  pero  de  ningún  modo  el  derecho  de 

No  es  inscribible  por  razón  de  nulidad  una  éstos,  como  lo  confirma  la  real  órden  de  5 de 

escritura  de  adjudicación  y partición  de  bienes  Setiembre  de  1867,  que,  - fundándose  en  e3ta 

verificada  por  ios  testamentarios  y la  esposa  del  misma  doctrina,  declaró  que  dichos  docümen- 

testador,  cuando  ésta  es  acreedora  y el  hijo  he-  tos  no  son  inscribibles  sino  se  acompaña  á 

redero  es  menor  de  edad,  si  éste  no  ha  sido  re-  ellos  el  testamento  ó la  declaración  judicial  de 

presentado  por  un  curador  a d ¡item.  y la  testa-  heredero,  es  decir,  los  títulos  quo  justifiquen  la 

mentaría  no  se  ha  sometido  á la  aprobación  ju-  adquisición  del  dominio  por  razón  de  herencia 

dicial.  No  puede  invocarse  contra  esta  doctrina  testada  ó intestada  ¡Res.  I>ir.  Gen.  12  Mayo 
la  regla  4.a  de  la  órden  de  6 de  Noviembre  de  de  1875). 

1888,  que  declara  no  ser  necesaria  la  aproba-  Son  nulos  de  derecho  los  instrumentos  pú- 
cion  judicial  para  la  inscripción  de  las  partieio-  blieos  otorgados  en  territorio  dominado  por  las 

nes  de  herencia,  cuando  los  herederos  menores  ¡ facciones  carlistas  y en  virtud  de  órden  de  las 
han  sido  representados  por  sus  padres,  porque  autoridades  intrusas  ó de  los  jefes  rebeldes 
esta  disposición  supone  la  posibilidad  legal  de  (Ros.  Dir.  Gen.  5 Julio  1875). 
que  los  padres  tengan  ¡a  representación  de  sus  Una  escritura  de  descripción  de  bienes  no  es 
hijos,  por  no  existir  intereses  opuestos  entre  documento  fehaciente  para  acreditar  el  domi- 

cllos,  pues  habiéndolos,  deben  estar  representa-  nío  de  los  inmuebles  que  constituyen  la  dota- 
dos por  curadores  ad  litem.  conforme  á la  prác-  cion  del  mayorazgo,  tanto  porque  la  simple 

tica  de  los  Tribunales,  y someterse  la  partición  manifestación  hecha  por  una  persona  fuera  de 

á la  aprobación  judicial,  según  lo  declarado  en  juicio  yen  provecho  propio  nunca  ha  consti- 

la  regla  de  la  precitada  circular.  Tampoco  puede  tuído  semejante  prueba,  cuanto  porque  en  el 

invocarse  lo  dispuesto  en  el  núm.  1.°,  art.  C5  , caso  de  haber  de  reivindicar  algunos  ó todos 
de  la  vigente  ley  de  Matrimonio  civil,  porque  los  bienes  como  procedentes  del  mayorazgo, 

si  bien  la  madre  del  menor  heredero,  tiene  la  ¡ no  podría  obtenerse  de  ningún  Tribunal  la  do- 
patria  potestad  sobre  su  hijo,  y bajo  este  con-  | claracion  de  semejante  derecho,  si  no  se  pre- 
cepto disfruta  de  los  mismos  derechos  y prcro-  sentan  otras  pruebas  legales  de  pertenecer  la 

gativas  del  padre,  ésta  sólo  puede  representar  á finca  ó fincas  reclamadas  á la  fundación;  lo 

los  hijos  no  emancipados  en  los  negocios  juri-  que  no  sucedería  si  la  escritura  de  inscripción 

dicos  que  les  sean  provechosos,  en  cuya  clase  de  bienes  constituyese  por  sí  sola  un  título 

no  pueden  ser  comprendidos  los  de  reconqci-  acabado  y completo  de  dominio  (Res.  Dir.  Gen. 

miento  y pago  de  créditos  ilíquidos  [Res.  Di-  15  Junio  18751.  . - _ 

reccion  Gen.  9 Marzo  1875).  En  conformidad  á lo  dispuesto  en  la  ley  1.a, 

Guando  el  derecho  del  que  pretende  inserí-  tít.  I,  lib.  X,  Nov.  .Rae.,  y artículos  492  y 493 
bir  arranca  de  una  escritura  de  transacción,  y do  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  los  interesa- 
á posar  de  ello  so  limita  á presentar  la  de  par- 
tición de  bienes,  esta  bien  derogada  la  inscrip- 
ción do  esta  última,  porque,  según  doctrina 
constante  de  la  Dirección,  las  particiones  de 
bienes  no  son  documentos  inscribibles  si  no  se  tos  otorgados  á presencia  del  juez,  sí  se  ratifi- 

acompañan  los  quo  acreditan  el  derecho  de  los  can  debidamente  ante  el  mismo,  según  se  pre- 
interesados (Res.  Dir.  Gen,  1S  Marzo  1875).  viene  en  el  art.  1207  de  la  propia  ley.  Las  ope- 

Si  en  la  escritura  de  partición  presentada  raciones  extendidas  en  documento  privado 

sólo  consta,  por  la  propia  y aislada  manífesta-  adquieren  el  carácter  de  público  cuando  ha 

cion  de  los  interesados,  que  ellos  son  los  únicos  sido  ratificado  debidamente  ante  el  juez  de  pri- 

heredoros  ¿ib  hites  lulo  de  sus  padres,  y que  mera  instancia.  Sin  embargo  de  sor  inscribible 

como  tales  han  adquirido  el  dominio  de  los  este  documento,  el  registrador  puedo  exigir  la 


dos  en  una  testamentaría  pueden  practicar  las 
operaciones  en  la  forma  que  estimen  conve- 
niente, cuyos  acuerdos  tendrán  toda  la  validez, 
firmeza  v solemnidad  propias  de  ios  instrumen- 


-istro  do  la  propiedad,  es  indispensable  que  ten- 
gan la  cualidad  de  firmes,  que  son  conforme  al 
art.  888  de  la  ley  provisional  sobre  organi- 
zación dei  poder  judicial,  aquellas  contra  las 
míe  no  procede  recurso  alguno  ordinario  ni  ex- 
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presentación  de  documentos  que  acreditan  la 
capacidad  de  las  personas  {Ros.  Dir.  Gen.  .15 
Noviembre  1875). 

'Con  arreglo  á los  principios  fundamentales 
de  nuestra  legislación  y á lo  dispuesto  en  Real 
órden  de  7 de  Setiembre  de  1867,  para  acredi- 
tar la  adquisición  del  dominio  por' título  de  he- 
rencia, y por  consiguiente  para  inscribir  esta 
adquisición  en  el  Registro  de  la  propiedad,  se 
debe  acompañar  el  testamento  6 el  acto  de  úl- 
tima voluntad  en  que  conste  la  institución  de 
heredero,  y en  su  defecto  la  declaración  judi- 
cial formulada  con  sujeción  á las  leyes.  Des- 
pués de  publicada  Ja  ley  de  Enjuiciamiento  ci- 
vil no  existen  otros  medios  legales  para  obtener 
* la  declaración  de  heredero  a b intesta,  lo  que  los 
consignados  y determinados  en  ios  artículos  368 
al  375  de  la  misma,  cuyos  trámites  son  obliga- 
torios para  todos  cuantos  se  crean  con  derecho 
á una  herencia,  ya  sea  en  concepto  de  herede-  i 
ros  necesarios,  ya  como  voluntarios,  supuesto 
que  la  ley  no  establece  diferencia  alguna  para 
este  efecto.  Al  suponer  el  recurrente  que  sólo 
procede  y es  obligatorio  el  solicitar  la  declara- 
ción ab  intestato,  con  sujeción  á dichos  trá-  * 
mites,  en  los  casos  taxativamente  señalados  en 
el  art.  351  de  la  misma  ley,  incurre  en  una  : 
equivocada  apreciación  jurídica,  que  nace  de 
confundir  el  juicio  ab  intestato , que  comienza 
en  el  art.  368,  con  los  periodos  que  algunas 
veces  suelen  precederle  y son  el  de  prevención, 
á que  únicamente  se  refiere  dicho  art.  351 , y | 
el  de  intervención,  de  que  tratan  el  356  y si- 
guientes hasta  el  367  inclusive.  Una  vez  esta- 
blecidos en  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  los 
trámites  que  deben  observarse  para  obtener  la 
declaración  de  heredero  ab  intestato,  no  es  lí- 
cito á los  particulares  ni  á los  Tribunales  adop- 
tar otros  distintos,  porque  los  preceptos  de 
derecho  público,  á cuya  clase  pertenece  el  pro- 
cesal, no  pueden  ser  modificados  por  la  volun- 
tad de  los  interesados.  Siendo  revocables  en 
cualquier  tiempo  las  providencias  dictadas  por 
los  jueces  en  los  expedientes  de  información 
para  perpetua  memoria,  conforme  á lo  dis- 
puesto en  la  regla  9.a,  art.  1208  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil,  carecen  de  la  autoridad  y 
firmeza  de  la  cosa  juzgada,  y en  su  consecuen- 
cia no  constituyen  un  verdadero  titulo  de  ad- 
quisición del  dominio  de  los  bienes  por  dere- 
cho hereditario,  ni  pueden  considerarse  como 
inscribibles  declaraciones  de  derecho  que  no 
causen  estado,  atendidos  los  efectos  que  la  ley 
Hipotecaria  atribuye  á las  inscripciones  do  he. 
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rencia.  La  práctica  seguida  por  algunos  juzga- 
dos y por  una  de  ¡as.  Salas,  de  la  Audiencia  do 
Sevilla,  admitiendo  informaciones  para  perpe- 
tua memoria,  con  ol  fin  de  obtener  la  declara- 
ción de  heredero  ab  intestato , y haciendo  talos 
declaraciones,  no  puede  prevalecer  contra  el 
precepto  claro  y terminante  del  legislador,  ni 
constituir  una  parte  de  jurisprudencia,  obliga- 
toria para  los  demas  Tribunales  y oficinas  del 
Estado.  Tampoco  puede  citarse,  en  apoyo  de 
esta  práctica  ilegal,  lo  dispuesto  en  los  artícu- 
los 381  y 382  de  la  ley  Hipotecaria,  ni  en  éstos 
se  hace  mención  de  las  informaciones  como 
medio  de  obtener  la  declaración  de  heredero, 
ni  aunque  á ellos  se  aludiese  podría  deducirse 
que  las  autorizaba  para  lo  sucesivo,  pues  el  le- 
gislador en  estos  artículos  sólo  se  refiere  ú 
inscripciones  hechas  con  anterioridad  á la  pu- 
blicación de  la  ley  Hipotecaria  vigente.  Ade- 
mas de  estas  razones  aducidas  para  negar  á las 
informaciones  de  testigos  el  carácter  de  medios 
legales  y suficientes  de  acreditar  que  una  per- 
sona ha  fallecido  sin  testamento,  y que  deter- 
minadas personas  son  las  que  tienen  mejor  do- 
brecho  á sus  bienes,  existe  otra  importante,  fun- 
dada en  la  imposibilidad  de  que  los  testigos 
sepan  y tengan  certeza  de  estos  hechos  negati- 
vos, los  cuales  sólo  pueden  justificarse  por  el 
medio  solemne  de  los  edictos  publicados  con 
repetición  en  los  periódicos  oficiales,  convocan- 
do á todos  los  que  se  consideren  interesados 
para  que,  dentro  del  término  que  la  ley  prescri- 
bo, acudan  á usar  de  su  derecho  en  la  forma  y 
de  la  manera  establecida  (Res.  Dir.  Gen.  15  Oc- 
tubre 1875). 

Según  la  doctrina  de  loa  artículos  7."  y 8."  dol 
Convenio-ley  de  1867,  los  poseedores  de  bienes 
de  dominio  particular  gravados  con  cargas 
eclesiásticas,  gozan  de  la  facultad  de  solicitar 
la  redención  del  diocesano,  quien,  verificado  el 
pago,  debe  otorgar  el  correspondiente  documen- 
to para  que  se  cancele  la  hipoteca  y queden  di- 
chos bienes  libres.  Para  los  efectos  del  Conve- 
nio-ley citado,  se  entiende  por  cargas,  según  el 
art.  5.“  de  la  instrucción  concordada,  todo  gra- 
vamen impuesto  sobre  bienes  de  cualquier 
clase  para  la  celebración  de  Misas  y demas  ac- 
tos religiosos.  Los  censos  gravados  sobre  bie- 
nes de  dominio  particular  á favor  de  capella- 
nías, memorias  de  Misas,  cuyas  pensiones 
anuales  se  invierten  en  celebración  de  actos 
religiosos,  tienen  el  carácter  do  verdaderas  car- 
gas religiosas,  y catán  comprendidos  en  las  dis- 
posiciones anteriores.  No  estando  bastante  ex 
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plirita  c&ta  declaración  acerca  de  si  estos  bie- 
nc.'  están  ó no  incluidos  en  el  beneficio  de  la 
redención  que  los  prelados  podían  otorgar  á los 
poseedores,  se  declaró*  por  Real  órden  de  17  de 
Abril  de  1868,  que  los  censos  ó pensiohes  co- 
nocidamente afectos  á cargas  eclesiásticas  es- 
tán sujetos  á la  redención  concedida  por  el  Con- 
venio-ley á los  poseedores  de  los  bienes  con 
ellos  gravados.  Fundada,  pues,  la  escritura  en 
un  censo  impuesto  sobre  una  tinca  de  la  pro- 
piedad dc¡  otorgante,  es  incuestionable  la  fa- 
cultad del  diocesano  para  conceder  la  reden- 
ción del  censo,  é indudable  la  capacidad  de  un 
delegado  para  otorgar  la  escritura  correspon- 
diente (Res.  Dir.  Gen.  30  Octubre  1875). 

La  escritura  pública  de  promesa  de  venta, 
habiendo  conformidad  en  la  cosa  y el  precio  y 
entrega  de  aquella  y.  de  parte  de  ésta,  es  ins- 
cribible, porque  constituye  un  contrato  de 
compra-venta  perfecto  y consumado.  Si  la  ven- 
ta se  hace  bajo  condición  resolutoria  y ésta  no 
tiene  lugar  por  no  haberse  realizado  oportu-  . 
ñámente  ei  hecho  de  que  dependía,  queda  firme 
el  contrato  (Res.  Dir.  Gen.  20  Noviembre 
1875). 

Cualquiera  que  sea  la  doctrina  que  preva- 
lezca sobre  la  naturaleza  jurídica  de  los  actos 
de  partición  de  la  cosa  común,  ya  se  les  consi- 
dero traslativos  de  dominio  .de  cada  parte  ad- 
judicada á los  condueños,  ya  como  declarativos 
de  dominio  sobre  estas  mismas  porciones,  los 
referidos  actos  de  partición  deben  verificarse 
por  todos  los  que  sean  condueños,  ó por  sus 
legítimos  representantes  ó causa-habientes,  de- 
bidamente acreditada  su  personalidad,  para 
que  tales  actos  sean  válidos  y puedan  inscri- 
birse en  el  Registro.  Respecto  á los  que  inter- 
vinieran como  herederos  de  otros,  es  necesaria 
la  inscripción  previa  á favor  de  los  misinos  del 
titulo  por  el  cual  hayan  adquirido  el  derecho 
hereditario,  ó sea  del  testamento  ó última  vo-  , 
luntad,  en  el  que  se  les  instituyo  herederos,  ó ■ 
declaración  judicial  en  su  defecto;  y que  míen-  ' 
tras  esto  no  so  verifique  no  pueda  tener  efecto 
la  inscripción,  aunque  haya  intervenido  la  au- 
toridad judicial,  porque  ésta,  en  actos  de  juris- 
dicción voluntaria,  no  declara  derechos,  pues 
que  sus  providencias  no  causan  estado  (Reso- 
lución Dir.  í.íei^.  26  Noviembre  1875}. 

Son  títulos  inscribibles  las  sentencias  de  los 
Tribunales  contra  las  que  no  se  ha  interpuesto 
recurso  de  casación,  no  sólo  para  declarar  el 
dominio  de  bienes,  sino  para  cancelar  asientos 
del  Registro  que  se  hallen  en  contradicción 


con  tales  declaraciones  (Res.  Dir.  Gen.  8 Ju- 
nio 1876). 

Los  convenios  y transacciones  hechos  en 
juicio  verbal  no  tienen  el  valor  de  la  cosa  juz- 
gada, y áun  siendo  posible  dar  á la  que  se  trata 
la  fuerza  que  el  art.  218  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil  declara  para  lo  convenido  en  el 
: acto  de  conciliación,  es  indudable,  conforme 
con  lo  prevenido  en  dicho  artículo,  que  sólo 
puede  llevarse  á efecto  por  el  juez  municipal, 
si  no  excediese  de  la  cantidad  prefijada  para  los 
juicios  verbales,  pero  excediendo,  como  en 
este  caso,  por  el  juez  de  primera  instancia,  de 
¡ la  manera  y en  la  forma  prevenidas  para  la 
ejecución  de  las  sentencias  (Res.  Dir.  Gen. 
28  Setiembre  1876). 

Las  escrituras  de  venta  mandadas  otorgar 
por  los  jueces  municipales,  en  cumplimiento 
de  lo  convenido  en  acta  de  conciliación  entre 
una  madre  á nombre  de  sus  hijos  y el  acreedor 
de  éstos,  es  inscribible  siempre  que  la  provi- 
dencia so  dicte  dentro  dei  procedimiento  que 
las  leyes  establecen  para  2a  ejecución  de  sen- 
tencias;;  procedimiento  que  en  el  caso  de  que 
se  trata  se  siguió  con  arreglo  al  art.  218  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil.  De  lo  que  no  pue- 
de dispensarse  al  acreedor  es  de  que  los  meno- 
res inscriban  á su  nombre  las  fincas  dadas  en 
pago,  porque  la  iey  exige  esta  previa  inscrip- 
ción, y no  distingue  entre  las  diversas  maneras 
de  adquirir  el  dominio  (Res.  Dir.  Gen.  11  No- 
viembre 1876), 

No  es  válida  ni  inscribible,  con  arreglo  á la 
legislación  vigente,  la  escritura  de  venta  en  que 
el  notario  autorizante  se  coloca  en  lugar  del 
comprador,  aceptando  en  su  nombre  todos  ios 
derechos  trasmitidos  por  el  vendedor  (Res.  Di- 
rección Gen.  25  Enero  1877). 

Los  notarios  no  pueden  intervenir  como 
mandatarios  de  los  otorgantes  en  los  contratos 
que  ellos  autoricen,  siendo  nulos  los  instru- 
mentos redactados  con  infracción-  de  este  pre- 
cepto cuando  contienen  disposiciones  á su  favor 
(Idem  id.  id.).  - . 

Si  bien  la  ley  del  Notariado,  en  su  art.  22, 
prohíbe  que  los  notarios  autoricen  contratos  en 
que  alguno  de  los  otorgantes  sea  pariente  suyo 
dentro  del  cuarto  grado  civil  ó segundo  de  afi- 
nidad, no  sanciona  esta  infracción  con  la  nuli- 
dad. del  instrumento  ni  del  contrato,  sino  que 
se  limita  en  su  art.  28  á declarar  ineficaz  lo 
estipulado  en  favor  del  pariente  que  concurrió 
al  otorgamiento  (Res.  Dir.  Gen.  27  Enero  1877). 

Según  precepto  terminante  do  la  ley  Hipóte- 


DHL  REGISTRO  PÚIILICO 


55!) 


caria,  pueden  ser  inscritos  en  el  Registro  los 
títulos  consignados  en  escritura  pública,  en 
ejecutoria  ó en  documentos  auténticos  expedi- 
dos en  forma  legal  por  el  Gobierno  ó por  sus 
agentes,  quedando,  en  su  consecuencia,  exclui- 
dos los  títulos  que  consten  en  documento  pri- 
vado. 

Si  bien  el  testamento  otorgado  por  un  militar  : 
en  papel  simple,  y firmado  por  mano  del  testa- 
dor, según  dispon©  la  ley  8.a,  tít.  XVIII,  lib.  X, 
Nov.  Rec.,  constituye  por  esta  razón  documen- 
to privado.no  inscribible,  adquirió  el  carácter 
de  auténtico  desdo  el  momento  en  que  por  au- 
toridad judicial,  previas  las  diligencias  oportu- 
nas, se  reconoció  implícitamente  su  legitimidad, 
mandando  fuese  protocolizado  en  el  archivo 
de  un  notario  público  (Res.  Dir.  Gen.  80  Mayo 
1877). 

Véase  Res.  Dir.  Gen.  de  2 de  Octubre  -de 
1877  en  el  art.  1883  (2.*  de  la  ley  Hipotecaria). 

Los  beneficios  concedidos  por  el  artículo  l.° 
do  la  ley  de.  17  de  Julio  de  1877  deben  exten- 
derse á las  declaraciones  judiciales  sobre  here- 
deros ah  int.esta.to , siempre  que  se  hubiesen  ob- 
tenido observando  las  demas  formalidades  de 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  antes  de  la  pu- 
blicación de  aquella  ley.  La  ley  de  Enjuicia- 
miento civil  sólo  se  ocupa  de  las  testamentarías 
para  fijar  las  reglas  con  que  deben  trasmitirse 
las  contiendas  ó contenciones  promovidas  vo- 
luntariamente por  los  interesados,  y bajo  este 
concepto  la  disposición  del  art.  407,  fijando  las 
causas  en  que  debe  promoverse  el  juicio  noce-  ! 
sario,  no  puede  entenderse  en  el  sentido  de  que 
en  ellas  haya  do  incoarse  necesariamente  pleito 
ó juicio  conti'a  Ja  voluntad  de  los  interesados, 
sino  en  el  de  que,  promovido  que  sea,  de- 
ban forzosamente  observarse  Jas  reglas  preve- 
nidas. 

No  habiendo  previsto  el  legislador  el  caso  en 
que  los  interesados  en  una  testamentaría  ó 
a b inteslato  se  propongan  practicar  sin  con- 
tienda judicial  todas  las  operaciones  y actos  re- 
lacionados con  la  liquidación  y partición  de  las 
sucesiones  hereditarias,  fué  indispensable  su- 
plirlo de  algún  modo,  adoptando  las  oportunas 
reglas  que  al  efecto  se  consignan  en  la  orden 
expedida  por  el  Ministerio  de  Gracia  y Justicia 
en  0 do  Noviembre  de  1868  (Res.  Dir.  .Gen.  ID 
Enero  1878). 

8i  en  una  nota  ó memoria  testamentaria  apa- 
rece el  nombramiento  de  fideicomisario  en  un 
sobrino  dei  testador,  queda  revocado  en  esta 
parte  el  testamento,  on  cuya  cláusula  aparecía 


el  nombramiento  de  otras  personas  (Res.  Di- 
rección Gen.  30  Abril  1878). 

Gon  arreglo  á la  doctrina  de  ia  ley  2.a,  tít.  XI- 
Parlida  0.a,  no  hay  contradicción  entre  lascua, 
lidades  de  cumplidor  testamentario  y heredero 
fideicomisario  (Res.  id.,  id.,  id.). 

Al  establecer  el  art.  3.°  de  la  ley  Hipotecaria 
que  puedan  ser  inscritos  los  títulos  consigna- 
dos en  escritura  pulilica,  ejecutoria  ó documen- 
to auténtico  expedido  por  autoridad  judicial  ó 
por  el  Gobierno  ó sus  agentes,  en  Ja  forma  que 
prescriben  los  reglamentos,  y el  8.“  del  Regla- 
mento dictado  para  la  ejecución  de  la  ley  Hipo- 
tecaria, al  considerar  como  documentos  auténti- 
cos los  que,  sirviendo  de  título  al  dominio  ó 
derecho  real,  están  expedidos  por  el  Gobierno  ó 
por  autoridad  ó funcionario  'competente  para 
darlos,  y deban  hacer  fe  por  sí  solos,  se  limitan 
á consignar  que  para  la  inscripción  es  nece- 
sario un  documento  auténtico,  teniéndose  por 
tal  el  expedido  por  funcionario  competente; 
pero  sin  que  esto  quiera  decir,  ni  que  todos  los 
documentos  de  esta  clase  sean  inscribibles,  ni 
■ que  todo  funcionario  sea  competente  para  dar 
¡ fe  indistintamente  de  toda  clase  de  actos. 

El  funcionario  público  competente  para  dar 
fe  de  los  contratos  y actos  extrajudiciales,  es  el 
notario,  según  se  dispone  en  el  art.  1.”  de  la  ley 
del  Notariado;  las  certificaciones  expedidas  pór 
los  secretarios  de  los  juzgados  municipales, 
con  respecto  á lo  convenido  en  los  actos  de  con- 
ciliación, sólo  tienen  el  carácter  de  documento 
auténtico  en  cuanto  á la  certeza  de  la  celebra- 
ción del  acto  y á lo  Ocurrido  en  él,  sin  que  los 
interesados  se  eximan  de  hacer  constar  en  es- 
critura pública  sus  convenios  ó avenencias 
cuando  se  refieren  á ía  constitución,  trueque  ó 
trasmisión  de  derechos  reales  sobre  bienes  in- 
muebles, según  se  dispone  en  la  ley  14,  tít.  XII, 
lib.  II  de  la  Nov.  Rec. 

.Esta  doctrina  se  encuentra  corroborada  por 
el  art.  146  de  la  misma  ley  Hipotecaria,  que 
prescribe  como  necesario  el  otorgamiento  de 
escritura  pública  para  la  constitución  de  hipo- 
tecas voluntarias  y por  la  resolución  de  la  Di- 
rección de  16  Enero  1864  y Real  orden  de  13  Di- 
ciembre 1867  (Res.  Dir.  Gen.  25  Julio  1880). 

Ruando  los  interesados  no  pretenden  que  so 
inscriba  la  partición  de  ios  bienes  de  su  causan 
te,  sino  sólo  su  derecho  hereditario,  no  es  nece- 
saria la  presentación  de  la  escritura  de  inven- 
tario, división  y adjudicación,  bastando  con  que 
consten  inscritas  las  fincas  á nombre  de  aquél 
para  que  se  inscriba  en  el  Registro  el  expresado 
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deroc  ho  hereditario,  mediante  la  presentación 
de!  testimonio  de  la  declaración  de  herederos 
abintestado,  expedida  por  el  escribano  de  actua- 
ciones del  juzgado,  que  constituye  un  documen- 
to autentico,  con  arreglo  á los  artículos  3.°  de  la 
ley  Hipotecaria  y 8."  del  Reglamento,  sin  que 
sea  necesaria  Ja  presentación  de  certificado  de 
defunción,  toda  vez  que  media  providencia  judi- 
cial con  la  declaración  do  herederos  (Res.  Di- 
rección (¿en.  7 Octubre  1880). 

Artículo  1885. — No  se  consideran  bienes 
inmuebles,  para  los  efectos  de  esta  ley,  los 
oficios  públicos  enajenados  de  la  Corona,  las 
inscripciones  de  la  Deuda  pública,  ni  las  ac- 
ciones do  Raucos  y compañías  mercantiles, 
aunque  sean  nominativas. 


ORÍGENES 

Art.  4.*,  ley  Hipotecaria. 

Articulo  1886. — También  se  inscribirán 
en  el  Registro  los  documentos  .6  títulos  ex- 
presados en  el  art.  2°,  otorgados  en  país 
extranjero,  qué  tengan  fuerza  en  España 
con  arreglo  á las  leyes,  y las  ejecutorias 
de  la  clase  indicada  en  el  número  4.'  del 
mismo  artículo,  pronunciadas  por  Tribuna- 
les extranjeros,  á que  deba  darse  cumpli- 
miento en  el  Reino,  con  arreglo  á la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil.' 

ORÍGENES 

Art.  5.°,  ley  Hipotecaria. 


CAPÍTULO  II 


DE  LA  FORMA  Y EFECTOS  DE  LA  INSCRIPCION  (l) 


Artículo  1887. — La  inscripción  de  los  tí- 
tulos en  el  Registro  podrá  pedirse  indistin- 
tamente: 

Por  el  que  trasmita  el  derecho. 

Por  el  que  lo  adquiera. 


(1)  EXPOSICION  DE  MOTIVOS: 

Forma  de  la  inscripción. — ¿Deberá  trasladarse 
r-1  Registro  copia  literal  de  las  escrituras  de  todos 
los  netos  traslativos  de  la  propiedad  y de  los  que  la 
modifican,  ó solamente  se  pondrá  en  él  un  extracto 
de  la  escritura'?  En  otros  términos:  ¿deberá  adop- 
tarse  el  principio  de  la  trascrijicion  ,ó  el  de  la  inser ip- 
rioríl  Nuestro  Derecho  liasta  ahora  ha  preferido  la 
inscripción;  ,no  hubiera  esto  sido  motivo  suficiente 
para  decidir  á la  Comisión,  si  la  inscripción  no  fue- 
ra bastarde,  á fin  de  dar  á la  propiedad,  á los  de- 
más derechos  en  la  cosa,  á la  contratación  y al  cré- 
dito, toda  la  firmeza  que  se  busca  al  reformar  la 
.egislacion  antigua? 

Las  legislaciones  modernas  no  están  acordes  res- 
pecto á este  punto:  unas  trascriben,  otras  inscriben. 
1.a  trascripción  tiene,  las  ventajas  de  representar 
con  toda  fidelidad  ei  documento,  de  constituir  do- 
bles archivos  que  mutuamente  se  fiscalicen  , de  evi- 
tar los  errores  á que  pueda  dar  lugar  un.  extracto  mal 
Lecho,  y de  necesitar  ménos  capacidad  en  los  regis- 
tradores. Al  lado  de  estas  ventajas  tiene  graves  in- 
convenientes, nacidos  de  la  complicación  y abultado 


Por  quien  tenga  la  representación  legíti- 
ma de  cualquiera  de  ellos. 

Por  quien  tenga  interes  en  asegurar  el 
derecho  que  se  deba  inscribir. 


volumen  de  las  titulaciones,  de  la  poca  sencillez  y 
precisión  délos  formularios  de  las  escrituras,  que, 
aun  dado  caso  que  se  reformaran  desde  luégo.  no  po- 
dría remediarse  el  mal  respecto  á los  títulos  anterio- 
res, y sobre  todo  el  de  que  en  las  enajenaciones  y 
constitución  de  derechos  reales  de  poco  valor  difícil- 
mente compensaría  los  gastos  que  requiere.  La  Co- 
misioh  ha  creído  que  la  inscripción  minuciosa  que 
propone,  las  fórmulas  concretas  y comprensiva»  de 
todas  las  circunstancias  que  se  han  de  hacer  cons- 
tar en  los  Registros,  los  modelos  que  acompaña  y 
las  precauciones  qye  adopta  para  que  no  se  eluda 
la  ley,  satisfacen  cumplidamente  á las  ventajas  de 
la  trascripción,  salvando  sus  inconvenientes. 

En  el  sistema  de  la  Comisión  no  cabe  fijar  un 
término,  dentro  del  cual  se  lleven  al  Registro  los 
títulos  que  para  ser  eficaces  contra  tercero,  necesi- 
tan la  inscripción.  En  el  ínteres  de  los  que  adquie- 
ren uu  derecho  está  la  adopción  de  las  medidas  ne- 
cesarias para  que  no  sea  ilusorio:  al  que  Be  descuida 
le  debe  perjudicar  su  negligencia,  pero  sólo  cuando 
ésta  haya  inducido  á otro,  por  error^  á contraer  acer- 
ca de  la  misma  cosa  que  dejó  de  inscribirse  oportu- 
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Art,  6.°,  ley  Hipotecaria. 


ñámente  Fundada  en  estos  principios,  la  Comisión 
ha  formulado  un  articulo  en  que  se  establece  qué 
inscrito  en  el  Registro  cualquier  título  traslativo 
del  dominio,  no  pueda  inscribirse  ningún  otro  de 
fecha  anterior,  por  el  'cual  se  trasmita  ó grave  la 
propiedad  del  mismo  inmueble.  El  que  deja  de  ins- 
cribir el  contrato  anterior  y da  lugar  á que  el  se- 
gundo se  celebre  é inscriba,  no  puede  quejarse:  la 
ley  presume  que  renuncia  su  derecho  en  concurren- 
cia con  un  tercero:  é-te  na  debe,  por  la  incuria  ajena, 
ser  perjudicado,  perdiendo  la  cosa  comprada,  ó mi- 
Dorándose  su  valor  por  cargas  reales  que  no  pudo 
conocer  oportunamente. 

No  es  extensivo  esto  á las  hipotecas:  la  anterior 
no  inscrita  será  postergada  á la  que,  de  fecha  más 
moderna,  se  inscribió  más  pronto:  aquí  ya  no  exis- 
te peligro  alguno;  si  la  finca  hipotecada  basta  para 
pagar  á ambos,,  ninguno  queda  perjudicado;  si  no 
alcanza  é tanto,  el  que  inscribió  primero  será  siem- 
pre el  atendido  con  preferencia;  si  sólo  se  puede  cu- 
brir el  crédito  del  primero  que  inscribid,  éste  ex- 
clusivamente se  aprovechará  de  la  hipoteca. 

Efectos  de  la.  inscripción. — Ya  queda  expuesto 
anteriormente  que  el  principio  general  de  que  los 
títulos  que  han  dejado  de  inscribirse  no  perjudican 
á tercero,  es  una  de  las  bases  de  la  ley.  La  Comi- 
sión, que  lo  ha  admitido  sin  excepción,  ha  consig- 
nado, como  consecuencia  indeclinable,  que  debía 
tener  fuerza  áun  contra  los  acreedores  singularmen- 
te privilegiados.  En  esto  ha  reformado  el  antiguo 
derecho  tan  sólo  en  la  parte  que  se  refiere  á las  hi- 
potecas, porque  el  privilegio  nunca  ha  alcanzado  á 
los  demas  derechos  reales;  ha  sido  únicamente  una 
prelacion  entre  acreedores,  no  extensiva  á los  que 
tenían  ya  adquirida  la  propiedad  ó cualquiera  de 
sus  desmembraciones.  Otras  innovaciones  no  menos 
trascendentales,  introduce  el  Proyecto  en  el  anti- 
guo derecho . respecto  á las  acciones  rescísorias  y 
resolutorias,  las  cuales,  á no  violarse  el  principio 
adoptado,  no  se  pueden  dar  contra  tercero  ni  en  su 
perjuicio  cuando  no  aparezca  la  causa  de  ellas  en  el 
Registro. 

Las  innovaciones  que  con  este  motivo  ha  intro- 
ducido la  Comisión,  se  refieren  á la  revocación  de 
las  donaciones,  al  retracto  legal  por  causa  de  venta, 
á las  rescisiones  de  las  ventas  por  no  haberse  paga- 
do el  todo  ó parte  del  precio  _al  comprador , y por 
haberse  vendido  y entregado  á un  segundo  compra- 
dor lo  vendido  antes  á otro,  alas  rescisiones  por  le- 
sión enorme  y enormísima,  á la  restitución  m inte- 
jtrum,,  y á la  rescisión  de  enajenaciones  hechas  en 
fraude  de  acreedores.  Puntos  son  éstos  sobre  los  cua- 
léB  eB  indispensable  que  la  Comisión  dé  algunas  ex- 
pliciones, 

Respecto  X la  revocación  ds  las  donacio- 
nes.-—Dista  mucho  .de  ser  uniforme  el  derecho  ae 
lia  diferentes  provincias  de  nuestro  territorio  res- 
pecto á la  revocación  de  las  donaciones.  La  legisla- 
ción aragonesa  declara  irrevocables  las  que  consis- 
ten en.  bienes  raíces  entregados  con  la  debida  so- 
lemUidad:  la  de  Castilla,  por  el  contrano,  establece 
expresamente  la  revocación  por  las 

tratitud  y de  supervivencia  de  hijos,  la  de i Cata . . 

e,  por  costumbre  elevada  MeJ®Cv  P.®8 ' “l1  <,^0  des- 
atendió por  la  supervivencia  de  hijos,  y es 

Tobo,  ii 


RESOLUCIONES  DE  LA  DIRECCION 

La  entrega  de  los  títulos  verificada  por  el  ac- 
tuario como  consecuencia  de  la  resolución  de 


pues  de  la  muerte  del  padre,  y cuando  es  la  donación 
ae  todos  los  bienes  y perjudica  á los  legítimos;  y 
lado  Navarra  en  su  silencio  es  suplida  por  el  Dere- 
cna  Romano,  que  establece  terminantemente  ¡a 
revocación  por  ingratitud,  y que  da  lugar  & reñidas 
cuestiones  entre  los  intérprete*;  respecto  á la  que 
tiene  lugar  por  el  nacimiento  de  los  hijos, posterior 
a ia  donación. 


Se  ve,  pues,  que  la  legislación  más  favorable  ¿ 
la  revocación  de  las  donaciones  es  la  de  Castilla, 
que,  adoptando  una  opinión  más  seguida  en  los  si- 
glos medios  que  eu  nuestros  días,  erigió  en  ley  lo 
que  opinaban  algunos  jurisconsultos,  á saber:  que 
el  Derecho  Romano,  al  establecer  la  revocación  de 
las  donaciones,  refiriéndose  especialmente  á la»  re- 
laciones entre  los  patronos  y libertos,  debía  aplicar- 
se eorpo  regla  general  á todos  los  casos  que  se  pre- 
sentaran, cualesquiera  que  fueran  los  donantes  y 
donatarios.  No  cabe  dentro  de  los  limites  á que 
tiene  que  circunscribirse  el  Proyecto,  borrar  estas 
desigualdades:  sólo  al  Código  civil  está  reservada 
la  nivelación:  pero  sí  está  la  Comisión  en  el  deber 
de  introducir  una  regla  uniforme  por  lo  que  respec- 
ta á los  derechos  del  tercer  adquirente,  que  sin  co- 
nocer ni  poder  inferir  la  condición  reseisoria  áque 
está  sujeta  la  heredad,  la  recibe  en  virtud  de  un 
título  traslativo  de  dominio,  ú obtiene  sobre  ella 
algún  derecho  real.  Y esta  regla  sólo  podía  ser  la 
de  que  no  estando  inscrita  la  condición  reseisoria, 
no  perjudicara  á tercero,  porque  de  otro  modo  que- 
daría falseado  el  sistema  elegido. 

Eu  este  punto  sufrirán  una  reforma  todas  las  le- 
gislaciones de  la  Península:  no  así  en  las  relaciones 
en  los  donantes  y adquiréntes,  respecto  á Jos  cua- 
les quedará  subsistente  el  antiguo  derecho  en  lo 
que  concierne  á la  acción  persona],  y áun  también 
por  lo  tocante  á la  real,  miént.ras  que  la  cosa  dona- 
da no  haya  pasado  á manos  de  un  tercer  poseedor 
ó no  haya  sido  gravada  con  una  carga  real  ó con 
una  hipoteca.  No  es  esta  reforma  tan  grave  como  á 
primera  vista  aparece,  si  se  atiende  á que  son  pocos 
los  ejemplos  que  se  presentan  de  revocación  de  do- 
naciones por  ingratitud  ó.  por  superveniencia  de 
hijos.  Pero  áun  en  el  caso  de  que  el  Proyecto  pase 
á ser  ley,  podrán  seguir  gozando  los  donantes  de 
los  beneficios  hasta  aquí  establecidos,  sin  más  que 
expresar  en  las  donaciones  que  éstas  quedarán  re- 
vocadas en  los  casos  referidos,  ó en  otros  que  esti- 


men conveniente. 

Conforme  está  en  parte  con  lo  que  propone  la  Co- 
misión el  proyecto  del  Código  civil:  éste,  después 
de  limitar  mucho  en  su  extensión  y efeetos  la  re- 
vocación de  las  donaciones  por  la  ingratitud  de¡  do- 
natario, establece  que  cuando  por  esta  causa  sea  re- 
vocada la  donación,  queden  subsistentes  las  ena- 
jenaciones é hipotecas-anteriores  á la  inscripción  de 
la  demanda  de  revocación  en  el  Registro  de  hipote- 
cas, y que  las. posteriores  sean  anuladas.  Sigue  en 
este  punto  á la  ley  romana,  que  lo  estableció,  y cu- 
yos fundamentos  son  que  al  adquirente  de  buena  ie 
no  debe  perjudicar  el  castigo  justo  que  se  impone  a 
la  ingratitud  del  donatario,  que  la  traslación  hecha 
por  éste  da  al  tercero  un  derecho  absoluto  no  sujete 
á actos  ajenos,  y que  en  el  hecho  de  no  haber  recla- 
mado el  donante,  da  una  prueba  de  que  lia  remití- 
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un  recurso  gubernativo,  equivale  á la  presenta- 
ción de  los  mismos  en  el  Registro  (Res.  Direc- 
ción Den.  14  Abril  1875). 

La  inscripción  do  loa  título#  de  adquisición 


do  la  ofensa.  No  es  igual  la  decisión  del  proyecto 
del  Código  civil  respecto  al  caso  de  revocación  por 
la  superveniencia  de  hijos:  pero  la* Comisión,  sin  fal- 
sear su  sistema,  no  podía  admitirla. 

Respecto  al  retracto  legal  en  las  ventas.— 
Tampoco  podía  admitir  la  Comisión  que,,  pasada  la 
eosaá  un  tercer  poseedor,  hubiera  lugar  al  retracto 
legal  en  la  venta.  El  retracto  convencional  no  nece-. 
§ita  esta  declaración,  porque  si  la  venta  está  ¡neri- 
ta en  el  Registro,  la  condición  resolutoria  del  con- 
trato aparecerá  también  en  él,  y el  retracto  podrá 
verificarse  sin  dificultad  alguna.  Si  no  esta  inscri- 
ta la  condición  resolutoria,  será  porque  no  se  haya 
expresado  en  el  contrato,  tal  vez  para  hurlar  la  ley; 
pero  sea  la  omisión  efecto  de  descuido  ó de  mala  íe, 
sólo  debe  perjudicar  á los  negligentes  y á los  malí-  [ 
ciosos,  no  al  tercero  que  compra  en  la  seguridad  de 
que  no  existe  semejante  condición  resolutoria.  La  h 
dilicultad,  pues,  sólo  puede  existir  respecto  al  re-  ' 
tracto  gentilicio  y al  de  comuneros,  bien  lo  sean  en 
el  dominio  absoluto  de  la  finca,  ó por  estar  divi- 
didos entre  ellos  el  dominio  directo  y útil.  No  cor- 
responde á la  Comisión  examinar  en  esta  exposi- 
ción las  ventajas  ó inconvenientes  de  semejantes 
clases  de  retractos:  no  tiene  para  qué  recordar  tam- 
poco la  censura  de  que  son  objeto,  la  odiosidad  que 
en  sentido  de  sus  mismos  defensoras  tienen,  la  ne- 
cesidad legal  de  interpretarlos  siempre  estrecha- 
mente, la  Opinión  de  uno  de  los  Cuerpos  Colegisla- 
dures,  marcada  muy  significativamente  respecto  del 
retracto  gentilicio,  la  oinision  deésteen-el  proyecto 
del  Código  civil,  y la  restricción  grande  que  pone 
al  de  comuneros,  concediéndolo  solamente  en  el  caso 
de  que  se  vonda  al  extraño  por  uno  de  los  condue- 
ños la  cosa  que  no  pueda  dividirse  cómodamente  d 
sin  menoscabo;  tampoco  lo  corresponde  entraren  el 
examen  de  las  legislaciones  ferales,  en  algunas  de 
las  cuales  se  da  mucha  mayor  extensión  á los  re- 
tractos, Respetando  lo  existente  tal  como  se  halla, 
sólo  propone  reforma  en  la  parte  en  que  ae  opone  á 
los  principios  de  la  ley  que  presenta.  Por  esto  declara 
que  el  retracto  legal  por  la  venta  no  tenga  fuerza 
contra  el  derecho  de  un.  tercero  que  haya  inscrito 
su  título;  de  otro  modo,  para  ser  consecuente,  noria 
necesario  admitir  la  regla  del  derecho  nrngones,  en 
virtud  de  la  cual  el  comprador  de  una  cosa  sujeta 
á retracto  no  la  puedo  vender  dentro  del  término 
legal  para  retraerle,  lo  que  en  último rosultado  ven- 
dría á convertir  en  derecho  de  tanteo  el  que  es  de 
retracto,  y haría  indispensable  en  todas  las  adquisi- 
ciones por  título  universal  de  cosas  que  procedían 
de  padres  ó de  abuelos,  la  cláusula  de  que  queda- 
ban sujetas  al  retracto.  En  los  términos  cortos  y fa- 
tales en  que  es  permitido  el  retracto,  pocas  veces  se 
presentará  el  caso  de  haberse  hecho  á un  tercero  la 
enujemieton  de  la  heredad  sujeta  á él,  y que  ésta  se 
haya  inscrito  en  ei  Registro;  pero  cuando  ocurra, 
no  debe  disimular  la  Comisión  que  se  separa,  ya 
que  no  del  derecho  escrito,  de  la  jurisprudencia  re- 
cibida por  regla  general,  1*.  cual,  fundada  en  qiie  el 
retracto  nace  inmediatamente  de  la  ley,  estima 
que,  á imitación  de  las  acciones  reales,  debe  darse 
contra  cualquier  puseedor  á que  pase  la  cosa  duran- 
te todo  el  término  concedido  para  retraer. 

Al  derecho  de  tanteo  en  las  enñtéusis  es  éxtensí- 


de  bienes  inmuebles  ó derechos  reales  consti- 
tuidos sobre  los  mismos  es  un  derecho  de  na- 
turaleza civil,  que  compete  á quien  tiene  interes 
en  asegurar  su  adquisición  con  arreglo  á la  ley 


vo  lo  que  queda  expuesto  respecto  al  retracto  legal  . 
por  la  renta.  Pero  la  Comisión  no  se  canea  de  repe- 
tirlo: esto  sólo  se  entiende  respecto  de  los  terceros 
poseedores;  nunca  afecta  á las  relaciones  entre  el 
vendedor,  el  comprador  primitivo  y el  rotrayente  ó 
tanteante. 

Por  no  haberse  pagado  el  todo  ó parte  del 

PRECIO  DE  LA  COSA  VENDIDA,  SI  NO.CONSTA  DE  LA  INS- 
CRIPCION HabEK  SIDO  aplazado  fec  pago.— Siempre 
que  en  lá  eseritara  de  venta  ño  aparece  qué  está  el 
precio  por  satisfacer  total  ó parcialmente,  nace  la 
presunción  legal  de  que  íntegramente  ha  sido  sa- 
tisfecho. El  tercero  que  compra  6 adquiere  un  de- 
recho real  sobre  lo  así  vendido,  si  después  se  ve  pri- 
yado'de  ello,  realmente  es  perjudicado  por  nn  he- 
cho ajeno,  imputable  al  vendedor  y al  comprador,  y 
sobre" todo  al  primero,  en  cuyo  ínteres  está  hacer  que 
conste  la  falta  de  pago  en  la  escritura  y en  el  Regis- 
tro. Más  justo  es,  pues,  que  el  perjuicio  recaiga  so- 
bre el  que  di<5  lugar  á él,"  que  sobre  el  que  no  pudo 
preverlo  ni  evitarlo,  cuya  buena  fe  no  debe  quedar 
burlada; 

Por  lá  doble  venta  de  una  misma  cosa  cuando 

ALGUNA  KE  LAS  VENTAS  NO  HAYA  SIDO  INSCRITA. — 

Consecuencia  es  esto  del  principio  expuesto  al  ma- 
nifestar los  motivos  de  las  bases  de  la  ley.  Cuándo 
se  trata  de  los  derechos  de  un  tercero,  sólo  se  enten- 
derá trasmitido  el  dominio  desde  la  inscripción,  no 
desde  la  posesión,  y ménos  desde  el  convenio.  Ad- 
mitido el  principio,  no  pueden  negarse  sus  corola- 
rios rigurosos.  Así  lo  establece  también  el  proyecto 
de  Código  Civil,  ordenando  que  Guando  el  propieta- 
rio enajena  unos  mismos  bienes  inmuehíes  á varias 
personas  por  actos  distintos,  pertenece  la  propiedad 
al  adquirente  que  haya  inscrito  antes  su  título. 

Por  CAUSA  DE  LESION  ENORME  Y ENORMÍSIMA. — El 

Fuero-Juzgo  dijo  sucinta  y genéricamente  que  nin- 
guno podía  deshacerla  validez  de  la  venta,  fundán- 
dose en  haber  vendido  la  cosa  en  ménos  de  su  va- 
lor. El  Fuero  Real  y las  Partidas,  no  aceptando  el 
derecho  visigodo,  al  que  siguieron  los  fueros  muni- 
cipales, .sustituyeron  á esta  regla  la  romana,  según 
la  cual  procedía  la  rescisión  siempre  que  la  lesión 
excediera  de  la  mitad  del  justo  precio.  No  sucedió 
lo  misino  en  Aragón,  en  donde  rige  la  regla  de  que 
tanto  es  el  valor  de  la  cosa  en  cuanto  se  puede  ven- 
der. Los  Códigos  modernos  establecen  doctrinas  di- 
ferentes, ya  respecto  á rechazar  ó admitir  la  resci- 
sión por  esta  causa,  ya  acerca.de  si  deberá  limitar- 
se al  comprador  ó al  veridedór,  6 ser  extensiva  á 
ambos,  yá  respecto  á la  Cantidad  que-  debe  servir  de 
tipo  para  graduar  la  lesión , ya  respecto  á si  es  ó né 
rénunciable  este  derecho,  ya  á si-ha  da  comprender 
los  bienes  inmuebles  ó circunscribirse  solamente  á 
los  muebles," ya,  por  último,  respecto  a!  tiempo  en 
que  puede  ejercitarse  el  derecho  de  pedirla.  En  Es- 
paña está  iniciada  esta  Cuestión  en  sentido  de  negar 
que  las  enajenaciones  sean  réaeiüdiblés  por  lesión. 

El  Código  de  Comercio  establece  qué  las  ventas  mer- 
cantiles no  se  rescindan  por  lesión  enorme  ó enor- 
mísima, y que  sólo  tenga  lugar  la  repetición  de  daños 
y perjuicios  contra  él  contratante  que  proceda  con 
dolo  eñ  el  contrato  ó ea  su  cumplimiento.  Es 
verdad  que  en  las  cosas  muebles,  y con  especialidad 
en  las  que  son  objeté  dé  contratación  mercantil,  hay 
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Hipotecaria,  do  cuyo  derecho  no  puede  ser  pri- 
vado, salvo  el  caso  en  que  los  Registradores  de- 
ciaron  improcedente  la.  inscripción  sin  haber 
sido  oídos  y vencidos  en  juicio.  Presentada  en 


el  Registro  la  escritura  de  constitución  de  lú po- 
toca para  su  inscripción  no  puede  ser  privado 
de  este  derecho  en  virtud  de  auto  dictado  en 
juicio  ejecutivo,  sin  audiencia,  citación  ni  cono- 


motivos  especiales  que  asi  lo  aconsejan;  pero  los 
principios  capitales  en  que  se  funda  la  abolición  del 
antiguo  derecho  son  aplicables  igualmente  á la  pro- 
piedad inmueble.  Por  esto  sin  dada  en  el  próvecto  del 
Código  civil  se  establece  nomo  regla  generaf  si  bien 
después  se  hacen  determinadas  excepciones,  "que 
ninguna  obligación  ó convenio  se  rescinda  por  le- 
sion,  aunque  sea  enormísima.  Ni  se  contentaron  los' 
autores  del  Proyecto,  con  dejar  de  hacer  mención  de 
elio,  lo  que  por  si  sólo  bastaría  para  que  no  pudiera 
solicitarse  ni  acordarse;  fueron  más  adelante:  con- 
signaron su  opinión  de  un  modo  que  no  pudiera 
atribuir  su  silencio  á que  no  la  hubieran  tenido  en 
cuenta:  desecharon  la  rescisión  por  lesión  en  el  precio, 
dejando  escrita  de  un  modo  solemne  la  reprobación 
que  les  merecía,  Los  que  buscan  el  equilibrio  entre 
el  valor  de  la  cosa  y el  precio  que  por  ella  se  da,  has- 
ta el  punto  de  permitir  la  rescisión  á título  de  lesio- 
nes, deben  considerar  que  es  inadmisible  en  las  su- 
bastas públicas,  á pesar  de  las  grandes  diferencias 
que  hay  á'Veces  entre  la  tasación  de  las  fincas  v el 
precio  en  que  se  rematan,  y que  no  debe  conside- 
rarse ni  inmoral  ni  falto  de  consentimiento  el  con- 
trato otorgado  privadamente  entre  particulares, 
«¡liando  en  iguales  condiciones  no  lo  es  entre  un  par- 
ticular y el  Estado, ó si  se  verifica  con  intervención 
de  las  autoridades  judiciales.  Mas  la  Comisión,  li- 
mitándose á lo  que  á la  ley  corresponde,  no  ha  pro- 
cedido á la  reforma  del  Derecho  civil  en  este  pun- 
to, sino  sólo  en  cuanto  se  refiere  á un  tercer  poseedor 
que  tal  vez  haya  pagado  el  precio  verdadero  déla 
cosa. 

Por  efecto  de  la  restitución  «in  integrum.»  — 
La  restitución  in  integrum  concedida  á los  menores, 
á los  incapacitados  y á algunas  personas  jurídicas  á 
quienes  la  ley  ha  creído  que  debía  dispensar  este 
beneficio,  no  está  admitida  en  todo  él  territorio  es- 
pañol. La  legislación  aragonesa  la  rechaza  por  com- 
pleto, y los  redactores  del  proyecto  del  Código  civil, 
si  bien  no  creyeron  que  debían  extender  á toda  la 
Monarquía  la  ley  aragonesa. aboliendo  la  restitución, 
la  limitaron  mucho,  no  concediéndola  más  que  á los 
menores  é incapacitados,  y nunca  contra  el  poseedor 
extraño  al  contrato  hecho  en  nombre  de  ellos,  si  ba- 
jo la  salvaguardia  de  la  ley  había  adquirido  un  de- 
recho real.  El  leneñcio  de  la  restitución , dicen  los  re- 
dactores del  Proyecto,  solamente  tiene  lugar  contra,  el 
tercero  que  contrató  con  el  tutor  ó curador , y no  contra 
los  ulteriores  adqu-irentes,  á no  seo  contra  el  .que  hubiere 
adquirido  de  mala  fe;  y como  si  esta  limitación  no  les 
satisficiera  bastante,  añadieron  que  no  gozarían  ios 
menores  del  beneficio  de  la  restitución  respecto  a 
los  danos  que  se  les  hubieran  hecho  en  las  capitula- 
ciones matrimoniales  celebradas  con  las  solemnida- 
des de  derecho,  ni  en  los  convenios  y actos  del  tu- 
tor ó curador  sobre  los  Cuales  hubiera  recaído  la 
aprobación. judicial.  La  Comisión  cree  que  el  bene- 
ficio de  la  restitución  .so  cfnvierte,íreV“®°t^®¿ 
contra  las  personas  á cuyo  favor  se  ha  in  - or¿ 
haciendo  más  triste  su  condicioD,  porq 
su  crédito,. porque  de]ando  en  incierto  Jreshofl  te 
gítnnos,  retrae  de  contratar  con  ellas  a 0. 

«D  el  privilegio  no  dejarían  de  hacer  , fj  í oblj¡_ 
mismos  favorecidos  ó que  creen  ser  o,  • 

gados  en  su  consecuencia  a pasar  p fe 


cias  de  usureros,  que  compensan  el  riesgo  á que  se 
exponen  con  lo  excesivo  de  la  ganancial  que  aspi! 
ran.  Hoy  es  una  verdad  reconocida  que  lis  meno- 
res y los  que  a ellos  en  el  derecho  se  equiparan  es- 
tan  abrumados  con  el  peso  de  los  beneficios  que  á 
manos  llenas  han  querido  dispensarles  los  legisla- 
dores. I.levese  enhorabuena  la  proteecion  Imta  ol 
punto  adonde  pueda  llegarse  sin  perjudicarlos;  pero 
que  esta  protección  tenga  por  objeto  impedir  la  su- 
perveniencia del  mal;  que  por  medios  eficaces  en 
este  sentido  se  multipliquen  los  beneficios;  pero  que 
no  se  busque  en  acciones  rescísorias  remedios  por 
su  índole  extraordinarios,  la  anulación  dei  crédito 
de  los  protegidos,  ni  se  dé  lugar  á los  electos  lamen- 
tables que  son  siempre  su  resultado;  en  una  palabra: 
que  la  ley  sea  más  previsora,  siguiendo  el  adagio 
jurídico,  según  el  cual  más  vale  precaver  oportu- 
namente el  mal  que  tratar  de  atajar  sus  consecuen- 
cias. Por  estas  consideraciones  la  Comisión,  circuns- 
cribiéndose á límites  indispensables  del  Proyecto,  y 
fiel  á su  pensamiento,  niega  el  beneficio  de  la  resti- 
tución para  despojar  de  la  propiedad  ó de  cualquier 
otro  derecho  en  la  Cosa  al  tercer  poseedor  úue  ía  ha 
adquirido  con  buena  fe,  si  ha  sido  ajeno  af contrato 
en  que  se  ha  causado  el  perjuicio. 


Por  enajenaciones  verificadas  en  fraude  de 
los  acreedores. — Las  leyes  mismas  que  han  esta- 
blecido la  revocación  de  las  enajenaciones  hechas 
en  fraude  dé  los  acreedores,  se  han  mostrado  muy 
cuidadosas  de  restringir  los  efectos  de  semejante 
derogación  de  los  principios  que  protegen  el  dere- 
cho de  contratación.  Limitando  ¡a  acción  de  los 
acreedores  .al  corto  espacio  de  un  año,  establecién- 
dola para  el  caso  en  que  las  enajenaciones  proven- 
gan de  títulos  meramente  gratuitos,  y solamente  de 
los  onerosos  cuando  el  adquirente  es  partícipe  del 
engaño,  exigiendo,  do  sólo  que  haya  habido  inten- 
ción de  defraudar,  sino  que  la  intención  haya  pro- 
ducido su  efecto,  no  admitiendo  otra  presunción  de 
derecho  para  juzgar  de  la  intención,  que  la  de  ha- 
ber sido  el  deudor  condenado  á satisfacer  deudas  ó 
á hacer  entrega  de  sus  bienes  á los  acreedores,  dan 
á entender  muy  claramente  la  timidez  y descon- 
fianza con  que’procedía  el  legislador  en  esta  delica- 
da materia.  En  el  proyecto  del  Código  civil  rio  po- 
dían menos  de  tomarse  ea  cuenta  los  inconvenien- 
tes del  derecho  antiguo  respecto  á la  inseguridad  en 
que  estaban  los  terceros  poseedores  de  buena  fe,  y 
del  peligro  que  corrían  de  verse  despojados  de  lo 
que  legítimamente  hubieran  adquirido.  Así,  al  tra- 
tar de  la  rescisión  de  las  obligaciones  A instancia 
de  los  acreedores,  se  fijaron  algunas  reglas  respec- 
to á Jas  cosas  inmuebles,  que  han  sido  sustancial- 
mentc  adoptadas  por  la  Comisión.  Según  estas  re- 
glas, las  enajenaciones  de  bienes  inmuebles  á titu- 
lo oneroso  pueden  ser  rescindidas  siempre  que  la 
demanda-de  rescisión  se  haya  anotado  en  el  Registro 
publico  antes  de  haberse  inscrito  el  contrato  de  ena- 
jenación; también  se  rescinden,  aunqr.o  no  hayan 
sido  inscritas  Antes  de  la  demanda  en  el  .Registro, 
si  el  adquirente  obró  dolosamente,  salvo  en  este  ca- 
so el  derecho  que  un  tercero  haya  adquirido  entre- 
tanto con  buena  fe;  y por  último  las  enajenaciones 
á título  gratuito  hechas  por  si  deudor  en  estado  de 
insolvencia,  son  rescindidas  como  fraudulentas  a 
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cimiento  do  Ja  persona  á quien  en  su  caso  ha- 
bía do  perjudicar  el  cumplimiento  del  auto  (Re- 
solución Dir.  Gen.  15  Marzo  1878). 

lia  declarado  este  Centro,  de  acuerdo  con  la 
doctrina  de  la  ley  Hipotecaria,  que  es  un  dere- 
cho de  naturaleza  civil  el  de  exigir  la'  inscrip- 
ción en  el  Registro  de  los  títulos  de  adquisición 
de  bienes  inmuebles,  cuyo  derecho  compete  de 
un  modo  perfecto  á las  personas  que  tienen  in- 
teres en  asegurar  dicha  adquisición,  y del  cual 
no  pueden  ser  privadas  sin  haber  sido  oídas  y 
vencidas  en  juicio,  salvo  el  caso  en  que  los  re- 
gistradores declaren  improcedente  la  inscrip- 
ción de  aquellos  títulos:  habiendo  presentado  el 
comprador  dicha  escritura  á su  inscripción,  no 
puede  ser  privado  de  este  derecho  sino  por  de- 
fectos de  título  subsanablcs  ó insubsanables, 
por  obstáculos  que  nazcan  de  los  libros  del  Re- 
gistro, ó en  virtud  de  ejecutoria  dictada  con  su 
audiencia  (Ros.  Dir.  Gen.  10  Agosto  1878). 

Artículo  1888. — Guando  en  los  actos  ó 
contratos  no  sujetos  á inscripción  se  reserve 
cualquier  derecho  real  sobre  bienes  inmue- 
bles á personas  que  no  hubieran  sido  parte 
en  ellos,  el  notario  que  autorice  el  título,  ó 
la  autoridad  que  lo  expida,  si  no  mediare 
aquel  funcionario,  deberá  exigir  la  inscrip- 
ción del  referido  derecho  real,' siempre' que 
el  ínteres  de  dichas  personas  resulte  del  tí- 
tulo mismo  ó de  los  documentos  ó diligen- 
cias que  se  hayan  tenido  á la  vista  para  su 
expedición. 

Si  los  actos*  ó contratos  estuvieren  sujetos 
á inscripción,  deberá  hacerse  en  ésta  expre- 
sa mención  del  derecho  real  reservado  y de 

instancia  de  Jos  acreedores.  La  Comisión  lia  segui- 
do este  ejemplo  en  la  parte  que  cabía  en  el  Proyecto 
proponiendo  que  la  acción  rescisoria  por  enajena- 
ción en  fraude  de  acreedores  no  se  dé  en  perjuicio  ■ 
de  tercero  que  tenga  inscrito  el  título  de  su  dere- 
cho, a menos  que  la  segunda  enajenación  sea  á tí- 
tillo  gratuito,  ó qu.©  el  tercero  h.aya  sido  participan- 
te  en  el  fraude.  Ha  ido  más  adelante  aún  propo- 
niendo que  en  estoa  casos  el  año  establecido  por  la 
ley  se  cuente  desde  el  día  de  la  enajenación  fraudu- 
lenta, corrigiendo  en  esto  las  leyes,  de  Partida 
, que  lo  contaban  sólo  desde  el  día  en  que  los  acree- 
dores sabían  la  enajenación.  La  publicidad  del  Re- 
gistro en  el  que  debe  constar  la  enajenación  hecha 
en  fraude  de  los  acreedores,  el-  concederse  la  reduc- 
ción del  término  solamente  al  que  tiene  inscrito  su 
derecho, y la  odiosidad  deestos  remedioarescisorios 
motivo  por  el  que  han  sido  siempre  de  interpreta- 
ción estrecha,  explican  la  conducta  de  la  Comisión.  1 


las.  personas  á cuyo  favor  se  hubiere  hecho 
)a  reserva. 

ORÍGENES 

Art.  7.°,  ley  Hipotecaría. 

RESOLUCIONES  DE  LA  DIRECCION 

La.doetrina  consignada  en  el  art.  7.”. es  apli- 
cable, no  sólo  á los  actos  ó contratos  en  que 
se  reserva  algún  derecho  á personas  que  no  han 
sido  parte  en  ellos,  sinó  también  á los  que  ver- 
sen sobre  bienes  ó derechos  respecto  a los  cua- 
les haya  terceros  interesados,  por  ejemplo,  la 
venta’ de  una  finca  gravada  con  un  censo  (Re- 
solución Dir.  Gen.  22  Diciembre  1862). 

Si  el  notario  autorizante  ha  redactado  la  par- 
te del  documento  á que.  se  refiere  él  derecho 
que  se  reserva  el  vendedor  en  la  forma  preve- 
nida en  el  art.  14  de  la  Instrucción  para  redac- 
tar los  instrumentos  públicos,  y las  reglas  5.*, 
y 6.a  del  art.  25  del  Reglamento,  puede  hacer- 
se constar  en  la  correspondiente  inscripción,  co- 
piando literalmente  las  palabras  que  componen 
la  frase  ó periodo  relativo  ab  indicado  derecho, 
y que  constan  subrayadas  (Res.  Dir.  Gen.  27 
.Enero  1879). 

Artículo  1889. — Cada  una  de  las  ñucas 
que  se  inscriban  por  primera  vez  se  seña- 
lará con  número  diferente  y correlativo. 

Las  inscripciones  correspondientes  á cada 
ñoca  se  señalarán  con  otra  numeración  cor- 
relativa y,  especial. 

Se  considerarán  como  una  sola  finca, 
para  el  efecto  de  su  inscripción  en  el  Regis- 
tro, bajo  un  solo  número  (<ij: 

.Para  la  claridad  de  la  ley  es  menester  fijar  con 
precisión  qué  es  lo  que  debe  entenderse  por  enaje- 
nación á título  gratuito,  hacer  aplicaciones  prác- 
ticas de  la  definición,  y declarar  también  quiénes 
deben  ser  considerados  como  participantes  del 
fraude. 

La  Comisión  lo  ha  hecho  eti  loa  términos  que  ha 
considerado  más  convenientes,  y cree  que  su  sim- 
ple lectura  bastará  para  que  todos  conozcan  los  mo- 
tivos en  que  se  fundan  las  disposiciones  adoptadas: 
más  que  establecer  derecho  nuevo,  puede  decirse 
que  en  esta  parte  del  Proyecto  se  limita  á formular 
lo  que,  ó antes  estaba  escrito  en  la  ley  sin  concre- 
tarlo al  caso  actual;  Ó lo  que.  viene  recibido  como 
doctrina,  é interpretado  prácticamente  por  la  juris- 
prudencia de  los  Tribunales.  Sin  dar  grandes  di- 
mensiones áesta  Exposición  de  motivos,  no  puede 
descenderse  á otros  pormenores. 
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1.  El  territorio,  término  redondo  ó lu-  1 
gar  de  cada  toral  en  Galicia  ó Asturias 
siempre  que  reconozca  un  solo  dueño  direc- 
to, o varios  pro  indiviso,  aunque  esté  divi- 
dido en  suertes  ó porciones,  dadas  en  do- 
minio útil  ó foro  á diferentes  colonos,  si  su 
conjunto  se  halla,  comprendido  dentro  de  los 
linderos  de  dicho-término  (b). 

2.  Toda  finca  rural,  dividida  y dada  del 
mismo  modo  en  enfitéusis,  siempre  que  con- 
curran en  ella  las  demás  circunstancias  ex- 

' presadas  en  el  párrafo  anterior. 

Se  estimará  único  el  señorío  directo  para 
los  efectos  de  la  inscripción,  aunque  sean 
varios  los  que,  á título  de  señores  directos, 
cobren  rentas  ó pensiones  de  un  foral  ó lu- 
gar, siempre  que  la  tierra  aforada  no  se 
halle  dividida  entre  ellos  por  el  mismo  con- 
cepto. 

3. °  Toda  finca  urbana  y todo  edificio, 
aunque  pertenezca  en  porciones  señaladas, 
habitaciones  ó pisos,  á diferentes  dueños, 
en  dominio  pleno  ó ménos  pleno. 

ORÍGENES 

Art.  8.°,  ley  Hipotecaria, 

RESOLUCIONES  DE  LA  DIRECCION 

■A- 

faj  Se  reputa  finca  urbana  la  casa  que  no 
está  aislada  en  el  campo,  sino  unida  á un  grupo 
de  edificios,  y rústica  la  casa  de  campo  acceso- 
ria á una  heredad  ó al  huerto  que  se  halle  den- 
tro de  poblado  ¡Res.  Dír.  Gen.  5 Marzo  1883). 

Miéntras  una  finca  esté  pro  mdiviso,  cual- 
quiera que  sea  la  causa  origen  del  condominio, 
v-se  extenderá  un  solo  asiento  para  inscribir 
cada  título  que  otorguen  conjuntamente  todos 
los  condueños;  doctrina  que  confirma  el  art.  2- f 
del  Reglamento  aí  disponer  que  cuando  so 
divida  -materialmente  una  finca  deberá  ins- 
cribirse bajo  un  número  diferente,  en  asiento 
separado  la  parte  que  se  segrega  para  foimai 
otra  finca  distinta.  La  diferencia  que  el  Regis- 
trador de  la  propiedad  de  X establece  entre  el 
condominio  por  partos  tácitarpente  señaladas  y 
el  que  lo  es  por  partes  alícuotas  expresamente 
determinadas  para  deducir  de  ella  que  los  títulos 
^ relativos  al  primero  han  de  inscribirse  en  un 
'Mío  asiento,  y los  referentes  al  segundo  hacien- 
do tanta*  inscripciones  bajo  un  solo  numero 


cuantos  sean  los  condueños,  estáon  abierta  con- 
tradicción con  la  ley  y el  Reglamento  (Res.  Di- 
rección Gen.  12  Octubre  1874.) 

Según  la  doctrina  do  la  ley  Hipotecaria,  el 
Registro  debo  llevarse  abriendo  uno  á cada  fin- 
ca en  el  libro  respectivo,  y señalándola  con  el 
número  propio  y distinto.  Para  determinar  lo 
que  se  entiende  por  finca  es  preciso  tenor  pre- 
sento que  el  espíritu  y fin  de  la  ley  so  dirige 
principalmente  á conservar  en  el  Registro  la 
unidad  territorial  do  las  fincas  para  darlas  á 
conocer  con  más  facilidad.  De  acuerdo  con  estos 
piincipios,  dispuso  el  art.  322  del  Reglamento 
que  se  considere  como  una  sola  finca  y so  inscri- 
ba bajo  un  solo  número,  toda  finca  rústica  cine, 
aunque  formada  por  varias  suertes  de  tierra  no 
contiguas,  componga  una  sola  labor  ó hereda" 
miento,  sea  conocida  con  su  nombro  y pertenez- 
ca á un  dueño  ó á varios  pro  indiviso , pero  ex- 
presándose separadamente  la  cabida  y linderos 
de  cada  suerte  separada,  con  indicación  do  las 
que  pertenezcan  en  común.  Gon  arreglo  á esta 
disposición,  pueden  inscribirse  bajo  un  solo  nú- 
mero los  pertenecientes  á piezas  de  terreno  agre- 
gadas ó dependientes  do  cascrios,  con  tal  que 
constituyan  un  solo  cuerpo  de  bienes  (Res.  Di- 
rección Gen.  24  Noviembre  1876). 

Conforme  á la  doctrina  déla  ley  Hipotecaria, 
perfectamente  formulada  en  el  art.  24  del  Re- 
glamento para  su  ejecución,  la  unidad  territo- 
rial de  las  fincas  inscritas  en  un  Registro  parti- 
cular y con  número  diferente,  debe  conservarse, 
cualesquiera  que  sean  las  trasmisiones  ó gravá- 
menes que  otorguen  ó constituyan  sus  respec- 
tivos dueños,  miéntras  no  se  agregue  alguna 
parte  de  ellas  en  favor  de  un  tercero  que  ad- 
quiera el  dominio  de  esta  porción,  ó se  reúnan 
dos  ó más  para  formar  una  finca.  Tanto  para 
formar  de  una  finca  inscrita  dos  ó más,  como 
para  constituir  una  sola  con  varias  inscritas,  no 
basta  la  división  que  ci  dueño  haga  de  ellas,  ni 
que  una  misma  persona  adquiera  varias  fincas 
distintas,  sino  que  es  preciso  ademas  que  exista 
un  hecho  generador  de  la  nueva  finca,  cual  es 
la  segregación  de  una  parte  en  el  primer  caso,  y 
en  el  segundo  la  aglomeración  ó reunión  de  va- 
rios inmuebles  ó raíces  inscritos  con  números 
distintos,  y verificarla  mediante  la  voluntad  del 
dueño  solamente  explicada  para  que  se  consti- 
tuya una  sola  finca.  Demostrada  la  necesidad 
legal  de  extenderse  una  verdadera  inscripción 
de  dominio  para  hacer  constar  la  formación  de 
una  nueva  finca,  es  evidente  que  no  basta  la 
¡ pretensión  del  dueño,  consignada  en  documon- 
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to  privado,  sinóquo  es  indispensable,  con  suje- 
ción al  precepto  contenido  en  el  art.  3.°  de  la 
ley  Hipotecaria,  la  presentación  de  documento 
público  que  contenga  las  circunstancias  preci- 
sas para  verificarla  inscripción;  pcrohntendién- 
dose  que  no  puede  sor  obstáculo  Ja  diversa  titu- 
lación de  cada  una  de  las  fincas  reunidas,  como 
equivocadamente  ha  supuesto  el  Registrador 
¡Res.  Dir.  Gen.  16  Diciembre  1876). 

Si  bien  el  art.  322  del  Reglamento,  en  con- 
sonancia con  el  art.  8."  de  la  ley  Hipotecaria, 
autoriza  ia  inscripción  bajo  un  mismo  número 
de  varias  porciones  de  tierra,  este  mandato 
está  subordinado  á que  las  fincas  formen  un 
solo  cuerpo  de  bienes  y se  conozcan  bajo  un 
solo  nombre,  y que  los  interesados  en.su  ins- 
cripción soliciten  expresamente  que  se  com- 
prenda como  una  sola  finca  dicha  porción,  y se 
inscriban  bajo  un  solo  número  (Res,  Direc- 
ción Gen.  3 Marzo  1877)-. 

Para  aplicar  con  acierto  los  preceptos  consig- 
nados en  los  artículos  8.°  de  la  ley  Hipotecaria  y 
322  del  Reglamento,  importa  tener  presente  que 
unode  los  principios-fundamentales  del  moderno 
sistema  hipotecario  consiste  en  que  selleve  el  Re- 
gistro por  fincas,  abriendo  á cada  una,  cualquiera 
que  sea  su  importancia,  un  registro  particular,  á 
fin  de  que  en  él  se  consignen  todas  las  vicisitudes 
que  sufra  el  dominio  de  la  misma.  Al  autorizarse 
en  el  párrafo  l.°  del  art.  322  del  Reglamento  la 
inscripción  de  suertes  de  tierra  que  forman  par. 
te  de  una  finca  rústica,  tuvo  por  objeto  su  apli- 
cación á las  fincas  rústicas  de  alguna  importan- 
cia que  tienen  como  dependientes  entre  sí,  con 
el  propósito  de  no  separar  la  unidad  territorial 
de  la  finca  principal  eon  la  que  forman  aquellas 
una  sola  labor  ó cuerpo  general  de  bienes,  co- 
nocido con  un  nombre.  Siendo  éste  el  sentido 
de  las  palabras  cuerpo  general  de  bienes , labor 
ó heredamiento  conforme  con  dicho  art.  322 
no  puedo  dárseles  otro  sentido  distinto  cuando 
esta  Dirección  lo  consignó  en  Resolución  de  3 de 
Marzo  de  1877,  ni  suponor  que  se  autorice  la 
inscripción  de  diferentes  propiedades  rústicas 
que  en  un  mismo  término  municipal  posea  uná 
persona,  cuando  no-existan  entro  ellas  relaciones 
de  dependencia  que  unen  lo  accesorio  con  lo 
principal.  Tiene  declarado  este  Centro  que  el 
hecho  de  hallarse  situadas  varias  porciones  de 
tierra  dentro  de  un  mismo  término  municipal 
V pertenecer  á un  mismo  dueño,  no  basta  por 
sí  solo  para  considerar  como  una  sola  finca  to- 
das aquellas  porciones , sin  que  baste  tampoco  ¡ 
para  suplir  esta  imposibilidad  que  el  propieta-  1 


rio  aplique  un  nombre  arbitrario  a aquellas 
porciones,  porque,  de  admitirse,  falsearía  al 
principio  de  la  ley.  Hipotecaria  que  so  dirige  á 
conservaren  el  Registro,  la  unidad  territorial 
de  las  fincas  para  darlas  á conocer  con  más. fa- 
cilidad (Res.  Dir.  Gen.  10  Mayo  1878). 

(b)  Respecto  á las  suertes  de  tierra  no  ins- 
critas en  el  Registro  á nombre 'de  los  dueños 
útiles,  procede  requerir  previamente  á los  po- 
seedores de  las  suertes  afectas  á los  derechos 
reales  de  que  se  trata,  por  cualquiera  de  los 
medios  que  conceden  la  ley,  el  Reglamento  y el 
Real  decreto  de  :21  de  Julio  de  1871,. y practi- 
car la  inscripción  en  la  forma  prevenida  en  cada 
una  de  estas  disposiciones.  Otro  de  los  medios 
consiste  en  presentar  el  dueño  directo  en  el  Re- 
gistro, con  los  documentos  que  acreditan  su  de- 
recho, una  nota  ó relación  de  los  llevadores 
de  las  fincas,  á fin  de  que,  cuando  éstos  sean 
más  de  cuatro,  se  practique  el  requerimiento 
por  edictos  en  la  forma  y á los  efectos  preve- 
nidos en  el  art.  8.°  del  expresado  Real  decreto, 
cuyo  requerimiento  ha  de  practicar  el  mismo 
Registrador,  como  se  deduce  del  contenido  de 
las  reglas  4."  y 5.*,  y se  consigna  terminante- 
mente en  el  proyecto  de  Ley  adicional  formado 
por  la  Comisión  de  Códigos,  en  11  de  Abril  de 
1 SG-i , de  donde  dichas  reglas  están  tomadas  li- 
teralmente (Res.  Dir.  Gen -14  Abril  1875). 

Cuando  se  hayan  dividido  las  fincas  sobre 
que  gravita  un  censo  y sea  difícil  venir  en  cono 
i cimiento  de  los  inmuebles  que  responden  de  él, 
el  interesado  puede  acreditar  sus  linderos  y ca- 
, bida,  bien  por  la  nota  prevenida-en  el  art.  21 
! del  Reglamento,  bien  por  una  declaración  for- 
malizada  con  arreglo  á los  artículos  5.®  y 14  del 
decreto  de  21  de  Julio  de  1871  y 407  de  la  ley, 
sin  que  sea  necesario  obtener  la  expresa  con- 
formidad de  cada  uno  do  los  dueños  útiles  ó 
llevadores  de  las  suertes  cuando  se  trata  de  de- 
rechos reales  anteriores  á 1863;  porque  prescin- 
diendo de  que.  la  legislación  hipotecaria  ha  es- 
tablecido otros  medios  para  suplir  dicha  decla- 
ración, el  exigirla  equivaldría,  por  la  dificultad 
práctica  y legal  de  obtenerla,  á imposibilitar  la 
inscripción  de  los  censos  y foros  á favor  de  los 
dueños  directos.  ¡Res.  Dir.  Gen.  14  Abril  1875; 
Res.- Dir.  Gen.  26  Mayo  1876). 

Para  la  inscripción  de  un  foro  no  basta  justi- 
ficar la  constitución  de  esto  derecho  real,  sinó 
que  es  necesario  ademas  acreditar  como  previe- 
nen terminantemente  los  artículos  4.°  del  Real 
decreto  de  2Rde  Julio  de  1871  y 7."  del  Real 
decreto  de  8 do  Noviembre  de  1875,  quo  .ha  ad- 
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(fuirido  dicho  foro  del  primer  aforante,  y aue 
son  sus  actuales  llevadores  las  personas  ind¡! 
cadas  por  el  mismo.  Para  acreditar  el  primero 
* estos  extremos,  no  basta  la  información  atf 
perpetuara  para  justificar  ser  heredero  de  su 
padre,  cuya  cualidad  sólo  puede  legalmente 
probarse  por  la  institución  de  heredero  ó decla- 
ración judicial,  previos  los  trámites  déla  ley  de 
Enjuiciamiento  civil,  ó en  la  de  17  de  Julio  de 
1877;  y-  para  acreditar  el  segundo,  ha  debido 
observarse  lo  dispuesto  en  el  núm.  3.°  de; 
art-  del  decreto  do  8 de  Noviembre  citado, 
siguiendo  el  procedimiento  en  el  mismo  preve- 
nid^. siendo  precisa  ademas  la  conformidad  ex- 
presa ó tácita  de  las  personas  requeridas  (Re- 
solución Dir.  Gen.  2 Julio  1878). 


. Artículo  1890. — Toda  inscripción  que  se 
haga  en  el  Registro  expresará  las  circuns- 
tancias siguientes: 

. I/  La  naturaleza,  situación  y linderos 
de  los  inmuebles,  objeto  de  la  inscripción, 
ó álos  cuales  afecte  el  derecho  que  deba  ins- 
cribirse, y su  medida  superficial,  nombre  y 
número,  si  constare  del  título  (a). 

■ 2.a  La  naturaleza,  extensión,  condicio- 
nes y cargas  de  cualquiera  especie  del  dere- 
cho que  se  inscriba,  y su  valor,  si  constare 
del  título  (b). 

3. a  La  naturaleza,  extensión,  condicio- 
nes y cargas  del  derecho  sobre  el  cual  se 
constituya  el  que  sea  objeto  de  Ja  inscrip- 
ción. 

4. *  La  naturaleza  del  título  que  deba 
inscribirse  y su  fecha. 

5. a  El  nombre  y apellido  de  la  persona, 
si  fuese  determinada;  y no  siéndolo,  el 
nombre  de  la  corporación  ó el  colectivo  de 
los  interesados  á cuyo  favor  se  hace  la  ins- 
cripción fe). 

6. a  £1  nombre  y apellido  déla  persona,  ó 
el  nombre  de  la  corporación  6 persona  jurí- 
dica de  quien  procedan  inmediatamente  los 
bienes  ó derechos  que  deban  inscribirse. 

7. a  El  nombre  y residencia  del  Tribunal, 
notario  ó funcionario  que  autorice  el  título 

qué  ¿e  haya  de  inscribir: 

8. a  La' fecha  de  la  presentación  del  título 
en  el  Registro,  con  expresión  de  la  hora. 

W La  conformidad  dé  la  inscripción  con 

¿copia  M titulo  do  donde  se  hubiere  to- 
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mado;  y si  fuere- -éste  de  los  que  deben  con- 
servarse en  el  oficio  del  Registro,  indica- 
ción del  legajo  en  que  se  encuentre. 

ORÍGENES 

Art.  9.",  ley  Hipotecaria. 

RESOLUCIONES  DE  LA  DIRECCION 

(a)  No  es  inscribible  la  escritura  en  que  so 
haya  omitido  la  naturaleza,  situación,  lindoros, 
y medida  superficial  de  cada  una  do  las  fincas 
á que  afecta  el  derecho  en  el  arbolado  que  se 
cedía,  y no  constando  del  Registro  á que  perso- 
nas corresponde  el  suelo  donde  está  plantado 
dicho  arbolado,  no  puede  cumplirse  el  requisito 
exigido  por  _el  art.  27  del  Reglamento  para  la 
ejecución  de  la  ley  Hipotecaria.  Estas  dos  faltas 
son  subsanables  mediante  nueva  escritura  y 
con  la  inscripción  del  suelo,  conforme  á la  mis- 
ma ley,  su  Reglamento  y Real  decreto  de  21  de 
Julio  de  1875. 

El  haberse  redactado  la  escritura  do  venta 
judicial  con  el  defecto  indicado  y el  haberse 
suscrito,  no  son  razones  para  que  ai  redactar 
el  último  instrumento  se  faite  á lo  dispuesto 
en  el  referido  artículo  de  ¡a  Instrucción,  que 
el  notario  debía  conocer  y cumplir,  ni  mucho 
monos  para  que  el  actual  registrador  falte  á lo 
dispuesto  en  el  art.  27  del  Reglamento;  pues  es 
sabido  que  cada  funcionario  debe  ajustarse  en 
los  actos  en  qjre  interviene  y de  que  es  respon- 
sable, á las  disposiciones  vigentes,  sin  preocu- 
parse de  la  manera  como  las  hayan  ejecutado 
otros  funcionarios  en  casos  iguales  (Res.  Di- 
rección Gen.  22  Julio  1 8 7 -i  i .- 

Para  negar  la  inscripción  de  una  escritura 
no  es  razón  bastante  la  omisión  de  los  linderos 
de  las  lincas,  porque  este  defecto  puede  suplir- 
se presentando  otros  documentos;  y si  éstos  no 
fuesen  suficientes,  con  la  nota  adicional  preve- 
nida en  los  artículos  21  y 314  del  Reglamento 
general  (Res.  Dir.  Gen.  10  Setiembre  1875). 

Si  bien  el  art.  28  del  Reglamento  dispone  que 
cuando  no  resultasen  en  los  títulos  que  se  pre- 
senten, designados  de  igual  manera  que  en  ol 
Registro  el  nombre,  situación,  medida  superfi- 
cial, linderos  ú otra  circunstancia  importante, 
en  la  inscripción  que  se  extienda  se  expre- 
sarán las  circunstancias  que  hayan  variado, 
haciéndose  simple  referencia  . do  las  demás, 
este  precepto  no  debe  entenderse  en  el  sentido 
i de  que,  cualquiera  quesea  la  diferencia  adver- 
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tida  aun  cuando  esta  haga  dudar  de  la  identi- 


dad de  las  lincas,  deba  practicarse  el  asiento 
solicitado;  porque  aparte  de  que  pugnaría  con 
las  amplias  facultades  que  la  ley  concede  á los 
Registradores  para  caliiicar  los  documentos, 
tanto  en  su  forma  extrínseca  Como  en  la  intrín- 
seca, sería  autorizar  la  involucracion  y desór- 
den  en  los  libros  y sus  fincas  á fraudes  y per- 
juicios para  el  Tesoro  público. 

Que  la  verdadera  •interpretación  del  referido 
art.  28  no  es  otra  que  evitar  repeticiones  inne- 
cesarias en  los  asientos  de  los  libros  cuando  la 
descripción  que  de  las  fincas  haya  de  hacerse 
sea  igual  á la  que ' conste  anteriormente  en  el 
Registro,  y consignar  únicamente  las  diferen- 
cias que  resulten  en  cualquiera  circunstancia 
importante;  entendiéndose  que  estas  diferen- 
cias no  han  de  ser  de  tal  entidad  que  por  sí  ha- 
gan racionalmente  sospechar  acerca  de  la  igual- 
dad ó identidad  de  la  finca,  sinó  únicamente 
aquellas  que  sean  consecuencia  de  la  naturale- 
za mudable  de  las  circunstancias  que  se  deter- 
minan en  las  inscripciones,  como  linderos,  uso 
agrícola,  precio,  nombre  ó número  de  la  finca, 
ó las  que  procedan  de  acciones  naturales,  como 
el  aumento  ó disminución  de  una  heredad  por 
aluvión  ó fuerza  del  río,  ó,  en  fin,  las  que  pro- 
cedan de  error,  falsa  apreciación  ó cualquiera 
otra  causa  atendible  en  que  anteriormente  hu- 
biera podido  incurrirse  en  la  descripción  de 
una  finca  (Res.  Dir.  Gen.  14  Marzo  1876). 

Aun  cuando  la  Administración  económica 
pueda  utilizar  los  beneficios  concedidos  por  el 
Iteal  decreto  de  21  de  Julio  de  1871  parala  ins- 
cripción do  la  finca,  por  hallarse  vigente,  con- 
formo á lo  que  determina  el  de  8 de  Noviembre 
do  1875,  no  es  inseribiblo  Ja  certificación  por 
faltado  claridad  y precisión  en  la  redacción  de 
dicho  documento  al  expresar  la  naturaleza,  ex- 
tensión y condiciones  del  derecho  que  se  pre- 
tende inscribir,  asi  como  de  la  naturaleza  de 
los  gravámenes  sobre  el  mismo  impuestos.  Esta 
falta  de  claridad  consiste  en  que  la  frase  que 
dice  se  eslima  no  tiene  significado  jurídico  re- 
firiéndose á los  pastos  ó labores.  Desde  el  mo- 
mento que  la  Administración  económica  pre- 
tende alcanzar  los  beneficios  del  Registro,  debe, 
sujetarse  á lds  formalidades  generales  y esen- 
ciales- establecidas  On  la  ley  Hipotecaria,  una 
de  las  cuales  consiste  en  determinar  la  natura- 
leza, extensión  y cargos  del  derecho  que  se 
trata  de  inscribir  cón  la  mayor  exactitud  y pre- 
cisión, á fin  de  que  no  pueda  el  tercero  ser  in- 
ducido á error  sobre  dicho  extremo,  ni  perjudi- 


cado . en  Su  consecuencia  (Res.  Dir.. Gen.  10 
Marzo  1878):  : ^ i '■  - ; 

Si  bien  es  uii  requisitó' esencial  para  la  vali- 
dez de  la  inserip£áo«-ia  descripción  de  la  parlé 
de  las  fincas  á cada  Uno  de  los  Registros  en  cu- 
ya circunscripción  se  halle  situado,  así  como 
sus  linderos,  esta  ‘falta  constituye  un  defecto 
subsanabíe  con  arreglo  al  art.  65  de  la  ley  Hi- 
potecaria, defecto  que  precisamente  da  motivo 
para  que  se  extienda  la  anotación  conforme  al 
número  8.°  del  art.  42  de  la  propia  ley  (Reso-' 
lucion  Dir.  Gen.  19  Marzo  1879). 

Las  circunstancias  que  sirven  para'  describir 
una  finca,  pueden  clasificarse  en  dos  grupos, 
unas  que  merecen  el  calificativo  de  esenciales, 
dado  que  deben  figuraren  toda  inscripción,  y 
otras  que  si  bien  son  convenientes,  no  tienen 
-antela  ley  tal  importancia  .que ' no  sea  lícito 
prescindir  de  ellas  en  determinados  casos.  Esta 
distinción  tiene  su  fundamento  legal  en  la  letra 
y espíritu  de  la  regla  1.*  del  art.  9.°  de  la  ley 
Hipotecaria  según  la  cual  hay  circunstancias 
que  debe  contener  toda  inscripción,  y son  lá 
naturaleza,  la  situación  y los  linderos  de  los  in- 
muebles, y hay  en  cambio  otras  que  deben  ex- 
presarse tsm  solo  si  constasen  del  título,  y son 
la  medida  superficial  de  la  finca,  su  nombre  y 
su  número.  También  el  art.  25  del  Reglamento 
en  su  núm.  4.*  confirma  esta  doctrina,  ocupán- 
dose del  caso  en  que  no  resultare  del  titúle  la 
medida  superficial,  y ordenando  que  si  así  fuese, 
se  exprese  en'la  inscripción  esta  circunstancia.' 

El  único  objeto  de  la  Instrucción  sobre  la  ma- 
nera de  redactar  instrumentos  públicos  sujetos 
á Registro,  es  hacer  que  los  documentos  inscri- 
bibles reúnan  todos  aquellos  requisitos  que  de- 
ben figurar  en  la  inscripción,  y por  tanto,  sus 
preceptos  sirven  para  trazar  una  norma  al  no- 
tario, pero  nunca  para  modificar  y mucho  mé* 
nos  contrariar  las  disposiciones  de  la  ley  y de 
su  Reglamento. 

Los  registradores  no  deben  expresar  en  las 
inscripciones  la  medida  superficial  de  los  in- 
muebles rústicos  ó urbanos  cuando  no  constan 
en  los  títulos  qué  se  Ies  presentan,  sin  que  la 
falta  de  esta  circunstancia  sea'  motivo  bastante 
á denegar  la  inscripción  (Res.  Dir.  Gen.  17 
Mayo- 1880). 

No  os  motivo  bastante  para  suspenderla  ins- 
cripción de  un  documento  la  circunstancia  de 
señalarse  en  él  distintos  linderos  á la  finca  de 
los  que  ésta  tenga  según  el  Registro,  no  sólo  por 
que  así  se  infiere  del  terminante  y general  pra- 
cepto  del  art,  28  del  Reglamento  , y ha  sido  re- 
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rnelto  por  asta  Dirección  on  8 do.Tnlio  ,1.  tR7„ 
atoó  ademas  porque  aquella  circunstancia' 
muy  importante  para  la  determinación  de  los 
Inmuebles,  no  puede  estimarse  única  «te 
efecto  y debe  prescindiese  de  ella  en  easos  on 
que  las  demas  circunstancias  de  sitio  cabida 
número  de  cepas,  nombre  del  propietario  v tí- 
tulo de  adquisición  de  éste,  resulten  descritas 
del  propio  modo  en  la  escritura  denegada  que 
, en  el  asiento  del  Registi'o  (Res.  Dir.  Gen.  13 
Setiembre  1880} . 


, {b)  La  omisión  de  cargas  en  los  documen- 
tQP  presentados,  ó el  que  en  éstos  se  diga  que 
no  tiene  ninguna. la  finca  ó derecho  que  se  tra- 
ta de  registrar,  no  es  defecto  para  inscribir, 
siquiera  el  registrador  deba  hacer  mérito  de 
]ás  cargas  que  aparezcan  del  Registro,  aunque 
. el  documento  exprese  que  la  finca  está  libre  de 
ellas  (Res.  Dir.  Gen.  5 Enero  1875). 

Guando  resulta  de  la  escritura  que  el  deudor 
se  obligó  á satisfacer  al  vencimiento  la  cantidad 
de  2.000  pesetas  con  los  intereses  por  anualida- 
des  vencidas,  desde  luego,  ó sea  en  el  acto,  los 
gastos  de  escritura,  inscripción  c impuesto,  hi- 
potecando á la  seguridad  de  aquella  obligación 
la  finca  deslindada,  advirtiendo  el  notario  que 
la  hipoteca  no  aseguraba  con  perjuicio  de  ter- 
cero, ademas  del  .capital,  sino  los  intereses  de 
Jos  dos  últimos  años  y la. anualidad  vencida  del 
corriente,  no  debe  suspenderse  la  inscripción 
porque  de  aquellas  cláusulas  resulta  claramen- 
te determinada  la  cantidad  de  que  responde  la 
hipoteca.  Si  bien  el  notario  autorizante  ha  fal- 
tado á los  artículos  31  y 15  de  la  Instrucción  de 
12  de  Junio  de  . 1861  sobre  el  modo  de  redactar 
los  instrumentos  públicos  que  eoncuerdan  con 
el  15  de  la  de  9 de  Noviembre  de  1874,  al  omitir 


el  precio  ó valor  de  la  finca  sin  hacer  constar 
<jqe  hubiese  requerido  á las  partes  para  que 
lo  señalasen,  esta  falta  no.  es  bastante  para  sus- 
.ppnder  la  inscripción,  pues  no  puede  calificarse 
como  defecto  insubsanable  con  arreglo  al  ar- 


tículo 65  de  la  ley  Hipotecaria,  supuesto  que  no 
produce  la  nulidad  del  documento,  ni  tampoco 


imposibilita  dicha  inscripción,  porque  según 
los  artículos  9 y 30  de  la  misma,  la  expresión  del 
valor  no  es  requisito  esencial  parala  validez  de 
una  inscripción  de  hipoteca  cuando  no  resulte 
aquél  del  título.  Si  el  registrador  devolvió  la 
eSoritura  porque  adolecía  de  algunos  de  ec  o.? 
«ubflanaMés  quo  expresó  en  un  papel  informa  , 
Sin  extender  nota  alguna  de  suspensión  ó e 
'negación  de  inscripción  ai  P'é  del  ocumen  , 
faltó, á do  dispuesto  en  los  últimos  parra 
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articulo  189  del  Roglamento  (Res.  Dir.  Gen.  I. 
Pebrerq  1875). 

¡V  La  Omisión  del  nombre  .y  apellido  de  la 
persona  á cuyo  favor  se  hizo  la  inscripción, 
produce  la  nulidad  de  ésta,  con  arreglo  á los  ar- 
tículos 9.*,  circunstancia  5.",  y 30  de  la  ley  Hi- 
potecaria, no  pqdiendo  subsanarse  sino  en  el 
modo  y forma  que  determina  el  art.  258  de  la 
. propia  ley.  Como  no  se  puede  hacer  constar  en 
el  Registro  el  nombro  y apellido  del  sucesor 
inmediato  á cuyo  favor  se  inscribióla  adjudi- 
cación mientras  no  so  cumpla  con  lo  dispuesto 
en  el  art.  258,  es  inoportuna  y extemporánea  la 
calificación  de  los  documentos  presentados. 
(La  facultad  de  recurrir  gubernativa  ó judicial- 
mente contra  la  calificación  de  los  títulos  he- 
cha por  el  Registrador,  se  concede  sólo  á los  in- 
teresados.) (Res.  Dir.  Gen.  21  Enero  1875.) 

No  habiéndose  designado  en  la  escritura  do 
poder  la  persona  del  mandatario  de  la  manera 
prevenida  en  el  art.  19  de  la  Instrucción,  esta 
falta  no  ha  podido  subsanarse  por  la  simple 
manifestación  del  mismo' al  otorgar  la  carta  de 
pago,  porque  la  enumeración  de  las  circuns- 
. tancias  omitidas  tiene  por  objeto  determinar 
con  toda  exactitud  la  persona  a quien  se  con- 
fiero el  poder,  cuya  determinación  corresponde 
exclusivamente  al  mandante  (Res.  Dir.  Gen.  23 
Junio  1874). 

Si  la  escritura  de  préstamo  expresa  todas  las 
circunstancias  enumeradas  en  el  art.  4.°  de  la 
■i  Instrucción  sobre  la  manera  de  redactar  los  do- 
cumentos sujetos  al  Registro,  el  no  reunir  el 
poder  todas  estas  circunstancias  respecto  del 
mandatario  no  constituye  defecto  en  el  título, 
si  se  determina  claramente  la  persona  á quien 
se  confiere,  no  pudiendo  invocarse  contra  esta 
doctrina  la  consignada  en  la  resolución  de  cste 
centro  de  23  de  Junio  de  18/ -i,  porque  en  ella 
no  aparecía  determinada  con  exactitud  la  per- 
sona. En  el  supuesto  de  que  constituyera  un 
defecto  en  el  título  la  omisión  referida,  podría 
subsanarse  probando  la  identidad  de  la  persona, 
ó con  la  presentación  de  nuevo  poder  (Reso- 
lución Dir.  Gen.  13  Setiembre  1376). 

Siendo  el  consentimiento  requisito  esencial 
de  todos  los  contratos  y pudiendo  manifestarse 
esto  de  un  modo  expreso  ó tácito,  y hasta  pre- 
sunto, no  es  posible  dudar  que  puede  el  com- 
prador  hacerse  representar  por  un  mandatario, 
sin  que  conste  el  oportuno  poder  acreditativo 
de  sus  facultades,  cuya  clase  de  mandato  es 
perfectamente  legal,  con  arreglo  á la  ley -i, 
lít.  XII,  Partida  5.",  y,  por  lo  tanto,  suficiente 
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para  la  cómpra-vcnla,  siempre  que  la  persona 
á cuyo  nombre  se  ha  obrado  manifieste  de  una 
manera  positiva  su  aquiescencia  y voluntad, 
que  es  lo  que  en  esto  caso  ha  sucedido,  y se 
desprende  de  los  hechos  al  poseer  la  casa  á tí- 
tulo de  su  dueño  (lies.  Dir.  Gen.  27  Marzo 
1878). 

Con  arreglo  al  art.  9.°,  circunstancia  5.a' de 
la  ley  Hipotecaria,  y 25,  núm.  9."  de  su  Regla-  j 
mentó,  la  designación  de  la  persona  á cuyo  fa- 
vor se  hace  una  inscripción,  ha  de  hacerse  se- 
gún conste  del  título,  expresando  su  nombre  y 
apellido  si  fuere  aquella  determinada,  y en 
otro  caso,  el  nombre  de  la  corporación  ó el 
colectivo  de  los  interesados  (Res.  Dir.  Gen.  29 
Abril  1880). 

Artículo  1891. — Eu  la  inscripción  de  los 
contratos  en  que  haya  mediado  precio  ó en- 
trega de  metálico,  se. hará  mención  del  que 
resulte  del  título,  así  como  de  la  forma  en 
que  se  hubiese  hecho  ó convenido  el  pago. 

orígenes 

Art.  10,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  1892. — Si  la  inscripción  fuere  de  : 
traslación  de  dominio,  expresará  si  ésta  se  ' 
lia  verificado  pagando  el  precio  al  contado  ■ 
ó á plazos;  en  el  primer  caso,  si  se  ha  pagado  ■ 
todo  el  precio,  ó qué  parte  de  él;  y en  el  se- 
gundo, la  forma  y plazos  en  quese  haya  es- 
tipulado el  pago. 

Iguales  circunstancias  se  expresarán  tam- 
bién si  la  traslación  de  dominio  se  verificare 
porperrauta  ó adjudicación  en. pago,  y cual-  i 
quiera  de  los  adquirentos  quedare  obligado 
á abonar  al  otro  alguna  diferencia  en  metá- 
lico ó electos.  . 

ORÍGENES 

Art.  11,  ley  Hipotecaria. 

RESOLUCIONES  L>E  LA  DIRECCION 

Desde  el  momento  en  que  el  Estado  autoriza 
la  inscripción  de  la  venta  de  bienes  nacionales 
y de  las  hipotecas  constituidas  á la  seguridad 
del  precio  no  satisfecho,  entra  en  las  condicio- 
nes del  derecho  común  á todos  los  ciudadanos, 
y remeten  su  virtud  dichos  bienes  á las  pres- 
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cripciorieá  de  la  ley  Hipotecaria  sobré  trasmi- 
sión y graVámen  de  los  inmuebles;  Oon  arreglo 
á esta  doctrina,  qué  es  la  consignada  en  Real 
órden  de  26  de  Julio  de  1875,  los  contratos 
otorgados  á nombre  del  Estado  que  hayan  de 
inscribirse,  deben  expresar  por  lo  menos  todas 
las  circunstancias  que  deba  contener  la  inscrip- 
ción y sean  relativas  á las  personas  de  los  otor- 
gantes, las  fincas  y los  derechos  inscritos.  El  no 
expresarse  en  la  escritura  la  parte  no  satisfecha 
del  precio  de  cada  una  de  las  fincas,  la  canti- 
dad por  que  han  de  responder  individualmente 
en  virtud  de  la  hipoteca  sobre  ellas  constituida, 
son  defectos  que  impiden  la  inscripción,  con  ar- 
reglo á los  artículos  11  y 119  de  la  ley  Hipoteca- 
ria y 99  del  Reglamento.  Para  la  debida  inscrip- 
ción de  la  escritura,  y á los  efectos  del  art.  24  del 
Reglamento,  se  ha  debido  expresar  con  clari- 
dad que  el  Estado  dividía  las  fincas  para  la 
venta,  vendiendo  la  parte  de  cada  una  de  ellas 
á distintos  compradores;  cuya  omisión,  así  co- 
mo la  de  señalar  con  número  equivocado  una 
finca,  constituyen  otros  tantos  defectos  (Re- 
solución Dir.  Gen.  29  Setiembre  1877). 

Artículo  1893. — Las  inscripciones  hipote- 
carias do  créditos  expresarán,  en  todo  caso, 
el  importe  de  la  obligación  garantida  y el  de 
los  inlereses,  si  se  hubieren  estipulado,  sin 
cuya  circunstancia  no  se  considerarán  ase- 
gurados por  la  hipoteca  dichos  intereses  en 
los  términos  prescritos  en  la  . presente  ley. 

orígenes 

Art.  12,  loy  Hipotecaria. 

Artículo  1894. — Las  inscripciones  de  ser- 
vidumbre se  harán  constar: 

1. °  En  la  inscripción  de  propiedad  del 
predio  sirviente. 

2. °  En  la  inscripción  de  propiedad  del 
predio  dominante. 

orígenes 

Art.  13,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  1895.  — La  inscripción  de-tos 
fideicomisos  se  hará. á favor  del  heredero 
fiduciario,  si  oportunamente  no  declarare, 
con  las  formalidades  debidas,  el  nombre  de 
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la  persona  á quien  hayan  de  pasar  los  bie- 
nes ó derechos  sujetos  á inscripción. 

Si  hiciere  el  fiduciario  aquella  declara- 
ción, se  verificará  la  inscripción  desde  luégo 
¿ nombre  del  fideicomisario. 

orígenes 

Art.  14,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  1896. — Las  inscripciones  de  las 
ejecutorias  mencionadas  en  el  núm.  4."  del 
art.  1883  (£.°  de-  la  ley),  y en  el  art.  1887 
{5.  de  esta  ley),  y las  anotaciones  preventi- 
vas de  las  demas  áque  se  refiere  el  núm.  5.° 
del  art.  1938  (42  de  la  ley),  expresarán  cla- 
ramente en  ella  la  especie  de  incapacidad 
que  de  dichas  ejecutorias  ó demandas  re- 
sulte. 

ORÍGENES 

Art.  15,  ley  Hipotecaria. 


del  dominio,  que,  una  vez  cumplida,  se  retrae  á 
a echa  en  que  se  verificó  aquélla;  y con  arre- 
glo  al  art.  16  de  la  ley  Hipotecaria  son  inscribi- 
bles los  título  traslativos  de  dominio  sujetos  á 
condiciones  suspensivas  (Ros.  Dir  Gen  25 
Agosto  1879). 

Artículo  1898.— Inscrito  ó anotado  pre- 
ventivamente en  el  Registro  cualquier  título 
traslativo  del  dominio  de  Los  inmuebles,  no 
podrá  inscribirse  ó anotarse  ningún  otro  do 
techa  anterior,  por  el  cual  se  trasmita  (5 
grave  la  propiedad  del  mismo  inmueble  («). 

Si  sólo  se  hubiere  extendido  el  asiento  de 
presentación  del  título  traslativo  del  domi- 
nio, no  podrá  tampoco  inscribirse  ó anotar- 
se ningún  otro  título  de  la  clase  antes  ex- 
presada, durante  el  término  de  treinta  días, 
contados  desde  la  fecha  del  mismo  asien- 
to (bj. 

¡ * 

ORÍGENES 


Aftículo  1897.  — EL  cumplimiento  de  las 
condiciones  suspensivas,  resolutorias  ó res- 
cisorias  de  los  actos  ó contratos  inscritos,  se 
hará  constar  en  el  Registro,  bien  por  medio 
de  una  nota  marginal,  si  se  consuma  la  ad- 
quisición del  derecho,  ó bien  por  una  nueva 
inscripción  á favor  de  quien  corresponda, 
si  la  resolución  ó rescisión  llega  á verifi- 
carse. 

También  se  hará  constar  por  medio  de 
una  nota  marginal,  siempre  que  los  intere- 
sados lo  reclamen,  ó el  Juez  ó el  Tribunal  lo 
mande,  el  pago  de  cualquiera  cantidad  que 
haga  el  adquirente,  después  de  la  inscrip- 
ción, por  cuenta  ó saldo  del  precio  en  la 
venta  ó de  abono  do  diferencias  en  la  per- 
muta ó adjudicación  en  pago. 

ORÍGENES 


Art,  16,  ley  Hipotecaria. 

RESOLUCIONES  DE  LA.  DIRECCION 

-El  titulo  de  herencia  puede  inscribirse  sin 
ue  conste  la  aceptación  de  la  misma,  según 
cetrina  constante  de  esta  Dirección,  pues  q 

ate  último  hecho  constituye  juriicamen 

©adición  suspensiva  de  la  per  eo  a ra 


Art.  17,  ley  Hipotecaria. 

RESOLUCIONES  DE  LA  DIRECCION 

(a)  Según  la  doctrina  de  ¡a  ley  Hipotecaria, 
expresamente  consignada  en  el  art.  35  del  Re- 
glamento, la  prohibición  de  inscribir  en  el  Re- 
gistro títulos  de  focha  anterior  á la  del  último 
inscrito  establecida  en  el  art,  17  de  la  ley,  de- 
be entenderse  sin  perjuicio  de  la  facultad  que 

■ el  art.  3!)2  de  la  misma  concede  á loa  dueños 
de  inmuebles  ó derechos  reales  adquiridos  y no 
j inscritos  ántes  del  día  1.*  de  Enero  do  1863 
para  registrar  los  títulos  que  no  hayan  sido 
presentados  en  tiempo  oportuno  (Ros.  Direc- 
ción Gen.  22  Febrero  1878). 

(b)  Consignado  en  la  ley  Hipotecaria  el  prin- 
cipio de  que  la  fecha  legal  de  todas  las  ins- 
cripciones en  general  es  la  del  asiento  de  pre- 
sentación en  el  Registro  de  los  títulos  que  á 
las  mismas  se  refieran,  y no  siendo  posible  en 

: la  mayor  parte  de  las  oficinas  hacer  las  inscrip- 
ciones principales  en  el  mismo  día  de  su  prc. 
; sentacion,  se  atribuye  por  una  parte  á aquellos 
asientos  los  efectos  de  las  inscripciones,  y so 
limitan  los  mismos  a plazo  determinado,  den- 
tro del  cual  han  de  quedar  definitivamente  des- 
pachados. El  art.  17  de  la  ley  declara  que  ex- 
tendido el  asiento  de  presentación  de  un  ti- 
tulo, no  podrá  inscribirse  ni  anotarse  ningún 
. otro  de  fecha  anterior  por  o!  cual  so  trasmita  ó 
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grave  la  propiedad  del  mismo  inmueble  duran- 
d termino  do  treinta  días.  Dedúcese  de  aquí: 
primero,  la  necesidad  de  inscribirlo  dentro  de 
dicho  plazo,  como  dispone  el  art.  16  del  Regla- 
mento; segundo,  que  trascurrido  este  término 
sin  extenderse  el  asiento  principal  á que  Se  re- 
iiere  el  de  presentación,  podrá  inscribirse  otro 
título  de  fecha  anterior.  El  término  de  treinta 
días  es  fatal  é inprorógablé,  fuera  de  los  casos 
expresos  en  los  artículos  66  y 246  de  la  ley;  de 
tal  suerte,  que  el  registrador  debe  extender, 
al  margen  de  los  asientos  de.  presentación,  las 
correspondientes,  notas,  según  los  artículos  185, 
186  y 187  deí  Reglamento  general.  Caducado 
el  asiento  de  presentación  sin  haberse  prac- 
ticado la  inscripción  ó anotación  correspon- 
diente por  culpa  6 negligencia  del  registrador, 
dehe  presentarse  de  nuevo  el  documento  en  el 
Registro  para  que  pueda  inscribirse  ó anotarse 
(Res.  Dír.  Gen.  24  Junio  1874). 

Según  la  doctrina  de  la  ley  Hipotecaria,  con* 
signada  en  el  art.  312  do  su  Reglamento,  los  \ 
que  tengan  á su  favor  inscripciones  en  el  Re-  1 
gistro  anteriores  á 1."  de  Enero  de  1863  que  ca- 
rezcan de  alguna  de  las  circunstancias  que 
exigen  los  artículos  7.°  al  13  de  la  ley,  pueden 
solicitar  su  traslación  álos  nuevos  Registros  con 
la  adición  dé  que  trata  el  art.  21  del  propio  Re- 
glamento, sin  que  para  usar  de  tal  facultad  im- 
ponga dicha  ley  limitación  ni  restricción  de  nin- 
guna especie.  No  debe  aplicarse  á esta  materia 
la  prohibición  del  art,  17  de  dicha  ley,  de  inscri- 
bir títulos  de  fecha  anterior  á la  última  que  es- 
té inscrita,  toda  vez  que  no  se  hace  en  ella  ex- 
presa mención  de  la  traslación  de  los  asientos 
antiguos  defectuosos,  y que,  en  caso  de  esti- 
marse aplicable  por  analogía,  debía  entenderse 
con  las  excepciones  de  los  artículos  389  y 392  de 
la  ley,  y reproducidas  en  el  art.  37  del  Regla- 
mento (Res.  Dir.  Gen.  15  Julio  1878). 

La  prohibición  consignada  en  el  art.  17  do  la 
ley  Hipotecaria  es  inaplicable  al  caso  en  que 
ios  títulos  inscritos  en  el  Registro,  si  bien  de 
fecha  posterior  á 1.»  Enero  1863,  no  son  íras/a- 
tivos  del  dominio  del  inmueble,  sino  de  la  sim- 
ple posesión  (Res.  Dir.  Gen.  27  Enero  1880). 

Artículo  1899.— Los  registradores  califl- 
caráu,  bajo  su  responsabilidad,  la  legalidad 
de  las  formas  extrínsecas  de  las  escrituras 
en  cuya  virtud  se  solicite  la  inscripción,  y la 
capacidad  de  los  otorgantes  por  lo  que  re- 
sulte de  las  mismas  escrituras. 
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Art.  18j  ley  Hipotecaria. 

JURISPRUDENCIA..  |.  i.  ■ 

La  circunstancia  accidental  de  no  haberse 
extendido  una  escritura  en  el  papel  sellado  cor- 
respondiente no  afecta  á'su  esencia  y verdad 
(Sent.,26  Febrero  1867J. 

El  embargo  no  és  causa  para  denegar  una. 
inscripción,  por  más  que  sea  ilegal  y nula  la 
venta  cuya  declaración  no  corresponde  á los  re1- 
gistradores  (Sent.  28  Mayo  1874). 

RESOLUCIONES  DE  LA  DIRECCION 

La  escritura  de  venta  de  bienes  parafernales 
otorgada  en  Cataluña  por  una  mujer  casada 
sin  la  intervención  de  su  marido,  es  inscribi- 
ble (Res.  Dir.  Gen.  29  Abril  1865). 

La  escritura  en  que  los  cónyuges  aragoneses 
declaran  que  los  bienes'  que  poseen  el  dia  del 
otorgamiento,  y los  que  en  lo  sucesivo  adquie- 
ran, se  entienden  propios  de  ambos  otorgantes 
por  mitad,  así  con  hijos  como  sin  ellos,  es  ins- 
cribible siempre  que  se  cumpla  lo  dispuesto  en 
el  párrafo  2.°,  art.  21  de  la  ley  Hipotecaria, 
porque  según  la  legislación  particular  de  Ara- 
gón, pueden  establecer  marido  ymujer  los  pac- 
tos qué  acuerden  sobre  los  bienes  de  cada  uno 
de  palabra  ó por  escrito , ¿míes  ó después  de 
contraído  el  matrimonio,  y porque  la  co-pose- 
sion  de  las  fincas  cedidas  so  deduce  del  hecho 
de  pagar  contribución  á título  de  dueños  am- 
bos cónyuges  (Res.  Dir.  Gen.  31  Diciembre 
1873). 

El  art.  18.de  la  ley  Hipotecaria  impone  á los 
registradores  el  deber  do  calificar,  bajo  su  res- 
ponsabilidad, las  formas  extrínsecas  de  las  es- 
crituras en  cuya  virtud  se  solicita  la  inscripción 
y la  capacidad  de  los  otorgantes,  hallándose 
comprendidas,  según  la  doctrina  establecida  por 
la  Dirección,  en  el  sentido  del  expresado  articu- 
lo las  calificaciones  que  debon  hacer  los  registra- 
dores acerca  de  la  naturaleza  y requisito^  de 
los  documentos  necesarios  para  la  inscripción 
de  cualquie*  acto  ó contrato  relativo  á bienes 
inmuebles  y acerca  de  la  capacidad,  competen- 
cia ó derecho  que  para  celebrarlo  tengan  las 
personas  que  aparezcan  como  otorgantes.  No 
es  lícito  á los  registradores  consultar  las  dudas 
que  tengan  al  hacer  las  expresadas  calificacio- 
nes, pues  subordinando  en  este  caso  su  resolu- 
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cion  á la  dictada  por  sus  superiores,  no  podría  ■ 
eximírseles  la  responsabilidad  á cjuo  la  ley  les 
sujeta,  con  lo  cual  se  infringiría  lo  dispuesto  en 
el  art.  18  y lo  prevenido  en  el  221  del  Regla- 
mentó  general  (Res.  Dir.  Gen.  17  Setiembre 
1874). 

Los  registradores  son  competentes,  no  sólo 
para  calificar  las  formas  extrínsecas  de  los  do- 
cumentos y la  capacidad  de  los  otorgantes  con 
arreglo  al  art.  .18  de  la  ley,  sinó  que  tienen 
igual  competencia  para  calificar  la  nulidad  ó 
validez  de  los  pactos,  contratos  y obligaciones 
consignados  en  aquellos  títulos:  porque  impo- 
niéndoles el  art.  05  de  la  propia  ley  la  obliga- 
ción de  negar  la  inscripción  de  los  documentos 
que  adolecen  de  faltas  insubsanables,  que  son 
las  que  producen  necesariamente  la  nulidad  de 
la  obligación,  es  de  suma  evidencia  que  para  po- 
der cumplir  este  deber  han  de  calificar  previa- 
mente la  validez  de  la  obligación  consignada 
en  el  titulo  y rechazar  su  inscripción  cuando 
fuere  aquella  nula,  conforme  ¿lo  dispuesto  en 
el  primer  párrafo  del  art.  57  del  Reglamento 
(Res.  Dir.  Gen.  12  Noviembre  1874). 

Las  atribuciones  concedidas  por  la  ley  Hipo- 
tecaria á los  registradores  para  calificar  los  do- 
cumentos que  se  presentan  á inscripción  no 
están  consignadas  solamente  en  el  art.  18,  que 
importe  á dichos  funcionarios  la  obligación  de 
calificar  bajo  su  responsabilidad  la  legalidad  de 
las  formas  extrínsecas  de  las  escrituras  y la  ca- 
pacidad de  los  otorgantes,  ni  tampoco  los  ar- 
tículos 19,  100  y 101  déla  misma  ley,  3(5,  37, 
82  y 221  del  Reglamento,  sinó  que  aquellas 
atribuciones  se  hallan  ademas  consignadas  en 
otros  artículos,  cuyo  examen  completo  y armó- 
nico produce  el  convencimiento  de  que  entre 
las  facultades  que  la  ley  concede  á los  regis- 
tradores, se  encuentra  también  la  de  calificar 
las  formas  intrínsecas  de  los  documentos  en 
cuya  virtud  se  solicite  inscripción  ó cancelación. 
AI  determinar  el  art.  65  de  la  ley  lo  que  son 
faltas  subsanables  y no  subsanablos,  ordenaque 
si  se  presentaren  títulos  que  adolecieren  de  las 
primeras,  que  son  las  que  se  relacionan  con  las 
formas  extrínsecas,  debe  el  registrador  suspen- 
der la  inscripción  y extender  la  anotación  pre- 
ventiva del  título,  si  no  la  solicita  el  interesado, 
y que  si  las  faltas  notadas  son  de  las  no  subsa- 
nares, entendiéndose  por  tales  las  que  produz- 
can necesariamente  la  nulidad  do  la  obligación, 
debe  el  registrador  denegar  la  inscripción,  sin 
poderse  verificar  anotación  preventiva.  Lo  dis 

puesto  en  el  citado  aft.  del  ht0giaroeil^o> 


al  ordenar  que  para  distinguir  las  faltas  subsa- 
nables de  las  que  no  lo  sean  ha  do  atender  el  re- 
gistrador á la  validez  de  la  obligación  consignada 
en  el  título,  demuestra  evidentemente  que  los 
funcionarios  de  que  se  hace  mérito  están  auto- 
rizados para  examinar  también  las' formas  in- 
trínsecas ó esenciales  de  los  títulos  inscribibles, 
ó que  produzcan  cancelación  de  otros,  lo  cual 
se  corrobora  y confirma  con  la  disposición  del 
art.  58  del  Reglamento,  que  impone  á los  re- 
gistradores la  obligación,  no  sólo  do  negar  la 
inscripción  de  todo  título  que  tenga  faltas  sub- 
sanables ó no  subsanables,  sinó  la  de  remitir  el 
documento  presentado  á la  autoridad  judicial 
cuando  del  examen  de  aquél  aparezca  haberse 
cometido  algún  delito.  Apoyan  esta  doctrina  los 
artículos  3 13  de  la  ley  y 10  del  Reglamento,  que 
impone  á los  registradores  una  responsabilidad 
especial,  exigible  primero  de  su  fianza,  y se- 
gundo de  sus  bienes,  por  negarse  ñ inscribir 
ó anotar  preventivamente  los  títulos  que  so  pre- 
sentaren en  el  Registro,  porque,  atendida  es- 
ta responsabilidad  que  alcanza  á la  negativa 
de  inscripción  de  todo  título,  cualquiera  que 
sea  su  clase,  se  daría  repetidamente  el  caso  de 
que  si  no  estuviesen  facultados  dichos  funciona- 
rios para  calificar  las  formas  intrínsecas  de  los 
títulos,  cada  negativa  de  inscripción  de  éstos 
podría  producir  una  demanda  de  responsabili- 
dad contra  aquéllos,  ó tal  voz  resallaría  que  pa- 
ra salvarse  ellos  mismos  de  esta  responsabilidad 
inscribieran  documentos  esencialmente  nulos, 
creando  gravísimas  dificultades  contra  derechos 
legítimos.  El  objeto  de  la  ley  Hipotecaria  nó  fue 
crear  una  estadística  mas  ó menos  exacta  del 
movimiento  general  de  la  propiedad,  sinó  que 
su  fin  principal  fue  el  de  asegurar  los  derechos 
particulares  de  cada  uno  de  los  que  poseen  y 
son  dueños  de  bienes  inmuebles  y derechos  rea- 
les; y bajo  este  supuesto,  si  los  dueños  de  fincas 
y de  derechos  reales  han  de  tenerla  debida  ga- 
rantía, necesario  es  que  no  se  consideren  los 
Registros  como  meras  oficinas  de  enumeración 
de  la  propiedad,  ni  á los  registradores  como  ofi- 
ciales de  una  dependencia  administrativa  cuyas 
operaciones  estuviesen  dedicadas  exclusiva- 
mente á guardar  el  orden  numérico  de  las  fin- 
cas ó derechos  consignados  en  sus  libros,  así 
como  de  las  transacciones  á que  diesen  lugar, 
pues  tal  se  consideraría  aquellas  oficinas  si  no 
se  hubiese  facultado  á dichos  luncionanos  para 
conocer  de  la  validez  de  las  obligaciones  ó dere- 
chos inscribibles,  examinando,  por  lo  tanto,  las 
formas  intrínsecas  de  los  títulos  que  se  presen- 
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i^n  en  los  Registros.  Teniendo  presente  la  regla  ¡ registrador,  por  lo  mismo  que  á pesar  de  tales 
de  derecho  de  que  donde  la  ley  no  distingue  no  ¡ fallos  puede  promoverse  un  nuevo  y verdadero 
riebon  hacerse  distinciones,  los  registradores  juicio,  en  el  qué  deberá  ventilarse  la proceden- 
ticnen  facultad  para  calificar  todos  los  títulos  ó cia  ó improcedencia  de  la  calificación  hecha 
documentos  que  se  presenten  en  el  Registro,  sin  por  el  registrador;  mayormente  cuando  esta 
distinción  alguna,  y admitir  ó negar  en  su  con-  apreciación  no  excluye  la  acción  de  los  Tribuna- 
secuencia  la  inscripción  de  los  mismos,  por  lo  les,  y sus  efectos,  en  todo  caso,  están  limitados  á 
cual  son  competentes  para  calificar,  no  sólo  los  negar  la  inscripción  del  documento  de  que  so 
documentos  autorizados  por  notario,  sinó  por  trata.  El  art.  66  de  la  ley  Hipotecaria  nin- 
cualquíer  otro  funcionario  público  del  órden  : guna  diferencia  establece  en  órden  á los  casos 
administrativo  ó judicial,  tanto  en  lo  relativo  á que  pueden  promoverse,  ya  sea  la  negativa  del 
las  formas  extrínsecas  como  á su  contenido.  La  registrador  debida  á defectos  en  las  formas  ex- 
ley reconoce  y proclama  la  alta  misión  confiada  trínsecas  de  los.  títulos,  ya  prevenga  de  haber 
á los  registradores,  en  el  mero  hecho  de  exigir  notado  faltas  en  las  intrínsecas  ó esenciales  á la 
para  el  desempeño  de  estos  cargos  requisitos  misma  obligación. 

especiales  y severas  pruebas  de  aptitud,  neeesa-  Pero  la  facultad  concedida  por  dicho  artículo 
ria  en  concepto  cíe  los  autores  de  la  ley,  porque  á los  interesados,  en  armonía  con  el  derecho 
el  registrador,  llamado  á resolver  graves  ycom-  común  para  recurrir,  sin  perjuicio  de  ia  redu- 
plicadas cuestiones  de  derecho,  necesita  muchos  macion  gubernativa,  á los  Tribunales  á conten  - 
conocimientos  jurídicos,  los  cuales  exigen  para  der  sobre  la  validez  ó nulidad  de  los  documen- 
cjercer  atribuciones  más  difíciles  que  las  de  ca-  ' tos  ó de  la  obligación,  no  se  refiere  ni  puede  re- 
liíicar  las  formas  extrínsecas  de  los  documentos.  : ferirse  á los  recursos  que  so  intenten  contra  los 
La  competencia  de  los  registradores  para  cali-  : registradores,  porque  mientras  no  haya  partes 
ficar  la  validez  de  los  dosumentos  que  se  pre-  que  entre  sí  contiendan,  no  puede  haber  proce- 
senten  á inscripción  alcanza  también  a los  ac-  : dimiento  judicial,  y la  cuestión  suscitada  entre 
tos  en  que  interviene  la  autoridad  judicial,  por-  el  interesado  y el  registrador  acerca  de  la  vali- 
que  ademas  de  que  ningún  articulo  de  la  ley  dez  ó nulidad  de  un  documento,  sólo  puede  re- 
ñí del  Reglamento  prohíbe  á los  funcionarios  de  solverse  en  la  vía  gubernativa, 
que  se  trata  aquella  calificación,  si  por  el  contra-  Finalmente,  el  carácter  especial  que  distingue 
rio  se  les  niega  semejante  facultad,  se  infringí-  ■ á los  registradores  y el  órden  jerárquico  esta- 
rían varios  artículos  de  la  ley  Hipotecaria,  entre  , bleeido  para  decidir  de  la  legalidad  de  sus  ac- 
ellos los  que  se  refieren  á la  responsabilidad  tos,  así  como  para  la  inspección  de  los  servicios 
que  contraen  los  registradores  al  extender  los  que  le  están  encomendados  y á cuya  cabeza  se 
asientos  en  el  Registro,  y se  lograría  la  inscrip-  encuéntrala  Dirección  general,  dan  la  nor- 
cion  de  cualquier  documento  obtenido  por  el  ma  para  resolver  que  cuanto  se  refiere  á las 
fácil  medio  de  un  acto  do  jurisdicción  volunta-  funciorifes  de  aquéllos  en  el  punto  concreto  de 
ria;  con  lo  cual,  y atendido  lo  dispuesto  en  el  tí.  la  cuestión  es  gubernativo,  y por  consiguiente 
lulo  I,  parte  2.a  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  que  son  procedentes  los  recursos  gubernativos 
Reabrirían  los  libros  del  Registro  á todo  gene-  que  se  promovieren  contra  la  calificación  de 

ro  de  títulos  y documentos  que  de  otro  modo  los  títulos  hecha  por  los  registradores.  Demos- 

serian  rechazados.  Tampoco  está  en  oposición  trado  que  con  arreglo  á la  ley  está  entre-las  atri- 
aquella  facultad  con  el  respeto  que  merecen  las  buciones  de  los  registradores  la  de  conocer  de 
ejecutorias  de  los  Tribunales  y la  inviolabilidad  las  formas  intrínsecas  de  los  títulos,  cualquiera 
de  la  cosa  juzgada,  porque  no  teniendo  todos  que  sea  la  autoridad  ó funcionario  que  las  haya 
los  fallos  judiciales  ese  elevado  carácter,  sinó  expedido  para  su  calificación  ó inscripción  res- 
sólo  aquellos  que  reúnen  las  condiciones  que  pectivas,  es  evidente  que  contra  todo  acuerdo 
exigen  las  leyes  13,  19,  21  y 22,  tít.  XXII,  Par-  denegando  la  inscripción  ó cancelación,  podrán 
tída  3.a,  confirmados  por  la  doctrina  del  Tribu-  , los  interesados  reclamar  en  la  misma  forma  y 
nal  Supremo,  es  evidente  que,  á excepción  de  las  por  los  mismos  trámites  que  se  hallan  estable- 
cen tencias  que  reúnan  las  condiciones  de  ver-  oídos  para  alzarse  de  las  negativas  que  se  ori- 

dadera  y firme  ejecutoria,  y tienen,  por  consi-  ginen  de  faltas  en  las  formas  extrínsecas  de  los 

guíente,  la  misma  fuerza,  que  una  ley  en  los  ne-  documentos  (Res.  Dir.  Gen.  24  Noviembre 
gocios  sobre  que  recae,  en -todos  los  demas  fa-  1874)  . 

líos  y actos  judiciales  cabe  la  calificación  del  Cualquiera  que  sea  la  opinión  del  registrador 
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sobre  los  efectos  de  una  condición  suspensiva  ¡ 
debe  reputarse  válida  y subsistente  para  su  ins- 
cripción, mientras  no  se  presente  la  oportuna 
declaración  de  nulidad,  sin  que  ésta  pueda  ob- 
tenerse gubernativamente;  pues  si  bien  los  re- 
gistradores están  facultados  para  calificar  la 
nulidad  ó validez  de  los  contratos  sujetos  á Re- 
gistro, y por  consiguiente  de  las  condiciones 
puestas  en  los  mismos  que  producen  esta  nuli- 
dad, no  lo  están  para  declarar  la  nulidad  de 
aquellas  que,  como  la  de  que  se  trata,  no  vician 
ni  anulan  el  legado  que  se  pretende  inscribir 
(Res.' Dir.  Gen.  20  Febrero  1875). 

. El  registrador  debe  hacer  la  calificación  de 
los  documentos  necesarios  para  solicitar  la  ins- 
cripción de  un  terreno  concedido  en  la  playa 
para  establecer  baños,  bajo  su  exclusiva  res- 
ponsabilidad, con  arreglo  al  art.  18  de  la  ley 
Hipotecaria,  y resolver  por  sí  mismo  las  dudas 
que  se  le  ofrezcan,  sin  que  le  sea  lícito  consul- 
tarlas, como  está  declarado  y resuelto  de  una 
manera  terminante  en  el  art.  221  del  Regla- 
mento [Res.  Dir.  Gen.  23  Marzo  1875). 

Al' calificar  los  registradores  y sus  superiores 
jerárquicos  en  el  órden  administrativo  los  docu- 
mentos expedidos  por  los  Tribunales,  en  cum- 
plimiento del  deber  que  les  impone  la  ley  Hi- 
potecaria, no  examinan  los  fundamentos  de  la 
sentoncia,  auto  ó providencia  cuya  inscripción 
se  solicita,  sinó  que  se  limitan  á examinar  la 
naturaleza  del  mandato  judicial  y del  juicio  ó 
procedimiento  en  que  ha  recaído,  para  apreciar 
el  carácter  de  las  mismas,  y los  efectos  que  las 
leyes  atribuyen  en  cada  caso  á dichos  manda- 
tos en  todo  lo  relativo  á la  adquisición,  trasmi- 
sión y gravamen  de  la  propiedad  inmueble 
(Res.  Dir.  Gen.  15  Octubre  1875). 

La  fuerza  y valor  de  un  documento  publico 
no  pueden  ser  apreciados  por  el  registrador  ni 
por  sus  superiores  jerárquicos  en  el  órden  ad- 
ministrativo, porque  carecen  de  competencia 
para  declarar  la  nulidad  de  los  contratos  en  es- 
critura pública  y la  de  sus  inscripciones  hechas 
en  el  Registro,  lo  que  es  propio  de  los  Tribu- 
nales en  el  juicio  respectivo  (Res.  Dir.  Gen.  lñ 
y 25  Noviembre  1875). 

Si  bien  los  registradores  están  facultados 
para  calificar  bajo  su  responsabilidad,  y sin  per- 
juicio de  los  recursos  que  establece  la  ley  Hipo- 
tecaria, los  documentos  de  toda  clase  que  so 
presentan  á inscripción,  no  sólo  en  cuanto  á 
sus  formas  extrínsecas,  si  que  también  á su 
contenido,  dicha  facultad  no  puede  entenderse 
»5n  limitación  alguna,  tratándose  délos  autori- 


zados por  los  Tribunales,  los  cuales,  dentro  do 
su  esfera  propia  y bajo  su  responsabilidad,  son 
los  llamados  á resolver  las  cuestiones  particu- 
lares y arreglar  el  órden  del  procedimiento  con 
sujeción  á las  leyes  vigentes,  por  cuya  razón 
los  registradores  como  funcionarios  adminis- 
trativos, al  tratarse  de  estos  últimos  actos,  no 
examinan  el  fundamento  do  la  sentencia,  auto 
ó providencia  que  interesa,  ni  tampoco  si  se  ha 
observado  el  órden  riguroso  del  procedimiento, 
sinó  que  se  limitan  á examinar  la  naturaleza 
del  mandato  y la  del  juicio  ó procedimientos  en 
que  hubiese  recaído  para  apreciar  su  carácter 
y. efectos  sogun  los  casos,  todo  sin  perjuicio  de 
la  calificación  que  deben  hacer  de  la  competen- 
cia do  los  Jueces  ¿Tribunales  que  ordenasen  la 
cancelación  de  una  inscripción  ó anotación 
(Res.  Dir.  Gen.  10  Abril  1876). 

Es  improcedente  la  pretensión  formuladaantc 
la  Dirección  para  que  el  registrador  indem- 
nice de  los  gastos  que  ha  ocasionado  su  nega- 
tiva, porque  al  calificar  dicho  funcionario  el 
documento  presentado  y ai  sostener  su  califica- 
ción en  la  vía  gubernativa,  lejos  de  incurrir  en 
falta  alguna,  se  ha  limitado  á ejercer  las  atribu- 
ciones que  la  ley  Hipotecaria  le  confiere  con 
arreglo  á la  doctrina  consignada  en  la  Exposi- 
ción de  motivos  que  precede  al  Real  decreto 
de  25  de  Octubre  de  1875  (Res.  Dir.  Gen.  3 Ju- 
nio 1876). 

El  haber  acordado  un  juez,  en  la  tramitación 
de  un  juicio,  la  protocolización  de  unas  parti- 
ciones contra  lo  dispuesto  en  el  art.  7G  del  Re- 
glamento, no  constituye  defecto  que  produzca 
nulidad  de  la  providencia  judicial  ni  de  los  ac- 
tos notariales  ejecutados  en  su  cumplimiento- 
porqué  para  ello  era  necesario  que  existiese  al- 
guna disposición  legal  que  declare  expresa- 
mente dicha  nulidad  que  no  existe  (Res.  Direc- 
ción Gen.  5 Julio  1875). 

Al  registrador  sólo  corresponde  hacer  la  ca- 
lificación del  documento  después  de  extendido 
el  asiento  de  presentación,  y dentro  del  término 
que  señala  el  art.  1G  del  Reglamento,  para  el 
efecto  de  practicar,  - suspender  ó negar  la  ins- 
cripción del  título  presentado  (Res.  Dir.  Gene- 
ral 25  Noviembre.  1870). 

Conformo  con  la  doctrina  de  la  ley  Hipoteca- 
ria, consignada  en  el  art.  4.“  de  su  Reglamento, 
son  inscribibles  las  adquisiciones  de  fincas  per- 
tenecientes á la  mitad  reservable  de  los  mayo- 
razgos, hechas  por  inmediatos  sucesores  á los 
mismos,  y todos  los  demas  actos  y eonliatos 
que  sin  tener  nombre  propio  por  derecho,  mo- 
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ílifiquen  desde  luego  y en  lo  futuro  algunas  de 
las  facultades  del  dominio  sobre  bienes  inmue- 
bles ó derechos  reales  (Res.  Rir.  Gen.  20  Di- 
ciembre 18771. 

Según  la  doctrina  de  la  ley  Hipotecaria,  con- 
signada en  el  art.  37  de  su  Reglamento,  se  con- 
sideran faltas  subsanables  de  los  documentos  y 
escrituras  las  que  afecten  á la  validez  de  los 
mismos,  según  las  leyes  que  determinan  las  for- 
mas de  los  instrumentos  y las  circunstancias  y 
requisitos  que  debe  comprender  cada  inscrip- 
ción bajo  pena  de  nulidad.  El  no  haberse  ex- 
tendido la  copia  en  el  papel  sellado  que  según 
el  registrador  debió  haberse  empleado,  no  afec- 
ta en  ningún  caso  ála  validez  del  instrumento, 
y por  lo  tanto  no  se  halla  comprendido  entre 
los  defectos  que  según  la  ley  Hipotecaria  impi-  , 
den  la  inscripción. 

Las  infracciones  de  la  legislación  del  papel 
sellado,  y especialmente  del  decreto  de  12  de 
Setiembre  de  1801,  se  castigan  con  el  reintegro, 
lu  cual  deberá  exigirse  gubernativamente.  Con 
arreglo  á esta  legislación,  el  registrador  debió 
abstenerse  de  practicar  la  liquidación  en  con- 
cepto de  liquidador;  pues  obrando  así,  ademas 
de  cumplir  lo  dispuesto  en  el  art.  88  del  men- 
cionado decreto,  hubiera  podido  dar  conoci- 
miento á las  autoridades  á fin  de  que  resolvie- 
sen lo  procedente.  Por  último,  habiéndose  co- 
metido en  la  copia  de  la  escritura  una  defrau- 
dación al  Estado  según  el  registrador,  y pro- 
hibiendo el  art.  88  citado  que  se  admitan  en 
ninguna  oficina  documentos  que  no  se  hallen 
extendidos  en  el  papel  sellado  correspondiente,  I 
existe  una  imposibilidad  para  la  inscripción  de- 
finitiva del  título  miéntras  no  se  decida  acerca 
del  fundamento  y existencia  de  la  relacionada 
defraudación  liles.  Dir.  Gen.  31  Mayo  1878). 

Según  el  terminante  precepto  contenido  en 
el  art.  1.®  de  la  Real  orden  de  28  de  Agosto  de 
187C>,  los  trámites  que  deben  seguirse  para  con-  j 
ceder  á los  padres  la  autorización  que  necesi- 
tasen en  caso  de  vender,  gravar  ó de  cualquier 
modo  enajenar  los  bienes  raíces  de  sus  hijos 
no  emancipados,  son  los  señalados  en  el  articu- 
lo 1208  de  la  ley  de  En  juiciamiento  civil,  entre 
los  cuales  no  se  hallan  los  de- avalúo  y subasta. 
Ha  incurrido  en  error  el  registrador  al  preten- 
der aplicar  á estas  autorizaciones  los  trámites 
del  art.  1105  y siguientes  de  la  propia  ley,  que 
sólo  son  aplicables  á las  ventas  de  los  que  se 
hallan  en  tutela  ó cúratela,  pero  no  á los  que 
se  hallan  constituidos  bajo  la  patria  potestad 
(Res.  Dir.  Gen.  12  Junio  1878). 


escritura  de  venta. do  Una  Anca  proceden- 
te de  mayorazgo  en  que  concurren  ol  poseedor 
y el  inmediato  sucesor,  es  válida  siempre  que 
■ éstos  tengan  la  libre  disposición  de  sus  bienes, 
y porque  no  puede  negarse  que  la  persona  re- 
presentante de  la  comisión  de  acreedores  tenía 
facultad  para  la  cancelación  de  la  hipoteca,  to- 
da vez  que  componiéndose  de  tres  la  comisión, 
el  fallecimiento  de  uno  no  es  causa  para  consi- 
derarla extinguida, hallándose  los  dos  represen- 
tantes conformes.  Hallándose  emancipado  el 
inmediato  sucesor,  ha  podido,  en  compañía  de 
su  padre,  poseedor  actual  de  los  vínculos,,  alte- 
rar válidamente  la' división  y partición  que  do 
aquéllos  se  había  practicado,  sin  necesidad  de 
autorización  judicial,  la  cual  es  indispensable 
sólo  con  arreglo  á las  leyes  desvinculadoras 
cuando  el  inmediato  se  halla  incapacitado  ó 
fuese  desconocido  (Res.  Dir.  Gen.  3 Julio 
1878). 

No'ha  incurrido  el  notario  en  las  infracciones 
de  la  ley  y de  la  instrucción  para  redactar  ins- 
trumentos públicos  sujetos  á Registro,  toda  vez 
que  ha  consignado  el  estado  civil  del  otorgante, 
ha  copiado  la  oportuna  cláusula  del  poder 
para  vender,  y no  ha' podido  hacer  mención  de 
la  clase  de  peculio  por  tratarse  de  hijos  qué  es 
tán  fuera  de  la  patria  potestad  (Res.  Dir.  Gene- 
ral 12  Agosto  1S78). 

Conforme  á la  doctrina  de  la  ley  Hipotecaria, 
la  Dirección  sólo  tiene  competencia  para  cono- 
cer en  última  instancia  de  las  reclamaciones 
formuladas  contra  los  registradores  por  negarse 
á inscribir  ó anotar  un  documento,  y de  ningún 
modo  para  conocer  de  aquellas  en  que  se  pre- 
tende que  se  ordene  á los  mismos  que  suscri- 
ban un -documento  y denieguen  la  inscripción 
de  otro  antes  de  que  ellos  los  califiquen  y ex- 
tiendan la  correspondiente  nota.  Este  recurso 
es  improcedente,  por  carecer  de  personalidad  el 
solicitante,  y extemporáneo  en  cuanto  tiene  por 
objeto  pedir  la  inscripción  de  la  escritura  otor- 
gada por  el  juez,  debiendo  proceder  la  califica- 
ción del  registrador  y do  los  trámites  preveni- 
dos-en  el  Real  decreto  de  3 de  Enero  de  187fi 
(Res.  Dir.  Gen'.  12  Octubre  1878). 

Si  la  cláusula  inserta  en  el  poder  autoriza  al 
apoderado'  para,  hacer  arrendamientos  por  el 
tiempo  y forma  que  crea  convenir,  no  le  auto- 
toriza  expresamente  para  cancelar  hipotecas 
constituidas  en  garantía  de  aquéllos  (Res.  Di- 
rección Gen.  8 Noviembre  1878). 

Dictada  una  sentencia  .ejecutoria  por  los  Tri- 
bunales, no  cabe  discutir,  como  intenta  el  re- 
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gistrador,  acerca  do  la  fuerza  y eficacia  do  dicha 
sentencia,  Smó  procurar  su  cumplimiento  en 
justo  respeto  á la  autoridad  de  la  cosa  juz-ida 
mientras  un  verdaderoobstáculo,  emanado’de  la 
ley  Hipotecaria,  á que  deben  ajustar  su  conduc- 
ta aquellos  funcionarios,  no  impida  su  ejecución 
{Res.  Dir.  Gen  . 28  Febrero  1878). 

lina  vez  calificada  la  escritura  de  venta  judi  - 
cial,  no  procede  formular  ni  resolver  consulta 
alguna  sobre  su  inscripción,  sin  perjuicio  de  los 
recursos  que  los  interesados  crean  conveniente 
promover  contraía  calificación,  sin  que  proceda 
resolver  por  consulta  la  admisión  ó denegación 
de  inscripción  de  la  escritura,  pues  que  se  trata 
do  la  calificación  del  derecho  del  vendedor,  lo 
cual  es  de  la  exclusiva  competencia  del  Regis- 
trador, conforme  á la  doctrina  del  art.  18  de  la 
ley  Hipotecaria  (Res.  Dir.  Gen.  10  Marzo  1879). 

Según -el  art.  18  de  la  ley  Hipotecaria,  los 
Registradores  deben  calificar  la  capacidad  da 
los  otorgantes  por  ¿o  que  resulte  de  las  mismas 
escrituras  (Res.  Dir.  Gen,  23  Mayo  1879). 

. Los  registradores  deben  calificar  la  capaci- 
dad de  los  otorgantes  y las  formas  internas  ó 
externas  de  los  documentos  por  lo  que  resulte 
de  los  que  fuesen  presentados  para  su  inscrip- 
ción ó estuvieren  anteriormente  inscritos,  por 
cuya  razón  no  puedé  apreciarse  en  el  presente 
caso  el  documento  contenido  en  el  testimonio 
que  ha  remitido  el  mismo  registrador  á esta 
Superioridad,  supuesto  que  no  consta  le  haya 
sido  presentado  para  ser  inscrito  ó anotado  en 
los  libros  del  registrador  (Res.  Dir.  Gen.  8 
Agosto  1879). 

Según  terminante  precepto  del  art.  18  de  la 
ley  Hipotecaria,  los  registradores  sólo  deben 
calificar  la  capacidad  de  los  otorgantes  por  lo 
que  resulte  cíe  las  mismas  escrituras.  (Res.  Di- 
rección Gen.  19  Diciembre  1879). 

El  no  haberse  protocolizado  un  auto  judicial 
por  el  que  fue  aprobada  la  rectificación  de  la 
división  y adjudicación  de  los  bienes  de  una 
herencia,  no  constituye  un  delecto  en  el  mismo 
que  impida  su  inscripción,  con  arreglo  á la  doc- 
trina  do  los  artículos  18-y  65  de  la  ley  Hipoteca- 
ria, y 37  de  su  Reglamento. 

Habiéndoso  celebrado  el  expresado  acto  de 
rectificación  de  una  partición  anteriormente 
inscrita  por  todos  los  partícipes  en  el  patrimo- 
nio'común,  han  ejercido  éstos  su  derecho  legi- 
timo siempre  que  los  bienes  sobre  que  recae 
dicha  rectificación  sigan  en  poder  do  los  inteie 
*ado*  y no  se  atribuya  ú la  misma  un  electo  ie- 
toWfitivo  (Res.  Dir.  Den.  2 Marzo  1880). 

Tomo  11 


Guando  do  los  términos  y condiciones  del 
contrato  resulta  quo  su  naturaleza  jurídica  es 
distinta  del  do  constitución  de  un  censo  vitali- 
cio, áun  cuando  los  otorgantes  hayan  usado  do 
las  palabras  censo  vitalicio,  osta  circunstancia 
no  basta  por  sisóla  para  calilicardelinitivamonté 
el  contrato,  porque  en  ol  presento  caso  los  otor- 
! gantes  emplearen  á la  voz  las  palabras  de  ven- 
: der  y ceder  varias  fincas,  las  cuales  no  están 
en  conformidad  con  la  verdadera  naturaleza  del 
pretendido  contrato  de  censo  vitalicio. 

En  vista  do  esta  contradicción  en  los  térmi- 
nos empleados  por  los  otorgantes,  y atendida  la 
dificultad  de  encontrar  nombre  propio  y ade- 
cuado, ha  debido  el  registrador  prescindir  de 
aquellos  términos  y buscar  en  el  contenido  de 
todo  el  instrumento  la  verdadera  esencia  jurí- 
dica del  contrato  para  calificar  su  validez  ó nu- 
lidad, con  arreglo  á los  principios  generales  del 
derecho  (líes.  Dir.  Gen.  7 Junio  1880). 

Artículo  1900. — Cuando  el  registrador 
notare  falta  eti  las  formas  extrínsecas  do  las 
escrituras;  ó de  capacidad  en  los  otorgan- 
tes, la  manifestará  á los  que  pretendan  la 
inscripción,  para  que,  si  quieren,  recojan  la 
escritura  y subsanen  la  falta  en  ol  término 
que  duran  los  efectos  del  asiento  de  presen- 
tación, según  el  art.  1898  (17  de  la  ley)  y si 
no  recogen  la  escritura  ó no  subsanan  la 
falta  á satisfacción  del  registrador , devol- 
: verá  el  documento  para  que  puedan  ejer- 
I citarse  los  recursos  correspondientes,  sin 
perjuicio  de  hacer  la  anotación  preventiva 
■ que  ordena  el  art.  1923  (-12  de  la  ley)  en  su 
número  octavo,  si  so  sQlicitaexpiosamcntc. 

’ En  el  caso  de  no  hacerse  la  anotación  pre- 
ventiva, el  asiento  de  presentación  del  tí- 
tulo, continuará  produciendo  sus  efectos 
durante  los  treinta  días  ántes  expresados. 

ORÍGENES 


Art.  19,  ley  Hipotecaria. 


RESOLUCIONES  DE  U\  DIRECCION 

Según  la  doctrina  general  consignada  en  ¡os 
tieulos  19  y 66  do  la  ley  Hipotecaria,  y m del 
eglamonto,  únicamente  los  interesados  Puo- 
,n  reclamar  gubernativamente  contra  la  cali- 
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(icacion  de  los  títulos  hcclia  por  los  registrado-  ' 
res  (líes.  Dir.  Gen.  .‘11  Marzo  1876). 

Según  la  doctrina  clara  y terminante  de  la 
lev  flipofecaria,  sólo  procede  el  recurso  guber- 
nativo sobre  inscripción  de  algún  documento 
en  el  Registro,  cuando  esta  ha  sido  denegada  ó 
suspendida  por  los  registradores  de  la  propiedad 
en  virtud  de  Jas  facultades  que  para  ello  les 
concede  expresamente  la  ley  Hipotecaria.  Las 
escrituras  cuya  inscripción  se  solicita  no  han 
sido  calificadas  para  el  efecto  de  suspender,  ne- 
gar ó practicar  la  inscripción  con  arreglo  á Ja 
ley,  porque  la  presentación  en  el  Registro  de 
dichos  documentos  tuvo  efecto  oon  anterioridad 
á la  nflsma  ley,  y en  una  época  en  que  no  exis- 
tían los  registradores;  y aun  cuando  estuvieren 
desempeñados  por  registradores  debían  llevarse 
conforme  á la  legislación  entonces  vigente.  Con 
arreglo  á esta  legislación,  los  contadores  de  hi- 
potocas  no  tenían  facultad  para* calificar  la  ca- 
pacidad de  las  personas  que  otorgaban  los  ins- 
trumentos públicos,  los  requisitos  esenciales  y 
las  formas  extrínsecas  de  los  mismos,  ni  para 
negar  ó suspender  la  inscripción,  limitándose 
sus  atribuciones  á las  do  anotar  los  documentos 
presentados  y liquidar  el  impuesto  que  de- 
vengasen como  funcionarios  dependientes  del 
ministerio  de  Hacienda. 

Rajo  este  supuesto,  al  estampar  el  contador 
de  hipotecas  las  que  aparecen  al  pié  de  las  es- 
crituras, no  calificó  Ies  defectos  ni  pudo  nogar 
ó suspender  la  inscripción,  sinó  que  devolvió 
los  documentos  á los  interesados  en  virtud  de 
órdenes  de  la  Administración,  por  todo  lo  cual 
adolece  este  expedionte  de  la  falta  de  califica- 
ción, sin  la  cual  es  improcedente  el  recurso 
gubernativo  [líos.  Dir.  Gen.  14  Febrero*  1877).  , 

Los  compradores  do  bienes  raíces  con  ei  pacto. : 
de  retro  venta,  tienen  el  carácter  de  dueños  de 
bienes  sujetos  á condición  resolutoria,  como  lo 
confirma  la  doctrina  del  art.  109  de  la  Iby  Hi- 
potecaría, al  reconocerles  la  facultad  de  enaje- 
narlos, y el  art.  107  do  la  misma  en  su  mira,  0,°, 
al  señalar  las  limitaciones  con  que  puedon  hi- 
potecarlos, lo  cual  demuestra  de  una  manera 
decisiva  que  dichos  compradores,  adquieren  el 
dominio  del  inmueble  con  dicho  pacto,  ó un 
derecho  real  impuesto  sobre  el  mismo,  pues  que 
según  el  art.  106  de  la  .propia  ley,  sólo  son  sus- 
ceptibles do  hipoteca  los  bienes  inmuebles  ó los 
derechos  reales  sobre  ellos  constituidos. 

Siendo,  por  consiguiente,  los  unos  menores 
dueños  de  ciertas  fincas  bajo  la  condición  reso- 
lutoria pactada,  constituye  la  retroventa  una 


verdadera  enajenación  de  inmuebles,  sin  que 
la  causa,  motivo  ó razón  que  obligue  á reali- 
zarla, altero  su  naturaleza,  jurídica. 

Sea  cualquiera  la  causa  que  exista  para  la 
enajenación  de  bienes  de'  menores,  so  lian  de 
observar  las  formalidades  de  la  ley,  y especial- 
mente la  autorización  judicial,  á la  que  debe 
preceder  la  demostración  de  necesidad  legal  ó 
material  de  dicha  enajenación  [Res.  Dir.  Gene- 
ral 1.4  Enero  1876). 

Begun  la  real  orden  de  28  de  Agosto  de  1876, 
en  conformidad  cefn  la  ley  de  Matrimonio  ci- 
vil, respecto  de  la  facultad  de  los  padres  sobre 
los  Ilíones  del  peculio  adventicio,  de  los  hijos 
menores  no  emancipados,  no  están  autorizados 
ni  como  simple  administrador,  ni  cómo  repre- 
sentante de  la  persona  del  hijo,  para  enajenar 
bienes  raíces,  ni  consentir  renuncia  y extinción 
de  derechos  reales  que  formen  parte  del  pecu- 
lio, sin  previa  autorización  judicial  hecha  con 
arreglo  al  art.  i. 208 de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil;  requisito  que  deberá  acreditarse  al  pre- 
sentar los  títulos  en  el  Registro  para  su  inscrip- 
ción. 

Aun  cuando  la  escritura  reúna  todas  las 
circunstancias  que  bajo  pena  de  nulidad  debo 
contener  el  asiento  de  cancelación  respecto  á 
los  interesados,  relativas  á los  otorgantes,  alas 
fincas  y á los  derechos  inscritos,  no  es  título 
suficiente  para  verificar  la  inscripción  en  cuan- 
; to  á los  derechos  de  ios  menores  no  emancipa- 
dos, por  carecer,  con  arreglo  á la  doctrina  ex. 
puesta,  de  la  capacidad  necesaria  la  persona 
que  la  otorgó,  no  siendo  responsable  el  autori- 
zante de  esta  equivocada  calificación  por  la 
prioridad  de  la  escritura,  á la  disposición  cita- 
da, "siendo  inscribible  la  misma,  á tenor  de  lo 
dispuesto  en  la  precitada  disposición,  subsana- 
dos que  sean  los  defectos.  (Res.  Dir.  Gen.  30 
Agosto  1876.) 

Según  la  doctrina  de  las  leyes  7.a,  tít.  II,  y 
10,  tít.  XX,  lib.  X,  Nov.  Rec.,  y de  los  artícu- 
los 45,  46  y 49  de  la  ley  del  Matrimonio  civil, 
los  menores  de  veinticinco  años  y mayoros  de 
diez  y ocho  que  se  hallan  en  cúratela  adquieren 
la  libre  administración  de  sus  bienes  por  el 
matrimonio,  cesando  de  derecho  el  curador  en 
el  ejercicio  de  sus  funciones.  Contra  esta  doc- 
trina no  pueden  prevalecer  los  argumentos  uti- 
lizados por  un  registrador,  y deducidos  cíe  los 
artículos  182  y 188  de-la  ley  Hipotecaria,  porque 
el  primero  atribuye  al  curador  de  la  mujer,  en 
el  caso  que  lo  tuviese,  una  intervención  extraor- 
dinaria en  ciertos  actos  á que  el  marido  viene 
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obligado,  y el  segundo  se  limita  á declarar  las 
formalidades  que  deben  observarse  en  la  enaje- 
nacion  de  los  bienes  dótales  que  resulten  ins- 
critos con  esta  cualidad,  sin  quesean  aplicables 
dichos  artículos  de  la  ley  Hipotecaria  a!  caso  en 
que  ni  se  trate  de  exigir  del  marido  laWislitu- 
cion  de  hipoteca  legal,  ni  do  enajenar  bienes 
inscritos  como  dótales.  Según  lo  dispuesto  en 
los  artículos  45  y 46  de  la  ley  del  Matrimonio,, 
el  mando  mayor  de  diffz  y ocho  años  puede 
ejercer  por  sí,  y.  sin  obtener  previamente  venia 
ó autorización  alguna,  todos  los  derechos  ex- 
presados en  el  citado  arí.  45  sobre  la  persona  y 
bienes  de  su  mujer,  cualquiera  que  sea  la  edad 
de  ésta,  y entre  aquellos  derechos  el  de  autori- 
zar á su  esposa  para  celebr.Tr  los  actos  ó con- 
(ratos  que  lo  sean  favorables,  necesitando  úni- 
camente el  marido  el  previo  consentimiento  do 
sus  padres,  ó la  competente  autorización  judi- 
cial cuando  no  haya  cumplido  los  diez  y ocho 
anos;  de  cuya  doctrina  se  deduce  que  tampoco 
la  mujer  casada  necesita  obtener  autorización 
alguna  por  razón  do  su  menor  edad , bastando 
sólo  la  del  marido  cuando  este  sea  mayor  de 
diez  y ocho  años  [Res.  Dir.  Gen.  3 Noviem- 
bre 1879). 

Según  la  legislación  Coral  aragonesa,  los  hijos 
menores  de  veinte  años  y mayores  de  catorce 
pueden  vender  válidamente  sus  bienes  con  sólo 
obtener  el  consentimiento  de  sus  padres,  ó del 
que  de  ellos  haya  sobrevivido;  necesitando  úni- 
camente impetrar  el  consentimiento  del  juez  or- 
dinario cuando  careciesen  de  padres,  sin  que 
sea  aplicable  lo  dispuesto  en  el  art.  1 .*  de  la  Real 
órden  de  28  de  Agosto  de  1876,  toda  vez  que 
esta  disposición  se  dictó  con  el  fin  de  suplir  la 
falta  de  capacidad  del  padre  para  enajenar  los 
bienes  de  sus  hijos  no  emancipados,  que  le  nie- 
ga la  legislación  común  y le  concede  de  una  ma- 
nera clara  y terminante  la  legislación  Coral  do 
Aragón.  Igualmente  son  inaplicables  las  disposi- 
ciones contenidas  on  el  tít.  XIII,  segunda  parte 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  porque  tampo- 
co lo  serían  en  el  supuesto  de  que  el  contratoso 
hubiera  celebrado  en  territorio  sujeto  á la  legis- 
lación común,  como  lo  ha  reconocido  y declara- 
do la  Real  órden  de  28  de  Agosto  de  1876,  al  de- 
terminar un  procedimiento  especial  para  obte- 
ner la  autorización  judicial  con  el  objeto  de 
celebrar  contratos  de  venta  pertenecientes  al 
peculio  de  los  hijos  no  emancipados  (Res.  Di- 
rección Gen.  14  Noviembre  1879). 

En  una  escritura  de  liquidación  y división 
d»  herencia  , debe  el  notario  autorizante  con- 


, signar,  previa  sn  justificación,  las  circuns- 
j tandas  en  virtud  do  las  cuales  han  adqui- 
j rido  el  carácter  de  herederas  personas  que  no 
! no  han  sido  designadas  en  el  testamento,  con 
i el  fin  de  que  la  división  practicada  fuese  un  ac- 
■ to  válido  y eficaz;  por  lo  er.al. habiendo  omitido 
el  notario  la  fecha  del  fallecimiento  de  un  hijo 
do  la  testadora  y las  vicisitudes  del  hijo  postumo 
de  que  éste  hizo  mérito  en  su  testamento,  asi 
¡ como  no  habiendo  expresado  coa  la  debida  cla- 
ridad que  unas  mismas  fincas  se  adjudicaban  á 
todos  los  herederos,  ni  la  proporción  ó ínteres 
en  que  cada  uno  sea  partícipe,  adolece  la  es- 
critura de  defectos  que  justifican  la  nota  desús- 
pensión  puesta  por  el  registrador  ¡ Res.  Direc- 
ción Gen.  22  Noviembre  1879). 

Las  leyes  l.%  y 8.a,  tit.  111,  lib.  X de  la 
Nov.  Reo.,  prohíben  que  la  donación  que  hace 
el  esposo  á la  esposa  por  vi  a dearras  pueda  exce- 
der en  ningún  caso  do  la  décima  parte  de  los 
bienes  del  donante, estableciendo  ciertas  forma- 
lidades para  la  celebración  de  estas  donaciones, 
imponiendo  á los  notarios  que  intervienen  en 
tales  actos  varios  dolieres  para  impedir  que  se 
traspase  aquel  limite,  y castigando  ademas  la 
infracción  do  alguno  do  ellos  con  la  privación 
del  oficio:,  una  do  estas  solemnidades  consiste 
en  que  los  jueces  practiquen  las  informaciones 
necesarias  para  averiguar  si  la  cantidad  entre- 
gada, por  vía  de  arras  excedo  de  la  tasa  legal. 

La  necesidad  de  cumplir  eon  el  requisito  de 
la  información  judicial,  exigido  en  las  citadas 
leyes  7.’  y S.\  tit.  111,  lib.  X,  Nov.  Roe  . inex- 
cusable en  el  caso  de  tratarse  do  una  donación 


hecha  por  el  marido  teniendo  hijos  de  otro  ma- 
trimonio. y consistente  en  un  inmueble  que  sin 
gravamen  ni  condición  alguna  se  pretende  tras- 
mitir á la  futura  esposa  del  donante,  adquirién- 
dolo esta  con  lodos  los  cíbolos  quo  produce  la 


inscripción,  la  cláusula  consignada  en  la  escii- 
tura  relativa  á la  manera  de  dar  validez  al  exce- 
so quo  hubiere  cu  la  donación  de  arras,  no  es 
bastante  para  dispensar  del  cumplimiento  de 
aquella  formalidad, toda  vez  que  constituyo  por 
si  sola  un  actojuridico  de  distinta  naturaleza, 
que  so  rige  por  principios  diterentes  y quo 
produce  otros  efectos  (Res.  Dir.  Den.  di)  Enero 


1880). 

Uno  de  los  requisitos  esenciales  para  la  valí- 
lez  de  los  instrumentos  públicos  de  actos 
nter  vicos,  según  el  precepto  del  art.  - ■ de  la 
ey  del  Notariado,  consiste  en  quo  el  notario 
lutorizante  dé  fe  dol  conocimiento  dolos  otoi 
jantes,  ó que  supla  esta  diligencia  on  la  forma 
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establecida  on  el  nrfc.  23  do  aquella.  Según  dicho 
arí.  23.  la  única  manera  de  suplir  la  fe  del  cono- 
cimiento  que  debe  dar  todo  notario,  consiste  en 
asegurarse  de  este  conocimiento  por  el  dicho  de 
los  testigos  instrumentales  ó de  otros  dos  que 
conozcan  á Ia3  partes,  llamados  por  lo  tanto,  tes- 
tigos de  conocimiento.  El  art.  69  del  Regla- 
mento del  Notariado,  refiriéndose  áloscasos ex- 
presados en  el  párrafo  tercero  del  art.  23  de  la 
ley,  ordena  lo  que  el  notario  ha  de  practicar 
cuando  le  sea  imposible  dar  fe  del  conocimien- 
to de  los  otorgantes,  por  no  conocerlos  ni  poder 
ser  estas  partes  testigos  de  conocimiento. 

Los  casos  á que  parece  referirse  el  citado 
párrafo  3.°  del  art.  23  son  únicamente  los  graves 
y extraordinarios  en  que  no  sea  posible  consig- 
nar por  completo  la  fe  de  la - vecindad  de  los 
otorgantes,  en  cuyos  casos  deberán  los  notarios 
expresar  cuanto  de  ellos  les  consten  de  propia 
ciencia  y manifiesten  los  testigos  instrumenta- 
les y de  conocimiento.  Examinadas  las  dispo- 
siciones del  párrafo  3.°  del  art.  23  de  la  ley  y 
el  69  del  Reglamento,  se  advierte  cierta  contra- 
dicción, pues  mientras  el  primero  se  refiere 
á Ja  manera  de  suplir  la  falta  de  fe  que  tenga 
el  notario  sobre  la  vecindad  y profesión  de  los 
otorgantes,  el  segundo  se  dirige  á suplir  la 
falta  de  fe  del  conocimiento  de  los  mismos  en 
el  notario  y en  lostestigos  instrumentales,  ó de 
conocimiento,  y al  paso  que  el  precepto  de  la 
ley  quiere  que  se  supla  aquella  falta  por  lo  que 
conste  al  notario  de  ciencia  propia  y lo  que 
manifiesten  los  testigos  instrumentales  y de  co- 
nocimiento, el  precepto  reglamentario  se  satis- 
face con  que  se  exprese  en  ia  escritura  la  impo- 
sibilidad de  dar  fe  y de  presentar  testigos,  y con 
que  se  reseñen  los  documentos  acompañados 
por  los  otorgantes  para  identificar  su  persona. 

Aun  cuando  se  entienda  ampliada  la  inter- 
pretación del  párrafo  3."  del  art.  23  de  la  ley 
por  el  69  do  su  Reglamento,  en  el  sentido  de  que  i 
en  los  casos  graves  y extraordinarios  pueda 
también  prescindir.se  de  la  fe  del  conocimien- 
to de  los  otorgantes,  la  verdad  es  que  no  pue- 
de tener  exacta  aplicación  ai  instrumento  de 
que  se  trata,  por  no  hallarse  comprendido  éste 
en  los  casos  graves  y extraordinarios  á que  se 
refieren  las  disposiciones  citadas  (Res.  Direc- 
ción Ron.  17  Febrero  1880} i 
La  designación  que  se  hace  de  una  persona 
dando  fe  del  conocimiento  de  ella,  de  su  vocin- 
dad  y profesión,  y al  mismo  tiempo  refiriéndose, 
por  lo  que  hace  á las  circunstancias  personales 
expresadas  en  la  escritura,  á lo  que  consta  de  la 


cédula  personal  del  interesado,  SO  ajusta  á las 
disposiciones  de  la  ley  y reglamento  del  No- 
tariado. 

La  legalidad  de  Jas  escrituras  ha  dé  califi- 
carse per  los  registradores  según  lo  que  on 
las  mismas  resulte,  conforme  á lo  terminante- 
mente dispuesto  en  la  ley  Hipotecaria  y su  Re- 
glamento, con  arreglo  á cuya  doctrina  no  pue- 
de influir  lo  consignado  respecto  del  verdadero 
nombre  de  aquel  interesado  en  el  mandamien- 
to judicial  á que  alude  el  registrador,  al  efecto 
de  impedir  la  inscripción  de  que  se  trate  (Reso- 
lución Dir.  Gen.  20  Febrero  1880). 

Cuando  al  calificar  el  registrador  la  escritura 
de  venta  se  ha  limitado  á examinar,  por  lo  que 
! de  la  misma  resulta,  sí  aparecen  ó no  cumpli- 
dos los  requisitos  prevenidos  en  el  tít.  XIII  de 
lasegunda  parte  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil 
para  las  enajenaciones  á título  oneroso  de  bie- 
nes de  menores  ó incapacitados,  pero  sín,califi- 
car  los  fundamentos  que  haya  podido  tener  el 
juzgado  para  proveer  en  determinado  sentido, 
no  puede  decirse  que  se  haya  extralimitado  el 
' registrador  en  el  ejercicio  de  sus  funciones. 

| Guando  dicha  escritura  ha  sido  otorgada  des- 
’ pues  de  cumplidos  los  requisitos  y-  trámites  es- 
tablecidos para  las  referidas  enajenaciones,  que 
son:  autorización  judicial,  previa,  información 
de  necesidad  y utilidad  y audiencia  del  promotor 
fiscal,  avalúo  por  peritos  de  nombramiento  ju- 
dicial, pública  subasta  y adjudicación  al  mejor 
postor,  no  puede  influir  en  la  validez  y eficacia 
de  lo  actuado,  el  auto  dictado  con  posterioridad, 
por  ol  que  se  declaró  nulo  el  remate  verificado  á 
favor  de  determinada  persona  pues  que,  aten- 
dido el  carácter  que  tienen  las  providencias  dic- 
tadas en  los  expedientes  de  jurisdicción  volun- 
taria, según  la  regla  9.a,  art.  1208  do  la  citada 
ley,  el  mismo  juez  dejó  implícitamente  s¡n~efec- 
to  dicho  auto  al  admitir  como  rematante  bajo  el 
mismo  precio  y condiciones  anunciadas  en  la  su- 
1 basta  al  actual  comprador,  sustituyendo  de  esta 
manera  con  provecho  de  todos  la  persona  del  ad- 
judicatario que  no  estaba  conforme  en  adquirir 
los  bienes  en  las  condiciones  con  que  lo  había 
hecho,  evitándose  también  las  dilaciones  y 
gastos  de  una  nueva  subasta,  que  hubiera  re- 
saltado en  perjuicio  de  los  intereses  del  inca- 
pacitado, en  cuyo  favor  se ’éxigen  las  formalida- 
des y requisitos  citados  (Res.  Dir.  Gen.  29 
Marzo  1880). 

Artículo  1901.— El  no  hallarse  inscrito  el 
dominio  de  un  bien  inmueble  ó derecho  real 
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á favor  de  la  persona  que  lo  trasfiera  ó gra-  : 
ve,  sin  estar  tampoco  inscrito  á favor  de 
otra,  no  será  motivo  suficiente  para  suspen- 
der la  inscripción  ó anotación  preventiva, 
si  del  título  presentado  ó de  otro  documento 
fehaciente  resulta  probado  que  aquella  per- 
sona adquirió  el  referido  dominio  antes  del  ¡ 
día  1.  de  Enero  de  1863;  pero  en  el  asiento  i 
solicitado  se  expresarán  las  circunstancias 
esenciales  de  tal  adquisición,  tomándolas  de 
los  documentos  necesarios  al  efeeto. 

En  el  caso  de  no  resultar  la  fecha  de  la 
adquisición,  ó de  ser  posterior  al  expresado 
día  1.°“  de  Enero  de  1863,  se  suspenderá  la 
inscripción  solicitada,  tomándose  anotación 
preventiva,  si  lo  pidiere  el  que  presente  el 
título,  cuya  anotación  subsistirá  el  tiempo 
designado  en  el  art.'  1977  (96  de  la  ley);  y 
en  el  caso  de  no  tomarse  dicha  anotación, 
producirá  el  asiento  de  presentación  el  efec- 
to designado  en  el  art.  1898  (17  de  la  ley). 

ORÍGENES 

Art.  20,  ley  Hipotecaria. 

JURISPRUDENCIA 

Hasta  la  publicación  de  la  vigente  ley  Hipo- 
tecaria, los  documentos  sujetos  al  Registro  que- 
daban completamente  habilitados  si  se  regís-, 
traban  antes  de  su  presentación  en  juicio.  Esta 
habilitación  produce  sus  efectos  con  relación  á 
la  fecha  en  que  el  documento  se  otorgó,  y no  á 
la  en  que  se  registró  (Sent.  2 Abril  1809). 

El  art.  20  de  la  ley  Hipotecaria  de  8 de  Fe- 
brero de  1B61,  al  disponer,  obedeciendo  al  prin- 
cipio dominante  en  ella  de  no  hacer  obligatoria 
la  inscripción  sino  confiarla  á la  conveniencia 
y voluntad  de  los  interesados,  que  para  subsa- 
nar la  falta  de  inscripción  de  dominio  ó derecho 
de  que  se  trate  á favor  de  la  persona  que  lo 
trasfiere  ó grava,  deberá  hacerse  previamente 
y en  cualquier  tiempo  la  inscripción  omitida, 
mediante  la  presentación  del  título  correspon 
diente,  y en  su  defecto  por  medio  de  la  informa- 
ción posesoria,  no  impidió  ni  coartó  en  lo  mas 
mínimo  la  libre  enajenación  y sucesiva  trasfe- 
rencia  dé  los  bienes  inmuebles  y derechos  tea 
les,  ni  la  facultad  de  los  ulteriores  adquirentes 
para  subsanar  las  faltas  que  no  hubiesen  si  o 
subsanadas  por  sus  causantes,  y muc  o men 


puede  atribuirse  esta  prohibición  al  art.  20  de 
la  ley' Hipotecaria  reformada,  según  los  térmi- 
nos en  que  está  concebido  (Sent.  5 Enero  1870). 

RESOLUCIONES  DE  LA  DIRECCION 

Cuando  el  testador  hace  la  sustitución  do  he- 
redero á favor  do  su  alma,  los  bienes  raíces  de 
la  testamentaría  deben  inscribirse  á nombre  del 
albacea  (Rea.  Dír.  Gen.  5 Setiembre  1803.) 

Si  no  resulta  previamente  inscrita  á favor  de 
las  personas  que  otorgan  la  escritura  de  venta 
el  dominio  de  los  bienes  vendidos,  sinó  quo  apa- 
recen inscritas  á nombre  de  otra  persona,  no 
puedo  inscribirse,  con  arreglo  al  art.  20  de  la 
ley  Hipotecaria,  dicha  escritura  de  venta.  De- 
biendo hacerse  constar  al  tiempo  de  verificarse 
la  inscripción  de  herencia  á favor  de  los  hijos  do 
la  testadora,  si  éstos  se  hallan  ó no  constituidos 
bajo  la  patria  potestad  del  cónyuge  viudo,  y 
cuándo  termina  ésta,  al  electo  de  expresar  di- 
cha circunstancia  en  la  misma  inscripción,  con- 
forme á lo  dispuesto  en  el  art.  20  de  la  citada 
ley,  y habiéndose  omitido  aquellas  diligencias 
previas,  no  hay  siquiera  la  posibilidad  de  ad- 
mitir en  el  padre  la  representación  del  hijo,  y 
por  consiguiente  la  capacidad  legal  necesaria 
para  otorgar  las  escrituras  de  venta  bajo  dicho 
concepto. 

La  inscripción  de  los  bienes  raíces  que  cons- 
tituyen el  peculio  del  hijo  de  familia  á nombre 
de  éste,  y la  expresión  indicada,  tienen  por  obje- 
to, de  un  lado  ofrecer  al  hijo  una  garantía  en  sus  ■ 
titucion  de  la  que  disfrutaba  según  la  antigua 
legislación,  en  virtud  de  la  hipoteca  tácita  sobro 
los  bienes  del  padre  y del  beneficio  de  restitu- 
ción para  reivindicar,  en  su  caso,  los  de  su  pe- 
culio vendidos  por  este,  cuyas  garantías  ha  de- 
rogado la  ley  Hipotecaria,  como  incompatibles 
con  los  efectos  de  la  inscripción,  y de  otro  lado 
asegurar  al  padre  los  derechos  de  administra- 
ción y usufructo  que  en  dichos  bienes  le  corres- 
pondan. Una  vez  inscritos  los  bienes  del  pecu- 
lio á nombre  del  hijo,  el  padre  no  puede  tras- 
mitir el  dominio  de  ellos,  porque  no  tiene  éste 
derecho,  según  los  libros  del  Registro  (Res.  Di- 
rección Gen.  25  Setiembre  1873;. 

No  es  motivo  bastante  para  suspender  la  ins- 
cripción de  una  escritura  el  que  no  aparezca 
previamente  inscrito  el  dominio  la  finca  á fa- 
vor de  la  persona  que  constituye  una  hipote- 
ca, siempre  que  no  resulte  tampoco  inscrita  á 
favor  de  otro  ¡Res.  Dír.  Gen.  20  Mayo  1871.) 

Al  exigir  el  art.  20  de  la  ley  las  pruebas  fe- 
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hacientes  de  la  adquisición,  no  impone  la  obli- 
gación, cuando  se  trata  do  registrar  una  hipote- 
ca, de  oxtonder-  un  asiento  ó inscripción  de  do- 
minio independiente  del  asiento  ó inscripción 
do  dicha  hipoteca,  antes  bien  lo  prohíbe  clara- 
mente con  las  palabras:  «pero  en  el  asiento  so- 
licitado se  expresarán  las  circunstancias  esen- 
ciales do  tal  adquisición,  tomándolas  de  los  do- 
cumentos necesarios  al  efecto.»  (Res.  Dir.  Ge- 
neral 23  Mayo  1871.} 

I n concursado  cede  todos  sus  bienes  á'una 
comisión  de  sus  acreedores  y la  faculta  para 'pro- 
ceder á la  venta  de  los  mismos,  á cuyo  acto 
concurrirá  el  deudor.  Muere  éste,  y su  viuda, 
nombrada  albacca,  vende  una  finca  en  unión  de 
la  comisión. 

El  registrador  no  inscribe  por  no  estar  ins- 
crita la  finca  á nombre  de  la  comisión,  y por 
que  el  comprador  de  la  misma,  siendo  uno  de 
tantos  herederos  de  su  padre,  carece  de  faculta- 
des para  cancelar  el  crédito  hipotecario  que  és- 
te tenía  establecido.  La  Dirección  funda  la  de- 
negación de  la  inscripción  en  los  siguientes  ra- 
zonamientos. Es  principio  general,  doelarado 
repetidas  veces  por  la  Dirección  y contenido  en 
la  doctrina  del  art.  90  de  la  ley  Hipotecaria,  y 
formulado  expresamente  en  el  20  del  Reglamen- 
to, que  el  hallarse  inscrito  im  inmueble  á nombre 
do  persona  distinta  de  la  que  lo  trasfiera  6 gra- 
vo, es  motivo  bastante  para  negar  la  inscripción  ■ 
ó anotación  del  título  traslativo  del  dominio  ó 
constitutivo  del  derecho  x’eal,  con  lasóla  excep- 
ción establecida  respecto  á los  títulos  anteriores  j 
al  año  18f>3,  lo  cual  se  funda  en  la  necesidad- 
legal  de  que  aparezcan  en  el  Registro,  no  sólo 
todas  las  trasmisiones  del  dominio  de  las  fincas 
y de  los  derechos  reales  que  tengan  lugar  por 
título  universal  ó singular,  sino  ios  nombres  efe 
las  personas  en  quienes  resida  la  facultad' de 
disponer  do  aquéllos.. 

La  finca  estaba  inscrita  á nombre  do  J.  Oí,  y 
su  dominio  se  trastería  por  personas  distintas, 
como  eran  la  comisión  (liquidadora  y el  apode- 
rado de  la  viuda  de  aquél,  cuyas  personas  no 
habían  inscrito  el  derecho  que  ellos  ó sus  repre- 
sentados hubiesen  adquirido  para  enajenar  los 
bienes  inmuebles  de  J.  O.  El  derecho  adquirido 
por  los  acreedores  de  éste  en  virtud  del  convenio 
celebrado,  no  es  de  dominio  ó propiedad  sobre 
los  bienes  del  deudor,  pues  segun  las  leyes  pri- 
mera y 2.%  tit.  XV,  Partida  5.a,  el  deudor  que 
cede  ó desampara  sus  bienes  para  pago  de  deu- 
das, conserva  el  dominio  de  ella#,  hasta  el  pun- 
to de  poder  revocar  la  cesión;  y según  el  con- 


venio, J.  O.  debía  recurrir  al  otorgamiento  áe 
la  escritura  dé  venta  y percibir  el  sobrante  que 
resultase,  cubiertos  los  créditos,  costas  y gas- 
tos. Tampoco  puede- considerarse  el  derecho  do 
los  acreedores  como  una  comisión  ó mandato, 
porque  éste  concluye  con  la  muerte  del  man- 
dante, es  revocable  á su  voluntad  y hace  inne- 
cesaria la  asistencia  del  mismo  á los  actos  para 
los  que  se  otorgó  el  poder;  circunstancias  todas 
que  no  convienen  al  caso  actual,  porque  los 
i acreedores  ejercen  su  derecho  después  del  falle- 
cimiento del  deudor,  esté  ó su  heredero  deben 
acudir  al  otorgamiento  de  las  escrituras  de  ven- 
ta y no  es  revocable  sino  - en  el  caso  y con  las 
condiciones  establecidas  en  la  ley  2.!‘,  tít.  XV, 
Partida  5.1  Según  el  convenio,  el  deudor  se 
desprendió  de  las  facultades  de  enajenar  libre- 
mente sus  bienes,  de  administrarlos  y de  per- 
cibir sus  frutos  en  beneficio  de  sus  acreedo- 
res, todo  lo  cual  modifica  la  capacidad  civil  del 
dueño  para  disponer  de  aquéllos  y limitar  los 
derechos  inherentes  á esta  cualidad,  adquirién- 
dolos, en  consecuencia,  la  comunidad  de  acree- 
dores, bajo, cuyo  aspecto  la  inscripción  de  este 
convenio  en  el  Registro  hubiera  sido  convenien- 
te y provechosa,  pero  dp  ningún  modo  es  nece- 
saria á los  efectos  del  art.  20  de  la  ley,  supues- 
to que  estos  últimos  no  adquirieron  el  dominio 
de  los  bienes  cedidos.  El  carácter  de  testamenta- 
ria, contadora  y partidora  de  los  bienes  de  J.  O. 
con  que  concurrió  la  viuda  de  éste,  y en  su  re- 
presentación M.  Tí . , á la  escritura  de  venta,  exi- 
ge necesariamente  que  se  inscriba  en  el  Registro, 
bien  el  derecho  á vender  bienes  para  pago  de 
deudas  sí  el  testadorhubiero  facultado  para  elios: 
según  la  doctrina  establecida  en  el  art.  2.“,  nú- 
mero 3,  de  la  ley  Hipotecaria,  bien  la  institución 
de  herederos  ex  testamento  ó a b inféstate,  pues 
la  ley  impone  la  obligación  de  inscribir  los  títu- 
los traslativos  de  dominio,  uno  de  los  cuales  es 
la  herencia,  y ordena  expresamente  en  el  art.  23 
esta  inscripción,  á fin  de  qué  pueda  perjudicar 
á tercero  dentro  cífe  los  cinco  años  siguientes  á 
su  fecha;  es  decir  para  que,  trascurrido  ese  pla- 
zo, puedael  heredero  con  titulo  inscrito  impedir 
la  inscripción  dé  otro  título  hereditario  en  favor 
do  persona  distinta,  y para  que  los  que  hubie- 
sen adquirido  fincas,  obtengan  do  esta  manera 
la  debida  seguridad  en  el  dominio  y po'sesion 
do  ellas  (Res.  Dir.  Gen.  13  Junio  1874}. 

El  comprador  de  una  finca,  después  de  ins- 
cribir el  dominio  que  adquiere  sobre  la  misma, 
presenta  al  Registro  oscritura  de  hipoteca,  que 
ol  registrador  se  niega  á inscribir,  porque  á la 
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fecha  do  la  escritura  no  tenia  el  hipotecante 
inscrito  su  dominio:  recurre  el  notario  y la  Di- 
rección declara  quo  el  defecto  atribuido  por  ai 
registrador,  á la  escritura  de  que  se  trata  es  de 
tal  naturaleza,  que  no  se  limita  á la  obligación 
de  extender  un  nuevo  documento  por  haberse 
cometido  en  el  primero  algún  error  ú omisión 
de.  los  que  impiden  ó dificultan  la  inscripción, 
sinó  que  afectan  á la  validez  de  la  obligación 
constituida.  Sería  notoriamente  injusto  neirar  á 
los  funcionarios  encargados  de  la  fe  pública  el 
derecho  de  defender  los  netos  y contratos  que 
otorguen  del  vicio  de  nulidad  do  que  puedan 
ser  redargüidos,  tanto  por  la  obligación  que  les 
impone  ia  ley  Hipotecaria  de  extender  á su  cos- 
ta una  nueva  escritura  ó documento,  como  por 
la  más  principal  de  indemnizar  en  todo  caso  á 
los  interesados  los  perjuicios  que  ocasione  se- 
mejante falta.  Es  estrictamente  legal  la  reclama- 
ción del  expresado  notario,  pues  se  limita  á so- 
licitar, conforme  á lo  dispuesto  en  el  art.  o7  del 
Reglamento  de  la  ley  Hipotecaria,  que  se  decla- 
re que  el  documento  objeto  del  expresado 
recurso  se  halla  extendido  con  arreglo  á las 
formalidades  y prescripciones  legales:  siendo  en 
su  virtud  incuestionables,  con  sujeción  al  ar- 
ticulo citado,  el  derecho  y la  personalidad  do 
dicho  funcionario  para  promover  y solicitar  es- 
ta clase  de  declaraciones.  Resuelto  afirmativa- 
mente sobre  la  personalidad  del  notario,  se  ha 
de  resolver  también  la  cuestión  principal,  redu- 
cida á averiguar  si,  según  el  espíritu  y letra 
del  art.  126  do  la  ley  Hipotecaria,  tenía  ó no 
derecho  el  comprador  para  constituir  y otor- 
gar la  escritura  do  préstamo  con  hipoteca.  La 
negativa  del  registrador  á inscribir  se  funda  en 
el  equivocado  concepto  de  que  el  verdadero 
dueño,  como  no  tenga  inscrito  su  título  de  do- 
minio en  los  libros  del  Registro,  no  puede  hipo- 
tecar; y si  lo  efectúa,  la  nulidad  del  acto  es  tan 
esencial,  que  no  puede  convalecer,  aunque  des- 
pués aparezca  inscrito  oí  expresado  dominio. 
Los  buenos  principios  y el  texto  literal  de  otros 
artículos  de  la  ley,  y con  especialidad  el  20,  re- 
chazan semejante  interpretación,  que  conduci- 
ría hasta  el  extremo  do  limitar  uno"  de  los  más 
principales  efectos  del  dominio,  alterando  esen- 
cialmente las  prescripciones  del  derecho  civil, 
y convirtiendo  á una  ley  modal,  como  es  $n 
mdchaB  partes  la  Hipotecaria,  en  sustantiva  de 
derechos  desconocidos  hasta  el  día  en  la  legis- 
lación positiva.  El  legislador  se  íefirió  on  el 
artículo  citado,  no  al  verdadero  dueño,  sinó  a 
quo,  careciendo  de  ceta  título,  por  mas  que  es- 
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tuviese  en  expectativa  dol  mismo,  hipotecaba 
lo  que  no  ora  suyo;  cuya  hipoteca,  si  bien  nula 


en  su  origen,  convalecía  con  arreglo  á las  pres- 
cripciones del  dorocho  común,  si  ol  constitu- 
yente adquiría  con  posterioridad  ol  dominio  ó 
señorío  do  la  cosa  hipotecada.  Cuando  el  tem- 
plador hipotecó,  ora  verdadero  dueño,  cu  vir- 
tud de  babor  adquirido  La  finca  en  pública  y 
soleinue  escritura  do  quien  tenía  derocho  para 
enajenarla,  y cuando  fue  presentada  al  Regis- 


tro para  su  inscripción,  resultaba  inscrito  en 
los  libros  el  dominio  á favor  del  hipotecante  > 


completándose  con  esto  acto  los  requisitos  ne- 
cesarios que  exige  la  ley  para  esta  dase  do  ins- 
cripciones [lies.  Dir.  Gen.  l.°  Octubre  187-il . 

Según  el  art.  21  de  la  ley  Hipotecaria,  los 
dueños  do  bienes  ó derechos  reales  por  titulo 
de  testamento,  mayorazgo  ¿otro  universal  ó sin- 
gular que  no  los  señalo  y describa  individual- 
mente, podran  obtener  su  inscripción  presen- 
tando dicho  título  con  el  docomeuto  en  su  ca- 
so, que  pruebo  haberles  sido  aquél  trasmitido, 
y justificando  por  cualquier  otro  documento 
fehaciente  que  so  hallan  comprendidos  en  él 
los  bienes  que  so  trata  de  inscribir.  Aunque 
la  ejecutoria  acredita  la  trasmisión  del  domi- 
nio de  los  bienes,  no  se  justifica  quo  entro  ellos 
so  encuentren  los  inmuebles  de  que  se  hace 
mérito  en  la  relación  jurada,  porque  ésta  no  es 
un  documento  fehaciente  para  acreditar  el  do- 
minio do  los  inmuebles,  con  arreglo  á las  leves 
y á la  jurisprudencia.  La  simple  manifestación 
de  una  persona  hecha  fuera  de  juicio  y cu  pro- 
vecho propio,  no  constituya  prueba  legal  de  la 
adquisición  del  dominio,  por  lo  cual  la  formada 
por  los  recurrentes  después  de  terminado  el 
pleito  en  que  recayó  la  ejecutoria,  no  reúno  las 
condiciones  legales  para  quo  pueda  inscribirse; 
puos  según  el  espíritu  de  la  ley,  el  Registro  de- 
be contener  las  obligaciones  que  produzcan  do- 
ro dios  reales,  cuyos  títulos  tengan  valor  jurí- 
dico, no  aquellos  á que  las  leyes  niegan  fuerza 
coactiva.  La  ley  Hipotecaria  ha  procurado  sub- 
sanar y remediarlos  inconvenientes  y perjuicios 
que  habían  de  experimentar  los  propietarios 
quo  careciesen  de  título  justificativo  do  los  in- 
muebles ó derechos  reales,  concediéndoles  me- 
dios fáciles  para  reemplazar  aquellos  títulos, 
ya  con  las  informaciones  de  posesión  y certifi- 
cados do  los  ayuntamientos  y comisiones  espe- 
ciales de  evaluación  do  riqueza, ya,  finalmente. 


con  las  disposiciones  del  Real  decreto  de  21  de 
Julio  de  1871,  dictadas  para  la  inscripción  de 


los  expresados  derechos  reales. 
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Aunque  la  simple  manifestación  del  interesa- 
do hecha  por  escrito  haya  sido  estimada  por  al- 
gunos registradores  como  título  ó documento- 
fehaciente  para  acreditar  el  dominio  de  los  in- 
muebles, semejante  práctica  es  ilegal  y no  pue- 
de invocarse  para  resolver  un  recurso  guberna- 
tivo, especialmente  desde  la  publicación  de  la 
ley  Hipotecaria  reformada,  pues  el  segundo 
párrafo  del  art.  21,  que  no  existía  en  la  ante- 
rior, deroga  y condena  las  prácticas  más  ó mé- 
nos  autorizadas  en  algunos  Registros,  admi- 
tiendo como  documentos  justificativos  de  la 
adquisición  del  dominio  de  los  inmuebles  las 
relaciones  juradas.  El  juez  se  limitó,  al  proveer 
sobre  el  escrito  con  que  la  relación  se  acompa- 
ñaba á que  se  tuviera  por  presentado  con  la 
expresada  relación  y que  se  expidiese  el  testi- 
monio solicitado,  con  las  inserciones  necesarias. 
Siendo  diferentes  las  funciones  que  desempe- 
ñan los  registradores  de  la  propiedad  y los  li- 
quidadores recaudadores  del  impuesto,  es  evi- 
dente que  aun- cuando  cargos  de  tan  opuesta 
índole  se  hallan  reunidos  en  un  mismo  funcio- 
nario, los  actos  del  liquidador  no  pueden  em- 
barazar ni  coartar  en  lo  más  mínimo  las  atri- 
buciones del  registrador  al  admitir  ó negar  la 
inscripción  del  mismo  documento;  con  tanto 
más  motivo,  cuanto  que  en  el  presente  caso  no 
se  trataba  de  anular  el  derecho  adquirido  por 
los  recurrentes  y por  el  que  satisficieron  el  im- 
puesto. Aunque  sea,  como  lo  es,  improcedente 
la  inscripción  solicitada,  el  registrador  de  Pa- 
lencia  no  se  ajustó  á las  terminantes  disposicio- 
nes de  la  ley  Hipotecaria,  pues  debió,  antes  de 
suspender  la  inscripción,  con  arreglo  al  art.  20, 
examinar  los  libros  del  Registro  al  efecto  de  ver 
si  los  bienes  se  hallaban  ó no  inscritos  á nom- 
bre de  otra  persona,  para  negar  dicha  inscrip-, 
cíon  en  caso  afirmativo,  y para  suspenderla  en 
el  negativo,  dando  como  razón  legal  el  no  re- 
sultar acreditado  el  dominio  que  los  recurren- 
tes pretenden  tener  sobre  los  bienes  compren- 
didos en  la  mitad  del  mayorazgo,  con  arreglo  al 
segundo  párrafo  dol  art.  21,  con  lo  cual  aquel 
funcionario,  ademas  de  cumplir  la  ley,  hubiera 
facilitado  á aquéllos  los  medios  de  subsanar  loa 
defectos  de  que  adolecían  los  documentos.  Pro- 
hibiendo de  un  modo  terminante  el  art.  245  de 
la  ley  Hipotecaria  que  se  extienda  ninguna  ins- 
cripción en  el  Registro  sin  que  se  acredite  pre- 
viamente el  pago  do  los  impuestos  establecidos, 
si  los  devengara  el  acto  ó contrato  que  se  pre- 
tenda inscribir,  es  incompetente  la  Dirección 
para  conocer  del  punto  relativo  al  impuesto, 


pues  la  declaración  relativa  á esta  materia  siem- 
pre es  una  cuestión  previa  á toda  inscripción,  y 
corresponde  decidirla  á las  autoridades  admi- 
nistrativas dependientes  del  ministerio  de  Ha- 
cienda (Res.  Dir.  Gen.  30  Diciembre  1874.) 

El  carácter  y atribuciones  de  los  albaceas  di- 
fieren según  que  sean  universales,  que  son  los 
nombrados  cuando  el  testador  no  instituye  he- 
redero, ó el  designado  carece  de  personalidad, 
como  en  el  caso  de  instituirse  el  alma,  ó par- 
ticulares, que  son  los  que  se  nombran  ordinaria- 
mente para  cumplir  algún  encargo  piadoso,  ó 
auxiliar  al  heredero  en  las  operaciones  consi- 
guientes á la  liquidación  y adjudioacion  del 
caudal;  pues  miéntras  los  primeros,  según  opi- 
nión de  autorizados  intérpretes,  se  equiparan  á 
los  herederos,  los  segundos  sólo  tienen  el  carác- 
ter de  simples  mandatarios,  apoderados  ó en- 
cargados, sin  otras  facultades  que  las  que  el 
testador  haya  designado,  taxativamente  en  la 
cláusula  de  su  nombramiento. 

Deben  inscribirse  á nombre  de  los  albaceas 
universales,  como  si  fuesen  verdaderos  herede- 
ros, los  bienes  de  la  herencia,  según  la  doctri- 
na que  sirvió  de  base  á la  resolución  de  5 de 
Setiembre  de  1863,  en  la  cual  se  acordó  que  los 
bienes  raíces  de  una  testamentaria  deben  ins- 
cribirse á nombre  dol  albacea,  cuando  la  insti- 
tución del  heredero  se  ha  hecho  en  favor  del 
alma  del  testador. 

La  ley  Hipotecaria  ha  introducido  indirecta, 
pero  necesariamente,  modificaciones  en  el  ejer- 
cicio de  las  facultades  de  los  albaceas  particu- 
lares para  enajenar  bienes  raíces,  cuando  se 
pretenda  que  tales  enajenaciones  queden  ga- 
rantidas por  medio  de  la  inscripción  en  el  Re- 
gistro. 

Los  cargos  de  albaceas  son  de  naturaleza  es- 
pecialísima,  y aunque  designados  por  el  testa- 
dor, no  son  mandatarios  suyos,  porque  pres- 
cindiendo de  que  sería  contradictorio  con  la 
naturaleza  del  contrato  de  mandato  que  el  apo- 
derado representase  al  mandante  después  de  su 
fallecimiento,  el  espíritu  que  se  deriva  de  las 
leyes  civiles  que  tratan  de  las  facultades  do  los 
albaceas  particulares,  y de  la  doctrina  consig- 
nada en  varias  sentencias  del  Supremo,  de- 
muestra con  evidencia  que  dichos  albaceas  son 
en  rigor  unos  encargados  que  el  testador  nom- 
bra para  que  presten  auxilio  á los  herederos 
instituidos  en  el  cumplimiento  de  ciertas  obli- 
gaciones, y bajo  tal  concepto  los  representen 
desde  el  mismo  instante  en  que  se  abre  la  suco» 
sion  haBta  dejar  terminado  el  encargo  ó misión 
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encomendada,  cuyo  carácter  singular  os  en 
cierto  modo  semejante  al  do  los  llamados  fidei- 
comisarios por  la  ley  1/,  Ut.  10  do  la  Part  6 » 
y también  al  4e  los  curadores,  que,  á pesa; 
de  ser  nombrados  por  los  testadores,  represen- 
tan, no  la  persona  de  éstos,  sino  la  de  menores 
ó incapacitados. 

El  verdadero  carácter  de  los  alhacena  particu- 
lares,..como  representantes  de  los  herederos, 
se  deduce:  primero,  del  principio  fundamental 
en  materia  de  sucesión  de  que  la  aceptación  de 
la  herencia  se  entiende  hecha  en  ol  día  en  que 
tuvo  lugar  el  fallecimiento  del  testador:  segun- 
do, de  la  facultad  que  concede  a los  herederos 


la  ley  2.  del  citado  titulo  y Partida,  para  exi- 
gir fianza  de  los  albaceas  en  determinados  ca- 
sos: tercero,  de  la  prohibición  que  á éstos  im- 
porte  la  ley  12,  tít.  V,  lib.  III  del  Fuero  Real 
de  vender  los  bienes  de  la  herencia  cuando  los 
herederos  se  opusiesen;  y cuarto,  de  la  doctri- 
na consignada  por  el  Tribunal  Supremo  en  sen- 
tencia de  23  de  Octubre  de  1857  y 20  del  propio 
mes  de  1859,  estableciendo  que  las  facultades 
concedidas  á los  albaceas  por  los  testadores  para 
apoderarse  de  los  bienes,  venderlos  /repartir 
el  sobrante  entre  los  herederos,  no  los  autoriza 
para  proceder  á la  venta  de  bienes  raíces,  ha- 
biendo herederos  necesarios  y menores  de  edad, 
sin  las  formalidades  establecidas  por  las  leyes 
para  las  enajenaciones  de  bienes  inmuebles 
pertenecientes  á estos  últimos. 

También  la  moderna  legislación  sobre  el  im- 
puesto de  traslaciones  de  dominio  reconoce  á 
los  albaceas  particulares  el  carácter  de  repre- 
sentantes de  los  herederos,  como  resulta  de  la 
Real  órden  de  20  de  Junio  de  1866,  de  confor- 
midad con  el  Consejo  de  Estado  en  pleno , en  la 
cual  se  dispone  que  cuando  los  albaceas  particu- 
lares , facultados  para  vender  los  bienes  del 
testador  y distribuir  su  importe  entre  los  here- 
deros, venden  algunos  inmuebles  antes  do  que 
éstos  acepten  la  herencia,  están  obligados  á pa- 
gar al  Tesoro  el  impuesto  correspondiente,  co- 
mo si  los  dichos  herederos  hubiesen  aceptado 
la  herencia. 

Si,  conforme  al  espíritu  de  la  legislación  y 
de  ía  jurisprudencia  anteriores  a la  ¡ej  Hi- 
potecaría, los  albaceas  particulares,  al  ejercer 
los  actos-  para  que  fueron  autorizados  por  e 
testador,  representan  la  persona  del  heie  e 
ro  ,es  evidente  que  después  de  publicaba 
aquélla,  y atendidas  las  importantes  mo  i ma 
Ciernes  que  la  inscripción  introduce  en  os  mo 
ácw  do  adquirir,  conservar  y pcrdei  e omi 
Tumo  1 1 
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de  las  cosas  imnuébles,  no  deben  en  manera 
alguna  los  expresados  albaceas  ser  considera- 
dos como  representantes  ó mandatarios  del  tes- 
tador, sinó  del  horodero,  puos  do  otro  modo 
podrían  oausar  perjuicios  irreparables,  haciendo 
ineficaces  ó ilusorias  las  garantías  que  la  mis- 
ma ley  Hipotecaria  ha  establecido  en  favor  do 
las  personas  que  tienen  derecho  á los  bienes 
del  tostador  (Res.  Dir.  den.  7 Enero  1875). 

¡ Según  la  doctrina  del  art.  20  de  la  ley  llipo- 
. tocaría,  el  no  hallarse  inscrito  el  dominio  do 
un  bien  inmueble  ó derecho  real  á favor  do  la 
persona  que  lo  trasfiera  ó gravo,  sin  oslar  tam- 
I poco  inscrito  á favor  de  otra,  sólo  es  motivo 
para  suspender  la  inscripción  6 anotación,  cuan- 
do del  titulo  presentado,  ó de  otro  documento 
fehaciente,  no  resulta  probado  que  aquella  per- 
sona adquirió  el  referido  dominio  antes  de  l.ü 
de  Enero  de  1863  (Res.  Dir.  Gen.  15  Marzo 
1875). 

Si  no  resulta  del  titulo  presentado,  ni  do  otro 
documento  fehaciente,  que  los  otorgantes  do  la 
escritura  hayan  adquirido  ántes  do  1."  de  Ene- 
ro de  1863  el  dominio  ele  los  bienes,  ni  que  lo 
tengan  inscrito  á su  favor,  cuya  circunstancia 
es  indispensable,  según  el  art.  20  de  la  ley  lli- 
I potecaria,  para  que  pueda  inscribirse  cualquier 
\ acto  ó contrato  por  el  que  se  trasmitan  ó gra- 
ven los  inmuebles  ó derechos  reales  impuestos 
sobre  los  mismos,  procede  suspender  la  inscrip- 
ción (Ros.  Dir.  Gen.  18  Marzo  1875). 

Fundado  en  esta  doctrina,  el  registrador  de- 
negó la  inscripción,  pues  hallándose  inscrito  el 
dominio  de  la  mina  á favor  de  la  sociedad  La 
Patria,  se  trasfería,  sin  embargo,  la  propiedad 
do  ella  por  Andrés  Romero  quien  ya  no  ora 
dueño  y había  perdido  todos  ios  derechos  rea  - 
les que  pudiera  tener  sobreaqnólla  á consecuen- 
cia de  la  inscripción  de  la  escritura  do  cesión 
otorgada  en  1849  y con  arreglo  á lo  dispuesto 
en  el  art.  77  de  la  ley  Hipotecaria  (Res.  Dir. 
Gen,  31  Marzo  1875). 

Este  centro  directivo  ha  declarado  reiteradas 
veces  que  es  principio  fundamental  en  materia 
de  inscripción,  consignado  en  el  art.  20  de  la  ley 
Hipotecaria  y perfectamente  formulado  en  u! 
art,  20  del  Reglamento,  que  si  un  inmueble  está 
inscrito  á nombre  de  persona  distinta  do  la  que 
lo  trasfiera  ó grave,  es  motivo  bastante  para 
L denegar  la  inscripción  ó anotación  do¡  título 
traslativo  de  dominio  ó constitutivo  do  derecho 
real  (Rea.  Dir.  Gen.  25  Noviembre  187o). 

Esto  centro  ha  declarado  reiteradamente  que 
os  un  principio  general  en  materia  de  iuserip- 
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clones,  contenido  en  la  doctrina  del  art,  20  de  ¡ 
la  ley  Hipotecaria,  que  el  hallarse  inscrito  un 
immieble  á favor  de  persona  distinta-  do  la 
(¡no  trasfiera  ó grave,  os  motivo  bastante  para 
negar  la  inscripción  ó anotación  del  título  tras- 
lativo del  mismo  ó constitutivo  del  derecho  í 
real. 

Ei  principio  general  de  que  se  hace  mérito  en 
el  anterior  fundamento  es  aplicable,  no  sólo  á 
los  bienes  ele  dominio,  sino  que  lo  es  asimismo 
á los  del  Estado,  la  provincia,  ol  municipio  y 
todos  los  de  corporaciones  civiles  y eclesiásti- 
cas, según  lo  demuestran  el  art.  2.°  de  la  ley,  y 
el  l.“  deí  Real  decreto  antes  citado;  estas  dispo- 
siciones, así  como  las  contenidas  en  otros  ar- 
tículos del  Real  decreto  referido  que  exigen  la 
previa  inscripción  á favor  del  Estado  ántcs  de 
proceder  á la  venta,  se  fundan  en  la  doctrina  del 
art.  20  (Res.  Dir.  den.  7 Diciembre  1875). 

Hallándose  unos  bienes  definitivamente  ins- 
critos á favor  de  una  persona,  ó sus  causa-ha- 
bientes, existe  un  obstáculo  legal  para  inscri- 
birles á nombre  do  persona  distinta,  porque  se-  ' 
gun  repetidas  veces  ha  declarado  este  centro, 
es  principio  general  en  materia  de  inscripciones, 
contenido  en  la  doctrina  del  art.  20  de  la  ley 
Hipotecaria,  y formulado  en  el  20  del  Regl amen- 
to para  su  ejecución,  que  hallándose  inscrito  un 
inmueble  á nombra  de  persona  distinta  de  ¡a 
que  lo  trasliera  ó grave , es  motivo  sufi- 
ciente para  negar  la  inscripción  ó anotación 
del  titulo  traslativo  del  dominio  ó constitutivo 
del  derecho  real. 

Si  bien  el  interesado  califica  de  nulos  los  ac- 
tos en  virtud  de  los  cuales  se  inscribieron  á fa- 
vor de  la  persona  que  aparecen  aquellos  títulos 
cu  el  Registro,  tal  calificación  no  puede  ser 
apreciada  por  el  registrador  ni  por  sus  superio- 
res jerárquicos  en  el  orden  administrativo, 
porque  según  la  ley  Hipotecaria,  los  derechos, 
una  vez  inscritos,  sólo  se  extinguen  por  su  can- 
celación, y para  ordenarla,  aunque  se  funde  en 
la  nulidad  del  título,  se  requiere  el  consenti- 
miento expreso  de  la  persona  á cuyo  favor  se 
hubiese  hecho  la  inscripción,  y en  su  defecto, 
sentencia  ejecutoria  dictada  cu  el  oportuno  jui- 
cio ordinario. 

El  registrador  de  la  propiedad,  al  extender  la 
'anotación  preventiva  de  los  títulos  presentados 
por  el  recurrente,  ha  infringido  los  artículos  20 
do  la  ley  Hipotecaria  y 20  del  Reglamento  dic- 
tado para  su  ejecución,  y el  principio  general 
consignado  en  el  primer  fundamento  ( lies.  Di  rec- 
cion  Den.  4 Marzo  1876). 


' Si  en  el  mandamiento  no  so  expresa  otracosa 
sinóque  so  ha  mandado  extender  en  virtud  do 
ejecución  y sobre  reclamación  de  cantidad,  pero 
sin  hacer  mención  del  origen  y naturaleza  del 
crédito,  por  lo  que -el  registrador,  ajustándose 
á su  resultancia,  calificó  el  crédito  de  obligación 
personal  constituida  por  el  quo  fue  dueño  de 
toda  la  linca,  err  favor  de  quien  según  ol  Regis- 
tro no  había  adquirido  ningún  derecho  real 
sobre  la  finca  en  vista  de  los  términos  del  ex- 
presado mandamiento  y conforme  á la  doctrina 
del  art.  20  de  la  ley  Hipotecaria,  el  registrador 
debió  practicar  la  anotación  en  la  parte  que  lo 
hizo. 

Si  bien  de  los  documentos  y razones  aloga- 
das por  el  recurrente  se  deduce  que  el  crédito 
trae  varios  origenes,  no  pueden  alcanzar  á sub- 
sanar los  defectos  y omisiones  del  mandamien- 
to judicial,  único  documento  que  ha. calificado 
el  registrador,  y sobre  el  cual  ha  de  recaer  re- 
solución, smó  que,  por  otra  parte,  tenga  atri- 
buciones de  enmendar  los  errores  de  los  intere- 
sados al  hacer  efectivos  sus  derechos  ante  los 
Tribunales  (Res.  Dir.  Gen.  10  Noviembre  1876). 

Repetidas  veces  ha  declarado  este  centro  que 
es  principio  general  en  materia  de  inscripción, 
contenido  en  el  art.  20  de  la  ley,  que  para  ins- 
cribir cualquier  título  traslativo  de  dominio  es 
indispensable  resulte  previamente  inscrito  en 
el  Registro  el  derecho  del  otorgante,  siendo 
motivo  bastante  para  negar  la  inscripción  ó 
anotación  de  aquel  titulo  la  omisión  de  este  re- 
quisito. 

Se  ha  declarado  también  con  repetición  que 
el  contenido  del  art.  20  citado  es  general  y ab- 
soluto, aplicable,  por  lo  mismo  á toda  clase  de 
títulos  traslativos  de  dominio  do  los  inmuebles, 
incluso  el  de  sucesión  hereditaria  testada  ó in- 
testada, no  sólo  por  constituir  la  herencia  uno 
de  dichos,  títulos,  sino  porque  el  art.  23  de  la  ley 
ordena  expresamente  la  inscripción  de  la  heren- 
cia á fia  de  que  no  pueda  perjudicar  á tercero 
dentro  de  los  cinco  años  siguientes  á su  fecha, 
consiguiendo  los  que  adquieran  fincas  del.  he- 
redero, trascurrido  aquel  plazo,  la  seguridad 
en  el  dominio  y posesión  de  ellas. 

Es  un  obstáculo  que  impide  la  inscripción  de 
este  documento  el  no  hallarse  inscritas  las  fin- 
cas á nombre  de  los  herederos,  sin  que  la  cir- 
cunstancia de  ser  autorizado  por  el  juez  tal  do- 
cumento sea  bastante  para  que  dicha  inscrip- 
ción tenga  efecto,  porque  no  constituye  más  que 
una  formalidad  para  el  otorgamiento,  y la  pre- 
via inscripciou  del  título  hereditario  es  indo- 
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pehdiente  de  las  formas  intrínsecas  ó extrínse- 
r^876).  6SCrÍtUra  ,UeS'  D¡r-  Gen-  9 Diciem- 

Segim  la  doctrina  de  las  observancias  19 
Rub.  De  Donahonibus,  y 15  y 17  De  jur¡ 
dotium,  «el  padre  ó madre  sobreviviente  puede 
Sar  al- hijo  ó hija  en  casamiento , y no  de  otro 
modo,  de  sus  bienes  comunes  y del  cónyuge 
premuerto  uno  ó muchos  bienes;»  doctrina  que 
modifica  la  general  y absoluta  consignada  en 
el  fuero  1."  De  Donalionibus , con  arreglo  al 
principio  de  derecho  de  que  la  ley  posterior  de- 
roga á la  anterior. 

(Esta  resolución  únicamente  es  aplicable  en 
los  lugares  en  que  están  en  observancia  los 
fueros  de  Aragón.)  (Res.  Dir.  Gen.  l.°  Febrero 
1877.) 

Reiteradas  veces  ha  declarado  este  centro 


que  es  un  principio  general  en  materia  de  ins- 
cripciones, contenido  en  la  doctrina  del  art;  20 
de  la  ley  Hipotecaria,  que  el  hallarse  inscrito 
un  inmueble  á favor  de  persona  distinta  de  la  ! 
que  lo  trasfiera-é  grave,  es  motivo  bastante  para 
negar  la  inscripción  ó anotación  del  título 
traslativo  del  inmueble  ó constitutivo  del  dere- 
cho real. 

Se  ha  declarado  por  esta  Dirección,  de  acuer- 
do con  la  doctrina  de  la  Real  órden  expedida  : 
por  este  Ministerio  en  26  de  Julio  de  1875,  aquel 
principio  general,  es  aplicable  no  sólo  á las  ena-  . 
jenaciones  de  bienes  de  dominio  particular  ó . 
privado,  sinó  también  á las  que  verifiquen  el 
Estado,  la  provincia  ó el  municipio. 

El  obstáculo  que  nace  de  hallarse  inscrito  el 
dominio,  de  la  Citada  finca  á favor  de  persona 
distinta  del  Estado,  que  es  quien  enajena  en 
virtud  de  la  expresada  escritura,  no  puede -des- 
aparecer mediante  certificación  de  la  Adminis- 
tración económica,  porque  prescindiendo  de 
que,  según  se  deduce  del  art.  14  del  Real  decre- 
to de  11  de  Noviembre  de  1864,  la  inscripción 
de  dicho  documento  requiere  que  el  inmueble 
no  se  haya  todavía  inscrito  á nombre  de  perso- 
na alguna,  y debiendo  quedar  anotado  en  vir- 
tud del  certificado  del  jefe  económico,  no  se 
puede  inscribir,  conforme  al  art.  402  de  la  ley 


H ipotecaria. 

Sin  prejuzgar  la  validez  ó nulidad  de  la  ven.  ; 
tay  es  improcedente  la  inscripción  de  la  referido  , 
escritura,  mientras  que  por  los  medios  que  es 
tabkce  la  ley  Hipotecaria  no  obtengan  los  inte- 
resados en  aquélla  la  cancelación  del  asien  a 
qoe  consta  en  el  Registro,  ó Ia  expresa  so 
lemtwj  declaración  de  que  el  dominio  de  la  íi  - 


caso  ha  trasferido  al  Estado;  extinguiéndose 
asi,  con  arreglo  al  art.  77  do  la  ley,  la  inscrip- 
ción anterior  (Ros.  Dir.  Gen.  25  Abril  1878). 

La  sentencia  ejecutoria  recaída  en  un  juicio 
de  retracto  á consecuencia  de  haberse  vendido 
á pacto  de  retro  el  dominio  útil  de  una  (inca, 
sin  contar  con  el  dueño  del  dominio  directo,  es 
inscribible  aunque  la  finca  no  conste  inscrita  á 
nombre  del  trasferen le,  ni  rescindida  la  retro- 
\enta  que  este  hizo  a favor  del  comprador, 
porque  dichos  obstáculos  pueden  con  facilidad 
obviarse  inscribiendo  previamente  la  escritu- 
ra de  rctroventa,  origen  del  juicio  de  retracto,  y 
una  vez  hecha  esta  inscripción,  con  arreglo  al 
artículo  20  de  la  ley  Hipotecaria,  practicar  la 
controvertida  en  fuerza  de  la  ejecutoria  con  la 
oportuna  relación  .del  juicio  en  que  recayó 
(Res.  Dir.  Gen.  28  Febrero  1878).. 

Si  la  escritura  de  hipoteca  adolece  del  defec-  • 
to  de  haberse  gravado  mitad  del  inmueble  por 
persona  distinta  de  la  que  lo  tiene  inscrito,  no 
es  inscribible  con  arreglo  al  art.  20  de  la  ley 
Hipotecaria,  á pesar  de  que  la  persona  que 
constituye  la  hipoteca  conserve  ciertos  dere- 
chos sobre  el  mismo  inmueble,  los  cuales,  sin 
embargo,  podrá  gravar  en  la  forma  y con  las 
condiciones  que  establece  la  ley  (ltcs.  Dir.  Ge- 
neral 15  Marzo  1878). 

Para  constituir,  según  el  art.  20  do  la  ley 
Hipotecaria,  ó imponer  cualquier  gravamen 
sebre  inmuebles  á nombre  de  determinada  per- 
sona, es  requisito  esencial  que  la  propiedad  de 
los  mismos  exista  previamente  inscrita,  debien- 
do denegarse  la  inscripción  de  gravamen,  con 
arreglo  á dicho  precepto,  cuando  aparezcan 
inscritos  los  bienes  á nombre  de  persona  dis- 
tinta. y suspenderse  cuando  no  constasen  á 
nombre  de  persona  alguna. 

Esta  doctrina  fundamental  es  aplicable,  no 
sólo  á.  los  gravámenes  ó cargas  de  naturaleza 
real,  constituidos  voluntariamente  por  los  inte- 
resados, sinó  también  alas  limitaciones  de  las 
facultades  propias  del  dominio,  acordadas  por 
la  autoridad  judicial  contra  la  voluntad  de  los 
mismos  dueños,  como  se  declara  respecto  de 
los  embargos  en  juicios  civiles  y criminales,  en 
el  número  primero  del  art.  42  del  Reglamento 
¡Ros.  Dir.  Gen.  31  Octubre  1878). 

Dictada  una  sentencia  ejecutoria  por  los  tri- 
bunales, no  cabe  discutir,  como  intenta  el  re- 
gistrador, acerca  de  la  fuerza  y eficacia  de  dicha 
sentencia,  sinó  procurar  su  cumplimiento,  en 
justo  respeto  á la  autoridad  de  la  cosa  juzgada, 
mientras  un  verdadero  obstáculo,  emanado  do  la 
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ley  Hipotecaria,  á que  deben  ajustar  su  conduc- 
ta aquellos  funcionarios,  no  impida  su  ejecución. 

y que  el  señalado  por  el  registrador,  de  no 
constar  inscritas  las  fincas  á nombre  del  trasfe- 
rente,  puede  con  facilidad  obviarse  y dar  cum- 
plimiento á lo  que  prescribe  el  art.  20  de  la  ley 
Hipotecaria,  previa  inscripción  de  la  escritura 
que  fué  la  que  dio  origen  al  retracto;  y llevada 
á cabo  dicha  inscripción  á tenor  del  repetido 
artículo  20,  practicar  la  controvertida  á favor 
del  conde  en  fuerza  de  la  ejecutoria  de  que  se 
ha  hecho  mérito,  con  la  oportuna  relación  del 
expresado  juicio  (Res.  Dir.  Gen.  28  Febrero 
1878). 

Hallándose  inscrita  en  el  Registro  la  posesión 
á favor  del  vendedor  de  la  sexta  parte  de  la  fin- 
ca, es  evidente,  con  arreglo  al  art.  20  de  la  ley 
Hipotecaria,  procede  inscribir  la'  expresada  es- 
critura de  enajenación  de  la  misma.  Si  bien 
exisíe  alguna  diferencia  en  el  contenido  de  las 
inscripciones  verificadas  en  el  Registro,  abierta 
al  parecer  á la  misma  finca,  aunque  bajo  distin- 
to número,  tal  contradicción,  caso  deque  real- 
mente exista,  no  constituye  obstáculo  para  la 
inscripción  de  la  escritura,  con  arreglo  á la  doc-  ' 
trina  del  art.  332  del  Reglamento  de  la  ley  Hi- 
potecaria, toda  vez  que  las  notas  marginales 
que  ha  debido  poner  el  registrador  instruyen  á 
los  terceros  que  puedan  interesarse  en  la  ad- 
quisición-de  dicha  finca,  de  la  existencia  de  las 
diferencias  que  resulten  de  aquella  inscripción 
(Res.  Dir.  Gen.  22  Febrero  1879). 

Atendido  el  principio  fundamental  consigna- 
do en  el  art.  20  de  la  ley  Hipotecaria,  por  el  que 
debe  denegarse  la  inscripción  de  todo  acto  ó 
contrato  cuando  la  persona  do  quien  se  adquie- 
ro el  derecho  sea  distinta  de  la  que  lo  trasfiera 
ó grave,  debo  el  notario,  con  arreglo  á los  ar- 
tículos 2.°  y 3."  de  la  Instrucción,  advertir  á los 
otorgantes  la  necesidad  de  designar  la  persona 
de  quien  inmediatamente  se  adquiere  el  inmue- 
ble, con  los  nombres  y apellidos  que  resultan 
del  I registro,  suspendiendo,  entre  tanto,  la  re- 
dacción del  instrumento  (Res.  Dir.  Gen.  28  Fe- 
brero 1879), 

Según  la  doctrina  de  la  ley  Hipotecaria,  con- 
signada en  k regla  1 .*  del  art.  42  del  Regla- 
mento, de  acuerdo  cou  el  art.  20  do  la  mi¡Tma 
ley,  os  requisito  esencial  para  anotar  embargos 
decretados  contra  determinada  persona  el  que 
la  propiedad  do  los  mismos  resulte  inscrita  pre-  i 
viamento  á su  favor,  debiendo  denegarse  la  ano- 
tación con  arreglo  á dicho  precepto  legal  cuan- 
do aparezca  inscrita  la. propiedad  do  los  bienes 


: embargados  á nombre  de  persona  distinta  (Re- 
solución Dir.  Gen.  20  Marzo  J 870) - 

Si  bien  es  válida  la  enajenación  que  otorga  la 
mujer  casada,  después  de  la  disolución  del  ma- 
trimonio, de  la  mitad  de  los  bienes  comprados 
y enajenados  durante  el  mismo,  semejante  ena- 
jenación, cuando  recae  sobre  inmuebles,  no  pue- 
de incribirse  en  el  Registro  miéntras  no  conste 
previamente  inscrito  á nombre  de  la  mujer  ol 
derecho  que  la  corresponda  sobro  los  expresa- 
dos bienes,  para  que  pueda  «umplirse  la  pres- 
cripción fundamental  consignada  en  el  art.  20 
de  la  ley  Hipotecaria,  y conste  ademas  que  se 
halla  facultada  para  enajenar  aquel  derecho  por 
haberse  disuelto  la  sociedad  conyugal  (Resolu- 
ción Dir.  Gen.  24  Abril  1879). 

Ha  declarado  repetidamente  este  centro  que 
es  principio  general  en  materia  de  inscripcio- 
nes, contenido  en  el  art.  20  de  la  ley  Hipoteca- 
ria', que  para  inscribir  cualquier  título  de  domi- 
nio es  indispensable  que  resulte  previamente 
inscrito  el  derecho  á favor  de  la  persona  en  cu- 
yo nombre  se  otorga,  dando  lugar  á que  se  de- 
niegue la  inscripción,  la  omisión  de  este  requi- 
sito. 

El  precepto  contenido  en  el  artículo  citado  es 
general,  absoluto,  y por  lo  mismo  aplicable  á 
toda  clase 'de  títulos  traslativos  del  dominio  de 
los  inmuebles,  incluso  el  de  sucesión  heredita- 
ria testada  é intestada  [Res.  Dir.  Gen.  30  Ju- 
nio 1879). 

No  resultando  inscrito  á nombre  del  enaje- 
nante el  dominio  de  un  inmueble,  ni  acreditán- 
dose por  documento  fehaciente  haberlo  adqui- 
rido antes  de  l.°  de  Enero  de  1803,  es  improce- 
dente la  inscripción  de  la  escritura  de  venta, 
con  arreglo  al  art.  20  de  la  ley  Hipotecaria  (Re- 
solución Dir.  G-en:  19  Diciembre  1879). 

Existe  un  obstáculo  para  inscribir  la  rectifi- 
cación de  la  partición  con  arreglo  al  art.  20  de 
la  ley  Hipotecaria  cuando  resulte  inscrito  el  do- 
minio de  la  finca  por  título  de  compra-venta 
á nombre  de  un  tercero  que  no  ha  manifestado 
de  una  manera  expresa  y solemne  su  consen- 
timiento en  el  referido  acto  judicial  (Resolu- 
ción Dir.  Gen.  2 Marzo  1880). 

No  es  inscribible  una  certificación  de  la  Ad- 
ministración económica  con  arreglo  á lo  dis- 
puesto en  el  art.  20  de  la  ley  Hipotecaria,  si  por  . 
ella  el  Estado  pretendía  inscribir,  no  el  dominio 
directo,  sinó  la  plena  propiedad  sobre  el  inmuo- 
ble,  Hallándose  inscrito  el  dominio  útil  á favor 
de  otra  persona,  porque  el  dominio  útil  no  pue- 
do estimarse  como  un  gravámen  ó carga  de  la 
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finca,  según  la  doctrina,  y porque  el  Real  deere- 
to  de  30  de  Julio  de'  1862  se  refiere  exclusiva- 
mente á los  gravámenes  y carpas  que  resulten 
do  los  libros  antiguos,  cuya  disposición  no  pue- 
de extenderse  á otros  casos  no  prescritos  taxa- 
tivamente en  su  tenor  literal,  por  los  grandes 
inconvenientes  que  de  ello  resultarla. 

Aun  cuando  se  haya  practicado  la  inscripción 
$Ie  posesión  á favor  del  Estado  con  infracción 
de  las  disposiciones  de  la  ley  Hipotecaria  y su 
Reglamento,  no  puede  cancelarse  ni  rectificar- 
se su  contenido  gubernativamente  por  esta  Di- 
rección, ppes  las  cancelaciones  ó rectificaciones 
de  los- asientos  hechos  en  los  libros  del  Registro 
deben  practicarse  previo  consentimiento  de  los 
interesados  á quienes  pueden  perjudicar,  6 en 
caso  negativo  por  mandato  de  los  Tribunales, 
previos  los  trámites  señalados  en  los  artícu- 
los 82,  83,  257,  258  y 262  de  la  ley  Hipotecaria, 
limitándose  la  competencia  de  esta  Dirección  á 
corregir  disciplinariamente  las  infracciones  que 
resulten  cometidas  en  los  expresados  libros 
(Res.  Dir.  Gen.  30  Abril  1880). 

Artículo  1902. — Las  escrituras  públicas 
de  actos  ó contratos  que  debau  inscribirse, 
expresarán,  por  lo  ménos,  todas  las  circuns1 
tancias  qne  bajo  pena  de  nulidad  debe  con- 
tener la  inscripción,  y sean  relativas  á las 
personas  de  los  otorgantes,  á las  fincas  y á 
los  derechos  inscritos. 

Los  dueños  de  bienes  inmuebles  ó dere- 
clwsmeales  por  título  de  mayorazgo,  testa- 
monto  ú otro  universal  ó singular,  que  no 
los  señale  y describa  individualmente,  po- 
drán obtener  su  inscripción  presentando 
dicho  título,  con  el  documento  en  su  caso, 
que  pruebe  haberles  sido  aquél  trasmitido,  y 
justificando  con  cualquier  otro  documento 
fehaciente  que  se  hallan  comprendidos  en  él 
los  bienes  que  traten  de  inscribir. 

Los  herederos  ol>  intéstalo  que  sucedan  . 
en  concepto  de  parientes  colaterales  del 
cuarto  grado  podrán  obtener  la  declaración 
de  su  derecho  sin  necesidad  de  la  publica- 
ción de  anuncios,  y sólo  en  virtud  de  intor-  , 
mación  judicial  practicada  con  audiencia  del 
Ministerio  público,  cuando  no  exceda  de 
2.0ÓÓ  pesetas  el  valor  de  los  bienes  inmue- 
bles ó derechos  reales  que  correspondan  al  ■ 
ojayor  interesado  en  dicha  herencia. 


Los  herederos  ab  intes  tato  descendientes 
ó ascendientes  legítimos  podrán  obtener  en 
igual  forma  la  declaración  de  sus  derechos, 
cualquiera  que  sea  el  valor  de  los  bienes  in- 
muebles ó derechos  reales  en  que  cada  uno 
haya  de  suceder. 


ORÍGENES 

Art.  21,  ley  Hipotecaria. 

JURISPRUDENCIA 

Conforme  á las  leyes  111  y 1 14,  tít.  XVTTI  do 
la  Partida  3.a,  y 1.a,  tít.  XXIII,  lib.  X,  Nov.  Re- 
copilación, la  omisión  del  día  de  la  focha  del 
otorgamiento  en  las  escrituras  públicas  pro- 
duce su  nulidad  (Sent.  13  Mayo  186.4). 

RESOLUCIONES  DE  LA  DIRECCION 

Según  el  art.  21  de  la  ley  Hipotecaria,  los 
dueños  de  bienes  ó derechos  reales  por  título  do 
testamento,  mayorazgo  ú otro  universal  ó sin- 
gular que  no  ios  señale  y describa  individual- 
mente, podrán  obtener  su  inscripción  presen- 
tando dicho  título,  con  el  documento,  ensucaso, 
que  pruebe  haberles  sido  aquel  trasmitido,  y 
justificando  con  cualquier  otro  documento  fe- 
haciente que  se  hallan  comprendidos  en  ¿I  los 
bienes  que  tratan  de  inscribir. 

Aunque  la  ejecutoria  acredita  la  trasmisión 
del  dominio  de  los  bienes,  no  se  justifica  que 
entre  ellos  se  encuentren  los  inmuebles  de  que 
se  hace  mérito  en  la  relación  jurada,  porque  és- 
ta no  es  un  documento  fehaciente  para  acredi- 
tar el  dominio  de  los  inmuebles,  con  arreglo  á 
las  leyes  y á la  jurisprudencia. 

La  simple  manifestación  de  una  persona  he- 
cha fuera  de  juicio  y en  provecho  propio,  no 
constituye  prueba  legal  de  la  adquisición  del 
dominio,  por  lo  cual  la  formada  por  I03  recur- 
rentes después  de  terminado  el  pleito  en  que 
recayó  la  ejecutoria,  no  reúne  las  condiciones 
legales  para  que  pueda  inscribirse;  pues  según 
el  espíritu  de  la  ley,  el  Registro  debe  contener 
las  obligaciones  que  produzcan  derechos  reales, 
cuyos  títulos  tengan  valor  jurídico,  no  aquellos 
á que  las  leyes  niegan  fuerza  coactiva  (Resolu- 
ción Dir.  Gen.  30  Diciembre  1874). 

Desde  el  momento  en  que  se  pretende  ol  re- 
conocimiento en  el  Registro  con  perjuicio  do 
tercero  como  dueño  de  ciertos  bienes  on  con- 
cepto de  vinculados  y con  el  carácter  de  suco- 
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sor  inmediato,  es  necesario,  confórme  á la  doc- 
trina de  los  artículos  20  y 21  de  la  ley  Hipote- 
caria, so  acrediten  ciertos  extremos  con  títulos 
y documentos  que  hacen  fe  en  juicio,  no  siendo 
suficiente  la  sola  afirmación  del  interesado  (Re- 
solución Rir.  Gen.  30  Junio  1877). 

Aun  cuando  se  haya  obtenido  la  declaración 
de  herederos  a b intéstalo  según  dispone  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil,  este  motivo  ha  desapa- 
recido con  posterioridad  á dicha  denegación,  en 
virtud  de  lo  dispuesto  en  el  art.  l.°  de  la  ley  de 
17  de  Julio  de  1877,  cuyos  beneficios  deben  ex- 
tenderse á las  declaraciones  judiciales  obtenidas 
antes  de  su  publicación,  siempre  que  en  ellas 
se  hayan  observado  los  demas  trámites  que 
previene  dicha  ley  (Res.  Dir.  Gen.  10  Enero 
1878). 

Las  leyes  son  obligatorias  para  las  capitales 
de  provincia  desde  el  momento  en  que  se  publi- 
can en  la  Gaceta  y Boletines  Oficiales  de  las 
mismas,  y cuatro  días  después  en  los  demas 
pueblos;  y no  puede,  por  tanto,  ponerse  en 
duda  la  eficacia  y vigor  de  la  ley  de  17  de  Julio 
de  1877  por  el  solo  hecho  de  no  haberse  publi- 
cado el  Reglamento  á que  su  último  artículo  se 
refiere  (Res.  Dir.  Gen.  2!)  Enero  1878). 

Articulo  1903. — El  notario  que  cometiese 
alguna  omisión  que  impida  inscribir  el 
acto  ó contrato,  conforme  á lo  dispuesto  en 
ol  artículo  anterior,  la  subsanará  extendien- 
do á su  costa  una  nueva  escritura,  si  fuere 
posible,  6 indemnizando,  en  todo  caso,  á ios 
interesados  de  los  perjuicios  que  les  oca- 
sione su  falta. 

orígenes 

Art.  22,  ley  Hipotecaria. 

RESOLUCIONES  DE  LA  DIRECCION 

El  registrador  no  tiene  obligación  de  denun- 
ciar las  faltas  u omisiones  cometidas  por  los 
notarios  (Res.  Dir.  Gen.  20  Agosto  1863). 

Una  de  las  formas  extrínsecas  de  las  escritu- 
ras públicas  consiste  en  que  la  redacción  de  sus 
cláusulas  sea  clara  y precisa,  pues  que  en  ellas 
se  declaran  derechos  y obligaciones  de  los  otor- 
gantes, siendo  de  tal  importancia,  que  el  ar- 
tículo 1.”  de  la  Instrucción  sobre  el  modo  de 
redactar  los  instrumentos  públicos,  impone  al 
notario  la  obligación  de  advertir  á los  interesa- 
dos la  ambigüedad,  confusión  ó falta  de  clari- 


dad en  las  minutas  que  le  presentasen;  y ha- 
biendo infringido  el  notario  aquel  precepto,  y 
constituyendo  esto  un  obstáculo  que  impídela 
inscripción,' no  puede  subsanarse  en  otra  forma 
que  en  lar  consignada  en  el  art.  9.®  de  dicha 
Instrucción  (Res.  Dir.  Gen.  22  Diciembre  1875). 

Limitándose  el  notario,  al  designar  las  perso- 
nas que  otorgan,  que  las  conoce  por  sus  nom- 
bres, profesión  y vecindad,  sin  añadir  que  da 
fe  de  ese  conocimiento,  esta  omisión  produce  el 
efecto  insubsanable,  sin  que  la  expresión  con- 
signada al  final  de  que  da  fe  de  todo  lo  conte- 
nido pueda  subsanar  aquel  defecto,  porque  se- 
mejante frase  se  entiende  aplicable  sólo  á las 
palabras,  estipulación  y condiciones  délos  otor- 
gantes; y como  esta  emisión  afecta  la  validez 
del  instrumento,  adolece  de  un  defecto  insub- 
sanable que  impide  su  'inscripción,  conforme  á 
los  artículos  65  de  la  ley  Hipotecaria  y 57  del 
Reglamento  (Res.  Dir.  Gen.  17  Enero  1876). 

Las  operaciones  extrajudiciales  de  inventa- 
rio, avalúo,  división  y adjudicación  de  bienes; 
deben  extenderse  en  todo  caso  en  papel  del  se- 
llo undécimo  para  su  ulterior  protocolización, 
una  vez  aprobadas  por  la  autoridad  judicial  ó 
por  los  interesados,  según  proceda  (Res.  Direc- 
ción Gen.  de  Rentas  Estancadas  13  Setiembre 
1877). 

Es  requisito  esencial  para  la  validez  de  los 
instrumentos  públicos  ínter  vivos  qué  el  nota- 
rio autorizante  de  fe,  concreta  y especialmente 
del  conocimiento  de  los  otorgantes’,  ó de  asegu- 
rarse de  dicho  conocimiento  por  el  dicho  de  tes- 
tigos, conforme  á la  clara  y terminante  doctri- 
nadelos  artículos 23  y 27 de  la  ley  del  Notariado. 

Inspirado  el  Reglamento  general  vigente  en 
esta  doctrina,  impone  á los  notarios  la  obliga- 
ción de  expresaren  la  forma  general  que  deben 
emplear  para  dar  fe  del  contenido  de  las  escri- 
turas que  la  dan  también  especialmente  de  co- 
nocer á íos  otorgantes,  ó en  su  caso  á los  testi- 
gos de  conocimiento. 

El  notario  recurrente,  al  omitir  en  dichos  do- 
cumentos la  expresada  fórmula,  ha  infringido 
dichos  preceptos,  sin  que  esta  fórmula  especial 
pueda  entenderse  cumplida  ni  expresada  en  las 
palabras:  y de  todo  lo  contenido  en  cuanto  es 
procedente,  yo,  el  Notario,  doy  fe,  porque  se- 
mejante,frase,  atendida  su  vaguedad  é indeter- 
minación, no  responde  á los  fines  que  se  pro- 
puso el  legislador,  obligando  á los  notarios  á 
^valerse  de  ciertas  fórmulas  concretas  y preci- 
sas. 

Constituyendo,  por  consiguiente,  esta  omisión 
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un  defecto  subsanable,  por  no  afectar  á la  vali- 
dez del  contrato,  según  la  doctrina  de  los  ar- 
tículos 18  y 65  de  la  ley  Hipotecaria,  y 37  y 47 
del  Reglamento,  cuya  subsanaron  deberá  prac- 
ticar el  notario  en  la  forma  que  proceda,  siendo 
de  su  cuenta  los  gastos  y perjuicios  que  por 
esta  causa  sufriesen  los  otorgantes,  con  arreglo 
á lo  dispuesto  en  el  art.  22  de  la  citada  ley  Hi- 
potecaria (Res.  Dtr.  Gen.  12  Enero  1878),. 

Si  bien  no  son  aplicables  á los  actos  de  últi- 
ma voluntad  y demas  disposiciones  mortis  cau- 
sa las  reglas  establecidas  en  la  ley  del  Nota- 
riado sobre  la  forma  de  los  instrumentos,  y por 
consiguiente  la  sanción  impuesta  en  el  citado 
art.  30,  á los  instrumentos  en  que  el  notario  no 
da  fe  expresamente  del  conocimiento  de  las  par- 
tes, es  una  verdad  inconcusa,  con  arreglo  á la 
doctrina  legal  sobre  el  ejercicio  de  la  fe  pública, 
qué  los  notarios  no  pueden  ni  deben  autorizar 
acto  alguno  de  última  voluntad  sin  conocer  per- 
fectamente al  otorgante  y tener  seguridad 
acerca  del  libre  uso  de  sus  facultades  intelec- 
tuales; pues  de  1<J  fcontrarío  podrían  coadyuvar 
á la  falsificación  de  la  última  voluntad  de  una 
persona  que  realmente  falleció  intestada. 

Que  en  él  testamento  de  que  se  trata,  el  no- 
tario afirma  con  claridad,  de  una  manera  cier- 
ta y concreta,  conocer  al  tostador,  y que  al 
tiempo  de  otorgar  dicho  instrumentóse  hallaba 
éste  en  el  libre  y completo  uso  délas  facultades 
necesarias  para  manifestar  su  voluntad,  llegan- 
do el  notario  hasta  estampar  al  final  ' del  docu- 
mento la  cláusula  relativa  al  conocimiento,  y 
poco  antes  de  la  frase  de  todo  lo  cual  doy  fe, 
puesta  sin  reservas  ni  restricciones : de  ningún 
género  (Res.  Dir.  Gen.  27  Abril  1878). 


I 


Artículo  1904. — Los  títulos  mencionados 
en  los  artículos  1883  y 1886  (2.°  y 5.°  de  la 
ley)  que  no  estén  inscritos  en  el  Registro, 
no  podrán  perjudicar  á tercero. 

La  inscripción  de  los  bienes  inmuebles  y 
derechos  reales  adquiridos  por  herencia  ó ¡ 
legado,  no  perjudicará  á tercero,  si  no  hu- 
biesen trascurrido  cinco  años  desde  la  fecha 
de  la  misma. 

Excoptúañse  los  casos  de  herencia  tes- 
tada ó intestada,  mejora  y legado,  cuando 
recaiga  en  herederos  necesarios. 

ORÍGENES 

Art.  23,  ley  Hipotecaria. 
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JURISPRUDENCIA 

Sent.  22  Octubre  1857. 

Sents.  l.°  Junio  y 9 Julio  1868. 

Para  que  los  documentos  anteriores  á la  ley 
3.  , tít.  XVI,  lib.  X,  de  la  Nov.  Roe.,  publicada 
en  1718,  sean  admisibles  enjuicio  y hagan  le, 
al  efecto  de  perseguir  las  fincas  gravadas,  es  in- 
dispensable que  a la  presentación  en  juicio  pro 
ceda  el  registro  en  los  oficios  de  hipotecas,  sin 
que  basto  ni  pueda  llenarse  con  oportunidad 
este  requisito  durante  el  término  do  prueba 
[Sents.  5 Junio  y 27  Octubre  1800). 

Aunque  la  ley  33,  tít.  XVI,  lib.  X,  Nov.  Reo., 
sobre  toma  de  razón  de  las  escrituras  en  el  ofi- 
cio de  hipotecas,  prohíbo  que  hagan  i'een  juicio 
y fuera  de  él  los  documentos  no  registrados,  es 
polamente  para  el  efecto  de  perseguir  las  hipo- 
tecas (Sents.  29  Noviembre  1858,  24  Enero  1863, 
19  Mayo  1866  y 14  Diciembre  1877). 

Si  con  arreglo  á la  ley  23,  tít.  XVI,  lib.  X, 
Nov.  Rec,,  debe  tenerse  por  original  cualquiera 
copia  auténtica  de  una  escritura  que  se  saque 
del  oficio  ó Registro  de  hipotecas,  cuando  se 
pierden  los  protocolos  y Registros,  con  mayor 
razón  debe  darse  valor  á la  primera  copia  sa- 
cada del  verdadero  original  por  el  mismo  es- 
cribano que  la  autorizó,  cuando  no  se  lo  lia 
opuesto  vicio  de  falsedad,  ni  otros  defectos  que 
la  falta  de  comprobación  ó cotejo  (Sent.  24  Mayo 
1860). 

Esta  jurisprudencia  en  laB  leyes  no  ha  sido 
alterada  por  nuevas  disposiciones,  en  las  cuales, 
al  contrario,  se  atribuye  á las  primeras  copias 
de  las  escrituras  el  valor  de  una  prueba  aca- 
bada y perfecta  (Sent.  id.  id.  id.). 

Para  que  produzca  eficacia  una  escritura  ó 
instrumento  público  en  que  se  haya  impuesto 
un  gravamen  á una  finca,  es  necesario  que  se 
haya  tomado  razón  de  ella  en  el  Registro  do  hi- 
potecas; pero  si  dicho  gravamen  se  establece 
en  un  contrato  puramente  privado,  y por  tanto 
no.  registrado,  aunque  se  reconozca  el  grava- 
men, la  sentencia  que  así  lo  declare  no  infringe 
las  leyes  13,23  y 33,  tít.  XVI,  Jib.X,  Nov.  Rec. 
(Sent.  29  Mayo  1863.) 

Cuando  hay  imposibilidad  en  el  demandado 
de  inscribir  en  el  Registro  las  primeras  copias 
de  las  escrituras  de  pertenencia,  puedo  por  justa 
causa,  y con  las  formalidades  de  derecho,  sacar 
otras  para  aquel  objeto  (Sents.  17  y 23  Setiem- 
bre 1864). 

Sin  la  toma  de  razón  en  el  oficio  de  hipotecas 
no  hacen  fe  en  juicio  los  instrumentos  do  impu- 
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sicíonos  do  bienes  raíces  gravados  con  alguna 
carga,  y todos  los  que  tengan  especial  y expre- 
sa hipoteca  ó gravamen  para  el  efecto  de  per- 
seguirlo' (Sent.  22  Noviembre  1800) . 

La  falta  de  registro  de  una  escritura  en  na- 
da influye  para  la  validez  y consecuencia  de  lo 
que  en  ella  se  convino  (Sonts.  21  Diciembre 
1861  y 5 Mayo  1865). 

La  ley  1.%  tit.  XVI,  líb.  X,  Nov.  Rec.,  en  que 
se  estableció  el  Registro  d$  hipotecas,  sólo  exi- 
gió la  formalidad  de  anotarse  en  él  para  los  do- 
cumentos en  que  se  impusiera  un  gravamen 
especial  sobre  fincas  determinadas  (Sentencia 
l.°  Abril  1862). 

Guando  un  pacto  no  envuelvo  traslación  de 
dominio,  no  hay  necesidad  de  tomar  razón  de 
él  en  la  contaduría  de  Hipotecas  (Sent.  10  Se- 
tiembre 18(61). 

Interin  no  se  reduzca  á escritura  pública  la 
venta  de  unas  (incas,  no  puede- tomarse  razón 
de  ella  en  el  Registro  de  la  propiedad  (Sent.  26 
Febrero  1864). 

Tomada  razón  en  el  oficio  de  Hipotecas  de  los 
documentos  en  que  se  Tunde  un  derecho,  y pa- 
gada la  multa  por  la  morosidad  en  inscribidos, 
queda  purgado  el  vicio  de  nulidad  que  por  las 
disposiciones  fiscales  se  impone  á los  que  care- 
cen de  este  requisito  (Sent.  6 Noviembre  1866). 

No  trasmitiéndose  en  una  escritura  el  domi- 
nio de  bienes  inmuebles,  aunque  sea  admitida 
en  juicio,  sin  estar  inscrita,  no  se  infringe  el 
art.  396  de  la  ley  Hipotecaria  y el  333  del  Re- 
glamento para  su  ejecución.  (Sent.  23  Febre- 
ro 1870). 

Carece  de  apoyo  legal  la  tercería  fundada  en 
un  título  que  no  esté  inscrito  en  el  Registro  de 
la  propiedad  (Sent.  28  Abril  1870). 

Cuando  la  persona  que  reclama  funde  su  de- 
manda en  una  escritura,  en  la  cual,  si  bien  su 
marido  declaró  que  compraba  la  finca  de  que 
so  trata  con  dinero  procedente  de  la  dote  do  su 
mujer,  él  mismo  con  posterioridad  inscribió  la 
referida  escritura  á su  favor,  y no  al  de  ella,  no 
justificando  la  demandante  con  el  expresa- 
do documento  su  dominio  en  la  finca  reclama- 
da, y menos  en  perjuicio  de  tercero,  según  lo 
dispuesto  en  el  art.  23  do  la  ley  Hipotecaria 
do  8 de  Febrero  de  1861,  la  Sala,  al  desestimar 
la  tercería  de  dominio,  no  infringe  la  ley  49,  ti- 
tulo V,  Partida  5.“,  relativa  al  caso  en  que  el 
marido  con  dinero  déla  dote  do  bu  mujer  y con 
voluntad  de  ésta,  compra  heredamientos;  ni  el 
art.  281  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  que 
designa  las  reglas  que  deben  observarse  para 


que  los  documentos  públicos  y solemnes  Bean 
eficaces  en  juicio  (Sent.  11  Julio  1871) . 

Los  títulos  traslativos  de  dominio  de  los  in- 
muebles ó de  los  derechos  reales  impuestos  so- 
bro los  mismos  que  no  estén  inscritos  en  el 
Registro,  no  pueden  perjudicar  á tercero  sí  se 
atiende  á lo  dispuesto  en  el  art.  23  de  la  ley  Hi- 
potecaria (Sent.  11  Febrero  1874.) 

El  tercer  poseedor  que  inscribe  en  ol  Regis- 
tro los  documentos  de  su  adquisición,  tiene  ga- 
rantidos sus  derechos  contra  toda  impugnación 
que  no  se  funde  en  otro  título  anterior  igual- 
mente inscrito,  ó en  causas  de  nulidad  que  cons- 
ten del  mismo  Registro  (Sent.  14  Febrero  1874). 

La  preferencia  qúe  se  deriva  de  los  artícu- 
los 23,  25  y 27  de  la  ley  Ilipoteearia^á  favor  de 
los  documentos  inscritos  sobre  los  que  no  lo 
fueron  debiendo  serlo,  negando  á éstos  valor 
contra  tercero  y determinando  quién  ha  de 
conceptuarse  en  este  caso,  presuponen  que  los 
inscritos  sean  eficaces  en  juicio  (Sent.  16  Ju- 
nio 1874). 

La  supuesta  infracción  del  art.  396  de  la  ley 
Hipotecaria,  según  el  cual  desde  su  publicación 
no  se  admitirán  en  los  Juzgados  y Tribunales 
documentos  deque  no  se  haya  tomado  razón  en 
el  Registro  de  la  propiedad,  si  por  ellos  secons- 
tituyeren,  trasmitieren,  reconocieren,  modifi- 
caren ó extinguieren  derechos  sujetos  á ins- 
cripción, no  puede  dar  fundamento  al  recurso 
cuando  nada  se  ha  excepcionado  sobre  la  admi- 
sión en  juicio  de  un  documento  ni  en  la  prime- 
ra instancia,  ni  en  la  segunda,  ni  há  sido  objeto 
del  fallo,  habiéndose  unido  á Iob  autos,  en  cum- 
plimiento del  art.  285  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil  (Sent.  25  Enero  1875) . 

RESOLUCIONES  DE  LA  DIRECCION  . 

Cualquiera  que  sea  la  época  en  que  un  'par- 
ticular  adquiera  unas  fincas  en  virtud  de  con- 
trato privado,  esta  adquisición,  válida  y eficaz 
en  sí  misma,  con  arreglo  á la  doctrina  de  nues- 
tras leyes,  confirmada  por  el  Tribunal  Supre- 
mo, sólo  produce  sus  efectos  entre  los  contra- 
tantes, siendo  necesario  para  que  los  produjese 
respecto  de  tercero,  que  conste  por  escritura  pú- 
blica y se  inscriba  en  el  Registro  de  la  propie- 
dad (Res.  Dir.  Gen.  3 Noviembre  1879). 

. ■ / 

Artículo  1905, — Los  títulos  inscritos  sur- 
tirán su  efecto  aun  contra  los  acreedores 
singularmente  privilegiados  por  la  legisla- 
ción común. 


Í>EL  REGISTRO  PÚBLICO 


ORÍGENES 

Art.  24,  ley  Hipotecaria. 

JURISPRUDENCIA 

Debiendo  satisfacer  con  los  bienes  del  concur- 
sado los  gastos  y costas  del  procedimiento,  es 
incuestionable  el  derecho  que  asiste  á los  sín- 
dicos para  que  se  les  abonen  las  cantidades  que 
hubieran  suplido  en  aquel  concepto  al  rendir 
cuentas,  sin  que  pueda  decirse  que  la  sentencia 
que  asi  lo  declara  infringe  el  art.  24  de  la  ley 
Hipotecaria,  porque  la  preferencia  en  el  pego  de 
dichos  gastos  y costas  es  una  consecuencia  de  la 
obligación  contraída  por  los  mismos  acreedores  al 
hacer  el  nombramiento  de  los  síndicos,  y deposi- 
tar en  ellos  su  confianza,  como  lo  tiene  decla- 
rado el  Tribunal  Supremo  (Sent.  21  Setiembre 
1872). 

El  art.  24  de  la  ley  Hipotecaria,  en  que  se  de- 
clara que  los  titulos  inscritos  surtirán  sus  efec- 
tos áun  contra  los  acreedores  singularmente 
privilegiados,  se  refiere  á los  contratos  ó actos 
posteriores  á la  misma,  quedando  los  anterio- 
res sujetos  á la  legislación  que  regía  cuando 
tuvieron  lugar  (Sent.  21  Abril  1874). 

Si  está  demostrado  en  autos,  y convenido  en- 
tre las  partes  litigantes,  que  al  entregarse  la 
ampliación  de  embargo  solicitada  por  un  acree- 
dor sobre  la  suerte  de  un  olivar,  y al  extenderse 
en  elRogistro  de  la  propiedad  la  nota  de  sus- 
pensión de  la  anotación  preventiva,  por  no  cons- 
tar inscrita  la  propiedad  de  aquella  finca,  no 
aparecen  en  dicho  Registro  inscripción  ni  dato 
alguno  que  acredite  que  la'mencionada  per- 
teneciera al  deudor  de  aquel,  mientras  que, 
por  el  contrario,  resulta  justificado,  á virtud  de 
-•  las  diferentes  pruebas  aducidas  por  el  tercer 
opositor,  y apreciadas  por  la  Sala  sentenciadora, 
que  ésto  poseía  dicha  finca  como  de  su  exclusivo 
dominio:  al  absolver  al  ejecutante  de  la  ter- 
cería, se  infringen  el  art.  24  de  la  ley  Hipoteca- 
ria, y la  ley  6.'*,  tít.  V,  Partida  5."  (Sent.  5 Ene- 
ro 1876.) 

Artículo  1906.'— Los  títulos  inscritos  no 
surtirán  su  efecto,  en  cuanto  á terceto,  sino 
desde  la  fecha  do  la  inscripción. 

ORÍGENES 

Art.  25,  ley  Hipotecaria. 

Tomo  II 


íü;¡ 

JURISPRUDENCIA 

¡si  la  sontencia,  al  declarar  el  preferente  de- 
recho do  la  demandante  por  su  dote,  so  funda 
en  un  título  hipotecario  inscrito,  mientras  que 
el  del  ejecutante  sólo  descansa  en  una  obliga- 
ción personal,  cualquiera  que  soa  la  fecha  de  la 
inscripción,  siendo  válido  y eficaz  el  contrato 
del  cual  nace  el  derecho,  siempre  será  proferido 
en  los  bienes  hipotecados  al  que  deriva  de  una 
obligación  personal,  y por  lo  tanto  no  infringe 
el  art.  25  do  la  ley  Hipotecaria  [Sent.  26  Marzo 
1878). 

RESOLUCIONES  DE  LA  DIRECCION 

No  procede  la  vía  gubernativa  para  dejar  sin 
efecto  los  acuerdos,  ni  está  en  el  ministerio  do 
Gracia- y Justicia  poder  anular  ó cancelar  ios 
asientos  extendidos  en  los  libros  del  Registro, 
sea  cualquiera  el  origen  de  donde  dimane  la  or- 
den para  extenderlos,  sino  en  lacle  los  Tribuna- 
les de  justicia,  cuando  previamente  no  se  ob- 
tiene el  consentimiento  de  la  persona  ó per- 
sonas á cuyo  favor  se  haya  practicado  la 
inscripción. 

No  se  pueden  suspender  tampoco  los  acuer- 
dos para  las  fincas  que  en  lo  sucesivo  se  ins- 
criban, pues  áun  cuando  se  derogasen,  deberían 
¡ cumplirse  con  arreglo  á la  ley  Hipotecaria,  que 
exige  la  expresión  de  las  cargas  reales  impues- 
tas sobre  las  fincas  (Res.  Dir.  Gen.  .'¡I  Julio 
1874). 

Artículo  1907.— Para  determinar  la  pro- 
’ferencia  entre  dos  ó más  inscripciones  do 
una  misma  fecha,  relativas  á una  misma 
finca,  se  atenderá  á la  hora  de  ia  presenta- 
ción en  el  Registro  de  los  títulos  respecti- 
vos. 

ORÍGENES 

Art.  26,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  1908  — Para  los  efectos  de  esta 
ley  se  considera  como  tercero  aquel  que  no 
hajra  intervenido  en  el  acto  ó contrato  ins- 
crito. 

orígenes 

Art.  27,  ley  Hipotecaria. 
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Jt'llISI’IUlDENCIA 

No  so  quebrantan  loa  artículos  23,  27  y 396 
do  la  loy  Hipotecaria,  si  ademas  do  aparecer  en 
autos  que  la  escritura  liase  de  la  demanda  ha 
sido  registrada  á debido  tiempo  en  la  antigua 
contaduría  de  Hipotecas,  y ios  demas  doeumen-  . 
tos  presentados  por  el  demandante  no  precisa- 
ban este  requisito,  ni  por  su  naturaleza  ni  por 
el  objeto  con  que  fueron  llevados  al  pleito,  con- 
formo al  último  de  los  citados  artículos,  el  de- 
mandado no  opuso  á estos  títulos  otros  que 
hubieren  sido  inscritos,  circunstancia  que  es  in- 
dispensable para  que  legalmente  pueda  ser  con- 
siderado como  tercero  en  la  acepción  del  art.  27 
y disfrutar  de  les  beneficios  del  art.  23  de  la  ci- 
tada ley  Hipotecaria  (Sent.  3 Mayo  1877). 

Articulo  1909. — Se  considera  como  fecha 
de  la  inscripción,  para  todos  los  efectos  que 
ésta  dobe  producir,  la  fecha  del  asiento  de 
presentación,  que  deberá  constar  en  la  ins- 
cripción misma. 

ORÍGENES 

Art.  28,  ley  Hipotecaria. 

RESOLUCIONES  DE  LA  DIRECCION 

Consignado  en  la  ley  Hipotecaria  el  principio 
do  que  la  fecha  legal  de  todas  las  inscripciones 
en  general  es  la  del  asiento  de  presentación  en 
el  Registro  de  los  títulos  que  á la  misma  se  re- 
fieran, y no  siendo  posible  en  la  mayor  parte  ■ 
de  las  oficinas  hacer  las  inscripciones  principa- 
les en  el  mismo  día  de  su  presentación,  se  atri- 
buye por  una  parte  á aquellos  asientos  los  ¡ 
efectos  de  las  inscripciones,  y se  limitan  los 
mismos  a un  plazo  determinado,  dentro  del 
cual  han  de  quedar  definitivamente  despa- 
chados (Res.  I)ir.  Gen.  24  Junio  1874). 

Artículo  1910. — El  dominio  ó cualquier 
otro  derecho  real  que  se  mencione  expresa- 
mente en  las  inscripciones  ó anotaciones 
preventivas,  aunque  no  esté  consignado  en 
el  Registro  por  medio  de  una  inscripción 
separada  y especial,  surtirá  efecto  contra 
tercero  desde  la  fecha  deí  asiento  de  presen- 
tación del  título  respectivo. 

Lo  dispuesto  en  el  párrafo  anterior  se  en- 
tenderá sin  perjuicio  de  la  obligación- de 


inscribir  especialmente  los  referidos  dere- 
chos, y de  Ja  responsabilidad  en  que  pueda 
incurrir  la  persona  que  en  casos  determina- 
dos deba  pedir  la  inscripción. 

ORÍGENES 

Art.  29,  ley  Hipotecaria. 

RESOLUCIONES  DE  LA  DIRECCION 

Si  bien  con  arreglo  al  art.  29  do  la  ley  Hipo- 
tecaria los  censos  y demas  derechos  reales,  de 
que  se  hace  mérito  como  pertenecientes  ál  inte- 
resado j surten  efecto  contra  tercero,  aunque  no 
se  hallen  inscritos  en  el  Registro  por  una  ins- 
cripción especial  y separada,  quedando  asegu- 
rado el  derecho _por  esta  sola  mención,  no  es 
este  motivo  bastante  para  hacer  por  separado 
la  inscripción  de  dichos  derechos,  porque  es  uu 
principio  fundamental  en  materia  de  Registros 
de  la  propiedad,  que  las  inscripciones  única- 
mente pueden  practicarse  en  virtud  de  los  títu- 
los que  acrediten  la  adquisición  de  los  derechos 
que  han  de  inscribirse,  y dé  ningún  modo  por 
la  referencia  que  de  ellos  se  haga  en  otros 
asientos  da  los  libros  (Res.  Dir.  Gen.  17  Ene- 
ro 1876). 

Que  la  expresa  mención  hecha  de  la  nuda 
propiedad  produce  todos  los  efectos  legales 
contra  tercero,  aunque  no  esté  consignado  en 
asiento  separado,  y sin  perjuicio  de  la  obliga- 
ción de  extenderlo,  segunda  doctrina  del  ar- 
ticulo 29.de  ¡a  ley  Hipotecaria  (Res.  Dir.  Gene- 
ral 7 Julio  1876). 

Artículo  1911. — Las  inscripciones  de  los 
títulos  expresados  en  los  artículos  1883  y ' 
1886  (2.°  y 5.°  de  Ja  ley),  á excepción  del  de 
hipoteca,  serán  nulas  cuando  carezcan  de  las 
circunstancias  comprendidas  en  los  números 
primero,  segundo,  tercero,  cuarto,  quinto, 
sexto  y octavo  del  artículo  1S90  (9.“  de  la 
ley)  y en  el  número  primero  del  art.  189-1 
(lo  de  la  ley). 

Las  inscripciones  de  hipotecas  serán  nu- 
las cuando  carezcan  de  las  circunstancias 
expresadas  en  los  números  primero,  segun- 
do, tercero,  cuarto,  quinto  y octavo  del 
mismo  art.  1890  (9.°  de  la  ley). 

Orígenes 

Art.  30,  ley  Hipotecaria. 
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RESOLUCIONES  DE  LA  DIRECCION 

Según  él  título  inscrito,  el  interesado  que 
adquirió  los  bienes  por  fallecimiento  de  su  es- 
posa que  le  instituyó  heredero  de  ellos  con  la 
facultad  de  enajenarlos,  caso  de  necesidad,  tie- 
ne  derecho  a vender  ó enajenar  por  título  one- 
roso en -virtud  de  la  institución  hecha  á su  fa- 
vor, los  bienes  que  dejó  la  testadora  en  caso  de 
urgente  y extrema  necesidad,  que  por  las  pala- 
bras de  la  testadora  debe  graduar  exclusiva- 
mente el  instituido. 


ORÍGENES 

Art.  32,  ley  Hipotecaria. 

* Artículo  1914. — La  inscripción  no  conva- 
lida los  actos  ó contratos  que  sean  nulos  con 
arreglo  á las  leyes. 

ORÍGENES 

Art.  33,  ley  Hipotecaría. 


Si  bien  en  las  escrituras  de  venta  no  se  ha 
consignado  esta  necesidad . esta  omisión  no 
produce  ipso  jure  la  nulidad  de  las  mismas,  ni 
de  los  instrumentos  públicos  en  que  se  lian 
consignado,  siendo  a lo  sumo  una  falta  de  ex- 
presión, subsanable  por  el  vendedor  en  cual- 
quier tiempo  (Res.  Dir.  Gen.  15  Noviembre 
1876). 

Artículo  1912. — La  nulidad  Ue  las  inscrip- 
ciones de  que  trata  el  artículo  precedente, 
no  perjudicará  al  derecho  anteriormente  ad- 
quirido por  un  tercero  que  no  haya  .sido 
parte  en. el  contrato  inscrito. 

ORIGENES 

* . ' 

Art.  31,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  1913. — Se  entenderá  que  carece 
la  inscripción  de  alguna  de  las  circunstan- 
cias comprendidas  en  los  números  y artícu- 
los citados  en  el  art,  1911  (30  de  la  ley 
Hipotecaria),  no  solamente  cuando  se  omi- 
ta hacer  mención  en  ella  de  todos  los  re- 
quisitos expresados  en  cada  uno  de  los  mis- 
mos artículos  .ó  números , sino  también 
cuando  se  expresen  con  tal  inexactitud, 
que  pueda  . ser  por  ello  el  tercero  inducido 
á error  sobre  el  objeto  de  la  circunstancia 
misma,  y perjudicado  ademas  en  su  eonse-_ 
cuencia. 

Cuando  la  inexactitud  no  fuese  sustan- 
cial, conforme  á lo  prevenido  en  el  párrafo 
anterior,  ó la  omisión  no  fuese  de  todas  las 
circunstancias  comprendidas  en  alguno  de 
los  referidas  números  o artículos,  no  se  de 
clarará  la  nulidad  sinó  en  el  caso  de  que  lle- 
gue á producir  el  error  y el  perjuicio. 


JURISPRUDENCIA 

La  inscripción  de  los  documentos  públicos  on 
el  Registro  de  la  propiedad  no  convalida  los 
actos  ó contratos  nulos  con  arreglo  á las  leyes, 
porque  así  lo  dispone  expresamente  el  art.  33 
de  la  ley  Hipotecaria  (Sent.  1 ,°  Diciembre  1873]. 

Para  adquirir  con  seguridad  bienes  inmue- 
bles ó derechos  reales,  es  indispensable,  no 
sólo  que  el  vendedor  sea  dueño  de  ellos,  sinó 
que  tenga  capacidad  civil  para  enajenarlos,  y 
declarada  nula  la  enajenación,  queda- también 
anulada  su  inscripción  en  el  Registra  de  la  pro- 
vincia, según  dispone  el  art.  33  de  la  ley  Hipo- 
tecaria, favoreciendo  al  tercero  la  excepción 
del  art.  34  de  la  misma,  cuando  los  vendedores 
aparecen  en  el  Registro  con  derecho  para  ena- 
jenar válidamente  (Sent.  30  Diciembre  1875). 

Si  bien  el  art.  33  de  la  ley  Hipotecaria  esta- 
blece que  la  inscripción  no  convalida  los  con- 
tratos nulos  con  arreglo  á las  leyes,  está  en  re- 
lación con  el  34,  en  el  que  so  previene  que  los 
contratos  otorgados  por  personas  que  en  el  Re- 
gistro aparezcan  con  derecho  para  ello,  no  se 
invalidan  en  cuanto  á tercero,  una  vez  inserí  tos 
(Sent.  10  Abril  1876). 

Artículo  1915. — No  obstante  lo  declarado 
en  el  artículo  anterior,  los  actos  que  se  eje- 
cuten ó conLratos  que  se  otorguen  por  per- 
sona que  en  el  Registro  aparezca  con  dere- 
cho para  ello,  una  vez  inscritos,  no  se  inva- 
lidarán en  cuanto  á los  que  con  ella  hubie- 
sen contratado  por  título  oneroso,  aunque 
después  se  anule  ó resuelva  el  derecho  del 
otorgante  en  virtud  de  titulo  anterior  no 
inscrito,  ó de  causas  que  no  resulten  elara- 
ment£_,del  mismo  Registro.  Tampoco  se  in- 
validarán dichos  actos  ó contratos  con  res, 
pecto  á Jas  citadas  personas,  ánn  cuando 
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(ios pues  se  anule  ó resuelva  el  derecho  del 
oto  rifan  te  en  virtud  de  titulo  anteriormente 
inscrito,  si  la  inscripción  hecha  á favor  de 
aquél  se  hubiere  notificado  á los  que  en  los 
vd  rite  a ños  precedentes  hayan  poseído,  según 
el  Registro,  los  mismos  bienes  y no  hubieren  ¡ 
reclamado  contra  ella  en  el  término  de  trein-  , 


tabla  re  demanda  que  pueda  dejar  sin  efecto 
la  inscripción,  el  registrador, ‘ocho  días 
después,  pondrá  en  ésta  una  nota  marginal 
expresando  aquePresulládo.  En  cualquiera 
otro  caso  no  so  extenderá -dicha  nota  hasta 
que  sea  vencido  enjuicio  el  anterior'  adqui- 
rent.e  qne  hubiera  reclamado  contra  la  ins- 


ta días. 

La  notificación  á que  se  refiere  el  párrafo 
anterior  se  verificará  á solicitud  dei  que, 
según  el  Registro,  sea  dueño  del  inmueble 
ó del  derecho  real,  por  el  mismo  registra- 


cripcion.  . 

Lo  dispuesto  en  este  artículo  no  será  apli- 
cable á.  la  inscripción  de  la  mera  posesión, 
á menos  que  la  prescripción  haya  convali- 
dado y asegurado  el  derecho  inscrito. 


dor,  verbahuente  ó por  escrito,  á los  ante- 
riores adquirentes  que  tuviesen  registrado 
su  derecho  y residan  en  el  territorio  del  Re- 
gistro, y por  edictos  á los  que  se  hallen  au- 
sentes ó no  sean  conocidos  y á los  herederos 
de  los  que  hayan  fallecido. 


ORÍGENES 

Art.  34,  ley  Hipotecaria; 

JURISPRUDENCIA 


Los  requeridos  de  cualquiera  de  estos 
modos  que  en  el  término  de  treinta  días  no 
presenten  en  el  Juzgado  ó Tribunal  cor- 
respondiente demanda  que  pueda  invalidar 
la  inscripción  notificada,  no  podrán  hacer 
valer  su  derecho,  si  alguno  tuviesen,  contra 
el  tercero  que  inscriba  después  el  suyo  en  la 
forma  debida  sobre  la  misma  finca,  aunque 
la  inscripción  anterior  proceda  de  un  titulo 
falso  ó nulo. 


Según  el  art.  34  de  la  ley  Hipotecaria,  los  ac-  - 
.tos  ó contratos  ejecutados  ú otorgados  por  per- 
sona que  en  el  Registro  aparezca  con  derecho 
para  ello,  una  vez  inscritos,  no  se  invalidan  en 
perjuicio  de  tercero  si  contrató  de  buena  fe, 
áunmuando  el  acto  que  produjo  la  inscripción 
sea  posteriormente  declarado  nulo,  con  arreglo 
á las  leyes.  Esta  disposición  se  halla  confirma- 
da por  el  art. -396  de  la  misma  ley,  el  333  del 
Reglamento  para  su  aplicación,  y la  jurispru- 
dencia del  Tribunal  Supremo  (Sent.  21  Febre* 


La  notificación  personal  se  verificará  de- 
jando en  poder  del  requerido  un  breve  ex- 
tracto de  la  parte  de  la  inscripción  que  pue- 
da interesarle,  recogiendo  recibo  de  ella;  ó 
si  esto  no  fuero  posible,  extendiendo  ei 
mismo  registrador  una  diligencia  do  en- 
trega. Si  el  requerido  contestase  verbal- 
mente  que  no  tiene  reclamación  que  hacer, 
ó dejare  trascurrir  el  término  de  los  treinta  ¡ 
días  sin  traer  al  Registro  documento  que 
acredite  la  presentación  do  su  demanda,  el 
registrador  lo  liará  constar  también  por  di- 
ligencia. Cuando  el  requerido  contestase 
por  escrito,  será  éste  firmado  de  sil  puño,  y 
el  registrador  lo  conservará  en  su  archivo. 

Los  edictos,  en  su  caso,  se  publicarán  y ¡- 
fijarán  por  el  registrador  en  los  parajes 
acostumbrados  del  lugar  en  que  radique  la 
finca,  y del  pueblo  del  Registro,  y en  el  Bo- 
letín Oficial  de  la  provincia., 

Si  en  los  treinta  días  señalados  no  se  en- 


ro 1870). 

La  sentencia  que  entre  dos  inscripciones  he- 
chas en  el  Registro  de  la  propiedad  da  más 
valor  á la  que  es  más  antigua,  no  infringe  los 
artículos  23,  34  y 3.5  de  la  ley  Hipotecaria,  sinó 
que,  por  el  contrario,  se  ajusta  á sus  preceptos 
(Sent.  28  Junio  1871). 

Con  arreglo  al  art.  34  de  la  ley  Hipotecaria 
de  8 de  Febrero  de  1861,  los  contratos  otorga- 
dos por  persona  que  en  el  Registro  aparezca 
con  derecho  para  ello  no  se  invalidan  én  cuan- 
to á tercero,  una  vez  inscritos,  aunque  después 
se  anule  ó resuelva  el  derecho  del  otorgante  en 
virtud  del  título  anterior  no  inscrito,  ó de  cau- 
sas que  no  resulten  claramente  del  mismo  Re- 
gistro; y sólo  por  un  titulo  inscrito  puede  in- 
validarse, en  perjuicio  de  tercero,  otro  posterior 
también  inscrito  (Sent.  8 Julio  1871).  ' 

La  circunstancia  de  hallarse  anotada  preven- 
tivamente en  el  Registro,  como  parte  de  capi- 
tal social,  la  cosa  que  vendió  el  socio  gerente 
de  una  compañía  mercantil  cuando  lo  adquirió 
el  comprador,  no. basta  para  legitimar  el  con- 
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trato,  ni  para  impedir  que  se  invalide  por  la  ' 
notoria  carencia  de  facultades  en  el  vendedor- 
por  lo  que  no  tiene  aplicación  ' al  caso  lo  dis’ 
puesto  eri  el  art.  35  do  la  ley  Hipotecaria,  pues 
para  que  lo  tuviese  seria  preciso  que  se  anulase 
el  derecho  del  gerente  para  la  enajenación,  en 
virtud  del  titulo  anterior  no  inscrito  ó do  cau- 
sas que  no  resultasen  claramente  del  mismo  Re* 
gistro  (Sent.  25  Octubre  1873). 

La  ley  7-.  , tit.  XV,  Partida  5.a,  que  exige 
para  la  revocación  de  las  enajenaciones  de  los 
deudores  á favor  de  los  acreedores  que  sean  de 
todos  los  bienes,  y hechas  después  que  los  pri- 
’ meros  han  sido  condenados  en  juicio  a!  pago  de 
sus  deudas,,  porque  el  que  todo  lo  suyo  enajena 
de  esta  manera  da  á entender  que  lo.hace  ma- 
liciosamente ó con  engaño,  ha  sido  modificada 
por  el  art.  35  de  la  ley  Hipotecaria,  en  que  se 
dispone  que  los  contratos  que  se  otorguen  por 
persona  que  en  el  Registro  aparezca  con  dere. 
cho  para  ello,  no  se  invalidan  en  cuanto  á ter- 
cero, aunque  después  se  anule  ó resuelva  el  de- 
recho del  otorgante  en  virtud  de  causas  que 
no  resulten  claramente  del  mismo  Registro 
(Sent.  6 Noviembre  1873). 

No  se  infringe  la  ley  9.a,  tít.  XIII,  Partida  5.a, 
modificada  por  el  art.  34  de  la  ley  Hipotecar^ 
si  el  que  constituyela  hipoteca  aparece  como 
dueño  en  el  Registro  (Sent.  10  Abril  1876} . 

Artículo  1916. — La  prescripción  que  no 
requiera 'justo  título,  no  perjudicará  á ter- 
cero si  no  se  halla  inscrita  la  posesión  'que 
ha  de  producirla.' 

Tampoco  perjudicará  á tercero  la  que  re- 
quiera justo  título,  si  éste  no  se  halla  ins- 
crito en  el  Registro. 

El  término  de  la  prescripción  principiará  . 
á correr,  en  uno  y en  otro  caso,  desde  la 
fecha  de  'la  inscripción.  .. 

En  cuanto  al  dueño  legítimo  del  inmueble 
- 6 derecho  que  se  esté  prescribiendo,  se  cali- 
ficará el  título  y se  contará  el. tiempo  con 
arreglo  á la  legislación  común. 

Orígenes 

Art.  35,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  1917 j— Las  acciones  rescisorias 
y resolutorias  no  se  darán  contra 
<fwe  baya  inscrito  los  títulos  de  sus  res 
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tivos  derechos,  conforme  á lo  prevenido  en 
esta  ley. 


ORÍGENES 


Art.  36,  ley  Hipotecaria. 

JURISPRUDENCIA 

Si  bien  por  los  artículos  36  y 38  de  la  ley  Hi- 
potecaria se  dispone  que  la  acción  rescisoria 
no  se  dé  contra  tercero  que  haya  inscrito  los 
títulos  de  sus  respectivos  derechos,  conforme  á 
lo  prevenido  en  la  misma,  no  pueden  ser  apli- 
cables dichas  prescripciones  cuando  se  ha  diri- 
gido demanda  de  retracto  contra  el  comprador, 
y ha  sido  presentada,  proveída  y ampliada  al 
tercero,  con  anterioridad  á la  inscripción  de  su 
escritura  en  el  Registro  de  la  propiedad  (Sen- 
tencia 12  Junio  1866). 

La  inscripción  en  el  Registro  de  la  propiedad 
de  los  derechos  á la  mitad  reservadle  de  un 
vínculo,  nunca  puede  perjudicar  la  preferencia 
de  los  que  hubiesen  inscrito  ios  suyos  con  an- 
terioridad, ni  hacer  admisible  la  acción  resci- 
soria en  cuanto  se  oponga  á lo  determinado  en 
los  artículos  36,  37  y 38  de  la  ley  Hipotecaria 
(Sent.  15  Marzo  1871). 

Artículo  1918. — Se  exceptúan  de  la  regla 
contenida  en  el  artículo  anterior: 

1. °  Las  acciones  rescisorias  y resoluto- 
rias que  deban  su  origen  á causas  que  cons- 
ten explícitamente  en  el  Registro. 

2. °  Las  acciones  rescisorias  de  enajena- 
ciones hechas  en  fraude  de  acreedores,  en 
los  casos  siguientes: 

Cuando  la  segunda  enajenación  haya  sido 
hecha  por  título  gratuito. 

Cuando  el  tercero  haya  sido  cómplice  en 
el  fraude. 

En  ambos  casos  prescribirá  la  acción  al 
año,  contado  desde  el  día  de  la  enajenación 

fraudulenta. 


ORÍGENES 

Art.  37,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  1919.— En  consecuencia  de  lo 
dispuesto  en  ei  art.  1917  (30  do  la  ley  Hi- 
potecaria), no  se  anularán  ni  rescindirán 


los  contratos  en  perjuicio  de  tercero  gue 
haya  inscrito  su  derecho,  por  ninguna  de 
jas  causas  siguientes: 

1 y Por  revocación  de  donaciones,  en  los 
casos  permitidos  por  ja  ley,  excepto  el  de  no 
cumplir  el  donatario  las  condiciones  inscri- 
tas en  el  Registro. 

2.“  Por  causa  de  retracto  legal  en  la 
venta  ó derecho  de  tanteo  en  la  enñtéusis. 

3/  Por  no  haberse  pagado  todo  ó parte 
de!  precio  de  la  cosa  vendida,  si  no  consta 
en  la  inscripción  haberse  aplazado  el  pago. 

4. "  Por  la  doble  venta,  de  una  misma 
casa,  cuando  alguna  de  ellas  no  hubiere 
sido  inscrita. 

5. *  Por  causa  de  lesión  enorme  <5  enor- 
mísima. 

G.*  Por  efecto  de  la  restitución  in  inte - 
grum  á favor  de  los  que  disfrutan  este  be- 
neficio. 

7.a  Por  enajenaciones  verificadas  en 
fraude  de  acreedores,  con  exclusión  de  las 
exceptuadas  en  el  artículo  anterior. 

8P  Por  efecto  de  cualesquiera  otras  ac- 
ciones que  las  leyes  ó fueros  especiales  con- 
cedan á determinadas  personas  para  rescin- 
dir contratos,  en  virtud  de  causas  que  no 
consten  expresamente  de  la  inscripción. 

En  todo  caso  en  que  la  acción  resolutoria 
ó rescisoria  no  se  pueda  dirigir  contra  el 
tercero,  conforme  á lo  dispuesto  en  este  ar- 
tículo, se  podrá  ejercitar  la  personal  corres- 
pondiente para  la  indemnización  de  daños  y 
perjuicios  por  el  que  los  hubiese  causado. 

ORÍGENES 

Art.  38,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  1920. — Se  entenderá  enajenación 
á título  gratuito  en  fraude  de  acreedores  en 
el  caso  primero,  número  segundo  del  ar- 
tículo 1918  (37  de  la  ley  Hipotecaria),  no 
solamente  la  que  se  haga  por  donación  ó 
cesión  del  derecho,  sino  también  cualquiera 
enajenación ,'  constitución  ó renuncia  de 
derecho  real  que  haga  el  deudor  en  los  pla- 
zos respectivamente  señalados  por  las  leyes 
comunes,  y las  de  comercio  en  su  caso, 
para  la  revocación  de  las  enajenaciones  en 


fraude  de  acreedores,  siempre  que  no  haya 
mediado  precio,  su  equivalente  ú obligación 
preexistente  y vencida. 

ORIGENES 

Art.  39,  ley  Hipotecaria. 

JURISPRUDENCIA 

Sí  la  acción  ejercitada  por  el  demadante  para 
laroscision  de  únaventa  es  personal,  sin  quehaya 
adquirido  ningún  derecho  real  sobre  la  cosa 
vendida,  por  lo  que  se  denegó  la  inscripción  en 
el  Registro  de  la  propiedad  del  título  que  le 
trasmitió  el  derecho  á percibir  los  plazos  no  sa- 
tisfechos desestimando  la  demanda,  no  se  in- 
fringen los  artículos  37  y 38  de  la  ley  Hipote- 
caria, porque  al  disponer  el  art.  38,  en  su  cau- 
¡ sa  3.",  que  no  se  rescindirán  los  contratos  por 
no  haberse  negado  todo  ó parte  del  precio  de  la 
cosa  vendida,  si  no  consta  en  la  inscripción  ha- 
berse aplazado  el  pago,  no  establece  el  princi- 
pio absoluto  de  que  siempre  que  se  inscriba  el 
aplazamiento  del  pago  proceda  la  rescisión, 
sino  que  dejando  intacto  el  derecha  sobre  esta 
materia,  determina  que  nunca  puede  tener  lu- 
gar la  rescisión  contra  tercero  por  no  haberse 
pagado  el  precio  de  la  venta,  si  no  consta  en  el 
Registro  la  circunstancia  rescisoria  (Sent.  8 
Enero  1874).  ' 

El  .art.  39  de  la  ley  Hipotecaria  declara  que  es 
enajenación  á título  gratuito  hecha  en  fraude 
de  acreedores  aquella  en  que  no  media  preció, 
ni  su  equivalente  ú obligación  preexistente  y 
vencida  (Sent.  21  Noviembre  1878.) 

Artículo  1921. — Se  podrán  revocar,  con- 
forme á lo  declarado  en  ei  artículo  anterior, 
y siempre  que  concurran  las  circunstancias 
que  en  él  se  determinan: 

1. °  Loscensos,  enñtéusis,  servidumbres, 
usufructos  y demás  derechos  reales  eonsti-. 
tuídos  por  el  deudor. 

2. °  Las  óonstituciones  dótales  ó dona- 
ciones propter  nuptias  é favor  de  la  mujer, 
de  hijos  ó de  extraños. 

3. °  Las  adjudicaciones  de  bienes  inmue- 
bles en  pago  de  deudas  no-vencidas. 

4. u  Las  hipotecas  vohmiarias  constitui- 
das para  ia  seguridad  de- deudas  anterior- 
mente contraídas  ¡sin  esta  garantía,  y no 


vencidas,  siempre  que  no  seagraven  por  ella 
las  condiciones' de  la  obligación  principal. 

5.°  Cualquier  contrato  en  que  el  deudor 
traspase  ó renuncie  expresa  ó tácitamente 
un  derecho  real. 

Se  entenderá  que  no  media  precio  ni  su 
envalente  en  los  dichos  contratos,  cuando 
el  notario  no  de  fe.de  su  entrega,  ó si  con- 
fesando los  contrayentes  haberse  ésta  veri- 
ficado con  anterioridad,  no  se  justificare  el 
hecho  6 se  probare  que  debe  ser  compren- 
dido en  el  caso  tercero  del  presente  artículo. 

ORÍGENES 

Art.  40,  ley  Hipotecaria. 

I 

Artículo  1922. — Se  considerará  el  posee- 
dor del  inmueble ó derecho  real  cómplice 
en  el  fraude  de  su  enajenación,  en  el  caso 
segundo,  número  segundo  del  art.  1918 
(37  de  la  ley): 

1.“  Guando  se  probare  que  lé  constaba 
el  fin  con  que  dicha  enajenación  se  hiciera, 
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y que  coadyuvó  á ella  como  adquirente  in- 
mediato,-ó  cou  cualquier  otro  carácter. 

2.  Citando  hubiere  adquirido  su  dere- 
cho, bien  inmediatamente  del  deudor,  bien 
de  otro  poseedor  posterior,  por  la  mitad,  ó 
menos  de  la  mitad,  del  justo  precio. 

3.  Cuando  habiéndose  cometido  cual- 
quiera especie  de  suposición  ó simulación 
en  el  contrato  celebrado  por  el  deudor,  se 
probare  que  el  poseedor  tuvo  noticia  ó se 
aprovechó  de  ella. 

Orígenes 

Art.  41,  ley  Hipotecaria. 

JURISPRUDENCIA 

Aunquo  el  comprador  do  la  finca  inscriba  su  tí- 
tulo en  el  Registro  de  la  propiedad,  esta  inscrip- 
ción, siempre  que  la  venta  so  haya  hecho  en 
fraude  de  acreedores,  se  halla  comprendida  en- 
tre las  que  se  deben  anular,  según  el  art.  l de 
la  ley  Hipotecaria,  en  relación  con  el  'M  y fifi 
de  la  misma  ley  (Sent.  11  Marzo  1878). 


del,  registro  público 


CAPÍTULO  III 

DE  LAS  ANOTACIONES  PREVENTIVAS  W 


-'Artículo  1923.— Podrán  pedir  anotación  f 
'preventiva- de  sus  respectivos  derechos  en 
el  Registro  público  correspondiente: 

1,°  El  que  demandare  en  juicio  la  pro- 


piedad de  bienes  inmuebles  ó la  constitu- 
ción, declaración,  modificación  ó extinción 
de  cualquier  derecho  real. 

2.°  El  que  en  juicio  ejecutivo  obtuviere  á 


(I)  EXPOSICION  DE  MOTIVOS: 
Anotaciones  preventivas.— Ya  deja  la  Comisión 
expuestos  los  motivos  que  la  han  obligado  á susti- 
tuir esta  denominación  á la  antigua  de  hipotecas 
judiciales , y explicados  los  principios  que  respecto 
á’ellft  prevalecen  en  el  Proyecto.  Ahora  le  toca  des- 
cender á algunas  disposiciones  particulares. 

Por  lo  mismo  que  la  hipoteca  judicial  po  emana 
de  1*  voluntad  del  dueño  de  la  cosa  hipotecada, 
debe  restringirse  la  facultad  délos  particulares  para 
pcdÍTla,  y la  del  juez  para  decretarla,  bolo  puede 
jusníioaree  la.  coartación  del  derecho  3e  pTopiec  a 
cuando  tenga  por  objeto  la  proteooion  de  otros  de- 
rechos  no  menos  atendibles,  ó la  oecesi  a ® P 

tar  precauciones  impidan  si  deudor  ó g 


hacer  imposible  en  su  día  el  cumplimiento  de  una 
sentencia  ejecutoria,  ó constituirse  en  el  enso  de  no 
tener  bienes  con  que  responder  á las  reclamaciones 
justas  que  contra  él  se  dirijan. 

E§to  lo  ha  procurado  hacer  la  Comisión,  seña- 
lando explícitamente  los  casos  en  quepodrátener 
lugar  la  ¡inotacion  preventiva. 

Pero  ademas  de  las  anotaciones  preventivas  que 
exige  el  curso  de  los  procedimientos  judiciales,  se 
necesitan  otras  que  tiendan  á asegurar  ciertos  de- 
rechos reales  ya  existentes,  pero  que  no  se  hallan 
en  el  -caso  de  ser  inscritos,  bien  porque  no  son  aún 
definitivos,  ó bien  porque  su  verdadera  importan- 
cia no  está  aún  determinada. 

Este  es  el  fundamento  de  las  anotaciones  proven- 
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su  favor  mandamiento  de  embargo,  que  se 
haya  lieclio  efectivo  en  bienes  rateos  del 
deudor. 


tivas  á favoT  de  los  legatarios  y de  los  acreedores 
refaccionarios. 

Respecto  al  legatario.  Desde  luego  puede  com- 
prenderse que  la  facultad  de  pedir  la  anotación  pre- 
ventiva sólo  se  debe  dar  al  legatario  que  no  tiene 
el  derecho  de  provocar  el  juicio  de  testamentaría. 
El  legatario  de  parte  alícuota,  más  que  legatario, 
puede  considerarse  como  heredero  : su  condición  es 
parecida  en  muchas  cosas  á la  de  éste,  y con  el  de- 
recho que  tiene  de  salvar  sus  legítimos  intereses, 
impetrando  la  intervención, de  la  autoridad  judicial, 
está  suficientemente,  garantido. 

La  protección  de  la  ley  de  Hipotecas  sólo,  pues, 
debe  venir  en  auxilio  del  que  carezca  de  aquel  dere- 
cho. Cuando  la  cosa  legada  es  determinada  é in- 
mueble con  arreglo  á los  principios  del  derecho,  la 
propiedad  pasa  al  legatario  desde  el  momento  en 
que  espira  el  testador;  el  heredero  es  el  que  tiene 
que  entregarla,  pero  sin  que  por  ello  pueda  decirse 
que  ni  un  solo  inomento  ha  estado  la  cosa  en  su 
dominio.  Esto  supuesto,  mientras  llega  elnaso.de 
que  la  tradición  se  verifique,  justo  es,  por  lo  menos, 
que  tenga  derecho  el  dueño  á impedir  que  la  cosa  se 
enajene  á un  tercero,  que  por  tener  inscrito  un  de- 
recho y ser  adquirente  de  buena  fe,  pueda  después 
defenderse  con  éxito  de  la  reivindicación.  Lo  que 
se  dice  del  legatario  de  bienes  inmuebles  es  aplica- 
ble por  identidad  de  razón  al  legatario  de  créditos  1 
ó pensiones  consignadas  sobre  bienes  raíces  tam- 
bién, porque  tienen  sobre  ellos  un  verdadero  dere- 
cho real. 

No  es  esta  regla  aplicable  exactamente  al  legata- 
rio de  género,  aunque  lo  sea  su  espíritu.  El  legata- 
rio de  género  no  tiene  una  acción  real  en  virtud  de 
la  cual  pueda  reivindicar  una  cosa  determinada  de 
la  herencia;  tiene  sólo  una  acción  personal,  por  la 
cual  puede  obligar  al  heredero  á que  cumpla  eon  la 
voluntad  del  testador;  pero  si  bien  esto  es  cierto, 
también  loes  que  nuestro  derecho,  adoptando  3a  in- 
novación introducida  por  el  emperador  Justiniano, 
ba  constituido  como  garantía  de  la  obligación  per- 
sonal del  heredero  una  hipoteca  tácita  en  todos  los 
bienes  hereditarios.  Justo  es,  pues,  que  con  una 
anotación  preventiva  ponga  á salvo  su  derecho  el 
legatario,  ya  lo  sean  de  bienes  muebles  determina- 
dos, de  género  ó cantidad,  ya  de  bienes  inmuebles, 
de  las  dilapidaciones  ó fraudes  de  un  heredero  poco 
respetuoso  á la  memoria  de  su  favorecedor.  Mas 
esto  debe  entenderse  sin  perjuicio  del  que  tenga  un 
derecho  preferente  sobre  cosa  determinada;  por  esto 
ha  añadido  la  Comisión  que  c.L  legatario  de  género 
ó cantidad  no  pueda  exigir  anotación  sobre  bienes 
inmuebles,  legados  especialmente  á otro,  lo  que 
equivaldría  á anular  la  trasmisión  en  éstos  del  do- 
minio que  la  ley  establece  á su  favor,  y que  después 
de  obtenida  la  anotación  tampoco  tengan  derecho 
á impedir  que  otro  legatario  obtenga  igual  bene- 
ficio dentro  del  plazo  concedido  á todos.  Tiene 
aquí  aplicación  lo  que  respecto  á la  concurrencia 
de  las  anotaciones  preventivas,  llamadas  hasta 
ahora  hipotecas  judiciales,  queda  expuesto  anterior- 
mente. 

Este  derecho  no  debe  ser  limitado  ; sólo  debe  du- 
rar el  tiempo  que  los  legatarios  no  tengan  expedita 
la  facultad  de  reclamar  con  éxito  la  cosa  legada.  Las 
leyes  cor  justas  causas  estableeen  que  mientras 
dure  el  tiempo  otorgado  para  la  formación  del  in- 


3.°  El  que  en  cualquier  juicio  obtuviere 
sentencia  ejecutoria  condenando  al  deman- 
dado, la  cual  deba  llevarse  á efecto  por  los 

ventario,  noqmedan  ser  los  herederos  inquietados 
por  los  legatarios.  Proteger  á éstos,  principalmente 
mientras  por  otros  medios  más  eficaces  y directos 
no  puedan  obtener  las  mandas,  es  lo  que  hace  el 
Proyecto.  Pero  el  término  para  formar  el  inventario 
no  es  siempre  el  mismo,  ni  con  arreglo  á la  legisla- 
lacíon  actual,  ni  según  el  proyecto  del  Código  civil; 
según  la  legislación  actual,  porque  ordena  que  para 
acogerse  á su  beneficio  ha  de  comenzar  dentro  de  los 
treinta  días  contados  desde  que  los  herederos  sepan 
que  lo  son,  y concluirse  dentro  de  tres  meses,  estan- 
do en  el  mismo  pueblo  todos  los  bienes  hereditarios, 
y dentro  de  nn  año  si  están  en  pueblos  diferentes; 
según  el  nuevo  Proyecto,  porque  después  de  esta- 
blecer que  el  inventario  se  principie  á más  tardar 
dentro  de  treinta  días  desde  que  espiró  el  término 
señalado  para  que  asistan  á su  formación  los  acree- 
dores y legatarios , ordena  que  se  concluya  dentro 
de  otros  sesenta.  ■ 

Por  esto  la  Comisión  creyó  preferible  establecer 
nn  término  general  para  el  solo  efecto  de  poder  pe- 
dir la  anotación  preventiva  sobre  cualesquiera  bie- 
nes .hereditarios,  dejando  después  libre  la  facultad 
de  reclamarla  en  todo  tiempo  sobre  los  bienes  que 
subsistan;  pero  sin  que  la  anotación  surta  efecto 
contra  el  que  antes  haya  inscrito  su  derecho  sobre 
los  mismos  bienes..  De  este  modo,  los  que  adquieren 
bienes  inmuebles  íi  otros  derechos  reales  sobre  la 
propiedad  raiz  hereditaria  en  los  eiento  ochenta  días 
expresados,  saben  el  peligro  á que  se  exponen.  Si 
una  anotación  preventiva  les  daña,  impútenselo  á 
sí  mismos,  porque  no  debían  ignorar  que  durante 
el  tiempo  que  queda  señalado,  están  sujetos  á res- 
ponder á ios  legatarios  en  lo  que  alcanzaren  los  bie- 
nes inmuebles  que  pertenecían  á la  herencia.  Así  se 
evitan  fraudes  por  parte  de  los  herederos,  y se  les 
da  un  estímulo  para  que  cumplan  cuanto  antes  la 
voluntad  del  testador,  al  mismo  tiempo  que  se  con- 
sulta al  interes  de  los  legatarios  y al  legítimo  de  los 
que  después  de  espirar  el  plazo  hayan  adquirido 
derechos  reales.  Mas  estas  anotaciones  preventivas 
no  tienen  fuerza  indefinidamente:  el  trascurso  de 
un  año  bastará  para  quitársela,  á no  ser  que  ni  áim 
entonces  sea  exigible  el  legado,  en  cuyo  caso  la 
anotación  subsistirá  en  todo  su  vigor  hasta  dos  me- 
ses después  del  día  en  que  pueda  exigirse.  Fúndase 
esto  en  que  el  que  tiene  medios  eficaces  para  conse- 
guir el  legado,  y deja  de  hacerlo,  no  merece  la  pro- 
tección que  se  dispensa  al  que  de  otro  modo  no 
puede  mantener  incólume  su  derecho. 

Mas  la  ley  no  sería  justa  si  al  mismo  tiempo  que 
consulta  los  derechos  de  los  legatarios,  no  lo  hiciera 
también  con  los  del  heredero.  Puede  éste  apresu- 
rarse á cumplir  la  voluntad  del  finado;  puede  satis- 
facer también  á los  legatarios  de  un  modo  que  sea 
útil  para  todos.  Impedir  que  en  estos  casos  el  here- 
dero inscriba  las  fincas  á su  favor  ántes  del  término 
de  los  ciento  ochenta  días,  equivaldría  á privarle, 
aunque  temporalmente,  del  derecho  de  propiedad, 
ó á considerarlo  obligado  con  una  hipoteca  que  ya 
no  tiene  objeto.  Por  esto  el  Proyecto  ordena  que 
puede  hacer  á su  favor  la  inscripción  de  los  bienes 
hereditarios  en  el  plazo  referido,  con  tal  que  todos, 
los  legatarios  renuncien  previamente  y en  escritura 
pública  á su  derecho  de  anotación,  ó que  en  defecto 
de  esta  renuncia  Be  notifique  solemnemente  á los 
legatarios,  con  treinta  días  ae  anticipación,  la  solici- 
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trámites  establecidos  en  el  tít.  XVIH  parte 
primera  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil 

tud  del.  heredero  para  que  durante  este  término 
puedan  usar  del  derecho  de  anotación  ♦ 

Respecto  al  refaccionario.  Si  digno  es  de  ser  con- 
siderado como  hipotecario  el  crédito  del  que  da  su 
dinero  parala  construcción  ó reparación  de  un  edi- 
ficio, después  de  invertirse  en  la  obra  toda  la  canti- 
dad convenida,  aun  en  el  caso  deque  expresamente 
no  se  haya  pactado  la  hipoteca,  digno  es  también 
de  ser  considerado  como  hipotecario  por  las  canti- 
dades que  parcialmente  Yaya  anticipando  mientras 
dure  la  edificación,  concediéndole  al  efecto  el  dere- 
dio  de  exigir  una  anotación  preventiva  sobre  la 
finca  refaccionada  por  las  cantidades  que  hubiere 
anticipado. 

Mas  respecto  á esta  hipoteca,  tan  privilegiada  en 
nuestro  Derecho  actual,  ha  tenido  la  Comisión  que 
entrar  en  algunas  consideraciones.' Justo  es  que  los 
acreedores  refaccionarios  tengan  una  hipoteca  sobre 
la  finca  que  tal  vez  deba  sólo  su  existencia  y casi 
siempre  su  mayor  valor  á las  construcciones  hechas 
con  el  dinero  tomado  á préstamo  para  su  repara- 
ción; pero  no  es  tan  justificable  el  privilegio  que  les 
da  la  ley  de  ser  antepuestos  á todos  los  demas  acree- 
dores hipotecarios  más  antiguos,  exceptuando  al 
fisco  y á la  mujer  por  lo  que"  á la  dote  se  refiere, 
los  cuales,  gozando  de  igual  privilegio,  guardan  en- 
tre sí  el  orden  de  antigüedad.  Proviene  de  aquí  que 
cuando  concurren  varios  acreedores  refaccionarios, 
sean  satisfechos  por  orden  inverso,  comenzando  por 
los  más  modernos;  preferencia  que  se  funda  en  el 
beneficio  que  á todos  produce  la  conservación  de  la 
cosa  que  se  supone  debida  al  último  acreedor.  No 
es  tan  aceptable  esta  regla  como  aparece  á primera 
vista.  Su  resultado  puede  ser,  que  los  acreedores 
hipotecarios  anteriores  pierdan  por  completo  su  de- 
recho por  reparaciones  que  tal  vez  no  sean  necesa- 
rias ni  útiles,  sino  hechas  indiscretamente,  quizá 
por  capricho  y sin  la  intervención  de  los  que  se  ven 
privados  de  su  derecho  por  una  preferencia  fundada 
en  la  presunción  de  que  les  es  provechoso  lo  que  en 
realidad  les  trae  perjuicios  irreparables.  Justo  indu- 
dablemente es  que  su  hipoteca  sea  preterida  á cual- 
quiera otra  más  antigua,  por  el  mayor  valor  que  la 
finca  reciba  en  virtud  de  las  nuevas  construcciones, 
pero  queda&do  subsistente  el  derecho  de  los  acree- 
dores anteriores  por  un  valor  igual  al  que  realmente 
tenía  al  emprenderse  la  reparación.  En  esto  se  funda 
la  Comisión  para  proponer  que  el  acreedor  refac- 
cionario sea  considerado  como  hipotecario  legal 
respecto  á lo  que  exceda  el  valor  de  la  finca  al  de 
las  obligaciones  anteriores  reales  que  están  inscri- 
tas, y en  todo  cuso  respecto  á la  diferencia  entre  el 
preejo  dado  á la  misma  finca  antes  de  las  obras  y 
el  que  alcance  en  su  enajenación  judicial.  Mas  para 
esto  os  necesario,  ó bien  que  los  acreedores  hipote- 
carios anteriores  convengan  unánimemente  y gl 
un  modo  solemne,  tanto  en  lo  tocante  al  valor  de  la 
finca  antes  de  empezar  las  obras,  como  sobre  el  od- 
jeto  y necesidad  ó utilidad  de  la  refacción,  o que  o 
juez,  con  citación  de  ellos,  haga  constar  su  va  . 
De  este  modo  se  da  garantía  bastante  a los  acree- 
dores antiguos  y á los  refaccionarios.  v 

Títulos  que  pueden  anotarse  p^ventiv  amen 
te. -El  Registro  debe  contener  las  » 


que  produzcan  derechos  reales,  CDyofltjtuloB  tengan 
valor  jurídico,  no  aquellos  a que  1 . , 

fuerza  coactiva.  Cuando  s€ 
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anotarlo  preventivamente.  Pepo  como  la  falta  de 
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1 . 4.  El  que  demandando  en  juicio  ordina- 
ño  el  cumplimiento  de  cualquiera  obligación. 


1U,6  m título  adolezca  puede  ser  subsanable  ó insub- 

Sev  ,llV3r/HS  llls  resoluciones  que  en 
uno  u otro  caso  se  aaopten  en  el  Provecto. 

m conceptúa  el  registrador  como  insubsanable  la 
l.Uta,  sena  injusto,  en  el  supuesto  do  ser  e.ntivoea- 
_<  a su  apreciación,  que  sc  siguiera  de  ello  perjuicio 
ai  que  fue  oportunamente  á inscribir  un  título  vá- 
l.  ,°  seria  también  que  el  errado  concento  del 
registrador  se  convirtiera  en  daño  de  un  adquireii- 
te  o de  un  acreedor  hipotecario,  que  ignorando  la 
cuestión  pendiente  y observando  que  on  el  registro 
i:o  había  ninguna  inscripción  ni  anotación,  adqui- 
riera un  derecho  real  sobre  la  linca,  l'ara  obviar 
estas  dificultades  propone  la  Comisión  que  en  (ales 
casos  se  ponga  una  nota  marginal  al  asiento  de  la 
presentación,  en  que  concisamente  fu  exprese  el 
motivo  de  haberse  negado  la.  inscripción  ó la  ano- 
tación. Esta  nota  marginal,  que  será  una  saludable 
advertencia  á cuantos  vean  el  asiento,  y que  basta- 
rá para  que  conozcan  los  peligros  á que  puede  lle- 
varlos^ cualquier  contrato  que  piensen  celebrar,  sólo 
surtirá  efecto  por  el  espacio  de  treinta  días,  duran- 
te cuyo  término,  el  quejoso  de  la  calificación  hecha 
por  el  registrador  podrá  acudir  á los  Tribunales  pi- 
diendo la  declaración  de  validez,  y solicitando  al 
propio  tiempo  que  se  tome  anotación  preventiva  «le 
la  demanda,  retrotrayéndose  el  efecto  de  ésta  ú la 
fecha  del  asiento  de  presentación. 

Mas  cuando  los  títulos  que  se  llevan  á la  imcrip- 
cion  sólo  tienen  defectos  subsanables,  entonces,  al 
paso  que  una  anotación  preventiva  pondrá  á torios 
al  corriente  del  verdadero  estado  de  la  finca,  el  que 
presenta  el  título  defectuoso  encontrara  la  garantía 
de  su  derecho  en  el  documento  que  podrá  exigir  al 
registrador,  para  hacer  constar  en  todo  tiempo  si 
había  ó no  pendientes  de  inscripción  otros  títulos 
relativos  al  mismo  inmueble,  y cuáles  eran  éstos  al 
Uempe  de  hacer  la  anotación.  Esta  anotación  sólo 
tiene  carácter  interino;  á los  interesados  les  corres- 
ponde subsanar  el  defecto  y poner  su  derecho  ;í  cu- 
bierto do  toda  objeción  justa;  al  efecto  se  les  señala 
el  término  de  sesenta  días,  que  podrá,  cuando  con- 
curran ciertas  causas,  prorogarse  hasta  ciento  se- 
senta por  la  autoridad  judicial.  El  que  80  descuida 
ó desprecia  el  precepto  legal,  queda  castigado  con 
la  caducidad  de  la  anotación. 

Efecto  celas  anotaciones  preventivas.— Ex- 
puestos quedan  ya  los  efectos  (le  las  anotaciones 
preventivas,  cuando  siendo  el  resultado  de  una  pro- 
videncia judicial,  tengan  el  carácter  de  transitorias 
para  asegurar  las  consecuencias  de  un  juicio.  1'  ñera 
de  estos  casos,  las  anotaciones  preventivas  son  pre- 
cursoras de  la  inscripción  y hacen  que  ésta  surta  su 
efecto  desde  la  fecha  que  llevan.  La  razón  de  la  di- 
ferencia salta  á la  vista;  en  los  casos  en  que  sólo  se 
trata  de  asegurar  para  su  día  ei  cumplimiento  de  la 
cosa  juzgada,  no  puede  decirse  con  justicia  que  por 
la  providencia  judicial,  que  sólo  tiene  carácter  do 
preventiva,  se  cambia  la  índole  de  la  obligación,  ni 
que  efe  simple  se  convierte  en  hipotecaría . ni  que 
hace  peor  la  condición  de  los  acreedores  que  e.-itan 
en  idéntica  circunstancia,  ni  que  (¡estrave  el  orden 
de  p relación  de  los  créditos  hipotécanos  que  se  ha- 
lla establecida  por  las  leyes;  pero  las  Jemas  anota- 
ciones preventivas  son  un  verdadero  aeree  no  nqaj- 
tecario,  constituido  en  virtud  de  la  ley,  y cjcuit.ioo 
por  el  acreedor,  si  bien  por  las  dudas  a que  dan  lu- 
gar los  títulos  presentados  ó por  circundan*»., 
transitorias,  no  huu  llegado  aun  a la  inscripción. 
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obtuviere,  con  arreglo  á las  leyes,  providen- 
cia ordenando  el  secuestro  ó prohibiendo  la 
enajenación  de  bienes  inmuebles.  - 

5."  El  que  propusiere  demanda  con  obje- 
to de  obtener  alguna  de  las  providencias  ex- 
presadas en  el  número  cuarto  del  art.  .1883 
(2.°  de  esta  ley). 

C).°  El  legatario  que  no  tenga  derecho, 
según  las  leyes,  á promover  eljuício  de  tes- 
tamentaría. 

7. °  El  acreedor  refaccionario,  miéntras 
duren  las  obras  que  sean  objeto  de  la  refac- 
ción. 

8. "  El  que  presentare  en  el  oficio  del  Re- 
gistro algún  título,  cuya  inscripción  no 
pueda  hacerse  definitivamente  por  falta  de 
algún  requisito  subsanable,  ó por  imposibi- 
lidad del  registrador, 

9. °  El  que  en  cualquiera  otro  caso  tu- 
viere derecho  á exigir  anotación  preventi- 
va, conforme  á lo  dispuesto  en  esta  ley. 

ORIGENES 

Art.  42,  ley  Hipotecaria. 

JURISPRUDENCIA 

Como  la  anotación  preventiva  no  varia  la  na- 
turaleza del  crédito  para  cuya  seguridad  se 
hace,  tiene  éste  que  sujetarse,  cuando  concurre 
con  otros  créditos,  ■ á las  leyes  que  regulan  la 
preferencia  entre  los  mismos,  no  siendo  poste- 
riores á la  anotación  (Sent.  5 Abril  1878). 

Tiene  derecho  á pedir  la  anotación,  preventi- 
va el  acreedor  refaccionario  que  reclama  en  jui- 
cio el  importe  de  las  obras  objeto  de  la  refac- 
ción, puesto  que  la  cuestión  litigiosa  que  por 
este  motivo  se  promueve  versa  sobre  el  cobro 
de  un  crédito,  que  por  la  ley  tiene  carácter  de 
hipotecario,  y que  como  tal  afecta  á la  finca  re- 
faccionada (Sent.  2 Julio  1868). 

A la  citación  para  el  acto  de  conciliación  no 
pueden  darse  hoy  los  efectos  que  al  emplaza- 
miento-para contestar  una  demanda  atribuye 
la  ley  13,  tít.  VII.de  la  Partida  3.%  ya  porque 
según  la  de  Enjuiciamiento  civil  dicho  acto  no 
tiene  el  carácter  ni  áun  el  nombre  de  juicio,  ya 
también  porque  el  art.  42  de  Ta  ley  Hipoteca- 
ria permite  la  anotación  preventiva  de  las  de- 
mandas de  propiedad,  y no  la  de  los  actos  de 
conciliación,  como  lo  haría  si  por  estos  adqui- 


rieso  lacófca  el  carácter  de  inalíenabilídad:  que 
leda  la  interposición  de  la  demanda  reivindi- 
catoría (Sent.  14  Enero  1869). 

Cuando  al  interponer  una  corporación  del 
Estado,  en  nombreda  éste,  demanda  reivindica- 
toriasobreunos  terrenos  cuyos  poseedores  los  te- 
nían vendidos,  pidió  y obtuvo  conforme  á losmr- 
tículos  42  de  la  ley  Hipotecaria  y 41  del  Regla- 
mento, anotación  preventiva  de  aquéllos  en  el 
Registro  de  la  propiedad,  constituyendo  en 
, autos  obligación  de  indemnizar  los  perjuicios 
que  de  ella  pudieran  seguirse  á los  demanda- 
dos en  caso  de  ser  absueltos  por  sentencia  fir- 
me, es  incuestionable  su  derecho  á percibirle! 
importe  de  los  daños  sufridos,  y la  obligación 
de  la  expresada  corporación  y del  Estado  en  su 
nombre  á satisfacerlos  (Sent.  22  Diciembre 
1871).  - 

Con  arreglo  á la  legislación  anterior  á la  ley 
Hipotecaria  y á la  jurisprudencia  del  Tribunal 
Supremo,  las  hipotecas  judiciales,  lo -mismo 
que  las  anotaciones  preventivas  de  dicha  ley, 
establecidas  como  éstas  para  "asegurar  la  ejecu- 
ción de  una  sentencia,  llevan  necesariamente 
consigo  la  prohibición  de  enajenar  las  lincas 
hipotecadas  ó anotadas,  en  perjuicio  del  dere- 
cho de  la  persona  á cuyo  favor  se  hubiere  he- 
cho la  anotación;  asreomo  un  embargo  practi- 
cado judicialmente,  con  las  formalidades  debi- 
das, lleva  consigo  la  prohibición  de  enajenar 
la  finca  embargada,  sin  conocimiento  y autori- 
zación del  juzgado  que  lo  decretó  (Sent.  14  No- 
| viembre  1874). 

La  ley  Hipotecaria  de  8 de  Febrero  de  1861, 
igualmente  que  la  reformada,  que  comenzó  á 
regir  en  i.°  de  Enero  de  1871,  ál  comprender 
en  el  núm.  2.°  de  su  art.  42,  entre  los  que  pue. 
den  pedir  anotación  preventiva  de  sus  respecti- 
vos derechos, *«el  que  en  juicio  ejecutivo  obtu- 
viere á su  favor  mandamiento  de  embargo,  que 
se  haya  hecho  efectivo  en  bienes  raíces  del  deu- 
dor,,»  limitó,  como  no  podía  menos,  por  esta  úl- 
tima palabra,  los  efectos  de' aquella  disposición 
á los  bienes  raíces  embargados  que  realmente 
pertenezcan  al  deudor,  dejando  á salvo  el  de- 
recho de  cualquier  otra  persona,  cuyos  bienes 
hubiesen,  sido  indebidamente  incluidos  en  el 
embargo  (Sent.  5. Enero  1876).  : 

Si  bien  la  Real  óeden  de  TI  de  Mayo  de  1863 
previene  lo  qüe  ha  dé  hacerse  cuando  los  bie- 
nes embargados  no  aparezcan  inscritos  á favor 
del  deudor,  y añade  que  en  tales  casos  no  debe 
entenderse  aplicable  la  disposición  del  art.  96 
de  la  ley  Hipotecaria,  concede  á la  vez  diferen 
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tes  med.os  para  subsanar  la  expresada  falta 
cuya  omisión  por  parte  de  los  interesadas  en 
los  embargos  hace  estéril  ó ineficaz  ]a  anota 
cion  preventiva.  Los  medios  concedidos  son  los 
siguientes:  el  de  pedir  que  se  requiera  al  consi- 
derado como  dueño  para  que  subsane  la  falta 
y caso  de  negarse  , solicitar  que  el  juez  lo 
acuerde,  si  tienen  ó pueden  adquirir  los  títulos 
al  efecto  necesarios;  el  de  suplir  la  falta  de  es- 
tos títulos  cuando  el  propietario  se  niegue  á ve- 
rifica!. la  inscripción,  con  la  información  pose- 
soria establecida  en  dicha  ley;  y finalmente,  el 
de  solicitar  que  se  saquen  á remate  los  bienes 


embargados,  con  la  condición  de  que  el  rema- 
tante suministre  la  información  posesoria  y ve- 
rifique la  inscripción  Omitida  antes  del  otorga- 
miento de  la  escritura  de  venta,  en  el  término 
que  sea  suficiente  y el  juez  señale , practicando 
todo  lo  que  el  interesado  en  el  embargo  podría 
hacer,  según  lo  expresado  en  las  disposiciones 
anteriores  (Sent.  5 Enero  1876). 

Según  el  caso  cuarto  del  arfc,  42  de  la  ley  Hi- 
potecaría, la  anotación  preventiva  de  una  finca 
tiene  por  objeto  asegurar  las  consecuencias  de 
un  juicio,- cuando  se  demanda  el  cumplimiento 
de  una  obligación  (Sent.  17  Abril  1873). 

Promovido  incidente  por  la  parte  demandan- 
te para  que  se  verifique  dicha  anotación,  y for- 
mada al  efecto  pieza  separada,  debe  darse  tras- 
lado al  colitigante  por  término  de  seis  días,  se- 
gún previene  el  art.  342  de  la.  ley  de  Enjuicia- 
miento civil  (Sent.  id.  id.  id.). 

Las  anotaciones  preventivas  acordadas  por 
providencia  judicial  para  sólo  el  objeto  de  ase- 
gurar las  consecuencias  de  un  juicio,  no  pue- 
den calificarse  de  sentencias,  y menos  de  sen- 
tencias definitivas,  porque  no  declaran  ningún 
derecho  ni  modifican  el  carácter  de  Tas  obliga- 
ciones que  garantizan,  siendo  por  su  propia 
índole,  y por  los  efectos  que  la  ley  Hipotecaria 


las  atribuye,  esencialmente  revocables  y tran- 
sitorias (Sent.  9 Mayo  1873). 

La  disposición  especial  que  respecto  á los 
acreedores  refaccionarios  consigna  el  número 
Sétimo  del  art.  42  de  la  ley  Hipotecaria,  no  se 


refiere  , como  las  anteriores,  á las  anotaciones 
preventivas  que  puedan  tener  lugar  en  el  curso 
de  los  procedimientos  judiciales,  sino  a las  que 
tienen  por  objeto  asegurar  un  derecho  real  no 
litigioso,  qúe  por  circunstancias  transitorias  no 
ha  llegado  á ser  inscrito,  no  pudiendo  en  su 
consecuencia  ser  aplicable  á los  casos  en  qu^ 

existe  litigio  (Sent.  2 Julio  1868). 

Las  aftotaciones  preventivas,  resultado  de 


| una  providencia  judicial  y dirigidas  únicamen- 
ic  a garantir  las  consecuencias  del  juicio,  no 
crean  ni  declaran  ningún  derecho,  ni  alteran  la 
naturaleza  do  las  obligaciones,  ni  mucho  ménos 
convierten  en  real  é hipotecaria  la  acción  que 
anteriormente  no  tenía  este  carácter,  ni  produ- 
cen otros  efectos,  con  arreglo  al  art.  4 i do  la  ley 
Hipotecaria,  que  los  de  que  el  acreedor  que  las 
obtenga  sea  preferido  on  cuanto  á los  bienes 
anotados  solamente  a los  que  tengan  contra  el 
mismo  deudor  otro  crédito  contraído  con  pos- 
terioridad á dicha  anotación  (Sent.  20  Mar- 
zo 1874.) 

Los  autos  de  los  Tribunales  por  los  que  so 
manda  anotar  preventivamente  en  el  Registro 
de  la  propiedad  bienes  inmuebles  que  son  ob- 
jeto de  litigio,  no  definen  de  una  manera  irre- 
vocable los  derechos  que  las  partes  alegan:  y 
j bajo  este  supuesto,  no  pueden  considerarse 
j comosentenciasdefinitivas  (Sent. 20  Abril  1874). 

Aunque  el  primer  comprador  presentase  el 
mismo  día  en  que  se  otorgó  la  segunda  venta 
demanda  ordinaria,  ejercitando  acción  perso- 
nal para  que  se  compeliese  a!  vendedor  al  otor- 
gamiento de  la  venta,  y de  esta  demanda  se 
mandase  hacer  y áun  se  hiciera  anotación  pre- 
ventiva en  el  Registro  de  la  propiedad,  este  he- 
cho no  le  favorece,  por  cuanto  no  está  compren- 
dido el  caso  en  ninguno  de  los  señalados  en 
el  art.  42  de  la  ley  Hipotecaria,  ni  la  anotación 
preventiva  pudo,  por  consiguiente,  surtir  los 
efectos  que  le  atribuyen  contra  el  mismo  deu- 
dor, sino  el  calificar  cuál  de  los  dos  comprado- 
res de  una  finca  raíz  debe  sor  preferido  para 
conservarlaú  obtenerla  (Sent.  12  Octubre  1875.) 

Como  las  anotaciones  preventivas  acordadas 
por  providencia  tienen  tan  sólo  por  objeto  ase- 
: gurar  las  consecuencias  de  un  juicio,  no  pueden 
calificarse  de  sentencias,  y ménos  sentencias 
definitivas,  porque  no  declaran  ningún  derecho 
y son  esencialmente  revocables  y transitorias 
(Sents.  9 Mayo  1873,  16  Mayo  1876,8  Julio  18/6, 
2 Enero  1 877 , 1 5 Febrero  1 877  y 21 F ebrero  18/7). 

RESOLUCIONES  DE  LA  DIRECCION 

Proceden  las  anotaciones  preventivas  orde- 
nadas por  los  jueces  municipales  en  los  juicios 
de  su  competencia  (Res.  Pir.  Cien.  28Julio  1871). 

Los  Tribunales  superiores  pueden  expedir 
directamente  los  mandamientos  de  anotación 
' para  todos  los  Registros  de  la  propiedad  com- 
prendidos en  el  territorio  de  su  jurisdicción. 

■ La  misma  facultad  reside  en  los  jueces  mun.n- 
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palos  respecto  á ios  comprendidos  en  el  suyo 
íKos.  Dir.  Gen.  22  Agosto  1871). 

Los  embargos  preventivos  deben  comprender, 
ademas  del  principal  ó intereses,  el  de  las  cos- 
tas causadas  y que  se  causaren,  y que  deberán 
anotarse  en  el  Registro  cuando  los  embargados 
sean  bienes  raíces. 

Tanto  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  corno  la 
Hipotecaria  hacen  obligatorio  el  consignar  en 
el  Registro  de  la  propiedad  los  embargos  prac- 
ticados en  bienes  raíces,  con  el  fin  de  quedar 
aseguradas  las  responsabilidades  contra  tercero 
y que  éste  conozca  también  su  cuantía. 

' El  omitir  en  el  mandamiento  el  importe  apro-  I 
ximado  do  las  costas  causadas  y que  se  causa- 
ren, constituye  un  defecto  que  impide  la  anota- 
ción del  documento  mientras  no  se  subsane  en 
debida  forma,  sin  que  la  omisión  de  los  intere- 
ses vencedores  tenga  este  carácter,  porque  el 
hacer  la  designación  de  dicha  suma  depende  de 
la  voluntad  del  acreedor  (Res.  Dir.  CVen.  17 
Enero  1877). 

Según  la  doctrina  del  art.  29  de  la  ley  Hipo- 
tecaria, formulada  en  el  art.  42  del  Reglamen- 
to, el  hallarse  inscrita  la  propiedad  de  las  tincas 
embargadas  á favor  de  una  persona  distinta  de 
aquélla  contra  quien  se  hubiese  decretado  el 
embargo,  és  motivo  suficiente  para  denegar  la 
anotación  del  mandamiento  judicial  en  que 
consta  haberse  practicado  y ordenado  dicho 
embargo,  cuyo  precepto  se  funda  en  el  princi- 
pio general  de  nuestro  moderno  sistema  hipo- 
tecario, de  que  los  que  legítimamente  adquie- 
ren los  inmuebles  no  son  responsables  de  las 
obligaciones  ó responsabilidades  en  que  pueden 
incurrir  los  anteriores  dueños,  si  éstas  no  resul- 
tan inscritas  ó anotadas  en  el  Registro  al  tiem- 
po de  la  adquisición  (Res.  Dir.  Gen.  3 Abril 
1877). 

No  es  requisito  esencial  para  verificar  las  ano- 
taciones de  secuestro  el  que  aparezca  inscrita 
la  propiedad  piona  á nombre  de  los  demanda- 
dos, siempre  que  conste  inscrita  á nombro  de  ■ 
sus  causantes;  en  este  caso  ocurre  la  circuns- 
tancia de  haberse  cumplido  tal  requisito  (Reso- 
lución Dir.  Gen.  17  Julio  1370). 

No  puede  tener  lugar  la  inscripción  de  bienes 
cuando  aparezca  inscrita  á nombre  de  persona 
distinta  de  la  que  trasfiera  ó grave. 

Esta  doctrina  fundamental  es  aplicable,  no 
sólo  á ¡os  gravámenes  ó cargas  de  naturaleza 
real,  constituidos  voluntariamente  por  los  in- 
teresados, sino  también  álas  limitaciones  de  las 
facultades  propias  del  dominio,  acordadas  por 


I la  autoridad  judicial  contrá  la  voluntad  de  fos 
: mismos  dueños,  como  se  declara  respecto  do  los 
embargos  en  juicios  civiles  y criminales  en  el 
número  primero  del  art.  42  del  Reglamento. 
(Res.  Dir.  Gen.  31  Octubre  1878). 

Según  la  doctrina'  consignada  on  el  núm.  8." 
dol  art.  42  de  la  ley,  procederá  extender  ano- 
tación preventiva  de  aquellos  títulos  cuya  ins- 
cripción no  pueda  hacerse  definitivamente  por 
adolecer  el  título  de  alguna  falta  subsanable,  ó 
por  imposibilidad  del  registrador,  siéndola  du- 
ración de  dichas  anotaciones  la  señalada  en  el 
art.  95  de  dicha  ley  (Res.  Dir.  Gen.  4 Enero 
1877). 

Según  lo  dispuesto  en  -él  art.  42  del  Regla- 
mento, de  acuerdo  con  la  doctrina  funda- 
mental de  la  ley,  debe  practicarse  anotación  pre- 
ventiva de  todo  embargo  que  se  decrete  en  jui- 
cio civil  ó criminal,  sin  distinguir  la  clase  de 
juicio  ni  el  período  del  mismo  en  que  se  haya 
acordado,  porque  cuando  el  Reglamento,  al  de- 
clarar el  espíritu  de  la  ley  sobre  este  particular 
la  palabra  juicio  en  su  sentido  más  amplio 
como  sinónimo  de  procedimiento  judicial,  es 
evidente  que  comprende  todos  los  embargos  de- 
cretados con  los  juicios  civiles  y criminales, 
con  ios  que  se  causan  untes  de  dictar  sentencia, 
como  los  que  se  ordenan  para  cumplir  y llevar 
á efecto  la  ejecutoria  que  hubiese  recaído  ("Re- 
solución Dir.  Gen.  C Noviembre  1879). 

Artículo  1924. — En  ei  caso  del  número  pri- 
mero del  artículo  anterior,  no  podrá  hacerse 
la  anotación  preventiva  sino  cuando  se  or- 
dene por  providencia  judicial,  dictada  á ins- 
tancia de  parte  legítima,  y en  virtud  de  do- 
cumento bastante,  ai  prudente  arbitrio  del 
juzgador. 

En  el  caso  del  número  segundo  del  mis- 
mo artículo,  será  obligatoria  la  anotación, 
según  lo  dispuesto  en  el  953  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil. 

En  el  caso  del  número  quinto  de  dicho  ar- 
tículo anterior,  deberá  hacerse  también  la 
anotación  en  virtud  de  providencia  judicial, 
que  podrá  dictarse  de  oficio,  cuando  no  hu- 
biere interesados  que  la  reclamen,  siempre 
que  el  juzgador,  á su  prudente  arbitrio,  lo 
estime  conveniente  para  asegurar  el  electo 
de  la  sentencia  que  pueda  recaer  en  eljufoio. 

OníUENKS 

Art.  43,  loy  Hipotecaria. 
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RESOLUCIONES  DE  LA  DIRECCION 

Et  art.  43  dé  la  ley  Hipotecaria  otorga  exclu- 
sivamente i los  Jueces  y Tribunales  la  facultad 
de  conceder  ó negar  en  juicio  la  anotación  pre- 
ventiva de  las  demandas  en  que  se  redama  la 
propiedad  do  bienes  inmuebles  ó la  constitu-  ' 
cion,  declaración,  modificación  ó extinción  de 
algún  derecho  real,  siendo  ejecutorias  las  pro-  ' 
videncias  que  lo  ordenen,  conforme  al  art.  68 
de  la  propia  ley,  que  las  declara  apelables  en 
o o solo  efecto. 

Que  concedida  á los  mismos  esta  facultad  y la 
de  apreciar  los  documentos  presentados  según 
su  prudente  arbitrio , al  solicitar  dicha  anota- 
ción carecen  de  competencia  los  registradores 
para  examinar  los  fundamentos  de  una  pro- 
videncia que  ordene  la  anotación  de  una  de-  ' 
manda,  según  repetidamente  ha  declarado  este 
Centro. 

Las  facultades  de  los  registradores  en  este 
punto,  quedan  limitadas  á las  formalidades  ex- 
trínsecas que  deben  reunir  estos  documentos  ! 
conforme  á la  ley  y su  Reglamento  y á los  an- 
tecedentes que  resulten  del  Registro  para  saber  I 
si  aparecen  inscritos  los  bienes  á favor  de  la 
persona  contra  quien  Se  entabló  la  demanda 
(Res.  ’Dir.  Gen.  19  Enero  1877). 

Artículo  1925. — El  acreedor  que  obtenga 
anotación  á su  favor  en  los  casos  de  los  nú- 
meros segundo,  tercero  y cuarto  del  art.  1923 
(24  de  la  ley),  será  preferido,  en  cuanto  á los 
bienes  anotados  solamente,  á los  que  tengan 
contra  el  mismo  deudor  otro  crédito  contraí- 
do con  posterioridad  á dicha  anotación. 

ORÍGENES 

Art.  44,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  1926.— El  legatario  que  no  tinga 
derecho,  Según  las  leyes,  á promover  el  jui- 
cio de  testamentaría,  podrá  pedir  en  cual- 
quier tiempo  anotación  preventiva  sobre  la 
misma  cosa  legada,  si  fuero  determinada  ó 
inmueble. 

Si  el  legado  no  fuere  de  especie,  podrá 
exigir  el  legatario  la  anotación  de  su  va  or 
sobre  cualesquiera  bienes  rafees  de  la  he- 
rencia, bastantes  para  cubrirlo,  dentro  de 
los  ciento  ochenta  días  siguientes  a a 
mWte  del  testador. 
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En  uno  y otro  caso  se  hará  la  anotación, 
presentando  en  el  Registro  el  título  en  que 
se  funde  el  derecho  del  legatario. 

orígenes 

Art.  45,  ley  Hipotecaria. 


Artículo  1927. — El  legatario  do  bienes  in- 
muebles determinados,  ó de  créditos  ó pen- 
siones consignados  sobro  ellos,  no  podrá 
constituir  su  anotación  preventiva  sinó  so- 
bre los  mismos  bienes. 

ORÍGENES 

Art.  46,  ley  Hipotecaria. 

RESOLUCIONES  DE  LA  DIRECCION 

Según  la  doctrina  de  la  ley  Hipotecaria,  cla- 
ramente consignada  en  la  exposición  de  motivos 
que  precede  á la  de  8 de  Febrero  de  1861 , la  ad- 
quisición de  un  inmueble  por  título  de  legado 
nopuede  inscribirsedefinitivamonteenel  Regis- 
tro, miéntras  no  conste  la  entrega  ó tradición 
que  debe  hacer  el  heredero  con  arreglo  al  do- 
recho  común,  concediendo,  sin  embargo,  el  ar- 
tículo 46  de  la  ley  al  legatario  que  no  ha  obte- 
nido esta  entrega,  el  derecho  de  anotar  preven- 
tivamente el  título  ó documento  en  que  consta 
el  legado. 

Si  bien  la  ley  2.a,  tít.  X,  Partida  6.a,  autoriza 
á los  albaceas  para  entregar  las  mandas  hechas 
en  los  testamentos  en  la  manera  que,  en  loa 
mismos  se  ordenase,  el  ejercicio  y uso  de  dicha 
autorización  exige  el  consentimiento  del  here- 
dero, según  .se  deduce  del  texto  déla  citada 
ley.  - 

El  consentimiento  de  los  herederos  para  el 
acto  de  la  entrega  ó tradición  de  las  cosas  le- 
gadas es  de  lodo  punto  inexcusable  y esencial, 
no  obstante  que  conste  el  de  los  albaceas,  tra- 
tándose sobretodo  de  bienes  inmuebles,  no  sólo 
conforme  á la  doctrina  de  la  ley  Hipotecaria, 
sino  en  justa  observancia  de  lo  dispuesto  on  la 
ley  7.K,  tít.  VI,  Partida  f>.\  la  cual  concede  á los 
herederos  exclusivamente,  y no  á sus  albaceas, 
el  importante  derecho  de  negarse  y oponorse, 
en  los  casos  que  la  misma  indica,  al  pago  y en- 
trega total  ó parcial  de  los  legados,  do  cuyo  de- 
recho quedarían  privados  los  herederos  respec- 
to de  los  inmuebles,  si  se  entregasen  y so  ins- 
cribiesen Rin  su  noticia  y consentimiento,  aten- 


r.iifi 


CÓDIOO  CIVIL  "DE  BgPAÍÍA 


diclos  los  efectos  que  produce  la  inscripción,  sin 
eme  contra  esta  doctrina  fundamental  pueden 
prevalecer  las  realas  establecidas  en  la  ley  def 
Fuero  I leal  sobre  las  facultades  de  los  cabezale- 
ros para  entregar  las  mandas,  porque  todas  es- 
tas reglas  parten  de  las  solemnidades  con  que 
debían  promulgarse,  según  dicho  Código,  los 
testamentos  en  que  se  hacen  mandas  ó legados, 
cuyas  solemnidades  han  caído  completamente 
en  desuso,  y por  consiguiente  las  disposiciones 
del  mismo  Código  que  las  presuponía  (Resolu- 
ción Dir.  Gen.  4 Febrero  1880). 

Artículo  1928.— El  legatario  de  género  ó 
cantidad  no  podrá  exigir  su  anotación  sobre 
bienes  inmuebles,  legados  especialmente  á 
otros. 

ORÍGENES 

Arl.  47,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  1929. — Ningún  legatario  de  géne- 
ro ó cantidad  que  tenga  ásu  favor  anotación 
preventiva,  podrá  impedir  que  otro  de  la 
misma  clase  obtenga,  dentro  del  plazo  le- 
gal. otra  anotación  á su  favor  sobre  los  mis- 
mos bienes  ya  anotados. 

ORÍGENES 

Arl.  48,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  1930. — Si  el  heredero  quisiere  ins-  . 
eribir  ásu  favor,  dentro  del  expresado  plazo  i 
de  los  ciento  ochenta  días,  los  bienes  here-  ! 
diLarios,  y no  hubiere  para  ello  impedimen-  ■ 
to  legal,  podrá  hacerlo,  con  tal  de  que  .re- 
nuncien previamente  y en  escritura  pública 
todos  los  legatarios  á su  derecho  de  anota-  . 
cion,  ó que,  en  defecto  de  renuncia  expresa, 
se  notifique  á los  mismos  legatarios,  con 
treinta  días  de  anticipación,  la  solicitud  del 
heredero,  á fin  de  que  durante  dicho  térmi- 
no puedan  hacer  uso  de  aquel  derecho. 

Esta  notificación  se  hará  con  arreglo  á lo 
dispuesto  en  los  artículos  228,  229,  230  y 231 
de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

Si  alguno  de  ios  legatarios  no  fuere  per- 
sona cierta,  el  Juez  ó Tribunal  mandará  ha- 
cer la  anotación  preventiva  de.su  legado, 


bien  á instancia  del  mismo  heredero  6 de 
otro  interesado,  bien  de  oficio. 

- El  heredero  que  solicitare  la  inscripción 
á su  favor  de  los  bienes  hereditarios,  dentro 
de  los  referidos  ciento  ochenta  días,  podrá 
anotar  preventivamente  desde  luego  dicha 
solicitud. 

Esta  anotación  no  se  convertirá  en  ins- 
cripción definitiva  hasta  que  los  legatarios 
hayan  renunciado,  expresa  ó tácitamente, 
á la  anotación  de  sus  legados,  y quedará 
cancelada  respecto  á bienes  que  los  mismos 
legatarios  anoten  preventivamente,  en  uso 
de  su  derecho. 

orígenes  : 

A.rt.49,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  1931. — Ellegatario  queobtuviere 
anotación  preventiva,  será  preferido  á los 
| acreedores  del  heredero  que  haya  aceptado 
la  herencia  sin  beneficio  de  inventario,  y á 
cualquiera  otro  que,  con  posterioridad  á di- 
cha anota  cion , adquiera  algunilerecho  sobre 
los  bienes  anotados;  pero  entendiéndose  que 
esta  preferencia  es  solamente  en' cuanto  al 
importe  de  dichos  bienes. 

ORÍGENES  ' 

Art.  50,  ley  Hipotecaria. 

Articulo  4932. — La  anotación  preventiva 
dará  preferencia,  en  cuanto  al  importe  de  los 
bienes  anotados,  á los  legatarios  que  hayan 
hecho  uso  de  su  derecho  dentro  de  los  cien- 
to ochenta  días  señalados  en  el  art.  1920  (4o 
de  la  ley),  sobre  los  que  no  hicieren  del  suyo 
en  el  mismo  término. 

Los  que  dentro  de  éste  la  hayan  realizado, 
no  tendrán  preferencia  entre  sí;  pero  sin 
perjuicio  de  la  que  corresponda  al  legatario 
de  especie  respecto  á ios  demas  legatarios, 
con  arreglo  á la  legislación  común,  tanto 
en  este  caso  como  en  el  de  no  haber  pedido 
su  anotación. 

ORÍGENES 

Art.  51,  ley  Hipotecaria, 
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Artículo  1933.— El  legatario  que  no  fuese  1 
de  especie  y dejare  trascurrir  d plazo  señala- 
do en  el  art.  1926  (45  de  la  ley),  sin  hacer 
uso  de  su  derecho,  sólo  podrá  exigir  después 
la  anotación  preventiva  sobre  los  bienes  de 
la  herencia  que  subsistan-  en  poder  del  he- 
redero; pero  no  surtirá  efecto  contra  el  que 
ántes  haya  adquirido  ó inscrito  algún  de- 
recho sobre  los  bienes  hereditarios. 

' - ORÍGENES 

Art.  52,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  1934. — El  legatario  que  trascur- 
ridoslos  ciento  ochenta  días  pidiese  anotación 
sobre  los  bienes  hereditarios  que  subsistan 
en  poder  del  heredero,  no  obtendrá  por  ello 
preferencia  alguna  sobre  los  demas  lega- 
tarios que  omitan  esta  formalidad,  ni  logra- 
rá otra  ventaja  que  la  de  ser  antepuesto  para 
el  cobro  de  su  legado  á cualquiera  acreedor 
del  heredero  que  con  posterioridad  adquiera 
algún  derecho  sobre  los  bienes  anotados. 

ORÍGENES 

Art.  53,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  1935.— La  anotación  pedida  fuera 
del  término  podrá  hacerse  sobre  bienes  ano- 
tados dentro  de  61  á favor  de  otro  legatario, 
siempre  que  subsistan  en  poder  del  heredero; 
pero  el  legatario  que  la  obtuviere  no  cobra- 
rá su  legado  sino  en  cuanto  alcanzare  él  ira-  ¡ 
pórte  de  los  bienes,  después  de  satisfechos 
los  que  dentro  del  término  hicieron  su  ano- 
tación. 

ORÍGENES 

Art.  54,  ley  Hipotecaria. 

ti 

Artículo  1936.— La  anotación  preventiva 
deloslegados  y de  los  créditos  refaccionarios 
no  se  decretará  judicialmente  sin  audiencia 
previa  y sumaria  de  los  que  puedan  tener 
ínteres  en  contradecirla. 

ORIGENES 

o ■ : ■ ■ 

• i Art.  55,  ,ley  Hipotecaria.  ■ 


Articulo  1937. — La  anotación  preventiva 
de  Lis  legados  podrá  hacerse  por  convenio 
entre  las  partes,  ó por  mandato  judicial. 


ORÍGENES 

Art.  56,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  1938. — Cuaudo  hubiere  do  hacer- 
se laauotacion  pormandato  judicial,  acudirá 
el  legatario  al  Juez  ó Tribunal  competente 
para  conocer  de  la  testa  menta  ría,  exponiendo 
sudor-echo,  presentando  los  títulos  en  que  so 
funde,  y señalando  los  bienes  que  pretenda 
anotar.  El  Juez  ó Tribunal,  oyendo  al  lie- 
redero  y al  mismo  legatario  en  juicio  verbal, 
según  los  trámites  establecidos  en  el  títu- 
lo XXIV,  parte  primera  de  la  Ley  de  Enjuicia  - 
miento  civil,  dictará  providencia,  bien  de- 
negando la  pretensión,  ó bien  accediendo  á 
ella.  ' 

En  este  último  caso,  señalará  los  bienes 
que  hayan  do  ser  anotados,  y mandará  li- 
brar el  correspondiente  despacho  al  regis- 
trador, con  inserción  literal  de  lo  provenido, 
para  que  lo  ejecute. 

Esta  providencia  será  apelable  para  ante 
la  Audiencia  del  distrito. 

ORÍGENES 

Art.  57,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  1939.— Si  pedida  judicialmente  la 
anotación  por  un  legatario,  acudiere  otro 
ejercitando  igual  derecho  respecto  á los  mis- 
mos bienes,  será  también  oído  en  el  juicio. 

ORÍGENES 

Art.  58,  ley  Hipotecaría. 

Artículo  1940. — El  acreedor  refaccionario 
podrá  exigir  anotación  sobro  la  finca  reac- 
cionada, por  las  cantidades  que  do  una  vez 
ó sucesivamente  anticipare,  presentando  el 
contrato  por  escrito  que  en  cualquiera  for- 
ma logal  haya  celebrado  con  el  deudor. 

Esta-,  anotación  surtirá,  respecto  al  crédi- 
to refaccionario,  todos  los  efectos  do  la  hi- 
poteca.- ■ 
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Art.  59,  ley  Hipotecaria. 

Articulo  1941.— No  será  necesario  que  los 
titules  en  cuya  virtud  se  pida  la  anotación 
preventiva  de  créditos  refaccionarios  de- 
terminen fijamente  la  cantidad  de  dinero  ó 
efectos  en  que  consistan  los  mismos  crédi- 
tos, y bastará  que  contengan  los  datos  sufi- 
cientes para  liquidarlos  al  terminarlas  obras 
contratadas. 

ORIGENES 

Árt.  60,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  1942. — Si  la  finca  que  haya  de 
ser  objeto  de  la  refacción  estuviere  afecta  á 
obligaciones  reales  inscritas,  no  se  hará  la 
anotación,  sino  bien  en  virtud  de  convenio 
unánime  por  escritura  pública  entre  el  pro- 
pietario y las  personas  á cuyo  favor  estu- 
vieren constituidas  dichas  obligaciones,  so- 
bre el  objeto,  de  la  refacción  misma  y el  va- 
lor de  la  finca  ántes  de  empezar  las  obras, 
ó bien  en  virtud  de  providencia  judicial, 
dictada  en  expediente  instruido  para  hacer 
constar  dicho  valor,  y con  citación  de  todas 
las  indicadas  personas. 

ORÍGENES 

Art.  01,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  1943. — Si  alguno  délos  que  tu- 
vieren á su  favor  las  obligaciones  reales  ex- 
presadasen  el  artículo  anterior  no  fuere  per- 
sona cierta,  estuviere  ausente,  ignorándose 
‘su  paradero,  ó negare  su  consentimiento,  no 
podrá  hacerse  la  anotación  sino  por  provi- 
dencia judicial. 

ORÍGENES 

Art.  02,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  1944.  El  valor  que  en  cualquier 
forma  se  diere  á la  finca  que  ha  do  ser  refac- 
cionada ántes  de  empezar  las  obras,  se  ha- 
rá constar  en  la  anotación  del  crédito. 


Art.  63,  ley  Hipéftecafía,  - 

Artículo:  1945.  — Las  personas  á cuyo  favor 
estuvieren  constituidos  derechos  reales  so- 
bre la  finca  refaccionada,  cuyo  valor  se  ha- 
■ ga  constar  en  la  forma  prescrita'  en  lós  ar- 
tículos precedentes,  conservarán  su  derecho 
de  preferencia  respecto  al  acreedor  refac- 
cionario, pero  solamente  por  un  valor  igual 
al  que  se  hubiere  declarado  á la  misma 
finca. 

El  acreedor  refaccionario  será  considera- 
do como  hipotecario  respecto  á lo  que  exce- 
j da  el  valor  de  la  finca  al  de  las  obligaciones 
anterioros  mencionadas,  y en  todo  caso 
respecto  á la  diferencia  entre  el  precio  dado 
á la  misma  finca  ántes  de  las  obras  y el  que 
alcanzare  en  su  enajenación  judiciaL 

ORÍGENES 

Art.  64,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  194(5. — Serán  faltas  subsanablos 
las  que  afecten  á la  validez  del  mismo  título 
sin  producir  necesariamente  la  nulidad  de  la 
obligación  en  éi  constituida. 

Si  el  título  contuviere  alguna  de  estas  fal- 
I tas,  el  registrador  suspenderá  la  inscripción 
[ y extenderá  anotación  preventiva,  si  la  so- 
licita el  que  presentó  el  título. 

Serán  faltas  no  subsanables  las  que  pro- 
duzcan necesariamente  la  nulidad  de  la  obli- 
gación. 

En  el  caso  de  contener  eí  título  alguna 
falta  deesta  clase,  se  denegará  la  inscripción, 
sin  poder  verificarse  la  anotación  preven- 
tiva. 

ORÍGENES 

Art.  65,  ley  Hipotecaria. 

RESOLUCIONES  DE  LA.  .DIRECCION 

Los  defectos  subsanables  deben  expresarse 
al  pié  de  los  documentos  que  se  anoten  preven- 
tivamente (Res.  Dir.  Gen.  20  Julio  1863). 

Los  registradores  no  deben  suspender  la  insr 

cripcion  de  ningún  título  por  el  hecho  de  omi- 
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tirte  loa  Cargo»  que  graviten  sobre  la  fincada 

que  ee  trate;  ántos  al  contrario,  están  en  la  obli- 
gación de  inscribir  los  documentos  que  so  les 
presenten,  siempre  que  no  adolezcan  de  otros 
defectos,  haciendo  expresa  mención  de  las  car-  ! 
gas  que  aparezcan  del  Registro  (Res.  Dir.  Ge- 
neral 5 Enero  1872). 

Artículo  1947. — Los  interesados  podrán 
reclamar  gubernativamente  contra  la  califi- 
cación del  título  hecha  por  el  registrador,  sin 
perjuicio  de  acudir,  si  quieren,  í los  Tribu- 
nales de  justicia  para  ventilar  y contendor 
entré  sí  acerca  de  la  validez  ó nulidad  de  1 
los  documentos,  ó de  la  obligación.  En  el  | 
caso  de  que  se  suspendiere  la  inscripción 
por  faltas  subsanables  del  título  y no  se  so- 
licitare la  anotación'  preventiva,  podrán  los 
interesados  subsanar  las  faltas  en  los  treinta 
días  qué  duran  los  efectos  del  asiento  de 
presentación.  Si  se  extiende  la  anotación 
preventiva,  podrá  verificarse  en  el  tiempo 
que  ésta  subsiste,  segun  el  art.  1977  (96  de 
la  ley). 

Guando  se  hubiere  denegado  la  inscrip- 
ción, y el  interesado,  dentro  de  los  treinta 
días  siguientes  al  de  la  fecha  del  asiento  de 
presentación,  propusiera  demanda  ante  los 
Tribunales  de  justicia  para  que  se  declare  la 
validez  del  título  ó de  la  obligación,  podrá 
pedir  anotación  preventiva  de  la  demanda, 
y la  que  se  verifique  se  retrotraerá  á la  fe-  | 
cha  dél  asiento  de  presefitaeion.  L i 

Después  de  dicho  término  no  surtirá  efec-  : 
to  la  anotación  preventiva  de  la  demanda, 
sinó  desde  su  fecha. 

En  el  caso  de  recurrirse  gubernativamen- 
te contra  la  calificación  del  título,  todos  los 
términos  expresados  en  los  dos  anteriores 
párrafos  quedarán  suspensos  desde  el  día  en 
que  se  interponga  el  recurso  hasta  el  de  su 
resolución  definitiva. 

ORÍGENES 


rt.  66,  ley  Hipotecaria. 

resoluciones  de  la  dirección 

¡*  soplos  66  do  la  ley 

lee  lamento  conceden  la  tu  ]i(¡ 

judicialmente  contraía  cal.i.ca- 

Tomo  II 


eion  de  títulos  hecha  por  ol  registrador  á los  in- 
teresados y sus  legítimos  representantes  (Reso- 
lución Dir.  Gen.  21  Enero  1875). 

El  art.  66  de  la  ley  Hipotecaria,  al  concedor  á 
los  interesados  en  una  inscripción  el  derecho  de 
reclamar  gubernativamente  contra  la  califica- 
ción de  los  títulos  hecha  por  los  registradores, 
ó el  de  acudir,  sin  perjuicio  do  aquella  recla- 
mación, á los  Tribunales  para  ventilar  y conten- 
der entre  sí  sobre  la  nulidad  ó validez  de  los 
los  documentos  ó de  la  obligación,  no  fijó  ni 
señaló  plazo  ó término  alguno  para  interponer 
tales  reclamaciones,  por  cuya  razón  es  evidente 
que  pueden  formularse,  no  sólo  durante  loa 
treinta  días  siguientes  al  asiento  de  presentación 
sinó  después  de  trascurridos,  mayormente 
cuando  ni  en  la  Ley  ni  en  ol  Reglamento  existe 
disposición  alguna  que  declare  inadmisibles  las 
reclamaciones  hechas  fuera  do  cierto  tiempo; 
porque  si  bien  en  el  referido  art.  66  y en  los  186 
y 189  del  Reglamento  se  dictan  varias  reglas  ó 
prescripciones  para  el  caso  de  entablarse  recla- 
maciones contra  la  calificación  do  títulos  veri- 
ficada por  los  registradores,  dentro  dolos  trein- 
ta días  siguientes  al  del  asiento  de  su  presenta- 
ción, ó dentro  del  plazo  señalado  para  la  dura- 
ción de  las  anotaciones  preventivas,  no  puede 
deducirse  de  aquí  que  la  ley  haya  querido  pro- 
hibir ia  interposición  de  dichos  recursos  fuera 
de  los  indicados  plazos,  porque  su  objeto  al  pre- 
ver este  caso,  se  ha  limitado  á otorgar  á los  in- 
teresados el  beneficio  de  tener  garantido  su  de- 
recho durante  la  tramitación  gubernativa  ó ju- 
dicial, en  lo  cual  no  hace  otra  cosa  que  atribuir 
diferentes  efectos  á las  reclamaciones  indicadas 
segun  que  se  entablen  dentro  ó fuera  de  los  su- 
sodichos términos  ó plazos.  La  admisión  de  un 
recurso  gubernativo,  trascurridos  los  términos 
señalados  para  la  duración  del  asiento  do  pre- 
sentación ó de  la  anotación  preventiva,  no  pue- 
de causar  perturbación  ni  trastorno  en  el  modo 
de  llevar  los  libros  del  Registro,  porque  ia  re- 
solución definitiva  que  recaiga  se  limita  á de- 
clarar que  ol  documento  de  que  so  trata  adole- 
ce ó está  exento  del  defecto  que  le  atribuye  el 
registradar  y,  en  su  consecuencia,  que  es  ó no 
inscribible;  cuya  declaración  siendo  afirmativa, 
sólo  será  obligatoria  para  dicho  funcionario 
cuando  el  interesado  presente  nuevamente  o i 
título  á que  la  misma  se  refiere,  siempro  que 
no  hayan  surgido  otros  hechos  posteriores  al 
primer  asiento  de  presentación,  que  dificulten 
ó impida*  la  inscripción  en  el  Registro  (Reso- 
lución Dir.  Gen.  12  Noviembre  1874). 
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guo  cualquiera  es  que  sean  Iob  fundamentos  '■ 
en  que  se  apoyen  los  registradores  al  negar  ó sus- 
pender la  inscripción,  anotación  ó cancelación 
de  un  documento  y sostener  sus  actos  en  la 
vía  gubernativa,  no  puede  imponérseles  el  pa- 
go de  los  gastos  ocasionados  on  los  expedientes 
instruidos  para  obtener  la  revocación  do  aqué- 
llos, según  la  doctrina  del  Real  decreto  de  23 
de  Octubre  de  1875,  sin  perjuicio  de  la  respon- 
sabilidad civil  (lies.  Dir.  Gen.  17  Julio  1876). 

Con  arreglo  á la  doctrina  de  la  ley  Hipoteca- 
ría, los  registradores  deben,  por  regla  general, 
devolver  á los  interesados  los  títulos  que  nO  de- 
ban inscribirse,  una  vez  trascurrido  los  treinta 
días  siguientes  al  asiento  de  presentación  sin 
haber  subsanado  los  defectos  de  que  adolecen 
dichos  títulos,  en  caso  de  que  no  sean  subsa- 
nables. 

No  resultando  en  el  expediente  la  fecha  en 
que  se  presentó  en  el- juzgado  el  escrito  promo- 
viendo este  recurso,  no  se  puede  resolvor  ni 
procedía  que  el  juez  mandase  extender  la  nota 
que  previene  el  art.  187  citado,  de  acuerdo  con 
el  G(J  de  la  ley,  al  margen  del  asiento  de  presen- 
tación para  el  caso  en  que  se  hubiese  promovi- 
do este  recurso  antes  de  trascurrir  el  término 
señalado  en  el  art.  17  déla  ley  Hipotecaria  (Re- 
solución Dir.  Gen.  2G  Abril  1878). 

Si  liicn  e!  art.  66  de  la  ley  Hipotecaria  orde-^ 
na  que  el  termino  de  los  treinta  dias  queda  en 
suspenso  cuando  se  recurre  gubernativamente 
contra  la  calificación  del  registrador,  tai  pres- 
cripción supone  que  el  recurso  se  ha  entablado 
dentro  de  dicho  término,  pues  de  otra  suerte 
sería  ilusorio  el  precepto  del  art.  17,  sobre  todo 
sí  so  tiene  en  cuenta  que  el  recurso  gubernativo 
puede  interponerse  en  cualquier  tiempo. 

Esta  Dirección  general  lia  resuelto  que,  si 
promovido  un  recurso  fuera  do  los  términos  se- 
ñalados para  la  duración  del  asiento  de  presen- 
tación ó do  la  anotación  preventiva,  se  declara 
que  el  documento  os  inscribible,  tal  declaración 
sólo  será  obligatoria  para  el  registrador,  si  el 
interesado  presenta  nuevamente  el  título  on  ia 
olicina,  de  lo  cual  se  infiera  lógicamente  que  el 
primitivo  asiento  de  presentación  quedó  sin 
ningún  valor  ui  electo  (Ros.  Dir.  Gen.  29  Se- 
tiembre 1879), 

Artículo  1048. — En  6l  coso  de  hacerse  la 
anotación  por  no  poderse  ejecutar  la  inscrip-  i 
cionpor  falta  de  algún  requisito  subsanable, 
podrá  exigir  el  interesado  que  el  registrador 


le  dé  copia  de  dicha  anotación,  autorizada 
con  su  firma,  y en  la  cual  conste  si  hay  ó 
no  pendientes  de  registro  algunos  otros  títu- 
los relativos  al  mismo  inmueble,  y cuálés 
sean  éstos  en  su  caso. 

r,  ' ■ • ; . , t • 

ORÍGENES 

Art.  67,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  1949,'^Las  providencias  decre- 
tando ó denegando  la  anotación  preventiva 
en  los  casos  primero,  quinto  y sexto  del 
art.  1923  (42  de  la  ley),  serán  apelables  en 
un  solo  efecto. 

En  el  caso  sétimo  del  mismo  artíeulo,  será 
apelable  en  ambos  la  providencia,  cuando 
se  haya  opuesto  á la  anotación  el  que  tuviere 
á su  favor  algún  derecho  real  anterior  so- 
bro el  inmueble  anotado. 

ORÍGENES  - 

Art.  68,  ley  Hipotecaria, 

i Artículo  1950.— El  que  pudiendo  pedir  la 
anotación  preventiva  en  un  derecho,  dejase 
de  hacerlo  dentro  del  término  señalado  al 
efecto,  no  podrá  despq.es  inscribirlo,  á su 
favor  en  perjuicio  de  tercero  que  haya  ins- 
crito el  mismo  derecho,  adquiriéndolo  de 
persona  que  aparezca  en  el  registro  con- fa- 
cultad de  trasmitirlo. 

. . . 
ORÍGENES 

Art.  62,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  1951.  — Guando  la  anotación 
preventiva  de  un  derecho  se  convierta  en 
inscripción  definitiva  del  mismo,  surtirá 
ésta  sus  efectos  desde  la  fecha  de  la  ano- 
tación. 

ORÍGENES 

Art.  70,  ley  Hipotecarla. 

Artículo  4952.— Los  bienes  inmuebles  ó 
derechos  reales  anotados  podrán  ser  enaje- 
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•^¿gravados,  pero  sin  perjH(cia  de“ 
d^rabo  de  la  persona  4 cuyo  fay„r  s6  tav  ‘ 
hecho  la  anotación. . ¡ , J 

" ' * * i . . 

orígenes 

Art.  71,  ley  Hipotecaria. 

JURISPR  C &ENCI  A. 


El  art.  71  de  la  ley  Hipotecaria,  al  declarar 
que  la  anotación  de  los  bienes  inmuebles  ó de- 
rechos reales  no  impide  que  se  enajenen  ó gra- 
ven sin  perjuicio  del  que  la  obtuvo,  se  dirige  á 
marcar  la  extensión  y efectos  hipotecarios  de 
las  anotaciones  preventivas  en  general,  que  es 
su  único  objeto;  pero  sin  darles  ni  aun  á las  ins->  í 
cripciones  definitivas,  según  se  expresa  en  su 
art.  33,  eficacia  para  consolidar  los  actos  ó 
contratos  nulos  con  arreglo  á las  leyes  (Senten- 
cia 28  Mayo  1R7Í};  . ■ . 

Si  bien  el  art.  71  de  la  ley  Hipotecaria  conce- 
de validez  á los  traspasos  de  fincas  anotadas, 
ha- de  ser  sin  perjuicio  del  derecho  de  la  perso- 
na á cuyo  favor  se  haya*  hecho  la  anotación 
(Sents.  30  Enero  1869  y. 30  Diciembre  1876). 

La  disposición  del  art.  71  de  la  ley  Hipoteca-1 
ríase  refiere  á las  enajenaciones  ó gravámenes 
de  bienes  inmuebles  que  se  hagan  después  de 
haber  sido  anotados  preventivamente  á favor 
de  otra  persona  (Sent.  17  Junio  1875),,, 


Artículo  1953.—  Las  anotaciones  preven- 
tivas comprenderán  las  circunstancias  que 
exigen  para  las  inscripciones  los  artículos 
1890,  1891,  1892,  1.893,  1894  (9,  10,  11,  12 
y 13  de  la  ley),  en  cnanto  resulten  de  los 
títulos  ó documentos  presentados  para  exi- 
gir las  mismas  anotaciones. 

Los  que  deban  su  origen  á providencia 
de  embargo  6.  secuestro,  expresarán  la  cau- 
sa que  haya  dado  lugar  á ellos,  y el  importe 
de  ía  obligación  que  los  hubiere  originado. 

, ■ ORÍGENES 

"Art,  72,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  1954!— Todo  mandamiento  judi- 
cial, disponiendo  hacer  una  anotación:  pre- 
ventiva, expresará  las  circunstancias  que 
deba.  §$ta  contener,  según  lo  prevenido  en 
bi&Üfcitf a anterior,  si  resultasen  dedos  tftu- 
Wy  documentos  que  se  hayan  tenido  á a 


vista  para  dictar  la  providencia  de  ano- 
tación. 

Cuando  la  anotación  deba  comprender  to- 
dos los  bienes  de  una  persona,  como  en  los 
casos, de  incapacidad  y otros  análogos,  el 
registrador  anotará  todos  los  que  se  hallen 
inscritos  á su  favor. 

También  podrán  anotarse  en  este  caso  los 
bienes  no  inscritos,  siempre  que  el  Juez  ó 
el  Tribunal  lo  ordene  y se  haga  previamen- 
te su  inscripción  á favor,  do  la  persona  gra- 
vada por  dicha  anotación. 


ORÍGENES 


Art.  73,  ley  Hipotecaria. 


RESOLUCIONES  DE  LA  DIRF.CCION 

Conforme  á la  doctrina  de  los  artículos  72  y 
73  de  la  ley  Hipotecaria,  y 64,  núm.  6.u,  del 
Reglamento,  los  mandamientos  judiciales  dis- 
poniendo una  anotación  de  embargo,  deben  ex- 
presar el  importe  de  la  obligación  que  haya  de 
asegurar  sobre  los  inmuebles  embargados  en 
perjuicio  de  tercero;  y siendo. el  importe  de  las 
costas  una  de  las  obligaciones  que  hayan  de  ga- 
rantir, es  indispensable  fijar  en  los  mismos  el 
importe  probable  ó aproximado  de  dicha  obli- 
gación. El  omitir  en  el  mandamiento  el  impor- 
te aproximado  de  las  costas  causadas  y que  se 
causaren,  constituye  un  defecto  que  impide  la 
anotación  del  documento  miéntras  no  se  subsa- 
ne en  debida  forma,  sin  que  la  omisión  de  los 
intereses  vencedores  tenga  este  carácter,  porque 
el  hacer  la  designación  de  dicha  suma  dependo 
de  la  voluntad  del  acreedor  (Res.  Dir.  Gen.  17 
Enero  1877). 

Artículo  1955.— Si  loa  títulos  ó documen- 
tos en  cuya  virtud  se  pida  judicial  ó extraju- 
dicialmente  la  anotación  preventiva,  no  con- 
tuvieren las  circunstancias  que  ésta  necesite 
para  su  validez,  se  consignarán  dichas  cir- 
cunstancias por  los  interesados  en  el  escrito 
en  que  de  común  acuerdo  soliciten  la  ano- 
tación. No  habiendo  avenencia,  el  que  soli- 
cite la  anotación  consignará  en  el  escrito 
en  que  la  pida  dichas  circunstancias,  y pre- 
via audiencia  del  otro  interesado  sobre  su 
exactitud,  el  Juez  ó el  Tribunal  decidirá  lo 

que  proceda. 
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orígei^s 

, . 

Art,  74,  ley  Hipotecaria. 

| 

Artículo  1956.— Las  anotaciones  preven- 
tivas se  harán  en  el  mismo  libro  en  que 
correspondería  hacer  la  inscripción  si  el  de- 
recho anotado  se  convirtiere  en  derecho 
inscrito. 

orígenes 

Art.  75,  ley  Hipotecaria. 


Artículo  195T.-*-La  anotación  preventiva 
será  nula  cuando  por  ella  ikj  pueda  venirse 
en  conocimiento  de  la  finca  ó derecho  ano- 
tado, de  la  persona  á quien  a/ecte  la  anota- 
ción, ó do  la  fecha  de  ésta. 

j ' ■ * 

ORÍGENES 

Art.  76,  loy  Hipotecaria. 


CAPÍTULO  IV  ‘ 


DE  LA  EXTINCION,  DE  LA  INSCRIPCION  Y ANOTACION  PREVENTIVAS  W 


Artículo  1958. — Las  inscripciones  no  se 
extinguen  en  cuanto  á tercero  sinó  por  su 
cancelación  6 por  la  inscripción  de  la  trasfe- 
rencia  del  dominio  ó derecho  real  inscrito  á 
favor  de  otra  persona. 


ORÍGENES 


Art,  77,  ley  Hipotecaria. 


(1)  EXPOSICION  DE  MOTIVOS: 

De  1 A EXTINCION  DE  LAS  INSCRIPCIONES  V ^NO- 
TACIONES preventivas. — Las  disposiciones  adópta- 
telas respecto  á la  extinción  de  inscripciones  y 
anotaciones  preventivas  no  presentan  tanta  difi- 
cultad como  las  que  se  comprenden  en  otros  títulos 
de)  Provecto,  porque  no  introducen  cambios  tan 
pro  l andos  en  nuestro  derecho  civil.  Su  simple  lec- 
tura basta  para  que  se  conozcan  las  razones  que  ha 
ha  tenido  la  Comisión  para  formularlas,  tanto  en  lo 
que  toca  á la  cancelación  total  como  a la  parcial. 
El  principio  dominante  en  toda  esta  materia  es  que 
las  inscripciones  no  se  extinguen  en  cnanto  fí,  ter- 
cero, sinó  por  su  cancelación  ó por  la  inscripción 
de  trasferencia  del  dominio  ó del  derecho  real  ins- 
crito: que  las  anotaciones  preventivas,  no  sólo  se 
cancelan  por  la  extinción  del  derecho  anotado,  sinó 
también  cuando  se  conviene  en  escritura  ó se  dis- 
pone por  prov idencía  judicial  convertirlas  en  ins- 
cripciones definitivas,  j por  último,  que  la  cancela- 
ción de  las  inscripciones  ó anotaciones  preventivas 
no  extingue  por  su  propia  virtud,  en  cuanto  á las 
partes,  ios  derechos  inscritos  á que  afectan,  sur- 
tiendo todos  sus  efectos  en  cuanto  á terceros  que  ' 
después  hayan  adquirido  <5  inscrito  algún  derecho  i 
Estas  reglas  sólo  son  una  consecuencia  de  los  prin-  1 


JURISPRUDENCIA 

La  falta  de  inscripción  ó do  anotación  previa 
de  un  título  traslativo  sólo  lo  vicia  en  -cuanto 
perjudica  intereses  de  tercoro  (Sent.  l.°  Junio 
1868). 

El  auto  en  que  se  mande  alzar1  embargos  y 
cancelar  anotaciones  preventivas,  ni  es  defini- 
tivo, ni  pone  término  al  pleito,  ni  hace  impo- 
sible su  continuación  (Sent.  21  Febrero  1877). 


aipios  adoptados  por  la  Comisión,  y que. dominan  en 
todo  el  Proyecto.  Las  medidas  que  se  establecen 
paTa  evitar  fraudes;  las  causas  de  nulidad  ó de  anu- 
lación de  las  cancelaciones;  las  atribuciones  de  los 
registradores  para  calificar  la  legalidad  de  las  formas 
externas;  la  capacidad  de  los  otorgantes  y la  com- 
petencia de  los  jueces  para  ordenar  que^  se  cancele 
la  inscripción  ó anotación  en  virtud,  de  despacho 
firmado  por  otro  juez;  las  autoridades  judiciales  á 
que  corresponde  el  conocimiento  de  las  diversas  ma- 
terias en  este  titulo  comprendidas,  cuándo  es  nece- 
saria su  intervención,  y las  formas  de  proceder  en 
las  diferencias  que  se  susciten,  son  puntos  de  que  la 
Comisión  no  podía  desentenderse  y en  que  ha  procu- 
rado conciliar  la  sencillez  con  la  claridad  , huyendo 
del  escollo,  no  siempre  evitable  con  facilidad,  de 
que  el  Proyecto  incurra  en  el  vicio  de  casuístico. 

Pero  la  extinción  de  ciertas  anotaciones  exige 
que  consagre  la  Comisión  algunas  lincas  para  ex- 
plicar sn  pensamiento.  Esto  sucede  en  las  que  se  re- 
fieren á los  legatarios  y á los  refaccionarlos. 

Respecto  á los  legatarios.  Ya  queda  antes  dicho 
que  la  anotación  preventiva  para  garantir  el  legado 
que  no  es  de  especie,  caduca  al  año  de  su  fecha,  y 
que  si  al  vencimiento  no  es  aún  exigible  el  legado, 
se  Considera  subsistente  la  anotación  hasta  dos  .me- 


DKT‘  I»E(HSTRO  PÚBLICO 


RESOLUCIONES  DE  LA  DIRECCION 

Es  doctrina  fundamental  de  la  ley  Hipoteca 
ria,  consignada  en  la  exposición  de  motivos  que 
precede  a la  de  8 de  Febrero  do  18fit  y cIara 
mente  formulada  en  el  art.  307  del  Reglamento 
dictado  para  su  ejecución, que  los  asientos é ins- 
cripciones contenidos  en  los  Registros  anterio 
res  á I.»  de  Enero  de  1863  surten,  en  cuanto  á 
los  derechos  que  de  ellos  consten,  todos  los  efec- 
tos de  las  inscripciones  posteriores  á la  citada 
fecha,  aunque  dichos  asientos  carezcan  de  al- 
guno de  los  requisitos  que  para  su  validez  exige 
la  ley  Hipotecaria,  y no  se  lleguen  á trasladar 
á lorlibros  ó Registros  modernos. 

Otro.de  los  efectos  que  producen  los  derechos 
inscritos,  con  arregio  al  art.  77  de  la  referida 
y dé  que  deben  participar  los  verificados 
con  anterioridad  á su  promulgación  en  los  an- 
tiguos libros,  consisto  en  que  no  se  extingue 
respecto  de  tercero,  sinó  por  su  cancelación  ó 
por  la  trasferencia  del  dominio  ó derecho  real 
inscrito  á favor  de  otra  persona  (Resolución 
Dir.  Gen.  26  Julio  1876.) 

Según  la  doctrina  de  la  ley  Hipotecaria,  con- 
signada en  el  art.  307  de  su  Reglamento,  las 
inscripciones  contenidas  en  el  Registro  antiguo 


surten,  en  cuanto  á los  derechos  que  de  ellas 
consten,  todos  ios  efectos  de  las  verificadas  en 
los  libros  del  moderno  Registro  de  la  propie- 
dad, áun  cuando  carezcan  aquéllas  do  alguno 
de  los  requisitos  quo  bajo  pena  do  nulidad  exi. 
gen  los  artículos  00  y 13  de  la  ley,  y no  so  lle- 
guen á trasladar  á los  Registros  modornos. 

Uno  do  los  efectos  que  producen  las  inscrip- 
ciones practicadas  en  los  libros  del  Registro  do 
la  propiedad,  y especialmente  las  do  hipoteca, 
consiste  en  que  no  se  extingue  total  ni  parcial- 
mente, en  cuanto  á tercero,  sinó  por  su  cance- 
lación ó por  la  inscripción  do  la  trasferencia  del 
dominio  ó del  derecho  real  inscrito  á favor  do 
otra  porsona;  y no  resultando  de  ella  el  consen- 
timiento del  acreedor  para  que  parcial  ó total- 
mente so  cancele  la  hipoteca,  subsisto  ésta  in- 
tegra y en  toda  su  fuerza  respecto  de  tercero,  y 
en  dicho  concepto  es  inscribible  la  trasmisión 
del  referido  derecho  real  á favor  del  causa-ha- 
biente que  la  solicita  (Res.  Dir.  Gen.  25  Fe- 
brero 1878). 

El  obstáculo  que  naco  de  hallarse  inscrito  el 
dominio  de  la  finca  enajenada  á favor  de  persona 
distinta  del  Estado,  que  es  quien  enajena  en 
virtud  de  la  expresada  escritura,  no  puede  des- 
aparecer mediante  certificación  de  la  Adminis- 


ses  después  del  día  en  que  debe  exigirse.  Pero  como 
sucede  á veces  que  antes  de  extinguirse  la  anota- 
ción se  haga  ineficaz,  porque  aparezca,  ó bien  que 
la  cosa  anotada  no  era  hereditaria,  <5  bien  que  esta- 
ba gravada  con  otras  cargas  que  antes  se  ignora- 
ban*, ó por  cualquier  otro  motivo  .pero  dando  siem- 
pre por  resultado  que  deje  de  ser  una  verdadera  ga- 
rantía, de  aquí  que  para  no  eludir  el  derecho  de 
hipoteca  que  nuestras  leves  actuales  conceden  al 
legatario,  se  le  dé  facultad  para  exigir  que.  consti- 
tuya la  anotación  sobre  otros  bienes  de  Ja  herencia 
que  puedan  admitir  el  gravamen  á que  se  los  su- 
jeta. 

Mas  la  garantía  de  la  anotación  preventiva,  que 
por1  regla  general  basta  á los  legatarios,  no  sería 
suficiente  en  aquellos  casos  en  que  la  obligación  de 
la  persona  gravada  no  se  puede  extinguir  entre- 
gando la  cosa  ó la  especie  legada,  sinó  que  es  de 
tracto  sucesivo,  y que,  por  lo  tanto,  necesita  una 
seguridad  más  permanente  que  la  transitoria  que 
da  la  anotación  preventiva.  A esta  clase  de  legados 
pertenecen  "los  que  consisten  en  pensiones  o ron  -as 
periódicas,  impuestas  por  el  testador  a cargo  de  al- 
guno de  lo3  herederos  o legatarios.  Si  el 
declara  su  voluntad  de  que  esta  obligación  se  p - 

soflal,  no  habrá  sin  duda  derecho  en  el  agraciado  , 

pasa,  exigir  ninguna  otra  garantía.  Pero  - I 

dijo  el  testador,  insto  es  que  la  anotación  pmt 
Obtener  el  legatario  dentro  del  pías  o de .los  c ente  j 

3¡¡jSS&  “en0a8?b¿VaVe^  bienes  ^ 

dos,  <5  Sien  sobre  otros  /2?otenSlugax, 'tonto  res- 

preventiva,  como  ! 


que  teniendo  derecho  á obtenerla  fue  menos  exigen- 
te con  el  heredero  ó con  el  legatario,  si  bien  en  este 
último  caso  sólo  debe  surtir  efecto  la  anotación  des- 
de su  fecha. 

¿Y  á quién  debe  corresponder  la  elección  de  las 
fincas  que  han  de  darse  en  garantía?  Sólo  al  grava- 
do con  la  renta  ó 2a  pensión:  el  derecho  del  pensio- 
nista no  debe  extenderse  más  que  á obtener  seguri- 
dad de  que  no  haciéndose  el  pago  á los  respectivos 
vencimientos,  haya  de  existir  una  finca  bastante 
para  que  pueda  hacerse  eficaz  la  obligación  á su  fa- 
vor constituida;  sólo  tendrá  derecho  para  pedir  que 
se  complete  ¡a  hipoteca  en  el  caso  de  que  ¡os  pri- 
meros bienes  gravados  con  ella  fueren  insuficientes 
para  garantir  su  legado. 

Respecto  cil  refaccionario.  La  anotación  preventi- 
va que  obtiene  el  refaccionario  para  que  sucesiva- 
mente consten  en  el  Registro  sus  anticipaciones,  no 
tiene  tampoco  carácter  permanente,  sino'  sólo  pro- 
visional, hasta  que  llega  el  caso  de  poder  totalizar 
su  crédito  y formalizar  la  hipoteca  que  le  corres- 
ponde sobré  los  bienes  refaccionarios.  En  esto  se 
funda  el  Proyecto  para  establecer  que  la  anotación 
caducará  á ios  sesenta  días  de  concluida  la  obra  que 
haya  sido  objeto  de  la  refacción,  pero  dejando  u, 
acreedor  el  derecho  do  convertir  la  anotación  en 
inscripción,  si  no  está  entonces  aún  pagado  el  cré- 
dito por  completo.  No  podía  la  Comisión  omitir 
aquí  la  clase  de  juicio  que  debe  seguí  rae  para  dirimir 
las  contiendes  suscitadas  entre  acreedores  y neutlo- 
res  sobre  la  liquidación  del  crédito  refaccionario  j 
sobre  la  constitución  de  la  hipoteca;  y es  claro  que 
tratándose  de  la  declaración  de  derechos,  la  forma 
elegida  sólo  podía  ser  la  del  juicio  ordinario. 
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tracion  económica,  porque  prescindiendo  de  que,  | 
scpun  se  deduce  del  art.  14  del  Real  decreto  de 
1 1 do  Noviembre  de  1864,  la  inscripción  de  di- 
cho documento  requiere  que  el  inmueble  no  se 
halla  todavía  inscrito  á nombre  de  persona 'al- 
guna, y debiendo  quedar  anotado  en  virtud  del 
certificado  del  jefe  económico,  no  se  puede  ins- 
cribir conforme  al  art.  402  de  la  ley  Hipotecarla. 

Sin  prejuzgar  la  validez  ó nulidad  de  la  ven- 
ta, es  improcedente  la  inscripción  de  la  referida 
escritura,  miéntras  que  por  los  medios  que  es-  : 
tablece  la  ley  Hipotecaria  no  obtengan  los  in.  É 
teresados  en  aquélla  la  cancelación  del  asiento  : 
que  consta  en  el  Registro,  ó la  expresa  y so- 
lemne declaración  de  que  el  dominio  de  la  fin-  ' 
ca  se  ha  trasferido  al  Estado;  extinguiéndose 
así,  con  arreglo  al  art.  77  de  la  ley,  la  inscrip- 
ción anterior  (Res.  Dir.  Gen.  25  Abril  1878.) 

Es  principio  general  en  materia  de  inscrip- 
ción, contenido  en  el  art.  77  de  la  ley  Hipoteca- 
ria, que  las  inscripciones  se  extinguen  en  cuan- 
to á tercero  por  su  cancelación  ó por  la  inscrip- 
ción de  la  trasferencia  del  dominio  ó derecho 
real  á favor  de  otra  persona. 

Hiendo  también  principio  general  en  materia' 
de  inscripción,  contenido  en  los  artículos  77  y 
122,  que  subsisten  íntegras  las  hipotecas  mién- 
tras no  se  cancelan,  es  evidente  que  no  estando 
cancelada  una  reconocida  como  tal  por  falta  de 
presentación  de  los  documentos  que  exige  el 
art.  82,  y por  no  haber  extendido  inscripción 
formal  de  la  cancelación  de  la  subhipoteca,  sub- 
siste para  tercero,  sin  que  á ello  se  oponga  el 
núm.  8."  del  art.  107  de  la  ley,  que  debe  enten- 
derse y aplicarse  en  armonía  con  los  artículos 
70,  80,  81  y 82  de  dicha  ley,  según  la  cual  son 
dos  conceptos  distintos  la  extinción  de  un  dere- 
cho inscrito,  y el  acto  formal  de  su  cancelación 
en  los  libros  del  Registro  (Res.  Dir.  Gen.  19 
Jubo  1879.) 

Artículo  1959. — La  cancelación  do  las  ins- 
cripciones y anotaciones  preventivas  podrá  ¡ 
ser  total  ó parcia^ 

ORÍGENES 

Art.  78,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  1969. — Podrá  pedirse  y deberá 
ordenarse  en  su  caso  la  cancelación  total: 
Primero.  Cuando  se  extinga  por  comple- 
to el  inmueble  objeto  de  la  inscripción. 


Segundo.  Cuando  se  extínga  también 
por  completo  el  derecho  inscrito. 

Tercero.  Cuando  se  declare  la  nulidad 
del  título  en  cuya  virtud  se  haya  hecho  ía 
inscripción. 

Cuarto.  Cuando  so  declare  la  nulidad  <to 
la-inscripcion  por  falta  de  alguno  desús  re-, 
quisitos  esenciales,  conforme  á lo  dispuesto 
en  el  art.  4911  (30  de  la  ley). 

ORÍGENES 

4 . . ' , 

Art.  79,  ley  Hipotecaria, 

JURISPRUDENCIA 

Conforme  á lo  dispuesto  en  los  aftíeulds  79  y 
80  de  la  ley  Hipotecaria,  puede  pedirse  ó debe 
ordenarse  la  cancelación  total  6 parcial  de  fas 
anotaciones  preventivas,  y áun  de  las  inscripción 
nes,  entre  otros  casos,  cuando  se  extinga  ó re- 
duzca el  derecho  anotado  ó inscrito,  ó cuando 
se  declare  la  nulidad  del  título  en  cuya  virtud 
se  haya  hecho  la  anotación  ó inscripción  (Sen- 
tencia 9 Mayo  1873). 

La  ley  Hipotecaria  establece  claramente  en 
materia  de  cancelación  de  inscripciones  la  dis- 
tinción fundamental  entre  las  causas  legales 
que  producen  dicha  cancelación  y las  formali- 
dades y requisitos  necesarios  para  que  la  mis- 
ma pueda  verificarse,  consignándose  aquellas 
causas  en  los  artículos  79  y 80,  y señalando  63- 
tas  formalidades  los  artículos  82,  83  y 84. 

Según  doctrina  del  Tribunal  Supremo,  decla- 
rada en  sentencia  de  6 de  Diciembre  de  1876,  es 
causa  legal  de  la  cancelación  de  las  segun- 
das inscripciones  de  hipotecas,  no  expresada  li- 
teralmente en  la  ley,  el  haberse  vendido  judi- 
cialmente la  linca  gravada,  siendo  insuficiente 
el  precio  obtenido  en  la  enajenación  judicial 
para  satisfacer  á los  segundos  acreedores,,  sin 
que  esta  doctrina  deba  entenderse  en  el  sentido 
de  que  la  cancelación  en  este  caso  pueda  efec- 
tuarse prescindiendo  de  las  formalidades  y re- 
quisitos señalados  en  la  misma  ley  para  ello  en 
los  artículos  82  y 83,  que  el  mismo  Tribunal  ha 
declarado  vigentes  en  todas  sus  partes  en  sen- 
tencias de  2 de  Julio  de  1875  y 26  de  Noviembre 
de  1876.  . " 

En  los  casos  en  que  proceda  la  cancelación 
de  las  inscripciones  hipotecarias  por  efecto  de 
la  venta  judicial  de  la  finca  gravada,  sin  haber 
sido  bastante  á cubrir  dichos  gravámenes,  no 
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dflben  practicarse  los  asientos  de  cancelación  de 
aquellas  inscripciones,  mientras  no  se  cumplan 
los  requisitos  y formalidades  establecidas  en  los 
artículos  82  y 83  de  la  ley. 

Cuando  se  hubieren  opuesto  á la  cancelación 
de  las  inscripciones  de  hipotecas  los  interesa- 
dos á quienes  la  misma  perjudica,  aquéllos  á 
quienes  aprovecha  podrán  citarles  y demandar- 
les en  juicio  ordinario  con  arreglo  á las  claras, 
explícitas  y terminantes  palabras  del  art.  83  de 
la  ley,  y una  vez  obtenida  de  los  Tribunales 
sentencia  firme  ordenando  la  cancelación,  pre- 
sentarla en  el  Registro  en  cumplimiento  de  lo 
que  dispone  al  art.  82  de  la  citada  ley  Hipo- 
tecaria. 

Cuando  á ¡un  registrador  le  sea  comunicado 
en  forma  legal  el  auto  confirmado  por  la  Au- 
diencia que  declara  extinguidas  las  hipotecas 
constituidas  sobre  fincas  subastadas,  hará  la 
calificación  cpn  arreglo  á las  facultades  que  le 
concede  el  art.  10.0  de  la  ley  Hipotecaria  y el 
art.  l.°  del  Resd  decreto  de  3 <ie  Enero  de  1876, 
Si  el  auto  reúne  los  requisitos  esenciales,  según 
aquélla,  para  practicar  la  cancelación  de  las 
.inscripciones  hechas  en  virtud  de  escritura  ju- 
dicial, que  son  haberse  dictado  en  juicio  ordi- 
nario , seguido  con  las  personas  á quienes 
perjudique  la  cancelación  y tener  el  carácter  de 
firme  y ejecutoria  (Res.  Dir.  Gen.  22  Octubre 
1879 ) . 

Artículo  196  K — Podrá  pedirse  y deberá 
decretarse , en  su  caso , la  cancelación 
parcial: 

Primero.  Cuando  se  reduzca  el  inmueble 
objeto  de  la  inscripción  ó anotación  preven- 
tiva. 

Segundo.'  Cuando  se  reduzca  el  derecho 
inscrito  á favor  del  dueño  de  la  finca  -gra- 
vada. 

ORÍGENES 

Art.  80,  ley  Hipotecaria; 

Artículo  1962.— La  ampliación  de  cual- 
quier derecho  inscrito  será  objeto  de  una 
rute ya  inscripción,  en  la  cual  se  hará  infe- 
rencia de  íu  del  derecho  ampliado. 


Artículo  1963; — Las  inscripciones  ó anota  - 
clones  preventivas,  hechas  en  virtud  de  es- 
critura pública,  no  se  cancelarán  sino  por 
providencia  ejecutoria,  contra,  la  cual  no  so 
halle  pendiente  recurso  de  casación,  ó por 
otra  escritura  ó documento  auténtico,  en  ol 
cual  exprese  su  consentimiento  para  la  can- 
celación, la  persona  á cuyo  favor  se  hubie- 
re hecho  la  inscripción  ó anotación,  ó sus 
causa-habientes  ó representantes  legíti- 
mos (1). 

Las  inscripciones  ó anotaciones  hechas 
en  virtud  de  mandamientos  judiciales,  no  se 
cancelarán  sino  por  providencia  ejecutoria 
que  tenga  las  circunstancias  prevenidas  en 
el  párrafo  anterior.  Las  inscripciones  de  hi- 
potecas. constituidas  con  el  objeto  do  garan- 
tizar títulos  trasmisibles  por  endoso,  se  can- 
celarán, presentándosela  escritura  otorgada 
por  los  que  hayan  cobrado  los  créditos,  on 
la  cual  debe  constar  haberse  inutilizado  on 
el  acto  de  su  otorgamiento  los  títulos  endo- 
sables,  ó solicitud  firmada  por  dichos  intere- 
sados y por  el  deudor,  á la  cual  se  acompa- 
pañen  taladrados  los  referidos  títulos.  Si 
algunos  de  ellos  se  hubiesen  extraviado, 
se  presentará,  con  la  escritura  ó con  la  so- 
licitud, testimonio  de  la  declaración  judicial 
de  no  tener  efecto.  El  registrador  deberá 
asegurarse  de  la  identidad  de  las  firmas  y 
de  las  personas  que  hubieren  hecho  la  soli- 
citud. 

Las  inscripciones  de  las  hipotecas”  cons- 
tituidas con  el  objeto  de  garantizar  títulos 
al  portador,  no  podrán  cancelarse  sino  pre- 
i sentándose  testimonio  de  la  declaración  ju- 
dicial de  quedar  extinguidas  todas  las  obli- 
gaciones aseguradas. 

En  el  easo  del  párrafo  anterior,  para  de- 
cretarse la  declaración  judicial,  deberán 
preceder  cuatro  llamamientos  por  edictos 
públicos  y en  los  periódicos  oficiales,  y tiem- 
po cada  uno  de  ellos  de  seis  meses  á los  que 
tuvieren  derecho  á oponerse  á la  cancela- 
ción. 


orígenes 


Art.  &l.  ley  Hipotecaria. 


(1)  Este  párrafo  ha  sido  corregido  por  la  Keal  or- 
den de  20  de  Mayo  de  288Q. 
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ORÍGENES 

Arl.  82,  ley  Hipotecaria. 

RESOLUCIONES  DE  LA  DIRECCION 

Son  inscribibles  las  cancelaciones  hechas  por 
los  gobernadores  de  las  fianzas  de  los  jóvenes 
que  reciben  Ordenes  sagradas  ó marchan  al  ex- 
tranjero antes  de  los  veinticinco  años,  siempre 
que  en  dichos  documentos  se  haga  constar  el 
nombre  de  la  autoridad  que  cancela,  el  de  la 
persona  á cuya  instancia  ó con  cuyo  consenti- 
miento se  hace  la  cancelación:  que  no  existe  re- 
curso pendiente  contra’  tal  providencia,  la  fecha 
de  ésta,  y que  se  autorice  con  el  sello  del  Go- 
bierno de  provincia  ó dependencia  á quien  cor- 
responda, á fin  de  que  el  documento  se  halle  re- 
vestido de  la  autenticidad  necesaria  (Res.  Direc- 
ción Gen.  27  Junio  1863). 

La  Instrucción  dé  12  de  Junio  de  1861  sobre 
la  manera  de  otorgar  Iqs  instrumentos  públicos, 
vigente  en  cuanto  no  se  oponga  á leyes,  regla- 
mentos ú órdenes  generales  posteriores,  impo- 
ne al  notario,  en  su  art.  8.°,  la  obligación  de  ha- 
cer en  toda  escritura  pública  sujeta  á Registro 
la  descripción  de  la  finca  á que  afecte  el  derecho 
que  haya  do  inscribirse,  y exige  en  el  20  que 
las  escrituras  en  cuya  virtud  deba  cancelarse 
alguna  inscripción,  expresen  claramente  el  de- 
recho total  ó parcialmente  extinguido,  por 
cuanto  no  es  posible  conocer  claramente  el  de- 
recho extinguido  sin  determinar  el  inmueble  so- 
bre que  recae,  y por  consiguiente  sin  la  des- 
cripción de  la  finca.  Lo  dispuesto  en  dicha  Ins- 
trucción y en  el  Reglamento  para  ejecutar  la 
ley  Hipotecaria  de  1861  acerca  de  los  documen- 
tos necesarios  para  obtener  la  cancelación  de 
las  inscripciones  hipotecarias,  no  ha  sufrido 
otra  modificación  que  la  introducida  por  el  pár- 
rafo 2.°  del  art.  72  del  Reglamento  general  dic- 
tado para  la  ejecución  de  la  ley  reformada,  res- 
pecto de  las  actas  notariales  justificativas  de  la 
solución  ó pago  del  crédito  hipotecario,  por 
cuya  razón  sólo  en  cuanto  á esta  clase  de  docu- 
mentos podrán  entenderse  modificados  los  refe- 
ridos artículos  de  la  Instrucción,  quedando  sub- 
sistentes para  los  demás  documentos  y escritu- 
ras públicas  de  cancelación.  No  sólo  no  están 
derogados  dichos  artículos  de  la  Instrucción 
acerca  de  la  necesidad  de  no  omitir  la  descrip- 
ción de  la  finca  en  las  segundas  y posteriores 
inscripciones  relativas  á ella,  sinó  que  se  con- 
firman por  el  art.  28  del  Reglamento,  al  decla- 


rar que  podrá  omitirse  dicha  inscripción^  «sieittú 
pre  que  de  los  títulos  presentador  resultasen 
designados  de  igual  manera  el  nómbre*  la  si- 
tuación, la  medida  superficial,  los  linderos  ú 
otra  circunstancia  importante,»  porque  este 
precepto  supone  necesariamente  la  descripción 
de  la  finca  en  todos  los  títulos  qué  en  lo  sucesi- 
vo se  otorguen,  -á  fin  de  que  el  registrador 
pueda  comprobarla  oon  la  que  aparece  en  el 
Registro,  y prescindir  ó no  de  hacerla  nueva- 
mente, según  el  resultado  de  dicha  comproba- 
ción (Res.  Dir.  Gen.  23  Junio  1874) . 

Para  que  pueda  verificarse  la  inscripción  de 
las  escrituras  en  que  se  transigen  ciertas  cues- 
tiones y se  practica  la  partición  de  algunos  bie- 
nes, es  innecesaria  la  cancelación  previa  del 
asiento  extendido  á favor  de  un  tercero,  á quien 
se  constituyó  un  patrimonio  por  vía  de  cóngrua, 
y como  pensión  alimenticia  para  que  se  orde- 
nara, puesto  que  es  un  derecho  real  que  puede 
subsistir  aunque  se  trasfiera  la  propiedad  de 
los  inmuebles  sobre  que  se  halla  impuesto;  y á 
mayor  abundamiento,  no  consta  tampoco  del 
Registro  que  se  haya  constituido  el  patrimonio 
eclesiástico  canónicamente  como  título  de  orde- 
nación, cuya  circunstancia  es  una  condición  ne- 
cesaria para  la  validez  y subsistencia  de  aquel 
derecho  real.  (Res.  Dir.  Gen.  18  Marzo  1875). 

Las  inscripciones  y anotaciones  preventivas 
hechas  en  virtud  de  escritura  pública,  sólo 
pueden  cancelarse,  con  arreglo  á lodispuesto  en 
el  art.  82  de  la  ley  Hipotecaria,  por  providen- 
cia ejecutoria  contra  la  cual  no  se  halle  pen- 
diente recurso  de  casación,  ó por  otra  escritura 
ó documento  auténtico,  en  el  cual  exprese  su 
consentimiento  la  persona  á cuyo  favor  sajiu- 
biese  hecho  la  inscripción  ó anotación,  ó sus 
causa-habientes  ó representantes  legítimos. 

Las  inscripciones  de  hipotecas  pueden  ademas 
cancelarse  conforme  á lo  prevenido  en  el  art.  72 
del  Reglamento  general  para  la  ejecución  déla 
ley  Hipotecaria,  presentando  en  el  Registro  las 
mismas  escrituras  de  constitución  de  la  hipote- 
ca inscrita  con  testimonio  del  acta  notarial  de 
pago  ó reducción  puesta  á continuación  de  la 
nota  de  inscripción. 

Según  el  art.  101  del  Reglamento  general 
para  la  ejecución  de  la  ley  del  Notariado  de  30 
de  Diciembre  de  1862  y decreto  de  17  do  Abril 
de  1873,  vigente  al  tiempo  dé  extender  el  men- 
cionado documento,  los  notarios  están  faculta- 
dos para  autorizar  traslados  y copias  de  docu- 
mentos no  protocolizados  y testimonios  para  su 
exhibición,  certificar  de  existencia  y para  apli- 
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car  su  ministerio  oficial  á los  hechos  y cireuns 
tandas  que  presencien  y les  consten,  con  arre 
glo  á las  leyes  y prácticas  vigentes,  levantando 
las  oportunas  actas. 

Si  bien  se  hallan  comprendidas  en  la  dispo- 
sición anterior  las  entregas  de  cantidad  que  el 
deudor,  u otro  en  su  nombre,  haga  al  acreedor 
en  pago  de  su  crédito,  las  chales  pueden  autori- 
zar los  notarios  levantando  la  correspondiente 
acta,  porque  dichas  entregas  son  hechos  que 
tienen  lugar  á presencia  de  los  mismos,  no  se 
encuentran  en  igual  caso  las  confesiones  so- 
lemnes que  los  acreedores  otorgan  de  haber  re- 
cibido el  capital  ó interes  de  un  crédito,  otor- 
gando carta  de  pago  y consintiendo  en  la  can- 
celación de  hipoteca,  por  cuanto,  lejos  de  ser 
simples  hechos  ó circunstancias  que  ocurran 
ante  la  presencia  del  notario,  constituyen  de- 
claraciones relativas  á derechos,  las  cuales  de- 
ben autorizarse  con  la  solemnidad  y formalida- 
des establecidas  para  las  escrituras  públicas, 


| co  ó por  sentencia  ejecutoria  (Ros.  Dir.  Gene- 
. ral  7 Diciembre  1875). 

Constituida  la  hipoteca  á nombre  de  la  Socie- 
dad, se  requiere  para  su  cancelación  que  cons- 
te el  consentimiento  de  la  misma  ó el  do  sus  le- 
gítimos representantes,  consignado  en  escritura 
pública  ú otro  documento  auténtico,  según  dis- 
ponen los  artículos  82  y 136'de  la  ley  Hipoteca- 
ria; sin  que  basto  ásuplir  ia  falta  de  personalidad 
del  compareciente  que  se  titula  representante 
de  la  Sociedad,  la  circunstancia  de  haber  com- 
parecido con  igual  carácter  al  constituirse  la 
hipoteca;  porque  prescindiendo  de  que  para 
este  acto  no  fuese  indispensable  dicha  justifica- 
ción, el  que  en  aquella  fecha  tuviese  la  repre- 
sentación do  la  Compañía,  no  es  una  prueba  do 
que  continuase  con  aquel  carácter  al  otorgarse 
la  cancelación  (Res.  Dir.  Gen.  11  Diciembre 
1876). 

La  cuestión  objeto  de  este  recurso  versa  so- 
bre si  procede  ó no  cancelar  las  hipotecas  cons- 


aunque  no  sea  necesaria  la  comparecencia  del 
deudor  (Res.  Dir.  Gen.  20  Octubre  1875).  ' 

Lejos  de  atribuir  la  ley  Hipotecaria  á los  re- 
gistradores ó á sus  superiores  jerárquicos  en 
el  órden  administrativo  la  facultad  de  calificar 
la  validez  ó nulidad  de  los  asientos  hechos  en 
el  Registro,  y proceder  á la  cancelación  de  los 
que  estiman  como  nulos,  ordena  expresamente 
"ten  los  artículos  79,  números  3."  y 4.°,  82  y 83, 
que  la  cancelación  de  las  inscripciones,  fundada 
en  la  nulidad  de  éstas  ó del  título  á que  se  re- 
fieran, sólo  podrá  verificarse  por  providencia 
ejecutoria  contra  la  cual  no  se  halle  pendiente 
recurso  de  casación,  ó por  otra  escritura  ó do- 
cumento auténtico  en  el  cual  exprese  su  con- 
sentimiento'la  persona  á cuyo  favor  se  hubiese 
hecho  la  inscripción,  llegando  al  extremo  de 
prohibir  en  el  art.  258  á los  registradores,  que 
rectifiquen  por  su  propia  autoridad  las  inscrip- 
ciones que  adolezcan  de  algún  vicio  de  nulidad, 
la  cual  deberá  pedirse  y se  declarará  por  quien 
corresponda  (Res.  Dir.  Gen.  31  Marzo  1875). 

Inscrita  una  finca  á nombre  del  Hospital  de 
$an  Juan  de  Dios,  con  cláusula  prohibitiva  de 
enajenación,  áun  cuando  dicha  inscripción  fue- 
re-ilegal,  este  Centro  carece  de  competencia 
para  cancelarla,  por  el  principio  general  en  la 
materia,' contenido  en  los  artículos  ¡ 7,  82  y 83  e 
la  ley  Hipotecaria,  que  las  anotaciones  ó inscrip 
dones  hechas  en  el  Registro  no  so  extinguen  ó 
cancelan  no  mediando  el  consentimiento  exPr® 
so  de  la  persona  á cuyo  favor  se  extendió  a 
Inscripción,  consignado  en  documento  au  *n 


tituídas  é inscritas  en  los  libros  del  Registro,  en 
garantía  del  precio  no  satisfecho  do  venta  do 
' bienes  del  Estado , en  virtud  de  certificación 
que  expida  una  Administración  económica. 

Lo  dispuesto  en  el  art.  72  del  Reglamento 
no  puede  entenderse  en  ningún  caso  que  dero- 
ga total  ó parcialmente  ol  precepto  claro,  abso- 
luto y terminante,  consignado  en  el  art.  82  de 
la  ley,  por  cuya  razón,  y para  facilitar  el  cum- 
plimiento de  este  precepto,  que  es  legal,  y no 
i reglamentario,  se  dispuso  en  Real  órden  de 
: 13  de  Diciembre  último  las  circunstancias  que 


habían  de  contener  las  certificaciones  que  expi- 
dan los  jefes  económicos  (Res.  Dir.  Gen.  19 
Enero  1877). 

Cuando  el  contrato  de  establecimiento  á pri- 
meras cepas  se  inscribió  en  los  libros  de  la  an- 
tigua contaduría,  según  está  acreditado,  no  apa- 
reciendo trasladado  el  asiento  á los  modernos, 
procedo  su  cancelación  conforme  al  art.  414  de 
la  ley  Hipotecaria,  no  siendo  obstáculo  para 
ello  el  que  haya  dejado  de  cumplirse  por  los 
encargados  del  Registro,  al  plantearse  el  nuevo 
sistema,  con  la  disposición  quinta  de  la  Real 
órden  de  28  de  Junio  de  1861  y artículos  11,  12, 
13  y 14  del  Real  decreto  de  31  de  Enero  de  3802, 
porquo  como  faltas  del  órden  interior  de  las 
oficinas  deben  subsanarse  de  oficio,  sin  que 
por  ellas  sufran  los  interesados  perjuicios  ni  di- 
laciones (Res.  Dir.  Gen.  8 Febrero  1877). 

La  escritura  de  cancelación  do  hipoteca  es 
inscribible  si  en  ella  no  se  han  estipulado  con- 
diciones, derechos  ó disposiciones  do  ninguna 
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especio  en  favor  de  los  otorgantes,  parientes  del 
notario,  consignándose  tan  sólo  la  renuncia  y 
extinción  de  varios  derechos  en  favor  de  un  tar- 
eero (fies.  Dir.  Gen.  25  Febrero  1878). 

I no  do  los  efectos  que  producen  las  inscrip- 
ciones practicadas  en  los  libgos  del  Registro  de 
la  propiedad,  y especialmente  las  de  hipoteca, 
consiste  en  que  no  se  extingue  total  ni  parcial- 
mente, en  cuanta  á tercero,  sitió  por  su  cance- 
lación ó por  la  inscripción  de  la  trasferencia 
del  dominio  ó de.l  derecho  real  inscrito  á favor 
de  otra  persona  (Res.  Dir.  Gen.  25  Febrero  1878). 

.No  pudiendo  tener  la-  escritura  otro  objeto 
que  la  cancelación  de  la  hipoteca  constituida^ 
es  indispensable,  para  que  ésta  tenga  lugar, 
que  en  la  escritura  conste  el  consentimiento  ex- 
preso de  la  persona  á cuyo  favor  aparece  cons- 
tituida la  hipoteca,  como  previene  el  art.  82.de 
la  ley;  porque  si  bien  la  cláusula  inserta  del  po- 
der, autoriza  al  apoderado  para  hacer  arrenda- 
mientos por  el  tiempo  y forma  que  crea  conve- 
nir, no  le  autoriza  expresamente  para  cancelar 
hipotecas  constituidas  en  garantía  de  aquéllos 
(Res.  Dir.  Gen.  8 Noviembre  1878). 

Practicado  un  asiento  en  virtud  de  escritura 
pública,  no  se  puede  cancelar,  según  el  precep- 
to claro  y terminante  del  art.  82  de  la  ley,  sino 
por  providencia  ejecutoría  ó por  escritura  ó do_ 
oumeuto  auténtico,  en  el  cual  exprese  su  con.  i 
sentimiento  para  la  cancelación  la  persona-  á 1 
cuyo  favor  se  hubiese  hecho  la  inscripción  ó 
anotación,  ó sus  causa-habientes  ó legítimos  re- 
presentantes (Res.  Dir.  Gen.  2(5  Julio  1875). 

Es  doctrina  fundamental  de  la  ley  Hipoteca- 
ria que  para  cancelar  las  inscripciones  hechas 
en  virtud  de  escritura  pública,  se  requiere  el  ; 
consentimiento  do  la  persona  á cuyo  favor  se 
extendieron  ó de  sus  causa- habientes  ó repre- 
sentantes legítimos,  yen  su  defecto,  testimonio, 
de  la  sentencia  ejecutoria  ordenando  la  cance- 
lación, 

Dosdc  el  instante  en  que  el  primer  acreedor 
enajenó,  mediante  la  subhipoteca,  siquiera  de 
un  modo  parcial  y con  el  consentimiento  del  pri- 
mor deudor,  la  hipoteca  constituida  por  este  so- 
bre la  expresada  finca,  no  basta  que  aquel  pri- 
mer acreedor  consienta  en  la  cancelación  de 
esto  gravamen , siuó.  que  es  adornas  necesario  ó 
indispensable  el  del  segundo  acreedor  quo  ha 
adquirido  varios  do  los  derechos  dol  primero  on 
la  manera  indicada,  á fin  de  que  puedan  cum- 
plirse los  efectos  que  produce  esta  clase  de  ga- 
rantías, con  arreglo  á la  misma  ley  Hipotecaria 
(Ros.  Dir.  Gen.  23  Julio  1878).  . 


En  caso  de  ser  nula  la  inscripción  de  pose- 
sión, y de  ser  necesaria  la  declaración  de  dicha 
nulidad  para  practicar  la  correspondiente  can- 
celación,, el  registrador  es  inppmpetente  para 
hacerlo  por  sí  de -oficio  y sin  preceder  ninguno 
de  los  requisitqs  establecidos  en.  el  tít.  IV  de 
la 'ley  Hipotecaria  (Res.  Dir.  Gen.  22  Marzo 
1879).  ■ .. 

El  contrato  por  el  cual  un  acreedor  da  en  ga- 
rantía á otra  persona  el  derecho  de  hipoteca 
voluntaria,  envuelve  necesariamente  una  cesión 
ó trasferencia  durante  el  tiempo  que  subsista  el 
contrato  de  una  parte  de  los  derechos  que  cor- 
responden al  primer  acreedor  en  favor  del  se- 
gundo, sin  cuya  cesión  ó trasferencia  la  garan- 
tía consistente  en  la  hipoteca  del  derecho  de  hi- 
poteca, no  produciría  efecto  alguno  jurídico,  lo 
cual  es  contrario  á los -principios  sobre  la  natu- 
raleza de  los  contratos,  y por  tanto,  de  acuerdo 
con  lo  dispuesto  en  el  párr.  1,°  del  art.  82  de.  la 
ley,  no  pudieron  ser  canceladas  las  hipotecas 
sin  consentimiento  del  subhipotecante. 

Por  consiguiente,  no  concurriendo  al  acto  de 
la  cancelación  todos  los  que  tonían  derechos  á 
su  favor,  el  registrador  debe  negarse  á practi- 
carla, porque  ademas  de  no  .haberse  cumplido 
los  requisitos  de  la  ley,  se  tratado!  perjuicio  de 
un  tercero  sin  su  conocimiento,  de  un  derecho 
real  que  había  servido  de  garantía,  lo  cual 
consti1¿iyc  al  registrador  en  responsabilidad, 
conforme  al  núm.  4."  del  art.  313  de  la  ley  (Re- 
solución Dir.  Gen.  19  Julio  1879). 

Según  doctrina  de  esta  Dirección,  los  actos  , ó 
contratos  en  virtud  de  los  cuales  se  extinguen 
ó cancelan  derechos  reales  inscritos,  deben  dis- 
tinguirse de  aquéllos  que  hacen  referencia  á la 
cobranza  de  créditos  y á la  extension  .de  los 
oportunos  recibos. 

También  es  doctrina  de  este  Centro,  que.enr. 
tre  las  facultades  de  los  administradores  y de 
los  usufructuarios,  no  está  comprendida  la  de 
enajenar;.bienos  raíces  y derechos. reales  dé  las 
personas  cuyos  bienes  administran  ó usufruc- 
túan. Teniendo  en  cuenta  estos  principios,,  es 
indudable  que  el  marido  , por  más  que  con 
arreglo  al  art.  45  de  la  ley  de  Matrimonio  ci- 
vil, sea  el  representante  y administrador  legíti- 
mo de  la  persona  y bienes  de  la  mujer  casada,  y 
puede  ejercer  tal  facultad  sin  limitación  alguna 
desde  que  es  mayor  de  diez  y ocho  años,  y al  pro- 
pio tiempo  do  conformidad  con  otras  disposicio- 
nes, tenga,  por  lo  que  respecta  ála  dote.inosli , 
mada,  el  carácter  de  usufructuario,  la  verdad 
es  que  ni  lo  uno  ni  lo  otro  le  autociza  ¿ ejercer 
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actos  de  dominio,  como  es  el  otorgamiento  de 
una  escritura  de  cancelacio'n. 

- No  obsta  a Ios  fundamentos  anteriormente 
expuestos  el  que  el  interesado  haya  acudido  á 
la  autoridad  judioial  para’ conseguir  y obtener 
la  correspondiente  licencia,  y quc  ésta  le  haya 
Bido  concedida,  pues  para  que  semejantes  actos 
sean  válidos  y produzcan  sus  naturales  efectos, 
es  indispensable  que  se  ciñan  á lo  que  las  leyes 
prescriben,  que  tratándose  de  la  cancelación  de 
la  hipoteca  constituida  para  la  seguridad  de  un 
crédito  inscrito  á nombre  de  lá  mujer  con  el  ca- 
rácter de  dótal,  no  son  otras  que  las. disposicio- 
nes de  la  ley  Hipotecaria,  y con  especialidad  el 
artículo  188  déla  misma. 

No  habiendo  sido  la  escritura  de  cancelación 
otorgada  en  nombre  y con  consentyniento  ex- 
presó de  ambos  cónyuges,  ni  solicitada  y conce- 
dida la  autorización  judicial  en  la  forma  que  de- 
termina el  repetido  art.  488,  sinó  con  arre'glo  á 
lap  ¡prescripciones  de  la  Real  orden  de  28  de 
Agosto  de  1§76,  dictada  para  la  enajenación  de 
los  bienes  de  los  hijos  no  emancipados,  es  im- 
procedente su  inscripción,  mientras  tales  defec- 
tos no  se  subsanen  (Res.  Dir.  Gen.  22  Setiem- 
bre 1879).  . 

El  derecho  de  cancelar  no  es  inherente  al  de  , 
administrar,  y aquél  sólo  compete  al  administra- 
don  cuándo  la  ley  ó el  propietario  de  la  cosa  se 
lo  conceden  clara  y especialmente. 

' No:está  incluida  entre  las  facultades  que  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil  concede  á los  admi- 
nistradores j unciales  dalos  bienes  de  testamen- 
tarios ó abintestato  la  de  cancelar  derechos 
reales  (Res. -Dir.  Gen.  9 Octubre  1880). 


•osta  perjudique,  podrá  el  otro  interesado 
demandarlo  en  juicio  ordinario. 

ORÍGENES 

Art.  S3,  ley  Hipotecaria. 

JURISPRUDENCIA 

El  art.  83  de  la  ley  Hipotecaria,' al  establecer 
en  su  párrafo  tercero  que  si  procediere  la  can- 
celación de  una  inscripción  ó anotación  consti- 
tuida por  escritura  pública,  y no  consintiese  on 
ella  aquel  á quien  perjudique,  podrá  el  otro  in- 
teresado demandarle  en  juicio  ordinario,  supo- 
ne necesariamente  que  este  punto  no  haya  sido 
objeto  de  controversia  jurídica,  porque  si  cstp 
se  ha  verificado,  no  es  aplicable  ni  puede,  por 
consiguiente  utilizarse  en  casación  contra  la 
providencia  que  lo  terminó  el  citado  precepto 
legal,  supuesto  que  ya  está  decidido  lo  que  se 
pretende  al  invocarlo  que  vuelva  á decidirse  en 
otro  juicio  (Sent.  7 Febrero  1868). 

Según  el  art.  83  de  la  ley  Hipotecaria,  si  con- 
títuída  la  inscripción  y anotación  por  escritura 
pública  procediese  su  cancelación  y no  consin- 
tiese en’ ello  aquel  á quien  esta  perjudique,  po- 
drá el  otro  interesado  demandarlo  en  juicio  or- 
dinario (Sent.  20  Marzo  1873). 

El  art.  83  de  la  ley  Hipotecaria  autoriza  á re- 
clamar contra  una  inscripción  ó anotación  cons- 
tituida por  providencia  judicial,  debiendo  el 
Juez  ó Tribunal  dictar  la  cancelación  cuando 
sea  procedente,  aunque  no  consienta  en  elio  la 
persona  á cuyo  favor  se  hubiese  hecho  (Senten- 
cia 9 Mayo  1873). 


Artículo  1964.— Sí  constituídajma  inacrip- 
cionó  anotación  por  providencia  judicial 
convinieren  válidamente  los  interesados  en 


Lcelábla,  acudirán  al  Juez  ó al  Tribunal 
apeténté  por  medio  de  un  escrito  manifés- 
dolo  asi,;  y 1 d’espues  dé*  ratificarse  en  su 
jteñidó;'M  Ao' hubiere  ni  pudiere  haber 
•juicio  para  tercero,  se  dictará  providen- 
: ordenando  la  cancelación, 
ránjbien  dictará  el  Juez  ó el  Tiibuna 
próvidéncia  cuando  sea  proceden - 
"áWéíA  no  consienta  en  la  cancelación 
^tóa  en  chyo  favor  se  hubiere  hecho 
5i  constituida  la  inscripción  ó anotado 
* escritura  pública , procediere  su  canee-  , 
ion  y no  consintiere  en  ella  aquel  á quien 


RESOLUCIONES  CE  la  dirección 

La  ley  Hipotecaria  reconoce  como  títulos  ins- 
cribibles las  sentencias  de  los  Tribunales  contra 
las  cuales  no  se  ha  interpuesto  recurso  de  casa- 
ción, no  sólo  para  declarar  el  dominio  de  ios 
bienes,  sinó  para  cancelar  los  asientos  del  Regis- 
tro que  se  hallen  en  contradicción  con  tales  de- 
claraciones (Res.  Dir.  Gen.  8 Junio  ib<6). 

•fe. 

Artículo  1965. — Será  competente  para  or- 
denar'la  cancelación  de  una  anotación  pre- 
ventiva ó su  conversión  en  inscripciondeíini- 
tiva,  el  Juez  ó el  Tribunal  que  la  haya  man- 
dado hacer ¿ <5  él  que  le  baya  sucedido  legal- 
mente  en  el  conocimiento  del  negocio  que 
diera  lugar  á ella. 


520 


CÓDIGO  CIVII»  DB  ESPAÑA 


ORÍGENES 

Art.  84,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  1966.— La  anotación  preventiva 
se  cancelará,  no  sólo  cuando  se  extinga  el 
derecho  anotado,  sino  también  cuando  en  la 
escritura  se  convenga  ó en  la  providencia 
se  disponga  respectivamente  convertirla  en 
inscripción  definitiva. 

Si  se  hubiere  hecho  la  anotación  sin  es- 
critura pública  y se  tratase  de  cancelarla 
sin  convertirla  en  inscripción  definitiva,  po- 
drá hacerse  también  la  cancelación,  median- 
te documentos  de  la  misma  especie  que  los 
que  se  hubieren  presentado  para  hacer  la 
anotación. 

orígenes 

Art.  85,  loy  Hipotecaria. 

Artículo  1967. — La  anotación  á favor  del 
legatario  que  no  lo  sea  de  especie,  caducará 
al  año  de  su  fecha. 

Si  el  legado  no  fuere  exigiblc  á los  diez 
meses,  se  considerará  subsistente  la  anota- 
ción preventiva  hasta  dos  me»ses  después  en 
que  pueda  exigirse. 

orígenes 

Art.  8G,  ley  Hipotecaria. 

RESOLUCIONES  DE  LA  DIRECCION 


ORÍGENES 

Art.  87,  ley  Hipotecaria. 

■« 

Artículo  1969. — El-  legatario  de  rentas  ó 
pensione^  periódicas,  impuestas  por  el  tes- 
tador determinadamente  á cargo  de  alguno 
de  ios  herederos  ó de  otros  legatarios,  pero 
sin  declarar  personal  esta  obligación,  ten- 
drá derecho,  dentro  del  plazo  señalado  en 
el  art.  1967  (86  déla  ley),  á exigir  que  la 
anotación  preventiva  que  oportunamente 
hubiere  constituido  de  su  derecho,  se  con- 
vierta en  inscripción  hipotecaria. 

* 

, ORÍGENES 

Art.  88,  ley  Hipotecaria: 

Aríículo  1970. — El  heredero  ó legatario 
gravado  con  la  pensión,  deberá  constituir  la 
hipoteca  de  que  trata  el  artículo  anterior, 
sobre  los  mismos  bienes  anotados,  si  se  le 
adjudicaren,  ó sobre  cualesquiera  otros  in- 
muebles de  la  herencia  que  se  le  adjudi- 
quen. 

La  elección  corresponderá,  en  todo  caso, 
á dicho  heredero  ó legatario  gravado,  y el  • 
pensionista  deberá  admitir  la  hipoteca  que 
aquél  le  ofrezca,  siempre  que  sea  bastante 
y la  imponga  sobre  bienes  procedentes  de 
la  herencia. 

ORÍGENES 

! Art.  89,  ley  Hipotecaria, 


Loh  dias  feriados  no  se  cuentan  para  la  liqui- 
dación de  los  plazos  de  caducidad  ó extinción  de 
las  anotaciones  preventivas  (Ros.  Dir.  Gen.  22  * 
Diciembre  18G2). 

Articulo  1968. — -Si  ántes  de  extinguirse  la 
anotación  preventiva  resultare  ser  ineficaz 
para  la  seguridad  del  legado,  por  razón  de 
las  cargas  ó condiciones  especiales  de  los 
bienes  anotados,  podrá  pedir  el  legatario 
que  se  constituya  otra  sobre  bienes  diferen- 
tes, siempre  que  los  haya  en  la  herencia 
susceptibles  de  tal  gravámen» 


Artículo  1971. — El  pensionista  que  no 
hubiere  constituido  anotación  preventiva, 
podrá  exigir  también  en  cualquier  tiempo 
la  inscripción  hipotecaria  de  su  derecho,  so- 
bre ios  bienes  de  la  herencia  que  subsistan 
en  poder  del  heredero  ó se  hayan  adju- 
dicado al  legatario  ó , heredero  especial- 
mente gravado,  siempre  que  pudiera  hacer- 
lo, mediando  anotación  preventiva  eficaz, 
conforme  á lo  dispuesto  en  el  artículo  an- 
terior» 

Esta  inscripción  no  surtirá  efecto  sinó 
desde  su  fecha. 
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ORÍGENES  1 

Art,  90,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  1972.  El  pensionista  que  hubie- 
re, obtenido  anotación  preventiva,  no  podrá 
exigir  que  se  le  hipotequen  otros  bienes  que 
los  anotados,  si  éstos  fueren  suficientes  para 
asegurar  el  legado.  Si  no  lo  fueren,  podrá 
exigir  el  complemento  de  su  hipoteca  sobre 
otros  bienes  de  la  herencia;  pero  con  suje- 
ción, en  cuanto  á estos  últimos,  á lo  dispues- 
to en  el  segundo  párrafo  del  artículo  ante- 
rior. 

ORÍGENES 

Art.  91,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  1973. — La  anotación  á favor  del 
acreedor  refaccionario  caducará  á los  se- 
senta días  de  concluida  la  obra  objeto  de  la 
refacción. 

ORÍGENES 

Art.  92,  ley  Hipotecaria. 


acreedor,  ó prorogarlo  mediante  la  conver- 
sión de  la  anotación  de  inscripción  hipote- 
caria, 6 exigir  el  pago  desde  luégo,  para  lo 
cual  surtirá  la  anotación  todos  los  efectos 
de  la  hipoteca. 

ORÍGENES 

Art.  93,  ley  Hipotecaría. 

Artículo  1975. — Paraconvertir  eninscrip- 
cion  hipotecaria  la  anotación  do  crédito  re- 
faccionario, se  liquidará  éste,  si  no  fuere  lí- 
quido, y se  otorgará  escritura  pública. 

orígenes 

Art.  94,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  1976. — Las  cuestiones  que  se  sus- 
citen entre  el  acreedor  y el  deudor  sobre  la 
liquidación  del  crédito  refaccionario,  6 sobro 
la  constitución  de  la  hipoteca,  se  decidirán 
enjuicio  ordinario.  Miéntras  éste  se  sustan- 
cie y termine,  subsistirá  la  anotación  pre- 
ventiva y producirá  todos  sus  efectos. 


RESOLUCIONES  DE  LA  DIRECCION 


ORÍGENES 


Las  anotaciones  preventivas  por  razón  de 
crédito  refaccionario  tienen,  conforme  al  ar- 
tículo 92  de  la  Ley  Hipotecaria,  una  duración 
distinta  de  la  señalada  á las  demas  que  se  to- 
men por  defecto  del  titulo  ó imposibilidad  del 
registrador;  pues  miéntras  éstas  caducan  á los 
sesenta  días  de  su  fecha,  surten  sus  efectos  las 
primeras  hasta  sesenta  días  después  de  conclui- 
da la  obra  objeto  de  la  refacción;  se  funda  este 
precepto  en  que  miéntras  no  se  terminan  las 
obras  no  puede  el  acreedor  totalizar  su  crédito 
ni  formalizar  la  hipoteca  que  le  corresponde 
sobre  los  bienes  refaccionarios  (Res.  Dír.  Ge- 
neral 11  Abril!  876). 


Artículo  1974.—E1  acreedor  refaccionario 
odrá  convertir  su  anotación  preventiva  en 
iscripcíon  de  hipoteca,  si  al  espirar  el  tér- 
mino señalado  en  el  artículo  anterior  no  es 
tviere  aún  pagado  por  completo  de  su 
rédito,  por  no  haber  vencido  el  plazo  esti- 
bado en  el  contrato. 

Si  el  plazo  estuviere  vencido,  podrá 


Art.  95,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  1977. — La  anotación  exigida  á 
consecuencia  de  no  poderse  verificar  la  ins- 
cripción por  defectos  subsanables  del  título 
presentado,  caducará  á los  sesenta  días  de 
su  fecha. 

. Este  plazo  se  podrá  prorogar  hasta  ciento 
ochenta  días  por  justa  causa,  y en  virtud  de 
providencia  judicial. 

ORÍGENES 

Art.  96,  ley  Hipotecaria. 

RESOLUCIONES  DE  I.A  DIRECCION 

Según  la  doctrina  de  la  ley,  las  anotaciones 
por  suspensión  de  los  mandamientos  judiciales 
caducan  al  concluir  el  plazo  señalado  al  efecto, 
y deben  cancelarse  de  oficio,  con  arroglo  á lo 
declarado  por  Real  órden  de  28  de  Enero  de 
1875,  sin  que  en  este  caso  sea  un  obstáculo  lo 
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consignado  do  que  el  defecto  de  rió  aparecer 
inscrito  el  dominio  sea  mtmnableeri  cualquier 
li, '),))!/> , porque  estas  palabras  so  refieren  tinS- 
camoiilo  A la  facultad  que  tiene  el  que  se  supi- 
ne dueño  de  presontar  los  títulos,  pero  de  nin- 
_'!!]]  modo  á los  efectos  y duración  del  asiento 
de  presentación  (Hes.  Dir.  Gen.  -í  Enero  1 877) - 

La  ley  Hipotecaria, concede  á los  interesados 
en  la  inscripción  de  un  título,  cuando  ésta  no 
puede  tener  lugar  por  no  hallarse  inscrita  la 
finca  á nombre  del  que  la  trasfiere  ó grava,  el 
derecho  do  solicitar  y obtener  una  anotación 
preventiva,  con  el  objeto  de  que  dentro  del  pla- 
zo señalado  para  la  duración  de  dicho  asiento 
puedan  los  interesados  subsanar  aquella  omi- 
sión. 

Habiendo  dispuesto  la  citada  ley  que  Indura- 
ción ordinaria  del  referido  plazo  saa  de  sesenta 
días,  prorogablo  sólo  á ciento  ochenta  en  vir- 
tud de  providencia  judicial  y por  justa  causa, 
es  improcedente  la  pretcnsión  del  recurrente 
para  que  se  extienda  una  segunda  anotación 
preventiva  del  mismo  título  y por  el  propio  de- 
fecto que  la  anterior,  porque  do  aceedorse  á es- 
ta pretensión  so  eludiría  ol  precepto  de  la  ley, 
prorogándose  indefinidamente,  contra  su  letra 
y espíritu,  la  duración  riel  plazo  que  concede 
para  que  los  interesados  en  un  título  no  inscri- 
bible puedan  subsanar  los  defectos  do  que  ado- 
leciere, disfrutando,  mientras  no  lo  verifiquen, 
de  los  mismos  beneficios  que  los  títulos  defini- 
tivamente inscritos  (lies.  Dir.  Gen.  30  Marzo 
1878). 

Articulo  1978. — La  cancelación  de  las  ins- 
cripciones ó anotaciones  preventivas  sólo  ex- 
tingue, en  cuanto  á terrero,  los  derechos  ins- 
critos á que  afecto,  si  el  título,  en  virtud  del 
cual  se  ha  verificado  no  es  lalso  ó nulo,  ó 
se  ha  hecho  á los  que  puedan  reclamar  la 
talsodad  ó nulidad,  la  notificación  que  pres- 
cribe el  art.  1915  fi.il  de  la  ley)  sin  ha- 
berse formalizado  tal  reclamación,  y no  con 
tiene  el  asiento  vicio  exterior  do  nulidad  de 
los  expresados  en  el  artículo  siguiente. 

orígenes 

Art.  97,  ley  l'llpotecaifia, 

Artículo  1979. — Será  nula  la  cancelación: 

Primero.  Cuando  no  dé  claramente  á co- 
nocer la  inscripción  ó anotación  cancelada. 


Segundo.  Cuaridórioéipreseeldocumen- 
to  en  cuya  virtud  se  haga  la  cancelación,  los 
nombres  de  los  otorgantes,  del  notario  y del 
Juez,  ó TribunaLen  su  caso,  ¡y  la  fecha  del 
otorgamiento- ó expedición..  . 

Tercero.  Cuando, no  exprese  el  nombre  de, 
la  persona  á cuya  instancia  ó con  euyo  con- 
sentimiento se,  verifique  la  cancelación. 

Cuarto.  Cuando  haciéndosela  cancelación, 
á nombre  fie  persona  distinta  de  aquella  á 
cuyo  favor  estuviere  hecha  la  'inscripción  ó 
anotación,,  no  resultare  de  la -cancelación 
la  representación  con  que  haya  obrado  di- 
cha persona. 

Quinto.  Cuando  eri  la  cancelación  par- 
cial no  se  dé  claramente  á conocer  la  parte 
del  inmueble  que  haya  desaparecido,  ó la 
parte  de  la  obligación  que  se  extinga  y la 
que  subsista. 

Sexto.  Cuando  habiéndose  verificado  la 
cancelación  de  una  anotación  en  virtud  de 
documento  privado,  no  dé  fe  el  registrador 
de  conocer  á los  que  lo  suscriban,  ó á los 
testigos  en  su  defecto. 

Sétimo.  Cuando  no  contenga  la  fecha  de 


, la  presentación  en  el  Registro  del  título  en 
que  se  haya  convenido  ó mandado  la  can- 
celación. 


ORÍGENES 


Arfc.  98,  ley  Hipotecaria. 


Artículo  1980. — Podrá  declararse  nula  la 
cancelación  con  perjuicio  de  tercero,  fuera 
del  caso  de  haberse  hecho  la  notificación  del 
! articulo  1915  (84  de  la  ley): 

Primero.  Cuándo  se  declare' falso,  nulo 
ó ineficaz  el  título  en  cuya  virtud  se  hubiese 
hecho. . . ■.  .■  . _■  : 

Segundo.  Cuando  se  haya  verificado  par- 
error  ó fraude.. 

Tercero.  Cuando  la  haya  Ordenado  un 
Juez  ó Tribunal  incompetente. 

. ' . ■ ■ 1 7 i"  ' 

. . . _.  j ; OñiOENBS.  ■ : ,.  :. 

Art.  99,' ley  Hipotecaria. 

Artículo  1981. — Los'  registradores  cálifi- 
carátl,  bajo  su  responsabilidad,  la  legalidad 


cel  bpg^stro  público 

“ i>¿«> 


de  Jas  formas.  extrÍAsecas  de  las  escrituras 
en  cuya  virtud  se  soliciten  las  cancelacio- 
nes y la  capacidad  de  los  otorgantes,  en  los 
términos  prevenidos  respecto  á las  inscrip- 
ciones en  los  artículos  1899  y 1900  M8  y 19 
de  la  ley). 

' - -ORÍGENES 

' Art;  100,  ley  Hipotecaria. 

- : RESOLUCIONES  DE  EA‘ -DIRECCIÓN5 ¡ * "i;:- 

*■  • • /'  ■ 1 \ . ; | 

•I^a.  cancelación,  de  ■ la  hipoteca  otorgada , por 
uno.de  los  cuatro  hijos  del  testador  sin  poder 
ni  representación  de  los  otros,  ni  facultad  .espe- 
cié del, tentador  para  otorgar  aetos  de  enajena- 
ción á cuya  clase  pertenece  la  extinción  del  de- 
recho , de  hipoteca,  y jsin  que  pueda  invocar 
semejante  facultad  en  concepto  de  albacea 
testamentario,  contador  y partidor,  en  razón  á 
qne  las  leyes  que  fijan  las  atribuciones  de  estos 
cargos  np  reconocen,  , antes  bien  prohíben  ¿ .como 
• se  desprende  de  la  42,  tít,  XVIII,  Partida  3.*, 
la  d;e  enajenar, bienes  raíces,  mayormente  exis- 
tiendo  hijos,  á quienes  por  este  medio  se.  podría 
perjudicar  y . defraudar  en  su  porción  legítima 
(Res.  Dir.  Gen,  -13  Junio  1874), 

Al  otorgar  el  administrador-depositario  judi- 
cial del  concurso  la  escritura  de  cancelación 
presentada  en  el  Registro,  ha  ejecutado  un  ac- 
to^válido,  porque  habiendo  sido  condenado  el 
concurso  de  La  Peninsular  á otorgar  nueva 
escritura  de  cancelación  á favor  del  recurrente 
en  virtud  de  ejecutoria,  no  existiendo  otro  re- 
presentante legal  que  el,  referido,  . reconocido 
ademas  por  el  Tribunal,  y no  pudiendo  diferir- 
se tampoco  el  cumplimiento  de  la  misma  hasta 
la  elección  de  síndicos,  por  señalarse  en  ella  un 
plazo  perentorio,  en  el  presente  paso  el  admi- 
nistrador-depositario del  concurso,  no  sólo  te- 
nía facultad,  sinó  que  venía  obligado  á otorgar 
la  correspondiente  escritura  pública  de  cance- 
lación (Res.  Dir.  Gen.  3 Junio  1876}. 

. Artículo  1982.— Los  registradores  califi- 
carán también,  bajo  su  responsabilidad,  la 
competencia  de  los  Jueces,  ó Tribunales  que 
obebepeu  las  cancelaciones,  en  , los  ¡casos,  én 
que  gó:.  firmare . el  despacho , el  mismo  que 
JiUbiere 'decretado  la  inscripción  ó anotación 

preventiva,  ; * 

Sí  dddaren  de  la  competencia  del'Jgezb 
tótóiipat  darán  cuenta  ai  Presidente  de  la 


Audiencia  respectiva,  el  cual  decidirá  lo  que 
estime  procedente,. 

ORÍGENES 

Art.  101 , ley  Hipotecaria. 

RESOLUCIONES.DE  LA  DIRECCION 

Cuando  los  registradores  duden  do  la  com- 
petencia de  los  Tribunales  que  ordenen  las  can- 
celaciones, darán  cuenta  al  Presidente  de  la 
Audiencia  respectiva  para  qUe  éste  decida  lo 
que  estime  procedente,  comunicando  por  es- 
crito la  suspensión  la  parte  interesada  (Reso- 
lución Dir.  Gen.  7 Junio  1876). 

Loá  artículos  101,  102  y 103  de  la  ley  Hipo- 
tecaria, y 86,  87  y 88  de  su  Reglamento,  eslahlc- 
¡ cen  una  tramitación  especial  para  los  recursos 
que  se  interpongan  contra  la  suspensión  ó de- 
negación de  cancelación  de  una  anotación  pre- 
ventiva, cuando.se  funda  en  la  incompetencia 
del  Jixez  ó.  Tribunal  que  haya  ordenado  dicha 
cancelación. 

Si  el  Presidente  de  la  Audiencia,  al  cual  acu- 
dió la  interesada,  ha  declarado  que  el  juez  que 
había  ordenado  la  cancelación  no  era  compe- 
tente, ha  debido  la  recurrente  quejarse  de  esta 
resolución  ante  la  Sala  de  gobierno,  con  arreglo 
alo  previsto  en  el  art.  88  del  mencionado  Re- 
glamento. 

Según  los  términos  claros  y precisos  del  ar- 
tículo 2."  del  Real  decreto  de  3 de  Enero  de  1876, 
de  acuerdo  con  el  66  de  la  ley  Hipotecarla,  este 
Centro  debe  conocer  de  aquellos  recursos  que 
* se  promueven  contra  la  negativa  de  los  regis- 
tradores á inscribir  documentos  judiciales,  sólo 
cuando  se  fundare  en  algún  defecto  de  que  ado- 
lezcan los  mismos  documentos,  ó en  algún  obs- 
táculo legal  que  proceda  del  Registro,  mas  no 
cuando  se  fundo  on  la  incompetencia  del  juz- 
gado qüo  ordenó  la  cancelación  (Res.  Dir.  Ge- 

: neral  3 Octubre  1879). 

. ■ 

Artículo  1983. — Guando  el  Presidente  de- 
clare la  competencia  del  Juez  ó Tribunal,  el 
registrador  hará  desde  luego  la  cancelación. 

Cuando  no  lo  estime  competente,  el  mis- 
mo registrador  comunicará  esta  decisión  al 
interesado,  Revolviéndole  el  despacho. 

orígenes 

ArtiítOfe,  ley  Hipotecaria.  . 
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Artículo  1984.— Contra  la  decisión  de  los 
Presidentes  podrá  recurrirse,  tanto  por  los 
Jaeces  y Tribunales  como  por  los  interesa- 
dos, á la  Audiencia,  la  cual,  oyendo  á las 
partes,  determinará  lo  que  estime  justo. 

Contra  el  tallo  de  la  Audiencia  procederá 
el  recurso  de  casación, 

ORÍGENES 

Art.  103,  ley  Hipotecaria, 

Artículo  1985. — La  cancelación  de  toda 
inscripción  contendrá  necesariamente  las 
circunstancias  siguientes: 

Primera.  La  clase  de  documento  en  cuya 
virtud  se  haga  la  cancelación. 

Segunda.  La  fecha  del  documento  y la  de 
presentación  en  el  Registro. 

Tercera.  El  nombre  del  Juez,  Tribunal  ó 
Autoridad  que  lo  hubiere  expedido,  ó del 
notario  ante  quien  se  haya  otorgado. 

Cuarta.  Los  nombres  de  los  interesados 
en  la  inscripción. 


Quinta.  La  forma  en  que  la  cancelación 
se  haya  hecho. 

■ ■ i ' 

ORÍGENES 

Art.  104,  ley  Hipotecaria. 

RESOLUCIONES  DE  LA  DIRECCION 

V 

Determinadas  en  ios  artículos  104  dé  la  ley  y 
90  del  Reglamento  la  forma  y circunstan- 
cias de  toda  cancelación,  diferentes  de  las  seña- 
ladas por  el  art.  9.*  de  la  ley  para  los  asientos 
de  inscripción,  el  registrador  no  pudó  elegir  á 
su  arbitrio  la  manera  de  hacer  constar  en  el 
Registro  las  escrituras,  sinó  que  debió  adoptar 
la  única  señalada  por  la  ley  expresamente,  que 
es  la  de  un  asiento  de  cancelación. 

Si  el  registrador  extiende  los  asientos  de  ins- 
cripción con  las  circunstancias  prevenidas  en  el 
art.  9.”  de  la  ley  para  hacer  constar  la  reden- 
ción de  censos,  falta  á los  expresados  artícu- 
los 79  y 104  de  la  ley,  69  y 70  del  Reglamento, 
y no  se  puede  invocar  este  hecho  para  el  efecto 
de  la  regulación  de  honorarios,  con  arreglo  al 
número  2.°  del  arancel,  falta  que  está  prevista 
en  el  art.  345  de  la  ley,  para  corregirla  discipli- 
nariamente (Res.  Dir.  Gen.  22  Julio  1874). 


CAPÍTULO  V 

DEL  MODO  DE  LLEV-AR  LOS  REGISTROS  (1) 


Artículo  1986. — El  Registro  de  la  propie- 
dad se  llevará  en  libros  foliados  y rubricados 
por  los  Presidentes  de  los  Tribunales  de 


(1)  EXPOSICION  DE  MOTIVOS: 

Del  modo  de  llevar  los  Registros.— No  ha 
tenido  la  Comisión  que  luchar  con  dificultades  tan 
graves  en  esta  parte  del  Proyecto  como  en  todas  las 
hasta  aquí  mencionadas.  No  hay  que  consultar  en 
ella  los  derechos  existentes , ni  tratar  de  conciliar- 
ios, ni  establecer  el  dificilísimo  tránsito  de  un  sis- 
tema á„otro,  basado  sobre  principios  diferentes.  Sin 
inconveniente  alguno  se  puede  adoptar  un  nuevo 
método  de  llevar  los  Registros  y aceptarlo  con  todas 
sus  consecuencias.  No  podrán  perder  en  ello  los  de- 
rechos civiles;  al  contrario,  ganarán  mucho,  porque 
la  experiencia  ha  señalado  las  reformas  que  pueden 
y deben  hacerse,  y esto,  ademas  de  convenir  ai  ór- 


partido  ó jueces  municipales  delegados  para 
la  inspección  de  los  Registros. 


den,  á la  facilidad  del  manejo  de  libros,  es  benefi- 
cioso á la  propiedad  y á loa  demás  derechos  «i  la 
cosa,  pues  que  cuanto  mejor  constituidos  estén  los 
Registros,  mayor  es  su  garantía.  No  debe  la  Comi- 
Bion  exponer  aquí  todas  las  medidas  que  propone 
sobre  el  modo  de  llevarlos  para  asegurar  su  legali- 
dad y su  autenticidad:  la  mayor  parte  de  ellas  no 
necesitan  ni  explicarse  ni  justificarse.  Por  esto  la 
Comisión  sólo  hará  mención  de  muy  escasos  pun- 
“ tos.  Entre  ellos  ocupa  el  primer  lugar  la  necesidad 
de  que  todos  los  libros  de  Registro  sean  iguales  y se 
formen  bajo  la  dirección  del  ministerio  de  Gracia  y 
Justicia,  con  cuantas  precauciones  sean  convenien- 
tes para  impedir  fraudes  y falsedades.  No  témala 


DEI,  REGISTRO  PÚBLICO 


*¿r. 


ORÍGENES 


Art.  222,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  1987. —Los  libros  expresados  en 
el  artículo  anterior,  serán  uniformes  para 
todos  los  Registros  y se  formarán  bajo  la 


Comisión  que  ni  áun  los  partidarios  más  decididos 
de  la  descentralización  absoluta  encuentren  poco 
atinada  esta  prescripción.  Los  Registros  de  la  pro- 
piedad,los  Registros  de  las  hipotecas,  encierran  en 
sus  páginas  el  depósito  de  intereses  permanentes 
del  Estado;  lo  que  en  ellos  se  escriba,  si  bien  algu- 
nas yeces  tiene  limitados  sus  efectos  á la  generación 
que  vive,  ha  de  afectar  aún  más  profundamente  á 
los  intereses  de  las  generaciones  venideras,  que  allí 
verán  escritos  ios  derechos  de  la  propiedad,  la  serie 
de  las  sucesiones,  las  alianzas  de  las  familias,  la  ga- 
rantía del  crédito  y la  seguridad  de  las  transaccio- 
nes verificadas  en  los  siglos  que  pasaron.  La  direc- 
ción del  Gobierno  es  la  úniea  capaz  de  dar  á estos 
Registros  la  uniformidad,  sin  la  cual,  abandonada 
la  ley  al  arbitrio  de  los  registradores,  pronto  perde- 
ría su  carácter,  se  desfiguraría  en  las  localidades,  y 
muy  luego  caería  en  un  descrédito  completo.  El  pa- 
pel de  los  libros,  el  modo  de  fabricarlo,  las  marcas 
y señales  que  debe  llevar,  la  forma  de  hacer  las  en- 
cuadernaciones, y hasta  la  tinta  y la  pluma  que  se 
usen  para  escribir  en  ellos,  pueden  influir  grande- 
mente en  su  larga  conservación,  en  hacer  imposi- 
bles tí  difíciles  al  ménos  las  falsificaciones  y fácil  su 
descubrimiento:  esto  por  sí  sólo  basta  á veces  para 
detener  la  mano  de  los  falsificadores.  La  dirección 
del  Gobierno  será,  cada  vez  que  se  renueven  los  Re- 
gistros, una  nueva  advertencia  á los  registradores  j 
de  que,  tienen  rigurosamente  que  ajustarse  á las 
formalidades  establecidas  por  la  ley  y Reglamentos; 
•llenar  las  casillas,  y hacerlo  todo  con  entera  suje- 
ción á lo  que  se  halle  prevenido:  así  no  nacerán 
prácticas  abusivas  que,  fundadas  aparentemente  en 
Ja  conveniencia  de  simplificar,  pero  aconsejadas  en 
realidad  por  la  desidia,  concluirían  por  dejar  sin 
efecto  las  precauciones  más  bien  meditadas. 

Nunca  deben  salir  de  las  oficinas  los  libros  del 
Registro:  nada  hay  que  pueda  justificar  esta  trasla- 
ción; si  se  necesitan  para. diligencias  judiciales, 
medios  tienen  los  juzgados  para  obtener  de  un  mo-  ¡ 
do  fehaciente  todo  cuanto  conduzca  á la  aclaración 
de  los  hechos  que  se  quieran  averiguar,  ya  sea  en 
el  orden- civil,  ya  en  el  criminal.  Desde  el  momento 
en  que  se  sacan  los  libros  de  un  archivo,  pueden 
correr  peligro  cuantiosos  intereses,  y no  es  justo 
que  pava  la  comodidad  de  un  litigante,  ó para  la 
uecision  de  un  solo  negocio,  se  cause  perjuicio  á 
todos  los  que  tengan  derechos  reales  en  la  demar- 
cación de  un  partido  judicial.  Este  mismo  principio 
hft  prevalecido  en  el  proyecto  de  ley  del  Notariado, 
y merecido  la  aprobación  de  uno  de  los  Cuerpos 
Colegisladores.  Desde  el  momento  en  que  los  libros 
salen  de  la  oficina  en  que  se  hallan  y pasan  á manos 
diferentes  de  aquellas  que  en  todo  tiempo  tienen 
Obligación  de  responder  de  su  autenticidad;  desde 
que  pasan  de  unas  á otras  oficinas,  por  esmeradas 
y escrupulosas  que  sean  las  diligencias  que  se  adop- 
ten para  salvar  su  integridad;  desde  que  la  respon- 
sabilidad no  es  una,  sintí  que  se  divide  y gubdivide 
entre  muchoB,  natural  es  que  pierdan  en  el  orden 
Tomo  II 


dirección  del  Ministerio  do  Gracia  y Justicia 
con  todas  las  precauciones  convenientes,  á 
fin  de  impedir  cualesquiera  fraudes  ó false- 
dades que  pudieran  cometerse  en  ellos. 

orígenes 

Art.  223,  ley  Hipotecaria; 


moral  algún  tanto  de  confianza  y la  seguridad  que 
deben  inspirar  á todos  por  completo. 

La  división  del  Registro  en  dos  secciones,  la  de 
la  propiedad  y la  de  hipotecas;  los  diferentes  libros 
que  deben  llevarse  por  los  registradores;  la  manera 
de  llevarlos;  las  circunstancias  de  los  asientos;  las 
diligencias  que  diariamente  han  de  practicarse,  para 
alejar  todo  peligro  de  que  aparezca  hecho  en  tiem- 
po ó fuera  de  tiempo  un  asiento;  las  notas  en  los 
títulos  inscritos;  la  precauciones  convenientes  para 
que  no  queden  perjudicados  los  derechos  fiscales; 
la  conservación  de  los  documentos  que  han  de  que- 
dar en  las  oficinas,  y el  modo  de  que  no  sea  ilusoria 
3a  facultad  de  los  interesados  para  cerciorarse  de 
que  las  inscripciones,  anotaciones  ó cancelaciones 
están  inscritas  con  toda  exactitud  y que  no  tienen 
omisiones  indebidas,  se  describen,  á juicio  de  la 
Comisión,  con  precisión  y claridad,  no  desdeñando 
descender  á pormenores  que  no  son  ociosos  en  pun- 
to de  tanta  gravedad,  y en  que  tan  irreparables 
perjuicios  puede  ocasionar  e!  más  pequeño  descui- 
do. Se  lisonjea  la  Comisión  de  no  haber  omitido 
nada  de  cuanto  ha  encontrado  en  nuestro  Derecho 
propio,  ó en  el  Derecho  extranjero,  que  sea  aplicable 
á estos  tiempos  y á España,  y pueda  contribuir  á 
la  perfección  de  los  Registros.' 

Dos  observaciones  añadirá  aquí  respecto  á dos 
disposiciones  que  ha  escrito  en  el  Proyecto.  Es  la 
primera,  que  las  inscripciones  hechas  en  dias  feria- 
dos sean  nulas.  Parecerá  tal  vez  á algunos  excesivo 
el  rigor  de  esta  prescripción,  y creerán  que  la  Comi- 
sioné por  una  falta  disculpable,  ó de  poca  importan- 
cia al  menos,  ha  impuesto  la  gravísima  pena  de 
pérdida  de  derechos.  Pero  á poco  que  mediten,  no 
podrán  menos  de  reconocer  la  justicia  y la  necesi- 
dad do  este  artículo;  de  otro  modo,  el  que  en  un 
día  festivo  no  llevase  al  Registro  una  escritura  para 
que  se  tomase  de  ella  razón,  en  la  seguridad  de  que 
tampoco  otra  podía  hacerlo,  y acudiera  á la  primera 
hora  del  siguiente  día  hábil,  quedaría  perjudicado 
por  el  que,  sólo  á la  sombra  de  la  infracción  de  la 
ley,  hubiera  ganarlo  la  preferencia.  La  otra  obser- 
vación se  refiere  ¿ la  facultad  que  se  da  á los  inte- 
resados para  exigir  que  antes  de  hacerse  un  asiento 
en  el  libro  se  lea  dé  conocimiento  de  la  minuta,  con 
objeto  de  que  puedan  pedir  y obtener  que  se  subsa- 
nen los  errores  ú omisiones  que  adviertan.  Ni  el 
registrador  contra  su  opinión  debe  acceder  á lo  que 
el  interesado  reclame,  ni  al  interesado  tampoco  ha 
de  privársele  de  todo  recurso  para  obtener  su  deseo 
en  el  caso  deque  se  hubiere  desestimado.  Pero  en 
estas  cuestiones  de  fácil  apreciación  no  debían  se- 
guirse las  largas  y solemnes  formas  de  los  juicios; 
son  más  bien  actos  de  jurisdicción  voluntaria  que 
pueden  resolverse  con  acierto,  sin  necesidad  de 
contención.  Por  esto  la  Comisión  ha  dejado  la  de- 
cisión á los  Regentes  de  las  Audiencias  ó á sus  de- 
legados, creyendo  que  así  quedan  bastantemente 
garantidos  los  derechos  de  todos  los  interesados. 
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Artículo  tí)S8. — Sólo  harán  í®  los  libros 
que  lleven  los  registradores  formados  con 
arreglo  á lo  provenido  en  el  artículo  an- 
terior. •*' 

ORÍGENES 

Art.  224,  ley  Hipotecaria. 

Articulo  1081).— Los  libros  del  Registro 
no  so  sacarán  por  ningún  motivo  de  la  ofi- 
cina'dcl  registrador;  todas  las  diligencias 
judiciales  ó extrajudiciales  que  exijan  la 
presentación  de  dichos  libros,  se  ejecutarán 
precisamente  en  la  misma  oficina. 

ORÍGENES 

Art.  225,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  1990. — Los  libros  estará  nume- 
rados por  orden  de  antigüedad. 

orígenes 

Art.  226,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  1991. — Comprenderá  el  Registro 
de  la  propiedad  Jas  inscripciones,  anota- 
ciones preventivas,  cancelaciones  y notas 
de  todos  los  títulos  sujetos  á inscripción, 
según  los  artículos  1883  y 1880  (2.°  y 5.°  de 
la  ley). 

ORIGENES 

Art.  227,  loy  Hipotecaria. 

Artículo  1992. — El  Registro  de  la  propie- 
dad se  llevará  abriendo  uno  particular  á cada 
linca  cu  el  libro  correspondiente,  asentando 
por  primera  partida  de  él  la  primera  ins- 
cripción que  se  pida  relativa  á la  misma  fin- 
ca, siempre  que  sea  de  traslación  de  propie* 
dad. 

Cuando  no  sea  de  esta  especie  la  primera 
inscripción  que  se  pida,  se  trasladará  al  Re- 
gistro la  última  de  dominio  que  se  haya  he- 
cho en  los  libros  antiguos  á favor  del  pro- 
pietario cuya  linca  quede  gravada  por  la 
nueva  inscripción.  Todas  las  inscripciones, 
anotaciones  y cancelaciones  posteriores,  se 


I asentarán  á continuación,  sin  dejar  claros 
entre  unos  y otros  asientos. 

orígenes 

Art.  228,  ley  Hipotecaria. 

RESOLUCIONES  DE  LA  DIRECCION 

Cuando  se  trate  de  registrar  una  hipoteca,  no 
hay  necesidad  de  extender  un  asiento  ó ins- 
cripción de  dominio  independiente  del  asiento 
ó inscripción  de  la  hipoteca,  con  tal  que  se  ex- 
presen las  circunstancias  esenciales  de  tal  ad- 
quisición, tomándolas  de  los  documentos  nece- 
sarios al  efecto'.  El  art.  228  de  la  ley  es  la  regla 
general:  lo  que  acaba  de  exponerse  es  una  excep- 
ción introducida  por  el  art.  20,  con  el  fin  de  faci- 
litar la  inscripción  de  los  títulos  anteriores  al 
planteamiento  del  moderno  sistema  hipotecario 
(Res.  Dir.  Gen.  23  Mayo  1874). 

Los  asientos  extendidos  por  los  funcionarios 
i encargados  legalmente  de  los  libros  del  Regis- 
tro, deben  reputarse  válidos  y legítimos  áun 
j cuando  carezcan  de  alguna  de  las  eircunstan  - 
cias  ó requisitos  esenciales,  mientras  los  Tribu- 
nales no  declaren  en  la  forma  debida  su  nuli- 
dad y consiguiente  cancelación,  por  lo  cual  los 
referidos  asientos  deben  producir  todo  su  valor 
para  el  efecto'  de  inscribir  á continuación  de  los 
mismos  los  actos  de  enajenación  ó gravamen 
otorgados  por  las  personas  que  apareces.,  con 
derecho  para  ello,  siempre  que  no  exista  omi- 
sión de  tal  naturaleza,  que  haga  imposible  co- 
nocer si  el  trasmíteme  tiene  ó no  derecho,  se- 
gún el  Registro,  para  otorgar  aquellos  actos 
. (Res.  Dir.  Gen.  17  Febrero  1877).  . 

Si  bien  el  art.  21  del  Reglamento,  en  armo- 
nía con  el  228  do  la  ley,  exige  para  la  trasla- 
ción .4  los  nuevos  libros  de  los  asientos  relativos 
¿ derechos  reales,  impuestos  sobre  una  finca 
cuyo  dominio  no  consta  en  los  libros  antiguos, 
que  se  hagan  dos  inscripciones,  una  de  domi- 
nio y otra  del  derecho  real,  la  infracción  de 
este  precepto  no  constituye  un  motivo  de  nuli- 
dad de  los  asientos  trasladados  con  arreglo  á los 
artículos  30  y 32  de  la  ley,  puesto  que  por  ha- 
llarse extendidos  on  los  Registros  anteriores  á 
1863  surten,  en  cuanto  á los  derechos  que  de 
ellos  consten,  todos  los  efectos  de  las  inscrip- 
ciones posteriores  á esta  fecha,  aunque  carez- 
ca de  alguno  de  los  requisitos  que  bajo  pena  de 
nulidad  exigen  los  artículos  9.°  al  13  de  la  ci- 
I lada  ley. 
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Esta  infracción  puede  y debe  subsanarse  para 
)a  conveniente  organización  del  Registro  y para  • 
que  se  hallen  respectivamente  relacionados  y 
garantidos  los  derechos  del  dueño,  siempre  que 
por  ellos  se  presenten  los  documentos  á que  se 
refiere  el. penúltimo  párrafo  del  art.  21  del  Re- 
glamento, haciéndose  imposible  miéntras  no  so 
subsane  (Res.  Dir.  Gen.  4 Enero  1877). 

A tenor  de  lo  prescrito  en  el  art.  228  de  la 
ley,  todas  las  inscripciones,  anotaciones  y can- 
celaciones referentes  á una  misma  finca  deben 
extenderse  en  los  libros  del  Registro,  sin  dejar 
claros  ni  espacios  en  blanco  entre  unos  y otros 
asientos. 

Cuando  un  registrador  halle  claros  ó espa- 
cios en  blanco,  deberá,  para  subsanar  este  de- 
fecto, hacer  aplicación  del  art.  412  de  la  ley,  de- 
biendo observar  ademas  las  siguientes  reglas: 

1/  Las  hojas  en  blanco  y los  claros  que  se 
hallen  en  las  destinadas  al  Registro  particular 
de  cada  finca,  se  inutilizarán  de  modo  que  no 
se  pueda  volver  á extender  en  aquéllas  ni  en 
éstos  ningún  asiento. 

2. a  Esta  diligencia  la  practicará  el  delegado 
de  la  presidencia,  para  la  inspección  de  dicho 
Registro,  con  asistencia  del  actual  registrador 
y representante  del  Ministerio  público,  señalan- 
do el  día  y hora  en  que  ha  de  celebrarse. 

3. *  Al  margen  de  toda  hoja  en  blanco  ó de 
todo  claro  que  exceda  de  tres  líneas,  deberá 
extenderse  una  certificación  expresiva  del  nú- 
mero de  líneas  inutilizadas  y del  motivo  que  ha 
habido  para  ello,  cuya  certificación  autorizará 
el  juez  delegado. 

4. *  Concluida  esta  diligencia  é inutilizados 
todos  los  claros , se  levantará  un  acta,  en  la 
que  se  consignará  brevemente  la  numeración 
de  las  páginas  de  los  diferentes  tomos  ó libros 
del  Registro  en  que  aquélla  se  ha  practica- 
do, y el  número  de  líneas  inutilizadas  en  cada 
uno. 

Y 5.a  El  delegado  remitirá  una  nota  ó rela- 
ción de  los  funcionarios  que  autorizan  el  pri- 
mer asiento,  extendida  después  de  dos  ó más 
líneas  en  blanco  relativas  al  Registro  particular 
de  una  misma  fincíT,  con  el  objeto  de  que  por 
esta  Dirección  se  acuerde  lo  que  proceda  (Re- 
solución Dir.  Gen.  3 Febrero  1877). 

Si  el  censo  se  halla  inscrito  en  los  libros  an- 
tiguos, lo  que  procede,  con  arreglo  á los  dos 
últimos  párrafos  del  art.  21  del  Reglamento,  es 
trasladar  el  referido  asiento,  inscribiéndose  an- 
tes el  dominio  de  la  finca,  á fin  de  que  tenga 
cumplimiento  lo  dispuesto  en  el  párrafo  segun- 
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do  de!  art.  228  do  la  ley  (Res.  Dir.  Gen.  14 
Abril  1879). 

El  art.  228  de  la  ley  Hipotecaria  ordena  que 
cuando  no  sea  inscripción  de  dominio  la  pri- 
mera que  se  pida  relativa  á una  finca,  deberá 
trasladarse  al  Registro  la  última  de  dominio 
que  se  haya  hecho  en  los  libros  antiguos,  á 
favor  del  propietario,  y el  art.  21  del  Reglamen- 
to autoriza  para  trasladar  el  asiento  hecho  en 
los  antiguos  libros  en  que  conste  inscrito  un 
derecho  real,  siempre  que  en  el  título  presenta- 
do ó en  otros  documentos  fehacientes  se  acre- 
dito la  adquisición  dol  dominio  de  la  fincaydol 
derecho  real  antes  de  l.°  de_ Enero  de  1863,  por 
lo  cual,  si  no  consta  inscrita  la  propiedad  en  los 
antiguos  libros  ni  en  los  modernos,  ni  consta 
tampoco  que  la  adquisición  fuese  anterior  á 
aquella  fecha,  existe  un  obstáculo  legal  que  im- 
pide la  inscripción  de  la  escritura  de  enajena- 
ción de  la  finca,  sin  que  pueda  invocarse  en 
contra  de  ésta  el  texto  del  art.  9.°  de  la  ley  de  1 1 
de  Julio  de  1878,  que  no  puede  entenderse  en 
el  sentido  de  que  por  él  se  deroguen  las  reglas 
generales  sobre  inscripción  contenidas  en  la 
ley  Hipotecaria,  ni  mucho  ménos  en  el  sentido 
de  que  pueda  extenderse  una  inscripción  , aun- 
que sea  en  forma  de  nota  en  los  libros  de  la  an- 
tigua contaduría,  porque  la  misma  ley  Hipote- 
caria prohíbe  hacer  en  ellos  asiento  alguno,  á 
excepción  de  los  taxativamente  señalados  en 
los  artículos  414  y 415  (Res.  Dir.  Gen.  26  Di- 
ciembre 1879). 

Es  un  principio  fundamental  en  legislación 
hipotecaria,  claramente  consignado  en  el  ar- 
tículo 228  de  la  ley,  que  no  puede  inscribirse 
ningún  derecho  real  sin  que  conste  previa- 
mente inscrito  el  dominio  del  inmueble  á quo 
afecta  (Res.  Dir.  Gen.  6 Octubre  1880). 

Cada  una  de  las  fincas  indebidamente  inclui- 
das bajo  un  solo  número,  debe  tener  un  regis- 
tro propio,  á tenor  de  lo  que  exigen  los  artícu- 
los 8.°  y 228  de  la  ley  Hipotecaria,  y no  hay  in- 
conveniente en  que  al  abrir  nuevo  número  á 
cada  úna  de  las  dichas  fincas,  se  ponga  como 
primera  inscripción  la  de  hipoteca  que  al  pre- 
sente se  solicita,  toda  vez  que  el  dominio  de 
aquéllas  aparece  ya  en  el  Registro  moderno, 
por  lo  cual  basta,  á los  efectos  del  mencionado 
art.  228,  expresar  en  la  inscripción  de  hipoteca 
las  circunstancias  esenciales  de  la  adquisición 
del  propietario,  tomándolas  de  la  inscripción  do 
venta,  y citando  el  tomo,  folio  y numero  en 
que  consta  (Res.  Dir.  Gen.  8 Octubre  1880), 
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Artículo  1008. — Los  asientos  relativos  á 
cada  finca  se  numerarán  correlativamente, 
y se  firmarán  por  el  Registrador. 

ORÍGENES 

Art.  229,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  1994.— Se  abrirá  un  libro  para 
cada  término  municipal  que  on  todo  ó en 
parte  esté  enclavado  en  el  territorio  de  un 
Registro. 

ORÍGENES 

Art.  230,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  1095. — Los  libros  de  cada  térmi- 
no municipal  tendrán  una  numeración  espe- 
cial correlativa,  ademas  de  la  prevenida  en 
el  artículo  1990  (22G  de  la  ley). 

ORÍGENES 

Art.  231,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  199G. — El  Gobierno  podrá  acor- 
dar, por  razones  de  conveniencia  pública, 
que  un  término  municipal  se  divida  en  dos 
ó más  secciones,  y que  se  abra  un  libro  de 
Registro  para  cada  una  de  ellas. 

ORÍGENES 

Art.  232,  ley  Hipotecaria. 

i 

Artículo  1997. — En  el  caso  expresado  en  el 
artículo  anterior,  á las  dos  numeraciones 
que  deben  tener  los  libros,  según  los  artícu- 
los 1990  y 1991  (22G  y 231  de  la  ley),  se  aña- 
dirán las  palabras:  «Sección  primera  ó se- 
gunda,» ó la  que  corresponda. 

ORÍGENES 

Art.  233,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  1998. — Guandoun  título  compren- 
da varios  bienes  inmuebles  ó derechos  reales 
que  radiquen  en  un  término  municipal,  la 
primera  inscripción  que  se  verifique  con- 


: tendrá  todas  las  circunstancias  prescritas 
en  el  art.  1899  (9.°  de  la  ley)  y en  las  otras 
sólo  se  describirá  la  finca,  si  fuere  necesa- 
rio, ó se  determinará  el  derecho  real  objeto 
de  cada  una  de  ellas,  y se  expresarán  la  na- 
turaleza del  acto  6 contrato,  los  nombres  del 
trasferente  y adquirente,  la  fecha  y pueblo 
1 en  que  se  expidió  el  título,  y el  nombre  del 
Notario  autorizante,  refiriéndose  en  todo  lo 
demas  á aquella  primera  inscripción  y ci- 
tándose el  libro  y folio  en  que  se  encuentre. 

Orígenes 

Art.  234,  ley  Hipotecaria. 

RESOLUCIONES  DE  LA  DIRECCION 

Si  al  hacer  el  registrador  dos  ó más  inscripcio- 
nes extensas  correspondientes  á fincas  situadas 
en  otros  términos  municipales,  ha  insertado  li- 
teralmente cláusulas  innecesarias,  como  son  las 
relativas  á los  preliminares  del  préstamo,  á la 
■ obligación  de  bienes  presentes  y futuros  y á la 
de  pagar  el  deudor  los  gastos  de  escritura,  y ha 
copiado  también  literalmente  las  condiciones 
del  contrato  contra  el  espíritu  de  la  ley  Hipote- 
caria que  prohíbe  la  trascripción  ó copia  lite 
ral  de  Jos  títulos,  y exige  que  de  éstos  se  haga 
sólo  un  extracto  fiel  é inteligente,  y cóntra  la  le- 
tra del  art.  29,  núm.  7.°,  del  Reglamento  gene- 
ral, ha  infringido  el  art.  234  de  la  ley,  sin  que 
le  sirva  de  excusa  atribuir  la  falta  á sus  depen- 
dientes, pues  según  el  art.  301  do  dicha  ley,  el 
registrador  responde  única  y exclusivamente 
de  las  operaciones  practicadas  en  los  libros  por 
aquéllos  (Res.  Dir.  Gen.  16  Diciembre  1874). 

El  registrador  se  ha  separado  de  la  doctrina 
del  art.  234  de  la  ley,  al  pretender  extender  en 
igual  forma  todas  las  inscripciones  relativas  á 
fincas  situadas  en  un  mismo  término  municipal;  “ 
y según  ha  declarado  este  Centro  al  fijar  la  in- 
teligencia del  expresado  artículo  y del  26  del 
Reglamento,  las  inscripciones  referentes  á fin- 
cas situadas  en  un  mismo  término  municipal  y 
comprendidas  en  el  repetido  artículo^  do  la  ley 
deben  extenderse  en  la  forma  prevenida. 

Esta  doctrina  es  absoluta  en  cuanto  á las  cir* 
cunstancias  que  deben  tomarse  del  título  ó do- 
cumento común,  sin  que  por  otra  parte  lo  mo- 
difique on  lo  más  mínimo  el  art.  416,  que  nin- 
guna relación  tiene  con  la  cuestión  promovida 
en  este  expediente  (Res.  Dir.  Gen.  19  Enero 
1878). 
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Artículo  1999.  Si  el  ÍLtulo  áque  se  refte~ 
re  el  artículo  anterior  fuere  de  constitución 
de  hipoteca,  deberá  expresarse,  ademas  de 
lo  prescrito  en  dicho  artículo,  la  parte  de 
crédito  de  que  responde  cada  una  de  las  fin- 
cas ó derechos. 


ORÍGENES 

Art.  235,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  2000. — Si  los  bienes  ó derechos 
contenidos  en  un  mismo  título  estuvieren  si- 
tuados en  dos  ó más  términos  municipales, 
lo  dispuesto  en  los  dos  anteriores  artículos 
se  aplicará  á cada  uno  de  dichos  términos. 

Si  alguno  ó algunos  do  éstos  se  hubieren 
dividido  en  secciones,  según  lo  dispuesto  en 
el  art.  1996  (232  de  la  ley),  cada  sección  se 
considerará  como  si  fuera  un  término  mu- 
nicipal. ' 

ORÍGENES 

Art.  230,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  2001. — El  registrador  autorizará 
con  firma  entera  los  asien  tos  de  presentación 
del  Diario  las  inscripciones,  anotaciones  pre- 
ventivas y cancelaciones,  y con  media  firma 
las  notas. 

ORÍGENES 

Art.  237,  ley  Hipotecaria. 

RESOLUCIONES  DE  LA  DIRECCION 

El  registrador  puede  autorizar  por  sí  las  ins-  ¡ 
cripciones  y demas  operaciones  de  registro  que 
so  refieran  á bienes  ó derechos  en  que  sea  par- 
te ó tenga  interes  (Kes.  I>ir.  Gen.  2 Diciembre 
1864  y 28  Abril  1866). 

En  las  inscripciones  concisas  basta  la  media 
firma  del  registrador  (Res.  Dir.  Gen.  30  Enero 
1872). 

Artículo  2002.— Los  registradores  lleva- 
rán ademas  un  libro  llamado  Diario,  donde 
etiel  momento  de  presentarse  cada  título 
extenderán  un  breve  asiento  de  su  contenido. 
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orígenes 
Art.  238,  ley  Hipotecaria. 


RESOLUCIONES  DE  LA  DIRECCION- 

AI  registrador  sólo  corresponde  hacer  la  cali- 
ficación del  documento  dospuos  do  extendido  el 
asiento  de  presentación  y dentro  del  término 
que  señala  el  art.  16  del  Reglamento,  para  el 
efecto  de  practicar,  suspender  ó negar  la  ins- 
cripción del  título  presentado  (Res.  Dir.  Gene- 
ral 25  Noviembre  1876). 

Artículo  2003. — Los  asientos  del  Diario  se 
numerarán  correlativamente  (en  el  acto  do 
ejecutarlos. 


ORÍGENES 


Art.  239,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  2004. — Los  asientos  de  que  trata 
el  artículo  anterior  se  extenderán  por  el  or- 
den en  que  se  presenten  los  títulos,  sin  dejar 
claros  ni  huecos  entre  ellos,  y expresarán: 

Primero.  El  nombre,  apellido  y vecin- 
dad del  que  presente  el  titulo. 

Segundo.  La  hora  de  su  presentación. 

Tercero.  La  especie  del  título  presentado, 
su  fecha  y autoridad  ó notario  que  lo  sus- 
criba. 

Cuarto.  La  especie  de  derecho  que  se 
constituya,  trasmita,  modifique  6 extinga 
por  el  título  que  se  pretenda  inscribir. 

Quinto.  La  naturaleza  ele  la  finca  ó dere- 
cho real  que  sea  objeto  del  título  presentado, 
con  expresión  de  situación,  su  nombre  y su 
número,  si  lo  tuviere. 

Sexto.  El  nombre  y el  apellido  de  la  per- 
sona á cuyo  favor  se  pretenda  hacer  la  ins- 
cripción. 

Sétimo.  La  firma  del  registrador  y de  la 
persona  que  presente  el  título,  ó de  un  tes  - 
tigo, si  ésta  no  pudiera  firmar. 


ORÍGENES 

Art.  240,  ley  Hipotecaria. 
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H ESOLTÍG  IONES  DE  LA  DIRECCION 

Parí»  los  efectos  de  presentar  documentos  en 
el  .Registro,  pueden  serlo  todos  los  que  reúnan 
las  circunstancias  que  el  derecho  común  exige 
para  ser  apoderado  de  otro  en  los  negocios  ex- 
tra) udíciales,  podiendo  serlo  también  las  muje- 
res en  los  casos  que  las  leyes  Ies  permiten  des- 
empeñar el  mandato  (Res.  Dir.  Gen.  1.a  Abril  j 
1803). 

Los  mayores  de  diez  y siete  años  pueden  ser- 
vir do  mandatarios  para  presentar  documentos  ■ 
en  el  Registro,  porque  no  se  trata  de  gestiones 
judiciales,  sino  de  un  acto  extrajudicial  para  el 
cual  tienen  aptitud  con  arreglo  á las  leyes  vi- 
gentes (Res.  Dir.  Gen.  20  Setiembre  1865). 

Artículo  2005. — Cuando  el  registrador  ex- 
tienda en  el  libro  correspondiente  la  inscrip- 
ción, anotación  preventiva  6 cancelación  á 
ipie  se  refiera  el  asiento  de  presentación,  lo 
expresará  así  al  margen  de  dicho  asiento,  ■ 
indicando  el  tomo  y folio  en  que  aquélla  se 
hallare,  así  como  el  número  que  tuviere  la 
finca  en  el  Registro,  y el  que  se  haya  dado  á 
la  misma  inscripción  solicitada. 

ORÍGENES 

Art.  241,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  2000. — Todos  los  días  no  feria- 
dos, á la  hora  previamente  señalada  para  1 
cerrar  el  Registro,  en  la  forma  que  deter- 
minen los  Reglamentos,  se  cerrará  el  Diario 
por  medio  de  una  diligencia  que  extenderá  ¡ 
y firmará  el  registrador  inmediatamente 
después  del  último  asiento  que  hubiere  he-  ' 
cho.  En  olla  se  hará  mención  del  número  de 
asientos  que  se  hayan  extendido  en  el  día,  ó 
de  la  circunstancia,  en  su  caso,  de  no  ha- 
berse verificado  ninguno. 

Si  llegare  la  hora  de  cerrar  el  Registro  án-  ! 
tes  de  concluir  un  asiento,  se  continuará  és- 
te hasta  su  conclusión,  pero  sin  admitir, -en- 
tre tanto,  ningún  otro  título,  y expresando 
aquella  circunstancia  en  la  diligencia  de 
cierre. 

ORÍGENES 


Art.  242,  ley  Hipotecaria. 


Artículo  2007.  «¿-Los  asientos  de  presen- 
tación hechos  fnéra  de  las  horas  en  que  de- 
ba estar  abierto  el  Registro," serán  nulos. 

ORÍGENES 

Art.  243,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  2008. — AI  pié  de  todo  título  que 
se  inscriba  en  el  Registro  de  la  propiedad, 
pondrá  el  registrador  una  nota,  firmada  por 
él,  que  exprese  lá  especie  dé  inscripción  que 
se  haya  hecho,  el  tomo  y folio  en  que  se  há- 
lle, el  número  de  la  finca  y el  de  la  inscrip- 
ción ejecutada. 

ORÍGENES  . 

Art.  244,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  2009. — Ninguna  inscripción  se 
hará  en  el  Registro  de  la  propiedad,  sin  que 
se  acredite  previamente  él  pago  de  los  im- 
puestos establecidos  ó que  se  establecieren 
por  las  leyes,  si  los  devengare  el  acto  ó con- 
trato que  se  pretenda  inscribir. 

ORÍGENES 

Art.  245,  ley  Hipotecaria. 

RESOLUCIONES  DE  LA  DIRECCION 

La  inscripción  de  herencia  hecha  por  oí  al- 
bacea  antes  de  la  aceptación  de  ella  para  ’el 
efecto  de  proceder  á la  enajenación  de  los  bie- 
nes raíces  de  ia  misma,  no  lleva  -consigo  nece- 
sariamente el  pago  de  ningún  impuesto  mien- 
tras no  hayan  trascurrido  los  plazos  señalados 
por  la  legislación  fiscal  para  la  presentación  de 
los  documentos  referentes  á herencias,  y lega- 
dos, y sólo  los  devenga  pasados  estos  plazos,  no 
por  consecuencia  de  la  inscripción,  sino  porque 
el  Estado,  según  lo  ha  declarado  la  Dirección 
general  do  Contribuciones  en  26  de  Marzo  de 
1870,  obliga  ai  heredero  á manifestar  su  volun- 
tad dentro  de  cierto  término,  pasado  el  cual  sin 
repudiarla  presume  la  aceptación  (Res.  Direc- 
ción Gen.  7 Enero  1875). 

Artículo  2010.— No  obstante  lo  prevenido 
en  el  artículo  anterior,  podrá  extenderse  el 
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asiento  de  presentación  ántes  de  que  se  ve- 
rifique el  pago  del  impuesto;  mas  en  tal  ca- 
so se  suspenderá  la  inscripción  y se  devol- 
verá el  título  al  que  lo  haya  presentado,  á 
fin  de  que  en  su  vista  se  liquide  y satisfaga 
dicho  impuesto. 

Pagado  éste,  volverá  el  interesado  á pre- 
sentar el  título  en  el  Registro  y se  extende- 
rá la  inscripción,  cuyos  efectos  se  retrotrae- 
rán á la  fecha  del  asiento  de  presentación,  si 
se  hubiere  devuelto  el  título  en  los  treinta 
días  siguientes  al  de  la  fecha  de  dicho 
asiento. 

Si  se  devolviere  el  título  después  de  los  re- 
feridos treinta  días,  deberá  extenderse  nue- 
vo asiento  de  presentación,  y los  efectos 
de  la  inscripción  que  se  retrotraerán  á la  fe- 
cha del  nuevo  asiento.  En  el  caso  de  que  no 
se  hubiere  pagado  el  impuesto  porque  la  ofi- 
cina ó funcionario  encargado  de  liquidarlo* 
ó recaudarlo  hubiere  consultado  á sus  supe- 
riores alguna  duda  sobre  dichos  particula- 
res, se  suspenderá  el  término  de  los  treinta 
días  desde  que  ocurra  la  consulta  hasta  que 
se  resuelva  definitivamente,  lo  que  hará  ; 
constar  por  nota  marginal  en  el  asiento  do 
presentación,  en  vista  del  documento  que  de- 
berá presentar  el  internado  al  registrador,  ? 
siempre  que  á este  funcionario  no  le  conste 
la  certeza  del  hecho. 

orígenes 

Art.  24Ü,  ley  Hipotecaria, 

Artículo  2011. — La  liquidación  del  im- 
puesto que  deba  pagarse  en  cada  caso  se 
hará  por  la  oficina  ó funcionario  que  proce- 
da, en  la  forma  que  determinen  los  Regla- 
mentos. 

.ORÍGENES 

Art.  247,  ley  Hipotecaria. 

RESOLUCIONES  DE  LA.  DIRECCION 

% 

Siendo  diferentes  las  funciones  que  desem- 
peñan los  registradores  de  la  propiedad  y los 
liquidadores  recaudadores  del  impuesto,  es 
evidente  que  áun  cuando  cargos  do  tan  opuesta 
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índole  se  hallan  reunidos  en  un  mismo  funcio 
nario,  los  actos  del  liquidador  no  pueden  em- 
barazar ni  coartar  en  lo  más  mínimo  las  atri- 
buciones del  registrador  al  admitir  ó negar  la 
inscripción  del  mismo  documento;  con  tanto 
más  motivo,  cuanto  que  en  empresente  caso  no 
se  trataba  de  anular  el  derecho  adquirido  por 
los  recurrentes  y por  el  que  satisficieron  el  im- 
puesto (Res.  Dir.  Gen.  30  Diciembre  4874). 

Artículo  2012.  — Las  cartas  de  pago  de 
los  impuestos  satisfechos  por  actos  ó contra- 
tos sujetos  á inscripción,  se  extenderán  por 
duplicado  y se  entregarán  ambos  ejemplares 
á la  persona  que  los  satisfaga. 

Uno  de  estos  ejemplares  se  presentará  y 
quedará  archivado  en  el  Registro. 

El  registrador  que  no  conservare  dicho 
ejemplar,  será  responsable  directamente  de 
los  derechos  que  hayan  dejado  de  satisfacer- 
se á la  Hacienda. 


ORÍGENES 

Art.  248,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  2013. — Para  que  en  virtud  de 
providencia  judicial  pueda  hacerse  cual- 
quier asiento  en  el  Registro,  expedirá  el 
Juez  ó el  Tribunal  por  duplicado  el  manda- 
miento correspondiente. 

El  registrador  devolverá  uno  de  los  ejem- 
plares al  mismo  Juez  ó Tribunal  que  lo  haya 
dirigido,  ó al  interesado  que  lo  haya  presen- 
tado, con  nota  firmada  por  él,  en  que  ex- 
prese quedar  cumplido;  y conservará  el  otro 
en  su  oficio,  extendiendo  en  ét  una  nota  ru- 
bricada, igual  á la  que  hubiere  puesto  en  el 
ejemplar  devuelto.  Estos  documentos  se  ar- 
chivarán enlegajados,  numerándolos  por  el 
orden  de  su  presentación. 

ORÍGENES 

Art.  249,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  2014, — Cuando  se  presente  un  ti- 
tulo á fin  de  que  se  cancelo  total  ó parcial- 
mente alguna  hipoteca,  deberá  presentarse 
también  la  escritura  de  su  constitución  cu 
que  conste  haber  sido  inscrita,  y so  pondrá 
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una  nula  que  exprese  la  cancelación,  sin 
perjuicio  de  la  que  también  deba  ponerse  en 
aquel  título. 

si  no  so  presentase  la  referida  escritura  de 
constitución  de  la  hipoteca,  se  acompañará  I 
al  título  copia  eii  papel  común,  sin  necesi- 
dad do  que  contenga  firma  alguna,  debiendo 
el  registrador  cotejar  en  aquel  acto  dicha 
copia  con  el  original  y extender  y firmar  la  j 
nota  de  conformidad,  si  resultare,  cuya  no-  1 
ta  firmará  asimismo  el  interesado  ó quien 
en  su  representación  haya  presentado  la 
copia,  y si  no  supiere,  el  testigo  que  firmó 
el  asiento  de  presentación. 

ORÍGENES 

Arl.  i 50,  ley  Hipotecaria. 

RESOLUCIONES  DE  LA  DIRECCION 

’ Según  lo  dispuesto  en  el  párrafo  2.“  delart.  250 
do  la  ley  Hipotecaria,  para  obtener  la  cancela- 
ción de  una  inscripción  do  hipoteca  deberá 
acompañarse  al  titulo  copia  del  mismo  en  papel 
común,  sin  necesidad  do  firma,  debiendo  el  re- 
gistrador cotejarla  y firmar  el  acta  de  confor- 
midad, debiendo  hacerlo  el  interesado  ó quien 
en  su  nombro  haya  presentado  la  copia. 

Aunque  en  este  precepto  no  se  indica  el  ob- 
jeto y fin  de  la  copia  en  el  papel  común  que  so 
ha  do  acompañar  al  título  do  cancelación,  no 
puedo  ser  otro  que  el  de  quodar  archivada  la 
copia  on  el  Registro,  devolviéndose  el  docu- 
mento original  al  que  lo  haya  presentado,  no 
sólo  porque  ésta  ora  la  doctrina  vigente  al  pu- 
blicarse la  referida  ley,  de  conformidad  con  la 
Real  orden  de  12  do  Diciembre  do  18(54,  que  así 
lo  dispuso,  aceptando  como  complemento  y 
aclaración  del  art.  2ÓU  do  la  ley  de  8 de  Pebre-  ■ 
ro  do  18(51  lo  consignado  por  la  Comisión  do 
Códigos  en  ol  art.  7.“  del  proyocto  de  la  loy  adi- 
cional do  11  de  Abril  do  18fii,  sino  porque  los 
artículos  <2  y 90  del  Reglamento  vigente  dis- 
ponen que  han  do  conservarse  en  el  Registro  , 
para  ser  archivadas  las  copias  de  los  títulos  de  ’ 
cancelación  do  créditos  hipotecarios,  y que  se 
devuelvan  los  originales  álos  interesados. 

El  objeto  de  la  expresada  copia  se  deduce  de 
la  razón  que  tuvo  el  legislador  para  dictar  la 
disposición  contenida  en  ol  expresado  art.  250 
de  la  loy,  que  fué,  según  resulta  do  la  exposi- 
ción de  motivos  que  precede  ti  dicho  Proyecto 


de  ley  adicional  , el  que  no  se  privase  á los  In- 
teresados de  la  posesión  de  un  titulo  importan- 
te, ni  se  les  obligase  á reemplazarlo  con  una  se- 
gunda copia  del  mismo , evitando  ademas  los 
inconvenientes  que  nacerían  en  el  caso  de  que 
el  título  de  cancelación  lo  fuese  á la  vez  de  ad- 
quisición de  un  derecho  inscribible,  pues  si  por 
el  primer  concepto  debía  quedar  archivado,  por 
el  segundo  debería  ser  devuelto. 

Contra  esta  recta  y genuina  interpretación 
no  puedo  prevalecer  la  que  sostiene  el  registra- 
dor, fundado  en  lo  dispuesto  en  el  núm.  4.®  del 
art.  90  del  Reglamento  y en  el  modelo  núm.  7 
que  le  acompaña,  por  cuanto  el  primero  se  re- 
fiere á los  asientos  de  cancelación  de  toda  clase 
de  inscripciones  y anotaciones  que  so  verifi- 
quen en  virtud  de  mandamientos  judiciales,  do- 
cumentos expedidos  por  las  autoridades  ó es- 
crituras públicas,  y sólo  respecto  de  éstos  so 
previene  que  so  archive  la  copia  en  papel  co- 
,mun,  y porque  las  fórmulas  comprendidas  en 
los  modelos  oficiales,  en  ningún  caso  pueden 
invocarse  para  alterar  lo  dispuesto  en  la  ley  ni 
en  los  Reglamentos,  y mucho  menos  en  el  pre- 
sente caso,  en  que  por  inadvertencia  se  repro- 
dujo literalmente  el  modelo  núm.  7 que  acom- 
pañaba al  Reglamento  de  la  primitiva  ley  Hi- 
potecaria, y estaba  redactado  conforme  á lo  que 
en  ella  se  disponía  sobre  la  obligación  de  archi- 
var el  documento  original  ¡Res,  Dir.  Gen.  30 
Enero  1875). 

Artículo  2015. — Los  demas  títulos  que  se 
presenten  al  Registro  se  devolverán  á los 
interesados  con  la  nota  prevenida  en  el  ar- 
tículo 2008  (21-1  de  la  ley)  después  de  haber 
hecho  de  ellos  el  uso  que  corresponda. 

ORÍGENES 

Art.  251,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  2016.— -Los  interesados  en  una 
iucripcion,  anotación  preventiva  ó cancela- 
ción, podrán  exigir  que,  ántes  de  hacerse  en 
el  libro  el  asiento  principal  de  ella,  se  les  dé 
conocimiento  de  la  minuta  del  mismo  asiento. 

Si  notaren  en  ella  algún  error  ú'omision 
importante,  podrán  pedir  que  sq  subsane, 
acudiendo  ai  Presidente  de  la  Audiencia,  ó 
su  delegado,  on  el  caso  de  que  el  registrador 
se  negare  á hacerlo. 
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El  Presidente  de  la  Audiencia  ó su  delega- 
do resolverá  lo  que  proceda  sin  forma °de 
juicio,  y en  el  término  de  seis  días. 

ORÍGENES 

Art.  252,  ley  Hipotecaria. 

v 

RESOLUCIONES  DE  LA  DIRECCION 

La  oposición  que  los  recurrentes  han  hecho, 
en  uso  de  la  facultad  que  les  concede  el  art.  252 
de  la  ley,  ála  minuta  de  inscripción  de  laescri- 
-tura  de  cancelación,  es  infundada  en  cuanto  por 
ella  se  pretende  la  cancelación  de  todas  las  hi- 
potecas constituidas  sóbre  los  bienes  del  .que- 
brado de  una  manera  absoluta,  ilimitada  y sin 
restricción  de  ningún  género,  puesto  que  al 
extenderla  el  registrador  en  los  términos  on  que  ! 


lo  ha  hecho,  se  ha  limitado  la  calificación  res- 
pecto de  los  créditos  pertenecientes  á las  perso- 
nas que  concurrieron  á su  otorgamiento  (Reso  - 
lucion  Dir.  Gen.  27  Febrero  1879)  . 

Artículo  2017. — Siempre  que  se  dé  al  in- 
¡ teresado  conocimiento  de  la  minuta  en  la 
forma  prevenida  en  el  artículo  anterior,  y 
manifieste  su  conformidad, ó no  manifestán- 
dola, decida  el  Presidente  de  la  Audiencia  la 
; forma  en  que  aquélla  se  deba' extender,  se 
hará  mención  de  una  ú otra  circunstancia 
‘’en  el  asiento  respectivo. 

ORÍGENES 

Art.  253,  ley  Hipotecaria. 


CAPÍTULO  vi 

DE  LA  RECTIFICACION  DE  LOS  ASIENTOS  DEL  REGISTRO  (’) 


Artículo  2018. — Los  registradores  podrán 
rectificar  por  sí,  bajo  su  responsabilidad,  los 
errores  materiales  cometidos: 

Primero.  En  los  asientos  principales  de 


inscripción,  anotación  preventiva  ó cance- 
lación, cuyos  respectivos  títulos  se  conser 
ven  en  el  Registro. 

Segundo.  En  los  asientos  de  presenta- 


(1)  EXPOSICION  DE  MOTIVOS: 
Rectificación  de  los  asientos  del  Registro.— 
Si  imprudentemente  se  abriera  la  mano  para  facili- 
tar las  rectificaciones  en  los  Registros,  se  daría  lu- 
gar á falsificaciones  y á abusos  escandalosos.  No 
debe,  por  otra  parte,  impedirse  que  los  errores  co- 
metidos y que  puedan  ser  perjudiciales  á alguno  de 
los  interesados,  se  corrijan  oportunamente,  porque 
á la  sombra  de  una  equivocación  no  es  justo  se  creen 
ó se  quiten  derechos  legítimos. 

Los  errores  que  puedan  cometerse,  <5  han  de  ser 
materiales,  6 de  concepto  Como  esta  simple  enun- 
ciación, por  lo- "vaga  é indetef minada,  podría  dar 
lugar  á dudas,  ha  creído  la.  Comisión  que  debía  fijar 
lá  significación  de  las  palabras , si  no  por  definicio- 
nes poco  propias  de  una  ley,  por  regla  general , coa 
su  descripción,  procurando  la  mayor  exactitud  en 
matefiá  tan  delicada.  . . , 

Propone,  pues,  que  so  entienda  por  error  material 
el  que  consiste  en  poner  sin  intención  conocida 
unas  palabras  por  otras,  en  omitir  la  expresión  de 
a!gupas  circunstancias  cuya  falta  no  sea  causa  de 
nulidad,  <5  en  equivocar  los  nombres  propios  o las 
Tomo  II 


cantidades  al  copiarlas  del  título,  sin  cambiar  e 
sentido  general  de  la  inscripción  ni  el  de  ninguno 
de  sus  conceptos.  Al  contrario,  por  error  de  concep- 
to entiende  el  que  se  comete  alterando  ó variando 
el  sentido  del  titulo  al  expresar  en  la  inscripción  al 
guno  de  los  puntos  que  contiene,  pero  sin  que  esta 
Ealta  produzca  necesariamente  la  nulidad,  pues  en- 
tonces la  inscripción  no  es  rectificable,  quedando  á 
! salvo,  a quien  la  nulidad  cause  perjuicio,  el  dere- 

■ cho  de  reclamarla.  No  sabe  la  Comisión  sí  habrá 
llegado  á formular  estas  declaraciones 'con  la  clari- 

",  dad  que  desea  y^ffpstece. 

Respecto  álos  errores  materiales,  hizo  la  Comisión 
diferencia  entre  aquellos  que  pueden  ser  rectificados 
en  vista  dé  los  títuloB  que  obran  en  los  Registros  ó 
de  las  inscripciones  principales,  y aquellos  de  que 
no  existan  allí  estos  medios  de  examen,  compara- 
ción y comprobación.  En  el  primer  caso,  ha  creído 
que  sin  inconvenientes  dignos  de  tomarse  en  cuen- 
ta, podría  dejarse  á los  registradores  ia  facultad 
de  hacer  las  rectificaciones;  no  así  en  el  segundo, 
i en  que  para  la  rectificación  le  pareció  necesaria 

■ la  conformidad  del  interesado  que  tenga  en  au  po- 

ne 
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(ñon,  notas  marginales  é indicaciones  de  re- 
ferencia, aunque  los  títulos  no  obren  en  las 
oficinas  del  Registro,  siempre  que  la  ins- 
cripción principal  respectiva  baste  para  dár 
á conocer  el  error  y sea  posible  rectificarlo 
por  ella. 

ORÍGENES 

Art.  25á,  ley  Hipotecaría. 

Artículo  2019. — Los  registradores  no  po- 
drán rectificar,  sin  la  conformidad  delintere- 
sado  que  posea  el  título  inscrito,  ó sin  una 
providencia  judicial  en  su  defecto,  los  erro- 
res materiales  cometidos: 

Primero.  En  inscripciones,  anotaciones 
preventivas  ó cancelaciones  cuyos  títulos 
no  existan  en  el  Registro. 

Segundo.  Los  asientos  de  presentación 
y notas,  cuando  dichos  errores  no  puedan 
comprobarse  por  las  inscripciones  principa- 
les respectivas  y no  existan  tampoco  los  tí- 
tulos en  la  oficina  del  Registro. 


der  el  título  inscrito,  ó en  su  defecto  una  providen- 
cia judicial,  dando  de  este  modo  en  todo  caso  una 
garantía  de  que  no  ha  de  procederse  con  ligereza. 

(Jon  mayor  circunspección  se  deberá  proceder  res- 
pecto á los  errores  de  concepto,  cuando  éstos  no 
aparezcan  claramente  de  las  mismas  inscripciones, 
anotaciones,  cancelaciones  ó asientos:  la  Comisión 
exige  que  la  rectificación  no  se  pueda  hacer  sin 
consentimiento  unánime  de  todos  los  interesados  y 
del  registrador,  ó sin  una  providencia  judicial,  la 
cual  siempre  que  haya  oposición,  sea  resultado  de 
un  juicio  ordinario,  con  todas  las  fórmulas  y solem- 
nidades que  esta  clase  de  pleitos,  requiere  para  el 
acierto  de  los  fallos.  Mas  cuando  el  error  está  sólo 
en  los  asientos  de  presentación,  en  las  notas  mar- 
ginales, en  las  indicaciones  de  referencia  y en  los 
asientos  del  Registro  de  las  hipotecas  por  orden 
alfabético,  y la  inscripción  basta  para  hacerlos  co- 
nocer, eritóncea  se  da  facultad  al  registrador  para 
que  por  sí  los  rectifique.  , ' 

Seve,  pues,  por  loque  queda  expuesto,  que  la 
Comisión  ha  adoptado  un  orden  gradual,  atendida 
!a  diferencia  de  casos,  para  impedir  que  en  los  Re- 
gistros se  hagan  variaciones  que  no  estén  motiva- 
das, y evitar,  cuando  esto  suceda,  perjuicios  á los 
interesados. 

Pero  no  se  ha  contentado  la  Comisión  con  estas 
prescripciones,  que  por  sí  mismaB  parecen  suficien- 
tes a alejar  fraudes  y peligros  á tercero.  Ha  querido 
que  nunca  se  vean  en  los  Registros , con  motivo 
de  errores,  bien  materiales  ó bien  de  concepto,  en- 
miendas, tachas  ni  raspaduras:  éstas  hacen  desme- 
recerlos libros  en  que  se  hallan  y les  dan  un  ca- 
rácter, aunque  sea  exterior,  de  poca  autenticidad, 
desfavorable  al  crédito  territorial,  que  es  uno  de 
los  intereses  que  en  primer  térniino  deben  consul- 
tarse en  las  leyes  hipotecarias.  El  error  debe  quedar 
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Art.  255,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  2020. — Los  errores  de  concepto 
cometidos  en  inscripciones,  anotaciones  ó 
cancelaciones,  ó en  otros  asientos  referentes 
á ellas,  cuando  no  resulten  claramente  de 
las  mismas,  no  se  rectificarán  sin  el  acuerdo 
unánime  de  todos  los  interesados  y del  re- 
gistrador, <5  una  providencia  judicial  que  ‘lo 
ordene,  . 

Los  mismos  errores  cometidos  en  asien- 
tos de  presentación  y notas,  cuando  la  ins- 
cripción. principal  respectiva  baste  para  dar- 
los á conocer,  podrá  rectificarlos  por  sí  eL 
registrador.  ■ 

- ORÍGENES 


Art.  256,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  2021. — El  registrador  ó cualquie- 
ra de  los  interesados  en  una  inscripción,  po- 


siempre  escrito  para  que  en  todo  tiempo  puedan  co- 
nocerse y justificarse  el  motivo  y la  exactitud  de  la 
rectificación.  Así,  cuando  se  trata  de  errores  mate- 
riales, un  asiento  nuevo,  en  el  cual  se  exprese  y 
rectifique  con  claridad  el  error  cometido,  será  el 
modo  de  corregirlos. 

Los  errores  de  concepto  pueden  reconocer  dos 
causas  diferentes:  6 la  equivocada  .inteligencia  qne 
den  los  registradores  á alguna  cláusula  clara  y pre- 
cisa del  título,  ó la  redacción  yaga  , ambigua  ó in- 
exacta de  éste.  Cuando  los  errores  spn  de  esta,  últi- 
ma clase,  sólo  en  virtud  de  un  título  nuevo  podrá 
hacerse  la  inscripeiOD,  debiendo  ser  todos  los  gas- 
tos que  se  ocasionen  de  euenta  de  los  interesados, 
que  por  su  descuido,  falta  de  previsión  ó impericia, 
dieron  lugar  á ello.  \ . 

Pero  cuando  el  error  dimane  del  registrador,  la 
nueya  inscripción  se  hará  teniendo  á la  vista  el  tí- 
tulo ya  inscrito,  siendo  de  ca,rgo.  .del  registrador  los 
daños  y perjuicios  que  su  falta  de  inteligencia  exT 
blusivamente  ocasionó.  Sólo  á la  autoridad  judicial 
corresponderá  resolver  las  diferencias  á qne  den. lu- 
gar las  rectificaciones:  la  Comisión  así  lo  consigna 
expresamente.  _ ■ 

Pero  de  todos  modos,  las  rectificaciones  de' con- 
cepto no  pueden  retrotraerse  á la  fecha  de  la  ins- 
cripción rectificada;  por  pequeña  que  sea  la  equivo- 
cación, los  interesados  tienen  en  el  Proyecto  medios 
suficientes  para  evitar  el  error,  reclamándolo  opor- 
tunamente: el  que  ignorante  de  ella  acude  al  Regis- 
tro y contrata  en  la  seguridad  de  que  no  hay  una 
inscripción  ó anotación  que  pueda,  perjudicar . á la 
adquisición  de'un  derecho  .real,  no  debe  experimen- 
tar daño  por  la  omision..dál  que  no  cuidó  oportuna- 
mente de  que  la  inscripción  fuera  rectificada,,  Esttx 
es  el  único  que  debe  sufrir  las  consecuencias  dé  su 
conducta,  como  se  declara  en  el  Proyecto.  . 
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drá  oponerse  á la  rectificación  que  otro  so- 
licite por  causa  de  error  de  concepto,  siem- 
pre que  á su  juicio  esté- conforme  el  concep- 
to que  se  suponga  equivocado  con  el  corres- 
pondiente en  el  titulo  a que  lainscripcion  se 
refiera. 

La  cuestión  que  se  suscite  con  este  motivo, 
se  decidirá  en  juicio  ordinario. 

ORÍGENES 

Art.  257,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  2022. — Cuando  los  errores  mate- 
riales ó de  concepto  produzcan  la  nulidad  de 
la  inscripción,  conforme  al  art.  1911  (30  de 
la  ley),  no  habrá  lugar  á rectificación  y se  pe- 
dirá y declarará  por  quien  corresponda  di- 
cha nulidad. 

ORÍGENES 

Art.  258,  ley  Hipotecaria. 

RESOLUCIONES  DE  LA  DIRECCION  ' 

Cuando  no  se  puede  hacer  constar  en  el  Re- 
gistro el  nombre  y apellido  del  sucesor  inme- 
diato á cuyo  favor-  se  inscribió  la  adjudicación, 
mientras  no  se  cumpla  con  lo  dispuesto  en  ej 
articulo  258,  es  inoportuna  y extemporánea  la 
calificación  de  los  documentos  presentados  (Re- 
solución Dir.  Gen.  21  Enero  1875). 

Artículo  2023.-— Se  entenderá  que  se  co- 
mete error  material,  para  el. efecto  de  los  an- 
teriores artículos,  cuando  sin  intención  co-, 
noejda  se  escriban  unas  palabras  por  otras, 
se  omita  la  expresión  de  alguna  circunstan- 
cia cuya  falta  no  sea  causa  de  nulidad,  ó se 
equivoquen  los  nombres  propios  ó las  can- 
tidades al  copiarlas  del  título,  sin' cambiar 
por  eso  el  sentido  general  de  la  inscripción, 
ni  el  de  ninguno  de  sus  conceptos.  . , 

• i • i 

ORÍGENES 

‘ . " * 

Aria.  259  , ley  Hipotecaria. 

■ 'Artículo  2024.—  Se  entenderá  que  so  co- 
Bdqte  error  de  concepto  ouandoalexp  tesar 
éft  la  inscripción  alguno  do  los  contenidos 
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en  el  título,  se  altere  ó varíe  su  sentido,  sin 
que. esta  falta  produzca  necesariamente  nu- 
lidad, conforme  á lo  prevenido  en  el  art.  30. 

ORÍGENES 

Art.  2G0,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  2025. — Los  errores  materiales 
que  se  cometan ’en  la  redacción  de  los  asien- 
tos, no  podrán  salvarse  con  enmiendas,  ta- 
chas, ni  raspaduras, ni  por  otro  medio  que  un 
asiento  nuevo,  en  el  cual  se  exprese  y rectifi- 
que claramente  el  error  cometido  en  el  an- 
terior. 

ORÍGENES 

Art.  261 , ley  Hipotecaria. 

Artículo  2026. — Los  errores  de  concepto 
se  rectificarán  por  medio  de  una  nueva  ins- 
cripción, la  cual  se  hará,  mediante  Ja  pre- 
sentación del  mismo  título  ya  inscrito,  si  el 
registrador  reconociere  su  error  ó el  Juez  ó 
el  Tribunal  lo  declarare;  y en  virtud  de  un 
título  nuevo,  si  el  error  fuere  producido  por 
la  redacción  vaga,  ambigua  ó inexacta  del 
título  primitivo,  y las  partes  convinieron  en 
ello.,  ó lo  declarare  así  una  sentencia  judi- 
cial. 

ORÍGENES 

Art.  262,  ley  Hipotecaria. 

RESOLUCIONES  DE  LA  DIRECCION 

Según  la  doctrina  del  art.  262  de  la  ley  Hipo- 
tecaria, los  errores  cometidos  en  las  inscripcio- 
nes y que  fuesen  reproducidos  por  la  redacción 
vaga,  ambigua  ó inexacta  del  documento  ins- 
crito, deberán  rectificarse  por  medio  de  la  pre- 
sentación de  un  nuevo  título,  extendiendo  ade- 
mas una  nueva  inscripción  (Res.  Dir.  Gen.  18 
Mayo  1877). 

Artículo  202A — Siempre  que  se  haga  la 
rectificación  en.  virtud  del  mismo  título  an- 
tes presentado,  serán  todos  los  gastos  y per 
juicios  qué  se  originen,  de  cuenta  del  regis- 
trador. - 


5.V> 


CÓDIGO  CIVIL  DS*E8PAÍ5a 


En  el  caso  de  necesitarse  un  nuevo  título, 
pagarán  los  interesados  los  gastos  de  la  nue- 
va inscripción,  y los  demás  que  la  rectifica- 
ción ocasione. 

on  ÍCEN  ES 

Art.  203,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  2028.— El  concepto  rectificado  no 


surtirá  efecto  en  ningún  caso  sinó  desde  la 
fecha  de  la  rectificación,  sin  perjuicio  del  de- 
recho que  puedan  tener  los  terceros  para  re- 
clamar contra  la  falsedad  ó nulidad  del  títu- 
lo á que  se  refiera  el  asiento  que  contenía  el 
error  de  concepto  ó del  mismo  asiento. 

ORÍGENES 

Art.  264,  ley  Hipotecaria. 


CAPITULO  VII  ' 

DE  LA  DIRECCION  É INSPECCION  DE  LOS  REGISTROS  'ro 


Artículo  2029. — Los  Registros  depende- 
rán exclusivamente  del  Ministerio  de  Gracia 
y Justicia. 

ORÍGENES 


Art.  266,  ley  Hipotecaria. 


(1)  EXPOSICION  DE  MOTIVOS: 

Dfi  LA  DIRECCION  Ó INSPECCION  DE  LOS  REGIS- 
TROS-— Al  exponer  las  bases  generales  de  la  ley, 
queda  consignada  la  de  que  los  Registros  dependan 
del  Ministerio  de  Gracia  y Justicia,  y los  motivos 
poderosos  y decisivos  que  así  lo  aconsejan;  punto 
que  por  otra  parte  está  ya  resuelto  por  el  Gobierno. 
Pero  allí  sólo  qued<5  consignado  el  principio  gene- 
ral, cuyo  desenvolvimiento  exige  otras  medidas  que, 
en  concepto  de  la  Comisión,  deben  tener  el  carácter 
legislativo. 

Estas  medidas  son  las  de  establecer  un  sistema 
de  dirección,  de  inspección  y de  vigilancia  que,  al 
mismo  tiempo  que  sea  una  prenda  de  que  la  ley  se 
cumplirá  religiosamente,  dé  impulso  y uniformidad 
á su  ejecución,  impida  que  nanean  abusos  6 malas 
prácticas,  y castigue  en  su  origen  las  que  comiencen 
á aparecer.  Sin  un  sistema  de  dirección  y vigilancia 
organizada  del  modo  que  propone  la  Comisión  <5  de 
otro  equivalente,  la  obra  del  legislador,  falta  de 
centro  especial,  que  es  una  condición  necesaria  para 
su  buena  ejecución,  abandonada  á la  interpretación 
loca],  y por  lo  tanto  á la  diversidad  de  prácticas  y 
abusos  que  de  ella  se  derivan,  aislada  y mirada,  no 
con  la  predilección  y cuidado  que  de  suyo  exige, 
siná  como  un  negocio  subalterno,  quedará  imper- 
fecta y no  producirá  los  bienes  que  de  la  ley  debe 
esperar  el  país,  que  con  tanta  ansia  pide  y desea  la 
reforma  hipotecaria.  Estas  consideraciones  han  mo- 
vido ú la  Comisión  á proponer  que  bajo  la  depen- 
dencia inmediata  del  Ministerio  de  Gracia  y Justi- 
cia se  establezca  y na  Dirección  general  del  Registro 
de  la  propiedad , hjando  las  atribuciones  necesarias 
para  que  se  llene  cumplidamente  el  objeto  de  su 


Artículo  2030. — Se  restablecerá,  bajo  la 
dependencia  inmediata  del  Ministro  de  Gra- 
cia y Justicia,  la  Dirección  general  del  Re- 
gistro de  la  Propiedad  y del  Notariado. 

Las  plazas  de  subdirector,  oficiales  y auxi- 
liares de  la  citada  Dirección  general  en  las 


creación.  Así  se  formará  prontamente  y conservará 
una  jurisprudencia  tan  general  como  ajustada  al 
espíritu  de  la  ley,  que  será  el  complemento  necesa- 
rio del  precepto  escrito  por  el  legislador,  y habrá  un 
depósito  de  tradiciones-y  doctrinas  de  que,  aún  más 
que  la  generación  actual,  se  aprovecharán  las  veni- 
deras. 

Pero  esta  Dirección  necesita  ser  secundada  en  sus 
esfuerzos  por  agentes  entendidos  y prácticos  en  los 
negocios.  No  ha  pensado  la  Comisión  en  el  estable- 
cimiento de  funcionarios  especiales  que  inspeccio- 
nen y vigilen  el  cumplimiento  de  la  ley  y la  ejecu- 
ción de  los  Reglamentos  y disposiciones  del  Gobier- 
no. Los  graves  inconvenientes  á que  esto  daría  lugar 
no  necesitan  encarecerse:  la  Comisión  por  esto  pro- 
pone que  los  Regentes  de  las  Audiencias  sean  los 
i nspectores  de  los  Registros  de  su  territorio,  y que 
ejerzan  inmediatamente  las  facultades  que  en  este 
concepto  les  corresponden,  por  medio  de  los  jueces 
de  primera  instancia  dé  los  respectivos  partidos, 
que  para  este  objeto  serán  sus  delegados,  y que  en 
los  partidos  en  que  haya  más  de  un  juez  de  primera 
instancia,  ejerza  la  delegación  el  que  designe  el  Re- 
gente. Así  se  enlazan  también  los  Registros  estre- 
chamente con  los  funcionarios  del  órden  judicial, 
ue  son  los  que  tienen  más  ocasión  y más  medios 
e conocer  loa.  defectos  y la  conducta  de  los  regis- 
tradores. * 

La  inspección  deberá  ejercerse  por  medio  de  visi- 
tas ordinarias  y extraordinarias,  para  las  cuales  bo 
autoriza  á los  Regentes  á delegar  sus  facultades  en 
un  magistrado  de  la  Audiencia;  por  comunicaciones 
y estados  periódicos  que  deben  dirigírseles,  y por  la 
jurisdicción,  disciplina!  que  se  les  confiere  y que 
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vacantes  que  ocurran,  se  proveerán  necesa- 
riamente por  ascenso  rigurosa,  y Ja  última 
de  los  auxiliares  previa  oposición. 

Los  expresados  subdirector,  oficiales  y 
auxiliares  no  podrán  ser  gubernativamente 
separados  siñó  por  justa  causa  relativa  al 
cumplimiento  de  los  deberes  de  su  destino, 
en  virtud  de  expediente  instruido  por  el 
Director,  y previa  consulta  de  la  Sección  de 
Gracia  y Justicia  del  Consejo  de  Estado,  de- 
biendo ser  oído  el  interesado,  á fin  de  que ' 
por  escrito  dé  explicaciones  acerca  del  he- 
cho que  motive  el  expediente. 

En  el  caso  de  suprimirse  alguna  ó algu- 
nas de  las  ■ plazas  expresadas  en  el  párrafo  ! 
anterior,  los  que  las  desempeñen  disfrutarán 
los  mismos  derechas  concedidos  á los  pro- 
fesores en  el  art.  178  de  la  ley  de  9 do  Se- 
tiembre de  1857. 

I 

ORÍGENES 

- 

Art.  2G6,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  2031. — Corresponde  á la  Direc- 
ción general  del  Registro  de  la  Propiedad: 

- Primero.  Proponer  al  Ministerio  de  Gra- 
cia y Justicia,  ó adoptar  por  sí  en  los  casos 
que  determinen  los  Reglamentos,  las  dispo- 
siciones necesarias  para  asegurar  en  los  Re- 
gistros de  la  propiedad  la  observancia  de 
esta  ley  y de  los  reglamentos  que  se  dicten 
para  su  ejecución. 

Segundo.  Instruir  los  expedientes  que  se 
formen  para  la  provisión  de  los  Registros 
vacantes,  y para  celebrarse  las  oposiciones, 
en  los  casos  en  que  fueren  necesarias,  como 
también  los  que  tengan  por  objeto  la  separa- 
ción de  los  empleados  en  la  Dirección  gene- 
ral A de  los  registradores,  proponiendo  la 
resolución  definitiva  que  en  cada  caso  - pro- 
ceda con  arreglo  á las  leyes. 


Tercero.  Resolver  los  recursos  guberna-  . 
tivos  que  se  propongan  contra  las  califica- 
ciones que  de  los  títulos  hagan  los  registra- 
dores, y las  dudas  que  se  ofrezcan  á dichos 
funcionarios  acerca  de  la  inteligencia  y eje- 
cución de  esta  ley,  ó de  los  Reglamentos,  en. 
cuanto  no  exijan  disposiciones  do  carácter 
general,  que  deban  adoptarse  por  el  Minis- 
tro de  Gracia  y Justicia. 

Cuarto.  Formar  y publicar  los  estados 
del  movimiento  de  la  propiedad,  con  arreglo 
á los  datos  que  suministren  los  registrado- 
res. 

Quinto.  Ejercer  la  alta  inspección  y vi- 
gilancia en  todos  los  Registros  del  Reino, 
entendiéndose  para  ello  con  los  Presidentes 
de  las  Audiencias  y áun  con  los  Presidentes 
de  los  tribunales  de  partido  ó con  los  Jue- 
ces municipales  delegados  para  la  inspección 
de  los  Registros  y con  los. mismos  registra- 
dores, cuando  lo  crea  conveniente  al  mejor 
servicio. 

Las  demas  atribuciones  de  la  Dirección, 
su  organización  y planta,  se  fijarán  por  el 
Reglamento. 

ORÍGENES 

Art.  267,  ley  Hipotecaría. 

RESOLUCIONES  DE  LA  DIRECCION 

Los  artículos  273,  .3:22  y 345  de  la  ley  atribu- 
yen á la  Dirección  general  una  jurisdicción  dis- 
ciplinaria sobre  los  registradores,  limitada  á 
inspeccionar  ios  Registros  de  la  propiedad  y 
corregir  las  infracciones  de  la  ley  y de  los  Re- 
glamentos para  su  ejecución,  cuya  jurisdicción, 
así  como  la  responsabilidad  que  dentro  de  olia 
pueda  exigirse  á los  registradores,es  por  su  ca- 
rácter esencialmente  administrativa,  y bajo  este 
supuesto  corresponde  á este  Centro  directivo 
conocer  y corregir  las  faltas  denunciadas  en  este 
expediente y.apreciar  la  calificación  que  do  ellas 
ha  hecho  el  Presidente  de  la  Audiencia.  La  ley 


coSqjjrende  hasta  la  atribución  de  suspender  á los 
registradores,  nombrando  al  que,  miéntras  resuelva 
el  Gobierno,  haya  de  suplirlos. 

A su  ve/,  los  registradores  pueden  consultar  con 
el  Regente  ó con  el  juez  delegado  las  dudas  que  se 
ofrezcan  sobre  ¡a  inteligencia  y ejecución  de  la  ley 
y do  sus  reglamentos;  los  delegados  con  los  Regen- 
tes, y éstos  con  el  Gobierno,  quedando  así  estable- 
cido un  sistema  completo  de  dependencia  y de  uni- 


dad en  esta  parte  interesante  de  ia  Administración 
pública. 

Mas  como  no -es  justo  que  miéntras  no  se  resuel- 
ven las  dudas  puedan  causar  perjuicio  á los  dere- 
chos de  los  que  llevan  sus  títulos  para  la  inscrip- 
ción, anotación  ó cancelación,  ni  que  causen  mayo- 
res gastos  á los  interesados,  se  adoptan  en  el  Pro- 
yecto medidas  conducentes  para  evitarlos. 
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impone  . i los  registradores,  ademas  de  la  res- 
ponsabüídad  enunciada,  otra  de  naturaleza  civil 
por  los  daños  y perjuicios  que  ocasionen  á los 
interesados  con  sus  actos,  entre  los  cuales  seña- 
la el  mím.  2."  del  art.  313  los  que  proceden  de 
error  ó inexactitud-  cometido  en  inscripcio- 
nes, cancelaciones,  anotaciones  preventivas  y 
notas  marginales;  y como  no  establece  diferen- 
cia alguna  entre  las  diversas  circunstancias  de 
un  asiento  sobre  que  puede  recaer  el  error  6 
inexactitud,  es  evidente  que  se  hallan  compren- 
didos en  este  artículo  cualquier  error  ó inexam 
titud  que  perjudique  á tercero  y por  consiguien- 
te lo  que  consiste  en  devengar  y percibir  ho- 
norarios indebidos. 

La  diferencia  entre  las  dos  responsabilidades 
[aparte  la  criminal)  y la  distinta  forma  de  ha- 
cerse efectivas,  según  la  ley,  es  lo  que  constitu- 
yela línea  divisoria  de  las  atribuciones  de  la 
Administración  y de  los  Tribunales  de  justicia; 
pues  mientras  la  primera  puede  promoverla 
cualquier  persona  yerbal  m ente  ó por  escrito,  y 
se  declara  sin  forma  de  juicio,  la  segunda,  por 
el  contrario,  debe  exigirla  el  mismo  interesado 
dentro  del  término  legal,  por  medio  de  la  cor- 
respondiente demanda,  que  se  presenta  y sus- 
tancia ante  el  Tribunal  competente. 

Siendo  distintas  é independientes  ambas  res- 
ponsabilidades, sin  que  el  ejercicio  de  una  sea 
obstáculo  para  hacer  efectiva  la  otra,  debe  co- 
nocer la  Dirección  general  en  este  caso  de  la 
reclamación  en  cuanto  se  refiere  á infracciones 
debí  ley  Hipotecaria  y de  los  Reglamentos,  al 
sólo  efecto  de  imponer  la  corrección  disciplina- 
ria que  corresponda,  dejando  íntegros  los  de- 
mas extremos  á la  resolución  de  los  Tribunales 
(líes.  Dir.  Gen  ¿3  Setiembre  1874). 

Artículo  2032. — Los  Presidentes  de  las 
Audiencias  serán  inspectores  do  los  Regis- 
tros do  su  territorio,  y ejercerán  inmediata- 
mente las  facultades  que  en  tal  concepto  les 
corresponden  por  medio  de  los  Presidentes 
de  los  Tribunales  dolos  partidos  respectivos, 
ó en  su  defecto,  de  los  Jueces  municipales, 
quienes  serán  para  este  efecto  sus  delegados. 

En  los  pueblos  donde  haya  más  de  un  Tri- 
bunal de  partido,  ejercerá  la  delegación  el 
Presidente  que  el  de  la  Audiencia  designe. 

Si  en  el  pueblo  del  Registro  no  hubiera 
Tribunal  de  partido,  el  Presidente  do  la  Au- 
diencia podrá  conferir  la  delegación  al  Juez 


municipal  del  mismo  ó.  á otro  de  alguno  de 
los  pueblos  inmediatos,  si  lo  consider.a-con- 
veniente.  . . - ¡ . J 

ORÍGENES 

Art.  268,  ley  Hipotecaria. 

RESOLUCIONES  DE  "LA  DIRECCION 

La  ley  no  autoriza  á los  Presidentes  de  Au- 
diencia para  extender  la  elección  en  Cuanto  in- 
fiere ala  inspección  del  Registro  á Jueces  de 
Tribunales  de  partidos  distintos  del  en  que  esté 
situado  el  Registro  que  se  trate  de  visitar;  de 
suerte  que  si  el  juez  del  partido  no  puede  hacer 
la  visita,  procede,  con  arreglo  al  art.  270,  que  se 
nombre  un  magistrado  de  la  Audiencia  (Resolu- 
ción Dir.  Gen.  16  Agosto  1875). 

Artículo  2033.  — Los  Presidentes  de  Au- 
diencias ó sus  delegados  visitarán  los  Re- 
gistros el  día  último  de  cada  trimestre,  ex- 
tendiendo acta  expresiva  del  estado  en  que 
los  encuentren. 

ORÍGENES 

Art.  269,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  2034. — Los  Presidentes  de  Au- 
diencia podrán  practicar  por  sí  ó por  medio 
do=síis  delegados,  ademas  de.  la  visita  ordi- 
naria trimestral,  las  extraordinarias  que  juz- 
guen convenientes,  bien  generales  á todo 
el  Registro,  bien  parciales  á determinados 
libros  del  mismo. 

Para  las  visitas  extraordinarias  podrá  de- 
legar el  presidente  de  la  Audiencia  sus  fa- 
cultades, si  lo  creyere  necesario,  en  magis- 
trado de  la  Audiencia  ó en  un  presidente  de 
Tribunal  de  partido  cuando  el  delegado  or- 
dinario sea  un  Juez  municipal. 

El  Director  podrá  practicar  por  sí,  ó por 
medio  del  Subdirector  ó alguno  de  los  oficia- 
les ó auxiliares,  jas  visitas  extraordinarias 
de  los  Registros  que  estime  oportunas, 

orígenes 

Art.  270,  ley  Hipotecaria.,. 
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Artículo  3035. — Los  delegados  remitirán 
á los  Presidentes  de  Audiencia  las  actas  ex- 
presadas en  el  art.  2033  (2G9  de  la  ley),  den- 
tro délos  tres  días  siguientes  ai  en  que  ter- 
mine la  visita. 

ORÍGENES 

Art.  2.71,  ley  Hipotecaría. 

Artículo  2036. — Los  Presidentes  de  Au- 
diencia darán  cada  seis  meses  al  Ministerio 
de  Gracia  y Justicia  ubi  parte  circunstancia- 
do del  estado  en  que  se  hallaren  los  Regis- 
tros sujetos  á su  inspección  y autoridad. 

ORÍGENES 

Art.  272,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  2037.— Si  los  Presidentes  dé  Au- 
diencia notaren  alguna  falta  de  formalidad 
por  parte  de  los  registradores  on  el  modo 
de  llevar  los  Registros,  ó cualquiera  infrac- 
ción de  la  ley  ó de  los  Reglamentos  para  su 
ejecución,  adoptarán  las  disposiciones  nece- 
sarias para  corregirlas,  y en  su  caso,  pe- 
narlas con  arreglo  á la  misma  ley. 

Si  la  .falta  ó infracción  notada  pudiere 
ser  calificada  de  delito,  pondrán  al  culpable 
á disposición  de  los  Tribunales. 

- ORÍGENES 

Art.  273,  ley  Hipotecaria. 

Artículo,  203S. — Si  el  Presidente  de  la  Au- 
diencia notare  que  algún  registrador  no 
hubiere  prestado  fianza,  ó no  hubiere  depo- 
sitado la  cuarta  parte  de  sus  honorarios, 
conforme  á lo  dispuesto  en  el  art.  2069  (305 

de  la  ley)  lo  suspenderá  en  el.  acto. 

% 

/ ■ ■ ORÍGENES 

Art.  274,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  2039.— Siempre  que  el  Presiden- 
te do  la  Audiencia  suspenda  á algún  regis- 
trador, nombrará  otro  que  le  reemplace  in- 
terinamente, y dará  cuenta  justificada  de 


los. motivos  que  para  ello  hubiere  tenido  al 
Ministro  de  Gracia  y Justicia. 

ORIGENES 

Art.  275,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  2040. — Los  registradores  consul- 
tarán directamente  con  el  Presidente  de  la 
Audiencia,  ó con  el  del  tribunal  del  partido, 
cualquiera  duda  que  se.,  les  ofrezca  sobre  la 
inteligencia  y ejecución  de  esta  ley  ó do  los 
reglamentos  que  se  dicten  para  aplicaría. 

Si  consultarlo  el  Presidente  del  Tribunal 
del  partido,  dudare  sobre  ia  resolución  que 
se  debe  adoptar,  elevará  la  consulta,  cori  su 
informe,  al  Presidente  de  la  Audiencia. 

Si  consultado  el  Presidente  de  la  Audien- 
cia por  el  del  Tribunal  del.  partido  ó por  el 
registrador,  tuviere  la  misma  duda,  eleva- 
rá lá  consulta  al  Gobierno. 

ORÍGENES 

Art.  276,  ley  Hipotecaria. 

RESOLUCIONES  DE  LA.  DIRECCION 

No  es  lícito  á los  registradores  consultar  las 
dudas  que  tengan  al  hacer  las  calificaciones, 
pues  subordinado  en  este  caso  su  resolución  á 
la  dictada  por  sus  superiores,  no  podría  exigir- 
seles  la  responsabilidad  á que  la  ley  les  sujeta, 
con  ló  cual  so  infringiría  lo  dispuesto  en  el. ar- 
tículo 18  y lo  prevenido  en  el  221  del  Regla- 
mento general. 

El  art.  276  de  ia  ley  sólo  autoriza  á los  regis- 
tradores para  consultar  las  dudas  relativas  á la 
inteligencia  y aplicación  de  la  misma  ley  y de 
los  Reglamentos  dictados  para  su  ejecución,  y 
-ño  concede  esa  facultad  respecto  de  las  demás 
leyes ‘y  disposiciones  vigentes;  por  cuya  razón, 
las  dudas  que  recaigan  sobre  estas  últimas 
deben  resolverlas  por  sí  mismos  los  registra- 
dores. 

Ludiendo  los  interesados  recurrir  gubernati- 
vamente ante  los  jueces  de  primera  instancia  y 
los  Presidentes  de  las  Audiencias, contra  las  ca- 
lificaciones hechas  por  los  registradores  de  los 
documentos' presentados  á inscripción,*  no  de- 
ben aquellas  autoridades  decidir,  sin  audiencia 
de  los  primeros,  cuestiones  que  pueden  ser  ob- 
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jeto  después  de  los  indicados  recursos  ¡Re- 
solución Dir.  Gen.  17  Setiembre  1874).  , 

.Según  repetidamente  ha  declarado  este1  Cen- 
tro, los  registradores  deben  calificar  por  si, 
v bajo  su  responsabilidad,  no  sólo  las  formas 
extrínsecas  de  los  documentos,  sinó  la  capaci- 
dad de  los  otorgantes,  bajo  cuya  palabra  se 
comprende  el  derecho  para  disponer  de  la  cosa 
que  es  objeto  del  acto  contrato,  sin  que  sea  lí- 
cito á esta  clase  de  funcionarios  consultar  las 
dudas  que  se  les  ofrezcan  al  hacer  la  califica- 
ción de  dicha  capacidad. 

También  ha  declarado  este  Centro  que  la 
facultad  oxelusiva  que  tienen  los  registradores 
do  consultar,  es  única  y exclusivamente  sobre 
la  inteligencia  y aplicación  de  la  ley  Hipoteca- 
ria y sus  Reglamentos,  sin  que  los  superiores 
jerárquicos  en  el  orden  administrativo  tengan 
competencia  para  resolver  toda  clase  de  dudas 
en  la  forma  y previos  los  trámites  que  señalan 
los  artículos  18,  19,  05  y 276  de  la  ley  Hipote- 
caria, y 221  y 222  del  Reglamento  [Res.  Direc- 
ción Gen.  27  Noviembre  1877). 

Según  el  espíritu  y la  letra  de  la  ley  Hipote- 
caria, en  sus  artículos  276  y 277,  las  resolucio- 
nes que  recaigan  á las  consultas  formuladas 
por  los  registradores,  deben  limitarse  al  caso 
particular,  objeto  de  la  consulta,  sin  que  pue- 
dan tener  el  carácter  de  reglas  ó disposiciones  ; 
generales,  que  sólo  pueden  adoptarse  por  el 
Ministerio  de  Gracia  y Justicia,  conforme  á lo 
expresamente  prevenido  en  el  núm.  3.1,  art.  267 
de  Ja  icy  (Res.  Dir.  Gen.  24  Junio  1874). 

Según  ha  declarado  este  Centro,  do  acuerdo 
con  el  precepto  del  art.  221  del  Reglamento  de  ; 
la  ley  Hipotecaria,  los  registradores  no  deben  ¡ 


consultar  las  dudas  relativas  á la  calificación 
de  la  legalidad  de  los  documentos,  así  como  á 
los  efectos  legales  que  los  mismos  puedan  pro- 
ducir en  el  Registro,  debiendo  los  Registrado- 
res resolver  estas  dudas  por  sí  mismos  y bajo 
su  responsabilidad  (Res.  Dir.  GJn.  22  Marzo 
1879). 

Artículo  2041. — Siempre  que  la  duda  que 
dé  lugar  á la  consulta. def  registrador  impida 
extender  algún  asiente  principal  en  el  Re- 
gistro de  la  propiedad,  se  hará  una  anotación 
preventiva,  la  cual  surtirá  todos  los  efectos 
de  lo  prevenido  en  el  párrafo  octavo  del  ar- 
tículo 1923.(42  de  la  ley). 

La  resolución  á la  consultaren  tal  caso, 
se  comunicará  precisamente  al  registrador 
en  el  término  de  los  sesenta  días  señalados 
para  la  duración  de  dichas  anotaciones  en 
el  art.  1977  (96  de  la  ley). 

Si  no  se  comunicare  dicha  resolución  en 
el  término  expresado,  continuará  produ- 
ciendo su  efecto  la  anotación. 

ORÍGENES 

Art.  277,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  2042.— Por  la  anotación  preven- 
tiva de  que  trata  el  artículo  anterior,  no  se 
llevará  al  interesado  derecho  alguno. 

ORÍ  genes 

Art.  278,  ley  Hipotecaria. 


CAPITULO  VIII 


DE  LA  PUBLICIDAD  DE  LOS  REGISTROS 


Artículo  2643. — Los  Registros  serán  pú- 
blicos para  los  que  tengan  interes  conocido 


(1)  EXPOSICION  DE  MOTIVOS.: 

PuBLícntAU  he  i.Oís  Registros. — La  publicidad  de 
los  Registros,  cuya  inteligencia  y extensión  quedan 
manifestadas  al  principio  de  esta  exposición,  es  una 
de  las  bases  fundamentales  de  la  ley.  A su  desca- 


en averiguar  el  estado  de  los  bienes  mame 
bles  ó derechos  reales  inscritos. 


volvimiento  ha  destinado  la  Comisión  un  título  del 
Proyecto. 

La  publicidad  puede  darse,  ó por  medio  de  la  ex- 
hibición de  los  Registros  en  la  parte  necesaria  á las 
personas  que  tengan  ínteres  en'  consultarlos,  ó por 
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ORÍGENES 

Art.  279,  ley  Hipotecaria. 

Articulo  2044. — Los  registradores  pon- 
drán de  manifiesto  los  registros  en  la  parte 
necesaria  á las  personas  que,  á- su  juicio, 
tengan  interes  en  consultarlos,  sin  sacar  los 
libros  del  oficio,  y con  las  precauciones  con- 
venientes para  asegurar  su  conservación. 

ORÍGENES 

Art.  280,  Ioy  Hipotecaria. 

Articulo  2045.' — Los  registradores  expe- 
dirán certificaciones: 

Primero.  De  los  asientos  de  todas  clases 
que  existan  en  el  Registro,  relativos  á bie- 
nes que  los  interesados  señalen. 

Segundo.  De  asientos  determinados  que 
los  mismos  interesados  designen,  bien  fijan- 
do los  que  sean,  ó bien  refiriéndose  á los  que 
existan  de  una  ó más  especies  sobre  ciertos 
bienes. 

Tercero.  De  las  inscripciones  hipoteca- 
rias y cancelaciones  de  la  misma  especie, 
hechas  á cargo  ó en  provecho  de  personas 
señaladas. 

Cuarto.  De  no  existir  asientos  de  ningu- 
na especie,  ó de  especie  determinada,  sobre 
bienes  señalados  ó á cargo  de  ciertas  per- 
sonas. * 

ORÍGENES 

Art.  281 , ley  Hipotecaria. 

• JURISPRUDENCIA 

El  auto  en  que  se  acuerda  expedir  manda- 
miento para  que  un  registrador  de  la  propiedad 
certifique  en  los  gravámenes  resultantes  sobre 
ciertasfincas  y en  favor  de  determinada  persona, 


ni  es  definitivo  de  un  juicio,  ni  decide  un  ar- 
ticulo del  mismo  que  haga  imposible  su  conti- 
nuación (Sent.  30  Enero  1878). 

Artículo  2046. — 1 .as  certificaciones  ex- 
presadas en  el  artículo  anterior  podrán  re- 
ferirse, bien  á un  período  fijo  y señalado,  ó 
bien  á todo  el  trascurrido  desde  la  primiti- 
va instalación  del  Registro  respectivo. 

ORÍGENES 

Art.  28:2,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  2047. — I, a libertad  ó gravamen 
de  los  bienes  inmuebles  ó derechos  reales 
sólo  podrá  acreditarse  en  perjuicio  de  terce- 
ro por  la  certificación  de  que  trata  el  artícu- 
. lo  precedente. 

orígenes 

Art.  233,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  2048. — Guando  las  certificacio- 
nes de  que  trata  el  art.  2045  (281  de  la  ley) 
no  fueren  conformes  con  los  asientos  de  su 
referencia,  se  estará  á lo  quede  éstos  resul- 
te, salva  la  acción  del  perjudicado  por  ellas, 
'para  exigirla  indemnización  correspondien- 
te deí  registrador  que  haya  cometido  la  fal  ta. 

ORÍGENES 

( Art.  284,  ley  Hipotecaria. 

I ' 

■ 

Artículo  2049. — Los  registradores  no  ex- 
pedirán las  certificaciones  de  que  tratan  los 
anteriores  artículos,  sino  á instancia  por  es- 
crito del  que,  á su  juicio,  tenga  interes  co- 
nocido en  averiguar  el  estado  del  inmueble 
ó derecho  real  de  que  se  trate,  ó en  virtud 
de  mandamiento  judicial. 


certificación  de  los  registradores,  únicos  documen- 
tos cou  que  pueden  acreditai'se  en  perjuicio  de  ter- 
cero, la  libertad  ó gravamen  de  los  bienes  inmue- 
bles ó de  los  derechos  reales.  Esto  es  consecuencia 
Recesaría  del  principio  de  que  á los  terceros  sólo 
pueden  perjudicar  los  derechos  inscritos,  no  Jos  que 
dejen  de  estarlo,  por  más  que  realmente  existan  y 
tengan  fuerza  entre  los  contrayentes. 

Los  que  pueden  certificar  los  registradores  , el 
modo  de  pedir  y obtener  las  certificaciones,  la  for- 
ma de  expedirlas,  el  término  dentro  del  cual  deben 
Tomo  II 


darse,  los  asientos  á que  sólo  pueden  referirse,  y las 
autoridades  á que  se  lia  de  acudir  por  los  interesa- 
dos contra  las  injustas  denegaciones  de  los  regis- 
tradores, todo  se  prefija  con  la  posible  concisión, 
pero  sin  sacrificar  la  claridad.  No  necesitan  ex  ¡di 
carse  los  motivos  de  las  disposiciones  de  este  título: 
las  que  podrían  exigirlo  están  intimamente  enlaza- 
das, y aun  puede  decirse  que  dependen  de  otras 
prescripciones  del  Proyecto,  y por  lo  tanto  quedan 
, ya  consignados  sus  motivos  en  esta  exposición. 

BU 
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ORÍGENES 

Art.  285,  ley  Hipotecaria. 

1 

RESOLUCIONES  DE  LA  DIRECCION 

Según  el  texto  claro  y terminante  del  art.  285 
de  la  ley  Hipotecaria,  los  registradores  están 
autorizados  para  apreciar  el  ínteres  que  puedan 
tener  los  particulares  ó corporaciones  que  acu- 
dan'solicitando  certificaciones  con  referencia  á 
los  libros  del  Registro;  pero  ni  tienen  esta  fa- 
cultad ni  puede  reconocérseles  con  respecto  á 
las  certificaciones  que  reclamen  los  Jueces  ó 
Tribunales  en  virtud  del  oportuno  manda- 
miento. 

El  Real  decreto  de  3 de  Enero  último  sólo  se  . 
refiere  á la  calificación  délos  documentos  expe- 
didos por  la  autoridad  judicial  y presentados  en  ! 
el  Registro  con  el  objeto  de  que  se  practique 
algún  asiento  en  los  libros,  sin  que  hayan  intro- 
ducido modificación  alguna  en  {adoctrina  de  la 
ley  Hipotecaria  y su  Reglamento,  relativa  á las 
cxpendiciones  de  certificaciones  que  reclamen 
los  Jueces  ó 'Tribunales  (Res.  Dir.  Gen.  20 
Abril  1876] . 

Articulo  2050. — Cuando  el  registrador  se 
- negare  á manifestar  el  registro  ó á dar  cer-  „ 
üíieaeiou  de  lo  que  en  él  conste,  podrá  el 
que  lo  haya  solicitado  acudir  en  queja  al 
Presidente  de  la  Audiencia,  si  residiere  en 
el  mismo  lugar,  ó al  delegado  para  la  ins-  ! 
poccion  del  Registro. 

El  Presidente  do  la  Audiencia  ó el  delega-  I 
do.  decidirá  oyendo  al  registrador.  Si  la  de-  1 
cisión  fuese  del  delegado,  podrá  recurrí  rso  ; 
al  Presidente  de  la  Audiencia  en  queja. 

ORÍGENES 

Art.  286,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  .2051. — Las  solicitudes  de  los  in- 
teresados y los  mandamientos  de  los  Jueces 
ó Tribunales  en  cuya  virtud  deban  certifi- 
car los  registradores,  expresarán  con  toda 
claridad: 

Primero.  La  especie  de  certificación  que 
con  arreglo  al  art.  2015  (281  de  la  ley)  se 
exija,  y si  ha  de  ser  literal  ó en  relación. 

Segundo.  Las  noticias  que,  según  la  es- 


pecie de  dicha  certificación,  basten  para 
dar  á conocer  al  registrador  los  bienes  ó 
personas  de  que  se  trate. 

Tercero.  El  período  á que  la  certifica- 
ción deba  contraerse. 

ORÍGENES 

Art.  287,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  2052. — Las  certificaciones  se  da- 
rán de  los  asientos  del  Registro  de  la  pro- 
piedad. 

También  se  darán  de  los  asientos  del  Dia- 
rio, cuando  al  tiempo  de  expedirlas  existie- 
re alguno  pendiente  de  inscripción  en  di- 
chos Registros,  que  debiera  comprenderse 
en  la  certificación  pedida,  y cuando  se  trate 
de  acreditar  la  libertad  de  alguna  finca,  ó 
la  no  existencia  de  algún  derecho. 

ORÍGENES 

Art.  288,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  2053.— Los  registradores  no  cer- 
tificarán de  los  asientos  del  Diario,  sino 
cuando  el  Juez  ó el  Tribunal  lo  mande,  ó los 
interesados  lo  pidan  expresamente. 

ORÍGENES 

Art.  289,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  2054. — Las  certificaciones  se  ex- 
pedirán litorales  ó en  relación,  según  se 
mandaren  dar  ó se  pidieren. 

Las  certificaciones  literales  comprende- 
rán íntegramente  los  asientos  á que  se  re- 
fieran. 

Las  certificaciones  en  relación  expresa- 
rán todas  las  circunstancias  que  los  mismos 
asientos  contuvieren,  necesarias  para  su 
validez,  según  el  art.  1911  (30  de  la  léy);  las 
cargas  que  á la  sazón  pesen  sobre  el  inmue- 
ble ó derecho  inscrito,  según  la  inscripción 
relacionada,  y cualquier  otro  punto  que  el 
interesado  señale,  ó juzgue  importante  el 
registrador. 

ORÍGENES 

Art.  290,  ley  Hipotecaria. 
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Artículo  2055. — Los  registradores,  previo 
exámen  de  los  libros,  extenderán  las  certi- 
ficaciones con  relación  únicamente  á los 
bienes,  personas  y períodos  designados  en. 
la  solicitud  ó mandamiento,  sin  referir  en 
ellos  más  asientos  ni  circunstancias  que  los 
exigidos,  salvo  lo  dispuesto  en  el  párrafo 
segundo  del  art.  2052  (288  de  la  ley)  y on  el 
2056  (292  de  la  ley);  pero  sin  omitir  tampoco  ■ 
ninguno  que  pueda  considerarse  compren- 
dido en  los  términos  de  dicho  mandamiento 
ó solicitud. 

ORIGENES 

Art.  291,  ley  Hipotecaria. 

i 

Artículo  2056.- — Cuando  se  pidiere  ó man- 
dare dar  certificación  de  una  inscripción  j 
señalada,  bien  literal,  ó bien  en  relación,  y 
laque  se  señalare  estuviere  cancelada,  el 
registrador  insertará  á continuación  de  ella 
copia  literal  del  asiento  de  cancelación. 

. ' I 

ORIGENES 

Art.  292,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  2057. — Coando  se  pida  certifica- 
ción de  los  gravámenes  que  tenga  sobre  sí 
un  inmueble,  y no  aparezca  del  Registro 
ninguno  vigente,  impuesto  en  la  época  ó 
por  las  personas  designadas,  lo  expresará 
así  el  registrador. 

Si  resulta  algún  gravamen,  lo  insertará 
literal  ó en  relación,  conforme  á lo  preve- 
nido en  el  art.  2054  (290  de  la  ley),  expre- 
sándose á continuación  que  no  aparece  nin- 
gún otro  subsistente. 


ORÍGENES 

Art.  293,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  2058.  — Cuando  el  registrador 
dudare  si  está  subsistente  una  inscripción, 
por  dudar  también  de  la  validez  ó eficacia 
de  la  cancelación  que  á ella  se  refiera,  in- 
sertará á la  letra  ambos  asientos  en  la  cer- 
tificación, cualquiera  que  sea  la  formado 
ésta,  expresando  que  lo  hace  así  por  ha- 
ber dudado  si  dicha  cancelación  tenía  todas 
las  circunstancias  necesarias  para  producir 
sus  efectos  legales,  y los  motivos  de  la  duda. 

orígenes 

Art.  294,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  2059. — Los  registradores  expe- 
dirán las  certificaciones  que  se  les  pidan , 
en  el  más  breve  término  posible;  poro  sin 
que  éste  pueda  exceder  nunca  del  corres- 
pondiente á cuatro  días  por  cada  finca  cu- 
yas inscripciones,  libertad  ó gravámenes  se 
trate  de  acreditar. 

ORÍGENES 

Art.  295,  ley  Hipotecaria. 

+ 

Artículo  2060. — Trascurrido  el  término 
prefijado  en  el  artículo  anterior,  podrá  acu- 
dir el  interesado  ai  Presidente  de  la  Audien- 
cia ó á su  delegado,  solicitando  le  admita 
justificación  de  la  demora,  y procediendo 
conforme  á lo  prevenido  en  el  art.  2050  (286 
de  la  ley). 

ORÍGENES 

Art.  290,  ley  Hipotecaria. 
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CAPITULO  IX 


DKL  NOMBRAMIENTO,  CUALIDADES  Y DEBERES  DE  LOS  REGISTRADORES  “ 


Artículo  2061.—  Cada  Registro  estará  á ; 
cargo  de  un  registrador. 

Los  registradores  tendrán  el  carácter  de  i 


( 1]  EXPOSICION  DE  MOTIVOS: 

Nombramiento,  cualidades  y deberes  de  los 
registradores. — Como  son  tan  extensos  los  debe- 
res que  el  Proyecto  impone  á los  registradores  y 
tan  grave  la  responsabilidad  que  hace  pesar  sobre 
ellosj  natural  es  que  exija  que  los  que  han  de  serlo 
reúnan  circunstancias  que  prometan  el  buen  des- 
empeño de  su  cargo,  precaviendo  asi  los  males  que 
no  siempre  se  remedian  fácilmente  por  completo 
cuando  suceden, por  más  que  ja  lev,  en  su  prensión, 
cou  medidas  preventivas  y reparadoras  procure  la 
completa  indemnización  cis  los  perjudicados. 

Tres  requisitos  ha  exigido  ia  ley  en  los  registra- 
dores, á saber:  la  mayor  edad,  que  sean  abogados  y 
que  hayan  desempeñado  funciones  judiciales  ó fis- 
cales, ó ejercido  la  abogacía  cuatro  años  por  lo 
menos. 

Nada  debe  decir  la  Comisión  del  primer  requisito: 
no  cree  que  habrá  quien  sostenga  que  ei  que  en 
concepto  de  la  ley  necesita  la  dirección  ajena  en 
todos  sus  intereses,  hasta  los  más  pequeños,  pueda 
tener  á su  cuidado,  en  tan  grande  escala  y con  tan- 
ta responsabilidad,  los  ajenos.  Pero  sí  necesita  fun- 
dar el  cambio  que  hace  en  la  legislación  hoy  exis- 
tente, al  proponer  que  en  adelante  se  confíe  á le- 
trados lo  que  hasta  aquí  ha  correspondido  á los  es- 
cribanos. 

Todos  los  que  lean  la  ley  con  detención,  se  con- 
vencerán de  que  necesita  tener  muchos  conocimien- 
tus  jurídicos  el  registrador,  puesto  que  está  llamado 
á resolver  graves  y complicadas  cuestiones  de  de- 
recho. No  hasta  que  tenga  unainstrueeion  práctica: 
es  menester  que  ésta  sea  también  científica:  en  ma- 
terias técnicas  y facultativas  debe  buscarse  al  que 
por  su  profesión  tiene  ln  obligación  de  saber,  y por 
presunción  déla  ley  sabe  el  tecnicismo  y la  facul- 
tad. No  es  esto  disminuir  el  justo  aprecio  que  me- 
rece la  clase  á cuyo  cargo  están  hoy  los  Registros  de 
hipotecas:  complácese,  por  el  contrario,  la  Comi- 
sión en  declarar  que,  especialmente  en  los  últimos 
tiempos  y desde  que  se  abrieron  las  escuelas  espe- 
ciales de  escribanos,  ha  ganado  mucho  esta  clase  de 
funcionarios,  adquiriendo  conocimientos  científicos 
que  no  teníala  generalidad  desús  individuos  cuan- 
do la  profesión  estaba  entregada  al  empirismo  y á 
la  práctica.  Pero  la  instrucción  del  que  sigue  sólo 
los  estudios  de  la.  carrera  del  Notariado  dista  mucho 
de  ser  tan  completa  como  la  del  abogado:  los  estu- 
dios de  unos  y otros,  si  bien  todos  jurídicos,  se  di- 
h.THiician  considerablemente  por  su  extensión,  por 
d Carácter  que  tienen  y por  el  tin  á que  se  dirigen: 


empleados  públicos  para  todos  los  efectos  le- 
gales. 

Podrán  ser  jubilados  con  arreglo  á la  le- 


lo que  para  unos  es  instrucción  completa,  para  los 
otros  no  sería  ni  áun  elemental.  La  Comisión,  pues, 
no  podía  dudar  en  exigir  como  condición  esencial  en 
los  registradores,  que  fueran  abogados,  como  ya  lo 
hizo  antes  ei  Proyecto  de  Código  civil. 

Pero  no  se  ha  contentado  con  esto:  ha  tratado  de 
evitar  que  los  alumnos,  cuando  salen  de  las  aulas, 
entren  desde  luego  en  el  cargo  de  registradores.  Su 
instrucción  teórica  es  sin  duda  suficiente,  pero  por 
regla  general  les  faltan  aúo  conocimientos  prácticos, 
que  sólo  en  las  diferentes  funciones  del  foro  pueden 
adquirirse.  Por  esto  propone  el  tercer  requisito  de 
los  antes  mencionados. 

Las  incapacidades  que  se  establecen  en  el  Proyec- 
to son  las  que  inhabilitan  para  cargos  que,  como  el 
de  registrador,  necesitan  tener  prestigio  é inspirar 
á todos  confianza. 

La  incompatibilidad  del  cargo  de  registrador  con 
los  de  juez  de  paz,  alcalde,  notario  y con  todos  los 
i empleos  dotados  con  fondos  del  Estado,  de  las  pro- 
, viadas  ó de  los  pueblos,  tiene  por  objeto  que  no  se 
¡ distraigan  de  sus  tareas,  que  han  de  ser  diarias,  á 
horas  determinadas  y de  asistencia  precisa.  Iíes- 
' pecto  al  cargo  de  notario,  se  agrega  .la  importantí- 
1 sima  circunstancia  de  entrar  en  las  miras  de  la  Co- 
misión que  los  Registros  de  la  propiedad  é hipote- 
cas, y los  protocolos,  sean  una  comprobación,  una 
fiscalización  recíproca,  que  no  podría  siempre  espe- 
rarse si  unos  y otros  archivos  estuvieran  encomen- 
dados A las  mismas  personas. 

No  podía  la  Comisión  adoptar  un  sistema  análogo 
1 al  actual  para  el  nombramiento  de  registradores. 
Hoy  lo  es,  por  regla  general,  el  escribano  numerario 
más  antiguo  de  la  cabeza  del  partido.  Atender  sólo 
a la  antigüedad  es  cerrar  los  ojos  ante  la  idoneidad, 
que  es  lo  principal  que  debe  buscarse  para  el  acier- 
to. Por  esto  propone  la  Comisión  que  los  registra- 
i dores  sean  de  elección  del  Gobierno,  lo  que  dará  á su 
nombramiento  prestigio  é importancia.  Con  obje- 
to de  que  la  elección  reúna  más  prendas  de  acierto, 
establece  que  se  publiquen  las  vacantes  en  la  Gace- 
ta de  Madrid  y en  los  Boletines  Oficiales  de  las  pro- 
vincias respectivas,  para  que  puedan  presentar  sus 
solicitudes  documentadas  dentro  de  un  término  pe- 
rentorio todos  los  que  se  crean  con  las  cualidades 
necesarias  para  obtenerlas.  Sólo  el  nombramiento 
de  los  registradores  es  del  Gobierno;  los  auxiliares 
necesarios  en  cada  Registro  no  tienen  ni  el  carác- 
ter ni  la  consideración  de  los  empleados  públicos, 
sino  la  de  meros  dependientes  de  los  registradores, 
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gislacion  general -que  rija  en  la  materia,  y 
para  la  clasificación  se  les  abonará  el  tiempo 
que  hubieren  desempeñado  el  cargo  de  re- 
gistrador, sirviéndoles,  en  su  caso,  desuel- 
do regulador,  en  defecto  de  otro  mayor:  al 
registrador  de  Madrid,  el  de  los  Jueces  de 
primera  instancia  de  Madrid;  á los  demas 
registradores  de  primera  clase  y á los  de  se- 
gunda clase,  el  dé  los  Jueces  de  primera  ins- 
tancia de  término;  á los  de  tercera  clase,  el 
de  los  Jueces  de  primera  instancia  de  ascen- 
so; y á los  de  cuarta  clase,  el  de  ios  Jueces 
de  primera  instancia  do  entrada. 

El  registrador  que  ceso  en  el  desempeño 
de  su  cargo  por  reforma  ó supresión  dol  Re- 
gistro y no  sea  inmediatamente  colocado  en 


que  los  nombran  en  el  número  que  los  necesiten,  loe 
separan  cuando  quieren,  y los  dan  la  remuneración 
que  estiman.  Para  el  listado  no  hay  ni  más  em- 
pleados ni  más  responsables  que  los  registradores. 

Sólo  se  ha  exigido  la  aprobación  del  Regente  de 
la  Audiencia  en  el  nombramiento  del  sus  ti  ¡ruto  que 
debe  tener  cada  registrador  para  que  la  supla  en 
ausencias  y enfermedades.  Este  sustituto  desempe- 
ñará sus  funciones  bajo  la  responsabilidad  del  re- 
gistrador, y será  removido  siempre  que  este  lo  soli- 
cite, porque  de  otro  modo  no  se  podria  con  justicia 
hacerlo  responsable  por  las  faltas  de  una  persona 
que  había  ya  desmerecido  su  confianza. 

Impone  también  el  Proyecto  á los  registradores 
la  obligación  de  prestar  una  fianza,  cuyo  importe 
se  ha  de  fijar  en  la  forma  que  prevengan  ¡os  Regla- 
mentos. Su  objeto  es  cubrir  las  responsabilidades 
en  que  puedan  incurrir  por  razón  de  sus  cargos,  con 
preferencia  á cualesquiera  otras  obligaciones  con- 
traídas por  ellos*.  Por  lo  mismo  que  los  registrado- 
res pueden  causar  graves  perjuicios  á los  particu- 
lares, debe  el  Estado,  en  justa  protección  de  éstos, 
prevenir  el  modo  de  que  pronta  y seguramente  sean 
reintegrados  sin  sujetarlos  á las  contingencias  del 
estado  de  fortuna  del  registrador,  á las  dilaciones  y 
molestias  de  un  juicio  ejecutivo,  y á las  inciertas 
vicisitudes  de  un  concurso  de  acreedores.  Esto  mis- 
mo se  ha  votado  respecto  á los  depositarios  de  la  fe 
pública  por  uno  de  los  Ouerpo3  Oolegisladores  en 
el  proyecto  de  Ley  del  Notariado.  No  conviene  se- 
ñalar en  la  ley  la  cuota  de  las  fianzas;  esta  medida 
es  de  suyo  más  variable  que  las  demas  que  aquella 
con  (i  uno,  y tal  vez  después  de  fijada  habrá  que  au- 
mentarla ó reducirla,  lo  cual  basta  para  dejar  al  Go- 


bierno su  señalan)  lento. 

Puede  ocurrir,  sin  embargo,  que  en  algún  partido 
ño  ¿aya  quien  solicite  ser  j-eg  strador  dando  fianza; 
para  este  caso  propone  la  Comisión  que  el  Gobierno 
pueda  nombrar  sin  ese  requisito,  pero  que  entonces 
el  nombindo  deposite  en  la  Oaja  g'eneral  de  Depósi- 
tos, en  algún  Raneo  autorizado  por  la  ley  o en  sus 
comisionados,  la  cuarta  parte  de  honorarios  que 
devengue,  hasta  completar  la  suma  en  que  deba 
consistir  la  fianza.  , , 

Para  mayor  garantía  de  Iob  perjudicados,  se  pr 
pone  que  el  depósito  o la  fianza  no  se  ^vuelvan 
hasta  después  de  tres  anos  (término  que  empezara 
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otro  de  igual  ó superior  clase,  será  conside 
rado  excedente,  y podrá  clasificarse  como 
cesante,  abonándole  para  este  efecto  el  tiem- 
po que  hubiere  servido  el  Registro. 

Si  computado  dicho  tiempo  tuviere  dere- 
cho á haber  ó cesantía  con  arreglo  á la  le- 
gislación general  de  clases  pasivas,  disfru- 
tará el  que  le  corresponda  según  sus  años 
de  servicio  y el  sueldo  regulador  que  haya 
disfrutado,  ó el  expresado  en  el  párrafo  an- 
terior. 

Si  destinado  el  registrador  excedente  á 
otro  Registro  de  igual  ó superior  clase  lo 
renunciare,  perderá  el  abono  que  so  le  hu- 
biere hecho  del  tiempo  servido  en  esta  car- 
rera, dejando  de  percibir  el  haber  ó auracn- 


á correr  desde  el  día  en  que  el  registrador  deje  de 
ejercer  su  cargo,  y no  desde  que  cesó  en  un  Regis- 
tro para  pasar  á otro),  y se  establecen  amplios  me- 
dios de  publicidad  para  que  llegue  á noticia  de  to- 
dos los  que  tengan  acciones  que  deducir  contra  el 
registrador.  En  el  caso  de  quu  éste  sea  trasladado 
de  un  Registro  de  mayor  fianza  á otro  que  la  exija 
menor,  no  se  le  devolverá  la  diferencia  .riñó  después 
que  queden  satisfechas  las  responsabilidades  en  que 
pueda  haber  incurrido  mientras  ha  tenido  á su  car- 
go el  primer  Registro. 

Si  la  condición  de  los  registradores  fuera  tan 
eventual  é incierta  corno  Ja  de  la  mayor  parte  de  los 
empleados  de  la  Administración,  no  apetecerían 
cargos  que  tanta  responsabilidad,  garantías  y obli- 
gaciones llevan  consigo,  aquellos  que  conviene  más 
que  los  obtengan.  Esta  consideración  , muy  atendi- 
ble siempre,  toma  mayor  importancia  cuando  se 
trata  de  la  seguridad  de  los  derechos  civiles : por 
esto  la  Comisión  propone  que  sólo  puedan  ser  re- 
movidos ios  registradores,  ó por  sentencia  judicial 
ó por  el  Gobierno,  en.  virtud  de  expediente  instrui- 
do por  el  Regento,  con  audiencia  del  interesado  y 
previo  informe  del  juez  del  partido,  si  se  acredita 
alguna  falta  cometida  en  el  ejercicio  ele  sus  funcio- 
nes, ó que  le  haga  desmerecer  en  el  concepto  pú- 
blico. 

Entre  las  obligaciones  generales  de  los  registra- 
dores se  les  impone  la  de  formar  estados  anuales 
duplicados  y expresivos  de  los  derechos  inscritos, 
con  destino  á los  Ministerios  de  Gracia  y Justicia  y 
de  Hacienda,  para  los  efectos  que  puedan  convenir 
en  sus  dependencias.  Estos  datos  podrán  ser  de  muy 
conveniente  uso  para  la  reforma  de  las  leyes,  para 
conocer  el  estado  de  movimiento  y condición  de  la 
riqueza  inmueble,  la  dirección  de  muchos  capitales, 
y para  tener  datos  estadísticos  exactos,  tan  impor- 
tantes en  el  orden  administrativo,  y económico  de 
los  pueblos.  Los  registradores  no  gozarán  sueldo 
del  Estado;  por  el  contrario,  percibirán  como  hasta 
aquí,  en  pago  de  bus  servicios,  los  honorarios  de 
arancel,  y con  ello  satisfarán  los  gastos  necesarios 
para  conservar  y llevar  los  Registros.  Justo  es  que 
esta  carga  gravite  sobre  los  que  más  inmediatamen- 
te reciben  el  beneficio,  y en  proporción  al  provecho 
que  sacan. 
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to  do  haber  pasivo  que  por  consecuencia  del 
mismo  abono  disfrutare. 

Los  registradores  no  pueden  permutar  sus 
destinos  sino  con  otros  registradores  de  la 
misma  clase  ó de  la  inferior  inmediata,  y ¡ 
ruando  para  ello  hubiere  justa  causa,  á juicio  I 
del  Gobierno. 

ORÍGENES 

Art.  207,  ley  Hipotecaria.  . 

Artículo  2002. — Para  ser  nombrado  re-  ! 
gistrador  se  quiere: 

Primero.  Ser  mayor  de  veinticinco  anos. 

Segundo.  Ser  abogado. 


ORIGENES 

Art.  2H8,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  ¿í)l>:'.— No  podrán  ser  nombra- 
dos registradores: 

Primero.  Los  fallidos  ó concursados  que 
no  hayan  obtenido  rehabilitación. 

Segundo.  Los  deudores  al  Estado  ó á 
fondos  públicos,  como  segundos  contribu- 
yentes o por  alcance  de  cuentas. 

Tercero.  I <os  procesados  criminalmente, 
mientras  lo  estuvieren. 

Puado.  Los  condenados  á penas  aflicti- 
vas, mientras  no  obtengan  rehabilitación. 

ORÍGENES 

Alt.  'JOU,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  2001. — El  cargo  de  registrador 
sor;»  incompatible  con  el  de  Juez  municipal, 
Alcalde,  Notario  y con  cualquier  empleo  do- 
tado do  fondos  dol  Estado,  de  las  provincias 
ó de  los  nucidos. 

*•  l 

En  el  caso  de  que,  anunciada  la  vacante 
de  un  Registro,  no  hubiere  aspirante  algu- 
no, el  Gobierno  podrá  dispensar  respecto  de 
los  que  desempeñen  dicho  Registro,  la  in- 
compatibilidad expresada  en  el  párrafo  ante- 
rior, excepto  la  relativa  á Juez  municipal  y 
Notario,  anunciándose  nuevameute  la  va- 
eariLo  del  Registro  haciéndose  expresión  de 
dicha  circunstancia. 


orígenes 

Art.  300,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  20G5. — En  cada  Registro  habrá 
los  oficiales  y auxiliares  que  el  registrador 
necesite,  nombre  y retribuya,  los  cuales 
desempeñarán  los  trabajos  que  el  mismo  Ies 
encomiende,  pero  bajo  su  única  y exclusiva 
responsabilidad. 

ORÍGENES 

Art.  301,  ley  Hipotecaria. 

RESOLUCIONES  DE  LA  DIRECCION 

Según  el  art.  301  de  la  ley  Hipotecaria,  el  re- 
gistrador responde  única  y exclusivamente  de 
las  operaciones  practicadas  eíi  los  libros  por  sus 
auxiliares  y dependientes  (Res.  Dir.  Gen.  16 
Diciembre  1874). 

Artículo  20(iti. — El  nombramiento  de  los 
registradores  se  hará  por  el  Ministerio  de 
Gracia  y Justicia. 

orígenes 

Art.  302,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  2007. — Las  vacantes  de  registra- 
dores que  ocurran  desde  la  publicación  de 
esta  lejr  se  proveerán  con  sujeción  á las  re- 
glas siguientes: 

Primera.  De  cada  tres  vacantes,  en*  las 
dos  primeras  tendrán  preferencia  los  regis- 
tradores que  las  soliciten,  y entre  ellos  los 
de  mejor  clase  y mayor  antigüedad  en  el 
cargo  de  registrador,  cualquiera  que  sea  la 
clase  de  los  Registros  que  hubieren  desem- 
peñado. 

'Segunda.  La  tercera  vacante  se  provee- 
rá entre  los  registradores  que  la  soliciten  de 
superior,  igual  ó inmediata  inferior  clase 
que  la  del  Registro  que  ha  de  proveerse,  sin 
preferencia  entre  ellos,  y atendiéndose  úni- 
camente al  mejor  desempeño  del  cargo  de 
registrador  y méritos  especiales  contraídos 
en  dicho  servicio. 

Si  no  hubiere  registradores  aspirantes  de 
las  clases  que  se  han  expresado,  podrá  pro- 
veerse la  vacante  en  los  de  las  demas  clases 
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sin  preferencia  entre  ellos  y atendiendo  á la 
circunstancia  determinada  en  el  párrafo  an- 
terior. 

Tercera.  Las  vacantes  que  ocurran  por- 
que los  registradores  obtengan  otros  Regis- 
tros en  virtud  de  lo  establecido  en  las  dos 
reglas  anteriores,  y las  á que  se  refieren  las 
mismas  reglas,  en  que  no  haya  aspirantes 
de  la  clase  de  registradores,  se  proveerán 
por  oposición  en  la  forma  que  determinarán 
los  Reglamentos,  formando  la  terna  el  Tri- 
bunal que  se  nombre. 

Cuarta.  Los  que  en  una  oposición  hayan 
obtenido  la  nota  de  sobresaliente,  tendrán 
derecho  á que  sin  nueva  oposición  se  les 
nombre  registradores  por  el  orden  de  nu- 
meración en  que  les  haya  colocado  el  Tribu- 
nal de  oposición,  en  las  vacantes  que  ocur- 
ran y no  deban  ó no  puedan  proveerse  en 
registradores. 

ORÍGENES 

Art.  303,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  2068. — Los  que  sean  nombrados 
registradores,  no  podrán  ser  puestos  en  po- 
sesión de  su  cargo,  sin  que  presten  previa- 
mente una  fianza,  cuyo  importe  fijarán  los 
Reglamentos. 

ORÍGENES 

Art.  304,  ley  Hipotecaria. 

RESOLUCIONES  DE  LA  DIRECCION 

La  escritura  de  constitución  de  fianza  debe 
presentarse  con  el  título  del  nombramiento 
para  su  aprobación  y admisión. 

La  fianza  prestada  para  un  Registro  sirve 
para  cualquier  otro  que  tenga  el  interesado  por 
todo  el  valor  que  se  la  hubiese  dado  al  consti.- 
tuírse  (Res.  Dir.  Gen.  19  Marzo  1878). 

%■ 

Artículo  2069.— Si  el  nombrado  registra- 
dor no  prestare  la  fianza  prevenida  en  el 
artículo  anterior,  deberá  depositar  en  algún 
Banco  autorizado  por  la  ley  la  cuarta  parte  . 
de  los  honorarios  que  devengue,  basta  cora-  ^ 
pletar  ¡asuma  de  la  garantía. 

¡ 

ORÍGENES 

Art.  305,  ley  Hipotecaria. 


Artículo  2070. — El  depósito,  ó la  fianza  en 
su  caso,  de  que  trata  el  artículo  anterior, 
no  se  devolverá  al  registrador  hasta  tres 
años  después  de  haber  cesado  en  su  cargo, 
durante  cuyo  tiempo  se  anunciará  cada  seis 
meses  por  el  Presidente  del  Tribunal  del  par- 
tido dicha  devolución  en  el  Boletín  y perió- 
dicos oficiales  de  la  provincia  y en  la  Gaceta 
de  Madrid,  á fin  de  que  llegue  á noticia  de 
todos  aquellos  que  tengan  alguna  acción  que 
deducir  contra  el  mismo  registrador. 

ORÍGENES 

Art.  308,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  2071. — La  fianza  de  los  registra- 
dores y el  depósito  en  su  caso,  quedarán 
afectos,  miéntras  no  se  devuelvan,  á las  res- 
ponsabilidades en  que  aquéllos  incurran  por 
razón  de  su  cargo,  con  preferencia  á cuales- 
quiera otras  obligaciones  de  los  mismos  re- 
gistradores. 

ORÍGENES 

Art.  307,  ley  Hipotecaría. 

Artículo  2072. — Los  registradores  no  po- 
drán ser  removidos  ni  trasladados  á otros 
Registros  contra  su  voluntad,  sino  por  sen- 
tencia judicial  ó por  el  Gobierno,  en  virtud 
de  expediente  instruido  por  el  Presidente  de 
la  Audiencia,  con  audiencia  del  interesado  é 
informe  del  Presidente  del  Tribunal  de  par- 
tido. 

Para  que  ia  remoción  ó traslación  puedan 
decretarse  por  el  Gobierno  se  deberá  acre- 
ditar en  el  expediente  alguna  falta  cometi- 
da por  el  registrador  en  el  ejercicio  de  su 
cargo,  ó que  le  haga  desmerecer" en  el  con- 
cepto público,  y será  oída  la  Sección  dcGra  - 
cia  y Justicia  del  Consejo  de  Estado. 

ORÍGENES 

Art.  308,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  2073. — Luego  que  los  registra- 
dores tomen  posesión  del  cargo,  propondrán 
al  Presidente  de  la  Audiencia  el  nombra- 
miento de  un  sustituto  que  los  reemplace 
en  sus  ausencias  y enfermedades,  pudiendo 
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elegir  para  ello,  bien  á alguno  de  los  oficia-  El  cuarto,  de  los  préstamos,  no  obstante 
les  del  mismo  Registro  ó bien  á otra  perso-  comprenderlos  en  el  estado  anterior  por  su 
na  do  su  confianza.  calidad  de  hipotecarios,  su  número,  importe 

gi  el  Presidente  de  la  Audiencia  se  confiar-  délos  capitales  prestados  é interes  estipulado, 
maro  con  la  propuesta,  expedirá  desde  lué-  El  Reglamento  determinará  las  demás  cir- 
go  el  nombramiento  al  sustituto;  si  no  se  cunstancias  que  deban  expresar  dichos  esta- 
conformaro  por  algún  motivo  grave,  man-  dos,  y la  manera  de  redactarlos, 
dará  al  registrador  que  le  proponga  otra 
persona. 

El  sustituto  desempeñará  sus  funciones 
bajo  la  responsabilidad  del  registrador,  y se- 
rá removido  siempre  que  ésto  lo  solicite. 

orígenes 
Art.  309,  ley  Hipotecaria. 

Articulo  2074. — Los  registradores  forma- 
rán en  fin  de  cada  año  cuatro  estados  dupli- 
cados y expresivos. 

El  primero,  de  las  enajenaciones  de  in- 
muebles hechas  durante  el  año;  sus  precios 
líquidos,  y derechos  pagados  por  ellas  á la 
Hacienda  pública. 

El  segundo,  de  los  derechos  de  usufructo, 
uso,  habitación,  servidumbre,  censos  y o tros 
cualesquiera  reales,  impuestos  sobre  los  in- 
muebles con  exclusión  de  las  hipotecas,  sus 
valores  en  capital  y renta,  y derechos  paga- 
dos por  ellos  á la  Hacienda  pública. 

El  tercero,  de  las  hipotecas  constituidas, 
número  de  fincas  hipotecadas, importe  de  los 
capitales  asegurados  por  ellas,  cancelacio- 
nes de  hipotecas  verificadas,  número  de  fin- 
cas liberadas  y de  capitales  reintegrados. 

CAPÍTULO  X 

DE  LA  RESPONSABILIDAD  DE  LOS  REGISTRADORES 

Articulo  2077. — Los  registradores  respon-  de  todos  los  daños  y perjuicios  que  oea- 
derán  civilmente,  en  primer  lugar  con  sus  sionen: 

fianzas,  y en  segundo  con  sus  demas  bienes,  Primero.  Por  no  asentar  en  el  Diario,  no 

(1)  EXPOSICION  DE  MOTIVOS:  mita  á la  fianza  ni  al  depósito,  por  más  que  una  y 

Responsabilidad  de  los  registradores.  — La  otro  queden  afectos  en  primer  lugar  al  resarcimion- 
responsabilidad  civil  de  los  registradores  no  se  li-  ’ to  de  los  perjuicios  qu#  indebidamente  causen  los 


ORÍGENES 

Art.  310,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  2075. — Los  registradores  remiti- 
rán ántes  del  día  1."  de  Abril  los  estados  ex- 
presados en  el  artículo  anterior,  á los  Pre- 
sidentes de  las  Audiencias,  ios  cuales  los  di- 
rigirán al  Ministerio  de  Gracia  y Justicia  án 
tes  de  l.°  de  Junio,  con  las  observaciones 
■ que  estimen  convenientes. 

El  Ministro  de  Gracia  y Justicia  remitirá 
i uno  de  dichos  estados  al  de  Hacienda,  para 
! sn  conocimiento. 

ORÍGENES 

Art.  311,  ley  Hipotecaria, 

Artículo  2076. — Los  registradores  perci- 
birán los  honorarios  que  se  establecen  por 
esta  ley,  y costearán  los  gastos  necesarios 
para  conservar  y llevar  los  Registros. 

ORÍGENES 

Art.  312,  ley  Hipotecaria. 
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inscribir  ó no  anotar  preventivamente  en  el 
término  señalado  en  la  ley,  los  títulos  que  se 
presenten  al  Registro. 

Segundo.  Por  error  ó inexactitud  come- 


tidos en  inscripciones,  cancelaciones,  ano- 
taciones preventivas  ó notas  marginales. 

Tercero.  Por  no  cancelar  sin  fundado 
motivo  alguna  inscripción  ó anotación,  ú 


mismos  registradores  en  el  ejercicio  desús  cargos. 
Se  extiende  ademas  á todos  los  otros  bienes  que 
tengan  los  registradores,  porque,  con  arreglo  á los 
principios  generales  _del  derecho,  están  obligados  á 
resarcir  todos  los  danos  y perjuicios  que  provengan 
de  su  omisión,  descuido  ó negligencia,  nunca  dis- 
culpables en  ellos.  Las  faltas  que  puedan  dar  lugar 
áesta  responsabilidad  están  expresa  y exclusiva- 
mente escritas  en  el  Proyecto;  nó  ha  creído  la  Comi- 
sión que  debía  dejar  abierta  la  puerta  al  libre  arbi- 
trio judicial,  como  sucedería  en  el  caso  de  que  se 
hubiera  limitado  á hablar  en  general  de  ellas;  estu- 
diándolas todas,  comprendiéndolas  individualmen- 
te, ha  fijado  el  derecho,  y cortado  malas  interpreta- 
ciones. Pero  para  que  proceda  la  responsabilidad 
es  necesario  que  el  defecto  no  nazca  del  mismo  títu- 
lo inscrito,  porque  éste  sólo  puede  ser  imputable  á 
los  que  en  él  intervinieren. 

Consecuencia  de  lo  que  queda  expuesto  es  que 
los  perjudicados  estén  en  el  derecho  de  pedir  direc- 
ta é inmediatamente  la  responsabilidad  civil  de  los 
registradores,  sin  que  esto  obste  á la  acción  crimi- 
nal que  ellos  mismos,  ó el  ministerio  público  en  su 
caso,  puedan  promover.  Asi,  el  que  pierde  por  cansa 
de  un  registrador  algún  derecho  real,  tiene  desde 
luégo  derecho  á pedir  y obtener  su  importe,  y al  que 
pierde  solamente  el  derecho  de  hipoteca  se  le  da  el 
de  exigir,  ó que  el  registrador  constituya  otra  igual 
á la  perdida,  ó que  deposite  la  cantidad  asegurada 
para  responder  en  su  día  de  la  obligación. 

Pero  la  falta  del  registrador,  cualquiera  que  sea 
la  causa  de  que  dimane,  se  convierte  casi  siempre  en 
beneficio  de  alguna  persona  que  aparece  libre  de  la 
Obligación  inscrita.  No  sería  justo  que  el  así  favo- 
recido, aun  suponiendo  que  sea  sin  fraude  por  su 
parte,  quede  beneficiado  por  un  acto  ajeno  más  ó 
ménos  indiscreto,  más  ó menos  culpable.  Por  esto 
la  Comisión  propone  que  sea  responsable  solidaria- 
mente con  el  registrador  al  pago  de  la  indemniza- 
ción, y que  éste,  si  hubiere  indemnizado  ya,  pueda 
repetir  de  aquél  la  cantidad  pagada.  De  aquí  resulta 
que  si  el  perjudicado  dirige  su  acción  contra  el  fa- 
vorecido per  la  falta  del  registrador,  solamente  pue- 
da reclamar  contra  éste  cuando  no  pudo  obtener  del 
demandado  toda  la  indemnización  reclamada.  Estas 
reglas  se  fundan  en  los  principios  generales  de  que 
nadie  debe  lucrarse  con  el  delito  ó falta  de  otro,  ni 
pedir  á dos  la  misma  cosa  por  la  misma  causa,  ni 
obtener  á titulo  de  perjuicios  una  indemnización 
doble  por  los  que  ha  sufrido. 

La  forma  de  exigirse  la  responsabilidad  por  los 
perjudicados  no  podía  ser  gubernativa.  La  natura- 
leza de  los  derechos  reclamados  aconseja  que  se  dis- 
cutan en  juicio  contradictorio  y con  pleno  conoci- 
miento de  cansa.  Si  derecho  tieDe  el  perjudicarlo  a 
la  indemnización,  también  lo  tiene  el  registrador  a 
no  ser  atropellado  y á que  no  se  establezca  por  la 
ley  la  presunción  de  que  siempre  es  suya  la  culpa. 
Así  el  Proyecto  considera  estos  negocios  como  ordi- 
narios, los  deja  al  conocimiento  de  losjuzgados  del 
partido  en  que  la  falta  se  comete,  y señala  para  los 
pueblos  en  que  haya  más  de  un  juez  de  primera  ins- 
tancia, como  competente,  al  más  antiguo. 

La  responsabilidad  civil  de  los  registradores  no 
ea  Obstáculo  á las  facultades  disciplinarias,  que  aun 
Tomo  II 


en  los  casos  en  que  no  resulte  perjuicio  á tercero,  ni 
haya  un  hecho  criminal  que  dé  lugar  á formación 
de  causa,  corresponden  á los  Regentes  pára  corregir 
las  infracciones  de  ley  6 reglamentos  cometidas  por 
los  registradores.  No  ha  parecido  conveniente  dar 
estas  facultades  á los  jueces  de  partido,  aunque  en 
el  Proyecto  tienen  el  carácter  de  autoridades  dele- 
gadas, sino  á los  Regentes  de  las  Audiencias  , de 
quienes  es  de  creer  que  obrarán  con  circunspección 
y prudencia  al  usar  de  ellas , evitando  así  la  des- 
igualdad que  puede  haber  entre  los  registradores 
que  correspondan  al  territorio  de  una  misma  Au- 
diencia. No  es  temer,  por  otra  parte,  que  haya  mu- 
cha diferencia  entre  los  Regentes  en  el  modo  de 
considerar  las  faltas  y en  el  de  reprimirlas  correc- 
eionahnente.  La  Comisión,  estableciendo  una  multa 
de  20  á 200  duros,  ha  dejado  latitud  suficiente  para 
que,  atendidas  las  circunstancias , tanto  de  la  falta 
del  registrador  como  de  la  importancia  y condicio- 
nes dei  Registro,  y de  las  ventajas  que  proporcione, 
pueda  el  Regente  castigar  con  prudencia  las  faltas 
que  no  merezcan  la  calificación  de  delitos. 

Cuando  se  dicte  una  ejecutoria  condenando  á un 
registrador  á la  indemnización  de  daños  y perjui- 
cios, deben  tomarse  algunas  precauciones  para  que 
el  que  primero  se  quejó  no  sea  el  único  indemniza- 
do, sino  que  lo  sean  también  proporcionalmente  los 
demas  que,  en  la  seguridad  de  que  la  fianza  consti- 
tuida respondía  en  todo  tiempo  de  los  daños  ocasio- 
nados por  el  registrador,  no  hayan  aún  deducido 
sus  acciones.  El  derecho  de  todos  es  igual;  son 
acreedores  de  una  misma  clase,  y no  hay  razón  al- 
guna para  establecer  entre  ellos  prefaciones  ni  pri- 
vilegios. 

Si  el  registrador  condenado  á satisfacer  la  indem- 
nización, lo  hace  sin  necesidad  de  que  se  proceda 
contra  la  fianza,  nada  hay  que  decir,  porque  queda 
ésta  garantizando  como  antes  á los  demas  perjudi- 
cados. Mas  cuando  hay  que  hacer  efectiva  la  con- 
dena con  la  fianza,  se  lia  procurado  que  sean  aten- 
didos los  derechos  de  todos  por  igual,  dando,  con  la 
publicidad  de  la  sentencia  en  los  periódicos  oficia- 
les, lugar  á que  cuantos  se  estimen  perjudicados 
por  actos  del  mismo  registrador  puedan  deducir  sus 
demandas  respectivas  dentro  del  término  perento- 
rio que  se  señala,  sin  que  entre  tanto  se  lleve  á 
efecto  la  ejecutoria.  No  es  esto  faltar  al  respeto  que 
, se  debe  á la  cosa  juzgada:  la  sentencia  queda  siempre 
firme,  y la  obligación  de  indemnizar  irrevocable: 
lo  que  se  trata  es  sólo  de  establecer  el  modo  de  con- 
currir á participar  de  la  fianza  los  que  tienen  un 
derecho  igual  á.  ser  reintegrados  con  ella  de  las  pér- 
didas que  han  experimentado.  Si  nadie  acude,  en- 
tonces habrá  lugar  á la  ejecución  del  fallo;  pero  debe 
continuar  en  suspenso  bu  cumplimiento  si  alguno 
reclama,  hasta  que  sobre  esta  reclamación  recaiga 
ejecutoria,  á no  ser  que  conocidamente  baste  la 
fianza  para  cubrir  el  importe  de  todo  lo  reclamado  y 
de  io  sentenciado  antes. 

No  alcanzando  la  fianza  á satisfacer  á todos  los 
perjudicados  con  arreglo  á los  fallos,  se  prornteam 
entre  todos  la  cantidad  de  la  fianza,  quedando  por 
el  descubierto  que  Teste  derecho  á los  que  obtuvie- 
ron sentencia  favorable  para  ser  indemnizados,  on 
la  parte  que  lee  falte,  con  los  demas  bienes  del  ve- 
lo 
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omitir  ol  asiento  de  alguna  nota  marginal, 
ea  ni  tórmino  correspondiente. 

Cuarto.  Por  cancelar  alguna  inscrip- 
ción, anotación  preventiva  ó nota  marginal, 
sin  el  título  y los  requisitos  que  exige  esta 
ley. 

Ouinto.  Por  error  ú omisión  en  las  cer- 
ti)  i raciones  de  inscripción  ó de  libertad  de 
los  inmuebles  ó derechos  reales,  ó por  no 
expedir  dichas  certiiicaciones  en  el  término 
señalado  en  esta  ley. 


1 


orígenes 


Arl.  .‘¡13,  ley  Hipotecaría. 

I 


gistrador.  El  que  dentro  del  término  señalado  para 
presentarse  no  lo  haga,  no  debe  per]  udicar  á los  que 
oportunamente  acuden  á participar  del  beneficio 
■ le  ln  ley:  sean  en  buen  hora  indemnizados  hasta 
donde  alcance  la  lianza,  pero  después  de  satisfechos 
los  que  fueron  puntuales  ni  llamamiento:  si  con  esto 
queda  alguno  perjudicado,  impútese  á sí  mismo  las 
consecuencias  de.  su  negligencia.  Mas  en  todo  caso, 
cuando  no  sea  suficiente  la  lianza,  quedará  á los  in- 
teresados expedito  su  derecho  para  reclamar  contra 
los  demás  bienes  del  registrador. 

Desde  el  momento  en  (pie  es  condenado  el  regis- 
trador por  ejecutoria  a una  indemnización,  puede 
decirse  que  la  fianza  deja  de  estar  íntegra,  mientras 
no  se  cumpla  la  sentencia  ó se  asegure  su  cumpli- 
miento: es  necesario,  por  lo  tanto,  que  vuelva  el  re- 
gistrador á entrar  dentro  de  las  condiciones  norma- 
les de  su  cargo:  por  esto  se  propone  en  el  Proyecto 
que  si  en  el  breve  término  de  diez  dias  no  completa 
o no  repone  la  lianza,  ó no  asegura  á los  reclaman- 
tes las  resultas  de  los  juicios  respectivos,  sea  sus- 
penso desde  luego  en  el  ejercicio  de  su  cargo. 

Como  los  derechos  que  han  de  inscribirse  en  los 
líegistros  son  á veces  cuantiosísimos,  y puede  , por 
lo  tanto,  suceder  que  no  baste  la  fianza  á satisfacer- 
les, se  establece  que  si  un  parece  esta  bastan  le,  des- 
pués de  admitida  la  demanda  de  indemnización, 
para  asegurar  el  importe  de  lo  que  deba  resarcirse, 
tenga  derecho  el  actor  de  exigir  una  anotación  pre- 
ventiva sobre  otros  bienes  del  registrador;  prescrip- 
ción que  tiene  por  objeto  salir  al  encuentro  de  las 
cuestiones  rpie  en  el  silencio  de  la  ley  podrían  sus- 
citarse respecto  á si  era  ó no  procedente  esta  pre- 
caución para  garantir  el  cumplimiento  de  lo  que  en 
su  din  se  sentenciase. 

K1  Código  penal,  al  establecer  el  órden  según  el 
cual  deben  satisfacérselas  diferentes  responsabili- 
dades pecuniarias  en  que  un  delincuente  ha  incur- 
rido por  ejecutoria,  pone  ante  todo  la  reparación  del 
dano  causado  y la  indemnización  de  perjuicios,  y 
en  último  lugar  la  multa:  ésto  es  lo  mismo  que  de- 
cretó e!  Código  de  1822,  y lo  que  prescriben  también 
algunos  Códigos  extranjeros.  La  Comisión,  siguien- 
do estos  ejemplos  y completando  por  su  parte  lo  que 
ya  se  halla  establecido,  propone  también  que  la  in- 
demnización de  daños  y perjuicios  tenga  preferen- 
cia sobre  el  pago  do  las  multas.  "Nadie  habrá  que 
desapruebe  esta  diferenca,  porque  va  no  tienen  sé- 
quito las  opiniones  exageradas  que  á avor  del  Ínte- 
res fiscal  en  otros  Lempos  se  agitaban. 


JURISPRUDENCIA 

fe 

Las  disposiciones  de  la  ley  2.*,  tit.  XVT,  li- 
bro X de  la  Nov.  Rec.,  demuestran  claramente 
que  los  encargados  de  los  Registros  de  hipóte 
cas  son  responsables  de  los  perjuicios  que  ori- 
ginasen con  las  fianzas  que  para  el  ejercicio  de 
su  cargo  hubiesen  prestado  (Sent.  20  Fébrero 
1867). 


RESOLUCIONES  DE  I-A  DIRECCION 

La  infracción  de  la  obligación  de  inscribir  os 
de  tal  importancia,  que  constituye  causa  de 
responsabilidad  civil,  exigible  ante  los  Tribuna- 


Sólo  resta  exponer  en  este  lugar  los  motivos  que 
han  guiado  á la  Comisión  al  fijar  los  términos  para 
la  prescripción  de  las  acciones  que  tienen  por  objeto 
la  indemnización  de  daños  y perjuicios  por  los  actos 
de  los  registradores. 

Cuando  el  perjuicio  es  reconocido  por  el  que  pue- 
de reclamarlo,  el  término  debe  ser  muy  corto  : la 
Comisión  señala  el  de  un  año.  El  que  no  usa  de  este 
derecho,  implícitamente  lo  renuncia  por  presunción 
de  la  ley,  que  no  debe  dejar  indefinidamente  abierta 
la  puerta  a reclamaciones  contra  funcionarios  pú- 
blicos, mucho  más  cuando  con  el  largo  trascurso 
del  tiempo  puede  darse  lugar  al  olvido  de  los  hechos 
y á que  sea  más  difícil  la  justificación  de  los  regis- 
tradores. 

En  el  caso  de  que  no  pueda  acreditarse  que  el  per- 
judicado ha  tenido  conocimiento  del  acto  que  le 
daña,  se  ha  señalado  como  término  de  la  prescrip- 
ción el  que  por  regla  general  se  halla  establecido 
para  las  acciones  personales:  éste  es  el  de  veinte 
años,  ñiado  por  las  leyes  de  Toro,  término  que  se 
arreglará  siempre  á lo  que  las  leyes  ordenen  res- 
pecto á la  prescripción  de  las  acciones  personales  en 
el  caso  de  que  en  adelante  lo  reduzcan  ó lo  amplíen. 
La  Comisión  ha  creído  que  no  habia  motivo  para 
introducir  una  excepción  en  este  caso,  lo  cual  se 
aviene  perfectamente  con  sus  ideas  de  dar  en  lo  po- 
sible unidad  á las  diversas  partes  del  -derecho  es- 
crito. 

Otra  clase  de  prescripciones  se  establece  en  el 
Provecto:  ésta  es  la  de  noventa  días  cuando  el  de- 
mandante por  indemnización  no  agite  la  continua- 
ción del  litigio.  Supónese  en  este  caso  una  renuncia 
de  derechos.  No  conviene  que  estén  en  duda  la  di- 
ligencia y la  probidad  de  los  registradores  ; no  es 
sólo  el  ínteres  de  éstos  lo  que  con  tal  inacción  se 
compromete,  lo  es  también  el  interes  público.  Divi- 
dida la  opinión  entre  los  que  creen  responsable  al 
registrador  y los  que  opinan  que  no  lo  es,  y siguien- 
do éste  en  él  desempeño  de  sus  funciones,  de  que 
sin  injusticia  no  podría  separársele  6 suspendérsele, 
la  fe  y la  exactitud  del  Registro  se  debilitan,  y de 
aquí  nace  la  desconfianza  que  tantos  perjuicios  pue- 
de acarrear  al  crédito  territorial.  121  que  demanda, 
no  lo  debe  hacer  con  pretextos  livianos:  tiempo  tie- 
ne para  preparar  su  acción  y los  medios  de  prueba 
ántes  de  comenzar  el  juicio;  si  se  lanza  impremedi- 
tadamente á un  pleito,  recaiga  sobre  él  exclusiva- 
mente la  responsabilidad  de  su  ligereza,  no  sobre 
todos  ios  que  tienen  inscripciones  en  el  Registro. 
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Ies,  con  arreglo  al  arí.  313  de  la  l0y  (Res.  Di- 
reccion  Gen.  24  Junio- 1874). 

Artículo  2078.  Los  errores,  inexactitu- 
des u omisiones  expresadas  en  él  artículo  an* 
terior,  no  serán  imputables  al  registrador 
cuando  tengan  su  origen  en  algún  defecto 
del  mismo  título  inscrito,  y no  sea  de  los  que 
notoriamente,  y según  los  artículos  1900  (19 
de  la  ley),  número  octavo  del  1923,  1981  y 
1982  (42,  100  y 101  de  la  ley),  deberán  ha- 
ber motivado  la  denegación  ó la  suspensión 
de  la  inscripción,  anotación  ó cancelación. 

Orígenes 

Art.  314,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  2079, — La  rectificación  de  los  er- 
rores cometidos  en  asientos  de  cualquiera 
especie,  y que  no  traigan  su  origen  de  otros 
cometidos  en  los  respectivos  títulos,  no  li- 
brará aí  registrador  de  la  responsabilidad 
en  que  pueda  incurrir  por  los  perjuicios  que 
hayan  ocasionado  los  mismos  asientos  ántes 
de  ser  rectificados. 


Artículo  2081. — El  que  por  error,  malicia 
ó negligencia  del  registrador  perdiere  un 
: derecho  real,  <5  la  acción  para  reclamarlo, 
i podrá  exigir  desde  luego  del  mismo  regis- 
trador el  importe  de  lo  que  hubiere  perdido. 

El  que  por  las  mismas  causas  pierda  sólo 
la  hipoteca  de  una  obligación,  podrá  exigir 
| que  el  registrador,  á su  elección,  ó le  pro- 
porcione otra  hipoteca  igual  á la  perdida, 
. ó deposite  desdo  luego  la  cantidad  asegura- 
da, para  responder  en  su  día  de  dicha  obli- 
gación. 

ORÍGENES 

Art.  317,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  2082. — El  que  por  error,  malicia 
ó negligencia  del  registrador  quede  libre  de 
alguna  obligación  inscrita,  será  responsable, 
solidariamente  con  el  mismo  registrador,  del 
pago  de  las  indemnizaciones  á que  éste  sea 
condenado  por  su  íalta. 

ORÍGENES 

Art.  318,  ley  Hipotecaria. 


ORÍGENES 

Art.  315,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  2080. — El  registrador  será  res- 
ponsable con  su  fianza  y con  sus  bienes  de 
las  indemnizaciones  y multas  á que  puedan 
dar  lugar  los  actos  de  su  suplente,  mientras 
esté  á su  cargo  el  Registro. 

ORÍGENES 

Art.  316,  ley  Hipotecaria. 

RESOLUCIONES  DE  LA  DIRECCION 


Artículo  2083. — Siempre  que  en  el  caso  del 
artículo  anterior  indemnice  el  registrador 
al  perjudicado,  podrá  repetir  Ja  cantidad  que 
: por  tal  concepto  pagare,  del  que  por  su  íal- 
ta haya  quedado  libre  de  la  obligación  ins- 
crita. 

Guando  el  perjudicado  dirigiere  su  acción 
contra  el  favorecido  por  dicha  falta,  no  po- 
drá repetir  contra  el  registrador  sino  en  el 
caso  de  que  no  llegue  á obtener  la  indemni- 
' zacion  reclamada,  ó alguna  parte  de  ella. 

; ORÍGENES 

Art.  319,  ley  Hipotecaria. 


La  pretensión  de  que  el  registrador  indemni- 
ce á un  particular  los  perjuicios  que  haya  su- 
frido con  motivo  de  su  infundada  negativa,  debe 
formularse  ante  los  Tribunales  ordinarios  en  el 
correspondiente  juicio,  los  cuales,  en  vista  de 
los  actos  ejecutados  por  aquel  funcionario,  de- 
clararán lo  que  proceda  acerca  de  la  responsa- 
bilidad on  que  pueda  haber  incurrido  i Resolu- 
ción Dlr.  Gen.  16  Marzo  1880). 


Artículo  2084. — La  acción  civil,  que  con 
arreglo  al  art.  2081  (317  do  la  ley)  ejercíte  el 
perjudicado  por  las  faltas  del  registrador,  no 
impedirá  ni  detendrá  el  uso  de  la  penal  que 
en  su  caso  proceda,  conforme  á las  leyes. 

ORÍGENES 

Art.  320,  ley  Hipotecaria. 
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Articulo  2085,— Toda  demanda  que  haya 
de  deducirse  contra  el  registrador  para  exi- 
girle la  responsabilidad,  se  presentará  y sus- 
tanciará ante  el  Juzgado  ó Tribunal  á que 
corresponda  el  Registro  en  que  se  haya 
cometido  la  falta. 

ORÍGENES 

Art.  321,  ley  Hipotecaria. 

Articulo  2080. — Las  infracciones  de  esta 
ley  ó de  los  Reglamentos  que  se  expidan  pa- 
ra su  ejecución,  cometidas  por  los  registra- 
dores, aunque  no  causen  perjuicio  á tercero 
ni  constituyan  delito,  serán  castigadas  sin 
formación  de  juicio  por  los  Presidentes  de 
Audiencia,  con  multa  de  100  á 1.000  pesetas. 

ORÍGENES 

Art.  1122,  ley  Hipotecaría. 

Articulo  2087. — Las  sentencias  ejecuto- 
rias que  se  dicten  condenando  á los  registra- 
dores á la  indemnización  de  daños  y perjui- 
cios, so  publicarán  en  la  Gaceta  de  Madrid 
y cu  el  Boletín  Oficial  de  la  provincia,  si 
hubieren  de  hacerse  efectivas  con  la  fianza, 
por  no  satisfacer  el  condenado  el  importe 
de  la  indemnización. 

En  virtud  de  este  anuncio,  podrán  dedu- 
cir sus  respectivas  demandas  losquese crean 
perjudicados  por  otros  actos  del  mismo  re- 
gistrador, y si  no  lo  hicieren  en  el  término 
de  noventa  días,  se  llevará  á efecto  la  sen- 
tencia. 

ORÍGENES 

Art.  323,  ley  Hipotecaria. 

Articulo  2088. — Si  se  dedujeren  dentro  del 
término  de  los  noventa  días  algunas  recla- 
maciones, continuara  suspendida  la  ejecu- 
ción de  la  sentencia  hasta  que  recaiga  sobre 
ellas  ejecutoria,- á no  ser  que  la  fianza  bas- 
tare notoriamente  para  cubrir  el  importe  de 
dichas  reclamaciones  después  de  cumplida 
la  ejecutoria. 


ORÍGENES 

Art.  324,  ley  Hipotecaria. 

Articulo  2089.— Guando  la  fianza  no  al- 
canzare á cubrir  todas  las  reclamaciones 
que  se  estimen  procedentes,  se  prorateará 
su  importe  entre  los  que  las  hayan  formu- 
lado. 

■Lo  dispuesto  en  el  párrafo  anterior  se  en- 
tenderá sin  perjuicio  de  la  responsabilidad 
de  los  demas  bienes  de  los  registradores. 

ORÍGENES 

Art.  325,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  2090. — El  Presidente  de  la  Au- 
diencia suspenderá  desde  luégo  al  registra- 
dor condenado  por  ejecutoria  á la  indemni- 
zación de  daños  y perjuicios,  si  en  el  térmi- 
no de  diez  días  no  completare  ó repusiere 
su  fianza,  ó no  asegurare  á los  reclamantes 
las  resultas  de  los  respectivos  juicios, 

ORÍGENES 

Art.  326,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  2091. — El  perjudicado  por  los 
actos  de  un  registrador  que  no  deduzca  su 
demanda  en  el  término  de  los  noventa  días 
señalados  en  el  art.  2087  (323  de  la  ley),  de- 
berá ser  indemnizado  con  lo  que  restare  de 
la  fianza  ó de  los  bienes  del  mismo  registra- 
dor, y sin  perjuicio  de  lo  dispuesto  en  el  ar- 
tículo 2082  (318  de  la  ley). 

ORÍGENES 

Art.  327,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  2092. — Si  admitida  la  demanda 
de  indemnización  no  pareciere  bastante  pa- 
ra asegurar  su  importe  el  de  la  fianza,  de- 
berá el  Juez  ó Tribunal  decretar,  á instancia 
del  actor,  una  anotación  preventiva  sobre 
los  bienes  del  registrador. 

orígenes 


Art.  328,  ley  Hipotecaria. 
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Artículo  2093.  — Guando  un  ru^istrudor 
fuere  condenado  á la  vez  á la  indemnización 
de  daños  y perjuicios  y al  pago  de  multas, 
se  abonarán  con  preferencia  los  primeros. 

' ORÍGENES 

Art.  329,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  2094. — El  término  para  la  devo- 
lución de  Jas  fianzas  deberá  contarse  desde 
que  el  interesado  deje  de  ejercer  el  cargo  de 
registrador,  y no  desde  que  cese  en  un  Re- 
gistro para  pasar  á otro. 

ORÍGENES 

Art.  330,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  2095. — -Al  registrador  que  pase 
de  un  Registro  de  mayor  fianza  á otro  que 
la  e‘xija  menor,  no  se  le  devolverá  la  diferen- 
cia, sino  en  el  plazo  y con  las  condiciones 
que  prescribe  el  art.  2070  (306  de  la  ley). 

ORÍGENES 

Art.  331,  ley  Hipotecaria. 

Artículo.  2096. — La  acción  para  pedir  la 
indemnización  de  los  daños  y perjuicios  cau- 
sados por  los  actos  de  los  registradores,  pres- 
cribirá al  año  de  ser  conocidos  los  mismos 


perjuicios  por  el  que  pueda  reclamarlos,  y 
no  durará , en  ningún  caso,  más  tiempo  que 
el  señalado  por  las  leyes  comunes  para  la 
prescripción  de  las  acciones  personales,  con- 
tándose desde  la  fecha  en  que  la  falta  haya 
sido  cometida. 

orígenes 

Art.  332,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  2097. — El  Juez  ó Tribunal  ante 
quien  fuere  demandado  un  registrador  para 
la  indemnización  de  perjuicios  causados  por 
sus  actos,  dará  parte  inmediatamente  de  la 
demanda  al  Presidente  de  la  Audiencia  de 
quien  dependa  el  mismo  registrador. 

El  Presidente  de  la  Audiencia,  en  su  vista, 
deberá  mandar  al  Juez  ó Tribunal  que  dis- 
ponga la  anotación  preventiva  de  que  trata 
el  art.  2092  (328  de  la  ley)  si  la  creyere 
i procedente  y no  estuviere  ordenada;  previ- 
niéndole al  mismo  tiempo  que  le  dé  cuenta 
de  los  progresos  del  litigio  en  períodos  se- 
ñalados. 

El  que  durante  noventa  días  no  agitase  el 
I curso  de  la  demanda  que  hubiere  deducido, 
se  entenderá  que  renuncia  á su  derecho. 

ORÍGENES 

Art.  333,  ley  Hipotecaria. 


CAPITULO  XI 


DE  LOS  HONORARIOS  DE  LOS  REGISTRADORES  (11 

pidan,  con  sujeción  estricta  al  arancel  que 
acompaña  á esta  ley. 

Los  actos  ó diligencias  que  no  tengan  se- 


eaté  al  abrigo  de  impugnaciones,  d i áun  evitar  que 
muchas  de  ellas  tengan  sólido  fundamento. 

Cuando  Be  trata  de  un  sistema  nuevo , sólo  la  ex- 
periencia, después  de  ensayada  por  algunos  años  la 
ley,  ha  de  enseñar  hasta  qué  punto  pueden  dismi- 
nuirá» ó aumentarse  los  derechos  de  los  registrado- 


Artículo  2098.— Los  registradores  cobra- 
rán los  honorarios  de  los  asientos  que  hagan 
en  los  libros  y de  las  certificaciones  que  ex- 


Q)  EXPOSICION  DE  MOTIVOS: 

Honorarios  de  los  registradores.— No  es  fa 
cil,  áun  después  de  tener  a la  vista  el  arancel  délos 
honorarios  que  devengan  actualmente  , 

tradoras,  y conocerse  por  experiencia  alguno 
los  defectos  de  que  adolecen,  establecer  otro  que 
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Halados  honorarios  en  dicho  arancel,  no 
devengarán  ningunos. 

ORIGENES 

Arí.  33!,  ley  Hipotecaria. 

JURISPRUDENCIA 

Considerando  que  el  art.  413  del  Código  pe- 
nal castiga  como  delito  el  hecho  de  exigir  un 
funcionario  público,  directa  ó indirectamente, 
mayores  derechos  que  los  que  le  estuviesen  se- 
ñalados por  razón  de  su  cargo;  que  un  registra- 
dor exigió  los  derechos  de  282  inscripciones,  ó 


sea  uno  por  cada  condueño  d,e  15  fincas  vendi- 
das por  el  Estado,  en  vez  de  las  15,  según  está 
prevenido,  y que  al  hacerlo  incurrió  en  la  res- 
ponsabilidad del  articulo  antes  citado:  que  re- 
sultaba que  antes'  de  ejecutarse  el  hecho  puni- 
ble ya  se  habían  dictado  por  la  dirección  gene- 
ral del  Registro  varias  resoluciones  sobre  el 
particular  y dispuesto  por  el  Presidente  de  la 
Audiencia  que  sólo  procedía  una  inscripción 
por  cada  finca,  sin  perjuicio  de  que  luégo  se  hi- 
ciera de  cada  propiedad  la  material  división  y 
se  consignara  una  inscripción  por  cada  parte 
materialmente  dividida:  que,  por  lo  tanto,  no 
podía  decirse  que  la  acción  no  fuere  voluntaria, 
ni  que  estuviese  infringido  el  art.  1 del  Código 


res,  para  que  al  mismo  tiempo  que  su  idoneidad  y 
su  trabajo  sean  recompensados  como  corresponde 
á la  larga  carrera  que  se  les  exige,  á la  asiduidad 
de  sus  funciones,  á las  fianzas  que  tienen  que  dar  y 
á la  severa  responsabilidad  á que  se  los  sujeta,  no 
sean  gravados  en  más  de  lo  absolutamente  necesa- 
rio los  que  tengan  que  acudir  á los  .Registros. 

La  Comisión,  sin  embargo,  comprendiendo  que 
la.  (luición  del  arancel  corresponde  á la  ley,  propo- 
ne el  que  lia  creído  que  podía  llenar  mejor  las  con- 
diciones apetecidas.  Presenta,  á pesar  de  todo,  con 
des  -oh fianza  su  trabajo,  y no  como  parte  integrante 
de  la  ley,  sino  como  una  adición  que  la  completa. 
Así.  dejando  íntegro  todo  el  texto  de  la  ley,  y sin 
temor  ríe  desfigurarla  ó de  destruir  su  armonía,  po- 
dre. el  arancel  ser  fácilmente  corregido,  si  en  la  pie- 
dra de  toque  de  la  práctica  aparece  algún  vicio  que 
deba  reformarse.  Kn  prueba  de  la  desconfianza  que 
la  Comisión  tiene  en  este  punto  y que  confiesa  in- 
genuamente, propone  que  se  faculte  al  Gobierno 
para  que  dentro  de  los  cinco  años  siguientes  á la 
publicación  de  la  ley  pueda  Laceren  el  arancel  las 
alteraciones  que  la  experiencia  aconseje,  pero  exi- 
giendo que  esto  lo  haga  con  audiencia  del  Consejo 
do  Estado,  para  que  así  aparezcan  más  meditadas 
las  reformas  y lleven  más  prendas  de  acierto,  bien 
favorezcan,  bien  perjudiquen  á los  registradores. 
Pero  esta .disposición  sólo  debe  tener  el  carácter  de 
transitoria:  pasadas  las  circunstancias  que  pueden 
hacer  urgente  un  cambio,  hechas  las  reformas  que 
la  práctica  de  cinco  anos  aconseje,  no  podrán  en 
¡nielante  considerarse  otras  tan  apremiantes  que  ■ 
deban  libertarse  de  pasar  por  los  trámites  ordina- 
riü.s  que  para  la  formación  de  las  leyes  requiérela 
Constitución.  Propónese,  por  lo  tanto,  la  autoriza- 
ción que  se  estima  necesaria,  pero  sin  extenderla 
mas  a Ja  de  lo  que  aconseja  la  necesidad  que  la  re- 
comienda. ^ 

. Establecido  que  los  registradores  no  deben  perci- 
bir sueldo  del  Estado,  y que  sus  honorarios  deben 
satisfacerse  por  aquellos  que  reporten  de  los  Reris- 
Iros  inmediato  beneficio,  no  podía  la  Comisión  íué- 
nos  ríe  señalar  las  personas  obligadas  á hacer  el 
p”p0'  ,P°  justo,  en  su  concepto,  es  que  recaiga 
esta  Obligación  en  aquellos  á cuyo  favor  se  inscriba 
0 anote  el  derecho,  y que  si  son  varios,  n0  tonga  el 
registrador  que  entenderse  con  cada  uno  indivi- 
dualmente, sino  que  pueda  exigir  e!  pago  á cual- 
quiera de  ellos,  quedando  el  que  lo  verifique  á salvo 
el  derecho  de  reclamar  contra  los  otros  lo  pagado 


por  lo  que  respectivamente  les  corresponda.  Consi- 
dera, por  lo  tanto,  solidaria  la  obligación,  y no  sin 
motivo  bastante,  porque  no  sería  justo  obligar  al 
registrador  á dirigir  su  acción  contra  cada  uno , y 
porque  todos'  están  interesados  en  la  inscripción, 
todos  sacan  provecho  de  ella  por  completo,  siq  que 
nadie  pueda  intentar  que  su  parte  se  inscriba  y otra 
ú otras  dejen  de  inscribirse. 

La  comunión  de  bienes  ó de  intereses  de  los  co- 
muneros ó asociados  lleva  en  sí  esta  necesidad  de 
división  de  gastos  para  las  cosas  que  son  de  interes 
común,  en  que  todos  pueden  considerarse  como 
gestores.  Cuando  no  se  cumple  la  obligación  de  pa- 
gar los  honorarios,  no  es  justo  comprometer  al  re- 
gistrador, ni  á las  solemnidades, del  juicio  ordina- 
rio, ni  áun  á las  del  ejecutivo  para  conseguir  la  sa- 
tisfacción de  lo  que  ha  dejado  de-pagársele.  Negocio 
de  apreciación  fácil,  no  necesita  las  formas  de  un 
juicio;  el  procedimiento  de  apremio  es  bastante:  la 
Comisión  por  esto  lo  acepta,  y con  tanta  más  razón, 
proponiendo,'  como  lo  hace,  que  por  falta  de  pago 
nunca  se  deteuga  la  inscripción.  Los  asientos  por 
los  cuales  no  deben  devengarse  honorarios;  la  nece- 
sidad de  poner  el  importe  de  éstos  al  pié  de  los 
asientos,  certificaciones  ó notas  per  que  se  deven- 
guen ; el  eximir  de  ellos  las  anotaciones  preventi- 
vas, notas  marginales  ó cancelaciones  á que  dé  lu- 
gar la  negativa  infundada  de  los  registradores,  así 
como  los  nuevos  asientos  que  éstos  deben  hacer 
para  rectificar  errores  que  hayan  cometido , y 
las  demas  disposiciones  que  comprende  esta  parte 
del  Proyecto,  son  puntos  que  no  necesitan  ser  dete- 
nidamente examinados  en  esta  exposición,  porque 
son  evidentes  ios  motivos  en  que  se  fundan. 

Sólo  debe  la  Comisión  hacerlo,  aunque  brevemen- 
te, respecto  á lo  que  propone  como  rebaja  propor- 
cional de  honorarios,  cuando  es  escaso  el  valor^  de 
la  finca  ó derecho  á que  se  refiera  el  asiento  ó la 
certificación.  Es  necesario  no  alejar  del  Registro  á 
los  pequeños  intereses  con  la  perspectiva  de  gastos 
desproporcionados,  sino  al  servicio  que  se  presta, 
al  valor  que  los  bienes  representan.  Los  Registros 
no  sou  ménos  provechosos  á la  propiedad,  muy 
fraccionada  y subdividida,  como  lo  está  en  algunas 
de  nuestras  provincias,  que  á la  propiedad  acumu- 
lada: léjos  de  dificultar  el  legislador  á los  que  la  po- 
seen el  acceso  á ellos,  tiene  el  deber  de  estimular 
por  medios  indirectos,  que  no  suelen  ser  los  menos 
eficaces,  á que  acudan  todos  á hacer  las  inscrip- 
ciones. 
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penal,  pues  ademas  la  acción  se  hallaba  penada 
por  la  ley:  que  aunque  no  se  expresase  en  la  sen- 
tencia  que  los  derechos  exigidos  fuesen  mayores 
que  los  señalados,  constaba  que  en  tal  concepto 
fueron  denunciados,  y que  sobre  el  particular 
habían  recaído  decisiones  del  Presidente  y de  la 
Dirección,  siendo  indudable  que  no  podían  ser 
iguales  los  honorarios  de  282  inscripciones  á los 
de  15:  que  no  podía  alegarse  tampoco  para  de- 
cirse que  no  existía  la  prueba  del  exceso  de  ho- 
norarios que  no  se  fijaba  determinadamente  la 
cuantía,  porque  basta,  según  la  ley,  que  se  exi- 
jan mayores  derechos  para  incurrir  en  respon- 
sabilidad, aunque  respecto  de  la  pena  pecuniaria 
se  tenga  en  consideración  la  cuantía  de  lo  exigi- 
do, sin  que  sobre  esta  última  estimación  hecha 
por  la  Audiencia  se  hubiera  interpuesto  el  re- 
curso, por  lo  cual  no  podía  ser  objeto  de  la  deci- 
sión de  la  Sala:  y que  la  exigencia  de  derechos 
indebida  por  parte  de  un  funcionario  no  afecta 
á la  validez  ó invalidez  del  documento  mismo 
que  ha  producido  la  exacción  ilegal,  citándose 
inoportunamente  los  artículos  312  ó 334  de  la 
ley  Hipotecaria,  en  cuanto  á los  efectos  que  pro- 
dujesen las  inscripciones,  se  falló  no  haber  lu- 
gar al  recurso.  La  Audiencia  había  impuesto  la 
pena  de  500  pesetas  de  multa  y todas  las  costas, 
habiéndose  incoado  la  causa  por  orden  del  Pre- 
sidente del  Poder  Ejecutivo  de  la  República  espa- 
ñola. (Aunque  esta  sentencia  no  pertenece  pro- 
piamente á un  libro  de  carácter  puramente  civil, 
hemos  preferido  darla  cabida  en  este  lugar,  ya 
que  diversos  autores  la  citan  en  este  capituló  de 
la  ley. ) (Sent.  8 Mayo  1876). 

RESOLUCIONES  DE  LA  DIRECCION 

En  cuanto  á los  honorarios  devengados  por 
las  notas  puestas  al  margen  de  las  inscripciones 
de  hipotecas,  como  el  contenido  de  ellas  os  una 
indicación  de  referencia  á otra  nota  puesta  al 
márgen  del  asiento  de  presentación  y forma 
parte  de  la  inscripción  á cuyo  márgen  se  extien- 
den, según  lo  dispuesto  en  el  primer  párrafo 
del  art.  18  del  Reglamento,  el  hacer  dicha  in- 
dicación por  medio  de  una  nota  marginal,  con- 
tornadlo previno  la  Real  orden  de  4 de  Octubre 
de  1866  y reproducen  los  párrafos  2.a  y 3.°  del 
citado  artículo,  no  altera  la  naturaleza  y conte- 
nido de  dichas  notas,  las  cuales  deben  supo- 
nerse y considerarse  como  una  operación  nece- 
saria para  la  definitiva  inscripción  de  la  finca  ó 
derecho  á cuyo  márgen  se  ponen.  t 

Bajo  este  supuesto,  los  honorarios  que  cóí- 
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respondan  á dichas  notas  deben  regularse,  te- 
niendo presente  el  valor  de  la  finca  ó derecho  á 
que  se  refiere  la  inscripción  de  que  forman  par- 
te integrante,  bien  para  hacer  la  rebaja  propor- 
cional correspondiente,  bien  para  no  denegar 
honorarios,  según  que  se  hallan  ó no  compren- 
didos en  el  art.  343  de  la  ley  y núm.  17  del 
arancel. 

Respecto  á los  honorarios  devengados  por 
! las  notas  de  referencia  puestas  al  márgen  de 
los  asientos  trasladados,  uo  pueden  servir  de 
base  para  exigirlos  las  resoluciones  de  la  Direc- 
ción de  12  de  Agosto  de  1863  y 20  de  Febrero 
de  1864.  La  primera,  porque  si  bien  autoriza  á 
los  registradores  para  anotar  al  márgen  do 
todo  asiento  de  propiedad  que  se  trasladase  á 
los  libros  nuevos  el  número,  folio  y libro  en 
que  se  había  verificado  la  traslación,  declara 
explícitamente  que  estas  notas  no  devengan  ho- 
norarios; y la  otra  resolución  se  refiere  á unas 
notas  que  el  art.  414  exige  que  se  extiendan  al 
márgen  de  los  asientos  antiguos  no  trasladados 
para  hacer  constar  que  quedan  extinguidos,  y 
en  tal  concepto  son  verdaderos  asientos  de  can- 
celación, cuando  las  de  que  se  trata  son  de  re- 
ferencia, que  ningún  precepto  de  la  ley  ni  del 
Reglamento  mandan  que  se  extiendan. 

Si  bien  no  existe  precepto  alguno  claro  y ter- 
minante que  imponga  á los  registradores  la 
obligación  de  manifestar  á los  interesados  la 
minuta  de  los  honorarios  que  devengan  en  la 
inscripción  de  los  documentos,  tampoco  existe 
ninguna  prohibición  de  hacerlo;  y por  el  con- 
trario, el  espíritu  de  la  ley  Hipotecaria  y lo  dis- 
puesto para  casos  análogos  en  otras  leyes  acón- 
! sejan  la  conveniencia  de  que  los  funcionarios 
de  aquella  clase  faciliten  á los  interesados  los 
mismos  datos  que  deberían  manifestar  al  Tri- 
bunal, en  caso  de  haber  de  acudir  á ios  proce- 
dimientos judiciales  (Res.  Dir.  Gen.  16  Diciem- 
bre 1874). 

Artículo  2099. — Los  honorarios  del  re- 
gistrador-se  pagarán  por  aquél  ó aquéllos 
á cuyo  favor  se  inscriba  ó anote  inmediata- 
mente el  derecho. 

i ORÍGENES 

Art.  335,  ley  Hipotecaria. 

JURISPRUDENCIA 

Los  registradores  están  asimilados  para  el 
cobro  de  los  derechos  de  inscripción,  á los  juo- 
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ccs  y escríbanos  que  actúan  en  las  subastas  de 
lincas  del  Estado,  con  arreglo  á la  legislación 
vigente  (Scnt.  del  Consejo  de  Estado  20  Enero 
1 877). 

Articulo  2100.— Cuando  fueren  varios  los 
que  tuvieron  la  obligación  expresada  en  el  j 
artículo  anterior,  el  registrador  podrá  exi- 
gir el  pago  de  cualquiera  de  ellos,  y el  que  ■ 
lo  verifique  tendrá  derecho  á reclamar  de 
los  detnas  la  parte  que  por  los  mismos  haya 
satisfecho. 

En  todo  caso,  se  podrá  proceder  á la  exac- 
ción de  dichos  honorarios  por  la  vía  de 
apremio,  pero  nunca  se  detendrá  ni  negará 
la  inscripción  por  taita  de  su  pago. 

ORÍGENES 

Art.  113(5,  Ioy  Hipotecaria. 

RESOLUCIONES  DE  LA  DIRECCION 

La  Dirección  sólo  tiene  competencia  para  re- 
solver acerca  de  la  regulación  de  los  honora- 
rios devengados  por  los  registradores  enyo 
pago  so  reclama  por  la  vía  de  apremio  cuando 
el  interesado  los  considera  excesivos,  sin  que 
tenga  competencia  para  resolver  las  demás 
cuestiones  que  se  promuevan  en  dicho  proce- 
dimiento. La  persona  contra  quien  ha  instado 
la  vía  do  apremio  el  registrador  de  P.,  lejos  de 
atacar  como  excesiva  la  regulación  de  honora- 
rios, la  supone  ajustada  á la  ley  y funda  su  ¡ 
oposición  en  no  estar  obligado  á satisfacer  su 
importo. 

Suscitada  esta  cuestión  en  el  procedimiento 
de  apremio,  y no  hallándose  comprendida  en  el 
nnico  caso  que  taxativamente  atribuye  el  ar- 
tículo 30 ít  del  Reglamento  á esta  Dirección,  la 
facultad  de  resolver  corresponde  á los  Jueces  y I 
Tribunales  competentes  para  conocer  el  referido 
procedimiento  (Res.  Dir.  Gen.  27  Julio  1877}. 

i 

I 

Artículo  2101. — Los  asientos  que  se  ha-  ¡ 
gan  en  los  índices  y en  cualesquiera  libros  i 
auxiliares  que  lleven  los  registradores,  no 
devengarán  honorarios. 

ORÍGENES 

Art.  337,  ley  Hipotecaria. 


Artículo  2102. — En  los  honorarios  que 
señala  el  arancel  á las  certificaciones  de 
los  registradores,  no  se  considerará  com- 
prendido el  importe  del  papel  sellado  en  que 
deban  extenderse,  el  cual  será  de  cuenta  de 
los  interesados. 

ORÍGENES 

Art.  338,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  2103. — Al  pié  de  todo  asiento, 
certificación  ó nota  que  haya  devengado 
honorarios,  estampará  el  registrador  el  im- 
porte de  los  que  hubiere  cobrado,  citando  el 
número  del  arancel  con  arreglo  al  cual-  los 
haya  exigido. 

ORÍGENES 

Art.  339,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  2104. — Los  honorarios  que  de- 
venguen los  registradores  por  los  asientos 
ó certificaciones  que  los  Jueces  ó Tribuna- 
les manden  extender  ó librar  á consecuen- 
cia de  los  juicios  de  que  conozcan,  se  califi- 
carán, para  su  exacción  y cobro,  como  las 
demas  costas  del  mismo  juicio. 

ORÍGENES 

Art.  340,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  2105. — Cuando  declare  el  Juez  ó 
Tribunal  infundada  la  negativa  del  regis- 
trador á inscribir  o anotar  definitivamente 
un  título,  no  estará  obligado  el  interesado 
á pagar  los  honorarios  correspondientes  á 
la  anotación  preventiva,  ó en  su  caso,  á la 
nota  marginal  que  el  mismo  registrador 
haya  puesto  al  asiento  de  presentación  al 
tiempo  de  devolver  dicho  título,  ni  á la  can- 
celación de  la  misma  nota. 

ORÍGENES 

Art.  341 , ley  Hipotecaria. 

Artículo  2106. — Cuando  se  rectificare  un 
asiento  por  error  de  cualquiera  especie  co- 
metido en  él  por  el  registrador,  no  deven- 
gará éste  honorarios  por  el  asiento  nuevo 
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que  entendiere;  pero  sin  perjuicio  de  lo  dis- 
puesto en  el  segundo  párrafo  del  art.  2027 
(263  de  la  ley). 

ORÍGENES 

- Art.  "S42,  ley  Hipotecaria.  ... 

A - 

Artículo  2107.— Cuando  el  valor  de  la  fin- 
ca ó derecho  á que  se  refiera  el  asiento  ó la 
certificación  no  excediere  de  500  pesetas  y 
pasare  de  250,  se  exigirá  tan  sólo  la  mitad 
de  los  honorarios  respectivamente  señala- 
dos en  el  arancel. 

Si  excediendo  de  125  pesetas  no  pasare 
de  250,  se  exigirá  solamente  la  cuarta  par- 
te de  los  mismos  honorarios. 

Si  no  excediere  de  125  pesetas,  sólo  se 
exigirá  la  cantidad  fija  que  señala  el  mismo 
arancel. 

ORÍGENES  . 

. Art.  313,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  2108. — Los  registradores  se  su- 
jetarán estrictamente,  en  la  redacción  de 
los  asientos,  notas  y certificaciones,  á las 
instrucciones  y modelos  que  contendrá  el 
Reglamento  para  la  éjecucjod  de  esta  ley. 

ORÍGENES 

Art.’'341i  ley  Hipotecaria.. 

RESOLUCIONES  DE  LA  DIRECCION  .. 

Lías  fórmulas  comprendidas  en  los  modelos 
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oficiales,  en  ningún  caso  pueden  invocarse  para 
alterar  lo  dispuesto  en  la  ley  ni  en  los  Regla- 
mentos, y mucho  menos  en  el  prosente  caso, 
en  que  por  inadvertencia  so  reprodujo  literal- 
mente el  modelo  núm.  7 que  acompañaba  al 
Reglamento  de  la  primitiva  ley  Hipotecaria,  y 
estaba  redactado  conforme  á lo  que  en  ella  se 
disponía  sobre  la  obligación  de  archivar  el  do- 
cumento original  (Res.  Dir.  Gen.  30  Enero 
1875). 

Artículo  2109. — Los  delegados  do  los  Pre- 
sidentes de  Audiencia  para  la  inspección  de 
los  Registros  examinarán  cuidadosamente 
en  las  visitas  si  los  asientos  están  redacta- 
dos con  arreglo  á los  modelos  indicados  en 
el  artículo  anterior,  y consignarán  en  el  ac- 
ta las  taitas  que  notaren  - de  esta  especie,  á 
fin  de  que  sea  corregido  disciplinariamente 
el  registrador  que  diere  á sus  asientos  más 
extensión  que  la  necesaria,  ú omitiere  ha- 
cer mención  en  ellos  de  las  circunstancias 
que  deban  contener,  según  su  clase. 

ORÍGENES 

Art.  345,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  2110.— No  podrá  hacerse  varia- 
ción alguna- en  ei  arancel  que  acompaña  á 
esta  ley  sino  por  medio  de  otra  ley. 

ORÍGENES 

Art.  346,  ley  Hipotecaria. 
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DEL  TRÁNSITO  DEL  ANTIGUO  RÉGIMEN  HIPOTECARIO  AL'MODÉRNO 


CAPITULO  PRIMERO 

DE  LA  LIBERACION  DE  LAS  HIPOTECAS  LEGALES  Y OTROS 
GRAVÁMENES  EXISTENTES  W 


A rífenlo  2i  1 1 . — Los  que  á la  publicación 
de  esta  ley  tengan  á su  favor  alguna  hipo- 
teca legal  de  las  no  exceptuadas  en  el  ar- 
to EXPOSICION  ral-:  MOTIVOS: 

LIBERACION  1>H  LAS  HIPOTECAS  LEGALES  V OTROS 
nKAVÁMKNits  existentes. — Difícil  es.  por  regla  ge- 
neral, el  tránsito  de  una  legislación  á otra  en  mate- 
ria civil;  y lo  es  más,  cuando  las  reformas  encar- 
nan tan  profundamente  en  lo  antiguo,  como  lo  hace 
el  Provecto,  variando  cardinalmente  principios  y 
disposiciones  que  por  espacio  de  tantos  siglos  es- 
tán en  observancia.  Esta  dificultad  suele  ser  en  su 
mayor  parte  efeeto  de!  trastorno  que  el  nuevo  dere- 
cho* introduce  en  el  modo  de  ser  de  muchas  institu- 
ciones, en  los  hábitos  envejecidos  y en  las  costum- 
bres civiles,  que  vienen  á ser  una  segunda  religión 
en  las  naciones.  Un  principio  salvador  sale  al  en- 
cuentro de  todas  las  dificultades:  éste  es  que  cada 
hecho  sea  examinado  y juzgado  á la  luz  de  la  ley, 
de  las  costumbres  y basta  de  las  opiniones,  errores 
y preocupaciones  del  tiempoenque  se  verificó;  prin- 
cipio que  es  la  aplicación  práctica  do  la  antigua 
máxima  que  declara  que  la  ley  no  tiene  efecto  retro- 
activo. 

¿Y  podria  adoptarse  esta  regla  de  un  modo  aliso  - • 
lulo  é incondicional,  tanto  respecto  á los  mismos  . 
derechos  creados  como  á la  forma  de  su  existencia? 
Responder  afirmativamente  á esta  pregunta  equi-  I 
valdría  á anular  el  Proyecto,  dejando  al  crédito  ter-  ‘ 
r ¡tonal  ea  sus  actuales  condiciones,  y a renunciar  ' 
á la  reforma.  ¿De  qué  serviría,  en  efecto,  que  se 
prescribieran  acertadas  disposiciones  para  lo  futu-  I 
ro,  si  la  propiedad  había  de  continuar  envuelta  en  ¡ 
la  confusión  en  que  se  halla?  ¿A.  qué  conduciría  que 
en  lo  sucesivo  con  cuidadoso  ufan  todas  las  hipóte- 
tecas  fueran  expresas  y especiales,  si  por  una  serie  , 
indefinida  de  anos  habían  de  continuar  las  tácitas 
y generales  hoy  existentes?  ¿Habían  de  seguir  per-  i 


tículo  2118  (354  de  la  ley),  podrán  exigir  en 
el  término  de  noventa  días  que  la  persona 
obligadajpor  dicha  hipoteca  constituya  éins- 


petuamente  como  vivos  , derechos  desconocidos, 
cargas  extinguidas,  pero  que  por  la  imperféeta  or- 
ganización de  los  archivos,  ó por  el  descuido  de  los 
interesados,  ó por  su  larga  antigüedad,  aparecen, 
aún  como  existentes? 

La  Comisión  no  teme  asegurar  que,  á creerse  esto 
y decidirse  así,  serían  escasos  los  bienes  que1  pro- 
ducirían los  nuevos  Registros,  tal  vez  hasta  que 
pasara  medio  siglo,  y los  actuales  derechos  se  ex- 
tinguieran. dando  lugar  á los  que  lenta  y pausa- 
damente han  de  venir  á reemplazarlos.  La  reforma 
en  este  caso  sería  sin  duda  muy  útil  á las  genera- 
ciones venideras,  pero  de  escasa  ú ninguna  impor- 
tancia para  la  actual.  No.es  esto  lo  que  el  país  ape- 
tece; no  es  esto  lo  que  el  Gobierno  se  propone  al 
intentar  la  reforma. 

Pero  como  la  ley  no  debe  tener  fuerza  retroactiva, 
necesario  es  examinar  si  dejando  subsistente  el  prin- 
cipio, puede  en  su  aplicación  conseguirse  el  resul- 
tado que  se  desea.  Respétense  en  hora  buena  los  de- 
rechos : la  Comisión  no  puede  proponer  que  uno 
solo  sea  violado.  Pero  no  es  una  violación  cambiar 
la  forma  de  hacerlos  efectivos,  que  es  lo  más  grave 
que  se  propone  en  el  Provecto.  No  deben  sacrificar- 
se, en  verdad,  los  derechos  civiles  invocando  el 
nombre  del  interes  público;  pero  tampoco  es  licito 
á los  particulares  dejar  de  hacer  cuanto,  salvando 
sus  derechos,  exija  la  sociedad  para  conciliarios  con 
el  bien  general.  Necesario  es  no  confundir  los  dere- 
chos adquiridos  con  las  formalidades  que  se  estable- 
cen para  conservarlos.  Las  leyes  nuevas  no  deben 
destruir  los  derechos  creados  por  otras  anteriores, 
porque  se  dan  para  lo  futuro  ; mas  el  legislador, 
cuando  se  ve  obligado  á introducir  reformas  recla- 
madas por  las  necesidades  sociales,  no  puede  renun- 
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criba  en  su  lugar  una  especial,  suficiente 
para  responder  del  importe  de  la  obligación 
asegurada  por  la  primera. 


El  término  fijado  en  el  párrafo  anterior 
empezará  á correr  desde  el  día  en  que  co- 
mience á regir  esta  ley. 


ciar  una  facultad  que  es  inherente  esencialmente  á 
su  misión:  la  de  poner  en  armonía  el' ejercicio  de 
to.doí,  los  derechos  con  las  disposiciones  de  Ínteres 
general  que  la  obligan  á cambiar  la  legislación  an- 
tigua. Sujetar  á ciertas'formalidades  la  declaración 
y conservación  de  derechos  preexistentes,  no  es  anu- 
larlos: es  más  bien  hacer  posible  que  sean  eficaces: 
de  otro  modo,  habría  á un  mismo  tiempo  vigentes 
dos  legislaciones  distintas,  que  marchando  parale- 
lamente, producirían  un  antagonismo  funesto  y se- 
rian origen  fecundo  de  litigios.  Por  esto  la  Comisión 
ha  adoptado  la  que  ha  creído  que  podía  armonizar 
los  derechos  adquiridos  con  el  nuevo  sistema  que 
proponO. 

- La  regla  general  que  al  efecto  establece  respecto 
á las  hipotecas,  sí  bien  con  algunas  excepciones,  es 
que  Jas  generales  y tácitas  anteriores  á la  ley  hayan 
de  convertirse  en  especiales  y expresas,  dando  de- 
recho á los  que  tengan  aquellas  constituidas  á su 
favor  para  exigir  de  las  personas  obligadas  una  ins- 
cripción de  hipoteca  especial  suficiente  á responder 
del  importe  de  la  obligación  asegurada,  NiDgun 
perjuicio  pueden  sufrir  en  esto  los  acreedores  hipo- 
tecarios; muy  al  contrario,  la  ley  les  permite  mejo- 
rar notoriamente- su  condición,  logrando,  por  la  es- 
pecialidad de  la  hipoteca  y por  la  inscripción  en  el 
Registro,  que  siempre  haya  una  finca  sujeta  al  pago 
de  la  deuda,  y que  no  se  pueda  desvanecer  el  dere- 
cho'real  que  ahora  tiene  por  la  voluntad  sólo  del 
obligado,  el  cual  por  el  actual  sistema,  usando  de 
'■'su  derecho  y enajenando  sus  bienes,  6 tal  vez  hipo- 
tecándolos expresamente,  puede  constituirse  en  in- 
solvencia V obligar  al  acreedor  á tener  que  dirigirse 
coátra  terceros  poseedores,  con  las  desventajas  que 
antes  quedan  expuestas. 

* Tampoco  se  em  peora  la  condición  del  deudor  por- 
que! a ley  supone  que  el  que  se  obliga  con  hipoteca 
teniendo  fincas,  no  lo  hace  con  ánimo  de  eludir  el 
cumplimiento  de  la  obligación,  que  es  responder 
' coh  todos  y con  cada  uno  de  los  bienes  inmuebles 
qué  posee  á la  satisfacción  del  crédito:  al  contrario, 
'lifñ'itándose  la  hipoteca  á bienes  determinados, 
adquiere  mayor  seguridad  de  no  perder  la  confian- 
za de  los  acreedores,  los  cuales  naturalmente l.e  mo- 
lestarán ménos,  porque,  cualquiera  que  sea  la  deca- 
dencia" de  fortuna  del  deudor,  siempre  les  quedará 
expedita  la  acción  real  para  ser  pagados  de  todo  su 
crédito. 


1 Esta  ttasfonnacion  de  las  antiguas  hipotecas  le- 
ales en:  expresas  debe  tener  un'  término  perentorio; 
dé  otro  modo  se  dilatarían  indefinidamente^ los  me- 
jores'efectos  de  ¡aley:  la  Comisión  ha  señalado  el 
de  uíi  ano,  que  le  ha  parecido. más  que  suficiente 
para  qóe  tocios  los  derechos  antiguos  queden  prote- 
gidoái'el  qúe  deje  pasto:  el  término  sin  ejercitar  su 
derecho,  no  debe  extrañar  que  éste  caduque:  la  ley 
cúmple  con  acoger  y amparar  á los  que  norenun- 
'CÍain' explícita  ó implícitamente  á la  protección  que 
los  dií- densa.  ¿ , ' , 

" En  ¿ate  casovtérhallan  las  antiguas  hipotecas  ie- 
'Vgsles, 'constituidas  ¡i  favoT  de  la  Hacienda  publica 
-sobre  lóá 'bienes  de  sus  deudores,  administradores, 

, cóhtadbtesi  'tesoreros  y los  domas  agentes  y perno- 
* ñas  que  les-  sean  responsables;  la  que  tienennas 


tererés  sobre  los  bienes  de  un  tercero  que  haya 
'ijfrdfcido  ‘-dotarlas;  la  del  mando  sobre  los  hienas  de 


' 

la  mujer  que  ha  prometido  aportar  dote,  <5  sobre  los 
bienes  de  un  tercero  que  por  olla  hubiese  hecho 
igual  promesa;  la  de  los  menores  ó incapacitados 
sobre  los  bienes  de  sus  guardadores  ó de  ios  herede- 
ros de  éstos:  la  de  los  hijos  sobre  los  bienes  de  su 
madre  ó sobre  los  bienes  de  su  padrastro  por  la  ges- 
tión de  la  tutela  ó curaduría;  la  de  los  monovea  so- 
bre los  bienes  de  su  propiedad- vendidos,  y cuyo 
precio  no  haya  sido  pagado  por  completo;  la  de  los 
legatarios,  si  el  legado  no  estuviese  cumplidamente 
satisfecho;  la  de  los  acreedores  refaccionarios  sobre 
las  fincas  refaccionadas  por  las  cantidades  ó efectos 
anticipados  y no  satisfechos  para  edificación  y re- 
paración; y por  último,  la  de  los  vendedores  sobre 
las  fincas  vendidas  por  precio  cuyo  pago  no  so  haya 
aplazado. 

Para  que  este  derecho  pueda  ejercitarse,  la  Comi- 
sión ha  designado  las  personas  que  tienen  obliga- 
ción de  promover  la  inscripción  de  las  hipotecan 
dentro  del  plazo  señalado.  La  naturaleza  misma  de 
las  obligaciones  ha  indiéado  quiénes  deben  ser  los 
autorizados  al  efecto  en  eada  caso  : ya  lo  son  los 
centros  administrativos  ó los  delegados  de  la  admi- 
nistración en  la  forma  que  prescriben  los  líeglamen- 
! tos;  ya  el  marido,  ya  la  mujer,  y»  los  hijosj  si  son 
mayores  de  edad;  ya.  si  son  menores,  todos  los  que 
en  lo  futoro  han  de  tener  derecho  para  pedir  que  se 
aseguren  ¡os  bienes  de  su  peculio,  ya  los  ascendien- 
tes, ya  los  parientes  trasversales,  ya  los  guardado- 
res, ya  los  jueces  de  paz,  ya  los  de  primera  instan- 
cia, y sobre  todo  los  mismos  interesados  cuando 
- tienen  capacidad  para  hacer  por  sí  las  reclamacio- 
nes correspondientes.  Estas  disposiciones  tienen 
muchos  puntos  de  contacto  con  otras  del  Proyecto 
anteriormente  expuestas  : la  Comisión  cree  que  con 
ellas  quedarán  suficientemente  protegidos  todos  los 
derechos  legítimos,  creados  al  amparo  del  actual 
sistema  hipotecario. 

Cuando  la  obligación  que  se  ha  de  asegurar  es 
determinada  y líquida,  ninguna  dificultad  presenta 
la'constitucioyi  déla  hipoteca  especial  en  lugar  de 
la  general  y tácita;  pero  como  no  siempre  reúne  es- 
tas condiciones,  necesario  es  establecer  el  modo  de 
determinar  y reducir  á una  cifra  precisa  el  importe 
de  la  obligación.  Lo  más  sencillo  es  el  acuerdo  de 
los  interesados:  y si  éste  no  pudiera  obtenerte,  la 
decisión  de  la  autoridad  judicial,  que  observará  las 
formas  prescritas  en  otros  casos  de  grande  analogía 
i con  el  presente. 

Hecha  la  inscripción,  surtirá  efecto  desde  la  fecha 
en  que  con  arreglo  á la  legislación  anterior  debía 
producirlo  el  derecho  asegurado,  lo  que  habrá  de 
expresarse  en  la  inscripción,  porque  de  lo  contra- 
rio, dándose  fuerza  retroactiva  á la  ley.  podría  re- 
sultar perjudicado  el  antiguo  acreedor  hipotecario. 

Pero-si  bien  la  conversión  de  la  hipoteca  tácita  en 
expresa  es  necesaria,  por  regla  geueral,  para  que  no 
te  extinga  el  derecho  hipotecario  constituido  con 
arreglo  á las  disposiciones  que  hoy  están  en  obser- 
vancia, hay  algunos  casos  eu  que  intereses  mas  al- 
tos aconsejan  que  no  se  dé  derecho  para  exigir  la 
inscripción  en  la  nueva  forma  que  se  propone,  lin 
las  hipotecas  legales  hoy  existentes  á favor  de  las 
mujeres  casadas  sobre  los  bienes  del  marido,  á favor 
de  los  hijos  sobre  los  bienes  de  los  padres,  razones 
de  un  drden  superior,  y especialmente  la  armonía 
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«le  la  familia,  que  fácilmente  se  alteraría  cambiando 
los  derechos  y obligaciones  de  los  que  la  componen 
respecto  á los  bienes  que  entraron  en  ella  con  ante- 
rioridad á la  publicación  de  la  ley,  aconsejan  una 
excepción  de  la  necesidad  de  convertir  en  expresas 
y especiales  las  hipotecas  generales  y tácitas  que 
por  beneficio  de  la  ley  vienen  constituidas,  y que 
respecto  a ellas  quede  en  observancia  cu  todo  su  vi- 
gor o!  derecho  antiguo.  Mas  esto  se  entiende  mien- 
tras que  por  voluntad  conforme  de  los  interesados, 
ó del  obligado  al  menos,  no  se  sustituyan  tales  hi- 
potecas con  otras  especiales,  ó dejen  de  tener  efecto 
en  cuanto  a tercero  cu  virtud  de  providencia  judi- 
cial que  se.  dé  en  juicio  de  liberación,  que  es,  como 
expondrá  la  Comisión,  el  modo  de  que  todo  propie- 
tario pueda  entrar  dentro  de  las  condiciones  de  la 
ley.  ¡utii  en  el  cato  de  que  no  sea  ó no  pueda  ser 
competido  á ello. 

Los  que  según  la  legislación  antigua  tienen  gra- 
vados sus  bienes  con  una  hipoteca  general,  lejos  de 
menguar  el  derecho  de  aquellos  á cuyo  favor  está 
constituida,  solicitando  y •obteniendo  que  se  conr 
vierta  esta  hipoteca  en  especial,  aseguran  más  y 
más  la  obligación  garantida.  Natural  es  que  los  an- 
tiguos hipotecarios  accedan  á lo  que  se  les  propone 
e.uajido  la  garantía  especial  sea  suficiente;  pero  si 
sobre  esto  ¡*o  suscitaran  diferencias  por  no  avenirse, 
va  sobre  el  importo  de  la  obligación  que  baya  de 
asegurarse,  ya  sobre  la  suficiencia  de  los  bienes 
ofrecidos  en  hipoteca,  ó por  cualquiera  otra  causa, 
a la  autoridad  judicial  puede  dejarse  solamente  la 
resolución;  a este  efecto  se  ¡señalan  para  la  tramita- 
ción las  mismas  solemnidades  que  para  los  inciden-  ■ 
íes  so  hallan  establecidas  en  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento civil . 

Tampoco  perjudica  el  Proyecto  á los  que  tienen 
mui  acción  resolutoria  ó roscisoria,  procedente  de 
derechos  que  en  adelanle  sin  la  inscripción  no  han 
de  surtir  efecto  contra  tercero.  Les  concede  para  que 
puedan  hacerlo  el  término  de  uu  año  si  no  ha  pres- 
crito su  derecho;  pero  si  el  derecho  no  «8  exigí  ble 
P[,r  depender  del  cumplimiento  de  una  condición, 
entonces  podrá  aquel  en  cuyo  favor  daté  constitui- 
do pedir  y obtener  que  se  lo  asegure  con  una  hipo- 
ea  el  obligado,  y en  su  caso  el  poseedor  de  los  bie- 
nes que  lleven  consigo  la  obligación.  Sólo  el  que 
deja  pasar  estos  té:  minos  sin  hacer  uso  de  su  acción 
n sin  obtener  la  garantía  dentro  del  término  prefi-  . 
j.nlo,  no  podrá  después  hacerlo  en  perjuicio  de  ter- 
cero: medida  justa  que  consulta  los  derechos  exis- 
tentes. cuando  no  quiere  renunciar  á ellos  aquel  á 
cuyo  favor  se  hallan  constituidos. 

¡''entejante  á esta  decisión  es  la  que  se  adopta  res- 
pecto a las  hipotecas  legales  existentes  á favor  de 
los  legatarios  y refaccionarios.  K1  sisteina.de  la  Co- 
misión os  el  mismo:  la  diferencia  está  solamente  en 
lo  que  exige  la  índole  especial  de  cada  caso. 

t a luí  hecho  untes  la  Comisión  una  indicación, 
aunque  ligera,  del  juicio  de  liberación:  necesario  es 
aquí  explicar  este  importantísimo  puntó  del  Pro- 
yecto. 

La  ley  nueva,  en  lo  que  se  reiiere  ¿ los  derechos  • 
existentes  untes  de  su  publicación,  no  debe  atender 
sólo  al  Ínteres  de  los  que  tienen  constituido  un  de- 
recho real  en  propiedad  ajena,  sino  al  de  los  dueños 
que.  lejos  do  perjudicar  los  derechos  reales  adqui- 
ridos y gravados  sobre  su  propiedad,  los  mejoran,  | 
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mostrándose  dispuestos  á entrar  en  la  reforma.  A 
esta  necesidad  se  satisface  por  medio  de  la  libera- 
ción, qué  es  uu  procedimiento  admitido  y probado 
ya  en  otros  países..  Por.  él  será  lícito  á todos  los  que 
tienen  sus  bienes  gravados  con  hipotecas  legales 
existentes  al  publicarse  la  nueva  ley, cuando  no  ha- 
yan hecho  uso  del  derecho  de  exigir,  una  hipoteca 
especial  aquellos  á cuyo  favor  venía  constituida  la 
antigua,  ó con  algún  gravamen  procedente  de  ac- 
ciones rescisorias  ó resolutorias,  poner  en  claro  el 
verdadero  estado  de  su  propiedad,  y obtener  que  se 
reduzca  el  gravamen  á las  fincas  que  basten  á ase- 
gurar los  derechos  constituidos  sobre  ellas.  Al  efec- 
to establece  el  Proyecto  un  orden  de  procedimientos 
meditado  y minucioso,  en  que  al  interesado  se.  im- 
pone el  deber  de  manifestar  con  toda  precisión 
cuanto  puede  conducirá  formar  idea  délos  inmuebles 
que  posee,  de  las  hipotecas  ó gravámenes  ocultos  á 
que  pueden  estar  afectos,  y délas  personas  á quienes 
corresponden,  y se  les  exige  la  presentación  de  los 
títulos  que  acrediten  la  pertenencia  de  los  bienes; 
se  oye  á los  que  tendrían  derecho,  en  su  caso,  ¿ pe- 
dir la  sustitución  de  la  antigua  hipoteca  eon  lá  nue- 
va; se  emplaza  álos  interesados  desconocidos  ó au- 
sentes, por  edictos  fijados  en  los  parajes  públicos  y 
en  los  periódicos  oficiales;  se  admiten  las  pretensio- 
nes que  tienen  por  objeto  la  constitución  de  la  hi- 
poteca especial  en  seguridad  de  derechos  existentes, 
ó la  renuncia  de  la  liipoteea  general  en  cuanto  ú lo 
que  especialmente  se  pretenda  liberar;  se  señala  el 
moda  de  proceder  en  cada  uno  de  estos  casos;  se 
prescribe  que  en  el  mismo  juicio  sean  oídos  todos 
los  que  acudan  en  solicitud  de  hipotecas  diferen- 
tes; se  ordena  cuál  debe  ser  la  resolución  del  juez 
en  los  diversos  casos  que  pueden  presentarse,  y se 
desciende  á cuantos  pormenores  son  necesarios  para 
que  la  ley  se  entienda  por  todos,  se  eviten  dificul- 
tades al  ejecutarla,  y sea  aplicada  de  la  misma  ma 
ñera  por  todos  los  J.ueces  y Tribunales. 

Pero  no  ha  creído  la  Comisión  que  debía  limitar- 
se á la  liberación  de  las  hipotecas  ocultas,  ó que 
estuvieran  constituidas  á favor  de  personas  descono- 
cidas; lia  fijado  también  su  atención  en  los  bienes 
que  están  colectivamente  gravados  con  censos  ó 
con  hipotecas  voluntarias,  cuyo  capital  no  se  baila 
dividido  entre  los  mismos,  ignorándose,  por  lo  tan- 
to, hasta  qué  punto  está  gravada  esta  linca.  La 
gran  facilidad  que  ha  habido  en  nuestra  patria  para 
multiplicar  indefinidamente  las  garantías,  es  harto 
sabida  por  todos.  Pueblos  hay  que  tomaron  en  tiem- 
pos más  ó niénos  remotos  capitales  á censo  ó con 
hipoteca,  no  siempre  crecidos,  constituyendo  el  co- 
mún de  vecinos  el  censo  d la  hipoteca,  no  sólo  so- 
bre los  bienes  que  comunalmente  poseían,, sino'  so- 
bre todos  y los  dé  cada  uno  de  los  que  acudían  al 
consejo:  así  en  estos  pueblas  toda  ó casi  toda  su 
propiedad  territorial  se  halla  afecta  á.  una  obliga- 
ción hipotecaria.  Dimana  de  esto  la  dificultad  de 
enajenar  que  tienen  los  vecinos,  porque  la  o pe  km 
que  tienen  los' censualistas  ó los  acreedores  hipóte- 
caries  para  pedir  directamente  compra  cualquiera  de 
los- poseedores  de  las  fincas  acensuadas  ó hipoteca- 
das, por  ser  el  censo  y la  hipoteca  indivisibles,  y 
subsistir  en  todas  y en  cada  una  de  _lás  cosas  que 
acetan,  es  causa  de  que  en  la  incertidumbre  de  si 
la  finca  enajenada  será  la  elegida,  se  retraigan  de 
adquirir  ninguna  da  ellas  loa  que  de  otro.i^odo  se 


DEL  TRÁNSITO  DEI,  ANTIGUO  RÉGIMEN  HIPOTECARIO  AL  NUEVO  5GI 


do  los  menores contra  sus  guardadores,  y no 
pueden  en  su  virtud  los  primeros  alegar  prefe- 
rencia  alguna  sobro  los  bienes  raíces  y derechos 
reales  de  los  segundos,  según  los  artículos  347 
al  357  de  la J.ey  Hipotecaria.  (Sent:  15  Enero 
1877); 

. Artículo  2142.— -Si  el  importe  de  la.  obli- 
gación que  se  deba  asegurar,  en  virtud  de 
lo  dispuesto  en  el  artículo  anterior,  no  fue- 
re determinado,  ó líquido,  se  fijará  de  común 
acuerdo  entre  los  interesados  ó sus  repre- 
sentantes legítimos,  para  el  efecto  de  seña- 
lar la  cuantía  de  la  hipoteca  especial, 

En  este  caso,  noi  quedará  obligado  el  que 
constituya  la  hipoteca  á más  que  á lo  que 
pueda  exigírsele  por  resultado  de  la  obliga- 
ción principal,  ni  el  que  tenga  á su  favor 
dicha  hipoteca  perderá  su  derecho  para  exi- 
gir por  ¡a  acción  personal  la  parte  del  cré- 
dito que  no  alcancen  á cubrir  los  bienes  hi- 
potecados. 


apresurarían  tal  vez  á- comprarlas.  Común  es  tam- 
bién que  sobre  todos  los  bienes  de  una  vinculación, 
Cuantiosos  á veces,  haya  censos  ó hipotecas  de  poca 
importancia' relativamente  al  capital  que  los  asegíi- 
ra.  De  esta  desproporción  de  los  biches  hipotecados 
con  las  deudas  garantidas,  ninguna  ventaja  saca  el 
acreedor,  que  no  puede  obtener  más  que  una  sola 
vez  lo  que  le  corresponde;  al  contrario,  el  deudor  se 
ve  gravado  extraordinariamente,  porque  su  crédito 
no  aparece  tal  como  en  realidad  es,  por  tener  afec- 
tos á censos  ó hipotecas  muchos  más  bienes  de  los 
que  verdaderamente  necesita  en  todo  caso  para  cu- 
brir la  obligación  ó el  derecho  garantido,  Tv o son  es- 
tas trabas,  que  coartan  la  propiedad,  ménos  funes- 
tas que  las  de  la  amortización,  con  la  que  tienen 
ciertos  puntos  de  contacto;  porque  si  bien  no  pro- 
híben la  enajenación,  la  dificultan  y restringen  mu- 
cho la  circulación  de  la  riqueza  inmueble,  disminu- 
yendo innecesariamente  el  crédito  territorial.  Movida 
por  estas  consideraciones,  proponéis  Comisión  que 
quien  al  publicarse  la  ley  tuviese  gravados  .diferen- 
tes'bienes  de  eu  propiedad  con  un  censo  ó una  hi- 
poteca voluntaria,  quyo  capital  no  se  haya  dividido 
entre  los  mismos  bienes,  pueda  exigir  que  se  reparta 
entre  los  que  basten 'para  responder  de  un  triplo  del 
mismo  capital;  que  si  una  de  las  fincas  basta  para 
responder  del  capital,  pueda  exigirse  que  se  reduz- 
ca- á ella  -el  gravámen,  y que  si  dos  ó más  fincas 
; Jmbjpren  de  quedar  gravadas,  cada  una  debe  ser  su- 
ficiente para  responder  de  la  parte  del  capital  á que 
q rie de  afecta;  Más  "cuando  loa  bienes , acensuados  o 
hipotecados  no  bapten  á cubrir  con  : su  valor  el  tri- 
plo del  capital  del  censo  ó de  la  deuda , sólo  ppdra 
dxiglrsé  íá  división,  d él  capital'  entre  los  mismos 
fbiepes  en  proporción  á lo  que  valgan,  pero  noja  li- 
beración de  ninguno.  No  debe  parecer  extraña  la 
fljaeiqn  déT?  ttÍpk),  qde  algunos  talvéz  reputen  ex- 
cesiva garantía,  si  se  considera  que  la  hipoteca  es 


ORÍGENES 

Art.  348,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  2413.— Si  ho  hubiere  avenencia 
entre  los  interesados  sqbr§  la  determinación 
del  importe  de  la  obligación  que  haya  de 
asegurarse,  ó la  suficiencia  de  los  bienes 
ofrecidos  en  hipotecarse  decidirán  uno  y 
j .otro  punto. por  el  Juez  ó Tribunal,  en  la  for- 
l ma  prescrita  en  el  art,  1372  (4  05  de  la  ley), 

i 

ORÍGENES 

I 

Art.  349,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  2114. — Trascurridos  los  noventa 
días  prescritos  en  el  art.  2111  (347  de  la  ley), 
no  podrán  exigir  la  constitución  de  hipote- 
cas especiales  en  sustitución  de  las  legales, 
sino  los  que  tengan  derecho  á ello  con  arre- 
glo á esta  ley,  y en  la  forma  que  la  misma 


por  regla  general  de  bastante  mayor  valor  que  la 
dduda  hipotecaria,  y que  en  cambio  de  la  nueva 
pierde  el  acreedor  la  más  amplia,  aunque  ménos  efi- 
caz, que  tenía  antes  sobre  todos  ios  bienes  del  deu- 
dor. No  podrá,  de  seguro,  con  estas  disposiciones 
quejarse  con  justicia  el  censualista  ni  el  prestamista 
con  hippteca,  los  cuales,  siempre  que  á ello  alcan- 
cen los  .bienes  que  tenían  en  garantía,  quedan  sufi- 
cientemente asegurados  con  un  capital  triplo  al  que 
representa  su  derecho. 

Por  las  mismas  causas  propone  la  Comisión  la 
facultad' de  reducir  las  hipotecas  y los  censos  im- 
puestos sobre  varios  bienes,  sin  determinación  de 
ja  suma  con  que  cada  uno  está  gravado,  á lo  nece- 
sario para  cubrir  el  triplo  del  capital  para  cuya  se- 
guridad se  constituyeron,  fijando  la  parte  con  que 
ha  de  quedar  gravada  cada  una  de  las  fincas. 

Como  no  sería  justo  que  estos  beneficios  con  que 
ha  creído  la  Comisión  consultar,  no  sólo  los  intere- 
ses de  los  deudores  y censatarios,  sinó  también  de 
los  acreedores  y censualistas,  sólo  pudieran  ser  re- 
clamados por  aquéllos,  hace  la  declaración  expresa 
de  que  éstos  tienen  igualmente  el  derecho  de  soli- 
citarlos. 

\La  división  y reducción  de  las  garantías  de  que 
queda  hecho  mérito,  deben  hacerse  por  la  libre  vo- 
luntad de  los  interesados,  que  son  los  que  mejor 
pueden  calcular  las  ventajas  é inconvenientes  de  la 
operación.  Cuando  la  avenencia  no  es  posible,  ó bien 
por  no  conformarse  -los  interesados,  ó bien  por  ser 
alguno  dé  ellos  persona  incierta,  no  queda  más  me- 
dio que  el  de  Rendir  ála  autoridad  judicial,  siendo 
representada  la  persona  incierta  por  el  Ministerio 
público;  defensor  por  la  naturaleza  de  su  cargo,  y 
en,  nombre  del  Estado,  en  los  negocios  civiles,  de  to- 
dos aquéllos  que  no  tienen  ó no  pueden  tenor  otro 
que  Ipa  represente  con. arreglo  á las  leyes, 
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prescriba!,  sin  perjuicio  tíc  lo  establecido  en 
el  art.  2118  (155 1 de  la  ley). 

ORÍGENES  . , 

Art.  350,  ley  Hipotecaria. 

■ . ]*>;. 

Artículo  ¿115. — Tampoco  surtirá  efecto 
contra  tercero,  trascurridos  los  noventa 
días,  ninguna  hipoteca  legal  no  inscrita,  con 
exclusión  ele  tas  comprendidas  en  el  referi- 
do art.  Al  18  (331  de  la  ley). 

orígenes 

Art.  351 , ley  Hipotecaria, 

Artículo  21 16. — Las  hipotecas  especiales 
que  se  constituyan  dentro  del  expresado 
término  de  noventa  días,  bien  en  sustitu- 
ción de  las  legales  comprendidas  en  los  ar- 
tículos 2 i 17  y 21 IS  (853  y35l  de  la  ley),  bien 
en  seguridad  de  los  derechos  á que  se  retiere 
el  art.  2122  (35S  de  la  ley),  surtirán  su  efecto 
desde  la  fecha  en  que,  con  arreglo  á la  legis- 
lación anterior  al  l.“  de  Enero  de  1803,  de- 
bería producirlo  la  hipoteca  legal,  ó el  dere- 
cho asegurado,  para  lo  cual  deberá  lijarse 
dicha  fecha  en  la  inscripción  misma-,  ¡ 1 

Las  que  se  constituyan  pasado  dicho  tér- 
mino, cualquiera  que  sean  su  origen  y es- 
pecio, no  surtirán  efecto  en  cuanto  á terce- 
ro sino  desde  la  fecha  de  su  inscripción. 

orígenes 

Art.  852,  ley  Hipotecaria. 


1 Segando. ' En  favor  de  las  mujeres^  so- 
bre los  bienes  de  un  tercero  qué  haya  ofr'of 
cido  dotarlas^  / 7.7  .7  ...  .¡7 

,.  Tercero.  . En  favor  deLmarido-,  §obre  los 
bienes  de  la  mujer  que  haya  ofrecido  apor- 
tar dote,  ó sobre  los  bienes  de  un  tercero 
que  hubiere  hecho  igual  ofrecimiento  'por 
ella.'  ■’  ; : -• 

Cuarto.  En  favor  de  los  menores  6 in- 
ca pacitádosj  sobre  los  bienes  de  sus  tutores 
ó curadores,  ó de  ios  herederos  de  éstos,  si 
sus  causantes  hubieren 'fallecido  sin  tener 
aprobadas  las  cuentas.  ;; 

Quinto.  En  favor  de  ios  hijos,  sobre  los 
bienes  de  su  madre  y los  de  su  padrastro, 
si  aquélla  hubiere  sido  su  tutora  6 curado- 
ra, y lio  tuviere  aprobadas  sus  cuentas. 

Sexto.  En  favor  también  de  los-  meno- 
res, sobre  los  bienes  dé' su  propiedad  ven- 
didos y cuyo  preció  no' haya  sido  pagado 
por  completo. 

Sétimo.  En  favor  del  legatario,  sobre 
los  bienes  del  testador,  si  el  legado  no  es- 
tuviere pagado  por  completo. 

Octavo.  En  favor  de  los  acreedores  re- 
faccionarios, sobre  las  fincas  refaccionadas 
por  las  cantidades  ó efectos  anticipados  y 
no  satisfechos ' para  la '..edificación  ó repa-1 
ración.  . 

Noveno.  En  favor  dorios  vendedores,  so- 
bre la  cosa  vendida  por  el  precio  de  la  mis- 
ma, cuyo  pago  no  haya  sido  aplazado. 

orígenes  - 

Art.  .353,  ley  Hipotecaria. 


Articulo  2117.  — Las  hipotecas  leg'ales 
existentes,  cuya  inscripción  como  hipotecas 
especiales  podrá  exigirse  según  lo  dispues- 
ea  el  art.  317,  serán  las  que  á la  publica- 
ción de  esta  ley  existan  con  el  carácter  de 
tácitas:  . 

Primero.  En  favor  de  la  Hacienda  pú- 
blica, sobre  los  bienes  de  los  que  manejen 
fondos  de  la  misma  ó contratan  ooneila,  y 
sobro  los  bienes  de  los  contribuyentes,  que 
dolían  más  de  una  anualidad  de  los  impues- 
tos que  graven  los  mismos  inmuebles. 


Artículo  2118. — No  podrán  exigir  la  cons- 
titución ó inscripción  de  hipoteca  especial, 
según  lo  dispuesto  en  el  art.  347,  y salva  lo 
prescrito  en  los  artículos  365  y siguientes, 
los  que  á la  publicación  de . esta  ley  se  ha^ 
lien  disfrutando  algunas  de  lás  hipótecás 
generales  que.ostábleoía,éla  legislación  an- 
terior á 1.*  de  Enero  de  1863: 
i Primero. ’ Ea  iav.or  de  ¿as  mujeres  casa  - 
das, sobre  los  bienes  de  sus  iflaridos,  |lor'Ja 
-dotéqy  parafernales  ¡qué.lea . liáyan  sido  m - 
fregados.  - 41  '•>* : i:-  ••  '•  •’  ’ 
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Segundo.  En  favor  también  de  las  mu- 
jeres casadas,  sobre  los  bienes  de  sus  mari- 
dos, por  las  dotes  y arras  que  éstos  los  ha- 
yan ofrecido. 

Tercero.  En  thvor  de  los  htjos,  sobro  tos 
bichos  (fé  sus  padiSos.  por  los  que  tengan  la  ¡ 
cualidad  do  reserva  bles. 

Cuarto.  En  favor'  do  los  hijos,  sobre  tos  i 
bionos  .de  sus  padres,  por  los  de  su  peculio  i 
que  ^stos  usufructúen  ó administren. 

Quinto.  Las  hipotecas  análogas  que  es- 
tablecieron los  fileros  d leyes  especiales. 

OJRiUK.NKS 

Arf.  3b i.  ley  Hipotecaria. 

nnusrnumíxou 

* 

Bi  bien  la  ley  Hipotecaria  señala  por  roerla  : 
general  el  término  do  un  año  desdo  el  día  en 
quo  la  misma  comenzó  á regir,  para  la  consti- 
tución do  hipotecas  especiales  on  favor  de  los 
quo  disfrutaban  do  las  legales,  exceptúa,  sin  ; 
embargo,  on  sus  articules  35  i y 355,  entre  otras. 
Las  existentes  en  aquella  fecha  á favor  de  las 
mujeres  casadas  sobro  los  bienes  de  sus  majados 
por  la  doto. y parafernales,  disponiendo  subsis- 
tan estas  hipotecas  con  arreglo  á la  legislación 
precedente,  mientras  duran  las  obligaciones  quo 
garanticen  (Son  i.  10  Diciembre  137-1. 

Artículo  2 I Id. — Las  hipotecas  expresadas  ; 
cu  el  artículo  procedente  que  existieron  á la  j 
publicación  do  esta  ley,  subsistirán  con  ar-  | 
reglo  á la  legislación  anterior  al  Id'  do  j 
Enero  do  iSüb.  mientras  duren  las  obliga-  | 
ciónos  que  garanticen,  excepto  en  los  si-  , 
gu  ionios  casos:  ^ 

Primero,  finando  por  la  voluntad  do  las 
partes  ó ia  del  obligado  so  sustituyan  con 
hipotecas  especiales. 

Segundo,  Cuando  siendo  mayor  de  edad 
la  mujer  casada  ó los  hijos  presión  su  con- 
auorlimiouto  para  que  la  hipoteca  legal  so 
exUuga,  reduzca,  subrogue  d posponga; 
pero  eo  jo  relativo  ú la  uutjor  casada  so 
apü^ará  on  estos  casos  lo  dispuesto  o n ol 
*rt  i8«. 

. íTtpeero.  Catando  las  hipotecas  lógales 
do  tener  otocto  on  cuanto  á ton, oro, 


cu  virtud  do  providencia  dictada  on  al  jui- 
cio do  Uberaeiou  establecido  ou  los  artículos 
í 12P  (ofb  ilo  la  ley)  y siguientes. 

Oníi-.KNKS 

Avt.  355,  ley  Hipotecaria.  • 

• uksouv, iones  r>K  í.a  uiuKr.oios 

Bi  bien  los  artículos  352,  3bl,  35b  y 35tl  do  la 
ley  Hipotecaria  autorizan  al  marido  para  cons- 
tituir hipoteca  especial  en  sustitución  do  las  ce- 
noratos  tácitas  quo  existían  on  la  legislación  an- 
terior á ¡."do  Enoro  do  1333  á favor  de  las  mu- 
jeres por  la  dote  y bienes  parafernales  quo  hu- 
biese entregado  el  marido,  os  necesario,  según 
la  doctrina  do!  Tribunal  Supremo  (H,  acreditar 
esta  circunstancia  para  quo  adquiera  la  hipote- 
ca tácita  ñutos  do  ta  citada  focha,  y por  lo  tanto, 
para  que  so  consideren  permitidos  los  conve- 
nios entro  cónyuges,  convirticndo  una  hipoteca 
general  tácita  on  otra  especial  ó expresa. 

\’i  la  confesión  del  marido  de  haber  recibido 
los  bienes  heredados  por  su  mujer  después  de 
treinta  y cinco  años  do  matrimonio,  ni  su  in- 
tervención en  las  operaciones  do  testamentaria , 
do  que  procedían  dichos  bienes,  es  prueba  para 
deducir  que  éstos  se  le  dieron  scña.'.-i.i.-imcuíc 
/vira  que  tos  poseyese  \¡  adniinist ¡viso  y do  su 
enajenación  con  conocimiento  de  ambos  cónyu- 
ges. entrando  su  importo  en  poder  del  marido: 
casos  On  que.  según  la  doctrina  de!  Tribunal 
Supremo.  adquiero  la  mujer  hipoteca  lega!,  y 
mientras  esto  no  suceda  el  convenio  es  nulo  y 
no  puede  tener  lugar  su  inscripción  por  defecto 
insubsanable,  conforme  disponen  los  artícu- 
los 35  de  la  ley  Hipotecaria  y b?  del  Koglamonto 
para  sit  ejecución  (líes.  l>ir.  Gen.  17  Enero 
137  (i). 

Artículo  0120. — í. os  que  á la  publicación 
de  osla  ley  tuvieron  gravados  sus  bienes  con 
alguna  hi potoca  tácita  do  las  comprendidas 
on  los  artículos  2117  y 21 13  yloo  y ob  i do  la 
loy),  podrán  exigir  cu. cualquier  t iempo  da  la 
persona  ií  cuyo  favor  tengan  dicha  obliga- 
ción, quo  a e. opte  on  su  lugar  una  hipoteca 
especial  y expresa  sutioionto. 

Si  dicha  persona  so  negare  á aceptar  la 


(11  Swita.  10  Junio  hS?t,  Í7  Muño,  14  Abril  y 17 
Junio  1374.. 


CÓDIGO  CITÍÍí  DÉ  E3PAÍÍA 


5fii 


hipoteca  ofrecida,  ó si  aceptandir'  la  oferta' 
no  hubiere  conformidad  éntre  los  interesa- 
dos sobre  el  importe  de  la  obligación  que 
haya  de  asegurarse,  ó sobre  la  suficiencia 
de  los  bienes  ofrecidos  en  garantía,  decidirá 
el  Juez  ó el  Tribunal  en  la  forma  prevenida 
en  el  art.  1872  (165  de  la  ley). 

Estas  hipotecas  surtirán  su  efecto,  según 
Ja  regla  establecida  en  el  art.  2116  (352  de 
la  ley). 

ORÍGENES 

Art.  356,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  2121. — Lo  dispuesto  en  los  ar- 
tículos que  preceden  no  altera  ni  modifica 
la  preferencia  concedida  por  las  leyes  en  los 
bienes  que  no  sean  inmuebles  ni  derechos 
reales  impuestos  sobre  los  mismos,  á las 
personas  á cuyo  favor  se  hayan  constituido  e 
hipotecas  legales. 

ORÍGENES 

Art.  357,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  2122. — Los  que  á la  publicación 
do  esto  ley  tengan  á su  favor  alguna  acción 
resolutoria  ó rescisoria  procedente  de  dere-  ' 
dios  que  en  adelante  uo  lian  de  surtir  efec- 
to, en  cuanto  á tercero,  sin  su  inscripción,  , 
conforme  á los  artículos  1897,  1917  y 2025  ! 
(16,  36  y 141  de  la  ley),  podrán  ejecutarla 
dentro  de  sesenta  días,  contados  desde  que 
empiece  á regir  la  misma  ley,  si  antes  de 
hacerlo  no  hubiere  prescrito. 

ORÍGENES 

Art.  358,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  2123. — Si  los  derechos  á que  se 
refiere  el  artículo  anterior  no  fueren  exigú- 
bles  dentro  de  los  sesenta  días,  por  no  ha- 
berse cumplido  la  condición  de  que  depen-  ' 
dan,  podrá  el  qué  los  tenga  á su  favor  pe- 
dir que  io  los  asegure  con  hipoteca  especial 
la  misma  persona  obligada,  y en  su  caso  el 
tercer  poseedor  de  los  bienes  que  lleven  con- 
sigo la  obligación. 


' ',J'  ;r  : ’dátáBtft* 

-•  ■'  -j‘ > • w.  •!  ■ 

Art  359,  ley  Hipotecaria*  ; . 

, J ' l'.í 

Artículo  2424,-— Trascurridos  los  sesepta 
días  sin,  haberse  hecho  uso  de  las  acciones 
resolutorias  ó rescisorias.á  que  se  refiere  el 
artículo  2122  (358  dé  la  ley),  ó sin  haberse 
obtenido  la  garantía  de.  que  trata  el  2123, 
(359  de  la  ley),  no  se  podrán  ejercitar  las  ex- 
presadas acciones  en  perjuicio  de  tercero, 
como  no  se  haya  asegurado  el  derecho  con 
hipoteca  especial. 

ORÍGENES 

Art.  360,  ley  Hipotecada. 

Artículo  2125. — El  importe,  la  suficien-  • 
cía  y los  efectos  de  la  hipoteca  que  deha 
constituirse,  conforme  á io  prevenido  en 
el  art.  2123  (359  de  la  ley),  se  determinarán 
por  las  reglas  establecidas  en  los  artículos 
2029  y 2030  (348  y 349  de  la  ley). 

ORÍGENES 

Art.  361,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  2126. — Las  hipotecas  legales 
existentes  a la  publicación  de  esta"  ley  á fa- 
vor de  los,  legatarios  y dé  los  acreedores  re- 
faccionarios, se  inscribirán  dentro  de  Jos 
noventa  días  prefijados  en  el  art.  2028  (347 
de  la  ley),  como  anotaciones  preventivas. 
Los  acreedores  refaccionarios  podrán  hacer 
la  anotación  en  dicho  plazo,  no  solamente 
por  las  cantidades  entregadas,  sinó  también 
por  las  que  entregaren  durante  el  expresa- 
do término. 

Respecto  á las  primeras,  surtirá  efecto  la 
anotación  desde  que  se  entregaren,  y en 
cuanto  á las  segundas,  desde  su  fecha. 

ORÍGENES 

■"!  • . . 

Art.  362,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  2127.— Tendrán  derecho  á pro- 
mover la  inscripción  de  las  hipotecas  lega- 
les expresadas  en  el  art.  2117  (353  de  la  ley), 
dentro  del  plazo  señalado  en  el  art.  2028 
347  (de  la  ley): 

Én  el  caso  del  número  primero  de  dicho 
artículo  2117  (353  dé  la  ley) > las  direcciones 
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generales  de  la  administración  del  lEstado  y 

los  gobernadores  de  las  provincias’  cuando 
les  corresponda,  en  la  forma  que  prescriban 
los  Reglamentos. 

En  los  casos  de  los  números  segundo  y 
tercero  * el  marido  y la  mujer  en  su  caso. 

En  el  caso  del  número  cuarto,  los  ascen- 
dientes, los  parientes  dentro  del  cuarto  gra- 
do civil,  y en  su  defecto  los  Jueces  muni- 
cipales. 

En  el'  caso  del  número  quinto,  'él  hijój  si 
fuorc  máyor  do  edad,  v si  no  lo  fuere,  las 
personas  que  designa  él'art.  205. 

En  ebcaso  del  número  sexto,  los  guarda- 
dores, los  ascendientes,  los  parientes  dentro 
dei  cuarto  grado  civil,  y en  su  defecto  los: 
Tribunales  de  partido  que  hayan  autorizado 
la  enajenación. 

En  los  casos  de  los  números  sétimo,  oc- 
tavo y noveno,  los  mismos  interesados  ó sus 
representantes  legítimos. 

ORÍGENES 

^rt:  363,  ley  Hipotecaria, 

Artículo  2128. — Para  inscribir  dentro  de 
los  noventa  días  las  hipotecas  legales  ex- 
presadas en  el  ártf  2117  (353  de  la  ley),  se 
presentará  el  título  en  cuya  virtud  se  hayan 
constituido  como  hipotecas  especiales. 

!i  Si  no  existiere  título,  será  indispensable 
mandamiento  judicial. 

: ■ orígenes  • ' 

Art.  364,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  2129.— Los  .qué  hubieren  inscri- 
to á su  favor  el  dominio  de  bienes  inmvte- 
bíes  ó derechos  reales  podrán  liberarlos,  en 
cuanto  á tercero,  de  cualesquiera  hipotecas 
légales  o derechos  no  inscritos  á que  estu- 
vieren <5  pudieren  estar  aí'eetos;  de  las  car- 
gas no  inscritas  ni  aseguradas, con  hipoteca 
inscrita,  procedentes  de  los  derechos  á que 
se  refiere  el  art.  2118  (358  de  la  ley);  de  los 
derechos,  que  si  bien  hubieren  sido,  registra- 
dos en  los  libros  que  Hoyában  los  antiguos 
cohtydqres  de  hipotecas,  no  hubiere  podido 
determinar  él  registrador  ácuyo  cargo  estén 


dichos  libros,  los  bienes  á que  afectan,  por 
: ser  defectuosas  las  inscripciones;  y de  todas 
las  acciones  rescisorias  ó resolutorias  que 
j pudieran  ejercitarse,  con  inclusión  do  las 
que  tuvieren  los  que  anteriormente  hubieran 
registrado  sus  títulos  relativos  á las  mismas 
fincas  ó derechos,  por  no  habérseles  hecho 
la  notificación  prescrita  en  el  art.  1915  (34 
de  la  ley.) 

Si  el  que  pretende  la  liberación  tuviere 
inscrito  el  dominio  de  los  bienes  inmuebles 
ó derechos  reales  en  los  libros  del  Registro 
anteriores  á l.°  de  Enero  de  1863,  no  podrá 
darse  curso  á la  demanda  de  liberación  si 
no  se  trasladan  previamente  las  inscripcio- 
nes á los  nuevos  libros  del  Registro. 

orígenes 

Art.  365,  ley  Hipotecaria. 

RESOLUCIONES  DE  LA  DIRECCION 

El  ser  desconocidos  para  el  registrador  ios 
causa-habientes  de  la  persona  áeuyo  favor  apa- 
rece hecho  el  asiento  de  un  gravamen,  no  es 
una  razón  legal  para  prescindir  de  los  requisi- 
tos necesarios  en  toda  cancelación,  jorque,  en 
el  caso  de  no  existir  ningún  representante  le- 
gitimó del  último  adquirente,  corresponderían 
al  Estado  los  derechos  inscritos,  con  arreglo  á 
la  ley  de  9 de  Mayo  de  1835  (Res.  Dir.  Gen.  16 
Abril  1878). 

Artículo  2130. — Compete  exclusivamen- 
te declarar  la  liberación  ai  del  Tribunal  del 
partido  en  que  radiqúen  los  bienes  ó dere- 
chos reales  á que  la  misma  se  refiera. 

Si  se  pretendiere  liberar  una  finca  situa- 
da en  dos  ó más  partidos,  será  Tribunal 
competente  el  del  partido  en  que  esté  la 
parte  principal,  debiendo  considerarse  ésta 
la  que  contenga  la  casa-habitacion  del  due- 
ño, ó en  sú  defecto  la  casa  labor,  y si  tam- 
poco .la  hubiere,  la  parte  de  mayor  cabida. 

En  el  caso  de  que  la  finca  á que  se  refiera 
la  liberación  fuera  un  ferro- carril,  canal  ú 
otra  obra  de  igual  ó parecida  naturaleza 
que  atraviese  varios  partidos,  se  considera- 
rá parie  principal,  para  los  efectos  del  pár- 
rafo anterior,  la  en  que  esté  situada  Ja  ca- 
becera ó árranque  de  ia  obra. 


:>i>G 
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ORÍGENES  ., 

Art.  360 , ley  Hipotecaria.  . 

Artículo  2431. — Los  registradores  de  ía 
propiedad  serán  los  encargados  de  instruir 
los  expedientes  de  liberación. 

Podrá  instruirse  un  solo  expediente  para 
todos  los  bienes  comprendidos  en  el  territo- 
rio de  un  Registro,  siempre  que  dicho  ter- 
ritorio corresponda  á un  partido. 

Si  correspondiere  á dos  ó más  partidos, 
se  instruí  rá  un  expediente  para  cada  uno  de 
los  en  que  radiquen  bienes  que  se  pretenda 
liberar.-  ' ' 

ORÍGENES 

Art.  307,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  2132.— La  instrucción  de  los  ex- 
pedientes dé  liberación  se  sujetará  á las  re- 
glas siguientes:  > 

Primera.  El  interesado  presentará  al  re- 
gistrador que  corresponda  un  escrito  por 
cada  uno  de  los  expedientes  que  deban  ins- 
truirse. 

Segunda.  En  el  escrito  se  describirán 
los  bienes  ó derechos  reales  cuya  liberación, 
se  solicite,  expresándose  las  cargas  á que 
estén  afectos  y deban  quedar  subsistentes 
no  obstante  la  liberación,  las  hipotecas  le- 
gales y derechos  no  inscritos,  como  también 
las  acciones  rescisorias  ó resolutorias  que 
pudieran  ejercitarse  contra  los  bienes,  si 
las  hubiere  y fueren  conocidas;  los  nombres 
de  las  personas  interesadas  en  las  expresa- 
das hipotecas,  derechos  y acciones  y sus  do- 
micilios, si  so  supieren;  los  nombres  de  la 
mujer  6 hijos  del  demandante,  si  los  tuvie- 
re, determinando  su  edad,  estado  y domici- 
lio, y los  nombres  de  los  que  en  los  veinte 
años  precedentes  hubieren  tenido,  según  el 
Registro,  aquellos  bienes  ó derechos;  y se 
pedirá  que  se  señale  el  termino  de  noventa 
días,  ó para  solicitar  la  constitución  de  una 
hipoteca  especial  en  sustitución  de  la  gene- 
ral, ó para  ejercer  los  derechos  y acciones 
que  tuvieren  las  referidas  personas  ó cua- 
lesquiera otras;  bajo  apercibimiento  de  que 
no  haciéndolo  dentro  de  dicho  plazo  ' se 


tendrán  'Phfi  te¡5<tinguidftí  las  expresadas  hi- 
potecas* legáis^-  derechos  ¡6  acciones,  efl 
cuanto  d tercero,  que  después  adquiera  do. 
minio  6 derecho  real  sobre,  cualesquiera  de 
los  btenes.que  se.  liberen.  ; ! ¡¡.; 

Tercera,  ! El. registrador  certificará  á con* 
timiacion  del  inismo  escrito  Ja,  conformidad 
■ de  su  contenido  con  el  resultado  de  ios  li- 
bros, si  así  fuera,  ó las  diferencias  qup;hm-, 
l biere.  , ; ; 

i Si  ,iaq  ..diferencias  fueren  .esenciales,  de- 
volverá el  escrito  al  interesado  para:  que  lo 
rectifique  ó use  de  su  derecho. 

Si  no  fueren  esenciales  ó se  rectificaren 
las  de  esta  clase  que  hubieren  resultado 
. acordará  el  registrador  que  se-  practiquen 
[ las  .diligencias  -pedidas  en  el escrito  de  libe  - 
. ración,  y dará  cuenta  al  presidente  del  Tri- 
bunal del  partido.quo  corresponda. 

Cuarta.  En  el  caso  de  pretenderse  la  li- 
beración de  una  finca  situada',  en  el  territo- 
rio de  varios  Registros,  el  registrador  que 
instruya  el  expediente  oficiará  á los  de  los 
demas  territorios  á fin  de  que  libren  ia  cer- 
tificación prevenida  en  la  regla  precedente, 
cada  uno  por  la  parte,  de  finca  que  corres- 
ponda, para  lo  cual  acompañará  aquél  co- 
pia sustancial  de  Ja  demanda  en  lo  que  fue- 
re necesario.  ..  .. 

Quinta.  Serán  notificadas  personalmen- 
te ó por  cédula,  con  sujeción  á lo  establecido 
en  los  artículos  22  y 23  de  la-  ley  de  Enjpi-, 
ciamiente  civil: 

Primero.  La  mujer  é hijos  del  deman- 
dante, si  los  tiene;  y si  son  de  menor  edad, 
sus  curadores,  ó en  su  detecto  el  represen 
tante  del  Ministerio  fiscal. 

Segundo.  Las.  personas.,  si  existieren,  ó 
sus  representantes  legítimos  que  fiel  escri- 
to de  liberación  ó del  registro  resulten  inte- 
resadas en  cualesquiera  hipotecas  legales, 
derechos  ó acciones  que  deban  extinguirse 
por  la  liberación. 

Tercero.  Las  personas,  si  existieren, 
que  en  los  veinte  añps  qn tenores  hubieran 
tenido,  según  el  Registro,  el  dominio  de  los 
bienes  ó derpehos  qup  se  pretende  liberar  y 
á jas  cuales  no  ,se  liubierq  hecho  la  notifica- 
ciQBt  prevenida  en  el  api.  }9i5  (34  de  la  íey].. 
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Set ta ' 'Al  notificarse  á cada  interesado  lá 
írtéterision  dél  démáhdáiíte,  se  le  entregará 
aria  Cédula  Armada  ’póii  el  registrador;  qtfé 


"Primero.  El  nombre,  apellidó’,  domici- 
lió, eistado  y profesión  d'el  actor. 

! 'Segando.  Pos  Menos  descritos  én1  la  de- 
manda de  liberación.  , ; : lr 

''  Ténder  o;  ' La1  désignácio'ñ  ilé  los  que  pre- 
tenda liberar1,  sí 'fió -fueron  todos.  : 

CaáTttf.  La  éspecié  de  hipoteca  íégál, 
derecho  ó acción  en  que  pueda  estar  intere- 
sado el  notificado'.  i.  : 

Y quintó.  El'  términó  de  los  noventa 
días  pat-a  redamar,  y eí  Tribunal  dolido  de- 
Bá  proponerse'  la  reclamación. 

Sétima  tas'  Aotinéációhes  se'  liarán  por 
el  mismo  registrador,  con  sujeción  á los  ya 
citados  artículos  de  la  ley  de  Enjuiciamien- 
to civil,  si  los  notificados  tienen  su  domici- 


‘ Pr'irriéró.  Él  hombre,  apellidos,  domicí- 
iió,  estado  y profesión  del  ahtor. 

Segundo.  La  relación  dé  los  bienes  que 
éste  pretenda  liberar,  indicánidó  sú  situa- 
ción, nombre,1  número,  cabida  y linderos 
deí  título' de  su  última  adquisición,  y el  nom- 
bré dé  su  anterior  propietario. 

Téroero.  Los  gravámenes  que  tuvieren 
dichos  bienes  y hayan  de  quedar  subsisten- 
tes no  obstante  declararse  la'  liberación. 

■ Cuarto!  Las  hipotecas  legales,  derechos 
ó accíóhes  á-  que  estuvieren  ó pudieren  es- 
tar afectos  los  mismos  bienes,  según  el  escri- 
to del  actor,  y hubieren  de  quedar  extingui- 
dos por  la  liberación  si  no  se  reclaman. 

Quinto.  El  término  de  los  noventa  días 
para  deducir  las  reclamaciones  en  el  Tribu- 
[;  nal  del  partido  á que  corresponda  el  pueblo 
del  Registro',  con  el-  apercibimiento  corres- 
pondiente. 


lio  en  el  mismo  pueblo  del  Registro. 

Si  le  tienen  fuera  de  dicho  pueblo,  pero 
dentro  del  territorio  del  Registro,  el  regis- 
trador pasará  comunicación  ah  Juez  munici- 
pal que  corresponda,  á fin  de  que  disponga 
que  por  un ' Notario  se  practique  la  noti- 
ficación! Si  reside  fuera  del;  referido  terri- 
torio, el  registrador  lo  manifestará1  al  Presi- 
dente del  Tribunal  del  partido,  á fin  de  que 
éste  libre  el  exhorto  que  fu-ere  necesario. 

Octava.  Guando  la  finca  qué  so  trate  de 
libérar  estuviere  hipotecada  en  ■ favor  de 
la  Hácienda. pública , se  hará  la  notificación 
al  Gobernador  de  la  provincia1  respectiva,  ó 
ai  Director  general  á quien  corresponda1 
el  negocio  que  haya  dado  lugar 1 á la  hipo- 
teca!-' - * ■■  ' - R : ; ■'  •_ 

< Novena.  La  notificación  á iodos  los  do- 
mas que  pudieren  ser  interesados, -se  hará 
popíedictós,;  que;  se  fijarán  en  los  sitios  de 
costumbre  d®  los  pueblos  donde-se  halla-  es- 
tablecido el  Registro,  y del  qué’ fuere  cabera 
-de' partido  éii  casó  de  ser  distintos,  y donde- 
estén;  situados  lós  bienes  á que  se  refiera  la 
liben  ación; -cuyos  edictos  se  publicarán  ade- 
mas en  los  periódicos  oficiales  de  la  p re- 
vino iarul  í-.'¡  :,|,c 

uLob  edictos'  prevenidos  en  el -párrafo  an^- 
teriar  d^retearábi: ' ;i  -i"'- !:il  1 


Décima.  El  término  de  los  noventa  días 
principiará  á correr  desde  la  fecha  del  Bolo 
' im  Oficial  de  la  provincia  en  que  se  publi- 
que el  edicto,  siempre  que  antes  se  hubieren 
hecho  todas  las  notificaciones  prescritas  en 
las  reglas  sétima  y octava.  Si  no  se  hubie- 
ren hecho,  comenzarán  á correr  los  noventa 
días  desde  el  de  la  última  notificación  que 
se  verificare  para  todos  los  interesados  que 
tuvieren  que  hacer  alguna  reclamación. 

: Undécima.  Durante  el  término  de  los  no- 

; venta  días,  el  expediente  de  liberación  esta- 
rá de  manifiesto  én  la  oficina  del  registra- 
dor que  le  instruya,  á fin  de  que  puedan 
examinarle  todos  los  que  tengan  en  ello  al- 
gún interes. 

Duodécima.  . Concluido  el  término  de  los 
noventa  días,  y unidas  al  expediente  todas 
las  diligencias  que!  acrediten  las  notificacio- 
nes y fijación  de  edictos,  y un  ejemplar  de 
los  periódicos  oficiales  en  que  los  últimos  se 
hayan  publicado,  él  registrador  lo  remitirá 
al  presidente  del  Tribunal  del  partido  que 
corresponda. 

orígenes 

, i,  i,  :i  - 

Arf.  368,  ifcy  Hipotecaria. 

¡ ' ArtfóUlo:2t33. — Las-féclamac'ionés  qiié  se 
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hubieren  deducido  cti  el  referido.  Tribunal 
del  partido  á consecuencia  de  la,  demanda 
de  liberación,  no  tendrán  curso  , hasta  que 
el  registrador  remita  el  expediente  según  lo 
prevenido  en  la  regla  anterior;  pero  ántes 
do  ello  podrán  sustanciarse  los  incidentes 
sobre  declaración  de  pobreza,  los  relativos 
á que  se  libren  copias  ó testimonios  de  do- 
cumentos públicos  que  hayan  de  servir  de 
{andamento  de  las  reclamaciones,  y cuales- 
quiera otros  de  reconocida  urgencia,  á juicio 
del  presidente  del  Tribunal  del  partido.  . 

ORÍGENES  . 

Art.  3GÍ),  ley  Hipotecaría. 

Artículo  2134, — Si  alguno  solicitaré  la 
constitución  de  hipoteca  especial,  se  dará 
traslado  al  actor,  procediéndose  en  Ja  forma 
prevenida  en  el  art.  1372  (165  de  la  ley)!  : 

Si  fueren  varios  los  que  solicitaren  tales 
hipotecas,  se  sustanciarán  todas  las'  recia-  1 
inaciones  en  un  solo  juicio,  y hasta  qüe  se 
dicte  sentencia  firme  sobre  ellas,  no  se  de- 
claran liberados  ningunos  bienes. 

Si  se  hubieren  ejercitado  algunos  dere- 
chos y acciones  que  afecten  á la  totalidad 
de  los  bienes  que  se  pretende  liberar,  se 
sustanciarán  en  un  solo  juicio,  si  esto  fuere' 
compatible  con  la  naturaleza  y objeto  de 
las  reclamaciones.  f 

En  el  caso  de  que  las  acciones  ejercitadas 
afecten  solamento  á determinados  bienes,  se 
sustanciarán  separadamente.  ■ ■ 

Los  trámites  de  los  juicios  que  deban  se- 
guirse á consecuencia  de  las  reclamaciones 
á que  so  refieren  los  dos  párrafos  anteriores, 
serán  los  procedentes  según  las  prescripcio- 
nes de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

ORÍGENES  ■ . . 

Art.  370,  loy  Hipotecaria. 

Articulo  2135. — Si  fio  se  hubiere  hecho 
reclamación  alguna  contra  fes  bienes  obje- 
to de  la  liberación,  ó los  que  tuvieren  dere- 
cho á pedir  la  constitución  de  la  hipoteca 


esp^mlfe.fep^npiaren  .jespeoto  de  dicho* 
bienes,;  ó se  hubieren;  terminado  losjuícios 
promovidos  contra  la  .totalidad  de  fes  mia- 
mos bienes,  6 hubiere  algunos  de  éstos  á -fes 
cuales  no  afectasen  las  reclamaciones  pro- 
puestas, el  Presifiento.del  Tribunal  del  par- 
tido comunicará., él  expediente  de  liberación 
al  Fiscal,  á fin  de  que  manifieste  si  se  han 
guardado,  en  el  referido  expediente,  las  for- 
malidades prevenidas  en  esta  ley,,  determi- 
nando los  bienes  ó derechos  que  puedan  ser 
liberados.  • f ;;,  \ . v...  ; - A 

Si  el  Fiscal  del  partido  encontrare  algunos 
defectos,  se  acordará  que  se  subsanen,  co- 
mo también  fes  que  el  Tribunal  estimare 
que  deben  subsanarse;  y verificado,. . se, pro- 
nunciará,la  sentencia.de  liberación.-,  . 

ORÍGENES' 

Art.  371,  ley  Hipotecaria. 

Articulo  2136.-— La  sentencia  de  libera- 
ción expresarár , 

Primero,  El  nombre,  situación,  número, 
cabida,  linderos  y. -pertenencia  de  cada  uña- 
do las  fincas  que  se  liberen. . 

Segundo.:  La  circunstancia  de  haberse 
dictado  después  de  sustanciarse  ó no  otros 
juicios, ..indicándose  cuáles  hayan  sido-. 

►Tercero.  ..-La  de  haberse  constituido  hi-' 
poteca  ó hipotecas. especiales  en  seguridad 
de  derechqs  que¡  ántes  estuvieron  garantiza- 
dos con  hipotecas  legales ; ó gravámenes  no. 
inscritos,  ó;  la  de  no  haberse  constituido  ta- 
les hipotecas  por  renuncia  de  tos  interesa-: 
dos,  ó por  no  haberse  reclamado,  ó por  no 
haberlas. . ■■■.-  ; 

Cuarto.,  Los  gravámenes  á que  quedan, 
alectos  los  bienes  no  obstante  la  liberación.  ? 

Quinto^  La  de  quedar  libres  dichos  bie- : 
nos  de  toda  Carga  .no  inscrita  é hipoteca  le- 
gal,.en  cuanto  á tercero  que  despües  adquie-  • 
ra  dominio  i ó derecho  real  en  los  mismos: 
bienes,:,  ■•  = . ■]>■  : :r  n 

La  sentencia  se  hará  notoria  en  los  tér- 
minos prevenidos  en  el  primer  párrafo  de  la 
.regla  novena  del  art.  2132  (36&de  la  ley).'  w! 
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ORÍGENES 

Art.  372,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  2137.-  En  los  diez  días  siguien- 
tes á la'  publicación  del  edicto-  en  el  Boletín 
Oficial  de  la'  provincia;  pueden  apelar  de  'la 
sentencia  de  liberación  para  ante  la  Audien- 
cia del  distrito  los  que  hubieren  sido  por  ella 
perjudicados  y acreditaren  que  por  fuerza 
mayor  6 por  otra  causa  les  hubiere  sido  ma- 
terialmente imposible  reclamar  su  derecho 
en  el  término  de  los  noventa -•  días  expresa- 
dos en  la  regia  décima  del  citado  art.  2132 
(368  de  la  ley).  ■■ 

De  la  sentencia  de  la  Audiencia  podrá  in- 
terponerse el  recurso.de  casación  que  cor- 
responda. 

Si  no  se  apelare  en  los  diez  días,  <5  se  ter- 
minare ejecutoriamente,  la  apelación  que  se 
hubiere  interpuesto,  confirmándose  la  sen- 
tencia de  liberación,  no  podrá  interponerse 
contra  ésta  recurso  álguno  en  perjuicio  de 
tercero,  ni  áun  por  el  beneficio  de  la  restitu- 
ción. 

ORÍGENES 

Art.  373,  ley  Hipotecaria. 

■ ' ■:  ■ «.  ; :'  j : ■ 

. Artículo  2138.— El  Tribunal  del  partido 
dispondrá  que,  se  libre  y entregue,  al  intere- 
sado testimonio  de  la  sentencia  para  que  pue- 
da,presentarlo  en  el  Registro  que. corres pon- 
da, y que  ,se  archive  el  expediente. 

. Si  se, hubiere  liberado  una  finca  enclavada 
en  los  territorios  de  varios  Registros»  se  li- 
brará un  testimonio  para  cada  uno  de  ellos, 
debiendo  limitarse  á los  bienes  que  en  él  ra- 
diquen.  ,.fi  ...... 

orígenes 

■ Art.  374,  ley  Hipotecaria. 

' Artículo  '2139 .—El  registrador  á quien 1 se 
prégéhté  el  téstittiómo  de  lá  sen tenciá , pon- 
drá en  los  registros  párticglá res  dé  jas  fin- 
casé  c^rechos  liberados  uno  notó,  que  éxprp- 
circuí ^9.^  revé-, 
e,l  cohíonidp  de  dicha,  sentencia  en  la 


parte  relativa  á cada  finca.  Verificado  esto, 
conservará  archivado  en  el  Registro  el  tes- 
timonio. 

ORÍGENES 

Art.  375,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  2140. — En  los  expedientes  de  li- 
beración no.  será  precisa  la  intervención  de 
abogados,  y.  procuradores. 

El  papel  sellado  que'  se  emplee  será  él  del 
sello  O.4  ■ 

Los  registradores  podrán  .exigir,  por  la 
certificación  prescrita  en  la  regla  tercera 
del  art.  '2132  (368  de  la  ley),  los  honorarios 
fijados  en  el  arancel  que  acompaña  á esta 
ley;  por  las  notificaciones  que  hagan  y edic- 
tos que  sé  fijen,  los  derechos  que  correspon- 
dan á loá  secretarios  de  los  Tribunales  de 
partidp  por  iguales  diligencias,  según  el 
arancel  que  rija  para  los  asuntos  judiciales; 
y por  las  notas  de  las  sentencias  puestas  en 
los  registros  particulares  de  los  bienes,  una 
peseta  por  cada  nota. 

En  los  Tribunales  de  partido  se  devenga- 
rán ios  derechos  que  correspondan,  según 
el  indicado  arancel. 

ORÍGENES 

Art., 376,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  2141.—  Los  que  sólo  hubieren  ins- 
crito la  posesión  de  bienes  inmuebles  ó de- 
rechos reales,  podrán  liberarlos  con  suje- 
ción á lo  prescrito  en.  los  artículos  preceden- 
tes desde  el  2129  (365  de  la  ley),  con  las 
modificaciones  siguientes: 

Primera.  En  el  escrito  en  que  se  pida  la 
liberación,  en  las  cédulas  que  deben  entre- 
garse á los  notificados  y en  los  edictos,  se 
expresará  la  fecha  de  la  inscripción  ó las  fe- 
chas de  las ; inscripciones  de  posesión. 

Segunda,  El  término  de  los  noventa  días, 
prefijado  en  el  artículo  2132  (368  de  la  ley), 
será  de  ciento  ochenta. 

Tercer^,.  La  demanda  de  liberación  se 
notificará;. necesariamente  al  alcalde  del 
pueblo  ^n  .cuyo  término  radiquen  los  bienes 
que  se  pretenda  liberar.  , 


r,?n 
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ORÍGENES 

Art.  377,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  2142.— Los  que  no  teniendo  ins- 
crito ni  el  dominio  ni  la  posesión  dé  bienes 
inmuebles  ó derechos  reales,  quisieren  ins- 
cribir dicho  dominio  con  las  formalidades 
que  se  expresarán  en  el  art.  2166  (.404  de 
la  ley)  y siguientes,  podrán  solicitar  la  li- 
beración en  el  mismo  expediente,  quedeberá 
instruirse  en  el  Tribunal  del  partido  donde 
radiquen  los  bienes,  siempre  que  el  escrito, 
las  cédulas  que  han  de  darse  á los  notifica- 
dos y los  edictos,  comprendan  las  circuns- 
tancias prescritas  en  dichos  artículos  y en 
el  2132  (363  de  la  ley).’.  / / 

El  Tribunal  del  partido  procederá  también 
con  sujeción  á lo  prevenido  en  aquellos  ar- 
tículos y en  los  2Í33,  2134, 2135  y 2136 (369, 
370,  371,  372  y 373  déla  ley),  con  las  altera- 
ciones indispensables  por  la  diferencia  de 
los  casos. 

ORÍGENES 

Art.  378,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  2143. — Las  inscripciones  de  do- 
minio que  se  verifiquen  en  virtud  de  la  sen- 
tencia dictada  en  los  expedientes  á que  se 
refiere  el  artículo  anterior,  contendrán  la 
circunstancia  de  quedar  los  bienes  liberados 
con  la  breve  indicación  de  la  sentencia  en  lo 
relativo  á este  extremo. 

orígenes 

Art.  379,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  2144.— Los  qué  no  hubieren  ins- 
crito ni  el  dominio  ni  la  posesión  de  bienes 
inmuebles  ó derechos' reales  y quisieren  ins- 
cribir solamente  la  posesión,  no  podrán  pro1 
mover  el  expediente  dé  liberación  de  dichos 
bienes  ó derechos  sinó  después  de  haber 
obtenido  la  referida  inscripción,  precedién- 
dose en  dicho  caso  con  arreglo  A1  lo  preser  i1-: 
o en  el  art.  2141  (377  de  la'léy).  1 ■ ■ ; 


OHlfiÉkfcS 

Art.  380,  ley  Hipotecaria.  ■ ¡ 

Artículo  2145.-  -Los  bienes  adquirido?  por 
herencia  ó legado  no  pueden  ser  liberados 
sinó  después  de- trascurridos  cincp  años  des- 
de la  fecha  de  su  inscripción  en. el  Registro. 

I ■ ■:  ■ . ; . ■■  i ■ ■ 1.  , ... 

ORÍGENES. 

Art.  381,  ley  Hipotecaria. 

" ■ . • • r ; ; .y?  * . 

Articuló  2146;— Sé  éxcéptiíañ  de  la  regla 
contenida  en  el  artícuto  anterior  les  bienes 
adquiridos  por  herederos  necdsárióé. 

orígenes  ■ 1 

- 1 -'\m 

Art.  382,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  2147.—'  Él  que  á la  publicación  de 
esta  ley  tuviere  gravados  diferentes  bienes 
de  su  propiedad  con  un  censo  6 una  hipote- 
ca voluntaria,  cuyo  capital  no  se  haya  divi- 
dido entre  los  mismos,  tendrá  derecho  á exi- 
gir que  se  divida  entre  los  que  basten  para 
responder  de  un  triple  del  mismo  capital, 
con  arreglo  á lo  prescrito  en  el  art.  1829 
■ (119  de  la  ley). 

Si  una  sglo  de  las  fincas  gravadas  bastare 
para  responder  de  dicha  suma,  también  po  ■ 
drá  exigirse  qué  se  reduzca  á ella  el  gravá- 
rúeni 

Si  dos  ó más  de  las  mismas  fincáis  hubie- 
ren de  quedar  gravadas,  Cada  úna  deberá 
ser  suficiente  para  responder  del  triplo  dé  la 
párta  del  capital  que  se  señale. 

: " ' ■ : : ^ ; -|"j : i * ! 1 [ •; 

ÓIÍÍGiSNÉSr  ' • • . . • i , 

Art.  383,  ley  Hipoteearia. 

JURISPRUDENCIA 

• ....  . v ( y.  t . ' . . 

La  cesión  en  pago  de  cierta  parte  de  una  cosa 
hipotequé  nQ  puede  producir  el  efecto  de  li- 
brarla do)  grayámen  á que  toda  ella  se  halla  su- 
jetayjínterip  dicho  gravámen  nq  se  redima  (San-.’ 
tencia  21  Octubre  1864).  ; , i 

Los  artículos  383  y siguientes  de  la  lé'y  Hi- 
potecaria, aiiltbriiaiair  íñ!  división  y reduccion 
dio  détieós  é bipbtótíás^Vólúátóiáiai  sé  réfiét'éh" 
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clara  y expresamente  al  caso  en  que  estos  gra- 
vámenes afecten  á diferentes  fincas  determina- 
das y concretas,  constituyendo  ya  verdaderas 
hipotecas  especiales  (Sent.  30  Mayo  1871). 

Artículo  2148.-— El  acreedor  ó censualista 
podrá  también  exigir  la  división  y reducción 
del  grayámen  en  el  caso  previsto  en  el  ar-  ; 
tículo  anterior,  si  no  lo  hiciere  el  deudor  o ' 
censatario. 

ORÍGENES 

Art.  384,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  2149. — Si  los  bienes  acensuados 
ó hipotecados  en  la  forma  expresada  en  el 
art.  2147  (383  de  la  ley)  no  bastaren  para 
cubrir  con  su  valor  el  triplo  del  capital  del 
censo  ó de  la  deuda,  sólo  se  podrá  exigir  la 
división  de  dicho  capital  entre  los  mismos 
bienes,  en  proporción  á lo  que  respectiva- 
mente valieren,  pero  no  la  liberación  de 
ninguno  de  ellos. 

ORÍGENES 

Art.  385,  ley  Hipotecaria. 

Articulo  2150.— ha  división  y reducción 
de  los  censos  é hipotecas  de  que  tratan  los 
anteriores  artículos  se  verificarán  por  acuer- 
do mutuo  entre  todos  los  que  puedan  tener 
interes  en  la  subsistencia  de  unos  ú otras. 

Si  no  hubiere  conformidad  entre  los  inte- 
resados, ó si  alguno  de  ellos- fuere  persona 
incierta,  se  decretarán  dichas  división  y re- 
ducción per  el  Tribunal  enjuicio  ordinario, 
y con  audiencia  del  fiscal. del  partido,  si  hu- 
biere interesados  inciertos  ó desconocidos. 


ORÍGENES 

Art.  380,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  2151. — Verificándose  la  división 
y reducción  del  censo  é hipoteca  de  confor- 
midad entre  los  interesados,  se  hará  cons- 
tar por  medio  de  escritura  pública. 

Cuando  haya  precedido  juicio  y recaído 
sentencia,  el  Tribunal  expedirá  el  corres- 
pondiente mandamiento. 

Se  considerarán  comprendidos  en  este  ar- 
tículo, y en  los  precedentes  desde  el  2117 
(3S3  de  la  lev),  los  censos  y censales  no  im- 
puestos sobre  fincas  determinadas,  pero  ase- 
gurados con  hipoteca  general  de  todos  los 
bienes  de  los  que  los  constituyeron,  y en  su 
consecuencia  podrá  exigir  el  censualista  que 
se  imponga  el  gravamen  de  la  pensión  so- 
brebienes señalados  que  posea  el  censatario, 
cuando  éste  no  lo  haga  voluntariamente. 

Igualmente  se  considerarán  comprendi- 
dos en  las  disposiciones  de  los  artículos  que 
preceden,  los  foros  de  Galicia,  cuando  se  es- 
té pagando  la  renta  sin  poder  determinar 
los  interesados  las  fincas  gravadas. 

ORÍGENES 

Art.  387,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  2152. — Mediante  la  presentación 
de  la  escritura  ó del  mandamiento  judicial, 
en  su  cá'so,  se  inscribirá  en  el  Registro  la 
nueva  hipoteca  ó gravamen  en  la  forma  que 
quede  constituido,  y se  cancelarán  los  ante- 
riores que  deban  reemplazar,  si  estuvieron 
inscritos. 

ORÍGENES 

Art.  388,  ley  Hipotecaria. 


CÓDiaÓ  CÍT1L  DB  BBPÁSa  ' 
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PE  LA  INSCRIPCION  DE  LAS  OBLIGACIONES  CONTRAIDAS  Y NO  INSCRITAS 
ANTES  DE  LA  P OBLIGACION  DE  LA  PRESENTE  LEY  w 
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Artículo  2153. — Los  que  á la  publicación 
do  esta  ley  hayan  adquirido  y no  inscrito 
bienes  ó derechos  que  según  ella  deban  re- 
gistrarse, podrán  inscribirlos  con  los  bene- 


(I) EXPOSICION  DE  MOTIVOS: 

Inscripción  de  las  obligaciones  contraídas  y 

NO  INSCRITAS  ANTES  DE  LA  PUBLICACION  DE  LA  PRE- 
SENTE ley. — Siempre  que  Ee  hacen  cambios  pro- 
fundos cu  la  legislación,  se  procura  estimular  y fa- 
cilitar los  medios  de  que  la  nueva  ley  sea  pronto 
ejecutada,  para  que  se  consigan  los  beneficiosos  re- 
sultados que  de  la  innovación  se  esp'eran. . Respecto 
á la  inscripción  de  los  derechos  reales  y de  las  hipo- 
tecas en  los  Registros,  no  sólo  se  ha  procurado  esto 
siempre  que  se  han  hecho  algunas  reformas  impor- 
tantes, sinó  que  ha  sido  frecuente  señalar  nuevos 
plazos  dentro  de  los  cuales  pudieran,  sin  temor  á pe- 
nalidad alguna,  librarse  los  interesados  de  los  per- 
juicios que  según  el  tenor  literal  de  las  leyes  debie- 
ran experimentar  por  no  haber  hecho  oportunamen- 
te la  inscripción,  No  debía  ser  más  severo  el  Pro- 
yecto respecto  á las  omisiones  que  pueden  haberse 
cometido  con  arreglo  á las  leyes  anteriores,  ni  dese- 
char un  medio  tan  eficaz  para  conseguir  que  sean 
registrados  los  actos  y contratos  que  según  la  re- 
forma deben  estar  inscritos  en  los  Registros.  Los 
estímulos  que  la  ley  establece  son  la  fijación  de  un 
plazo,  dentro  del  cual  deben  hacerse  las  inscripcio- 
nes para  ajirovechar.se  del  beneficio  de  la  ley,  y la 
relajación  del  rigor  con  que  las  disposiciones  fisca- 
les castigaban  á los  omisos. 

K1  plazo  se  lm  fijado  en  un  año  desde  el  día  en 
que  la  nueva  ley  empiece  á regir;  término  que,  si 
bien  no  es  muy  largo,  basta  pava  que  todos  puedan 
hacer  oportunamente  y sin  grave  incomodidad  las 
inscripciones.  Los  que  dentro  de  un  año  acudan  á 
inscribir  títulos  referentes  á adquisiciones  de  in- 
muebles ó derechos  reales  verificados  noventa  ó más 
di  as  antes  de  la  publicación  dé  la  ley,  se  eximirán  de 
pngar  el  derecho  de  hipotecas  y las  multas , satisfa- 
ciendo sólo  al  registrador  la  mitad  de  los  honorarios 
señalados  ála  inscripción.  La  fijación  de  los  noven- 
ta dias  tiene  por  objeto  evitar  los  abusos  que  á la 
sombra  de  un  indulto,  que  se  da  por  omisiones  pa- 
sadas, podrían  cometerse,  defraudando  al  Estado  de 
lo  que  debía  percibir  en  virtud  de  adquisiciones  re- 
cientes ó de  las  posteriores  ála  ley.  De  igual  bene- 
ficio gozarán  las  inscripciones  de  adquisiciones  ve- 
rificadas dentro  de  los  noventa  días  expresados, 
cuando  con  arreglo  á las  leyes  y disposiciones  ae- 


ficios  expresados  en  los  dos  artículos  si- 
guientes, en  el  término  de  ciento  ochenta 
días,  contados  desde  la  fecha  en  que  la  mis- 
ma ley  empiece  á regir. 


tuales  no  deben  inscribirse,  pero  no  las  que  debie- 
ron registrarse,  las  cuales  quedan  enteramente  su- 
jetas al  rigor  antiguo.  f 

Aun  después  de  pasado  el  año  no,  se  ciérrala 
puerta  á los  interesados  para  que  puedan  Hacer  la 
inscripción  de  adquisiciones  anteriores  á lá  ley,  si 
bien  entónces  devengarán  derechos  y honorarios 
dobles  de  los  que  les  estuvieren  respectivamente  se- 
ñalados. 

La  pena  de  nulidad  por  defecto  de  inscripción  no 
podía  ser  tomada  en  cuenta,  atendido  el  principio 
del  Proyecto,  que  no  altera  las  obligaciones  y dere- 
chos po~r  falta  de  inscripción  éntrelos  que  son  parte 
en  el  acto  ó contrato  en  que  debe  hacerse,  limitán- 
dose á salvar  los  derechos  del  tercero  que  adquirió 
el  dominio  úotro  derecho  real  < sobra  bienes  inmue- 
bles, en  la  seguridad  de  que  estaban  libres  de  las 
cargas  ó responsabilidades'  que  no  aparecían  en  el 
Registro.  v. 

De  todos  modos,  es  claro  que  la  inscripción  nueva 
que  se  haga  no  dehe  ser  de  mejor  condición  que  las 
hechas  oportunamente  en  adelante,  y que  no  puede, 
por  lo  tanto,  perjudicar  á tercero  sino  desde  el  día 
¡ de  la  inscripción. 

Respecto  á los  derechos  adquiridos  ánteS  de  la 
nueva  ley,  y que  según  ésta  dan  lagar  á anotaeio- 
nes  preventivas,  se  establecen  reglas  precisas  para 
que  los,  interesados  puedan  obtenerlas,  siguiendo 
siempre  el  espíritu  que  .prevalece  en  todo  el  Pro- 
yecto. 

Pero  la  más  firme  garantía  del  cumplimiento  de 
la  ley,  tanto  respecto  áJos  derechos  antiguos  como 
á los  que  de  nuevo  se  constituyan,  está  en  la  prohi- 
bición que  expresamente  se  establece  en  admitir  en 
los  Juzgados,  Tribunales  ordinarios  y especiales, 
en  los  Consejos  y en  las  oficinas  del  Gobierno  nin- 
gún documento  de  que  no  se  haya  tomado  razón,  si 
por  él  se  constituye,  trasmite,  reconoce,  modifica  ó 
I extingue  derecho  sujeto  á inscripción.  De  seguro 
que  cuando  todos  vean  que  esta  prescripción  es  una 
verdad,  que  no  queda  como  hasta  aquí  en  amenaza 
la  ineficacia  de  los  títulos  no  registrados,  que  los 
Tribunales  aplican  con  todo  rigor  la  ley,  serán  más 
diligentes  en  apartar  de  sí  las  perjudiciales  conse- 
cuencias que  una  omisión  culpable  puede  ocasio- 
r nailes, 
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ÜEL  TRÁNSITO  DEL  ANTIr, 
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ORÍGENES 

Art.  389,  ley  Hipotecaria. 

JURISPRUDENCIA 

El  valor  legal  de  los  documentos  hipotecarios 
anteriores  á la  promulgación  de  la  ley  Hipote- 
caria vigente,  hay  que  estimarle  por  la  legisla- 
ción del  tiempo  en  que  se  otorgaron  (Sent.  16 
Marzo  1869). 

Hasta  la  promulgación  de  la  actual  legislación 


. hipotecaria,  los  documentos  sujetos  á registro 
quedaban  completamente  habilitados  si  se  regis- 
traban untos  do  su  presentación  en  juicio.  Dicha 
i habilitación  produce  sus  efectos  con  relación  á 
t la  fecha  en  que  el  documento  so  otorgó  y no  á 
la  en  que  se  registró  (Sent.  2 Abril  1869). 

RESOLUCIONES  DI!  LA  DIRECCION 

Según  la  doctrina  do  los  artículos  389  y 391 
de  la  ley  Hipotecaria,  los  queá  la  publicación  de 
la  misma  hubieren  adquirido  y no  inscrito  bic- 


La  Comisión  no  podía  hacer  caso  omiso  de  un 
hecho  demasiado  general,  por  desgracia,  en  nuestra 
patria.  Esta  es  la  falta  de  títulos  que  tieueu  muchos 
para  acreditar  la  propiedad  otros  ú derechos  reales 
que  legítimamente  les  corresponden.  Debido  es  esto, 
ya  á la  subdivisión  excesiva  del  suelo  en  algunas 
de  nuestras  provincias,  ya  á las  guerras  civiles  y 
extranjeras  que  han  ensangrentado  el  territorio  es- 
pañol, ya  á ios  incendios  y ruinas  que  en  la  ferie  de 
los  siglos  lian  tenido  lugar,  ya  al  poco  esmero  en  la 
conservación  de  los  archivos,  ya,  por  último,  á la 
incuria  de  los  propietarios.  Pero,  cualesquiera  que 
sean  las  causas,  no  puede  desconocerse  que  esta 
falta  de  titulación  hace  desmerecer  mucho  á la  pro- 
piedad, la  cual  aparece  sospechosa  ó insegura,  y por 
consiguiente  falta  del  valor  que  sin  tales  circuns- 
tancias tendría  á los  ojos  de  los  que,  deseando  ad- 
quirirla, creyeran  poder  hacerlo  sin  riesgo. 

De  aquí  resulta  !a  necesidad  de  procurar  que  á la 
titulación  perdida  ó nunca  formada  reemplace  una 
titulación  nueva;  la  cual,  si  bien  no  podrá  inspirar 
desde  luégo  tanta  confianza  ni  tener  tanta  eficacia 
como  los  verdaderos  títulos  de  propiedad,  acreditará 
la  posesión,  y con  el  trascurso  del  tiempo  y con  lle- 
gar á ser  más  antigua  que  la  prescripción  más  larga, 
será  tan  buena  y tan  segura  como  la  titulación  más 
completa.  Este  es  uno  de  los  puntos  más  interesan- 
tes de  la  iey. 

No  puede  dudar  la  Comisión  cuál  debe  ser  el 
principio  de  esta  titulación  nueva.  Por  más  que  ¡as 
informaciones  de  testigos  sean  poco  apreciables, 
tratándose  de  cuestiones  sobre  derechos,  son  fre- 
cuentemente las  únicas  pruebas  posibles  cuando  se 
ha  de  acreditar  la  existencia  de  un  hecho.  Admítese, 
pues,  este  modo  de  probar  en  la  imposibilidad  de 
otro  mejor,  por  no  existir  la  tit.nlacion  antigua  y 
por  haber  desaparecido  las  huellas  para  encontrarla. 
Con  esmerada  diligencia  ha  procurado  la  Comisión 
fijar  la  forma  y requisitos  de  estas  informaciones, 
‘declarando  que  su  objeto  es  hacer  constar  la  pose- 
sión en  que  está  el  reclamante  del  derecho  que  desea 
inscribir,  señalar  los  documentos  que  han  de  pre- 
sentarse, la  autoridad  ante  quien  debe  promoverse 
el  juicio,  con  audiencia  del  promotor  fiscal,  ó del 
sindico  del  Ayuntamiento  en  su  caso,  si  se  trata  de 
la  inscripción  del  dominio,  y con  la  del  propietario 
y de  los  demás  partícipes  en  ¡a  propiedad  si  se  quie- 
re justificar  la  posesión  de  un  derecho  real,  el  nu- 
mero de  testigos,  sus  cualidades,  el  modo  de  pro- 
barlas, la  extensión  de  sus  declaraciones,  la  respon- 
sabilidad en  que  incurren  por  la  inexactitud  de  sus 
diehos,  el  modo  de  salvar  los  derechos  de  las  parti- 
cipes que  estén  ausentes,  la  forma  de  entablar  las 
reclamaciones  contra  la  inscripción,  la,  clase  ue  Jui- 
cio en  que  han  do  ventilarse,  la  resolución  do  los 
Jomo  II 


expedientes,  y las  circunstancias  que  debe  tener  la 
inscripción  decretada  por  el  juez. 

_ Pero  no  contenta  la  Comisión  con  estas  precau- 
ciones, propone  que  los  registradores,  antes  de  hacer 
¡ inscripciones  en  virtud  de  información,  examinen 
cuidadosamente  el  ‘Registro  para  asegurarse  de  las 
relativas .á  la  linea,  que  por  consecuencia  del  nuevo 
asi  en  lo  puedan  quedar  total  ó parcialmente  cance- 
ladas; que  si  de  esta  averiguación  resulta  algún 
asiento  de  adquisición  de  dominio  no  cancelada  que 
se  halle  en  contradicción  con  el  hecho  justificado, 
suspendan  la  inscripción,  tomando  una  anotación 
preventiva,  hasta  que,  enterado  el  juez  y oírla  la 
persona  que  en  el  asiento  aparezca  interesada,  con- 
firmo ó revoque  el  auto  de  aprobación;  mas  si  sólo 
resulta  haber  un  asiento  no  caducado  de  censo,  do 
hipoteca  ó de  otro  derecho  real  impuesto  sobre  ia 
finca  que  ha  de  inscribirse,  entonces  que  se  haga 
expresión  de  él  en  la  inscripción  que  se  extienda. 

Oree,  pues,  ia  Comisión  que  ha  hecho  ¡o  si  file 
para  que  la  nueva  titulación  no  tenga  por  base  la 
sorpresa  6 el  despojo,  y para  que  los  derechos  luis- 
tardos  no  se  sobrepongan  á los  legítimos,  a!  satisfa- 
cer la  necesidad,  por  todos  reconocida,  de  establecer 
los  medios  para  que  toda  propiedad  que  carezca  do 
títulos  pueda  llegar  á obtenerlos. 

Mas  estas  informaciones,  por  más  que  se  haya 
procurado  rodearlas  de  cuantas  precauciones  son 
posibles  para  que  correspondan  á su  objeto,  no  pue- 
den favorecer  ni  perjudicar  á terceros  sino  desde  ia 
fecha  de  su  inscripción:  por  ella  no  toma  la  pose- 
sión más  importancia  ui  más  valor  que  el  que  las 
leyes  !e  atribuyen,  ni  se  perjudica  siquiera  al  ver- 
dadero propietario,  aunque  no  tenga  inscrito  su  tí- 
tulo: todos  los  derechos  conservan  su  antigua  natu- 
raleza: la  cabeza  do  la  nueva  titulación  sólo  podra 
de  pronto  producir  efecto  contra  ios  que  tengan  tí- 
tulos más  débiles,  y sólo  con  el  trascurso  del  tiem- 
po, si  no  aparece  alguno  que  acredite  mejor  derecho, 
será  un  título  verdadero  de  propiedad , porque  la 
posesión,  continuada,  el  concepto  público  do  dueño  y 
el  lapso  de  una  larga  serie  de  años,  concluyen  por 
introducir  la  presunción  jwis  el  de  jure,  de  que  el 
poseedor  es  dueño  de  la  cosa,  abriendo  la  puerta  aun 
sin  título  ni  buena  fe  á las  prescripciones  extraor- 
dinarias. 

A poco  que  se  medite,  nadie  desconocerá  que  no 
■ puede  ser  extensivo  á la  hipoteca  este  modo  su- 
pletorio de  justificar  los  demás  derechos  reales  ; en 
¡ todos  ellos  hay  posesión,  y el  hecho  de  la  posesión 
j es  lo  que  se  prueba  por  la  información  ; en  Ja  hipo- 
| teca  la  cuestión  no  es  de  hecho,  porque  el  acreedor 
¡ hipotecario  no  posee  : consiste  sólo  su  derecho  cu 
ser  reintegrado  con  el  valor  de  la  finen  sobre  que  ha 
prestado. 
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nos  inmuebles,  pueden  inscribirlos  presentando 
les  documentos  que  acrediten  la  adquisición  del 
dominio  á favor  de  ellos,  cuya  inscripción  debe- 
rán practicarlos  registradores,  sin  averiguar  el 
título  en  virtud  del  que  poseyeran  el  mismo 
derecho  los  anteriores  dueños,  como  lo  declaró 
expresamente  la  Comisión  de  Códigos  que  re-  • 
dacló  la  ley  Hipotecaria,  en  la  exposición  de 
motivos  que  precede  al  proyecto  adicional  de  1 1 
de  Abril  de  1 8G4. 

Para  negar  la  inscripción  de  las  referidas  es- 
crituras no  es  razón  bastante  la  omisión  de  los  lin- 
deros délas  fincas,  porque  este  defecto  puede  su- 
plirse, presentando  otros  documentos,  y si  éstos 
no  fuesen  suficientes,  con  la  nota  adicional  pre- 
venida en  los  articulos  21  y 314  del  Reglamen- 
to general  (Res.  Dir.  Gen.  10  Setiembre  1875). 

Artículo  2154. — Si  las  adquisiciones  de  in- 
muebles ó derechos  de  que  trata  el  artículo 
anterior  se  hubieren  verificado  noventa  días 
antes  ó más  del  día  l.°  do  Enero  de  1863,  se 
inscribirán  filtres  del  derecho  de  hipotecas 
y de  la  multa  en  que  el  propietario  haya  po- 
dido incurrir,  y pagándose  solamente  al  re- 
gistrador la  mitad  de  los  honorarios  que  es- 
tuvieren señalados  á la  inscripción  respec- 
tiva. 

Si  la  adquisición  se  hubiere  verificado  den- 
tro de  dicho  período  y no  fuere  de  las  que  de-  ■ 
Lian  inscribirse  según  las  leyes  y disposicio- 
nes anteriores,  disfrutará  también  el  bene- 
ficio establecido  en  el  párrafo  precedente. 

Si  fuere  de  las  que  debían  inscribirse  se- 
gún dichas  disposiciones,  se  verificará  la  ins- 
cripción con  arreglo  á lo  que  éstas  determi- 
naran en  cuanto  á los  derechos,  multas  y 
honorarios  del  registrador. 

orígenes 

Art.  39(1,  ley  Hipotecarla. 

Artículo  2155. — Las  inscripciones  que  se 
verifiquen  en  el  mencionado  plazo  deciento  j 
ochenta  días,  conforme  á lo  dispuesto  en  los 
dos  anteriores  artículos,  no  surtirán  efecto 
en  cuanto  á tercero,  sinó  desde  su  fecha, 
cualquiera  que  sea  la  de  las  adquisiciones  ó 
gravámenes  á que  se  refieran,  si  el  derecho  1 


inscrito  no  constare  de  los  títulos  de  propie- 
dad al  tiempo  de  su  última  adquisición. 

Si,  constare  tal  derecho  en  los  títulos,  se 
retrotraerán  los  efectos  de  la  inscripción  á 
la  techa  en  que  se  haya  adquirido  por  el 
dueño. 

ORÍGENES 

Art.  391,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  2156. — Trascurrido  el  término  de 
los  ciento  ochenta  días,  se  podrán  inscribir 
también  los  inmuebles  ó derechos  adquiridos 
ántes  de  l.e  de  Enero  de  1863;  pero  tales  ins- 
cripciones, aunque  se  refieran  á derechos  cu. 
ya  existencia  se  acredite  por  los  títulos  de 
propiedad  al  tiempo  de  su  adquisición,  no 
perjudicarán  ni  favorecerán  á tercero  sino 
desde  su  fecha,  y devengarán  los  derechos  y 
honorarios  que  Íes  estuvieren  respectiva- 
mente señalados. 

ORÍGENES 

Art.  392.  ley  Hipotecaria. 

Artículo  2157. — El  que  á la  publicación 
de  esta  ley  tuviere  adquirido  algún  derecho 
de  los  que  se  pueden  anotar  preventivamen- 
te, según  lo  dispuesto  en  los  números  prime- 
ro., segundo,  cuarto,  quinto  y sétimo  del  ar- 
tículo 1923  (42  de  la  ley)  podrá  pedir  su  ano- 
tación en  el  plazo  de  los  ciento  ochenta  días 
señalado  en  el  art.  2153  (389  de  la  ley),  y la 
que  obtuviese  surtirá  efecto  desde  la  fecha 
en  que  debería  tenerlo  el  acto  anotado  con 
arreglo  ála  legislación  anterior. 

También  podrá  hacerse  la  anotación  des- 
pués de  dicho  plazo;  pero  en  ningún  caso 
surtirá  efecto  sino  desde  su  fecha. 

ORÍGENES 

Art.  393,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  2158. — En  el  caso  comprendido 
en  el  número  sexto  del  art.  1923  (42  de  la 
ley)  empezará  á correr  el  término  de  ios 
ciento  ochenta  días  para  pedir  anotación  del 
legado  cuyo  derecho  estuviere  ya  adquirido, 
desde  k_fecha  en  que  principie  á regir  esta 
ley. 


DEL  TRANSITO  DEL  ANTIGUO  RÉGIMEN  HIPOTECARIO  AL  NUEVO 


OH  ÍGENES 

Art.  394,  ley  Hipotecaria. 


i 


Artículo  2159. — Los  mandamientos  de  em- 
barco de  que  aún  no  se  haya  tomado  razón 
en  los  Registros,  conformo  á lo  dispuesto  en 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  no  surtirán  ; 
efecto,  en  cuanto  á tercero,  sino  desdo  la  fe- 
cha de  su  anotación;  pero  sin  perjuicio  de  lo 
dispuesto  en  el  número  segundo  del  art.  19 IS 
(37  de  la  ley)  y en  los  artículos  1920,  1921  y 
1922  (39,  40  y 41  de  la  ley)  sobre  enajena- 
ciones hechas  en  fraude  de  acreedores. 


ORÍGENES 

Art.  395,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  2160.- — Desde  la  publicación  de 
esta  ley  no  se  admitirá  en  los  Juzgados  y 
Tribunales  ordinarios  y especiales,  en  los 
consejos  y en  las  oficinas  del  Gobierno,  nin- 
gún documento  ó escritura  de  que  no  se  lia-  i 
ya  tomado  razón  en  el  Registro,  por  el  cual 
se  constituyeren,  trasmitieren,  reconocie- 
ren, modificaren  ó extinguieren  derechos 
sujetos  á inscripción  según  la  misma  ley,  si 
el  objeto  de  la  presentación  fuere  hacer  efec- 
tivo  en  perjuicio  de  tercero  el  derecho  que 
debió  ser  inscrito. 

No  obstante  lo  dispuesto  en  el  párrafo  an- 
terior, podrá  admitirse  en  perjuicio  de  ter- 
cero el  documento  no  inscrito  y que  debió 
serlo  si  el  objeto  de  la  presentación  fuere 
únicamente  corroborar  otro  título  posterior 
que  hubiere  sido  inscrito. 

También  podrá  admitirse  el  expresado  do- 
cumento cuando  se  presente  para  pedir  la 
declaración  de  nulidad  y consiguiente  can- 
• celacion  de  algún  asiento  que  impida  veri- 
ficar la  inscripción  de  aquel  documento. 

ORÍGENES 

Art.  396,  ley  Hipotecaria. 

r;  JURISPRUDENCIA 

No  trasmitiéndose  en  una  escritura  el  domi- 
nio de  bienes  inmuebles,  aunque  se  admita  en 
juicio  sin  estar  inscrita,  no  so  infringe  ol  arlíou- 
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lo  396  de  la  ley  Ilipotocaria  (Sont.  23  Fobroro 
1860). 

Para  que  los  documentos  anteriores  á la 
ley  3.\  tit.  XVI,  lili.  X do  la  Nov.  Uoc.,  publi- 
cada en  1768,  sean  admisibles  y hagan  fo  en 
juicio  al  efecto  do  perseguir  las  fincas  grava- 
das, es  indispensable  quo  á la  presentación  en 
juicio  preceda  el  registro  en  los  oficios  do  hipo- 
tecas, sin  que  baste  ni  pueda  Uonarsc  con  opor- 
tunidad esto  requisito  durante  ol  término  de 
prueba  (Sont.  27  Octubre  1860), 

La  ley  3/,  tit.  XVI,  lib.  X de  la  Nov.  Reco- 
pilación, aunque  prohíbo  quo  sean  admitidos  y 
se  dé-  fe  ¡i  los  documentos  que  carecen  de  la 
inscripción  en  el  Registro  do  hipotecas,  debien- 
do sujetarse  á ella,  no  impido  que  pueda  subsa- 
narse el  defecto  (Sent.  17  Setiembre  186 V). 

La  falla  de  inscripción  en  el  Registro  de  la 
propiedad,  y áun  de  anotación  preventiva  de 
una  escritura  do  venta  judicial,  produce  la  in- 
eficacia enjuicio,  para  torceras,  personas  del  tí- 
tulo contenido  en  la  misma  escritura  (Sontcn- 
cia  1."  Junio  18G8). 

El  art.  396  de  la  ley  Hipotecaria,  relativo  á 
la  prohibición  de  admitir  en  los  Tribunales  do- 
cumentos no  registrados,  no  es  aplicable  á la 
escritura  de  transacción  en  que  no  se  constitu- 
yen, trasmiten,  reconocen,  modifican  ó extin- 
guen derechos  sujetos  á inscripción,  según  di- 
cha ley  (Sont.  13  Diciembre  1870). 

Con  arreglo  á los  artículos  23,  27  y 396  de  la 
ley  Hipotecaria  reformada,  la  falla  deinscripcion 
de  un  título  sujeto  at  Registro  y su  no  admisi- 
bilidad on  los  Juzgados  y Tribunales,  solamen- 
te pueden  ser  reclamadas  por  tercero  á quien 
el  titulo  perjudique  ¡Sent.  14  Noviembre  1872). 

Si  bien  el  art.  390  de  la  ley  Hipotecaria  dis- 
pono que  desde  su  publicación  no  se  admita  en 
los  Tribunales  ni  oficinas  del  Gobierno  docu- 
mento ó escritura  do  que  no  se  haya  tomado 
razón  en  el  Registro  de  la  propiedad,  esto  so 
entiende  cuando  el  objeto  de  ¡a  presentación 
fuera  hacer  efectivo  en  perjuicio  de  tercero  el 
derecho  que  debió  ser  inscrito  (Sont.  6 Octubre 
1874). 

Si  ciertos  testamentos  no  registrados  los 
presentaron  los  demandantes  con  el  objeto  de 
acreditar  la  serie  de  instituciones  hereditarias 
que  so  habían  hecho  con  sus  ascendientes  ha-- 
ta  el  quo  falleció  últimamente,  y no  para  pedir 
la  declaración  de  nulidad  y consiguiente  cance- 
lación de  algún  asiento  quo  impidiere  verificar 
la  inscripción  de  dichos  documentos,  su  admi- 
sión en  juicio  no  está  comprendida  en  la  cxoep- 
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oion  establecida  en  el  párr.  3.°  del  art.  396  de 
la  ley  Hipotecaria  (Sent.  8 Febrero  1877). 

Los  artículos  2.’  y 396  de  la  ley  Hipotecaria, 
(¡iic  so  refieren  á la  necesidad  de  la  inscripción 
de  los  documentos  que  la  requieren  para  su  efi- 
cacia en  juicio,  son  inaplicables  tratándose  de 
un  pleito  en  que  se  había  declarado  ya  ejecuto- 
riamente que  el  que  presentaba  un  testamento 
de  su  hermano  sin  inscribir,  era  el  heredero  y 
representante  de  los  derechos  de  dicho  su  her- 
mano (Sent.  19  Abril  1877). 

Una  sentencia  que  resuelve  la  cuestión  de 
fondo  debatida  en  los  autos,  ó sea  la  de  si  había 
ó no  lugar  á la  demanda  de  tercería,  no  puede 
infringir  los  artículos  2.°  y 39G  de  la  ley  Hipo- 
tecaria, que  tratan  únicamente  de  los  títulos  y 
documentos  que  por  su  índole  están  sujetos  á 
inscripción  en  el  Registro  de  la  propiedad,  y de 
la  necesidad  de  estos  requisitos  en  los  casos 
que  el  último  expresa,  para  que  sean  admisi- 
bles en  juicio,  sin  que  sus  disposiciones  se  ex- 
tiendan á decidir  acerca  de  los  derechos  que  so- 
bre la  cosa  litigiosa  puedan  asistir  en  cual- 
quier concepto  á las  partes  contendientes  (Sen- 
tencia 21  Febrero  1877). 

Articulo  2061. — El  propietario  que  care- 
ciere de  título  de  dominio  escrito,  deberá 
inscribir  su  derecho  justificando  previamen- 
te su  posesión  ante  el  Tribunal  de  partido 
del  lugar  en  que  estén  situados  los  bienes, 
con  audiencia  del  Fiscal  del  mismo,  si  trata- 
re de  inscribir  el  dominio  pleno  de  alguna 
finca,  y con  la  del  propietario  ó la  de  los  de- 
mas partícipes  en  el  dominio,  si  pretendiere 
inscribir  un  derecho  real. 

Si  los  bienes  estuvieren  situados  en  pue- 
blo ó término  donde  no  resida  el  Tribunal 
del  partido,  podrá  hacerse  dicha  informa- 
ción ante  el  Juez  municipal  respectivo,  con 
audiencia  del  Fiscal  municipal,  en  todos  los 
casos  en  que  debería  ser  oído  el  Fiscal  del  par- 
tido. 

La  intervención  del  Ministerio  fiscal  se  li- 
mitará á procurar  que  se  guarden  en  el  ex- 
pediente las  forreas  de  la  ley, 

ORÍGENES 

Art.  397,  ley  Hipotecaria. 


JURISPRUDENCIA 

Aun  cuando  se  haga  la  inscripción  de  la  po- 
sesión en  los  términos  que  prescribe  el  art.  97 
de  la  ley  Hipotecaria,  esta  inscripción  no  per- 
judicará en  ningún  caso  al  que  tuviere  mejor 
derecho  á la  propiedad  del  inmueble,  no  obstan- 
te de  que  su  título  no  hubiese  sido  inscrito 
(Sent.  16  Marzo  1866). 

La  información  posesoria  que  sirvió  para  la 
inscripción  de  unos  bienes  en  el  Registro  de  la 
propiedad  es  suficiente  prueba  dedominio  mien- 
tras no  se  presente  otra  más  robusta  en  contra- 
rio. La  sentencia  que  así  no  lo  estima  infringe 
los  artículos  297  al  281  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil  (Sent.  4 de  Marzo  1867). 

RESOLUCIONES  DE  LA  DIRECCION 

La  ley  Hipotecaria  ha  procurado  subsanar  y 
remediar  los  inconvenientes  y perjuicios  que 
habían  de  experimentar  los  propietarios  que 
careciesen*  de  título  justificativo  de  los  inmue- 
bles ó derechos  reales,  concediéndoles  medios 
fáciles  para  reemplazar  aquellos  títulos,  ya  con 
las  informaciones  de  posesión  y certificados  de 
los  ayuntamientos  y comisiones  especiales  de 
evaluación  de  riqueza,  ya,  finalmente,  con  las 
disposiciones  del  Real  decreto  de  21  de  Julio  de 
1871,  dictadas  para  la  inscripción  de  los  expre- 
sados derechos  reales. 

Aunque  la  simple  manifestación  del  intere- 
sado, hecha  por  escrito,  haya  sido  estimada  por 
algunos  registradores  como  título  ó documento 
fehaciente  para  acreditar  el  dominio  de  los  in- 
muebles, semejante  práctica  es  ilegal  y no  pue- 
de invocarse  para  resolver  un  recurso  guberna- 
tivo, especialmente  desde  la  publicación  de  la 
ley  Hipotecaria  reformada,  pues  el  segundq 
párrafo  del  art.  21,  que  no  existía  en  la  ante- 
rior, deroga  y condena  las  prácticas  más  ó me- 
nos autorizadas  en  algunos  Registros,  admi- 
tiendo corno  documentos  justificativos  de  la  ad- 
quisición del  dominio  de  los  inmuebles,  las 
relaciones  juradas  (Res.  Dir.  Gen.  30  Diciem- 
bre 1874). 

Si  de  los  asientos  consta  plenamente  demos- 
trado que  el  interesado  ha  adquirido  el  domi- 
nio de  la  referida  finca  por  título  de  herencia,  en 
cuya  posesión  legal  y pública  se  halla  cerca  de 
veinle  años,  tiene  en  su  virtud  derecho,  según 
el  Registro,  para  constituir  la  hipoteca  que 
aparece  en  la  escritura  sobre  que  versa  el  re- 
curso (Res.  Dir.  Gen.  22  Febrero  1878), 


DEL  TRÁNSITO  DEL  ANTIGUO  RÉGIMEN  HIPOTECARIO  AL  NUEVO 


>77 


Los  expedientes  instruidos  en  los  juzgados  de 
primera  instancia  6 municipales  para  acreditar 
la  posesión  de  bienes  inmuebles  ó derechos  rea- 
les, con  sujeción  á lo  dispuesto  en  los  artículos 
397  y siguientes  de  la  ley  Hipotecaria,  deben 
considerarse  como  actos  de  jurisdicción  volun- 
taria, puesto  que  reúnen  las  condiciones  del  ar- 
tículo 1207  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

En  su  consecuencia,  es  aplicable  á dichos  ex- 
pedientes el  precepto  contenido  en  la  regla  9.a 
del  art.  1208  de  la  expresada  ley  de  Enjuicia- 
miento (Res.  Dir.  Gen.  9 Octubre  1878). 

La  ley  Hipotecaria  y demás  disposiciones  pos- 
teriores vigentes  han  concedido  á los  propieta- 
rios que  careciesen  de  titulación  escrita  ó no 
pudiesen  fácilmente  presentarla  en  los  Registros 
respectivos,  el  recurso  de  inscribir  el  hecho 
material  de  la  posesión  acreditada  en  forma  sin 
perjuicio  de  tercero  de  mejor  derecho,  de  cuya 
facultad  es  consecuencia  lógica  que,  una  vez 
inscrita  la  posesión  de  un  inmueble,  puede  ins- 
cribirse la  trasmisión  de  ésteá  la  imposición  de 
gravámenes,  dando  asi  la  debida  publicidad  á 
los  actos  y contratos  relativos  á bienes  inmue- 
bles ó derechos,  reales  como  se  deduce  de  la  ex- 
posición de  motivos  de  la  ley  y de  la  que  pre- 
cede al  decreto  de  10  de  Febrero  de  1875,  Reales 
decretos  de  11  Noviembre  de  1864  sobre  ins- 
cripción de  bienes  nacionales  y 23  Julio  de  1871 
y 8 de  Noviembre  de  1875  sobre  inscripción  de 
censos,  foros,  etc.,  etc.  (Res.  Dir.  Gen.  28  Julio 
1880). 

Al  autorizar  el  art.  397  de  la  ley  Hipotecaria 
al  propietario  que  careciere  de  títulos  de  domi- 
nio inscrito  para  que  pueda  inscribir  su  dere- 
cho, justificando  previamente  su  posesión  en 
expediente  instruido  con  arreglo  á lo  prevenido 
en  el  art.  398,  no  establece  limitación  alguna 
relativa  á fincas  que  consten  ya  inscritas,  bien 
sea  por  su  formación  posesoria,  bien  por  título 
de  dominio. 

Según  declaración  terminante  del  art.  402  de 
la  citada  ley,  puede  inscribirse  la  posesión  de 
úna  finca,  aunque  ésta  figure  ya  en  el  Registro 
á virtud,  no  ya  de  otra  simple  información  po- 
sesoria, Binó  de  un  título  traslativo  de  dominio 
(Res.  Dir.  Gen.  4 Setiembre  1880). 

Artículo  2162.—  En  la  instrucción  del  ex- 
pediente á que  se  refiere  el  precedente  ar- 
tículo, sa  observarán  las  siguientes  reglas: 
Primera.  El  escrito  en  que  se  pida  la  ad- 
misión de  la  información  expresará: 


Primero.  La  naturaleza,  situación,  me- 
dida superficial,  linderos,  nombre,  número 
y cargas  reales  de  la  finca  cuya  posesión  se 
trate  do  acreditar. 

Segundo.  La  especie  legal,  valor,  con- 
diciones y cargas  del  derecho  real  de  cuya 
posesión  se  trate,  y la  naturaleza,  situación, 
linderos,  nombre  y número  de  la  finca  sobre 
la  cual  estuviere  aquel  impuesto. 

Tercero.  El  nombre  y apellidos  de  la  per- 
sona de  quien  se  haya  adquirido  el  inmueble 
ó derecho. 

Cuarto.  El  tiempo  que  se  llevare  de  po- 
sesión. 

Quinto.  La  circunstancia  de  no  existir  tí- 
tulo escrito,  ó de  no  ser  fácil  hallarlo  en  el 
caso  de  que  exista. 

Segunda.  La  información  se  verificará 
con  dos  ó más  testigos,  vecinos  propietarios 
del  pueblo  ó término  municipal  en  que  estu- 
vieren situados  los  bienes. 

Tercera.  Los  testigos  justificarán  tener 
las  cualidades  expresadas  en  la  anterior  re- 
gla, presentando  los  documentos  que  las 
acrediten. 

Contraerán,  sus  declaraciones  al  hecho  de 
poseer  los  bienes  en  nombre  propio  el  que 
promueva  el  expediente  y al  tiempo  que  ha- 
ya durado  la  posesión,  y serán  responsables 
de  los  perjuicios  que  puedan  causar  con  la 
inexactitud  de  sus  deposiciones. 

Cuarta.  El  que  trate  de  inscribir  su  po- 
sesión presentará  una  certificación  del  alcal  - 
de  del  pueblo  en  cuyo  término  municipal  ra- 
diquen los  bienes,  autorizada  ademas  por  el 
regidor  síndico  y el  secretario  deí  Ayunta- 
miento; y si  alguno  de  Tos  dos  primeros  no 
supiese  firmar,  lo  hará  por  él  otro  individuo 
del  Municipio.  En  esta  certificación  se  ex- 
presará claramente,  con  referencia  á los 
amillaramientos,  catastros  ú otros  datos  de 
las  oficinas  municipales,  que  el  interesado 
paga  la  contribución  á título  de  dueño,  de- 
terminándose la  cantidad  con  que  contribu- 
ye cada  finca,  si  constase,  y no  siendo  así  se 
manifestará  únicamente  que  todas  ellas  se 
tuvieron  en  cuenta  al  fijar  la  última  cuota 
de  contribución  que  se  hubiese  repartido. 

Eu  los  pueblos  en  que  existan  comisiones 
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especia  los  para  ia  evaluación  do  la  riqueza 
inmuehlcy  repartimiento  do  la  contribución, 
deberá  acudiese  á las  mismas  para  obtener 
la  certificación  á que  se  refiero  el  anterior 
párrafo,  la  cual.se  firmará  por  el  Presidente 
y Secretario  y por  el  Regidor  Sindico  del 
Ayuntamiento,  si  perteneciere á dichas  c.o- 
rrjisiones. 

Si  no  hubiere  pagado  ningún  trimestre  de  : 
contribución  por  ser  su  adquisición  reciente,  ! 
se  dará  conocimiento  del  expediente  á ia  per- 
sona de  quien  proceda  el  inmueble,  ó á sus 
herederos,  á fin  de  que  manifiesten  si  tienen 
algo  que  oponer  á su  inscripción. 

Si  el  que  la  solicita  fuere  heredero  del  an- 
terior poseedor,  presentará  el  último  recibo 
de  contribución  que  éste  haya  satisfecho,  ú 
otro  documento  que  acredite  el  pago. 

Quinta.  Si  el  partícipe  en  la  propiedad  ó 
en  los  derechos  de  una  finca  que  deba  ser  ci- 
tado estuviere  ausente,  el  Juzgado  ó el  Tri- 
bunal le  señalará  para  comparecer,  por  sí  ó 
por  medio  de  apoderado,  el  término  que  juz- 
gue  necesario  según  la  distancia. 

Si  so  ignorase  su  paradero,  ó si  trascurrí 
dicho  término  no  compareciere  el  citado,  e- 
Juzgado  ó el  Tribunal  aprobará  el  expedien- 
te y mandará  hacer  la  inscripción  del  dere- 
cho, sin  perjuicio  del  que  corresponda  a di- 
cho partícipe,  expresándose  que  éste  no  lia 
sido  oído  en  la  información. 

La  inscripción  en  tal  caso  expresará  tam- 
bién dicha  circunstancia. 

Sexta.  Cualquiera  que  se  crea  con  dere- 
cho á los  bienes  cuya  inscripción  se  solicite 
mediante  información  de  posesión,  podrá 
alegarlo  ante  el  Tribunal  competente  enjui- 
cio ordinario. 

La  interposición  de  esta  demanda  y su  ins- 
cripción en  el  Registro  suspenderán  el  curso 
del  expediente  do  información  y la  inscrip- 
ción del  mismo,  si  estuviere  ya  concluido  y 
aprobado. 

orígenes 

Art.  398,  ley  Hipotecaria. 

Ley  17  Junio  1877. 

RESOLUCIONES  riE  LA  DIRECCION 

No  hay  contradicción  entre  la  solicitud  del  ma-  \ 


rido  para  que  Be  inscriban  ciertas  fincas  proce- 
dentes de  su  mujer  y la  certificación  librada  por 
el  alcalde,  de  la  cual  resulta  quo  el  marido  ha 
pagado  la  contribución  de  título  de  dueño,  por- 
que la  mujer  pudo  hacerle  donación  entre  vivos 
de  las  mismas  fincas,  con  arreglo  á lalegislacion 
civil  particular  de  Aragón,  y esta  donación  se- 
ría válida  áun  cuando  no  se  hubiese  otorgado 
escritura  ó instrumento  público  para  acreditar 
su  existencia,  lo  cual  se  presume  por  el  bocho 
déla  posesión,  supliéndose  la. falta  del  título 
mediante  la  certificación  del  pago  de  contribu- 
ción, siquiera  el  marido  haya  indicado  que  las 
fincas  procedan  de  su  mujer  y que  ésta  las 
hubo  de  su  padre,  :cumplien do  lo  preceptuado 
en  el  número  3.“,  regla  4.a,  art.  398  de  la  ley 
Hipotecaria  (Res.  Dir.  Gen.  21  Diciembre  1873). 

Cuando  no  pueda  cumplirse  lo  mandado  en 
la  regla  4.*  del  art.  398  de  la  ley  Hipotecaria, 
bastará  una  certificación  expresiva  de  que  la 
finca  ó (incas  de  que  se  trate  no  resultan  in- 
cluidas  en  el  repartimiento,  y de  que  nadie 
paga  contribución  por  ellas  á título  de  dueño 
(Res.  Dir.  Gen.  4 Setiembre  1863). 

Es  improcedente  la  inscripción  de  posesión 
porque  consta  del  amillaramiento  que  no  es  la 
reclamante  quien  paga  la  contribución  territo- 
rial á título  de  dueño,  y conforme  á lo  dispues- 
to en  la  regla  5.a  del  art.  400  de  la  ley  Hipote- 
caria, debe  denegarse  la  inscripción  en  este 
caso,  sin  que  sea  posible  hacer  excepción,  toda 
vez  que  la  ley  no  establece,  ni  debe  admitirse 
tratándose  de  disposiciones  que  tienen  el  ca- 
rácter de  privilegiadas,  debiendo  siempre  inter- 
pretarse en  sentido  restrictivo  (Res.  Dir.  Gen.  23 
Noviembre  1870). 

En  el  caso  consultado  no  se  han  cumplido 
todos  loa  requisitos  que  determina  cí  art.  6.° 
de  la  ley  de  17  de  Julio  de  1877  y la  Hipoteca- 
ria de  su  referencia,  por  cuanto  no  se  acompa- 
ñan las  certificaciones  acreditativas  de  quo  los 
interesados  satisfacen  la  contribución  á título 
de  dueños,  ni  siquiera  se  expresa  la  circunstan- 
cia de  no  estar  aún  declaradas  á nombre  da 
personas  distintas,  cuyos  requisitos,  por  el  ca- 
rácter preventivo  de  talos  leyes,  son  necesarios 
al  efecto  de  poder  verificar  las  inscripciones  de 
posesión,  no  pudiendo,  por  lo  mismo,  verificarse 
la  inscripción  (Res.  Dir.  Gen.  29  Enero  1878). 

Comenzando  á ser  obligatorias  las  leyes  des- 
de su  promulgación  y prohibiendo  la  de  17  de 
Julio  que  en  lo  sucesivo  pueda  acreditarse  el 
hecho  de  posesión,  si  el  registrador  Ipor  medio 
de  los  certificados  expedidos  con  arreglo  á los 
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artículos  400  y.  401  de  la  ley  Hipotecaria,  es 
evidente  que  no  procede  la  inscripción  del  do- 
cumento de  que  se  trata,  porque  al  pretender 
el  recurrente  hacer  uso  del  mismo  para  este 
efecto,  estaba  ya  vigente  la  disposición  de  la 
citada  ley  de  17  de  Julio,  según  la  cual,  desde 
el  día  de  su  promulgación  sólo  puedo  solici- 
tarse y obtenerse  la  inscripción  de  pososion  á 
causa  de  título  escrito  por  los  medios  quería 
misma  índica  (Res.  Dir.  Gen.  26  Abril  1878. 

La  presentación  de  la  certificación  prevenida 
en  el  art.  G.°  de  la  ley  de  17  de  Julio  es  tan  in- 
dispensable, que  su  falta  ó la  de  los  documen- 
tos que  puedan  suplirla  según  ley,  constituye 
un  obstáeuo  para  la  inscripción  del  expediente, 
conforme-al  precepto  del  art.  4."  del  Real  de- 
creto de  20  de  Mayo  de  1878  (Res.  Dir.  Gen.  19 
Marzo  1879). 

• Artículo  2163, — Siendo  suficiente  la  infor- 
mación practicada  en  la  forma  prevenida  en 
el  anterior. artículo,  y no  habiendo  oposición 
departe  legítima  ó siendo  desestimada  la  que 
se  hubiere  hecho,  el  Tribunal  aprobará  el 
expediente  y mandará  extender  en  el  Regis- 
tro la  inscripción  solicitada,  sin  perjuicio  de 
tercero  de  mejor  derecho. 

El  poseedor  que  haya  obtenido  la  provi- 
dencia expresada  en  el  párrafo  anterior  pre- 
sentará en  el  Registro  el  expediente  origi- 
nal, que  deberá  habérsele  entregado  para  es- 
te efecto,  y solicitará  en  su  virtud  la  inscrip- 
ción correspondiente. 

La  inscripción  que  se  haga  expresará  to- 
das las  circunstancias  referidas  en  la  regla 
primera  del  art.  2162  (398  de  la  ley),  y ade- 
mas los  nombres  de  los  testigos  que  hayan 
declarado,  el  resultado  de  sus  declaracio- 
nes, el  de  las  demas  diligencias  practicadas 
en  el  expediente,  la  opinión  del  Ministerio 
fiscal  y las  circunstancias  peculiares  de  la 
inscripción,  según  su  especie,  en  cuanto 
constaren  del  mismo  expediente. 

ORÍGENES 

Art.  399,  ley  Hipotecaria  (i). 


(11  Por  la  lev  de  17  de  Julio  de  1877  se  deroga- 
ron ios  artículo»  400  y 4.01  de  laley  Hipotecaria,  que 

decían; 


Artículo  2164. — Los  registradores,  ántos 
de  inscribir  alguna  finca  ó derecho  en  vir- 
tud  de  las  informaciones  prescritas  en  los 
artículos  2161,  2 102  y 2103  (397,  398  y 399 
do  la  ley)  ó de  las  certificaciones  á que  so 
refieren  los  dos  precedentes,  examinarán 
cuidadosamente  el  registro,  para  averiguar 
si  hay  en  él  algun  asiento  relativo  al  mis- 
mo inmueble  que  pueda  quedar  total  ó par- 
cialmente cancelado  por  consecuencia  do  la 
misma  inscripción. 

Si  hallaren  algun  asiento  de  adquisición 
! de  dominio  no  cancelado  qtie  esté  en  con- 
tradicción con 'el  hecho  déla  posesión  justi- 
ficada por  la  información  judicial,  suspen- 
derán la  inscripción,  harán  anotación  pre- 
ventiva, si  la  solicita  el  interesado,  y remi- 
tirán copia  de  dicho  asiento  al  J uez  ó al  Tri- 
bunal que  haya  aprobado  la  información. 

El  Juez  ó el  Tribunal,  en  su  vista,  comu- 
nicará el  expediente  á la  persona  que  por 
dicho  asiento  pueda  tener  algún  derecho  so- 
bre el  inmueble,  y con  su  audiencia  confir- 
mará ó revocará  el  auto  de  aprobación, 
dando  conocimiento  en  todo  caso  de  la  pro- 


«Art.  400.  Podrá  también  acreditarse é inscribir- 
se la  posesión  con  sujeción  á las  prescripciones  si- 
guientes: 

Primera.  Acudirá  el  interesado  al  Ayuntamiento 
del  término  municipal  en  que  radiquen  los  bienes, 
con  instancia  firmada  por  el  mismo  ó por  un  testigo, 
si  no  sabe  firmar,  en  la  cual  podrá  comprender  todos 
los  que  posea  en  dicho  término,  debiendo  expresar, 
con  respecto  á cada  uno  de  ellos,  las  circunstancias 
prescritas  en  la  regla  primera  del  art.  398,  y desig- 
nar el  tiempo  que  llevare  pagando  la  contribución 
por  dichos  bienes  á título  de  dueño,  y solicitará  que 
con  referencia  á los  amillaramientos,  catastros  ú 
otros  datos  de  las  oficinas  municipales,  te  le  líbre 
certificación  que  acredite  el  hecho  de  pagar  la  refe- 
rida contribución  en  el  concepto  expresado. 

Segunda.  El  Ayuntamiento  mandará  expedir  la 
certificación,  que  se  extenderá»  continuación  de  la 
misma  instancia,  y la  firmarán  el  Alcalde,  el  Regi- 
dor síndico  y el  Secretario;  y si  alguno  de  los  dos 
primeros  <5  los  dos  no  supieren  firmar,  lo  harán  por 
ellos  otros  individuos  del  Ayuntamiento,  ó en  su 
defecto  el  mismo  Secretario,  en  cuya  certificación 
se  expresará  que  el  interesado  paga  á título  de  due- 
ño contribución  por  los  bienes  descritos  en  la  ins- 
tancia, determinándose  la  cantidad  con  que  contri- 
buye cada  finca,  si  constare,  y no  siendo  así,  mani- 
festará únicamente  que  todas  eLlas  se  tuvieron  en 
cuenta  al  fijar  la  última  cuota  de  contribución  que 
se  le  hubiere  repartido. 

Tercera.  El  interesado,  para  que  se  inscriba  á su 
favor  la  posesión  de  los  bienes,  presentara  en  el 
Registro  la  instancia  con  la  certificación,  y una  co- 
pia íntegra  firmada  por  el  mismo,  ó por  uu  testigo 
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videncia  quo  recayere  al  registrador,  á fin 
de  que,  en  su  vista,  lleve  defecto  la  inscrip- 
ción, <í  cancele  la  anotación  preventiva  (1). 


si  no  sabe  firmar,  y el  Registrador  en  aquel  acto 
cotejará  la  copia  con  el  original,  y encontrándola 
conforme  lo  expresará  así  en  aquella  y firmará  á 

continuación. 

Cuarta.  Verificada  la  inscripción  si  procediere, 
se  pondrá  en  la  copia  la  nota  prevenida  en  el  artícu- 
lo 214,  devolviéndose  ni  interesado,  y el  original 
quedará  archivado  en  el  Registro. 

Quinta.  Si  en  la  certificación  no  constare  clara- 
mente que  el  interesado  paga  á título  de  dueño  la 
contribución  correspondiente  á todos  ó algunos  de 
los  bienes  señalados  en  la  instancia,  se  denegará  la 
inscripción  con  respecto  á dichos'  bienes.  Si  en  la 
instancia  no  se  hubieren  expresado  las  circunstan- 
cias prevenidas  en  la  regla  primera  del  art.  398,  se 
suspenderá  la  inscripción  tomando,  si  lo  solicita  el 
interesado,  anotación  preventiva  de  los  bienes  á los 
cuales  se  refiera  el  defecto.  Para  subsanarse  éste, 
deberá  presentarse  otra  instancia  al  Ayuntamiento, 
á fin  de  que  se  expida  nuevo  certificado  contraido  á 
los  mismos  bienes. 

Sexta.  El  secretario  de  ayuntamiento  que  ex- 
tendiere  la  certificación  expresada  en  la  prescrip- 
ción segunda,  podrá  exigir  por  elia  un  derecho  igual 
al  10  por  100  de  la  contribución  que  en  el  último 
año  hubieren  pagado  los  bienes  de  su  referencia,  si 
su  importe  fuere  conocido,  mas  sin  que  en  ningún 
caso  pueda  exceder  este  derecho  de  dos  pesetas. 

Cuando  no  sea  conocida  la  cuota  de  contribución 
correspondiente  á dichos  bienes,  se  abonará  por  la 
certificación  una  peseta  solamente. 

Los  registradores  de  la  propiedad  podrán  exigir 
por  las  inscripciones  de  posesión,  ó por  sn  denega- 
ción <5  suspensión,  los  honorarios  marcados  en  el 
arancel. 

Art.  401 . En  los  pueblos  en  que  existan  comisio  - 
nes  especiales  para  la  evaluación  de| la  riqueza  in- 
mueble y repartimiento  de  la  contribución,  deberá 
acudirse  á las  mismas  para  obtener  las  certificacio- 
nes á que  se  refiere  el  anterior  artículo,  las  que  de- 
berán estar  firmadas  por  los  presidentes  y secreta- 
rios, y por  los  regidores  síndicos  de  los  ayunta- 
mientos, si  pertenecieren  á dichas  comisiones.  Si 
esto  no  sucediere,  se  entregará  la  certificación  al  in- 
teresado, con  las  firmas  del  presidente  y secretario 
de  la  comisión,  y la  presentará  aquel  al  síndico  del 
ayuntamiento,  á fin  de  que  la  autorice  también 
con  su  firma,  como  habrá  de  verificarlo,  á no  ser 
fine  le  conste  que  el  interesado  no  paga  la  contribu- 
ción á título  de  dueño.  Kn  el  caso  de  que  el  síndico 
no  sepa  firmar,  lo  liará  por  él  otro  individuo  del 
ayuntamiento,  6 en  su  defecto  el  secretario  de  dicha 
corporación. 

Los  secretarios  de  las  comisiones  de  evaluación  y 
repartimiento  podrán  exigir  por  las  certificaciones 
Jos  mismos  derechos  design&dos  en  el  número  sexto 
del  anterior  artículo  » 

(1)  El  párrafo  suspendido  en  este  artículo  por  la 
ley  de  17  de  Julio  de  1877  decía  asi: 

«Si  en  el  caso  del  párrafo  primero  se  hubiere  soli- 
citado la  inscripción  de  posesión  en  virtud  de  cer- 
tificación, el  registrador  la  denegará  y devo, verá  el 
documento  al  interesado,  á fin  de  que,  si  quiere,  pro- 
mueva el  recurso  gubernativo  <>  judicial,  ó solicite 
la  cancelación  del  asiento  de  dominio,  si  fuere  pro- 
cedente.» 1 


Si  el  registrador  hallare  algún  asiento 
no  cancelado  de  censo,  hipoteca  ó cualquier 
derecho  real  impuesto  sobre  la  finca  que  ha 
de  ser  inscrita,  procederá  á la  inscripción 
de  posesión  solicitada,  ya  sea  en  virtud  de 
información  judicial  ó de  certificación;  pero 
-deberá  hacer  en  ella  mención  de  dicho 
asiento. 


orígenes 

Art.  402,  ley  Hipotecaria. 

RESOLUCIONES  DE  LA  DIRECCION 

Existiendo  una  verdadera  contradicción  entre 
el  hecho  de  la  posesión  á favor  del  Estado  y la 
inscripción  de  dominio  á favor  de  un  tercero, 
y debiendo  quedar  parcialmente  cancelada  esta 
segunda  inscripción  si  se  verificase  la  primera, 
el  registrador  ha  negado  debidamente  la  ins- 
cripción, con  arreglo  al  art.  402  de  la  ley  Hipo- 
tecaria. 

Esta  negativa  no  prejuzga  ni  supone  la  vali- 
dez de  los  títulos  del  tercero,  ni  la  validez  de 
las  inscripciones  de  ellos,  ni  los  derechos  que 
el  Estado  ó el  tercero  pueden  tener  sobre  las 
fincas,  sino  que  produce  el  único  efecto  de  obli- 
gar al  que  pretende  inscribir  la  posesión  ú ob- 
tener previamente  la  cancelación  total  ó par- 
cial del  asiento  de  dominio  contradictorio  con 
este  último  hecho,  ó declaración  en  forma  de 
ser  distintos  los  bienes  inscritos  de  los  que  se 
trata  de  inscribir  mediante  la  certificación  de 
posesión  (Res.  Dir.  Gen.  30  Julio  1874). 

Al  inscribir  el  registrador  ciertos  expedientes 
posesorios  á nombre  de  personas,  no  obstante 
que  estas  interesadas  no  pagan  la  contribución 
territorial  de  las  fincas  á título  de  dueños,  sinó 
que,  por  el  contrario,  consta  claramente  que  !a 
pagan  otras  personas,  ha  infringido  lo  dispues- 
to en  el  art.  0."  de  la  ley  de  17  de  Julio  de  1877 
y 4.°  del  Real  decreto  de  20  de  Mayo  de  1878, 
porque  aquella  circunstancia  constituye  un 
obstáculo  con  arreglo  al  espíritu  y letra  de  la 
ley,  para  inscribir  los  expedientes  de  posesión 
en  que  semejante  contradicción  se  advierta. 

El  registrador  ha  infringido  ademas  lo  dis- 
puesto en  el  párr.  1."  del  art.  402  de  la  ley  Hi- 
potecaria, inscribiendo  el  expediente  de  pose- 
sión á nombro  de  una  persona  cuando  por  la 
misma  inscripción  queda  cancelado  el  asiento 
de  dominio,  extendido  en  los  libros  de  la  anti- 
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gua  Contaduría  á favor  de  otra  persona,  sin 
que  disculpe  la  conducta  de  aquel  funcionario 
el  que  estuviese  inscrita  anteriormente  la  pose- 
sión de  la  misma  finca,  y el  que  la  persona  á 
cuyo  nombre  se  inscribe  ahora  sea  hija  de  la 
que  consta  en  el  asiento  de  dominio,  supuesto 
que  la  ley  Hipotecaria  no  distingue  entre  pri- 
meras y segundas  inscripciones  de  posesión,  y 
el  carácter  de  hija  no  le  atribuye  el  derechera 
la  totalidad  de  bienes  de  que  fué  dueño  su  di- 
- funto  padre,  no  constando,  como  en  el  presente 
caso  no  consta,  si  aquél  otorgó  algún  acto  de 
última  voluntad,  ó en  su  defecto,  si  ha  recaído 
declaración  judicial  de  herederos  abintestato  á 
favor  de  otras  personas,  ademas  de  las  designa- 
das por  el  marido  de  la  interesada  en  el  escrito 
solicitando  la  información  de  posesión  (Resolu- 
ción Dir.  Gen.  30  Enero  1880). 

Artículo  2165. — Las  inscripciones  de  po- 
sesión expresarán  el  procedimiento  que  se 
hubiere  adoptado  para  verificarlas,  y surti- 
rán todas  el  mismo  electo  legal. 

El  tiempo  de  posesión  que  se  haga  cons- 
tar en  dichas  inscripciones  como  trascurri- 
do, cuando  éstas  se  verifiquen,  se  contará 
para  la  prescripción  que  no  requiera  justo 
título,  á ménos  que  aquél  á quien  ésta  per- 
judique no  lo  contradigá,  en  cuyo  caso  de- 
berá probarse  dicho  tiempo  de  posesión  con 
arreglo  al  derecho  común. 

Las  inscripciones  de  posesión  perjudica- 
rán. ó favorecerán  á tercero  desde  su  fecha; 
pero  solamente  en  cuanto  á los  efectos  que 
atribuyen  las  leyes  á la  mera  posesión. 

La  inscripción  de  posesión  no  perjudica- 
rá en  ningún  caso  al  que  tenga  mejor  dere- 
cho á la  propiedad  del  inmueble,  aunque  su 
título  no- haya  sido  inscrito.  Entre  las  par- 
tes surtirá  efecto  la  posesión  desde  que  deba 
producirlo,  conforme  al  derecho  común. 

Lo  dispuesto  en  los  anteriores  artículos 
sobre  das  inscripciones  de  posesión  no  será 
aplicable  al  derecho  hipotecario  , el  cual  no 
podrá  inscribirse  sino  mediante  la  presenta- 
ción de  título  escrito. 

ORÍGENES 

í Art.  403,  ley  Hipotecaría. 

i Tomo  II 


RESOLUCIONES  DE  LA  DIRECCION 

Declarándose  en  el  art.  403  de  la  Ley  que  las 
inscripciones  de  posesión  no  perjudican  en  nin- 
gún caso  al  que  tonga  derecho  á la  propiedad 
del  inmueble,  es  evidente  que  éste  puede  solici- 
tar y obtener  La  circunscripción  de  los  títulos 
justificativos  de  la  misma  en  cualquier  tiempo, 
a ménos  que  la  prescripción  haya  consolidado 
y asegurado  el  derecho  inscrito,  mediante  el 
expediente  de  posesión  (Res.  Dir,  Gen.  22  Fe- 
brero 1878). 

Artículo  2166.— El  propietario  que  care- 
ciere de  título  escrito  de  dominio,  podrá  ins- 
cribir dicho  dominio  justificando  su  adquisi- 
ción con  las  formalidades  siguientes: 

Primera.  Presentará  un  escrito  al  Tribu- 
nal del  partido  en  que  radiquen  los  bienes, 
ó al  del  en  que  esté  la  parte  principal,  si 
fuere  una  finca  enclavada  en  varios  parti- 
dos, refiriendo  el  modo  con  que  ios  haya 
adquirido  y las  pruebas  legales  que  de  esta 
adquisición  pueda  ofrecer,  y pidiendo  que, 
con  citación  de  aquél  de  quien  procedan  di- 
chos bienes  ó de  su  causa-habiente  y del 
Fiscal  del  Tribunal  del  partido,  se  le  admi- 
tan las  referidas  pruebas  y se  declare  su 
derecho. 

Segunda.  El  Tribunal  dará  traslado  de 
este  escrito  al  Fiscal,  citará  á aquél  de  quien 
procedan  los  bienes  ó á su  causa-habiente,  si 
fuere  conocido,  y á los  que  tengan  en  ellos 
cualquier  derecho  real;  admitirá  todas  las 
pruebas  pertinentes  que  se  ofrezcan  por  el 
1 actor,  por  los  interesados  citados  ó por  el 
Fiscal  del  partido,  en  el  término  de  ciento 
ochenta  días,  y convocará  á las  personas 
ignoradas  á quienes  pueda  perjudicar  la  ins- 
cripción solicitada,  por  medio  de  edictos 
que  se  fijarán  en  parajes  públicos  y se  in- 
sertarán tres  veces  en  el  Boletín  Oficial , á 
fin  de  que  comparezcan  si  quisieren  alegar 
su  derecho. 

Tercera.  Trascurrido  dicho  plazo,  oirá 
el  Tribunal  por  escrito,  sobre  las  reclama- 
ciones y pruebas  que  se  hubieren  presenta- 
do, al  Fiscal  y á ios  demas  que  hayan  con- 
currido al  juicio,  y en  vista  de  lo  que  ale- 
garen y calificando  dichas  pruebas  por  la 
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crítica  racional,  declarará  justificado  ó no 
ei  dominio  de  los  bienes  de  que  se  trate. 

Cuarta.  El  Fiscal  ó cualquiera  de  los  in- 
teresados, podrá  apelar  de  esta  providencia, 
y si  lo  hiciere,  se  sustanciará  el  recurso  por 
los  trámites  establecidos  para  los  incidentes 
en  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

Quinta.  Consentida  ó confirmada  dicha 
providencia,  será  en  su  caso  título  bastante 
parala  inscripción  del  dominio. 

Sexta.  Cuando  el  valor  del  inmueble  no 
excediera  de  750  pesetas,  será  verbal  la  au- 
diencia que  según  la  regla  tercera  debe  pres- 
tarse por  escrito  al  Fiscal  y á los  interesa- 
dos, y la  apelación,  en  su  caso,  seguirá  los 
trámites  establecidos  para  .estos  recursos  en 
los  juicios  de  menor  cuantía. 


Art.  404,  ley  Hipotecaria. 

RESOLUCIONES  DE  LA  DIRECCION 

tíeguu  la  doctrina  del  art.  404  de  la  ley  Hi- 
potecaria, las  inscripciones  de  posesión  no  per- 
judican en  ningún  caso  al  que  tenga  mejor  de- 
recho á la  propiedad  del  inmueble,  por  lo  cual 
no  deben  ser  obstáculo  para  que  se  inscriba  el 
titulo  de  este  último,  aunque  sea  de  fecha  ante- 
rior (Res.  I)ir.  Gen.  27  Enero  1880). 

Artículo  21(57. — Las  adquisiciones  de  do- 
minio de  bienes  inmuebles  ó derechos  rea- 
les, verificadas,  declaradas  ó reconocidas 
por  contratos  privados,  apeos  ó prorateos  de 
la  misma  especie,  ántes  de  la  publicación  de 
esta  ley,  podrán  inscribirse  con  sujeción  á 
las  reglas  siguientes: 

Primera.  Los  contrayentes  presentarán 
al  Registro  el  documento  que  deseen  ins- 
cribir, firmado  y rubricado  por  ellos,  con 
una  copia  del  mismo  en  papel  común,  firma- 
da también  de  su  puño. 

Segunda.  El  registrador  cotejará  dicha 
copia  con  su  original,  poniendo  en  aquélla 
la  nota  de  ser  conforme  con  éste,  si  lo  fue- 
re, y en  el  original  otra  nota  expresando  el  " 
día  y la  liora  de  su  presentación  en  el  Re- 
gistro. 


Tercera.  En  presencia  de  dos  testigos, 
que  tengan  las  condiciones  que  ■ para  los 
instrumentos  públicos  exige  la  ley  del  No- 
tariado, preguntará  el  registrador  á los 
contrayentes  si  se  ratifican  en  el  contrato 
celebrado  y reconocen  como  suyas  las  fir- 
mas puestas  en  él. 

Cuarta.  Si  los  contrayentes  respondieren 
afirmativamente,  el  registrador  certificará 
haberse  verificado  la  ratificación,  al  pié  de 
la  copia  del  documento,  expresando  los 
nombres,  edad,-  estado  y vecindad  de  los 
testigos,  y pondrá  una  nota  de  la  misma 
ratificación  y de  su  fecha  en  el  documento 
original. 

La  certificación  y la  nota  se  firmarán  por 
el  registrador  y los  testigos. 

Quinta.  En  seguida  se  extenderá  el 
asiento  de  presentación:  si  el  acto  devenga- 
re algún  derecho  fiscal,  por  no  serle  apli- 
cable la  exención  establecida  en  el  art.  2154 
(390  de  la  ley),  se  suspenderá  la  inscripción 
hasta  que  sea  satisfecho;  y si  no  lo  deven- 
gáis, se  verificará  ésta  desde  luego. 

Sexta.  El  documento  original  quedará 
archivado  en  el  Registro,  y la  copia  se  de- 
volverá al  interesado  con  la  nota  de  Regis- 
trado, etc. 

Sétima.  Si  el  registrador  al  examinar 
el  contrato  original  hallare  alguna  cláusula 
contraria  á las  leyes,  ó la  falta  de  alguti 
requisito  necesario  para  su  validez,  ó tal 
ambigüedad  ó confusión  en  sus  términos 
que  no  pueda  extenderse  la  inscripción  con 
claridad,  lo  devolverá  á los  interesados  para 
que  lo  reformen  si  quisieren.  Si  éstos  con- 
vinieren en  dicha  reforma  extenderá  el 
Registrador  una  anotación  preventiva,  si 
alguno  de  ellos  la  solicita:  si  no  convinie- 
ren. en  ella,  denegará  toda  inscripción  y 
asiento  del  documento.  Si  éste  no  contuvie- 
re alguna  de  las  circunstancias  que  deba 
expresar  la  inscripción,  ios  interesados  la 
harán  constar,  bien  extendiendo  un  nuevo 
contrato,  bien  presentando  una  nota  adicio- 
nal, firmada  por  ambos. 

ORÍGENES 

Art.  405,  ley  Hipotecaria. 


UEL  TRANSITO  DEL  ANTIGUO  RÉGIMEN  HIPOTECARIO  AI,  NUEVO 


Artículo  2168.—  Guando  los  contrayentes, 
por  documento  privado,  <5  alguno  de  ellos, 
no  residan  en  el  pueblo  del  Registro,  ó no 
quisieren  acudir  á él,  podrán  dar  á dicho 
documento  la  autenticidad  necesaria  para 
inscribir  el  dominio  de  los  bienes  á que  se 
refiera,  con  las  fonbalidades  siguientes: 
Primera.  Los  contrayentes  reconocerán 
sus  firmas  y se  ratificarán  en  su  contrato,  í 
en  la  iorma  expresada  eu  el  artículo  ante- 
rior, ante  el  Juez  municipal  del  domicilio  ■ 
de  cualquiera  de  ellos  ó del  lugar  en  que  \ 
radiquen  los  bienes,  su  Secretario  y dos 
testigos  hábiles  para  serlo  de  instrumentos 
públicos. 

Segunda.  El  Juez  municipal  podrá  ne- 
garse á autorizar  el  contrato  en  el  caso  ex- 
presado en  la  regla  sétima  del  artículo  pro- 
cedente. 

Tercera.  La  certificación  y la  nota  á que 
se  refiere  la  regla  cuarta  de  dicho  artículo, 
se  extenderán  por  el  secretario  del  juzgado 
en  la  forma  que  eu  él  se  previene,  y se  fir- 
marán por  el  Juez,  dicho  secretario  y los 
testigos,  sellándose  ambos  ejemplares  del 
documento  con  el  sello  del  juzgado. 

Cuarta.  Concluido  el  acto,  se  devolverán 
dichos  ejemplares  al  adquirente  del  inmue- 
ble 6 derecho  que  se  trate  da  inscribir. 

Quinta.  Presentados  estos  documentos 
en  el  Registro,  si  el  registrador  tuviere  al- 
guna duda  acerca  de  su  autenticidad,  prac- 
ticará las  diligencias  necesarias  para  com- 
probarla: si  hallare  alguna  de  las  faltas  ex-  j 
presadas  en  la  regla  sétima  del  artículo  an-  ¡ 
terior,  procederá  del  modo  que  en  ella  se 
previene;  y si  no  hallare  falta  alguna,  cum- 
plirá lo  dispuesto  en  las  reglas  quinta  y 
sexta  del  mismo  artículo. 

ORÍGENES 

.Art.  406,  ley  Hipotecaria. 

* 

Artículo  2169.— Cuando  los  contrayentes 
no  pudieren  ó no  quisieren  concurrir  re- 
unidos al  Registro  ni  al  Juzgado  municipal 
para  ratificarse  en  el  documento  privado 
que  se  trate  de  inscribir,  podrá,  sin  embar-  ¡ 
go,  cualquiera  de  ellos  obtener  la  inscrip- 


ción de  posesión  con  las  formalidades  si- 
guientes: 

Primera.  El  que  tenga  en  su  poder  el 
documento,  lo  presentará  al  registrador, 
acompañando  una  copia  en  papel  común, 
firmada  de  su  puño,  solicitando  verbalmen- 
te su  inscripción,  previo  el  correspondiente 
anuncio. 

Segunda.  Si  el  registrador  hallare  ad- 
misible el  documento  y conforme  la  copia 
con  su  original,  tomará  el  asiento  de  pre  - 
sentación y extenderá  tres  ejemplares  de  la 
minuta  de  la  inscripción  solicitada,  los  cua- 
les expondrá  al  público  en  su  propio  nom- 
bre, manifestando  haberse  pedido  dicha  ins- 
cripción por  documento  privado,  y convo- 
cando á los  que  tengan  derecho  á oponerse 
á ella  á que  se  presenten  á alegarlo  en  el 
término  de  treinta  días.  Estos  anuncios  se 
fijarán,  uno  á la  puerta  del  Registro,  otro 
en  el  pueblo  en  que  radiquen  los  bienes, 
aunque  sea  el  mismo  que  el  del  Registro, 
pero  en  el  paraje  en  que  se  acostumbre  fijar 
los  carteles  oficiales,  y el  último  en  el  pue- 
blo en  que  resida  ó hubiere  residido  el  otro 
contrayente,  si  fuere  conocido,  d en  el  lugar 
que  el  registrador  estime  más  adecuado. 

Guando  el  Gobierno  no  crea  suficientes 
estos  medios  de  publicidad,  podrá  disponer 
que  se  usen  ademas  cualesquiera  otros  que 
juzgue  convenientes. 

Tercera.  Si  el  documento  privado  que  se 
trate  de  inscribir  fuere  título  de  cancelación, 
se  publicarán  ademas  los  anuncios  en  el 
Boletín  Oficial  de  la  provincia  por  tres  ve- 
ces, con  intervalo  de  un  mes  de  una  á otra, 
y no  podrá  extenderse  la  inscripción  hasta 
que  hayan  trascurrido  ciento  ochenta  días 
desde  la  publicación  del  primer  anuncio  en 
dicho  Boletín,  sin  oposición  de  parte  legí- 
tima. 

Cuarta.  Si  trascurriere  el  término  de 
los  treinta  días  sin  hacerse  oposición  á la 
inscripción  solicitada,  la  extenderá  el  Re- 
gistrador en  Ja  forma  correspondiente,  po- 
niendo la  nota  de  Registrado,  etc. , previa 
convocatoria  y sin  Oposición,  on  ambos 
ejemplares  del  documento,  devolviendo  el 
original,  y archivando  la  copia. 
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( )„inta.  El  que  se  crea  indebidamente 
perjudicado  por  dicha  inscripción,  ó cual- 
quier otro  en  su  nombre,  si  el  interesado 
estuviere  impedido  ó ausente,  podrá  pre- 
sentarse en  el  Registro  oponiéndose  á ella 
v alegando  su  derecho,  en  cuyo  caso  el  re- 
gistrador, al  concluir  el  término,  suspen- 
derá diciia  inscripción,  poniendo  nota  mar- 
ginal de  la  suspensión  en  el  asiento  de  pre- 
sentación y devolviendo  el  documento  ori- 
ginal al  que  lo  haya  presentado. 

Sexta.  Suspendida  la  inscripción,  podrá 
el  que  la  hubiere  solicitado  deducir  contra 
el  opositor  la  acción  correspondiente,  ó pe- 
dir al  Juez  ó al  Tribunal  que  le  mande  for- 
mular su  demanda  en  un  breve  término,  y 
que  si  éste'  trascurriere  sin  presentarse  di- 
cha demanda,  ordene  la  inscripción  del  do- 
cumento privado. 

Sétima.  Entablado  el  pleito,  podrá  el 
Juez  ó el  Tribunal  disponer,  á petición  de 
parte,  la  anotación  preventiva  de  la  deman- 
da, si  ésta  fuera  de  las  comprendidas  en  el 
párrafo  primero  del  art.  1923  (42  de  esta  ley). 

Octava.  Si  el  poseedor  del  documento 
privado  lo  fuere  á la  vez  de  la  finca  ó de- 
recho y no  procediere  anotar  á su  favor  la 
demanda,  el  Juez  ó el  Tribunal  podrá  otor- 
garle, si  lo  pidiere,  la  anotación  preventiva 
del  documento  privado,  hasta  la  termina- 
ción del  litigio,  sin  perjuicio  de  conceder 
también  al  otro  litigante  la  anotación  pre- 
ventiva de  su  demanda,  si  fuere  procedente. 

Novena.  Los  honorarios  del  registrador 
por  la  publicación  de  las  minutas  de  ins- 
cripción serán  una  cuarta  parte  de  ios  cor- 
respondientes á la  misma,  cuando  éstos  no 
excedan  de  cinco  pesetas;  y cuando  exce- 
dan, dos  pesetas  y 50  céntimos  solamente. 

Si  la  inscripción  se  suspendiere  por  oposi- 
ción de  algún  interesado,  podrá  ei  registra- 
dor exigir  desde  luego  dos  pesetas  y 50  cén- 
timos de  honorarios,  que  se  tomará  en  cuen- 
ta, si  llegare  á extenderse  dicha  inscrip- 
ción, al  liquidar  los  que  correspondan  por 
ella  y la  publicación  de  las  minutas  según 
e.-das  reglas. 

ORÍ  CIENES 

Alt.  407,  Ioy  Hipotecaria. 


Artículo  2170.— Las  inscripciones  dn  do- 
cumentos privados  expresarán  el  procedi- 
miento que  se  hubiese  seguido  para  hacer 
constar  su  autenticidad  y validez. 

La  ratificación  de  los  contratos  privados 
ante  los  registradores  no  devengará  dere- 
chos. Por  la  que  se  verifique  ante  el  juez 
municipal  percibirá  el  secretario  un  dere- 
cho fijo  de  una  peseta. 

Los  documentos  privados  que  se  inscri- 
ban no  perjudicarán  á tercero  sino  desde 
la  fecha  de  su  inscripción;  pero  en  cuanto 
á los  contrayentes,  surtirán  su  efecto  desde 
sil  propia  fecha. 

ORÍliENES 

Art.  408,  ley  Hipotecarla. 

Artículo  2171. — Las  adquisiciones  de  do- 
minio de  bienes  inmuebles  ó derechos  rea- 
les, verificadas,  declaradas  ó reconocidas 
por  contratos  privados,  apeos  ó prorateos 
posteriores  al  dia  i.°  de  Enero  de  1863,  no 
pueden  ser  inscritas;  pero  los  referidos  con- 
tra tos.  privados,  apeos  ó prorateos  ' podrán 
presentarse  en  juicio  donde  fuere  necesario, 
á fin  de  que  los  contratantes  obtengan  eje- 
cutoria ó escritura  que  acredite  su  derecho, 
y pueda  éste  ser  inscrito. 

ORÍ  CENES 

Art.  409,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  2Í72.— El  poseedor  de  algún 
censo,  foro,  hipoteca  ú otro  derecho  real 
i impuesto  sobre  finca  cuyo  dueño  no  hubie- 
re inscrito  sil  propiedad  al  publicarse  esta 
ley,  y que,  requerido,  se  negare  á inscribir- 
la, podrá  solicitar  dicha  inscripción  por  los 
medios  que  se  expresarán  en  el  Reglamen- 
to para  la  ejecución  de  la  misma  ley,  ó los 
entablados  en  el  art.  2169  (407  de  la  ley),  fir- 
mando en  su  caso  la  declaración  da  bienes 
el  censualista  ó dueño  del  derecho  real  en 
nombre  del  propietario. 

El  dueño  de  la  finca  gravada  no  podrá  im- 
pugnar esta  inscripción,  sinó  solicitando  á 
la  vez  la  de  dominio,  con  la  presentación  del 
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título  correspondiente  ó testimonio  de  haber 
incoado  expediente  contradictorio  para  la 
declaración  judicial  de  dicho  dominio 
Guando  tengan  parte  en  el  dominio  di- 
recto de  una  finca  distintos  propietarios  en 
calidad  do  subíoradores  6 señores  mediane- 
ros,, podrá  cualquiera  de  ellos  exigir  la  ins- 


| cripeion  de  la  misma  finca,  juntamente  con 
i la  del  derecho  de  los  que  le  precedan  en  la 
i participación  del  directo,  si  ellos  por  sí  no 
lo  solicitaren. 

ORÍGENES 

I Art.  410,  ley  Hipotecaria. 


CAPÍTULO  III 


DE  LOS  LIBROS  DE  REGISTRO  DE  LAS  SUPRIMIDAS  CONTADURÍAS 
DE  HIPOTECAS,  Y SU  RELACION  CON  LOS  ABIERTOS  EN  VIRTUD  DE  LA  LEY 

DE  8 DE  FEBRERO  DE  1861  (1) 


Artículo  2173. — Los  asientos  contenidos 
en  los  libros  de  registro  existentes  en  las 
Contadurías  de  hipotecas  producirán  los 
electos  que  les  correspondan  según  la  legis- 
lación anterior  al  l.°  de  Enero  de  1863. 

Si  los  referidos  asientos  se  han  traslada- 
do ó se  trasladaren  á los  libros  [de  registro 
abiertos  con  arreglo  á lo  prescrito  en  la 
ley  de  8 de  Febrero  de  1861,  producirán 
los  efectos  que  la  misma  les  atribuye,  con 
las  modificaciones  establecidas  en  la  pre- 
sente. 

Si  al  trasladarse  los  asientos  á que  se  re- 
fiere el  párrafo  anterior  se  hubieren  toma- 
do algunas  de  sus  circunstancias  de  notas 


adicionales  presentadas  por  los  interesados, 
el  contenido  de  los  nuevos  asientos,  en  cuan- 
to se  refiera  á dichas  notas,  no  perjudicará 
á tercero. 

En  el  caso  de  que  la  nota  presentada  se 
refiriere  á los  linderos  de  una  finca  rústica, 
la  parle  del  asiento  relativo á la  misma  nota 
perjudicará  á los  dueños  de  los  terrenos  co- 
lindantes que  la  hubieren  firmado. 

ORÍGENES 

Art.  411,  ley  Hipotecaria. 

RESOLUCIONES  DE  LA  DIRECCION 

Las  inscripciones  y asientos  contenidos  en  los 


(1)  EXPOSICION  DE  MOTIVOS: 

De  los  libros  de  Registro  anteriores  k la  ley, 
y dk  su  relación  con  los  nuevos.— Ninguna  pre- 
caución debe  parecer  excesiva  para  conservar  la  in- 
tegridad de  los  Registros  hoy  existentes,  cerrarlos 
y hacer  el  tránsito  del  antiguo  al  nuevo  sistema  or- 
denadamente y de  modo  que  estén  en  relación  los 
libios  corrientes  en  ia  actualidad  y los  que  han  de 
abrirse, 

La  Comisión  ha  adoptado  al  efecto  las  disposicio- 
nes que  ha  creído  necesarias,  prefiriendo  parecer 
nimiamente  escrupulosa , á poder  ser  tachada  de 
poco  previsora.  A eso  ha  destinado  el  ultimo  titulo 
del  Proyecto,  cuyas  disposiciones  son  otras  tantas 
garantías  de  la  fidelidad  coít  que  se  trasmitirán  de 
unas  á,  otras  manos  los  Registros. 

Ha  excluido  la  Comisión  de  exponer  los  funda- 
mentos del  Proyecto.  -Sin  pretensiones  de  amor  pro 


pío,  sin  alarde  de  las  largas  tareas  en  que  se  ha  em- 
peñado para  hacer  una  obra  aceptable,  los  presenta 
al  Gobierno  como  fruto  de  sus  estudios,  de  sus  dis- 
cusiones, y de  la  experiencia  de  los  individuos  que 
la  componen.  Tiene,  sin  embargo,  la  profunda  con- 
vicción de  que  si  se  acepta  el  Proyecto,  será  un 
gran  progreso  en  nuestras  instituciones  civiles,  pre- 
cursor de  otros  que,  dando  unidad  á nuestro  dere- 
cho en  todas  las  divisiones  territoriales,  aproximen 
]á  época  en  que  llegue  á ser  una  verdad  el  principio 
escrito  en  ia  Constitución  de  que  un  solo  Código  ci- 
vil rija  en  toda  la  monarquía. — Madrid  6 de  Junio 
de  1860. — Manuel  Cortina,  presidente.— Pedro  Gó- 
mez de  la  Serna. — Manuel  García  Gallardo.— Fran- 
cisco de  Cárdenas. — Pascual  Bayarri. — José  de 
Ibarra.—  Juan  González  Ace  vedo.— Alejandro  Diaz 
Zafra,  secretario. 
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Registros  anteriores  al  1."  de  Enero  de  1863 
surten,  en  cuanto  á los  derechos  quede  ellos 
consten,  todos  los  efectos  de  las  inscripciones 
posteriores  á la  citada  fecha,  aunque  dichos 
asientos  carezcan  de  algunos  de  los  requisitos 
que  para  su  validez  exige  la  ley  Hipotecaria  y 
rio  se  lleguen  á trasladar  á los  libros  ó Regis- 
tros modernos.  Los  derechos  inscritos  no  se  ex- 
tinguen con  arreglé  al  art.  77  de  la  ley,  respec- 
to á tercero,  sino  por  su  cancelación  ó por  la 
trasferencia  del  dominio  ó derecho  real  inscrito 
á favor  de  otra  persona  (Res.  Dir.  Cien.  26  Julio 
1866). 

3egun  la  doctrina  del  art.  411  de  la  ley  íli- 
potecariay  el  307  de  su  Reglamento,  los  asi  en- 
tos practicados  en  los  antiguos  Registros  pro- 
ducen todos  sus  efectos,  aunque  carezcan  de  los 
requisitos  que  bajo  pena  de  nulidad  exigen  los 
artículos  9.a  y 13  de  la  ley,  y no  se  lleguen  á 
trasladar  á los  modernos  Registros. 

Que  uno  de  los  efectos  de  dichas  inscripcio» 
r.iones  consisto  en  reputarse  válidas  y subsis- 
tentes, aun  adoleciendo  de  algurr  vicio  de  nuli- 
dad, miéntras  por  alguno  de  los  motivos  con- 
signados en  la  ley  no  se  cancelen,  lo  que  sólo 
puede  llevarse  á cabo  en  virtud  de  sentencia 
ejecutoria  ó de  algún  documento  auténtico  en 
el  que  exprese  su  consentimiento  para  la  cance- 
lación la  persona  á cuyo  favor  se  hubiese  hecho 
la  inscripción  ó sus  causa-habientes  ó represen- 
tantes legitimos;  una  vez  establecidos  por  la  ley 
como  únicos  los  medios  indicados  anterior- 
mente para  obtener  la  cancelación  de  un  asiento, 
por  adolecer  de  algún  vicio  de  nulidad,  quedó 
virtualmente  excluido  cualquiera  otro,  incluso 
las  resoluciones  dictadas  en  la  vía  administra- 
tiva, según  ha  declarado  este  Centro:  cuya  in- 
competencia es  notoria  en  este  caso  desde  el 
momento  en  que  existe  oposición  para  la  cance- 
lación, porque  según  el  art.  83  de  la  ley  Hipo- 
tecaria, estas  reclamaciones  corresponden  á los 
Jueces  y Tribunales  en  el  correspondiente  jui- 
cio (Res.  Dir.  Gen.  23  Julio  1877). 

Es  doctrina  inconcusa  de  la  ley  Hipotecaria, 
expresamente  consignada  en  el  art.  411  de  la 
misma  y 307  de  su  Reglamento,  y con  repetición 
declarada  por  este  Centro,  que  los  asientos  ex- 
tendidos en  los  Registros- de  la  antigua  Conta- 
duría deben  reputarse  válidos  y subsistentes  en 
todo  su  contenido  miéntras  en  debida  forma  no 
se  cancelen,  por  cuya  razón  procede  ilegalmen- 
te el  registrador  al  negar  la  inscripción  de  una 
escritura,  por  suponer  que  los  asientos  antiguos 


son  nulos  en  alguna  parto,  toda  vez  qtíe  ñaue 
halla  en  sus  atribuciones  el  prescindir  en  todo 
ni  en  parte  del  contenido  de  ningún  asiento. 

El  que  en  1821  se  reputase  como  inmediato 
sucesor  á una  hija  del  actual  poseedor,  no  se 
opone  á que  en  1861  se  considerara  como  suce- 
sor inmediato  á un  hijo  del  mismo,  atendido  el 
carácter  provisional  que  tiene  la  designación  del 
sucesor  inmediato  de  un  mayorazgo  durante 
la  vida  de  aquel  (Res.  Dir.  Gen.  16  Marzó  1880). 

■ Artículo  2174. — Si  existiere  algún  libro 
de  los  expresados  en  el  primer  párrafo  del 
artículo  anterior,  que  no  se  hubiese  cerra- 
do con  arreglo  á lo  prescrito  en  la  ley  de 
8 de  Febrero  de  1861,  se  cerrará  con  las  for- 
malidades siguientes: 

Primero.  El  registrador  que  encontrare 
algún  libro  de  dicha  clase,  lo  pondrá  en  co- 
nocimiento del  delegado  para  la  inspección 
del  Registro,  quien  dictará  por  sí,  ó previa 
consulla  del  Presidente  de  la  Audiencia  del 
distrito,  si  lo  estima  necesario,  las  providen- 
cias correspondientes  para  asegurarse  de 
que  es  uno  de  los  que  se  llevaban  en  la  Con- 
taduría de  hipotecas,  y para  averiguar  el 
motivo  de  no  haberse  cerrado  cuando  lo 
fueron  los  demas;  y si  resulta  la  certeza  del 
primer  extremo,  señalará  día  para  queso 
cierre  el  expresado  libro,  sin  perjuicio  de 
acordar  acerca  del  segundo  extremo  lo  que 
procediere. 

Segunda.  A la  diligencia  de  cierre  asis- 
tirán el  mismo  delegado,  el  registrador  y el 
último  contador  de  hipotecas,  si  existiere  en 
el  pueblo  del  Registro;  y si  no  fuese  así,  ó 
el  último  contador  lo  hubiere  sido  el  regis- 
trador, asistirá  también  el  representante  del 
Ministerio  fiscal. 

Tercera.  El  registrador  y el  contador,  ó 
el  fiscal  en  su  caso,  pondrán  á continuación 
del  último  asiento  extendido  en  el  libro  una 
certificación  en  que  conste: 

Primero.  Cuál  es  el  último  asiento. 

Segundo.  El  número  total  de  folios  que 
contenga  el  libro. 

Tercero.  Cuántos  dé  estos  folios  resul- 
tan inscritos,  y cuántos  en  blanco. 

Cuarto.  El  número  de  hojas  que  hubie- 
re con  claros  entre  unos  y otros  asientos,  ó 


f>EL  TRÁNSITO  DEl 


antiguo  régimen  hipotecario  al  nuevo 


587 


no  acabados  de  llenar,  ó expresión  de  no  1 
hallarse  ninguna  de  dichas  circunstancias.  ' 

Quinto.  El  numero  de  asientos  que  hu- 
biere en  cada  una  de  dichas  hojas. 

. Cuarta.  Las  hojas  en  blanco  y los  claros 
que  se  hallen  en  las  escritas  se  inutilizarán 
de  modo  que  no  se  pueda'  volver  á hacer  en 
ellas  ningún  asiento. 

Quinta,  fei  el  libro  fuese  de  índice,  se 
cerrará  poniendo  el  registrador,  ó el  fiscal 
en  su  caso,  á continuación  del  último  asien- 
to hecho  por  el  contador  que  lo  hubiere  lle- 
vado, una  certificación  expresiva  de  las  cir- 
cunstancias comprendidas  en  los  números 
primero,  segundo  y tercero  de  la  regla  ter- 
cera, inutilizando  las  hojas  en  blanco  y los 
claros,  conforme  á lo  dispuesto  en  la  regla 
anterior. 

Sexta.  El  delegado  sellará  con  elsello 
del  Juzgado  ó del  Tribunal  todas  las  hojas 
escritas,  y dictará  un  auto  aprobando  la  di- 
ligencia, que  se  escribirá  á continuación  de 
la  certificación  de)  registrador  ó fiscal. 

OH  í GENES 

Art.  412,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  2175. — Los  registradores  que  no 
hubieren  completado,  reformado  ó hecho  de 
nuevo,  si  hubiere  sido  necesario,  los  índi- 
ces existentes  en  los  Registros  de  las  res- 
pectivas contadurías  de  hipotecas,  deberán 
verificarlo  en  el  término  de  sesenta  días, 
contados  desde  la  publicación  de  esta  ley;  y 
si  no  lo  cumplieren,  será  esta  falta  un  mo- 
tivo suficiente  para  poder  acordar  la  remo- 
ción del  cargo  de  Registrador. 

Durante  el  referido  término  de  los  sesen- 
ta días  continuarán  los  registradores  ex- 
presados en  el  párrafo  anterior  haciendo 
anotaciones  preventivas  por  falta  de  índices, 
con  sujeeion  á las  disposiciones  vigentes  a 
publicarse  la  presente  ley. 

El  término  de  los  sesenta  días  podrá  pro- 
rogarse por  el  Gobierno  respecto  de  los  re- 
gistradores que  justifiquen  imposibilidad 
material  de  cumplir  lo  dispuesto  en  el  pár- 
rafo anterior. 


ORÍGENES 

Art,  413,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  2176. — Las  inscripciones  exten- 
didas en  los  libros  antiguos  que  no  hayan 
sido  trasladadas  á los  nuevos,  podrán  can- 
celarse por  medio  de  notas  marginales  pues- 
tas en  ellas. 

Si  se  han  trasladado  á los  nuevos  libros, 
se  verificará  la  cancelación  con  arreglo  á lo 
prescrito  en  la  presente  ley,  y en  el  asiento 
del  antiguo  libro  se  pondrá  una  nota  expre- 
sando la  cancelación  y el  libro  y folio  en  que 
se  halle. 

ORÍGENES 

Art.  414,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  2177. — Si  el  asiento  extendido  en 
los  antiguos  libros,  que  deba  cancelarse  por 
la  nota  marginal  expresada  en  el  artículo 
anterior,  fuere  de  un  derecho  real,  y la  ins 
eripcion  de  dominio  de  la  finca  á que  afecte 
el  referido  derecho  estuviere  también  en  los 
libros  antiguos  sin  haberse  trasladado  álos 
■ nuevos,  la  nota  expresiva  de  la  cancelación 
i deberá  ponerse  al  margen  del  asiento  de  do  - 
minio  y al  del  derecho  real,  si  se  encontra- 
ren separados. 

Si  la  inscripción  del  dominio  déla  linca 
gravada  se  hubiere  verificado  en  los  nuevos 
libros  de  Registro,  existiendo  en  los  anti- 
guos la  del  derecho  real,  podrá  hacerse  la 
cancelación  á continuación  de  aquella  ins- 
cripción de  dominio,  expresándose  en  un 
solo  asiento  la  existencia  del  derecho  real 
y su  cancelación,  sin  perjuicio  de  ponerse 
en  el  libro  antiguo  la  nota  prevenida  eri  el 
segundo  párrafo  del  artículo  anterior. 

En  el  caso  deque  la  inscripción  de  domi- 
nio de  la  finca  gravada  no  se  hubiere  hecho 
ni  en  los  antiguos  ni  en  los  nuevos  libros,  y 
apareciere  en  los  primeros  la  del  derecho 
real  objeto  de  la  cancelación,  se  pondrá  en 
ésta  una  nota  marginal  que  producirá  los 
efectos  de  la  anotación  preventiva  mientras 
se  obtiene  aquella  inscripción  de  dominio. 
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ORÍGENES 

Art.  415,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  2178. — En  toda  inscripción  , ano- 
tación preventiva  ó cancelación  que  se  haga 
en  los  nuevos  libros,  de  finca  ó derecho  ins- 
crito bajo  cualquier  concepto  en  los  libros 
antiguos,  se  citará  el  número,  folio  y nom- 
bre del  libro  en  que  se  halle  dicho  asiento. 


Los  asientos  que  se  hagan  en  los  nuevos 
libros,  relativos  á fincas  <5  deréchos  inscri- 
tos en  los  libros  antiguos,  conterifiWn  la 
cita  expresada  on  el  párrafo ' anterior,  ade- 
mas de  la  que  correspoñdá  á ios  libros 
nuevos. 

ORÍGENES 

Art.  416,  ley  Hipotecaria. 


TÍTULO  XXIV 


r>E  LOS  CONTRATOS  innominados 


Articulo  2179. — Son  válidos  los  contratos 
celebrados  entre  las  partes  áun  cuando  ca- 
rezcan de  denominación  jurídica  especial. 

Los  contratos  innominados  pueden  con- 
sistir: 

1. *  En  que  una  de  las  partes  se  obligue  á 
entregar  una  cosa  en  cambio  de  otra  que  ha 
de  recibir. 

2. *  En  que  una  de  las  partes  se  obligue  á 
entregar  una  cosa  (con  tal  que  no  sea  dine- 
ro contado)  en  cambio  de  un  hecho  que  la 
otra  ha  de  ejecutar. 

3. °  En  que  una  de  las  partes  se  obligue á i 
ejecutar  un  hecho  en  cambio  de  una  cosa  ¡ 
que  ha  de  recibir  de  la  otra. 

4. °  En  que  una  de  las  partes  se  obligue 
á ejecutar  un  hecho  en  cambio  de  otro  que 
ha  de  ejecutarse  por  la  otra  parte. 

ORÍGENES 

Ley  5.a,  tít.  VI,  Partida  5.a 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  en  parte  con:  párr.  l.°,  arfc.  1107 
Cód.  Francia.  - Ley  5.a,  tít.  V,  lib.  XIX  Digesto. 

JURISPRUDENCIA 

No  tiene  aplicación  la  ley  5.J,  tít.  VI,  Parti- 
da 5.a,  cuando  no  se  trata  de  obligaciones  de 
hacer  ni  de  contratos  innominados,  sino  de  con- 
tratos especiales  y determinados  que  constan 
en  escritura  pública,  que  es  su  ley  (Scnt.  18 
Junio  1862). 

La  ley  5.a,  tít.  VI,  Partida  5.a,  que  trata  de 
loa  pleitos  que  son  llamados  en  latín  contratos 

Tomo  II 


innominados  que  han  semejanza  con  el  cam 
bio,  no  establece  ni  podía  establecer  que  estu- 
viesen limitados  á los  ejemplos  que  contiene 
todos  los  convenios  que  sin  un  nombre  espe- 
cial y determinado  pueden  celebrarse  (Scnt.  8 
Mayo  1862). 

La  ley  5/  citarla,  al  describir  las  cuatro  cla- 
ses de  contratos  innominados,  manifiesta  clara- 
mente que  todos  ellos  han  de  versar  sobre  cosas 
ó hechos  que  respectivamente  han  de  claró  eje- 
cutar ambas  parles  contratantes,  pero  no  sobre 
dinero,  á no  ser  en  el  concepto  único  de  verda- 
deros honorarios  (Scnt.  22  Diciembre  1860). 

En  virtud  del  contrato  doy  para  que  ¡tarjas, 
no  se  puede  exigir  el  pago  do  corretajes,  porque 
éstos  no  tienen  el  carácter  de  honorarios  (Sen- 
tencia 22  Diciembre  1866). 

Las  leyes  de  Partida  referentes  á los  contra- 
tos innominados  no  son  aplicables  á los  contra- 
tos que  tienen  nombre  en  derecho  (Sentencia  24 
Enero  1868). 

No  se  desconoce  la  validez  y eficacia  del  con- 
trato innominado  Fado  ut  des,  cuando,  á virtud 
de  las  pruebas  documentales  y testificales  su- 
ministradas por  las  partes  cuya  apreciación  no 
ha  sido  impugnada,  se  declara  que  no  ha  exis- 
tido tal  contrato,  faltando  el  derecho  para  su- 
ponerlo ó presumirlo  (3ent.  21  Enero  1873). 

COMENTARIO 

Ademas  de  los  contratos  que  por  la  ley  ó la 
costumbre  reciben  una  denominación  especial, 
pueden  celebrarse  válidamente  todas  las  con- 
venciones que  no  sean  opuestas  á la  moral  y a 
las  leyes,  por  más  que,  según  consignamos  en 
este  artículo,  dichas  estipulaciones  carezcan  do 
un  nombre  jurídico  especial. 

Estos  contratos  innominados  pueden  ser,  y son 
en  efeoto,  numerosos,  pero  pueden  reducirse  á 
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cuatro  fórmulas  que  los  romanos  distinguieron 
con  las  palabras:  do  ut  des  ¡doy  para  que  des), 
do  ut  [acias  (doy  para  que  hagas),  fado  ut  des 
(hago  para  que  des),  fadout  fadas  (hago  para 
que  hagas). 

La  ley  de  Partida  referente  á los  contratos 
innominados  dice:  «Contratos  innominatos,  en 
latín,  tanto  quiere  dezir,  en  romance,  como 
pleytos,  ó posturas  que  los  ornes  ponen  entre  si 
ó que  non  han  nomes  señalados:  é son  quatro 
manera  de  ellos. La  primera  es,  quando  da  su 
cosa  por  otra:  esle  es  cambio,  de  que  fablamos 
en  las  leyes  antes  desta  (sobre  permuta).  La 
segunda  es,  quando  alguno  da  su  cosa  á otro 
(solo  que  non  le  den  dineros  contados)  porque 
le  faga  otra  por  ella.  Ca  estonce  dezimos  que 
si  aquel  non  cumpliesse  lo  que  prometió,  en  su 
escogencia  es  del  otro  de  demandarle  la  cosa 
que  le  dio  por  esta  razón,  ó quel  peche  los  da- 
ños  é los  menoscabos  que  porende  rescibió:  los 
cuales deuen  ser  creydos  con  su  jura,  é con  es- 
timación del  Juzgador.  La  tercera  es,  quando 


algún  orne  faze  á otro  alguna  cosa  señalada, 
porque  le  dé  otra:  ca  si  después  que  la  ouiesse 
fecha,  non  le  diesse  aquella  que  le  auia  prome- 
tido puédela  demandar  como  en  razón  de  en- 
gaño: é deuele  ser  pechada,  con  los  daños  ó 
los  menoscabos  assi  como  de  suso  diximos.  La 
quarta  es,  quando  algún  ome  face  alguna  cosa 
á otro,  por  que  le  faga  aquel  á quien  la  faze, 
otra  porella.  En  esta  razón  dezimos,  que  quan- 
do alguna  de  las  partes  fizo  lo  que  deuia,  que 
puede  demandar  á la  otra  quel  compla  lo  que 
le  deuia  fazer,  ó quel  peche  los  daños  é los  me- 
noscabos,  que  recibió  por  esta  razón:  los  qua- 
les  deuen  ser  estimados  segund  sobredicho  es.» 

Téngase  presente  que  siendo  por  la  ley  1.a, 
tít.  I,  Iib.  X de  la  Nov.  Rec.,  obligatoria  y exi- 
gible  toda  promesa,  ha  cesado  la  facultad  que 
con  arreglo  á las  leyes  romanas  y á las  de  Par- 
tida tenía  el  contrayente  que  no  quería  cumplir 
el  convenio,  de  separarse  de  lo  pactado  pagando 
al  otro  los  perjuicios  que  se  le  ocasionaren.  Tal 
es  la  opinión  de  los  más  ilustres  jurisconsultos. 


TÍTULO  XXV 


DE  LAS  OBLIGACIONES  QUE  SE  CONTRAEN  SIN  CONVENCION 


CAPITULO  PRIMERO 

DE  LOS  C U A S I - C 0 NT  RATOS 
SECCION  PRIMERA 


Articulo  2180. — La  gestión  ó administra- 
ción voluntaria  llevada  a'  cabo  poruña  per- 
sona , sin  mandato  expreso,  por  razón  de 
amistad  ó parentesco,  en  los  bienes  y nego- 
cios de  un  ausente  que  los  dejó  abandonados, 
produce  derechos  y obligaciones  de  una  y 
otra  parte,  con  arreglo  á lo  que  se  prescribe 
en  los  artículos  siguientes. 

ORÍGENES 

Ley  26,  tít.  XII,  Partida  5.a 

CONCORDANCIAS 

Contienen  sustancialmente  análoga  disposi- 
ción los  artículos  1372,  Cód.  Francia. — 1390 
Holanda, —1141  Italia.— 1723  Portugal.— Artí- 
culo 2.°,  lib.  IV,  cap.  XIII,  Daviera. — 1039  Aus- 
tria.— 1024  Vaud.  — 1120  Neufchatcl.  — 1251 
Valais. — 1349  Friburgo. — 2274  Luisiana. — 1331 
llolivia. — Párrafo  l.“,  lít.  XXVIII,  lib.  III,  Ins- 
tituciones.—Ley  5.a,  tít.  VII,  lib.  XLIV,  Digesto. 

JURISPRUDENCIA 

Para  que  tenga  lugar  la  administración  de 
bienes  ajenos  sin  orden  del  dueño,  ó lo  que  es 
lo  mismo,  la  gestión  de  negocios,  es  indispen- 


sable que  aquellos  se  hallen  abandonados,  bien 
por  ausencia  ó negligencia  de  éste,  ó bien  por 
su  enfermedad  ó incapacidad,  según  la  ley  29, 
tít.  XII,  Partida  5.a  (Scnt.  2(1  Febrero  1867). 

No  puede  calificarse  de  convención  la  gestión 
de  negocios,  pues  aunque  de  ésta  nace  una  obli- 
gación-recíproca  entre  el  dueño  del  negocio  y el 
ü que  ha  cuidado  de  él  sin  que  aquél  lo  supiera, 
no  es  materia  de  convención,  toda  vez- que  para 
que  ésta  tenga  lugar  es  indispensable  el  mutuo 
consentimiento  de  las  personas  que  la  celebren 
(Sent.  24  Abril  1867). 

No  habiendo  una  verdadera  gestión  de  nego- 
cios, no  tiene  aplicación  la  ley  26,  tít.  XII,  Par- 
tida 5.*  (Sent.  5 Junio  1874). 

COMENTARIO 

Después  de  estudiadas  las  obligaciones  que 
nacen  de  convención  ó pacto  celebrado  entre  dos 
ó más  personas,  fáltanos  tratar  de  las  que  no 
tienen  ese  origen,  esto  es,  de  los  cuasi-contra- 
tos. 

Defínelos  el  proyecto  de  Código  diciendo  que 
son  «los  hechos  lícitos  y puramente  volunta- 
rios, de  los  que  resulta  obligado  su  autor  para 
con  un  tercero,  y á veces  una  obligación  recí- 
proca entre  las  dos  partes.»  Escriche  dice  lo 
mismo,  añadiendo  que  tales  hechos  han  do  te- 
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ner  lugar  «sin  mediar  convención  ni  pacto 
expreso. » 

AI  decirse  hechos  lícitos,  dístinguense  esta 
ciase  do  obligaciones  de  las  que,  siendo  produ- 
cidas por  un  hecho  ilícito  constitutivo  do  delito 
ó culpa,  comunmente  se  dice  que  nacen  del  de- 
lito ó cnasi-delíto. 

El  fundamento  de  los  euasi-contratos  es  la 
voluntad  presunta  interpretada  por  motivos  de 
piedad  ó mediante  un  hecho  obligatorio.  La  ley 
admite  ose  consentimiento  presunto  y convierte 
en  obligaciones  algunos  hechos,  fundándose  en 
principios  morales,  do  justicia  absoluta,  por  Lo- 
dos reconocida;  tales  sonreí  hacer  con  los  demas 
lo  que  quisiéramos  se  hiciere  con  nosotros  mis- 
mos, el  de  reparar  los  daños  que  se  ocasionen, 
el  de  consentir  en  lodo  lo  que  nos  sea  útil,  el 
de  no  enriquecerse  con  perjuicio  de  otro,  y por 
último  el  de  sujetarse  á las  consecuencias  una 
vez  aceptados  los  hechos  que  pudieran  produ- 
cirlas. 

Varias  especies  de  euasi-contratos  pudieran 
citarse;  pero  los  más  principales,  señalados  por 
los  autores  como  mencionados  con  más  ó menos 
claridad  en  nuestras  leyes,  son:  primero,  la  ad- 
ministración de  bienes  ajenos  sin  mandato  de  su 
dueño;  segundo,  la  paga  de  lo  indebido;  tercero, 
la  comunión  de  bienes  no  procedente  del  con- 
trato de  sociedad;  cuarto,  la  adición  de  la  heren- 
cia: quinto,  la  administración  de  la  tutela  ó cu- 
raduría. 

El  primer  cuasi-contrato,  llamado  por  loa  ro - 
manos  uegoliorum  (¡eslío,  se  halla  definido  en 
nuestro  artículo.  Según  lo  proscrito  en  61,  toma- 
do de  la  ley  de  Partida,  son  requisitos  necesa- 
rios para  que  tenga  Jugarla  gestión  de  negocios: 
primero,  el  que  éstos  hayan  sido  abandonados 
por  ausencia,  negligencia,  incapacidad  ó enfer- 
medad de  su  dueño;  segundo,  que  no  medio 
mandato  do  este,  pues  en  caso  contrario  habría 
convención  y dejaría  de  sor  cuasi-contrato;  ter- 
cero, que  el  gestor  proceda  por  razones  de 
amistad  ó parentesco.  En  los  siguientes  artícu- 
los veremos  lo  que  sobre  la  gestión  do  negocios 
ajenos  establecen  nuestras  loyes. 

Nada  decimos  aquí  del  segundo  cuasi-con- 
trato, ó sea  la  paga  do  lo  indebido,  porque  la 
hemos  de  estudiar  á continuación  de  aquélla. 

La  comunión  de  bienes  procedente,  no  de  pac- 
to ni  convención  exprosa,  sinó  do  habar  obteni- 
do varias  personas  una  misma  cosa  en-  común, 
ya  por  herencia,  legado  ó cualquier  otro  título, 
produce  obligaciones  recíprocas  entre  los  con- 
dueños, por  las  cuales  quedan  éstos  sometidos 


á consentir  la  partición  desde  el  momento  quo 
uno  de  ellos  la  reclame.  Esta  comisión  de  dife- 
rentes dueños  es  casi  siempre  fuente  de  discor- 
dias y semillero  do  litigios,  razón  por  la  cual  el 
■ legislador,  con  el  fin  de  evitarlos,  dispuso  se 
' proceda  a partición  de  bienes  entre  los  comu- 
neros cuando  haya  uno  que  así  lo  pida,  sin  que 
los  demas  puedan  oponerse  á ello.  .La  comunión 
de  bienes  no  es  convencional,  pues  no  dimana 
de  contrato  ni  de  delito,  sinó  de  un  hecho  lícito, 
por  cuya  razón  se  halla  comprendida  entre  los 
euasi-contratos. 

Lo  mismo  decimos  de  la  adición  de  la  heren- 
cia por  la  cual  queda  obligado  el  heredero  que 
la  acepta  á satisfacer  á los  acreedores  testamen- 
tarios las  mandas  y legados  hechos  por  el  tes- 
tador; mas  no  debe  confundirse  esta  obligación 
con  la  de  pagar  A los  acreedores  hereditarios 
las  deudas  contraídas  por  el  difunto,  porque 
esto  no  procede  de  cuasi-contrato,  sinó  de  una 
convención  expresa,  que  con  la  herencia  se  tras- 
mite. 

El  último  cuasi-contrato  de  los  citados  es  la 
administración  de  la  tutela  y curaduría,  que, 
como  dicen  las, Sres.  La  Serna  yMontalvan,  más 
que  de  la  voluntad  presunta,  dimana  de  una 
necesidad  legal.  Produce  dos  acciones,  una  di- 
recta, que  compete  al  pupilo  para  pedir  cuentas 
al  tutor  acabado  su  cargo,  y otra  llamada  con- 
traria, que  correspondo  al  tutor  por  los  gastos 
hechos  en  los  bienes  y negocios  del  pupilo. 

Tanto  de  este  cuasi-contrato  como  de  los  dos 
anteriores  hemos  hablado  con  la  debida  exten-, 
sioñ,  y por  esto  en  las  secciones  de  este  ca 
pítulo  sólo  trataremos  de  los  dos  primeros:  la 
gestión  de  negocios  y la  paga  de  lo  indebido. 

Artículo  2181.— El  que  se  encarga  volun- 
tariamente de  la  agencia  ó administración 
de  los  negocios  ó bienes  de  otro  sin  su  man- 
dato ni  conocimiento  contrae  la  obliga- 
ción de  darle  cuentas  y entregarle  los  fru- 
tos producidos,  reintegrándose  de  los  gas- 
tos y mejoras  hechos. 

ORÍGENES 

Ley  26,  tít.  XII,  Partida  5.:‘ 

I 

CONCORDANCIAS 

i Concuerda  en  parto  con:  Arts.  1375  Código 


de  Las  obligaciones 
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Franpia.— 1042  Austria.— 1393  Holanda.— Pár- 
rafo 2:°,  cap.  XIII,  lib.  IV,  Baviera.— 1144 Italia. 

—1724  y 1725,  con  modificaciones,  Portugal. 

1027  Vaud. — 1123  Neufchatel. — 1254  Valais.— 
1351  Friburgo. — 2278  Lnisiana. — Leyes  2-a,  3.a, 
10,  22  y 45,  tít.  V,  lib.  III,  Digesto. 

JURISPRUDENCIA 

El  que  administra  caudales  ajenos  está  obli- 
gado á dar  cuenta  justificada  de  su  inversión;  y ' 
este  deber  es  todavía  más  eficaz  si  se  ha  consig- 
nado en  escritura  pública,  ó procede  de  estatu- 
tos ó constituciones  á que  se  somete  el  que 
jicepta  un  cargo  que  tal  obligación  produce 
(Sent.  13  Diciembre  1867). 

COMENTARIO 

En  el  presente  artículo  se  hallan  consignadas 
las  obligaciones  recíprocas  que  produce  el  cuasi- 
contrato de  gestión  de  negocios  ajenos.  El  ges- 
tor que  administra  los  bienes  de  otro  volunta-  ■ 
riamente  y sin  su  mandato  expreso  no  pue- 
de retener  nada  en1  su  poder  de  tales  bienes 
bajo  ningún  concepto,  sinó  que  por  el  contra- 
rio está  obligado  á entregarlos  al  dueño  con  to- 
dos los  frutos  que  hayan  producido,  dándole 
ademas  cuentas  de  su  administración;  pero  á la 
vez  el  dueño  debe  pagar  al  gestor  los  gastos  y 
mejoras  que  haya  hecho  en  los  bienes  adminis- 
trados, pues  no  es  justo  que  éste  pierda  lo  in- 
vertido en  utilidad  de  aquél. 

Artículo  2182. — Lo  mismo  deberá  obser- 
varse cuando  los  bienes  voluntariamente 
administrados  por  una  persona  pertenecie* 
ren  á un  incapacitado  cuyo  tutor  ó curador 
se  hubiere  ausentado  sin  dejarlos  encomen- 
dados á otro,  ó fuere  negligente  en  su  ad- 
ministración. El  gestor  deberá  en  este  caso 
dar  cuentas  y entregar  los  frutos  produci-  ; 
dos  al  dueño  ó curador  que  á la  vez  están 
obligados  á satisfacer  á aquél  los  gastos  oca- 
sionados. 

ORÍGENES 

Ley  27,  tít.  XII,  Partida  5.‘ 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  con  la  ley  6.",  tít.  V,  lib.  III,  Di- 
gesto. 


COMENTARIO 

La  ley  27,  tít.  XII,  Partida  5.a,  hace  extensiva 

doctrina  consignada  en  los  artículos  anterio- 
res al  caso  en  que  un  tutor  ó curador  sea  ne- 
gligente ó deje  abandonados  los  bienes  y nego- 
cios de  au  pupilo.  El  amigo  ó pariente  que  los 
administro  debe  dar  cuentas  y entregar,  una 
vez  acabada  su  administración,  los  bienes  y 
frutos  al  dueño  ó tutor,  los  cuales  están  obliga- 
dos también  á reintegrar  al  gestor  de  los  gas- 
tos y mejoras. 

Artículo  2183. — Entiéndese  por  gastos 
que  deben  pagarse  al  gestor  que  obró  de  bue- 
na fe  por  el  dueño  de  la  cosa  administrada, 
no  siendo  huérfano  menor  de  catorce  años, 
los  necesarios  y útiles,  bien  sojuzguen  útiles 
al  principio,  aunque  luego  dejen  de  serlo, 
bien  lo  sean  en  todo  tiempo. 

Cuando  el  dueño  de  los  bienes  administra- 
dos fuere  menor  de  catorce  años,  sólo  está 
obligado  á satisfacer  al  gestor  los  gastos 
necesarios  y los  que  sean  útiles,  mas  no  los 
que,  parcciéndolo,  no  lo  fueren  luégo;  éstos 
deben  ser  satisfechos  por  el  curador  con  sus 
bienes  propios. 

orígenes 

Ley  28,  tít.  XII,  Partida  5.'1 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  con;  leyes  10,  22  y 37,  tít.  V,  li- 
bro III,  Digesto. 

comentario 

Era  necesario  saber  qué  gastos  debían  abo- 
narse al  gestor  de  bienes  ajenos,  y de  marcarlos 
se  encarga  la  ley  28  de  Partidas.  Según  esta 
expresa,  las  dispensas  hechas  por  el  adminis- 
trador pueden  ser  de  varias  clases:  ca  tales  y ha 
que  cuando  las  comienzan  ú facer  semeja  que 
son  á pro  de  las  cosas  é acaesce  después  que 
; non  esa  si.  Otros  y ha  que  son  aproen  el  co- 
mienzo ó después  que  son  fechas.  E aun  y á 
otras  que  son  necesarias  que  conviene  en  todas 
guisas  que  las  fagan,  e si  non,  perderse  y un, 
ó 'menoscabarse  y a n las  cosas. 

Después  de  esta  distinción,  haca  otra  la  ley 
de  las  cosas,  según  pertenezcan  ó no  á huérfa- 
nos menores  de  catorce  años.  En  esto  ultimo 
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caso  son  abonables  al  gestor  los  gastos  necesa- 
rios y útiles,  bien  lo  sean  cuando  empezaron 
á hacerse  y después  perdieron  su  utilidad  por 
caso  fortuito,  bien  lo  sean  siempre.  Si  la  pérdi- 
da proviene  , no  de  caso  fortuito , sinó  de  culpa 
del  gestor,  dice  el  Sr.  Gutiérrez,  siguiendo  á Ga- 
yo, que  cesa  la  obligación  de  abonarle  dichos 
gastos,  pues  cuando  por  dicha  causa  merece 
pena,  sería,  en  efecto,  absurdo  quesele  otorga- 
se un  premio. 

Perteneciendo  las  cosas  administradas  á huér- 
fanos menores  de  catorce  años,  la  doctrina  de 
la  ley  varía:  el  gestor  sólo  podrá  cobrar  del 
huérfano  los  gastos  necesarios  y los  que  fueren 
útiles  al  principio  y después  de  hechos,  sin  que 
por  esto  pierda  los  que  únicamente  tuvieron 
utilidad  en  su  comienzo,  porque  éstos  debe  abo- 
nárselos el  tutor  con  sus  propios  bienes. 

La  razón  de  esta  diferencia  es  sencilla:  la  ley 
vela  por  los  incapacitados,  á fin  de  que  no  su- 
fran el  más  pequeño  menoscabo  en  sus  intere- 
ses, lo  que  á nuestro  modo  de  ver,  si  tiene  per- 
fecta explicación  en  los  contratos,  no  nos  parece 
lo  mismo  en  los  cuasi-contratos,  donde  la  capa- 
cidad de  las  personas  es  indiferente,  por  hallar- 
se fundados  en  la  equidad. 

Artículo  2184, — Lo  prescrito  en  los  ante- 
riores artículos  sólo  tiene  lugar  cuando  el 
gestor  obrare  en  la  administración  cíelas 
cosas  ajenas  por  beneficio  del  dueño,  y no  en 
provecho  propio  ni  con  dañada  intención. 

En  el  caso  contrario  perderá  aquél  los 
gastos  hechos  en  la  cosa,  á no  ser  que  en 
ella  hubiere  hecho  mejoras  de  las  cuales 
pueda  cobrarlos,  ó que  las  ganancias  obteni- 
das í ueren  tales  que  al  dueño  le  quedara 
parte  de  ellas  después  de  pagar  las  impensas, 
en  cuyo  caso  puede  el  gestor  retenerlas. 

Este  deberá  pagar  igualmente  los  daños, 
pérdidas  y deterioros  que  de  cualquier  modo 
sufriere  la  cosa  administrada  de  mala  fe. 

ORÍGENES 

Ley  29,  lit.  XII,  Partida  5.* 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  con  la  ley  6.*,  tit.  V,  lib.  III,  Di- 
gesto. 


COMENTARIO 

Es  terminante  el  precepto  de  la  ley  contra  el 
gestor  que  procediere  en  la  administración  de 
las  cosas  ajenas  en  provecho  propio  ó "coa  da. 
nada  intención:  pierde  por  ello  los  gastos  que 
hubiere  hecho.  Mas  esta  regla  tiene  dos  excep- 
ciones: primera,  cuando  á pesar  del  falso  móvil 
que  le  impulsó  á administrar  los  bienes  de 
otro,  hizo  en  ellos  mejoras;  y segunda,  cuando 
obtuvo  ganancias  tales,  que  deapues  de  cobrar 
los  gastos  quedaran  parte  de  ellas  al  dueño.  En 
uno  y otro  caso  puede  cobrar  las  expensas,  ya 
de  las  mejoras  en.  el  primero,  ya  de  las  ganan- 
cias en  el  segundo;  porque  si  bien  es  cierto  que. 
no  procedió  por  beneficio  del  dueño,  también 
lo  es  que  éste  en  último  término  salió  benefi- 
ciado, tanto  en  hallarse  con  sus  bienes  conser- 
vados cuando  los  dejó  en  completo  abandono, 
como  por  las  ganancias  ó mejoras  que  ademas 
obtuvo,  y no  es  justo  se  enriquezca  en  perjuicio 
del  otro. 

No  sucede  lo  mismo  cuando  los  bienes  hu- 
bieren sufrido  daño,  pérdida  ó deterioro  por  la 
mala  fe  con  que  obró  el  . gestor;  éste  en  tal  caso 
debe  pagarlo  todo;  pues  como  hemos  visto  án- 
tes  decía  Gayo,  sería  absurdo  que  mereciendo 
una  pena,  ss  le  otorgase  un  premio. 

Artículo  2185. — El  gestor  deberá  proce- 
der siempre  de  buena  fe,  procurando  que  las 
cosas  administradas  no  pierdan  ni  se  destru- 
yan por  su  culpa  ó engaño;  en  caso  contra- 
rio, deberá  pagar  todos  los  daños  y menos- 
cabos. 

Cuando  íué  impulsado  á administrar  aque- 
llas cosas  por  el  completo  abandono  en  que 
se  hallaban  y por  evitar  perjuicios  al  dueño 
de  ellas,  no  está  obligado  á pagar  lo  que  por 
su  culpa  se  perdiese,  á no  ser  que  por  su 
engaño  se  diere  lugar  á la  pérdida  ó dete- 
rioro. 

ORÍGENES 

Ley  30,  tit.  XII,  Partida  5.a 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  en  su  primera  parte  sustancial- 
mente con:  Arts.  1374,  Cód.  Francia. — 2277 
Luisiana.  — 1026  Vaud. — 1392  Holanda. — 2,  ca- 
pítulo XIII,  libro  IV,  Baviora. — Ley  11,  tit.  V, 
lib.  III,  Digesto. 
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La  segunda  parto  concuerda  con  la  ley  3.a 
pár.  9.°,  tít.  Y,  lib.  III,  Digesto. 

COMENTARIO 

El  principio  que  el  legislador  tuvo  en  cuenta 
para  resolver  las  dudas  y casos  que  en  lo  rela- 
tivo á la  gestión  de  negocios  ajenos  se  presenta- 
ren, es  la  buena  ó mala  fe  con  que  el  gestor 
procediere,  el  móvil  por  el  cual  tomó  á su  car- 
go la  administración  de  los  bienes  de  otro.  No 
podía  consentir  la  ley  que  al  amparo  de  sus 
preceptos  se  encargase  nadie  de  las  cosas  ajenas 
más  que  por  afecto  ó necesidad,  por  esperanza 
de  lucro  ó provecho  propio,  y de  aquí  lo  pres- 
crito en  la  primera  parte  de  nuestro  artículo. 

Mas  pudiera  suceder  que,  no  obstante  ser 
impulsado  el  gestor,  al  administrar  los  negocios 
de  otro,  por  el  abandono  en  que  él  mismo  los 
dejó  y por  evitarle  los  perjuicios  que  tal  aban- 
dono pudiera  producirle,  perdieren  ó se  empeo- 
rasen los  bienes  por  culpa  del  que  con  tan  buen 
fin  entró  á administrarlos;  y en  este  caso  la  ley, 
teniendo  en  cuenta  su  buena  intención,  le  exi- 
me de  pagar  las  pérdidas  que  ocasionó,  siempre 
que  no  se  pruebe  que  obró  con  engaño,  en  cuyo 
caso  su  mala  fe  le  hace  responsable  de  los  da- 
ños causados.  ' 

Artículo  2186.' — El  que  por  error  admi- 
nistrare ó cuidare  algunos  bienes  creyén- 
doles propios  de  una  persona,  pero  siéndo- 
lo de  otra,  tiene  derecho  á exigir  del  verda- 
dero dueño  el  pago  de  los  gastos  hechos  en 
aquellos  bienes,  del  mismo  modo  que  si  hu- 
biere mediado  mandato.  El  gestor  en  el 
mismo  caso  deberá  rendir  cuentas  al  dueño, 
entregándole  los  frutos  producidos. 

ORÍGENES 

Ley  31,  tít.  XTI,  Partida  5.:l 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  con  la  ley  5.‘,  tít.  V,  lib.  III,  Di- 
gesto. 

COMENTARIO 

En  rigor,  el  caso  del  artículo  viene  á ser  igual 
al  que  tiene  lugar  cuando  uno  administra  bienes 
de  persona  conocida:  en  uno  y otro  el  gestor  es 
impulsado  por  razón  de  afecto  ó neoesidad;  mas 
oomo  la  ley  exige  que  el  servicio  se  preste  á de- 


terminada persona  y ésta  no  resulta  beneficiada, 
por  ser  los  bienes  de  otra  á quien  el  gestor  no 
sabia  pertenecieran,  deja  la  gestión  do  ser  un 
cuasi-contrato  en  este  caso,  saliendo  perjudicado 
•en  sus  intereses  el  gestor  por  no  poder  cobrar 
los  gastos  que  aquélla  le  hubiera  ocasionado. 
Pero  la  ley  por  equidad  le  concede  derecho  para 
reclamar  tales  gastos  como  si  hubiere  mediado 
mandato  del  dueño,  obligándolo  á que  dé  cuen- 
tas á éste,  restituyéndole  los  bienes  adminis- 
trados con  los  frutos  producidos,  y viene  á ser, 
como  hemos  dicho,  igual  este  caso  al  de  gestión 
de  bienes  pertenecientes  á persona  determinada. 

Artículo  2187. — Si  uno  recibiere  en  nom- 
bre de  otro  alguna  cosa  por  razón  do 
deuda  ú otro  título,  y el  segundo  lo  aprue- 
ba, queda  obligado  el  primero  á entregarle 
lo  que  por  él  recibió,  cobrando  los  gastos  in- 
vertidos en  tal  recibo. 

Guando  lo  recibido  por  el  gestor  fuere  el 
importe  de  una  deuda,  queda  libre  de  ella  el 
deudor  desde  el  momento  en  que  el  acree- 
dor ap  rueba  el  cobro. 

El  que  paga  una  deuda  ajena,  libra  de  ella 
al  deudor,  aunque  no  haya  mediado  manda- 
to; el  deudor,  sin  embargo,  queda  obligado 
á dar  al  que  por  él  pagó  la  cantidad  entrega- 
da como  si  lo  hubiese  hecho  de  su  orden. 

ORÍGENES 

Ley  32,  tít.  XII,  Partida  5." 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  con  la  ley  fi.a,  párr.  9.°,  tít.  V,  li- 
bro III,  Digesto. 

Artículo  2188. — El  gestor  ó administra- 
dor de  cosas  ajenas,  especialmente  cuando 
lo  es  sin  mandato  del  dueño  de  éstas,  no 
debe  comprar  ni  hacer  otra  clase  de  nego- 
cios que 'el  mismo  dueño  no  hubiere  inten- 
tado. De  otro  modo  responderá  de  Jas  pér- 
didas ó menoscabos  que  sufran  las  cosas, 
áun  cuando  sobrevengan  por  caso  fortuito. 

Si  produjeren  ganancias  los  actos  ó con- 
tratos verificados  contra  lo  dispuesto  en  el 
párrafo  anterior  por  el  gestor,  se  adjudi- 
carán al  dueño  de  las  cosas,  cobrando  aquél 
los  gastos  ocasionados  en  tales  actos. 
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ORIGENES 

Ley  •"! .‘i,  tít.  XI T,  Partida  5.a 

CONCORDANCIAS 


Concuerda  con  la  ley  11,  tít.  V,  hb.  TU,  Di- 
gesto. 


COMENTARIO 


En  otra  parte  hemos  dicho  que,  por  regla  ge- 
nera!, no  se  responde  del  caso  fortuito;  pero  hay 
casos  en  que  esta  regla  no  rige,  y uno  de  ellos 
es  el  del  artículo,  porque  si  el  gestor  que  hace 
lo  que  conviene,  lo  que  los  mismos  negocios 
exigen,  no  dando  ocasión  al  caso  fortuito,  no 
debe  responder  de  él,  no  sucede  lo  mismo  cuan- 
do le  da  lugar  haciendo  cosas  que  no  eran  ne- 
cesarias ni  hubiera  hecho  el  verdadero  dueño; 
entonces  debe  pagar  las  pérdidas  ó menoscabos 
que  sufriere  2a  cosa  administrada,  por  la  regla 
culpa,  c.sf  se  immiscera  rei  a d se  non  perti- 
nenti. 


Artículo  2189. — Pretendiendo  alguno  cui- 
dar coa  el  mayor  esmero  de  las  cosas  aje- 
nas, si  otra  persona  se  encargase  de  su 
cuidado  y administración,  debe  obrar  como 
aquél  quería  hacerlo,  debiendo  en  otro  caso 
abonar  al  dueño  todos  los  perjuicios  prove- 
nientes de  su  culpa,  negligencia  ó engaño. 

ORÍGENES 

Ley  3-í,  tít.  XII,  Partida 5.a 


CONCORDANCIAS 


Concuerda  con  la  ley  6.a,  párr.  12,  tít.  V,  li- 
bro TIT,  Digesto. 


Artículo  2190. — El  que  por  razón  de  pie- 
dad ó caridad  recogiese  en  su  casa  algún 
huérfano  desamparado  y lo  educase , no 
puede  después  exigir  al  mismo  los  gastos 
I invertidos  en  su  educación  y administración 
i de  sus  bienes. 

ORÍGENES 

- 

Ley  35,  tít.  XII,  Partida  5.’ 

Ley  35,  tít.  XIV,  Partida  5.a 

COMENTARIO 

La  razón  del  artículo  es  muy  sencilla,  y la  ha- 
llamos perfectamente  expuesta  en  la  ley:  Capues 
él  se  movió  á criar  el  mozo  por  razón  de  pie . 
: dad  é de  misericordia,  entiéndese  que  lo  ¡izo 
j por  a uer  guo.la.rdon  de  Dios]  é porende  non  es 
: tonudo  el  mozo  de  darle  ninguna  cosa  por  el 
bien  fecho  que  le  fizo,  nin  por  las  dispensas 
que  fizo  en  recahdando  sus  cosas;  como  quicr 
que  el  mozo,  en  todo  el  tiempo  de  su  vida,  le 
deue  fazer  honra , ó bien  é reuerencia  en  todas 
las  cosas  que  pudiere. 

Artículo  2191. — Exceptúase  de  lo  dispues- 
: to  en  el  artículo  anterior  el  caso  en  que 
siendo  la.  amparada  una  mujer,  quisiere  el 
que  la  acogió  casarse  con  ella  i5  casarla  con 
alguno  de  sus  hijos,  y la  mujer  ó su  padre 
la  repugnasen:  cualquiera  de  éstos  que  im- 
pidiere el  matrimonio  deberá  pagar  los  gas- 
tos invertidos  en  la  crianza  y educación  de 
i aquella. 

| ORÍGENES 

I 

Ley  35,  tit.  XIV,  Partida  5.a 

CONCORDANCIAS 


COMENTARIO 

Si  el  gestor  es  responsable  del  buen  manejo 
y gobierno  de  los  intereses  pertenecientes  á 
otra  persona,  cuando  por  dejarlos  ésta  abando- 
nados, sin  nombrar  quien  los  cuido,  pudioran 
empeorarse,  so  comprende  perfectamente  que 
so  exija  mayor  responsabilidad  á aquel  cuando 
tome  á su  cargo  la  administración  do  tajes  bie- 
nes, habiendo  otro  que  los  quería  administrar 
y cuya  diligencia  le  abonaba.  Por  esta  razón 
responde  de  la  culpa  levísima  y está  obligado  á 
resarcir  al  dueño  de  las  pérdidas  quo  hubiere 
en  sus  cosas  por  culpa,  negligencia  ó engaño. 


Concuerda  con  la  ley  16,  Código  Romano,  ' 
fíe  nuptiis. 

COMENTARIO 

En  el  presente  caso  la  razón  de  caridad  á que 
el  legislador  atendía  en  el  artículo  anterior  para 
no  dar  derecho  al  gestor  para  cobrar  los  gastos 
invertidos  en  la  crianza  del  huérfano,  cesa  des- 
de el  momento  en  que  la  mujer  ó su  padre  no 
corresponden  al  deber  de  gratitud;  pero  esta  re- 
gla puede  producir  muchos  inconvenientes  para 
llevarla  á la  práctica  en  todos  los  casos,  y por 
esta  razón  oreemos  que  para  aplicarla  dehe  ha- 
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cerse,  siempre  que  no  mediare  justa  causa,  por  I 
parte  do  Ja  mujer  ó de  su  padre  para  oponerse  ! 
a!  casamiento  ajuicio  del  juez. 

Artículo  £192. — Tampoco  podrá  reclamar 
gastos  la  abuela  que  mantuviere  y educare 
al  nieto  cuyo  padre  haya  muerto,  á no  ser 
que  teniendo  aquélla  en  su  poder  los  bienes 
del  nieto,  puedan  con  ellos  cubrirse  los  gas- 
tos causados. 

Asimismo  podrá  reclamar  los  desembol- 
sos hechos  en  la  alimentación  y educación, 
aunque  no  se  hallen  en  su  poder  los  bienes 
del  nieto,  cuando,  siendo  éste  rico,  hiciere 
aquélla  los  gastos  con  protesta  de  reinte- 
grarse de  ellos. 

ORÍGENES 

Ley  30,  tít.  XII,  Partida  5.a 

j 

COMENTARIO 

Análogas  razones  á las  expuestas  en  los  dos 
artículos  anteriores  pueden  aducirse  en  éste. 
Cuando  la  abuela  mantiene  y educa  á un  nieto  . 
que  carece  de  bienes,  y que  se  halla  comple- 
tamente desamparado  por  ¡a  muerte  de  su  pa- 
dre, razones  de  piedad  impiden  el  que  aquélla 
pueda  reclamar  los  gastos  con  tal  objeto  hechos; 
mas  desaparecen  esas  razones  desde  el  mo- 
mento en  que  el  nieto,  por  tener  bienes,  puede 
reintegrar  aquellos  gastos,  siempre  que  la  que 
los  hizo  hubiera  hecho  constar  que  pensaba 
recuperarlos. 

Esta  ley  comprende  dentro  de  su  disposición 
á la  madre  del  mismo  modo  que  á la  abuela. 
Mas  después  de  la  ley  del  Matrimonio  civil,  se 
hace  inaplicable  el  precepto  respecto  de  la  pri- 
mera. Ejerciendo  la  madre  la  patria  potestad,  ¡ 
será  usufructuaria  de  los  bienes  del  hijo,  si  los  ¡ 
tiene,  en  cuyo  caso  no  se  aplica  esta  ley,  sinó 
el  art.  65  de  la  ley  de  Matrimonio.  Si  el  hijo 
carece  de  bienes,  claro  es  que  no  cabe  rein- 
tegro. 

Artículo  ¿193.— El  padrastro  que  tiene  en  ; 
su  casa  á su  entenado  haciendo  constar  que 
los  gastos  invertidos  en  su  manutención  y 
cuidado  de  sus  bienes  los  hace  con  inten- 
ción de  cobrarlos,  puede  hacerlos  efectivos 

de  ios  bienes  del  mismo. 

Tomo  ¡I 


Esta  regla  no  tendrá  aplicación  cuando 
el  entenado,  por  su  edad  y condiciones,  pres- 
tase servicios  al  padrastro,  en  cuyo  caso  po- 
drá éste  solamente  reintegrarse  de  los  gas- 
tos que  hubiere  hecho  en  la  conservación  y 
administración  de  los  bienes. 

Lo  dispuesto  en  el  anterior  párrafo  res- 
pecto del  padrastro  es  también  aplicable  al 
caso  en  que  se  trate  de  personas  extrañas. 

ORÍGENES 

Ley  37,  tít.  XII,  Partida  5.a 

COMENTARIO 

La  excepción  admitida  en  este  artículo  res- 
pecto al  caso  en  que  el  entenado  preste  servi- 
cios útiles  al  padrastro,  por  loa  cuales  éste  sólo 
podrá  recuperar  los  gastos  que  hubiere  hecho 
en  el  cuidado  de  los  bienes  de  aquél,  mas  no 
los  invertidos  en  su  educación  y cuidado  de  su 
persona,  la  creemos  igualmente  aplicable  al 
caso  del  anterior  articulo;  porque  sí  bien  la  ley 
nada  dice,  es  lo  cierto  que  hallándose  estable- 
cida respecto  de  los  padrastros  y extraños,  con 
mayor  motivo  debe  entenderse  aplicable  tratán- 
dose de  los  nietos, 

Por  lo  demas,  el  artículo  presente  no  ofrece 
duda  que  merezca  explicación. 

Después  de  consignar  la  ley  que,  prestando 
el  entenado  servicios  á su  padrastro,  non  deue 
cobrar  las  dispensas  que  ¡izierc  en  gobernallo, 
añade:  «Ca  guisada  cosa  es  que  el  seruicio  del 
moco  se  descuente  en  las  despensas  que  son  fe- 
chas en  razón  de  su  persona.»  Aunque  la  pala- 
bra descuente  que  usa  la  ley  parece  desvirtuar 
el  precepto  que  explica,  entienden  los  autores 
que  no  es  verdadero  descuento  lo  que  la  ley 
pretende  que  se  establezca,  sinó  que,  cualquie- 
ra que  sea  la  importancia  de  los  gastos  y de  los 
servicios,  se  entiendan  compensados  como  si 
fuesen  equivalentes. 

Artículo  2194. — El  condueño  que  con  sus 
propios  bienes,  y dando  conocimiento  á sus 
compañeros,  repara  ó hace  obras  para  evitar 
la  ruina  de  la  cosa  común,  tiene  derecho  á 
que  cada  uno  de  sus  compañeros  le  abone 
la  parte  que  le  corresponda  de  los  gastos 
invertidos  en  las  obras,  en  el  plazo  de  cuatro 
meses,  contado  desde  que  terminaron  éstas 


CÓDIGO  «VIL  DE  ESPAÑA 


51IK 


y fueron  reclamados  á aquéllos  los  gastos. 

I.os  condueños  que  dejaren  pasar  el  plazo 
sin  pagar,  pierden  su  derecho  á la  parte  en 
que  fueron  hechas  las  obras,  y pasan  á po- 
der del  condueño  gestor. 

Si  éste  obró  de  mala  fe  no  dando  aviso  á 
sus  compañeros,  haciendo  alguna  cosa  nue- 
va en  su  nombre  como  si  todo  fuere  suyo,  ó 
sin  gastar  de  lo  suyo,  píenle  los  gastos  y se 
hacen  comunes  las  obras. 

ORÍGENES 

Ley  26,  lít.  XXXII,  Partida  3.* 

COMENTARIO 

Las  muchas  divisiones  y discordias  á que 
puede  dar  lugar  la  propiedad  indivisa  de  una 
cosa  perteneciente  á varios  dueños,  y los  per- 
juicios grandes  que  pudieran  causarse  á unos 
por  la  falta  de  diligencia  de  los  otros  en  la  con- 
servación y cuidado  de  la  cosa  común,  movió 


al  legislador  á establecer  la  doctrina  consigna- 
da en  nuestro  artículo. 

No  era  justo  que  por  la  negligencia,  abando- 
no ú oposición  de  un  condueño  se. dejaran  de 
hacer  obras  que  evitasen  la  ruina  do  la  cosa,  y 
por  ello  sufriese  otros  perjuicios  en  sus  intere* 
ses,  ni  que,  llevadas  á cabo  por  este  las  obras, 
entrase  aquél  á disfrutar  los  beneficios  sin  pa- 
gar los  gastos  que  á él  correspondiesen,  por 
lo  cual  la  ley  dispone  que  el  condueño  que  por 
evitar  la  ruina  de  ia  cosa  común  hiciese  en  ella 
obras  para  conservarla,  dando  conocimiento  de 
ello  á sus  compañeros,  puede  exigir  de  los 
otros  la  parte  de  gastos  que  respectivamente  Ies 
corresponda,  ya  que  obtuvieron  el  beneficio;  y 
al  que  no  la  pagare  dentro  de  cuatro  meses, 
pierde  la  parte  que  tuviere  en  la  cosa,  pues  no 
es  justo  que  primero  por  su  abandono  en  repa- 
rarla, y luégo  por  su  oposición,  sufran  los  de- 
mas perjuicio.  Ahora  bien:  si  el  condueño  ges- 
tor de  las  obras  procedió  en  su  ejecución  de 
niala  fe,  sin  avisar  á sus  compañeros,  haciendo 
labores  nuevas  en  su  nombre,  como  si  todo  fue- 
re suyo,  pierde  el  derecho  á los  gastos  y á lo 
nuevamente  obrado,  lo  cual  se  hace  común. 


SECCION  SEGUNDA 

DEL  PAGO  DE  LO  INDEBIDO 


Articulo  2195. — Cuando  por  error  de  he-  | 
olio  so  paga  á otro  lo  que  no  se  debe,  queda  ; 
éste  obligado  á la  restitución,  siempre  que 
se  pruebe  el  error. 

ORÍGENES 

bey  11,  lítVXX,  lib.  III,  Fuero  Real. 

bey  28,  tít.  XIV,  Partida  5." 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  con:  Arts.  137G  Cód.  Francia.— 

I i i.»  Ttalia. — 1 39(5  Holanda. — 1335  Dolivia. — 

3,  cap.  XIII,  lib.  IV,  Baviera. — Loy  7.a,  tit.  VI, 
lib.  XII,  Digesto.—  Párr.  tí.0,  tít.  XXVIJ,  li- 
bro III,  Instituciones. 

i 

JURISPRUDENCIA 

íMmt.  1 5 Marzo  1871 . 

Ruando  uno  satisface  á la  persona  con  quien 


ha  contratado,  y no  á otro  á quien  nada  debía, 
no  tienen  aplicación  las  leyes  65,  párrafo  final,  y 
2.a,  párr.  i.°,  Digesto,  De  conditione  indebiti, 
ni  la  10,  Código  De.  juris  at  facli  ignorantia, 
ni  las  28  y 29,  tít.  XIV,  Partida  5.a,  que  dispo- 
nen que  el  que  creyendo  satisfacer  una  deuda 
paga  á otro  lo  que  no  debe,  tiene  derecho  á re- 
petir lo  entregado  (Sent.  26  Setiembre  1870). 

Los  pagos  hechos  por  error  calificable  de  he- 
cho con  semejanza  jurídica  á los  casos  del  mis- 
mo error  que  se  expresan  en  la  ley  28,  tít.  XIV, 
Partida  5.a,  deben  devolverse  al  que  los  hizo 
por  ol  que  los  recibió,  como  terminantemente 
expresa  dicha  ley  (Sont.  21  Mayo  1874). 

El  que  paga  una  deuda  por  error  de  hecho  ó 
dudando  si  es  cierta  ó no,  no  so  le  reputa  cul- 
pable, y por  lo  tanto  no  tienen  aplicación  al  ca- 
so las  reglas  de  derecho  22  y 25  de  la  Parti- 
da 7.a  (Sent.  id.  id.  id.). 

Las  leyes  28  y 30,  tít.  XIV,  Partida  5.a,  en  las 
que  se  dispone  que  aquel  que  por  error  ó á.sa- 
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hiendas  recibe  lo  que  otro  le  paga  en  concepto 
equivocado  de  deberlo,  está  obligado  á la  resti- 
tución, no  son  aplicables  si  no  se  prueba  que  se 
diese  cantidad  alguna  por  equivocación  ó no  de- 
biéndola, pues  sin  esta  demostración  no  es  po- 
sible la  infracción  de  las  leyes  referidas  (Sen- 
tencia 21  Junio  1875]. 

Si  bien  la  ley  28,  tít.  XIV,  Partida  5.a,  dispo- 
ne en  términos  generales  que  la  paga  dcue  ser 
revocada,  cuando  es  fecha  como  non  deue,  la 
aplicación  de  este  precepto  hay  que  subordi- 
narla en  cada  caso  al  resultado  de  las  pruebas; 
y no  puede  sostenerse  lógica  y jurídicamente, 
sin  incurrir  en  una  petición  de  principio,  que 
la  Sala  sentenciadora  infringe  esa  ley,  cuando 
al  declarar  procedente  la  demanda  y absolver 
al  demandante  de  la  reclamación  propuesta  por 
el  demandado  por  via  de  reconvención,  se  fun- 
da precisamente  en  el  resultado  de  las  pruejbas, 
que  aprecia  como  estimó  justo,  y no  se  impug- 
na esa  apreciación,  demostrando  que  al  hacerla 
se  infringe  ley  ó doctrina  legal  (Sent.  27  No- 
viembre 1875). 

COMENTARIO 

La  paga  do  lo  indebido  es  un  cuasi- contrato, 
sobre  el  cual  existen  muchas  leyes  en  nuestro 
derecho  y cuyas  disposiciones  no  ofrecen  grave 
dificultad. 

Está  basado  en  el  principio  fundamental  de 
que  nadie  debe  enriquecerse  con  perjuicio  de 
otro,  y con  arreglo  á él  queda  obligado  á devol- 
ver la  cosa  con  sus  frutos  el  que  la  recibió  de 
quien  naturalmente  no  se  la  debía,  y por  error 
de  hecho  creía  lo  contrario  al  entregársela. 

Decimos  que  el  error  debe  ser  de  hecho, 
porque  así  lo  da  á entender  la  ley  cuyos  dos 
ejemplos,  á la  vez  que  lo  atestiguan,  explican 
perfectamente  la  naturaleza  de  este  cuasi-con- 
Irato,  por  lo  cual  copiamos  á continuación  su 
texto.  Dice  así:  Cuidan , ó creen  ii  las  vegadas 
los  omes,  que  son  temidos  ele  dar,  ó de  fazer 
pagas,  de  cosas  que  non  deuen.  E esto  podría 
ser,  como  si  alguno  que  fuese  debdor  de  otro , 
papare  aquella  clebda  su  personero  ó su  ma- 
yordomo; é después  deso,  él  non  lo  sabiendo 
pagase  otra  vez  aquella  debda  misma.  O como 
si  acaesciesse  q ue  seyendo  un  orne  debdor  de 
otro  le  quitase  aquella  debda  en  su  testamen- 
to aquel  á quien  la  debía,  c el  non  sabiendo 
que  peía  había  quita,  la  pagase  á sus  here- 
deros... 

Artículo  2196.— Incumbe  la  prueba  del 


errar  ai  demandante  cuando  el  demandado 
por  restitución  do  paga  confiesa  haberla  re- 
cibido y niega  ol  error.  Si  el  demandado 
niega  la  paga  y ol  demandante  sólo  prueba 
su  existencia,  aunque  no  la  del  error,  debe 
el  primero  restituir  lo  recibido,  á no  ser  que 
luego  quisiere  justificar  la  legitimidad  del 
pago. 

Exceptuante  de  esta  regla  los  menores  de 
veinticinco  años,  las  mujeres,  los  simples 
labradores  y los  soldados.  Si  éstos  deman- 
dan por  restitución  de  paga  á otra  persona 
que  la  considera  legítimamente  hecha,  que- 
da esta  obligada  á probar  su  derecho  á ella 
para  eximirse  de  su  restitución. 

ORÍGENES 

Ley  29,  tít.  XIV,  Partida  5.a 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  con  la  ley  25,  tít.  III,  Iib.  XXII, 
Digesto. 

JURISPRUDENCIA 

Cuando  se  paga  debiendo  y con  conocimien- 
to de  lo  que  se  paga,  no  se  puede  alegar  que  se 
ha  hecho  con  error  porque  el  acreedor  nó  abo- 
ne aquel  pago  en  cuenta  de  capital,  y sí  de  la 
renta  ó pensión  (Sent.  13  Abril  1801). 

Cuando  la  Sala  sentenciadora,  apreciando  en 
uso  de  sus  facultades  las  pruebas  suministradas 
por  las  partes  y el  resultado  de  los  autos,  esti- 
ma que  al  demandante  se  le  indujo  á error  para 
el  cobro  de  la  cantidad  que  los  demandados 
percibieron  indebidamente,  ha  de  estarse  á esta 
apreciación  si  contra  ella  no  se  cita  la  infrac- 
ción de  ley  ó doctrina  admitida  por  la  jurispru- 
dencia de  los  Tribunales  (Sent.  15  Marzo  1871). 

COMENTARIO 

Lina  regla  y una  excepción  forman  el  conte- 
nido de  este  artículo.  Con  arreglo  á la  primera, 
al  demandante  incumbe  la  prueba  del  error  con 
que  procedió  al  hacer  el  pago,  siempre  que  el 
demandado  confiese  haberle  recibido,  pero  sos- 
tenga su  legitimidad;  y si  éste  negaro  el  hecho 
de  la  entrega  y el  demandante  lo  justificare,  el 
primero  debo  restituir  lo  recibido  mientras  no 
pruebe  que  la  deuda  era  cierta. 
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Con  arreglo  á la  excepción,  no  están  obliga- 
dos á probar  el  error  los  enumerados  en  el  se- 
gando párrafo  del  artículo;  los  que  recibieron 
el  pago  son  los  obligados  á probar  su  derecho 
al  mismo,  y,  por  tanto,  el  no  estar  sujetos  á de- 
volverlo. 

Artículo  2197.— No  pueden  pedir  restitu- 
ción de  lo  pagado  indebidamente: 

1.°  El  que  hizo  el  pago  sabiendo  que  no 
estaba  obligado,  á no  ser  menor  de  edad. 

Si  el  pagador  dudase  de  si  era  ó no  deu- 
dor, podrá  reclamar  la  paga  indebida  justi- 
ficando que  no  era  cierta. la  deuda  (a). 

2°  El  que  pagó  las  mandas  dejadas  en 
testamento  imperfecto,  áun  cuando  ignore  el 
derecho  que  tiene  á no  pagarlas  (6). 

9.°  El  que  pagó  por  virtud  de  alguna 
transacción,  á no  ser  que  el  litigante  con 
quien  transigió  hubiere  procedido  con  dolo, 
sustrayendo  los  títulos  del  contrato  ó dete- 
niendo sus  testigos  ( c ). 

4, "  El  que  pagó  algo  por  razón  de  dote 
ó arras,  aunque  después  resulte  no  ser  cier- 
ta la  razón  de  parentesco  ú otra  por  la  cual 
se  hiciera  la  entrega  (d). 

5. °  El  que  pagó  mediando  por  su  parte 
causa  torpe  ó ilícita. 

Si  la  torpeza  fuere  únicamente  de  parte 
del  que  recibe,  há lugar  á la  restitución  (é)m 


orígenes 


N 

Ley 

3U, 

lít. 

XIV,  Partida  5.u 

(b) 

Ley 

31, 

tít. 

XIV,  Partida  5." 

(C) 

Ley 

34, 

id,' 

id. 

(d) 

Ley 

35, 

id.. 

, id. 

(e) 

Ley 

á?, 

id., 

id. 

JURISPRUDENCIA 

La  ley  30,  tít.  XIV,  Partida  5.“,  que  dispone 
que  quien  paga  á sabiendas  lo  que  no  debe,  no 
lo  puede  demandar  después , pero  que  podrá 
hacerlo  el  que  pague  en  duda , exige  en  todo 
caso  la  certeza  y legitimidad  de  la  deuda  (Sen- 
tencia 31  Marzo  1870). 

Según  la  ley  30,  tít.  XIV,  Partida  5.u,  el  que 
paga  á sabiendas  deudas  que  no  debía,  no  lo 
puede  después  demandar  (Sent.  23  Mayo  1873).  ¡ 


COMENTARIO 

Faltando  el  error  de  hecho  en  el  que  hace  el 
pago,  no  hay  lugar  á la  restitución  del  mismo. 
Esto  sucede  cuando  uno  paga  sabiendo  que  no 
es  deudor;  lejos  de  querer  cou  ello  extinguir 
una  obligación,  lo  que  en  realidad  hace  es  dar 
aquello  que  entrega,  y por  tanto,  no  puede  des- 
pués reclamarlo.  Cesa  esta  presunción  cuando 
el  que  paga  es  menor  de  veinticinco  años,  porque 
su  falta  de  capacidad  le  releva  de  la  restitución. 

Si  la  deuda  que  se  pagase  fuere  dudosa  por 
parte  del  que  la  entrega,  en  este  caso  debe  serle 
restituida,  porque  ya  existió  el  error  de  su  parte. 

Ei  error  de  derecho  á nadie  aprovecha;  ca  te- 
nemos que  todos  los  de  nuestro  señorío  deuen 
saber  estas  nuestras  leyes,  dice  la  ley.  Por  esta 
razón,  así  como  el  error  de  hecho  invalida  el 
acto  en  que  ha  mediado,  por  error  de  derecho 
nadie  puede  pedir  lo  que  entregó  sin  obligación 
de  hacerlo.  Tal  es  la  razón  de  ia  primera  parte 
de  nuestro  artículo. 

En  esta  ley  se  hacen  algunas  excepciones  en 
favor  de  las  mujeres,  militares,  etc.;  pero  enten- 
demos que  no  son  de  actual  observancia.  (Véase 
lo  que  acerca  de  este  punto  decimos  en  el  ar- 
tículo 2.°  de  este  Código.) 

La  razón  de  que  no  pueda  reclamarse  como 
indebido  lo  que  se  da  en  calidad  de  dote  ó arras, 
y bajo  el  supuesto  falso  de  parentesco  ó deuda, 
es  porque  tal  donación  constituye  un- acto  de 
piedad. 

Algo  hemos  dicho  ya  acerca  de  lo  pagado  por 
causa  torpe  ó ilícita.  Varias  leyes  desenvuelven 
este  mismo  principio,  pero  casi  todas  se  limitan 
á presentar  distintos  casos;  mas  todos  caben 
dentro  de  aquella  regla  general. 

Según  ésta,  no  hay  lugar  á reclamar  lo  que 
se  dió  ó prometió  por  alguna  causa  contraria  á 
las  leyes  ó á las  buenas  costumbres.  Esta  causa 
se  llama  torpe  ó ilícita,  y la  torpeza  puede  estar , 
según  la  ley  47,  de  parte  del  que  da  ó del  que 
recibo,  ó de  ambos.  Está  de  parte  del  que  reci- 
be, según  se  expresa  la  ley,  cuando  se  promete 
pagar  alguna  cosa  á otro  para  que  no  sea  adúl- 
tero, sacrilego  ó delincuente;  pues  como  todo 
hombre  debe  obrar  bien  y no  hacer  lo  que  por 
la  ley  está  prohibido,  debe  restituir  lo  que  reci- 
bió con  tal  objeto.  En  el  mismo  caso  se  halla  el 
que  recibe  dinero  ó cantidad  por  devolver  lo 
que  le  fue  dado  en  préstamo  ó depósito,  y el 
que  habiendo  robado  un  hijo  exige  al  padre 
cierta  suma  para  entregarlo. 

Las  demas  leyes  citan  otros  ejemplos  que 
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vienen  á confirmar  la  misma  doctrina,  y entre 
ellas  la  52  niega  el  derecho  de  reclamar  al  liti- 
gante lo  que  entregó  al  juez  para  que  falle  á su 
favor,  así  como  éste  no  puede  tampoco  hacerlo 
suyo,  y la  53  prescribe  que  no  puede  reclamar- 
se tampoco  lo  que  se  dió  á una  mujer,  ya  sea 
honrada,  con  el  fin  de  corromperla,  ya  sea  pú- 
blica, porque  la  Lorpoza  se  opone  á la  moral  y 
buenas  costumbres,  y todo  lo  que  se  entregue 
con  fin  contrario  á ellas  ó á la  ley,  no  puede  re- 
petirse. 

Artículo  2198. — El  que  paga  una  deuda 
antes  que  se  cumpla  la.  condición  de  la  cual 
aquélla  depende,  puede  repetir  el  pago  co- 
mo indebido  si  dicha  condicionno  se  cumple. 

Si  ésta  hubiere  de  cumplirse  necesaria- 
mente, no  puede  reclamarse  el  pago  hecho 
antes  de  su  cumplimiento. 


ORÍGENES ’ 

Ley  32,  tit.  XTV,  Partida  5.a 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  con  las  leyes  16  y 17,  Digesto,  De 
Jur.  el  fac.  ign. 

Artículo  2199. — Tampoco  pueden  utilizar 
la  excepción  de  lo  indebido: 

1. °  El  condenado  por  sentencia  á pagar 
una  cantidad,  aunque  no  la  deba,  si  no  se 
alza  de  la  sentencia  y paga,  á no  ser  que 
justificare  la  falsedad  de  las  pruebas,  docu- 
mentos ó testigos  presentados. 

2. °  El  que  á pesar  de  haber  sido  absuel- 
to por  sentencia  de  la  deuda  ú obligación 
que  se  le  exigía,  la  paga  después. 

3. a  El  que  por  evitarse  pleitos  promete 
pagar  y paga  cierta  cantidad  al  colitigante 
que  le  demanda,  aunque  sea  injustamente,  á 
no  ser  que  después  probare  el  que  pagó  que 
el  demandante  procedió  maliciosamente,  sa- 
biendo que  nada  le  debía. 

. ORÍGENES 

Ley  33,  tít.  XIY,  Partida  5.a 

CONCÓR  RANCIAS 

Concuerda  con:  ley  L“,  Código  Romano,  De 
Cond.  ind. ; leyes  60  y 05,  Digesto,  id.,  id.  . 


COMENTARIO 

No  es  menester  explicación  del  precepto  con- 
signado en  el  número  primero  del  presente  ar- 
tículo: desde  que  una  sentencia  adquiere  auto- 
ridad de  cosa  juzgada,  no  puede  reclamarse 
contra  ella,  y por  tanto,  el  condenado  á pagar 
una  cantidad  no  puedo  exigirla  como  indebida 
una  vez  que  la  pagó  y no  sé  alzó  de  la  sou- 
' tencia. 

Respecto  al  segundo  párrafo,  el  que  despuos 
. de  ser  absuelto  de  pagar  lo  que  en  realidad  de- 
bía, paga,  no  puede  reclamar  nada,  porque,  co- 
mo dice  la  ley,  maguer  que  los  judg adores  qui- 
tan á las  vegadas  de  ¡as  demandas  A algunos 
á quien  non  debían  quitar,  ¿ después  que  las 
quitan,  según  solileza  de  derecho , non  los  pue- 
de  apremiar  que  paguen-,  con  todo,  naturalmen- 
te fincan  obligados  á aquellos  por  quien  es  lia- 
da la  sentencia ; é por  ende  pagando  ó faciendo 
lo  que  les  demandan,  non  lo  pueden  después 
demandar. 

En  igual  caso  se  encuentra  el  que  por  evitar- 
se pleitos  promete  dar  y da  una  cantidad  al  co- 
litigante que  quería  demandarle;  él  se  obligó 
voluntariamente  y no  puede  eludir  el  cumpli- 
miento de 'la  obligación  contraída,  ni  repetir 
contra  ella  una  vez  llevada  á cabo;  mas  como 
no  sería  justo  que  por  la  mala  fe  ó engaño  de 
uno  saliese  perjudicado  otro,  la  ley  autoriza  al 
demandado  para  reclamar  lo  que  dió  indebida- 
mente al  que  de  aquel  modo  procedió. 

Artículo  2200. — El  que  juzgándose  de 
buena  fe  con  derecho  á una  herencia,  la 
acepta  y paga  en  nombre  del  difunto  deu  - 
. das  por  éste  contraídas,  puede  cobrarlas  de 
I la  misma  herencia,  antes  de  hacer  entrega 
■ de  ella  al  que  por  tener  mejor  derecho  la 
adquiera;  y si  entregare  la  herencia  sin  ha- 
berse cobrado  el  valor  de  las  deudas  paga- 
das, puede  reclamarlas  al  heredero.  En  nin- 
guno de  los  dos  casos  puede  tenerlo  contra 
aquellos  á quienes  pagó. 

Guando  dicho  pago  se  hace,  no  en  nombre 
del  difunto,  sino  en  el  propio,  creyéndose 
| deudor  sin  serlo,  puede  reclamarse  su  im- 
: porte  de  los  que  le  recibieron,  y en  defecto 
! del  heredero  que  adquirió  los  bienes  heredi- 
tarios. 

ORÍGENES 

Ley  36,  tít.  XI V,  Partida  5." 
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CONCORDANCIAS 

Concuerda  en  parte  con  la  ley  5.a,  tít.  XXXI, 
libro  II!,  Código  Romano. 

COMENTARIO 

Respecto  al  primer  párrafo  del  artículo,  los 
acreedores  del  finado  no  están  obligados  como 
tales  acreedores  á devolver  lo  que  de  derecho 
les  correspondía  y les  fué  entregado.  Por  esta 
razón,  el  que  paga  las  deudas  de  una  persona 
creyéndose  heredero  de  ella,  llegado  el  caso  de 
tener  que  entregar  la  herencia  á otro,  puede 
cobrar  lo  que  dió  de  la  misma  herencia  antes 
de  entregarla,  ó reclamando  después  al  here- 
dero. 

Si  las  deudas  fueron  pagadas  en  nombre  pro- 
pio, bajo  el  supuesto  falso  de  ser  deudor,  el  3 
error  con  que  en  este  caso  se  procede  da  dere- 
cho á reclamarlas  de  quien  indebidamente  las 
recibió. 

Artículo  2201. — La  restitución  de  la  cosa 
pagada  indebidamente  debe  hacerse  con  los 
frutos  que  produjo  miéntras  la  tuvo  en  su 
poder  el  que  la  recibió. 

Si  el  que  la  recibid  lo  hizo  de  buena  fe 
creyendo  que  se  le  debía,  y después  la  ven- 
dió, debe  restituir  el  precio  que  obtuvo  por 
ella;  si  la  perdió  por  muerte  ó caso  fortuito, 
no  estará  obligado  á la  restitución.  Mas  si 
la  recibió  con  mala  fe,  deberá,  ya  la  hubiere 
vendido,  ya  perdido, restituir  su  justo  precio 
ó valor. 

ORÍGENES 

Ley  57,  tít.  XIV,  Partida  5.a 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  con  la  ley  (>5,  párr.  8.°,  tít.  VI, 
libro  XII,  Digesto. 

JURISPRUDENCIA 

La  ley  57,  tít.  XIV,  Partida  5.a,  en  que  se 
declara  que  si  alguno  paga,  lo  que  no  debe, 
puc.de  recobrarlo  con  frutos,  no  tiene  aplica- 
ción al  caso  en  que  lo  que  se  pagó  era  deuda 
legitima  (Sent.  81  Marzo  1870). 


COMENTARIO 

La  ley  de  Partidas,  después  de  prescribir  que 
la  cosa  indebidamente  pagada  se  restituya  con 
los  frutos  que  produjo  miéntras  estuvo  en  po- 
der del  que  la  recibió,  hace  distinción  de  la 
buena  ó mala  fe  con  que  éste  procediere,  para 
determinar  lo  concerniente  á cada  caso. 

Con  arreglo  á sus  preceptos,  no  responde  del 
caso  fortuito  el  que  la  tuvo  buena,  y solamente 
debe  devolver  el  precio  recibido  de  la  cosa  si  la 
vendió,  porque  al  hacerlo  procedió  conforme  á 
lo  que  creyó  ser  su  derecho.  Mas  si  tuvo  mala 
fe  responde,  no  sólo  de  la  pérdida  ó destrucción 
de  la  cosa,  sinó  también  de  su  venta,  y en  todos 
casos  debe  pagar  su  estimación. 

Artículo  2202. — Guando  el  obligado  al- 
ternativamente á entregar  una  de  dos  cosas 
entregare  por  error  ambas,  puede  pedir  la 
restitución  de  cualquiera  de  ellas. 

Si  alguna  hubiere  perecido,  no  podrá  re- 
clamar la  otra. 

ORÍGENES 

Ley  39,  tít.  XIV,  Partida  5.a 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  con  la  ley  32,  tít,  VI,  lib.  XII, 
Digesto. 

COMENTARIO 

La  razón  que  existe  en  el  primer  párrafo  para 
dar  derecho  á reclamar  una  de  las  cosas  entre- 
gadas, no  existe  en  el  segundo,  porque  si  en 
realidad  se  debe  una  cosa,  sin  marcar  cuál  de 
las  dos  que  se  han  prometido,  deben  ser  entre- 
gadas ambas,  puede  pedirse  la  otra;  pero  des- 
truida una  de  ellas,  el  acreedor  sigue  teniendo 
derecho  á la  otra,  y si  la  ha  adquirido  no  que- 
da obligado  a devolverla. 

Respecto  á la  duda  que  parece  haber  en 
cuanto  á quién  corresponde  la  elección  de  la 
cosa  que  debe  ser  reclamada  cuando  ambas  por 
error  han  sido  entregadas,  creemos  que  el  deu- 
dor es  quien  debe  hacerla,  porque  asilo  da á en- 
tender la  ley  al  decir:  bien  puede  demandar 
le  tome  la  una  dellas  cual  más  quisiere. 

Artículo 2203. -—El  que  creyéndose  obli- 
gado hace  una  obra  ó presta  un  trabajo, 


DE  LAS  OBLIGACIONES  QUE  SE  CONTRAEN  SIN  CONVENCION 


603 


tiene  derecho  á que  se  le  reintegre  de  su  | 
coste  ó valor,  calculado  por  lo  que  hubiere 
exigido  otro  artífice  de  las  mismas  condi- 
ciones. 

ORÍGENES 

Ley  40,  tít.  XIV,  Partida  5.a 

CONCORDANCIAS 

I 

Concuerda  con  la  ley  26,  párrafo  XTI,  títu- 
lo VI,  lib.  XII,  Digesto. 

COMENTARIO 

El  euasi-contrato  de  la  paga  de  lo  indebido  no  i 
se  limita  á las  obligaciones  que  consisten  en  ! 
dar,  sino  también  á las  de  hacer,  con  la  dife- 
rencia de  que  en  éstos  no  queda  obligado  el 
que  obtuvo  el  heneficio  á la  repetición  material 
del  hécho,  sino  á pagar  el  precio  en  que  se  esti- 
mare el  mismo. 

Artículo  2204. — Cuando  mediare  nova- 
ción del  contrato,  no  puede  el  deudor  excu- 
sarse de  cumplir  una  ú otra  obligación  por- 
que la  primera  so  hubiere  extinguido,  con 
arreglo  á lo  dispuesto  en  el  art.  1289. 

P 

ORÍGENES 

¡ 

Ley  41,  tít.  XIV,  Partida  5.” 

COMENTARIO 

Lo  prescrito  en  este  articulo  queda  ya  expli- 
cado en  el  1289,  y á lo  que  en  él  dijimos  nada 
tenemos  que  añadir. 

Artículo  2205.— Declarado  nulo  ó falso  j 
un  testamento  después  de  haber  pagado  un 
testamentario  las  mandas  en  aquel  dejadas, 
puede  el  que  herede  los  bienes  recobrarlas 
de  los  legatarios,  quienes  están  obligados  á 
devolverlas. 

ORÍGENES 

Ley  42,  tít.  XIV,  Partida  5." 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  con  la  ley  2.*,  DigestO)  cond. 

ind, 


Artículo  2206. — El  que  recibe  dinero  ó 
cosas  que  otro  le  entrega  para  hacer  ó pres- 
tar alguna  obra  ó servicio,  queda  obligado 
á su  cumplimiento  ó á restituir  en  otro  caso 
las  cantidades  ó cosas  recibidas,  indemni- 
zando ademas  los  daños  y menoscabos  que 
se  ocasionaren. 


ORÍGENES 

Ley  43,  tít.  XIV,  Partida  5.a 

V 

Artículo  2207. — El  mandatario  que  reci- 
be dinero  para  hacer  determinado  encargo 
y por  enfermedad  ú otra  circunstancia  no 
puede  desempeñarlo,  debe  devolver  lo  re- 
cibido. 

Si  todo  se  hubiere  gastado  en  preparati- 
vos, nada  deberá  restituir,  ni  si  gastó  parte 
devolverá  el  resto. 

Cuando  el  mandatario  faltó  á su  encargo 
por  haberse  arrepentido  después  de  haber 
recibido  el  dinero,  debe  restituirlo  todo, 
aunque  lo  hubiere  gastado. 

ORÍGENES 

Ley  44,  tít.  XIV,  Partida  5.? 

Artículo  2208. — Si  una  persona  ejecutase 
un  acto  ó prestase  un  servicio  porque  otra 
le  hubiere  prometido  por  ello  alguna  cosa, 
tiene  derecho  á exigir  del  promitente  el 
cumplimiento  de  lo  ofrecido.  Si  el  promiten- 
te rehusare  entregarlo,  podra'  ser  condena- 
do á pagar  el  precio  y los  daños,  regulados 
uno  y otros  por  juramento  del  que  debe  re- 
cibirlo, y con  estimación  del  juez. 

ORÍGENES 

Ley  45,  tít.  XIV,  Partida  5.* 

Artículo" 2209. — La  donación  modal  ó por 
causa  debe  ser  restituida  por  el  donatario  si 
deja  de  cumplir  aquello  para  que  se  le  dio. 

Sí  el  donante  no  expresó  la  causa  ó con- 
dición que  tenía  propósito  de  imponer,  no 
está  obligado  el  donatario  á devolver  lo  re- 
cibido, aunque  no  cumpla  lo  que  el  donante 
deseaba  y no  expresó. 
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ORÍGENES 

Ley  í o , tít.  XIV.  Partida  5." 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  con  las  leyes  7.a  y 8. 11 , Código 
Romano,  De  cond.  ob  causa. 

COMENTARIO 

Rn  el  caso  del  párrafo  2.*  de  este  artículo, 
dice  la  ley,  explicando  su  razón  de  decidir:  «Ca 
pues  non  señaló  nin  dijo  razón  ninguna  porque 
gelo  daua,  entiéndese  que  lo  fizo  con  entencion 
de  dargelo  francamente.» 

Artículo  2210,— La  persona  que  entrega- 
re á otra  determinada  cantidad  para  que  i 
ie  liberte  del  cautiverio  ó de  la  prisión,  ó 
para  que  le  proporcione  las  cosas  que  le 
hubieren  sido  robadas,  no  puede  reclamar 
la  restitución  de  lo  entregado,  ú.  no  ser  que 
el  que  recibió  aquella  cantidad  fuere  cómpli- 
ce en  el  robo  ó secuestro. 

ORÍGENES 

Ley  48,  lit.  XIV,  Partida  5/; 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  con  la  ley  4.a,  párr.  4.*,  Digesto, 
de  cond.  ob  turp. 

Artículo  2211.* — El  que  á sabiendas  hace 
un  pago  cuya  causa  es  torpe,  así  como  el 
que  paga  de  lmon  grado  después  de  haber 
mediado  fuerza,  error  ó engaño,  no  puede 
exigir  su  restitución  como  indebidos. 

ORÍGENES 

Ley  49,  tít.  XIV,  Partida  5." 

COMENTARIO 

I 

La  explicación  del  precepto  contenido  en  este  i 
artículo  es  sensible.  En  el  primor  caso  no  cabo 
reclamación  de  lo  entregado,  porque  la  causa 


do  ello,  por  ser  torpe,  era  contraria  ó la  ley  y 4 
las  buenas  costumbres;  y en  el  segundo  caso, 
porque  si  bien  medió  en  el  acto  de  la  promesa 
un  vicio  qué  la  haría  nula,  desaparece  ese  vi- 
cio desde  el  momento  en  que  se  paga  de  buen 
grado  lo  prometido. 

Artículo  2212. — Lo  entregado  como  pre- 
cio de  un  delito  que  haya  de  cometerse  ó 
para  que  el  donatario  ejecute  un  acto  torpe 
ó deshonesto,  no  puede  reclamarse  como  in- 
debido por  el  donante,  áun  cuando  no  se  lle- 
ve á cabo  el  acto  causa  de  la  donación. 

ORÍGENES 

Leyes  52  y 53,  tít.  XIV,  Partida  5.a 

Artículo  2213. — El  que  diere  alguna  cosa 
á otro  porque  no  descubra  un  delito  que 
hubiere  cometido,  tiene  acción  para  recla- 
mar lo  que  donó. 


orígenes 


Ley  54,  tít.  XIV,  Partida  5.* 

COMENTARIO 

En  el  caso  del  articulo  no  hay  torpeza  por 
parte  del  que  da,  porque,  como  dice  la  ley,  si 
bien  es  cierto  que  la  hubo  en  el  acto  de  come- 
ter el  delito,  no  existe  cu  el  de  dar  algo  para  li- 
brarse de  él,  ca  sabida  cosa  es  que  lodo  orne 
debepuñar  cuanto  pudiere  para  es  torcer  que 
non  cay  a en  peligro  de  muerte  ó de  mala  fama , 
y podrá,  por  tanto,  reclamar  lo  que  con  ese  fin 
dió;  mas  no  sucede  lo  mismo  respecto  al  que  re- 
cibió el  dinero;  éste  obró  con  malicia,  por  dos 
razones:  la  una , porque  si  le  quería  librar  de 
muerte , débelo  facer  por  el  natural  amor  que 
un  orne  debe  a ver  con  otro,  é non  'por  precio 
ninguno.  La  otra  es,  que  encubre  la  justicia  é 
la  vende  porque  non  se  cumpla,  pues  que  re $- 
cibió  precio  por  encobrir  el  malfechor;  por  cu- 
yas dos  razones  le  obliga  la  ley  á devolver  el 
precio  recibido. 
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CAPÍTULO  II 

DE  LAS  OBLIGACIONES  QUE  NACEN  DEL  DELITO  Y DE  LA  CULPA 

Ó NEGLIGENCIA. 


Artículo  2214. — La  responsabilidad  pro- 
veniente do  delito,  culpa  ó negligencia  se 
estimará  con  arreglo  á las  prescripciones 
del  Código  penal  vigente.  • 

orígenes 

Tít.  II,  líb.  l.°,  Código  penal. 

COMENTARIO 

«Todo  el  que  comete  un  delito  ó falta  contrae 


la  responsabilidad  civil  definida  y regulada  en 
el  Código  penal.» 

«Todo  el  que  ejecuta  un  hecho  en  que  inter- 
viene algún  género  de  culpa  ó negligencia,  aun- 
que no  constituya  delito  ó falta,  está  obligado  á 
la  reparación  del  perjuicio  ocasionador  tercero.» 

Estas  son  las  dos  disposiciones  que  contiene 
el  Proyecto  de  Código  civil  en  este  punto,  y cuyo 
espíritu  puede  decirse  es  el  hoy  vigente  y en 
observancia. 


Tono  II 


TÍTULO  XXVI 


DE  LA  GRADUACION  DE  ACREEDORES 

CAPITULO  PRIMERO 

DE  LOS  PRIVILEGIOS 


Articulo  22:15.— Cuando  los  bienes  de  una 
persona  no  alcanzan  á responder  de  las  obli- 
gaciones por  ella  contraídas,  hay  que  aten- 
der, para  fijar  la  prelacion  de  créditos,  ásu 
antigüedad  ó á su  naturaleza,  según  sepres- 
eribe  en  los  artículos  siguientes,  y salvo  lo 
dispuesto  en  Títulos  anteriores. 

ORÍGENES 

Ley  2.®,  tit.  XV,  Partida  S.'1 

Leyes  27,  tít.  XIII,  Partida  5,*  y demas  cita- 
das en  los  siguientes  artículos. 

JURISPRUDENCIA 

Cuando  la  cuestión  versa  sobre  preferencia 
de  créditos,  no  puede  ser  invocada  útilmente, 
en  apoyo  de  un  recurso  de  casación,  la  ley  1.*, 
tít.  I,  lib.  X,  Nov.  Rec.  (Sent.  31  Enero  1851). 

Si  bien  es  cierto  el  principio  general  de  de- 
recho común  de  que  entre  varios  acreedores 
igualmente  privilegiados  es  preferente  en  dere- 
cho el  que  es  primero  en  tiempo,  esto  sólo  tie- 
ne lugar  cuando  consta  la  prioridad  de  ese 
tiempo  (Sent.  2 Abril  18G9). 

comentario 

Al  pago  de  las  deudas  responden  todos  los 
bienes  presentes  y futuros  del  que  las  contrajo, 
principal  garantía  de  las  obligaciones  y regla 
que,  sin  necesidad  de  haber  sido  formulada 
como  precepto  en  las  legislaciones,  ha  sido 
adoptada  por  todos  los  pueblos  y admitida 
como  base  por  los  legisladores;  mas  no  siempre 


los  bienes  de  una  persona  son  bastantes  para 
cubrir  el  total  de  deudas  contraídas,  y en  este 
caso,  como  dice  la  ley  2.*,  tít.  XV,  Partida  5.®, 
si  las  debelas  non  fueren  todas  en  una  guisa, 
porque  algunos  de  los  que  las  deuen  a uer 
ouiessen  mejoría  que  los  otros;  como  si  les 
fuessen  obligados  primeramente,  ó ouiessen 
otro  derecho  alguno  por  si  contra  tales  bienes, 
en  la  manara  que  eligirnos  en  el  titulo  de  los 
peños;  estonce , deuen  ser  pagados  primera- 
mente estos  debdos  atales,  maguer  que  para 
los  otros  non  fincasse  ninguna  cosa  de  que  los 
entregassen.  En  el  mismo  sentido  se  expresa  la 
ley  27,  tít.  XIII,  Partida  3.a,  que  dice:  Guisada 
cosa  es  é derecha  que  aquel  que  rescibe  pri- 
meramente la  cosaá  peños,  que  mayor  dere- 
cho aya  en  ella,  que  el  otro  que  la  rescibe  des- 
pués; de  cuyas  dos  disposiciones  se  deduce  la 
necesidad  de  establecer  un  órden  para  el  pago 
de  los  créditos  existentes  contra  una  persona 
que  no  tiene  bienes  bastantes  para  responder 
de  los  mismos.  Ese  órden  puede  establecerse, 
según  acabamos  de  ver,  atendiendo,  ya  á la  an- 
tigüedad entre  acreedores  de  una  misma  clase, 
ya  al  privilegio,  entendiéndose  por  tal  el  dere- 
cho de  prelacion  que  la  naturaleza  6 calidad  de 
la  deuda  da  á un  acreedor  sobro  los  otros. 

Artículo  2216. — Los  acreedores  de  domi- 
nio dueños  de  las  cosas  dadas  en  depósito, 
guarda,  comodato  ó cualquier  otro  título 
por  el  cual  no  traspasen  aquéllos  sus  dere- 
chos de  propietarios,  tienen  derecho  á re- 
cobrar del  deudor  la  cosa  que  le  fué  entre- 
gada, con  preferencia  á todo  otro  acreedor 
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Se  exceptúa  de  esta  regla  el  depósito  de 
cosas  fungibles,  i especio  del  cual  tienen  pre- 
ferencia: 

1. °  Los  créditos  hipotecarios. 

2. °  Los  gastos  de  funeral. 

3. ”  Los  refaccionarios  y las  dotes,  cuan-  [ 
do  se  trate  de  bienes  muebles. 

4. °  Los  comprendidos  en  el  número  l.° 
del  art.  2118,  en  el  caso  del  art.  2119. 

ORÍGENES 

Ley  12,  tít.  XIV,  Partida  5." 

Ley  9.a,  tít.  III,  Partida  5.* 

JURISPRUDENCIA 

No  puede  declararse  á un  acreedor  la  cuali- 
dad de  serlo  de  dominio,  mientras  no  estén  de- 
terminados los  bienes  que  en  tal  concepto  pue- 
dan corresponderle  de  los  de  la  masa  general 
(Sent.  l.°  Octubre  1872) . 

COMENTARIO 

Los  acreedores  de  dominio  tienen  derecho 
preferente  á cualquier  otro  acreedor  para  co- 
brarlo, según  dispone  la  ley,  no  por  razón  de  : 
antigüedad,  que  eri  el  caso  presente  deja  de  ser 
esta  aplicable,  sinó  porque  la  naturaleza  de  ta- 
les créditos,  y este  nombre  puede  dárseles,  lo 
exige  y lo  hace  necesario  conforme  á los  prin- 
cipios de  justicia.  El  que  entrega  una  cosa  en 
depósito  ó comodato,  sigue  siendo  propieta- 
rio de  ella,  conserva  todos  sus  derechos  de 
dominio  en  la  misma  y no  puede  ésta  entrar  á 
formar  parte  de  la  masa  general  de  bienes  del 
deudor  concursado,  porque  ademas  de  no  per-  . 
tenecerle,  se  atentaría  contra  el  derecho  de  i 
propiedad  de  aquellos. 

Esta  regla  tiene  aplicación  á todos  aquellos  : 
casos  en  el  acreedor  no  traspasa  por  el  contra-  ¡ 
to  ni  por  la  entrega  el  dominio  de  su  cosa,  y no 
cabe,  por  tanto,  hacerla  extensiva  al  depósito  de 
cosas  fungibles,  que  es,  como  dicen  los  autores,  . 
un  depósito  irregular,  en  que  el  depositario  ad- 
quiere el  señorío  de  las  cosas  depositadas,  de- 
biendo restituir,  no  las  mismas,  sinó  otras  de 
la  misma  especie  y calidad.  (Véase  lo  que  deci- 
mos en  el  art.  1706.) 


dada  en  prenda  á dos  personas,  se  observará 
lo  dispuesto  en  el  art.  1794. 


ORÍGENES 

Ley  27,  tít.  XIII,  Partida  5.» 

Artículo  2218.— Los  acreedores  hipote- 
carios con  título  inscrito  son  preferidos  á 
los  acreedores  singularmente  privilegiados. 

Para  determinar  el  efecto  de  un  título 
respecto  a terceros,  así  como  la  preferencia 
entre  dos  ó más  inscripciones  hipotecarias, 
se  .observará  lo  prescrito  en  los  artícu  - 
los  1906  y 1907. 

ORÍGENES 

Artículos  24,  25  y 26  ley  Hipotecaria. 

JURISPRUDENCIA 

Sent.  28  Mayo  1874. 

La  sentencia  que  entre  dos  inscripciones  he- 
chas en  el  Registro  de  la  propiedad  da  más 
valor  á la  que  es  más  antigua,  no  infringe  los 
artículos  23,  34  y 35  de  la  ley  Hipotecaria,  sinó 
que,  por  el  contrario,  se  ajusta  á sus  preceptos 
(Sent.  12  Mayo  1871). 

El  art.  24  de  la  ley  Hipotecaria,  en  que  se 
declara  que  los  títulos  inscritos  surtirán  sus 
efectos  áun  contra  los  acreedores  singularmen- 
te privilegiados,  se  reíiere  á los  contratos  ó ac- 
tos posteriores  á la  misma,  quedando  ios  ante- 
riores sujetos  á la  legislación  que  regía  cuando 
tuvieron  lugar  (Sent.  21  Abril  1874). 

Tíos  créditos  garantidos  con  hipoteca  especial 
son  en  todo  caso  preferidos  á los  que  oarecen 
de  esta  oualidad  (Sent.  l.°  Febrero  1876). 

Artículo  2219. — Entiéndese  por  créditos 
singularmente  privilegiados: 

1. "  Los  gastos  de  funeral  en  proporción 
á la  fortuna  y circunstancias  del  finado. 

2. °  Los  ocasionados  con  motivo  de  la 
ordenación  de  su  última  voluntad  y forma- 
ción de  inventario  y diligencias  judiciales  á 
que  haya  dado  lugar  la  testamentaría  ó abin- 
testado. 

ORÍGENES 


Artículo  2217.^-Cuando  una  cosa  fuere 


Art.  592,  ley  do  Enjuiciamiento  civil. 
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Articulo  2220. —Entiéndese  por  créditos 

privilegiados: 

1. °  Los  que  provienen  de  trabajo  perso- 
nal y alimentos  (á). 

2. °  Los  comprendidos  en  el  número  l.° 
del  art.  2118  en  el  caso  del  art.  2119  (&). 

:i.°  El  deposito  de  cosas  fundibles  (c). 

4°  Los  comprendidos  en  los  números 
2."  y siguiente  del  art.  2118  en  el  caso  del 
art.  2119  (d). 

ORÍGENES 

(a)  Ley  30,  tít.  XIII,  Partida  5A 

Art.  592,  Ley  de  Enjuiciamiento  civil: 

[lj]  Artículos  351  y 355  Ley  Hipotecaria. 

(c)  Ley  9.',  tít.  III,  Partida  5." 

(d)  Artículos  citados  déla  ley  Hipotecaria. 

jünrspnuDENCiA 

Según  las  leyes  25  y 33,  tít.  XIII,  Partida  5.*, 
el  Estado  tiene  hipoteca  legal  privilegiada  en 
los  bienes  de  sus  deudores  para  la  cobranza  de 
sus  créditos,  sin  que  se  haya  hecho  innovación 
alguna  en  la  legislación  mercantil  aoerca.de  es- 
tos derechos  (Sent.  G Noviembre  I8G7). 

El  acreedor  refaccionario  tiene  preferente  de- 
recho para  ser  reintegrarlo  del  importe  de  las 
obras  ejecutadas  (Sent.  27  Junio  1871). 

Al  concederse  por  el  art.  592  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil  cu  el  concurso  de  acreedores 
el  primer  grado  de  prelacion  á los  que  lo  son 
por  trabajo  personal,  se  equiparan  á éstos  úni- 
camente los  acreedores  por  alimentos;  y de  este 
modo  se  da  una  especie  de  medida,  y se  fija  la 
base  justificante  para  determinar  la  clase  de 
trabajos  personales  á cuyos  créditos  puede  ser 
aplicable  tal  preferencia  (Sent.  5 Marzo  1871). 

Esa  liase  ó regla  no  es  otra  que  la  común  de 
los  productos  de  talos  trabajos,  según  que  no 
superen  á las  necesidades  ordinarias  de  la  vida 
ó lo  que  constituiría  en  absoluto  una  pensión 
alimenticia,  y no,  por  el  contrario,  la  .única  y 
exclusiva  de  quo  provengan  do  trabajo  perso- 
nal, sin  que  se  deba  tener  en  cuenta  su  clase 
ni  bus  utilidades,  bastando  solamente  que  hu- 
biere mediado  la  persona  en  el  trabajo  de  que 
proceda  el  crédito,  lo  cual  nunca  deja  de  suce- 
der hasta  en  las  profesiones  más  lucrativas  (Sen- 
tencia id.  id.  id.). 

No  puede  estimarso  como  alimenticio  el  tra- 
bajo personal  del  procurador,  do  los  juzgados  j 


I y Tribunales  ni  sus  productos  arancelarios,  y 
menos  los  adelantos  de  fondos  que  haga  por  sus 
poderdantes,  ya  se  aprecie  el  carácter  público 
de  su  oficio  ó profesión,  que  requiere  edad,  cier- 
ta pericia  jurídica  y arraigo  ó fianza,  y que  no 
es  tan  absolutamente  personal  que  no  admita 
brazos  auxiliares  en  sus  trabajos,  ya  se  atienda 
á los  productos  ordinarios  de  un  bien  reputado 
desempeño,  regulados  en  arancel,  tomando  en 
euenta  todas  aquellas  circunstancias  (Senten- 
cia id.  id.  id.). 

Las  leyes  23  y 33,  tít.  XIII  de  la  Partida  5.a 
se  refieren  al  privilegio  de  los  bienes  dótales,  y 
no  pueden  tener  aplicación  á los  parafernales  ó 
extradotales  heredados  constante  matrimonio 
(Sent.  3 Junio  1873). 

Para  que  un  crédito  que  se  supone  refaccio- 
nario goce  de  preferencia  sobre  otro  escritura- 
rio, es  preciso  demostrar  que  la  cantidad  pres- 
tada se  empleó  eri  la  existencia  y conservación 
de  la  cosa  refaccionada;  y no  habiéndolo  justi- 
ficado el  demandante,  según  apreciación  de  la 
Sala  sentenciadora,  contra  la  cual  no  se  cita  ley 
ni  doctrina  que  se  suponga  quebrantada,  al 
desestimar  la  tercería  de  mejor  derecho,  no  se 
infringen  las  leyes  2(5,  28  y 29  de!  tít.  XIII,  Par- 
tida 5.%  sobre  los  créditos  de  aquella  clase  (Sen- 
tencias 5 Julio  1875  y 18  Noviembre  187G). 

Limitada  una  demanda  á pedir,  sin  dirigirse 
contrae!  concursado,  ni  mencionarle  siquiera 
como  obligado,  que  se  mandara  el  inmediato 
pago  por  los  bienes  y fondos  del  concurso  del 
importe  total  de  las  refacciones  de  un  ingenio, 
quo  había  suplido  el  demandante  después  de 
cedido  por  el  concursado  á sus  acreedores,  y 
después  también  de  declarado  el  concurso,  de 
haberse  embargado  dicho  ingenio  y de  ser  en- 
tregado al  depositario-administrador  judicial- 
mente nombrado,  al  absolver  al  concursado  do 
dicha  demanda  la  sentencia  no  resuelve  lo  que 
fue  objeto  de  la  demanda,  ni  se  contrae  tam- 
poco á los  términos  en  que  se  presentó  la  recla- 
mación y cuestión  del  pleito,  y de  consiguiente 
infrínge  la  ley  28,  tít.  XIII.  Partida  5. 3 (Sent.  4 
Junio  1877). 

Las  leyes  2G,  28  y 29,  tit.  XIII,  Partida  5-“ 
expresan  y fijan  los  créditos  refaccionarios,  es- 
tableciendo ademas  en  su  favor  el  derecho  de 
hipoteca  tácita  y el  de  prelacion  sobro  la  finca 
refaccionada  (Sent.  11  Octubre  1877). 

Si  el  crédito  reclamado  por  el  recurrente  en 
su  demanda  de  tercería  no  es  de  los  determi- 
nados expresamente  en  alguna  de  las  tres  leyes 
citadas,  como  así  también  se  dice  por  el  deman- 
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dante,  al  declararse  por  la  sentencia  que  el  re-  | 
fétido  crédito  no'  es  refaccionario,  no  infringe 
dichas  leyes  ni  la  doctrina  legal  que  de  ellas  se 
deriva,  conforme,  como  no  puede  ménos,  con 
su  texto  y precepto,  ni  tampoco  la  7.a,  tít.  XX, 
lib-  VII,  Nov.  Rec.,  que  dispone  se  paguen,  con 
preferencia  á todo  acreedor  que  al  fisco,  los  : 
créditos  que  á.su  favor  tengan  los  pósitos  por 
granos  dados  á ios  labradores  para  sembrar;  y 
la  15,  tit.  XXXI,  lib.  XI  de  dicho  cuerpo  le?al, 
que  manda  no  se  haga  ejecución  en  las  bestias  ' 
de  labor,  aperos  do  labranza,  sembrados  y bar-  ; 
hechos  de  ios  labradores,  sino  cuando  los  cré- 
ditos procedan  de  lo  que  se  les  hubiere  prestado 
para  el  cultivo  (Sent  id.  id.  id.). 

La  ley  Hipotecaria  declaró  subsistentes,  con 
arreglo  á la  legislación  precedente,  mientras  1 
duren  las  obligaciones  que  garanticen  las  hi- 
potecas generales  anteriores  á aquellaque  dicha 
legislación  establecía,  entre  otras,  la  de  las  mu- 
jeres casadas  sobre  los  bienes  de  su  marido: 
quedando  vigente  el  derecho  antiguo,  conforme 
al  que  la  mujer  casada  tiene  el  privilegio  de  ser 
preferida  para  el  pago  de  su  dote,  legítimamen- 
te constituida  y entregada,  lo  mismo  que  sus 
hijos  y descendientes  legítimos,  á todo  otro 
acreedor  de  su  marido  que  no  tenga  hipoteca 
expresa  anterior;  y por  tanto,  la  Sala  sentencia- 
dora, al  declarar  la  preferencia  á favor  de  la 
dote,  no  infringe  la  ley  33,  tít.  XIII,  Partida  5.*, 
ni  pudo  infringir  tampoco  ios  artículos  23,  24, 
158  y 151)  y doctrina  que  nace  del  preámbulo 
do  la  ley  Hipotecaria,  que  no  son  aplicables  al 
caso  (Sent.  13  Marzo  1877). 


COMENTARIO 


Si  los  acreedores  hipotecarios  son  preferidos 
según  el  artículo  anterior  á los  singularmente 
privilegiados  por  la  legislación  común,  convie- 
ne saber  cuáles  son  éstos.  Entre  ellos  deben  dis- 
tinguirse dos  clases;  unos  cuyo  privilegio  es  de 
mayor  preferencia,  por  lo  cual  se  les  da  el  nom- 
bre de  singularmente  privilegiados , y otros  que 
por  no  gozar  del  mismo  derecho  seles  denomi- 
na meramente  privilegiados. 

Respecto  á los  del  primer  grupo,  la  ley  30, 
tít.  XIII,  Partida  5.a,  había  dicho  que  si  algund 
orne  despendiesse  maravedís  en  soterramiento 
de  algurtd  muerto , maguer  este  tal  debdo  fues- 
se  postrimero,  ante  deue  ser  pagado,  que  olio 
debdo  que  ouiesse  fecho  el  muerto  en  su  vida, 
con  lo  cual  estableció  una  preferencia  que  luego 
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la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  confirmó  y aclaró 
disponiendo  que  si  se  tratare  de  un  abintestato 
ó testamentaría  concursada,  so  colocarán  en 
primer  lugar  y tendrán  derecho  preferente  á 
cualquier  otro  los  acreedores  por  los  gasto.s  del 
funeral,  proporcionado  á la  fortuna  y circuns- 
tancias del  finado,  y los  ocasionados  con  mo- 
tivo de  la  ordenación  de  su  última  voluntad  y 
formación  de  inventario  y diligencias  judiciales 
á quo  haya  dado  lugar  la  testamontaría'ó  abin- 
testato. 

Entro  los  acreedores  del  segundo  grupo,  ó 
sean  los  meramente  privilegiados,  distínguonso 
tres  clases,  sobre  las  cuales  conviene  fijar  nues- 
tra atención. 

Forman  la  primera,  según  dispone  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil,  los  acreedores  por  trabajo 
personal  y alimentos,  entre  los  que,  según  La 
Serna  y Montalban,  «sin  duda  se  comprenden 
los  gastos  hechos  en  la  última  enfermedad  para 
las  medicinas,  como  constantemente  se  ha  en- 
tendido;» doctrina  que  sin  ser  legal  no  carece 
de  fundamento. 

La  segunda  clase  la  componen  los  que  antes 
de  l.°  de  Enero  de  1803  tenían  créditos  garan- 
tidos con  alguna  de  las  hipotecas  generales  que 
establecía  la  legislación  anterior.  El  art.  355  do 
la  ley  Hipotecaria,  al  disponer  que  «las  hipoteca s 
expresadas  en  el  artículo  precedente,  y que  exis- 
tieren á la  publicación  de  esta  ley,  subsistirán 
con  arreglo  á la  legislación  anterior  al  1."  de 
Enero  de  1803,  mientras  duren  las  obligaciones 
que  garanticen,  á ménos  que  por  la  voluntad 
de  ambas  partes,  ó la  del  obligado,  se  sustitu- 
yan con  hipotecas  especiales,  ó dejen  de  tener 
efecto  en  cuanto  á tercero,  en  virtud  de  provi- 
dencia dictada  enjuicio  de  deliberación,  esta- 
blecido por  los  artículos  305  y siguientes,»  com- 
prendió en  esta  clase  á los  acreedores  ántcs  in- 
dicados, cuyos  derechos  estaban  y están  hoy 
garantidos  por  varias  leyes  de  nuestro  derecho 
antiguo. 

El  tercer  lugar  entre  los  privilegiados  corres- 
ponde al  depósito  de  cosas  fungibles,  que  no 
puede  considerarse  como  acreedor  de  dominio 
y que  tiene  preferencia  á los  comprendidos  en 
el  núm.  4.“,  según  resulta  délo  que  se  dejó  con- 
signado en  el  art.  2210. 

Articulo  2221. — Los  créditos  que  consten 
por  escritura  son  preferentes  ;í  los  que  cons- 
ten en  documento  privado.  Entre  éstos,  los 
que  se  hallen  extendidos  en  papel  sollado 
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pon  preferentes  á los  que  consten  en  papel 
común  sin  sello. 

ORÍGENES 


Ley  31.  til.  XIII,  Partida  5.a 

Ley  o.3,  tít.  XXIV,  lib.  X,  Nov.  Rec. 

JÚRISPP.UIjENGIA 

Se  infringe  la  ley  5.‘,  tít.  XXIV,  lib.  X,  No- 
vísima Recopilación,  en  la  cual  se  previene  que 
los  contratos  consignados  en  escrituras  públi- 
cas tengan  preferencia  á los  escritos  en  papel 
sellado,  papel-común  ó meramente  personales, 
cuando  se  da  preferencia  sobre  un  contrato, 
que  consta  de  escritura  publica  y solemne,  y 
con  la  circunstancia  de  ser  de  fecha  anterior 
al  que  no  consta  de  ninguna  clase  de  documen- 
to, sinó  de  la  confesión  hecha  por  las  partes  en 
un  acto  de  conciliación,  supuesto  que  de  otra 
suerte  las  precauciones  consignadas  en  la  ley 
recopilada  con  el  laudable  propósito  de  evitar 
los  fraudes  que  se  ocasionarían  antedatando  ó 
postdatando  fechas,  se  liarían  fácilmente  iluso- 
rias por  ia  mala  fe  de  las  partes  (Sent.  21  No- 
viembre 1872). 

Entre  dos  créditos  refaccionarios,  igualmente 
preferentes,  produce  prioridad  y mejor  derecho 
la  fecha  más  antigua,  y también  hallarse  con- 
signado uno  en  escritura  pública  y el  otro  en  ] 
documento  privado  (Sent.  24  Enero  1873), 

La  sentencia  que  niega  tal  mayor  derecho  ¡n-  . 
í'ringe  la  ley  31,  tít.  XIII,  Partida  5.a  (Senten-  1 
cia  id.  id.  id.). 

La  sentencia  que  declara  que  dicho  crédito  : 
es  preferente  á un  escriturario,  que  al  interpo- 
nerse la  tercería  se  hallaba  en  posesión  de  per- 
cibir ya  el  descuento  para  el  pago,  infringe  las 
leyes  31,  tít.  XIII,  Partida  5.“,  y la  5.",  títu- 
lo XXIV,  lib.  X de  la  Novísima  Recopilación, 
que  sin  distinción  de  fechas  del  otorgamiento, 
declaran  prcícrentes  los  créditos  que  se  fundan 
en  escritura  pública  á los  que  proceden  de  sim- 
ples pagarés  (Sent.  17  Febrero  1876). 

La  sentencia  que  no  desconoce  que  los  crédi- 
tos consignados -en  documentos  públicos  son 
preferidos  para  su  pago  á los  que  constan  en 
documentos  privados,  no  contraría  la  ley  5.“, 
tít.  XXIV,  líb.  X,  Nov.  Rec.  {Sent.  1G  Junio 
1875). 


Artículo  2222.— De  las  deudas  persona- 
les, ó sean  todas  las  contraídas  sin  que  de 
ellas  respondan  los  bienes  del  deudor,  de- 
berá ser  pagada  preferentemente  la  del  que 
primero  la  hubiere  demandado  y obtenido 
sentencia  á su  favor.  Si  fueren  varios  los 
demandantes  y los  que  en  un  mismo  tiempo 
obtuvieren  sentencia  favorable,  y los  bie- 
nes no  fueron  bastantes  para  pagar  á todos, 
se  repartirán  entre  ellos  proporcionalmente, 
después  de  pagar  íntegras  las  deudas  que 
por  su  naturaleza  sean  preferentes. 

ORÍGENES 

r 

Ley  11,  tít.  XIV,  Partida  5.a 

JURISPRUDENCIA 

Entre  dos  ó más  acreedores  personales  debe 
ser  pagado  primeramente  el  que  hubiere  de- 
mandado en  juicio  y á favor  de  quien  se  hubie- 
re dado  sentencia,  aunque  su  crédito  sea  el  pos- 
trimero, según  disposición  de  la  ley  1 1 , tít.  XVI, 
Partida  3.“  La  sentencia  que  no  lo  hace  así 
infringe  la  citada  ley  (Sents.  11  Noviembre 
1870  y 5 Febrero  1878). 

La  ley  5.a,  tít.  XXIV,  lib.  X,  Nov.  Rec.,  que 
determina  la  p relación  de  los  contratos  y obli- 
gaciones privadas  que  se  escribieren  en  papel 
sellado,  sobre  los  créditos  personales  y quiro- 
grafarios extendidos  en  papel  común,  y que 
manda  graduar  aquéllos  después  de  las  escri- 
turas públicas,  dándoles  lugar  entre  sí  mismos 
conforme  á su  antelación,  no  es  derogatoria  de 
la  citada  ley  11,  tít.  XIV,  Partida  5.a,  antes  bien 
mantiene  su  fuerza  y vigor  por  la  cláusula  con 
que  aquella  termina,  ordenando  que  no  sea 
visto  dar  á las  dichas  cédulas  y escritos  priva- 
dos más  fuerza,  fe  ni  autoridad  de  la  que  por 
derecho  deben  tener  y tienen  {Sent.  5 Febre- 
ro 1878). 

COMENTARIO 

La  disposición  de  esta  ley  parece  hallarse 
contradicha  por  la  ley  5.a,  tít.  XXIV,  lib.  X, 
Nov.  Rec.;  pero  ol  Tribunal  Supremo  ha  decla- 
rado que  por  ésta  no  ha  perdido  aquella  su 
fuerza  y vigor. 
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DE  LA  GRADUACION  I)E  ACREEDORES 


CAPITULO  II 


DE  LA  CLASIFICACION  DE  LOS  CRÉDITOS 


_ Artículo  2223. — En  consecuencia  de  lo 
dispuesto  pn  el  capítulo  anterior,  el  orden 
de  prelacion  que  debe  guardarse  entre  los 
acreedores  de  un  mismo  deudor  cuando  se 
trate  de  los  bienes  inmuebles  de  éste,  es  el 
siguiente: 

\.°  El  asegurador  por  el  importe  de  los 
dos  últimos  años  del  seguro  ó de  los  dos  di- 
videndos últimos,  si  fuere  seguro  mutuo  y el 
Estado  por  el  año  último  de  la  contribución 
del  inmueble  (o). 

2. °  Los  acreedores  de  dominio  (ft). 

3. ”  Los  acreedores  hipotecarios,  guar- 
dando  entre  sí  el  orden  de  preferencia  que 
marcan  los  artículos  190(1  y 1907  (c). 

4. a  Los  acreedores  enumerados  en  el  ar- 
tfculo  2219  (d). 

5. °  Los  acreedores  enumerados  en  los 
número  i.°  y 3.°  del  art.  2220  {d). 

6. "  Los  que  lo  sean  por  escritura  pú- 
blica (e). 

7. °  Los  que  lo  sean  por  documento  pri-  ; 
vado  extendido  en  papel  del  sello  correspon- 
diente (f). 

8. °  Los  que  lo  sean  por  documento  es- 
crito en  papel  sin  sello  (g). 

Cuando  se  trate  de  créditos  comprendidos 
en  los  números  2.°,  3.“,  4.°,  5.°,  6.°  y 7°  de 
esto  artículo,  la  antigüedad  del  crédito  dará 
preferencia  entre  los  acreedores  de  una  mis- 
ma clase,  salvo  lo  dispuesto  en  el  artícu- 
lo 2222  (A). 

Los  que  estuvieren  disfnitándo  alguna  hi- 
poteca de  las  comprendidas  en  e'l  art.  2118, 
constituida  ántes  de  1."  de  Enero  de  1803, 
tendrán  el  derecho  que  los  confiere  el  ar- 
tículo 2119  (i). 


- ORÍGENES 

(a)  Artículos  i?  1 8,  219  y 220,  ley  Hipotecaría. 

(b)  Ley  12,  tit.  XIV,  Partida  5.* 

(c)  Artículos  24,  25  y 26,  ley  Hipotecaria. 

(d)  Véanse  las  citas  de  los  arts.  221 8 y 2219. 

(c)  Ley  31,  tít.  XIII,  Partida  5.\  núm.  4, 

art.  592,  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

(/I  Ley  5.a,  tit.  XXIV,  lib.  X,  Nov.  Rcc.  ■ 

(ff)  Ley  5.a,  tít.  XXIV,  lib.  X,  Nov  Reo. 

(/i)  Ley  27,  tit.  XII,  Partida  5.* 

Véanse  las  citas  del  art.  2221. 

(í)  Artículos  354  y 355,  ley  Hipotecaria. 

Artículo  2224. — El  orden  de  prelacion 
que  debe  guardarse  entre  los  acreedores  de 
un  mismo  deudor  cuando  se  trate  de  los  bie- 
nes muebles  de  éste  es  el  siguiente: 

1. u  Los  acreedores  de  dominio  (a). 

2. °  Los  enumerados  en  el  art.  2218  (b). 

3. ’  Los  que  provienen  de  trabajo  perso- 
nal y alimentos  (c). 

4. a  Los  siguientes  (que  por  la  legislación 
anterior  tenían  hipoteca  legal  privilegiada): 

A La  mujer  por  su  doto.  Concurriendo 
dos  dotes,  es  preferente  la  más  antigua,  á no 
ser  que  existieren  bienes  de  la  segunda  (4). 

I]  El  fisco  por  lo  que  se  le  deba.  En  con- 
currencia este  crédito  con  una  dote,  la  an- 
tigüedad resuelve  la  preferencia  (o). 

G El  acreedor  refaccionario,  y concur- 
riendo varios,  el  más  moderno  {f). 

D El  huérfano  respecto  de  la  cosa  com- 
prada con  sir  dinero  (g). 

E El  que  haya  dado  dinero  prestado  para 
hacer  una  compra,  estipulando  que  lo  com- 
prado responda  especiahnentodo  la  deuda  (A) 

F El  dueño  de  las  tierras  respecto  de  los 
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frutos  do  las  mismas  para  cobrarla  renta  (?'). 

ó."  Los  siguientes  (que  por  la  legisla- 
ción anterior  tenían  hipoteca  legal  no  privi- 
legiada): 

A Los  que  están  bajo  la  tutela  ó curadu- 
ría del  deudor,  cuando  la  deuda  proviene  de 
las  cuentas  y alcances  de  aquellos  cargos  [j] 
15  El  legatario  en  los  bienesdel  testador  (¿) 
C El  marido  por  la  dote  que  el  deudor 
prometió  á su  mujer  (m). 

D El  hijo  del  deudor  por  los  bienes  que 
cstedebió  reservar  con  arreglo  á las  leyes  (n). 

E El  hijo  del  deudor  por  los  bienes  que 
éste,  en  concepto  de  usufructuario,  hubiere 
recibido  de  la  madre  y enajenado  después  (a) 
tí.0  Les  acreedores  comprendidos  en  los 
números  tí.°  T.ü  y 8,°  del  artículo  anterior 
por  el  mismo  orden  en  que  están  allí  enu~ 
m erados  (p). 

En  cuanto  á los  acreedores  por  razón  del 
depósito  de  cosas  fungióles,  tendrán  el  de- 
recho que  se  les  confiere  en  el  art,  221(3 (q). 

ORÍGENES 

(а)  Ley  12,  tít.  XIV,  Partida  52 

(б)  Véanse  las  citas  del  art.  2218. 

(c)  Ley  30,  tít.  XIII,  Partida  5.a 

Art,  592,  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

[el)  Leyes  23  y 33,  tít.  XTII,  Partida  52 
¡e)  Leyes  23  y 33,  tít.  XIII,  Partida  52 


(f)  Ley  28,  tít.  XIII,  Partida  52 

(g)  Ley  30,  tít.  XIII,  Partida  52 

(h)  Ley  30,  id.,  id.,  id. 

( i } Ley  62,  tít.  XI,  lib.  X,  Nóv.  Rec. 

Ley  15,  tít.  XXXI,  lib.  X,  Nov.  Rec. 

\ j)  Ley  23,  tít.  XIII,  Partida  52 

(l)  Ley  25,  tít.  XIII,  Partida  52 

(m)  Ley  23,  tít.  XIII,  Partida  52 

(n)  Ley  25,  tít.  XIII,  Partida  52 

(o)  Ley  21,  tít.  Xni,  Partida  52 

(p)  Véanse  las  citas  e,  f y g del  artículo  an- 
terior. 

(g)  Ley  92,  tít.  III,  Partida  52 

COMENTARIO 

♦ 

La  ley  Hipotecaria  introdujo  una  alteración 
importantísima  en  el  orden  de  prelacion  de  cré- 
ditos cuando  éstos  habían  de  cobrarse  en  los 
bienes  inmuebles  del  deudor.  Respetó,  sin  em- 
bargo, el  órden  establecido  para  los  casos  en 
que  el  deudor  no  tuviese  sino  bienes  muebles, 
siendo  ésta  la-  causa  de  que  haya  en  la  actuali- 
dad dos  órdenes  diferentes  para  regular  la  pre- 
ferencia entre  créditos  de  índole  diversa.  Esto 
no  obstante,  aunque  nuestras  leyes  llaman  hi- 
poteca legal  privilegiada  y no  privilegiada  al 
derecho  conferido  á los  acreedores  enumerados 
en  los  párrafos  42  y 52  del  artículo  precedente, 
esta  denominación  ha  llegado  á ser  insostenible, 
por  más  que  en  cuanto  se  refiere  á los  bienes 
muebles  el  derecho  y la  preferencia  subsisten, 
en  opinión  de  ilustres  jurisconsultos. 


TÍTULO  XXVII 

DE  LA  PRESCRIPCION 


CAPITULO  PRIMERO 

DISPOSICIONES  GENERALES 


Articulo  2225. — Mediante  la  prescripción 
puede  ganarse  ó perderse  el  dominio  sobre 
las  cosas  por  el  trascurso  del  tiempo  y bajo 
las  condicionesdeterminadás  en  los  siguien- 
tes artículos. 

ORÍGENES 

Loy  1.a,  tít.  XXIX,  Partida  3.a 

CONCORDANCIAS  • 

Concuerda  con:  Arts.  2219,  Cód.  Francia.— 
505  Portugal. — 2105  Italia. — 1451  y 1452  Aus- 
tria.— 51,  tít.  IX,  parte  primera, y 502y  503,  Pru- 
gia.— 1983  Holanda. — 1.°,  loy  1.a,  tít.  III,  li- 
bro XLI,  Digesto.  ' 

JURISPRUDENCIA 

' Trascurrido  el  tiempo  de  la  prescripción,  el 
prescribente  adquiere  el  dominio  de  la  cosa 
prescrita  (Sent.  6 Octubre  1862). 

No  se  infringe  la  ley  l.°,  tít.  XXIX,  Parti- 
da 3.*,  al  desestimar  la  prescripción  inmemorial 
que  una  de  las  partes  invoca,  cuando  falta  el 
requisito  esencial  á esta  clase  de  prescripciones, 
de  una  larguísima  y pacífica  posesión  de  origen 
remoto  á que  no  alcance  la  memoria  de  los  hom- 
bres, y sin  noticia  de  hecho  alguno  contrario 
á ella  (Sent.  21  Junio  1864). 

Si  no  se  opone  á la  demanda  la  excepción  de 
prescripción,  la  Sala  no  puede  estimar  tal  ex- 
oepcion,  ni  pueden  reputarse  infringidas  por  la 
Sentencia  las  leyes  relativas  á la  misma  (benten-  ¡ 
Tono  II 


cías  26  Setiembre  1864,20  Febrero  y 31  Mar- 
zo 1877). 

Se  adquiere  el  dominio  por  la  prescripción 
cuando  ésta  se  verifica  por  el  tiempo  y con  las 
circunstancias  prescritas  por  las  leyes  (Sents.  28 
Setiembre  1864,  11  Febrero  1871, 4 Marzo  1874). 

El  pacto  de  renuncia  del  derecho  de  prescrip- 
ción , al  celebrarse  un  contrato , contraría  los 
principios  fundamentales  de  las  leyes  que  la  or- 
denaron, y por  lo  tanto  no  es  obligatorio  (Sen- 
tencias 17  Noviembre  y 12  Diciembre  1865  y 30 
Diciembre  1867). 

Las  leyes  sobre  prescripción  son  de  derecho 
público , como  dictadas  en  interes  general  y 
social  y para  asegurar  el  dominio  y la  propie- 
dad, que  siempre  se  hallarían  en  incierto  no 
poniéndose  término  á Ia3  reclamaciones  ¡Sen- 
tencia 14  Enero  1868). 

La  cualidad  más  indispensable  para  la  pres- 
cripción es  que  el  que  la  invoca  posea  la  cosa 
(Sent.  8 Octubre  1864). 

La  excepción  de  prescripción,  cuando  no  se 
alega' en  tiempo  oportuno,  no  puede  después 
utilizarse  para  fundar  un  recurso  de  casación 
(Sents.  7 Marzo  1866  y 26  Mayo  1875). 

No  puede  invocarse  la  prescripción  cuando 
no  ha  trascurrido  todo  el  tiempo  que  ¡a  ley  exi- 
ge para  que  tenga  efecto  (Sent.  19  Octubre  1868). 

El  dueño  ó señor  que  mencionan  las  leyes 
relativas  á la  prescripción,  no  es  ni  puede  6er 
el  dueño  absoluto  de  hecho  y de  derecho  defi- 
nido en  la  ley  1 .',  tít.  XXVIII,  Partida  3.*,  sinó 
que  es  necesariamente,  y por  la  suposición  mis- 
ma de  aquellas  leyes,  el  dueño  meramento  do 
derecho,  según  en  las  mismas  se  expresa,  piá- 
is 
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vado  de  la  disposición  de  la  cosa,  como  que  se 
halla  privado  de  su  posesión,  que  está  en  el 
prescribente;  ó en  otros  términos,  es  la  perso- 
na que  teniendo  derecho  á la  posesión  de  una 
cosa,  consiente  que  otro  la  posea  (Sent.  8 No- 
viembre 1870). 

El  Tribunal  Supremo  tiene  establecida  la  doc- 
trina de  que  no  pueden  invocarse  como  moti- 
vos de  casación  puntos  que  no  hayan  sido  ale- 
gados ni  discutidos  concretamente  en  el  pleito 
(Sent.  20  Junio  1873). 

El  que  teniendo  personalidad  para  reclamar 
unos  bienes  y oponerse  á la  posesión  que  de 
ellos  tiene  otro,  no  lo  hace,  dejando  correr  vá- 
lida y eficazmente  á favor  de  éste  el  tiempo  de 
la  prescripción,  no  puede  después  alegar  dere- 
cho contra  ésta,  sí  el  poseedor  ha  reunido  las 
condiciones  exigidas  por  la  ley  de  justo  título 
y buena  fe  (Sent.  8 Noviembre  1870). 

La  prescripción  crea  á favor  del  prescriben- 
te  un  derecho  incuestionable  (Sent.  10  Julio 
1875). 

Las  doctrinas  referentes  á la  prescripción  no 
tienen  aplicación  al  pleito  en  que  se  ejercita  la 
acción  de  dominio  por  el  declarado  en  la  sen- 
tencia dueño  de  la  cosa,  sin  que  el  demandado 
haya  alegado  entre  las  excepciones  la  de  pres- 
cripción (Sent.  18  Junio  1877). 

COMENTARIO 

¿Cuál  es  el  fundamento  de  la  prescripción? 

Difieren  los  autores  y las  escuelas  en  este 
punto  esencialísimo;  así,  en  tanto  que  unos  la 
hacen  estribar  en  la  presunción  de  abandono 
que  do  sus  derechos  hace  el  que  deja  prescribir 
sus  cosas,  otros  entienden  que  es  un  castigo  á 
la  incuria  del  dueño  y un  premio  á la  actividad 
y trabajo  del  prescribente.  Mas  dejando  aparte 
el  estudio  de  estas  diferentes  doctrinas,  lo  cual 
no  tiene  más  que  una  utilidad  teórica,  diremos 
que,  en  nuestro  sentir,  la  prescripción  es  ni 
más  ni  menos  que  una  necesidad  de  órden  pú- 
blico; así  es  que  Goyona  dice:  «Quitad  la  pres- 
cripción, y la  sociedad  no  será  más  que  un 
caos.» 

La  prescripción  es  un  modo  do  adquirir  la 
propiedad  y á la  vez  un  modo  de  perderla:  por 
la  prescripción  puede  adquirirse  una  carga  ú 
obligación,  ó libertarse  de  ella. 

Nótese  quo,  según  ha  declarado  el  Tribunal 
Supremo,  la  prescripción,  cómo  establecida  en 
beneficio  público,  no  puedo  renunciarse. 


! Artículo  2226.— Pueden  ganar  las  cosas 
por  prescripción  todos  los  que  no  estén  in- 
capacitados. 

No  pueden  ganar  ni  perder  cosa  alguna 
por  dicho  medio  los  faltos  de  razón,  á no  ser 
que  hubieran  comenzado  á prescribir  los  an- 
tecesores á quienes  heredasen,  ó ellos  mis- 
mos antes  de  perder  la  razón,  en  cuyos  casos 
continúa  la  prescripción. 

ORÍGENES 

) 

Ley  2.%  tít.  XXIX,  Partida  3.* 

{ CONCORDANCIAS 

Concuerda  con  la  ley  4.’,  tít.  III,  lib.  XLI, 
Dígesto. 

COMENTARIO 

La  ley  de  Partida,  en  este  caso  como  en  todos 
los  que  trata  de  fijar  la  capacidad  de  las  perso- 
nas, establece  la  excepción  al  lado  de  la  regla 
general. 

Según  ésta,  puede  prescribir’ toda  persona 
de  sano  entendimiento,  aunque  sea  huérfano, 
hallándose,  por  tanto,  impedidos  para  hacerlo  el 
loco  ydesmemoriado,  porque  non  han  corazón, 
nin  entendimiento  para  ganar,  nin  para  per- 
dería, maguer  tuviesen  las  cosas  en  su  poder. 
Esto,  sin  embargo,  no  rige  cuando  el  incapa- 
citado comenzó  á prescribir  antes  de  serlo,  ó el 
antecesor  á quien  heredó  hubiere  empezado  á 
prescribir,  porque  en  uno  y otro  caso  se  dió  á 
conocer  la  intención  del  poseedor,  el  cual  se 
supone  ha  continuado  prescribiendo. 

Artículo  2227. — Pueden  prescribirse  to- 
das las  cosas  muebles  é inmuebles,  á excep- 
ción de  las  comprendidas  en  el  artículo  si- 
guiente. 

ORÍGENES 

Leyes  4.a  y 18,  tít.  XXIX,  Partida  3.* 

JURISPRUDENCIA 

Los  bienes  que  no  han  sido  vinculados  están 
sujetos  á los  principios  generales  sobre  pres- 
cripción (Sent.  22  Noviembre  1860). 

Realizándose  las  condiciones  exigidas  por  la 
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ley  para  ejercitar  la  prescripción,  se  adquiere 
el  dominio  de  la  cosa  prescrita,  aunque  ésta  ■ 
hubiese  sido  vinculada,  pues  que  desde  el  año  ■ 
1830  en  que  los  bienes  de  esta  clase  entraron  en  ¡ 
las  condiciones  do  absolutamente  libres,  que- 
daron sujetos  á las  prescripciones  del  derecho 
común  (Sent.  28  Noviembre  1870). 


Articulo  2228, — Se  reputan  imprescripti- 
bles: 

4.u  Las  cosas  pertenecientes  á los  me- 
nores de  veinticinco  años  y á los  liijos  de 
familia  miéntras  están  bajo  la  patria  potes-  i 
tad  (a). 

2. °  Las  dótales  miéntras  ei  matrimonio 
no  se  disuelva;  mas  si  el  marido  dilapida  sus 
bienes  y la  mujer,  sabiéndolo,  no  reclama 
su  dote,  podrán  aquéllas  ser  prescritas  (b). 

3. °  La  jurisdicción,  los  tributos,  impues- 
tos y contribuciones  (c). 

4. “  Las  plazas,  calles,  caminos,  dehesas  ■ 
y demas  cosas  públicas  de  uso  común:  mas 
pueden  prescribirse  por  tiempo  de  cuarenta 
años,  siempre  que  no  se  reclamen  en  los 
cuatro  siguientes,  las  que  siendo  de  comu- 
nidad no  se  posean  en  común  (tí). 

5..°  Las  cosas  que  se  tienen  en  depósito, 
prenda,  como  dato  ó arrendamiento  (<?). 

0.°  Los  bienes  que  se  posean  en  común 
ó pro-indiviso  (f). 

■7.a  Las  cosas  obtenidas  por  la  fuerza  ó 
el  robo,  y sus  frutos  y rentas  (g). 

- ORÍGENES 

■ 

' (a)  Ley  8.a,  tít.  XXIX,  Partida  3.a 

Ley  3.a,  tít.  XI,  lib.  II,  Fuero  Leal. 

(b)  La  misma  ley  de  Partida. 

' (c)  Ley  6.a,  tít.  XXIX,  Partida  3.a 

Ley  6.*,  tít.  XIII,  lib.  III,  Ordenanzas 
Reales. 

Ley  12,  tít.  IV,  lib.  VI,  id.  id. 

Ley  4.a,  tit.  VIH,  lib.  XI,  Nov.  Rec. 

(d) -  Ley  7.a,  tít.  XXIX,  Partida  3.a 

Ley  22,  tít,  XXIX,  Partida  3.a 

(e)  Ley  1.a,  tít.  VIII,  lib.  XI,  Nov.  Rec. 

(f)  Ley  2/,  tít.  VIII,  lib.  XI,  id.,  id. 

(0)  Ley  4.*,  tít.  XXIX,  Partida  3.a 

La  misma  !oy  de  la  Novísima  últimamen- 

te citada,  1 


JURISPRUDENCIA 

Las  cosas  pertenecientes  al  común  de  vecinos 
no  son  por  su  naturaleza  capaces  de  prescrip- 
ción, según  !a  ley  7.*,  tit.  XXIX,  Partida  3.’ 
(Sent.  17  Diciembre  1864). 

La  ley  2.a,  tít.  V1IT,  lib.  XI  de  la  Novísima  Re- 
copilación, que  declara  no  puede  prescribirse  la 
cosa  poseída  en  común,  no  tiene  aplicación 
cuando  los  bienes  se  han  poseído  sin  manco- 
munidad alguna  [Sents.  13  Diciembre  1875y  20 
Enero  1877). 

Según  las  leyes  22,  tít.  XXIX,  5.a,  tit.  XXX, 
Partida 3.a,  y 1.a,  tít.  VIII,  lib'xi,  Nov.  Rec.,  no 
puede  adquirirse  una  cosa  por  prescripción, 
cuando  se  tiene  en  encomienda,  arrendamiento 
ó por  fuerza  (Sents.  23  Febrero  1859,  18  Mar- 
zo 1874). 

No  existe  prescripción  entre  los  condueños 
respecto  de  las  cosas  poseídas  en  común  (Sen- 
tencias 28  Diciembre  18G0,  13  Diciembre  1872 
18  Diciembre  1874). 

El  objeto  de  la  ley  8.a,  tít.  XXIX,  Partida  3.a, 
es  el  de  amparará  los  menores  contra  la  negli- 
gencia, impericia  ó mala  fe  de  sus  guardado- 
res, sin  que  pueda  sobreponerse  á su  expresa 
disposición  el  principio  general  do  que  el  pri- 
vilegiado no  goza  do  privilegio  respecto  al 
igualmente  privilegiado,  cuyo  principio  requie- 
re analogía  de  casos  y concurrencia  de  accio- 
nes (Sent.  9 Mayo  1867). 

Contra  los  constituidos  en  la  menor  edad  no 
corre  el  tiempo  do  la  prescripción  ordinaria 
(Sent.  id.  id.  id.). 

Según  la  ley  1.a,  tít.  V ITT , lib.  XI,  Nov.  Reco- 
pilación, el  que  posee  en  nombre  de  otro  no 
prescribe  la  cosa,  cualquiera  que  sea  el  tiempo 
por  que  la  posea;  y como  consecuencia  necesa- 
ria de  este  principio,  la  acción  que  corresponde 
al  dueño  para  reclamar  la  cosa,  puede  ejerci- 
tarse con  éxito  en  cualquier  tiempo  (Sent.  29 
Setiembre  1877). 

La  ley  1.a,  tít.  VIH,  lib.  XT,  Nov.  Rec.,  es  in- 
aplicable al  pleito  y no  ha  podido  ser  infringida 
por  la  sentencia  que  estima  la  excepción  de 
prescripción  por  el  trascurso  de  más  de  cin- 
cuenta años,  sí  resulta  probado  que  el  deman- 
dado no  poseyó  durante  ellos  en  los  conceptos 
que  la  referida  ley  expresa  sino  como  dueño, 
mucho  más  si  no  es  la  estimada  la  prescripción 
de  dominio,  Binó  la  acción  para  pedir  (Sent.  15 
Febrero  1878), 

Por  la  misma  razón  de  haberse  estimado  la 
prescripoion  de  acción,  y no  la  de  dominio,  es 
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igualmente  inaplicable  el  principio  de  derecho 
,le  qiie  lo  que  es  nulo  por  la  ley , no  puede 
hacerlo  válido  el  trascurso  delx  tiempo  (Sen- 
tencia id.  id.  id.). 

Artículo  2229.— No  obstante  lo  dispuesto 
cu  el  artículo  anterior  respecto  á los  meno- 
res de  veinticinco  años,  correrá  en  sus  co- 
sas la  prescripción  de  veinte  ó menos  años, 
cuando  ésta  hubiera  empezado  á ejercitar- 
se antes  de  haber  ellos  nacido  ó de  haber 
.sido  instituidos  como  herederos,  si  bien  tie- 
nen á su  íavor  el  beneficio  de  la  restitución 
por  el  tiempo  que  contra  ellos  se  estuvo  pres- 
cribiendo. 

La  prescripción  extraordinaria  de  treinta 
ó rnás  años  corre  en  todo  caso  contra  el  ma- 
yor de  catorce  años  y menor  de  veinticinco; 
pero  puede  ejercitar  el  beneficio  de  restitu- 
ción durante  la  menor  edad,  y cuatro  años 
después,  para  reclamar  contra  la  prescrip- 
ción mientras  duró  aquélla. 

ORÍGENES 

Ley  9.%  tít.  XIX,  Partida  6. 3 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  en  parte  con  la  ley  última,  titu- 
lo XLI,  Iib.  II,  Código  Romano. 

JURISPRUDENCIA 

Sent,  11  Marzo  18(54. 

Sent.  25  Noviembre  1804. 

La  prescripción  corre  contra  los  menores 
cuando  no  han  pedido  restitución  del  tiempo 
correspondiente  á su  menor  edad  (Se'nts.  l.° 
Mayo  1801  y 9 Mayo  1807). 

COMENTARIO 

Romos  visto  en  el  artículo  anterior  que  las 
cosas  de  menores  son  imprescriptibles;  pero  el 
legislador,  atendiendo  á la  equidad,  no  quiso 
declarar  nula  una  prescripción  que  por  haberla 
empezado  quien  tenia  para  ello  capacidad  legal 
suficiente,  ora  válida  y sostenible  en  su  origen. 
No  desampara  tampoco  al  menor,  pues  lo  reco- 
noce el  beneficio  de  restitución  por  el  tiempo 
que  otro  estuvo  prescribiendo  sus  cosas  duran- 
te su  m^nnr  edad,  según  se  deja  explicado  en 
ei  arl.  1518. 


Artículo  2230.—- Hurtado  un  animal  y yen* 
dido  luégo  á otra  persona^  hace  ésta  Büya 
por  prescripción  la  cria  de  él,  si  creyó  de 
buena  fe  que  pertenecía  al  enajenante;  ritas 
si  después  de  comprarlo  y ántcs,  de  obtener 
frutos  de  él  conociere  el  comprador  súmala 
procedencia,  no  puede  adquirir  por  pres- 
cripción sus  frutos. 

Si  después  de  nacida  la  cría  supiere  el 
comprador  que  el  animal  no  era  de  quien  se' 
lo  vendió,  ganará,  sin  embargo,  la  cría,  si 
ignora  el  origen  vicioso  de  lo  que  le  fué  ven- 
dido, no  si  sabe  que  procede  de  hurto  ó robo. 

Cuando  después  de  obtenida  la  cría,  y no 
ántes,  conociere  el  comprador  este  vicio  de 
la  cosa,  sólo  podrá  prescribir  aquélla  en  el 
' caso  de  que  dé  noticia' de  él  ai  dueño  verda- 
dero, y éste  no  reclamó,  ó en  el  de  q.ue,  tra- 
tando de  darle  aviso,  no  le  halle  por  estar 
ausente. 

ORÍGENES 

Ley  5.a,  tít.  XXIX,  Partida  3.a 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  con  las  leyes  11,  tít.  II,  lib.  VI, 
48,  tít.  II,  Iib.  XLV'II.  y 10,  tít.  III,  lib.  XLI, 
Digesto. 

COMENTARIO 

Se  comprende  perfectamente  que  los  frutos 
sigan  la  misma  condición  que  la  cosa  do  que 
. procedan;  de  manera  que  si  ésta  fué  robada, 
tengan  aquéllos  el  mismo  inconveniente  para 
ser  prescritos;  mas  puode  haber  circunstancias 
| en  que  la  equidad  y áun  la  justicia  dicten  lo 
■ contrario,  por  lo  cual  la  ley,  combinando  la  bue- 
| na  ó mala  fe  del  adquirente  con  la  época  en  que 
dichos  frutos  fueron  producidos,  introduce  al- 
gunas excepciones  á aquel  principio,  que  cons- 
tituyen nuestro  artículo. 

La  ley  resuelve  los  siguientes  casos: 

1. "  Que  el  adquirente  creyese  de  buena  fe 
al  hacer  la  adquisición,  y después  que  la  cosa 
pertenecía  al  enajenante. 

2. °  Que  creyendo  que  pertenecía  al  enaje- 
nante en  el  momento  de  la  adquisición,  tenga 
noticia  de  su  mala  procedencia,  ántes  de  que 
produzca  frutos. 

3. °  Que  teniendo  igual  buena  fe  al  hacer  la 
adquisición,  tenga  noticia  de  quo  la  cosa  no 
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pertenecía  al  enajenante,  después  de  haber  pro- 
ducido  frutos,  pero  ignorando  que  fue  hurtada. 

4.°  Que  en  este  mismo  caso  llegue  á saber 
que  fuá  hurtada. 

Artículo  2231. — Los  que  están  ausentes 
por  servicio  militar  ó del  Estado,  por  razón 
de  estudios,  cautividad,  romería  u otras 
causas  semejantes,  pueden  pedir  restitución 
contra  la  prescripción  comenzada  en  su  au- 
sencia, y Ies  será  otorgada  siempre  que  ellos 
la  reclamen  en  los  cuatro  años  siguientes  á 
su  regreso,  ó sus  herederos  en  los  cuatro 
siguientes  á la  muerte  del  que  se  ausentó, 
ocurrida  en  la  ausencia. 

Pasado  el  plazo  sin  reclamar,  no  puede 
hacerse  uso  de  este  derecho,  y corre  la  pres- 
cripción. 

OflÍGENES 

Ley  28,  tít.  XXIX,  Partida  3.n 

Ley  10,  tít.  XI,  lib.  II,  Fuero  Real. 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  con  las  leyes  7.a,  tít.  XXXV,  li- 
bro IV,  y 4.a,  tít.  I,  lib.  VIII,  Digesto. 
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JURISPRUDENCIA 

Sent,  19  Abril  18G9. 

Para  que  un  militar  pueda  alegar  contra  la 
prescripción  su  ausencia  por  motivos  del  ser- 
vicio , es  necesario  que  justifique  que  dicha 
ausencia  fuá  por  causa  pública,  ó en  hueste, 
como  dice  la  ley  de  Partida  (Sent.  8 Abril  181*5). 

Se  interrumpe  el  tiempo  do  la  prescripción 
de  treinta  años  establecida  en  las  leyes  de  Par- 
tida y Fueros  y Observancias  do  Aragón,  por 
el  tiempo  en  que  aquel  contra  quien  so  intenta 
se  llalla  ausente  en  hueste  sirviendo  al  Estado 
como  militar  (Sent.  12  Diciembre  1895). 

Artículo  2232. — La  prescripción  con  ar- 
reglo á las  leyes  comunes,  excluye  las  ac- 
ciones del  Estado  y cierra  la  puerta  á sus 
reclamaciones  contra  los  bienes  declarados 
de  su  pertenencia  en  la  ley  de  1(3  de  Mayo 
de  1835. 

La  prescripción  en  igual  forma  legitima 
irrevocablemente  las  adquisiciones  hechas  á 
nombre  del  Estado. 

ORÍGENES 

Artículos  11  y 12,  ley  de  1G  de  Mayo  de  1935. 


CAPÍTULO  II 


REQUISITOS  DE  LA  PRESCRIPCION  DE  BIENES  MUEBLES 


Artículo  2233.— Para  ganar  por  prescrip- 
ción las  cosas  muebles,  se  requiere  buena 
fe,  justo  título  y posesión  continuada  duran- 
te tres  años,  ya  por  sí,  ya  por  medio  de  pro- 
curador. Existiendo  estos  requisitos,  pierde 
el  dueño  su  propiedad,  sin  que  deba  ser  oído 
aunque  la  demande,  á no  ser  que  ofrezca 
probar  que  le  fué  robada. 

Se  entiende  que  hay  buena  fe  cuando  el 
poseedor  cree  que  aquel  de  quien  recibió  la 
ooaa  era,  su  dueño,  y podía,  por  tanto,  tras- 
íerirla. 


ORÍGENES 

Ley  9.a,  tít.  XXIX,  Partida  3.a 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  en  su  primera  parte  con:  Artícu- 
los 3472,  Cód.  Luisiana.— 532,  al  principio,  Por- 
tugal.— Tít.  VI,  libro  IT,  Instituciones, 

Señalan  tambion  el  mismo  tiempo  ele  tros 
años  para  prescribir  las  cosas  muebles,  aunquo 
con  modificaciones,  los  artículos  2279,  Código 
Francia.— 2014  Holanda.  — 144(3  Austria.— 8, 
cap.  IV,  lib.  II,  Uaviera. 


CÓDIGO  CIVIL  DE  ESPAÑA 


oís 


Concuerda  en  su  segunda  parte  con:  Artícu- 
los 550,  Cód.  Francia. — 350  Vaud. — 495  Lui- 
siana. — Í7(i  Portugal. — Ley  109,  tít.  XVI,  li- 
bro L.  Digesto. 

jurisprudencia 

La  posesión  que  las  leyes  reconocen  como 
indispensable  para  prescribir,  es  la  verdadera, 
y ñola  precaria  (Scnt.  17  Diciembre  1864). 

Para  la  prescripción  de  bienes  basta  que  el 
titulo  con  que  se  posean  sea  justo,  aunque  no 
eficaz,  por  falta  de  alguna  formalidad  de  dere- 
cho, siempre  que  concurran  los  demas  requisi- 
tos marcados  por  la  ley  (Sent.  26  Abril  1853). 

Ll  que  carece  de  justo  título  para  prescribir, 
no  puede  invocar  oportunamente  las  leyes  es- 
peciales de  la  materia  (Scnís.  21  Diciembre 
1861  y 15  Octubre  1866). 

tino  de  los  requisitos  indispensables  para  que 
pueda  tener  lugar  la  prescripción,  es  que  tras- 
curra el  tiempo  mandado  por  la  ley  ¡Sents.  13 
Junio  1864  y 14  Mayo  1867). 

No  habiendo  existido  buena  fe,  no  puede  te- 
ner lugar  la  prescripción  (Sents.  4 Diciembre 
1861  y 25  Junio  1874)-. 


su  derecho,  no  quiere  esto  decir  que  baste  la 
existencia  de  él  para  prescribir. 

Por  último,  la  ley  exige  también  como  requi- 
sito indispensable  la  posesión  durante  tres 
años,  tiempo  suficiente  á su  juicio  para  que  el 
dueño  de  los  muebles  que  se  están  por  otro  pres- 
cribiendo, reclame  contra  él,  haciendo  valer  su 
derecho;  de  manera  que  después  de  ese  tiempo 
y habiendo  mediado  en  el  poseedor  la  buena  fe 
y el  justo  título,  pierde  el  dueño  por  su  aban- 
dono la  propiedad  en  la  cosa  prescrita,  y no 
puede  demandarlo,  á no  ser  que  ofrezca  probar 
que  le  fue  robada,  en  cuyo  caso  no  seria 
justo  expropiarle  de  ella. 

Articulo  2234. — No  tiene  buena  fe  el  que 
compra  ó adquiere  una  cosa  siendo  adverti- 
do por  su  verdadero  dueño  de  que  no  per- 
tenece al  enajenante,  y no  adquiere,  por  tan- 
to, derecho  á ella  aunque  la  tenga  en  su  po- 
der durante  tres  años. 

La  buena  fe  se  presume  miéntras  no  se 
pruebe  lo  contrario. 

ORÍGENES 


COMENTARIO 

Son  requisitos  indispensables  para  prescribir  : 
las  cosas  muebles,  según  la  ley  de  Partidas,  la  j 
buena  fe,  el  justo  título  y posesión  de  tres  años. 

La  misma  ¡ey  explica  lo  que  por  buena  fe 
debe  entenderse  al  exigir  que  el  poseedor  crea 
que  aquel  de  quien  la  ovo  (la  cosa)...  que  era  , 
suya,  ó que  avia  poder  de  la  enajenar.  Es  re-  j 
quisito  que,  como  dice  Vinio,  pertenece  á la  jus-  | 
ticia  de  la  posesión ; se  faltaría,  en  efecto,  á aque- 
lla si  se  adjudicase  la  propiedad  de  una  cosa  al 
que  obrase  do  mala  fe  poseyéndola  como  suya. 

De  nada  serviría  este  requisito  si  Faltase  el  ■ 
otro  exigido  por  la  ley,  el  justo  título,  porque 
mal  puede  existir  la  buena  fe  si  el  poseedor  á 
quien  se  le  exige  no  posee  en  virtud  de  título  ¡ 
justificativo  do  su  derecho,  a ssi  como  ¡¡or  com- 
¡>ra,  donadío , cambio  ó oirá  razón  semejante 
destas.  No  queremos  con  esto  suscitar  la  duda 
por  algunos  presentada,  sobre  si  la  buena  fe  y 
el  justo  titulo  son  requisitos  distintos  ó es  ne-  ; 
cosario  que  intervenga  este  para  que  exista 
aquélla,  de  manera  que  la  prescripción  se  sosten- 
ga en  último  resultado  solamente  por  aquél;  la 
ley  habla  do  ambos  como  independientes,  y si 
bien  es  verdad  que  para  la  buena  fe  so  necesita 
que  el  poseedor  tenga  un  título  en  que  apoyar 


Ley  10,  tít.  XXIX,  Partida  3.* 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  con  los  Códigos  y leyes,  en  cuanto 
á la  segunda  parte,  con:  Arts.  2268,  Cód.  Fran- 
cia.— 478  Portugal. — 2002  Holanda. — 3447  Lui- 
siana.  — 2290  Bolivia. — Leyes  48,  4 y 15,  tít.  III, 
lib.  XLV;  51,  tít.  II,  líb.  XVII,  Digesto.— Ley 
30,  tít.  XLV,  lib.  VIII,  Código  Romano. 

JURISPRUDENCIA 

La  buena  fe  se  presume  siempre  en  el  que 
posee  miéntras  no  se  pruebe  lo  contrario  (Sen- 
tencias 28  Junio  1860,  21  Abril  1865,  27  Marzo 
1868,  15  Febrero  y 8 Noviembre  1870). 

Corresponde  á la  Sala  sentenciadora  apreciar 
la  buena  ó mala  fe  del  litigante  para  la  imposi- 
ción de  costas  (Sents.  28  Junio  1860,  7 Abril 
y 28  Junio  1866). 

La  existencia  ó falta  de  buena  fe  corno  con- 
dición necesaria  para  la  prescripción , es  una 
cuestión  de  mero  hecho,  que  debe  decidir  la 
Sala  sentenciadora,  apreciando  el  valor  de  la 
prueba  suministrada  sobro  ella,  á cuya  aprecia- 
ción hay  que  atenerse,  ínterin  no  se  alegue  con- 
tra ella  que  al  hacerla  se  lia  cometido  alguna 


DE  LA  PRESCRIPCION 


infracción  de  ley  ó doctrina  legal  ¡Sents.  3 ' 
Abril  1867,  18  Octubre  1867,  15  Marzo  1869,  88 
Junio  1869,  19  Abril  1869,  8 Noviembre  1870 
y 31  Mayo  1870). 

La  mala  fe  no  se  presume  mientras  no  se 
acredite  (Sent.  20  Octubre  1870). 

COMENTARIO 

No  ofrece  dudas  lo  prescrito  en  este  articulo. 
La  ley  9."  explicaba  lo  que  debía  entenderse  por 
buena  fe,  y la  10  señala  uno  de  los  casos  en  : 
que  ésta  no  existe,  á saber,  cuando  el  que  quie- 
re comprar  ó aver  una  cosa  es  advertido  por 
el  verdadero  dueño  de  ella  de  que  no  pertenece 
al  que  se  la  enajena,  y á pesar  del  aviso  lleva 
á efecto  la  compra;  en  este  caso,  aunque  el  com- 
prador la  posea  por  tres  años,  no  la  prescribo, 
puos  como  dice  la  ley,  entiende  se  que  la  a cria 
maliciosamente, pues  que  assi  fuese  apercibido. 

De  las  primeras  palabras  subrayadas  se  in- 
fiere que  el  aviso  del  dueño  debe  tener  lugar 
antes  de  verificarse  la  venta,  porque  siendo  pos- 
terior, no  es  responsable  el  adquirente  de  un 
acto  llevado  á cabo  con  buena  fe. 

La  ley  en  su  último  párrafo  dice  que  «quan-  i 
do  él  comprase  la  cosa,  ó la  oviese  por  alguna 
derecha  razón,  cuidase  que  era  de  aquel  que  la 
enajenaba,  é non  fuese  apercibido  que  era  do 
otro,  estonce  entenderse  y a,  que  avria  buena 
fe  en  tenerla,  fasta  que  se  aprobase  lo  contra- 
rio;» cuya  doctrina  ha  sido  confirmada  por  la 
jurisprudencia  en  repetidos  fallos  del  Tribunal 
Supremo,  declarando  que  la  buena  fe  se  pre- 
sume siempre  mientras  no  se  pruebo  lo  contra- 
rio, así  como  la  mala  fe  no  se  presumo  mién- 
tras  no  se  acredite. 

i 

Artículo  2235.— Tampoco  existe  buena  fe, 
y por  consiguiente  no  prescriben  las  cosas 
áun  poseyéndolas  por  tres  años,  cuando  se 
compra  ó se  adquiere  de  otro  modo  cosas  ; 
pertenecientes  á menores  6 incapacitados. 

. La  misma  regla  es  aplicable  al  caso  en 
que  se  compre  algo  al  procurador  de  otro, 
ganándole  por  medio  de  dádivas  ó prome- 
sas para  que  lo  dé  por  ménos  precio  de  lo 
que  vale,  siempre  que  el  dueño  pruebe  el 
¿echo. 

f-! ' ■ ' j i 
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CONCORDANCIAS 


Concuerda  con:  leyes  12  y 2 i , tit.  1(1,  2/',  ti- 
tulo IV,  7.a,  til.  TV,  lib.  XLI,  Digas to. 

Artículo  2230. — Para  la  prescripción  do 
cosas  adquiridas  por  donación  ó permuta, 
basta  con  que  la  buena  fe  exista  en  el  acto  do 
la  entrega;  mas  si  aquellas  fueron  adquiri- 
das por  compra-venta,  debo  haber  buena 
fe,  tanto  en  el  acto  de  la  entrega  como  en 
el  de  perfeccionarse  el  contrato. 

No  gana  por  prescripción  ninguna  cosa 
mueble  el  que  la  compra  sabiendo  que  no  es 
del  enajenante,  el  cual  después  do  haberla 
adquirido  por  donación,  permuta  ó compra, 
tuvo  mala  fe  ántes  de  proscribirla. 

ORÍGENES 

Loy  12,  tit.  XXIX,  Partida  3.* 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  con:  loy  2.’,  tit.  IV,  lib.  XLI;  Í8, 
tít.  III,  lib.  XLI,  Digesto.— Ley  1.",  deusurap. 
transform.  Código  Romano. 

Artículo  2237. — La  mala  fe  del  procura- 
dor no  perjudica  al  poderdante,  á no  ser  que 
éste  participe  de  ella. 

La  buena  fe  del  procurador  no  favorece 
al  poderdante  que  la  tiene  mala. 

Cuando  no  so  trate  de  un  procurador,  sitió 
de  un  mero  encargado,  la  buena  <5  mala  te 
de  ésto  afecta  á aquel  por  cuyo  mandato 
obra. 

Si  el  hijo  comprase  algo  con  su  peculio, 
creyendo  de  buena  fe  que  el  enajenante  ora 
dueño  de  lo  vendido,  sin  serlo,  el  padre  pue- 
de prescribirlo  aunque  lo  sepa,  á no  sor  que 
hallándose  presente  á la  compra  y pudién- 
dola impedir,  no  lo  hiciese. 

ORÍGENES 

Loy  13,  tít.  XXIX,  Partida  3.” 

Artículo  2238. — El  error  en  cuanto  al  tí- 
tulo por  hecho  propio,  impide  la  proscrip- 
ción; mas  si  el  error  procedo  do  creerse  uno 
dueño  de  una  cosa  por  haber  mandado  al 


I*y  11,  tít.  XXIX,  Partida  3.* 


procurador  que  la  comprase,  y éste,  dicien- 
do que  así  lo  hizo,  la  adquirió  de  cualquier 
otro  modo  no  derecho,  no  se  opone  á la 
prescripción. 

Oíd GENES 

Ley  14,  tít.  XXIX,  Partida  3.n 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  con:  Párr.  G.°,  tít.  VI,  lib.  II,  Ins- 
tituciones.— Leyes  27  y 33,  tít.  III,  y lt,  tít.  IV,  j 
lib.  XLI,  Digesto. 

Articulo  2239. — El  que  por  razón  de  man- 
da ó deuda  recibe  de  buena  fe  alguna  cosa 
mueble  y usa  de  ella  por  tiempo  de  tres  años,, 
la  hace  suya,  áun  cuando  no  tuviere  real- 
mente derecho  á ella,  ya  por  no  ser  valedera 
la  manda,  ó por  estar  hecha  á favor  de  otro 
que  tuviere  el  mismo  nombre,  ó por  no  exis- 
tir la  deuda. 

orígenes 

Ley  15,  tít.  XXIX,  Partida  3.a 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  con:  Ley  4.*,  tít.  } oro  legato , y 48, 
tit.  III,  lib.  XLT,  Digesto. 

Articulo  2240. — El  derecho  de  prescrip- 
ción pasa  también  al  que  adquiera  la  cosa 
ya  por  título  singular  ó universal  siempre 
que  obre  de  buena  fe,  y para  prescribirla  se 
unirá  el  tiempo  del  poseedor  anterior  al  del 
actual  hasta  completar  el  marcado  por  la 
ley  al  efecto. 

Lo  mismo  se  eutiende  aplicable  al  caso 
en  que  la  cosa  objeto  de  prescripción  se  dé 
on  prenda  antes  de  pasados  los  tres  añosexi- 
gidos  para  aquélla;  la  posesión  continúa  en 
el  acreedor. 

ORÍGENES 

Ley  16,  tít.  XXTX,  Partida  3.J 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  sustaneialmente  en  su  primera 


parte  con:  Arta.  2235,  Oód.  Francia*— 3459  Luí» 
Biana.  — 1995  Holanda.— Ley  11,  tít.  III,  li- 
bro XLI,  Digesto .^Ley  11,  tít.  XXXII,  lib.  VII, 
Código.— Párr.  12,  tit.  VI,  lib.  II,  Instituía. 

COMENTARIO 

La  posesión,  como  requisito  sin  el  cual  no  se 
prescriben  las  cosas , debe  ser  continua ; pero 
no  exige  la  ley  que  una  sola  persona  sea  la  que 
complete  todo  el  tiempo  de  la  posesión,'  sino 
que  pueden  ser  más,  lo  que,  según  dice  üoyena, 
«se  llama  accesión  en  materia  de  prescripcio- 
nes, pues  que  para  formarlos  ó completarlos  se 
hace  acceder,  ó se  agrega  un  tiempo  al  otro.» 
Por  consiguiente,  si  el  que.  hubiere  empezado 
á prescribir  vendiere  ó traspasare  de  cualquier 
otro  modo  el  dominio  de  la  cosa  quo  estaba 
prescribiendo,  el  adquirente  puede  continuar 
haciéndolo  hasta  completar  el  tiempo  que  le 
faltaba  á aquél;  mas  es  preciso  que  proceda  de 
buena  fe,  según  previene  la  ley. 

Artículo  2241, — Empeñada  á una  persona 
por  ol  dueño  la  cosa  muoble  que  otro  estaba 
prescribiendo  ántes  que  trascurrieren  los 
tres  años  que  la  ley  exige  para  hacerla  pro- 
pia, no  pierde  por  esto  el  acreedor  su  dere- 

; cho  de  prenda. 

i 

ORÍGENES 

Ley  17,  tít.  XXIX,  Partida  3.‘ 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  con  la  ley  7.a,  tít.  XIV,  lib.  VIII, 
Código  Romano. 

COMENTARIO 

Con  arreglo  á la  ley,  ningún  perjuicio  sufre 
el  acreedor  por  la  prescripción  de  la  cosa  que 
se  le  dió  en  prenda;  pero  López , apoyado  en 
otras  loyes  del  Código,  supone  que  el  acreedor 
¡ conserva  su  derecho  por  espacio  de  tre3  años, 

¡ pues  si  la  cosa  pasa  á ser  propiedad  del  que  la 
prescribió  y no  se  le  reclama  en  todo  el  tiempo 
que  para  ello  tiene  derecho,  prescribirá  su  aq- 
* cion;  doctrina  que  si  no  es  legal  no  carece  de 
fundamento. 
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CAPITULO  III 


REQUISITOS  DE  LA 


PRESCRIPCION  DE  R1ENBS  INMUEBLES 


Artículo  2242. — Para  adquirir  las  cosas 
inmuebles  por  prescripción,  ademas  de  la 
buena  fe  y justo  título  es  necesario  el  uso, 
no  interrumpido  por  demanda  del  dueño  de 
ellas,  de  diez  años  entre  presentes  y veinte 
entre  ausentes. 

Para  la  buena  fe  debe  tenerse  presente  lo 
prescrito  en  el  artículo  2233. 

ORÍGENES 

Ley  18,  lít.  XXIX,  Partida  33 

JURISPRUDENCIA 

La  sentencia  que  anula  la  posesión  fundada 
en  la  prescripción  con  buena  fe  y justo  título, 
infringe  la  ley  18,  tít.  XXIX,  Partida  3.a  (Sen- 
tencia 30  Octubre  1865). 

Para  que  pueda  tener  lugar  la  prescripción 
de  diez  y veinte  años,  con  arreglo  á lo  preve- 
nido en  la  ley  18,  tít.  XXIX,  Partida  33,  no  sólo 
bo  necesita  la  posesión  constante,  sino  que  lia 
de  ir  acompañada  de  buena  fe  y justo  título 
(Sent.  6 Febrero  1862). 

Faltando  la  buena  fe  y el  justo  título  no  pue- 
de verificarse  la  prescripción  (Sents.  8 Octubre 
1862,  6 Diciembre  1875, 10  Marzo  1876  y 31  Ene- 
ro.1877). 

No  puede  computarse  para  la  prescripción  de 
una  cosa  el  tiempo  que  se  la  posee  sin  buena 
fe  (Sent.  9 Mayo  1863). 

Para  que  pueda  tener  lugar  la  excepción  de 
prescripción  opuesta  á una  demanda,  es  nece- 
sario, ademas  de  otros  requisitos,  que  haya 
trascurrido  el  tiempo  señalado  por  la  ley  desde 
que  el  demandante  tuvo  expedito  su  derecho 
para  hacer  uso  do  la  acción  que  le  correspon- 
diese (Sent.  13  Junio  1863). 

Poseyéndose  una  cosa  con  buena  fe  por  más 
do  veinte  años,  sin  interrupción  de  ninguna  es- 
II 


pecie,  se  prescribo  legalmente  el  derecho  que 
sus  antiguos  dueños  pudieron  tener  para  reivin- 
dicarla (Sent.  11  Marzo  1864). 

La  sucesión  no  constituye  el  titulo  verdadero 
y singular  de  adquisición  que  las  leyes  exigen 
para  la  prescripción  ordinaria,  y por  lo  tanto 
la  sentencia,  que  d'esestima  la  prescripción  ordi- 
naria alegada  bajo  el  supuesto  de  haber  poseído 
con  el  título  de  sucesión  y por  más  de  veinte 
años  una  finca,  siendo  libre  ya  y no  vinculada, 
no  infríngela  ley  18,  tít.  XXIX,  Partida  33 
(Sents.  21  Junio  1864  y 16  Noviembre  1871). 

La  ley  18,  tít.  XXIX,  Partida  3.a,  no  se  refiere 
á la  prescripción  de  las  acciones,  sino  que  tiene 
por  objeto  la  de  las  cosas  raíces  ó incorporales, 
estableciéndose  en  ella  como  uno  de  Jos  requi- 
sitos necesarios  para  ganarlas  por  el  tiempo  de 
diez  años  entre  presentes  y veinte  entro  ausen- 
tes, que  se  posea  la  cosa  por  sJ(¡un.i  razón  dere- 
cha (Sentencia  10  Junio  1865). 

La  declaración  judicial  de  corresponder  á una 
persona  ciertos  bienes  en  calidad  de  libres,  atri- 
buye á los  herederos  un  justo  título  para  adqui- 
rir por  prescripción  (Sent.  24  Enero  1866), 

Ei  que  no  tiene  justo  titulo  á su  favor,  no 
puede  invocar  la  prescripción  (Sents.  id.  idem 
ídem  y 14  Febrero  1874). 

Cuando  no  se  excepciona  en  tiempo  oportuno 
la  prescripción,  san  inaplicables,  y por  tanto  no 
pueden  reputarse  infringidas,  las  leyes  18  y 19, 
tít.  XXIX,  Partida  3.a  (Sent.  4 Junio  1806). 

El  justo  título  exigido  por  la  ley  18,  tít.  XMIX, 
de  la  Partida  33,  para  legitimar  la  prescripción, 
no  se  refiere  á la  mera  posesión,  sino  al  derecho 
en  virtud  del  cual  se  solicita  y se  confiere  (Sen- 
tencia 9 Mayo  1867). 

La  prescripción  de  dominio  do  una  finca  de- 
mandada, cuando  concurren  en  ella  ios  requi- 
sitos de  la  ley,  desvirtúa  ks  aeciones  de  más  lar- 
go  tiempo,  inclusa  la  de  petición  de  herencia; 

la  sentencia  que  no  decide  en  este  sentido,  in* 

iv 
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fringe  la  18,  tít.  XXIX,  Partida  3.%  que  declara 
«quo  si  algún  orne  rescive  de  otro  alguna  cosa 
en  buena  fe  de  aquellas  que  non  se  pueden 
mover,  assi  como  por  compra,  ó por  donadío,  ó 
alguna  otra  razón  derecha,  que  si  fuese  tenedor 
dclla,  diez  años  seyendo  en  la  tierra  el  señor 
dclla,  ó veinte  seyendo  en  otra  parte,  que  la 
puede  ganar  por  este  tiempo,  magüer  aquel  de 
quien  la  oviese  rescevido  non  fuesse  verdadero 
señor,  é dende  adelante  non  es  tenudo  de  res- 
ponder por  ella  á ningún  orne  (Sent.  27  Junio 
1867). 

Las  leyes  18  y 19,  tít.  XXIX,  Partida  3.a,  sólo 
pueden  tener  aplicación  respecto  de  la  prescrip- 
ción común  de  diez  ó veinte  años  (Sent.  2 Di- 
ciembre 1870). 

Para  ganar  las  cosas  raíces  ó adquirir  su  do- 
minio por  la  prescripción  ordinaria,  es  requisito 
indispensable  que  el  poseedor  las  haya  por  jus- 
to título,  como  por  compra,  ó por  donadío,  ó 
por  cambio,  ó por  manda,  ó por  alguna  otra 
razón  derecha;  y lo  son,  por  lo  tanto,  el  de 
compra-venta  á censo  reservativo  y el  de  reden- 
ción de  la  pensión  en  aquel  capitulado  (Sent.  22 
Noviembre  1877). 

Hecha  la  venta  judicial  de  los  bienes,  otor- 
gada la  escritura  al  comprador,  vendidos  aque- 
llos más  tarde  por  éste  á terceras  personas,  re- 
gistradas linas  y otras  escrituras  en  el  de  la 
propiedad,  y poseyendo  los  compradores  con 
buena  fe  y justo  título  por  más  de  diez  años 
entro  presentes,  los  favorece  ademas  la  pres- 
cripción; y por  tanto,  la  Sala  sentenciadora,  al 
absolverles  de  la  demanda  fundándose  en  estas 
consideraciones,  no  infringe  ley  alguna  ni  doc- 
trina legal  (Sent.  7 Mayo  1878). 

En  la  .sentencia  del  Tribunal  Supremo  de  16 
de  Noviembre  de  1871  no  se  establece  en  abso- 
luto el  principio  deque  la  sucesión  no  sea  justo 
titulo  para  ganarla  prescripción,  sinó  que  cuan- 
do el  causante  del  heredero  no  lo  tuvo  válido, 
no  puede  merecer  este  concepto  el  de  sucesión, 
siendo  entónces  indispensable  un  título  singu- 
lar; lo  cual  difiere  del  caso  én  que  el  padre  de 
los  demandados  adquirió  los  bienes  del  patro- 
nato por  título  legítimo  que  trasmitió  á sus  he- 
rederos, á quienes  aprovecha  para  justificar  la 
excepción  que  han  opuesto  á la  demanda  (Sen- 
tencia 3 Octubre  1878). 

Articulo  2243, — \ elidiendo  una  persona 
algún  inmueble  sabiendo  que  no  tiene  dere- 
cho para  hacerlo , el  adquirente  de  buena 


fe  no  lo  puede  ganar  por  prescripción  sinó 
por  tiempo  de  treinta  años,  á no  ser  que  el  * 
verdadero  dueño,  teniendo  conocimiento  de 
la  venta,  no  reclame  en  diez  años  si  está 
presente,  ó en  veinte  si  se  halla  ausente. 

Para  los  efectos  de  lo  prescrito  en  este  ca- 
pítulo se  entiende  por  ausente  al  que  está 
fuera  de  la  provincia  y por  presente  al  que 
se  halla  en  ella,  aunque  no  sea  en  el  mismo 
lugar  donde  radique  la  cosa  prescriptible. 

orígenes 

Ley  19,  tít.  XXIX,  Partida  3.a 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  en  su  segunda  parte  cón  la  ley 
12,  tit.  XXXIII,  lib.  VII,  Código  Romano. 

El  art.  2265,  Cód.  Francia,  y demas  citados 
en  el  anterior,  entienden  por  ausencia  ó presen- 
cia el  estar  domiciliado  fuera  ó dentro  del  terri- 
torio de  la  Audiencia. 

JURISPRUDENCIA 

Adquirida  una  cosa  en  remate  público,  y 
puesto  su  comprador  en  posesión  de  ella  judi- 
cialmente, aunque  este  justo  titulo  careciera  de 
alguna  formalidad  de  derecho,  no  obstaría  para 
que  aquél  adquiriese  por  la  prescripción  el  do- 
minio de  la  misma,  conforme  á lo  dispuesto  en 
la  ley  19,  tít.  XXIX,  Partida  3.a,  si  el  que  se 
creyese  con  derecho  á aquella  cosa  no  reclama- 
ba dentro  de  los  términos  prescritos  en  dicha 
ley  (Sent.  30  Junio  1863). 

Se  necesita,  según  el  primer  extremo  de  la 
ley  17,  tít.  XXIX,  Partida  3.a,  el  trascurso  de 
treinta  años  para  que  por  prescripción  pueda 
ganar  la  cosa  raíz  el  que  la  recibe  de  quien  no 
há  derecho  á enajenarla  (Sent.  15  Junio  1864). 

Si  bien  la  falta  de  buena  fe  en  el  que  enajena 
exige  en  el  que  recibe,  con  arreglo  á la  ley  19, 
título  XXIX,  Partida  3.a,  mayor  espacio  de  tiem- 
po para  la  prescripción , no  obsta  á un  tercero 
que  por  un  título  especial  los  adquirió  de  otro 
que  los  poseía  de  buena  fe,  ni  es  necesario  en 
tal  caso  el  término  de  treinta  años  para  legitimar 
su  adquisición  (Sent.  14  Octubre  1864). 

La  ley  19,  tít.  XXIX,  Partida  3.a,  se  refiere  á 
cuando  el  que  enajena  la  cosa  raíz  sabe  que  no 
tiene  derecho  para  hacerlo,  en  cuyo  caso  el  que 
la  recibe  no  la  puede  ganar  por  menos  de  trein- 
ta años  (Sent.  19  Mario  1968). 
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La  circunstancia  de  ser  piloto  el  prescriben- 
te  no  induco  presunción  de  derecho  sobre  que 
estuviera  ausente  [Sent.  6 Noviembre  1875). 

No  existe  la  doctrina  de  exigirse  buena  fe  en 
el  que  venda  y el  que  compra  para  que  tenga 
lugar  la  prescripción  ordinaria  (Sent.  22  Ene- 
ro 1876). 

Las  leyes  18  y 19,  tít.  XXIX,  Partida  3.*,  al 
exigir  buena  fe  por  parte  del  vondedor  para  que 
pueda  verificarse  la  prescripción  ordinaria,  no 
se  refieren  dios  Tribunales  y autoridades  admi- 
nistrativas que  subastan  y venden  ios  bienes 
del  ejecutado,  sino  al  que  celebra  voluntaria  y 
particularmente  dichos  contratos  (Sent.  28  Ju- 
nio 1877). 

Artículo  2244.' — Si  el  verdadero  dueño  se 
hallare  parte  del  tiempo  marcado  para  la 
prescripción  ausente  y parte  presente,  se 
necesita  para  completarla  agregar  á los  que 
falten  de  presencia  un  número  de  anos  do- 
ble del  que  es  preciso  para  completar  los 
diez  exigidos  entre  presentes. 


ORÍGENES 

Ley  20,  tít.  XXIX,  Partida  3.“ 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  con:  Arts.  2266,  Cód.  Francia.— 
620,  tit.  IX,  parte  primera,  Prusia. — Cap.  VIII, 
Novela  119. 

COMENTARIO 

Podían  ocurrir  dudas  respecto  al  modo  do 
contar  el  tiempo  para  la  prescripción,  cuando 
¡ por  haber  estado  el  dueño  de  la  cosa  ausente 
cierto  tiempo  no  fuera  fácil  computarle  con  ar- 
reglo á lo  determinado  en  otras  leyes,  y por  es- 
to dispone  Ja  20  que  si  el  dueño  se  hallare  par- 
te del  tiempo  presente  y parta  ausente,  el  pri- 
mero debe  ser  contado  en  la.  manera  dicha... 
y el  otro  tiempo  que  alguno  estuviere  á otra 
parte,  débese  contar  doblado...  asi  que  si  tuvo 
(!a  cosa)  cinco  años,  estando  ambos  presentes,  ó 
diez  después  que  alguno  fuese  á oirá  parle,  que 
la  puede  ganar  por  este  tiempo. 


CAPÍTULO  IV 

DE  LA  PRESCRIPCION  EXTRAORDINARIA 


Artículo  2245.  — Prescríbese  la  propie- 
dad de  los  bieues  inmuebles  y los  demas  de- 
rechos reales  cualquiera  que  sea  el  medio 
por  que  se  hayan  adquirido  por  la  posesión 
continuada  de  treinta  años,  siempre  que  du- 
rante este  tiempo  no  se  entable  pleito  sobre 
ella.  El  poseedor  de  mala  íe,  sin  embargo, 
una  vez  perdida  la  posesión  de  la  cosa,  no 
podrá  reclamarla  de  aquel  en  cuyo  poder 
recayese,  á no  ser  del  que  se  la  robó  ó do 
aquel  á quien  se  le  había  entregado  en  ar- 
rendamiento ó comodato,  ó también  cuando 
después  de  haber  dado  el  juez,  por  su  rebel- 
día, la  posesión  á otro,  se  presentare  dentro 
de  un  año,  y quisiere,  pagando  las  costas, 
contestar  á la  demanda  contra  él  aducida. 


¡ El  poseedor  de  buena  fe,  por  el  contrario, 
! puede,  una  vez  perdida  la  posesión,  recla- 
clamarla  á quien  quiera  que  la  tenga  menos 
á su  verdadero  dueño,  á no  ser  que  éste  la 
hubiere  recobrado  por  fuerza  ó engaño. 

ORÍGENES 

' Ley  21,  tít.  XXIX,  Partida  3.a 

JURISPRUDENCIA 

Tratándose  de  bienes  imprescriptibles  , no 
puede  invocarse  utilmente  la  prescripción  que 
la  ley  21,  tít.  XXIX,  Partida  3.*,  concede  á los 
tenedores  de  la  cosa  por  treinta  ó más  años  con- 
tinuos, por  cualquiera  manera  que  hubiesen  la 
tenencia  (Sent.  13  Diciembre  1864). 
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I ■'al Lindo  al  posoedor  de  una  cosa  raíz  el  jus- 
to titulo  y la  buena  fe  para  adquirirla,  ajuicio 
de  la  Sala  sentenciadora  y por  la  apreciación  de  . 
los  hechos,  no  puede  prescribirla  su  heredero 
sínó  por  el  trascurso  de  treinta  años,  contados 
desde  que  éste  entró  á poseerla  ¡Sents.  21  Se- 
tiembre 1800  y 18  Marzo  1874). 

La  falta  de  buena  fe  en  el  que  enajenó  una 
linca  no  perjudica  al  tercero  que  por  un  título 
especial  la  adquirió  de  otra  persona  que  tam- 
bién la  poseía  cíe  buena  fe,  ni  hace  necesaria, 
on  este  caso,  la  prescripción  de  treinta  años 
para  la  legitimidad  de  la  adquisición  por  dicho 
tercero  (Sent.  20  Noviembre  1860). 

Con  arreglo  á lo  dispuesto  en  la  ley  21,  títu- 
lo XXIX,  Partida  3.*,  gana  la  cosa  el  que  la  tie- 
ne por  treinta  años,  si  no  le  mueven  pleito  sobre 
ella  en  este  tiempo  (Sents.  12  Marzo  1867  y 28 
Octubre  1870). 

La  ley  21,  tít.  XXIX,  Partida  3.*,  no  está  de- 
rogada por  Ja  5.1,  tít.  VIH,  Iib.  XI,  Nov.  Reco- 
pilación, porque  se  refiere  á diferentes  objetos 
(Sents.  26  Setiembre  y 28  Diciembre  1870). 

La  primera  parte  de  la  ley  21,  tít.  XXIX, 
Partida  3.*,  relativa  á la  prescripción  de  la  cosa 
hurtada,  robada  ó forzada,  se  halla  derogada 
por  las  leyes  1.a  y 2.a,  tít.  VIII,  lib.  XI,  Novísi-  l 
nía  Rccop..  según  las  cuales  el  que  tuviere  al- 
guna cosa  forzada,  hurtada  ó escondida,  no 
puede  adquirirla  por  prescripción  ni  dejar  de 
respondor  de  ella  ante  su  dueño,  cualquiera  que  1 
sea  el  tiempo  de  su  posesión  (Sents.  29  Ma- 
yo 1873  y 14  Febrero  1874). 

La  disposición  de  la  ley  21,  tít.  XXIX,  Parti- 
da 3.a,  en  que  se  declara  que  «cuando  alguno 
fuera  tenedbr  á buena  fe  de  alguna  cosa  que  sea  : 
raíufpor  treinta  años  ó más,  cuidando  que  era 
saya,  ó qae  fuera  do  su  padre,  ó que  la  hubiera.  ! 
por  otra  derecha  razón,  que  la  puedo  ganar  por  1 
este  tiempo  ó ampararse  por  él  contra  todos 
quantos  gela  quisiesen  demandar,»  no  es  apli- 
cable cuando  aparece  evidentemente  que  en  el 
que  tenía  las  lincas  no  concurre  ninguno  de  los 
requisitos,  no  ya  para  la  adquisición  de  la  pro- 
piedad do  que  desistió  expresa  y doiinitivamen- 
i.o,  sinó  ni  áun  para  las  de  sus  rentas,  que  na- 
turalmonte  han  do  corresponder  al  dueño  de  las 
mismas,  puosto  que  no  os  posible  que  las  con- 
siderase como  suyas  por  ninguna  razón  dere- 
cha, poseyéndolas,  como  las  ha  poseído,  no  en 
concepto  de  propietario,  sinó  de  testamentario 
universa!  de  un  hermano  del  que  las  había  com- 
prado (Sent.  29  Mayo  1873). 

Cualquiera  que  sea  la  eficacia  de  un  docu- 


mento privado  de  venta  de  un  terreno,  estimado 
por  la  Sala  con  vista  de  las  pruebas  que  la  ven- 
dedora sabía  que  no  era  dueña  de  lo  que  ven- 
día, se  necesitan  treinta  años  para  la  prescrip- 
ción; y no  habiendo  trascurrido,  es  inaplicable 
al  pleítoy  no  ha  podido  tampoco  ser  infringida  la 
ley  21,  tít.  XXIX,  Partida  3.a,  que  declara  como 
por  tiempo  de  treinta  años  puede  orne  ganar 
cual  cosa  quier  que  tenga , quier  haya  buena 
fe,  quier  non  (Sent.  l.°  Abril  1876). 

COMENTARIO 

Daso  el  nombro  de  prescripción  ordinaria  á 
la  que  tiene  lugar  mediante  los  requisitos  de 
buena  fe,  justo  título  y posesión  de  tres  años  en 
las  cosas  muebles,  diez  entre  presentes  y veinte 
entre  ausentes  en  las  inmuebles;  pero  hay  otras 
prescripciones,  llamadas  extraordinarias , en 
cuanto  exigen  para  su  complemento  una  pose- 
sión de  tiempo  mucho  más  largo  que  el  indica- 
do, y vamos  ahora  á estudiarlas. 

Entre  ellas  se  cuenta  la  que,  según  la  ley  21 , 
tiene  lugar  mediante  la  posesión  continuada  de 
treinta  años  por  cual  manera  quier  que  oviesse 
la  tenencia  (el  poseedor),  que  non  le  moviesen 
pleito  sobre  ella  en  todo  este  tiempo..,  maguer 
fuese  la  cosa  furtada  ó forzada  ó robada...  De 
las  palabras  de  la  ley  se  deduce  que  basta  la 
posesión  de  treinta  años  para  adquirir  la  pro- 
piedad, sin  necesidad  de  buena  fe  ni  de  justo  tí- 
tulo; mas  no  olvidó  el  legislador  que  el  requisi- 
to de  la  buena  fe  es  digno  de  tenerse  en  cuenta 
cuando  se  trata  de  prescripción,  y que  consti- 
tuye cierto  dereeho  ó un  título  á favor  del  que 
la  tiene,  para  no  ser  igualado  en  todo  al  que 
obró  de  mala  fe,  y por  esto  dispuso  que  éste  no 
podrá  reclamar  su  posesión,  en  el  caso  de  per- 
derla, de  aquel  en  cuyo  poder  se  halle,  sínó  en 
tres  casos:  l.°,  contra  el  que  se  la  robó;  2.°, con- 
tra el  que  la  había  recibido  de  él  en  arrenda- 
miento ó comodato,  y 3.°,  cuando  después  de 
haber  sido  desposeído  por  providencia  del  juez, 
dictada  á causa  de  su  rebeldía,  se  presenta  en 
el  término  de  un  año  ofreciendo  pagar  las  cos- 
tas y contestar  á la  demanda  contra  él  aducida. 
El  poseedor  de  buena  fe,  por  el  contrario,  pue- 
de reclamar  su  pososion  perdida  contra  cual- 
quiera que  la  tenga,  ménos  contra  su  verdade- 
ro dueño,  si  en  su  poder  se  la  hallare,  y áun  po- 
drá dirigirse  contra  éste  si  obtuvo  esa  posesión 
por  fuerza  ó engaño. 

Se  ha  suscitado  entre  los  autores  la  duda  de 
si  en  esta  clase  de  prescripción  se  necesita  ó no 
buena  fe;  y aunque  la  jurisprudencia,  lejos  de 
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resolverla,  ha  venido  ¿ aumentarla  con  sus  fa- 
llos declarando  en  unos  necesario  ese  requisito 
y considerándolo  en  otros  como  inútil  para  los 
efectos  de  la  ley,  nosotros,  fundándonos  en  la 
disposición  terminante  de  ésta,  antes  trascrita, 
no  juzgamos  de  necesidad  la  buena  fe  en  la 
prescripción  de  treinta  anos,  mucho  más  cuan- 
do de  otro  modo  ninguna  diferencia  habría  en- 
tre la  prescripción  ordinaria  y la  que  por  ser  de 
larguísimo  tiempo  basta  con  él  para  echar  un 
velo  sobre  el  origen  de  ella,  supliendo  los  de- 
fectos que  en  la  primera  pudiera  haber,  y con- 
tribuye, en  cierto  modo , á que  los  derechos  no 
sean  inciertos  y la  propiedad  sea  respetada,  lo 
que  de  otro  modo  produciría  el  efecto  contrario, 
si  por  faltar  la  buena  fe  no  pudieran  prescribir- 
se ni  por  treinta  años  las  cosas. 

Artículo  224G. — Los  bienes  inmuebles 
pertenecientes  á la  Iglesia  ó lugares  reli- 
giosos no  pueden  prescribirse  por  ménos 
de  cuarenta  años;  los  bienes  muebles  pres- 
criben á los  tres  años,  y los  que  pertenezcan 
exclusivamente  á la  iglesia  de  Roma,  por 
cien  años. 

ORÍGENES 

Ley  5.a,  tít.  XI,  lib.  II,  Fuero  Real. 

Ley  26,  tít.  XXIX,  Partida  3.a 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  con:  Cap.  VI,  Novela  131. — Leyes 
4.a,  tít.  XXXIX,  lib.  VII;  14,  tít.  LXI,  lib.  XI, 
Código  Romano;  24,  tít.  II,  lib.  I,  con  la  Autén- 
tica quas  a ctiones. 

JURISPRUDENCIA 

La  ley  26,  tít.  XXIX,  Partida  3.a,  sólo  es  apli- 
cable tratándose  de  bienes  eclesiásticos  ( Sen- 
tencia 15  Junio  1864). 

La  prescripción  de  cien  años  y la  inmemorial 
no  tiene  lugar  cuando  se  sabe  la  procedencia 
de  las  fincas  y las  personas  que  las  han  poseído 
(Sent.  15  Octubre  1866). 

COMENTARIO 

La  disposición  de  este  artículo,  tomada  de  las 
Partidas  y confirmada  por  el  Fuero  Real  al  es- 
tablecer que  las  cosas  de  sancla  Eglesia  no  se 
pierdan  por  menos  tiempo  de  lo  que  mandaron 


los  sanctos  padres,  que  no  os  otro  quo  el  mar- 
cado en  el  código  Alfonsino,  viene  á establecer 
una  excepción  por  deferencia  á la  Iglesia. 

Artículo  2217. — -Si  el  obispo  hiciera  dona- 
ción de  las  cosas  de  la  iglesia  sin  consenti- 
miento del  cabildo,  el  donatario  no  puede 
prescribirlas  en  ningún  tiempo,  si  conoce 
esta  circunstancia;  mas  si  procediere  de 
buena  -íe,  puede  hacerlas  suyas  por  tiempo 
de  cuarenta  años. 

ORÍGENES 

Ley  8.",  tít.  XIV,  Partida  1.a 

Artículo  2248. — A pesar  de  lo  dispuesto 
en  el  número  5.’  del  art.  2228,  si  por  compra 
ú otra  razón  adquiriere  uno  alguna  cosa 
mueble  ó raíz  que  estuviere  empeñada  á 
otro,  ganará  aquél  el  dominio  de  ella  por 
diez  años  entre  presentes  y veinte  entre  au- 
sentes, si  obró  de  buena  fe;  por  treinta  si 
obró  con  mala  fe,  y por  cuarenta  si  el  que 
suscribe  fuere  el  mismo  deudor,  ó su  here- 
dero ú otro  á quien  aquél  hubiese  dado  se- 
gunda vez  la  cosa  en  prenda. 

orígenes 

Ley  27,. tít.  XXIX,  Partida  3.a 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  on  su  primera  parte  con  las  leyes 
1.a  y 2.%  tít.  XXXVI,  lib.  VII,  Código  Romano, 
y en  cuanto  á la  última  parte  con  el  párr.  2.a, 
ley  7.a,  tít.  XXX  De  prescriptione,  Código. 

COMENTARIO 

El  presente  artículo  trata  do  la  prescripción 
de  las  cosas  empeñadas.  Estas,  como  ya  liemos 
dicho  en  otro  lugar,  son  imprescriptibles  por  el 
acreedor;  mas  si  pasan  á poder  de  persona  ex- 
traña por  cualquier  título  traslativo  do  domi- 
nio, la  ley  27  las  declara  sujetas  á prescripción 
en  la  forma  y manera  que  dejamos  señaladas, 
conforme  á lo  dispuesto  en  otras  leyes,  y por 
razones  análogas  á las  consignadas  al  expli- 
carlas. 
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Artículo  2240.— Tiene  lugar  la  prescrip-  . 
oion  inmemorial  para  los  casos  especial-  ¡ 
mente  señalados  en  las  disposiciones  de  este 
Código,  cuando  el  poseedor  usó  la  cosa  tan- 
to tiempo  quo  no  puedan  recordar  los  hom- 
bres la  época  en  que  comenzó  á ejercitar 
ese  derecho. 

ORÍGENES 

Ley  15,  tít.  XXXI,  Partida  3." 

JURISPRUDENCIA. 

Sent.  del  Tribunal  Supremo  de  21  Junio  1864. 

La  posesión  inmemorial,  justificada  y apre- 
ciada, es  la  continua  (Sent.  28  Diciembre  1866),  I 

La  prescripción  inmemorial  no  produce  sus  I 
efectos  cuando  no  hay  buena  fe  por  parte  del  : 
adquirente  (Sent.  16  Octubre  1858). 

Cuando  no  se  justifica  la  prescripción  inme-  ¡ 


moría!,  según  apreciación  de  la  Sala  sentencia- 
dora, no  se  infringen  las  leyes  5.a,  12  y 15,  tí- 
tulo XXXI,  Partida  3.’,  la  Real  órden  de  5 de 
Abril  de  1834,  y la  doctrina  de  que  en  materia 
de  prescripción  debe  respetarse  el  estado  pose- 
sorio, especialmente  cuando  descansa  sobre  la 
posesión  inmemorial  (Sent.  3 Abril  1868). 

La  prescripción  inmemorial  nq  se  justifica  su- 
ficientemente can  testigos,  el  mayor  de  cincuen- 
ta y cinco  años,  por  más  que  digan  que  así  lo 
han  visto  durante  el  tiempo  de  que  pueden  dar 
razón,  puesto  que  ese  testimonio  no  alcanza  á 
demostrar  que  el  suceso  que  se  trata  de  probar 
excede  de  la  memoria  de  los  hombres  más  an- 
cianos, y que  no  hay  ninguno  que  tenga  co- 
nocimiento de  su  orí-gen  (Sent.  9 Noviem- 
bre 1 865) . 

La  prescripción  de  cien  años  yla  inmemorial 
no  tienen  lugar  cuando  se  sabe  la  procedencia 
de  las  fincas  y las  personas  que  la  han  poseído 
(Sent.  15  Octubre  1866). 


CAPITULO  Y 

DE  LA  PRESCRIPCION  CONSIDERADA  COMO  MEDIO  DE  LIBERTARSE 


Artículo  2250. — El  derecho  de  ejecutar 
por  acción  personal  prescribe  á los  diez  años; 
la  acción  personal  la  ejecutoria  dada  sobre 
ella  y la  acción  hipotecaria,  á los  veinte;  y 
la  mixta  de  real  y personal,  á los  treinta. 

ORÍGENES 

Ley  52',  tit.  VIII,  lib.  X!,  Nov.  Roe.  (63  de 
Toro), 

Art.  134,  ley  Hipotecaria. 

JURISPRUDENCIA 

La  prescripción  consignada  en  la  ley  5.a,  tí- 
tulo VIH,  lib.  XI,  Nov.  Rec.  (63  de  Toro),  alcan- 
za á todas  las  acciones,  tanto  reales  como  per- 
sonales ó mixtas,  por  ser  sus  principios  gene- 
rales de  alto  interes  público  y social,  aplicables 
á las  disposiciones  del  derecho  civil,  y su  prin- 
cipal objeto  asegurar  el  dominio  y la  propiedad, 


I quo  de  otro  modo  podrían  quedar  en  incierto 
por  tiempo  indefinido  (Sent.  17  Noviembre  1865). 

Las  acciones  dirigidas  á pedir  en  juicio -la  di- 
visión de  una  cosa  común,  duran  siempre,  y no 
puede  alegarse  contra  ellas  la  prescripción  (Sen- 
tencias 22  Febrero  1858  y 22  Noviembre  1864). 

Si  bien  las  acciones  mixtas  de  reales  y perso- 
nales se  prescriben  á los  treinta  años  con  arre- 
glo á la  ley  5.a,  tít.  VIII,  lib.  XI,  Nov.  Rec., 
cuando  dicho  término  corre  contra  los  menores 
de  veinticinco  años,  según  la  ley  9.a,  tit.  XIX, 
Partida  6.a,  tienen  el  beneficio  de  la  restitución 
que  esta  ley  les  otorga  por  el  tiempo  trascurrido 
: durante  su  menor  edad  (Sent.  11  Marzo  1864). 

Las  acciones  personales  prescriben  á los  vein- 
te años  con  arreglo  á la  ley  5.a,  tít.  VIII,  lib.  XI, 
Nov.  Rec.  (Sents.  21  Enero  1863,  8 Enero  1864, 

7 Mayo  1864,17  Marzo  1865y4  Diciembre  1866). 

No  se  infringe  lo  dispuesto  en  la  ley  5.a,  títu- 
lo VIII,  lib.  XI,  Nov.  Rec.,  relativa  á la  pres- 
cripción de  las  acciones  reales,  cuando  la  de- 
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manda  contra  esa  prescripción  se  entable  antes 
de  quo  trascurran  los  treinta  años  que  aquella 
ley  fija  para  que  tenga  lugar  (Sent.  13  Ma- 
yo 1B62). 

La  acción  real  hipotecaria  prescribe  á los  ■ 
treinta  años,  según  prescribe  la  ley  5.a,  tít.  VIII 
lib.  XI,  Nov.  Rec.  (Sents.  24  Enero  1863  v 14 
Octubre  1864). 

Prescribe  á los  treinta  años  en  favor  del  que 
posee  en  las  condiciones  legales  la  acción  de 
petición  de  herencia,  para  reclamarle  los  bienes 
disfrutados,  sin  que  la  sentencia  que  así  lo  de- 
termine infrinja  la  ley  63  de  Toro,  el  Fuero  6.* 
De  prescriptionibus , y la  jurisprudencia  que, 
apoyada  en  estas  leyes , tiene  establecida  ol  Tri- 
bunal Supremo  (Sent.  20  Enero  1866). 

La  acción  que  compete  para  hacer  efectivos  ¡ 
los  derechos  que  nacen  de  las  leyes  desvincu-  ' 
ladoras  se  prescribe  del  mismo  modo  que  las 
demas  que  se  dan  para  reclamar  bienes  libres, 
debiendo  contarse  el  tiempo  de  la  prescripción 
desde  la  fecha  del  restablecimiento  de  la  ley  de 
11  de  Octubre  de  1820  por  la  de  30  de  Agosto  I 
de  1836  (Sents.  23  Mayo  1855  y 0 Enero  1875). 

La  posesión  por  más  de  setenta  años  de  una 
heredad  en  concepto  de  vincular,  produce  pres- 
cripción do  los  derechos  reales  (Sent.  29  Abril 
1858). 

Cuando  no  se  ha  ejercitado  oportunamente  : 
la  acción  para  anular  un  acto  vicioso,  queda 
subsistente  y firme  por  la  prescripción  proba- 
da, no  siendo  aplicable  en  dicho  caso  el  princi- 
pio de  que  lo  que  es  nulo  por  la  ley,  no  puede 
hacerlo  válido  ó variar  el  trascurso  del  tiempo 
(Sent.  21  Enero  1865). 

Estimándose  la  excepción  de  prescripción,  no 
liá  lugar  á la  acción  de  petición  de  herencia 
(Sent.  24  Enero  1866). 

El  término  de  treinta  años,  durante  el  que, 
con  arreglo  á la  ley  63  de  Toro,  se  prescriben 
las  acciones  reales  ó mixtas,  no  se  cuenta  sino 
desde  que  empieza  el  derecho  para  poder  ejer- 
citarles (Sent.  6 Abril  1866). 

Tratándose  de  la  prescripción  de  acciones, 
basta  el  trascurso  del  tiempo  para  que  se  veri- 
fique, sin  que  sean  necesarios  los  requisitos 
que  exigen  las  leyes  18,  19  y 21,  tít.  XXIX, 
Partida  3.”,  para  prescribir  el  dominio  de  las 
cosas  raíces  (Sents.  7 Abril  1866  y 27  Febrero 
1875). 

Ya  que  no  se  estime  que  la  ley  22,  tít.  XIX, 
Partida  3.*,  se  halla  completamente  derogada, 
puesto  que  existen  deudas  hipotecarias  que  no 
se  prescriben  sino  por  el  término  de  treinta 


años,  lo  está,  á lo  ménos,  en  cuanto  á las  pro- 
cedentes de  acciones  personales,  por  la  ley  5.‘, 
tít.*  VIII,  lib.  XI,  Nov.  Rec.,  que  limita  á veinto 
años  el  tiempo  necesario  para  la  prescripción  de 
dichas  acciones  (Sent.  4 Diciembre  1866). 

No  pueden  ejercitarse  las  acciones  que  han 
prescrito  por  el  lapso  del  tiempo  marcado  en  la 
ley  ¡Sents.  29  Abril  1867  y 18  Junio  1864). 

Según  la  ley  5.a,  tít.  VIH,  lib.  XI,  Novísima 
Recopilación,  las  acciones  mixtas  pueden  ejer- 
citarse durante  el  término  de  treinta  años,  y 
aunque  así  no  fuera,  una  vez  deducidas  en  jui- 
cio, pueden  las  partes  hacer  valer  sus  efectos 
durante  el  mismo  término  (Sent.  1 5 Enero  1867) . 

Cuando  pasa  el  tiempo  para  ejercitar  una 
acción  sin  hacerlo,  prescribe  dicha  acción,  áno 
ser  que  se  pruebe  que  ha  habido  un  motivo  so- 
ñafiado  y ostensible  que  impidiera  el  comenzar 
ó continuar  las  diligencias  judiciales  (Sent.  19 
Febrero  1869). 

Según  la  ley  63  de  'Toro,  se  necesita  el  tras- 
curso de  treinta  años  para  que  proscriba  la  ac- 
ción real  hipotecaria  (Sent.  21  Diciembre  1869), 

Cuando  la  acción  es  mixta  de  real  y personal, 
no  es  admisible  la  excepción  de  prescripción 
por  sólo  el  trascurso  do  doce  años,  por  ser  in- 
dispensable que  concurra,  entre  otros  requisi- 
tos, el  trascurso  del  tiempo  determinado  por  la 
ley  (Sent.  11  Junio  1869). 

Las  leyes  21  y 22,  tít.  XXTX,  Partida  3.’;  7.\ 
tít.  XIV  de  la  Partida  6.a,  y 5.a,  tít.  VIH,  lib.  \'I, 
Nov.  Rec.,  referentes  al  tiempo  por  que  se  gana 
y pierde  el  dominio  de  las  cosas,  se  extinguen 
los  créditos  y se  prescriben  las  acciones,  no  tie- 
nen aplicación  al  pleito  en  que  los  demandan- 
tes piden  sus  legítimas,  que  viene  poseyendo 
de  consuno  el  demandado  en  cuya  compañía 
han  vivido  hasta  proponer  la  demanda;  no  pu  - 
diendo  éste  defender  por  tiempo  y estando  obli- 
gado á entregar  á cada  uno  lo  suyo,  cuando 
quier  que  se  lo  demandare,  según  lo  que  dia- 
pone la  ley  2.a,  tít.  VIII,  lib.  XI,  Novísima  Re- 
copilación (Sent.  12  Enero  1870). 

La  ley  5.a,  tít.  VIII,  lib.  XI,  Nov.  Rec.,  sobre 
prescripción  de  acciones,  no  es  aplicable  á aque- 
llas que  tienen  término  señalado  para  su  ejer- 
cicio. como  sucede  en  la  rescisión  por  lesión 
(Sent.  12  Abril  1871). 

Las  acciones  mixtas  de  personales  y reales 
no  pueden  prescribirse  por  tiempo  menor  do 
treinta  años  (Sents.  14  Julio  1871  y l.°  Mar- 
zo 1875). 

No  existiendo  una  acción,  falta  la  baso  para 
suponer  que  puede  haberse  prescrito  y conside- 
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rar  infringidas  las  leyes  relativas  á prescripción 
da  acciones  (Sent.  23  Mayo  1874]. 

Todos  los  pactos  que  producen  acciones  per- 
sonales están  sujetos  á las  reglas  establecidas 
por  el  derecho  para  la  prescripción  cOmo  me- 
dida de  verdadero  órden  público,  que  asegura 
la  posesión  y la  propiedad  de  las  cosas  para  que 
no  permanezcan  en  incierto  por  tiempo  indefi- 
nido {Sent.  12  Mayo  1875). 

Según  la  jurisprudencia  del  Tribunal  Supre- 
mo, consignada  en  sentencia  de  17  de  Noviem- 
bre de  1865,  la  prescripción  que  establece  la 
ley  63  de  Toro  comprende  toda  clase  de  accio- 
nes, sean  reales,  personales  ó mistas,  y cuando 
no  se  ejercita  en  la  demanda  acción  alguna 
personal,  sinó  otra  emanante  do  un  título  here- 
ditario ó derecho  en  las  cosas  que  no  prescri- 
ben por  menos  de  treinta  años,  la  sentencia  que 
absuelve  de  la  demanda,  considerando  prescri- 
ta la  acción  sin  haber  trascurrido  este  término, 
infringe  la  ley  citada  (Sent.  29  Diciembre  1875). 

Fundándose  un  recurso  exclusivamente  en  la 
prescripción  de  la  acción  intentada,  carece  do 
toda  relación  con  esta  cuestión  jurídica  el  ar- 
tículo 10  de  la  ley  de  11  de  Octubre  de  1820, 
igualmente  que  la  ley  5.a,  tít.  VIII,  lib.  XI,  No- 
vísima Recopilación,  que  si  bien  señala  el  tiem- 
po en  que  se  prescriben  las  acciones  ejecutivas, 
personales  y reales  ó mixtas,  no  establece  regla. 

COMENTARIO 

Re  ha  creído  por  algunos  que  el  derecho  de 
ejecutar  por  acción  personal  no  debía  contarse 
siempre  desde  que  nace  la  acción  ejecutiva,  sinó 
desdo  el  dia  de  la  obligación,  porque  de  no  ser 
así,  quedaría  al  arbitrio  del  acreedor  la  dura- 
ción mayor  ó menor  de  las  acciones,  una  vez 
que  ni  presentase  para  el  reconocimiento  el 
vale  ó pagaré  donde  conste  su  crédito,  muchos 
años  después  de  haberse  otorgado,  viniendo  á 
resultar  que  el  vale,  por  requerir  aquella  cir- 
cunstancia para  ser  título  que  tenga  aparejada 
ejecución,  sería  privilegiado  sobre  la  escritura. 

La  ley  no  admite  esta  explicación,  porque 
terminantemente  dice  que  el  derecho  de  ejecu- 
tar prescribe  á los  diez  años  y derecho  de  eje- 
cutar no  existe  mientras  no  haya  acción  ejecu- 
tiva; por  consiguiente,  empezará  á contarse  el 
tiempo  en  la  sentencia  desde  el  día  en  que  se 
dictó,  en  el  instrumento  público  desde  la  fecha 
de  su  otorgamiento  ó desde  que  so  cumplió  la 
condición  ó el  plazo,  si  la  condición  que  en  él 
consta  fuere  condicional  ó á día  cierto;  en  los 


nales,  pagarés  y papeles  simples,  desde  el  día 
de  su  reconocimiento,  etc. 

Los  veinte  años  señalados  para  la  prescripción 
de  la  ejecutoria  dada  sobre  la  acción  personal, 
empiezan  á contarse  desde  que  aquélla  se  dictó , 
ó se  declaró  la  sentencia  por  pasada  en  autori- 
dad de  cosa  juzgada.  El  ejemplo  citado  por  va- 
rios autores  explica  perfectamente  esto  punto: 
Pedro  prestó  á Juan  mil  reales  ante  tostigos,  y 
por  no  habérselos  pagado  en  el  plazo  conveni- 
do, se  los  demanda  judicialmente:  niega  Juan  la 
deuda,  y luégo  la  justifica  Pedro,  en  cuya  vir- 
tud es  condenado  aquél  á su  satisfacción,  y se 
ejecutoría  por  tribunal  superior  ó declara  el 
juez  inferior  por  pasada  en  autoridad  de  cosa 
juzgada  su  sentencia:  desde  este  momento  em- 
piezan á correr  los  veinte  anos,  los  diez  para 
pedir  por  la  vía  ejecutiva,  y los  otros  diez  para 
pedir  por  la  vía  ordinaria,  si  en  los  primeros  no 
usó  de  aquel  derecho,  sin  que  la  acción  perso- 
nal haya  dejado  de  existir,  porque  Pedro  siem- 
pre la  tuvo  para  exigir  el  pago  de  la  deuda  á 
Juan. 

En  lo  que  ha  sido  modificada  la  ley  de  Toro 
es  en  lo  relativo  á la  acción  hipotecaria.  Según 
ella,  prescribía  ésta  por  treinta  años,  disposición 
que  ha  estado  vigente  hasta  que  la  ley  Hipote- 
caria redujo  aquel  tiempo  al  de  veinte  años, 
contados  desde  que  pueda  ejercitarse  dicha 
unión  con  arreglo  al  título  inscrito. 

Que  la  ley  parece  facultar  al  acreedor  para  ha- 
cer más  ó menos  larga  la  duración  de  las  accio- 
nes desde  el  momento  en  que  aquél  retrase  la 
interposición  de  la  demanda  ejecutiva;  que  po- 
día haber  señalado  ménos  tiempo  para  la  pres- 
cripción de  acciones,  que  debía  haber  hecho 
distinción  del  mismo  entre  presentes  y ausen- 
tes, como  hace  el  Proyecto  de  Código,  etc.,  son 
cuestiones,  que  como  otras  muchas,  salón  de  la 
esfera  del  derecho  positivo,  y aun  cuando  en  el 
campo  del  derecho  constituyente  y de  la  ciencia 
tienen  perfecta  cabida , no  somos  nosotros  los 
llamados  á resolverlas,  ni  tampoco  nos  lo  per- 
mite el  límite  á que  debemos  circunscribirnos. 

Por  último,  respecto  á los  requisitos  que  de- 
ben concurrir  en  la  prescripción  de  acciones, 
sólo  diremos  que  la  ley  únicamente  señala  como 
tal  el  tiempo,  y la  jurisprudencia  del  Tribunal 
Supremo  así  lo  ha  confirmado,  declarando  inne- 
cesarios los  que  para  prescribir  el  dominio  exi- 
gen las  leyes. 

Artículo  2251. — Prescribe  á los  tres  años 


DE  LA  PRESCRIPCION 


la  acción  de  los  letrados,  procuradores  y so-  1 
Imitadores  para  demandar  sus  honorarios. 
La  prescripción  corre  desde  el  dia  eu  que  se 
devengaron,  y se  interrumpe  por  la  contes- 
tación á la  demanda  hecha  ántes  del  tras- 
curso de  dicho  plazo. 

Lo  establecido  en  este  artículo  no  puede 
renunciarse,  y cualquier  renuncia  en  contra-  ¡ 
rio  es  ineficaz. 

ORÍGENES 

Ley  9.*,  tit.  XI,  lib.  X,  Nov.  Rec. 

Artículo  2252. — Presciúbe  igualmente  á 
los  tres  años  la  acción  de  los  criados  para 
reclamar  los  salarios  devengados,  á no  acre- 
ditar que  los  reclamaron  dentro  de  ese  tiem-  | 
po  y no  les  habían  sido  satisfechos.  Dicho 
termino  empieza  á correr  desde  el  día  en  que  . 
filé  despedido  el  criado. 

La  misma  regia  es  aplicable  á los  botica- 
rios, joyeros,  oficiales  mecánicos,  especie- 
ros, confiteros  y cuantos  tienen  tiendas  de 
artículos  de  comer,  para  reclamar  lo  que  se 
les  deba  por  sus  géneros. 

• ORÍGENES 


Ley  10,  tít.  XI,  lib.  X,  Nov.  Rec. 


JURISPRUDENCIA 

La  ley  10,  tít.  XI,  lib,  X,  Nov.  Rec.,  sólo  tie- 
ne por  objeto  establecer  la  prescripción  ú los 
tres  años  de  la  acción  que  pueden  ejercitar  los 
criados  por  los  salarios  que  se  les  deben,  de  la 
que  corresponda  entablar  á.los  que  venden  en 
tiendas  de  comercio,  á los  oficiales  mecánicos 
por  sus  hechuras,  á los  confiteros,  boticarios  y 
otros  por  las  suyas,  de  cuyas  palabras  se  dedu-  ■ 
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ce  claramente  que  no  tiene  aplicación  á géneros 
y efectos  de  comercio  que  no  sean  hechura  de 
las  mismas  personas  quo  los  vendan  como  re- 
sultado de  trabajo  ó industria  que  les  sea  per- 
sonal (Sent.  23  Febrero  1871). 

Si  bien  la  loy  5.*,  tit.  VIH,  lib.  XI,  Novísima 
Recopilación,  determina  que  la  acción  personal 
no  prescribe  hasta  los  veinte  años,  esta  ley  fue 
modificada  por  la  posterior,  10,  tít.  XI,  lib.  X 
del  mismo  Código,  que  limita  aquel  termino  á 
tres  años  para  la  prescripción  de  las  acciones 
también  personales  que  asistan  á los  artesanos 
para  pedir  el  valor  do  sus  obras,  á menos  que 
justifiquen  que  las  pidieron  dentro  de  los  mis- 
mos tres  años  y no  so  las  hayan  satisfecho  (Sen- 
tencia 4 Diciembre  1871} . 

Artículo  2253. — La  acción  que  tienen  los 
recaudadores  y arrendadores  de  rentas  pú- 
blicas para  reclamar  lo  que  se  les  debe  por 
los  contribuyentes  prescribe  á los  cuatro 
años,  á no  ser  que  por  acto  alguno  de  aque- 
llos se  interrumpiera  la  prescripción..  Esta 
empieza  á correr  desde  el  día  en  que  cesaron 
en  su  cargo  dichos  recaudadores  y no  es 
extensiva  á lo  que  so  debe  al  Estado. 

ORÍGENES 

Ley  8.a,  tít.  VíTT,  lib.  XI,  Nov.  Rec. 


COMENTARIO 


La  disposición  de  este  artículo  no  so  refiere 
á las  contribuciones  que  directamente  hayan  de 
pagarse  al  Estado.  Respecto  de  éstas,  el  art.  53 
del  Real  decreto  do  23  de  Mayo  de  1845  decía: 
«Deja  de  ser  qxigiblc  toda  cuota  de  contribu- 
ción cuyo  importe  no  haya  sido  reclamado  en 
el  espacio  de  dos  años,  sin  perjuicio  de  la  res- 
ponsabilidad d9  la  persona  encargada  de  la  co- 
branza para  con  el  Tesoro  público.» 


Tomo  U 
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CAPÍTULO  VI 


DE  LAS  CAUSAS  QUE  INTERRUMPEN  Ó SUSPENDEN  EL  CURSO 

DE  LA  PRESCRIPCION 


Artículo  2254. — Interrumpida  la  posesión, 
se  entenderá  interrumpida  la  prescripción 
de  la  propiedad;  interrumpida  la  propiedad, 
se  entenderá  interrumpida  la  prescripción 
de  la  posesión. 

ORÍGENES 

Loy  ü.%  tít.  VIII,  lib.  XI,  Nov.  Rec.  (65  de 
Toro). 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  con:  Art.  575,  tít.  IX,  parte  1.a, 
Oód.  Prusia,  y ley  5.a,  tít.  III,  lib.  XLT,  Di- 
gesto. 

JURISPRUDENCIA 

Cuando  la  Sala  sentenciadora  estima  que  la 
posesión  ha  sido  continua,  no  puede  tener  apli- 
cación la  ley  65  de  Toro,  que  habla  de  las  in- 
terrupciones que  impiden  la  prescripción  (Sen- 
tencia 19  Enero  1865). 

Si  bien  la  ley  0.a,  tít.  VIII,  lib.  XI,  Novísima 
Recopilación,  ordena  que  la  interrupción  en  la 
posesión  interrumpe  la  prescripción  en  la  pro- 
piedad, cuando  la  Sala  sentenciadora,  por  los 
lundamonlos  que  aprecia  y consigna,  sin  que 
coaita  su  juicio  se  oponga  ley  ó doctrina  legal, 
declara  que  desdo  antiguo  se  estuvo  en  la  cons- 
tante ó inmemorial  posesión  do  una  cosa,  no  se 
infringe  dicha  loy  (Sent.  22  Junio  1867). 

COMENTARIO 

En  la  redacción  de  este  artículo,  que  contiene 
lo  que  puedo  considerarse  como  la  regla  gene- 
ral respecto  á las  causas  que  interrumpen  ó 
suspenden  el  curso  do  la  prescripción,  hemos 
procurado  consignar  las  mismas  palabras  do  la 


ley  65  de  Toro,  6.a,  tít.  VIH,  lib,  XI,  Novísima 
Recopilación,  de  donde  está  tomada  su  disposi- 
ción, á fin  de  evitar  dudas  y explicaciones. 

Muy  sencilla  es  la  doctrina  para  que  nos  de- 
tengamos en  hacerlas;  mas  no  por  esto  han  de- 
jado de  presentarse  dudas  entre  los  autores, 
pues  miéntras  unos  dicen  que,  conforme  al  es- 
píritu de  la  ley,  lo  que  el  legislador  quiso  sig- 
nificar es  que  la  interrupción  de  la  prescrip- 
ción en  la  posesión  interrumpe  la  prescripción 
en  la  propiedad,  y viceversa,  otros,  apoyándose 
en  las  mismas  palabras  de  la  ley,  opinan  que, 
interrumpida  la  posesión,  se  interrumpe  la  pres- 
cripción de  la  propiedad;  dudas  poco  fundadas, 
á las  que  el  texto  legal  únicamente  puede  darles 
base  en  cuanto  á las  palabras,  mas  no  respecto 
al  fondo  de  la  disposición. 

Artículo  2255. — Interrúmpese  la  prescrip- 
ción: 

1. °  Por  el  abandono  de  la  cosa  ó pérdi- 
da de  la  posesión  antes  de  terminar  el  pla- 
zo para  prescribir. 'El  poseedor  no  podrá,  si 
después  la  recobra,  unir  el  tiempo  pasado 
al  que  después  siga  prescribiendo,  sino  que 
tendrá  que  comenzar  de  nuevo  á. contarlo. 

2. °  Por  demanda  deducida  por  el  verda- 
dero dueño  y emplazamiento  hecho  en  su 
consecuencia  al  poseedor. 

3. °  Por  la  renovación  de  deuda  ó deman- 
da extrajudicial  de  crédito  en  la  prescrip- 
ción que  se  ejercita  sobre  las  cantidades  ú 
objetos  debidos. 

ORÍGENES 

Ley  7.a,  tít.  XI,  lib.  II,  Fuero  Real. 

Ley  29,  tít.  XXIX,  Partida  3.* 


DE  LA  HUÍSG1UEC10N 


CONCORDANCIAS  I 

Concuerdan  sustancialmentc:  con  el  primer 
párrafo  la  ley  5.a,  tít-  XXX.  !ib.  XLI,  Digesto;  , 
y con  el  2.°  los  artículos  2244,  Cód.  Francia. — 
552,  párrafos  2.°  y 3.°  Portugal.— 2125  Italia.— 
2017  Holanda.  — 1497  Austria.  — 553,  tít.  IX,  ! 
parte  1."  con  adiciones,  Prusia.— 1652  Vaud. — 
2002  Valais.— 3484  Luisiana. — 2271  Bolivia. — 
Leyes  3.a  y 7.a  al  principio,  tít.  XXXIX,  3.a, 
tít.  XL,  lib.  \7II,  Código  Romano. 

JURISPRUDENCIA 

1 

El  deslinde  y apeo  de  una  heredad,  practica- 
dos con  objeto  de  señalar  sus  límites,  no  inter- 
rumpe la  posesión  para  los  efectos  de  la  pres- 
cripción (Sent.  23  Febrero  1859j. 

La  reclamación  por  medio  de  una  carta  no 
puede  surtir  los  efectos  del  cumplimiento  para 
interrumpir  la  prescripción  (Sents.  l.°  Mayo 
1801  y 21  Enero  1865]. 

Queda  interrumpida  la  prescripción  por  la 
reclamación  que  se  haga  de  la  cosa  que  se  pre- 
tenda prescribir  (Sent.  21  Junio  1862). 

Según  la  ley  29,  tít.  XXIX,  Partida  3.a,  uno 
de  los  modos  de  interrumpirse  la  prescripción  ! 
es  si  el  deudor  pagase  parte  de  la  deuda  (Sen-  ' 
tencias  20  Junio  1865  y 3 Abril  1876). 

El  término  que  en  una  sentencia  se  concede 
para  ejercitar  una  acción,  no  puede  ser  otro  que 
el  establecido  para  la  prescripción  de  la  misma 
acción  según  la  legislación  común.  Este  término 
no  puede  interrumpirse  por  la  interposición  de 
súplicas  improcedentes,  ni  solicitudes  de  entre- 
ga condicional  de  lo  mandado  entregar  por  la 
sentencia,  sin  otra  diligencia  alguna  que  no  sea 
su  literal  cumplimiento  (Sent.  3 Abril  1869). 

El  tiempo  de  la  prescripción  no  se  interrumpe 
por  litigio  anterior  sobre  la  misma  cosa,  cuan- 
do en  este  litigio  se  ejercitó  acción  distinta  de 
la  utilizada  en  el  pleito  posterior,  y sobre  todo 
cuando  los  demandados  en  él  fueron  absueltos, 
según  tiene  declarado  el  Tribunal  Supremo 
(Sent.  14  Enero  1871). 

No  puede  aprovechar  al  deudor  la  prescrip- 
ción cuando  consta  de  una  manera  cierta  la  re- 


bunal Supremo,  por  las  reclamaciones  directas, 
aunque  extrajudiciales,  del  acreedor  ó propie- 
tario al  deudor  ó poseedor,  y por  todo  recono- 
cimiento expreso  ó tácito  que  éste  haga  del  de- 
recho primero  (Sents.  14  Julio  1871  y 12  Fe- 
brero 1875). 

La  ley  29,  tít.  XXIX,  Partida  3.*,  exige  para 
interrumpir  la  prescripción  que  el  acreedor  haga 
emplazar  al  deudor  por  carta  del  Rey  ó del  juz- 
gador ó por  portero,  y acorde  con  ella  la  7.a, 
tít.  XI  del  Fuero  Real,  obliga  á quien  quiera 
obtener  aquel  resultado  á querellarse  al  Bey  de 
aquel  que  tiene  la  su  cosa,  ó emplazarle  por 
señal  que  él  pase,  ó por  carta  del  Alcalde , ó 
por  su  orne  conocÁdo,  sin  que  valga  la  reclama- 
ción verbal  ni  la  que  se  haga  en  carta  particu- 
lar, como  lo  tiene  declarado  el  Tribunal  ¿Supre- 
mo (Sent.  3 Octubre  1874). 

No  es  doctrina  legal  ni  jurisprudencia  esta- 
blecida, la  de  que  cuando  conste  de  una  mane- 
ra cierta  que  se  ha  reconvenido  al  deudor  extra- 
judicialmente,  se  interrumpe  la  prescripción 
(Sents.  id.  id.  id.). 

Si  antes  de  trascurrir  el  tiempo  de  la  pres- 
cripción se  celebra  acto  de  conciliación,  para  lo 
que  es  preciso  que  el  Juez  mando  citar  al  recur- 
rente, con  señalamiento  de  día  y hora,  que  el 
demandante  haga  su  reclamación  al  demandado, 
y los  hombres  buenos  de  quienes  tienen  que 
asociarse,  así  como  el  Juez,  procuren  avenirlos: 
estos  actos,  segun  la  citada  ley  29,  son  más  que 
suficientes  para  Interrumpir  la  prescripción  de 
la  acción  (Sent.  12  Febrero  1875). 

Se  alega  infundadamente  la  ley  29,  tít.  XXIX, 
Partida  3.a,  sobre  interrupciones  de  la  prescrip- 
ción, cuando  el  término  ordinario  de  ésta  había 
pasado  con  exceso  al  alegarse  el  motivo  de  la 
interrupción  (Sent.  6 Noviembre  1875). 

Declarado  por  la  Sala  sentenciadora  que  la 
interrupción  de  la  prescripción  por  el  pago  de 
los  intereses  no  se  ha  probado  en  suficiente 
forma,  hecha  esta  declaración,  la  cuestión  del 
pleito  se  resuelve  en  una  cuestión  de  hecho, 
sometida  á la  apreciación  de  la  misma  Sala, 
que  es  decisiva  cuando  en  ella  no  se  ha  infrin- 
gido ley  ni  doctrina  legal;  y por  tanto,  al  absol- 
ver de  la  demanda  al  demandado  por  haber 


petición  de  actos  con  que  el  acreedor  le  ha  re- 
convenido para  el  pago  de  lo  adeudado,  con  los 
cuales  se  ha  interrumpido  el  término  de  la  pres- 
cripción (Sent.  24  Junio  1871). 

Se  interrumpe  el  curso  de  la  prescripción, 
segun  lo  dispuesto  en  la  ley  29,  tít.  XXIX  de  la 
Partida  3.a,  y segun  las  declaraciones  del  Tri- 


prescrito la  acción  del  demandante,  la  sentencia 
no  infringe  la  ley  29,  tít.  XXIX,  Partida  3.a,  ni 
la  5.a,  tít.  VIII,  lib.  XI,  Nov.  Rec.,  en  relación 
con  ella  (Sent.  3 Abril  1876). 

Segun  declaración  del  Tribunal  Supromo, 
fundada  en  la  ley  29,  tít.  XXIX,  Partida  3.",  la 
prescripción  de  las  cosas  raíces  y do  las  accio- 
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ncs  se  interrumpe  por  la  gestión  ó interpelación 
hedía  on  un  acto  do  conciliación  al  tenedor  de 
lacosa  que  se  reclama  (Sent.  11  Diciembre  1876). 


COMENTARIO 

Siendo  la  pose3ion  requisito  imprescindible 
para  la  prescripción,  por  cualquier  cosa  que  una 
se  acabe  desaparece  la  otra,  de  manera  que  por 
el  abandono  de  la  cosa  ó pérdida  de  la  tenencia, 
delinee  interrumpe  la  prescripción.  Este  modo, 
llamado  natural,  de  interrumpirse  la  prescrip* 
cion,  lleva  consigo  la  pérdida  total  del  derecho, 
pues  áun  cuando  después  se  recobrara  la  pose- 
sión, habría  que  empezar  á contar  de  nuevo  el 
tiempo  para  prescribir,  sin  que  pudiera  valer  á 
este  el  que  se  estuvo  prescribiendo. 

El  segundo  párrafo  del  artículo  señala  el  mo- 
do de  interrumpirse  civilmente  la  prescripción, 
mediante  la  demanda  del  dueño  déla  cosa,  em- 
plazando al  poseedor,  y tiene  de  particular  que 
si  éste  obtuviere  sentencia  favorable  por  no  ha- 
ber prohado  su  dominio  el  demandante,  se  con- 
tinúa contando  el  tiempo  como  si  no  hubiera 
habido  interrupción. 

Por  último,  cuando  hubiera  empezado  á pres- 
cribirse la  acción  para  reclamar  un  crédito,  in- 
terrúmpese la  prescripción  por  la  renovación  ó 
reconocimiento  del  mismo  llevado  á cabo  por 
el  deudor,  faciendo  carta  ó ¡ladurn  sobre  si,  ó 
dando  peños  ó pagando  algo  por  razón  de  me- 
noscabo, ó dando  parte  del  precio,  ó faciendo 
alguna  otra  eos  a semejante  destas  nuevamente, 
y también  se  produce  el  mismo  efecto  por  la 


reclamación  del  crédito  hecha  por  el  acreedor 
delante  de  amigos  ó avenidores,  cuyas  palabras 
dan  á entender  que  la  ley  admite  la  interrupción 
verificada  de  un  modo  extrajudicial,  aunque  no 
son  unánimes  las  leyes  en  este  punto. 

Artículo  2256. — Guando  el  que  prescribe 
estuviere  ausente,  se  incapacitare,  ó mu- 
riere dejando  menores  sin  guardador,  por 
cuyas  razones  no  pudiere  ser  demandado  en 
juicio  por  el  verdadero  dueño,  basta  para 
que  se  interrumpa  la  prescripción  el  que 
éste  reclame  su  propiedad  ante  el  juez,  y en 
su  delecto  ante  el  alcalde  ó ante  testigos. 

ORÍGENES 

Ley  9.a,  tít.  XI,  líb.  II,  Fuero  Real. 

Ley  30,  tít.  XXIX,  Partida  3.a 

CONCORDANCIAS 

Concuerda  con  el  cap.  II,  tít.  IV,  lib.  VII, 
Código  Romano. 


COMENTARIO 

La  ley  30,  tít.  XXIX,  Partida  3.a,  ha  perdido 
hoy  importancia,  porque  la  disposición  en  ella 
contenida  no  puede  ser  en  todas  sus  partes  apli- 
cada. Lo  démas,  confirmado  por  el  Fuero  Real 
y consignado  en  el  artículo,  es  tan  sencillo,  que 
j su  simple  lectura  basta  para  formar  concepto 
del  precepto  legal. 


FIN  DEL  SEGUNDO  Y ÚLTIMO  TOMO 


Noía.  A ruego  del  autor  de  esta  obra,  so  hace  constar  que  por  imposibilidad  dei  mismo  ha  tomado  par- 
te en  la  formación  del  Codigo  civil  de  EsvaNa  el  Sr.  D.  Emilio  Almech,  á cuja  pluma  se  deben  en  su 
major  parte  los  artículos  del  377  al  423,  del  727  al  834,  del  1078  al  1362  y del  2180  al  2256. 

El  Editor. 
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